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RESUMEN
EL CONCEPTO DE PERSONA EN LA JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL
El objeto de este estudio es El concepto de persona en la jurisprudencia del Tri-
bunal Constitucional. 
Persona es un tópico con presencia en gran parte de los textos de naturale-
za política, así como en las declaraciones de derechos y tratados internaciona-
les adoptados a partir de la conclusión de la II Guerra Mundial, reconociéndola 
como sui iuris. No obstante, a pesar de la referida presencia plural del término, 
su conceptualización encierra delimitaciones contrapuestas e incluso irreconci-
liables. 
La Constitución Española es interpretada por el Tribunal Constitucional (cf. 
art. 1 LOTC). Tanto la Constitución como su interpretación vinculan a su vez la 
interpretación y aplicación de las leyes y reglamentos por Jueces y Tribunales (cf. 
art. 5 LOPJ). El concepto de persona en la jurisprudencia del TC conformará la 
lectura del término para el conjunto del ordenamiento. 
Buscamos determinar el contenido conceptual de persona mediante el es-
tudio sistemático de los apartados de fundamentación normativa determinados 
en sentencia del TC. Exégesis de los textos realizada para dar respuesta a tres 
preguntas: ¿qué es la persona?, ¿quién es persona? y ¿por qué se expresa a la 
persona como titular de derechos? El estudio se divide en dos partes y cuatro 
capítulos.
La primera parte: analítica. Tiene por objeto la jurisprudencia del TC y se 
ha divido en dos capítulos. 
 El primer capítulo versa sobre el mismo texto constitucional. Por razón 
del estudio de la jurisprudencia del TC buscamos delimitar el articulado objeto 
de nuestro interés. Una vez analizado el texto, seleccionamos 28 términos de re-
levancia específi ca: persona, personal, personalidad, humano, individuo, todos, nadie, 
ciudadano, varón, seguridad, hombre, mujer, física, natural, jurídica, dignidad, inviola-
bles, derecho, deber, vida, integridad, libertad, honor, tutela, educación, matrimonio, fa-
milia, e igualdad; por lo que, necesariamente obtenemos la serie de artículos objeto 
de nuestro estudio: Preámbulo, 1, 2, 3, 8, 9, 10, 11, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 
23, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 32, 33, 35, 36, 38, 39, 40, 41, 43, 44, 45, 46, 49, 50, 51, 
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53, 55, 56, 57, 59, 60, 61, 62, 64, 65, 66, 67, 72, 77, 79, 81, 86, 90, 92, 94, 102, 104, 105, 
122, 124, 125, 129, 130, 132, 135, 139, 140, 141, 147, 152, 161, 162 y 164. 
En el segundo capítulo, parte central y más extensa de la investigación, tras 
la lectura de las 3.724 sentencias que consignan alguno de los 79 artículos refe-
ridos, se analiza, año por año, mediante exégesis lo declarado por el TC relativo 
a los 28 términos indicados en 584 sentencias de alcance relevante y específi co. 
Por lo demás, atendemos a las afi rmaciones y postulados del TC relativos a la 
cuestión interpretativa e infl uencia de otros Tribunales en sus mismas tomas de 
posición.
Segunda parte: aproximación critica al concepto de persona obtenido del 
estudio exegético de la jurisprudencia del TC. Dividida en dos capítulos —III 
y IV de la investigación—. El primero es un esfuerzo de síntesis que recoge los 
postulados de la jurisprudencia en todo su despliegue temporal. En el apartado 
segundo de este capítulo se ponen de relieve contradicciones, contrariedades y 
cuestiones abiertas en torno a la persona contenidas en la jurisprudencia. Resulta 
clave en orden a esto el mismo postulado del TC, según consta en sentencia, por 
el cual entender es concebir (cf. STC 117/1998). 
El segundo —capítulo IV— atiende a la doctrina en sede de ciencia. Hemos 
conjugado al efecto dos variables en orden a la objetivación de nuestro estudio: 
atendemos a aquellos autores que siendo o habiendo sido magistrados del TC, al 
mismo tiempo, fi guran como catedráticos de Derecho Constitucional, con la sola 
excepción de Manuel García Pelayo, advertida su talla y relevancia doctrinal. 
Examinado el total de la aportación doctrinal de estos autores, centramos la aten-
ción en las elaboraciones en torno al concepto de persona sostenidas por cada 
uno de ellos. En un apartado fi nal se destacan las coincidencias y puntos clave. 
La bibliografía referida y consultada se recoge dividida en dos apartados: 
legislación y jurisprudencia —legislación española, europea e internacional y ju-
risprudencia del TC— y doctrina —magistrados del TC y otros autores—. Cuatro 
anexos acompañan el estudio realizado. En ellos se recogen: las sentencias del TC 
según artículo referido (Anexo I), el cuerpo total de sentencias por año (Anexo 
II), la selección de textos de sentencias (Anexo III), los magistrados del Tribunal 
Constitucional (Anexo IV). 
Las conclusiones obtenidas en nuestro estudio nos permiten afi rmar que, 
pese a que el término persona ocupa un lugar nuclear en el conjunto del cuerpo 
de sentencias del TC, dicha voz primero no se conceptualiza en la jurisprudencia, 
segundo es un presupuesto inexpresado. La ausencia de defi nición del término 
relega la respuesta por la pregunta en torno a su naturaleza a la mera yuxta-
posición de los diversos atributos sostenidos en la fundamentación normativa de 
las sentencias del Tribunal y difi culta la determinación tanto de los sujetos a los 
que designa el término, como de la razón por la que la persona se expresa como 
titular de derecho.
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Las tomas de posición en torno al contenido de signifi cado de persona, no 
se desarrollan de manera coherente en la jurisprudencia manteniendo la equiv-
ocidad de fondo del texto constitucional. Su fundamentación se realiza de forma 
voluntarista y arbitraria en una multiplicidad de criterios de interpretación. Esta 
inseguridad jurídica, unida a la ausencia de elementos indisponibles, remite a 
una petición de principio ausente para el mismo conjunto del texto. 
El estudio específi co y elaboración en ciencia en torno al concepto de perso-
na refi ere el término al reconocimiento o cualidad que se asigna al ser humano. 
Como idea abstracta originada en la cultura de la Ilustración, signifi caría libertad 
e igualdad sustantiva —autodeterminación autocausativa e identidad sustan-
cial—. Atributos por los cuales la persona es digna. Reconociéndose la serie de 
autores estudiados como iusnaturalistas, la doctrina estudiada confi gura como 
fi n del Estado social y democrático de derecho y criterio de legitimación políti-
co y social los referidos atributos de libertad e igualdad, en el despliegue de los 
derechos fundamentales como mecanismos de cambio de la conciencia humana 
y social.
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ABSTRACT
THE CONCEPT OF PERSON IN THE DECISIONS OF THE CONSTITUTIONAL COURT
The main goal of this research is The concept of person in the decisions of the 
Constitutional Court.
Person is a concept used in many texts of political nature, as well as in the 
declarations of rights and international treaties drafted after the World War II. It 
is recognized as the sui iuris. However, despite this presence of the term, its con-
ceptualization contains opposing and even irreconcilable purports.
The Spanish Constitution is construed by the Constitutional Court (cf. Ar-
ticle 1 LOTC). Both the Constitution and the interpretation of the Constitution 
are binding upon the canons of construction and the enforcement of Statutes and 
Regulations by Judges and Courts (cf. Article 5 LOPJ). Therefore, the concept of 
person in the decisions of the Constitutional Court determines the reading of the 
term for the whole legal system.
We seek to determine the concept of person through the systematic study of 
the sections of normative foundation in the decisions of the Constitutional Court. 
The aim is to answer three questions: what is person? Who is a person? And why 
is the person expressed as rights holder? The four-chapter-study is divided into 
two parts.
The fi rst part: analytical.  It has been split up into two chapters, in order to 
study the decisions of the Constitutional Court.
 The fi rst chapter deals with the Constitution. We seek to delimit the rele-
vant articles for our study. Once analysed the text, 28 terms of specifi c relevance 
were singled out: person, personal, personality, human, individual, all, nobody, 
citizen, male, security, man, woman, physical, natural, legal, dignity, inviolable, 
right, duty, life, integrity, liberty, honour, guardianship, education, marriage, 
family, and equality. Thereof we necessarily inferred the following collation of 
relevant articles: Preamble, 1, 2, 3, 8, 9, 10, 11, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 23, 
24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 32, 33, 35, 36, 38, 39, 40, 41, 43, 44, 45, 46, 49, 50, 51, 53, 
55, 56, 57, 59, 60, 61, 62, 64, 65, 66, 67, 72, 77, 79, 81, 86, 90, 92, 94, 102, 104, 105, 122, 
124, 125, 129, 130, 132, 135, 139, 140, 141, 147, 152, 161, 162 and 164.
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The second chapter is the central and more extensive part of the investi-
gation.  After reading the 3,724 decisions that consign any of the aforesaid 79 
articles, throughout a systematic work of exegesis, 584 decisions where any of 
the 28 relevant terms is developed are selected and studied. The assertions and 
postulates regarding the interpretation of the terms and the infl uence of other 
Courts in those decisions are also studied.
Second part: a critical approach to the concept of person obtained from the 
exegetical study of the decisions of the Constitutional Court. It is divided into 
two chapters —III and IV of the investigation—. The fi rst is a synthesis effort 
of the jurisprudential postulates throughout its temporal display. In the second 
section of this chapter the contradictions and open questions in the decisions 
around the person are highlighted. Provided that understanding is conceiving, 
according to what the Constitutional Court itself states (cf. STC 117/1998).
The second —chapter IV— estimates the scientifi c doctrine. Two variables 
have been taken into consideration: those authors being or having been Justices 
of the Constitutional Court and Professors of Constitutional Law. Due to his rel-
evance, Manuel García Pelayo is also included. Examining the total of the doctri-
nal contribution of these authors, we focus on the elaborations around the con-
cept of the person posited by each one of them. In a fi nal section coincidences and 
key points are highlighted.
The bibliography referred and consulted is divided into two sections: leg-
islation and case law—Spanish, European, and international legislation and the 
Constitutional Court precedents— and doctrine —Justices of the Constitutional 
Court and other authors—. Four annexes accompany the study: the decisions of 
the Constitutional Court divided by the article they are referring to (Annex I), the 
total body of decisions per year (Annex II), the selection of the relevant texts of 
the decisions (Annex III) and the magistrates of the Constitutional Court (Annex 
IV).
The conclusions obtained in our study allow us to affi rm that, although 
the term person occupies a nuclear position in the whole body of decisions of 
the Constitutional Court, it is not conceptualized in the decisions. It is an un-
expressed presupposition. The absence of a defi nition of the term relegates the 
answer to the question about its nature to the mere juxtaposition of the various 
attributes sustained in the normative foundation of the Court’s judgments and 
makes it diffi cult to determine either they are referring to when using the expres-
sion and the why the person is expressed as holder of rights.
The doctrinal development is not coherent. The equivocalness of the consti-
tutional text is maintained in the court decisions. Stances which, in fact, tend to 
be grounded upon a multiplicity of arbitrary and voluntarist interpretive canons, 
which, together with a total lack of unconditional elements, leads to a begging 
the question (petitio principii). 
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The scientifi c doctrine around the concept of person refers to the term as 
recognition or attribute assigned to the human being. As an abstract idea orig-
inated in the culture of the Enlightenment, it means freedom and substantive 
equality —autocausative self-determination and substantial identity—. Attrib-
utes by which the person has dignity. 
The authors proclaim themselves members of the school of natural law. The 
analysed doctrine posits the attributes of freedom and equality as the only polit-
ical and social legitimacy criteria, as well as the end of the social and democratic 
State of Law in the unfold of fundamental rights as mechanism for the change of 
human and social awareness.
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INTRODUCCIÓN
I. PLANTEAMIENTO 
La Const itución —en tanto norma fundamental positiva— aparece “como 
un derecho cuyos términos, técnicas y conceptos responden a construcciones teó-
ricas y valorativas previas”; los textos constitucionales surgen y se desarrollan en 
momentos históricos concretos, cuyos “conceptos responden a unos objetivos y a 
unos valores políticos: son técnicas y conceptos que resultan en muchos casos de lar-
gas experiencias históricas”1. Palabras que se enfatizan, primero, por razón del au-
tor, Luis López Guerra, cuyo cursus honorum registra su condición de Catedrático 
de Derecho Constitucional en la Universidad Carlos III de Madrid, Magistrado 
del Tribunal Constitucional y juez del Tribunal Europeo de Derechos Humanos; 
y en segundo lugar, por razón del alcance de la fuente: un manual destinado a 
estudiantes recién ingresados en los estudios de Derecho: primer curso, primer 
cuatrimestre. A la postre lo que se nos declara es muy sucinto: como texto —pre-
cisamente positivo— la Constitución tiene razón secundaria; su razón primaria 
se corresponde con construcciones teóricas y valorativas previas: de modo que 
los conceptos expresados en el texto le vienen dados2.
1 cf. López Guerra. L, (1994) Introducción al Derecho Constitucional, Tirant lo Blanch, Valencia, pp. 25 y 24 
(cursiva nuestra).
2 La atención por mi parte a López Guerra daría lugar a presentar la ponencia, “El Estado como categoría 
conceptual en Luis López Guerra y su Introducción al Derecho Constitucional”, en la sesión pública habida 
el 7 de julio de 2016, convocada por el Seminario Permanente de Filosofía del Derecho, bajo la dirección 
del Prof. Evaristo Palomar, Repensando el concepto de Estado de Derecho, Social y Democrático. La emancipación 
política y general del hombre en La cuestión judía y otros escritos de juventud de Karl Marx. Dicha convocatoria, 
daba razón de la sesión en los siguientes términos: “El seminario tiene por objeto el enunciado del art. 1 
de la Norma Fundante de 1978, en los presupuestos de “legalidad” y “unidad del ordenamiento”. En este 
sentido, dicho art. 1 necesariamente informa todo el conjunto normativo, bien en tanto que despliegue, 
bien en tanto que criterio inspirador. No obstante, atendiendo la importante afi rmación del Profesor y 
Magistrado López Guerra, como referencia en doctrina constitucionalista: los conceptos confi gurativos no 
los da nunca norma positiva alguna —incluida la denominada Norma Fundante—, sino que son siempre 
conceptos prefi gurativos y prenormativos -iusnaturalismo formalizante-. Si bien la norma tiende a deli-
mitar sus implícitos según variables, en realidad es la misma norma en sus contenidos la que es defi nida 
categorialmente por dichos conceptos que como tales son anteriores a cualquier positivación e institu-
ción. Advertida la trascendencia del art. 1 de la norma de 1978, se trata de obtener cierta inteligencia y 
lectura genética de sus categorías en la decantación doctrinal del concepto de Estado de Derecho, Social y 
Democrático y evolución dinámica en las fuentes inmediatamente posthegelianas: la izquierda hegeliana 
y la polémica Bauer – Marx; de la emancipación política a la emancipación general del Hombre. En nues-
tra cultura político-normativa, el monismo racionalista Estado, Derecho, Sociedad ha devenido un lugar 
común. Nuestra aproximación formal es la de una Teoría Normativa”.
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Habiéndome incorporado en el año 2015 al claustro de la Universidad 
Francisco de Vitoria, asumí docencia en las materias de Introducción al Dere-
cho, Derecho Romano y Derecho Constitucional. Licenciada no mucho antes en 
Derecho y en Administración y Dirección de Empresas y viniendo del ámbito 
práctico-técnico de la tributación internacional, fue todo un reto. Al que se unió 
la propuesta de preparar mi investigación doctoral. La vinculación con esta Fa-
cultad de Derecho la obtuve por indicación de la Dra. María Lacalle al objeto de 
preparar y cursar los estudios de doctorado. De hecho, los años 2014 y 2015 asistí 
a los cursos impartidos por el Prof. Evaristo Palomar, el primer año de Filosofía 
del Derecho —coincidiendo con el último curso de vigencia para todo el ámbito 
nacional del Plan de Estudios de 1953, impartido en la Facultad de Ciencias Eco-
nómicas y Empresariales a estudiantes de doble Licenciatura en Derecho y ADE, 
en el Campus de Somosaguas-Universidad Complutense de Madrid—, y en el 
año siguiente al de Teoría del Derecho, en cuya exposición la atención directa a 
Kelsen no era menor. 
Oportunidades en lo concreto que confl uyeron en la delimitación de la te-
mática de la investigación. Suscitado el interés por el tema, el concepto de per-
sona, por las clases de antropología seguidas en 2º curso de mis estudios de li-
cenciatura, la atención a la cuestión en las materias que ya impartía, puso de 
manifi esto la trascendencia cualitativa de su conceptualización en el ámbito ju-
rídico. En las clases seguidas de Filosofía del Derecho, a modo de suma sucesiva 
de preguntas, en cierta ocasión y con objeto de interrogar las categorías nucleares 
del Derecho, se suscitó en el aula la pregunta por la persona, e incluso se apuntó 
la trascendencia de una atención más en particular relativa a lo que declara el 
Tribunal Constitucional; mientras que la lectura más sistemática de Hans Kelsen 
hizo que me detuviera en su enunciado mismo. Compartiendo al mismo tiempo 
las sesiones ordinarias del Seminario semanal, delimité el objeto de estudio de-
jando a un lado una veta ya abierta —los ponentes en la comisión de redacción 
y cuya bibliografía trabajada por mí incorporo en este mismo trabajo—, para de-
cantarme por tratar de obtener, relativo a la persona, su concepto en el ámbito 
de la misma Constitución. Ahora, lo que la Constitución dice, a la postre resulta 
serlo lo que declara como efectivamente “constitucional” el Tribunal Constitucio-
nal. De ahí, la atención al concepto de persona en la jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional.
No abordamos en manera alguna en este trabajo el lugar y razón de ser de 
la institución que, como intérprete de la Constitución, la declara. Lo que consi-
deramos pertinente y nos impulsó al estudio sostenido del cuerpo de sentencias 
del alto Tribunal es que sencillamente, al haberse “constitucionalizado” el tópico, 
su lectura resulta a expensas de la sentencia declaratoria… De modo que dis-
ponemos de un texto y de una interpretación del texto: la Constitución Española 
“norma suprema del ordenamiento jurídico” (art. 5 LOPJ) es interpretada por el 
Tribunal Constitucional —intérprete supremo de la misma— (cf. art. 1 LOTC). Y 
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tanto la Constitución como la interpretación de la Constitución vinculan a su vez 
la interpretación y aplicación de las leyes y reglamentos por Jueces y Tribunales 
(cf. art. 5 LOPJ): el concepto de persona en la jurisprudencia del TC conforma la 
lectura del término para el conjunto del ordenamiento.
Es conveniente advertir el hecho de que el tópico persona ha sido y es in-
corporado progresivamente en gran parte de los textos de naturaleza política, 
así como en las declaraciones de derechos y tratados internacionales adoptados 
tras la II Guerra Mundial: a la persona —sui iuris— se le reconoce como titular 
de derechos. Sin ánimo alguno de pretender ser extensiva, sirvan con carácter 
ilustrativo, los siguientes ejemplos3.
En el ámbito internacional, la Declaración Universal de Derechos Humanos de 
1948 en su artículo 2, reconoce como titular de todos los derechos y libertades en 
ella proclamados a la persona: “1. Toda persona tiene todos los derechos y liber-
tades proclamados en esta Declaración”4. La Declaración Universal de los Derechos 
del Niño de 1959 inicia su preámbulo con una referencia al valor de la persona 
humana y su dignidad5. La Declaración sobre la protección de todas las Personas con-
tra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes de 1975 condena 
cualquier acto de este tipo infl igido a persona alguna6. Así mismo, la Convención 
3 Adviértase que no en todas las lenguas el término jurídico utilizado es el mismo. Por ejemplo, en el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, fi rmado el 16 de diciembre de 1966, se reconoce en el artículo 6 
en la traducción francesa y española que el derecho a vivir es inherente a toda persona humana (“Le droit 
à la vie est inhérent à la personne humaine. Ce droit doit être protégé par la loi. Nul ne peut être arbitrai-
rement privé de la vie”), mientras que en la traducción inglesa se reconoce a todo ser humano (“Every 
human being has the inherent right to life. This right shall be protected by law. No one shall be arbitrarily 
deprived of his life”). En el Convenio Europeo de Derechos Humanos, fi rmado por 47 países desde su formu-
lación en Roma el 4 de noviembre de 1950, se reconoce en el artículo 1 que los derechos y libertades de 
la sección I de la declaración se garantizan a toda persona bajo su jurisdicción, pero solo en las versiones 
francesa (“Les Hautes Parties contractantes reconnaissent à toute personne relevant de leur juridiction les 
droits et libertés défi nis au titre I de la présente Convention.”) y española (“Las Altas Partes Contratantes 
reconocen a toda persona bajo su jurisdicción los derechos y libertades defi nidos en el Título I del presente 
Convenio”), mientras que la versión inglesa lo reconoce a todos (“The High Contracting Parties shall secu-
re to everyone within their jurisdiction the rights and freedoms defi ned in Section I of this Convention”). 
Cabría considerar qué implicaciones puede suponer dicho cambio en el término, y si, en estos idiomas, la 
diferente terminología implica una diferenciación en el contenido de signifi cado relevante.
4 TORRES UGENA, N. (1994) Textos normativos de Derecho Internacional Público, 4ª ed. Civitas, Madrid, p. 447.
5 Ibid. p. 534. Cf. en cualquier caso, A.G. res. 1386 (XIV), 14 U.N. GAOR Supp. (nº. 16) p. 19, ONU doc. 
A/4354 (1959): “Considerando que las Naciones Unidas han proclamado en la Declaración Universal de 
Derechos Humanos que toda persona tiene todos los derechos y libertades enunciados en ella, sin distin-
ción alguna de raza, color, sexo, idioma, opinión política o de cualquiera otra índole, origen nacional o 
social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición; Considerando que el niño, por su falta 
de madurez física y mental, necesita protección y cuidado especiales, incluso la debida protección legal, 
tanto antes como después del nacimiento…”.
6 Ibid. p. 523. “Artículo 1.1. A los efectos de la presente Declaración, se entenderá por tortura todo acto por 
el cual un funcionario público, u otra persona a instigación suya, infl ija intencionalmente a una persona 
penas o sufrimientos graves, ya sean físicos o mentales, con el fi n de obtener de ella o de un tercero infor-
mación o una confesión, de castigarla por un acto que haya cometido o se sospeche que ha cometido, o de 
intimidar a esa persona o a otras.”.
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de las Naciones Unidas sobre la eliminación de todas las formas de discriminación racial7 
de 1969 prohíbe en su artículo 2 cualquier discriminación en el trato de personas. 
En el ámbito americano, la Declaración Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre8 de 1948 se inicia refi riendo en varias ocasiones a la persona humana. 
En el ámbito europeo, el Convenio Europeo de Derechos Humanos9, fi rmado por 
España el 24 de noviembre de 1977, reconoce en su artículo 1 que los derechos y 
libertades defi nidos en el Título I, se garantizan a de toda persona bajo su juris-
dicción. Mientras que, en el ámbito africano, la Carta de Banjul o Carta Africana de 
los Derechos Humanos y de los Pueblos de 1981 emplea el término como titular de 
diversos derechos10. 
Dentro de la legislación nacional de los distintos países, en Alemania en 
su Ley Fundamental de la República Federal de 1949 o Ley de Bonn, en el artículo 
2 se establece que: “1. Toda persona tiene el derecho al libre desarrollo de su 
personalidad siempre que no viole los derechos de otros ni atente contra el or-
den constitucional o la ley moral. 2. Toda persona tiene el derecho a la vida y 
a la integridad física. La libertad de la persona es inviolable”11. En Portugal, su 
Constitución de 1976 establece en su artículo 1 que “Portugal es una República 
7 Ibid. p. 500: Art. 2 “1. Los Estados partes condenan la discriminación racial y se comprometen a seguir, por 
todos los medios apropiados y sin dilaciones, una política encaminada a eliminar la discriminac1ón racial 
en todas sus formas y a promover el entendimiento entre todas las razas. y con tal objeto: a) Cada Estado 
parte se compromete a no incurrir en ningún acto o práctica de discriminación racial contra personas, 
grupos de personas o instituciones y a velar porque todas las autoridades públicas e instituciones públicas 
nacionales y locales, actúen en conformidad con esta obligación; b) Cada Estado parte se compromete a 
no fomentar, defender o apoyar la discriminación racial practicada pm cualesquiera personas u organiza-
ciones.” (BOE, 17/05/1969).
8 Unión Panamericana, Secretaria General, Organización de los Estados Americanos (1968) Declaración 
Americana de los derechos y Deberes del Hombre: “Considerando: Que los pueblos americanos han dignifi ca-
do la persona humana y que sus constituciones nacionales reconocen que las instituciones jurídicas y polí-
ticas, rectoras de la vida en sociedad, tienen como fi n principal la protección de los derechos esenciales del 
hombre y la creación de circunstancias que le permitan progresar espiritual y materialmente y alcanzar la 
felicidad; Que, en repetidas ocasiones, los Estados americanos han reconocido que los derechos esenciales 
del hombre no nacen del hecho de ser nacional de determinado Estado sino que tienen como fundamento 
los atributos de la persona humana.” (www.oas.org/es/cidh/mandato/Basicos/declaracion).
9 TORRES UGENA, N., Op. cit., p. 551.
10 Cf. para la versión española: Art. 4 “Los seres humanos son inviolables. Todo ser humano tendrá derecho 
al respeto de su vida y de la integridad de su persona. Nadie puede ser privado de este derecho arbitraria-
mente.”, y ss. (www.acnur.org/fi leadmin/Documentos/BDL/2002/1297. pdf?view=1); versión original 
inglesa en African Union, art. 4 “Human beings are inviolable. Every human being shall beentitled to 
respect for his life and the integrity of his person. No one may be arbitrarily deprived of this right.” (au.
int/sites/default/fi les/treaties/7770-treaty-0011_-_african_charter_on_human_and_peoples_rights_e.
pdf).
11 RUBIO LLORENTE, F. y DARANAS PELÁEZ, M. (1997) Constituciones de los Estados de la Unión Europea, 
1ª ed., Ariel, Barcelona, p. 3; Grundgesetz für die Bundesrepublik Deutschland: Art. 2. “1) Jeder hat das 
Recht auf die freie Entfaltung seiner Persönlichkeit, soweit er nicht die Rechte anderer verletzt und nicht 
gegen die verfassungsmäßige Ordnung oder das Sittengesetz verstößt. (2) Jeder hat das Recht auf Leben 
und körperliche Unversehrtheit. Die Freiheit der Person ist unverletzlich.” (cf. www.bundestag.de/
grundgesetz).
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soberana, basada en la dignidad de la persona humana”12. La Constitución política 
de Chile de 1980, establece en el artículo 1: “Las personas nacen libres e iguales en 
dignidad y derechos”13; y la Constitución nipona de 1947, por su parte, establece 
en su artículo 13 que “Todos los ciudadanos serán respetados como personas 
individuales”14.
Anterior al resto de los textos de naturaleza política, la Constitución de los 
Estados Unidos de América, en la enmienda XIV de 1868, recoge que: 
“Todas las personas nacidas o naturalizadas en los Estados Unidos y sometidas 
a su jurisdicción son ciudadanos de los Estados Unidos y de los Estados en que 
residen. […] tampoco podrá Estado alguno privar a cualquier persona de la vida, 
la libertad o la propiedad sin el debido proceso legal; ni negar a cualquier persona 
que se encuentre dentro de sus límites jurisdiccionales la protección de las leyes, 
igual para todos”15. 
Por último, en nuestro ámbito más inmediato —nuestro país— la Constitu-
ción Española de 1978 recoge el término en veintiuna ocasiones; así, por ejemplo, 
en el artículo 10.1 dice: “La dignidad de la persona, los derechos inviolables que 
le son inherentes, el libre desarrollo de la personalidad, el respeto a la ley y a los 
derechos de los demás son fundamento del orden político y de la paz social”16. 
Siendo en cualquier caso generalizado en el Derecho Constitucional Com-
parado, apuntemos el contraste que manifi esta el texto del 78 con el conjunto de 
textos con el que se le enlaza sistemáticamente por la doctrina, bajo la pompo-
sa califi cación de Constituciones Históricas17; en efecto: ninguna de las anteriores, 
12 Ibid. p. 397; Constituição da República Portuguesa, art. 1 “Portugal é uma República soberana, baseada na 
dignidade da pessoa humana e na vontade popular e empenhada na construção de uma sociedade livre, 
justa e solidária.” (www.parlamento.pt/ Legislacao/paginas/constituicao republicaportuguesa).
13 LÓPEZ GUERRA, L. y AGUIAR DE LUQUE, L. (2009) Las Constituciones de Iberoamérica (I), Centro de 
Estudios Políticos y Constitucionales, Madrid, p. 701.
14 Citamos por la versión española de la Constitución del Japón que ofrece el mismo Gobierno del Japón, 
www.cu.emb-japan.go.jp/es/docs/constitucion_japon; no obstante, y si bien el término “persona” se 
recoge en el texto un total de veinte veces, en concreto no lo recoge dicho art. 13 en su versión ofi cial 
inglesa, “All of the people shall be respected as individuals” (cf. japan.kantei.go.jp/constitution_and_go-
vernment_of_japan/constitution_e). No obstante, contrastan las dos versiones.
15 GRAU, L. (2010) Nosotros, el pueblo de los Estados Unidos, Universidad Carlos III-Dykinson, p. 185; —
Edición bilingüe— Amendment XIV: SECTION 1. “All persons born or naturalized in the United States, 
and subject to the jurisdiction thereof, are citizens of the United States and of the State wherein they reside 
…/… nor shall any State deprive any person of life, liberty, or property, without due process of law; nor 
deny to any person within its jurisdiction the equal protection of the laws.”  
16 RUBIO LLORENTE, F. y DARANAS PELÁEZ, M., Op. cit. p. 153.
17 Valga por todas, FERNÁNDEZ SEGADO, F.: (1994) Las Constituciones históricas españolas. (Un análisis 
histórico-jurídico), 4ª ed. Civitas, Madrid. Es un texto paradigmático: inicia con la nación en 1812 y fi ni-
quita no con el régimen partitocrático del 78, sino con el sistema de partidos de 1977. Para la Constitución 
histórica, cf. el prólogo de Evaristo Palomar a MIRALLAS JIMÉNEZ, Diego: (2012) La Constitución española 
en Martínez Marina, ¿reforma o ruptura?, Tradere, Madrid, pp. 11-17; también del mismo autor, (1996) La 
construcción del Estado de Derecho en España, El Estado de Derecho en la España de hoy. Sección de Filosofía 
del Derecho de la Real Academia de Jurisprudencia y Legislación. Editorial Actas, Madrid, pp. 97-137.
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desde 1812, expresa el tópico. Si bien, sí que lo hiciera lo que el mismo texto del 
78 derogaba, de resonancias tan kelsenianas: las Leyes Fundamentales18.
Siendo estos los datos empíricos, la acogida plural del término parece con-
trastar con la ausencia de acuerdo en la conceptualización. Contrariedades, con-
tradicciones y contraposiciones que la doctrina constitucional en sede de ciencia 
reconoce como consecuencia de la propia naturaleza de estos textos, fruto —reto-
memos a López Guerra— de “largas experiencias históricas” que plasman “cons-
trucciones teóricas y valorativas previas” en las técnicas y conceptos utilizados. 
Sería, pues, necesario abundar en las tomas de posición del ámbito propio 
de discusión que, por exigencia de dar razón de lo positivado, remite y exige 
lo prepositivo: conceptos de los que se alimentan las corrientes en las tareas de 
elaboración doctrinal.  Objeto propio de otra investigación, remitimos a los es-
tudios antropológicos y fi losófi cos realizados al respecto; sí referimos, —tras el 
Prof. Evaristo Palomar19 y de manera sucinta— las dos corrientes nucleares en 
torno al concepto de persona: por un lado, operado por Tertuliano el trasvase 
del contenido de signifi cación del prosopon de los grandes debates en torno a la 
fe católica bajo el vocablo latino persona20, éste pasa a referir a la rationalis naturae 
individua substantia según defi ne Boecio21 y perfecciona Santo Tomás. Persona 
es el subsistente distinto incomunicable, expresando la máxima dignidad que 
supone subsistir en tal naturaleza racional22. Diciendo persona lo substantivo, no 
formalmente lo accidental —lo que es en otro—; todo ser humano es ser personal.
En contraposición, y con voluntad de hegemonía sociocultural y política 
—más o menos consciente y más o menos explícito en lo concreto23—, persona 
18 El Congreso de Diputados se hace eco de esta constatación; cf. MERINO NORVERTO, M.: (2003) Sinopsis 
artículo 10, en www.congreso.es/consti/constitucion/indice/sinopsis/sinopsis.jsp?art=10&tipo=2 (con-
sulta: 05/07/2016). Para las Leyes Fundamentales, cf. la edición ofi cial del BOE de 1977 que contiene, junto 
al cuerpo de siete, una octava, la Ley para la Reforma Política. Cf. 
19 En las sesiones ordinarias del Seminario, y trabajando siempre sobre fuentes, el tema ha sido y es re-
currente. No obstante, la invitación ofrecida por estudiantes de la Facultad de Filosofía – UCM al Prof. 
Palomar para asumir una ponencia (III Jornadas Catolicismo e ideologías. Una perspectiva crítica del presente, 
12-116 marzo 2018, Facultad de Filosofía - UCM) se plasmó en un texto que aborda pormenorizadamente 
el sentido y desarrollo de las conceptualizaciones en liza: “Acerca de la persona. Conceptos en liza”.
20 RIBAS ALBA, J.M.: (2012) Persona. Desde el Derecho Romano a la Teología Cristiana, 2ª ed., Editorial Comares.
21 MIGNE, J.: (1848) Patrologiae LXIV, Liber de persona et duabus naturis, Paris, col. 1343.
22 TOMÁS DE AQUINO: (2014) Suma teológica, I, 29, 3, in c, BAC. Madrid.
23 Advertido el desarrollo actual, esta búsqueda de superación del concepto de persona que la gran co-
rriente cultural expresa en nuestra lenguaje común se obtiene tanto en autores englobados en la corriente 
personalista —bien por  la disolución del individuo en la relación, que pasa a ser enunciada como con-
stitutiva de la persona, en la tesis de Mounier, bien en la escisión sostenida entre individuo y persona 
por Maritain—, como en autores de adscripción kantiana o hegeliana en su raíz —i.e. “Puede decirse 
que todas las fi losofías que han existido hasta ahora reproducen esta posición del catolicismo el «hombre 
como individuo bien defi nido y limitado», es decir, conciben el hombre como individuo limitado a su 
individualidad y conciben el espíritu como dicha individualidad. Este es el punto en que se debe reformar 
el concepto de hombre" (GRAMSCI, A.: (1970) Introducción a la fi losofía de la praxis, Selección y traducción 
de J. Solé Tura, Ediciones Península, p. 25)—. La cuestión, en efecto, se suscita en el hecho de que unos y 
otros sostienen de facto la misma proposición: todo hombre es digno por ser persona. En referencia a Mounier 
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se sostiene como base de la dignidad que otorga al individuo la realización en 
sí de la libertad, leída como autodeterminación autocausativa, y la igualdad, en 
cuanto identidad radicalmente sustantiva del todo. Concepto de persona culmen 
del desenvolvimiento intelectual iniciado por Occam y Escoto, y que, con mu-
chos matices, se ve marcado por la afi rmación luterana a tenor de la cual el ser 
humano adviene persona por la fe —“Fides facit personam, persona facit opera”—24. 
Identifi cando persona Hegel con la “voluntad infi nita existente en y por sí en su 
primera determinación aun totalmente abstracta”25, Marx plasma su realización 
en la historia, en la cual, por medio del Estado el hombre se emancipa al verse 
puesto en contradicción consigo mismo, si bien habla del hombre genérico y no 
refi ere el término26. 
Reducida la realidad a las construcciones lógico-gramaticales expresadas 
por el lenguaje por Wittgenstein27, persona se conceptualiza en el ámbito jurídico 
por Hans Kelsen como personifi cación unitaria de derechos y deberes28. Procla-
mada la superación de las doctrinas positivistas de Kelsen29, éste deviene, sin em-
bargo, criterio de explicación de todo el sistema: la norma fundante fi ja el marco 
constitucional de interpretación de todo el ordenamiento. Por ello, ante la ausen-
cia de estudios al respecto30, buscamos determinar el concepto de persona en la 
jurisprudencia del Tribunal Constitucional, ya que, si otorgamos a los dictáme-
nes de tan alto Tribunal la condición de sentencias, norma escrita, jurisprudencia 
y doctrina integran una unidad intrínseca de elaboración.  Para la consecución 
del fi n, atendemos tres interrogantes fundamentales:
¿qué es la persona?,
¿quién es persona? y
y Maritain, cf. FORMENT GIRALT, E.: (1985) El personalismo contemporáneo y el personalismo teológi-
co, Cristiandad 646, pp. 44-52.
24 WALD, B. (2010) El sentido de actuar y el concepto de persona de Martín Lutero, Persona: historia y grandeza de un 
concepto, Espíritu (139), p. 74.
25 HEGEL C.W.F. (1988) Principios de la Filosofía del Derecho, Edhasa, Barcelona pp. 107.
26 Cf. MARX, K. y BAUER, B. (2009) La cuestión judía, Anthropos, México pp. 135.
27 Cf. WITTGENSTEIN, L.: (2003) Tractatus logico-philosophicus, Editorial Tecnos, 2ª ed., Madrid, p. 108 y ss.
28 Cf. KELSEN, H (1967) Reine Rechtslehre, Ed. Franz Deuticke Wien, 2ª ed., p. 314 y ss. Traducción nues-
tra del original alemán: “Die physische oder juristische Person, die Rechtspfl ichten und subjektive 
Rechte —als deren Träger— “hat”, ist diese Rechtspfl ichten uns subjektiven Recht, ist ein Komplex von 
Rechtspfl ichten und subjektiven Rechten, deren Einheit im Begriff der Person Figürlich zum Ausdruck 
kommt. Die Person ist nur die Personifi kation dieser Einheit”.
29 Cf. GARCÍA PELAYO, M. (1986) Autobiografía intelectual, en Obras Completas, Tomo I, (1991) CEPC, 
Madrid, p. 7.
30 La atención al término no es menor en sede de ciencia — i.e. SEVILLA BUJALANCE, J.L. (2005) La perso-
na: Del Derecho Romano a la Constitución de 1978, Valencia: Edicep; MOROTE SARRIÓN, J. (2009) El concepto 
de persona: una aproximación interdisciplinar, Valencia: Obrabierta,…— sin embargo, de forma mayoritaria 
o se atiende al mismo desde la pregunta por la dignidad de la persona, no por el concepto del termino 
en sí, o la referencia al texto constitucional y a la jurisprudencia es puntual y en ningún caso sistemática.
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¿por razón de qué se expresa la persona -sui iuris- como titular de derechos?31
II. METODOLOGÍA DE LA INVESTIGACIÓN
Para responder a las tres preguntas fundamentales, el estudio abarca cuatro 
capítulos en dos partes.  
Primera parte: analítica. Tiene por objeto la jurisprudencia del TC y se ha 
divido en dos capítulos. En el primer capítulo atendemos sobre el mismo texto 
constitucional. Por razón del análisis a estudiar de la jurisprudencia del TC bus-
camos delimitar el articulado objeto de nuestro interés. Analizado el texto, selec-
cionamos 28 términos de relevancia específi ca: persona, personal, personalidad, 
humano, individuo, todos, nadie, ciudadano, varón, seguridad, hombre, mujer, 
física, natural, jurídica, dignidad, inviolables, derecho, deber, vida, integridad, 
libertad, honor, tutela, educación, matrimonio, familia, e igualdad; por lo que, 
necesariamente obtenemos la serie de artículos objeto de nuestro estudio: Preám-
bulo, 1, 2, 3, 8, 9, 10, 11, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 
31, 32, 33, 35, 36, 38, 39, 40, 41, 43, 44, 45, 46, 49, 50, 51, 53, 55, 56, 57, 59, 60, 61, 62, 
64, 65, 66, 67, 72, 77, 79, 81, 86, 90, 92, 94, 102, 104, 105, 122, 124, 125, 129, 130, 132, 
135, 139, 140, 141, 147, 152, 161, 162 y 164. 
En el segundo capítulo, parte central y más extensa de la investigación, tras 
la delimitación y lectura de las 3.723 sentencias que consignan alguno de los 79 
artículos referidos, se estudia, año por año y mediante exégesis, lo declarado por 
el TC relativo a los 28 términos indicados en 584 sentencias de alcance relevante 
y específi co. Por lo demás, atendemos a las afi rmaciones y postulados del TC re-
lativos a la cuestión interpretativa e infl uencia de otros Tribunales en sus mismas 
tomas de posición. 
31 Esta pregunta ha sido atendida por diversos autores, catedráticos de Derecho Constitucional e incluso 
magistrados del TC. La aproximación suele partir de la propia jurisprudencia constitucional, resultando 
en ocasiones muy similar el planteamiento realizado por los diversos autores. Sirvan como ejemplo el 
texto de Jiménez de Parga y Cabrera —(2003). Justicia constitucional e inmigración. Persona y Derecho, 49, 
p.15-31—: “Pero el asunto se complica en la propia Constitución. Varios preceptos constitucionales formu-
lan derechos de modo diverso. Los titulares son unas veces “todos”, otras “toda persona”, otras “todas las 
personas”, o pueden ser tan solo los españoles; o bien los “ciudadanos”. También se utiliza el impersonal 
“se”, sin puntualizar el sujeto titular de un derecho. Todas estas formulaciones han de integrarse con el 
anteriormente enunciado arto 13 para determinar la titularidad de los derechos fundamentales de los ex-
tranjeros”; y el Cruz Villalón —(1992). Dos cuestiones de titularidad de derechos: los extranjeros, las per-
sonas jurídicas. Revista Española de Derecho Constitucional (35)63-84—: “Pues, para empezar, hay que tener 
en cuenta que los diversos preceptos constitucionales que formulan cada uno de los derechos contienen 
diversos modos de referirse a los sujetos activos o titulares, unos más específi cos, otros más impersonales, 
pero que con frecuencia añaden datos adicionales acerca de la posible titularidad de los extranjeros. Así, 
los titulares pueden ser «todos» (1), «toda persona» (2), «todas las personas» (3), o pueden ser solamente 
los «españoles» (4) o los «ciudadanos» (5). Muy frecuentemente se utiliza el impersonal «se», sin mayores 
precisiones (6). Estas distintas formulaciones no quedan vacías de signifi cado en virtud del artículo 13, 
sino que, por el contrario, se hace preciso integrarlas todas ellas a la hora de determinar la titularidad del 
derecho”. Por nuestra parte atendemos a la razón por la que la persona se afi rma como titular de derechos.
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La exégesis sistemática se realiza sobre estos textos siguiendo un mismo 
esquema para los 37 años de jurisprudencia estudiados: analizamos los términos 
relevantes en las distintas sentencias —siempre referidas dentro del cuerpo del 
texto: STC nº de sentencia/año—, siguiendo el orden establecido en el capítulo I 
de la investigación. 
Para obtener este cuerpo de sentencias —objeto material de nuestra investi-
gación— hemos dispuesto de la base de datos Aranzadi Thomson Reuters, bus-
cando el total de sentencias que desarrollan cada uno de los artículos selecciona-
dos desde el año 1981 hasta mediados del 2017. En total, para todos los artículos 
que contienen términos relevantes la búsqueda arroja un resultado de 6.175 sen-
tencias. Una vez eliminadas aquellas sentencias que aparecen como resultado en 
más de una búsqueda esta primera delimitación obtenemos un cuerpo de 3.724 
sentencias. La lectura sistemática de estas sentencias permite seleccionar aquellas 
en que el Tribunal Constitucional afi rma cuestiones relevantes para la conceptua-
lización del término persona: el total de 584 sentencias referido supra.
Segunda parte: aproximación critica al concepto de persona obtenido del 
estudio exegético de la jurisprudencia del TC. Dividida a su vez en dos capítulos, 
el primero es un esfuerzo de síntesis que recoge los postulados de la jurispruden-
cia en todo su despliegue temporal. En el apartado segundo de este capítulo se 
ponen de relieve contradicciones, contrariedades y cuestiones abiertas en torno a 
la persona contenidas en la jurisprudencia. Resulta clave en orden a esto el mis-
mo postulado del TC, según consta en sentencia, por el cual entender es concebir 
(cf. STC 117/1998). 
Por ello, el segundo capítulo —el IV— se asoma a la doctrina en sede de 
ciencia. Hemos conjugado al efecto dos variables en orden a la objetivación de 
nuestro estudio: atendemos a aquellos autores que siendo o habiendo sido ma-
gistrados del TC, al mismo tiempo, fi guran como catedráticos de Derecho Cons-
titucional, con la sola excepción de Manuel García Pelayo, advertida su talla y 
relevancia doctrinal. Examinado el total de la aportación doctrinal de estos auto-
res, centramos la atención en las elaboraciones en torno al concepto de persona 
sostenido por cada uno de ellos de forma meramente analítica —no hay una va-
loración crítica de los postulados y afi rmaciones, ya que pese al interés de dicho 
estudio sobrepasa el objeto propio de esta investigación—. En un apartado fi nal 
se destacan las coincidencias y puntos clave.
Las conclusiones obtenidas cierran nuestra aportación. 
En bibliografía, las fuentes referidas y consultadas a lo largo de la investi-
gación las dividimos en dos: legislación y jurisprudencia; doctrina. Recogemos, 
en cualquier caso, el conjunto de obras trabajadas, con independencia de que se 
cite exprofeso o no.
Cuatro anexos acompañan el estudio: las sentencias del Tribunal Constitu-
cional según artículo del texto constitucional referido (Anexo I), el cuerpo total 
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de sentencias del Tribunal Constitucional por año (Anexo II), la selección de tex-
tos relevantes del cuerpo de sentencias del Tribunal Constitucional (Anexo III), 
los magistrados del Tribunal Constitucional (Anexo IV). 
La constatación de la infl uencia del Tribunal Europeo de Derechos Huma-
nos en la jurisprudencia constitucional nos animó a realizar una estancia de in-
vestigación entre el 3 de mayo del 2017 y el 4 de agosto del 2017 en la sede del 
mismo. Lo que unido a la relevancia para la comunidad científi ca internacional 
justifi ca la inclusión en la investigación de la traducción inglesa tanto del resu-
men como de las conclusiones. 
Acrónimos empleados32:
- CE: Constitución Española 
- CEDH: Convenio Europeo de Derechos Humanos
- CEPC: Centro de Estudios Políticos y Constitucionales
- DUDH: Declaración Universal de Derechos Humanos
- LOTC: Ley Orgánica del Tribunal Constitucional
- LOPJ: Ley Orgánica del Poder Judicial
- PIDCP: Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
- STC: Sentencia del Tribunal Constitucional
- TC: Tribunal Constitucional
- TJCE: Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas
- TEDH: Tribunal Europeo de Derecho Humanos
- TS: Tribunal Supremo
32 Aquellos otros recogidos como parte de una cita de la misma jurisprudencia no se han incluido.
PARTE I
JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
ACERCA DEL CONCEPTO DE PERSONA

§ 1. LA PERSONA EN LA CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA DE 1978 
1.1. ANÁLISIS DEL ARTICULADO 
El estudio del concepto de persona en la jurisprudencia del Tribunal Cons-
titucional presupone necesariamente la atención al texto constitucional en vigor 
desde el día 29 de diciembre de 1978. La determinación de aquellos artículos cuya 
jurisprudencia es de nuestro interés es paso inicial y previo al estudio exegético 
de la jurisprudencia al permitir la objetivación y delimitación de la misma. Por 
ello, en este apartado de la investigación doctoral se han seleccionado los térmi-
nos relevantes, justifi cado su elección y determinado la totalidad de los artículos 
cuya jurisprudencia conforma el cuerpo de sentencias.
1.1.1. El término persona 
1.1.1.1. Su expresión singular y plural 
El texto constitucional recoge a lo largo de su articulado el término persona en 
veintiuna ocasiones: diez en singular y once en plural, en un total de 16 artículos.
Art. 10: “La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inheren-
tes, el libre desarrollo de la personalidad, (...)”.
Art. 17: “Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad”; “Toda perso-
na detenida debe ser informada de forma inmediata”; “La ley regulará un pro-
cedimiento de «habeas corpus» para producir la inmediata puesta a disposición 
judicial de toda persona detenida ilegalmente”.
Art. 21: “que solo podrá prohibirlas cuando existan razones fundadas de altera-
ción del orden público, con peligro para personas o bienes.”.
Art. 24: “Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los 
jueces”.
Art. 27: “Se reconoce a las personas físicas y jurídicas la libertad de creación de 
centros docentes, dentro del respeto a los principios constitucionales.”.
Art. 45: “Todos tienen el derecho a disfrutar de un medioambiente adecuado 
para el desarrollo de la persona, así como el deber de conservarlo”.
Art. 55: “pueden ser suspendidos para personas determinadas”.
Art. 56: “La persona del Rey es inviolable y no está sujeta a responsabilidad”.
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Art. 57 punto 1: “la persona de más edad a la de menos”; punto 4: “Aquellas per-
sonas que teniendo derecho a la sucesión en el trono”.
Art. 59: “Si no hubiere ninguna persona a quien corresponda la Regencia, ésta 
será nombrada por las Cortes Generales, y se compondrá de una, tres o cinco 
personas”.
Art. 60: “Será tutor del Rey menor la persona que en su testamento hubiese nom-
brado el Rey difunto”.
Art. 64: “De los actos del Rey serán responsables las personas que los refrenden”.
Art. 79: “las que para elección de personas establezcan los Reglamentos de las 
Cámaras”.
Art. 105: “la averiguación de los delitos y la intimidad de las personas”.
Art. 139: “y establecimiento de las personas y la libre circulación de bienes en 
todo el territorio español”.
Art. 162: “Para interponer el recurso de amparo, toda persona natural o jurídica 
que invoque un interés legítimo, así como el Defensor del Pueblo y el Ministerio 
Fiscal”, “En los demás casos, la ley orgánica determinará las personas y órganos 
legitimados”. 
1.1.1.2. Sus derivados 
El texto constitucional recoge palabras derivadas del término persona: per-
sonal y personalidad. Entender el contenido de signifi cado de ambas y su rela-
ción con la palabra primitiva, permite perfi lar con mayor detalle el concepto que 
buscamos.
El término personal aparece 8 veces, de las que 7 lo son en singular y una en 
plural en siete artículos.
Art. 14: “cualquier otra condición o circunstancia personal o social”.
Art. 18: “Se garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a 
la propia imagen.” y “La ley limitará el uso de la informática para garantizar el 
honor y la intimidad personal y familiar de los ciudadanos y el pleno ejercicio de 
sus derechos”.
Art. 31: “Solo podrán establecerse prestaciones personales o patrimoniales de ca-
rácter público con arreglo a la ley”.
Art. 40: “para una distribución de la renta regional y personal más equitativa”.
Art. 72: “regulan el Estatuto del Personal de las Cortes Generales”.
Art. 79: “El voto de Senadores y Diputados es personal e indelegable”.
Art. 122: “del personal al servicio de la Administración de Justicia”. 
Por su parte personalidad aparece 6 veces en el texto, en seis artículos.
Art. 10: “libre desarrollo de la personalidad”.
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Art. 25: “así como al acceso a la cultura y al desarrollo integral de su personalidad”.
Art. 27: “La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad 
humana en el respeto a los principios democráticos de convivencia y a los dere-
chos y libertades fundamentales”.
Art. 140: “La Constitución garantiza la autonomía de los municipios. Estos go-
zarán de personalidad jurídica plena”.
Art. 141: “La provincia es una entidad local con personalidad jurídica propia”.
Art. 152: “los Estatutos podrán establecer circunscripciones territoriales propias, 
que gozarán de plena personalidad jurídica”.
1.1.2. Términos de signifi cación próxima 
Atendemos también aquellos términos que en el uso común del lenguaje se 
usan como sinónimos del término persona y que aparecen en el texto constitucio-
nal —hombre o individuo—, así como los que hacen referencia al individuo en 
relación con la naturaleza sexuada del mismo: varón o mujer. Se plantea la pre-
gunta de si el contenido de signifi cado que el TC dé a estos términos es relevante 
para delimitar el concepto de persona; es decir, si lo que se diga del individuo, 
del ser humano, del varón o de la mujer, se puede considerar que se dice de la 
persona. Atendiendo al propio texto del 78, vemos cómo se esboza una respuesta 
afi rmativa para todos los casos, ya que en los propios artículos se establece una 
relación entre los términos.
1.1.2.1. Persona e individuo 
La relación entre el término persona y el término individuo se establece en el 
artículo 55.2 en el cual se recoge que los derechos pueden ser suspendidos para 
personas determinadas de forma individual, es decir individuo por individuo. 
La persona, en cuanto individuo, puede ser determinada y diferenciada del resto. 
Por lo que, aquello que se afi rme del individuo también se afi rma de la persona 
y es necesario tenerlo en cuenta. Nótese, por lo demás, que aquí individuo con-
trasta con grupo y que denota cierto algo sustantivo; esto es, no dice relación ni 
accidente, expresándonos en lenguaje fi losófi co-técnico. Este término se utiliza 
dos veces en el texto, una en singular y otra en plural, en dos artículos.
Art. 9: “Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que 
la libertad y la igualdad del individuo y los grupos en que se integra, (…)”.
Art. 16: “Se garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto de los indivi-
duos”.
1.1.2.2. Persona, hombre, varón y mujer 
Por su parte el término hombre es recogido en el artículo 32, en el que se re-
conoce el derecho a contraer matrimonio con plena igualdad jurídica al hombre 
y la mujer; en este caso el término hombre se emplea, no en tanto que genérico 
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de “ser humano”, como es el caso al hablar, por ejemplo, de la “Declaración de 
los Derechos del Hombre y del Ciudadano”, sino como sinónimo de varón. La 
relación entre los términos varón y mujer y el término persona queda patente en el 
artículo 57.1, en el cual, hablando de la sucesión a la Corona, se afi rma la condi-
ción sexuada de la persona, al ser varón o mujer. Este artículo reconoce el hecho, 
por lo tanto, de que todo varón y toda mujer son personas y que toda persona–so-
breentendido física— es o varón o mujer. La persona por lo tanto es ser humano, 
persona humana, varón —hombre— o mujer. Es por ello, por lo que, lo que se 
afi rme del varón y la mujer, lo que se afi rme del ser humano es relevante para 
determinar el concepto de persona. 
1.1.2.3. Persona, todos y nadie 
El término todos aparece en el texto bien como adverbio con el sentido de 
la colectividad entera, bien como pronombre indefi nido masculino plural, uso 
que según la RAE equivale a decir “todas las personas”. Con este sentido se uti-
liza en el texto constitucional, como sujeto de derechos o deberes. Sin embargo, 
en la propia Constitución —y con mayor claridad, como podremos ver, en la 
jurisprudencia— no se establece una relación clara de a quién refi ere, es decir, a 
quién se le están reconociendo derechos y deberes cuando se reconocen a todos, 
puesto que la equivalencia entre todos y toda persona se quiebra en nuestra 
jurisprudencia33. 
Atendemos al término todos en cuanto pronombre indefi nido masculino 
plural. Si todos se refi ere a la persona, lo que se diga de ella puede ser relevante 
para determinar el concepto de esta. En este sentido se recoge en el Preámbulo y 
en nueve artículos.
Art. 15: “Todos tienen derecho a la vida”.
Art. 24: “todos tienen derecho al Juez ordinario predeterminado por la ley”.
Art. 27: “Todos tienen el derecho a la educación”.
Art. 28: “Todos tienen derecho a sindicarse libremente”.
Art. 31: “Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos”.
Art. 43: “La ley establecerá los derechos y deberes de todos al respecto”.
Art. 44: “a la que todos tienen derecho”.
Art. 45: “Todos tienen el derecho a disfrutar de un medioambiente adecuado 
para el desarrollo de la persona”.
Art. 164: “tienen plenos efectos frente a todos”.
33 Sirva como ejemplo de esta primera aproximación los fundamentos de derecho de la STC 53/1985, de 11 
de abril. Remitimos el análisis de esta sentencia al punto 2.1.2.5.3.3 del segundo capítulo de esta investi-
gación.
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Así mismo, atendemos a lo que se entienda en la jurisprudencia cuando el 
artículo recoge el sujeto Nadie. Es decir, cuando se reconoce una libertad negati-
va: a quién se reconoce. El término se recoge en 6 artículos.
Art. 16: “Nadie podrá ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creen-
cias”.
Art. 17: “Nadie puede ser privado de su libertad, sino con la observancia de lo 
establecido en este artículo y en los casos y en la forma previstos en la ley”.
Art. 25: “Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que 
en el momento de producirse no constituyan delito, falta o infracción adminis-
trativa, según la legislación vigente en aquel momento”.
Art. 28: “Nadie podrá ser obligado a afi liarse a un sindicato”.
Art. 33: “Nadie podrá ser privado de sus bienes y derechos sino por causa justifi -
cada de utilidad pública o interés social, mediante la correspondiente indemni-
zación y de conformidad con lo dispuesto por las leyes”.
Art. 67: “Nadie podrá ser miembro de las dos Cámaras simultáneamente, ni acu-
mular el acta de una Asamblea de Comunidad Autónoma con la de Diputado 
al Congreso”.
1.1.2.4. Persona y otros sujetos 
A lo largo del texto también se reconocen derechos y deberes a distintos su-
jetos en función de una relación —relevante para el derecho— que les diferencia 
del resto. Entre estos términos se encuentran los siguientes: español, extranjero, 
trabajadores, empresarios, cónyuges, consumidores, usuarios, padres, hijos… 
No todas las personas se engloban dentro de todas estas categorías. Por ejemplo, 
una misma persona, jurídicamente no puede ser considerada como española y 
extranjera al mismo tiempo. Este hecho tiene repercusiones: los derechos y obli-
gaciones que la Constitución reconozca a los españoles, —o a cualquiera de es-
tos sujetos— no corresponden a toda persona. Hay otras categorías que sí serán 
compatibles: se puede ser español, trabajador y padre. Como lo que se dice de las 
personas en función de estas relaciones relevantes para el derecho, no se dice de 
todas las personas, dejamos estos términos —y la jurisprudencia en que se desa-
rrollan— fuera del objeto de estudio de esta investigación.  
El término ciudadano —defi nido en el Diccionario de la RAE como “natural 
o vecino de una ciudad”—, es utilizado como sujeto de derechos a lo largo del 
texto constitucional. Este término podría ser considerado como uno de aquellos 
indicados anteriormente. Sin embargo, el mismo diccionario también lo defi ne 
como “persona considerada como miembro activo de un Estado, titular de dere-
chos políticos y sometido a sus leyes”. En la medida en que el término se utilice 
en este segundo sentido, sí que es relevante para nuestra investigación atender 
lo que la jurisprudencia diga del mismo, ya que nos permite establecer quién es 
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considerado como un miembro activo de la comunidad política y determinar los 
derechos y deberes que se consideran políticos. 
El término se pone en relación con el de persona en la propia Constitución, 
al establecer el artículo 18.4 de la CE: “La ley limitará el uso de la informática 
para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los ciudadanos y 
el pleno ejercicio de sus derechos”. El término ciudadano aparece 18 veces en el 
texto, en singular en un artículo y en plural en 15.
Art. 9: “Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al 
resto del ordenamiento jurídico” y “(...) y facilitar la participación de todos los 
ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social”.
Art. 11: “En estos mismos países, aun cuando no reconozcan a sus ciudadanos un 
derecho recíproco, podrán naturalizarse los españoles sin perder su nacionali-
dad de origen”.
Art. 13: “La ley establecerá los términos en que los ciudadanos de otros países y 
los apátridas podrán gozar del derecho de asilo en España”.
Art. 18: “4. La ley limitará el uso de la informática para garantizar el honor y la 
intimidad personal y familiar de los ciudadanos y el pleno ejercicio de sus dere-
chos”.
Art. 23: “Los ciudadanos tienen el derecho a participar en los asuntos públicos, 
directamente o por medio de representantes, libremente elegidos en elecciones 
periódicas por sufragio universal”.
Art. 30: “Mediante ley podrán regularse los deberes de los ciudadanos en los ca-
sos de grave riesgo, catástrofe o calamidad pública”.
Art. 41: “Los poderes públicos mantendrán un régimen público de Seguridad 
Social para todos los ciudadanos (...)”.
Art. 49: “para el disfrute de los derechos que este Título otorga a todos los ciu-
dadanos”.
Art. 50: “Los poderes públicos garantizarán, mediante pensiones adecuadas y 
periódicamente actualizadas, la sufi ciencia económica a los ciudadanos durante 
la tercera edad (...)”.
Art. 53.2: “Cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las libertades y dere-
chos”.
Art. 61: “(...) respetar los derechos de los ciudadanos y de las Comunidades Au-
tónomas”.
Art. 86: “(...) a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos regulados en 
el Título I, (...)”.
Art. 92: “Las decisiones políticas de especial trascendencia podrán ser sometidas 
a referéndum consultivo de todos los ciudadanos”.
67El concepto de persona en la jurispridencia del Tribunal Constitucional
Art. 105 punto a: “La audiencia de los ciudadanos, directamente o a través de las 
organizaciones y asociaciones reconocidas por la ley (...)” y punto b: “El acceso 
de los ciudadanos a los archivos y registros administrativos”.
Art. 124: “(...) de los derechos de los ciudadanos y del interés público tutelado por 
la ley (...)”.
Art. 125: “Los ciudadanos podrán ejercer la acción popular y participar en la Ad-
ministración de Justicia mediante la institución del Jurado”.
1.1.2.5. Términos derivados de signifi cación próxima 
El texto constitucional también utiliza palabras derivadas de los términos 
de signifi cación próxima, aunque no de todos. Encontraremos palabras deriva-
das de individuo: individual e individualmente; de hombre: humano y humana; 
y de ciudadano, su correlativo femenino ciudadana.
1.1.2.5.1. Individuo e individualmente 
El término individual se utiliza cuatro veces: dos en singular y dos en plural; 
en cuatro artículos.
Art. 9: “(…) o restrictivas de derechos individuales (…)”.
Art. 29: “Todos los españoles tendrán el derecho de petición individual y colec-
tiva (…)”.
Art. 55: “(…) de forma individual y con la necesaria intervención judicial (…)”.
Art. 77: “Las Cámaras pueden recibir peticiones individuales y colectivas, (…)”. 
Mientras que el término individualmente se utiliza solo en un artículo.
Art. 29: “(…) podrán ejercer este derecho solo individualmente (…)”.
1.1.2.5.2. Humano 
El término humano se recoge en el preámbulo, al indicar que las normas 
relativas a los derechos fundamentales y libertades, los cuales son inherentes 
a la persona, deben ser interpretadas conforme a la Declaración Universal de 
Derechos Humanos. Esta expresión “derechos humanos” también se recoge en el 
artículo 10.2. En el artículo 15 se utiliza el término inhumano, que el diccionario 
defi ne como “falto de humanidad”. Por último, cabe referir su uso como adjeti-
vo que se une al término personalidad en el artículo 27, para indicar el objetivo 
de la educación.
1.1.2.5.3. Ciudadana 
Por su parte, respecto del vocablo ciudadano, de las palabras derivadas del 
mismo, solo encontramos a lo largo del texto constitucional su correlativo feme-
nino ciudadana, el cual aparece en dos artículos.
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Art. 77: “quedando prohibida la presentación directa por manifestaciones ciu-
dadanas”.
Art. 104: “y garantizar la seguridad ciudadana”.
1.1.3. Términos que expresan un predicado del ser personal 
Finalmente, atendemos aquellos términos que en la propia Constitución se 
ponen en relación con el término persona o con cualquiera de los otros términos 
relevantes que hemos considerado previamente. Derechos que se le reconocen, 
atributos que se consideran propios, instituciones naturales de las que forma par-
te… Atendemos estos términos, no en sí mismos, sino en cuanto que su desarro-
llo jurisprudencial manifi este un contenido de signifi cado del término persona.
1.1.3.1. Vida 
El término vida se reconoce como un derecho de todos en el artículo 15. Ade-
más de en este artículo se usa otras cinco veces a lo largo del texto constitucional. 
Preámbulo: “Promover el progreso de la cultura y de la economía para asegurar 
a todos una digna calidad de vida”.
Art. 9.2: “participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, 
cultural y social”.
Art. 45.2: “proteger y mejorar la calidad de vida”.
Art. 129.1: “cuya función afecte directamente a la calidad de la vida o al bienestar 
general”.
Art. 130.1: “para equiparar el nivel de vida”.
1.1.3.2. Integridad 
El artículo 15 además de reconocer a todos el derecho a la vida también les 
reconoce el derecho a la integridad física y moral. El término integridad, se utiliza 
en otros dos artículos.
Art. 8: “defender su integridad territorial y el ordenamiento constitucional”.
Art. 94: “Tratados o convenios que afecten a la integridad territorial del Estado”. 
1.1.3.3. Física 
El término física, se usa acompañando al término persona en el artículo 27: 
“Se reconoce a las personas físicas y jurídicas la libertad de creación de centros 
docentes, dentro del respeto a los principios constitucionales”. Como indicába-
mos anteriormente acompaña a integridad en el artículo 15 y a educación en el 
artículo 43: “Los poderes públicos fomentarán la educación sanitaria, la educa-
ción física y el deporte”.
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1.1.3.4. Natural 
El término persona, viene acompañado en el artículo 162 por el término 
natural: “toda persona natural o jurídica que invoque un interés legítimo” tal 
y como indicamos previamente al analizar los artículos constitucionales en que 
aparece el término persona. 
Art. 45: “utilización racional de todos los recursos naturales”.
Art. 90: “se reducirá al de veinte días naturales”.
Art. 132: “los recursos naturales de la zona económica y la plataforma continen-
tal”.
Art. 135: “en caso de catástrofes naturales”.
1.1.3.5. Jurídica 
El término persona también viene acompañado del término jurídica en dos 
ocasiones: “toda persona natural o jurídica que invoque un interés legítimo” —
art. 162— y “Se reconoce a las personas físicas y jurídicas la libertad de creación 
de centros docentes, dentro del respeto a los principios constitucionales” —art. 
27.6—. El mismo término se encuentra a lo largo del articulado en diecisiete oca-
siones, en catorce artículos:
Art 1.1: “España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, 
que propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, 
la justicia, la igualdad y el pluralismo político”.
Art 9: “Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y 
al resto del ordenamiento jurídico”.  “La Constitución garantiza (…) la seguridad 
jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes 
públicos”.
Art. 32.1: “El hombre y la mujer tienen derecho a contraer matrimonio con plena 
igualdad jurídica”.
Art 36: “La ley regulará las peculiaridades propias del régimen jurídico de los 
Colegios Profesionales”.
Art. 39.1: “Los poderes públicos aseguran la protección social, económica y ju-
rídica de la familia”.
Art. 46: “Los poderes públicos garantizarán la conservación y promoverán el 
enriquecimiento del patrimonio histórico, cultural y artístico de los pueblos de 
España y de los bienes que lo integran, cualquiera que sea su régimen jurídico 
y su titularidad. La ley penal sancionará los atentados contra este patrimonio”.
Art. 122: “La ley orgánica del poder judicial determinará la constitución, funcio-
namiento y gobierno de los Juzgados y Tribunales, así como el estatuto jurídico 
de los Jueces y Magistrados de carrera, que formarán un Cuerpo único, y del 
personal al servicio de la Administración de Justicia”.
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Art. 132.1: “La ley regulará el régimen jurídico de los bienes de dominio público 
y de los comunales, inspirándose en los principios de inalienabilidad, impres-
criptibilidad e inembargabilidad, así como su desafectación”.
Art. 140: “la Constitución garantiza la autonomía de los municipios. Estos goza-
rán de personalidad jurídica plena”.
Art. 141.1: “La provincia es una entidad local con personalidad jurídica propia, 
determinada por la agrupación de municipios y división territorial para el cum-
plimiento de las actividades del Estado”.
Art 147.1: “1. Dentro de los términos de la presente Constitución, los Estatutos 
serán la norma institucional básica de cada Comunidad Autónoma y el Estado 
los reconocerá y amparará como parte integrante de su ordenamiento jurídico”.
Art. 149. 1. 8º: “todo caso, las reglas relativas a la aplicación y efi cacia de las 
normas jurídicas”.
Art. 152. 3: “Mediante la agrupación de municipios limítrofes, los Estatutos po-
drán establecer circunscripciones territoriales propias, que gozarán de plena 
personalidad jurídica”.
Art. 161. 1. a): “La declaración de inconstitucionalidad de una norma jurídica 
con rango de ley, interpretada por la jurisprudencia, afectará a ésta, si bien la 
sentencia o sentencias recaídas no perderán el valor de cosa juzgada”.
1.1.3.6. Dignidad 
El término dignidad acompaña al término persona en el artículo 10: “la digni-
dad de la persona”, y se recoge en el artículo 57.2., “tendrá la dignidad de Príncipe 
de Asturias”.
1.1.3.7. Inherentes 
De los derechos se dice que son inherentes a la persona en el mismo artículo 
10: “los derechos inviolables que le son inherentes”. Este término solo aparece en 
nuestra Constitución en esta ocasión.
1.1.3.8. Inviolable 
Por su parte, en el artículo 56.3, se dice que la persona del Rey es inviolable. 
El término es recogido además de en el artículo 10, como cualidad de los dere-
chos —como previamente indicábamos—, en otras dos ocasiones:
Art. 18.2: “El domicilio es inviolable”.
Art. 66.3: “Las Cortes Generales son inviolables”.
1.1.3.9. Libertad 
El término libertad se vincula al de persona, al reconocerse aquella como un 
derecho de ésta en el artículo 17: “Toda persona tiene derecho a la libertad y a la 
seguridad”. Este término aparece en catorce ocasiones.
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Preámbulo: “La Nación española, deseando establecer la justicia, la libertad y la 
seguridad”;
Art. 1: “valores superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la 
igualdad y el pluralismo político.”;
Art. 9: “para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se 
integra sean reales y efectivas”;
Art. 13: “Los extranjeros gozarán en España de las libertades públicas que garan-
tiza el presente Título en los términos que establezcan los tratados y la ley”;
Art. 16: “Se garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto de los indivi-
duos”;
Art. 20: “A la libertad de cátedra”;
Art. 25: “Las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán 
orientadas hacia la reeducación y reinserción social y no podrán consistir en 
trabajos forzados”;
Art. 27: “Se reconoce la libertad de enseñanza.”;
Art. 38: “Se reconoce la libertad de empresa en el marco de la economía de mer-
cado”;
Art. 53: “Los derechos y libertades reconocidos en el Capítulo segundo del pre-
sente Título vinculan a todos los poderes públicos”;
Art. 81:” Relativas al desarrollo de los derechos fundamentales y de las libertades 
públicas”;
Art. 86: “deberes y libertades de los ciudadanos regulados en el Título I”;
Art. 139: “que directa o indirectamente obstaculicen la libertad de circulación y 
establecimiento de las personas”;
Art. 161: “Del recurso de amparo por violación de los derechos y libertades refe-
ridos en el artículo 53”. 
1.1.3.10. Seguridad 
El término seguridad, la cual se reconoce como hemos indicado como un 
derecho de la persona en el artículo 17, es utilizado también en:
El Preámbulo: “La Nación española, deseando establecer la justicia, la libertad 
y la seguridad”.
Art. 9.3: “La Constitución garantiza (…), la seguridad jurídica, la responsabilidad 
y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos”.
Art. 25: “Las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán 
orientadas hacia la reeducación y reinserción social y no podrán consistir en 
trabajos forzados”.
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Art. 40: “velarán por la seguridad e higiene en el trabajo y garantizarán el descan-
so necesario”.
Art. 51: “mediante procedimientos efi caces, la seguridad, la salud y los legítimos 
intereses económicos de los mismos”.
Art. 102: “Si la acusación fuere por traición o por cualquier delito contra la segu-
ridad del Estado en el ejercicio de sus funciones”.
Art. 105: “salvo en lo que afecte a la seguridad y defensa del Estado”. 
No atendemos al uso de este término dentro de expresiones como Seguri-
dad Social o Fuerzas de Seguridad, pues entendemos que el contenido de signifi -
cado de seguridad en las mismas no coincide con el del término en el artículo 17. 
1.1.3.11. Igualdad 
El término igualdad no aparece recogido como atributo de toda persona, sin 
embargo, sí que se vincula a otros sujetos de los que consideramos relevantes, se 
proclama del individuo en el artículo 9: “igualdad del individuo” y del hombre y 
la mujer, en el artículo 32: “El hombre y la mujer tienen derecho a contraer matri-
monio con plena igualdad jurídica”. Además, aparece en cuatro artículos.
Art. 1: “como valores superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, la jus-
ticia, la igualdad y el pluralismo político”.
Art. 23: “Asimismo, tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a las 
funciones y cargos públicos, con los requisitos que señalen las leyes”.
Art. 31: “sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdad y pro-
gresividad”.
Art. 149: “La regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de 
todos los españoles”. 
1.1.3.12. Derecho 
El término derecho se vincula al de persona en diversos artículos, algunos 
ya indicados, en que se reconoce a la misma como titular de determinados dere-
chos. El término se utiliza en 85 artículos. En dos casos, dentro de la expresión 
“derechos humanos”, que previamente se analizó. Así mismo en el preámbulo se 
utiliza junto al término Estado, para designar al régimen propio de las socieda-
des occidentales contemporáneas: el Estado de Derecho. En el artículo 10, como 
algo inherente a la persona, pero sin entrar a enunciar ninguno en particular. En 
el resto de los casos como derechos concretos que son reconocidos a distintos su-
jetos. En tanto que queremos saber la razón por la que persona se expresa como 
titular de derechos y de qué derechos dispone la persona por el hecho de serlo 
nos interesa averiguar qué se entiende por derecho en cada uno de los casos y de 
quién se afi rma que sea titular de estos. Por ello, tenemos que tener en cuenta, 
además de los artículos anteriores, los restantes en que aparece el término: 2, 3, 
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9, 10, 11, 13, 15, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 27, 28, 29, 30, 32, 33, 34, 35, 37, 39, 
42, 43, 44, 45, 47, 49, 53, 55, 57, 61, 62, 68, 81, 86, 94, 96, 103, 104, 106, 117, 121, 124, 
139, 143, 149, 152, 159, 161, 164. La referencia concreta de cada uno se remite al 
segundo apartado de este mismo capítulo. 
1.1.3.13. Deber 
En la Constitución no se reconocen deberes a la persona, pero si se pone en 
relación el mismo con alguno de los otros sujetos relevantes, al reconocerles los 
mismos deberes. Por ejemplo, el artículo 43 lo usa en relación con todos: “La ley 
establecerá los derechos y deberes de todos al respecto”. El término se utiliza en 
otras ocho ocasiones.
Art. 3: “Todos los españoles tienen el deber de conocerla y el derecho a usarla”.
Art. 30: “Mediante ley podrán regularse los deberes de los ciudadanos”.
Art. 32: “los derechos y deberes de los cónyuges”.
Art. 35: “Todos los españoles tienen el deber de trabajar y el derecho al trabajo”.
Art. 45: “así como el deber de conservarlo”.
Art. 86: “los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos regulados en el 
Título I”.
Art. 94: “Tratados o convenios que afecten a la integridad territorial del Estado 
o a los derechos y deberes fundamentales”.
Art. 149: “en el cumplimiento de los deberes constitucionales”.
1.1.3.14. Honor 
En el artículo 18 además de reconocerse la intimidad de la persona, se reco-
noce su honor y no solo a la persona sino también a la familia, por lo tanto, es inte-
resante atender al contenido de signifi cado que se le da al término honor y cuál al 
término familia. El término honor aparece además de en este artículo en otros tres.
Art. 20: “en el derecho al honor, a la intimidad, a la propia imagen”.
Art. 26: “Se prohíben los Tribunales de Honor en el ámbito de la Administración 
civil y de las organizaciones profesionales”.
Art. 62: “conceder honores y distinciones con arreglo a las leyes”. 
1.1.3.15. Familia 
El término familia se usa en tres artículos:
Art. 35: “sufi ciente para satisfacer sus necesidades y las de su familia”.
Art. 39: “Los poderes públicos aseguran la protección social, económica y jurí-
dica de la familia”.
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Art. 65: “El Rey recibe de los Presupuestos del Estado una cantidad global para 
el sostenimiento de su Familia y Casa, y distribuye libremente la misma”. 
1.1.3.16. Matrimonio 
En el texto, en el artículo 32 se reconoce al hombre y a la mujer el derecho a 
contraer matrimonio. Este término se recoge en tres artículos más.
Art. 39: “Los padres deben prestar asistencia de todo orden a los hijos habidos 
dentro o fuera del matrimonio”.
Art. 57: “Aquellas personas que teniendo derecho a la sucesión en el trono con-
trajeren matrimonio contra la expresa prohibición del Rey y de las Cortes Gene-
rales, quedarán excluidas en la sucesión a la Corona por sí y sus descendientes”.
Art. 149: “las formas de matrimonio”.
1.1.3.17. Tutela 
El artículo 24 establece que toda persona tiene el derecho a obtener una 
tutela efectiva de los jueces, por ello, es relevante para nuestra investigación ana-
lizar qué se entiende por el término tutela, el cual se menciona en otros dos.
Art. 53: “que se tutelarán de acuerdo con lo previsto” y “2. Cualquier ciudadano 
podrá recabar la tutela de las libertades y derechos”.
Art. 60: “El ejercicio de la tutela es también incompatible con el de todo cargo o 
representación política”.
1.1.3.18. Educación 
El artículo 27 reconoce que todos tienen derecho a la educación y que ésta 
tiene por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana. Además de en el 
artículo 27, este término se utiliza en otros dos artículos.
Art. 43.3: “fomentarán la educación sanitaria, la educación física y el deporte”.
Art. 51.2: “Los poderes públicos promoverán la información y la educación de los 
consumidores”.
1.1.3.19. Acerca de los términos derivados de los inmediatamente referidos 
Limitamos el análisis de los términos que expresan un predicado del ser 
personal a aquellos que aparecen en el texto del 78, en la forma indicada ante-
riormente y en sus variaciones de número y género. No ampliamos el análisis a 
los términos derivados —o aquellos de los que estos derivan— de dichos térmi-
nos —como: digna, familiar o reeducación entre otros—. Incluir dichos términos 
supondría, por un lado, ampliar el objeto de estudio más allá del propósito de 
nuestra investigación; por otro, la atención a la multitud de términos resultaría 
inabarcable en una investigación doctoral limitada en el tiempo. No por ello, 
queremos dejar de notar la relevancia e interés que tendría un posible análisis 
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del contenido de signifi cado de estos términos en la jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional, análisis que dejamos para futuras investigaciones.
1.1.4. Conclusiones 
Por lo tanto, de cara a determinar el concepto de persona en la jurispru-
dencia del Tribunal Constitucional atenderemos a qué se entiende relativo a 28 
términos: persona, personal, personalidad, humano, individuo, todos, nadie, ciudadano, 
varón, seguridad, hombre, mujer, física, natural, jurídica, dignidad, inviolables, derecho, 
deber, vida, integridad, libertad, honor, tutela, educación, matrimonio, familia, e igual-
dad; en 79 artículos: Preámbulo, 1, 2, 3, 8, 9, 10, 11, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 
23, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 32, 33, 35, 36, 38, 39, 40, 41, 43, 44, 45, 46, 49, 50, 51, 
53, 55, 56, 57, 59, 60, 61, 62, 64, 65, 66, 67, 72, 77, 79, 81, 86, 90, 92, 94, 102, 104, 105, 
122, 124, 125, 129, 130, 132, 135, 139, 140, 141, 147, 152, 161, 162 y 164.
Dejamos fuera del análisis el artículo 149, ya que, aunque en él aparecen 
varios de los términos relevantes, esto se debe a que este artículo esboza aquellas 
materias sobre las que el Estado tiene competencia exclusiva y que por tanto no 
podrán ser legisladas por las CCAA. Por lo tanto, en cuanto que implica cuestio-
nes de competencia sobre derechos atendidos en otros artículos queda excluido 
de nuestro objeto de estudio. 
1.2. EL CONTENIDO DE SIGNIFICADO EN EL PROPIO TEXTO DEL 78: EXÉGESIS DEL 
ARTICULADO 
Una vez determinados los términos relevantes para nuestra investigación 
en los artículos que los contienen, procedemos a un análisis detallado de cada 
uno de estos artículos atendiendo al contenido gramatical, contextual y concep-
tual de los términos en una labor exegética. Esta exégesis nos permite esbozar 
una primera aproximación al contenido de signifi cado de dichos términos en el 
propio texto constitucional.
Con carácter previo a esta labor de exégesis del texto, se plantea la disyun-
tiva sobre si es necesario para el objeto de nuestra investigación atender a los de-
bates constitucionales que dieron lugar a la redacción fi nal del mismo o no es ne-
cesario. Nuestra respuesta es negativa por tres motivos fundamentales: primero, 
por parte del Tribunal Constitucional la referencia a dichos debates a la hora de 
dotar o establecer el contenido de signifi cado de los términos objeto de estudio, 
es muy escasa, pudiendo llegar a considerarse irrelevante, si se compara con el 
número de ocasiones en que el Tribunal hace referencia con este fi n a otras fuen-
tes como la jurisprudencia del TEDH —como podrá comprobarse en el tercer 
apartado de la tesis, donde llevaremos a cabo el análisis de la jurisprudencia—. 
Segundo, por la consideración que de los mismos tiene el propio Tribunal, para el 
que suponen una fuente interpretativa no determinante y solo por la proximidad 
de la jurisprudencia a los debates, siendo menos relevante cuanto más nos aleje-
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mos en el tiempo de estos. Sirvan como ejemplo la STC 5/1981 y la STC 53/1985. 
En la primera, se hace referencia a los debates parlamentarios, para interpretar 
el sentido de la libertad de cátedra. “Tal libertad es predicable solo respecto de 
aquellos profesores cuya docencia es proyección de la propia labor investiga-
dora, resulta evidente, a la vista de los debates parlamentarios”, para añadir a 
continuación que los mismos “son un importante elemento de interpretación, 
aunque no la determinen”. En la segunda, se indica que “esta conclusión resulta 
también de los debates parlamentarios en torno a la elaboración del mencionado 
artículo del texto constitucional, cuya cercanía en el tiempo justifi ca su utilización 
como elemento interpretativo”. Por último, nos confi rma en nuestra posición lo 
establecido al respecto por la doctrina, ya que diversos autores han expresado 
lo innecesario de remitirse a los debates constitucionales. Entre estos autores se 
puede encontrar a Kelsen, —autor citado en por el TC en su jurisprudencia34— 
quien, en su obra, Doctrina pura del derecho (1960), nos recuerda: 
“No existe genéricamente ningún método característico del derecho positivo(...) 
Inclinarse a la voluntad supuesta del legislador, dejando de lado lo redactado, o 
bien atenerse estrictamente a lo redactado sin preocuparse por la voluntad –por 
lo general, problemática— del legislador, es, desde el punto de vista del derecho 
positivo, equivalente por entero”35.
Por lo tanto, si la doctrina y sobre todo el propio Tribunal —en lo manifes-
tado en sus sentencias y en sus actos— no considera determinante atender a la 
voluntad del legislador para establecer el concepto de persona en su jurispruden-
cia, tampoco lo hacemos nosotros. Dejando lo que podría ser una investigación 
de gran interés, para trabajos futuros.
1.2.1. Artículos que recogen el término persona o personas 
El artículo 10 es el primero en el que encontramos recogido el término perso-
na. Con él se inicia el Título I de la Constitución, bajo el enunciado “De los dere-
chos y deberes fundamentales”. Precede a los cinco capítulos que conforman este 
34 STC 32/1985 de 6 marzo: “Es cierto que Kelsen distingue nítidamente entre la relación orgánica, como re-
lación jurídica esencial o fundamental, y la relación de representación que es siempre creación del derecho 
positivo. De esta distinción, sin embargo, no extrae Kelsen ni cabe extraer, en modo alguno, la conclusión 
de que solo son órganos representativos aquellos a quienes el ordenamiento jurídico positivo atribuye 
este carácter”.
35 Kelsen, H (1967) Reine Rechtslehre, Ed. Franz Deuticke, 2ª ed., Wien, p. 349 y ss. Traducción propia del 
original alemán: “Es gibt schlechthin keine –als positivrechtlich charakterisierbare— Methode. (…) Sich 
unter Vernachlässigung de Wortlautes an den mutmaßlichen Willen des Gesetzgebers zu halten oder 
den Wortlaut streng zu beobachten und sich dabei um den —meist problematischen— Willen des 
Gesetzgebers nicht zu kümmern, ist –positivrechtlich— durchaus gleichwertig”. Atendiendo al original 
alemán, traducimos el título de la obra conforme a la voluntad del autor y no tanto conforme a la tradi-
ción española iniciada por Luis Legaz Lacambra, primer traductor de Kelsen al español. En este sentido 
la traducción italiana ha sido mas fi el a la voluntad original del autor al traducir  Reine Rechtslehere como 
La dottrina pura del diritto.
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título, pues no se sitúa dentro de ninguno, inspirando por lo tanto el contenido 
de todos ellos. En este artículo en el apartado 1 se dice:
“La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el 
libre desarrollo de la personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los 
demás son fundamento del orden político y de la paz social”.
La palabra persona acompaña al sustantivo dignidad. Se utiliza como pro-
posición subordinada adjetiva de dicho sustantivo. Equivaldría al adjetivo per-
sonal, al cumplir la función sintáctica del adjetivo, califi cando al sustantivo que 
acompaña. Sería lo mismo que decir: la dignidad personal. La persona por lo 
tanto tiene una dignidad. Lo que hay que entender por la misma no se precisa 
en el artículo, habrá que atender al resto del articulado, para ver si se indica algo 
al respecto. Tras esta afi rmación, se indica que la persona posee unos derechos 
inviolables que le son inherentes, tal y como permite concluir la estructuración 
de la frase con el adverbio le. No se precisa cuáles, ni por qué le son inherentes. 
Ambas características se afi rman en el artículo como fundamento del or-
den político y de la paz social. Junto a ellas también se consideran fundamento: 
el libre desarrollo de la personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los 
demás. Qué se entiende por orden político y paz social, no se precisa en el texto. 
Con la misma función sintáctica del término persona en el artículo 10 —pro-
posición subordinada adjetiva—, se emplea el término en los artículos 45, 105 y 
139. Analizamos a continuación cada uno de los tres. Comenzamos por el artícu-
lo 45, en cuyo primer apartado, se indica que: 
“Todos tienen el derecho a disfrutar de un medioambiente adecuado para el 
desarrollo de la persona, así como el deber de conservarlo”.
La persona se desarrolla. Desarrollo en que infl uyen elementos externos a 
la misma, como el medioambiente. Infl uencia tan determinante que hace que dis-
frutar de un medio adecuado para el desarrollo sea reconocido como un derecho. 
Este derecho se reconoce a todos, mas no queda claro en la redacción a quién se 
hace referencia con ese todos; si fuera a toda persona, la redacción del artículo 
hubiera sido más correcta si dijera: para el desarrollo personal. Ahora bien, al 
decir para el desarrollo de la persona, pareciera que la persona es algún tipo de 
atributo de todos, que debe ser desarrollado. Qué conforma el medioambiente 
tampoco se precisa, atendiendo al apartado segundo pareciera que tiene una re-
lación con los recursos naturales. Por lo tanto, el medioambiente está constituido 
en parte por los recursos naturales; si solo por estos, y qué se entiende por recur-
sos naturales, no se determina.
En el artículo 105 se establece:
“La ley regulará: El acceso de los ciudadanos a los archivos y registros adminis-
trativos, salvo en lo que afecte a la seguridad y defensa del Estado, la averigua-
ción de los delitos y la intimidad de las personas”.
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En este artículo se afi rma que la persona tiene una intimidad, aunque no se 
precisa qué ha de entenderse por la misma. En el análisis exegético del término 
veremos si en el propio texto constitucional se resuelve esta difi cultad. Atendien-
do a la literalidad del artículo, el acceso a los archivos o registros, en la medida en 
que afecte a esta intimidad, no se regula por ley. Se otorga la misma protección a 
la intimidad de las personas, a la seguridad y defensa del Estado y a la averigua-
ción de los delitos. La relación entre persona y ciudadano se perfi la levemente en 
este artículo.
Finalmente, en el artículo 139, en el segundo apartado, se dice:
“Ninguna autoridad podrá adoptar medidas que directa o indirectamente obs-
taculicen la libertad de circulación y establecimiento de las personas y la libre 
circulación de bienes en todo el territorio español.”
Las personas tienen libertad de circulación y establecimiento en todo el te-
rritorio español. Es relevante atender cómo se hace una diferencia entre las perso-
nas y los bienes, al introducirse una conjunción disyuntiva entre ambos términos 
y al afi rmarse que las primeras tienen la libertad y mientras que de los últimos se 
autoriza su libre circulación. Las personas por lo tanto no son bienes. 
Una vez analizados los artículos que utilizan el término persona como pro-
posición subordinada adjetiva, continuamos con el resto de los artículos que 
utilizan también este término. El artículo 17 menciona el término persona en 
tres ocasiones. En todos los casos se utiliza como sustantivo femenino singular, 
acompañado del determinante femenino singular “toda”. Cumple en todos los 
casos la función de sujeto dentro de la oración.
“1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. Nadie puede ser 
privado de su libertad, sino con la observancia de lo establecido en este artículo 
y en los casos y en la forma previstos en la ley.
2. Toda persona detenida debe ser informada de forma inmediata, y de modo 
que le sea comprensible, de sus derechos y de las razones de su detención, no 
pudiendo ser obligada a declarar. Se garantiza la asistencia de abogado al de-
tenido en las diligencias policiales y judiciales, en los términos que la ley esta-
blezca.
4. La ley regulará un procedimiento de «habeas corpus» para producir la in-
mediata puesta a disposición judicial de toda persona detenida ilegalmente. 
Asimismo, por ley se determinará el plazo máximo de duración de la prisión 
provisional”.
Toda persona tiene derecho a la seguridad y a la libertad. La proclamación 
de la libertad como derecho de la persona —una libertad de la que puede verse 
privado legal o ilegalmente— parece una redundancia del artículo 9, en el cual 
ésta se reconoce como cualidad del individuo. 
La persona puede comprender, es sujeto cognoscente. Más la comprensión 
que una persona tiene de una situación concreta, no es intuitiva, inmediata, sino 
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que requiere en ocasiones de una explicación por parte de terceras personas. 
Está sujeta a aprendizaje. Este aprendizaje puede tener limitaciones, y puede ser 
difícil para la persona adquirir el conocimiento, por eso la necesidad de hacer-
lo comprensible para la misma persona. No se indica qué puede generar dicha 
difi cultad, habrá que atender a la jurisprudencia. Para la mejor comprensión y 
actuación en ocasiones hace falta un conocimiento cualifi cado de la materia de 
ahí la necesidad de ser asistido por letrado. No todos somos iguales en cuanto 
al conocimiento que poseemos de una realidad y a la adquisición del mismo. Ni 
siquiera de los derechos fundamentales tiene conocimiento necesario la persona, 
ya que como vemos se establece la obligación de informar a la persona de forma 
inmediata y comprensible para ella de los mismos. El hecho de que algo puede 
enseñarse además supone la transmisión de conocimientos, lo que implica que 
estos pueden ser razonados, con razones que pueden ser expresadas, comparti-
das y comprendidas por otros. 
La persona puede ser coaccionada en su actuar. Pudiendo ser obligado a 
realizar una determinada conducta. Si esta coacción es solo exterior o también 
interior no se precisa en el artículo. 
En el artículo 24 el término personas se recoge en una ocasión, como sus-
tantivo femenino plural. Viene también acompañado del determinante femenino 
“todas”, y, en esta ocasión, se le añade el artículo femenino plural “las”. El térmi-
no se utiliza dentro del sintagma que cumple la función de sujeto de la oración. 
“Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y tri-
bunales en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún 
caso, pueda producirse indefensión”.
El uso plural de la palabra, precedido no solo por el determinante “la”, sino 
también por todas, no aporta, en esta primera aproximación exegética, informa-
ción relevante, que permita concluir un cambio en el contenido de signifi cado de 
la misma. En cuanto a lo indicado en el artículo, en el mismo se establece que las 
personas tienen intereses, los cuales pueden ser legítimos o no. No todo derecho 
o interés de una persona es protegido o garantizado por los tribunales. Qué cri-
terio determina la legitimidad de un interés o un derecho no se precisa en el artí-
culo. La tutela judicial garantiza que la persona no quede indefensa cuando sus 
intereses o derechos han sido violados. Para evitar la indefensión de la persona, 
esta necesita de otros, en este caso de jueces y tribunales.
El artículo 27 en su apartado 6 utiliza el término en plural, adjetivado con 
los términos “físicas” y “jurídicas”, dentro del sintagma que cumple la función 
de complemento indirecto. En dicho apartado del artículo se indica que:
“Se reconoce a las personas físicas y jurídicas la libertad de creación de centros 
docentes, dentro del respeto a los principios constitucionales”.
La persona tiene la libertad de crear centros docentes. Esta libertad se en-
cuentra limitada por el respeto debido a los principios constitucionales. Los cua-
80 Lorena Velasco Guerrero
les no son una enumeración cerrada que se contenga en la propia Constitución, 
sino que habrá que atender al desarrollo jurisprudencial y a la doctrina. 
Añade este artículo una nota distintiva al establecer una distinción entre 
persona física y persona jurídica. Esta distinción solo se encuentra recogida a 
lo largo del texto constitucional en el artículo 162. En este artículo el término se 
utiliza en singular junto a los adjetivos “natural” y “jurídica”. De la redacción 
de ambos artículos, podría entenderse que por natural y física se está haciendo 
referencia a lo mismo: a la persona con una existencia concreta en el mundo, no 
creada por el derecho –pues se opone a jurídica—, sino existente en la realidad. 
Habrá que atender a la jurisprudencia para determinar si en los restantes casos 
en que no se hace esta diferenciación explícita, la persona a la que se refi ere la CE 
es a la persona física, o a ambas.
El artículo 162 dice lo siguiente:
“1. Están legitimados:
b) Para interponer el recurso de amparo, toda persona natural o jurídica que 
invoque un interés legítimo, así como el Defensor del Pueblo y el Ministerio 
Fiscal”.
Además de la distinción entre persona natural y jurídica, en el artículo 
se reconoce que la misma, independientemente de si se engloba dentro de una 
u otra categoría, está legitimada para interponer el recurso de amparo, cuando 
invoque un interés legítimo. Nuevamente los intereses pueden ser legítimos o 
no y vemos cómo su amparo depende de un tercero, en este caso el TC. Por otra 
parte, el artículo 53 reconoce legitimado para recabar la tutela de las libertades 
y derechos frente a los tribunales ordinarios a los ciudadanos. Por lo tanto, pa-
reciera que toda persona está legitimada para interponer el recurso de amparo, 
pero para acudir a los tribunales ordinarios tan solo estarán legitimados aquellos 
que tengan la condición de ciudadanos. Habrá que atender a la jurisprudencia de 
ambos artículos para ver cómo se resuelve la difi cultad.
El artículo 21 usa el término en su segundo apartado, al indicar que:
“2. En los casos de reuniones en lugares de tránsito público y manifestaciones 
se dará comunicación previa a la autoridad, que solo podrá prohibirlas cuando 
existan razones fundadas de alteración del orden público, con peligro para per-
sonas o bienes”.
El término aparece en plural, como sustantivo, dentro del sintagma que 
cumple la función de complemento circunstancial. Viene acompañado de la con-
junción “para” y de la conjunción disyuntiva “o”, esta última pone el término en 
relación con el sustantivo plural “bienes”. El artículo introduce, como vemos la 
distinción entre personas y bienes, indicando, al igual que en el artículo 139, que 
las personas no son bienes, sin embargo, en base a qué criterio se establece dicha 
contraposición, no se precisa. Además, establece la seguridad de las personas o 
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bienes como límite al derecho de manifestación, pues si cualquiera de los prime-
ros se pusiera en peligro estas podrían ser prohibidas. Por lo tanto, las personas, 
pueden verse en peligro, por la actividad realizada por terceros.
El artículo 55 en su segundo apartado, se usa el término al decir que:
“2. Una ley orgánica podrá determinar la forma y los casos en los que, de forma 
individual y con la necesaria intervención judicial y el adecuado control parla-
mentario, los derechos reconocidos en los artículos 17, apartado 2, y 18, apar-
tados 2 y 3, pueden ser suspendidos para personas determinadas, en relación 
con las investigaciones correspondientes a la actuación de bandas armadas o 
elementos terroristas”.
El término persona vuelve a utilizarse en su forma plural dentro del sin-
tagma que cumple la función de complemento circunstancial, acompañada de 
la conjunción “para”. A diferencia del artículo anterior, viene acompañada por 
el adjetivo plural “determinadas”. Por lo tanto, los derechos de los artículos 17 
apartado 2 —la detención preventiva no podrá durar más del tiempo determi-
nado por la ley— y el artículo 18 apartado 2 —inviolabilidad del domicilio— y 
3 —secreto de las comunicaciones— podrán ser suspendidos para personas de-
terminadas. Esta suspensión se realizará de forma individual, en tanto que como 
tal individuo humano es determinable.
El artículo 56 añade en su apartado 3 que:
“La persona del Rey es inviolable y no está sujeta a responsabilidad. Sus actos 
estarán siempre refrendados en la forma establecida en el artículo 64, careciendo 
de validez sin dicho refrendo, salvo lo dispuesto en el artículo 65. 2”.
El término se utiliza dentro del sintagma que cumple la función de sujeto, 
viene acompañado por el determinante femenino “la” y de la proposición subor-
dinada adjetiva “del Rey”, que equivaldría al adjetivo real. Persona, en cuanto 
sustantivo femenino determinado se utiliza en este artículo en referencia al indi-
viduo físico, esto es, humano, titular de la corona. En cuanto titular de los dere-
chos y deberes que la función real representa, la persona, es inviolable y no está 
sujeta a responsabilidad. Esta irresponsabilidad en sus actos se justifi ca en que 
los mismos, sin excepción recogida en el artículo, deberán estar siempre refren-
dados según lo establecido, para su validez.
En el artículo 57, en su apartado 1, al hablar de la sucesión, se dice que la 
persona tiene sexo y que en función del mismo es varón o mujer. El término se 
utiliza en su forma singular, acompañada del determinante femenino “la” y de 
las proposiciones subordinadas adjetivas “de más edad” y “la de menos”, que 
equivaldrían a decir la mayor y la menor. 
“La Corona de España es hereditaria en los sucesores de S. M. don Juan Carlos 
I de Borbón, legítimo heredero de la dinastía histórica. La sucesión en el trono 
seguirá el orden regular de primogenitura y representación, siendo preferida 
siempre la línea anterior a las posteriores; en la misma línea, el grado más próxi-
82 Lorena Velasco Guerrero
mo al más remoto; en el mismo grado, el varón a la mujer, y en el mismo sexo, 
la persona de más edad a la de menos”.
Las personas tienen edad —están sometidas al tiempo—, edad que se fi ja 
por criterios externos a la misma persona, iguales para todos, objetivos y medi-
bles, que permiten la comparativa entre personas. La titularidad de la Corona 
solo corresponde al legítimo heredero, por lo que, no todos podrán optar a la 
misma; dicho derecho depende de la legitimación de la persona para el mismo, 
la cual depende de los progenitores —que los mismos ostenten el derecho al tro-
no— y del orden de primogenitura, es decir, del orden que ocupen en la familia 
en función del tiempo de su nacimiento con respecto a sus hermanos. 
En el mismo artículo, en el punto 4, —utilizando el término en plural como 
sujeto de la oración principal y acompañado del determinante plural femenino 
“aquellas”— se indica que las personas pueden contraer matrimonio:
“Aquellas personas que teniendo derecho a la sucesión en el trono contrajeren 
matrimonio contra la expresa prohibición del Rey y de las Cortes Generales, 
quedarán excluidas en la sucesión a la Corona por sí y sus descendientes”.
Además, añade que los distintos intereses de las personas pueden estar con-
trapuestos. La persona puede realizar conductas prohibidas por otros. No todos 
tienen los mismos derechos y deberes, pues derecho a la sucesión al trono no lo 
tiene toda persona. En el hecho de la titularidad o no de determinados derechos 
no solo infl uye la actuación propia, sino que las actuaciones de los ascendientes 
repercuten en la situación jurídica de los descendientes. 
En el artículo 59 en su tercer apartado se indica que:
“Si no hubiere ninguna persona a quien corresponda la Regencia, ésta será nom-
brada por las Cortes Generales, y se compondrá de una, tres o cinco personas”.
El término persona aparece en dos ocasiones una en singular y otra en plu-
ral. En el primer caso dentro del sintagma que cumple la función de complemen-
to directo, acompañado del determinante femenino ninguna. En el segundo se 
encuentra dentro del sintagma que cumple la función de complemento directo 
acompañado de los determinantes numerales cardinales “una”, “tres” y “cinco”. 
En este artículo se establece que la Regencia puede ser ejercida por una o varias 
personas, el ejercicio de dicha actividad por parte de la misma depende de una 
autorización externa: la de las Cortes Generales. 
En el artículo 60, en su primer apartado, el término aparece como sustantivo 
singular, cumpliendo la función de sujeto y en el mismo se indica que:
“Será tutor del Rey menor la persona que en su testamento hubiese nombrado 
el Rey difunto, siempre que sea mayor de edad y español de nacimiento; si no 
lo hubiese nombrado, será tutor el padre o la madre; mientras permanezcan 
viudos. En su defecto, lo nombrarán las Cortes Generales, pero no podrán acu-
mularse los cargos de Regente y de tutor, sino en el padre, madre o ascendientes 
directos del Rey”.
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Toda persona tiene nacionalidad, la cual puede ser de nacimiento o adquiri-
da con posterioridad y que esto es un dato relevante para el Derecho. Se imponen 
cargas sobre determinadas personas para ejercer determinadas funciones públi-
cas; por ejemplo, el padre o la madre solo podrán ser tutores del rey mientras 
permanezcan viudos.
En el art. 64, en su segundo apartado, se utiliza el término en plural acom-
pañado de la oración subordinada adjetiva “que los refrenden”. En el artículo se 
indica que:
“2: De los actos del Rey serán responsables las personas que los refrenden”.
 Las personas realizan actos de los cuales son responsables; también, en 
determinadas circunstancias pueden ser responsables de actos realizados por ter-
ceras personas, como el Rey. 
Finalmente, en el artículo 79 se utiliza el término persona, en plural dentro 
de la oración subordinada adjetiva, como sinónimo de miembro o trabajador del 
parlamento.
“Dichos acuerdos para ser válidos deberán ser aprobados por la ma-
yoría de los miembros presentes, sin perjuicio de las mayorías especia-
les que establezcan la Constitución o las leyes orgánicas y las que para 
elección de personas establezcan los Reglamentos de las Cámaras”.
1.2.1.1. Artículos que recogen el término en sus derivados 
Una vez determinado qué dice el texto en su articulado sobre el término 
persona, atendemos a lo que se dice de los vocablos derivados del mismo. En esta 
labor de exégesis buscamos igualmente determinar qué se dice, qué no se dice y 
qué difi cultades se plantean. Centramos primero nuestro análisis en el vocablo: 
personal. Como indicábamos este término se usa 8 veces a lo largo del articulado. 
Por primera vez en el artículo 14, en el que se dice: 
“Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación 
alguna por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra 
condición o circunstancia personal o social”.
El término se utiliza en singular, adjetivando al sustantivo singular “cir-
cunstancias”. Hace referencia a aquello que es “propio o particular de la perso-
na” (RAE 2015); equivaldría a decir, como indicábamos, de la persona. En este 
caso lo propio de la persona son unas determinadas circunstancias o condiciones, 
que no comparte toda persona y que no pueden ser utilizadas para justifi car un 
trato diferente ante la ley de los españoles. En otras palabras, todo español, en 
tanto persona, es igual ante la ley. Podemos elaborar una lista de circunstancias 
y condiciones que el texto asigna a personas y sociedades: sexo, raza, lugar de 
nacimiento, religión y opinión. Cuáles de estas las considera propias y exclusivas 
de la persona y cuales sociales, no se precisa en el texto. 
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Con este mismo contenido morfológico, sintáctico y de signifi cado se mues-
tra el término en el artículo 18:
“1. Se garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la 
propia imagen.
4. La ley limitará el uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad 
personal y familiar de los ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos”.
En este artículo se garantiza la intimidad y el honor de la persona y de la 
familia. Junto a la propia imagen, que, aunque no se explícita como personal, 
puede entenderse por el contexto. Qué se debe entender por ambos supuestos 
no se precisa. Sí que se indica que la ley limitará el uso de la informática para 
garantizar este honor e intimidad de los ciudadanos, personal y familiar. En con-
clusión: los ciudadanos son personas y forman familias. 
Igualmente, en el artículo 40 registra el término con el mismo sentido. En di-
cho artículo se establece que las personas tienen una renta, al igual que las regiones 
y que esta renta puede ser extraída a la misma y distribuida entre otros. Esta distri-
bución debe ser hecha de forma equitativa, para la estabilidad económica.
“1. Los poderes públicos promoverán las condiciones favorables para el progre-
so social y económico y para una distribución de la renta regional y personal 
más equitativa, en el marco de una política de estabilidad económica. De mane-
ra especial realizarán una política orientada al pleno empleo”.
Por su parte el artículo 79, en su apartado tres, indica que:
“3. El voto de Senadores y Diputados es personal e indelegable”.
El término se utiliza también con el sentido de algo propio de la persona. Es 
decir, hay derechos de la persona, en este caso el voto, que le pertenecen por el 
cargo que ostenta, Senador o Diputado, y que no puede delegar a terceros, por lo 
que, otros derechos sí que resultan delegables. 
Distinto es el uso que se le da en el artículo 31:
“3. Solo podrán establecerse prestaciones personales o patrimoniales de carácter 
público con arreglo a la ley”.
En este caso, el adjetivo plural lo que indica es que la prestación que puede 
establecer la administración debe cumplirla la persona no mediante la entrega de 
su patrimonio, sino que, se le exige una actividad física o intelectual. 
El cuarto signifi cado con el que se utiliza el término personal es el de: “Con-
junto de personas que trabajan en un mismo organismo, dependencia, fábrica, 
taller…” (RAE 2015). Desde una primera aproximación vemos cómo este con-
tenido de signifi cado da sentido al uso del término en los artículos 72 y 122. En 
ambos artículos el término se utiliza como sustantivo singular. 
“72.1. Las Cámaras establecen sus propios Reglamentos, aprueban autónoma-
mente sus presupuestos y, de común acuerdo, regulan el Estatuto del Personal 
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de las Cortes Generales. Los Reglamentos y su reforma serán sometidos a una 
votación fi nal sobre su totalidad, que requerirá la mayoría absoluta.”
“122.1. La ley orgánica del poder judicial determinará la constitución, funcio-
namiento y gobierno de los Juzgados y Tribunales, así como el estatuto jurídico 
de los Jueces y Magistrados de carrera, que formarán un Cuerpo único, y del 
personal al servicio de la Administración de Justicia”.
El término personalidad, aparece en 6 artículos. En el artículo 10.1 recoge, 
en singular, junto a la expresión “libre desarrollo”, que, junto con la dignidad 
de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el respeto a la ley 
y a los derechos de los demás, se afi rman como fundamento del orden y de 
la paz social. Se plantea, por la redacción, una difi cultad para comprender el 
contenido de signifi cado del término. Si defi nimos personalidad siguiendo a 
la RAE como “Diferencia individual que constituye a cada persona y la distin-
gue de otra” (RAE 2015), la personalidad sería también un atributo propio de 
la persona, pero si así se entendiera, cabría preguntarse por qué el artículo no 
dice: el libre desarrollo de su personalidad, haciendo una referencia al término 
persona utilizado en la primera frase, como sí hace al decir los derechos que le 
son inherentes.
En el artículo 27, al hablar de la educación, derecho que se reconoce —como 
hemos visto previamente— a todos, expresa el término como sustantivo singular, 
dentro del sintagma que cumple la función de complemento directo dentro de la 
frase. 
“2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad huma-
na en el respeto a los principios democráticos de convivencia y a los derechos y 
libertades fundamentales”.
El desarrollo de la personalidad que previamente se adjetivó como libre, 
aquí se adjetiva como plena. Por lo tanto, aunque es libre, mediante la educación 
ha de conseguirse que no sea de cualquier forma, sino desenvolverse de forma 
plena. Esta plenitud se alcanza por la educación en el respeto a los principios 
democráticos de convivencia, a los derechos y libertades fundamentales. Perso-
nalidad también se adjetiva con el término humana. Ante esto surge la pregunta 
de si cabría la existencia de una persona no humana y que por lo tanto existiera 
una personalidad no humana. Habrá que atender a la jurisprudencia, para enten-
der el sentido del uso de estos términos. Por otro, lado, en cuanto a los principios 
democráticos de convivencia, cabría preguntarse cuáles son, pues no queda es-
pecifi cado en ningún momento. En nuestra Constitución solamente se establece 
una lista de valores en el artículo 1, pero estos son del ordenamiento jurídico, no 
principios democráticos de convivencia.
En el artículo 25, el término vuelve a aparecer. Le acompaña el término de-
sarrollo, pero a diferencia de los casos anteriores este desarrollo debe ser integral. 
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“Las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán orientadas 
hacia la reeducación y reinserción social y no podrán consistir en trabajos forza-
dos. El condenado a pena de prisión que estuviere cumpliendo la misma gozará 
de los derechos fundamentales de este Capítulo, a excepción de los que se vean 
expresamente limitados por el contenido del fallo condenatorio, el sentido de la 
pena y la ley penitenciaria. En todo caso, tendrá derecho a un trabajo remunera-
do y a los benefi cios correspondientes de la Seguridad Social, así como al acceso 
a la cultura y al desarrollo integral de su personalidad”.
Por el contexto puede parecer que el término integral supone que la perso-
nalidad tiene diferentes aspectos y que estos pueden ser desarrollados o no. Se 
reconoce como derecho del condenado que desarrolle todos los aspectos de su 
personalidad. Junto con el desarrollo de la personalidad se establece que goza de 
los derechos fundamentales, aunque pueden ser limitados por el fallo condena-
torio. Es decir, dependiendo de las circunstancias, ciertas personas pueden ver 
limitados sus derechos inherentes, por un acto externo a sí mismas. Los trabajos 
forzados están prohibidos, aunque no se especifi ca en qué consistan. El fi n de 
las penas es la reeducación y reinserción social de los condenados; es decir, la 
conducta de la persona, su formación, criterios y valores pueden ser cambiados 
mediante la educación. 
Finalmente, en los artículos 140, 141 y 152, se recoge dentro de la expresión 
personalidad jurídica: 
“140. La Constitución garantiza la autonomía de los municipios. Estos goza-
rán de personalidad jurídica plena. Su gobierno y administración corresponde 
a sus respectivos Ayuntamientos, integrados por los alcaldes y los concejales. 
Los concejales serán elegidos por los vecinos del municipio mediante sufragio 
universal, igual, libre, directo y secreto, en la forma establecida por la ley. Los 
alcaldes serán elegidos por los concejales o por los vecinos. La ley regulará las 
condiciones en las que proceda el régimen del concejo abierto.”
“141.1. La provincia es una entidad local con personalidad jurídica propia, de-
terminada por la agrupación de municipios y división territorial para el cumpli-
miento de las actividades del Estado. Cualquier alteración de los límites provin-
ciales habrá de ser aprobada por las Cortes Generales mediante ley orgánica.”
“152.3. Mediante la agrupación de municipios limítrofes, los Estatutos podrán 
establecer circunscripciones territoriales propias, que gozarán de plena perso-
nalidad jurídica”.
En el primer y último caso se habla de plena personalidad jurídica —dentro 
del sintagma que cumple la función de objeto directo de la frase— y en el segun-
do caso de propia –dentro del sintagma que cumple la función de complemento 
circunstancial en la oración—. Por la redacción de los artículos pareciera que la 
personalidad jurídica es algo que es reconocido por la constitución a entes terri-
toriales, esta personalidad al adjetivarse como jurídica se diferencia de la perso-
nalidad enunciada en los anteriores apartados. 
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1.2.2. Artículos que contienen términos de signifi cación próxima 
1.2.2.1. Artículos que contienen el término individuo 
El propio texto establece —como indicábamos previamente— en el artícu-
lo 55.2 que una persona física determinada es un individuo. El término por sí 
mismo se utiliza en dos ocasiones. Por primera vez en el artículo 9, en el cual se 
utiliza el término en singular acompañando los términos libertad e igualdad. Se 
utiliza como proposición subordinada adjetiva de dichos sustantivos. Equival-
dría a decir individual. En el artículo se establece:
“2. Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la liber-
tad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efec-
tivas; remover los obstáculos que impidan o difi culten su plenitud y facilitar la par-
ticipación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social”.
Los individuos son libres e iguales. Dicha libertad e igualdad puede verse 
truncada y es obligación de los poderes públicos promover las condiciones que 
permitan que sean reales y efectivas, removiendo aquello que lo impida o lo difi -
culte. Además del propio individuo, los grupos en los que el mismo se integre –y 
que no se especifi can— también deben ser libres e iguales de forma real y efecti-
va. En una segunda parte del mismo apartado, se vuelve a asignar a los poderes 
públicos el papel de facilitar la participación en la vida política, económica, cultu-
ral y social, pero en este caso a los ciudadanos. Por lo tanto, la libertad e igualdad 
se proclama de los individuos y de los grupos en que se integran, pero la parti-
cipación en la vida política, económica, cultural y social, solo de los ciudadanos. 
Por su parte en el artículo 16, dentro de los derechos y deberes fundamenta-
les, se reconoce al individuo la libertad ideológica, religiosa y de culto.
“1. Se garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto de los individuos y las 
comunidades sin más limitación, en sus manifestaciones, que la necesaria para 
el mantenimiento del orden público protegido por la ley.
2. Nadie podrá ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencias”.
El término se utiliza en el mismo sentido morfológico y sintáctico, que en el 
caso anterior. En el artículo, por lo tanto, se le reconoce una libertad y un derecho a 
no declarar sobre la misma. Se pone al mismo nivel la libertad de ideología, de re-
ligión y de culto. No se indica qué diferencia existe entre los tres. Se reconoce dicha 
libertad a las comunidades. Individuos y comunidades titulares de la libertad de 
manifestación de su ideología, religión o creencias, sin que pueda limitarse dicha 
libertad salvo para el mantenimiento del orden público protegido por la ley.
1.2.2.2 Artículos que contienen el término hombre 
Como veíamos el término hombre, se utiliza no como referencia a cualquier 
ser humano, sino como sinónimo de varón. En este sentido, se usa junto al térmi-
no mujer en el artículo 32:
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“1. El hombre y la mujer tienen derecho a contraer matrimonio con plena igual-
dad jurídica.
2. La ley regulará las formas de matrimonio, la edad y capacidad para contraer-
lo, los derechos y deberes de los cónyuges, las causas de separación y disolución 
y sus efectos”.
Ambos términos se utilizan en singular, unidos por la conjunción copulati-
va “y”, dentro del sintagma que cumple la función de sujeto dentro de la oración. 
Oración que recoge que ambos tienen derecho a contraer matrimonio. Se explíci-
ta que lo hacen en plena igualdad jurídica. Además, nuevamente la ley establece 
como criterio defi nitorio de un derecho, pues se indica que las formas, la edad 
y la capacidad, los derechos y deberes, las causas de separación y disolución y 
sus efectos se regularán por la misma. Las personas por lo tanto son hombres y 
mujeres, —tal y como queda explícitamente constatado en el artículo 57.2, cuyo 
análisis incluíamos en el apartado 2.1 de la esta investigación— y pueden con-
traer matrimonio.
1.2.2.3. Artículos que contienen los términos todos y nadie 
Todos por su parte, como pronombre indefi nido masculino plural, se utiliza 
como sujeto de derechos en siete artículos: 15, 24, 27, 28, 43, 44 y 45; artículos en 
los que se reconoce a todos como titular de los derechos: a la vida, a un juez or-
dinario predeterminado por la ley, a la educación, a sindicarse libremente, pres-
taciones y servicios necesarios relativos a la salud pública, a la cultura y a un 
medioambiente adecuado. 
En el artículo 15 se establece que:
“Todos tienen derecho a la vida y a la integridad física y moral, sin que, en 
ningún caso, puedan ser sometidos a tortura ni a penas o tratos inhumanos o 
degradantes. Queda abolida la pena de muerte, salvo lo que puedan disponer 
las leyes penales militares para tiempos de guerra”. 
Todos tenemos una dimensión física y otra moral, que puede ser menosca-
bada, ya sea por tortura, penas o tratos inhumanos o degradantes y cuya integri-
dad, el respeto a la misma, se reconoce como un derecho. Así mismo ocurre con 
la vida, derecho fundamental, indispensable para la existencia de los restantes 
derechos. La muerte, el fi n de la vida, no puede ser impuesta por el Estado como 
una pena a un delito cometido, salvo en los casos que se contempla. 
En el artículo 24.2 –a diferencia del apartado 1 en el que se reconoce como 
sujetos de los derechos a la persona como previamente analizábamos— el sujeto 
de derechos es todos. La relación entre ambos términos no queda claramente 
esbozada, ni el por qué del cambio en el titular de derechos. El apartado dice lo 
siguiente:
“Asimismo, todos tienen derecho al Juez ordinario predeterminado por la ley, a 
la defensa y a la asistencia de letrado, a ser informados de la acusación formu-
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lada contra ellos, a un proceso público sin dilaciones indebidas y con todas las 
garantías, a utilizar los medios de prueba pertinentes para su defensa, a no de-
clarar contra sí mismos, a no confesarse culpables y a la presunción de inocencia.
La ley regulará los casos en que, por razón de parentesco o de secreto profesio-
nal, no se estará obligado a declarar sobre hechos presuntamente delictivos”.
Es interesante atender a este apartado, además de por el cambio en el sujeto 
de los derechos, porque en el mismo se hacen mención a derechos que se reco-
nocen también en el punto 3 del artículo 17. La diferencia fundamental es que 
en este caso se hace referencia al proceso judicial, mientras que en el artículo 17, 
se hacía referencia a las diligencias previas y al momento de la detención. Ade-
más, el artículo hace referencia a la publicidad del procedimiento, como garantía 
del cumplimiento de estos derechos. La publicidad supone que es conocido por 
terceras personas que pueden enjuiciarlo y determinar si se cumplieron o no. Se 
establece nuevamente la ley como defi nitoria de los derechos.
En el artículo 27.1 se reconoce a todos el derecho a la educación; nuevamente 
habrá que atender a la jurisprudencia para entender a quién se refi ere con ese to-
dos. Además, se reconoce la libertad de enseñanza, en genérico sin especifi car a 
quién. Y se establece la obligación sobre los poderes públicos de garantizar dicho 
derecho de todos.
También se utiliza todos como sujeto de deberes, concretamente del deber 
de contribuir al sostenimiento del gasto público, en el artículo 31:
“Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su 
capacidad económica mediante un sistema tributario justo inspirado en los prin-
cipios de igualdad y progresividad que, en ningún caso, tendrá alcance confi s-
catorio”.
 Mientras que en el artículo 164, se establece que las sentencias del TC:
“que declaren la inconstitucionalidad de una ley o de una norma con fuerza de 
ley y todas las que no se limiten a la estimación subjetiva de un derecho, tienen 
plenos efectos frente a todos”. 
En efecto, este todos puede entenderse que hace referencia a personas fí-
sicas, pero también a personas jurídicas. Pues en el tráfi co jurídico estas se ven 
afectadas por las sentencias emanadas por el TC. Mientras que, en casos ante-
riores, no tendría sentido afi rmar que todos hace referencia también a personas 
jurídicas —por ejemplo, el derecho a la vida—.
Finalmente, en el artículo 45 —analizado anteriormente— vemos que pare-
ciera que se establece una relación directa entre todos y persona, aunque la persona 
aparece en este caso más como un atributo de todos que como un sinónimo. 
Por otra parte, nadie, en los seis artículos en que se usa, viene acompaña-
do del verbo poder, en distintos tiempos verbales: presente y futuro —puede y 
podrá—, para indicar, en la mayoría de los casos, conductas que no pueden ser 
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forzadas sobre el sujeto: declarar sobre su ideología, religión o creencias —art. 
16—, privado de su libertad —art. 17—, condenado o sancionado por acciones 
u omisiones que en el momento de producirse no constituyeran delito según la 
legislación vigente en el momento —art. 25—, obligado a afi liarse a un sindica-
to —art. 28—, o privado de sus bienes y derechos, sino por causa justifi cada de 
utilidad pública o interés social —art. 33—. Tan solo en una ocasión se usa para 
indicar conductas que no se permite al sujeto que realice: “Ser miembro de las 
dos cámaras simultáneamente, acumular acta de una Asamblea de CCAA con la 
de Diputado al Congreso”.
La relación entre persona, todos y nadie no queda claramente dibujada en el 
texto constitucional.
1.2.2.4. Artículos que contienen el término ciudadano 
El término ciudadano se pone en relación con el de persona en el art. 18.4: 
“La ley limitará el uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad 
personal y familiar de los ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos.” El 
ciudadano, por lo tanto, tiene garantizada su intimidad, propia de la persona, 
contra la que no se puede atentar mediante la informática. Además, es utilizado 
en otros 14 artículos. Por primera vez se utiliza en el artículo 9:
“Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto 
del ordenamiento jurídico. (…); remover los obstáculos que impidan o difi culten 
su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida políti-
ca, económica, cultural y social”.
El término se utiliza en dos ocasiones, ambas en plural. La primera vez 
y junto a los poderes públicos, conforman el sintagma que cumple la función 
se sujetó. La segunda acompañando al término participación, como proposición 
subordinada adjetiva de dicho sustantivo. Equivaldría a decir: la participación 
ciudadana. 
Por la redacción del artículo, podemos entender que la sujeción al ordena-
miento jurídico solo se proclama de los ciudadanos, planteándose en qué situa-
ción se encuentran, aquellas personas que no ostentan la ciudadanía española, 
porque sean ciudadanas de otro país —art. 11— pero que residan en territorio es-
pañol. Además, se reconoce el derecho a participar en la vida política, económica, 
cultural y social, a los mismos. Con la garantía de que todo obstáculo que impida 
hacerlo de forma plena debe ser removido, por los poderes públicos. 
 A lo largo del articulado el término se utiliza, siempre en plural, como 
titular de derechos, deberes, o de ambos a la vez. Pero sin hacer referencia a un 
derecho concreto. En el artículo 49, se indica que los poderes públicos ampararán 
a los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos para el disfrute de los derechos 
que dicho Título otorga a todos los ciudadanos. Los ciudadanos, por lo tanto, 
tienen una dimensión física, sensorial y psíquica. 
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Este mismo uso del término lo encontramos en otros cuatro artículos. En el 
artículo 30, se establece que los deberes de los ciudadanos en los casos de grave 
riesgo, catástrofe o calamidad pública podrán regularse por ley. No se indica 
cuáles pudieran ser dichos deberes. En el artículo 124 se hace referencia a los de-
rechos de los ciudadanos como aquello que debe ser defendido por el Ministerio 
Fiscal y en el 61.1 como aquello que debe ser respetado por el Rey, deber que 
forma parte del juramento en la ceremonia de proclamación. Finalmente, en el 
artículo 86.1 esta referencia genérica a los derechos, deberes y libertades de los 
ciudadanos, regulados en el Título I —aunque de los ciudadanos solo se regulan 
en la sección 2ª—, se hace al indicar aquellas materias que no pueden verse afec-
tadas por la facultad del Gobierno a la hora de promulgar un Decreto-Ley. 
En otros artículos sí se especifi ca qué derechos se reconoce a los ciudadanos, 
aunque el término en sí, y quién es considerado como tal, sigue sin precisarse con 
claridad. En todos los casos se trata de derechos políticos y sociales. Se reconoce 
a los ciudadanos el derecho a participar en los asuntos públicos, directamente o 
por medio de representantes —art. 23—, recibir asistencia y prestaciones sociales 
por parte de la Seguridad Social, ante situaciones de necesidad, especialmente en 
caso de desempleo —art. 41—; gozar de sufi ciencia económica durante la tercera 
edad y a ser atendidos, con independencia de las obligaciones de sus familiares 
para con ellos; en los problemas específi cos de salud, vivienda, cultura y ocio 
—art. 50—; recabar la tutela de sus libertades y derechos ante los Tribunales or-
dinarios y en su caso ante el TC mediante recurso de amparo —art. 53.2 —; a ser 
consultado mediante referéndum las decisiones políticas de especial trascenden-
cia —art. 92—, a ser oído directamente o a través de organizaciones o asociacio-
nes —art. 105—; y a ejercer la acción popular y participar en la Administración 
de Justicia mediante la institución del Jurado —art. 125—.
Entre estos artículos, previamente mencionados, tiene especial interés el ar-
tículo 53.2 por dos motivos: primero por ser el único en el que el término se utili-
za en singular —no quedando claro de la mera lectura del artículo, si esto supone 
un cambio en el contenido de signifi cado— y segundo, si lo ponemos en relación 
con el artículo 162, ya que, en el mismo, el recurso de amparo se reconoce a toda 
persona. No así la tutela ante los tribunales ordinarios. Pareciera que la diferencia 
por lo tanto es esta: toda persona tiene derecho a presentar un recurso de ampa-
ro, pero solo los ciudadanos ante los tribunales ordinarios. Habrá que atender a 
la jurisprudencia para confi rmarlo.
Finalmente, en los artículos 11 y 13 se utiliza el término en referencia a los 
ciudadanos de otros países. A los mismos se les reconoce, el derecho a naturali-
zarse españoles, sin perder la nacionalidad de origen y el derecho de asilo. Nue-
vamente el desarrollo de estos artículos se deja a la ley. Sin embargo, en este caso, 
se incluye también la referencia a la existencia de un derecho recíproco por parte 
de países iberoamericanos o con aquellos que hayan tenido o tengan una parti-
cular vinculación con España. Es decir, los ciudadanos de otros países no gozan 
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de los mismos derechos que los nacionales, o al menos no en toda su extensión 
y no todo ciudadano de otro país tiene los mismos derechos en España, sino que 
depende de su país de origen.
1.2.2.5. Artículos que contienen derivados de palabras de signifi cación 
próxima 
Centramos ahora nuestra mirada en los artículos que contenían algún tér-
mino derivado de los términos de signifi cación próxima. 
1.2.2.5.1. Individual e individualmente 
El término individual o individualmente se utiliza en cinco artículos, para ex-
presar que ciertos derechos podrán ejercerse por un individuo a la vez. En con-
creto el derecho de petición —art. 29 y 77—, indicándose, además, en el primer 
artículo, que, para las Fuerzas y Cuerpos de seguridad, ésta será la única forma 
posible. El término se utiliza en el artículo 55 para indicar que los derechos re-
conocidos en los artículos 17, apartado 2, y 18, apartados 2 y 3, solo podrán ser 
restringidos a individuos concretos, nunca de forma colectiva. Restricción con ca-
rácter limitado, ya que nunca podrá ser aplicada de forma retroactiva —art. 9—. 
El texto, como ya indicábamos, establece una relación entre individuo y 
persona, por lo cual una persona determinada puede entenderse que es siem-
pre un individuo. En este sentido podemos entender que el derecho de petición 
puede ejercerlo cada persona en concreto y que no podrán limitarse derechos a 
un grupo de personas a la vez, de forma genérica, además, estableciéndose la 
limitación sobre las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de 
derechos individuales, al indicar que estas son irretroactivas.
1.2.2.5.2. Humano 
El Preámbulo, que preside toda la Constitución —es anterior a todos los 
títulos que la componen y por lo tanto la informa en su totalidad—, contiene el 
término humano, como adjetivo que califi ca al sustantivo derechos, dentro de la 
expresión derechos humanos, derechos que poseen los españoles y los pueblos 
de España y que no incluyen ni la cultura, ni las tradiciones, ni las lenguas e ins-
tituciones, ya que estos se enumeran con posterioridad a los propios derechos 
humanos. 
“Proteger a todos los españoles y pueblos de España en el ejercicio de los dere-
chos humanos, sus culturas y tradiciones, lenguas e instituciones”. 
Esta misma expresión se usa en el artículo 10.2, al indicar que: 
“Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la 
Constitución reconoce se interpretarán de conformidad con la Declaración Uni-
versal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos internacionales sobre las 
mismas materias ratifi cados por España”.
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Este segundo apartado del artículo establece criterios de interpretación de 
todas las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades reco-
nocidos por la Constitución y no solo los artículos constitucionales, sino también 
los de las normas de desarrollo. Vemos cómo se establece que hay derechos que 
son propios de los seres humanos —si también son propios de la persona habrá 
que analizarlo y ver cómo plantea la relación entre ser humano y persona— y 
que los mismos, en cuanto que, reconocidos por la Constitución, como derechos 
o libertades fundamentales, se interpretarán conforme a la DUDH y a tratados y 
acuerdos internacionales. 
En el artículo 15 se habla por su parte de inhumano, para indicar —como 
veíamos anteriormente— que nadie puede ser sometido ni a tortura ni a penas o 
tratos inhumanos o degradantes. El término, utilizado en plural, adjetiva y cla-
sifi ca a los sustantivos que acompaña: Penas o tratos. Esto nos lleva a establecer 
que los seres humanos pueden ser tratados conforme a su humanidad, o de for-
ma que no se respete la misma 
Mientras que en artículo 27, usa el término humana para califi car la perso-
nalidad, cuyo pleno desarrollo en el respeto a los principios democráticos de 
convivencia y a los derechos y libertades fundamentales es objeto de la educa-
ción. Sin embargo, los motivos para adjetivar el término personalidad y cuáles 
son los principios democráticos de convivencia, no queda establecido en el pro-
pio texto.
1.2.2.5.3. Ciudadana 
Finalmente, el término ciudadana se presenta en dos ocasiones, como adjeti-
vo de dos sustantivos: manifestación y seguridad, a los que califi ca. En ambos ca-
sos equivaldría a decir de los ciudadanos. Así pues, las peticiones no podrán ser 
presentadas por la simple manifestación directa de los ciudadanos —art. 77—, 
sino que, como indicábamos previamente, tendrán que realizarse de forma indi-
vidual o colectiva, siempre por escrito. La seguridad de los ciudadanos, así como 
el ejercicio de los derechos y libertades deberán ser protegidos por los Cuerpos y 
Fuerzas de seguridad —art. 104—.
1.2.3. Artículos que contienen términos que expresan un predicado del ser 
personal 
El uso de términos que expresan un predicado del ser personal a lo largo 
del articulado constitucional es continuo. Como hemos visto al realizar la exége-
sis de los términos previos, los artículos en ocasiones contienen varios de los mis-
mos. Sin embargo, el contenido de signifi cado, qué ha de entenderse por tales, 
no queda claramente establecido. Atendemos estos términos según lo que se dice 
de los mismos en el texto del 78, de cara a establecer, si se podría determinar un 
contenido de signifi cado en relación con el término persona.
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1.2.3.1. Vida 
El término vida no se defi ne a lo largo del texto constitucional. Sin embar-
go, sí se adjetiva, por lo que, se establecen algunas características de la misma. 
La vida puede tener una calidad —art. 45.2 y 129.1—, un nivel adecuado —art. 
130.1— y puede ser digna o no. No todos tenemos la misma calidad de vida, lo 
cual está en función de elementos externos que deben ser promovidos, como la 
cultura y la economía —Preámbulo—, o que deben ser utilizados racionalmente 
como los recursos naturales —art. 45—. Se impone sobre los poderes públicos 
la función de equiparar la calidad de vida de los diferentes sujetos. Además, el 
término se usa tanto en referencia a la vida biológica, —art. 15—, como a la vida 
política, económica, cultural y social —art. 9—.
1.2.3.2. Integridad 
La integridad hace referencia tanto a la dimensión física como a la moral —
art. 15— ambas son reconocidas como un derecho de todos, junto al derecho a 
la vida. Pareciera que dicha integridad física o moral, puede verse menoscabada 
por torturas y penas o tratos inhumanos o degradantes, siendo el motivo de que 
éstos estén prohibidos. En las otras dos ocasiones, el término se utiliza en referen-
cia al territorio —art. 8 y 94—. Esta integridad puede verse afectada por tratados 
o convenios y puede ser defendida, labor que recae sobre las Fuerzas armadas.
1.2.3.3. Física 
El término física se utiliza como adjetivo de persona —art. 27—, de inte-
gridad —art. 15— y de educación —art. 43—. En el artículo 27 se contrapone a 
jurídica, misma distinción que encontramos en el artículo 162 —en el que jurídica 
se contrapone con natural—. Por lo que, es posible concluir, como hemos visto 
previamente, que en el articulado se equipara persona física y persona natural. Es 
decir, aquella persona que existe en el plano físico o natural y que en contrapo-
sición a la jurídica no es creada por el derecho. En cuanto a los artículos 15 y 43, 
física se utiliza en referencia a la parte corporal de la persona, al cuerpo físico, el 
cual tiene una existencia real en el plano físico de la realidad, puede ser menos-
cabado y, por ello, la integridad de este es un derecho y es objeto de una parte de 
la educación: la educación física.
1.2.3.4. Natural 
El término natural se dota de diversos contenidos de signifi cados. Se utiliza, 
en algunos artículos, en referencia a aquello que se encuentra en la realidad sin 
necesidad de transformarla o ser creada por el ser humano: la persona, que no es 
creada por el Derecho —art. 162—, los recursos que no han sido transformados 
—art. 45 y art. 132—, las catástrofes no provocadas —art. 135—, o incluso a los 
días —art. 90—. Se utiliza también en referencia a la cosa, lo que la cosa es. 
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1.2.3.5. Jurídica 
El término jurídica, que acompaña al de persona en los artículos 27 y 162, para 
clasifi car a las personas y, como ya hemos visto, distinguirlas de las personas físi-
cas y naturales. En principio pareciera que hace referencia a aquellas personas que 
solo tienen existencia en el ámbito del tráfi co jurídico, son instituidas por el Dere-
cho. El término se usa también, en femenino y masculino, en otros catorce artículos. 
En todos ellos califi ca distintos elementos, acotando el contenido de signifi cado 
de los mismos: protección jurídica de la familia, distinguiéndola de la protección 
social y económica —art 39.1— aunque todas ellas deben ser aseguradas por los 
poderes públicos. Con este mismo sentido se habla en el articulado constitucional 
de la seguridad jurídica como elemento que garantiza el texto constitucional —art. 
9—, de la igualdad jurídica del hombre y la mujer a la hora de contraer matrimonio 
—art. 32—, de la personalidad jurídica de diversos entes territoriales —art. 140, 141 
y 152—; de normas jurídicas, en cuanto que su aplicación y efi cacia es competencia 
exclusiva del Estado —art. 149— y en cuanto tengan rango de ley, su inconstitucio-
nalidad solo puede ser dictada por el TC —art. 161.—, del ordenamiento jurídico, 
integrado entre otras normas por la Constitución y los Estatutos de Autonomía 
—art. 147.1— propio, por lo tanto, de España; con unos valores superiores: la liber-
tad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político —art. 1.1—, al que están sujetos 
los ciudadanos y los poderes públicos —art. 9.1—. Por último, se utiliza en referen-
cia a la situación jurídica aplicable a bienes o colectivos y a personas, se hablará de 
régimen jurídico en el primer caso: bienes de dominio público —art. 132.1—, Cole-
gios profesionales —art 36—, o del patrimonio histórico —art. 46— y del estatuto 
jurídico de los sujetos —art 122—. 
1.2.3.6. Dignidad 
Dignidad se utiliza como atributo de la persona en el artículo 10, sin especi-
fi car qué se entiende por la misma. Se utiliza también en el articulado como si-
nónimo de prebenda: “tendrá la dignidad de Príncipe de Asturias” —art. 57.2—. 
1.2.3.7. Inherente 
El término inherente, al ser tan solo utilizado en el artículo 10, no nos permi-
te acudir a otros artículos para intentar dotarlo de contenido. Es una cualidad de 
los derechos inviolables de la persona, pero no se precisa por qué o qué implica. 
1.2.3.8. Inviolable 
Situación similar en la que se encuentra el concepto de inviolable, adjetivo de 
los derechos inherentes, que se utiliza en otras tres ocasiones, al hablar de la per-
sona del Rey, —art. 56.3—, del domicilio —art. 18.2— y de las Cortes Generales 
—art. 66.3—; mas de la mera lectura del texto no se puede elaborar un signifi cado 
de mayor precisión. 
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1.2.3.9. Libertad 
El término libertad se utiliza en catorce ocasiones. Su uso a lo largo del ar-
ticulado podría clasifi carse en cuatro categorías distintas. Primero aquellos artí-
culos en que el término se utiliza en referencia a un valor fundamental. En este 
primer grupo encontraríamos el Preámbulo, en que la libertad —junto a la jus-
ticia, la seguridad y el bien de cuanto la integran— es uno de los fi nes por los 
que se proclama la Constitución. También encontraríamos el artículo 1, en que la 
libertad —junto a la justicia, la igualdad y el pluralismo político— se proclaman 
valores superiores del ordenamiento jurídico. 
En un segundo grupo encontraríamos el término libertad empleado como 
potestad que se reconoce al sujeto utilizado de forma genérica, sin referencia con-
creta a ninguna facultad. Por ejemplo, en referencia a: libertades públicas —art. 
13—, derechos y libertades —art. 53—, derechos fundamentales y libertades pú-
blicas —art. 81—, deberes y libertades de los ciudadanos —art. 86—, o derechos 
y libertades —art. 161—. 
En una tercera categoría englobaríamos los artículos en que se utiliza liber-
tad en referencia a una potestad concreta que se reconoce a un sujeto concreto: 
libertad ideológica, religiosa y de culto a los individuos —art. 16— o libertad 
de circulación y establecimiento a las personas —art. 139—. Sin embargo, en la 
mayoría de los casos en que la constitución proclama una libertad, no se indica 
a quién se le reconoce, sino que los artículos comienzan con un morfema prono-
minal “se”: “Se reconocen y protegen los derechos a la libertad de cátedra” —art. 
20—, “se reconoce la libertad de enseñanza” —art. 27—; “se reconoce la libertad 
de empresa”—art. 38—. 
Finalmente, un cuarto grupo en que englobaríamos aquellos artículos que 
utilizan libertad como un derecho en sí mismo. Encontraríamos el artículo 17, 
en que se indica que toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad; el 
artículo 25, en que se habla de las penas privativas de libertad y las medidas de 
seguridad; y el artículo 9, en el cual, como veíamos, se establece una obligación a 
los poderes públicos de promover las condiciones para que la libertad y la igual-
dad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas. En 
ninguno de los artículos, independientemente del uso que dé al término, se defi -
ne de forma clara y precisa qué ha de entenderse por libertad, solo se proclama, 
junto a otros valores fundamentales, en ocasiones contrapuestos, como sinónimo 
de derecho, o como un derecho en sí mismo.
1.2.3.10. Seguridad 
El término seguridad se reconoce como hemos indicado como un derecho de 
la persona en el artículo 17. En este mismo sentido de tranquilidad de la persona 
o tranquilidad pública, se utiliza en el artículo 102 —“Si la acusación fuere por 
traición o por cualquier delito contra la seguridad del Estado en el ejercicio de 
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sus funciones”— y en el artículo 105 —“salvo en lo que afecte a la seguridad y 
defensa del Estado”—. Se utiliza como fi n de los poderes públicos y de la Nación, 
en el Preámbulo: “La Nación española, deseando establecer la justicia, la libertad 
y la seguridad”, en el artículo 9.3: “La Constitución garantiza (…), la seguridad 
jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes 
públicos” —en este artículo la adjetivación del término permite concluir que la 
seguridad puede ser de distintos tipos—; en el artículo 40 —“(...) velarán por la 
seguridad e higiene en el trabajo y garantizarán el descanso necesario”— y en el 
artículo 51: “mediante procedimientos efi caces, la seguridad, la salud y los legí-
timos intereses económicos de los mismos”—. Por último, el término se utiliza 
como cualidad de las medidas que se pueden imponer al condenado, al hablar de 
medidas de seguridad —art. 25—. 
1.2.3.11. Igualdad 
Igualdad se proclama como valor del ordenamiento jurídico —art. 1—. En 
este mismo sentido como valor o principio se utiliza en otros dos artículos: como 
valor del individuo a proteger —art. 9— y al hablar de los principios del sistema 
tributario —art. 31—. Por otro, parte se utiliza en el sentido del mismo trato, al 
hablar de igualdad jurídica del hombre y la mujer a la hora de contraer matrimo-
nio —art. 32— y de la igualdad de acceso a los cargos públicos de los ciudadanos 
—art. 23—. 
1.2.3.12. Derecho 
El término derecho es uno de los más utilizados a lo largo del articulado, en 
un total de 85 artículos. Su uso puede clasifi carse en tres categorías diferentes., 
por un lado, encontraríamos aquellos artículos que usan el término dentro de 
una expresión que modifi ca, amplía o limita su contenido de signifi cado. En el 
Preámbulo y en el artículo 10 dentro de la expresión derechos humanos. En re-
ferencia a aquellos derechos propios del ser humano, que no serían compartidos 
por otros sujetos de derecho. También en el preámbulo y en el artículo 1 para 
califi car al Estado que se busca consolidar y en que se constituye España, respec-
tivamente. Sin embargo, la expresión utilizada no es exactamente igual, ya que 
en el Preámbulo se usa Estado de Derecho, mientras que en el artículo 1 se habla 
de Estado social y democrático de Derecho. Habrá que atender a la diferente ex-
presión que se utiliza en cada uno de estos artículos y analizar si el contenido de 
signifi cado que se quiere dar a cada uno de los términos varía. 
En un segundo grupo se hallarían aquellos artículos en que el término 
se utiliza de forma genérica sin especifi car a qué derechos concretos se está 
haciendo referencia. Este uso genérico en algunos casos se utiliza dentro de 
expresiones como derechos y deberes, derechos fundamentales, etc.… En esta 
categoría se encontraría el art. 9, en el cual se habla de derechos individuales; el 
10.2 derechos fundamentales y a las libertades; o el artículo 17.3: “toda persona 
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detenida debe ser informada de sus derechos”. Finalmente, habría un tercer 
grupo en que se hace referencia a derechos concretos cuyo ejercicio se recono-
ce a diversos sujetos. Como, por ejemplo, a las nacionalidades el derecho a la 
autonomía —art. 2—, a los españoles el derecho al uso del español —art. 3—, a 
los ciudadanos la titularidad de los derechos políticos —art. 23—, a todos el de-
recho a la educación —art. 27— o el derecho a la vida —art. 15—. Como puede 
apreciarse, estos artículos no desarrollan en sí mismo qué ha de entenderse por 
derecho, no dan su contenido de signifi cado en toda su extensión. En todos los 
casos habrá que atender por lo tanto a la jurisprudencia, para intentar determi-
nar el contenido de signifi cado de derecho.
1.2.3.13. Deber 
El término deber se utiliza de forma genérica, dentro de la expresión, dere-
chos y deberes, o deberes y libertades, o derechos y deberes fundamentales, en 
diversos artículos como: el artículo 30, en que se indica que los deberes de los 
ciudadanos se regularán por ley, o el artículo 32, en que se indica que se regula-
rán los derechos y deberes de los cónyuges... También, en un segundo grupo de 
artículos, se establece como una obligación concreta de una conducta: conocer el 
español —art. 3—, defender España —art. 30—, el deber de trabajar —art. 35— y 
de conservar el medioambiente —art. 45—. En los cuatro artículos además se in-
dica que estas conductas no son solo un deber, sino también un derecho.
1.2.3.14. Honor 
El honor como atributo de la persona y de la familia —art. 18— es junto a la 
intimidad y la propia imagen límite de derechos expresados en el artículo 20. El 
término se utiliza también para califi car un tipo de tribunales: los Tribunales de 
honor. Los cuales quedan prohibidos en el ámbito de la Administración civil y 
de las organizaciones profesionales —art. 26— sin precisar qué se entiende por lo 
mismo. Finalmente, se utiliza en el sentido de agasajo, que se corresponde con-
ceder al rey, junto con distinciones, pero siempre conforme a lo que establezcan 
las leyes —art. 62—.
1.2.3.15. Familia 
El término familia o su derivado familiar se usa en cinco artículos. Como 
sujeto titular del derecho a la intimidad y al honor —art. 18—, con unas necesi-
dades que deben ser cubiertas mediante la remuneración del trabajo —art. 35— o 
mediante una cantidad global de los Presupuesto del Estado, en el caso de la 
Familia Real —art. 65—. En las dimensiones en que actúa, debe ser protegida, 
protección que deberá ser llevada a cabo por los poderes públicos —art. 39—, 
con independencia de esta protección, o de otras posibles ayudas, sus miembros 
tienen obligaciones para quienes integra su familia —art. 50—.
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1.2.3.16. Matrimonio 
El término matrimonio se recoge en cuatro artículos. Como derecho del hom-
bre y la mujer —art. 32— el cual, a pesar de ser un acto personalísimo, puede 
tener consecuencias a terceros. Sin embargo, la existencia o no de este vínculo 
entre los padres no supone una diferencia a la hora de imponer un deber de asis-
tencia con respecto a los hijos —art. 39—, careciendo de consecuencias para los 
mismos. El matrimonio puede celebrarse de diversas formas —art. 149— si bien, 
no se precisan cuáles, solo que su regulación será exclusiva del Estado. Será éste 
quién indique qué matrimonios son válidos y tienen efectos jurídicos plenos, ya 
que fi jará: “las formas de matrimonio, la edad y capacidad para contraerlo, los 
derechos y deberes de los cónyuges, las causas de separación y disolución y sus 
efectos” —art. 32—. Finalmente, en algunos casos, por el sujeto que contrae ma-
trimonio, podrán establecerse limitaciones al mismo: el matrimonio del sucesor 
al trono debe ser aprobado por el Rey y las Cortes Generales, ya que de la ausen-
cia de estas se desprenderán diversas consecuencias jurídicas: quedar excluidos 
de la sucesión al trono —art. 57—.
1.2.3.17. Tutela 
El término tutela se utiliza, por un lado, en referencia a una obligación que 
se fi ja sobre diferentes organismos públicos. La tutela de los derechos de los ciu-
dadanos estará a cargo de los jueces y tribunales —art. 24— y de los derechos 
y libertades reconocidos en el Capítulo segundo del Título II —art. 53—. Por 
otro, lado, se utiliza en un sentido distinto, se habla del ejercicio de la tutela del 
monarca, en esta ocasión a quién se tutela y quién ejerce la tutela, son personas. 
Por lo tanto, pareciera por su uso que la tutela implica una labor de protección y 
promoción de un bien, o de una persona —art 60—.
1.2.3.18. Educación 
En cuanto a la educación, el término se utiliza por primera vez como un 
derecho de todos en el artículo 27. El fi n de la misma, que queda fi jado en dicho 
artículo, es el desarrollo de la personalidad humana. Se distinguen varios ámbi-
tos educativos al indicar que ésta puede ser sanitaria o física —art. 43.3—. Se es-
tablece que no es algo estático o inmutable, pues la persona puede ser reeducada 
—art. 25.2—. Se reconoce que la misma tendrá un componente religioso y moral 
—art. 27.3—, el cual los poderes públicos deberán garantizar que es conforme a 
las convicciones de los padres. Además, dichos poderes públicos serán los res-
ponsables de determinar la enseñanza —mediante la programación general de la 
misma y la inspección y homologación del sistema educativo—, de garantizar el 
derecho “mediante una programación general de la enseñanza, con participación 
efectiva de todos los sectores afectados y la creación de centros docentes” —art. 
27.5— y de promover la educación de los consumidores y usuarios —art. 51.2.
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1.2.4. Conclusiones 
La aproximación exegética al texto de 1978, atendiendo a la literalidad de lo 
manifestado en el articulado, nos permite concluir que con el término persona el 
texto refi ere al individuo humano determinado, distinto y contrapuesto al gru-
po, a la colectividad y a las cosas. Persona denota un algo sustantivo, esto es, no 
dice relación, ni accidente, expresándonos en lenguaje fi losófi co-técnico. Persona 
dice individuo humano en su condición sexuada de varón —hombre— o mujer. 
Referencia al individuo humano, aún más explícita cuando se empela adjetivado 
por los términos física o natural.
Persona también refi ere a la persona jurídica. El texto constitucional la re-
conoce como titular del derecho a la creación de centros docentes y al recurso de 
ampro. La Constitución reconoce personalidad jurídica a los municipios, provin-
cias y circunscripciones territoriales. 
Todos, nadie y ciudadano se emplean también como titulares de derechos. La 
relación entre estos términos y el de persona no queda claramente establecida en 
el propio articulado, pudiendo no referir los mismos a toda persona en cuanto ser 
humano individual, varón o mujer.
La persona humana —sujeto individual— es digna, tiene unos derechos 
que le son inherentes y desarrolla su personalidad libremente. Estos atributos, 
junto con el respeto a la ley y los derechos de los demás son fundamento del 
ordenamiento jurídico y la paz social.  Proclamados en el art. 10, estos atributos 
informan el contenido de todo el Título I de la CE. 
La persona es un ser vivo con una dimensión física y otra moral, es un su-
jeto cognoscente, puede comprender la realidad que le rodea, es responsable de 
sus actos. 
Como ser, sujeto al tiempo, tiene una edad y está sujeto a un proceso de 
desarrollo que, en cuanto que presente en el mundo físico, está infl uenciado por 
el medio en el que vive; así como, por la educación, que deberá orientarse al de-
sarrollo pleno de la personalidad humana en el respeto a los principios democrá-
ticos de convivencia, a los derechos y libertades fundamentales. 
La persona tiene integridad, intimidad, honor, una imagen propia… To-
dos estos atributos están protegidos por los derechos y libertades fundamentales. 
Los cuales también protegen la seguridad y libertad de la persona. Así mismo, 
la persona es titular de la libertad de creencia, religiosa y de culto —en cuanto 
individuo, al ser a este a quién se le reconoce esta libertad junto con las comuni-
dades en las que se integra—; la libertad de circulación y establecimiento. Actuar 
libre que debe ser protegido, frente a las coacciones que pueda sufrir mediante 
la tutela de los derechos y libertades por jueces y tribunales y, en algunos casos, 
mediante el recurso de amparo. Derechos y libertades que pueden ser limitados 
e incluso suspendidos para personas determinadas de forma individual. Así mis-
mo, la persona es sujeto de diversos  deberes.
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Las personas, en cuanto españolas, serán iguales ante la ley con independen-
cia de sus circunstancias personales. El texto constitucional no recoge la igualdad 
sustantiva de las personas en ninguno de sus artículos, sí que lo hace respecto de 
los individuos y de los grupos en que se integra. Igualdad y libertad que deberán 
ser reales y efectivas mediante la remoción por parte de los poderes públicos de 
los obstáculos que impidan o difi culten su plenitud. 
La persona puede integrarse en diversas instituciones naturales: el matri-
monio, la familia y la comunidad —o colectividad—. 
El varón y la mujer, pueden contraer matrimonio en igualdad de condicio-
nes, por diversas formas no precisadas. Su regulación será exclusiva del Estado, 
quién fi jará su validez, causas de separación o disolución,  las formas, la edad y 
capacidad, así como, los derechos y deberes derivados del mismo. Los hijos habi-
dos dentro y fuera del matrimonio tendrán los mismos derechos. 
La familia está integrada por personas con obligaciones de unos para con 
otros. La familia será titular de los derechos a la intimidad y al honor y sus nece-
sidades deben ser cubiertas mediante la remuneración del trabajo.
Los diversos grupos, comunidades y colectividades en que se integre la per-
sona también serán titulares de derechos y deberes. La participación en la vida 
política, económica, cultural y social es propia de los ciudadanos. 

§ 2. JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL
El estudio del texto del 78 nos ha permitido la delimitación del objeto, obte-
niendo una primera aproximación al contenido de signifi cado del término perso-
na en el propio texto constitucional.
Este segundo capítulo tiene por objeto el cuerpo de sentencias del Tribunal 
Constitucional de manera que, atendiendo las resoluciones del alto Tribunal  a lo 
largo de sus más de 35 años de labor, determinemos el contenido de signifi cado 
de persona y los términos relevantes36. 
2.1. DELIMITACIÓN DE LAS SENTENCIAS OBJETO DE ESTUDIO: CRITERIOS DE SELEC-
CIÓN 
Estudiar la interpretación realizada por el Tribunal Constitucional requiere 
atender al conjunto de las sentencias que desarrollan los artículos seleccionados 
en el apartado primero de este trabajo de investigación, según la delimitación del 
objeto de estudio.
Para obtener este cuerpo de sentencias –objeto material de nuestra investi-
gación— disponemos de la base de datos Aranzadi Thomson Reuters, y en concreto 
el cuestionario que encontramos bajo la pestaña de jurisprudencia. En el mismo 
introducimos como criterios fi jos: “Constitución de 27 diciembre 1978. Constitución 
Española” —en el apartado de disposiciones examinadas— y (“Tribunal Constitu-
cional”) —en el apartado de Tribunal—. Como criterio variable, en cada una de 
las búsquedas introducimos el artículo correspondiente, para lo cual seleccio-
namos el mismo en la lista que se despliega en el apartado “Artículo”. En total, 
para todos los artículos que contienen términos relevantes la búsqueda arroja un 
resultado de 6.175 sentencias. Dejando de lado aquellas sentencias que aparecen 
como resultado en más de una búsqueda esta primera delimitación nos da un 
cuerpo de 3.724 sentencias.
Ante esta primera selección, se nos plantea la pregunta de si todas las sen-
tencias arrojadas por el buscador son relevantes y deben ser analizadas, o pode-
mos realizar sobre las mismas una segunda selección, más precisa, atendiendo a 
36 En concreto atendemos a la jurisprudencia del TC desde el año 1981 hasta el 31 de junio del 2017. Momento 
en que cerramos nuestra investigación.
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su contenido. Tras la lectura de todas las sentencias seleccionamos por su rele-
vancia aquellas en las cuales, en los fundamentos jurídicos, los magistrados han 
desarrollado el concepto de persona, entrando a analizar el propio concepto en 
sí, o bien poniendo en relación este concepto con otros relevantes: ciudadano, 
individuo, libertad, etc.
Descartamos, en esta segunda selección tres grupos de sentencias. Primero 
aquellas en las que se analizan otros conceptos presentes en los artículos seleccio-
nados: la competencia de las cámaras de las CCAA, la presunción de inocencia, 
la necesidad de una doble instancia… pero no aportan información relevante 
para el fi n que perseguimos con esta investigación. Sirva como ejemplo la STC 
179/1989, la cual desarrolla el artículo 79 de la CE. Este artículo –como vimos 
previamente— en su punto 2 contiene el término “persona”. Sin embargo, en los 
fundamentos de derecho, la interpretación llevada a cabo por los magistrados se 
centra en precisar cuál debe ser el funcionamiento de las cámaras representativas 
de las CCAA y si lo establecido con respecto a las Cámaras parlamentarias en 
el artículo 79 les es de aplicación o no. No desarrolla el concepto de persona, ni 
aporta, en sus fundamentos de derecho, ninguna información que pueda consi-
derarse relevante al respecto. Queda, pues, fuera del objeto material de estudio. 
El segundo grupo lo integran aquellas sentencias que, recogiendo un térmi-
no relevante, no aportan información para el fi n que perseguimos, bien porque 
transcriben el artículo constitucional en que éste se recoge, bien porque su argu-
mentación jurídica se basa en la doctrina asentada en sentencias anteriores. Las 
sentencias que engloben en cualquiera de estos grupos quedarán fuera de nues-
tro objeto de estudio, las primeras porque más allá del uso del vocablo no apor-
tan información relevante alguna para la comprensión del concepto de persona. 
Las segundas, porque dado que no varían la argumentación precedente, limitán-
dose a reproducir doctrina ya asentada, ni modifi can, ni alteran el contenido de 
signifi cado, por lo que basta, a nuestro interés, atender aquella primera sentencia 
en que se plasma la interpretación constitucional. 
Por último, un tercer grupo lo integran aquellas sentencias que conteniendo 
y determinando el término, no fi jan jurisprudencia, ya que la exposición acometi-
da no tiene lugar en la parte de “fundamentos de derecho” de la sentencia.
Esta segunda criba nos permite determinar el objeto material de estudio en 
un total de 584 sentencias37. 
Finalmente, realizamos una tercera criba sobre las sentencias relevantes. En 
los fundamentos de derecho de las sentencias el Tribunal, no sólo resuelve ele-
mentos y establece criterios relevantes para el objeto de nuestra investigación. 
37  En el Anexo II se muestra la totalidad de las 3.723 sentencias trabajadas, y se indican las sentencias des-
cartadas, por entrar dentro de alguna de estas tres categorías, y las sentencias seleccionadas. Las cuales se 
marcan con una R.
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Resultando en ocasiones, que tan sólo una parte de lo dicho por el Tribunal en 
cada sentencia resulta de interés al objeto propuesto. Por ello en esta tercera criba 
sobre las sentencias seleccionadas, extraemos las partes relevantes para nuestra 
investigación. Estos textos de las sentencias serán sobre los que realicemos la exé-
gesis, y donde buscaremos el contenido de signifi cado de los términos relevantes. 
Incluimos la totalidad de los mismos al fi nal de la investigación como Anexo I. 
2.2. ANÁLISIS DEL CONTENIDO DE SIGNIFICADO EN EL CUERPO DE SENTENCIAS.
En este apartado, cuerpo central de la investigación, procedemos a la exégesis de 
los textos seleccionados de la jurisprudencia. Este análisis exegético se hará dividiendo 
las sentencias por años naturales. El desarrollo de este se hará en dos partes, primero 
una parte analítica, en que buscaremos determinar el contenido de signifi cado del tér-
mino persona y de los restantes términos relevantes fi jado por el TC atendiendo al uso 
morfológico, sintáctico y de signifi cado de estos, y una segunda parte crítica—conclu-
siva en la que atenderemos a lo dicho en función del objeto de nuestra investigación. 
Por la relevancia que tiene para nuestra investigación destacaremos con un 
apartado propio las Fuentes doctrinales y jurisprudenciales especifi cadas en las 
sentencias referenciadas en las sentencias con infl uencia en el contenido de sig-
nifi cado de los términos relevantes.
2.2.1. 1981 
En el año 1981 encontramos las primeras sentencias dictadas por el TC38, el 
cual habiendo sido creado mediante Ley Orgánica un par de años antes, no tuvo 
hasta febrero de 1980 sus primeros magistrados39. 
La jurisprudencia relevante de este año está compuesta por doce sentencias 
de un total de treinta y tres que desarrollan los artículos relevantes en el año 1981.
2.2.1.1. Persona: su expresión singular y plural 
El término persona se emplea en seis ocasiones, tres en plural y tres en sin-
gular en un total de tres sentencias. Tres son los ponentes de dichas sentencias: 
don Francisco Tomás y Valiente —STC 5/1981—, don Luis Díez-Picazo y Ponce 
de León —STC 11/1981— y doña Gloria Begué —STC 31/1981—.
El término se emplea con la función sintáctica de sujeto, al cual se le recono-
ce la potestad de realizar determinadas conductas: ser al mismo tiempo represen-
38 STC 1/1981 del 26 de enero de 1981.
39 Tribunalconstitucional.es (2017). Historia del Tribunal Constitucional. [online] Disponible en: https://
www.tribunalconstitucional.es/es/tribunal/historia/Paginas/Tribunal—Constitucional—de—Espania.
aspx [Acceso 18 junio 2017].
106 Lorena Velasco Guerrero
tante y defensor, actuar ante el Tribunal Constitucional, ejercitar una acción de 
inconstitucionalidad (cf. STC 11/1981) —no todas las personas podrán realizar 
estas conductas, sino aquellas legitimadas (cf. STC 5/1981) o a las que las leyes 
otorgan la potestad (cf. STC 11/1981)—. También se le reconoce como titular de 
un derecho fundamental como la presunción de inocencia (cf. STC 31/1981)40.
Encontramos el término adjetivado en una de las sentencias al hablar de per-
sonas físicas y jurídicas como aquellas a las que el procurador y el letrado deben re-
presentar y defender (cf. STC 5/1981). También cabe destacar el uso en la sentencia 
STC 11/1981 de la expresión: “toda clase de personas”, al indicar la obligatoriedad 
de que éstas estén representadas por Procurador y dirigidas por Letrado. 
2.2.1.2. Sus derivados 
2.2.1.2.1. Personal 
El término personal se recoge en seis ocasiones: cinco en singular y una en 
plural.
En cuatro ocasiones se utiliza como sustantivo masculino, en referencia a 
los trabajadores de una empresa, todas ellas en la STC 11/1981. El término se 
acompaña de diversos adjetivos: civiles, confl ictivos o pacífi cos, los cuales califi -
can la forma de actuar de los mismos. Esta clasifi cación, en función de su forma 
de actuar, hace que determinadas decisiones tomadas contra ellos sean legítimas 
o no (cf. STC 11/1981), por lo que su posición jurídica se verá afectada por sus 
actos externos. 
En el resto de las ocasiones se utiliza como adjetivo, el cual califi ca a los 
sustantivos que acompaña, equivaldría a decir de la persona. Se establece, por un 
lado, que los criterios personales, son diferentes a los políticos (cf. STC 1/1981), y 
por otro, que la jubilación forzosa supone un sacrifi cio tanto personal como eco-
nómico, es decir, que implica a la propia persona, y a su economía o patrimonio 
(cf. STC 22/1981). 
2.2.1.2.2. Personalidad 
El término personalidad se recoge en una ocasión en la STC 22/1981. En la 
misma se establece que remover los obstáculos que impidan el pleno desarrollo 
físico y psíquico de la personalidad de los ciudadanos es lo que se pretende ga-
rantizar con la formación básica —junto con la promoción de la igualdad real y 
40  Interesante resulta en este último caso la utilización del término persona para hacer referencia al titular 
del derecho de presunción de inocencia, el cual, como se especifi ca en la propia sentencia se recoge en el 
artículo 24 de la CE. En dicho artículo, aunque en el punto 1 se reconozca como titular de los derechos a 
todas las personas, en el punto 2 –donde se recoge el derecho a la presunción de inocencia— se establece 
como sujeto del mismo a todos. Es decir, en este caso, todos y toda persona, se entienden como idénticos 
e intercambiables.
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efectiva de los mismos— (cf. STC 22/1981). Este proceso de maduración –que 
conlleva el desarrollo de la personalidad—, no es igual a todos los individuos. La 
igualación y tipifi cación de la educación es realizada por el Estado para evitar el 
costo que supondría adaptarse al ritmo de evolución de cada niño o adolescente 
(cf. STC 22/1981). 
2.2.1.3. Términos de signifi cación próxima 
En el año 1981 no encontramos los términos hombre, varón, mujer y nadie 
empleado en los textos seleccionados de la jurisprudencia relevante. Por su parte 
todos se emplea en doce ocasiones, todas ellas como adverbio con el sentido de 
colectividad entera. Por lo tanto, según lo indicado, no lo incluimos en nuestro 
análisis. 
2.2.1.3.1. Individuo 
El término individuo se utiliza en cuatro ocasiones, todas ellas en plural. So-
bre los mismos se dice –como indicábamos previamente— que maduran y desa-
rrollan su personalidad (cf. STC 22/1981). La vinculación directa entre el Estado 
y cada individuo, como hemos visto, se establece –sin mediación— mediante los 
derechos fundamentales —patrimonio de los ciudadanos— de forma individual 
—individuo a individuo— o colectivamente (cf. STC 25/1981). Por último, se 
recoge para hablar de la enseñanza, al indicar que, para respetar la libertad ideo-
lógica y religiosa de los individuos, ésta debe cumplir determinados requisitos 
que garanticen la neutralidad ideológica (cf. STC 5/1981). 
2.2.1.3.2. Ciudadano 
El término ciudadano se recoge en siete ocasiones a lo largo de cinco senten-
cias, en plural en todos los casos. Se establece como atributo de estos la igualdad 
real y efectiva cuya consecución es objeto de la educación (cf. STC 22/1981). Igual-
dad que no se ve menoscabada por la “distinta posición jurídica de los ciudadanos 
en las distintas partes del territorio nacional” (STC 37/1981), pero sí por el trato 
desigual en función de otros criterios, que “no tengan justifi cación razonable algu-
na” (STC 42/1981). Por ejemplo, establecer consecuencias jurídicas diferentes en 
función de la escuela en que se haya obtenido un título (cf. STC 42/1981).
Se establece que los derechos fundamentales son atributo de los ciudada-
nos (cf. STC 25/1981). Estos derechos les “garantizan un «status» jurídico o la 
libertad en un ámbito de la existencia” (STC 25/1981). Sólo podrán ser limitados 
o suspendidos, cuando de no hacerlo se pongan en peligro otros derechos funda-
mentales o impidan el ejercicio por parte de la mayoría de los ciudadanos de sus 
propios derechos subjetivos (cf. STC 25/1981)—. Siempre que esta esfera de li-
bertad, esta esfera jurídica de los ciudadanos (cf. STC 18/1981), sea tocada por los 
poderes públicos o la administración deben hacerlo respetando el procedimiento 
establecido –único requisito establecido— (cf. STC 18/1981).
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2.2.1.4. Términos derivados de palabras de signifi cación próxima
En el año 1981 no encontramos los términos ciudadana e individualmen-
te empleados en los textos seleccionados de la jurisprudencia relevante, pues el 
mismo no se ha encontrado utilizado por el TC, de forma tal que ayudara con la 
consecución del fi n de esta investigación. 
2.2.1.4.1. Individual 
El término individual se emplea en una ocasión, en la STC 25/1981, en la 
cual el TC establece que los derechos fundamentales son un patrimonio común 
de los ciudadanos, tanto individual como colectivamente, que atañe a todos por 
igual. 
2.2.1.4.2. Humano 
El término humano se emplea en dos ocasiones. La primera adjetivando al 
sustantivo derechos: derechos humanos, al referirse el TC al art. 9 del Convenio 
para la protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales fi r-
mado en Roma en 4 de noviembre de 1950 (cf. STC 5/1981). La segunda califi cando 
al sustantivo convivencia, al indicar que la comunidad nacional se confi gura como 
marco de una convivencia humana justa y pacífi ca, “plasmada históricamente en 
el Estado de Derecho y, más tarde, en el Estado social de Derecho o el Estado so-
cial y democrático de Derecho, según la fórmula de nuestra Constitución (artículo 
1.1)”, y que para esto son elementos esenciales del ordenamiento objetivo de dicha 
comunidad nacional los derechos fundamentales (cf. STC 25/1981).
2.2.1.5. Términos que expresan un predicado del ser personal
Como hemos indicado anteriormente no todos los términos relevantes apa-
recen en los textos de las sentencias seleccionadas del año 1981. En concreto no 
aparecen los términos: vida, integridad, dignidad, inherente, inviolable, seguri-
dad, deber, honor, matrimonio, tutela y educación. Procedemos al análisis de los 
restantes, según orden establecido en el capítulo § 1. La persona en la constitu-
ción española de 1978. 
2.2.1.5.1. Física
El término física se emplea en una ocasión, en plural, junto al sustantivo 
personas, para indicar que las mismas –junto con las personas jurídicas—, que es-
tén legitimadas para comparecer en los procesos constitucionales en virtud de su 
interés, deberán ser representadas y defendidas en los procesos constitucionales 
por procurador y letrado (cf. STC 5/1981)
2.2.1.5.2. Natural
El término natural se emplea en una ocasión, califi cando al sustantivo reali-
dad. Se establece que la libertad de cátedra permite al docente resistir cualquier 
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“orientación que implique un determinado enfoque de la realidad natural, histó-
rica o social dentro de los que el amplio marco de los principios constitucionales 
hace posible” (STC 5/1981).
2.2.1.5.3. Jurídica
El término jurídica se emplea en diez ocasiones, nueve en singular y una en 
plural.
Acompaña, junto al adjetivo físicas, al sustantivo personas (STC 5/1981), y 
en dos ocasiones al término igualdad (STC 34/1981). Remitimos el análisis de su 
contenido de signifi cado a los apartados correspondientes a estos términos den-
tro del análisis de la jurisprudencia del año 1981. 
En dos ocasiones califi ca al sustantivo ordenamiento, del cual son constitu-
tivos los derechos fundamentales (cf. STC 25/1981), y que es depurado por los 
casos presentados frente al Tribunal Constitucional (cf. STC 11/1981). Califi ca al 
sustantivo status, para indicar aquello garantizado por los derechos fundamen-
tales (cf. STC 25/1981). Sin embargo, la posición jurídica de los ciudadanos no 
será igual en todo el territorio, pues el legislador tiene libertad para establecer 
los derechos y obligaciones que considere oportunos respetando los límites que 
le establecen los derechos fundamentales y libertades públicas, y los principios 
constitucionales (cf. STC 37/1981).
2.2.1.5.4. Libertad
El término libertad se utiliza en veintiocho ocasiones, veinticinco en singu-
lar y tres en plural. 
En la mayor parte de los casos se utiliza acompañando o como sinónimo 
de derecho: “vaya contra derechos y libertades reconocidos en la Constitución” 
(STC 34/1981). También se ponen en relación ambos términos, al establecerse 
que el derecho lo que genera es un ámbito de libertad: “el derecho de quienes 
llevan a cabo personalmente la función de enseñar, a desarrollarla con libertad 
dentro de los límites propios del puesto docente” (STC 5/1981).
En otras ocasiones se emplea en referencia a una facultad concreta, como la 
libertad de enseñanza de los docentes –la cual implica que no puede ser impuesto 
sobre los mismos una orientación ideológica, es decir, un determinado enfoque 
de la realidad natural, histórica o social, pudiendo darle el que quiera, dentro 
del marco de los principios constitucionales (cf. STC 5/1981)— o la libertad de 
cátedra –la cual se contrapone con “la existencia de una ciencia o una doctrina 
ofi ciales” (STC 5/1981)—. 
A lo largo de las sentencias, se recogen diversas características de la liber-
tad. Se establece que la igualdad constituye “una fundamentación genérica de la 
libertad” (STC 38/1981), y que se ve propiciada por los derechos fundamentales, 
que “garantizan un «status» jurídico o la libertad en un ámbito de la existencia” 
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(STC 25/1981). Puede verse gravemente lesionada, por los actos de terceros (cf. 
STC 11/1981), o por el Estado y los poderes públicos (cf. STC 5/1981). Las con-
diciones básicas para su ejercicio deben ser iguales para todos, siendo una de las 
limitaciones del legislador a la hora de legislar (cf. STC 37/1981). Sin embargo, 
no todas las personas son titulares de todas las libertades, pues pueden depender 
de la naturaleza de la relación concreta en que se encuentre el sujeto: “la libertad 
de cátedra se ha entendido una libertad propia sólo de los docentes en la ense-
ñanza superior”(STC 5/1981), y no todos la ejercerán de la misma forma, pues la 
libertad puede verse limitada, también en función de la naturaleza de la relación 
concreta: “Su libertad es, sin embargo, libertad en el puesto docente que ocupa, 
es decir, en un determinado centro y ha de ser compatible por tanto con la liber-
tad del centro, del que forma parte el ideario”(STC 5/1981).
2.2.1.5.5. Igualdad
El término igualdad se recoge en doce ocasiones. 
Se indica que la misma es “una fundamentación genérica de la libertad” 
(STC 38/1981). El término se adjetiva en dos ocasiones primero como igualdad 
real y efectiva, y en otra segunda como igualdad jurídica. La primera se procla-
ma, como vimos anteriormente, como fi n por el cual se justifi ca la existencia de 
una educación básica (cf. STC 22/1981). 
El artículo 14 de la CE, como nos recuerda la STC 34/1981, proclama la igualdad 
jurídica. Esta sentencia indica que la igualdad real y efectiva, recogida en el articula-
do constitucional41 hace referencia a la universalidad de la ley, pero que “no prohíbe 
que el legislador contemple la necesidad o conveniencia de diferenciar situaciones 
distintas y de darles un tratamiento diverso”, sino que “lo que prohíbe el principio 
de igualdad jurídica es la discriminación, (…), que la desigualdad de tratamiento le-
gal sea injustifi cada por no ser razonable” (STC 34/1981). La razonabilidad del trato 
desigual dependerá de si dicho trato ha sido recogido por el legislador, el cual deberá 
legislar respetando siempre derechos y libertades reconocidos en la Constitución, los 
preceptos o principios contenidos en la misma, y la misma esencia de la igualdad (cf. 
STC 34/1981). Respetando este límite el legislador goza de potestad legislativa. Por 
ejemplo, los ciudadanos no tienen por qué tener igual posición jurídica en el territo-
rio nacional, ya que, como consecuencia de nuestra organización territorial, el legis-
lador, en los diversos ámbitos, puede establecer diferentes derechos y obligaciones 
para los ciudadanos de su territorio (cf. STC 37/1981).
2.2.1.5.6. Derecho
El término derecho se recoge en 34 ocasiones. En una pluralidad de casos, 
sin dotar de contenido de signifi cado al término, pero estableciendo relaciones 
41  Salvando la indicación de la sentencia de que dicha igualdad se recoge en la constitución en el artículo 
9.3, lo que es erróneo, ya que se recoge en el 9.2.
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con otros términos: derechos y libertades (cf. STC 34/1981), derechos y obliga-
ciones (cf. STC 37/1981), etc. En otras ocasiones se establecen características de 
los mismos. Se dice que los derechos tienen un contenido esencial que emana de 
su propia naturaleza (cf. STC 11/1981). El cual de no respetarse por el legislador 
en su regulación dejarían al derecho sin contenido efectivo (cf. STC 5/1981). De 
la misma naturaleza, también surgen límites en su realización efectiva, por su 
articulación con otros derechos (cf. STC 11/1981). Finalmente, se establece que 
los derechos pueden ser dañados, por la actuación de terceros y de los poderes 
públicos (cf. STC 11/1981).
En otras ocasiones se adjetiva el término, lo que modifi ca o delimita su con-
tenido. 
En la STC 37/1981 se habla de derecho privado, para indicar que, en dicho 
ámbito, nunca se ha aplicado “una rigurosa y monolítica uniformidad del orde-
namiento de la que resulte que, en igualdad de circunstancias, en cualquier parte 
del territorio nacional, se tienen los mismos derechos y obligaciones”. Se esta-
blece una comparativa con el derecho público, indicando que dicha aplicación 
rigurosa y monolítica no se realiza en ningún otro ámbito (cf. STC 37/1981). 
El término derechos humanos sólo aparece en el título de dicho Convenio 
para la protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales 
fi rmado en Roma en 4 de noviembre de 1950 (cf. STC 5/1981). Conforme al cual 
deberán ser interpretados los derechos fundamentales –y las libertades públi-
cas— (cf. STC 5/1981).
Los derechos fundamentales son derechos subjetivos, en tanto que “dere-
chos de los individuos no sólo en cuanto derechos de los ciudadanos en el sen-
tido estricto, sino en cuanto garantizan un «status» jurídico o la libertad en un 
ámbito de la existencia” (STC 25/1981). Libertad que se concreta en una “liber-
tad frente al Estado o, más generalmente, frente a los poderes públicos” (STC 
25/1981). También tienen una dimensión colectiva: son “elementos esenciales 
del ordenamiento objetivo de la comunidad nacional”, que establece un “status 
jurídico constitucional unitario para todos los españoles” al ser el elemento unifi -
cador del ordenamiento, entre el Estado central y las Comunidades Autónomas, 
y garantizar así el marco de convivencia justa y pacífi ca (cf. STC 25/1981). En 
consecuencia, se puede afi rmar que los derechos fundamentales son “una vincu-
lación directa entre los individuos y el Estado y actúan como fundamento de la 
unidad política sin mediación alguna” (STC 25/1981). 
El término derecho también se recoge dentro de la expresión Estado social 
y democrático de derecho. Forma actual de nuestro Estado —artículo 1. 1º de la 
CE—, se indica que esta forma de estado es la evolución del Estado de derecho, y 
que ambas son la plasmación histórica de un ordenamiento objetivo, conformado 
por los derechos fundamentales, que busca la convivencia humana justa y pacífi -
ca (cf. STC 25/1981). Es tal la identifi cación que realiza el Tribunal Constitucional 
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entre el ordenamiento objetivo de la comunidad nacional y el Estado social y 
democrático de derecho que poner en peligro el primero es poner en peligro el 
segundo (cf. STC 5/1981).
2.2.1.5.7. Familia
El término familia se emplea en una ocasión, en plural, como titular de la 
libertad ideológica, religiosa y de culto. Libertad que debe ser garantizada en los 
centros públicos de enseñanza – elegidos por las familias por decisión libre o for-
zada por las circunstancias— mediante la neutralidad ideológica de los mismos, 
la cual se consigue con la existencia de profesores de distinta orientación ideoló-
gica (cf. STC 5/1981). 
2.2.1.6. Fuentes doctrinales y jurisprudenciales especifi cadas en las senten-
cias
Se establece como criterio de autoridad, y justifi car la fundamentación de 
derecho del TC la doctrina de otros países, concretamente la doctrina alemana 
(cf. STC 5/1981), también se hace referencia a la jurisprudencia del TEDH (cf. 
STC 5/1981), y a los debates parlamentarios (cf. STC 5/1981).
En concreto, cobra gran importancia la jurisprudencia del TEDH, ya que se 
establece que “el Convenio para la protección de los derechos humanos y de las li-
bertades fundamentales fi rmado en Roma en 4 de noviembre de 1950, en conformi-
dad con el cual hay que interpretar las normas relativas a derechos fundamentales 
y libertades públicas que nuestra Constitución incorpora” (STC 5/1981).
2.2.1.7. Conclusiones
Respecto a la primera pregunta: quién es persona, vemos cómo la jurispru-
dencia en este primer año de 1981 va a distinguir entre personas físicas y jurídicas, 
aunque no defi nirá ninguna de las mismas. Además, se hace la indicación a toda 
clase de personas. Por referencia entre las sentencias pudiera entenderse que en 
este toda clase se hace referencia a la distinción entre personas físicas y jurídicas. 
No encontramos una respuesta clara de la jurisprudencia que establezca la 
relación entre los diversos términos de signifi cación próxima. Se podría estable-
cer, por la relación indirecta entre los términos, que todo individuo es persona, 
pues desarrolla su personalidad, y que todo ciudadano es un individuo, pues los 
derechos fundamentales que son patrimonio de los ciudadanos establecen una 
vinculación directa entre los individuos y el Estado. 
Respecto a la segunda pregunta: qué es la persona, cuál es su naturaleza. 
Vemos cómo la misma no se defi ne de forma expresa. Sí que se establece, como 
hemos visto, cualidades y características de la misma: la persona está sujeta a 
un proceso de desarrollo, de desarrollo de su personalidad, que no es igual para 
todos, pero que se unifi ca por parte del Estado para ahorrar costes. Además, la 
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persona tiene criterio propio, el cual no sería el mismo que el criterio político. 
Que hay conductas que pueden suponer para la persona un sacrifi cio personal 
—de sí misma— y económico. 
En cuanto a los términos que establecen un predicado del ser personal, ve-
mos cómo en su mayoría no se establece su contenido de signifi cado, de manera 
tal que resulte relevante para nuestro objeto de investigación. Sin embargo, en al-
gunos casos sí que se establecen notas características de los mismos que resultan 
relevantes: derechos fundamentales, libertad e igualdad. 
Los derechos fundamentales, vinculación directa entre el Estado y los in-
dividuos, dan lugar a un ámbito de libertad, ámbito que también encuentra su 
fundamentación genérica en la igualdad. La libertad debe ser respetada, en sus 
condiciones básicas –las cuales no se indican por el legislador.
La igualdad por su parte puede ser real o jurídica. La igualdad jurídica im-
plica que las personas no pueden ser tratadas de forma diferente sin que exista 
una causa razonable. La razonabilidad del trato desigual dependerá de si dicho 
trato ha sido recogido por el legislador, el cual deberá legislar respetando siem-
pre derechos y libertades reconocidos en la Constitución, los preceptos o princi-
pios contenidos en la misma, y la misma esencia de la igualdad.
Finalmente, en cuanto a los derechos de los que es titular la persona por el mero 
hecho de ser persona, no encontramos nada establecido en la jurisprudencia que nos 
permita responder a esta pregunta, aunque hay que tener en cuenta lo establecido 
para el derecho privado y el derecho público, que en el mismo nunca se ha aplicado 
“una rigurosa y monolítica uniformidad del ordenamiento de la que resulte que, en 
igualdad de circunstancias, en cualquier parte del territorio nacional, se tienen los 
mismos derechos y obligaciones” (STC 37/1981). En qué medida se aplique a la per-
sona habrá que estar a lo que a la jurisprudencia de años posteriores declare.
2.2.2. 1982
En el año 1981 se nombrará magistrado del Tribunal: D. Antonio Truyol y 
Serra –profesor de diversas materias de Derecho tanto en la Universidad Com-
plutense de Madrid, como en la Universidad de Murcia—, ante la renuncia de 
Aurelio Menéndez en octubre de ese mismo año. Por lo que el año 1982 se inicia-
rá con una nueva composición del Tribunal42.
42  Tribunalconstitucional.es (2017). Historia del Tribunal Constitucional. [online] Disponible en: https ://
www.tribunalconstitucional.es/es/tribunal/historia/Paginas/Tribunal—Constitucional—de—Espania.
aspx [Acceso 22 Mayo 2017].
114 Lorena Velasco Guerrero
La jurisprudencia relevante de este año está compuesta por dieciocho sen-
tencias, de un total de cincuenta y una que desarrollan los artículos relevantes en 
el año 1982. 
2.2.2.1. Persona: su expresión singular y plural
El término persona se utiliza en once ocasiones, seis veces en singular y cin-
co en plural en un total de siete sentencias. Seis son los ponentes de dichas sen-
tencias son: don Rafael Gómez—Ferrer Morant —STC 2/1982, STC 62/1982—, 
don Ángel Escudero del Corral —STC 37/1982—, don Manuel Díez de Velasco 
Vallejo —STC 41/1982—, don Francisco Tomás y Valiente —STC 27/1982—, don 
Francisco Rubio Llorente —STC 63/1982— y don Luis Díez—Picazo y Ponce de 
León —STC 68/1982, 70/1982—.
El término se emplea como proposición subordinada adjetiva en el título 
de la Ley 62/1978, de 26 de diciembre, denominada de protección jurisdiccional 
de los derechos fundamentales de la persona (STC 37/1982). En esta sentencia se 
establece que la garantía contencioso—administrativa, “es un proceso especial 
cuyo objeto aparece limitado a los actos de la Administración Pública, sujetos al 
derecho administrativo, que afecten al ejercicio de los derechos fundamentales 
de la persona mencionados en el artículo 1.2 de la dicha Ley”43. 
El término lo vemos empleado en las sentencias tanto con esta función sin-
táctica, como en la función de sujeto o complemento directo, dependiendo que el 
mismo ejercite la acción o recaiga sobre él.
En el orden político constitucional, la renuncia de derechos debe ser llevada 
a cabo de forma explícita, no podrá deducirse sólo de la conducta de los titulares 
de los mismos (cf. STC 27/1982). En cambio, en las relaciones entre personas, 
“dentro de un convenio jurídico”, se aplica la teoría de que “nadie puede ir en 
contra de sus propios actos” —como ha desarrollado la doctrina, de países cuyo 
sistema jurídico es más afín—, ya que la persona con su conducta contractual 
suscita una confi anza, una buena fe, que nace de la “coherencia de comporta-
miento en las relaciones humanas y negociales”, a la que ha de atenerse (cf. STC 
27/1982). Además de tener en cuenta que esta “exigencia de atenerse a las con-
secuencias de los propios actos es tanto más insoslayable cuando el contenido de 
tales actos esté en la disponibilidad de quién así se manifi esta” (STC 27/1982). 
43  Ley vigente – con diversas modifi caciones desde 23 de enero de 1979 hasta 28 de abril de 2003. El artículo 
1.2 de dicha ley establecía:  2. Quedan comprendidas en el ámbito de aplicación de esta Ley, sin perjuicio 
de lo establecido en su disposición fi nal, las libertades de expresión, reunión y asociación, la libertad 
y secreto de la correspondencia, la libertad religiosa y la de residencia, la garantía de la inviolabilidad 
del domicilio, la protección jurídica frente a las detenciones ilegales y, en general, frente a las sanciones 
impuestas en materia de orden público. Artículo derogado a partir del 28 abril 2003 por la disposición 
derogatoria única de la Ley 38/2002, de 24 de octubre, de reforma parcial de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, sobre procedimiento para el enjuiciamiento rápido e inmediato de determinados delitos y faltas, 
y de modifi cación del procedimiento abreviado («B.O.E.» 28 octubre).
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Las personas pueden estar sujetas a un régimen jurídico diferente en fun-
ción de la clase en la que se engloben (cf. STC 68/1982). Dicho trato jurídico di-
ferente no implica que se esté violando el artículo 14 de la CE siempre que esté 
justifi cado razonablemente (cf. STC 68/1982). 
Cuando los derechos de la persona se vean atacados o si la misma posee un 
interés legítimo en un caso, si puede ser claramente identifi cada y conocida debe 
ser personalmente emplazada ante el Tribunal, para la defensa de los mismos (cf. 
STC 63/1982). Este conocimiento de quién es la persona, puede ser más claro o 
más confuso, dependiendo de las circunstancias concurrentes en cada caso plan-
teado (cf. STC 63/1982). 
En cuanto a características de la persona se indica que ésta tiene dignidad. 
Dignidad que se clasifi ca como bien constitucionalmente protegido, y junto con 
el derecho a la integridad moral de la persona, debe ser respetado por los poderes 
públicos y por los demás ciudadanos, suponiendo un límite para los derechos 
de los mismos (cf. STC 2/1982). También tienen pudor y este puede verse afec-
tado por la conducta de terceros (cf. STC 62/1982). En este caso el término viene 
acompañado por la preposición en y el adjetivo general. Lo que añade el matiz 
de cantidad, en cuanto a las personas que se ven afectadas por una conducta. 
No queda claro de la sentencia, si con “general” se utiliza con un contenido de 
signifi cado similar al de mayoría. Sin embargo, sí se puede establecer que con el 
mismo se hace referencia a un número considerable de personas, ya que, en el 
desarrollo de los argumentos jurídicos, se indica que dado el número elevado de 
personas que se ven afectadas, sería físicamente imposible la presencia de todas 
en el juicio, por una imposibilidad de espacio (cf. STC 62/1982). 
Además se establece que la persona puede actuar en lugar de otra, repre-
sentando a su persona y a sus intereses, en lo que se conoce como fenómeno 
representativo (cf. STC 70/1982), y que la libertad de la persona puede verse 
limitada, bien porque se encuentre en situación de preso provisional, —no existe 
“límite mínimo en relación al tiempo” que debe mantenerse en esa situación (cf. 
STC 41/1982)—, bien porque hay conductas que por su misma naturaleza no de-
pendan de la contratación voluntaria de personas particulares, como los seguros 
sociales (cf. STC 68/1982). 
2.2.2.2. Sus derivados
2.2.2.2.1. Personal
El término personal se utiliza en cuatro ocasiones, todas ellas en singular, a 
lo largo de tres sentencias. Al igual que ocurría en el año 1981, uno de los conte-
nidos de signifi cado del término hace referencia a las personas trabajadoras para 
una empresa u organismo. Así ocurre en la STC 67/1982 donde se utiliza el tér-
mino dentro del título de la norma legal: “Estatuto de Personal del Mutualismo 
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Laboral de 1970 (Orden de 31 de julio)”; y en la STC 81/1982 en referencia a los 
Ayudantes Técnicos Sanitarios, y concretamente al personal femenino. 
En la STC 60/1982 se utiliza el término como adjetivo califi cativo, equival-
dría a decir de la persona. En esta sentencia el término clasifi ca el interés de los 
miembros del Consejo de Administración del Ente Público RTVE, para llevar a 
cabo una impugnación. El TC valora si este interés fue personal o legítimo, es 
decir, se oponen ambos conceptos, y de la clasifi cación del mismo, tendrá validez 
o no la impugnación. 
Con el mismo uso sintáctico, el término, en la STC 63/1982, acompaña al 
sustantivo emplazamiento. Si la persona está claramente identifi cada y es cono-
cida, debe procederse al emplazamiento personal de la misma en el juicio donde 
estén en juego intereses legítimos para la misma (cf. STC 63/1982).
2.2.2.2.2. Personalidad
El término personalidad se utiliza en dos ocasiones, en singular, ambas en 
la STC 73/1982. En la misma se indica que “por injuria tanto puede entenderse 
la acción dirigida a la privación de la fama o las acciones que buscan el menos-
precio, como en general todas aquellas que lesionan los derechos y bienes de 
la personalidad” (STC 73/1982). Aparece por lo tanto un nuevo concepto, una 
nueva dimensión de la personalidad, los derechos y bienes de la misma. Hasta el 
momento, tanto en el articulado del texto constitucional como en las sentencias 
del año 1981, al término nunca se le habían asignado derechos o bienes propios. 
No se especifi ca en esta sentencia en qué consisten los mismos, salvo que pueden 
ser lesionados por el menosprecio u otros actos. En el caso contemplado en la 
sentencia son lesionados por determinados comportamientos de los cónyuges, 
cuando no respeten los deberes que subsisten tras la separación, hasta la disolu-
ción del vínculo matrimonial (cf. STC 73/1982).
2.2.2.3. Términos de signifi cación próxima
2.2.2.3.1. Individuo
El término individuo se utiliza en dos ocasiones a lo largo de la jurispruden-
cia seleccionada, ambas en singular. 
En la STC 24/1982 califi ca a dos sustantivos “esfera de «agere licere»” y 
“ámbito de libertad”. Estos dos ámbitos o esferas propias del individuo se reco-
nocen como contenido del derecho a la libertad religiosa, derecho subjetivo de 
carácter fundamental, que se concreta en el reconocimiento de un “ámbito de 
libertad y de una esfera de «agere licere»” del individuo. Dentro de esta esfera 
puede actuar con plena inmunidad de coacción del Estado y de cualesquiera gru-
pos sociales (cf. STC 24/1982). Cabe resaltar que este actuar con plena inmunidad 
la sentencia lo reconoce al ciudadano, poniendo el término en relación directa 
con el de individuo. 
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Por su parte en la STC 15/1982 el término se utiliza acompañando al sus-
tantivo derechos fundamentales. Dichos derechos fundamentales de libertad in-
dividual de conciencia y religión lo son del individuo y están garantizados en el 
artículo 9 de la CEDH. De los mismos deriva, según la Resolución 337 de 1967 de 
la Asamblea Consultiva del Consejo de Europa, la objeción de conciencia, doctri-
na que hace suya el TC. 
2.2.2.3.2. Hombre, varón y mujer
El término hombre no se utiliza a lo largo de la jurisprudencia seleccionada. 
En cuanto a la referencia a la persona en su realidad sexuada, el término varón 
aparece en dos ocasiones, en singular, ambas dentro de la STC 67/1982. Mientras 
que el término mujer aparece tres veces, dos en singular y una en plural en la 
misma sentencia. 
Esta sentencia establece que los varones y las mujeres pueden desempeñar 
un cargo de funcionario, y que deben realizarlo en igualdad de derechos profe-
sionales. Dicha igualdad, no se respetaba con carácter previo a 1961, pues la mu-
jer al contraer matrimonio veía su posición funcionarial alterada, con respecto a 
los varones, al imponérsele una situación de excedencia, con percibo de una dote 
y la facultad de volver al servicio activo de convertirse en cabeza de familia. Esta 
situación de desigualdad se subsanó por medio de la Ley 56/1961, de 22 de julio, 
relativa a los derechos políticos, profesiones y del trabajo de la mujer. Pues en la 
misma se “reconocía a la mujer los mismos derechos que al varón para el ejercicio 
de toda clase de actividades políticas, profesionales y del trabajo” (STC 67/1982). 
2.2.2.3.3. Todos y nadie
El término todos aparece en la jurisprudencia seleccionada como pronom-
bre indefi nido masculino plural. Por lo tanto, no aporta información para el fi n 
que buscamos. 
Por su parte el término nadie se utiliza en una ocasión en la STC 27/1982, 
en referencia a la teoría de que “nadie puede ir en contra de sus propios actos”. 
En el desarrollo jurisprudencial, tal y como indicábamos previamente, se pone en 
relación el término con el de persona, ya que dicha teoría se aplica en la relación 
entre personas dentro de un convenio jurídico, y con el término hombre, pues se 
establece que la misma se basa en la coherencia de comportamiento en las rela-
ciones humanas y negociales. 
2.2.2.3.4. Ciudadano
El término ciudadano se utiliza en nueve ocasiones, tres en singular y seis 
en plural.
El término se emplea como sujeto titular de un ámbito de libertad que debe 
ser asegurado por el Estado (cf. STC 41/1982). También como titular del derecho a 
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la igualdad de trato por parte de las Administraciones Públicas, igualdad que, de no 
respetarse, puede ser solicitada, siempre dentro de la legalidad, por los ciudadanos 
(cf. STC 37/1982). Se reconoce como titular del derecho a la libertad religiosa, y por 
lo tanto con derecho a actuar en este campo con plena inmunidad de coacción del 
Estado y de cualquier grupo social. El Estado, en una prohibición autoimpuesta, no 
podrá concurrir junto a los mismos en calidad de sujeto de actos o de actitudes de 
signo religiosa (cf. STC 24/1982). Además, se le reconoce como titular del derecho de 
acceder a cualquier cargo público. Este derecho no sólo les faculta a acceder, sino a 
dimitir de los mismos. Pues al estar dentro de la esfera de la libre disposición indivi-
dual, una conducta que no está prohibida está permitida (cf. STC 60/1982). 
Estos derechos no son ilimitados, debiendo respetar el ciudadano la digni-
dad y la integridad moral de otras personas (cf. STC 2/1982), así como el derecho 
y en los intereses de otros ciudadanos, la seguridad ciudadana y el orden general 
(cf. STC 36/1982).
2.2.2.4. Términos derivados de palabras de signifi cación próxima
2.2.2.4.1. Individual e individualmente
El término individual se utiliza en dos ocasiones, una en singular y otra en 
plural. En ambas se emplea como adjetivo califi cativo, equivaldría a decir del 
individuo.
La primera califi ca la esfera de libre disposición del ciudadano: esfera de 
libre disposición individual. Esta esfera propia del ciudadano, en la que se in-
sertan los derechos al mismo reconocidos, se caracteriza porque toda conducta 
que se inserte dentro de la misma, no estando prohibida, está permitida (cf. STC 
60/1982). En el segundo caso el término califi ca las libertades de conciencia y 
religión, indicando que las mismas son propias del individuo y que los Estado 
están obligados a respetarlas por ser derechos fundamentales del individuo ga-
rantizados en el artículo 9 de la Convención Europea de Derechos Humanos (cf. 
STC 15/1982).
En el año 1981 no encontramos el término individualmente empleado en los 
textos seleccionados de la jurisprudencia relevante.
2.2.2.4.2. Humano
El término humano se emplea en dos ocasiones. Dentro del título de la 
“Convención Europea de Derechos Humanos”, que garantiza en su artículo 9 
los derechos fundamentales del individuo y “obliga a los Estados miembros a 
respetar las libertades individuales de conciencia y religión” (cf. STC 15/1982). 
Como adjetivo califi cativo del sustantivo relaciones. Relaciones humanas 
y negociales, relaciones entre personas dentro de un convenio jurídico, que, de 
expresar una coherencia de comportamiento del sujeto, suponen la base de la 
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buena fe. Esta idea fundamenta la teoría, aceptada por la jurisprudencia, de que 
«nadie puede ir contra sus propios actos» (cf. STC 27/1982).
2.2.2.4.3. Ciudadana
El término ciudadana lo encontramos en una ocasión. Adjetiva al sustan-
tivo seguridad. Seguridad ciudadana, que debe, junto al orden general, salva-
guardar el poder público, y que suponen un límite al derecho de reunión (cf. STC 
36/1982).
2.2.2.5. Términos que expresan un predicado del ser personal
Al igual que ocurría en el año anterior no todos los términos relevantes 
aparecen en los textos de las sentencias seleccionadas del año 1982. En concreto 
no aparecen los términos: inviolable, honor, tutela, natural y educación. Proce-
demos al análisis de los restantes en orden establecido en el Capítulo I de esta 
investigación.
2.2.2.5.1 Vida
El término vida se utiliza en dos ocasiones en la STC 62/1982, acompañado 
en ambos casos del adjetivo social. De la misma se dice que su elemento ético 
común es la moral pública. Moral que, en función de la época y el país, es suscep-
tible de concreciones diferentes. Por lo que sólo podrá establecerse para la vida 
social un mínimo ético, que no limite los derechos fundamentales y las libertades 
públicas (cf. STC 62/1982). 
2.2.2.5.2. Integridad
El término integridad es utilizado en una ocasión en la jurisprudencia se-
leccionada, dentro de la STC 2/1982. En ella el término se acompaña del adjetivo 
moral, y se establece que dicha integridad es un derecho, recogido en el artículo 
15 de la Constitución, el cual se establece como límite a otros derechos, como el 
de la libertad de pensamiento o de reunión. Dicha integridad moral se vería me-
noscabada si terceros ejercieran una violencia moral de alcance intimidatorio (cf. 
STC 2/1982).
2.2.2.5.3. Física
El término física aparece como adjetivo del término realidad, en contraposi-
ción a jurídica (cf. STC 37/1982). La realidad, física o jurídica, puede ser alterada 
de forma legal o ilegal. De tratarse de este segundo caso, debe ser restablecida 
por los poderes públicos con actuaciones en el plano de los hechos. 
2.2.2.5.4. Jurídica
El término jurídica se emplea en doce ocasiones, once en singular y una en 
plural. Se utiliza como adjetivo califi cativo a los sustantivos a los que acompaña, 
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indicando que su existencia se origina o desarrolla, dentro del ámbito del dere-
cho.
Se habla de trato jurídico, como aquel que reciben los sujetos de derecho, el 
cual no puede ser diferente en función de las actitudes religiosas de los mismos 
(cf. STC 24/1982). El ordenamiento, que puede ser vigente, es decir, el aplicable 
en este momento histórico concreto, en un lugar concreto (cf. STC 62/1982) La 
realidad, realidad jurídica contrapuesta a la realidad física (cf. STC 37/1982). El 
sistema en el cual tienen un valor fundamental los derechos fundamentales y las 
libertades públicas, elementos que no pueden verse limitados por la existencia 
de un mínimo ético común defendible (cf. STC 62/1982); y que corresponde a un 
país concreto, en este caso España, y que puede ser afín al de otros países (cf. STC 
27/1982). El convenio dentro del cual pueden establecerse una relación entre di-
versas personas, (cf. STC 27/1982); y, por último, los regímenes aplicables a una 
u otra clase de personas (cf. STC 68/1982)
2.2.2.5.5. Dignidad
El término dignidad es utilizado en una ocasión en la jurisprudencia se-
leccionada, dentro de la STC 2/1982. En ella el término viene acompañado por 
la proposición subordinada adjetiva de la persona, esta dignidad de la persona, 
recogida en el artículo 10, se establece como un bien constitucionalmente protegi-
do, límite de otros derechos, como el de la libertad de pensamiento o de reunión. 
Dicha dignidad, al igual que en el caso que veíamos previamente de la integridad 
moral, se vería menoscabada si terceros ejercieran una violencia moral de alcance 
intimidatorio (cf. STC 2/1982).
2.2.2.5.6. Libertad
El término libertad se emplea en 21 ocasiones a lo largo de la jurisprudencia 
seleccionada. 
Se utiliza en relación con el término derecho, sin que dicha relación quede 
claramente establecida, pues se utiliza en varios sentidos:
Primero, se emplea como sinónimo del término derecho en dos modos: uno 
en el que no se hace referencia específi ca a ningún derecho en concreto, sino en 
el sentido de libertades públicas o derechos fundamentales (STC 62/1982), y otro 
en que se hace referencia a libertades concretos como la libertad religiosa (STC 
24/1982), de conciencia (STC 15/1982), de pensamiento (STC 2/1982), o de ex-
presión (STC 62/1982).
 Segundo, encontramos el término en referencia a un principio que reconoce 
un derecho ya existente: “el principio de libertad religiosa reconoce el derecho 
de los ciudadanos a actuar en este campo con plena inmunidad de coacción del 
Estado y de cualesquiera grupos sociales” (STC 24/1982); o como dos facultades 
diferentes pero interrelacionadas: “En la Ley Fundamental de Bonn, el derecho 
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a la objeción de conciencia se reconoce en el mismo artículo que la libertad de 
conciencia (…) la objeción de conciencia constituye una especifi cación de la li-
bertad de conciencia, la cual supone no sólo el derecho a formar libremente la 
propia conciencia, sino también a obrar de modo conforme a los imperativos de 
la misma” (STC 15/1982). Y, por último, como el contenido de un derecho en sí 
mismo: “la separación de hecho no hace desaparecer los deberes derivados de la 
relación conyugal ni otorga un omnímodo derecho de libertad a los cónyuges” 
(STC 73/1982).
Tercero, el término también se utiliza como una facultad del sujeto de de-
recho. Facultad que puede ejercitar dentro de un ámbito, que, en función de los 
derechos fundamentales, se conforma en una esfera de no intromisión que cons-
tituirá el ámbito de libertad del sujeto (cf. STC 41/1982), ámbito de libertad tanto 
de pensamiento como de obra (cf. STC 15/1982). Esfera en la que no pueden 
intervenir los poderes públicos (cf. STC 41/1982), ni otros sujetos –suponiendo 
un límite a la libertad de actuación, y a los derechos de los demás— (cf. STC 
62/1982). 
2.2.2.5.7. Seguridad
El término seguridad se utiliza en tres ocasiones. Una dentro de la expresión 
Seguridad Social, por lo que, como indicamos en el primer capítulo de la tesis, 
no lo incluimos dentro de nuestro análisis. En los otros dos casos, se utiliza para 
indicar un límite de los derechos fundamentales, —establecido ya con carácter 
preconstitucional en la Ley Orgánica 7/1980, de 5 de julio, la libertad religiosa, 
y recogido también por la Constitución (cf. STC 62/1982)—, el cual es ejecutado 
por los poderes públicos, quienes tienen la obligación de garantizar y salvaguar-
dar dicha seguridad (cf. STC 36/1982). 
2.2.2.5.8. Igualdad
El término igualdad se utiliza en seis ocasiones, todas ellas en singular. 
Se indica que la igualdad es tanto un principio (cf. STC 15/1982 y STC 
24/1982) que emana del principio de libertad, (cf. STC 24/1982), como un dere-
cho (cf. STC 80/1982). Implica un mismo trato jurídico con independencia, por 
un lado, de la actuación del sujeto de derecho en aquel ámbito en que sea de apli-
cación, y por otro, de una característica propia del sujeto, que se establece como 
irrelevante para el derecho. Por ejemplo: las actitudes religiosas de los sujetos de 
derecho no pueden justifi car diferencias de trato jurídico (cf. STC 24/1982), el 
objetor de conciencia, deberá gozar de un tratamiento preferencial y no cumplir 
con su deber de solidaridad social (cf. STC 15/1982), las mujeres y varones fun-
cionarios deberán ostentar los mismos derechos (cf. STC 67/1982), y el sujeto de 
derecho no podrá recibir un trato diferente por razón de nacimiento matrimonial 
o extramatrimonial, no sería conforme a la igualdad (cf. STC 80/1982). 
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De no cumplirse esta igualdad, el ciudadano puede pedir ser equiparado, 
solicitar ser tratado igual ante situaciones idénticas que sean conformes al orde-
namiento jurídico (cf. STC 37/1982). Aunque en el plano de los hechos, la actua-
ción de los poderes públicos puede ser defectuosa y no conseguir esa igualdad 
(cf. STC 37/1982). También serán anuladas por el TC, o declaradas inconstitucio-
nales, aquellas normas, preconstitucionales en el primer caso o postconstitucio-
nales en el segundo, que no respeten este principio —o derecho— de igualdad 
(cf. STC 80/1982).
2.2.2.5.9. Derecho 
El término derecho se utiliza en sesenta y siete ocasiones en los textos selec-
cionados. 
Lo encontramos como sustantivo en referencia a una facultad del sujeto, 
dentro de la expresión derechos fundamentales u otras análogas (i.e. STC 2/1982 
o STC 77/1982). También en referencia a derechos concretos: derecho de acceso 
a los cargos públicos (STC 60/1982) o derecho a la libertad de expresión (STC 
62/1982). 
Estos derechos no son nunca derechos ilimitados, sino que tienen límites, 
que pueden emanar de los derechos de otros (cf. STC 2/1982), del concepto de 
moral que una sociedad tenga en un momento concreto, es decir, el mínimum 
ético acogido por el derecho, mediante los principios, valores y derechos consa-
grados en la Constitución (cf. STC 62/1982), o de la regulación que del mismo 
hagan la constitución y las leyes de desarrollo —las cuales pueden ser constitu-
cionales o preconstitucionales— (cf. STC 77/1982). Esta regulación legislativa, 
no es requisito para su efi cacia, ya que será exigible, en cuanto se encuentre en la 
Constitución, aunque no haya sido desarrollado (cf. STC 15/1982). 
El sujeto puede renunciar a ellos, siempre que lo haga de forma explícita, 
clara, terminante e inequívoca, de palabra o por su conducta. Salvo en el ámbito 
constitucional, en que no cabe renuncia alguna (cf. STC 27/1982). 
No podrán tenerse en cuenta a la hora de establecerse dichos derechos, ac-
tos o situaciones del sujeto que no deban ser tenidos en cuenta por el derecho, 
pues no suponen una razón objetiva para un trato diferente (cf. STC 67/1982 y 
STC 81/1982). 
El término se utiliza también acompañado de los adjetivos Privado (STC 
27/1982), y administrativo (STC 37/1982), en este caso el contenido de signifi ca-
do del término varía, ya que el mismo se utiliza para designar diferentes ramas 
del derecho, en cuanto ciencia. La STC 42/1982 es interesante en este sentido, 
pues utiliza el término como designación de la ciencia jurídica en su conjunto, 
y como facultad, escribiendo el primer supuesto en mayúscula y el segundo en 
minúscula: “No se trata, ciertamente, de un derecho que haya sido incorporado 
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al ordenamiento por nuestra Constitución, pues nuestro Derecho, como el de los 
otros pueblos, lo conocía ya de antaño”. 
En esta sentencia el término utiliza también la forma del Estado: Estado de 
Derecho, y Estado Social de Derecho. El primero correspondería según se esta-
blece a la regulación tradicional que entiende realizado el derecho en el mero 
aseguramiento formal de los derechos fundamentales, mientras que en el Estado 
Social de Derecho debe también garantizar la efi cacia material del ejercicio del 
derecho (cf. STC 42/1982). 
2.2.2.5.10. Deber
El término deber lo encontramos utilizado en siete ocasiones a lo largo de 
los textos relevantes. En cuanto a su contenido de signifi cado, se dice que consis-
te en una acción del sujeto, que es exigible mediante coacción (cf. STC 15/1982), 
puede emanar de los propios derechos fundamentales o valores constitucionales: 
del derecho de otros ciudadanos se desprende el deber de comunicación cuando 
se quiere ejercer el derecho de reunión (cf. STC 36/1982), o de decisiones jurídi-
cas o de hecho llevadas a cabo por el sujeto: los deberes de un cónyuge para con 
el otro, a raíz del matrimonio entre ambos (cf. STC 73/1982). Y el sujeto obligado 
por los mismos puede ser tanto el ciudadano (cf. STC 15/1982), como el Estado 
(cf. STC 41/1982). 
2.2.2.5.11. Familia
El término familia se utiliza en una ocasión, acompañando al término cabe-
zas, en la expresión cabezas de familia. Aunque no se indica qué ha de entender-
se, se establece, que la mujer funcionaria que antes de la Ley 56/1961 se hubiera 
acogido a la excedencia “voluntaria”, sólo podría volver a ocupar su plaza si se 
convertía en cabeza de familia (cf. STC 67/1982). Por lo tanto, en las familias, 
existía una cabeza, que en principio lo era el marido, pero en ocasiones podía 
llegar a serlo la mujer. 
2.2.2.5.12. Matrimonio
El término matrimonio se utiliza en cuatro ocasiones, todas en singular, tres 
en la STC 67/1982 y una en la STC 73/1982.
En estas sentencias se establece que el matrimonio es un vínculo (cf. STC 
73/1982) contraído entre un varón y una mujer (cf. STC 67/1982), que tiene un 
régimen jurídico propio, unos efectos jurídicos ad intra y ad extra, y conlleva 
unos deberes derivados de la relación conyugal, que producirán efectos y serán 
exigibles hasta que se produzca la disolución del vínculo44, no por la mera se-
44 La Ley 30/1981, de 7 de julio, por la que se modifi ca la regulación del matrimonio en el Código Civil y se 
determina el procedimiento a seguir en las causas de nulidad, separación y divorcio, que introducida en 
España el divorcio, había entrado en vigor en agosto del año anterior
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paración de hecho (cf. STC 73/1982). Los efectos jurídicos para los cónyuges no 
pueden ser diferentes en base al sexo de los mismos, pues esto supondría una 
desigualdad no justifi cada y razonada y por lo tanto una discriminación (cf. STC 
67/1982). Tampoco podrá producir efectos diferentes para los hijos la existencia 
o no de dicho matrimonio entre sus progenitores, debiendo equipararse la fi lia-
ción matrimonial con la extramatrimonial (cf. STC 80/1982) 
2.2.2.6. Fuentes doctrinales y jurisprudenciales especifi cadas en las senten-
cias
Se establece como criterio de autoridad para justifi car la fundamentación 
de derecho del TC: la legislación de otros países, concretamente la Ley Funda-
mental de Bonn o Constitución Alemana de 1949 (STC 15/1982), también se hace 
referencia a órganos supranacionales en concreto a la resolución 337, de 1967 de 
la Asamblea Consultiva del Consejo de Europa, y al artículo 9 de la Convención 
Europea de Derechos Humanos (cf. STC 15/1982).
2.2.2.7. Conclusiones
En cuanto a quién es persona, no encontramos una respuesta clara de la 
jurisprudencia. Se pone en relación con los términos individuo, hombre y ciuda-
dano. A este respecto se puede establecer las siguientes relaciones: primero, toda 
persona es un ser humano y que todo ser humano es persona, segundo, que todo 
ciudadano es individuo, y no todo individuo es ciudadano, y tercero, que toda 
persona es individuo, sin embargo, nada se dice al contrario. 
Sí que establece el TC en su jurisprudencia la existencia de distintos tipos de 
personas: personas particulares y clases de personas. Qué contenido de signifi ca-
do se quiere añadir al término, no queda claro en ninguno de los dos casos. En el 
primero pareciera que es para distinguirlo de las personas colectivas o jurídicas. 
Aunque hubiera parecido más preciso de ser esta la intención decir personas físi-
cas o naturales, en la expresión recogida en la Constitución. El segundo, tampoco 
queda fi jado, con la relevancia de ser en función de esta clase como se establecerá 
el trato jurídico o el régimen jurídico que le es aplicable a la persona. Habrá que 
atender a la jurisprudencia para ver si este es el fi n que persigue. 
A la pregunta qué es la persona, cuál es su naturaleza, no hallamos una res-
puesta expresa. Sí que se indican diversas cualidades de la misma. Hay que tener 
en cuenta que no se especifi ca si esas cualidades son propias de toda persona, 
tanto física como jurídica, o sólo de una de ellas, ya que en los textos selecciona-
dos de la jurisprudencia relevante del año 1982 se emplea el término sin adjeti-
var. Recogemos aquí las características indicadas, dejando a la jurisprudencia de 
años posteriores la determinación de si estas cualidades o características pueden 
afi rmarse de toda persona independientemente de su naturaleza, o si sólo se afi r-
ma de una de ella. Entendemos que por la naturaleza de la propia afi rmación no 
todas las características que aquí se afi rman pueden ser extrapoladas a la perso-
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na jurídica, pues son propias de la persona física: la dimensión física o corporal, 
pero otras –actuar en representación de tercera persona— sí que pueden decirse 
de la persona jurídica. 
En cuanto a cualidades de la persona se establece en la jurisprudencia que 
ésta tiene dignidad. Dignidad que se clasifi ca como bien constitucionalmente 
protegido, y junto con el derecho a la integridad moral de la persona, debe ser 
respetado por los poderes públicos y por los demás ciudadanos. También tienen 
pudor y este puede verse afectado por la conducta de terceros. Las personas tie-
nen una existencia física, un cuerpo físico, que ocupa un espacio. La persona tie-
ne sexo, y puede ser varón o mujer. Puede ser identifi cada o reconocida, aunque 
no siempre con el mismo grado de certeza, que variará conforme a las circunstan-
cias de la situación concreta. Además, la persona tiene intereses, y puede actuar 
en lugar de otra, representando a su persona y a sus intereses. 
Sobre los términos que expresan un predicado del ser personal, vemos cómo 
en su mayoría no se defi nen, no se establece claramente su contenido de signi-
fi cado. Sin embargo, en algunos casos sí que se establecen notas características 
de los mismos. No queriendo reproducir lo ya dicho anteriormente, recogemos 
aquellos términos en la medida en que se establecen notas relevantes para nues-
tro objeto de estudio. 
El término vida se emplea en referencia a la vida social, la cual estará re-
gulada solamente por un mínimo ético que no limite los derechos fundamentales 
y las libertades públicas. Por su parte deber se defi ne como una acción del sujeto, 
que es exigible mediante coacción, que puede emanar de los propios derechos fun-
damentales o valores constitucionales. Por último, el matrimonio es un vínculo 
contraído entre un varón y una mujer que tiene un régimen jurídico propio, unos 
efectos jurídicos ad intra y ad extra, y conlleva unos deberes derivados de la rela-
ción conyugal, iguales para ambos, que producirán efectos y serán exigibles hasta 
que se produzca la disolución del vínculo, no por la mera separación de hecho.
Finalmente, en cuanto a los derechos de los que es titular la persona por el 
mero hecho de ser persona. En el año 1982 vemos cómo la jurisprudencia afi rma 
que hay derechos fundamentales de la persona, entre los que se encontrarían los 
recogidos en el artículo 1.2 de la Ley 62/1978. Estos derechos serían los corres-
pondientes a los artículos 16, 17, 18, 19, 20, 21, y 22 de la Constitución. Todos ellos 
se encuentran dentro de la sección primera del Capítulo segundo de la Constitu-
ción, titulada “De los derechos fundamentales y de las libertades públicas”. 
Sin embargo, esta referencia expresa a los derechos de la persona no hace, 
sino dejar aún más patente la difi cultad de determinar el titular de los derechos 
fundamentales recogidos en el texto del 78, y cuáles se reconocen a la persona, 
ya que en la mayoría de los casos— artículos 17, 18, 20, 21, y 22— no se indicaba 
sujeto alguno de los derechos allí reconocidos, iniciándose la frase con un mero 
“se reconoce el derecho”. En el caso del artículo 16 el sujeto del derecho es el in-
126 Lorena Velasco Guerrero
dividuo –y las comunidades— y en el del artículo 19, los españoles. La difi cultad 
por lo tanto no queda resuelta.
Por otro, lado, se establece que, en el orden político constitucional, la renun-
cia de derechos debe ser llevada a cabo de forma explícita, no podrá deducirse 
sólo de la conducta de los titulares de los mismos (cf. STC 27/1982). Mientras que 
en otros ámbitos se acepta “la exigencia de atenerse a las consecuencias de los 
propios actos es tanto más insoslayable cuando el contenido de tales actos esté en 
la disponibilidad de quién así se manifi esta” (STC 27/1982). 
Las personas pueden estar sujetas a un régimen jurídico distinto, que será 
aplicable a una u otra clase de personas (cf. STC 68/1982). Dicho trato jurídico 
diferente no implica que se esté violando el artículo 14 de la CE siempre que esté 
justifi cado razonablemente: se consideran que no tienen base razonable, y por lo 
tanto no están justifi cados la diferencia de trato jurídico en función del sexo de 
la persona.
Cabe la duda de qué entiende la jurisprudencia por clase de personas, ya 
que no lo establece, también quién fi jará la razonabilidad del diferente trato ju-
rídico, en principio parece, por lo establecido por la jurisprudencia, que fuera 
de lo explícitamente dicho por el texto del 78, será el propio TC el encargado de 
establecerlo. 
Finalmente, hay que traer a colación los derechos y bienes de la personali-
dad, que aparecen por primera vez, en la jurisprudencia de este año; en cuánto 
vinculemos persona y personalidad, y en el grado que lo hagamos, estos dere-
chos y bienes serán de la persona en cuanto tal. No se indica cuáles son, por lo 
que habrá que atender a la jurisprudencia para determinar los mismos, y estable-
cer en qué medida lo son de la persona.
2.2.3. 1983
La renovación de un tercio del Tribunal Constitucional debería haber mar-
cado el año 1983, ya que ante la previsión de la imposibilidad de cumplir con la 
regla de renovación por tercios a la vez que, con el plazo de duración del nombra-
miento de cada magistrado de nueve años, en la disposición transitoria novena 
de la Constitución se estableció que: 
“A los tres años de la elección por vez primera de los miembros del Tribunal 
Constitucional se procederá por sorteo para la designación de un grupo de cua-
tro miembros de la misma procedencia electiva que haya de cesar y renovarse 
(…)”. 
Sin embargo, los magistrados volvieron a ser propuestos por el Congreso 
de los Diputados, no produciéndose cambio alguno. Sólo nos encontramos con 
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el cambio de don Plácido Fernández Viagas, fallecido el 9 de diciembre de 1982, 
por don Francisco Pera Verdaguer. Por lo que la composición del Tribunal en este 
año se mantuvo prácticamente igual que la de los años anteriores45. 
La jurisprudencia relevante de este año está compuesta por veinticinco sen-
tencias, de un total de setenta y cinco.
2.2.3.1. Persona: su expresión singular y plural
El término persona se utiliza en treinta y cinco ocasiones dentro de los tex-
tos de las sentencias relevantes del año 1983. En veinticuatro ocasiones en plural 
y en ocho ocasiones en singular, en un total de once sentencias. Seis son los po-
nentes de dichas sentencias: don Ángel Escudero del Corral —STC 9/1983, STC 
82/1983 y STC 120/1983—, don Francisco Rubio Llorente —STC 10/1983 y STC 
35/1983—, don Francisco Pera Verdaguer —STC 11/1983 y STC 22/1983—, don 
Rafael Gómez—Ferrer Morant —STC 19/1983—, don Jerónimo Arozamena Sie-
rra —STC 33/1983 y STC 53/1983—, y don Luis Díez—Picazo y Ponce de León 
–STC 103/1983—.
Encontramos el término empleado como proposición subordinada adjetiva 
en una ocasión: el sexo de la persona. Se confi rma lo establecido anteriormente: 
que la persona es sexuada, o varón o mujer, y que este hecho no puede funda-
mentar un trato jurídico diferente, pues supondría una discriminación prohibida 
por el artículo 14 de la CE (cf. STC 103/1983).
 En el resto de las sentencias el término se emplea como sustantivo femeni-
no, en la función de sujeto o complemento directo, dependiendo de que el mismo 
ejercite la acción o recaiga sobre él.
La persona por su actuar modifi ca las circunstancias en las que se encuen-
tra, el reconocimiento jurídico de esta desigualdad no implica una discrimina-
ción, ya que se debe a la actuación del sujeto. Sólo irá contra la igualdad aquella 
desigualdad fruto del tratamiento normativo, que no esté lo sufi cientemente jus-
tifi cada (cf. STC 9/1983).
Dentro de estas circunstancias en las que se encuentra la persona debido a 
su actuación puede ser califi cada como: condenada, acusada, o reclamada. De-
pendiendo de la situación en la que se encuentre dentro del proceso que juzga 
sus actos, y del proceso de extradición (cf. STC 11/1983). El término no se utiliza 
sólo para designar al sujeto dentro del proceso judicial, sino que se denomina 
así al sujeto, incluso antes de entrar en el mismo (cf. STC 82/1983). El cual tiene 
derecho a ser llamado a formar parte, si tiene un interés legítimo en el mismo (cf. 
STC 82/1983).
45 Tribunalconstitucional.es (2017). Historia del Tribunal Constitucional. [online] Disponible en: https://
www.tribunalconstitucional.es/es/tribunal/historia/Paginas/Tribunal—Constitucional—de—Espania.
aspx [Acceso 22 Mayo 2017].
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La persona también se encuentra en una situación u otra en función de los 
actos de terceros; por ejemplo, la afección que un delito produce sobre las perso-
nas será diversa. Esta mayor o menor afección, será contemplada por la norma, 
dotándoles de mayor o menor legitimidad en un proceso (cf. STC 62/1983)
Las personas pueden ser concretas y determinadas, pueden ser fotografi a-
das, lo que permite su identifi cación (cf. STC 105/1983). Sobre las mismas se 
pueden realizar afi rmaciones que pueden ser verídicas o no, y que pueden tener 
consecuencias reales y concretas (cf. STC 105/1983), por ello, para evitar la ex-
posición de la intimidad de las personas, éstas tienen un ámbito de intimidad 
—objeto de protección mediante el derecho designado con el mismo nombre (cf. 
STC 105/1983) y el derecho al honor—, un derecho fundamental consagrado en 
el art 18 CE (cf. STC 120/1983), que supone un límite a la libertad de expresión 
(cf. STC 105/1983). 
De los derechos de confi guración legal pueden verse privadas las personas 
por una nueva ley posterior (cf. STC 22/1983). Estos derechos o intereses corres-
ponderían a otros ámbitos, como el ámbito de la Administración Local, y que se 
regulan en otros códigos fuera de la Constitución; por ejemplo, el Código Civil 
(cf. STC 33/1983). Deberán ejercitarse con carácter general conforme a las exigen-
cias de la buena fe, tal y como se especifi ca en el artículo 7 del Código Civil (cf. 
STC 120/1983).
El término aparece acompañado del adjetivo jurídico, en siete ocasiones. La 
jurisprudencia va a defi nir a dichas personas como “personifi caciones que para 
el logro de un fi n común reciben en conjunto dicho nombre” (STC 53/1983). A 
lo largo de los textos relevantes se reconoce a las mismas como titulares de de-
rechos fundamentales, ya que “la mera lectura de los artículos 14 a 29, acredita 
que existen derechos fundamentales cuya titularidad se reconoce expresamente 
a quienes no pueden clasifi carse como ciudadanos, (…), las personas jurídicas —
artículo 27.6—” (STC 19/1983). Mientras que habrá otros de los que no podrá ser 
titular, por el carácter de los mismos “como la libertad personal —artículo 17— y 
el derecho a la intimidad familiar —artículo 18—” (STC 19/1983). Sin embargo, 
habrá casos en que dicha titularidad no quede clara ya que “en algún supuesto, la 
Constitución utiliza expresiones cuyo alcance hay que determinar, como sucede 
con relación a la expresión «todas las personas» que utiliza su artículo 24” (STC 
19/1983). Este supuesto lo resuelve el TC indicando que serán titulares del dere-
cho a la jurisdicción y al proceso, tanto del artículo 24.1 de la CE, como del 53.2, 
pues la referencia que hace dicho artículo 53.2 de la CE a “cualquier ciudadano 
como sujeto” no puede llevar a que el mismo se limite a la “persona individual 
(cf. STC 53/1983).
El término persona se pone en relación con el de ciudadano en cuatro sen-
tencias. En la STC 19/1983, frente al argumento del recurrente, de que sólo los 
ciudadanos pueden ver amparados sus derechos fundamentales y libertades pú-
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blicas, en función del artículo 53.2 de la CE, el TC establece que por el contrario es 
la persona, tanto natural como jurídica, quién está legitimada para interponer el 
recurso de amparo, siempre que invoque un interés legítimo, en base a lo estable-
cido en el art 162.1.b) y en art 46.1.b) de la LOTC, aunque no sea titular del dere-
cho fundamental que alega como vulnerado. Porque, aunque todos los ciudada-
nos son titulares de los derechos fundamentales y las libertades públicas, esto no 
excluye que otras personas puedan ser titulares de los mismos (cf. STC 19/1983). 
Prosigue la sentencia afi rmando que mientras que los ciudadanos son titulares 
de todos los derechos y libertades reconocidos en la Constitución, las personas 
pueden serlo de algunos, pero no se puede afi rmar de forma general que lo sean 
de todos., sino que habrá que atender a los sujetos que la propia Constitución 
reconoce: personas jurídicas —art 27.6—, comunidades —art 16—,… y al propio 
carácter del derecho: por ejemplo, la libertad personal —art 17— y la intimidad 
personal —art 24—,… o al ámbito del derecho del que se trate, para determinar a 
quién se reconoce como titular del mismo (cf. STC 19/1983). 
Segundo, en la sentencia 101/1983, al indicar que las normas, y concreta-
mente la Constitución, tienen validez y obligan a todos los ciudadanos, con in-
dependencia de cuál fuera el voto concreto de cada persona, es decir, las normas 
son de aplicación con independencia de si el ciudadano ha votado a favor o en 
contra de la misma (cf. STC 101/1983). Tercero, en la STC 9/1983, en el que se 
establece que la exigencia legal es igual para todos los ciudadanos, con indepen-
dencia de condiciones personales no relevantes para el derecho (cf. STC 9/1983). 
Finalmente, en la STC 10/983, al establecer que la elección de los ciudadanos, en 
el uso de sus derechos políticos, sólo puede recaer sobre personas determinadas, 
persona que tiene derecho a permanecer en su cargo, como manifestación del 
derecho fundamental del art. 23.1, tanto de la persona del representante como de 
los representados. 
Finalmente, es interesante la referencia que la propia jurisprudencia hace 
a la interpretación del término y su contenido de signifi cado al indicar que: “la 
expresión «todas las personas» hay que interpretarla en relación con el ámbito 
del derecho de que se trata” (STC 19/1983). 
2.2.3.2. Sus derivados
2.2.3.2.1. Personal 
El término personal es usado en diecinueve ocasiones, tan sólo una de ellas 
en plural. 
Lo encontramos como sustantivo en referencia a los trabajadores de una 
empresa o institución. En este caso, vemos cómo se acompaña de adjetivos como 
femenino y masculino, califi cando a los trabajadores en función del sexo, caracte-
rística fundamental de la persona, que no puede ser tenida en cuenta por el dere-
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cho (cf. STC 7/1983) o por adjetivos como contratado, en referencia a la condición 
de dicho personal (cf. STC 76/1983) 
Por otro, lado, también se emplea como adjetivo acompañado a determina-
dos sustantivos. En estos casos equivaldría a decir de la persona. Se establece que 
las prestaciones personales, deben ser conforme a la ley —aunque no que sólo 
podrán imponerse mediante ley— y se contraponen a las patrimoniales (cf. STC 
6/1983). Los intereses legítimos contemplados por el artículo 24.1 son también de 
carácter personal (cf. STC 62/1983). Interés personal que se pone en relación con 
el interés común, ya que como se afi rma en la STC 62/2983:
“La satisfacción del interés común es la forma de satisfacer el de todos y cada 
uno de los que componen la sociedad, por lo que puede afi rmarse que cuando 
un miembro de la sociedad defi ende un interés común sostiene simultáneamen-
te un interés personal, o, si se quiere desde otra perspectiva, que la única forma 
de defender el interés personal es sostener el interés común”. 
 Esta unión entre ambos intereses se debe a una solidaridad e interrelación 
social, intensa y refl ejada en la concepción del Estado como social y democrático 
de derecho, por lo que el interés no tiene que ser directo y particular, sino que 
puede ser personal (cf. STC 62/1983). 
2.2.3.2.2. Personalidad 
El término personalidad sólo se utiliza en una ocasión en la STC 19/1983. Se 
proclama la misma como cualidad de la Diputación Foral de Navarra. Cualidad 
que la legitima para promover el recurso de amparo (cf. STC 19/1983), ya que: 
“La legitimación para interponer recursos de amparo no corresponde sólo a los 
ciudadanos, sino a cualquier persona —natural o jurídica— que sea titular de un 
interés legítimo, aun cuando no sea titular del derecho fundamental que se alega 
como vulnerado (…) No puede sostenerse la falta de legitimación de la Dipu-
tación Foral de Navarra para promover el presente recurso de amparo, dada la 
personalidad de la misma en el momento de formular la demanda”.
2.2.3.3. Términos de signifi cación próxima 
2.2.3.3.1. Individuo 
El término individuo se utiliza en tres ocasiones, dos en singular y una en 
plural.
Cómo responsable de los actos de su propia conducta. Estableciéndose que: 
“ni la Constitución ni la ley pueden garantizar al individuo contra el deshonor 
que nazca de sus propios actos” (STC 50/1983). 
También se emplea el término en una cita del artículo 9.2 de la CE (STC 
3/1983) y en referencia a otros artículos de la CE (STC 76/1983), sin ningún apor-
te en cuanto a su contenido de signifi cado. Sin embargo, es interesante atender a 
los sujetos de los derechos. Se dice en la misma: “Los artículos que aduce en apo-
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yo de su tesis —9.2, 14,139.1 y 149.1— consagran la igualdad de los individuos” 
(STC 76/1983), sin embargo, en el texto constitucional el individuo como sujeto 
sólo aparece en el artículo 9.2, pero en el resto son otros los sujetos; por ejemplo, 
el art 14 reconoce la igualdad de los españoles, no de los individuos. 
2.2.3.3.2. Hombre, varón y mujer 
El término hombre, y el de varón no se encuentran dentro de los textos 
seleccionados de la jurisprudencia relevante del año 1983. Por su parte, mujer, 
se utiliza en una ocasión en la STC 103/1983, en la cual se confi rma la doctrina 
asentada hasta la fecha por la cual el sexo no puede dar lugar a un trato diferente. 
En este caso, eran los varones los que sufrían una discriminación, al vincularse 
la pensión de viudedad a unos requisitos mayores que para las mujeres (cf. STC 
103/1983).
2.2.3.3.3. Todos y nadie 
Todos, se recoge en cada una de las ocasiones como determinante, no como 
sustantivo; mientras que el término nadie, no se utiliza. 
2.2.3.3.4. Ciudadano 
El término ciudadano se utiliza en veintiséis ocasiones, once de ellas en 
singular y quince en plural. 
Se establece que dicho concepto está tipifi cado por unas notas, aunque no se 
especifi ca cuáles (cf. STC 53/1983). Se dice del mismo que puede encontrarse en 
un estado de necesidad, por lo cual, por debajo de un mínimo de rentas, el Estado 
tendrá la obligación de proteger a dicho ciudadano (cf. STC 103/1983)
El ciudadano se integra dentro de una sociedad (cf. STC 62/1983). Puede 
ejercitar acciones populares por un interés legítimo y personal, ya que las accio-
nes públicas defi enden los intereses comunes:
 “aquellos en que la satisfacción del interés común es la forma de satisfacer el de 
todos y cada uno de los que componen la sociedad, por lo que puede afi rmarse 
que cuando un miembro de la sociedad defi ende un interés común sostiene si-
multáneamente un interés personal, o, si se quiere desde otra perspectiva, que la 
única forma de defender el interés personal es sostener el interés común” (STC 
62/1983). 
Está sujeto al ordenamiento jurídico, especialmente a la Constitución, que 
desde su promulgación es válida y obliga a todos los ciudadanos, con indepen-
dencia de su posición ideológica con respecto a la misma, o cualquier otra norma 
(cf. STC 101/1983). Por lo que deben cumplir con las exigencias legales y los re-
quisitos que establezcan las normas (cf. STC 9/1983). En consecuencia, por la su-
jeción a la Constitución, por su carácter de norma suprema, deberán abstenerse 
de cualquier actuación que la vulnere, deber general negativo (cf. STC 101/1983), 
y serán punibles sus conductas, pudiendo no ser punibles de la misma manera 
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las conductas en función del ejercicio o cargo que ostente dicho ciudadano (cf. 
STC 50/1983 y STC 101/1983).
Es sujeto de los derechos fundamentales, los cuales establecen una relación 
jurídica entre cada ciudadano y el Estado (cf. STC 7/1983). Entre los derechos de 
los que se les reconocen titulares encontramos: el derecho a legitimar a los repre-
sentantes, por designación directa de la elección popular (cf. STC 10/1983), el de-
recho a la igualdad jurídica en las mismas circunstancias (cf. STC 54/1983), que 
implica, por un lado, que ninguna norma legal cree situaciones desiguales o discri-
minatorias, y por otro, la puesta en marcha de mecanismos jurídicos para restable-
cer la igualdad rota (cf. STC 103/1983) y “expresar y difundir pensamientos, ideas 
y opiniones en aras del interés colectivo en el conocimiento de hechos que puedan 
encerrar trascendencia pública y que sean necesarios para que sea real la participa-
ción de los ciudadanos en la vida colectiva” (STC 105/1983). Los ciudadanos están 
legitimados a interponer recurso de amparo para la defensa de estos derechos (cf. 
STC 19/1983 y STC 76/1983). Recurso que podrán interponer sin que les sea exigi-
ble un razonamiento jurídico complejo, más allá de lo razonable (cf. STC 29/1983).
No serán los únicos titulares de derechos, pues estos también se reconocen 
a quienes no se pueden considerar como tal: personas, que no sean ciudadanas, 
comunidades, sindicatos, personas jurídicas (cf. STC 19/1983). Se establece una 
relación directa entre estos términos, en concreto entre el término persona y el 
de ciudadano, al indicar que los segundos tienen intereses personales y se hace 
referencia a la “salud personal de los ciudadanos” (cf. STC 62/1983). Establece 
la jurisprudencia que no todas las personas serán ciudadanos (cf. STC 19/1983), 
adjetivándose el término con el adjetivo “españoles”, en referencia a aquellos ciu-
dadanos que quedan obligados por la Constitución española (cf. STC 101/1983), 
y por las normas aprobadas por una mayoría de voto.
2.2.3.4. Términos derivados de palabras de signifi cación próxima 
En los textos seleccionados de la jurisprudencia relevante del año 1983, 
no encontramos dentro de los términos derivados de palabras de signifi cación 
próxima los términos individualmente, humano o ciudadana. 
2.2.3.4.1. Individual 
El término individual se utiliza en tres ocasiones, dos en singular y una en 
plural.
Acompaña al término derechos en dos ocasiones. Clarifi ca el contenido de 
signifi cado de dicho término, al indicar que:
 “el concepto de «derecho individual» que el artículo 9 menciona no puede con-
fundirse con el «ius quaesitum». El artículo 9.3 —en todo o en parte— alude a los 
derechos fundamentales del título I. El principio de irretroactividad del artículo 
9.3, en cuanto a las leyes, concierne sólo a las sancionadoras no favorables y a las 
restrictivas de derechos individuales, en el sentido que hemos dado a esta expre-
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sión. Fuera de ello nada impide, constitucionalmente, que el legislador dote a la 
ley del ámbito de retroactividad que considere oportuno” (STC 6/1983). 
Además, acompaña al término persona: persona individual (STC 53/1983). 
En esta sentencia se pone el término en relación directa con la persona física, en 
contraposición al de persona jurídica. 
2.2.3.5. Términos que expresan un predicado del ser personal 
Al igual que ocurría en el año anterior no todos los términos relevantes 
aparecen en los textos de las sentencias seleccionadas del año 1983. En concreto 
no aparecen los términos: dignidad, inviolable, familia y educación. Procedemos 
al análisis de los restantes, siguiendo el orden establecido en el capítulo I de esta 
investigación. 
2.2.3.5.1. Vida 
El término vida se utiliza en dos ocasiones. La primera en referencia al tiem-
po en que una acción puede ser ejercitada por el sujeto legitimado para ello, vida 
que se encuentra temporalmente limitada (cf. STC 7/1983). La segunda, acompa-
ñado del adjetivo colectiva, en referencia a aquella vida en la que participan los 
ciudadanos, debiéndose cumplir una serie de requisitos, como el conocimiento 
de hechos de trascendencia pública, para que sea una participación real (cf. STC 
105/1983).
2.2.3.5.2. Integridad 
El término integridad lo encontramos en una ocasión. Se establece como 
atributo de la persona concreta y determinada. Dicha integridad se pone en grave 
peligro por las imputaciones delictivas no veraces que se publican sobre la mis-
ma (cf. STC 105/1983).
2.2.3.5.3. Física 
El término física se utiliza en una ocasión, al indicar la sentencia que la ex-
presión “todas las personas”, del artículo 24, hace referencia tanto a las personas 
físicas como a las personas jurídicas. Además, se establece que la persona indivi-
dual es la persona física (cf. STC 53/1983).
2.2.3.5.4. Natural 
El término natural se emplea en dos ocasiones todas ellas en singular. En 
ambos casos como adjetivo que acompaña al término persona, en contraposición 
a la persona jurídica (cf. STC 19/1983), como se ha analizado previamente. 
2.2.3.5.5. Jurídica 
El término se emplea en veintiocho ocasiones, diecisiete de ellas en singular 
y once en plural.
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Califi ca al término persona en siete ocasiones, como analizamos previamente. 
En cinco ocasiones acompaña y clasifi ca al sustantivo relación. En base a 
esta relación jurídica, que es un vínculo que se establece entre las partes (cf. STC 
3/1983), se genera un complejo de derechos y obligaciones recíprocas que condi-
ciona, junto a otros, también al ejercicio de derechos fundamentales como el de 
la libertad de expresión (cf. STC 120/1983). Además, en función de la misma se 
determina el contenido de derechos como la igualdad jurídica (cf. STC 76/1983), 
o el derecho a la tutela judicial efectiva —en la que se podrá favorecer más a una 
de las partes que a la otra por su posición de dependencia o subordinación den-
tro de la relación (cf. STC 3/1983)—. Esta relación también se establece entre el 
ciudadano y el Estado, en virtud de los derechos fundamentales (cf. STC 7/1983).
Se emplea para clasifi car otros sustantivos, que hacen referencia a realida-
des que tienen su realización en el ámbito jurídico. Al propio ordenamiento (STC 
3/1983), a las situaciones en que puede encontrarse un sujeto en función de los 
ámbitos normativos que regulen cada una de las situaciones en que se encuentre 
(cf. STC 7/1983). Se emplea para clasifi car a aquellas consecuencias, propias de 
dicho ámbito, que derivan del matrimonio (cf. STC 7/1983). Al sustantivo dialéc-
tica, ejercicio propio del derecho de defensa si les conviene a las partes (cf. STC 
82/1983). A las políticas que puede llevar a cabo el legislador, para modifi car una 
situación de hecho (cf. STC 103/1983). A las situaciones que se ven generadas 
por la norma –situaciones que pueden ser individualizadas o colectivas y que 
generan para los sujetos un poder jurídico— (cf. STC 6/1983), a los actos bien de 
la administración –cuya naturaleza no vendrá determinada por su forma (cf. STC 
27/1983)—, bien de los sujetos de derecho, los cuales tienen consecuencia, en el 
plano del derecho (cf. STC 33/1983), al trato que los sujetos de derecho pueden 
recibir (STC 3/1983) —que no es igual para todos—, a los mecanismos que la 
Administración puede poner en marcha para modifi car situaciones jurídicas in-
justas o contrarias a los derechos fundamentales (cf. STC 27/1983), y fi nalmente, 
a los bienes que se busca proteger (STC 62/1983).
2.2.3.5.6. Libertad 
El término se emplea en trece ocasiones, ocho de ellas en singular y cinco 
en plural.
Como ocurría en años anteriores el término se utiliza en referencia a las 
libertades fundamentales, sin referencia a ninguna en concreto. La persona, el 
ciudadano o el individuo, en cuanto titulares, pueden recabar la tutela de las 
mismas, mediante el recurso de amparo (i.e. STC 53/1983, entre otras).
En un segundo grupo encontraríamos el término en referencia a una libertad 
concreta: libertad personal (STC 19/1983), libertad ideológica (STC 101/1983), li-
bertad de expresión (STC 120/1983). Estos derechos como derechos de libertad 
se concretan “en un comportamiento de su titular, consistente en la realización 
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de aquellos actos en que el propio derecho consiste” (STC 105/1983). Esto no 
quiere decir que dichas libertades no estén sujetas a límites, en función del ciu-
dadano concreto y el ámbito en que se encuentre o el puesto que ocupe. Por 
ejemplo, la libertad ideológica de un cargo público estará limitada por los debe-
res inherentes a la titularidad de dicho cargo (cf. STC 101/1983), o la libertad de 
expresión estará limitada por las obligaciones propias de una relación laboral (cf. 
STC 120/1983).
Finalmente, encontramos el término en referencia a la facultad del sujeto 
dentro de un ámbito de actuación concreto: facultad que es propia de las partes 
en el derecho de contratos, que debe ser protegida, para corregir las desigualda-
des fundamentales; idea que constituye el fundamento del derecho laboral (cf. 
STC 3/1983). También el legislador en cuanto tal tiene libertad a la hora de de-
sarrollar su función. Libertad limitada por la igualdad y los derechos fundamen-
tales y la naturaleza esencial de los cargos y funciones defi nidos por la propia 
Constitución (cf. STC 10/1983).
2.2.3.5.7. Igualdad 
El término se emplea en dieciséis ocasiones todas ellas en singular.
Se emplea el término como principio o valor permanente en nuestro orde-
namiento jurídico, al que debe colocarse en un rango central, como demuestra 
el artículo 1.1 de la Constitución (cf. STC 103/1983). Del mismo se dice que es 
límite, junto a los derechos fundamentales, de la libertad legislativa (cf. STC 
10/1983). 
No todos los sujetos son titulares de dicha igualdad: los artículos 9.2, 14, 
139.1 y 149.1.1 por ejemplo, consagran la igualdad de los individuos y grupos 
sociales, pero no la de las CCAA (cf. STC 76/1983).
En referencia a la igualdad jurídica que se propugna en el artículo 14 de 
la CE, la jurisprudencia indica que dicha igualdad jurídica “no constituye un 
derecho subjetivo autónomo, existente por sí mismo, pues su contenido viene 
establecido siempre respecto de relaciones jurídicas concretas” (STC 76/1983), 
esto supone que no puede ser objeto de regulación o desarrollo normativo con 
carácter general pero sí pueda ser objeto de amparo (cf. STC 76/1983). Además, 
reiterando lo establecido, más realizándolo de manera más explícita, establece 
que dicha igualdad no es absoluta, y deben tomarse en cuenta las razones obje-
tivas que justifi quen una desigualdad de tratamiento legal (cf. STC 3/1983). En-
tre estas razones objetivas para dicho tratamiento desigual, se puede encontrar 
la voluntad de restablecer la igualdad real del individuo, para la consecución 
de la cual puede exigirse la existencia de un régimen jurídico desigual, de una 
desigualdad subjetiva, que corrija, aunque sea parcialmente las desigualdades 
fundamentales: por ejemplo, el aplicable al trabajador o al empresario. Esta 
desigualdad jurídica aceptada hace que la igualdad deje de ser algo meramente 
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formal, como es propio del Estado democrático y social de derecho (cf. STC 
3/1983).
Por lo tanto, la igualdad jurídica implicaría: primero que las normas lega-
les no creen entre los ciudadanos situaciones desiguales o discriminatorias por 
circunstancias objetivamente no razonables (cf. STC 103/1983), segundo la posi-
bilidad de poner en marcha los mecanismos jurídicos idóneos para establecer la 
igualdad rota (cf. STC 103/1983) y tercero, la posibilidad de crear jurídicamente 
situaciones diferentes, para conseguir la igualdad real (cf. STC 3/1983).
2.2.3.5.8. Seguridad 
El término seguridad se emplea en una ocasión acompañado del adjetivo 
jurídica. Se dice que la misma es un principio consagrado en el artículo 9.3 de la 
CE, y que, para su existencia, las leyes y la constitución deben ser de obligatorio 
cumplimiento para todos los ciudadanos españoles, no sólo para las personas 
que estén a favor de las mismas (cf. STC 101/1983).
2.2.3.5.9. Derecho 
El término se emplea en setenta y cinco ocasiones, cincuenta y cuatro de 
ellas en singular y veintiuna en plural. 
Se emplea en referencia a los derechos fundamentales, pero sin indicación 
a ninguno en concreto. Los derechos fundamentales, que establecen una relación 
jurídica entre cada ciudadano y el Estado desde el reconocimiento de aquéllos en 
la Constitución (cf. STC 7/1983), algunos se clasifi carán como derechos subjeti-
vos autónomos, mientras otros quedarán fuera de dicha clasifi cación: el derecho 
de igualdad jurídica (cf. STC 76/1983). También se clasifi carán en función de la 
acción que permiten en: derechos de libertad, consistentes “en la realización de 
aquellos actos en que el propio derecho consiste” (STC 105/1983) —los cuales 
deberán ejercitarse “conforme a las exigencias de la buena fe” (STC 120/1983)—; 
y derechos de prestación. Desde su reconocimiento constitucional son efi caces, 
con independencia de que adquieran o no su concreción legislativa, tal y como 
se desprende del artículo 53.1 de la CE y de la jurisprudencia (cf. STC 7/1983). 
Derechos que son permanentes e imprescindibles, carácter que no pierden 
por estar limitada en cuanto a su tiempo de vida la acción correspondiente a su 
protección (cf. STC 7/1983). Sí que se vulnerarían o quebrantarían estos dere-
chos, mediante la norma o regulación, si la misma estableciera una fi cción, que 
no correspondiera con la realidad, por lo que dicha norma no sería constitucional 
(cf. STC 22/1983). Derechos que no hay que entender como ius quasitum, ni si-
quiera los derechos individuales, mencionados por el artículo 9. Estos derechos 
fundamentales pueden ser modifi cados por la ley, en la medida en que el legisla-
dor considere oportuno, pero no de forma retroactiva (cf. STC 6/1983).
En cuanto a su titularidad, establece el TC en la STC 19/1983 que:
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“no puede ser resuelta con carácter general en relación a todos y cada uno de 
ellos. La mera lectura de los artículos 14 a 29, a que antes no referíamos, acredita 
que existen derechos fundamentales cuya titularidad se reconoce expresamente 
a quienes no pueden clasifi carse como ciudadanos, como «las comunidades» —
artículo 16—, las personas jurídicas —artículo 27.6— y los sindicatos —artícu-
lo 28.2—; que hay otros derechos fundamentales que por su propio carácter no 
entran en aquellos de los que eventualmente pueden ser titulares las personas 
jurídicas, como la libertad personal —artículo 17— y el derecho a la intimidad 
familiar —artículo 18—, y, por último, en algún supuesto, la Constitución utiliza 
expresiones cuyo alcance hay que determinar, como sucede en relación a la expre-
sión «todas las personas» que utiliza su artículo 24. Pues bien, la expresión «todas 
las personas» hay que interpretarla en relación con el ámbito del derecho de que 
se trata, es decir, con «la tutela efectiva de los Jueces y Tribunales», que compren-
de lógicamente, en principio, a todas las personas que tienen capacidad para ser 
parte en un proceso, capacidad que no puede negarse a la Diputación Foral”.
Por su parte la acción de amparo podrá ser ejercida, tanto por los ciudada-
nos, como por cualquier otra persona –natural o jurídica— con interés legítimo, 
aunque no sea titular del mismo (cf. STC 19/1983 y 53 /1983).
Se emplea con el sentido de facultad del sujeto que es titular del mismo, por 
el cual son exigibles por su parte determinadas prestaciones o conductas: dere-
chos activos, como el derecho de rectifi cación (STC 35/1983) o derechos pasivos 
como el derecho a pensión de orfandad (STC 33/1983) o el derecho de pensión 
(STC 103/1983). Derechos que tienen una naturaleza y una fi nalidad (cf. STC 
35/1983), deben cumplir en su ejecución los principios y derechos fundamentales 
–como el derecho a la no discriminación por sexo (cf. STC 35/1983)— y pueden 
estar sujetos a límites o al cumplimiento de requisitos. Por ejemplo, el derecho a 
pensión de orfandad, sólo se concederá a los que han sido adoptados de forma 
plena, al estar igualada su adopción a la fi liación por naturaleza, y se fi ja la ne-
cesidad de que la misma sea anterior en un determinado tiempo al fallecimiento 
del adoptante (cf. STC 33/1983).
El término se emplea en referencia a todo el ordenamiento jurídico: “debe 
señalarse que dentro de los supuestos en atención a los cuales se establecen por 
el Derecho” (STC 62/1983) o “En nuestro Derecho,” (STC 103/1983). También en 
referencia a una rama del mismo, por ejemplo: Derecho sustantivo, Derecho La-
boral, o Derecho procesal (cf. STC 3/1983), que poseen características diferentes 
—el derecho laboral tiene un carácter tuitivo y compensador—, pero que pueden 
estar relacionados: “superando tendencias que creían que el Derecho procesal 
era un conjunto de normas neutras y aisladas del Derecho sustantivo, resulta pa-
tente que ambos son realidades inescindibles” (cf. STC 3/1983). En estos casos el 
término, como ocurría en el año anterior, se escribe siempre en mayúscula.
Se recoge también en referencia a la forma del Estado: Estado democrático 
y social de derecho. Forma de Estado, en la cual la igualdad no puede ser me-
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ramente formal, sino que debe buscarse de forma activa la misma, aunque sea 
mediante la desigualdad jurídica (cf. STC 3/1983).
2.2.3.5.10. Deber 
El término se emplea en ocho ocasiones, seis de ellas en singular y dos en 
plural. 
El deber es de cumplimiento obligatorio (cf. STC 9/1983) viene impuesto 
por la norma, ya sea la Constitución o normas de menor rango, como el Código 
Civil (cf. STC 101/1983, STC 9/1983 o STC 120/1983). Los deberes que imponen 
dichas normas no son iguales para todos, dependerá de la situación concreta, 
el cargo que ocupe o la labor que desempeñe: la Constitución impone a los ciu-
dadanos un deber general negativo de abstenerse de cualquier actuación que la 
vulnere, y algunos deberes positivos, mientras que a los titulares de los poderes 
públicos se les impone el deber general positivo de realizar sus funciones de 
acuerdo a la misma, es decir, de acatarla, aunque no se esté de acuerdo con la 
misma (cf. STC 101/1983). Además, incluso en el caso de deberes de aplicación 
a todos los ciudadanos establecidos por otros derechos fundamentales, pueden 
verse en ocasiones mitigados (cf. STC 9/1983).
2.2.3.5.11. Honor 
El término honor se emplea en dos ocasiones, una como atributo propio de 
la persona, límite de la libertad de expresión (cf. STC 120/1983), y otra en sentido 
negativo, deshonor, como aquello que deriva de los actos propios del individuo, 
y que está más allá de la esfera jurídica pues “ni la Constitución ni la ley pueden 
garantizar al individuo contra el deshonor que nazca de sus propios actos” (STC 
50/1983). 
2.2.3.5.12. Matrimonio 
El término matrimonio se utiliza en tres ocasiones dentro de la STC 7/1983. 
Es un acto que se contrae por las partes, que no pueden derivar del mismo conse-
cuencias jurídicas diferentes en función del sexo de los contrayentes, ya sea varón 
o mujer (cf. STC 7/1983). 
2.2.3.5.13. Tutela 
El término tutela se emplea en once ocasiones a lo largo de los textos rele-
vantes. En todos los casos hace referencia a la tutela judicial de derechos y liber-
tades. 
En cuanto derecho en sí mismo, derecho a la tutela judicial, puede ser ejerci-
do por los ciudadanos, en virtud del artículo 53 de la CE (cf. STC 76/1983), pero 
también por aquellas personas —física o jurídica—, que, no siendo titulares en 
función de los establecido en la Constitución, sí que tengan un interés legítimo 
(cf. STC 19/1983 y 53/1983).
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El artículo 53 CE establece, junto al artículo 24 y 162, una tutela reforzada, 
en contraposición a la tutela ordinaria, que no podrían ejercer los sujetos no con-
templados en dichos artículos (cf. STC 53/1983). 
Por otra parte, la tutela judicial puede ser restringida, siempre que “la res-
tricción actúa en servicio de la efectividad o promoción de otros bienes o dere-
chos fundamentales y libertades públicas constitucionalmente protegidas” (STC 
3/1983), y no tiene por qué ser igual para todas las partes intervinientes en un 
proceso, pudiendo ser más fácil para una parte que para otra, siempre que sea de 
forma proporcionada y razonable, a la vez que apoyada en los principios funda-
mentales de la constitución (cf. STC 3/1983).
2.2.3.6. Fuentes doctrinales y jurisprudenciales especifi cadas en las senten-
cias 
En los textos seleccionados de la jurisprudencia relevante del año 1983, no 
se hace mención a ningún criterio de autoridad ajeno al propio tribunal, más allá 
de menciones a la doctrina: “lo que una doctrina reciente denomina el círculo 
interior del Estado” (STC 50/1983).
2.2.3.7. Conclusiones 
Sobre los criterios interpretativos de los términos, y por lo tanto en cuanto 
a cómo se determina el concepto de persona en la jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional, la propia jurisprudencia establece que “la expresión «todas las 
personas» hay que interpretarla en relación con el ámbito del derecho de que se 
trata” (STC 19/1983). 
En cuanto a la primera pregunta: quién es persona, no encontramos una 
respuesta clara de la jurisprudencia. La jurisprudencia del año 1983 va a hablar, 
por un lado, de persona física, natural o individual, y de persona jurídica, la cual 
defi ne como “personifi caciones que para el logro de un fi n común reciben en 
conjunto dicho nombre” (STC 53/1983). 
La relación entre los diversos sujetos de derechos no queda claramente esta-
blecida, mezclándose en ocasiones los titulares de los derechos a los que se hace 
referencia, indicando la jurisprudencia que es uno, cuando en el texto normativo 
original es otro. Sí que queda mejor establecida la relación entre el término ciu-
dadano y el de persona: todo ciudadano será persona, pero no todas las personas 
serán ciudadanos.
 A la segunda pregunta: qué es la persona, cuál es su naturaleza, no halla-
mos una respuesta expresa. Sí que se indican diversas cualidades de la misma. 
La persona es un ser sexuado: varón o mujer. Es concreta y determinada, 
puede ser identifi cada. Se la puede fotografi ar, e identifi car, pues posee unos 
rasgos únicos, aunque dicha identifi cación puede verse difi cultada por diversas 
circunstancias. Tiene una integridad, la cual se puede ver menoscabada por la 
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acción de terceros, y un honor, honor que se verá protegido de la acción de ter-
ceros, pero no de los propios actos, pues ni la ley ni la constitución le defenderán 
de dicho deshonor. 
Por su actuar propio, o por el de terceros, se ven modifi cadas las circuns-
tancias jurídicas en que se encuentra la persona. Será responsable de las con-
secuencias de sus propios actos, y podrá actuar contra los actos de terceros. La 
persona por su actuar modifi ca las circunstancias en las que se encuentra. Tiene 
intereses personales, que no sólo se satisfacen individualmente, sino que, gracias 
a la solidaridad e interrelación social refl ejada en la concepción de Estado como 
social y democrático de Derecho, la satisfacción del interés común es la forma 
de satisfacer el de todos y cada uno de los que componen la sociedad. Puede ser 
obligada a realizar conductas, por medio de la ley. 
Sobre las cualidades que pone en relación el propio texto del 78, vemos 
cómo, al igual que en años anteriores, no se defi nen de manera tal que resulten 
relevantes para el objeto de nuestra investigación. Sin embargo, en algunos casos 
sí que se establecen notas características de los mismos. 
La igualdad, o igualdad real, se defi ne como principio o valor permanente 
en nuestro ordenamiento jurídico por la forma de Estado en que se constituye 
España: Estado Social y Democrático de Derecho. La misma es un límite, junto a 
los derechos fundamentales, de la libertad legislativa. Se distingue de la igualdad 
jurídica, la cual no constituye un derecho subjetivo autónomo –no puede pedirse 
la tutela del mismo de forma independiente a cualquier otro derecho— y no es 
absoluta, pudiendo haber razones objetivas que justifi quen una desigualdad de 
tratamiento legal, ya que una desigualdad jurídica puede venir justifi cada, por la 
voluntad de restablecer la igualdad real del individuo. 
Los derechos fundamentales, son permanentes e imprescindibles, estable-
cen una relación jurídica entre cada ciudadano y el Estado desde el reconoci-
miento de aquéllos en la Constitución. Pueden ser modifi cados por la ley, respe-
tando sus notas esenciales, en la medida en que el legislador considere oportuno, 
aunque nunca de forma retroactiva.
 El deber es de cumplimiento obligatorio viene impuesto por la norma, ya 
sea la Constitución o normas de menor rango, como el Código Civil, no son igua-
les para todos, dependerá de la situación concreta, el cargo que ocupe o la labor 
que desempeñe.
Finalmente, en cuanto a la pregunta por los derechos de los que es titular la 
persona por el mero hecho de ser persona, la jurisprudencia empieza a responder 
de forma más directa a esta pregunta, aunque ella misma indica que la cuestión 
de la titularidad de los derechos fundamentales no puede ser resuelta con carác-
ter general con relación a todos y cada uno de ellos.
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Se establece que mientras que los ciudadanos son titulares de todos los de-
rechos y libertades reconocidos en la Constitución, las personas pueden serlo de 
algunos, pero no se puede afi rmar de forma general que lo sean de todos, sino 
que habrá que atender a los sujetos que la propia constitución reconoce: personas 
jurídicas —art 27.6—, comunidades —art 16—,… y al propio carácter del dere-
cho: por ejemplo, la libertad personal —art 17— y la intimidad personal— art 
24—,… o al ámbito del derecho del que se trate, para determinar a quién se reco-
noce como titular del mismo, ya que aunque una mera lectura de los artículos 14 
a 29, acredita que existen derechos fundamentales cuya titularidad se reconoce 
expresamente a quienes no pueden clasifi carse como ciudadanos, en algún su-
puesto, la Constitución utiliza expresiones cuyo alcance hay que determinar. Esta 
determinación tendrá que realizarla el legislador, y valorarla como constitucio-
nal o inconstitucional el Tribunal Constitucional. 
En concreto a lo largo de la jurisprudencia del año 1983 se reconoce a la 
persona el derecho a la intimidad, y el derecho al honor. También que está legiti-
mada para interponer el recurso de amparo, siempre que invoque un interés legí-
timo, en base a lo establecido en el art 162.1.b) y en art 46.1.b) de la LOTC, aunque 
no sea titular del derecho fundamental que alega como vulnerado, y titulares del 
derecho a la jurisdicción y al proceso, tanto del artículo 24.1 de la CE, como del 
53.2, cuando no siendo titulares en función de los establecido en la Constitución, 
sí que tengan un interés legítimo.
2.2.4. 1984
El año 1984 no trae consigo cambios en la composición del Tribunal Consti-
tucional46. La jurisprudencia relevante de este año, la componen trece sentencias, 
de un total de cincuenta y dos sentencias.
2.2.4.1. Persona: su expresión singular y plural
El término se emplea en once ocasiones dentro de los textos relevantes del 
año 1984, nueve veces en singular –siete de ellas en la STC 22/1984— y tres en 
plural, a lo largo de cuatro sentencias. Tres son los ponentes de dichas sentencias: 
don Luis Díez—Picazo y Ponce de León —STC 22/1984 y STC 51/1984—, don 
Francisco Rubio Llorente –STC 107/1984— y don Ángel Latorre Segura – STC 
110/1984—.
46 Tribunalconstitucional.es (2017). Historia del Tribunal Constitucional. [online] Disponible en: https://
www.tribunalconstitucional.es/es/tribunal/historia/Paginas/Tribunal—Constitucional—de—Es—pa-
nia.aspx [Acceso 22 Mayo 2017].
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El término se utiliza como proposición subordinada adjetiva: de la persona, 
en ocho ocasiones. Acompaña a diversos sustantivos, y equivaldría a decir per-
sonal. 
Encontramos el término con este uso sintáctico en la STC 22/1984; en la 
misma se dice que la inviolabilidad de domicilio es un derecho fundamental de 
la persona (cf. STC 22/1984). El concepto de domicilio no será el mismo en el 
ámbito constitucional, que, en el Derecho privado, es decir, no será el punto de 
localización de la persona, tal y como indica al art 40 del Código Civil, sino que 
será: el ámbito donde se desarrolla la vida privada de la persona. Ámbito que se 
defi ne como aquel espacio en el cual “el individuo vive sin estar sujeto necesaria-
mente a los usos y convenciones sociales y ejerce su libertad más íntima”. No es 
por lo tanto tan sólo un espacio físico, sino un ámbito de emanación de la persona 
y de su esfera privada. Esfera privada, dentro del espacio limitado que la propia 
persona elige, exenta e inmune a las invasiones o agresiones exteriores de otras 
personas o de la autoridad pública (cf. STC 22/1983). 
Sin embargo, este espacio íntimo, está sujeto a limitaciones en su protec-
ción. Mediante autorización judicial o en caso de fl agrante delito puede limitarse 
el derecho, al entenderse en estas situaciones superiores los fi nes sociales a los 
derechos individuales, siempre que estos fi nes sociales constituyan en sí mismo 
valores constitucionalmente reconocidos, y se establezca su prioridad constitu-
cionalmente (cf. STC 22/1983). 
Por otra parte, la jurisprudencia nos muestra cómo, pese a su importancia, 
los derechos fundamentales no están defi nidos y que en ocasiones será el Tribu-
nal el que venga a determinar los límites o implicaciones del mismo: en la STC 
110/1984 se planteó si la situación económica de una persona, datos económi-
cos sobre la misma, están dentro de la intimidad constitucionalmente protegida. 
Concluye la jurisprudencia que sí lo está, con el límite del interés público, en 
consecuencia, en materia tributaria está amparada la actividad inspectora y com-
probatoria y su intromisión por imperativos de interés público.
Encontramos el término en referencia al fi n de la “protección civil”: garan-
tizar la seguridad de las personas y bienes (cf. STC 123/1984).
En tres ocasiones el término se emplea acompañado por diversos adjetivos: 
persona afectada en la STC 22/1984, y personas individuales y personas jurídicas 
en la STC 51/1984. En la primera sentencia el término afectada se utiliza para 
clasifi car a las personas que ve limitados sus derechos fundamentales, en este 
caso la inviolabilidad del domicilio (cf. STC 22/1984). En la segunda sentencia, el 
término se adjetiva para diferenciar a las personas jurídicas, de las personas in-
dividuales —en el sentido de natural o física—, las cuales, en cuanto ciudadanos, 
tendrán los derechos que se reconozca a los mismos en cuanto tales, derechos que 
no se reconocerán genéricamente a las personas jurídicas (cf. STC 51/1984).
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Por último, encontramos el término, en la STC 107/1984. En la se establece 
que hay derechos que son propios de la persona en cuanto tal y no como ciudada-
no. La misma sentencia, indica que estos términos que estamos manejando, esta 
terminología, es ciertamente equívoca, y por lo tanto hay que entender que los 
derechos propios de la persona son aquellos imprescindibles para la garantía de 
la dignidad humana (cf. STC 107/1984). Serían derechos tales como el derecho a 
la vida, a la integridad física y moral, a la intimidad, la libertad ideológica, etc. 
Estos derechos corresponden a los extranjeros por propio mandato constitucio-
nal, y no resulta posible un tratamiento desigual respecto a ellos con relación a 
los españoles (cf. STC 107/1984).
2.2.4.2. Sus derivados
No encontramos dentro de los textos seleccionados de la jurisprudencia re-
levante del año 1984 empleado el término personalidad. 
2.2.4.2.1. Personal 
Por su parte el término personal se emplea en dos ocasiones, ambas en sin-
gular. En la STC 73/1984 se utiliza para clasifi car la efi cacia del Convenio Colec-
tivo, el cual tiene efi cacia personal general, es decir, de aplicación a las personas, 
y con carácter general, es decir, no sólo a una, sino a todas y cada una de ellas (cf. 
STC 73/1984). En el segundo caso, se emplea como clasifi cación de la vida priva-
da, la cual puede ser personal y familiar (cf. STC 110/1984).
2.2.4.3. Términos de signifi cación próxima
En este año, a lo largo de los textos seleccionados encontramos que no se 
emplean los términos: hombre, varón, mujer, nadie y todos –en un sentido distin-
to del de pronombre indefi nido masculino plural—. 
2.2.4.3.1. Individuo 
El término individuo se emplea en una ocasión, como aquella persona que 
en el espacio inviolable del domicilio “vive sin estar sujeto necesariamente a los 
usos y convenciones sociales y ejerce su libertad más íntima” (STC 22/1984). El 
contenido de signifi cado del término domicilio, y sus implicaciones, ya se han 
analizado previamente. 
2.2.4.3.2. Ciudadano 
El término ciudadano aparece siete veces, cinco en plural y dos en singular.
Se emplea el término en referencia al titular de derechos frente al Estado 
(cf. STC 75/1984). De los derechos recogidos en la Constitución en el apartado 
I y, también, de derechos de carácter económico y social. Derechos que, por su 
trascendencia social, necesitan de la intervención del Estado para su efectividad. 
Esta interpenetración entre Estado y Sociedad, propia del Estado como social de 
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Derecho, hace que los ciudadanos participen en la organización del Estado, tanto 
como el Estado en la sociedad, mediante la ordenación de las entidades de carác-
ter social (cf. STC 18/1984 y STC 23/1984).
De ninguno de estos derechos, puede derivarse para el ciudadano “obliga-
ción alguna conminada con la amenaza de la sanción penal” (STC 75/1984).
Se identifi ca el término con el de personas individuales, ya que cuando es 
a los ciudadanos en cuanto tales, y por consiguiente a personas individuales, 
que se les reconocen determinados derechos, éstos no se reconocen genéricamen-
te a las personas jurídicas (cf. STC 51/1984). Sin embargo, el término no puede 
identifi carse completamente, pues en la STC 107/1984, se establece, que hay de-
rechos que pertenecen a la persona en cuanto tal y no como ciudadano (cf. STC 
107/1984). Es decir, que no toda persona física será titular de todos los derechos, 
sino sólo de “aquellos imprescindibles para la garantía de la dignidad humana, 
que conforme al art. 10.1 de nuestra constitución, constituye fundamento del or-
den político español” (STC 107/1984).
Finalmente, el término se emplea también como adjetivo del sustantivo or-
den, como aquello que debe mantener la seguridad pública, se iguala orden pú-
blico. En un uso que no tiene mayor aporte de cara a establecer su contenido de 
signifi cado
2.2.4.4. Términos derivados de palabras de signifi cación próxima
En el año 1984 sólo encontramos empleados los términos individual y hu-
mano. 
2.2.4.4.1. Individual 
El término se emplea en dos ocasiones, en plural, en las sentencias 22/1984 
y 51/1984. 
En la primera sentencia se emplea califi cando al sustantivo derechos, para 
indicar que los mismos son propios de la persona, y que pueden estar sometidos 
a fi nes sociales, cuando estos fi nes sean en sí mismos valores constitucionales re-
conocidos y su prioridad quede establecida en el propio texto constituyente (cfr. 
STC 22/1984).
En el segundo uso, acompaña al sustantivo personas, para indicar aquellas 
que, siendo ciudadanos, —no pueden serlo las personas jurídicas—, serán titula-
res de los derechos que se les otorgan a los mismos (cfr. STC 51/1984).
2.2.4.4.2. Humano 
El término humano lo encontramos empleado como adjetivo califi cativo de 
sustantivos femeninos, por lo que lo encontraremos el término humana en tres 
ocasiones, todas ellas en singular. Se utiliza califi cando a los términos relevantes: 
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vida y dignidad. Por lo que remitimos su análisis a los apartados correspondien-
tes a dichos términos: 2.2.2.4.5.1 y 2.2.2.4.5.6, respectivamente. 
2.2.4.5. Términos que expresan un predicado del ser personal 
En el año 1984, en los textos seleccionados no encontramos empleados los 
términos: natural, honor, familia, matrimonio, tutela y educación. 
2.2.4.5.1. Vida 
El término vida se emplea en diez ocasiones, todas ellas en singular. 
En cinco ocasiones el término viene acompañado por el adjetivo privada, 
y en otra se emplea en referencia a la misma. Con dicho término se califi ca la 
vida de la persona o de familia que ésta lleva a cabo en su domicilio (cfr. STC 
22/1984), y que pertenece a la esfera de la intimidad de la persona y de la familia, 
que debe quedar excluido del conocimiento ajeno y de las intromisiones de los 
demás, salvo autorización del interesado (cf. STC 110/1984).
Se emplea en otras dos ocasiones acompañado también de un adjetivo que 
concreta y limita su contenido de signifi cado. En una ocasión como vida cultural, 
la cual se emplea, pero sin defi nir el término. Tan sólo se indica que la misma 
es “algo de la competencia propia e institucional tanto del Estado como de las 
Comunidades Autónomas” (STC 49/1984). En otra acompañado del adjetivo hu-
mana, en referencia a la vida que está siendo gestada, y por lo tanto se encuentra 
en formación. Esta vida se dice que es “un bien que constitucionalmente merece 
protección” (STC 74/1984). Por ello la misma debe ser respetada y protegida por 
el Estado, sin embargo, los ciudadanos no tienen obligación alguna conminada 
con la amenaza de la sanción penal, por esta mera proclamación constitucional 
(cf. STC 74/1984). 
Finalmente, se emplea como contenido de un derecho en dos ocasiones: 
el derecho a la vida. Sin defi nir qué se entiende por el mismo. Sí que se estable-
ce que es propio de toda persona, y que pertenece a “aquellos que son impres-
cindibles para la garantía de la dignidad humana, que, conforme al art. 10.1 de 
nuestra Constitución, constituye fundamento del orden político español” (STC 
107/1984). Sin embargo, a pesar de su naturaleza fundamental, no prima sobre 
fi cciones o presunciones de derecho privado ni de ninguna de las categorías jurí-
dicas que a través de una obra de siglos nuestra civilización ha ido construyendo 
para asegurar la libertad en la sociedad (cf. STC 74/1984).
2.2.4.5.2. Integridad 
El término integridad se utiliza en una ocasión, como bien protegido por un 
derecho, derecho a la integridad física y moral. No se defi ne qué se entiende por 
la misma, pero sí que se indica que dicho derecho pertenece a aquellos “que son 
imprescindibles para la garantía de la dignidad humana, que, conforme al art. 
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10.1 de nuestra Constitución, constituye fundamento del orden político español” 
(STC 107/1984) y que por lo tanto “pertenece a la persona en cuanto tal” (STC 
107/1984).
2.2.4.5.3. Física 
El término física se utiliza en una ocasión en la STC 107/1984 califi cando a 
la integridad, objeto de protección, al ser un derecho de toda persona. La misma 
se indica que puede ser física o moral. Por lo tanto, la persona tendrá una dimen-
sión física y otra moral, que deben ser respetadas. 
2.2.4.5.4. Jurídica 
El término se emplea en 14 ocasiones, diez en singular y cinco en plural. 
Lo encontramos califi cando distintos sustantivos, limitando y determinando su 
contenido de signifi cado. 
Califi ca al sustantivo personas, en contraposición de las personas físicas o 
individuales, tal y como hemos analizado previamente.
Se habla de naturaleza jurídica de determinados entes (cf. STC 18/1984)— y 
de determinadas realidades (cf. STC 34/1984), —la cual puede ser desconocida, 
o difícil de clasifi car, por la confi guración del Estado social de derecho, en el que 
se difumina la dicotomía Derecho público—privado y, en consecuencia, aumenta 
la difi cultad a la hora de determinar la incidencia en la misma de nuevas regula-
ciones (cf. STC 18/1984).
Se emplea en tres ocasiones para clasifi car el ordenamiento, el cual encuen-
tra al completo su fundamentación en la Constitución (cf. STC 22/1984). También 
lo encontramos acompañando al sustantivo orden (STC 23/1984), a los sustan-
tivos bienes y categorías (STC 75/1984), consecuencias (STC 83/1984), régimen 
(STC 89/1984), posición (STC 107/1984) y, por último, seguridad (STC 124/1984). 
Aunque en los casos examinados no se defi ne, el adjetivo jurídica viene a clasifi -
car los mismos, y los pone en relación con realidades creadas o existentes en un 
ámbito del derecho o legal. 
2.2.4.5.5. Dignidad 
El término se emplea en dos ocasiones, ambas en singular, acompañadas 
del adjetivo humana.
Esta dignidad humana es fundamento del orden político español, en virtud 
del art. 10.1 CE. Garantía de la misma son aquellos derechos que pertenecen a 
toda persona, con independencia de su situación jurídica (cf. STC 107/1984), en 
consecuencia, la exigencia de justicia (cf. STC 124/1984) o “derechos tales como 
el derecho a la vida, a la integridad física y moral, a la intimidad, la libertad ideo-
lógica, etc., corresponden a los extranjeros por propio mandato constitucional, 
147El concepto de persona en la jurispridencia del Tribunal Constitucional
y no resulta posible un tratamiento desigual respecto a ellos en relación con los 
españoles” (STC 107/1984).
2.2.4.5.6. Inviolable 
El término se utiliza en una ocasión en la STC 22/1984 clasifi cando al sus-
tantivo domicilio, e indicando que el mismo es “un espacio en el cual el individuo 
vive sin estar sujeto necesariamente a los usos y convenciones sociales y ejerce su 
libertad más íntima”. Estando protegido por el derecho a la inviolabilidad del do-
micilio, el cual protege el espacio físico en sí mismo considerado y lo que en él hay 
de emanación de la persona y de esfera privada de ella, mediante una extensa serie 
de garantías y de facultades, en las que se comprenden las de vedar toda clase de 
invasiones, incluidas las que puedan realizarse telemáticamente (cf. STC 22/1984).
2.2.4.5.7. Libertad 
El término libertad aparece en 10 ocasiones, 4 en singular y 6 en plural.
El término se utiliza en referencia a los valores superiores del ordenamiento 
(STC 124/1984). 
Lo encontramos empleado junto al término derecho “derechos y liberta-
des” (STC 107/1984). Como sinónimo del mismo, en referencia a una facultad 
propia del sujeto, al hablar de libertades públicas (STC 22/1984), de libertades 
tradicionales –en referencia al derecho a la intimidad (STC 110 /1984)—. O de un 
derecho en concreto –libertad ideológica (STC 107/1984)—.
Se emplea también en referencia a la facultad del sujeto, titular de la mis-
ma, de hacer o no hacer, sin infl uencias exteriores. Se habla del domicilio como 
el lugar donde la persona ejerce su libertad más íntima, pues es el espacio donde 
“vive sin estar sujeto necesariamente a los usos y convenciones sociales” (STC 
22/1984). En su ejercicio en la sociedad, se ve protegida en el ámbito jurídico, 
por diversas categorías y realidades (STC 75/1984). Aunque también está sujeta 
a límites: la libertad del legislador debe respetar, en todo caso, el marco constitu-
cional (STC 23/1984). 
2.2.4.5.8. Igualdad 
El término igualdad se utiliza en 19 ocasiones, todas ellas en singular. 
Esta igualdad puede ser genérica, sin califi cativos que la limiten a un ámbi-
to de la realidad: igualdad real del individuo (STC 31/1984). Esta igualdad real 
no implica, como se establece en la STC 83/1984:
“la necesidad de que todos los españoles se encuentren siempre, en todo mo-
mento y ante cualquier circunstancia, en condiciones de absoluta igualdad, pues 
esta igualdad real, cuya procura encomienda la Constitución (art. 9.2) a todos 
los poderes públicos y que es una fi nalidad propia del Estado social y demo-
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crático de derecho, no impide que, en la práctica el ejercicio de determinadas 
actividades requiera la posesión de determinados medios.” 
O puede ser propia de un ámbito, como igualdad como valor superior del 
ordenamiento jurídico (STC 31/1984), o la igualdad ante la ley. En este último 
caso, la jurisprudencia, como en años anteriores, defi ne que hay que entender la 
igualdad como la: 
“obligación del Legislador de no establecer distinciones artifi ciosas o arbitrarias 
entre situaciones de hecho cuyas diferencias reales, si existen, carecen de rele-
vancia desde el punto de vista de la razón de ser discernible en la norma, o de 
no anudar consecuencias jurídicas arbitrarias o irrazonables a los supuestos de 
hechos legítimamente diferenciados” (STC 83/1984). 
Esta igualdad ante la ley, sin embargo, como el propio texto fundante ma-
nifi esta es sólo en referencia a “«los españoles»”. Ya que son éstos quienes, «son 
iguales ante la ley» (cf. STC 107/1984), no siendo obligatorio que se extienda tal 
igualdad a los extranjeros. Aunque ésta puede llegar a darse, si por el desarrollo 
legal de los derechos así se estableciera “de modo que la igualdad o desigualdad 
en la titularidad y ejercicio de tales derechos y libertades dependerá, por propia 
previsión constitucional, de la libre voluntad del tratado o la ley” (STC 107/1984).
2.2.4.5.9. Seguridad 
El término se emplea en una ocasión, en singular, acompañado del adjeti-
vo jurídica. El no poder volver sobre la cosa juzgada, es decir, que las decisio-
nes judiciales sean preclusivas, es fundamento de la seguridad jurídica (cfr. STC 
124/1983)
2.2.4.5.10. Derecho 
El término derecho se emplea en cuarenta y seis ocasiones, veintisiete en 
singular y diecinueve en plural. 
Se emplea para denominar de forma genérica la facultad que se reconoce 
a diversos sujetos. En cuanto estos derechos están recogidos en la norma fun-
dante: se clasifi carán como derechos fundamentales (STC 75/1984). Derechos 
fundamentales que, en su desarrollo, no permiten, pese a su naturaleza de fun-
damentales “prescindir de las fi cciones o presunciones de derecho privado ni 
de ninguna de las categorías jurídicas que a través de una obra de siglos nuestra 
civilización ha ido construyendo para asegurar la libertad en la sociedad” (STC 
75/1984). En este mismo sentido se emplea el término en la expresión: derechos 
y libertades (STC 107/1984) o derecho u obligaciones (STC 22/1984). 
También se utiliza en referencia a facultades concretas: derechos de carác-
ter económico y social (STC 18/1984), derecho de participación política (STC 
51/1984) o derecho a la intimidad (STC 110/1984).
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En cuanto a la titularidad de dichos derechos se proclaman que de los mis-
mos pueden ser titulares los individuos (STC 22/1984), los ciudadanos (STC 
18/1984), las personas (STC 22/1984), los españoles o los extranjeros (STC 
22/1984). Esta titularidad estará en función de la naturaleza de los mismos, ya 
que hay
“derechos que pertenecen a la persona en cuanto tal y no como ciudadano, o, si 
se rehúye esta terminología, ciertamente equívoca, de aquellos que son impres-
cindibles para la garantía de la dignidad humana, que, conforme al art. 10.1 de 
nuestra Constitución, constituye fundamento del orden político español” (STC 
107/1984),
o en función de lo establecido por la ley o los tratados, pues “de la igualdad 
o desigualdad en la titularidad y ejercicio de tales derechos y libertades (por los 
extranjeros) dependerá, por propia previsión constitucional, de la libre voluntad 
del tratado o la ley” (STC 107/1984). 
Se emplea el término para designar a las diversas ramas o ámbitos del Dere-
cho, caso en que siempre se emplea el término en mayúsculas: Derecho público, 
Derecho privado (STC 18/1984). Dicotomía que, según la jurisprudencia, se su-
pera con el Estado Social y Democrático de Derecho, forma de Estado en que se 
constituye España (STC 31/1984), y que se ha conformado en la “realidad propia 
del mundo occidental de nuestra época, que trasciende a todo el orden jurídico” 
(STC 23/1984). La confi guración del Estado como social de Derecho “viene así a 
culminar una evolución en la que la consecución de los fi nes de interés general no 
es absorbida por el Estado, sino que se armoniza en una acción mutua Estado—
Sociedad, que difumina la dicotomía Derecho público—privado” (STC 18/1984). 
2.2.4.5.11. Deber 
El término deber se emplea en dos ocasiones, en referencia a aquellas con-
ductas, exigibles a los ciudadanos por el Estado, que emanan de los preceptos 
establecidos en el propio texto fundante (cf. STC 18/1984). Sin embargo, hay que 
tener en cuenta que, de estos preceptos o bienes constitucionales, no puede des-
prenderse una obligatoriedad de la conducta sancionada más que la de abstener-
se de aquellas conductas que la ley penal castiga (cf. STC 75/1984).
2.2.4.6. Fuentes doctrinales y jurisprudenciales especifi cadas en las senten-
cias 
En el año 1984, el Tribunal Constitucional no tiene muchas referencias a cri-
terios de autoridad externos para justifi car la fundamentación de derecho llevada 
a cabo: menciona a la doctrina “la interacción entre Estado y sociedad, destacada 
por la doctrina, produce consecuencias muy diversas en el mundo del Derecho” 
(STC 23/1984), y a la Audiencia Nacional y al Tribunal Supremo, a los que da la 
razón en su argumentación y asume como propia (cf. STC 51/1984).
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2.2.4.7. Conclusiones
Ante la pregunta sobre quién es persona, no encontramos una respuesta 
clara de la jurisprudencia. Como hemos visto, la propia jurisprudencia, en la sen-
tencia 107/1984, establece que la terminología: persona, ciudadano… es cierta-
mente equívoca.
Las relaciones establecidas previamente se mantienen entre los términos 
persona e individuo: parece que toda persona es individuo, y que cuando se usa 
por el TC todo individuo, es persona. Por su parte los ciudadanos son personas 
individuales, no pudiendo ser ciudadanos las personas jurídicas; sin embargo, 
no todas las personas físicas serán ciudadanos. El criterio para establecer quién 
es ciudadano, en la jurisprudencia de 1984, se basa en la nacionalidad: sólo los 
españoles son ciudadanos, los extranjeros no lo serán.
La segunda pregunta, qué es la persona, cuál es su naturaleza, no se respon-
de de forma expresa. Sí que se dan a lo largo de las sentencias diversas cualidades 
de la misma. 
La persona emana, ejerce su libertad más íntima exenta e inmune a las in-
vasiones o agresiones exteriores de otras personas o de la autoridad pública en 
el espacio limitado que elige como su domicilio. Fuera de este espacio de vida 
privada, no ejercerá esta libertad, pues estará sometida a invasiones y agresiones 
de otros, que coartarán la misma.
La persona tiene una situación económica, una capacidad que está sometida 
al interés público. Por ello debe contribuir al mismo mediante el pago de impues-
tos. Para determinar los mismos, las Administraciones tienen derecho a acceder a 
los datos económicos de la persona.
Las personas individuales, en cuanto ciudadanos, tendrán derecho a la par-
ticipación política, no así las personas jurídicas. 
Sobre las cualidades que pone en relación el propio texto del 78, vemos 
cómo, al igual que en años anteriores, en su mayoría no se defi nen. Atendemos a 
aquellas que se han desarrollado de forma tal que permiten establecer un conte-
nido de signifi cado relevante para nuestro objeto de estudio. 
La vida es un bien que constitucionalmente merece protección, es objeto de 
un derecho que pertenece a toda persona. En cuanto al uso del término adjetiva-
do encontramos que hay referencias a vida cultural, y a vida privada, esta última 
se defi ne como aquella que la persona o la familia lleva a cabo en su domicilio, ya 
que pertenece a la esfera de la intimidad de las mismas y debe quedar excluido 
del conocimiento ajeno y de las intromisiones de los demás, salvo autorización 
del interesado.
La igualdad jurídica implica “obligación del Legislador de no establecer 
distinciones artifi ciosas o arbitrarias entre situaciones de hecho cuyas diferencias 
reales, si existen, carecen de relevancia desde el punto de vista de la razón de ser 
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discernible en la norma, o de no anudar consecuencias jurídicas arbitrarias o irra-
zonables a los supuestos de hechos legítimamente diferenciados” (STC 83/1984), 
y se establece además que la igualdad real no implica que todos se encuentren 
siempre en condiciones iguales ya que no impide que, en la práctica el ejercicio 
de determinadas actividades requiera la posesión de determinados medios.
Finalmente, en cuanto a la pregunta por los derechos que tiene la persona 
por el mero hecho de ser persona, como hemos visto, la jurisprudencia establece 
que hay derechos que son propios de la persona en cuanto tal y no como ciuda-
dano. Los derechos propios de la persona son aquellos imprescindibles para la 
garantía de la dignidad humana, que conforme al art. 10.1 de nuestra constitu-
ción, constituye fundamento del orden político español, tales como: el derecho 
a la vida, a la integridad física y moral, a la intimidad, la libertad ideológica y el 
derecho a la inviolabilidad del domicilio.
En la medida que son propios de la persona pertenecerían tanto a los espa-
ñoles como a los extranjeros, debiendo ser tratados de igual forma respecto de 
los mismos.
2.2.5. 1985
En el año 1985 encontramos a los mismos magistrados que en el año ante-
rior como miembros del Tribunal Constitucional. En dicho año, el cambio más 
signifi cativo, dentro del proceso constitucional, será la institución del recurso de 
amparo electoral (por Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral 
General)47. 
La jurisprudencia relevante la componen veinte sentencias, de un total de 
ciento dos.
2.2.5.1. Persona: su expresión singular y plural
El término persona se emplea en veintiocho ocasiones, nueve en singular y 
diecinueve en plural, a lo largo de doce sentencias de la jurisprudencia relevan-
te. Siete son los ponentes de dichas sentencias: don Luis Díez—Picazo y Ponce 
de León —STC 10/1985 y STC 51/1985—, don Francisco Rubio Llorente —STC 
32/1985 y STC 56/1985—, don Francisco Pera Verdaguer —STC 70/1985 y STC 
137/1985—, don Francisco Tomás y Valiente – STC 99/1985—, don Ángel Escu-
dero del Corral —STC 75/1985 y STC 108/1985— y don Rafael Gómez—Ferrer 
47 Tribunalconstitucional.es (2017). Historia del Tribunal Constitucional. [online] Disponible en: https://
www.tribunalconstitucional.es/es/tribunal/historia/Paginas/Tribunal—Constitucional—de—Espania.
aspx [Acceso 22 Mayo 2017].
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Morant —STC 53/1983 y STC 140/1985— y doña Gloria Begué Cantón —STC 
53/1983—. Estos dos últimos ponentes de la misma sentencia.
En cuanto a su interpretación, la jurisprudencia va a indicar que la palabra 
persona, no hace referencia al mismo concepto en todas las disciplinas jurídicas 
específi cas, siendo diverso lo que hay que entenderse por lo mismo, en civil, en 
penal, o en constitucional (cf. STC 53/1985). También, siguiendo a la Comisión 
Europea de Derechos Humanos, en relación con el artículo 2. º del Convenio en 
el asunto 8416/1979 en su decisión de 13 de mayo de 1980, indicará que la expre-
sión everyone o toute persone de los textos se refi ere a las personas ya nacidas y no 
es aplicable al nasciturus (cf. STC 53/1985). Criterio interpretativo que asumirá 
como propio el Tribunal. 
El término se utiliza, sin adjetivar, en referencia al sujeto concreto, en va-
rias sentencias: se habla de la persona acusada de la comisión de un delito (STC 
70/1985), de la persona que integra una candidatura (STC 75/1985), se indica 
que un pequeño grupo está constituido por 30 personas (STC 108/1985), entre 
otros ejemplos. Por el contexto pareciera que en todos los supuestos se excluye 
de la referencia a las personas jurídicas, sin embargo, en ningún caso, la senten-
cia proporciona información relevante para la determinación del contenido de 
signifi cado del término. 
El término lo encontramos adjetivado como personas físicas o individuales, 
contrapuesto a las personas jurídicas u otras colectividades (cf. STC 137/1985). 
Las personas físicas o jurídicas tendrán personalidad jurídica, y serán titulares 
de derechos. Otros grupos, o colectividades, que carezcan de dicha personalidad, 
como las fracciones políticas presentes en un órgano colegiado, no serán titulares 
de derechos (cf. STC 32/1985). Por la naturaleza de dichos derechos, algunos 
pueden no ser susceptibles de ser ostentados por las personas jurídicas, sin em-
bargo, otros, como la libertad de domicilio, no estarán necesariamente limitados 
en su titularidad a la persona física (cf. STC 137/1985). Además, al igual que las 
personas físicas pueden ser españolas y extranjeras, las personas jurídicas se cla-
sifi can como nacionales o extranjeras (cf. STC 137/1985).
En cuanto a las características que las sentencias recogen de la persona, se 
indica que la misma tiene sexo, y que este puede ser masculino o femenino (cf. 
STC 10/1985), y que dicha condición sexuada de la persona, no es un criterio ra-
zonable para un tratamiento legal desigual. 
La dignidad “está reconocida a todas las personas con carácter general” 
(STC 53/1985). Es un valor espiritual y moral inherente a la misma, y se ma-
nifi esta singularmente “en la autodeterminación consciente y responsable de 
la propia vida, y que lleva consigo la pretensión al respecto por parte de los 
demás” (STC 53/1985). Esta autodeterminación consciente, manifestación de la 
dignidad, implica que no pueden imponerse conductas que por sus consecuen-
cias menoscaben la misma, por ejemplo: la exigibilidad de llevar a término un 
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embarazo fruto de un acto no voluntario realizado sobre la mujer, implicaría 
la violación de dicha dignidad y la consideración de la misma como mero ins-
trumento (cf. STC 53/1985). Además, esa dignidad de todas las personas es el 
germen o núcleo de unos derechos «que le son inherentes» (cf. STC 53/1985), y 
otros que se encuentran íntimamente vinculados, como: el libre desarrollo de la 
personalidad, los derechos a la integridad física y moral, a la libertad de ideas y 
creencias, al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen (cf. 
STC 53/1985). 
Íntimamente relacionado con la dignidad está el derecho a la vida, dere-
cho de toda persona —con la salvedad interpretativa antes indicada—. Tanto la 
dignidad de la persona como el derecho a la vida de la misma, manifi estan su 
relevancia y signifi cación superior por su colocación en el título y en el capítulo 
donde se concretan ambos (cf. STC 53/1985).
Aquellos derechos imprescindibles para la garantía de la dignidad, indica-
dos anteriormente, son ostentados y susceptibles de amparo por toda persona, 
tanto por españoles como por extranjeros,
“de conformidad con el artículo 10 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos, con el artículo 6.1 del Convenio de Roma de 4 de noviembre de 
1950 (RCL 1979\2421), y con el artículo 14.1 del Pacto Internacional de De-
rechos Civiles y Políticos de Nueva York de 19 de diciembre de 1966 (RCL 
1977\893 y NDL 29530 bis), textos en todos los cuales el derecho equivalente 
al que nuestra Constitución denomina tutela judicial efectiva es reconocido 
a «toda persona» o a «todas las personas», sin atención a su nacionalidad.” 
(STC 99/1985)
La persona también ostenta derechos que pueden surgir de otros actos o 
normas; por ejemplo, de un acto administrativo en sede contencioso—adminis-
trativa (cf. STC 56/1985) o ex Constitutione, en atención al cargo que ocupa la per-
sona: por ejemplo, los Diputados y Senadores, gozan de una especial protección, 
como es la inviolabilidad de las opiniones manifestadas en el ejercicio de sus 
funciones (cf. STC 51/1985). 
2.2.5.2. Sus derivados
2.2.5.2.1. Personal 
El término personal se emplea en catorce ocasiones: trece de ellas en singu-
lar y una en plural.
Se emplea en referencia a aquello que es “propio o particular de la persona” 
(RAE 2015); equivaldría a decir, como indicábamos, de la persona. En este sen-
tido se establece que es propio de la persona tener: derechos individuales, como 
los recogidos en el artículo 23 –que son tanto personales como de grupo– (cf. STC 
75/1985), criterio, en función del cual se llevan a cabo las diversas acciones por 
parte del sujeto (cf. STC 8/1985), intimidad, la cual está íntimamente relacionada 
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con su dignidad –pudiendo verse ambas gravemente lesionadas, por actos de 
terceros— (cf. STC 53/1985), libertad, garantizada por la autonomía individual, 
la cual tiene margen de actuación dependiendo del ámbito del que se trate, pero 
incluso en aquellos ámbitos “como los de la Empresa en los que exigencias de 
índole económica, técnica o productiva reclaman una conformación colectiva de 
condiciones uniformes”, tiene cabida, pues la negociación colectiva “los asegura 
[los intereses individuales y la libertad individual], actuando como garantía bási-
ca de situaciones jurídicas individualizadas” (cf. STC 58/1985).
 También la persona puede ejercer o ser objeto de conductas que atañen a la 
misma, como, por ejemplo, ser emplazada o notifi cada (cf. STC 56/1985), siendo 
responsabilidad de otros, pero también de la propia persona las consecuencias 
de dichos actos.
Por otro, lado, lo encontramos en referencia a los trabajadores o empleados 
de una empresa o institución. Los cuales pueden ser tanto de sexo masculino, 
como femenino (cf. STC 10/1985), lo que no podrá dar lugar a un trato distinto, 
—asentando lo establecido por la jurisprudencia en años anteriores—. 
2.2.5.2.2. Personalidad 
El término personalidad se emplea en tres ocasiones: todas ellas en singular.
En una primera aproximación a los textos parece que se emplea de dos for-
mas diversas, primero en referencia a aquello, que poseen las personas físicas y 
jurídicas, en virtud de la cual son titulares de derechos: como el derecho del artí-
culo 23 (cf. STC 32/1985). Segundo como algo que es propio de la persona y que 
se caracteriza por ser libre en su desarrollo, fruto de la dignidad inherente de las 
mismas (cf. STC 53/1985).
2.2.5.3. Términos de signifi cación próxima
2.2.5.3.1. Individuo 
El término se emplea en cuatro ocasiones: una de ellas en singular y tres en 
plural.
Primero en referencia al titular de derechos subjetivos de defensa frente al 
Estado, integrados, junto a garantías institucionales y deberes positivos del Esta-
do, dentro de los Derechos fundamentales (cf. STC 53/1985). No pudiendo limi-
tarse su vigencia a “la posibilidad del ejercicio de pretensiones por parte de los 
individuos, sino que ha de ser asumida también por el Estado” (cf. STC 53/1985).
Segundo en referencia al titular de intereses, los cuales se conjugan con los 
intereses colectivos, pudiendo en ocasiones, y en función del ámbito; por ejem-
plo, en el ámbito laboral, limitarse los intereses individuales y la voluntad indivi-
dual que los manifi esta a favor de los intereses colectivos (cf. STC 58/1985)
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2.2.5.3.2. Hombre, varón y mujer 
Ni el término hombre ni el término varón los encontramos empleados en los 
textos de la jurisprudencia seleccionada. Por su parte el término mujer se emplea 
en nueve ocasiones: todas ellas en singular.
Se afi rma que la vida y la dignidad de la mujer constituyen derechos rela-
tivos a valores constitucionales de muy relevante signifi cación. Derechos de la 
mujer, que entran en colisión con el derecho a la vida del nasciturus por la situa-
ción sin paragón de relación entre el feto y la madre. Como no pueden prevale-
cer los derechos de la mujer de forma absoluta sobre el nasciturus, por ser éste 
un bien constitucionalmente protegido y encarnar un valor central del ordena-
miento constitucional, ni tampoco los del nasciturus sobre los de la madre, será 
responsabilidad del intérprete constitucional el ponderar los bienes y derechos, 
y armonizarlos en la medida que sea posible, o establecer en qué condiciones y 
requisitos prevalecerán unos sobre otros (cf. STC 53/1985). En esta interpretación 
establece como constitucional el no proteger la vida del no nacido: primero si se 
pone en riesgo la de la madre, ya que supondría penalizar a la mujer por defen-
der su derecho a la vida; segundo, si dicha vida es fruto de la comisión de un acto 
contrario a la voluntad de la mujer, ya que no permitir fi nalizar el embarazo así 
iniciado, sin su consentimiento, convierte a la mujer en un mero instrumento, lo 
que es inexigible por su dignidad, teniendo en cuenta, además la afectación pro-
funda en todos los sentidos que tendrá sobre la vida de la madre el dar vida a un 
nuevo ser (cf. STC 53/1985).
Al ser los derechos de la mujer preponderantes, en estos supuestos el Esta-
do debe “garantizar que la realización del aborto se llevará a cabo dentro de los 
límites previstos por el legislador y en las condiciones médicas adecuadas para 
salvaguardar el derecho a la vida y a la salud” de la mujer (cf. STC 53/1985).
2.2.5.3.3. Todos y nadie 
El término todos, como sustantivo, en referencia a la colectividad entera, se 
emplea en siete ocasiones.
Como titular del derecho a la educación (STC 86/1985), para indicar quién 
está sujeto a la constitución (STC 19/1985), lo que pone el término en relación 
directa con el de ciudadano, pues se hace referencia expresa en el texto jurispru-
dencial al artículo 9.1, sin embargo, dicho artículo indica que son los ciudadanos 
y los poderes públicos quiénes están “sujetos a la Constitución y al resto del or-
denamiento jurídico” (cf. STC 19/1985).
En el año 1985, en la sentencia 53, se hace un análisis del término y de qué 
ha de entenderse por el mismo. Se dice indica que dicho término es un término 
ambiguo, que puede llegar a incluir al nasciturus y no sólo a los ya nacidos, como 
el término persona —según la interpretación adoptada por el TC ya indicada pre-
viamente—. Al respecto el TC argumenta que “el debate parlamentario corrobora 
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que el nasciturus está protegido por el artículo 15 de la Constitución, aun cuando 
no permite afi rmar que sea titular del derecho fundamental” (STC 53/1985). 
Por su parte el término nadie lo encontramos empleado en una ocasión. In-
dicando que el derecho a la intimidad, del artículo 18.1 CE, establece un límite de 
actuación frente a todos, no pudiendo ningún sujeto inmiscuirse en la vida privada 
de las personas individuales, sin estar debidamente autorizado (cf. STC 137/1985).
2.2.5.3.4. Ciudadano 
El término se emplea en siete ocasiones: tres de ellas en singular y cuatro en 
plural.
Se utiliza como sustantivo, en referencia a los titulares de los derechos fun-
damentales, preservados y protegidos frente a los actos de los poderes públicos 
por medio del recurso de amparo. Recurso que deberá atender en todo caso a 
preservar dichos derechos conforme al régimen jurídico propio de cada ciudada-
no, atendiendo para ello al texto constitucional, y al régimen jurídico normativo 
de carácter subconstitucional que los regule en cada momento (cf. STC 8/1985). 
Derechos que suponen para el Estado no sólo una obligación negativa de no le-
sionar la esfera individual, sino una “obligación positiva de contribuir a la efec-
tividad de tales derechos, y de los valores que representan, aun cuando no exis-
ta una pretensión subjetiva por parte del ciudadano” (STC 53/1985). La cual se 
concreta especialmente por medio del legislador, quien recibe de los derechos 
fundamentales «los impulsos y líneas directivas», (cf. STC 53/1985)
También el ciudadano puede situarse en una situación jurídica, consecuen-
cia de su actuación o de la ausencia de la misma. Por ejemplo, la diligencia o no 
del ciudadano supondrá que la falta de emplazamiento personal se considere 
una lesión constitucional o no (cf. STC 56/1985).
El término se pone en relación con el de persona de forma directa en las sen-
tencias, al indicar que el ciudadano puede ser emplazado personalmente (cf. STC 
56/1985), y de forma indirecta al sustituirse un término por el otro, e indicar que 
un derecho del que es titular la persona en el texto constitucional, es titular el ciu-
dadano: “si se vulneró el artículo 24.1 de la CE, en cuanto otorga a los ciudadanos 
el derecho fundamental a obtener la tutela efectiva de los Jueces y Tribunales en 
el proceso debido” (STC 110/ 1985). 
2.2.5.4. Términos derivados de palabras de signifi cación próxima
Encontramos todos los Términos derivados de palabras de signifi cación 
próxima empleados en los textos seleccionados de la jurisprudencia relevante, 
salvo ciudadana e individualmente.
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2.2.5.4.1. Individual 
El término se emplea en catorce ocasiones: nueve de ellas en singular y seis 
en plural.
Se emplea en referencia a aquello que es “propio o particular del individuo” 
(RAE 2015). En este sentido se afi rma que los individuos poseen una esfera, pro-
tegida por los derechos fundamentales, que no puede ser lesionada por el Estado 
(cf. STC 53/1985). Una esfera de libertad individual, que no es absoluta (cf. STC 
178/1985), ya que los derechos e intereses individuales, pueden verse limitados 
e infl uidos en diversos ámbitos, como el laboral, en el cual la voluntad indivi-
dual, se interpreta jurisprudencialmente como sometida a la voluntad colectiva. 
La cual manifestada en los convenios colectivos se aplicará a las relaciones in-
dividuales de trabajo, con independencia de la voluntad del individuo, bajo la 
comprensión por parte del TC de que dicha negociación colectiva, no es, sino la 
plasmación del sistema constitucional de relaciones laborales, que posibilitan el 
bienestar social de los trabajadores y general (cf. STC 58/1985).
Se pone en relación el término individuo con el de persona, al indicar que 
las personas físicas son personas individuales, titulares del derecho a la intimi-
dad y a la inviolabilidad del domicilio (cf. STC 137/1985).
2.2.5.4.2. Humano 
El término se emplea en catorce ocasiones, nueve en singular y seis en plural
Cuatro de ellas califi can al sustantivo vida: vida humana. La cual se defi ne 
como:
“devenir, un proceso que comienza con la gestación, en el curso de la cual una 
realidad biológica va tomando corpórea y sensitivamente confi guración huma-
na, y que termina en la muerte; es un continuo sometido por efectos del tiempo 
a cambios cualitativos de naturaleza somática y psíquica que tienen un refl ejo en 
el status jurídico público y privado del sujeto vital.” (STC 53/1985)
Devenir en el que tiene una especial importancia el nacimiento al ser el mo-
mento en que al ser susceptible de vida independiente adquiere plena individua-
lidad humana (cf. STC 53/1985). La vida humana supone un valor constitucional 
y “constituye el derecho fundamental esencial y troncal en cuanto es el supuesto 
ontológico sin el que los restantes derechos no tendrían existencia posible” (STC 
53/1985). Garantizado en el artículo 15 de la CE, sustancialmente relacionado en 
su dimensión humana o dimensión moral con la dignidad de la persona (cf. STC 
53/1985). El nasciturus en cuanto este encarna este valor fundamental, también 
constituirá un “bien jurídico cuya protección encuentra en dicho precepto funda-
mento constitucional” (STC 53/1985).
Cinco de ellas dentro de la locución sustantiva Derechos Humanos. No se 
aporta información relevante para la determinación de su contenido de signi-
fi cado pues se utiliza dentro del título de diversas declaraciones y normativas 
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internacionales: Declaración Universal de Derechos Humanos, Convenio Euro-
peo para la Protección de los Derechos Humanos y Libertades Fundamentales; 
y dentro de la denominación de diversos organismos internacionales: Tribunal 
de Derechos Humanos, comisión Europea de Derechos Humanos (STC 53/1985 
y STC 99/1985).
Califi ca al sustantivo dignidad, para indicar que toda persona será titular 
de aquellos derechos que resulten indispensables “para la garantía de la digni-
dad humana” (STC 99/1985). Poniendo aquí la jurisprudencia en relación los 
términos persona y ser humano. 
Finalmente, lo encontramos califi cando al sustantivo leyes: leyes humanas. 
Las cuales “contienen patrones de conducta en los que, en general, encajan los 
casos normales” sin embargo, puede ocurrir que castigar penalmente el incum-
plimiento de la ley resulte inadecuado en determinadas situaciones, en estos ca-
sos “el legislador no puede emplear la máxima constricción —la sanción penal— 
para imponer (…) la conducta que normalmente sería exigible” (STC 53/1985). 
2.2.5.5. Términos que expresan un predicado del ser personal
No encontramos en los textos relevantes del año 1985 empleados los térmi-
nos: inviolable, familia y matrimonio.
2.2.5.5.1. Vida 
El término se emplea en cuarenta y cuatro ocasiones, todas ellas en singular. 
El término se haya desarrollado en profundidad en el año 1985, por la sentencia 
53, la cual analiza el artículo 15 de la CE. 
En dicha sentencia se elabora que ha de entenderse por el término vida, 
indicando al respecto que:
“La vida es un concepto indeterminado sobre el que se han dado respuestas 
plurívocas no sólo en razón de las distintas perspectivas (genética, médica, teo-
lógica, ética, etc.), sino también en virtud de los diversos criterios mantenidos 
por los especialistas dentro de cada uno de los puntos de vista considerados”. 
Sin embargo, para poder resolver la cuestión planteada, el TC establece que 
“no es posible resolver constitucionalmente el presente recurso sin partir de una 
noción de la vida” (STC 53/1985). Por lo que procede a establecer que la vida 
humana —como hemos visto anteriormente—: 
“es un devenir, un proceso que comienza con la gestación, en el curso de la cual 
una realidad biológica va tomando corpórea y sensitivamente confi guración 
humana, y que termina en la muerte; es un continuo sometido por efectos del 
tiempo a cambios cualitativos de naturaleza somática y psíquica que tienen un 
refl ejo en el status jurídico público y privado del sujeto vital”. 
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Además, añade al respecto que: “la gestación ha generado un tertium48 exis-
tencialmente distinto de la madre, aunque alojado en el seno de ésta”, y 
“que dentro de los cambios cualitativos en el desarrollo del proceso vital y par-
tiendo del supuesto de que la vida es una realidad desde el inicio de la gesta-
ción, tiene particular relevancia el nacimiento, ya que signifi ca el paso de la vida 
albergada en el seno materno a la vida albergada en la sociedad, bien que con 
distintas especifi caciones y modalidades a lo largo del curso vital. Y previamen-
te al nacimiento tiene especial trascendencia el momento a partir del cual el nas-
citurus es ya susceptible de vida independiente de la madre, esto es, de adquirir 
plena individualidad humana.”
La vida, bajo estas premisas, es objeto de un derecho reconocido en el texto 
fundante, en su artículo 15 en su doble signifi cación física y moral. Artículo que 
es la “proyección de un valor superior del ordenamiento jurídico constitucional 
—la vida humana— y constituye el derecho fundamental esencial y troncal en 
cuanto es el supuesto ontológico sin el que los restantes derechos no tendrían 
existencia posible” (STC 53/1985). Este derecho lo vincula la jurisprudencia al 
valor jurídico fundamental de la dignidad de la persona, indicando la relevancia 
y signifi cación de ambos por su posicionamiento dentro del texto: el artículo 10 
tras el título, del capítulo destinado a tratar de los derechos y deberes fundamen-
tales, y el artículo 15 a la cabeza del capítulo donde se concretan estos derechos, 
lo que muestra que “dentro del sistema constitucional son considerados como el 
punto de arranque, como el prius lógico y ontológico para la existencia y especi-
fi cación de los demás derechos.” (cf. STC 53/1985).
El derecho a la vida es reconocido a todos, y como recuerda el TC, fue en el 
Pleno del Congreso donde la enmienda fue aprobada por mayoría, para utilizar 
el término «todos» en sustitución de la expresión «todas las personas» (cf. STC 
53/ 1985). Con la fi nalidad “de incluir al nasciturus y de evitar, por otra parte, 
que con la palabra «persona» se entendiera incorporado el concepto de la misma 
elaborado en otras disciplinas jurídicas específi cas, como la civil y la penal, que, 
de otra forma, podría entenderse asumido por la Constitución”. Aunque se acep-
ta, que, si bien la ambigüedad del término «todos» no fue despejada, el defensor 
de la enmienda consideró que constituía una fórmula abierta que se estimaba 
sufi ciente para basar en ella la defensa del nasciturus (cf. STC 53/1983).
El derecho a la vida puede entrar en colisión con la dignidad de la persona o 
con el derecho a la vida de otros sujetos, debiendo el TC, establecer en qué casos 
y en qué supuestos prevalecerán unos sobre otros (cf. STC 53/1985).
El TC no utiliza tan sólo el término vida en esta sentencia, sino que lo encon-
tramos en los fundamentos jurídicos de otras, y no siempre con la misma defi ni-
48 Este término no se encuentra recogido en el Diccionario de la lengua española, en su vigesimotercera 
edición, publicada en octubre de 2014. Atendiendo al término por su signifi cado original en latín, equivale 
a decir “un tercero”.
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ción. En este sentido lo encontramos empleado en referencia a aquella actividad 
parlamentaria, que tiene lugar fuera de las Cámaras (cf. STC 51/1985), a la vida 
social, como aquello en lo que el Estado social y democrático de Derecho puede 
intervenir a través de las regulaciones (cf. STC 67/1985) y a la vida privada de las 
personas individuales (STC 137/1985).
2.2.5.5.2. Integridad 
El término se emplea en tres ocasiones, todas ellas en singular.
Como contenido del derecho recogido en el artículo 15 de la norma fundan-
te, íntimamente ligado al valor jurídico fundamental de la dignidad de la perso-
na, y como aquello que se ve puede ver gravemente dañado por el nasciturus en 
su dimensión física. Cuando esto ocurra el TC establece que primaría el derecho 
a la integridad física de la madre sobre la vida del nasciturus (cf. STC 53/1985). 
2.2.5.5.3. Física 
El término se emplea en diez ocasiones: seis de ellas en singular y cuatro en 
plural.
Acompaña al término persona en cuatro ocasiones. Se pone en referencia al 
término de persona jurídica, de cara a establecer la titularidad de derechos que el 
texto fundante reconoce a la persona, sin añadir ningún adjetivo califi cativo, tal 
y como analizamos previamente.
Califi ca al término integridad, la cual puede ser física o moral. Integridad 
fruto del derecho recogido en el artículo 15 CE (cf. STC 53/ 1985). Integridad 
que puede verse menoscabada, en el caso de la madre, por el nasciturus (cf. STC 
53/1985).
Finalmente, lo encontramos califi cando al término salud y al término taras 
acompañado del término psíquicas: “salud física o psíquica” de la madre, y “gra-
ves taras físicas o psíquicas del feto” (STC 53/1985). 
2.2.5.5.4. Natural 
El término se emplea en dos ocasiones. Primero acompañando al término 
vínculo, en referencia al “vínculo natural del nasciturus con la madre fundamen-
ta una relación de especial naturaleza de la que no hay paralelo en ningún otro 
comportamiento social”, y segundo en referencia al proceso natural de gestación, 
proceso que dura de forma natural 9 meses, y que debe ser protegido por el legis-
lador (cf. STC 53/1985).
2.2.5.5.5. Jurídica 
El término se emplea en veintiuna ocasiones: doce en singular y nueve en 
plural. Como adjetivo califi cativo lo encontramos acompañando a diversos sus-
tantivos, limitando su contenido de signifi cado. 
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Se emplea, sin establecer su contenido de signifi cado para determinar reali-
dades que pertenecen al mundo del derecho, bien porque en él tienen su origen, 
situaciones jurídicas individualizadas generadas por los contratos de trabajo (cf. 
STC 58/1985), o porque en él desarrollan sus efectos: el convenio colectivo tiene 
efectos jurídicos (cf. STC 58/1985).
Dentro de estos sustantivos encontramos que califi ca al sustantivo persona 
en seis ocasiones, tal y como hemos visto previamente, y a seguridad en cuatro. 
En ambos casos remitimos el análisis del contenido de signifi cado de los términos 
adjetivados por el término jurídica, a los apartados correspondientes dentro de 
este parte del análisis de los términos. 
Finalmente, se emplea en referencia a las distintas ramas del derecho: ci-
vil, penal, constitucional, las cuales se califi can como disciplinas jurídicas (STC 
53/1985).
2.2.5.5.6. Dignidad 
El término se emplea en ocho ocasiones, todas ellas en singular, en su ma-
yor parte, dentro de la STC 53/1985. 
La dignidad es “un valor espiritual y moral inherente a la persona, que se 
manifi esta singularmente en la autodeterminación consciente y responsable de la 
propia vida y que lleva consigo la pretensión al respecto por parte de los demás” 
(STC 53/1985). Es un valor jurídico fundamental –indisolublemente relacionado 
al derecho a la vida en su dimensión humana o dimensión moral—, dotado de 
una especial relevancia y signifi cación superior, como “manifi esta en su coloca-
ción del título destinado a tratar de los derechos y deberes fundamentales, (…) 
lo que muestra que dentro del sistema constitucional son considerados como el 
punto de arranque, como el prius lógico y ontológico para la existencia y especi-
fi cación de los demás derechos.” (STC 53/1985). 
La dignidad es fundamento de otros derechos, imprescindibles para la ga-
rantía de la misma, y que por lo tanto le corresponden a toda persona en cuanto 
persona, tanto nacional como extranjero (cf. STC 9/1985). Sin perjuicio de otros 
derechos de la persona que encuentran en ella su fundamento, la dignidad “se 
halla íntimamente vinculada con el libre desarrollo de la personalidad (art. 10) y 
los derechos a la integridad física y moral (art. 15), a la libertad de ideas y creen-
cias (art. 16), al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen (art. 
18.1)” (cf. STC 53/1985). 
Aunque la dignidad es un derecho de toda persona con carácter general. 
El TC al concretar el principio debe atender al hecho obvio de la especialidad de 
la condición femenina y a la maternidad, una “situación que no tiene parangón 
con otra alguna, dada la especial relación del feto respecto de la madre, así como 
la confl uencia de bienes y derechos constitucionales en juego” (STC 53/1985). 
Dignidad de la mujer que “el Estado debe respetar y a cuya efectividad debe 
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contribuir, dentro de los límites impuestos por la existencia de otros derechos y 
bienes asimismo reconocidos por la Constitución” (STC 53/1985).
La dignidad de la mujer hace que ésta no pueda ser considerada mero ins-
trumento, consideración que se la tendría si se la obligara a llevar a término un 
embarazo fruto de una acción contraria a su voluntad, venciendo su resistencia 
por la violencia, pues supondría obligarla a soportar las consecuencias de un acto 
del que falta “el consentimiento necesario para asumir cualquier compromiso y 
obligación cobra especial relieve en este caso ante un hecho de tanta trascenden-
cia como el de dar vida a un nuevo ser, vida que afectará profundamente a la 
suya en todos los sentidos”(STC 53/1985).
2.2.5.5.7. Libertad 
El término se emplea en veintiocho ocasiones: veintitrés de ellas en singular 
y cinco en plural, con tres contenidos de signifi cado.
 Primero, como característica del sujeto, libertad e igualdad del individuo 
(STC 98/1985), libertad que depende de condiciones existentes, las cuales de-
ben ser promovidas por el Estado, para garantizar la misma. No es un derecho 
absoluto, sino que puede ser restringido, pero “sólo la Ley puede establecer los 
casos y la forma en que la restricción o privación de libertad es posible” (STC 
178/1985). Segundo en referencia a facultades del sujeto, sin indicar a ninguna 
en particular, acompañando al término derechos: “los derechos y las libertades 
reconocidos en el capítulo II del título I de la misma” (STC 8/1985), o “Convenio 
Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y Libertades Fundamenta-
les” (STC 53/1985). Tercero en referencia a una facultad concreta del sujeto, reco-
nocida en la constitución: libertad sindical o libertad de empresa (STC 58/1985), 
entre otros. Derechos de libertad que pueden tener por su naturaleza una doble 
vertiente: positiva y negativa, es decir, la de hacer la conducta concreta o la de no 
hacer la misma (cf. STC 67/1985). 
2.2.5.5.8. Igualdad 
El término se emplea en trece ocasiones, todas ellas en singular.
El legislador debe respetar esta igualdad en el desarrollo de los derechos 
fundamentales y las acciones prestacionales. Acciones prestacionales a las que 
quedan obligadas las administraciones públicas, por los propios derechos cons-
titucionales, y la concepción de nuestro Estado como social y democrático de 
Derecho (cf. STC 86/1985).
El TC valora y desarrolla la relación entre la igualdad como principio (art 
9 CE) y la igualdad ante la ley (Art 14), estableciendo que el artículo 9 contiene 
“un mandato a los poderes públicos para que promuevan las condiciones para 
que la libertad e igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean 
reales y efectivos, y para que remueva los obstáculos que impidan o difi culten 
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su plenitud” y este mandato “puede actuar como un principio matizador de la 
igualdad formal consagrada en el art. 14 de la Constitución” lo que dará lugar a 
la denominada discriminación positiva, es decir, “regulaciones cuya desigualdad 
formal se justifi ca en la promoción de la igualdad material” (cf. STC 98/1985).
Se emplea en referencia a la igualdad recogida en el artículo 23.2 CE. La de-
fi ne como “una igualdad referida a las «condiciones» legales en que el conjunto 
de un proceso electoral se desarrolla, (…) dentro del sistema electoral que sea 
libremente determinado por el legislador” (STC 75/1985).
2.2.5.5.9. Seguridad 
El término se emplea en seis ocasiones, todas ellas en singular.
Se emplea en cuatro ocasiones acompañando al sustantivo seguridad: la 
seguridad jurídica, principio objeto de la garantía constitucional –recogido en el 
artículo 9.3 del texto—. El TC establece que dicha seguridad está protegida por la 
institución de la cosa juzgada (cf. STC 56/1985), y que no se ve menoscabada por 
no defi nirse todos los términos utilizados por el legislador en cualquier norma, 
estableciendo que “aun cuando tales términos puedan contener un margen de 
apreciación, ello no los transforma en conceptos incompatibles con la seguridad 
jurídica, ya que son susceptibles de defi niciones acordes con el sentido idiomá-
tico general que eliminan el temor de una absoluta indeterminación en cuanto a 
su interpretación” (STC 53/1985). Por lo tanto, los términos se interpretarán para 
preservar la seguridad jurídica con defi niciones acordes con el sentido idiomá-
tico general (cf. STC 53/1985). Sin embargo, sí puede verse menoscabada, por 
la modifi cación unilateral de los contratos en función de nuevas circunstancias 
acaecidas (cf. STC 19/1985).
Se emplea en otra ocasión en referencia a la certeza de la necesidad de una 
conducta, en este caso el emplazamiento de los interesados al proceso (cf. STC 
108/1985).
2.2.5.5.10. Derecho 
El término se emplea en noventa y ocho ocasiones: cuarenta y siete en sin-
gular y cincuenta y una en plural. El uso del mismo puede clasifi carse, en función 
del contenido de signifi cado que se le da en cuatro grupos. 
Primero, como referencia a facultades del sujeto, reconocidas en los tex-
tos fundantes: derechos fundamentales o constitucionales (STC 8/1985, STC 
99/1985, etc.…). Estos derechos los defi ne el TC como “componentes estructu-
rales básicos, tanto del conjunto del orden jurídico objetivo como de cada una 
de las ramas que lo integran”, ya que los mismos son “la expresión jurídica de 
un sistema de valores, que, por decisión del constituyente, ha de informar el 
conjunto de la organización jurídica y política” (STC 53/1985). Por ello no son 
“solamente derechos subjetivos de defensa de los individuos frente al Estado, y 
164 Lorena Velasco Guerrero
garantías institucionales, sino también deberes positivos por parte de éste” (STC 
53/1985). Estos derechos son reconocidos a diversos titulares en función de una 
relación concreta relevante para el derecho: derechos de la mujer, por la relación 
especial de la madre con el nasciturus (cf. STC 8/1985), derechos de los ciudada-
nos (STC 99/1985). Sin embargo, habrá algunos que se reconocen a toda persona, 
ya “que pertenecen a la persona en cuanto tal y no como ciudadano» o, dicho de 
otro modo, con «aquéllos que son imprescindibles para la garantía de la dignidad 
humana que conforme al artículo 10.1 de nuestra Constitución constituye funda-
mento del orden político español” (STC 99/1985). 
Segundo, el término se emplea como facultades del sujeto recogidas en las 
Declaraciones internacionales de derechos: Declaración Universal de los Dere-
chos humanos o Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos 
y Libertades Fundamentales o el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y 
Políticos(cf. STC 99/1985) —en virtud del artículo 10.2 del texto del 78, los dere-
chos fundamentales recogidos en dicho texto deberán ser interpretados en con-
formidad con dichas declaraciones (cf. STC 53/1985)— y en la denominación de 
los tribunales y organismos que posibilitan su cumplimiento y valoran el mismo: 
Tribunal de Derechos Humanos o la Comisión Europea de Derechos Humanos 
(cf. STC 53/1985).
Tercero, en referencia a facultades concretas reconocidas en el texto fun-
dante: derechos a la integridad física y moral (STC 53/1985) o derecho a la tutela 
judicial efectiva (STC 56/1985). 
Cuarto, como califi cativo de la forma de Estado en que se constituye España 
a partir de 1978: Estado social y democrático de Derecho. Forma que implica, por 
un lado, que los derechos no sólo supongan para el Estado un deber de no hacer, 
sino un deber prestacional (cf. STC 53/1985), y por otro, que el Estado puede 
intervenir en los diversos sectores de la vida social a través de la regulación de 
diversas actividades, aunque en qué medida, es uno de los problemas que plan-
tea esta forma de Estado (cf. STC 67/1985).
Quinto, en referencia a toda la realidad jurídica: el Derecho, en este caso la 
jurisprudencia escribe el término con mayúscula (cf. STC 101/1985).
2.2.5.5.11. Deber 
El término se emplea en seis ocasiones, tres en plural y el resto en singular. 
Se emplea dentro de la expresión derechos y deberes fundamentales, (STC 
53/1985) y se indica que de los derechos fundamentales “no incluyen solamente 
derechos subjetivos de defensa de los individuos frente al Estado, y garantías 
institucionales, sino también deberes positivos por parte de éste” (STC 53/1983). 
No siendo sólo titular de deberes las personas físicas o jurídicas, sino también 
el Estado para con estas, fruto de la constitución de España en un Estado Social 
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y Democrático de Derecho (cf. STC 53/1985). También surgirán deberes para el 
Estado de las normas con rango inferior (STC 86/1985).
Finalmente, para designar una conducta obligatoria que puede darse en 
diversos ámbitos del sujeto: deberes religiosos (STC 19/1985).
2.2.5.5.12. Honor 
El término se emplea en singular en dos ocasiones. En referencia al derecho 
al honor, recogido en el art. 18.1 de la CE, derecho que emana de la dignidad de 
la persona, y que se ve vulnerado cuando la misma sufre una violación (cf. STC 
53/1985). 
2.2.5.5.13. Tutela 
El término se emplea en nueve ocasiones, todas ellas en singular. 
Se emplea como objeto del derecho fundamental, en referencia a la tutela 
judicial efectiva, derecho que pertenecen a la persona en cuanto tal y no como 
ciudadano, es decir, es imprescindible para la garantía de la dignidad humana 
(cf. STC 99/1985) —a pesar de lo dicho encontramos jurisprudencia en que los ti-
tulares de derechos se intercambian, indicando como titular del mismo al ciuda-
dano (cf. STC 110/1985)—. Derecho que por lo establecido en el artículo 10.2 de 
la CE, debe ser interpretado “de conformidad con el artículo 10 de la Declaración 
Universal de Derechos Humanos, con el artículo 6.1 del Convenio de Roma de 4 
de noviembre de 1950 (RCL 1979\2421), y con el artículo 14.1 del Pacto Interna-
cional de Derechos Civiles y Políticos de Nueva York de 19 de diciembre de 1966 
(RCL 1977\893 y NDL 29530 bis)” (STC 99/1985). 
Sin embargo, no sólo las personas físicas, con dignidad humana, son ti-
tulares de este derecho, sino que el mismo puede ser ejercido también por las 
personas jurídicas (cf. STC 137/1985). Esta facultad reconocida a las personas 
jurídicas la fundamenta el TC en que la persona jurídica ostentará los diversos 
derechos reconocidos en la medida en que “venga a colocarse en el lugar del 
sujeto privado comprendido dentro del área de la tutela constitucional, y todas 
las hipótesis en que la instrumentación del derecho a la libertad no aparezcan o 
sean incompatibles con la naturaleza y la especialidad de fi nes del ente colectivo” 
(STC 137/1985).
El derecho que puede verse menoscabado por diversas circunstancias como 
que la persona –tanto física como jurídica— afectada por una decisión, no fuera 
convocada como parte del procedimiento que la afecta y en el que tiene un inte-
rés legítimo (cf. STC 56/1985).
2.2.5.5.14. Educación 
El término se emplea en dos ocasiones. En referencia al derecho de todos 
a la educación, el cual “junto a su contenido primario de derecho de libertad” 
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tiene “una dimensión prestacional, en cuya virtud los poderes públicos habrán 
de procurar la efectividad de tal derecho y hacerlo, para los niveles básicos de 
la enseñanza, en las condiciones de obligatoriedad y gratuidad” (STC 86/1985), 
más dentro del marco de libertad de confi guración que ostenta el legislador, éste 
puede establecer criterios, para el desarrollo o efectividad del derecho; por ejem-
plo, atendiendo a las circunstancias socioeconómicas de los receptores de la pres-
tación (cf. STC 86/1985). 
2.2.5.6. Fuentes doctrinales y jurisprudenciales especifi cadas en las senten-
cias
En el año 1985 se establece como criterio de autoridad, para justifi car la 
fundamentación de derecho del TC diversas normas internacionales: la Declara-
ción Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos internacionales 
ratifi cados por España, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el 
Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y Libertades 
Fundamentales (cf. STC 53/1985 y STC 99/1985); y nacionales de otros países, 
en concreto la normativa alemana: “Ausente de nuestro ordenamiento constitu-
cional un precepto similar al que integra el art. 19.3 de la Ley Fundamental de 
Bonn, según el cual los derechos fundamentales rigen también para las personas 
jurídicas nacionales, en la medida en que, por su naturaleza, les resulten aplica-
bles” (STC 137/1985).
Así como la jurisprudencia y decisiones de diversos tribunales y organis-
mos, por un lado, a la decisión de la comisión Europea de Derechos Humanos, 
en su función relativa a la admisión de demandas (STC 53/1985); por otro, al 
Tribunal Constitucional Federal, del cual se indica que “ha tenido ocasión de 
pronunciarse, en una serie de casos análogos al aquí suscitado” (STC 75/1985).
También hace referencia a los debates parlamentarios, aunque precisa que 
su valor interpretativo se justifi ca tan sólo por la cercanía de los mismos en el 
tiempo: “Esta conclusión resulta también de los debates parlamentarios en torno 
a la elaboración del mencionado artículo del texto constitucional, cuya cercanía 
en el tiempo justifi ca su utilización como elemento interpretativo” (STC 53/1985).
El TC hace también referencia a la doctrina, tanto de otros países: “Este es 
también el criterio aceptado por la doctrina generalizada en otros países, como 
pueden ser, dentro de Europa, en Alemania, Italia y Austria, donde se sigue un 
criterio que pueda reputarse extensivo” (STC 137/1985), como a la española “En 
este sentido, la doctrina ha puesto de manifi esto —en coherencia con los conte-
nidos y estructuras de los ordenamientos positivos— “(STC 53/1985). Aunque 
sin indicar a qué doctrina en concreto se está refi riendo, con la excepción de – en 
un hecho muy poco frecuente— la construcción dogmática de un autor, Kelsen. 
El TC invoca a dicho autor como criterio de interpretación, previa interpretación 
por parte del mismo TC de dicha dogmática, al precisar y corregir la realizada 
por una de las partes: “El segundo de los mencionados argumentos, inspirado en 
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la construcción dogmática kelseniana, no lo es enteramente fi el y en esa misma 
medida pierde también su fuerza suasoria. Es cierto que Kelsen distingue nítida-
mente entre la relación orgánica, como relación jurídica esencial o fundamental, 
y la relación de representación que es siempre creación del derecho positivo. De 
esta distinción, sin embargo, no extrae Kelsen ni cabe extraer, en modo alguno, 
la conclusión de que sólo son órganos representativos aquellos a quienes el or-
denamiento jurídico positivo atribuye este carácter, sino sólo la de que ambas 
relaciones, la orgánica y la de representación, son recíprocamente excluyentes, 
de manera que el órgano, por serlo, no es nunca representante y ése, por serlo, 
no es nunca órgano, y la noción de «órgano representativo» es, desde el punto 
de vista jurídico, contradictoria y absurda, aunque su empleo pueda justifi carse 
desde el punto de vista político. De acuerdo con esta construcción dogmática 
las Comisiones Informativas no son órganos representativos, pero tampoco los 
Ayuntamientos y, en consecuencia, ningún argumento puede extraerse de ella 
para demostrar cuál haya de ser la composición de aquéllas en relación con la de 
éstos” (STC 32/1985).
2.2.5.7. Conclusiones
Recordamos lo que el propio TC ha dicho sobre la labor de interpretación 
que lleva a cabo: primero que los términos jurídicos indeterminados, o no defi -
nidos por el legislador “son susceptibles de defi niciones acordes con el sentido 
idiomático general”, lo que elimina “el temor de una absoluta indeterminación en 
cuanto a su interpretación” (STC 53/1985); segundo que lo que ha de entenderse 
por lo mismo no será igual en todas las disciplinas jurídicas específi cas, debiendo 
limitarse al ámbito constitucional, y no asumir las defi niciones de persona de 
otras disciplinas jurídicas específi cas como la civil o en la penal (cf. STC 53/1985).
La primera pregunta quién es persona, sigue en la línea de lo establecido en 
años anteriores, hay una gran confusión en los términos, que se intercalan como 
titulares de diversos derechos, y aunque parece que se puede establecer una rela-
ción entre los mismos, dicha relación no queda claramente fi jada, ni defi nida en 
sus fundamentos o consecuencias por el TC.
En esta relación sí que por primera vez se establece que no todo ser humano 
es persona ya que siguiendo a la comisión Europea de Derechos Humanos, en 
relación con el artículo 2. º del Convenio en el asunto 8416/1979, en su decisión 
de 13 de mayo de 1980, indicará que la expresión everyone o toute persone de los 
textos se refi ere a las personas ya nacidas y no es aplicable al nasciturus. Éste si se 
entenderá incluido en el término todos (cf. STC 53/1985),
Se habla de distintos tipos de personas: físicas o individuales, frente a jurí-
dicas y colectivas, ambos tipos de persona pueden ser nacionales o extranjeras.
En cuanto a qué es la persona, cuál es su naturaleza, vemos cómo la misma 
no se indica de forma expresa. Sí que se dan diversas cualidades de la misma:
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La persona está viva, desde el momento de la concepción, tiene especial 
trascendencia el nacimiento por ser el momento a partir del cual el nasciturus es 
ya susceptible de vida independiente de la madre y adquiere plena individua-
lidad humana. La persona tiene una dimensión física, una dimensión corporal, 
a la vez junto a la misma tienen una dimensión moral o psicológica. La persona 
es sexuada, y que en función de su sexo puede ser hombre o mujer. Tiene una 
dignidad y es titular de todos los derechos que de ella emanan y que son propios 
de la persona: intimidad, propia imagen… También por esta dignidad tiene una 
personalidad, la cual es libre en su desarrollo; personalidad, que por otra parte 
también tienen las personas jurídicas, lo que les hace titular de derechos y debe-
res. La distinción entre ambas no queda muy clara, más allá de que la primera 
no puede proclamarse de las personas jurídicas, en cuanto estas no tienen una 
dignidad inherente. 
Tiene unos intereses individuales, que en ocasiones están subordinados al 
interés colectivo. Y en cuanto titular de algunos derechos estos darán lugar a una 
esfera de libertad protegida por los mismos que no puede ser lesionada por el 
Estado.
La persona en cuanto mujer tendrá unos derechos particulares, por la espe-
cial relación que la une al feto que lleva en sus entrañas. Este derecho lo concreta 
el estado en garantizar el aborto, en los supuestos en que el TC ha entendido que 
la vida o salud de la madre, prima sobre la vida y salud del nasciturus. 
Sobre las cualidades que pone en relación el propio texto del 78, vemos 
cómo, al igual que en años anteriores, en su mayoría no se defi nen, no se estable-
ce claramente su contenido de signifi cado. Sin embargo, en algunos casos sí que 
se establecen notas características de los mismos. No queriendo reproducir lo ya 
dicho anteriormente, recogemos aquellos términos en que se establecen notas 
relevantes para nuestro objeto de estudio. 
Vida, al menos en cuanto contenido del derecho del artículo 15, “es un con-
cepto indeterminado sobre el que se han dado respuestas plurívocas no sólo en 
razón de las distintas perspectivas (genética, médica, teológica, ética, etc.) (STC 
53/1985). El TC, para poder resolver la cuestión planteada, fi ja la interpretación 
del término, como “un devenir, un proceso que comienza con la gestación, en el 
curso de la cual una realidad biológica va tomando corpórea y sensitivamente 
confi guración humana, y que termina en la muerte; es un continuo sometido por 
efectos del tiempo a cambios cualitativos de naturaleza somática y psíquica que 
tienen un refl ejo en el status jurídico público y privado del sujeto vital” (STC 
53/1985).
El término física hará en todas las ocasiones referencia a aquello que tiene 
efectos sobre el cuerpo de la persona: integridad física, salud física… y se acom-
pañará siempre de la dimensión espiritual de la misma: integridad moral, salud 
psíquica…Por su parte el término natural hace referencia a aquello que no ha sido 
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creado artifi cialmente por el hombre: vínculo natural; o a aquello que es como es 
por su propio principio vital: el embarazo dura de forma natural 9 meses.
La dignidad se defi ne como “un valor espiritual y moral inherente a la 
persona, que se manifi esta singularmente en la autodeterminación consciente y 
responsable de la propia vida y que lleva consigo la pretensión al respecto por 
parte de los demás” (STC 53/1985). Es un valor jurídico fundamental dotado 
de una especial relevancia y signifi cación superior, como “manifi esta en su co-
locación del título destinado a tratar de los derechos y deberes fundamentales” 
(STC 53/1985). Esta dignidad hace que ésta no pueda ser tratada como un mero 
instrumento, y esta sería la consideración, según el TC, si se la obligara a la mis-
ma a asumir las consecuencias de un acto que se ha ejercido sobre la misma con 
violencia y en contra de su voluntad. 
El término igualdad se analiza sus dos signifi cados: igualdad como prin-
cipio o igualdad real (art. 9 CE) y la igualdad ante la ley (art. 14), estableciendo 
que, para la consecución de la primera, puede legislarse en contra de la segunda, 
estableciendo lo que se denomina: discriminaciones positivas.
Los derechos fundamentales “componentes estructurales básicos, tanto del 
conjunto del orden jurídico objetivo como de cada una de las ramas que lo inte-
gran”, ya que los mismos son “la expresión jurídica de un sistema de valores, que, 
por decisión del constituyente, ha de informar el conjunto de la organización jurí-
dica y política” (STC 53/1985). Por ello no son “solamente derechos subjetivos de 
defensa de los individuos frente al Estado, y garantías institucionales, sino también 
deberes positivos por parte de éste” (STC 53/1985), en virtud de la forma de Esta-
do en que se constituye España: Estado social y democrático de Derecho. 
Finalmente, en cuanto a la pregunta sobre qué derechos son propios de la 
persona por el hecho de ser persona el TC nos dice que, por la dignidad, que 
como hemos visto le es inherente, toda persona es titular de los derechos impres-
cindibles para la garantía de la misma. Entre estos derechos se da una enumera-
ción, sin intención de que la misma sea numerus clausus: libre desarrollo de la 
personalidad (art. 10) y los derechos a la integridad física y moral (art. 15), a la 
libertad de ideas y creencias (art. 16), al honor, a la intimidad personal y familiar 
y a la propia imagen (art. 18.1), a la inviolabilidad del domicilio. Además del de-
recho a la tutela judicial efectiva y al derecho de amparo de estos derechos “de 
conformidad con el artículo 10 de la Declaración Universal de Derechos Huma-
nos, con el artículo 6.1 del Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 (RCL 
1979\2421), y con el artículo 14.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos de Nueva York de 19 de diciembre de 1966 (RCL 1977\893 y NDL 29530 
bis), textos en todos los cuales el derecho equivalente al que nuestra Constitución 
denomina tutela judicial efectiva es reconocido a «toda persona» o a «todas las 
personas», sin atención a su nacionalidad.” (STC 99/1985).
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De estos derechos las personas jurídicas, como se indicaba en años ante-
riores, ostentarán algunos. La argumentación jurídica del TC establece que esta 
titularidad se ejercerá en la medida en que “venga a colocarse en el lugar del 
sujeto privado comprendido dentro del área de la tutela constitucional, y todas 
las hipótesis en que la instrumentación del derecho a la libertad no aparezca o 
sean incompatibles con la naturaleza y la especialidad de fi nes del ente colectivo” 
(STC 137/1985).
2.2.6. 1986
En el año 1986 se produce la primera gran renovación del Tribunal Consti-
tucional. Terminan su servicio seis magistrados: don Manuel García—Pelayo y 
Alonso, don Jerónimo Arozamena Sierra, don Manuel Díez de Velasco Vallejo, 
don Rafael Gómez—Ferrer Morant, don Ángel Escudero del Corral y don Fran-
cisco Pera Verdaguer; los cuales serían sustituidos por: don Jesús Leguina –a pro-
puesta del Congreso–, don Luis López Guerra y don Miguel Rodríguez—Piñero 
y Bravo—Ferrer –a propuesta del Gobierno—, don Carlos de la Vega Benavas y 
don Eugenio Díaz Eimil –a propuesta del CGPJ— y don Fernando García—Mon 
–a propuesta del Senado—. La renovación del presidente y el vicepresidente lle-
va consigo un nuevo nombramiento entre los magistrados. El 4 de marzo de este 
año se nombrará a don Francisco Tomás y Valiente como Presidente y doña Glo-
ria Begué Cantón como vicepresidenta49.
La jurisprudencia relevante del año 1986 está compuesta por diecisiete sen-
tencias, sobre un total de sesenta y cuatro.
2.2.6.1. Persona: su expresión singular y plural
El término persona se emplea en doce ocasiones, ocho en singular y cuatro 
en plural, a lo largo de ocho sentencias. Siete son los ponentes de dichas senten-
cias: don Manuel Díez de Velasco Vallejo —STC 8/1986 y STC 15/1986—, don 
Luis Díez—Picazo y Ponce de León —STC 42/1986—, don Fernando García—
Mon y González Regueral —STC 44/1986—, don Antonio Truyol Serra —STC 
82/1986—, don Luis López Guerra –STC 93/1986—, don Ángel Latorre Segura 
—STC 108/1986— y don Jesús Leguina Villa —STC 168/1986—.
El término se emplea como sustantivo, en referencia al sujeto titular de di-
versos derechos. Lo encontramos como titular de la igualdad proclamada en el 
artículo 14, que se reconoce como derecho fundamental de la persona a no sufrir 
49 Tribunalconstitucional.es (2017). Historia del Tribunal Constitucional. [online] Disponible en: https://
www.tribunalconstitucional.es/es/tribunal/historia/Paginas/Tribunal—Constitucional—de—Espania.
aspx [Acceso 22 Mayo 2017].
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discriminación alguna (cf. STC 8/1986). Es decir, las personas tienen derecho “a 
no ser tratada jurídicamente de manera diferente a quienes se encuentren en su 
misma situación, sin que exista una justifi cación objetiva y razonable de esa des-
igualdad de trato” (STC 8/1986). 
La persona, como titular del derecho a la seguridad del 17.1 de la CE, no 
puede ser perturbada por acciones “procedentes de medidas tales como la de-
tención u otras similares que, adoptadas arbitraria o ilegalmente, restringen o 
amenazan” su libertad (cf. STC 15/1986). Libertad de la persona entendida como 
la capacidad “de organizar en cualquier momento y lugar, dentro del territorio 
nacional, su vida individual y social con arreglo a sus propias opciones y con-
vicciones” (STC 15/1986). Libertad que, como consecuencia de lo dicho, sólo en-
contrará su límite en decisiones adoptadas legalmente. Siendo la determinación 
de «los casos» y de la «forma» en que una persona puede ser privada de libertad 
propia de las leyes procesales (cf. STC 140/1986). Leyes que no podrán aplicarse 
irretroactivamente al tratarse de “limitaciones introducidas en el ámbito de los 
derechos fundamentales y de las libertades públicas o en la esfera general de 
protección de la persona” (STC 42/1986). Si la persona fuera privada de su li-
bertad de forma arbitraria o ilegal, será competente “para conocer de la solicitud 
de habeas corpus el Juez de Instrucción de lugar en que se encuentre la persona 
privada de libertad” (STC 93/1986). Es decir, para la aplicación de justicia, y la 
restitución de los derechos de la persona, es necesario tener en cuanto el lugar 
donde esta se encuentra, en el momento concreto de su privación de libertad. 
También encontramos el término en referencia al titular del derecho al uso 
de una lengua ofi cial. Derecho que se funda en la Constitución y en los respecti-
vos Estatutos de Autonomía (cf. STC 82/1986) y que permite el uso de cualquier 
lengua ofi cial con plena validez jurídica en la relación con el poder público del 
territorio. El derecho se encuentra limitado, ya que, de intervenir varias personas 
en un procedimiento, si no se pusieran de acuerdo en la lengua a usar, se emplea-
rá la lengua de quién inició el procedimiento, aunque se deberá informar a las 
partes en la lengua que cada una de las personas elija (cf. STC 82/1986).
Encontramos el término empleado como sinónimo de ser humano, o indi-
viduo físico, pero en este caso sin referencia alguna a una facultad: “personas 
conocedoras del funcionamiento de la justicia” o “si éstas terminasen desempe-
ñándose por personas ligadas a otro poder, concretamente al legislativo” (STC 
108/1986).
Finalmente, lo encontramos acompañado de los adjetivos física y jurídica, 
en una ocasión, y en otra por natural y jurídica, igualando, como ocurría en años 
anteriores y en el propio articulado de la norma fundante, ambos términos. Se 
usan en referencia a aquellos sujetos a los que el TC tiene la obligación de con-
vocar para que comparezcan en aquellos procesos en los que tengan un interés 
legítimo (cf. STC 44/1986); segundo, como titulares de la facultad otorgada por 
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el derecho de rectifi cación —Ley Orgánica 2/1984— para rectifi car aquellos he-
chos que les aludan y sean inexactos o que puedan causarle perjuicio, dañando 
su honor, derechos o intereses legítimos, y se difundan por cualquier medio de 
comunicación social (cf. STC 168/1986). 
2.2.6.2. Sus derivados
2.2.6.2.1. Personal 
El término personalidad no se encuentra dentro de los textos relevantes de 
la jurisprudencia del año 1985, por su parte el término personal se emplea en dos 
ocasiones, todas ellas en singular. 
En ambos casos como adjetivo califi cativo indicando aquello que es propio 
de la persona. Lo encontramos adjetivando al término seguridad, en referencia a 
aquella seguridad contemplada en el 17.1 CE, y que, como veíamos previamente,
 “implica la ausencia de perturbaciones procedentes de medidas tales 
como la detención u otras similares que, adoptadas arbitraria o ilegal-
mente, restringen o amenazan la libertad de toda persona de organizar 
en cualquier momento y lugar, dentro del territorio nacional, su vida in-
dividual y social con arreglo a sus propias opciones y convicciones” (STC 
15/1986).
 Esta seguridad se contrapone en la propia sentencia a la seguridad jurídica. 
Seguridad garantizada en el art. 9, núm. 3 de la CE y que equivale, con fórmula 
obligadamente esquemática, a la certeza sobre el ordenamiento jurídico aplicable 
y los intereses, jurídicamente tutelados. Seguridad que garantiza la Constitución, 
sin que se establezca la titularidad de la misma (cf. STC 15/1986).
Finalmente, el término se emplea califi cando el sustantivo situación, en re-
ferencia al status propio de los jueces, es decir, “el conjunto de derechos y debe-
res de los que son titulares como tales jueces y magistrados” (STC 108/1986). 
2.2.6.3. Términos de signifi cación próxima
2.2.6.3.1. Individuo 
El término individuo se emplea en dos ocasiones, ambas en plural. Se uti-
liza en ambos casos junto a términos referentes a una pluralidad de individuos, 
como grupos o colectividad. Se indica de forma expresa que la colectividad está 
compuesta por individuos, y el texto del 78, indica que los grupos están integra-
dos por individuos. Sin embargo, no se establecen de forma clara parámetros 
que nos permitan distinguir ambos conceptos, al menos teniendo en cuenta la 
jurisprudencia presente hasta el año 1986.
En los textos relevantes seleccionados se reconoce, por un lado, que tanto 
los individuos como los grupos tienen derecho a recibir fondos de forma soli-
daria y equitativa, para las necesidades respectivas sentidas (cf. STC 146/1986), 
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y por otro, que tanto la colectividad, como los individuos que la integran son 
titulares del derecho a recibir libremente información veraz (cf. STC 168/1986).
2.2.6.3.2. Hombre, varón y mujer 
El término hombre se emplea en dos ocasiones. 
Primero, en referencia a la Declaración de derechos del Hombre y del Ciu-
dadano de 1789, declaración citada como fundamento para la argumentación del 
TC en torno al concepto de tratos inhumanos, en la cual, junto a la referencia al 
Tribunal Constitucional Federal Alemán, y se indica de forma expresa que 
“podría recurrirse a precedentes más antiguos, pues tales ideas se de-
sarrollan en Europa a partir del siglo XVIII, dentro de la preocupación 
humanitaria que aparece en la doctrina penal de esa época y que se refl eja en 
la Declaración de Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789, que proclama 
en su artículo 8 que «la Ley no debe establecer otras penas que las estrictas y 
evidentemente necesarias»” (STC 65/1986).
Segundo califi cando al sustantivo derechos, indicando aquellos derechos 
del hombre, generalmente admitidos en el ordenamiento internacional, que pu-
dieron verse afectados por actos lícitos preconstitucionales, ya que había una la 
ley que los amparaba, tal y como manifestaron los Tribunales de Justicia cuando 
les tocó valorar su legitimidad (cf. STC 147/1986)
Por su parte los términos varón y mujer, no se emplean en los textos de la 
jurisprudencia del año 1986.
2.2.6.3.3. Todos y nadie 
Ni el término todos, cumpliendo la función de sustantivo, en referencia a 
la colectividad entera –único uso del término relevante para la investigación que 
planteamos—, ni el término nadie, se emplean en los textos de la jurisprudencia 
del año 1986 seleccionados.
2.2.6.3.4. Ciudadano 
El término ciudadano se emplea en diez ocasiones, dos en singular y ocho 
en plural.
Primero, en referencia a la Declaración de Derechos del Hombre y del Ciu-
dadano de 1789, ya analizada previamente. 
Se emplea como titular de derechos y libertades. Derechos y libertades que 
generan una esfera de libertad para el ciudadano, y encuentran su garantía, por 
un lado, en la Constitución (cf. STC 147/1986), y por otro, en que sólo puedan 
ser regulados por el legislador. Éste es libre de legislar, atendiendo a las exigen-
cias del interés público y a los datos producidos por la vida social, regulando y 
estableciendo requisitos en diversos ámbitos —por ejemplo, fi jar qué profesiones 
pueden requerir un título para ejercerse (cf. STC 42/1986)—, sin “otros límites 
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que los derivados del resto de los preceptos de la Constitución y, principalmente, 
de los derechos fundamentales” (STC 42/1986). 
En referencia a derechos concretos, se indica que los ciudadanos –y sólo 
ellos— son titulares del derecho de acceder en condiciones de igualdad a las 
funciones y cargos públicos (cf. STC 50/1986). Tienen, además, derecho a la libre 
circulación por el territorio nacional (STC 51/1986), derecho a elegir la lengua 
—ofi cial o coofi cial— con la que quieren dirigirse y ser tratados por la Adminis-
tración –no pudiendo imponerse el deber de conocer la lengua coofi cial— (cf. 
STC 82/1986), y el derecho a recibir información veraz, diversa e incluso con-
trapuesta, que le permita formar libremente sus opiniones y participar de modo 
responsable en los asuntos públicos (cf. STC 159/1986).
El término también se emplea en referencia al sujeto en su vida social o 
política. Se indica que los jueces y magistrados en el CGPJ, representarán “las 
principales actitudes y corrientes de opinión existentes en el conjunto de jueces 
y magistrados en cuanto tales, es decir, con independencia de cuáles sean sus 
preferencias políticas como ciudadanos” (STC 108/1986). Distinguiendo así va-
rias esferas del sujeto: profesional y políticas, esta última manifestada en cuanto 
ciudadano (cf. STC 108/1986).
Finalmente, se emplea como sujeto sobre el que recaen los efectos del princi-
pio de cosa juzgada, pues la aplicación del mismo, busca garantizar “la confi anza 
que los ciudadanos pueden tener en la observancia y el respeto de las situaciones 
derivadas de la aplicación de normas válidas y vigentes” (STC 147/1986).
2.2.6.4. Términos derivados de palabras de signifi cación próxima
Los términos individualmente y ciudadana, no se emplean en los textos de 
la jurisprudencia del año 1986 seleccionados. Sí que encontramos los términos: 
individual y humano.
2.2.6.4.1. Individual 
El término individual se emplea en cuatro ocasiones, una en singular y tres 
en plural.
El término se emplea como adjetivo califi cativo de distintos sustantivos, 
en este sentido, equivaldría a decir: del individuo. Lo encontramos califi cando 
el término vida, como aquello que la persona puede organizar con libertad con 
arreglo a sus propias opciones y convicciones (cf. STC 15/1986). También califi -
cando a los sustantivos derechos en dos ocasiones. Primero indicando que dichos 
derechos individuales, y sus limitaciones, “en cuanto éstas derivan del respeto a 
la Ley y a los derechos de los demás, son igualmente considerados por el art. 10.1 
de la Constitución como «fundamento del orden político y de la paz social” (STC 
159/1986). Segundo en referencia a aquellos derechos —y deberes—, en concre-
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to, que generan por el reconocimiento del texto del 78 de la realidad plurilingüe 
de la nación española (cf. STC 82/1986).
2.2.6.4.2. Humano
El término humano se emplea en tres ocasiones, todas ellas en plural, den-
tro de la locución sustantiva Derechos Humanos (STC 65/1986).
Por su parte el término humana, se emplea en tres ocasiones, califi cando 
todas ellas a las penas que por su propia naturaleza acarree sufrimientos de una 
especial intensidad. Como indicó el TEDH en su sentencia de 25 de abril de 1978 
(cf. STC 65/1986). 
2.2.6.5. Términos que expresan un predicado del ser personal
Diez de los términos relevantes son empleados a lo largo de los textos selec-
cionados de la jurisprudencia del año 1986. No encontramos los términos: inte-
gridad, dignidad, familia, matrimonio, tutela y educación. Procedemos al análi-
sis de los mismos siguiendo el orden establecido en los años anteriores.
2.2.6.5.1. Vida 
El término vida se emplea en tres ocasiones, todas ellas en singular.
Lo encontramos en referencia a la vida individual y social. Ambas propias 
de la persona y que ésta puede organizar libremente en cualquier momento 
y lugar, dentro del territorio nacional, con arreglo a sus propias opciones y 
convicciones. La seguridad a la que la persona tiene derecho según indica el 
artículo 17.1 CE, garantiza que esta libertad no se vea amenazada o perturbada 
(cf. STC 15/1986). Esta vida social, junto al interés público, deberá ser tenida 
en cuenta por el legislador, a la hora de regular las libertades y derechos de los 
ciudadanos, sin otros límites que los derivados del resto de los preceptos de la 
Constitución (cf. STC 42/1986). También lo encontramos acompañado del adje-
tivo colectiva. Las cuestiones relevantes para la vida colectiva deben ser some-
tidas a la opinión pública libremente constituida, “condición previa y necesaria 
para el ejercicio de otros derechos inherentes al funcionamiento de un sistema 
democrático”, esencia del Estado democrático, que permite su existencia y de-
sarrollo (cf. STC 159/1986).
2.2.6.5.2. Física 
El término física se emplea en una ocasión, en plural. Adjetiva al sustantivo 
personas, y se contrapone al de jurídicas, para indicar que es obligación de todo 
Tribunal garantizar que tanto unas como otras, estén presentes en los procesos en 
los que tengan un interés legítimo (cf. STC 44/1986).
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2.2.6.5.3. Natural 
El término natural se emplea en dos ocasiones, ambas en singular. Lo en-
contramos como adjetivo del sustantivo persona, en contraposición a jurídica, 
en referencia a que a ambos tipos de personas les ha sido otorgado el derecho de 
rectifi cación (cf. STC 168/1986). En el segundo caso califi ca al término consecuen-
cias, indicando que la posibilidad de utilizar el vascuence en un procedimiento 
judicial es consecuencia natural del carácter ofi cial de dicha lengua en Vascon-
gadas. Es decir, es una consecuencia lógica, que se desprende de la norma que 
regula dichos territorios (cf. STC 82/1986).
2.2.6.5.4. Jurídica 
El término jurídica se emplea en catorce ocasiones, diez en singular y cuatro 
en plural.
El empleo del término es siempre como adjetivo de diversos sustantivos 
a los que califi ca, limitando su contenido de signifi cado en un ámbito en con-
creto. La jurisprudencia no defi ne el término, sin embargo, puede entenderse, 
por el uso del mismo a lo largo de los textos seleccionados de la jurisprudencia 
relevante, que con el mismo se indica que aquello a lo que acompaña tiene su 
origen en el derecho —persona jurídica (STC 44/1986) u ordenamiento jurídico 
(STC 15/1986),…—, o despliega sus efectos en dicho ámbito —validez jurídica 
(STC 82/1986), igualdad jurídica o igualdad de los españoles ante la ley (STC 
8/1986),…—. 
2.2.6.5.5. Libertad 
El término libertad se emplea en dieciocho ocasiones, doce en singular y 
seis en plural.
Se establece que la misma es un derecho reconocido a la persona –junto al 
de seguridad—, y en cuanto tal se defi ne como la capacidad “de organizar en 
cualquier momento y lugar, dentro del territorio nacional, su vida individual y 
social con arreglo a sus propias opciones y convicciones” (STC 15/1986). La per-
sona puede verse privada de su libertad. La determinación de «los casos» y de la 
«forma» en que una persona pueda ser privada de libertad es propia de las leyes 
procesales (cf. STC 140/1986). 
Se emplea acompañando al término derecho: libertades y derechos de los 
ciudadanos (STC 42/1986). Los cuales garantizan a los ciudadanos una esfera 
de libertad (cf. STC 147/1986), y encuentran su garantía en que sólo pueden ser 
regulados por el legislador, quien no encuentra, otros límites que los derivados 
del resto de los preceptos de la Constitución y, principalmente, de los derechos 
fundamentales (cf. STC 42/1986). El legislador goza, junto a la Administración, a 
la hora de concretar los conceptos indeterminados contenidos en la Constitución, 
de un amplio margen de libertad (cf. STC 50/1986). 
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Finalmente, lo encontramos empleado como sinónimo de derecho en refe-
rencia a facultades concretas: libertad de elección de residencia. 
2.2.6.5.6. Igualdad 
El término igualdad se emplea en seis ocasiones, todas ellas en singular.
El TC reitera que “el principio de igualdad, y el derecho a la igualdad que 
del mismo se deduce, no requiere una identidad de tratamiento, con indepen-
dencia de las circunstancias que puedan concurrir en cada caso concreto” (STC 
39/1986). 
La jurisprudencia va a distinguir entre dos tipos de igualdad, al clasifi car la 
misma con diversos adjetivos: igualdad jurídica e igualdad sustancial. La igual-
dad jurídica o igualdad de los españoles ante la ley confi gurada en el art. 14 de la 
CE, queda claramente establecida en su signifi cado al indicar que 
“constituye, por imperativo constitucional, un derecho fundamental de la per-
sona a no sufrir discriminación jurídica alguna, esto es, a no ser tratada jurídica-
mente de manera diferente a quienes se encuentren en su misma situación, sin 
que exista una justifi cación objetiva y razonable de esa desigualdad de trato” 
(STC 8/1986). 
Dicha igualdad “no signifi ca que las consecuencias jurídicas de la fi jación 
de residencia hayan de ser, a todos los efectos, las mismas en todo el territorio 
nacional”, pudiendo los poderes públicos en virtud de circunstancias objetivas 
y de acuerdo con lo dispuesto en el ordenamiento, fi jar benefi cios y perjuicios, 
derechos, obligaciones y cargas. La igualdad por lo tanto implica que todos los 
españoles reciban el mismo trato si se encuentran en el mismo lugar, pero no que 
cualquier español en cualquier lugar tenga los mismos derechos, obligaciones, 
cargas, benefi cios o perjuicios (cf. STC 8/1986). 
Por su parte la igualdad sustantiva, aunque no se defi ne, sí que se emplea 
como justifi cante del apoyo de los organismos públicos “a instituciones que de-
sarrollan actividades a todas las cuales cabe clasifi carlas como de promoción de 
colectivos sociales marginados”, para eliminar o corregir las diferencias (cf. STC 
146/1986).
2.2.6.5.7. Seguridad 
El término seguridad se emplea en cinco ocasiones, todas ellas en singular, 
una en referencia a la Seguridad Social, por lo que no es relevante para el objeto 
de estudio. 
Las restantes en la STC 15/1986, en la cual la jurisprudencia determina el 
contenido de signifi cado del término, como derecho de la persona reconocido en 
el artículo 17 de la CE, que “comporta o implica la ausencia de perturbaciones 
procedentes de medidas tales como la detención u otras similares que, adopta-
das arbitraria o ilegalmente, restringen o amenazan la libertad de toda persona”. 
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Libertad que se entiende como libertad “de organizar en cualquier momento y 
lugar, dentro del territorio nacional, su vida individual y social con arreglo a sus 
propias opciones y convicciones”. Y prosigue indicando la diferencia entre dicha 
seguridad, reconocida como derecho de la persona y la seguridad jurídica, que 
garantiza el art. 9.3 de la CE, la cual defi ne como “la certeza sobre el ordenamien-
to jurídico aplicable y los intereses, jurídicamente tutelados” (STC 15/1986).
2.2.6.5.8. Derecho 
El término derecho se emplea en cincuenta y cuatro ocasiones, veintiocho 
en singular y veintiséis en plural.
Encontramos el término empleado con varios contenidos de signifi cado. 
Primero en referencia a la facultad de diversos sujetos, pero sin indicar ninguna 
en concreto: Derechos y libertades, o “benefi cios y perjuicios, derechos, obliga-
ciones y cargas” (STC 8/1986), … También encontramos el término en referencia 
a declaraciones o tratados que contienen estos derechos: Convenio Europeo para 
la Protección de los Derechos Humanos, Declaración Universal de Derechos Hu-
manos y la Declaración de Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789, y a los 
tribunales encargados de juzgar su aplicación y cumplimiento: Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos (cf. STC 65/1986).
Segundo, encontramos el término en referencia a una facultad concreta: de-
recho a la libre elección de residencia (STC 8/1986) —nótese que en este caso 
lo que se enuncia como libertad, pasa a ser un derecho: libertad de elección de 
residencia y derecho a la libre elección de residencia—; derecho a la seguridad 
personal (STC 15/1986) …
Dentro de ambos grupos anteriormente mencionamos, encontramos el tér-
mino acompañado por el adjetivo fundamentales, en referencia a aquellos de 
estos derechos que son reconocidos por la Constitución (i.e. STC 8/1986). La ga-
rantía de estas libertades y derechos de los ciudadanos es que su regulación está 
encomendada al legislador y que no encuentra, como es obvio, otros límites que 
los derivados del resto de los preceptos de la Constitución y, principalmente, de 
los restantes derechos fundamentales (cf. STC 42/1986).
Los derechos, como ya manifestó el TC en años anteriores, no se reconocen 
a todos los sujetos. Sobre los mismo se indica, añadiendo a lo dicho hasta ahora, 
que el derecho de acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos 
públicos, se reconoce a los ciudadanos y sólo a ellos (cf. STC 50/1986). También 
se reconoce como titular de los derechos a una pluralidad de sujetos en su con-
junto: derecho de la colectividad a la información veraz (STC 168/1986). 
Finalmente, lo encontramos en referencia al ordenamiento jurídico en su 
conjunto, en este caso, como en otras ocasiones se emplea el término en mayúscu-
la, y tampoco se defi ne: “la proyección en el mundo del Derecho” (STC 108/1986).
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2.2.6.5.9. Deber 
El término deber se emplea en dos ocasiones, todas ellas en plural, acom-
pañado en ambos casos del término derechos. En una ocasión en referencia a los 
derechos y deberes individuales en materia lingüística, cuya confi guración es 
consecuencia del reconocimiento de la realidad plurilingüe de la Nación espa-
ñola en el texto del 78 (cf. STC 82/1986), y en la otra en referencia a los derechos 
y deberes de los que son titulares los jueces y magistrados, y que confi gura su 
status, y que vienen determinados por la ley (cf. STC 108/1986).
2.2.6.5.10. Honor 
El término honor se emplea en una ocasión, en singular. Se indica que es un 
atributo de la persona, el cual puede verse menoscabado por las acciones de ter-
ceros como divulgar información errónea sobre la persona. Para evitar estas con-
secuencias, se otorga a la persona el derecho de rectifi cación (cf. STC 168/1986).
2.2.6.6. Fuentes doctrinales y jurisprudenciales especifi cadas en las senten-
cias
La referencia a fuentes doctrinales, y jurisprudencia externa al propio TC, 
las encontramos en la STC 65/1986. En esta sentencia se indica, al entrar a valorar 
si una pena puede entenderse como inhumana o degradante, que la opinión del 
TC fue “claramente expresadas por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, 
en su sentencia de 25 de abril de 1978 (caso Tyrer), al interpretar el art. 3 del Con-
venio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos, (RCL 1979\2421)”. 
Además de apoyar su argumentación en la jurisprudencia del Tribunal Constitu-
cional Federal Alemán, y en precedentes más antiguos, pues tales ideas se desa-
rrollan en Europa a partir del siglo XVIII, dentro de la preocupación humanitaria 
que aparece en la doctrina penal de esa época y que se refl eja en la Declaración 
de Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789, que proclama en su artículo 
8 que «la Ley no debe establecer otras penas que las estrictas y evidentemente 
necesarias».”
2.2.6.7. Conclusiones
En el año 1986, el TC añade a los criterios interpretativos la indicación de 
que en los casos en que la constitución contenga conceptos indeterminados, el le-
gislador, junto a la Administración gozan de un amplio margen de libertad para 
fi jarlos, dentro del respeto a la Constitución y a los derechos fundamentales. La 
clasifi cación de qué conceptos son indeterminados y cuáles no, entendemos será 
labor del propio TC a la hora de valorar los hechos. 
En cuanto a quién es persona, en la jurisprudencia del año 1986 encontra-
mos el término persona como sinónimo de ser humano, o individuo físico. Lo en-
contramos como en años anteriores acompañado de los adjetivos física y natural, 
y también de jurídica. 
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En cuanto a la relación del término persona, con los términos de signifi ca-
ción próxima, no se aporta a lo largo del año 1986, ninguna argumentación por 
parte del TC, que permita fi jar la relación entre ellos con una mayor precisión, 
que la ya realizada en años anteriores. 
En cuanto a la pregunta por la naturaleza de la persona, qué es la persona, 
vemos cómo la misma no se defi ne de forma expresa. Tampoco se indican en esta 
ocasión, atributos o características de la misma, más allá de los derechos que son 
propios, y que veremos al analizar la tercera pregunta planteada.
Sobre las cualidades que pone en relación el propio texto del 78, vemos 
cómo, al igual que en años anteriores, en su mayoría no se defi nen, no se estable-
ce claramente su contenido de signifi cado. Sin embargo, en algunos casos sí que 
se establecen notas características de los mismos. No queriendo reproducir lo ya 
dicho anteriormente, recogemos aquellos términos en que se establecen notas 
relevantes para nuestro objeto de estudio. 
La vida individual y social es propia de la persona. Esta la puede organi-
zar libremente, sin amenazas ni perturbaciones, en cualquier momento y lugar, 
dentro del territorio nacional, con arreglo a sus propias opciones y convicciones. 
Deberá ser tenida en cuenta junto al interés público por el legislador a la hora 
de legislar. Esta seguridad y libertad a la hora de organizar la vida individual y 
social, está protegida por el artículo 17 CE. 
El término natural, además de clasifi car al término persona, en esta oca-
sión se utiliza como aquellas consecuencias lógicas, de un presupuesto primero, 
creado por el derecho: el carácter ofi cial de una lengua tendrá como consecuencia 
natural, que ésta pueda ser utilizada.
Los derechos fundamentales garantizan una esfera de libertad y encuentran 
su garantía en que sólo pueden ser regulados por el legislador, quien no encuen-
tra, otros límites que los derivados del resto de los preceptos de la Constitución y, 
principalmente, de los derechos fundamentales. En los casos en que la constitu-
ción contenga conceptos indeterminados, el legislador junto a la Administración 
goza de un amplio margen de libertad.
La igualdad jurídica va a ser defi nida como un derecho a no sufrir discri-
minación jurídica alguna, esto es, a no ser tratada jurídicamente de manera dife-
rente a quienes se encuentren en su misma situación, sin que exista una justifi ca-
ción objetiva y razonable de esa desigualdad de trato. La igualdad jurídica por 
lo tanto implica que todos los españoles reciban el mismo trato si se encuentran 
en el mismo lugar, pero no que cualquier español en cualquier lugar tenga los 
mismos derechos, obligaciones, cargas, benefi cios o perjuicios.
La seguridad, como derecho de la persona reconocido en el art. 17 de la 
CE, implica la ausencia de perturbaciones procedentes de medidas tales como la 
detención u otras similares que, adoptadas arbitraria o ilegalmente, restringen o 
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amenazan la libertad de toda persona. Mientras que la seguridad jurídica, reco-
gida en el artículo 9.3 CE se va a defi nir como “la certeza sobre el ordenamiento 
jurídico aplicable y los intereses, jurídicamente tutelados” (STC 15/1986).
Finalmente, en cuanto a los derechos de los que es titular la persona por el 
mero hecho de ser persona, en el año 1986 se establece como derecho de la per-
sona la seguridad y la libertad, tal y como se recoge en el artículo 17.1 de la CE, 
y será titular del derecho de habeas corpus para recuperar esa libertad, si ha sido 
privado de la misma de forma errónea o ilegal. 
Se indica que la misma es titular de la igualdad proclamada en el artículo 
14, que se reconoce como derecho fundamental de la persona a no sufrir discri-
minación alguna, ya que tiene derecho “a no ser tratada jurídicamente de mane-
ra diferente a quienes se encuentren en su misma situación, sin que exista una 
justifi cación objetiva y razonable de esa desigualdad de trato” (STC 8/1986). Sin 
embargo, la propia sentencia indica, en unas consideraciones previas, que el artí-
culo establece el principio de igualdad jurídica o igualdad de los españoles ante 
la ley (cf. STC 8/1986). Habrá que atender al desarrollo para ver si esta igualdad 
se proclama como derecho de toda persona o sólo de los españoles. 
Será titular del derecho al uso de una lengua ofi cial. Derecho que se funda 
en la Constitución y en el respectivo Estatuto de Autonomía. Del derecho de rec-
tifi cación, —Ley Orgánica 2/1984— en orden a aquellos hechos que les aludan 
y sean inexactos o que puedan causarle perjuicio, dañando su honor, derechos 
o intereses legítimos, y se difundan por cualquier medio de comunicación social 
(cf. STC 168/1986), y deberá ser personalmente emplazada en aquellos procesos 
en los que tenga un interés legítimo. 
2.2.7. 1987
En el año 1987 no se produce ninguna renovación en la composición del 
Tribunal, por lo que encontramos conformado por los mismos magistrados50.
La jurisprudencia relevante de este año está compuesta por veintitrés sen-
tencias, de un total de cien sentencias seleccionadas. 
2.2.7.1. Persona: su expresión singular y plural
El término persona se emplea en quince ocasiones, cinco en singular y diez 
en plural, a lo largo de nueve de las sentencias de la jurisprudencia seleccionada. 
50 Tribunalconstitucional.es (2017). Historia del Tribunal Constitucional. [online] Disponible en: https://
www.tribunalconstitucional.es/es/tribunal/historia/Paginas/Tribunal—Constitucional—de—Espania.
aspx [Acceso 22 Mayo 2017].
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Siete son los ponentes de dichas sentencias: don Ángel Latorre Segura —STC 
74/1987—, don Antonio Truyol Serra —STC 78/1987—, don Francisco Rubio Llo-
rente —STC 89/1987 y STC 93/1987—, don Jesús Leguina Villa —STC 37/1987—
, doña Gloria Begué Cantón —STC 119/1987—, don Eugenio Díaz Eimil —STC 
165/1987 y STC 196/1987—, don Carlos de la Vega Benayas –STC 160/1987—.
El término se emplea como proposición subordinada adjetiva, lo que equi-
valdría a utilizar el adjetivo personal, en tres ocasiones. Primero califi cando a 
los sustantivos incongruencia o inactividad procesal (STC 93/1987), indican-
do que quien, conociendo de las actuaciones contra sus intereses en un juicio, 
se abstiene de comparecer por voluntad deliberada o falta de diligencia, será 
responsable de las consecuencias de su propia conducta, no pudiendo hablar-
se en este caso de vulneración de su derecho a la tutela judicial efectiva (cf. 
STC 93/1987). Segundo, junto al sustantivo derechos fundamentales. El TC, a 
la hora de determinar su contenido esencial, deberá respetar, por un lado, “el 
elenco de «facultades o posibilidades de actuación necesarias para que el dere-
cho sea recognoscible como perteneciente al tipo descrito y sin las cuales deja 
de pertenecer a ese tipo y tiene que pasar a quedar comprendido en otro” (STC 
37/1987), y por otro, “el momento histórico (...) y las condiciones inherentes 
en las sociedades democráticas, cuando se trate de derechos constitucionales» 
(STC 37/1987). Finalmente, encontramos el término califi cando el sustantivo 
dignidad, como aquello que es propio de la persona, y que debe salvaguardarse 
por parte de la autoridad pública en todo momento. Por ejemplo, cuando una 
persona en prisión quiera mantener relaciones íntimas con personas en libertad 
y estas sean autorizadas (cf. STC 89/1987).
En el resto de las ocasiones el término se emplea como sustantivo, en la fun-
ción sintáctica de sujeto o de complemento directo, al ser quien realiza la acción, 
o sobre quien recae la acción realizada. 
Lo encontramos empleado en referencia a un individuo concreto, a un ser 
humano: “concurren en la persona de que se trata las condiciones determinan-
tes” (STC 189/1987) o “detención de una persona por la policía en diligencias de 
investigación criminal” (STC 196/1987)... En este caso no se aporta más informa-
ción en cuanto a su contenido de signifi cado, que el de su empleo como sinónimo 
de ser humano. 
También como titular de diversos derechos fundamentales, los cuales se 
precisan o limitan en su signifi cado por la doctrina asentada por el TC. En este 
sentido se establece que toda persona, extranjera o española, que desconozca el 
castellano tiene derecho a usar de intérprete en sus declaraciones ante la Policía, 
según lo establecido en la Constitución en el art. 14 CE. Al estar reconocido cons-
titucionalmente, no es necesario, aunque sí conveniente, su confi guración legisla-
tiva, para la efectividad y posibilidad de amparo del mismo (cf. STC 74/1987). Se 
indica que el derecho al sufragio pasivo corresponde a todas las personas según 
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lo establecido en el art. 67 de la Ley Orgánica 5/198551. Su ejercicio concreto se 
condiciona a que la persona titular del derecho “sea presentada como candidato 
por una de las organizaciones o agrupaciones habilitadas por la Ley para ello” 
(STC 78/1987). Atendiendo al derecho al honor, habrá que distinguir entre per-
sonas privadas, y personalidades públicas, ya que en el caso de las primeras la 
libertad de información se enjuiciará distinguiendo, la información de los hechos 
y la valoración de conductas personales (cf. STC 165/1987). Por último, se esta-
blece que la persona que ejerza su derecho a la objeción de conciencia acepta que 
su intimidad puede verse afectada, ya que los organismos públicos, podrán re-
cabar información complementaria y testimonios del propio sujeto o de terceras 
personas, al primar el interés general de comprobar la seriedad de los motivos, 
sobre la intimidad del objetor (cf. STC 160/1987).
Finalmente, se indica que el trato jurídico que reciban las personas puede 
ser distinto, sin que esto suponga discriminación, cuando la misma se funda en el 
cumplimiento o no de unos requisitos establecidos legalmente. Ya que del mero 
no cumplir las condiciones, se genera una diferencia tal, que justifi ca ese trato 
distinto (cf. STC 119/1987). 
2.2.7.2. Sus derivados
2.2.7.2.1. Personal 
El término personal se emplea en trece ocasiones, once en singular y dos en 
plural, como sustantivo en referencia a los trabajadores de una empresa o insti-
tución: “Limitarse la contratación de otro personal docente”, o “personal con-
tratado” (STC 26/1987)… y como adjetivo califi cativo con el signifi cado de algo 
propio de la persona. 
Con este último contenido de signifi cado, lo encontramos acompañando el 
término intimidad. El derecho a la intimidad y a la propia imagen forman parte 
de los bienes de la personalidad pertenecientes a la vida privada del sujeto. Me-
diante los mismos se salvaguarda “un espacio de intimidad personal y familiar 
que queda sustraído a intromisiones extrañas” (STC 170/1987). Ambos derechos 
están sujetos a límites: la intimidad personal puede desaparecer con el ejercicio 
del derecho a la objeción de conciencia, ya que implica la “renuncia del objetor 
51 Ley Orgánica 5/1985 de 19 de junio, del Régimen Electoral General en sus artículos 6 y 7 –atendiendo a 
su versión en el año 1987, y teniendo en cuenta que el mismo no ha sufrido cambios en las diversas redac-
ciones de la ley— establece: “Para la determinación del momento y el orden de emisión de los espacios de 
propaganda electoral a que tienen derecho todos los partidos, federaciones o coaliciones que se presenten 
a las elecciones, de acuerdo con lo previsto en la presente Ley, la Junta Electoral competente tendrá en 
cuenta las preferencias de los partidos, federaciones o coaliciones en función del número de votos que ob-
tuvieron en las anteriores elecciones equivalentes.” Entendemos, por lo tanto, que la referencia es errónea 
por parte del TC, ya que no se puede establecer qué personas son titulares en base a este artículo, y quiso 
haber hecho referencia a los art. 6 y 7 de dicha Ley Orgánica, donde se establecen los titulares del derecho 
pasivo y quiénes son inelegibles. 
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a mantener en el ámbito secreto de su conciencia sus reservas ideológicas a la 
violencia y/o a la prestación del servicio militar” ya que busca obtener de las 
mismas unas consecuencias jurídicas (cf. STC 160/1987); el derecho a la propia 
imagen puede verse limitado o condicionarse en virtud de relaciones laborales, 
que exijan mantener una determinada apariencia (cf. STC 170/1987).
También acompaña al sustantivo características, al establecer el TC que las 
características personales, propias de cada persona, no afectan a la titularidad 
de los derechos de la personalidad, que pertenecen a todos (cf. STC 165/1987); 
sin embargo, la conducta personal si supone la realización de actos contrarios a 
la ley, sí que conllevará consecuencias jurídicas (cf. STC 165/1987). Estas conse-
cuencias, aunque incidan en el plano de los derechos, no afectan a la existencia 
de los mismos (cf. STC 165/1987). La conducta personal, en cuanto se trate de 
una persona privada, no puede ser valorada de forma pública bajo el amparo de 
la libertad de información, ya que sería contrario al derecho al honor, reconocido 
constitucionalmente (cf. STC 165/1987).
2.2.7.2.1. Personalidad 
El término personalidad se emplea en seis ocasiones, cinco en singular y 
una en plural.
Acompaña al término derechos, para indicar que existen unos derechos de 
la personalidad, pertenecientes a todos sin estar subordinados a las característi-
cas personales de quién los ejerce (cf. STC 165/1987). Entre estos derechos encon-
traríamos el derecho al honor (STC 165/1987).
También acompaña al término bienes, para indicar que existen bienes de la 
personalidad como la intimidad personal y a la propia imagen que pertenecen al 
ámbito de la vida privada (cf. STC 170/1987). Estos bienes conforman derechos 
recogidos en el texto constitucional (cf. STC 160/1987). Pueden verse afectados 
por conductas de terceros. En algunos casos primarán estos derechos, mientras 
que en otros primará otro bien mayor que justifi que la acción llevada a cabo: el 
interés general de comprobar la seriedad de los motivos del objetor puede justi-
fi car la lesión de los derechos de la personalidad del objetor por los documentos 
y testimonios solicitados a terceros (cf. STC 160/1987), en una relación laboral, 
puede justifi carse la limitación del derecho a la propia imagen (cf. STC 170/1987).
El término se emplea como principio penal: principio de la personalidad de 
las consecuencias jurídico-penales. Principio contenido en el principio de legali-
dad, implica que las consecuencias jurídico—penales no se podrán imponer so-
bre alguien que no fue parte en ningún proceso, ni condenada por delito alguno 
(cf. STC 131/1987).
Finalmente, atendemos al empleo del término en plural, ya que cambia 
su contenido de signifi cado. En ese caso se empleará en referencia a aquellas 
personas que son conocidas públicamente, o ejercen una labor de conocimiento 
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público. Las mismas al haber optado por esa condición de personalidades públi-
cas libremente “deben soportar un cierto riesgo de una lesión de sus derechos a la 
personalidad” que no deberán soportar las personas privadas (cf. STC 165/1987).
2.2.7.3. Términos de signifi cación próxima.
2.2.7.3.1. Individuo 
El término individuo se emplea en cinco ocasiones, cuatro en singular y una 
en plural.
El individuo puede estar sujeto a deberes y a conductas singulares jurídica-
mente debidas en razón de interés público protegido por la norma. En función de 
las mismas se le puede exigir la buena conducta al individuo —entendido en su 
signifi cado más abstracto y también más común: como comportamiento global 
del individuo, incluso en sus relaciones privadas—. De no cumplirse, quedaría 
justifi cado un trato desigual ante situaciones idénticas, si el legislador, en el uso 
de su potestad así lo establece (cf. STC 114/1987).
Se emplea en referencia a aquellos ciudadanos, que, por estar en prisión, 
adquieren, al margen de su condición común de ciudadanos un “status especí-
fi co de individuos sujetos a un poder público que no es el que, con carácter ge-
neral, existe sobre el común de los ciudadanos“ (STC 2/1987). Estos ciudadanos 
pueden ver limitada su libertad en alguna manifestación de la multiplicidad de 
actividades y relaciones vitales que la libertad hace posibles, como el manteni-
miento de relaciones íntimas. Las cuales no conforman en su práctica, el conteni-
do de los derechos fundamentales, por importantes que éstas sean en la vida del 
individuo, sino que son “una manifestación de la libertad a secas” (STC 89/1987). 
2.2.7.3.2. Hombre, varón y mujer 
El término hombre se emplea en diez ocasiones, cuatro en singular y seis en 
plural, con dos contenidos de signifi cado. 
Primero, en referencia a la persona, tanto varón como mujer. Del mismo se 
dice que la sexualidad forma parte importante de su vida, aunque la abstinencia 
sexual aceptada por decisión propia o impuesta temporalmente no pone en peli-
gro su integridad física o moral, por lo que la privación de las mismas no supone 
un trato inhumano o degradante (cf. STC 89/1987).
Segundo, como sinónimo del término varón, contrapuesto al término mu-
jer. Se establece que el hombre se encuentra históricamente en una posición de 
superioridad social con respecto a la mujer (cf. STC 128/1987). Una de sus mani-
festaciones es la difi cultad de acceso y mantenimiento de un puesto de trabajo de 
la mujer casada con hijos, frente al hombre casado con hijos (cf. STC 128/1987). 
Para dar respuesta a esta situación la Constitución habría establecido “unas pre-
visiones igualitarias entre hombres y mujeres, contrarias a esa discriminación 
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por razón de sexo. Tanto en forma general (art. 14) como en áreas específi cas, 
tales como el matrimonio (art. 32.1), el trabajo (art. 35.1) y el cuidado de los hijos 
comunes (art. 39.3)” (STC 128/1987). En consecuencia, no pueden aceptarse nor-
mas que vayan contra estas previsiones; por ejemplo, que acepten la exclusión 
absoluta del hombre de las tareas domésticas (cf. STC 128/1987). Sin embargo, 
las normas que busquen remediar esta situación de desventaja no se considera-
rán contrarias a la igualdad proclamada en la CE, aunque contemplen de forma 
diferente al hombre y a la mujer (cf. STC 128/1987).
El término mujer se emplea en veintitrés ocasiones, diecisiete en singular y 
seis en plural, todas ellas dentro de la STC 128/1987. En la misma, como hemos 
indicado, el término se contrapone al de hombre –entendido persona sexuada 
de sexo masculino, es decir, como sinónimo de varón—. En los fundamentos 
de derecho se establece que la mujer se ha encontrado históricamente en una 
situación de inferioridad en la vida social, jurídica y laboral, como demuestra 
el cúmulo de datos y pruebas que suministra la historia de nuestra sociedad. 
Situación que se ha visto favorecida por medidas que “se han adoptado desde 
una perspectiva que refl eja los mismos valores sociales que han mantenido a 
la mujer en una posición de relegación en el mundo laboral” (STC 128/1987), 
ya que “las mismas parten de presupuestos de inferioridad física, o de una 
mayor vocación (u obligación) hacia las tareas familiares” (STC 128/1987). Los 
mismos antecedentes parlamentarios del art. 14 CE, y la doctrina científi ca, en 
la voluntad de terminar con la histórica situación de inferioridad de la mujer, 
establecieron en la CE “previsiones igualitarias entre hombres y mujeres con-
trarias a la discriminación por razón de sexo tanto en forma general (art. 14) 
como en áreas específi cas, tales como el matrimonio (art. 32.1), el trabajo (art. 
35.1) y el cuidado de los hijos comunes (art. 39.3)” (STC 128/1987). Sin em-
bargo, el TC “no puede ignorar que, pese a las afi rmaciones constitucionales, 
existe una realidad social, resultando de una larga tradición cultural, caracteri-
zada por la atribución en la práctica a la mujer del núcleo mayor de las cargas 
derivadas del cuidado de la familia, y particularmente el cuidado de los hijos” 
(STC 128/1987). Por lo que se excluye de la discriminación por razón de sexo, 
las “medidas tendentes a favorecer el acceso al trabajo de un grupo en situación 
de clara desigualdad social” (STC 128/1987).
2.2.7.3.3. Todos y nadie 
El término todos se emplea en dos ocasiones como sustantivo masculino plu-
ral. La jurisprudencia establece que los derechos de la personalidad pertenecen 
a todos, con independencia de sus características personales (cf. STC 165/1987), 
y que la norma general es igual para todos, “en una sociedad democrática, en 
un Estado social y democrático de Derecho, que se construye sobre el consenso 
mayoritario expresado libremente”, quedando la permisión de una conducta se-
parada de la misma como algo excepcional (STC 160/1987).
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Mientras que el término nadie se emplea en dos ocasiones, para indicar que 
los derechos fundamentales “aseguran que nadie puede ser privado de libertad, 
sino en los casos y en la forma previstos en la Ley (art. 17.1 C. E.)” (STC 89/1987), 
y que “nadie pueda entrar en su intimidad ni obligar a declarar sobre su ideolo-
gía” (cf. STC 160/1987).
2.2.7.3.4. Ciudadano 
El término ciudadano se emplea en ocho ocasiones, cuatro en singular y 
cuatro en plural.
Como titulares de los derechos fundamentales que garantizan la libertad, 
ya que aseguran “que nadie puede ser privado de libertad, sino en los casos 
y en la forma previstos en la Ley (art. 17.1 C. E.) Y protegen el ejercicio de 
libertades concretas (por ejemplo, arts. 19, 20, 21, 22, 27 y 28 C. E.) o de aque-
llos ámbitos en los que la libertad vital del individuo implica una exigencia de 
privacidad (verbigracia, artículo 18 C. E.)” (STC 89/1983). Sin embargo, estos 
derechos “no tienen ni pueden tener como contenido concreto cada una de esas 
manifestaciones de su práctica, por importantes que éstas sean en la vida del 
individuo” (STC 89/1987). 
Los ciudadanos participan en la vida pública por medio de diversos ins-
trumentos —entre los que se encuentran las asociaciones de vecinos, que tienen 
entre sus fi nes “informar y concienciar la opinión pública sobre situaciones que 
consideren injustas o lesivas al colectivo ciudadano” (cf. STC 165/1987)— y pue-
den ocupar un cargo de funcionario, que, aunque integra deberes y derechos, 
es en su inicio, una decisión voluntaria del ciudadano (cf. 160/1987). Tienen el 
deber de buena conducta en el seno de relaciones jurídicas concretas (cf. STC 
114/1986), además de un status de sujeción al poder público, que puede variar en 
función de la situación en que se encuentre el sujeto (cf. STC 2/1987).
2.2.7.4. Términos derivados de palabras de signifi cación próxima
En los textos seleccionados de la jurisprudencia que desarrolla los artículos 
que contienen los términos relevantes del año 1987 no encontramos empleado los 
términos individualmente y ciudadana, aunque sí los restantes Términos deriva-
dos de palabras de signifi cación próxima. 
2.2.7.4.1. Individual 
El término individual se emplea en una ocasión, califi cando al sustantivo 
dimensión. Esta dimensión individual está constituida, en el supuesto analizado, 
por la libertad de cátedra, que, junto a la libertad académica, que añade una di-
mensión institucional, delimitan el espacio de libertad intelectual, “sin el cual no 
es posible «la creación, desarrollo, transmisión y crítica de la ciencia, de la técnica 
y de la cultura» (art. 1.2.a de la L. R. U.) Que constituye la última razón de ser de 
la Universidad” (STC 26/1987).
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2.2.7.4.2. Humano 
El término humano se emplea en una ocasión, acompañando al sustantivo 
derechos en el nombre del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, encargado 
de interpretar el Convenio de Roma, y cuya jurisprudencia utiliza el TC como 
fundamento de la interpretación de los derechos fundamentales en virtud del 
artículo 10.2 de la CE (cf. STC 89/1987). 
Por su parte el término inhumano se emplea en dos ocasiones, primero para 
indicar que “cierto tipo de aislamientos en celdas «negras»” son formas de san-
ción que pueden constituir condiciones inhumanas de castigo (cf. STC 2/1987), 
y por otro, que la “imposibilidad de mantener relaciones sexuales no implica 
tampoco la sumisión a un trato inhumano” (STC 89/1987).
2.2.7.5. Términos que expresan un predicado del ser personal
No encontramos en los textos relevantes del año 1987 empleados los térmi-
nos: inviolable, seguridad, familia, honor, y educación. Procedemos a analizar el 
resto, siguiendo el orden establecido en los años anteriores. 
2.2.7.5.1. Vida 
El término vida se emplea en diez ocasiones, todas ellas en singular. 
Se utiliza para indicar que el hombre está vivo, que en su vida hay elemen-
tos que ocupan una parte importante, como la sexualidad. Sin embargo, ni esta, 
ni otras manifestaciones de la práctica de la libertad, son garantizadas por los de-
rechos fundamentales, por importantes que sean en la vida del individuo (cf. STC 
89/1987). Por ello el sujeto sometido a penas de prisión, puede ver reducida su 
libertad hasta casi el ámbito de su vida interior, en la medida en que sea necesario 
para mantener ordenada la vida de la prisión (cf. STC 89/1987).
Los ciudadanos como tales participan en la vida pública, a través de diver-
sos instrumentos, como las Asociaciones de vecinos (cf. STC 165/1987).
Por último, se emplea en referencia a la vigencia, efectividad, de los dere-
chos fundamentales, los cuales están vivos en la medida en que los intereses jurí-
dicamente protegibles que forman parte del contenido esencial del derecho sean 
efectivamente protegidos (cf. STC 37/1987 y STC 161/1987).
2.2.7.5.2. Integridad 
El término integridad se emplea en una ocasión en singular, acompañados de los 
adjetivos física y moral. Se indica que la misma no se pone en peligro por la abstinencia 
sexual aceptada por decisión propia, o resultado de la privación legal de libertad, aun-
que la sexualidad sea parte importante de la vida del hombre (cf. STC 89/1987).
2.2.7.5.3. Física 
El término física se emplea en tres ocasiones, todas ellas en singular.
189El concepto de persona en la jurispridencia del Tribunal Constitucional
Lo encontramos clasifi cando al término integridad, junto al adjetivo moral, 
indicando que ni la integridad física, ni la integridad moral del hombre, en cuan-
to ser humano, se ven dañadas por la abstinencia sexual, voluntaria o impuesta 
(cf. STC 89/1987).
Califi ca también al sustantivo apariencia, en referencia al objeto del derecho 
a la propia imagen. Decisión personal sobre la apariencia física, que puede estar 
limitada en distintos ámbitos, como puede ser el laboral (cf. STC 170/1987).
Finalmente, con el término se hace referencia a la dimensión corporal 
de la mujer, indicando que hay normas que, partiendo de presupuestos de 
inferioridad física de la mujer, establecen diferencias de trato entre hombres 
–entendido como varón— y mujeres en el ámbito laboral, perpetuando y re-
produciendo la posición de inferioridad social de la población femenina (cf. 
STC 128/1987).
2.2.7.5.4. Natural 
El término natural se emplea en dos ocasiones, ambas acompañando al sus-
tantivo mes, para indicar el momento de nacimiento de la obligación de tributar 
para la persona – primer día del mes natural—, y su fi nalización – último día del 
mes natural— (cf. STC 189/1987). 
2.2.7.5.5. Jurídica 
El término jurídica se emplea en veintisiete ocasiones, dieciocho en singular 
y nueve en plural.
En el año 1987 no la encontramos califi cando al término persona, aunque 
sí alguno de los otros términos relevantes como vida. Remitimos el análisis del 
término junto en estos casos a los apartados en que se analizan los restantes tér-
minos relevantes. 
Como en años anteriores, vemos cómo se emplea califi cando a diversos sus-
tantivos determinando su contenido de signifi cado, a realidades que o bien han 
sido creadas por el derecho –categorías jurídicas como derechos fundamenta-
les o las garantías institucionales (STC 26/1987), orden jurídico pertinente (STC 
120/1987)—, o bien que desarrollan y tienen sus consecuencias en el ámbito del 
Derecho –situaciones jurídicas diversas (STC 114/1987), vida social y jurídica 
(STC 128/1987)—. Sin llegar en ningún caso a defi nir o determinar su contenido 
de signifi cado, más allá de esta primera aproximación. 
2.2.7.5.6. Dignidad 
El término dignidad se emplea en una ocasión, como un atributo propio de 
la persona que debe ser salvaguardado en toda circunstancia, incluso si la misma 
está en prisión (cf. STC 89/1987).
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2.2.7.5.7. Libertad 
El término libertad se emplea en treinta y siete ocasiones, treinta en singular 
y siete en plural.
Se emplea como un estado en el que se encuentra el sujeto, del cual puede verse 
privado (cf. STC 89/1987). Esta libertad hace posible una multiplicidad de activida-
des y relaciones vitales. Las cuales no se encuentran garantizadas por los derechos 
fundamentales, que garantizan la libertad en cuanto que “nadie puede ser privado 
de libertad, sino en los casos y en la forma previstos en la Ley (art. 17.1 C. E.) Y prote-
gen el ejercicio de libertades concretas (por ejemplo, arts. 19, 20, 21, 22, 27 y 28 C. E.) 
o de aquellos ámbitos en los que la libertad vital del individuo implica una exigencia 
de privacidad (verbigracia, artículo 18 C. E.)” (STC 89/1987), pero no cada una de las 
manifestaciones en su práctica, aunque sean importantes para la vida del individuo, 
ya que las mismas son una manifestación de la libertad a secas (cf. STC 89/1987).
Se emplea el término en referencia a las facultades propias del sujeto, sin in-
dicar ninguna en particular, acompañado del término derecho: “derechos y liber-
tades fundamentales” (STC 160/1987); y en referencia a una facultad concreta: 
libertad de cátedra (STC 26/1987), libertad ideológica (STC 161/1987), libertad 
de información (STC 165/1987). Estas libertades tienen unos elementos esencia-
les, que debe respetar el legislador para que las mismas sean realmente efectivas 
(cf. STC 26/1987). Pertenecen en cuanto derechos de la personalidad a todos, sin 
estar subordinados a características personales, siempre que su ejercicio se lleve 
a cabo por los cauces legales (cf. STC 165/1987).
2.2.7.5.8. Igualdad 
El término igualdad se emplea en cuatro ocasiones, todas ellas en singular.
Se establece que la igualdad ante la ley recogida en el artículo 14 CE, es siem-
pre en un momento concreto, es decir, “no impide que a través de cambios nor-
mativos se ofrezca un tratamiento desigual a lo largo del tiempo” (STC 119/1984).
En cuanto a la igualdad real la misma se establece como un objetivo que hay 
que alcanzar frente a la realidad social muy distante de una situación de igualdad 
de empleo del hombre y de la mujer (cf. STC 28/1987). Por ello, para alcanzar di-
cha igualdad, se justifi ca la discriminación positiva, es decir, “la actuación de los 
poderes públicos para remediar, así, la situación de determinados grupos socia-
les defi nidos, entre otras características, por el sexo” (STC 128/1987), mediante 
la ruptura de la igualdad jurídica, estableciendo como criterio de trato distinto la 
condición femenina del sujeto (cf. STC 128/1987). 
2.2.7.5.9. Derecho 
El término derecho se emplea en setenta y siete ocasiones, cincuenta y seis 
en singular y veintiuna en plural. Se puede clasifi car el uso del mismo, en función 
del contenido de signifi cado en cinco grupos distintos.
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Primero, acompañado del adjetivo fundamentales. Derechos que están re-
cogidos en la CE, y que se reconocen a diversos sujetos. Su contenido esencial, es 
decir, “aquella parte del contenido del derecho que es absolutamente necesaria 
para que los intereses jurídicamente protegibles, que dan vida al derecho, resul-
ten real, concreta y efectivamente protegida” (STC 37/1987), como derechos sub-
jetivos que son, viene marcado por “el elenco de «facultades o posibilidades de 
actuación necesarias para que el derecho sea recognoscible como perteneciente al 
tipo descrito” siempre “referido al momento histórico de que en cada caso se tra-
ta y a las condiciones inherentes en las sociedades democráticas, cuando se trate 
de derechos constitucionales”(STC 37/1987). Estos derechos garantizan la liber-
tad, ya que “aseguran que nadie puede ser privado de libertad, sino en los casos 
y en la forma previstos en la Ley (art. 17.1 CE) Y protegen el ejercicio de liberta-
des concretas (por ejemplo, arts. 19, 20, 21, 22, 27 y 28 CE) o de aquellos ámbitos 
en los que la libertad vital del individuo implica una exigencia de privacidad 
(verbigracia, artículo 18 CE)” (STC 89/1987). El ejercicio de los mismos no será 
igual para todos, pues en virtud del art. 13.1 CE el legislador puede “establecer 
condicionamientos adicionales al ejercicio de derechos fundamentales por parte 
de los extranjeros”, siempre que respete las prescripciones constitucionales, no 
pudiendo limitar un derecho a los extranjeros, si éste es reconocido a los mismos 
en el propio texto del 78, al reconocerse a la persona (cf. STC 115/1987).
Segundo, acompañado del adjetivo humanos en referencia al Tribunal Eu-
ropeo de Derechos humanos, encargado de interpretar el Convenio de Roma, 
de aplicación directa en España en virtud del art. 10.2 CE y base argumental de 
muchas decisiones del Tribunal (cf. STC 89/1987).
Tercero, en referencia a facultades concretas que se reconocen a diversos 
sujetos –previamente analizados—: derecho a la objeción de conciencia (STC 
160/1987), derecho de asociación (STC 165/1987), derecho a la intimidad perso-
nal y a la propia imagen (STC 170/1987), etc. El ejercicio de estos derechos está 
limitado, pudiendo el Estado recabar información de terceros, para establecer la 
motivación en el ejercicio de un derecho, como en el caso de la objeción de con-
ciencia (cf. STC 160/1987), y por la actuación del propio sujeto (cf. STC 93/1987).
Cuarto, como califi cativo de la forma de Estado en que se constituye Espa-
ña: Estado social y democrático de Derecho, el cual “se construye sobre el con-
senso mayoritario expresado libremente”. Por ello “aquellas conductas que se 
separan de la norma general e igual para todos ha de considerarse como excep-
cional” (STC 160/1987).
Finalmente, se emplea en referencia al ordenamiento jurídico en su conjunto, 
en este caso, como en años anteriores, el término se escribe en mayúscula. Sobre el 
derecho, entendido con este contenido del signifi cado, el TC establece que “lo que 
el Derecho puede proteger, y el nuestro, afortunadamente, protege es la intimidad 
misma, no las acciones privadas e íntimas de los hombres” (STC 89/1987). Tam-
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bién que ni nuestro Derecho, ni Derecho alguno, puede establecer “la objeción de 
conciencia con carácter general, es decir, el derecho a ser eximido del cumplimien-
to de los deberes constitucionales o legales por resultar ese cumplimiento contrario 
a las propias convicciones” ya que esto “signifi caría la negación misma de la idea 
del Estado” (STC 161/1987). Finalmente, en cuanto a la función del juez en la apli-
cación del Derecho, se establece que ésta no es automática, sino refl exiva, atendien-
do a las circunstancias históricas concretas pues “aun permaneciendo los hechos 
iguales abstractamente considerados”, puede “que su signifi cación haya cambiado 
en el nuevo contexto social y sean merecedores de otra interpretación de la norma 
aplicable, a lo cual incluso obliga el contenido del art. 3.1 del Código Civil —de 
aplicación general— al decir que las normas se interpretarán según «la realidad 
social del tiempo en que han de ser aplicadas»” (STC 120/1987).
2.2.7.5.10. Deber 
El término deber se emplea en once ocasiones, siete en singular y cuatro en 
plural.
El término se emplea junto con derechos, en referencia a las consecuencias 
jurídicas de un acto de trascendencia jurídica llevado a cabo por el sujeto (cf. STC 
160/1987).
Se establece que la omisión de deberes concretos, tipifi cados como infrac-
ciones, tendrá consecuencias sancionadoras (cf. STC 114/1987), salvo en los casos 
de objeción de conciencia, en que se exima al sujeto de un deber constitucional, 
como es el de la defensa de España (cf. STC 160/1987). Además, otros compor-
tamientos pueden tener consecuencias gravosas, como el “incumplimiento de 
deberes jurídicos explícitos de trascendencia pública” (STC 114/1987). 
2.2.7.5.11. Honor 
El término honor se emplea en una ocasión, como atributo de la persona. 
El cual se constituye en límite de la libertad de información, para las personas 
privadas, ya que en este caso la misma deberá distinguir entre información de 
hechos y valoración de conductas personales. En el caso de las personalidades 
públicas, que “al haber optado libremente por tal condición, deben soportar un 
cierto riesgo de una lesión de sus derechos a la personalidad” (STC 165/1987).
2.2.7.5.12. Matrimonio 
El término matrimonio se emplea en una ocasión, en referencia a un área 
específi ca donde la Constitución incluye previsiones igualitarias entre hombres 
y mujeres, en virtud del artículo 32.1 (cf. STC 128/1987).
2.2.7.5.13. Tutela 
El término tutela se emplea en una ocasión, en la cual, se indica que el de-
recho a la tutela judicial efectiva, no se ve vulnerado, si la incongruencia o inac-
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tividad procesal de la persona será resultado de la libre decisión o de su falta de 
diligencia de la persona interesada (cf. STC 93/1987).
2.2.7.6. Fuentes doctrinales y jurisprudenciales especifi cadas en las senten-
cias 
En el año 1987 tan sólo encontramos una referencia a la doctrina del Tribu-
nal Europeo de Derechos Humanos, y la misma no es directa, sino que viene a 
colación al citar el TC una sentencia propia de años anteriores, y la doctrina allí 
establecida: “como ya dijimos en nuestra STC 65/1986, recogiendo doctrina del 
Tribunal Europeo de los Derechos Humanos” (STC 89/1987).
2.2.7.7. Conclusiones
El TC —en este año de 1987— añade a los criterios interpretativos de años 
anteriores la indicación de que el contenido esencial de cualquier tipo de derecho 
—y, por tanto, también de los derechos fundamentales de las personas— vienen 
marcado por “facultades o posibilidades de actuación necesarias para que el de-
recho sea recognoscible”, “atendiendo al momento histórico de que en cada caso 
se trata y a las condiciones inherentes en las sociedades democráticas, cuando se 
trate de derechos constitucionales” (cf. STC 37/1987). Ahondando en esta inter-
pretación, al analizar la función del juez, establece el TC que esta no es automáti-
ca, sino refl exiva, atendiendo a las circunstancias históricas concretas pues “aun 
permaneciendo los hechos iguales abstractamente considerados”, puede “que su 
signifi cación haya cambiado en el nuevo contexto social y sean merecedores de 
otra interpretación de la norma aplicable, a lo cual incluso obliga el contenido 
del art. 3.1 del Código Civil —de aplicación general— al decir que las normas se 
interpretarán según «la realidad social del tiempo en que han de ser aplicadas»” 
(STC 120/1987). 
Por lo tanto, habrá que tener en cuenta que el contenido esencial del dere-
cho no será inamovible, sino que habrá que atender al momento histórico, y a las 
condiciones inherentes en las sociedades democráticas. Si esto es así en cuanto 
a los derechos fundamentales, cabe la pregunta, de si también puede ser así en 
cuanto al contenido de signifi cado de los diversos términos.
Respecto a la primera pregunta: quién es persona, continuamos con las mis-
mas afi rmaciones realizadas anteriormente, las personas y los ciudadanos son in-
dividuos, los ciudadanos son personas, no todas las personas son ciudadanos… 
sin que quede claramente dibujada la relación entre estos términos.
Sí que va a distinguir la jurisprudencia entre persona privada y persona-
lidad pública. En este caso la diferencia vendría establecida por la exposición 
pública que una persona tenga, al ser esta voluntaria condicionará el ejercicio de 
los derechos fundamentales de la personalidad, que se verán más limitados que 
los de la persona privada. 
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En cuanto a la segunda pregunta: qué es la persona, vemos, que como ocu-
rre en años anteriores, la misma no se defi ne de forma expresa. Sí que se dan 
diversas cualidades de la misma. 
Las personas están vivas, y tienen unas características personales, entre las 
que encontramos la apariencia física, que las diferencian entre sí. Tienen digni-
dad, y diversos bienes de la personalidad como la intimidad, el honor, la integri-
dad física o moral. Tiene además una conciencia, unas creencias, que le permiten 
clasifi car y posicionarse con respecto al ordenamiento jurídico. 
Pueden estas encontrarse en libertad, lo que hace posible una multiplicidad 
de actividades y relaciones vitales, o encontrarse privadas de la misma. 
La persona en cuanto ser humano, puede ser varón o mujer, es un ser sexua-
do. La sexualidad forma parte importante de su vida, aunque puede abstenerse 
de la misma, tanto por decisión propia o impuesta temporalmente, sin que se 
ponga en peligro su integridad física o moral. 
No hay igualdad entre las personas por razón de sexo, sino que histórica-
mente hay una subordinación de la mujer al varón. Una limitación de la mujer al 
mundo laboral, por una concepción social que asume presupuestos de inferiori-
dad física, o de una mayor vocación hacia las tareas familiares. Situación que la 
doctrina y la Constitución quieren cambiar por medio de previsiones, y el legis-
lador, por medio de normativa que supone discriminación positiva, eliminando 
la igualdad jurídica, para alcanzar la igualdad positiva.
Finalmente, en cuanto los derechos de los que es titular la persona por el 
mero hecho de ser persona, junto a derechos reconocidos en años anteriores —
derechos de la personalidad, los cuales pertenecen a todos sin estar subordinados 
a las características personales de quien los ejerce—, en la jurisprudencia de 1987 
se establece que toda persona tiene derecho a usar de intérprete en sus declara-
ciones ante la Policía, y las consecuencias jurídico—penales no se podrán impo-
ner sobre alguien que no fue parte en ningún proceso, ni condenada por delito 
alguno.
2.2.8. 1988
Al igual que en el año anterior, en el año 1988 no se producen cambios en la 
composición del Tribunal Constitucional52. La jurisprudencia relevante de este año 
está compuesta por veinte sentencias, seleccionadas de un total de ciento quince. 
52 Tribunalconstitucional.es (2017). Historia del Tribunal Constitucional. [online] Disponible en: https://
www.tribunalconstitucional.es/es/tribunal/historia/Paginas/Tribunal—Constitucional—de—Espania.
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2.2.8.1. Persona: su expresión singular y plural
El término persona se emplea en veintiocho ocasiones, siete en singular y 
veintiuna en plural, a lo largo de nueve sentencias. Siete son los ponentes de 
dichas sentencias: don Luis Díez—Picazo y Ponce de León –STC 19/1988 y STC 
64/1988—, don Ángel Latorre Segura –STC 49/1988—, don Francisco Rubio Llo-
rente –STC 144/1988—, don Eugenio Díaz Eimil –STC 85/1988 y STC 107/1988—, 
don Carlos de la Vega Benayas –STC 180/1988—, don Luis López Guerra –STC 
231/1988— y don Antonio Truyol Serra –STC 209/1988—.
El término lo encontramos empleado como proposición subordinada ad-
jetiva, lo que equivaldría a decir personal, en cuatro ocasiones. Primero, acom-
pañando al término intereses, indicando que los intereses de las personas físicas 
que integran las personas jurídicas están sobrepuestos con los de estas últimas. 
En consecuencia, las personas jurídicas pueden ser “sujetos pasivos de eventua-
les lesiones de sus derechos constitucionales” (STC 180/1988). Segundo, indican-
do que la persona tiene una imagen, y que ésta es objeto de protección por el de-
recho a la imagen y a la intimidad personal, creando un ámbito vital reservado. 
Este ámbito deviene inexistente cuando la persona titular de los derechos muere 
y se extingue su personalidad (cf. STC 231/1988). Tercero, califi ca al sustantivo 
dignidad, en referencia al artículo 10 de la CE. Al establecer que dicha dignidad 
de la persona, junto con el desarrollo de la personalidad, permiten deducir que 
“los derechos fundamentales y las libertades públicas son derechos individuales 
que tienen al individuo por sujeto activo y al Estado por sujeto pasivo en la me-
dida en que tienden a reconocer y proteger ámbitos de libertades o prestaciones 
que los Poderes Públicos deben otorgar o facilitar a aquéllos” (STC 64/1988).
En el resto de las ocasiones, como ocurría en años anteriores, el término se 
emplea como sustantivo, en la función sintáctica de sujeto o de complemento di-
recto, al ser quien realiza la acción, o sobre quien recae la acción realizada. 
El TC indica que a la persona le pertenecen unos derechos, como los del artí-
culo 15, 17 y 24, mientras que hay otros que sólo se reconocen a favor de los espa-
ñoles o de los ciudadanos, como los de los artículos 14, 19 y 23 (cf. STC 64/1988). 
A lo largo de la jurisprudencia se establece que en virtud del derecho a la propie-
dad y a la herencia podrá la persona disponer de su patrimonio libremente. Esta 
autonomía de la voluntad incluye la creación de personas jurídicas que aseguren 
los fi nes de la persona, tal y como reconoce el derecho de establecer fundaciones, 
del que la persona también sería titular (cf. STC 49/1988). Finalmente, establece 
que las personas no pueden ser privadas de libertad, ni siquiera por la privación 
subsidiaria de libertad contemplada en el art. 91 del Código Penal, si no han sido 
declaradas culpables, en un proceso con todas las garantías (cf. STC 19/1988).
aspx [Acceso 22 Mayo 2017].
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Los derechos propios de la persona, como el derecho a la intimidad perso-
nal y familiar, se extienden no sólo a la propia persona, sino también, a determi-
nados aspectos de la vida de otras personas con las que se guarde una especial 
y estrecha vinculación, como un familiar. Aspectos que por su trascendencia —
dentro de las pautas culturales de nuestra sociedad— y por la relación o vínculo 
existente con ellas padres, cónyuges o hijos— inciden en la propia esfera de la 
personalidad del individuo (cf. STC 231/1988). 
En función de la persona, y su actividad, pueden verse limitados de mayor 
manera dichos derechos. Por ejemplo, las personas públicas —entendidas por 
tales aquellas que ejercen funciones públicas o resultan implicadas en asuntos de 
relevancia pública— tienen “que soportar que sus derechos subjetivos de la per-
sonalidad resulten afectados por opiniones o informaciones de interés general 
pues así lo requieren el pluralismo político, la tolerancia y el espíritu de apertura, 
sin los cuales no existe sociedad democrática” (STC 107/1988).
Estos derechos y estas limitaciones se aplicarán por igual a todos, en vir-
tud del artículo 14 de la CE, sin que puedan “ser unos dispensados de su cum-
plimiento en atención a sus condiciones personales o tratados otros con mayor 
rigor también en consideración de sus personas”, siempre que las circunstan-
cias no sean en sí mismas relevantes de acuerdo con las propias normas apli-
cables (cf. STC 144/1988). Por ejemplo, la jurisprudencia considera válida la 
exclusión de personas con funciones exclusivamente técnicas y personas físicas 
a título individual de un órgano de decisión de las cajas de ahorros, ya que no 
reunirían las condiciones de representatividad necesarias para democratizar 
el mismo, objetivo que establecía y buscaba la normativa enjuiciada (cf. STC 
49/1988).
La persona también tiene unos deberes, entre los que se encuentra el pago 
de tributos. Dependiendo del tributo, las personas físicas pueden ser sujetos pa-
sivos del mismo. Si este es el caso, como en el caso del IRPF, no podrá ser sujeto 
pasivo la unidad familiar, por lo que, aunque ésta se entienda como una unidad 
contribuyente, dicha contribución conjunta de las personas casadas no puede ge-
nerar un perjuicio con respecto a las no casadas (cf. STC 209/1988).
Las personas jurídicas de Derecho privado y de Derecho público serán ti-
tulares de aquellos derechos que se reconozcan a la persona y que por su natu-
raleza puedan ser ejercidos por las mismas, con el fi n de recabar libertades, para 
el disfrute los miembros que las integran (cf. STC 64/1988). El derecho al honor, 
por ejemplo, por su signifi cado personalista —es un valor referible a personas in-
dividualmente consideradas— hace que este no pueda ser ejercido por personas 
jurídicas, las cuales si tendrán dignidad, prestigio y autoridad moral. Valores que 
se protegen penalmente en la medida en que lo establezca el legislador (cf. STC 
107/1988).
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2.2.8.2. Sus derivados
2.2.8.2.1. Personal 
El término personal se emplea en nueve ocasiones, siete en singular y dos 
en plural, todas ellas como adjetivo califi cativo, equivaldría a decir de la persona. 
Con este contenido de signifi cado se emplea para indicar que la libertad de 
la persona forma parte de los valores superiores del ordenamiento jurídico, pues 
la libertad que se proclama en el artículo 1, no sólo contempla la libertad en su 
dimensión política, sino también en su dimensión personal (cf. STC 19/1988). 
Estos ámbitos de libertad personal se ven protegidos por los derechos de los que 
es titular la persona, como el derecho a la imagen y a la intimidad personal y fa-
miliar (cf. STC 231/1988). Derechos que protegen “no sólo a aspectos de la vida 
propia y personal, sino también a determinados aspectos de la vida de otras per-
sonas con las que se guarde una especial y estrecha vinculación” (STC 231/1988).
Las personas tienen unas condiciones y circunstancias que le son propias. 
Estas condiciones personales, no se tendrán en cuenta, ni para atenuar el cum-
plimiento de las normas, ni para aplicarlas con mayor rigor, ya que lo mismo 
sería contrario a la igualdad del art. 14 CE, salvo que dichas circunstancias, sean 
relevantes, de acuerdo con la propia norma que el Juez aplica para juzgar un caso 
concreto (cf. STC 144/1988). 
Hay obligaciones que, por su naturaleza, son de carácter personal: el sujeto 
pasivo sobre el que recaen es la persona individual. Por ejemplo, el pago de un 
tributo como el que grava las rentas de las personas físicas (cf. STC 209/1988).
2.2.8.2.2 Personalidad 
El término personalidad se emplea en nueve ocasiones, todas ellas en singular.
Normalmente la encontramos sin adjetivar, sin embargo, en una ocasión la 
encontramos adjetivada con el término civil (STC 231/1981), el TC emplea ambos 
términos, como si no existiera distinción entre ellos, o no nos encontráramos ante 
distintas disciplinas específi cas jurídicas.
La personalidad es una esfera propia del individuo, “un ámbito propio y 
reservado frente a la acción y conocimiento de los demás, necesario —según las 
pautas de nuestra cultura— para mantener una calidad mínima de la vida hu-
mana” (STC 231/1988). Es a la vez algo que se desarrolla. A este desarrollo, y 
a la dignidad de la persona, se vinculan los derechos inviolables, en virtud del 
art. 10.1 CE (cf. STC 64/1988). También es algo que se extingue con la muerte de 
la persona: “art. 32 del Código Civil: «La personalidad civil se extingue por la 
muerte de las personas»” (STC 231/1988). 
La personalidad tiene unos derechos que le son propios: derechos subjeti-
vos de la personalidad (STC 107/1988) o derechos fundamentales estrictamente 
vinculados a la propia personalidad (STC 231/1988). Entre los mismos la juris-
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prudencia proclama el derecho a la imagen y a la intimidad personal y familiar, 
los cuales derivan de la «dignidad de la persona», que reconoce el art. 10 de la 
C.E (cf. STC 231/1988). Estos derechos pueden verse afectados y limitados. Por 
ejemplo, si sus titulares son personas públicas, el derecho a la intimidad cederán 
ante “opiniones o informaciones de interés general pues así lo requieren el plu-
ralismo político, la tolerancia y el espíritu de apertura, sin los cuales no existe so-
ciedad democrática” (STC 107/1988). Estos derechos desaparecen cuando fallece 
el titular del mismo y se extingue la personalidad, ya que desaparece el objeto de 
la protección constitucional: un ámbito vital reservado, que con la muerte desa-
parece (cf. STC 231/1988).
2.2.8.3 Términos de signifi cación próxima.
2.2.8.3.1 Individuo 
El término individuo se emplea en ocho ocasiones, cuatro en singular y cua-
tro en plural.
Lo encontramos empleado como referencia genérica a todo sujeto humano, 
con independencia de su condición jurídica: como persona, o también como ciu-
dadano (cf. STC 64/1988).
El individuo, aisladamente considerado, es titular de derechos individuales 
(STC 64/1988), de derechos personalísimos ligados a su propia existencia, que 
protegen la esfera de personalidad que le es propia (STC 231/1988). Es, por lo 
tanto, sujeto activo de los derechos fundamentales y libertades públicas, mien-
tras que el Estado es “sujeto pasivo en la medida en que tienden a reconocer y 
proteger ámbitos de libertades o prestaciones que los Poderes Públicos deben 
otorgar o facilitar a aquéllos” (STC 64/1988). 
Sin embargo, no son los únicos titulares de los derechos fundamentales, ya 
que para la plena efectividad de los mismos, se reconoce como titulares a aquellos 
grupos y organizaciones en que el individuo se inserta, y cuya fi nalidad “sea es-
pecífi camente la de defender determinados ámbitos de libertad o realizar los inte-
reses y los valores que forman el sustrato último del derecho fundamental” (STC 
64/1988). Por ejemplo, “el art. 16 garantiza la libertad ideológica, religiosa y de 
culto no sólo a los individuos, sino también a las Comunidades”, “el derecho de 
los ciudadanos a participar en los asuntos públicos lo pueden ejercer los partidos 
políticos”, “el derecho de asociación lo pueden ejercer no sólo los individuos que se 
asocian, sino también las Asociaciones ya constituidas”, y “el derecho a la libertad 
de la acción sindical corresponde no sólo a los individuos que fundan Sindicatos o 
se afi lian a ellos, sino también a los propios Sindicatos” (STC 64/1988).
2.2.8.3.2. Hombre, varón y mujer 
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No encontramos empleado dentro de los textos seleccionados de la juris-
prudencia relevante ninguno de los términos que hacen referencia a la persona 
en cuanto a su naturaleza sexuada: hombre, varón y mujer. 
2.2.8.3.3. Todos y Nadie 
El término nadie no se emplea dentro de los textos seleccionados de la ju-
risprudencia relevante. Por su parte el término todos se emplea en una ocasión 
con función sintáctica sustantiva, para indicar que en virtud de la igualdad con-
sagrada en el art. 14 CE, la ley se debe aplicar igual para todos, sin atender a cir-
cunstancias personales, salvo aquellas que la misma norma considere relevantes 
atender (cf. STC 144/1988).
2.2.8.3.4. Ciudadano 
El término ciudadano se emplea en siete ocasiones, una en singular y siete 
en plural.
Se emplea como titular de derechos fundamentales, algunos en exclusiva: 
art. 14, 19 y 23 CE, y otros que serán reconocidos a toda persona (STC 64/1988). 
Aquellos derechos de los que sea titular pueden verse limitados por relaciones 
jurídicas concretas en que se encuentre: por ejemplo, la libertad de información 
puede venir limitada por el contrato de trabajo (cf. STC 6/1988). Será responsable 
de conocer sobre la vulneración de estos derechos el TC, sin embargo, el mismo 
“no puede ni debe decidir sobre los restantes derechos subjetivos de naturaleza 
civil o administrativa que los ciudadanos hayan vertido en los procesos seguidos 
ante los Tribunales de Justicia” (STC 98/1988).
2.2.8.4. Términos derivados de palabras de signifi cación próxima 
No encontramos empleado los términos individualmente ni ciudadana en 
los textos seleccionados de la jurisprudencia del año 1988. 
2.2.8.4.1. Individual 
El término individual se emplea en dos ocasiones, una en singular y una en 
plural. 
Se emplea como adjetivo califi cativo del sustantivo derechos, para indicar 
que los derechos fundamentales y libertades públicas son derechos individuales, 
es decir, tienen al individuo por sujeto activo (cf. STC 64/1988). Y también del 
sustantivo título, para indicar que las personas físicas pueden actuar a título in-
dividual, a título propio, y no con una función representativa (cf. STC 49/1988).
2.2.8.4.2. Humano 
El término humano se emplea en tres ocasiones, una en singular, y dos en 
plural.
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Califi ca al término vida. Vida humana que exige –según las pautas de 
nuestra cultura—, para mantener una mínima calidad, la existencia de un ám-
bito propio y reservado frente a la acción y conocimiento de los demás (cf. STC 
231/1988).
Los derechos humanos son objeto de “la Declaración universal y de dife-
rentes Tratados y Acuerdos Internacionales ratifi cados por España, como son el 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de Nueva York, de 19 de di-
ciembre de 1966 (RCL 1977\863 y ApNDL 3630), y el Convenio de Roma para la 
Protección de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales, de 4 de 
noviembre de 1950 (RCL 1979\2421 y ApNDL 3627)” (STC 64/1988), y se vincu-
lan a los derechos fundamentales, recogidos en la CE, en virtud del artículo 10.2 
de la misma (cf. STC 64/1988). 
2.2.8.5. Términos que expresan un predicado del ser personal 
No encontramos en los textos relevantes del año 1988 empleados los térmi-
nos: integridad, familia, matrimonio y educación. 
2.2.8.5.1. Vida 
El término vida se emplea en cinco ocasiones, todas ellas en singular.
Se establece que la persona está viva, y que también puede estar muerta, y 
que puede encontrarse en un momento entre ambos estados (cf. STC 231/1988).
 Lo encontramos en tres ocasiones acompañado de diversos adjetivos, que 
lo califi can y limitan su signifi cado.
La vida propia y personal es aquella que corresponde al sujeto y que dis-
curre, junto a la vida de otras personas. Vida de otros, que, en algunos aspectos, 
puede, cuando se guarde una especial y estrecha vinculación, como es la familiar; 
incidir en la propia esfera de la personalidad del individuo (cf. STC 231/1988).
La vida humana tiene una calidad. Para mantener la mínima aceptable, se-
gún las pautas de nuestra cultura, es necesario la existencia de un ámbito propio 
y reservado frente a la acción y conocimiento de los demás, la cual se consigue 
mediante los derechos a la imagen y a la intimidad personal y familiar, reconoci-
dos en el art. 18 CE (cf. STC 231/1988).
Finalmente, la vida común de las personas que contraen matrimonio es lo 
que hace que conformen una unidad familiar (cf. STC 209/1988).
2.2.8.5.2. Física 
El término física se emplea en tres ocasiones, todas ellas en plural, califi can-
do al sustantivo personas, para distinguir las mismas de las personas jurídicas: 
STC 49/1988, STC 64/1988 y STC 209/1988. El término ya se analizó previamen-
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te, al atender al contenido de signifi cado del término persona, por lo que remiti-
mos a dicho análisis. 
2.2.8.5.3. Natural 
El término natural se emplea en dos ocasiones, todas ellas en singular, 
yuxtapuesto al adjetivo lógico, en referencia a aquella consecuencia lógica de 
un enunciado primero: “dada la lógica y natural prevención de los primeros 
a declarar contra un alto funcionario” (STC 176/1988) y “nada es más lógico 
y natural pensar que una adecuada defensa y asistencia letrada exige” (STC 
71/1988).
2.2.8.5.4. Jurídica 
El término jurídica se emplea en diecinueve ocasiones, doce en singular y 
siete en plural.
Relevante para nuestro análisis son aquellos casos, analizados previamente, 
en que lo encontramos califi cando al sustantivo personas, para distinguirlas de 
las personas físicas (STC 49/1988, STC 64/1988 y STC 180/1988).
En los restantes casos vemos, como ya se ha constatado en años anterio-
res, que el término se emplea califi cando a diversos sustantivos determinando 
su contenido de signifi cado, a realidades que o bien han sido creadas por el 
derecho –ordenamiento jurídico (STC 19/1988)—, o bien que desarrollan y tie-
nen sus consecuencias en el ámbito del Derecho –consecuencias jurídicas (STC 
209/1988), a las relaciones jurídicas regidas por el Derecho Administrativo y 
por el Derecho Público en general (STC 73/1988)—. Sin llegar en ningún caso 
a defi nir o determinar su contenido de signifi cado, más allá de esta primera 
aproximación. 
2.2.8.5.5. Dignidad 
El término dignidad se emplea en cuatro ocasiones, todas ellas en singular.
Primero, en referencia a una cualidad intrínseca de la persona, que se con-
sagra en el artículo 10.1 CE, y que es fundamento de todos los derechos funda-
mentales y libertades públicas (cf. STC 64/1988, STC 107/1988 y STC 231/1988).
Segundo, en el sentido del prestigio o autoridad moral de las instituciones 
públicas o de clases determinadas del Estado, mientras que no se podrá decir que 
las mismas tengan honor (cf. STC 107/1988)
2.2.8.5.6. Inviolable 
El término inviolable se emplea en plural en una ocasión, en referencia a 
aquellos derechos que se vinculan a la dignidad de la persona y con el desarrollo 
de la personalidad en virtud del artículo 10.1 de la CE. 
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2.2.8.5.7. Libertad 
El término libertad se emplea en diecisiete ocasiones, todas en singular sal-
vo una en plural.
Podemos clasifi car el término en tres grupos, atendiendo al contenido de 
signifi cado con el que se emplea el mismo.
Primero, la libertad entendida como un valor en sí misma. Esta libertad está 
erigida por el art. 1 de la CE en un valor superior del ordenamiento político, tanto 
en su dimensión política como en su dimensión personal (cf. STC 19/1988). Li-
bertad personal que se desarrolla en aquellos ámbitos de libertades establecidos 
por los derechos fundamentales y las libertades públicas (STC 64/1988).
Segundo, como facultades de los diversos sujetos recogidas en la Consti-
tución, sin referencia a ninguna en concreto: los derechos fundamentales y de 
las libertades públicas (cf. STC 64/1988). Los cuales “son derechos individuales 
que tienen al individuo por sujeto activo y al Estado por sujeto pasivo” (STC 
64/1988).
Finalmente, se emplea como sinónimo de derecho en referencia a facultades 
concretas: libertad de información (STC 6/1988), la libertad ideológica, religiosa 
y de culto (STC 64/1988), libertad sindical (STC 64/1988).
2.2.8.5.8. Igualdad 
El término igualdad se emplea en cinco ocasiones, todas ellas en singular.
Se indica, siguiendo la doctrina asentada por la jurisprudencia, que la 
igualdad jurídica consagrada en el art. 14 de la CE exige que la ley sea aplicada 
por igual a todos, sin que en ningún caso puedan ser unos dispensados de su 
cumplimiento en atención a sus condiciones personales o tratados otros con ma-
yor rigor también en consideración de sus personas, salvo que dichas circuns-
tancias sean relevantes de acuerdo con las propias normas (cf. STC 144/1988). 
Estas normas serán conformes a la igualdad cuando su fi n no sea contradictorio 
con la CE y tengan una estructura coherente: muestren proporcionalidad al fi n 
perseguido. Es decir, serán contrarias a la igualdad tanto “la norma que diver-
sifi ca por un mero voluntarismo selectivo” (STC 209/1988), como aquella, que, 
para la consecución de un fi n legítimo, “confi gura un supuesto de hecho o las 
consecuencias jurídicas que se le imputan, en desproporción patente con aquel 
fi n, o sin atención alguna a esa necesaria relación de proporcionalidad” (STC 
209/1988).
2.2.8.5.9. Seguridad 
El término seguridad se emplea en una ocasión, acompañado del adjetivo 
jurídica. Se establece que dicha seguridad, recogida en el artículo 9.3 de la CE, no 
es un derecho fundamental de los ciudadanos, ni puede ser amparado, por vía 
del amparo constitucional (cf. STC 98/1988).
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2.2.8.5.10. Derecho 
El término derecho se emplea en sesenta y tres ocasiones, veintiocho en sin-
gular y treinta y cinco en plural. 
Podemos clasifi car el término en cuatro grupos, atendiendo al contenido de 
signifi cado con el que se emplea el mismo.
Primero, en referencia a las facultades que la Constitución reconoce al su-
jeto, sin referencia a ninguna en particular. En esos casos el término viene acom-
pañado del adjetivo fundamentales: derechos fundamentales y de las libertades 
públicas (STC 64/1988) o también lo podemos encontrar denominado como de-
rechos constitucionales (STC 209/1988). Estos derechos “son derechos individua-
les que tienen al individuo por sujeto activo y al Estado por sujeto pasivo en la 
medida en que tienden a reconocer y proteger ámbitos de libertades o prestacio-
nes que los Poderes Públicos deben otorgar o facilitar a aquéllos” (STC 64/1988), 
están íntimamente vinculados con la dignidad de la persona y con el desarrollo 
de la personalidad (STC 64/1988) y con los derechos humanos (STC 64/1988). 
En cuanto a su titularidad, algunos corresponden a todas las personas (p. 
ej., arts. 15 y 17), mientras que otros sólo aparecen reconocidos en favor de los 
españoles o de los ciudadanos (p. ej., arts. 14, 19 y 23) (cf. STC 64/1988). Esta ti-
tularidad no corresponde sólo a los “individuos aisladamente considerados”, ya 
que “el ordenamiento jurídico español reconoce en algunas ocasiones, diversas 
dimensiones o manifestaciones de estos derechos que, desvinculándose ya de la 
persona del afectado, pueden ejercerse por terceras personas” (STC 231/1988). 
 Las personas jurídicas tanto de Derecho público como de Derecho privado, 
en las que se inserten los individuos, también serán titulares de estos derechos. 
En la medida en que puedan “defender determinados ámbitos de libertad o rea-
lizar los intereses y los valores que forman el sustrato último del derecho funda-
mental” (STC 64/1988). Por ejemplo, “el art. 16 garantiza la libertad ideológica, 
religiosa y de culto no sólo a los individuos, sino también a las Comunidades”, 
“el derecho de los ciudadanos a participar en los asuntos públicos lo pueden ejer-
cer los partidos políticos”, “el derecho de asociación lo pueden ejercer no sólo los 
individuos que se asocian, sino también las Asociaciones ya constituidas”, y “el 
derecho a la libertad de la acción sindical corresponde no sólo a los individuos 
que fundan Sindicatos o se afi lian a ellos, sino también a los propios Sindicatos” 
(STC 64/1988). 
Además, cabe tener en cuenta, que de estos derechos aquellos que por su 
naturaleza se clasifi quen como personalísimos, estarán ligados a la existencia del 
sujeto. Por lo que, con la muerte del mismo, desaparece el objeto de protección de 
estos derechos, y, en consecuencia, los mismos (cf. STC 231/1988).
El TC podrá pronunciarse solamente sobre la vulneración de estos dere-
chos, “pero no puede ni debe decidir sobre los restantes derechos subjetivos de 
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naturaleza civil o administrativa que los ciudadanos hayan vertido en los proce-
sos seguidos ante los Tribunales de Justicia” (STC 98/1988).
Segundo, el término hace referencia a aquellos derechos reconocidos en con-
venios y tratados internacionales: los derechos humanos. Los cuales se encuen-
tran íntimamente vinculados con los derechos fundamentales (STC 64/1988) y 
son objeto entre otros de “la Declaración universal y de diferentes Tratados y 
Acuerdos Internacionales ratifi cados por España, como son el Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos de Nueva York, de 19 de diciembre de 1966 
(RCL 1977\863 y ApNDL 3630), y el Convenio de Roma para la Protección de los 
Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales, de 4 de noviembre de 1950 
(RCL 1979\2421 y ApNDL 3627)” (STC 64/1988).
Tercero, el término se emplea para designar facultades concretas: dere-
cho de fundación (STC 49/1988), derecho a la propiedad y a la herencia (STC 
49/1988), derecho a la asistencia letrada (STC 71/1988).
Respecto a todos estos derechos, el TC establece que no pueden considerar-
se derechos históricos, anteriores a la Constitución, conservados por instancias 
territoriales, que hubieran quedado fuera de la norma de poder constituyente 
que se impone con fuerza vinculante general en su ámbito. Los derechos que no 
contradigan a la misma, y mantengan su vigencia lo harán en virtud de la Dispo-
sición adicional primera del propio texto del 78 (cf. STC 76/1988).
Por último, el término se emplea en referencia a todo o a parte del siste-
ma jurídico: “ámbito del Derecho privado” (STC 73/1988), o a las ramas que lo 
integran: Derecho Administrativo y por el Derecho Público en general (cf. STC 
73/1988). Como hemos visto en años anteriores, en estos casos, el término se es-
cribe con mayúscula.
2.2.8.5.11. Deber 
El término deber se emplea en dos ocasiones, todas ellas en singular, para 
establecer la obligación de un determinado comportamiento: para el Estado y 
para los individuos. El primero tendrá que proveer al detenido, que esté inte-
resado, de un abogado de ofi cio. Obligación que se desprende del derecho a la 
asistencia letrada (art. 24.2 C. E.), tal y como se establece en el Caso Ártico del 
TEDH (cf. STC 71/1988). Mientras que los individuos, por la regla de la buena fe, 
estarán obligados a comportarse coherentemente (cf. STC 73/1988).
2.2.8.5.12. Honor 
El término honor se emplea en seis ocasiones, todas ellas en singular.
En referencia al objeto protegido por el derecho al honor, el cual tiene en 
nuestra Constitución un signifi cado personal, es decir, es un valor referible a 
personas individualmente consideradas. Por lo que será inadecuado hablar del 
honor de las instituciones públicas o de clases determinadas del Estado (cf. STC 
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107/1988). Este derecho sí que podrá ser ejercido por terceras personas, ya que, 
en algunas ocasiones, diversas dimensiones o manifestaciones de estos derechos 
pueden ejercerse por terceras personas al desvincularse ya de la persona del afec-
tado (cf. STC 231/1988).
2.2.8.5.13. Tutela 
El término tutela se emplea en dos ocasiones, todas ellas en singular. En 
ambas ocasiones se emplea en referencia al objeto del derecho a la tutela de los 
derechos fundamentales. Los cuales podrán ser tutelados por vía de amparo o 
por la vía judicial (cf. STC 231/1988).
2.2.8.6. Fuentes doctrinales y jurisprudenciales especifi cadas en las senten-
cias 
El TC hace referencia a tratados y acuerdos internacionales, al establecer 
que en virtud del art. 10.2 CE, los derechos fundamentales están conectados con 
los derechos humanos, “y que estos son objeto de la Declaración universal y de 
diferentes Tratados y Acuerdos Internacionales ratifi cados por España, como son 
el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de Nueva York, de 19 de 
diciembre de 1966 (RCL 1977\863 y ApNDL 3630), y el Convenio de Roma para 
la Protección de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales, de 4 de 
noviembre de 1950 (RCL 1979\2421 y ApNDL 3627)” (STC 64/1988).
Al desarrollar los fundamentos jurídicos del derecho a la asistencia letrada, 
establece que dicha argumentación ya se desarrolló por el Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos (TEDH) en el caso Ártico (STC 71/1988).
Finalmente, hace referencia a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, in-
dicando que regla de la buena fe, aunque ha sido reconocida por el TS de apli-
cación en las relaciones jurídicas regidas por el Derecho Administrativo y por el 
Derecho Público en general, sólo puede serlo en el ámbito constitucional con las 
necesarias matizaciones (cf. STC 73/1988). Por lo que acepta, aunque de forma 
matizada, la jurisprudencia del mismo.
2.2.8.7. Conclusiones
En cuanto a quién es persona, la jurisprudencia de 1988 pone en relación di-
recta el término persona con el de individuo al establecer que los derechos de la 
persona son derechos individuales y que las personas pueden ser individualmente 
consideradas. También se pone en relación con el de ciudadano, indicando que no 
toda persona es ciudadano, pero sí que todo ciudadano será persona. Además, cabe 
atender al uso del término individuo, cuando se quiere hablar de todo ser humano, 
sin referencia concreta a su situación jurídica como ciudadano, o como persona. En 
cuanto a los restantes términos de signifi cación próxima, nada se dice en la juris-
prudencia de este año que nos permita establecer de forma clara una relación. 
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La jurisprudencia va a distinguir entre personas públicas —aquellas que 
ejercen funciones públicas o resultan implicadas en asuntos de relevancia pú-
blica— y personas privadas; y entre personas físicas, y personas jurídicas –que 
integran a las primeras—. Esta categorización va a tener repercusiones a la hora 
del ejercicio de sus derechos fundamentales. 
En cuanto a la pregunta por la naturaleza de la persona, qué es la persona, 
vemos cómo la misma no se defi ne de forma expresa. Sí que se establecen atribu-
tos o características de la misma.
La persona puede estar viva. Su vida discurre, junto a la vida de otras per-
sonas. Vida de otros, que, en algunos aspectos, puede, cuando se guarde una 
especial y estrecha vinculación, como es la familiar, incidir en la propia esfera 
de la personalidad del individuo. La vida común de las personas que contraen 
matrimonio es lo que hace que conformen una unidad familiar.
 La persona puede estar muerta. Con la muerte se extingue la personalidad, 
y con ella los derechos fundamentales, salvo aquellos que puedan ser ejercidos 
por terceras personas, por la relación próxima que tuvieran con la persona del 
fi nado. 
La persona es digna, libre —en los ámbitos de libertad personal que gene-
ran los derechos fundamentales de los que es titular—, tiene una personalidad, 
que debe desarrollar libremente y una personalidad jurídica que se extingue con 
la muerte –la realidad diversa o igual de ambas no se puede desprender de la 
jurisprudencia—, una imagen propia, una intimidad personal y familiar, y unos 
intereses condiciones y circunstancias propios. Es sujeto de derechos fundamen-
tales y también de derechos subjetivos de naturaleza civil o administrativa.
Sobre las cualidades que pone en relación el propio texto del 78, vemos 
cómo, al igual que en años anteriores, en su mayoría no se defi nen, no se estable-
ce claramente su contenido de signifi cado. Sin embargo, en algunos casos sí que 
se establecen notas características de los mismos. No queriendo reproducir lo ya 
dicho anteriormente, recogemos aquellos términos en que se establecen notas 
relevantes para nuestro objeto de estudio. 
El término derecho se adjetiva en función de aquellos derechos a los que 
estamos haciendo referencia: se entenderán como derechos fundamentales o de-
rechos constitucionales, en función de la parte de la CE en que se recojan. Se 
hablará de derechos de la persona o de derechos de la personalidad en referen-
cia a aquellos que pertenecen a toda persona –aunque la jurisprudencia no haya 
precisado la distinción entre ambos califi cativos, refi riéndose con ambos a los 
mismos derechos—. Los derechos humanos son aquellos regulados en tratados 
y convenios internacionales, íntimamente ligados a los derechos fundamentales. 
Los derechos subjetivos de naturaleza civil o administrativa, emanados de un 
procedimiento ante los Tribunales de Justicia, pertenecen al ciudadano, y no po-
drán ser objeto de opinión por parte del TC.
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Además, cabe tener en cuenta que no hay derechos históricos, todo dere-
cho encuentra su fundamento en la CE. 
Finalmente, en cuanto a la tercera pregunta: de qué derechos es titular la 
persona por el mero hecho de ser persona, en el año 1988 se establece explícita-
mente que le pertenecen los derechos de los artículos 15 –derecho a la vida y a 
la integridad física y moral—, 17 – derecho a la libertad y a la seguridad— y 24 
–derecho a obtener una tutela efectiva de jueces y tribunales. 
También se indica que la persona es titular del derecho a la propiedad y 
a la herencia, y a disponer de su patrimonio libremente, derecho a la intimidad 
personal y familiar, propia y de terceras personas de las que guarde una especial 
y estrecha vinculación.
Finalmente, se establece que las personas individuales serán los sujetos pa-
sivos del IRPF. 
2.2.9. 1989
En febrero del año 1989 se produce la tercera renovación del Tribunal Cons-
titucional. Terminan su servicio en el mismo doña Gloria Begué Cantón, don Luis 
Díez-Picazo y Ponce de León y don Ángel Latorre Segura. Tomarán posesión de 
su cargo como magistrado, el veintisiete de febrero de ese mismo año: don José 
Luis de los Mozos y de los Mozos, don José Vicente Gimeno Sendra y don Ál-
varo Rodríguez Bereijo —a propuesta del Senado—. Debido a estos cambios, se 
procede al nombramiento de un nuevo vicepresidente, resultando elegido don 
Francisco Rubio Llorente53.
La jurisprudencia relevante de este año está compuesta por diecisiete sen-
tencias de un total de noventa y cinco.
2.2.9.1. Persona: su expresión singular y plural
El término persona se emplea en treinta y nueve ocasiones, trece en singu-
lar y veinte y seis en plural, a lo largo de nueve sentencias de la jurisprudencia 
seleccionada. Nueve son los ponentes de dichas sentencias: doña Gloria Begué 
Cantón —STC 23/1989—, don Francisco Rubio Llorente —STC 37/1989, y STC 
45/1989—, don Luis López Guerra —STC 58/1989—, don Miguel Rodríguez-
Piñero y Bravo-Ferrer —STC 67/1989—, don Francisco Tomás y Valiente —STC 
53 Tribunalconstitucional.es (2017). Historia del Tribunal Constitucional. [online] Disponible en: https://
www.tribunalconstitucional.es/es/tribunal/historia/Paginas/Tribunal—Constitucional—de—Espania.
aspx [Acceso 22 Mayo 2017].
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85/1989—, don Eugenio Díaz Eimil –STC 113/1989—, don Antonio Truyol Serra 
—STC 129/1989— y don Álvaro Rodríguez Bereijo  —STC 185/1989—.
El término lo encontramos empleado como proposición subordinada adje-
tiva, lo que equivaldría a decir personal, en cinco ocasiones.
En la STC 37/1989 lo encontramos acompañando a los sustantivos: volun-
tad, pudor y dignidad. En la misma se establece que el derecho a la intimidad 
garantiza la intimidad corporal, es decir, que, contra la voluntad de la persona, 
no podrán imponerse indagaciones o pesquisas sobre el cuerpo de la misma. El 
ordenamiento protege por tanto el sentimiento de pudor de la persona, en tanto 
responda a estimaciones y criterios arraigados en la cultura de la comunidad (cf. 
STC 37/1989); esto quiere decir que “el ámbito de intimidad corporal constitucio-
nalmente protegido no es coextenso con el de la realidad física del cuerpo huma-
no, porque no es una entidad física, sino cultural y determinada” (STC 37/1989). 
Que el ámbito de intimidad corporal sea algo cultural y determinado implica que 
el mismo viene determinado por “el criterio dominante en nuestra cultura sobre 
el recato corporal”, por lo que, no serán intromisiones forzadas sobre la intimi-
dad “actuaciones que, por las partes del cuerpo humano sobre las que se operan 
o por los instrumentos mediante las que se realizan, no constituyen, según un 
sano criterio, violación del pudor o recato de la persona” (STC 37/1989). Ade-
más, habrá que tener en cuenta que este derecho tiene límites, pues en casos que 
prime la exigencia pública, por declaración judicial se puede autorizar actuacio-
nes que afecten a dicho pudor, aunque las mismas deberán ser respetuosas de la 
dignidad de la persona y no suponer trato degradante (cf. STC 37/1989).
Acompaña, también, al término educación, indicando que el derecho a la 
educación es propio de la persona. Este derecho no se ve afectado, por decisiones 
del empresario sobre el horario de trabajo, pues tener un turno fi jo, en la empresa 
concreta, supondría de hecho un privilegio para el sujeto (cf. STC 129/1989).
En el resto de las ocasiones, como ocurría en años anteriores, el término se 
emplea como sustantivo, en la función sintáctica de sujeto o de complemento di-
recto, al ser quien realiza la acción, o sobre el que recae la acción realizada. 
Lo encontramos empleado como sinónimo de ser humano, en la exposición 
de los hechos: “no aparece realizada por otras personas con las que se compara” 
(STC 58/1989), “la adopción de dichas medidas no es otra que la de garantizar 
que la persona contra la que se dirige el proceso no intente sustraerse a la acción 
de la justicia” (STC 85/1989), sin aportar más información para el fi n que perse-
guimos que el mismo uso. 
En cuanto al resto de las ocasiones, vemos cómo el TC establece que las 
personas son titulares del derecho al honor, el cual no se ve menoscabado por 
el hecho de ser declarados por una institución municipal como persona “non 
grata”. Pues dicha califi cación es “una apreciación subjetiva de los miembros de 
la Corporación que, como se sostiene en la Sentencia del Tribunal Supremo, no 
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signifi ca por sí misma la atribución al actor de cualidades desmerecedoras del 
aprecio o estima públicos”, resultado de unos hechos de conocimiento público 
(cf. STC 185/1989).
Se establece que las personas pueden constituir un matrimonio, el cual tiene 
efectos jurídicos para los integrantes (cf. STC 45/1989), que pueden ser tratados 
de forma diferente por la norma en función de este hecho, o de cualquier otra 
relación o circunstancia personal relevante para el derecho. Mas solo en aquellos 
casos en que esta relación personal, o cualesquiera otras circunstancias, estén re-
lacionadas con los elementos determinantes de la normativa, o del impuesto, de 
no ser así la normativa tributaria deberá dar a todos los sujetos un trato igual, y 
no introducir diferencias por hechos personales (cf. STC 45/1989). 
Las normas no podrán contener referencias individualizadas y concretas a 
personas determinadas, por ir esto en contra del principio de igualdad. Sí podrán 
establecer condiciones genéricamente que permitan determinar a las personas 
con posterioridad; por ejemplo, en base al mérito (cf. STC 67/1989).
Finalmente, encontramos el término acompañados de los adjetivos física y 
jurídica. 
Las personas físicas son sujeto pasivo del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas. Este tributo tiene como único sujeto pasivo a la persona física, 
nunca se podrá establecer tributaciones en grupo, como la tributación familiar. 
Tributación vigente desde la Contribución Extraordinaria de Guerra de 1810 
hasta la regulación del IRPF del año 1967, implicaba que “todas las rentas de la 
familia se acumulaban en la persona que tuviese la administración legal de la 
sociedad conyugal (art. 14), esto es, generalmente del marido, en tanto que no 
había deducción alguna por razón de matrimonio, sino «por esposa» (art. 36)” 
(STC 45/1989). 
Por su parte, las personas jurídicas se defi nen como “una creación del De-
recho (STC 23/1989), por lo que, no se puede establecer que entre ambas clases 
de personas —física y jurídica— exista una necesaria equiparación. Es por ello, 
por lo que, “corresponde al ordenamiento jurídico delimitar su campo de actua-
ción fi jando los límites concretos y específi cos, y determinar, en su caso, si una 
concreta actividad puede ser desarrollada en un plano de igualdad por perso-
nas tanto físicas como jurídicas”. En este sentido el ordenamiento constitucional, 
“aun cuando no se explicite en los términos con que se proclama en los textos 
constitucionales de otros Estados”, ha establecido “que los derechos fundamen-
tales rigen también para las personas jurídicas nacionales en la medida en que, 
por su naturaleza, resulten aplicables a ellas” (STC 23/1989). Por ejemplo, tal y 
como quedó fi jado en la jurisprudencia de años anteriores, las personas jurídicas 
son titulares del derecho a la inviolabilidad del domicilio, o el derecho a la tute-
la judicial efectiva y del derecho a la igualdad ante la ley proclamado en el art. 
14 CE. Derecho reconocido a los españoles, sin distinguir entre personas físicas 
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y jurídicas (cf. STC 23/1989). Sin embargo, no toda desigualdad de trato entre 
personas físicas y jurídicas infringirá este derecho. No infringirá la igualdad de 
la norma que desde el punto de vista de su fi nalidad las personas físicas y las 
jurídicas no sean equiparables, y esta diferenciación tenga una justifi cación obje-
tiva y razonable, y no fundamente la discriminación en condiciones personales o 
sociales ni de las personas físicas, ni de las personas jurídicas (cf. STC 23/1989).
2.2.9.2. Sus derivados
El término personalidad no aparece en los textos seleccionados de la juris-
prudencia.
2.2.9.2.1. Personal 
El término personal se emplea en catorce ocasiones, diez en singular y cua-
tro en plural. Se emplea como adjetivo califi cativo de los sustantivos a los que 
acompaña, equivaldría a decir de la persona.
Acompaña al sustantivo fi nes, para indicar el límite del derecho del acree-
dor, fi jando que serán inembargables, en base a la dignidad humana, aquellos 
bienes necesarios para asegurar el mínimo vital del deudor, “los medios indis-
pensables para la realización de sus fi nes personales, así como en la protección 
de la familia, el mantenimiento de la salud y el uso de una vivienda digna y ade-
cuada” (STC 113/1989).
En base al principio de igualdad, las condiciones personales o sociales — 
tanto de personas físicas como jurídicas— no pueden ser utilizadas para funda-
mentar un diferente trato normativo (STC 23/1989 y STC 45/1989). Contrario a 
este principio, también sería, el aceptar que cada Juez, aplicara su criterio per-
sonal a la hora de juzgar, ya que la igualdad no es una exigencia de coherencia 
personal de cada Juez consigo mismo, sino que hay que entender que el órgano 
judicial es siempre el mismo, defi nido por su denominación orgánica, aunque 
cambie su titularidad, en el caso de órganos unipersonales, por lo que, los crite-
rios no pueden ser personales (cf. STC 161/1989).
La intimidad personal garantizada por la Constitución, como cualquiera de 
los otros derechos fundamentales que no pueden considerarse derechos de carácter 
absoluto, puede, en cualquiera de sus diversas expresiones, ceder ante exigencias 
públicas siempre que se respete la dignidad personal (cf. STC 37/1989). Tampoco se 
verán dañados los derechos del honor o la intimidad, por acciones públicas, que no 
constituyan “un menoscabo de la aceptación o aprecio público que el actor pueda 
tener en atención a sus circunstancias personales y profesionales” (STC 85/1989).
Los tributos pueden tener naturaleza personal, lo que quiere decir que el 
sujeto pasivo de los mismos será la persona física individualmente considerada 
(cf. STC 45/1989). Igualmente, las sanciones pueden establecerse a título perso-
nal (STC 58/1989).
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2.2.9.3. Términos de signifi cación próxima
Los términos todos —en función sintáctica sustantiva— y nadie no se em-
plean a lo largo de los textos seleccionados de la jurisprudencia relevante de 1989. 
2.2.9.3.1. Individuo 
El término individuo se emplea en siete ocasiones, cuatro en singular y tres 
en plural.
Se pone en relación directa con el término persona, al establecer que el sujeto 
pasivo del IRPF es “la persona misma, el individuo”, y no puede resultar nunca 
un impuesto de grupo, fi jando como sujeto pasivo a la familia (cf. STC 45/1989).
La autonomía del individuo es un principio general inspirador del orde-
namiento jurídico español, como consecuencia de la consagración de la libertad 
como valor superior por el art. 1.1 CE. Esta autonomía implica la libertad del 
individuo “para elegir entre las diversas opciones vitales que se le presenten, de 
acuerdo con sus propios intereses y preferencias”. Libertad que se concreta de 
forma diferente en diversos ámbitos y que tiene una vertiente positiva, de hacer, 
y una vertiente negativa, no poder ser obligado a hacer. 
Sin embargo, en ocasiones estas decisiones autónomamente adoptadas por 
los individuos pueden verse limitadas: imponiéndoles por ley una conducta —la 
adscripción obligatoria a una asociación pública—, por la relevancia del fi n público 
que se busca y por la imposibilidad, o al menos difi cultad, de obtener tal fi n, sin 
recurrir a la imposición de dicha conducta (cf. STC 132/1989 y  STC 139/1989). 
2.2.9.3.2. Hombre, varón y mujer 
Los términos hombre y varón no aparecen en los textos seleccionados de la 
jurisprudencia de este año. Por su parte, el término mujer se emplea en dos oca-
siones, todas ellas en singular, en referencia a la regulación del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas (STC 45/1989). 
Se establece que el sujeto pasivo del mismo es la persona física individual-
mente considerada, y que por lo tanto no se puede establecer una tributación 
familiar de acumulación de rentas. Tributación que además sería contraria a la 
concepción de la familia establecida por la Constitución de igualdad entre los 
cónyuges y al principio derivado de los artículos 39.1 y 32 CE de neutralidad 
del sistema tributario respecto de la situación recíproca de los cónyuges, ya que 
dicha acumulación de rentas, incide en la división de trabajo en el seno del matri-
monio, al afectar al acceso de la mujer al mercado de trabajo, ya que “en cuanto 
que incrementa la carga tributaria de la familia, desestimula, por decir lo menos, 
el trabajo fuera del hogar del posible perceptor de la segunda renta que es, en la 
mayor parte de los casos, la esposa” (STC 45/1989), como demuestra, que esta 
técnica de acumulación de rentas, se haya usado en otros países “con la fi nalidad 
expresa de «devolver la mujer al hogar»” (STC 45/1989). 
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2.2.9.3.3. Ciudadano 
El término ciudadano se emplea en tres ocasiones, una en singular y dos en 
plural.
Los ciudadanos están sujetos al ordenamiento jurídico, pueden ejercer y 
defender sus derechos, y se encuentran en diversas posiciones jurídicas. Para que 
el propio ciudadano pueda conocer todos estos aspectos con respecto a sí mismo, 
es necesaria la publicidad de las normas —principio que se garantiza en el art. 
9.3 de la CE—. Este principio alcanza su efi cacia cuando se difunde el mismo de 
forma general dando fe de su existencia y contenido (cf. STC 179/1989).
Es legítimo que el ciudadano tenga unas preferencias ideológicas y políti-
cas, y que las manifi este en cuanto parte en un proceso. Igualmente son legítimas 
para el legislador. Sin embargo, los jueces deberán extirparlas del razonamiento 
y enjuiciamiento de los hechos, el cual debe realizarse con criterios estrictamente 
jurídicos (cf. STC 194/1989). 
2.2.9.4. Términos derivados de palabras de signifi cación próxima
No encontramos empleado en los textos seleccionados de la jurisprudencia 
relevante de 1989 ni el término ciudadana ni el término individualmente. Proce-
demos a analizar los restantes términos derivados de palabras de signifi cación 
próxima. 
2.2.9.4.1. Individual 
El término individual se emplea en cinco ocasiones, todas ellas en singular.
Acompaña al sustantivo declaración, en referencia a aquella declaración 
tributaria que es realizada por la persona física, en cuanto individuo (cf. STC 
45/1989).
Lo encontramos con el sustantivo referencia, para indicar que ninguna nor-
ma, por el principio de igualdad consagrado en la constitución, podrá contener 
referencia individual alguna, aunque sí puedan establecer criterios que permitan 
una posible determinación, como el mérito (cf. STC 67/1989).
Finalmente, se emplea el término al indicarse que la libertad de enseñanza 
estudio e investigación, requiere que la libertad de ciencia se garantice tanto en 
su vertiente individual cuanto en la colectiva de la institución (cf. STC 55/1989).
2.2.9.4.2. Humano 
El término humano se emplea en cuatro ocasiones, tres en singular y una 
en plural.
En dos ocasiones lo encontramos califi cando al sustantivo cuerpo. Cuerpo 
humano protegido por el derecho a la intimidad de la persona, en el ámbito de 
la intimidad corporal. Aunque el mismo no sea “coextenso con el de la realidad 
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física” de dicho cuerpo, ya que “por el criterio dominante en nuestra cultura so-
bre el recato corporal” habrá “actuaciones que, por las partes del cuerpo humano 
sobre las que se operan o por los instrumentos mediante las que se realizan, no 
constituyen, según un sano criterio, violación del pudor o recato de la persona” 
(STC 37/1989).
Se emplea junto al término derechos, en el título de la Declaración Univer-
sal de Derechos Humanos aprobada por las Naciones Unidas en 1948 (ApNDL 
3626). La cual se trae a colación para sustentar la opinión del tribunal, que “Sea 
cual fuere (…) el concepto constitucionalmente adecuado de familia no es discu-
tible que tal concepto incluya sin duda la familia que se origina en el matrimo-
nio” (STC 45/1989).
Finalmente, acompaña al término dignidad, el cual ha sido “confi gurado 
como el primero de los fundamentos del orden político y de la paz social en el 
art. 10.1 de la Constitución”. En base al mismo no se puede aceptar que “la efec-
tividad de los derechos patrimoniales se lleve al extremo de sacrifi car el mínimo 
vital del deudor” (STC 113/1989).
2.2.9.5. Términos que expresan un predicado del ser personal 
No encontramos en los textos relevantes del año 1989 empleados los tér-
minos: integridad, natural e inviolable. Procedemos al análisis de los restantes 
términos siguiendo el orden establecido en los años anteriores. 
2.2.9.5.1. Vida 
El término vida se emplea en dos ocasiones, todas ellas en singular.
Primero se emplea el mismo, para establecer que la familia tiene una vida, y 
que cualquier norma que incida sobre la misma “debe ser respetuosa con la con-
cepción de ésta que alienta en la Constitución, de la que forma parte la igualdad 
entre los cónyuges” (STC 45/1989).
Segundo, lo encontramos acompañado del adjetivo social, para indicar que 
la creación de entes corporativos no puede suponer una restricción “del ámbito 
de la libertad de asociación, de la libertad de sindicación, y del juego del plu-
ralismo social, económico y político” ya que implicaría sustraer el principio de 
libertad de amplios sectores de la vida social (cf. STC 132/1989).
2.2.9.5.2. Física 
El término física se emplea en catorce ocasiones, dos en singular y doce en 
plural. En estos últimos casos el término se emplea como adjetivo del término 
persona, término que ya hemos analizado, por lo que, no incluimos ese análisis 
de nuevo en este apartado.
En los restantes casos se emplea en referencia a la realidad física que confor-
ma el cuerpo humano, y cómo esta no se corresponde exactamente con la intimi-
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dad corporal, al no ser ésta una entidad física, sino cultural y determinada por el 
criterio dominante en nuestra cultura sobre el recato corporal (cf. STC 37/1989).
2.2.9.5.3. Jurídica 
El término jurídica se emplea en veinticuatro ocasiones, doce en singular y 
doce en plural.
Lo encontramos acompañando al sustantivo persona en diez ocasiones, tal 
y como se indicó al analizar dicho término. Mientras que en dos ocasiones acom-
paña al término seguridad, y en otras dos al término igualdad. El análisis de estos 
términos relevantes, lo remitimos a los apartados correspondientes dentro del 
análisis de la jurisprudencia de 1989.
En los restantes casos vemos, como ya se ha constatado en años anterio-
res, que el término se emplea califi cando a diversos sustantivos determinando su 
contenido de signifi cado, a realidades que o bien han sido creadas por el Derecho 
—sistema jurídico (STC 45/1989)—, o bien que desarrollan y tienen sus conse-
cuencias en el ámbito del Derecho —posiciones jurídicas (STC 179/1989)—, sin 
llegar en ningún caso a defi nir o determinar su contenido de signifi cado, más allá 
de esta primera aproximación. Sin embargo, es interesante para el fi n de nuestra 
investigación atender al empleo del término en dos ocasiones.
Primero, cuando acompaña al sustantivo ordenamiento. El término ordena-
miento jurídico no se defi ne, aunque se dan características del mismo: se indica 
que el mismo puede ser español –al acompañarse de dicho adjetivo— y que tie-
ne entre sus valores superiores la igualdad, tal y como queda consagrado en el 
art. 1.1 CE (cf. STC 132/1989). Que los ciudadanos y los poderes públicos están 
sujetos al mismo (cf. STC 179/1989). Se indica que será el ordenamiento jurídico 
el encargado de fi jar las medidas cautelares (cf. STC 85/1989), y lo que es más 
importante para nuestra investigación, de delimitar su campo de actuación de las 
personas jurídicas, al ser estas una creación del derecho, y para ello tendrá que 
fi jar “los límites concretos y específi cos, y determinar, en su caso, si una concreta 
actividad puede ser desarrollada en un plano de igualdad por personas tanto 
físicas como jurídicas” (STC 23/1989).
Segundo, cuando acompaña al término criterios, para indicar que el tribu-
nal, en su razonamiento para enjuiciar los hechos, debe hacerlo con “arreglo a 
criterios estrictamente jurídicos” (STC 194/1989), no pudiendo dar cabida a pre-
ferencias ideológicas o políticas, las cuales sí serían legítimas tanto para el ciuda-
dano como para el legislador, pero no para el Tribunal (cf. STC 194/1989).
2.2.9.5.4. Dignidad 
El término dignidad se emplea en tres ocasiones, todas ellas en singular. 
Dos de ellas acompañadas de la proposición subordinada adjetiva “de la 
persona” (STC 37/1989), y una de ellas por el adjetivo humana (STC 113/1989). 
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En todos los casos se hace referencia al “primero de los fundamentos del orden 
político y de la paz social en el art. 10.1 de la Constitución” (STC 113/1989), que 
debe ser respetado en todo caso, no pudiendo llevarse a cabo conductas que sean 
contrarias a la misma (STC 37/1989 y STC 113/1989).
2.2.9.5.5. Libertad 
El término libertad se emplea en diecisiete ocasiones, dieciséis en singular 
y una en plural, divididas en tres grupos en función del contenido de signifi cado 
del término que se puede deducir por el uso que hacen del mismo.
Primero, como valor superior del ordenamiento jurídico español, consagra-
do en el art. 1.1 del Texto constitucional. El cual se defi ne como “la autonomía 
del individuo para elegir entre las diversas opciones vitales que se le presenten, 
de acuerdo con sus propios intereses y preferencia”. En este sentido se emplea 
en referencia a acciones o ámbitos concretos (STC 132/1989): libertad de elección 
(STC 45/1989), libertad de capitulaciones (STC 45/1989), libertad de los jueces de 
elegir las medidas cautelares que consideren adecuadas entre las contempladas 
legalmente (cf. STC 85/1989). 
Segundo, como califi cativo de determinados derechos: “derecho de liber-
tad” (STC 129/1989). Entre estos derechos se encontraría el derecho a la educa-
ción (STC 129/1989).
Tercero, como sinónimo de derecho, de facultades reconocidas al sujeto por 
la Constitución, con referencia a facultades concretas: libertad de enseñanza, li-
bertad de ciencia (STC 55/1989), libertad de asociación (STC 132/1989). Estas 
libertades garantizarían al sujeto titular del mismo —tanto individual como co-
lectivo— un espacio de libertad (cf. STC 55/1989).
Finalmente, hay que tener en cuenta que estas libertades, tanto en su ver-
tiente positiva como negativa, pueden verse limitadas. Limitación que solo será 
admisible cuando venga determinada tanto por la relevancia del fi n público que 
se persigue, como por la imposibilidad, o al menos difi cultad, de obtener tal fi n, 
sin recurrir a la imposición de una conducta o una opción (cf. STC 132/1989)
2.2.9.5.6. Igualdad 
El término igualdad se emplea en diecinueve ocasiones, todas ellas en sin-
gular.
La igualdad es un principio (STC 45/1989). Está protegida, en su dimensión 
jurídica, por el derecho a la igualdad ante la ley consagrado en el art. 14 CE, por la el 
cual se prohíbe la discriminación fundada en condiciones personales o sociales (cf. 
STC 23/1989). No obstante, esto no implica, como hemos visto, que todos los sujetos, 
de nacionalidad española, reciban el mismo trato —ni siquiera en el caso de las per-
sonas físicas y las personas jurídicas—. No se entenderá violado el derecho “si el tra-
to desigual que se dispensa a personas en situación sustancialmente igual tiene una 
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justifi cación objetiva y razonable” (STC 23/1989) “y no arbitraria” (STC 45/1989), ya 
que “la igualdad ha de entenderse como igualdad en la legalidad; es decir, que la po-
sible no aplicación de una ley (en este caso, de un precepto sancionador) a un tercero, 
no supone la ilegitimidad de su aplicación a aquellos que se sitúan en los supuestos 
de hecho contemplados en la norma en cuestión” (STC 58/1989). Sin embargo, sí 
se entenderá violado por aquellas normas referencia individualizada y concreta (cf. 
STC 67/1989). Tampoco podrá entenderse la igualdad como “una simple exigen-
cia de coherencia personal de cada Juez consigo mismo” (STC 161/1989) pues esto 
vaciaría de contenido el principio constitucional de igualdad. El órgano judicial es 
siempre el mismo, aunque cambie su titularidad (cf. STC 161/1989).
En base al artículo 32 CE, como nos recuerda el TC en sus fundamentos 
de derecho, el régimen del matrimonio está regulado por la Ley, al ser deferido 
a ésta por la Constitución, con el límite de asegurar la plena igualdad jurídica 
de los cónyuges, establecida en dicho artículo. En consecuencia, en el desarrollo 
normativo, el legislador no puede condicionar o determinar “la situación de los 
cónyuges de manera que ésta no sea efectivamente igual en el ejercicio de los 
derechos” (STC 45/1989); por ejemplo, estará alterando la igualdad, se afecta la 
libertad de elección u ofi cio de uno de los cónyuges, al condicionarla por conse-
cuencias económicas a través de la norma tributaria (cf. STC 45/1989). 
En todos estos casos “la igualdad absoluta, matemática, es, ciertamente, tal 
vez un ideal inalcanzable en cada caso concreto, pero el sistema debe tender ha-
cia ella” (STC 45/1989).
2.2.9.5.7. Seguridad 
El término seguridad se emplea en tres ocasiones, todas ellas en singular. 
En una de ellas se emplea dentro del sustantivo Seguridad Social, por lo que, se-
gún indicamos en el capítulo primero, no incluimos dicho término en el análisis 
que estamos llevando a cabo. 
 En las restantes ocasiones encontramos el término acompañado del adjeti-
vo jurídica. La jurisprudencia establece que la seguridad jurídica, es un principio 
consagrado en el art. 9.3 CE, unido de forma clara al principio de publicidad de 
las normas, consagrado en el mismo artículo. Ya que solo se podrá garantizar la 
seguridad jurídica, es decir, garantizar “las posiciones jurídicas de los ciudada-
nos, la posibilidad de éstos de ejercer y defender sus derechos, y la efectiva su-
jeción de los ciudadanos y los poderes públicos al ordenamiento jurídico” (STC 
179/1989), por un lado, si los destinatarios de las normas tienen una efectiva 
oportunidad de conocerlas (cf. STC 179/1989), y por otro, si pueden conocer los 
diversos documentos públicos jurídicos —el más solemne de ellos en nuestro 
ordenamiento sería la sentencia judicial declarada fi rme— (cf. STC 92/1989). La 
seguridad jurídica implicaría también, la no posibilidad de modifi cación de los 
documentos públicos, fuera de las vías reconocidas y establecidas por el ordena-
miento (cf. STC 92/1989).
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2.2.9.5.8. Derecho 
El término derecho se emplea en treinta y seis ocasiones, veinticuatro en 
singular y doce en plural, las cuales se pueden agrupar en cuatro grupos, en 
función del contenido de signifi cado del término que se puede deducir por el uso 
que hacen del mismo.
Primero, en el sentido de facultades del derecho, tanto reconocidas en la 
constitución como derechos fundamentales: derecho fundamental a la igualdad 
(STC 23/1989), derecho a la intimidad personal (STC 37/1989), derecho a la edu-
cación (STC 129/1989)… Como en el resto del ordenamiento jurídico: derechos 
del acreedor (STC 92/1989). Ninguno de los cuales, reitera el TC, es un derecho 
de carácter absoluto (cf. STC 37/1989), sino que pueden ser limitados, siempre 
respetando su contenido esencial (cf. STC 55/1989).
Segundo, dentro de la designación de los diversos tratados y declaraciones 
internacionales sobre los mismos: “Declaración Universal de Derechos Humanos 
aprobada por las Naciones Unidas en 1948 (ApNDL 3626) (art. 16.1), como los 
Tratados sobre Derechos Fundamentales suscritos por España [así el Convenio 
de Roma —art. 12 (RCL 1979\2421 y ApNDL 3627)—, el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos —art. 23 (RCL 1977\893 y ApNDL 3630)— y el Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales —art. 10.1 (RCL 
1977\894 y ApNDL 3631)—]” (STC 45/1989).
Tercero, en referencia al ordenamiento jurídico en su conjunto: “Siendo és-
tas (las personas jurídicas) una creación del Derecho” (STC 23/1989), “debería 
haberse hecho ante la autoridad judicial para que ésta realizara las diligencias 
que en Derecho procedieran” (STC 92/1989); y a algunas de sus partes o ciencias 
específi cas: Derecho Público (STC 132/1989). En este caso, como vimos en años 
anteriores, el término se emplea en mayúscula. 
Finalmente, en referencia a la forma de Estado en que se constituye España: 
Estado social y democrático de Derecho. Estado de Derecho que tiene como con-
secuencia la garantía de la publicidad de las normas y de la seguridad jurídica, 
ambas consagradas en el art. 9.3 CE (STC 179/1989).
2.2.9.5.9. Deber 
El término deber se emplea en dos ocasiones, todas ellas en singular, en la 
STC 45/1989. En la misma, el término se utiliza en referencia a las obligaciones 
del matrimonio: deber de socorro mutuo (art. 68 CC) y contribución a los gastos 
comunes en una u otra forma, que no pueden ser eximidas por la libertad de ca-
pitulaciones (art. 1315 CC) que establecen el régimen económico del mismo (cf. 
STC 45/1989). Dentro de estas obligaciones no podrá imponerse la de denunciar 
ante la Hacienda Pública las incorrecciones de la declaración de la renta del cón-
yuge, pues sería obligar a manifestar públicamente una discordia propia del seno 
familiar, lo que resulta incompatible con la intimidad familiar (STC 45/1989).
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2.2.9.5.10. Honor 
El término honor se emplea en dos ocasiones en la STC 85/1989 al establecer 
el TC que la declaración por parte de una corporación pública —un ayuntamiento— 
como persona non grata a uno de los vecinos no vulnera el derecho al honor, cuando 
esto sea resultado de una controversia pública. Ya que este hecho “excluye que la 
decisión municipal pudiera atribuirse por terceras personas a causas distintas que, 
eventualmente, pudieran constituir un menoscabo de la aceptación o aprecio público 
que el actor pueda tener en atención a sus circunstancias personales y profesionales y 
atentar, por ello, a su honor (STC 85/1989) y no signifi car por sí misma “la atribución 
al actor de cualidades desmerecedoras del aprecio o estima públicos” (STC 85/1989), 
sino que tan solo es una manifestación de desagrado (cf. STC 85/1989).
2.2.9.5.11. Familia 
El término familia se emplea en trece ocasiones, once en singular y dos en 
plural. 
La familia como tal es titular del derecho a la intimidad, por lo que, no se 
puede obligar a los cónyuges a manifestar públicamente discordia alguna que 
tenga lugar en el seno de la familia (cf. STC 45/1989). Está protegida por manda-
to constitucional, lo que implica que “cualquier norma que incida sobre la vida 
de la familia debe ser respetuosa con la concepción de ésta que alienta en la Cons-
titución, de la que forma parte la igualdad entre los cónyuges” (STC 45/1989). 
Además de fi jar límites a derechos de terceros como el derecho del acreedor, al 
establecer la inembargabilidad de, entre otros, los bienes necesarios para la pro-
tección de la familia, el mantenimiento de la salud y el uso de una vivienda digna 
y adecuada (cf. STC 113/1989).
Qué hay que entender por familia, cuál es el concepto constitucionalmente 
adecuado, no lo precisa la sentencia; tan solo se indica que 
“no es discutible que tal concepto [concepto constitucionalmente adecuado] in-
cluya sin duda la familia que se origina en el matrimonio, que es en todo caso 
la que especialmente toman en consideración tanto la Declaración Universal de 
Derechos Humanos aprobada por las Naciones Unidas en 1948 (ApNDL 3626) 
(art. 16.1), como los Tratados sobre Derechos Fundamentales suscritos por Es-
paña [así el Convenio de Roma —art. 12 (RCL 1979\2421 y ApNDL 3627)—, el 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos —art. 23 (RCL 1977\893 y 
ApNDL 3630)— y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales —art. 10.1 (RCL 1977\894 y ApNDL 3631)—].” (STC 45/1989).
El concepto de familia y matrimonio que alienta en los arts. 39 y 32 de la 
Constitución, es incompatible “con una concepción de grupo en la que solo es sui 
iuris la cabeza y alieni iuris todo el resto de sus integrantes, siquiera sea únicamente 
a efectos fi scales” (STC 45/1989). Por lo que, la tributación no puede ser nunca tri-
butación familiar general —contemplada en legislaciones anteriores: desde la Con-
tribución Extraordinaria de Guerra de 1810 y hasta la última regulación anterior a 
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la de la Ley 44/1978—, lo que implicaba que “todas las rentas de la familia se acu-
mulaban en la persona que tuviese la administración legal de la sociedad conyugal 
(art. 14), esto es, generalmente del marido, en tanto que no había deducción algu-
na por razón de matrimonio, sino «por esposa»”(STC 45/1989). Dicha tributación 
familiar general al incrementar “la carga tributaria de la familia, desestimula, por 
decir lo menos, el trabajo fuera del hogar del posible perceptor de la segunda renta 
que es, en la mayor parte de los casos, la esposa” (STC 45/1989).
2.2.9.5.12. Matrimonio 
El término matrimonio se emplea en siete ocasiones, todas ellas en singular.
Se establece que el mismo lo constituyen las personas (cf. STC 45/1989). Es 
el origen de la familia que “especialmente toman en consideración” las diversas 
declaraciones, previamente mencionadas (cf. STC 45/1989).
El matrimonio, junto con la familia está regulado por la Constitución arts. 39 
y 32. Tiene un régimen propio, deferido por la Constitución a la ley, y que debe ase-
gurar en todo caso “la plena igualdad jurídica de los cónyuges” (cf. STC 45/1989), 
ya que el concepto de familia y matrimonio que alienta la Constitución “es incom-
patible con una concepción de grupo en la que solo es sui iuris la cabeza y alieni iuris 
todo el resto de sus integrantes, siquiera sea únicamente a efectos fi scales” (STC 
45/1989). Por lo que, queda excluido en todo caso la tributación familiar —en el 
sentido expresado con anterioridad al analizar el término familia—. Ya que la tribu-
tación familiar incide sobre la división de trabajo en el seno del matrimonio, y sobre 
la decisión de la mujer entre el trabajo en el hogar o su incorporación al mercado 
de trabajo, debido a que al incrementar la carga tributaria de la familia en base a un 
segundo sueldo se desestimula “el trabajo fuera del hogar del posible perceptor de 
la segunda renta que es, en la mayor parte de los casos, la esposa” (STC 45/1989).
En cuanto a ese régimen propio del matrimonio, su aspecto económico se 
basa en la libertad de capitulaciones (art. 1315 C. C.). Las cuales permiten man-
tener una reserva de las actividades económicas propias, pero nunca incumplir 
el deber de socorro mutuo (art. 68 C. C.) y de contribuir a los gastos comunes en 
una u otra forma (cf. STC 45/1989).
2.2.9.5.13. Tutela 
El término tutela se emplea en una sola ocasión, al indicar el tribunal que el 
derecho a la tutela judicial efectiva es un derecho que por su propia naturaleza 
puede ser ejercido no solo por personas físicas, sino también por personas jurídi-
cas (cf. STC 23/1989).
2.2.9.5.14. Educación 
El término educación se emplea en dos ocasiones, en referencia al objeto del 
derecho del art. 27 CE.
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Se establece que el derecho a la educación es de la persona, y que el reco-
nocimiento de este derecho de libertad de la persona no justifi ca pretensiones de 
un trato ventajoso, como puede ser solicitar un horario fi jo, en una empresa de 
horario fl exible para la asistencia a formación (cf. STC 129/1989). 
2.2.9.6. Fuentes doctrinales y jurisprudenciales especifi cadas en las senten-
cias 
El TC a la hora de fundamentar su doctrina hace referencia a declaraciones y 
convenios internacionales como la Declaración Universal de Derechos Humanos, 
los Tratados sobre Derechos Fundamentales, el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (cf. STC 45/1989). Se amparará en que dichas declaraciones toman en 
consideración a la familia que se origina en el matrimonio, para justifi car la im-
portancia de la misma, a pesar de no establecer el concepto constitucionalmente 
adecuado de familia (cf. STC 45/1989)
En el ámbito nacional hace suya la apreciación del TS sobre las implicacio-
nes de declarar a una persona non grata, y cómo lo mismo no “signifi ca por sí 
misma la atribución al actor de cualidades desmerecedoras del aprecio o estima 
públicos” (STC 185/1989).
2.2.9.7. Conclusiones
Primero en cuanto a quién es persona, la jurisprudencia del año 1989 dife-
rencia entre personas físicas y personas jurídicas, indicando que las segundas son 
“una creación del Derecho” (STC 23/1989). 
En cuanto a la relación del término persona con el resto de términos de 
signifi cación próxima, encontramos nuevamente la referencia a la persona como 
individuo: “la persona misma, el individuo” (STC 45/1989).
La pregunta por la naturaleza de la persona, qué es la persona, no se res-
ponde de forma expresa. Sí que se establecen, como en años anteriores, atributos 
o características de la misma.
Además de los atributos ya reconocidos en años anteriores —dignidad, ho-
nor, intimidad—, la jurisprudencia del año 1989 establece que la persona es un ser 
corporal. El cuerpo humano tiene una realidad física, sobre la cual no se podrán 
imponer indagaciones o pesquisas, contra la voluntad de la persona por la garantía 
de intimidad corporal que garantiza el derecho a la intimidad —con los límites que 
el mismo tiene—. Las personas tienen sentimientos de pudor, un recato corporal. 
Los cuales se protegerán por el ordenamiento, en la medida en que estos respon-
dan a estimaciones y criterios arraigados en la cultura de la comunidad. 
La persona, en cuanto individuo por el principio de la autonomía del indivi-
duo, será libre “para elegir entre las diversas opciones vitales que se le presenten, 
de acuerdo con sus propios intereses y preferencias”. Entre estas opciones vitales 
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la persona puede constituir un matrimonio, y conformar una familia. La persona 
necesitará de medios para la realización de sus fi nes personales, así como en la 
protección de la familia, el mantenimiento de la salud y el uso de una vivienda 
digna y adecuada; en la medida en que estos medios sean indispensables para la 
consecución de estos fi nes, son inembargables.
Sobre las cualidades que pone en relación el propio texto del 78, vemos 
cómo, al igual que en años anteriores, en su mayoría no se defi nen, no se estable-
ce claramente su contenido de signifi cado. Sin embargo, en algunos casos sí que 
se establecen notas características de los mismos. No queriendo reproducir lo ya 
dicho anteriormente, recogemos aquellos términos de los que se establecen notas 
relevantes para nuestro objeto de estudio, en concreto atendemos a los términos 
igualdad, familia y matrimonio. 
Con respecto a la igualdad el TC indica que “la igualdad absoluta, matemá-
tica, es, ciertamente, tal vez un ideal inalcanzable en cada caso concreto, pero el 
sistema debe tender hacia ella” (STC 45/1989), habrá que atender cómo esa igual-
dad absoluta afecta al contenido de signifi cado del término persona, pues como 
hemos visto en años anteriores, para la consecución de la misma el TC justifi ca un 
trato diferente entre personas. 
En cuanto al matrimonio se establece que el mismo lo constituyen las perso-
nas y que es el origen de la familia. Los contrayentes asumen para con el otro cón-
yuge el deber de socorro mutuo (art. 68 C. C.) y de contribuir a los gastos comunes 
en una u otra forma. Está regulado, junto con la familia, en los art. 39 y 32 de la CE. 
Tienen un régimen propio, deferido por la Constitución a la ley, y que debe ase-
gurar en todo caso “la plena igualdad jurídica de los cónyuges” (cf. STC 45/1989).
Qué hay que entender por familia, cuál es el concepto constitucionalmente ade-
cuado, no lo precisa la jurisprudencia, tan solo se indica que no es discutible que con 
dicho término se incluya en este concepto la familia que se origina en el matrimonio, 
y que no puede incluir una concepción de grupo en la que solo es sui iuris la cabeza 
y alieni iuris todo el resto de sus integrantes. Ahora bien, aunque el concepto no se 
precisa se dice que la misma es titular del derecho a la intimidad, y está protegida 
por mandato constitucional, que debe haber igualdad entre los cónyuges, por lo que, 
ninguna norma podrá incidir en la distribución del trabajo dentro del mismo. 
Finalmente, en cuanto a la tercera pregunta: la razón por la que persona se ex-
presa como titular de derechos y los derechos de los que es titular la persona por el 
hecho de ser persona, en el año 1989 se establece que la persona es titular del derecho 
a la intimidad corporal, garantizado por el derecho a la intimidad, por el cual, contra 
la voluntad de la persona, no podrán imponerse indagaciones o pesquisas sobre el 
cuerpo de la misma. Es también titular del derecho a contraer matrimonio, a la edu-
cación y del derecho al honor, los cuales, como hemos visto no se defi nen, tan solo se 
indican circunstancias en que los mismos no son dañados por acciones de terceros. 
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No podrán serle embargados los medios indispensables para la realización 
de sus fi nes personales, ni en cuanto afecte a la protección de la familia, el mante-
nimiento de la salud y el uso de una vivienda digna y adecuada.
En cuanto a las personas jurídicas, se reitera lo dicho en años anteriores: 
que los derechos fundamentales rigen también para ellas en la medida en que, 
por su naturaleza, resulten aplicables a ellas.
2.2.10. 1990
En 1990 la composición del Tribunal Constitucional sigue siendo práctica-
mente la misma, solo cesará en su cargo, en junio de ese año, don Antonio Truyol 
y Serra. No eligiéndose a nadie en este año para cubrir su puesto54.
La jurisprudencia relevante de este año está compuesta por trece sentencias 
de un total de ciento una.
2.2.10.1. Persona: su expresión singular y plural
El término persona se emplea en treinta y dos ocasiones, veintiuna en singu-
lar y once en plural, a lo largo de diez sentencias de la jurisprudencia selecciona-
da. Ocho son los ponentes de dichas sentencias: don Francisco Tomás y Valiente 
—STC 24/1990—, don Jesús Leguina Villa —STC 76/1990, STC 150/1990 y STC 
184/1990—, don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer —STC 104/1990—, 
don Fernando García-Mon y González Regueral —STC 120/1990—, don Vicente 
Gimeno Sendra, —STC 120/1990—, don Luis López Guerra —STC 105/1990— 
don Eugenio Díaz Eimil —STC 120/1990 y STC 172/1990—, y don Carlos de la 
Vega Benayas —STC 142/1990—. En este año por primera vez encontramos va-
rias sentencias con más de dos ponentes 55.
El término lo encontramos empleado como proposición subordinada adje-
tiva, lo que equivaldría a decir personal, en once ocasiones.
Acompañando al término dignidad. La cual, se defi ne en la jurisprudencia 
como un “valor espiritual y moral inherente a la persona” sea cual sea su situación 
(STC 120/1990). Por ello, las personas que se han visto privadas de libertad deben ser 
respetadas en su dignidad, la cual debe permanecer inalterada (cf. STC 120/1990), 
ya que la misma supone “un mínimum invulnerable que todo estatuto jurídico debe 
asegurar” (STC 120/1990). En consecuencia, las limitaciones de los derechos funda-
mentales o individuales deben ser de tal modo que “no conlleven menosprecio para 
54 Tribunalconstitucional.es (2017). Historia del Tribunal Constitucional. [online] Disponible en: https://
www.tribunalconstitucional.es/es/tribunal/historia/Paginas/Tribunal—Constitucional—de—Espania.
aspx [Acceso 23 Mayo 2017].
55 Solamente en 1985 habíamos encontrado otra sentencia con dos ponentes: STC 53/1985. 
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la estima que, en cuanto ser humano, merece la persona” (STC 120/1990). La digni-
dad de la persona supondrá además un límite a los derechos fundamentales de los 
demás. Por ejemplo, por ser incompatible con esta dignidad, los apelativos formal-
mente injuriosos que supongan un daño injustifi cado a la persona no se entenderán 
contemplados bajo la libertad de expresión (cf. STC 105/1990). Sin embargo, hay que 
tener en cuenta que la proclamación de la dignidad de la persona en el art. 10 de la 
CE, “no signifi ca ni que todo derecho le sea inherente —y por ello, inviolable— ni 
que los que se califi can de fundamentales sean in toto condiciones imprescindibles 
para su efectiva incolumidad, de modo que de cualquier restricción que a su ejercicio 
se imponga devenga un estado de indignidad” (STC 120/1990), es más la dignidad 
de la persona solo será considerada como referente para el TC en la medida en que 
se estén valorando posibles violaciones en concreto de otros derechos tutelados en 
amparo, pero nunca en sí misma (cf. STC 120/1990).
Acompaña también al término bien, en referencia a la vida de la persona, la 
cual sería un bien para ella (cf. STC 120/1990). Vida que se integra en el círculo 
de libertad de la persona, por lo que, puede disponer de su propia muerte, en 
una manifestación del agere licere –una manifestación de libertad genérica— “en 
cuanto que la privación de la vida propia o la aceptación de la propia muerte es 
un acto que la ley no prohíbe”. Sin embargo, no está contemplado dentro del art. 
15 de la CE, no es en ningún caso un derecho subjetivo “que implique la posibi-
lidad de movilizar el apoyo del poder público para vencer la resistencia que se 
oponga a la voluntad de morir, ni, mucho menos, un derecho subjetivo de carác-
ter fundamental en el que esa posibilidad se extienda incluso frente a la resisten-
cia del legislador, que no puede reducir el contenido esencial del derecho” (STC 
120/1990). Aunque hay que tener en cuenta la matización al respecto que intro-
duce el TC, que “una cosa es la decisión de quien asume el riesgo de morir en un 
acto de voluntad que solo a él afecta, en cuyo caso podría sostenerse la ilicitud de 
la asistencia médica obligatoria o de cualquier otro impedimento a la realización 
de esa voluntad” (STC 120/1990), otra la decisión de quien se encuentra en pri-
sión, y toma la decisión para coaccionar un cambio en el comportamiento, donde 
si es lícita la asistencia médica obligatoria (cf. STC 120/1990).
Acompaña al término inviolabilidad, al decir que la persona es inviolable, y 
que es dicha inviolabilidad la que se encuentra recogida por el derecho a la inte-
gridad física y moral de la persona (cf. STC 120/1990), que protege a la persona 
contra todo ataque dirigido a lesionar su cuerpo o su espíritu y contra toda inter-
vención en esos bienes sin el consentimiento del titular, salvo que la intervención 
tenga justifi cación constitucional (cf. STC 120/1990). 
Acompaña al sustantivo autodeterminación, para indicar que la persona se 
autodetermina, y que lo hace de forma libre, sin embargo, “la libertad de recha-
zar tratamientos terapéuticos, como manifestación de la libre autodeterminación 
de la persona no puede entenderse incluida en la esfera del art. 17.1 de la Cons-
titución” (STC 120/1990); al sustantivo sexo, para indicar que la persona puede 
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ser discriminada en función del mismo, recibiendo un diferente trato jurídico. 
Esta discriminación o diferencia de trato por razón del sexo de la persona, es una 
discriminación típica, recogida en el art. 14 de la CE (cf. STC 142/1990), y al sus-
tantivo rentas, las cuales perciben las personas y estas pueden ser gravadas, tanto 
por el Estado, como por las CCAA (cf. STC 150/1990). 
Finalmente, con este uso sintáctico lo encontramos acompañando a los sus-
tantivos honor e intimidad, los cuales, en cuanto bienes protegidos por derechos 
fundamentales, son derechos de la persona, y suponen un límite a otros derechos 
como la libertad de expresión, que no podrá llevarse a cabo con “afi rmaciones, 
expresiones o valoraciones que resulten injustifi cadas por carecer de valor algu-
no en relación con el interés general del asunto” (STC 172/1990).
En el resto de las ocasiones, como ocurría en años anteriores, el término se 
emplea como sustantivo, en la función sintáctica de sujeto o de complemento di-
recto, al ser quien realiza la acción, o sobre el que recae la acción realizada.
Lo encontramos en la transcripción del art 1.1 de la Convención contra la 
Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes de Nueva 
York, de 10 de diciembre de 1984, en la cual se defi ne la tortura como 
“todo acto por el cual se infl ija intencionadamente a una persona dolores o sufri-
mientos graves, con el fi n de obtener de ella o de un tercero información o una 
confesión, de castigarla por un acto que haya cometido o se sospeche que ha co-
metido, o de intimidar o coaccionar a esa persona o a otros, o por cualquier razón 
basada en cualquier tipo de discriminación, cuando dichos dolores o sufrimientos 
sean infl igidos por un funcionario público u otra persona en el ejercicio de funcio-
nes públicas, a instigación suya o con su consentimiento o aquiescencia”.
Las personas viven libremente en sociedad. Si esto no fuera posible, por 
una enajenación de tal carácter o magnitud que no lo haga imposible, podrá ser 
internada y privada de su libertad, siempre que, según establece el TEDH en su 
doctrina consolidada en los casos Winterwerp, Sentencia de 24 de octubre de 
1979 y Ashingdane, Sentencia de 8 de mayo de 1985, se establezca judicialmente 
dicha enajenación, y se realicen revisiones periódicas de la persistencia de la mis-
ma (cf. STC 104/1990).
No se puede hablar de igualdad entre los ciudadanos y el Estado, al menos 
en el ámbito tributario, ya que al confi gurarse en el art. 31.1 de la CE el deber 
tributario, la administración se sitúa como “potentior persona”, es decir, en una 
situación de superioridad sobre los contribuyentes (cf. STC 76/1990). Para cum-
plir este deber, el Estado puede recabar no solo la ayuda personal de los contribu-
yentes, sino también la ayuda de terceras personas. La intimidad de las personas 
por lo tanto no ampara la no comunicación de los datos económicos, ya que “no 
existe un derecho absoluto e incondicionado a la reserva de los datos económicos 
del contribuyente con relevancia fi scal y esgrimible frente a la Administración 
tributaria” (STC 76/1990).
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Se establece que las sanciones no serán iguales para todas las personas, pu-
diendo establecerse una sanción mayor, por la situación jurídica en que se en-
cuentra la misma (cf. STC 76/1990); por ejemplo, no es contrario a la igualdad 
que los funcionarios o profesionales ofi ciales que por razón de su cargo tienen 
deberes de colaboración con la Administración tributaria, puedan ser suspendi-
dos, además de multados como el resto de los ciudadanos, al llevar a cabo deter-
minadas actuaciones ilícitas (cf. STC 76/1990).
Finalmente, el término se emplea para indicar que para la defensa de sus 
derechos fundamentales tanto las personas físicas como jurídicas deberán, en los 
procesos constitucionales, conferir su representación a un procurador y actuar 
bajo la dirección de letrado en base a lo establecido en el art 81.1 de la LOTC. 
Artículo que no le es de aplicación a los órganos constitucionales legitimados, 
entre los que fi gura el Defensor del Pueblo (cf. STC 150/1990), el cual, tratándose 
de un órgano unipersonal, “puede actuar en los procesos constitucionales por 
sí mismo, sin perjuicio de que pueda también optar por el nombramiento de un 
representante o comisionado al efecto” (STC 150/1990).
2.2.10.2. Sus derivados
2.2.10.2.1. Personal 
El término personal se emplea en nueve ocasiones, cinco en singular y cua-
tro en plural. En todas las ocasiones como adjetivo califi cativo de los sustantivos 
a los que acompaña, equivaldría a decir de la persona.
Se establece que la situación personal y legal del extranjero deberá ser teni-
da en cuenta por los órganos judiciales, entre otras, a la hora de valorar su expul-
sión (cf. STC 144/1990). Sin embargo, dicha situación personal, no podrá tenerse 
en cuenta para imponer una sanción especial (cf. STC 76/1990). 
El TC, como hemos indicado previamente, establecerá cómo han de inter-
pretarse los derechos y por lo tanto sus límites. No se entenderá amparado bajo 
el derecho a la intimidad personal los datos personales de alcance económico, 
ya que sin la posibilidad de acceder a los mismos la labor tributaria e inspectora 
“resultaría prácticamente imposible” (STC 76/1990), ni bajo la libertad de expre-
sión la publicación que además del principio de veracidad de la información, no 
supongan un interés general, por el asunto que tratan (cf. STC 172/1990), ni las 
exteriorizaciones de sentimientos personales, realizadas de forma insultante y 
ajenas a la información sobre los hechos (cf. STC 105/1990).
Sí que estarán amparadas bajo el derecho a la libertad ideológica la adop-
ción de una “determinada posición intelectual ante la vida y cuanto le concier-
ne y a representar o enjuiciar la realidad según personales convicciones” (STC 
120/1990). La cual, además, en su dimensión externa también comprenderá la 
capacidad de hacer según las propias convicciones sin “sufrir por ello, sanción o 
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demérito ni padecer la compulsión o la injerencia de los poderes públicos” (STC 
120/1990).
Encontramos deberes de carácter personal, como es el impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas, el cual califi ca la jurisprudencia como un tributo de 
naturaleza personal (cf. STC 150/1990).
2.2.10.2.2. Personalidad 
El término personalidad se emplea en siete ocasiones, todas ella en singular.
En cuatro ocasiones dentro de la expresión “libre desarrollo de la persona-
lidad”. Se establece que la misma está recogida en el art. 10.1 de la CE como fun-
damento del orden político y la paz social (cf. STC 120/1990). Que, por la misma, 
junto con la dignidad, no hay que entender que:
“todo derecho le sea inherente —y por ello, inviolable— ni que los que se califi -
can de fundamentales sean in toto condiciones imprescindibles para su efectiva 
incolumidad, de modo que de cualquier restricción que a su ejercicio se impon-
ga devenga un estado de indignidad” (STC 120/1990).
Por ejemplo, no se ve afectado este libre desarrollo de la personalidad, por-
que “al supérstite de una unión de hecho la Ley no le reconozca una pensión de 
viudedad” a diferencia del supérstite de un vínculo matrimonial (STC 184/1990). 
En todo caso se vería afectado “si los poderes públicos trataran de impedir o de re-
primir la convivencia more uxorio o de imponer el establecimiento del vínculo ma-
trimonial” imponiendo sanciones mediante la legislación cuando éste no existiera 
(cf. STC 184/1990), ya que no puede imponer el Estado un determinado estado 
civil, al estar esta decisión de optar entre el estado civil de casado o soltero estre-
chamente vinculada a este libre desarrollo de la personalidad (cf. STC 184/1990).
Los derechos de la personalidad o derechos subjetivos de la personalidad, 
como aquellos garantizados por el art. 18.1 de la CE, están subordinados ante 
las libertades en las que concurre la dimensión de garantía de la opinión pública 
libre y del principio de legitimidad democrática, al ser necesarias para el plura-
lismo político —valor fundamental y requisito para el funcionamiento del Estado 
democrático— como las libertades del art. 20 de la CE (cf. STC 172/1990). Más 
aún cuando se trata de “personajes públicos o dedicados a actividades que persi-
guen notoriedad pública” (STC 172/1990), que aceptan esa crítica a su personali-
dad en su función pública, siempre con el límite con la vida privada más íntima 
de los mismos, que estará fuera de los derechos amparados (cf. STC 172/1990).
2.2.10.3. Términos de signifi cación próxima 
2.2.10.3.1. Individuo 
El término individuo se emplea en una ocasión, en singular, al recoger la 
jurisprudencia el artículo 9.2 de la CE donde se consagra la libertad e igualdad 
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del individuo y de los grupos en que se integra, y las obligaciones de los poderes 
públicos para con este fi n; para indicar que este artículo no reconoce ningún de-
recho subjetivo susceptible de amparo (cf. STC 120/1990).
2.2.10.3.2. Hombre, varón y mujer 
El término varón no se emplea en la jurisprudencia seleccionada. Por su 
parte el término hombre se emplea en cinco ocasiones, todas ellas en singular, 
en el sentido de ser humano de sexo masculino. Se establece que el hombre y la 
mujer tienen derecho a contraer matrimonio, el cual está garantizado por la CE 
en su art. 32 (STC 184/1990). El mismo es un derecho pero no una obligación, 
ya que en virtud del libre desarrollo de la personalidad, el hombre y la mujer 
pueden convivir more uxorio, opción que no se puede coartar ni difi cultar irrazo-
nablemente por parte de los poderes públicos (cf. STC 184/1990) Sin embargo, 
ambas situaciones no son constitucionalmente realidades equivalentes —al estar 
el matrimonio contemplado en la misma—, ni jurídicamente ya que “el vínculo 
matrimonial genera ope legis en la mujer y el marido una pluralidad de derechos 
y deberes que no se produce de modo jurídicamente necesario entre el hombre 
y la mujer que mantienen una unidad de convivencia estable no basada en el 
matrimonio” (STC 184/1990). Por todo esto “no cabe reprochar como arbitraria 
ni discriminatoria la exigencia de que el núcleo de convivencia institucionalizada 
entre hombre y mujer como casados le conste formalmente al Estado para que 
éste conceda la pensión de viudedad” (STC 184/1990). 
Finalmente, el término mujer se emplea en siete ocasiones, todas ellas en 
singular. Se emplea para designar a una persona de sexo femenino. La encontra-
mos en referencia a una persona cuyo nombre se desconoce (cf. STC 172/1990) 
y junto al término hombre, en los casos indicados al analizar dicho término. Fi-
nalmente, lo emplea la jurisprudencia al establecer que la pensión de viudedad, 
y los requisitos para obtenerla, debe ser igual para viudas que para viudos, ya 
que “el vacío económico que produce la mujer trabajadora es idéntico al que en 
iguales casos causa el marido” (STC 142/1990).
2.2.10.3.3. Todos y nadie 
El término nadie no lo encontramos empleado en los textos seleccionados 
de la jurisprudencia del año 1990; por su parte, el término todos se emplea en sie-
te ocasiones, todas ellas como adverbio con el sentido de la colectividad entera, 
por lo tanto, al no ser relevante para nuestro objeto de investigación, no procede-
mos a analizarlo. 
2.2.10.3.4. Ciudadano 
El término ciudadano se emplea en trece ocasiones, una en singular y doce 
en plural.
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Los ciudadanos participan en la vida política, económica, cultural y social, 
debiendo los poderes públicos facilitar dicha participación, según se recoge en el 
artículo 9.3 de la CE (cf. STC 120/1990). Como parte de esta participación en la vida 
política se puede decir que los ciudadanos son “actores y autores del ordenamiento 
jurídico”, lo que hace realidad el principio de toda democracia representativa: “que 
los sujetos a las normas sean, por vía de la representación parlamentaria, lo autores 
de las mismas” (STC 24/1990).
Se reconoce que el mismo es titular del derecho a la igualdad del art. 14 de la 
CE, por lo que, las normas legales no podrán crear situaciones desiguales o discri-
minatorias entre los ciudadanos, y cuando se rompa la igualdad, esta será resta-
blecida por los mecanismos jurídicos idóneos (cf. STC 142/1990). Sin embargo, la 
situación jurídica de los diversos sujetos puede encontrarse dentro de la que se de-
nomina “de los ciudadanos en general” o “de los ciudadanos comunes”, o puede 
ser diferente en función de la relación que la persona en concreto tenga tanto con 
la propia administración, ya sea por una relación laboral con la misma —funciona-
rios— (cf. STC 76/1990) o por encontrarse privado de libertad (cf. STC 120/1990). 
También podrá variar su situación jurídica, en función de la parte del territorio 
en la que se encuentren, sin que esto suponga una quiebra del derecho a la igual-
dad de los mismos (cf. STC 150/1990). Para saber la situación jurídica en que se 
encuentran los ciudadanos, los principios de seguridad jurídica y de interdicción 
de la arbitrariedad de los poderes públicos “exigen que la norma sea clara” (STC 
150/1990), para ello es importante que los legisladores cuenten en la elaboración 
de las normas con una depurada técnica jurídica, sobre todo en aquellas normas 
que afectan actos y relaciones jurídicas de todos los ciudadanos (cf. STC 150/1990).
Se establece que las libertades del art. 20 de la CE son derechos fundamen-
tales de los ciudadanos (STC 172/1990), y que los mismo no podrán permanecer 
en prisión más allá de plazo razonable —“estándar jurídico, conforme a nuestra 
doctrina y a la del Tribunal Europeo, ha de ser integrado en cada caso concre-
to, mediante el examen de la naturaleza del objeto procesal, de la actividad del 
órgano judicial y del propio comportamiento del recurrente” (STC 8/1990)—. 
Mediante el derecho de amparo defi enden sus derechos fundamentales. Sin em-
bargo, el mismo no les protege frente a lesiones hipotéticas de los derechos fun-
damentales (cf. STC 8/1990). En estos procesos no tendrán la consideración de 
dilaciones indebidas aquellas que se deban a la conducta intencionada del recu-
rrente, tal y como establece la “Comisión Europea de Derechos Humanos, Deci-
sión 11022/1984, asunto Pérez-Mahia, S. T. E. D. H. Bucholz 6 mayo 1981, Pretto 
8 diciembre 1983” (STC 8/1990).
2.2.10.4. Términos derivados de las palabras de signifi cación próxima
No encontramos empleados en los textos seleccionados de la jurisprudencia 
relevante de 1988 ni el término ciudadana ni el término individualmente. Proce-
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demos a analizar los restantes términos derivados de palabras de signifi cación 
próxima. 
2.2.10.4.1. Individual  
El término individual se emplea en dos ocasiones, ambas en plural califi -
cando al sustantivo derechos en la STC 120/1990.
En la misma se establece que al proyectar el art. 10.1 de la CE sobre los 
derechos individuales, se establece que sea cuales sean las limitaciones que se 
impongan al disfrute de los derechos individuales, por diversas circunstancias 
como puede ser el cumplimiento de una pena privativa de libertad, estos no pue-
den conllevar menosprecio a “la estima que, en cuanto ser humano, merece la 
persona” (STC 120/1990).
2.2.10.4.2. Humano 
El término humano se emplea en trece ocasiones, cuatro en singular y nue-
ve en plural.
Se establece que la persona es un ser humano, y que en cuanto tal mere-
ce una estima, la cual no puede verse menosprecia en ninguna de las circuns-
tancias que este se encuentre. Este respeto esencial es fruto de la aplicación de 
la dignidad recogida en el art. 10.1 CE sobre los derechos individuales (cf. STC 
120/1990). Esta dignidad también excluye que la persona pueda ser sometida a 
tratos inhumanos, los cuales defi ne el Tribunal, en su sentido jurídico como “no-
ciones graduadas de una misma escala que, en todos sus tramos, denotan la cau-
sación, sean cuales fueren los fi nes, de padecimientos físicos o psíquicos ilícitos 
e infl igidos de modo vejatorio para quien los sufre y con esa propia intención de 
vejar y doblegar la voluntad del sujeto paciente” (STC 120/1990). 
El ser humano tiene conciencia, en la que pueden estar profundamente 
arraigadas creencias y sentimientos (cf. STC 120/1990). El ser humano está vivo. 
Sobre el sentido de esta vida hay concepciones muy distintas —e incluso irre-
conciliables— que entran en juego en las polémicas doctrinales, legislativas y 
judiciales (cf. STC 120/1990). 
La intervención médica forzosa, por lo que, al implicar la misma diversos 
valores humanos, será un tema de excepcional importancia (cf. STC 120/1990), 
pues entra en el ámbito de la conciencia y de las diversas concepciones sobre la 
vida humana. La intervención médica forzada para preservar un bien constitu-
cional o la alimentación forzada, cuya fi nalidad sea impedir la muerte de los re-
currentes, no pueden considerarse que constituyan un trato inhumano por razón 
de su fi n (cf. STC 120/1990); sin embargo, sí podrían llegar a califi carse como tal 
por los medios utilizados o si se prolongara el sufrimiento, sin lograr pese a esto, 
evitar la muerte (cf. STC 120/1990).
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Por último, lo encontramos como califi cativo del sustantivo derechos, den-
tro del nombre de la comisión europea encargada de su custodia: “Comisión Eu-
ropea de Derechos Humanos” (STC 8/1990), cuya argumentación jurídica hace 
suya el TC para establecer sus fundamentos de derecho. 
2.2.10.5. Términos que expresan un predicado del ser personal 
No encontramos en los textos relevantes del año 1989 empleados los tér-
minos: natural y educación. Procedemos al análisis de los restantes términos si-
guiendo el orden establecido previamente. 
2.2.10.5.1. Vida 
El término vida se emplea en veintitrés ocasiones, todas ellas en singular.
La vida, defi nida ya en años anteriores, es un bien de la persona (cf. STC 
120/1990). Se integra en el círculo íntimo de su libertad, por lo que, implica que la 
misma puede “fácticamente disponer sobre su propia muerte”, en “una manifes-
tación del agere licere, en cuanto que la privación de la vida propia o la aceptación 
de la propia muerte es un acto que la ley no prohíbe” (STC 120/1990). Por su 
parte, el derecho a la vida, también defi nido en años anteriores en la jurispruden-
cia del TC, no es un derecho de libertad, por lo que, no incluye un derecho a la 
propia muerte, un derecho a disponer de la propia vida no es un 
“derecho subjetivo que implique la posibilidad de movilizar el apoyo del po-
der público para vencer la resistencia que se oponga a la voluntad de morir, ni, 
mucho menos, un derecho subjetivo de carácter fundamental en el que esa po-
sibilidad se extienda incluso frente a la resistencia del legislador, que no puede 
reducir el contenido esencial del derecho” (STC 120/1990).
Por otra parte, en cuanto a la libertad de disponer de la propia vida, y por lo 
tanto no recibir tratamiento médico forzoso, el TC distingue entre quien “asume el 
riesgo de morir en un acto de voluntad que solo a él afecta, en cuyo caso podría soste-
nerse la ilicitud de la asistencia médica obligatoria o de cualquier otro impedimento 
a la realización de esa voluntad” y quién estando cumpliendo pena de privación de 
libertad “buscan con su actuación la “modifi cación de una decisión de política peni-
tenciaria que tratan de obtener incluso a expensas de su vida” (STC 120/1990). 
Se distingue por tanto entre quienes realizan su vida en libertad, y aquellos 
que han sido internados bien por cuestiones psicológicas (cf. STC 104/1990) bien 
por causas penales (cf. STC 120/1990). La administración tendrá el deber de ve-
lar por la vida, integridad y salud de aquellas personas que tienen una especial 
sujeción a la misma (cf. STC 120/1990). Por ello, la administración podrá tomar 
las decisiones que considere adecuadas para prolongar la vida –como la alimen-
tación forzada— respetando siempre la libertad del sujeto en la medida en que 
sea posible (cf. STC 120/1990).
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La vida también es objeto de la libertad ideológica. La cual incluye: la capa-
cidad de adoptar una posición intelectual ante el sentido de la misma, y conse-
cuentemente representar y enjuiciar la realidad según sus convicciones persona-
les (cf. STC 120/1990), y la capacidad de organizar la propia vida conforme a las 
“propias ideas sin sufrir por ello, sanción o demérito ni padecer la compulsión o 
la injerencia de los poderes públicos” (STC 120/1990). 
También será objeto de la libertad de expresión, en cuanto que, para deter-
minar la relevancia pública de la información, se atenderá a la mayor intensidad 
con que la vida o conducta moral de un sujeto participan del interés general (cf. 
STC 172/1990), justifi cando esa mayor intensidad la mitigación del derecho a la 
intimidad de esa persona pública, pero siempre salvando los aspectos de su vida 
privada más íntima (cf. STC 172/1990).
Finalmente, se establece que los ciudadanos participaran la vida política, 
económica, cultural y social —participación que debe ser facilitada por los pode-
res públicos— (cf. STC 120/1990).
2.2.10.5.2. Integridad 
El término integridad se emplea en tres ocasiones, todas ellas en singular. 
Es objeto del derecho a la integridad física y moral, regulado en el art. 15 
de la CE. Mediante el mismo lo que se busca es proteger “la inviolabilidad de 
la persona, no solo contra ataques dirigidos a lesionar su cuerpo o espíritu, sino 
también contra toda clase de intervención en esos bienes que carezca del consen-
timiento de su titular” (STC 120/1990).
Se establece que la Administración tiene el deber de velar por la integridad 
del recluido —al igual que por su vida— (cf. STC 120/1990), por lo que, la in-
tervención médica forzada llevada a cabo, no será un trato inhumano ni violará 
el art. 15 de la CE, en cuanto no esté “ordenada a infl igir padecimientos físicos 
o psíquicos ni a provocar daños en la integridad de quien sea sometido a ellos” 
(STC 120/1990) y se realice con los medios y en el modo adecuado. 
2.2.10.5.3. Física 
El término física se emplea en dos ocasiones, una en singular y una en plural. 
Una califi cando al término personas, en contraposición a las personas ju-
rídicas, y otra califi cando al término integridad. Ambos términos ya han sido 
analizados previamente, por lo que, remitimos a dichos apartados. 
2.2.10.5.4. Jurídica 
El término jurídica se emplea en cuarenta ocasiones, veintiocho en singular 
y doce en plural.
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Acompaña junto al adjetivo físicas al término personas en una ocasión en la 
STC 150/1990. Así mismo acompaña al término seguridad en tres ocasiones. Re-
mitimos el análisis del término en estos casos a los apartados en que se analizan 
dichos términos relevantes. 
Como en años anteriores vemos cómo se emplea califi cando a diversos sus-
tantivos determinando su contenido de signifi cado a realidades que o bien han 
sido creadas por el Derecho —ordenamiento jurídico (STC 120/1990)—, o bien 
que desarrollan y tienen sus consecuencias en el ámbito del Derecho —relaciones 
jurídicas (STC 150/1990) —. 
Sí que es relevante para nuestra investigación el empleo del término en dos 
ocasiones. Primero, acompañando al sustantivo estándar, al indicar que al cons-
tituir un concepto —plazo razonable— un estándar jurídico, será conforme a la 
doctrina del propio TC, y del TEDH, que en cada caso concreto se valore, me-
diante el examen de la naturaleza del objeto procesal, de la actividad del órgano 
judicial y del propio comportamiento del recurrente, el contenido del mismo. 
Segundo, en la aceptación por el TC de que hay acciones y elementos, que 
trascienden el campo de lo jurídico, y que no solo tienen efectos en distintos ám-
bitos del ordenamiento jurídico, especialmente el constitucional y el penal, sino 
que también implican valores humanos, y se internan “en el mundo de la axiolo-
gía, en el que afecta a creencias y sentimientos profundamente arraigados en la 
conciencia del ser humano, suscitando polémica doctrinal, muy variada y a veces 
irreconciliable, en la que están en juego concepciones distintas del sentido de la 
vida humana”, como la intervención médica forzosa (STC 120/1990).
Estos criterios de interpretación y valoración deberán ser tenido en cuenta, 
en la medida en que pueda afectar el fi n que perseguimos.
2.2.10.5.5. Dignidad 
El término dignidad se emplea en seis ocasiones, todas ellas en singular. 
La misma es un bien de la persona (cf. STC 105/1990 y STC 120/1990), re-
gulado en el artículo 10.1 de la CE (cf. STC 105/1990), que tiene que ser respetado 
sea cual sea la situación en que se encuentre la misma (cf. STC 120/1990).
El respeto a la dignidad supone un límite para los derechos fundamentales, 
no estando amparados bajo los mismos aquellas conductas que se entienden que 
la vulneran: los insultos no estarán amparados bajo la libertad de información 
(cf. STC 105/1990), ya que la proclamación de la misma constitucionalmente no 
implica que cualquier límite en el ejercicio de todo derecho implique un estado 
de indignidad (cf. STC 120/1990).
La dignidad de la persona solo será tomada por el TC como referente a la 
hora de valorar los hechos cuando se impongan límites a los derechos fundamen-
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tales que puedan ser tutelados en amparo, de forma concreta en cada ámbito (cf. 
STC 120/1990).
2.2.10.5.6. Inherente 
El término inherente se emplea en cuatro ocasiones, tres en singular y una en 
plural. En el sentido de ser propio de una cosa dado por la propia naturaleza de la 
cosa. Por ejemplo: la dignidad, que es valor moral y espiritual inherente de la per-
sona (cf. STC 120/1990), los derechos inherentes de la persona, recogidos en el art. 
10.1 de la CE (STC 120/1990), o la vigencia del requisito de juramento o promesa, la 
cual es refl ejo de “otros momentos culturales y de otros sistemas jurídicos a los que 
era inherente el empleo de ritos o fórmulas verbales ritualizadas como fuentes de 
creación de deberes jurídicos y de compromisos sobrenaturales” (STC 119/1990).
2.2.10.5.7. Inviolable 
El término inviolable se emplea en dos ocasiones, una en singular y otra en 
plural. Lo encontramos califi cando al término derechos, en referencia a aquellos 
derechos propios de la persona, que se califi can como tal. Sin embargo, el TC es-
tablece, que la proclamación de los derechos inherentes, junto al resto de requisi-
tos de orden político y la paz social en el art. 10.1 de la CE, no implica, entre otras 
cosas, que todo derecho sea inviolable (cf. STC 120/1990).
2.2.10.5.8. Libertad 
El término libertad se emplea en treinta y una ocasiones, veintinueve en sin-
gular y dos en plural. Podemos clasifi car el término en tres grupos, atendiendo al 
contenido de signifi cado con el que se emplea el mismo.
Primero, la libertad entendida como un valor en sí misma. Esta libertad está 
erigida por el art. 1 de la CE en un valor superior del ordenamiento (STC 8/1990). 
Se proclama del individuo (STC 120/1990), el cual vive su vida en libertad (STC 
104/1990) y puede ser privado de ella, bien por una condición psicológica que le 
impida dicha vida en libertad (cf. STC 104/1990), bien por haber sido privado de 
dicha libertad por una pena privativa de libertad (cf. STC 120/1990).
Segundo, como cualidad de los derechos, los cuales pueden ser derechos de 
libertad (cf. STC 120/1990). Que darían lugar a un círculo, dentro del que se en-
contrarían diversos atributos o manifestaciones de la persona —como la vida— 
de los cuales podría disponer en un acto de libertad genérica —procurándose su 
propia muerte— siempre que no afectara más que a sí misma en sus decisiones 
(cf. STC 120/1990). No siendo lo mismo usar de la libertad para conseguir fi nes 
lícitos —o no prohibidos por la ley, como procurarse la propia muerte— que ha-
cerlo con objetivos no amparados por la ley (cf. STC 120/1990).
Tercero, como facultades de los sujetos, ya sea en genérico, ya sea en con-
creto: libertad para la creación jurídica de normas que constitucionalmente les 
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corresponde al Congreso de los Diputados para crear su propio reglamento (cf. 
STC 119/1990), libertad ideológica (STC 119/1990 y STC 120/1990), libertad de 
expresión (STC 120/1990).
2.2.10.5.9. Seguridad 
El término seguridad se emplea en siete ocasiones, todas ellas en singular. 
Cuatro de ellas dentro del sustantivo Seguridad Social, por lo que, esos casos 
quedan fuera de nuestro análisis.
En los otros tres casos el término viene acompañado del adjetivo jurídica. 
De dicha seguridad jurídica el TC establece que es un principio, por el cual, junto 
con el principio de interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos, es 
exigible la claridad de las normas para que los ciudadanos sepan a qué atenerse 
(cf. STC 150/1990). Entre los mecanismos para conseguir esta seguridad jurídica 
se encuentra el empleo de una depurada técnica jurídica en el proceso de elabo-
ración de las normas (cf. STC 150/1990). La seguridad jurídica implica, además, 
que, para dotar de consecuencias jurídicas a una determinada relación, se exija 
una formalización de la misma: por ejemplo, no se dará pensión de viudedad a 
las meras parejas de hecho (cf. STC 184/1990).
2.2.10.5.10. Igualdad 
El término igualdad se emplea en once ocasiones, todas ellas en singular.
La igualdad del individuo, la igualdad real, que recoge el art. 9. 2 de la CE, 
no es un derecho subjetivo susceptible de amparo (cf. STC 120/1990).
En cuanto a la igualdad jurídica, la misma supone que “cuando los supues-
tos de hecho sean iguales, las consecuencias jurídicas que se extraigan de tales 
supuestos de hecho han de ser, asimismo iguales” (STC 142/1990). Por ello, esta 
igualdad se romperá cuando se exijan mayores requisitos para alcanzar el dere-
cho de pensión en función del sexo del sujeto, cuando además “la cotización es 
igual para ambos sexos y el vacío económico que produce la mujer trabajadora es 
idéntico al que en iguales casos causa el marido” (STC 142/1990). En estos casos 
habrá que “poner en marcha los mecanismos jurídicos idóneos para restablecer 
la igualdad rota” (STC 142/1990).
Finalmente, encontramos el término acompañado del adjetivo tributaria. 
Igualdad tributaria recogida en el art. 31.1 de la CE, que no implica la igualdad 
de posiciones jurídicas fundamentales de los ciudadanos. Ya que, en función del 
art. 149 de la CE, las CCAA tendrán capacidad tributaria y por lo tanto podrán 
imponer un recargo autonómico a los impuestos, ya que si se entendiera lo con-
trario la igualdad eliminaría la capacidad tributaria de las CCAA reconocidas en 
la CE (cf. STC 150/1990).
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2.2.10.5.11. Derecho 
El término derecho se emplea en ochenta y ocho ocasiones, cincuenta y nue-
ve en singular y veintinueve en plural. Podemos clasifi car el término en cinco 
grupos, atendiendo al contenido de signifi cado con el que se emplea el mismo.
Primero, en referencia a las facultades que la CE reconoce a diversos sujetos. 
En esos casos el término viene acompañado del adjetivo fundamentales o cons-
titucionales, dependiendo del apartado del texto en que los encontremos. Los 
derechos fundamentales tienen un valor preferente en nuestro ordenamiento (cf. 
STC 120/1990), lo que implica que los mismos solo cederán ante los límites que 
la propia Constitución expresamente imponga al defi nir cada derecho o ante los 
que de manera mediata o indirecta de la misma se infi eran al resultar justifi cados 
por la necesidad de preservar otros derechos constitucionalmente protegidos” 
(STC 120/1990). Estos derechos no son derechos en blanco —propios de épocas 
superadas de la historia—, sino que siempre son derechos “reales, efectivos y de 
inmediata aplicación por todos los poderes públicos” (STC 8/1990). Son dere-
chos subjetivos de carácter fundamental, por lo que, el ejercicio de los mismos se 
extiende “incluso frente a la resistencia del legislador, que no puede reducir el 
contenido esencial del derecho” (STC 120/1990). Estos derechos se ven tutelados 
por el recurso de amparo, pero siempre ante violaciones reales de los mismos, 
nunca ante violaciones hipotéticas, que pudieran cometer poderes públicos dis-
tintos a los del Estado español (cf. STC 120/1990).
El TC hace mención a algunos de estos derechos fundamentales en concre-
to: derecho a la vida (STC 120/1990), derecho a la integridad física y moral (STC 
120/1990)… De estos derechos los que recojan libertades que contribuyan a la 
garantía de la opinión pública libre y al principio de legitimidad democrática 
—i.e. art. 20 de la CE— prevalecerán sobre los derechos de la personalidad —o 
derechos subjetivos de la personalidad— garantizados en el art. 18.1 (cf. STC 
172/1990), siempre que las conductas que se realizan estén dentro de los límites 
que amparan dichos derechos. 
Segundo, en referencia a facultades concretas, derechos subjetivos o indi-
viduales, que se reconocen a diversos sujetos: derecho a percibir una pensión 
de viudedad (STC 142/1990), derecho a contraer matrimonio (STC 184/1990)… 
Estos derechos subjetivos, suponen la posibilidad de movilizar el apoyo del po-
der público para vencer la resistencia que se oponga a la voluntad amparada por 
dicho derecho (cf. STC 120/1990). 
Tercero, el término hace referencia a aquellos derechos reconocidos en con-
venios y tratados internacionales: los derechos humanos. En el año 1990 solo 
vamos a encontrar referencia a los mismos en aquellos órganos encargados de 
interpretarlos: el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (STC 104/1990) y la 
Comisión Europea de Derechos Humanos (STC 8/1990). La doctrina asentada 
por ambas la empleará el TC para fundamentar sus argumentos jurídicos.
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Cuarto, en referencia a la forma de Estado en que se constituye España: 
Estado de Derecho. Esta forma de estado tiene una dimensión social, refl ejada 
en el art. 9.2 de la CE y los mandatos que en la misma se imponen a los poderes 
públicos (cf. STC 120/1990).
Por último, el término se emplea en referencia a todo o a parte del sistema 
jurídico: Derecho. El cual tienen unos límites intrínsecos que deben ser respeta-
dos por el tribunal en su labor judicial (cf. STC 120/1990). Para que el mismo sea 
efectivamente conocido, haya certeza sobre el mismo y seguridad jurídica, tiene 
una gran importancia “el empleo de una depurada técnica jurídica en el proceso 
de elaboración de las normas” (STC 150/1990).
2.2.10.5.12. Deber 
El término deber se emplea en doce ocasiones, siete en singular y cinco en 
plural.
Los deberes son conductas obligatorias. Pueden venir determinados cons-
titucionalmente —el deber tributario es un deber constitucional recogido en el 
art. 31.1 de la CE (cf. STC 76/1990)—, por el cargo o función que desempeña el 
sujeto —los funcionarios o profesionales ofi ciales por razón de su cargo tienen 
determinados deberes de colaboración con la Administración tributaria (cf. STC 
76/1990)—, por la situación jurídica en que se encuentre —”deberes recíprocos 
de la Administración y el recluido, entre los que destaca el esencial deber de la 
primera de velar por la vida, integridad y salud del segundo” (STC 120/1990)—, 
o por los actos jurídicos realizados —”el vínculo matrimonial genera ope legis en 
la mujer y el marido una pluralidad de derechos y deberes” (STC 184/1990) —.
Otras conductas, pese a su formalismo, no tienen consecuencias jurídicas, 
no crean deberes jurídicos (cf. STC 119/1990); por ejemplo, “la obligación de 
prestar juramento o promesa de acatar la Constitución no crea el deber de suje-
ción a ésta” (STC 119/1990).
2.2.10.5.13. Honor 
El término honor se emplea en cuatro ocasiones, todas ellas en singular, 
junto al término intimidad como atributos de la persona (cf. STC 172/1990). Las 
intromisiones contra los mismos por medio de la comunicación de información 
de las personas solo serán legítimas, cuando dicha información cumpla la condi-
ción de veracidad, tenga importancia para el interés general (cf. STC 172/1990), 
y no se exprese mediante lenguaje insultante (cf. STC 105/1990 y STC 172/1990).
2.2.10.5.14. Familia 
El término familia se emplea en dos ocasiones, todas ellas en singular. Se 
establece que la misma está protegida en el art. 39 de la CE, en referencia tanto a 
“la familia matrimonial como a la no fundada en el matrimonio” (STC 184/1990).
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2.2.10.5.15. Matrimonio 
El término matrimonio se emplea en dieciséis ocasiones, todas ellas en sin-
gular en la STC 184/1990.
El matrimonio es “una institución social garantizada por la Constitución, 
y el derecho del hombre y de la mujer a contraerlo es un derecho constitucional 
(art. 32.1) cuyo régimen jurídico corresponde a la Ley por mandato constitucio-
nal (art. 32.2)” (STC 184/1990), además “genera ope legis en la mujer y el marido 
una pluralidad de derechos”. En este sentido no es una realidad equivalente a 
la convivencia extramatrimonial, ya que la convivencia more uxorio “ni es una 
institución jurídicamente garantizada ni hay un derecho constitucional expreso 
a su establecimiento”, ni hay una serie de derechos y deberes que se producen 
de modo jurídicamente necesario entre el hombre y la mujer que mantienen una 
unidad de convivencia estable no basada en el matrimonio (STC 184/1990). Dife-
rencia ésta que queda refl ejada en la CE, que no considera igual ambas realidades 
(cf. STC 184/1990).
Por lo tanto, un trato distinto y más favorable a la unidad familiar basada en 
el matrimonio que a otras unidades convivenciales, no supondrá una violación 
del art. 39 de la CE, ya que aunque éste proclama la protección social, económica 
y jurídica de la familia y bajo el cual cabe tanto la familia matrimonial como la 
no fundada en el matrimonio, el mismo “no establece ni postula por sí solo una 
paridad de trato en todos los aspectos y en todos los órdenes de las uniones ma-
trimoniales y no matrimoniales” (STC 184/1990). 
Esto justifi ca que el legislador establezca que la persona sobreviviente del le-
gítimo matrimonio tiene derecho a la pensión de viudedad (cf. STC 184/1990), tam-
bién se reconocerá dicha pensión a quienes no pudieron contraerlo, por impedírselo 
la legislación —con anterioridad a la Ley 30/1981— si hubiera muerto el causante 
con anterioridad, equiparándose en estos casos la convivencia extramatrimonial al 
matrimonio (cf. STC 184/1990), pero no se equipara a quienes, pudiendo contraer 
matrimonio “decidieron libremente no formalizar su unión de hecho en vínculo ma-
trimonial” (STC 184/1990). Además, el TC establece que esta situación no es compa-
rable a la igualdad de trato de los hijos matrimoniales o extramatrimoniales, pues su 
fi liación y condiciones es resultado de decisiones ajenas a sí mismos (STC 184/1990).
Tampoco serán inconstitucionales aquellas medidas que faciliten o favo-
rezcan el ejercicio del derecho constitucional a contraer matrimonio siempre que 
no se coarte ni se difi culte irrazonablemente al hombre y la mujer que decidan 
convivir more uxorio (cf. STC 184/1990).
2.2.10.5.16. Tutela 
El término tutela se emplea en una sola ocasión. El TC establece que la ex-
pulsión de un extranjero sin motivación supone una violación del derecho que 
protege la tutela judicial efectiva (cf. STC 144/1990).
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2.2.10.6. Fuentes doctrinales y jurisprudenciales especifi cadas en las sen-
tencias 
Fuera de cita continua a su propia doctrina, asentada en la jurisprudencia de 
años anteriores, el TC a la hora de fundamentar su doctrina hace referencia a ni-
vel europeo a la Comisión Europea de Derechos Humanos, “Decisión 11022/1984, 
asunto Pérez-Mahia, S. T. E. D. H. Bucholz 6 mayo 1981, Pretto 8 diciembre 1983”, 
para fundamentar su argumentación sobre qué supone y qué no el concepto de di-
laciones indebidas (STC 8/1990) y a la doctrina consolidada del Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos (Winterwerp, Sentencia de 24 de octubre de 1979 y Ashing-
dane, Sentencia de 8 de mayo de 1985) para fundamentar su argumentación jurídi-
ca en torno a la privación de libertad de un enajenado (STC 104/1990). Por último, 
en la STC 120/1990 citará la doctrina de ambos organismos para la determinación 
de lo que constituye tortura o tratos inhumanos o degradantes: 
“el art. 3 CEDH, que establece una indeterminación similar a la del art. 15 C. E., 
el TEDH, partiendo de su propia doctrina acerca de las penas degradantes (SS 
de 18 de enero y 25 de abril de 1978 —caso Irlanda contra el Reino Unido— y 
—caso Tyrer—, respectivamente) ha señalado que «para que el trato sea “degra-
dante” debe ocasionar también al interesado —ante los demás o ante sí mismo— 
(...) una humillación o un envilecimiento que alcance un mínimo de gravedad» 
(igualmente, STEDH de 25 de febrero de 1982 —caso Campbell y Cosans—, y de 
7 de julio de 1989 —caso Soering—)(TEDH 1989\2)”.
2.2.10.7. Conclusiones
El TC añade a los criterios interpretativos de años anteriores, la indica-
ción de que hay elementos, que trascienden el campo de lo jurídico, al implicar 
valores humanos, y se internan “en el mundo de la axiología, en el que afecta 
a creencias y sentimientos profundamente arraigados en la conciencia del ser 
humano, suscitando polémica doctrinal, muy variada y a veces irreconciliable, 
en la que están en juego concepciones distintas del sentido de la vida humana” 
(STC 120/1990). 
También, se indica que, si un concepto se considera un estándar jurídico, 
será conforme a la doctrina del propio TC, y del TEDH, que en cada caso concreto 
se valore el contenido del mismo. Mediante el examen de la naturaleza del objeto 
procesal, de la actividad del órgano judicial y del propio comportamiento del 
recurrente, el contenido del mismo. 
En cuanto a quién es persona, la jurisprudencia del año 1990 vuelve a indi-
car que los extranjeros son personas. En cuanto a la relación del término persona 
con el resto de términos de signifi cación próxima, vemos cómo se establece de 
forma expresa la vinculación entre el término persona y ser humano: “la estima 
que, en cuanto ser humano, merece la persona” (STC 120/1990), por lo que, toda 
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persona es ser humano; pero, según la jurisprudencia de años anteriores56, no 
todo ser humano es persona. 
La pregunta por la naturaleza de la persona, qué es la persona, tampoco se 
responde en este año de forma expresa. Sí que se establecen, como en años ante-
riores, atributos o características de la misma, algunos los encontramos emplea-
dos por primera vez, otros que ya han sido recogidos, los vemos desarrollados 
en su planteamiento. 
La persona tiene dignidad. Esta es un valor espiritual y moral inherente a la 
misma que debe ser respetado en toda circunstancia. La misma actúa en libertad, 
dentro de un círculo de actuación, círculo de autodeterminación de la persona —
de libre desarrollo de su personalidad—, en el cual todo lo que no está prohibido 
está permitido. 
La persona está viva. La vida se integra dentro del círculo de libertad, por lo 
que, la persona puede disponer de su propia muerte, en una manifestación del age-
re licere —una manifestación de libertad genérica—. La persona vive libremente en 
sociedad, salvo que, por motivos psíquicos o físicos, y previa valoración judicial, se 
proceda a su internamiento, o esté cumpliendo con una pena de prisión. 
La persona es un ser corporal y espiritual, aspectos de la misma que serán 
inviolables, estando protegidos frente a todo ataque dirigido a lesionar su cuer-
po o su espíritu y contra toda intervención en esos bienes sin el consentimiento 
del titular, salvo que la intervención tenga justifi cación constitucional. Como ser 
corporal será un ser sexuado, será varón o mujer. Tendrá honor, intimidad y es-
tima. No podrá ser sometida a tratos inhumanos, por el cual se le infl ijan dolores 
o sufrimientos graves, con el fi n de obtener de ella o de un tercero, información o 
una confesión, de castigarla por un acto que haya cometido o se sospeche que ha 
cometido, o de intimidar o coaccionar a esa persona.
Las personas tienen conciencia, tienen una determinada posición intelec-
tual ante la vida, ante cuanto le concierne, y pueden representar o enjuiciar la 
realidad según sus personales convicciones, las cuales condicionarán su forma 
de actuar. 
Se encuentra en diferentes situaciones jurídicas, en función de diversas cir-
cunstancias personales relevantes para el derecho como: su empleo, su actuación 
pública, el lugar de residencia… Esto supondrá que legalmente recibirán un trato 
diferente, el cual no violará el art. 14 de la CE.
Encontramos deberes de carácter personal, como es el impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas, el cual califi ca la jurisprudencia como un tributo de 
naturaleza personal.
56 Atender al respecto la STC 53/1985 y sus criterios interpretativos del término persona.
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Sobre las cualidades que pone en relación el propio texto del 78, vemos 
cómo, al igual que en años anteriores, en su mayoría no se defi nen, no se estable-
ce claramente su contenido de signifi cado. Sin embargo, en algunos casos sí que 
se establecen notas características de los mismos. No queriendo reproducir lo ya 
dicho anteriormente, recogemos aquellos términos de los que se establecen notas 
relevantes para nuestro objeto de estudio, en concreto atendemos a los términos 
seguridad jurídica, derecho fundamental, familia y matrimonio. 
La seguridad jurídica implicará que las personas, en cuanto ciudadanos, 
sean capaces de conocer las normas y sepan a qué atenerse.
En cuanto al término derecho, atendemos a lo establecido a los derechos fun-
damentales, los cuales son derechos subjetivos de carácter fundamental, por lo que, 
el ejercicio de los mismos se extiende “incluso frente a la resistencia del legislador, 
que no puede reducir el contenido esencial del derecho” (STC 120/1990), tienen un 
valor preferente en nuestro ordenamiento, al ser derechos “reales, efectivos y de 
inmediata aplicación por todos los poderes públicos” (STC 8/1990). 
La persona puede formar una familia. Con dicho término se hace referencia 
tanto a la familia matrimonial como a la no fundada en el matrimonio, aunque 
ambas podrán tener distinta posición jurídica sin que esto sea contrario a la igual-
dad, siempre que esto no suponga una determinación tal para la persona que im-
pida su libre desarrollo de la personalidad. El matrimonio, por su parte, se defi ne 
como una institución social garantizada por la Constitución que genera ope legis 
en la mujer y el marido una pluralidad de derechos.
Finalmente, en cuanto a la tercera pregunta: la razón por la que persona se 
expresa como titular de derechos y de qué derechos es titular la persona por el 
mero hecho de ser persona, en el año 1989 se establece que la persona es titular 
del derecho a la integridad física y moral de la que protege a la persona contra 
todo ataque dirigido a lesionar su cuerpo o su espíritu y contra toda intervención 
en esos bienes sin el consentimiento del titular; del derecho al honor, del derecho 
a la intimidad, del derecho a la libertad ideológica, y del derecho a contraer ma-
trimonio. 
Estos derechos, en cuanto derechos de la personalidad o derechos sub-
jetivos de la personalidad, estarán subordinados ante las libertades en las que 
concurre la dimensión de garantía de la opinión pública libre y del principio 
de legitimidad democrática, al ser necesarias para el pluralismo político —valor 
fundamental y requisito para el funcionamiento del Estado democrático— como 
las libertades del art. 20 de la CE.
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2.2.11. 1991
Al igual que en años anteriores, en el año 1991 no se producen cambios en 
la composición del Tribunal Constitucional57. La jurisprudencia relevante de este 
año está compuesta por diecinueve sentencias de un total de ciento diecinueve.
2.2.11.1. Persona: su expresión singular y plural
El término persona se emplea en cuarenta y tres ocasiones, veintiuna en 
singular y veintidós en plural, a lo largo de quince sentencias de la jurispruden-
cia seleccionada. Seis son los ponentes de dichas sentencias: don Francisco Rubio 
Llorente —STC 2/1991, STC 50/1991, STC 69/1991, 149/1991 y 234/1991—, don 
Vicente Gimeno Sendra —STC 27/1991 y STC 214/1991—, don Miguel Rodrí-
guez-Piñero y Bravo-Ferrer —STC 60/1991, STC 145/1991 y STC 197/1991—, 
don José Gabaldón López —STC 134/1991—, don Francisco Tomás y Valiente —
STC 167/1991 y STC 246/1991—, don Álvaro Rodríguez Bereijo —STC 192/1991 
y STC 232/1991—.
El término lo encontramos empleado como proposición subordinada adjeti-
va, lo que equivaldría a decir personal, en diecisiete ocasiones. 
Acompaña el término voluntad, y se encuentra adjetivado por el término 
adulta, la persona adulta manifi esta su voluntad, en este caso de vivir con inde-
pendencia (cf. STC 69/1991). Lo cual constituye según el TC un derecho funda-
mental, independientemente de la edad, ya sea la persona joven o adulta, y por 
lo tanto no puede exigirse probar la sinceridad de la voluntad expresada, o la 
intensidad del deseo experimentado (cf. STC 69/1991), ya que si se hace depen-
der el derecho de estos criterios, esta “voluntad de vivir con independencia deja 
de ser un «derecho fundamental» para convertirse en una vivencia subjetiva que 
solo puede equipararse con la necesidad de ocupar la vivienda” (STC 69/1991). 
La ley enjuiciada, establece una presunción de este deseo en las personas jóvenes, 
lo que entraña una discriminación en razón a una circunstancia personal como es 
la edad de la persona  —“no contemplada por la norma ni relevante de ningún 
modo para la fi nalidad perseguida”—, es contrario al principio de igualdad (cf. 
STC 69/1991).
Acompaña al sustantivo sexo, para indicar que el sexo de la persona no pue-
de legitimar una diferencia de trato salarial, para fi jar el cual “no puede tomarse 
en consideración otro elemento que no sea el trabajo efectivamente prestado, y 
la concurrencia en él de circunstancias objetivamente acreditadas”. No se podrá 
tener en cuenta directa, o indirectamente el sexo de la persona salvo en “casos 
excepcionales (…) en los que el sexo sea un elemento determinante de la aptitud 
profesional para el desempeño de ciertas tareas” (STC 145/1991).
57 Tribunalconstitucional.es (2017). Historia del Tribunal Constitucional. [online] Disponible en: https://
www.tribunalconstitucional.es/es/tribunal/historia/Paginas/Tribunal—Constitucional—de—Espania.
aspx [Acceso 22 Mayo 2017].
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Lo encontramos junto al sustantivo satisfacción, para indicar que la zona 
marítimo-terrestres “es indispensable para el recreo físico y psíquico de las po-
blaciones sometidas a la presión creciente de la vida urbana y ocupa un lugar 
esencial en las satisfacciones estéticas y culturales de la persona humana” (STC 
149/1991), lo que está estrechamente relacionado con el ejercicio del derecho a 
disfrutar de un medioambiente adecuado al desarrollo de la persona, regulado 
en el art. 45 de la CE (cf. STC 149/1991).
La identidad de las personas que fi guran como candidatos es fundamental 
en una democracia participativa, ya que la misma no se realiza 
“con un sufragio irrefl exivo o de otro modo desatento a la identidad de las per-
sonas que fi guran como candidatos en las distintas listas electorales, ya que la 
elección, aunque sea con listas cerradas, es de personas, las cuales no implican 
que los electores manifi esten al votar una adhesión incondicional a determina-
das siglas de un partido, ni que los candidatos pierdan su individualidad a favor 
del partido” (cf. STC 167/1991).
Acompaña al sustantivo intimidad, en la cual pueden realizarse intromi-
siones de forma legítima, siempre que lo comunicado de la vida privada de la 
persona y de la familia, tenga relevancia pública, es decir, la información sea ver-
dadera, y “su comunicación a la opinión pública resulte justifi cada en función del 
interés público del asunto sobre el que se informa” (STC 197/1991). Tal y como 
queda establecido en el art. 20 del Convenio Europeo de Derechos Humanos:
“El valor preferente del derecho a la información no signifi ca, pues, dejar vacíos 
de contenido a los derechos fundamentales al honor o a la intimidad de las per-
sonas afectadas por esa información, que han de sacrifi carse solo en la medida 
en que resulte necesario para asegurar una información libre en una sociedad 
democrática”.
La dignidad de la persona hace que datos de la vida privada, y de la inti-
midad de la persona, como la fi liación, o el origen de la persona adoptada, estén 
fuera del objeto protegido por la libertad de expresión, por pertenecer al ámbito 
propio y reservado de lo íntimo, implícito en la dignidad de la persona (cf. STC 
197/1991). Además de estos, cualquier otro dato, que permita la identifi cación de 
las personas, son propios de la vida privada y por lo tanto objeto de la intimidad 
de las mismas (cf. STC 197/1991).
Finalmente, con este uso sintáctico lo encontramos en la jurisprudencia para 
indicar que las personas jurídicas son responsables. El Derecho administrativo 
admite su responsabilidad directa, reconociendo que tienen capacidad infractora 
(cf. STC 246/1991). No queda eliminado el elemento subjetivo de la culpa para 
las personas jurídicas, sino que, en función de su propia naturaleza de fi cción 
jurídica, es distinta a como se hace respecto de las personas físicas, ya que faltaría 
en ellos el elemento volitivo en sentido estricto, pero no la capacidad de infringir 
las normas a las que están sometidos (cf. STC 246/1991).
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En el resto de las ocasiones el término se emplea como sustantivo, en la fun-
ción sintáctica de sujeto o de complemento directo, al ser quien realiza la acción, 
o sobre quien recae la acción realizada.
Las personas están sujetas a la ley, sin que puedan tenerse en cuenta crite-
rios personales o familiares, no relevantes según la norma o para el fi n que la mis-
ma persigue. Por ello, las normas no podrán incluir reservas ad personam; es decir, 
para personas individualmente determinadas o concretas —aunque por criterios 
objetivos establecidos en la misma posteriormente pueda alcanzarse dicha deter-
minación— (cf. STC 27/1991). Además, todas las normas de carácter excepcional 
deberán benefi ciar a un pequeño número de personas, ya que toda ampliación de 
este número de personas implica una ampliación del ámbito de excepcionalidad, 
y esto supone una derogación del principio de igualdad (cf. STC 2/1991). 
Sin embargo, habrá ocasiones en las que el criterio personal sea relevante y 
su aplicación no se considere injustifi cada, irrazonable o desproporcionada. Por 
ejemplo, en la aplicación de derechos concretos como el “turno de consorte”, que 
prima el traslado de la persona casada sobre otra no casada que ocupen el mismo 
puesto de funcionario (cf. STC 192/1991); en la intromisión a la intimidad de la 
persona que se considere aceptable —esta será mayor si la persona es un perso-
naje público, esto es si “por razón de su actividad profesional (…) son conocidas 
por la mayoría de la sociedad” (STC 197/1991)—; o en la aplicación de normas 
penales que contemplen un delito referido a un ciudadano uti miles, es decir, que 
no tendrán como destinatarios “a todos los ciudadanos, sino solo a ciertas perso-
nas que tienen una especial cualidad en ese momento” (STC 60/1991). También 
habrá obligaciones que se impongan a la persona en función de una circunstancia 
personal, como puede ser la ciudadanía que las mismas tienen: “obligación que 
impone la ley en función del deber de todas las personas de ciudadanía española 
de defender a España —art. 30.1 CE— (cf. STC 60/1991).
Las personas pueden sentirse ofendidas, por los datos que le son comunica-
dos; el TC no tiene en cuenta a toda persona para fi jar el límite a la comunicación 
de información perteneciente a la intimidad de la persona, sino que establece 
el límite en aquella información que por su contenido concreto se consideren 
como ofensiva “para una persona razonable y de sensibilidad media” (cf. STC 
197/1991). Además, pueden sufrir lesiones físicas o psíquicas, que les causen in-
validez temporal o permanente, esto es imposibilidad de realizar su trabajo, ya 
sea porque quedan imposibilitados para realizar cualquier trabajo, ya sea para 
realizar su trabajo habitual (cf. STC 232/1991).
Las personas tienen derecho a la libertad ideológica y de expresión. Con 
el límite que establece la concepción de nuestro Estado como “español, social, 
democrático y de Derecho” (STC 214/1991). Por el cual sus integrantes tienen el 
derecho a convivir pacífi camente y a ser plenamente respetados por los demás 
miembros de la comunidad social (cf. STC 214/1991). En base a los valores cons-
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titucionales de dignidad e igualdad de todas las personas, “ni el ejercicio de la 
libertad ideológica ni la de expresión pueden amparar manifestaciones o expre-
siones destinadas a menospreciar o a generar sentimientos de hostilidad contra 
determinados grupos étnicos, de extranjeros o inmigrantes, religiosos o sociales” 
(STC 214/1991). Además, la incitación racista, constituye un atentado contra el 
honor de las personas, así como la revisión histórica realizada para el descrédito 
y menosprecio de las víctimas (cf. STC 214/1991).
La igualdad en tanto que no admite discriminación alguna por razón de 
nacimiento, raza o sexo, opiniones o creencias, deriva y es proyección de la dig-
nidad como rango o categoría de la persona (cf. STC 214/1991). Será contrario a 
la igualdad que, sobre casos idénticos en relación con la misma persona, dos sen-
tencias de órganos judiciales distintos decidan de modo contradictorio (cf. STC 
134/1991). Además, en los casos en que la persona que alegue discriminación 
pertenezca a un colectivo tradicionalmente castigado por dicha discriminación, 
“el órgano judicial no puede limitarse a valorar si la diferencia de trato tiene, en 
abstracto, una justifi cación objetiva y razonable, sino que debe entrar a analizar, 
en concreto, si lo que aparece como una diferenciación formalmente razonable no 
encubre o permite encubrir una discriminación contraria al art. 14”. De no reali-
zarse este análisis se entenderá violado el derecho a la igualdad por dicho órgano 
judicial, pudiendo declararse inconstitucional la sentencia de presentarse recurso 
de amparo (cf. STC 145/1991). 
Las personas, en cuanto que ciudadanos y funcionarios, se encargan de im-
poner, en el desempeño de sus funciones, coactivamente la ley (cf. STC 234/1991). 
Por ello, si cometen aquellos actos, que como funcionarios tienen la misión de 
impedir, se vería en gran medida perdida la efi cacia del servicio, lo que justifi ca 
que la realización de los mismos por los mismos lleve asociada uno pena mayor 
(cf. STC 234/1991).
Las personas, tanto físicas como jurídicas, son titulares del derecho al ho-
nor. Esto excluye la necesidad de que los ataques contra las mismas, para que se 
encuentren dentro del ámbito de la protección constitucional, hayan de estar ne-
cesariamente perfecta y debidamente individualizados ad personam. Ya que este 
requisito implicaría que no tienen derecho al honor la “totalidad de las personas 
jurídicas, incluidas las de substrato personalista” y considerar legítimos todos 
“los ataques o intromisiones en el honor de personas individualmente conside-
radas, por el mero hecho de que los mismos se realicen de forma innominada, 
genérica o imprecisa” (cf. STC 214/1991). 
El diferente trato jurídico a personas físicas o jurídicas, lo será en base a da-
tos fácticos que ofrezcan justifi cación sufi ciente. Determinar la sufi ciencia o no de 
estos argumentos y datos corresponderá al TC (cf. STC 50/1991).
Finalmente, se establece con respecto a la persona que ésta tendrá legitima-
ción activa para solicitar el amparo de los derechos fundamentales infringidos, 
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tanto si es víctima o titular, como ocurre en otros ordenamientos “tales como el 
alemán o el propio recurso individual ante la Comisión Europea de Derechos 




El término personal se emplea en diecinueve ocasiones, quince en singular 
y cuatro en plural. 
Se emplea como sustantivo masculino singular, en referencia a los traba-
jadores de una empresa en tres ocasiones en la STC 27/1991: “los recurrentes 
son personal que se encuentra al servicio de la Comunidad Autónoma”, “prever 
pruebas específi cas para el personal contratado o interino” y “la sujeción del ac-
tor y del personal médico de referencia a un especial Estatuto Jurídico”.
En el resto de las ocasiones se emplea como adjetivo califi cativo de los sus-
tantivos a los que acompaña, equivaldría a decir de la persona.
La libertad personal de los individuos puede verse coartadas por aquellas 
conductas obligatorias, que se impongan por coerción y por fuerza, solo en aque-
llos casos en que se justifi que en la CE, como el deber de defensa de España, art. 
30.1 de la CE, y el servicio militar obligatorio (cf. STC 60/1991).
En virtud del art. 14 de la CE, no podrán ser tenidas en cuenta circunstan-
cias o situaciones personales, como la edad, ni por el autor de la norma ni por 
quién la interpreta, salvo que sean “relevantes para la fi nalidad legítima, y en sí 
misma no discriminatoria que la norma persigue” (STC 69/1991). Si la fi nalidad 
es legítima y no discriminatoria el trato desigual en función de la situación perso-
nal —i.e. estar casada o estar soltera— no será discriminatorio (cf. STC 192/1991).
La persona es titular de la libertad de expresión. En la medida en que la 
misma se ejerza mediante juicios o evaluaciones personales y subjetivas no se 
podrá exigir el requisito de veracidad, estando amparados los mismos “por 
equivocados o mal intencionados que sean, sobre hechos históricos”. Siempre 
que no se busque con estas manifestaciones “provocar del resto de la comu-
nidad social sentimientos hostiles o, cuando menos, contrarios a la dignidad, 
estima personal o respeto al que tienen derecho todos los ciudadanos con in-
dependencia de su nacimiento, raza o circunstancia personal o social” (STC 
214/1991).
El honor y la intimidad personal son derechos reconocidos a toda persona, 
con la fundamentación y los límites ya indicados al analizar este término (STC 
197/1991).
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2.2.11.2.2. Personalidad 
El término personalidad se emplea en una ocasión, acompañado del adjeti-
vo jurídica.
La personalidad jurídica no se reconoce a grupos étnicos sociales e incluso 
religiosos. En consecuencia, su representación en el ejercicio de las acciones, civi-
les y penales, en defensa de su honor colectivo, recaerá en sus miembros, que ten-
drán legitimación para presentar el recurso “cuando la ofensa se dirigiera contra 
todo ese colectivo” (STC 214/1991).
2.2.11.3. Términos de signifi cación próxima
2.2.11.3.1. Individuo  
El término individuo se emplea en una ocasión, para establecer que la igual-
dad del art. 1.1 de la CE, no tiene solamente una vertiente formal, contemplada 
en el artículo 14, sino que también tiene otra sustancial, recogida en el artículo 
9.2 de la CE, que obliga a los poderes públicos a promover las condiciones para 
que la igualdad de los individuos y de los grupos sea real y efectiva (cf. STC 
216/1991). 
2.2.11.3.2. Hombre, varón y mujer 
El término hombre se emplea en una ocasión en referencia a todo ser huma-
no, al indicar que “el odio y el desprecio a todo un pueblo o a una etnia (a cual-
quier pueblo o a cualquier etnia) son incompatibles con el respeto a la dignidad 
humana”. Dignidad que solo alcanza su cumplimiento “si se atribuye por igual a 
todo hombre, a toda etnia, a todos los pueblos” (STC 214/1991). 
El término varón no se emplea en los textos relevantes de la jurisprudencia 
seleccionada; no así el de mujer, que se emplea en seis ocasiones, tres en singular 
y tres en plural. 
La mujer pertenece a un “grupo social determinado objeto históricamente 
de infravaloración social, económica y jurídica” (STC 145/1991), lo que justifi ca 
que la discriminación por el sexo se haya prohibido constitucionalmente. Por 
ello, se excluye totalmente cualquier valoración de un trabajo —llevada a cabo 
tanto por el legislador, como por los órganos judiciales— que tenga en cuenta 
el “sexo de los trabajadores, y en particular a la condición de mujer, por refl ejar 
infravaloraciones sociales o económicas del trabajo femenino” (STC 145/1991). 
Por lo tanto, no será aceptable la argumentación de la Sala Quinta del Tribunal 
Supremo por la cual la “demora del acceso de la mujer al Ejército del Aire, no 
lesiona el «núcleo esencial» del derecho a la igualdad, produciéndose en armonía 
con una realidad social que no cabe desconocer, con las diferencias existentes de 
orden fi siológico y de permanente disponibilidad para el servicio de las mujeres” 
(STC 216/1991), no pudiendo, por discriminatorio, excluirse la incorporación de 
mujer alguna a ninguna profesión (cf. STC 216/1991).
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2.2.11.3.3. Todos y nadie 
El término nadie no se emplea dentro de los textos seleccionados de la juris-
prudencia relevante. Mientras que el término todos se emplea en ocho ocasiones, 
todas ellas como adverbio con el sentido de la colectividad entera, por lo que, no 
lo incluimos en nuestro análisis. 
2.2.11.3.4. Ciudadano 
El término ciudadano se emplea en nueve ocasiones, cinco en singular y 
cuatro en plural.
Todos los ciudadanos tienen derecho al respeto, la dignidad y la estima per-
sonal con independencia de su nacimiento, raza o circunstancia personal o social 
(cf. STC 214/1991).
Se establece que el mismo, en cuanto declarado idóneo, está obligado a 
prestar el servicio militar, por un tiempo determinado, como deber cívico. Pero 
que pese a ser un deber cívico, dicho servicio tiene carácter militar, por lo que, el 
ciudadano español, considerado apto, y llamado a realizar dicho servicio militar, 
le será de aplicación la ley penal por delitos referidos a un ciudadano uti miles (cf. 
STC 60/1991).
Los funcionarios podrán actuar conforme a sus funciones o como simples 
ciudadanos. Esta segunda actuación “no entra dentro del círculo de interés legí-
timo de la Administración y no puede ser objeto de la disciplina de ésta, salvo, 
claro está, y la salvedad es decisiva, que esa conducta redunde en perjuicio del 
servicio dada la naturaleza de ésta” (STC 234/1991). Por ejemplo, por el incum-
plimiento de una ley que en el ejercicio de su cargo de funcionarios están obliga-
dos a imponer coactivamente (cf. STC 234/1991).
2.2.11.4. Términos derivados de las palabras de signifi cación próxima
2.2.11.4.1. Individual e individualmente 
El término individual se emplea en una ocasión, para califi car el recurso que 
se puede plantear ante la CEDH, y que otorga legitimación activa exclusivamen-
te a la víctima o titular del derecho fundamental infringido (cf. STC 214/1991).
El término individualmente se emplea en tres ocasiones, todas ellas acom-
pañando al término personas.
Se establece, por un lado, que los ataques al honor no tienen que estar indi-
vidualizados ad personam, para que sean susceptibles de protección constitucional, 
ya que lo contrario signifi caría considerar legítimos “los ataques o intromisiones en 
el honor de personas individualmente consideradas, por el mero hecho de que los 
mismos se realicen de forma innominada, genérica o imprecisa” (STC 214/1991). 
Por otro, que las normas no pueden incluir ni directa ni indirectamente una reserva 
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ad personam, ya que la determinación legal de personas concretas e individualmen-
te seleccionadas está prohibida por el art. 23.2 de la CE (cf. STC 27/1991).
2.2.11.4.2. Humano 
El término humano se emplea en seis ocasiones, cuatro en singular y dos en 
plural.
Se emplea acompañando al término persona. Persona humana para la cual 
la zona marítimo-terrestre, ocupa un lugar esencial en sus satisfacciones estéti-
cas y culturales (cf. STC 149/1991). Zonas marítimo-terrestres que son esencia-
les “para el mantenimiento de los equilibrios naturales que condicionan la vida 
humana” (STC 149/1991). Vida humana, que como se indicó en años anteriores, 
ve su calidad condicionada por la “existencia de un ámbito propio y reservado 
frente a la acción y conocimiento de los demás” (STC 197/1991).
Acompaña al sustantivo derechos en referencia al “Convenio Europeo de 
Derechos Humanos” (STC 197/1991) y a la “Comisión Europea de Derechos Hu-
manos” (STC 214/1991).
Finalmente, acompaña al sustantivo dignidad. Dignidad humana que solo 
se cumple si “se atribuye por igual a todo hombre, a toda etnia, a todos los pue-
blos” (STC 214/1991). En consecuencia, el odio o desprecio a todo un pueblo o 
etnia atentaría contra dicha dignidad (cf. STC 214/1991).
2.2.11.4.3. Ciudadana 
El término ciudadana se emplea en una ocasión, en singular, para clasifi car 
a una persona como “ciudadana de un pueblo como el judío” (STC 214/1991). 
2.2.11.5. Términos que expresan un predicado del ser personal 
No encontramos en los textos relevantes del año 1991 empleados los tér-
minos: seguridad, familia y matrimonio. Procedemos al análisis de los restantes 
términos siguiendo el orden establecido previamente. 
2.2.11.5.1. Vida 
El término vida se emplea en ocho ocasiones, todas ellas en singular. 
La vida puede ser humana, y verse condicionada por equilibrios naturales, 
como la situación de las zonas marítimo-terrestres (cf. STC 49/1991), y por con-
diciones externas como “la existencia de un ámbito propio y reservado frente a la 
acción y conocimiento de los demás” (STC 197/1991)
La vida puede ser urbana, y esta vida supone una presión para las pobla-
ciones que en ella viven, por lo que, la zona marítimo terrestre supone un “recreo 
físico y psíquico” de este tipo de vida (cf. STC 49/1991).
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Las personas por su edad, y sus circunstancias personales, pueden querer 
emprender una vida “nueva y autónoma”, viviendo fuera de lo que había sido 
su domicilio hasta el momento (cf. STC 69/1991). Además, las mismas tienen una 
vida privada de la que no pueden ser informados terceros sin el consentimiento 
de la misma, salvo en el caso de personajes públicos, que verán más limitado el 
núcleo infranqueable de su vida privada personal y familiar (cf. STC 197/1991).
2.2.11.5.2. Integridad 
El término integridad se emplea en una ocasión, acompañado de los adje-
tivos física y jurídica, para indicar aquella cualidad del demanío marítimo-te-
rrestre, que debe ser asegurado por el legislador, junto con el uso público y los 
valores paisajísticos del mismo (cf. STC 149/1991).
2.2.11.5.3. Física 
El término física se emplea en tres ocasiones, una en singular y dos en plu-
ral. Acompaña en dos ocasiones al sustantivo personas y en otra al término inte-
gridad, por ello, remitimos al análisis de estos dos sustantivos realizados previa-
mente. 
2.2.11.5.4. Natural 
El término natural se emplea en una ocasión acompañando al sustantivo 
madre, en referencia a la madre que ha concebido un niño para diferenciarla de 
su madre adoptiva (cf. STC 197/1991).
2.2.11.5.5. Jurídica 
El término jurídica se emplea en veintitrés ocasiones, catorce en singular y 
nueve en plural.
Relevante para nuestro análisis son aquellos casos, analizados previamente, 
en que lo encontramos califi cando al sustantivo personas, para distinguirlas de 
las personas físicas (STC 50/1991, STC 214/1991 y STC 246/1991).
En los restantes casos vemos, como ya se ha constatado en años anterio-
res, que el término se emplea califi cando a diversos sustantivos determinando su 
contenido de signifi cado, a realidades que o bien han sido creadas por el Derecho 
—ordenamiento jurídico (STC 216/1991), obligación jurídica internacional (STC 
245/1991) …—, o bien que desarrollan y tienen sus consecuencias en el ámbito 
del Derecho —consecuencias jurídicas diversas (STC 50/1991) …—. Sin llegar en 
ningún caso a defi nir o determinar su contenido de signifi cado, más allá de esta 
primera aproximación. 
2.2.11.5.6. Dignidad 
El término dignidad se emplea en ocho ocasiones, todas ellas en singular. 
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La dignidad, en cuanto humana “como rango o categoría de la persona 
como tal” (STC 214/1991) y valor constitucional, “solo se cumple si se atribuye 
por igual a todo hombre, a toda etnia, a todos los pueblos” (STC 214/1991). Esta 
dignidad humana despliega sus efectos de diversas maneras.
Por la dignidad de la persona se entiende que los datos sobre la fi liación, 
y muy en particular la identifi cación del origen del adoptado, quedan dentro 
del ámbito propio y reservado de lo íntimo derivado de dicha dignidad (cf. STC 
197/1991). Además, de la misma deriva el derecho al honor, en cuanto “protege 
y expresa el sentimiento de la propia dignidad” (STC 214/1991). Por el cual no 
pueden menospreciarse amparados bajo la libertad de expresión, grupos social-
mente diferenciados, “con la intención de provocar del resto de la comunidad 
social sentimientos hostiles o, cuando menos, contrarios a la dignidad, estima 
personal o respeto al que tienen derecho todos los ciudadanos con independen-
cia de su nacimiento, raza o circunstancia personal o social” (cf. STC 214/1991).
Finalmente, será en virtud de la dignidad de los electores y los candidatos 
que la elección —política— en España se realizará sobre personas, ya que de otro 
modo los electores votarían una adhesión incondicional a determinadas siglas 
y los candidatos perderían su individualidad al recabar el voto desde listas de 
partido, lo que sería contrario a la dignidad tanto de los electores como de los 
candidatos (cf. STC 167/1991).
2.2.11.5.7. Inherente 
El término dignidad se emplea en una ocasión, como valor superior de 
nuestro ordenamiento propio, junto al de la justicia, de nuestra forma de Estado, 
Estado Social, y también al Estado de Derecho (cf. STC 216/1991).
2.2.11.5.8. Libertad 
El término libertad se emplea en ocho ocasiones, todas ellas en singular. 
Como derecho fundamental en sí mismo, reconocido constitucionalmente 
en el artículo 17.1 de la CE. Se emplea en referencia a facultades concretas del su-
jeto: libertad de información dentro del ejercicio de la libertad de expresión (art. 
20.1 C.E.) libertad ideológica (art. 16.1 C.E.) (cf. STC 214/1991).
Finalmente, se utiliza en referencia a aquel ámbito propio de la persona. 
Libertad personal que solo puede ser menoscabada por deberes constitucionales 
—como la defensa de España (STC 60/1991)— o por el ejercicio de otras liberta-
des y derechos constitucionalmente reconocidos. 
2.2.11.5.9. Igualdad 
El término igualdad se emplea en veinte ocasiones, todas ellas en singular.
La igualdad es uno de los valores superiores de nuestro ordenamiento jurí-
dico en virtud del art. 1.1 de la CE. La misma es “inherente, junto con el valor jus-
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ticia, a la forma de Estado Social que ese ordenamiento reviste, pero también, a la 
de Estado de Derecho” (STC 216/1991). Tiene una doble dimensión:, por un lado, 
tiene un carácter formal, el cual se contempla en el art. 14 y que “parece implicar 
únicamente un deber de abstención en la generación de diferenciaciones arbitra-
rias” (STC 216/1991), y por otro, un carácter sustancial, recogido en el art. 9.2 de 
la CE, por el cual se “obliga a los poderes públicos a promover las condiciones 
para que la de los individuos y de los grupos sea real y efectiva” (STC 216/1991). 
La incidencia de la igualdad sustancial sobre la igualdad formal supone que:
 “no podrá reputarse de discriminatoria y constitucionalmente prohibida —an-
tes, al contrario— la acción de favorecimiento, siquiera temporal, que aquellos 
poderes emprendan en benefi cio de determinados colectivos, históricamente 
preteridos y marginados, a fi n de que, mediante un trato especial más favora-
ble, vean suavizada o compensada su situación de desigualdad sustancial” (STC 
216/1991). 
En consecuencia, se:
“exige de los poderes públicos enfrentados a una situación de desigualdad de 
origen histórico, la adopción de una actitud positiva y diligente tendente a su 
corrección” por lo que, aunque no se puede medir ex Constitutione la falta de 
celo y, presteza del legislador, la existencia de desigualdades “por la pervivencia 
en el ordenamiento de una discriminación no rectifi cada en un lapso de tiempo 
razonable habrá de llevar a la califi cación como inconstitucionales de los actos 
que la mantengan” (STC 216/1991).
El principio de igualdad se quiebra, por un lado, cuando se tienen en 
cuenta circunstancias personales —como la edad (STC 69/1991), o el sexo (STC 
145/1991)— sin relevancia para el fi n que persigue la norma y sin justifi cación 
sufi ciente. Por otro, cuando un tribunal “modifi que, sin dar razones para ello, 
el criterio anteriormente seguido para la interpretación y aplicación de un pre-
cepto” (STC 69/1991). Además, atentarán contra la igualdad todas las campañas 
“discriminatorias, racistas o de carácter xenófobo” (STC 214/1991).
La igualdad básica se garantiza, por la reserva estatal de regulación de de-
terminadas materias (cf. STC 149/1991). Para que el principio de igualdad se 
cumpla, las normas de carácter excepcional no podrán incluir demasiados su-
puestos de excepcionalidad, ya que esto resultaría en una derogación del prin-
cipio de igualdad (cf. STC 2/1991). Además, para este cumplimiento se contará 
con el apoyo de la fuerza penal, que podrá fi jar tipos delictivos para “asegurar la 
igualdad de todos los españoles en el efectivo cumplimiento de una obligación 
constitucionalmente impuesta” (STC 60/1991).
2.2.11.5.10. Derecho 
El término derecho se emplea en cincuenta y nueve ocasiones, cincuenta y 
tres en singular y seis en plural. Podemos clasifi car el término en cinco grupos, 
atendiendo al contenido de signifi cado con el que se emplea el mismo.
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Primero, en referencia a las facultades que la Constitución reconoce al suje-
to, sin referencia a ninguna en particular. En este caso se acompaña del adjetivo 
fundamentales. Se establece que los mismos no son una experiencia subjetiva, no 
dependen de la sinceridad de la voluntad expresada o de la intensidad del deseo 
experimentado (cf. STC 69/1991). El TC es al que le corresponde enjuiciar cual-
quier tipo de violación contra los derechos fundamentales, ya que el mismo es 
“juez supremo de la Constitución y de los derechos fundamentales, respecto de 
los cuales nada de lo que a ello afecta puede serle ajeno” (STC 245/1991). El am-
paro podrá ser solicitado tanto por el titular del derecho fundamental infringido 
como por toda persona que invoque un interés legítimo, ya que así lo establece la 
constitución (cf. STC 214/1991). 
Segundo, el término hace referencia a aquellos derechos reconocidos en 
convenios y tratados internacionales, como los derechos humanos, a los cuales se 
hace referencia al mencionar al Convenio Europeo de Derechos Humanos (STC 
197/1991) y a la Comisión Europea de Derechos humanos (STC 214/1991).
Tercero, el término se emplea para designar facultades concretas: derecho a 
la igualdad ante la ley (STC 69/1991), derecho al honor (STC 197/1991), derecho 
a la intimidad personal y familiar (STC 197/1991), derecho a la información (STC 
197/1991)…
Cuarto, en referencia a la forma de Estado en que se constituye España, 
tras la proclamación de la Constitución de 1978: “Estado como el español, social, 
democrático y de Derecho” (STC 214/1991). O en referencia a formas de estado 
previas a la actual: Estado de Derecho (STC 216/1991).
Por último, el término se emplea en referencia a todo o a parte del sistema 
jurídico: Derecho interno (STC 245/1991), Derecho internacional (STC 245/1991), 
Derecho administrativo (STC 246/1991). Como hemos visto en años anteriores, 
en estos casos, el término se escribe con mayúscula.
2.2.11.5.11. Deber 
El término deber se emplea en siete ocasiones, todas ellas en singular. Como 
conducta obligatoria, en cuanto que puede ser forzada, con consecuencias jurídicas.
Se establece que el servicio militar es un deber primario y cívico del ciu-
dadano, español y apto para el mismo, en cuanto que con el mismo se realiza el 
deber constitucional de la Defensa de España, art. 30.1 CE (cf. STC 60/1991).
Los cónyuges tienen un deber de convivencia, recogido en el art. 68 del 
Código Civil, que facilitará el Estado, dando prioridad para ocupar una plaza 
vacante a las personas casadas cuyo cónyuge se encuentre en el lugar de destino 
(cf. STC 192/1991).
Nuestra forma de Estado, como Estado Social y de Derecho, que proclama 
la igualdad como un valor superior del ordenamiento, establece no solo un “de-
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ber de abstención en la generación de diferenciaciones arbitrarias”, sino “que 
obliga a los poderes públicos a promover las condiciones para que la de los indi-
viduos y de los grupos sea real y efectiva” (STC 216/1991).
2.2.11.5.12. Honor 
El término honor se emplea en dieciséis ocasiones, todas ellas en singular. 
Es objeto de un derecho fundamental, garantizado en el art. 18 de la CE 
(STC 197/1991), íntimamente ligado al mismo se encuentra el derecho a la inti-
midad personal y familiar (cf. STC 197/1991). Es una proyección de la dignidad 
persona, por lo que, protegiendo el mismo se protege dicha dignidad (cf. STC 
214/1991). Sin embargo, se encuentra subordinado al derecho a la libertad de 
información “solo en la medida en que resulte necesario para asegurar una infor-
mación libre en una sociedad democrática” (STC 197/1991).
No obstante, su carácter personalista, se entenderá vulnerado el mismo a 
pesar de que los ataques o lesiones no estén “perfectamente y debidamente indi-
vidualizados ad personam”, aunque se haga de forma innominada, genérica o im-
precisa, las personas individualmente consideradas podrán solicitar el amparo 
y la defensa del mismo (cf. STC 214/1991). Se reconoce también la legitimación 
para solicitar el amparo del derecho al honor de grupos étnicos sociales e incluso 
religiosos, por parte de personas físicas que tengan un interés en dicha acción (cf. 
STC 214/1991).
2.2.11.5.13. Tutela 
El término tutela se emplea en una sola ocasión, como objeto del derecho 
de tutela, al que están legitimados no solo los ciudadanos en cuanto tales, sino 
también en cuanto miembros de un grupo o colectividad, que han sido objetos de 
acciones tendentes a menospreciarlos o humillarlos (cf. STC 214/1991).
2.2.11.5.14. Educación 
El término educación se emplea en una ocasión, acompañado del adjetivo 
religiosa para indicar la educación objeto del acuerdo entre el Estado Español y 
la Santa Sede, que sería un tratado Internacional que fi jaría las condiciones para 
asegurar la igualdad en el ejercicio del derecho fundamental a la educación reli-
giosa en el ámbito escolar. Por consiguiente, este derecho se encuentra sobre el 
derecho a la autonomía de la universidad, al ser este un texto de estricta confi gu-
ración legal (cf. STC 187/1991).
2.2.11.6. Fuentes doctrinales y jurisprudenciales especifi cadas en las sen-
tencias 
El TC a la hora de fundamentar su doctrina hace referencia a doctrina y ju-
risprudencia tanto nacional como internacional.
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En el plano internacional se hará referencia a la Carta Europea del Litoral, 
en cuanto a las funciones de la zona marítimo-terrestre (cf. STC 149/1991), al art. 
20 del Convenio Europeo de Derechos Humanos, el cual transcribe el TC en su 
STC 197/1991, para fundamentar el valor preferente al derecho a la información. 
También al recurso individual ante la Comisión Europea de Derechos Humanos 
[art. 25.1 a) CEDH, y al ordenamiento alemán, aunque indicando en este caso, 
que nuestro ordenamiento es diferente en cuanto al reconocimiento de la legiti-
mación (cf. STC 214/1991).
Es interesante traer a colación la doctrina que el TC asienta sobre cómo ha 
de aplicarse la jurisprudencia del TEDH, que tanto cita para fundamentar su ar-
gumentación, en la STC 245/1991:
“en este punto ha de darse la razón al Tribunal Supremo cuando afi rma que la 
Sentencia pronunciada por el TEDH es una resolución meramente declarativa, 
sin efecto directo anulatorio interno, ni ejecutoriedad a cargo de los Tribunales 
españoles. Desde la perspectiva del Derecho Internacional y de su fuerza vin-
culante (art. 96 C.E.), el Convenio ni ha introducido en el orden jurídico interno 
una instancia superior supranacional en el sentido técnico del término, de revi-
sión o control directo de las decisiones judiciales o administrativas internas, ni 
tampoco impone a los Estados miembros unas medidas procesales concretas de 
carácter anulatorio o rescisorio para asegurar la reparación de la violación del 
Convenio declaradas por el Tribunal (o, en su caso, por el Comité de Ministros de 
acuerdo al art. 32 del Convenio). El Convenio no obliga a los Estados miembros 
a eliminar las consecuencias del acto contrario, a la obligación jurídica interna-
cional asumida por el Estado, restableciendo en lo posible la situación anterior 
a ese acto, antes bien el art. 50 permite sustituir por una satisfacción equitativa 
ese restablecimiento que pone en cuestión el carácter defi nitivo y ejecutorio de 
la decisión judicial interna, si bien tal satisfacción equitativa sustitutoria solo 
entra en juego cuando el derecho interno no permite la reparación perfecta de 
las consecuencias de la resolución o Sentencia estatal. Según la opinión absolu-
tamente dominante, el Convenio no obliga a dar efecto interno a las Sentencias 
del Tribunal Europeo mediante la anulación de la autoridad de cosa juzgada y 
de la fuerza ejecutoria de la decisión judicial nacional que dicho Tribunal haya 
estimado contraria al Convenio. Tampoco el art. 13 del Convenio confi ere al 
justiciable un derecho para ampliar los motivos previstos en el derecho interno 
para la reapertura del procedimiento judicial que ha dado lugar a una Senten-
cia fi rme y ejecutoria. El TEDH es el órgano cualifi cado que tiene por misión la 
interpretación del Convenio, y sus decisiones son además obligatorias y vin-
culantes para nuestro Estado, cuando sea Estado demandado. De ello se sigue 
que, declarada por Sentencia de este Tribunal una violación de un derecho re-
conocido por el Convenio Europeo que constituya asimismo la violación actual 
de un derecho fundamental consagrado en nuestra Constitución, corresponde 
enjuiciarla a este Tribunal, como Juez supremo de la Constitución y de los de-
rechos fundamentales, respecto de los cuales nada de lo que a ello afecta puede 
serle ajeno. Por tanto, ha de valorarse, en el plano de nuestro Derecho interno, si 
existen medidas para poder corregir y reparar satisfactoriamente la violación de 
ese derecho fundamental, en especial cuando se trata de la violación del derecho 
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fundamental a la libertad del art. 17.1 C.E., que sigue siendo actual y por ello, no 
puede ser reparada por su equivalente económico.”
En el ámbito interno se hace referencia al Tribunal Supremo, tanto para 
aceptar su doctrina —“en este punto ha de darse la razón al Tribunal Supre-
mo cuando afi rma que la Sentencia pronunciada por el TEDH es una resolución 
meramente declarativa, sin efecto directo anulatorio interno, ni ejecutoriedad a 
cargo de los Tribunales españoles” (STC 245/1991)—, como para contradecirla, 
indicando el error de la misma —“Para la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
(…) Pero estos argumentos, a la luz de la doctrina constitucional, no pueden ser 
aceptados” (STC 216/1991)—.
2.2.11.7. Conclusiones
Primero, en cuanto al criterio interpretativo el TC establece que el contenido 
de signifi cado de un término como “ofensivo” lo determina lo que resulte como 
tal “para una persona razonable y de sensibilidad media” (cf. STC 197/1991). 
Quién determina quién es una persona razonable y de sensibilidad media, parece 
que es el propio TC, como encargado en este caso de determinar lo ofensivo para 
juzgar los hechos. 
En cuanto a quién es persona, la jurisprudencia del año 1991 no profundiza 
de manera clara en lo establecido hasta ahora por la jurisprudencia anterior. En-
contramos al término acompañado de los adjetivos física y jurídica, también por 
los términos adulta y joven, así como por el adjetivo humana. 
La pregunta por la naturaleza de la persona, qué es la persona, como en 
años anteriores, no se responde de forma expresa. Sí que se establecen atributos 
o características de la misma. Además de los atributos ya indicados: su realidad 
sexuada, su dignidad, sus atributos como el honor o la intimidad, en el año 1991 
se establecen algunas características de la misma, que procedemos a indicar. 
La persona tiene voluntad, que manifi esta por medio de sus actos, también 
experimenta deseos —que pueden ser de mayor o menor intensidad—. Tienen 
una edad, pudiendo ser clasifi cadas como personas jóvenes o mayores. Por la 
edad, y por otras circunstancias personales, pueden querer emprender una vida 
nueva y autónoma, viviendo fuera de lo que había sido su domicilio hasta el 
momento. 
La persona, en cuanto ser sexuado femenino, en cuanto mujer, pertenece 
a un grupo social determinado, objeto históricamente de infravaloración social, 
económica y jurídica.
 Todas las personas tienen unas aspiraciones estéticas y culturales, que se 
pueden colmar en las zonas marítimo–terrestres, zonas que permiten el recreo 
físico y psíquico de la persona frente a la presión a la que somete a la misma vivir 
en zonas urbanas. Realidad física y psíquica de la persona que puede sufrir lesio-
nes e incapacitarla para trabajar. 
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En cuanto a la dignidad de la persona, se añade sobre lo dicho anterior-
mente que la misma solo alcanza su cumplimiento si se atribuye por igual a todo 
hombre, a toda etnia, a todos los pueblos. Pueden sentirse ofendidas, por la ac-
tuación de terceros; el límite jurídico, lo establecerá, como hemos indicado, lo 
ofensivo para una persona razonable y de sensibilidad media. 
Finalmente, se establece que una persona puede ser ciudadana no solo de 
un Estado, sino también de un pueblo, en este caso del pueblo judío. 
Sobre las cualidades que pone en relación el propio texto del 78, vemos 
cómo, al igual que en años anteriores, en su mayoría no se defi nen, no se estable-
ce claramente su contenido de signifi cado. Sin embargo, en algunos casos sí que 
se establecen notas características de los mismos. No queriendo reproducir lo ya 
dicho anteriormente, recogemos aquellos términos de los que se establecen notas 
relevantes para nuestro objeto de estudio, en concreto atenderemos a los térmi-
nos natural, igualdad, derecho y deber.
Natural se emplea en el sentido de aquello que viene dado por la naturale-
za, la madre natural como madre biológica, frente a la madre adoptiva. En este 
sentido podría ser aplicable también cuando acompaña al término persona. 
La igualdad de las personas es en cuanto igualdad sustancial de los indivi-
duos inherente junto con el valor justicia, a la forma de Estado en que se confi gura 
España, debe ser promovida por los poderes públicos. La misma deriva de la pro-
clamación de la igualdad como valor superior del ordenamiento, además tendrá 
un carácter formal, por lo que, el Estado no podrá generar desigualdades arbitra-
rias, pero sí desigualdades que busquen solucionar una desigualdad histórica con-
traria a la igualdad real. Es decir, se permitirá que la igualdad formal no se cumpla, 
siempre que el objetivo de ese incumplimiento sea alcanzar la igualdad sustancial. 
Los derechos fundamentales no dependerán de la experiencia subjetiva de 
la persona, ni de la sinceridad de la voluntad expresada o a la intensidad del de-
seo experimentado. 
Las personas en cuanto que conforman una familia tienen un deber de con-
vivencia, recogido en el art. 68 del Código Civil. Deber de ámbito civil, derivado 
de la decisión voluntaria de las partes, que facilitará el Estado, dando prioridad 
para ocupar una plaza vacante a las personas casadas cuyo cónyuge se encuentre 
en el lugar de destino.
Finalmente, y en cuanto a la tercera pregunta: la razón por la que persona 
se expresa como titular de derechos y de qué derechos es titular la persona por el 
mero hecho de ser persona, en el año 1991 se establece que la persona es titular 
de varios derechos. Además de los ya establecidos previamente se declara que la 
misma tiene derecho a convivir pacífi camente y a ser plenamente respetada por 
los demás miembros de la comunidad social, a vivir con independencia, a pre-
sentar recurso de amparo —ya sea víctima, titular del derecho o tenga un interés 
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legítimo— y a la libertad ideológica y de expresión, con el límite que establece la 
concepción de nuestro Estado como español, social, democrático y de Derecho. 
También tendrá derecho a manifestar sus opiniones mediante juicios o evaluacio-
nes personales y subjetivas, amparado bajo su derecho a la libertad de expresión, 
sin que se le pueda exigir el requisito de veracidad, estando amparados los mis-
mos por equivocados o mal intencionados que sean. 
2.2.12. 1992
En julio de 1992 se produce la cuarta renovación del Tribunal Constitucio-
nal. Entran a formar parte del mismo: don Pedro Cruz Villalón, don Julio Gon-
zález Campos, don Rafael de Mendizábal Allende y don Carles Viver Pi-Sunyer 
—a propuesta del Congreso de los Diputados— y don José Gabaldón López —a 
propuesta del Senado— 58.
La jurisprudencia relevante de este año está compuesta por diecisiete a sen-
tencias de un total de noventa y cuatro sentencias. 
2.2.12.1. Persona: su expresión singular y plural
El término persona se emplea en veintisiete ocasiones, diecisiete en singu-
lar y diez en plural, a lo largo de once sentencias de la jurisprudencia seleccio-
nada. Diez son los ponentes de dichas sentencias: don Álvaro Rodríguez Berei-
jo —STC 13/1992 y STC 240/1992—, don Jesús Leguina Villa —STC 14/1992—, 
don Francisco Tomás y Valiente —STC 20/1992—, don José Luis de los Mozos 
y de los Mozos —STC 28/1992—, don Eugenio Díaz Eimil —STC 85/1992—, 
don Pedro Cruz Villalón —STC 190/1992—, don Julio Diego González Campos 
—STC 219/1992—, don Rafael de Mendizábal Allende —STC 223/1992—, don 
Vicente Gimeno Sendra —STC 222/1992— y don Luis López Guerra —STC 
242/1992—.
El término lo encontramos empleado con tres funciones sintácticas distin-
tas. Primero lo encontramos el término cumpliendo la función verbal, como aquel 
que acude para ser parte en un procedimiento: “se persona” (cf. STC 14/1992).
Segundo, el término lo encontramos empleado como proposición subordi-
nada adjetiva, lo que equivaldría a decir personal, en siete ocasiones.
Acompaña al sustantivo ánimo, para indicar que bajo la libertad de expre-
sión se contemplan las críticas que, cumpliendo los requisitos establecidos en 
58 Tribunalconstitucional.es (2017). Historia del Tribunal Constitucional. [online] Disponible en: https://
www.tribunalconstitucional.es/es/tribunal/historia/Paginas/Tribunal—Constitucional—de—Espania.
aspx [Acceso 30 Mayo 2017].
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años anteriores, puedan “molestar, inquietar, disgustar o desabrir el ánimo de 
la persona a la que se dirigen” (STC 85/1992). Los límites a esta crítica son aún 
menores, si sobre quien se realiza es una persona que se dedica a actividades pú-
blicas como la política (cf. STC 85/1992).
Lo encontramos junto al término fallecimiento. Las personas fallecen y esto 
causa una alteración en la realidad y las expectativas de quienes integraban con 
ellas la unidad familiar (cf. STC 222/1992).
La persona además puede ser identifi cada (STC 241/1992). En la medida en 
que esta identifi cación no sea necesaria para la noticia, pueda afectar a la reputa-
ción de la persona y no sea voluntaria, no se encontrará dentro de los límites de la 
libertad de expresión (cf. STC 20/1992). Si fuera necesaria la individualización de 
la persona para la noticia, el error en dicha identifi cación no implica que se haya 
sobrepasado el derecho a la libertad de expresión, sino cuando se realizaron los 
intentos necesarios para confi rmar dichos hechos, como contactar con la persona 
objeto de la noticia (cf. STC 241/1992). 
Las personas pueden ser identifi cadas por la voz, pudiéndose manipular 
las grabaciones de la misma, para hacerle decir cosas que no dijo, por ello, los 
órganos judiciales deberán proceder con suma cautela ante pruebas presentadas 
en soportes que puedan ser manipulados (cf. STC 190/1992).
Se establece que las personas son sexuadas, son hombres o mujeres (cf. STC 
28/1992). Dicha realidad se puede tomar en cuenta como “circunstancia fáctica 
relevante en la aplicación de las normas”, pero no se podrá convertir “la condi-
ción de hombre o mujer en una categoría jurídica, en razón de la cual se otorga o 
se niega un derecho laboral” (STC 28/1992).
Finalmente, se establece que el término ciudadanos hace referencia tanto 
a personas físicas como a personas jurídicas, por lo que, dicho término siempre 
habrá de interpretarse “en un sentido que permita la subsunción de las personas 
jurídicas” (STC 241/1992), reconociendo como titulares a las personas jurídicas 
del derecho a la tutela judicial contemplado en el art. 24 de la CE (STC 241/1992). 
Además de establecerse como sinónimos, por un lado, persona natural y persona 
física, y por otro, persona jurídica y persona colectiva (cf. STC 241/1992).
En el resto de las ocasiones el término se emplea como sustantivo, en la fun-
ción sintáctica de sujeto o de complemento directo, al ser quien realiza la acción, 
o sobre quien recae la acción realizada.
Los derechos de los que son titulares las personas pueden estar en función 
de requisitos fi jados por el legislador; por ejemplo, la Ley 26/1984 “limita su efi -
cacia protectora a las personas, físicas o jurídicas, que utilizan o disfrutan los ser-
vicios bancarios como destinatarios fi nales; negando la condición legal de usua-
rios, en cambio, a quienes reciban los servicios de las entidades de crédito con el 
fi n de integrarlos en procesos de producción, transformación, comercialización 
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o prestación a terceros” (STC 14/1992). También en función de la actividad pro-
fesional desarrollada por la persona, por ejemplo, si se trata de un político, verá 
limitado su derecho al honor a favor del derecho a la libertad de expresión, aun-
que bajo la misma no se incluirán imputaciones a personas concretas realizadas 
sin tener ningún fundamento en el que apoyarse (cf. STC 190/1992), o aquellas 
acusaciones infundadas, como la estafa, que al implicar que la persona actuó con 
engaño pueden dañar su estima y reputación social (cf. STC 219/1992).
Las personas realizan una actividad profesional, encontrándose por lo 
demás insertos en una sociedad, que les puede tener respeto y estima (cf. STC 
219/1992). El honor por lo tanto será “la opinión que las gentes tienen de una 
persona, buena o positiva si no van acompañadas de adjetivo alguno” (STC 
223/1992). Las personas pueden encontrarse en una situación de incapacidad 
para trabajar, o afectadas por toxicomanía o drogodependencia, o en una situa-
ción de marginación social. El Estado ayudará económicamente a las ONG y en-
tidades sociales, que ayuden a estas personas (cf. STC 13/1992).
Finalmente, se establece que es obligación de los organismos judiciales el 
transmitir los plazos a la persona que forma parte en un proceso, de forma tal 
que “en circunstancias normales para que toda persona, aun lega en Derecho, 




El término personal se emplea en siete ocasiones, todas ellas en singular.
Lo encontramos como sustantivo masculino singular, en referencia a los 
trabajadores de una empresa: “el personal fi jo de plantilla”, “por personal 
ya perteneciente a la empresa”, “la colocación de personal cualifi cado” (STC 
123/1992).
En el resto de las ocasiones se emplea como adjetivo califi cativo de los sus-
tantivos a los que acompaña, equivaldría a decir de la persona.
Las personas se realizan personalmente; en esta realización tiene gran im-
portancia para “la mujer y el hombre de nuestra época” el trabajo, ya que “re-
presenta el sector más importante y signifi cativo de su quehacer en la proyección 
al exterior, hacia los demás e incluso en su aspecto interno” (STC 223/1992). Sin 
embargo, esto no implica que cualquier crítica al trabajo realizado suponga un 
“atentado contra la honorabilidad personal” (STC 223/1992).
Se reitera que la persona tiene una intimidad, que está protegida constitu-
cionalmente en el art. 18.1 de la CE, y que sin la misma no existe la dignidad “que 
a todos quiere asegurar la norma fundamental” (STC 20/1992), y que tienen ho-
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nor. Honor o crédito personal que se mantiene, principalmente por la honradez y 
la integridad de la persona en todos los sectores (STC 223/1992).
Finalmente, se indica que algunos derechos tienen una dimensión personal; 
por ejemplo, la dimensión personal de la libertad de cátedra implica que el do-
cente puede “expresar las ideas o convicciones que (…) asume como propias en 
relación a la materia objeto de su enseñanza” (STC 217/1992).
2.2.12.2.2. Personalidad 
El término personalidad se emplea en una ocasión para indicar que el re-
conocimiento de personalidad a asociaciones y entidades colectivas, implica la 
necesidad de asumir una interpretación amplia “de las expresiones con las que, 
en cada caso, se denomine al titular de los derechos constitucionalmente recono-
cidos y legislativamente desarrollados”, por lo que, en aquellos que se reconozca 
el derecho a los ciudadanos, se entenderá que se reconoce tanto a personas físicas 
como jurídicas (cf. STC 241/1992).
2.2.12.3. Términos de signifi cación próxima 
2.2.12.3.1. Individuo 
El término individuo se emplea en una ocasión, en plural, para indicar que 
la igualdad real y efectiva de los individuos y grupos, que proclama el art. 9 de 
la CE, es necesaria para la consecución de la justicia. Por ello, el Estado social, 
como el nuestro, deberá desarrollar “una acción tuitiva del más débil o desvalido 
cuando surge un confl icto en el cual la prepotencia del contrario le haría siempre 
ser el perdedor” (cf. STC 123/1992).
2.2.12.3.2. Hombre, varón y mujer 
El término hombre se emplea en cuatro ocasiones todas ellas en singular. En 
una ocasión en referencia al ser humano, al establecer que “el honor del hidalgo no 
tenía los mismos puntos de referencia que interesan al hombre de nuestros días. 
Si otrora la honestidad y recato de las mujeres era un componente importante, al 
igual que el valor o coraje del varón” (STC 223/1992). En el resto de las ocasiones 
se utiliza en referencia a la persona de sexo masculino, lo que equivaldría a decir 
varón. Todas ellas junto al término mujer. Lo encontramos dentro de la misma sen-
tencia en la que se emplea con el primer contenido de signifi cado, para indicar que 
“para la mujer y el hombre de nuestra época, el trabajo representa “el sector más 
importante y signifi cativo de su quehacer en la proyección al exterior, hacia los de-
más e incluso en su aspecto interno es el factor predominante de realización perso-
nal” (STC 223/1992). Además, hay que tener en cuenta que una cosa será tener en 
cuenta el sexo como “circunstancia fáctica relevante en la aplicación de las normas” 
y otra, transformar dicha condición “en una categoría jurídica” (STC 28/1992). Por 
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último, se emplea para indicar que bajo el término familia también se engloba la 
relación matrimonial del hombre y mujer sin descendencia (STC 222/1992).
El término varón se emplea en siete ocasiones, cuatro en singular y tres en plu-
ral. Se establece que las normas que reconozcan benefi cios a las mujeres, en ocasio-
nes hay que entenderlas no como un perjuicio del varón, sino como una valoración 
peyorativa de la condición laboral de la mujer (cf. STC 5/1992), y, en consecuencia, 
deben ser eliminadas del ordenamiento, ya que la prohibición de discriminación 
por razón de sexo “exige la eliminación, en principio, de las normas protectoras del 
trabajo femenino, y que pueden suponer en sí mismas un obstáculo para el acceso 
real de la mujer al empleo en igualdad de condiciones de trabajo con los varones” 
(STC 28/1992). Aunque no de todas, ya que se aceptarán aquellas que suponen “una 
medida tendente a compensar una desigualdad de partida y que trata de lograr una 
igualdad efectiva de acceso y de mantenimiento del empleo de la mujer en relación 
con el varón” (STC 28/1992). En consecuencia, concluye el TC que “la lesión de la 
igualdad no se produce, en consecuencia, porque se impongan a los trabajadores 
varones obligaciones o cargas que no pesan sobre sus compañeras, sino por no ha-
cerles participar también del derecho que a éstas se otorga” (STC 28/1992).
Finalmente, el término mujer se emplea en trece ocasiones, doce en singular 
y una en plural. En el sentido y con el alcance determinado al analizar los térmi-
nos de hombre y varón. Además, en los textos relevantes de la jurisprudencia 
se indica al respecto que “la prohibición de la discriminación por razón de sexo 
admite la existencia de medidas singulares en favor de la mujer, que traten de 
corregir una situación desigual de partida, como son las medidas de acción posi-
tivas o similares” (STC 28/1992), con los matices previamente indicados, de que 
estas no supongan un impedimento para la incorporación efectiva de la mujer en 
el mundo laboral (cf. STC 28/1992).
2.2.12.3.3. Todos y nadie 
Nadie no se emplea dentro de los textos seleccionados de la jurisprudencia 
relevante; por su parte todos se emplea en siete ocasiones, cinco como adverbio 
con el sentido de la colectividad entera, y dos como pronombre indefi nido mas-
culino plural, por lo que, centramos nuestro análisis en las dos últimas. Se indica 
que la Constitución quiere garantizar la dignidad a todos, por ello, es necesario el 
respeto a la intimidad personal y familiar, sin las cuales la primera no puede ser 
garantizada (cf. STC 20/1992) y se establece que, si un concepto es jurídicamente 
indeterminado, es decir, no se puede encontrar defi nición del mismo en el orde-
namiento, habrá que buscar la misma en el lenguaje de todos, es decir, en el que 
el pueblo habla a su vecino (cf. STC 223/1992).
2.2.12.3.4. Ciudadano 
El término ciudadano se emplea en tres ocasiones, todas ellas en plural en 
la STC 241/1992. El TC establece que, como se ha indicado en años anteriores, 
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con el mismo “se hace referencia tanto a las personas físicas como a las jurídicas. 
Por lo que, ambas clases de personas pueden recabar la tutela judicial efectiva. 
Además “si el término «ciudadanos» del art. 53.2 de la Constitución ha de inter-
pretarse (…) en un sentido que permita la subsunción de las personas jurídicas, 
no hay razón alguna que justifi que una interpretación restrictiva de su sentido 
cuando dicho término se utiliza en el art. 125 o en la normativa articuladora del 
régimen legal vigente de la acción popular “(STC 241/1992).
2.2.12.4. Términos derivados de palabras de signifi cación próxima
No encontramos empleados en los textos seleccionados de la jurisprudencia re-
levante de 1992 ni el término ciudadana ni el término individualmente. Procedemos 
a analizar los restantes términos derivados de palabras de signifi cación próxima. 
2.2.12.4.1. Individual  
El término individual se emplea en tres ocasiones, todas ellas en singular, 
como adjetivo califi cativo. Equivaldría a decir del individuo.
Se establece que la libertad de cátedra es una libertad individual, una li-
bertad personal, en cuanto “proyección de la libertad ideológica y del derecho 
a difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones de los docentes en el 
ejercicio de su función” (cf. STC 217/1992).
La voluntad individual se ve sometida a la voluntad colectiva en el ámbito 
del trabajo, plasmada en un convenio legalmente pactado entre sindicatos y la 
patronal, ya que de lo contrario se “quebraría el sistema de la negociación colecti-
va confi gurado por el legislador cuya virtualidad viene determinada por la fuer-
za vinculante de los convenios constitucionalmente prevista en el art. 37.1 CE”, 
por lo que, no son aceptables las negociaciones individuales entre el empresario 
y los trabajadores que vayan contra el convenio (cf. STC 105/1992). 
2.2.12.4.2. Humano 
El término humano se emplea en una ocasión, al respaldar el TC su doctrina 
en la Sentencia C. de 23 de abril de 1992 (TEDH 1992\1) del Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos, o TEDH (cf. STC 190/1992).
2.2.12.5. Términos que expresan un predicado del ser personal 
No encontramos en los textos relevantes del año 1992 empleados los tér-
minos: seguridad y educación. Procedemos al análisis de los restantes términos 
siguiendo el orden establecido en los años anteriores. 
2.2.12.5.1. Vida 
El término vida se emplea en una ocasión para indicar que la familia ori-
ginada en el matrimonio no es —por importante que sea en nuestra cultura en 
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valores y la realidad de comportamientos sociales— la única modalidad de vida 
familiar que se integra bajo el término familia (cf. STC 22/1992).
2.2.12.5.2. Integridad 
El término integridad se emplea en una ocasión, para indicar que la misma 
junto con la honradez, en todos los sectores de la vida de una persona, son los 
mayores ingredientes para el crédito de una persona, es decir, para su honor (cf. 
STC 223/1992).
2.2.12.5.3. Física 
El término física se emplea en cuatro ocasiones, una en singular y tres en 
plural, acompañando todas ellas al término personas. Remitimos el análisis del 
término, por lo tanto, realizado al inicio de este apartado. 
2.2.12.5.4. Natural 
El término natural se emplea en una ocasión, en la STC 241/1992, como 
sinónimo de física, en contraposición de jurídica o colectiva. Ambas clases de 
personas, físicas o naturales y jurídicas y colectivas, se pueden subsumir dentro 
del concepto de ciudadano (cf. STC 241/1992).
2.2.12.5.5. Jurídica 
El término jurídica se emplea en dieciséis ocasiones, diez en singular y seis 
en plural.
Como en años anteriores vemos cómo es relevante para nuestros análisis 
aquellos casos, analizados previamente, en que lo encontramos califi cando al 
sustantivo personas, para distinguirlas de las personas físicas (STC 14/1992 y 
STC 241/1992).
En los restantes casos vemos cómo el término se emplea califi cando a di-
versos sustantivos determinando su contenido de signifi cado, a realidades que o 
bien han sido creadas por el Derecho —régimen jurídico (STC 28/1992), certeza 
jurídica (STC 222/1992)…—, o bien que desarrollan y tienen sus consecuencias 
en el ámbito del Derecho —relaciones jurídicas (STC 105/1992), obligaciones y 
expectativas jurídicas (STC 222/1992)…—. Sin llegar en ningún caso a defi nir o 
determinar su contenido de signifi cado, más allá de esta primera aproximación. 
2.2.12.5.6. Dignidad 
El término dignidad se emplea en una ocasión, para indicar que su exis-
tencia quiere ser asegurada para todos, en virtud de lo establecido en el art. 10.1 
CE y que para que la misma sea realizable es necesario el respeto a la intimidad 
personal y familiar (cf. STC 20/1992).
264 Lorena Velasco Guerrero
2.2.12.5.7. Inherente 
El término inherente se emplea en una ocasión, en referencia a las consecuen-
cias que son propias de un acto o actividad. Se establece que las consecuencias eco-
nómicas, son inherentes al estancamiento o la promoción laboral (cf. STC 223/1992).
2.2.12.5.8. Libertad 
El término libertad se emplea en doce ocasiones, nueve en singular y tres en 
plural. Según su contenido de signifi cado, podemos clasifi car el uso del término 
en dos grupos.
Primero, como valor superior del ordenamiento. El cual entre otras con-
secuencias implica que “lo no prohibido expresamente por la Ley ha de consi-
derarse permitido” (STC 123/1992), pues el “límite último de toda libertad se 
encuentra en el Código Penal, donde se marca el nivel mínimo de exigencias para 
la convivencia social” (STC 23/1992).
Segundo, en referencias a facultades concretas que se reconocen al sujeto: 
libertad de información (STC 85/1992), libertad de discusión política, que deriva 
de la libertad de expresión (STC 190/1992), libertad de cátedra (STC 217/2992), 
libertad ideológica (STC 217/1992)… Si varias de estas libertades colisionan en-
tre sí, o con algún otro derecho, será función del TC realizar un juicio ponderati-
vo para establecer si el ejercicio de aquellas libertades ha supuesto lesión a otro 
derecho o libertad y, en caso afi rmativo, si esa lesión viene o no justifi cada por el 
valor prevalente de tales libertades sobre las que ha lesionado (cf. STC 85/1992).
2.2.12.5.9. Igualdad 
El término igualdad se emplea en siete ocasiones, todas ellas en singular.
Se establece en la jurisprudencia que la igualdad establece unos imperati-
vos que no pueden contrariarse (cf. STC 222/1992). 
La desigualdad de trato estará justifi cada cuando permita en sí misma “evi-
tar la perpetuación de la situación social de marginación” (cf. STC 5/1992), tam-
bién las normas protectoras que tengan este fi n se considerarán no prohibidas, ya 
que buscan compensar una desigualdad de partida y tratan de lograr una igual-
dad efectiva (cf. STC 28/1992). Además, hay que tener en cuenta que la lesión de 
la igualdad no se produce porque se impongan a un colectivo obligaciones o car-
gas que no pesan sobre otro colectivo por un criterio personal —como el sexo—, 
sino por no hacerles participar también del derecho que se le otorga a uno de los 
colectivos (cf. STC 28/1992).
2.2.12.5.10. Derecho 
El término derecho se emplea en treinta y cuatro ocasiones, veintiséis en 
singular y ocho en plural. Podemos clasifi car el término en cuatro grupos, aten-
diendo al contenido de signifi cado con el que se emplea el mismo.
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Primero, en referencia a las facultades que la Constitución reconoce al suje-
to, sin referencia a ninguna en particular. En este caso se acompaña del adjetivo 
fundamentales. Son fundamentales para la realización efectiva de la dignidad, 
que la Constitución quiere asegurar a todos (cf. STC 20/1992). Se establece que 
algunos de los mismos, como los del art. 20 de la CE además son “valores obje-
tivos esenciales del Estado Democrático y, como tales. Están dotados de valor 
superior o efi cacia irradiante” (STC 85/1992). Hay que tener en cuenta, que, si 
las normas adoptadas por el legislador dejan sin contenido material a alguno de 
estos derechos, los vacía de su contenido esencial, serán inconstitucionales (cf. 
STC 123/1992).
Segundo, el término hace referencia a aquellos derechos reconocidos en con-
venios y tratados internacionales: los derechos humanos, a los cuales se hace re-
ferencia al designar al tribunal encargado de interpretar y juzgar la aplicación del 
Convenio de Roma, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (STC 190/1992).
Tercero, el término se emplea para designar facultades concretas: derecho 
de huelga (STC 123/1992), derecho al honor (STC 190/1992), derecho a la libertad 
de expresión (STC 190/1992), derecho a contraer matrimonio (STC 222/1992), de-
recho de subrogación arrendaticia (STC 222/1992), derecho del arrendador (STC 
222/1992). Algunos de estos derechos serán fundamentales en cuanto recogidos 
por la constitución, otros pertenecerán a otros ámbitos del derecho, por ejemplo, 
se hablará de derecho laboral, como una facultad o prerrogativa reconocida en 
este ámbito al sujeto concreto (cf. STC 28/1990). Además, hay que tener en cuen-
ta que algunos de ellos en cuanto facultades para una persona, generadas por la 
acción de otra, son califi cadas por el TC como derechos pasivos (cf. STC 5/1992). 
Por último, en referencia a la forma de Estado en que se constituye España, 
tras la proclamación de la Constitución de 1978: Estado social y democrático de 
Derecho, en coherencia con el cual hay que entender los derechos fundamentales 
constitucionalmente consagrados (cf. STC 123/1992).
2.2.12.5.11. Deber  
El término deber se emplea en dos ocasiones, ambas en singular. Primero, para 
fi jar una conducta obligatoria de los órganos judiciales: informar de los plazos, deber 
que debe cumplirse de forma tal que sea “sufi ciente en circunstancias normales para 
que toda persona, aun lega en Derecho, entienda la trascendencia y la fugacidad del 
plazo iniciado contra él” (STC 14/1992). Segundo, la obligación que tiene el propio 
TC de “realizar un juicio ponderativo” para establecer si el ejercicio de la libertad de 
información ha supuesto lesión del derecho al honor y de ser así, “si esa lesión viene 
o no justifi cada por el valor prevalente de tales libertades” (STC 85/1992).
2.2.12.5.12. Honor 
El término honor se emplea en ocho ocasiones, todas ellas en singular.
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Es un término jurídicamente indeterminado al que no puede encontrarse 
una defi nición del mismo. Por lo tanto, establece el TC que “hay que buscarla en 
el lenguaje de todos, en el cual suele el pueblo hablar a su vecino y el Diccionario 
de la Real Academia (edición 1992) nos lleva del honor a la buena reputación 
(concepto utilizado por el Tratado de Roma), la cual —como la fama y aun la 
honra— consisten en la opinión que las gentes tienen de una persona, buena 
o positiva si no van acompañadas de adjetivo alguno”, siendo “la honradez e 
integridad el mejor ingrediente del crédito personal en todos los sectores” (STC 
223/1992). Parece claro, por lo tanto, que bajo este concepto no tiene que ver con 
el mismo en épocas anteriores como el honor del hidalgo, para el cual “la hones-
tidad y recato de las mujeres era un componente importante, al igual que el valor 
o coraje del varón” (STC 223/1992).
Es objeto de protección por un derecho fundamental (STC 190/1992), por 
lo cual “la divulgación de cualesquiera expresiones o hechos concernientes a una 
persona que la difamen o hagan desmerecer en la consideración ajena o que afec-
ten negativamente a su reputación y buen nombre (art. 7.3 y 7 LO 1/1982) ha de 
ser califi cada como intromisión ilegítima en el ámbito de protección del derecho 
al honor” (STC 223/1992). Además, dentro del mismo se encuentra protegido, 
por el valor del mismo en la actualidad, el prestigio en el ámbito del trabajo, 
aunque hay que tener en cuenta que “cualquier crítica a la pericia profesional no 
puede ser considerada automáticamente como un atentado a la honorabilidad 
personal” (STC 223/1992).
Sin embargo, hay que tener en cuenta que si este derecho colisiona con las 
libertades del art. 20 a) y b), al ser estas valores objetivos esenciales del Estado 
Democrático, tendrán valor prevalente, por lo que, serán los órganos judiciales 
y este Tribunal Constitucional los encargados de “realizar un juicio ponderativo 
para establecer previamente si el ejercicio de aquellas libertades ha supuesto le-
sión del derecho al honor y, en caso afi rmativo, si esa lesión viene o no justifi cada 
por el valor prevalente de tales libertades” (STC 85/1992).
2.2.12.5.13. Familia 
El término familia se emplea en doce ocasiones, once en singular y una en 
plural. 
La familia es “siempre un marco de solidaridades y de dependencias” (STC 
222/1992). Se establece que bajo el mismo término se engloba, no solo como “fa-
milia a la de origen matrimonial, por relevante que sea en nuestra cultura —en 
los valores y en la realidad de los comportamientos sociales— esa modalidad de 
vida familiar” sino también aquellas otras que existen, “como corresponde a una 
sociedad plural”: la familia no fundada en el matrimonio, los matrimonios sin des-
cendencia o sin otros parientes a su cargo (cf. STC 222/1992), ya que por “impera-
tivos ligados al carácter «social» de nuestro Estado (arts. 1.1 y 9.2)” el mismo debe 
atender a la realidad efectiva de los modos de convivencia que en la sociedad se 
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expresen” (STC 222/1992). Por lo tanto, las normas relativas a la familia no podrán 
interpretarse en términos restrictivos (cf. STC 222/1992). Ya que hay que tener en 
cuenta que a pesar de que “la garantía constitucional del matrimonio entraña, ade-
más de su existencia necesaria en el ordenamiento, la justifi cación de la existencia 
de su específi co régimen civil, esto es, del conjunto de derechos, obligaciones y ex-
pectativas jurídicas que nacen a raíz de haberse contraído un matrimonio” esto no 
implica que esta “regulación civil que le es propia, puede constituirse en supuesto 
de hecho de otras normas jurídicas que, en sectores distintos del ordenamiento, 
atribuyan derechos o, en general, situaciones de ventaja” (cf. STC 222/1992).
Además, hay que tener en cuenta que “la protección constitucional de la 
familia puede dar lugar no solo a la adopción de normas que tienen como objeto 
directo a la unidad familiar existente, sino al establecimiento, también, de venta-
jas o benefi cios de varios tipos con fundamento en una previa relación familiar 
disuelta o extinguida mortis causa” (cf. STC 222/1992).
Sí que es cierto que “la unión de carácter matrimonial proporciona a terce-
ros una certeza jurídica nada irrelevante cuando del ejercicio de derechos frente 
a particulares”, mientras que en el caso de la unión more uxorio es más difícil, 
dada su carencia de formalismos. Esto no implica que no puedan ser titulares 
de los mismos derechos, sino tan solo que el legislador deberá dotar de unas 
garantías las mismas. Permitiendo en todo caso el acceso a todo tipo de familia a 
derechos derivados de la convivencia, como la subrogación arrendaticia (cf. STC 
222/1992).
Finalmente, se establece que “la opinión que la gente pueda tener de cómo 
trabaja cada cual resulta fundamental para el aprecio social y tiene una infl uencia 
decisiva en el bienestar propio y de la familia”, por eso se entiende que esa repu-
tación está protegida por el derecho al honor (cf. STC 223/1992).
2.2.12.5.14. Matrimonio 
El término matrimonio se emplea en diez ocasiones, todas ellas en singular, 
dentro de la sentencia 222/1992.
Se pone en todos los casos en relación con el término familia, previamente 
analizado. Por lo que, remitimos a dicho análisis para determinar el contenido 
del término. Solo indicar, además de lo previamente establecido, que contraer 
matrimonio es un derecho constitucional (cf. STC 222/1992). 
2.2.12.5.15. Tutela 
El término tutela se emplea en tres ocasiones, todas ellas en singular, en 
referencia al derecho a la tutela judicial efectiva, del cual serán titulares los ciu-
dadanos, entendidos como tales tanto personas físicas o naturales como perso-
nas jurídicas o colectivas (cf. STC 241/1992). Además, si la pérdida del derecho 
de apelación, por caducidad del plazo es consecuencia de la negligencia de la 
268 Lorena Velasco Guerrero
persona llamada a realizarla, no se entenderá vulnerado dicho derecho (cf. STC 
115/1992).
2.2.12.6. Fuentes doctrinales y jurisprudenciales especifi cadas en las sen-
tencias 
El TC a la hora de fundamentar su doctrina hace referencia a la doctrina 
asentada por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos en la Sentencia C. de 23 
de abril de 1992 (TEDH 1992\1), en su fundamento jurídico 46 (cf. STC 190/1992); 
y al Tratado de Roma, para disponer los mismos términos en él utilizados en el 
desarrollo del derecho (cf. STC 223/1992).
A nivel nacional hace referencia, además de a su propia jurisprudencia de 
años anteriores, a la argumentación del Tribunal Supremo, y a la decisión adop-
tada por el mismo en dos Sentencias [23 y 24 de octubre de 1989 (RJ 1989\7533 y 
RJ 1989\7422)] (cf. STC 123/1992).
2.2.12.7. Conclusiones
Primero, el TC —en este año de 1992— añade a los criterios interpretativos 
de años anteriores, la indicación de que, si un concepto es jurídicamente indeter-
minado, es decir, no se puede encontrar defi nición del mismo en el ordenamien-
to, habrá que buscar la misma en el lenguaje de todos, es decir, en el que el pueblo 
habla a su vecino, que el TC entiende que queda refl ejado en el Real Diccionario 
de la Lengua Española –aunque no acepte todas las defi niciones contenidas en el 
mismo— (cf. STC 223/1992). Además, el contenido de un término fi jado por el 
TC deberá ser aplicado por todos los tribunales de justicia, para que pueda acep-
tarse la decisión judicial, y no ser considerada inconstitucional (STC 241/1992).
Al respecto también se establece que, relativo al concepto de familia, este 
no solo englobará la familia fundada en el matrimonio, ya que por “imperativos 
ligados al carácter «social» de nuestro Estado (arts. 1.1 y 9.2)” el mismo debe 
atender a la realidad efectiva de los modos de convivencia que en la sociedad 
se expresen” (STC 222/1992). Por lo tanto, para la determinación del contenido 
de signifi cado de los términos, el Estado, y el TC deberá atender no solo a lo que 
tradicionalmente se ha entendido por el término, o a lo mayoritario en la socie-
dad —que en este caso reconoce el TC que es la familia fundada en el matrimo-
nio “tanto en los valores y en la realidad de los comportamientos sociales” (STC 
222/1992)—, sino considerar la “realidad efectiva de los modos de convivencia 
que en la sociedad se expresen” (STC 222/1992), tanto matrimoniales como no 
matrimoniales. 
En cuanto a quién es persona, la jurisprudencia del año 1992 establece de 
forma expresa como sinónimos los términos persona natural y persona física y 
los términos persona jurídica y persona colectiva (cf. STC 241/1992). Respecto 
a la relación del término persona con el resto de los términos de signifi cación 
próxima, se vuelve a indicar que el término ciudadano hace referencia tanto a 
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personas físicas como a personas jurídicas, por lo que, dicho término siempre 
habrá de interpretarse, por todos los tribunales de justicia “en un sentido que 
permita la subsunción de las personas jurídicas” (STC 241/1992).
La pregunta por la naturaleza de la persona, qué es la persona, no se res-
ponde de forma expresa. Sí que se establecen, como en años anteriores, atributos 
o características de la misma. Además de los atributos ya reconocidos en años 
anteriores —dignidad, intimidad, identifi cación, honor…— la jurisprudencia del 
año 1992 establece otras cualidades de la misma que procedemos indicar. 
Las personas se realizan personalmente; en esta realización tiene gran im-
portancia para “la mujer y el hombre de nuestra época” el trabajo, ya que “repre-
senta el sector más importante y signifi cativo de su quehacer en la proyección al 
exterior, hacia los demás e incluso en su aspecto interno” (STC 223/1992).
Las personas tienen ánimo, el cual puede afectarse por la conducta de terce-
ros. Las mismas pueden encontrarse en una situación de incapacidad para traba-
jar, o afectadas por toxicomanía o drogodependencia, o en una situación de mar-
ginación social. Las personas fallecen y esto causa una alteración en la realidad y 
las expectativas de quienes integraban con ellas la unidad familiar.
Sobre las cualidades que pone en relación el propio texto del 78, vemos 
cómo, al igual que en años anteriores, en su mayoría no se defi nen, no se estable-
ce claramente su contenido de signifi cado. Sin embargo, en algunos casos sí que 
se establecen notas características de los mismos. No queriendo reproducir lo ya 
dicho anteriormente, recogemos aquellos términos de los que se establecen notas 
relevantes para nuestro objeto de estudio, en concreto atendemos a los términos: 
libertad, igualdad, derecho, honor, familia y matrimonio. 
La libertad como valor superior del ordenamiento implica que lo no pro-
hibido expresamente por la Ley a la persona ha de considerarse permitido ya 
que las exigencias mínimas para la convivencia social, las fi jará el Código Penal, 
límite último de la libertad de la persona. 
La desigualdad de trato estará justifi cada cuando permita en sí misma evi-
tar la perpetuación de la situación social de desigualdad, ya que la igualdad real 
y efectiva de los individuos y grupos, que proclama el art. 9 de la CE, es nece-
saria para la consecución de la justicia. Por ello, un Estado social como el nues-
tro, deberá desarrollar una acción tuitiva, mediante normas que a través de la 
desigualdad formal, alcancen la igualdad sustantiva. Qué desigualdades no son 
aceptables —teniendo en cuenta que el art. 14 no establece una lista cerrada de 
circunstancias personales—, por ser contrarias a la igualdad real, y quién fi jará 
qué grupos son titulares de estos derechos, no lo establece el TC explícitamente, 
pero por lo indicado en torno a la igualdad del hombre y la mujer, parece claro 
que es el poder constituyente, el legislador y el propio TC, quienes determinan 
que una situación de hecho en la realidad es contraria a la igualdad sustantiva, y 
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por lo tanto consideran constitucionales todas las normas que actúen para modi-
fi car esta situación. 
Los derechos fundamentales del art. 20 de la CE además son valores obje-
tivos esenciales del Estado Democrático, y como tales estarán dotados de valor 
superior o efi cacia irradiante, primando sobre el resto de derechos, aunque estos 
sean fundamento de la dignidad de la persona humana. 
El término honor se defi ne por primera vez en la jurisprudencia de este año. 
El mismo es un término jurídicamente indeterminado: no puede encontrarse una 
defi nición del mismo en el ordenamiento. Como hemos indicado se acude al len-
guaje de todos, en el cual suele el pueblo hablar a su vecino, que el TC entiende 
refl ejado en el Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española —aunque 
no hace suyas todas las defi niciones que en él se contienen, al considerar alguna 
de ellas, como la honra de la mujer, como propias de otras épocas—, por la cual 
el honor consiste en la opinión que las gentes tienen de una persona fruto de la 
honradez e integridad. Habiendo variado su contenido de signifi cado con el de 
épocas anteriores, como el honor del hidalgo, para el cual la honestidad y recato 
de las mujeres era un componente importante, al igual que el valor o coraje del 
varón.
La familia es un marco de solidaridades y de dependencias, que engloba 
no solo la familia a la de origen matrimonial, sino también aquellas otras que 
existen, como corresponde a una sociedad plural. Atendiendo el Estado a la 
realidad efectiva de los modos de convivencia que en la sociedad se expresen. 
Sí que es cierto que la unión de carácter matrimonial proporciona a terceros una 
mayor certeza jurídica al ser el matrimonio un acto público y formal, mientras 
que en el caso de la unión more uxorio es más difícil, dada su carencia de forma-
lismos. 
Finalmente, en cuanto a la tercera pregunta: la razón por la que persona se 
expresa como titular de derechos y de qué derechos es titular la persona por el 
mero hecho de ser persona, en el año 1992 se establece que la persona, tanto física 
como jurídica, tiene derecho a la tutela judicial efectiva. 
Además, se establece que los derechos de los que son titulares las personas 
y los límites de los mismos pueden estar en función de requisitos fi jados por el 
legislador, y en función de la actividad profesional desarrollada por la persona. 
En este sentido al varón no se le tendrán que reconocer los mismos derechos que 
a la mujer, cuando las normas que reconozcan estos traten de corregir una situa-
ción desigual de partida en que se encuentra la mujer. 
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2.2.13. 1993
Al igual que en años anteriores, en el año 1993 no se producen cambios en la 
composición del Tribunal Constitucional59. La jurisprudencia relevante de este año 
está compuesta por veinticuatro sentencias de un total de ciento ochenta y dos.
2.2.13.1. Persona: su expresión singular y plural
El término persona se emplea en veintinueve ocasiones, dieciocho en singu-
lar y once en plural, a lo largo de trece sentencias de la jurisprudencia seleccio-
nada. Nueve son los ponentes de dichas sentencias: don Miguel Rodríguez-Pi-
ñero y Bravo-Ferrer —STC 12/1993—, don Julio Diego González Campos —STC 
47/1993, STC 336/1993, STC 340/1993—, don Carlos de la Vega Benayas —STC 
94/1993—, don José Gabaldón López —109/1993—, don Eugenio Díaz Eimil —
STC 123/1993—, don Vicente Gimeno Sendra —STC 212/1993—, don Álvaro 
Rodríguez Bereijo —STC 232/1993—, don Fernando García—Mon y González 
Regueral —STC 254/1993, STC 341/1993 y STC 386/1993—, don Luis López 
Guerra —STC 371/1993—.
El término lo encontramos empleado como proposición subordinada adje-
tiva, lo que equivaldría a decir personal, en trece ocasiones.
Se establece que la persona es digna y libre (cf. STC 254/1993). Tiene un ám-
bito de libertad, generado por los derechos fundamentales de los que es titular 
(cf. STC 12/1993 y STC 47/1993), dentro del cual se insertan distintas actividades 
que la persona es libre de realizar o no realizar en función de sus convicciones y 
creencias más íntimas (cf. STC 47/1993). Entre las mismas se encontraría el derecho 
a contraer matrimonio o a no contraerlo y convivir more uxorio (cf. STC 47/1993). 
Además de estas libertades, la jurisprudencia de este año reconoce a la persona 
como titular del derecho a la asistencia letrada, la cual debe ser un “fi ltro de aque-
llas pretensiones o recursos que pretendan entablarse con manifi esta falta de fun-
damento” (STC 12/1993), derecho a la libertad frente “a las potenciales agresiones 
a la dignidad y a la libertad de la persona provenientes de un uso ilegítimo del 
tratamiento mecanizado de datos” (STC 254/1993), y el derecho al honor y a la in-
timidad, que se establecen como límite al uso de la informática (cf. STC 254/1993).
Habrá otros derechos fundamentales que no lo sean de toda persona, si los 
mismos no son “son derechos imprescindibles para la garantía de la dignidad 
humana”, sino que su titularidad dependerá “de la nacionalidad de la perso-
na —por ejemplo, el derecho a la libertad de circulación del art. 19 CE— (cf. 
STC 94/1993). En estos casos será “lícito que las leyes y los tratados modulen el 
ejercicio de esos derechos en función de la nacionalidad de las personas, intro-
duciendo tratamientos desiguales entre españoles y extranjeros en lo que atañe a 
59 Tribunalconstitucional.es (2017). Historia del Tribunal Constitucional. [online] Disponible en: https://
www.tribunalconstitucional.es/es/tribunal/historia/Paginas/Tribunal—Constitucional—de—Espania.
aspx [Acceso 22 Mayo 2017].
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entrar y salir de España, y a residir en ella” (STC 94/1993), por lo que, la decisión 
de expulsar a una persona del territorio nacional, aunque afecta la libertad de la 
misma, puede ser constitucional (cf. STC 94/1993), siempre teniendo en cuenta 
que “las Leyes y tratados que regulan la circulación de extranjeros en España 
deben respetar el grado, limitado pero cierto, de libertad que reconocen los arts. 
12 y 13 del Pacto internacional a todas las personas que se hallan legalmente en 
el territorio del Estado” (STC 94/1993).
Las personas tienen una identidad (STC 336/1993). Identidad que debe ser 
requerida y conocida por aquellos que asuman la actividad llevada a cabo por 
la persona. Por ejemplo, la publicación de una carta escrita por ésta en un perió-
dico establecerá una obligación por parte del director del mismo de conocer su 
identidad. Con el fi n de asegurar que, si la misma fuera constitutiva de delito 
al sobrepasar los límites de la libertad de expresión al criticar de la conducta de 
una persona con relevancia pública mediante expresiones injuriosas “que cons-
tituyen la mera exteriorización de sentimientos personales ajenos a la fi nalidad 
de contribuir a la formación de una opinión pública libre y responsable” (cf. STC 
336/1993), pudiera ser identifi cada y responsabilizada de su conducta. Además 
se establece que la persona puede ser inmovilizada legalmente cuando la policía 
efectúe una “mera inmovilización de la persona instrumental de prevención o de 
indagación” o para identifi carla —inmovilización que “solo podrá afectar a per-
sonas no identifi cadas de las que razonable y fundadamente pueda presumirse 
que se hallan en disposición actual de cometer un ilícito penal” (STC 341/1993)—
, y que su disposición ante las normas puede ser muy variada (cf. STC 341/1993).
Las personas pueden tener relevancia y notoriedad públicas. Si éste es el 
caso, cualquier declaración que las mismas hagan se convierte en hecho noti-
ciable —amparada bajo la libertad de comunicación— con independencia de la 
irrelevancia objetiva de su contenido (cf. STC 232/1993).
En el resto de las ocasiones el término se emplea como sustantivo, en la fun-
ción sintáctica de sujeto o de complemento directo, al ser quien realiza la acción, 
o sobre quien recae la acción realizada.
La libertad reconocida a la persona en el art. 17 de la CE, es una libertad: 
volui, sed coactus volui, es decir, la libertad de quien orienta su propia acción en 
el marco de las normas generales, no de quien elige entre obedecer a resistirse 
al Derecho o a las órdenes que de él emanan (cf. STC 341/1993), por lo que, la 
privación de libertad se produce, aunque la persona sometida a dicha privación 
haya acatado la orden voluntariamente, y no se haya resistido a la misma (cf. STC 
341/1993).
El derecho a la intimidad, del que es titular la persona, adopta un “conte-
nido positivo en forma de derecho de control sobre los datos relativos a la pro-
pia persona” o habeas data (STC 254/1993), es decir, se le reconoce “facultades 
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precisas para conocer la existencia, los fi nes y los responsables de los fi cheros 
automatizados dependientes de una Administración pública” (STC 254/1993). 
Todas las personas sometidas a la jurisdicción de los Estados contratantes 
del Convenio de Roma serán titulares de todas las libertades en ella recogida 
— según establece el TEDH y hace suyo el TC— sin embargo, los miembros de 
las fuerzas armadas, por las características particulares de la condición militar 
y sus específi cos deberes y responsabilidades pueden ver limitada su libertad 
de expresión (cf. STC 371/1993). Dentro de esta libertad de expresión no estará 
contemplado bajo tal derecho la imputación a una víctima de asesinato “de con-
ductas degradantes absolutamente incompatibles con el más elemental concepto 
del honor y dignidad” (STC 23/1993).
Sin embargo, de otros derechos no serán titulares todas las personas. Los 
ciudadanos serán titulares del derecho reconocido en el art. 23 de la CE, por lo 
que, la situación subjetiva que el mismo reconoce lo es uti cives, a favor de todos 
los ciudadanos, y no en favor de cualesquiera categorías de personas, delimita-
das por algún criterio externo como la profesión (cf. STC 212/1993). Además, ha-
brá relaciones jurídicas regidas por el Derecho privado, que tendrán consecuen-
cias jurídicas distintas si las partes son personas físicas o jurídico privadas, o si 
se trata de personas públicas, como la Iglesia Católica —la cual se ha equiparado 
con el Estado y los otros entes de Derecho público en materia de arrendamientos 
urbanos (cf. STC 340/1993). 
Finalmente, se establece que, en la medida en que una conducta afecta a los 
derechos e intereses de muy diversas personas y grupos, podrá ser regulada en 




El término personal se emplea en seis ocasiones, tres en singular y tres en 
plural. En todos los casos se emplea como adjetivo califi cativo de los sustantivos 
a los que acompaña; equivaldría a decir de la persona.
La libertad de la persona (art. 17 de la CE) es soporte de las demás liberta-
des. Todas ellas son confi guraciones concretas como derechos fundamentales, 
del “abanico de manifestaciones fenoménicas”, en que se despliega la libertad 
que como “valor inspira la entera concepción constitucional desde su pórtico, 
donde se invoca como el primero y principal de los pilares del sistema (art. 1 
CE)” (cf. STC 233/1993). Para la protección de esta libertad, se ha confi gurado un 
entero sistema de protección judicial, en especial el instituto de habeas corpus (cf. 
STC 341/1993).
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La persona tiene un ámbito personal e íntimo, una esfera de relaciones so-
ciales y profesionales (cf. STC 142/1993). Además, tiene unos sentimientos, los 
cuales pertenecen al ámbito íntimo, y pueden ser exteriorizados por la persona 
(cf. STC 336/1993). 
Los datos personales de un ciudadano de los que dispone la Administración 
pública y los cuales almacena, tienen que estar disponibles para ser conocidos 
por su titular. El cual por su derecho a la intimidad debe poder tener conocimien-
to de su existencia, sus fi nes y los responsables de los fi cheros (cf. STC 254/1993).
2.2.13.2.2. Personalidad 
El término personalidad se emplea en una ocasión, acompañada del adjeti-
vo pública, en referencia a la propia persona, en cuanto la misma tiene notorie-
dad y relevancia públicas. En este caso el TC establece que cualquier declaración 
que la misma haga se “convierta en hecho noticiable la declaración misma, con 
independencia de la irrelevancia objetiva de su contenido”. En consecuencia, en 
estos casos queda satisfecha las exigencias del art. 20.1 por la relevancia de la 
declaración de la personalidad pública (cf. STC 232/1993).
2.2.13.3. Términos de signifi cación próxima
2.2.13.3.1. Individuo  
El término individuo se emplea en una ocasión, como sinónimo del término 
persona, para indicar que el derecho de libertad que se le reconoce a la persona 
no puede estar condicionado a que ésta muestre rechazo ante la opción que se 
le ofrece al individuo como necesaria, acatando la orden legítima que le ha sido 
dada, pues lo mismo implicaría premiar a la persona que elige la resistencia al 
Derecho o a las órdenes dictadas en su virtud (cf. STC 341/1993).
2.2.13.3.2. Hombre, varón y mujer 
El término hombre se emplea en tres ocasiones, dos en singular y una en 
plural. Se emplea en referencia al varón, utilizándose ambos —indistintamen-
te— en la misma sentencia: STC 109/1993. Se contrapone al término mujer, para 
indicar que el hombre y la mujer son diferentes biológicamente, pues la mater-
nidad, —embarazo y parto— es una realidad biológica propia de la mujer. Las 
ventajas o excepciones que una norma tendente a la protección de la misma de-
termine para la mujer no pueden considerarse discriminatorias para el hombre 
(cf. STC 109/1993) teniendo en cuenta que “se trata de compensar las desventajas 
reales que para la conservación de su empleo soporta la mujer a diferencia del 
hombre y que incluso se comprueba con datos revelados por la estadística” (STC 
109/1993). Hay que tener siempre presente que ambos tienen derecho al trabajo 
y a la promoción a través del mismo (cf. STC 3/1993).
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El término varón se emplea en siete ocasiones, cinco en singular y dos en 
plural. El varón y la mujer tienen derecho a acceder al empleo en igualdad de 
condiciones (cf. STC 109/1993). Sin embargo, no serán discriminatorias para 
el varón, de forma general, aquellas normas que establezcan una ventaja legal 
para la mujer, siempre que dicha diferencia esté justifi cada “en una situación de 
desventaja de la mujer que se trata de compensar”, sin perjuicio de que “el legis-
lador pueda extender el benefi cio al varón o incluso suprimirlo sin que ello se 
oponga tampoco a los preceptos constitucionales invocados” (STC 109/1993). 
Sin embargo, aquellas normas que establezcan una ventaja legal para la mujer, 
pero que actúen contra la igualdad real por perpetuar una imagen de la mu-
jer contraria a la igualdad, serán inconstitucionales por resultar perturbadora 
para lograr una igualdad efectiva de la mujer en relación con el varón (cf. STC 
3/1993).
Por su parte, el término mujer se emplea en dieciocho ocasiones, dieciséis 
en singular y dos en plural. En los casos indicados previamente junto a los tér-
minos hombre y varón. Además, la jurisprudencia establece que la maternidad, 
como propia biológicamente de la mujer, trae consigo el embarazo y el parto (cf. 
STC 109/1993). Serán constitucionales aquellas normas que tengan por objeto 
dicha realidad, como se ha indicado, y que faciliten a la mujer compaginar ambas 
con el trabajo; por ejemplo, haciendo “compatible para la mujer su trabajo y el 
cuidado de su hijo recién nacido”, y que no se vean así obligadas, a diferencia 
de los varones, a tener por este hecho que dejar su trabajo (cf. STC 109/1993). 
Sin embargo, habrá normas protectoras de la mujer trabajadora que pueden te-
ner consecuencias desfavorables, al suponer un “obstáculo para el acceso real de 
la mujer al empleo en igualdad de condiciones” (cf. STC 109/1993), y resultar 
“perturbadora para lograr una igualdad efectiva de la mujer en relación con el 
varón, en tanto que el privilegio instituido en favor de la misma se revela como 
una forma encubierta de discriminación que se vuelve contra ella” (STC 3/1993). 
Esto ocurre cuando el “privilegio” es fruto de una concepción de la mujer como 
“miembros subordinados en la estructura familiar con respecto del padre o her-
mano, de tal forma que al conectarse con el hecho de que sobre ellas recae el tra-
bajo del hogar familiar” (STC 3/1993), al participar en “la tendencia imperante 
en la época en que la Ley fue promulgada de mantener a la mujer apartada del 
taller y de la fábrica, ocupada en tareas de hogar” (STC 3/1993). Estas normas 
serán contrarias a la igualdad de la mujer, porque bajo dicho privilegio no se 
busca hacer efectiva la igualdad real del art. 9 de la CE (cf. STC 3/1993), sino que 
se actúa contra la misma.
2.2.13.3.3. Todos y nadie 
El término todos se emplea en tres ocasiones. Solo una de ellas como pro-
nombre indefi nido masculino plural. Al indicar que la libertad religiosa que se 
reconoce a todos se garantiza, en atención “a la pluralidad de creencias existentes 
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en la sociedad española”, por el carácter no confesional del Estado y la limitación 
que se establece sobre las confesiones religiosas que “en ningún caso pueden 
trascender los fi nes que les son propios y ser equiparadas al Estado, ocupando 
una igual posición jurídica” (cf. STC 340/1993).
Por su parte el término nadie no se emplea en los textos seleccionados de la 
jurisprudencia relevante.
2.2.13.3.4. Ciudadano 
El término ciudadano se emplea en siete ocasiones, cuatro en singular y tres 
en plural. Como en años anteriores se establece que los mismos son los únicos 
titulares de los derechos reconocidos en el art. 23 de la CE (cf. STC 212/1993) y 
del derecho a la libre circulación (STC 94/1993), al no ser estos derechos indis-
pensables para la dignidad humana (cf. STC 94/1993). 
Serán titulares del derecho a la información o habeas data, para recabar de 
la Administración pública información sobre “la existencia, los fi nes y los res-
ponsables de los fi cheros automatizados dependientes de una Administración 
pública donde obran datos personales” (cf. STC 254/1993), y de las libertades 
reconocidas en el art. 20.1 de la CE, en sus apartados a y d (cf. STC 371/1993).
Estos derechos y libertades están sometidos a límites, no son absolutos. Hay 
límites que son generales y comunes a todos los ciudadanos, aunque también 
“hay sectores o grupos de ciudadanos sometidos a límites específi cos, más es-
trictos, en razón a la función que desempeñan”, como, por ejemplo, los militares 
verán más limitada su libertad de expresión (cf. STC 371/1993).
Además, tiene la garantía por el principio nulum crime, nulla poena sine previa 
lege “de que no será sorprendido a posteriori con una califi cación de delito o con una 
pena no prevista o más grave que la señalada al tiempo del hecho” (cf. STC 21/1993).
2.2.13.4. Términos derivados de palabras de signifi cación próxima
No encontramos empleado en los textos seleccionados de la jurisprudencia re-
levante de 1993 ni el término ciudadana ni el término individualmente. Procedemos 
a analizar los restantes términos derivados de palabras de signifi cación próxima. 
2.2.13.4.1. Individual 
El término individual se emplea en cuatro ocasiones, tres en singular y una 
en plural.
Se establece que la voluntad individual, propia del individuo, no siempre 
será tenida en cuenta por la legislación, es más, en ocasiones “la falta de relevan-
cia de la voluntad individual puede ser un elemento vital para alcanzar la fi na-
lidad perseguida por la Ley” (cf. STC 142/1993), pues no hay ningún derecho, 
ni siquiera en el de la libertad personal o individual del art. 17 de la CE, que sea 
absoluto (cf. STC 341/1993). Aunque esta falta de voluntad no será absoluta, sino 
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que se tendrá en cuenta en cuanto al ejercicio de los derechos fundamentales, pu-
diendo reclamar el individuo, por ejemplo, si cree que los datos facilitados contra 
su voluntad atentan contra su intimidad (cf. STC 142/1993).
Finalmente, siguiendo al TEDH en su STEDH de 8 de junio de 1976 —caso 
Engel y otros, Fundamentos de Derecho 54 y 99 a 103— el TC establece que la 
condición militar afectará a la situación de miembros individuales de las Fuerzas 
Armadas, aplicando “límites específi cos, más estrictos, en razón a la función que 
desempeñan” (cf. STC 371/1993).
2.2.13.4.2. Humano 
El término humano se emplea en seis ocasiones, todas ellas en plural, den-
tro del término Derechos Humanos. Se utiliza dentro de la denominación de 
los organismos encargados de juzgar e interpretar las normas que recogen es-
tos derechos —Convenio Europeo de Derechos Humanos (STC 94/1993 y STC 
303/1993), como el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (STC 303/1993, 
STC 341/1993 y STC 371/1993).
2.2.13.5. Términos que expresan un predicado del ser personal 
No encontramos en los textos relevantes del año 1993 empleados los tér-
minos: integridad, natural y educación. Procedemos al análisis de los restantes 
términos siguiendo el orden establecido en los años anteriores. 
2.2.13.5.1. Vida 
El término vida se emplea en tres ocasiones, todas ellas en singular.
Para clasifi car la actividad de la persona tanto en el terreno profesional 
como en el familiar y social, pudiendo ser la misma honrada y moral o deshonro-
sa e inmoral (cf. STC 123/1993). La vida familiar comprenderá la esfera de la vida 
íntima de la persona, la cual no puede ser conocida por terceros salvo expresa 
voluntad de ésta (cf. STC 142/1993).
Finalmente, se utiliza el término en el sentido de vigencia y efectividad de un 
derecho, el de la intimidad, que implica que han de cumplirse unos requisitos y 
unas garantías para que el mismo pueda desplegar sus efectos (cf. STC 254/1993).
2.2.13.5.2. Física 
El término física se usa en una ocasión, califi cando al término persona. Por 
lo que, remitimos el análisis de su contenido de signifi cado al análisis realizado 
sobre el término persona.
2.2.13.5.3. Jurídica 
El término jurídica se emplea en veinticuatro ocasiones, veintiuna en singu-
lar y tres en plural.
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Acompaña, junto al adjetivo físicas, al término personas en una ocasión en 
la STC 340/1993. Se añade al término el adjetivo privada, indicando en conse-
cuencia, que hay personas jurídicas públicas y personas jurídicas privadas (cf. 
STC 340/1993). Así mismo, acompaña al término seguridad en dos ocasiones 
en la STC 385/1993. Remitimos el análisis del término junto en estos casos a los 
apartados en que se analizan los restantes términos relevantes. 
Como en años anteriores, vemos cómo se emplea califi cando a diversos 
sustantivos determinando su contenido de signifi cado, a realidades que o bien 
han sido creadas por el Derecho —reglas jurídicas (STC 371/1993)—, o bien que 
desarrollan y tienen sus consecuencias en el ámbito del Derecho —posición ju-
rídica de los extranjeros en España (STC 94/1993) o de la Iglesia Católica (STC 
340/1993). Sin añadir más información para la determinación de su contenido de 
signifi cado que resulte relevante para nuestra investigación, más allá del propio 
uso del término. 
Sin embargo, sí que es relevante el empleo del término en una ocasión, 
cuando acompaña al sustantivo interpretación. Se establece que los conceptos 
utilizados por la CE no pueden considerarse en ningún momento “vacío de todo 
contenido o, lo que es lo mismo, a merced de la libre determinación del poder 
público (del legislador o de los aplicadores del Derecho)” (STC 341/1993). Ya que 
hay que tener en cuenta que: 
“la Constitución no surge, ciertamente, en una situación de vacío jurídico, sino 
en una sociedad jurídicamente organizada”, lo que es especialmente determi-
nante para “desarrollar o, en su caso, interpretar los conceptos jurídicos que el 
Texto fundamental ha incorporado, conceptos que pueden tener —así ocurre 
con el de «fl agrancia»— un arraigo en la cultura jurídica en la que la Constitu-
ción se inscribe y que deben ser identifi cados, por lo tanto, sin desatender lo que 
tempranamente llamó este Tribunal las «ideas generalizadas y convicciones ge-
neralmente admitidas entre los juristas, los Jueces y, en general, los especialistas 
en Derecho» (STC 11/1981, fundamento jurídico 8.º). Ideas y convicciones que 
contribuyen así, en cada momento, a delimitar una imagen del Derecho, o de 
los conceptos que lo perfi lan, que resulta indispensable, como dijimos en la Sen-
tencia citada, para reconocerlo o no subsistente en las regulaciones de las que 
pueda ser objeto, esto es, para captar, en defi nitiva, lo que la Constitución llama 
su contenido esencial (art. 53.1 de la Constitución)”” (STC 341/1993).
2.2.13.5.4. Dignidad 
El término dignidad se emplea en cuatro ocasiones, todas ellas en singular. 
Las personas solo serán titulares, por su condición de tales, de aquellos de-
rechos imprescindibles para la dignidad humana (cf. STC 94/1993), entre los cua-
les no se encuentra “la libertad de circulación a través de las fronteras del Estado, 
y el concomitante derecho a residir dentro de ellas” (STC 94/1993).
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Contra esta dignidad, y contra el honor, atentarán diversas conductas al 
no respetar los conceptos más elementales de las mismas, como, por ejemplo: el 
imputar a una víctima conductas degradantes (cf. STC 123/1993), el insulto a otra 
persona (cf. STC 336/1993) o el “uso ilegítimo del tratamiento mecanizado de 
datos, lo que la Constitución llama la informática” (STC 254/1993).
2.2.13.5.5. Inherente 
El término inherente se emplea en una ocasión, como aquello que es propio 
o se deriva de otra cosa. Se establece que los principios de contradicción, oralidad 
e inmediación son garantías inherentes al derecho al proceso justo o debido (cf. 
STC 303/1993).
2.2.13.5.6. Inviolabilidad 
El término se emplea en una ocasión junto al adjetivo domiciliaria. Dicha 
inviolabilidad se defi ne como la “facultad de rechazo del titular frente a toda 
pretensión ilegítima de entrada” (STC 341/1993).
2.2.13.5.7. Libertad 
El término libertad se emplea en cuarenta y nueve ocasiones, cuarenta y 
una en singular y ocho en plural. Podemos clasifi car el término en tres grupos, 
atendiendo al contenido de signifi cado con el que se emplea el mismo.
Primero, la libertad entendida como un valor en sí misma. La cual
 “como valor inspira la entera concepción constitucional desde su pórtico, don-
de se invoca como el primero y principal de los pilares del sistema (art. 1 CE). 
Este principio se despliega en un abanico de manifestaciones fenoménicas, liber-
tades concretas confi guradas como derechos fundamentales, entre las cuales se 
encuentra la libertad personal, soporte de las demás (art. 17)” (STC 233/1993). 
Segundo, como el ámbito de la persona vinculado a sus convicciones y 
creencias más íntimas (STC 47/1993). Libertad del individuo garantizada en el 
art. 9.2 de la CE, que impone a los poderes públicos la obligación de promover 
las condiciones para que dicha igualdad sea real y efectiva (cf. STC 109/1993). 
Libertad que oriente en el marco de normas generales, la propia acción del sujeto 
(cf. STC 341/1993), y en la que puede ser privado en función del Derecho o a las 
órdenes dictadas en su virtud (cf. STC 341/1993).
Tercero, como facultades de los sujetos, ya sea en genérico: libertades pú-
blicas (STC 94/1993), ya sea en concreto: libertades de residencia y de desplaza-
miento (STC 94/1993), libertad del legislador al confi gurar los derechos de los 
nacionales (STC 94/1993), libertad sindical (STC 164/1993), libertad informática 
o habeas data (STC 254/1993), libertad de expresión (STC 336/1993), libertad 
religiosa (STC 340/1993)… Estas libertades se clasifi carán como fundamentales 
si se encuentran recogidas en el Título I de la Constitución. Libertades de las que 
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será titular toda persona sin atender a su nacionalidad solo en la medida en que 
sean imprescindibles para la dignidad humana (cf. STC 94/1993). Aunque hay 
que tener en cuenta que ninguna de las mismas será absoluta, sino que estará su-
jeta a limitaciones (cf. STC 233/1993), limitaciones que pueden ser más amplias 
para determinados sujetos que por su función y responsabilidades vean mengua-
do su ámbito de libertad (cf. STC 371/1993).
2.2.13.5.8. Seguridad 
El término seguridad se emplea en seis ocasiones, todas ellas en singular. 
Dos de ellas dentro del término Seguridad Social y otra califi cando a las fuerzas 
y cuerpos del Estado, por lo que, por lo indicado en los capítulos anteriores no 
incluimos estos casos en nuestro análisis.
En las restantes ocasiones se emplea para establecer que la misma es un de-
recho fundamental de la persona, en virtud del art. 24 de la CE y del artículo 5.1 
del Convenio Europeo de Derechos Humanos (STC 341/1993).
Encontramos el término acompañado del adjetivo jurídica, para indicar que 
la misma es un principio consagrado en el art. 9.3 de la CE, el cual no se respe-
ta cuando una norma de bases no sigue el “modelo formal de bases” al deferir 
“su determinación a una actividad hermenéutica, la «inferencia natural» desde el 
propio contenido de la norma” (STC 385/1993).
2.2.13.5.9. Igualdad 
El término igualdad se emplea en cuatro ocasiones, todas ellas en singular.
Los poderes públicos, por lo establecido en el art. 9.2 de la CE, deberán 
“promover las condiciones para que la libertad y la igualdad... sean reales y efec-
tivas” (cf. STC 109/1993). Esta igualdad real, otorga al legislador “una amplia li-
bertad de confi guración de esas condiciones según lo exigido para lograr aquella 
fi nalidad” (STC 109/1993), por lo que, puede ir contra la igualdad jurídica que se 
proclama de todos los españoles (cf. STC 94/1993), y partiendo “de las diferen-
cias existentes en la realidad para establecer algún trato diferencial compensato-
rio de situaciones desfavorables con el fi n de lograr aquella efectiva igualación” 
(STC 109/1993). Por lo que, en consecuencia, no puede 
“afi rmarse genéricamente que cualquier ventaja legal otorgada a la mujer sea 
siempre discriminatoria para el varón por el mero hecho de no hacerle partícipe 
de la misma (como podría al contrario serlo para la mujer la que le impusiera 
una privación solamente por razón del sexo). Y, al contrario, la justifi cación de 
tal diferencia podría hallarse en una situación de desventaja de la mujer que se 
trata de compensar; en este caso, porque ello tiene lugar frente a la relación de 
trabajo; y sin perjuicio de que el legislador pueda extender el benefi cio al varón 
o incluso suprimirlo sin que ello se oponga tampoco a los preceptos constitucio-
nales invocados” (STC 109/1993).
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2.2.13.5.10. Derecho 
El término derecho se emplea en setenta y nueve ocasiones, cuarenta y sie-
te en singular y treinta y dos en plural. Podemos clasifi car el término en cuatro 
grupos, atendiendo al contenido de signifi cado con el que se emplea el mismo.
Primero, en referencia a las facultades que la Constitución reconoce en su 
Título I, Capítulo II a diversos sujetos. En esos casos el término viene acompaña-
do del adjetivo fundamentales los cuales son la confi guración de libertades con-
cretas, que no son otra cosa que manifestaciones fenoménicas de la libertad como 
valor que “inspira la entera concepción constitucional desde su pórtico, donde 
se invoca como el primero y principal de los pilares del sistema (art. 1 CE)” (STC 
233/1993). Estos derechos deben ser interpretados, en virtud del art. 10.2 de la 
CE, conforme a la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
que establece el criterio interpretativo de aplicación (cf. STC 303/1993). No todos 
los derechos fundamentales estarán al mismo nivel. Los derechos fundamentales 
reconocidos en el art. 20, apartados a y d, al signifi car “el reconocimiento y la ga-
rantía de una institución política fundamental, que es la opinión pública libre, in-
disolublemente ligada al pluralismo político, por lo que, trasciende el signifi cado 
común y propio de los demás derechos fundamentales” se situarán por encima 
del resto (cf. STC 371/1993). 
El TC hace mención de algunos de estos derechos fundamentales en con-
creto: a residir y a desplazarse libremente (STC 94/1993), derecho al trabajo (STC 
3/1993), derecho a la asistencia letrada (STC 12/1993), derecho a contraer matri-
monio (STC 47/1993), derecho a la libre circulación (STC 94/1993), derecho a la 
intimidad (STC 142/1993), derecho de control sobre los datos relativos a la pro-
pia persona (STC 254/1993)… De estos derechos solo corresponderán a la perso-
na por el hecho de serlo, aquellos que sean necesarios para preservar la dignidad 
humana (cf. STC 94/1993), en concreto no serán necesarios para preservar dicha 
dignidad y, en consecuencia, solo se reconocerán plenamente a los ciudadanos 
españoles: el derecho de sufragio (cf. STC 94/1993), y el derecho a la libre circu-
lación (cf. STC 94/1993).
Segundo, acompañado del adjetivo humanos en referencia a aquellos dere-
chos reconocidos en convenios y tratados internacionales. Como se ha indicado 
previamente se utiliza dentro de la denominación de los organismos encargados 
de juzgar e interpretar las normas “el Convenio Europeo de Derechos Humanos 
(STC 94/1993 y STC 303/1993)— que recogen estos derechos como el Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos (STC 303/1993, STC 341/1993 y STC 371/1993). 
La doctrina asentada por el TEDH la empleará el TC para fundamentar sus argu-
mentos jurídicos. Dentro de estos derechos también encontramos aquellos que se 
aplican tan solo a una parte de la población por una característica personal: los 
Derechos del niño, que son aplicables en todos los países fi rmantes de la declara-
ción que los recoge (cf. STC 233/1993).
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Tercero, acompañado de diversos adjetivos que califi can diversos tipos de 
derechos: derechos compensatorios (STC 3/1993), derechos prestacionales (STC 
3/1993)… con el fi n de llevar a cabo una protección social, que permita paliar las 
desigualdades reales en la sociedad (cf. STC 3/1993).
Por último, el término se emplea en referencia a todo o a parte del sistema 
jurídico: Derecho (STC 212/1993). También se emplea para designar una parte 
del mismo: Derecho interno (STC 233/1993), Derecho privado (STC 340/1993). 
Derecho que debe ser aplicado tanto por los legisladores como por otros “apli-
cadores del Derecho”, que deben respetar en todo caso la imagen del Derecho 
delimitada en cada momento, los conceptos que lo perfi lan, a través de las “ideas 
generalizadas y convicciones generalmente admitidas entre los juristas, los Jue-
ces y, en general, los especialistas en Derecho” (cf. STC 241/1993).
2.2.13.5.11. Deber 
El término deber se emplea en cuatro ocasiones, tres en singular y una en 
plural. Se utiliza en el sentido de obligatoriedad de una conducta, por ejemplo: 
el identifi carse ante el requerimiento de los agentes “constituye una «obligación» 
legal” que posibilita “asegurar la identifi cación de las personas afectadas, cuando 
no haya otro medio para ello, incluso mediante su privación de libertad” (STC 
342/1993).
Se indica que los derechos como tales, reconocen facultades, pero no esta-
blecen “un deber u obligación” (STC 47/1993). No todas las personas tendrán 
los mismos deberes, sino que la existencia de los mismos podrá depender de 
circunstancias personales, como la labor realizada; por ejemplo, a los militares se 
les reconoce unos “específi cos deberes y responsabilidades” (cf. STC 371/1993), 
y el director del periódico un deber de diligencia en la identifi cación de quien se 
expresa en a través de su medio (cf. STC 336/1993).
2.2.13.5.12. Honor 
El término honor se emplea en cuatro ocasiones, todas ellas en singular. 
Se establece que el mismo es objeto de protección por un derecho fundamental 
(cf. STC 254/1993). Contra este derecho atentan la imputación de conductas de-
gradantes a la persona (cf. STC 123/1993), el uso de la informática cuando no 
respete los límites que establece el propio derecho (cf. STC 254/1993) y aquellos 
actos que no respetando el derecho se hagan sin identifi car al autor, ya que esto 
supondría “la creación de espacios inmunes a posibles vulneraciones del derecho 
al honor constitucionalmente garantizado”, al no poderse imputar la conducta 
delictiva a ningún sujeto, por no poder identifi carlo (cf. STC 336/1993).
2.2.13.5.13. Familia 
El término familia se emplea en una ocasión, al indicar que la regulación de 
la baja de maternidad y la lactancia materna no supone una interferencia en la 
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“organización de la familia o al reparto de las responsabilidades entre el padre 
y la madre, sino a la regulación de las condiciones de trabajo” que encuentra un 
“fundamento objetivo y razonable en la peculiar incidencia que respecto de la 
situación laboral de aquélla tiene el hecho de la maternidad y la lactancia” (STC 
109/1993).
2.2.13.5.14. Matrimonio 
El término matrimonio se emplea en dos ocasiones, en la STC 47/1993, como 
objeto de un derecho fundamental, que implica una facultad, pero en ningún 
caso un deber. Por lo que, en consecuencia, no se puede “reprochar a un miembro 
de una unión matrimonial que no haya contraído matrimonio, cualquiera que sea 
la causa de tal decisión”. Ya que esa decisión pertenece “al ámbito de la libertad 
de la persona y se vincula con sus convicciones y creencias más íntimas”, lo que 
“hace que sean irrelevantes las circunstancias o motivaciones que han podido 
determinar tanto la constitución como el mantenimiento de esa unión no matri-
monial”. Consecuentemente para la protección constitucional no se podrá tener 
en cuenta este hecho, siendo sufi ciente para ser objeto de la misma “la existencia 
de una unión estable” (cf. STC 47/1993).
2.2.13.5.15. Tutela 
El término tutela se emplea en una ocasión en la STC 233/1993, para indicar 
que la misma, cuando los sujeto entren en la categoría de niños, debe realizarse 
conforme a:
 “los principios y (…) las garantías establecidas en la Convención de Naciones 
Unidas sobre los Derechos del Niño que lleva fecha de 20 de noviembre de 1989 
y fue ratifi cada el 30 de noviembre de 1990 [art. 40.2 b)] (RCL 1990\2712), (…) 
a las llamadas «reglas mínimas de las Naciones Unidas para la administración 
de la justicia de menores» o «reglas de Beijing» (arts. 14 y 15) aprobadas por la 
Asamblea General el 29 de noviembre de 1985”. 
2.2.13.6. Fuentes doctrinales y jurisprudenciales especifi cadas en las sen-
tencias
El TC a la hora de fundamentar su doctrina hace referencia, en el plano 
internacional, a la doctrina asentada por el TEDH en las sentencias: STEDH de 8 
de junio de 1976, caso Engel y otros (STC 371/1993); STEDH de 6 diciembre 1988, 
Barberá, Messegué y Jabardo c. España; STEDH de 19 diciembre 1990, Delta c. 
Francia; STEDH de 19 febrero 1991 Isgro c. Italia; STEDH de 26 abril 1991 Asch 
c. Austria; STEDH de 27 septiembre 1990, Windisch c. Austria; STEDH de 20 no-
viembre 1989, Kostovski c. Holanda; STEDH de 15 junio 1992, Lüdi c. Suiza (STC 
303/1993) y STEDH de 18 de junio de 1971, Caso de Wilde, Ooms y Versyp (STC 
341/1993).
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También en el plano internacional hará referencia al “Convenio de Roma” 
(STC 341/1993), a la “Convención de Naciones Unidas sobre los Derechos del 
Niño que lleva fecha de 20 de noviembre de 1989” (STC 233/1993) y a las llama-
das “«reglas mínimas de las Naciones Unidas para la administración de la justi-
cia de menores» o «reglas de Beijing»” (STC 233/1993), al “Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos de 1966 (RCL 1977\893 y ApNDL 3630)” (STC 
94/1993) y al “Cuarto Protocolo del Convenio Europeo de Derechos Humanos 
(RCL 1979\2421 y ApNDL 3627)” (STC 94/1993).
En el plano nacional hará referencia a su propia jurisprudencia de años an-
teriores y al Tribunal Supremo (STC 94/1993).
2.2.13.7. Conclusiones
Primero, el TC —en este año de 1993— añade a los criterios interpretativos 
de años anteriores, la indicación de que los conceptos utilizados por la CE no 
pueden considerarse en ningún momento “vacío de todo contenido o, lo que es 
lo mismo, a merced de la libre determinación del poder público (del legislador o 
de los aplicadores del Derecho)” (STC 341/1993). Ya que hay que tener en cuenta 
que: 
““la Constitución no surge, ciertamente, en una situación de vacío jurídico, sino 
en una sociedad jurídicamente organizada”, lo que es especialmente determi-
nante para “desarrollar o, en su caso, interpretar los conceptos jurídicos que el 
Texto fundamental ha incorporado, conceptos que pueden tener —así ocurre 
con el de «fl agrancia»— un arraigo en la cultura jurídica en la que la Constitu-
ción se inscribe y que deben ser identifi cados, por lo tanto, sin desatender lo que 
tempranamente llamó este Tribunal las «ideas generalizadas y convicciones ge-
neralmente admitidas entre los juristas, los Jueces y, en general, los especialistas 
en Derecho» (STC 11/1981, fundamento jurídico 8.º). Ideas y convicciones que 
contribuyen así, en cada momento, a delimitar una imagen del Derecho, o de 
los conceptos que lo perfi lan, que resulta indispensable, como dijimos en la Sen-
tencia citada, para reconocerlo o no subsistente en las regulaciones de las que 
pueda ser objeto, esto es, para captar, en defi nitiva, lo que la Constitución llama 
su contenido esencial (art. 53.1 de la Constitución)”” (STC 341/1993).
Además, establece que “la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Dere-
chos Humanos que, de conformidad con lo dispuesto en el art. 10.2 de nuestra 
Constitución, ha de servir de criterio interpretativo en la aplicación de los precep-
tos constitucionales tuteladores de los derechos fundamentales” (STC 303/1993). 
Prosigue afi rmando que “Esta reciente doctrina del Tribunal Europeo no solo 
resulta de aplicación inmediata en nuestro ordenamiento en virtud de lo dis-
puesto en el art. 10.2 de la CE, sino que desde siempre se ha encontrado recogida 
en el art. 297.2.º LECrim” (STC 303/1993), cambiando la doctrina asentada por el 
propio TC justo unos años antes60, en la que indicaba que solo era de aplicación 
60 Atender al respecto la exégesis del año 1991, en concreto a lo establecido por el TC en la STC 245/1991.
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directa la doctrina asentada por la jurisprudencia del TEDH en las sentencias en 
que España formara parte, sin embargo, la jurisprudencia que el TC cita y que 
considera de aplicación directa no tiene en ningún caso a España como parte: 
“STEDH, Delta c. Francia, 19 diciembre 1990, A. n.º 191, p. 36; Isgro c. Italia, 19 
febrero 1991, A. n.º 194—A, p. 34; Asch c. Austria, 26 abril 1991, A. n.º 203, p. 27; 
en particular sobre la prohibición de declaración de testigos «anónimos», vide: 
Windisch c. Austria, 27 septiembre 1990, A. n.º 166 p. 26; Kostovski c. Holanda, 
20 noviembre 1989, A. n.º 166, p. 41 y Lüdi c. Suiza, 15 junio 1992, A. n.º 238, p. 
47) TEDH 1992\3 “ (STC 303/1993).
En cuanto a quién es persona no encontramos una defi nición de lo mismo. 
Sí que se establece, como hemos visto que habrá personas jurídicas que serán 
privadas y otras que serán públicas. Las personas jurídicas públicas no tienen por 
qué tener esta clasifi cación en todos los ámbitos jurídicos, sino tan solo en aque-
llas materias en que hayan sido equiparadas con el Estado y los otros entes de 
Derecho público. Por ejemplo, la Iglesia Católica en materia de arrendamientos 
urbanos. Acerca de la relación del término persona con el resto de términos de 
signifi cación próxima no añade la jurisprudencia de este año nada relevante a lo 
establecido en años anteriores que nos permita establecer con mayor claridad la 
relación entre ellos.
La pregunta por la naturaleza de la persona, qué es la persona, tampoco se 
responde de forma expresa. Sí que se establecen, como en años anteriores, atri-
butos o características de la misma. Además de los atributos ya reconocidos, la 
jurisprudencia del año 1993, como hemos visto, establece diversas características 
y rasgos de la persona, recogemos de forma esquemática lo indicado previamen-
te en el análisis de los términos.
La persona es libre; es decir, es capaz de orientar su propia acción en el mar-
co de las normas generales —volui, sed coactus volui—. Esta libertad, reconocida a 
la persona en el art. 17 de la CE, constituye el soporte de las demás libertades, en 
cuanto las mismas son confi guraciones concretas como derechos fundamentales 
del abanico de manifestaciones fenoménicas, en que se despliega la libertad.
Las personas tienen voluntad, la cual no siempre será siempre tenida en 
cuenta, ya que ningún derecho es absoluto, y en ocasiones, la falta de relevan-
cia de la voluntad de la persona puede ser un elemento vital para alcanzar la 
fi nalidad perseguida por la norma, como, por ejemplo, puede ser inmovilizada, 
incluso contra su voluntad, sin que sea ilegal, cuando lo realice la policía para su 
identifi cación. 
Las personas pueden tener relevancia y notoriedad públicas. Si éste es el 
caso, cualquier declaración que las mismas hagan se convierte en hecho noticia-
ble.
Finalmente, la persona como ser sexuado en cuanto que varón y mujer será 
diferente biológicamente —si psicológicamente también no se indica, ni se puede 
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desprender de la sentencia—, ya que la maternidad, —embarazo, parto y lactan-
cia— es una realidad biológica propia de la mujer. Esta realidad biológica sitúa 
a la mujer en una situación de desventaja, pero no puede servir para justifi car la 
consideración de la misma como “miembros subordinados en la estructura fami-
liar con respecto del padre o hermano, de tal forma que al conectarse con el hecho 
de que sobre ellas recae el trabajo del hogar familiar” (STC 3/1993), y tampoco 
puede impedirse a la misma el acceso al trabajo en condiciones de igualdad, im-
poniendo mentalidades de otra época que pretendían mantener a la mujer apar-
tada del taller y de la fábrica, ocupada en tareas de hogar.
Sobre las cualidades que pone en relación el propio texto del 78, vemos 
cómo, al igual que en años anteriores, en su mayoría no se defi nen, no se estable-
ce claramente su contenido de signifi cado. Sin embargo, en algunos casos sí que 
se establecen notas características de los mismos. No queriendo reproducir lo ya 
dicho anteriormente, recogemos aquellos términos de los que se establecen notas 
relevantes para nuestro objeto de estudio, en concreto atendemos a los términos: 
libertad, igualdad, familia.
En cuanto a la libertad, se profundiza lo indicado en años anteriores, al es-
tablecer que la misma como valor, “inspira la entera concepción constitucional 
desde su pórtico, donde se invoca como el primero y principal de los pilares del 
sistema (art. 1 CE). Este principio se despliega en un abanico de manifestaciones 
fenoménicas, libertades concretas confi guradas como derechos fundamentales, 
entre las cuales se encuentra la libertad personal, soporte de las demás (art. 17)” 
(STC 233/1993).
Como hemos visto previamente, se reitera la doctrina por la cual se consi-
derará constitucional la discriminación positiva, en base al principio de igualdad 
—real o sustantiva— que otorga al legislador una amplia libertad de confi gura-
ción de normas que fi jen condiciones, aunque vayan contra la igualdad formal, 
siempre que las mismas sirvan para solucionar las diferencias existentes en la 
realidad.
Se indica que la organización de la familia, el reparto de responsabilidades 
entre el padre y la madre no podrá ser nunca objeto de regulación estatal, ni di-
recta ni indirectamente.
En cuanto al concepto de matrimonio, se establece que la unión matrimo-
nial —que no se defi ne— no se funda en el acto de contraer matrimonio, sino 
que para que la misma exista y despliegue sus consecuencias jurídicas solo será 
necesaria una unión estable. Esto supone alterar la doctrina asentada en años an-
teriores61, que fi jaba una diferencia entre el matrimonio y las convivencias more 
uxorio, aceptando la posibilidad de diferentes consecuencias jurídicas. En este 
61 Atender al respecto la exégesis de los términos en el año 1990, concretamente en relación con lo estable-
cido en la STC 184/1990.
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año 1993 se establece que al estar esta decisión dentro del ámbito de libertad del 
sujeto, no puede implicar un trato diferente por parte de la administración. Sien-
do indiferente para la misma los motivos que han llevado a la persona a tomar 
una decisión u otra —en la jurisprudencia previa solo se igualaba al matrimonio 
las relaciones more uxorio que debían su origen a la imposibilidad de las partes 
de contraer legalmente matrimonio—.
Finalmente, en cuanto a la tercera pregunta: la razón por la que persona se 
expresa como titular de derechos y de qué derechos es titular la persona por el 
mero hecho de ser persona, en el año 1993 se reitera la doctrina asentada en años 
anteriores que establece que la persona es titular de aquellos derechos impres-
cindibles para la dignidad humana. Indicando la jurisprudencia de este año, que 
entre los mismos no se encuentra la libertad de circulación a través de las fron-
teras del Estado, ni el derecho a residir dentro de ellas, ni el derecho de sufragio 
activo y pasivo.
Por el contrario, sí que tendrá derecho a contraer matrimonio o a convivir 
more uxorio, esta elección cae dentro de su ámbito de libertad, por lo que, como 
hemos indicado, no podrá tener consecuencias jurídicas. Se reconoce como titular 
del derecho a la asistencia letrada, del derecho a la libertad frente al uso de sus 
datos y el derecho al honor y a la intimidad.
Se establece que todas las personas sometidas a la jurisdicción de los Esta-
dos contratantes del Convenio de Roma, es decir, bajo el poder efectivo de los 
mismos, serán titulares de todas las libertades en ella recogida. 
Aunque todo derecho estará sometido a límites ya que no son facultades 
absolutas, límites que pueden derivar del propio derecho o de la persona que lo 
ejerce en función de su labor profesional o social. 
2.2.14. 1994
Al igual que en años anteriores, en el año 1994 no se producen cambios en 
la composición del Tribunal Constitucional62. La jurisprudencia relevante de este 
año está compuesta por veintiséis sentencias de un total de ciento sesenta y cinco.
2.2.14.1. Persona: su expresión singular y plural
El término persona se emplea en cincuenta y ocho ocasiones, veintiocho 
en singular y treinta en plural, a lo largo de diecisiete sentencias de la jurispru-
dencia seleccionada. Nueve son los ponentes de dichas sentencias: don Miguel 
62 Tribunalconstitucional.es.—2017—. Historia del Tribunal Constitucional. [online] Disponible en: https://
www.tribunalconstitucional.es/es/tribunal/historia/Paginas/Tribunal—Constitucional—de—Espania.
aspx [Acceso 6 Junio 2017].
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Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer —STC 7/1994 y STC 173/1994—, don Vicente 
Gimeno Sendra —STC 12/1994—, don Carles Viver Pi-Sunyer —STC 16/1994, 
STC 154/1994 y STC 313/1994—, don Eugenio Díaz Eimil —STC 34/1994, STC 
146/1994 y STC 183/1994—, don Rafael de Mendizábal Allende —STC 55/1994, 
STC 74/1994 y STC 170/1994—, don Julio Diego González Campos —STC 
57/1994—, don Fernando García—Mon y González Regueral —STC 63/1994 y 
STC 215/1994—, don José Gabaldón López —STC 117/1994— y don Álvaro Ro-
dríguez Bereijo —STC 150/1994—.
Lo encontramos empleado para referir al ser humano, al individuo, no de-
terminado en el momento presente: STC 55/1994, STC 57/1994, STC 74/1994, 
STC 154/1994, STC 183/1994. Sin aportar mayor contenido de signifi cado que su 
propio uso.
En el resto de ocasiones lo encontramos empleado, por un lado, como pro-
posición subordinada adjetiva, lo que equivaldría a decir personal; por otro, en 
la función sintáctica de sujeto o de complemento directo, al ser quien realiza la 
acción o sobre quien recae la acción realizada. Ambos usos se encuentran entre-
mezclados en las sentencias, por lo que, procedemos a analizar lo establecido en 
cuanto al contenido de signifi cado del término de forma conjunta. 
La persona es digna, además tiene pudor y recato (cf. STC 7/1994). Esta dig-
nidad de la persona puede verse puesta en peligro por las acciones de terceros. 
Sin embargo, el TC establece que una prueba de paternidad en cuanto consis-
tente en un “examen hematológico por parte de un profesional de la medicina” 
realizado en las circunstancias adecuadas no atenta ni contra dicha dignidad, ni 
“según un sano criterio” supone “violación del pudor o recato de una persona” 
(cf. STC 7/1994).
La persona manifi esta su libertad “en el mundo físico por medio de la ac-
tuación de su cuerpo y las cualidades del mismo” (STC 117/1994). La realidad 
del cuerpo físico de la persona implica que toda persona tiene una imagen físi-
ca, una voz, un nombre, unos atributos característicos que son cualidades de-
fi nitorias de su ser propio, y que le son atribuidas como posesión inherente e 
irreductible (cf. STC 117/1994). Estas características defi nitorias, expresiones de 
la persona misma están protegidas, con la protección más alta en nuestra Cons-
titución, a través de los derechos fundamentales de la personalidad a la propia 
imagen, al honor y a la intimidad personal garantiza un ámbito de libertad res-
pecto de dichos atributos más característicos, propios e inmediatos de la persona, 
“capaz de impedir o limitar la intervención de terceros contra la voluntad del 
titular” (STC 117/1994). La protección de la imagen comprende tanto el ámbito 
de la intimidad, como “el poder de decisión sobre los fi nes a los que hayan de 
aplicarse las manifestaciones de la persona a través de su imagen, su identidad 
o su voz” (STC 117/1994), y el derecho a la intimidad “limita la intervención de 
otras personas y de los poderes públicos en la vida privada” por medio de “la 
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observación y captación de la imagen y sus manifestaciones como de la difusión 
o divulgación posterior de lo captado”(STC 117/1994). Las personas o personajes 
públicos o de notoriedad profesional pueden ver limitado estos derechos cuando 
estos colisionen con los derechos del art. 20 de la CE, o cuando voluntariamente, 
de forma gratuita o con un interés comercial, ceden su imagen a terceros. Aunque 
esta autorización siempre puede ser revocada (cf. STC 117/1994). Revocación 
que tendrá consecuencias por las relaciones jurídicas y derechos creados, incluso 
a favor de terceros, valoración que le corresponderá llevar a cabo a los Tribunales 
ordinarios (cf. STC 117/1994). En cambio, si se trata de una persona común se 
invierte el orden de preferencia de los derechos en colisión primando el derecho 
a la intimidad, al honor y a la propia imagen, frente a los derechos del art. 20 de 
la CE (cf. STC 170/1994).
La persona es un ser sexuado, puede ser varón o mujer. El sexo de la perso-
na afecta a diversas condiciones o circunstancias de la misma; por ejemplo, será 
propio de la mujer la maternidad, lo que implica el embarazo, parto y lactancia 
(cf. STC 173/1994). Ninguna de estas condiciones o circunstancias que tengan 
con el sexo de la persona una relación de conexión directa e inequívoca, podrán 
suponer un perjuicio para dicha persona, pudiendo los poderes públicos desa-
rrollar las medidas que consideren convenientes para paliar las consecuencias 
negativas a las que da lugar esta situación, aunque devenga en la creación de 
unos privilegios para determinado grupo frente a otro (cf. STC 173/1994).
Para la defensa de los derechos fundamentales podrá presentar un recurso 
de amparo tanto la persona natural como jurídica que tenga intereses legítimos. 
Esto implica que también podrán presentar el recurso aquellas personas que ten-
gan vínculos estrechos —como los familiares— que la unan a la persona cuyos 
derechos se han visto violentados. Por ejemplo, en el caso de habeas corpus esta-
rán legitimadas personas y entidades distintas a la privada de libertad, cuando 
tengan un especial vínculo —como el sanguíneo—, a instar el procedimiento (cf. 
STC 12/1994).
La persona puede ser capaz o incapaz. Ser incapaz se entiende como la si-
tuación de la persona que se encuentra, aun habiendo pasado la infancia, en un 
estado de inmadurez propia de ésta (cf. STC 55/1994). Estas personas están prote-
gidas por la propia CE y por la Declaración de los Derechos del Retrasado Mental, 
aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de diciembre de 
1971, que establece que “La persona mentalmente retrasada tiene, por encima de 
todos los demás, el derecho de ser respetada” y “debe gozar, hasta el máximo 
grado de viabilidad, de los mismos derechos que los demás seres humanos” (STC 
215/1994). Por ello, los poderes públicos ejercerán una labor tuitiva tanto sobre las 
personas incapaces como sobre los infantes. Dentro de esta labor tuitiva se enmar-
ca la prohibición de contratar seguros de vida sobre su cabeza (cf. STC 55/1994). 
Sin embargo, la condición de incapaz, cuando además concurra una defi ciencia 
psíquica grave —generadora de la imposibilidad de comprender los aspectos bá-
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sicos de su sexualidad y de las medidas de intervención corporal— permitirá que 
las mismas puedan ser esterilizadas, cuando “aquélla haya sido autorizada por 
el Juez a petición del representante legal del incapaz, oído el dictamen de dos 
especialistas, el Ministerio Fiscal y previa exploración del incapaz”, ya que las 
mismas no pueden dar su consentimiento libre (cf. STC 215/1994). A diferencia de 
las personas capaces de las que se requerirá su consentimiento voluntario y libre 
para poder lesionarlas, aunque solo en los casos de trasplantes de órganos, este-
rilizaciones y cirugía transexual, estando totalmente prohibida en los restantes 
supuestos, aunque medie consentimiento libre del lesionado (cf. STC 215/1994), 
pues se entiende que en dichos supuestos la persona está ejerciendo su autodeter-
minación en orden a su integridad física (cf. STC 215/1994).
La persona puede acudir directamente a aquellos sitios en los que es reque-
rido, en ese sentido se indicará que acudió en persona (cf. STC 7/1994).
La vida, salud e integridad de las personas se puede poner en peligro por 
conductas de terceros; por ejemplo, por la conducción de un automóvil. Los auto-
res de las conductas que entrañen dicho peligro deberán estar en todo momento 
identifi cados y podrán ser reguladas las mismas por los Poderes públicos (cf. 
STC 154/1994 y STC 313/1994). Además, la integridad de la persona se verá 
afectada por las torturas, penas y tratos inhumanos, los cuales no son, en virtud 
de la doctrina asentada por la jurisprudencia del TC y del TEDH, sino “nociones 
graduadas de la misma escala”, por lo que, la clasifi cación en uno u otro grupo 
dependerá de “la intensidad de los sufrimientos infl igidos a una persona” (cf. 
STC 57/1994). Entre las mismas se encontraría el que una persona, contra su vo-
luntad, se vea en la situación de exponer y exhibir su cuerpo desnudo ante otra 
persona, sin que exista la necesaria justifi cación, lo que supone una quiebra de su 
derecho a la intimidad corporal (cf. STC 57/1994).
Las personas realizan diversas actividades laborales. El derecho al trabajo 
no es un derecho de la persona, por lo que, las personas extranjeras para ejercer 
una actividad laboral por cuenta ajena deberán contar con los permisos de traba-
jo y residencia (cf. STC 150/1994). Respecto a los restantes trabajadores hay que 
tener en cuenta que la condición religiosa de una persona —si es consagrado— 
será irrelevante para el ejercicio de una actividad laboral ajena a su status, por lo 
que, los religiosos que trabajen para terceros serán considerados como trabajado-
res por cuenta ajena con independencia de su condición (cf. STC 63/1994). Por 
las rentas que reciba, tanto de su trabajo como por cualquier otra vía, la persona, 
como individuo, estará sujeta al Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. 
No pudiendo, por lo tanto, establecerse comparaciones entre distintos núcleos 
familiares con la misma renta, sino tan solo entre las personas individualmente 
consideradas (cf. STC 146/1994).
La capacidad económica real de una persona, marcada por sus circunstan-
cias personales, puede ser muy dispar, ya que junto a los ingresos hay que tener 
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en cuenta los gastos. Sin embargo, no tener en cuenta esta realidad, sino tan solo 
el criterio objetivo del gasto no supone de forma automática una violación del 
artículo 14, en cuanto se estaría tratando de forma diferente a personas con una 
capacidad económica real igual, pero con unos ingresos diversos, sino que habrá 
que atender al caso concreto de cada norma (cf. STC 16/1994).
El término ciudadano debe interpretarse en sentido amplio: incluyendo a 
las personas físicas y a las jurídicas tanto en el ámbito constitucional como en 
cualquier otro ámbito del sistema jurídico (cf. STC 34/1994). Por ello, cualquier 
persona privada —física o jurídica— está legitimadas para ejercer la acción penal 
y podrá personarse como acusación popular (cf. STC 34/1994). 
2.2.14.2. Sus derivados
2.2.14.2.1. Personal 
El término personal se emplea en diecisiete ocasiones, catorce en singular y 
tres en plural. 
Lo encontramos empleado primero, como sustantivo masculino singular, 
en referencia a los trabajadores de una empresa. En este sentido se emplea en la 
STC 57/1994 para indicar que la acción debe ser realizada por “personal del cen-
tro penitenciario adecuado para tal fi nalidad”.
Segundo, se emplea como adjetivo califi cativo de los sustantivos a los que 
acompaña, equivaldría a decir de la persona. Entre los derechos personales se 
encuentra la libertad deambulatoria o de movimientos (cf. STC 12/1994), la so-
licitud de asilo —que debe hacerse de forma inmediata al entrar en territorio 
español— (cf. STC 12/1994), la intimidad personal (STC 57/1994), a la seguridad 
jurídica —la cual “está relacionada inevitablemente con la seguridad personal”, 
soporte de la libertad de todos, “en la situación respectiva de medio a fi n”— (STC 
325/1994). También se establece que nadie puede ser condenado sin haber sido 
oído en audiencia personal (STC 181/1994).
Será potestad de la autoridad pública, y en concreto de los Tribunales “pre-
venir la vulneración de derechos fundamentales, que les vinculan como bases 
objetivas de nuestro ordenamiento, incluso si esa vulneración se espera de auto-
ridades extranjeras”, por lo que, en cada caso de extradición habrá que valorar la 
situación personal del extraditado, y la garantía de sus derechos fundamentales 
en el país que lo reclama (cf. STC 13/1994). Además, las personas, como acusa-
dor popular, podrán solicitar la protección de amparo de un derecho cuando en 
“defensa del interés común sirva para sostener un interés legítimo y personal” 
(STC 34/1994).
Del trabajo personal derivan las rentas del trabajo. El trabajo personal no 
puede ser transmitido a terceros, pues la fuente de dicho trabajo es “la prestación 
del trabajo personal, incluidas los conocimientos y capacidades del sujeto que lo 
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presta” el cual “participa en el tráfi co jurídico y económico prestando su trabajo 
a cambio de una remuneración” (STC 146/1994). Remuneración que solo podrá 
ser imputada al sujeto que realiza el trabajo (cf. STC 146/1994). Las personas tie-
nen que mantener un nivel de ingresos que les permitan su subsistencia personal 
y familiar. Estos ingresos se ven garantizados con el doble del salario mínimo. 
Este criterio no refl eja la capacidad económica real al no tener en cuenta todas las 
circunstancias personales del sujeto, sin embargo, es objetivo (cf. STC 16/1994). 
Por debajo de este umbral los poderes públicos podrán ayudar a la persona; por 
ejemplo, mediante el reconocimiento del derecho a la justicia gratuita (cf. STC 
16/1994).
2.2.14.2.2. Personalidad  
El término personalidad se emplea en diez ocasiones, nueve en singular y 
una en plural. 
La personalidad humana debe ser respetada en toda circunstancia, tam-
bién por las actuaciones penitenciarias llevadas a cabo sobre los reclusos (cf. 
STC 57/1994). Esto implica que hay: bienes de la personalidad, los cuales vie-
nen determinados por los valores dominantes en nuestra cultura, que deben ser 
respetados (cf. STC 57/1994), y derechos de la personalidad, como el derecho a 
la propia imagen, el derecho al honor y el derecho a la intimidad personal (cf. 
STC 117/1994). Estos derechos garantizan “el ámbito de libertad de una persona 
respecto de sus atributos más característicos, propios e inmediatos como son la 
imagen física, la voz o el nombre, cualidades defi nitorias del ser propio y atri-
buidas como posesión inherente e irreductible a toda persona” (STC 117/1994). 
Además, habrá libertades que deriven del libre desarrollo de la personalidad, 
como la libertad de procreación (cf. STC 215/1994). 
En la persona incapaz, el proceso de maduración de la personalidad que se 
lleva a cabo en las diferentes “etapas que componen sucesivamente la biografía 
del ser humano”, se queda en el de la infancia, siendo comparables ambas situa-
ciones por “la inmadurez de uno y otro, en su desvalimiento” (STC 55/1994). 
Estas personas deberán ser equiparadas en todo lo posible a las personas capaces, 
incluido en el desarrollo de su personalidad “sin otras trabas que las imprescin-
dibles que deriven necesariamente de la grave defi ciencia psíquica que padece, 
permite afi rmar su justifi cación y la proporcionalidad del medio previsto para 
la consecución de esos fi nes” (STC 215/1994). Por ejemplo, la esterilización au-
torizada por terceros, en las condiciones vistas al analizar el término persona, se 
justifi cará en que la misma 
“le permite no estar sometido a una vigilancia constante que podría resultar con-
traria a su dignidad (art. 10.1 CE) y a su integridad moral (art. 15.1 CE), haciendo 
posible el ejercicio de su sexualidad, si es que intrínsecamente lo permite su pa-
decimiento psíquico, pero sin el riesgo de una posible procreación cuyas conse-
cuencias no puede prever ni asumir conscientemente en razón de su enfermedad 
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psíquica y que, por esa misma causa, no podría disfrutar de las satisfacciones y 
derechos que la paternidad y maternidad comportan, ni cumplir por sí mismo los 
deberes (art. 39.3 CE) inherentes a tales situaciones” (STC 215/1994).
Se indica, como en años anteriores, que las personalidades públicas verán 
limitados sus derechos de la personalidad, frente a los proclamados en el art. 20 
de la CE, no así las personas privadas (cf. STC 170/1994). Aunque prevalecen 
sobre otros derechos que se hayan creado por la cesión contractual de los objetos 
que protegen —la imagen personal—. Sin embargo, de la revocación de la cesión 
puedan derivarse efectos jurídicos (cf. STC 117/1994). 
Finalmente, las agrupaciones sociales, “creadas por voluntad de la ley en 
función de diversos intereses sociales, fundamentalmente profesionales”, se en-
contrarán dotadas, en gran parte de los casos de personalidad jurídica-pública, 
gozando de los derechos y deberes establecidos para esta clase de personas (cf. 
STC 179/1994). 
2.2.14.3. Términos de signifi cación próxima
2.2.14.3.1. Individuo 
El término individuo se emplea en cuatro ocasiones, dos en singular y dos 
en plural.
La inmadurez de la persona dependerá de razones que se encuentran “más 
en el propio individuo que en las circunstancias sociales y tiene que ver directa-
mente con el proceso de maduración de la personalidad” (STC 55/1994).
Los derechos del individuo como la integridad física pueden verse limita-
dos, cuando sea necesario para la defensa de otro derecho fundamental, y así lo 
establezca el juez (cf. STC 7/1994).
Los individuos serán gravados en sus rentas de la misma manera, en con-
diciones de igualdad, independientemente de su situación familiar, al ser este 
el modelo de tributación individual por el que ha optado el legislador (cf. STC 
146/1994).
2.2.14.3.2. Hombre, varón y mujer 
El término hombre se emplea en dos ocasiones, ambas en singular. Una y 
otra con el contenido de signifi cado de ser humano, tanto varón como mujer, al 
hablar de la “Declaraciones del Hombre y del Ciudadano de 1789 y 1793” como 
origen histórico, primera expresión legislativa, y confi guración sustantiva de las 
libertades y derechos fundamentales, subjetivos y por ello, individuales (cf. STC 
325/1994).
El término varón se emplea en dos ocasiones, una en singular y otra en plu-
ral. En singular se emplea como sustantivo, para establecer que la consecuencia 
de que un varón se niegue a someterse a la práctica de la prueba biológica de 
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fi liación, cuando ésta ha sido requerida por un Tribunal, es el reconocimiento 
de la paternidad (cf. STC 7/1994). En plural se emplea como adjetivo califi cando 
al sustantivo trabajadores. Trabajadores que eran favorecidos laboralmente, con 
una mayor retribución, por su mayor esfuerzo físico. Esfuerzo que puede ser 
tomado en consideración para justifi car una diferencia retributiva, pero al ser la 
fuerza física diferente en varones y en mujeres, esta retribución tiene que estar 
especialmente justifi cada y no consistir en una decisión meramente discrimina-
toria (cf. STC 58/1994).
El TC establece que los términos, de mujer y varón pueden emplearse o re-
ferirse “como géneros de la especie humana” (STC 170/1994).
Por su parte, el término mujer se emplea en once ocasiones, nueve en singu-
lar y dos en plural. La mujer puede quedarse embarazada, lo que conlleva unas 
consecuencias fi siológicas para la misma: mutaciones sobre su cuerpo, molestias, 
y otros “sufrimientos que lleva aparejada la gestación”, además de dar a luz, o 
como dice el TC “el fi nal traumático y doloroso del parto” (STC 214/1994). Este 
hecho biológico —embarazo y parto— junto a la lactancia, afecta exclusivamen-
te a las mujeres (cf. STC 173/1994), por lo que, los poderes públicos podrán, en 
virtud de lo establecido en la CE y en el Convenio sobre eliminación de todas 
las formas de discriminación contra la mujer, de 18 de diciembre de 1979 [rat. 16 
de diciembre de 1983 (RCL 1984\790 y ApNDL 3635)], tomar medidas para sol-
ventar aquellas situaciones de desigualdad que encuentren su justifi cación “en 
esta u otra circunstancia que tengan con el sexo de la persona una relación de 
conexión directa e inequívoca” (STC 173/1994), como puede ser las difi cultades 
que encuentra la mujer en “la continuidad de su propia carrera profesional por 
la maternidad” o en la renovación de contratos temporales (cf. STC 173/1994).
Ante la imposibilidad de entender todas las consecuencias del embarazo, el 
parto y la maternidad, “se acrecientan o se hacen más convenientes” las causas 
que justifi can la esterilización en el caso de la mujer incapaz —en las condiciones 
indicadas por el TC y previamente analizadas—, para que, junto con el varón 
incapaz, pueden disfrutar de la sexualidad, sin tener que asumir unas consecuen-
cias que no pueden comprender (cf. STC 215/1994).
Finalmente, se establece que no se englobará dentro de la libertad de expre-
sión aquellas manifestaciones con un contenido machista, es decir, que expresen 
un “concepto despreciativo respecto de la mujer como género de la especie hu-
mana, no solo de esa mujer individualizada” (STC 170/1994).
2.2.14.3.3. Todos y nadie 
El término nadie se emplea en una ocasión, para indicar que ninguna per-
sona puede ser condenada sin ser oída: “audiencia personal que, aun cuando 
mínima, ha de separarse como garantía de la asistencia letrada, dándole todo el 
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valor que por sí misma le corresponde. La viva voz del acusado es un elemento 
personalísimo y esencial para su defensa en juicio.” (STC 81/1994).
El término todos se emplea en nueve ocasiones. Solo en una de ellas como 
pronombre indefi nido masculino plural, por lo que, centramos en la misma nues-
tro análisis. Se emplea el término para indicar que el art. 17.1 protege “el bien 
jurídico eminentemente individual de la seguridad personal confi gurado como 
soporte de la libertad de todos y cada uno” (STC 325/1994).
2.2.14.3.4. Ciudadano 
El término ciudadano se emplea en catorce ocasiones, siete en singular y 
siete en plural.
Los ciudadanos son titulares de libertades y derechos fundamentales, dere-
chos subjetivos e individuales que encuentran su confi guración sustantiva, pri-
mera expresión legislativa y su origen histórico en los Declaraciones del Hombre 
y del Ciudadano de 1789 y 1793 (cf. STC 325/1994).
Entro los derechos de los que el ciudadano es titular encontramos el dere-
cho a que los “Tribunales controlen la actuación administrativa de naturaleza 
sancionadora de las Administraciones Públicas”, imperativo constitucional por 
el art. 106 de la CE, que se convierte en derecho cuando “pueda haberse vulnera-
do alguno de los derechos reconocidos en el art. 14 y Sección Primera del Capí-
tulo Segundo del Título I del Texto constitucional (art. 53.2 CE)”(STC 18/1994); 
y el derecho a ejercer la acción penal, en cuanto personas privadas, tanto si son 
perjudicados por el delito, mediante la acción particular, o si no lo han sido, pue-
den ejercerla como ciudadanos a través de la acción popular (cf. STC 34/1994). 
Acción que podrán realizar tanto las personas físicas como las jurídicas, al deber 
entenderse también en el ámbito penal, el término de ciudadano en un sentido 
amplio, tal y como ha fi jado el TC en su jurisprudencia, que incluya a las perso-
nas físicas y a las personas jurídicas (cf. STC 34/1994). 
Los ciudadanos conservarán todos sus derechos en todas circunstancias, 
incluso si están cumpliendo pena de prisión, salvo “aquellos que son incom-
patibles con el objeto de la detención o el cumplimiento de la condena” (STC 
57/1994), o si se trata de defi cientes psíquicos, para los cuales existirá el deber 
constitucional de ampararles especialmente para el disfrute de los mismos (cf. 
STC 215/1994). Sin embargo, la prevalencia de los mismos sobre los derechos 
de otros dependerá en función de la labor o notoriedad de la persona, pues si 
se trata de un ciudadano común, “de una persona cualquiera”, prevalecerán 
los derechos a la intimidad y el honor, frente a los del art. 20, pero si se trata de 
una personalidad pública, como previamente se indicó, será al revés (cf. STC 
170/1994).
Además, tendrán deberes, que podrán serles exigidos con mayor o menor 
rigor dependiendo de la situación en que se encuentren o la labor que desarrollen. 
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Por ejemplo, a las Fuerzas de seguridad “les son exigibles cumplimientos de las 
Leyes penales más ejemplares que a cualquier otro ciudadano” (STC 18/1994).
 Los ciudadanos no tendrán derecho alguno a su favor derivado del princi-
pio de seguridad jurídica, recogido en el art. 9.3 de la CE, ya que el mismo solo es 
“un principio general del ordenamiento jurídico y (…) un mandato dirigido a los 
poderes públicos” (STC 325/1994).
Se establece que la averiguación de la paternidad es una intromisión en el 
ámbito protegido del ciudadano, pero que no es inaceptable ni contraria a la dig-
nidad, realizada mediante “un examen hematológico por parte de un profesional 
de la medicina, en circunstancias adecuadas” (STC 7/1994).
2.2.14.4. Términos derivados de palabras de signifi cación próxima
No encontramos empleado en los textos seleccionados de la jurisprudencia 
relevante de 1994 el término individualmente. Procedemos a analizar los restan-
tes Términos derivados de palabras de signifi cación próxima.
2.2.14.4.1. Individual  
El término individual se emplea en dos ocasiones, una en plural y una en 
singular. Para indicar que las libertades y derechos fundamentales son subjetivos 
y por ello, individuales, “por su confi guración sustantiva y su origen histórico 
en los derechos del hombre y del ciudadano” (cf. STC 325/1994). Además de los 
derechos y libertades fundamentales, también habrá bienes reconocidos en la CE 
que son individuales; por ejemplo, la seguridad personal, reconocida en el art. 
17.1 de la Constitución (cf. STC 325/1994).
2.2.14.4.2. Humano 
El término humano se emplea en diez ocasiones, cinco en singular y cinco 
en plural.
Se emplea en cuatro ocasiones acompañando al término ser. Ser humano, 
que, como individuo, está sujeto a un proceso de maduración de la personalidad, 
a través de las distintas etapas que componen sucesivamente su biografía (cf. 
STC 55/1994). Una de las cuales es la infancia, caracterizada por su inmadurez 
y desvalimiento, “cuyo límite con la adolescencia pone nuestro ordenamiento 
jurídico entre los doce y los catorce años” (STC 55/1994). El infante es titular de 
la dignidad reconocida en el art. 10.1 de la CE (cf. STC 173/1994). 
Todo ser humano será titular de diversos derechos de los que gozará con 
independencia de su situación psíquica o física (cf. STC 215/1994). Entre estos 
derechos encontramos el derecho al trabajo, el cual se describe en el “Convenio 
sobre eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, de 18 de 
diciembre de 1979 [rat. 16 de diciembre de 1983 (RCL 1984\790 y ApNDL 3635)], 
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en su art. 11 como “derecho inalienable de todo ser humano” (cf. STC 173/1994), 
el cual debe ser garantizado por igual para varones y mujeres (cf. STC 173/1994).
En dos ocasiones acompaña al término derechos, al referir la sentencia la 
doctrina asentada por la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Hu-
manos (cf. STC 13/1994 y STC 57/1994).
La actividad humana puede requerir un esfuerzo físico, esfuerzo que po-
drán realizar de distinta forma los varones que las mujeres (cf. STC 58/1994). 
Este esfuerzo físico requerido para hacer una tarea podrá tenerse en cuenta a la 
hora de la retribución siempre que quede claramente justifi cado que no implica 
una discriminación hacia la mujer (cf. STC 58/1994). 
Finalmente, se clasifi carán de inhumanos los tratos que pueda recibir una per-
sona que, sean cuales fueran los fi nes, implique “padecimientos físicos o psíquicos 
ilícitos e infl igidos de modo vejatorio para quien los sufre” (STC 57/1994). Habrá que 
tener en cuenta que, aunque una “concreta medida no pueda considerarse constituti-
va de trato inhumano o degradante en razón del objetivo que persigue, ello no impide 
que se le pueda considerar como tal en razón de los medios utilizados” (STC 57/1994).
2.2.14.4.3. Ciudadana 
El término ciudadana se emplea en una ocasión, califi cando al sustantivo 
seguridad, para indicar que la misma se encuentra regulada en el art. 104 de la 
CE, es un bien jurídico de ámbito colectivo —no individual— cuya salvaguarda 
es función del Estado (cf. STC 325/1994).
2.2.14.5. Términos que expresan un predicado del ser personal 
No encontramos en los textos relevantes del año 1994 empleados los tér-
minos: inviolable y educación. Procedemos al análisis de los restantes términos 
siguiendo el orden establecido previamente. 
2.2.14.5.1. Vida 
El término vida se emplea en cuatro ocasiones, todas ellas en singular.
La intervención de las personas y poderes públicos en la vida privada de 
las personas está limitada por el derecho a la intimidad (cf. STC 117/1994). Vida 
privada que incluye “la observación y captación de la imagen y sus manifestacio-
nes, como de la difusión o divulgación posterior de lo captado” (STC 117/1994).
Se establece que no se podrán contratar seguros de vida sobre la cabeza de los 
niños e incapaces por su inmadurez y desvalimiento (cf. STC 55/1994). Dicha pro-
hibición la establece el Estado por la función tuitiva que tiene sobre estos grupos de 
personas el Estado, en cuanto social (cf. STC 55/1994). Esta función tuitiva permite 
al legislador, establecer por norma la posible esterilización de los incapaces, con los 
límites y requisitos ya analizados. La cual será “plenamente legítima desde la ver-
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tiente teleológica, toda vez que la fi nalidad de esa norma, tendente siempre en in-
terés del incapaz a mejorar sus condiciones de vida y su bienestar” (STC 215/1994).
Finalmente, se establece que, en cuanto que la conducción de un automóvil 
supone un peligro para la vida, salud e integridad de las personas, debe conocer-
se en todo momento quién realiza la actividad (cf. STC 154/1994).
2.2.14.5.2. Integridad 
El término integridad se emplea en nueve ocasiones, todas ellas en singular. 
Lo encontramos empleado como sinónimo del término completo al establecer el 
TC que debe reproducir un artículo en su integridad, y procediendo a transcribir-
lo por completo en la sentencia (cf. STC 215/1994).
En seis ocasiones se acompaña del adjetivo física. Esta integridad física es 
objeto de un derecho fundamental (cf. STC 7/1994) recogido en el art. 15 de la 
CE (cf. STC 215/1994), que debe ser respetado en todo momento y circunstancia. 
El TC establece que la misma no se infringe por “una prueba prevista por la Ley 
y acordada razonadamente por la Autoridad judicial en el seno de un proceso” 
(STC 7/1994). Prueba que siempre habrá de realizarse con los medios disponibles 
menos lesivos para dicha integridad (cf. STC 7/1994). Además, hay que tener en 
cuenta que la persona puede autodeterminarse en orden a su integridad física, 
en los supuestos legalmente establecidos de: esterilización, donación de órganos 
y transexualidad; en el resto de supuestos la voluntad de la persona no se tiene 
en cuenta, considerándose en todo caso la violación de esa integridad física como 
constitutiva de delito (cf. STC 215/1994).
En una ocasión se acompaña del adjetivo moral. Integridad moral también 
objeto de un derecho fundamental, regulada en el mismo artículo que la integri-
dad física, y que puede verse afectada si se somete a la persona a una vigilancia 
constante (cf. STC 215/1994).
Finalmente, se emplea como un atributo de las personas, que se puede po-
ner en peligro por actos de terceros, como la conducción de un automóvil (cf. STC 
154/1994).
2.2.14.5.3. Física 
El término física se emplea en trece ocasiones, siete en singular y seis en 
plural. 
En cinco ocasiones acompaña al término persona y en seis ocasiones acom-
paña al término integridad. Ambos términos ya han sido analizados previamen-
te, por lo que, remitimos a dicha exégesis.
Acompaña al término imagen, la cual junto con la voz y el nombre son 
cualidades defi nitorias del ser propio y atribuidas como posesión inherente e 
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irreductible a toda persona. Todas están protegidas por el derecho a la propia 
imagen, reconocido por el art. 18.1 de la CE (cf. STC 117/1994).
El embarazo produce unas consecuencias físicas sobre el cuerpo de la 
mujer, como pueden ser: mutaciones, molestias e incluso sufrimientos (cf. STC 
215/1994).
2.2.14.5.4. Natural 
El término natural se emplea en una ocasión, califi cando al sustantivo per-
sona junto al adjetivo jurídica para indicar los titulares a quienes la CE reconoce 
el derecho de amparo ante el TC (cf. STC 12/1994).
2.2.14.5.5. Jurídica 
El término jurídica se emplea en cuarenta y dos ocasiones, treinta y una en 
singular y once en plural.
Lo encontramos adjetivando al término personas en dos ocasiones en la 
STC 12/1994 y en la STC 34/1994. Acompaña junto con el adjetivo pública, al 
término personalidad en la STC 179/1994 en una ocasión y al término seguridad 
en dos ocasiones en la STC 325/1994. Remitimos el análisis del término junto en 
estos casos a los apartados en que se analizan los restantes términos relevantes. 
En diecisiete ocasiones se emplea junto al término fundamento, al remitirse 
el TC a su propia doctrina asentada por la jurisprudencia de años anteriores. En 
el resto de las ocasiones, como ocurre en años anteriores, vemos cómo se emplea 
califi cando a diversos sustantivos determinando su contenido de signifi cado, a 
realidades que o bien han sido creadas por el Derecho —ordenamiento jurídi-
co (STC 325/1994), normas jurídicas (STC 55/1994), signifi cado jurídico (STC 
57/1994)—, o bien que desarrollan y tienen sus consecuencias en el ámbito del 
Derecho —relación jurídica (STC 12/1994), actos jurídicos (STC 81/1994), tráfi co 
jurídico y económico (STC 146/1994)—. Sin aportar nada más relevante para la 
determinación del contenido de signifi cado del término, que lo que nos manifi es-
ta su propio uso.
2.2.14.5.6. Dignidad 
El término dignidad se emplea en tres ocasiones, todas ellas en singular. 
Se establece que la dignidad es una cualidad del ser humano (cf. STC 
173/1994) y de la persona (cf. STC 7/1994) regulada en el art. 10.1 de la CE (STC 
215/1994). La cual se ve afectada por las conductas discriminatorias, incluso en 
el ámbito laboral (cf. STC 173/1994) y por estar sometido a una vigilancia cons-
tante (cf. STC 215/1994), pero no por “la verifi cación de un examen hematológico 
por parte de un profesional de la medicina, en circunstancias adecuadas” (STC 
7/1994).
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2.2.14.5.7. Inherente 
El término inherente se emplea en cinco ocasiones, tres en singular y dos en 
plural. 
Encontramos el término empleado en el sentido de “propio de”, al esta-
blecer el TC primero, que “la imagen física, la voz o el nombre, cualidades de-
fi nitorias del ser propio y atribuidas como posesión inherente e irreductible a 
toda persona (cf. STC 117/1994). Segundo, que serán discriminatorias aquellas 
decisiones que tengan como justifi cación “rasgos inherentes a uno de los sexos, 
en detrimento del otro” (STC 58/1994). Tercero, que la debilidad o fragilidad 
será algo inherente a la inmadurez de la infancia (cf. STC 55/1994) Cuarto, que 
habrá deberes inherentes a la maternidad y la paternidad, derivados de la pro-
pia condición (cf. STC 215/1994) y fi nalmente, al régimen de gananciales le será 
“inherente la existencia de titularidades compartidas por los cónyuges” (cf. STC 
146/1994).
2.2.14.5.8. Libertad 
El término libertad se emplea en dieciséis ocasiones, catorce en singular y 
dos en plural. Podemos clasifi car el término en tres grupos, atendiendo al conte-
nido de signifi cado con el que se emplea el mismo.
Primero, la libertad entendida como un valor en sí misma, la cual se regula 
en el art. 1.1 de la CE (cf. STC 179/1994).
Segundo, como el ámbito de la persona creado por los derechos a la imagen, 
al honor y a la intimidad, “respecto de sus atributos más característicos, propios e 
inmediatos como son la imagen física, la voz o el nombre, cualidades defi nitorias 
del ser propio y atribuidas como posesión inherente e irreductible a toda perso-
na” (STC 117/1994). La persona “manifi esta su libertad en el mundo físico por 
medio de la actuación de su cuerpo y las cualidades del mismo” (STC 117/1994), 
libertad que encuentra su garantía en la seguridad jurídica (cf. STC 325/1994).
Tercero, como facultades de los sujetos, ya sea en genérico: “libertades y 
derechos fundamentales, subjetivos y por ello, individuales” que encuentran su 
“confi guración sustantiva y su origen histórico en las declaraciones de derechos 
del hombre y del ciudadano de 1789 y 1793 (cf. STC 325/1994). Ya sea en concre-
to: libertad deambulatoria o de movimientos (STC 12/1994), acto de libertad del 
empresario dentro del ámbito del trabajo (STC 173/1994), libertad de expresión 
(STC 170/1994), libertad negativa de asociación —por la cual no se puede obli-
gar a realizar dicha conducta— (STC 179/1994), libertad de procreación —“que 
se deriva del libre desarrollo de la personalidad proclamado en el art. 10.1 de la 
Constitución”(STC 215/1994)—. Estas libertades serán califi cadas como funda-
mentales si están recogidas en la CE en el Título I, Capítulo II. La persona podrá 
ser privada de estas libertades en los casos y con los límites establecidos en la ley 
(cf. STC 12/1994).
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2.2.14.5.9. Seguridad 
El término seguridad se emplea en dieciséis ocasiones, todas ellas en singu-
lar. Tres dentro del término Seguridad Social y dos dentro del término Fuerzas 
de Seguridad, como se precisó al seleccionar los términos relevantes, estos no los 
incluimos dentro de nuestro objeto de estudio. 
En la STC 325/1994 se establece que con respecto al término seguridad la 
CE utiliza tres acepciones: primero, “la seguridad jurídica (art. 9.3 CE), es un 
principio general del ordenamiento jurídico y, por otra parte, un mandato diri-
gido a los poderes públicos pero sin confi gurar derecho alguno en favor de los 
ciudadanos”; segundo, “la seguridad ciudadana, cuya salvaguardia como bien 
jurídico de ámbito colectivo, no individual, es función del Estado y tiene su sede 
propia en el art. 104 anteriormente invocado”, ”ninguna de estas dos normas per-
miten el acceso a la vía del amparo constitucional por no formar parte del elenco 
de libertades y derechos fundamentales” y tercero, la seguridad personal, bien 
jurídico eminentemente individual confi gurado “como soporte de la libertad de 
todos y cada uno”, recogido en el art. 17.1 de la Constitución (cf. STC 325/1994).
Las administraciones públicas deben garantizar la seguridad pública y sa-
lud de las personas en diversos ámbitos, ya sea la elaboración de productos (cf. 
STC 313/1994), como centros penitenciarios (cf. STC 57/1994). 
Finalmente, se establece que la infancia, tiene una seguridad precaria, de-
bido a su debilidad y fragilidad consecuencia de su estado de inmadurez. Por lo 
que, los mismos deben ser tutelados por los poderes públicos, al igual que los 
incapaces (cf. STC 55/1994).
2.2.14.5.10. Igualdad 
El término igualdad se emplea en quince ocasiones, todas ellas en singular.
Se indica que el mismo es un principio, en base al cual las personas no 
pueden ser discriminadas (cf. STC 55/1994). Esta discriminación no podrá tener 
lugar entre individuos con la misma renta a la hora de ser gravada dicha renta 
por el IRPF —nunca entre unidades familiares pues la igualdad entre unidades 
familiares destruiría la igualdad entre individuos— (cf. STC 146/1994), y se rei-
tera como en años anteriores que la igualdad debe darse entre hombres y muje-
res, no pudiendo establecerse sin criterios razonables y objetivos una retribución 
distinta entre ambos. Para establecer si esa razonabilidad se cumple habrá que 
aplicar el juicio de igualdad en base a los tres grupos de reglas desarrolladas por 
el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas (cf. STC 58/1994). En caso 
de producirse la discriminación y romperse la igualdad, solo podrá “entender-
se cumplido el mandato constitucional de que «no prevalezca» discriminación 
alguna”, cuando los poderes públicos cumplan con su “obligación específi ca de 
adoptar las medidas precisas para garantizar la efectividad de la igualdad rota” 
(cf. STC 173/1994).
302 Lorena Velasco Guerrero
2.2.14.5.11. Derecho 
El término derecho se emplea en noventa y una ocasiones, cincuenta y una 
en singular y cuarenta en plural. Podemos clasifi car el término en cinco grupos, 
atendiendo al contenido de signifi cado con el que se emplea el mismo.
Primero, en referencia a las facultades que la Constitución reconoce a di-
versos sujetos —previamente indicados—. En esos casos el término viene acom-
pañado del adjetivo fundamentales el estar recogidos en el Título I, cap. II de la 
misma. Derechos fundamentales, que junto con las libertades fundamentales son 
derechos subjetivos y por ello, individuales. Tienen su confi guración sustantiva, 
su origen histórico, y primera expresión legislativa, en las Declaraciones de dere-
chos del hombre y del ciudadano de 1789 y 1793 (cf. STC 325/1994); y garantizan 
a la persona, o a los sujetos a los que se les reconozcan, un ámbito de libertad (cf. 
STC 117/1994). El TC se refi ere a ellos de forma genérica, derechos fundamenta-
les (STC 7/1994, STC 12/1994, STC 13/1994...), y también recoge algunas faculta-
des concretas: derecho a la integridad física (STC 7/1994), derechos de alimentos 
y sucesorios de los hijos (STC 7/1994), derecho a la intimidad (STC 7/1994)… 
Los Tribunales tendrán la obligación de garantizar el respeto de los mismos tanto 
por parte del Estado español, como por parte de Estados extranjeros, debiendo 
valorar para la extradición de una persona, si el Estado que lo reclama, respetará 
dichos derechos (cf. STC 13/1994). Estos derechos fundamentales pueden coli-
sionar entre sí (cf. STC 7/1994 y STC 215/1994), siendo la labor del TC el deter-
minar la preponderancia de los mismos (cf. STC 7/1994).
Segundo, en referencia a facultades concretas que la constitución reconoce 
a diversos sujetos, pero que no pueden clasifi carse como fundamentales, por no 
encontrarse en el Título I, capítulo II de la misma: derecho a la tutela judicial gra-
tuita (STC 16/1994).
Tercero, acompañado del adjetivo humanos o del hombre en referencia a 
aquellos derechos reconocidos en convenios y tratados internacionales. Se utiliza 
dentro de la denominación de las declaraciones que los recogen: Declaraciones 
de derechos del hombre y del ciudadano de 1789 y 1793 (cf. STC 325/1994) de 
los organismos encargados de juzgar e interpretar las normas que recogen estos 
derechos como el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (STC 13/1994 y STC 
57/1994) y el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas (STC 58/1994). 
La doctrina asentada por estos Tribunales la empleará el TC para fundamentar 
sus argumentos jurídicos. Dentro de estos derechos también encontramos aque-
llos que se aplican tan solo a una parte de la población por una característica per-
sonal: Declaración de los Derechos del Retrasado Mental, aprobada por la Asam-
blea General de las Naciones Unidas el 20 de diciembre de 1971 (STC 215/1994), 
en las Declaraciones del Hombre y del Ciudadano de 1789 y 1793 (STC 325/1994), 
al Convenio de Roma de 1950 (STC 57/1994), al Convenio núm. 111 de la OIT 
(STC 173/1994), a la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos del 
Niño, de 20 noviembre 1989 (STC 55/1994) y al Convenio sobre eliminación de 
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todas las formas de discriminación contra la mujer, de 18 de diciembre de 1979 
(STC 173/1994).
Cuarto, en referencia a la forma de Estado en que se constituye España des-
pués de 1978: “Estado Social de Derecho proclamado en la Constitución de 1978” 
(STC 16/1994). Esto lleva a los poderes públicos a ejercer una acción tuitiva sobre 
menores e incapaces, al ser un “refl ejo inmediato del carácter social del Estado de 
Derecho, al cual apellida en el pórtico de nuestra primera Ley” (STC 55/1994).
Por último, el término se emplea en referencia a todo o a parte del sistema ju-
rídico: Derecho (STC 34/1994 y STC 173/1994), Derecho privado (STC 26/1994), 
Derecho de familia (STC 146/1994). Como en años anteriores, en estos casos el 
término se escribirá siempre con mayúscula. 
2.2.14.5.12. Deber 
El término deber se emplea en nueve ocasiones, cuatro en singular y cinco 
en plural. Se establece que los mismos pueden ser regulados por el ordenamien-
to, y que el cumplimiento de los mismos no vulnera el derecho a la intimidad (cf. 
STC 7/1994). La jurisprudencia del TC establece que: la maternidad y la paterni-
dad llevan consigo una serie de cargas y deberes (cf. STC 7/1994) recogidos en 
el art. 39.3 CE y en el art. 154 del Código Civil, y entre los que se encuentra “el 
deber constitucional de los padres de prestar asistencia de todo orden a los hijos” 
(cf. STC 215/1994); que dentro de la familia hay también una serie de deberes (cf. 
STC 146/1994), y que puede existir el deber, la obligación, para determinadas 
personas de afi liarse a asociaciones sociales con personalidad jurídica pública (cf. 
STC 179/1994).
Los deberes se podrán imponer sobre el Estado y la Administración, la cual 
tendrá entre otros: el deber constitucional —está fi jado en el art. 49 de la CE— de 
amparar a los disminuidos físicos para el disfrute de los derechos que el Título 
I de la Constitución otorga a todos los ciudadanos (cf. STC 215/1994) y el deber 
“de disponer y ordenar los cacheos y registros en las personas de los internos” 
(cf. STC 57/1994).
2.2.14.5.13. Honor 
El término honor se emplea en una ocasión, como objeto de un derecho, que 
junto al derecho a la intimidad y a la imagen personal forman parte de los dere-
chos de la personalidad y como tal garantizan el ámbito de libertad de una per-
sona. Estos derechos “como expresión de la persona misma, disfrutan de la más 
alta protección en nuestra Constitución y constituyen un ámbito exento capaz de 
impedir o limitar la intervención de terceros contra la voluntad del titular”, sin 
perjuicio de los límites y salvedades que se pueden aplicar sobre los mismos (cf. 
STC 117/1994).
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2.2.14.5.14. Familia 
El término familia se emplea en una ocasión, califi cando al término Dere-
cho, para designar a aquella rama del mismo que tiene y establece unas relacio-
nes propias de su ámbito que no serán extrapolables de forma genérica a otras 
ramas, como el Derecho tributario (cf. STC 146/1994).
2.2.14.5.15. Matrimonio 
El término matrimonio se emplea en una ocasión al transcribir el TC el art. 
39.3 de la CE, por el cual no puede haber diferencia entre los hijos habidos fuera 
o dentro del matrimonio. Este artículo justifi ca, como destacó la doctrina del TS 
y hace suya el TC, la “práctica de las pruebas biológicas” para la defensa de “los 
intereses del hijo tanto en el orden material como en el moral” y “el derecho del 
hijo a que se declare su fi liación biológica” (cf. STC 7/1994).
2.2.14.5.16. Tutela 
El término tutela se emplea en cinco ocasiones, todas ellas en singular. 
Se establece que estará legitimado activamente para pedir la tutela de los 
derechos fundamentales ante el TC “quien ostenta ese más general legítimo in-
terés, siendo sufi ciente que, con respecto al derecho fundamental infringido, el 
demandante se encuentre en una determinada situación jurídico material que le 
autorice a solicitar la tutela de este Tribunal” (STC 12/1994).
En los casos de la justicia penal podrán ejercer la acción, y recabar la tutela 
en materia penal las personas privadas —físicas y jurídicas— tanto por la acción 
particular o la acción popular (cf. STC 34/1994).
Finalmente, se establece que, por el Convenio sobre eliminación de todas 
las formas de discriminación contra la mujer, de 18 de diciembre de 1979 [rat. 16 
de diciembre de 1983 (RCL 1984\790 y ApNDL 3635)], los Estados están compro-
metidos a “establecer mecanismos adecuados de tutela contra la discriminación 
de la mujer en relación con el empleo” (STC 173/1994).
2.2.14.6. Fuentes doctrinales y jurisprudenciales especifi cadas en las sen-
tencias
El TC a la hora de fundamentar su doctrina hace referencia a nivel inter-
nacional a varias declaraciones y convenciones que recogen los derechos fun-
damentales de forma general, o en aplicación a algún colectivo situado en una 
situación de desventaja. En este sentido refi ere a lo establecido en la Declaración 
de los Derechos del Retrasado Mental, aprobada por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas el 20 de diciembre de 1971 (STC 215/1994), en las Declaracio-
nes del Hombre y del Ciudadano de 1789 y 1793 (STC 325/1994), al Convenio de 
Roma de 1950 (STC 57/1994), al Convenio núm. 111 de la OIT (STC 173/1994), 
a la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño, de 20 no-
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viembre 1989 (STC 55/1994) y al Convenio sobre eliminación de todas las formas 
de discriminación contra la mujer, de 18 de diciembre de 1979 (STC 173/1994).
También a nivel internacional hace referencia a la jurisprudencia de los 
tribunales encargados de juzgar e interpretar dichas Convenciones y Tratados 
como el TEDH, y a la doctrina asentada por este en su Sentencia Soering, de 7 de 
julio de 1989, entre otras (STC 13/1994 y STC 57/1994), y al Tribunal de Justicia 
de las Comunidades Europeas (STC 58/1994).
A nivel nacional hará referencia, aceptándola, a la doctrina asentada por el 
TS en referencia a la práctica de pruebas biológicas (STC 7/1994).
2.2.14.7. Conclusiones
Primero, el TC —en este año de 1994— añade a los criterios interpretativos 
de años anteriores, la indicación de que la interpretación fi jada por el mismo no 
solo es válida a la hora de interpretar y aplicar las normas del ámbito constitucio-
nal, sino todas las normas del sistema jurídico. 
En cuanto a quién es persona, la jurisprudencia del año 1994 no realiza in-
dicaciones al respecto que permitan profundizar con respecto a lo indicado en 
la jurisprudencia de años anteriores. Sí que se indicará que tanto las personas 
físicas o naturales y jurídicas son personas privadas, y que el término ciudadano 
hace referencia a ambas clases de personas. Además, se establece que con la ex-
presión ciudadano común, se está haciendo referencia a una persona cualquiera. 
Aquí cabe la duda, como en las restantes ocasiones en que se relacionan los dos 
términos, de si se quiere decir que con ciudadano se está haciendo referencia en 
este caso a cualquier ciudadano de cualquier país, es decir, a cualquier persona 
con independencia de su nacionalidad, o si se está haciendo referencia a los ciu-
dadanos, con el mismo sentido que en el art. 23, y por lo tanto solo a personas en 
cuanto españolas. 
La pregunta por la naturaleza de la persona, qué es la persona, no se res-
ponde de forma expresa. Sí que se establecen, como en años anteriores, atributos 
o características de la misma. Dejando de lado los atributos ya reconocidos ante-
riormente, procedemos a recoger lo aportado por la jurisprudencia en este año. 
La persona manifi esta su libertad en el mundo físico por medio de la actua-
ción de su cuerpo y las cualidades del mismo: imagen física, voz, nombre y los 
atributos característicos que son cualidades defi nitorias de su ser propio. Todas 
estas características le son atribuidas a la persona como posesión inherente e irre-
ductible. 
La persona tiene una personalidad, que se designa por el TC como huma-
na para distinguirla de la personalidad jurídica, que debe ser respetada en toda 
circunstancia. 
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La persona es un ser sexuado, puede ser varón o mujer, uno y otro, géneros 
de la especie humana. El sexo de la persona afectará a diversas condiciones o 
circunstancias biológicas de la misma —si se excluye la diferencia psicológica o 
simplemente no se contempla por no ser relevante no es posible deducirlo por lo 
establecido en la sentencia—. Por ejemplo, la fuerza física será mayor en varones 
que en mujeres, y será propio de la mujer la maternidad, lo que implica el emba-
razo, parto y lactancia, y las consecuencias fi siológicas que conlleva: mutaciones 
sobre su cuerpo, molestias, y otros sufrimientos que lleva aparejada la gestación, 
y el fi nal traumático y doloroso del parto.
Las personas maduran su personalidad mediante un proceso que se lleva 
a cabo a través de diferentes etapas que componen su biografía. Dentro de estas 
etapas estaría la infancia, caracterizada por su inmadurez y desvalimiento, su 
duración se fi ja hasta los 14 años.
La persona puede ser capaz o incapaz. Ser incapaz se entiende como la si-
tuación de la persona que se encuentra, aun habiendo pasado la infancia, en un 
estado de inmadurez propia de ésta, por motivos que se encuentran más en el 
propio individuo que en las circunstancias sociales. 
Las personas capaces podrán consentir de forma voluntaria y libre a ser le-
sionados, afectados en su integridad física, aunque solo en los casos de trasplan-
tes de órganos, esterilizaciones y cirugía transexual, como manifestaciones del 
ejerciendo su autodeterminación en orden a su integridad física. La integridad de 
la persona, también se verá afectada por las torturas, penas y tratos inhumanos, 
entre los que se comprende la obligación de exponer y exhibir el cuerpo desnudo 
a otra persona sin consentimiento y sin que exista justifi cación razonable. 
Las personas tienen una capacidad económica real, marcada por los ingre-
sos de las mismas y por sus gastos, que les permite mantener un nivel de sub-
sistencia personal y familiar. Los ingresos, en cuanto rentas del trabajo, pueden 
deberse al trabajo personal de las mismas, mediante la prestación laboral que 
incluye sus conocimientos y capacidades. 
Sobre las cualidades que pone en relación el propio texto del 78, vemos cómo, 
al igual que en años anteriores, en su mayoría no se defi nen, no se establece clara-
mente su contenido de signifi cado. Sin embargo, en algunos casos sí que se estable-
cen notas características de los mismos. No queriendo reproducir lo ya dicho ante-
riormente, recogemos aquellos términos de los que se establecen notas relevantes 
para nuestro objeto de estudio, en concreto atendemos al término seguridad, el 
cual se utiliza con tres acepciones en la CE. Solo una de ellas, la seguridad personal 
(art.17.1) —bien jurídico eminentemente individual confi gurado como soporte de 
la libertad de todos y cada uno— supone el reconocimiento de un derecho subjeti-
vo para la persona, no así cuando el término se emplea en el sentido de seguridad 
jurídica (art. 9.3 CE) —principio general del ordenamiento jurídico y un mandato 
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dirigido a los poderes públicos— y de seguridad ciudadana (art. 104 CE) —bien 
colectivo que fi ja un deber para el Estado de salvaguardia—.
Finalmente, en cuanto a la tercera pregunta: la razón por la que persona se 
expresa como titular de derechos y de qué derechos es titular la persona por el 
mero hecho de ser persona, en el año 1994 se establece que la persona privadas 
—tanto físicas como jurídicas— estarán legitimadas para ejercer la acción penal. 
Además, para la defensa de los derechos fundamentales podrá presentar un re-
curso de amparo, siempre que tengan un interés legítimo. 
Las personas serán titulares de las libertades que deriven del libre desarro-
llo de la personalidad de toda persona, al estar íntimamente ligadas a la persona-
lidad como la libertad de procreación; y tendrán derecho a la autodeterminación, 
por lo que, si de forma voluntaria y libre consienten a ser lesionados, afectados 
en su integridad física, en los casos de trasplantes de órganos, esterilizaciones 
y cirugía transexual, no se impondrá pena por dichas acciones. No así en los 
restantes casos en que cualquier afectación a la integridad física, incluso con el 
consentimiento de la misma persona conllevará una sanción. El derecho al tra-
bajo no será un derecho de la persona, por lo que, las personas extranjeras para 
ejercer una actividad laboral por cuenta ajena deberán contar con los permisos 
de trabajo y residencia. 
En los casos de personas comunes prevalecerán los derechos de la persona-
lidad o de la persona como la intimidad, el honor y la propia imagen frente a los 
del art. 20, pero si se trata de una personalidad pública, como se indicó en años 
anteriores, la prevalencia se invertirá.
2.2.15. 1995
En febrero del año 1995 se produce la quinta renovación de los magistrados 
que conforman el TC. Cesan en su cargo: don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-
Ferrer, don Luis López Guerra, don Carlos de la Vega Benayas y don Eugenio 
Díaz Eimil. Son sustituidos en sus funciones por don Manuel Jiménez de Parga 
y Cabrera, don Tomás Salvador Vives Antón, don Javier Delgado Barrio y don 
Enrique Ruiz Vadillo —los dos primeros a propuesta del Gobierno y los dos se-
gundos a propuesta del CGPJ—63.
La jurisprudencia relevante de este año está compuesta por doce sentencias 
de noventa y seis.
63 Tribunalconstitucional.es.(2017). Historia del Tribunal Constitucional. [online] Disponible en: https://
www.tribunalconstitucional.es/es/tribunal/historia/Paginas/Tribunal—Constitucional—de—Espania.
aspx [Acceso 22 Mayo 2017].
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2.2.15.1. Persona: su expresión singular y plural
El término persona se emplea en once ocasiones, tres en singular y ocho 
en plural, a lo largo de nueve sentencias de la jurisprudencia seleccionada. Seis 
son los ponentes de dichas sentencias: don Julio Diego González Campos —STC 
22/1995—, don Fernando García-Mon y González Regueral —STC 79/1995—, don 
Rafael de Mendizábal Allende —STC 50/1995, STC 133/1995 y STC 176/1995—, 
don Carles Viver Pi-Sunyer —STC 91/1995—, don Tomás S. Vives Antón —STC 
119/1995— y don Manuel Jiménez de Parga y Cabrera —STC 139/1995—.
Lo encontramos empleado para referir al ser humano, individuo no deter-
minado en el momento presente, por ejemplo: “así como el número de personas 
que puedan acceder al domicilio” (STC 50/1995), sin aportar mayor contenido de 
signifi cado que su propio uso como sinónimo de ser humano.
El término se emplea como proposición subordinada adjetiva, lo que equi-
valdría a decir personal, en una ocasión. Califi ca al sustantivo domicilio, para 
indicar que la entrada en el domicilio de las personas naturales en virtud del de-
recho a la inviolabilidad del mismo, solo podrá realizarse por el consentimiento 
de las mismas o con necesaria autorización judicial, la cual deberá estar limitada 
en el tiempo y en el número de personas a las que autoriza (cf. STC 50/1995).
En los restantes casos el término se emplea como sustantivo, en la función 
sintáctica de sujeto o de complemento directo, al ser quien realiza la acción, o 
sobre quien recae la acción realizada.
Se indica que el honor de las personas puede verse afectado cuando se pro-
paguen noticias de su implicación en actos delictivos, sin que para ello se hayan 
tenido en cuenta las garantías mínimas establecidas para la libertad de expresión, 
basándose tan solo en comentarios de terceras personas (cf. STC 22/1995). Ade-
más, se reitera que la relevancia de la noticia vendrá determinada por el hecho 
de que la misma sea sobre un personaje público o sobre una persona particular. 
Debiendo tenerse en cuenta este hecho para determinar si dicha noticia cae o no 
bajo la libertad de expresión (cf. STC 79/1995).
El derecho al honor, en virtud de la jurisprudencia del TS que el TC hace 
suya, será propio de la persona no solo mientras está viva, sino que se mantendrá 
después de su muerte “por transmisión de ese patrimonio moral a sus descen-
dientes” (STC 176/1995). También serán titulares de este derecho los individuos 
que formen “parte de los grupos humanos sin personalidad jurídica, pero con 
una neta y consistente personalidad por cualquier otro rango dominante de su 
estructura y cohesión, como el histórico, el sociológico, el étnico o el religioso, a 
título de ejemplos” (STC 176/1995). Por ello, cuando algún grupo que sea “identi-
fi cable por sus características raciales, religiosas, históricas y sociológicas”, como 
el Pueblo judío, reciba ataques a título colectivo, podrá defenderse “en esa misma 
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dimensión colectiva”, estando legitimados para ello “por sustitución, personas 
naturales o jurídicas de su ámbito cultural y humano” (STC 176/1995).
Se establece que a pesar de “las importantes difi cultades que existen para 
reconocer la titularidad de derechos fundamentales a tales entidades [entidades 
con personalidad jurídica pública], pues la noción misma de derecho fundamen-
tal que está en la base del artículo 10 CE resulta poco compatible con entes de na-
turaleza pública” (STC 91/1995), el TC ha admitido “la interposición de recursos 
de amparo por tales entidades jurídico-públicas cuando están en juego las garan-
tías del 24.2 CE”. Por lo que, reconoce como titular de dicho proceso a todas las 
personas —públicas y privadas—. Al respecto del recurso de amparo se reitera la 
doctrina asentada, por la que las personas jurídicas privadas podrán solicitar el 
amparo de los derechos fundamentales como titulares de los mismos y no como 
meros interesados (cf. STC 139/1995).
Las personas, en cuanto ciudadanos, podrán ser llamadas junto a los colec-
tivos interesados, a intervenir en el procedimiento de adopción de acuerdos a 
nivel administrativo. Este derecho confi gurado por ley no implica la voluntad de 
conocer la opinión de la generalidad de los ciudadanos, sino en cuanto que ten-
gan un interés en el tema tratado, por ello, estas consultas no caen bajo el derecho 
fundamental del art. 23 de la CE (cf. STC 119/1995).
Toda persona “acusada de una infracción sancionable es inocente mientras 
no se demuestre lo contrario, presunción que (…) solo se destruye cuando un Tri-
bunal independiente, imparcial y establecido por la Ley, declara su culpabilidad 
en un proceso celebrado con todas las garantías”, no pudiendo exigirse la probatio 
diabólica de los hechos negativos (cf. STC 133/1995), tal y como se desprende 
del art. 24 de la CE, el cual debe ser interpretado “a la luz de la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos (ApNDL 3626), del Convenio de Roma (1950) y 
del Pacto de Derechos Civiles y Políticos de Nueva York (1966 [RCL 1977\893 y 
ApNDL 3630])” y de “la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Hu-
manos (art. 10.2 CE)” (STC 133/1995).
2.2.15.2. Sus derivados
2.2.15.2.1. Personal 
El término personal se emplea en cinco ocasiones, todas ellas en singular. 
Se emplea como sustantivo masculino singular, en referencia a los traba-
jadores de una empresa en dos ocasiones: “situaciones muy diversas del perso-
nal afectado”, “el proceso de «funcionarización» del personal”, ambas en la STC 
47/1995. Empleado como adjetivo califi cativo de los sustantivos a los que acom-
paña, equivaldría a decir de la persona.
Califi ca a la libertad del ciudadano, la cual es personal y patrimonial. Esta 
libertad implica en el ámbito tributario que “las prestaciones que los particula-
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res satisfacen a los Entes públicos sean previamente consentidas por sus repre-
sentantes” (STC 185/1995), como se viene estableciendo desde la Edad Media 
(cf. STC 185/1995). El TC entiende que esta libertad queda satisfecha “cuando 
la obligación que lleva aparejada el pago de la prestación es asumida libre y 
voluntariamente por el ciudadano”, aunque no haya sido votada por sus re-
presentantes (cf. STC 185/1995); sin embargo, no se entenderá como un acto 
asumido libremente aquel cuya realización es obligatoria, y tampoco cuando 
“el bien, la actividad o el servicio requerido es objetivamente indispensable 
para poder satisfacer las necesidades básicas de la vida personal o social de 
los particulares de acuerdo con las circunstancias sociales de cada momento y 
lugar o, dicho, con otras palabras, cuando la renuncia a estos bienes, servicios 
o actividades priva al particular de aspectos esenciales de su vida privada o 
social” (STC 185/1995).
2.2.15.2.2. Personalidad 
El término personalidad se emplea en cuatro ocasiones, tres en singular y 
una en plural. 
Acompañado del término jurídica, para indicar que el ente al que se reco-
noce dicha personalidad es titular de derechos (cf. STC 91/1995). Otros grupos 
humanos pueden no tener personalidad jurídica, pero sí contar “con una neta y 
consistente personalidad por cualquier otro rango dominante de su estructura y 
cohesión, como el histórico, el sociológico, el étnico o el religioso” (STC 179/1995), 
por la cual podrán ser defendidos su derecho al honor por personas —físicas y 
jurídicas— que se integren en el mismo (cf. STC 176/1995).
Finalmente, se emplea en referencia a aquella característica de la persona que 
se va desarrollando, para indicar que una conducta será más grave cuando la mis-
ma afecte a personalidades “no formadas por completo en temas que, además, 
puedan depravarles, corromperles y, en defi nitiva, deformarles” (STC 176/1995).
2.2.15.3. Términos de signifi cación próxima
2.2.15.3.1. Individuo  
El término individuo se emplea en una ocasión, en plural, como sujeto ca-
paz de recabar la tutela, mediante recurso de amparo, del derecho al honor de 
grupos humanos “sin personalidad jurídica, pero con una neta y consistente per-
sonalidad por cualquier otro rango dominante de su estructura y cohesión, como 
el histórico, el sociológico, el étnico o el religioso” de los que forme parte cuando 
dichos grupos reciban ataques colectivos (cf. STC 176/1995).
2.2.15.3.2. Hombre, varón y mujer 
Los términos hombre, varón y mujer no aparecen en los textos selecciona-
dos de la jurisprudencia relevante de este año. 
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2.2.15.3.3. Todos y nadie 
El término nadie no se emplea en los textos seleccionados de la jurispru-
dencia relevante. Por su parte el término todos se emplea en cuatro ocasiones. En 
todas ellas como adverbio con el sentido de la colectividad entera, por lo que, no 
lo incluimos en nuestro análisis. 
2.2.15.3.4. Ciudadano 
El término ciudadano se emplea en nueve ocasiones, dos en singular y ocho 
en plural.
Se establece que los mismos tienen derecho, de confi guración legal, a parti-
cipar en la actuación administrativa para que su voz pueda ser oída en la adop-
ción de las decisiones que les afectan, bien de forma personal, individualmente, 
bien a través de asociaciones interesadas. Cauces propios de un Estado social, 
más allá de los cauces articulados para conocer la voluntad de todos los ciudada-
nos como son los regulados en el art. 23 de la CE (cf. STC 119/1995).
Todos los ciudadanos serán titulares del derecho a la libertad de expresión, 
y sujetos activos del mismo (cf. STC 176/1995); en consecuencia, no se podrán 
censurar las publicaciones, ni se podrá ejercer presión a “ciudadanos o grupos de 
ellos para impedir esa difusión” (STC 176/1995). En cuanto al derecho a la pro-
piedad, no todos los ciudadanos se encontrarán en la misma situación en todo el 
territorio nacional. La igualdad en este caso hace referencia a las bases comunes 
que el Estado debe fi jar para todos (cf. STC 156/1995). Finalmente, se indica que 
el mismo es titular de la libertad patrimonial, con las consideraciones y caracte-
rística propias de la misma (cf. STC 185/1995).
2.2.15.4. Términos derivados de palabras de signifi cación próxima
No encontramos empleados en los textos seleccionados de la jurisprudencia 
relevante de 1995 ni el término ciudadana, ni el término individual. Procedemos 
a analizar los restantes términos derivados de palabras de signifi cación próxima. 
2.2.15.4.1. Individualmente 
El término individualmente se emplea en dos ocasiones, para indicar que las 
personas que sean autorizadas judicialmente para entrar en un domicilio tienen que 
estar determinadas en cuanto a su número, pero no será necesario que se identifi -
quen individualmente en dicha autorización (cf. STC 50/1995), y que los ciudadanos 
pueden participar la actuación administrativa bien individualmente —como perso-
nas particulares— bien a través de asociaciones interesadas (cf. STC 119/1995).
2.2.15.4.2. Humano 
El término humano se emplea en seis ocasiones, dos en singular y cuatro en 
plural. En dos ocasiones califi cando al término derechos, al hacer referencia el TC 
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a la Declaración Universal de los Derechos Humanos y al Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos (cf. STC 133/1995). En otras dos ocasiones en referencia a los 
grupos humanos, integrados por individuos “sin personalidad jurídica pero con 
una neta y consistente personalidad por cualquier otro rango dominante de su 
estructura y cohesión, como el histórico, el sociológico, el étnico o el religioso, a 
título de ejemplos” (STC 176/1995). Finalmente, acompañando al término restos, 
para indicar los restos corporales de las personas fallecidas (cf. STC 176/1995).
2.2.15.5. Términos que expresan un predicado del ser personal
No encontramos en los textos relevantes del año 1995 empleados los tér-
minos: seguridad, dignidad, inherente, inviolable, deber, familia y matrimonio. 
Procedemos al análisis de los restantes términos siguiendo el orden establecido 
en los años anteriores. 
2.2.15.5.1. Vida 
El término vida se emplea en cuatro ocasiones, todas ellas en singular.
Se indica que la persona es titular del derecho al honor, tanto en vida como 
una vez acabada la misma, es decir, una vez muerta, “por transmisión de ese pa-
trimonio moral a sus descendientes” (STC 176/1995).
Se acompaña de los adjetivos personal o privada —equiparándolos— y so-
cial, para indicar que aquellas prestaciones de un bien, actividad o servicio “obje-
tivamente indispensable para poder satisfacer las necesidades básicas de la vida 
personal o social de los particulares de acuerdo con las circunstancias sociales de 
cada momento y lugar o, dicho, con otras palabras, cuando la renuncia a estos 
bienes, servicios o actividades priva al particular de aspectos esenciales de su 
vida privada o social” será entendida en el ámbito tributario como una presta-
ción coactiva (cf. STC 185/1995).
Finalmente, se establece que un personaje público lo será por su actuación 
en la vida social, económica y cultural (cf. STC 79/1995).
2.2.15.5.2. Integridad 
El término integridad se emplea en una ocasión, en el sentido de totalidad, 
de plenitud, al indicar que para entender completamente un mensaje es necesario 
“bucear hasta el fondo para obtener el auténtico signifi cado” (STC 176/1995).
2.2.15.5.3. Física 
El término física se emplea en una ocasión en referencia al aspecto físico de 
la persona, el cual puede ser saludable o decrépito (cf. STC 176/1995).
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2.2.15.5.4. Natural 
El término natural se emplea en dos ocasiones, en plural, acompañando al 
término personas. Remitimos, por lo tanto, al análisis de dicho término para la 
determinación de su contenido de signifi cado. 
2.2.15.5.5. Jurídica 
El término jurídica se emplea en nueve ocasiones, siete en singular y dos en 
plural.
En dos ocasiones acompaña al término personas (STC 139/1995 y STC 
156/1995), en otras dos al término personalidad (STC 91/1995, STC 176/1995). 
Remitimos al análisis de estos términos, para determinar el contenido de signifi -
cado en esta ocasión.
En el resto de las ocasiones, como ocurre en años anteriores, vemos cómo 
se emplea califi cando a diversos sustantivos determinando su contenido de sig-
nifi cado, a realidades que o bien han sido creadas por el Derecho —Entidades 
jurídico-públicas (STC 91/1995), fundamento jurídico (STC 156/1995), lenguaje 
jurídico (STC 176/1995)…— o bien que desarrollan y tienen sus consecuencias 
en el ámbito del Derecho —bien jurídico (STC 47/1995), situaciones jurídicas 
(STC 156/1995)…—. Sin aportar nada relevante para la determinación del con-
tenido de signifi cado del término, más allá de lo que nos manifi esta su propio 
uso.
2.2.15.5.6. Libertad 
El término libertad se emplea en trece ocasiones, todas ellas en singular. 
En todos los casos se emplea en referencias a facultades concretas reconocidas a 
diversos sujetos: libertad de información (STC 22/1995 y STC 79/1995), libertad 
de expresión (STC 176/1995), libertad de opinión (STC 176/1995) y libertad pa-
trimonial (STC 185/1995).
Hay que tener en cuenta respecto de la libertad de expresión, que la misma 
“no tiene otros límites que los fi jados explícita o implícitamente en la Constitu-
ción, que son los demás derechos y los derechos de los demás” (STC 176/1995). 
Sin embargo, no siempre ha sido así en España, ya que aparece como libertad 
vigilada en “la pragmática de los Reyes Católicos de 8 de julio de 1502, seguida 
por otras muchas a lo largo de tres siglos que se recogerán a principios del XIX en 
la Novísima Recopilación. Dentro de tal contexto histórico se explica que, poco 
después, la Constitución de 1812 proclamará la libertad «de escribir, imprimir y 
publicar... sin necesidad de licencia, revisión o aprobación alguna anterior a la 
publicación», (artículo 371), interdicción que reproducen cuantas la siguieron en 
ese siglo y en el actual e inspira el contenido de la nunca derogada Ley de policía 
de imprenta de 26 de julio de 1883” (STC 176/1995).
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2.2.15.5.7. Igualdad 
El término igualdad se emplea en dos ocasiones, ambas en singular. Para 
indicar que el Estado puede “regular cualquier circunstancia que, de forma más 
o menos directa, pueda incidir sobre la igualdad en el ejercicio” del derecho de 
propiedad. Igualdad que no hay que entender como la misma situación de todos 
en todo el territorio nacional, sino como una igualdad en cuanto a unas condicio-
nes básicas comunes (cf. STC 156/1995).
2.2.15.5.8. Derecho 
El término derecho se emplea en treinta y seis ocasiones, veinticuatro en 
singular y doce en plural. Podemos clasifi car el término en seis grupos, atendien-
do al contenido de signifi cado con el que se emplea el mismo.
Primero, acompañado del adjetivo fundamentales. Derechos fundamenta-
les cuya noción misma está en la base del artículo 10 CE. Esta noción resulta 
poco compatible con entes de naturaleza pública, pese a ello el TC les ha reco-
nocido como titulares del derecho a la tutela judicial del art. 24 de la CE (cf. STC 
91/1995). Se reconocen algunos de estos derechos en concreto: derecho a la liber-
tad de expresión (STC 176/1995), derecho al honor (STC 139/1995), derecho a la 
información (STC 176/1995).
Segundo, en referencia a derechos constitucionales, aquellos recogidos por 
la Constitución, fuera de la Sección 1ª del Capítulo II, del Título 1º, como el dere-
cho de propiedad (STC 156/1995).
Tercero, en referencia a facultades que reconoce la ley a diversos sujetos, 
como la participación en la actuación administrativa (STC 119/1995).
Cuarto, acompañado del adjetivo humanos o civiles en referencia a aquellos 
derechos reconocidos en convenios y tratados internacionales. Se utiliza dentro 
de la denominación de las declaraciones que los recogen: Declaración Universal 
de los Derechos Humanos (STC 133/1995 y STC 176/1995), Pacto de Derechos 
Civiles y Políticos de Nueva York (STC 133/1995 y STC 176/1995); y de los or-
ganismos que los juzgan e interpretan: Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
(STC 133/1995 y STC 176/1995).
Quinto, en referencia a la forma de Estado en que se constituye España des-
pués de 1978: Estado Social y democrático de Derecho (STC 185/1995), Estado 
Social (STC 119/1995).
Por último, el término se emplea en referencia a todo el sistema jurídico: 
Derecho (STC 47/1995), al cual, junto con la Ley, debe someterse todo el obrar 
administrativo (STC 47/1995). O en referencia a parte del ordenamiento: Dere-
cho público (STC 91/1995).
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2.2.15.5.9. Honor 
El término honor se emplea en cuatro ocasiones, como objeto del derecho al 
honor, cuyo contenido “es lábil y fl uido cambiante y, en defi nitiva, como hemos 
dicho en alguna otra ocasión, dependiente de las normas, valores e ideas sociales 
vigentes en cada momento” (STC 176/1995). Son titulares del mismo tanto las 
personas naturales, como las jurídico privadas (cf. STC 139/1995), así como los 
individuos que pertenezcan a un grupo humano sin personalidad jurídica, cuan-
do el mismo sea atacado en su honor (cf. STC 176/1995). Aunque este derecho 
está subordinado a la libertad de expresión, para los personajes públicos, habrá 
imputaciones tan graves que no se encontrarán amparadas, salvo realizadas con 
las precauciones indicadas (cf. STC 22/1995).
2.2.15.5.10. Tutela 
El término tutela se emplea en dos ocasiones, ambas en singular, para in-
dicar que los entes de Derecho público con personalidad jurídica serán titulares 
del derecho a la tutela judicial efectiva de jueces y Tribunales del art. 24 de la 
CE, por lo que, podrán recabar el amparo del mismo. Derecho que pese a estar 
ya contemplado en la Ley de Enjuiciamiento Criminal desde 1882, adquiere efi -
cacia instrumental gracias a varios instrumentos como la prohibición de la pro-
batio diabólica de los hechos negativos, que se derivan de la interpretación de 
dicho derecho en virtud de los convenios y tratados fi rmados por España según 
lo establecido en el art. 10.2 de la CE (STC 133/1995). Entre los que el TC cita: la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos (ApNDL 3626), el Convenio de 
Roma (1950), el Pacto de Derechos Civiles y Políticos de Nueva York (1966 [RCL 
1977\893 y ApNDL 3630]), y la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos (art. 10.2 CE).
2.2.15.5.11. Educación 
El término educación se emplea en una ocasión, al indicar que los derechos 
fundamentales, y el respeto a los mismos, son “directrices de la educación que 
han de recibir la infancia y la juventud por deseo constitucionalmente proclama-
do” en el art. 27.2 de la CE (STC 176/1995).
2.2.15.6. Fuentes doctrinales y jurisprudenciales especifi cadas en las sen-
tencias
El TC a la hora de fundamentar su doctrina, además de a las propias senten-
cias, hace referencia a nivel internacional a la Declaración Universal de Derechos 
Humanos, al Convenio de Roma (STC 176/1995 y STC 133/1995); al Pacto de De-
rechos Civiles y Políticos de Nueva York (STC 133/1995 y STC 176/1995). Tam-
bién a la jurisprudencia del TEDH que desarrolla el convenio, ya sea sin indicar 
alguna sentencia (STC 133/1995) o refi riendo a alguna en concreto —STEDH de 7 
de diciembre de 1976, caso Handyside (STC 176/1995); STEDH  de 25 de febrero 
316 Lorena Velasco Guerrero
de 1993, caso Funke (cf. STC 50/1995)—. En el ámbito nacional hará referencia, 
aceptándola, a la doctrina asentada por el Tribunal Supremo (STC 176/1995).
2.2.15.7. Conclusiones
El TC en el año 1995, sobre la interpretación de los términos, establece en 
una de sus sentencias, al hablar de la libertad de expresión, que su juicio 
“ha de ser en todo momento ajeno al acierto o desacierto en el planteamiento de 
los temas o a la mayor o menor exactitud de las soluciones propugnadas, des-
provistas de cualquier posibilidad de certeza absoluta o de asentimiento uná-
nime por su propia naturaleza, sin formular en ningún caso un juicio de valor 
sobre cuestiones intrínsecamente discutibles, ni compartir o discrepar de opi-
niones en un contexto polémico. Tampoco tiene como misión velar por la pureza 
de los silogismos ni por la elegancia estilística o el buen gusto” (STC 176/1995).
¿Es el concepto que buscamos una cuestión intrínsecamente discutible? ¿Es 
por ello, algo ajeno al Tribunal? No podemos resolver esta cuestión desde la pro-
pia jurisprudencia hasta ahora analizada, por lo que, atenderemos a lo estableci-
do en años posteriores. En cuanto a la defi nición de los términos se nos recuerda 
que “El contenido del derecho al honor es lábil y fl uido cambiante y en defi nitiva 
(…) «dependiente de las normas, valores e ideas sociales vigentes en cada mo-
mento»” (STC 176/1995). Por lo tanto, la defi nición del derecho fundamental, y 
lo que hay que entender por el mismo, no se encuentra defi nido, sino que depen-
derá del momento concreto, siendo, por lo que, se desprende de la jurispruden-
cia, el propio TC quien establece cómo se entiende en cada momento concreto.
En cuanto a quién es persona, la jurisprudencia del año 1995, se establece 
que habrá grupos humanos que no tengan personalidad jurídica, que no sean 
personas jurídicas, pero que sean titulares de derechos al tener personalidad, es 
decir, al poder ser claramente identifi cados, por cualquier otro rango dominante 
de su estructura y cohesión, como pueden ser por su historia, sus características 
sociales propias, su etnia o su religión propia.
Respecto a la relación del término persona con el resto de términos de signi-
fi cación próxima, vemos cómo nuevamente el término se utiliza en referencia al 
ser humano, al indicarse que los restos de la persona fallecida son restos huma-
nos. Así como, se vuelve a poner en relación con el individuo al indicarse que la 
personas pueden ser identifi cadas individualmente (cf. STC 50/1995) y que las 
“personas particulares” pueden participar en la actuación administrativa indivi-
dualmente (cf. STC 119/1995).
La pregunta por la naturaleza de la persona, qué es la persona, tampoco se 
responde en este año de forma expresa. Sí que se establecen, como en años anterio-
res, atributos o características de la misma. Además de los atributos ya reconocidos 
en años anteriores —dignidad, honor, intimidad—, la jurisprudencia del año 1995, 
como hemos visto, establece diversas características y rasgos de la persona. Reco-
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gemos de forma esquemática lo indicado previamente en el análisis de los térmi-
nos en la medida en que resultan interesantes para nuestra investigación. 
La persona tiene unas necesidades básicas en su vida personal y social, que 
variarán en función de las circunstancias sociales de cada momento y lugar. El 
Estado se encargará de realizar las prestaciones necesarias para cubrir las mismas. 
La personalidad de la persona es algo que se desarrolla, que puede hacerlo 
rectamente pero que también puede ser corrompida, deformada y depravada 
por actos de terceros. Con otro contenido de signifi cado se utiliza el término per-
sonalidad, en cuanto jurídica, para hacer referencia a aquello que se le reconoce 
a la persona física y ciertos entes, que les establecen como titulares de derechos. 
Sobre las cualidades que pone en relación el propio texto del 78, vemos 
cómo, al igual que en años anteriores, en su mayoría no se defi nen, no se estable-
ce claramente su contenido de signifi cado. Sin embargo, en algunos casos sí que 
se establecen notas características de los mismos. No queriendo reproducir lo ya 
dicho anteriormente, recogemos aquellos términos de los que se establecen notas 
relevantes para nuestro objeto de estudio, en concreto atendemos a los términos: 
libertad y educación.
Es interesante atender al término libertad como facultad que se reconoce al 
sujeto, y cómo la misma tiene una confi guración histórica, como pone de mani-
fi esto el TC al indicar que la libertad de expresión, no se ha entendido siempre 
igual en España 
“ya que aparece como libertad vigilada en “la pragmática de los Reyes Católicos 
de 8 de julio de 1502, seguida por otras muchas a lo largo de tres siglos que se 
recogerán a principios del XIX en la Novísima Recopilación. Dentro de tal con-
texto histórico se explica que, poco después, la Constitución de 1812 proclamara 
la libertad «de escribir, imprimir y publicar... sin necesidad de licencia, revisión 
o aprobación alguna anterior a la publicación», (artículo 371), interdicción que 
reproducen cuantas la siguieron en ese siglo y en el actual e inspira el contenido 
de la nunca derogada Ley de policía de imprenta de 26 de julio de 1883” (STC 
176/1995).
También se establece que la educación de la persona, el desarrollo de su 
personalidad deberá estar dirigido por los derechos fundamentales y el respeto 
a los mismos. 
Finalmente, en cuanto a la tercera pregunta: la razón por la que persona se 
expresa como titular de derechos y de qué derechos es titular la persona por el 
mero hecho de serlo, en el año 1995 se establece que la persona natural es titular 
del derecho a la inviolabilidad del domicilio, derecho que estará limitado, pu-
diendo realizarse la entrada en las condiciones ya indicadas. 
Se establece que es titular del derecho al honor, mientras viva y una vez 
muerta. Este derecho puede verse afectado cuando se le imputen a la misma he-
chos delictivos. Esta actuación estaría amparada por el derecho siempre que se 
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respetaran los límites y garantías que sustentan la libertad de expresión. También 
serán titulares del derecho de amparo del derecho al honor de aquellos grupos 
con personalidad histórica, sociológica, étnica-racial o religiosa, pero no perso-
nalidad jurídica, a los que pertenezcan. Por lo que, podrán recabar el amparo del 
honor de este grupo cuando haya sido atacado. 
Las personas, en cuanto ciudadanos, podrán ser llamadas junto a los co-
lectivos interesados, a intervenir en el procedimiento de adopción de acuerdos 
a nivel administrativo. Este derecho confi gurado por ley no implica la voluntad 
de conocer la opinión de la generalidad de los ciudadanos, sino en cuanto que 
tengan un interés en el tema tratado, por ello, no estas consultas no caen bajo el 
derecho fundamental del art. 23 de la CE.
Finalmente, se establece que la misma es titular del derecho a la presunción 
de inocencia, la cual solo se destruye cuando un Tribunal independiente, imparcial 
y establecido por la Ley, declara su culpabilidad en un proceso celebrado con todas 
las garantías, no pudiendo exigirse la probatio diabólica de los hechos negativos.
2.2.16. 1996
En julio del año 1996 renuncia don Javier Delgado Barrio, quien había sido 
elegido magistrado un año antes. Es sustituido por don Pablo García Manzano64. 
Por lo demás la composición del TC sigue siendo la misma.
La jurisprudencia relevante de este año está compuesta por diecisiete sen-
tencias de un total de ciento una.
2.2.16.1. Persona: su expresión singular y plural
El término persona se emplea en treinta y cuatro ocasiones, veinte en sin-
gular y catorce en plural, a lo largo de once sentencias de la jurisprudencia se-
leccionada. Ocho son los ponentes de dichas sentencias: don Rafael de Men-
dizábal Allende —STC 11/1996 y STC 48/1996—, don José Gabaldón López 
—STC 35/1996—, don Francisco Javier Delgado Barrio —STC 66/1996—, don 
Pedro Cruz Villalón —STC 86/1996 y STC 212/1996—, don Julio Diego Gonzá-
lez Campos —STC 106/1996—, don Enrique Ruiz Vadillo —STC 129/1996, STC 
199/1996—, don Carles Viver Pi-Sunyer —STC 177/1996— y don Vicente Gime-
no Sendra —STC 207/1996—.
64 Tribunalconstitucional.es.(2017). Historia del Tribunal Constitucional. [online] Disponible en: https://
www.tribunalconstitucional.es/es/tribunal/historia/Paginas/Tribunal—Constitucional—de—Espania.
aspx [Acceso 22 Mayo 2017].
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Lo encontramos empleado para referir al ser humano, al individuo no de-
terminado en el momento presente, sin aportar mayor contenido de signifi cado 
que su propio uso: “en benefi cio de terceras personas” (STC 129/1996), “por el 
número de personas que integraban la comitiva y los cánticos que se entonaban” 
(STC 106/1996), “de toda persona que a sabiendas participare en su fi nancia-
miento” (STC 129/1996).
También lo encontramos en la función sintáctica de proposición subordina-
da adjetiva, lo que equivaldría a decir personal, en once ocasiones.
Se establece por el TC que no todo “feto humano” llegará a ser “ser huma-
no”, a “ser persona”65. Esto ocurrirá cuando dicho embrión o feto humano sea no 
viable, es decir, incapaz de vivir, incapaz de “desarrollarse hasta dar lugar a un 
ser humano, a una «persona» en el fundamental sentido del art. 10.1 CE” (STC 
212/1996). En estos casos ni siquiera cabe “otorgarles el carácter de nascituri toda 
vez que eso es lo que se quiere decir con la expresión «no viables», que nunca van 
a «nacer»” (STC 212/1996).
La dignidad de la persona está indisolublemente unida al derecho a la vida 
“por su consistencia ontológica a la dignidad de la persona como profesión de 
fe en el hombre que lleva en sí todos los demás” (STC 48/1996) y deberá ser 
respetada en toda ocasión. El TC establece cuatro ejemplos en los que dicha dig-
nidad debe ser respetada. Primero, en los “procedimientos o medidas en la prác-
tica para atender a la seguridad y control de los centros” penitenciarios (STC 
35/1996), como “los registros y cacheos en las personas de los internos”, además 
de “sus pertenencias y locales que ocupen, los recuentos, así como las requisas en 
las instalaciones del establecimiento” (STC 35/1996). Segundo, en la utilización 
de embriones y fetos humanos —muertos o no viables— “con fi nes diagnósticos, 
terapéuticos o de investigación, previniendo la manipulación y el tráfi co con los 
mismos, y posibilitando a la vez la investigación científi ca” actividad que debe-
rá hacerse de “modo acorde con la dignidad de la persona” (cf. STC 212/1996), 
viéndose infl uida la regulación sobre el uso de los fetos inviables por dicha dig-
nidad (cf. STC 212/1996). Tercero, ante la disposición de parte o la totalidad del 
cuerpo de la persona, en vida o una vez muerta. Por ello, el mismo podrá ser 
donado, pero no patrimonializado (cf. STC 212/1996). 
El cuerpo de la persona estará protegido por el derecho a la integridad física, 
el cual “protege […] el derecho de la persona a la incolumidad corporal, esto es, 
su derecho a no sufrir lesión o menoscabo en su cuerpo o en su apariencia externa 
sin su consentimiento” (cf. STC 207/1996). Para que sea correcta la “intervención 
corporal en la persona del imputado” será necesario que la misma cumpla con 
las exigencias del principio de proporcionalidad: idoneidad, fi n constitucional-
mente legítimo, necesidad e imprescindibilidad, y que el sacrifi cio a los dere-
65 Comillas nuestras.
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chos no resulte desmedido “en comparación con la gravedad de los hechos y de 
las sospechas existentes” (cf. STC 207/1996). En este sentido habrá que tener en 
cuenta que algunas intervenciones corporales se considerarán leves —cuando no 
pongan en peligro la salud ni ocasionen sufrimientos a la persona afectada— y 
graves cuando no se cumplan estos dos requisitos (cf. STC 207/1996). 
La persona tiene una vida privada dentro de la cual se engloban diversos 
actos, como puede ser el consumo de drogas (cf. STC 207/1996). Estas acciones 
son impunes en nuestro ordenamiento; sin embargo, caso de ser públicas “pro-
voca un juicio de valor social de reproche que lo hace desmerecer ante la comu-
nidad” (STC 207/1996). En consecuencia, las acciones periciales realizadas para 
determinar un posible consumo de drogas no podrán hacer pública el resultado 
del mismo, ya que esto afectaría “al ámbito constitucionalmente protegido del 
derecho a la intimidad personal” (STC 207/1996).
Se establece que las personas tienen libertad en la esfera sexual. Esta cons-
tituye un bien jurídico protegido por el art 452 bis d) del Código Penal (cf. STC 
129/1996). Al ser una decisión legislativa criminalizar los actos recogidos en este 
artículo, el propio legislador puede decidir descriminalizarla cuando lo consi-
dere conveniente (cf. STC 129/1996). Teniendo en cuenta que las personas no 
pueden ser obligadas a mantener relaciones sexuales, ni pueden ser objeto de 
comercio o trata (cf. STC 129/1996). 
La persona en situación de privación de libertad puede solicitar ante el juez 
su puesta en libertad, el cual deberá realizar las diligencias oportunas necesarias 
para la petición de habeas corpus, no siendo sufi ciente para ello una mera llama-
da telefónica que no permita identifi car a la persona, ya que la misma no sustitu-
ye el contenido esencial del indicado proceso (cf. STC 66/1996).
 Por último, se indica que la salud de las personas, junto con la defensa del 
medioambiente, constituirán el fundamento para el establecimiento de límites es-
trictos a las actividades gravemente contaminantes (cf. STC 199/1996). Derecho 
a la salud comprendido en el derecho a la integridad personal (cf. STC 35/1996).
En el resto de las ocasiones lo encontramos como sustantivo en la función 
sintáctica de sujeto o de complemento directo, al ser quien realiza la acción, o 
sobre quien recae la acción realizada.
Se establece que la persona, sea cual sea su clase, podrá acceder a la fun-
ción pública, “en un plano de igualdad, con arreglo al mérito y a la capacidad, 
en su consideración objetiva y sin acepción de personas, intuitu personae” (STC 
11/1996).
Las personas cumpliendo pena de privación de libertad se encontrarán 
en una situación de sujeción especial con respecto a la administración (cf. STC 
35/1996) que afectará al ejercicio de sus derechos, con el límite en el respeto a la 
dignidad de la misma (cf. STC 35/1996).
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Toda persona en cuanto titular del derecho de libertad religiosa, por la ver-
tiente negativa del mismo, podrá decidir en conciencia si desea o no tomar parte 
en actos de naturaleza religiosa, también dentro de las Fuerzas Armadas (cf. STC 
177/1996).
No toda persona tendrá derecho a residir en España y a circular dentro del 
territorio nacional. Solo tendrán dicho derecho las que posean la nacionalidad 
española, y aquellos extranjeros “cuando se lo otorga la disposición de una ley o 
de un tratado, o la autorización concedida por una autoridad competente”(STC 
86/1996), estén en posesión del pasaporte o equivalente —para acreditar la iden-
tidad y su nacionalidad—, y el visado o permiso de residencia (cf. STC 86/1996); 
y tengan medios económicos sufi cientes (cf. STC 86/1996).
2.2.16.2. Sus derivados
2.2.16.2.1. Personal 
El término personal se emplea en trece ocasiones, doce en singular y una en 
plural. 
Se emplea como sustantivo masculino singular, en referencia a los trabaja-
dores de una empresa: “bajo el cuidado del personal sanitario” (STC 106/1996), 
“Tras la transferencia a la Administración Autonómica del personal dependiente 
del Ministerio de Transportes”, “Acuerdo de revisión del Convenio Colectivo 
para 1990 se integra a dicho personal en la categoría de auxiliar administrativo”, 
“existía personal tanto masculino como femenino” (STC 198/1996).
Cuando se emplea como adjetivo califi cativo de los sustantivos a los que 
acompaña, equivaldría a decir de la persona.
Las convicciones personales deberán ser respetadas no pudiendo ningún 
órgano público —ni las Fuerzas Armadas— imponer la participación en ningún 
acto de naturaleza religiosa, en virtud del art. 16 de la CE, por lo que, no se podrá 
obligar a una persona, individuo o ciudadano —se utilizan indistintamente los 
sujetos en la sentencia— a participar en actos religiosos, a la vez que podrá actuar 
con respecto a las mismas en el ámbito de libertad que este derecho genera (cf. 
STC 177/1996). 
El derecho de una persona a su vida personal y familiar puede verse vul-
nerado por daños medioambientales, según declara “el art. 8 del Convenio de 
Roma (RCL 1979\2421 y ApNDL 3627) (Sentencias del TEDH Powell y Rainer c. 
Reino Unido, 21 de febrero de 1990, y López Ostra c. España, 9 de diciembre de 
1994). (TEDH 1994\3)” (STC 199/1996).
Se utiliza para clasifi car la salud, salud de la persona que se encuentra pro-
tegida, según se ha indicado, por el derecho a la integridad personal del art. 15 
de la CE (cf. STC 35/1996). 
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El derecho a la intimidad personal “tiene un contenido más amplio que el 
relativo a la intimidad corporal” (STC 207/1996), pudiéndose verse el mismo 
afectado cuando una información de la persona se haga pública y ésta pueda 
dar lugar a “un juicio de valor social de reproche que lo hace desmerecer ante la 
comunidad” (STC 207/1996).
Por último, el término se emplea para indicar que las personas tienen una 
documentación propia, que manifi esta, entre otros elementos, su nacionalidad 
(cf. STC 86/1996).
2.2.16.2.2. Personalidad 
El término personalidad se emplea en tres ocasiones, todas ellas en singular.
El libre desarrollo de la personalidad es el fundamento del orden político 
(art 10.1 de la CE) del Estado social y democrático de Derecho basado en el valor 
superior de libertad (art. 1.1 CE) (cf. STC 107/1996). Si se convirtiera en regla 
“una forma de agrupación social creada ex lege” se quebraría este principio (STC 
107/1996).
Vinculado a la personalidad y a la dignidad del individuo se encuentra “el 
espacio de autodeterminación intelectual ante el fenómeno religioso” al que da 
lugar el derecho a la libertad religiosa (art. 16.1 CE), el cual tiene una dimensión 
interna al garantizar “la existencia de un claustro íntimo de creencias” y una di-
mensión externa “de agere licere que faculta a los ciudadanos para actuar con arre-
glo a sus propias convicciones y mantenerlas frente a terceros” (STC 177/1996).
Finalmente, se establece que no pueden “producirse, con amparo en la Ley, 
intervenciones con fi nalidades de investigación científi ca o aplicación tecnológi-
ca en embriones con expectativa, valga la expresión, de «personalidad»” (STC 
212/1996); no así sobre aquellos embriones o fetos humanos inviables, muer-
tos o abortados, entendiendo por lo mismo, lo expresado anteriormente (cf. STC 
212/1996). 
2.2.16.3. Términos de signifi cación próxima 
2.2.16.3.1. Individuo  
No encontramos empleado en los textos seleccionados de la jurisprudencia 
relevante del año 1996 el término individuo. 
2.2.16.3.2. Hombre, varón y mujer 
El término hombre se emplea en cuatro ocasiones, dos en singular y dos en 
plural. Se emplea en el sentido de varón, ser humano de sexo masculino, en tres 
ocasiones. Se establece que el mismo, junto a la mujer, es titular del derecho a la 
integridad, por lo que, su salud debe ser garantizada incluso si se encuentra cum-
pliendo penas de privación de libertad (cf. STC 48/1996). Además, se indica que 
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en virtud del art. 14, los empleadores están obligados “a adoptar un criterio neutro 
predicable por igual del hombre y la mujer, y a valorar individualizadamente la 
idoneidad de cada candidato para el adecuado cumplimiento de las funciones pro-
pias del puesto de trabajo”(STC 198/1996), y por ello, la diferencia física que existe 
entre los hombres y las mujeres no será sufi ciente para “justifi car una prohibición 
del acceso de las mujeres a determinados puestos de trabajo” (STC 198/1996). Pro-
hibiciones que responden “más a un estereotipo que a diferencias reales, natura-
les o biológicas”(STC 198/1996). También lo encontramos en referencia a todo ser 
humano, tanto varón como mujer al indicar que el derecho a la vida está “unido 
indisolublemente por su consistencia ontológica a la dignidad de la persona como 
profesión de fe en el hombre que lleva en sí todos los demás” (STC 48/1996).
El término varón se emplea en tres ocasiones, dos en singular y una en plu-
ral. Se reitera que es un estereotipo la afi rmación de que la mujer tiene “mayor 
debilidad o inferioridad física (…) respecto del varón” (STC 198/1996). Que no 
puede entenderse como “algo que corresponde a la naturaleza de las cosas”, sino 
como “una percepción defectuosa, errónea o anacrónica, que responde más a un 
prejuicio infundado que a diferencias reales naturales o biológicas y conlleva una 
división sexista del trabajo” (STC 198/1996). En consecuencia, en aquellos casos 
en que los trabajos requieran de una fuerza muscular o física habrá que proteger 
a los individuos no en función de su sexo, sino de forma neutra, atendiendo tam-
bién a “los trabajadores varones más débiles o menos fuertes” (STC 198/1996).
 Por su parte, el término mujer se emplea en diez ocasiones, siete en singular 
y tres en plural. En los casos y con el contenido de signifi cado previamente indi-
cados, al analizar los términos varón y hombre. Además, se indica que el despido 
de una mujer por estar embarazada o su negativa a contratarla, suponen una 
discriminación directa basada en el sexo (Sentencia del TJCE de 8 de noviembre 
de 1990, asunto Hertz y Sentencia de la misma fecha recaída en el asunto Dekker) 
(cf. STC 136/1996), no proveyéndose ninguna excepción que justifi que el despi-
do de una mujer embarazada (Sentencia del TJCE de 14 de julio de 1994, asunto 
Webb (TJCE 1994\133) (cf. STC 136/1996).
2.2.16.3.3. Todos y nadie 
El término nadie se emplea en una ocasión, para indicar que la totalidad de 
las personas está de acuerdo en una idea: “nadie pone en cuestión que este tipo 
de instalación industrial constituye una de las actividades más gravemente con-
taminantes de la atmósfera” (STC 199/1996).
El término todos se emplea en cinco ocasiones. Tres de ellas como pronom-
bre indefi nido masculino plural, por lo que, incluimos las mismas en nuestro 
análisis. Se utiliza para recordar la jurisprudencia asentada en la STC 53/1985, 
por la cual se establece que “el art. 15 C.E., en efecto reconoce como derecho fun-
damental el derecho de todos a la vida, derecho fundamental del que, como tal 
y con arreglo a la STC 53/1985, son titulares los nacidos, sin que quepa extender 
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esta titularidad a los nascituri” (STC 212/1996), y en consecuencia, la ley que 
incluye la donación y utilización de embriones y fetos humanos no afecta al dere-
cho fundamental de todos, es decir, de los nacidos, a la vida (cf. STC 212/1996).
2.2.16.3.4. Ciudadano 
El término ciudadano se emplea en siete ocasiones, cuatro en singular y tres 
en plural. 
Aparece como titular de derechos reconocidos por la CE, los cuales no están 
supeditados a la celebración de un contrato de trabajo, el cual no puede privar al 
ciudadano de los mismos (cf. STC 4/1996). Entre estos derechos encontramos: el 
derecho a la libertad del art. 17 de la CE, por la cual, según indica la TC, “ningún 
ciudadano pueda permanecer en situación de preso preventivo más allá de un 
plazo razonable”(STC 41/1996) —aunque la CE reconozca como titular de dicho 
derecho a la persona—; y el derecho a la libertad ideológica y religiosa del art 
16.1 de la CE, por el cual los ciudadanos pueden actuar con arreglo a sus propias 
convicciones y mantenerlas frente a terceros, sin infl uencia alguna por parte del 
Estado, que en estas materias deberá permanecer neutral (cf. STC 177/1996) —
aunque la CE reconozca como titular de dicho derecho al individuo—.
El término hace referencia a quien habita y tiene la nacionalidad de un 
país en concreto: un ciudadano español (cf. STC 207/1996), cuyo buen nombre 
puede verse afectado si ciertos comportamientos propios se hicieran públicos; 
y también en referencia a la Unión Europea, pues los ciudadanos de la Unión 
Europea disfrutarán de los derechos fundamentales en España de una forma 
distinta al resto de las personas, parecida en muchos extremos a los nacionales 
(cf. STC 86/1996).
Los ciudadanos pueden clasifi carse por categorías, dependiendo de la fun-
ción que desempeñen o los actos relevantes para el derecho que realicen (cf. STC 
107/1996).
2.2.16.4. Términos derivados de palabras de signifi cación próxima
No encontramos empleado en los textos seleccionados de la jurisprudencia 
relevante de 1996 el término individualmente. Procedemos a analizar los restan-
tes términos derivados de palabras de signifi cación próxima.
2.2.16.4.1. Individual  
El término individual se emplea en una ocasión, califi cando al término dig-
nidad. Dignidad individual que junto a la propia personalidad se ven vinculadas 
con el “claustro íntimo de creencias y, por tanto, un espacio de autodetermina-
ción intelectual ante el fenómeno religioso”, garantizado por el derecho a la liber-
tad religiosa del art. 16.1 de la CE (cf. STC 177/1996).
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2.2.16.4.2. Humano 
El término humano se emplea en veintitrés ocasiones, seis en singular y 
diecisiete en plural.
En dos ocasiones se utiliza junto al sustantivo ser. Se indica que los fetos o 
embriones humanos no viables son aquellos incapaces “para desarrollarse hasta 
dar lugar a un ser humano, a una «persona»” en el fundamental sentido del art. 
10.1 CE.” (STC 212/1996). El ser humano es una unidad psicosomática, por lo 
cual, la situación física en que se encuentre la persona, y el lugar físico en el que 
se encuentre puede afectar a la estabilidad, mejora o empeoramiento de una en-
fermedad psíquica (cf. STC 48/1996).
En diez ocasiones se emplea junto al sustantivo fetos. Los fetos humanos 
cuando han podido tener la oportunidad de nacer, es decir, si son viables, “han 
podido incorporar a un nasciturus, por tanto, a un ser que en su día puede llegar 
a ser titular del derecho a la vida, al igual que de los restantes derechos huma-
nos” (STC 212/1996), hay que prevenir o evitar que esta viabilidad pueda frus-
trarse (cf. STC 212/1996). Mientras que los clasifi cados como «no viable» son 
aquellos incapaces “para desarrollarse hasta dar lugar a un ser humano, a una 
«persona» en el fundamental sentido del art. 10.1 CE”, estos “embriones o fetos 
humanos abortados en el sentido más profundo de la expresión, es decir, frus-
trados”, no son nasciturus no tiene posibilidad de nacer y por lo tanto no tienen 
“aquella dimensión que hace de los mismos «un bien jurídico cuya protección 
encuentra en dicho precepto» [el art. 15 C.E.]” (STC 212/1996). Por ello, los fetos 
humanos en cuanto no viables, muertos o abortados, pueden ser en virtud de la 
Ley 42/1988 donados y utilizados en su totalidad o sus células, tejidos u órganos 
(STC 212/1996) con fi nes diagnósticos, terapéuticos o de investigación, posibili-
tando la investigación científi ca y previniendo la manipulación y el tráfi co con 
los mismo (cf. STC 212/1996), ya que la patrimonialización sería contraria a la 
dignidad de la persona del art. 10 de la CE (cf. STC 212/1996). Tampoco esta-
rán permitidas, por ser contrarias a esta dignidad de la persona, la “realización 
de cualquier actuación dirigida a modifi car el patrimonio genético humano no 
patológico; la creación y mantenimiento de embriones o fetos vivos, en el úte-
ro o fuera de él, con cualquier fi n distinto a la procreación; la experimentación 
con embriones o fetos vivos, salvo el cumplimiento de determinados requisitos” 
(STC 212/1996). 
Se emplea dentro del término Derechos Humanos en cinco ocasiones, al 
hacer referencia el TC al convenio que los regula: Convenio Europeo de Derechos 
Humanos (STC 41/1996 y STC 51/1996), a la Declaración Universal de Derechos 
Humanos (STC 51/1996) y al Tribunal que enjuicia e interpreta el convenio Tri-
bunal Europeo de Derechos Humanos (STC 199/1996). También para indicar que 
el nasciturus podrá ser titular del derecho a la vida y de los restantes derechos 
humanos una vez que haya nacido (cf. STC 212/1996).
326 Lorena Velasco Guerrero
Acompaña también al sustantivo cuerpo, como dimensión corporal, reali-
dad física, de la persona, que por el derecho a la intimidad corporal —que no es, 
como se indicó en años anteriores, coextenso con el cuerpo humano— debe ser 
respetado, salvo en los casos y en las condiciones previstos en las normas (cf. STC 
207/1996).
Finalmente, se establece que están prohibidos los tratos inhumanos o de-
gradantes, lo cual se integra dentro de los derechos fundamentales que “tienen 
un carácter absoluto y está entre aquellos que no pueden verse limitados por 
pronunciamiento judicial alguno ni por ninguna pena” (STC 48/1996). Descansa 
existencialmente en el derecho a la vida y a la integridad (cf. STC 48/1996).
2.2.16.4.3. Ciudadana 
El término ciudadana se emplea en dos ocasiones, ambas en singular cali-
fi cando al término seguridad. Seguridad ciudadana que se regula en la “Ley de 
seguridad ciudadana” y que es ejecutada por las patrullas de seguridad ciudada-
na (cf. STC 86/1996).
2.2.16.5. Términos que expresan un predicado del ser personal
No encontramos en los textos relevantes del año 1996 empleados los tér-
minos: inviolable, honor, familia, matrimonio, tutela y educación. Procedemos 
al análisis de los restantes términos siguiendo el orden establecido en los años 
anteriores. 
2.2.16.5.1. Vida 
El término vida se emplea en veintidós ocasiones, todas ellas en singular.
Se establece que es objeto de protección por medio de un derecho funda-
mental, el derecho a la vida. Derecho que junto a la integridad física y moral se 
encuentra regulado en el art. 15 de la CE, y supone un “soporte existencial de 
cualesquiera otros derechos”, lo que le coloca como primero de los derechos fun-
damentales y le otorga un carácter absoluto por lo que, “no pueden verse limita-
dos por pronunciamiento judicial alguno ni por ninguna pena” (STC 48/1996). 
Este derecho está “unido indisolublemente por su consistencia ontológica a la 
dignidad de la persona como profesión de fe en el hombre que lleva en sí todos 
los demás” (STC 48/1996). Este derecho, junto al derecho a la integridad, será 
fundamento del derecho a la salud (cf. STC 48/1996).
En cuanto a los titulares del derecho a la vida, a pesar de que el articulado 
constitucional reconoce como titular de los mismos a todos, se reitera la juris-
prudencia asentada en la STC 53/1985 por la cual “son titulares los nacidos, sin 
que quepa extender esta titularidad a los nascituri” (STC 212/1996). Teniendo los 
nasciturus tan solo una protección constitucional de su vida, protección que im-
plica el deber de “abstenerse de interrumpir o de obstaculizar el proceso natural 
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de gestación” por parte del Estado, y la obligación de “establecer un sistema legal 
de defensa de la vida que suponga una protección efectiva de la misma”(STC 
212/1996). Sin embargo, esta protección constitucional no se extenderá a los fetos 
humanos no viables, ya que al ser una realidad que “nunca van a «nacer», en el 
sentido de llevar una propia «vida independiente de la madre»” se considera que 
no tienen la condición de nasciturus, por lo que, no caben bajo esta categoría (cf. 
STC 212/1996).
Esta confi guración como derecho impone a la Administración, y en concre-
to a la Administración penitenciaria “una función activa para el cuidado de la 
vida, la integridad corporal y, en suma, la salud de los hombres y mujeres separa-
dos de la sociedad por medio de la privación de su libertad” (STC 48/1996), por 
lo que, puede llegar a modifi carse las penas, si estas tienen efectos directos sobre 
la vida, salud o integridad de las personas (cf. STC 48/1996).
Se establece que la persona tiene derecho a la vida personal y familiar, la 
cual puede verse afectada por aquellas actividades contaminantes y que afecten 
al medioambiente (cf. STC 199/1996). La vida privada de la persona estará confi -
gurada por una esfera que englobará aquellas actividades propias, como el con-
sumo de drogas, que no tienen que ser conocidas ni manifestadas públicamente 
salvo voluntad del interesado (cf. STC 207/1996).
Se emplea en referencia a las actividades llevadas a cabo por las personas 
dentro de un lugar y a la ordenación de las mismas; en concreto a las actividades 
llevadas a cabo por un interno en un centro de internamiento, vida del estableci-
miento que estará regulada para su buen funcionamiento (cf. STC 35/1996).
2.2.16.5.2. Integridad 
El término integridad se emplea en catorce ocasiones, todas ellas en singular.
Como objeto de protección, tanto en su dimensión física como moral, por el 
art. 15 de la CE (cf. STC 48/1996), compartiendo con el derecho a la vida la clasifi -
cación como “soporte existencial de cualesquiera otros derechos”, lo que le colo-
ca como primero de los derechos fundamentales y le otorga un carácter absoluto 
por lo que, “no pueden verse limitados por pronunciamiento judicial alguno ni 
por ninguna pena” (STC 48/1996). El derecho protege “el derecho de la persona a 
la incolumidad corporal, esto es, su derecho a no sufrir lesión o menoscabo en su 
cuerpo o en su apariencia externa sin su consentimiento” (STC 207/1996). El de-
recho a la integridad física incluye en su vertiente negativa que no “se imponga a 
alguien una asistencia médica en contra de la voluntad, cualesquiera que fueren 
los motivos de esa negativa”(cf. STC 48/1996), salvo que la acción que se realice 
sobre la persona, y que vulnere este derecho, esté amparada por las normas, y sea 
razonable e imprescindible para alcanzar un fi n constitucionalmente aceptado, 
como la determinación de la autoría de un delito (cf. STC 207/1996). 
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Además, como ya se ha indicado este derecho establecerá una obligación 
a la Administración penitenciaria “para el cuidado de la vida, la integridad cor-
poral” (STC 48/1996), por lo que, puede llegar a modifi carse la pena si esta tiene 
efectos directos sobre la integridad de las personas (cf. STC 48/1996); y será junto 
con el derecho a la vida, fundamento del derecho a la salud (cf. STC 48/1996).
2.2.16.5.3. Física 
El término física se emplea en veinte ocasiones, diecinueve en singular y 
una en plural. En once ocasiones acompaña al término integridad, el cual acaba-
mos de analizar, por lo que, remitimos la exégesis del término en estos casos a 
dicho apartado.
Se emplea en referencia a la dimensión de la persona, a su corporalidad, en 
contraposición a la dimensión moral o psíquica. El TC establece que la misma 
tiene fuerza física (cf. STC 198/1996). Que no puede decirse que dicha fuerza sea 
menor en la mujer, ya que esta afi rmación se trata de “una percepción defectuo-
sa, errónea o anacrónica, que responde más a un prejuicio infundado que a dife-
rencias reales naturales o biológicas y conlleva una división sexista del trabajo” 
(STC 198/1996). Por lo que, en aquellos casos en que un trabajo objetivamente 
requiera de una mayor fuerza física, habrá que extender la protección a todos 
aquellos que no tengan dicha fuerza de forma neutra, no atendiendo a condicio-
nes de sexo, lo que incluye también a los varones que tengan una menor fuerza 
física (cf. STC 198/1996).
2.2.16.5.4. Natural 
El término natural se emplea en cinco ocasiones, tres en singular y dos en 
plural. Encontramos el término acompañando al proceso de gestación, que no 
debe ser interrumpido u obstaculizado por el Estado (cf. STC 212/1996), al tér-
mino medioambiente, que se constituye en límite para las actividades contami-
nantes (cf. STC 199/1996) y al término noción, junto al adjetivo médico, al referir 
a un término utilizado por la ley que es propio del ámbito médico, pero que hace 
referencia a una realidad natural, a algo no creado por el hombre sino existente 
por sí mismo (cf. STC 212/1996). Con el mismo sentido, en plural, se emplea para 
clasifi car aquello que no responde a la realidad, que es un estereotipo, como la 
mayor debilidad o inferioridad física de la mujer respecto del varón. Esta percep-
ción sería “defectuosa, errónea o anacrónica, que responde más a un prejuicio 
infundado que a diferencias reales naturales o biológicas” (STC 198/1996).
2.2.16.5.5. Jurídica 
El término jurídica se emplea en veintiuna ocasiones, dieciséis en singular 
y cinco en plural. Como ocurre en años anteriores, vemos cómo se emplea califi -
cando a diversos sustantivos determinando su contenido de signifi cado, a reali-
dades que o bien han sido creadas por el Derecho —ordenamiento jurídico (STC 
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48/1996), fundamento jurídico (STC 212/1996, STC 86/1996, STC 177/1996…), 
relaciones jurídicas (STC 35/1996)…—, o bien que desarrollan y tienen sus con-
secuencias en el ámbito del Derecho —bien jurídico (STC 129/1996)…—. Sin 
aportar nada más relevante para la determinación del contenido de signifi cado 
del término, que lo que nos manifi esta su propio uso.
2.2.16.5.6. Dignidad 
El término dignidad se emplea en ocho ocasiones, todas ellas en singu-
lar. Como hemos indicado anteriormente, la persona tiene dignidad (cf. STC 
35/1996) regulada en el art. 10.1 de la CE (cf. STC 212/1996). Esta dignidad debe 
ser respetada en todo momento y circunstancia en que la persona se encuentre 
(cf. STC 35/1996), incluso cuando se trate de la “utilización de los embriones y fe-
tos humanos con fi nes diagnósticos, terapéuticos o de investigación, previniendo 
la manipulación y el tráfi co con los mismos” al deber realizarse de “modo acorde 
con la dignidad de la persona” (STC 212/1996), a pesar de que los mismos sean 
considerados como “no personas” por el TC en la misma sentencia. 
Se indica que la misma se encuentra unida indisolublemente al derecho a 
la vida “por su consistencia ontológica” como “profesión de fe en el hombre que 
lleva en sí todos los demás” (STC 48/1996) y vinculada al derecho a la libertad 
religiosa —afi rmada en este caso como individual— (cf. STC 177/1996).
Finalmente, se establece que el reconocimiento de dicha dignidad implica 
que habrá conductas que se encuentren prohibidas por ser contrarias a la misma, 
como la patrimonialización de la persona o de parte de ella (cf. STC 212/1996).
2.2.16.5.7. Inherente 
El término inherente se emplea en dos ocasiones, ambas en plural. Para 
indicar que la mujer embarazada solo podrá ser despedida, en los casos en que 
dicho despido no tenga como causa el embarazo y estén permitidos por la ley (cf. 
STC 136/1996), como se establece en la Sentencia del TJCE del 14 de julio de 1994, 
asunto Webb (TJCE 1994\133) (STC 136/1996).
2.2.16.5.8. Libertad 
El término libertad se emplea en veintidós ocasiones, veinte en singular y 
dos en plural. Podemos clasifi car el término en cuatro grupos, atendiendo al con-
tenido de signifi cado con el que se emplea el mismo.
Primero, la libertad entendida como un valor en sí misma, la cual se regula 
en el art. 1.1 de la CE (cf. STC 41/1996 y STC 107/1996).
Segundo, como atributo de la persona reconocido en el art 17 de la CE (STC 
48/1996 y STC 66/1996 y STC 86/1996). Derecho a la libertad física (STC 86/1996) 
de la cual se puede ver privado por condenas a pena de privación de libertad (cf. 
STC 48/1996), o encontrarse en libertad condicional (cf. STC 48/1996), o por cir-
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cunstancias contempladas por el ordenamiento, para su identifi cación o para la 
investigación de un posible acto delictivo, en estos casos la persona podrá recabar 
mediante la solicitud de habeas corpus, que se restaure su libertad, si se ha exce-
dido el plazo máximo en que puede verse privada de la misma (cf. STC 66/1996).
Tercero, como facultades de los sujetos, ya sea en genérico: “derechos fun-
damentales y libertades públicas susceptibles de amparo” (STC 51/1996); ya sea 
en concreto: libertad de confi guración de los tipos penales reconocida al legis-
lador por la ley, por la cual puede libremente considerar una conducta como 
constitutiva de delito en un momento y posteriormente cambiar el tipo y que 
deje de ser delito (cf. STC 129/1996); libertad religiosa (STC 177/1996). Derecho 
fundamentales y libertades que no agotan
“su contenido en el reconocimiento de los mismos, sino que más allá de ello, 
pueden contener exigencias dirigidas al legislador en su labor de continua con-
fi guración del ordenamiento jurídico, ya sea en forma de las llamadas garantías 
institucionales, ya sea en forma de principios rectores de contornos más am-
plios, ya sea, como enseguida veremos, en forma de bienes jurídicos constitucio-
nalmente protegidos” (STC 212/1996).
Cuarto, en referencia a la esfera o ámbito creados por los derechos y liberta-
des, en las cuales la persona puede elegir sin infl uencias externas, ni del Estado ni 
de terceros, al generarse “un espacio de autodeterminación” (STC 177/1996). Con 
este sentido el TC hace referencia a la esfera de libertad sexual (cf. STC 129/1996) 
y a la esfera íntima de creencias (cf. STC 177/1996).
2.2.16.5.9. Seguridad 
El término seguridad se emplea en seis ocasiones, todas ellas en singular.
Las penas de internamiento tienen como fi n garantizar la seguridad de la 
gente, mediante la segregación temporal (cf. STC 35/1996). Quienes estén cum-
pliendo estas penas estarán sujetos a una relación especial con la Administración, 
regulada en las normas de seguridad penitenciaria. La Administración para garan-
tizar la seguridad y el buen orden regimental del centro, podrá retener y custodiar 
a los internos y realizar registros y cacheos en sus personas (cf. STC 35/1996).
Finalmente, en dos ocasiones lo encontramos acompañado del adjetivo ciu-
dadana, seguridad que se regula mediante ley y que deben ejecutar las patrullas 
destinadas a este fi n, con los límites y garantías emanados de la CE y recogidos 
en la norma (cf. STC 35/1996).
2.2.16.5.10. Igualdad 
El término igualdad se emplea en una ocasión, para indicar que se conside-
rarán inconstitucionales aquellas normas que no tengan en cuenta los principios 
rectores del acceso a la función pública entre ellos, la necesidad de que la misma 
se realice en un plano de igualdad (cf. STC 11/1996).
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2.2.16.5.11. Derecho 
El término derecho se emplea en setenta ocasiones, cincuenta en singular y 
veinte en plural. Se pueden agrupar en cinco grupos, en función del contenido 
de signifi cado del término que se puede deducir por el uso que hacen del mismo.
Primero, en el sentido de facultades reconocidas a diversos sujetos en la 
constitución en la Sección 1º, Capítulo Segundo del Título Primero como dere-
chos fundamentales: derecho a la integridad física y moral (STC 35/1996, STC 
48/1996…), derecho a la vida (STC 48/1996 y STC 212/1996), derecho a residir 
en España (STC 86/1996) y derecho a la libertad religiosa (STC 177/1996). De-
recho fundamentales y libertades que, como ya hemos indicado al analizar el 
término libertad, no agotan:
“su contenido en el reconocimiento de los mismos, sino que más allá de ello, 
pueden contener exigencias dirigidas al legislador en su labor de continua con-
fi guración del ordenamiento jurídico, ya sea en forma de las llamadas garantías 
institucionales, ya sea en forma de principios rectores de contornos más am-
plios, ya sea, como enseguida veremos, en forma de bienes jurídicos constitucio-
nalmente protegidos” (STC 212/1996)
En cuanto a su contenido, el art. 10.2 CE establece que dichos preceptos 
deben 
“ser interpretados de conformidad con la Declaración Universal de Derechos 
Humanos y los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias 
ratifi cados por España, esta fuente interpretativa, aunque contribuye a la me-
jor identifi cación del contenido de los derechos, no convierte a tales tratados y 
acuerdos internacionales en canon autónomo de la validez de las normas o los 
actos de los poderes públicos desde la perspectiva de los derechos fundamenta-
les; el canon está integrado por el precepto constitucional defi nidor del derecho 
o libertad” (STC 51/1996).
Aunque hay que tener en cuenta que estos derechos no son absolutos (cf. 
STC 129/1996). De los mismos no puede verse privada la persona por actos jurí-
dicos como un contrato de trabajo (cf. STC 4/1996), pero si por penas privativas 
de libertad “por razón del mismo condicionamiento material de la libertad” (STC 
48/1996). En todo caso si estos derechos no son respetados podrá recabarse la 
tutela de los mismos mediante recurso de amparo (cf. STC 51/1996). 
Segundo, en referencia a facultades reconocidas por la Constitución, y que 
no tienen el rango de fundamentales. Entre estos derechos constitucionales en-
contramos: el derecho a disfrutar de un medioambiente adecuado para la vida 
personal y familiar (STC 199/1996).
Tercero, acompañado del adjetivo humanos, dentro de la designación de 
los diversos tratados y declaraciones internacionales sobre los mismos: Convenio 
Europeo de Derechos Humanos (STC 41/1996 y STC 51/1996), la Declaración 
Universal de Derechos Humanos (STC 51/1996) y al Tribunal que enjuicia e in-
terpreta el convenio: el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (STC 199/1996). 
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También se emplea junto al adjetivo humanos para indicar que el nasciturus po-
drá ser titular del derecho a la vida y de los restantes derechos humanos una vez 
que haya nacido (cf. STC 212/1996).
Cuarto, en referencia al ordenamiento jurídico en su conjunto: Derecho 
(STC 212/1996).
Finalmente, en referencia a la forma de Estado en que se constituye España: 
Estado social y democrático de Derecho, el cual se encuentra “basado en el va-
lor superior de libertad (art. 1.1 CE) y que encuentra en el libre desarrollo de la 
personalidad el fundamento de su orden político (art. 10.1 CE)” (STC 107/1996).
2.2.16.5.12. Deber 
El término deber se emplea en seis ocasiones, cinco en singular y una en 
plural.
Se emplea con el sentido de obligación. Primero, en referencia al Estado, el 
cual tiene un deber de protección para todos, incluido el nasciturus, en virtud de 
lo establecido en el art. 15 de la CE (cf. STC 212/1996). Segundo, en referencia a 
los particulares que se encuentran en una determinada situación que les impone 
diversas obligaciones: los electores tienen un deber económico para con las cor-
poraciones de las que son miembros (cf. STC 107/1996), mientras que no existe 
deber de lealtad general del trabajador al interés empresarial (cf. STC 4/1996). 
Por último, se indica que, entre la Administración y los reclusos, por la relación 
de sujeción especial que los une, se generará un entramado de derechos y debe-
res recíprocos (cf. STC 35/1996), entre los que se encuentra el “deber del interno 
de acatar y observar las normas de régimen interior reguladoras de la vida del 
establecimiento” (STC 35/1996).
 2.2.16.6. Fuentes doctrinales y jurisprudenciales especifi cadas en las sen-
tencias
El TC a la hora de fundamentar su doctrina hace referencia a nivel inter-
nacional: a la Declaración Universal de Derechos Humanos (STC 51/1996), al 
Convenio Lake Success de 21 de marzo de 1950 para la represión de la trata de 
personas y de la explotación de la prostitución ajena (STC 129/1996), a la Direc-
tiva 76/207/CEE y a la Directiva 2/85/CEE (LCEur 1992\3598 (STC 136/1996), 
al Convenio Europeo de Derechos Humanos —o convenio de Roma— (STC 
41/1996, STC 51/1996, STC 199/1996 y STC 2’7/1996) y la jurisprudencia de su 
Tribunal —el TEDH— (STC 41/1996, STC 51/1996, STC 199/1996), además, de 
a la jurisprudencia del TJCE —que posteriormente se denominara TJUE—, en 
concreto a la Sentencia del TJCE de 8 de noviembre de 1990, asunto Hertz, a la 
Sentencia del TJCE de 5 de mayo de 1994, asunto Habermann-Beltermann y a la 
Sentencia del TJCE de 14 de julio de 1994, asunto Webb (TJCE 1994\133) (STC 
136/1996).
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A nivel nacional no encontramos referencia a ningún otro tribunal, tan solo 
se hará referencia a la doctrina propia asentada por la jurisprudencia de años 
anteriores. 
2.2.16.7. Conclusiones
Primero, el TC —en este año de 1996— añade a los criterios interpretativos 
de años anteriores, la indicación de que los derechos y libertades fundamentales 
deben, en virtud del artículo 10.2: 
 “ser interpretados de conformidad con la Declaración Universal de Derechos 
Humanos y los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias 
ratifi cados por España, esta fuente interpretativa, aunque contribuye a la me-
jor identifi cación del contenido de los derechos, no convierte a tales tratados y 
acuerdos internacionales en canon autónomo de la validez de las normas o los 
actos de los poderes públicos desde la perspectiva de los derechos fundamenta-
les; el canon está integrado por el precepto constitucional defi nidor del derecho 
o libertad” (STC 51/1996).
También, en cuanto a la interpretación de unos hechos, el TC establece que, 
aunque una conducta pueda ser entendida como gravemente ofensiva o vejatoria 
para la propia persona o para sus creencias religiosas, no implica que de hecho lo 
sean, sino que será el TC quién se encargará de valorar el mismo atendiendo a la 
interpretación que el propio Tribunal hace de los motivos y el sentido que quiso 
darle la persona que emite la conducta. Por lo que, la interpretación de unos he-
chos y su intención queda en manos del TC.
En cuanto a quién es persona, la jurisprudencia del TC del año 1996 esta-
blece que el “feto humano” no viable, siendo humano no es ser humano, no es 
persona, ya que dicha condición es algo que debe alcanzar por medio de su de-
sarrollo, algo a lo que podría dar lugar si fuera capaz de desarrollarse. En estos 
casos ni siquiera cabe otorgarles el carácter de nascituri.
En cuanto a la relación del término persona con el resto de palabras de signifi -
cación próxima vemos cómo se vincula el de ser humano al de persona, incluyendo 
en este sentido, en el de ser humano al nasciturus, que en el año 1985 quedó fuera 
del mismo, pero excluyendo del de ser humano y del de persona a los fetos huma-
nos no viables. Sin embargo, resulta confuso al respecto porque posteriormente se 
reconoce que los mismos deben ser tratados conforme a la dignidad de la persona, 
cuando de hecho declara que no son personas, y ni tan siquiera seres humanos. 
Así mismo, se vuelve a poner en relación, los términos individuo y persona, 
al indicarse que frente al fenómeno religioso la persona tiene un espacio de auto-
determinación “vinculado a la personalidad y a la dignidad individual” (cf. STC 
177/1996). Surge en este caso la pregunta por el adjetivo que acompaña a la dig-
nidad y, si el mismo implica que la persona podría tener una dignidad colectiva o 
comunitaria. 
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La pregunta por la naturaleza de la persona, qué es la persona, tampoco se 
responde en este año de forma expresa. Sí que se establecen, como en años anterio-
res, atributos o características de la misma. Además de los atributos ya reconocidos 
en años anteriores —dignidad, honor, intimidad—, la jurisprudencia del año 1996 
como hemos visto establece diversas características y rasgos de la persona, recoge-
mos de forma esquemática lo indicado previamente en el análisis de los términos.
Respecto a la dignidad se indica que la misma está indisolublemente unida 
al derecho a la vida “por su consistencia ontológica a la dignidad de la persona 
como profesión de fe en el hombre que lleva en sí todos los demás” y que deberá 
ser respetada en toda ocasión. El TC añade a años anteriores que la misma de-
berá tenerse en cuenta también en la utilización de embriones y fetos humanos 
—muertos o no viables— con fi nes diagnósticos, terapéuticos o de investigación, 
previniendo la manipulación y el tráfi co con los mismos, y posibilitando a la vez 
la investigación científi ca a la vez que se impiden actuaciones contrarias a la dig-
nidad de la persona como la realización de cualquier actuación dirigida a modi-
fi car el patrimonio genético humano no patológico; la creación y mantenimiento 
de embriones o fetos vivos, en el útero o fuera de él, con cualquier fi n distinto 
a la procreación; la experimentación con embriones o fetos vivos, salvo el cum-
plimiento de determinados requisitos y la disposición de parte o la totalidad del 
cuerpo de la persona, en vida o una vez muerta, mediante precio.
El libre desarrollo de la personalidad de la persona es el fundamento del 
orden político (art 10.1 de la CE) del Estado social y democrático de Derecho en 
virtud del valor superior de libertad que en él se afi rma. Vinculada a este libre 
desarrollo de la personalidad y a la dignidad se encuentra el espacio de autode-
terminación intelectual ante el fenómeno religioso.
La persona en cuanto ser humano es una unidad psicosomática, por lo cual, 
la situación física en que se encuentre la persona, y el lugar físico en el que se 
encuentre puede afectar a su situación psicológica. Las personas tienen una do-
cumentación propia, que manifi esta, entre otros elementos su nacionalidad (cf. 
STC 86/1996).
La persona en cuanto ser sexuado, en cuanto hombre y mujer no tiene dife-
rente fuerza física en función de su sexo; esto es un estereotipo, no responde a la 
naturaleza de las cosas, ya que no es más que una percepción defectuosa, errónea 
o anacrónica, que responde más a un prejuicio infundado que a diferencias reales 
naturales o biológicas. Por ello, este hecho no podrá justifi car una prohibición del 
acceso de las mujeres a determinados puestos de trabajo. 
Se establece que la mujer puede quedarse embarazada, y que no podrá ser des-
pedida en estos casos, por ser esta decisión discriminación directa basada en el sexo. 
Sobre las cualidades que pone en relación el propio texto del 78, en esta 
ocasión solo atendemos al término natural, utilizado en referencia a aquello que 
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se da en la naturaleza, en la realidad biológica, en la realidad no infl uenciada o 
creada por el ser humano: gestación, medioambiente, noción médico—natural… 
Finalmente, en cuanto a la tercera pregunta: la razón por la que persona se 
expresa como titular de derechos y de qué derechos es titular la persona por el 
mero hecho de ser persona, en el año 1996 se establece que la persona es titular 
del derecho a la vida y la integridad física y moral. Los cuales no pueden verse 
limitados por pronunciamiento judicial alguno ni por ninguna pena.
También es titular del derecho a la intimidad, por lo cual los actos que se 
engloben dentro de su vida privada no deben ser conocidos por terceros salvo 
que ella lo autorice; y tienen libertad en la esfera sexual.
 Además, son titulares del derecho a la libertad por lo que, las personas que 
se encuentren en situación de privación de libertad, de forma irregular, pueden 
solicitar ante el juez su puesta en libertad, el cual deberá realizar las diligencias 
oportunas necesarias para la petición de habeas corpus; y del derecho de libertad 
religiosa, que protege las convicciones personales del individuo por el cual, en su 
dimensión interna se garantizan la existencia de un claustro íntimo de creencias 
y por su dimensión externa le permite actuar con arreglo a sus propias conviccio-
nes y mantenerlas frente a terceros. 
2.2.17. 1997
En el año 1997 no se produce ningún cambio en la composición del TC66. La 
jurisprudencia relevante de este año está compuesta por diecisiete sentencias de 
un total de ochenta y nueve.
2.2.17.1. Persona: su expresión singular y plural
El término persona se emplea en veintinueve ocasiones, dieciocho en singu-
lar y once en plural, a lo largo de nueve sentencias de la jurisprudencia seleccio-
nada. Cinco son los ponentes de dichas sentencias: don Tomás S. Vives Antón —
STC 67/1997 y STC 146/1997—, don Vicente Gimeno Sendra —STC 122/1997—, 
don Enrique Ruiz Vadillo —STC 123/1997—, don Julio Diego González Campos 
—STC 126/1997— y don Carles Viver Pi-Sunyer —STC 137/1997, STC 150/1997, 
STC 151/1997 y STC 200/1997—.
En varias ocasiones encontramos el término empleado para referir al ser hu-
mano, al individuo, no determinado en el momento presente, sin aportar mayor 
66 Tribunalconstitucional.es.(2017). Historia del Tribunal Constitucional. [online] Disponible en: https://
www.tribunalconstitucional.es/es/tribunal/historia/Paginas/Tribunal—Constitucional—de—Espania.
aspx [Acceso 22 Mayo 2017].
336 Lorena Velasco Guerrero
contenido de signifi cado que su propio uso como sinónimo de ser humano: “crí-
tica o censura a la actuación de la persona que entonces era Presidente de dicha 
Federación”(STC 3/1997), “detener a las personas que integraban la tripulación 
del buque” (STC 21/1997), “tras ser detenido, junto con otras tres personas, como 
presunto autor de un delito” (STC 67/1997), “un piquete de huelga, compuesto 
por unas 200 personas” (STC 137/1997).
También lo encontramos como proposición subordinada adjetiva, lo que 
equivaldría a decir personal, en nueve ocasiones. Junto al término identidad (STC 
3/1997). Identidad que hace que la persona no sea desconocida (STC 122/1997). 
Está compuesta por aspectos como el nombre, el primer y segundo apellido, el 
estado civil, la ocupación de la persona o la relación que mantiene con respecto a 
terceros (cf. STC 122/1997). Identidad que debe ser conocida por el director del 
periódico para publicar cartas que sean enviadas al mismo por personas ajenas 
a la publicación (cf. STC 122/1997), aunque la no identifi cación de la persona, si 
ha existido la sufi ciente verifi cación, no hace responsable subsidiario al periódi-
co de los daños al honor de terceras personas que pueden suponer lo publicado 
(cf. STC 3/1997). La identifi cación del sujeto permite la individualización de las 
circunstancias del caso e incluso de la persona (cf. STC 200/1997), aunque esas 
circunstancias puedan ser características no solo de una persona, sino de un gru-
po, esto no afectará a la individualización (cf. STC 200/1997). 
Acompaña a los términos rango y honor, para indicar que, al inicio del Esta-
do liberal, tanto las Cortes de Cádiz como la Constitución de 1812 no consideraron 
incompatible con la igualdad y el reconocimiento de derechos y deberes a todos los 
ciudadanos, la distinción ulterior —de carácter nobiliario— en base al «rango y ho-
nor» de las personas (cf. STC 126/1997). Este reconocimiento nobiliario “no posee 
así otro valor que el puramente social que en cada momento quiera otorgársele”, 
quedando circunscrito en la actualidad a “un valor meramente simbólico dado que 
el fundamento de la diferenciación que incorpora ya no se halla vigente en nuestro 
ordenamiento” (STC 126/1997). Estos títulos dan lugar a relaciones circunscritas a 
un grupo de personas (STC 126/1997), limitándose los actos de cesión “al ámbito de 
las personas pertenecientes a un determinado linaje”, siendo heredero del mismo la 
persona que tenga un mejor derecho respecto del título nobiliario (cf. STC 126/1997).
Se establece que “las opiniones, fi nes propios o convicciones ideológicas de 
las personas físicas o jurídicas que actúen en el proceso” (STC 150/1997), no pue-
den ser tenidas en cuenta en un proceso penal, el cual debe limitarse a establecer 
la “identidad en el hecho punible que se denuncia, y en la persona del acusado, 
elemento objetivo y subjetivo que conforma el objeto del proceso penal” (STC 
150/1997).
En los restantes casos el término se emplea como sustantivo, en la función 
sintáctica de sujeto o de complemento directo, al ser quien realiza la acción, o 
sobre quien recae la acción realizada.
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El derecho a la intimidad personal y familiar consagrado en el art. 18 de la 
CE, se ve respaldado por el art. 8 del Convenio Europeo de Derechos Humanos, 
en el cual se establece que toda persona tiene derecho “«al respeto de su vida 
privada y familiar, de su domicilio y de su correspondencia» frente a toda «inje-
rencia de la autoridad pública»” Salvo en los casos en que 
“esta injerencia esté prevista por la ley y constituya una medida que, en una 
sociedad democrática, sea necesaria para la seguridad nacional, la seguridad 
pública, el bienestar económico del país, la defensa del orden y la prevención del 
delito, la protección de la salud o de la moral, o la protección de los derechos y 
las libertades de los demás” (STC 151/1997).
Las personas son titulares del derecho al honor. Derecho que estará limita-
do en el caso de personas que llevan a cabo actividades públicas, por lo que, la 
crítica a estas personas no quiebra el derecho al estar “sujetas a un riguroso con-
trol de la misma por parte de la opinión pública” (STC 3/1997). Por otra parte, 
habrá personas que por el cuerpo o clase que pertenezcan en el Estado —”por la 
trascendencia de la función pública que les está encomendada“ o “por la delica-
deza o potenciales efectos de los medios que se les confían”— pueda serles exigi-
dos un cierto honor, “una más alta moralidad, incluso a través de la vía coactiva 
del Derecho disciplinario” (STC 151/1997).
También serán titulares del derecho a la vida y a la integridad física, las cua-
les se ponen en grave peligro por la conducción de vehículos a motor. Por ello, 
esta actividad debe ser regulada por el Estado, garante de los bienes fundamen-
tales entre los que se encuentran ambos (cf. STC 161/1997).
Las personas serán titulares del derecho a la presunción de inocencia, por 
la que la persona “acusada de una infracción es inocente mientras no se demues-
tre lo contrario” (STC 123/1997). Presunción de inocencia que solo se destru-
ye “cuando un Tribunal independiente imparcial, y predeterminado por la Ley 
declara la culpabilidad de una persona tras un proceso celebrado con todas las 
garantías”, según se establece en el art. 6.1 y 2 del Convenio de Roma, según el 
cual, en virtud del art. 10 de la CE, debe interpretarse el art 24 de la CE, junto 
con la Declaración Universal de los Derechos Humanos (NDL 13626), el Pacto de 
Derechos Civiles y Políticos de 1966 (Nueva York) y de los demás tratados inter-
nacionales sobre la materia ratifi cados por España (cf. STC 123/1997).
 El derecho a la huelga de los trabajadores no justifi cará aquellos actos que 
busquen imponer “a terceras personas mediante intimidación la realización de 
conductas contrarias a su voluntad” (STC 137/1997).
Finalmente, el término se utiliza en la jurisprudencia para indicar que las 
personas pueden ser privadas de libertad antes del juicio, ya que se podrán im-
poner a la misma medidas cautelares, la cuales deben estar razonablemente justi-
fi cadas y ser lo menos gravosas posibles para la consecución del fi n que se persi-
gue (cf. STC 146/1997). Las personas que hayan sido privadas de libertad tienen 
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derecho, transcurrido el plazo de las setenta y dos horas, a no continuar sujeta a 
las autoridades que practicaron la detención y quedar bajo el control y la deci-
sión del órgano judicial competente, aunque no se exige la presencia física de la 
misma frente al juez, solo que el órgano judicial conozca y se pronuncie sobre la 
prisión provisional (cf. STC 21/1997).
2.2.17.2. Sus derivados
2.2.17.2.1. Personal 
El término personal se emplea en cinco ocasiones, cuatro en singular y una 
en plural. Se emplea en todos los casos como adjetivo califi cativo de los sustanti-
vos a los que acompaña, equivaldría a decir de la persona. 
Lo encontramos junto al término intimidad, para designar el ámbito de inti-
midad personal y familiar consagrado en el art. 18 CE, el cual incluye “la propia 
relación conyugal y (…) las relaciones sexuales” (STC 151/1997). Estos elementos 
que integran la intimidad personal no pueden dar lugar a sanción alguna, ya 
que lo mismo supondría una injerencia ajena contundente sobre dicha intimidad 
personal, la cual está, junto a la divulgación de los datos de la misma, prohibido 
por el mismo derecho (cf. STC 151/1997), más aún cuando los mismos se llevan a 
cabo en lo más íntimo y personal y en el propio domicilio, sin que pueda afectar 
por lo tanto a la función pública o trabajo de la persona. Salvo que 
“esta injerencia esté prevista por la ley y constituya una medida que, en una 
sociedad democrática, sea necesaria para la seguridad nacional, la seguridad 
pública, el bienestar económico del país, la defensa del orden y la prevención del 
delito, la protección de la salud o de la moral, o la protección de los derechos y 
las libertades de los demás” (STC 151/1997).
Según reconoce el art. 8 del Convenio Europeo de Derechos Humanos (RCL 
1979\2421 y ApNDL 3627) que regula el derecho de toda persona “al respeto de 
su vida privada y familiar, de su domicilio y de su correspondencia”, y transcribe 
el TC (STC 151/1997).
Acompaña también el término al sustantivo circunstancias, las cuales deben 
ser tenidas en cuenta por los magistrados para acordar la prisión provisional (cf. 
STC 146/1997).
Finalmente, se establece que la moral personal se ve afectada en los casos de 
corrupción de menores, en cuanto afecta al “adecuado «desarrollo de la forma-
ción sexual»” (STC 225/1997).
2.2.17.2.2. Personalidad 
El término personalidad se emplea en dos ocasiones, ambas en singular.
Se indica que la creación de un sentido de responsabilidad, mediante el es-
tímulo de las buenas conductas favorece el desarrollo de la personalidad (cf. STC 
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2/1997) y que la corrupción de menores afecta a la moral personal, según indica 
el TS y suscribe el TC,
 “por cuanto inciden en un aspecto importante de su personalidad, en el desa-
rrollo de su formación sexual que crea desorden en lo biológico y en los refe-
rentes éticos, implicando, en defi nitiva, un abuso ajeno de la libertad sexual de 
otros, donde padecen también valores sociales o comunitarios” (STC 225/1997).
2.2.17.3. Términos de signifi cación próxima 
2.2.17.3.1. Individuo  
El término individuo se emplea en dos ocasiones, ambas en plural, para 
establecer que no quebrará el principio de igualdad, según indica el TS y recoge 
el TC, el que se exija “determinadas conductas en orden a la dignidad y al ho-
nor a ciertos individuos e incluso sectores sociales”, siempre que dicha exigen-
cia esté sufi cientemente razonada y respete los derechos fundamentales (cf. STC 
151/1997).
El término también se emplea en la argumentación sobre los títulos nobi-
liarios al recoger el TC las palabras de Argüelles en los debates de las Cortes de 
Cádiz, que pone como ejemplo el modelo inglés que se caracteriza porque sus 
“«privilegios y exenciones honran a los individuos sin humillar a los ciudada-
nos» por no entrañar una desigualdad en los derechos civiles y en las libertades 
políticas de todos” (STC 126/1997). 
2.2.17.3.2. Hombre, varón y mujer 
El término hombre se emplea en tres ocasiones, dos en singular y una en 
plural, en referencia al ser humano en general, tanto masculino como femenino, 
en la STC 151/1997, al citar la STS de 6 de octubre de 1989 en la que se establece 
que el honor militar “impulsa al hombre a conducirse con arreglo a las más altas 
normas morales. Tiene honor, en consecuencia, quien observa un comportamien-
to inspirado por unas exigencias morales más rigurosas a las que sirven de pauta 
al común de los hombres”.
El término varón se emplea en tres ocasiones, dos en singular y una en plu-
ral. Al citar en la STC 126/1997 las normas aplicables a la sucesión de los títulos 
nobiliarios entre las que se encuentran “el art. 1 de la Ley de 4 de mayo de 1948 y 
el art. 13 de la Ley de 11 de octubre de 1820 en cuanto declaran aplicable el Dere-
cho histórico y, en particular, la Partida 2.15.2, de la que deriva por lo dispuesto 
en el inciso «que si fi jo varón y non oviesse, la fi ja mayor heredasse el Reyno»” 
(STC 126/1997). Esta partida es de aplicación tanto a la corona como a los nobles, 
hasta “el Auto acordado de 10 de mayo de 1713, por el que Felipe V establece un 
«nuevo reglamento para la sucesión de esta Monarquía» basado en la agnación 
rigurosa y, por tanto, con preferencia «de todos mis descendientes varones por 
la línea recta de varonía a las hembras y sus descendientes» (Novísima Reco-
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pilación, 3.1.5)”, recogida en la CE de 1978 y, en consecuencia, constitucional 
(STC 126/1997). Por lo tanto, el propio TC concluye que “la legislación histórica 
aplicable a la sucesión regular en los títulos nobiliarios y, en particular, la Partida 
2.15.2, de la que deriva la regla o criterio de la preferencia del varón sobre la mu-
jer en igualdad de línea y grado, aplicable en virtud de lo dispuesto en el art. 13 
de la Ley de 11 de octubre de 1820 y el art. 1 de la Ley de 4 de mayo de 1948, no es 
contraria al art. 14 CE” (STC 126/1997), en base a que “la diferencia por razón de 
sexo que el mencionado precepto establece solo posee hoy un valor meramente 
simbólico dado que el fundamento de la diferenciación que incorpora ya no se 
halla vigente en nuestro ordenamiento”, por lo que, el título nobiliario “no posee 
así otro valor que el puramente social que en cada momento quiera otorgársele” 
(STC 126/1997).
Finalmente, el término mujer se emplea en tres ocasiones, todas ellas en 
singular. Dos junto al término varón, al valorar el TC la constitucionalidad de la 
prevalencia de estos a la hora de heredar los títulos nobiliarios, como “proyec-
ción en esta materia de las ideas sobre la condición de la mujer imperantes en la 
Edad Media, expresadas en lo jurídico con claridad en otro precepto alfonsino 
(Partida 4.13.2)” (STC 126/1997). El TC establecerá que debido a las circunstan-
cias del momento en que se produjo el consentimiento del adulterio de su mujer 
por parte de un militar y al pertenecer éstos actos a la más estricta intimidad, la 
valoración de los mismos como deshonrosos y contrarios al honor militar es in-
constitucional (cf. STC 151/1997).
2.2.17.3.3. Todos y nadie 
El término nadie no se emplea en los textos seleccionados de la jurispruden-
cia relevante de 1997, por otra parte, el término todos se emplea en siete ocasio-
nes. Tan solo en una de ellas el término se emplea en la función de pronombre 
indefi nido masculino plural, por lo que, es la única que incluimos en nuestro 
análisis. En este caso el término se emplea para hacer referencia a los ciudadanos, 
tanto nobles como no, al indicar el TC que las Cortes de Cádiz “al discutirse el 
Decreto de 17 de agosto de 1811 por el que se suprimían las pruebas de nobleza 
para el ingreso en las academias militares al afi rmar Argüelles, haciendo refe-
rencia a la nobleza en Inglaterra, que sus privilegios y exenciones honran a los 
individuos sin humillar a los ciudadanos por no entrañar una desigualdad en los 
derechos civiles y en las libertades políticas de todos” (cf. STC 126/1997).
2.2.17.3.4. Ciudadano 
El término ciudadano se emplea en cuatro ocasiones, una en singular y tres 
en plural.
Acompañado al término vida, para indicar el objeto por el que deben velar 
en primer lugar los poderes públicos, y que fundamenta la regulación de la con-
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ducción de vehículos a motor, por el peligro que entraña para la misma (cf. STC 
161/1997).
Se utiliza para establecer el criterio común de honor, por parte del TS y re-
cogida por el TC, al indicar que este honor es el propio del “ciudadano mínima-
mente respetuoso con las normas más elementales de convivencia social” (STC 
151/1997).
Finalmente, se emplea en referencia al titular de los derechos y deberes ci-
viles y políticos en el origen del Estado liberal, a pesar de lo cual las Cortes de 
Cádiz y la Constitución de 1812 no consideraron contrarios a la igualdad los títu-
los nobiliarios, al no excluir distinciones posteriores por el rango y honor de las 
personas (STC 126/1997).
2.2.17.4. Términos derivados de palabras de signifi cación próxima
No encontramos empleados en los textos seleccionados de la jurisprudencia 
relevante de 1997 el término ciudadana, individual e individualmente. Proce-
demos a analizar los restantes términos derivados de palabras de signifi cación 
próxima. 
2.2.17.4.1. Humano 
El término humano se emplea en cuatro ocasiones, todas ellas en plural 
acompañando al sustantivo derechos. Se emplea en referencia a las normas que re-
gulan y recogen dichos derechos: Convenio Europeo de Derechos Humanos (STC 
151/1997), Declaración Universal de los Derechos Humanos (STC 123/1997); y a 
los tribunales que las aplican e interpretan: Tribunal Europeo de Derechos Hu-
manos (STC 21/1997). Además, sobre los mismos se establece que en virtud del 
art. 10.2 los preceptos constitucionales deberán ser interpretados conforme a las 
normas internacionales que regulan los mismos (cf. STC 21/1997 y STC 123/1997).
2.2.17.5. Términos que expresan un predicado del ser personal 
No encontramos en los textos relevantes del año 1997 empleados los térmi-
nos: natural, inherente, inviolable, tutela y educación. Procedemos al análisis de 
los restantes términos siguiendo el orden establecido en los años anteriores. 
2.2.17.5.1. Vida 
El término vida se emplea en nueve ocasiones, todas ellas en singular.
Se establece que la vida en cuanto privada será objeto de protección por el 
derecho a la intimidad tanto en su vertiente personal como familiar, frente a toda 
injerencia de la autoridad pública salvo que esté prevista por la ley, y sea una 
medida necesaria (cf. STC 151/1997). Uno de estos casos previstos por la ley se 
encontrará respecto a las personas pertenecientes al ejército, ya que se tendrán en 
cuenta las actividades privadas, junto con las públicas, llevadas a cabo tanto en 
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la vida profesional como social, en la medida en que puedan afectar la disciplina, 
organización interna, a la efi caz ejecución de las referidas funciones militares (cf. 
STC 151/1997).
Las personas podrán disponer de su vida, quitándose la misma, lo cual es 
un mal utilizado para condicionar las decisiones de terceras personas (cf. STC 
151/1997). Sin embargo, los poderes públicos “deben velar en primerísimo lugar 
por la vida de los ciudadanos”, por lo que, deberán regular aquellas conductas 
que supongan un peligro para la integridad y la vida de las personas (cf. STC 
161/1997).
También lo encontramos empleado en referencia a las actividades vitales. 
Las cuales el interno en un establecimiento penitenciario puede realizar en el 
centro —vida en prisión—, y aquellas que realizará fuera del mismo –vida en 
libertad—, debiendo los permisos que le permitan salir de la primera prepararle 
para la segunda (cf. STC 2/1997). Actividades vitales de los trabajadores y de sus 
familias, que se ven afectadas por la huelga que estos pueden llevar a cabo, lo que 
justifi ca, según el TC que las actividades de información, proselitismo y presión, 
no “guarden unas pautas de comportamiento corteses, propias de momentos de 
normalidad” (STC 137/1997).
2.2.17.5.2. Integridad 
El término integridad se emplea en una ocasión acompañada del adjetivo 
física como atributo de la persona que se pone en peligro, junto con la vida, por 
la conducción de vehículos a motor. Lo que justifi ca, como hemos indicado, que 
los poderes públicos regulen dicha actividad (cf. STC 161/1997).
2.2.17.5.3. Física 
El término física se emplea en tres ocasiones, dos en singular y una en plural 
en referencia a la parte corporal de la persona. Lo encontramos acompañando a 
los términos persona para distinguir aquella persona que tiene una existencia 
real, un cuerpo físico, de la persona jurídica (cf. STC 150/1997), y al término in-
tegridad, para indicar los efectos que los vehículos a motor pueden tener sobre 
el cuerpo de las personas al poder lesionarlas (STC 161/1997). Finalmente, lo en-
contramos acompañando al término presencia. Presencia física, presencia corpo-
ral y personal, del detenido ante el juez que no es requerida incondicionalmente 
para poder ejercitar el derecho al habeas corpus, sino que la persona “privada de 
libertad, transcurrido el plazo de las setenta y dos horas, no continúe sujeta a las 
autoridades que practicaron la detención y quede bajo el control y la decisión del 
órgano judicial competente” (STC 21/1997).
2.2.17.5.4. Jurídica 
El término jurídica se emplea en doce ocasiones, ocho en singular y cuatro 
en plural. En una ocasión acompaña al término personas (STC 150/1997), remi-
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timos al análisis de estos términos, para determinar el contenido de signifi cado 
en esta ocasión.
En el resto de las ocasiones, como ocurre en años anteriores, vemos cómo 
se emplea califi cando a diversos sustantivos determinando su contenido de sig-
nifi cado, a realidades que o bien han sido creadas por el Derecho —fundamento 
jurídico (STC 2/1997, STC 3/1997, STC 21/1997,…), califi caciones jurídicas (STC 
43/1997), instituciones jurídicas (STC 126/1997),…—, o bien que desarrollan y 
tienen sus consecuencias en el ámbito del Derecho —posición política, jurídica y 
social (STC 126/1997),…—. Sin aportar nada relevante para la determinación del 
contenido de signifi cado del término, que lo que manifi esta su propio uso.
Sí que resulta interesante para nuestra investigación la afi rmación que se 
hace al indicar el TC que la CE contiene unos valores sociales y jurídicos, “con 
plena vigencia en el momento actual, necesariamente han de proyectar sus efec-
tos si estuviésemos ante una diferencia legal que tuviera un contenido material”, 
sin embargo, como los títulos nobiliarios tienen “un valor meramente simbólico 
dado que el fundamento de la diferenciación que incorpora ya no se halla vigente 
en nuestro ordenamiento”, no deberán cumplir con los valores actuales, siendo 
en todos los aspectos una remanencia del pasado (cf. STC 126/1997).
2.2.17.5.5. Dignidad 
El término dignidad se emplea en una ocasión, en el sentido de reconoci-
miento social, al citar el TC la doctrina del TS que indica que cabe exigir “deter-
minadas conductas en orden a la dignidad y al honor a ciertos individuos e inclu-
so sectores sociales” sin que esto suponga una quiebra del principio de igualdad, 
cuando esté sufi cientemente razonado y respete los derechos fundamentales (cf. 
STC 151/1997).
2.2.17.5.6. Libertad 
El término libertad se emplea en trece ocasiones, once en singular y dos en 
plural. Podemos clasifi car el término en tres grupos, atendiendo al contenido de 
signifi cado con el que se emplea el mismo.
Primero, como valor fundamental del ordenamiento, regulado en el art. 1.1 
de la CE (STC 21/1997).
Segundo, como derecho fundamental, recogido en el art. 17 de la CE. Del 
cual puede verse privado la persona, por medio de la prisión provisional que 
se justifi ca en la efi cacia en la lucha contra el delito, siempre respetándose los 
límites del derecho establecidos en la CE. En consecuencia, la persona privada 
de libertad no podrá estar más allá de las setenta y dos horas, sin que un órgano 
judicial tome la decisión sobre el mantenimiento o no de la limitación de la liber-
tad (cf. STC 21/1997). También se verá privada de este derecho la persona que se 
encuentre cumpliendo penas de prisión, la cual deberá prepararse mediante los 
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diversos permisos que se le conceden para pasar de la vida en prisión a la vida 
en libertad (cf. STC 2/1997).
Tercero, como facultad que se reconoce de forma general: “derechos civiles 
y en las libertades políticas” (STC 126/1997) o facultades concretas que se reco-
nocen a diversos sujetos: el legislador, tendrá libertad de confi guración normati-
va por la que puede elegir libremente proteger o no penalmente una determina-
da conducta (cf. STC 74/1997), y las personas serán titulares de la libertad sexual 
(cf. STC 225/1997).
2.2.17.5.7. Seguridad 
El término seguridad se emplea en dos ocasiones, ambas en singular, al 
transcribir el TC el art. 8 del Convenio Europeo de Derechos Humanos por el cual 
se constituye la seguridad, en cuanto nacional y pública, junto a otros elementos, 
en límites del derecho a la vida privada, familiar, a la inviolabilidad del domicilio 
y de la correspondencia (cf. STC 151/1997).
2.2.17.5.8. Igualdad 
El término igualdad se emplea en seis ocasiones, todas ellas en singular.
Se indica que la igualdad está consagrada en el art. 14 de la CE (cf. STC. 
151/1997), por la cual no puede discriminarse en base a circunstancias personales 
o sociales, cuando dicha distinción de trato no esté justifi cada (cf. STC 151/1997). 
Se establece que la Constitución de Cádiz proclama la igualdad de dere-
chos, lo que supuso un profundo cambio en la posición política, jurídica y social 
de la nobleza y la monarquía respecto al Antiguo Régimen (cf. STC 126/1997). 
Igualdad por lo tanto que “se proyecta sobre los derechos y deberes civiles y 
políticos de los ciudadanos, pero no excluye una distinción ulterior en cuanto 
al «rango y honor» de las personas”, por lo que, se aceptaron y respetaron los 
títulos nobiliarios (STC 126/1997). Al ser la institución nobiliaria una institución 
sin contenido material en la actualidad, en tanto que tiene un carácter meramente 
simbólico, no se le aplicarán los valores y criterios constitucionales, por lo que, 
“la legislación histórica aplicable a la sucesión regular en los títulos nobiliarios 
y, en particular, la Partida 2.15.2, de la que deriva la regla o criterio de la prefe-
rencia del varón sobre la mujer en igualdad de línea y grado, aplicable en virtud 
de lo dispuesto en el art. 13 de la Ley de 11 de octubre de 1820 y el art. 1 de la Ley 
de 4 de mayo de 1948, no es contraria al art. 14 CE” (cf. STC 126/1997).
2.2.17.5.9. Derecho 
El término derecho se emplea en treinta y cinco ocasiones, veinte en singu-
lar y quince en plural. Podemos clasifi car el término en cuatro grupos, atendien-
do al contenido de signifi cado con el que se emplea el mismo.
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Primero, acompañado del adjetivo fundamentales. Derechos fundamenta-
les recogidos en la Sección 1ª, Capítulo Segundo del Título Primero de la CE. En 
la jurisprudencia seleccionada se reconocen algunos de estos derechos en con-
creto: derecho a la tutela judicial, o derecho de acceder a la justicia (STC 9/1997), 
derecho al honor (STC 3/1997), derecho a la libertad (STC 21/1997), derecho a 
la intimidad personal y familiar (STC 151/1997), y el derecho a la igualdad (STC 
151/1997). Salvo en contadas excepciones, “como la del derecho a no ser some-
tido a torturas, los derechos fundamentales no son absolutos” (STC 151/1997). 
Estos derechos en constituciones anteriores, como la de 1812 al inicio del Estado 
liberal se clasifi caron como “derechos y deberes civiles y políticos de los ciuda-
danos” (cf. STC 126/1997).
Segundo, en referencia a facultades que reconoce la ley a diversos sujetos, 
como el derecho al acceso a los recursos legalmente establecidos (cf. STC 9/1997).
Tercero, acompañado del adjetivo humanos en las referencias a las normas 
que regulan dichos derechos: Convenio Europeo de Derechos Humanos (STC 
151/1997), Declaración Universal de los Derechos Humanos (STC 123/1997), y a 
los tribunales que las aplican e interpretan: Tribunal Europeo de Derechos Hu-
manos (STC 21/1997). En virtud del art. 10.2 los preceptos constitucionales de-
berán ser interpretados conforme a las normas internacionales que regulan estos 
derechos humanos (cf. STC 21/1997 y STC 123/1997). También se reconocerán 
estos derechos a una parte de la población agrupada en base a una característica 
relevante para el derecho. Los mismos se regularán en sus respectivos convenios 
y tratados internacionales; por ejemplo, en la Convención de las Naciones Unidas 
sobre los Derechos del Niño (STC 74/1997), que será de aplicación en España, en 
cuanto que haya sido ratifi cado. 
Por último, el término se emplea en referencia a todo el sistema jurídico en 
vigor en un momento determinado: Derecho (STC 126/1997), a parte del mis-
mo: Derecho disciplinario (STC 151/1997); o a aquel derecho anterior al régimen 
jurídico actual: Derecho histórico, que puede seguir vigente si no ha sido expre-
samente derogado y no contradice los preceptos constitucionales. Según el TC 
siguen vigentes “el art. 1 de la Ley de 4 de mayo de 1948 y el art. 13 de la Ley 
de 11 de octubre de 1820 en cuanto declaran aplicable el Derecho histórico (y las 
Siete partidas), en particular, la Partida 2.15.2” (cf. STC 126/1997).
2.2.17.5.10. Deber 
El término deber se emplea en cinco ocasiones, tres en singular y dos en 
plural, con el sentido de conducta obligatoria que se impone a determinados su-
jetos, por ejemplo: el deber de diligencia del Director del periódico de comprobar 
la identidad de la persona autora de las cartas que se publican (cf. STC 3/1997), 
deberes paterno-fi liales de los que eran titulares los padres, y que pueden ser exi-
gidos por ley, incluso vinculando el incumplimiento de los mismos a sanciones 
penales (cf. STC 74/1997), deberes y derechos reconocidos al ciudadano en las 
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Cortes de Cádiz y en el Estado liberal (cf. STC 126/1997). Además, se establece 
que el honor militar está estrechamente relacionado con el cumplimiento del de-
ber, al ser aquel necesario para el más exacto cumplimiento de dicho deber junto 
con el amor a la Patria, la disciplina y el valor (cf. STC 151/1997).
2.2.17.5.11. Honor 
El término honor se emplea en treinta ocasiones, todas ellas en singular. 
El honor es un atributo de todas las personas. Sin embargo, “existen cuerpos 
y clases en el Estado a cuyos miembros puede serles exigido un cierto honor”, 
es decir, una más alta moralidad que implique exigencias morales más rigurosas 
a las que sirven de pauta al común de los hombres, “incluso a través de la vía 
coactiva del Derecho disciplinario, bien por la trascendencia de la función públi-
ca que les está encomendada, bien por la delicadeza o potenciales efectos de los 
medios que se les confían” (STC 151/1997).
Se indica que el honor es objeto de protección por el derecho fundamen-
tal regulado en el art. 18 de la CE (cf. STC 3/1997). El cual puede ser lesionado 
por terceras personas, por lo que, para evitar la impunidad de actos lesivos, las 
personas deberán ser identifi cadas para llevar a cabo actos que puedan producir 
lesiones al honor (cf. STC 3/1997). Sin embargo, no cabe olvidar que este derecho 
estará más limitado en el caso de las personas que lleven a cabo actividades pú-
blicas, por las que podrán estar sujetas a la crítica (cf. STC 3/1997).
Los Tribunales de Honor, prohibidos constitucionalmente, juzgaban los ac-
tos llevados a cabo por las personas contra el honor debido por las mismas (cf. 
STC 151/1997). El honor militar, que defi ne el TS en 1989 como “el honor según 
la acepción más cabal de esta palabra es la cualidad que impulsa al hombre a 
conducirse con arreglo a las más altas normas morales”(STC 151/1997), no se 
ve quebrado automáticamente por el consentimiento de la infi delidad conyugal, 
“por la práctica o el mero consentimiento de determinadas conductas sexuales 
en el propio domicilio”, sino que para poder alegarse la misma debe ser sufi -
cientemente justifi cado el quebranto que supone (cf. STC 151/1997), ya que no 
es posible “la utilización de un concepto de honor específi co de los Ejércitos y de 
los militares como límite incluso del ejercicio de alguno de sus derechos funda-
mentales” como sería la intimidad personal y familiar (cf. STC 151/1997). Para 
delimitar el alcance del honor “de los distintos grupos profesionales, sin incurrir 
en autodelimitaciones endogámicas”, habrá que tenerse siempre en cuenta “las 
pautas o reglas éticas o morales socialmente imperantes en la actualidad” (STC 
151/1997).
Finalmente, se establece que el Derecho histórico fi jaba como una prerro-
gativa de honor los títulos nobiliarios (cf. STC 126/1997), incluso las Cortes de 
Cádiz y la Constitución de 1812, pese a reconocer que la igualdad en los derechos 
y deberes civiles y políticos de los ciudadanos no excluyó una distinción ulterior 
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en cuanto al «rango y honor» de las personas por medio de los títulos nobiliarios 
(cf. STC 126/1997).
2.2.17.5.12. Familia 
El término familia se emplea en una ocasión, en plural para indicar aquel 
ámbito que se ve afectado, en aspectos relevantes y sensibles por las huelgas, 
por lo que, en consecuencia, no “puede exigírseles que, en el legítimo desarro-
llo de sus facultades de información, proselitismo y presión, guarden unas pau-
tas de comportamiento corteses, propias de momentos de normalidad” (cf. STC 
137/1997).
2.2.17.5.13. Matrimonio 
El término matrimonio se emplea en tres ocasiones, todas ellas en singular. 
Para indicar que como la decisión de contraer matrimonio o convivir more uxorio 
es libremente adoptada por los sujetos no será contrario a la igualdad que se esta-
blezca diferente trato entre las mismas (cf. STC 74/1997). Pero como esta libertad 
de elección no es aplicable a los hijos, habidos dentro o fuera del matrimonio, los 
cuales no han elegido su fi liación, no podrán ser tratados de forma distinta sin 
que esto suponga un quebranto de la igualdad (cf. STC 74/1997).
Finalmente, el término se emplea para indicar las circunstancias existentes 
en un momento determinado: el reconocimiento de la indisolubilidad del matri-
monio. Circunstancia que junto a otras justifi ca que la aceptación del adulterio 
de la esposa, por parte del marido, no afecte en modo alguno al honor militar del 
mismo sujeto (cf. STC 151/1997).
2.2.17.6. Fuentes doctrinales y jurisprudenciales especifi cadas en las sen-
tencias
El TC a la hora de fundamentar su doctrina hace referencia a nivel interna-
cional a diversos convenios y tratados internacionales, conforme a los cuales, en 
virtud del art. 10.2 de la CE, deben interpretarse todos los Derechos Fundamenta-
les (cf. STC 21/1997): primero al Convenio de Roma de 1950 (STC 21/1997 y STC 
123/1997) también denominado Convenio Europeo de Derechos Humanos (STC 
151/1997), del cual se transcriben varios artículos; la Declaración Universal de 
los Derechos Humanos (STC 123/1997), el Pacto de Derechos Civiles y Políticos 
de 1966 (STC 123/1997), Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos 
del Niño (STC 74/1997).
También se hace referencia a aquellos Tribunales que se encargan de en-
juiciar, aplicar e interpretar dichos convenios: al Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos, que interpreta y aplica el CEDH. En concreto a sus sentencias en el 
STEDH de 26 de junio de 1992, asunto Drozd y Janousek c. Francia y España y 
STEDH de 23 de marzo de 1995, asunto Loizidou c. Turquía (STC 21/1997).
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A nivel nacional, a parte de a su propia jurisprudencia de años anteriores, la 
mención a la doctrina del Tribunal Supremo es continua, en ocasiones para ratifi -
carla y hacerla suya, en ocasiones para corregirla: STC 225/1997, STC 126/1997, 
STC 151/1997 y STC 225/1997.
También se hará mención a derechos históricos vigentes como “el art. 1 de 
la Ley de 4 de mayo de 1948, el art. 13 de la Ley de 11 de octubre de 1820, y las 
Siete Partidas, en particular, la Partida 2.15.2” (cf. STC 126/1997).
2.2.17.7. Conclusiones
El TC añade a los criterios interpretativos de años anteriores, la indicación 
de que la legislación no es, sino una expresión en lo jurídico de las ideas sociales 
en una materia determinada; por ejemplo, la sucesión a los títulos nobiliarios no 
era, sino proyección en esta materia de las ideas sobre la condición de la mujer 
imperantes en la Edad Media, expresadas en lo jurídico con claridad en otro pre-
cepto alfonsino (Partida 4.13.2) (STC 126/1997). En este sentido, el TC establece 
cómo el contenido de signifi cado es variable en función de lo social, al establecer 
que el título nobiliario “no posee así otro valor que el puramente social que en 
cada momento quiera otorgársele” (STC 126/1997) y que el concepto de honor, y 
qué conductas son aceptables y cuáles no, habrá que atender las pautas o reglas 
éticas o morales socialmente imperantes en la actualidad” (STC 151/1997). Sin 
embargo, cabe destacar que el TC no atiende a toda la realidad existente en lo 
social, pues como ya hizo en años anteriores al descartar las acepciones de la RAE 
que no consideraba adecuadas, en esta ocasión indica que lo que hay que tener en 
cuenta es “la acepción más cabal de esta palabra” (STC 151/1997), siendo el TC el 
que determina qué acepción cumple los requisitos. 
En cuanto a quién es persona, y la relación del término persona con el resto 
de los términos de signifi cación próxima no añade la jurisprudencia de 1997 nada 
relevante a lo establecido en años anteriores que nos permita establecer con ma-
yor claridad la relación entre ellos.
Respecto a la pregunta por la naturaleza de la persona, qué es la persona, se 
indica que la misma tiene una dimensión física. Además, como en años anterio-
res se establecen atributos o características de la misma. Además de los atributos 
ya reconocidos en años anteriores la jurisprudencia del año 1997 como hemos 
visto, establece diversas características y rasgos de la persona, recogemos de for-
ma esquemática lo indicado previamente en el análisis de los términos.
Las personas tienen una identidad, que hace que las mismas no sean desco-
nocidas. Esta identidad está compuesta por aspectos como el nombre, el primer 
y segundo apellido, el estado civil, la ocupación de la persona, o la relación que 
mantiene con respecto a terceros. Tienen también unas circunstancias propias, 
que en ocasiones podrán ser tenidas en cuenta por el derecho, cuando las mismas 
sean relevantes; por ejemplo, para imponer medidas cautelares. 
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Las personas pueden ser responsables, sentido de la responsabilidad que 
se crea mediante el estímulo de las buenas conductas favorece el desarrollo de la 
personalidad. Personalidad que es libre en su desarrollo, a pesar de que pueda 
ser infl uenciada como previamente se ha indicado. Sin embargo, los actos sexua-
les en cuanto “inciden en un aspecto importante de su personalidad, en el desa-
rrollo de su formación sexual que crea desorden en lo biológico y en los referen-
tes éticos” (STC 225/1997), serán considerados como corrupción de la persona, y 
tipifi cados cuando esta sea menor de edad como corrupción de menores. 
Sobre las cualidades que pone en relación el propio texto del 78, vemos 
cómo, al igual que en años anteriores, en su mayoría no se defi nen, no se estable-
ce claramente su contenido de signifi cado. Sin embargo, en algunos casos sí que 
se establecen notas características de los mismos. No queriendo reproducir lo ya 
dicho anteriormente, recogemos aquellos términos de los que se establecen notas 
relevantes para nuestro objeto de estudio, en concreto atendemos a los términos: 
jurídica, dignidad, derecho, honor y matrimonio. 
La dignidad también se emplea con el contenido de signifi cado de honor o 
reconocimiento social, no solo como atributo de la persona, sino como algo que 
solo se reconoce a algunas de ellas. 
Es interesante atender al término jurídico en cuanto el TC establece que la 
CE contiene unos valores sociales y jurídicos, los cuales tienen plena vigencia en 
el momento actual, y proyectan sus efectos en todas las situaciones que supon-
gan una diferencia legal con contenido material, las cuales devendrían incons-
titucionales si no cumplieran los valores recogidos en la CE. Sin embargo, si las 
instituciones tienen un valor meramente simbólico no deberán cumplir con los 
valores actuales. En consecuencia, el Derecho histórico, que puede seguir vigente 
en nuestro país si no ha sido expresamente derogado y no contradice los precep-
tos constitucionales; por ejemplo, seguirán vigentes y lo aplicará el TC, el art. 1 
de la Ley de 4 de mayo de 1948 y el art. 13 de la Ley de 11 de octubre de 1820 en 
cuanto declaran aplicable el Derecho histórico (y las Siete partidas), en particular, 
la Partida 2.15.2.
El honor es un atributo de todas las personas. Sin embargo, existen cuerpos 
y clases en el Estado a cuyos miembros puede serles exigido un cierto honor, 
como el cuerpo militar. Para delimitar el alcance del honor de los distintos gru-
pos profesionales habrá que tenerse siempre en cuenta los derechos fundamenta-
les y las pautas o reglas éticas o morales socialmente imperantes en la actualidad.
Será prerrogativa de la persona el contraer o no matrimonio, por lo que, no 
será contrario a la igualdad que se establezcan diferente trato entre las mismas. 
Sin embargo, como los hijos, habidos dentro o fuera del matrimonio, no han ele-
gido su fi liación, no podrán ser tratadas las personas de forma distinta en función 
de su fi liación, por ser esta distinción contraria a la igualdad.
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Finalmente, en cuanto a la tercera pregunta: la razón por la que persona se 
expresa como titular de derechos y de qué derechos es titular la persona por el 
mero hecho de ser persona, en el año 1997 se establece que la misma es titular 
del derecho a la intimidad, el cual se ve respaldado por el art. 8 del Convenio 
Europeo de Derechos Humanos, salvo cuando la injerencia cumpla los requisitos 
establecidos en el propio Convenio, en cuyo caso se entenderá como justifi cada. 
También serán titulares del derecho al honor, del derecho a la presunción de ino-
cencia, por la que la persona acusada de una infracción es inocente mientras no 
se demuestre lo contrario; y del derecho a la libertad, pudiendo ejercitar el habeas 
corpus cuando hayan pasado más de 72 horas desde su detención. Además, los 
procedimientos penales deberán atender a la identidad en el hecho punible que 
se denuncia, y en la persona del acusado, pero nunca a sus opiniones, fi nes pro-
pios o convicciones ideológicas.
Todos estos derechos, en cuanto derechos fundamentales deberán ser in-
terpretados conforme a las normas internacionales que regulan los mismos en 
virtud del art. 10.2 de la CE. 
2.2.18. 1998
En febrero del año 1998 se produce la sexta renovación del TC. Cesarán en 
su cargo los magistrados: don Fernando García-Mon y González-Regueral, don 
José Vicente Gimeno Sendra, don Álvaro Rodríguez Bereijo y don José Gabaldón 
López. Ocuparán su puesto como magistrados del TC: doña María Emilia Casas 
Baamonde, don. Vicente Conde Martín de Hijas, don Fernando Garrido Falla, y 
don Guillermo Jiménez Sánchez —los cuatro a propuesta del Senado—, los cua-
les tomarán posesión de su cargo el diecisiete de diciembre de este año. Además, 
en mayo de ese mismo año fallecerá don Enrique Ruiz Vadillo, quien será susti-
tuido por don Pablo Cachón Villar, a propuesta del CGPJ67.
La jurisprudencia relevante de este año está compuesta por dieciséis sen-
tencias de total de ciento diecisiete.
2.2.18.1. Persona: su expresión singular y plural
El término persona se emplea en cincuenta y dos ocasiones, veinte en sin-
gular y treinta y dos en plural, a lo largo de doce sentencias de la jurisprudencia 
seleccionada. Seis son los ponentes de dichas sentencias: don Enrique Ruiz Vadi-
llo —STC 11/1998—, don José Gabaldón López —STC 14/1998, STC 200/1998 y 
67 Tribunalconstitucional.es.(2017). Historia del Tribunal Constitucional. [online] Disponible en: https://
www.tribunalconstitucional.es/es/tribunal/historia/Paginas/Tribunal—Constitucional—de—Espania.
aspx [Acceso 22 Mayo 2017].
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STC 231/1998—, don Carles Viver Pi-Sunyer —STC 37/1998, STC 58/1998, STC 
141/1998 y STC 155/1998—, don Pedro Cruz Villalón —STC 41/1998—, don Pa-
blo García Manzano —STC 67/1998, STC 224/1998— y don Vicente Gimeno Sen-
dra —STC 117/1998—.
Lo encontramos empleado para referir al ser humano, al individuo, no de-
terminado en el momento presente, sin aportar mayor contenido de signifi cado 
que su propio uso: “personas administrativamente autorizadas” (STC 14/1998), 
“medidas de investigación que afectaron a numerosas personas, entidades mer-
cantiles y bancarias” (STC 41/1998), “en cuanto a las personas y al modo” (STC 
58/1998), “las personas por él discriminadas” (STC 67/1998) “la extradición de 
una persona con el fi n de ejecutar una pena” (STC 141/1998),…
En el resto de ocasiones lo encontramos empleado, por un lado, como pro-
posición subordinada adjetiva, lo que equivaldría a decir personal; por otro, 
como sustantivo, en la función sintáctica de sujeto o de complemento directo, al 
ser quien realiza la acción, o sobre quien recae la acción realizada. Los diferentes 
usos sintácticos se encuentran empleados dentro de las mismas sentencias, por lo 
que, ante la inoperatividad de separarlos, procedemos a realizar la exégesis del 
término sin agruparlo por la función sintáctica con la que se emplea.
 Se indica que las personas físicas, en cuanto seres humanos, tienen una 
existencia jurídica que “no puede ser negada por el ordenamiento jurídico” (STC 
117/1998) y por lo tanto “tiene el derecho inviolable a que se reconozca su per-
sonalidad jurídica (art. 10 CE y art. 6 de la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos de 10 de diciembre de 1948) (NDL 3626)”, mientras que las personas 
jurídicas “constituyen una creación del legislador y tanto su existencia como su 
capacidad jurídica vienen supeditadas al cumplimiento de los requisitos que el 
ordenamiento jurídico establezca en cada caso” (STC 117/1998). En este sentido, 
las personas jurídicas “solo pueden ser rectamente concebidas si se las conceptúa 
(…) como uno más de los instrumentos o de las técnicas que el Derecho y los 
ordenamientos jurídicos ponen al servicio de la persona para que pueda actuar 
en el tráfi co jurídico y alcanzar variados fi nes de interés público o privado reco-
nocidos por el propio ordenamiento” (STC 117/1998). Por lo tanto, establece el 
TC, que ambas personas, las físicas y las jurídicas tienen “distinta naturaleza y 
función”, “encierran distintas realidades” (STC 117/1998).
La persona es digna, dignidad que no puede ser atacada con apelativos 
injuriosos cuando estos no sean necesarios para la labor informativa o de forma-
ción de la opinión supone un daño injustifi cado (cf. STC 200/1998).
Se establece que la persona es titular de diversos derechos. Algunos de ellos 
fundamentales, que deben ser respetados en toda ocasión (cf. STC 41/1998) como 
el derecho a la presunción de inocencia, el cual no puede ser destruido por la 
mera información periodística (cf. STC 41/1998), derecho de defensa que debe 
ser garantizado tanto en España como en los países que requieran a una persona 
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para cumplir una pena en el extranjero, no pudiendo extraditarla si se sospecha 
que este derecho puede ser vulnerado (cf. STC 141/1998), el derecho a contraer 
matrimonio (STC 155/1998) y el derecho a la libertad, del cual serán guardianes 
los órganos judiciales encargados de aplicar el habeas corpus en los casos en que 
las personas privadas de libertad los soliciten (cf. STC 224/1998). Otros derechos 
serán constitucionales como el derecho a la asistencia jurídica gratuita, derecho 
del que solo será titular la persona física en cuanto que es la única que requiere un 
nivel mínimo de ingresos para la subsistencia personal o familiar, que no pueden 
reducir para litigar (cf. STC 117/1998); y otros derechos estarán confi gurados le-
galmente; por ejemplo, el derecho a la caza que según la ley que lo regula corres-
ponde a toda persona mayor de catorce años, siempre que cumpla los requisitos 
de no estar inhabilitada y tener la licencia y permisos administrativos requeridos 
(cf. STC 14/1998), o el derecho a subrogarse en un contrato de arrendamiento, de 
quien estaba unido a la persona titular del mismo por vínculo matrimonial o por 
una relación afectiva no matrimonial por imposibilidad de contraer matrimonio 
(cf. STC 155/1998).
También será sujeto de otros derechos, de los cuales será titular solo en 
cuanto ciudadano, como, por ejemplo, del art. 28 de la CE, que reconoce el de-
recho a los ciudadanos a controlar el fl ujo de informaciones que conciernen a su 
persona, tanto si esa información pertenece a un ámbito público o a un ámbito 
privado (cf. STC 11/1998) o el art. 23 del CE, que solo serán titulares las personas 
físicas que sean ciudadanas, no las personas jurídicas públicas (cf. STC 213/1998).
Las personas para “la protección de derechos fundamentales propios y no 
de terceras personas” (STC 231/1998), en caso de violación de los mismos, po-
drán presentar una demanda de amparo ante el TC, siempre que cumpla los 
requisitos procesales para los mismos (cf. STC 41/1998).
Finalmente, se establece que los comportamientos de las personas pueden 
verse afectados por los actos de terceros: por ejemplo, la grabación de “una 
aglomeración considerable de personas” hará que las mismas extremasen su 
cuidado para evitar incidentes. Por lo tanto, la grabación está justifi cada, y no 




El término personal se emplea en siete ocasiones, cinco en singular y dos en 
plural. En algunos casos como sustantivo masculino singular, en referencia a los 
trabajadores de una empresa: “situaciones entre el personal de día y de noche”. 
Personal que deberán recibir misma remuneración solo si sus circunstancias son 
idénticas, la igualdad se establece por identidad (cf. STC 2/1998).
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En otras ocasiones se emplea como adjetivo califi cativo de los sustantivos 
a los que acompaña, equivaldría a decir de la persona. Se establece que el nivel 
mínimo de subsistencia personal o familiar que tienen las personas físicas hará 
que estas sean las únicas titulares del derecho constitucional a la justicia gratuita 
—art. 119 de la CE— (cf. STC 117/1998).
Todas las circunstancias personales de una persona pueden estar recogi-
das en diversas bases informáticas de datos, sin embargo, hay que evitar que la 
informatización de los datos personales propicie comportamientos discrimina-
torios, para ello el ciudadano tendrá acceso a todos los datos que se guarden del 
mismo (cf. STC 11/1998). Entre estas circunstancias encontramos las relaciones 
que puede establecer la persona, las cuales pueden ser califi cadas como mer-
cantiles, políticas o familiares, y ser conocidas por terceros (cf. STC 41/1998). Si 
las circunstancias personales llegaran a hacerse públicas en la medida en que 
estimen que revisten carácter delictivo “las víctimas de los hechos publicados, 
o las demás personas legitimadas por la ley”, pueden ponerlo en “conocimien-
to de las autoridades penales (…) bajo su responsabilidad personal” (cf. STC 
41/1998).
Finalmente, se establece que el órgano judicial tiene la función de guardián 
de la libertad personal, garantizando el ejercicio del habeas corpus, cuando así 
sea solicitado por la persona privada de libertad o por un tercero interesado, 
como su abogado (cf. STC 224/1998).
2.2.18.2.2. Personalidad 
El término personalidad se emplea en una ocasión, para indicar, como he-
mos visto que “la persona (física), esto es, el ser humano, tiene el derecho in-
violable a que se reconozca su personalidad jurídica (art. 10 CE y art. 6 de la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos de 10 de diciembre de 1948) 
(NDL 3626)” (STC 117/1998), mientras que las personas jurídicas “constituyen 
una creación del legislador y tanto su existencia como su capacidad jurídica vie-
nen supeditadas al cumplimiento de los requisitos que el ordenamiento jurídico 
establezca en cada caso” (STC 117/1998).
2.2.18.3. Términos de signifi cación próxima
2.2.18.3.1. Individuo  
El término individuo se emplea en dos ocasiones, ambas en singular, en 
referencia a un sujeto concreto. Sobre el mismo se indica que la extradición supo-
ne la “puesta a disposición de un individuo que en su momento fue enjuiciado 
penalmente e incluso condenado” a otro país que lo reclama (cf. STC 141/1998), 
individuo que no puede verse perjudicado en la esfera de intereses, por la falta 
de publicación por parte de las autoridades española de las incidencias de un 
Tratado (cf. STC 141/1998).
354 Lorena Velasco Guerrero
2.2.18.3.2. Hombre, varón y mujer 
Los términos hombre, varón y mujer no aparecen en los textos selecciona-
dos de la jurisprudencia relevante de este año. 
2.2.18.3.3. Todos y nadie 
El término nadie no aparece en los textos seleccionados de la jurisprudencia 
relevante de este año. Por su parte el término todos aparece en cuatro ocasiones, 
todas ellas con la función sintáctica adverbial en referencia a la colectividad en-
tera. Según lo indicado anteriormente no lo incluimos dentro de nuestro análisis. 
2.2.18.3.4. Ciudadano 
El término ciudadano se emplea en cuatro ocasiones, dos en singular y dos 
en plural.
Se establece como titular de los derechos de los art. 18 y 28 de la CE, el cual 
le protege en un plano negativo del “uso torticero de la tecnología informática” 
(STC 11/1998), y en un plano positivo le permite controlar el fl ujo de informa-
ciones que conciernen a cada persona “tanto si esta información es privada como 
si es pública” (STC 11/1998). También, aunque supone un cambio de titular con 
respecto a lo establecido en la CE y en la jurisprudencia anterior, se reconoce al 
ciudadano como titular del art. 24, por el cual se garantiza “a todos los ciudada-
nos su derecho a obtener una respuesta judicial motivada, razonable y congruen-
te con sus pretensiones, siempre que éstas se hubieran ejercido con cumplimiento 
de los requisitos de procedibilidad legalmente establecidos” (STC 235/1998).
Finalmente, se emplea el término para indicar la nacionalidad de un suje-
to que se encuentra en España: “ciudadano argentino don Hugo B.B. L” (STC 
141/1998).
2.2.18.4. Términos derivados de palabras de signifi cación próxima
No encontramos empleados en los textos seleccionados de la jurisprudencia 
relevante de 1998 ni el término ciudadana, ni el término individual, ni el término 
individualmente. Procedemos a analizar los restantes términos derivados de pa-
labras de signifi cación próxima. 
2.2.18.4.1. Humano 
El término humano se emplea en cuatro ocasiones, una en singular y tres 
en plural.
Se establece de forma expresa que el ser humano, es equivalente a hablar de 
la persona física. Por lo tanto, los mismos tienen existencia jurídica que no puede 
ser negada por el ordenamiento jurídico por lo que, tiene “el derecho inviolable 
a que se reconozca su personalidad jurídica (art. 10 CE y art. 6 de la Declara-
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ción Universal de los Derechos Humanos de 10 de diciembre de 1948)” (STC 
117/1998).
En el resto de ocasiones se utiliza acompañando al término derechos, en 
una ocasión en referencia a la Declaración Universal que los recoge, previamente 
mencionada (STC 117/1998), y en referencia a las sentencias dictadas por el Tri-
bunal Europeo de Derechos Humanos (STC 41/1998 y STC 141/1998).
2.2.18.5. Términos que expresan un predicado del ser personal 
No encontramos en los textos relevantes del año 1998 empleados los tér-
minos: integridad, natural, inherente, honor, familia, tutela y educación. Proce-
demos al análisis de los restantes términos siguiendo el orden establecido en los 
años anteriores. 
2.2.18.5.1. Vida 
El término vida se emplea en una ocasión, para indicar que el campo de 
instrucción de un proceso tiene que estar acotado, y no puede versar sobre la 
totalidad de la vida de una persona (cf. STC 41/1998).
2.2.18.5.2. Física 
El término física se emplea en siete ocasiones, dos en singular y cinco en 
plural. En todos los casos acompaña al término persona o personas, por lo que, 
remitimos a la exégesis realizada previamente sobre dicho término. 
2.2.18.5.3. Jurídica 
El término jurídica se emplea en veinte ocasiones, doce en singular y ocho 
en plural. En cinco ocasiones acompaña al término personas (STC 117/1998 y 
STC 231/1998) remitimos al análisis de estos términos, para determinar el conte-
nido de signifi cado en estos casos.
En el resto de las ocasiones, como ocurre en años anteriores, vemos cómo 
se emplea califi cando a diversos sustantivos determinando su contenido de sig-
nifi cado, a realidades que o bien han sido creadas por el Derecho —categorías 
jurídicas intermedias (STC 67/1998), fundamento jurídico (STC 41/1998, STC 
117/1998 y STC 155/1998), sentido técnico-jurídico(STC 14/1998),…—, o bien 
que desarrollan y tienen sus consecuencias en el ámbito del Derecho —tráfi co 
jurídico (STC 117/1998), consecuencias jurídicas (STC 155/1998),…—. Sin apor-
tar nada más relevante para la determinación del contenido de signifi cado del 
término, que lo que nos manifi esta su propio uso.
2.2.18.5.4. Dignidad 
El término dignidad se emplea en una ocasión, como atributo de las perso-
nas que se ve dañado de forma injustifi cada por “la emisión de apelativos formal-
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mente injuriosos en cualquier contexto, innecesarios para la labor informativa o 
de formación de la opinión” (STC 200/1998).
2.2.18.5.5. Inviolable 
El término inviolable se emplea en una ocasión, califi cando al término de-
recho, para indicar que la persona física, esto es el ser humano, cuya existencia 
jurídica no puede ser negada por el ordenamiento jurídico “tiene el derecho in-
violable a que se reconozca su personalidad jurídica” como se recoge en el art. 10 
CE y en el art. 6 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 10 de 
diciembre de 1948 (cf. STC 117/1998).
2.2.18.5.6. Libertad 
El término libertad se emplea en ocho ocasiones, todas ellas en singular. 
Como derecho de la persona del cual puede verse privado por medidas cautela-
res, que deben realizarse conforme al principio de mesura —de la forma que me-
nos perjudique al denunciado en su persona, reputación y patrimonio— (cf. STC 
41/1998). El órgano judicial será el guardián de la libertad personal, debiendo 
realizar todas las diligencias necesarias para comprobar si se cumplen los requi-
sitos del habeas corpus cuando esté solicitado por la persona privada de libertad 
o por un tercero interesado como su abogado (cf. STC 224/1998).
También lo encontramos en el sentido de facultad que se reconoce a diver-
sos sujetos, que les permite actuar dentro del ámbito en que les es reconocido 
sin limitaciones, más allá de las establecidas jurídicamente. Por ejemplo: la li-
bertad de información y de expresión (STC 200/1998); la libertad para contraer 
o no matrimonio que se reconoce a las personas, si estas no gozaron, por la 
situación legislativa, de tal libertad, hay que “reconocérseles los mismos dere-
chos que hubieran tenido de haber formado una convivencia matrimonial”(STC 
155/1998); el legislador dispone de un amplio margen de libertad, en atención a 
los intereses públicos y privados implicados y a las concretas disponibilidades 
presupuestarias, para confi gurar el derecho a la asistencia jurídica gratuita re-
gulado en el art. 119 CE, el ser este un derecho de confi guración legal (cf. STC 
117/1998).
2.2.18.5.7. Seguridad 
El término seguridad se emplea en tres ocasiones, todas ellas en singular. Se 
indica que la seguridad de los establecimientos penitenciarios será un límite a la 
comunicación de los presos con el exterior (cf. STC 58/1998). Además, se emplea 
para establecer que los tribunales solo podrán acceder a la extradición cuando se 
sepa con seguridad, sufi cientemente garantizada, que la persona tendrá “dere-
cho a un nuevo proceso que salvaguarde los derechos de la defensa”, incluyendo 
las medidas de seguridad dictadas en rebeldía (cf. STC 141/1998).
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2.2.18.5.8. Igualdad 
El término igualdad se emplea en tres ocasiones, todas ellas en singular.
Se establece que el principio de igualdad, para aplicarse, exige que se esta-
blezca una identidad entre los supuestos de un ámbito que se comparan, y que 
no exista una justifi cación sufi ciente para un trato distinto (cf. STC 2/1998).
Entre las circunstancias que nunca justifi carán un trato diferente se encuen-
tra en nuestro ordenamiento, y recogido en la propia CE, las circunstancias del 
nacimiento, esto es, si el mismo se ha producido dentro o fuera del matrimonio 
(cf. STC 67/1998).
Esta igualdad no implica, como ya se ha indicado, “una rigurosa y monolí-
tica confi guración del ordenamiento de la que resulte que en cualquier parte del 
territorio se tengan los mismos derechos y obligaciones” (STC 14/1998), por lo 
que, en los territorios de caza, el propietario puede: permitir la caza en condicio-
nes de igualdad a todos aquellos autorizados, quienes adquirirían la propiedad 
de las piezas al ser los animales “res nullius cuya propiedad se adquiere mediante 
ocupación y no un bien accesorio a la propiedad de los terrenos por los que libre-
mente transitan”; convertirse en coto privado de caza, o pedir permiso para cazar 
de forma exclusiva en un terreno (cf. STC 14/1998).
2.2.18.5.9. Derecho 
El término derecho se emplea en cuarenta y tres ocasiones, veintidós en 
singular y veintiuna en plural. Podemos clasifi car el término en seis grupos, aten-
diendo al contenido de signifi cado con el que se emplea el mismo.
Primero, acompañado del adjetivo fundamentales. Estos derechos como 
elementos esenciales del ordenamiento objetivo de la comunidad nacional cons-
tituida en Estado de Derecho, “adquieren una dimensión procedimental: son re-
glas básicas de todos los procedimientos de la democracia, de modo que ninguno 
de ellos puede clasifi carse de constitucionalmente legítimo si no los respeta en su 
desarrollo o si los menoscaba o vulnera en sus conclusiones” (STC 81/1998). De-
rechos fundamentales que deben ser respetados en toda circunstancia, no lleván-
dose a cabo la extradición si se considera probable por el Tribunal enjuiciando el 
caso, que el quebranto efectuado de dichos derechos no vaya a ser solucionado 
o se vayan a realizar nuevos daños a los mismos (cf. STC 141/1998). Si no son 
respetados podrá ejercerse el derecho de amparo, pero solo como protección de 
los derechos fundamentales propios “y no de terceras personas, incluso si éstas 
han intervenido en el proceso judicial previo”, “tampoco puede ejercitarse por 
sustitución en el derecho del interesado” (cf. STC 231/1998), tampoco podrán so-
licitar amparo de sus derechos fundamentales “quienes no interpusieron recurso 
de amparo dentro del plazo legal, o lo hicieron en términos inadmisibles” (STC 
41/1998).
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El TC recoge en su jurisprudencia algunos de los mismos: derecho a no pa-
decer indefensión y a un proceso con todas las garantías (STC 41/1998), derecho 
a la intimidad (STC 11/1998), “derecho fundamental autónomo a controlar el 
fl ujo de informaciones que conciernen a cada persona” (STC 11/1998), derecho 
fundamental al principio de legalidad (STC 67/1998). Algunos de estos derechos 
solo se reconocerán a los ciudadanos, como, por ejemplo, los derechos reconoci-
dos en el art. 23, de los cuales solo pueden ser titulares los ciudadanos (cf. STC 
231/1998).
Segundo, acompañado del término inviolable en referencia a aquellos dere-
chos fundamentales que no pueden ser limitados en ninguna circunstancia: como 
el derecho inviolable de las personas físicas, del ser humano, cuya existencia ju-
rídica no puede ser negada por el ordenamiento jurídico, a que se reconozca su 
personalidad jurídica (cf. STC 117/1998).
Tercero, en referencia a derechos constitucionales, aquellos recogidos por la 
Constitución, fuera de la Sección 1ª del Capítulo II, del Título 1º, como el derecho 
a la asistencia jurídica gratuita (STC 117/1998).
Cuarto, acompañado del adjetivo humanos en referencia a aquellos dere-
chos reconocidos en convenios y tratados internacionales. En una ocasión en 
referencia a la Declaración Universal que los recoge, previamente mencionada 
(STC 117/1998), y en referencia a las sentencias dictadas por el Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos (STC 41/1998 y STC 141/1998). También lo encontramos 
en referencia a tratados que recogen los de una parte de la población como la 
Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño (STC 67/1998).
Quinto, en referencia a la forma de Estado: Estado de Derecho (STC 81/1998) 
en que se constituye España, y como consecuencia quedan prohibida entre otros 
elementos la “inquisición general, incompatible con los principios que inspiran 
el proceso penal” (STC 41/1998)
Por último, el término se emplea en referencia a todo el sistema jurídico: 
Derecho (STC 117/1998), o a parte del mismo: Derecho Penal (STC 67/1998).
2.2.18.5.10. Deber 
El término deber se emplea en dos ocasiones, ambas en singular, en refe-
rencia al deber de los padres de prestar asistencia de todo orden a los hijos re-
gulado en el art. 39 de la CE, sin tener en cuenta ningún tipo de categorías jurí-
dicas intermedias con respecto a la fi liación, pues todos los hijos son iguales con 
independencia de la misma, es decir, tanto si han nacido dentro como fuera del 
matrimonio (cf. STC 67/1998). 
2.2.18.5.11. Matrimonio 
El término matrimonio se emplea en cinco ocasiones, todas ellas en singular. 
Se establece que en aquellos casos en que el matrimonio no se hubiese contraído 
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por imposibilidad legal —por ejemplo, si la pareja tenía la condición de persona 
casada, en un momento en que no existía el divorcio en nuestro ordenamiento—, 
“debe presumirse que quienes convivieron more uxorio lo hicieron así porque no 
gozaron de la libertad efectiva para contraer matrimonio y, en consecuencia, de-
ben reconocérseles los mismos derechos que hubieran tenido de haber formado 
una convivencia matrimonial “(STC 155/1998).
También se indica que los hijos habidos dentro o fuera del matrimonio go-
zarán de los mismos derechos, debiendo los padres cumplir el deber constitucio-
nal de prestar asistencia de todo orden a los hijos de la misma forma en todos los 
casos (cf. STC 67/1998).
2.2.18.6. Fuentes doctrinales y jurisprudenciales especifi cadas en las sen-
tencias
El TC a la hora de fundamentar su doctrina hace referencia a las decisiones 
tomadas por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH), en concreto 
hará referencia a la STEDH Wemhoff, de 27 de junio de 1968, parágrafos 8, 9, 17 y 
20 (STC 41/1998); STEDH  de 7 de Julio de 1989, caso Soering, A. 161, parágrafos 
85 y ss. (STC 141/1998). 
También hará referencia al art. 6 de la Declaración Universal de los Dere-
chos Humanos de 10 de diciembre de 1948 (STC 117/1998), al Convenio Europeo 
de Extradición (STC 141/1998) y a la Convención de las Naciones Unidas sobre 
los Derechos del Niño (STC 67/1998).
2.2.18.7. Conclusiones
Respecto a la cuestión interpretativa, el TC establece en su STC 117/1998 
que entender un término equivale a concebirlo. Para entender un término hay que 
concebirlo y solo se puede concebir el mismo si se conceptúa (cf. STC 117/1998). 
En cuanto a quién es persona, la jurisprudencia del año 1998 establece que 
las personas físicas y jurídicas son realidades distintas en cuanto entrañan una 
distinta naturaleza y función. Las personas físicas son los seres humanos. Los 
cuales tienen una existencia jurídica que no puede ser negada por el ordena-
miento jurídico y, en consecuencia, deben ser reconocida en todo momento su 
personalidad jurídica. Por lo tanto, todo ser humano será persona y tendrá per-
sonalidad jurídica. 
Por su parte las personas jurídicas constituyen una creación del legislador 
como instrumentos o de las técnicas que los ordenamientos jurídicos ponen al 
servicio de la persona para que pueda actuar en el tráfi co jurídico y alcanzar va-
riados fi nes de interés público o privado reconocidos por el propio ordenamien-
to. Tanto su existencia como su capacidad jurídica vienen supeditadas al cum-
plimiento de los requisitos que el ordenamiento jurídico establezca en cada caso. 
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En cuanto a la relación del término persona con el resto de términos de sig-
nifi cación próxima vemos cómo se pone en relación directa el término de persona 
y el de ser humano ante lo que cabe preguntarse si, en consecuencia, aquellos se-
res humanos no reconocidos como personas, los nasciturus, tampoco deberán ser 
reconocidos de hecho como seres humanos, pasando a ser como los embriones 
humanos no viables, seres con ADN humano, pero no seres humanos. Ante la im-
posibilidad de dar respuesta con lo establecido por la jurisprudencia hasta la fecha 
habrá que atender al desarrollo jurisprudencial para ver si se resuelve esta cues-
tión. Respecto al resto de términos no se añadirá nada en la jurisprudencia de 1998, 
que suponga un cambio con respecto a lo establecido en años anteriores. 
La pregunta por la naturaleza de la persona, qué es la persona, tampoco se 
responde en este año de forma expresa. Sí que se establecen, como en años an-
teriores, atributos o características de la misma. La jurisprudencia del año 1998 
establece diversas características y rasgos de la persona, recogemos de forma es-
quemática lo indicado previamente en el análisis de los términos.
Se indica que los comportamientos de las personas pueden verse afectados 
por los actos de terceros: por ejemplo, la grabación de una aglomeración con-
siderable de personas hará que las mismas extremasen su cuidado para evitar 
incidentes. 
Todas las circunstancias personales de una persona pueden estar recogidas 
en diversas bases informáticas de datos, sin embargo, hay que evitar que la infor-
matización de los datos personales propicie comportamientos discriminatorios, 
para ello el ciudadano tendrá acceso a todos los datos que se guarden del mismo. 
Sobre las cualidades que pone en relación el propio texto del 78, vemos 
cómo, al igual que en años anteriores, en su mayoría no se defi nen, no se estable-
ce claramente su contenido de signifi cado. Sin embargo, en algunos casos sí que 
se establecen notas características de los mismos. No queriendo reproducir lo ya 
dicho anteriormente, recogemos aquellos términos de los que se establecen notas 
relevantes para nuestro objeto de estudio, en concreto atendemos a los términos: 
igualdad, derecho y matrimonio.
Se establece que el principio de igualdad, para aplicarse, exige que se esta-
blezca una identidad entre los supuestos de un ámbito que se comparan, y que 
no exista una justifi cación sufi ciente para un trato distinto. Por lo tanto, la igual-
dad de las personas y de las circunstancias es en identidad, no en relación.
Algunos derechos fundamentales de la persona serán califi cados de invio-
lables, por lo cual no pueden ser limitados en ninguna circunstancia, como el 
derecho a la vida o a la integridad física.
Finalmente, hay que tener en cuenta que las personas que justifi quen que 
no pudieron contraer matrimonio por estar impedidos legalmente, tendrán dere-
cho a que se les trate como si de hecho lo hubieran contraído. 
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En cuanto a la tercera pregunta: la razón por la que persona se expresa 
como titular de derechos y de qué derechos es titular la persona por el mero he-
cho de ser persona, en el año 1998 se establece, como se ha indicado, que la per-
sona física tiene derecho a ser reconocida en el plano jurídico plenamente por su 
mera existencia, que no puede ser negada por el ordenamiento. Se establece que 
por el hecho de ser persona será titular del derecho a la presunción de inocencia, 
el derecho a contraer matrimonio, el derecho a la libertad, del cual serán guardia-
nes los órganos judiciales encargados de aplicar el habeas corpus en los casos en 
que las personas privadas de libertad los soliciten. Otros derechos le serán reco-
nocidos, en la medida en que cumpla los requisitos legales para ser titular de los 
mismos, como la asistencia letrada gratuita o el derecho a la caza. 
2.2.19. 1999
En el año 1999 no se produce ningún cambio en la composición del TC, con-
formándolo los mismos magistrados que en años anteriores68. La jurisprudencia 
relevante de este año, está compuesta por veintidós de un total de ciento ocho 
sentencias. 
2.2.19.1. Persona: su expresión singular y plural
El término persona se emplea en sesenta y seis ocasiones, treinta y siete en 
singular y veintinueve en plural, a lo largo de dieciséis sentencias de la jurispru-
dencia seleccionada. Nueve son los ponentes de dichas sentencias: don Pedro 
Cruz Villalón —STC 28/1999—, don Tomás S. Vives Antón —STC 49/1999 y 
STC 95/1999—, don Julio Diego González Campos —STC 69/1999—, don Pa-
blo García Manzano —STC 116/1999 y STC 166/1999—, don Fernando Garri-
do Falla —STC 129/1999—, don Carles Viver Pi-Sunyer —STC 136/1999 y STC 
174/1999—, don Rafael de Mendizábal Allende —STC 144/1999, STC 187/1999, 
STC 224/1999 y STC 240/1999—, don Vicente Conde Martín de Hijas —STC 
165/1999— y don Pablo Manuel Cachón Villar —STC 233/1999—. Indicar que 
por primera vez encontramos una sentencia en la que no se indica el ponente, 
apareciendo en su lugar “don Desconocido” —STC 134/1999—.
Encontramos el término empleado para referir al ser humano, al individuo, 
no determinado en el momento presente, sin aportar mayor contenido de signi-
fi cado que su propio uso como sinónimo de ser humano: “conexiones del titular 
del teléfono con personas dedicadas a introducir estupefacientes” (STC 28/1999), 
“la detención de nueve personas”(STC 28/1999), “la niña es fruto de su relación 
68 Tribunalconstitucional.es.(2017). Historia del Tribunal Constitucional. [online] Disponible en: https://
www.tribunalconstitucional.es/es/tribunal/historia/Paginas/Tribunal—Constitucional—de—Espania.
aspx [Acceso 22 Junio 2017].
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con otra persona” (STC 95/1999), “su segundo hijo, Zeus, a quien dio en adopción 
con la intermediación de una tercera persona” (STC 134/1999), “suelen acudir 
personas afi nes a las opciones políticas de los promotores”(STC 136/1999), “no 
como una incorrecta identifi cación de la persona investigada” (STC 166/1999),…
En el resto de ocasiones lo encontramos empleado, por un lado, como pro-
posición subordinada adjetiva, lo que equivaldría a decir personal; por otro, 
como sustantivo, en la función sintáctica de sujeto o de complemento directo, al 
ser quien realiza la acción, o sobre quien recae la acción realizada. Los diferentes 
usos sintácticos se encuentran empleados dentro de las mismas sentencias, por lo 
que, ante la inoperatividad de separarlos, procedemos a realizar la exégesis del 
término sin agruparlo por la función sintáctica con la que se emplea.
En seis ocasiones encontramos el término acompañado del adjetivo física, 
en referencia a la persona natural, para diferenciarla de la persona jurídica. Se 
indica que las mismas son las únicas que pueden tener una vida personal y fa-
miliar, la cual desarrollan en el domicilio, morada suya y reducto último de su 
intimidad personal y familiar (cf. STC 28/1999 y STC 69/1999). Intimidad que 
está protegida en el tratamiento de los datos sobre la misma que posean las admi-
nistraciones públicas por diversas normas como “la Directiva 95/46/CE (LCEur 
1995\2977) del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de octubre, relativa a 
la Protección de las Personas Físicas en lo que respecta al Tratamiento de Datos 
Personales y a la Libre Circulación de estos Datos” (STC 144/1999). Sin embargo, 
podrán producirse escuchas de las conversaciones de las personas, siempre que 
las mismas estén razonablemente justifi cadas, basadas en una sospecha fundada, 
apoyada en datos objetivos sobre la relación entre la persona y el delito que se 
esté investigando (cf. STC 49/1999). La persona física puede verse constreñida 
a llevar a cabo obligaciones por parte del Estado, tanto de carácter patrimonial, 
como el pago de impuestos; como de carácter personal, caso de la defensa de 
España (cf. STC 233/1999).
Por su parte, se indica en la jurisprudencia que la persona jurídica sitúa su 
domicilio en el lugar donde se establece su sede jurídica (cf. STC 28/1999). Se 
encontrará protegido por el derecho a la inviolabilidad del domicilio (cf. STC 
28/1999), aunque, con un nivel menor de protección (cf. STC 49/1999).
En el resto de los casos se emplea el término sin indicar si se está haciendo 
referencia a la persona física o a la jurídica, aunque en ocasiones se podrá deter-
minar por el contexto.
Con respecto a la intimidad de la persona, el ámbito de protección de la 
misma se verá reducido en los casos de personas públicas (cf. STC 134/1999), 
aunque las mismas podrán “reservarse un espacio resguardado de la curiosidad 
ajena, sea cual sea lo contenido en ese espacio” (STC 134/1999), al contar con un 
“poder jurídico sobre la información relativa a su persona o a la de su familia, 
pudiendo imponer a terceros su voluntad de no dar a conocer dicha informa-
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ción o prohibiendo su difusión no consentida lo que ha de encontrar sus límites, 
como es obvio, en los restantes derechos fundamentales y bienes jurídicos cons-
titucionalmente protegido” (STC 134/1999).
Se indica que la persona es digna (cf. STC 116/1999). En base a esta digni-
dad la investigación con gametos y preembriones estará permitida siempre que 
no se busque “el intercambio genético humano, o recombinado con otras espe-
cies, para producción de híbridos” o “la transferencia de gametos o preembrio-
nes humanos en el útero de otra especie animal o la operación inversa” (STC 
116/1999). Además, dicha investigación “deberá contar con el consentimiento 
escrito de las personas de que proceden” estos gametos y preembriones huma-
nos (cf. STC 116/1999), los cuales, sin embargo, no “son, a estos efectos, «persona 
humana»” (STC 116/1999), por lo que, pueden quedar a disposición del banco 
transcurrido un plazo, sin que esto suponga violación “al derecho a la vida (art. 
15 CE) o a la dignidad humana (art. 10.1 CE)” (STC 116/1999). 
También en base a esta dignidad de la persona, queda prohibida toda con-
ducta de acoso sexual, que implique la imposición de una conducta sexual con-
tra la voluntad de la persona (cf. STC 224/1999), prohibición que “no pretende 
en absoluto un medio laboral aséptico y totalmente ajeno a tal dimensión de la 
persona, sino exclusivamente eliminar aquellas conductas que generen, objetiva-
mente, y no solo para la acosada, un ambiente en el trabajo hosco e incómodo” 
(STC 224/1999), protegiendo a la persona “frente a comportamientos de signifi -
cado libidinoso que no sean asumidos por la persona destinataria de los mismos” 
(STC 224/1999).
La persona es titular del derecho a la tutela judicial efectiva, el cual impli-
ca que “cualquier persona que acuda a los órganos judiciales debe obtener una 
respuesta motivada y fundada en Derecho a las pretensiones suscitadas ante los 
mismos” (STC 165/1999), con el límite que al mismo se impone de cumplir con 
los requisitos procesales establecidos (cf. STC 165/1999). Las personas no serán 
titulares del derecho a entrar en España, por lo que, podrán ser rechazadas en la 
frontera con el país, pudiendo ser forzada a permanecer en la zona de tránsito, o 
zona de rechazados, de un aeropuerto, en cada caso concreto habrá que compro-
bar si se han respetado los derechos fundamentales de los que es titular la misma 
(cf. STC 174/1999).
La discriminación de la persona en ocasiones no se realizará comparando 
a los individuos, sino grupos sociales en los que se ponderan estadísticamente 
sus diversos componentes individuales; es decir, grupos entre los que alguno de 
ellos está formado mayoritariamente por personas pertenecientes a una de las ca-
tegorías especialmente protegidas por el art. 14 CE, en nuestro caso las mujeres”, 
pudiendo considerarse como discriminatoria y contraria a la igualdad, aquella 
norma que afecte de forma negativa a uno de estos colectivos (cf. STC 240/1999).
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La seguridad de la persona, junto con la vida y la paz social, son bienes que 
podrán ser protegidos por el Estado incluso mediante la imposición de sanciones 
penales, que limiten el ejercicio de los derechos fundamentales, tal y como reco-
noce el “art. 10.2 del CEDH y así lo reconoce el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos en numerosas resoluciones (por todas, Sentencia de 25 de noviembre 
de 1997, aps. 49 y 50, caso Zana)” (STC 136/1999).
Si la persona sufre trastornos psíquicos, puede ser internada (cf. STC 
29/1999), siempre que se cumpla con los requisitos establecidos legalmente para 
ello: el examen médico necesario y la oportunidad de ser oída y planteada su de-
fensa, por sí misma o por un tercero interesado (cf. STC 29/1999).
2.2.19.2. Sus derivados
2.2.19.2.1. Personal 
El término personal se emplea en treinta ocasiones, veintitrés en singular y 
siete en plural. Lo encontramos empleado como sustantivo masculino singular, 
en referencia a los trabajadores de una empresa u organismo público: “personal 
funcionario, al personal laboral fi jo y al personal estatutario” (STC 99/1999).
También se emplea como adjetivo califi cativo de los sustantivos a los que 
acompaña, equivaldría a decir de la persona.
Con él se indica que hay algunos derechos y libertades subjetivos y perso-
nales, como la libertad de residencia (cf. STC 28/1999).
Acompaña al término vida. Vida personal y familiar que está protegida por 
el derecho a la intimidad personal y familiar (cf. STC 69/1999). Ésta también 
comprenderá las relaciones que una persona puede tener con otras, siempre que 
las mismas no lleguen a ser relevantes para el derecho, por poder ser constituti-
vas de delito, y por lo tanto pueden ser investigadas (cf. STC 49/1999).
Los datos propios de la persona pueden ser recabados en bases de datos por 
la administración, las cuales estarán reguladas por la Regulación del Tratamiento 
Automatizado de Datos de Carácter Personal (cf. STC 144/1999), y sometidas a 
los límites y garantías que establece la CE, y otros organismos como el Consejo de 
Europa, “que prohíbe, aunque con excepciones (art. 9), el tratamiento automati-
zado de los datos de carácter personal referentes a condenas penales a menos que 
el Derecho interno prevea garantías adecuadas” (STC 144/1999).
Se indica que “no toda compulsión personal constituye detención preventi-
va”, por lo que, no podrá ejercerse habeas corpus (cf. STC 174/1999). También se 
establece que algunas medidas cautelares, como la prisión provisional, tendrán 
carácter personal, es decir, afectan a la propia persona, al buscar la disponibili-
dad física de la misma en el juicio (cf. STC 19/1999).
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Finalmente, se utiliza para indicar que algunos deberes podrán tener este 
carácter personal, como el pago de ciertos tributos “de carácter directo y natu-
raleza personal” (STC 233/1999), o la imposición de prestaciones personales, de 
deberes para con el Estado, como la defensa de España (cf. STC 233/1999).
2.2.19.2.2. Personalidad 
El término personalidad se emplea en una ocasión, para indicar que el 
“principio general de libertad de los individuos (Art. 1.1 de la CE)” constituye un 
valor superior en nuestro ordenamiento junto con el libre desarrollo de la perso-
nalidad (cf. STC 233/1999). Libre desarrollo que se proclama “fundamento del 
orden político y de la paz social (art. 10.1 CE)” (STC 233/1999).
2.2.19.3. Términos de signifi cación próxima
2.2.19.3.1. Individuo  
El término individuo se emplea en siete ocasiones, cinco en singular y dos 
en plural.
Se emplea en referencia a los gametos y preembriones, para dejar claro que 
no son, según se ha indicado, personas humanas (cf. STC 116/1999), pero que no 
pueden ser patrimonializados, es decir, queda prohibida cualquier causa lucrati-
va o remuneradora en torno a los mismos (cf. STC 116/1999).
En otras ocasiones el término se emplea en referencia al sujeto concreto: 
primero, al establecerse que el principio general de libertad de los individuos, 
conforme al art. 1.1 CE, es un valor superior en nuestro ordenamiento jurídico 
(cf. STC 233/1999). Segundo, lo encontramos así expresado al emplearse el tér-
mino como titular del derecho a la intimidad, que le garantiza “un poder jurí-
dico sobre la información relativa a su persona o a su familia” (STC 144/1999), 
por lo que, el acceso a los registros que contengan información íntima debe es-
tar estrictamente regulado (cf. STC 144/1999). Tercero, al establecer la libertad 
de opción del individuo de aceptar o rechazar un comportamiento por ofensi-
vo, como criterio de distinción entre el comportamiento amistoso, voluntario y 
recíproco, y el acoso, unilateral e indeseado (cf. STC 224/1999). Finalmente, se 
indica que para establecer casos en los que una conducta o norma es contraria 
a la igualdad, la comparativa puede realizarse entre individuos, estableciendo 
la identidad de las circunstancias de los mismos, pero también puede ocurrir 
que “lo que se compara, no son los individuos, sino grupos sociales en los que 
se ponderan estadísticamente sus diversos componentes individuales; es decir, 
grupos entre los que alguno de ellos está formado mayoritariamente por perso-
nas pertenecientes a una de las categorías especialmente protegidas por el art. 
14 CE” (cf. STC 240/1999).
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2.2.19.3.2. Hombre, varón y mujer 
El término hombre se emplea en una ocasión, con el contenido de signifi ca-
do de varón, para indicar que el acoso sexual además de contrario a la dignidad 
de la persona es contrario a la igualdad, al ser un comportamiento que afecta más 
a los hombres que a las mujeres (cf. STC 224/1999).
El término varón se emplea en cuatro ocasiones, todas ellas en plural. Se 
establece que una norma puede ser contraria a la igualdad por razón de sexo, no 
porque se conceda su ejercicio solo a los varones, sino porque las consecuencias 
de la misma afecten en mayor medida a las mujeres que a los hombres, en lo que 
se considera un caso de discriminación indirecta (cf. STC 240/1999). Como dice 
el TJCE y recoge el TC se dará esta discriminación cuando 
“una norma o una interpretación o aplicación de la misma que produzca efectos 
desfavorables para un grupo formado mayoritariamente, aunque no necesaria-
mente de forma exclusiva, por trabajadoras femeninas (trabajadores a tiempo 
parcial —STJCE de 27 de junio de 1990—, trabajadores con menos de dos años 
de permanencia en su puesto de trabajo —STJCE de 9 de febrero de 1999—, 
trabajadores con menos fuerza física —STC 149/1991 [RTC 1991\149]—, etc.)” 
(STC 240/1999).
Siempre y cuando no responda, esta diferencia de trato “a una medida de 
política social (STJCE de 19 de octubre de 1995, asunto The Queen c. Secretary of 
State for Health, ex parte Cyril Richardson, entre otras)” (STC 240/1999). 
 Por ejemplo, en el caso de la excedencia voluntaria para el cuidado de los 
hijos, la prohibición de la misma sería contraría a la igualdad por afectar más a 
las mujeres, que son quienes “solicitan este tipo de excedencias para el cuidado 
de los hijos y, en consecuencia, al serles denegado, prácticamente solo las mujeres 
se ven obligadas a abandonar sus puestos de trabajo y a salir del mercado laboral 
por este motivo” (cf. STC 240/1999).
El término mujer se emplea en once ocasiones, cuatro en singular y sie-
te en plural. Acompañando al término hombre y varón, en los casos indicados 
previamente. Además, se establece que la mujer no puede abortar legalmente 
con el embrión fruto de una inseminación artifi cial, pues la misma termina “en 
el momento en que los gametos masculinos (inseminación artifi cial) o los pre-
embriones son transferidos al cuerpo de la mujer”, no pudiendo a partir de ese 
momento suspender en ningún caso el proceso de gestación (cf. STC 116/1999). 
También se indica que el hecho de que la fertilización in vitro permita “la fertili-
zación de cualquier mujer, independientemente de que el donante sea su marido 
o del hecho de que esté o no vinculada matrimonialmente” no “vulnera el núcleo 
esencial de la institución familiar”, ya que no se puede hablar de “identifi cación 
entre la familia natural y la jurídica que carece de todo respaldo constitucional” 
(STC 116/1999).
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2.2.19.3.3. Todos y nadie 
El término nadie no lo encontramos empleado en los textos seleccionados 
de la jurisprudencia relevante del año 1999. Por su parte, el término todos, se 
emplea en siete ocasiones, todas ellas como adverbio con el sentido de la colecti-
vidad entera, por lo tanto, no lo incluimos en nuestro análisis. 
2.2.19.3.4. Ciudadano 
El término ciudadano se emplea en catorce ocasiones, tres en singular y 
once en plural.
Se establece que los ciudadanos son titulares de diversos derechos: del dere-
cho a la libertad de residencia, en virtud del cual “son libres, frente a los poderes 
públicos, de fi jar su propia residencia en una vivienda, de su propiedad, confi gura-
da en régimen de propiedad horizontal” (STC 28/1999), libertad que no se ve me-
noscabada por la prohibición establecida judicialmente de vivir en un piso concreto 
(cf. STC 28/1999); del derecho al secreto de las comunicaciones, en virtud del cual, 
toda escucha deberá estar sufi cientemente razonada y justifi cada, ya que lo contra-
rio supondría dejar el derecho fundamental al arbitrio de los poderes públicos (cf. 
STC 49/1999); del derecho a la libertad de información, por el cual los personajes 
públicos pueden ver sometida su conducta, su imagen, sus opiniones al escrutinio 
de los ciudadanos (cf. STC 134/1999); y del derecho de defensa en el que se funda-
menta el no bis in ídem (cf. STC 177/1999). Cuáles de estos derechos son exclusivos 
de los ciudadanos, y cuáles de toda persona, no se indica en las sentencias. 
Aunque no constituye un derecho, las personas deben ser ayudadas por 
la legislación, en función del mandato constitucional, para la averiguación de 
la identidad de su progenitor, siempre que no haya causas justifi cativas que lo 
desaconsejen (cf. STC 116/1999). Además, pueden ejercer presión para impedir 
esa difusión de información, lo que “puede llegar a ser una intromisión en un de-
recho ajeno, con relevancia penal en más de un caso y desde más de un aspecto, 
pero no «censura» en el sentido que le da la Constitución” (STC 187/1999).
Los ciudadanos también deberán cumplir con aquellos deberes, patrimo-
niales o personales, impuestos por la norma fundamental (cf. STC 233/1999).
Finalmente, lo encontramos empleado para designar a individuos con na-
cionalidad de otro país: dos ciudadanos nigerianos (STC 174/1999).
2.2.19.4. Términos derivados de palabras de signifi cación próxima
No encontramos empleados en los textos seleccionados de la jurisprudencia 
relevante de 1999 ni el término ciudadana ni el término individualmente. Proce-
demos a analizar los restantes términos derivados de palabras de signifi cación 
próxima. 
2.2.19.4.1. Individual  
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El término individual se emplea en dos ocasiones, una en singular y una 
en plural. Se indica que para proteger la intimidad individual el acceso a los 
registros y bases de datos que contengan esta información deberá contar con las 
oportunas precauciones (cf. STC 144/1999). También, como ya hemos indicado, 
que una conducta puede ser contraria a la igualdad, no porque afecte a los in-
dividuos en concreto, sino porque lo que se compare sean “grupos sociales en 
los que se ponderan estadísticamente sus diversos componentes individuales; es 
decir, grupos entre los que alguno de ellos está formado mayoritariamente por 
personas pertenecientes a una de las categorías especialmente protegidas por el 
art. 14 CE” (STC 240/1999).
2.2.19.4.2. Humano 
El término humano se emplea en veinticinco ocasiones, dieciocho en singu-
lar y siete en plural.
En tres ocasiones acompaña al sustantivo derechos en referencia a aquellos 
derechos reconocidos en convenios y tratados internacionales. Se utiliza den-
tro de la denominación de las declaraciones que los recogen: Convenio para la 
Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales (STC 
233/1999), y los Tribunales encargados de interpretarlos y aplicarlos: Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos (STC 49/1999 y STC 136/1999).
Lo encontramos acompañando al término procreación (STC 116/1999). Pro-
creación humana que puede ser objeto de la reproducción asistida o reproducción 
humana artifi cial, con fi nes terapéuticos y para combatir la esterilidad humana 
(STC 116/1999). Reproducción humana que no puede realizarse con preembrio-
nes que tengan su origen en gametos destinados a la investigación o experimen-
tación (cf. STC 116/1999). Queda también prohibida cualquier fecundación entre 
gametos humanos y animales, siendo una “infracción administrativa muy grave 
el intercambio genético humano, o recombinado con otras especies, para produc-
ción de híbridos” (STC 116/1999), salvo el test del hámster con espermatozoides 
humanos, el cual deberá interrumpirse en cuanto se produzca división celular 
(cf. STC 116/1999) y “las que cuenten con el permiso de la autoridad pública 
correspondiente o, en su caso, de la Comisión Nacional multidisciplinar, si tiene 
competencias delegadas” (STC 116/1999); al igual que “la transferencia de ga-
metos o preembriones humanos en el útero de otra especie animal o la operación 
inversa” (STC 116/1999). Ya que con esto se consigue “que los fi nes justifi cados 
de investigación científi ca produzcan resultados no queridos por el legislador en 
cuanto atentatorios a la dignidad de la persona.” (STC 116/1999). Sin embargo, 
hay que tener en cuenta que estos gametos, al igual que los preembriones no 
implantados “no son, a estos efectos, «persona humana»” (STC 116/1999), y, en 
consecuencia, el “hecho de quedar a disposición de los bancos tras el transcurso 
de determinado plazo de tiempo, difícilmente puede resultar contrario al dere-
cho a la vida (art. 15 CE) o a la dignidad humana (art. 10.1 CE)” (STC 116/1999).
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Dignidad humana que también se verá afectada por aquellas conductas 
sexuales que se busquen imponer sobre terceras personas sin consentimiento 
de las mismas, pudiendo denominarse las mismas como acoso sexual (cf. STC 
224/1999).
Finalmente, lo encontramos acompañando al término conducta, para indi-
car que es propio de toda conducta humana, “refl exiva y consciente de que el res-
peto al derecho ajeno es la pieza clave de la convivencia pacífi ca” el valorar si con 
el ejercicio de sus libertades daña los derechos de los demás (cf. STC 187/1999).
2.2.19.5. Términos que expresan un predicado del ser personal
No encontramos en los textos relevantes del año 1999 empleados los térmi-
nos: integridad, inherente, educación e inviolable. Procedemos al análisis de los 
restantes términos siguiendo el orden establecido en los años anteriores. 
2.2.19.5.1. Vida 
El término vida se emplea en trece ocasiones, todas ellas en singular.
Se establece que la misma es objeto de un derecho, recogido en el art. 15 de 
la CE. Se indica que la experimentación con “gametos humanos, es decir, óvulos 
(ovocitos) y espermatozoides” no supone un atentado contra este derecho (cf. 
STC 116/1999), tampoco sería contrario a este derecho que los mismos, junto con 
embriones preimplantados queden a disposición de los bancos pasado un plazo 
de tiempo, ya que “ni los preembriones no implantados ni, con mayor razón, los 
simples gametos son, a estos efectos, «persona humana»” (STC 116/1999). 
Se establece que solo en caso de peligro para la vida de una persona cuyo 
progenitor lo haya sido mediante donación de gametos, se podrá desvelar, con-
forme a la ley, la identidad del mismo. En el resto de circunstancias la donación 
será anónima (cf. STC 116/1999). También para proteger la vida, junto a otros 
bienes, de aquello que la amenace podrá el Estado establecer sanciones penales 
que limiten el ejercicio de los derechos fundamentales, tal y como reconoce el 
TEDH (cf. STC 136/1999).
Lo encontramos acompañado del adjetivo privada, en referencia a aquella 
vida que la persona física ejerce dentro de su domicilio (cf. STC 28/1999) —lu-
gar donde se desarrolla su vida personal y familiar y supone el reducto último 
de su intimidad (cf. STC 69/1999)—, resguardada de la curiosidad ajena (STC 
134/1999). Esta vida se protege mediante el derecho a la intimidad, el cual otorga 
a la persona el “poder de control sobre la publicidad de la información relativa a 
la persona y su familia, con independencia del contenido de aquello que se desea 
mantener al abrigo del conocimiento público” (STC 134/1999) y los mecanismos 
de control del acceso a Archivos o Registros, para evitar que los mismos se con-
viertan “en una fuente de información sobre la vida de una persona o su familia, 
menoscabando la confi dencialidad de esa información” (STC 144/1999). Derecho 
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a la intimidad que estará limitado, como se ha indicado en la jurisprudencia de 
años anteriores, para las personas públicas, que en algunos casos alcanzan dicha 
notoriedad “por ser ellos quienes exponen al conocimiento de terceros su activi-
dad profesional o su vida particular” (STC 134/1999).
2.2.19.5.2. Física 
El término física se emplea en ocho ocasiones, cinco en singular y tres en 
plural. En cinco ocasiones lo encontramos acompañando al término persona. En 
este caso remitimos a la exégesis del sustantivo al que acompaña realizada pre-
viamente.
En las restantes ocasiones la encontramos en referencia a la realidad cor-
poral de una persona, la cual justifi ca que se tome la medida personal de prisión 
provisional, cuando dicha presencia se estime como necesaria (cf. STC 19/1999); 
se establece que se puede sujetar y conducir a un sujeto fuera del país, es decir, 
mediante el contacto con su realidad corporal (cf. STC 174/1999) y se conside-
rarán discriminatorias las normas, salvo justifi cación razonada, que tengan en 
cuenta la fuerza física, al ser el colectivo femenino el mayor perjudicado por di-
chas normas (cf. STC 240/1999).
2.2.19.5.3. Natural 
El término natural se emplea en dos ocasiones, una en singular y otra en 
plural. Acompaña al término familia, para indicar que no puede establecerse una 
identidad entre la familia natural y la jurídica, ya que esto carece de todo respal-
do constitucional (cf. STC 116/1999), ya que la familia jurídica tiene una auto-
nomía de signifi cado en su concepción estrictamente jurídica, por lo que, ni hay 
una obligada correspondencia entre las relaciones paterno-fi liales jurídicamente 
reconocidas y las naturales derivadas de la procreación, al incluir la adopción (cf. 
STC 116/1999) ni la familia se reduce al matrimonio (cf. STC 116/1999).
2.2.19.5.4. Jurídica 
El término jurídica se emplea en treinta y tres ocasiones, veinticinco en 
singular y ocho en plural. En dos ocasiones acompaña al término persona (STC 
28/1999 y STC 69/1999), en una ocasión acompaña al término seguridad (STC 
116/1999) y en otra al término familia (STC 116/1999), remitimos al análisis de 
estos términos, para determinar el contenido de signifi cado en estos casos.
En el resto de las ocasiones, como ocurre en años anteriores, vemos cómo 
se emplea califi cando a diversos sustantivos determinando su contenido de 
signifi cado, a realidades que o bien han sido creadas por el Derecho —ordena-
miento jurídico español (STC 49/1999), ordenamientos jurídicos próximos (STC 
233/1999), fundamento jurídico (STC 28/1999, STC 174/1999,…), vínculo jurídi-
co (STC 116/1999)— o bien que desarrollan y tienen sus consecuencias en el ám-
bito del Derecho —relación jurídico-pública (STC 28/1999), situaciones jurídicas 
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(STC 174/1999),…—. Sin aportar nada más relevante para la determinación del 
contenido de signifi cado del término, que lo que nos manifi esta su propio uso.
2.2.19.5.5. Dignidad 
El término dignidad se emplea en ocho ocasiones, todas ellas en singular. 
Se establece que la persona es digna, tal y como recoge el art. 10. 1 de la CE (STC 
116/1999). Son contrarias a esta dignidad humana y atentarán contra la misma: 
las fecundaciones de gametos que produzcan hibridaciones u otros resultados no 
acordes (cf. STC 116/1999), “la transferencia de gametos o preembriones huma-
nos en el útero de otra especie animal o la operación inversa” (STC 116/1999), la 
patrimonialización de la persona humana, o de parte de la misma (STC 116/1999), 
y el acoso sexual (STC 224/1999).
No atentarán contra dicha dignidad: la crioconservación de embriones (STC 
116/1999), la conservación de preembriones no implantados o los simples game-
tos por parte de los bancos tras el transcurso de determinado plazo de tiempo, ya 
que, a estos efectos, no son «persona humana» (cf. STC 116/1999), ni la donación 
de los mismos, ya que no implica patrimonialización de la persona humana (cf. 
STC 116/1999).
2.2.19.5.6. Libertad 
El término libertad se emplea en veintidós ocasiones, dieciocho en singular 
y cuatro en plural. Podemos clasifi car el término en tres grupos, atendiendo al 
contenido de signifi cado con el que se emplea el mismo.
Primero, como principio general, valor fundamental de nuestro ordena-
miento, en función del art. 1.1 de la CE (STC 233/1999).
Segundo, como cualidad propia de la persona, reconocida en el art. 24 de la 
CE. Se puede ver privada de la misma por medidas privativas de libertad razo-
nablemente justifi cadas (cf. STC 129/1999). 
Tercero, como facultades fundamentales reconocidas a diversos sujetos en 
la Sección 1ª del Capítulo II, del Título 1º de la CE: libertad de residencia (STC 
28/1999), libertad de sufragio y de participación política (STC 136/1999), libertad 
de expresión (STC 187/1999).
Estas libertades no se han gozado siempre de la misma manera; por ejem-
plo, la libertad de expresión 
“inicia esta andadura de libertad vigilada la pragmática de los Reyes Católicos 
de 8 de julio de 1502, seguida por otras muchas a lo largo de tres siglos que se 
recogerán a principios del XIX en la Novísima Recopilación. Dentro de tal con-
texto histórico se explica que, poco después, la Constitución de 1812 proclamara, 
como reacción obligada, la libertad «de escribir, imprimir y publicar... sin nece-
sidad de licencia, revisión o aprobación alguna anterior a la publicación» (art. 
371), interdicción que reproducen cuantas la siguieron en ese siglo y en el actual 
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e inspira el contenido de la nunca derogada Ley de policía de imprenta de 26 de 
julio de 1883” (STC 187/1999).
En cuanto a los extranjeros, el ejercicio de las mismas estará regulado por la 
Ley Orgánica 7/1985, de 1 de julio, sobre Derechos y Libertades de los Extranjeros 
en España (cf. STC 174/1999), entre la mismas se incluye la libertad de salida a un 
tercer país, cuando haya sido rechazada su entrada en España (cf. STC 174/1999).
Libertades que consisten tanto en una libertad positiva, facere, como negati-
va, non facere (cf. STC 233/1999).
2.2.19.5.7. Seguridad 
El término seguridad se emplea en cuatro ocasiones, todas ellas en singular. 
Dos dentro del término Seguridad Social, por lo que, según lo indicado al selec-
cionar los términos no incluimos los mismos en nuestro análisis.
Se emplea como bien de la persona. Se establece que para salvaguardar la 
misma, junto con la vida y la paz social, el Estado puede limitar “mediante el 
establecimiento de sanciones penales el ejercicio de los derechos fundamentales” 
para impedir que se lleven a cabo actividades que pongan en peligro dichos bie-
nes relevantes, como pueden ser actividades terroristas (cf. STC 136/1999), así 
lo establece, como nos recuerda el TC, “el art. 10.2 del CEDH y así lo reconoce el 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos”(STC 136/1999).
También se indica que del concepto de familia pueden desprenderse “rela-
ciones paternofi liales, determinadas legalmente con arreglo al principio de segu-
ridad jurídica”, aunque limitar los perfi les de familia constitucional a este rasgo 
identifi cativo de la defi nición constitucional de familia, junto con el del matrimo-
nio heterosexual, no es conforme con la CE (cf. STC 116/1999).
2.2.19.5.8. Igualdad 
El término igualdad se emplea en una ocasión, para indicar que las normas 
en todos sus apartados deberán ser interpretadas conforme al principio de igual-
dad (cf. STC 99/1999). También se establece que una norma puede ser contraria 
a la igualdad por razón de sexo, no porque se conceda solo a los varones, sino 
porque afectaría en mayor medida a las mujeres, en lo que se considera un caso 
de discriminación indirecta (cf. STC 240/1999). Siempre y cuando no responda, 
esta diferencia de trato “a una medida de política social (STJCE de 19 de octubre 
de 1995, asunto The Queen v. Secretary of State for Health, ex parte Cyril Ri-
chardson, entre otras)” (STC 240/1999). 
2.2.19.5.9. Derecho 
El término derecho se emplea en setenta y cinco ocasiones, sesenta en singu-
lar y quince en plural. Podemos clasifi car el término en seis grupos, atendiendo 
al contenido de signifi cado con el que se emplea el mismo.
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Primero, acompañado del adjetivo fundamentales. Derechos fundamenta-
les recogidos en la Sección 1ª del Capítulo II, del Título 1º, que se reconocen a di-
versos sujetos: derecho a habitar en un determinado lugar o libertad de residencia 
(STC 28/1999), derecho al secreto de las comunicaciones (STC 149/1999), dere-
cho a la tutela judicial efectiva (STC 95/1999), derecho a la vida (STC 116/1999), 
derecho a la intimidad (STC 116/1999), derecho a recibir información (STC 
134/1999), derecho al honor (STC 187/1999), derecho a la cláusula de conciencia 
(STC 199/1999),… el Estado puede limitar mediante el establecimiento de san-
ciones penales “el ejercicio de los derechos fundamentales para garantizar bienes 
tan relevantes como la vida, la seguridad de las personas o la paz social que son 
puestos en peligro por la actividad terrorista” (STC 136/1999). Así lo admite el 
TC y “el art. 10.2 del CEDH y así lo reconoce el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos” (STC 187/1999).
Segundo en referencia a derechos constitucionales, aquellos recogidos por la 
Constitución, fuera de la sección de los derechos fundamentales, (STC 142/1999).
Ni los derechos fundamentales, ni los derechos constitucionales podrán ser 
vulnerados por la labor de exégesis y aplicación de las normas llevada a cabo por 
los órganos jurisdiccionales. Ya que estos están sometidos, junto con los demás 
poderes públicos, “al ordenamiento jurídico y, como vértice de éste, a la Cons-
titución (art. 9.1 CE)” (STC 142/1999). Siendo este sometimiento “el punto de 
conexión entre la jurisdicción ordinaria y la jurisdicción constitucional, aunque 
una y otra de ninguna manera se confundan” (STC 142/1999).
Tercero, en referencia a facultades que reconoce la ley a diversos sujetos. 
En concreto se hace referencia a la Ley Orgánica 7/1985, de 1 de julio, sobre De-
rechos y Libertades de los Extranjeros en España, que regula el ejercicio de los 
Derechos y Libertades por los Extranjeros en España (cf. STC 174/1999).
Cuarto, en cuanto facultades que emanan de relaciones jurídico-s de dere-
cho privado, como puede ser el derecho de uso de una concreta vivienda (cf. STC 
28/1999) o los derechos a los que da lugar el matrimonio (STC 116/1999).
Quinto, acompañado del adjetivo humanos o civiles en referencia a aque-
llos derechos reconocidos en convenios y tratados internacionales. Se utiliza den-
tro de la denominación de las declaraciones que los recogen: Convenio para la 
Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales (STC 
233/1999), y los Tribunales encargados de interpretarlos y aplicarlos: Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos (STC 49/1999 y STC 136/1999).
Sobre todos estos derechos, previamente indicados, existe la presunción, el 
principio de que generalmente se ejercen conforme a las exigencias de la buena 
fe (cf. STC 46/1999).
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Por último, el término se emplea en referencia a todo el sistema jurídico: 
Derecho (STC 129/199, STC 165/1999), o a parte del mismo: Derecho interno 
(STC 144/1999).
2.2.19.5.10. Deber 
El término deber se emplea en cuatro ocasiones, tres en singular y una en 
plural.
Se establece que como consecuencia del incumplimiento de deberes propios 
de una relación jurídico-privada se pueden imponer sobre las personas conse-
cuencias jurídicas, que limiten su posibilidad de residencia en un determinado 
lugar. Esta limitación, al afectar tan solo a un determinado piso o lugar residencia 
no afectará a su derecho a habitar en un determinado lugar del art. 19 de la CE 
(cf. STC 28/1999). 
También en el sentido de conductas obligatorias; por ejemplo, los ciuda-
danos españoles tienen el deber, a su vez derecho, de defender España (cf. STC 
233/1999) y los poderes públicos, en virtud del art. 18 de la CE, tendrán el deber 
de prevenir los riesgos que puedan derivarse del acceso o divulgación indebidas 
de información sobre la persona que esté en su poder, evitando convertirse en 
fuentes de esa información sin las debidas garantías (cf. STC 144/1999). 
Finalmente, se indica que el derecho a la libertad de expresión y sus limita-
ciones no impone sobre los editores y directores un derecho-deber de “examen o 
análisis de texto y contenidos, antes de su difusión, para comprobar si traspasan, 
o no, los límites de las libertades que ejercen” (cf. STC 187/1999).
2.2.19.5.11. Honor 
El término honor se emplea en una ocasión; se indica que “la divulgación de 
cualesquiera expresiones o hechos concernientes a una persona que la difamen 
o hagan desmerecer en la consideración ajena o que afecten negativamente a su 
reputación y buen nombre (…) ha de ser califi cada como intromisión ilegítima 
en el ámbito de protección del derecho al honor”, teniendo en cuenta que lo que 
supone que esto nos sitúa en un plano de la gente “cuya opinión colectiva marca 
en cualquier lugar y tiempo el nivel de tolerancia o de rechazo” para una deter-
minada conducta (cf. STC 187/1999).
2.2.19.5.12. Familia 
El término familia se emplea en diecisiete ocasiones, todas ellas en singular. 
Se defi ne la familia como “unidad básica y esencial de convivencia” (STC 
116/1999), en la que se constituyen vínculos familiares (STC 46/1999). Por lo que, 
la “identifi cación entre la familia natural y la jurídica (…) carece de todo respaldo 
constitucional” (STC 116/1999), no pudiendo limitarse los rasgos identifi cativos 
de la defi nición constitucional de familia, al “matrimonio heterosexual” y la po-
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sibilidad de que en él “se desprendan relaciones paternofi liales, determinadas 
legalmente con arreglo al principio de seguridad jurídica” (STC 116/1999). La 
autonomía de signifi cado que adquiere el instituto de la familia en su concepción 
estrictamente jurídica, queda demostrada con “el hecho comúnmente aceptado 
de que los hijos adoptivos se integren y constituyan una familia, aunque sus pa-
dres legales no se correspondan con los biológicos (véanse, en este sentido, las 
Sentencias del TEDH de 13 de junio de 1979 (asunto Marckx), 26 de mayo de 
1994 (asunto Keegan v. Irlanda) y la de 27 de octubre de 1994 (asunto Catharina 
Kroon, Ali Zerrouk y Sami M’Hallem-Driss v. Países Bajos)”. Entendida así la 
familia, y aceptada “desde el punto de vista constitucional, la disociación entre 
progenitor biológico y padre legal” (STC 116/1999), “la fertilización de cualquier 
mujer, independientemente de que el donante sea su marido o del hecho de que 
esté o no vinculada matrimonialmente” no “vulnera el núcleo esencial de la ins-
titución familiar” (STC 116/1999), y por lo tanto no se entenderá que la norma 
legal desnaturalice “los perfi les sustantivos del instituto familiar” y por lo tanto 
no será considerada contraria a la CE (cf. STC 116/1999). 
La familia verá protegida su intimidad en virtud del art. 18 de la CE, pu-
diendo tener una vida privada (STC 144/1999), para la cual puede ejercer su vo-
luntad de mantener información fuera del dominio público (cf. STC 134/1999 y 
STC 144/1999), voluntad que deberá ser garantizada por los poderes públicos, que 
deberán velar por la protección de los datos que consten en los registros y bases 
y el acceso a los mismos (cf. STC 144/1999). El domicilio, en cuanto morada de la 
persona física se constituirá en el reducto último de esta intimidad familiar y per-
sonal, por lo que, se encontrará constitucionalmente protegido (cf. STC 69/1999).
Además, los poderes públicos deberán asegurar la protección social de la 
familia, art. 39.1 de la CE, fundamento, junto con el principio de igualdad, de 
la justifi cación constitucional de la excedencia voluntaria para el cuidado de los 
hijos (cf. STC 240/1999).
2.2.19.5.13. Matrimonio 
El término matrimonio se emplea en una ocasión, acompañado del adjetivo 
heterosexual —primera vez que vemos en la jurisprudencia el término adjetivado 
en este sentido—. Se establece, como hemos visto anteriormente, que no pueden 
limitarse los rasgos identifi cativos de la defi nición constitucional de familia, al 
matrimonio heterosexual y la posibilidad de que en él «se desprendan relaciones 
paternofi liales, determinadas legalmente con arreglo al principio de seguridad 
jurídica» (STC 116/1999).
2.2.19.5.14. Tutela 
El término tutela se emplea en dos ocasiones, como objeto del derecho a la 
tutela judicial efectiva, el cual implica “que cualquier persona que acuda a los 
órganos judiciales debe obtener una respuesta motivada y fundada en Derecho 
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a las pretensiones suscitadas ante los mismos”, siempre que se cumplan con los 
requisitos procesales establecidos (STC 165/1999).
Además, se establece que el establecimiento de la paternidad in fi ne, es de-
cir, ante la negativa a hacerse la prueba de paternidad, no es contraria a este de-
recho (cf. STC 95/1999).
2.2.19.6. Fuentes doctrinales y jurisprudenciales especifi cadas en las sen-
tencias
El TC a la hora de fundamentar su doctrina hace referencia al Tribunal de 
Justicia de las Comunidades Europeas, en concreto a las sentencias STJCE de 27 
de junio de 1990 (STC 240/1999), STJCE de 9 de febrero de 1999 (STC 240/1999), 
STJCE de 19 de octubre de 1995, asunto The Queen c. Secretary of State for Health, 
ex parte Cyril Richardson (STC 240/1999), y al Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos en el Caso Valenzuela (STC 49/1999) y STEDH de 25 de noviembre de 
1997, caso Zana (STC 136/1999).
También cita tratados y acuerdos internacionales como el Convenio Europeo de 
Derecho Humanos o CEDH (STC 136/1999, STC 144/1999), Convenio para la Protec-
ción de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales (RCL1979\2421 
y ApNDL 3627) (STC 233/1999), al Convenio de Roma (STC 129/1999), y al Conve-
nio para la Protección de las Personas con respecto al Tratamiento Automatizado de 
Datos de Carácter Personal, de 28 de enero de 1981 (RCL 1985\2704 y ApNDL 3638) 
(ratifi cado el 27 de enero de 1984) del Consejo de Europa (STC 144/1999).
Hará referencia a diversas normas como la Directiva europea 95/46/CE 
(LCEur 1995\2977) del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de octubre, re-
lativa a la Protección de las Personas Físicas en lo que respecta al Tratamiento de 
Datos Personales y a la Libre Circulación de estos Datos (STC 144/1999)— de apli-
cación directa en España— y a los ordenamientos extranjeros en concreto a “la Ley 
francesa de 1935, Reguladora del Estatuto Periodístico, que supuso la incorpora-
ción del derecho (a la cláusula de conciencia) al art. 761.7 del Code du Travail, bien 
en los convenios colectivos de aplicación en las empresas de comunicación, como 
es el caso italiano” (STC 199/1999), que sirven como criterio de autoridad para el 
Tribunal, pero no tienen mayor vinculación que la que el TC quiera darle.
En cuanto al ámbito nacional hace referencia a la legislación histórica, para 
fundamentar su posición con respecto a la censura y la libertad de información. 
Hará referencia a la pragmática de los Reyes Católicos de 8 de julio de 1502, a la 
Novísima Recopilación, a la Constitución de 1812 y a la Ley de policía de impren-
ta de 26 de julio de 1883 (STC 187/1999). 
2.2.19.7. Conclusiones
El TC añade a los criterios interpretativos de años anteriores, la indicación 
de que, para determinar el contenido de signifi cado del derecho al honor, debe-
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mos situarnos en “el terreno de los demás, que no son, sino la gente, cuya opinión 
colectiva marca en cualquier lugar y tiempo el nivel de tolerancia o de rechazo” 
(STC 187/1999). Nuevamente por lo tanto se reitera que el contenido de signifi ca-
do de un derecho lo marcará el criterio de la gente. Sin que se indique por parte 
del TC, cómo se determina ese criterio, mas que el hecho de que el encargado de 
establecerlo y constituirlo como marco constitucional es el propio TC. También 
establece una contraposición entre familia natural y familia jurídica. Por lo que, 
la confi guración jurídica de un término no tiene por qué corresponder a la confi -
guración natural de la misma, que criterios por lo tanto determinan el contenido 
jurídico, no se expresen.
En cuanto a quién es persona, la jurisprudencia del año 1999 indica que los 
gametos y preembriones humanos no son persona humana, por lo que, se puede 
investigar con ellos, siempre con autorización de la persona de la que provienen, 
y pueden quedar a disposición del banco transcurrido un plazo, sin que esto su-
ponga violación al derecho a la vida o a la dignidad humana. Sin embargo, por 
la dignidad de la persona la investigación con gametos y preembriones estará 
permitida siempre que no se busque “el intercambio genético humano, o recom-
binado con otras especies, para producción de híbridos” o “la transferencia de 
gametos o preembriones humanos en el útero de otra especie animal o la opera-
ción inversa” (STC 116/1999). 
Se vuelve a poner en relación el término persona e individuo al indicarse 
que el individuo es titular del derecho a la intimidad y que esto le faculta para 
controlar la información pública “relativa a su persona” (cf. 144/1999). Se añade 
la difi cultad de que la persona aparece como algo perteneciente al individuo. 
Así mismo encontramos los términos en la misma sentencia utilizados de forma 
alternativa (cf. STC 240/1999).
La pregunta por la naturaleza de la persona, qué es la persona, tampoco se 
responde en este año de forma expresa. Sí que se establecen, como en años ante-
riores, atributos o características de la misma. La jurisprudencia del año 1999 es-
tablece diversas características y rasgos de la persona no indicados previamente, 
recogemos de forma esquemática lo indicado previamente en el análisis de los 
términos.
Se establece que las personas físicas tienen una vida personal y familiar, 
una vida íntima, que desarrollan en el domicilio, morada suya y reducto último 
de su intimidad personal y familiar. Además, las mismas tienen una identidad, 
la cual permanecerá oculta en los casos de donación de gametos para la fecunda-
ción artifi cial, salvo que sea necesario conocerla para la salvaguarda de la vida de 
la persona gestada por esta vía. 
La persona puede sufrir trastornos psíquicos, que lleven a su internamiento 
siempre que se cumplan con los requisitos y garantías legalmente establecidos. 
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La dimensión sexual de la persona también puede desarrollarse en el medio 
laboral, sin embargo, quedan prohibidas todas las conductas que impliquen unos 
comportamientos de signifi cado libidinoso que no sean asumidos por la persona 
destinataria de los mismos.
La procreación humana puede ser objeto de la reproducción asistida con 
fi nes terapéuticos y para combatir la esterilidad humana. La misma no podrá 
realizarse con preembriones que tengan su origen en gametos destinados a la 
investigación o experimentación 
Finalmente, se establece que será propio de toda conducta humana, refl exi-
va y consciente de que el respeto al derecho ajeno es la pieza clave de la convi-
vencia pacífi ca el valorar si con el ejercicio de sus libertades daña los derechos de 
los demás, y por lo tanto no llevarlas a cabo. 
Sobre las cualidades que pone en relación el propio texto del 78, vemos 
cómo, al igual que en años anteriores, en su mayoría no se defi nen, no se estable-
ce claramente su contenido de signifi cado. Sin embargo, en algunos casos sí que 
se establecen notas características de los mismos. No queriendo reproducir lo ya 
dicho anteriormente, recogemos aquellos términos de los que se establecen notas 
relevantes para nuestro objeto de estudio, en concreto atendemos a los términos: 
igualdad, derecho, familia y matrimonio. 
En torno al término de igualdad se establece como contrario a la misma 
las normas que supongan discriminación indirecta. Esto implica que una norma 
puede ser contraria a la igualdad por razón de sexo, no porque se conceda solo a 
los varones, sino porque afectaría en mayor medida a un colectivo integrado en 
su mayor parte por mujeres. 
El Estado puede limitar mediante el establecimiento de sanciones penales 
el ejercicio de los derechos fundamentales, y por lo tanto los derechos de la per-
sona, para garantizar bienes tan relevantes como la vida, la seguridad de las per-
sonas o la paz social que son puestos en peligro por la actividad terrorista. Sin 
embargo, ni los derechos fundamentales, ni los derechos constitucionales podrán 
ser vulnerados por la labor de exégesis y aplicación de las normas llevada a cabo 
por los órganos jurisdiccionales. Ya que estos están sometidos, junto con los de-
más poderes públicos, al ordenamiento jurídico y, como vértice de éste, a la CE, 
siendo este sometimiento el punto de conexión entre la jurisdicción ordinaria y la 
jurisdicción constitucional.
Se defi ne la familia, jurídicamente en base a su autonomía de signifi cado, 
como unidad básica y esencial de convivencia en la que se constituyen víncu-
los familiares. Por lo tanto, la identifi cación entre la familia natural y la jurídica 
carece de todo respaldo constitucional, no pudiendo limitarse los rasgos identi-
fi cativos de la defi nición constitucional de familia al matrimonio heterosexual 
—primera vez que lo encontramos así adjetivado— y la posibilidad de que en él 
se desprendan relaciones paternofi liales. Entendida así la familia, y aceptada por 
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lo tanto la disociación entre progenitor biológico y padre legal, la fertilización de 
cualquier mujer, independientemente de que el donante sea su marido o del he-
cho de que esté o no vinculada matrimonialmente no vulnera el núcleo esencial 
de la institución familiar. 
Finalmente, en cuanto a la tercera pregunta: la razón por la que persona se 
expresa como titular de derechos y de qué derechos es titular la persona por el 
mero hecho de ser persona, en el año 1999 se establece que la persona es titular 
del derecho a la tutela judicial efectiva, del derecho al secreto de las comunica-
ciones, derecho a la vida, derecho a la intimidad, derecho a recibir información, 
y del derecho al honor. Sin que se añada en ninguno de los casos en cuanto a su 
contenido de signifi cado ningún punto más que los ya indicados previamente. 
2.2.20. 2000
En el año 2000 no se produce ningún cambio en la composición del TC, 
permaneciendo, pues, los mismos magistrados que en años anteriores69. La ju-
risprudencia relevante de este año, está compuesta por veintidós de un total de 
ciento cuarenta y tres.
2.2.20.1. Persona: su expresión singular y plural
El término persona se emplea en veintitrés ocasiones, dieciséis en singular 
y siete en plural, a lo largo de trece sentencias de la jurisprudencia seleccionada. 
Ocho son los ponentes de dichas sentencias: don Pablo Manuel Cachón Villar —
STC 95/2000 y STC 113/2000—, don Tomás S. Vives Antón —STC 110/2000—, 
don Julio Diego González Campos —STC 141/2000, STC 147/2000, STC 290/2000 
y STC 292/2000—, don Pablo García Manzano —STC 181/2000—, don Carles 
Viver Pi-Sunyer —STC 165/2000—, doña María Emilia Casas Baamonde —STC 
203/2000 y STC 241/2000—, don Manuel Jiménez de Parga y Cabrera —STC 
284/2000— y don Vicente Conde Martín de Hijas —STC 311/2000—.
Lo encontramos empleado para referir al ser humano, al individuo, no de-
terminado en el momento presente, sin aportar mayor contenido de signifi cado 
que su propio uso: “«sospechosos incendios» sin atribuir su autoría a persona 
alguna” (STC 110/2000), “ni para ninguna otra Autoridad o persona que hubiese 
tenido intervención en ésta” (STC 113/2000)…
En el resto de ocasiones lo encontramos empleado, por un lado, como pro-
posición subordinada adjetiva, lo que equivaldría a decir personal; por otro, 
69 Tribunalconstitucional.es.(2017). Historia del Tribunal Constitucional. [online] Disponible en: https://
www.tribunalconstitucional.es/es/tribunal/historia/Paginas/Tribunal—Constitucional—de—Espania.
aspx [Acceso 22 Mayo 2017].
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como sustantivo, en la función sintáctica de sujeto o de complemento directo, al 
ser quien realiza la acción, o sobre quien recae la acción realizada. Estos diferen-
tes usos sintácticos se encuentran empleados dentro de las mismas sentencias de 
forma entremezclada, por lo que, ante la inoperatividad de separarlos, procede-
mos a realizar la exégesis del término sin agruparlo por la función sintáctica con 
la que se emplea.
La persona es titular de derechos que le pertenecen en cuanto tal y que 
resultan imprescindibles para la garantía de la dignidad humana (art. 10.1 CE) 
(cf. STC 95/2000). Estos derechos serán ejercidos por lo extranjeros que se en-
cuentren en España “en condiciones plenamente equiparables a los españoles” 
(STC 95/2000). Sin embargo, no serán titulares de aquellos derechos que solo 
le corresponden a la persona en cuanto ciudadano, como los del art. 23 de CE. 
Aquellos otros derechos que, ni son exclusivos de los ciudadanos ni pertenecen 
a toda persona por el hecho de serlo, los ejercerán los extranjeros de acuerdo con 
los Tratados y Leyes “siendo admisible en tal caso que se fi jen diferencias respec-
to a los nacionales” (cf. STC 95/2000).
Dentro de los derechos que pertenecen a toda persona, la jurisprudencia 
del TC hace referencia a varios. Primero, la libertad de creencias del art. 16.1 de 
la CE, que protege “frente a cualquier clase de compulsión externa de un poder 
público en materia de conciencia que impida o sancione a una persona por creer 
en lo que desea (dimensión interna) y hacer manifi esta su creencia si así lo quie-
re (dimensión externa)” (STC 141/2000). Segundo, el derecho fundamental a la 
libertad, del art. 17 de la CE, por el cual toda persona goza de la autonomía para 
elegir entre las diversas opciones vitales que se le presentan, regla general en un 
régimen democrático, ya que “la libertad hace a los hombres sencillamente hom-
bres”, al estar vinculada la libertad de forma directa a la dignidad de la persona 
(cf. STC 147/2000). En base a este derecho a la libertad, la prisión provisional de 
la persona que se entienda responsable del delito solo debe realizarse si concu-
rren alguno de los fi nes justifi cativos, atendiendo las circunstancias concretas del 
caso y acorde con las reglas del razonamiento lógico (cf. STC 165/2000). Por úl-
timo, el TC hace referencia al derecho a la intimidad, por el cual la persona tiene 
un poder de control y disposición sobre sus datos personales (cf. STC 290/2000), 
tanto íntimos como no, cuyo conocimiento o empleo por terceros pueda afec-
tar a sus derechos, sean o no fundamentales (cf. STC 292/2000); es decir, sobre 
aquellos datos que identifi quen o permitan la identifi cación de la persona, pu-
diendo servir para la confección de su perfi l ideológico, racial, sexual, económi-
co o de cualquier otra índole, o que sirvan para cualquier otra utilidad que en 
determinadas circunstancias constituya una amenaza para el individuo (cf. STC 
292/2000). El derecho a la intimidad implica que la persona —advertir que las 
propias sentencias hacen referencia como titulares tanto a la persona como al 
ciudadano, sin que quede claro si hay distinción o no (ver STC 292/2000 y STC 
290/2000)—, puede consentir la recogida y el uso de sus datos personales, tiene 
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derecho a conocer los mismos, a saber, quién posee sus datos personales y con 
qué fi nalidad, y a oponerse a esa posesión y uso (cf. STC 290/2000). Derecho que 
puede ejercer “frente a quienes sean titulares, públicos o privados, de fi cheros 
de datos personales” (STC 290/2000), con los únicos límites derivados de “la 
seguridad del Estado (STEDH caso Leander, de 26 de marzo de 1987, §§ 47 y ss.), 
o la persecución de infracciones penales («mutatis mutandis»; STEDH , casos Z, 
de 25 de febrero de 1997, y Funke, de 25 de febrero de 1993)” (STC 292/2000). 
Siempre que éstos límites cumplan los requisitos de estar previstos legalmente y 
ser indispensables en una sociedad democrática, es decir, “respondan a una ne-
cesidad social imperiosa y sean adecuados y proporcionados para el logro de su 
propósito (Sentencias del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, caso X e Y, 
de 26 de marzo de 1985; caso Leander, de 26 de marzo de 1987; caso Gaskin, de 7 
de julio de 1989; «mutatis mutandis», caso Funke, de 25 de febrero de 1993; caso 
Z, de 25 de febrero de 1997)” (STC 292/2000). 
Las personas pueden sufrir daños personales en los bienes de la persona-
lidad: su vida y su integridad física y moral (cf. STC 181/2000). Los daños que 
puedan sufrir estos bienes de la personalidad suponen “disminuciones patrimo-
niales y singularmente el posible lucro cesante o ganancias dejadas de percibir a 
consecuencia del hecho dañoso”, por ello, como no es posible reparar in natura 
estos bienes, se deberán reparar civilmente los daños corporales fi jando un valor 
patrimonial de estos bienes de la personalidad, teniendo en cuenta que en ningún 
caso se podrá restaurar el equilibrio patrimonial perdido como consecuencia de 
la muerte o de las lesiones personales padecidas (cf. STC 181/2000). Para garanti-
zar la reparación civil el legislador deberá optar por el método “que más se apro-
xime a la consecución, en cada caso, de la total indemnidad del daño personal 
sufrido por la víctima” (cf. STC 181/2000), estableciendo para ello “unas pautas 
indemnizatorias sufi cientes en el sentido de respetuosas con la dignidad que es 
inherente al ser humano (art. 10.1 CE)” y atendiendo con las mismas “a la inte-
gridad —según la expresión literal del art. 15 CE— de todo su ser, sin disponer 
exclusiones injustifi cadas” (STC 181/2000), que tengan en cuenta las concretas 
circunstancias personales y familiares de la víctima (cf. STC 181/2000). Además, 
la objetivación de estos criterios no se fi jará “a partir de categorías de personas 
o grupos de las mismas, sino en atención exclusivamente al específi co ámbito o 
sector de la realidad social en que acaece la conducta o actividad productora de 
los daños” (STC 181/2000).
La incorporación de la mujer al mundo laboral ha supuesto la aparición de 
nuevas relaciones sociales, por lo que, la protección de la familia que la Constitu-
ción exige asegurar a los poderes públicos ha supuesto la regulación de aquellos 
aspectos que permitan conciliar la vida familiar y laboral de las personas trabaja-
doras (cf. STC 203/2000).
Finalmente, se indica que la persona física y jurídica, junto con entes sin 
personalidad jurídica, podrán ser gravados monetariamente en aquellas conduc-
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tas que dañen el medioambiente en la medida en que sean titulares de los inmue-
bles que produzcan dicho daño (cf. STC 289/2000).
2.2.20.2. Sus derivados
2.2.20.2.1. Personal 
El término personal se emplea en treinta y cinco ocasiones, diecisiete en 
singular y dieciocho en plural. Se emplea como sustantivo masculino singular, 
en referencia a los trabajadores de una empresa o institución: “medios personales 
y materiales (…) al referirse al personal al servicio de la Administración de Justi-
cia” (STC 105/2000).
En el resto de ocasiones lo encontramos empleado como adjetivo califi cati-
vo de los sustantivos a los que acompaña, equivaldría a decir de la persona.
Se indica que la libertad personal es tanto un valor superior del Ordena-
miento jurídico como un derecho fundamental, que podrá ser ejercido, por su 
vinculación con la dignidad de la persona, tanto por españoles como por extran-
jeros en plano de igualdad (cf. STC 147/2000).
La persona tendrá derecho a la integridad personal, a la intimidad personal y a 
estar presente personalmente en un juicio en el que esté imputado, debiendo renun-
ciar a dicho derecho de forma expresa si no quiere ejercerlo (cf. STC 163/2000). El 
derecho a la intimidad personal implica, como hemos visto, que la persona tiene un 
poder de control y disposición sobre sus datos personales, con los límites y requisitos 
previamente indicados al analizar el término de persona (cf. STC 290/2000).
El desarrollo de la persona, sobre todo cuando son menores de edad, debe 
ser protegido; por ello, aquellas conductas que supongan un efecto negativo po-
drán ser limitadas, por lo que, “frente a la libertad de creencias de sus progeni-
tores y su derecho a hacer proselitismo de las mismas con sus hijos, se alza como 
límite, además de la intangibilidad de la integridad moral de estos últimos, aque-
lla misma libertad de creencias que asiste a los menores de edad, (…) máxime 
cuando las de estos pudieran afectar negativamente a su desarrollo personal” (cf. 
STC 141/2000). 
La persona también podrá sufrir daños personales en los bienes de su per-
sonalidad, su vida y su integridad física y moral. Frente a esos daños, como ya 
se ha indicado, el legislador deberá plantear la reparación del daño personal que 
se hubiese ocasionado con el “remedio sustitutivo que deje a la víctima en una 
situación lo más próxima posible a aquélla de la que disfrutaría si el hecho lesivo 
no se hubiese llegado a producir” (STC 181/2000) en los términos y con los requi-
sitos ya establecidos al analizar el término de persona. 
2.2.20.2.2. Personalidad 
El término personalidad se emplea en seis ocasiones, todas ellas en singular.
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En cinco de ellas clasifi ca a los bienes que son propios de la personalidad 
de la persona: la vida y la integridad —tanto física como moral—. Bienes de la 
personalidad que pueden sufrir daños, por lo que, el legislador tiene un mandato 
de protección sobre los mismos (cf. STC 181/2000) con los requisitos y límites 
indicados al analizar el término persona.
Por último, lo encontramos como atributo de las personas físicas y jurídicas 
las cuales son entes con personalidad, aunque también puede haber entes sin 
personalidad. Todos podrán ser gravados por tributos cuando sus actuaciones 
sean contrarias a un bien constitucional, y se quieran establecer por lo tanto limi-
taciones al mismo (cf. STC 289/2000).
2.2.20.3. Términos de signifi cación próxima 
2.2.20.3.1. Individuo  
El término individuo se emplea en tres ocasiones, todas ellas en singular en la 
STC 292/2000. Se indica que los datos personales sobre el individuo que tienen las 
administraciones públicas en la medida en que pueden servir para la “confección 
de su perfi l ideológico, racial, sexual, económico o de cualquier otra índole” y por 
lo tanto su conocimiento por terceros puede suponer una amenaza para el indivi-
duo, estarán bajo el derecho a la protección de datos, lo que implica que la persona 
tendrá la facultad de decidir “cuáles de esos datos proporcionar a un tercero, sea el 
Estado o un particular” (STC 292/2000), conocer quién posee esos datos personales 
y el motivo de recolección de los mismos. Quedando bajo su poder de disposición 
en todo momento, pudiendo negar la autorización que permitió la cesión de datos 
personales (cf. STC 292/2000). Esta protección puede encontrar límites, como ya 
hemos indicado, tal y como establece el Convenio europeo de 1981 y el Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos en “la seguridad del Estado (STEDH caso Lean-
der, de 26 de marzo de 1987, §§ 47 y ss.), o la persecución de infracciones penales 
(«mutatis mutandis», STEDH, casos Z, de 25 de febrero de 1997, y Funke, de 25 de 
febrero de 1993)” (STC 292/2000). Pero tales limitaciones deben cumplir los requi-
sitos de legalidad e indispensabilidad (STC 292/2000).
2.2.20.3.2. Hombre, varón y mujer 
El término hombre se emplea en tres ocasiones, en referencia a todo ser hu-
mano, tanto varón como mujer. Se dice que la libertad “hace a los hombres senci-
llamente hombres” (STC 147/2000), por lo que, la misma no solo tiene un papel 
nuclear en nuestro ordenamiento, al confi gurar la CE un Estado social y demo-
crático de Derecho en el que la libertad es un valor superior del Ordenamiento 
jurídico (art. 1.1 CE), sino que tiene una directa vinculación con la dignidad de 
la persona (art. 10.1 CE), en cuanto que les permite gozar “de autonomía para 
elegir entre las diversas opciones vitales que se les presentan” (STC 147/2000). 
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En consecuencia, el derecho a la libertad reconocido en el art. 17 CE corresponde 
por igual a españoles y extranjeros (cf. STC 147/2000).
También se establece que “la mentalidad del hombre de la calle, [es] me-
dida de todas las cosas en un sistema democrático”, por lo tanto se califi cará 
jurídicamente en función de dicha mentalidad, de lo que entiende el hombre de 
la calle (STC 195/2000).
El término varón se emplea en una ocasión para indicar que la retribución 
del trabajo solo podrá tener en cuenta el factor de esfuerzo, cuando se cumplan 
con las salvedades recogidas por el TC y por el Tribunal de Justicia de las Comu-
nidades Europeas (caso Dato-Druck, de 1 de julio de 1986, apartados 18, 24 y 25) 
(cf. STC 250/2000). Es decir, “dicho factor sea un elemento esencial en la tarea de 
que se trate, y de que en la valoración de ésta no se tenga en cuenta el esfuerzo 
como criterio único de valoración, sino que se combine con otras características 
más neutras en cuanto a impacto en cada uno de los sexo”, ya que de no cumplir 
estas dos características, al tratarse de un criterio de valoración que no es sexual-
mente neutro, es una cualidad predominantemente masculina, implica una ven-
taja injustifi cada para los varones (cf. STC 250/2000).
El término mujer se emplea en dos ocasiones, una en singular y una en 
plural. Se establece que la discriminación de la mujer en sus retribuciones en el 
trabajo es un hecho social constatable (cf. STC 250/2000). Para paliar esta situa-
ción de desigualdad hay que valorar las diferentes normas y criterios retributivos 
para ver si estos, directa o indirectamente, establecen criterios discriminatorios, 
ya sea porque retribuyen el esfuerzo físico, sin las garantías antes indicadas (cf. 
STC 250/2000), ya sea porque no tienen en cuenta las nuevas relaciones sociales 
surgidas como consecuencia de la incorporación de la mujer al mercado de tra-
bajo (cf. STC 203/2000).
2.2.20.3.3. Todos y nadie 
El término nadie se emplea en una ocasión al transcribir el TC el art. 17, in-
dicando que lo que establece el mismo es “una formulación negativa”, en la que 
se incluye a todas las personas, tanto españoles como extranjeros, al ser la liber-
tad vinculada directamente con la dignidad de las personas (cf. STC 147/2000). 
Por su parte el término todos se emplea en once ocasiones, tres de ellas como pro-
nombre indefi nido masculino plural. Procedemos al análisis del término. En una 
ocasión se emplea en referencia al conjunto total de inmuebles: “los impuestos 
gravan la «titularidad» de bienes inmuebles; todos en el IBI, algunos en el IBIA-
MA” (STC 289/2000). En otra, se hace referencia al conjunto de ciudadanos de la 
Unión Europea al indicar que la jurisdicción del Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos, a la que los países fi rmantes del Convenio de Roma han sometido vo-
luntariamente su jurisdicción, es el garante “en última instancia de los derechos 
fundamentales de todos con independencia de las diferentes culturas jurídicas de 
los países fi rmantes de dicho Convenio” (STC 102/2000). Finalmente, se emplea 
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en referencia al conjunto de personas, al indicar que si “en el ámbito de la respon-
sabilidad civil, la vida y la integridad (física y moral) han de ser objeto de cuanti-
fi cación dineraria o patrimonial, el más elemental respeto a la dignidad humana 
(art. 10.1 CE) obliga a que aquélla sea la misma para todos” (STC 181/2000). 
Cuantifi cación económica de los daños provocados contra los bienes recogidos 
en el art. 15 de la CE, que el legislador debe fi jar atendiendo a su sufi ciencia “en el 
sentido de respetuosas con la dignidad que es inherente al ser humano (art. 10.1 
CE)” y que se atienda a la integridad —según la expresión literal del art. 15 CE— 
de todo su ser, sin disponer exclusiones injustifi cadas” (STC 181/2000).
2.2.20.3.4. Ciudadano 
El término ciudadano se emplea en cuatro ocasiones, una en singular y tres 
en plural.
Se establece una presunción sobre los países fi rmantes del Convenio de 
Roma, por la cual la extradición “no puede suscitar sospechas genéricas de in-
fracción de los deberes estatales de garantías y protección de los derechos cons-
titucionales de los ciudadanos”, al haber adquirido estos países, como hemos 
indicado previamente, “un compromiso específi co de respeto de los derechos 
humanos”, sometiendo “voluntariamente a la jurisdicción del Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos, garante en última instancia de los derechos fundamenta-
les de todos con independencia de las diferentes culturas jurídicas de los países 
fi rmantes de dicho Convenio” (STC 102/2000).
Por otro lado, se declara que la delimitación de la responsabilidad civil en 
función de ámbitos o sectores de la realidad social no es contraria a la igualdad, 
como sí hubiera sido establecerlo en función de categorías o grupos de personas, 
ya que se generan una pluralidad de regímenes jurídicos especiales que se aplica 
por igual a todos los ciudadanos que sufran un daño en su vida o su integridad 
(cf. STC 181/2000).
Se indica que el derecho fundamental al control de datos comprende “un 
conjunto de derechos que el ciudadano puede ejercer frente a quienes sean ti-
tulares, públicos o privados, de fi cheros de datos personales partiendo del co-
nocimiento de tales fi cheros y de su contenido, uso y destino, por el registro de 
los mismos” (STC 290/2000). En la propia STC la titularidad se reconoce como 
hemos indicado tanto al ciudadano como a la persona (cf. STC 290/2000). 
Por último, se emplea en referencia a la totalidad de personas tanto españo-
las como extranjeras al indicar que la libertad, en cuanto autonomía para elegir 
entre las diversas opciones vitales que se les presentan, de la que son titulares los 
ciudadanos en un régimen democrático donde rigen derechos fundamentales, 
es la regla general y no la excepción ya que la misma hace al hombre ser hom-
bre, y por ello, debe ser reconocida por igual a españoles y extranjeros (cf. STC 
147/2000).
386 Lorena Velasco Guerrero
2.2.20.4. Términos derivados de palabras de signifi cación próxima
No encontramos empleados en los textos seleccionados de la jurisprudencia 
relevante de 2000 ni el término ciudadana ni el término individualmente. Proce-
demos a analizar los restantes términos derivados de palabras de signifi cación 
próxima. 
2.2.20.4.1. Individual 
El término individual se emplea en cinco ocasiones, cuatro en singular y 
una en plural. 
Se indica que cuando el ejercicio de los derechos fundamentales por parte 
de los individuos se hace externamente, es decir, no se constriñe a su esfera pri-
vada e individual, el mismo no se podrá ejercer sin límite alguno, sino que estará 
limitado por los derechos de los demás, por el tráfi co jurídico privado, los man-
datos legales, el orden público y la seguridad jurídica (cf. STC 141/2000). 
Uno de estos derechos será la intimidad individual, y su protección median-
te límites en el tratamiento informatizado de los datos sobre la persona (cf. STC 
292/2000). Sin embargo, este derecho encontrará su límite, según el TC y el TEDH 
en “la seguridad del Estado (STEDH caso Leander, de 26 de marzo de 1987, §§ 47 
y ss.), o la persecución de infracciones penales («mutatis mutandis», STEDH, casos 
Z, de 25 de febrero de 1997, y Funke, de 25 de febrero de 1993)” (STC 292/2000).
Los derechos que tengan un signo individual, sobre todo el de la libertad 
de expresión u opinión, solo podrán imputarse a la persona que los realiza, no 
pudiendo quebrarse la individualidad o autonomía de una tercera persona, al 
atribuir la responsabilidad de los hechos de otro en base a una relación que los 
una, como puede ser la conyugal (cf. STC 153/2000).
Finalmente, se establece que, para valorar los daños efectuados a la perso-
na, cuando se dañe su vida o su integridad corporal, habrá que tener en cuenta 
las circunstancias individuales de la misma (cf. STC 181/2000).
2.2.20.4.2. Humano 
El término humano se emplea en doce ocasiones, tres en singular y nueve 
en plural.
En una ocasión acompaña al término tratos, para indicar que las manifesta-
ciones externas de profesión de la fe de una persona pueden conllevar “una cierta 
intimidación moral, e incluso tratos inhumanos o degradantes” tal y como recoge 
el TC en diversas sentencias y la STEDH caso Kokkinakis, ap. 48; caso Larissis, 
ap. 53 (STC 141/2000). Estos casos no estarían recogidos dentro de la libertad re-
ligiosa, sino que serían un límite de la misma, conductas que no se podrían llevar 
a cabo (cf. STC 141/2000).
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En tres ocasiones acompaña al término dignidad. Dignidad humana que fun-
damenta que los extranjeros gocen en condiciones plenamente equiparables a los 
españoles, respecto de aquellos derechos que pertenecen a la persona en cuanto tal 
y que resultan imprescindibles para la garantía de esta dignidad (cf. STC 95/2000). 
Además, en respeto a la misma, la cuantifi cación dineraria de la responsabilidad 
civil sobre los daños a la vida y la integridad —física y moral— debe ser igual para 
todos y sufi ciente para reparar el daño causado (cf. STC 181/2000).
En ocho ocasiones lo encontramos junto al sustantivo Derechos. Derechos 
humanos que todos los países fi rmantes del Convenio de Roma se han compro-
metido a respetar, sometiéndose voluntariamente “a la jurisdicción del Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos, garante en última instancia de los derechos fun-
damentales de todos con independencia de las diferentes culturas jurídicas de los 
países fi rmantes de dicho Convenio” (STC 102/2000).
Finalmente, se emplea el término para establecer que, aunque en las deman-
das de amparo se invoquen como lesionados convenios internacionales sobre De-
rechos Humanos como el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos 
Humanos al TC no le corresponde 
“examinar la observancia o inobservancia, «per se», de textos internacionales 
que obliguen a España, sino comprobar el respeto o la infracción de los precep-
tos constitucionales que reconocen derechos fundamentales y libertades públi-
cas susceptibles de amparo (arts. 53.2 CE y 49.1 LOTC)” (STC 249/2000).
sin perjuicio de que, por mandato del art. 10.2 CE deban tales precep-
tos ser interpretados de conformidad con dichos convenios y tratados (cf. STC 
249/2000), y que por lo tanto los mismos sean utilizados como fundamentación 
de su argumentación jurídica por el TC de forma continua, como veremos en el 
apartado sexto del año 2000.
2.2.20.5. Términos que expresan un predicado del ser personal 
No encontramos en los textos relevantes del año 2000 empleados los térmi-
nos: natural, inviolable, igualdad, honor, matrimonio y educación. Procedemos 
al análisis de los restantes términos siguiendo el orden establecido en los años 
anteriores. 
2.2.20.5.1. Vida 
El término vida se emplea en nueve ocasiones, todas ellas en singular.
La vida privada o íntima de la persona estará protegida bajo la ley de pro-
tección de datos de carácter personal. No solo estarán protegidos datos corres-
pondientes a esta vida privada o íntima, sino todos aquellos “que identifi quen o 
permitan la identifi cación de la persona, pudiendo servir para la confección de su 
perfi l ideológico, racial, sexual, económico o de cualquier otra índole, o que sir-
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van para cualquier otra utilidad que en determinadas circunstancias constituya 
una amenaza para el individuo” (cf. STC 292/2000).
Se establece que la persona puede sufrir daños en los bienes de su persona-
lidad como son su vida o su integridad personal —tanto física como moral— (cf. 
STC 181/2000). Daños que se podrán reparar civilmente con los límites y requisi-
tos indicados previamente al analizar el término persona.
Por último, se indica que la incorporación de la mujer al mercado de trabajo 
ha hecho que la protección de la familia deba atender a la conciliación de la vida 
familiar y profesional de las personas trabajadoras. Conciliación que han promo-
vido y legislado los poderes públicos (cf. STC 203/2000). 
2.2.20.5.2. Integridad 
El término integridad se emplea en trece ocasiones, todas ellas en singular.
Se encuentra empleado junto al término vida, como bien de la personali-
dad que puede ser dañado tanto en su dimensión física como moral (cf. STC 
181/2000). Daños que se podrán reparar civilmente con los límites y requisitos 
indicados previamente al analizar el término persona. 
La integridad moral, por sí misma, será un límite para las manifestaciones 
externas de la libertad ideológica y de creencias (cf. STC 141/2000). Los menores 
de edad serán titulares en pleno derecho tanto del derecho a la integridad moral 
como a la libertad de creencias, “sin que el ejercicio de los mismos y la facultad de 
disponer sobre ellos se abandonen por entero a lo que al respecto puedan decidir 
aquellos que tengan atribuida su guarda y custodia” (cf. STC 141/2000), por lo 
que, 
“frente a la libertad de creencias de sus progenitores y su derecho a hacer pro-
selitismo de las mismas con sus hijos, se alza como límite, además de la intan-
gibilidad de la integridad moral de estos últimos, aquella misma libertad de 
creencias que asiste a los menores de edad, manifestada en su derecho a no 
compartir las convicciones de sus padres o a no sufrir sus actos de proselitismo, 
o más sencillamente, a mantener creencias diversas a las de sus padres, máxime 
cuando las de éstos pudieran afectar negativamente a su desarrollo personal” 
(STC 141/2000).
2.2.20.5.3. Física 
El término física se emplea en ocho ocasiones, todas ellas en singular, acom-
pañando a los términos integridad y persona. Remitimos al análisis ya realizado 
sobre dichos sustantivos. 
2.2.20.5.4. Jurídica 
El término jurídica se emplea en veinticinco ocasiones, dieciséis en singular 
y nueve en plural.
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En dos ocasiones acompaña al término personas (STC 289/2000), en una 
ocasión acompaña al término integridad (STC 141/2000) y en otra al término 
personalidad (STC 289/2000). Remitimos al análisis de estos términos, para de-
terminar el contenido de signifi cado en estos casos.
En el resto de las ocasiones, como ocurre en años anteriores, vemos cómo se 
emplea califi cando a diversos sustantivos determinando su contenido de signifi ca-
do, a realidades que o bien han sido creadas por el Derecho —ordenamiento jurídico 
(STC 147/2000), fundamento jurídico (STC 41/1998, STC 117/1998 y STC 155/1998), 
bienes jurídicos (STC 141/2000), tráfi co jurídico (STC 141/2000), instrumentos jurí-
dicos (STC 181/2000)…—, o bien que desarrollan y tienen sus consecuencias en el 
ámbito del Derecho —trato jurídico (STC 141/2000), consecuencias jurídicas (STC 
153/2000),…—. Sin aportar nada más relevante para la determinación del contenido 
de signifi cado del término, que lo que nos manifi esta su propio uso.
Sí que resulta interesante para nuestro análisis atender al uso del térmi-
no acompañando al término culturas. Culturas jurídicas que son diferentes en 
cada Estado, pero que se ven igualadas en lo referente a los Derechos Huma-
nos, al haberse sometido estos países voluntariamente a la jurisdicción del Tri-
bunal Europeo de Derechos Humanos, el cual es el garante de los mismos, al 
interpretarlos y aplicarlos con independencia de dichas culturas jurídicas (cf. 
STC 102/2000).
2.2.20.5.5. Dignidad 
El término dignidad se emplea en cinco ocasiones, todas ellas en singu-
lar. Como ya se ha indicado, se establece que “los extranjeros gozan en nues-
tro país, en condiciones plenamente equiparables a los españoles, de aquellos 
derechos que pertenecen a la persona en cuanto tal y que resultan imprescin-
dibles para la garantía de la dignidad humana (art. 10.1 CE)” (STC 95/2000), 
entre los cuales encontraremos el derecho de libertad del art. 17 de la CE (cf. 
STC 147/2000).
Dignidad que justifi ca la regulación legal de las causas de separación ma-
trimonial cuando la convivencia matrimonial implique una situación de peligro 
físico en su convivencia con el otro cónyuge, afecte de modo inaceptable a su 
dignidad, o su situación patrimonial (cf. STC 311/2000), y que deberá ser respe-
tada, como ya se ha indicado, cuando sea necesario cuantifi car dinerariamente 
las indemnizaciones por daños causados contra los bienes de la persona como su 
vida o su integridad física o moral (cf. STC 181/2000). 
2.2.20.5.6. Inherente 
El término inherente se emplea en una ocasión, al referir a la dignidad, 
como algo inherente, algo propio de la persona, según recoge el art. 10.1 de la CE 
(cf. STC 181/2000).
390 Lorena Velasco Guerrero
2.2.20.5.7. Libertad 
El término libertad se emplea en treinta y seis ocasiones, treinta y dos en 
singular y cuatro en plural. Podemos clasifi car el término en tres grupos, aten-
diendo al contenido de signifi cado con el que se emplea el mismo.
Primero, como valor superior del ordenamiento regulado en el art. 1.1 de 
la CE, propio de un Estado Social y Democrático de derecho (cf. STC 147/2000).
Segundo, como facultad objeto de protección por un derecho fundamental 
en sí misma. Libertad personal que se regula en el art. 17 de la CE, y que está 
vinculada directamente con la dignidad de la persona, ya que la “libertad es lo 
que hace al hombre ser hombre” (STC 147/2000), y es el presupuesto de otras 
libertades y derechos fundamentales (cf. STC 147/2000). Por lo que, este derecho 
podrá ser ejercido de la misma manera por extranjeros como por españoles (cf. 
STC 147/2000).
Tercero, en referencia a facultades concretas que se reconoce a diversos su-
jetos: a libertad de creencias (cf. STC 141/2000), libertad de expresión y opinión 
(STC 153/2000). Libertades que encuentran su límite en la libertad de terceros 
(cf. STC 141/2000), libertad que será garantizada por los órganos judiciales y los 
poderes públicos, incluso en el caso de los menores de edad frente a sus padres 
o tutores (cf. STC 141/2000). En algunos casos, por el fi n con que se ejerce dicha 
libertad por un determinado sujeto, la misma se verá protegida de una mayor 
manera haciendo que los límites sean menores; por ejemplo, “la libertad de ex-
presión en el seno del proceso judicial por los Letrados de las partes, en el desem-
peño de sus funciones de asistencia técnica” (cf. STC 113/2000). 
El TC será el encargado de conocer en recurso de amparo el respeto o la 
infracción de los preceptos constitucionales que reconocen derechos fundamen-
tales y libertades públicas susceptibles de amparo (cf. STC 249/2000), no le co-
rresponderá examinar la observancia o inobservancia, «per se», de textos interna-
cionales que obliguen a España, con independencia de que las libertades públicas 
y derechos fundamentales deban ser interpretados conforme a dichos tratados en 
virtud del art. 10.2 de la CE (cf. STC 249/2000).
2.2.20.5.8. Seguridad 
El término seguridad se emplea en cinco ocasiones, todas ellas en singular. 
En un caso lo encontramos dentro del término Seguridad Social, por lo que, no lo 
incluimos en nuestro análisis. 
Se establece que la seguridad jurídica es un principio jurídico fundamental. 
Seguridad que ha de ser respetada en todo momento, por lo que, se constituirá 
en límites de diversos derechos (cf. STC 141/2000). Por ejemplo, en cuanto la 
manifestación religiosa de la persona creyente “no se constriñe a su esfera priva-
da e individual, haciéndose manifi esta a terceros hasta el punto de afectarles” la 
misma está sometida a los límites que imponen el respeto a los derechos funda-
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mentales ajenos y otros bienes jurídicos protegidos constitucionalmente, la segu-
ridad jurídica y el orden público, la moral y la salud pública (cf. STC 141/2000). 
Igualmente, el derecho a la intimidad personal y familiar se verá limitado para 
garantizar “la seguridad del Estado (…) o la persecución de infracciones penales 
“(cf. STC 292/2000). 
Finalmente, se establecerá que el mandato constitucional de protección de 
la familia deberá contemplar en su plasmación legislativa medidas para promo-
ver la mejora de la seguridad y salud en el trabajo de la trabajadora embarazada, 
que haya dado a luz o en período de lactancia (cf. STC 203/2000).
2.2.20.5.9. Derecho 
El término derecho se emplea en setenta y cinco ocasiones, cuarenta y una 
en singular y treinta y cuatro en plural. Podemos clasifi car el término en seis 
grupos, atendiendo al contenido de signifi cado con el que se emplea el mismo.
Primero, acompañado del adjetivo fundamentales. Derechos, que encuentran su 
fundamento en el derecho fundamental a la libertad regla fundamental en aquellos 
estados democráticos donde rigen estos derechos (cf. STC 147/2000). Los mismos en-
contrarán el límite de su ejercicio, de manera genérica en los derechos fundamentales 
y bienes jurídicos constitucionalmente protegidos (cf. STC 141/2000), además, cuando 
el ejercicio de dichos derechos se hace externo, y no se constriñe a su esfera privada 
e individual, haciéndose manifi esta a terceros hasta el punto de afectarles, también 
encontrará su límite en el tráfi co jurídico privado, en los mandatos legales, en la segu-
ridad jurídica y en el orden público (cf. STC 141/2000). Derechos fundamentales cuyo 
garante es en España el TC, y en última instancia, para todos los países fi rmantes del 
Convenio de Roma, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos con independencia de 
las diferentes culturas jurídicas de estos países (cf. STC 102/2000). 
En cuanto a sus titulares, la jurisprudencia establece que el menor podrá 
disfrutar de sus derechos fundamentales de manera modulada en función de la 
madurez del niño y los distintos estadios en que la legislación gradúa su capaci-
dad de obrar (cf. STC 141/2000), y que primarán en todo caso frente a los dere-
chos que los padres tengan sobre los mismos (cf. STC 141/2000). Por su parte los 
extranjeros ejercerán, en condiciones plenamente equiparables a los españoles, 
aquellos derechos que pertenecen a la persona en cuanto tal y que resultan im-
prescindibles para la garantía de la dignidad humana (art. 10.1 CE). No ejercerán 
aquellos que son propios de los ciudadanos, “como los reconocidos en el art. 23 
CE, según dispone el art. 13.2 y con la salvedad que contiene” y ejercerán los de-
rechos que no se integran en ninguno de estos dos grupos en la medida y condi-
ciones que se establezcan en los Tratados y Leyes, no teniendo por qué ejercerlos 
en igualdad de condiciones que los españoles (cf. STC 95/2000). 
En concreto, la jurisprudencia hace referencia a diversos derechos funda-
mentales: al derecho a la libertad de creencias (STC 141/2000), el derecho a la 
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integridad física y moral (STC 181/2000 y STC 141/2000), derecho de defensa 
(STC 113/2000), derecho que asiste a los padres de que sus hijos reciban una for-
mación religiosa y moral conforme a sus convicciones (STC 141/2000), derecho 
de libertad (STC 147/2000), derecho a la vida (STC 181/2000)…
Segundo, en referencia a derechos constitucionales, aquellos recogidos por la 
Constitución (STC 102/2000), como el derecho a usar el castellano (cf. STC 105/2000).
Tercero, en referencia a facultades que reconoce la ley a diversos sujetos, 
como la excedencia para el cuidado de los hijos menores (cf. STC 203/2000).
Cuarto, acompañado del adjetivo humanos o civiles en referencia a aque-
llos derechos reconocidos en convenios y tratados internacionales. Remitimos 
el análisis sobre dicho término a la exégesis realizada sobre el término humano. 
También lo encontramos en referencia a aquellos tratados que reconocen estos 
derechos, pero solo a parte de la población como la Convención de Derechos del 
Niño (cf. STC 141/2000).
Quinto, en referencia a la forma en que se confi gura nuestro Estado tras la 
CE de 1978: Estado democrático de Derecho (STC 141/2000), Estado social y de-
mocrático de Derecho (STC 147/2000).
Por último, el término se emplea en referencia a todo el sistema jurídico 
—Derecho (STC 241/2000)— o a parte del mismo: Derecho común, Derecho pu-
nitivo, Derecho de daños (STC 181/2000)...
2.2.20.5.10. Deber 
El término deber se emplea en siete ocasiones, cuatro en singular y tres 
en plural, para indicar aquellas conductas obligatorias que tienen que llevar a 
cabo determinados sujetos: los españoles tienen la obligación constitucional de 
conocer el español (cf. STC 105/2000), los cónyuges tendrán deberes conyugales 
—cuyo incumplimiento justifi cará la disolución del vínculo matrimonial— (cf. 
STC 311/2000), los padres tienen la obligación y el derecho “de guiar al niño en 
el ejercicio de su derecho a la libertad religiosa de modo conforme a la evolución 
de sus facultades (cf. STC 141/2000), aunque los órganos judiciales, tendrán la 
obligación de controlar que las potestades de los menores de edad, que les otor-
gan los derechos fundamentales, son ejercidas por sus padres o tutores en interés 
del menor, y no al servicio de otros intereses (cf. STC 141/2000); fi nalmente, se 
establece que los Estados tienen la obligación de garantizar y proteger los dere-
chos constitucionales de los ciudadanos (cf. STC 102/2000), y tienen prohibido 
inmiscuirse en la libertad de creencias de los ciudadanos (cf. STC 141/2000).
2.2.20.5.11. Familia 
El término familia se emplea en dos ocasiones, ambas en singular. Se indi-
ca que los poderes públicos tienen un mandato constitucional de garantizar y 
proteger el instituto de la familia, art. 39.1 de la CE, el cual deberán llevar a cabo 
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“atendiendo a las nuevas relaciones sociales surgidas como consecuencia de la 
incorporación de las mujeres al mercado de trabajo”. Por ello, la legislación ha 
atribuido a trabajadores y empleados públicos el derecho a la excedencia para el 
cuidado de los hijos menores, por el que cooperan al cumplimiento del deber de 
los padres de prestar asistencia de todo orden a los hijos (cf. STC 203/2000).
2.2.20.5.12. Tutela 
El término tutela se emplea en una sola ocasión, en referencia a la tutela 
civil de daños personales, en la cual al no ser posible la reparación «in natura» de 
la vida ni de la integridad física y moral, el legislador deberá aplicar el tradicional 
principio civil de la reparación integral buscando la consecución, en cada caso, de 
la total indemnidad del daño personal sufrido por la víctima (cf. STC 181/2000).
2.2.20.6. Fuentes doctrinales y jurisprudenciales especifi cadas en las sen-
tencias
El TC a la hora de fundamentar su doctrina hace referencia a nivel interna-
cional a diversos convenios: Convenio Europeo para la Protección de los Derechos 
Humanos (STC 249/2000), Convenio europeo de 1981 (STC 292/1992), al Conve-
nio Europeo de Derechos Humanos o Convenio de Roma (STC 102/2000), a la 
Convención de la Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño (STC 141/2000) 
y la Resolución del Parlamento Europeo relativa a la Carta Europea de los De-
rechos del Niño (STC 141/2000); y a los tribunales encargados de su aplicación 
e interpretación: Tribunal Europeo de Derechos Humanos (STC 102/2000) —al 
que hará referencia tanto genérica como en concreto a la jurisprudencia asentada 
por el mismo en STEDH de 26 de marzo de 1987, caso Leander; STEDH de 25 de 
febrero de 1997, casos Z;  STEDH de 25 de febrero de 1993, caso Funke; STEDH de 
26 de marzo de 1985, caso X e Y; STEDH de 26 de marzo de 1987, caso Leander; 
STEDH de 7 de julio de 1989, caso Gaskin; STEDH de 25 de febrero de 1993, caso 
Funke; STEDH de 25 de febrero de 1997, caso Z (STC 292/2000); STEDH de 23 de 
junio de 1993, caso Hoffmann (STC 141/2000);  STEDH de 25 de mayo de 1993, 
caso Kokkinakis; STEDH de 24 de febrero de 1998, caso Larissis (STC 141/2000); 
STEDH caso Kokkinakis (STC 141/2000)— y al Tribunal de Justicia de las Comu-
nidades Europeas —en concreto a la jurisprudencia del caso Dato-Druck, de 1 
de julio de 1986, apartados 18, 24 y 25 (STC 250/2000)—. A nivel nacional en los 
textos seleccionados de la jurisprudencia relevante solamente vamos a encontrar 
una referencia continua a su propia doctrina, en diversas sentencias.
2.2.20.7. Conclusiones
El TC añade a los criterios interpretativos de años anteriores, la indicación 
de que la mentalidad del hombre de la calle es la medida de todas las cosas en un 
sistema democrático, por lo tanto, se califi cará jurídicamente un hecho en función 
de dicha mentalidad. Aunque hay que tener en cuenta que los derechos funda-
mentales se entenderán conforme los interprete el TEDH con independencia de 
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la cultura jurídica del país concreto, al haberse sometido los países signatarios 
del Convenio de Roma voluntariamente a su jurisdicción. Cabe la pregunta de 
qué pasará cuando dichas interpretaciones colisionen; en su caso parece, por lo 
establecido hasta ahora, que primará la jurisprudencia del TEDH. Además, cabe 
preguntarse cómo conoce el TC la mentalidad del hombre de la calle, ya que no 
se hace referencia a los cauces de determinación de la misma. 
En cuanto a quién es persona, y su relación con los términos de signifi ca-
ción próxima se vuelve a poner en relación los términos individuo y persona al 
indicar que la intimidad individual protege los datos sobre la persona (cf. STC 
141/2000). 
La pregunta por la naturaleza de la persona, qué es la persona el TC indica, 
en lo que parece un parafraseo de una frase atribuida a Manuel Azaña70, que la 
libertad, entendida como la autonomía para elegir entre las diversas opciones 
vitales que se les presentan, “hace a los hombres sencillamente hombres” (STC 
147/2000). Por lo tanto, parece, según lo establecido en esta sentencia que la per-
sona, en cuanto ser humano, es algo que se construye, no es algo dado, sino que 
llega a ser en función de la autonomía de elección. Si la libertad hace al hombre 
sencillamente hombre, cuanta más libertad tenga, más hombre, más persona, 
será. Mientras que, por el contrario, cabe obtener que lo que pueda estimarse 
como “no libertad”, es más bien “no hombre”.
La jurisprudencia del año 2000, además de esta referencia concreta a lo que 
constituye la persona establece diversas características y rasgos de la misma; reco-
gemos de forma esquemática lo indicado previamente en el análisis de los términos.
La persona tiene una dignidad. Dignidad humana que fundamenta que los 
extranjeros gocen en condiciones plenamente equiparables a la de los españoles, 
en aquellos derechos que pertenecen a la persona en cuanto tal y que resultan 
imprescindibles para la garantía de la misma. 
Las personas tienen diversas dimensiones, como pueden ser: ideológica, ra-
cial, sexual o económica. Los datos que identifi quen o permitan la identifi cación 
de la persona, pudiendo servir para la confección de su perfi l personal respecto a 
estas dimensiones, estarán protegidos por el derecho a la intimidad. 
La persona tiene unos bienes de la personalidad, entre los que se encuen-
tran su vida e integridad física y moral, los cuales pueden sufrir daños; los cuales 
no siendo posible reparar «in natura» se deberá responder civilmente mediante 
la fi jación de una cuantía patrimonial. 
70 “La libertad no hace felices a los hombres, los hace sencillamente hombres” Manuel Azaña en http://
www.europapress.es/nacional/noticia—manuel—azana—presidente—fi lias—fobias—10—frases—cele-
bres—bien—mal—20151103105438.html [Acceso 26 de Junio de 2017]
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El desarrollo de la persona, sobre todo cuando son menores de edad, debe 
ser protegido; por ello, aquellas conductas que supongan un efecto negativo so-
bre los mismos podrán ser limitadas, por lo que, “frente a la libertad de creencias 
de sus progenitores y su derecho a hacer proselitismo de las mismas con sus 
hijos, se alza como límite, además de la intangibilidad de la integridad moral 
de estos últimos, aquella misma libertad de creencias que asiste a los menores 
de edad, (…) máxime cuando las de éstos pudieran afectar negativamente a su 
desarrollo personal” (cf. STC 141/2000).
En cuanto a la persona como ser sexuado, se establece que la incorporación 
de la mujer al mundo laboral ha supuesto la aparición de nuevas relaciones so-
ciales. Incorporación al mundo laboral que debe hacerse en condiciones de igual-
dad, por lo que, se buscará paliar la discriminación salarial que sufre la mujer y, 
en consecuencia, no se podrán tener en cuenta, salvo casos justifi cados, ni para la 
contratación ni para la retribución aquellas características que predominen ma-
yoritariamente en uno de los sexos, como la fuerza física. 
Sobre las cualidades que pone en relación el propio texto del 78, vemos 
cómo, al igual que en años anteriores, en su mayoría no se defi nen, no se es-
tablece claramente su contenido de signifi cado, de forma tal que nos permita 
alcanzar el fi n de esta investigación. Sí que es interesante atender, por un lado, a 
la valoración que se hace de la libertad, como valor superior del ordenamiento, 
art. 1.1 de la CE, y como derecho fundamental. Ya que la misma consiste en la au-
tonomía para elegir entre las diversas opciones vitales que se presentan al sujeto 
y se vincula de forma directa a la dignidad de la persona, pues es lo que hace a 
los hombres sencillamente hombres. Y por otro, a la limitación que se establece al 
ejercicio de los derechos fundamentales, que rigen el Estado de Derecho en que 
se constituye España a partir de 1978. Los mismos encontrarán el límite de su 
ejercicio, y por lo tanto un límite al ámbito de libertad al que dan lugar, de mane-
ra genérica en los derechos fundamentales y bienes jurídicos constitucionalmen-
te protegidos, además, cuando el ejercicio de dichos derechos se hace externo, y 
no se constriñe a su esfera privada e individual, haciéndose manifi esta a terceros 
hasta el punto de afectarles, también encontrará su límite en el tráfi co jurídico 
privado, en los mandatos legales, en la seguridad jurídica y en el orden público. 
Finalmente, en cuanto a la tercera pregunta: la razón por la que persona se 
expresa como titular de derechos y de qué derechos es titular la persona por el 
mero hecho de ser persona, en el año 2000 se establece que la persona es titular de 
los derechos que le pertenecen en cuanto tal y que resultan imprescindibles para 
la garantía de la dignidad humana (art. 10.1 CE), derechos que serán ejercidos 
por toda persona con independencia de su nacionalidad. 
La persona en cuanto menor de edad será titular en pleno derechos de to-
dos los derechos fundamentales, aunque podrá ejercerlos de manera modulada 
en función de la madurez del niño y los distintos estadios en que la legislación 
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gradúa su capacidad de obrar, “sin que el ejercicio de los mismos y la facultad de 
disponer sobre ellos se abandonen por entero a lo que al respecto puedan decidir 
aquellos que tengan atribuida su guarda y custodia” (cf. STC 141/2000). Ya que 
los derechos de los menores de edad pueden entrar en colisión con los derechos 
de los padres, en estos casos primará el derecho del menor sobre el de los padres, 
siendo tutelado en estos casos por los poderes públicos. 
Dentro de los derechos que pertenecen a toda persona, la jurisprudencia del 
TC hace referencia al derecho a la vida, a la libertad de creencias, a la integridad 
moral, al derecho fundamental a la libertad, al derecho a la intimidad y a derecho 
a la protección de datos personales, que del mismo se deriva. 
Respecto al ejercicio de estos derechos se establece que cuando la perso-
na, en cuanto individuo, ejerza los derechos fundamentales de forma externa, es 
decir, no se constriña a su esfera privada e individual, los mismos no se podrán 
ejercer sin límite alguno, sino que estará limitado por los derechos de los demás, 
por el tráfi co jurídico privado, los mandatos legales, el orden público y la seguri-
dad jurídica. Además, se indica que los derechos que tengan un signo individual, 
sobre todo el de la libertad de expresión u opinión, solo podrán imputarse a la 
persona que los realiza, no pudiendo quebrarse la individualidad o autonomía 
de una tercera persona, al atribuirla responsabilidad de los hechos de otro en 
base a una relación que los una, como puede ser la conyugal.
2.2.21. 2001
En el año 2001 se produce la sépti ma renovación del Tribunal Constitucional. 
Cesan en su cargo don Pedro Cruz Villalón, don Julio González Campos, don Ra-
fael de Mendizábal Allende y don Carles Viver Pi-Sunyer. Serán nombrados ma-
gistrados a propuesta del Congreso de los Diputados: don Javier Delgado Barrio, 
don Roberto García-Calvo y Montiel, don Eugeni Gay Montalvo y Dña. Elisa Pérez 
Vera. Los cuatro tomarán posesión de su cargo el 8 de noviembre de dicho año 71.
La jurisprudencia relevante de este año está compuesta por dieciocho sen-
tencias de un total de ciento nueve.
2.2.21.1. Persona: su expresión singular y plural
El término persona se emplea en treinta y cuatro ocasiones, veintiuna en 
singular y trece en plural, a lo largo de catorce sentencias de la jurisprudencia 
seleccionada. Nueve son los ponentes de dichas sentencias: don Guillermo Jimé-
71 Tribunalconstitucional.es.(2017). Historia del Tribunal Constitucional. [online] Disponible en: https://
www.tribunalconstitucional.es/es/tribunal/historia/Paginas/Tribunal—Constitucional—de—Espania.
aspx [Acceso 21 Junio 2017].
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nez Sánchez —STC 13/2001, STC 49/2001, STC 180/2001—, don Pablo García 
Manzano —STC 46/2001 y STC 115/2001—, don Julio Diego González Campos 
—STC 64/2001—, don Tomás S. Vives Antón —STC 68/2001—, don Carles Vi-
ver Pi-Sunyer —STC 81/2001, STC 156/2001—, doña María Emilia Casas Baa-
monde —STC 113/2001—, don Fernando Garrido Falla —STC 116/2001, STC 
148/2001—, don Manuel Jiménez de Parga y Cabrera —STC 119/2001— y don 
Pablo Manuel Cachón Villar —STC 129/2001—.
Lo encontramos empleado para referir al ser humano, al individuo, no de-
terminado en el momento presente, sin aportar mayor contenido de signifi cado 
que su propio uso como sinónimo de ser humano: “cualesquiera otras personas, 
no juzgadas ni condenadas” (STC 64/2001), “la realización del delito se atribuye 
al concurso de una pluralidad de personas” (STC 64/2001), “se llevó a cabo sobre 
la persona de otro ciudadano que allí residía” (STC 68/2001), “La incertidumbre 
que se desprende de la controvertida diligencia sobre la persona que efectiva-
mente recibió la notifi cación” (STC 113/2001),…
En el resto de ocasiones lo encontramos empleado, por un lado, como pro-
posición subordinada adjetiva, lo que equivaldría a decir personal; por otro, 
como sustantivo, en la función sintáctica de sujeto o de complemento directo, al 
ser quien realiza la acción, o sobre quien recae la acción realizada. Los diferentes 
usos sintácticos se encuentran empleados dentro de las mismas sentencias, por lo 
que, ante la inoperatividad de separarlos, procedemos a realizar la exégesis del 
término sin agruparlo por la función sintáctica con la que se emplea.
La persona es titular de diversos derechos. Se reconoce a la misma como 
titular del derecho a la propia imagen recogido en el art. 18.1 de la CE, junto con 
el derecho al honor y el derecho a la intimidad (cf. STC 81/2001). Se trata de “un 
derecho de la personalidad, derivado de la dignidad humana y dirigido a pro-
teger la dimensión moral de las personas” (STC 81/2001 y cf. STC 156/2001), el 
cual comprende toda la identidad personal: el rostro y los rasgos físicos “como 
individualidad y como persona” (cf. STC 81/2001). No incluye “la representa-
ción imaginaria de las características externas de un personaje televisivo” que 
aunque asociado a la persona de su creador por lazos jurídicos y económicos, 
no se inserta en la dimensión de este derecho, ya que con el mismo se busca pro-
teger la libertad de la persona manifestada en el mundo físico por medio de la 
actuación de su cuerpo y de las características del mismo, permitiendo a los indi-
viduos determinar “qué aspectos de su persona desean preservar de la difusión 
pública, a fi n de garantizar un ámbito privativo para el desarrollo de la propia 
personalidad ajeno a injerencias externas” (STC 81/2001), por ello, serán contra-
rias al mismo aquellas conductas que afecten la esfera personal de su titular, sin 
lesionar su buen nombre ni dan a conocer su vida íntima. Ya que, si afectara estos 
últimos bienes, nos encontraríamos bajo el objeto de protección de alguno de los 
otros derechos recogidos en el mismo artículo (cf. STC 81/2001), aunque en oca-
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siones una misma conducta pueda dañar varios de estos derechos, por ejemplo, 
mediante:
“la captación y reproducción gráfi ca de una determinada imagen de una persona se 
puede vulnerar su derecho a la intimidad sin lesionar el derecho a la propia imagen, 
lo que sucederá en los casos en los que mediante las mismas se invada la intimidad 
pero la persona afectada no resulte identifi cada a través de sus rasgos físicos; en se-
gundo lugar, también puede vulnerarse el derecho a la propia imagen sin conculcar 
el derecho a la intimidad, supuesto éste que se producirá cuando las imágenes per-
mitan la identifi cación de la persona fotografi ada, pero no entrañen una intromisión 
en su intimidad; y, fi nalmente, puede suceder que una imagen lesione al mismo 
tiempo ambos derechos, lo que ocurriría en los casos en los que revele la intimidad 
personal y familiar y permita identifi car a la persona fotografi ada” (STC 156/2001).
Será titular del derecho al honor. Derecho que estará limitado para los fun-
cionarios, quienes, al ejercer funciones públicas, “son personajes públicos en el 
sentido de que su conducta, su imagen y sus opiniones pueden estar sometidas 
al escrutinio de los ciudadanos” (STC 148/2001). Sin embargo, esto no hará que 
se considere amparado dentro del derecho a recibir información “la imputación 
a una persona de la comisión de un delito, especialmente grave justamente por la 
función pública que esa persona desempeña” (STC 148/2001). 
Las personas podrán contraer matrimonio. Solo a partir de 1978, año en que 
se “dictó una Instrucción (…) que ordenaba a los encargados del Registro Civil que 
autorizasen los matrimonios civiles de todas las personas que deseasen contraerlo 
sin indagación ni declaración alguna sobre las ideas religiosas de los contrayen-
tes” (STC 180/2001) pudieron contraerlo todas las personas, por lo que, habrá que 
tratar a quien con anterioridad a esa fecha no hubiera contraído matrimonio, aun 
queriéndolo, como si de hecho lo hubiese contraído (cf. STC 180/2001). 
También será titular del derecho al respeto de su vida privada y familiar, el 
cual se verá afectado cuando deba soportar un alto nivel de ruidos que la priven 
del disfrute de su domicilio, en los términos del art. 8.1 del Convenio de Roma 
(STEDH de 9 de diciembre de 1994, §51, y de 19 de febrero de 1998, §60) (cf. STC 
119/2001). Nivel elevado de ruidos que también puede llegar a afectar a la salud 
de las personas, su comportamiento social, el libre desarrollo de su personalidad 
(cf. STC 119/2001), y en la medida en que dichos niveles de saturación acústica 
que deba soportar una persona, sea consecuencia de una acción u omisión de los 
poderes públicos, podrá quedar afectado el derecho a la integridad física y moral 
del art. 15 CE (cf. STC 119/2001). 
Para el ejercicio colectivo de la libertad religiosa, las agrupaciones de perso-
nas deberán inscribirse en el Registro correspondiente, ya que será a través de di-
cha inscripción mediante la cual obtengan su personalidad jurídica como tal grupo 
religioso y por lo tanto obtendrán la identifi cación y admisión en el Ordenamiento 
jurídico (cf. STC 46/2001). Esto les permitirá gozar de plena autonomía “establecer 
sus propias normas de organización, régimen interno y régimen de su personal” 
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así como “cláusulas de salvaguarda de su identidad religiosa y carácter propio, así 
como el debido respeto a sus creencias” (STC 46/2001), con el único límite de “la 
protección del derecho de los demás al ejercicio de sus libertades públicas y dere-
chos fundamentales, así como la salvaguarda de la seguridad, de la salud y de la 
moralidad pública” como declara el art. 3.1 de la Ley Orgánica 7/1980, en absoluta 
sintonía con el art. 9 del Convenio Europeo de Derechos Humanos (STC 46/2001). 
Seguridad, salud y moralidad públicas propias de una sociedad democrática, que 
justifi can la prohibición de incluir en dicho registro aquellas sectas o grupos que 
suponen un peligro para la persona al utilizar métodos de captación que pueden 
menoscabar el libre desarrollo de la personalidad de sus adeptos, siempre que que-
den acreditados los elementos de riesgo y la medida adoptada sea proporcionada 
y adecuada a los fi nes perseguidos —STEDH casos Kokkinakis de 25 de mayo de 
1993, Hoffman de 23 de junio de 1993— (cf. STC 46/2001).
Por último, en cuanto a la titularidad de los derechos, se indica que las per-
sonas privadas, tanto físicas como jurídicas serán titulares del derecho a la acción 
popular (cf. STC 129/2001).
El recurso de amparo de estos derechos fundamentales y libertades, cuan-
do los actos que los dañen y frente a los que se solicite el amparo no alcancen 
exclusivamente a la persona sobre la que recaen de modo inmediato, sino que se 
proyecten también sobre quien reúne la doble condición de hijo y heredero del 
originario demandante de amparo, este podrá solicitar la sustitución procesal 
«mortis causa», al ostentar un interés legítimo en la prosecución del presente 
recurso de amparo (cf. STC 116/2001).
Todas las personas tienen obligación de identifi carse; los ciudadanos según 
resulta del art. 20.1 de la Ley Orgánica 1/1992, y los extranjeros están obliga-
dos a exhibir los documentos justifi cativos de su estancia legal en España (cf. 
STC 13/2001). Identifi cación que justifi ca que la persona sea limitada en su cir-
culación, por el tiempo imprescindible para llevar a cabo la misma, y que puede 
llevarse a cabo en base a criterios, como el racial, cuando el mismo tengan rele-
vancia en orden a la individualización de las personas, sin que, en consecuencia, 
pueda hablarse de discriminación racial (cf. STC 13/2001).
Finalmente, se indica que la pretensión punitiva de la persona agraviada o 
perjudicada que ejerce una acusación no obliga “al Estado, único titular del «ius 
puniendi», a castigar en todo caso”, ya que la Constitución no otorga a los ciuda-
danos derecho a obtener condenas penales (cf. STC 115/2001).
2.2.21.2. Sus derivados
2.2.21.2.1. Personal 
El término personal se emplea en siete ocasiones, seis en singular y una en 
plural. Lo encontramos empleado como sustantivo masculino singular, en referen-
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cia a los trabajadores de una empresa u organización, para indicar que el registro 
de los grupos como entidades religiosas les permitirá “establecer sus propias nor-
mas de organización, régimen interno y régimen de su personal” (STC 46/2001). 
En el resto de ocasiones se emplea como adjetivo califi cativo de los sustan-
tivos a los que acompaña; equivaldría a decir de la persona.
La persona es titular, como ya se ha indicado del derecho a la propia ima-
gen consagrado en el art. 18.1 CE, junto con los derechos al honor y a la intimi-
dad personal (cf. STC 81/2001). Derecho inseparablemente unido a la dignidad 
personal, por el cual tiene “derecho a determinar la información gráfi ca generada 
por sus rasgos físicos personales que puede tener difusión pública (STC 81/2001), 
permitiéndole crear una esfera personal privada de libre determinación (cf. STC 
81/2001), siendo propio de este derecho el proteger frente a las reproducciones 
de la propia imagen que, afectando a la esfera personal —no patrimonial— de 
su titular, no lesionan su buen nombre ni dan a conocer su vida íntima (cf. STC 
81/2001), aunque puede ocurrir que se lesionen varios derechos a la vez (cf. STC 
156/2001), como ya se ha dicho previamente en el análisis del término persona.
2.2.21.2.2. Personalidad 
El término personalidad se emplea en siete ocasiones, todas ellas en singular.
Hay derechos de la persona que son derechos de la personalidad, como el 
derecho al honor, a la intimidad personal (cf. STC 156/2001) y el derecho a la pro-
pia imagen (cf. STC 81/2001). Los cuales son derechos derivados de la dignidad 
y dirigidos a proteger el patrimonio moral de las personas (cf. STC 81/2001 y cf. 
STC 156/2001), y a garantizar un ámbito privativo para el desarrollo de la propia 
personalidad ajeno a injerencias externas (STC 81/2001). Este libre desarrollo de 
la personalidad puede verse afectado por conductas llevadas a cabo por terce-
ros, como pueden ser los métodos de captación de determinados grupos o sectas 
religiosas (cf. STC 46/2001). Este hecho justifi cará la no inclusión de los mismos 
en el registro de entidades religiosas y por lo tanto su no reconocimiento por el 
ordenamiento (cf. STC 46/2001).
Finalmente, se establece que la inscripción de una entidad religiosa com-
puesta por un grupo de persona en el Registro implica el reconocimiento de su 
personalidad jurídica, por lo que, será admitida en el ordenamiento y tendrá los 
derechos de autonormación y ejercicio de su derecho a la libertad religiosa (cf. 
STC 46/2001).
2.2.21.3. Términos de signifi cación próxima 
2.2.21.3.1. Individuo 
El término individuo se emplea en dos ocasiones, una en singular y una 
en plural, para indicar que el derecho a la propia imagen tiene por objeto “que 
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los individuos puedan decidir qué aspectos de su persona desean preservar de 
la difusión pública, a fi n de garantizar un ámbito privativo para el desarrollo de 
la propia personalidad ajeno a injerencias externas”(STC 81/2001), también el 
derecho al honor y el derecho a la intimidad personal recogidos en el artículo 18 
de la CE. Sin embargo, en los casos de personajes públicos, como los funcionarios 
estos derechos no se podrán oponer sin más al derecho a recibir información (cf. 
STC 148/2001).
2.2.21.3.2. Hombre, varón y mujer 
Los términos hombre, varón y mujer no aparecen en los textos selecciona-
dos de la jurisprudencia relevante del año 2001. 
2.2.21.3.3. Todos y nadie
El término nadie se emplea en una ocasión, en referencia a la Instrucción de 
1978, la cual en aplicación directa del art. 16 de la CE por el cual nadie puede ser 
obligado a declarar sobre su religión, “ordenaba a los encargados del Registro 
Civil que autorizasen los matrimonios civiles de todas las personas que deseasen 
contraerlo «sin indagación ni declaración alguna sobre las ideas religiosas de los 
contrayentes»” (STC 180/2001).
El término todos se emplea en dos ocasiones, ambas como adverbio en el 
sentido de la colectividad entera, por lo que, no los incluimos en nuestro análisis. 
2.2.21.3.4. Ciudadano 
El término ciudadano se emplea en once ocasiones, tres en singular y ocho 
en plural.
Se pone en relación los términos ciudadano y persona, al indicarse en la ju-
risprudencia que una detención se realizó sobre la persona de un ciudadano (cf. 
STC 68/2001). También al establecer la jurisprudencia que los ciudadanos, tanto 
personas físicas como jurídicas privadas, serán los únicos titulares del derecho al 
ejercicio de la acción popular (STC 129/2001), nunca las administraciones públi-
cas ya que no se puede asimilar el concepto de ciudadano “a la condición propia 
de la Administración pública y, más concretamente, de los órganos de poder de 
la comunidad política” (STC 129/2001).
Los ciudadanos pueden verse afectados en su calidad de vida por el nivel 
de ruido presente en nuestras sociedades (cf. STC 119/2001), lo que podría llegar 
a suponer una violación al derecho a la intimidad y a la salud (cf. STC 119/2001).
Se establece que los ciudadanos tendrán un deber de identifi carse, deber 
que afectará tanto a los ciudadanos españoles como a los extranjeros, aunque 
dicho deber se impondrá a cada uno en función de una norma y unos motivos 
diversos (cf. STC 13/2001). En el caso de los extranjeros, no se considera discrimi-
natorio, la aplicación del criterio racial para seleccionarlo, en cuanto este permite 
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individualizar las personas que deben identifi carse en cuanto extranjeras (cf. STC 
13/2001).
En una sociedad democrática los tribunales deben inspirar al acusado y al 
resto de los ciudadanos confi anza, pese a ello una mera sospecha sobre la im-
parcialidad de un juez no es sufi ciente para apartarlo del caso (cf. STC 64/2001). 
La CE no otorga a los ciudadanos un pretendido derecho a obtener condenas 
penales, en consecuencia, el Estado, único titular del «ius puniendi», no tiene que 
castigar en todos los procedimientos que se le planteen (cf. STC 15/2001).
Se indica que los ciudadanos podrán someter a escrutinio la conducta, ima-
gen y opiniones de quien ejerce funciones públicas, también los funcionarios, 
cumpliendo siempre las condiciones y límites del ejercicio de los derechos re-
cogidos en el art. 20 de la CE (cf. STC 148/2001). Libertad de expresión que será 
mayor en los casos en que ésta se relacione con otro derecho fundamental, por 
ejemplo, la libertad de expresión conectado a los procesos de formación y de 
exteriorización de un poder político democrático, la libertad de cátedra, o el de-
recho a la defensa y asistencia de letrada (cf. STC 226/2001).
2.2.21.4. Términos derivados de palabras de signifi cación próxima
No encontramos empleado en los textos seleccionados de la jurisprudencia 
relevante de 2001 el término individualmente. Procedemos a analizar los restan-
tes términos derivados de palabras de signifi cación próxima. 
2.2.21.4.1. Individual  
El término individual se emplea en una ocasión. Se establece que el derecho 
a la propia imagen solo protege al sujeto en su dimensión personal, individual o 
privada, no en su dimensión patrimonial, por lo que, no quedan resguardados 
bajo dicho derecho los personajes popularizados a través de sus apariciones tele-
visivas que el sujeto haya creado (cf. STC 81/2001).
2.2.21.4.2. Humano  
El término humano se emplea en seis ocasiones, tres en singular y tres en 
plural. Las tres primeras acompañan al término dignidad, por lo que, remitimos 
el análisis del contenido de signifi cado al apartado dedicado a la exégesis de di-
cho término. Y en las otras tres ocasiones acompaña al término derechos, al hacer 
referencia a la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (STC 
119/2001) y al transcribir el art. 9 del Convenio Europeo de Derechos Humanos 
(STC 46/2001).
2.2.21.4.3. Ciudadana 
El término ciudadana se emplea en una ocasión al indicar el TC que la obli-
gación de identifi carse “afecta a la generalidad de los ciudadanos según resulta 
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del art. 20.1 de la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, sobre protección de la 
seguridad ciudadana” (STC 13/2001).
2.2.21.5. Términos que expresan un predicado del ser personal 
No encontramos en los textos relevantes del año 2011 empleados los térmi-
nos: natural, inherente, inviolable, igualdad, deber y familia. Procedemos al análi-
sis de los restantes términos siguiendo el orden establecido en los años anteriores. 
2.2.21.5.1. Vida 
El término vida se emplea en tres ocasiones, todas ellas en singular. Se es-
tablece que la cuando una reproducción gráfi ca de a conocer la vida íntima de la 
persona, nos encontraremos ante una violación del derecho a la intimidad per-
sonal y familiar (cf. STC 81/2001). Intimidad que también puede verse afectada 
por el nivel de ruido de nuestra sociedad en lo que supone una perturbación 
permanente de la calidad de vida de los ciudadanos (cf. STC 119/2001), ya que 
hay ciertos daños ambientales que aunque no pongan en peligro la salud de las 
personas, “pueden atentar contra su derecho al respeto de su vida privada y 
familiar, privándola del disfrute de su domicilio, en los términos del art. 8.1 del 
Convenio de Roma (STEDH de 9 de diciembre de 1994, §51, y de 19 de febrero de 
1998, §60)” (cf. STC 119/2001).
2.2.21.5.2. Integridad 
El término integridad se utiliza en una ocasión al recoger el TC que la expo-
sición continuada a unos niveles intensos de ruido puede poner en grave peligro 
la salud de las personas, y por lo tanto podría suponer una vulneración del dere-
cho a la integridad física y moral (cf. STC 119/2001).
2.2.21.5.3. Física 
El término física se emplea en dos ocasiones, una en singular acompañando 
al término integridad y otra en plural junto al término persona. Remitimos a los 
apartados donde se ha realizado la exégesis de los sustantivos a los que acompa-
ña, para determinar su contenido de signifi cado.
2.2.21.5.4. Jurídica 
El término jurídica se emplea en ocho ocasiones, seis en singular y dos en 
plural. Acompaña en una ocasión al término personas (STC 129/2001) y en otra 
al término personalidad (STC 46/2001); remitimos a la exégesis de estos térmi-
nos, para determinar el contenido de signifi cado en estos casos.
En el resto de las ocasiones, como ocurre en años anteriores, vemos cómo se 
emplea califi cando a diversos sustantivos determinando su contenido de signifi -
cado, a realidades que o bien han sido creadas por el Derecho —bien jurídico (STC 
81/2001), protección jurídica (STC 81/2001)— o bien que desarrollan y tienen sus 
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consecuencias en el ámbito del Derecho —lazos jurídicos (STC 81/2001)—. Sin 
aportar nada más relevante para la determinación del contenido de signifi cado 
del término, que lo que nos manifi esta su propio uso.
Sí que resulta interesante para nuestro análisis atender al término ordena-
miento jurídico (STC 13/2001), ya que por su uso en la STC 46/2001, parece que 
el mismo se está utilizando como sinónimo de Derecho. En dicha sentencia se 
indica que las agrupaciones religiosas de personas solo tendrán personalidad 
jurídica, se convertirán en una personifi cación jurídica, y por lo tanto serán iden-
tifi cadas y admitidas por el ordenamiento jurídico en la medida en que estén 
inscritas en el Registro correspondiente a las mismas (cf. STC 46/2001).
2.2.21.5.5. Dignidad 
El término dignidad se emplea en cinco ocasiones, todas ellas en singular. 
Dignidad humana y personal de la que derivan los derechos de la personalidad, 
como los del art. 18 de la CE (cf. STC 81/2001 y STC 156/2001), los cuales se ven 
afectados cuando se hace uso inapropiado de la propia imagen como individua-
lidad y como persona de un sujeto. Dependiendo de su uso y de los bienes que 
afecte nos encontraremos ante la violación de uno de estos derechos o de varios 
a la vez (cf. STC 81/2001).
2.2.21.5.6. Libertad 
El término libertad se emplea en veintiuna ocasiones, veinte en singular y 
una en plural. Podemos clasifi car el término en dos grupos, atendiendo al conte-
nido de signifi cado con el que se emplea el mismo.
Primero, como un atributo, como una facultad de la persona en sí misma. 
La cual “se manifi esta en el mundo físico por medio de la actuación de su cuerpo 
y de las características del mismo” (STC 81/2001).
Segundo, en referencia a facultades concretas que se reconocen a diversos 
sujetos en la CE: libertad de circulación (STC 13/2001), libertad religiosa y de cul-
to —aunque también se recoge en la misma STC 46/2001 como libertad religiosa 
y de creencias— (STC 46/2001 y STC 180/2001), libertad sindical (STC 116/2001) 
y libertad de expresión (STC 226/2001). Derechos de libertad (STC 46/2001), que 
tienen como único límite, “la protección del derecho de los demás al ejercicio de 
sus libertades públicas y derechos fundamentales, así como la salvaguarda de 
la seguridad, de la salud y de la moralidad pública, elementos constitutivos del 
orden público protegido por la Ley en el ámbito de una sociedad democrática”, 
según establece el art. 3.1 de la Ley Orgánica 7/1980, en absoluta sintonía con 
el art. 9 del Convenio Europeo de Derechos Humanos (cf. STC 46/2001). Aun-
que en algunos casos, y para determinados sujetos, los límites serán menores, al 
ejercerse estas libertades en relación y para la efi cacia de otras, por ejemplo, la 
libertad de expresión del abogado será mayor, al estar haciendo efectivo los de-
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rechos del art. 24 de la CE, o la libertad de expresión cuando está conectada a los 
procesos de formación y de exteriorización de un poder político democrático (cf. 
STC 226/2001).
2.2.21.5.7. Seguridad 
El término seguridad se emplea en cuatro ocasiones, todas ellas en singular. 
La seguridad, junto con los derechos y libertades fundamentales de los demás, la 
salud y la moralidad pública —elementos constitutivos del orden público prote-
gido por la Ley en el ámbito de una sociedad democrática— serán los únicos lí-
mites que encontrarán los derechos fundamentales, como el derecho a la libertad 
religiosa (cf. STC 46/2001).
También se indica que, para garantizar la seguridad ciudadana, en virtud 
del art. 20.1 de la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, la generalidad de los 
ciudadanos puede ser requerido para identifi carse por los cuerpos de seguridad 
en cualquier momento (cf. STC 13/2001).
2.2.21.5.8. Derecho 
El término derecho se emplea en cincuenta y tres ocasiones, treinta y ocho 
en singular y quince en plural. Podemos clasifi car el término en tres grupos, aten-
diendo al contenido de signifi cado con el que se emplea el mismo.
Primero, acompañado del adjetivo fundamentales. Derechos fundamenta-
les que no son meramente teóricos o ilusorios, sino reales y efectivos, por lo que, 
tienen una dimensión positiva en relación con el libre desarrollo de la personali-
dad, orientada a su plena efectividad (cf. STC 119/2001). Algunos de los mismos 
serán derechos de libertad, que se podrán ejercer individual o colectivamente, 
como el derecho a la libertad religiosa (cf. STC 46/2001). Otros se denominan 
derechos de la personalidad, al derivar de la dignidad humana y estar dirigido 
a proteger la dimensión moral de las personas, como los derechos del art. 18 
de la CE (cf. STC 81/2001 y STC 156/2001). Se hace referencia a lo largo de la 
jurisprudencia a algunos de estos derechos fundamentales en concreto: derecho 
a la libertad de expresión (STC 226/2001), derecho a la libertad religiosa (STC 
46/2001 y STC 180/2001), derecho a la propia imagen, al honor y a la intimidad 
(STC 81/2001), derecho a la vida privada y familiar (cf. STC 119/2001) derecho 
a la integridad física y moral (cf. STC 119/2001), derecho a recibir información 
(STC 148/2001), y el derecho a la tutela judicial efectiva (STC 226/2001)… Estos 
derechos tendrán las mismas limitaciones que las libertades fundamentales, tal y 
como se ha indicado previamente al analizar el término libertad.
Segundo en referencia a derechos constitucionales, aquellos recogidos por 
la Constitución. En este sentido se indica que la CE no otorga a los ciudadanos 
un pretendido derecho a obtener condenas penales, es decir, no obliga al Estado, 
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único titular del «ius puniendi», a castigar en todo caso que se lleve ante los tribu-
nales (cf. STC 115/2001). 
Tercero, acompañado del adjetivo humanos al hacer el TC referencia a la 
jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (STC 119/2001) y al 
transcribir el art. 9 del Convenio Europeo de Derechos Humanos (STC 46/2001).
2.2.21.5.9. Honor 
El término honor se emplea en tres ocasiones, todas ellas en singular, como 
objeto de un derecho fundamental recogido junto al derecho a la propia imagen y 
el derecho a la intimidad en el art. 18 de la CE (cf. STC 81/2001 y STC 156/2001). 
Es un derecho de la personalidad, derivado de la dignidad y dirigido a proteger 
el patrimonio moral de las personas (cf. STC 81/2001 y STC 156/2001).
2.2.21.5.10. Matrimonio 
El término matrimonio se emplea en cinco ocasiones, cuatro en singular y 
una en plural. 
El matrimonio podrá celebrarse de forma religiosa, en virtud de lo esta-
blecido en el art. 59 del CC, siempre que la entidad religiosa esté inscrita en el 
registro establecido para tal fi n, teniendo para los contrayentes plenos efectos ci-
viles (cf. STC 46/2001). Matrimonio que también podrá celebrarse de forma civil. 
Forma que quedó autorizada tras la Instrucción del 26 de diciembre de 1978 del 
Dirección General de Registros y del Notariado por la que,
 “atendida la efi cacia directa del art. 16 CE, que proclama que nadie puede ser 
obligado a declarar sobre su religión, ordenaba a los encargados del Registro Ci-
vil que autorizasen los matrimonios civiles de todas las personas que deseasen 
contraerlo «sin indagación ni declaración alguna sobre las ideas religiosas de los 
contrayentes»” (STC 180/2001).
Se establece que la obligación de asistencia a los hijos, establecida consti-
tucionalmente, incluye a todos los hijos con independencia de que “hayan sido 
concebidos dentro o fuera del matrimonio (art. 39.3 CE)”, “se haya producido la 
nulidad matrimonial, la separación legal o la disolución del matrimonio por di-
vorcio (art. 92 CC)”, o que “el progenitor quede excluido de la patria potestad y 
demás funciones tuitivas (arts. 110 y 111 «in fi ne», CC)” (STC 1/2001).
2.2.21.5.11. Tutela 
El término tutela se emplea en una sola ocasión, al establecerse que el TC 
a la hora de interpretar y tutelar los derechos fundamentales en virtud del art. 
10.2 CE, debe reconocer un valor importante a la doctrina del Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos en su interpretación y tutela de los derechos fundamen-
tales, tanto en los casos en que España ha sido parte, como en los que no (cf. STC 
119/2001). 
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2.2.21.5.12. Educación 
El término educación se emplea en una ocasión para indicar que ambos pro-
genitores, con sus bienes e ingresos, estarán obligados a prestar asistencia a sus 
hijos, asistencia que incluye la prestación de alimentos, la cual integra los gastos 
necesarios para el sustento, habitación, vestido, asistencia médica y educación 
(cf. STC 1/2001).
2.2.21.6. Fuentes doctrinales y jurisprudenciales especifi cadas en las sen-
tencias
El TC a la hora de fundamentar su doctrina hace referencia a tratados euro-
peos e internacionales: Convenio de Roma (STC 119/2001) o Convenio Europeo 
de Derechos Humanos (STC 46/2001); y a la jurisprudencia del Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos: STEDH de 9 de diciembre de 19; STEDH de 19 de febrero 
de 1998; STEDH de 9 de diciembre de 1994, caso López Ostra c. Reino de España; 
STEDH de 19 de febrero de 1998, caso Guerra y otros c. Italia; STEDH de 21 de 
febrero de 1990, caso Powell y Rayner contra Reino Unido (STC 119/2001); STE-
DH de 25 de mayo de 1993, casos Kokkinakis y STEDH de 23 de junio de 1993, 
caso Hoffman (STC 46/2001). A nivel nacional hace referencia continua a su pro-
pia doctrina asentada en la jurisprudencia de años anteriores (STC 46/2001, STC 
81/2001, STC 115/2001, STC 119/2001 y STC 226/2001…). 
2.2.21.7. Conclusiones
En torno a la cuestión interpretativa, no se añade nada a lo establecido en 
años anteriores el TC. 
En cuanto a quién es persona, la jurisprudencia del año 2001 establece que 
la personalidad jurídica solo se reconocerá a aquellas entidades religiosas en la 
medida en que estén inscritas en el Registro correspondiente, momento a partir 
del cual serán identifi cadas y admitidas por el Ordenamiento jurídico lo que les 
permitirá gozar de plena autonomía, establecer sus propias normas de organiza-
ción, régimen interno y régimen de su personal así como cláusulas de salvaguar-
da de su identidad religiosa y carácter propio. Es decir, las personas jurídicas 
religiosas no existirán en cuanto que presentes en la realidad, sino en cuanto que 
objetivadas e inscritas en el registro estatal correspondiente. 
Respecto de la relación del término persona con el resto de términos de sig-
nifi cación próxima vemos cómo se reitera la relación entre los términos ciudada-
no y persona, al indicarse en la jurisprudencia que una detención se realizó sobre 
la persona de un ciudadano y entre el término individuo y persona, al establecer 
que los individuos puedan decidir qué aspectos de su persona desean preservar 
de la difusión pública. Es interesante atender a ambos casos, más allá de la rela-
ción que establecen, ya vista en la jurisprudencia de años anteriores, por el uso 
que hacen del término persona, que no aparece como un sujeto en sí, sino como 
un aspecto, como una cualidad tanto del ciudadano, como, y, sobre todo, del in-
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dividuo. La persona parece que se expresa como un bien del individuo, sobre el 
cual puede elegir qué aspectos dar a conocer y cuáles no. 
A la pregunta por la naturaleza de la persona, qué es la persona, tampoco se 
responde en este año de forma expresa. Sí que se establecen, como en años ante-
riores, atributos o características de la misma. Recogemos de forma esquemática 
lo indicado previamente en el análisis de los términos.
Se reconoce a la persona como titular de diversos derechos, tanto derechos 
de la personalidad —derechos derivados de la dignidad y dirigidos a proteger el 
patrimonio moral de las personas y a garantizar un ámbito privativo para el de-
sarrollo de la propia personalidad ajeno a injerencias externas—, como derechos 
fundamentales, tal y como veremos al responder a la tercera pregunta. 
La intimidad, la integridad y la salud de las personas puede verse afectada 
por el nivel de ruido de nuestra sociedad en lo que supone una perturbación per-
manente de la calidad de vida de los ciudadanos. Además, la persona puede ser 
puesta en peligro por sectas o grupos, por sus métodos de captación que pueden 
menoscabar el libre desarrollo de la personalidad de sus adeptos.
La persona se manifi esta en el mundo físico por medio de la actuación de 
su cuerpo y de las características del mismo. Tiene un nombre, unos rasgos físi-
cos personales, que le identifi can, y una vida íntima. Todas las personas tienen 
obligación de identifi carse, los ciudadanos según resulta del art. 20.1 de la Ley 
Orgánica 1/1992, y los extranjeros están obligados a exhibir los documentos jus-
tifi cativos de su estancia legal en España. 
La persona tendrá la obligación de asistir a los hijos, con independencia de 
que hayan sido concebidos dentro o fuera del matrimonio, se haya producido 
la nulidad matrimonial, la separación legal o la disolución del matrimonio por 
divorcio o que el progenitor haya quedado excluido de la patria potestad y de-
más funciones tuitivas. Esta asistencia integra la prestación de alimento, la cual 
comprende los gastos necesarios para el sustento, habitación, vestido, asistencia 
médica y educación.
El Estado será el único titular del ius puniendi por lo que, no tiene que casti-
gar toda pretensión punitiva de una persona agraviada o perjudicada. 
Sobre las cualidades que pone en relación el propio texto del 78, vemos 
cómo, al igual que en años anteriores, en su mayoría no se defi nen, no se estable-
ce claramente su contenido de signifi cado. Sin embargo, en algunos casos sí que 
se establecen notas características de los mismos. No queriendo reproducir lo ya 
dicho anteriormente, recogemos aquellos términos de los que se establecen notas 
relevantes para nuestro objeto de estudio, en concreto atendemos a los términos: 
libertad, derechos fundamentales y matrimonio. 
Los derechos fundamentales no son meramente teóricos o ilusorios, sino 
reales y efectivos, por lo que, tienen una dimensión positiva en relación con el li-
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bre desarrollo de la personalidad, orientada a su plena efectividad. Es interesante 
atender al límite de los derechos fundamentales y libertades públicas, en cuanto 
límites al ámbito de libertad de la persona, dado que los mismos tienen como 
único límite la protección del derecho de los demás al ejercicio de sus libertades 
públicas y derechos fundamentales, así como la salvaguarda de la seguridad, de 
la salud y de la moralidad pública, elementos constitutivos del orden público 
protegido por la Ley en el ámbito de una sociedad democrática.
Se establece que el matrimonio podrá celebrarse de forma religiosa, en vir-
tud de lo establecido en el art. 59 del CC, siempre que la entidad religiosa esté 
inscrita en el registro establecido para tal fi n, teniendo para los contrayentes 
plenos efectos civiles. Matrimonio que también podrá celebrarse de forma civil. 
Forma que quedó autorizada tras la Instrucción del 26 de diciembre de 1978 del 
Dirección General de Registros y del Notariado.
Por último, se establece que el TC a la hora de interpretar y tutelar los dere-
chos fundamentales en virtud del art. 10.2 CE, debe reconocer un valor importan-
te a la doctrina del Tribunal Europeo de Derechos Humanos en su interpretación 
y tutela de los derechos fundamentales, tanto en los casos en que España ha sido 
parte, como en los que no.
En cuanto a la tercera pregunta: la razón por la que persona se expresa 
como titular de derechos y de qué derechos es titular la persona por el mero 
hecho de ser persona, en el año 2001 se establece que la persona es titular de di-
versos derechos.
 Se reconoce a la misma como titular del derecho a la propia imagen recogi-
do en el art. 18.1 de la CE, junto con el derecho al honor y el derecho a la intimi-
dad. Se tratan de derechos de la personalidad, derivado de la dignidad humana y 
dirigidos a proteger la dimensión moral de las personas, la libertad de la persona 
manifestada en el mundo físico por medio de la actuación de su cuerpo y de las 
características del mismo. 
Será también titular del derecho a la libertad de expresión, la cual será mayor 
en los casos en que ésta se relacione con otro derecho fundamental por ejemplo, la 
libertad de expresión conectado a los procesos de formación y de exteriorización 
de un poder político democrático, la libertad de cátedra, o el derecho a la defensa 
y asistencia de letrada; del derecho a la vida privada y familiar, por lo que, deberá 
ser protegido por el alto nivel de ruidos; y podrá contraer matrimonio tanto por la 
forma religiosa como por la forma civil, ambos con plenos efectos civiles. 
Todos estos derechos y libertades estarán limitados por la protección del 
derecho de los demás al ejercicio de sus libertades públicas y derechos funda-
mentales, así como la salvaguarda de la seguridad, de la salud y de la moralidad 
pública.
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2.2.22. 2002
En diciembre del año 2002 renunciará como magistrado del TC don Fernan-
do Garrido Falla. Lo sustituirá en su función por don Jorge Rodríguez-Zapata 
Pérez, a propuesta del Senado72.
La jurisprudencia relevante de este año está compuesta por quince senten-
cias de un total de ciento catorce.
2.2.22.1. Persona: su expresión singular y plural
El término persona se emplea en cuarenta y una ocasiones, veinticinco en 
singular y dieciséis en plural, a lo largo de diez sentencias de la jurispruden-
cia seleccionada. Seis son los ponentes de dichas sentencias: doña Elisa Pérez 
Vera —STC 18/2002 y STC 233/2002—, doña María Emilia Casas Baamonde 
—STC 20/2002 y STC 213/2002—, don Eugeni Gay Montalvo —STC 41/2002 
y STC 192/2002—, don Vicente Conde Martín de Hijas —STC 52/2002— STC 
167/2002—, don Fernando Garrido Falla —STC 53/2002—, don Pablo Manuel 
Cachón Villar —STC 154/2002—.
Lo encontramos empleado para referir al ser humano, al individuo, no de-
terminado en el momento presente, sin aportar mayor contenido de signifi cado 
que su propio uso: “para contactar con una persona a fi n de venderle los objetos 
robados” (STC 233/2002), “la persona que transmitió a ésta la parcela sobre la 
que se levantó la construcción” (STC 18/2002), “la persona a la que el recurrente 
dirigió sus críticas era el máximo gestor de un ente societario” (STC 20/2002), 
“dos de las tres personas que habían sido objeto principalmente de las pesquisas 
iniciales” (STC 52/2002), “estuviera o no destinada la elaboración del documento 
a ser conocida solo por ciertas personas”(STC 213/2002)... 
En el resto de ocasiones lo encontramos empleado, por un lado, como pro-
posición subordinada adjetiva, lo que equivaldría a decir personal; por otro, 
como sustantivo, en la función sintáctica de sujeto o de complemento directo, al 
ser quien realiza la acción, o sobre quien recae la acción realizada.
Las personas son titulares de los derechos fundamentales reconocidos en la 
CE, derivados de la dignidad de la persona en cuanto se encuentren sometidas 
a los actos de los poderes públicos españoles, es decir, bajo el control efectivo 
del Estado español (cf. STC 53/2002). Por ello, los solicitantes de asilo, que se 
encuentren en un puesto fronterizo disfrutarán de todos los derechos, entre ellos 
el derecho a la libertad que el art. 17.1 CE reconoce a todas las personas (cf. STC 
53/2002).
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Toda persona será titular del derecho a la libertad religiosa, como se des-
prende del hecho de que la misma sea reconocida de forma genérica al individuo 
en el art. 16.1 de la CE, y a toda persona en Ley Orgánica de libertad religiosa (cf. 
STC 154/2002). Por lo tanto, los menores de edad también son titulares de dicho 
derecho (cf. STC 154/2002). Igualmente podrán los menores ejercer el derecho 
de autodeterminación que tiene por objeto el propio sustrato corporal, es decir, 
derecho fundamental a la integridad física (cf. STC 154/2002); sin embargo, como 
de los actos relativos a los derechos de la personalidad queda excluida la facul-
tad de representación legal que tienen los padres en cuanto titulares de la patria 
potestad, —art. 162.1 del Código civil—, los menores de edad serán tutelados en 
estos supuestos por los poderes públicos (cf. STC 154/2002).
Las personas serán titulares del derecho al secreto de las comunicaciones 
(STC 167/2002). También en los casos en que la persona se halle interna en un 
centro penitenciario será titular del derecho (cf. STC 192/2002). Este derecho po-
drá ser limitado en aquellos supuestos en que haya sospechas que se funden 
en datos fácticos o indicios, tal como establece el TEDH en sus sentencias de 6 
de septiembre de 1978 [TEDH 1978,1] —caso Klass— y de 15 de junio de 1992 
[TEDH 1992, 51] —caso Ludí— (cf. STC 167/2002). Sospechas que no se pueden 
fundamentar tan solo en 
“circunstancias meramente anímicas, sino que precisan para que puedan en-
tenderse fundadas hallarse apoyadas en datos objetivos, que han de serlo en un 
doble sentido; en primer lugar, en el de ser accesibles a terceros, sin lo que no 
serían susceptibles de control; y en segundo lugar, en el de que han de propor-
cionar una base real de la que pueda inferirse que se ha cometido o que se va a 
cometer el delito, sin que puedan consistir en valoraciones acerca de la persona” 
(STC 167/2002).
Por ello, la justifi cación de la medida debe estar individualizada en la per-
sona concreta, individualización que no signifi ca 
“que dichas circunstancias deban ser predicables única y exclusivamente del 
interno afectado por la medida, o que si se trata de características comunes que 
concurren en un grupo de personas no puedan aducirse como causa justifi cativa 
de la intervención. Individualizar no signifi ca necesariamente destacar rasgos 
que concurran exclusivamente en el recluso afectado. Puede tratarse de unos 
rasgos comunes a los pertenecientes a ese colectivo o a una organización; en 
estos casos lo que debe individualizarse es esa característica común que a juicio 
de la Administración penitenciaria justifi ca en el supuesto concreto la adopción 
de la medida” (STC 192/2002).
El derecho al honor de las personas protege a las mismas de la divulgación 
de sus antecedentes penales, más aún cuando dicha afi rmación “supone en el 
lenguaje usual que dicha persona ha sido condenada por un delito” lo que es “ob-
jetivamente contrario al buen nombre y buena fama de la persona afectada”(STC 
52/2002). Aunque dicha divulgación puede estar comprendida bajo el derecho a 
la libertad de información si se justifi ca por la oportunidad y relevancia de la mis-
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ma; por ejemplo, si la información hace referencia a personas en las que se centró 
la investigación policial, objeto de la información y el objetivo de la difusión de 
“los antecedentes era la de explicar al lector las razones por las que la policía ha-
bía investigado a un determinado ciudadano” (STC 52/2002).
Las personas no pueden ser discriminadas por razón de sexo, entendiendo 
como discriminatoria cualquier norma o decisión en la que concurran razones 
o circunstancias que tengan con el sexo de la persona una conexión directa e in-
equívoca: como el embarazo de la mujer (cf. STC 41/2002). El TC desarrolla como 
fundamento a su postura un análisis del ordenamiento europeo —tanto directi-
vas como sentencias del TJCE— a pesar de estar “fuera de este marco interpreta-
tivo” (cf. STC 41/2002), en el cual se establecen como contrarias a la igualdad: “el 
despido de una trabajadora por razón de su embarazo constituye una discrimi-
nación directa basada en el sexo (Sentencia del TJCE de 8 de noviembre de 1990, 
asunto «Hertz»)”, “la negativa a contratar a una mujer embarazada (Sentencia 
de la misma fecha recaída en el asunto «Dekker»)” o “la ruptura del contrato” 
(Sentencia del TJCE de 5 de mayo de 1994, asunto «Habermann—Beltermann»)”, 
salvo en los casos excepcionales no inherentes al estado de la mujer (Sentencia 
del TJCE de 14 de julio de 1994 –asunto «Webb»)” (STC 41/2002).
Las personas pueden formar parte en una Junta General de Accionistas, que 
en cuanto que expresa el principio democrático de participación de los accionis-
tas, supone un ejercicio de “su libertad y manifestación colectiva de la libertad 
de expresión, ejercitada a través de una asociación transitoria de personas” (STC 
20/2002), por ello, las críticas que se viertan sobre la actuación de las personas 
con relevancia pública en este contexto, como puede ser el máximo gestor de un 
ente societario, estarán amparadas bajo la libertad de expresión (cf. STC 20/2002). 
Finalmente, se establece que la persona puede tener un deber de buena fe 
contractual y de sigilo profesional, por el cual no podrá hacer público aquel mate-
rial clasifi cado como confi dencial en el ámbito de su empresa (cf. STC 213/2002).
2.2.22.2. Sus derivados
2.2.22.2.1. Personal 
El término personal se emplea en siete ocasiones, cuatro en singular y tres 
en plural. Se emplea como sustantivo masculino singular, en referencia a los tra-
bajadores de una empresa u organización: “jefe de relaciones industriales y per-
sonales” (STC 213/2002). 
En el resto de las ocasiones lo encontramos empleado como adjetivo califi -
cativo de los sustantivos a los que acompaña, equivaldría a decir de la persona. 
Las personas tienen una ley propia, la ley que les es aplicable por su nacionalidad 
o lugar de residencia (cf. STC 39/2002). Esta ley personal determinará el régi-
men económico del matrimonio, solo si los contrayentes no lo han determina-
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do mediante capitulaciones matrimoniales (cf. STC 39/2002), para determinar la 
ley personal de cual contrayente se emplea como elemento residual no se podrá 
atender al sexo de los mismos, pues ambos pueden contraer matrimonio en plena 
igualdad jurídica (cf. STC 39/2002).
La libertad personal, bien regulado en el art. 17 de la CE, solo podrá ser 
limitada de forma controlada y cierta (cf. STC 53/2002). Las personas privadas 
de libertad podrán realizar “«prestaciones personales obligatorias», relacionadas 
con el buen orden en los Centros Penitenciarios”, que si cumplen los requisitos y 
condiciones previamente indicados no se pueden englobar dentro del concepto 
de trabajo punitivo y menos aún, el de trabajo forzado (cf. STC 16/2002).
Por último, se indica que las personas titulares de derecho o intereses legíti-
mos, que consten en las actuaciones judiciales o en el expediente administrativo, 
serán las únicas a los que los órganos jurisdiccionales deberán emplazar perso-
nalmente (cf. STC 18/2002).
2.2.22.2.2. Personalidad 
El término personalidad se emplea en una ocasión, en referencia a los dere-
chos de la personalidad, como el de la integridad. Estos derechos que correspon-
den a toda persona serán ejercidos por los menores de edad, quedando excluidos 
los mismos de “la facultad de representación legal que tienen los padres en cuan-
to titulares de la patria potestad” en base al art. 162.1 del CC, siendo los poderes 
públicos quienes ejercerán esa labor tutelar en estos casos (cf. STC 154/2002). 
Exclusión que “no alcanza al deber de velar y cuidar del menor y sus intereses” 
(cf. STC 154/2002).
2.2.22.3. Términos de signifi cación próxima 
2.2.22.3.1. Individuo  
El término individuo se emplea en una ocasión como titular, junto a las 
comunidades del derecho a la libertad religiosa, en virtud del reconocimiento 
genérico que establece en su favor el art. 16 del CE (cf. STC 154/2002).
2.2.22.3.2. Hombre, varón y mujer 
El término hombre, se emplea en dos ocasiones, ambas en singular, en refe-
rencia al ser humano de sexo masculino o varón. Se utiliza en la misma sentencia, 
de forma entremezclada con el término varón, el cual se emplea tres veces en 
singular, en la STC 39/2002, por lo que, realizamos de forma conjunta la exégesis 
de ambos términos: El hombre y la mujer tienen derecho a contraer matrimonio 
con plena igualdad jurídica, según se desprende de lo establecido en el art. 14 y 
del art. 32 de la CE (cf. STC 39/2002). Igualdad jurídica, entre el varón y la mujer, 
que no respeta el art. 9.2 CC, “al establecer la ley nacional del marido al tiempo 
de la celebración del matrimonio como punto de conexión, aun cuando sea resi-
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dual, para la determinación de la ley aplicable” (STC 39/2002), sin que exista una 
“justifi cación constitucionalmente aceptable para la preferencia por la normativa 
relacionada con el varón” (STC 39/2002). Esta argumentación la fundamenta el 
TC en la CE, en textos comunitarios e internacionales sobre la igualdad. Ade-
más, hace referencia para reforzar su postura a la doctrina del Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos (Sentencia de 22 de febrero de 1994, Caso Burghartz, en 
relación con la determinación del apellido familiar), al tribunal de Justicia de las 
Comunidades Europeas y a otros Tribunales Constitucionales, como son la Corte 
Constitucional Italiana y el Tribunal Constitucional Federal Alemán. En concreto 
hace referencia a la Sentencia de 22 de febrero de 1983 del Tribunal Constitucio-
nal Federal Alemán, con relación a un supuesto que guarda esencial identidad 
con el caso enjuiciado y a la Sentencia de 26 de febrero de 1987 de la Corte Cons-
titucional italiana (cf. STC 39/2002).
Por su parte, el término mujer se emplea en diez ocasiones, nueve en sin-
gular y una en plural. En los casos ya indicados previamente junto al término 
varón y al término hombre. Además, se recuerda la doctrina que establece que 
será discriminatoria cualquier norma o decisión en la que concurran razones o 
circunstancias que tengan con el sexo de la persona una conexión directa e in-
equívoca: como el embarazo de la mujer (cf. STC 41/2002). En este sentido se en-
tenderán contrarias a la igualdad: “el despido de una trabajadora por razón de su 
embarazo constituye una discriminación directa basada en el sexo (Sentencia del 
TJCE de 8 de noviembre de 1990, asunto «Hertz»)”, “la negativa a contratar a una 
mujer embarazada (Sentencia de la misma fecha recaída en el asunto «Dekker»)” 
o “la ruptura del contrato” (Sentencia del TJCE de 5 de mayo de 1994, asunto 
«Habermann-Beltermann»)”, salvo en los casos excepcionales no inherentes al 
estado de la mujer (Sentencia del TJCE de 14 de julio de 1994 –asunto «Webb»)” 
(STC 41/2002).
2.2.22.3.3. Todos y nadie 
Los términos todos y nadie no se emplean en los textos seleccionados de la 
jurisprudencia relevante del año 2002.
2.2.22.3.4. Ciudadano 
El término ciudadano se emplea en tres ocasiones, dos en singular y una 
en plural. En referencia a una persona concreta que está siendo investigada por 
la policía (cf. STC 52/2002). También se indica que los ciudadanos73 tienen una 
esfera jurídica sobre la cual se producen efectos negativos si no se respeta por los 
Jueces y Tribunales el derecho a la tutela judicial efectiva reconocido en el art. 
24.1 CE, el cual incluye el derecho a obtener una resolución fundada en Derecho. 
73 Entendemos que las personas también, pues el art. 24 reconoce el derecho a las personas tal y como ya ha 
indicado la doctrina asentada por la jurisprudencia del propio TC en años anteriores.
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No se entenderán fundadas en derecho aquellas que sean “resultado de un razo-
namiento que no se corresponda con la realidad, por haber incurrido el órgano 
judicial en un error patente en la determinación y selección del material de hecho 
o del presupuesto sobre el que se asienta su decisión”, ya que si no se fundamen-
ta la “resolución judicial no es expresión del ejercicio de la justicia, sino una sim-
ple apariencia de éste” (STC 150/2002). También se indica que los ciudadanos 
de otros países y los apátridas podrán ejercer el derecho constitucional de asilo 
en España —art. 13.4 de la CE— en los términos establecidos por el legislador 
ordinario (cf. STC 53/2002).
2.2.22.4. Términos derivados de palabras de signifi cación próxima
No encontramos empleados en los textos seleccionados de la jurisprudencia 
relevante de 2002 ni el término ciudadana, ni el término individualmente, ni el 
término individual. Procedemos a analizar el término humano. 
2.2.22.4.1. Humano 
El término humano se emplea en cuatro ocasiones, todas ellas en plural. 
Tres junto al sustantivo derechos, al hacer referencia el TC a la jurisprudencia 
del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (STC 39 /20002, STC 167/2002) y al 
art. 5.1.f) del Convenio Europeo de Derechos Humanos (CEDH) (STC 53/2002). 
En la ocasión restante califi ca al término relaciones. Relaciones humanas —como 
las paterno-fi liales— en cuyo ámbito surgen derechos y obligaciones “—concre-
tados por las normas que estructuran la llamada legalidad ordinaria— “que “son 
válidos y efi caces en la medida en que su contenido no rebasa el marco consti-
tucional, respetando los límites propios de los derechos fundamentales” (STC 
154/2002). Esto quiere decir que los órganos judiciales no pueden confi gurar el 
contenido de los deberes haciendo abstracción de los derechos fundamentales 
(cf. STC 154/2002).
2.2.22.5. Términos que expresan un predicado del ser personal 
No encontramos en los textos relevantes del año 2002 empleados los térmi-
nos: natural, inviolable, familia y educación. Procedemos al análisis de los restan-
tes términos siguiendo el orden establecido en los años anteriores. 
2.2.22.5.1. Vida 
El término vida se emplea en dos ocasiones, todas ellas en singular. 
La persona —tanto adulta como menor— que se opone “a la injerencia aje-
na sobre su propio cuerpo”, está “ejercitando un derecho de autodeterminación 
que tiene por objeto el propio sustrato corporal —como distinto del derecho a la 
salud o a la vida— y que se traduce en el marco constitucional como un derecho 
fundamental a la integridad física” (STC 154/2002).
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Se establece que las prestaciones personales obligatorias de los reclusos no 
pueden considerarse trabajos forzados, siempre que las mismas no tengan ca-
rácter afl ictivo ni sean aplicadas como medida de corrección, sean remuneradas, 
estén orientadas a preparar al interno para la vida en libertad, gocen de la protec-
ción de la legislación vigente en materia de Seguridad Social y no estén supedi-
tadas al logro de intereses económicos por la Administración (cf. STC 116/2002).
2.2.22.5.2. Integridad 
El término integridad se emplea en dos ocasiones en singular, acompañada 
del adjetivo física. Como objeto de un derecho fundamental regulado en el art. 
15 de la CE, que otorga a la persona la capacidad de autodeterminación sobre su 
propio sustrato corporal, que le permite oponerse a cualquier injerencia ajena 
sobre su propio cuerpo (cf. STC 154/2002). Como cualquier derecho de la per-
sonalidad, será ejercido por los menores de edad, como ya se ha indicado, que-
dando excluidos los mismos de “la facultad de representación legal que tienen 
los padres en cuanto titulares de la patria potestad” en base al art. 162.1 del CC, 
siendo los poderes públicos quienes ejercerán esa labor tutelar en esos casos (cf. 
STC 154/2002). Exclusión que “no alcanza al deber de velar y cuidar del menor y 
sus intereses” (cf. STC 154/2002).
2.2.22.5.3. Física 
El término física se emplea en dos ocasiones, ambas en singular, acompa-
ñando al término integridad, en referencia, como se ha indicado, al sustrato cor-
poral de la persona (cf. STC 154/2002).
2.2.22.5.4. Jurídica 
El término jurídica se emplea en once ocasiones, nueve en singular y dos en 
plural. Acompaña en dos ocasiones al término igualdad (STC 154/2002). Remi-
timos a la exégesis de este término, para determinar el contenido de signifi cado 
en estos casos.
En el resto de ocasiones, como ocurre en años anteriores, vemos cómo se 
emplea califi cando a diversos sustantivos determinando su contenido de signi-
fi cado, a realidades que o bien han sido creadas por el Derecho —diferenciación 
jurídica (STC 39/2002), situación jurídica (STC 39/2002), ordenamiento jurídico 
(STC 39/2002),…—, o bien que desarrollan y tienen sus consecuencias en el ámbi-
to del Derecho —esfera jurídica del ciudadano (STC 150/2002), efectos jurídicos 
(STC 154/2002),…— Sin aportar nada más relevante para la determinación del 
contenido de signifi cado del término, que lo que nos manifi esta su propio uso.
2.2.22.5.5. Dignidad 
El término dignidad se emplea en una ocasión. Se establece que mientras la 
persona se encuentre sometidas a los actos de los poderes públicos españoles, es titu-
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lar y rigen “los derechos fundamentales derivados de la dignidad de la persona que 
la Constitución reconoce a todas las personas” (cf. STC 53/2002). Esto incluye cuan-
do es solicitante de asilo y se encuentra en un puesto fronterizo (cf. STC 53/2002).
2.2.22.5.6. Inherente 
El término inherente se emplea en una ocasión, para indicar, siguiendo la 
doctrina asentada por el TJCE en su sentencia de 14 de julio de 1994 —asunto 
«Webb»—, que solo se podrá despedir a la mujer embarazada, cuando el despi-
do se deba a “casos excepcionales no inherentes al estado de la interesada” (STC 
41/2002).
2.2.22.5.7. Libertad 
El término libertad se emplea en veinte ocasiones, diecisiete en singular y 
tres en plural. Podemos clasifi car el término en tres grupos, atendiendo al conte-
nido de signifi cado con el que se emplea el mismo.
Primero, como valor superior del ordenamiento jurídico regulado en el art. 
1.1 de la CE (cf. STC 53/2002).
Segundo, como facultad propia del sujeto, derecho de libertad, regulado en 
el art. 17 de la CE, del que disfrutan tanto españoles como extranjeros, al ser un 
derecho vinculado a la dignidad de la persona y cuyo ejercicio se reconoce por lo 
tanto a toda persona (cf. STC 53/2002). Libertad personal de la que puede verse 
privado por medidas cautelares (STC 23/2002) o por penas privativas de libertad 
(STC 153/2002).
Tercero, en referencia a facultades recogidas por la CE, ya sea en una refe-
rencia genérica: “Derechos fundamentales y libertades públicas” (STC 5/2002) 
—que en el caso de los extranjeros estarán reguladas por la Ley Orgánica 4/2000, 
de 11 de enero, sobre Derechos y Libertades de los Extranjeros en España y su In-
tegración Social (STC 53/2002)—, ya sea de forma concreta: libertad de expresión 
(STC 20/2002) o libertad religiosa (STC 154/2002). Cuando un órgano judicial 
resuelva un caso, tiene que escoger, de entre las diversas soluciones que entienda 
posibles aquella que contribuya a otorgar la máxima efi cacia posible al derecho 
fundamental afectado (cf. STC 5/2002); si estas resoluciones se recurren en am-
paro, el TC deberá valorar si “el órgano judicial ha identifi cado adecuadamente 
el contenido del derecho o libertad y que, al adoptar la resolución pertinente, ha 
tenido presente esa exigencia de entender en ese caso concreto y aplicar el pre-
cepto de la manera que mejor permita la efectividad del derecho fundamental de 
acuerdo con ese contenido previamente defi nido” (STC 5/2002).
2.2.22.5.8. Seguridad 
El término seguridad se emplea en dos ocasiones, todas ellas en singular, 
una en el término Seguridad Social (STC 116/2002) y otra en referencia a las 
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Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado (STC 52/2002). Por lo que, según lo 
indicado al inicio de esta investigación, no los incluimos en nuestro análisis. 
2.2.22.5.9. Igualdad 
El término igualdad se emplea en siete ocasiones, todas ellas en singular. 
La igualdad, como principio genérico, “no postula ni como fi n ni como medio la 
paridad y solo exige la razonabilidad de la diferencia normativa de trato”(STC 
39/2002); sin embargo, “las prohibiciones de discriminación contenidas en el art. 
14 CE implican un juicio de irracionabilidad de la diferenciación establecida «ex 
costitutione», que imponen como fi n y generalmente como medio la parifi cación” 
(STC 39/2202). En consecuencia, las diferencias de trato deberán cumplir con un 
canon mucho más estricto cuando estén en relación con el art. 14 de la CE, “así 
como un mayor rigor respecto a las exigencias materiales de proporcionalidad”, 
debiendo demostrar el carácter justifi cado de la diferenciación quien asume la 
defensa de la misma (cf. STC 39/2002). Igualdad que está regulada en textos co-
munitarios e internacionales (cf. STC 39/2002), y que en cuanto igualdad jurídica 
se proclama del hombre y la mujer en el matrimonio (cf. STC 39/2002), por lo 
que, establece la ley personal del marido como punto de conexión para la deter-
minación de la ley aplicable a los efectos económicos del matrimonio, aunque sea 
de forma residual, será contrario a dicha igualdad (cf. STC 39/2002).
2.2.22.5.10. Derecho 
El término derecho se emplea en sesenta ocasiones, treinta y nueve en sin-
gular y veintiuna en plural. Podemos clasifi car el término en cinco grupos, aten-
diendo al contenido de signifi cado con el que se emplea el mismo.
Primero, acompañado del adjetivo fundamentales. Se reconocen algunos 
de estos derechos en concreto: derecho a contraer matrimonio con plena igual-
dad (STC 39/2002), derecho a la igualdad (STC 39/2002), derecho al honor (STC 
52/2002), derecho a entrar y circular libremente por España (STC 53/2002), de-
recho a la tutela judicial efectiva (STC 150/2002), derecho a la libertad religio-
sa (STC 152/2002), derecho al secreto de las comunicaciones (STC 167/2002)… 
Cualquier persona sometida a la potestad efectiva del Estado español, es decir, 
sometida a actos de los poderes públicos españoles, será titular de los derechos 
fundamentales derivados de la dignidad de la persona que la CE reconoce a to-
das las personas (cf. STC 53/2002). Dentro de estos derechos, aquellos que se 
entiendan como propios de la personalidad, en la medida en que los ejerza un 
menor de edad “queda excluida la facultad de representación legal que tienen los 
padres en cuanto titulares de la patria potestad, según explícitamente proclama 
el art. 162.1 del Código civil (precepto sin correlato expreso en la Compilación)”, 
representación que realizarán los poderes públicos (cf. STC 154/2002). Estos de-
rechos fundamentales deberán ser tenidos en cuenta por los órganos judiciales 
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en la forma establecida por el TC, y que se analiza en el apartado dedicado a la 
exégesis del término libertad. 
Segundo, en referencia a derechos constitucionales, aquellos recogidos por 
la Constitución, fuera de la Sección 1ª del Capítulo II, del Título 1º, como el dere-
cho de asilo (STC 53/2002).
Tercero, en referencia a facultades que reconoce la legislación ordinaria a 
diversos sujetos. Se establece que estos derechos y obligaciones que surgen en el 
ámbito de las relaciones humanas, y que concretan las normas que estructuran la 
llamada legalidad ordinaria son válidos y efi caces en la medida en que su conte-
nido no rebasa el marco constitucional, es decir, en la medida en que respetan los 
límites propios de los derechos fundamentales (STC 154/2002). Los cuáles serán 
tutelados por los tribunales ordinarios, en cuanto derechos subjetivos y legítimos 
de los sujetos (STC 18/2002).
Cuarto, acompañado del adjetivo humanos al hacer referencia el TC a la 
jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (STC 39 /20002, STC 
167/2002) y al art. 5.1.f) del Convenio Europeo de Derechos Humanos (CEDH) 
(STC 53/2002).
Por último, el término se emplea en referencia al conjunto del sistema jurí-
dico —Derecho (STC 150/2002)—, o al conjunto de normas sobre un ámbito del 
mismo: Derecho internacional privado (STC 39/2002), —que servirá de ejemplo 
y criterio resolutivo al TC en la medida en que sea semejante al nuestro (cf. STC 
39/2002)—; Derecho europeo sobre inmigración y asilo (STC 53/2002).
2.2.22.5.11. Deber 
El término deber se emplea en seis ocasiones, cinco en singular y una en 
plural, en referencia a conductas obligatorias para diversos sujetos. Por ejemplo, 
los reclusos tendrán la obligación de trabajar, obligación que para que no cons-
tituya trabajos forzados “no puede tener carácter afl ictivo, ni ser aplicado como 
medida de corrección, sino que está orientado precisamente a la fi nalidad de las 
penas privativas de libertad” (STC 116/2002). Los progenitores tendrán en toda 
circunstancia la obligación de velar y cuidar del menor y sus intereses, obligacio-
nes que deben confi gurarse teniendo en cuenta los derechos fundamentales (cf. 
STC 46/2002) y los trabajadores tienen la obligación legal de confi dencialidad y 
de sigilo profesional, no compartiendo aquello que es propio del trabajo y tiene 
carácter confi dencial (cf. STC 213/2002).
2.2.22.5.12. Honor 
El término honor se emplea en una ocasión, en referencia al objeto del 
derecho, el cual “se encuentra limitado, a la vez que constituye un límite a los 
mismos, por los derechos fundamentales a opinar e informar libremente” (STC 
52/2002). Por ello, habrá conductas que están protegidas por el derecho al honor 
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—los antecedentes penales—, salvo que se encuentren protegidas por el derecho 
a informar libremente y sean necesarios para la noticia que se quiere comunicar 
(cf. STC 52/2002).
2.2.22.5.13. Matrimonio 
El término matrimonio se emplea en doce ocasiones, todas ellas en singular.
En virtud del art. 32 de la CE el hombre y la mujer contraerán matrimonio 
en plena igualdad jurídica (STC 39/2002). Cuando el que lo contraiga sea menor 
de edad —igual que para el resto de actos personalísimos y el ejercicio de los de-
rechos de la personalidad— quedará excluida la facultad de representación legal 
que tienen los padres en cuanto titulares de la patria potestad, según explícita-
mente proclama el art. 162.1 del Código civil (STC 154/2002).
El matrimonio tendrá un régimen económico propio, una ley propia apli-
cable a efectos económicos, que podrán establecer los contrayentes en las capi-
tulaciones matrimoniales, y si no lo hacen, se establecerá conforme a un criterio 
supletorio, que debe ajustarse a los preceptos constitucionales (cf. STC 39/2002), 
por ello, será inconstitucional, por ser contrario a la igualdad del art. 14 como a la 
igualdad jurídica del art. 32 de la CE, el art. 9.2 del CC, que establecía con carác-
ter supletorio “la nacionalidad del marido al tiempo de contraer el matrimonio 
como punto de conexión para la determinación de la ley aplicable a las relaciones 
personales del matrimonio” (STC 39/2002).
2.2.22.5.14. Tutela 
El término tutela se emplea en dos ocasiones, una y otra en singular. Como 
objeto de un derecho fundamental, el derecho a la tutela judicial efectiva, del cual 
incluye el derecho a obtener de los Jueces y Tribunales una resolución fundada 
en Derecho (cf. STC 150/2002). En consecuencia, las resoluciones no pueden estar 
fundadas en razonamientos que no se corresponda con la realidad, “por haber in-
currido el órgano judicial en un error patente en la determinación y selección del 
material de hecho o del presupuesto sobre el que se asienta su decisión”, porque, 
sino no serán “expresión del ejercicio de la justicia, sino una simple apariencia de 
éste” (STC 150/2002). 
2.2.22.6. Fuentes doctrinales y jurisprudenciales especifi cadas en las sen-
tencias
El TC a la hora de fundamentar su doctrina hace referencia a distintas 
normas y tratados internacionales: Convenio Europeo de Derechos Humanos 
(CEDH) (STC 53/2002), a la Directiva 76/207/CEE, a la Directiva 92/85/CEE 
(STC 41/2002) y al Derecho europeo sobre inmigración y asilo (STC 53/2002); y 
a los tribunales internacionales que los interpretan y a la jurisprudencia asentada 
por ellos: al TJCE (STC 39/2002 y STC 41/2002) —Sentencia del TJCE de 8 de 
noviembre de 1990, asunto «Hertz»; Sentencia del TJCE de 8 de noviembre de 
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1990, asunto «Dekker»; Sentencia del TJCE de 5 de mayo de 1994, asunto «Haber-
mann-Beltermann»; Sentencia del TJCE de 30 de junio de 1998, asunto «Brown», 
Sentencia del TJCE de 14 de julio de 1994 —asunto «Webb»—, «no ha previsto 
ninguna excepción a la prohibición de despido de la mujer encinta durante dicho 
período, salvo en los casos excepcionales no inherentes al estado de la interesa-
da» (STC 41/2002)— y al Tribunal Europeo de Derechos Humanos —STEDH de 
22 de febrero de 1994, Caso Burghartz (STC 39/2002); STEDH de 6 de septiembre 
de 1978, caso Klass y STEDH de 15 de junio de 1992, caso Ludí (STC 167/2002). 
También hace referencia a tribunales nacionales de otros países con sistemas ju-
rídicos similares al nuestro, que han resuelto problemas similares en un sentido 
idéntico al TC. En concreto harán referencia al Tribunal Constitucional Federal 
Alemán y a la Corte Constitucional Italiana (STC 39/2002). Por último, a nivel 
nacional, hará referencia continua a su propia doctrina asentada en la jurispru-
dencia de años anteriores: STC 39/2002, STC 41/2002, STC 53/2002…
2.2.22.7. Conclusiones
En cuanto a la cuestión interpretativa y respecto a la pregunta sobre quién 
es persona, la jurisprudencia del año 2002 no añade nada relevante a lo estable-
cido en años anteriores. 
Sobre la relación del término persona con el resto de términos de signifi ca-
ción próxima, se afi rma que el secreto de comunicaciones puede ser anulado para 
las personas internas en centros penitenciarios. Medida que debe ser individua-
lizada en la persona concreta (cf. STC 167/2002).
La pregunta por la naturaleza de la persona, qué es la persona, tampoco se 
responde en este año de forma expresa. Sí que se establecen, como en años ante-
riores, atributos o características de la misma. Recogemos de forma esquemática 
lo indicado previamente en el análisis de los términos.
Las personas son titulares de los derechos fundamentales derivados de la 
dignidad de la persona y reconocidos en la CE, en cuanto se encuentren someti-
das a los actos de los poderes públicos españoles, es decir, bajo el control efectivo 
del Estado español. 
Los menores de edad también serán titulares de los derechos fundamenta-
les. En los actos relativos a los derechos de la personalidad —como el de la inte-
gridad física— queda excluida la facultad de representación legal que tienen los 
padres en cuanto titulares de la patria potestad, —art. 162.1 del Código civil—. 
Serán tutelados en estos supuestos por los poderes públicos.
Las personas en cuanto seres humanos tienen una pluralidad de relaciones 
humanas —como las paterno-fi liales— en cuyo ámbito surgen derechos y obliga-
ciones, concretados por las normas que estructuran la llamada legalidad ordina-
ria. Son válidos y efi caces en la medida en que su contenido no rebasa el marco 
constitucional, respetando los límites propios de los derechos fundamentales. 
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Las personas tienen una ley propia, la ley que les es aplicable por su nacio-
nalidad o lugar de residencia. Esta ley personal determinará el régimen económi-
co del matrimonio, solo si los contrayentes no lo han determinado mediante ca-
pitulaciones matrimoniales, se atenderá a un criterio supletorio el cual no podrá 
atender al sexo de los contrayentes, ya que el hombre y la mujer tienen derecho a 
contraer matrimonio en plena igualdad jurídica. 
La mujer puede quedarse embarazada, al ser una realidad biológica propia 
de la misma. Este hecho no puede ser fundamento de ninguna norma o decisión, 
pues de lo contrario, la misma se entenderá como contraria a la igualdad. 
Las personas pueden formar parte en una Junta General de Accionistas, que 
en cuanto que expresa el principio democrático de participación de los accionis-
tas, supone un ejercicio de su libertad y manifestación colectiva. También pueden 
trabajar, siendo posible que se les exija un deber de confi dencial y de sigilo, de 
aquello que conozcan con motivo de su trabajo.
Sobre las cualidades que pone en relación el propio texto del 78, vemos 
cómo, al igual que en años anteriores, en su mayoría no se defi nen, no se estable-
ce claramente su contenido de signifi cado. Sin embargo, en algunos casos sí que 
se establecen notas características de los mismos. No queriendo reproducir lo ya 
dicho anteriormente, recogemos aquellos términos de los que se establecen notas 
relevantes para nuestro objeto de estudio, en concreto atendemos a los términos: 
libertad y tutela.
Las libertades y derechos fundamentales deberán ser garantizadas por los 
órganos judiciales, los cuales al resolver un caso deberán escoger, entre las diver-
sas soluciones que entienda posibles aquella que contribuya a otorgar la máxima 
efi cacia posible al derecho fundamental afectado.
Por su parte el derecho a la tutela judicial efectiva, que se reconoce a toda 
persona, incluye el derecho a obtener de los Jueces y Tribunales una resolución 
fundada en Derecho. Esto implica que las resoluciones no pueden estar fundadas 
en razonamientos que no se corresponda con la realidad, por haber incurrido el 
órgano judicial en un error patente en la determinación y selección del material 
de hecho o del presupuesto sobre el que se asienta su decisión, porque, sino no 
serán expresión del ejercicio de la justicia, sino una simple apariencia de éste.
Finalmente, en cuanto a la tercera pregunta: la razón por la que persona se 
expresa como titular de derechos y de qué derechos es titular la persona por el 
mero hecho de ser persona, en el año 2002 se establece que la persona en cuanto 
se encuentre sujeta al poder efectivo de los poderes públicos españoles, será titu-
lar de todos los derechos y libertades públicas reconocidos en la CE que se deri-
ven de la dignidad de la misma. Esto incluye el derecho a la libertad, el derecho 
a la libertad religiosa, al secreto de las comunicaciones y a la integridad física, al 
honor y a la tutela judicial efectiva —derecho que se reconoce en el año 2002 al 
ciudadano pero que la jurisprudencia anterior reconocía a la persona—.
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Derechos que solo podrán ser limitados cuando haya sospechas que se fun-
den datos fácticos o indicios, es decir, en datos objetivos, accesibles a terceros, 
susceptibles de control y con base real. 
2.2.23. 2003
En el año 2003 no se produce ningún cambio en l a composición del TC, por 
lo que, seguimos contando con los mismos magistrados que el año anterior74. La 
jurisprudencia relevante de este año está compuesta por diez sentencias de un 
total de noventa y nueve.
2.2.23.1. Persona: su expresión singular y plural
El término persona se emplea en treinta y una ocasiones, diecisiete en sin-
gular y catorce en plural, a lo largo de siete sentencias de la jurisprudencia selec-
cionada. Siete son los ponentes de dichas sentencias: don Vicente Conde Martín 
de Hijas —STC 14/2003—, don Pablo García Manzano —STC 32/2003—, don 
Eugeni Gay Montalvo —STC 46/2003—, don Manuel Jiménez de Parga y Cabre-
ra —STC 48/2003—, don Guillermo Jiménez Sánchez —STC 95/2003—, doña 
María Emilia Casas Baamonde —STC 184/2003—, don Francisco Javier Delgado 
Barrio —STC 197/2003—.
Encontramos el término empleado para referir al ser humano, al individuo, 
no determinado en el momento presente, sin aportar mayor contenido de signi-
fi cado que su propio uso como sinónimo de persona: “la detención de dos de las 
personas presuntamente implicadas en los hechos investigados” (STC 14/2003), 
“habiendo denunciado públicamente tal persona la existencia de irregularidades 
en el Ministerio del Interior turco” (STC 32/2003), “sino personas con quienes se 
pusieron en contacto telefónico” (STC 184/2003),…
En el resto de ocasiones lo encontramos empleado, por un lado, como pro-
posición subordinada adjetiva, lo que equivaldría a decir personal; por otro, 
como sustantivo, en la función sintáctica de sujeto o de complemento directo, al 
ser quien realiza la acción, o sobre quien recae la acción realizada. Los diferentes 
usos sintácticos se encuentran empleados dentro de las mismas sentencias, por lo 
que, ante la inoperatividad de separarlos, procedemos a realizar la exégesis del 
término sin agruparlo por la función sintáctica con la que se emplea.
Toda persona es titular de los derechos fundamentales. Será titular de los 
derechos y libertades defi nidos en el Título I del CEDH toda persona depen-
74 Tribunalconstitucional.es.(2017). Historia del Tribunal Constitucional. [online] Disponible en: https://
www.tribunalconstitucional.es/es/tribunal/historia/Paginas/Tribunal—Constitucional—de—Espania.
aspx [Acceso 22 Mayo 2017].
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diente de la jurisdicción de alguno de los estados signatarios del mismo (cf. STC 
32/2003). Esto incluye la persona que ha sido detenida (cf. STC 14/2003), la que 
ha sido condenada (cf. STC 48/2003) y a aquella de la que se requiere su extradi-
ción (cf. STC 32/2003). 
Será titular del derecho a la propia imagen por el cual se pretende salva-
guardar un ámbito propio y reservado, aunque no íntimo, que proteja la mani-
festación de la libertad de la persona en el mundo físico a través de la actuación 
de su cuerpo y las circunstancias del mismo, frente a la acción y conocimiento 
de los demás; “un ámbito necesario para poder decidir libremente el desarrollo 
de la propia personalidad y, en defi nitiva, un ámbito necesario según las pautas 
de nuestra cultura para mantener una calidad mínima de vida humana” (cf. STC 
14/2003). 
Las personas condenadas por terrorismo, una vez cumplida la pena, serán 
titulares del derecho al sufragio pasivo, sin embargo, la inclusión de estas perso-
nas en la lista de partidos políticos en cuanto quepa “presumir, fundadamente, 
una afi nidad con los métodos del terror, no con las ideas y programas que, even-
tualmente, puedan también perseguir organizaciones terroristas” puede ser fun-
damento para valorar “que con su actividad el partido «[vulnera] los principios 
democráticos” (STC 48/2003).
Las personas requeridas por un tercer país para ser juzgadas o cumplir una 
pena, solo podrán ser extraditadas cuando los Estados puedan garantizar de for-
ma razonable, que si entregan al individuo las condiciones que se dan en el país 
de destino respetan las garantías del CEDH —STEDH de 7 de julio de 1989, caso 
Soering— (cf. STC 32/2003) y, por lo tanto, que no será sometida a torturas o 
tratos inhumanos. Teniendo los Estados el deber de realizar un examen riguro-
so y serio de las alegaciones —STEDH de 11 de julio de 2000, caso Jabari contra 
Turquía, §§ 39 y 40— y de proveer de ofi cio el material o los elementos que con-
sidere precisos a la persona para la defensa de estas alegaciones —STEDH de 15 
de noviembre de 1996, caso Chahal contra el Reino Unido, §§ 96 y 97— (cf. STC 
32/2003). Sin embargo, no será necesario que la persona acredite de modo pleno 
y absoluto la vulneración de sus derechos en el extranjero para que le sean apli-
cadas todas estas garantías (cf. STC 32/2003).
Las personas físicas serán titulares del derecho a la gratuidad de la justicia, 
cuando carezcan de recursos sufi cientes para litigar en los términos en los que 
este concepto jurídico indeterminado sea confi gurado por el legislador ordinario, 
el cual posee un amplio margen de libertad de confi guración, propio de su potes-
tad legislativa, para la concreción de este concepto normativo (cf. STC 95/2003). 
Una vez que el concepto es determinado por el legislador, no se podrá privar del 
mismo a ningún grupo de personas físicas que reúnan las condiciones económi-
cas previstas con carácter de generalidad para acceder a tal derecho, ya que lo 
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mismo implicaría una lesión del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva 
(cf. STC 95/2003).
Estos derechos fundamentales pueden sufrir limitaciones en su ejercicio 
justifi cadas por la investigación de un delito o el cumplimiento de una pena. Por 
ejemplo, está contemplada la limitación del derecho al secreto de las comunica-
ciones de aquellas personas sobre las que existan indicios de responsabilidad 
criminal en el momento de acordar la intervención (cf. STC 184/2003), siempre 
que existan datos que conecten los hechos delictivos con cada una de las perso-
nas afectadas por la medida, con independencia de que “se solicite y se autorice 
respectivamente la intervención de las comunicaciones telefónicas de varias per-
sonas —y de uno o varios de los teléfonos de ellas—” (STC 184/2003). Sin embar-
go, no estará justifi cada la toma de fotografía alguna de la persona detenida, con 
o sin su consentimiento, ya que lo mismo constituye una injerencia en el ejercicio 
de su derecho al respeto a la vida privada y familiar, tal y como recoge el art. 8.2 
del CEDH y el TEDH en su sentencia de 28 de octubre de 1994 —caso Murray 
contra Reino Unido—(cf. STC 14/2003). Tampoco se entenderá comprendida 
bajo la libertad de información la difusión y distribución en medios de comunica-
ción de una “reseña fotográfi ca policial de una persona sin relevancia pública” en 
la medida en que dicha “reseña fotográfi ca que constituye la máxima expresión 
de su identidad” la cual está protegido por los derechos del art. 18 de la CE (cf. 
STC 14/2003). Ni podrá limitarse el derecho al secreto de las comunicaciones de 
aquellas personas que el legislador haya excluido de los supuestos autorizados 
para las escuchas, en base al respeto a 
“otros derechos fundamentales o bienes constitucionales concurrentes al inter-
venirse sus comunicaciones, o las de otros con quienes se comunican, como en el 
caso de Abogados o profesionales de la información el derecho al secreto profe-
sional (arts. 24.2, párrafo 2, y 20.1.d CE), o en el caso de Diputados o Senadores 
el derecho al ejercicio de su cargo de representación política (art. 23.2 CE), su 
inmunidad parlamentaria y la prohibición de ser inculpados o procesados sin 
previa autorización de la Cámara respectiva (art. 71.2 CE)” (STC 184/2003).
No se entenderá justifi cada la limitación de ningún derecho en base a un es-
crito anónimo, por mayor que sea la acusación delictiva que en él se contenga (cf. 
STC 184/2003). Aunque sí que pueda dar inicio a una mínima investigación por 
la policía a los efectos de corroborar, al menos en algún aspecto signifi cativo, la 
existencia de los hechos delictivos y la implicación de las personas a las que en el 
mismo se atribuye su comisión, lo que sí que permitiría la limitación de derechos 
fundamentales que faciliten la investigación de los hechos (cf. STC 184/2003).
La persona no podrá alegar discriminación en base a un trato diferente re-
cibido en comparación consigo misma, ya que la desigualdad proscrita por el 
art. 14 de la CE, “exige que el término de comparación del distinto trato lo sea 
respecto de otras personas, sin que pueda producirse respecto de uno mismo” 
(cf. STC 46/2003).
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Finalmente, se establece que por sus circunstancias personales la persona 
puede ser declarada inválida; el grado de invalidez dependerá de “la necesidad 
de la asistencia de otra persona para realizar los actos más esenciales de la vida, 
tales como vestirse, desplazarse, comer o análogos” (cf. STC 197/2003). La inva-
lidez es por lo tanto el reconocimiento de una reducción anatómica o funcional 
grave, que, pese a que la persona está en edad de actividad, disminuyen o anulan 
su aptitud para el trabajo (cf. STC 197/2003), lo que debe distinguirse de la jubi-
lación, que aunque se entendía como una respuesta al “declive de las facultades 
adecuadas para el desarrollo del trabajo, hoy se justifi ca también como derecho 
al descanso socialmente retribuido que se reconoce al trabajador como contrapar-
tida al esfuerzo que ha desarrollado durante su vida laboral”(cf. STC 197/2003). 
2.2.23.2. Sus derivados
2.2.23.2.1. Personal 
El término personal se emplea en tres ocasiones, dos en singular y una en 
plural. Se emplea como adjetivo califi cativo de los sustantivos a los que acompa-
ña; equivaldría a decir de la persona.
La persona que vaya a ser extraditada puede oponerse a dicha extradición 
alegando que se van a vulnerar derechos de la mayor relevancia, como pueden 
ser, el derecho “a no ser discriminado, perseguido o castigado por razones vin-
culadas a sus condiciones personales o sociales o a su ideología u opiniones polí-
ticas, o los derechos a la vida y a la integridad física o moral” (STC 32/2003). En 
estos casos, como hemos visto al analizar el término persona, el Estado deberá 
valorar, facilitando para ello todos los medios de prueba al reclamado, si estas 
alegaciones son ciertas o no, para negar en el caso de que lo sean la solicitud de 
extradición (cf. STC 32/2003).
Se establece que habrá sectores, en los que se requerirá de una autorización 
personal para poder entrar; por ejemplo, en el sector farmacéutico de cara a abrir 
una farmacia (cf. STC 109/2003); por ello, las sanciones que den lugar a la clausu-
ra o cierre de la misma, también deberán ser personales (cf. STC 109/2003).
2.2.22.2.2. Personalidad 
El término personalidad se emplea en tres ocasiones, todas ellas en singu-
lar. El libre desarrollo de la personalidad es uno de los principios de nuestro or-
denamiento, según se recoge en el art. 10.1 de la CE; por ello, para que la persona 
pueda decidir libremente el desarrollo de la propia personalidad, se establecen 
por los derechos fundamentales del art. 18 de la CE ámbitos propio y reservados, 
frente a la acción y conocimiento de los demás, que posibiliten ese desarrollo 
libre (cf. STC 14/2003).
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Existirán personalidades que se califi quen como anómalas, en la medida en 
que impliquen que la persona, que se encuentra cumpliendo pena de prisión, si 
se le permite salir de la cárcel mediante un permiso pueda quebrantar la conde-
na, cometer nuevos delitos o el permiso pueda repercutir negativamente desde 
la perspectiva de su preparación para la vida en libertad o de su programa in-
dividualizado de tratamiento (cf. STC 115/2003), en base a esta valoración de la 
personalidad del sujeto, por un equipo técnico correspondiente, con todas las 
garantías necesarias, se podrán negar permisos de salida a las personas internas 
en centros penitenciarios (cf. STC 115/2003). 
2.2.23.3. Términos de signifi cación próxima 
2.2.23.3.1. Individuo 
El término individuo se emplea en dos ocasiones, todas ellas en singular. In-
dicando, como ya hemos visto, que los Estados signatarios del CEDH, no pueden 
entregar a un individuo a un tercer país “sin estar seguro de que las condiciones 
que se dan en el país de destino cuadran totalmente con cada una de las garan-
tías del Convenio” (STC 32/2003), garantías que deben salvaguardar las vidas 
de aquéllos bajo su jurisdicción, así como garantizar que no sean sometidos a 
torturas ni a tratos inhumanos o degradantes (cf. STC 32/2003). Garantías que, a 
su vez, imponen una obligación positiva para el Estado: averiguar la existencia 
de un riesgo real e inmediato para la vida del individuo bajo su jurisdicción, cuya 
extradición se está valorando (cf. STC 32/2003).
2.2.23.3.2. Hombre, varón y mujer 
Los términos hombre, varón y mujer no aparecen en los textos selecciona-
dos de la jurisprudencia relevante de este año. 
2.2.23.3.3. Todos y nadie 
El término todos no se emplea en los textos seleccionados de la jurispruden-
cia relevante de este año. Por su parte, el término nadie se emplea en una ocasión 
al indicar que, en virtud del art. 4 del Protocolo 7 del Convenio Europeo de Dere-
chos Humanos —fi rmado por España, aunque no ratifi cado—, “nadie podrá ser 
procesado o castigado penalmente por las jurisdicciones del mismo Estado por 
una infracción por la que hubiera sido absuelto o condenado por sentencia fi rme 
conforme a la Ley y al procedimiento penal de ese Estado”, salvo que aparezcan 
“hechos nuevos o revelaciones nuevas o un vicio esencial en ese procedimiento 
pudieran afectar a la sentencia dictada” (STC 2/2003).
2.2.23.3.4. Ciudadano 
El término ciudadano se emplea en cinco ocasiones, cuatro en singular y 
una en plural.
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El ciudadano está sometido a los poderes públicos, sin embargo, “en el Es-
tado constitucional de Derecho ningún poder público es ilimitado, por tanto, la 
potestad sancionadora del Estado, en cuanto forma más drástica de actuación de 
los poderes públicos sobre el ciudadano, ha de sujetarse a estrictos límites”, como 
“condición de legitimidad de su ejercicio en el Estado de Derecho, en el que la 
libertad es uno de sus valores superiores (art. 1.1 CE) y la seguridad jurídica (art. 
9.3 CE) uno de los principios confi guradores del mismo” (STC 2/2003). Por ello, 
el ciudadano no podrá ser sometido por el Estado a “un doble o ulterior procedi-
miento sancionador por los mismos hechos con el mismo fundamento, una vez 
que ha recaído resolución fi rme en un primer procedimiento sancionador —ad-
ministrativo o penal—”, en lo que “constituye uno de los límites al ejercicio de 
la potestad sancionadora del Estado que la Constitución impone como inherente 
al derecho a ser sancionado en el marco de un procedimiento sancionador sus-
tanciado con todas las garantías (art. 24.2 CE)” (STC 2/2003). Esta prohibición 
se encuentra recogida de forma análoga en art. 4 del Protocolo 7 CEDH, el cual 
protege “al ciudadano no solo frente a la ulterior sanción —administrativa o pe-
nal—, sino frente a la nueva persecución punitiva por los mismos hechos una 
vez que ha recaído resolución fi rme en el primer procedimiento sancionador, con 
independencia del resultado —absolución o sanción— del mismo” (STC 2/2003). 
Prohibición que también puede encontrarse en el derecho norteamericano, en el 
cual se contempla la posibilidad de una revisión de las sentencias fi rmes, siem-
pre que dicha revisión no sea “contra reo”, para evitar “que el ciudadano sea 
víctima de la impotencia o del egoísmo del Estado”, evitarle las “vejaciones que 
resultarían de una situación de permanente inseguridad y, en fi n, no dispensarle 
un trato incompatible con la condición de ciudadano de un pueblo libre” (cf. STC 
2/2003).
2.2.23.4. Términos derivados de palabras de signifi cación próxima
No encontramos empleados en los textos seleccionados de la jurisprudencia 
relevante de 2003 ni el término ciudadana ni el término individualmente. Proce-
demos a analizar los restantes Términos derivados de palabras de signifi cación 
próxima. 
2.2.23.4.1. Individual 
El término individual se emplea en dos ocasiones, todas ellas en singular. 
Califi ca al término libertad y al término carácter. La libertad individual no puede 
verse continuamente amenazada por restricciones permanentes fruto de la posi-
bilidad de que el Estado pueda reiterar sus pretensiones punitivas por los mis-
mos hechos sin límite alguno, ya que esto supondría una situación permanente 
de inseguridad incompatible con el Estado de Derecho (cf. STC 2/2003). 
Por otra parte, se indica que, aunque las intervenciones de las comunica-
ciones se soliciten y se autoricen respecto de varias personas, al tener carácter 
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individual, deberán incluir datos que conecten los hechos delictivos con cada una 
de las personas afectadas por la medida (cf. STC 184/2003).
2.2.23.4.2. Humano 
El término humano se emplea en catorce ocasiones, una en singular y trece 
en plural.
Califi ca al término vida. Vida humana que necesita para mantener una ca-
lidad mínima de la existencia de “un ámbito propio y reservado, aunque no ín-
timo, frente a la acción y conocimiento de los demás; un ámbito necesario para 
poder decidir libremente el desarrollo de la propia personalidad”, ámbito propio 
que se garantiza mediante los derechos fundamentales como el derecho a la pro-
pia imagen (cf. STC 14/2003).
En el resto de las ocasiones lo encontramos acompañando al sustantivo De-
rechos, al hacer referencia el TC en ocho ocasiones al Tribunal Europeo de Dere-
chos Humanos y la jurisprudencia del mismo (STC 2/2003, STC 14/2003 y STC 
32/2003), en que interpreta el Convenio Europeo de Derechos Humanos, al que 
también hace referencia el TC en tres ocasiones (STC 2/2003 y STC 32/2003). En 
el art. 3 de dicho convenio se prohíbe el sometimiento a tortura o penas o tratos 
inhumanos y degradantes (STC 32/2003), por lo que, los Estados signatarios de-
berán garantizar que las personas sometidas a su jurisdicción no son sometidas a 
dichos tratos inhumanos ni su vida es puesta en peligro, ni en el propio Estado, 
ni en terceros que reclamen su extradición (cf. STC 32/2003).
2.2.23.5. Términos que expresan un predicado del ser personal 
No encontramos en los textos relevantes del año 2003 empleados los térmi-
nos: natural, dignidad, inviolable, deber, honor, familia, matrimonio, y educa-
ción. Procedemos al análisis de los restantes términos siguiendo el orden estable-
cido en los años anteriores. 
2.2.23.5.1. Vida 
El término vida se emplea en ocho ocasiones, siete en singular y una en 
plural. Lo encontramos junto al adjetivo humana, vida humana, analizada pre-
viamente, cuyos actos más esenciales serían vestirse, desplazarse, comer u otros 
análogos (cf. STC 197/2003). Vida humana que se constituye en objeto de un de-
recho fundamental: el derecho a la vida, que deberá ser garantizado, analizando 
los riesgos reales e inmediatos contra la misma, a todas las personas sujetas a la 
jurisdicción de cualquier Estado signatario del CEDH, en el país solicitante de la 
extradición para poder proceder a la misma (cf. STC 32/2003). En cuanto vida 
privada y familiar es objeto de los derechos del art. 18 de la CE (cf. STC 14/2003). 
Por último, se establece que los permisos penitenciarios tendrán por objeto pre-
parar al preso para su vida en libertad (cf. STC 115/2003), y que la jubilación se 
entiende en la actualidad como un “derecho al descanso socialmente retribuido 
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que se reconoce al trabajador como contrapartida al esfuerzo que ha desarrollado 
durante su vida laboral” (STC 197/2003).
2.2.23.5.2. Integridad 
El término integridad se emplea en una ocasión, acompañado de los adje-
tivos física y moral, relativo a la realidad corporal y psicológica de la persona, al 
hacer referencia el TC a los derechos fundamentales de las personas que deberán 
ser garantizados, analizando los riesgos reales e inmediatos contra la misma, a 
todas las personas sujetas a la jurisdicción de cualquier Estado signatario del 
CEDH, en el país solicitante de la extradición para poder proceder a la misma (cf. 
STC 32/2003).
2.2.23.5.3. Física 
El término física se emplea en cuatro ocasiones, dos en singular y dos en 
plural, acompañando a los términos integridad y persona. Remitimos a la exé-
gesis realizada sobre esos términos, para valorar el contenido de signifi cado del 
mismo. 
2.2.23.5.4. Jurídica 
El término jurídica se emplea en nueve ocasiones, todas ellas en singular. En 
cuatro ocasiones acompaña al término seguridad (STC 2/2003) y STC 231/1995) 
remitimos al análisis de estos términos, para determinar el contenido de signifi -
cado en estos casos. En el resto de las ocasiones, como ocurre en años anteriores, 
vemos cómo se emplea califi cando a diversos sustantivos determinando su con-
tenido de signifi cado. Hace referencia a realidades que han sido creadas por el 
Derecho —situación de dependencia jurídica (STC 2/2003), fundamento jurídico 
(STC 2/2003), concepto jurídico indeterminado (STC 95/2003), asistencia jurídica 
gratuita (STC 95/2003)—. Sin aportar nada más relevante para la determinación 
del contenido de signifi cado del término, que lo que nos manifi esta su propio 
uso.
2.2.23.5.5. Inherente 
El término inherente se emplea en dos ocasiones, todas ellas en singular. 
En referencia a aquello que es propio de una realidad primera; por ejemplo, se 
establece que “las restricciones permanentes de la esfera de libertad individual” 
son “inherentes a la situación de inseguridad derivada de la posibilidad de que 
el Estado pueda reiterar sus pretensiones punitivas por los mismos hechos sin 
límite alguno”, o que algunos de “los límites al ejercicio de la potestad sancio-
nadora del Estado que la Constitución impone” son inherentes “al derecho a ser 
sancionado en el marco de un procedimiento sancionador sustanciado con todas 
las garantías (art. 24.2 CE)” (STC 2/2003).
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2.2.23.5.6. Libertad 
El término libertad se emplea en nueve ocasiones, ocho en singular y una en 
plural. Se establece que la libertad es un valor superior, tanto en nuestro ordena-
miento en virtud del art. 1.1 de la CE, como en ordenamiento análogos: por ejem-
plo, el de los Estados Unidos de América (cf. STC 2/2003). La persona manifi esta 
su libertad en el mundo físico por medio de la actuación de su cuerpo y de las 
circunstancias del mismo (cf. STC 14/2003). Vida en libertad de la persona, para 
la cual preparan los permisos penitenciarios (cf. STC 115/2003). Vida en libertad 
que se conforma por una esfera de libertad que se encuentra protegida por los 
derechos fundamentales y libertades públicas. Libertades y derechos defi nidos 
en el Título I del Convenio Europeo de Derechos Humanos (cf. STC 32/2003) y 
que se reconocen a toda persona sujeta a la jurisdicción de cualquier Estado sig-
natario de dicho convenio (cf. STC 32/2003). Esfera de libertad individual que no 
puede ser constantemente afectada por la situación de inseguridad jurídica que 
se crearía si el Estado “pueda reiterar sus pretensiones punitivas por los mismos 
hechos sin límite alguno” (STC 2/2003).
El legislador también será libre en su labor legislativa, por lo que, tendrá un 
amplio margen de maniobra en la confi guración de aquellos derechos que la CE 
remite al mismo, como el derecho a la justicia gratuita (cf. STC 95/2003). En esta 
confi guración legal puede establecer límites a la libertad de la persona dentro 
del tráfi co jurídico; por ejemplo, una farmacia, cuya autorización de apertura se 
concede a título personal, no podrá ser transferida libremente (cf. STC 109/2003).
2.2.23.5.7. Seguridad 
El término seguridad se emplea en cuatro ocasiones, todas ellas en singular, 
acompañado del adjetivo jurídica. Seguridad jurídica, que, en cuanto principio 
confi gurador del Estado de Derecho, consagrado por la CE en el art. 9.3, permite 
fundamentar, junto con el valor superior de la libertad, la prohibición constitu-
cional de incurrir en bis in idem, la reapertura de cualesquiera procedimientos 
sancionadores —administrativo o penal— por los mismos hechos, por parte del 
Estado (cf. STC 2/2003). Lo que supone una limitación de la potestad sancio-
nadora del Estado, que lo legitima en su ejercicio (cf. STC 2/2003), ya que de lo 
contrario “la posibilidad ilimitada de reapertura o prolongación de un procedi-
miento sancionador crea una situación de pendencia jurídica, que, en atención a 
su carácter indefi nido, es contraria a la seguridad jurídica” (STC 2/2003).
2.2.23.5.8. Igualdad 
El término igualdad se emplea en dos ocasiones, ambas en singular, en la 
STC 46/2003, en la cual se establece que no es contraria al derecho a la igualdad 
en la aplicación de la Ley (art. 14 CE), un diferente trato que se produzca en rela-
ción con una misma persona, ya que “la desigualdad prescrita por este precepto 
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exige que el término de comparación del distinto trato lo sea respecto de otras 
personas, sin que pueda producirse respecto de uno mismo” (STC 46/2003).
2.2.23.5.9. Derecho 
El término derecho se emplea en cuarenta y nueve ocasiones, veintinueve 
en singular y veinte en plural. Podemos clasifi car el término en cuatro grupos, 
atendiendo al contenido de signifi cado con el que se emplea el mismo.
Primero, acompañado del adjetivo fundamentales (STC 2/2003). A lo largo 
de la jurisprudencia relevante se reconocen algunos de estos derechos en con-
creto: “derecho a ser sancionado en el marco de un procedimiento sancionador 
sustanciado con todas las garantías (art. 24.2 CE) en relación con el derecho a no 
ser sancionado si no es en las condiciones estatuidas por la Ley y la Constitución 
(art. 25.1 CE)” (STC 2/2003), derecho a la propia imagen (STC 14/2003), derecho 
a la vida y a la integridad física y moral (STC 32/2003), derecho a la igualdad en 
la aplicación de la Ley (STC 46/2003), derecho al sufragio pasivo (STC 48/2003), 
derecho a la tutela judicial efectiva (STC 95/2003), derecho al secreto a las comu-
nicaciones (STC 184/2003)…
Segundo, en referencia a derechos constitucionales, aquellos recogidos por 
la Constitución, fuera de la Sección 1ª del Capítulo II, del Título 1º, como el dere-
cho a la justicia gratuita, art 119 de la CE (STC 95/2003), o el derecho a la jubila-
ción entendido como un derecho prestacional (STC 197/2003).
Tercero, acompañado del adjetivo humanos, cuando el TC hace referencia 
al Tribunal Europeo de Derechos Humanos y la jurisprudencia del mismo (STC 
2/2003, STC 14/2003 y STC 32/2003), en que interpreta el Convenio Europeo de 
Derechos Humanos (STC 32/2003). Derechos humanos recogidos en el Convenio 
de los que son titulares todas las personas sometidas a la jurisdicción efectiva de 
los países signatarios del mismo, es decir, que se encuentren bajo el poder del 
mismo (STC 32/2003).
Cuarto, en referencia a la forma de Estado en que se constituye España des-
pués de 1978: Estado constitucional de Derecho, que se caracteriza porque “nin-
gún poder público es ilimitado”; por ello, “la potestad sancionadora del Estado, 
en cuanto forma más drástica de actuación de los poderes públicos sobre el ciu-
dadano, ha de sujetarse a estrictos límites” (STC 2/2003). Limitación de la potes-
tad que “es condición de legitimidad de su ejercicio en el Estado de Derecho, en 
el que la libertad es uno de sus valores superiores (art. 1.1 CE) y la seguridad jurí-
dica (art. 9.3 CE) uno de los principios confi guradores del mismo” (STC 2/2003). 
2.2.23.5.10. Tutela 
El término tutela se emplea en cuatro ocasiones, todas ellas en singular. Se 
establece que la misma, en cuanto llevada a cabo por jueces y tribunales, es objeto 
del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva (STC 95/2003) en virtud del 
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cual toda persona que cumpla los requisitos, que libremente el legislador haya 
establecido, será titular del derecho a la justicia gratuita, art. 119 de la CE, sin que 
puedan establecerse excepciones de personas, una vez fi jados los requisitos por 
el legislador (cf. STC 95/2003).
2.2.23.6. Fuentes doctrinales y jurisprudenciales especifi cadas en las sen-
tencias
El TC a la hora de fundamentar su doctrina hace referencia a la jurispruden-
cia Tribunal Europeo de Derechos Humanos. En concreto a las STEDH de 21 de 
febrero de 1984, caso Öztürk c. República Federal de Alemania; STEDH  de 23 de 
octubre de 1995, caso Gradinger c. Austria; STEDH de 29 de mayo de 2001, caso 
Franz Fischer c. Austria; STEDH de 30 de mayo de 2002, caso W. F. c. Austria, y 
STEDH de 6 de junio de 2002, caso Sallen c. Austria (STC 2/2003); STEDH de 28 
de octubre de 1994, caso Murray c. Reino Unido (STC 14/2003); STEDH de 7 de 
julio de 1989, caso Soering; STEDH de 11 de julio de 2000, caso Jabari c. Turquía; 
STEDH de 11 de julio de 2000, caso G.H.H y otros c. Turquía, § 36; STEDH de 
15 de noviembre de 1996, caso Chahal c. el Reino Unido, §§ 96 y 97; STEDH de 
20 de marzo de 1991, caso Cruz Varas y otros c. Suecia, § 76 y STEDH de 28 de 
marzo de 2000, caso Mahmut Kaya c.Turquía, §§ 85 y 115 (STC 32/2003), en que 
interpreta el Convenio Europeo de Derechos Humanos, al que también hace re-
ferencia el TC en tres ocasiones, en concreto a su art. 4 del Protocolo 7, al art. 6.1 
(STC 2/2003) y al art. 1, al art. 3 y al art. 8.2 CEDH (STC 14/2003).
2.2.23.7. Conclusiones
Vemos cómo nuevamente el TC establece la necesidad de atender a la realidad 
social para determinar el contenido de signifi cado de un término. En este caso se in-
dica que la jubilación, que era entendida como una respuesta al “declive de las facul-
tades adecuadas para el desarrollo del trabajo”, hoy se entiende como un “derecho al 
descanso socialmente retribuido que se reconoce al trabajador como contrapartida al 
esfuerzo que ha desarrollado durante su vida laboral”(cf. STC 197/2003). 
En cuanto a quién es persona y la relación del término con los restantes 
términos de signifi cación próxima no añade la jurisprudencia del año 2003 nada 
relevante a lo establecido en años anteriores. Se vuelve a poner en relación la per-
sona y el individuo utilizándolo como sinónimos en las sentencias. 
La pregunta por la naturaleza de la persona, qué es la persona, tampoco se 
responde en este año de forma expresa. Sí que se establecen, como en años ante-
riores, atributos o características de la misma. Recogemos de forma esquemática 
lo indicado previamente en el análisis de los términos.
Toda persona bajo la potestad efectiva de alguno de los Estados signatarios 
del CEDH, es titular de los derechos reconocidos en el CEDH, por ello, no puede 
ser entregada a un tercer país sin estar seguro de que las condiciones que se dan 
en el país de destino cumplen con cada una de las garantías del Convenio: sobre 
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todo en lo que respecta a la garantía del derecho a la vida, a la prohibición de 
sufrir torturas y tratos inhumanos y a la prohibición de ser discriminado, perse-
guido o castigado por razones vinculadas a sus condiciones personales o sociales 
o a su ideología u opiniones políticas. 
La persona desarrolla libremente su personalidad, aunque habrá persona-
lidades que se califi quen como anómalas, en cuanto que no actúen como corres-
ponde a la conducta propia de la persona. Para que una personalidad sea consi-
derada anómala debe ser valorada de tal manera por expertos.
Como ya se indicó en años anteriores, la persona manifi esta su libertad en 
el mundo físico a través de la actuación de su cuerpo y las circunstancias del mis-
mo, por lo éste se preserva de la injerencia de terceros mediante la creación de un 
espacio de libertad íntimo que permite el desarrollo libre de la personalidad. La 
vida de la persona comprende unos actos esenciales como vestirse, desplazarse, 
comer u otros análogos; por lo que, si por circunstancias personales no pudiera 
la persona en edad activa desarrollar estos actos podrá ser declarada inválida. 
La persona no podrá alegar discriminación en base a un trato diferente reci-
bido en comparación consigo misma, ya que la desigualdad proscrita por el art. 
14 de la CE, exige que el término de comparación del distinto trato lo sea respecto 
de otras personas. 
Sobre las cualidades que pone en relación el propio texto del 78, vemos cómo, al 
igual que en años anteriores, en su mayoría no se defi nen, no se establece claramente 
su contenido de signifi cado. Sin embargo, en algunos casos sí que se establecen notas 
características de los mismos. No queriendo reproducir lo ya dicho anteriormente, re-
cogemos aquellos términos de los que se establecen notas relevantes para nuestro obje-
to de estudio, en concreto atendemos a los términos: integridad, libertad y seguridad.
La integridad de la persona debe garantizarse tanto en su aspecto físico 
como moral; se establece por lo tanto que la persona tiene una dimensión corpo-
ral, pero también una dimensión que va más allá que la mera corporalidad. 
Aquellos ámbitos que corresponda regular al legislador, como algunos de-
rechos que puede ejercer la persona, estarán a su libre disposición confi guradora, 
teniendo un amplio margen de maniobra para fi jar los requisitos necesarios para 
ejercer dicho derecho, la amplitud y el contenido del mismo. Sin embargo, una 
vez fi jados estos puntos, no se puede excluir a posteriori ningún grupo de perso-
nas que cumplan los requisitos. 
La Seguridad jurídica, principio confi gurador del Estado de Derecho, con-
sagrado por la CE en el art. 9.3 de la CE, junto con el valor superior de la libertad 
del art. 1.1 de la CE, fundamentan la prohibición constitucional de incurrir en bis 
in ídem; es decir, la limitación de la potestad sancionadora del Estado. Limitación 
que legitima en su ejercicio al Estado de Derecho, el cual se caracteriza porque 
ningún poder público es ilimitado. 
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Finalmente, en cuanto a la tercera pregunta: la razón por la que persona se 
expresa como titular de derechos y de qué derechos es titular la persona por el 
mero hecho de ser persona, en el año 2003 se establece que la persona es titular 
del derecho a la propia imagen, por el cual se pretende salvaguardar un ámbito 
propio y reservado, aunque no íntimo, que proteja la manifestación de la libertad 
de la persona en el mundo físico a través de la actuación de su cuerpo y las cir-
cunstancias del mismo, por lo que, no podrán publicarse fotografías de la misma 
sin su consentimiento o sin que sea necesario para la salvaguarda de la seguridad 
pública o la libertad de información. 
También podrá la persona recabar del Estado signatario del CEDH, donde 
se encuentre físicamente, todos los medios materiales y elementos que considere 
preciso para probar sus alegaciones de violación de sus derechos por terceros 
países que reclaman su extradición. 
La persona será titular a la tutela judicial gratuita. Este derecho incluye, por 
un lado, el derecho a la gratuidad de la justicia de las personas físicas, cuando 
cumplan los términos en los que este concepto jurídico indeterminado sea con-
fi gurado por el legislador ordinario; y por otro, al no bis in idem como limitación 
de la potestad sancionadora del Estado, ya que en un Estado de Derecho ningún 
poder es ilimitado, por lo que, no podrá volver a ser juzgado por los mismos he-
chos por los que ya lo fue anteriormente.
2.2.24. 2004
En el año 2004 se produce la octava renovación del TC. Cesan en su cargo 
los magist rados don Manuel Jiménez de Parga y Cabrera, don Tomás Salvador 
Vives Antón, don Pablo García Manzano y don Pablo Cachón Villar. Pasando 
a ser nombrados magistrados don Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez 
Tremps —a propuesta del Gobierno— y don Ramón Rodríguez Arribas y don 
Pascual Sala Sánchez —a propuesta del CGPJ—. Los cuatro tomarán posesión de 
su cargo el nueve de junio de este mismo año75.
La jurisprudencia relevante está compuesta por once sentencias de un total 
de ochenta y una.
2.2.24.1. Persona: su expresión singular y plural
El término persona se emplea en veinticuatro ocasiones, nueve en singular 
y quince en plural, a lo largo de ocho sentencias de la jurisprudencia selecciona-
75 Tribunalconstitucional.es.(2017). Historia del Tribunal Constitucional. [online] Disponible en: https://
www.tribunalconstitucional.es/es/tribunal/historia/Paginas/Tribunal—Constitucional—de—Espania.
aspx [Acceso 22 Mayo 2017].
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da. Seis son los ponentes de dichas sentencias: don Manuel Jiménez de Parga y 
Cabrera —STC 16/2004—, doña María Emilia Casas Baamonde —STC 43/2004 y 
STC 181/2004—, doña Elisa Pérez Vera —STC 151/2004—, don Francisco Javier 
Delgado Barrio —STC 186/2004 y STC 196/2004—, don Pascual Sala Sánchez —
STC 191/2004— y don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez —STC 253/2004—.
Lo encontramos empleado para referir al ser humano, al individuo, no de-
terminado en el momento presente, sin aportar mayor contenido de signifi cado 
que su propio uso como sinónimo de ser humano: “se entrevistaba a diversas 
personas en su condición de familiares de los aludidos” (STC 43/2004), “expresa-
ba que depusieron de testigo ocho personas, todas ellas catalanes, con su nombre 
y apellidos” (STC 43/2004)…
En el resto de ocasiones lo encontramos empleado, por un lado, como pro-
posición subordinada adjetiva, lo que equivaldría a decir personal; por otro, 
como sustantivo, en la función sintáctica de sujeto o de complemento directo, al 
ser quien realiza la acción, o sobre quien recae la acción realizada. Los diferentes 
usos sintácticos se encuentran empleados dentro de las mismas sentencias, por lo 
que, ante la inoperatividad de separarlos, procedemos a realizar la exégesis del 
término sin agruparlo por la función sintáctica con la que se emplea.
La salud de las personas, según lo indicado por la Organización Mundial 
de la Salud (OMS), puede verse afectada por la exposición prolongada a un nivel 
elevado de ruidos (cf. STC 16/2004), y aunque es cierto que “no todo supuesto 
de riesgo o daño para la salud implica una vulneración del art. 15 CE”, si “los 
niveles de saturación acústica que deba soportar una persona, a consecuencia de 
una acción u omisión de los poderes públicos” rebasan “el umbral a partir del 
cual se ponga en peligro grave e inmediato la salud, podrá quedar afectado el 
derecho garantizado en el art. 15 CE” (STC 16/2004). La persona tendrá derecho 
a la confi dencialidad de la información relacionada con su estado de salud (STC 
196/2004), por lo que, el trabajador tendrá derecho a conocer el resultado de las 
pruebas médicas, que libremente acepte realizarse, los cuales no podrán comuni-
carse salvo que exista consentimiento expreso del trabajador (cf. STC 196/2004). 
Se podrá actuar contra dicha confi dencialidad y en contra de la intimidad del 
paciente, imponiéndole la realización de una prueba médica en circunstancias 
tasadas, como, por ejemplo, “cuando se busque verifi car si el estado de salud del 
trabajador puede constituir un peligro para él mismo, para los demás trabajado-
res o para otras personas relacionadas con la empresa” (STC 196/2004). Las per-
sonas pueden tener una enfermedad —como la esquizofrenia paranoide— por 
razón de la cual pueden encontrarse sometidos a tratamiento psiquiátrico (cf. 
STC 191/2004).
La persona será titular de los derechos fundamentales a la intimidad perso-
nal y familiar (art. 18.1) y a la inviolabilidad del domicilio (art. 18.2) (STC 16/2004) 
—a nivel europeo se reconocen de forma conjunta en el art. 8.1 CEDH—. Por los 
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mismos, se reconoce el derecho de toda persona el “respeto de su vida privada 
y familiar, de su domicilio y de su correspondencia”, en nuestro ordenamiento 
tienen entidad propia y diferenciada (cf. STC 16/2004). El derecho a la intimidad 
hace referencia, en su objeto, “a un ámbito de la vida de las personas exclui-
do tanto del conocimiento ajeno como de las intromisiones de terceros, y que 
la delimitación de este ámbito ha de hacerse en función del libre desarrollo de 
la personalidad” (STC 16/2004). Mientras que el derecho a la inviolabilidad del 
domicilio protege uno de estos ámbitos, el domiciliario, por ser “aquel en el que 
los individuos, libres de toda sujeción a los usos y convenciones sociales, ejer-
cen su libertad más íntima” (STC 16/2004). El derecho a la intimidad, junto a la 
dignidad de la persona, implica que las personas no podrán ser sometidas invo-
luntariamente a acciones sobre su cuerpo (cf. STC 196/2004), salvo en los casos 
tasados en los que “resulta imprescindible la realización de las exploraciones 
médicas, limitándose así, excepcionalmente en esos casos, la libre determinación 
del sujeto” (STC 196/2004).
La libertad de información y la libertad de expresión encontrarán su límite 
en los derechos del art. 18 de la CE. Sin embargo, dichos límites serán menores en 
algunas circunstancias. Primero, cuando los hechos narrados pertenezcan a unos 
hechos del pasado, ya que “la distancia en el tiempo diluye la condición obstativa 
de la personalidad frente al ejercicio de las libertades del art. 20 CE” y una activi-
dad en el ámbito de la investigación histórica y, por tanto, en el terreno científi co, 
prevalece sobre el derecho al honor de las personas sobre las que se investigue, 
cuando dicha investigación “efectivamente se ajuste a los usos y métodos carac-
terísticos de la ciencia historiográfi ca”(STC 43/2004). Segundo, cuando se trate 
de personas investidas de autoridad pública o su labor tenga proyección pública 
atendiendo al puesto que ocupan o desempeñan (cf. STC 151/2003).
En virtud de los derechos del art. 24.2 de la Constitución y del art. 6.1 del 
Convenio Europeo de Derechos Humanos, la persona tiene derecho a ser “oída 
por un Tribunal independiente, imparcial y establecido por la Ley” —también 
exigido así por el 8.1 de la Convención americana de derechos humanos—. Por lo 
que, los Estados signatarios del CEDH, entre ellos España, no podrán extraditar 
a ninguna persona “cuando la persona reclamada hubiere sido condenada o de-
biera ser juzgada por un Tribunal de excepción o ad hoc en la Parte requirente” 
(cf. STC 181/2004).
La persona será titular del derecho a la igualdad, por lo que, quedan prohi-
bidas todas las conductas discriminatorias no razonables, es decir, que no pue-
dan “justifi carse objetivamente con una fi nalidad legítima y que los medios para 
alcanzar dicha fi nalidad sean adecuados y necesarios” (STC 253/2004). Se inclui-
rán discriminaciones tanto directas como indirectas. Se entenderá como discrimi-
nación directa: “la situación en que una persona sea, haya sido o pudiera ser tra-
tada de manera menos favorable que otra en situación comparable por razón de 
sexo” (STC 253/2004), mientras que se entenderá como discriminación indirecta 
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“la situación en que una disposición, criterio o práctica aparentemente neutros 
sitúan a personas de un sexo determinado en desventaja particular con respecto 
a personas del otro sexo” (STC 253/2004).
La persona, con su muerte, es causa de la pensión de viudedad. Pensión que 
está en función de las vicisitudes matrimoniales del causante fruto de su personal 
autonomía y libertad. Para fi jar la cuantía, el legislador, en su libertad legislativa, 
ha establecido la convivencia marital como parámetro, atendiendo al tiempo de 
convivencia conyugal con el causante en cuyo período de tiempo se ha realizado 
la pertinente cotización a la Seguridad Social, por ello, será razonable el excluir 




El término personal se emplea en nueve ocasiones, ocho en singular y una 
en plural. Lo encontramos empleado como sustantivo masculino singular, en re-
ferencia a los trabajadores de una empresa o institución: “examen de orina reali-
zado por personal médico” (STC 196/2004). En el resto de las ocasiones se emplea 
como adjetivo califi cativo de los sustantivos a los que acompaña; equivaldría a 
decir de la persona.
Lo encontramos acompañando al término intimidad. Intimidad personal, 
que junto con la intimidad familiar se encuentran regulados en el art. 18.1 de 
la CE. El objeto de este derecho es el “ámbito de la vida de las personas exclui-
do tanto del conocimiento ajeno como de las intromisiones de terceros, y que la 
delimitación de este ámbito ha de hacerse en función del libre desarrollo de la 
personalidad” (STC 196/2004).
Las personas tienen unas características personales, anatómicas o biológicas 
(cf. STC 196/2004). En la medida en que algunas de las mismas sean requisito 
indispensable por razones objetivas para cumplir con un puesto de trabajo, se 
podrá actuar contra la intimidad personal, requiriendo las pruebas médicas que 
aseguren que se cumplen esos requisitos (cf. STC 196/2004).
La persona tendrá derecho a confi gurar su convivencia marital en función 
de su personal autonomía y libertad (cf. STC 186/2004), frente a lo cual, el legis-
lador podrá fi jar criterios objetivos para determinar la cuantía económica de la 
pensión de viudedad, como, por ejemplo, la “convivencia conyugal con el cau-
sante, en cuyo período de tiempo se ha realizado la pertinente cotización a la 
Seguridad Social” (STC 186/2004).
El derecho a la igualdad de los ciudadanos recogido en el art. 14 de la CE, 
ofrece una lista de causas que dan lugar a discriminación. No es una lista cerrada 
ya que se alude a cualquier otra condición o circunstancia personal o social (cf. 
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STC 37/2004). Sin embargo, algunas circunstancias personales pueden ser teni-
das en cuenta, cuando su inclusión esté objetivamente razonada; por ejemplo, “el 
legislador pueda tomar en consideración la edad de los aspirantes, o cualquier 
otra condición personal” a la hora de acceder a cargos públicos (cf. STC 37/2004).
La persona, en cuanto que ocupa un cargo de relevancia o infl uencia públi-
ca, puede estar sujeta a la crítica, siempre que no se exceda la misma y se llegue 
a la descalifi cación personal (cf. STC 151/2004).
2.2.24.2.2. Personalidad 
El término personalidad se emplea en dos ocasiones, ambas en singular. 
Para indicar que su libre desarrollo lo llevan a cabo las personas en un ámbito 
de su vida excluido tanto del conocimiento ajeno como de las intromisiones de 
terceros, protegido por el derecho a la intimidad personal y familiar (cf. STC 
16/2004). Personalidad cuya condición obstativa se diluye frente al ejercicio de 
las libertades del art. 20 CE con el paso del tiempo, por lo que, la investigación 
histórica rigurosa prima sobre derechos de la personalidad, como el derecho al 
honor (cf. STC 37/2004).
2.2.24.3. Términos de signifi cación próxima 
2.2.24.3.1. Individuo 
El término individuo se emplea en una ocasión, en plural, como titular del 
derecho a la inviolabilidad del domicilio, por ser éste el ámbito domiciliario “en 
el que los individuos, libres de toda sujeción a los usos y convenciones sociales, 
ejercen su libertad más íntima” (STC 16/2004).
2.2.24.3.2. Hombre, varón y mujer 
Los términos hombre, varón y mujer no se emplean en los textos seleccionados de la juris-
prudencia relevante del año 2004.
2.2.24.3.3. Todos y nadie 
El término nadie se emplea en una ocasión, al indicar el TC que la extradi-
ción de una persona, para ser juzgada en tribunales de excepción o ad hoc, no 
solo iría contra la doctrina constitucional española y los convenios europeos, sino 
que también iría contra la Constitución venezolana, “en cuanto ésta prescribe 
en su art. 69 que «nadie podrá ser juzgado, sino por sus jueces naturales»” (STC 
181/2004).
Todos se emplea en dos ocasiones, solo en una de ellas como pronombre 
indefi nido masculino plural, en referencia a todas las personas, a todos los in-
dividuos, al establecer que unas noticias podían ser de todos conocidas (cf. STC 
171/2004).
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2.2.24.3.4. Ciudadano 
El término ciudadano se emplea en cuatro ocasiones, todas ellas en plural. 
Se indica que los mismos pueden ver afectada su calidad de vida, por el ruido 
constante que se genera en nuestra sociedad (cf. STC 6/2004). Además, en virtud 
del derecho a la igualdad no deben ser discriminados para el empleo público 
o promoción interna una vez incorporados, no pudiendo establecer requisitos 
que tengan carácter discriminatorio (cf. STC 37/2004). Por último, se indica que 
se entenderán comprendidas bajo el derecho a la libertad de expresión aquellas 
noticias que tengan relación con elementos que tengan un interés para los ciuda-
danos; por ejemplo, las relacionadas con ETA (cf. STC 171/2004).
2.2.24.4. Términos derivados de palabras de signifi cación próxima
No encontramos empleados en los textos seleccionados de la jurisprudencia 
relevante de 2004 ni el término ciudadana ni el término individualmente. Proce-
demos a analizar los restantes términos derivados de palabras de signifi cación 
próxima.
2.2.24.4.1. Individual  
El término individual se emplea en una ocasión, califi cando al sustantivo 
dignidad. Dignidad individual que supone un límite para la libertad de expre-
sión, salvo en los casos establecidos en que primará la libertad de expresión y las 
restantes libertades del art. 20 de la CE (cf. STC 151/2004).
2.2.24.4.2. Humano 
El término humano se emplea en dos ocasiones, ambas califi cando al sus-
tantivo derechos, al hacer mención el TC al art. 6.1 del Convenio Europeo de De-
rechos Humanos y el art. 8.1 de la Convención americana de derechos humanos 
(cf. STC 181/2004).
2.2.24.5. Términos que expresan un predicado del ser personal
No encontramos en los textos relevantes del año 2004 empleados los térmi-
nos: integridad, física, inherente, inviolable, tutela, educación, matrimonio, se-
guridad y familia. Procedemos al análisis de los restantes términos siguiendo el 
orden establecido en los años anteriores. 
2.2.24.5.1. Vida 
El término vida se emplea en tres ocasiones, todas ellas en singular. Se indi-
ca que la calidad de la misma puede verse afectada por los ruidos presentes en la 
sociedad actual (cf. STC 16/2004).
En cuanto vida personal y familiar, estará protegido, junto con el domicilio 
y la correspondencia, en el art 8.1 CEDH. Mientras que el art. 18 de la CE la dota-
rá de entidad propia y diferenciada, al distinguir el derechos fundamentales a la 
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intimidad personal y familiar (art. 18.1) —ámbito de la vida de las personas ex-
cluido tanto del conocimiento ajeno como de las intromisiones de terceros, y que 
la delimitación de este ámbito ha de hacerse en función del libre desarrollo de la 
personalidad—, y a la inviolabilidad del domicilio (art. 18.2) —ámbito domici-
liario en el que los individuos, libres de toda sujeción a los usos y convenciones 
sociales, ejercen su libertad más íntima— (cf. STC 196/2004).
2.2.24.5.2. Natural 
El término natural se emplea en una ocasión al transcribir el TC el art. 69 de 
la Constitución Venezolana en el cual se establece «nadie podrá ser juzgado, sino 
por sus jueces naturales» (STC 181/2004), sin que se dé mayor información que 
permita establecer el contenido de signifi cado del término.
2.2.24.5.3. Jurídica 
El término jurídica se emplea en dos ocasiones, ambas en singular, acom-
pañando al término situación. Situación jurídica de igualdad en el acceso a las 
funciones públicas, que se garantizará a los ciudadanos en el art. 23 de le CE, 
por lo que, no se podrán establecer requisitos para acceder a las mismas que 
tengan carácter discriminatorio (cf. STC 37/2004). También acompaña al término 
régimen. Régimen jurídico de la pensión que se verá afectado por las vicisitudes 
matrimoniales del causante de la pensión de viudedad, fruto de su personal au-
tonomía y libertad (cf. STC 186/2004).
2.2.24.5.4. Dignidad 
El término dignidad se emplea en dos ocasiones, en singular. Como dig-
nidad de la persona, y dignidad del individuo, que debe ser respetada por las 
expresiones hechas por terceros (cf. STC 151/2004) y por los procedimientos mé-
dicos (cf. STC 196/2004). En ambas situaciones ese respeto no se entenderá vul-
nerado en los casos y con los requisitos indicados previamente. 
2.2.24.5.5. Libertad 
El término libertad se emplea en tres ocasiones, dos en singular y una en plu-
ral. Lo encontramos en referencia a la facultad de los individuos, de las personas, 
los cuales ejercen su libertad más íntima, cuando están libres de toda sujeción a 
los usos y convenciones sociales (cf. STC 16/2004). Ámbito intimo que engloba las 
vicisitudes matrimoniales de una persona, al ser las mismas fruto de su personal 
autonomía y libertad (cf. STC 86/2004). También se utiliza en referencia a faculta-
des reconocidas en la constitución, como las libertades del art. 20 (cf. STC 43/2004).
2.2.24.5.6. Seguridad 
El término seguridad se emplea en una ocasión dentro del término Segu-
ridad Social, por lo que, según lo indicado, no lo incluimos en nuestro análisis. 
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2.2.24.5.7. Igualdad 
El término igualdad se emplea en cuatro ocasiones, todas ellas en singular. 
La misma es objeto del derecho a la igualdad que se aplica con carácter general y 
que garantiza en virtud del art. 23 de la CE, a los ciudadanos una situación jurí-
dica de igualdad en el acceso a las funciones públicas. Sin embargo, este derecho 
no implica que el legislador no pueda tomar en consideración la edad de los as-
pirantes, o cualquier otra condición personal (cf. STC 37/2004).
Derecho a la igualdad que no será aplicable en el ámbito matrimonial al no 
poder establecerse términos homogéneos para llevar a cabo la comparación ne-
cesaria en el juicio de igualdad de biografías diferentes en el terreno matrimonial 
(cf. STC 186/2004).
2.2.24.5.8. Derecho 
El término derecho se emplea en diecisiete ocasiones, diez en singular y 
siete en plural. Podemos clasifi car el término en cuatro grupos, atendiendo al 
contenido de signifi cado con el que se emplea el mismo.
Primero, acompañado del adjetivo fundamentales (STC 6/2004). Se recono-
cen algunos de estos derechos en concreto: derecho a la intimidad y a la inviola-
bilidad del domicilio (STC 16/2004 y STC 196/2004), derecho a la igualdad (STC 
37/2004), derecho al honor (STC 43/2004). El respeto a estos derechos por parte 
de los tratados internacionales se garantizará mediante la defensa jurisdiccional 
anticipada de la CE, que asegura la supremacía de la misma frente 
“a las normas internacionales desde el momento mismo de la integración de 
éstas en el Derecho nacional, tratándose de obviar «la perturbación que, para la 
política exterior y las relaciones internacionales del Estado, implicaría la even-
tual declaración de inconstitucionalidad de una norma pactada»” (STC 1/2004).
Segundo, en referencia a facultades que reconoce la ley a diversos sujetos, 
como, por ejemplo, los derechos laborales (STC 151/2004 y STC 196/2004).
Tercero, acompañado del adjetivo humanos al hacer mención el TC al art. 
6.1 del Convenio Europeo de Derechos Humanos y el art. 8.1 de la Convención 
americana de derechos humanos (cf. STC 181/2004).
Por último, el término se emplea en referencia a todo el sistema jurídico: 
Derecho nacional (STC 1/2004), Derecho (STC 43/2004).
2.2.24.5.9. Honor 
El término honor se emplea en dos ocasiones, como objeto de un derecho 
fundamental del cual son titulares las personas incluso cuando ya han falleci-
do, (cf. STC 43/2004 y STC 171/2004). Prevalecerán sobre dicho derecho, por un 
lado, las investigaciones sobre hechos protagonizados en el pasado por personas 
fallecidas, investigaciones históricas cuando efectivamente se ajusten a los usos y 
métodos característicos de la ciencia historiográfi ca (cf. STC 43/2004) y por otro, 
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las noticias de interés público, cuando estas se realicen con la debida diligencia 
(cf. STC 171/2004).
2.2.24.6. Fuentes doctrinales y jurisprudenciales especifi cadas en las sen-
tencias
El TC a la hora de fundamentar su doctrina hace referencia a convenios 
y tratados internacionales como: al art. 6.1 del Convenio Europeo de Derechos 
Humanos y el art. 8.1 de la Convención americana de derechos humanos (STC 
181/2004). También hará referencia a tratados bilaterales como al art. 10 a) del 
Tratado de extradición entre Venezuela y España (STC 181/2004); y a normativas 
de otros países como el art. 69 de la Constitución venezolana (STC 181/2004). A 
nivel nacional hará referencia a su propia jurisprudencia (STC 6/2004) y a la del 
Tribunal Supremo (STC 43/2004).
2.2.24.7. Conclusiones
En cuanto a la cuestión interpretativa, la pregunta por quién es persona, y 
la relación de este término con los restantes términos de signifi cación próxima, 
la jurisprudencia del año 2004 no añade nada relevante a lo establecido en años 
anteriores que nos permita establecer con mayor claridad la relación entre ellos. 
Se vuelve a poner en relación el término persona e individuo al utilizarlo como 
sinónimos dentro de la misma sentencia.
La pregunta por la naturaleza de la persona, qué es la persona, tampoco se 
responde en este año de forma expresa. Sí que se establecen, como en años ante-
riores, atributos o características de la misma. Recogemos de forma esquemática 
lo indicado previamente en el análisis de los términos.
Las personas tienen un estado de salud el cual puede verse afectado, según 
lo indicado por la Organización Mundial de la Salud (OMS) por la exposición 
prolongada a un nivel elevado de ruidos. Cuando este nivel de ruidos sea conse-
cuencia de una acción u omisión de los poderes públicos podrá quedar afectado 
el derecho garantizado en el art. 15 CE del que la persona es titular. Las personas 
pueden tener una enfermedad —como la esquizofrenia paranoide— por razón 
de la cual pueden encontrarse sometidas a tratamiento psiquiátrico.
La persona tiene una intimidad personal y familiar, un ámbito de su vida 
excluido del conocimiento ajeno y de la intromisión de terceros, ámbito que se 
delimitará en función del libre desarrollo de la personalidad de la persona. Tiene 
también un domicilio, lugar donde libre de toda sujeción a los usos y convencio-
nes sociales ejerce su libertad más íntima. Ambos ámbitos estarán protegidos por 
diversos derechos, tal y como veremos más adelante. 
Las personas tienen unas características personales, anatómicas o biológi-
cas, que pueden ser requisitos indispensables para realizar un trabajo. 
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Por último, se indica que la convivencia marital de la persona es fruto de su 
personal autonomía y libertad a la hora de confi gurar su convivencia marital y de 
la potestad legislativa del legislador. 
Sobre las cualidades que pone en relación el propio texto del 78, vemos 
cómo, al igual que en años anteriores, en su mayoría no se defi nen, no se estable-
ce claramente su contenido de signifi cado. Por lo que, solo recogemos aquellos 
términos de los que se establecen notas relevantes parar nuestro objeto de estu-
dio, en concreto atendemos a los términos: libertad y derecho.
La persona ejerce su libertad más íntima, cuando están libres de toda suje-
ción a los usos y convenciones sociales. El respeto a estos derechos fundamenta-
les por parte de los tratados internacionales se garantizará mediante la defensa 
jurisdiccional anticipada. 
Finalmente, en cuanto a la tercera pregunta: la razón por la que persona se 
expresa como titular de derechos y de qué derechos es titular la persona por el 
mero hecho de ser persona, en el año 2004 se establece que la persona es titular 
del derecho a la confi dencialidad de la información relacionada con su estado de 
salud, también tendrá derecho a elegir si decide someterse a alguna prueba mé-
dica. Salvo que se encuentre en algunas de las circunstancias tasadas que limitan 
estos derechos como cuando se busque verifi car si el estado de salud del trabaja-
dor puede constituir un peligro para él mismo.
La persona será titular de los derechos fundamentales a la intimidad perso-
nal y familiar (art. 18.1) —a un ámbito de la vida de las personas excluido tanto 
del conocimiento ajeno como de las intromisiones de terceros, y que la delimita-
ción de este ámbito ha de hacerse en función del libre desarrollo de la personali-
dad— y a la inviolabilidad del domicilio —a un espacio en el que los individuos, 
libres de toda sujeción a los usos y convenciones sociales, ejercen su libertad más 
íntima— (art. 18.2).
Tendrá derecho a la libertad de información y de expresión, con los límites 
que suponen y el equilibrio constitucional establecidos con los derechos del art. 
18 de la CE, teniendo en cuenta que la distancia en el tiempo diluye la condición 
obstativa de la personalidad frente al ejercicio de las libertades del art. 20 CE.
La persona tiene derecho a ser oída por un Tribunal independiente, impar-
cial y establecido por la Ley. Por lo que, los Estados signatarios del CEDH, no 
podrán extraditar a ninguna persona cuando la persona reclamada hubiere sido 
condenada o debiera ser juzgada por un Tribunal de excepción o ad hoc.
Por último, se establece que la persona será titular del derecho a la igual-
dad, por lo que, quedan prohibidas todas las conductas discriminatorias no razo-
nables, es decir, que no puedan justifi carse objetivamente con una fi nalidad legí-
tima y que los medios para alcanzar dicha fi nalidad sean adecuados y necesarios.
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2.2.25. 2005
En el año 2005 no se produce ningún cambio en la composición del TC76. La 
jurisprudencia relevante de este año está  compuesta por siete sentencias de un 
total de ciento quince.
2.2.25.1. Persona: su expresión singular y plural
El término persona se emplea en siete ocasiones, cuatro en singular y tres en 
plural, a lo largo de cinco sentencias de la jurisprudencia seleccionada. Cuatro son 
los ponentes conocidos de dichas sentencias: doña María Emilia Casas Baamonde 
—STC 48/2005—, don Francisco Javier Delgado Barrio —STC 72/2005—, don Pa-
blo Pérez Tremps —STC 123/2005— y doña Elisa Pérez Vera —STC 273/2005—. 
Nuevamente, volvemos a encontrar, como pasó ya en una ocasión, una sentencia 
sin ponente al que se denomina don Desconocido —STC 242/2005—.
Lo encontramos empleado para referir al ser humano, al individuo, no de-
terminado en el momento presente, sin aportar mayor contenido de signifi cado 
que su propio uso como sinónimo de ser humano: “se hace constar qué personas 
concretas acudieron a la farmacia” (STC 242/2005), “tuvo que trasladar a distin-
tas personas” (STC 242/2005).
En el resto de ocasiones se emplea como sustantivo, en la función sintáctica 
de sujeto o de complemento directo, al ser quien realiza la acción, o sobre quien 
recae la acción realizada. 
Encontramos el término acompañado de los adjetivos física y moral —tér-
mino que encontramos por primera vez referido a las personas jurídicas—. Se 
establece que ambas tendrán derecho al respeto de sus bienes, y a no ser privadas 
“de su propiedad más que por causa de utilidad pública y en las condiciones 
previstas por la Ley y los principios generales del Derecho Internacional” (STC 
48/2005). Derecho Internacional que en este caso lo conforma el art. Primero del 
Protocolo Adicional al Convenio para la Protección de los Derechos Humanos 
y de las Libertades Fundamentales, el cual hay que leer atendiendo a la reserva 
formulada por España en su ratifi cación, por la cual establece que “su aplicación 
ha de efectuarse a la luz del art. 33 de nuestra Constitución” (STC 48/2005).
Las personas serán titulares de buena parte de los derechos fundamentales 
“como atributo derivado de su dignidad” (STC 72/2005). En el caso de aquellos 
derechos fundamentales que se delimitan subjetivamente, ya que para el ejercicio 
de los cuales es relevante ser español o ser extranjero, les será de aplicación lo 
establecido en el art. 13.1 de la CE (cf. STC 72/2005). Derechos fundamentales a 
los que estarán vinculados todos los poderes públicos españoles a los derechos 
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fundamentales, sin limitación de ámbito territorial alguno, tal y como se estable-
ce en el art. 53.1 CE (cf. STC 72/2005).
Toda persona “declarada culpable de una infracción penal por un tribunal 
tiene el derecho a que su condena o sentencia sea revisada por un tribunal supe-
rior” (STC 123/2005). Este derecho, recogido por el Protocolo núm. 7, de 22 de 
noviembre de 1984 al Convenio Europeo de Derechos Humanos —no ratifi cado 
por España— y por el art. 14.5 del Pacto Internacional de los Derechos Civiles 
y Políticos (PIDCP), es cumplido por España, en cuanto el recurso de casación 
“realice una interpretación amplia de las posibilidades de revisión en sede casa-
cional” y el art. 14.5 se interprete
“no como el derecho a una segunda instancia con repetición íntegra del juicio, 
sino como el derecho a que un Tribunal superior controle la corrección del juicio 
realizado en primera instancia, revisando la correcta aplicación de las reglas que 
han permitido la declaración de culpabilidad y la imposición de la pena, en el 
caso concreto” (STC 123/2005).
Cualquier persona con un interés legítimo, podrá reclamar, en virtud del 
art. 131 del CC “la fi liación manifestada por una constante posesión de estado” 
es decir, 
“cuando existe una situación en la que, pese a no contar con una paternidad o 
maternidad no matrimonial reconocida formalmente, se tiene el concepto públi-
co de hijo con respecto al padre o la madre, formado por actos directos de éstos 
o de su familia, demostrativos de un verdadero reconocimiento voluntario, libre 
y espontáneo” (STC 273/2005). 
Cuando falta esta posesión, la legitimidad se otorga “al hijo durante toda su vida 
y, bajo determinadas condiciones, también a sus herederos, mas no al progeni-
tor”. Prevalencia otorgada al hijo en virtud del valor constitucional de la protec-
ción integral de los hijos, art. 39.2 de la CE, y de la seguridad jurídica en el estado 
civil de las personas, art. 9.3 de la CE (STC 273/2005).
2.2.25.2. Sus derivados
El término personalidad no se emplea en los textos seleccionados de la ju-
risprudencia relevante del año 2005. Procedemos a analizar el término personal. 
2.2.25.2.1. Personal 
El término personal se emplea en dos ocasiones, ambas en singular, como 
adjetivo califi cativo de los sustantivos a los que acompaña, equivaldría a decir 
de la persona. Lo encontramos junto al término libertad y al término estatuto. 
Libertad personal, objeto del derecho a la libertad personal, que se encuentra 
entre aquellos derechos fundamentales —junto al derecho a la vida, a la libertad 
religiosa, a la tutela judicial efectiva,…— que pertenecen a toda persona, por el 
hecho de ser persona, y por lo tanto también a los extranjeros que se encuentren 
en España, —no “a los miles de millones de ciudadanos extranjeros que se en-
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cuentran en otros países”— sin necesidad de la extensión que opera el art. 13.1 
CE, es decir, sin necesidad de tratado o Ley que lo establezca (cf. STC 72/2005), al 
contrario que aquellos derechos fundamentales que, previstos para los españoles 
—los de los arts. 19, derecho fundamental “del nacional a ser en todo momento 
aceptado por el propio Estado y por lo tanto entrar en su país”, o el art. 23, de-
recho a ser elegido y a elegir a sus representantes, etc.— el art. 13.1 CE extiende 
a los extranjeros en España en función de un tratado o ley que lo establezca. Por 
ejemplo, los ciudadanos de la Unión Europea gozarán del derecho a entrar en Es-
paña, en virtud de tratados internacionales y por otras normas (cf. STC 72/2005). 
Es por lo tanto fundamental a la hora de determinar la titularidad de los 
derechos atender al estatuto personal que indica si una persona es nacional o ex-
tranjero, ya que el mismo establece diferencias jurídicas básicas (cf. STC 72/2005). 
“Tradicional binomio que solo progresivamente va siendo objeto de «parcial su-
peración», por ahora, en el marco de «una naciente ciudadanía europea” (STC 
72/2005).
2.2.25.3. Términos de signifi cación próxima 
Los términos hombre, varón, mujer e individuo no se emplean en los textos 
seleccionados de la jurisprudencia relevante del año 2005. Procedemos a analizar 
los restantes términos. 
2.2.25.3.1. Todos y nadie 
El término nadie se emplea en una ocasión, al transcribir el TC el art. 1º del 
Protocolo adicional al Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y 
de las Libertades Fundamentales, el cual establece que “nadie podrá ser priva-
do de su propiedad más que por causa de utilidad pública y en las condiciones 
previstas por la Ley y los principios generales del Derecho Internacional” (STC 
48/2005), derecho del que serán titulares tanto las personas físicas como las mo-
rales (cf. STC 48/2005).
El término todos se emplea en tres ocasiones, todas ellas en la función de 
adverbio en referencia a la colectividad entera, por lo que, no lo incluimos en la 
exégesis del año 2005.
2.2.25.3.2. Ciudadano 
El término ciudadano se emplea en cinco ocasiones, dos en singular y tres en 
plural. Se emplea en referencia a la persona nacional de un país: ciudadano espa-
ñol (STC 72/2005), ciudadano extranjero (STC 72/2005), ciudadano marroquí (STC 
72/2005). Personas que, en virtud de su estatuto personal, serán o no titulares de 
diversos derechos fundamentales en España: el ciudadano español de todos; mien-
tras que los ciudadanos extranjeros que se encuentren en España, en virtud del art. 
13.1, solo de algunos; por ejemplo, no serán titulares del derecho a entrar en Espa-
ña, del art. 19 de la CE, mientras que sí será titular de los derechos fundamentales 
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vinculados a la dignidad de la persona (cf. STC 72/2005). También lo encontramos 
en referencia a nacionales de otros países que forman una unión: ciudadanos de la 
Unión Europea (STC 72/2005), los cuales podrán entrar en España, al ser el régi-
men jurídico aplicable a los mismos diferente al de los demás extranjeros, por los 
tratados internacionales y otras normas que lo regulan (cf. STC 72/2005).
2.2.25.4. Términos derivados de palabras de signifi cación próxima
No encontramos empleados en los textos seleccionados de la jurisprudencia 
relevante de 2005 los términos ciudadana, individualmente e individual. Proce-
demos a analizar el término humano. 
2.2.25.4.1. Humano 
El término humano se emplea en cinco ocasiones, todas ellas en plural, acom-
pañando al término Derechos. Derechos Humanos que se encuentran regulados 
en diversos convenios y tratados internacionales en los que el TC apoya su ra-
zonamiento jurídico: Convenio Europeo de Derechos Humanos (STC 123/2005), 
Pacto Internacional Derechos Civiles y Políticos (STC 123/2005) y el Convenio 
para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamenta-
les, de 20 de marzo de 1952 (STC 48/2005); y que son interpretados y aplicados 
por diversos tribunales: Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas (STC 
123/2005) y Tribunal Europeo de Derechos Humanos (STC 123/2005).
2.2.25.5. Términos que expresan un predicado del ser personal 
No encontramos en los textos relevantes del año 2005 empleados los términos: 
integridad, inherente, inviolable, igualdad, honor y educación. Procedemos al aná-
lisis de los restantes términos siguiendo el orden establecido en los años anteriores. 
2.2.25.5.1. Vida 
El término vida se emplea en cuatro ocasiones, todas ellas en singular.
Lo encontramos como objeto de protección de un derecho fundamental. Dere-
cho a la vida, que, junto a la libertad religiosa, la libertad personal, la tutela judicial 
efectiva… conforman los derechos fundamentales que corresponden a toda per-
sona —nacionales y extranjeros— “sin necesidad de la extensión que opera el art. 
13.1 CE, es decir, sin necesidad de tratado o Ley que lo establezca” (STC 72/2005).
Se establece que, a lo largo de la vida de un sujeto, éste podrá ejercer la ac-
ción de reclamación de fi liación no matrimonial con respecto a sus padres, cuan-
do falte la respectiva posesión de estado (cf. STC 273/2005), legitimidad que se 
extiende bajo determinadas condiciones a sus herederos, pero en ningún caso al 
progenitor (cf. STC 273/2005).
La vida ofrece casos reales en los que “no siempre es fácil separar la expresión 
de pensamientos, ideas y opiniones de la simple narración de unos hechos” (STC 
449El concepto de persona en la jurispridencia del Tribunal Constitucional
278/2005), frente a la teoría que puede ser sencilla de determinar, el TC juzga casos 
reales de la vida, que no pueden ser fácilmente clasifi cados (cf. STC 278/2005).
2.2.25.5.2. Física 
El término física se emplea en una ocasión en referencia a la persona natural 
en contraposición a la persona moral, la persona jurídica, para indicar que ambas 
son titulares del derecho del art. 33 de la CE, y del artículo primero del protocolo 
adicional al CEDH, por el cual “nadie podrá ser privado de su propiedad más 
que por causa de utilidad pública y en las condiciones previstas por la Ley y los 
principios generales del Derecho Internacional” (STC 48/2005).
2.2.25.5.3. Natural 
El término natural se emplea en una ocasión, en referencia a algo que no es 
artifi cioso, que no tiene que ser forzado sobre la realidad, al indicar que “el análi-
sis del contenido que se estimó constitutivo de falta en las actuaciones penales se 
incardina de modo natural en la primera de las libertades citadas” (STC 278/2005).
2.2.25.5.4. Jurídica 
El término jurídica se emplea en nueve ocasiones, ocho en singular y una en 
plural. En una ocasión acompaña al término seguridad (STC 273/2005). Remiti-
mos al análisis de estos términos, para determinar el contenido de signifi cado en 
estos casos.
En el resto de las ocasiones, como ocurre en años anteriores, vemos cómo se 
emplea califi cando a diversos sustantivos determinando su contenido de signifi -
cado, a realidades que o bien han sido creadas por el derecho o bien que desarro-
llan y tienen sus consecuencias en el ámbito del Derecho: régimen jurídico (STC 
72/2005), posición jurídica (STC 72/2005), ordenamiento jurídico (STC 72/2005), 
fundamento jurídico (STC 72/2005), diferencias jurídicas básicas (STC 72/2005), 
califi cación jurídica (STC 123/2005) y protección jurídica (273/2005). Sin aportar 
nada más relevante para la determinación del contenido de signifi cado del térmi-
no, que lo que nos manifi esta su propio uso.
2.2.25.5.5. Dignidad 
El término dignidad se emplea en una ocasión, al establecer que por su 
dignidad la persona es titular de buena parte de los derechos fundamentales, con 
independencia de si es español o extranjero (cf. STC 72/2005).
2.2.25.5.6. Libertad 
El término libertad se emplea en once ocasiones, siete en singular y cuatro 
en plural. En referencia a facultades reconocidas a diversos sujetos, tanto en la CE: 
libertad de expresión, libertad de la de información (STC 278/2005), libertad de 
residencia (STC 72/2005), libertad religiosa, libertad personal, (STC 72/2005)… 
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como en tratados internacionales como el Convenio para la Protección de los 
Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales (STC 48/2005). Tanto 
algunas más de estas libertades, como algunos derechos fundamentales corres-
ponderán a toda persona, en virtud de la dignidad de la misma, sin necesidad de 
tratado o Ley que lo establezca, y por lo tanto no les es aplicable el art. 13. 1 de 
la CE (STC 72/2005). Sin embargo, dicho artículo, el cual establece que “los ex-
tranjeros gozarán en España de las libertades públicas que garantiza el presente 
Título en los términos que establezcan los tratados y la Ley” (STC 72/2005), será 
de aplicación a las restantes libertades públicas de los extranjeros en España. Te-
niendo en cuenta que el mismo “no se refi ere a la totalidad de los derechos de los 
extranjeros en España, sino solo a derechos fundamentales”, aquellos que “pre-
vistos para los españoles —los de los arts. 19, 23, etc. —, el art. 13.1 CE extiende a 
los extranjeros en España” (STC 72/2005).
2.2.25.5.7. Seguridad 
El término seguridad se emplea en dos ocasiones, ambas en singular. Para 
indicar que la restricción del art. 133, por la que solo el hijo tendrá legitimidad 
para reclamar la fi liación no matrimonial cuando no exista posesión de estado, 
responde a una voluntad de dar mayor relevancia a la seguridad familiar por 
parte del legislador, “evitando que puedan llevarse a los Tribunales pretensiones 
abusivas carentes del respaldo de una situación fáctica que les otorgue un funda-
mento cierto” (STC 273/2005), y teniendo en cuenta a su vez tanto el valor cons-
titucional de la protección integral de los hijos (art. 39.2 CE) como la seguridad 
jurídica en el estado civil de las personas (cf. STC 273/2005).
2.2.25.5.8. Derecho 
El término derecho se emplea en sesenta ocasiones, treinta y cinco en singu-
lar y veinticinco en plural. Podemos clasifi car el término en cinco grupos, aten-
diendo al contenido de signifi cado con el que se emplea el mismo.
Primero, en referencia a los derechos fundamentales, a facultades recono-
cidas a diversos sujetos en la Sección 1ª del Capítulo II, del Título 1 de la CE: 
derecho a entrar en España, elegir libremente la residencia, circular por el terri-
torio y salir del mismo (cf. STC 72/2005) derecho a la vida (STC 72/2005) dere-
cho a la tutela judicial efectiva (STC 72/2005)… Como se ha indicado al analizar 
el término libertad, algunos de estos derechos fundamentales corresponderán a 
toda persona, en virtud de la dignidad de la misma, sin necesidad de tratado o 
Ley que lo establezca, y por lo tanto no les es aplicable el art. 13. 1 de la CE (STC 
72/2005). Sin embargo, dicho artículo, será de aplicación a los restantes derechos 
fundamentales de los extranjeros en España, con las consideraciones que previa-
mente hemos indicado (cf. STC 72/2005).
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Segundo, en referencia a derechos constitucionales, aquellos recogidos en 
el resto de apartados de la Constitución, como el derecho de asilo regulado en el 
art. 13. 4 de la CE (STC 72/2005).
Tercero, en referencia a facultades que reconoce la ley a diversos sujetos. 
Facultades a las que no le es de aplicación el art. 13.1 de la CE (STC 72/2005).
Cuarto, acompañado del adjetivo humanos en referencia a aquellos dere-
chos reconocidos en convenios y tratados internacionales, como el derecho a la 
revisión de la condena y la pena (STC 123/2005). Derechos Humanos que se en-
cuentran regulados en diversos convenios y tratados en los que el TC apoya su ra-
zonamiento jurídico: Convenio Europeo de Derechos Humanos (STC 123/2005), 
Pacto Internacional Derechos Civiles y Políticos (STC 123/2005) y el Convenio 
para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, 
de 20 de marzo de 1952 (STC 48/2005); y en referencia a los organismos encarga-
dos de interpretar y juzgar la aplicación dichos tratados y convenios: Comité de 
Derechos Humanos de Naciones Unidas (STC 123/2005) y Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos (STC 123/2005).
Por último, el término se emplea en referencia a parte del sistema jurídico: 
Derecho Internacional (STC 48/2005).
2.2.25.5.9. Deber 
El término deber se emplea en dos ocasiones, ambas en plural. Se estable-
ce que los cónyuges tienen unos deberes de convivencia y fi delidad, art. 68 del 
CC, los cuales junto a la presunción de convivencia conyugal, art. 69 del CC, y el 
hecho de la existencia del matrimonio, permiten fi jar la fi liación en estos casos, 
“determinándose legalmente la paternidad del marido de la madre a través del 
juego de las presunciones (arts. 116 y 117 CC), basadas en la regla proveniente 
del Digesto pater vero is est quem nuptiae demonstrant, cuando el nacimiento se ha 
producido ex uxore” (STC 138/2005). Por su parte, los padres tendrán “deberes 
respecto de los hijos menores, en especial, el de prestarles la asistencia precisa 
durante su minoría de edad y en los demás casos en que legalmente proceda 
(art. 39.3 CE)” (STC 273/2005), por ello, se ha facilitado, mediante la legitimación 
otorgada al hijo para la determinación de la verdad biológica, que éste pueda 
reclamar el cumplimiento de dichos deberes, y se impida así la existencia de dis-
criminaciones por razón de nacimiento (cf. STC 273/2005).
2.2.25.5.10. Familia 
El término familia se emplea en dos ocasiones, ambas en singular. Se indica 
que la familia es una institución a la que los poderes públicos deben protección 
jurídica (cf. STC 273/2005). Para la creación del vínculo que conforma la misma, 
sigue teniendo una importancia primordial el matrimonio “con lo que persiste 
su signifi cado de fundamento de la misma” (cf. STC 273/2005). Se establece que, 
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para determinar la constante posesión de estado, y así determinar el titular de 
la acción para reclamar la fi liación, además del resto de requisitos ya indicados 
previamente, será sufi ciente el reconocimiento formal y público no solo de los 
progenitores, sino también el llevado a cabo por la familia de los mismos (cf. STC 
273/2005).
2.2.25.5.11. Matrimonio 
El término matrimonio se emplea en siete ocasiones, todas ellas en singular. 
El matrimonio tiene “una importancia primordial en el terreno de la creación del 
vínculo (familiar), con lo que persiste su signifi cado de fundamento de la fami-
lia” (STC 273/2005). La existencia del mismo confi ere, en principio, certeza a la 
paternidad, por lo que, a la hora de determinar la fi liación las acciones deben ser 
más fáciles cuando se trate de una reclamación de una fi liación matrimonial y 
más difícil su impugnación (cf. STC 273/2005). Por lo tanto, el matrimonio fi ja el 
carácter matrimonial de la fi liación, que se acredita en el Registro Civil en base 
al juego de presunciones previamente analizado (cf. STC 273/2005). Siempre y 
cuando el hijo nazca: después de la celebración del matrimonio, antes de los tres-
cientos días siguientes a la disolución del mismo o a la separación efectiva, sea 
legal o, de hecho, de los cónyuges (cf. STC 138/2005 y STC 273/2005).
2.2.25.5.12. Tutela 
El término tutela se emplea en una sola ocasión, como objeto de protección 
de un derecho fundamental. Derecho a la tutela judicial efectiva, que, junto a la 
libertad religiosa, la libertad personal, el derecho a la vida… conforman los de-
rechos fundamentales que corresponden a toda persona —nacionales y extranje-
ros— “sin necesidad de la extensión que opera el art. 13.1 CE, es decir, sin nece-
sidad de tratado o Ley que lo establezca” (STC 72/2005).
2.2.25.6. Fuentes doctrinales y jurisprudenciales especifi cadas en las sen-
tencias
El TC a la hora de fundamentar su doctrina hace referencia a distintos con-
venios y tratados internacionales: Convenio Europeo de Derechos Humanos 
(STC 123/2005), Pacto Internacional Derechos Civiles y Políticos (STC 123/2005) 
y el Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades 
Fundamentales, de 20 de marzo de 1952 (STC 48/2005). También hace referencia 
a los organismos encargados de interpretar y juzgar la aplicación dichos tratados 
y convenios: Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas (STC 123/2005) 
y Tribunal Europeo de Derechos Humanos (STC 123/2005), del cual citará la 
STEDH de 13 de febrero de 2001, caso Krombach c. Francia (STC 123/2005). A 
nivel nacional, seguirá haciendo referencia a la doctrina asentada en su propia ju-
risprudencia: STC 273/2005, STC 72/2005, STC 123/2005… y a la doctrina asen-
tada por el TS: STC 273/2005.
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2.2.25.7. Conclusiones
La jurisprudencia del año 2005 no aporta información relevante que nos 
permita añadir nada a lo ya establecido respecto a la interpretación de los térmi-
nos llevada a cabo por el TC.
En cuanto a quién es persona, es interesante atender a la califi cación que 
hace el TC de la persona, indicando que la misma puede ser física o moral. Siendo 
la primera vez que encontramos en los textos seleccionados de la jurisprudencia 
este adjetivo para referirse a la persona en lugar de los término jurídica o colec-
tiva 
Respecto a la relación del término persona con el resto de términos de sig-
nifi cación próxima, en la jurisprudencia del año 2005, vemos cómo se establece 
de forma expresa una relación entre el término persona y el término nadie, al 
indicarse que el art. 1º del Protocolo adicional al Convenio para la Protección de 
los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, es de aplicación tanto 
a las personas físicas como a las morales o jurídicas. 
La pregunta por la naturaleza de la persona, qué es la persona, tampoco se 
responde en este año de forma expresa. Sí que se establecen, como en años ante-
riores, atributos o características de la misma. Recogemos de forma esquemática 
lo indicado previamente en el análisis de los términos.
Las personas tendrán un estatuto personal, por el cual podrán ser españo-
les o extranjeros —binomio tradicional que progresivamente va siendo objeto 
de parcial superación, por el nacimiento de la ciudadanía europea—. Por este 
estatuto personal se determinará si la persona es titular o no de algunos derechos 
fundamentales que se delimitan subjetivamente. Otros derechos fundamentales 
pertenecerán a toda persona como atributo derivado de su dignidad, sin necesi-
dad de acuerdo o tratado internacional, en situación de igualdad con los espa-
ñoles. Derechos fundamentales a los que estarán vinculados todos los poderes 
públicos españoles a los derechos fundamentales, sin limitación de ámbito terri-
torial alguno.
La determinación de la fi liación de la persona, su verdad biológica, puede 
ser declarada dentro del matrimonio, por constante posesión de estado o en au-
sencia de ésta. El juego de presunciones implicado, los sujetos legitimados, y los 
plazos variarán en función de cuál de ellas esté siendo considerada. 
Sobre las cualidades que pone en relación el propio texto del 78, vemos 
cómo, al igual que en años anteriores, en su mayoría no se defi nen, no se establece 
claramente su contenido de signifi cado, por lo que, tan solo recogemos aquellos 
términos de los que se establecen notas relevantes parar nuestro objeto de estu-
dio, en concreto atendemos a los términos: natural, deber, familia y matrimonio.
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El término natural hace referencia a aquello que no es artifi cioso que no se 
fuerza sobre la realidad, en consecuencia, la persona natural sería aquella que no 
es artifi cial. 
El matrimonio tiene una importancia primordial en el terreno de la crea-
ción del vínculo familiar, con lo que persiste su signifi cado de fundamento de la 
familia. Atendiendo al CC, una vez celebrado los cónyuges tienen unos deberes 
de convivencia y fi delidad y presunción de convivencia conyugal. Estos deberes 
permiten determinar la fi liación legal de la paternidad del marido de la madre 
a través del juego de las presunciones (arts. 116 y 117 CC), basadas en la regla 
proveniente del Digesto pater vero is est quem nuptiae demonstrant, cuando el naci-
miento se ha producido ex uxore, siempre y cuando el hijo nazca: después de la 
celebración del matrimonio, antes de los trescientos días siguientes a la disolu-
ción del mismo o a la separación efectiva, sea legal o de hecho, de los cónyuges, 
atendiendo al desarrollo natural de los embarazos humanos. 
Finalmente, en cuanto a la tercera pregunta: la razón por la que persona se 
expresa como titular de derechos y de qué derechos de los que es titular la perso-
na por el mero hecho de ser persona, en el año 2005 se establece que la persona, 
con independencia de su estatuto personal, es titular del derecho a la libertad 
personal, del derecho a la vida, a la libertad religiosa, y a la tutela judicial efectiva 
entre otros. Como atributo debido a su dignidad. 
Además, toda persona declarada culpable de una infracción penal por un 
tribunal tendrá derecho a que su condena o sentencia sea revisada por un tribu-
nal superior. Cuando exista un interés legítimo, podrá reclamar la fi liación mani-
festada por una constante posesión de estado, cuando ésta falte la legitimidad la 
tendrá el hijo durante toda su vida, en algunas ocasiones también sus herederos. 
2.2.26. 2006
En el año 2006 no se produce ningún cambio en la composición del TC77. La 
jurisprudencia relevante de este año, está compuesta por diez sentencias de un 
total de ciento veinte ocho sentencias.
2.2.26.1. Persona: su expresión singular y plural
El término persona se emplea en once ocasiones, cuatro en singular y siete 
en plural, a lo largo de seis sentencias de la jurisprudencia seleccionada. Seis son 
los ponentes de dichas sentencias: don Vicente Conde Martín de Hijas —STC 
77 Tribunalconstitucional.es.(2017). Historia del Tribunal Constitucional. [online] Disponible en: https://
www.tribunalconstitucional.es/es/tribunal/historia/Paginas/Tribunal—Constitucional—de—Espania.
aspx [Acceso 22 Mayo 2017].
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82/2006—, don Roberto García-Calvo y Montiel —STC 174/2006—, don Pascual 
Sala Sánchez —STC 216/2006—, don Francisco Javier Delgado Barrio —STC 
220/2006—, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez —STC 298/2006—, don Pablo 
Pérez Tremps —STC 301/2006—.
Lo encontramos empleado para referir al ser humano, al individuo no de-
terminado en el momento presente, sin aportar mayor contenido de signifi cado 
que su propio uso: “cuatro manifestaciones de unas quinientas personas” (STC 
301/2006), “el lugar de encuentro con la persona que les indica” (STC 216/2006), 
“las personas mencionadas que están encargadas de la custodia y traslado, en 
ocasiones, de la mercancía, serían dos personas de raza árabe” (STC 216/2006).
También se emplea como proposición subordinada adjetiva, lo que equival-
dría a decir personal. Lo encontramos así empleado junto al sustantivo dignidad, 
y acompañado del adjetivo humana (STC 82/2006). La persona humana tiene 
dignidad, es digna. Por esta dignidad le son inherentes, como hemos visto en 
años anteriores, una serie de derechos fundamentales. Para determinar cuáles 
son estos derechos y “esos contenidos de derecho que la Constitución proclama 
de modo absoluto y, en consecuencia, proyecta universalmente” hay que partir 
“en cada caso, del tipo abstracto de derecho y de los intereses que básicamente 
protege” (STC 82/2006). Para lo que es fundamental atender a “la Declaración 
Universal de Derechos Humanos y los demás tratados y acuerdos internaciona-
les sobre las mismas materias ratifi cados por España, a los que el art. 10.2 CE re-
mite como criterio interpretativo de los derechos fundamentales” (STC 82/2006).
Por lo tanto, vemos cómo se defi ne la persona humana, en tanto que “sujeto 
de derecho, es decir, como miembro libre y responsable de una comunidad jurí-
dica” (STC 82/2006).
En el resto de las ocasiones lo encontramos empleado como sustantivo, en 
la función sintáctica de sujeto o de complemento directo, al ser quien realiza la 
acción, o sobre quien recae la acción realizada. 
Se indica que las personas tienen una raza, por medio de la cual pueden ser 
identifi cadas (cf. STC 216/2006).
Los derechos uti cives solo se otorgan a los ciudadanos, es decir, a las perso-
nas individuales, en tanto que ciudadanas de un país; derechos que no se podrán 
reconocer de forma genérica ni a personas jurídicas ni a entes diversos (cf. STC 
298/2006).
Finalmente, se establece que el recurso de amparo deberá buscar la repara-
ción de la violación de un derecho fundamental, por ello, solo “puede ir dirigido 
a que este Tribunal niegue a otra persona un derecho reconocido por la jurisdic-
ción ordinaria” cuando a la vez se busque el amparo de un derecho fundamen-
tal, es decir, cuando para reparar el derecho fundamental se deba afectar a un 
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derecho previamente reconocido por la referida jurisdicción ordinaria (cf. STC 
298/2006). 
2.2.26.2. Sus derivados
El término personal no se emplea en los textos seleccionados de la jurispru-
dencia relevante del año 2006. Procedemos a analizar el término personalidad. 
2.2.26.2.1. Personalidad 
El término personalidad se emplea en una ocasión. Como algo que puede 
ser suplantado, es decir, una persona puede actuar en lugar de otra, suplantando 
su personalidad; por ejemplo, cuando un parlamentario pulsa el botón que no le 
corresponde en una votación (cf. STC 129/2006).
2.2.26.3. Términos de signifi cación próxima 
Los términos nadie, varón e individuo no se emplean en los textos seleccio-
nados de la jurisprudencia relevante del año 2006. Procedemos a analizar el resto 
de términos de signifi cación próxima.
2.2.26.3.1. Hombre, varón y mujer 
El término hombre se emplea en dos ocasiones, de las que una en singular 
y otra en plural. La primera en referencia al ser humano de sexo masculino, al 
varón, al indicar que el principio de igualdad de trato hombre-mujer se aplicará 
en los ámbitos de acceso al empleo, la formación, la promoción profesional y las 
condiciones de trabajo (cf. STC 214/2006). Otra en referencia a todo ser humano, 
al citar el TC la STEDH de 8 de julio de 1986, § 41 caso Lingens c. Austria, en la 
que se establece que “los límites de la crítica admisible son más amplios respecto 
de un hombre político a diferencia de un simple particular”, ya que el mismo 
se expone consciente y voluntariamente a la opinión pública y a la crítica de su 
labor (cf. STC 216/2006).
Por su parte, el término mujer se emplea en siete ocasiones, seis en singular 
y una en plural, para indicar que, como consecuencia de la aplicación del prin-
cipio de igualdad de trato, previamente indicado, no se entenderán contrarias 
a la igualdad proclamada por la CE las disposiciones que tiendan a la tutela de 
la mujer trabajadora en relación con el embarazo o la maternidad. Ya que estos 
dos factores son los que principalmente permiten introducir distinciones de trato 
para la protección de la mujer “para asegurar (…) la protección de su condición 
biológica en el curso de su embarazo y puerperio y las relaciones particulares 
entre la mujer y el recién nacido” y el acceso y permanencia de la misma en el 
mercado de trabajo (cf. STC 214/2006). En función de este principio de igualdad 
sería inconstitucional, y contraria al derecho europeo: “la negativa a contratar a 
una mujer embarazada constituye una discriminación directa basada en el sexo 
(STJCE de 8 de noviembre de 1990 [TJCE 1991, 73], asunto 177-1988, Dekker), 
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incluso también cuando el estado de gestación impida ocupar desde el primer 
momento el puesto de trabajo (STJCE de 3 de febrero de 2000 [TJCE 2000, 14], 
asunto 207-1998, Mahlburg)” (STC 214/2006).
2.2.26.3.2. Todos  
Todos se emplea en una ocasión como adverbio con el sentido de colectivi-
dad entera, por lo que, no lo incluimos en nuestro análisis. 
2.2.26.3.3. Ciudadano 
El término ciudadano se emplea en cinco ocasiones, una en singular y cua-
tro en plural.
Solo los ciudadanos, en cuanto personas individuales serán titulares de los 
derechos uti cives, no pudiendo reconocerse los mismos de forma genérica ni a 
personas jurídicas ni a entes (cf. STC 298/2006). Entre estos derechos encontramos 
el derecho fundamental del representante de los ciudadanos a ejercer su cargo, 
art. 23.2 de la CE, el cual será vulnerado “si los propios órganos de las asambleas 
impiden o coartan su práctica o adoptan decisiones que contraríen la naturaleza 
de la representación o la igualdad de los representantes” (STC 361/2006).
Por otro lado, el art. 14 de la CE contiene “un derecho subjetivo de los ciu-
dadanos a obtener un trato igual”, por el cual, entre otros casos, no podrán esta-
blecerse diferencias en función el nacimiento de la persona dentro o fuera de una 
relación matrimonial (cf. STC 154/2006).
Finalmente, se indica que el derecho al honor de los políticos será menor 
que el de un simple particular, al exponerse este “inevitable y conscientemente 
a un control atento de sus hechos y gestos tanto por los periodistas como por la 
totalidad de los ciudadanos” (STC 16/2006).
2.2.26.4. Términos derivados de palabras de signifi cación próxima
No encontramos empleados en los textos seleccionados de la jurisprudencia re-
levante de 2006 ni el término ciudadana ni el término individualmente. Procedemos 
a analizar los restantes Términos derivados de palabras de signifi cación próxima. 
2.2.26.4.1. Individual 
El término individual se emplea en una ocasión, en plural, acompañando 
al término persona, para indicar como ya hemos visto, que los derechos uti cives 
solo se reconocen a las personas individuales, por ser las mismas las únicas que 
pueden llegar a tener la categoría de ciudadanos (cf. STC 298/2006).
2.2.26.4.2. Humano 
El término humano se emplea en cuatro ocasiones, dos en singular y dos 
en plural. En dos ocasiones acompaña al sustantivo derechos, al hacer referencia 
458 Lorena Velasco Guerrero
el TC a la Declaración Universal de los Derechos Humanos, que junto con los 
demás tratados y acuerdos internacionales constituye en virtud del art. 10.2 de 
la CE el criterio interpretativo de los derechos fundamentales (cf. STC 82/2006) 
y a la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, en concreto 
el caso Lingens c. Austria; STEDH  de 8 de julio de 1986, § 41 (STC 216/2006). 
En otra ocasión acompañará al término persona. Persona humana que tiene una 
dignidad por la cual los derechos fundamentales para la defensa de la misma 
le serán inherentes (cf. STC 82/2006). Persona humana que se defi ne por el TC 
como “sujeto de derecho, es decir, como miembro libre y responsable de una co-
munidad jurídica” (STC 82/2006).
2.2.26.5. Términos que expresan un predicado del ser personal 
No encontramos en los textos relevantes del año 2006 empleados los térmi-
nos: vida, integridad, inviolable, física, natural, seguridad, familia y educación. 
Procedemos al análisis de los restantes términos siguiendo el orden establecido 
en los años anteriores. 
2.2.26.5.1. Jurídica 
El término jurídica se emplea en cuatro ocasiones, tres en singular y una en 
plural.
En una ocasión acompaña al término personas, al indicarse que los dere-
chos uti cives no se podrán reconocer de forma genérica ni a personas jurídicas ni 
a entes sin personalidad (cf. STC 298/2006). 
Lo encontramos también junto al término comunidad, comunidad jurídica 
en la que se integra como miembro libre y responsable la persona humana con-
cebida como sujeto de derecho, a la cual por su dignidad le son inherentes los 
derechos fundamentales que defi enden dicha dignidad (cf. STC 82/2006).
La relación jurídica que se establece entre los padres y los hijos será igual 
con independencia de que la fi liación sea matrimonial o extramatrimonial (cf. 
STC 154/2006).
Por último, se establece que el legislador tiene potestad para confi gurar el 
régimen jurídico de los cargos públicos representativos, aunque si bien tal potes-
tad está sometida a límites (cf. STC 298/2006).
2.2.26.5.2. Dignidad 
El término dignidad se emplea en tres ocasiones, todas ellas en singular. 
Se acompaña del adjetivo humana, para indicar que la CE reconoce a todas las 
personas aquellos derechos inherentes a la dignidad de la persona humana (cf. 
STC 82/2006). Qué derechos son estos se ha de determinar en cada caso, según lo 
indicado al analizar el término persona.
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Por último, lo encontramos cuando se indica su falta como un insulto a la 
persona: “desprovisto de dignidad”. Insulto que puede entenderse amparado 
bajo la libertad de expresión y la crítica pública cuando se dirija hacia un político 
o cargo público (cf. STC 16/2006).
2.2.26.5.3. Inherente 
El término inherente se emplea en una ocasión indicando que la CE reco-
noce a todas las personas aquellos derechos que le sean propios por razón de su 
dignidad (cf. STC 82/2006).
2.2.26.5.4. Libertad 
El término libertad se emplea en una ocasión en referencia al derecho a la li-
bertad de expresión, reconocido en el art. 20 de la CE, el cual puede incluir según 
la STEDH de 8 de julio de 1986, § 41, en el caso Lingens c. Austria, expresiones 
descalifi catorias como “«inmoral», «desprovisto de dignidad» o «el más detesta-
ble oportunismo»” (STC 216/2006), siempre que las mismas se dirijan hacia una 
persona pública o un político y no hacia un particular, al exponerse los mismos 
“inevitable y conscientemente a un control atento de sus hechos y gestos tanto 
por los periodistas como por la totalidad de los ciudadanos” (cf. STC 216/2006).
2.2.26.5.5. Igualdad 
El término igualdad se emplea en cinco ocasiones, todas ellas en singular.
Se establece que el art. 14 CE contiene una cláusula general de igualdad de 
todos los españoles ante la Ley, un principio general de igualdad que se ha re-
conocido como un derecho subjetivo de los ciudadanos a obtener un trato igual 
(cf. STC 154/2006). Como consecuencia de este principio, generarán iguales dere-
chos tanto la fi liación matrimonial como la extramatrimonial (cf. STC 154/2006) 
y el trato entre hombres y mujeres en lo que se refi ere al acceso al empleo, a la 
formación y a la promoción profesionales, y a las condiciones de trabajo deberá 
ser igual (cf. STC 14/2006).
Finalmente, se indica que por la igualdad establecida en el art. 23 de la CE 
los propios órganos de las asambleas no podrán adoptar decisiones que contra-
ríen la igualdad de los representantes (cf. STC 361/2006).
2.2.26.5.6. Derecho 
El término derecho se emplea en treinta y una ocasiones, diecinueve en sin-
gular y doce en plural. Podemos clasifi car el término en cuatro grupos, atendien-
do al contenido de signifi cado con el que se emplea el mismo.
Primero, en plural acompañado del adjetivo fundamentales. Algunos de 
estos derechos pertenecerán solo a los ciudadanos, son derechos uti civites, dere-
chos subjetivos de los mismos y, por lo tanto, solo serán sus titulares las perso-
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nas individuales que tengan la condición de ciudadanos (cf. STC 54/2006 y STC 
298/2006), otros pertenecerán a todas las personas en cuanto tal, al ser imprescin-
dibles para la garantía de la dignidad humana (cf. STC 82/2006). Para defi nir en 
concreto cuáles son esos derechos fundamentales que pertenecen a toda persona 
y el contenido de los mismos ha de partirse en cada caso, del tipo abstracto de 
derecho y de los intereses que básicamente protege” (STC 82/2006), para lo cual 
habrá que tener en cuenta la Declaración Universal de Derechos Humanos y los 
demás tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratifi cados 
por España como criterio interpretativo de los derechos fundamentales (cf. STC 
82/2006). 
La jurisprudencia reconoce algunos de estos derechos en concreto, como el 
derecho a la libertad de expresión (STC 216/2006).
Segundo, en referencia a facultades que reconoce la ley o las distintas nor-
mas a diversos sujetos, como los derechos laborales (STC 214/2006), o los de-
rechos derivados del derecho fundamental recogido en el art. 23 de la CE (STC 
361/2006).
Tercero, acompañado del adjetivo humanos al hacer referencia el TC a la 
Declaración Universal de los Derechos humanos, que junto con los demás trata-
dos y acuerdos internacionales constituye en virtud del art. 10.2 de la CE el crite-
rio interpretativo de los derechos fundamentales (cf. STC 82/2006), y la jurispru-
dencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, en concreto el caso Lingens 
c. Austria; STEDH  de 8 de julio de 1986, § 41 (STC 216/2006). 
Por último, el término se emplea en referencia a alguna parte del sistema 
jurídico: Derecho comunitario (STC 214/2006).
2.2.26.5.7. Deber 
El término deber se emplea en tres ocasiones, dos en singular y una en plu-
ral, para indicar conductas obligatorias para diversos sujetos; por ejemplo, los 
parlamentarios tendrán el derecho/deber “de participación en las tareas de las 
Cámaras, y la forma más habitual de concretar la misma es el ejercicio de su dere-
cho al voto” (STC 361/2006) y el “deber de respeto de los procesos y mecanismos 
de votación” (STC 29/2006). Por su parte, los órganos parlamentarios tendrán 
el deber de motivar las razones de aquellas “normas que puedan suponer una 
limitación al ejercicio de aquellos derechos o atribuciones que integran el estatus 
constitucionalmente relevante del representante público” (cf. STC 361/2006).
2.2.26.5.8. Honor 
El término honor se emplea en una ocasión al indicarse que el derecho a la 
libertad de expresión, reconocido en el art. 20 de la CE, puede incluir términos 
graves para el honor del afectado como “«inmoral», «desprovisto de dignidad» 
o «el más detestable oportunismo»”, siempre que las mismas se dirijan hacia una 
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persona pública o un político y no hacia un particular, al exponerse los mismos 
“inevitable y conscientemente a un control atento de sus hechos y gestos tanto 
por los periodistas como por la totalidad de los ciudadanos” (cf. STC 216/2006).
2.2.26.5.9. Matrimonio 
El término matrimonio se emplea en una ocasión, al establecer el TC que en 
virtud de la prohibición de discriminación introducida por el art. 14 de la CE, no 
se podrá establecer diferencia en los derechos resultados de la fi liación matrimo-
nial y la extramatrimonial, debiendo establecerse una idéntica relación jurídica 
entre los progenitores y el hijo, al ser ambas consideradas dentro de “la fi liación 
por naturaleza” (cf. STC 154/2006).
2.2.26.5.10. Tutela 
El término tutela se emplea en una sola ocasión, para indicar que no serán 
contrarias a la igualdad proclamada en la CE, las disposiciones que tiendan a la 
tutela de la mujer trabajadora en relación con el embarazo o la maternidad, al ser 
estos factores que introducen distinciones de trato para la protección de la mujer 
(cf. STC 214/2006).
2.2.26.6. Fuentes doctrinales y jurisprudenciales especifi cadas en las sen-
tencias
El TC, a la hora de fundamentar su doctrina hace referencia a la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos, que junto con los demás tratados y acuer-
dos internacionales constituye en virtud del art. 10.2 de la CE el criterio interpre-
tativo de los derechos fundamentales (cf. STC 82/2006); a la jurisprudencia del 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos, en concreto STEDH de 8 de julio de 
1986, caso Lingens c. Austria, , § 41 (STC 216/2006); a la jurisprudencia del Tri-
bunal de Justicia de las Comunidades Europeas —Sentencia del TJCE de 8 de no-
viembre de 1990 [TJCE 1991, 73], asunto Dekker y STJCE de 3 de febrero de 2000 
[TJCE 2000, 14], asunto Mahlburg (STC 214/2006) y a las Directivas 2002/73/CE 
(LCEur 2002, 2562) y 76/207/CEE (LCEur 1976, 44) (STC 214/2006). También 
refi ere a su propia jurisprudencia de años anteriores (cf. STC 298/2006).
2.2.26.7. Conclusiones
Respecto a la cuestión interpretativa y la de quién es persona no añade la 
jurisprudencia nada relevante a lo establecido en años anteriores que nos permita 
dar respuesta a estas cuestiones con mayor claridad y profundidad.
Respecto de la relación del término persona con el resto de términos de 
signifi cación próxima se establece que el término ciudadano refi ere, de forma ge-
neral, a la persona en cuanto individuo: la persona individual. Nunca la persona 
jurídica ni a otros entes. Por lo tanto, nuevamente se ponen en relación el término 
persona e individuo y el de ciudadano y persona. 
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Relativo a la pregunta por la naturaleza de la persona, qué es, vemos cómo 
la defi ne como “sujeto de derecho”, y continúa el propio TC indicando qué ha 
de entenderse por lo mismo: el “miembro libre y responsable de una comunidad 
jurídica” (STC 82/2006).
Además, se establecen, como en años anteriores, atributos o características 
de la misma. Sin querer repetir lo ya establecido en años anteriores, recogemos 
de forma esquemática lo indicado previamente en el análisis de los términos.
Las personas son dignas, tienen dignidad. La manifestación de la falta de 
la misma puede entenderse como un insulto a la persona: “desprovisto de dig-
nidad”, el cual estará amparado bajo la libertad de expresión y la crítica pública 
cuando se dirija hacia un político o cargo público.
Se indica que las personas tienen una raza, a través de la cual pueden ser 
identifi cadas. Las personas pueden ser suplantadas en su personalidad, actuan-
do una tercera persona en lugar de las mismas. Por último, se indica, que en 
cuanto ser humano, la persona tiene una condición biológica, la cual será diferen-
te para hombres y mujeres. Por ello, para asegurar la protección de su condición 
biológica de la mujer en el curso de su embarazo y puerperio y las relaciones par-
ticulares entre la mujer y el recién nacido y el acceso y permanencia de la misma 
en el mercado de trabajo se podrán promover acciones que protejan a la misma.
Sobre las cualidades que pone en relación el propio texto del 78, vemos 
cómo, al igual que en años anteriores, en su mayoría no se defi nen, no se establece 
claramente su contenido de signifi cado. Por ello, en este año solo atendemos a lo 
establecido respecto al término derecho, y más en concreto respecto al enunciado 
derechos fundamentales de la persona. Los derechos fundamentales de la perso-
na se reconocerán a toda persona al ser inherentes a la dignidad de la misma e 
indispensables para su defensa. Son derechos proclamados de modo absoluto y 
con proyección universal. Para determinar aquellos derechos fundamentales que 
pertenecen a toda persona y el contenido de los mismos, se procederá partiendo 
en cada caso del tipo abstracto de derecho y de los intereses que básicamente 
protege. Tipo abstracto e intereses que se determinarán en virtud del art. 10.2 de 
la CE, atendiendo a la DUDH y los demás tratados y acuerdos internacionales 
sobre las mismas materias ratifi cados por España, por razón de la remisión esta-
blecida a dichos tratados como criterio interpretativo ad hoc.
Finalmente, en cuanto a la tercera pregunta: la razón por la que persona se 
expresa como titular de derechos y de qué derechos es titular la persona por el 
mero hecho de serlo, hemos visto cómo deben determinarse los mismos, aunque 
la jurisprudencia de este año no indica ninguno en concreto. Sí que establece, sin 
embargo, que no todas las personas gozarán de los mismos derechos derivados 
de su dignidad; de igual manera, por ejemplo, que el derecho al honor de los po-
líticos será menor que el de un simple particular, al exponerse “inevitable y cons-
cientemente a un control atento de sus hechos y gestos tanto por los periodistas 
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como por la totalidad de los ciudadanos” (STC 16/2006). Sin embargo, habrá 
otras circunstancias personales que no pudiendo ser tenidas en cuenta no podrán 
lugar a un trato jurídico diferente, como el nacimiento de la persona dentro o fue-
ra de una relación matrimonial. Para determinar qué circunstancias personales 
caen en una u otra categoría habrá que atender a lo establecido en la CE y según 
el propio TC. 
2.2.27. 2007
En el año 2007 debía producirse la novena renovación del TC. Sin embargo, 
los magistrados no fueron nombrados hasta diciembre del 2010, tomando pose-
sión de  su cargo en el enero del 201178. Son cuatro los magistrados que pasan a 
formar parte del TC, todos a propuesta del Senado: doña Adela Asua Batarrita, 
don Francisco José Hernando Santiago, don Luis Ignacio Ortega Álvarez y don 
Francisco Pérez de los Cobos Orihuel. 
La jurisprudencia de interés para nuestro estudio la componen siete senten-
cias de un total de ciento veinticuatro.
2.2.27.1. Persona: su expresión singular y plural
El término persona se emplea en ocho ocasiones, siete en singular y una en 
plural, a lo largo de tres sentencias. Dos son los ponentes de dichas sentencias: 
doña María Emilia Casas Baamonde —STC 38/2007 y STC 236/2007— y don 
Manuel Aragón Reyes —STC 72/2007—.
El término se emplea, por un lado, como proposición subordinada adjeti-
va, lo que equivaldría a decir personal; por otro, como sustantivo, en la función 
sintáctica de sujeto o de complemento directo, al ser quien realiza la acción o so-
bre quien recae la acción realizada. Los diferentes usos sintácticos se encuentran 
empleados dentro de las mismas sentencias, por lo que, ante la inoperatividad 
de separarlos, procedemos a realizar la exégesis del término sin agruparlo por la 
función sintáctica con la que se emplea.
Lo encontramos al referirse el TC a los titulares de derechos del Título I 
reconocidos por la CE “utilizando distintas expresiones («todos», «todas las per-
sonas», «los españoles», «nadie», «los ciudadanos») o también fórmulas imperso-
nales («se reconoce», «se garantiza»)” (STC 236/2007). Al analizar qué derechos 
pertenecen a toda persona, es decir, qué derechos pueden ejercitar tanto los espa-
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ñoles como los extranjeros y en qué condiciones. Se establece que para determi-
nar estos derechos hay que atender, por un lado, a
“la dicción de los preceptos del Título I reconocedores de derechos, a los que re-
mite el art. 13.1 CE, pues en ellos se hace normalmente referencia a sus titulares 
utilizando distintas expresiones («todos», «todas las personas», «los españoles», 
«nadie», «los ciudadanos») o también fórmulas impersonales («se reconoce», 
«se garantiza»)” (STC 236/2007).
Por otro, a la conexión del derecho con la garantía de la dignidad humana. 
Para tal determinación habrá que atender al 
“tipo abstracto de derecho y los intereses que básicamente protege (contenido 
esencial) para precisar después en qué medida es imprescindible para la digni-
dad de la persona, acudiendo para ello a la Declaración Universal de Derechos 
Humanos y los demás tratados y acuerdos internacionales ratifi cados por Espa-
ña sobre las mismas materias” (STC 236/2007).
Entre estos derechos el TC indica que se encuentran, por ejemplo, el dere-
cho a la educación, cuya vinculación con la garantía de la dignidad humana se 
deduce de su trascendencia que la persona “adquiere para el pleno y libre desa-
rrollo de la personalidad” y para la convivencia en sociedad, “que se ve refor-
zada mediante la enseñanza de los valores democráticos y el respeto a los dere-
chos humanos, necesarios para «establecer una sociedad democrática avanzada», 
como reza el Preámbulo de nuestra Constitución” (STC 236/2007).
Por lo tanto, estos derechos, que son imprescindibles para la garantía de la 
dignidad humana que conforme al art. 10.1 CE constituye fundamento del orden 
político español, en la medida en que son reconocidos ex constitutione a los ex-
tranjeros, a toda persona, deberán ser legislados respetando el contenido esencial 
de los mismos y el “contenido delimitado para el derecho por la Constitución o 
los Tratados Internacionales suscritos por España” (STC 236/2007).
El legislador gozará, de mayor libertad al regular 
“los derechos de los que serán titulares los extranjeros en la medida y condicio-
nes que se establezcan en los Tratados y las Leyes (…) de aquellos derechos que 
no son atribuidos directamente por la Constitución a los extranjeros pero que el 
legislador puede extender a los no nacionales, aunque no sea necesariamente en 
idénticos términos que los españoles” (STC 236/2007).
Entre estos derechos se encuentran según la jurisprudencia constitucional: 
el derecho al trabajo, el derecho a la salud, el derecho a percibir una prestación 
de desempleo, el derecho de residencia y desplazamiento en España o el derecho 
a la reagrupación familiar (cf. STC 236/2007).
Ahora bien, el incumplimiento de los requisitos establecidos por el legisla-
dor para el cumplimiento de estos derechos “no permite al legislador privarles 
de los derechos que les corresponden constitucionalmente en su condición de 
persona, con independencia de su situación administrativa” (STC 236/2007), ya 
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que según el art 1 del CEDH —”toda persona dependiente de su jurisdicción”— 
y el art. 2 del PIDCP —”los individuos que se encuentren en su territorio y estén 
sujetos a su jurisdicción”—, toda persona independientemente de su regularidad 
o no en un país, será titulares de los derechos derivados de la dignidad humana 
(cf. STC 236/2007). Por ejemplo, dado que el derecho a la educación estará vin-
culado, como ya se ha indicado, a la dignidad de la persona, consecuentemente, 
aunque una persona no esté autorizada a residir en España tendrá derecho a la 
enseñanza básica y a la enseñanza no obligatoria (cf. STC 236/2007).
Las personas tienen una imagen protegida por el derecho a la propia ima-
gen, art. 18.1 de la CE, en función del cual, pueden elegir si permitir o no la 
captación y difusión de la misma, salvo, como ya se ha visto, cuando “la regla 
enunciada ceda, lo que ocurrirá en los casos en los que exista un interés público 
en la captación o difusión de la imagen y este interés público se considere consti-
tucionalmente prevalente al interés de la persona”, es decir, cuando ceda frente a 
los derechos del art. 20 de la CE (cf. STC 72/2007).
Las personas podrán ser profesoras de la enseñanza religiosa asumida por 
el Estado. En el marco de cooperación del Estado con las confesiones religiosas 
que se deriva del derecho a la libertad religiosa y el principio de neutralidad re-
ligiosa serán las confesiones las que establecerán qué personas están cualifi cadas 
para ello, estableciendo los criterios con arreglo a los cuales se determinará la 
concurrencia de la cualifi cación necesaria para la contratación de una persona 
como profesor de su doctrina —el conjunto de convicciones religiosas fundadas 
en la fe—, además determinarán el contenido dogmático que debe ser enseñado 
(cf. STC 38/2007). Aunque esta libertad de elección del profesorado estará limita-
da, al igual que los derechos reconocidos en el art. 16 CE y los restantes preceptos 
de la CE ya que “en todo caso han de operar las exigencias inexcusables de in-
demnidad del orden constitucional de valores y principios cifrado en la cláusula 
del orden público constitucional” (STC 38/2007), sí que comprenderán la posi-
bilidad de exigir que quien imparte la materia profese él mismo dicha fe, ya que 
el objeto de la enseñanza religiosa lo constituye “la transmisión no solo de unos 
determinados conocimientos, sino de la fe religiosa de quien la transmite” por lo 
que, puede implicar “un conjunto de exigencias que desbordan las limitaciones 
propias de una empresa de tendencia” (STC 38/2007).
2.2.27.2. Sus derivados
2.2.27.2.1. Personal 
El término personal se emplea en cuatro ocasiones, dos en singular y dos en 
plural, como adjetivo califi cativo de los sustantivos a los que acompaña, equival-
dría a decir de la persona.
En tres ocasiones acompaña al término circunstancias, circunstancias perso-
nales entre las que se incluyen: el arraigo familiar, social y económico de la per-
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sona en un lugar en un lugar, el tiempo de residencia en dicho lugar, su situación 
familiar, si está casado o tiene hijos, su nacionalidad, su trabajo y su pertenencia 
a algún movimiento o agrupación (cf. STC 38/2007 y STC 128/2007).
En la restante acompaña al término intimidad, intimidad personal que se 
encuentra protegida por el derecho a la intimidad personal, salvo en los casos y 
con los requisitos ya indicados previamente (cf. STC 72/2007).
2.2.27.2.2. Personalidad 
El término personalidad se emplea en una ocasión, al indicar que la educa-
ción es fundamental para el pleno y libre desarrollo de la personalidad (cf. STC 
236/2007), al igual que para la convivencia en sociedad, “que se ve reforzada 
mediante la enseñanza de los valores democráticos y el respeto a los derechos 
humanos, necesarios para establecer una sociedad democrática avanzada” (STC 
236/2007). Esta vinculación de la educación con el pleno y libre desarrollo de la 
personalidad y por lo tanto con la dignidad de la persona, justifi cará que este de-
recho se entienda como uno de los derechos que la CE reconoce a toda persona, 
y por lo tanto a los españoles y extranjeros con independencia de su situación 
administrativa (cf. STC 236/2007).
2.2.27.3. Términos de signifi cación próxima
2.2.27.3.1. Individuo 
El término individuo se emplea en una ocasión al recoger el TC la doctrina 
del PIDCP, que en su art. 2 establece que «los individuos que se encuentren en 
su territorio y estén sujetos a su jurisdicción». Este precepto junto con el art. 1 
del CEDH, que indica que «toda persona dependiente de su jurisdicción» será 
titular de los derechos en ella contenidos, ha llevado al TC a establecer que en 
virtud del art. 10.2 de la CE, se ha de establecer que también los extranjeros en 
situación irregular serán titulares de los derechos reconocidos a la persona (cf. 
STC 236/2007).
2.2.27.3.2. Hombre, varón y mujer 
Los términos hombre, varón y mujer no se emplean en los textos selecciona-
dos de la jurisprudencia relevante de este año. 
2.2.27.3.3. Todos y nadie 
Tanto el término todos como el término nadie se emplean por el TC al refe-
rirse éste a los titulares de derechos del Título I reconocidos por la CE “utilizando 
distintas expresiones («todos», «todas las personas», «los españoles», «nadie», 
«los ciudadanos») o también fórmulas impersonales («se reconoce», «se garanti-
za»)” (STC 236/2007).
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El término todos se utiliza, además, en otras dos ocasiones como adverbio 
con el sentido de colectividad entera, por lo que, no lo incluimos en nuestro aná-
lisis.
2.2.27.3.4. Ciudadano 
El término ciudadano se emplea en dos ocasiones, ambas en plural. Lo en-
contramos al referir el TC a los titulares de derechos del Título I reconocidos 
por la CE “utilizando distintas expresiones («todos», «todas las personas», «los 
españoles», «nadie», «los ciudadanos») o también fórmulas impersonales («se 
reconoce», «se garantiza»)” (STC 236/2007). 
Se establece que el art. 20 CE —según declara el TC al igual que por el TEDH, 
en aplicación del art. 10 de la CEDH en la STEDH Ergogdu & Ince c. Turquía, de 
8 de julio de 1999— no ofrece cobertura al delito del odio, es decir, aquel discur-
so que “supongan una incitación directa a la violencia contra los ciudadanos en 
general o contra determinadas razas o creencias en particular” (STC 235/2007). 
Califi cativo que incluye, según la STEDH Decisión Garaudy c. Francia, de 24 de 
junio de 2003, las expresiones que “nieguen del Holocausto en cuanto implicaba 
un propósito de difamación racial hacia los judíos y de incitación al odio hacia 
ellos” (STC 235/2007).
2.2.27.4. Términos derivados de palabras de signifi cación próxima
No encontramos empleados en los textos seleccionados de la jurisprudencia 
relevante de 2007 ni el término ciudadana ni el término individualmente, ni el 
término individual. Procedemos a analizar el término humano.
2.2.27.4.1. Humano 
El término humano se emplea en once ocasiones, cinco en singular y seis en 
plural.
En seis ocasiones acompaña al sustantivo derechos. Derechos humanos que 
son “necesarios para «establecer una sociedad democrática avanzada», como 
reza el Preámbulo de nuestra Constitución” (STC 236/2007) y que tienen un pa-
pel fundamental en el derecho a la educación, ya que con el mismo debe ga-
rantizarse la enseñanza de los valores democráticos y el respeto a los derechos 
humanos. Derechos humanos que marcarán en qué medida es imprescindible un 
derecho para la dignidad de la persona, a tener que acudir para determinar este 
hecho a la Declaración Universal de Derechos Humanos y los demás tratados y 
acuerdos internacionales ratifi cados por España sobre las mismas materias (cf. 
STC 236/2007). Finalmente, en tres ocasiones se emplea el término al referirse 
el TC a la jurisprudencia del TEDH: STEDH Ergogdu & Ince c. Turquía, de 8 de 
julio de 1999; STEDH  Gündüz c. Turquía de 4 de diciembre de 2003, § 41; STEDH 
Erbakan c. Turquía de 6 de julio de 2006, Decisión Garaudy c. Francia, de 24 de 
junio de 2003 (STC 235/2007 y STC 236/2007).
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En cinco ocasiones acompaña al término dignidad. Dignidad humana o 
dignidad de la persona constitucionalmente garantizada (STC 235/2007 y STC 
236/2007). Por ello, los derechos que sean una garantía para la misma se recono-
cerán a toda persona, tanto española como extranjera, con independencia de su 
situación administrativa (cf. STC 236/2007), debiendo determinarse en cada caso 
la conexión del derecho con la garantía de la dignidad humana a 
“partir del tipo abstracto de derecho y los intereses que básicamente protege 
(contenido esencial) para precisar después en qué medida es imprescindible 
para la dignidad de la persona, acudiendo para ello a la Declaración Universal 
de Derechos Humanos y los demás tratados y acuerdos internacionales ratifi ca-
dos por España sobre las mismas materias” (STC 236/2007).
Por último, se establece que los discursos de odio no estarán amparados 
bajo el derecho a la libertad de expresión, tal y como establece el TC y el TEDH 
(cf. STC 235/2007).
2.2.27.5. Términos que expresan un predicado del ser personal 
No encontramos en los textos relevantes del año 2007 empleados los tér-
minos: integridad, física, inherente, inviolable, seguridad, tutela y matrimonio. 
Procedemos al análisis de los restantes términos siguiendo el orden establecido 
en los años anteriores. 
2.2.27.5.1. Vida 
El término vida se emplea en una ocasión, para indicar que la CE no reco-
noce un derecho a la vida familiar, un derecho a la reagrupación familiar que se 
deba reconocer a toda persona, ya que el art. 18.1 de la CE no puede entenderse 
en los mismos términos en que la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Dere-
chos Humanos ha interpretado el art. 8.1 CEDH (cf. STC 236/2007).
2.2.27.5.2. Natural 
El término natural se emplea en una ocasión, al recoger el TC el art. 16.3 de 
la Declaración Universal de Derechos Humanos y el art. 23.1 PIDCP, los cuales 
disponen que: “La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad 
y tiene derecho a la protección de la sociedad y del Estado” (cf. STC 236/2007).
2.2.27.5.3. Jurídica 
El término jurídica se emplea en tres ocasiones, dos en singular y una en 
plural. 
En referencia a los argumentos dados por el propio TC en diversas senten-
cias —fundamentos jurídicos—, para indicar que los derechos tienen un régimen 
jurídico, por el cual se determina si les es de aplicación el art. 13 de la CE o no, y, 
en consecuencia, cómo deben ser regulados (cf. STC 236/2007), y para establecer 
que la asistencia jurídica gratuita se reconocerá a toda persona que cumpla con 
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los requisitos establecidos por el legislador, sea esta española o extranjera (cf. 
STC 236/2007).
2.2.27.5.4. Dignidad 
El término dignidad se emplea en seis ocasiones, todas ellas en singular. 
En cinco ocasiones junto al adjetivo humana y una junto a la proposición su-
bordinada adjetiva de la persona. Dignidad humana o dignidad de la persona 
constitucionalmente garantizada (STC 235/2007 y STC 236/2007). Por ello, los 
derechos que sean una garantía para la misma se reconocerán a toda persona, 
tanto española como extranjera, con independencia de su situación administra-
tiva (cf. STC 236/2007). El TC, en función del criterio indicado previamente (cf. 
STC 236/2007), deberá determinar en cada caso esta conexión del derecho con la 
garantía de la dignidad humana, y en caso de ser necesario para la misma, reco-
nocerlo como derecho de toda persona. 
2.2.27.5.5. Libertad 
El término libertad se emplea en catorce ocasiones, trece en singular y una 
en plural. Lo encontramos empleado en referencia a una cualidad de la perso-
na, la cual es libre, salvo que se encuentre en prisión o en libertad provisional 
(cf. STC 35/2007). Por otro lado, se emplea en referencia a diversas facultades 
reconocidas por la CE, ya sea de forma general derechos y libertades de los ex-
tranjeros, ya sea de forma específi ca: libertad religiosa (STC 38/2007), libertad de 
expresión (STC 235/2007). Finalmente, como facultad que se reconoce a diversos 
sujetos; por ejemplo, el legislador en determinadas materias tendrá libertad de 
concreción (cf. STC 236/2007). Ninguna de estas libertades, anteriormente men-
cionadas, será en ningún caso absoluta; tendrá límites en su ejercicio, al igual que 
los restantes derechos fundamentales y los preceptos reconocidos por la CE (cf. 
STC 38/2007 y STC 236/2007).
2.2.27.5.6. Igualdad 
El término igualdad se emplea en dos ocasiones, ambas en singular. Para 
indicar que el art. 14 CE no consagra un principio de igualdad de trato “ni 
ampara la falta de distinción entre supuestos desiguales, por lo que, no existe 
ningún derecho subjetivo al trato normativo desigual”, es decir, habrá circuns-
tancias desiguales que podrán ser tratadas de forma igual por el derecho (cf. 
STC 69/2007).
2.2.27.5.7. Derecho 
El término derecho se emplea en sesenta y siete ocasiones, treinta y tres 
en singular y treinta y cuatro en plural. Podemos clasifi car el término en cuatro 
grupos, atendiendo al contenido de signifi cado con el que se emplea el mismo.
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Primero, acompañado del adjetivo fundamentales. Derechos reconocidos 
en la CE, tanto a nacionales como a extranjeros, según lo indicado al analizar el 
término persona, (cf. STC 236/2007). Se hace referencia a lo largo de la jurispru-
dencia a algunos de estos derechos en concreto: derecho a la libertad religiosa 
(STC 38/2007), derecho a la igualdad (STC 69/2007), derecho a la propia imagen 
(STC 72/2007) derecho al honor (STC 72/2007) derecho de reunión y asociación 
(STC 236/2007), derecho a la educación (STC 236/2007),… Derechos fundamen-
tales, que al igual que las libertades y demás preceptos constitucionales no serán 
en ningún caso absolutos (cf. STC 38/2007), ya que deben respetar los límites que 
se derivan de otros bienes o derechos (cf. STC 72/2007).
Segundo, en referencia a los derechos constitucionales, los cuales, como se 
ha indicado anteriormente, constituyen límites para los derechos fundamentales, 
al tener cada derecho que respetar las notas fundamentales de los mismos fi jados 
por el TC (cf. STC 72/2007). Cómo se conjugan dichos límites, cuál es el ámbito 
de libertad que garantiza cada derecho y qué acciones se encuentran amparadas 
por los mismos lo fi ja la normativa de desarrollo de los Derechos fundamentales, 
así como el TC en su jurisprudencia. 
Tercero, en referencia a facultades que reconoce la ley a diversos sujetos, 
como el derecho a la reagrupación familiar (STC 236/2007).
Cuarto, acompañado del adjetivo humanos. Derechos humanos que son 
“necesarios para «establecer una sociedad democrática avanzada», como reza el 
Preámbulo de nuestra Constitución” (STC 236/2007) y que tienen un papel fun-
damental en el derecho a la educación, ya que, como se ha indicado, con el mismo 
debe garantizarse la enseñanza de los valores democráticos y el respeto a los dere-
chos humanos. Derechos humanos que marcarán en qué medida es imprescindible 
un derecho para la dignidad de la persona, al tener que acudir para determinar 
lo mismo, en virtud del art. 10.2 de la CE, a la Declaración Universal de Derechos 
Humanos y los demás tratados y acuerdos internacionales ratifi cados por España 
sobre las mismas materias (cf. STC 236/2007). Finalmente, en tres ocasiones se em-
plea el término al referir el TC a la jurisprudencia del TEDH: STEDH Ergogdu & 
Ince c. Turquía, de 8 de julio de 1999; STEDH  Gündüz c. Turquía de 4 de diciembre 
de 2003, § 41; STEDH Erbakan c. Turquía de 6 de julio de 2006, Decisión Garaudy 
c. Francia, de 24 de junio de 2003 (STC 235/2007 y STC 236/2007).
2.2.27.5.8. Deber 
El término deber se emplea en dos ocasiones, ambas en singular. Se estable-
ce que el Estado tiene un deber de neutralidad religiosa derivado del art. 16.3 de 
la CE (cf. STC 128/2007). Sería contrario a dicho deber que el Estado “pretendiese 
negar el carácter religioso de la valoración de unas conductas en el seno intraecle-
sial, por el hecho de que esas mismas conductas puedan merecer una valoración 
diferente en un ámbito extraeclesial” (STC 128/2007).
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2.2.27.5.9. Honor 
El término honor se emplea en una ocasión al indicar el TC que la capta-
ción de imágenes de un policía en un acto de servicio público están dentro de la 
excepción del art. 8.2 a) de la Ley Orgánica 1/1982, de 5 de mayo, de protección 
civil del derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia ima-
gen, por lo que, la captación y difusión de la misma, incluso contra la voluntad 
del titular estaría amparada bajo el derecho a la libertad de información (cf. 
STC 72/2007).
2.2.27.5.10. Familia 
El término familia se emplea en una ocasión al recoger el TC el art. 16.3 de 
la Declaración Universal de Derechos Humanos y el art. 23.1 PIDCP, los cuales 
disponen que: “La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad 
y tiene derecho a la protección de la sociedad y del Estado” (cf. STC 236/2007).
2.2.27.5.11. Educación 
El término educación se emplea en seis ocasiones, todas ellas en singular. 
Objeto del derecho reconocido en el art. 27. El derecho a la educación, cuya vin-
culación con la garantía de la dignidad humana se deduce de su trascendencia 
por la que la persona “adquiere para el pleno y libre desarrollo de la persona-
lidad” y para la convivencia en sociedad, la cual “se ve reforzada mediante la 
enseñanza de los valores democráticos y el respeto a los derechos humanos, ne-
cesarios para «establecer una sociedad democrática avanzada»” (STC 236/2007). 
En consecuencia, se reconocerá el derecho a la educación a toda persona, nacio-
nal o extranjera, en estado administrativo regular o irregular, lo que “incluye el 
acceso no solo a la enseñanza básica, sino también a la enseñanza no obligatoria” 
(STC 236/2007). Se podrán exigir requisitos compartidos con el resto de los ciu-
dadanos —circunstancias de mérito y capacidad o haber obtenido el título de 
Graduado en Educación Secundaria Obligatoria—, en ningún caso se podrá tener 
en cuenta la situación administrativa (cf. STC 236/2007).
2.2.27.6. Fuentes doctrinales y jurisprudenciales especifi cadas en las sen-
tencias
El TC a la hora de fundamentar su doctrina hace referencia a varios trata-
dos internacionales como la Declaración Universal de Derechos Humanos (STC 
236/2007) y al Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos —PIDCP— 
(STC 236/2007). A nivel europeo lo hace al Convenio Europeo de Derechos Hu-
manos (STC 235/2007 y STC 236/2007), a la Recomendación núm. R (97) 20 del 
Comité de Ministros del Consejo de Europa (STC 235/2007) y a la jurisprudencia 
del TEDH (STC 235/2007 y STC 236/2007). Finalmente, a nivel nacional hará re-
ferencia a su propia jurisprudencia (STC 235/2007 y STC 236/2007).
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2.2.27.7. Conclusiones
El TC —en este año de 2007— añade a los criterios interpretativos de años 
anteriores, la indicación de que hay ideas, como la idea de escándalo, que supo-
nen
“una referencia axiológica o valorativa de una conducta o situación con-
templadas desde la perspectiva de mandatos, normas o principios de un 
determinado contenido, de modo que el hecho de que una conducta o 
situación pueda ser considerada como escandalosa desde el prisma de 
un concreto conjunto de mandatos, normas o principios, por los que co-
mulgan con los mismos, no quiere decir que necesariamente tenga que 
merecer la misma consideración si es valorada desde un conjunto distinto 
de mandatos, normas o principios” (STC 128/2007).
Sin embargo, esta “diferencia valorativa de unos mismos hechos según el 
marco axiológico en que se consideren no puede suscitar así recelo alguno”, por-
que la misma “es consecuencia lógica de la coexistencia en el ámbito social regula-
do por las Leyes del Estado de concepciones religiosas distintas” (STC 128/2007). 
En consecuencia, el Estado, cumpliendo con su deber de neutralidad impuesto 
por el art. 16.3 CE, deberá respetar el “carácter religioso de la valoración de unas 
conductas en el seno intraeclesial” no pudiendo imponer una valoración distinta 
a las mismas, porque “puedan merecer una valoración diferente en un ámbito 
extraeclesial” (STC 128/2007). El TC deberá respetar, pues, la valoración de los 
hechos que partan de una referencia axiológica o valorativa diversa, en función 
de la neutralidad del Estado. 
Por otra parte, establece el TC, reiterando la jurisprudencia del año 2006, 
que, para determinar un derecho, su tipo abstracto, y el contenido esencial de 
un derecho, es decir, los intereses que protege, habrá que acudir a la Declaración 
Universal de Derechos Humanos y los demás tratados y acuerdos internaciona-
les ratifi cados por España sobre las mismas materias (cf. STC 236/2007).
En cuanto a quién es persona, la jurisprudencia del año 2007 reitera que se-
rán persona tanto los nacionales, o ciudadanos, como los extranjeros, ciudadanos 
de otros países o apátridas. Todos serán titulares de los derechos reconocidos en 
España a la persona con independencia de su situación administrativa. 
En cuanto a la relación del término persona con el resto de términos de sig-
nifi cación próxima no añade la jurisprudencia nada relevante a lo establecido en 
años anteriores que nos permita establecer con mayor claridad la relación entre 
ellos.
La pregunta por la naturaleza de la persona, qué es la persona, tampoco se 
responde en este año de forma expresa. Sí que se establecen, como en años ante-
riores, atributos o características de la misma. Recogemos de forma esquemática 
lo indicado previamente en el análisis de los términos.
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La persona, tanto española como extranjera independientemente de su si-
tuación administrativa, regular o irregular, será titular de los derechos inherentes 
a su dignidad humana, es decir, aquellos que sean necesarios para su garantía. 
En cada caso se valorará la inclusión del un derecho en ésta categoría. 
Las personas tienen una imagen protegida por el derecho a la propia ima-
gen, en función del cual pueden elegir si permitir o no la captación y difusión de 
la misma y una intimidad personal. 
Las personas tendrán una serie de referencias axiológicas o valorativas de 
una conducta o situación, contempladas desde la perspectiva de mandatos, nor-
mas o principios de un determinado contenido con los que comulguen, o pro-
fesen. Las personas pueden tener una fe, y podrán ser profesoras de la ense-
ñanza religiosa asumida por el Estado. Las confesiones religiosas podrán exigir 
que quien imparte la materia profese él mismo dicha fe, ya que el objeto de la 
enseñanza religiosa lo constituye la transmisión no solo de unos determinados 
conocimientos, sino que también está integrada por el testimonio de fe religiosa 
de quién está encargado de dicha enseñanza. Atacar a una persona por su raza o 
creencias, o incitar al ataque se entenderá como delito de odio, y no estará prote-
gido bajo la libertad de expresión de la persona del art. 20 de la CE. 
La persona tiene, por un lado, una personalidad, que debe desarrollar de 
forma libre y plena ayudada por la educación, y por otro, unas circunstancias 
personales como: el arraigo familiar, social y económico de la persona en un lu-
gar, el tiempo de residencia en dicho lugar, su situación familiar, si está casado 
o tiene hijos, su nacionalidad, su trabajo y su pertenencia a algún movimiento o 
agrupación. 
Sobre las cualidades que pone en relación el propio texto del 78, vemos 
cómo, al igual que en años anteriores, en su mayoría no se defi nen, no se estable-
ce claramente su contenido de signifi cado. Sin embargo, en algunos casos sí que 
se establecen notas características de los mismos. No queriendo reproducir lo ya 
dicho anteriormente, recogemos aquellos términos de los que se establecen notas 
relevantes para nuestro objeto de estudio, en concreto atendemos a los términos: 
familia, igualdad, derecho, deber y educación.
En virtud del art. 16.3 de la Declaración Universal de Derechos Humanos y 
del art. 23.1 PIDCP, la familia se defi ne como elemento natural y fundamental de 
la sociedad y tiene derecho a la protección de la sociedad y del Estado.
No se consagra en nuestro ordenamiento un derecho subjetivo al trato nor-
mativo desigual, por lo que, podrá haber circunstancias desiguales que podrán 
ser tratadas de forma igual por el Derecho.
Se establece por la jurisprudencia que para determinar qué derechos perte-
necen a toda persona, es decir, qué derechos pueden ejercitar tanto los españoles 
como los extranjeros sujetos a la potestad o autoridad del Estado español con 
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independencia de su situación administrativa —regular o irregular—, y en qué 
condiciones, hay que atender, por un lado, a los titulares que reconoce el propio 
Título I, es decir, a los titulares de los distintos derechos a lo largo del texto. Por 
otro, a la conexión del derecho con la garantía de la dignidad humana, atendien-
do, según ya se indicó en el año 2006, al tipo abstracto, a su contenido esencial, y a 
la Declaración Universal de Derechos Humanos y otros tratados internacionales. 
Una vez determinados los mismos cuando estos derechos sean reconocidos ex 
constitutione a los extranjeros, a toda persona, deberán ser legislados respetando 
el contenido esencial de los mismos. Por primera vez se indica que otros dere-
chos, que no son atribuidos directamente por la Constitución a los extranjeros, 
podrán ser ejercidos por los mismos, es decir, por toda persona, en la medida y 
condiciones que se establezcan en los Tratados y por el legislador español.
El Estado tiene un deber constitucional de neutralidad religiosa por el que 
no puede negar el carácter religioso de la valoración de unas conductas en el seno 
intraeclesial, por el hecho de que esas mismas conductas puedan merecer una 
valoración diferente en un ámbito extraeclesial.
La educación es fundamental para que la persona adquiera el pleno y libre 
desarrollo de la personalidad, y, en consecuencia, para la garantía de la dignidad 
de la misma —no hay por lo tanto dignidad, sin libertad en el desarrollo de la 
personalidad, y no es libre en su desarrollo salvo por la educación—. También 
será fundamental para la convivencia en sociedad, la cual se ve reforzada me-
diante la enseñanza de los valores democráticos y el respeto a los derechos hu-
manos necesarios para establecer una sociedad democrática avanzada. 
Finalmente, en cuanto a la tercera pregunta: la razón por la que persona se 
expresa como titular de derechos y de qué derechos es titular la persona por el 
mero hecho de ser persona, hay que añadir, como ya se ha indicado, la precisión 
que se realiza en el año 2007 de que estos derechos se reconocerán a toda persona, 
nacional o extranjera independientemente de su situación administrativa, sean 
legales o ilegales en España. 
 Tras indicar de forma más precisa que en el año 2006 cómo se determina-
rán estos derechos, se hace una referencia concreta al derecho a la educación, 
que comprenderá tanto la enseñanza básica como la enseñanza no obligatoria y 
al derecho a la asistencia jurídica gratuita, que se reconocerá a toda persona que 
cumpla con los requisitos establecidos por el legislador.
Otros derechos se reconocerán a la persona en función de los tratados y las 
leyes, por lo que, al igual que con la asistencia jurídica gratuita, una vez fi jados 
los requisitos para ser titular del mismo, no se podrá negar su titularidad a nin-
guna persona que cumpla con los mismos. Entre estos derechos encontramos, 
según la jurisprudencia: el derecho al trabajo, el derecho a la salud, el derecho a 
percibir una prestación de desempleo, el derecho de residencia y desplazamiento 
en España o el derecho a la reagrupación familiar.
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2.2.28. 2008
En el año 2008 fallece el magistrado don Roberto García-Calvo y Montiel, 
que no será sustituido hasta la siguiente renovación del TC79. La jurisprudencia 
de interés para nuestro estudio la componen cuatro sentencias, seleccionadas de 
un total de ochenta.
2.2.28.1. Persona: su expresión singular y plural
El término persona se emplea en cuatro ocasiones, una en singular y tres en 
plural, a lo largo de dos sentencias de la jurisprudencia seleccionada. Dos son las 
ponentes de dichas sentencias: doña Elisa Pérez Vera —STC 12/2008— y doña 
María Emilia Casas Baamonde —STC 92/2008—.
Lo encontramos empleado, por un lado, como proposición subordinada ad-
jetiva, lo que equivaldría a decir personal; por otro, como sustantivo en la función 
sintáctica de sujeto o de complemento directo, al ser quien realiza la acción o so-
bre quien recae la acción realizada. Los diferentes usos sintácticos se encuentran 
empleados dentro de las mismas sentencias, por lo que, ante la inoperatividad 
de separarlos, procedemos a realizar la exégesis del término sin agruparlo por la 
función sintáctica con la que se emplea.
La Unión Europea, y España en la medida en que es parte de la misma, 
se fundamenta tal y como se establece en el Tratado de Lisboa, “en los valo-
res de respeto de la dignidad humana, libertad, democracia, igualdad, Estado 
de Derecho y respeto de los derechos humanos, incluidos los derechos de las 
personas pertenecientes a minorías” (STC 12/2008). Valores que son “comunes 
a los Estados miembros en una sociedad caracterizada por el pluralismo, la no 
discriminación, la tolerancia, la justicia, la solidaridad y la igualdad entre muje-
res y hombres» (STC 12/2008). Este principio de igualdad entre las personas con 
independencia de su sexo ha llevado a España, a buscar paliar la desigualdad de 
hombres y mujeres en el ámbito público mediante la Ley Orgánica para la igual-
dad efectiva de mujeres y hombres. Esta norma no es contraria a la libertad de 
pensamiento reconocida en la CE, porque la misma no implica que las 
“formaciones políticas participen de los valores sobre los que se sustenta la lla-
mada democracia paritaria (…) no se impide la existencia de formaciones polí-
ticas que defi endan activamente la primacía de las personas de un determinado 
sexo, o que propugnen postulados que pudiéramos denominar «machistas» o 
«feministas»” (STC 12/2008).
Sino que establece que “cuando se pretenda defender esas tesis accediendo 
a los cargos públicos electivos se haga partiendo de candidaturas en las que se 
integran personas de uno y otro sexo” (STC 12/2008).
79 Tribunalconstitucional.es.(2017). Historia del Tribunal Constitucional. [online] Disponible en: https://
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El embarazo pertenece a la esfera íntima de la persona, por lo que, la traba-
jadora puede desear mantener dicha información fuera del conocimiento de los 
demás (cf. STC 92/2008). Por ello, no se tendrá en cuenta a la hora de valorar un 
despido, si la empresa tenía conocimiento del embarazo, sino que se determinará 
en base al “hecho físico objetivo como es el embarazo en sí” lo que supone “una 
medida de fortalecimiento de las garantías frente al despido de la trabajadora 
embarazada, al tiempo que plenamente coherente con el reconocimiento de su 
derecho a la intimidad personal y familiar (art. 18.1 CE)” (STC 92/2008).
2.2.28.2. Sus derivados
2.2.28.2.1. Personal 
El término personal se emplea en tres ocasiones, dos en singular y una en 
plural, como adjetivo califi cativo de los sustantivos a los que acompaña, equival-
dría a decir de la persona.
Se establece que la libertad judicial contempla la libertad de criterio, siem-
pre que el mismo no esté orientado “por simpatías o antipatías personales o ideo-
lógicas, por convicciones e incluso por prejuicios o, lo que es lo mismo, por moti-
vos ajenos a la aplicación del Derecho” (STC 60/2008). Simpatías o antipatías que 
no pueden fundamentarse para ser denunciadas en una mera apariencia sino en 
argumentos razonables (cf. STC 60/2008).
La intimidad personal de la trabajadora femenina justifi ca que no se tenga 
en cuenta a la hora de valorar un despido si la empresa tenía conocimiento del 
embarazo, sino que, según se ha indicado, se determinará en base al “hecho físico 
objetivo como es el embarazo en sí”(cf. STC 92/2008).
2.2.28.2.2. Personalidad 
El término personalidad se emplea en una ocasión, al establecer el TC que 
“únicamente desde esa igualdad sustantiva [o igualdad material, real o efec-
tiva] es posible la realización efectiva del libre desarrollo de la personalidad” 
(STC 12/2008), por ello, el art. 9.2 CE expresa “la voluntad del constituyente de 
alcanzar no solo la igualdad formal sino también la igualdad sustantiva” (STC 
12/2008), en consecuencia, se prohibirán las acciones discriminatorias y se favo-
recerán las acciones que busquen alcanzar la igualdad material (cf. STC 12/2008). 
En lo que es una acción propia “de la caracterización del Estado como social y 
democrático de Derecho” (STC 12/2008).
2.2.28.3. Términos de signifi cación próxima 
2.2.28.3.1. Individuo 
El término individuo se emplea en una ocasión al indicar que los partidos 
políticos como instrumentos —”resultado del ejercicio de la libertad y de la igual-
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dad «reales y efectivas» de los individuos” para la participación política— y me-
dios de expresión del pluralismo —como sujetos que concurren a la formación y 
manifestación de la voluntad popular—. Están regulados por el legislador, quien 
en atención a valores y bienes constitucionales puede limitar la libertad de los 
mismos imponiéndoles “determinadas condiciones para la confección de las can-
didaturas (referidas a la elegibilidad de los candidatos, a la residencia en algunos 
supuestos, o incluso a que tales candidaturas hayan de serlo mediante listas ce-
rradas y bloqueadas)” y el equilibrio por razón de sexo (cf. STC 12/2008).
2.2.28.3.2. Hombre, varón y mujer 
El término varón no aparece en los textos seleccionados de la jurisprudencia 
relevante del 2008.
 Por su parte, el término hombre se emplea en diez ocasiones, dos en singu-
lar y ocho en plural, todas ellas en referencia al ser humano de sexo masculino, 
al varón. Se establece que en el Derecho internacional de los derechos humanos 
es una piedra angular la igualdad formal y la igualdad real —o sustantiva, efec-
tiva y material— entre los hombres y las mujeres. Igualdad que debe ser “un 
precontenido o substrato sobre el que ha de elevarse cualquier decisión política: 
la igualdad radical del hombre y la mujer” (STC 12/2008). Así se establece en 
diversos tratados y normas tanto internacionales como Europeas: en la Conven-
ción sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, 
de 18 de diciembre de 1979 (ratifi cada por España mediante Instrumento de 5 de 
enero de 1984), por la que se garantiza “a las mujeres en igualdad de condiciones 
con los hombres, el derecho a participar en la formulación de las políticas guber-
namentales y en la ejecución de éstas, y ocupar cargos públicos y ejercer todas 
las funciones públicas en todos los planos gubernamentales” (STC 12/2008), en 
el Convenio Europeo para la protección de los derechos humanos y de las liber-
tades fundamentales, de 4 de noviembre de 1950 (ratifi cado por España el 26 de 
septiembre de 1979) (STC 12/2008) y en el Tratado de Lisboa (de 13 de diciembre 
de 2007, “que aún no ha entrado en vigor”) (STC 12/2008). También queda así 
recogido en la propia CE, en el art. 9 de la misma (cf. STC 12/2008).
Promoción de la igualdad entre hombres y mujeres que se ha desarrollado 
en el ámbito de la representación política con el establecimiento legal de la pari-
dad en las candidaturas de los partidos políticos (cf. STC 12/2008), ya que, en el 
ámbito de la representación política, es donde, “si bien hombres y mujeres son 
formalmente iguales, es evidente que las segundas han estado siempre material-
mente preteridas” (STC 12/2008). La regulación legal de esta paridad mediante 
la Ley Orgánica para la igualdad efectiva de mujeres y hombres “no impide la 
existencia de partidos con una ideología contraria a la igualdad efectiva entre los 
ciudadanos”, pues nuestro Estado Social y democrático de Derecho, no consagra 
una democracia militante, por lo que, se dota de la más amplia garantía de los de-
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rechos fundamentales, los cuales no pueden limitarse en razón de que se utilicen 
con una fi nalidad anticonstitucional (cf. STC 12/2008)
El término mujer se emplea en catorce ocasiones, cuatro en singular y diez 
en plural. Lo encontramos acompañando al término hombre en los casos y con 
el contenido de signifi cado indicado previamente. Además, se establece que las 
mujeres suponen la mitad de la población, por lo que, imponer la paridad resulta 
coherente con el principio democrático que reclama la mayor identidad posible 
entre gobernantes y gobernados (cf. STC 12/2008). Paridad establecida por ley 
que no es sino el propio art. 9.2 CE, una vez concretado en términos de Derecho 
positivo su mandato de efectividad (cf. STC 12/2008). Paridad que hará que tam-
bién sea constitucionalmente lícita “la imposibilidad de presentar candidaturas 
que quieran hacer testimonio feminista con la presentación de listas integradas 
únicamente por mujeres”, pues no cabe afi rmar que sea una actuación positiva, 
que deba ser favorecida en pos de la igualdad ya que con el nuevo contexto nor-
mativo al que da lugar la Ley Orgánica para la igualdad efectiva de mujeres y 
hombres es “innecesario compensar la mayor presencia masculina con candida-
turas exclusivamente femeninas, por la sencilla razón de que aquel desequilibrio 
histórico deviene un imposible” (STC 12/2008). 
2.2.28.3.3. Todos y nadie 
El término nadie no se utiliza en los textos seleccionados de la jurispru-
dencia relevante del año 2008. Por su parte, el término todos se emplea en seis 
ocasiones, aunque solo una de ellas como pronombre masculino indefi nido plu-
ral, en referencia al conjunto de los ciudadanos, al establecerse que la igualdad 
sustantiva facilita la participación efectiva de todos en los asuntos públicos y es 
un “elemento defi nidor de la noción de ciudadanía” (STC 12/2008).
2.2.28.3.4. Ciudadano 
El término ciudadano se emplea en diez ocasiones, dos en singular y ocho 
en plural.
Se establece que el término ciudadano designa a una categoría de personas, 
con un criterio de unidad, que “están sometidos al Ordenamiento español y no 
tienen, en cuanto tales, más derechos que los que la Constitución les garantiza, 
con el contenido que, asegurado un mínimo constitucional indisponible, deter-
mine el legislador constituido” (STC 12/2008). 
Esta categoría se ve afectada por “la caracterización de nuestro modelo de 
Estado como social y democrático de Derecho, con los valores superiores de li-
bertad, justicia, igualdad y pluralismo político que dotan de sentido a esta carac-
terización, representa el fundamento axiológico para la comprensión del entero 
orden constitucional” (STC 12/2008). Modelo de Estado que consagra “uno de 
los sistemas democráticos más plenos que cabe encontrar en el Derecho Consti-
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tucional comparado” (STC 103/2008), una democracia constitucional en la que se 
garantiza “que solo los ciudadanos, actuando necesariamente al fi nal del proceso 
de reforma, puedan disponer del poder supremo, esto es, del poder de modifi car 
sin límites la propia Constitución (art. 168 CE)” y asegura
“la participación de los ciudadanos en la vida pública y en el destino colectivo, 
decidiendo éstos, periódicamente, a través de las elecciones de representantes 
en las Cortes Generales (arts. 68 y 69 CE), en los Parlamentos autonómicos (art. 
152.1 CE y preceptos de todos los Estatutos de Autonomía) y en los Ayunta-
mientos (art. 140 CE), acerca del destino político de la comunidad nacional en 
todas sus esferas, general, autonómica y local” (STC 103/2008).
Participación de todos los ciudadanos en el ámbito político que se verá afec-
tada por los principios y valores constitucionales, por lo que, el legislador deberá 
remover aquellos “obstáculos de todo orden, tanto normativos como estrictamente 
fácticos, que la impidan o difi culten y promoviendo las condiciones garantizadoras 
de la igualdad de los ciudadanos”, ya que la igualdad sustantiva “no solo facilita 
la participación efectiva de todos en los asuntos públicos, sino que es un elemen-
to defi nidor de la noción de ciudadanía” (STC 12/2008). Para la promoción de la 
igualdad efectiva o sustantiva de los ciudadanos el legislador, según razona el TC, 
ha aprobado la Ley Orgánica para la igualdad efectiva de mujeres y hombres. Esta 
ley no impide, como ya se ha indicado la existencia de partidos con una ideología 
contraria a la igualdad efectiva entre los ciudadanos” (cf. STC 12/2008).
Finalmente, se establece que los tribunales deberán inspirar confi anza en 
los ciudadanos, por lo que, se podrá remover a los jueces y magistrados cuando 
más allá de las meras apariencias, haya un criterio que permita establecer que el 
mismo no será imparcial (cf. STC 60/2008).
2.2.28.4. Términos derivados de palabras de signifi cación próxima
No encontramos empleados en los textos seleccionados de la jurisprudencia re-
levante de 2008 ni el término ciudadana ni el término individualmente. Procedemos 
a analizar los restantes Términos derivados de palabras de signifi cación próxima. 
2.2.28.4.1. Individual 
El término individual se emplea en una ocasión al indicar el TC que la Ley 
Orgánica para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, no es contrario a los 
derechos del art. 23 de la CE ya que no afecta inmediatamente al derecho de su-
fragio pasivo individual, al establecer una condición “referida a partidos políti-
cos y a agrupaciones de electores, esto es, a entidades jurídicas que no son sujetos 
de los derechos de sufragio activo y pasivo” (STC 12/2008).
2.2.28.4.2. Humano 
El término humano se emplea en cuatro ocasiones, una en singular y tres 
en plural. En una ocasión acompaña al sustantivo dignidad. Dignidad humana 
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que, junto con la libertad, la democracia, la igualdad, el Estado de Derecho y el 
respeto de los derechos humanos, incluidos los derechos de las personas perte-
necientes a minorías, fundamentan, como expresa el Tratado de Lisboa, la Unión 
Europea (cf. STC 12/2008). 
En las otras tres ocasiones acompaña al sustantivo derechos. Derechos hu-
manos que junto a la dignidad y el resto de valores ya mencionados fundamen-
tan la Unión Europea (cf. STC 12/2008). Derechos humanos cuya piedra angular, 
a nivel europeo e internacional, es la búsqueda de la igualdad formal y material 
entre mujeres y hombres tal y como ponen de relieve múltiples normas de Dere-
cho internacional general como la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, de 18 de diciembre de 1979 (ratifi cada 
por España mediante Instrumento de 5 de enero de 1984) o el Convenio Europeo 
para la protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales, 
de 4 de noviembre de 1950 (ratifi cado por España el 26 de septiembre de 1979) o 
la Declaración 1/2004, de 13 de diciembre (cf. STC 12/2008).
2.2.28.5. Términos que expresan un predicado del ser personal
No encontramos en los textos relevantes del año 2008 empleados los térmi-
nos: integridad, física, inherente, inviolable, deber, matrimonio, honor y educa-
ción. Procedemos al análisis de los restantes términos siguiendo el orden estable-
cido en los años anteriores. 
2.2.28.5.1. Vida 
El término vida se emplea en una ocasión, acompañada del adjetivo públi-
ca, vida pública y destino colectivo, o político, de la comunidad nacional, en la 
que participan los ciudadanos (cf. STC 103/2008). Participación garantizada en la 
democracia constitucional española a través “de las elecciones de representantes 
en las Cortes Generales (arts. 68 y 69 CE), en los Parlamentos autonómicos (art. 
152.1 CE y preceptos de todos los Estatutos de Autonomía) y en los Ayuntamien-
tos (art. 140 CE)” (STC 103/2008). 
2.2.28.5.2. Natural 
El término natural se emplea en dos ocasiones, ambas en singular. Para ex-
presar, por un lado, aquello que es propio de una cosa; por ejemplo, se establece 
que es propio de nuestro sistema de democracia representativa, que la voluntad 
soberana tenga su lugar —natural y ordinario— en las Cortes Generales (STC 
103/2008); y que los Jueces y Magistrados participaran en el proceso electoral 
solo en la manera que es propia a la confi guración constitucional del Poder Judi-
cial y su estatuto y a la ley (cf. STC 103/2008). Y por otro, en referencia a aquello 
que se da en la realidad sin intervención externa: “el principio de composición 
equilibrada de las candidaturas electorales se asienta sobre un criterio natural y 
universal, como es el sexo” (STC 12/2008).
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2.2.28.5.3. Jurídica 
El término jurídica se emplea en siete ocasiones, cinco en singular y dos en 
plural. Como califi cativo a diversos sustantivos determinando su contenido de 
signifi cado, en referencia a realidades que o bien han sido creadas por el Dere-
cho —Ordenamiento jurídico (STC 12/2008), entidades jurídicas (STC 12/2008), 
orden jurídico (STC 12/2008) estatuto jurídico (STC 12/2008)…—, o bien que de-
sarrollan y tienen sus consecuencias en el ámbito del Derecho —relaciones jurí-
dicas (STC 60/2008)—. Sin aportar nada más relevante para la determinación del 
contenido de signifi cado del término, que lo que nos manifi esta su propio uso.
Es de interés para nuestra investigación atender a la defi nición que se hace 
de la Constitución, como “el orden jurídico fundamental de la comunidad políti-
ca, regido y orientado a su vez por la proclamación de su art. 1, en su apartado 1, 
a partir de la cual debe resultar un sistema coherente en el que todos sus conteni-
dos encuentren el espacio y la efi cacia que el constituyente quiso otorgarles”, ya 
que no es “la suma y el agregado de una multiplicidad de mandatos inconexos” 
(STC 12/2008). Por lo que, la incorporación de una perspectiva como la paridad o 
igualdad sustantiva por sexos, trasciende a todo el orden jurídico (STC 12/2008).
2.2.28.5.4. Dignidad 
El término dignidad se emplea en una ocasión, junto al adjetivo humana. 
Dignidad humana que, junto con la libertad, la democracia, la igualdad, el Estado 
de Derecho y el respeto de los derechos humanos, incluidos los derechos de las 
personas pertenecientes a minorías, fundamentan, como expresa el Tratado de 
Lisboa (cf. STC 12/2008).
2.2.28.5.5. Libertad 
El término libertad se emplea en nueve ocasiones, ocho en singular y una en 
plural. Podemos clasifi car el término en dos grupos, atendiendo al contenido de 
signifi cado con el que se emplea el mismo.
Primero, como valor en sí mismo que orienta y fundamenta, junto con otros 
valores ya indicados, la Unión Europea y nuestro Estado social y democrático 
de Derecho (cf. STC 12/2008). Libertad que en virtud del art 9.2 de la CE deberá 
promoverse para que su ejercicio sea, junto con el de la igualdad, real y efectivo 
(cf. STC 12/2008).
Segundo, en referencia a facultades que se reconocen a diversos sujetos: 
las libertades fundamentales, la cuales estarán reguladas junto a los derechos 
humanos en diversos convenios y tratados como el Convenio Europeo para la 
protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales, de 4 de 
noviembre de 1950 (STC 12/2008). En concreto, se hará referencia a lo largo de 
la jurisprudencia seleccionada: a la libertad de presentación de candidaturas por 
los partidos (STC 12/2008), a la libertad ideológica de los partidos políticos (STC 
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12/2008), a la libertad de expresión (STC 12/2008), a la libertad de criterio de los 
órganos judiciales (STC 60/2008)… Libertades que en ningún caso serán absolu-
tas, sino que estarán sometidas a límites (cf. STC 12/2008).
2.2.28.5.6. Seguridad 
El término seguridad se emplea en una ocasión, como una de las fi nalida-
des constitucionales que se ven protegidas por la fi jación del criterio objetivo del 
hecho físico objetivo, como es el embarazo en sí, a la hora de valorar un despido. 
Junto a la misma se encontraría la protección de la salud y la protección de la 
familia y de los hijos (cf. STC 92/2007).
2.2.28.5.7. Igualdad 
El término igualdad se emplea en veintiséis ocasiones, todas ellas en singu-
lar en la STC 12/2008. Se distingue entre la igualdad formal y la igualdad sustan-
tiva, real, material o efectiva —estos cuatro adjetivos se van intercambiando en 
referencia a la misma igualdad a lo largo de la STC—. Sin defi nir cada una, sí que 
se establece que la igualdad sustantiva es la única que hace posible “la realiza-
ción efectiva del libre desarrollo de la personalidad” (STC 12/2008). Consciente 
los padres constituyentes de este hecho plasmaron en el art. 9.2 CE la voluntad 
de alcanzar no solo la igualdad formal sino también esta igualdad sustantiva (cf. 
STC 12/2008). Voluntad que “abre el articulado de nuestra Constitución y que 
trasciende a todo el orden jurídico” ya que 
“la Constitución no es la suma y el agregado de una multiplicidad de mandatos 
inconexos, sino precisamente el orden jurídico fundamental de la comunidad 
política, regido y orientado a su vez por la proclamación de su art. 1, en su 
apartado 1, a partir de la cual debe resultar un sistema coherente en el que todos 
sus contenidos encuentren el espacio y la efi cacia que el constituyente quiso 
otorgarles”(STC 12/2008).
En consecuencia,
“la caracterización de nuestro modelo de Estado como social y democrático de 
Derecho, con los valores superiores de libertad, justicia, igualdad y pluralismo 
político que dotan de sentido a esta caracterización, representa el fundamento 
axiológico para la comprensión del entero orden constitucional” (STC 12/2008).
Estos valores serán fundamentales para entender y defi nir el marco consti-
tucional desde el cual el TC debe examinar todas las decisiones adoptados por el 
legislador, a quien se le encomienda, en virtud del art. 9 de la CE “la tarea de ac-
tualizar y materializar la efectividad de la igualdad” (STC 12/2008), facilitando, 
como ya se ha indicado, “la participación de todos los ciudadanos, removiendo, 
cuando sea preciso, los obstáculos de todo orden, tanto normativos como estric-
tamente fácticos, que la impidan o difi culten y promoviendo las condiciones ga-
rantizadoras de la igualdad de los ciudadanos” (STC 12/2008) participación que 
se facilitará mediante la consecución de la igualdad sustantiva, al ser la igualdad 
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sustantiva “un elemento defi nidor de la noción de ciudadanía” (STC 12/2008). En 
consecuencia, se ha de promover esta igualdad por parte de los poderes públicos, 
superando con ello una visión estrechamente formal de los preceptos constitucio-
nales como el art. 9.2 de la CE y trascendiendo a los mandatos de mera remoción 
de obstáculos para lograr su efectividad, mediante la prohibición de las acciones 
discriminatorias y el apoyo de las medidas que busquen la igualdad material o 
sustantiva (cf. STC 12/2008). 
Por ello, muchos países europeos, entre ellos España, han desarrollado le-
yes que buscan la paridad en el ámbito de la representación política, para que 
“la igualdad efectivamente existente en cuanto a la división de la sociedad con 
arreglo al sexo no se desvirtúe en los órganos de representación política con la 
presencia abrumadoramente mayoritaria de uno de ellos” (STC 12/2008) y se 
consiga así que a la hora de determinar la defi nición del contenido de las normas 
y realizar actos los diversos órganos de decisión política, los mismos partan siem-
pre del “precontenido o substrato sobre el que ha de elevarse cualquier decisión 
política: la igualdad radical del hombre y la mujer” (STC 12/2008), ya que consi-
dera el TC que 
“Exigir a quien quiera ejercer una función representativa y de imperio sobre sus 
conciudadanos que concurra a las elecciones en un colectivo de composición 
equilibrada en razón del sexo es garantizar que, sea cual sea su programa po-
lítico, compartirá con todos los representantes una representación integradora 
de ambos sexos que es irrenunciable para el gobierno de una sociedad que así, 
necesariamente, está compuesta” (STC 12/2008).
En consecuencia, se fi ja la paridad en los miembros que integran los par-
tidos políticos, por su trascendencia al ser instrumentos de actualización del 
derecho subjetivo de asociación y de cauces necesarios para el funcionamiento 
del sistema democrático al ser medio de expresión del pluralismo como sujetos 
que concurren a la formación y manifestación de la voluntad popular (cf. STC 
12/2008). Los partidos no tienen una libertad de presentación de candidaturas 
absoluta, sino que está limitada en atención a valores y bienes constitucionales 
protegidos como es el equilibrio por razón de sexo (cf. STC 12/2008).
En este sentido, precisa el TC que “un ideario feminista radical que preten-
da el predominio femenino no podrá ser constitucionalmente prohibido, pero 
tampoco podrá pretender sustraerse al mandato constitucional de la igualdad 
formal (art. 14 CE) ni a las normas dictadas por el legislador para hacer efectiva 
la igualdad material tal como establece el 9.2 CE”. Y aunque no está prohibida la 
“existencia de partidos con una ideología contraria a la igualdad efectiva entre 
los ciudadanos”, ya que “en nuestro sistema no tiene cabida un modelo de «de-
mocracia militante» que imponga la adhesión positiva al ordenamiento y, en pri-
mer lugar, a la Constitución”, sí que se podrá imponer a los mismos legalmente 
que cumplan con el requisito de la paridad en sus listas (cf. STC 12/2008).
484 Lorena Velasco Guerrero
A nivel internacional esta igualdad material entre sexos se sustenta en tex-
tos de Derecho internacional general, entre los que destaca la Convención sobre 
la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, de 18 de 
diciembre de 1979, por el cual se garantiza a las mujeres “en igualdad de condi-
ciones con los hombres, el derecho a participar en la formulación de las políticas 
gubernamentales y en la ejecución de éstas, y ocupar cargos públicos y ejercer to-
das las funciones públicas en todos los planos gubernamentales” (STC 12/2008). 
A nivel europeo encontramos el Convenio Europeo para la protección de los de-
rechos humanos y de las libertades fundamentales de 4 de noviembre de 1950 
(ratifi cado por España el 26 de septiembre de 1979) y el Tratado de Lisboa, de 13 
de diciembre de 2007, que reforma el Tratado de la Comunidad Europea, que ha 
establecido la promoción de la igualdad entre hombres y mujeres como un “obje-
tivo transversal para todas las actividades comunitarias, consistente en eliminar 
las desigualdades entre el hombre y la mujer y promover su igualdad” ya que la 
Unión se fundamenta en junto con otros valores, ya indicados previamente en la 
igualdad (cf. STC 12/2008), comprometiéndose la Unión a fomentar la igualdad 
entre mujeres y hombres (cf. STC 12/2008).
2.2.28.5.8. Derecho 
El término derecho se emplea en veintinueve ocasiones, diecinueve en sin-
gular y diez en plural. Podemos clasifi car el término en cinco grupos, atendiendo 
al contenido de signifi cado con el que se emplea el mismo.
Primero, acompañado del adjetivo fundamentales. Derechos fundamen-
tales cuya más amplia garantía es sustento de nuestro régimen constitucional 
“por circunstancias históricas ligadas a su origen” (STC 12/2008). Por ello, estos 
derechos fundamentales no podrán limitarse “en razón de que se utilicen con 
una fi nalidad anticonstitucional” (STC 12/2008). Se reconocen algunos de estos 
derechos en concreto: derecho al sufragio activo y pasivo (STC 12/2008), dere-
cho subjetivo de asociación (STC 12/2008), derecho a la no discriminación (STC 
92/2008), derecho a la intimidad personal (STC 92/2008). 
En referencia a la titularidad de estos derechos es interesante atender a la 
afi rmación que hace el TC, de que los ciudadanos “están sometidos al Ordena-
miento español y no tienen, en cuanto tales, más derechos que los que la Consti-
tución les garantiza, con el contenido que, asegurado un mínimo constitucional 
indisponible, determine el legislador constituido”, pues si esto se afi rma de los 
ciudadanos, cuanto más de las personas en general, que tienen menos derechos 
que los ciudadanos (cf. STC 12/2008).
Segundo, en referencia a derechos constitucionales, aquellos recogidos por 
la Constitución, fuera de la Sección 1ª del Capítulo II, del Título 1º (STC 92/2008).
Tercero, acompañado del adjetivo humanos. Derechos humanos cuya pie-
dra angular, a nivel europeo e internacional, es la búsqueda de la igualdad formal 
y material entre mujeres y hombres tal y como ponen de relieve múltiples nor-
485El concepto de persona en la jurispridencia del Tribunal Constitucional
mas de Derecho internacional general como la Convención sobre la eliminación 
de todas las formas de discriminación contra la mujer, de 18 de diciembre de 1979 
(ratifi cada por España mediante Instrumento de 5 de enero de 1984) o el Con-
venio Europeo para la protección de los derechos humanos y de las libertades 
fundamentales, de 4 de noviembre de 1950 (ratifi cado por España el 26 de sep-
tiembre de 1979) o la Declaración 1/2004, de 13 de diciembre (cf. STC 12/2008).
Cuarto, en referencia a la forma de Estado. Estado de Derecho en que se 
fundamenta la Unión Europea, según el Tratado de Lisboa (cf. STC 12/2008), y 
España. La cual, se constituye en un Estado Social y democrático de Derecho (cf. 
STC 12/2008) con los valores superiores de libertad, justicia, igualdad y plura-
lismo político” (STC 12/2008). Valores que “dotan de sentido a esta caracteriza-
ción, representa el fundamento axiológico para la comprensión del entero orden 
constitucional” y fi jan el marco constitucional en el cual deben valorarse todas las 
normas (STC 12/2008). 
Por último, el término se emplea en referencia a todo el sistema jurídico 
—Derecho (STC 60/2008)— o a parte del mismo: Derecho internacional gene-
ral (STC 12/2008), Derecho comunitario (STC 12/2008), Derecho positivo (STC 
12/2008), Derecho constitucional comparado (STC 103/2008).
2.2.28.5.9. Familia 
El término familia se emplea en una ocasión, al indicarse que la tutela re-
forzada de la mujer embarazada que confi gura el legislador está relacionada con 
la protección de la familia y de los hijos, al amparar dicha medida “la libre de-
terminación de la trabajadora en favor de su maternidad con una «garantía de 
indemnidad» reforzada” (STC 92/2008).
2.2.28.5.10. Tutela 
El término tutela se emplea en tres ocasiones, todas ellas en singular. Se 
indica que cuando el legislador, por vía del desarrollo legislativo ha optado por 
un desarrollo concreto del art. 14 CE —como incrementar la tutela de algunos 
derechos o reforzarla— no puede ningún órgano judicial “efectuar una inter-
pretación restrictiva y ajena a las reglas hermenéuticas en vigor que prive al 
precepto legal de aquellas garantías establecidas por el legislador”, ya que “con 
ello se estaría impidiendo la efectividad del derecho fundamental de acuerdo 
con su contenido previamente defi nido” (STC 92/2008). Una de estas tutelas 
reforzadas, o tutelas antidiscriminatorias, confi guradas por el legislador, la ten-
dría la mujer embarazada al haberse sustituido mediante el desarrollo legislati-
vo la necesidad de conocimiento por parte de la empresa para valorar la ilega-
lidad del despido, con la prueba del hecho físico objetivo como es el embarazo 
en sí (cf. STC 92/2008).
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2.2.28.6. Fuentes doctrinales y jurisprudenciales especifi cadas en las sen-
tencias
El TC a la hora de fundamentar su doctrina hace referencia a diversas nor-
mas y declaraciones internacionales: el Convenio Europeo para la protección de 
los derechos humanos y de las libertades fundamentales, de 4 de noviembre de 
1950 (ratifi cado por España el 26 de septiembre de 1979) (STC 12/2008); y euro-
peas: el Tratado de Lisboa —a pesar de no estar en vigor el mismo en el momento 
de dictar la sentencia el TC— (STC 12/2008), el Convenio Europeo para la protec-
ción de los derechos humanos y de las libertades fundamentales, de 4 de noviem-
bre de 1950 (ratifi cado por España el 26 de septiembre de 1979) (STC 12/2008) y 
el Tratado de la Comunidad Europea (STC 12/2008). También hará referencia a 
nivel europeo a las jurisprudencias italiana y francesa (STC 12/2008). Finalmen-
te, también hará referencia a su propia doctrina asentada en la jurisprudencia de 
años anteriores: STC 12/2008, STC 60/2008 y STC 92/2008.
2.2.28.7. Conclusiones
En el año 2008 el TC establece que la CE es “el orden jurídico fundamental 
de la comunidad política, regido y orientado a su vez por la proclamación de su 
art. 1, en su apartado 1”, en consecuencia, a partir de la misma “debe resultar un 
sistema coherente en el que todos sus contenidos encuentren el espacio y la efi ca-
cia que el constituyente quiso otorgarles”, ya que no es “la suma y el agregado de 
una multiplicidad de mandatos inconexos”, sino que “la caracterización de nues-
tro modelo de Estado como social y democrático de Derecho, con los valores su-
periores de libertad, justicia, igualdad y pluralismo político que dotan de sentido 
a esta caracterización, representa el fundamento axiológico para la comprensión 
del entero orden constitucional” (STC 12/2008). 
Orden jurídico fundamental que es desarrollado por el legislador, en la me-
dida en que le corresponde, por lo que, en cuanto el mismo ha optado por un 
desarrollo concreto de un derecho recogido en la CE, éste queda fi jado como 
contenido fundamental del mismo. Por ello, tanto la incorporación de una pers-
pectiva como la paridad o igualdad sustantiva por sexos a la interpretación de la 
CE, como la determinación legal de un derecho trascenderá a todo el orden jurí-
dico no pudiendo ningún órgano judicial efectuar una interpretación restrictiva 
y ajena a las reglas hermenéuticas en vigor.
Debido a su labor los legisladores que deben representar en su composi-
ción a la sociedad que representan, para conseguir así a la hora de determinar la 
defi nición del contenido de las normas y realizar actos los diversos órganos de 
decisión política, los mismos han de partir siempre del precontenido o substrato 
sobre el que ha de elevarse cualquier decisión política: la igualdad radical del 
hombre y la mujer (STC 12/2008).
Sin embargo, no habrá nada que no pueda ser cambiado, ni siquiera la pro-
pia CE, ni el contenido de la misma, pues nuestro modelo de Estado busca con-
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sagrar uno de los sistemas democráticos más plenos que cabe encontrar en el 
Derecho Constitucional comparado y garantiza que solo los ciudadanos, actuan-
do necesariamente al fi nal del proceso de reforma, puedan disponer del poder 
supremo, esto es, del poder de modifi car sin límites la propia Constitución (art. 
168 CE).
En cuanto a quién es persona y la relación del término persona con el resto 
de términos de signifi cación próxima no añade la jurisprudencia nada relevante 
a lo establecido en años anteriores que nos permita establecer con mayor claridad 
la respuesta a estas cuestiones. 
La pregunta por la naturaleza de la persona, qué es la persona, tampoco se 
responde en este año de forma expresa. Sí que se establecen, como en años ante-
riores, atributos o características de la misma. Recogemos de forma esquemática 
lo indicado previamente en el análisis de los términos.
Únicamente desde esa igualdad sustantiva o igualdad material, real o efec-
tiva es posible la realización efectiva del libre desarrollo de la personalidad. Por 
ello, deberá existir igualdad sustantiva, no solo formal, una identidad entre hom-
bres y mujeres. En base al criterio natural y universal, como es el sexo de las per-
sonas, y la división paritaria de la sociedad, en que la mitad de las personas son 
hombres y la mitad mujeres. 
El respeto a los derechos humanos, incluidos los derechos de las personas 
pertenecientes a minorías, fundamentarán junto con la dignidad humana, la li-
bertad, la democracia, la igualdad y el Estado de Derecho la Unión Europea. 
Valores que son comunes a los Estados miembros en una sociedad caracterizada 
por el pluralismo, la no discriminación, la tolerancia, la justicia, la solidaridad y 
la igualdad entre mujeres y hombres. Estas características parecen que son tanto 
un hecho como un proyecto, se afi rman y a la vez se proponen políticas para al-
canzarlas. 
El embarazo es un hecho físico objetivo y pertenece a la esfera íntima de 
la persona, por lo que, la trabajadora puede desear mantener dicha información 
fuera del conocimiento de los demás.
Sobre las cualidades que pone en relación el propio texto del 78, vemos 
cómo, al igual que en años anteriores, en su mayoría no se defi nen, no se estable-
ce claramente su contenido de signifi cado. Sin embargo, en algunos casos sí que 
se establecen notas características de los mismos. No queriendo reproducir lo ya 
dicho anteriormente, recogemos aquellos términos de los que se establecen notas 
relevantes para nuestro objeto de estudio, en concreto atendemos a los términos: 
vida, igualdad, derechos fundamentales, derechos humanos.
Se establece que, en la vida pública y destino colectivo, o político, de la 
comunidad nacional participan los ciudadanos a través de las elecciones a los 
distintos órganos de representación. 
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En el año 2008, como se ha indicado previamente, se distingue entre la igual-
dad formal y la igualdad sustantiva, real, material o efectiva. Igualdad, entendida 
en su plasmación legislativa como paridad, que es la única que hace posible “la 
realización efectiva del libre desarrollo de la personalidad”, por ello, los padres 
constituyentes conscientes de este hecho plasmaron, tanto en los valores supe-
riores como en el art. 9.2 CE la voluntad del constituyente de alcanzar no solo la 
igualdad formal sino también esta igualdad sustantiva. Voluntad que representa 
el fundamento axiológico para la comprensión del entero orden constitucional y 
que, por su posición en el texto constituyente, abre el articulado de nuestra CE, 
trasciende a todo el orden jurídico, que se caracteriza por su unidad y subordi-
nación a la CE. Igualdad que marcará el marco constitucional desde el cual el 
TC debe examinar todas las decisiones adoptados por el legislador, a quien se le 
encomienda, en virtud del art. 9 de la CE la tarea de actualizar y materializar la 
efectividad de la igualdad fi jando la paridad en las listas de los partidos políticos, 
trascendiendo a los mandatos de mera remoción de obstáculos para lograr su 
efectividad, mediante la prohibición de las acciones discriminatorias y el apoyo 
de las medidas que busquen la igualdad material o sustantiva: como es la Ley or-
gánica para la igualdad de mujeres y hombres, en la cual se busca la paridad en el 
ámbito de la representación política y se consiga así que a la hora de determinar 
la defi nición del contenido de las normas y realizar actos los diversos órganos 
de decisión política, los mismos partan siempre de un precontenido o substrato 
sobre el que ha de elevarse cualquier decisión política: la igualdad radical del 
hombre y la mujer.
Los Derechos fundamentales y su más amplia garantía son el sustento de 
nuestro régimen constitucional por circunstancias históricas ligadas a su origen, 
por lo que, no podrán limitarse en razón de que se utilicen con una fi nalidad 
anticonstitucional, ya que España no se constituye en una democracia militante. 
La piedra angular de los derechos humanos, a nivel europeo e internacio-
nal, es la búsqueda de la igualdad formal y material entre mujeres y hombres tal 
y como ponen de relieve múltiples normas de Derecho internacional previamen-
te indicadas. 
Finalmente, en cuanto a la tercera pregunta: la razón por la que persona 
se expresa como titular de derechos y de qué derechos es titular la persona por 
el mero hecho de ser persona, en el año 2008 se establece que el ciudadano, y 
en consecuencia, la persona, pues no hay derecho que se pueda reconocer a la 
persona como persona que no se reconozca al ciudadano, estará sometida al Or-
denamiento español y no tendrá en cuanto tales más derechos que los que la 
Constitución les garantiza, con el contenido que, asegurado un mínimo constitu-
cional indisponible, determine el legislador constituido. Por lo tanto, fuera de los 
derechos reconocidos por la CE, su contenido indisponible, y su fi jación legal, no 
existirá ningún derecho. 
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2.2.29. 2009
En el año 2009 no se produce ningún cambio en la composición del TC80. La 
jurisprudencia de interés para nuestro estudio la componen nueve sentencias, 
seleccionadas de un total de setenta y cuatro.
2.2.29.1. Persona: su expresión singular y plural
El término persona se emplea en once ocasiones, ocho en singular y tres 
en plural, a lo largo de cinco sentencias de la jurisprudencia seleccionada. Cua-
tro son los ponentes de dichas sentencias: don Vicente Conde Martín de Hijas 
—STC 37/2009 y STC 127/2009—, doña María Emilia Casas Baamonde —STC 
70/2009—, don Pablo Pérez Tremps —STC 148/2009— y don Javier Delgado 
Barrio —STC 197/2009—.
Lo encontramos empleado para referir al ser humano, al individuo, no de-
terminado en el momento presente, sin aportar mayor contenido de signifi cado 
que su propio uso como sinónimo de ser humano: “no reconocieron al recurrente 
como una de las tres personas que tenían sometida a vigilancia a la sucursal” 
(STC 148/2009), “en el lugar pudo haber otras muchas personas antes de la in-
vestigación” (STC 148/2009) y “se especifi ca quién es la persona objeto de la 
investigación (don R. M. R.)” (STC 197/2009).
En el resto de ocasiones lo encontramos empleado, por un lado, como pro-
posición subordinada adjetiva, lo que equivaldría a decir personal; por otro, 
como sustantivo en la función sintáctica de sujeto o de complemento directo, al 
ser quien realiza la acción, o sobre quien recae la acción realizada. Los diferentes 
usos sintácticos se encuentran empleados dentro de las mismas sentencias, por lo 
que, ante la inoperatividad de separarlos, procedemos a realizar la exégesis del 
término sin agruparlo por la función sintáctica con la que se emplea.
Todas las personas serán titulares al derecho a la intimidad personal ga-
rantizado por el art. 18.1 de la CE, el estar el mismo estrechamente vinculado 
con el respeto a la dignidad de la persona, regulado en el art. 10.1 de la CE (cf. 
STC 70/2009). El cual, como ya se ha indicado en años anteriores, permite la 
creación de un ámbito propio y reservado frente a la acción y el conocimiento 
de los demás dentro del cual se comprende “la información relativa a la salud 
física o psíquica de una persona” ya que “los datos que a la salud se refi eren 
constituyen un elemento importante de su vida privada”, tal y como nos re-
cuerda la jurisprudencia del TEDH (STEDH de 10 de octubre de 2006, caso L.L. 
c. Francia, § 32). Con el límite derivado de la existencia de un interés legítimo 
por el que se ordene “el descubrimiento de la información clínica íntima” (STC 
70/2009). Para que dicha intromisión sea legítima, los órganos judiciales que la 
80 Tribunalconstitucional.es.(2017). Historia del Tribunal Constitucional. [online] Disponible en: https://
www.tribunalconstitucional.es/es/tribunal/historia/Paginas/Tribunal—Constitucional—de—Espania.
aspx [Acceso 22 Mayo 2017].
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autoricen deben establecer de forma clara y razonable: la imprescindibilidad 
de la medida, para poder preservar los intereses en confl icto y su necesidad, 
además de justifi car los medios utilizados para conocer dicha información (cf. 
STC 70/2009).
No todas las personas residentes en un territorio tendrán derecho al sufra-
gio activo y pasivo, solo lo tendrán los ciudadanos del mismo en el ejercicio de 
todos sus derechos (cf. STC 37/2009).
Las personas pueden estar vinculadas con otras por relaciones familiares 
de guarda o de custodia (cf. STC 127/2009). Entre las personas que forman esta 
relación pueden existir situaciones de violencia o de coacción, lo que se tipifi ca 
en el CP como un delito o falta en función del sexo de la persona. En el art. 172.2 
del CP se tipifi cará como delito la coacción leve del varón a la mujer que es o fue 
su pareja afectiva, y en el art. 173.2 del CP se tipifi cará como falta la coacción leve 
hacia persona vinculada con el autor por alguna de las relaciones familiares, de 
guarda o de custodia. Sin embargo, no será contraria a la igualdad esta distinción 
ya que el art. 172.2 CP impone la misma pena “al que de modo leve coaccione 
a una persona especialmente vulnerable (hombre o mujer) que conviva con el 
autor o con la autora”, con lo que “se equiparan punitivamente a las coacciones 
leves del varón hacia quien es o fue su pareja femenina ciertas otras coacciones 
leves” en el seno de las relaciones familiares (STC 127/2009).
Finalmente, se indica que la imputación a título de delito a una persona 
puede incidir en la consideración social de la misma, la cual queda de facto so-
metido a cierto riesgo de estigmatización (cf. STC 127/2009).
2.2.29.2. Sus derivados
El término personalidad no aparece utilizado en los textos seleccionados de 
la jurisprudencia relevante. Procedemos a analizar el término personal. 
2.2.29.2.1. Personal 
El término personal se emplea en dos ocasiones, ambas en singular como 
adjetivo califi cativo de los sustantivos a los que acompaña, equivaldría a decir de 
la persona. 
Acompaña al término intimidad. Intimidad de la persona, que como hemos 
visto en el apartado anterior, engloba la información sobre la salud de la misma 
(cf. STC 70/2009). Intimidad que engloba también la orientación sexual, así como 
la actitud y actividad sexual. Por lo que, estos datos serán considerados como 
datos íntimos que no pueden darse a conocer de cualquier manera sin que afecte 
a la intimidad y al honor de la persona. Así mismo tampoco se entenderán englo-
bados bajo la libertad de expresión las descalifi caciones personales en referencia 
a la orientación y actividad sexual de una persona (cf. STC 77/2009).
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2.2.29.3. Términos de signifi cación próxima
Los términos individuo, todos, nadie, ciudadano, no aparecen utilizados en 
los textos seleccionados de la jurisprudencia relevante. Procedemos a analizar los 
restantes términos de signifi cación próxima. 
2.2.29.3.1. Hombre, varón y mujer 
El término hombre se emplea en una ocasión, en referencia al ser humano 
de sexo masculino, al varón, al indicar el TC que el CP distinguirá entre delito o 
falta de coacción, en función de la especial vulnerabilidad de la persona —hom-
bre o mujer— que conviva con el autor o con la autora (cf. STC 127/2009).
El término varón se emplea en dos ocasiones, ambas en plural para indicar 
que las situaciones de violencia o de coacción entre las personas que tienen una 
relación entre ellas será considerada un delito la coacción leve cuando esa coac-
ción sea del varón a la mujer que es o fue su pareja afectiva, mientras si es al revés 
se tipifi ca, como ya se ha indicado, como falta. Sin embargo, no será contraria a 
la igualdad esta distinción ya que el art. 172.2 CP equipara punitivamente “a las 
coacciones leves del varón hacia quien es o fue su pareja femenina ciertas otras 
coacciones leves” en el seno de las relaciones familiares (STC 127/2009).
El término mujer se emplea en dos ocasiones, ambas en singular, analizadas 
previamente junto al término hombre y al término varón. 
2.2.29.4. Términos derivados de palabras de signifi cación próxima
No encontramos empleados en los textos seleccionados de la jurisprudencia 
relevante de 2009 ni el término ciudadana ni el término individualmente. Proce-
demos a analizar los restantes Términos derivados de palabras de signifi cación 
próxima. 
2.2.29.4.1. Individual 
El término individual se emplea en una ocasión, califi cando al sustantivo 
dignidad. Dignidad individual que se ve afectada, junto con la consideración 
de la persona, cuando se emplean descalifi caciones personales, califi cativos des-
pectivos sobre la orientación sexual (cf. STC 77/2009). Descalifi caciones que en 
la medida en que resulten innecesarias para el objetivo informativo, no estarán 
contempladas bajo la libertad de expresión (cf. STC 77/2009).
2.2.29.4.2. Humano 
El término humano se emplea en cuatro ocasiones, una en singular y tres 
en plural.
Califi ca al término vida. Vida humana cuya calidad se mantiene, según las 
pautas de nuestra cultura, al establecerse mediante el derecho a la intimidad per-
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sonal, regulado en el art. 18 de la CE, “un ámbito propio y reservado frente a la 
acción y el conocimiento de los demás” (STC 70/2009).
En las otras tres ocasiones acompaña el término derechos. Derechos huma-
nos que se encuentran recogidos en la Declaración Universal de Derechos Huma-
nos y en diversos tratados y acuerdos internacionales, los cuales por mandato del 
art. 10.2 CE, serán criterios interpretativos de las normas relativas a los derechos 
fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce (cf. STC 140/2009). 
Por ejemplo, para la interpretación del art. 39.1 CE, que establece que los poderes 
públicos asegurarán la protección social, económica y jurídica de la familia, el TC 
atiende a lo establecido en la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos —STEDH de 2 de agosto de 2001, caso Boultif c. Suiza, o de 17 de abril 
de 2003, caso Yilmaz c. Alemania—, que interpreta el Convenio Europeo de de-
rechos humanos (cf. STC 140/2009).
2.2.29.5. Términos que expresan un predicado del ser personal
No encontramos en los textos relevantes del año 2009 empleados los térmi-
nos: integridad, natural, inherente, inviolable, seguridad, igualdad, deber, ma-
trimonio y tutela. Procedemos al análisis de los restantes términos siguiendo el 
orden establecido en los años anteriores. 
2.2.29.5.1. Vida 
El término vida se emplea en tres ocasiones, todas ellas en singular. El tér-
mino se acompaña de diversos adjetivos. Se establece que la vida humana, es 
aquella vida cuya calidad mínima se ve afectada, según las pautas de nuestra 
cultura, por la existencia de un ámbito propio y reservado frente a la acción y 
el conocimiento de los demás, el cual protege el derecho a la intimidad (cf. STC 
70/2009). Intimidad que comprende la información relativa a la salud física o 
psíquica de una persona, “en la medida en que los datos que a la salud se re-
fi eren constituyen un elemento importante de su vida privada” (STC 70/2009). 
Vida privada y familiar que también se verá vulnerada si no se tiene en cuenta el 
arraigo familiar a la hora de tomar una medida de expulsión del territorio de una 
persona (cf. STC 140/2009).
2.2.29.5.2. Física 
El término física se emplea en una ocasión para indicar que el derecho a la 
intimidad, regulado en el art. 18 de la CE, comprende la información relativa a la 
salud física o psíquica de una persona (cf. STC 70/2009).
2.2.29.5.3. Jurídica 
El término jurídica se emplea en dos ocasiones, ambas en singular. Se esta-
blece que la califi cación de un acto como falta o delito supone tanto en el repro-
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che social como en las consecuencias jurídicas una distinción relevante (cf. STC 
127/2009).
En virtud del mandato constitucional del art. 39.1 los “poderes públicos ase-
gurarán la protección social, económica y jurídica de la familia” lo que implica, 
según lo establece también la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos, que en los supuestos de expulsión deberá tenerse en cuenta el arraigo 
familiar, que puede actuar como límite a la expulsión, cuando se entienda que 
por dicho arraigo pueda “no resultar proporcionada al fi n legítimo perseguido 
por la medida, esto es la garantía del orden público, vulnerando de ese modo el 
derecho a la vida privada y familiar reconocido en el art. 8.1 del Convenio euro-
peo de derechos humanos” (CEDH; por todas, STEDH de 2 de agosto de 2001, 
caso Boultif c. Suiza, o de 17 de abril de 2003, caso Yilmaz c. Alemania) (STC 
140/2009).
2.2.29.5.4. Dignidad 
El término dignidad se emplea en dos ocasiones, todas ellas en singular. 
Como atributo de la persona, recogido en el art. 10. 1 de la CE, y cuyo respeto se 
encuentra estrechamente vinculado con el derecho a la intimidad personal (cf. 
STC 70/2009), y al derecho al honor, por lo que, los califi cativos despectivos e 
innecesarios para el objetivo informativo, por cuanto que repercuten negativa-
mente sobre dicha dignidad individual, no quedan amparadas por el derecho a 
la libertad de expresión (cf. STC 77/2009).
2.2.29.5.5. Libertad 
El término libertad se emplea en tres ocasiones, dos en singular y una en 
plural. En dos de ellas en referencia al derecho a la libertad de expresión, el cual 
no comprende las expresiones descalifi cativas personales ni la información per-
sonal no necesaria para la noticia que se quiera transmitir (cf. STC 77/2009). En 
otra, en referencia a las libertades fundamentales, las cuales, junto con los dere-
chos fundamentales, por mandato del art. 10.2 CE deberán ser interpretados “de 
conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados 
y acuerdos internacionales sobre la misma materia ratifi cados por España” (STC 
140/2009).
2.2.29.5.6. Derecho 
El término derecho se emplea en dieciocho ocasiones, doce en singular y 
seis en plural. Podemos clasifi car el término en dos grupos, atendiendo al conte-
nido de signifi cado con el que se emplea el mismo.
Primero, lo encontramos junto al adjetivo fundamentales. Derechos 
fundamentales que, como se ha indicado, por mandato del art. 10.2 de la CE 
deberán ser interpretados conforme a la Declaración Universal de Derechos 
Humanos, y en diversos tratados y acuerdos internacionales, ratifi cados por 
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España (cf. STC 140/2009). Se reconocen algunos de estos derechos en concreto: 
derecho al sufragio pasivo y activo (STC 37/2009), derecho de reunión (STC 
37/2009), derecho a la intimidad (STC 70/2009) derecho a la educación (STC 
70/2009), derecho a la libertad de expresión (STC 77/2009), derecho al honor 
(STC 158/2009) derecho a la propia imagen (STC 158/2009). Derechos que no 
podrán ser limitados en base a meras hipótesis o sospechas; por ejemplo, no se 
podrá limitar el derecho de reunión en período electoral, por la mera posibili-
dad de que una reivindicación pueda incidir de una u otra forma en el electo-
rado (cf. STC 37/2009). 
Segundo, acompañado del adjetivo humanos. Derechos humanos que se 
encuentran recogidos en la Declaración Universal de Derechos Humanos, y en 
diversos tratados y acuerdos internacionales, y que serán, como se ha menciona-
do criterio interpretativo de los derechos fundamentales y las libertades públicas, 
al igual que de los derechos constitucionales (cf. STC 140/2009). Por ejemplo, 
para la interpretación del art. 39.1 CE, que establece que los poderes públicos ase-
gurarán la protección social, económica y jurídica de la familia, hay que atender 
a la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos —STEDH de 2 
de agosto de 2001, caso Boultif c. Suiza, o de 17 de abril de 2003, caso Yilmaz c. 
Alemania—, que interpreta el Convenio Europeo de derechos humanos (cf. STC 
140/2009). También encontramos en la jurisprudencia referencia a otros tratados 
que reconocen estos derechos respecto a una parte de la población relevante para 
el Derecho, como la Convención de las Naciones Unidas de 20 de noviembre de 
1989, de derechos del niño (STC 140/2009).
2.2.29.5.7. Honor 
El término honor se emplea en dos ocasiones, ambas en singular, como ob-
jeto del derecho al honor regulado en el art. 18 de la CE, el cual se verá menosca-
bado cuando se viertan descalifi caciones personales no relevantes para la noticia 
que se quiere transmitir (cf. STC 77/2009). Los titulares del mismo podrán con-
sentir en una intromisión en su intimidad, que en la medida en que sea consenti-
da no afectará al derecho (cf. STC 158/2009). Sin embargo, si se trata de menores 
o incapaces el consentimiento
“deberá ser prestado por ellos mismos, si sus condiciones de madurez lo permi-
ten y, de no ser así, el consentimiento habrá de otorgarse mediante escrito por 
sus representantes legales, quienes estarán obligados a poner en conocimiento 
previo del Ministerio Fiscal el consentimiento proyectado, habiendo de resol-
ver el Juez si en el plazo de ocho días el Ministerio Fiscal se opusiere” (STC 
158/2009) 
Consentimiento que será en todo caso inefi caz si como consecuencia de la 
utilización de su imagen se ocasiona un menoscabo de su honra o reputación, o 
resulte ser contraria a sus intereses (cf. STC 158/2009).
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2.2.29.5.8. Familia 
El término familia se emplea en dos ocasiones, ambas en singular. Se recoge 
en la jurisprudencia la legislación catalana que con la intención de conservar el 
patrimonio en el seno de la familia, aceptaba de forma generalizada la modalidad 
de cláusula testamentaria de sustitución fi deicomisaria condicional si sine liberis 
decesserit, por la cual se establecía
 “una disposición en favor del hijo –primogénito comúnmente– que queda gra-
vada de restitución en favor de los demás hermanos para el caso en que el pri-
mero fallezca sin dejar hijos o sin dejar hijos en edad de testar (art. 174 de la 
Compilació de Dret civil de Catalunya, 196 y sigts., del Codi de Successions per causa 
de mort)” (STC 187/2009). 
Esta cláusula podía contener una limitación para que solo heredaran los 
hijos legítimos, que no comprende a los adoptivos, ya que la distinción entre 
“los hijos matrimoniales (o legítimos en la acepción tradicional) y no matrimo-
niales se proyecta únicamente en relación con los hijos por naturaleza, es decir, 
los nacidos en el seno de una unión heterosexual, mientras que la categoría de 
los hijos adoptivos es ajena a esta subdistinción entre hijos matrimoniales y no 
matrimoniales de los hijos por naturaleza” (STC 187/2009).
2.2.29.5.9. Educación 
El término educación se emplea en dos ocasiones, en referencia al objeto del 
derecho del art. 27 CE. Derecho fundamental a la educación (art. 27.1 CE) cuya 
garantía y disfrute es objeto de interés público para garantizar la calidad en la 
prestación de un servicio. Calidad de la prestación del derecho fundamental que 
legitima el apartamiento de un funcionario 
“de sus funciones docentes, si se entiende que su estado de salud no le permite 
atender adecuadamente a sus obligaciones y, por tanto, a la prestación debida 
del servicio educativo que es presupuesto indispensable para el disfrute, por 
parte de los alumnos, del derecho a la educación que constitucionalmente se les 
reconoce” (STC 70/2009).
2.2.29.6. Fuentes doctrinales y jurisprudenciales especifi cadas en las sen-
tencias
El TC a la hora de fundamentar su doctrina hace referencia a nivel interna-
cional a la Declaración Universal de Derechos Humanos (STC 140/2009) y a la 
Convención de las Naciones Unidas de 20 de noviembre de 1989, de derechos del 
niño (STC 140/2009). A nivel europeo al Tribunal Europeo de Derechos Huma-
nos —STEDH de 2 de agosto de 2001, caso Boultif c. Suiza; STEDH de 17 de abril 
de 2003, caso Yilmaz c. Alemania y STEDH de 10 de octubre de 2006, caso L.L. 
c. Francia, § 32—, que interpreta el Convenio Europeo de derechos humanos al 
que también hace mención (STC 140/2009). A nivel nacional hará referencia a su 
propia doctrina asentada en años anteriores (STC 70/2009). 
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2.2.29.7. Conclusiones
La jurisprudencia del año 2009 vuelve a poner en relación el término in-
dividuo y el termino persona, al indicar que las “descalifi caciones personales 
repercuten sobre la “consideración o dignidad individual”. La difi cultad que se 
presenta nuevamente en este caso es si la persona, en cuanto física, podría tener 
una dignidad que no fuera individual.
La pregunta por la naturaleza de la persona, qué es la persona, tampoco se 
responde en este año de forma expresa. Sí que se establecen, como en años ante-
riores, atributos o características de la misma, recogemos de forma esquemática 
lo indicado previamente en el análisis de los términos.
La intimidad de la persona es aquel ámbito propio y reservado frente a la 
acción y el conocimiento de los demás, protegido por el derecho a la intimidad, 
y que es indispensable para mantener un mínimo de calidad de vida humana, 
según nuestra cultura. Dentro de este ámbito, y protegido en consecuencia por el 
derecho a la intimidad personal y familiar, se comprende la información relativa 
a la salud física o psíquica de una persona, ya que los datos que a la salud se re-
fi eren constituyen un elemento importante de su vida privada. También forma 
parte de esta intimidad la orientación sexual de la persona —primera vez que se 
hace mención a la misma en la jurisprudencia seleccionada—, así como la actitud 
y actividad sexual que ésta lleve a cabo. 
La persona podrá estar sana o enferma, lo que podrá afectar al desempeño 
de sus funciones. Podrá ser insultada y descalifi cada por sus circunstancias per-
sonales, estos descalifi cativos, por cuanto afecten a la dignidad de la persona, y 
no sean necesarios para la noticia que se quiere transmitir, no estarán contempla-
dos bajo las libertades del art. 20 CE.
Las personas pueden estar vinculadas con otras por relaciones familiares, 
de guarda o de custodia Entre las personas que forman esta relación pueden 
existir situaciones de violencia o de coacción, lo que se tipifi ca en el CP como un 
delito o falta de coacción, en función del sexo de la persona.
La imputación a título de delito a una persona puede incidir en la consi-
deración social de la misma, la cual queda de facto sometido a cierto riesgo de 
estigmatización.
Sobre las cualidades que pone en relación el propio texto del 78, vemos 
cómo, al igual que en años anteriores, en su mayoría no se defi nen, no se estable-
ce claramente su contenido de signifi cado. Sin embargo, en algunos casos sí que 
se establecen notas características de los mismos. No queriendo reproducir lo ya 
dicho anteriormente, recogemos aquellos términos de los que se establecen notas 
relevantes para nuestro objeto de estudio, en concreto atendemos a los términos: 
derechos fundamentales, honor y educación. 
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 Los derechos fundamentales de la persona no podrán ser limitados en base 
a meras hipótesis o sospechas. 
Las personas titulares del derecho al honor podrán consentir en la intro-
misión en su intimidad. Si se trata de menores o incapaces el consentimiento 
podrá ser prestado por ellos mismos si tienen capacidad o por sus representantes 
legales. Además, siempre deberá informarse al Ministerio Fiscal, resolviendo el 
juez en aquellos casos que los representantes legales den su consentimiento, pero 
el Ministerio Fiscal se oponga al mismo. Consentimiento que será inefi caz si se 
ocasiona un menoscabo de su honra o reputación, o si el mismo es contrario a sus 
intereses.
En referencia a la familia se dice que solo dentro de una unión heterosexual 
—primera vez que encontramos el término así expresado— se podrá establecer 
la distinción entre hijos matrimoniales (o legítimos en la acepción tradicional) y 
no matrimoniales, al ser estos hijos por naturaleza, mientras que esta distinción 
no podrá ser establecida en los hijos adoptivos tanto de parejas heterosexuales 
como homosexuales.
Finalmente, en cuanto a la tercera pregunta: la razón por la que persona 
se expresa como titular de derechos y de qué derechos es titular la persona 
por el mero hecho de ser persona, se reiteran los derechos indicados en años 
anteriores. Sin embargo, en el año 2009 se amplía el contenido de signifi cado 
del derecho a la intimidad, el cual contemplará la información sobre la salud 
de la persona, su orientación sexual y su actividad sexual, con los límites ya 
indicados anteriormente; y se establece los criterios por los cuales los menores 
de edad e incapaces podrán autorizar una intromisión a su derecho al honor y 
a la propia imagen. 
2.2.30. 2010
En el año 2010 se produce la décima renovación del TC, pasando a formar 
parte del mismo a propuesta del Congreso: don Juan José González Rivas, don 
Andrés Ollero Tassara, doña Encarnación Roca Trías y don Fernando Valdés Dal-
Ré. Sin embargo, como en la ocasión anterior, dicha renovación no será efectiva 
hasta el año 2012, cuando el 23 de julio de dicho año los magistrados tomen pose-
sión de su cargo81. La jurisprudencia de interés para nuestro estudio la componen 
siete sentencias de un total de setenta y cinco.
81 Tribunalconstitucional.es.(2017). Historia del Tribunal Constitucional. [online] Disponible en: https://
www.tribunalconstitucional.es/es/tribunal/historia/Paginas/Tribunal—Constitucional—de—Espania.
aspx [Acceso 22 Mayo 2017].
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2.2.30.1. Persona: su expresión singular y plural
El término persona se emplea en cuatro ocasiones, una en singular y tres 
en plural, a lo largo de tres sentencias de la jurisprudencia seleccionada. Dos 
son los ponentes de dichas sentencias: don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez —
STC 23/2010— y doña María Emilia Casas Baamonde —STC 31/2010 y STC 
133/2010—. Lo encontramos empleado como sustantivo, en la función sintáctica 
de sujeto o de complemento directo, al ser quien realiza la acción, o sobre quien 
recae la acción realizada. 
Las personas pueden ser denigradas o difamadas, ya sea mediante palabra, 
ya sea mediante la caricatura de la propia imagen. Manipular la imagen de una 
persona puede ser un ejercicio legítimo del derecho a la libertad de expresión 
cuando mediante esta “forma de expresión artística y crítica social que con su 
contenido inherente de exageración y distorsión de la realidad” —STEDH Verei-
nigung Bildender Künstler c. Austria, de 25 enero de 2007, § 33 en STC 23/2010—
, se contribuya al mantenimiento de una opinión pública crítica y plural, como 
condición previa y necesaria para el ejercicio de otros derechos inherentes al sis-
tema democrático (cf. STC 23/2010). No se entenderá amparada la misma bajo 
los derechos del art. 20 de la CE, cuando busquen un “mero objetivo económico 
o incluso creadas con la específi ca intención de denigrar o difamar a las personas 
representadas” —STEDH Aguilera Jiménez y otros c. España, de 8 de diciembre 
de 2009, § 32 y ss. en STC 23/2010—.
Cualquier persona tiene, en virtud de la libertad de enseñanza proclamada 
en el art. 27.1 CE, la potestad de enseñar a otros tanto fuera como dentro del sis-
tema de enseñanza ofi ciales (cf. STC 133/2010). Los padres también serán titula-
res de esta libertad, pudiendo enseñar “libremente a sus hijos fuera del horario 
escolar” y “los fi nes de semana” (STC 133/2010). No otorgándoles esta libertad 
la “facultad (…) de elegir para sus hijos una educación ajena al sistema de esco-
larización obligatoria por motivos de orden pedagógico” (STC 133/2010), sino 
que esta libertad “encuentra su cauce específi co de ejercicio, por expresa deter-
minación constitucional, en la libertad de creación de centros docente”, en el cual 
dejar plasmados “sus preferencias pedagógicas o de otro orden” (STC 133/2010).
Las personas inmigradas tendrán derecho a recibir unas “primeras actua-
ciones socio-sanitarias y de orientación”, las cuales podrán ser reguladas por las 
CC.AA, sin que esto afecte al reparto de competencias, por el cual está reservado 
al Estado central, en exclusiva, la regulación de la inmigración (cf. STC 31/2010).
Finalmente, el TC establece que el art. 15 del Estatuto de Autonomía de 
Cataluña (en adelante EAC), no es sino un “mero enunciado redundante de las 
palabras del art. 10.1 CE” (cf. STC 31/2010), por lo que, se puede entender que 
proclamar el derecho de todos “a vivir con dignidad, seguridad y autonomía, 
libres de explotación, de malos tratos y de todo tipo de discriminación así como 
al libre desarrollo de su personalidad y capacidad personal”, derechos que “pue-
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den extenderse a otras personas, en los términos que establezcan las Leyes”, es 
una equivalencia a lo establecido constitucionalmente (cf. STC 31/2010).
2.2.30.2. Sus derivados
2.2.30.2.1. Personal 
El término personal se emplea en tres ocasiones, todas ellas en singular, 
como sustantivo masculino singular, en referencia a los trabajadores de una em-
presa u organización: “personal sanitario” (STC 31/2010), “a su titular o a su 
personal” (STC 31/2010), “el personal laboral al servicio de la Administración de 
Justicia” (STC 31/2010).
2.2.30.2.2. Personalidad 
El término personalidad se emplea en siete ocasiones, todas ellas en singu-
lar. Se establece que todas las personas tienen derecho al libre desarrollo de la 
personalidad, según lo establecido en el art. 10.1 de la CE, y en otros artículos de 
algunos estatutos de autonomía, como el art. 15 del EAC (cf. STC 31/2010). Libre 
desarrollo de la personalidad que les faculta “para actuar en un determinado 
sentido” dentro de un espacio de autonomía (cf. STC 60/2010), lo que se ve afec-
tado por las penas de alejamiento (cf. STC 60/2010), ya que 
“una restricción inmediata [de] los derechos a elegir libremente el lugar de re-
sidencia y a circular por el territorio nacional (…) puede incidir de manera in-
directa o mediata en el libre desarrollo de la personalidad (…) tanto del autor 
como de la víctima del delito, al restringir el espacio de autonomía respecto de 
la decisión de continuar o no la relación afectiva o de convivencia que este prin-
cipio constitucional protege” (STC 60/2010).
Sin embargo, esta restricción del libre desarrollo de la personalidad pue-
de ser legítima cuando la misma cumpla el criterio de proporcionalidad y se 
establezca para la consecución de un fi n constitucionalmente legítimo (cf. STC 
60/2010).
Libre desarrollo de la personalidad que es objeto de la educación y del 
“sistema diseñado para el desarrollo de la acción en la que ésta consiste” 
(STC 133/2010), ya que el derecho a la educación aspira, junto con la consecu-
ción de otros fi nes, a posibilitar el libre desarrollo de la personalidad (cf. STC 
133/2010).
2.2.30.3. Términos de signifi cación próxima 
2.2.30.3.1. Individuo  
El término individuo no se emplea en los textos seleccionados de la juris-
prudencia relevante. 
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2.2.30.3.2. Hombre, varón y mujer 
Los términos mujer y varón no aparecen en los textos seleccionados de la 
jurisprudencia de este año. Por su parte, el término hombre se emplea en una 
ocasión, en singular, en referencia a todo ser humano, al establecer el TC que el 
derecho a la intimidad protege “la intimidad misma, no las acciones privadas e 
íntimas de los hombres” (STC 60/2010), por lo que, esta no se verá afectada por 
la imposición de la pena de alejamiento (cf. STC 60/2010).
2.2.30.3.3. Todos y nadie 
El término nadie no se emplea en los textos seleccionados de la jurispruden-
cia relevante. Por su parte el término todos, se emplea en ocho ocasiones, siete 
de ellas como pronombre indefi nido masculino plural, por lo que, los incluimos 
en nuestro análisis. Se emplea en el sentido de toda persona en el art. 15.2 EAC, 
que proclama, en un enunciado redundante según el TC del art. 10.1 de la CE, 
“el derecho de todos «a vivir con dignidad, seguridad y autonomía, libres de 
explotación, de malos tratos y de todo tipo de discriminación» así como «al libre 
desarrollo de su personalidad y capacidad personal»” (STC 31/2010). También 
se establece en el art 21.1 EAC “el derecho de todos a “una educación de calidad y 
a acceder a la misma en condiciones de igualdad (cf. STC 31/2010)”. Asegurando 
en los mismos términos que el art. 27 de la CE el derecho de todos a la educación 
(cf. STC 133/2010).
2.2.30.3.4. Ciudadano 
El término ciudadano se emplea en cinco ocasiones, todas ellas en plural. 
Los ciudadanos pueden serlo de distintos entes territoriales como las CC.AA., 
las cuales pueden reconocerles derechos en sus estatutos de autonomía, como el 
EAC, que en su art. 15 establece que “los ciudadanos de Cataluña son titulares de 
los derechos y deberes reconocidos por las normas a que se refi ere el artículo 4.1”, 
derechos que pueden extenderse a otras personas (cf. STC 31/2010).
Los derechos fundamentales “solo puede ser exigible en las relaciones entre 
los poderes públicos y los ciudadanos”, por lo que, nunca podrán imponer “de 
modo inmediato y directo tal obligación a los ciudadanos”, es decir, del derecho 
a ser atendido en cualquier lengua coofi cial, no puede derivarse obligaciones 
individuales, no puede derivarse “el deber de disponibilidad lingüística de las 
entidades privadas, empresas o establecimientos abiertos al público” (cf. STC 
31/2010).
La formación de ciudadanos responsables llamados a participar en los pro-
cesos que se desarrollan en el marco de una sociedad plural, en condiciones de 
igualdad y tolerancia, con pleno respeto a los derechos y libertades fundamenta-
les del resto de sus miembros, junto con la labor de posibilitar el libre desarrollo 
de la personalidad y de las capacidades de los alumnos, es el objeto del derecho 
de la educación, art. 27 de la CE (cf. STC 133/2010). La educación es, por lo tanto, 
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más que la mera transmisión de conocimientos (cf. STC 133/2010), todos estos 
elementos deberán tenerse en cuenta por los poderes públicos a la hora de confi -
gurar el sistema educativo en general y la enseñanza básica en particular (cf. STC 
133/2010). Objetivos que se alcanzan mejor con un “modelo de enseñanza básica 
en el que el contacto con la sociedad plural y con los diversos y heterogéneos 
elementos que la integran, lejos de tener lugar de manera puramente ocasional 
y fragmentaria, forma parte de la experiencia cotidiana que facilita la escolariza-
ción”, lo que justifi ca que los padres no tengan libertad para educar a sus hijos 
fuera de la educación reglada (cf. STC 133/2010).
2.2.30.4. Términos derivados de palabras de signifi cación próxima
No encontramos empleado en los textos seleccionados de la jurisprudencia 
relevante de 2010 el término individualmente. Procedemos a analizar los restan-
tes términos derivados de palabras de signifi cación próxima. 
2.2.30.4.1. Individual  
El término individual se emplea en dos ocasiones, una en singular y una 
en plural. Se establece que los derechos y libertades reconocidos en la CE y en el 
resto de normas como los Estatutos de Autonomía, no pueden dar lugar de modo 
inmediato y directo a obligaciones individuales, ya que “solo puede ser exigible 
en las relaciones entre los poderes públicos y los ciudadanos (cf. STC 31/2010). 
Además, se indica que el libre desarrollo de la personalidad es individual, y de-
berá ser procurado, junto a los restantes fi nes de la educación por los poderes 
públicos (cf. STC 133/2010).
2.2.30.4.2. Humano 
El término humano se emplea en nueve ocasiones, una en singular y ocho 
en plural. Acompaña al término personalidad, cuyo libre desarrollo es objeto del 
derecho a la educación (cf. STC 133/2010). En el resto de ocasiones acompaña al 
sustantivo derechos. Derechos humanos a los que se hace referencia al recoger el 
TC la jurisprudencia del TEDH: STEDH de 13 de julio de 2004, caso Pla y Puncer-
nau c. Andorra (STC 9/2010); STEDH de 2 de noviembre de 2006, caso Dacosta 
Silva c. España (STC 73/2010); STEDH de 7 de diciembre de 1976, caso Kjeldsen 
(STC 133/2010); Decisión de admisibilidad de 11 de septiembre de 2006, núm. 
35504/2003, caso Konrad c. Alemania (STC 133/2010); STEDH Sentencia de 7 de 
diciembre de 1976, casos Kjeldsen, Busk Madsen y Pedersen c. Dinamarca, cit., p. 
27-28, apartado 54 (STC 133/2010); STEDH de 18 de diciembre de 1996, caso Efs-
tratiou c. Grecia (STC 133/2010) y al CEDH (STC 9/2010, 73/2010, STC 133/2010).
2.2.30.4.3. Ciudadana 
El término ciudadana se emplea en una ocasión, acompañando al sustanti-
vo seguridad. Seguridad ciudadana, cuya protección, junto la garantía del libre 
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ejercicio de los derechos y libertades reconocidos por la Constitución es la autén-
tica misión en la sociedad actual de la Guardia Civil (cf. STC 73/2010).
2.2.30.5. Términos que expresan un predicado del ser personal
No encontramos en los textos relevantes del año 2010 empleados los térmi-
nos: inviolable, familia y honor. Procedemos al análisis de los restantes términos 
siguiendo el orden establecido en los años anteriores. 
2.2.30.5.1. Vida 
El término vida se emplea en cuatro ocasiones, todas ellas en singular. 
La proclamación de un derecho al tratamiento del dolor y a los cuidados 
paliativos, no solo es totalmente compatible con el derecho fundamental a la vida 
y a la integridad física y moral recogido en el art. 15 de la CE, sino que es “una 
consecuencia obligada, por implícita, de la garantía de ese derecho fundamen-
tal, al que, por ello, ni contradice ni menoscaba” (STC 31/2010). Ya que “vivir 
con dignidad el proceso de la muerte no es sino una manifestación del derecho 
a la vida digna”, y mientras que no se derive de esta afi rmación un derecho a la 
muerte asistida o a la eutanasia será compatible con los arts. 10.1 y 15 de la CE 
(cf. STC 31/2010). Esta regulación de un derecho fundamental por las CC.AA no 
será inconstitucional en la medida en que se establezca que los mismos se ejer-
cerán “en los términos que establecen las Leyes”, lo que según el TC remite a las 
dictadas por el Estado en ejercicio de distintas competencias (cf. STC 31/2010).
La vida, como bien jurídico-constitucional, será protegida y tutelada, como 
hemos visto, junto a otros de estos bienes, como la integridad física, la libertad, 
o el patrimonio por diversos tipos penales (cf. STC 60/2010). Por ejemplo, el art. 
57.1 CP protege estos bienes de ataques violentos en el seno de las relaciones 
afectivas, de convivencia, familiares o cuasi familiares (cf. STC 60/2010).
2.2.30.5.2. Integridad 
El término integridad se emplea en dos ocasiones, todas ellas en singular. 
Al indicarse, como hemos visto previamente, que el derecho al tratamiento del 
dolor y a los cuidados paliativos es totalmente compatible con el derecho fun-
damental a la vida y a la integridad física y moral recogido en el art. 15 de la 
CE (STC 31/2010). Integridad física que será protegida y tutelada junto a otros 
bienes jurídico-constitucionales como la vida, la libertad, o el patrimonio por di-
versos tipos penales (cf. STC 60/2010).
2.2.30.5.3. Física 
El término física se emplea en dos ocasiones, en singular, acompañando al 
término integridad, en referencia a la integridad corporal de la persona, en con-
traposición con la integridad moral o psicológica de la misma (cf. STC 31/2010 y 
STC 60/2010).
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2.2.30.5.4. Natural 
El término natural se emplea en una ocasión, en plural, acompañando al 
término hijos. Hijos que en cuanto no eran legítimos, no habían nacido dentro de 
una relación matrimonial, podían estar excluidos de la sucesión testamentaria, al 
igual que los adoptivos, si así lo determinaba “la voluntad del testador” ya que la 
misma “es la Ley de la sucesión y (…) ésta debe ser interpretada de conformidad 
con el sentido literal del testamento (art. 675 CC)” (STC 9/2010). Sin embargo, si 
el testamento desplegó sus efectos tras la entrada en vigor de la CE, “la voluntad 
del testador expresada en el testamento debe ser interpretada de conformidad 
con la situación jurídica propia del momento en que ha de ejecutarse la sustitu-
ción” (STC 9/2010), ya que como ha establecido el TS
“a menos que en el testamento conste lo contrario de forma inequívoca” ha de 
entenderse que “no es la voluntad del testador introducir distinciones que resul-
ten contrarias a los fundamentos del sistema jurídico vigente en el momento en 
que se cumple la condición y han de ser ejecutadas las correspondientes dispo-
siciones testamentarias” (STC 9/2010)
En consecuencia, como establece el TEDH en su STEDH de 13 de julio de 
2004, dictada en el asunto Pla y Puncernau c. Andorra, los Tribunales internos no 
podrán realizar una interpretación jurídica 
“exclusivamente a la luz del contexto social y jurídico en vigor en el momento 
de la redacción del testamento o del fallecimiento de la testadora (1939 y 1949, 
respectivamente) y ello debido al largo período de tiempo transcurrido entre las 
fechas en las que se produjeron tales acontecimientos y el momento en el que 
tomó efecto la disposición testamentaria (1996), en el curso del cual se produje-
ron profundos cambios de orden social, económico y jurídico que han dado lu-
gar a nuevas realidades que no pueden ser ignoradas por el Juez” (STC 9/2010).
Siendo discriminatoria y contraria a los postulados del principio de igual-
dad proclamado por el art. 14 del CEDH y del art. 14 y 39 de la CE, la exclusión 
de los hijos naturales de todo acto jurídico (cf. STC 9/2010).
2.2.30.5.5. Jurídica 
El término jurídica se emplea en quince ocasiones, diez en singular y tres 
en plural. Como ocurre en años anteriores, vemos cómo se emplea califi cando a 
diversos sustantivos en referencia a realidades que o bien han sido creadas por el 
Derecho —sistema jurídico vigente (STC 9/2010), contexto jurídico (STC 14/1998), 
orden social, económico y jurídico (STC 9/2010), bienes jurídicos (STC 60/2010), 
naturaleza jurídica (STC 73/2010), fundamento jurídico (STC 133/2010),…—, o 
bien que desarrollan y tienen sus consecuencias en el ámbito del Derecho —si-
tuación jurídica (STC 9/2010), posición jurídica (STC 60/2010),…—. Sin aportar 
nada más relevante para la determinación del contenido de signifi cado del térmi-
no, que lo que nos manifi esta su propio uso.
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Sí que resulta interesante para nuestro análisis atender a la interpretación 
de las situaciones jurídicas, que como ya hemos indicado previamente, con más 
detalle, debe realizarse conforme a los principios jurídicos del sistema jurídico 
vigente del momento histórico-jurídico, y al contexto social y jurídico en vigor en 
el que los instrumentos jurídicos causan sus efectos (cf. STC 9/2010). 
2.2.30.5.6. Dignidad 
El término dignidad se emplea en cuatro ocasiones, todas ellas en singular. Al 
hacer mención el TC del EAC que proclama en su art. 15, por un lado, el derecho a 
vivir con dignidad, seguridad y autonomía, libres de explotación, de malos tratos 
y de todo tipo de discriminación, en lo que el TC entiende que es una referencia al 
art. 10 de la CE, y por otro, el derecho a vivir con dignidad el proceso de su muerte, 
en lo que el TC entiende que, mientras no suponga un derecho a la eutanasia, es un 
desarrollo lógico del derecho a la vida del art. 15 de la CE (cf. STC 31/2010).
2.2.30.5.7. Inherente 
El término inherente se emplea en dos ocasiones, ambas en singular, en 
referencia a aquello que es propio de una realidad; por ejemplo, los derechos 
que son propios de un sistema democrático (cf. STC 23/2010) y el contenido de 
“exageración y distorsión de la realidad persigue naturalmente la provocación y 
la agitación” que es propio de una caricatura (cf. STC 23/2010).
2.2.30.5.8. Libertad 
El término libertad se emplea en veintitrés ocasiones, catorce en singular 
y nueve en plural. Podemos clasifi car el término en tres grupos, atendiendo al 
contenido de signifi cado con el que se emplea el mismo. Primero, como bien 
jurídico-constitucional: libertad. La cual se encuentra protegida por distintos ti-
pos del CP (cf. STC 60/2010). Segundo, como facultades reconocidas a diversos 
sujetos en tratados o convenios internacionales o en normas fundamentales. La 
referencia a las mismas puede ser genérica: libertades públicas (STC 9/2010), de-
rechos y libertades fundamentales (STC 31/2010, STC 73/2010 y STC 133/2010) 
y libertades constitucionales (STC 133/2010); o concretas: libertad de expresión 
(STC 23/2010), libre desarrollo de la personalidad, en cuanto libertad para ac-
tuar en un determinado sentido (cf. STC 60/2010), libertad de enseñanza (STC 
133/2010), libertad de los padres para elegir centro docente (STC 133/2010) y li-
bertad de creación de centros docentes (STC 133/2010). Finalmente, lo encontra-
mos empleado como facultad reconocido a diversos sujetos por el ordenamiento 
jurídico: libertad de testar (STC 9/2010).
2.2.30.5.9. Seguridad 
El término seguridad se emplea en ocho ocasiones, todas ellas en singular. 
En tres ocasiones en referencia a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado 
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(STC 73/2010). Términos que según lo indicado no incluimos en nuestro análisis. 
En el resto de las ocasiones lo encontramos empleado al hacer mención el TC 
del EAC que proclama en su art. 15 el “derecho de todos a vivir con dignidad, 
seguridad y autonomía, libres de explotación, de malos tratos y de todo tipo de 
discriminación”, en lo que el TC entiende que es una referencia al art. 10 de la 
CE (cf. STC 31/2010). Por último, en dos ocasiones en referencia a la seguridad 
pública o ciudadana, cuya protección, junto la garantía del libre ejercicio de los 
derechos y libertades reconocidos por la Constitución es la auténtica misión en la 
sociedad actual de la Guardia Civil (cf. STC 73/2010).
2.2.30.5.10. Igualdad 
El término igualdad se emplea en tres ocasiones, todas ellas en singular. 
Como principio proclamado por el art. 14 del CEDH y el art. 14 de la CE, el cual, 
al ser un principio del orden jurídico vigente, debe marcar la interpretación judi-
cial de todos los actos que tengan lugar en el momento histórico y jurídico actual 
(cf. STC 9/2010).
La educación tendrá por objeto, entre otros elementos ya indicados, la for-
mación de ciudadanos responsables llamados a participar en los procesos que 
se desarrollan en el marco de una sociedad plural en condiciones de igualdad y 
tolerancia (cf. STC 133/2010). 
Finalmente, el EAC establece el derecho de todos a recibir “una educación 
de calidad y a acceder a la misma en condiciones de igualdad”, derecho que 
es compatible según el TC con la regulación constitucional del mismo (cf. STC 
31/2010).
2.2.30.5.11. Derecho 
El término derecho se emplea en setenta y nueve ocasiones, cuarenta y seis 
en singular y treinta y tres en plural. Podemos clasifi car el término en tres gru-
pos, atendiendo al contenido de signifi cado con el que se emplea el mismo.
Primero, acompañado del adjetivo fundamentales, algunos de los cuales 
son inherentes a un Estado democrático, como el derecho a la libertad de expre-
sión, base del resto (cf. STC 23/2010). Estos derechos “solo puede ser exigible 
en las relaciones entre los poderes públicos y los ciudadanos” por lo que, en el 
“ámbito de las relaciones entre privados no cabe entender que (…) [se] imponga 
de modo inmediato y directo [una] obligación a los ciudadanos” (STC 31/2010). 
Se reconocen algunos de estos derechos en concreto: derecho a la libertad de 
expresión (STC 23/2010), derecho a la propia imagen (STC 23/2010), derecho a 
la intimidad (STC 60/2010)… Hay que tener en cuenta que cuando se trata de 
tutelar estos derechos por parte del TC, el mismo “ha de garantizar dicha tutela 
sin que puedan existir espacios inmunes a la vigencia de los derechos fundamen-
tales” (STC 70/2010).
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Segundo, en referencia a derechos, deberes y libertades reconocidos por el 
EAC —como el derecho a la vida, el derecho a la educación…— a diversos suje-
tos, reconocimiento que será constitucional al ser una reiteración de los derechos 
de fi jados en la propia CE (STC 31/2010).
Tercero, acompañado del adjetivo humanos. Derechos humanos a los que 
se hace referencia al recoger el TC la jurisprudencia del TEDH: STEDH de 13 de 
julio de 2004, caso Pla y Puncernau c. Andorra (STC 9/2010); STEDH de 2 de 
noviembre de 2006, caso Dacosta Silva c. España (STC 73/2010); STEDH de 7 
de diciembre de 1976, Caso Kjeldsen (STC 133/2010); Decisión de admisibilidad 
de 11 de septiembre de 2006, núm. 35504/2003 Caso Konrad c. Alemania (STC 
133/2010); STEDH Sentencia de 7 de diciembre de 1976, casos Kjeldsen, Busk 
Madsen y Pedersen c. Dinamarca, 27-28, apartado 54 (STC 133/2010); STEDH 
de 18 de diciembre de 1996, caso Efstratiou c. Grecia (STC 133/2010) y al CEDH 
(STC 9/2010, 73/2010, STC 133/2010). También encontraremos el término en 
otros convenios y tratados internacionales que recogen y regulan estos derechos 
humanos en un ámbito concreto, ya sea geográfi co, ya sea social, ya sea personal: 
Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea (CDFUE), Pacto In-
ternacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP), Pacto Internacional de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) (STC 133/2010).
2.2.30.5.12. Deber 
El término deber se emplea en diez ocasiones, nueve en singular y una en 
plural. En referencia a obligaciones reconocidas por el EAC a diversos sujetos, 
como, por ejemplo: “el deber de promover el ejercicio de los derechos y liberta-
des reconocidos en el propio Estatuto, en la Constitución y en los tratados y con-
venios internacionales suscritos por España en materia de derechos y libertades 
fundamentales” (STC 31/2010). Reconocimiento que será constitucional al ser 
una reiteración de los deberes fi jados en la propia CE (STC 31/2010). Sin embar-
go, habrá que tener en cuenta que de los derechos fundamentales y libertades 
públicas solo podrán derivar obligaciones exigibles en las relaciones entre los 
poderes públicos y los ciudadanos, no pudiendo imponerse de modo inmediato 
y directo obligaciones a los ciudadanos (cf. STC 31/2010). También hace referen-
cia a obligaciones reconocidas a diversos sujetos en distintas normas: el deber de 
los poderes públicos de tener en cuenta las convicciones religiosas particulares, 
derivado del art. 16 de la CE (cf. STC 133/2010), o el deber legal de escolarizar a 
los hijos o deber de escolarización en centros docentes para cursar la enseñanza 
básica obligatoria (cf. STC 133/2010). Deber que se encontraría integrado en el 
ejercicio de la patria potestad (cf. STC 133/2010).
2.2.30.5.13. Matrimonio 
El término matrimonio se emplea en dos ocasiones, ambas en singular, al 
establecer el TC que, según el derecho anterior a la CE, de 1927, podía excluirse 
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de la sucesión a aquellos hijos que no fueran legítimos o legitimados por subsi-
guiente matrimonio, como los naturales o adoptivos (cf. STC 9/2010). Matrimo-
nio que debía ser legítimo y canónico, es decir, conforme a las prescripciones de 
la Santa Iglesia Católica (cf. STC 9/2010).
2.2.30.5.14. Tutela 
El término tutela se emplea en dos ocasiones en la STC 76/2010, en la cual 
se establece que cuando de la tutela de los derechos fundamentales se trata, que-
da garantizado, y debe ser garantizado, por el TC que no quede ningún espacio 
inmune a la vigencia de los derechos fundamentales (STC 76/2010).
2.2.30.5.15. Educación 
El término educación se emplea en veinticuatro ocasiones, todas ellas en 
singular. La educación no es “un proceso de mera transmisión de conocimien-
tos”. Sino que la misma 
“aspira a posibilitar el libre desarrollo de la personalidad y de las capacidades 
de los alumnos, (…) y comprende la formación de ciudadanos responsables lla-
mados a participar en los procesos que se desarrollan en el marco de una socie-
dad plural (…) en condiciones de igualdad y tolerancia, y con pleno respeto a 
los derechos y libertades fundamentales del resto de sus miembros (…)” (STC 
133/2010).
La consecución de estos fi nes de la educación se ve satisfecho:
“más efi cazmente mediante un modelo de enseñanza básica en el que el contacto 
con la sociedad plural y con los diversos y heterogéneos elementos que la inte-
gran, lejos de tener lugar de manera puramente ocasional y fragmentaria, forma 
parte de la experiencia cotidiana que facilita la escolarización” (STC 133/2010).
Tal y como ha reconocido el propio TEDH en el Caso Konrad c. Alemania, 
y que cita el TC como fundamento de su argumentación. En dicha STEDH se 
establece que “estos objetivos no pueden ser satisfechos en la misma medida por 
la educación en el propio domicilio, incluso en el caso de que ésta permitiera a 
los niños la adquisición del mismo nivel de conocimientos que proporciona la 
educación primaria escolar” (STC 133/2010). 
A pesar de lo cual, el TEDH deja dentro del margen de apreciación de cada 
uno de los Estados signatarios la libertad de fi jar las normas correspondientes 
para regular sus sistemas educativos, pudiendo incluir o no la educación no re-
glada como parte del mismo (cf. STC 133/2010). En España, ha quedado fi jada la 
obligatoriedad de la escolarización de los hijos, al haberlo fi jado así el legislador 
en la Ley Orgánica 10/2002, de 23 de diciembre (RCL 2002, 3012), de Calidad 
de la Educación (en adelante LOCE). Donde establece “que la enseñanza básica, 
además, de ser obligatoria y gratuita en los términos del art. 27.4 CE, incluye 
diez años de escolaridad, de tal manera que se iniciará a los seis años de edad 
y se extenderá hasta los dieciséis” (cf. STC 133/2010). Al entenderse que con 
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la misma los poderes públicos garantizan el derecho a la educación reconocido 
constitucionalmente en el art. 27 de la CE –y en diversos tratados internacionales: 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP), Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC); y europeos: Convenio 
Europeo para la Protección de los Derechos Humanos (CEDH) y Carta de los 
Derechos Fundamentales de la Unión Europea (CDFUE)— mediante la progra-
mación general de la enseñanza. Además, garantizan la calidad con que se lleva 
a cabo el cumplimiento del derecho mediante la inspección y homologación del 
sistema de enseñanza, y permiten el cumplimiento fi nes de la educación, indica-
dos anteriormente (cf. STC 133/2010). Fines a los que “sirve la imposición nor-
mativa del deber de escolarización en el marco de la enseñanza básica obligato-
ria” (STC 133/2010).
En consecuencia, los padres no tienen ningún tipo de “facultad (…) de ele-
gir para sus hijos una educación ajena al sistema de escolarización obligatoria por 
motivos de orden pedagógico” (STC 133/2010). La libertad de enseñanza de los 
padres se entiende que se ejerce: primero, mediante la habilitación para “enseñar 
a otros, en este caso a sus hijos, tanto dentro como fuera del sistema de enseñan-
zas ofi ciales”, ya que la escolarización obligatoria “no impide en modo alguno 
que los recurrentes enseñen libremente a sus hijos fuera del horario escolar” “y 
durante los fi nes de semana” (STC 133/2010). Segundo, mediante la libertad de 
los padres para elegir centro docente (cf. STC 133/2010). Tercero, mediante la 
libertad de creación de centros docentes “cuyo proyecto educativo, sin perjuicio 
de la inexcusable satisfacción de lo previsto en el art. 27.2, 4, 5 y 8 CE, se compa-
dezca mejor con sus preferencias pedagógicas o de otro orden” (STC 133/2010) 
siempre 
“[d]entro del marco de los principios constitucionales, [de] los derechos funda-
mentales, del servicio a la verdad, a las exigencias de la ciencia y a las restantes 
fi nalidades necesarias de la educación mencionadas, entre otros lugares, en el 
art. 27.2 de la Constitución y en el art. 13.1 del Pacto Internacional sobre Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales (RCL 1977, 894) y, en cuanto se trate de 
centros que, como aquellos a los que se refi ere la Ley que analizamos, hayan de 
dispensar enseñanzas regladas, ajustándose a los mínimos que los poderes pú-
blicos establezcan respecto de los contenidos de las distintas materias, número 
de horas lectivas, etc.” (STC 133/2010).
El EAC proclama en su art. 21.1 EAC el derecho de todos a una educación 
de calidad y a acceder a la misma en condiciones de igualdad, disponiendo que 
la Generalitat debe establecer un modelo educativo de interés público que garan-
tice estos derechos” (STC 31/2010). El TC considera este artículo es “manifi es-
tamente inocuo en su contraste con los diferentes apartados del art. 27 CE, pues 
aseguran en idénticos términos el derecho a la educación”, por ello, se entiende 
como constitucional (cf. STC 31/2010).
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2.2.30.6. Fuentes doctrinales y jurisprudenciales especifi cadas en las sen-
tencias
El TC a la hora de fundamentar su doctrina hace referencia a internacional a 
diversos tratados: al Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP) 
y al Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) 
(STC 133/2010). A nivel europeo hará referencia la Carta de los Derechos Fun-
damentales de la Unión Europea (CDFUE) (STC 133/2010), a la jurisprudencia 
del TEDH: STEDH de 13 de julio de 2004, caso Pla y Puncernau c. Andorra (STC 
9/2010); STEDH de 2 de noviembre de 2006, caso Dacosta Silva c. España (STC 
73/2010); STEDH de 7 de diciembre de 1976, caso Kjeldsen (STC 133/2010); Deci-
sión de admisibilidad de 11 de septiembre de 2006, núm. 35504/2003, caso Kon-
rad c. Alemania (STC 133/2010); STEDH Sentencia de 7 de diciembre de 1976, 
casos Kjeldsen, Busk Madsen y Pedersen c. Dinamarca (STC 133/2010); STEDH 
de 18 de diciembre de 1996, caso Efstratiou c. Grecia (STC 133/2010) y al CEDH 
(STC 9/2010, 73/2010, STC 133/2010).
 A nivel nacional hace referencia continua a su propia doctrina (STC 23/2010, 
STC 60/2010, STC 73/2010 y STC 133/2010) y a la doctrina del Tribunal Supremo 
(STC 9/2010) confi rmando la misma. 
2.2.30.7. Conclusiones
El TC —en este año de 2010— añade a los criterios interpretativos de años 
anteriores, la indicación de que todo acto jurídico o instrumento jurídico, con 
independencia del momento histórico en que fue redactado o efectuado, debe 
ser interpretado conforme a la situación jurídica propia del momento en que ha 
de ejecutarse la sustitución, ya que hay que entender que no es voluntad de su 
causante introducir distinciones que resulten contrarias a los fundamentos del 
sistema jurídico vigente en el momento en que se cumple la condición.
En cuanto a quién es persona, la jurisprudencia no añade nada relevante a 
lo establecido en años anteriores. Respecto a la relación del término persona con 
el resto de términos de s ignifi cación próxima, se ponen nuevamente en relación 
directa el término persona, individuo, ser humano y ciudadano, al indicarse que 
la personalidad es individual y humana, y que mediante la educación de la mis-
ma se busca formar ciudadanos responsables. Por lo tanto, toda la persona es un 
ser humano individual, un individuo, y solo algunas personas serán ciudadanos, 
en cuanto pertenezcan a esta categoría administrativa. Mientras que todos los 
ciudadanos serán personas y, como tales, individuos y seres humanos.
La pregunta por la naturaleza de la persona, qué es la persona, tampoco se 
responde en este año de forma expresa. Sí que se establecen, como en años ante-
riores, atributos o características de la misma. Recogemos de forma esquemática 
lo indicado previamente en el análisis de los términos.
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Todas las personas tienen derecho al libre desarrollo de la personalidad 
según lo establecido en el art. 10.1 de la CE. Libre desarrollo de la personalidad 
individual y humana, que les faculta “para actuar en un determinado sentido” 
dentro de un espacio de autonomía. Libre desarrollo de la personalidad que se ve 
posibilitado por el derecho a la educación del que toda persona es titular. 
Las personas pueden ser denigradas o difamadas, ya sea mediante palabra, 
ya sea mediante la caricatura de la propia imagen. Manipular la imagen de una 
persona puede ser un ejercicio legítimo del derecho a la libertad de expresión 
cuando con el mismo se contribuya al mantenimiento de una opinión pública 
crítica y plural.
Cualquier persona tiene, en virtud de la libertad de enseñanza proclamada 
en el art. 27.1 la potestad de enseñar a otros tanto fuera como dentro del sistema 
de enseñanza ofi ciales.
Las personas pueden ser inmigrantes, proceder de otros países, y tendrán 
derecho a recibir unas “primeras actuaciones socio-sanitarias y de orientación”, 
las cuales podrán ser reguladas por las CC.AA.
Sobre las cualidades que pone en relación el propio texto del 78, vemos 
cómo, al igual que en años anteriores, en su mayoría no se defi nen, no se estable-
ce claramente su contenido de signifi cado. Sin embargo, en algunos casos sí que 
se establecen notas características de los mismos. No queriendo reproducir lo ya 
dicho anteriormente, recogemos aquellos términos de los que se establecen notas 
relevantes para nuestro objeto de estudio, en concreto atendemos a los términos: 
vida, derechos fundamentales, tutela y educación. 
Se establece que la proclamación de un derecho al tratamiento del dolor y a 
los cuidados paliativos, no solo es totalmente compatible con el derecho funda-
mental a la vida, sino que es una consecuencia obligada, ya que vivir con digni-
dad el proceso de la muerte no es sino una manifestación del derecho a la vida 
digna. Los derechos fundamentales solo pueden ser exigibles en las relaciones 
entre los poderes públicos y los ciudadanos, y las restantes personas, por lo que, 
en el ámbito de las relaciones privadas no puede imponerse de modo inmediato 
y directo una obligación derivada de estos derechos a los ciudadanos, ni a las 
restantes personas. No pudiendo; por otro lado, quedar ningún espacio inmune a 
la vigencia de los derechos fundamentales dentro de la sociedad en que se mueve 
la persona.
Por último, la educación, derecho fundamental de toda persona, no es un 
proceso de mera transmisión de conocimientos, sino que con la misma se busca 
posibilitar el libre desarrollo de la personalidad —por lo que, puede no ser libre, 
ya que no hay que posibilitar lo que de suyo ya es— y las capacidades de los 
alumnos, para la formación de ciudadanos responsables llamados a participar 
en los procesos que se desarrollan en el marco de una sociedad plural en condi-
ciones de igualdad y tolerancia, y con pleno respeto a los derechos y libertades 
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fundamentales del resto de sus miembros. Fines que se ven satisfechos de forma 
más efi caz en un modelo de enseñanza básica en el que el contacto con la socie-
dad plural y con los diversos y heterogéneos elementos que la integran y no me-
diante la educación en el mero domicilio, aunque ésta permitiera la adquisición 
del mismo nivel de conocimientos.
 En consecuencia, en España por la confi guración legislativa de este derecho 
los padres no tienen ningún tipo de facultad de elegir para sus hijos una educa-
ción ajena al sistema de escolarización obligatoria, ya que la libertad de ense-
ñanza de los padres se entiende que se ejerce: primero, mediante la habilitación 
para enseñar a otros, en este caso a sus hijos, tanto dentro como fuera del sistema 
de enseñanzas ofi ciales, ya que la escolarización obligatoria no impide en modo 
alguno que los recurrentes enseñen libremente a sus hijos fuera del horario es-
colar y durante los fi nes de semana; segundo, mediante la libertad de los padres 
para elegir centro docente y tercero, mediante la libertad de creación de centros 
docentes, los cuales deben cumplir con los requisitos administrativos al efecto. 
Finalmente, en cuanto a la tercera pregunta: la razón por la que persona se 
expresa como titular de derechos y de qué derechos es titular la persona por el 
mero hecho de ser persona, encontramos los mismos derechos ya indicados en 
años anteriores, derecho a la educación, derecho a la intimidad…
2.2.31. 2011
En enero del año 2011 tomarán posesión de su cargo los magistrados nom-
brados en la novena renovación que tuvo lugar en el año 2007. También este año 
cesará en su cargo don Guillermo Jiménez Sánchez, que será remplazado en el 
año 2012, cuando los magistrados nombrados en la décima renovación tomen 
posesión de su cargo82. 
La jurisprudencia de interés para nuestro estudio la componen diecisiete 
sentencias de un total de ciento treinta y ocho.
2.2.31.1. Persona: su expresión singular y plural
El término persona se emplea en treinta y seis ocasiones, veinticuatro en 
singular y doce en plural, a lo largo de once sentencias de la jurisprudencia selec-
cionada. Nueve son los ponentes de dichas sentencias: don Pablo Pérez Tremps 
—STC 7/2011 y STC 190/2011—, don Francisco José Hernando Santiago —STC 
34/2011—, doña Elisa Pérez Vera —STC 37/2011—, don Manuel Aragón Re-
82 Tribunalconstitucional.es.(2017). Historia del Tribunal Constitucional. [online] Disponible en: https://
www.tribunalconstitucional.es/es/tribunal/historia/Paginas/Tribunal—Constitucional—de—Espania.
aspx [Acceso 22 Mayo 2017].
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yes —STC 51/2011 y STC 75/2011—, don Luis Ignacio Ortega Álvarez —STC 
67/2011—, doña Adela Asua Batarrita —STC 108/2011—, don Francisco Pérez 
de los Cobos Orihuel —STC 126/2011—, don Ramón Rodríguez Arribas —STC 
150/2011— y don Eugeni Gay Montalvo —STC 173/2011—.
Lo encontramos empleado para referir al ser humano, al individuo no de-
terminado en el momento presente, sin aportar mayor contenido de signifi ca-
do que su propio uso: “había contraído matrimonio civil con persona divorcia-
da” (STC 51/2011), “número de personas afectadas o comprometidas en cada 
candidatura” (STC 61/2011), “con exclusión de cualquier otra persona” (STC 
75/2011), “como el secuestro de una persona en territorio francés en el otro” 
(STC 126/2011), “en el caso de la Sra. Moreno Gómez se trataba de una persona 
que basó su argumentación” (STC 150/2011) y “contra la persona del otro o la de 
sus hijos, y por el delito de bigamia” (STC 190/2011).
En el resto de ocasiones lo encontramos empleado, por un lado, como pro-
posición subordinada adjetiva, lo que equivaldría a decir personal; por otro, 
como sustantivo en la función sintáctica de sujeto o de complemento directo, al 
ser quien realiza la acción, o sobre quien recae la acción realizada. Los diferentes 
usos sintácticos se encuentran empleados dentro de las mismas sentencias, por lo 
que, ante la inoperatividad de separarlos, procedemos a realizar la exégesis del 
término sin agruparlo por la función sintáctica con la que se emplea.
El art. 6 de la Declaración Universal de Derechos Humanos consagra el de-
recho a la personalidad jurídica del ser humano. Este derecho lleva implícito “el 
reconocimiento del derecho a la capacidad jurídica de la persona”, en consecuen-
cia, “toda restricción o limitación de su capacidad de obrar afecta a la dignidad 
de la persona y a los derechos inviolables que le son inherentes, así como al libre 
desarrollo de la personalidad (artículo 10.1 CE)” (STC 7/2011). Por ello, la de-
claración de incapacidad de una persona, cuando la misma no sea “capaz para 
gobernar su persona y bienes”, solo puede acordarse por sentencia judicial en 
virtud de las causas establecidas en la ley mediante un procedimiento con todas 
las garantías (cf. STC 7/2011).
Las decisiones concernientes al matrimonio, la forma de celebración —civil 
o religiosa— y la persona con la que se contrae, son un ejercicio del ius connubii, 
del derecho a contraer matrimonio, pertenecen a la esfera de la intimidad per-
sonal y familiar (STC 51/2011). Por lo que, la persona podrá “elegir libremente 
—dentro del respeto a las reglas de orden público interno español— su estado 
civil y la persona con la que desea contraer matrimonio” en lo que “constituye 
una opción estrechamente vinculada al libre desarrollo de la personalidad y a la 
dignidad humana (art. 10.1 CE)” (STC 51/2011). Derecho que primará sobre la 
facultad de las autoridades religiosas de defi nir su propio credo religioso, deter-
minar la idoneidad sobre las personas que han de impartir la enseñanza de dicho 
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credo, y su capacidad de exigir el ejemplo y testimonio personal de vida cristiana 
de dichas personas (cf. STC 51/2011). Ya que lo contrario 
“conduciría a la inaceptable consecuencia, desde la perspectiva constitucional, 
de admitir que quien, (…) no tiene impedimento alguno para contraer matrimo-
nio en forma canónica, pero desea casarse con persona que sí lo tiene y no puede 
hacerlo en dicha forma religiosa por sus circunstancias personales, se vea obli-
gada a elegir entre renunciar a su derecho constitucional a contraer matrimonio 
con la persona elegida o asumir el riesgo cierto de perder su puesto de trabajo 
como docente de religión y moral católicas, aun en el caso de guardar reserva 
sobre su situación personal, lo que supondría otorgar a la libertad religiosa una 
prevalencia absoluta sobre la libertad individual” (STC 51/2011).
Concluyendo, por lo tanto, el TC que la libertad individual, garantizada por 
los derechos fundamentales, primará en todo caso cuando se ejerza conforme a 
las leyes establecidas por el Estado español, sobre la libertad religiosa (cf. STC 
51/2011). También pertenecerán al ámbito de la intimidad personal los “datos 
personales relativos a una persona individualmente considerados (…) que se al-
macena por su titular en un ordenador personal, entre otros datos sobre su vida 
privada y profesional”. Ya que al 
“navegar por Internet, participa en foros de conversación o redes sociales, des-
carga archivos o documentos, realiza operaciones de comercio electrónico, for-
ma parte de grupos de noticias, entre otras posibilidades, está revelando datos 
acerca de su personalidad, que pueden afectar al núcleo más profundo de su 
intimidad por referirse a ideologías, creencias religiosas, afi ciones personales, 
información sobre la salud, orientaciones sexuales” (STC 173/2011).
Por lo que, “a través de su observación [de estos datos] por los demás pue-
den descubrirse aspectos de la esfera más íntima del ser humano” (STC 173/2011), 
en consecuencia, los mismos deberán ser protegidos “frente a la intromisión de 
terceros o de los poderes públicos, por cuanto atañen, en defi nitiva, a la misma 
peculiaridad o individualidad de la persona” (STC 173/2011). Sin embargo, no 
hay que olvidar que la persona puede acotar el ámbito de intimidad personal y 
familiar que reserva al conocimiento ajeno, “por lo que, el consentimiento del 
titular del derecho fundamental legitimará la inmisión en el ámbito de la inti-
midad e impedirá, por tanto, considerarlo vulnerado” (STC 173/2011), consen-
timiento que puede ser tanto tácito como expreso, respecto a un acto concreto y 
respecto a una persona concreta o a varias (cf. STC 173/2011).
El TC, siguiendo la jurisprudencia del TEDH, establece que las personas, 
adultas y sanas mentalmente tienen derecho a conocer la información sobre cual-
quier tratamiento médico del que vayan a ser objeto, lo que les permitirá valorar 
el mimo y dar su pleno consentimiento, otorgando a la persona “una facultad 
de autodeterminación” que la legitima “en uso de su autonomía de la voluntad” 
para decir consentir o rechazar un tratamiento (cf. STC 37/2011). Lo contrario 
sería “un ataque a la integridad física” (STC 37/2011).
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Las personas pueden mentir, no contar la verdad. Esto puede llevar a que 
un testimonio dado por una persona pueda ser considerado dudoso, cuando los 
mismos “han venido guiados por móviles autoexculpatorios y de enemistad, [o] 
bien por perseguir benefi cios procesales” (STC 126/2011).
Aquellos derechos de los ciudadanos, como la acción popular, serán reco-
nocidos tanto a las personas físicas como a las jurídicas, en la medida que estas 
segundas puedan ejercerlos, ya que el criterio interpretativo de la CE debe ser 
unitario, por lo que, si se fi ja un criterio por parte del TC para interpretar un artí-
culo, este criterio debe seguirse para interpretar los restantes artículos de la pro-
pia constitución y la normativa articuladora del régimen legal (cf. STC 67/2011). 
Por ejemplo, 
“si el término ‘ciudadanos’ del art. 53.2 de la Constitución ha de interpretarse.... 
en un sentido que permita la subsunción de las personas jurídicas, no hay razón 
alguna que justifi que una interpretación restrictiva de su sentido cuando dicho 
término se utiliza en el art. 125 o en la normativa articuladora del régimen legal 
de la acción popular” (STC 67/2011).
El art. 44 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea 
reconoce “a toda persona física o jurídica que resida o tenga su domicilio social 
en un Estado miembro el derecho de petición ante el Parlamento Europeo” (STC 
108/2011), sea o no ciudadano, ya que se indica expresamente que se reconoce al 
ciudadano y a toda persona física y jurídica (cf. STC 108/2011). Derecho de peti-
ción que, en España, a través de la confi guración legal se ha ampliado “el tenor 
constitucional al abarcar a cualquier persona natural o jurídica con independen-
cia de su nacionalidad” (STC 108/2011). Por lo que, nos encontramos con que un 
derecho, como el de petición que el TC defi ne como “una libertad civil, (que) es 
también expresión, cuando responde a un interés público o general, de un dere-
cho de participación política, ejercitado individual o colectivamente” se extiende 
a toda persona (cf. STC 108/2011).
Las personas jurídicas podrán adoptar en la determinación de su perso-
nalidad jurídica “signos de identidad que contribuyan a dotarle de un carácter 
integrador ad intra y recognoscible ad extra” (STC 34/2011), tales como “la de-
nominación (…), los emblemas, escudos, banderas, himnos, alegorías, divisas, 
lemas, conmemoraciones y otros múltiples” (STC 34/2011). Entre ellos se pue-
den encontrar los patronazgos, “en su origen propios de aquellas confesiones 
cristianas que creen en la intercesión de los santos y a cuya mediación se acogen 
los miembros de un determinado colectivo” (STC 34/2011). Esta elección de un 
patrón, de un signo de identidad, puede obedecer a múltiples factores, pero hay 
que tener en cuenta que 
“cuando una religión es mayoritaria en una sociedad sus símbolos comparten 
la historia política y cultural de ésta, lo que origina que no pocos elementos 
representativos de los entes territoriales, corporaciones e instituciones públicas 
tengan una connotación religiosa. Esta es la razón por la que símbolos y atribu-
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tos propios del Cristianismo fi guran insertos en nuestro escudo nacional, en los 
de las banderas de varias Comunidades Autónomas y en los de numerosas pro-
vincias, ciudades y poblaciones; asimismo, el nombre de múltiples municipios 
e instituciones públicas trae causa de personas o hechos vinculados a la religión 
cristiana; y en variadas festividades, conmemoraciones o actuaciones institucio-
nales resulta reconocible su procedencia religiosa” (STC 34/2011).
Sin embargo, el empleo de estos signos identitarios, con un origen religioso, 
no implica que su signifi cado actual “afecte a la neutralidad religiosa que a los 
poderes públicos impone el art. 16.3 CE” (STC 34/2011), ya que dependerá en 
cada caso de si el “posible carácter polisémico de un signo de identidad, domina 
en él su signifi cación religiosa en un grado que permita inferir razonablemente 
una adhesión del ente o institución a los postulados religiosos que el signo repre-
senta” (STC 34/2011). “Todo signo identitario es el resultado de una convención 
social y tiene sentido en tanto se lo da el consenso colectivo” (STC 34/2011), por 
lo que, hay que 
“tomar en consideración no tanto el origen del signo o símbolo como su percep-
ción en el tiempo presente, pues en una sociedad en la que se ha producido un 
evidente proceso de secularización es indudable que muchos símbolos religio-
sos han pasado a ser, según el contexto concreto del caso, predominantemente 
culturales, aunque esto no excluya que para los creyentes siga operando su sig-
nifi cado religioso” (STC 34/2011). 
Los elementos religiosos estáticos no afectarán las conciencias de las per-
sonas, ya que no inciden “en la esfera subjetiva de la libertad religiosa de las 
personas”, es decir, a la “esfera íntima de creencias, pensamientos o ideas del 
recurrente, esto es, sobre el espacio de autodeterminación intelectual ante el fe-
nómeno religioso”, al no contribuir “a que los individuos adquirieran, pierdan 
o sustituyan sus posibles creencias religiosas, o para que sobre tales creencias 
o ausencia de ellas se expresen de palabra o por obra, o dejen de hacerlo” (STC 
34/2011), por lo que, el empleo de los mismos, cuando cumpla los requisitos in-
dicados para los símbolos identitarios religiosos, no será contrario a la obligación 
de neutralidad religiosa del Estado (cf. STC 34/2011).
2.2.31.2. Sus derivados
2.2.31.2.1. Personal 
El término personal se emplea en veintiuna ocasiones, catorce en singular y 
siete en plural, como adjetivo califi cativo de los sustantivos a los que acompaña, 
equivaldría a decir de la persona.
Se indica que las personas tienen unas circunstancias propias. Circunstan-
cias personales, que, junto con las familiares, integran aspectos como: su situa-
ción matrimonial, el número de hijos, la edad de los mismos, situación escolar, si-
tuación laboral y personal del cónyuge… (cf. STC 26/2011, STC 51/2011). Todas 
estas circunstancias deberán ser valoradas a la hora de “ponderar si la negativa 
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empresarial a su pretensión de trabajar en horario nocturno constituía o no un 
obstáculo injustifi cado para la compatibilidad de su vida familiar y profesional” 
(STC 26/2011). Circunstancias personales que pueden afectar el ejemplo y testi-
monio personal de vida cristiana que le es exigible a las personas que ejercen la 
enseñanza de la religión católica (cf. STC 67/2011). 
Las personas dan lugar a información personal. Información que integrará 
datos personales, (STC 163/2011, STC 173/2011) que pueden consistir en el nom-
bre y apellidos, el documento nacional de identidad, la circunscripción electoral 
en la que se esté censado (STC 163/2011) o a aspectos de la esfera más íntima del 
ser humano como datos acerca de su personalidad, como ideologías, creencias 
religiosas, afi ciones personales, información sobre la salud, orientaciones sexua-
les… (cf. STC 173/2011). Estos datos pueden almacenarse dentro de un ordena-
dor personal fruto del uso del mismo (cf. STC 173/2011). 
Circunstancias y datos personales que se integran en la esfera de su inti-
midad personal y familiar al ser fruto de la libertad individual de la persona (cf. 
STC 51/2011). En consecuencia, establece el TC que, por un lado, no puede pre-
valecer, según lo indicado, en ningún caso la libertad religiosa sobre la libertad 
individual (cf. STC 51/2011). Y por otro, estos datos se encuentran protegidos 
por el derecho a la intimidad personal y familiar tanto en el ámbito laboral como 
personal, debiendo de ser protegidos frente al conocimiento de terceros (cf. STC 
173/2011). 
Sin embargo, no se entenderá vulnerado este derecho en tres supuestos: 
primero, cuando la publicidad de la ideología política de los candidatos se rea-
lice dentro de un proceso electoral, ya que al participar en el mismo se acepta la 
renuncia a mantener ese aspecto de la vida personal alejada del público cono-
cimiento (cf. STC 163/2011); segundo, cuando haya una autorización por parte 
del titular de esos datos para acceder a los mismos (cf. STC 173/2011) y tercero, 
cuando la persona sea debidamente advertida en el uso del ordenador del trabajo 
de que su actividad en el mismo pueda ser controlada (cf. STC 173/2011).
2.2.31.2.2. Personalidad 
El término personalidad se emplea en seis ocasiones, todas ellas en singu-
lar. Se establece que todo ser humano tiene derecho a la personalidad jurídica, 
tal y como se consagra en el art. 6 de la DUDH. Este derecho lleva implícito el 
reconocimiento de la capacidad jurídica de la persona. En consecuencia, como 
hemos indicado previamente “toda restricción o limitación de su capacidad de 
obrar afecta a la dignidad de la persona y a los derechos inviolables que le son 
inherentes, así como al libre desarrollo de la personalidad” (STC 7/2011), cuando 
la misma no se lleve a cabo por un juez en un proceso con todas las garantías (cf. 
STC 7/2011).
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También afectará al libre desarrollo de la personalidad y a la dignidad hu-
mana toda limitación de la persona en el ejercicio de su derecho de “a elegir libre-
mente [dentro del respeto a las reglas de orden público interno español] su estado civil 
y la persona con la que desea contraer matrimonio” (STC 51/2011).
Las instituciones públicas tienen personalidad jurídica propia, pudiendo 
adoptar los signos de identidad que crea convenientes. Cuando dichos signos 
tengan un origen religioso se deberá atender a la labor hermenéutica realizada 
por el TC, para determinar, como se ha recogido previamente, si incumplen el 
deber de neutralidad religiosa del Estado (cf. STC 34/2011).
Los ordenadores personales contienen datos acerca de la personalidad de 
su propietario, datos que manifi estan el núcleo más profundo de su intimidad 
por referirse a ideologías, creencias religiosas, afi ciones personales, información 
sobre la salud, orientaciones sexuales… (cf. STC 173/2011). Datos que se alma-
cenan en la medida en que el mismo navega por internet, participa en foros de 
conversación o redes sociales, descarga archivos o documentos, realiza opera-
ciones de comercio electrónico, forma parte de grupos de noticias… y que en su 
conjunto confi guran todos ellos un perfi l altamente descriptivo de la personali-
dad de su propietario (cf. STC 173/2011). Por ello, el ordenador y los datos en él 
contenidos están protegidos por el derecho a la intimidad, quedando protegidos 
del conocimiento de terceros y del Estado, salvo que su titular autorice dicha in-
tromisión (cf. STC 173/2011).
2.2.31.3. Términos de signifi cación próxima
2.2.31.3.1. Individuo 
El término individuo se emplea en cuatro ocasiones, una en singular y tres 
en plural. Se indica que un sistema jurídico político basado en la libertad ideoló-
gica y religiosa de los individuos, el pluralismo y la aconfesionalidad del Estado, 
todas las instituciones públicas han de ser ideológicamente neutrales (cf. STC 
34/2011). Libertad ideológica y religiosa de los individuos que se verá afectada 
por aquellos símbolos o conductas que supongan “una intromisión en la esfera 
subjetiva de la libertad religiosa de las personas” es decir, por aquellos elemen-
tos que “contribuyan a que los individuos adquirieran, pierdan o sustituyan sus 
posibles creencias religiosas, o para que sobre tales creencias o ausencia de ellas 
se expresen de palabra o por obra, o dejen de hacerlo” (STC 34/2011).
El derecho de petición, reconocido a toda persona. Aunque el mismo no 
vincula a los políticos, sí que permite “a los ciudadanos comunicarse con el po-
der público” para que éste conozca “las preocupaciones de la sociedad a la que 
representan, así como las demandas políticas y las opiniones de los individuos y 
de los actores sociales” (STC 108/2011).
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El individuo tendrá derecho a la protección de sus datos personales, tam-
bién en el ámbito laboral, salvo que dicha intromisión esté lo sufi cientemente 
garantizada y haya sido consentida por el usuario (cf. STC 173/2011).
2.2.31.3.2. Hombre, varón y mujer 
El término hombre se emplea en siete ocasiones, cuatro en singular y tres en 
plural, en referencia al ser humano de sexo masculino, al varón. 
La igualdad entre hombres y mujeres, reconocida en el art. 14 CE, “postula 
como fi n y generalmente como medio la parifi cación” (cf. STC 26/2011). En con-
secuencia, se busca “erradicar de nuestro ordenamiento normas o interpretacio-
nes de las normas que puedan suponer la consolidación de una división sexista 
de papeles en las responsabilidades familiares” (STC 26/2011). Visión compar-
tida por el TJUE —antes TJCE— “que considera que la exclusión de los padres 
trabajadores del disfrute del permiso de lactancia cuando la madre del niño no 
tiene la condición de trabajadora por cuenta ajena (art. 37.4 LET) constituye una 
diferencia de trato por razón de sexo no justifi cada que se opone a los arts. 2 y 
5 de la Directiva 76/207/CEE” (Sentencia Roca Álvarez, de 30 de septiembre de 
2010, asunto C-104/2009 en STC 26/2011), ya que 
“tal exclusión «no constituye una medida que tenga como efecto eliminar o re-
ducir las desigualdades de hecho que pudieran existir para las mujeres en la 
realidad de la vida social…, ni una medida tendente a lograr una igualdad sus-
tancial y no meramente formal al reducir las desigualdades de hecho que pue-
dan surgir en la vida social», y sí, en cambio, una medida que puede «contribuir 
a perpetuar un reparto tradicional de funciones entre el hombre y la mujer, al 
mantener a los hombres en una función subsidiaria de las mujeres respecto al 
ejercicio de su función parental»” (STC 26/2011).
Pese a ello, habrá otras medidas que benefi cien a la mujer que no sean con-
sideradas discriminatorias para el hombre; por ejemplo, “la atribución del de-
recho al descanso por maternidad en su integridad a la mujer trabajadora en el 
supuesto de parto no es discriminatoria para el varón”, ya que “la maternidad, 
y por tanto el embarazo y el parto, son una realidad biológica diferencial objeto 
de protección, derivada directamente del artículo 39.2 de la Constitución y por 
tanto las ventajas o excepciones que determine para la mujer no pueden consi-
derarse discriminatorias para el hombre” (STC 75/2011). Además, teniendo en 
cuenta que el principal fundamento de esta medida “no está en la protección a la 
familia, sino (…) de las madres” por “la vulnerabilidad de la trabajadora emba-
razada, que haya dado a luz o en período de lactancia, hace necesario un derecho 
a un permiso de maternidad” (STC 75/2011). La medida busca compensar “las 
desventajas reales que para la conservación de su empleo soporta la mujer a dife-
rencia del hombre” (STC 75/2011), porque 
“la protección de la mujer no se limita a la de su condición biológica durante el em-
barazo y después de éste, ni a las relaciones entre la madre y el hijo durante el perío-
519El concepto de persona en la jurispridencia del Tribunal Constitucional
do que sigue al embarazo y al parto, sino que también persigue evitar en el marco 
del contrato de trabajo las consecuencias físicas y psíquicas que medidas discrimi-
natorias podrían tener en la salud de la trabajadora y afi anzar, al mismo tiempo, 
todos los derechos laborales que le corresponden en su condición de trabajadora, 
al quedar prohibido cualquier perjuicio derivado de aquel estado” (STC 75/2011)
Por último, se establece que la persona de sexo femenino tiene derecho a 
contraer matrimonio, conforme a las leyes vigentes en España, con el hombre 
elegido. Ejercicio de su libertad individual que no puede ser coartado, ni condi-
cionado por el ejercicio de la libertad religiosa (STC 51/2011).
El término varón se emplea en cuatro ocasiones, tres en singular y una en 
plural. En referencia a las medidas favorables a la mujer previamente analizadas 
(STC 75/2011).
El término mujer se emplea en diecinueve ocasiones, trece en singular y seis 
en plural. Lo encontramos empleado junto a los términos hombre y varón, en los 
casos analizados previamente. Además, el TC establece que los casos de adop-
ción no generarán “el derecho a suspender el contrato de trabajo, y a percibir la 
prestación de maternidad (…) toda vez que el hecho biológico del embarazo y el 
alumbramiento no existe en el supuesto de fi liación adoptiva y acogimiento de 
menores” (STC 75/2011) por lo que, no es necesario 
“preservar la salud de la trabajadora embarazada sin detrimento de sus dere-
chos laborales, y (…) sustituir la pérdida de rentas laborales de la mujer traba-
jadora durante ese período de descanso (obligatorio como mínimo en las seis 
semanas inmediatamente siguientes al parto)” (STC 75/2011).
Confi gurándose en estos casos “un derecho que puede ser ejercido indistinta-
mente por el padre o madre adoptivos, cuando ambos son trabajadores por cuenta 
ajena, e incluidos por tal motivo en la Seguridad Social” (STC 75/2011), ya que 
con el mismo se busca “facilitar la integración del menor de corta edad adoptado o 
acogido en su nueva familia de adopción o acogida, propiciando la igualdad en el 
reparto de las responsabilidades familiares de los padres” (STC 75/2011).
2.2.31.3.3. Todos y nadie 
El término nadie se emplea en una ocasión, al indicar el TC que nadie puede 
ceder a otro un derecho que no tiene, “nemo plus iuris quam ipse habet transferre 
potest” (STC 75/2011).
Por su parte el término todos se emplea en cinco ocasiones como adverbio 
con el sentido de la colectividad entera, por lo que, según lo indicado no lo inclui-
mos en nuestro análisis.
2.2.31.3.4. Ciudadano 
El término ciudadano se emplea en catorce ocasiones, cuatro en singular y 
diez en plural.
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El término ciudadanos hará referencia tanto a las personas físicas como ju-
rídicas que se puedan englobar en dicha categoría, debiendo entenderse así en 
todo el articulado constitucional como en toda norma de desarrollo del mismo 
(cf. STC 67/2011).
Los ciudadanos tendrán derecho a la participación política en los asuntos 
públicos por medio de representantes elegidos en elecciones libres, periódicas 
y por sufragio universal (cf. STC 19/2011). Derecho de sufragio, regido por el 
principio de igualdad. En los sistemas proporcionales implica que los votos han 
de tener un idéntico valor numérico y que todos han de contribuir de “manera 
semejante o similar en la asignación de escaños y, por tanto, en la conformación 
del órgano representativo” (cf. STC 19/2011). Pese a esto, una diferencia “entre la 
magnitud del diferente valor del sufragio de los ciudadanos de la circunscripción 
con menor cociente en la relación diputado/habitantes y del de los que pertene-
cen a la circunscripción con mayor cociente” mientras no sea excesiva se estimará 
como constitucional (cf. STC 19/2011). 
Participación política de los ciudadanos que en virtud del pluralismo políti-
co “requiere que los ciudadanos dispongan para su libre elección de las diferen-
tes y diversas opciones o corrientes partidistas que refl ejen el pluralismo ideoló-
gico de la sociedad”, en consecuencia, se puede requerir un mínimo arraigo en 
el cuerpo electoral que se quiere representar (cf. STC 161/2011) debiendo tener 
un apoyo social mínimo que se podrá computar con el establecimiento de un 
número mínimo de fi rmas que tendrá que presentar la candidatura para poder 
concurrir a las elecciones en una determinada circunscripción (cf. STC 161/2011).
El ciudadano puede recabar con carácter general la tutela de las libertades 
y derechos por dos vías: a través de los órganos judiciales, a quienes compete 
de manera esencial y prioritaria en función del art. 53.2 de la CE y a través de la 
jurisdicción de amparo, en función del art. 161.1 B) de la CE (cf. STC 47/2011).
Los ciudadanos tienen derecho a contraer matrimonio, tanto en forma civil 
como en forma religiosa, elección que se encuentra en la esfera de intimidad de la 
persona, por lo que, no puede ser coartada por las instituciones religiosas, condi-
cionando un puesto de trabajo en la enseñanza de su doctrina a realizar la misma 
en un determinado sentido (cf. STC 51/2011).
Todo ciudadano de la Unión y toda persona física o jurídica que resida o 
tenga su domicilio social en un Estado miembro de la UE, tendrá derecho de pe-
tición ante el Parlamento Europeo, y en cuanto que viva en España, derecho de 
petición a los políticos españoles (cf. STC 108/2011) El ejercicio de este derecho 
político democrático permite a los ciudadanos comunicarse con el poder público 
y que estos conozcan las demandas políticas y las opiniones de los individuos y 
de los actores sociales (cf. STC 108/2011).
Finalmente, se indica que todo ciudadano tiene una obligación legalmen-
te de denunciar ante las autoridades competentes la posible perpetración de un 
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delito público del que ha tenido conocimiento (cf. STC 173/2011), denuncia que 
llevará a las fuerzas públicas a comprobar lo indicado por el mismo (cf. STC 
173/2011).
2.2.31.4. Términos derivados de palabras de signifi cación próxima
2.2.31.4.1. Individual e individualmente 
El término individual se emplea en siete ocasiones, seis en singular y una 
en plural.
La valoración individual subjetiva de los signos identitarios no será tenida 
en cuenta por el TC, ya que “todo signo identitario es el resultado de una con-
vención social y tiene sentido en tanto se lo da el consenso colectivo”, por lo que, 
“debe prevalecer la comúnmente aceptada, pues lo contrario supondría vaciar de 
contenido el sentido de los símbolos, que siempre es social” (STC 34/2011).
La libertad individual de la persona, garantizada por los derechos funda-
mentales, y ejercida conforme a las leyes vigentes en España, prima sobre el de-
recho a la libertad religiosa (cf. STC 51/2011).
El derecho a contraer matrimonio no es un derecho de ejercicio individual, 
pues no hay matrimonio sin consentimiento mutuo (cf. STC 51/20111), mientras 
que el derecho de petición podrá ejercerse tanto de forma individual como colec-
tivamente (cf. STC 108/2011).
Por último, se establece que para determinar si los derechos fundamentales 
están siendo vulnerados por un alto nivel de ruido habrá que atender a las “con-
diciones individuales de la vivienda, la repercusión sonora en su domicilio que 
alega como fundamento de las vulneraciones” (STC 150/2011).
Por su parte el término individualmente se emplea en una ocasión, para 
indicar que los datos personales relativos a una persona individualmente consi-
derados, es decir, no analizados junto a los datos de otras personas, están dentro 
del ámbito de la intimidad constitucionalmente protegido (cf. STC 173/2011).
2.2.31.4.2. Humano 
El término humano se emplea en ocho ocasiones, tres en singular y cinco en 
plural. El ser humano es titular del derecho a la personalidad, consagrado en el 
art. 6 de la DUDH, lo cual supone el reconocimiento del derecho a la capacidad 
jurídica de la persona (cf. STC 7/2011) En consecuencia, como hemos visto ante-
riormente, “toda restricción o limitación de su capacidad de obrar afecta a la dig-
nidad de la persona y a los derechos inviolables que le son inherentes, así como 
al libre desarrollo de la personalidad (artículo 10.1 CE)”, salvo que la misma se 
efectúe mediante sentencia judicial en un procedimiento con todas las garantías 
(cf. STC 7/2011). 
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Dignidad humana que estará, también junto al libre desarrollo de la perso-
nalidad, estrechamente vinculada con la libertad de la persona de elegir dentro 
del respeto a las reglas de orden público interno español, su estado civil y la per-
sona con la que desea contraer matrimonio (cf. STC 51/2011).
El ser humano estará protegido en su intimidad personal, por lo que, los da-
tos personales almacenados en su ordenador personal, en cuanto que manifi es-
tan la esfera más íntima del ser humano, no podrán ser conocidos por terceros, ni 
por el Estado, salvo autorización expresa del titular (cf. STC 173/2011).
En cinco ocasiones se emplea junto al término derechos. Derechos huma-
nos que se verán violados por la pornografía infantil, pornografía que también 
violará del derecho fundamental del niño a una educación y un desarrollo ar-
monioso (STC 173/2011). Derechos humanos que se encuentran recogidos en la 
Declaración Universal de Derechos Humanos —DUDH— (STC 7/2011), y que 
son interpretados, en cuanto recogidos en el CEDH, por el TEDH en su jurispru-
dencia (STC 34/2011, STC 37/2011, STC 37/2011, STC 173/201, STC 173/2011 y 
STC 173/2011).
2.2.31.4.3. Ciudadana 
El término ciudadana se emplea en una ocasión para indicar que el dere-
cho de petición es un derecho de participación democrática y ciudadana (cf. STC 
108/2011).
2.2.31.5. Términos que expresan un predicado del ser personal 
No encontramos en los textos relevantes del año 2011 empleado el término: 
honor. Procedemos al análisis de los restantes términos siguiendo el orden esta-
blecido en los años anteriores. 
2.2.31.5.1. Vida 
El término vida se emplea en diez ocasiones, todas ellas en singular. En dos 
ocasiones se emplea acompañada del adjetivo social, para indicar que no serán 
contrarias a la igualdad aquellas medidas tendentes a “eliminar o reducir las 
desigualdades de hecho que pudieran existir para las mujeres en la realidad de 
dicha vida social”, pero sí lo serán cuando las mismas contribuyan a “perpetuar 
un reparto tradicional de funciones entre el hombre y la mujer, al mantener a 
los hombres en una función subsidiaria de las mujeres respecto al ejercicio de su 
función parental” (cf. STC 26/2011). Por lo que, habrá que facilitar la conciliación 
familiar y constitucional y, en consecuencia, se tendrán por inconstitucionales 
aquellas medidas que impidan la vida familiar y profesional de hombres y mu-
jeres (cf. STC 26/2011).
En una ocasión se acompaña del adjetivo cristiana, vida cristiana de la que 
no da testimonio el católico que contrae matrimonio civil, “dada la inseparabili-
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dad entre contrato y sacramento (canon 1055.2 del Código de Derecho canónico 
[LEG 1983, 1])” (STC 51/2011), pero esta consideración no será sufi ciente para 
apartar a una persona de su cargo de profesora de doctrina católica, ya que al ser 
el matrimonio un ejercicio del ius connubii de la persona protegido por el derecho 
a la intimidad, la libertad individual de la persona en el ejercicio de los mismos 
primará sobre la libertad religiosa (cf. STC 51/2011). Intimidad que también eng-
lobará datos sobre su vida privada y profesional de una persona almacenados en 
su ordenador personal (cf. STC 173/2011).
Los ciudadanos participarán en la vida política de forma pública, salvo en 
el ejercicio derecho de sufragio activo, dado el carácter secreto del voto (cf. STC 
163/2011), por lo que, los candidatos renuncian a mantener su ideología, aspecto 
de la vida personal, alejada del público conocimiento (cf. STC 163/2011).
Finalmente, se acompaña del adjetivo en común. Vida en común de los cón-
yuges, que suspende la separación judicial, la cual no pone fi n al matrimonio (cf. 
STC 190/2011).
2.2.31.5.2. Integridad 
El término integridad se emplea en nueve ocasiones, todas ellas en singular. 
En seis ocasiones se acompaña del adjetivo física. Integridad física que se verá 
atacada por los procedimientos médicos cuando la persona, mayor de edad y 
sana, no haya dado su consentimiento informado a los mismos (cf. STC 37/2011), 
ya que el derecho a la integridad física que se constituye en una 
“facultad de autodeterminación que legitima al paciente, en uso de su autono-
mía de la voluntad, para decidir libremente sobre las medidas terapéuticas y 
tratamientos que puedan afectar a su integridad, escogiendo entre las distintas 
posibilidades, consintiendo su práctica o rechazándola” (STC 37/2011). 
y, por lo tanto, le faculta para impedir “toda intervención no consentida sobre el 
propio cuerpo, que no puede verse limitada de manera injustifi cada como con-
secuencia de una situación de enfermedad” (STC 37/2011). Integridad que jus-
tifi ca que a la mujer se le otorgue un derecho al descanso tras el parto, realidad 
biológica propia de la mujer (cf. STC 75/2011). Finalmente, se emplea el término 
en referencia a la totalidad, es decir, que el periodo de descanso del que es titu-
lar la madre puede ser cedido al padre parcialmente o en su integridad (cf. STC 
75/2011). 
2.2.31.5.3. Física 
El término física se emplea en nueve ocasiones, siete en singular y dos en 
plural. 
Acompaña al término integridad en seis ocasiones (STC 37/2011) en dos 
ocasiones al término persona (STC 67/2011, STC 108/2011), en estos casos remiti-
mos al análisis realizado previamente sobre los términos a los que acompaña. Por 
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último, en la STC 75/2011 acompaña al término consecuencias, junto al adjetivo 
psíquicas. Consecuencias físicas y psíquicas sobre la salud de la mujer trabajado-
ra que quieren paliar las medidas de protección de la maternidad y la lactancia 
(STC 75/2011).
2.2.31.5.4. Natural 
El término natural se emplea en una ocasión en el mismo sentido que física, 
acompañando al término persona, para indicar que cualquier persona natural o 
jurídica con independencia de su nacionalidad será titular del derecho de peti-
ción (cf. STC 108/2011).
2.2.31.5.5. Jurídica 
El término jurídica se emplea en nueve ocasiones, ocho en singular y una 
en plural. En tres ocasiones acompaña al término personas (STC 67/2011 y STC 
108/2011) y en otras dos ocasiones al término personalidad (STC 7/2011 y STC 
34/2011). Remitimos al análisis de estos términos, para determinar el contenido 
de signifi cado en estos casos.
En el resto de las ocasiones, como ocurre en años anteriores, vemos cómo 
se emplea califi cando a diversos sustantivos determinando su contenido de sig-
nifi cado, en referencia a realidades que o bien han sido creadas por el Derecho 
—sistema jurídico (STC 34/2011), relaciones jurídico-civiles (STC 51/2011), orde-
namiento jurídico (STC 163/2011)…—, o bien que desarrollan y tienen sus con-
secuencias en el ámbito del Derecho —capacidad jurídica (STC 7/2011)—. Sin 
aportar nada más relevante para la determinación del contenido de signifi cado 
del término, que lo que nos manifi esta su propio uso.
2.2.31.5.6. Dignidad 
El término dignidad se emplea en dos ocasiones, todas ellas en singular. 
La dignidad de la persona o dignidad humana que se verá afectada, junto con el 
libre desarrollo de la personalidad, por toda restricción o limitación de su capa-
cidad de obrar —que no se lleve a cabo por un juez en un proceso con todas las 
garantías— (cf. STC 7/2011), y por toda limitación de la persona en el ejercicio de 
su derecho “a elegir libremente [dentro del respeto a las reglas de orden público 
interno español] su estado civil y la persona con la que desea contraer matrimo-
nio” (STC 51/2011).
2.2.31.5.7. Inherente 
El término dignidad se emplea en dos ocasiones, una en plural y una en 
singular, en referencia a aquello que es propio. Por ejemplo, la persona tiene unos 
derechos que le son inherentes (STC 7/2011), mientras que “el consentimiento 
del paciente a cualquier intervención sobre su persona es algo inherente, entre 
otros, a su derecho fundamental a la integridad física” (STC 7/2011).
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2.2.31.5.8. Inviolable 
El término inviolable se emplea en una ocasión, al indicar el TC que toda 
restricción o limitación de su capacidad de obrar de la persona afecta a su digni-
dad y a los derechos inviolables que le son inherentes (STC 7/2011).
2.2.31.5.9. Libertad 
El término libertad se emplea en veintitrés ocasiones, diecinueve en singu-
lar y cuatro en plural. Podemos clasifi car el término en dos grupos atendiendo al 
contenido de signifi cado con el que se emplea el mismo.
Primero, en referencia a una cualidad propia del sujeto, a su facultad de au-
todeterminación, por la cual, en el uso de su autonomía de la voluntad, podrá de-
cidir libremente si rechaza o acepta un tratamiento médico. Pero para que dicha 
elección sea verdaderamente libre debe contar con información sobre el mimo 
(cf. STC 37/2011). La persona también debe contraer matrimonio en condiciones 
de libertad y de igualdad (STC 51/2011). 
Segundo, en referencias a facultades concretas que se reconocen a diversos 
titulares, ya sea de forma genérica —libertades y derechos (STC 47/2011, STC 
173/2011)— ya sea en referencia a facultades concretas: libertad religiosa (STC 
34/2011), libertad ideológica (STC 34/2011), derecho de petición, el cual es una 
libertad civil (cf. STC 108/2011), libertad de presentación de candidaturas (STC 
163/2011). Algunas de estas libertades primarán sobre otras; por ejemplo, las 
libertades individuales sobre la libertad religiosa (cf. STC 51/2011). Todas ellas 
se podrán ejercer con los límites que les son propios, los que establece el orde-
namiento jurídico (cf. STC 51/2011) y los límites que puedan suponer las penas 
privativas de libertad (STC 173/2011).
2.2.31.5.10. Seguridad 
El término seguridad se emplea en nueve ocasiones, todas ellas en singular, 
dentro del término seguridad social, por lo que, según lo indicado no lo inclui-
mos en nuestro análisis. 
2.2.31.5.11. Igualdad 
El término igualdad se emplea en trece ocasiones, todas ellas en singular. 
El derecho a la igualdad está regulado en el art. 14 de la CE (STC 34/2011). Se 
entenderán conformes con el mismo aquellas medidas que busquen lograr una 
igualdad sustancial entre hombres y mujeres, y no meramente una igualdad for-
mal, mediante la reducción de las desigualdades de hecho que puedan surgir en 
la vida social (cf. STC 26/2011). Igualdad que se extiende a las personas que con-
traen matrimonio, ya que lo hacen en libertad e igualdad (STC 51/2011), por lo 
que, los Poderes Públicos deberán propiciar “la igualdad en el reparto de las res-
ponsabilidades familiares de los padres” y la “igualdad de trato entre hombres y 
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mujeres en lo que se refi ere al acceso al empleo, a la formación y a la promoción 
profesionales, y a las condiciones de trabajo” (STC 75/2011).
 Por su parte, el principio de igualdad en el sufragio, derivado del art. 23.1 
de la CE, debe entenderse, no solo en un sentido formal, sino que el mismo vie-
ne entendiéndose “en el constitucionalismo contemporáneo como una exigencia 
sustancial de igualdad en el voto que impone tanto el igual valor numérico como 
el igual valor de resultado del sufragio” (STC 19/2011). Sin embargo, es una 
igualdad que debe verifi carse dentro del sistema electoral libremente determi-
nado por el legislador, lo que implica que han de impedirse diferencias discrimi-
natorias, “pero a partir de tal sistema y no por referencia a cualquier otro” (STC 
19/2011), por ello, el sistema puede imponer diferencias entre territorio mientras 
estas no sean excesivas y estén justifi cadas de forma objetiva y razonable (cf. STC 
19/2011).
2.2.31.5.12. Derecho 
El término derecho se emplea en noventa y siete ocasiones, sesenta y cinco 
en singular y treinta y dos en plural. Podemos clasifi car el término en cuatro gru-
pos, atendiendo al contenido de signifi cado con el que se emplea el mismo.
Primero, junto al adjetivo fundamentales. Derechos fundamentales recono-
cidos en la Sección 1ª del Capítulo II, del Título 1º de la CE. Se reconocen algunos 
de estos derechos de forma genérica —libertades y derechos (STC 47/2011, STC 
173/2011)—, y en concreto: derecho de defensa (STC 7/2011), derecho a un pro-
ceso con todas las garantías (STC 7/2011), derecho al sufragio activo y pasivo 
(STC 19/2011, STC 173/2011), derecho a la igualdad (STC 34/2011), derecho a la 
integridad física (STC 37/2011), derecho a contraer matrimonio (STC 51/2011), 
derecho a la libertad religiosa (STC 51/2011), derecho de petición (STC 108/2011) 
derecho a la presunción de inocencia (STC 126/2011)… Derechos que cuando 
sean lesionados de forma real y efectiva podrán ser amparados frente al TC, pero 
éste nunca actuará contra lesiones simplemente temidas de tales derechos (cf. 
STC 34/2011).
Segundo, en referencia a facultades que reconoce la ley a diversos sujetos, 
como los derechos laborales (STC 75/2011) o el derecho a la suspensión del con-
trato de trabajo, por nacimiento o adopción (STC 75/2011).
Tercero, acompañado del adjetivo humanos. Derechos humanos que reco-
nocen a todo ser humano el derecho a la personalidad jurídica y, por lo tanto, el 
derecho a la capacidad de obrar, solo pudiendo ser esta limitada por sentencia 
fi rme en un procedimiento con todas las garantías (cf. STC 7/2011). Derechos 
humanos que se verán violados por la pornografía infantil, pornografía que tam-
bién violará del derecho fundamental del niño a una educación y un desarrollo 
armonioso (STC 173/2011). Derechos Humanos que se encuentran recogidos en 
la Declaración Universal de Derechos Humanos —DUDH— (STC 7/2011), y que 
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son interpretados, en cuanto recogidos en el CEDH, por el TEDH en su jurispru-
dencia (STC 34/2011, STC 37/2011, STC 37/2011, STC 173/201, STC 173/2011 y 
STC 173/2011).
Por último, el término se emplea en referencia a diferentes partes del siste-
ma jurídico: derecho público83 (STC 34/2011) o Derecho canónico (STC 51/2011).
2.2.31.5.13. Deber 
El término deber se emplea en dos ocasiones, ambas en singular. Para in-
dicar que el Estado por el art. 16 de la CE, tiene una obligación de neutralidad 
religiosa (cf. STC 34/2011)
2.2.31.5.14. Familia 
El término familia se emplea en dos ocasiones, ambas en singular. Se indica 
que los miembros de la familia de adopción o acogida, cuando se produzca la 
misma, tendrán derecho a la suspensión del contrato de trabajo con la prestación 
económica de la Seguridad Social para facilitar la integración del menor de corta 
edad adoptado o acogido. Esta suspensión podrá ser ejercida por ambos proge-
nitores (cf. STC 75/2011). Mientras que, en el caso del permiso de descanso por 
maternidad, solo se entiende como titular a la mujer, ya que el fundamento no 
está en la protección a la familia, sino en la de las madres (cf. STC 75/2011).
2.2.31.5.15. Matrimonio 
El término matrimonio se emplea en veintidós ocasiones, todas ellas en sin-
gular. Toda persona tiene derecho a contraer matrimonio en la forma legalmen-
te establecida, ius connubii que podrá ejercer tanto de forma religiosa como de 
forma civil (cf. STC 51/2011) en una “opción estrechamente vinculada al libre 
desarrollo de la personalidad y a la dignidad humana” (STC 51/2011). Derecho 
constitucional que debe ejercerse en condiciones de plena libertad e igualdad, 
mediante el consentimiento mutuo (cf. STC 51/2011), y que se encuentra prote-
gido tanto por el derecho al propio matrimonio como el derecho a la intimidad 
personal (cf. STC 51/2011).
Se establece que el matrimonio tiene una notoria importancia en la doctrina 
moral católica. Matrimonio en el que es inseparable el contrato y el sacramento, 
por lo que, desde la perspectiva del Derecho canónico, “el católico que contrae 
matrimonio civil no da testimonio de vida cristiana” (STC 51/2011).
El matrimonio se pondrá fi n con el divorcio, la separación judicial, por su 
parte, no supondrá una disolución del mismo, sino “una mera suspensión de la 
vida en común y de la posibilidad de vincular bienes del otro cónyuge en el ejer-
cicio de la potestad doméstica” (STC 190/2011).
83 Lo transcribimos en minúscula por ser así como se recoge en la STC. 
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2.2.31.5.16. Tutela 
El término tutela se emplea en cinco ocasiones, todas ellas en singular. Se 
establece en la jurisprudencia que la confi guración constitucional de la tutela ju-
dicial de los derechos fundamentales corresponde de manera esencial y priorita-
ria a los órganos judiciales, en virtud del art. 53.2 de la CE, y al Tribunal Consti-
tucional a través de la jurisdicción de amparo, en virtud del art. 161.1 b) (cf. STC 
47/2011). 
También serán tuteladas aquellas personas que no puedan gobernar sus 
personas y bienes, y hayan visto limitada su capacidad de obrar por sentencia 
judicial en un procedimiento con todas las garantías (cf. STC 7/2011).
2.2.31.5.17. Educación 
El término educación se emplea en dos ocasiones, ambas en singular. Se 
indica que la pornografía infantil supondrá “una violación de los derechos hu-
manos y del derecho fundamental del niño a una educación y un desarrollo ar-
monioso” (STC 173/2011).
Educación que en determinados casos por la capacidad de su titular se rea-
lizará en residencias de educación especial. Esto infl uirá en las circunstancias 
personales de los progenitores (cf. STC 26/2011). 
2.2.31.6. Fuentes doctrinales y jurisprudenciales especifi cadas en las sen-
tencias
El TC a la hora de fundamentar su doctrina hace referencia a la Declara-
ción Universal de Derechos Humanos —DUDH— (STC 7/2011), al CEDH (STC 
37/2011), el cual es interpretado por el TEDH en su jurisprudencia. Jurispruden-
cia que cita el TC de forma reiterada para fundamentar sus fundamentos de de-
recho: STEDH de 18 de marzo de 2011, caso Lautsi y otros c. Italia (STC 34/2011); 
STEDH de 29 de abril de 2002, caso Pretty c. Reino Unido, § 63 (STC 37/2011); 
STEDH de 19 de febrero de 1998, caso Guerra y otros c. Italia, § 60; y de 2 de junio 
de 2009, caso Codarcea c. Rumanía, § 104 (STC 37/2011); STEDH de 16 de febrero 
de 2000, caso Amman c. Suiza (STC 173/2011); STEDH de 3 de abril de 2007, caso 
Copland c. el Reino Unido (STC 173/2011); STEDH de 22 de mayo de 2008, caso 
Iliya Stefanov c. Bulgaria (STC 173/2011). Finalmente, como en años anteriores 
vemos como hace referencia a su propia doctrina en varias de las sentencias de 
este año: STC 7/2011, STC 34/2011, STC 37/2011, STC 51/2011…
2.2.31.7. Conclusiones
El TC —en este año de 2011— hace referencia a esta cuestión en tres aspec-
tos, primero al indicar que el contenido de signifi cado de símbolos o signos no 
viene determinado por su origen, sino que “todo signo identitario es el resultado 
de una convención social y tiene sentido en tanto se lo da el consenso colectivo” 
(STC 34/2011), por lo que, hay que 
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“tomar en consideración no tanto el origen del signo o símbolo como su 
percepción en el tiempo presente, pues en una sociedad en la que se ha 
producido un evidente proceso de secularización es indudable que mu-
chos símbolos religiosos han pasado a ser, según el contexto concreto del 
caso, predominantemente culturales, aunque esto no excluya que para los 
creyentes siga operando su signifi cado religioso” (STC 34/2011). 
Por lo tanto, el contenido de signifi cado de los términos está en función de la 
convención social y el consenso colectivo, al estar sujeto a los cambios y proce-
sos sociales. Cómo determina el TC los mismos, sigue sin indicarse. Segundo, 
al establecer que el criterio interpretativo de la CE debe ser unitario, por lo que, 
si se fi ja un criterio por parte del TC para interpretar un artículo, este criterio 
debe seguirse para interpretar los restantes artículos de la propia constitución y 
la normativa articuladora del régimen legal (cf. STC 67/2011). Por ejemplo, “si el 
término ‘ciudadanos’ del art. 53.2 de la Constitución ha de interpretarse…. en un 
sentido que permita la subsunción de las personas jurídicas, no hay razón alguna 
que justifi que una interpretación restrictiva de su sentido cuando dicho término 
se utiliza en el art. 125 o en la normativa articuladora del régimen legal de la ac-
ción popular” (STC 67/2011). Finalmente, se establece que los fi nes perseguidos 
por la CE, como puede ser la paridad entre hombres y mujeres proclamada en el 
art 14 de la CE84 debe infl uir en todo el ordenamiento, expulsando del mismo tan-
to las normas que sean contrarias a dicha paridad como la interpretación de las 
normas que sea contraria a la misma (STC 26/2011). La norma y la interpretación 
de la misma por lo tanto, no tienen por qué coincidir.
Respecto a la pregunta por quién es persona, la jurisprudencia del año 2011 
permite determinar de forma expresa que todo ser humano es persona, en cuanto 
que establece que el reconocimiento por parte de la DUDH del derecho a la per-
sonalidad jurídica del ser humano lleva implícito el reconocimiento del derecho 
a la capacidad jurídica de la persona. 
En cuanto a la relación del término persona con el resto de términos de 
signifi cación próxima, nuevamente se pone en relación el termino persona e in-
dividuo al indicarse que la libertad religiosa e ideológica del individuo protege 
la esfera subjetiva de la libertad de las personas (cf. STC 34/2011). Así mismo, 
encontramos empleados los términos como sinónimos dentro de una misma sen-
tencia (cf. STC 108/2011).
La pregunta por la naturaleza de la persona, qué es la persona, tampoco se 
responde en este año de forma expresa. Sí que se establecen, como en años ante-
riores, atributos o características de la misma. Recogemos de forma esquemática 
lo indicado previamente en el análisis de los términos.
84 A pesar de que este artículo proclama la igualdad jurídica, y no la igualdad real que está recogida en el 
art. 9.2 de la CE, varias son las sentencias en los últimos años que hacen este cambio.
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El ser humano tiene personalidad jurídica, tal y como se consagra en el art. 
6 de la DUDH, lo que supone el reconocimiento de su capacidad jurídica y de su 
capacidad de obrar, por lo que, no podrá ser restringida esta última salvo que la 
persona no sea capaz de gobernar su persona —a sí mismo— y bienes. Incapaci-
dad que debe ser declarada por sentencia judicial, en virtud de causas tasadas en 
un procedimiento con todas las garantías. Cuando dicha incapacidad sea decla-
rada, las personas pasarán a ser tuteladas en el ejercicio de sus actos. 
La persona podrá elegir libremente dentro del respeto a las reglas de or-
den público interno español en el ejercicio de su ius connubii: su estado civil y la 
persona con la que desea contraer matrimonio, en una decisión estrechamente 
vinculada al libre desarrollo de la personalidad y a la dignidad humana. Ejercicio 
de una libertad individual establecida por el derecho a contraer matrimonio, que 
cuando se ejerza conforme a las leyes establecidas por el Estado español, primará 
sobre la libertad religiosa.
Las personas adultas y sanas mentalmente tienen derecho a conocer la in-
formación médica sobre cualquier tratamiento médico del que vayan a ser objeto, 
lo que les permitirá valorar el mimo y dar su pleno consentimiento, otorgando 
a la persona una facultad de autodeterminación que le permite en el uso de su 
autonomía de la voluntad consentir o rechazar un tratamiento médico. Libertad 
que se supedita a que la persona tenga un conocimiento real de los tratamientos, 
por lo que, la decisión no puede ser libre y autónoma sobre algo que se descono-
ce. 
Las personas pueden mentir, no contar la verdad. Esto puede llevar a que 
un testimonio dado por una persona pueda ser considerado dudoso.
Las personas tienen una esfera subjetiva de libertad religiosa, es decir, una 
esfera íntima de creencias, pensamientos o ideas, un espacio de autodetermi-
nación intelectual ante el fenómeno religioso. Este espacio se verá afectado por 
aquellos actos que busquen que las personas adquirieran, pierdan o sustituyan 
sus posibles creencias religiosas, o para que sobre tales creencias o ausencia de 
ellas las personas se expresen de palabra o por obra, o dejen de hacerlo, pero no 
se verá afectada por símbolos estáticos. 
Las personas tienen unas circunstancias propias. Circunstancias personales, 
que, junto con las familiares, integran aspectos como: su situación matrimonial, 
el número de hijos, la edad de los mismos, situación escolar, situación laboral y 
personal del cónyuge… 
Los ordenadores personales contienen datos acerca de la personalidad de 
su propietario, datos que manifi estan el núcleo más profundo de su intimidad 
por referirse a ideologías, creencias religiosas, afi ciones personales, información 
sobre la salud, orientaciones sexuales… Datos que se almacenan en la medida 
en que el mismo navega por Internet, participa en foros de conversación o redes 
sociales, descarga archivos o documentos, realiza operaciones de comercio elec-
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trónico, forma parte de grupos de noticias… y que en su conjunto confi guran 
todos ellos un perfi l altamente descriptivo de la personalidad de su propietario. 
La igualdad entre hombres y mujeres tiene como fi n y como medio la pa-
rifi cación, entendida como la acción de parifi car, es decir, de buscar la paridad, 
la igualdad de las cosas entre sí.85 Esta igualdad implica la erradicación de todas 
las normas o interpretaciones de las normas que puedan suponer contribuir a 
perpetuar un reparto tradicional de funciones entre el hombre y la mujer, y en 
consecuencia, contribuir a la consolidación de una división sexista de papeles en 
las responsabilidades familiares. Como podría ser la exclusión del permiso de 
lactancia de los padres trabajadores, cuando la madre del niño no tiene la condi-
ción de trabajadora por cuenta ajena. Pese a la búsqueda de esta paridad no será 
contrario a la igualdad que haya derechos que solo se reconozcan a la mujer, en 
respuesta a la maternidad, y por tanto el embarazo y el parto, al ser estos una 
realidad biológica diferencial de la mujer, que supone desventajas reales para la 
misma para la conservación de su empleo, como demuestran los datos revelados 
por la estadística —no se hace referencia a estadística alguna—.
La persona puede ser adoptada y acogida por una familia. En estos casos 
tanto el varón como la mujer podrán cogerse un permiso laboral cuando sean tra-
bajadores por cuenta ajena para propiciar la acogida y la igualdad en el reparto 
de las responsabilidades familiares.
Sobre las cualidades que pone en relación el propio texto del 78, vemos 
cómo, al igual que en años anteriores, en su mayoría no se defi nen, no se estable-
ce claramente su contenido de signifi cado. Sin embargo, en algunos casos sí que 
se establecen notas características de los mismos. No queriendo reproducir lo ya 
dicho anteriormente, recogemos aquellos términos de los que se establecen notas 
relevantes para nuestro objeto de estudio, en concreto atendemos a los términos: 
libertad, matrimonio y educación. 
La persona es libre —dentro de los límites establecidos por la legalidad 
vigente—. Libertad entendida como una facultad de autodeterminación, por la 
cual, en el uso de su autonomía de la voluntad, podrá decidir si rechaza o acepta 
un tratamiento médico. Pero para que dicha elección sea verdaderamente libre 
debe contar con información sobre lo que tiene que decidir.
En la doctrina moral católica, en el matrimonio es inseparable el contrato 
y el sacramento. Condición contractual del matrimonio que parece que no se 
puede predicar del matrimonio civil, al poder ser disuelto unilateralmente por 
una de las partes mediante el divorcio. La separación judicial, por su parte, no 
supondrá una disolución del mismo, sino una mera suspensión de la vida en co-
mún y de la posibilidad de vincular bienes del otro cónyuge en el ejercicio de la 
potestad doméstica.
85 Cf. Diccionario de la Real Academia de la Lengua en http://dle.rae.es [Último visita 12 junio 2018]
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Se indica que la pornografía infantil supondrá una violación de los dere-
chos humanos y del derecho fundamental del niño a una educación y un desa-
rrollo armonioso. 
Finalmente, en cuanto a la tercera pregunta: la razón por la que persona se 
expresa como titular de derechos y de qué derechos es titular la persona por el 
mero hecho de ser persona, en el año 2011 se establece que la persona es titular 
del derecho de petición ante las diversas autoridades españolas y europeas, de-
recho político que no se reconoce tan solo a los ciudadanos sino a toda persona 
física y jurídica. Derecho que permite realizar la petición, pero que no vincula a 
los poderes públicos. Además, se reconoce la protección de los datos personales, 
y de los lugares en que los mismos se almacenan, como el ordenador personal, 
que no podrá ser intervenido salvo autorización judicial o permiso, expreso o 
tácito, de su propietario. 
2.2.32. 2012
En julio del año 2012 toman posesión de su cargo los magistrados nom-
brados en la décima renovación del TC en el año 2010. Cesando en su cargo don 
Eugeni Gay Montalvo, don Javier Delgado Barrio y doña Elisa Pérez Vera86.
La jurisprudencia relevante de este año está compuesta por diecisiete sen-
tencias de un total de ciento veintiséis.
2.2.32.1. Persona: su expresión singular y plural
El término persona se emplea en ciento seis ocasiones, veinticinco en singu-
lar y ochenta y una en plural, a lo largo de nueve sentencias de la jurisprudencia 
seleccionada. Siete son los ponentes de dichas sentencias: doña Elisa Pérez Vera 
—STC 19/2012, STC 36/2012 y STC 111/2012—, doña Adela Asua Batarrita —
STC 70/2012—, don Manuel Aragón Reyes —STC 96/2012—, don Pascual Sala 
Sánchez —STC 171/2012—, don Pablo Pérez Tremps —STC 198/2012—, don 
Francisco José Hernando Santiago —STC 219/2012— y don Juan José González 
Rivas —STC 241/2012—.
Lo encontramos empleado para referir al ser humano, al individuo, no de-
terminado en el momento presente, sin aportar mayor contenido de signifi cado 
que su propio uso: “a un grupo de personas de edades comprendidas entre 22 y 
30 años” (STC 36/2012), “en el curso de las cuales lo han hecho, además, de él, 
otras diecinueve personas”(STC 70/2012), “el catálogo nacional de cualifi cacio-
86 Tribunalconstitucional.es.(2017). Historia del Tribunal Constitucional. [online] Disponible en: https://
www.tribunalconstitucional.es/es/tribunal/historia/Paginas/Tribunal—Constitucional—de—Espania.
aspx [Acceso 22 Mayo 2017].
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nes profesionales es un elemento clave del sistema nacional, puesto que permite 
adecuar permanentemente la formación a las necesidades de cada persona y del 
mercado laboral” (STC 111/2012), “la norma controvertida excluye a determi-
nadas personas en razón de no ser descendientes comunes del causante y del 
usufructuario” (STC 171/2012).
En el resto de ocasiones lo encontramos empleado bien como proposición 
subordinada adjetiva, lo que equivaldría a decir personal; bien como sustantivo 
en la función sintáctica de sujeto o de complemento directo, al ser quien realiza 
la acción, o sobre quien recae la acción realizada. Al igual que en años anteriores, 
los diferentes usos sintácticos se encuentran empleados dentro de las mismas 
sentencias, por lo que, ante la inoperatividad de separarlos, procedemos a reali-
zar la exégesis del término sin agruparlo por la función sintáctica con la que se 
emplea.
La persona tendrá derecho a la intimidad. Se reitera por parte del TC la doc-
trina asentada al respecto, indicándose además, que según el TEDH la línea entre 
la vida privada y la libertad de comunicación está en función de “la contribución 
que la información publicada realice a un debate de interés general”, y añade el 
TC que esta información “debe versar sobre aspectos conectados a la proyección 
pública de la persona a la que se refi ere, o a las características del hecho en que 
esa persona se haya visto involucrada” (cf. STC 12/2012). Por ello, no se enten-
derá bajo la libertad de expresión, aquellas intromisiones que solo busquen satis-
facer “la curiosidad de una parte del público en relación con detalles de la vida 
privada de una persona” (cf. STC 12/2012). Además, habrá que tener en cuenta 
que la vida privada no se limita a un “círculo íntimo en el que el individuo puede 
conducir su vida personal a su manera y excluir plenamente el mundo exterior 
no incluido en este círculo” (STC 12/2012), sino que, como recuerda el TEDH y 
recoge el TC, también otros ámbitos en que “se desarrollan relaciones interperso-
nales, vínculos o actuaciones que pueden constituir manifestación de la vida pri-
vada” (STC 12/2012). Por ello, aquellos actos llevados a cabo en circunstancias en 
que hay unas expectativas razonables por la propia persona, o cualquier otra en 
su lugar en esa circunstancia, de encontrarse al resguardo de la observación o del 
escrutinio ajeno, se entenderán integradas dentro de la vida privada y del dere-
cho a la intimidad (cf. STC 12/2012). Mientras que estas expectativas no pueden 
“existir cuando de forma intencional, o al menos de forma consciente, se partici-
pa en actividades que por las circunstancias que las rodean, claramente pueden 
ser objeto de registro o de información pública” (STC 12/2012). La grabación y la 
captura de imágenes valiéndose de un dispositivo oculto de captación de la voz 
y la imagen supondría también una violación del derecho a la intimidad ya que
“se basa en un ardid o engaño (…) para poder acceder a un ámbito reservado de 
la persona afectada con la fi nalidad de grabar su comportamiento o actuación 
desinhibida, provocar sus comentarios y reacciones así como registrar subrepti-
ciamente declaraciones sobre hechos o personas, que no es seguro que hubiera 
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podido lograr si se hubiera presentado con su verdadera identidad y con sus 
auténticas intenciones” (STC 12/2012).
En consecuencia, la misma no estará contemplada bajo el derecho a la li-
bertad de expresión (STC 12/2012). Intimidad de la persona que también puede 
afectarse cuando se recojan sin su conocimiento datos que afecten al núcleo esen-
cial de su privacidad (cf. STC 96/2012, STC 219/2012) al tener derecho a contro-
lar los datos sobre su persona que están en posesión de terceros, al conformar los 
mismos los “aspectos más básicos de la autodeterminación personal” (cf. STC 
96/2012, STC 219/2012). 
Datos personales e información personal protegidos por el derecho a la in-
timidad también dentro de una prestación laboral, en la que “pueden producirse 
comunicaciones entre el trabajador y otras personas cubiertas por el derecho al 
secreto del art. 18.3 CE”, y en consecuencia, se entenderá vulnerado el derecho al 
secreto de las comunicaciones y el derecho a la intimidad “por intervenciones an-
tijurídicas en las mismas por parte del empresario o de las personas que ejercen 
los poderes de dirección en la empresa, de otros trabajadores o de tercero” (cf. 
STC 241/2012), salvo que sus titulares realicen actos dispositivos que determinen 
la eliminación de la privacidad; por ejemplo, guardando conversaciones priva-
das en el disco del ordenador que podía ser leído por terceras personas usuarias 
del mismo (cf. STC 241/2012). 
El impuesto sobre la renta de las personas físicas, en su confi guración legal, 
debe respetar y fi jar, con los mecanismos que el legislador considere adecuados, 
un “mínimo vital de subsistencia no sometido a tributación”, por lo que, no se 
puede “someter a tributación la renta de las personas desde su primera unidad 
económica” sino que hay que respetar “un mínimo vital de subsistencia, inmune 
a su acción, que les permita satisfacer sus necesidades más básicas en garantía de 
una existencia digna” (cf. STC 19/2012). Este mínimo vital es 
“un elemento inescindible del principio de capacidad económica especialmente 
relevante en tributos que, como el impuesto sobre la renta, afectan a la renta 
integral de los sujetos (…) fruto de la justicia que como valor del Estado social 
y democrático reclama el art. 1.1 CE, y como exigencia del sistema tributario 
impone el art. 31.1 CE, en conexión directa con la garantía de la dignidad de la 
persona (art. 10.1 CE) y con la obligación de aseguramiento por los poderes pú-
blicos de la protección de la familia (art. 39.1 CE)” (STC 19/2012).
Ya que no sería justo el Estado social y democrático de derecho que no res-
petase este mínimo imprescindible de supervivencia con el pretexto del deber 
de contribuir a los gastos generales, ya que con esta medida “perdería su legi-
timidad política y democrática” y “atentaría a la esencia misma de la dignidad 
humana” (STC 19/2012).
Las personas pueden verse coartadas, por motivos sociales y económicos, 
en sus deseos de emanciparse de sus familias. Por ello, los poderes públicos po-
drán desarrollar en materia asistencia social, políticas que faciliten “a determina-
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dos grupos de personas con rentas reducidas la efectiva emancipación respecto 
de sus familias” (cf. STC 36/2012).
La sanción administrativa a una persona jurídica, no supondrá que las per-
sonas físicas que integran la misma no puedan ser sancionadas penalmente por 
los mismos hechos, ya que no puede establecerse una identidad real entre ambas, 
que hiciera aplicable el principio no bis in ídem (cf. STC 70/2012)
El legislador puede crear y determinar grupos o categorías de personas, 
sobre los que aplicará diversas normas con consecuencias jurídicas diversifi cado-
ras. Éstas serán constitucionales si cumplen con el juicio de igualdad, el cual tie-
nen carácter relacional, es decir, implica una comparativa entre estos grupos o ca-
tegorías de personas, en la medida en que “las situaciones subjetivas que quieran 
compararse sean efectivamente homogéneas o equiparables”(cf. STC 171/2012).
Las personas pueden distinguirse en función de su orientación sexual, en 
homosexuales y heterosexuales (cf. STC 198/2012). Se reconoce como constitu-
cional el derecho a las personas a casarse con personas de su mismo sexo, en 
virtud de los cambios introducidos en el CC y de la Ley sobre el Registro Civil, 
que equiparan “de forma absoluta los matrimonios contraídos entre personas 
homosexuales y personas heterosexuales” (cf. STC 198/2012). Este cambio tam-
bién da cabida “a la regularización de familias homoparentales, ya existentes o 
futuras, a través de la adopción de los hijos comunes por parte del cónyuge que 
no hubiera podido adoptar previamente a esos hijos” al cumplirse el requisito de 
la existencia de un matrimonio en el momento de la adopción (cf. STC 198/2012). 
Estos pasos suponen un paso “en la garantía de la dignidad de la persona y el 
libre desarrollo de la personalidad (…) que han de orientarse a la plena efectivi-
dad de los derechos fundamentales” (STC 198/2012). El desarrollo del concepto 
de matrimonio que implica este reconocimiento del mismo a personas del mismo 




El término personal se emplea en veinte ocasiones, ocho en singular y doce 
en plural, como adjetivo califi cativo de los sustantivos a los que acompaña, equi-
valdría a decir de la persona.
La vida personal de la persona forma parte de su vida privada, no solo en 
la medida en que esta se circunscriba a su círculo íntimo, sino que englobará to-
das las relaciones interpersonales, vínculos o actuaciones desarrolladas en otros 
ámbitos, en los cuales la persona puede esperar racionalmente no estar expuesta 
al conocimiento de los demás (cf. STC 12/2012).
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Las personas requerirán un mínimo personal y familiar económico necesa-
rio para mantener una mínima calidad de vida. Este mínimo vital no puede ser 
objeto de tributación por parte de los poderes públicos, ya que el no respetarlo 
privaría a la persona “de los medios indispensables para la realización de sus 
fi nes personales así como en la protección de la familia, el mantenimiento de la 
salud y el uso de una vivienda digna”(cf. STC 19/2012). 
Un retraso en la edad de emancipación de la persona de su familia “ocasio-
na múltiples consecuencias negativas, tanto sociales como económicas y perso-
nales”, por ello, los poderes públicos deberán ayudar a los colectivos más desfa-
vorecidos para que puedan llevarlo a cabo (STC 36/2012).
Los datos personales como: nombre, apellidos, DNI, dirección postal actua-
lizada, número de teléfono, fax y correo electrónico, estarán protegidos, según 
recuerda el TC, por el derecho a la intimidad personal y el habeas data, por el que 
la persona tiene derecho a conocer quién posee datos sobre la misma, qué datos 
tiene, el uso que se les quiere dar, y puede disponer de los mismos en cualquier 
momento (cf. STC 96/2012 y STC 219/2012). Los datos personales guardados en 
dispositivos destinados a distintos usos personales, se entenderá que están prote-
gidos por este derecho, pero si se almacenan los mismos en equipos que no están 
limitados al uso personal, debe entenderse que se acepta la no privacidad de los 
mismos (cf. STC 241/2012). 
Las circunstancias personales deberán ser tenidas en cuenta tanto por el 
legislador como por los órganos judiciales (cf. STC 185/2012).
La legalización de matrimonio entre personas del mismo sexo busca, entre 
otros fi nes, según establece el legislador y recoge el TC, la creación de un marco 
de igualdad real en que cualquier condición social o personal, así como el sexo 
y la opinión de la persona no sean objeto de discriminación en el disfrute de los 
derechos (STC 198/2012). El matrimonio afectará a diversos aspectos personales 
como la representación del ausente, la tutela o la curatela (cf. STC 198/2012).
2.2.32.2.2. Personalidad 
El término personalidad se emplea en seis ocasiones, todas ellas en singular.
El libre desarrollo de la personalidad, art. 10.1 de la CE, es un derecho fun-
damental de toda persona, en consecuencia, se buscará la consecución del mismo 
a través de diversas normas y regulaciones, confi gurándose en límite del derecho 
a los demás y del desarrollo normativo. En este sentido, se establece que cuando 
“el ejercicio de alguno de los derechos inherentes a los progenitores afecta al des-
envolvimiento de sus relaciones fi liales, y puede repercutir de un modo negativo 
en el desarrollo de la personalidad del hijo menor, el interés de los progenitores 
no resulta nunca preferente” (cf. STC 185/2012). Desarrollo de la personalidad 
del menor que no se verá afectado por la orientación sexual, identidad sexual, o 
disforia de género de ninguno de los progenitores (STC 198/2012), “ya que no 
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·resulta constitucionalmente admisible es presumir la existencia de un riesgo de 
alteración efectiva de la personalidad del menor por el mero hecho de la orien-
tación sexual de uno u otro de sus progenitores” (STC 198/2012). No pudiendo 
suspenderse o limitarse “el derecho de comunicación de los padres con sus hijos 
menores con fundamento, de forma principal o exclusiva, en la transexualidad 
del padre o de la madre”(cf. STC 198/2012).
También se encuentra como uno de los fi nes de la legalización de matri-
monio entre personas del mismo sexo, legislación que busca, entre otros fi nes 
ya indicados “la promoción de la igualdad efectiva de los ciudadanos en el libre 
desarrollo de su personalidad” (STC 198/2012) ya que dicha legislación es, según 
el TC, “un paso en la garantía de la dignidad de la persona y el libre desarrollo de 
la personalidad (art. 10.1 CE) que han de orientarse a la plena efectividad de los 
derechos fundamentales” (STC 198/2012).
La personalidad puede estar trastornada. En estos casos puede ser nece-
sario que el sujeto acceda a la educación mediante condiciones especiales que 
le permita, al igual que en los casos discapacidad física, psíquica, sensorial o de 
trastorno de la conducta, ejercer su derecho a la educación en igualdad de condi-
ciones que cualquier otra persona (cf. STC 214/2012).
2.2.32.3. Términos de signifi cación próxima
2.2.32.3.1. Individuo 
El término individuo se emplea en dos ocasiones, ambas en singular. Para 
indicar que en función de la jurisprudencia del TEDH, que el TC hace suya, la 
noción de vida privada no puede limitarse al “círculo íntimo en el que el in-
dividuo puede conducir su vida personal a su manera y excluir plenamente el 
mundo exterior no incluido en este círculo”, sino que hay que tener en cuenta 
que a la misma pertenecen también las relaciones interpersonales, vínculos o ac-
tuaciones desarrolladas en otros ámbitos, según hemos indicado previamente (cf. 
STC 12/2012); y que el reconocimiento del matrimonio entre personas del mismo 
sexo lo que posibilita es que el individuo, la persona, con independencia de su 
orientación sexual pueda contraer matrimonio con personas de su mismo sexo 
o de diferente sexo, de manera que en el ejercicio de este derecho se reconozca 
plenamente la orientación sexual de cada uno (cf. STC 198/2012).
2.2.32.3.2. Hombre, varón y mujer 
El término varón no se emplea en los textos seleccionados de la jurispru-
dencia relevante. 
El término hombre se emplea en ocho ocasiones, todas ellas en singular, 
en referencia al ser humano de sexo masculino, al varón. Se recoge en los textos 
seleccionados el art. 32 de la CE en que se establece que “el hombre y la mujer tie-
nen derecho a contraer matrimonio con plena igualdad jurídica”, dicho artículo 
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en su origen se entendía como que el “derecho al matrimonio lo es del hombre 
y la mujer a contraerlo entre sí”. Regulación fruto de la época en que se redactó, 
en el año 1978. Los problemas que ocuparon al constituyente y a los que busco 
dar solución a la hora de regular la institución matrimonial fueron —según el 
TC— “la cuestión del divorcio, la diferenciación conceptual entre matrimonio y 
familia, y la garantía de la igualdad entre el hombre y la mujer en el matrimo-
nio, una igualdad que, en aquel momento, estaba todavía construyéndose”(STC 
198/2012). Sin embargo, el cambio legislativo, y la evolución del concepto de ma-
trimonio ha permitido cambiar la regulación indicando que “el hombre y la mu-
jer tienen derecho a contraer matrimonio” con “los mismos requisitos y efectos 
cuando ambos contrayentes sean del mismo o de diferente sexo” (STC 198/2012). 
Determinándose en España legislativamente la equiparación total, frente a otras 
posturas, también consideradas válidas por el TEDH, por la que “los poderes 
públicos pueden otorgar un trato de privilegio a la unión familiar constituida por 
hombre y mujer frente a una unión homosexual” (STC 198/2012).
Por su parte el término mujer se emplea en diez ocasiones, junto al término 
hombre en los casos ya analizados previamente. Además, se indica que la evo-
lución de la institución matrimonial queda demostrada en los cambios legislati-
vos para el reconocimiento normativo pleno de la capacidad de obrar a la mujer 
casada, que del año 1975 mediante la Ley 14/1975, de 2 de mayo, sobre reforma 
de determinados artículos del Código Civil y del Código de Comercio sobre la 
situación jurídica de la mujer casada y los derechos y deberes de los cónyuges (cf. 
STC 198/2012).
2.2.32.3.3. Todos y nadie 
El término nadie se emplea en una ocasión, al recoger el TC la limitación a la 
adopción por la que se establece que “nadie puede ser adoptado por más de una 
persona, salvo que la adopción se realice conjunta o sucesivamente por ambos 
cónyuges” (STC 198/2012). El término todos se emplea en once ocasiones, todas 
ellas como adverbio con el sentido de la colectividad entera, por lo que, según lo 
establecido, no los incluimos en nuestro análisis.
2.2.32.3.4. Ciudadano 
El término ciudadano se emplea en once ocasiones, tres en singular y ocho 
en plural.
Uno de los fi nes de la legalización de matrimonio entre personas del mismo 
sexo, como ya se ha indicado será “la promoción de la igualdad efectiva de los 
ciudadanos en el libre desarrollo de su personalidad” (STC 198/2012). Ciuda-
danos cuya confi anza en el respeto de las normas penales, así como el carácter 
disuasorio del delito, constituyen fi nes irrenunciables para el cometido de pro-
tección de bienes jurídicos mediante el derecho penal (cf. STC 160/2012).
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Se establece que la voluntad de los ciudadanos manifestada en las eleccio-
nes “constituye la expresión esencial de un régimen democrático”, por eso debe 
ser respetada por todos los poderes públicos (cf. STC 9/2012). Poderes públicos 
que no pueden privar a sus ciudadanos, a través de su sistema tributario, de la 
renta mínima de supervivencia, so pretexto del deber de contribuir a los gastos 
generales, ya que si lo hicieran perderían su legitimidad política y democrática 
y atentarían contra la esencia misma de la dignidad humana, dejando de poder 
clasifi carse como Estado social y democrático de Derecho (cf. STC 19/2012).
Los ciudadanos serán titulares del derecho de protección de sus datos per-
sonales, el cual incluye el derecho a oponerse “a que sean utilizados para fi nes 
distintos de aquel legítimo que justifi có su obtención” (cf. STC 96/2012). Ade-
más, tendrán derecho a la seguridad jurídica, entendida como “la expectativa 
razonablemente fundada del ciudadano en cuál ha de ser la actuación del poder 
en la aplicación del Derecho” o como “la claridad del legislador y no la confu-
sión normativa”(STC 234/2012). Seguridad jurídica que garantiza al ciudadano 
la tranquila convivencia, la paz social y el desarrollo económico, al ser esto fruto 
de “la razonable previsión de las consecuencias jurídicas de las conductas, de 
acuerdo con el ordenamiento y su aplicación por los Tribunales” (STC 234/2012). 
Finalmente, se establece que el ciudadano en función del “panorama de las 
normas jurídicas vigentes en cada momento” programa sus conductas (cf. STC 
237/2012), por lo que, “determinadas modifi caciones de algunas de las partes 
constitutivas de ese panorama podrán generar perjuicios a los ciudadanos y dar 
lugar, en su caso, a la correspondiente indemnización” (STC 237/2012).
2.2.32.4. Términos derivados de palabras de signifi cación próxima
No encontramos empleados en los textos seleccionados de la jurisprudencia 
relevante de 2012 ni el término ciudadana ni el término individualmente. Proce-
demos a analizar los restantes Términos derivados de palabras de signifi cación 
próxima. 
2.2.32.4.1. Individual 
El término individual se emplea en seis ocasiones, todas ellas en singular. 
Se indica que el derecho a contraer matrimonio es un derecho de titularidad in-
dividual, pero cuyo ejercicio no es individual, ya que “exige de otra persona para 
realizarse y del consentimiento mutuo libremente expresado por los contrayentes 
dentro de los límites que se deriven de la confi guración legal que realiza el Có-
digo Civil de los requisitos para contraer matrimonio” (STC 198/2012). Derecho 
individual a contraer matrimonio que debe integrar “el respeto a la propia orien-
tación sexual” (STC 198/2012). Derecho a contraer matrimonio, que, en cuanto 
reconocido para personas del mismo sexo, posibilita a “las personas homosexua-
les adoptar, bien de forma individual, bien conjuntamente con su cónyuge” (STC 
198/2012). Otro derecho individual sería el derecho a la educación, que debe ser 
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garantizado a toda persona con independencia de su situación física o mental (cf. 
STC 214/2012).
2.2.32.4.2. Humano 
El término humano se emplea en veintitrés ocasiones, dos en singular y 
veintiuna en plural. En dos ocasiones acompaña al sustantivo dignidad. Digni-
dad humana que ha sido confi gurada por la CE como el primero de los funda-
mentos del orden político y de la paz social, dignidad contra cuya esencia aten-
taría la tributación que no respetase un mínimo personal y familiar indisponible 
(cf. STC 19/2012). En el resto de las ocasiones, veintiuna, se emplea junto al sus-
tantivo derechos. Derechos humanos que se encuentran recogidos en la DUDH y 
en otros convenios y tratados internacionales. En cuanto recogidos en la CEDH, 
serán interpretados por el TEDH, cuya jurisprudencia servirá de base para la 
argumentación jurídica del TC en las STC 12/2012, 198/2012 y STC 241/201287.
El art. 10.2 CE recoge una directriz sobre “el modo en que debe ser realizada 
la interpretación del Título I de la Constitución española”, por lo que, 
“su lesión, en caso de darse, nunca sería autónoma, sino que dependería de la 
verifi cación de la lesión de uno de los derechos contenidos en ese Título I, agra-
vada por el hecho de que tal vulneración pondría de manifi esto la falta de res-
peto al único criterio interpretativo del texto constitucional que recoge expresa-
mente la propia Constitución” (STC 198/2012).
Este reconocimiento de las declaraciones y tratados internacionales sobre 
derechos humanos como criterio interpretativo del Título I de la CE permiten a 
España incorporarse “a un orden jurídico internacional que propugna la defensa 
y protección de los derechos humanos como base fundamental de la organiza-
ción del Estado” (STC 198/2012). 
2.2.32.5. Términos que expresan un predicado del ser personal 
No encontramos en los textos relevantes del año 2012 empleados los tér-
minos: integridad, inviolable y honor. Procedemos al análisis de los restantes 
términos siguiendo el orden establecido en los años anteriores. 
2.2.32.5.1. Vida 
El término vida se emplea en doce ocasiones, todas ellas en singular.
Se establece que la vida familiar tiene una garantía de protección. Protección 
de la familia no reservada “únicamente a las familias fundadas en el matrimonio, 
sino que puede referirse también a otras relaciones de facto” (STC 198/2012).
87 Debido a su extensión la lista completa de la jurisprudencia citada por el TC en el año 2012 se incluye al 
analizar las referencias del TC en este año incluidos en el punto seis de este análisis. 
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La vida moderna marcará a la Constitución, en cuanto que la misma “es un 
«árbol vivo» (…) que, a través de una interpretación evolutiva, se acomoda a las 
realidades de la vida moderna (…) para asegurar su propia relevancia y legiti-
midad” (STC 198/2012). Igualmente evolucionarán y se adaptarán los conceptos 
e instituciones jurídicas; por ejemplo, la institución matrimonial se defi nirá no 
según su concepción tradicional, sino como dos personas que “deciden unirse en 
un proyecto de vida familiar común”, mediante la manifestación expresa de “las 
formalidades establecidas en el ordenamiento” de su “consentimiento respecto 
de los derechos y deberes que conforman la institución”; fruto de una “comuni-
dad de afecto que genera un vínculo, o sociedad de ayuda mutua”, ambas con 
“idéntica posición en el seno de esta institución” (STC 198/2012).
Finalmente, se indica, como ya se ha visto anteriormente, que la línea entre 
la vida privada y la libertad de comunicación está en función de “la contribu-
ción que la información publicada realice a un debate de interés general”, por 
lo que, no se entenderá bajo la libertad de expresión, aquellas intromisiones que 
solo busquen satisfacer “la curiosidad de una parte del público en relación con 
detalles de la vida privada de una persona” (cf. STC 12/2012). Vida privada que 
no se limita a un “círculo íntimo en el que el individuo puede conducir su vida 
personal a su manera y excluir plenamente el mundo exterior no incluido en este 
círculo” (STC 12/2012), sino que engloba aquello ámbitos en los que “se desa-
rrollan relaciones interpersonales, vínculos o actuaciones que pueden constituir 
manifestación de la vida privada”(STC 12/2012).
2.2.32.5.2. Física 
El término física se emplea en ocho ocasiones, una en singular y siete en plural. 
En seis ocasiones acompaña al sustantivo persona, por lo que, remitimos al análisis 
de la misma efectuado anteriormente. En otras dos ocasiones acompaña al término 
discapacidad. Discapacidad física que junto a cualquier discapacidad psíquica o sen-
sorial puede requerir que la educación sea adaptada para la persona, para que estos 
“alumnos con necesidades educativas específi cas disfruten del derecho a la educa-
ción en igualdad de condiciones con todos los demás”(cf. STC 214/2012).
2.2.32.5.3. Natural 
El término natural se emplea en una ocasión, al hacer referencia el TC a las 
estadísticas sobre «movimiento natural de la población» elaboradas por el INE, 
las cuales recogen que “durante los años de vigencia de la Ley 13/2005 y hasta 
diciembre del año 2011, se habían contraído 22.124 matrimonios entre personas 
del mismo sexo” (STC 198/2012).
2.2.32.5.4. Jurídica 
El término jurídica se emplea en cincuenta y ocho ocasiones, cuarenta y 
nueve en singular y nueve en plural. En cuatro ocasiones acompaña al término 
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persona (STC 70/2012), en cuatro ocasiones acompaña al término seguridad (STC 
234/2012 y STC 237/2012) y en otra ocasión al término igualdad (STC 198/2012). 
Remitimos al análisis de estos términos, para determinar el contenido de signifi -
cado en estos casos.
En el resto de las ocasiones, como ocurre en años anteriores, vemos cómo 
se emplea califi cando a diversos sustantivos determinando su contenido de sig-
nifi cado en referencia a realidades que o bien han sido creadas por el Derecho 
—régimen jurídico (STC 70/2012), diferenciación jurídica (STC 171/2012), status 
jurídico (STC 198/2012), cultura jurídica (STC 198/2012)…—, o bien que desa-
rrollan y tienen sus consecuencias en el ámbito del Derecho —bienes jurídicos 
(STC 160/2012), consecuencias jurídicas (STC 171/2012)…—. Sin aportar nada 
más relevante para la determinación del contenido de signifi cado del término, 
que lo que nos manifi esta su propio uso.
Sí que es interesante atender a la defi nición que hace el TC de cultura jurí-
dica como algo que 
“no se construye solo desde la interpretación literal, sistemática u originalista de 
los textos jurídicos, sino que también contribuyen a su confi guración la observa-
ción de la realidad social jurídicamente relevante, sin que esto signifi que otorgar 
fuerza normativa directa a lo fáctico, las opiniones de la doctrina jurídica y de 
los órganos consultivos previstos en el propio ordenamiento, el derecho compa-
rado que se da en un entorno socio—cultural próximo y, en materia de la cons-
trucción de la cultura jurídica de los derechos, la actividad internacional de los 
Estados manifestada en los tratados internacionales, en la jurisprudencia de los 
órganos internacionales que los interpretan, y en las opiniones y dictámenes ela-
boradas por los órganos competentes del sistema de Naciones Unidas, así como 
por otros organismos internacionales de reconocida posición” (STC 198/2012).
Elementos que entrarán en la cultura jurídica española y la conformarán a 
través del sistema constitucional, según lo establecido por “un principio funda-
mental de la interpretación de la Constitución, que es el dispuesto en el art. 10.2 
CE” por el cual se debe 
“interpretar las normas relativas a los derechos fundamentales y libertades pú-
blicas contenidas en el Título I de conformidad con la Declaración Universal de 
Derechos Humanos y los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas 
materias ratifi cados por España, interpretación que de ninguna manera puede 
prescindir de la que, a su vez, llevan a cabo los órganos de garantía establecidos 
por esos mismos tratados y acuerdos internacionales” (STC 198/2012).
Cultura jurídica que también se verá infl uida por “los diversos ordenamien-
tos jurídicos integrados en la cultura jurídica occidental” (cf. STC 198/2012). Fi-
nalmente, se establece que las diversas instituciones jurídicas deberán adaptarse 
a la cultura jurídica así determinada, para no hacer las mismas “irreconocible[s] 
para la imagen que de la institución se tiene en la sociedad española contempo-
ránea” (STC 198/2012).
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2.2.32.5.5. Dignidad 
El término dignidad se emplea en cinco ocasiones, todas ellas en singular. 
Dignidad humana que se confi gura por nuestro texto constitucional “como el 
primero de los fundamentos del orden político y de la paz social”, en virtud de la 
cual el impuesto sobre la renta de las personas físicas, en su confi guración legal, 
debe respetar y fi jar un “mínimo vital de subsistencia no sometido a tributación” 
(cf. STC 19/2012), al permitir este mínimo “crear una esfera patrimonial intangi-
ble a la acción ejecutiva de los acreedores que coadyuve a que el deudor pueda 
mantener la posibilidad de una existencia digna”, por lo que, el necesario soste-
nimiento de los gastos públicos “no legitima a los poderes públicos, garantes de 
la dignidad de la persona y de la protección de la familia, a someter a tributación 
la renta de las personas desde su primera unidad económica, sino solo a partir de 
un mínimo vital de subsistencia” (STC 19/2012).
Dignidad de la persona que, junto al libre desarrollo de la personalidad, 
“han de orientarse a la plena efectividad de los derechos fundamentales” (STC 
198/2012). Por lo que, los mismos deben integrar las múltiples realidades exis-
tentes: por ejemplo, el reconocimiento del derecho individual a contraer matri-
monio deberá integrar el respeto a la propia orientación sexual, permitiendo el 
matrimonio entre personas del mismo sexo (cf. STC 198/2012). 
2.2.32.5.6. Inherente 
El término inherente se emplea en una ocasión, para indicar que “cuando 
el ejercicio de alguno de los derechos inherentes a los progenitores afecta al des-
envolvimiento de sus relaciones fi liales, y puede repercutir de un modo negativo 
en el desarrollo de la personalidad del hijo menor, el interés de los progenitores 
no resulta nunca preferente” (STC 185/2012), ya que el interés superior del niño 
actúa “como contrapeso de los derechos de cada progenitor y obliga a la autori-
dad judicial a valorar tanto la necesidad como la proporcionalidad de la medida 
reguladora de su guarda y custodia” (STC 185/2012).
2.2.32.5.7. Libertad 
El término libertad se emplea en catorce ocasiones, once en singular y tres 
en plural. Según su contenido de signifi cado el término puede clasifi carse en tres 
grupos. Primero, como un valor en sí mismo que debe ser protegido; por ejemplo, 
se indica que uno de los fi nes de la legalización de matrimonio entre personas del 
mismo sexo, es “la preservación de la libertad en lo que a las formas de convi-
vencia se refi ere” (STC 198/2012). Valor cuya esfera de ejercicio se garantiza por 
medio de los diferentes derechos fundamentales; debiendo el legislador respetar 
en cada caso “la esfera de libertad que contiene el derecho” (STC 198/2012). Se-
gundo, en referencia a diversas facultades que se reconocen a distintos sujetos, 
ya sea de forma genérica: derechos y libertades fundamentales (STC 12/2012, 
STC 198/2012); ya sea mediante referencias concretas a derechos reconocidos a 
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la persona: libertad de información (STC 12/2012), libertad de expresión (STC 
12/2012)… o a otros sujetos como la libertad de confi guración de la institución 
matrimonial reconocida al legislador español (STC 198/2012). Por último, como 
un derecho en sí mismo, un derecho a la propia libertad, reconocida constitucio-
nalmente en el art. 17 de la CE (cf. STC 160/2012). Derecho que puede limitarse a 
quién resulta penalmente sancionado (cf. STC 160/2012).
2.2.32.5.8. Seguridad 
El término seguridad se emplea en siete ocasiones, todas ellas en singular. 
En tres ocasiones dentro del sintagma Seguridad Social, por lo que, según lo in-
dicado no lo incluimos en nuestro análisis.
Seguridad, que, en cuanto jurídica, está regulada en el art. 9.3 de la CE y se 
defi ne como “la certeza sobre el ordenamiento jurídico aplicable y los intereses 
jurídicamente tutelados”, “la expectativa razonablemente fundada del ciudada-
no en cuál ha de ser la actuación del poder en la aplicación del Derecho” o como 
“la claridad del legislador y no la confusión normativa”. Las tres son exigencias 
“consustanciales al Estado de Derecho y que, por lo mismo, han de ser escrupulo-
samente respetadas por las actuaciones de los poderes públicos, incluido el pro-
pio legislador”, ya que “sin seguridad jurídica no hay Estado de Derecho digno 
de ese nombre” (STC 234/2012). Seguridad jurídica que garantiza al ciudadano 
la tranquila convivencia, la paz social y el desarrollo económico, al ser esto fruto 
de “la razonable previsión de las consecuencias jurídicas de las conductas, de 
acuerdo con el ordenamiento y su aplicación por los Tribunales” (STC 234/2012). 
Aunque hay que tener en cuenta que este principio, en su vertiente de protección 
de la confi anza legítima o en cualquier otra, “no puede dar lugar a la congelación 
o petrifi cación de ese mismo ordenamiento” (STC 237/2012).
2.2.32.5.9. Igualdad 
El término igualdad se emplea en diecisiete ocasiones, todas ellas en singular. 
La igualdad podrá ser jurídica; por ejemplo, se proclama que ambos cónyu-
ges contraerán matrimonio en plena igualdad jurídica, igualdad que fue un fi n a 
conseguir en la regulación constitucional del matrimonio, junto con “la cuestión 
del divorcio, la diferenciación conceptual entre matrimonio y familia” (cf. STC 
198/2012). También podrá ser real o efectiva, por la que se puedan adoptar medi-
das para alcanzar los fi nes consagrados en el art. 9.2 de la CE (cf. STC 198/2012). 
Medidas entre las que se encontraría tanto la ley que reconoce el derecho a con-
traer matrimonio a personas del mismo sexo por la que se instaura “un marco de 
igualdad real en el disfrute de los derechos sin discriminación alguna por razón 
de sexo, opinión o cualquier otra condición personal o social” (STC 198/2012); 
como la regulación de la educación especial para garantizar el derecho a la edu-
cación de toda persona con independencia de si sufre algún tipo de trastorno o 
defi ciencia (cf. STC 214/2012). 
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El juicio de igualdad servirá para determinar la constitucionalidad de las 
normas en que el legislador cree y determine grupos o categorías de personas y 
les otorgue consecuencias jurídicas diversas, al realizar una comparativa entre 
estos grupos o categorías de personas, en la medida en que “las situaciones sub-
jetivas que quieran compararse sean efectivamente homogéneas o equiparables” 
(cf. STC 171/2012). Sin embargo, el principio de igualdad no implica “un dere-
cho a la desigualdad de trato, ni ampara la falta de distinción entre supuestos 
desiguales, por lo que, no existe ningún derecho subjetivo al trato normativo 
desigual” (STC 198/2012).
2.2.32.5.10. Derecho 
El término derecho se emplea en ciento treinta y cuatro ocasiones, ochenta 
y cinco en singular y cuarenta y nueve en plural. Podemos clasifi car el término 
en cinco grupos, atendiendo al contenido de signifi cado con el que se emplea el 
mismo.
Primero, junto al adjetivo fundamentales. Derechos fundamentales, que po-
drán ser tanto de ejercicio individual como de ejercicio colectivo (STC 198/2012) 
y que garantizan la esfera de ejercicio de la libertad de la persona, debiendo el le-
gislador respetar en cada caso “la esfera de libertad que contiene el derecho” por 
lo que, si una regulación no afecta a la libertad garantizada por el mismo, no se 
verá afectado el derecho en su contenido esencial (cf. STC 198/2012). La dignidad 
y libre desarrollo de la personalidad “han de orientarse a la plena efectividad de 
los derechos fundamentales” (cf. STC 198/2012). 
Se hacen referencia a los mismos de forma general: derechos y libertades 
fundamentales (STC 12/2012) y de forma específi ca: derecho a la información 
(STC 12/2012), derecho a contraer matrimonio tanto de las personas heterosexua-
les como de las homosexuales (STC 198/2012), derecho a la intimidad personal 
(STC 96/2012 y STC 241/2012), derecho a la libertad (STC 160/2012), derecho a 
la educación (STC 214/2012), derecho a la protección de datos de carácter perso-
nal (STC 219/2012)… Derechos fundamentales que también están recogidos en 
convenios o tratados internacionales como la Carta de los Derechos Fundamen-
tales de la Unión Europea (STC 198/2012).
Segundo, en referencia a facultades que reconoce la ley a diversos sujetos, 
como, por ejemplo, los derechos y deberes de los cónyuges (cf. STC 198/2012).
Tercero, acompañado del adjetivo humanos. Derechos humanos que ya 
hemos analizado previamente al realizar la exégesis del adjetivo humano. Re-
mitimos a dicho apartado de la investigación, para determinar el contenido de 
signifi cado del término derechos cuando se utiliza junto a este adjetivo. 
Cuarto, en referencia a la forma de Estado en que se constituye España des-
pués de 1978. Estado Social y democrático de Derecho en el que debe quedar ex-
cluido de toda tributación un mínimo vital personal y familiar, por la justicia que 
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proclama el Estado social y democrático en el art. 1.1 CE, ya que no sería justo el 
Estado social y democrático de derecho que no respetase este mínimo imprescin-
dible de supervivencia con el pretexto del deber de contribuir a los gastos gene-
rales, ya que con esta medida “perdería su legitimidad política y democrática” 
y “atentaría a la esencia misma de la dignidad humana” (STC 19/2012). Estado 
social y democrático de Derecho en que debe primar la seguridad jurídica, ya 
que sin seguridad jurídica no hay Estado de Derecho digno de ese nombre” (STC 
234/2012).
Quinto, el término se emplea en referencia a todo el sistema jurídico: Dere-
cho (STC 198/2012), o a parte del mismo: Derecho comparado (STC 198/2012), 
derecho88 público (STC 198/2012), Derecho interno (STC 232/2012)… Derecho 
que ha de entenderse “como un fenómeno social vinculado a la realidad en que 
se desarrolla” (STC 198/2012), integrado por una cultura jurídica, fruto de la 
comprensión evolutiva de la Constitución como un «árbol vivo» (…) que, a tra-
vés de una interpretación evolutiva, se acomoda a las realidades de la vida mo-
derna (…) para asegurar su propia relevancia y legitimidad” (STC 198/2012).
2.2.32.5.11. Deber 
El término deber se emplea en ocho ocasiones, tres en singular y cinco en 
plural. El deber de contribuir a los gastos generales no puede usarse como pretex-
to por los poderes públicos para no respetar el mínimo vital personal y familiar y 
someterlo al pago de tributos, ya que no sería justo el Estado social y democrático 
de derecho que hiciera esto al perder “su legitimidad política y democrática” y 
“atentaría a la esencia misma de la dignidad humana” (STC 19/2012). El art. 39 
CE establecerá el deber de los poderes públicos de asegurar la protección social, 
económica y jurídica de la familia, así como la protección integral de los hijos 
(STC 185/2012). Mediante la ley se fi jarán los derechos y deberes de los cónyuges 
(STC 198/2012), derechos y deberes sobre los que prestan consentimiento los 
cónyuges a la hora de contraer matrimonio, el cual los genera operis lege (STC 
198/2012).
2.2.32.5.12. Familia 
El término familia se emplea en veintidós ocasiones, dieciséis en singular 
y seis en plural. Se recuerda que el “matrimonio y familia son dos bienes consti-
tucionales diferentes”, regulados “en preceptos distintos de la Constitución por 
voluntad expresa del constituyente” (STC 198/2012) que buscaba en 1978 al re-
dactar la constitución plasmar su “voluntad de desligar el matrimonio y la fami-
lia, de proclamar la igualdad de los cónyuges en el seno de la institución, y de 
constitucionalizar la separación y la disolución” del mismo (STC 198/2012). En 
consecuencia, el término familia incluye, por lo tanto, “las familias que se origi-
88 Lo transcribimos en minúscula pues así se recoge en la STC.
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nan en el matrimonio, pero también a las que no tienen ese origen”, por lo que, 
“son dignos de protección constitucional los matrimonios sin descendencia, las 
familias extramatrimoniales o monoparentales” (STC 198/2012). 
Protección de la familia que se regula en el art. 39 CE, junto con la protección 
integral de los hijos (cf. STC 185/2012), por ello, se ha determinado que “cuando 
el ejercicio de alguno de los derechos inherentes a los progenitores afecta al desen-
volvimiento de sus relaciones fi liales, y puede repercutir de un modo negativo en 
el desarrollo de la personalidad del hijo menor, el interés de los progenitores no 
resulta nunca preferente” (STC 185/2012), constituyéndose el interés del menor 
en “el único fundamento de la ruptura del principio de la autonomía de la volun-
tad de los progenitores” (STC 185/2012). En consecuencia, de esta protección, se 
fi ja un mínimo vital de subsistencia familiar no sujeto a tributo, en la medida en 
que dicho mínimo vital engloba los “medios indispensables para la realización 
de sus fi nes personales así como en la protección de la familia, el mantenimiento 
de la salud y el uso de una vivienda digna y adecuada” (STC 19/2012).
El retraso en la edad de emancipación de los jóvenes con respecto a sus 
familias “ocasiona múltiples consecuencias negativas, tanto sociales como eco-
nómicas y personales”, por ello, los poderes públicos podrán regular en mate-
ria de asistencia social normas que busquen resolver esta “problemática social 
facilitando a determinados grupos de personas con rentas reducidas la efectiva 
emancipación respecto de sus familias” (STC 36/2012).
Se indica que la legislación que regula el matrimonio entre personas del 
mismo sexo permite a las mismas la creación “de familias homoparentales, 
ya existentes o futuras, a través de la adopción de los hijos comunes por par-
te del cónyuge que no hubiera podido adoptar previamente a esos hijos” (STC 
198/2012). Legislación que plasma la visión social de la familia, refl ejada en un 
estudio recogido por el TC: “el Estudio relativo a «opiniones y actitudes sobre 
la familia» (núm. 2578) realizado durante los meses de octubre y noviembre de 
2004, se recoge que el 56,9 por 100 de los encuestados estaban a favor de permitir 
el matrimonio civil para las parejas del mismo sexo” (STC 198/2012).
Finalmente, se hace referencia a la adopción, como aquel proceso que con-
siste en “dar una familia a un niño, y no un niño a una familia”. En consecuencia, 
el Estado “debe asegurarse de que las personas elegidas como adoptantes sean 
las que puedan ofrecerle, desde todos los puntos de vista, las condiciones de aco-
gida más favorables” (STC 198/2012), condiciones, que según indica el TC, no 
se puede decir actualmente que “no puedan ser proporcionadas por una pareja 
homosexual” (STC 198/2012), ya que no ·resulta constitucionalmente admisible 
es presumir la existencia de un riesgo de alteración efectiva de la personalidad 
del menor por el mero hecho de la orientación sexual de uno u otro de sus proge-
nitores” (STC 198/2012), tampoco por casos de identidad sexual y presencia de 
disforia de género, no pudiendo suspenderse o limitarse “el derecho de comuni-
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cación de los padres con sus hijos menores con fundamento, de forma principal o 
exclusiva, en la transexualidad del padre o de la madre”(cf. STC 198/2012).
2.2.32.5.13. Matrimonio 
El término matrimonio se emplea en ciento treinta y cinco ocasiones, cien-
to veintiocho en singular y siete en plural, todas ellas en la STC 198/2012, en la 
que el TC establece la constitucionalidad del cambio de la Ley sobre el Registro 
Civil que permite la celebración de matrimonios entre personas del mismo sexo 
al equiparar “de forma absoluta los matrimonios contraídos entre personas ho-
mosexuales y personas heterosexuales” (cf. STC 198/2012). Ley mediante la cual 
el legislador opta “por un régimen único del matrimonio para cualquier persona, 
independientemente de su orientación sexual, opción ésta ajustada a la Consti-
tución y que parece responder a la lógica de que dos relaciones jurídicas equipa-
rables —matrimonio entre personas de distinto sexo y unión civil entre personas 
del mismo sexo— y con similares efectos reciban la misma denominación” (STC 
198/2012). En esta sentencia se analiza con profundidad qué se entiende por ma-
trimonio. 
Esta legislación se pone en entredicho por los recurrentes desde una inter-
pretación literal del art. 32 de la CE, —en el que se hace una “referencia expre-
sa al «hombre y la mujer»—; desde una interpretación sistemática, —teniendo 
“en cuenta los preceptos constitucionales que, al margen del art. 32 CE, hacen 
referencia al matrimonio ya sea de modo expreso (art. 39 CE) o implícito (art. 
58 CE)”—, desde una interpretación auténtica, —teniendo presente el devenir 
del debate constituyente—, y desde la interpretación que impone el art. 10.2 CE 
considerando que los tratados internacionales sobre la materia ratifi cados por Es-
paña no contemplan directamente el matrimonio entre personas del mismo sexo. 
Por todo ello, se afi rma contra la regulación del matrimonio entre personas del 
mismo sexo que se podía establecer que la institución matrimonial correspondía 
a la “institución clásica del matrimonio”, estando limitada al matrimonio hete-
rosexual (cf. STC 198/2012), como de hecho reconoció el TC en el Auto 222/1994 
en que estableció que:
“al igual que la convivencia fáctica entre una pareja heterosexual, la unión entre 
personas del mismo sexo biológico no es una institución jurídicamente regula-
da, ni existe un derecho constitucional a su establecimiento; todo lo contrario al 
matrimonio entre hombre y mujer que es un derecho constitucional (art. 32.1) 
que genera ope legis una pluralidad de derechos y deberes” (STC 198/2012).
El TC no considera ninguno de estos argumentos válidos por diversos motivos.
Primero, porque los mismos atendían, tal y como indica el TEDH a una 
mentalidad propia de la época en que se redactaron. En este sentido, en el año 
1978 en España “cuando se redacta el art. 32 CE [el matrimonio] era entendido ma-
yoritariamente como matrimonio entre personas de distinto sexo”. Ni siquiera en 
los debates parlamentarios se cuestionó la orientación sexual de los contrayentes 
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pues se buscó plasmar “la voluntad de desligar el matrimonio y la familia, de au-
mentar la edad mínima para contraer, de proclamar la igualdad de los cónyuges 
en el seno de la institución, y de constitucionalizar la separación y la disolución” 
(STC 198/2012). En consecuencia, es verdad que implícitamente, desde una pers-
pectiva literal y sistemática no se acoge el matrimonio entre personas del mismo 
sexo, “pero tampoco signifi ca que lo excluyera” ya que “una estricta interpreta-
ción literal, el art. 32 CE solo identifi ca los titulares del derecho a contraer matri-
monio, y no con quién debe contraerse” (STC 198/2012). Sin embargo, desde una 
perspectiva sistemática “resulta claro que ello no supone en 1978 la voluntad de 
extender el ejercicio del derecho a las uniones homosexuales” (STC 198/2012).
Ahora bien, que esta fuera la realidad en su origen, no quiere decir que lo 
siga siendo ahora ya que “la Constitución es un «árbol vivo», —en expresión 
de la sentencia Privy Council, Edwards c. Attorney General for Canada de 1930 
retomada por la Corte Suprema de Canadá en la sentencia de 9 de diciembre de 
2004 sobre el matrimonio entre personas del mismo sexo—” (STC 198/2012). En 
consecuencia, hay que aplicar a la misma una interpretación evolutiva, por la que 
“se acomoda a las realidades de la vida moderna como medio para asegurar su 
propia relevancia y legitimidad”, ya que, si no da respuesta a los problemas con-
temporáneos y las exigencias de la sociedad actual, corre el riesgo “de convertirse 
en letra muerta” (STC 198/2012). Adaptación necesaria “porque se trate de un 
texto cuyos grandes principios son de aplicación a supuestos que sus redactores 
no imaginaron” (STC 198/2012), y que se lleva a cabo por “los poderes públicos, 
y particularmente el legislador, van actualizando esos principios paulatinamen-
te” (STC 198/2012) y por el Tribunal Constitucional, el cual cuando “controla el 
ajuste constitucional de esas actualizaciones, dota a las normas de un contenido 
que permita leer el texto constitucional a la luz de los problemas contemporá-
neos, y de las exigencias de la sociedad actual”(STC 198/2012). Esta lectura evo-
lutiva de la Constitución, que se proyecta en especial a la categoría de la garantía 
institucional, nos lleva a desarrollar la noción de cultura jurídica, que hace pensar 
en el Derecho como “un fenómeno social vinculado a la realidad en que se desa-
rrolla” (STC 198/2012). Noción de cultura jurídica analizada previamente, en la 
exégesis del término jurídico. 
Por lo tanto, para determinar el contenido de signifi cado el término ma-
trimonio en la CE, hay que atender, por un lado, a la evolución de la institución 
matrimonial en los últimos años, de la cual se defi ne, se tiene “una imagen”, 
“como comunidad de afecto que genera un vínculo, o sociedad de ayuda mutua 
entre dos personas que poseen idéntica posición en el seno de esta institución, 
y que voluntariamente deciden unirse en un proyecto de vida familiar común, 
prestando su consentimiento respecto de los derechos y deberes que conforman 
la institución y manifestándolo expresamente mediante las formalidades esta-
blecidas en el ordenamiento” (STC 198/2012).
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Evolución de la institución matrimonial que se ha producido también en 
otros aspectos anteriormente, como se demuestra en el reconocimiento normati-
vo pleno de la capacidad de obrar a la mujer casada, que del año 1975 mediante la 
Ley 14/1975, de 2 de mayo sobre reforma de determinados artículos del Código 
Civil y del Código de Comercio sobre la situación jurídica de la mujer casada y 
los derechos y deberes de los cónyuges (cf. STC 198/2012), la ampliación del de-
recho a la patria potestad y la administración de los bienes de la sociedad conyu-
gal a ambos cónyuges (cf. STC 198/2012). Cambios legislativos que modifi caron 
la imagen del matrimonio. 
Segundo, atendiendo al Derecho comparado, a la realidad social jurídica-
mente relevante y a la doctrina, para determinar si se puede hablar de integra-
ción “del matrimonio entre personas del mismo sexo en la imagen actual del 
matrimonio”. 
En el Derecho comparado es posible ver cómo “la equiparación del matri-
monio entre personas de distinto sexo y entre personas del mismo sexo se ha con-
solidado, en los últimos años, en el seno de varios ordenamientos jurídicos inte-
grados en la cultura jurídica occidental” procediendo el TC a citar aquellos países 
que han aprobado el cambio en la institución matrimonial —solamente Bélgica, 
Holanda y el Estado de Massachusetts en EEUU lo habían regulado con anterio-
ridad, posteriormente el TC recoge otros 9 países y varios estados de EEUU89— 
(cf. STC 198/2012). Tampoco el CEDH ni la Carta de derechos fundamentales de 
la Unión Europea, ni la jurisprudencia que interpreta ambas, imponen ni conde-
nan el matrimonio entre personas del mismo sexo, dejándolo en todo caso, por 
sus connotaciones sociales y culturales, esta decisión al arbitrio de los Estados 
miembros (cf. STC 198/2012). Connotación social y cultural que según el TC es 
positiva en España como indica el análisis de la realidad social, mostrado según 
el TC, en la inclusión de la cuestión en varias encuestas por el Centro de Investi-
gaciones Sociológicas (cf. STC 198/2012), y aunque 
“estas cifras no sean por sí solas un elemento determinante para valorar la cons-
titucionalidad de la Ley sometida a nuestro examen, no es menos cierto que las 
mismas ofrecen una imagen refl eja del grado de identifi cación de los titulares 
del derecho al matrimonio con la institución en la que se integra progresivamen-
te la unión entre personas del mismo sexo” (STC 198/2012).
Por último, en atención a la doctrina, se puede establecer que “para perfi lar 
la noción de matrimonio que se asume en nuestra cultura jurídica”, aunque no 
hay unanimidad “se verifi ca una tendencia creciente a reconocer que el hecho 
de que el matrimonio entre personas del mismo sexo se integre en la institución 
matrimonial” (STC 198/2012).
89 Recogemos las referencias concretas en el apartado seis dedicado a las fuentes citadas por el TC.
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Tercero, por la libertad de confi guración del matrimonio que permite la 
interpretación del contenido esencial del art. 32 de la CE al legislador. Ya que la 
CE permite al mismo confi gurar: “las formas de matrimonio, la edad y capacidad 
para contraerlo, los derechos y deberes de los cónyuges, las causas de separación 
y disolución y sus efectos” (STC 198/2012). Además, le ha permitido establecer 
“regímenes de convivencia more uxorio paralelos al régimen matrimonial, pero 
con un reconocimiento jurídico diferenciado” (STC 198/2012).
Por lo tanto, es posible afi rmar que el reconocimiento del matrimonio en-
tre personas del mismo sexo se integra dentro de la imagen de la institución 
matrimonial, ya que la única diferencia entre la institución matrimonial antes y 
después de julio de 2005 se refi ere al hecho de que los contrayentes puedan per-
tenecer al mismo sexo. Imagen del matrimonio como institución que constituye 
“la garantía institucional del matrimonio” y “coincide substancialmente con la 
dimensión objetiva del derecho constitucional al matrimonio, puesto que ambas 
nociones, contenido esencial y garantía institucional, se solapan al defi nir el ma-
trimonio, aunque dogmáticamente su naturaleza sea diferente” (STC 198/2012). 
El derecho a contraer matrimonio es, por lo tanto, un derecho de titulari-
dad individual, que no de ejercicio individual, ya que exige “de otra persona para 
realizarse y del consentimiento mutuo libremente expresado por los contrayentes 
dentro de los límites que se deriven de la confi guración legal que realiza el Có-
digo Civil de los requisitos para contraer matrimonio” (cf. STC 198/2012). En la 
medida que el mismo se reconoce a todas las personas, con independencia de su 
orientación sexual, se establece “la posibilidad para cada individuo de contraer 
matrimonio con personas de su mismo sexo o de diferente sexo, de manera que ese 
ejercicio reconozca plenamente la orientación sexual de cada uno”. Lo que supone 
un “paso en la garantía de la dignidad de la persona y el libre desarrollo de la per-
sonalidad”. Dignidad y libre desarrollo de la personalidad “que han de orientarse 
a la plena efectividad de los derechos fundamentales” (cf. STC 198/2012). Esto no 
afecta al contenido esencial, ni lo desnaturaliza, ya que no se ve modifi cada la esfe-
ra de libertad fundamental garantizada por el mismo. En este sentido, las personas 
heterosexuales “no han visto reducida la esfera de libertad que antes de la reforma 
tenían reconocida como titulares del derecho al matrimonio”. Tampoco afecta al 
Derecho privado: no violenta a la determinación del régimen económico90, ni a la 
determinación del orden sucesorio o del régimen testamentario, o a los llamamien-
tos preferentes para desempeñar ciertas funciones como la representación del au-
sente, la tutela o la curatela (cf. STC 198/2012). Ni al Derecho público, como puede 
ser las prestaciones de Seguridad Social o en el Derecho Penal (cf. STC 198/2012). 
Solo se contemplan tres artículos que solo serían de aplicación entre matrimonio 
entre personas de diferente sexo: 116, 117 y 118 CC (STC 198/2012).
90 La declaración de inconstitucionalidad de la referencia subsidiaria al marido para la determinación del 
mismo realizada años  antes facilita esta nueva interpretación.
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Por otra parte, el cambio también da cabida “a la regularización de familias 
homoparentales, ya existentes o futuras, a través de la adopción de los hijos comunes 
por parte del cónyuge que no hubiera podido adoptar previamente a esos hijos” al 
cumplirse el requisito de la existencia de un matrimonio en el momento de la adop-
ción, también pudiéndose adoptar cuando el matrimonio se celebrase con posteriori-
dad a la adopción, por el cónyuge los hijos de su consorte (cf. STC 198/2012). 
2.2.32.5.14. Tutela 
El término tutela se emplea en tres ocasiones, todas ellas en singular. Se in-
dica que las normas que regulan “aspectos personales derivados de la existencia 
de matrimonio entre dos personas, como pudieran ser los llamamientos prefe-
rentes para desempeñar ciertas funciones como la representación del ausente, 
la tutela o la curatela” no se verán afectados por la legalización del matrimonio 
entre personas del mismo sexo (cf. STC 198/2012).
Se indica cómo en el Derecho Comparado europeo, la jurisprudencia del 
TEDH y el derecho originario de la Unión Europea, se ha producido una “equi-
paración del estatuto jurídico de las personas homosexuales y heterosexuales”, 
en una evolución que “parte de la despenalización de las conductas homosexua-
les”—STEDH Dudgeon c. el Reino Unido, de 22 de octubre de 1981—, pasa por 
“el reconocimiento de la tutela antidiscriminatoria frente a las discriminaciones 
por razón de la orientación sexual de las personas”, y prosigue con el reconoci-
miento del matrimonio entre dos personas del mismo sexo (cf. STC 198/2012).
Por último, se indica que la adopción que debe estar en todo caso guiada 
por el interés del menor, interés que se tutelará en cada caso concreto “en función 
del escrutinio al que se somete a los eventuales adoptantes con independencia de 
su orientación sexual” (STC 198/2012).
2.2.32.5.15. Educación 
El término educación se emplea en siete ocasiones, todas ellas en singu-
lar. Como objeto de un derecho fundamental que debe ser garantizado a todo 
aquel que por discapacidad física, psíquica, sensorial o por manifestar graves 
trastornos de la personalidad o de conducta, tenga unas necesidades educativas 
especiales (cf. STC 214/2012), en igualdad de condiciones con todos los demás, 
con el fi n de asegurar el derecho individual a una educación de calidad (cf. STC 
214/2012).
2.2.32.6. Fuentes doctrinales y jurisprudenciales especifi cadas en las sen-
tencias
El TC a la hora de fundamentar su doctrina en el año 2012 hace referencia 
a multitud de normas internacionales y europeas, así como normas internas de 
otros países.
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A nivel internacional hará referencia a la DUDH y al Pacto internacional 
de derechos civiles y políticos (PIDCP) (STC 198/2012). También a la legislación 
de otros países que han regulado el matrimonio homosexual: Países Bajos (Ley 
de 2000), Bélgica (Ley de 2003), Estado de Massachusetts en EEUU (Sentencia de 
la Supreme Judicial Court, Goodridge c. Department of Public Health, de 2004), 
Canadá (Civil Marriage Act de 2005), Sudáfrica (Ley núm. 17 de 2006), Ciudad 
de México (Ley de 2009), Noruega (Ley de 2009), Suecia (Ley de 2009), Portugal 
(Ley núm. 9/2010), Islandia (Ley de 2010), Argentina (Ley de 2010), Dinamarca 
(Ley de 2012) y a varios Estados de Estados Unidos de América: Connecticut 
—2008—, Iowa —2009—, Vermont —2009—, New Hampshire —2010—, Distri-
to de Columbia (Washington) —2010—, y New York —2011— (STC 198/2012). 
Hace mención a aquellos que han regulado unas uniones de hecho equipara-
bles: Francia (1999), Alemania (2001), Finlandia (2001), Luxemburgo (2004), Rei-
no Unido (2004), Andorra (2005), República Checa (2006), Suiza (2007) Austria 
(2010), Liechtenstein (2011), Colombia (2007), Uruguay (2008), Ecuador (2009), 
y Brasil (2011) (STC 198/2012). Y a la jurisprudencia de los mismos: “Sentencia 
Privy Council, Edwards c. Attorney General for Canada de 1930 retomada por 
la Corte Suprema de Canadá en la sentencia de 9 de diciembre de 2004 sobre el 
matrimonio entre personas del mismo sexo” (STC 198/2012). 
A nivel europeo hará referencia a la CDFUE y al CEDH, y algunos de sus 
artículos (STC 12/2012) y de forma profusa, hará referencia a la jurisprudencia 
del TEDH que lo aplica e interpreta: STEDH de 24 de junio de 2004, Von Han-
nover c. Alemania, §§ 65, 76; STEDH de 16 de diciembre de 1992, Niemietz c. 
Alemania, § 29; doctrina reiterada en las STEDH de 4 de mayo de 2000, Rotaru 
c. Rumania, § 43; STEDH de 27 de julio de 2004, Sidabras y Džiautas c. Lituania, 
§ 44; STEDH  de 22 de febrero de 1994, Burghartz c. Suiza, § 24; STEDH de 25 
de septiembre de 2001, P. G. y J. H. c. Reino Unido, § 57; STEDH de 28 de enero 
de 2003, Peck c. Reino Unido, § 58; STEDH  de 10 de mayo de 2011, MosLey c. 
Reino Unido, § 11; STEDH  de 23 de septiembre de 1994, Jersild c. Dinamarca, § 
31 (STC 12/2012); STEDH  en los asuntos X, Y et Z c. Reino Unido, de 22 de abril 
de 1997, § 36; STEDH Van Der Heijden c. Países Bajos, de 3 de abril de 2012, § 50; 
STEDH en el asunto Schalk y Kopf c. Austria, de 22 de noviembre de 2010, § 55; 
STEDH Christine Goodwin c. Reino Unido, de 11 de julio de 2002; STEDH I c. 
Reino Unido, de 11 de julio de 2002; STEDH Parry c. Reino Unido y STEDH R. y 
F. c. Reino Unido, ambas de 28 de noviembre de 2006, § 60; STEDH asuntos Rees, 
de 17 de octubre de 1986; STEDH  Cossey, de 27 de septiembre de 1990; STEDH 
Dudgeon c. el Reino Unido, de 22 de octubre de 1981; STEDH en los asuntos Sal-
gueiro Da Silva Mouta c. Portugal, de 21 de diciembre de 1999, § 28; STEDH L. 
y V. c. Austria de 9 de enero de 2003; STEDH Manoussakis y otros c. Grecia, 26 
septiembre 1996, Recueil 1996—IV, p. 1364, § 44; y STEDH Cha’are Shalom Ve 
Tsedek c. Francia [GC], núm. 27417/95, § 84, CEDH 2000—VII (STC 198/2012); 
STEDH caso Copland c. Reino Unido, § 41; STEDH de 25 de junio de 1997, caso 
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Halford c. Reino Unido, § 44, y 16 de febrero de 2000 y STEDH caso Amann c. 
Suiza, § 44 (STC 241/2012). También hará mención al Tribunal de Justicia de la 
Unión Europea (STC 198/2012).
Finalmente, hará referencia a la jurisprudencia propia: STC 12/2012, STC 
19/2012, STC 70/2012, STC 96/2012, STC 171/2012, STC 185/2012, STC 198/2012, 
STC 234/2012… aunque en ocasiones lo hará para negar y modifi car la misma 
(STC 198/2012). También hará mención a uno de sus autos ATC 222/1994 (STC 
198/2012).
2.2.32.7. Conclusiones
El TC dictamina que “la Constitución es un «árbol vivo»” (STC 198/2012). 
En consecuencia, como ya se ha indicado, hay que aplicar a la misma una inter-
pretación evolutiva, por la que “se acomoda a las realidades de la vida moderna 
como medio para asegurar su propia relevancia y legitimidad”, adaptando las 
instituciones jurídicas a las imágenes —ya que la imagen refl eja el concepto— 
que se tienen de las mismas a nivel de mayoría social (cf. STC 198/2012). Ya que, 
si la CE no da respuesta a los problemas contemporáneos y las exigencias de la 
sociedad actual, corre el riesgo “de convertirse en letra muerta.” (STC 198/2012). 
Adaptación necesaria porque “se trata de un texto cuyos grandes principios son 
de aplicación a supuestos que sus redactores no imaginaron” (STC 198/2012), 
que se lleva a cabo por “los poderes públicos, y particularmente el legislador, van 
actualizando esos principios paulatinamente” (STC 198/2012) y por el Tribunal 
Constitucional, el cual cuando “controla el ajuste constitucional de esas actuali-
zaciones, dota a las normas de un contenido que permita leer el texto constitucio-
nal a la luz de los problemas contemporáneos, y de las exigencias de la sociedad 
actual”(STC 198/2012). Esta lectura evolutiva de la Constitución, que se proyecta 
en especial a la categoría de la garantía institucional, nos lleva a desarrollar la 
noción de cultura jurídica, que hace pensar en el Derecho como “un fenómeno 
social vinculado a la realidad en que se desarrolla” (STC 198/2012) y que “no 
se construye solo desde la interpretación literal, sistemática u originalista de los 
textos jurídicos”, sino que hay que atender también a 
“la realidad social jurídicamente relevante, sin que esto signifi que otorgar fuer-
za normativa directa a lo fáctico, las opiniones de la doctrina jurídica y de los ór-
ganos consultivos previstos en el propio ordenamiento, el derecho comparado 
que se da en un entorno socio-cultural próximo” (STC 198/2012).
Además, “en materia de la construcción de la cultura jurídica de los dere-
chos”, es decir en cuanto a la interpretación de los derechos fundamentales y li-
bertades públicas contenidas en el Título I en virtud del art. 10.2 de la CE, deberá 
atender también a 
“la actividad internacional de los Estados manifestada en los tratados interna-
cionales, en la jurisprudencia de los órganos internacionales que los interpretan, 
y en las opiniones y dictámenes elaboradas por los órganos competentes del 
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sistema de Naciones Unidas, así como por otros organismos internacionales de 
reconocida posición” (STC 198/2012).
Entrando todos estos elementos confi guradores al sistema constitucional 
por la labor del propio TC (STC 198/2012).
Respecto a las preguntas por quién es persona y la relación del término 
persona con el resto de términos de signifi cación próxima nuevamente se pone 
en relación el termino individuo y persona al emplearse por un lado como sinó-
nimos en la STC 198/2012 y, por otro lado, al indicarse que el individuo tiene una 
vida personal (cf. STC 12/2012).
La pregunta por la naturaleza de la persona, qué es la persona, tampoco se 
responde en este año de forma expresa. Sí que se establecen, como en años ante-
riores, atributos o características de la misma. Recogemos de forma esquemática 
lo indicado previamente en el análisis de los términos.
Las personas pueden distinguirse en función de su orientación sexual, en 
homosexuales y heterosexuales. Además, habrá personas transexuales, que ten-
gan una identidad sexual distinta y presenten disforia de género. No es constitu-
cional afi rmar que ninguna de estas circunstancias puede afectar al libre desarro-
llo de la personalidad de un menor. 
Las personas tienen una serie de datos califi cados como personales como: 
nombre, apellidos, DNI, dirección postal actualizada, número de teléfono, fax y 
correo electrónico… que son propios de la misma y están protegidos por el dere-
cho a la protección de datos de carácter personal. 
La vida privada de la persona no se limita a un círculo íntimo en el que el 
individuo puede conducir su vida personal a su manera y excluir plenamente el 
mundo exterior no incluido en este círculo, sino que engloba otros ámbitos en 
que se desarrollan relaciones interpersonales, vínculos o actuaciones que pueden 
constituir manifestación de su vida privada.
El mínimo vital de subsistencia de la persona es aquella capacidad econó-
mica, no gravable, que le permite tener un mínimo de calidad de vida personal y 
familiar. La persona puede emanciparse de sus familias. Emancipación que será 
favorecida por los poderes públicos cuando no sea posible por motivos sociales 
o económicos. 
El legislador puede crear y determinar grupos o categorías de personas, 
sobre los que aplicará diversas normas con consecuencias jurídicas diversifi cado-
ras. Éstas serán constitucionales si cumplen con el juicio de igualdad.
Sobre las cualidades que pone en relación el propio texto del 78, vemos 
cómo, al igual que en años anteriores, en su mayoría no se defi nen, no se estable-
ce claramente su contenido de signifi cado. Sin embargo, en algunos casos sí que 
se establecen notas características de los mismos. No queriendo reproducir lo ya 
dicho anteriormente, recogemos aquellos términos de los que se establecen notas 
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relevantes para nuestro objeto de estudio. En concreto atendemos a los términos: 
dignidad, inherente, seguridad jurídica, derechos fundamentales, familia y ma-
trimonio
La dignidad humana de la persona se confi gura por nuestro texto constitu-
cional como el primero de los fundamentos del orden político y de la paz social. 
El fi n de la misma, junto con el libre desarrollo de la personalidad, es la plena 
efectividad de los derechos fundamentales. En lo que supone una inversión de la 
afi rmación sostenida en años anteriores de que los derechos fundamentales son 
garantía de la dignidad y posibilitan el libre desarrollo de la personalidad.
Cuando el ejercicio de los derechos inherentes de los padres afecte de modo 
negativo al desarrollo de la personalidad del hijo menor, primará el interés del 
menor.
La seguridad jurídica, es consustancial al Estado de Derecho y comprende 
tanto la certeza sobre el ordenamiento jurídico aplicable y los intereses jurídica-
mente tutelados, la expectativa razonablemente fundada del ciudadano en cuál 
ha de ser la actuación del poder en la aplicación del Derecho, y la claridad del le-
gislador y no la confusión normativa. La misma garantiza la razonable previsión 
de las consecuencias jurídicas de las conductas, de acuerdo con el ordenamiento 
y su aplicación por los Tribunales y, por lo tanto, permite la tranquila conviven-
cia, la paz social y el desarrollo económico. Aunque seguridad jurídica no puede 
equipararse a inmovilismo jurídico. 
Los derechos fundamentales no se desnaturalizarán ni se vaciarán de con-
tenido en la medida en que el legislador respete la esfera de libertad que contiene 
el derecho. Por lo que, si una regulación no afecta a la libertad garantizada por el 
mismo, no se verá afectado el derecho en su contenido esencial.
El matrimonio y familia son dos bienes constitucionales diferentes regula-
dos en preceptos distintos de la Constitución por voluntad expresa del consti-
tuyente que buscaba en 1978 al redactar la constitución plasmar su voluntad de 
desligar el matrimonio y la familia, de proclamar la igualdad de los cónyuges 
en el seno de la institución, y de constitucionalizar la separación y la disolución. 
Entre los tipos de familia ya indicados en años anteriores —sin hijos, no origina-
das en el matrimonio, monoparentales…— se añade la califi cación de la familia 
como heteroparental u homoparental, al poder los matrimonios de personas del 
mismo sexo adoptar a niños, dando cumplimiento al derecho del niño a tener 
una familia. 
En la actualidad el matrimonio se defi ne, se tiene una imagen del mismo 
como 
“comunidad de afecto que genera un vínculo, o sociedad de ayuda mutua entre 
dos personas que poseen idéntica posición en el seno de esta institución, y que 
voluntariamente deciden unirse en un proyecto de vida familiar común, pres-
tando su consentimiento respecto de los derechos y deberes que conforman la 
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institución y manifestándolo expresamente mediante las formalidades estable-
cidas en el ordenamiento” (STC 198/2012).
Cambio con respecto al concepto tradicional que puede afi rmarse atendien-
do según el TC al Derecho comparado, a la realidad social jurídicamente rele-
vante y a la doctrina. Sin embargo, nos parece que se manifi esta nuevamente 
la discrecionalidad del TC al fi jar los ejemplos y fundamentos de apoyo de sus 
posturas. Se afi rma que el Derecho comparado se manifi esta en una dirección, 
basándose en una realidad constatada en una minoría de países —dos en el mo-
mento de aprobar la ley, once al dictarse la sentencia—, no se indican cifras ni se 
hacen referencias para sustentar la afi rmación sobre la posición de la doctrina y 
en cuanto a los hechos fácticos, se citan encuestas ofi ciales que demuestran una 
división social casi al 50 por 100, destacándose aquellos segmentos sociales en 
que su postura es más apoyada, y dejando fuera aquellos en que ocurre lo con-
trario. 
Finalmente, en cuanto a la tercera pregunta: la razón por la que persona 
se expresa como titular de derechos y de qué derechos es titular la persona por 
el mero hecho de ser persona, en el año 2012 se establece, junto con derechos ya 
indicados en años anteriores como el derecho a la intimidad, que la persona es 
titular del derecho a contraer matrimonio tanto con personas del sexo opuesto 
como con personas de su propio sexo y que con independencia de su situación 
física, psíquica, sensorial o si manifi esta graves trastornos de la personalidad o de 
conducta la persona tendrá derecho a la educación. 
2.2.33. 2013
En el año 2013 se produce la undécima renovación del TC. El 13 de junio 
de ese año toman posesión de su cargo como magistrados del mismo don Pedro 
José González-Trevijano Sánchez y don Enrique López y López a propuesta del 
Gobierno y don Juan Antonio Xiol Rios y don Santiago Martínez-Vares García a 
propuesta del CGPJ91. La jurisprudencia de interés para nuestro estudio la com-
ponen diecinueve sentencias de un total de noventa y dos.
2.2.33.1. Persona: su expresión singular y plural 
El término persona se emplea en cincuenta y tres ocasiones, veinte en sin-
gular y treinta y tres en plural, a lo largo de diecisiete sentencias de la jurispru-
dencia seleccionada. Diez son los ponentes de dichas sentencias: doña Encar-
91 Tribunalconstitucional.es.(2013). Historia del Tribunal Constitucional. [online] Disponible en: https://
www.tribunalconstitucional.es/es/tribunal/historia/Paginas/Tribunal—Constitucional—de—Espania.
aspx [Acceso 7 Junio 2017].
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nación Roca Trías —STC 3/2013—, doña Adela Asua Batarrita —STC 12/2013, 
STC 41/2013, STC 93/2013 y STC 208/2013—, don Ramón Rodríguez Arribas 
—STC 17/2013—, don Pablo Pérez Tremps —STC 20/2013—, don Fernando Val-
dés Dal-Ré —STC 29/2013—, don Manuel Aragón Reyes —STC 115/2013—, don 
Juan José González Rivas —STC 125/2013, STC 167/2013 y STC 186/2013—, don 
Francisco Pérez de los Cobos Orihuel —STC 128/2013, STC 199/2013—, don Pas-
cual Sala Sánchez —STC 133/2013—, y don Luis Ignacio Ortega Álvarez —STC 
174/2013 y STC 190/2013—.
En diversas ocasiones encontramos el término empleado para referir al ser 
humano, al individuo no determinado en el momento presente, sin aportar ma-
yor contenido de signifi cado que su propio uso: “conjunto organizado de datos 
de carácter personal referidos a personas físicas identifi cadas, los vecinos de un 
municipio, siendo por ello, un fi chero de datos personales al que resulta de apli-
cación la normativa prevista en la LOPD” (STC 17/2013), “aquellos que perte-
necieron a personas privadas” (STC 20/2013), “tanto para las parejas de hecho 
formadas por personas del mismo sexo como para las parejas de hecho de dis-
tinto sexo que no pudieron tener hijos por causa de infertilidad” (STC 41/2013), 
“entraron en un invernadero del que salieron huyendo varias personas” (STC 
115/2013), “se integren personas que no concurran a las elecciones en las co-
rrespondientes candidaturas“ (STC 125/2013), “a negativa a conceder un permi-
so de residencia a una persona, nacional de un Estado tercero” (STC 186/2013), 
“inducen al espectador a pensar que el padre del recurrente es una determinada 
persona” (STC 190/2013), “las huellas dactilares, las muestras celulares y los per-
fi les de ADN de dos personas” (STC 199/2013), “mediante la manipulación de la 
persona entrevistada” (STC 208/2013)…
En el resto de ocasiones se emplea tanto como proposición subordinada ad-
jetiva, lo que equivaldría a decir personal como con la función sintáctica de sujeto 
o de complemento directo, al ser quien realiza la acción o sobre quien recae la 
acción realizada. Los diferentes usos sintácticos se encuentran empleados dentro 
de las mismas sentencias, por lo que, ante la inoperatividad de separarlos, pro-
cedemos a realizar la exégesis del término sin agruparlo por la función sintáctica 
con la que se emplea.
Ninguna persona podrá ser sometida a tortura, tratos crueles, inhumanos o 
degradantes. Para evitarlo, las Naciones Unidas han aprobado distintas normas 
de alcance universal, entre los que se encuentran “los principios de ética médica 
aplicables a la función del personal de salud, especialmente los médicos, y en la 
protección de personas presas y detenidas (cf. STC 12/2013). Con el mismo fi n, 
el TEDH ha establecido que “un examen médico, junto con el derecho de acceso 
a la asistencia letrada y el derecho a informar a un tercero de la detención, cons-
tituyen salvaguardas fundamentales ante el maltrato de las personas detenidas 
que pueden ser aplicadas desde el primer momento de la privación de libertad” 
(STC 12/2013).
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Dos personas podrán elegir establecer una unión de hecho, la cual se defi ne 
como “una relación estable puramente fáctica integrada por dos personas que 
han excluido voluntariamente acogerse a la institución matrimonial, con su co-
rrespondiente contenido imperativo de derechos y obligaciones” (STC 93/2013), 
es decir, como “una relación estable de convivencia more uxorio, cuyo elemento 
defi nitorio común queda cifrado en la voluntad libremente confi gurada de per-
manecer al margen del Derecho en cuanto a las consecuencias jurídicas inherentes 
a la institución matrimonial a que se refi ere el art. 32 CE” (STC 93/2013). Decisión 
adoptada en ejercicio de su libertad personal, vinculada con sus convicciones y 
creencias más íntimas y al libre desarrollo de la personalidad. En consecuencia, 
el Estado no podrá “imponer una opción o limitar las posibilidades de elección 
salvo en virtud de los condicionamientos que pudieran resultar de las normas 
de orden público interno”, “la moral y el orden público constitucional”, ni podrá 
“imponer el establecimiento, contra la voluntad de los componentes de la pare-
ja, de un determinado tipo de vínculo no asumido de consuno por éstos” (STC 
93/2013), “salvo que su ejercicio concreto pudiera entrar en confl icto con valores 
constitucionales superiores que justifi caran su constricción” (STC 93/2013).
El derecho a la protección de las personas con respecto al tratamiento au-
tomatizado de los datos de carácter personal será reconocido a toda persona, es 
decir, tanto a españoles como a extranjeros92 (STC 17/2013). Datos personales 
que se defi nen en la Directiva 95/46/CE del Parlamento y del Consejo, de 24 de 
octubre de 1995, como 
“toda información sobre una persona física identifi cada o identifi cable (el “inte-
resado”); se considerará identifi cable toda persona cuya identidad pueda deter-
minarse, directa o indirectamente, en particular mediante un número de iden-
tifi cación o uno o varios elementos específi cos, característicos de su identidad 
física, fi siológica, psíquica, económica, cultural o social” (STC 29/2013).
Esta protección de los datos personales implica la prohibición de la comu-
nicación indiscriminada de datos personales entre Administraciones Públicas (cf. 
STC 17/2013). Sin embargo, será razonable limitar el derecho para “el adecuado 
control de las fronteras y de los fl ujos migratorios que a través de ellas” fruto de 
la exigencia “derivada de la pertenencia de nuestro país a la Unión Europea” 
que por el Acuerdo de Schengen “impulsó la libre circulación de personas entre 
varios países europeos mediante el progresivo levantamiento de sus fronteras 
interiores” (STC 17/2013). Control de las fronteras que compete al Estado y abar-
ca el control del acceso de las personas a su territorio, con el fi n de conseguir “la 
plena integración social de los inmigrantes” y “el respeto a la legalidad vigente, 
que establece el principio de rechazo a la inmigración ilegal o incontrolada” (STC 
92 En el año 2012 esté derecho se indicaba que podía ser ejercido por los ciudadanos (STC 96/2012). Sin em-
bargo, como derivado del derecho a la intimidad, que es un derecho de la personalidad o de la persona, 
tiene sentido que se reconozca a toda persona. 
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17/2013). Por ello, “ante la evidencia de la existencia de un elevado número de 
personas que, procedentes de determinados lugares, pretendan entrar en territo-
rio español” podrá imponer a los transportistas “la obligación de suministro de 
información (…) respecto a las personas que transporten procedentes de fuera 
del Espacio Schengen”(STC 17/2013).
La intervención de las comunicaciones de las personas estará prohibida en 
todo caso sin autorización judicial “a menos que medie el consentimiento previo 
del afectado”, sin embargo, sí que se podrán realizar determinadas prácticas que 
supongan “una injerencia leve en el derecho a la intimidad de las personas” sin 
dicha autorización previa, cuando “se hayan respetado las exigencias dimanan-
tes del principio de proporcionalidad” (STC 115/2013).
El derecho a la intimidad protegerá a las personas de la manifestación pú-
blica de datos sobre la misma salvo que dicha información pudiera “clasifi carse 
de interés o relevancia pública” (STC 190/2013). Aunque sí se verá vulnerado, 
tal como establece el TEDH y recoge el TC, cuando las autoridades públicas con-
serven, una vez concluido el proceso contra alguna persona, “huellas dactilares, 
muestras celulares y perfi les de ADN”. En cuanto los mismos “constituyen datos 
de carácter personal al referirse a personas identifi cadas o identifi cables” y per-
miten, en el caso de los perfi les de ADN, mediante su tratamiento informatizado 
realizar “estudios de investigación familiar que descubran el vínculo genético en-
tre personas” (STC 199/2013). El derecho a la intimidad podrá ser limitado por la 
autorización de la propia persona a las intromisiones, sin embargo, cuando dicha 
persona tenga la condición de discapacitado físico y psíquico dicha autorización 
no será válida (cf. STC 208/2013).
Toda persona tiene derecho al nombre. Derecho que se engloba dentro del 
“conjunto de derechos de la persona y, más concretamente, en el ámbito del dere-
cho fundamental a la propia imagen del artículo 18.1 CE” (STC 167/2013). Tanto 
el Código Civil como la Ley del Registro Civil y su Reglamento buscan proteger 
este aspecto de la dignidad de la persona, “prohibiendo aquellos actos que obje-
tivamente le puedan perjudicar y asegurando que, si la fi liación está determinada 
por ambas líneas, el nacido que debe inscribirse ostente los apellidos de sus pro-
genitores como atributo de su personalidad” (STC 167/2013). Doctrina también 
asentada tanto por el TEDH que establece en su jurisprudencia que “el apellido 
de una persona es un elemento constitutivo de su identidad y de su vida priva-
da” “y familiar al constituir un medio de identifi cación personal y un vínculo con 
una familia”(STC 167/2013); como por diversos tratados internacionales, como el 
Pacto internacional de derechos civiles y políticos y la Convención de Naciones 
Unidas de derechos de la infancia, que reconocen el derecho al nombre como un 
derecho de la personalidad (STC 167/2013).
El interés general en cuanto “predicable del conjunto de la comunidad, pue-
de no siempre resultar compatible con los que corresponden a las personas sin-
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gulares” (STC 17/2013). Pese a ello, serán constitucionales aquellas normas que 
redunden en benefi cio de la comunidad, y den cumplimiento a un mandato cons-
titucional o a un deber internacional adquirido por España (cf. STC 17/2013). 
Por ejemplo, los poderes públicos podrán legislar la movilidad en los espacios 
públicos, limitando la libertad de circulación, para paliar los problemas ambien-
tales de contaminación atmosférica y acústica, que concurren en el medio urba-
no y que derivan “de factores directamente relacionados con la movilidad dado 
que la congestión generada por el transporte de personas y mercancías” (cf. STC 
174/2013). Además, hay que tener en cuenta que no supondrán una violación 
de los derechos fundamentales aquellas medidas restrictivas de derechos que 
estén razonablemente justifi cadas, esto es que no sean arbitrarias, “caprichosa o 
adoptada en contemplación de la específi ca persona del demandante de ampa-
ro”, como puede ser la “restricción de los familiares que podían comunicar vis a 
vis acreditando únicamente el parentesco con el interno” por el “gran número de 
personas que cabe incluir en el concepto de parientes” (STC 128/2013).
La persona puede ver afectadas sus circunstancias coyunturales por el po-
der público, lo que la afectará a la hora de optar entre las alternativas de decisión 
que se le presentan (cf. STC 186/2013). Habrá que atender a los efectos que sobre 
la persona tiene cualquier decisión de los poderes públicos y su proporcionali-
dad para determinar la constitucionalidad o no de los mimos (cf. STC 186/2013).
Se indica que no puede ser nunca considerada una decisión arbitraria o 
irracional “la adopción, por parte del legislador democráticamente elegido, de la 
decisión de contribuir a dar satisfacción a instituciones o ciudadanos que sufrie-
ron, directamente o en la persona de sus familiares, las consecuencias de la gue-
rra civil”, personas que pueden ser “tanto personas naturales o jurídicas”(STC 
20/2013), ya que “toda opción legislativa, por discutible que para algunos pueda 
ser, resulta admisible desde el punto de vista constitucional siempre que respete 
las reglas que la Constitución establece” (STC 20/2013).
En aquellos casos en que el ejercicio de una profesión afecte “de manera 
grave y directa, a materias de especial interés público, a la protección de la salud 
y de la integridad física o de la seguridad personal o jurídica de las personas físi-
cas” se podrá exigir la colegiación de los profesionales que la ejerzan, en cuanto 
dicha colegiación es “un instrumento efi ciente de control del ejercicio profesional 
para la mejor defensa de los destinatarios de los servicios” (STC 3/2013). 
La designación como alcalde de una persona que no cumple con los requi-
sitos legalmente establecidos supone una violación del art. 23 de la CE (cf. STC 
125/2013). La elección de los ciudadanos recae sobre personas determinadas, y 
no sobre partidos políticos, siendo inaceptable “la concepción de que es del par-
tido y no de los electores de quien se recibe el mandato representativo el alcalde 
elegido democráticamente” (STC 125/2013).
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La única persona irresponsable en España, en virtud de la CE, será la perso-
na del Rey, al ser “la única irresponsabilidad que está reconocida constitucional-
mente con ese alcance general (…) en el artículo 56.3 CE” (STC 133/2013), el resto 
de órganos públicos, así como los ciudadanos que los integren serán en virtud de 
la CE responsables de sus actos (cf. STC 133/2013).
2.2.33.2. Sus derivados
2.2.33.2.1. Personal 
El término personal se emplea en veintiséis ocasiones, veinte en singular 
y seis en plural. En una ocasión se emplea como sustantivo masculino singular, 
en referencia a los trabajadores de una empresa u organización: “los principios 
de ética médica aplicables a la función del personal de salud, especialmente los 
médicos” (STC 12/2013). En el resto de ocasiones se emplea como adjetivo cali-
fi cativo de los sustantivos a los que acompaña, equivaldría a decir de la persona.
La persona en el ejercicio de su libertad personal puede elegir constituir 
una pareja de hecho con otra persona, por lo que, opta por una “conformación 
extramuros de la institución matrimonial por decisión propia de sus integrantes, 
(…) que se vincula con sus convicciones y creencias más íntimas” (STC 93/2013). 
Esta libertad personal constituirá un límite para el legislador que al fi jar una re-
gulación “de los efectos, tanto personales como patrimoniales, que se pretendan 
atribuir a esa unión”, por lo que, el mismo deberá evitar imponer “a los inte-
grantes de la pareja unos efectos que, precisamente, los sujetos quisieron excluir 
en virtud de su decisión libre y constitucionalmente amparada de no contraer 
matrimonio” (STC 93/2013). En consecuencia, por respeto a la propia naturaleza 
de la institución solo “podrán considerarse respetuosos de la libertad personal 
aquellos efectos jurídicos cuya operatividad se condiciona a su previa asunción 
por ambos miembros de la pareja” (STC 93/2013).
Dentro del derecho al nombre de la persona, también se encontrará el de-
recho al apellido, ya que “el apellido de una persona afecta a su vida privada y 
familiar al constituir un medio de identifi cación personal y un vínculo con una 
familia” (STC 167/2013).
Las personas podrán tener relaciones personales con otras (cf. STC 167/2013). 
La protección de la salud y de la integridad física o de la seguridad personal o ju-
rídica de las personas físicas, así como el interés público que conlleve el ejercicio 
de una profesión puede implicar un interés especial en la regulación de la misma, 
y en el acceso a su ejercicio, por lo que, será constitucional en estos casos exigir la 
colegiación de quién quiera ejercer la profesión (cf. STC 3/2013).
El derecho a la propia imagen protegerá el aspecto físico de la persona, en la 
medida en que el mismo “constituye el primer elemento confi gurador de la esfe-
ra personal de todo individuo, en cuanto instrumento básico de identifi cación y 
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proyección exterior y factor imprescindible para su reconocimiento como sujeto 
individual” (STC 208/2013), frente a intromisiones que “afectando a la esfera 
personal de su titular, no lesionan su buen nombre ni dan a conocer su vida ínti-
ma” (STC 208/2013).
Los datos de carácter personal, entendidos como “toda información sobre 
una persona física identifi cada o identifi cable” (STC 29/2013) estarán protegidos, 
especialmente en el uso informatizado de los mismos (STC 17/2013). Protección 
que deriva del derecho a la intimidad de las personas físicas (cf. STC 17/2013). 
En consecuencia, como ya se ha indicado, no está permitida “la comunicación 
indiscriminada de datos personales entre Administraciones Públicas”, salvo que 
sea para un fi n que lo justifi que, como puede ser la defensa de las fronteras de 
España, y de los países fi rmantes del tratado de Schengen (cf. STC 17/2013). Den-
tro de estos datos de carácter personal también se incluirán “huellas dactilares, 
muestras celulares y perfi les de ADN” (STC 199/2013). Muestras celulares que 
contienen gran cantidad de información personal y perfi les de ADN que permi-
ten “estudios de investigación familiar que descubran el vínculo genético entre 
personas, así como el origen étnico” (STC 199/2013). Por ello, esta información 
no podrá quedar de forma indefi nida en manos de las autoridades públicas, que 
las hubieran recabado para la investigación de un delito efectuado por la persona 
a la que pertenecen las muestras (cf. STC 199/2013).
En algunos casos no será necesario la corroboración del testimonio personal 
en un juicio (cf. STC 57/2013). En concreto no será necesario relatar la experien-
cia personal sufrida por menores de edad, víctimas de abusos sexuales, ya que 
el “interrogatorio formal con plena contradicción procesal en el acto del juicio 
oral —en cuanto son testigos de cargo especialmente vulnerables—” puede afec-
tar “negativamente a su desarrollo personal y su indemnidad moral y psíquica” 
(STC 57/2013).
El estatuto personal vendrá fi jado por la vecindad civil, que será el punto de 
conexión, el cual incidirá “sobre las normas para resolver los confl ictos de leyes” 
(STC 93/2013). En los casos de confl ictos interregionales la ley personal aplicable 
se determinará en función de los requisitos establecido por el Estado para ello (cf. 
STC 93/2013).
2.2.33.2.2. Personalidad 
El término personalidad se emplea en seis ocasiones, todas en singular.
La persona tiene derecho al nombre y a los apellidos (cf. STC 167/2013). 
Derecho de la personalidad por el cual el nacido con los apellidos de sus progeni-
tores si estos son conocidos o cuando se conozcan los mismos (cf. STC 167/2013).
La posibilidad de elegir entre contraer matrimonio o formar una pareja de 
hecho “se encuentra íntimamente vinculada al libre desarrollo de la personali-
dad (art. 10.1 CE). Por ello, el Estado no podrá “imponer una opción o limitar las 
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posibilidades de elección salvo en virtud de los condicionamientos que pudieran 
resultar de las normas de orden público interno” y de la manera “que el sacrifi cio 
del libre desarrollo de la personalidad sea el estrictamente indispensable” (STC 
93/2013). 
2.2.33.3. Términos de signifi cación próxima 
2.2.33.3.1. Individuo  
El término individuo se emplea en una ocasión, al indicar el TC que el as-
pecto físico de la persona “constituye el primer elemento confi gurador de la es-
fera personal de todo individuo” ya que es el “instrumento básico de identifi ca-
ción y proyección exterior y factor imprescindible para su reconocimiento como 
sujeto individual”, por lo que, estará protegido por el derecho a la propia imagen 
(STC 208/2013).
2.2.33.3.2. Hombre, varón y mujer 
Los términos hombre, varón y mujer no aparecen en los textos selecciona-
dos de la jurisprudencia relevante del año 2013. 
2.2.33.3.3. Todos y nadie 
El término nadie no se emplea en los textos seleccionados de la jurispruden-
cia relevante, por su parte, el término todos se emplea en cinco ocasiones como 
adverbio con el sentido de la colectividad entera, por lo que, según lo indicado 
no lo incluimos en nuestro análisis. 
2.2.33.3.4. Ciudadano 
El término ciudadano se emplea en nueve ocasiones, tres en singular y seis 
en plural. La calidad de vida de los ciudadanos deberá ser protegida y garantiza-
da por los poderes públicos, por ello, podrán fi jar planes de movilidad sostenible 
que permitan conciliar el crecimiento económico con la cohesión social, la defen-
sa del medio ambiente y dicha calidad de vida (cf. STC 174/2013). Los ciudada-
nos de la Unión Europea —o de la Unión a secas— podrán disfrutar de forma 
efectiva “de la esencia de los derechos conferidos por su estatuto de ciudadano 
de la Unión”, sin que dichos derechos puedan ser limitados por normas de los 
Estados de los que son nacionales (cf. STC 186/2013). Dentro de estos derechos 
se encuentra la protección de los datos personales de los ciudadanos, por lo que, 
será necesario recabar el consentimiento del ciudadano “para la legalidad del 
tratamiento de sus datos”, salvo en los casos ya indicados previamente (cf. STC 
17/2013).
Según lo indicado previamente, nunca podrá ser considerada una decisión 
arbitraria o irracional “la adopción, por parte del legislador democráticamente 
elegido, de la decisión de contribuir a dar satisfacción a instituciones o ciudada-
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nos que sufrieron, directamente o en la persona de sus familiares, las consecuen-
cias de la guerra civil” (STC 20/2013) y nunca podrá ser alcalde quién no haya 
sido elegido mediante elección de los ciudadanos (cf. STC 125/2013), ya que la 
elección de los ciudadanos recae sobre personas determinadas, y no sobre parti-
dos políticos, siendo inaceptable “la concepción de que es del partido y no de los 
electores de quien se recibe el mandato representativo el alcalde elegido demo-
cráticamente”, por lo que, aunque “para el cargo de concejal, [se] permite su acce-
so a un ciudadano que no se integró en la lista para participar en la elección” esta 
facultad “no es reconocida en el caso de la elección de alcalde”(STC 125/2013).
2.2.33.4. Términos derivados de palabras de signifi cación próxima
No encontramos empleados en los textos seleccionados de la jurisprudencia 
relevante de 2013 el término individualmente. Procedemos a analizar los restan-
tes términos derivados de palabras de signifi cación próxima 
2.2.33.4.1. Individual 
El término individual se emplea en cuatro ocasiones, tres en singular y una 
en plural. 
Es un factor imprescindible para el reconocimiento como sujeto individual 
su aspecto físico, en cuanto el mismo “constituye el primer elemento confi gu-
rador de la esfera personal de todo individuo, en cuanto instrumento básico de 
identifi cación y proyección exterior” (STC 208/2013).
La ley puede establecer limitaciones de derechos individuales. Limitación 
que solo puede hacerse en aras de la protección de un bien constitucional “al que 
sirve la restricción del derecho fundamental” es decir, “solo [se] permite restric-
ciones limitadas, controladas y ciertas sobre otro bien constitucional” (cf. STC 
17/2013). Derechos individuales que garantizan una esfera de libertad al indivi-
duo. Libertad individual que permite al individuo desarrollar sus relaciones 
“conforme a los pactos que consideren oportunos, sin más límites que los im-
puestos por la moral y el orden público constitucional; y esta libertad debe ser 
respetada por el ordenamiento jurídico en todo caso, salvo que su ejercicio con-
creto pudiera entrar en confl icto con valores constitucionales superiores que jus-
tifi caran su constricción” (STC 17/2013).
Finalmente, se indica que los magistrados del Tribunal Constitucional son 
responsables de sus actos por lo que, pueden llegar a tener responsabilidad ci-
vil individual sobre las decisiones tomadas en el ejercicio de su cargo (cf. STC 
133/2013).
2.2.33.4.2. Humano 
El término humano se emplea en catorce ocasiones, todas ellas en plural. En 
cuatro ocasiones se emplea en el término inhumano, al establecerse que ninguna 
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persona puede ser sometida a tortura o tratos crueles, inhumanos o degradantes 
(cf. STC 12/2013), para lo cual se han desarrollado por la ONU y a nivel europeo 
diversas normativas y protocolos —Convención contra la tortura y otros tratos 
o penas crueles, inhumanos y degradantes…— tendentes a la protección de la 
persona en distintos ámbitos, como puede ser cuando la persona se encuentre 
detenida o cumpliendo penas de prisión (cf. STC 12/2013). En el resto de las 
ocasiones adjetiva al término derechos humanos, al hacer referencia el TC a la 
Declaración Universal de Derechos Humanos (STC 12/2013, STC 93/2013), al 
Convenio Europeo para la protección de los derechos humanos y de las liber-
tades fundamentales (STC 167/2013) y a la jurisprudencia Tribunal Europeo de 
Derechos humanos (STC 12/2013, STC 57/2013, STC 167/2013, STC 199/2013). 
Derechos humanos entre los que se encuentra el derecho al nombre como dere-
cho de la personalidad (cf. STC 167/2013).
2.2.33.4.3. Ciudadana 
El término ciudadana se emplea en dos ocasiones, ambas en singular, en 
referencia ambas a un ciudadano español de sexo femenino, una ciudadana es-
pañola (cf. STC 186/2013).
2.2.13.5. Términos que expresan un predicado del ser personal 
No encontramos en los textos relevantes del año 2013 empleados los tér-
minos: inviolable y educación. Procedemos al análisis de los restantes términos 
siguiendo el orden establecido en los años anteriores. 
2.2.33.5.1. Vida 
El término vida se emplea en nueve ocasiones, todas ellas en singular. Se 
indica que hay modalidades de vida familiar, entre las que tiene una gran rele-
vancia “en los valores y en la realidad de los comportamientos sociales” la de 
origen matrimonial, a pesar de lo cual no puede constreñirse el término familia a 
aquellas que tengan dicho origen (cf. STC 93/2013).
La vida privada y familiar de la persona, así como su identidad están cons-
tituidas por diversos elementos entre los que se encuentran el nombre y los ape-
llidos (cf. STC 167/2013). Vida privada que integra también, según la doctrina 
asentada por el TEDH, las huellas dactilares, muestras celulares y perfi les de 
ADN de las personas, por lo que, conservar las mismas por un tiempo indefi nido 
por parte de las Administraciones públicas será contrario a este derecho y, en el 
caso español, al derecho a la intimidad (cf. STC 199/2013). Derecho a la intimi-
dad que protegerá la vida íntima de las personas impidiendo que la misma se dé 
a conocer (cf. STC 208/2013).
La calidad de vida de los ciudadanos deberá ser protegida y garantizada 
por los poderes públicos, por ello, podrán fi jar planes de movilidad sostenible 
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que permitan conciliar el crecimiento económico con la cohesión social, la defen-
sa del medio ambiente y dicha calidad de vida (cf. STC 174/2013).
2.2.33.5.2. Integridad 
El término integridad se emplea en una ocasión, para indicar, según se ha 
recogido previamente, que en aquellos casos en que el ejercicio de una profesión 
afecte “de manera grave y directa, a materias de especial interés público, como 
la protección de la salud y de la integridad física o de la seguridad personal o 
jurídica de las personas físicas” se podrá exigir la colegiación de los profesiona-
les que la ejerzan en cuanto la misma es “un instrumento efi ciente de control del 
ejercicio profesional para la mejor defensa de los destinatarios de los servicios” 
(STC 3/2013). 
2.2.33.5.3. Física 
El término física se emplea en doce ocasiones, cinco en singular y siete en 
plural. En una ocasión acompaña al término integridad (STC 3/2013) y en siete 
ocasiones al término persona (STC 3/2013, STC 17/2013, STC 20/2013 y STC 
29/2013). Remitimos a la exégesis de dichos términos para determinar el conteni-
do de signifi cado del término física en esos casos. En el resto de ocasiones se em-
plea en referencia a la dimensión corporal de la persona al indicarse que la misma 
puede ser obligada a realizar una conducta por “vis física o moral”, es decir, por 
violencia tanto corporal como psicológica (cf. STC 199/2013), y que la persona 
puede sufrir diversos tipos y grados de discapacidad, incluyendo discapacidad 
física, discapacidad psíquica o discapacidad sensorial (STC 208/2013). Cuando 
existan estas discapacidades, no se entenderá como válido el consentimiento de 
la persona para la cesión de su imagen, cuando con la misma se busque “burlarse 
de sus condiciones físicas y psíquicas” (STC 208/2013).
2.2.33.5.4. Natural 
El término natural se emplea una ocasión, en plural, acompañando al tér-
mino personas. Personas naturales y jurídicas a las que habrá que restituir los 
documentos incautados en Cataluña durante la Guerra Civil. El procedimiento 
para dicha restitución será determinado por el Estado (cf. STC 20/2013).
2.2.33.5.5. Jurídica 
El término jurídica se emplea en treinta y tres ocasiones, veintiséis en sin-
gular y siete en plural. En tres ocasiones acompaña al término seguridad (STC 
3/2013), en dos ocasiones acompaña al término personas (STC 20/2013). Remiti-
mos al análisis de estos términos, para determinar el contenido de signifi cado en 
estos casos.
En el resto de las ocasiones, como ocurre en años anteriores, vemos como 
se emplea califi cando a diversos sustantivos determinando su contenido de sig-
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nifi cado en referencia a realidades que o bien han sido creadas por el Derecho 
—título jurídico válido (STC 12/2013), orden jurídico político (STC 20/2013), 
régimen jurídico (STC 41/2013), esfera jurídica (STC 93/2013), sentido jurídico 
(STC 186/2013), bien jurídico (STC 208/2013), mundo jurídico (STC 208/2013)…
—, o bien que desarrollan y tienen sus consecuencias en el ámbito del Derecho 
—consecuencias jurídicas (STC 93/2013), incorrección jurídica (STC 133/2013), 
obligación jurídica (STC 186/2013)…—. Sin aportar nada más relevante para la 
determinación del contenido de signifi cado del término que lo que nos manifi es-
ta su propio uso.
2.2.33.5.6. Dignidad 
El término dignidad se emplea en cinco ocasiones, todas ellas en singular. 
La persona es digna. En virtud de esta dignidad habrá derechos que per-
tenezcan a toda persona, españoles y extranjeros, “en tanto que inherentes a la 
dignidad humana” (STC 17/2013), como, por ejemplo, el derecho a la intimi-
dad, el derecho al honor o el derecho a la propia imagen, que protegen la propia 
dignidad de la persona (cf. STC 208/2013). Esta dignidad puede sufrir, en sus 
distintas vertientes, diversas injerencias por parte de terceros, por lo que, deberá 
ser protegida (cf. STC 167/2013). Por ejemplo, “los arts. 109 del Código civil y 
194 del Reglamento del Registro Civil cumplen con la exigencia de preservar la 
dignidad de la persona (art. 10.1 CE) en un aspecto tan personalísimo como lo es 
su derecho al nombre” (STC 167/2013).
2.2.33.5.7. Inherente 
El término dignidad se emplea en cuatro ocasiones, la mitad en singular y 
la mitad en plural. Se utiliza en el sentido de propio de, al establecer el control 
de entrada, el control de las fronteras, en cuanto ejercido por las autoridades 
competentes, es “el ejercicio de una potestad pública inherente a la soberanía 
plena y exclusiva del Estado sobre su territorio” (STC 17/2013). Se indica que “el 
carácter representativo de los órganos a los que corresponde la dirección política 
de los entes locales constituye un concepto inherente a la autonomía local” (STC 
125/2013). Se afi rma que el matrimonio tiene unas consecuencias jurídicas in-
herentes al mismo, consecuencias que no son queridas ni buscadas por aquellas 
personas que en el uso de su libertad personal se constituyen en pareja de hecho 
(STC 93/2013). Por último, como ya hemos indicado, el TC recuerda su doctrina 
por la que aquellos derechos inherentes a la dignidad humana se reconocerán a 
toda persona (cf. STC 17/2013).
2.2.33.5.8. Libertad 
El término libertad se emplea en veintidós ocasiones, quince en singular y 
siete en plural. Podemos clasifi car el término en dos grupos, atendiendo al conte-
nido de signifi cado con el que se emplea el mismo.
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Primero, como atributo de la persona: libertad personal que está protegi-
da por los derechos fundamentales en cuanto crean una esfera de libertad (cf. 
STC 93/2013), y por el derecho a la libertad. Derecho que puede ser limitado en 
circunstancias determinadas, como cuando la misma se encuentre cumpliendo 
penas privativas de libertad (cf. STC 12/2013). En estos casos deberá asegurar-
se que la misma no se somete a torturas, ni a tratos inhumanos o degradantes. 
Constituyen salvaguardas que pueden ser implementadas la realización de un 
examen médico, el derecho de acceso a la asistencia letrada y el derecho a infor-
mar a un tercero de la detención (cf. STC 12/2013).
La libertad individual de la persona no puede ser coartada fuera de estos 
supuestos, ni mediante el ejercicio de vis física ni moral alguna (cf. STC 199/2013) 
por lo que, el legislador al desarrollar regulaciones que afecten a la persona en 
el ejercicio de su libertad personal, debe respetar la misma no condicionando las 
decisiones de la persona al imponer unas consecuencias jurídicas peores a una de 
las opciones, ni imponiendo consecuencias jurídicas no deseadas por la persona, 
por lo que, “únicamente podrán considerarse respetuosos de la libertad personal 
aquellos efectos jurídicos cuya operatividad se condiciona a su previa asunción” 
por parte de las personas (cf. STC 93/2013).
Segundo, como facultades reconocidas a diversos sujetos. Se hace mención 
a las mismas de forma genérica: derechos y libertades, adjetivados de diversa ma-
nera: fundamentales, públicas… (STC 17/2013, STC 133/2013, STC 167/2013), y 
de forma concreta: libertad de confi guración del sistema de la Seguridad Social 
—que se reconoce al legislador— (STC 41/2013), libertad de entrar y salir del 
territorio español (STC 186/2013), libertad de información (STC 190/2013).
2.2.33.5.9. Seguridad 
El término seguridad se emplea en doce ocasiones, todas ellas en singular. 
En seis ocasiones dentro del término Seguridad Social, por lo que, según lo indi-
cado, no lo incluimos en nuestro análisis. 
Cuando la seguridad personal o jurídica de las personas físicas, así como 
la protección de la salud y la integridad física de las mismas, podrá regularse el 
ejercicio de una profesión por especial interés público, imponiendo la colegiación 
a quienes quieran ejercer la misma (STC 3/2013). 
España como fi rmante del Acuerdo de Schengen tiene la obligación de 
“combatir el fenómeno de la inmigración ilegal y a garantizar la seguridad de las 
fronteras exteriores” (STC 17/2013), para la realización de esta misión, junto con 
el mantenimiento de la seguridad pública, podrán las Administraciones públicas 
compartir los datos personales que estén en su poder, sin que ello suponga una 
intromisión a la intimidad (cf. STC 17/2013).
En base al principio de seguridad jurídica cabe afi rmar que el derecho a 
renunciar a los cargos públicos no garantiza “que la renuncia a un cargo pú-
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blico válidamente emitida y una vez perfeccionada pueda ser revocada” (STC 
147/2013), ya que la seguridad jurídica se vería dañada por la remisión de un 
acto que ya ha producido sus efectos y porque “toda renuncia en un ámbito de 
pluralismo político como el representativo redunda siempre en favor de otros 
cuyas expectativas legítimas en ejercer un cargo público se vulnerarían” (STC 
147/2013).
2.2.33.5.10. Igualdad 
El término igualdad se emplea en una ocasión al indicarse que será con-
trario al derecho fundamental a acceder en condiciones de igualdad a los cargos 
públicos, art 23.2 de la CE, la elección designación como alcalde de “una persona 
que no cumple con los requisitos legalmente establecidos” (STC 125/2013).
2.2.33.5.11. Derecho 
El término derecho se emplea en ciento una ocasiones, cincuenta y nueve 
en singular y cuarenta y dos en plural. Podemos clasifi car el término en cinco 
grupos, atendiendo al contenido de signifi cado con el que se emplea el mismo.
Primero, junto al adjetivo fundamentales. Derechos fundamentales que se 
encuentran regulados en la CE y en la Carta de los Derechos Fundamentales de 
la Unión Europea y que podrán ser ejercidos tanto individual como colectiva-
mente, lo que dependerá de la propia naturaleza del derecho que se trate (cf. STC 
17/2013). Algunos de estos derechos se reconocerán a todas las personas, en tan-
to que inherentes a la dignidad humana, otros pertenecerán solo a los ciudadanos 
“como los reconocidos en el art. 23 CE en relación con el 13.2 CE”, y otros podrán 
ser titulares los extranjeros si así lo disponen los tratados y las Leyes, y pudiendo 
establecerse diferencias de trato “con los españoles en cuanto a su ejercicio” (cf. 
STC 17/2013). Se hace referencia a estos derechos de forma genérica: derechos y 
libertades (STC 17/2013, STC 133/2013…) y en concreto: derecho de acceso a la 
asistencia letrada (STC 12/2013), derecho a informar a un tercero de la detención 
(STC 12/2013), derecho a la protección de datos personales (STC 17/2013), de-
recho a la intimidad (STC 17/2013, STC 115/2013), derecho de entrada en el te-
rritorio nacional (STC 186/2013), derecho al secreto de las comunicaciones (STC 
115/2013), derecho al nombre (STC 167/2013), derecho a no declararse culpable 
(STC 199/2013), derecho al honor y a la propia imagen (STC 208/2013)…
Segundo, en referencia a derechos constitucionales, aquellos recogidos por 
la Constitución, fuera de la Sección 1ª del Capítulo II, del Título 1º, como el dere-
cho a una pensión de supervivencia (STC 41/2013).
Tercero, en referencia a aquellas instituciones que están reguladas por el 
Derecho y que conllevan unas consecuencias jurídicas, como las uniones de De-
recho —la unión matrimonial— (cf. STC 93/2013).
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Cuarto, acompañado del adjetivo humanos o civiles en referencia a aquellos 
derechos reconocidos en convenios y tratados internacionales. Se utiliza dentro 
de la denominación de las declaraciones que los recogen: Declaración Universal 
de Derechos Humanos (STC 12/2013, STC 93/2013), Pacto internacional de de-
rechos civiles y políticos (STC 12/2013, STC 167/2013), Convención de Nacio-
nes Unidas de derechos de la infancia (STC 167/2013), Convenio europeo para 
la protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales (STC 
167/2013); y a los órganos que los aplican e interpretan: Tribunal europeo de 
Derechos humanos (STC 12/2013, STC 57/2013, STC 167/2013, STC 199/2013). 
Por último, el término se emplea en referencia a todo el sistema jurídico: 
Derecho (STC 93/2013, STC 133/2013). Sistema jurídico sobre el que tendrán que 
estar basadas las decisiones de los órganos jurídicos para no ser consideradas 
irracionales (cf. STC 133/2013). 
2.2.33.5.12. Deber 
El término deber se emplea en una ocasión en referencia a la obligatoriedad 
que tienen los sujetos que quieran solicitar el permiso de residencia de “compa-
recencia personal ante los órganos competentes para tramitar la solicitud” (cf. 
STC 17/2013).
2.2.33.5.13. Honor 
El término honor se emplea en cuatro ocasiones, todas ellas en singular. 
El derecho al honor se diferencia del derecho a la intimidad y del derecho 
a la propia imagen, en que éste protege frente a manifestaciones que lesionen el 
buen nombre de la persona (cf. STC 208/2013). Frente a este derecho, en el caso 
de las personas con discapacidad, no cabrá oponer el derecho a la información 
(cf. STC 208/2013).
2.2.33.5.14. Familia 
El término familia se emplea en nueve ocasiones, todas ellas en singular. La 
familia que se constituye jurídicamente en diversos momentos. Si es una fami-
lia de origen matrimonial se constituye en el momento de contraer matrimonio, 
mientras que en las uniones de hecho dicha constitución se subordina por la ju-
risprudencia “a su materialización efectiva por la existencia de hijos93 o la exis-
tencia de una efectiva voluntad de crearla”, al ser una familia “que se constituye 
voluntariamente mediante la unión de hecho, afectiva y estable, de una pareja” 
(cf. STC 93/2013). Independientemente de su origen todas las familias son objeto 
de la protección que garantiza el art. 39.1 CE (cf. STC 93/2013), ya que en base a 
93 Requisito declarado inconstitucional por una sentencia en este mismo año 2013: STC 41/2013. Sin embar-
go, la recogemos tal y como hace el TC en su sentencia. 
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la separación de las dos instituciones la familiar y la matrimonial, se puede decir 
que el Estado tiene la obligación de atender a “la realidad efectiva de los modos 
de convivencia que en la sociedad se expresen” (STC 93/2013) y no se puede 
constreñir “el concepto de familia a la de origen matrimonial, por relevante que 
sea en nuestra cultura —en los valores y en la realidad de los comportamientos 
sociales— esa modalidad de vida familiar” (STC 93/2013).
Se indica, además que el apellido de una persona afecta a su vida privada y 
familiar “al constituir un medio de identifi cación personal y un vínculo con una 
familia” (STC 167/2013).
2.2.33.5.15. Matrimonio 
El término matrimonio se emplea en siete ocasiones, seis en singular y una 
en plural. 
El legislador ha establecido pensiones de supervivencia tanto a los inte-
grantes de un matrimonio como a los de las parejas de hecho, no siendo constitu-
cional el establecer el requisito de haber tenido hijos en común, ya que el mismo 
“no solo carece de justifi cación constitucionalmente legítima por las razones ex-
puestas, sino que, además, resulta ser de imposible cumplimiento, por razones 
biológicas, tanto para las parejas de hecho formadas por personas del mismo 
sexo como para las parejas de hecho de distinto sexo que no pudieron tener hijos 
por causa de infertilidad” (STC 41/2013).
La elección de una u otra opción —matrimonio o pareja de hecho— “se 
encuentra íntimamente vinculada al libre desarrollo de la personalidad (art. 10.1 
CE)”, por lo que, el Estado “no puede imponer una opción o limitar las posibi-
lidades de elección salvo en virtud de los condicionamientos que pudieran re-
sultar de las normas de orden público interno” (STC 93/2013), ya que es una 
“decisión libre y constitucionalmente amparada [la] de no contraer matrimonio” 
(STC 93/2013).
La familia fundada en el matrimonio es la que toman en consideración “tan-
to la Declaración Universal de Derechos Humanos… como los Tratados sobre de-
rechos fundamentales suscritos por España” (STC 93/2013), pero según lo dicho 
anteriormente, atendiendo a la realidad social no puede constreñirse a la misma 
el concepto de familia (cf. STC 93/2013).
2.2.33.5.16. Tutela 
El término tutela se emplea en cuatro ocasiones, todas ellas en singular. Se 
indica que cuando una decisión judicial sea irrazonable, es decir, no esté fundada 
en Derecho será lesiva del derecho a la tutela judicial efectiva del art. 24.1 de la 
CE (cf. STC 133/2013).
La tutela ejercida mediante el recurso de amparo 
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“si bien es compartida y subsidiaria con la tutela que se puede recabar 
ante los tribunales ordinarios (art. 53.2 CE), es una jurisdicción superior a 
la ejercida por cualquier otro órgano jurisdiccional del Estado, incluyen-
do al Tribunal Supremo (art. 123.1 CE), y con unos efectos vinculantes no 
solo para el caso concreto por el valor de cosa juzgada (art. 164.1 CE) sino 
por la obligación de que los derechos susceptible de ser tutelados a través 
de la jurisdicción de amparo ante el Tribunal Constitucional sean recono-
cidos de conformidad con su contenido constitucionalmente declarado 
(art. 7.2 LOPJ) (STC 133/2013).
Además, esta tutela de los derechos tendrá carácter irrecurrible, en cuanto las de-
cisiones jurisdiccionales del Tribunal Constitucional no se pueden recurrir ante 
ningún “otro órgano —jurisdiccional o no— del Estado (…) incluyendo las pro-
videncias de inadmisión del recurso de amparo que solamente podrán ser recu-
rridas en súplica por el Ministerio Fiscal” (cf. STC 133/2013)
2.2.33.6. Fuentes doctrinales y jurisprudenciales especifi cadas en las sen-
tencias
El TC a la hora de fundamentar su doctrina hace referencia a nivel inter-
nacional y europeo a diversos tratados y convenios internacionales: Declaración 
Universal de Derechos Humanos (STC 12/2013, STC 93/2013), Pacto internacio-
nal de derechos civiles y políticos (STC 12/2013, STC 167/2013), Convención de 
Naciones Unidas de derechos de la infancia (STC 167/2013), Convenio europeo 
para la protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales 
(STC 167/2013); y a los órganos que los aplican e interpretan: Tribunal europeo de 
Derechos humanos STC 12/2013, STC 57/2013, STC 167/2013 y STC 199/2013), 
en concreto a las sentencias STEDH de 18 de septiembre de 2008, Türkan c. Tur-
quía, §42; STEDH de 13 de julio de 2010, Parnov c. Moldavia, § 30 y STEDH de 17 
abril 2012, Rizvanov c. Azerbaijan, § 47 (STC 12/2013); STEDH de 2 de julio de 
2002, caso S.N. c. Suecia (STC 57/2013); STEDH de 4 de diciembre de 2008, caso 
S y Marper c. Reino Unido (STC 199/2013).
A nivel nacional vemos como a valorar como inconstitucional una sentencia 
del TC contra los magistrados integrantes del propio TC, en lo que se denominó 
la guerra de tribunales (STC 133/2013), también, como en años anteriores la ju-
risprudencia hace mención continua a la doctrina asentada por el propio TC: STC 
17/2013, STC 41/2013, STC 115/2013, STC 125/2013, STC 167/2013…
2.2.33.7. Conclusiones
En referencia a la interpretación de los términos el TC reitera su papel fun-
damental en la determinación de la misma al indicar que la tutela de los recursos 
de amparo crea “la obligación de que los derechos susceptibles de ser tutelados 
a través de la jurisdicción de amparo ante el Tribunal Constitucional sean reco-
nocidos de conformidad con su contenido constitucionalmente declarado” por el 
propio TC en sus sentencias (STC 133/2013).
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Respecto a las cuestiones sobre quién es persona y la relación del término 
persona con los términos de signifi cación próxima, la jurisprudencia relevante 
del año 2013 vuelve a poner en relación el termino individuo y persona al indi-
carse que el aspecto físico del sujeto individual esta dentro de su esfera personal 
(cf. STC 208/13). La persona física es sujeto individual.
La pregunta por la naturaleza de la persona, qué es la persona, tampoco se 
responde en este año de forma expresa. Sí que se establecen, como en años ante-
riores, atributos o características de la misma. Recogemos de forma esquemática 
lo indicado previamente en el análisis de los términos.
El aspecto físico de la persona constituye el primer elemento confi gurador 
de su esfera personal como “instrumento básico de identifi cación y proyección 
exterior y factor imprescindible para su reconocimiento como sujeto individual” 
(STC 208/2013). Toda persona tiene derecho al nombre y a unos apellidos, como 
elementos constitutivos de su identidad y de su vida privada y familiar. Ambos 
constituyen un medio de identifi cación personal y un vínculo con una familia. 
La persona podrá libremente elegir en virtud de sus creencias y conviccio-
nes establecer una unión de hecho, permaneciendo al margen del Derecho en 
cuanto a las consecuencias jurídicas inherentes a la institución matrimonial, o 
constituir una unión de Derecho. Libertad que no puede ser coartada por el Es-
tado imponiéndole unas consecuencias gravosas a su decisión o componentes no 
asumidos por los mismos, salvo que dicha libertad entre en confl icto con valores 
constitucionales superiores. 
Toda información sobre una persona física identifi cada o identifi cable, es 
decir, cuya identidad pueda determinarse mediante identidad física, fi siológica, 
psíquica, económica, cultural o social, estará protegida por el derecho a la pro-
tección de los datos personales, con los límites ya indicados. La intimidad de las 
personas también estará integrada por sus huellas dactilares, muestras celulares 
y perfi les de ADN. Muestras celulares que contienen gran cantidad de informa-
ción personal y perfi les de ADN que permiten fi jar la genealogía de la persona y 
su origen étnico. Por lo que, solo podrán ser recogidos para la investigación de 
hechos delictivos y conservados mientras dure dicha investigación.
Ninguna persona podrá ser sometida a tortura, tratos crueles, inhumanos o 
degradantes, para evitar estos actos se establecen distintos requisitos formales de 
cara a evitarlos como la existencia de un examen médico, el derecho de acceso a 
la asistencia letrada y el derecho a informar a un tercero de la detención.
El estatuto personal de una persona vendrá fi jado por la vecindad civil, que 
será el punto de conexión para determinar las normas aplicables en los confl ictos 
de leyes.
Finalmente, se indica que el interés general primará sobre los intereses par-
ticulares, pudiendo ser contrariados estos últimos cuando las normas que los 
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afectan redunden en benefi cio de la comunidad y den cumplimiento a un man-
dato constitucional o a un deber internacional adquirido por España.
Sobre las cualidades que pone en relación el propio texto del 78, vemos 
cómo, al igual que en años anteriores, en su mayoría no se defi nen, no se estable-
ce claramente su contenido de signifi cado. Sin embargo, en algunos casos sí que 
se establecen notas características de los mismos. No queriendo reproducir lo ya 
dicho anteriormente, recogemos aquellos términos de los que se establecen notas 
relevantes para nuestro objeto de estudio, en concreto atendemos a los términos: 
libertad, familia, matrimonio y tutela.
La libertad personal que está protegida por los derechos fundamentales en 
cuanto crean una esfera de libertad y por el derecho a la libertad. Libertad indivi-
dual de la persona que no puede ser coartada fuera los supuestos legales. Fuera 
de estos supuestos únicamente podrán considerarse respetuosos de la libertad 
personal aquellos efectos jurídicos cuya operatividad se condiciona a su previa 
asunción por parte de las personas.
La familia que se constituye jurídicamente en diversos momentos. Si es una 
familia de origen matrimonial se constituye en el momento de contraer matri-
monio, mientras que en las uniones de hecho dicha constitución se subordina 
por la jurisprudencia a su materialización efectiva por la existencia de hijos o 
la existencia de una efectiva voluntad de crearla. Sin embargo, el propio TC, en 
una sentencia anterior indica que establecer el requisito de haber tenido hijos 
en común como origen de la familia, de cara al reconocimiento de la pensión de 
viudedad es inconstitucional, ya que el mismo “no solo carece de justifi cación 
constitucionalmente legítima y resulta ser de imposible cumplimiento, por razo-
nes biológicas, tanto para las parejas de hecho formadas por personas del mismo 
sexo como para las parejas de hecho de distinto sexo que no pudieron tener hijos 
por causa de infertilidad” (STC 41/2013). Por lo que, vemos como el mismo TC 
aplica un criterio normativo declarado inconstitucional por el mismo. 
Cuando una decisión judicial sea irrazonable, es decir, no esté fundada en 
Derecho será lesiva del derecho a la tutela judicial efectiva. La tutela de los dere-
chos fundamentales, si bien se ejerce por los tribunales ordinarios, en la medida 
en que se ejerce por el TC, tiene rango superior a todas las demás, sus efectos son 
vinculantes; tendrán valor de cosa juzgada, siendo irrecurribles y darán lugar 
a “la obligación de que los derechos susceptibles de ser tutelados a través de la 
jurisdicción de amparo ante el Tribunal Constitucional sean reconocidos de con-
formidad con su contenido constitucionalmente declarado” (STC 133/2013)
Finalmente, en cuanto a la tercera pregunta: la razón por la que persona se 
expresa como titular de derechos y de qué derechos es titular la persona por el 
mero hecho de ser persona, en el año 2013 se establece, además de derechos ya 
reconocidos previamente, que la persona es titular del derecho al nombre y a los 
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apellidos, así como al derecho a la protección de los datos personales y al secreto 
de las comunicaciones.
2.2.34. 2014
En junio de este año renunciará a su cargo don Enrique López y López, el 
cual había sido nombrado magistrado el año anterior. Será sustituido por don 
Antonio Narváez Rodríguez94. La jurisprudencia de interés para nuestro estudio 
la componen siete sentencias de un total de ciento cuatro.
2.2.34.1. Persona: su expresión singular y plural
El término persona se emplea en trece ocasiones, cuatro en singular y nueve 
en plural, a lo largo de cuatro sentencias de la jurisprudencia seleccionada. Cuatro 
son los ponentes de dichas sentencias: don Santiago Martínez-Vares García —STC 
10/2014—, don Juan Antonio Xiol Ríos —STC 77/2014—, don Juan José González 
Rivas —STC 79/2014— y don Luis Ignacio Ortega Álvarez —STC 92/2014—.
Encontramos el término empleado tanto como proposición subordinada 
adjetiva, lo que equivaldría a decir personal; como en la función sintáctica de su-
jeto o de complemento directo, al ser quien realiza la acción o sobre quien recae la 
acción realizada. Los diferentes usos sintácticos se encuentran empleados dentro 
de las mismas sentencias, por lo que, ante la inoperatividad de separarlos, pro-
cedemos a realizar la exégesis del término sin agruparlo por la función sintáctica 
con la que se emplea.
La persona es digna, tiene una dignidad. Dignidad de la persona que his-
tóricamente no ha sido respetada o ha sido puesta en desventaja tanto por la 
acción de los poderes públicos como por la práctica social en el caso de los ho-
mosexuales “por los profundos prejuicios arraigados normativa y socialmente 
contra esta minoría” (STC 92/2014). Prejuicios que deben ser eliminados ya que 
son contrarios a la igualdad proclamada en el art. 14 de la CE, ya que, aunque no 
se recoge de forma expresa, la orientación sexual cumpliría los requisitos para 
estar agrupada dentro de la expresión “cualquier otra condición o circunstancia 
personal o social” de dicho artículo (cf. STC 92/2014). El TC indica que las pare-
jas de hecho integradas por dos personas del mismo sexo, no tendrán el mismo 
trato que los matrimonios heterosexuales en referencia a la pensión de viudedad, 
a pesar de que las mismas no tuvieran derecho a contra matrimonio, porque la 
unión de parejas de hecho “no es una institución jurídicamente regulada, ni exis-
94 Tribunalconstitucional.es.(2017). Historia del Tribunal Constitucional. [online] Disponible en: https://
www.tribunalconstitucional.es/es/tribunal/historia/Paginas/Tribunal—Constitucional—de—Espania.
aspx [Acceso 22 Mayo 2017].
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te un derecho constitucional a su establecimiento”, lo contrario “al matrimonio 
entre hombre y mujer que es un derecho constitucional (art. 32.1) que genera ope 
legis una pluralidad de derechos y deberes” (STC 92/2014).
El derecho al honor estará “en íntima conexión originaria con la dignidad 
de la persona que proclama el art. 10.1 CE”, en consecuencia, tiene un marca-
do carácter personalista, al ser uno de los derechos de la personalidad (cf. STC 
79/2014), siendo así el honor “un valor referible a personas individualmente con-
sideradas”. Sin embargo, también está conectado con el derecho a la propia esti-
mación o al buen nombre o reputación, derecho que no es patrimonio exclusivo 
personas físicas. En consecuencia, siguiendo la “propia sistemática constitucio-
nal, el signifi cado del derecho al honor ni puede ni debe excluir de su ámbito de 
protección a las personas jurídicas” ya que las mismas pueden ver “lesionado su 
derecho al honor a través de la divulgación de hechos concernientes a su entidad, 
cuando la difame o la haga desmerecer en la consideración ajena” (STC 79/2014). 
Por lo tanto, las personas jurídicas, para la consecución de los fi nes para los que 
ha sido creada “puede establecerse un ámbito de protección de su propia identi-
dad (…) en dos sentidos distintos: tanto para proteger su identidad cuando desa-
rrolla sus fi nes como para proteger las condiciones de ejercicio de su identidad, 
bajo las que recaería el derecho al honor” (STC 79/2014). 
Las personas discapacitadas tendrán derecho a la educación. Derecho que 
se deberá llevar a cabo mediante la escolarización inclusiva, dejando la educa-
ción especial para aquellos casos en que “los ajustes que deba realizar para dicha 
inclusión sean desproporcionados o no razonables” (cf. STC 10/2014). Casos en 
los que la Administración tendrá que dar razones motivadas de su decisión (cf. 
STC 10/2014). Además, cuando dichas personas tengan una discapacidad men-
tal y formen parte de un proceso penal será obligación de los órganos judicia-
les, en cumplimiento del mandato de igualdad efectiva del art. 9.2 y del CEDH, 
realizar diligencias complementarias, más allá de las estrictamente legales para 
despejar cualquier duda en relación con dicha participación (cf. STC 77/2014). En 
consecuencia, en aquellas actuaciones de los órganos judiciales en que sería sufi -
ciente cumplir con los requisitos de legalidad; por ejemplo, “la mera notifi cación 
personal al recurrente de la citación a juicio y de la advertencia de que podría 
celebrarse en su ausencia”, no serán sufi cientes en el caso de que la persona tenga 
discapacidad, al no permitir despejar “las dudas surgidas en la instrucción acerca 
de la discapacidad del recurrente y, por tanto, acerca de si la incomparecencia era 
resultado de una decisión plenamente voluntaria e informada” (cf. STC 77/2014).
2.2.34.2. Sus derivados
2.2.34.2.1. Personal 
El término personal se emplea en tres ocasiones, todas ellas en singular, 
como adjetivo califi cativo de los sustantivos a los que acompaña. En dos oca-
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siones acompaña al término notifi cación. Notifi cación personal que no será sufi -
ciente en los casos de personas discapacitadas, para determinar que las mismas 
tienen conocimiento de la citación, sino que, como ya se ha indicado, los órganos 
judiciales deberán desarrollar “las diligencias complementarias necesarias para 
despejar cualquier duda al respecto” (STC 77/2014). 
 Existirán circunstancias personales en función de las cuales las cuales la 
persona no podrá ser tratada de forma diferente según lo establecido en el art. 
14 de la CE. Dentro de estas circunstancias personales, no indicadas expresa-
mente dicho artículo, el TC incluye la orientación sexual, al ser la orientación 
homosexual, como el resto de los supuestos mencionados en el art. 14 CE, una 
diferencia históricamente muy arraigada con las consecuencias ya indicadas pre-
viamente para estas personas (cf. STC 92/2014).
2.2.34.2.2. Personalidad 
El término personalidad se emplea en una ocasión, como uno de los requi-
sitos que según la OIT debe cumplir todo trabajo digno, ya que por lo mismo hay 
que entender: 
 “un trabajo productivo realizado en condiciones de libertad, equidad y seguri-
dad, que permita al trabajador el desarrollo de su personalidad y el respeto a su 
dignidad (art. 10.1 CE) en un marco jurídico en el que los derechos de los traba-
jadores sean reconocidos y activamente defendidos y los propios trabajadores 
cuenten con una adecuada protección social” (STC 119/2014). 
Tipo de trabajo que deberán fomentar los poderes públicos en virtud del 
mandato contenido en el art. 35.1 de la CE (cf. STC 119/2014).
2.2.34.3. Términos de signifi cación próxima 
2.2.34.3.1. Individuo  
El término individuo se emplea en una ocasión, al recoger el TC lo estable-
cido en el art. 9.2 de la CE, por el cual los poderes públicos tendrán el deber de 
“promover las condiciones para que la igualdad de los individuos sea efectiva, 
removiendo los obstáculos que impidan o difi culten su plenitud”. En este artícu-
lo se ampara, según ya se ha indicado, “el especial deber de protección y apoyo 
de que gozan las personas con discapacidad” (cf. STC 77/2014).
2.2.34.3.2. Hombre, varón y mujer 
El término varón no se emplea a lo largo de los textos seleccionados de la 
jurisprudencia relevante de este año. 
El término hombre se emplea en tres ocasiones. En una ocasión se emplea 
en referencia a cualquier ser humano, al recoger la jurisprudencia del TEDH, 
ya indicada previamente, por la cual “los límites de la crítica admisible son más 
amplios respecto de un hombre político, a diferencia de un simple particular”, 
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ya que los mismos “se exponen inevitable y conscientemente a un control atento 
de sus hechos y gestos tanto por los periodistas como por la masa de los ciuda-
danos” (STC 79/2014). En las restantes ocasiones se emplea en referencia al ser 
humano de sexo masculino, lo que equivaldría a decir varón, en ambos casos 
junto al término mujer, para indicar que el matrimonio entre hombre y mujer es 
un derecho constitucional regulado en el art. 32.1 de la CE, el cual “genera ope 
legis una pluralidad de derechos y deberes”, por lo que, los poderes públicos pue-
den otorgar un trato de privilegio, como puede ser la pensión de viudedad “a la 
unión familiar constituida por hombre y mujer frente a una unión homosexual”, 
la cual “no es una institución jurídicamente regulada, ni existe un derecho cons-
titucional a su establecimiento” (STC 92/2014)95.
2.2.34.3.3. Todos y nadie 
El término nadie no se emplea en los textos seleccionados de la jurispruden-
cia relevante. Por su parte, el término todos se emplea en tres ocasiones, todas 
ellas como adverbio con el sentido de la colectividad entera, por lo que, según lo 
indicado, no lo incluimos en nuestro análisis. 
2.2.34.3.4. Ciudadano 
El término ciudadano se emplea en dos ocasiones ambas en plural. Se indi-
ca que los ciudadanos, en su totalidad, pueden someter a un control atento tanto 
de sus hechos como de sus actos a los políticos, por lo que, la intimidad de estos 
será menor que si se tratará de una persona particular, ya que en estos casos “los 
imperativos de protección de su reputación deben ser puestos en una balanza 
con los intereses del libre debate de las cuestiones políticas, haciendo una inter-
pretación más restrictiva de las excepciones a la libertad de expresión” (cf. STC 
79/2014).
2.2.34.4. Términos derivados de palabras de signifi cación próxima
No encontramos empleados en los textos seleccionados de la jurisprudencia 
relevante de 2014 el término ciudadana. Procedemos a analizar los restantes tér-
minos derivados de palabras de signifi cación próxima. 
2.2.34.4.1. Individual e individualmente 
El término individual se emplea en una ocasión, en plural, clasifi cando al 
término derechos. Derechos individuales que deberán ser tenidos en cuenta jun-
to los derechos colectivos que conforman el derecho laboral a la hora de inter-
pretar el art. 35.1 de la CE, ya que para fi jar su contenido de signifi cado el TC ha 
95 Parece que el TC ignorara su propia jurisprudencia del año 2012 para dictar esta STC, además, de cambiar 
el criterio del reconocimiento de la pensión de viudedad a aquellas personas que no pudieron contraer 
matrimonio por impedimento legal. 
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de atender a “una interpretación sistemática del conjunto de derechos laborales, 
individuales y colectivos, reconocidos a lo largo del articulado de nuestra Carta 
Magna” en su conjunto, y a lo establecido al respecto por acuerdos, tratados y 
organismos internacionales como la OIT (cf. STC 119/2014).
Por su parte el término individualmente se emplea acompañando al sustan-
tivo personas en dos ocasiones, para indicar que el derecho al honor es un valor 
“referible a personas individualmente consideradas”, es decir, de la persona en 
cuanto individuo y no como colectivo, a pesar de lo cual, podrá reconocerse el 
ejercicio del mismo a las personas jurídicas, tal y como se ha indicado previamen-
te (cf. STC 79/2014).
2.2.34.4.2. Humano 
El término humano se emplea en cuatro ocasiones, todas ellas en plural 
acompañando al sustantivo derechos, al hacer referencia el TC como base para 
sus fundamentos de derecho al CEDH (STC 79/2014) y a la jurisprudencia del 
TEDH en que el mismo se interpreta y aplica (STC 79/2014).
2.2.34.5. Términos que expresan un predicado del ser personal 
No encontramos en los textos relevantes del año 2014 empleados los térmi-
nos: vida, integridad, física, natural, inherente, inviolable, familia y tutela. Proce-
demos al análisis de los restantes términos siguiendo el orden establecido en los 
años anteriores. 
2.2.34.5.1. Jurídica 
El término jurídica se emplea en trece ocasiones, diez en singular y tres en 
plural. En cuatro ocasiones acompaña al término personas (STC 79/2014). Remi-
timos al análisis realizado previamente para determinar el contenido de signifi -
cado en estos casos. En el resto de las ocasiones, como ocurre en años anteriores, 
vemos como se emplea califi cando a diversos sustantivos determinando su con-
tenido de signifi cado en referencia a realidades que o bien han sido creadas por el 
Derecho —bienes jurídicos (STC 10/2014), ordenamiento jurídico (STC 42/2014), 
marco jurídico (STC 119/2014)…—, o bien desarrollan y tienen sus consecuencias 
en el ámbito del Derecho —tratamiento jurídico (STC 92/2014)…—. Sin aportar 
nada más relevante para la determinación del contenido de signifi cado del térmi-
no, que lo que nos manifi esta su propio uso.
Sí que resulta interesante atender al término sujeto jurídico. Sujeto jurídico 
y soberano “que se constituye en el mundo jurídico en virtud del reconocimiento 
constitucional” (STC 42/2014), con independencia de que la realidad socio-his-
tórica, a la que se refi era el mismo sea anterior a la Constitución de 1978 (cf. STC 
42/2014). Sujeto jurídico y soberano que en España, por el actual ordenamiento 
constitucional solo es el pueblo español, “y lo es de manera exclusiva e indivisi-
ble, a ningún otro sujeto u órgano del Estado o a ninguna fracción de ese pueblo 
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puede un poder público atribuirle la cualidad de soberano” (STC 42/2014), ya 
que la soberanía nacional reside únicamente en el conjunto del pueblo español 
en virtud de lo establecido en la CE, que parte “de la unidad de la Nación espa-
ñola que se constituye en Estado social y democrático de Derecho, cuyos poderes 
emanan del pueblo español en el que reside la soberanía nacional. Esta unidad se 
traduce en una organización —el Estado— para todo el territorio nacional” (STC 
42/2014).
2.2.34.5.2. Dignidad 
El término dignidad se emplea en tres ocasiones, todas ellas en singular. Se 
indica que la dignidad de la persona que proclama el art. 10.1 CE se encuentra en 
íntima conexión originaria con el derecho al honor (cf. STC 79/2014). Dignidad 
que debe ser respetada por todo trabajo que quiera ser considerado como digno o 
decente (cf. STC 119/2014), y que puede ser atacada por la acción de los poderes 
públicos como por la práctica social históricamente arraigada de discriminación 
a determinados colectivos; por ejemplo, las personas homosexuales, pasando por 
ello, a ser considerada por el TC como una de las causas personales —la orienta-
ción sexual— que no puede ser criterio válido de trato desigual, por ser contra-
rias a la igualdad del art. 14 de la CE (cf. STC 92/2014).
2.2.34.5.3. Libertad 
El término libertad se emplea en seis ocasiones, todas ellas en singular, en 
referencia, por un lado, a diversas facultades que se reconocen a distintos suje-
tos: libertad de expresión (STC 79/2014) o libertad de contraer matrimonio (STC 
92/2014); por otro lado, a un valor del ordenamiento que debe poder predicarse 
de diversas actividades, por ejemplo, del trabajo “decente” (cf. STC 119/2014).
2.2.34.5.4. Seguridad 
El término seguridad se emplea en una ocasión como condición que tiene 
que tener un trabajo, junto con libertad, equidad, la capacidad de permitir al tra-
bajador el desarrollo de su personalidad y el respeto a su dignidad, para que sea 
considerado, según la OIT, digno o decente (cf. STC 119/2014).
2.2.34.5.5. Igualdad 
El término igualdad se emplea en dos ocasiones, todas ellas en singular. Los 
poderes públicos tienen el deber de promover las condiciones para que la igual-
dad de los individuos sea efectiva, art. 9.2 de la CE (cf. STC 77/2014). Dicho deber 
afecta a diversos ámbitos; por ejemplo, respecto al Derecho del Trabajo, enten-
dido como “una pieza esencial en el proceso de construcción del Estado social”, 
este mandato se refl eja en la obligación a “los poderes públicos y, en especial, 
al legislador a la aprobación de normas y a la promoción de acciones políticas 
enderezadas a facilitar la creación de trabajo decente” (STC 119/2014). También 
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afectará a los órganos judiciales cuando los mismos traten con una persona dis-
capacitada, ya que los actos que lleven a cabo deberán garantizar la igualdad de 
las mismas en su acceso a los procedimientos en que son parte (cf. STC 77/2014).
2.2.34.5.6. Derecho 
El término derecho se emplea en treinta y cuatro ocasiones, veinticuatro en 
singular y diez en plural. Podemos clasifi car el término en seis grupos, atendien-
do al contenido de signifi cado con el que se emplea el mismo.
Primero, junto al adjetivo fundamentales. Se hace referencia a los mismos 
tanto de forma genérica: derechos fundamentales (STC 10/2014), como de forma 
expresa a alguno en concreto: derecho al buen nombre (STC 79/2014), derecho al 
honor (STC 79/2014), derecho a contraer matrimonio (STC 92/2014)…
Segundo en referencia a derechos constitucionales, aquellos recogidos por 
la Constitución, fuera de la Sección 1ª del Capítulo II, del Título 1º, como el dere-
cho al trabajo (STC 119/2014).
Tercero, en referencia a facultades que reconoce la ley a diversos sujetos, 
como los derechos laborales (STC 119/2014).
Cuarto, acompañado del adjetivo humanos al hacer referencia el TC como 
base para sus fundamentos de derecho al CEDH (STC 79/2014) y a la jurispru-
dencia del TEDH en que el mismo se interpreta y aplica (STC 79/2014).
Quinto, en referencia a la forma de Estado en que se constituye España 
después de 1978: Estado Social y democrático de Derecho (STC 42/2014). Na-
ción “cuyos poderes emanan del pueblo español”—sujeto que se constituye en 
el mundo jurídico en virtud del reconocimiento constitucional— en el que reside 
la soberanía nacional (cf. STC 42/2014). Pueblo español que se confi gura como la 
“unidad ideal de imputación del poder constituyente y, como tal, fundamento de 
la Constitución y del Ordenamiento jurídico y origen de cualquier poder políti-
co”, por lo que, la nación española es el único sujeto jurídico y soberano que pue-
de existir en territorio español (STC 42/2014). Unidad e indivisibilidad territorial 
que se ve reforzada por el hecho de que la CE “no es el resultado de un pacto 
entre instancias territoriales históricas que conserven unos derechos anteriores a 
la Constitución y superiores a ella, sino una norma del poder constituyente que 
se impone con fuerza vinculante general en su ámbito, sin que queden fuera de 
ella situaciones históricas anteriores” (STC 42/2014).
Por último, el término se emplea en referencia a todo el sistema jurídico: De-
recho (STC 77/2014), o a parte del mismo: Derecho internacional (STC 42/2014), 
Derecho del Trabajo (STC 119/2014) o derecho internacional privado96 (STC 
194/2014).
96 Lo transcribimos en minúscula ya que así es como se recoge en la STC. 
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2.2.34.5.7. Deber 
El término deber se emplea en tres ocasiones, dos en singular y una en plu-
ral. Las personas con discapacidad gozan de un “deber de protección y apoyo”, 
que se expresa de diversas formas, una de las cuales es el deber de los órganos 
judiciales “de realizar diligencias complementarias de las estrictamente legales 
para despejar cualquier duda en relación con la participación de personas con 
discapacidad mental en el proceso penal” (STC 77/2014). Por su parte, el matri-
monio entre hombre y mujer es un derecho constitucional que genera ope legis 
una pluralidad de derechos y deberes (STC 92/2014), no así las uniones de perso-
nas del mismo sexo biológico que “no es una institución jurídicamente regulada, 
ni existe un derecho constitucional a su establecimiento” (STC 92/2014).
2.2.34.5.8. Honor 
El término honor se emplea en once ocasiones, todas ellas en singular. Se 
dice que el mismo es un valor referible a las personas físicas —personas indivi-
dualmente consideradas— estrechamente ligado a la dignidad de las mismas, 
por lo que, se conforma como un derecho de la persona o de la personalidad (cf. 
STC 79/2014). Sin embargo, en cuanto también engloba el derecho a la propia 
estimación o al buen nombre o reputación se puede incluir en el ámbito de pro-
tección del mismo a las personas jurídicas —entre las que se incluyen los partidos 
políticos— (cf. STC 179/2014). Las cuales pueden ver lesionado su derecho “a 
través de la divulgación de hechos concernientes a su entidad, cuando la difame 
o la haga desmerecer en la consideración ajena” (STC 179/2014). Aunque en el 
caso de los partidos políticos el límite que fi ja este derecho a la crítica será menor, 
“en razón del papel fundamental que les asigna la Constitución como instrumen-
to esencial para la participación política y, consecuentemente, para la formación 
y existencia de una opinión pública libre” (STC 179/2014).
2.2.34.5.9. Matrimonio 
El término matrimonio se emplea en quince ocasiones, catorce en singular y 
una en plural. El TC indica que no todas las circunstancias en que los miembros 
de una pareja se hayan visto impedidos a contraer matrimonio, deberán ser trata-
das por igual, y engendrar en cualquier caso una obligación, a cargo de los pode-
res públicos, como, por ejemplo, el reconocimiento de una pensión de viudedad 
(cf. STC 92/2014). Solo lo será cuando la causa impeditiva del matrimonio pugne 
con los principios y reglas constitucionales (cf. STC 92/2014). Circunstancia que 
no se da en la unión entre personas del mismo sexo biológico, ya que la misma 
“no es una institución jurídicamente regulada, ni existe un derecho constitucio-
nal a su establecimiento”, lo contrario “al matrimonio entre hombre y mujer que 
es un derecho constitucional (art. 32.1) que genera ope legis una pluralidad de 
derechos y deberes” (STC 92/2014), lo que implica “que los poderes públicos 
pueden otorgar un trato de privilegio, como la pensión de viudedad, a la unión 
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familiar constituida por hombre y mujer frente a una unión homosexual” (STC 
92/2014)97.
Aunque el matrimonio puede contraerse tanto por la forma civil como por 
la forma religiosa, “no todo matrimonio contraído bajo el rito islámico, es decir, 
cumpliendo los requisitos de la ley Islámica, tiene validez en España”. Solo lo 
tendrá efectos civiles el matrimonio islámico que se celebre en una comunidad 
islámica perteneciente a la Comisión Islámica de España, cumpliendo las exigen-
cias que fueron acordadas por el Estado español y la Comunidad islámica, regu-
ladas en la Ley 26/1992, de 10 de diciembre (cf. STC 194/2014). Ley que regula 
dos vías para dicho reconocimiento: por un lado, una forma general, basada en 
la instrucción previa de un expediente, “para que el instructor del mismo se cer-
ciore de que ambos solicitantes pueden contraerlo, y expida así el certifi cado de 
capacidad matrimonial cuando reúnan los requisitos señalados en el Código ci-
vil” (STC 194/2014); por otro, una regla especial, reconocida solo al rito islámico, 
por el cual se permite excepcionalmente a los contrayentes celebrar la ceremonia 
religiosa sin la previa instrucción del expediente y posteriormente inscribirlo en 
el registro donde se comprobará que se cumplen “los requisitos de capacidad y 
validez exigidos por el Código civil —[que son distintos a los requisitos establecidos 
por el rito islámico]—, así como por las normas de derecho internacional privado 
cuando los contrayentes sean extranjeros” (STC 194/2014).
2.2.34.5.10. Educación 
El término educación se emplea en cuatro ocasiones, todas ellas en singular 
en la STC 10/2014. En dicha sentencia se establece que por principio general la 
educación debe ser inclusiva, promoviendo la escolarización de los menores con 
97 En una primera aproximación parece que el TC, ignora su propia jurisprudencia tanto respecto al matri-
monio, como respecto al reconocimiento de la pensión de viudedad a personas que no pudieron casarse 
por un impedimento legal. Esta Sentencia se recurre ante el TEDH, que al respecto dirá en la STEDH de 
14 de junio de 2016, caso Tomás Aldeguer c. España, que:  “Estado se le permite normalmente un amplio 
margen de discrecionalidad con arreglo al Convenio cuando se trata de medidas económicas o sociales, 
que están estrechamente vinculadas con los recursos fi nancieros del Estado” (Fundamento jurídico 82). 
Y que las situaciones no eran análogas teniendo en cuenta la naturaleza del impedimento para contraer 
matrimonio: “En el caso del demandante, no tenía posibilidad de casarse con su pareja debido al hecho 
de que la legislación en vigor en el momento pertinente (a lo largo de la vida de su pareja) imposibilitó 
el matrimonio homosexual. Las parejas homosexuales en consecuencia, no podían casarse conforme a la 
legislación, que no se consideraba anticonstitucional por parte de los tribunales internos (ver párrafos 24 
y 37—45 anteriores). Por lo que respecta a las parejas heterosexuales que no podían casarse antes de la 
legalización del divorcio en 1981, el impedimento se basaba en el hecho de que uno o ambos miembros es-
taban casados todavía en el momento pertinente con una tercera persona de la que no podían divorciarse. 
La imposibilidad para casarse de una pareja en dicha situación antes de 1981 no se debía al género o a la 
orientación sexual de sus miembros, si no al hecho de que ambos miembros estaban legalmente casados 
con una tercera persona y a que el divorcio era ilegal a la muerte de uno de ellos. Lo que estaba en juego 
era la imposibilidad de volver a casarse que afectaba a uno o a ambos miembros, no una imposibilidad 
para casarse: la situación concreta legal y jurídica resuelta por la legislación de 1981 no podía realmente 
compararse con la posición de una pareja homosexual que no podía casarse en términos absolutos, inde-
pendientemente del estado civil de uno o ambos de sus miembros” (Fundamento jurídico 85).
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discapacidad en un centro de educación ordinaria (cf. STC 10/2014). Solamente 
cuando dicha escolarización requiera ajustes que sean “desproporcionados o no 
razonables, podrá disponer la escolarización de estos alumnos en centros de edu-
cación especial” (STC 10/2014) debiendo la Administración justifi car de forma 
razonada esta decisión (cf. STC 10/2014).
2.2.34.6. Fuentes doctrinales y jurisprudenciales especifi cadas en las sen-
tencias
El TC a la hora de fundamentar su doctrina hace referencia al Tribunal Su-
premo del Canadá en su pronunciamiento de 20 de agosto de 1998 (STC 42/2014), 
a la OIT (STC 119/2014), al CEDH (STC 79/2014) y a la jurisprudencia del TEDH: 
STEDH de 30 de enero de 2001, caso Vaudelle c. Francia (STC 77/2014); STEDH 
caso Lindon, Otchakovsky-Laurens; STEDH casos Castells c. España, de 23 de 
abril de 1992, § 42; STEDH Fuentes Bobo c. España, de 29 de febrero de 2000, 
§ 4; STEDH de 26 de abril de 1979, caso Sunday Times; 8 de julio de 1986, caso 
Lingens c. Austria; 28 de agosto de 1992, caso Schwabe y 26 de abril de 1995, caso 
Prager y Oberschlick; STEDH de 15 de marzo de 2011 caso Otegi Mondragón c. 
España, § 50 y STEDH July c. Francia, de 22 octubre 2007, §§ 42, 44, 47 y 60 (STC 
79/2014). A nivel nacional hará referencia a su propia doctrina asentada en años 
anteriores: STC 42/2014, STC 79/2014…
2.2.34.7. Conclusiones
Relativo a la interpretación de los términos el Tribunal en este año 2014 in-
dica que para interpretar uno de sus artículos, en concreto el art. 35.1 de la CE, y 
fi jar su contenido de signifi cado, se debe realizar “una interpretación sistemática 
del conjunto de derechos laborales, individuales y colectivos, reconocidos a lo 
largo del articulado de nuestra Carta Magna” y atender a lo establecido al res-
pecto por acuerdos, tratados y organismos internacionales como la OIT (cf. STC 
119/2014).
En cuanto a quién es persona y la relación de la misma con el resto de tér-
minos de signifi cación próxima, la jurisprudencia del año 2014 nos recuerda lo ya 
establecido en años anteriores: que la persona física hace referencia al individuo, 
al ser humano individual, al afi rmarse que el honor es un valor referible a per-
sonas individualmente consideradas. Así mismo, se reitera que no toda persona 
será ciudadano. 
La pregunta por la naturaleza de la persona, qué es la persona, tampoco se 
responde en este año de forma expresa. Sí que se establecen, como en años ante-
riores, atributos o características de la misma. Recogemos de forma esquemática 
lo indicado previamente en el análisis de los términos.
Las personas, además, de sexo biológico —primera vez que se añade el ad-
jetivo al término sexo, dando a entender que puede haber un sexo que no se co-
rresponda con el biológico—, tienen una orientación sexual, por la cual pueden 
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ser heterosexuales u homosexuales. La dignidad de las personas homosexuales 
históricamente no ha sido respetada por prejuicios arraigados normativa y so-
cialmente contra esta minoría. Por lo que, los poderes públicos deberán actuar 
para eliminar la discriminación. Sin embargo, se dice que las parejas de hecho in-
tegradas por dos personas del mismo sexo no tendrán el mismo trato que los ma-
trimonios heterosexuales en referencia a la pensión de viudedad, ya que no todas 
las circunstancias en que los miembros de una pareja se hayan visto impedidos 
a contraer matrimonio, deberán ser tratadas por igual, y engendrar en cualquier 
caso una obligación, a cargo de los poderes públicos, como, por ejemplo, el reco-
nocimiento de una pensión de viudedad. Solo lo será cuando la causa impeditiva 
del matrimonio pugne con los principios y reglas constitucionales, requisito que 
no se da en la unión entre personas del mismo sexo biológico, ya que la misma no 
es una institución jurídicamente regulada, ni existe un derecho constitucional a 
su establecimiento, lo contrario al matrimonio entre hombre y mujer que si es un 
derecho constitucionalmente reconocido. En consecuencia, podemos establecer 
que el derecho es creado por el legislador, no reconocido, ya que no era contem-
plado para las personas del mismo sexo, hasta que de hecho el legislador así lo 
establece, siendo ese momento en que la CE como árbol vivo pasa a englobar y a 
proclamar el mismo. 
Las personas podrán sufrir discapacidad de diverso tipo y en diverso grado. 
Dicha discapacidad no debe ser impedimento para el ejercicio de sus derechos 
fundamentales. Ejercicio que deberá ser garantizado por los poderes públicos. 
Sobre las cualidades que pone en relación el propio texto del 78, vemos 
cómo, al igual que en años anteriores, en su mayoría no se defi nen, no se estable-
ce claramente su contenido de signifi cado. Sin embargo, en algunos casos sí que 
se establecen notas características de los mismos. No queriendo reproducir lo ya 
dicho anteriormente, recogemos aquellos términos de los que se establecen notas 
relevantes para nuestro objeto de estudio, en concreto atendemos a los términos: 
sujeto jurídico y matrimonio.
Los sujetos jurídicos se constituyen en el mundo jurídico en virtud del reco-
nocimiento constitucional, con independencia de que la realidad socio-histórica 
a la que se refi era el mismo sea anterior a la Constitución de 1978. Entre dichos 
sujetos jurídicos se encuentran entidades territoriales como España e incluso Ca-
taluña. En España el sujeto jurídico y soberano, a partir de su confi guración como 
Estado Social y democrático de Derecho en la CE de 1978 será el pueblo español 
entendido como la “unidad ideal de imputación del poder constituyente y, como 
tal, fundamento de la Constitución y del Ordenamiento jurídico y origen de cual-
quier poder político”.
En cuanto al matrimonio indicar que solo tendrán efectos civiles aquellos 
que se lleven a cabo según lo establecido por la legalidad y los acuerdos entre el 
Estado y las diferentes confesiones religiosas. 
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Finalmente, en cuanto a la tercera pregunta: la razón por la que persona se 
expresa como titular de derechos y de qué derechos es titular la persona por el 
mero hecho de ser persona, en el año 2014 se indica que tanto las personas físicas 
como las jurídicas serán titulares del derecho al honor. Además, las personas 
discapacitadas deberán ejercer sus derechos fundamentales en plena igualdad. 
Igualdad que debe ser garantizada por los poderes públicos; por ejemplo, facili-
tando la inclusión de los mismos en colegios ordinarios y reservando la educa-
ción especial para aquellos casos que sea estrictamente necesario.
2.2.35. 2015
En abril del año 2015 fallece don Luis Ignacio Ortega Álvarez, quién no será 
sustituido hasta la siguiente renovación del TC98. La jurisprudencia de interés 
para nuestro estudio la componen once sentencias de un total de ciento veintiséis.
2.2.35.1. Persona: su expresión singular y plural
El término persona se emplea en veintisiete ocasiones, once en singular y 
dieciséis en plural, a lo largo de siete sentencias de la jurisprudencia selecciona-
da. Seis son los ponentes de dichas sentencias: don Pedro González-Trevijano 
Sánchez —STC 18/2015 y STC 31/2015—, don Santiago Martínez-Vares Gar-
cía —STC 46/2015—, don Juan José González Rivas —STC 54/2015—, doña 
Encarnación Roca Trías —STC 137/2015—, don Juan Antonio Xiol Ríos —STC 
177/2015— y doña Adela Asua Batarrita —STC 231/2015—.
El término se emplea en referencia al ser humano, al individuo, no determi-
nado en el momento presente, sin aportar mayor contenido de signifi cado que su 
propio uso: “al tiempo que otras personas aprueban la acción con gritos y aplau-
sos” (STC 177/2015).
En el resto de ocasiones lo encontramos empleado, por un lado, como pro-
posición subordinada adjetiva, lo que equivaldría a decir personal; por otro, con 
la función sintáctica de sujeto o de complemento directo, al ser quien realiza la 
acción, o sobre quien recae la acción realizada. Los diferentes usos sintácticos 
se encuentran empleados dentro de las mismas sentencias, por lo que, ante la 
inoperatividad de separarlos, procedemos a realizar la exégesis del término sin 
agruparlo por la función sintáctica con la que se emplea.
La libertad de expresión que se reconoce a la persona será mayor, según lo 
establecido por el TEDH, cuando dicha persona sea “elegida por el pueblo”, ya 
98 Tribunalconstitucional.es.(2017). Historia del Tribunal Constitucional. [online] Disponible en: https://
www.tribunalconstitucional.es/es/tribunal/historia/Paginas/Tribunal—Constitucional—de—Espania.
aspx [Acceso 8 Junio 2017].
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que la misma “representa a sus electores, señala sus preocupaciones y defi ende 
sus intereses, estándole permitido recurrir a una cierta dosis de exageración, o 
incluso de provocación, es decir, de ser un tanto inmoderado en sus observacio-
nes” (STC 177/2015). Libertad de expresión que integrará tanto las expresiones 
verbales como escritas, así como otras formas no verbales por las que la persona 
puede comunicar o expresar sus ideas y opiniones como “el lenguaje simbóli-
co (symbolic speech), o (…) otras conductas expresivas (expressive conduct)” (STC 
177/2015). Libertad de expresión que encontrará sus límites en la dignidad tanto 
de la persona como de las altas instituciones del Estado —Corona, la persona del 
monarca, el TC…—, en la reputación y derechos de terceros, y en el propio con-
tenido del mensaje, cuando “lo expresado, aún de forma simbólica, solamente 
trasluce ultraje o vejación” o sea constitutivo de «discurso del odio», al buscar la 
exclusión social por condiciones étnicas, religiosas, culturales o sexuales de las 
personas (cf. STC 177/2015). Este límite surge de la consideración de que no es 
“jurídicamente indiferente manifestar la protesta o el sentimiento crítico utili-
zando medios o instrumentos inocuos para la seguridad y dignidad de las per-
sonas, que hacerlo incitando a la violencia o al menosprecio de las personas que 
integran la institución simbolizada o sirviéndose del lenguaje del odio” (STC 
177/2015).
En consecuencia, quemar en público la fotografía o la imagen de una perso-
na, dando a entender con estos actos que la misma debe ser ajusticiada, “compor-
ta una incitación a la violencia contra la persona y la institución que representa, 
fomenta sentimientos de agresividad contra la misma y expresa una amenaza”, 
ya que la incitación al odio “no requiere necesariamente el llamamiento a tal o 
cual acto de violencia ni a otro acto delictivo”. Dicha actuación no estará dentro 
del derecho a la libertad de expresión (STC 177/2015).
El derecho a la propia imagen de la persona no se verá limitado a favor de 
los derechos reconocidos en el art. 20 de la CE cuando el contenido de lo mani-
festado carezca de un interés público, ni por el hecho de que la misma tenga una 
notoriedad social, ni porque haya consentido, en otras ocasiones, la reproducción 
de su aspecto físico, tampoco porque no haya reaccionado frente a una repro-
ducción no consentida ni porque las imágenes hayan sido tomadas en lugares de 
acceso público99 (cf. STC 18/2015). Ya que no corresponde a la persona titular del 
derecho crear “obstáculos o barreras defensivas frente a posibles injerencias de 
terceros, sino que son los terceros quienes vienen constitucionalmente obligados 
a respetar el derecho fundamental” (STC 18/2015). 
99 Se produce por lo tanto, un cambio de doctrina ya que en la STC 12/2012, el TC establece que las expec-
tativas de intimidad no pueden “existir cuando de forma intencional, o al menos de forma consciente, se 
participa en actividades que por las circunstancias que las rodean, claramente pueden ser objeto de regis-
tro o de información pública” (STC 12/2012).
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La persona tendrá derecho a no autoincriminarse —derecho estrechamente 
relacionados con los derechos de defensa y a la presunción de inocencia—, por 
lo que, las autoridades deberán “probar su caso sin recurrir a pruebas obtenidas 
mediante métodos coercitivos o de presión en contra de la voluntad de la persona 
acusada” (STC 54/2015). Por su parte, tanto la persona física como jurídica ten-
drán derecho a la protección del domicilio, derecho contra el que no cabe oponer 
una autorización administrativa, ya que la misma “en modo alguno habilita la 
entrada en los espacios físicos que constituyen el domicilio de la persona jurídica 
objeto de protección constitucional” (STC 54/2015). 
Las personas no podrán ser sometidas a torturas, tratos inhumanos o degra-
dantes, por lo que, en virtud del Protocolo facultativo de la Convención contra la 
tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, hecho en Nueva 
York el 18 de diciembre de 2002 y ratifi cado por España en 2006, a los lugares 
bajo la jurisdicción y control del Estado en que se encuentren personas privadas 
de su libertad podrán acceder órganos nacionales e internacionales de forma pe-
riódica con el fi n de prevenir dichos tratos (cf. STC 46/2015). Se entenderá que 
una persona está privada de libertad, cuando se encuentre bajo “cualquier forma 
de detención o encarcelamiento o de custodia (…) por orden de una autoridad 
judicial o administrativa o de otra autoridad pública, en una institución pública 
o privada de la cual no pueda salir libremente” (STC 46/2015).
La persona —titular del derecho del art. 23 de la CE— podrá formar parte 
de diversos cuerpos electorales, en la medida en que sea parte de “la colectivi-
dad de cada uno de los distintos ordenamientos estatal, autonómico o local”, por 
lo que, puede establecerse que no existe un único cuerpo de electores (cf. STC 
31/2015), sino que el cuerpo electoral debe entenderse como “el órgano formado 
por el conjunto de personas a las que se les reconoce derecho de sufragio, no en 
atención a sus particulares intereses, sectoriales o de grupo, sino para manifestar 
la voluntad general” (STC 31/2015), estando integrado en cada elección por las 
personas legitimadas y llamadas a participar en la misma (cf. STC 31/2015). El 
referéndum será uno de los cauces de participación política directa de personas 
individuales, en cuanto titulares del derecho reconocido en el art. 23.1 de la CE, 
como un derecho de participación inorgánica “no sujeto en su ejercicio a la pre-
via integración del elector en cualesquiera formaciones sociales” (STC 137/2015). 
Mientras que las consultas no referendarias sí que podrán realizar preguntas a 
sociedades o agrupaciones de ciudadanos para recabar “la expresión de volun-
tades particulares o colectivas, pero no generales y no imputables, por tanto, al 
cuerpo electoral” (STC 137/2015).
Finalmente, se indica que cuando un fallo reconozca “derechos y obligacio-
nes de carácter civil de naturaleza fi rme e intangible frente a la intervención del 
legislador” estos deberán ser tenidos en cuenta por desarrollos legislativos pos-
teriores (cf. STC 231/2015), de no ser así se podría llegar a afectar al patrimonio 
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jurídico de personas determinadas lo que daría lugar a la consiguiente indemni-
zación (cf. STC 213/2015). 
2.2.35.2. Sus derivados
El término personalidad no se emplea en los textos seleccionados de la juris-
prudencia relevante. Procedemos a analizar el término personal. 
2.2.35.2.1. Personal 
El término personal se emplea en dos ocasiones, ambas en singular, califi -
cando al sustantivo ámbito. Ámbito personal y privado que se encuentra prote-
gido por el derecho a la propia imagen, por lo que, no pueden ser reproducidas 
imágenes de la persona, aunque la misma tenga cierta notoriedad social en pro-
gramas televisivos “cuya única fi nalidad consistía en divulgar escenas referidas 
al ámbito personal y privado” (STC 18/2015). 
2.2.35.3. Términos de signifi cación próxima
2.2.35.3.1. Individuo  
El término individuo no se emplea en los textos seleccionados de la juris-
prudencia relevante. 
2.2.35.3.2. Hombre, varón y mujer 
Los términos hombre y varón no aparecen en los textos seleccionados de 
la jurisprudencia de este año. Por su parte, el término mujer se emplea en dos 
ocasiones ambas en singular, al indicar el TC que, si se administra a una mu-
jer embarazada el medicamento con el principio activo levonorgestrel 0,750 mg, 
el mismo puede tener efectos abortivos. En conciencia, los farmacéuticos, en el 
ejercicio de su libertad ideológica, no tendrán por qué cumplir con el deber de 
dispensar el mismo en su establecimiento, ni de disponer de un número mismo 
en su inventario, siempre que el mismo pueda ser obtenido en establecimientos 
cercanos, permitiéndose así la consecución “del derecho de la mujer a acceder 
a los medicamentos anticonceptivos autorizados por el ordenamiento jurídico 
vigente fuera puesto en peligro”, mientras que se reconoce a los farmacéuticos 
como titulares del derecho la objeción de conciencia de un deber general del art. 
30 de la CE (cf. STC 145/2015).
2.2.35.3.3. Todos y nadie 
El término nadie no se emplea en los textos seleccionados de la jurispruden-
cia relevante, mientras que el término todos se emplea en cinco ocasiones, todas 
ellas con la función de adverbio con el sentido de la colectividad entera, por lo 
que, según lo indicado, no lo incluimos en nuestro análisis.
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2.2.35.3.4. Ciudadano 
El término ciudadano se emplea en siete ocasiones, una en singular y seis 
en plural.
Se indica que el ciudadano podrá realizar su participación política de dos 
formas distintas: en cuanto ciudadano (uti civis), cómo será el caso de su partici-
pación en un referéndum —entendido por el mismo la convocatoria del poder 
público “al conjunto de los ciudadanos de un ámbito territorial determinado para 
que ejerzan el derecho fundamental de participación en los asuntos públicos emi-
tiendo su opinión, vinculante o no, sobre una determinada cuestión, mediante 
votación y con las garantías propias de un proceso electoral” (STC 31/2015) “no 
sujeto en su ejercicio a la previa integración del elector en cualesquiera forma-
ciones sociales” (STC 173/2015)— y en las consultas populares no referendarias, 
en las que podrá participar “a título individual (uti singulus), o como miembro 
de un colectivo, sea social, económico, cultural o de otra índole (uti socius)” (STC 
31/2015 y STC 173/2015). Participación política que “como todos los derechos 
que la Constitución establece, no puede sino ejercerse en la forma jurídicamente 
prevista en cada caso”, ya que lo contrario “lejos de satisfacer las exigencias de la 
soberanía popular, supondría la imposibilidad misma de la existencia del orde-
namiento jurídico, a cuya obediencia todos —ciudadanos y poderes públicos— 
vienen constitucionalmente obligados” (STC 31/2015). 
La libertad de expresión será mayor cuando la formulación de críticas se diri-
ja hacia los representantes de una institución o titulares de un cargo público, ya que 
las mismas “no son más que refl ejo de la participación política de los ciudadanos y 
son inmunes a restricciones por parte del poder público” (STC 177/2015). Aunque 
no se entenderán amparadas, como ya se ha indicado, aquellos discursos o actos en 
que lo expresado “solamente trasluce ultraje o vejación” (STC 177/2015).
2.2.35.4. Términos derivados de palabras de signifi cación próxima
No encontramos empleado en los textos seleccionados de la jurisprudencia 
relevante de 2015 el término individualmente. Procedemos a analizar los restan-
tes términos derivados de palabras de signifi cación próxima. 
2.2.35.4.1. Individual 
El término individual se emplea en dos ocasiones, una en singular y una en 
plural. Para establecer que el ciudadano podrá participar en las consultas popu-
lares no refrendarías, a título individual (uti singulus), como persona individual, 
o “como miembro de un colectivo, sea social, económico, cultural o de otra índole 
(uti socius)” (cf. STC 31/2015 y STC 173/2015).
2.2.35.4.2. Humano 
El término humano se emplea en catorce ocasiones, todas en plural. Prime-
ro, para indicar que “la tolerancia y el respeto de la igual dignidad de todos los 
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seres humanos constituyen el fundamento de una sociedad democrática y plura-
lista” (STC 177/2015), por lo que, puede llegar a ser necesario “en las sociedades 
democráticas, sancionar e incluso prevenir todas las formas de expresión que 
propaguen, inciten, promuevan o justifi quen el odio basado en la intolerancia” 
(STC 177/2015). Segundo, en referencia a los tratos que puede sufrir una perso-
na: tratos inhumanos o degradantes, que junto a la tortura deberán ser preveni-
dos en todas sus formas, mediante los mecanismos propuestos por los diversos 
tratados y convenios internacionales al respecto como el Protocolo facultativo 
de la Convención contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes, hecho en Nueva York el 18 de diciembre de 2002 y ratifi cado por 
España en 2006 (cf. STC 46/2015). Por último, en el resto de ocasiones se utiliza 
acompañando al sustantivo derechos, al hacer referencia el TC al CEDH (STC 
54/2015, STC 177/2015) y a la jurisprudencia del TEDH que lo interpreta y aplica 
(STC 54/2015, STC 177/2015 y STC 231/2015).
2.2.35.4.3. Ciudadana 
El término ciudadana se emplea en una ocasión, en referencia a las institu-
ciones que pueden participar en consultas no refendarias —”aquellas que reca-
ban la expresión de voluntades particulares o colectivas, pero no generales y no 
imputables, por tanto, al cuerpo electoral”— mediante la respuesta a preguntas 
directas junto, o de forma separada, a los ciudadanos (STC 137/2015).
2.2.35.5. Términos que expresan un predicado del ser personal 
No encontramos en los textos relevantes del año 2015 empleados los térmi-
nos: integridad, natural, inviolable, igualdad, matrimonio, tutela y educación. 
Procedemos al análisis de los restantes términos siguiendo el orden establecido 
en los años anteriores. 
2.2.35.5.1. Vida 
El término vida se emplea en cuatro ocasiones, todas ellas en singular. Se 
indica que las convenciones éticas sobre el derecho a la vida se entenderán ampa-
radas bajo el derecho a la libertad de ideología del art. 16 de la CE, por lo que, los 
farmacéuticos podrán oponerse al deber general de disponer de un medicamento 
que contenga componentes abortivos, siempre que el mismo esté disponible en 
otros establecimientos cercanos, amparados por el derecho a la objeción de con-
ciencia (cf. STC 145/2015).
Aquellos discursos que busquen echar a quienes no comparten el ideario de 
los intolerantes de la vida política o incluso busquen su eliminación física, serán 
clasifi cados como discursos de odio o discursos fóbicos y no se entenderán am-
parados bajo la libertad de expresión (cf. STC 177/2015).
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2.2.35.5.2. Física 
El término física se emplea en dos ocasiones, ambas en plural. Se indica 
que no estará amparado por la libertad de expresión el discurso “que persigue 
fomentar el rechazo y la exclusión de la vida política, y aún la eliminación física, 
de quienes no compartan el ideario de los intolerantes” (STC 177/2015). Discurso 
fóbico que puede tener lugar de forma no verbal al quemar la imagen física de 
una persona, su fotografía, ya que lo mismo “expresa, de un modo difícilmente 
superable, que son merecedores de exclusión y odio” (STC 177/2015).
2.2.35.5.3. Jurídica 
El término jurídica se emplea en once ocasiones, diez en singular y una en 
plural. En una ocasión acompaña al término personas (STC 54/2015). Remitimos 
a la exégesis de este término realizada previamente para determinar el contenido 
de signifi cado en estos casos.
En el resto de las ocasiones, como ocurre en años anteriores, vemos como se 
emplea califi cando a diversos sustantivos determinando su contenido de signifi ca-
do en referencias a realidades que o bien han sido creadas por el Derecho —estruc-
tura jurídica (STC 62/2015), protección jurídica (STC 177/2015), situación jurídica 
individualizada (STC 231/2015), patrimonio jurídico (STC 231/2015)…— o bien 
que desarrollan y tienen sus consecuencias en el ámbito del Derecho —bien jurídi-
co (STC 177/2015)…—. Sin aportar nada más relevante para la determinación del 
contenido de signifi cado del término, que lo que nos manifi esta su propio uso.
2.2.35.5.4. Dignidad 
El término dignidad se emplea en cuatro ocasiones, todas ellas en singular. 
Todos los seres humanos tienen igual dignidad (cf. STC 177/2015), la tolerancia 
y el respeto a la misma son el fundamento de una sociedad democrática y plu-
ralista, por lo que, quedarán prohibidos los delitos de odio o fóbicos (cf. STC 
177/2015). Así mismo la libertad de expresión de los representantes políticos, 
encontrará su límite en dicha dignidad, junto con la reputación y los derechos de 
terceros (cf. STC 177/2015). Por último, se indica que, en el caso del Monarca, su 
honor y dignidad forman parte del bien jurídico protegido por el CP bajo el tipo 
penal de delitos de naturaleza pública contra la CE (cf. STC 177/2015).
2.2.35.5.5. Inherente 
El término inherente se emplea en una ocasión en referencia a aquello que es 
propio de algo, que se deriva de su propia naturaleza; por ejemplo, irregularidades 
que son propias del actuar irregular de los poderes públicos (cf. STC 231/2015).
2.2.35.5.6. Libertad
El término libertad se emplea en quince ocasiones, trece en singular y dos 
en plural. Primero como atributo de la persona, derecho de la misma, del que 
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puede verse privada (cf. STC 46/2015). Su existencia condicionará la clasifi cación 
de un acto como libre o coactivo, siendo libre cuando se realice de forma espon-
tánea por el sujeto con una libertad real y efectiva (cf. STC 62/2015). Segundo 
en referencia a derechos facultades reconocidas por diversos textos a distintos 
sujetos, se hace referencia a las mismas tanto de forma genérica: libertades fun-
damentales (STC 54/2015, STC 177/2015), como de forma concreta: libertad de 
expresión (STC 177/2015) o libertad ideológica (STC 165/2015).
2.2.35.5.7. Seguridad 
El término seguridad se emplea en una ocasión para indicar que jurídicamen-
te tendrá diversa clasifi cación aquellas manifestaciones u opiniones que se realicen 
de forma tal que no pongan en peligro ni la seguridad y dignidad de las personas, 
y aquellas que inciten “a la violencia o al menosprecio de las personas que integran 
la institución simbolizada o sirviéndose del lenguaje del odio” (cf. STC 177/2015).
2.2.35.5.8. Derecho 
El término derecho se emplea en cuarenta y siete ocasiones, veintisiete en 
singular y veinte en plural. Podemos clasifi car el término en cuatro grupos aten-
diendo al contenido de signifi cado con el que se emplea el mismo.
Primero, junto al adjetivo fundamentales. Derechos fundamentales que 
no debe proteger el titular de los mismos mediante la creación de “obstáculos 
o barreras defensivas frente a posibles injerencias de terceros, sino que son los 
terceros quienes vienen constitucionalmente obligados a respetar el derecho fun-
damental” (STC 18/2015). Se hace referencia a los mismos de forma genérica —
derechos fundamentales (STC 177/2015,…), a la vez que se reconocen algunos de 
estos derechos en concreto: derecho a la propia imagen (STC 18/2015), derecho 
a la participación política (STC 31/2015 y STC 137/2015), derecho a la presun-
ción de inocencia y a no autoincriminarse y a no declarar contra sí mismo (cf. 
STC 54/2015), derecho a la objeción de conciencia (STC 145/2015), derecho a la 
vida (STC 145/2015), derecho a la libertad ideológica (STC 145/2015), derecho a 
difundir libremente los pensamientos e ideas (STC 177/2015)… Derechos funda-
mentales que se recogen a nivel europeo en la Carta de los Derechos Fundamen-
tales de la Unión Europea (STC 66/2015).
Segundo, en referencia a facultades que se reconocen tanto en las senten-
cias judiciales fi rmes a diversos sujetos, y que en cuento patrimonio jurídico de la 
persona, deben ser respetados por los desarrollos normativos (cf. STC 231/2015), 
como por las diversas normas, como el derecho de la mujer a acceder a los medica-
mentos anticonceptivos autorizados por el ordenamiento jurídico (STC 145/2015). 
Tercero, acompañado del adjetivo humanos al hacer referencia el TC al 
CEDH (STC 54/2015, STC 177/2015) y a la jurisprudencia del TEDH que lo inter-
preta y aplica (STC 54/2015, STC 177/2015 y STC 231/2015). 
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Por último, el término se emplea en referencia a todo el sistema jurídico o a 
parte del mismo: Derecho de la Unión [europea] (STC 66/2015).
2.2.35.5.9. Deber 
El término deber se emplea en cuatro ocasiones, todas ellas en singular. Se 
indica que no toda prestación obligatoria tiene por ser de “naturaleza tributaria y 
ser una expresión concreta del deber de contribuir del art. 31.1 CE”. Esto ocurre 
cuando con la misma “no se persigue derechamente buscar una nueva forma 
de allegar medios económicos con los que fi nanciar el gasto público” (cf. STC 
62/2015).
La objeción de conciencia permite a la persona a la que se reconoce no verse 
obligado a cumplir con un deber general en cuanto cumplir con el mismo iría 
contra sus creencias y su libertad ideológica reconocida en el art. 16 de la CE. Por 
ejemplo, el deber de disponer un número mínimo y dispensar la “píldora del día 
de después” por parte de los farmacéuticos (cf. STC 145/2015).
2.2.35.5.10. Honor 
El término honor se emplea en dos ocasiones, ambas en singular, para indi-
car que el atentado contra el honor y la dignidad del Monarca, así como el honor 
de la Corona no fi guran en el título XI del Código Penal, relativo a los delitos 
contra el honor, sino que las injurias contra la Corona y el Monarca se sitúan en 
el título XXI, dedicado a los delitos contra la Constitución (cf. STC 177/2015).
2.2.35.5.11. Familia 
El término familia se emplea en quince ocasiones, diez en singular y cinco 
en plural. Para indicar que, en la Comunidad Valenciana, el hijo en gestación se 
entenderá como nacido para el acceso a centros públicos, en función de los crite-
rios estatales: capacidad económica, discapacidad y condición de familia nume-
rosa (cf. STC 271/2015).
2.2.35.6. Fuentes doctrinales y jurisprudenciales especifi cadas en las sen-
tencias
El TC a la hora de fundamentar su doctrina hace referencia al Convención 
contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, he-
cho en Nueva York el 18 de diciembre de 2002 y ratifi cado por España en 2006 
(STC 46/2015). A nivel europeo el TC hace referencia al CEDH (STC 54/2015, 
STC 177/2015) y a la jurisprudencia del TEDH que lo interpreta y aplica (STC 
54/2015, STC 177/2015 y STC 231/2015). En concreto hace referencia a: STEDH 
de 3 de mayo de 2001, caso J.B. c. Suiza, § 64; STEDH de 8 de febrero de 1996, 
caso John Murray c. Reino Unido, § 45; STEDH de 17 de diciembre de 1996, caso 
Saunders c. Reino Unido, § 68; STEDH de 20 de octubre de 1997, caso Serves c. 
Francia, § 46; STEDH de 21 de diciembre de 2000, caso Heaney y McGuinness 
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c. Irlanda, § 40; STEDH de 21 de diciembre de 2000 caso Quinn c. Irlanda, § 40; 
STEDH de 8 de abril de 2004, caso Weh c. Austria, § 39 y STEDH de 19 de sep-
tiembre de 2000, caso I.J.L. y otros c. Reino Unido (STC 54/2015); STEDH de 15 
de marzo de 2011 caso Otegi c. España, §50; STEDH de 23 de abril de 1992 caso 
Castells c. España, § 42; STEDH de 16 de julio de 2009, caso Féret c. Bélgica, § 
64; STEDH de 21 de octubre de 2014, caso Murat Vural c. Turquía, §§ 44—51; 
STEDH de 8 de julio de 1999, caso Sürek c. Turquía § 62; STEDH de 26 de junio 
de 2007 caso Artun y Guvener c. Turquía, § 33 y STEDH de 19 de febrero de 
2009 caso Martchenko c. Ucrania, § 52 (STC 177/2015). También hará referencia 
a la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea (STC 66/2015) 
y a la jurisprudencia del TJUE: STJUE de la Gran Sala de 19 de enero de 2010 
asunto C-555/07, Kücükdeveci c. Swedex GmbH, FJ 21 (STC 66/2015). Por úl-
timo, a nivel nacional hará referencia continua a su propia doctrina asentada 
en las sentencias de años anteriores. STC 31/2015, STC 54/2015, STC 62/2015, 
STC 137/2015, STC 145/2015…
También, aunque no se indica de forma expresa, parece que parte de las 
sentencias son traducciones literales de otras, ya que usan expresiones que no 
son propias del castellano. Por ejemplo: “no se persigue derechamente buscar 
una nueva forma de allegar medios económicos con los que fi nanciar el gasto 
público” (cf. STC 62/2015).
2.2.35.7. Conclusiones
Respecto a la cuestión interpretativa, a la pregunta por quién es persona, y 
la relación del término persona con el resto de términos relevantes, vemos cómo 
la jurisprudencia del año 2015 no añade información a lo ya establecido en años 
anteriores. 
La pregunta por la naturaleza de la persona, qué es la persona, tampoco se 
responde en este año de forma expresa. Sí que se establecen, como en años ante-
riores, atributos o características de la misma, recogemos de forma esquemática 
lo indicado previamente en el análisis de los términos que resulta relevante para 
nuestra investigación. 
Todas las personas en cuanto seres humanos son iguales en dignidad. Dig-
nidad cuya tolerancia y respeto será el fundamento de una sociedad democrática 
y pluralista, por lo que, puede llegar a sancionarse e incluso prevenir los discur-
sos de odio y todas las formas de expresión que propaguen, inciten, promuevan 
o justifi quen el odio basado en la intolerancia. 
La persona se comunica tanto de forma verbal, escrita y oral, como de for-
ma no verbal, como puede ser mediante el lenguaje simbólico u otras conductas 
expresivas. Mediante su expresión la persona puede manifestar ultraje y vejación 
hacia otros, en lo que se denomina discurso del odio, cuando el mismo busca la 
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exclusión social o la agresión física del otro por condiciones étnicas, religiosas, 
culturales o sexuales de las personas.
La persona, en cuanto ser humano de sexo femenino, podrá poner fi n a su 
embarazo por vía de medicamentos abortivos, a los cuales tiene un derecho a 
acceder, en la medida en que los mismos estén autorizados por el ordenamiento 
jurídico vigente. Este derecho supondrá en contrapartida un deber para los far-
macéuticos, deber del que se verán exentos, al poder ejercitar la objeción de con-
ciencia, cuando manifi esten que dicho deber les obliga a actuar contra su libertad 
ideológica y su concepción sobre la vida humana. 
Sobre las cualidades que pone en relación el propio texto del 78, vemos 
cómo, al igual que en años anteriores, en su mayoría no se defi nen, no se estable-
ce claramente su contenido de signifi cado. Sin embargo, en algunos casos sí que 
se establecen notas características de los mismos. No queriendo reproducir lo ya 
dicho anteriormente, recogemos aquellos términos de los que se establecen notas 
relevantes para nuestro objeto de estudio, en concreto atendemos a los términos: 
libertad, derechos fundamentales y familia. 
Un acto de la persona se clasifi cará como libre o coactivo, en función de si 
el mismo se ha realizado de forma espontánea por el sujeto con una libertad real 
y efectiva, o no. Por lo tanto, vemos como se vincula la libertad con la esponta-
neidad. 
El titular de los derechos fundamentales no tiene la obligación de crear obs-
táculos o barreras defensivas para proteger los mismos, sino que serán las restan-
tes personas las que estarán constitucionalmente obligadas a respetarlos. 
Por último, en la C. Valenciana se reconocerá al hijo en gestación, al feto, 
como nacido de cara a reconocer determinados derechos a la familia, como pue-
de ser la consideración de la misma como familia numerosa. 
En cuanto a la tercera pregunta: la razón por la que persona se expresa 
como titular de derechos y de qué derechos es titular la persona por el mero 
hecho de ser persona, en el año 2015 se establece que la persona tendrá derecho 
a no autoincriminarse, derecho estrechamente relacionados con los derechos de 
defensa y a la presunción de inocencia. También será titular del derecho a la ob-
jeción de conciencia del deber de dispensar un medicamento, cuando el mismo 
suponga actuar contra sus creencias y libertad ideológica. Además, se indica 
que los derechos de la personalidad de los que sea titular una persona, como el 
derecho a la propia imagen, no se limitarán a favor de los derechos del art. 20 
de la CE ni por el hecho de que la misma tenga una notoriedad social, ni porque 
haya consentido, en otras ocasiones, la reproducción de su aspecto físico, tam-
poco porque no haya reaccionado frente a una reproducción no consentida ni 
porque las imágenes hayan sido tomadas en lugares de acceso público, si carece 
de interés público.  
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2.2.36. 2016
En el año 2016 no se produce ningún cambio en la composición del TC100. La 
jurisprudencia de interés para nuestro estudio la componen nueve sentencias de 
un total de ciento seis.
2.2.36.1. Persona: su expresión singular y plural
El término persona se emplea en dieciocho ocasiones, nueve en singular y 
nueve en plural, a lo largo de cinco sentencias de la jurisprudencia seleccionada. 
Cuatro son los ponentes de dichas sentencias: doña Adela Asua Batarrita —STC 
22/2016 y STC 83/2016—, don Ricardo Enríquez Sancho —STC 34/2016—, don 
Pedro José González-Trevijano Sánchez —STC 44/2016— y doña Encarnación 
Roca Trías —STC 139/2016—.
Lo encontramos empleado para referir al ser humano, al individuo, no de-
terminado en el momento presente, sin aportar mayor contenido de signifi cado 
que su propio uso: “circunstancias coinciden de manera sustancial con el de otras 
muchas personas que debido a su edad avanzada sufren una enfermedad neuro-
degenerativa” (STC 34/2016).
En el resto de las ocasiones el término se emplea o bien como proposición 
subordinada adjetiva, lo que equivaldría a decir personal, o bien como sustantivo 
en la función sintáctica de sujeto o de complemento directo al ser quien realiza 
la acción o sobre quien recae la acción realizada. Los diferentes usos sintácticos 
se encuentran empleados dentro de las mismas sentencias, por lo que, ante la 
inoperatividad de separarlos, procedemos a realizar la exégesis del término sin 
agruparlo por la función sintáctica con la que se emplea.
El derecho a la protección de la salud y a la atención sanitaria es universal 
(STC 139/2016). Esto no signifi ca que exista un “derecho incondicionado de toda 
persona residente o transeúnte que se halle en España a obtener gratuitamente 
todo tipo de prestaciones sanitarias”, ya que, esta pretensión de universalidad 
aún no ha sido alcanzada (cf. STC 139/2016). Este derecho se confi gura y concre-
ta de forma legal tanto por su regulación constitucional como por su regulación 
en el art. 35 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea. En 
consecuencia, las condiciones y términos en que se ejercite el mismo se fi jarán 
por ley (cf. STC 139/2016). En esta confi guración legal se ha establecido que la 
universalidad del derecho a la atención a los usuarios que reclaman atención sa-
nitaria no equivale a un derecho a la gratuidad en las prestaciones y los servicios 
sanitarios (cf. STC 139/2016).
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Las personas pueden sufrir enfermedades mentales. Pueden estar interna-
das en un centro psiquiátrico (cf. STC 22/2016) o en otro tipo de centros asisten-
ciales (cf. STC 34/2016). Este internamiento puede darse “en contra de su vo-
luntad o sin contar con ella porque el afectado no es consciente de la realidad 
que le rodea o está impedido para comunicarse y expresar su parecer”, pero en 
todo caso, deberá hacerse con autorización judicial previa (cf. STC 34/2016). Las 
personas internas seguirán teniendo pleno derecho a ser oídas ante la autoridad 
competente, por sí mismas o mediante representación y “a contar con un asesor 
legal, sin que recaiga sobre ella la iniciativa de su designación” (STC 22/2016). 
Por ello, no podrán regularse las “situaciones consumadas de internamientos de 
personas por trastorno psíquico” (STC 34/2016), ya que “no cabe «regularizar» 
lo que no es mera subsanación de formalidades administrativas, sino directa vul-
neración de un derecho fundamental (art. 17.1 CE)”. Estos casos se deben llevar 
ante el juez para que autorice su internamiento (cf. STC 34/2016).
Las personas públicas podrán presentar recurso de amparo por tutela de-
fectuosa de los jueces y tribunales de forma excepcional (cf. STC 44/2016), ya que 
este derecho, como todos los derechos fundamentales, “protege, antes que nada, 
a los individuos frente al poder” (STC 44/2016). Consecuentemente solo serán ti-
tulares del mismo “cuando la posición procesal de las personas jurídico-públicas 
sea equivalente a la de las personas privadas”. En estos casos también serán titu-
lares del derecho de acceso al proceso y el derecho a no sufrir indefensión en el 
seno del proceso al que se ha accedido (cf. STC 44/2016).
La declaración del estado de alarma “no permite la suspensión de ningún 
derecho fundamental” (STC 83/2016). Aunque sí permite la adopción de ciertas 
medidas que pueden suponer limitaciones. Entre estas limitaciones encontra-
mos, por ejemplo: “la limitación de la circulación o permanencia de personas o 
vehículos en lugares determinados o condicionarlas al cumplimiento de ciertos 
requisitos” (STC 83/2016).
2.2.36.2. Sus derivados
El término personalidad no se emplea en los textos seleccionados de la juris-
prudencia relevante. Procedemos a analizar el término personal. 
2.2.36.2.1. Personal 
El término personal se emplea en tres ocasiones, dos en singular y una en 
plural, como adjetivo califi cativo de los sustantivos a los que acompaña, equival-
dría a decir de la persona. 
Dentro de las medidas que se pueden adoptar al declarar el estado de alar-
ma y que pueden suponer limitaciones a los derechos fundamentales, encontra-
mos medidas personales como: “la práctica de requisas temporales de todo tipo 
de bienes y la imposición de prestaciones personales obligatorias” y “la moviliza-
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ción de su personal, con el fi n de asegurar su funcionamiento, siéndole aplicable 
al personal movilizado la normativa vigente sobre movilización” (STC 83/2016).
2.2.36.3. Términos de signifi cación próxima 
2.2.36.3.1. Individuo 
El término individuo se emplea en una ocasión, al indicar el TC que el de-
recho a la tutela judicial efectiva, como todos los derechos fundamentales, prote-
ge a los individuos frente al poder. En consecuencia, las personas públicas solo 
podrán ser titulares del mismo cuando actúen como personas privadas (cf. STC 
44/2016).
2.2.36.3.2. Hombre, varón y mujer 
Los términos hombre, varón y mujer no aparecen en los textos selecciona-
dos de la jurisprudencia de este año. 
2.2.36.3.3. Todos y nadie 
El término nadie no se emplea en los textos seleccionados. Por su parte, 
el término todos se emplea en una ocasión, como adverbio con el sentido de la 
colectividad entera, por lo que, según lo indicado, no lo incluimos en nuestro 
análisis. 
2.2.36.3.4. Ciudadano 
El término ciudadano se emplea en una ocasión, en plural, al recoger el TC 
la doctrina del TEDH, por la que no se podrán justifi car las dilaciones y retrasos 
judiciales en problemas estructurales del sistema de justicia ya que lo mismo 
supondría “privar a los ciudadanos de su derecho al respeto del plazo razona-
ble” (STC 77/2016). Derecho que impele a los Estados miembros “a organizar su 
sistema judicial de tal forma que sus Tribunales puedan cumplir cada una de sus 
exigencias, en particular la del derecho a obtener una decisión defi nitiva dentro 
de un plazo razonable” (STC 77/2016).
2.2.36.4. Términos derivados de palabras de signifi cación próxima
No encontramos empleados en los textos seleccionados de la jurisprudencia 
relevante de 2016 ni el término ciudadana ni el término individualmente. Proce-
demos a analizar los rest antes términos derivados de palabras de signifi cación 
próxima. 
2.2.36.4.1. Individual 
El término individual se emplea en dos ocasiones, una en singular y una 
en plural. El TEDH reconoce el derecho a disponer de los restos humanos —de 
los cadáveres— para su enterramiento como contenido del derecho al respeto 
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de la vida privada y familiar, solo pudiendo negarse los Estados a la entrega de 
los mismos en base a una evaluación individual de las circunstancias que, en 
cada caso, justifi quen la negativa; nunca en base a una decisión genérica (cf. STC 
11/2016).
El art. 9 de la CE prohíbe entre otros elementos “la retroactividad de las dis-
posiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales”, 
lo que implica que las nuevas leyes no pueden incidir sobre “efectos jurídicos ya 
producidos de situaciones anteriores”. Por su parte la “incidencia en los dere-
chos, en cuanto a su proyección hacia el futuro, no pertenece al campo estricto de 
la irretroactividad” (STC 56/2016).
2.2.36.4.2. Humano 
El término humano se emplea en nueve ocasiones, una en singular y ocho 
en plural.
Acompañando al sustantivo medios en referencia a las personas necesarias 
para cuidar a otra, que haya de ser internada en una residencia o centro asisten-
cial. Medios humanos, que, junto con los medios materiales, deberán ser determi-
nados por el juez, y el psiquiatra (cf. STC 34/2016).
Como ya se ha indicado, el TEDH reconoce el derecho a disponer de los res-
tos humanos —de los cadáveres— para su enterramiento como contenido del de-
recho al respeto de la vida privada y familiar (cf. STC 11/2016). Derecho que tam-
bién es de aplicación para la disposición de la “criatura abortiva” (STC 11/2016), 
por lo que, no se puede negar a los progenitores el acceso a los restos resultantes 
del aborto, ya que los padres tienen derechos sobre los restos mortales de sus 
hijos “en particular, el derecho a decidir el lugar, la hora y las modalidades de 
inhumación” (STC 11/2016). Debiendo disponerse de los mismos conforme a las 
leyes que regulan la disposición de los restos humanos, en este caso “la ley de 
Policía Sanitaria Mortuoria vigente en la CCAA [sic] del País Vasco, el destino 
de todo resto humano y/o cadáver debe ser el enterramiento, la incineración o 
arrojar los restos al mar” (STC 11/2016).
Finalmente, se emplea junto al término derechos en referencia al CEDH 
(STC 11/2016, STC 77/2016, STC 139/2016…) y al Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos (STC 11/2016, STC 22/2016, STC 77/2016), cuya jurisprudencia cita de 
forma reiterada el TC.
2.2.36.5. Términos que expresan un predicado del ser personal 
No encontramos en los textos relevantes del año 2016 empleados los térmi-
nos: integridad, física, natural, dignidad, inviolable, igualdad honor, familia, ma-
trimonio y educación. Procedemos al análisis de los restantes términos siguiendo 
el orden establecido en los años anteriores. 
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2.2.36.5.1. Vida 
El término vida se emplea en dos ocasiones, todas ellas en singular, en re-
ferencia al derecho al respeto de la vida privada y familiar, recogido de forma 
unitaria en el art. 8 del CEDH y de forma separada en la CE. Este derecho inclu-
ye el derecho a disponer de los restos humanos para su enterramiento (cf. STC 
11/2016), solo pudiendo limitarse el mismo en atención a cada situación concreta 
cuando la misma se justifi que en base a objetivos legítimos, como puede ser la 
salud pública (cf. STC 11/2016).
2.2.36.5.2. Jurídica 
El término jurídica se emplea en doce ocasiones, nueve en singular y tres en 
plural. En tres ocasiones acompaña al término personas (STC 44/2016) y en otras 
tres ocasiones acompaña al término seguridad (STC 56/2016). Remitimos al aná-
lisis de estos términos, para determinar el contenido de signifi cado en estos casos. 
En el resto de las ocasiones, como ocurre en años anteriores, vemos cómo se em-
plea califi cando a diversos sustantivos determinando su contenido de signifi cado 
en referencia a realidades que o bien han sido creadas por el Derecho —régimen 
jurídico (STC 34/2016), organización jurídica pública (STC 44/2016), situaciones 
jurídicas (STC 56/2016), concepto jurídico indeterminado (STC 77/2016)…—, 
o bien que desarrollan y tienen sus consecuencias en el ámbito del Derecho —
bienes jurídicos (STC 11/2016), efectos jurídicos (STC 56/2016)…— Sin aportar 
nada más relevante para la determinación del contenido de signifi cado del térmi-
no, que lo que nos manifi esta su propio uso.
Sí que resulta interesante atender al término concepto jurídico indetermi-
nado, ya que, respecto al mismo, el TC recuerda la doctrina que establece que 
dichos conceptos, como el de dilaciones indebidas, deberán concretarse en su 
contenido de signifi cado atendiendo a cada supuesto concreto a la luz de los di-
versos criterios asentados previamente (Cf. STC 77/2016).
2.2.36.5.3. Inherente 
El término inherente se emplea en una ocasión, para indicar que el interna-
miento involuntario urgente de una persona realizado directamente por el centro 
médico o asistencial lleva consigo unos controles legales y judiciales, inherentes 
al mismo, que deben cumplirse en todo caso (cf. STC 34/2016). 
2.2.36.5.4. Libertad 
El término libertad se emplea en seis ocasiones, cinco en singular y una 
en plural. En referencia, por un lado, a derechos y facultades que se reconocen 
a diversos sujetos, ya sea de forma genérica: libertades fundamentales (STC 
77/2016); ya sea en referencia a facultades concretas: libertad de pensamiento y 
de conciencia (STC 11/2016), libertad ambulatoria (STC 34/2016)… y por otro, 
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a un atributo propio de la persona del que solo podrá ser privada por las causas 
establecidas cuando así sea determinado por un juez (STC 34/2016).
2.2.36.5.5. Seguridad 
El término seguridad se emplea en cuatro ocasiones, todas ellas en singular. 
Una de ellas dentro del término Seguridad Social, por lo que, según lo indicado, 
no lo incluimos en nuestro análisis. 
En el resto de las ocasiones se emplea junto al adjetivo jurídica. Seguridad 
jurídica que se confi gura como principio regulado en el art. 9.3 de la CE, por 
el cual se “impone en cualquier estado de Derecho que la sucesión de normas 
se atenga a ciertas condiciones, entre ellas no se encuentra la interdicción de la 
reforma peyorativa”, esto implica que se prohíbe la retroactividad de las dis-
posiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, 
es decir, queda prohibida ‘’la incidencia de la nueva ley en los efectos jurídicos 
ya producidos de situaciones anteriores” (STC 56/2016). Sin embargo, no queda 
prohibido el cambio, por lo que, la proyección hacia el futuro de las normas “no 
pertenece al campo estricto de la irretroactividad” (STC 56/2016), ya que “ni de 
este principio de ningún otro se deriva derecho al mantenimiento de un determi-
nado régimen jurídico, pues ello daría lugar a la petrifi cación del ordenamiento 
jurídico” (STC 56/2016).
2.2.36.5.6. Derecho 
El término derecho se emplea en cincuenta y tres ocasiones, cuarenta y tres 
en singular y diez en plural. Podemos clasifi car el término en cuatro grupos, 
atendiendo al contenido de signifi cado con el que se emplea el mismo.
Primero, junto al adjetivo fundamentales. Derechos fundamentales que 
protegen “antes que nada, a los individuos frente al poder” (STC 44/2016). Se 
reconocen algunos de estos derechos en concreto: derecho a disponer de los res-
tos humanos para su enterramiento (STC 11/2016), derecho al respeto de la vida 
privada y familiar (STC 11/2016), derecho a la libertad de pensamiento y de con-
ciencia (STC 11/2016), derecho a contar con un asesor legal (STC 22/2016), dere-
cho a un proceso sin dilaciones indebidas (STC 77/2016)…
Segundo, acompañado del adjetivo humanos en referencia al CEDH (STC 
11/2016, STC 77/2016, STC 139/2016…) y al Tribunal Europeo de Derechos Hu-
manos (STC 11/2016, STC 22/2016, STC 77/2016), cuya jurisprudencia cita de 
forma reiterada el TC.
Tercero, en referencia a la forma de Estado: Estado de Derecho. El cual se 
caracteriza por la existencia, entre otros, del principio de seguridad jurídica (cf. 
STC 56/2016).
Por último, el término se emplea en referencia al sistema jurídico de otros 
países: Derecho suizo (STC 11/2016).
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2.2.36.5.7. Deber 
El término deber se emplea en una ocasión, en referencia a la obligación que 
tienen los Jueces y Tribunales de obrar en todos los procesos “con la celeridad 
que les permita la duración normal o acostumbrada de los litigios de la misma 
naturaleza y con la diligencia debida en el impulso de las distintas fases por las 
que atraviesa el proceso” (STC 77/2016). Dilaciones, que, aunque sean usuales —
estructurales— para un proceso concreto, no podrán privar a los ciudadanos de 
su derecho al respeto del plazo razonable (cf. STC 77/2016).
2.2.36.5.8. Tutela 
El término tutela se emplea en seis ocasiones, todas ellas en singular, en 
referencia al derecho fundamental a la tutela judicial efectiva ante los órganos ju-
diciales del Estado. Derecho que, como todos los derechos fundamentales, “pro-
tege, antes que nada, a los individuos frente al poder” (STC 44/2016). Por ello, la 
titularidad del mismo será reconocido excepcionalmente a las personas públicas, 
solo cuando su posición procesal sea equivalente a la de las personas jurídico-
privadas (cf. STC 44/2016).
2.2.36.6. Fuentes doctrinales y jurisprudenciales especifi cadas en las sen-
tencias
El TC a la hora de fundamentar su doctrina hace referencia al CEDH (STC 
11/2016, STC 77/2016, STC 139/2016…) y al Tribunal Europeo de Derechos Hu-
manos. En concreto hace referencia a la siguiente jurisprudencia: STEDH de 6 de 
junio de 2013 Sabanchiyeva y Otros c. Rusia; STEDH también de 6 de junio de 
2013, Maskhadova y Otros c. Rusia; STEDH de 16 de abril [sic] de 2014 Abdula-
yeva c. Rusia; STEDH de 30 de junio de 2011, asuntos Girard c. Francia; STEDH 
de 30 de enero de 2002, Pannullo y Forte c. Francia; STEDH de 17 de enero de 
2006, asunto Elli Poluhas Dödsbo c. Suecia; y STEDH de 14 de febrero de 2008, 
Hadri-Vionnet c. Suiza (STC 11/2016); STEDH de 24 de octubre de 1979, asunto 
Winterwerp c. Holanda, §§ 60 y 66; STEDH 12 de mayo de 1992, asunto Megyeri 
c. Alemania, § 22, apartados c) y d) y STEDH 14 de febrero de 2012, asunto D.D. 
c. Lituania, §§ 163 (STC 22/2016); STEDH de 7 de julio de 1989, caso Unión Ali-
mentaria Sanders c. España y STEDH de 11 de marzo de 2004, caso Lenaerts c. 
Bélgica (STC 77/2016). 
A nivel nacional, vemos cómo sigue haciendo referencia a su propia doctri-
na asentada en la jurisprudencia de años anteriores: STC 34/2016, STC 44/2016, 
STC 56/2016, STC 77/2016, STC 139/2016…
2.2.36.7. Conclusiones
El TC —en este año de 2016— recuerda la doctrina que establece que los 
conceptos jurídico-indeterminados deberán concretarse en su contenido de sig-
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nifi cado atendiendo a cada supuesto concreto que se esté enjuiciando a la luz de 
los criterios asentados previamente al respecto. 
En cuanto a quién es persona, se profundiza en la distinción entre personas 
jurídico-públicas y personas privadas. Las primeras solo serán titulares de los 
derechos fundamentales, que protegen a las segundas frente a la actuación de 
éstas, cuando de hecho actúen como personas privadas. 
Respecto a la relaci ón del término persona con el resto de términos de sig-
nifi cación próxima nuevamente se pone en relación persona e individuo al indi-
carse que los derechos fundamentales protegen a los individuos frente al poder; 
por lo que, sólo se pueden afi rmar de las personas privadas y de las personas 
públicas cuando actúen como personas privadas (cf. STC 44/2016). La difi cultad 
que plantea la sentencia es que en este caso se identifi ca con el término individuo 
a la persona privada, la cual puede ser persona física, pero también persona jurí-
dica privada. 
La pregunta por la naturaleza de la persona, qué es la persona, tampoco se 
responde en este año de forma expresa. Sí que se establecen, como en años ante-
riores, atributos o características de la misma. Recogemos de forma esquemática 
lo indicado previamente en el análisis de los términos.
El derecho a la protección de la salud y a la atención sanitaria es universal, 
pero no es un derecho que se reconoce a toda persona. Habrá que distinguir entre 
la atención sanitaria primaria que sí será un derecho de todas las personas, pero 
no la gratuidad de la misma.
Las personas pueden sufrir enfermedades mentales. Lo que puede llevar, 
en los casos legalmente establecidos y previa autorización judicial, a su interna-
miento en un centro psiquiátrico o de otro tipo de centros asistenciales. 
Las personas fallecen, sus restos humanos, sus cadáveres serán dispuestos 
por su familia, como parte del derecho al respeto a la vida privada y familiar, 
dentro de las formas reguladas por la legislación. Solo pudiéndose negar el Es-
tado a entregar los mismos cuando analizando cada circunstancia concreta se 
determinen razones que lo justifi quen, como puede ser la salud pública. Dentro 
de estos restos humanos de los que pueden disponer los padres, entrarán los 
restos resultantes de un aborto, ya que los progenitores tienen derecho sobre los 
restos mortales de sus hijos, pudiendo decidir el lugar, la hora y las modalidades 
de inhumación.
Sobre las cualidades que pone en relación el propio texto del 78, vemos 
cómo, al igual que en años anteriores, en su mayoría no se defi nen, no se estable-
ce claramente su contenido de signifi cado. Sin embargo, en algunos casos sí que 
se establecen notas características de los mismos. No queriendo reproducir lo ya 
dicho anteriormente, recogemos aquellos términos de los que se establecen notas 
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relevantes para nuestro objeto de estudio, en concreto atendemos a los términos: 
seguridad jurídica y derechos fundamentales.
La seguridad jurídica implica la prohibición de la retroactividad de las dis-
posiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, 
es decir, queda prohibida la incidencia de la nueva ley en los efectos jurídicos ya 
producidos de situaciones anteriores. Pero para evitar la petrifi cación del ordena-
miento jurídico, nada garantiza ningún derecho a futuro, ya que no hay derecho 
del que derive una pretensión de mantener un determinado régimen jurídico. 
El objeto principal de los Derechos fundamentales es proteger a los indivi-
duos frente al poder. Aunque siendo el poder, mediante sus órganos judiciales, 
legislativos y ejecutivos quienes los defi ne y ejecuta, parece más bien una autoli-
mitación aceptada que una limitación propia.
Finalmente, en cuanto a la tercera pregunta: la razón por la que persona se 
expresa como titular de derechos y de qué derechos es titular la persona por el 
mero hecho de ser persona, en el año 2016 se establece que la persona es titular del 
derecho a la atención sanitaria primaria, pero no a la gratuidad de la misma. Ade-
más, será titular del derecho a disponer de los restos humanos de sus familiares o 
allegados para su enterramiento conforme a las leyes establecidas al efecto. Dere-
chos, que como todos los fundamentales no podrán ser suspendidos en mediante 
la declaración del estado de alarma, aunque los mismos pueden sufrir limitaciones.
2.2.37. 2017 
En el año 2017 se produce la duodécima renovación del TC. El 15 de marzo 
toman posesión de su cargo a propuesta del Senado: don Alfredo Montoya Mel-
gar, don Ricardo Enríquez Sancho, don Cándido Conde-Pumpido Tourón y doña 
María Luisa Balaguer Callejón101. En un año marcado por los recursos contra los 
decretos leyes del Gobierno, la jurisprudencia relevante está compuesta por dos 
sentencias de un total de veintisiete que desarrollan los artículos relevantes hasta 
el mes de junio. Mes hasta el cual extendemos el objeto de nuestra investigación. 
Como la jurisprudencia relevante de este año es escasa, muchos de los tér-
minos no se encuentran empleados en la misma. Recogemos la exégesis de los 
que sí que se emplean. 
2.2.37.1. Persona: su expresión singular y plural
El término persona se emplea en tres ocasiones, todas en plural, en la STC 
35/2017, cuyo ponente es don Ricardo Enríquez Sancho. Se establece que la per-
sona puede pertenecer a colectivos vulnerables. Colectivos como: “víctimas de 
101 Tribunalconstitucional.es (2017). Historia del Tribunal Constitucional. [online] Disponible en: https://
www.tribunalconstitucional.es/es/tribunal/historia/Paginas/Tribunal—Constitucional—de—Espania.
aspx [Acceso 18 junio 2017].
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violencia de género, de terrorismo, trata de seres humanos, personas con disca-
pacidad psíquica y quienes a causa de un accidente acrediten secuelas permanen-
tes que les impidan totalmente la realización de las tareas de su ocupación labo-
ral o profesional habitual y requieran la ayuda de otras personas” (STC 35/2017). 
Todas estas personas, en cuanto pertenecientes a estos colectivos, serán titulares 
del derecho a la justicia gratuita, aunque no cumplan los restantes requisitos es-
tablecidos para la generalidad de las personas (cf. STC 35/2017).
2.2.37.2. Sus derivados
No encontramos empleados en los textos seleccionados de la jurisprudencia 
relevante ni los términos personal ni personalidad. 
2.2.37.3. Términos de signifi cación próxima 
Tampoco encontramos empleados en los textos seleccionados de la juris-
prudencia relevante ninguno de los términos de signifi cación próxima. 
2.2.37.4. Términos derivados de palabras de signifi cación próxima
No encontramos empleados en los textos seleccionados de la jurisprudencia 
relevante de 2017 ni el término ciudadana ni el término individualmente, ni el 
término individual. Procedemos a analizar el término humano.
2.2.37.4.1 Humano 
El término humano se emplea en una ocasión, al indicarse que uno de los 
colectivos de personas que serán titulares del derecho a la justicia gratuita, en 
virtud de su pertenencia a este colectivo vulnerable, serán aquellas que hayan 
sido objeto de trata de seres humanos (cf. STC 35/2017).
2.2.37.5. Términos que expresan un predicado del ser personal 
No encontramos en los textos relevantes del año 2017 empleados los térmi-
nos: integridad, física, natural, dignidad, inherente, inviolable, igualdad, liber-
tad, seguridad, deber, honor, tutela y educación. Procedemos al análisis de los 
restantes términos siguiendo el orden establecido en los años anteriores. 
2.2.37.5.1. Vida 
El término vida se emplea en una ocasión para indicar que la existencia de me-
dios legales de vida de una persona en nuestro país, junto con las restantes muestras 
de arraigo, deberán ser tenidos en cuenta por los tribunales a la hora de determinar 
la constitucionalidad o no de su expulsión del territorio (cf. STC 29/2017).
2.2.37.5.2. Jurídica 
El término jurídica se emplea en dos ocasiones, una en singular y una en 
plural. Se indica que para poder establecer cuáles han sido los criterios jurídi-
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cos esenciales que fundamentan una decisión judicial, los mismos deberán expo-
nerse por parte de los órganos judiciales en un discurso que enlace la actividad 
probatoria con el relato fáctico resultante (cf. STC 29/2017), ya que, lo mismo 
permitirá valorar la corrección o no de los mismos (cf. STC 29/2017). Por último, 
según se ha indicado, la asistencia jurídica será gratuita para aquellas personas 
que cumplan los requisitos establecidos por las leyes, o pertenezcan a alguno de 
los grupos de personas vulnerables (cf. STC 35/2017).
2.2.37.5.3. Derecho 
El término derecho se emplea en una ocasión, en referencia al derecho a la 
justicia gratuita. Derecho constitucional regulado en el art. 86.1 de la CE, del que 
pasan a ser benefi ciarios las personas que integran ciertos colectivos vulnerables, 
indicados anteriormente (STC 35/2017). 
2.2.37.5.4. Familia  
El término familia se emplea en una ocasión, al indicar el TC que para la do-
cumentalmente la situación de arraigo y la existencia de medios legales de vida 
en España cabrá presentar, entre otros medios la fotocopia del libro de familia (cf. 
STC 35/2017). 
2.2.37.5.5. Matrimonio 
El término matrimonio se emplea en una ocasión, al indicar el TC que para 
la documentalmente la situación de arraigo y la existencia de medios legales de 
vida en España cabrá presentar, entre otros medios ya indicados, el certifi cado 
del matrimonio en España (cf. STC 35/2017).  
2.2.37.6. Fuentes doctrinales y jurisprudenciales especifi cadas en las sen-
tencias
En las dos sentencias que conforman la jurisprudencia relevante el TC no 
hace referencia, en virtud de lo establecido en los textos seleccionados, a otros 
órganos o a otra jurisprudencia para establecer sus fundamentos de derecho. 
2.2.37.7. Conclusiones
Respecto a la cuestión interpretativa, a la pregunta por quién es persona, la 
relación del término persona con el resto de términos de signifi cación próxima y 
la pregunta por los derechos de los que es titular la persona por el hecho de ser 
persona no añade la jurisprudencia del año 2017 nada relevante a lo establecido 
en años anteriores.
La pregunta por la naturaleza de la persona, qué es la persona, tampoco se 
responde en este año de forma expresa. Sí que se establece que la misma pue-
de pertenecer a colectivos vulnerables. Colectivos que serán determinados por 
los poderes públicos. La pertenencia a dichos colectivos otorgará a la persona el 
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ejercicio de determinados derechos si así lo determina el legislador, como, por 
ejemplo, el derecho constitucional a la justicia gratuita.
Sobre las cualidades que pone en relación el propio texto del 78, intere-
sa atender a la determinación del arraigo y de medios de vida de una persona 
en España, circunstancia que se puede probar mediante: “la fotocopia del libro 
de familia de la recurrente, las inscripciones literales del Registro Civil del naci-
miento de sus dos hijos menores de edad nacidos en España y de su matrimonio 
en España, las tarjetas de residencia de sus hijos y marido, y la resolución sobre 
reconocimiento de alta de su marido en el régimen especial de trabajadores por 
cuenta propia o autónomos” (STC 29/2017).

PARTE II
 APROXIMACIÓN CRÍTICA AL CONCEPTO DE PERSONA
EN LA JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL
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Realizada la primera aproximación analítica, minuciosa y extensa, de la ju-
risprudencia del Tribunal Constitucional —selección de los 28 términos relevan-
tes y los 79 artículos constitucionales que los contienen, análisis del concepto 
de persona que en ellos se integra, lectura de las 3.723 sentencias del TC que 
desarrollan estos artículos entre 1981 y mediados del 2017 y exégesis de las 584 
sentencias relevantes componen el cuerpo fundamental— nos aproximamos crí-
ticamente al concepto de persona sostenido en la misma. 
Entender un término pasa por concebir el mismo (cf. STC 117/1998), por 
lo que, solo entenderemos qué es algo en la medida en que lo conceptualicemos, 
que lo concibamos. No es posible dar a luz lo que no ha sido concebido previa-
mente. Es por ello, que, en este segundo apartado de la investigación, partimos 
de la síntesis de los postulados relativos al concepto de persona sostenidos en la 
jurisprudencia del TC. 
Esta aproximación sintética nos permite establecer qué entiende el TC por 
persona, así como las lagunas, contradicciones y contrariedades existentes en la 
elaboración jurisprudencial del concepto. 
Detrás de toda norma está la razón de la norma y detrás de toda interpreta-
ción la posición doctrinal y fi losófi ca de los responsables de la misma. Es por ello, 
que atendemos a la doctrina de los catedráticos constitucionalistas en la medida 
en que lo sostenido por ellos ha quedado plasmado en la jurisprudencia por su 
labor realizada como magistrados del TC.
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§3. POSTULADOS EN LA JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL
Acometemos la exposición sintética de los postulados sostenidos a lo largo 
del cuerpo de sentencias estudiado, para proseguir con una discusión interna 
desde los enunciados de la misma jurisprudencia sostenida.
3.1. POSTULADOS RELATIVOS A LA INTERPRETACIÓN Y AL CONCEPTO DE PERSONA
Nuestra síntesis la hacemos preceder necesariamente de las referencias —y 
en tanto las explicita— por razón de las cuales el Tribunal Constitucional inter-
preta el texto constitucional. Seguidamente, desenvolvemos nuestra aproxima-
ción en intención de síntesis según las cuestiones: qué signifi ca con el término 
persona, de quién se dice persona, qué  expresa persona como titular de derechos.
3.1.1. Los postulados interpretativos
Primero, el signifi cado de los términos se establece en función del ámbito 
jurídico específi co. Por ello, el concepto de persona debe limitarse al ámbito cons-
titucional, no asumiendo la defi nición de persona de otras disciplinas jurídicas 
específi cas como el civil o el penal (cf. STC 53/1985). 
Segundo, la realidad social otorga a los términos constitucionales su conte-
nido de signifi cado. Cualquier legislación no es sino una expresión en lo jurídico 
de las ideas sociales en una materia determinada (cf. STC 126/1997). La Cons-
titución “no surge, ciertamente, en una situación de vacío jurídico, sino en una 
sociedad jurídicamente organizada” (STC 341/1993), lo que es especialmente de-
terminante para. 
“desarrollar o, en su caso, interpretar los conceptos jurídicos que el Texto funda-
mental ha incorporado, conceptos que pueden tener (…) un arraigo en la cultura 
jurídica en la que la Constitución se inscribe y que deben ser identifi cados, por 
lo tanto, sin desatender lo que tempranamente llamó este Tribunal las «ideas ge-
neralizadas y convicciones generalmente admitidas entre los juristas, los Jueces 
y, en general, los especialistas en Derecho» (STC 11/1981, fundamento jurídico 
8.º). Ideas y convicciones que contribuyen así, en cada momento, a delimitar una 
imagen del Derecho, o de los conceptos que lo perfi lan, que resulta indispensa-
ble, como dijimos en la Sentencia citada, para reconocerlo o no subsistente en 
las regulaciones de las que pueda ser objeto, esto es, para captar, en defi nitiva, 
lo que la Constitución llama su contenido esencial (art. 53.1 de la Constitución)” 
(STC 341/1993)
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Es por ello, que, como criterio interpretativo de los diversos términos cons-
titucionales —términos jurídicos indeterminados102, derechos constitucionales103, 
símbolos o signos (cf. STC 341/2011)…—, se atiende a diversos elementos de la 
realidad social: las imágenes que se tienen de ellos a nivel de mayoría social (cf. 
STC 198/2012) o la totalidad de la sociedad (cf. STC 222/1992, STC 116/1999…), 
el “sentido idiomático general” (STC 53/1985), lo que el pueblo habla con su 
vecino (cf. STC 223/1992), lo que entienda por ello, “una persona razonable y 
de sensibilidad media” (cf. STC 197/1991), “las condiciones inherentes en las 
sociedades democráticas” (STC 37/1987) o la convención social en el momento 
concreto de valoración de los hechos (cf. STC 34/2011).
Criterios interpretativos que para el TC eliminan “el temor de una absoluta 
indeterminación” (STC 53/1985) en cuanto a la interpretación y conceptualiza-
ción de los términos.
El anclaje en el contexto social, al que “obliga el contenido del art. 3.1 del Có-
digo Civil —de aplicación general— al decir que las normas se interpretarán se-
gún «la realidad social del tiempo en que han de ser aplicadas»” (STC 120/1987), 
conlleva la mutación del contenido de signifi cado de los términos en la medida 
en que varíe “la imagen que (…) tiene la consciencia social en cada tiempo y lu-
gar” (STC 26/1987). La Constitución ha de entenderse como “un «árbol vivo»” 
(STC 198/2012), sujeto a una interpretación evolutiva por la que “se acomoda a 
las realidades de la vida moderna como medio para asegurar su propia relevan-
cia y legitimidad”(STC 198/2012). 
Esta adaptabilidad de las instituciones jurídicas contenidas en la norma fun-
damental es fruto de la concepción del Derecho, de la cultura jurídica, como “un 
fenómeno social vinculado a la realidad en que se desarrolla” (STC 198/2012) 
que “no se construye solo desde la interpretación literal, sistemática u originalis-
ta de los textos jurídicos”, sino que hay que atender también a “la realidad social 
jurídicamente relevante” (STC 198/2012). 
Adaptación que se lleva a cabo por “los poderes públicos, y particularmen-
te el legislador, actualizando esos principios paulatinamente” (STC 198/2012) y 
por el Tribunal Constitucional, el cual cuando “controla el ajuste constitucional 
de esas actualizaciones, dota a las normas de un contenido que permita leer el 
texto constitucional a la luz de los problemas contemporáneos, y de las exigen-
cias de la sociedad actual” (STC 198/2012). 
Interpretación evolutiva de la Constitución que no implica en ningún caso 
que se otorgue “fuerza normativa directa a lo fáctico, las opiniones de la doctri-
na jurídica y de los órganos consultivos previstos en el propio ordenamiento, 
102 STC 53/1985, STC 197/1991, STC 223/1992, STC 187/1999…
103 STC 37/1987, STC 129/1987…
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el Derecho comparado que se da en un entorno socio-cultural próximo” (STC 
198/2012).
Tercero, los criterios interpretativos tienen carácter unitario. La Constitu-
ción como “orden jurídico fundamental de la comunidad política”, “debe resul-
tar un sistema coherente en el que todos sus contenidos encuentren el espacio y 
la efi cacia que el constituyente quiso otorgarles”, ya que la misma no es “la suma 
y el agregado de una multiplicidad de mandatos inconexos”, sino que “la carac-
terización de nuestro modelo de Estado como social y democrático de Derecho, 
con los valores superiores de libertad, justicia, igualdad y pluralismo político que 
dotan de sentido a esta caracterización, representa el fundamento axiológico para 
la comprensión del entero orden constitucional” (STC 12/2008). 
Por ejemplo, “si el término ‘ciudadanos’ del art. 53.2 de la Constitución ha 
de interpretarse… en un sentido que permita la subsunción de las personas jurí-
dicas, no hay razón alguna que justifi que una interpretación restrictiva de su sen-
tido cuando dicho término se utiliza en el art. 125 o en la normativa articuladora 
del régimen legal de la acción popular” (STC 67/2011). A pesar de lo cual, en 
ocasiones un mismo término tiene que interpretarse de forma diversa en función 
de dónde se utilice dentro de la propia CE, por ejemplo “la expresión «todas las 
personas»” “hay que interpretarla en relación con el ámbito del derecho [fun-
damental] de que se trata” (STC 19/1983), incluyendo en ocasiones a la persona 
jurídica, y referenciando únicamente, en otras, a la persona física.
Cuarto, el marco constitucional lo establece el legislador en aquellos ele-
mentos que no han quedado fi jados por la propia Constitución. La incorporación 
de una perspectiva en la interpretación de un término—como la paridad o igual-
dad sustantiva entre los sexos—, así como la determinación legal de un derecho 
—como la asistencia letrada gratuita— trasciende a todo el orden jurídico (cf. 
STC 12/2008). No pudiendo ningún órgano judicial efectuar una interpretación 
restrictiva y ajena a estas reglas hermenéuticas fi jadas por el legislador (cf. STC 
12/2008).
Quinto, el derecho internacional es criterio relevante para la interpretación 
de los derechos y libertades fundamentales. En virtud del art. 10.2 de la CE para 
la interpretación de estos derechos y libertades ha de atenderse a:
“la actividad internacional de los Estados manifestada en los tratados interna-
cionales, en la jurisprudencia de los órganos internacionales que los interpretan, 
y en las opiniones y dictámenes elaboradas por los órganos competentes del 
sistema de Naciones Unidas, así como por otros organismos internacionales de 
reconocida posición” (STC 198/2012). 
Respecto a la infl uencia del TEDH, vemos un cambio en la doctrina del TC. 
Desde un momento inicial en que se indica que “la infl uencia del TEDH, estará 
limitada (…) sus decisiones son además obligatorias y vinculantes para nuestro 
Estado, cuando sea Estado demandado” (STC 245/1991), se pasa a afi rmar que 
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“la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (…) ha de servir 
de criterio interpretativo en la aplicación de los preceptos constitucionales tutela-
dores de los derechos fundamentales” (STC 303/1993). 
Finalmente, los elementos no jurídicos se interpretarán de forma tal que 
se dé cabida a todas las posiciones valorativas sobre los mismos existentes en 
la sociedad. Cuando el TC emplee conceptos que impliquen valores humanos y 
por lo tanto trasciendan el campo de lo jurídico internándose “en el mundo de la 
axiología, en el que afecta a creencias y sentimientos profundamente arraigados 
en la conciencia del ser humano” (STC 120/1990), debe interpretarlos dando ca-
bida a todas las diferencias valorativas. “Consecuencia lógica de la coexistencia 
en el ámbito social regulado por las Leyes del Estado de concepciones religiosas 
distintas” (STC 128/2007). Siempre que dichas perspectivas respeten los prin-
cipios y valores constitucionales, así como los derechos fundamentales (cf. STC 
51/2011).
3.1.2. Los postulados relativos a la persona en cuanto al qué
El término persona, el ser personal, no se conceptualiza a lo largo de la juris-
prudencia. 
Frente a las personas jurídicas que se defi nen como “una creación del Dere-
cho” (STC 23/1989), “personifi caciones que para el logro de un fi n común reciben 
en conjunto dicho nombre” (STC 53/1983), el término persona, en cuanto física o 
natural, no se defi ne, sino que se conforma sobre la yuxtaposición de afi rmaciones.
3.1.2.1. Ser vivo
La persona está viva. A pesar de ser el término vida “un concepto inde-
terminado” sobre el que “se han dado respuestas plurívocas” “en razón de las 
distintas perspectivas (genética, médica, teológica, ética, etc.)” (STC 53/1985), el 
TC determina que constitucionalmente ha de entenderse como
 “un devenir, un proceso que comienza con la gestación, en el curso de la cual 
una realidad biológica va tomando corpórea y sensitivamente confi guración 
humana, y que termina en la muerte; es un continuo sometido por efectos del 
tiempo a cambios cualitativos de naturaleza somática y psíquica que tienen un 
refl ejo en el estatus jurídico público y privado del sujeto vital” (STC 53/1985).
Vida que se inicia con la concepción (cf. STC 53/1985) —con gran trascen-
dencia jurídica de dos momentos: el nacimiento, como “paso de la vida albergada 
en el seno materno a la vida albergada en la sociedad” y el momento en que “el 
nasciturus es ya susceptible de vida independiente de la madre” y “adquiere ple-
na individualidad humana” (STC 53/1985)— y fi naliza con la muerte. Momento 
en que se extingue la personalidad (cf. STC 231/1988) y con ella los derechos 
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fundamentales, salvo aquellos que puedan ser ejercidos por terceras personas en 
función de la relación que tuvieran con el fi nado104.
 Los restos humanos de la persona —su cadáver— serán dispuestos por su 
familia como parte del derecho al respeto a la vida privada y familiar dentro de 
las formas reguladas por la legislación (cf. STC 11/2016). 
3.1.2.2. Dimensión física y dimensión moral 
La persona está compuesta por una dimensión física105 o dimensión corpo-
ral106, que le permite manifestar su libertad en el mundo físico (cf. STC 117/1994) 
y una dimensión moral107 o psicológica108, en “unidad psicosomática”(STC 
48/1996). Por lo que, su situación física y el lugar físico en que se encuentre afecta 
a su situación psicológica (cf. STC 48/1996). 
Aspectos de la misma que serán inviolables, estando protegidos frente a 
todo ataque dirigido a lesionar su cuerpo o su espíritu y contra toda intervención 
en esos bienes sin el consentimiento del titular, salvo que la intervención tenga 
justifi cación constitucional109. 
3.1.2.3. Ser sexuado 
La persona es sexuada. En función de su sexo, de su realidad biológica, 
puede ser varón —en ocasiones el término hombre se empleará con el mismo 
contenido de signifi cado— o mujer110. Al ser estos los “géneros” de la especie 
humana (cf. STC 170/1994). 
Realidad biológica que en el caso de la mujer integra la maternidad —em-
barazo, parto y lactancia— y las consecuencias fi siológicas que conlleva: muta-
104 STC 231/1988, STC 176/1995…
105 STC 107/1984, STC 53/1985, STC 48/1995, STC181/2000…
106 STC 37/1989, STC 120/1990, STC 117/1994, STC 57/1994, STC 215/1994, STC 212/1996, STC 207/1996, 
STC150/1997, STC161/1997, STC 116/1999, STC 81/22001, STC 154/2002, STC 14/2003, STC 195, 2004, 
STC 37/2011…
107 STC 2/1982, STC107/1984, STC 53/1985, STC89/1987, STC 120/1990, STC215/1994, STC 7/1994, STC 
176/1995, STC 35/1996, STC 48/1996, STC 198/1996, STC 151/1997, STC 225/1997, STC 181/2000, STC 
141/2000, STC81/2001, STC 156/2001, STC 119/2001, STC 32/2003, STC48/2005, STC31/2010, STC 
60/2010, STC57/2013, STC 199/2013…
108 STC 104/1990, STC 48/1996, STC 31/2010, STC 60/2010, STC 199/2013…
109 STC 2/1982, STC107/1984, STC 53/1985, STC89/1987, STC 120/1990, STC215/1994, STC 7/1994, STC 
176/1995, STC 35/1996, STC 48/1996, STC 198/1996, STC 151/1997, STC 225/1997, STC 181/2000, STC 
141/2000, STC81/2001, STC 156/2001, STC 119/2001, STC 32/2003, STC48/2005, STC31/2010, STC 
60/2010, STC57/2013, STC 199/2013…
110 STC 103/1983, STC 53/1985, STC 89/1987, STC 128/1987, STC 45/1989, STC 84/1990, STC 145/1991, 
STC 223/1992, STC 28/1992, STC 5/1992, STC 223/1992, STC 109/1993, STC 3/1993, STC 173, 1994, STC 
325/1994, STC 7/1994, STC 58/1994, STC 170/1994, STC 215/1994, STC 48/1996, STC 198/1996, STC 
136/1996, STC 126/1997, STC 224/1999, STC 240/1999, STC 116/1999, STC 147/2000, STC 195/2000, STC 
250/2000, STC 203/2000, STC 39/2002, STC 42/2002, STC 214/2006, STC 12/2008, STC 127/2009, STC 
60/2010, STC 26/2011, STC 75/ 2011, STC 198/2012, STC 79/2014…
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ciones sobre su cuerpo, molestias, y otros sufrimientos que lleva aparejada la 
gestación111, y el “fi nal traumático y doloroso del parto” (cf. STC 214/1994). 
En el año 1985 se reconoce como constitucional la despenalización del abor-
to en tres supuestos (cf. STC 53/1985). En el año 2015 se recoge jurisprudencial-
mente el derecho a poner fi n al embarazo por vía de medicamentos abortivos y 
el derecho a acceder a los mismos en la medida en que estén autorizados por el 
ordenamiento jurídico vigente (cf. STC 145/2015).
A partir del año 2012, la jurisprudencia recoge la postura doctrinal que afi r-
ma que las personas además de sexo biológico tienen una orientación sexual, por 
la cual pueden ser heterosexuales u homosexuales. (cf. STC 99/2014). Así mismo 
se afi rma la existencia de personas que tienen una identidad sexual distinta a su 
sexo biológico y presentan disforia de género112. 
3.1.2.4. Ser digno
La persona es digna113. Dignidad que se defi ne como “un valor espiritual y 
moral inherente a la persona, que se manifi esta singularmente en la autodetermi-
nación consciente y responsable de la propia vida y que lleva consigo la preten-
sión al respecto por parte de los demás” (STC 53/1985).
Es un valor jurídico fundamental —reconocido en el art. 10.1 como primero 
de los fundamentos del orden político y de la paz social— dotado de una especial 
relevancia y signifi cación superior como “manifi esta en su colocación del título 
destinado a tratar de los derechos y deberes fundamentales” (STC 53/1985). 
Derechos y deberes de los que es titular toda persona (cf. STC 7/2011) en 
la medida en que son necesarios para la garantía de la dignidad114 —con especial 
relevancia del derecho a la vida “por su consistencia ontológica a la dignidad 
de la persona como profesión de fe en el hombre que lleva en sí todos los demás 
[hombres]” (STC 48/1996)—.
111 STC 53/1985, STC 109/1993, STC 3/1993, STC 173/1994, STC 215/1994, STC 7/1994, STC 273/2005, 
STC 214/2006, STC 92/2008, STC75/2011…
112 STC 198/2012, STC 215/1994…
113 STC 2/1982, STC 107/1984, STC 53/1985, STC 99/1985, STC 137/1985, STC 89/1987, STC 64/1988, STC 
107/1988, STC 231/1988, STC 64/1988, STC 107/1988, STC 37/1989, STC 120/1990, STC 105/1990, STC 
197/1991, STC 214/1991, STC 167/1991, STC 20/1992, STC 254/1993, STC 23/1993, STC 94/1993, STC 
7/1994, STC 214/1994, STC 173/1994, STC 48/1996, STC 212/1996, STC 35/1996, STC 177/1996, STC 
151/1996, STC 200/1998, STC 116/1999, STC 200/1998, STC 116/1999, STC 224/1999, STC 95/2000, STC 
147/2000, STC 181/2000, STC 95/2000, STC 311/2000, STC 81/2001, STC 156/2001, STC 53/2002, STC 
196/2004, STC 151/2004, STC 72/2005, STC 82/2006, STC 16/2006, STC 236/2007, STC 235/2007, STC 
12/2008, STC 70/2009, STC 77/2009, STC 77/2009, STC 31/2010, STC 23/2010, STC 51/2011, STC 7/2011, 
STC 19/2012, STC 198/2012, STC 17/2013, STC 208/2013, STC 167/2013, STC 92/2014, STC 119/2014, 
STC 79/2014, STC 177/2015,…
114 STC 107/1984, STC 99/1985, STC 99/1985, STC 94/1993, STC 95/2000, STC 82/2006, STC 236/2007, 
STC 19/2012, STC 198/2012…
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Personalidad jurídica y capacidad de obrar que se reconoce a toda persona 
(STC 7/2011) y que se extingue con la muerte (cf. STC 231/1988). 
En el año 2012 se establece que el fi n de la dignidad, junto con el libre desa-
rrollo de la personalidad, es la plena efectividad de los derechos fundamentales 
(cf. STC 198/2012), en lo que supone una inversión de la afi rmación sostenida en 
años anteriores de que los derechos fundamentales son garantía de la dignidad y 
posibilitan el libre desarrollo de la personalidad. 
3.1.2.5. Libertad
La libertad hace a la persona digna en cuanto que la permite orientar su pro-
pia acción, para autodeterminarse de forma espontánea, sin infl uencias externas, 
coacciones de usos sociales, de otras personas o por la autoridad pública115 en los 
ámbitos garantizados por los derechos fundamentales116. Libertad que “hace a los 
hombres sencillamente hombres” (STC 147/2000).
Libertad referida en la jurisprudencia117 como autodeterminación118, libre 
determinación119, autonomía de la voluntad (STC 37/2011), efectiva emancipa-
ción (STC 36/2012) o libre desarrollo de la personalidad120.  
Libre desarrollo de la personalidad que se constituye en fundamento del 
orden político (art 10.1 de la CE) del Estado social y democrático de Derecho, en 
virtud del valor superior de libertad que en él se afi rma (cf. STC 107/1996) y que 
solo se realiza desde la igualdad real y efectiva de todos (cf. STC 12/2008).
Esta libertad exenta e inmune a las invasiones o agresiones exteriores se rea-
liza en el espacio limitado que la persona elige como su domicilio121 —que, en el 
ámbito constitucional, a diferencia del ámbito del Derecho civil, se defi nirá como 
“ámbito donde se desarrolla la vida privada de la persona” (STC 22/1983)—. 
Fuera de este espacio, la persona puede “elegir entre las diversas opciones 
vitales que se le presenten, de acuerdo con sus propios intereses y preferencias” 
115 STC 24/1982, STC 215/1994, STC 177/1996, STC 154/2002, STC 16/2004, STC 62/2015…
116 STC 53/1985, STC 184/1990, STC 119/1999, STC 196/2004, STC 198/2012…
117 La autodeterminación cobra importancia en los últimos años de la jurisprudencia. En la década de 
los 80 se emplea en una sola sentencia: STC 53/1985 —sentencia sobre la despenalización del aborto—, 
en los años 90 en cinco sentencias: STC 120/1990, STC 184/1990, STC 215/1994, STC 177/1999 y STC 
116/1999, para pasar a una veintena de sentencias a partir del año 2000: STC 81/2001, STC, STC 119/2001, 
STC 154/2002, STC 14/2003, STC 196/2004, STC 236/2007, STC 12/2008, STC 92/2008, STC 60/2010, 
STC 133/2010, STC 7/2011, STC 34/2011, STC 37/2011, STC 46/2011, STC 51/2011, STC 36/2012, STC 
96/2012, STC 185/2012, STC 198/2012.
118 STC 53/1985, STC 120/1990, STC 215/1994, STC 177/1996, STC 154/2002, STC 37/2011, STC 34/2011, 
STC 96/2012…
119 STC 120/1990, STC 81/2001, STC 196/2004, STC 92/2008…
120 STC 53/1985, STC 184/1990, STC 215/1994, STC 107/1996, STC 116/1999, STC 119/2001, STC 14/2003, 
STC 14/2003, STC 196/2004, STC 236/2007, STC 12/2008, STC 60/2010, STC 133/2010, STC 7/2011, STC 
46/2011, STC 51/2011, STC 198/2012, STC 185/2012…
121 STC 22/1983, STC 22/1984, STC 151/1997, STC 28/1999, STC 69/1999, STC 119/2001, STC 16/2004…
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(STC 132/1989) dentro del marco conformado por la ley y las normas 122 —que 
pueden limitar y restringir esta libertad sin que sea vea afectada la dignidad de la 
persona cuando se aplique el principio de proporcionalidad (STC 60/2010 y STC 
7/2011)—. Concretamente por el Código Penal, donde quedan fi jadas las exigen-
cias mínimas para la convivencia social (cf. STC 123/1992), sobre el principio: lo 
“no prohibido expresamente por la ley debe ser considerado como permitido” 
(STC 123/1992), al estar la libertad genérica regida por el principio de agere licere 
(cf. STC 120/1990). Fuera de estas exigencias mínimas, se limitarán o prohibirán 
aquellas conductas que afecten el libre desarrollo de otros como la pornografía, 
“la libertad de creencias de sus progenitores y su derecho a hacer proselitismo de 
las mismas con sus hijos” (cf. STC 141/2000) o la patria potestad de los padres so-
bre los hijos cuando estos quieran autodeterminarse en el aspecto físico (cf. STC 
154/2002). No es constitucional afi rmar que la homosexualidad o la transexuali-
dad de un progenitor afecta al libre desarrollo de la personalidad de los menores 
a cargo de estas personas (cf. STC 198/2012).
La jurisprudencia reconoce de forma explícita la libertad de la persona en 
los ámbitos de la integridad física —en los supuestos de trasplante de órganos, 
esterilización voluntaria y cirugía transexual—(cf. STC 215/1994), en los trata-
mientos médicos (cf. STC 154/2002, STC 196/2004), en la maternidad (cf. STC 
92/2008), en la procreación (STC 215/1994), aspecto físico y sustrato corporal 
(cf. STC 81/2001 y STC 154/2002), matrimonio (STC 51/2011 y STC 198/2012) e 
intelectual ante el fenómeno religioso (cf. STC 177/1996 y STC 34/2011).
Libertad personal que, como manifestación fenoménica, se confi gura como 
libertad concreta en cuanto derecho fundamental, junto con las restantes mani-
festaciones fenoménicas en el principio de libertad (cf. STC 233/1993). Libertad 
que “inspira la entera concepción constitucional desde su pórtico, donde se invoca 
como el primero y principal de los pilares del sistema (art. 1 CE)” (STC 233/1993). 
Ahora bien, en cuanto que concreción constitucional en derecho funda-
mental, se encuentra con los límites que tienen todos estos derechos (cf. STC 
187/1999).
3.1.2.6. Seguridad
La seguridad es el soporte de la libertad de todos y cada uno123. Se confi gura 
en el art. 17.1 de la CE como bien jurídico eminentemente individual reconocido 
en un derecho subjetivo124.
122 STC 53/1985, STC 120/1990, STC 341/1993, STC 215/1994, STC 129/1996, STC 151/1997, STC 177/1996, 
STC 37/2001, STC 154/2002, STC 34/2011…
123 STC 15/1986, STC 325/1994, STC 3/2013…
124 STC 124/1983, STC 56/1985, STC 53/1985, STC 15/1986, STC 179/1989, STC 92/1989, STC 150/1990, 
STC 84/1990, STC 325/1994, STC 234/2012, STC 147/2013, STC 56/2016…
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En cuanto principio general del ordenamiento jurídico y principio confi gu-
rador del Estado de Derecho permite la tranquila convivencia, la paz social y el 
desarrollo económico al establecer un mandato a los poderes públicos para la ga-
rantía de la razonabilidad de la actuación de todos sus órganos (cf. STC 234/2012 
y STC 92/1989) y de la seguridad ciudadana 125.
3.1.2.7. Igualdad
La dignidad está indisolublemente unida a la igualdad, ya que la misma 
“solo se cumple si se atribuye por igual a todo hombre, a toda etnia, a todos los 
pueblos” (STC 214/1991).
Igualdad material o efectiva que “emana del principio de libertad” (cf. STC 
24/1982) a la vez que constituye “una fundamentación genérica de la libertad” 
(STC 38/1981). Igualdad que hace posible “la realización efectiva del libre desa-
rrollo de la personalidad” (STC 12/2008).
Constitucionalmente la igualdad ocupa un lugar tanto en los valores su-
periores, recogidos en el art. 1 CE, como en el art. 9.2 CE (cf. STC 12/2008). El 
concepto de igualdad manejado por el TC no es inequívoco, sino que se emplea 
en referencia tanto a la igualdad sustantiva como a la igualdad jurídica.
La igualdad sustantiva —también denominada real, absoluta, matemáti-
ca— se regula en el art. 9 de la CE126. Igualdad inherente junto con el valor justi-
cia, a la forma de Estado en que se confi gura España, y en consecuencia debe ser 
promovida por los poderes públicos (cf. STC 216/1991); aunque sea “tal vez un 
ideal inalcanzable en cada caso concreto (…) el sistema debe tender hacia ella” 
(STC 45/1989). La misma, como principio y valor permanente en nuestro ordena-
miento, es un límite, junto a los derechos fundamentales, de la libertad legislativa 
(cf. STC 10/1983). 
A partir del año 2008 el desarrollo jurisprudencial identifi cará la igualdad 
real como paridad (cf. STC 12/2008). Al entenderse que la voluntad del consti-
tuyente era alcanzar no solo la igualdad formal sino también esta igualdad sus-
tantiva (cf. STC 12/2008). Criterio interpretativo que constituye el fundamento 
axiológico para la comprensión del entero orden constitucional, de todo el orden 
jurídico (cf. STC 12/2008) y del marco constitucional desde el cual el TC debe 
examinar todas las decisiones adoptadas por el legislador (cf. STC 12/2008). 
La igualdad jurídica está regulada en el art. 14 de la CE127. Por lo que, per-
sonas en idénticas situaciones (cf. STC 2/1998) deberán ser tratadas igual jurídi-
125 STC 36/1982, STC 325/1994, STC 86/1996, STC 13/2001, STC 73/2010…
126 STC 22/1981, STC 34/1981, STC 3/1983, STC 31/1984, STC 83/1984, STC 146/1986, STC 28/1987, STC 120/1990, 
STC 123/1992, STC 3/1993, STC 109/1993, STC 12/2008, 198/2012…
127 STC 22/1981, STC 34/1981, STC 54/1983, STC 76/1983, STC 3/1983, STC 103/1983, STC 8/1986, STC 
128/1987, STC 144/1988, STC 45/1989, STC 142/1990, STC 94/1993, STC 39/2002, STC 198/2012…
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camente. En consecuencia, no toda persona se encuentra siempre en condiciones 
iguales. Desigualdades que no violan el art. 14 de la CE siempre que la desigual-
dad de tratamiento legal esté justifi cada por ser razonable (cf. STC 34/1981). 
La razonabilidad del trato desigual128 dependerá de si dicho trato ha sido reco-
gido por el legislador en el ejercicio de su potestad, en base a circunstancias perso-
nales que lo justifi quen —empleo (cf. STC 151/1997), actuación pública129, el lugar 
de residencia130, la capacidad económica (cf. STC 83/1984) o cualquier otra circuns-
tancia fruto del ejercicio de su voluntad y adoptada libremente131…—; respetando 
los derechos y libertades reconocidos en la Constitución, los preceptos o principios 
contenidos en la misma y la misma esencia de la igualdad (cf. STC 34/1981). 
Algunas características personales —sexo, fi liación, orientación sexual…— 
no podrán ser tenidas en cuenta en ninguna circunstancia132.
La subordinación de la igualdad jurídica a la igualdad real, como fi n propio 
del Estado de Derecho, implica que se podrá quebrar la primera para conseguir 
la segunda133, siempre que esta desigualdad no sea arbitraria sino que busque 
solucionar una desigualdad histórica contraria a la igualdad real134. Por lo que, 
no serán contrarias a la igualdad las regulaciones “cuya desigualdad formal se 
justifi ca en la promoción de la igualdad material” (cf. STC 98/1985) siempre que 
no confi gure “un supuesto de hecho o las consecuencias jurídicas que se le impu-
tan, en desproporción patente con aquel fi n, o sin atención alguna a esa necesaria 
relación de proporcionalidad” (STC 209/1988).
Por ejemplo, se justifi ca el reconocimiento de determinados derechos solo a 
las mujeres de cara a paliar una desigualdad histórica y alcanzar la igualdad real 
(cf. STC 3/1993) y así erradicar todas las normas o interpretaciones de las normas 
que puedan suponer contribuir a perpetuar un reparto tradicional de funciones 
entre el hombre y la mujer (STC 26/2011) y en consecuencia, contribuir a la con-
solidación de una división sexista de papeles en las responsabilidades familiares 
(cf. STC 198/1996). 
128 STC 34/1981, STC 37/1981, STC 3/1983, STC 9/1983, STC 107/1984, STC 119/1984, STC 8/1986, STC 
76/1990, STC 50/1990, STC 28/1992, STC 109/1993,. STC 151/1997, STC 253/2004, STC 186/2004…
129 STC 172/1990, STC 197/1991, STC 79/1995, STC 216/2006.
130 STC 37/1981, STC 156/1995, STC 14/1998…
131 STC 50/1983, STC 53/1985, STC 159/1986, STC 9371987, STC 336/1993, STC 3/1997, STC 225/1997, STC 
165/2000, STC 82/2006, STC 133/2010…
132 STC 67/1982, STC 80/1982, STC 128/1987, STC 144/1988, STC 23/1989, STC 45/1989, STC 161/1989., 
STC 23/1989, STC 140/1990, STC 184/1990, STC 214/1991, STC 216/1991, STC 69/1991, STC 145/1991, 
STC 146/1994, STC 156/1995, STC 126/1997, STC 151/1997, STC 2/1998, STC 14/1998, STC 240/1999, 
STC 224/199, STC 250/2000, STC 39/2002, STC 253, 2004, STC 12/2008, STC 26/1011, STC 198/2012, STC 
214/2012, STC 77/2014…
133 STC 34/1981, STC 37/1981, STC 3/1983, STC 9/1983, STC 107/1984, STC 119/1984, STC 5/1992, STC 
28/1992, STC 3/1993, STC 109/1993, STC 94/1993, STC 173/1994, STC 12/2008, STC 26/2011, STC 
198/2012, STC 214/2012, STC 92/2014, STC 77/2014…
134 STC 26/2011, STC 198/1996, STC 198/2012…
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No existe ningún derecho subjetivo al trato normativo desigual, es decir, 
habrá circunstancias desiguales que podrán ser tratadas de forma igual por el 
legislador (cf. STC 69/2007). 
3.1.2.8. Vida privada y vida social
3.1.2.8.1. Vida privada
La vida de la persona está integrada por actos esenciales —vestirse, despla-
zarse… (cf. STC 197/2003)—, así como, por otras circunstancias personales que 
manifi estan el núcleo más profundo de su intimidad: ideologías, creencias reli-
giosas, afi ciones personales, información sobre la salud, orientación sexual135… 
Cuando estos actos se realicen en el domicilio conforman la vida privada136. 
En la medida en que se lleven a cabo en el mismo, no están sujetos necesariamen-
te a los usos y convenciones sociales, al estar excluida esta esfera de intimidad 
personal del conocimiento ajeno y de las intromisiones de los demás, salvo auto-
rización del interesado137.
Así mismo, la posición intelectual que ante la vida y cuanto le concierne ten-
ga la persona integra también esta vida privada (cf. STC 120/1990). Conciencia138 
que conlleva unas determinadas convicciones —representaciones y juicios de la 
realidad (cf. STC 120/1990)— y juicios —derivados de referencias axiológicas o 
valorativas (cf. STC 128/2007)—. 
Todos estas características de la persona, así como las cualidades corporales 
—que constituyen el primer elemento confi gurador de su esfera personal al ser 
“instrumento básico de identifi cación y proyección exterior y factor imprescin-
dible para su reconocimiento como sujeto individual” (STC 208/2013)—y otros 
aspectos —el nombre, el primer y segundo apellido, el estado civil, la ocupación 
de la persona…139— son elementos defi nitorios del ser propio de la persona (cf. 
STC 117/1994); constitutivos de su identidad (cf. STC 167/2013), posesión in-
herente e irreductible suya (cf. STC 117/1994) y hacen que las mismas no sean 
desconocidas (cf. STC 341/1993). 
3.1.2.8.1.1. Desarrollo personal
135 STC 77/2009, STC 173/2011, STC 198/2012, STC 92/2011, STC 160/1987, STC 32/2003, STC 34/2011, 
STC 173/2011, STC 163/2011, STC 145/2015…
136 STC 22/1983, STC 110/1984, STC 137/1985, STC 170/1987, STC 172/1990, STC 1 97/2001, STC 117/1994, 
STC 185/1995, STC 207/1996, STC 151/1997, STC 144/1999, STC 119/2001, STC 14/2003, STC 16/2004, 
STC 70/2009, STC 140/2009, STC 173/2011, STC 12/2012, STC 167/2013, STC 199/2013, STC 11/2016…
137 STC 22/1984, STC 137/1985, STC 69/1991, STC 50/1995, STC 151/1997, STC 28/1999, STC 69/1999, 
STC 119/2001, STC 16/2004, STC 196/2004, STC 150/2011, STC 54/2015,…
138 STC 15/1982, STC 73/1982, STC 160/1987, STC 165/1987, STC 161/1987, STC 120/1990, STC 117/1996, 
STC 199/1999, STC 141/2000, STC 145/2015, STC 11/2016…
139 STC 290/2000, STC 292/2000…
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La vida de la persona es un proceso vital en que la misma se desarrolla. Este 
desarrollo se lleva a cabo a través de diferentes etapas que componen su biogra-
fía (cf. STC 55/1994). Dentro de estas etapas están la infancia —caracterizada por 
su inmadurez y desvalimiento, su duración se fi ja hasta los 14 años, de forma 
genérica, aunque no son iguales para todos—140, la juventud (cf. STC 176/1995), 
la tercera edad… 
El desarrollo de la persona no solo es físico, sino que también atiende la 
personalidad de la misma. Desarrollo, que, como hemos visto, por la dignidad 
de la persona debe ser libre141.
El desarrollo puede verse favorecido mediante el estímulo de las buenas 
conductas, que permiten que la misma se forme rectamente con un sentido de la 
responsabilidad (cf. STC 2/1997), y de la educación (cf. STC 236/2007).
Educación, que no es un proceso de mera transmisión de conocimientos (cf. 
STC 133/2010), sino que posibilita el libre desarrollo de la personalidad y las ca-
pacidades de los alumnos, con el fi n de formar ciudadanos responsables en una 
democracia avanzada, que participen en los procesos de una sociedad plural en 
condiciones de igualdad y tolerancia, y con pleno respeto a los derechos y liber-
tades fundamentales. Fines de la educación que se ven satisfechos de forma más 
efi caz en un modelo de enseñanza básica en el que el contacto con la sociedad 
plural y con los diversos y heterogéneos elementos que la integran, y no median-
te la educación en el mero domicilio, aunque ésta permitiera la adquisición del 
mismo nivel de conocimientos (cf. STC 133/2010). Por lo que, la escolarización 
será obligatoria en España (cf. STC 133/2010). 
La personalidad también puede ser corrompida, deformada y depravada 
por actos de terceros, por ello, todo acto que infl uya en el libre desarrollo de 
forma negativa, sobre todo de los menores de edad, es limitado142. Por ejemplo, 
como hemos visto, la pornografía o “la libertad de creencias de sus progenitores 
y su derecho a hacer proselitismo de las mismas con sus hijos” (cf. STC 141/2000). 
No es constitucional afi rmar que la homosexualidad o la transexualidad de un 
progenitor afecta al libre desarrollo de la personalidad de los menores a cargo de 
estas personas (cf. STC 198/2012).
Habrá personalidades anómalas, en cuanto que no actúen como correspon-
de a la conducta propia de la persona (cf. STC 115/2003).
El desarrollo de la persona puede llevarse a cabo de forma tal que la perso-
na se realice (cf. STC 223/19932). En esta realización tiene gran importancia para 
140 STC 55/1994, STC 176/1995, STC 167/2013
141 STC 53/1985, STC 99/1985, STC 120/1990, STC 184/1990, STC 215/1994, STC 107/1996, STC 46/2001, 
STC 119/2001, STC 14/2003, STC 16/2004, STC 236/2007, STC 12/2008, STC 31/2010, STC 60/2010, STC 
133/2010, STC 7/2011, STC 51/2011, STC 198/2012, STC 185/2012, STC 93/2013…
142 STC 176/1995, STC 225/1997.
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“la mujer y el hombre de nuestra época” el trabajo, ya que “representa el sector 
más importante y signifi cativo de su quehacer en la proyección al exterior, hacia 
los demás e incluso en su aspecto interno” (STC 223/1992).
3.1.2.8.1.2. Salud
Las personas pueden gozar de salud tanto física como psicológica o pueden 
encontrarse enfermas143. Su estado de salud puede verse afectado por diversas 
circunstancias. 
Por un lado, puede verse afectado por elementos materiales como la expo-
sición prolongada a un nivel elevado de ruidos —cuando este nivel de ruidos 
sea consecuencia de una acción u omisión de los poderes públicos podrá quedar 
afectado el derecho garantizado en el art. 15 CE 144, ya que el derecho a la salud se 
encuentra comprendido dentro del derecho a la integridad (cf. STC 35/1996)—; 
el lugar donde desarrolla su vida —las zonas urbanas suponen una presión a 
la persona, presión que se alivia mediante el recreo físico y psíquico en las zo-
nas marítimo-terrestres, que colman las aspiraciones estéticas y culturales de la 
persona (cf. STC 149/1991)—; o la contaminación del medio ambiente (cf. STC 
174/2013). Por otro lado, puede verse afectado por una enfermedad mental (cf. 
STC 191/2004). 
Cuando por su enfermedad se vea afectada la capacidad de la persona para 
hacerse cargo de sí misma puede ser declarada incapaz. Ser incapaz se entiende 
como la situación de la persona que se encuentra, aun habiendo pasado la infan-
cia, en un estado de inmadurez propia de ésta (cf. STC 55/1994, STC 215/1994). 
Toda limitación de la capacidad de obrar, cuando la persona no sea capaz de go-
bernar su persona y bienes, deberá ser declarada por sentencia judicial en virtud 
de causas tasadas en un procedimiento con todas las garantías. Cuando dicha 
incapacidad sea declarada, las personas pasarán a ser tuteladas en el ejercicio de 
sus actos (cf. STC 55/1994, STC 215/1994).
En los casos de esterilidad, la procreación humana puede ser objeto de la 
reproducción asistida con fi nes terapéuticos (cf. STC 116/1999). La misma no 
podrá realizarse con preembriones que tengan su origen en gametos destinados 
a la investigación o experimentación (cf. STC 116/1999).
La protección de la salud de la persona y la salud pública justifi can la limita-
ción y regulación de aquellas profesiones o actividades que puedan incidir sobre 
la misma, como: la realización de un aborto (cf. STC 53/1985), el embargo de bie-
143 STC 62/1983, STC 53/1985, STC 113/1989, STC 120/1990, STC 154/1994, STC 313/1994, STC 176/1995, 
STC 207/1996, STC 199/1996, STC 35/1996, STC 48/1996, STC 151/1997, STC 141/2000, STC 203/2000, 
STC 119/2001, STC 46/2001, STC 154/2002, STC 16/2004, STC 196/2004, STC 236/2007, STC 92/2007, 
70/2009, STC 173/2011, STC 173/2011, STC 75/2011, STC 19/2012, STC 12/2013, STC 3/3013, STC 
139/2016, STC 11/2016…
144 STC 119/2001, STC 174/2013, STC 16/2014.
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nes (cf. STC 113/1989), la privación de libertad (cf. STC 120/1990), conducir un 
automóvil (cf. STC 154/1994), la producción de productos industriales (cf. STC 
57/1994), las intervenciones médicas (cf. STC 207/1996), actividades gravemente 
contaminantes (cf. STC 1999/1996), la prohibición de las sectas (cf. STC 46/2001), 
la profesión médica (cf. STC 12/2013),...
La información relativa a la salud física o psíquica de una persona se en-
cuentra protegida por el derecho a la intimidad (cf. STC 70/2009). 
3.1.2.8.1.3. Situación económica
La persona tiene una situación económica, marcada por los ingresos y gas-
tos, con la que mantiene un nivel de subsistencia personal y familiar145. Capaci-
dad económica sometida al interés público (cf. STC 110/1984) y sujeta al pago de 
impuestos146. Debiendo en todo caso respetarse el mínimo vital de subsistencia 
necesario para mantener un mínimo de calidad de vida personal y familiar (cf. 
STC 113/1989, STC 19/2012). 
3.1.2.8.2. Vida social
La persona es un ser social, convive con otros con los que se comunica —de 
forma verbal, escrita y oral, como de forma no verbal147—. 
Vida social de la persona integrada por los actos realizados en la esfera 
pública148. La persona organiza su vida social libremente sin amenazas ni per-
turbaciones, en cualquier lugar dentro del territorio nacional, con arreglo a sus 
propias opciones y convicciones149 —salvo que, por motivos psíquicos o físicos, y 
previa valoración judicial, se proceda a su internamiento (cf. STC 34/2016) o esté 
cumpliendo con una pena de prisión150— en el marco de las normas generales (cf. 
STC 341/1993). 
En el plano moral, el único límite será el mínimo ético necesario para la con-
vivencia que no limite los derechos fundamentales y las libertades públicas (cf. STC 
62/1982) y que encontrará recogido en el Código Penal como “límite último de toda 
libertad”, al ser en dicho Código “donde se marca el nivel mínimo de exigencias 
para la convivencia social” (STC 23/1992). En consecuencia, en la vida social “lo no 
prohibido expresamente por la Ley ha de considerarse permitido” (STC 123/1992).
145 STC 110/1984, STC 16/1994, STC 19/2012, 271/2015…
146 STC 209/1988, STC 45/1989, STC 150/1990, STC 146/1994, STC 233/1999…
147 STC 116/1999, STC 184/2003, STC 158/2009, STC 177/2015…
148 STC 219/1992, STC 222/1992, STC 3/1993, STC 185/1995, STC 2/1997, STC 119/2001, STC 115/2003, 
STC 236/2007, STC 12/2008, STC 133/2010, STC 108/2011, STC 198/2012,…
149 STC 219/1992, STC 222/1992, STC 3/1993, STC 185/1995, STC 2/1997, STC 119/2001, STC 115/2003, 
STC 236/2007, STC 12/2008, STC 133/2010, STC 108/2011, STC 198/2012,…
150 STC 89/1987, STC 35/1996, STC 2/1997, STC 146/1997, STC 12/2013,…
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En cuanto seres humanos, las personas tienen una pluralidad de relaciones 
humanas en cuyo ámbito surgen derechos y obligaciones, concretados por las 
normas que estructuran la llamada legalidad ordinaria (cf. STC 154/2002). Or-
denamiento jurídico al que la persona está sujeta—su estatuto personal (cf. STC 
93/2013)— que se determina en función de su vecindad civil, entendido como el 
punto de conexión para determinar las normas aplicables en los confl ictos de le-
yes (cf. STC 93/2013). Dentro de estas relaciones son especialmente importantes 
para el Derecho las relaciones familiares y la relación matrimonial.
3.1.2.8.2.1. Matrimonio 
Al ser la persona un ser sexuado, la sexualidad, o ausencia de ella151, forma 
parte importante de la vida de la misma. Las relaciones estables entre personas 
serán relevantes para el derecho tanto si les une un vínculo matrimonial como si 
conviven more uxorio.
El vínculo more uxorio se defi nirá como “una relación estable de convivencia 
(…), cuyo elemento defi nitorio común queda cifrado en la voluntad libremente 
confi gurada de permanecer al margen del Derecho en cuanto a las consecuencias 
jurídicas inherentes a la institución matrimonial a que se refi ere el art. 32 CE” 
(STC 93/2013)—; el matrimonio se defi nirá como la
“comunidad de afecto que genera un vínculo, o sociedad de ayuda mutua entre 
dos personas que poseen idéntica posición en el seno de esta institución, y que 
voluntariamente deciden unirse en un proyecto de vida familiar común, pres-
tando su consentimiento respecto de los derechos y deberes que conforman la 
institución y manifestándolo expresamente mediante las formalidades estable-
cidas en el ordenamiento” (STC 198/2012).
 Es decir, un vínculo contraído entre un varón y una mujer —o entre dos 
varones o entre dos mujeres (STC 198/2012)—, en el ejercicio de su ius connubii, 
en un acto público y formal152. El derecho a contraer matrimonio está regulado 
en el art. 32 de la CE, y tiene un régimen jurídico desarrollado legalmente “por 
mandato constitucional (art. 32.2)” (STC 184/1990). Es un derecho de titularidad 
individual, que no de ejercicio individual, ya que exige de otra persona para rea-
lizarse y del consentimiento mutuo libremente expresado por los contrayentes 
dentro de los límites que se deriven de la confi guración legal que realiza el Códi-
go Civil de los requisitos para contraer matrimonio (cf. STC 198/2012). 
El matrimonio puede celebrarse de forma religiosa, en virtud de lo estable-
cido en el art. 59 del CC. Siempre que la entidad religiosa esté inscrita en el regis-
151 La abstinecia sexual puede ser una decisión propia de la persona o impuesta temporalmente, sin que se 
ponga en peligro su integridad física o moral (STC 89/1987, STC 215/1994, STC 224/1999…).
152 STC 73/1982, STC 67/1982, STC 184/1990, STC 155/1998, STC 46/1999, STC 311/2000, STC 273/2005, 
STC 51/2011, STC 198/2012, STC 93/2013, STC 167/2013… 
630 Lorena Velasco Guerrero
tro establecido para tal fi n y se cumplan los requisitos legalmente establecidos, el 
mismo tendrá para los contrayentes plenos efectos civiles153.
El matrimonio tiene un régimen jurídico propio, unos efectos jurídicos ad 
intra y ad extra y conlleva unos deberes derivados de la relación conyugal154, igua-
les para ambos, que producirán efectos y serán exigibles hasta que se produzca 
la disolución del vínculo, no por la mera separación de hecho (cf. STC 73/1982, 
STC 311/2000). La jurisprudencia recoge entre otros derechos y deberes: la obli-
gación de los cónyuges de socorro mutuo (art. 68 CC), de contribuir a los gastos 
comunes en una u otra forma y de convivencia y fi delidad (cf. STC 45/1989, STC 
138/2005). 
Estos deberes permiten determinar la fi liación legal de la paternidad del 
marido de la madre a través del juego de las presunciones (arts. 116 y 117 CC), 
basadas en la regla proveniente del Digesto: pater vero is est quem nuptiae demons-
trant; y cuando el nacimiento se ha producido ex uxore, siempre y cuando el hijo 
nazca: después de la celebración del matrimonio, antes de los trescientos días si-
guientes a la disolución del mismo o a la separación efectiva, sea legal o de hecho, 
de los cónyuges, atendiendo al desarrollo natural de los embarazos humanos (cf. 
STC 138/2005, STC 273/2005). Los hijos, habidos dentro o fuera del matrimonio, 
no han elegido su fi liación, en consecuencia, serán tratados jurídicamente de la 
misma manera155. 
La institución matrimonial ha mutado a lo largo de los años: en 1975 se re-
conoce normativamente plena capacidad de obrar a la mujer casada, mediante la 
Ley 14/1975, de 2 de mayo sobre reforma de determinados artículos del Código 
Civil y del Código de Comercio sobre la situación jurídica de la mujer casada y 
los derechos y deberes de los cónyuges (cf. STC 198/2012), se amplía el derecho 
a la patria potestad y la administración de los bienes de la sociedad conyugal a 
ambos cónyuges (cf. STC 198/2012). Evolución institucional que culmina, según 
el TC, con la regulación del matrimonio entre personas del mismo sexo en el año 
2012 (cf. STC 198/2012). Derecho que solo tiene existencia a partir del momento 
en que el legislador lo crea, por lo que, las personas homosexuales no tendrán de-
recho a la pensión de viudedad (cf. STC 92/2014), como sí tuvieron las personas 
que no pudieron casarse por no reconocerse legalmente su forma de matrimonio 
—matrimonio civil, matrimonio por el rito gitano…156—. Estas personas sí tenían 
reconocido un derecho que no pudieron ejercer hasta el año 1978 en que se “dictó 
una Instrucción (…) que ordenaba a los encargados del Registro Civil que auto-
rizasen los matrimonios civiles de todas las personas que deseasen contraerlo sin 
153 STC 46/2001, STC 51/2011, STC 194/2014…
154 STC 73/1982, STC 184/1990, STC 12/1994, STC 273/2005…
155 STC 82/1982, STC 33/1983, STC 184/1990, STC 197/1991, STC 74/1997, STC 67/1998, STC 273/2005, 
STC 154/2006, STC 167/2013…
156 STC 184/1990, STC 180/2001…
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indagación ni declaración alguna sobre las ideas religiosas de los contrayentes” 
(STC 180/2001).
3.1.2.8.2.2. Familia
La persona puede desarrollar su vida junto con personas que guardan una 
especial y estrecha vinculación, personas cercanas como familiares, cuyos actos 
inciden en la propia esfera de la personalidad del individuo. Estos actos conforman 
la vida familiar157, la cual está protegida por el derecho a la intimidad familiar. 
La familia, “elemento natural y fundamental de la sociedad” (STC 236/2007), 
es un “marco de solidaridades y de dependencias” (STC 222/2002), una unidad 
básica y esencial de convivencia (cf. STC 116/1999) en la que se constituyen vín-
culos familiares (cf. STC 44/1999). 
Puede tener su origen tanto en el matrimonio como en la unión more uxorio, 
ya que el Estado debe atender a la realidad efectiva de los modos de convivencia 
que en la sociedad se expresen, debe incluir todos los tipos de familia158. 
La identifi cación entre la familia natural y la jurídica carece de todo respal-
do constitucional (STC 116/1999), ya que ambos —matrimonio y familia— han 
sido establecidos constitucionalmente como dos bienes constitucionales diferen-
tes al ser regulados en preceptos distintos de la Constitución por voluntad expre-
sa del constituyente (cf. STC 198/2012), quien en 1978 al redactar la Constitución 
buscaba plasmar según el TC su voluntad de desligar el matrimonio y la familia, 
de proclamar la igualdad de los cónyuges en el seno de la institución y de cons-
titucionalizar la separación y la disolución (cf. STC 198/2012). En consecuencia, 
no pueden limitarse los rasgos identifi cativos de la defi nición constitucional de 
familia al matrimonio heterosexual (cf. STC 116/1999, STC 198/2012) y la po-
sibilidad de que de él se desprendan relaciones paterno-fi liales159. Por ello, no 
supondrá un ataque contra el concepto de familia la disociación entre progenitor 
biológico y padre legal, la fertilización de cualquier mujer independientemente 
de que el donante sea su marido, el hecho de que estén o no vinculados matri-
monialmente los progenitores, o el sexo de los mismos (cf. STC 116/1999, STC 
198/2012) al no vulnerar estos actos el núcleo esencial de la institución familiar 
(cf. STC 116/1999).
La regulación jurídica de una u otra familia —con origen en el matrimonio 
o more uxorio— y sus consecuencias no han sido siempre iguales160, por la propia 
naturaleza de los vínculos: la unión de carácter matrimonial es la más relevante, 
157 STC 110/1984, STC 197/1991, STC 177/1996, STC 151/1997, STC 119/2001, STC 14/2003, STC 16/2004, 
STC 70/2009, STC 140/2009, STC 167/2013, STC 11/2016 …
158 STC 184/1990, STC 222/1992, STC 47/1993, STC 74/1997, STC 198/2012, STC 93/2013…
159 STC 74/1997, STC 116/1999, STC 53/2002, STC 185/2012…
160 STC 184/1990, STC 74/1997, STC 155/1998…
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social y jurídicamente y proporcione a terceros una mayor certeza jurídica al ser 
el matrimonio un acto público y formal (cf. STC 222/1992), mientras que en el 
caso de la unión more uxorio esta certeza es más difícil dado su carencia de forma-
lismos (cf. STC 222/1992). 
Sin embargo, como la decisión de formar una u otra familia está dentro de 
la intimidad de la persona, dentro del libre desarrollo de su personalidad. Los 
poderes públicos han de abstenerse de cualquier acción que condicione de algu-
na manera la misma161. En consecuencia, el TC ha declarado inconstitucionales 
aquellas normas que establecían diferentes consecuencias jurídicas en función 
del vínculo que da origen a la familia162, salvo aquellas derivadas de la propia 
naturaleza del mismo vínculo (STC 93/2013). 
Así mismo, los poderes públicos tampoco pueden infl uir en la organización 
de la familia, el reparto de responsabilidades entre el padre y la madre… (cf. STC 
109/1993), salvo cuando busquen promover la igualdad entre los cónyuges, en 
virtud del mandato constitucional del art. 32 de la CE163. 
A partir del año 2012, como tipo de familia resultará indiferente el sexo de 
los progenitores, se incluirá tanto la familia heteroparental como homoparen-
tal, al poder los matrimonios de personas del mismo sexo adoptar niños, dando 
cumplimiento al derecho del niño a tener una familia (cf. STC 198/2012). Los dis-
tintos tipos de familia se constituirán en diversos momentos: si es una familia de 
origen matrimonial se constituye en el momento de contraer matrimonio (cf. STC 
93/2013), mientras que en las uniones de hecho dicha constitución se subordina 
por la jurisprudencia a su materialización efectiva por la existencia de hijos o la 
existencia de una efectiva voluntad de crearla (cf. STC 93/2013). Sin embargo, 
el requisito de haber tenido hijos en común como origen de la familia, de cara al 
reconocimiento de la pensión de viudedad, se considera inconstitucional en el 
mismo año 2013 en una STC anterior, ya que dicho requisito: 
“no solo carece de justifi cación constitucionalmente legítima y resulta ser de im-
posible cumplimiento, por razones biológicas, tanto para las parejas de hecho 
formadas por personas del mismo sexo como para las parejas de hecho de dis-
tinto sexo que no pudieron tener hijos por causa de infertilidad” (STC 41/2013). 
Por lo que, el origen de la familia en las uniones de hecho quedará subordi-
nada a la efectiva voluntad de crearla (cf. STC 41/2013, STC 93/2013).164 
161 STC 47/1993, STC 74/1997, STC 184/1990…
162 STC 47/1993, STC 54/1997, STC 198/2012…
163 STC 45/1989, STC 3/1993, STC 109/1993…
164 De la lectura de la propia jurisprudencia, no queda claro si de hecho, la STC 41/2013 establece una in-
constitucionalidad que posteriormente es salvada por la STC 93/2013, permaneciendo como constitucio-
nal el requisito de los hijos, o si de hecho, pese a ser posterior la STC 93/2013, la que prima al respecto es 
la STC 41/2013, debiendo ser inconstitucional la propia STC 93/2013, pese a ser esta posterior.
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A partir del 2015, el hijo en gestación no nacido podrá ser tenido como naci-
do e integrante de la familia para el reconocimiento de determinados derechos de 
la familia, como puede ser la consideración de la misma como familia numerosa 
(cf. STC 271/2015). 
3.1.2.8.2.3. Comunidad 
La persona está inserta en diversas comunidades, desde los ámbitos mas 
locales hasta los ámbitos nacionales o supranacionales.
La comunidad nacional española se constituye en Estado Social y Democrá-
tico de Derecho165 “según la fórmula de nuestra Constitución (artículo 1.1)” (STC 
25/1981), fruto del ejercicio de la soberanía nacional, que reside únicamente en el 
conjunto del pueblo español (cf. STC 42/2014). 
Confi guración estatal que se ha conformado, a través de un proceso de 
desarrollo histórico166, en la “realidad propia del mundo occidental de nuestra 
época, que trasciende a todo el orden jurídico” (STC 23/1984). Evolución cuyo 
origen sitúa la jurisprudencia en las “Declaraciones del Hombre y del Ciudadano 
de 1789 y 1793” como origen histórico, primera expresión legislativa, y confi gu-
ración sustantiva de las libertades y derechos fundamentales, subjetivos y por 
ello individuales (cf. STC 325/1994) y, en España, en la Constitución de Cádiz de 
1812 (cf. STC 126/1997).
Estado Social y Democrático de Derecho que “viene así a culminar una evo-
lución en la que la consecución de los fi nes de interés general no es absorbida por 
el Estado, sino que se armoniza en una acción mutua Estado-Sociedad, que difu-
mina la dicotomía Derecho público-privado” (STC 18/1984), mediante una “in-
terpenetración entre Estado y Sociedad” (STC 18/1984) en la que los ciudadanos 
participan en la organización del Estado, a través de las elecciones a los distintos 
órganos de representación167, tanto como el Estado en la sociedad, mediante la 
ordenación de las entidades de carácter social (cf. STC 18/1984 y STC 23/1984), 
la garantía de los ámbitos de la libertad que permitan la autodeterminación de 
la persona y el libre desarrollo de la personalidad en respeto a su dignidad168 y 
la igualdad real, como valor superior del ordenamiento169 y condición de po-
sibilidad “la realización efectiva del libre desarrollo de la personalidad” (STC 
12/2008).
165 STC 25/1981, STC 3/1983, STC 62/1983, STC 18/1984, STC 23/1984, STC 53/1985, STC 86/1985, STC 
160/1987, STC 179/1989, STC 214/1991, STC 216/1991, STC 222/1992, STC 16/1994, STC 55/1994, STC 
119/1995, STC 185/1995, STC 107/1996, STC 141/2000, STC 147/2000, STC 12/2008, STC 19/2012, STC 
234/2012, STC 42/2014, STC 177/2015, STC 56/2016…
166 cf. STC 25/1981, STC 42/1982, STC 3/1983, STC 18/1984, STC 325/1994…
167 STC 165/1987, STC 103/2008…
168 STC 233/1993, STC 107/1996, STC 147/2000, STC 93/2012…
169 STC 3/1983, STC 216/1991, STC 156/1995, STC 26/2011…
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Fines del Estado Social y Democrático de Derecho que se realizan mediante 
la efectividad real de los derechos fundamentales170, especialmente los que con-
tribuyen a la construcción de una opinión pública libremente constituida, como 
son los del art. 20 CE, “condición previa y necesaria para el ejercicio de otros de-
rechos inherentes al funcionamiento de un sistema democrático” (STC 159/1986, 
también STC 85/1992, STC 23/2010), esencia del Estado democrático, que permi-
te su existencia y desarrollo (cf. STC 159/1986, STC 172/1990). Derechos y liber-
tades que vinculan directamente al Estado con los individuos, sin mediación (cf. 
STC 25/1981) y que se confi guran como límite —autoimpuesto— a la actuación 
del Estado171 y “obligación positiva” (STC 53/1985), no meramente formal172, de 
favorecer las conductas que permitan su realización y la prohibición de aquellas 
conductas contrarias a los mismos173.
En esta confi guración estatal, el interés general prima sobre los intereses 
particulares, pudiendo ser contrariados estos últimos cuando las normas que los 
afectan redunden en benefi cio de la comunidad y den cumplimiento a un man-
dato constitucional —como la existencia de información plural y variada— o a 
un deber internacional adquirido por España174. Interés general que por la confi -
guración del Estado como social de Derecho debe ser alcanzado por “una acción 
mutua Estado-Sociedad”, al difuminarse la “dicotomía Derecho público privado” 
(STC 18/1984). Interés común que permite satisfacer aquellos intereses persona-
les, que no se satisfacen individualmente (cf. STC 62/1983, STC 34/1994). Frente 
a la acción del Estado y al ordenamiento jurídico cabe la objeción de conciencia, 
en aquellos supuestos aceptados por el Estado, aunque nunca “la objeción de 
conciencia con carácter general, es decir, el derecho a ser eximido del cumpli-
miento de los deberes constitucionales o legales por resultar ese cumplimiento 
contrario a las propias convicciones” ya que esto “signifi caría la negación misma 
de la idea del Estado” (STC 161/1987).
Dentro de la sociedad, en función de sus circunstancias, la persona puede 
pertenecer a colectivos vulnerables. Colectivos determinados por los poderes pú-
blicos. La pertenencia a los mismos permite a la persona el ejercicio de determi-
170 STC 42/1982, STC 53/1985, STC 64/1988, STC 179/1989, STC 120/1990, STC 13/1992, STC 123/1992, 
STC 222/1992, STC 325/1994, STC 55/1994, STC 215/1994, STC 156/1995, STC 177/1996, STC 212/1996, 
STC 136/1999, STC 102/2000, STC 236/2007, STC 12/2008, STC 51/2011, STC 19/2012, STC 198/2012, 
STC 93/2013, STC 119/2014, STC 77/2016…
171 cf. STC 24/1982, STC 53/1985, STC 67/1985, STC 177/1996, STC 81/1988, STC 2/2003, STC 128/2007, 
STC 34/2011, STC 173/2011, STC 234/2012, STC 44/2016…
172 STC 42/1982, STC 53/1985, STC 64/1988, STC 179/1989, STC 120/1990, STC 13/1992, STC 123/1992, 
STC 222/1992, STC 325/1994, STC 55/1994, STC 215/1994, STC 156/1995, STC 177/1996, STC 212/1996, 
STC 136/1999, STC 102/2000, STC 236/2007, STC 12/2008, STC 51/2011, STC 19/2012, STC 198/2012, 
STC 93/2013, STC 119/2014, STC 77/2016…
173 cf. STC 161/1987, STC 214/1991, STC 292/2000, STC 93/2013, STC 177/2015…
174 STC 160/1987, STC 107/1988, STC 172/1990, STC 12/2012, STC 17/2013…
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nados derechos, como por ejemplo el derecho constitucional a la justicia gratuita 
(cf. STC 35/2017).
Una de estas circunstancias es la realidad biológica sexuada que según el 
TC sitúa a la mujer en una situación de desventaja. La constituye como grupo 
social determinado, objeto históricamente de infravaloración social, económica y 
jurídica175. Al haber sido la misma considerada como “miembros subordinados 
en la estructura familiar con respecto del padre o hermano” y al conectarse la 
maternidad con el trabajo del hogar familiar (cf. STC 3/1993), lo que ha llevado 
a impedir a la misma el acceso al trabajo en condiciones de igualdad, por men-
talidades de otra época que pretendían mantener a la mujer apartada del taller y 
de la fábrica, ocupada en tareas de hogar, por una concepción social que asume 
presupuestos de inferioridad física o de una mayor vocación hacia las tareas fa-
miliares176. 
Dentro de las diferencias biológicas encontramos que en ocasiones se ha 
incluido por parte del TC la fuerza física177. Mientras que en otras ocasiones ha 
establecido que esto no es más que un estereotipo que no responde a la naturale-
za de las cosas, percepción defectuosa, errónea o anacrónica, que responde más 
a un prejuicio infundado que a diferencias reales, naturales o biológicas, por ello, 
este hecho no podrá justifi car una prohibición del acceso de las mujeres a deter-
minados puestos de trabajo (cf. STC 198/1996). 
Vida comunitaria con trascendencia en la dignidad personal mediante el 
reconocimiento social. Honor que como término jurídicamente indeterminado se 
defi ne conforme al lenguaje de todos, en el cual suele el pueblo hablar a su veci-
no, que el TC entiende refl ejado en el Diccionario de la Real Academia —aunque 
no hace suyas todas las defi niciones que en él se contienen, al considerar alguna 
de ellas, como la honra de la mujer o el honor de hidalgo, como propias de otras 
épocas (cf. STC 223/1992)—. Criterio interpretativo que hace que el concepto de 
honor sea “lábil y fl uido cambiante y, en defi nitiva, como hemos dicho en alguna 
otra ocasión, dependiente de las normas, valores e ideas sociales vigentes en cada 
momento” (STC 176/1995). 
Honor o crédito personal que se mantiene, principalmente por la hon-
radez y la integridad de la persona en todos los sectores de la vida social (cf. 
STC 223/1992) y que se verá protegido de la acción de terceros por el derecho 
al honor178 —no solo mientras está viva, sino que se mantendrá después de su 
175 STC 128/87, STC 3/1993, STC 109/1993, STC 253/2004, STC 75/ 2011…
176 STC 128/87, STC 3/1993, STC 109/1993, STC 58/1994, STC 198/1996, STC 253/2004, STC 75/ 2011…
177 STC 58/1994, STC 240/1999…
178 STC 120/1983, STC 50/1983, STC 99/1985, STC 168/1986, STC 165/1987, STC 107/1988, STC 85/1989, 
STC 172/1990, STC 105/1990, STC 197/1991, STC 214/1991, STC 223/1992, STC 190/1992, STC 223/1992, 
STC 336/1993, STC 254/1993, STC 23/1993, STC 123/1993, STC 117/1994, STC 170/1994, STC 176/1995, 
STC 139/1995, STC 3/1997, STC 126/1997, STC 151/1997, STC 187/1999, STC 81/2001, STC 156/2001, 
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muerte “por transmisión de ese patrimonio moral a sus descendientes” (STC 
176/1995)—. Sin embargo, el mismo puede verse menoscabado por los propios 
actos de la persona, ya que ni la ley ni la constitución le defenderán a la perso-
na del deshonor causado por sus propios actos (cf. STC 50/1983). El derecho al 
honor es un atributo de toda persona tanto física como jurídica —aunque en un 
primer momento se negó a las personas jurídicas la titularidad de dicho derecho 
(cf. STC 107/1988, STC 107/1988), posteriormente se las reconocerá como titula-
res del mismo (cf. STC 176/1995, STC 79/2014)—. 
A los miembros de algunos cuerpos y clases en el Estado se les exige un ma-
yor honor en su comportamiento (cf. STC 151/1997). Para delimitar el alcance de 
esta exigencia se atiende a los derechos fundamentales y las pautas o reglas éticas 
o morales socialmente imperantes en la actualidad (cf. STC 151/1997). 
Las personas que tengan cargos públicos verán limitados sus derechos de 
la personalidad —intimidad, honor, propia imagen— a favor de los derechos 
recogidos en el art. 20 de la CE179.
3.1.3. Los postulados relativos a la persona en cuanto a quién
Con el término persona el TC se refi ere tanto a la persona física o natural 
como a la persona jurídica. 
Las personas físicas o naturales son individuos180, seres humanos181. Los cua-
les tienen una existencia jurídica que no puede ser negada por el ordenamiento, 
debiéndoles ser reconocida en todo momento su personalidad jurídica (cf. STC 
117/1998 y STC 7/2011). Las personas físicas o naturales también serán referidas 
como personas individuales182 o como personas particulares183. Se distinguirá en-
tre personas públicas, en el sentido de personajes públicos o que desarrollan una 
labor pública —como los políticos—184 y personas privadas185. 
Por su parte, la persona jurídica constituye una creación del legislador, de 
las técnicas del Derecho, como instrumento que el ordenamiento jurídico pone al 
STC 52/2002. STC 43/2004, STC 171/2004, STC 216/2006, STC 72/2007, STC 77/2009, STC 158/2009, STC 
208/2013, STC 79/2014, STC 177/2015…
179 STC 172/1990, STC 197/1991, STC 85/1992, STC 79/1995, STC 216/2006, STC 16/2006…
180 STC 22/1981, STC 53/1983, STC 22/1984, STC 209/1988, STC 45/1981, STC 50/1995, STC 119/1995, 
STC 177/1996, STC 144/1999, STC 240/1999, STC 141/2000, STC 81/2001, STC 167/2002, STC 32/2003, 
STC 16/2004, STC 298/2006, STC 77/2009, STC 133/2010, STC  34/2011, STC 173/2011, STC  12/2012, 
STC 208/2013, STC  79/2014, STC 31/2015, STC 173/2015, STC 44/2016…
181 STC 133/2010, STC 77/2014…
182 STC 53/1983, STC 209/1988, STC 173/2011, STC 31/2015, STC 173/2015…
183 STC 68/1982, STC 119/1995…
184 STC 107/1988, STC 134/1999…
185 STC 165/1987, STC 34/1994, STC 170/1994, STC 129/2001, STC 20/2013, STC 44/2016…
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servicio de la persona para que pueda actuar en el tráfi co jurídico y alcanzar va-
riados fi nes de interés público o privado reconocidos por el propio ordenamiento 
(cf. STC 117/1998). Tanto su existencia como su capacidad jurídica y de obrar vie-
nen supeditadas al cumplimiento de los requisitos que el ordenamiento jurídico 
establezca en cada caso (cf. STC 117/1998). Por ejemplo, hay sujetos jurídicos que 
se constituyan en el mundo jurídico en virtud del reconocimiento constitucional, 
con independencia de que la realidad socio histórica a la que se refi ere el mismo 
sea anterior a la Constitución de 1978, como España o Cataluña (cf. STC 42/2014); 
y otros, como las entidades religiosas, solo son reconocidas por el Derecho en la 
medida en que se incluyan en el registro correspondiente (STC 46/2001).
Las personas jurídicas también serán denominadas personas colecti-
vas o personas morales. Se distingue entre personas jurídico-públicas (cf. STC 
340/1993) y personas jurídicas privadas186. Las personas jurídico-públicas no ten-
drán por qué tener esta clasifi cación en todos los ámbitos jurídicos, sino tan solo 
en aquellas materias en que hayan sido equiparadas con el Estado y los otros 
entes de Derecho público. Las personas públicas estatales actúan como personas 
públicas privadas (cf. STC 44/2016). 
Habrá grupos humanos que no tengan personalidad jurídica, que no sean 
personas jurídicas, pero que sean titulares de derechos al poder ser claramente 
identifi cados por cualquier rango dominante de su estructura y cohesión —his-
toria, características sociales propias, etnia, religión propia—. Entre los mismos 
el TC reconoce al pueblo judío (cf. STC 214/1991). 
La relación del término persona con los restantes términos de signifi cación 
próxima no es sencilla de determinar. La equivocidad presente en el propio texto 
constitucional y reconocida por la jurisprudencia (STC 107/1984) es mantenida a 
lo largo de la misma.
Con él termino persona no se hace referencia a todo ser humano, ya que no 
serán personas los seres humanos no nacidos (cf. STC 53/1985), según indica el 
TC asumiendo la doctrina de la comisión Europea de Derechos Humanos, —en 
el asunto 8416/1979, decisión de 13 de mayo de 1980 en relación con el artículo 
2º del Convenio— el término persona —everyone o tout personne— se refi ere “a las 
personas ya nacidas y no es aplicable al nasciturus” (STC 53/1985). 
Los “preembriones humanos”, los “gametos humanos” y los “fetos huma-
nos no viables” (cf. STC 212/1996, STC 116/1999) no alcanzan para el TC la con-
dición de seres humanos y, por lo tanto, tampoco la de nascituri o nasciturus. Esta 
condición es algo que se alcanza por medio del desarrollo, a lo que podrían dar 
lugar si fueran capaces de desarrollarse, pero que no es posible ya que el desarro-
llo o está interrumpido o por su situación de inviabilidad nunca llega a darse (cf. 
STC 212/1996, STC 116/1999).
186 STC 44/2016, STC 129/2001…
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Con el término ciudadano se hace referencia con carácter general a la persona 
física individual187. Solo hará referencia a la persona jurídica cuando los derechos 
de los que se proclama titular el ciudadano tengan un carácter tal que puedan ser 
ejercidos por las mismas188. No toda persona será ciudadano español189, pudiendo 
ser ciudadano de otro país190 o un apátrida (cf. STC 53/2002). 
Toda persona es individuo191. Ahora bien, cuando se usa por el TC el término 
individuo puede estar haciendo referencia tanto a la persona como al ciudada-
no192, debiendo determinarse por el contexto a qué se está haciendo referencia en 
cada caso. 
Se establece de forma expresa una relación entre el término persona y el 
término nadie, al indicarse que el art. 1º del Protocolo adicional al Convenio para 
la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, en 
el que se establece que “ nadie podrá ser privado de su propiedad más que por 
causa de utilidad pública y en las condiciones previstas por la Ley y los princi-
pios generales del derecho internacional”, es de aplicación tanto a las personas 
físicas como a las morales o jurídicas. Por su parte, el término todos parece que no 
hace referencia a toda persona sino a todo ser humano incluido el nasciturus (cf. 
STC 53/1985). El TC no es siempre consistente con esta defi nición, empleándose 
el término en referencia a diversos sujetos193. 
En ocasiones, el término persona no aparece como un sujeto en sí mismo, 
sino como un atributo tanto del ciudadano, como del individuo: la persona del 
ciudadano o la persona del individuo194.
3.1.4. Los postulados relativos a la persona en cuanto titular de derechos
Toda persona es titular de aquellos derechos imprescindibles para la garan-
tía de la dignidad humana195 establecidos en la CE.
187 STC 62/1983, STC 107/1984, STC 56/1985, STC 99/1985, STC 60/1992, STC 241/1992, STC 170/1994, 
STC 119/1995, STC 126/1997, STC 11/1998, STC 68/2001, STC 129/2001, STC 13/2001, STC 12/2008, STC 
67/2011, STC 108/2001, STC 20/2013, STC 125/2013…
188 STC 19/1983, STC 51/1984, STC 34/1994, STC 213/1998, STC 298/2006, STC 67/2011…
189 STC 19/1983, STC 64/1988, 207/1996, STC 141/1998, STC 174/1999…
190 STC 95/2000, STC 13/2001, STC 53/2002, STC 72/2005, STC 72/2005…
191 STC 22/1981, STC 53/1983, STC 22/1984, STC 209/1988, STC45/1981, STC 50/1995, STC 119/1995, 
STC177/1996, STC117/1998, STC 144/1999, STC 240/1999, STC 141/2000, STC 81/2001, STC 167/2002, 
STC 32/2003, STC 16/2004, STC 298/2006, STC 77/2009, STC 133/2010, STC  34/2011, STC 173/2011, STC 
12/2012, STC 208/2013, STC  79/2014, STC 31/2015, STC 173/2015, STC 44/2016…
192 STC 53/1983, STC 107/1984, …
193 STC 160/1987, STC 199/1996, STC 180/2001…
194 STC 160/1987, STC 144/1999, STC 81/2001…
195 STC 107/1984, STC 99/1985, STC 94/1993, STC 95/2000, STC 82/2006, STC 236/2007, STC 19/2012, 
STC 198/2012…
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Los derechos se ejercerán en igualdad de condiciones196 al ser la igualdad la 
fundamentación genérica de la libertad a la que dan lugar197.
 En la esfera privada e individual la persona podrá ejercerlos sin límite al-
guno. Al no ser derechos absolutos198 su ejercicio fuera de esta esfera está limi-
tado por: los derechos de los demás199, el tráfi co jurídico privado, los mandatos 
legales, el orden público, la salud y la moralidad pública, la seguridad jurídica, 
y en función de la labor profesional o social200 de su titular. Solamente habrá tres 
derechos que no podrán ser limitados en ningún caso: el reconocimiento de la 
personalidad jurídica (cf. STC 7/2011), el derecho a la vida201, y el derecho a la 
integridad física y moral (cf. STC 151/1997) —salvo en los casos de autodetermi-
nación en el plano físico (cf. STC 215/1994)—.
Su ejercicio está también condicionado por la edad y la capacidad de la 
persona. Los menores de edad y los incapaces son titulares en pleno derecho de 
todos ellos, mas, los ejercerán de manera modulada en función de su madurez y 
los distintos estadios en que la legislación gradúa su capacidad de obrar (cf. STC 
141/2000). 
El Estado español es responsable de garantizar estos derechos a toda per-
sona sujeta a su potestad o autoridad (cf. STC 32/2003, 181/2004) con indepen-
dencia de la regularidad o irregularidad de su situación administrativa (cf. STC 
236/2007). Garantía llevada a cabo tanto por la acción tutelar —por vía ordinaria 
y por vía de amparo (cf. STC 231/1988)—, como por la acción positiva al deri-
var de los mismos deberes para el Estado fruto de la forma en que se constituye 
constitucionalmente: Estado social y democrático de Derecho202. Deberes pres-
tacionales y legislativos al tener estos derechos que informar el conjunto de la 
organización jurídica y política” (STC 53/1985)
196 STC 107/1984, STC 99/1985, STC 115/1987, STC 95/2000, STC 147/2000, STC 53/2002, STC 38/2007, 
STC 235/2007, STC 236/2007, STC 17/2013, STC 194/2014…
197 STC 5/1981, STC 38/1981, STC 24/1982, STC 41/1982, STC 12/1993, STC 47/1993, STC 371/1993, STC 
117/1994, STC 177/1996…
198 STC 371/1993, STC 129/1996, STC 151/1997, STC 141/2000, STC 38/2007…
199 i.e. Los derechos de la personalidad o derechos subjetivos de la personalidad (honor, intimidad, propia 
imagen,…) estarán subordinados ante las libertades en las que concurre la dimensión de garantía de la 
opinión pública libre y del principio de legitimidad democrática, al ser necesarias para el pluralismo po-
lítico, valor fundamental y requisito para el funcionamiento del Estado democrático como las libertades 
del art. 20 de la CE.
200 i.e. Los militares verán limitados sus derechos a la libertad de expresión, y los políticos y personajes 
públicos su derecho al honor.
201 El no reconocimiento del derecho al nasciturus no afecta su carácter de derecho absoluto, no limitable, 
de la persona, pues los nasciturus no son persona (Cf. STC 53/1985). Así mismo, tampoco se ve afectado 
por el no reconocimiento al feto humano no viable, pues los mismos no entran en la categoría ni de perso-
na ni de ser humano (Cf. STC 212/1996).
202 STC 25/1981, STC 42/1982, STC 18/1984, STC 83/1984, STC 31/1984, STC 67/1985, STC 53/1985, STC 
160/1987, STC 179/1989, STC 216/1991, STC 123/1992, STC 16/1994, STC 185/1995, STC 119/1995, STC 
107/1996, STC 147/2000, STC 12/2008, STC 19/2012, STC 234/2012, STC 42/2014…
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En el caso de menores e incapaces la tutela por parte de los poderes públicos 
será mayor (cf. STC 55/1994). Especialmente cuando el ejercicio de sus derechos 
entre en colisión con los derechos de sus progenitores. En estos casos primará el 
derecho del menor sobre el de los padres siendo tutelado el menor por los poderes 
públicos203. En los actos relativos a los derechos de la personalidad —como el de la 
integridad física— queda excluida la facultad de representación legal que tienen 
los padres en cuanto titulares de la patria potestad, —art. 162.1 del Código civil— 
(cf. STC 154/2002) y son tutelados por los poderes públicos (cf. STC 154/2002).
La efectividad real de los derechos fundamentales implica que no hay ningún 
espacio inmune a su vigencia dentro de la sociedad (cf. STC 76/2010), aunque solo son 
exigibles en las relaciones entre los poderes públicos y los ciudadanos (cf. STC 31/2010). 
Por lo que, en el ámbito de las relaciones privadas no puede imponerse “de modo in-
mediato y directo una obligación derivada de estos derechos a los ciudadanos” (STC 
31/2010) ya que el objeto principal de los derechos fundamentales es “proteger a los 
individuos frente al poder” (STC 44/2016). En consecuencia, el derecho de amparo no 
podrá requerirse frente a otra persona, sino solamente frente al Estado, cuando éste no 
haya garantizado o tutelado el derecho204 —en ningún caso frene a lesiones hipotéticas 
(cf. STC 8/1990)—. Sin embargo, sí que se exige a la persona el respeto a los derechos 
fundamentales de los demás, incluso de forma coactiva205.
La designación jurisprudencial de estos derechos se realiza bajos diversos 
nombres: derechos de la persona206, derechos de la personalidad207, derechos fun-
damentales de la persona (cf. STC 37/1982), derechos constitucionales208… 
La clasifi cación de un derecho dentro de esta categoría se ha realizado ju-
risprudencialmente en función del propio texto del 78, los sujetos que la propia 
Constitución reconoce, del ámbito del Derecho del que se trate (cf. STC 19/1983) 
y de la labor legislativa. El TC será el encargado de determinar la constitucionali-
dad o inconstitucionalidad de la concreción legislativa de un derecho atendiendo 
al tipo abstracto, al contenido esencial del mismo recogido en la CE y a los trata-
dos internacionales fi rmados por España (cf. STC 82/2006, STC 236/2007). 
En el año 1982 se establece de forma expresa que serán derechos fundamen-
tales de la persona física los recogidos en el artículo 1.2 de la Ley 62/1978, es decir: 
la libertad ideológica, religiosa y de culto de los individuos (art. 16 de la CE), el 
203 STC 141/2000, STC 154/2002, STC 158/2009…
204 STC 19/1983, STC 76/1983, STC 99/1985, STC 120/1990, STC 214/1991, STC 34/1994, STC 139/1995, 
STC 176/1995, STC 23/1998, STC 116/2001, STC 298/2006, STC 135/2013…
205 STC 62/1982, STC 110/1984, STC 53/1985, STC 159/1986, STC 231/1988, STC 105/1990, STC 197/1991, 
STC 371/1993, STC 176/1995, STC 151/1997, STC 187/1999, STC 141/2000, STC 46/2001, STC 14/2003…
206 STC 63/1982, STC 53/1985, STC 156/2001, STC 167/2013…
207 STC 165/1987, STC 160/1987, STC 172/1990, STC 117/1994, STC 170/1994, STC 156/2001, STC 81/2001, 
STC 154/2002, STC 37/2004…
208 STC 53/1985, STC 86/1985, STC 37/1987, STC 180/1988, STC 209/1988, STC 156/1995, STC 199/1996, 
STC117/1998, STC 142/1999, STC 102/2000, STC 72/2007…
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derecho a la libertad y a la seguridad, y el derecho de habeas corpus (art 17 de la 
CE), el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar, a la propia imagen, a la 
inviolabilidad del domicilio y al secreto de las comunicaciones (art. 18 de la CE), el 
derecho a elegir libremente su residencia y a circular por el territorio nacional (art. 
19 de la CE), la libertad de pensamiento, expresión, información… y demás liber-
tades reconocidas en el art. 20 de la CE, el derecho de reunión pacífi ca y sin armas 
(art. 21 de la CE) y el derecho de asociación (art. 22 de la CE) (cf. STC 37/1982).
En años posteriores se reconocen: el derecho a la personalidad jurídica (cf. STC 
117/1998); el derecho a la tutela judicial efectiva por vía ordinaria ante un tribunal 
independiente, imparcial y establecido por la Ley (art. 24 de la CE)209 y los restantes 
derechos reconocidos en este artículo: el derecho a la presunción de inocencia210, a no 
sufrir consecuencias jurídico penales sin haber sido condenado mediante sentencia fi r-
me en un proceso con todas las garantías (cf. STC 131/1987) y al non bis in ídem (cf. 
STC 2/2003); el derecho a la tutela por vía de amparo de los derechos fundamentales, 
siempre que invoque un interés legítimo (art. 162 de la CE)211, el derecho a la vida212 y 
a la integridad física y moral (art. 15 de la CE)213, —incluida la prohibición de ser so-
metido a torturas, tratos crueles e inhumanos (cf. STC 12/2013)—; el libre desarrollo 
de la personalidad (art. 10 de la CE)214 —que incluye, entre otros, el derecho a libertad 
de procreación (cf. STC 215/1994), a la autodeterminación en el plano médico (cf. STC 
37/2011) y en el plano de la integridad física en tres aspectos: donación de órganos, 
esterilización y operación de cambio de sexo (cf. STC 215/1994)—; el derecho al uso 
de la lengua ofi cial, en la medida en que lo sea en el territorio en que se encuentre en 
virtud de los respectivos Estatutos de Autonomía (cf. STC 82/1986, STC 168/1986) y 
el derecho a usar intérprete en sus declaraciones ante la Policía (cf. STC 74/1987); el 
derecho a la propiedad y a la herencia y a disponer de su patrimonio libremente (cf. 
STC 49/1988), no pudiendo serle embargados los medios indispensables para la reali-
zación de sus fi nes personales así como en la protección de la familia, el mantenimiento 
de la salud y el uso de una vivienda digna y adecuada (cf. STC 113/1989); el derecho 
a contraer matrimonio –entre personas del mismo sexo solo a partir de su confi gura-
209 STC 3/1983, STC 99/1985, STC 56/1985, STC 93/1987, STC 23/1989, STC 144/1990, STC 241/2002, STC 
165/1999, STC 95/1999, STC 226/2001, STC 150/2002, STC 95/2003, STC 72/2005, STC 133/2013, STC 
44/2016…
210 STC 31/1981, STC 123/1997, STC 41/1998, STC 126/2011, STC 54/2015…
211 STC 19/1983, 76/1983, 99/1985, 7471987, 231/1988, STC 8/1990, STC 214/1991, STC 12/1994, STC 
41/1998, STC 116/2001, STC 298/2006, STC 47/2011, STC 133/2013…
212 STC 107/1984, STC 53/1985, STC 120/1990, STC 48/1996, STC 212/1996, STC 161/1997, STC 116/1999, 
STC 181/2000, STC 119/2001, STC 32/2003, STC 72/2005…
213 STC107/1984, STC 53/1985, STC 99/1985, STC 89/1987, STC 120/1990, STC 215/1994, STC 207/1996, 
STC 35/1996, STC 48/1996, STC 181/2000, STC 141/2000, STC 154/2002, STC 31/2010, STC 37/2011, STC 
3/2013…
214 STC 53/1985, STC 99/1985, STC 184/1990, STC 215/1994, STC 107/1996, STC 119/2001, STC 16/2004, 
STC 236/2007, STC 12/2008, STC 60/2010, STC 133/2010, STC 7/2011, STC 51/2011, 198/201, STC 
93/2013,…
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ción legal en el año 2006— (art. 32 de la CE)215 o a convivir more uxorio216; el derecho a 
la educación (art. 27 de la CE), no solo obligatoria sino también superior217; el derecho 
a convivir pacífi camente y a ser plenamente respetados por los demás miembros de la 
comunidad social (cf. STC 214/1991); el derecho a la asistencia letrada218; el derecho a 
la igualdad219; el derecho de petición ante las diversas autoridades españolas y euro-
peas (cf. STC 108/2011), el derecho al nombre y a los apellidos (cf. STC 167/2013) y el 
derecho a disponer de los restos humanos de sus familiares o allegados para su ente-
rramiento conforme a las leyes establecidas al efecto (cf. STC 11/2016).
No son derechos de la persona los derechos uti cives, propios del ciudadano: 
el derecho a residir dentro de las fronteras (cf. STC 150/1994, STC 86/1996), el de-
recho de circular a través de las mismas —a partir del año 1993— (STC 94/1993), 
el derecho de sufragio activo y pasivo (cf. STC 87/2009, STC 19/2011), el dere-
cho al trabajo por cuenta ajena (cf. STC 236/2007), el derecho a la salud (cf. STC 
236/2007, STC 139/2016), el derecho a percibir una prestación de desempleo (cf. 
STC 236/2007), el derecho a la reagrupación familiar (cf. STC 236/2007), o a la asis-
tencia jurídica gratuita (cf. STC 236/2007, STC 85/2017). Ahora bien, si mediante 
su confi guración legal se establecen unos requisitos para el ejercicio de los mismos, 
toda persona que cumpla los mismos deberá ser reconocida como titular, no pu-
diendo ser negado a ninguna persona que cumpla los mismos (cf. STC 236/2007).
Las personas jurídicas solo son titulares de aquellos derechos que puedan 
ejercer por la naturaleza de los mismos: derecho a la tutela judicial efectiva, al 
buen nombre, a la identidad…220. En alguna ocasión, derechos que en un pri-
mer momento se negaron a la persona jurídica —el derecho al honor (cf. STC 
214/1991)— posteriormente se han reconocido, en un cambio de criterio por par-
te del TC (cf. STC 79/2014). Si se trata de personas jurídico-públicas solo son 
titulares de los mismos cuando actúen como sujeto privado. 
3.2. ELEMENTOS PARA UN DEBATE: CONTRARIEDADES Y CONTRADICCIONES
3.2.1. Cuestiones abiertas en torno a la interpretación
215 STC 73/1982, STC 188/1987, STC 231/1988, STC184/1990, STC 222/1992, STC 47/1993, STC 39/2002, 
STC 198/2012, STC 93/2013, STC 92/2014…
216 STC 184/1990, STC 222/1992, STC 47/1993, STC 93/2013…
217 STC86/1985, STC 129/1989, STC 236/ 2007, STC 70/2009, STC 133/2010, STC 31/2010, 214/2012, STC 
10/2014…
218 STC 71/1988, STC 12/1993, STC 12/2013…
219 STC 22/1981, STC 34/1981, STC 54/1983, STC76/1983, STC 3/1983, STC 103/1983, STC 8/1986, STC 
128/1987, STC 144/1988, STC 45/1989, STC 142/1990, STC 94/1993, STC 39/2002, STC 198/2012…
220 STC 5/1981, STC 19/1983, STC 53/1983, STC 51/1984, STC 32/1985, STC 137/1985, STC 189/1988, STC 
49/1988, STC 64/1988, STC 107/1988, STC 83/1989, STC 264/1991, STC 241/1992, STC 298/2006, STC 
34/2011, STC 79/2014…
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La pregunta por el concepto de persona conlleva el planteamiento de la 
cuestión interpretativa de los términos que encontramos empleados en la CE. La 
remisión a los criterios de fi jación del contenido de signifi cado exige una refl exión 
más profunda y una mayor atención a la efectividad práctica de todos ellos. 
a. La interpretación literal y sistemática
Hemos podido constatar cómo la interpretación literal y sistemática resulta 
insufi ciente para la determinación del contenido de signifi cado del concepto de 
persona, de donde la necesidad, ya justifi cada, de atender a la jurisprudencia en 
que se desarrolla dicho concepto221.
b. El desarrollo legislativo
Es tenido en cuenta por el TC, sin embargo, siempre más como objeto de juicio 
por parte del propio Tribunal, dado el deber de determinar dicho TC si se entiende 
que la norma se encuentra dentro del marco constitucional o no, llegando en el ejer-
cicio de su potestad a determinar cómo han de interpretarse los términos que la con-
forman para que la misma pueda clasifi carse como constitucional. En este sentido, 
vemos cómo el desarrollo legislativo es fundamental a la hora de delimitar el con-
tenido de signifi cado de los términos, siempre que el propio TC establezca y acep-
te para sí que es de esa manera como constitucionalmente puedan entenderse los 
mismos. Es, por lo tanto, solo el criterio del mismo TC el que enjuicia si una norma 
respeta o no los contenidos de signifi cado establecidos por el marco constitucional. 
 A lo largo de la exégesis de la jurisprudencia hemos podido ratifi car cómo 
el TC ha atendido a la realidad social jurídicamente relevante. Sin embargo, unas 
veces se ha atendido a la misma solo teniendo en cuenta la opinión de la mayoría 
—la adaptación del contenido de signifi cado del término matrimonio es justifi -
cado en un apoyo de la mayoría social a dicho cambio (STC 198/2012)—; otras, 
atendiendo al conjunto de la realidad no circunscribiendo a la consideración de 
la mayoría al respecto —se reitera en diversas sentencias que el término familia 
no puede limitarse solo a aquellas que tienen su origen en el matrimonio, a pesar 
de ser la misma la de mayor relevancia social y la que protegen diversos tratados 
internacionales (ver STC 222/1992 o STC 116/1999)—. En otra ocasión se atien-
de a la realidad social jurídicamente relevante como aquello que debe ser cam-
biado por las normas y la jurisprudencia del TC (STC 128/1987, STC 92/2014). 
Finalmente, también hemos visto cómo en ocasiones el propio TC deja de lado la 
realidad que, siendo efectivamente de hecho, no se conforma con lo que quería 
expresar (STC 223/1992). Cuando la realidad formal es fundamento de las deci-
siones del TC, cuándo lo es lo que considera la mayoría, cuándo lo es toda la rea-
lidad —tanto lo mayoritario como lo minoritario o residual—, cuándo la realidad 
221 Remitimos a la valoración realizada sobre el propio texto en el Capítulo I de esta investigación: La per-
sona en la constitución española de 1978.
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es algo a cambiar por el TC, no se establece en la jurisprudencia, sino que está en 
función del propio Tribunal y de los magistrados que sucesivamente lo integran. 
c. La doctrina jurídica
Acerca de esto cabe recordar que en el conjunto de sentencias solo se hace 
referencia explícita a un autor: Kelsen (STC 32/1985). Para el resto de los casos la 
referencia a la doctrina siempre es genérica (STC 198/2012), sin que se expresen 
los criterios que determinan la relevancia de dicha doctrina. 
d. Los órganos consultivos.
No se cita opinión o documento de órgano consultivo alguno en el conjunto 
de sentencias seleccionadas.
En cuanto a los sistemas jurídicos extranjeros. Es abundante en el conjunto 
de sentencias objeto de nuestro estudio: se hace referencia a los sistemas jurí-
dicos de otros países (i.e. STC 198/2012), a su legislación (i.e. STC 198/2012) y 
la mención de las mismas decisiones de sus tribunales (i.e. STC 12/2008), espe-
cialmente de sus tribunales constitucionales (i.e. Tribunal Constitucional Federal 
Alemán —STC 65/1986, STC 39/2002—, Corte Constitucional Alemana —STC 
39/2002—…). Sin embargo, nuevamente carecemos de un criterio asentado por 
el TC para determinar cuándo el Derecho comparado es relevante para la deter-
minación del contenido de signifi cado, ya que a veces ha sido sufi ciente para el 
TC que la misma decisión fuera compartida por otros dos países (STC 198/2012), 
y su posterior ampliación a menos de una veintena (STC 198/2012), en contras-
te con la mayoría de ordenamientos jurídicos diferentes; en otras ocasiones ha 
bastado como criterio de autoridad una decisión de otro tribunal constitucional 
o la regulación llevada a cabo por otro ordenamiento de cultura jurídica similar. 
Por qué la elección de unos u otros países, por qué atender a los que apoyan una 
postura y no el conjunto mayoritario, no queda establecido. 
e. La jurisprudencia de los órganos internacionales y la referencia a los tra-
tados que estos interpretan y desarrollan
Sin embargo, el TC no determina qué criterios sigue el mismo a la hora de 
seleccionar dicha jurisprudencia. Por muchas que hayan sido las referencias son 
una mera selección del conjunto de la jurisprudencia generada por dichos órga-
nos. Sirva para ilustrar este punto el número de sentencias que el TEDH redactó 
en el año 2016, 997; mientras que, en el año 2017, hasta el mes de junio los casos 
juzgados por el TEDH y resueltos mediante sentencia, ascendían a 1192.222 Volu-
men que no es algo puntual, tal y como queda refl ejado en este gráfi co propor-
cionado por el propio TEDH de los casos totales acabados en sentencia desde el 
año 2000223:
222 http://www.echr.coe.int/Documents/Stats_annual_2017_ENG.pdf [Acceso 19 de julio 2017]
223 http://www.echr.coe.int/Documents/Stats_analysis_2016_ENG.pdf[Acceso 19 de julio 2017]
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Numero de juicios desde el año 2000 (Fuente: Estadísticas anuales proporcionadas por el TEDH224)
Por su parte, la situación del TJUE, es claramente similar. Este órgano dictó 
en el año 2016 un total de 412 sentencias225. Cifra algo inferior a las sentencias 
dictadas en años anteriores226:
Gran labor de selección que lleva a cabo el TC a la hora de elegir las sentencias 
en las que fundamentar su propia doctrina, ya que, a la hora de citar, solo cita una 
pequeña muestra de las sentencias generadas por estos Tribunales. Cuál es el crite-
rio de selección, de nuevo se observa que no queda establecido de forma expresa.
El criterio interpretativo queda resuelto en la voluntad de los magistrados 
del TC, quienes optan por unos u otros en la medida en que les permita apoyar 
el juicio que quieren plasmar en la jurisprudencia. Con otras palabras, son los 
mismos magistrados quienes optan, hecha una elección previa, por disparar la 
cámara, en función de la imagen que quieren trasmitir. 
224 www.echr.coe.int/Documents/Stats_analysis_2016_ENG.pdf[Acceso 19 de julio 2017]
225 curia.europa.eu/jcms/upload/docs/application/pdf/2017-06/ra_2016_es_web.pdf [Acceso 19 de julio 
de 2017]
226 curia.europa.eu/jcms/upload/docs/application/pdf/201504/es_ecj_annual_report_2014_pr1.pdf 
[Acceso el 27 de Julio de 2017]
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3.2.2. Cuestiones abiertas en torno a qué
a. Ausencia de concepto expreso
 No hay expresión conceptual de persona. Al no encontrar de forma expresa 
y clara referencias a la naturaleza de la persona humana es difícil determinar el 
concepto de persona en la jurisprudencia del TC, es un presupuesto inexpresado. 
b. Ausencia de fundamentación
El TC sostiene tomas de posición sin fundamentación, lo que da lugar a 
postulados cuestionables. Sirva como ejemplo la inclusión de las creencias reli-
giosas de los progenitores como un límite negativo al libre desarrollo de la per-
sonalidad de los menores (cf. STC 141/2000). Situándolo, a este respecto, junto 
otras actividades como la pornografía infantil (cf. STC 173/2011), y no dentro de 
aquellos estímulos a las buenas conductas que deben ser promovidos o aquellos 
límites aceptables derivados de la convivencia social como es el orden público o 
la legalidad vigente.
c. Contradicciones
Encontramos contradicción en las tomas de posición sobre la persona y las 
instituciones naturales de las que esta forma parte. Por ejemplo, en las sentencias 
STC 41/2013 y STC 93/2013 se afi rma como inconstitucional y constitucional, 
respectivamente, el requisito de la existencia de hijos para la constitución de una 
familia. 
d. Alteración en los conceptos 
A lo largo de la jurisprudencia se introducen nuevas defi niciones o acepcio-
nes de los conceptos constitucionales —caso del matrimonio homosexual (STC 
198/2012) o de la concepción de la igualdad como paridad (STC 12/2008)— sin 
que quede fundamentada de forma objetiva esta alteración. 
3.2.3. Cuestiones abiertas en torno a quién 
a. Persona ya nacida y nasciturus
El término persona es referido a todo ser humano nacido. Criterio conforme 
con la interpretación realizada por la Comisión Europea de Derechos Humanos 
en el asunto 8416/1979 del 13 de mayo de 1980, en relación con el artículo 2º del 
Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y Libertades 
Fundamentales afi rma que la expresión everyone o toute personne “se refi ere a las 
personas ya nacidas y no es aplicable al nasciturus” (STC 53/1985). La realidad 
lógica por la cual afi rmar la existencia de personas ya nacidas implica de hecho 
la existencia de personas no nacidas es obviada tanto por la Comisión como por 
el TC al hacer suya las afi rmaciones de la misma. La artifi cialidad de la exclusión 
del nasciturus de la condición de persona sin la justifi cación de un cambio sus-
tancial en el nacimiento que permita afi rmar que lo que no era ha pasado a ser 
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solo se sostiene en la voluntad concreta de los diversos órganos de excluir de la 
titularidad de los derechos a un grupo de seres humanos.
El requisito del nacimiento como criterio para el reconocimiento de los de-
rechos fundamentales en el ámbito constitucional no se fundamenta jurispruden-
cialmente, más allá de indicar que “partiendo del supuesto de que la vida es una 
realidad desde el inicio de la gestación, tiene particular relevancia el nacimiento, 
ya que signifi ca el paso de la vida albergada en el seno materno a la vida alber-
gada en la sociedad” (STC 53/1985). Criterio asumido desde el Derecho Civil, en 
cuyo Código se recoge que la personalidad se adquiere desde el nacimiento con 
vida una vez producido el entero desprendimiento del seno materno227; en lo que 
supone una contradicción con la voluntad expresada de “evitar (…) que con la 
palabra «persona» se entendiera incorporado el concepto de la misma elaborado 
en otras disciplinas jurídicas específi cas, como la civil y la penal” (STC 53/1985). 
Tomas de posición respecto a la persona que implican una ausencia de vida 
personal propia: de la vida albergada en el seno materno pasa a una vida alber-
gada en la sociedad. Ausencia de vida personal que ha quedado plasmada en el 
preámbulo de la ley 20/2011 en la que se afi rma que “un registro Civil coherente 
con la Constitución ha de asumir que las personas —iguales en dignidad y dere-
chos— son su única razón de ser, no solo desde una perspectiva individual y sub-
jetiva sino también en su dimensión objetiva, como miembros de una comunidad 
políticamente organizada”. La persona lo sería tan solo en cuanto reconocida por 
227 «Artículo 30. La personalidad se adquiere en el momento del nacimiento con vida, una vez producido 
el entero desprendimiento del seno materno» Reforma introducida por la Ley 20/2011, de 21 de julio, del 
Registro Civil, Disposición fi nal tercera, que modifi ca la redacción anterior: “para los efectos civiles, solo 
se reputará nacido el feto que tuviere fi gura humana y viviere veinticuatro horas enteramente desprendi-
do del seno materno”. Afi rmación recogida en el Código Civil Español desde 16/08/1889, según se rec-
ogía ya en el Derecho Romano y se recoge en diversas partes del Digesto en el Corpus Iuris Civilis: “Partus 
antequam edatur mulieris portio est vel viscerum” —D. 25, 4, 1, 1—; “patus nondum editurs homo non 
recte fuisse dicitur —D. 35, 2, 9, 1—; “qui mortui nascuntur, neque nati neque procreati videntur —D. 
50, 16, 129—; “Mulier si monstruosum aut prodigiosum enixa sit, nihil profi cit: non sunt enim liberi, qui 
contra forman humani genersis procreantur —D. 1, 5, 14—. No se justifi ca la modifi cación. Solamente se 
indica en el preámbulo en su apartado I que “La Constitución de 1978 sitúa a las personas y a sus derechos 
en el centro de la acción pública. Y ese inequívoco reconocimiento de la dignidad y la igualdad ha supues-
to el progresivo abandono de construcciones jurídicas de épocas pasadas que confi guraban el estado civil 
a partir del estado social, la religión, el sexo, la fi liación o el matrimonio. Un Registro Civil coherente con 
la Constitución ha de asumir que las personas – iguales en dignidad y derechos- son su única razón de ser, 
no solo desde una perspectiva individual y subjetiva sino también en su dimensión objetiva, como miem-
bros de una comunidad políticamente organizada” y en su apartado V: “Respecto de la inscripción de 
nacimiento, se mantienen los criterios generales y se prevé la remisión de los datos del nacido a través de 
un documento ofi cial por los responsables de los centros sanitarios. A cada nacido se le abrirá un registro 
individual y le será asignado un código personal. El nombre y apellidos se confi gura como un elemento 
de identidad del nacido derivado del derecho de la personalidad y como tal se incorpora a la inscripción 
de nacimiento. Con el fi n de avanzar en la igualdad de género se prescinde de la histórica prevalencia del 
apellido paterno frente al materno permitiendo que ambos progenitores sean los que decidan el orden de 
los apellidos. Igualmente se sistematiza y agiliza el procedimiento de cambio de nombres y apellidos y se 
somete, como regla general, a la competencia del Encargado del Registro Civil. En cuanto a la fi liación, se 
elimina toda referencia a la no matrimonial, con plena equiparación a la matrimonial”.
648 Lorena Velasco Guerrero
el Estado, en cuanto inscrita en el registro civil, ya que fuera de la comunidad 
políticamente organizada carecería de realidad objetiva. 
b. Viabilidad y condición humana
La patrimonialización, manipulación y tráfi co de seres humanos en su con-
dición fetal debe estar regulada para evitar la “realización de cualquier actua-
ción dirigida a modifi car el patrimonio genético humano no patológico” (STC 
212/1996) al ser contrario a la dignidad de la persona (cf. STC 212/1996). Sin 
embargo, a pesar de estas afi rmaciones el TC procede a negar su condición de ser 
humano —consecuentemente también su condición de persona y de nasciturus— 
sobre la base de su inviabilidad228 a los gametos humanos, a los preembriones 
humanos y a los fetos humanos no viables. Califi cación de inviabilidad justifi ca-
da en que su desenvolvimiento, por el cual alcanzarían la condición de nascitu-
rus, o ha sido interrumpido o nunca llega a darse (cf. STC 212/1996). Tomas de 
posición contradictorias sobre la realidad de ser humano y de la persona en su 
condición cigotal, preembrionaria y fetal cuya única pretensión por parte del TC 
parece la voluntad de regular ciertas prácticas sobre los mismos y prohibir otras.
c. Persona y personalidad jurídica
El TC sostiene la existencia de grupos humanos que no siendo persona jurí-
dica al no cumplir los requisitos para constituirse en una de ellas, como pueden 
ser el reconocimiento normativo —caso de la persona de España o de Cataluña (cf. 
STC 42/2014)— o la inscripción el registro correspondiente —caso delas entida-
des religiosas (cf. STC 46/2001)—; sí que son titulares de derechos al poder ser 
claramente identifi cados por cualquier rango dominante de su estructura como 
pueden ser por su historia, sus características sociales propias, su etnia o su re-
ligión propia (cf. STC 214/1991). Nuevamente encontramos difi cultades en la 
ausencia de fundamentación para determinar por qué en estos casos se eliminan 
los requisitos establecidos para las restantes personas jurídicas y justifi car la exis-
tencia de personalidad jurídica sin dimensión personal. 
d. Restantes términos de signifi cación próxima 
El uso del término persona, así como de los restantes términos de signifi -
cación próxima es equívoco. Equivocidad ya presente en el propio texto consti-
tucional, tal y como reconoce el TC en su jurisprudencia (STC 107/1984); y que 
es mantenida por el propio Tribunal por el empleo de unos términos en lugar de 
otros —por ejemplo, reconociendo la titularidad de un derecho a los ciudadanos, 
228 Criterio de viabilidad cuya plasmación temporal es muy discutida por la doctrina —afi rmando autores 
como Peter Singer la inviabilidad para la vida independiente del infante hasta los 6 meses de edad, de los 
ancianos con alguna enfermedad degenerativa grave o de los discapacitados— y por los avances médicos 
que son capaces de mantener con vida fuera del útero materno a bebes nacidos cada vez con menos meses 
de gestación. 
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cuando es un derecho que se reconoce a toda persona229—; así como por el uso de 
un mismo término con signifi cado diverso —por ejemplo, el término individuo en 
referencia tanto a la persona como al ciudadano230 o el término todos en referencia 
tanto a toda persona como a todo ser humano (cf. STC 53/1985)—. 
3.2.4. Cuestiones abiertas en torno al titular de los derechos
a. Ausencia de concreción de los derechos
La concreción de los derechos de la persona en la práctica, su desarrollo y 
los límites de los mismos231, así como, la inclusión o no de un derecho dentro de 
esta categoría no se determina jurisprudencialmente en su totalidad. Inexpresión 
atribuible, en parte, a la ausencia de recursos ante el Tribunal que hiciera necesa-
ria dicha concreción. 
 b. Fundamentación en textos disponibles 
La posibilidad de cambio, limitación o desaparición de los derechos fun-
damentales de los que es titular la persona, derivada de una fundamentación en 
elementos, como la Constitución o los tratados internacionales, que son, por su 
propia naturaleza, susceptibles de modifi cación232. 
c. Contradicción en el principio 
La relación entre dignidad y derechos fundamentales, al afi rmarse en la ju-
risprudencia tanto la titularidad de los derechos por la dignidad de la persona233; 
como la dignidad de la persona por su condición de titular de estos derechos234 
implica una contradicción en el fundamento de los propios derechos y deja abier-
ta una petición de principio. 
d. Titularidad cuestionada
La inhumanidad de la exclusión de seres humanos de la categoría de perso-
nas y, en consecuencia, la negación a los mismos de cualquier tipo de derecho es 
una realidad presente en nuestra jurisprudencia, así como en otros ordenamien-
tos jurídicos235.
229 Cf. STC 235/1998, STC 110/1985, STC 8/1990, STC 172/1990, STC 170/!994, STC 176/1995, STC 41/1996, 
STC 235/1998, STC 290/2000, STC 292/2000, STC 129/2001, STC 51/2011…
230 STC 53/1983, STC 107/1984, …
231 Tema tratado en una amplia doctrina y que escede, en cuanto a su fundamento y concreción, el objeto 
de estudio de esta investigación.
232 Aunque por vías diferentes y con requisitos adicionales nuestra Consitución podría ser modifi cada en 
todos sus puntos en virtud del Título X de la misma y de los artículos en él contenidos: art. 166, 167, 168 y 
169. Procedimientos aplicados en dos ocasiones para modifi car el art. 13.2 (1992) y el art. 135 (2011). 
233 Cf. STC 107/1984, STC 99/1985, STC 99/1985, STC 94/1993, STC 95/2000, STC 82/2006, STC 236/2007, 
STC 19/2012…
234 STC 198/2012
235 En su lucha contra el terrorismo a nivel mundial el gobierno norteamericano negó la condición de perso-
nas y, por lo tanto, personalidad jurídica y condición de titulares de derechos, a quienes fueron hechos pri-
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3.2.5. Conclusión
El análisis de los postulados jurisprudenciales y las cuestiones abiertas que 
estos plantean ponen de relieve la importancia determinante de quienes ocu-
pan el cargo de magistrados del TC, al ser ellos quienes determinan por donde 
avanza la jurisprudencia y las afi rmaciones que en la misma se contienen. Es por 
ello, que entender el concepto de persona afi rmado por los mismos en cuanto 
catedráticos de Derecho Constitucional es relevante para poder entender estas 
cuestiones abiertas y las tomas de posición en ellas contenidas.
sioneros en dicha guerra. Ver al respecto: Galchinsky, M. (2013) Quaint and Obsolete: The ‘War on Terror’ and 
the Right to Legal Personality, International Studies Perspective Volume14; Fletcher, G. (2004). Citizenship 
and Personhood in the Jurisprudence of War: Hamdi, Padilla and the Detainees in Guantanamo Bay. Journal of 
International Criminal Justice, 2(4), pp.953-966.
651El concepto de persona en la jurispridencia del Tribunal Constitucional
§4. EL CONCEPTO DE PERSONA EN SEDE DE CIENCIA
4.1. DELIMITACIÓN DE LOS AUTORES: CRITERIOS
Siendo interés de nuestra investigación abundar en el sentido y alcance de 
los contenidos y tomas de posición del TC, parece del todo oportuno profundi-
zar en sus postulados mediante cierto contraste. Por nuestra parte, aunque se 
exprese el Derecho como norma, es lo cierto que las referencias que se conjugan 
de hecho son más amplias que el mero e inasumible solipsismo normativo. Así, 
y necesariamente, no hay norma que no lo sea norma interpretada. A partir de 
aquí, la interpretación se expresa más particularmente bien en sede orgánica —
para nuestro caso, el TC—, bien en sede de ciencia —para nuestro caso, la cátedra 
de Derecho Constitucional—. Advertido lo cual, se impone limitar nuestra obser-
vación a quienes han conjugado o conjugan las dos referidas variables: la condi-
ción de magistrados del TC y la de estudio específi co y elaboración en ciencia, 
como catedráticos de Derecho Constitucional. Si bien concedemos une excepción 
notable, en cualquier caso, más circunstancial que real con quien ocupara en su 
inicio la presidencia del mismo TC, don Manuel García Pelayo.
Una atención extensiva al conjunto de magistrados que a lo largo de es-
tos años han ocupado sillón en el Alto Tribunal de caracterización tan determi-
nantemente política, resulta de hecho otra investigación, no menos cualitativa 
y trascendente que la que nos ocupa. Por lo mismo, asomarnos a nuestro objeto 
específi co abarcando el conjunto de la elaboración de los autores en su condición 
de catedráticos constitucionalistas, supondría no una, sino seguramente varias 
acometidas, que por lo demás no dejarían de ser dependientes precisamente de 
nuestro mismo estudio en sede del TC. Todo lo cual nos confi rma en los límites 
del contraste que nos hemos propuesto. 
No obstante, hay aún una consideración ulterior y todavía más sobresa-
liente. Por lo mismo que la norma, siendo atendida y leída, es interpretada, no 
entendemos norma alguna escrita por razón de brote espontáneo. La norma —y 
lógicamente el mismo conjunto que suele expresarse como ordenamiento— ma-
nifestando una génesis. No es nunca en absoluto lugar ni ámbito primero, sino 
segundo y como decantación o desembocadura. Hablamos en referencia al marco 
de positivación. De donde el ralo positivismo, siendo inasumible en razón míni-
ma, hay que acusarlo como irracional y en cualquier caso de absurdo: por encima 
de la ley, está la razón de la ley. Lo que exigiría atender al mismo tiempo los 
contextos histórico, cultural y social. Y si bien no es esta la ocasión de acometer 
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una fi losofía de la ley, sí que procede —por exigencia de la investigación y para 
quienes registran las variables referidas— atender nuestro objeto preciso en las 
manifestaciones de intención de ciencia, al menos en cuanto a la sede y aunque 
de facto no vaya más allá de lo declarativo. 
Por otro lado, también en esta cuestión puede traerse a colación un enuncia-
do del mismo TC: la defi nición de los términos, qué ha de entenderse por los mis-
mos, no es igual en todas las disciplinas jurídicas específi cas (cf. STC 53/1985). 
Sobre lo sorprendente de que lo que sea la persona humana fuera variando según 
la rama jurídica de que se trate, entendemos más bien que lo que el TC en reali-
dad quiere decir es que el sujeto de la relación, atendido el marco jurídico, puede 
variar los parámetros de capacidad jurídica y capacidad de obrar; como cuando 
se declara, por ejemplo para el ámbito penal su condición de inimputable según 
variables tenidas en cuenta… Súmese a esta consideración otra todavía más de-
terminante: el texto normativo de 1978 no tiene por objeto tan solo la atención a 
las instituciones y su ordenación política. Va mucho más allá al pretender —con 
intención absoluta— determinar y penetrar el conjunto de las relaciones sociales 
y el mismo ámbito de la conciencia humana en su afi rmación personal y social. 
Al consignar normativamente a la persona humana, la restringe y constriñe a un 
postulado normativo. Al punto, que el mismo enunciado de la dignidad de la 
persona se remite a su condición normativa. A no ser que, en efecto, la remisión 
lo sea al dato real: ¿cuál?
La atención a la doctrina de los autores nos permitirá en gran medida obte-
ner cierta respuesta a la cuestión. En consecuencia, atendemos tan solo a aquellos 
que han desarrollado un cuerpo doctrinal en el ámbito del Derecho Constitucio-
nal como catedráticos en esta área. Esta selección de ámbito y marco temporal 
limita nuestro análisis a nueve magistrados236: 
don Manuel García Pelayo237
don Francisco Rubio Llorente
don Luis López Guerra
don Manuel Aragón Reyes
don Pablo Pérez Tremps 
don Manuel Jiménez de Parga y Cabrera
don Carles Viver Pi–Sunyer
don Pedro Cruz Villalón
don Pedro José González-Trevijano Sánchez
236 Excluimos de nuestro análisis a Doña Maria Luisa Balaguer Callejón, al haber sido nombrada magistra-
da el 10 de marzo del 2017, dado que su infl uencia en el cuerpo de jurisprudencia objeto de estudio no ha 
sido signifi cativa.
237 Excepción notable fruto de su labor doctrinal y su labor como primer presidente del TC.
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4.2. AFIRMACIÓN DOCTRINAL
4.2.1. Manuel García Pelayo238
El ser personal, “el carácter de persona”, es el reconocimiento que se hace 
al hombre en base a su igualdad y homogeneidad sustanciales239 fruto de la co-
mún participación en ciertas verdades y valores trascendentes inmediatamente 
cognoscibles por la razón240. 
Postulados sobre la persona afi rmados a partir de la normativización cons-
titucional en el Estado democrático liberal241 —frente a la escolástica tardía “des-
tinada en realidad a obstaculizar el proceso de secularización del Estado”242— de 
la idea de Humanidad fruto del logos secularizado243. Humanidad que refi ere al 
individualismo abstracto y concibe a los individuos no en su aspecto singular sino 
genérico, como “hijos de una misma carne y una misma sangre”244, y permite a 
todo hombre el desarrollo y despliegue de su personalidad en las diversas esferas 
vitales sin que pueda oponérsele ningún obstáculo245 al poner fi n a la “situación de 
guerra de todos contra todos que está implícita en el individualismo concreto” 246.
“Ser hombre consiste en determinarse a sí mismo”247. Sin embargo, la li-
bertad se encuentra coartada, enajenada, en la mayoría de los seres humanos, 
238  Nace en Zamora en 1909, en una familia acomodada. Estudia Derecho en la Universidad Complutense 
de Madrid, hospedándose en la Residencia de estudiantes. En septiembre de 1934 se traslada a Viena 
becado por la Junta de Ampliación de Estudios. En 1935 se incorpora a la cátedra de Filosofía del Derecho 
sustituyendo a Recasens Siches, con quién había profundizado en sus estudios de Filosofía del Derecho 
mientras cursó la licenciatura. Lucha en el bando republicano en 1938 llegando a ocupar el puesto de jefe 
de Estado Mayor. Recluido en campos de concentración hasta 1941, una vez liberado se dedica a la do-
cencia privada, hasta que en 1947, Francisco Javier Conde, director del Instituto de Estudios Políticos de 
Madrid, le ofrece una plaza de profesor. En 1951 emigra a Argentina, donde comenzará su periplo sud-
americano que le llevará a enseñar en la Universidad de Buenos Aires (1951-1954), en la Universidad 
de Puerto Rico (1954-1958) y en la Universidad Central de Venezuela (1958-1980), donde colabora en la 
creación del Instituto de Estudios Políticos de esa Universidad. En 1980 llamado por Juan Carlos I, forma 
parte del primer TC de España, ocupando el cargo de presidente hasta 1986, año en que dimite. En 1987 
vuelve a Caracas donde fallece en 1991. (Tribunal Constitucional —www.tribunalconstitucional.es— y 
Fundación Manuel García Pelayo —www.fundaciongarcia-pelayo.org—).
239 Cf. García Pelayo, M. (1953) Introducción al estudio de los derechos del hombre, Cuadernos Periódicos del 
Instituto de Derecho Público Constitucional y de la administración, Buenos Aires, en Obras Completas, 
Tomo III, (1991) CEPC, Madrid, p. 2445.
240 Cf. García Pelayo, M. (1959) Las transformaciones del Estado Contemporáneo, en Obras Completas, Tomo II, 
(1991) CEPC, Madrid, p. 1603 y ss. 
241 Cf. García Pelayo, M. (1986) Autobiografía intelectual, en Obras Completas, Tomo I, (1991) CEPC, Madrid, 
p. 9.
242 Cf. Ibid.
243 Cf. García Pelayo, M. (1959) Derecho Constitucional comparado, en Obras Completas, Tomo I, (1991) CEPC, 
Madrid, p. 344 y ss.
244 Cf. Ibid. p. 344 y ss.
245 Cf. Ibid. 344 y ss.
246 Cf. García Pelayo, M. (1953) Introducción al estudio de los derechos del hombre, Op. Cit., p. 2445.
247 Cf. García Pelayo, M. (1964) Mitos y símbolos políticos, en Obras Completas, Tomo I, (1991) CEPC, Madrid, 
p. 932.
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“expoliado[s] de su calidad humana”248 por la infl uencia de la sociedad en la 
que viven. Sociedad, que como ser histórico que es249, confi gura al hombre en la 
tensión entre el hombre singular y el hombre como ejemplar de un género, en-
tre la parte genuinamente individual —crítica, creadora, originaria— y la parte 
genuinamente socializada—acrítica y reproductora—250. En consecuencia, toda 
existencia humana es problemática, una lucha “entre una subjetivación de lo uni-
versal y una universalización de la propia subjetividad” fruto de “la voluntad, 
que lleva a la afi rmación de la propia personalidad sobre el mundo objetivo y la 
razón que muestra la resistencia que éste es capaz de ofrecer”251. 
Situación de menesterosidad social252 —incapaz de dominar por sí mismo 
sus condiciones de existencia253— y de enajenación —centro ensimismado que 
vive cerrado a sí254— del hombre singular que hay que superar reapropiando al 
hombre para sí mismo. Siguiendo los postulados afi rmados en los escritos tem-
pranos de Marx, —“verdadero descubrimiento”, “completamente nuevo”, “más 
moderno, esclarecedor y rico en ideas que el Marx de la época madura”255— la 
reapropiación es posible solo desde la disolución de la oposición entre hombre y 
naturaleza256, superando la antinomia entre objetivación y subjetividad, libertad 
y necesidad, individuo y especie, en la unidad del pleno naturalismo y el pleno 
humanismo257, “para llegar a la fi nal cancelación de todas las contradicciones de 
la historia y que se resumen en la contradicción radical entre la esencia humana 
del hombre y su existencia infrahumana”258.
Superación posible por comportamientos distintos a los habituales259 —de-
terminados por la sociología, “como ciencia de la realidad”260— que realicen en la 
Historia —la cual no está predeterminada “ciertamente, por un plan divino”261— 
la Razón inmanente a ella misma262 —“asequible al entendimiento humano una 
248 Cf. García Pelayo, M. (1964) Mitos y símbolos políticos, en Obras Completas, Tomo I, (1991) CEPC, Madrid, 
p. 932.
249 Cf. García Pelayo, M. (1953) Introducción al estudio de los derechos del hombre, Op. Cit., p. 2435
250 Cf. Ibid. p. 2439.
251 Cf. García Pelayo, M. (1983) Idea de la política y otros escritos, en Obras Completas, Tomo II, (1991) CEPC, 
Madrid, p. 1776.
252 Cf. García Pelayo, M. (1977) Las transformaciones del Estado Contemporáneo, en Obras Completas, Tomo II, 
(1991) CEPC, Madrid, p. 1605.
253 Cf. Ibid. p. 1605.
254 Cf. García Pelayo, M. (1953) Introducción al estudio de los derechos del hombre, Op. Cit., p. 2435.
255 García Pelayo, M. (1986) Autobiografía intelectual, Op. Cit., p. 9.
256 Cf. García Pelayo, M. (1964) Mitos y símbolos políticos, Op. Cit., p. 933.
257 Cf. Ibid. p. 933.
258 Cf. Ibid. p. 931.
259 Cf. García Pelayo, M. (1986) Autobiografía intelectual, Op. Cit., p. 5.
260 Cf. Ibid. p. 7.
261 Cf. García Pelayo, M. (1964) Mitos y símbolos políticos, Op. Cit., p. 931.
262 Cf. Ibid. p. 931.
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vez que se ha descubierto la clave”—; y por condiciones existenciales mínimas 
que hagan posible el ejercicio real de la libertad263 —“mientras que en los siglos 
XVIII y XIX se pensaba que la libertad era una exigencia de la dignidad humana, 
ahora se piensa que la dignidad humana (materializada en supuestos socioeco-
nómicos) es una condición para el ejercicio de la libertad”264—. 
El Estado deviene instrumento esencial al adquirir carácter planifi cador de la 
vida política “con arreglo a unos principios apriorísticos, racionales y generales”265 
—entre los cuales la idea de personalidad humana ha adquirido una presencia 
sacra266— y procurador existencial para con la generalidad de los ciudadanos267. 
Especialmente en el Estado social, democrático y libre que hace más efectivos los 
valores del Estado democrático liberal, al partir del supuesto de que “individuo y 
sociedad no son categorías aisladas y contradictorias, sino dos términos en impli-
cación recíproca de tal modo que no puede realizarse el uno sin el otro”268. 
El Derecho, en una concepción iusnaturalista269, debe ser también instru-
mento para esta humanización llevada a cabo por el Estado al ser “uno de los 
modos” por lo que, la vida del hombre “se transforma en realidad objetiva”270. 
Sin embargo, al ser el Derecho y en concreto los derechos instrumento para “la 
propia autodeterminación” del hombre271, la tensión entre subjetividad y objeti-
vidad no fi naliza: “esta realidad ya objetivada se transforma a su vez en subje-
tiva en cuento que el hombre utiliza el Derecho para la realización de sus fi nes 
particulares subjetivando así el Derecho objetivo”272. Solo en el ideal de la total 
socialización abstracta, “que solo podemos concebirla como tipo ideal en el sen-
tido lógico de la palabra”, se realizaría la total objetivación en cuanto implicaría 
la anulación del sujeto de los derechos de la persona humana “puesto que todos 
los sus actos serían puro refl ejo y no subjetivación de factores objetivos” al recu-
brir la conciencia colectiva la conciencia individual273. En este supuesto ideal, el 
derecho carecería de sentido274.
Al ser el hombre “quien crea el Derecho” “para la realización de sus fi nes 
vitales” su contenido depende “de lo que este hombre sea, de su mentalidad, 
263 García Pelayo, M. (1977) Las transformaciones del Estado Contemporáneo, Op. Cit., p. 1603 y ss.
264 Ibid. p. 1603 y ss.
265 García Pelayo, M. (1959) Derecho Constitucional comparado, Op. Cit., p. 346.
266 García Pelayo, M. (1984) La sacralización del Estado Laico, en Obras Completas, Tomo III, (1991) CEPC, 
Madrid, p. 2993.
267 Cf. García Pelayo, M. (1977) Las transformaciones del Estado Contemporáneo, Op. Cit., p. 1605.
268 Cf. Ibid. p. 103.
269 Cf. García Pelayo, M. (1986) Autobiografía intelectual, Op. Cit., p. 7.
270 García Pelayo, M. (1953) Introducción al estudio de los derechos del hombre, Op. Cit., p. 2444. Cursiva nuestra. 
271 Cf. Ibid. p. 2445.
272 Ibid. p. 2444.
273 Ibid. p. 2445.
274 Cf. Ibid. p. 2445.
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de su situación histórica, de su horizonte, etc.…”275. El hombre de cada época, 
el predominio del momento individual o el socializado, queda plasmado en el 
Derecho276. Un cambio en este “tipo histórico de hombre” supone o bien “un cam-
bio en el sistema jurídico o un desinterés por el sistema jurídico existente hasta 
convertirlo en Derecho no vigente, aunque continúe siendo Derecho válido”277. 
En consecuencia, para que los cambios que el Derecho introduzca para la au-
todeterminación del hombre tengan un refl ejo en la sociedad y no fracasen, el 
sujeto concreto contemplado en el mismo tiene que tener su refl ejo en la realidad 
histórica, sociológica y antropológica278, si no en toda la sociedad sí al menos en 
la “clase política”279.
4.2.2. Francisco Rubio Llorente280
Carente de un concepto de persona, elabora doctrinalmente el concepto de 
hombre con la distinción fundamental entre hombre general, en cuanto univer-
sal, y hombre concreto, como parte de la naturaleza. 
El hombre universal es “esencialmente un ser ilimitado”281: “su pensamiento 
y su acción son universales y para él es objeto la naturaleza toda”282 —contenido 
de signifi cación coincidente con el de ciudadano: “ser abstracto que solo quiere lo 
que en cada momento considera mejor para la comunidad”283—. El hombre con-
creto es menesteroso, está enajenado284. En él lo específi camente humano, lo uni-
versal, queda subordinado a lo genéricamente animal, a lo individual285. La satis-
275 García Pelayo, M. (1953) Introducción al estudio de los derechos del hombre, Op. Cit., p. 2444
276 Cf. Ibid. p. 2444.
277 Cf. Ibid. p. 2444.
278 Cf. Ibid. p. 2444.
279 Cf. Ibid. p. 2444.
280 Nace en 1930 en Berlanga, provincia de Badajoz. Entre 1948 y 1953 cursa la Licenciatura de Derecho en 
las Universidades de Sevilla y Madrid. En 1964 se doctora, siendo galardonado con Premio Extraordinario. 
En 1956 ingresa, mediante oposición, en el Cuerpo Técnico de la Administración Civil. Entre 1959 y 1967 
fue profesor en la Facultad de Derecho de la Universidad Central de Venezuela junto con Manuel García-
Pelayo. En 1968 accede por oposición a Letrado de las Cortes del Estado español, a la vez que accede a la 
cátedra en la Universidad Complutense de Madrid. Entre 1977 y 1979 fue Secretario General del Congreso 
de los Diputados. Participa en calidad asesor de la Ponencia que redactó el anteproyecto de Constitución. 
Entre 1979 y 1980 fue director del Centro de Estudios Constitucionales y participó en la elaboración 
de las primeras leyes dictadas en desarrollo de la Constitución. En este año es elegido Magistrado del 
Tribunal Constitucional, llegando a ser vicepresidente de este hasta 1992. Entre 1994 y 2004 fue director 
del Departamento de Estudios Europeos en el Instituto Universitario Ortega y Gasset. Entre el 2004 y el 
2012 fue presidente del Consejo de Estado. Fallece en Madrid en el año 2016. (Tribunal Constitucional —
www.tribunalconstitucional.es— y Consejo de Estado —www.consejo-estado.es—).
281 Rubio Llorente, F. (2013) Estudio introductorio en Manuscritos de economía y fi losofía de Karl Marx, Alianza 
Editorial, Tercera Edición, p. 38.
282 Ibid. p. 38.
283 Rubio Llorente, F. (1982-1983) Tribunal de garantías al Tribunal Constitucional, Op. Cit., p. 29.
284 Cf. Rubio Llorente, F. (2013) Estudio introductorio en…Op. Cit., p. 44.
285 Cf. Rubio Llorente, F. (2013) Estudio introductorio… Op. Cit., p. 38.
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facción de sus necesidades queda fuera de él286 al ser un individuo separado de 
los demás y “absolutamente incapacitado para elevarse hasta la comunidad”287. 
Este hombre real, concreto, no es una esencia “que se repita idéntica de 
unos individuos a otros y esté dada de una vez para siempre”, sino que “es lo 
que la sociedad concreta hace de él”288 mediante las formas sociales nuevas que 
él mismo crea, a través de la lucha humana por el control de la naturaleza, y que 
conforman los nuevos individuos289. Sin embargo, de forma general, esta lucha 
es ciega, resultado de la casualidad290, por lo que, la civilización que de ella se ge-
nera, aunque es “confort creciente, seguridad aumentada frente a la naturaleza” 
hace al individuo infeliz291 al ser “cada vez más estrechamente prisionero de las 
formas que ha contribuido a crear con su propia acción”292.
Es por ello, que, en lo sensible —al ser lo único real— hay que provocar el 
cambio, no casual, sino que haga humano al hombre293 en una racionalización del 
mundo y del individuo294 a través de la objetivación y humanización de las esen-
cias295, en que el hombre devenga genérico al comportarse “respecto de sí mismo 
como respecto de un universal y por eso libre”296. La fi losofía humanista de Marx, 
plasmada en sus escritos de juventud —traducidos por nuestro autor— posibilita 
este cambio al fusionar la teoría y la praxis297 y buscar sobre todo “una racionali-
zación del mundo humano, de la sociedad y sus instituciones, para arribar al fi n 
último de una lenta racionalización del hombre”298 en la que se divinice al hombre, 
al hombre total, universalizándolo, mediante la hipóstasis del género humano en 
una hazaña de la libertad299. Hazaña actualizada a través del Derecho, en especial 
de los textos constitucionales300 y la interpretación llevada a cabo por los tribunales 
responsables y los individuos que los integran301.
286 Cf. Ibid. p. 38.
287 Ibid. p. 44. 
288 Ibid. p. 15.
289 Cf. Ibid. 15.
290 Cf. Ibid. p. 33 y ss.
291 Ibid. p. 33 y ss. 
292 Ibid. p. 33 y ss. 
293 Ibid. p. 13 y ss. Cursiva nuestra.
294 Ibid. p. 21 y ss.
295 Cf. Ibid. p. 41 y ss.
296 Rubio Llorente, F (1965) Las bases antropológicas del pensamiento marxista (Tesis Doctoral inédita, copia 
original mecanografi ada), p. 55.
297 Ibid. p. 29.
298 Ibid. p. 35.
299 Ibid. p. 39. Cursiva nuestra.
300 Rubio Llorente, F. (1982-1983) Tribunal de garantías al Tribunal Constitucional, Op. Cit., p. 27
301 Rubio Llorente, F. (1992) “Seis tesis sobre la jurisdicción constitucional en Europa”. Revista española de 
Derecho Constitucional. 35 (1992 mayo-agosto) 22. 
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4.2.3. Luis López Guerra302
Falto de una conceptualización clara del término, persona aparece como ti-
tular de los derechos fundamentales ligados a la dignidad humana que reconoce 
la Constitución303, concreción constitucional “de las declaraciones internacionales 
de derechos que reconocen un estándar mínimo a toda persona humana”304 re-
fl ejo de “preconcepciones morales y fi losófi cas sobre la dignidad y libertad de la 
persona”305. 
Afi rmado, por la base común ideológica o fi losófi ca del constitucionalis-
mo moderno306, la “radical libertad del individuo”307, el reconocimiento de una 
igualdad esencial entre los hombres308 y de unos derechos irrenunciables del 
mismo como garantía y ordenación jurídica de dicha libertad309 es consecuencia 
lógica. 
El Estado, que es tanto comunidad como ordenamiento310, aparece como ga-
rante de esta libertad, al ser la comunidad ordenada por el Derecho la condición 
de posibilidad de la misma311 frente a “la realidad entonces existente”312 —su ori-
gen se fi ja “en la regulación de la libertad religiosa, históricamente considerada 
como la primera libertad”313—.
302 Luis María López Guerra nace en León en 1947. En 1969 se licencia en Derecho en la Universidad 
Complutense de Madrid, doctorándose en 1975 en la misma universidad. En el mismo año obtiene el 
Máster en Ciencias Políticas en la Michigan State University y comienza su docencia como profesor aso-
ciado hasta el año 1978, en que obtiene la cátedra en la Universidad de Extremadura. En el año 1995 accede 
a la cátedra en la Universidad Carlos III de Madrid, donde permanece hasta el 2008. En esta universidad 
será director del Instituto de Derecho Público Comparado entre los años 2001 y 2003. A la vez que de-
sarrolla su carrera académica será letrado del Tribunal Constitucional entre 1982 y 1986, año en que es 
nombrado magistrado del mismo. Será vicepresidente de este entre 1992 y 1995. Entre 1996 y 2001 fue 
vocal de la Junta Electoral Central y vicepresidente del Consejo General del Poder Judicial. En 2003 es 
elegido diputado de la Asamblea de Madrid, por el PSOE. En 2004 será nombrado Secretario de Estado de 
Justicia. En 2007 es elegido magistrado del Tribunal Europeo de Derechos Humanos. Llegando a ocupar 
los cargos de vicepresidente y presidente de sección. En el 2018 termina sus funciones en este órgano. 
(Tribunal Constitucional —www.tribunalconstitucional.es— y Asamblea de Madrid —www.asamblea-
madrid.es—).
303 López Guerra, L. (1994) Introducción al Derecho Constitucional, Tirant Lo Blanch, Valencia, p. 101 y ss. 
304 Ibid. p. 115.
305 Ibid. p. 117.
306 Cf. Ibid. p. 102.
307 Ibid. p. 17.
308 Ibid. p. 129.
309 Ibid. p. 104.
310 Cf. López Guerra, L. (1980) “Sobre la personalidad jurídica del Estado”, Revista del Departamento de 
Derecho Político, 6 (1980 Primavera) 24.
311 López Guerra, L. (1994) Introducción al Derecho Constitucional, Op. Cit., p. 69.
312 Ibid. p. 18.
313 López Guerra, L. (2005) Cuestiones vivas de Derecho matrimonial, procesal y penal Canónico. XXV Jornadas 
de la Asociación española de Canonistas, Publicaciones Universidad Pontifi cia de Salamanca, p. 423.
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El Estado deviene instrumento de cambio social para la garantía de 
esta libertad, plasmando a través del ordenamiento “un modelo defi nido de 
convivencia”314 mediante la creación de las estructuras legales necesarias para 
la transformación de regímenes autoritarios en regímenes constitucionales315. 
Estructuras legales no circunscritas al ámbito constitucional, sino a todo el 
ordenamiento —penal, civil o administrativo…316—. Como manifi esta la con-
creción histórica en la propia Administración española, cuya creación “no fue 
fruto de una tarea lenta de muchos decenios, sino fruto más bien de la deci-
sión voluntarista de un reducido grupo de individuos”, una “élite” que estaba 
“dispuesta a garantizar una cierta libertad y seguridad al ciudadano particular 
frente a la Administración”317. 
Estructuras legales que, en el momento actual, en que prima una concep-
ción iusnaturalista renovada del Derecho Constitucional318, encuentran su legiti-
midad en la garantía de la dignidad del ser humano y los derechos insepara-
bles del mismo319. Quedando superado el iusnaturalismo contractualista de 
las primeras constituciones donde la legitimidad del ordenamiento la otorga 
el acuerdo general de los miembros sobre las reglas supremas de la comuni-
dad320.
Derecho Constitucional que se interpretara conforme a: “sus raíces his-
tóricas” —es un “Derecho cuyos términos, técnicas y conceptos responden a 
construcciones teóricas y valorativas previas”321 —, “las experiencias de inten-
tos constitucionales anteriores”322, el devenir histórico323 y la sociedad concreta 
en que se realiza — el “lento pero innegable cambio de las pautas culturales 
de una sociedad” puede alterar el signifi cado de los conceptos constituciona-
les324—. 
314 López Guerra, L. (1994) Introducción al Derecho Constitucional, Op. Cit., p. 24.
315 Cf. López Guerra, L. (2009) “Algunas refl exiones sobre la ingeniería constitucional”, Parlamento y 
Constitución. 12 (2009 Anuario) 12.
316 Cf. Ibid. p. 12.
317 López Guerra, L. (1980) Sobre la personalidad jurídica del Estado, Op. Cit., p. 27.
318 Ibid. p. 47. Cursiva nuestra.
319 Cf. López Guerra, L. (1993) “Concepto de Derechos Humanos y problemas actuales”, Derechos y liberta-
des: Revista del Instituto Bartolomé de las Casas, 1 (1993) 58-59.
320 López Guerra, L. (2001) El ordenamiento constitucional... Op. Cit., p. 47.
321 Ibid. p. 25.
322 Cf. Ibid. p. 21.
323 Cf. López Guerra, L. (2001) El ordenamiento constitucional: continuidad y cambio a través del siglo, en La or-
ganización del Estado, Madrid, España Nuevo Milenio, p. 21.
324 Ibid. p. 60.
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4.2.4. Manuel Aragón Reyes325
“Se es persona, esto es, persona con «dignidad» si se tienen derechos”326. 
Derechos que son atributo de la misma327 y la hacen digna. Constituyéndose 
esta dignidad en centro invariable328 del “desarrollo de un sistema político fl exi-
ble” 329.
Plasmación racionalizada en el Estado Constitucional de la idea de la liber-
tad como verdad330, “que se actualiza a través de la “elite modernizante”331 para 
la “modernización de la sociedad, y más concretamente modernización política” 
332 “de acuerdo con una determinada idea de la razón, según la cual la ordenación 
política ha de constituirse sobre la base de unos derechos y libertades fundamen-
tales del individuo”333 que limiten el poder “en benefi cio de la libertad de los 
ciudadanos, de la igualdad de todos en esa libertad”334. 
Proceso de racionalización que se indica con la constitución racional del 
Estado y prosigue con la modernización en el terreno social335. Como establece 
Gramsci —“con teoría impecable”336—, el Estado debe ser educador, debe ser éti-
325 Nace en Córdoba en 1944. En 1970 se licencia en Derecho en la Universidad Complutense de 
Madrid. Universidad en la que se doctora en 1973 con una tesis sobre Manuel Azaña. Discípulo y 
colaborador de Francisco Rubio Llorente en 1979 accedió a la condición de profesor agregado en 
la Universidad de Zaragoza. En 1981 obtiene la cátedra de Derecho Constitucional en la Universidad 
del País Vasco. Entre 1981 y 1987 fue catedrático en la Universidad de Valladolid. Trasladándose ese 
año a la Universidad Autónoma de Madrid. Universidad de la que sería decano entre 1994 y 1998. 
Labor docente que compagina con otros cargos. Entre 1980 y 1983 fue subdirector del CEPC. Entre 
1983 y 1986, ocupa el cargo de director de este y el cargo de Consejero de Estado. Entre 1986 y 1987 fue 
director de la Escuela de Trabajo Social de la Universidad de Valladolid y Vocal de la Junta Electoral 
de Castilla y León. Entre 1996 y 2004 ocupa el cargo de presidente del Consejo Económico y Social de 
la Comunidad de Madrid. En el año 2004 ocupa el cargo de Magistrado del Tribunal Constitucional. 
Cargo que desempeñará hasta el año 2013.Entre otros reconocimientos tiene la Medalla de la Orden 
al Mérito Constitucional y la Gran Cruz de la Orden de San Raimundo de Peñafort. (Tribunal 
Constitucional —www.tribunalconstitucional.es—y Real Academia de Jurisprudencia y Legislación 
de España —www.rajyl.es—).
326 Cf. Aragón Reyes, M. (1998) La inviolabilidad del domicilio en Comentario al libro de Francisco Javier Matía 
Portilia: El derecho fundamental a la inviolabilidad del domicilio, Edit. Mcgraw-Hill, p. 354.
327 Cf. Ibid. p. 354.
328 Aragón Reyes, M. (2013) Estudios de Derecho Constitucional, Op. Cit., p. 26.
329 Ibid. p. 15.
330 Ibid. p. 16.
331 Ibid. p. 15.
332 Ibid. p. 15.
333 Ibid. p. 15.
334 Aragón Reyes, M. (2013) “Dos problemas falsos y uno verdadero: “neoconstitucionalismo”, “garantis-
mo” y aplicación judicial de la Constitución”, Cuestiones constitucionales: revista mexicana de derecho con-
stitucional, 29 (2013).
335 Cf. Aragón Reyes, M. (2013) Estudios de Derecho Constitucional, Op. Cit., p. 24.
336 Ibid. p. 24.
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co, debe llevar a cabo la “actividad autónoma, educativa y moral”337 que permita 
a la sociedad superarse338. Superación, que en España implica la europeización339.
La Constitución es instrumento esencial para esta racionalización. Fuera de 
la misma los diversos elementos no están racionalizados, no tienen “ni forma ni 
contenidos jurídicos”340. Su integración constitucional, en una “positivación del 
iusnaturalismo” hará que los mismos se racionalicen341, dejen de ser pura idea, se 
limiten y relativicen 342. 
Esta limitación es principalmente autolimitación343 del único sujeto so-
berano que es el pueblo —“concebible como pura idea (que se sustenta en sí 
misma, sin ninguna conexión real)”344, absoluto, ilimitado, no sometido a De-
recho—. Autolimitación meramente procedimental, “autocomprensiva”, “ca-
paz de defi nir y redefi nir las formas de emanación de su voluntad”345. Conse-
cuentemente lo que las cosas son “solo resulta discernible en cada momento 
histórico”346. 
La constitución racionalizada es, por lo tanto, “simple forma”. Limitación 
formal en “los medios jurídicos” y posibilidad absoluta de transformación347. 
“Radical mutación” sostenida como “único modo racional de fundamentar la 
obediencia al Derecho, el acatamiento de la Constitución” 348. Sin embargo, “no 
es ideológicamente neutral en cuanto a su realización, sino que busca la democra-
tización del Estado constitucional” 349, por la que “el principio de libertad queda 
complementado con el de igualdad”350. Fin que no debe buscar tan solo la cons-
titución, y la interpretación que de ella haga el TC como su “diario recreador, su 
continuo vivifi cador”351; sino todo el Derecho y el sistema de fuentes del Derecho 
337 Ibid. p. 24.
338 Aragón Reyes, M. (2013) Estudios de Derecho Constitucional, Op. Cit., p. 14.
339 Ibid. p. 14.
340 Aragón Reyes, M. (1988) “La efi cacia jurídica del principio democrático”, Revista Española de Derecho 
Constitucional. 24 (Año 8. Septiembre-diciembre) 30.
341 Cf. Aragón Reyes, M. (2004) “Veinticinco años de monarquía parlamentaria”. Revista Española de Derecho 
Constitucional. 70 (Año 24. Enero-abril) 15. Cursiva nuestra.
342 Cf. Aragón Reyes, M. Constitución, Democracia y Control. Universidad Nacional Autónoma de México, 
p. 14 y ss. en biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/288-constitucion-democracia-y-control [Último 
acceso 26 de diciembre de 2017].
343 Cf. Ibid. p. 15.
344 Ibid. p. 16. 
345 Ibid. p. 25.
346 Ibid. p. 32.
347 Ibid. p. 27.
348 Ibid. p. 27.
349 Ibid. p. 22.
350 Ibid. p. 22.
351 Aragón Reyes, M. (1988) “El Tribunal Constitucional y su jurisprudencia”, Actas del VI congreso Nacional 
de ciencia Política y Derecho Constitucional. Revista Jurídica de Castilla-La Mancha, 3-4 (núm. Extraordinario 
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en todos los órdenes352. Al mismo “solo le cumple realizar el humilde (y honroso) 
papel de facilitar la libertad a una sociedad que quiera ser libre”353.
4.2.5. Pablo Pérez Tremps354
Sin desarrollado expreso de doctrina en torno al concepto de persona, en el 
ámbito de nuestro objeto de investigación es relevante por su labor como ponen-
te en la STC 198/2012 relativa al “matrimonio homosexual” en la que se “cons-
titucionalizan” gran parte de los criterios interpretativos y se conceptualiza la 
Constitución como “un árbol vivo que a través de una interpretación evolutiva 
se acomoda a las realidades de la vida moderna como medio para asegurar su 
propia relevancia y legitimidad” (STC 198/2012). 
Acudir a la experiencia constitucional extranjera en el ámbito constitucional 
deviene fundamental en su doctrina, al ser un “hecho la superación del marco 
estatal como límite no solo económico o político, sino incluso, cultural”. Nueva 
forma de hacer Derecho Constitucional, fruto de la expansión de los tribunales 
constitucionales “a raíz de las aportaciones kelsenianas de entreguerras, por Eu-
ropa, primero, y por el resto del mundo, después”355.
4.2.6. Manuel Jiménez de Parga y Cabrera356
abril-agosto) 337.
352 Cf. Aragón Reyes, M. (1998) La inviolabilidad del domicilio, Op. Cit., p. 253.
353 Aragón Reyes, M. Constitución, Democracia y Control, Op. Cit., p. 29.
354 Nace en Madrid en 1956. En 1978 se licencia en Derecho en la Universidad Complutense de Madrid. 
Doctorándose en la misma universidad en 1984 con una tesis sobre las relaciones entre el poder judicial y el 
Tribunal constitucional. La tesis obtuvo el premio Nicolás Pérez Serrano del Centro de Estudios Políticos y 
Constitucionales, siendo publicada por el mismo CEPC en 1985. Entre 1988 y 1991 fue letrado de adscrip-
ción temporal en el Tribunal Constitucional. En 1991 obtiene la cátedra en la Universidad de Extremadura. 
En 1992 ocupa el cargo de Decano de la Facultad de Derecho de esta universidad, hasta 1994, año en que 
ocupa el cargo de vocal de la Junta Electoral Central V y VI Legislatura. En el año 2000 ocupa la plaza de 
catedrático de Derecho Constitucional en la Universidad Carlos III de Madrid En el año 2004 ocupa el 
cargo de Magistrado del Tribunal Constitucional. Cargo que ocupa hasta el 2013. A partir del 2005, y hasta 
el 2012, compagina esta labor con la de Secretario General de la Conferencia Iberoamericana de Justicia 
Constitucional. (2005-2012). Entre el 2014 y 2017 fue presidente de la Asociación de Constitucionalistas de 
España. (Tribunal Constitucional —www.tribunalconstitucional.es— y Universidad Carlos III de Madrid 
—portal.uc3m.es—).
355 Pérez Tremps, P. (1989) “Anuario Internacional de Justicia Constitucional”. Revista Española de Derecho 
Constitucional. 25 (Año 9. Enero-abril) 212-215.
356 Nace en 1929 en Granada. En 1951 se licencia Derecho con Premio Extraordinario en la Universidad de 
esta ciudad, doctorándose en 1953 en la Universidad de Madrid. Amplía sus estudios en diversas universi-
dades europeas –Heidelberg, Munich, París…-. En 1956 será profesor encargado de la catedra de Derecho 
Político en la Universidad de Madrid, hasta 1957 en que será catedrático por oposición en la Universidad de 
Barcelona. En 1976 le nombran decano de la Facultad de Derecho y Rector en funciones de la Universidad 
de Barcelona. En 1977 será diputado en las Cortes constituyentes, Ministro de Trabajo entre 1977 y 1978, 
año en que ocupa el cargo de Embajador-Representante permanente de España ante la OIT hasta 1981; 
a la vez que, a partir de 1980, ocupa el cargo de presidente de la Conferencia Interamericana de Trabajo. 
En 1981 ocupa el cargo de catedrático de Derecho Constitucional en la Universidad de Madrid, hasta el 
año 1985. Entre 1986 y 1995 será consejero de Estado, cargó que dejará para ocupar el de magistrado del 
Tribunal Constitucional, órgano que preside entre 2001 y 2004. Entre otras distinciones tiene las de: Gran 
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Frente al individuo aislado y sin posibilidad de realizar actos políticos357, per-
sona es quien actuando y siendo potenciada por el grupo —cualquier tipo de grupo, 
salvo los grupos religiosos y afi nes, pues si los mismos se proyectan sobre la política 
“no resultan atractivos para los creyentes de convicciones profundas, los cuales sien-
ten repugnancia ante la mezcla de religión y política”358— sí los realiza359. 
Todas las relaciones humanas tienen una “naturaleza fl uida, dinámica” 360. 
Están “en perpetuo cambio, en mutaciones que se realizan, incesantemente, en 
procesos que se vinculan en la transformación de los seres humanos vivos, que el 
poder liga entre sí”361. La convivencia otorga al hombre “una estabilización vital”, 
a la vez que, negativamente, le limita en “un sistema fi nito de posibilidades” 362. 
El poder y la ordenación constitucional participan de esta naturaleza fl uida. 
El primero, fruto de su estructura compleja determinada por los poderes públi-
cos ofi ciales y la ideología que estos dicen propugnar y los poderes fácticos que 
operan al margen de los esquemas constitucionales363. La segunda, al confi gurar-
se sus conceptos esenciales como una “categoría cultural, social e histórica”364 y 
estar sometida a mutaciones incesantes, que les permiten perdurar, subsistir con 
toda su fuerza y vigor365.
La multiplicidad de posibles confi guraciones de la naturaleza fl uida del 
Estado y de la Constitución no son igualmente válidas. Debe buscarse y pro-
piciarse la ordenación democrática366, para que la sociedad, que es “el reino de 
la libertad”367, alcance la igualdad y la justicia que “por sí sola es incapaz” 368, 
Cruz de la Real Orden de Carlos III, Gran Cruz de la Orden de Alfonso X el Sabio, Medalla de la Orden del 
Mérito Constitucional, Cruz de la Orden del Dos de Mayo y Gran Cruz de la Orden de San Raimundo de 
Peñafort. (Tribunal Constitucional —www.tribunalconstitucional.es— y VIII edición del Premio Pelayo 
—www.pelayo.com—).
357 Cf. Jiménez de Parga y Cabrera, M. (1973) Prólogo de Desarrollo político y Constitución española, Colección 
Demos, Ediciones Ariel, p. 11 y Jiménez de Parga y Cabrera, M. (1976) Qué es la democracia. Editorial La 
Gaya Ciencia, Barcelona, p. 11 y ss.
358 Jiménez de Parga y Cabrera, M. (1976) Qué es la democracia, Op. Cit., p. 23.
359 Cf. Jiménez de Parga y Cabrera, M. (1973) Prólogo de Desarrollo político y Constitución española, Op. Cit., 
y Jiménez de Parga y Cabrera, M. (1976) Qué es la democracia, Op. Cit., p. 11 y ss.
360 Jiménez de Parga y Cabrera, M. (1960) Los regímenes políticos contemporáneos, Editorial Tecnos, Madrid 
p. 5.
361 Ibid. p. 5.
362 Ibid. p. 65.
363 Cf. Ibid. p. 8.
364 Cf. Jiménez de Parga y Cabrera, M. (2008) De la protección de la intimidad al poder de control sobre los datos 
personales. Contestación al Discurso de recepción del académico de número Andrés Ollero Tassara, Real 
Academia de Ciencias Morales y políticas, p. 186.
365 Cf. Jiménez de Parga y Cabrera, M. (1998) a Prólogo Formación de la Constitución y Jurisdicción constitucio-
nal de José Acosta Sánchez, Tecnos p. 13.
366 Cf. Jiménez de Parga y Cabrera, M. (1976) Qué es la democracia, Op. Cit., p. 70.
367 Jiménez de Parga y Cabrera, M. (2005) Libertad de enseñanza y familia, II Congreso Internacional de la 
Familia: Educación y familia: libro de actas: Murcia, 2, 3 y 4 de diciembre de 20004, p. 153.
368 Ibid. p. 153.
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promueva los derechos fundamentales, cuyo fundamento se encuentra en la dig-
nidad de la persona como “germen y núcleo de unos derechos que le son inhe-
rentes” 369 —como establece la jurisprudencia en la STC 53/1985370—, y alcance 
el fi n “que nos debe importar a todos: la grandeza de España”371. Fines alcanza-
bles mediante un “proceso de interiorización de la Constitución como código 
de conducta”372, que dé a los juristas373 y a la sociedad374 una manera de ver, de 
contemplar, desde “la óptica constitucional375.
4.2.7. Carles Viver i Pi-Sunyer376
El individuo vive en sociedad, integrado en innumerables organizaciones o 
grupos sociales jurídicamente organizados, a través de los que articula su vida377. 
Uno de estos es el Estado378. Al no vivir ni solo ni aislado mantiene constantes re-
laciones de confl icto y de cooperación con sus semejantes379, por ello, “la libertad 
de un individuo está limitada por la libertad individual de los demás”380. 
Estos ámbitos de libertad están regulados por las libertades que consagra la 
Constitución381, distinguiendo entre las “que se refi eren al hombre como persona 
física y las referidas al hombre como persona espiritual”382. Como persona física, 
el hombre tiene derecho a la vida, primer y fundamental derecho, a la libertad y a 
369 Cf. Jiménez de Parga y Cabrera, M. (2008) Vivir es arriesgarse, Editorial Planeta, p. 378.
370 Ibid. p. 378.
371 Ibid. p. 157.
372 Jiménez de Parga y Cabrera, M. (2001) “La Refundamentación del ordenamiento jurídico”, Persona y derecho: 
Revista de fundamentación de las Instituciones Jurídicas y de Derechos Humanos, 44 (2001), 18.
373 Ibid. p. 18 y Jiménez de Parga y Cabrera, M. (1999) La tutela judicial efectiva: luces y sombras, en 
Consolidación de derechos y garantías: los grandes retos de los derechos humanos en el s. XXI, seminario 
conmemorativo del 50 aniversario de la DUDH. Consejo General del Poder Judicial, p. 320.
374 Cf. Ibid. p. 320.
375 Cf. Ibid. p. 320.
376 Nace en Tarrasa en 1949. Licenciado y doctor en Derecho por la universidad de Barcelona. En 1987 es 
nombrado catedrático de dicha universidad, hasta el año 1990 en que accede a la catedra en la Universidad 
Pompeu Fabra, tras haber sido miembro de la comisión que crea dicha Universidad. En 1992 ocupa el car-
go de magistrado del Tribunal Constitucional español, siendo vicepresidente entre 1998 y 2001. En 2003 
recibe la Cruz de Sant Jordi y el premio Justicia de Cataluña. En 2004 fue nombrado director del Instituto 
de Estudios Autonómicos de la Generalidad de Cataluña. Mismo año en que recibe la Gran Cruz de la 
Orden de Isabel la Católica. En 2005 recibe la cruz de la Orden del Mérito Constitucional. Desde abril 
de 2006 es magistrado del Tribunal Constitucional de Andorra por designación del Consejo General. En 
2013 fue designado para presidir el Consejo Asesor para la Transición Nacional de Cataluña, órgano cuyo 
decreto de creación fue declarado inconstitucional.  En 2016 Carles Puigdemont quiso nombrarle secre-
tario general de dicho Consejo para la planifi cación jurídica de la desconexión. (Tribunal Constitucional 
—www.tribunalconstitucional.es—). 
377 Viver i Pi-Sunyer, C. (1987) Constitución, Editorial Vivens Vives, 7ª Edición, p. 4 y ss.
378 Ibid. p. 4.
379 Ibid. p. 4.
380 Ibid. p. 43.
381 Cf. Ibid. p. 41.
382 Viver i Pi-Sunyer, C. (1987) Constitución, Op. Cit., p. 41.
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la seguridad personales383, en cuanto persona espiritual —” en tanto que persona 
dotada de la capacidad de pensar y de transmitir su pensamiento y sus senti-
mientos, o sea, en tanto que persona que puede comunicarse con otras”384— tiene 
derecho a las que comúnmente se denominan libertades de pensamiento385 y a las 
libertades religiosas, que atañen a lo más íntimo de la persona386. 
4.2.8. Pedro Cruz Villalón387
Persona es una categoría que utiliza la Constitución y que toma prestada 
desde la comunidad política388, al operar el texto constitucional como autodes-
cripción normativa de la misma389. 
El término refi ere a los seres humanos, y aunque encontramos afi rmada su 
equivalencia con el término hombre “sin exclusión ni distinción alguna”390, no 
refi ere a los seres humanos no nacidos391.
 El reconocimiento como persona de un ser humano le confi gura como sujeto 
de derechos fundamentales392 al ser los mismos “refl ejo, en el interior de la Consti-
tución, de los derechos de la persona; es decir, de esas manifestaciones concretas de 
la libertad y dignidad humanas”393. Nacen y acaban en el mismo texto constitucio-
nal, en el Estado 394. La determinación de la titularidad de cada uno de los derechos 
383 Cf. Ibid. p. 41.
384 Ibid. p. 42.
385 Cf. Ibid. p. 42.
386 Ibid. p. 44.
387  Nace en Sevilla en 1946. Estudia Derecho en la Universidad de Sevilla, donde se licencia (1968) y docto-
ra (1975), tras cursar estudios de posgrado entre 1969 y 1971 en la Universidad de Friburgo (Alemania). 
Imparte docencia en la misma universidad como profesor adjunto entre 1978 y 1986, año en que obtiene 
la cátedra de Derecho constitucional. Entre 1986 y 1987 es letrado del Tribunal Constitucional. En 1992 
accede como magistrado de este, siendo su presidente entre 1998 y 2001.Tras fi nalizar su periodo como 
magistrado realiza la estancia de un año como fellow del Instituto de Estudios Avanzados de Berlín. Tras 
lo cual desempeña la cátedra de Derecho constitucional de la Universidad Autónoma de Madrid. A la vez 
que entre 2004 y 2009 desempeña el cargo de consejero de estado electivo. En el año 2009 se incorpora 
como abogado general del Tribunal de Justicia de la Unión Europea. A partir del 2011 lo compagina con 
su membresía del Consejo Económico y social. Entre otras condecoraciones cuenta con la Gran Cruz de la 
Orden de Carlos III, y la Medalla de la Orden del Mérito Constitucional. (Tribunal Constitucional —www.
tribunalconstitucional.es— y Universidad Autónoma de Madrid —portal.uam.es—).
388 Cruz Villalón, P. (2006), “Perspectivas constitucionales ante los avances de la genética”, Anuario de la 
Facultad de Derecho de la Universidad Autónoma de Madrid, 1(Nº. Extra 2006) 26.
389 Cf. Ibid. p. 19.
390 Cruz Villalón, P. (2000), Los derechos fundamentales en la Constitución española de 1978, Boletín 
Mexicano de Derecho Comparado, nueva serie, año XXXIII, núm. 97, enero-abril, p. 80.
391 Cruz Villalón, P. (2006), “Perspectivas constitucionales ante los avances de la genética”, Anuario de la 
Facultad de Derecho de la Universidad Autónoma de Madrid, 1 (Nº. Extra. 2006) 21.
392 Ibid. p. 21.
393 Cruz Villalón, P. (2000), Los derechos fundamentales en la Constitución española de 1978, Op. Cit., p. 68.
394 Cruz Villalón, P. (1989), Formación y evolución de los derechos fundamentales, Op. Cit., p. 40 y ss.
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habrá de hacerse en función del texto constitucional, atendiendo a “los diversos 
preceptos constitucionales que formulan cada uno de los derechos”395. 
Se confi guran como “elementos consustanciales al orden político en sí mis-
mo”, factores básicos que dotan al sistema de su propia legitimidad396, limitan-
do la acción de los poderes públicos, del Estado, “como enemigo natural” de la 
persona397. Estado como enemigo y como garante de la vida en sociedad al ser el 
único capaz de proteger los bienes de los individuos —libertad, seguridad, pro-
piedad— frente a los propios individuos398.
La concepción de la Constitución y el Estado es iusnaturalista. No son 
mera creación positiva, sino “parte, expresión y consecuencia del pacto social, 
de tal modo que ambos elementos (…) se vinculan por igual a los «derechos 
naturales»”399. Vinculación con el estado de naturaleza de los derechos racional-
mente constitucionalizados y la forma de Estado que no equivale a identidad400.
4.2.9. Pedro José González-Trevijano Sánchez401
El ser humano es un ser racional402, el cual “se convierte en persona” al go-
zar de una triple dimensión “corporal, psíquica y espiritual”. Lo que lo sitúa por 
“encima de los demás seres del m undo”403. 
Persona determinada cuyo inicio se sitúa cuando la misma deja atrás el ám-
bito embrionario404 y su fi n en la muerte, ya sea esta natural o por medio de la 
eutanasia —“auxilio que se presta para morir, por motivos estrictamente huma-
nitarios, a una persona desahuciada”405—.
395 Cruz Villalón, P. (1992), “Dos cuestiones de titularidad de Derechos: los extranjeros; las personas jurídi-
cas”, Revista Española de Derecho Constitucional. 35 (Año 12. Mayo-agosto) 64 y ss.
396 Cruz Villalón, P. (2000), Los derechos fundamentales en la Constitución española de 1978, Op. Cit., p. 69.
397 Ibid. p. 80.
398 Cf. Cruz Villalón, P. (1988), “Derechos fundamentales y derecho privado”, Conferencia pronunciada en la Academia 
sevillana de notariado.1 (Núm. extraordinario) 101
399 Ibid. p. 45. Cursiva nuestra.
400 Ibid. p. 45.
401 Nace en 1958. Licenciado y doctorado en Derecho por la Universidad Complutense de Madrid. 
Subdirector del Centro de Estudios Políticos y Constitucionales desde 1998 hasta 2002, en que ocupa 
el cargo de rector de la Universidad Rey Juan Carlos. En 2013 es nombrado magistrado del Tribunal 
Constitucional. En el año 2018 fue elegido académico de número de la Real Academia de Jurisprudencia 
y legislación de España. (Tribunal Constitucional —www.tribunalconstitucional.es— y CEPC —www.
cepc.gob.es—).
402 Esteban, J. y González-Trevijano, P. (1994). Curso de Derecho Constitucional Español III. Madrid: Servicio 
publicaciones facultad derecho, Universidad complutense, p. 20.
403 Ibid. p. 20.
404 Afi rma al respecto nuestro autor que “la manipulación genética, que, sin afectar directamente a una 
persona determinada, por tratarse de embriones, exigiría una regulación jurídica” Esteban, J. y González-
Trevijano, P. (1994). Curso de Derecho Constitucional Español III. Op. Cit., p. 48.
405 Esteban, J. y González-Trevijano, P. (1994). Curso de Derecho Constitucional Español III. Op. Cit., p. 47.
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“La supremacía del ser humano en el mundo” le confi ere una dignidad406. 
Dignidad que implica una igualdad entre los hombres —al no poderles ser nega-
da su personalidad, su condición de personas 407— y una libertad de confi gurar 
su existencia dentro de “una esfera de actividad personal” 408, respetando los 
límites y obligaciones establecidos constitucionalmente409 y “protegida frente a 
todo poder externo”410. 
Protección objeto de los derechos fundamentales. Los cuales, como “mani-
festación connatural del ser humano” son “inherentes al mismo, constituyendo 
expresión de su ser existencial, de la formación de su espíritu y desenvolvimien-
to en su vida de relación”411. Deben ser respetados en las “relaciones recíprocas 
entre los hombres y en las relaciones entre el Poder y las personas, cualesquiera 
que sean éstas”412. 
A pesar de integrar derechos individuales propios del “hombre individual 
aislado”413 las constituciones modernas414, “producto de la razón humana orde-
nadora de la convivencia”415, son “consustanciales al concepto abstracto de per-
sona humana”416. La plasmación de las ideas políticas que constituyen el cuerpo 
doctrinal de la Ilustración417 conlleva la afi rmación de la potencial igualdad de los 
hombres “en el sentido de que todos pueden convertirse en titulares de todos los 
posibles derechos y deberes”418 desde su nacimiento419. 
Constituciones entre las que se integraría la CE de 1978, que se sitúa en el 
plano “propio de la fi losofía del Derecho”420, y que ha sido aceptada a pesar de 
la “falta de raigambre de las constituciones” en el pueblo español, fruto del “bajo 
nivel cultural y, probablemente también una cierta tendencia a lo milagroso, a lo 
406 Cf. Ibid. p. 21.
407 Cf. Ibid. p. 21.
408 Ibid. p. 21.
409 Cf. González-Trevijano, P. (1991). Libertades de circulación, residencia, entrada y salida en España. 
Madrid: Civitas. p. 42.
410 Esteban, J. y González-Trevijano, P. (1994). Curso de Derecho Constitucional Español III. Op. Cit., p. 21.
411 Cf. González-Trevijano, P. (1991). Libertades de circulación, residencia, entrada y salida en España. Op. 
Cit., p. 55.
412 Esteban, J. y González-Trevijano, P. (1994). Curso de Derecho Constitucional Español III. Op. Cit., p. 21.
413 González Trevijano, P. (1992). La inviolabilidad del domicilio. Madrid: Tecnos, p. 55.
414 Cf. Esteban, J. y González-Trevijano, P. (1994). Curso de Derecho Constitucional Español I. Madrid: 
Servicio publicaciones facultad derecho, Universidad complutense, p. 261 y ss.
415 González Trevijano, P. (2006). La España constitucional. Valencia: Tirant lo Blanch, p. 59.
416 Esteban, J. y González-Trevijano, P. (1994). Esteban, J. y González-Trevijano, P. (1994). Curso de Derecho 
Constitucional Español I. p. 261.
417 Ibid. p. 261.
418 Ibid. p. 283.
419 Cf. Ibid. p. 283.
420 Ibid. p. 261.
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irracional, a lo taumatúrgico, como consecuencia de un catolicismo mal entendi-
do, monopolístico y extremadamente litúrgico”421.
La interpretación del texto constitucional se realiza, no de forma abstracta, 
sino conjugando tanto la vocación de permanencia, como la realidad de que “las 
generaciones futuras no pueden quedar encadenadas por normas aprobadas por 
las generaciones precedentes” 422 “pues lo que en un momento se considera «nor-
mal» en otro posterior puede atentar a la dignidad”423. 
4.3. CONFIGURACIÓN DOCTRINAL DEL CONCEPTO DE PERSONA
La producción doctrinal es extensa, mayor o menor en función de los auto-
res, limitado el objeto principal a la jurisprudencia del TC424, a la CE y a su desa-
rrollo orgánico425. 
La discusión doctrinal desarrollada se mueve dentro de los parámetros es-
tablecidos por el conjunto de sentencias426, que devienen marco en el que se pro-
fundiza, pero pocas veces se cuestiona. De esta manera, lo que se nos ofrece es 
una interrelación entre doctrina en sede de ciencia y en sede de jurisprudencia 
que se presenta como autorreferencial: la jurisprudencia se hace eco de la doctri-
na, que a su vez argumenta y se fundamenta en base a la jurisprudencia del TC. 
El uso del término persona es constante como sujeto titular de derechos fun-
damentales, mas su desarrollo doctrinal y su conceptualización es escaso. No hay 
obras que lo desarrollen como objeto propio, sino que, lo encontramos referido y 
empleado de forma tangencial. 
Persona427 como categoría constitucional refi ere un reconocimiento o cuali-
dad que se asigna al ser humano con unas características determinadas—el hecho 
concreto que hace que el ser humano pase a ser persona difi ere de unos autores 
a otros—. 
421 Ibid. p. 261.
422 González-Trevijano, P. (2006) La reforma como defensa de la propia Constitución, Cuadernos de pensa-
miento político FAES, ISSN 1696-8441, Nº. 11, p. 16.
423 Esteban, J. y González-Trevijano, P. (1994). Curso de Derecho Constitucional Español III. Op. Cit., p. 25.
424 i.e. López Guerra, L. (2000). Las sentencias básicas del Tribunal Constitucional. Madrid [España]: Boletín 
Ofi cial del Estado, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales; Aragón Reyes, M. (1984). “El Derecho 
al honor de las personas jurídicas y sus posibles colisiones con el derecho a la información”. Revista Vasca 
de Administración Pública. Herri-Arduralaritzako Euskal Aldizkaria, (10), 35-52.
425 i.e. López Guerra, L. (2016). Derecho constitucional. Valencia: Tirant lo Blanch; Pérez Tremps, P. (2016) Las 
condiciones del ejercicio de los derechos fundamentales: nacionalidad y extranjería. Derecho constitucional. Vol. 
1, El ordenamiento constitucional: derechos y deberes de los ciudadanos, p. 143-158.
426 i.e. Aragón Reyes, M. (1999). “La jurisprudencia del Tribunal Constitucional sobre las autonomías territori-
ales”. Revista jurídica Universidad Autónoma de Madrid, (1), p.13-36.
427 Atendemos los postulados y afi rmaciones de manera sintética, recogiendo lo establecido en las diversas 
obras de forma declarativa. La discusión de fuentes y el estudio crítico de lo afi rmado por los autores, por 
su extensión, se planteará en futuras investigaciones.
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Persona dice libertad e igualdad sustancial. Atributos que la hacen digna. 
Concepto abstracto de persona humana fruto de la normativación constitucional 
en el Estado democrático liberal de la idea de la Ilustración. 
 El Estado —identifi cado con el Ordenamiento jurídico— y la Constitución 
—ordenación del mismo conforme a unos principios generales, apriorísticos y 
racionales—, son los mecanismos de cambio social. El fi n: racionalizar el Estado, 
la persona y la sociedad, cambiando las circunstancias de hecho de forma tal que 
faciliten la libertad. Los derechos fundamentales aparecen, así como posibilitado-
res de la autodeterminación, permitiendo la afi rmación radical de la libertad de 
la persona en la realización libre de sus fi nes vitales.
El fi n legitima tanto al poder político como al ordenamiento: la dignidad 
y los derechos fundamentales se constituyen en pilares y criterio de valoración. 
La doctrina reniega del positivismo craso, pretendidamente sostenido doctrinal-
mente en años anteriores, para afi rmarse como iusnaturalista. 
La norma constitucional y el resto del ordenamiento encuentran su fuerza 
en su propia mutabilidad que permite adaptar los conceptos en ellas contenidos 
a lo que los mismos sean en la sociedad y momento histórico concretos, o al me-
nos conforme a la idea de las elites. La Constitución deviene mera forma. Sin em-
bargo, cualquier opción no es igualmente aceptable, solo aquellas que permiten 
la consecución de la libertad radical y la igualdad sustancial de la persona. 
4.4. REMISIÓN Y EXIGENCIA DE UN DEBATE FUNDAMENTAL ORILLADO
La aproximación jurisprudencial y doctrinal al concepto de persona per-
mite afi rmar que las diversas normas responden a planteamientos valorativos 
previos: una cosmovisión, una visión del hombre, del mundo, de la historia y de 
Dios. Cosmovisión que se plasma en las normas jurídicas y las dota de conteni-
do, de validez y de signifi cado. Cosmovisión que viene dada a la sociedad por 
la religión que el pueblo y la comunidad hacen suyas, y que, por lo tanto, en una 
sociedad en la que se ha roto el principio de unidad religiosa ya no es uniforme 
ni siquiera respecto a cuestiones fundamentales.
La plasmación constitucional de los conceptos los limita al ámbito jurídico, 
a la vez que, por la voluntad de regulación de la sociedad y cambio de la concien-
cia moral del texto constitucional, los impone al ámbito social. Superada la teoría 
en la praxis, el debate se limita a la norma o a su interpretación, pero conlleva 
cuestiones metajurídicas que se excluyen de la discusión doctrinal.
La necesidad de plantear las limitaciones de la propia ciencia jurídica, la 
naturaleza de los textos constitucionales y de los términos en ellos contenidos, así 
como la antropología y el sentido afi rmados por las normas y los encargados de 
interpretarlas, es indudable. Debate fundamental orillado por la doctrina, pero 
requisito indispensable para la comprensión de la realidad presente.
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CONCLUSIONES
1. El término persona ocupa un lugar nuclear en el texto fundamental de 1978 y en 
el cuerpo de sentencias del TC. 
Explícita o implícitamente abarca todo el conjunto: el text o constitucional 
de 1978 recoge el término persona en veintiuna ocasiones en 16 artículos. Nuestra 
exégesis de los textos relevantes de la jurisprudencia seleccionada del TC —584 
sentencias del total de 3.724, en las cuales se atienden 79 artículos constituciona-
les428 relevantes al contener bien el término persona, bien alguno de los restantes 
27 términos relevantes429— confi rma la trascendencia del término, que se emplea 
a lo largo de los mismos en más de mil430 ocasiones. 
2. El texto de 1978, atendido en su literalidad, permite concluir que persona refi ere 
al individuo humano determinado, distinto y contrapuesto al grupo, a la colecti-
vidad y a las cosas. 
Aunque no se conceptualiza, persona denota un algo sustantivo, esto es, no 
dice relación, ni accidente, expresándonos en lenguaje fi losófi co-técnico. Persona 
dice individuo humano en su condición sexuada de varón —hombre— o mujer. 
Referencia al individuo humano, aún más explícita cuando se empela adjetivado 
por los términos física o natural.
El texto afi rma la persona como ser vivo con una dimensión física y otra 
moral; se desarrolla en el tiempo infl uenciado por el medio ambiente y por la 
educación. La persona es sujeto cognoscente y responsable de sus actos. Ser dig-
no, con unos derechos que le son inherentes —los cuales protegen atributos que 
le son propios: integridad, propia imagen, honor,…— y libertad en el desarrollo 
de su personalidad —proclamados en el art. 10 de la CE, junto con el respeto a 
la ley y los derechos de los demás, se constituyen como fundamento del orde-
428 Preámbulo, 1, 2, 3, 8, 9, 10, 11, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 32, 33, 35, 36, 
38, 39, 40, 41, 43, 44, 45, 46, 49, 50, 51, 53, 55, 56, 57, 59, 60, 61, 62, 64, 65, 66, 67, 72, 77, 79, 81, 86, 90, 92, 94, 
102, 104, 105, 122, 124, 125, 129, 130, 132, 135, 139, 140, 141, 147, 152, 161, 162, y 164.
429 Personal, personalidad, humano, individuo, todos, nadie, ciudadano, varón, seguridad, hombre, mujer, 
física, natural, jurídica, dignidad, inviolables, derecho, deber, vida, integridad, libertad, honor, tutela, 
educación, matrimonio, familia, e igualdad.
430 Exactamente, el término persona se recoge en 1.020 ocasiones. 
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namiento jurídico y la paz social—. Las personas, en cuanto españolas, serán 
iguales ante la ley. El texto constitucional no recoge la igualdad sustantiva de las 
personas en ninguno de sus artículos, sí que lo hace respecto de los individuos y 
de los grupos en que se integra. Igualdad y libertad que deberán ser reales y efec-
tivas mediante la remoción por parte de los poderes públicos de los obstáculos 
que impidan o difi culten su plenitud. 
La persona puede integrarse en diversas instituciones naturales: el matri-
monio, la familia y la comunidad —o colectividad—. El varón y la mujer, pueden 
contraer matrimonio en igualdad de condiciones, por diversas formas no precisa-
das. Su regulación será exclusiva del Estado. Los hijos habidos dentro y fuera del 
matrimonio tendrán los mismos derechos. La familia está integrada por personas 
con obligaciones de unos para con otros.
Persona también refi ere a la persona jurídica. Todos, nadie y ciudadano se em-
plean también como titulares de derechos. La relación entre estos términos y el 
de persona no queda claramente establecida en el propio articulado, pudiendo no 
referir los mismos a toda persona en cuanto ser humano individual, varón o mujer.
3. El conjunto de la jurisprudencia refi ere con persona a cada individuo humano 
nacido en su singularidad entitativa —supuesto ontológico—, también, y precisa-
mente, al titular de derechos —sui iuris—.
 La ausencia de conceptualización del término relega la respuesta por la 
pregunta en torno a su naturaleza a la yuxtaposición de los diversos atributos 
sostenidos en la fundamentación normativa de las sentencias del Tribunal Cons-
titucional. Tomas de posición entre las que destaca, por su reiteración, la afi rma-
ción de persona como expresión de dignidad. Dignidad, como valor espiritual y 
moral inherente, que se manifi esta en la autodeterminación de la propia vida, po-
sibilitándola para orientar su propia acción, sin infl uencias externas, en los ámbi-
tos de libertad garantizados por los derechos fundamentales. Libertad  que, a lo 
largo de la jurisprudencia, deja de afi rmarse como atributo para afi rmarse como 
ser del sujeto que se expresa en autodeterminación; al punto, que es la libertad 
lo que expresa al sujeto. Esta libertad se une indisolublemente a lo largo de la ju-
risprudencia a la igualdad material o efectiva; la persona expresa igualdad (léase 
nivelación) identidad en su indeterminación.
La persona también se afi rma como ser vivo. Vida que constitucionalmente 
ha de entenderse como un devenir que se inicia con la gestación y termina con la 
muerte, con cambios cualitativos de naturaleza somática y psíquica, al estar com-
puesta la persona por una dimensión física o dimensión corporal, que le permite 
manifestar su libertad en el mundo físico, y una dimensión moral o psicológica, 
en “unidad psicosomática”. La persona es sexuada. En función de su sexo, de su 
realidad biológica, puede ser uno de los dos géneros de la especie humana: va-
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rón —hombre— o mujer.  Además de sexo biológico, la jurisprudencia afi rma la 
orientación e identidad sexual.  
La vida de la persona está integrada por actos manifestativos —vestirse, 
desplazarse…—, así como por otras circunstancias personales que manifi estan el 
núcleo más profundo de su intimidad: ideologías, creencias religiosas, afi ciones 
personales, información sobre la salud, orientación sexual… Cuando estos actos 
se realicen en el domicilio conforman la vida privada. Por su parte, los actos que 
se realicen en la esfera pública integrarán la vida social. La cual, la persona puede 
organizar libremente sin amenazas ni perturbaciones, en cualquier lugar dentro 
del territorio nacional, con arreglo a sus propias opciones y convicciones dentro 
de los límites establecidos por el ordenamiento jurídico. Entre estas relaciones 
son especialmente importantes para el Derecho la comunidad en que la persona 
se haya inserta —local, municipal, autonómica, nacional y supranacional—, las 
relaciones familiares y la relación matrimonial.
La comunidad nacional española se constituye a partir de 1978 en Estado 
Social y Democrático de Derecho (art. 1.1 CE). Confi guración estatal resultado de 
la decantación de un proceso histórico iniciado con las Declaraciones del Hombre 
y del Ciudadano de 1789 y 1793 y la Constitución de Cádiz de 1812 —primeras 
expresiones legislativas y confi guraciones sustantivas de las libertades y dere-
chos fundamentales, subjetivos e individuales—. Ordenación de la comunidad 
que trasciende todo orden jurídico al difuminar la dicotomía Estado-Sociedad: 
los ciudadanos participan en la organización del Estado, a través de las elecciones 
a los distintos órganos de representación; y el Estado en la sociedad, mediante 
la ordenación de las entidades de carácter social y la promoción de aquellas con-
ductas que supongan un cambio social que conlleve la garantía de la dignidad de 
la persona, de los ámbitos de la libertad a través de los derechos y libertades fun-
damentales y de la igualdad real. La organización estatal, deviene organización 
social a través de las normas como mecanismos de cambio de las conciencias in-
dividuales: se ordena, pues, a alterar la conciencia social, afectando la costumbre. 
La familia es un elemento natural y fundamental de la sociedad, un marco 
de solidaridades y de dependencias como unidad básica y esencial de conviven-
cia. Dependencias limitadas por el Estado entre padres e hijos, cuando sea nece-
sario para la garantía de la emancipación y ejercicio de los derechos de la perso-
nalidad por los menores.  Por voluntad del constituyente no puede identifi carse 
familia natural y jurídica, por lo que, modifi cado el origen de la misma a lo largo 
de los años de jurisprudencia, en la actualidad depende de la voluntad libre de 
las partes para su constitución. Voluntad expresada tanto por una unión more 
uxorio como por la unión matrimonial.  Matrimonio entendido como el vínculo 
contraído por un varón o una mujer  en el ejercicio de su ius connubii, en un acto 
público y formal conforme a los requisitos establecidos por el Estado. 
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El desarrollo jurisprudencial de las diversas tomas de posición en torno a la 
persona no es coherente. El objeto de los recursos planteados ante el TC determina 
la atención a los diversos artículos y, por lo tanto, la delimitación de los términos 
en ellos contenidos. El resultado es una doctrina extensa que deja abiertas cues-
tiones esenciales. 
La falta de conceptualización y la equivocidad en el uso de los términos de 
signifi cación próxima difi culta la determinación clara de la referencia al término 
persona mediante el uso de alguno de ellos. En este sentido, aunque con carácter 
general al hablarse de ser humano se habla de persona, ha de tenerse en cuenta 
que la legislación, en el momento actual, establece el requisito del nacimiento 
para poder ser persona y la viabilidad para poder ser denominado ser humano. El 
término individuo hace referencia en la jurisprudencia tanto a la persona como 
al ciudadano, debiendo determinarse por el contexto a qué se está haciendo refe-
rencia en cada caso. Por su parte, con el término ciudadano se designa, con carác-
ter general, a la persona física individual. Solo incluirá a la persona jurídica cuan-
do los derechos de los que se proclama titular el ciudadano tengan un carácter tal 
que puedan ser ejercidos por las mismas. Mientras que el término nadie refi ere a 
las personas, el término todos no haría referencia a toda persona sino a todo ser 
humano incluido el nasciturus —aunque esta indicación expresa no es aplicada 
por el TC en la interpretación de todo el articulado—. 
Toda persona bajo la potestad del Gobierno español será titular de aquellos 
derechos fundamentales imprescindibles para la garantía de su dignidad —las 
personas jurídicas sólo de aquellos que por su naturaleza puedan ejercer—. Dere-
chos y libertades que, en la forma de Estado en que se constituye España —Estado 
Social y Democrático de Derecho—, se afi rman como limite —autoimpuesto— de 
la actuación del Estado, vinculación directa —sin mediación— de los individuos 
con el Estado y obligación positiva para el mismo, que deberá tomar las medidas 
necesarias para promover los cambios sociales necesarios para su plena efectivi-
dad. La determinación de estos derechos fundamentales se realiza en función del 
texto constitucional, de los tratados internacionales fi rmados por España, de la 
interpretación jurisprudencial del TC y del desarrollo legislativo —respetando 
siempre su contenido esencial, puede confi gurarse libremente los aspectos que 
queden a la interpretación del legislador—. Esta fundamentación en elementos 
disponibles y modifi cables lleva a una petición de principio que no se encuentra 
en la jurisprudencia constitucional.
4. Las tomas de posición en torno a la persona se fundamentan en multiplicidad 
de criterios interpretativos. 
Al haberse constitucionalizado el término persona, éste deviene necesaria-
mente objeto de interpretación jurisprudencial —la Constitución, al fi n y al cabo, 
no dice, ni más ni menos, que lo que el Tribunal Constitucional dice que dice—. 
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La multiplicidad de criterios interpretativos y la ausencia de justifi cación en su 
elección, conlleva un voluntarismo constitucional que supone un quebranto del 
principio de seguridad jurídica. Inseguridad que se agrava ante la negación doc-
trinal y jurisprudencial de elementos indisponibles en el ámbito constitucional. 
No hay nada, ni siquiera el concepto de persona, que no pueda ser cambiado. No 
es la persona humana en su dignidad criterio vinculante para el alto Tribunal, 
sino que, por el contrario, es el alto Tribunal el que determina lo que la persona 
humana es, así como lo que le es exigible por razón de la dignidad que se invoca.
5. El estudio específi co y elaboración en  ciencia en torno al concepto de persona 
de quienes conjugan la doble variable de catedráticos de Derecho Constitucional 
y magistrados del TC permite entender, en un proceso inductivo, el desarrollo 
jurisprudencial del texto fundamental.
Aunque, la doctrina en torno al concepto de persona es escasa, —en su ma-
yor parte, los autores se centran en el estudio de la jurisprudencia del TC, del 
texto constitucional y su desarrollo orgánico, sin sobrepasar el marco establecido 
por la jurisprudencia, en el que se profundiza, pero pocas veces se cuestiona—, 
persona como categoría constitucional refi ere reconocimiento o cualidad que se 
asigna al ser humano con unas características determinadas —características di-
versas en lo concreto—. Persona, como concepto abstracto originado en la Ilustra-
ción, dice libertad e igualdad sustancial —autodeterminación (como autocausa-
ción) e identidad sustancial—. Atributos por los que el hombre, en tanto persona, 
es digna. 
Reconociéndose la serie de autores como iusnaturalistas, la doctrina estudia-
da confi gura la consecución de la libertad e igualdad (léase, nivelación) sustan-
cial de la persona como fi n del Estado social y democrático de derecho y criterio 
de legitimación político y social. Lo que conlleva la afi rmación del Estado, el or-
denamiento y la Constitución, especialmente los derechos fundamentales, como 
mecanismos de cambio de la conciencia humana y social mediante la racionaliza-
ción de las mismas según principios generales, apriorísticos y racionales. 
La mutabilidad de la norma constitucional y del ordenamiento deviene fun-
damento de su vinculatoriedad. La Constitución es mera forma, voluble. Conlle-
va en sí la conformación de los contenidos a lo que los mismos sean estimados 
como expresados en la voluntad social y para un estadio histórico concretos, o al 
menos, a la idea de las élites, que han descubierto la Razón que debe inmanenti-
zarse en la Historia para la consecución del fi n último: la afi rmación radical de la 
persona en tanto libertad en sus fi nes vitales.
6. Se presenta como necesario, tras nuestra investigación, proseguir con la aten-
ción al término persona en la jurisprudencia del TC hasta el momento actual, así 
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como acometer un estudio histórico del concepto de persona como libertad que 
se realiza en sí y para sí. Estudio que conlleva, como requisito sine qua non, la 
atención al concepto nuclear de Estado Social y Democrático de Derecho, so pena 
de carecer de sentido.
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CONCLUSIONS
 1. The term person has a nuclear place in the 1978 basic norm and the whole body 
of decisions of the Constitutional Court.
The 1978 constitutional text includes the term person twenty-one times in 
16 articles. Our exegesis of the relevant texts of the jurisprudence selected from 
the Constitutional Court —584 judgments of the total of 3,724, in which 79 con-
stitutional articles containing either the term person, or any of the remaining 27 
relevant terms, are addressed— confi rms the transcendence of the term, which is 
used throughout these court decisions more than a thousand times.
2. In the text of 1978, considered in the strict criterion of its literalness, person 
means the determined human individual, different and opposed to the group, to 
collectivity and to things.
Although it is not conceptualized, person denotes something substantive. 
It does not —in philosophical-technical language— say relationship or accident. 
Person says human individual in his sexed condition of male or woman. Refer-
ence that is even more explicit when it is used labelled by the terms physical or 
natural.
In the text,  the person is affi rmed as a living being with a physical and a 
moral dimension, who develops over time, infl uenced by the environment and 
by education. The person is a capable of knowledge and responsible for their ac-
tions. The person has dignity, with rights that are inherent to it —which protect 
its own attributes: integrity, self-image, honour,...—  and freedom for developing 
its own personality —proclaimed in art. 10 of the Spanish Constitution as one of 
the foundation of the legal order and social peace—. As Spaniards, everyone will 
be equal before the law. The constitutional text does not include the substantive 
equality of people in any of its articles, but it does so in relation to the individuals 
and groups in which they are integrated. Equality and freedom must be real and 
effective, in order to this aim all the obstacles that impede or hinder their fulfi ll-
ness should be removed  by Government.
Every person is integrated into various natural institutions: marriage, fam-
ily and community —or collectivity—. Men and women can get married under 
equal conditions. Its regulation will be exclusive of the State. Children born in 
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and out of wedlock will have the same rights. The family is integrated by people 
with obligations to each other.
Person also refers to the legal person. Everyone, nobody and citizen are also 
employed as rights holders. The relationship between these terms and person is 
not clearly established in the articles of the basic norm.
3. In the jurisprudence, person is referred both to each individual human being 
born in his uniqueness entity —ontological suppositum—,and to the holder of 
rights —sui iuris—.
The absence of conceptualization of the term relegates the answer to the 
question around its nature to the juxtaposition of the diverse attributes sus-
tained in the normative foundation of the sentences of the Constitutional Court. 
Through all of them it stands out, for its reiteration, the affi rmation of person as 
an expression of dignity. Dignity, understood as an inherent spiritual and moral 
value manifested in the self-determination of one’s life, that enables the person 
to guide its own action, without external infl uences, in the areas of freedom guar-
anteed by the fundamental rights. Freedom that throughout the jurisprudence, 
ceases to be affi rmed as trait to be affi rmed as the being of the subject; to the 
point, that it is freedom that expresses the subject. This freedom is bonded in-
dissolubly throughout the jurisprudence to material or effective equality. Person 
expresses equality (read levelling) identity in their indeterminacy.
The person is affi rmed as a living being. Life that constitutionally has to be 
understood as a path that begins with gestation and ends with death, in which 
qualitative changes of a somatic and psychic nature take place, due to the phys-
ical and a moral —or psychological— dimension that composed the person in 
“psychosomatic unity”. The person is sexed. Depending on their sex, their bio-
logical reality, it can be one of two genders of the human species: male or female. 
In addition to biological sex, the sexual orientation and sexual identity are con-
sidered in the decisions of the High Court.
The life of the person is integrated by different acts —dressing, moving ... 
—, as well as, by other personal circumstances that manifest the deepest core of 
their intimacy: ideologies, religious beliefs, personal affi nities, information about 
health, sexual orientation... When these acts are carried out at home, they make 
up the private life. On the other hand, the acts that take place in the public sphere 
will integrate the social life. Which the person can organize freely without threats 
or disturbances anywhere within the national territory according to their own 
options and convictions within the limits established by the legal system. Among 
these relationships, the community in which the person has inserted, family and 
the marriage are especially important for the Law.
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The Spanish national community was established in 1978 as a social and 
democratic State, subject to the rule of law (Article 1.1 CE). State confi guration 
result of an historical process initiated with the French Declarations of 1789 and 
1793 and the Constitution of Cádiz of 1812 —fi rst normative expressions and 
substantive confi gurations of liberties and fundamental rights as subjective and 
individual— . Confi guration of the community that transcends all legal order by 
blurring the dichotomy State-Society: citizens participate in the organization of 
the State, through the elections of the different organs of representation; and the 
State in society, through the organization of social entities and the promotion of 
those conducts that imply a social change for the guarantee of the dignity of the 
person,  the areas of freedom protected by the fundamental rights and real equal-
ity. The State organize the society through the law that change the individual 
consciences through altering the social consciousness by the change of traditions. 
The family is a natural and fundamental element of society, as a basic and 
essential unit of coexistence where a framework of solidarities and dependencies 
is developed. Dependencies limited by the State between parents and children, 
when necessary for the exercise of personality rights by minors. Due to the will of 
the constitutional fathers, the natural and the juridical family cannot be identifi ed, 
so, modifi ed the origin of it throughout the years of decisions, at the present time 
it constitution depends on the free will of the individuals. Will that is expressed 
both in a more uxorio union and in a marriage union. Marriage is understood as 
the bond of a man or a woman in the exercise of their ius connubii, in a public and 
formal act in accordance with the requirements established by the State.
The development of the affi rmations around the person is not coherent. The 
purpose of the resources raised before the TC determines the attention to the var-
ious articles and, therefore, the delimitation of the terms contained therein. The 
result is an extensive doctrine that leaves open some essential questions. 
The lack of conceptualization and the equivocality in the use of the terms of 
close signifi cance makes it diffi cult to clearly determine the reference to the per-
son by any of them. It has to be taken into consideration that, although generally 
speaking human being means person, due to the present legislation, only born hu-
man beings are persons and only viable individuals are human beings. The term indi-
vidual might refer both to the person or to the citizen. Citizen generally refer to the 
individual physical person, although sometimes it include legal persons. Finally, 
while the term nobody might refer to person, the term all would not refer to every 
person but to every human being, including the nasciturus - although this express 
indication is not applied by the TC in the interpretation of the entire article.
Every person under the authority of the Spanish Government is holder of 
those fundamental rights essential for the guarantee of their dignity — legal per-
sons only of those that by their nature may be exercised by them—. Rights and 
freedoms that due to the form of State in which Spain is established —Social and 
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Democratic State of Law—, are a limit —self-imposed— of the action of the State, 
direct link between the individuals and the State and a positive obligation for 
it, as it must promote the social changes necessary for its full effectiveness. The 
determination of these fundamental rights is carried out in accordance with the 
constitutional text, the international treaties signed by Spain, the case law of the 
Constitutional Court and the legislative development. 
4. The different affi rmations around the person are based on a multiplicity of 
interpretative criteria.
Since the term person has been constitutionalized, it necessarily becomes 
the subject of constitutional interpretation —the Constitution, after all, does not 
say anything more or less than what the Constitutional Court says it says—. The 
multiplicity of interpretative criteria and the absence of justifi cation in their elec-
tion entails a constitutional voluntarism, a breach of the principle of legal securi-
ty. Insecurity that is aggravated by the denial of any unavailable elements. There 
is nothing, not even the concept of person, that cannot be changed. It is not the 
human person in his dignity who binds the criterion for the High Court, but, on 
the contrary, the High Court determines what the human person is, as well as, 
what is required by reason of its dignity.
5. The specifi c study and science elaborations around the concept of person of 
those who are Constitutional Law professors and magistrates of the Constitu-
tional Court allows us to understand, in an inductive process, the development 
in the decisions interpreting the fundamental text.
The doctrine around the concept of person is scarce, as for the most part the 
authors focus on the study of the case law of the Constitutional court, the con-
stitutional text and its organic development. Person as a constitutional category 
refers recognition that is assigned to the human being with certain characteris-
tics. Person, as an abstract concept originated in the Enlightenment, says freedom 
and substantial equality —self-determination (as self-assignment) and substan-
tial identity—. Attributes by which man, as a person, is worthy.
Self-proclaimed as part of the natural law school, the studied doctrine con-
fi gures the achievement of the freedom and equality (read levelling) of the per-
son as the end of the Social and Democratic State of law and criteria of political 
and social legitimation. The State, the order and the Constitution, especially the 
fundamental rights, are proclaimed as mechanisms of change of the human and 
social conscience by rationalizing them according to general, a priori, and ration-
al principles.
The mutability of the constitutional norm becomes the foundation of its 
binding. The Constitution is mere form, voluble. The concepts are opened to the 
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social consideration of them for a specifi c historical stage, or at least, to the idea 
of  the elites, who have discovered the Reason that should be achieve in History 
for the attainment of the ultimate goal: the radical affi rmation of the person as 
freedom.
6. It appears necessary, after our investigation, to continue with the study of per-
son in the decisions of the Constitutional Court up to the present moment, as well 
as to undertake a historical study of the concept of person as freedom. Study that 
entails, as a sine qua non requirement, the attention to the nuclear concept of So-
cial and Democratic State of Law, on pain of lacking meaning.
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ANEXO 1. SENTENCIAS DEL TC SEGÚN ARTÍCULO REFERIDO
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ANEXO 2. CUERPO TOTAL DE SENTENCIAS DEL TC POR AÑO
 Año Nº  Sentencia núm.
1981 1 1  1-1981 de 26 enero Sala Primera
2 2  2-1981 de 30 enero Sala Primera  
3 4  4-1981 de 2 febrero Pleno  
4 5  5-1981 de 13 febrero Pleno R
5 6  6-1981 de 16 marzo R
6 7  7-1981 de 30 marzo Sala Primera  
7 8  8-1981 de 30 marzo  
8 9  9-1981 de 31 marzo Sala Primera  
9 11  11-1981 de 8 abril Pleno R
10 14  14-1981 de 29 abril Pleno  
11 15  15-1981 de 7 mayo  
12 16  16-1981 de 18 mayo Sala Primera  
13 17  17-1981 de 1 junio Pleno  
14 18  18-1981 de 8 junio Sala Primera R
15 21  21-1981 de 15 junio Sala Primera  
16 22  22-1981 de 2 julio Pleno R
17 23  23-1981 de 10 julio Sala Primera R
18 24  24-1981 de 14 julio Sala Primera  
19 25  25-1981 de 14 julio Pleno R
20 26  26-1981 de 17 julio  
21 29  29-1981 de 24 julio Sala Primera  
22 30  30-1981 de 24 julio Sala Primera  
23 31  31-1981 de 28 julio Sala Primera R
24 32  32-1981 de 28 julio Pleno  
25 33  33-1981 de 5 noviembre Pleno  
26 34  34-1981 de 10 noviembre Pleno R
27 35  35-1981 de 11 noviembre  
28 36  36-1981 de 12 noviembre Pleno  
29 37  37-1981 de 16 noviembre Pleno R
30 38  38-1981 de 23 noviembre R
31 40  40-1981 de 18 diciembre Pleno  
32 41  41-1981 de 18 diciembre Pleno  
33 42  42-1981 de 22 diciembre Pleno R
1982 34 1  1-1982 de 28 enero Pleno  
35 2  2-1982 de 29 enero Sala Primera R
36 4  4-1982 de 8 febrero Sala Primera  
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37 6  6-1982 de 22 febrero Pleno  
38 7  7-1982 de 26 febrero Sala Primera  
39 8  8-1982 de 4 marzo Pleno  
40 9  9-1982 de 10 marzo  
41 11  11-1982 de 29 marzo Sala Primera  
42 12  12-1982 de 31 marzo Pleno
43 15  15-1982 de 23 abril Sala Primera R
44 18  18-1982 de 4 mayo Pleno
45 19  19-1982 de 5 mayo  
46 21  21-1982 de 12 mayo  
47 24  24-1982 de 13 mayo Pleno R
48 27  27-1982 de 24 mayo R
49 28  28-1982 de 26 mayo  
50 29  29-1982 de 31 mayo Pleno  
51 30  30-1982 de 1 junio  
52 36  36-1982 de 16 junio Sala Primera R
53 37  37-1982 de 16 junio Sala Primera R
54 38 38-1982 de 22 junio Pleno
55 41  41-1982 de 2 julio Sala Primera R
56 42  42-1982 de 5 julio R
57 43  43-1982 de 6 julio  
58 51  51-1982 de 19 julio Pleno  
59 52  52-1982 de 22 julio  
60 53  53-1982 de 22 julio  
61 54  54-1982 de 26 julio Pleno  
62 56  56-1982 de 26 julio  
63 57  57-1982 de 27 julio Pleno  
64 58  58-1982 de 27 julio Pleno  
65 59  59-1982 de 28 julio Sala Primera  
66 60  60-1982 de 11 octubre R
67 61  61-1982 de 13 octubre Pleno  
68 62  62-1982 de 15 octubre Sala Primera R
69 63  63-1982 de 20 octubre R
70 64  64-1982 de 4 noviembre Pleno  
71 65  65-1982 de 10 noviembre Sala Primera  
72 66  66-1982 de 12 noviembre  
73 67  67-1982 de 15 noviembre R
74 68  68-1982 de 22 noviembre R
75 69  69-1982 de 23 noviembre
76 70  70-1982 de 29 noviembre R
77 71  71-1982 de 30 noviembre Pleno  
78 72  72-1982 de 2 diciembre Sala Primera  
79 73  73-1982 de 2 diciembre R
80 74  74-1982 de 7 diciembre  
81 77  77-1982 de 20 diciembre Sala Primera R
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82 78  78-1982 de 20 diciembre Sala Primera  
83 79  79-1982 de 20 diciembre  
84 80  80-1982 de 20 diciembre R
85 81  81-1982 de 21 diciembre R
86 83  83-1982 de 22 diciembre Sala Primera  
87 86  86-1982 de 23 diciembre Pleno  
1983 88 3  3-1983 de 25 enero Pleno R
89 4  4-1983 de 28 enero  
90 4  4-1984 de 23 enero Sala Primera  
91 5  5-1983 de 4 febrero Pleno  
92 6  6-1983 de 4 febrero Pleno R
93 6  6-1984 de 24 enero Pleno  
94 7  7-1983 de 14 febrero R
95 7  7-1984 de 25 enero R
96 8  8-1983 de 18 febrero  
97 9  9-1983 de 21 febrero Pleno R
98 10  10-1983 de 21 febrero Pleno R
99 11  11-1983 de 21 febrero R
100 12  12-1983 de 22 febrero  
101 13  13-1984 de 3 febrero Sala Primera  
102 14  14-1983 de 28 febrero Sala Primera  
103 16  16-1983 de 10 marzo Pleno  
104 16  16-1984 de 6 febrero Pleno  
105 17  17-1984 de 7 febrero Sala Primera  
106 18  18-1983 de 14 marzo Sala Primera  
107 18  18-1984 de 7 febrero Sala Primera R
108 19  19-1983 de 14 marzo Sala Primera R
109 20  20-1983 de 15 marzo Pleno  
110 20  20-1984 de 13 febrero Sala Primera  
111 21  21-1984 de 16 febrero  
112 22  22-1983 de 23 marzo R
113 22  22-1984 de 17 febrero R
114 23  23-1983 de 25 marzo Sala Primera  
115 23  23-1984 de 20 febrero Sala Primera R
116 24  24-1983 de 6 abril  
117 25  25-1984 de 23 febrero Pleno  
118 26  26-1984 de 24 febrero Pleno  
119 27  27-1983 de 20 abril Pleno R
120 28  28-1983 de 21 abril Pleno  
121 28  28-1984 de 28 febrero Sala Primera  
122 29  29-1983 de 26 abril Pleno R
123 29  29-1984 de 29 febrero  
124 30  30-1983 de 26 abril Pleno  
125 31  31-1984 de 7 marzo R
126 32  32-1983 de 28 abril Pleno  
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127 32  32-1984 de 8 marzo Sala Primera  
128 33  33-1983 de 4 mayo R
129 34  34-1984 de 9 marzo R
130 35  35-1983 de 11 mayo R
131 37  37-1983 de 11 mayo Sala Primera  
132 38  38-1983 de 16 mayo Pleno  
133 39  39-1984 de 20 marzo Sala Primera  
134 41  41-1983 de 18 mayo Pleno  
135 41  41-1984 de 21 marzo Sala Primera  
136 42  42-1984 de 23 marzo  
137 44  44-1983 de 24 mayo Sala Primera  
138 45  45-1983 de 25 mayo Sala Primera  
139 45  45-1984 de 27 marzo  
140 47  47-1983 de 31 mayo Sala Primera  
141 47  47-1984 de 4 abril Sala Primera  
142 49  49-1983 de 1 junio  
143 49  49-1984 de 5 abril Pleno R
144 50  50-1983 de 14 junio R
145 51  51-1983 de 14 junio Pleno  
146 51  51-1984 de 25 abril R
147 52  52-1983 de 17 junio Pleno R
148 53  53-1983 de 20 junio R
149 53  53-1984 de 3 mayo Pleno
150 54  54-1983 de 21 junio Pleno R
151 55  55-1983 de 22 junio  
152 55  55-1984 de 7 mayo Sala Primera  
153 56  56-1983 de 28 junio Pleno
154 57  57-1983 de 28 junio Pleno  
155 58  58-1984 de 9 mayo  
156 60  60-1983 de 6 julio  
157 60  60-1984 de 16 mayo  
158 62  62-1983 de 11 julio Sala Primera R
159 63  63-1983 de 20 julio  
160 64  64-1983 de 21 julio Sala Primera  
161 65  65-1983 de 21 julio Sala Primera  
162 66  66-1983 de 21 julio Sala Primera  
1984 163 68  68-1984 de 11 junio Pleno
164 69  69-1983 de 26 julio  
165 73  73-1983 de 30 julio Sala Primera  
166 73  73-1984 de 27 junio Sala Primera R
167 75  75-1983 de 3 agosto Pleno R
168 75  75-1984 de 27 junio R
169 76  76-1983 de 5 agosto Pleno R
170 77  77-1983 de 3 octubre  
171 77  77-1984 de 3 julio Pleno R
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172 78  78-1984 de 9 julio  
173 80  80-1983 de 10 octubre Sala Primera  
174 81  81-1983 de 10 octubre  
175 82  82-1983 de 20 octubre Sala Primera R
176 83  83-1984 de 24 julio Pleno R
177 85  85-1983 de 25 octubre Pleno  
178 85  85-1984 de 26 julio Pleno  
179 86  86-1983 de 26 octubre  
180 87  87-1983 de 27 octubre Pleno  
181 88  88-1983 de 27 octubre Pleno  
182 89  89-1983 de 2 noviembre
183 89  89-1984 de 28 septiembre Pleno R
184 90  90-1984 de 5 octubre  
185 91  91-1983 de 7 noviembre Sala Primera  
186 93  93-1983 de 8 noviembre Sala Primera  
187 93  93-1984 de 16 octubre Sala Primera  
188 94  94-1983 de 14 noviembre Sala Primera  
189 98  98-1983 de 15 noviembre Sala Primera  
190 99  99-1983 de 16 noviembre  
191 99  99-1984 de 5 noviembre  
192 100  100-1983 de 18 noviembre Sala Primera  
193 100  100-1984 de 8 noviembre Pleno  
194 101  101-1983 de 18 noviembre Sala Primera R
195 101  101-1984 de 8 noviembre  
196 102  102-1984 de 12 noviembre Sala Primera  
197 103  103-1983 de 22 noviembre Pleno R
198 105  105-1983 de 23 noviembre R
199 106  106-1984 de 16 noviembre  
200 107  107-1984 de 23 noviembre R
201 108  108-1983 de 29 noviembre  
202 109  109-1983 de 29 noviembre Sala Primera  
203 110  110-1984 de 26 noviembre Sala Primera R
204 111  111-1983 de 2 diciembre Pleno  
205 114  114-1984 de 29 noviembre  
206 117  117-1984 de 5 diciembre
207 118  118-1983 de 13 diciembre Sala Primera  
208 120  120-1983 de 15 diciembre Sala Primera R
209 122  122-1983 de 16 diciembre Sala Primera R
210 122  122-1984 de 14 diciembre  
211 123  123-1983 de 16 diciembre  
212 123  123-1984 de 18 diciembre
213 124  124-1984 de 18 diciembre R
214 127  127-1984 de 26 diciembre Sala Primera  
1985 215 3  3-1985 de 11 enero  
216 4  4-1985 de 18 enero Sala Primera  
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217 8  8-1985 de 25 enero R
218 10  10-1985 de 28 enero
219 11  11-1985 de 30 enero Sala Primera R
220 12  12-1985 de 30 enero
221 13  13-1985 de 31 enero  
222 15  15-1985 de 5 febrero  
223 16  16-1985 de 8 febrero  
224 17  17-1985 de 9 febrero Sala Primera  
225 19  19-1985 de 13 febrero R
226 20  20-1985 de 14 febrero Pleno
227 26  26-1985 de 22 febrero Pleno  
228 28  28-1985 de 27 febrero Sala Primera  
229 31  31-1985 de 5 marzo Sala Primera
230 32  32-1985 de 6 marzo R
231 33  33-1985 de 7 marzo Sala Primera  
232 35  35-1985 de 7 marzo Sala Primera  
233 36  36-1985 de 8 marzo Sala Primera  
234 37  37-1985 de 8 marzo Sala Primera  
235 40  40-1985 de 13 marzo  
236 43  43-1985 de 22 marzo  
237 47  47-1985 de 27 marzo  
238 49  49-1985 de 28 marzo  
239 51  51-1985 de 10 abril R
240 53  53-1985 de 11 abril Pleno R
241 54  54-1985 de 18 abril Sala Primera  
242 55  55-1985 de 22 abril  
243 56  56-1985 de 29 abril R
244 58  58-1985 de 30 abril Pleno R
245 60  60-1985 de 6 mayo  
246 61  61-1985 de 8 mayo  
247 66  66-1985 de 23 mayo Pleno  
248 67  67-1985 de 24 mayo Pleno R
249 68  68-1985 de 27 mayo  
250 70  70-1985 de 31 mayo R
251 72  72-1985 de 13 junio Pleno  
252 75  75-1985 de 21 junio Sala Primera R
253 77  77-1985 de 27 junio Pleno R
254 85  85-1985 de 10 julio  
255 86  86-1985 de 10 julio R
256 87  87-1985 de 16 julio Pleno  
257 88  88-1985 de 19 julio Sala Primera  
258 90  90-1985 de 22 julio Sala Primera  
259 92  92-1985 de 24 julio Sala Primera  
260 94  94-1985 de 29 julio Pleno
261 95  95-1985 de 29 julio Sala Primera  
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262 98  98-1985 de 29 julio Pleno R
263 99  99-1985 de 30 septiembre R
264 100  100-1985 de 3 octubre  
265 101  101-1985 de 4 octubre Sala Primera R
266 103  103-1985 de 4 octubre  
267 105  105-1985 de 7 octubre Sala Primera  
268 106  106-1985 de 7 octubre Sala Primera  
269 107  107-1985 de 7 octubre  
270 108  108-1985 de 8 octubre Sala Primera R
271 109  109-1985 de 8 octubre Sala Primera  
272 110  110-1985 de 8 octubre Sala Primera R
273 111  111-1985 de 11 octubre Sala Primera  
274 112  112-1985 de 11 octubre Sala Primera  
275 113  113-1985 de 11 octubre Sala Primera  
276 114  114-1985 de 11 octubre Sala Primera  
277 115  115-1985 de 11 octubre Sala Primera  
278 116  116-1985 de 11 octubre Sala Primera  
279 118  118-1985 de 11 octubre Sala Primera  
280 119  119-1985 de 11 octubre Sala Primera  
281 120  120-1985 de 11 octubre Sala Primera  
282 121  121-1985 de 11 octubre Sala Primera  
283 122  122-1985 de 11 octubre Sala Primera  
284 123  123-1985 de 11 octubre Sala Primera  
285 124  124-1985 de 11 octubre Sala Primera  
286 125  125-1985 de 11 octubre Sala Primera  
287 126  126-1985 de 11 octubre Sala Primera  
288 127  127-1985 de 11 octubre Sala Primera  
289 128  128-1985 de 11 octubre Sala Primera  
290 129  129-1985 de 11 octubre Sala Primera  
291 130  130-1985 de 11 octubre Sala Primera  
292 131  131-1985 de 11 octubre Sala Primera  
293 132  132-1985 de 11 octubre Sala Primera  
294 133  133-1985 de 11 octubre Sala Primera  
295 134  134-1985 de 11 octubre Sala Primera  
296 135  135-1985 de 11 octubre Sala Primera  
297 136  136-1985 de 11 octubre Sala Primera  
298 137  137-1985 de 17 octubre R
299 139  139-1985 de 18 octubre Sala Primera
300 140  140-1985 de 21 octubre Sala Primera R
301 141  141-1985 de 22 octubre  
302 144  144-1985 de 25 octubre Pleno  
303 148  148-1985 de 30 octubre Sala Primera  
304 149  149-1985 de 5 noviembre Pleno
305 150  150-1985 de 5 noviembre Pleno  
306 153  153-1985 de 7 noviembre Pleno  
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307 154  154-1985 de 12 noviembre Pleno R
308 159  159-1985 de 27 noviembre  
309 169  169-1985 de 13 diciembre Pleno  
310 170  170-1985 de 13 diciembre Pleno  
311 171  171-1985 de 13 diciembre Pleno  
312 177  177-1985 de 18 diciembre Sala Primera  
313 178  178-1985 de 19 diciembre Pleno R
314 179  179-1985 de 19 diciembre Pleno  
315 182  182-1985 de 20 diciembre Sala Primera  
316 183  183-1985 de 20 diciembre  
1986 317 8  8-1986 de 21 enero Sala Primera R
318 9  9-1986 de 21 enero  
319 13  13-1986 de 30 enero  
320 15  15-1986 de 31 enero Sala Primera R
321 22  22-1986 de 14 febrero Pleno  
322 23  23-1986 de 14 febrero  
323 26  26-1986 de 19 febrero  
324 28  28-1986 de 20 febrero Sala Primera  
325 29  29-1986 de 20 febrero Pleno  
326 34  34-1986 de 21 febrero Sala Primera  
327 35  35-1986 de 21 febrero Sala Primera  
328 38  38-1986 de 21 marzo Sala Primera  
329 39  39-1986 de 31 marzo Sala Primera R
330 42  42-1986 de 10 abril Pleno R
331 44  44-1986 de 17 abril Pleno R
332 47  47-1986 de 21 abril Sala Primera  
333 50  50-1986 de 23 abril Sala Primera R
334 51  51-1986 de 24 abril Sala Primera R
335 53  53-1986 de 5 mayo  
336 54  54-1986 de 7 mayo Sala Primera  
337 57  57-1986 de 14 mayo  
338 58  58-1986 de 14 mayo Sala Primera  
339 60  60-1986 de 20 mayo Pleno  
340 63  63-1986 de 21 mayo Pleno  
341 64  64-1986 de 21 mayo Sala Primera  
342 65  65-1986 de 22 mayo R
343 66  66-1986 de 23 mayo  
344 67  67-1986 de 27 mayo  
345 69  69-1986 de 28 mayo Sala Primera  
346 71  71-1986 de 31 mayo Sala Primera  
347 72  72-1986 de 2 junio  
348 73  73-1986 de 3 junio Sala Primera  
349 74  74-1986 de 3 junio Sala Primera  
350 82  82-1986 de 26 junio Pleno R
351 83  83-1986 de 26 junio Pleno  
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352 86  86-1986 de 25 junio Sala Primera  
353 88  88-1986 de 1 julio Pleno  
354 93  93-1986 de 7 julio R
355 94  94-1986 de 8 julio Pleno R
356 97  97-1986 de 10 julio Sala Primera  
357 98  98-1986 de 10 julio Sala Primera  
358 99 99-1986 de 11 julio
359 103  103-1986 de 16 julio Sala Primera  
360 104  104-1986 de 17 julio Sala Primera  
361 107  107-1986 de 24 julio Sala Primera  
362 108  108-1986 de 29 julio Pleno R
363 116  116-1986 de 8 octubre  
364 117  117-1986 de 13 octubre  
365 123  123-1986 de 22 octubre Sala Primera  
366 127  127-1986 de 23 octubre Sala Primera  
367 134  134-1986 de 29 octubre Sala Primera  
368 137  137-1986 de 6 noviembre Pleno  
369 140  140-1986 de 11 noviembre Pleno R
370 142  142-1986 de 13 noviembre  
371 144  144-1986 de 21 noviembre  
372 146  146-1986 de 25 noviembre Pleno R
373 147  147-1986 de 25 noviembre Pleno R
374 148  148-1986 de 25 noviembre Pleno  
375 151  151-1986 de 1 diciembre  
376 152  152-1986 de 4 diciembre Pleno  
377 157  157-1986 de 10 diciembre Sala Primera  
378 159  159-1986 de 12 diciembre R
379 166  166-1986 de 19 diciembre Pleno  
380 168  168-1986 de 22 diciembre R
1987 381 2  2-1987 de 21 enero Sala Primera R
382 5  5-1987 de 27 enero Pleno  
383 6  6-1987 de 28 enero Sala Primera  
384 8  8-1987 de 29 enero Pleno  
385 11  11-1987 de 30 enero  
386 15  15-1987 de 11 febrero Sala Primera  
387 17  17-1987 de 13 febrero  
388 18  18-1987 de 16 febrero  
389 19  19-1987 de 17 febrero Pleno  
390 20  20-1987 de 19 febrero Sala Primera
391 21  21-1987 de 19 febrero  
392 24  24-1987 de 25 febrero Sala Primera  
393 26  26-1987 de 27 febrero Pleno R
394 28  28-1987 de 5 marzo  
395 29  29-1987 de 6 marzo  
396 30  30-1987 de 11 marzo Sala Primera  
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397 32  32-1987 de 10 marzo Pleno
398 34  34-1987 de 12 marzo Pleno  
399 37  37-1987 de 26 marzo Pleno R
400 40  40-1987 de 3 abril  
401 42  42-1987 de 7 abril  
402 52  52-1987 de 7 mayo  
403 54  54-1987 de 13 mayo Sala Primera  
404 59  59-1987 de 19 mayo Sala Primera  
405 60  60-1987 de 20 mayo Sala Primera  
406 61  61-1987 de 20 mayo Sala Primera  
407 63  63-1987 de 20 mayo Sala Primera  
408 65  65-1987 de 21 mayo Pleno  
409 66  66-1987 de 21 mayo
410 67  67-1987 de 21 mayo Sala Primera  
411 68  68-1987 de 21 mayo Sala Primera  
412 72  72-1987 de 23 mayo Sala Primera  
413 74  74-1987 de 25 mayo Pleno R
414 76  76-1987 de 25 mayo Sala Primera  
415 78  78-1987 de 26 mayo Sala Primera R
416 79  79-1987 de 27 mayo Sala Primera  
417 80  80-1987 de 27 mayo Sala Primera  
418 81  81-1987 de 27 mayo Sala Primera  
419 82  82-1987 de 27 mayo Sala Primera  
420 84  84-1987 de 29 mayo  
421 85  85-1987 de 29 mayo Sala Primera  
422 86  86-1987 de 1 junio Sala Primera  
423 87  87-1987 de 2 junio Pleno  
424 89  89-1987 de 3 junio Sala Primera R
425 93  93-1987 de 3 junio Sala Primera R
426 99  99-1987 de 11 junio Pleno  
427 100  100-1987 de 12 junio R
428 101  101-1987 de 15 junio  
429 102  102-1987 de 17 junio Sala Primera R
430 104  104-1987 de 17 junio Sala Primera  
431 105  105-1987 de 22 junio  
432 109  109-1987 de 29 junio R
433 113  113-1987 de 3 julio  
434 114  114-1987 de 6 julio R
435 115  115-1987 de 7 julio Pleno R
436 116  116-1987 de 7 julio Pleno  
437 117  117-1987 de 8 julio  
438 119  119-1987 de 9 julio R
439 120  120-1987 de 10 julio R
440 122  122-1987 de 14 julio  
441 123  123-1987 de 15 julio Sala Primera  
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442 126  126-1987 de 16 julio Pleno  
443 127  127-1987 de 16 julio Pleno  
444 128  128-1987 de 16 julio R
445 129  129-1987 de 16 julio Pleno  
446 131  131-1987 de 20 julio R
447 132  132-1987 de 21 julio  
448 133  133-1987 de 21 julio Pleno  
449 134  134-1987 de 21 julio Pleno  
450 137  137-1987 de 22 julio  
451 142  142-1987 de 23 julio  
452 144  144-1987 de 23 septiembre Sala Primera  
453 145  145-1987 de 23 septiembre Sala Primera  
454 146  146-1987 de 24 septiembre  
455 148  148-1987 de 28 septiembre  
456 154  154-1987 de 14 octubre  
457 155  155-1987 de 14 octubre Pleno  
458 156  156-1987 de 14 octubre Pleno  
459 160  160-1987 de 27 octubre Pleno R
460 161  161-1987 de 27 octubre Pleno R
461 165  165-1987 de 27 octubre Sala Primera R
462 167  167-1987 de 28 octubre  
463 169  169-1987 de 29 octubre Sala Primera  
464 170  170-1987 de 30 octubre R
465 173  173-1987 de 3 noviembre Sala Primera  
466 181  181-1987 de 13 noviembre  
467 182  182-1987 de 17 noviembre Sala Primera  
468 184  184-1987 de 18 noviembre Sala Primera  
469 186  186-1987 de 23 noviembre  
470 187  187-1987 de 24 noviembre  
471 189  189-1987 de 24 noviembre Pleno R
472 190  190-1987 de 1 diciembre Sala Primera  
473 193  193-1987 de 9 diciembre  
474 196  196-1987 de 11 diciembre Pleno R
475 199  199-1987 de 16 diciembre Pleno  
476 200  200-1987 de 16 diciembre  
477 201  201-1987 de 16 diciembre  
478 206  206-1987 de 21 diciembre Sala Primera  
479 208  208-1987 de 22 diciembre Sala Primera  
480 209  209-1987 de 22 diciembre Sala Primera  
1988 481 2  2-1988 de 20 enero  
482 3  3-1988 de 21 enero Pleno  
483 6  6-1988 de 21 enero Sala Primera R
484 9  9-1988 de 25 enero Sala Primera  
485 10  10-1988 de 1 febrero  
486 12  12-1988 de 3 febrero  
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487 14  14-1988 de 4 febrero  
488 15  15-1988 de 10 febrero Sala Primera  
489 17  17-1988 de 16 febrero  
490 18  18-1988 de 16 febrero Pleno  
491 19  19-1988 de 16 febrero Pleno R
492 22  22-1988 de 18 febrero  
493 23  23-1988 de 22 febrero Sala Primera  
494 27  27-1988 de 23 febrero Sala Primera  
495 28  28-1988 de 23 febrero Sala Primera  
496 29  29-1988 de 29 febrero  
497 31  31-1988 de 29 febrero  
498 32  32-1988 de 29 febrero  
499 34  34-1988 de 1 marzo  
500 37  37-1988 de 3 marzo Pleno
501 38  38-1988 de 9 marzo Sala Primera  
502 39  39-1988 de 9 marzo Sala Primera  
503 41  41-1988 de 14 marzo Sala Primera  
504 42  42-1988 de 15 marzo  
505 44  44-1988 de 17 marzo  
506 45  45-1988 de 17 marzo  
507 46  46-1988 de 21 marzo Sala Primera  
508 49  49-1988 de 22 marzo Pleno R
509 50  50-1988 de 22 marzo Sala Primera  
510 51  51-1988 de 22 marzo Sala Primera R
511 53  53-1988 de 24 marzo Pleno  
512 54  54-1988 de 24 marzo  
513 60  60-1988 de 8 abril Sala Primera  
514 63  63-1988 de 11 abril  
515 64  64-1988 de 12 abril Sala Primera R
516 66  66-1988 de 14 abril R
517 69  69-1988 de 19 abril Pleno R
518 70  70-1988 de 19 abril Pleno  
519 71  71-1988 de 19 abril R
520 72  72-1988 de 20 abril  
521 73  73-1988 de 21 abril Pleno R
522 75  75-1988 de 25 abril  
523 76  76-1988 de 26 abril Pleno R
524 77  77-1988 de 26 abril  
525 78  78-1988 de 27 abril  
526 80  80-1988 de 28 abril Pleno  
527 81  81-1988 de 28 abril Sala Primera  
528 85  85-1988 de 28 abril Sala Primera R
529 87  87-1988 de 9 mayo Sala Primera  
530 88  88-1988 de 9 mayo Sala Primera  
531 92  92-1988 de 23 mayo  
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532 95  95-1988 de 26 mayo Pleno  
533 96  96-1988 de 26 mayo  
534 98  98-1988 de 31 mayo Sala Primera R
535 99  99-1988 de 31 mayo Sala Primera  
536 100  100-1988 de 7 junio  
537 101  101-1988 de 8 junio  
538 105  105-1988 de 8 junio Pleno  
539 107  107-1988 de 8 junio Sala Primera R
540 108  108-1988 de 8 junio Sala Primera  
541 110  110-1988 de 8 junio Sala Primera  
542 112  112-1988 de 8 junio  
543 116  116-1988 de 20 junio  
544 117  117-1988 de 20 junio  
545 120  120-1988 de 20 junio  
546 122  122-1988 de 22 junio  
547 124  124-1988 de 23 junio  
548 130  130-1988 de 4 julio  
549 131  131-1988 de 4 julio  
550 132  132-1988 de 4 julio  
551 134  134-1988 de 4 julio  
552 136  136-1988 de 4 julio  
553 139  139-1988 de 8 julio Sala Primera  
554 144  144-1988 de 12 julio Sala Primera R
555 146  146-1988 de 14 julio  
556 147  147-1988 de 14 julio Sala Primera  
557 148  148-1988 de 14 julio  
558 149  149-1988 de 14 julio  
559 153  153-1988 de 20 julio R
560 154  154-1988 de 21 julio Pleno  
561 155  155-1988 de 22 julio  
562 161  161-1988 de 20 septiembre Sala Primera
563 162  162-1988 de 22 septiembre Sala Primera  
564 165  165-1988 de 26 septiembre Sala Primera  
565 166  166-1988 de 26 septiembre  
566 167  167-1988 de 27 septiembre  
567 169  169-1988 de 29 septiembre  
568 170  170-1988 de 29 septiembre  
569 172  172-1988 de 3 octubre Sala Primera  
570 173  173-1988 de 3 octubre Sala Primera  
571 176  176-1988 de 4 octubre Sala Primera
572 177  177-1988 de 10 octubre  
573 180  180-1988 de 11 octubre R
574 184  184-1988 de 13 octubre  
575 188  188-1988 de 17 octubre Pleno  
576 190  190-1988 de 17 octubre Sala Primera  
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577 203  203-1988 de 2 noviembre  
578 206  206-1988 de 7 noviembre Sala Primera  
579 208  208-1988 de 10 noviembre Pleno  
580 209  209-1988 de 10 noviembre Sala Primera R
581 217  217-1988 de 21 noviembre Sala Primera  
582 226  226-1988 de 28 noviembre Sala Primera  
583 227  227-1988 de 29 noviembre Pleno R
584 231  231-1988 de 2 diciembre R
585 235  235-1988 de 5 diciembre  
586 236  236-1988 de 12 diciembre R
587 239  239-1988 de 14 diciembre  
588 240  240-1988 de 19 diciembre  
589 241  241-1988 de 19 diciembre  
590 246  246-1988 de 19 diciembre Sala Primera  
591 254  254-1988 de 21 diciembre  
592 256  256-1988 de 21 diciembre  
593 257  257-1988 de 22 diciembre  
594 264  264-1988 de 22 diciembre  
595 187 187-1988 de 17 octubre
1989 596 4  4-1989 de 18 enero  
597 10  10-1989 de 24 enero  
598 12  12-1989 de 25 enero  
599 13  13-1989 de 26 enero Pleno  
600 15  15-1989 de 26 enero Pleno  
601 22  22-1989 de 1 febrero  
602 23  23-1989 de 2 febrero R
603 24  24-1989 de 2 febrero  
604 27  27-1989 de 3 febrero  
605 29  29-1989 de 6 febrero  
606 30  30-1989 de 7 febrero  
607 31  31-1989 de 13 febrero  
608 33  33-1989 de 13 febrero Sala Primera  
609 34  34-1989 de 14 febrero  
610 35  35-1989 de 14 febrero Sala Primera  
611 37  37-1989 de 15 febrero Sala Primera R
612 38  38-1989 de 15 febrero  
613 45  45-1989 de 20 febrero Pleno R
614 47  47-1989 de 21 febrero  
615 50  50-1989 de 21 febrero  
616 51  51-1989 de 22 febrero  
617 55  55-1989 de 23 febrero R
618 57  57-1989 de 16 marzo Pleno  
619 58  58-1989 de 16 marzo Sala Primera R
620 59  59-1989 de 16 marzo  
621 61  61-1989 de 3 abril  
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622 66  66-1989 de 17 abril Sala Primera  
623 67  67-1989 de 18 abril R
624 68  68-1989 de 19 abril Sala Primera  
625 69  69-1989 de 20 abril Sala Primera  
626 71  71-1989 de 20 abril  
627 72  72-1989 de 20 abril  
628 73  73-1989 de 20 abril  
629 74  74-1989 de 24 abril Pleno  
630 76  76-1989 de 27 abril  
631 78  78-1989 de 3 mayo
632 79  79-1989 de 4 mayo  
633 81  81-1989 de 8 mayo  
634 84  84-1989 de 10 mayo Sala Primera  
635 85  85-1989 de 10 mayo Sala Primera R
636 89  89-1989 de 11 mayo Pleno  
637 90  90-1989 de 11 mayo Sala Primera
638 92  92-1989 de 22 mayo R
639 93  93-1989 de 22 mayo  
640 98  98-1989 de 1 junio Sala Primera  
641 100  100-1989 de 5 junio  
642 103  103-1989 de 8 junio Pleno
643 105  105-1989 de 8 junio Sala Primera  
644 107  107-1989 de 8 junio Sala Primera  
645 108  108-1989 de 8 junio  
646 113  113-1989 de 22 junio Pleno R
647 114  114-1989 de 22 junio Sala Primera  
648 116  116-1989 de 22 junio  
649 120  120-1989 de 3 julio  
650 121  121-1989 de 3 julio  
651 127  127-1989 de 13 julio Sala Primera  
652 128  128-1989 de 17 julio Sala Primera  
653 129  129-1989 de 17 julio R
654 131  131-1989 de 19 julio  
655 132  132-1989 de 18 julio Pleno R
656 133  133-1989 de 19 julio Sala Primera  
657 135  135-1989 de 19 julio Sala Primera  
658 136  136-1989 de 19 julio Sala Primera  
659 137  137-1989 de 20 julio Pleno  
660 139  139-1989 de 20 julio Sala Primera R
661 141  141-1989 de 20 julio Sala Primera  
662 144  144-1989 de 18 septiembre  
663 150  150-1989 de 25 septiembre Sala Primera  
664 156  156-1989 de 5 octubre Sala Primera  
665 157  157-1989 de 5 octubre Sala Primera  
666 160  160-1989 de 10 octubre  
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667 161  161-1989 de 16 octubre R
668 166  166-1989 de 16 octubre
669 168  168-1989 de 16 octubre
670 170  170-1989 de 19 octubre Pleno  
671 172  172-1989 de 19 octubre Sala Primera  
672 173  173-1989 de 19 octubre Sala Primera  
673 178  178-1989 de 2 noviembre Pleno  
674 179  179-1989 de 2 noviembre Pleno R
675 181  181-1989 de 3 noviembre Sala Primera  
676 185  185-1989 de 13 noviembre R
677 186  186-1989 de 13 noviembre  
678 189  189-1989 de 16 noviembre Pleno  
679 190  190-1989 de 16 noviembre Pleno  
680 192  192-1989 de 16 noviembre Sala Primera  
681 193  193-1989 de 16 noviembre Sala Primera  
682 194  194-1989 de 16 noviembre Pleno R
683 195  195-1989 de 27 noviembre
684 198  198-1989 de 27 noviembre  
685 200  200-1989 de 30 noviembre Sala Primera
686 204  204-1989 de 4 diciembre Sala Primera  
687 208  208-1989 de 14 diciembre Sala Primera  
688 210  210-1989 de 18 diciembre  
689 219  219-1989 de 21 diciembre Sala Primera
690 122  122-1989 de 6 julio Pleno
1990 691 2  2-1990 de 15 enero  
692 4  4-1990 de 18 enero Sala Primera  
693 7  7-1990 de 18 enero Sala Primera  
694 8  8-1990 de 18 enero Sala Primera R
695 15  15-1990 de 1 febrero Sala Primera  
696 17  17-1990 de 7 febrero Pleno  
697 19  19-1990 de 12 febrero  
698 20  20-1990 de 15 febrero Sala Primera  
699 21  21-1990 de 15 febrero Sala Primera  
700 22  22-1990 de 15 febrero Sala Primera  
701 23  23-1990 de 15 febrero Sala Primera  
702 24  24-1990 de 15 febrero Pleno R
703 25  25-1990 de 19 febrero Pleno  
704 26  26-1990 de 19 febrero Pleno
705 27  27-1990 de 22 febrero Pleno  
706 31  31-1990 de 26 febrero  
707 32  32-1990 de 26 febrero  
708 35  35-1990 de 1 marzo Sala Primera
709 36  36-1990 de 1 marzo Sala Primera  
710 38  38-1990 de 1 marzo Sala Primera  
711 41  41-1990 de 15 marzo Pleno  
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712 42  42-1990 de 15 marzo Pleno
713 43  43-1990 de 15 marzo Sala Primera R
714 44  44-1990 de 15 marzo Sala Primera  
715 46  46-1990 de 15 marzo Pleno  
716 47  47-1990 de 20 marzo Sala Primera  
717 49  49-1990 de 26 marzo
718 50  50-1990 de 26 marzo  
719 53  53-1990 de 26 marzo  
720 55  55-1990 de 28 marzo Pleno  
721 56  56-1990 de 29 marzo Pleno
722 59  59-1990 de 29 marzo Sala Primera  
723 61  61-1990 de 29 marzo Sala Primera  
724 62  62-1990 de 30 marzo Pleno
725 64  64-1990 de 5 abril Pleno  
726 65  65-1990 de 5 abril Pleno  
727 66  66-1990 de 5 abril Pleno  
728 67  67-1990 de 5 abril Pleno  
729 68  68-1990 de 5 abril Pleno  
730 69  69-1990 de 5 abril Sala Primera  
731 71  71-1990 de 5 abril Sala Primera  
732 74  74-1990 de 23 abril  
733 76  76-1990 de 26 abril Pleno R
734 83  83-1990 de 4 mayo
735 85  85-1990 de 5 mayo  
736 92  92-1990 de 23 mayo Sala Primera  
737 96  96-1990 de 24 mayo Pleno  
738 97  97-1990 de 24 mayo Pleno  
739 98  98-1990 de 24 mayo  
740 100  100-1990 de 30 mayo Pleno  
741 104  104-1990 de 4 junio R
742 105  105-1990 de 6 junio Sala Primera R
743 106  106-1990 de 6 junio Pleno  
744 107  107-1990 de 6 junio  
745 109  109-1990 de 7 junio  
746 110  110-1990 de 18 junio  
747 112  112-1990 de 18 junio  
748 113  113-1990 de 18 junio  
749 119  119-1990 de 21 junio Pleno R
750 120  120-1990 de 27 junio Pleno R
751 122  122-1990 de 2 julio  
752 123  123-1990 de 2 julio  
753 126  126-1990 de 5 julio Sala Primera
754 127  127-1990 de 5 julio Sala Primera  
755 131  131-1990 de 16 julio Sala Primera  
756 132  132-1990 de 17 julio Pleno  
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757 134  134-1990 de 19 julio Sala Primera  
758 135  135-1990 de 19 julio Sala Primera  
759 137  137-1990 de 19 julio Pleno
760 141  141-1990 de 20 septiembre Pleno
761 142  142-1990 de 20 septiembre Pleno R
762 144  144-1990 de 26 septiembre Sala Primera R
763 145  145-1990 de 1 octubre  
764 146  146-1990 de 1 octubre  
765 149  149-1990 de 1 octubre  
766 150  150-1990 de 4 octubre Pleno R
767 152  152-1990 de 4 octubre Sala Primera  
768 154  154-1990 de 15 octubre  
769 159  159-1990 de 18 octubre Sala Primera  
770 160  160-1990 de 18 octubre Sala Primera  
771 161  161-1990 de 19 octubre Sala Primera  
772 167  167-1990 de 5 noviembre Sala Primera  
773 170  170-1990 de 5 noviembre Sala Primera  
774 171  171-1990 de 12 noviembre  
775 172  172-1990 de 12 noviembre R
776 175  175-1990 de 12 noviembre  
777 177  177-1990 de 15 noviembre Pleno  
778 181  181-1990 de 15 noviembre Sala Primera  
779 182  182-1990 de 15 noviembre Sala Primera  
780 184  184-1990 de 15 noviembre Pleno R
781 185  185-1990 de 15 noviembre Pleno  
782 186  186-1990 de 15 noviembre Pleno
783 196  196-1990 de 29 noviembre Sala Primera
784 197  197-1990 de 29 noviembre Sala Primera  
785 199  199-1990 de 10 diciembre  
786 200  200-1990 de 10 diciembre  
787 205  205-1990 de 13 diciembre Sala Primera  
788 206  206-1990 de 17 diciembre  
789 207  207-1990 de 17 diciembre  
790 210  210-1990 de 20 diciembre Pleno  
791 211  211-1990 de 20 diciembre Pleno  
1991 792 2  2-1991 de 14 enero R
793 6  6-1991 de 15 enero Pleno  
794 11  11-1991 de 17 enero Pleno  
795 18  18-1991 de 31 enero Pleno  
796 21  21-1991 de 31 enero Sala Primera  
797 25  25-1991 de 11 febrero  
798 27  27-1991 de 14 febrero Pleno R
799 28  28-1991 de 14 febrero Pleno  
800 29  29-1991 de 14 febrero Pleno  
801 30  30-1991 de 14 febrero Pleno  
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802 31  31-1991 de 14 febrero Pleno  
803 33  33-1991 de 14 febrero Sala Primera
804 35  35-1991 de 14 febrero Pleno  
805 36  36-1991 de 14 febrero Pleno R
806 38  38-1991 de 14 febrero Pleno  
807 40  40-1991 de 25 febrero  
808 44  44-1991 de 25 febrero  
809 45  45-1991 de 28 febrero Pleno  
810 48  48-1991 de 28 febrero Sala Primera  
811 49  49-1991 de 11 marzo  
812 50  50-1991 de 11 marzo R
813 60  60-1991 de 14 marzo Pleno R
814 62  62-1991 de 22 marzo Pleno  
815 64  64-1991 de 22 marzo Sala Primera  
816 65  65-1991 de 22 marzo Sala Primera  
817 66  66-1991 de 22 marzo Pleno  
818 69  69-1991 de 8 abril R
819 70  70-1991 de 8 abril
820 74  74-1991 de 8 abril  
821 75  75-1991 de 11 abril Pleno  
822 77  77-1991 de 11 abril Pleno  
823 79  79-1991 de 15 abril Sala Primera
824 81  81-1991 de 22 abril
825 82  82-1991 de 22 abril  
826 83  83-1991 de 22 abril  
827 87  87-1991 de 25 abril Pleno  
828 88  88-1991 de 25 abril Sala Primera  
829 92  92-1991 de 6 mayo  
830 95  95-1991 de 7 mayo Sala Primera  
831 98  98-1991 de 9 mayo Sala Primera  
832 101  101-1991 de 13 mayo Pleno  
833 103  103-1991 de 13 mayo Sala Primera  
834 104  104-1991 de 13 mayo Sala Primera  
835 105  105-1991 de 13 mayo Sala Primera  
836 106  106-1991 de 13 mayo Sala Primera  
837 107  107-1991 de 13 mayo Sala Primera  
838 110  110-1991 de 20 mayo  
839 112  112-1991 de 20 mayo Sala Primera  
840 113  113-1991 de 20 mayo Sala Primera  
841 114  114-1991 de 20 mayo Sala Primera  
842 115  115-1991 de 23 mayo Pleno  
843 119  119-1991 de 3 junio  
844 122  122-1991 de 3 junio  
845 127  127-1991 de 6 junio Sala Primera  
846 128  128-1991 de 6 junio Sala Primera  
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847 130  130-1991 de 6 junio Sala Primera  
848 131  131-1991 de 17 junio
849 134  134-1991 de 17 junio R
850 137  137-1991 de 20 junio Sala Primera  
851 142  142-1991 de 1 julio  
852 143  143-1991 de 1 julio  
853 145  145-1991 de 1 julio R
854 147  147-1991 de 4 julio Pleno  
855 148  148-1991 de 4 julio Pleno  
856 149  149-1991 de 4 julio Pleno R
857 150  150-1991 de 4 julio Pleno
858 152  152-1991 de 8 julio Sala Primera  
859 153  153-1991 de 8 julio Sala Primera  
860 156  156-1991 de 15 julio Sala Primera  
861 157  157-1991 de 15 julio Sala Primera
862 158  158-1991 de 15 julio Sala Primera  
863 160  160-1991 de 18 julio Pleno  
864 162  162-1991 de 18 julio Sala Primera  
865 163  163-1991 de 18 julio
866 165  165-1991 de 19 julio Sala Primera  
867 166  166-1991 de 19 julio Sala Primera  
868 167  167-1991 de 19 julio Sala Primera R
869 168  168-1991 de 19 julio Sala Primera  
870 169  169-1991 de 19 julio Sala Primera  
871 170  170-1991 de 19 julio Sala Primera  
872 172  172-1991 de 16 septiembre  
873 174  174-1991 de 16 septiembre Sala Primera  
874 175  175-1991 de 16 septiembre Sala Primera  
875 177  177-1991 de 19 septiembre Sala Primera  
876 181  181-1991 de 30 septiembre  
877 187  187-1991 de 3 octubre Sala Primera R
878 188  188-1991 de 3 octubre Sala Primera  
879 189  189-1991 de 3 octubre Pleno  
880 192  192-1991 de 14 octubre R
881 194  194-1991 de 17 octubre Sala Primera  
882 196  196-1991 de 17 octubre Sala Primera  
883 197  197-1991 de 17 octubre R
884 198  198-1991 de 17 octubre Pleno  
885 200  200-1991 de 28 octubre  
886 206  206-1991 de 30 octubre Sala Primera
887 209  209-1991 de 7 noviembre Pleno  
888 210  210-1991 de 11 noviembre  
889 213  213-1991 de 11 noviembre  
890 214  214-1991 de 11 noviembre Sala Primera R
891 215  215-1991 de 14 diciembre Sala Primera  
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892 216  216-1991 de 14 noviembre Sala Primera R
893 217  217-1991 de 14 noviembre Sala Primera  
894 219  219-1991 de 25 noviembre  
895 220  220-1991 de 25 noviembre  
896 221  221-1991 de 25 noviembre  
897 227  227-1991 de 28 noviembre Sala Primera  
898 230  230-1991 de 10 diciembre Pleno  
899 231  231-1991 de 10 diciembre  
900 232  232-1991 de 10 diciembre R
901 233  233-1991 de 10 diciembre  
902 234  234-1991 de 10 diciembre R
903 235  235-1991 de 12 diciembre Pleno  
904 236  236-1991 de 12 diciembre Pleno  
905 241  241-1991 de 16 diciembre
906 245  245-1991 de 16 diciembre Pleno R
907 246  246-1991 de 19 diciembre Sala Primera R
908 17  17-1991 de 31 enero Pleno
909 100 100-1991 de 13 mayo Pleno
910 159 159-1991 de 18 julio Pleno
1992 911 1  1-1992 de 13 enero  
912 3  3-1992 de 13 enero
913 4  4-1992 de 13 enero  
914 5  5-1992 de 16 enero Pleno R
915 7  7-1992 de 16 enero Sala Primera  
916 8  8-1992 de 16 enero Sala Primera  
917 13  13-1992 de 6 febrero Pleno R
918 14  14-1992 de 10 febrero Pleno R
919 15  15-1992 de 10 febrero  
920 20  20-1992 de 14 febrero Sala Primera R
921 21  21-1992 de 14 febrero Sala Primera  
922 22  22-1992 de 14 febrero Sala Primera  
923 25  25-1992 de 24 febrero  
924 26  26-1992 de 5 marzo Pleno  
925 28  28-1992 de 9 marzo R
926 29  29-1992 de 9 marzo  
927 30  30-1992 de 18 marzo Sala Primera  
928 31  31-1992 de 18 marzo Sala Primera  
929 40  40-1992 de 30 marzo  
930 45  45-1992 de 2 abril Pleno  
931 46  46-1992 de 2 abril Pleno  
932 47  47-1992 de 2 abril Sala Primera  
933 48  48-1992 de 2 abril Sala Primera  
934 49  49-1992 de 2 abril Sala Primera  
935 50  50-1992 de 2 abril Sala Primera  
936 52  52-1992 de 8 abril Sala Primera  
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937 53  53-1992 de 8 abril Sala Primera  
938 56  56-1992 de 8 abril Sala Primera  
939 62  62-1992 de 27 abril Sala Primera  
940 63  63-1992 de 29 abril Sala Primera  
941 66  66-1992 de 29 abril Sala Primera  
942 71  71-1992 de 13 mayo Sala Primera  
943 75  75-1992 de 14 mayo Pleno  
944 76  76-1992 de 14 mayo Pleno  
945 80  80-1992 de 28 mayo Sala Primera  
946 81  81-1992 de 28 mayo Sala Primera  
947 85  85-1992 de 8 junio R
948 90  90-1992 de 11 junio Pleno  
949 91  91-1992 de 11 junio Pleno  
950 92  92-1992 de 11 junio Pleno  
951 93  93-1992 de 11 junio Sala Primera  
952 95  95-1992 de 11 junio Sala Primera  
953 103  103-1992 de 25 junio Sala Primera  
954 105  105-1992 de 1 julio Sala Primera R
955 106  106-1992 de 1 julio Sala Primera  
956 107  107-1992 de 1 julio  
957 115  115-1992 de 14 septiembre R
958 118  118-1992 de 16 septiembre Pleno  
959 119  119-1992 de 18 septiembre Pleno  
960 121  121-1992 de 28 septiembre Pleno  
961 123  123-1992 de 28 septiembre Sala Primera R
962 124  124-1992 de 28 septiembre Sala Primera  
963 126  126-1992 de 28 septiembre Sala Primera  
964 133  133-1992 de 2 octubre Pleno  
965 135  135-1992 de 5 octubre Pleno  
966 145  145-1992 de 13 octubre Sala Primera  
967 146  146-1992 de 16 octubre Pleno  
968 151  151-1992 de 19 octubre Pleno  
969 152  152-1992 de 19 octubre  
970 153  153-1992 de 19 octubre  
971 155  155-1992 de 19 octubre  
972 159  159-1992 de 26 octubre Sala Primera  
973 165  165-1992 de 26 octubre Sala Primera  
974 166  166-1992 de 26 octubre Sala Primera  
975 173  173-1992 de 29 octubre Pleno  
976 177  177-1992 de 2 noviembre Sala Primera  
977 179  179-1992 de 13 noviembre Pleno  
978 183  183-1992 de 16 noviembre Pleno  
979 185  185-1992 de 16 noviembre Sala Primera  
980 186  186-1992 de 16 noviembre Sala Primera
981 190  190-1992 de 16 noviembre Sala Primera R
735El concepto de persona en la jurispridencia del Tribunal Constitucional
982 191  191-1992 de 16 noviembre Sala Primera  
983 197  197-1992 de 19 noviembre Pleno  
984 202  202-1992 de 23 noviembre Pleno  
985 204  204-1992 de 26 noviembre Pleno  
986 205  205-1992 de 26 noviembre Pleno  
987 206  206-1992 de 27 noviembre Pleno  
988 211  211-1992 de 30 noviembre Sala Primera R
989 214  214-1992 de 1 diciembre  
990 217  217-1992 de 1 diciembre R
991 219  219-1992 de 3 diciembre R
992 221  221-1992 de 11 diciembre Pleno  
993 222  222-1992 de 11 diciembre Pleno R
994 223  223-1992 de 14 diciembre Sala Primera R
995 225  225-1992 de 14 diciembre Sala Primera  
996 227  227-1992 de 14 diciembre Sala Primera
997 228  228-1992 de 14 diciembre Sala Primera  
998 231  231-1992 de 14 diciembre Sala Primera  
999 234  234-1992 de 14 diciembre  
1000 235  235-1992 de 14 diciembre  
1001 237  237-1992 de 15 diciembre Pleno  
1002 239  239-1992 de 17 diciembre Pleno
1003 240  240-1992 de 21 diciembre R
1004 241  241-1992 de 21 diciembre R
1993 1005 1  1-1993 de 13 enero
1006 3  3-1993 de 14 enero Pleno R
1007 5  5-1993 de 14 enero Pleno  
1008 6  6-1993 de 18 enero Sala Primera
1009 7  7-1993 de 18 enero Sala Primera  
1010 12  12-1993 de 18 enero Sala Primera R
1011 13  13-1993 de 18 enero Sala Primera  
1012 15  15-1993 de 18 enero Sala Primera  
1013 16  16-1993 de 18 enero Sala Primera  
1014 17  17-1993 de 18 enero Sala Primera  
1015 18  18-1993 de 18 enero Sala Primera  
1016 21  21-1993 de 18 enero R
1017 23  23-1993 de 21 enero Pleno  
1018 24  24-1993 de 21 enero Pleno  
1019 26  26-1993 de 25 enero Sala Primera  
1020 27  27-1993 de 25 enero  
1021 30  30-1993 de 25 enero  
1022 31  31-1993 de 26 enero Sala Primera  
1023 35  35-1993 de 8 febrero Sala Primera  
1024 36  36-1993 de 8 febrero Sala Primera  
1025 41  41-1993 de 8 febrero  
1026 47  47-1993 de 8 febrero R
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1027 48  48-1993 de 8 febrero Sala Primera  
1028 49  49-1993 de 11 febrero Pleno  
1029 50  50-1993 de 11 febrero Pleno  
1030 53  53-1993 de 15 febrero  
1031 54  54-1993 de 15 febrero  
1032 60  60-1993 de 18 febrero Pleno  
1033 61  61-1993 de 18 febrero Pleno  
1034 62  62-1993 de 18 febrero Pleno  
1035 66  66-1993 de 1 marzo Sala Primera  
1036 70  70-1993 de 1 marzo  
1037 73  73-1993 de 1 marzo Sala Primera  
1038 75  75-1993 de 1 marzo  
1039 81  81-1993 de 8 marzo Pleno  
1040 82  82-1993 de 8 marzo Pleno  
1041 83  83-1993 de 8 marzo Pleno  
1042 84  84-1993 de 8 marzo Pleno  
1043 85  85-1993 de 8 marzo Pleno  
1044 86  86-1993 de 8 marzo Pleno  
1045 89  89-1993 de 12 marzo Pleno  
1046 90  90-1993 de 15 marzo  
1047 92  92-1993 de 15 marzo  
1048 94  94-1993 de 22 marzo Sala Primera R
1049 95  95-1993 de 22 marzo Sala Primera  
1050 98  98-1993 de 22 marzo Sala Primera  
1051 101  101-1993 de 22 marzo Sala Primera  
1052 106  106-1993 de 22 marzo Sala Primera  
1053 109  109-1993 de 25 marzo Pleno R
1054 111  111-1993 de 25 marzo Pleno  
1055 114  114-1993 de 29 marzo Sala Primera  
1056 116  116-1993 de 29 marzo Sala Primera  
1057 123  123-1993 de 19 abril R
1058 127  127-1993 de 19 abril Sala Primera  
1059 130  130-1993 de 19 abril Sala Primera  
1060 131  131-1993 de 19 abril Sala Primera  
1061 132  132-1993 de 19 abril Sala Primera  
1062 133  133-1993 de 19 abril Sala Primera  
1063 134  134-1993 de 19 abril Sala Primera  
1064 135  135-1993 de 19 abril Sala Primera  
1065 136  136-1993 de 19 abril Sala Primera  
1066 137  137-1993 de 19 abril Sala Primera  
1067 138  138-1993 de 19 abril Sala Primera  
1068 139  139-1993 de 19 abril Sala Primera  
1069 140  140-1993 de 19 abril Sala Primera  
1070 142  142-1993 de 22 abril Pleno R
1071 145  145-1993 de 26 abril  
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1072 146  146-1993 de 29 abril Pleno  
1073 148  148-1993 de 29 abril  
1074 154  154-1993 de 3 mayo Sala Primera  
1075 155  155-1993 de 6 mayo Pleno  
1076 157  157-1993 de 6 mayo Pleno  
1077 158  158-1993 de 6 mayo Pleno  
1078 160  160-1993 de 17 mayo  
1079 164  164-1993 de 18 mayo R
1080 165  165-1993 de 18 mayo  
1081 166  166-1993 de 20 mayo Sala Primera  
1082 176  176-1993 de 27 mayo Pleno  
1083 177  177-1993 de 31 mayo Sala Primera  
1084 178  178-1993 de 31 mayo Sala Primera R
1085 184  184-1993 de 31 mayo
1086 185  185-1993 de 31 mayo Sala Primera R
1087 186  186-1993 de 7 junio Pleno  
1088 189  189-1993 de 14 junio Sala Primera  
1089 192  192-1993 de 14 junio
1090 200  200-1993 de 14 junio  
1091 201  201-1993 de 14 junio  
1092 204  204-1993 de 17 junio Pleno  
1093 206  206-1993 de 22 junio Pleno  
1094 208  208-1993 de 28 junio Sala Primera  
1095 209  209-1993 de 28 junio Sala Primera  
1096 212  212-1993 de 28 junio Sala Primera R
1097 214  214-1993 de 28 junio Sala Primera  
1098 215  215-1993 de 28 junio Sala Primera  
1099 222  222-1993 de 30 junio  
1100 223  223-1993 de 30 junio  
1101 224  224-1993 de 1 julio Pleno  
1102 225  225-1993 de 8 julio Pleno  
1103 227  227-1993 de 9 julio Pleno  
1104 228  228-1993 de 9 julio Pleno  
1105 231  231-1993 de 12 julio Sala Primera  
1106 232  232-1993 de 12 julio R
1107 233  233-1993 de 12 julio Sala Primera R
1108 237  237-1993 de 12 julio  
1109 240  240-1993 de 12 julio Sala Primera  
1110 241  241-1993 de 12 julio Sala Primera  
1111 242  242-1993 de 14 julio Sala Primera  
1112 243  243-1993 de 15 julio Pleno  
1113 245  245-1993 de 19 julio  
1114 246  246-1993 de 19 julio  
1115 248  248-1993 de 19 julio  
1116 249  249-1993 de 19 julio  
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1117 250  250-1993 de 19 julio  
1118 254  254-1993 de 20 julio Sala Primera R
1119 256  256-1993 de 20 julio Sala Primera  
1120 257  257-1993 de 20 julio Sala Primera  
1121 258  258-1993 de 20 julio Sala Primera  
1122 259  259-1993 de 20 julio Sala Primera  
1123 260  260-1993 de 20 julio Sala Primera  
1124 261  261-1993 de 20 julio Sala Primera  
1125 264  264-1993 de 22 julio Pleno  
1126 265  265-1993 de 26 julio  
1127 266  266-1993 de 20 septiembre Sala Primera  
1128 267  267-1993 de 20 septiembre Sala Primera  
1129 270  270-1993 de 20 septiembre  
1130 271  271-1993 de 20 septiembre  
1131 272  272-1993 de 20 septiembre  
1132 277  277-1993 de 20 septiembre  
1133 279  279-1993 de 27 septiembre  
1134 281  281-1993 de 27 septiembre  
1135 284  284-1993 de 30 septiembre Pleno  
1136 285  285-1993 de 4 octubre Sala Primera  
1137 286  286-1993 de 4 octubre Sala Primera  
1138 287  287-1993 de 4 octubre Sala Primera  
1139 292  292-1993 de 18 octubre  
1140 293  293-1993 de 18 octubre  
1141 295  295-1993 de 18 octubre  
1142 301  301-1993 de 21 octubre Pleno  
1143 302  302-1993 de 21 octubre Pleno  
1144 303  303-1993 de 25 octubre Sala Primera R
1145 304  304-1993 de 25 octubre Sala Primera  
1146 305  305-1993 de 25 octubre  
1147 306  306-1993 de 25 octubre  
1148 310  310-1993 de 25 octubre Sala Primera  
1149 316  316-1993 de 25 octubre Sala Primera  
1150 319  319-1993 de 27 octubre Pleno  
1151 324  324-1993 de 8 noviembre Sala Primera R
1152 325  325-1993 de 8 noviembre Sala Primera
1153 329  329-1993 de 12 noviembre Pleno  
1154 330  330-1993 de 12 noviembre Pleno  
1155 332  332-1993 de 12 noviembre Pleno  
1156 333  333-1993 de 15 noviembre  
1157 334  334-1993 de 15 noviembre  
1158 336  336-1993 de 15 noviembre R
1159 339  339-1993 de 15 noviembre  
1160 340  340-1993 de 16 noviembre Pleno R
1161 341  341-1993 de 18 noviembre Pleno R
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1162 342  342-1993 de 22 noviembre Sala Primera  
1163 343  343-1993 de 22 noviembre Sala Primera  
1164 345  345-1993 de 22 noviembre Sala Primera  
1165 348  348-1993 de 22 noviembre Sala Primera  
1166 353  353-1993 de 29 noviembre  
1167 359  359-1993 de 29 noviembre  
1168 362  362-1993 de 13 diciembre Sala Primera  
1169 363  363-1993 de 13 diciembre Sala Primera
1170 365  365-1993 de 13 diciembre Sala Primera  
1171 370  370-1993 de 13 diciembre Sala Primera R
1172 371  371-1993 de 13 diciembre R
1173 372  372-1993 de 13 diciembre  
1174 374  374-1993 de 13 diciembre Sala Primera  
1175 375  375-1993 de 20 diciembre
1176 377  377-1993 de 20 diciembre Sala Primera  
1177 379  379-1993 de 20 diciembre  
1178 381  381-1993 de 20 diciembre Sala Primera  
1179 382  382-1993 de 20 diciembre  
1180 383  383-1993 de 20 diciembre  
1181 384  384-1993 de 21 diciembre Sala Primera  
1182 385  385-1993 de 23 diciembre Pleno R
1183 386  386-1993 de 23 diciembre Pleno R
1184 387  387-1993 de 23 diciembre Pleno  
1185 388  388-1993 de 23 diciembre Pleno  
1186 331 331-1993 de 12 noviembre Pleno
1994 1187 1  1-1994 de 17 enero  
1188 2  2-1994 de 17 enero Sala Primera
1189 3  3-1994 de 17 enero Sala Primera  
1190 6  6-1994 de 17 enero Sala Primera  
1191 7  7-1994 de 17 enero Sala Primera R
1192 9  9-1994 de 17 enero Sala Primera
1193 11  11-1994 de 17 enero  
1194 12  12-1994 de 17 enero Sala Primera R
1195 13  13-1994 de 17 enero Sala Primera R
1196 15  15-1994 de 20 enero Pleno  
1197 16  16-1994 de 20 enero Pleno R
1198 17  17-1994 de 20 enero Pleno  
1199 18  18-1994 de 20 enero Pleno R
1200 20  20-1994 de 27 enero Sala Primera  
1201 22  22-1994 de 27 enero Sala Primera R
1202 26  26-1994 de 27 enero Sala Primera R
1203 31  31-1994 de 31 enero  
1204 34  34-1994 de 31 enero R
1205 36  36-1994 de 10 febrero Pleno  
1206 38  38-1994 de 15 febrero Sala Primera  
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1207 41  41-1994 de 15 febrero Sala Primera  
1208 42  42-1994 de 15 febrero Sala Primera  
1209 45  45-1994 de 15 febrero Sala Primera  
1210 47  47-1994 de 16 febrero  
1211 52  52-1994 de 24 febrero Pleno  
1212 53  53-1994 de 24 febrero Pleno  
1213 54  54-1994 de 24 febrero Pleno  
1214 55  55-1994 de 24 febrero Pleno R
1215 56  56-1994 de 24 febrero Pleno  
1216 57  57-1994 de 28 febrero R
1217 58  58-1994 de 28 febrero Sala Primera R
1218 59  59-1994 de 28 febrero  
1219 60  60-1994 de 28 febrero Sala Primera  
1220 62  62-1994 de 28 febrero  
1221 63  63-1994 de 28 febrero Sala Primera R
1222 65  65-1994 de 28 febrero Sala Primera  
1223 66  66-1994 de 28 febrero  
1224 71  71-1994 de 3 marzo Pleno  
1225 72  72-1994 de 3 marzo Pleno  
1226 73  73-1994 de 3 marzo Pleno  
1227 74  74-1994 de 14 marzo Sala Primera R
1228 75  75-1994 de 14 marzo  
1229 76  76-1994 de 14 marzo  
1230 80  80-1994 de 14 marzo Sala Primera  
1231 81  81-1994 de 14 marzo Sala Primera R
1232 82  82-1994 de 14 marzo Sala Primera  
1233 83  83-1994 de 14 marzo Sala Primera  
1234 85  85-1994 de 14 marzo Sala Primera  
1235 87  87-1994 de 14 marzo Sala Primera  
1236 89  89-1994 de 17 marzo Pleno  
1237 91  91-1994 de 21 marzo Sala Primera  
1238 92  92-1994 de 21 marzo  
1239 94  94-1994 de 21 marzo  
1240 95  95-1994 de 21 marzo  
1241 96  96-1994 de 21 marzo  
1242 98  98-1994 de 11 abril Sala Primera  
1243 102  102-1994 de 11 abril Sala Primera  
1244 105  105-1994 de 11 abril Sala Primera  
1245 106  106-1994 de 11 abril Sala Primera  
1246 107  107-1994 de 11 abril Sala Primera  
1247 109  109-1994 de 11 abril Sala Primera  
1248 111  111-1994 de 11 abril Sala Primera  
1249 113  113-1994 de 14 abril Pleno  
1250 115  115-1994 de 14 abril Pleno  
1251 116  116-1994 de 18 abril Pleno  
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1252 117  117-1994 de 25 abril R
1253 119  119-1994 de 25 abril Sala Primera  
1254 120  120-1994 de 25 abril Sala Primera  
1255 123  123-1994 de 25 abril  
1256 125  125-1994 de 25 abril Sala Primera  
1257 127  127-1994 de 5 mayo Pleno  
1258 134  134-1994 de 9 mayo  
1259 136  136-1994 de 9 mayo Sala Primera  
1260 140  140-1994 de 9 mayo  
1261 144  144-1994 de 9 mayo Sala Primera  
1262 145  145-1994 de 9 mayo  
1263 146  146-1994 de 12 mayo Pleno R
1264 150  150-1994 de 23 mayo R
1265 151  151-1994 de 23 mayo Sala Primera  
1266 153  153-1994 de 23 mayo Sala Primera  
1267 154  154-1994 de 23 mayo R
1268 156  156-1994 de 23 mayo  
1269 157  157-1994 de 23 mayo  
1270 170  170-1994 de 7 junio Sala Primera R
1271 173  173-1994 de 7 junio Sala Primera R
1272 177  177-1994 de 10 junio Sala Primera  
1273 179  179-1994 de 16 junio Pleno R
1274 180  180-1994 de 20 junio  
1275 181  181-1994 de 20 junio Sala Primera R
1276 182  182-1994 de 20 junio Sala Primera  
1277 183  183-1994 de 20 junio R
1278 185  185-1994 de 20 junio  
1279 186  186-1994 de 20 junio Sala Primera  
1280 197  197-1994 de 4 julio  
1281 204  204-1994 de 11 julio Sala Primera  
1282 205  205-1994 de 11 julio Sala Primera  
1283 210  210-1994 de 11 julio Sala Primera  
1284 213  213-1994 de 14 julio Pleno  
1285 214  214-1994 de 14 julio Pleno  
1286 215  215-1994 de 14 julio Pleno R
1287 223  223-1994 de 18 julio  
1288 224  224-1994 de 18 julio  
1289 225  225-1994 de 18 julio  
1290 226  226-1994 de 18 julio  
1291 228  228-1994 de 18 julio  
1292 229  229-1994 de 18 julio  
1293 233  233-1994 de 20 julio Sala Primera  
1294 235  235-1994 de 20 julio Sala Primera  
1295 236  236-1994 de 20 julio Sala Primera  
1296 237  237-1994 de 20 julio Sala Primera  
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1297 238  238-1994 de 20 julio Sala Primera  
1298 239  239-1994 de 20 julio Sala Primera  
1299 240  240-1994 de 20 julio Sala Primera  
1300 241  241-1994 de 20 julio Sala Primera  
1301 242  242-1994 de 20 julio Sala Primera  
1302 244  244-1994 de 15 septiembre  
1303 251  251-1994 de 19 septiembre Sala Primera  
1304 252  252-1994 de 19 septiembre Sala Primera  
1305 253  253-1994 de 19 septiembre Sala Primera  
1306 254  254-1994 de 21 septiembre Pleno  
1307 255  255-1994 de 26 septiembre  
1308 256  256-1994 de 26 septiembre  
1309 257  257-1994 de 26 septiembre  
1310 260  260-1994 de 3 octubre Sala Primera  
1311 262  262-1994 de 3 octubre Sala Primera  
1312 263  263-1994 de 3 octubre Sala Primera  
1313 265  265-1994 de 3 octubre Sala Primera  
1314 266  266-1994 de 3 octubre Sala Primera  
1315 269  269-1994 de 3 octubre Sala Primera  
1316 270  270-1994 de 17 octubre Sala Primera  
1317 273  273-1994 de 17 octubre  
1318 274  274-1994 de 17 octubre  
1319 275  275-1994 de 17 octubre  
1320 276  276-1994 de 17 octubre  
1321 280  280-1994 de 17 octubre Sala Primera  
1322 281  281-1994 de 17 octubre  
1323 284  284-1994 de 24 octubre  
1324 286  286-1994 de 27 octubre Sala Primera  
1325 287  287-1994 de 27 octubre Sala Primera  
1326 288  288-1994 de 27 octubre Sala Primera  
1327 290  290-1994 de 27 octubre Sala Primera  
1328 292  292-1994 de 27 octubre Sala Primera  
1329 293  293-1994 de 27 octubre Sala Primera  
1330 297  297-1994 de 14 noviembre Sala Primera  
1331 298  298-1994 de 14 noviembre Sala Primera  
1332 300  300-1994 de 14 noviembre Sala Primera  
1333 301  301-1994 de 14 noviembre Sala Primera  
1334 306  306-1994 de 14 noviembre Sala Primera  
1335 307  307-1994 de 14 noviembre Sala Primera  
1336 309  309-1994 de 21 noviembre  
1337 310  310-1994 de 21 noviembre  
1338 313  313-1994 de 24 noviembre Pleno R
1339 315  315-1994 de 28 noviembre Sala Primera  
1340 317  317-1994 de 28 noviembre Sala Primera  
1341 320  320-1994 de 28 noviembre Sala Primera  
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1342 321  321-1994 de 28 noviembre Sala Primera  
1343 322  322-1994 de 28 noviembre Sala Primera  
1344 323  323-1994 de 1 diciembre  
1345 325  325-1994 de 12 diciembre Sala Primera R
1346 328  328-1994 de 12 diciembre Sala Primera  
1347 332  332-1994 de 19 diciembre  
1348 333  333-1994 de 19 diciembre  
1349 337  337-1994 de 23 diciembre Pleno  
1350 114 114-1994 de 14 abril Pleno
1351 330  330-1994 de 15 diciembre Pleno
1995 1352 5  5-1995 de 10 enero  
1353 6  6-1995 de 10 enero Sala Primera  
1354 8  8-1995 de 16 enero  
1355 11  11-1995 de 16 enero  
1356 12  12-1995 de 16 enero  
1357 13  13-1995 de 24 enero Sala Primera  
1358 16  16-1995 de 24 enero Sala Primera  
1359 18  18-1995 de 24 enero Sala Primera  
1360 19  19-1995 de 24 enero Sala Primera  
1361 22  22-1995 de 30 enero R
1362 25  25-1995 de 6 febrero Sala Primera  
1363 26  26-1995 de 6 febrero Sala Primera  
1364 29  29-1995 de 6 febrero Sala Primera  
1365 34  34-1995 de 6 febrero Sala Primera  
1366 35  35-1995 de 6 febrero Sala Primera
1367 38  38-1995 de 13 febrero  
1368 40  40-1995 de 13 febrero  
1369 41  41-1995 de 13 febrero  
1370 42  42-1995 de 13 febrero  
1371 44  44-1995 de 13 febrero Sala Primera
1372 46  46-1995 de 14 febrero Sala Primera  
1373 47  47-1995 de 14 febrero Sala Primera R
1374 50  50-1995 de 23 febrero Sala Primera R
1375 52  52-1995 de 23 febrero Sala Primera  
1376 53  53-1995 de 23 febrero Sala Primera  
1377 54  54-1995 de 24 febrero Sala Primera  
1378 56  56-1995 de 6 marzo  
1379 57  57-1995 de 6 marzo  
1380 61  61-1995 de 29 marzo Sala Primera  
1381 62  62-1995 de 29 marzo Sala Primera  
1382 66  66-1995 de 8 mayo  
1383 67  67-1995 de 9 mayo Sala Primera  
1384 69  69-1995 de 9 mayo Sala Primera  
1385 70  70-1995 de 11 mayo  
1386 71  71-1995 de 11 mayo  
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1387 72  72-1995 de 12 mayo  
1388 73  73-1995 de 12 mayo  
1389 74  74-1995 de 12 mayo  
1390 75  75-1995 de 17 mayo  
1391 76  76-1995 de 22 mayo  
1392 77  77-1995 de 22 mayo
1393 78  78-1995 de 22 mayo  
1394 79  79-1995 de 22 mayo R
1395 81  81-1995 de 5 junio  
1396 83  83-1995 de 5 junio  
1397 85  85-1995 de 6 junio Sala Primera  
1398 86  86-1995 de 6 junio Sala Primera  
1399 88  88-1995 de 6 junio Sala Primera  
1400 89  89-1995 de 6 junio Sala Primera  
1401 90  90-1995 de 9 junio Pleno  
1402 91  91-1995 de 19 junio R
1403 92  92-1995 de 19 junio  
1404 93  93-1995 de 19 junio  
1405 94  94-1995 de 19 junio  
1406 96  96-1995 de 19 junio  
1407 104  104-1995 de 3 julio  
1408 105  105-1995 de 3 julio  
1409 114  114-1995 de 6 julio Pleno  
1410 115  115-1995 de 10 julio Sala Primera  
1411 116  116-1995 de 17 julio  
1412 117  117-1995 de 17 julio  
1413 118  118-1995 de 17 julio  
1414 119  119-1995 de 17 julio R
1415 124  124-1995 de 18 julio Sala Primera  
1416 127  127-1995 de 25 julio Sala Primera  
1417 128  128-1995 de 26 julio  
1418 129  129-1995 de 11 septiembre  
1419 130  130-1995 de 11 septiembre  
1420 132  132-1995 de 11 septiembre  
1421 133  133-1995 de 25 septiembre R
1422 135  135-1995 de 25 septiembre  
1423 136  136-1995 de 25 septiembre  
1424 137  137-1995 de 25 septiembre  
1425 139  139-1995 de 26 septiembre Sala Primera R
1426 140  140-1995 de 28 septiembre Pleno  
1427 145  145-1995 de 3 octubre Sala Primera  
1428 152  152-1995 de 24 octubre Sala Primera  
1429 153  153-1995 de 24 octubre Sala Primera  
1430 154  154-1995 de 24 octubre Sala Primera  
1431 155  155-1995 de 24 octubre Sala Primera  
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1432 156  156-1995 de 26 octubre Pleno R
1433 161  161-1995 de 7 noviembre Sala Primera  
1434 163  163-1995 de 8 noviembre  
1435 164  164-1995 de 13 noviembre Pleno  
1436 165  165-1995 de 20 noviembre  
1437 167  167-1995 de 20 noviembre  
1438 169  169-1995 de 20 noviembre  
1439 172  172-1995 de 21 noviembre Sala Primera  
1440 173  173-1995 de 21 noviembre Sala Primera  
1441 176  176-1995 de 11 diciembre R
1442 181  181-1995 de 11 diciembre Sala Primera
1443 183  183-1995 de 11 diciembre Sala Primera  
1444 184  184-1995 de 12 diciembre  
1445 185  185-1995 de 14 diciembre Pleno R
1446 188  188-1995 de 18 diciembre  
1447 198  198-1995 de 21 diciembre Pleno  
1996 1448 2  2-1996 de 15 enero  
1449 3  3-1996 de 15 enero  
1450 4  4-1996 de 16 enero Sala Primera R
1451 6  6-1996 de 16 enero Sala Primera
1452 11  11-1996 de 29 enero R
1453 12  12-1996 de 29 enero  
1454 14  14-1996 de 29 enero  
1455 16  16-1996 de 1 febrero Pleno  
1456 17  17-1996 de 7 febrero  
1457 19  19-1996 de 12 febrero  
1458 21  21-1996 de 12 febrero  
1459 24  24-1996 de 13 febrero Sala Primera  
1460 27  27-1996 de 15 febrero  
1461 28  28-1996 de 26 febrero
1462 29  29-1996 de 26 febrero  
1463 30  30-1996 de 26 febrero Sala Primera  
1464 31  31-1996 de 27 febrero Sala Primera
1465 32  32-1996 de 27 febrero Sala Primera  
1466 34  34-1996 de 11 marzo  
1467 35  35-1996 de 11 marzo R
1468 36  36-1996 de 11 marzo  
1469 37  37-1996 de 11 marzo  
1470 39  39-1996 de 11 marzo
1471 41  41-1996 de 12 marzo Sala Primera R
1472 44  44-1996 de 14 marzo Pleno  
1473 46  46-1996 de 25 marzo  
1474 47  47-1996 de 25 marzo  
1475 48  48-1996 de 25 marzo R
1476 49  49-1996 de 26 marzo Sala Primera  
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1477 51  51-1996 de 26 marzo Sala Primera R
1478 52  52-1996 de 26 marzo Sala Primera  
1479 54  54-1996 de 26 marzo Sala Primera  
1480 55  55-1996 de 28 marzo Pleno  
1481 62  62-1996 de 15 abril Sala Primera  
1482 66  66-1996 de 16 abril Sala Primera R
1483 67  67-1996 de 18 abril Pleno  
1484 74  74-1996 de 30 abril Sala Primera  
1485 77  77-1996 de 20 mayo  
1486 80  80-1996 de 20 mayo  
1487 83  83-1996 de 20 mayo  
1488 86  86-1996 de 21 mayo Sala Primera R
1489 88  88-1996 de 23 mayo Pleno  
1490 91  91-1996 de 27 mayo  
1491 94  94-1996 de 28 mayo Sala Primera
1492 95  95-1996 de 29 mayo Sala Primera  
1493 100  100-1996 de 11 junio Sala Primera  
1494 102  102-1996 de 11 junio Sala Primera  
1495 104  104-1996 de 11 junio Sala Primera  
1496 106  106-1996 de 12 junio Sala Primera R
1497 107  107-1996 de 12 junio Pleno R
1498 110  110-1996 de 24 junio  
1499 112  112-1996 de 24 junio  
1500 115  115-1996 de 25 junio Sala Primera  
1501 118  118-1996 de 27 junio Pleno
1502 119  119-1996 de 8 julio  
1503 120  120-1996 de 8 julio  
1504 122  122-1996 de 8 julio  
1505 123  123-1996 de 8 julio  
1506 127  127-1996 de 9 julio Sala Primera  
1507 129  129-1996 de 9 julio Sala Primera R
1508 130  130-1996 de 9 julio Sala Primera  
1509 131  131-1996 de 11 julio Pleno  
1510 134  134-1996 de 22 julio Pleno  
1511 136  136-1996 de 23 julio Sala Primera R
1512 137  137-1996 de 16 septiembre  
1513 138  138-1996 de 16 septiembre  
1514 141  141-1996 de 16 septiembre  
1515 144  144-1996 de 16 septiembre  
1516 146  146-1996 de 19 septiembre Pleno  
1517 153  153-1996 de 30 septiembre  
1518 154  154-1996 de 3 octubre Pleno  
1519 156  156-1996 de 14 octubre  
1520 157  157-1996 de 15 octubre Sala Primera  
1521 158  158-1996 de 15 octubre Sala Primera  
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1522 161  161-1996 de 17 octubre Pleno  
1523 166  166-1996 de 28 octubre  
1524 168  168-1996 de 29 octubre Sala Primera  
1525 170  170-1996 de 29 octubre Sala Primera  
1526 173  173-1996 de 31 octubre Pleno  
1527 174  174-1996 de 11 noviembre  
1528 175  175-1996 de 11 noviembre  
1529 177  177-1996 de 11 noviembre R
1530 179  179-1996 de 12 noviembre Sala Primera  
1531 182  182-1996 de 12 noviembre Sala Primera  
1532 185  185-1996 de 25 noviembre  
1533 186  186-1996 de 25 noviembre  
1534 188  188-1996 de 25 noviembre  
1535 190  190-1996 de 25 noviembre  
1536 191  191-1996 de 26 noviembre Sala Primera  
1537 198  198-1996 de 3 diciembre Sala Primera R
1538 199  199-1996 de 3 diciembre Sala Primera R
1539 201  201-1996 de 9 diciembre  
1540 202  202-1996 de 9 diciembre  
1541 203  203-1996 de 9 diciembre  
1542 204  204-1996 de 16 diciembre  
1543 206  206-1996 de 16 diciembre  
1544 207  207-1996 de 16 diciembre Sala Primera R
1545 211  211-1996 de 17 diciembre Pleno  
1546 212  212-1996 de 19 diciembre Pleno R
1547 213  213-1996 de 19 diciembre Pleno  
1548 5  5-1996 de 16 enero Sala Primera
1997 1549 2  2-1997 de 13 enero R
1550 3  3-1997 de 13 enero R
1551 4  4-1997 de 13 enero  
1552 5  5-1997 de 13 enero  
1553 6  6-1997 de 13 enero  
1554 9  9-1997 de 14 enero Sala Primera R
1555 11  11-1997 de 27 enero  
1556 12  12-1997 de 27 enero  
1557 13  13-1997 de 27 enero  
1558 21  21-1997 de 10 febrero R
1559 22  22-1997 de 11 febrero Sala Primera  
1560 27  27-1997 de 11 febrero Sala Primera  
1561 28  28-1997 de 13 febrero Pleno  
1562 30  30-1997 de 24 febrero  
1563 34  34-1997 de 25 febrero Sala Primera  
1564 38  38-1997 de 27 febrero Pleno  
1565 43  43-1997 de 10 marzo R
1566 44  44-1997 de 10 marzo  
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1567 45  45-1997 de 11 marzo Sala Primera  
1568 51  51-1997 de 11 marzo Sala Primera  
1569 53  53-1997 de 17 marzo  
1570 54  54-1997 de 17 marzo  
1571 56  56-1997 de 17 marzo Sala Primera  
1572 61  61-1997 de 20 marzo Pleno  
1573 62  62-1997 de 7 abril  
1574 63  63-1997 de 7 abril  
1575 66  66-1997 de 7 abril
1576 67  67-1997 de 7 abril R
1577 72  72-1997 de 10 abril Pleno  
1578 74  74-1997 de 21 abril R
1579 75  75-1997 de 21 abril  
1580 80  80-1997 de 21 abril  
1581 81  81-1997 de 22 abril Sala Primera  
1582 82  82-1997 de 22 abril Sala Primera  
1583 83  83-1997 de 22 abril Sala Primera  
1584 87  87-1997 de 24 abril Pleno  
1585 90  90-1997 de 6 mayo Sala Primera  
1586 92  92-1997 de 8 mayo Sala Primera  
1587 95  95-1997 de 19 mayo  
1588 96  96-1997 de 19 mayo  
1589 98  98-1997 de 20 mayo Sala Primera  
1590 105  105-1997 de 2 junio  
1591 107  107-1997 de 2 junio  
1592 108  108-1997 de 2 junio  
1593 115  115-1997 de 16 junio Sala Primera  
1594 117  117-1997 de 23 junio  
1595 121  121-1997 de 1 julio Sala Primera  
1596 122  122-1997 de 1 julio Sala Primera R
1597 123  123-1997 de 1 julio Sala Primera R
1598 125  125-1997 de 1 julio Sala Primera  
1599 126  126-1997 de 3 julio Pleno R
1600 129  129-1997 de 14 julio  
1601 130  130-1997 de 15 julio Sala Primera  
1602 134  134-1997 de 17 julio Pleno  
1603 136  136-1997 de 21 julio  
1604 137  137-1997 de 21 julio R
1605 141  141-1997 de 15 septiembre  
1606 143  143-1997 de 15 septiembre  
1607 145  145-1997 de 15 septiembre  
1608 146  146-1997 de 15 septiembre R
1609 150  150-1997 de 29 septiembre R
1610 151  151-1997 de 29 septiembre R
1611 155  155-1997 de 29 septiembre Sala Primera  
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1612 156  156-1997 de 29 septiembre
1613 157  157-1997 de 29 septiembre Sala Primera  
1614 159  159-1997 de 2 octubre Pleno  
1615 161  161-1997 de 2 octubre Pleno R
1616 164  164-1997 de 3 octubre Sala Primera  
1617 167  167-1997 de 13 octubre  
1618 171  171-1997 de 14 octubre Sala Primera  
1619 175  175-1997 de 27 octubre  
1620 182  182-1997 de 28 octubre Pleno  
1621 183  183-1997 de 28 octubre Sala Primera  
1622 184  184-1997 de 28 octubre Sala Primera  
1623 189  189-1997 de 10 noviembre  
1624 193  193-1997 de 11 noviembre  
1625 199  199-1997 de 24 noviembre  
1626 200  200-1997 de 24 noviembre R
1627 202  202-1997 de 25 noviembre Sala Primera  
1628 203  203-1997 de 25 noviembre Sala Primera  
1629 204  204-1997 de 25 noviembre Sala Primera  
1630 219  219-1997 de 4 diciembre Sala Primera  
1631 221  221-1997 de 4 diciembre Sala Primera  
1632 222  222-1997 de 4 diciembre  
1633 225  225-1997 de 15 diciembre R
1634 228  228-1997 de 16 diciembre Sala Primera  
1635 232  232-1997 de 16 diciembre Sala Primera  
1636 234  234-1997 de 18 diciembre Pleno  
1637 236  236-1997 de 22 diciembre  
1998 1638 1  1-1998 de 12 enero  
1639 2  2-1998 de 12 enero R
1640 3  3-1998 de 12 enero  
1641 5  5-1998 de 12 enero  
1642 7  7-1998 de 13 enero Sala Primera  
1643 10  10-1998 de 13 enero Sala Primera  
1644 11  11-1998 de 13 enero Sala Primera R
1645 14  14-1998 de 22 enero Pleno R
1646 16  16-1998 de 26 enero  
1647 17  17-1998 de 26 enero  
1648 21  21-1998 de 27 enero Sala Primera  
1649 23  23-1998 de 27 enero Sala Primera  
1650 24  24-1998 de 27 enero Sala Primera  
1651 25  25-1998 de 27 enero Sala Primera  
1652 26  26-1998 de 27 enero Sala Primera  
1653 27  27-1998 de 27 enero Sala Primera  
1654 28  28-1998 de 27 enero Sala Primera  
1655 30  30-1998 de 11 febrero Sala Primera  
1656 33  33-1998 de 11 febrero Sala Primera  
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1657 35  35-1998 de 11 febrero Sala Primera  
1658 36  36-1998 de 17 febrero  
1659 37  37-1998 de 17 febrero R
1660 38  38-1998 de 17 febrero  
1661 40  40-1998 de 19 febrero Pleno  
1662 41  41-1998 de 24 febrero Sala Primera R
1663 45  45-1998 de 24 febrero Sala Primera  
1664 46  46-1998 de 2 marzo  
1665 48  48-1998 de 2 marzo  
1666 51  51-1998 de 3 marzo Sala Primera  
1667 55  55-1998 de 16 marzo  
1668 56  56-1998 de 16 marzo  
1669 57  57-1998 de 16 marzo  
1670 58  58-1998 de 16 marzo R
1671 60  60-1998 de 16 marzo  
1672 61  61-1998 de 17 marzo Sala Primera  
1673 67  67-1998 de 18 marzo Pleno R
1674 71  71-1998 de 30 marzo  
1675 72  72-1998 de 30 marzo  
1676 73  73-1998 de 31 marzo Sala Primera  
1677 74  74-1998 de 31 marzo Sala Primera  
1678 75  75-1998 de 31 marzo Sala Primera  
1679 77  77-1998 de 31 marzo Sala Primera  
1680 78  78-1998 de 31 marzo Sala Primera  
1681 79  79-1998 de 1 abril Sala Primera  
1682 80  80-1998 de 2 abril Pleno  
1683 81  81-1998 de 2 abril Pleno R
1684 83  83-1998 de 20 abril  
1685 84  84-1998 de 20 abril  
1686 85  85-1998 de 20 abril  
1687 87  87-1998 de 21 abril Sala Primera  
1688 88  88-1998 de 21 abril Sala Primera  
1689 89  89-1998 de 21 abril Sala Primera  
1690 90  90-1998 de 21 abril Sala Primera  
1691 91  91-1998 de 23 abril Pleno  
1692 93  93-1998 de 4 mayo  
1693 94  94-1998 de 4 mayo  
1694 97  97-1998 de 4 mayo  
1695 98  98-1998 de 4 mayo  
1696 104  104-1998 de 18 mayo  
1697 105  105-1998 de 18 mayo  
1698 106  106-1998 de 18 mayo  
1699 107  107-1998 de 18 mayo  
1700 117  117-1998 de 2 junio Sala Primera R
1701 119  119-1998 de 4 junio Pleno  
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1702 120  120-1998 de 15 junio  
1703 123  123-1998 de 15 junio  
1704 124  124-1998 de 15 junio  
1705 125  125-1998 de 15 junio  
1706 126  126-1998 de 15 junio  
1707 133  133-1998 de 18 junio Pleno  
1708 137  137-1998 de 29 junio  
1709 139  139-1998 de 29 junio  
1710 140  140-1998 de 29 junio  
1711 141  141-1998 de 29 junio R
1712 142  142-1998 de 29 junio  
1713 143  143-1998 de 30 junio Sala Primera  
1714 144  144-1998 de 30 junio Sala Primera
1715 152  152-1998 de 13 julio  
1716 155  155-1998 de 13 julio R
1717 156  156-1998 de 13 julio  
1718 158  158-1998 de 13 julio  
1719 160  160-1998 de 14 julio Pleno  
1720 166  166-1998 de 15 julio Pleno  
1721 167  167-1998 de 21 julio Pleno  
1722 170  170-1998 de 21 julio Sala Primera  
1723 173  173-1998 de 23 julio Pleno  
1724 174  174-1998 de 23 julio Pleno  
1725 177  177-1998 de 14 septiembre  
1726 178  178-1998 de 14 septiembre  
1727 188  188-1998 de 28 septiembre  
1728 189  189-1998 de 28 septiembre  
1729 191  191-1998 de 29 septiembre Sala Primera  
1730 193  193-1998 de 1 octubre Pleno  
1731 194  194-1998 de 1 octubre Pleno
1732 197  197-1998 de 13 octubre  
1733 198  198-1998 de 13 octubre Sala Primera  
1734 199  199-1998 de 13 octubre  
1735 200  200-1998 de 14 octubre R
1736 201  201-1998 de 14 octubre Sala Primera  
1737 203  203-1998 de 15 octubre Pleno R
1738 204  204-1998 de 26 octubre  
1739 208  208-1998 de 26 octubre  
1740 213  213-1998 de 11 noviembre Sala Primera  
1741 214  214-1998 de 11 noviembre Sala Primera  
1742 215  215-1998 de 11 noviembre Sala Primera  
1743 223  223-1998 de 24 noviembre Sala Primera  
1744 224  224-1998 de 24 noviembre Sala Primera R
1745 225  225-1998 de 23 noviembre Pleno  
1746 227  227-1998 de 26 noviembre Pleno  
752 Lorena Velasco Guerrero
1747 231  231-1998 de 1 diciembre R
1748 233  233-1998 de 1 diciembre  
1749 234  234-1998 de 1 diciembre  
1750 235  235-1998 de 14 diciembre R
1751 239  239-1998 de 15 diciembre Sala Primera
1752 240  240-1998 de 15 diciembre Sala Primera  
1753 109  109-1998 de 21 mayo Pleno
1754 132  132-1998 de 18 junio Pleno
1999 1755 3  3-1999 de 25 enero Sala Primera  
1756 5  5-1999 de 8 febrero  
1757 6  6-1999 de 8 febrero Sala Primera  
1758 9  9-1999 de 8 febrero  
1759 12  12-1999 de 11 febrero Pleno  
1760 14  14-1999 de 22 febrero  
1761 17  17-1999 de 22 febrero  
1762 18  18-1999 de 22 febrero  
1763 19  19-1999 de 22 febrero R
1764 20  20-1999 de 22 febrero  
1765 25  25-1999 de 8 marzo  
1766 26  26-1999 de 8 marzo Sala Primera
1767 28  28-1999 de 8 marzo Sala Primera R
1768 30  30-1999 de 8 marzo Sala Primera  
1769 31  31-1999 de 8 marzo Sala Primera  
1770 33  33-1999 de 8 marzo  
1771 36  36-1999 de 22 marzo Sala Primera  
1772 38  38-1999 de 22 marzo  
1773 40  40-1999 de 22 marzo  
1774 42  42-1999 de 22 marzo  
1775 44  44-1999 de 22 marzo  
1776 45  45-1999 de 22 marzo  
1777 46  46-1999 de 22 marzo Sala Primera R
1778 47  47-1999 de 22 marzo Sala Primera  
1779 48  48-1999 de 22 marzo Sala Primera  
1780 49  49-1999 de 5 abril Pleno R
1781 50  50-1999 de 6 abril Pleno  
1782 53  53-1999 de 12 abril  
1783 55  55-1999 de 12 abril Sala Primera  
1784 56  56-1999 de 12 abril Sala Primera  
1785 57  57-1999 de 12 abril Sala Primera  
1786 59  59-1999 de 12 abril Sala Primera  
1787 67  67-1999 de 26 abril  
1788 69  69-1999 de 26 abril R
1789 70  70-1999 de 26 abril Sala Primera  
1790 74  74-1999 de 26 abril  
1791 76  76-1999 de 26 abril Sala Primera
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1792 83  83-1999 de 10 mayo  
1793 84  84-1999 de 10 mayo Sala Primera  
1794 87  87-1999 de 25 mayo Sala Primera  
1795 90  90-1999 de 26 mayo  
1796 91  91-1999 de 26 mayo  
1797 93  93-1999 de 27 mayo Sala Primera  
1798 95  95-1999 de 31 mayo R
1799 99  99-1999 de 31 mayo Sala Primera R
1800 100  100-1999 de 31 mayo  
1801 105  105-1999 de 14 junio
1802 108  108-1999 de 14 junio  
1803 116  116-1999 de 17 junio Pleno R
1804 120  120-1999 de 28 junio  
1805 128  128-1999 de 1 julio Pleno  
1806 129  129-1999 de 1 julio Pleno R
1807 130  130-1999 de 1 julio Pleno  
1808 133  133-1999 de 15 julio Sala Primera  
1809 134  134-1999 de 15 julio Sala Primera R
1810 136  136-1999 de 20 julio Pleno R
1811 139  139-1999 de 22 julio  
1812 141  141-1999 de 22 julio Sala Primera  
1813 142  142-1999 de 22 julio R
1814 144  144-1999 de 22 julio R
1815 145  145-1999 de 22 julio  
1816 146  146-1999 de 27 julio  
1817 147  147-1999 de 4 agosto  
1818 148  148-1999 de 4 agosto  
1819 149  149-1999 de 4 agosto  
1820 151  151-1999 de 14 septiembre  
1821 154  154-1999 de 14 septiembre Sala Primera  
1822 155  155-1999 de 14 septiembre Sala Primera  
1823 156  156-1999 de 14 septiembre Sala Primera  
1824 158  158-1999 de 14 septiembre Sala Primera  
1825 165  165-1999 de 27 septiembre R
1826 166  166-1999 de 27 septiembre Sala Primera R
1827 171  171-1999 de 27 septiembre  
1828 174  174-1999 de 27 septiembre R
1829 175  175-1999 de 30 septiembre Pleno  
1830 177  177-1999 de 11 octubre Sala Primera R
1831 179  179-1999 de 11 octubre Sala Primera  
1832 180  180-1999 de 11 octubre  
1833 182 182- 1999 de 11 octubre Sala Primera  
1834 185  185-1999 de 11 octubre  
1835 187  187-1999 de 25 octubre R
1836 188  188-1999 de 25 octubre
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1837 190  190-1999 de 25 octubre  
1838 192  192-1999 de 25 octubre Sala Primera  
1839 199  199-1999 de 8 noviembre R
1840 200  200-1999 de 8 noviembre  
1841 201  201-1999 de 8 noviembre  
1842 202  202-1999 de 8 noviembre  
1843 204  204-1999 de 8 noviembre  
1844 207  207-1999 de 11 noviembre  
1845 208  208-1999 de 11 noviembre  
1846 214  214-1999 de 29 noviembre  
1847 215  215-1999 de 29 noviembre  
1848 217  217-1999 de 29 noviembre Sala Primera  
1849 218  218-1999 de 29 noviembre Sala Primera  
1850 219  219-1999 de 29 noviembre Sala Primera  
1851 220  220-1999 de 29 noviembre  
1852 224  224-1999 de 13 diciembre R
1853 226  226-1999 de 13 diciembre Sala Primera  
1854 227  227-1999 de 13 diciembre  
1855 232  232-1999 de 13 diciembre  
1856 233  233-1999 de 13 diciembre Pleno R
1857 234  234-1999 de 16 diciembre Pleno  
1858 236  236-1999 de 20 diciembre  
1859 237  237-1999 de 20 diciembre  
1860 239  239-1999 de 20 diciembre Sala Primera  
1861 240  240-1999 de 20 diciembre R
1862 241  241-1999 de 20 diciembre
2000 1863 2  2-2000 de 17 enero  
1864 3  3-2000 de 17 enero  
1865 4  4-2000 de 17 enero  
1866 5  5-2000 de 17 enero  
1867 6  6-2000 de 17 enero  
1868 8  8-2000 de 17 enero Sala Primera  
1869 11  11-2000 de 17 enero Sala Primera  
1870 14  14-2000 de 17 enero Sala Primera  
1871 15  15-2000 de 20 enero Pleno  
1872 18  18-2000 de 31 enero Sala Primera  
1873 21  21-2000 de 31 enero  
1874 25  25-2000 de 31 enero Sala Primera  
1875 27  27-2000 de 31 enero Sala Primera  
1876 28  28-2000 de 31 enero Sala Primera  
1877 29  29-2000 de 31 enero Sala Primera  
1878 30  30-2000 de 31 enero  
1879 31  31-2000 de 3 febrero Pleno  
1880 32  32-2000 de 3 febrero Pleno  
1881 36  36-2000 de 14 febrero  
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1882 39  39-2000 de 14 febrero  
1883 42  42-2000 de 14 febrero  
1884 46  46-2000 de 17 febrero Pleno  
1885 47  47-2000 de 17 febrero Pleno  
1886 48  48-2000 de 24 febrero  
1887 50  50-2000 de 28 febrero  
1888 52  52-2000 de 28 febrero  
1889 58  58-2000 de 28 febrero Sala Primera  
1890 60  60-2000 de 2 marzo Pleno  
1891 62  62-2000 de 13 marzo  
1892 63  63-2000 de 13 marzo  
1893 64  64-2000 de 13 marzo  
1894 66  66-2000 de 13 marzo Sala Primera
1895 70  70-2000 de 13 marzo Sala Primera  
1896 71  71-2000 de 13 marzo  
1897 72  72-2000 de 13 marzo  
1898 73  73-2000 de 14 marzo Pleno  
1899 75  75-2000 de 27 marzo  
1900 78  78-2000 de 27 marzo  
1901 80  80-2000 de 27 marzo  
1902 81  81-2000 de 27 marzo  
1903 83  83-2000 de 27 marzo  
1904 84  84-2000 de 27 marzo Sala Primera  
1905 87  87-2000 de 27 marzo Sala Primera  
1906 91  91-2000 de 30 marzo Pleno  
1907 95  95-2000 de 10 abril Sala Primera R
1908 98  98-2000 de 10 abril Sala Primera  
1909 99  99-2000 de 10 abril  
1910 102  102-2000 de 10 abril R
1911 104  104-2000 de 13 abril Pleno R
1912 105  105-2000 de 13 abril Pleno R
1913 106  106-2000 de 4 mayo Pleno  
1914 107  107-2000 de 5 mayo Sala Primera  
1915 109  109-2000 de 5 mayo Sala Primera  
1916 110  110-2000 de 5 mayo R
1917 112  112-2000 de 5 mayo Sala Primera  
1918 113  113-2000 de 5 mayo Sala Primera R
1919 120  120-2000 de 10 mayo Pleno R
1920 127  127-2000 de 16 mayo Sala Primera  
1921 131  131-2000 de 16 mayo Sala Primera  
1922 132  132-2000 de 16 mayo  
1923 134  134-2000 de 16 mayo Sala Primera  
1924 137  137-2000 de 29 mayo  
1925 138  138-2000 de 29 mayo  
1926 141  141-2000 de 29 mayo R
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1927 144  144-2000 de 29 mayo  
1928 147  147-2000 de 29 mayo R
1929 150  150-2000 de 12 junio  
1930 153  153-2000 de 12 junio Sala Primera R
1931 156  156-2000 de 12 junio  
1932 157  157-2000 de 12 junio
1933 162  162-2000 de 12 junio Sala Primera  
1934 163  163-2000 de 12 junio Sala Primera R
1935 164  164-2000 de 12 junio  
1936 165  165-2000 de 12 junio R
1937 167  167-2000 de 26 junio  
1938 174  174-2000 de 26 junio Sala Primera  
1939 175  175-2000 de 26 junio  
1940 179  179-2000 de 26 junio  
1941 180  180-2000 de 29 junio Pleno  
1942 181  181-2000 de 29 junio Pleno R
1943 185  185-2000 de 10 julio Sala Primera  
1944 186  186-2000 de 10 julio Sala Primera  
1945 188  188-2000 de 10 julio
1946 194  194-2000 de 19 julio Pleno
1947 195  195-2000 de 24 julio R
1948 199  199-2000 de 24 julio Sala Primera  
1949 201  201-2000 de 24 julio  
1950 202  202-2000 de 24 julio  
1951 203  203-2000 de 24 julio Sala Primera R
1952 206  206-2000 de 24 julio  
1953 207  207-2000 de 24 julio  
1954 208  208-2000 de 24 julio  
1955 209  209-2000 de 24 julio
1956 215  215-2000 de 18 septiembre
1957 218  218-2000 de 18 septiembre  
1958 219  219-2000 de 18 septiembre Sala Primera  
1959 224  224-2000 de 2 octubre  
1960 226  226-2000 de 2 octubre Sala Primera  
1961 231  231-2000 de 2 octubre  
1962 233  233-2000 de 2 octubre  
1963 234  234-2000 de 3 octubre Pleno  
1964 235  235-2000 de 5 octubre Pleno  
1965 236  236-2000 de 16 octubre  
1966 237  237-2000 de 16 octubre  
1967 240  240-2000 de 16 octubre  
1968 241  241-2000 de 16 octubre Sala Primera R
1969 244  244-2000 de 16 octubre Sala Primera  
1970 248  248-2000 de 19 octubre Pleno
1971 249  249-2000 de 30 octubre R
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1972 250  250-2000 de 30 octubre R
1973 252  252-2000 de 30 octubre  
1974 254  254-2000 de 30 octubre  
1975 257  257-2000 de 30 octubre  
1976 263  263-2000 de 30 octubre Sala Primera  
1977 265  265-2000 de 13 noviembre  
1978 267  267-2000 de 13 noviembre Sala Primera  
1979 269  269-2000 de 13 noviembre Sala Primera  
1980 271  271-2000 de 13 noviembre Sala Primera  
1981 272  272-2000 de 13 noviembre Sala Primera  
1982 273  273-2000 de 15 noviembre Pleno  
1983 274  274-2000 de 15 noviembre Pleno  
1984 276  276-2000 de 16 noviembre Pleno  
1985 277  277-2000 de 27 noviembre  
1986 278  278-2000 de 27 noviembre  
1987 279  279-2000 de 27 noviembre Sala Primera  
1988 282  282-2000 de 27 noviembre Sala Primera  
1989 283  283-2000 de 27 noviembre Sala Primera  
1990 284  284-2000 de 27 noviembre Sala Primera  
1991 285  285-2000 de 27 noviembre  
1992 287  287-2000 de 27 noviembre Sala Primera  
1993 288  288-2000 de 27 noviembre  
1994 289  289-2000 de 30 noviembre Pleno R
1995 290  290-2000 de 30 noviembre Pleno R
1996 291  291-2000 de 30 noviembre Pleno  
1997 292  292-2000 de 30 noviembre Pleno R
1998 297  297-2000 de 11 diciembre  
1999 298  298-2000 de 11 diciembre Sala Primera R
2000 302  302-2000 de 11 diciembre Sala Primera  
2001 304  304-2000 de 11 diciembre  
2002 305  305-2000 de 11 diciembre Sala Primera  
2003 306  306-2000 de 12 diciembre Pleno  
2004 308  308-2000 de 18 diciembre  
2005 311  311-2000 de 18 diciembre R
2001 2006 1  1-2001 de 15 enero Sala Segunda R
2007 2  2-2001 de 15 enero Sala Segunda  
2008 8  8-2001 de 15 enero Sala Primera  
2009 13  13-2001 de 29 enero R
2010 14  14-2001 de 29 enero Sala Segunda  
2011 18  18-2001 de 29 enero  
2012 24  24-2001 de 29 enero  
2013 27  27-2001 de 29 enero Sala Primera  
2014 28  28-2001 de 29 enero Sala Segunda  
2015 29  29-2001 de 29 enero Sala Primera  
2016 31  31-2001 de 12 febrero Sala Segunda  
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2017 43  43-2001 de 12 febrero  
2018 44  44-2001 de 12 febrero  
2019 46  46-2001 de 15 febrero Pleno R
2020 47  47-2001 de 15 febrero Pleno
2021 49  49-2001 de 26 febrero Sala Segunda
2022 57  57-2001 de 26 febrero Sala Segunda  
2023 58  58-2001 de 26 febrero  
2024 60  60-2001 de 26 febrero Sala Primera  
2025 61  61-2001 de 26 febrero Sala Segunda  
2026 63  63-2001 de 17 marzo Pleno
2027 64  64-2001 de 17 marzo Pleno R
2028 65  65-2001 de 17 marzo Pleno  
2029 66  66-2001 de 17 marzo Pleno  
2030 68  68-2001 de 17 marzo Pleno R
2031 69  69-2001 de 17 marzo Pleno R
2032 71  71-2001 de 26 marzo Sala Primera  
2033 76  76-2001 de 26 marzo  
2034 79  79-2001 de 26 marzo Sala Segunda  
2035 80  80-2001 de 26 marzo Sala Primera  
2036 81  81-2001 de 26 marzo R
2037 82  82-2001 de 26 marzo Sala Primera  
2038 84  84-2001 de 26 marzo  
2039 85  85-2001 de 26 marzo  
2040 86  86-2001 de 2 abril Sala Primera  
2041 87  87-2001 de 2 abril Sala Primera  
2042 93  93-2001 de 2 abril  
2043 94  94-2001 de 2 abril Sala Segunda  
2044 99  99-2001 de 23 abril Sala Primera  
2045 100  100-2001 de 23 abril Sala Primera  
2046 102  102-2001 de 23 abril Sala Primera  
2047 103  103-2001 de 23 abril Sala Segunda  
2048 106  106-2001 de 23 abril Sala Segunda
2049 107  107-2001 de 23 abril  
2050 109  109-2001 de 26 abril Pleno  
2051 111  111-2001 de 7 mayo Sala Primera  
2052 113  113-2001 de 7 mayo Sala Primera R
2053 115  115-2001 de 10 mayo Pleno R
2054 116  116-2001 de 21 mayo Sala Primera R
2055 119  119-2001 de 29 mayo Pleno R
2056 121  121-2001 de 4 junio  
2057 123  123-2001 de 4 junio Sala Segunda  
2058 124  124-2001 de 4 junio Sala Segunda  
2059 125  125-2001 de 4 junio Sala Segunda  
2060 126  126-2001 de 4 junio Sala Segunda  
2061 127  127-2001 de 4 junio Sala Segunda R
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2062 128  128-2001 de 4 junio Sala Segunda  
2063 129  129-2001 de 4 junio Sala Segunda R
2064 131  131-2001 de 7 junio Pleno
2065 132  132-2001 de 8 junio Sala Primera  
2066 133  133-2001 de 13 junio Sala Primera  
2067 136  136-2001 de 18 junio  
2068 139  139-2001 de 18 junio Sala Primera  
2069 140  140-2001 de 18 junio Sala Primera  
2070 141  141-2001 de 18 junio Sala Segunda  
2071 142  142-2001 de 18 junio Sala Primera  
2072 145  145-2001 de 18 junio Sala Segunda  
2073 146  146-2001 de 18 junio Sala Segunda  
2074 147  147-2001 de 27 junio Sala Primera  
2075 148  148-2001 de 27 junio Sala Primera R
2076 151  151-2001 de 2 julio  
2077 156  156-2001 de 2 julio R
2078 164  164-2001 de 11 julio Pleno
2079 166  166-2001 de 16 julio Sala Segunda  
2080 167  167-2001 de 16 julio Sala Segunda  
2081 169  169-2001 de 16 julio  
2082 173  173-2001 de 26 julio Sala Primera  
2083 175  175-2001 de 26 julio Pleno  
2084 179  179-2001 de 17 septiembre Sala Segunda  
2085 180  180-2001 de 17 septiembre Sala Segunda R
2086 184  184-2001 de 17 septiembre Sala Segunda  
2087 185  185-2001 de 17 septiembre Sala Segunda  
2088 186  186-2001 de 17 septiembre Sala Segunda  
2089 188  188-2001 de 20 septiembre Pleno
2090 189  189-2001 de 24 septiembre Sala Primera  
2091 190  190-2001 de 1 octubre  
2092 193  193-2001 de 1 octubre Sala Segunda  
2093 194  194-2001 de 1 octubre Sala Segunda  
2094 196  196-2001 de 4 octubre Sala Primera  
2095 197  197-2001 de 4 octubre Sala Primera  
2096 198  198-2001 de 4 octubre Sala Primera  
2097 200  200-2001 de 4 octubre Pleno  
2098 202  202-2001 de 15 octubre Sala Segunda  
2099 203  203-2001 de 15 octubre  
2100 204  204-2001 de 15 octubre
2101 212  212-2001 de 29 octubre  
2102 214  214-2001 de 29 octubre
2103 217  217-2001 de 29 octubre Sala Segunda  
2104 219  219-2001 de 31 octubre Pleno  
2105 223  223-2001 de 5 noviembre Sala Primera  
2106 225  225-2001 de 26 noviembre Sala Primera  
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2107 226  226-2001 de 26 noviembre R
2108 227  227-2001 de 26 noviembre  
2109 229  229-2001 de 26 noviembre Sala Primera
2110 232  232-2001 de 11 diciembre Sala Primera  
2111 239  239-2001 de 18 diciembre  
2112 240  240-2001 de 18 diciembre  
2113 159  159-2001 de 5 julio Pleno
2114 230  230-2001 de 26 noviembre
2002 2115 2  2-2002 de 14 enero Sala Segunda
2116 3  3-2002 de 14 enero Sala Primera  
2117 5  5-2002 de 14 enero Sala Primera R
2118 6  6-2002 de 14 enero Sala Primera  
2119 7  7-2002 de 14 enero Sala Primera
2120 8  8-2002 de 14 enero Sala Segunda  
2121 9  9-2002 de 15 enero Sala Segunda  
2122 11  11-2002 de 17 enero Pleno  
2123 14  14-2002 de 28 enero Sala Primera  
2124 18  18-2002 de 28 enero Sala Segunda
2125 20  20-2002 de 28 enero Sala Primera R
2126 21  21-2002 de 28 enero Sala Segunda  
2127 23  23-2002 de 28 enero Sala Segunda
2128 25  25-2002 de 11 febrero Sala Primera  
2129 26  26-2002 de 11 febrero  
2130 27  27-2002 de 11 febrero Sala Segunda  
2131 28  28-2002 de 11 febrero Sala Segunda  
2132 29  29-2002 de 11 febrero Sala Primera  
2133 30  30-2002 de 11 febrero Sala Primera  
2134 34  34-2002 de 11 febrero
2135 36  36-2002 de 11 febrero Sala Segunda  
2136 39  39-2002 de 14 febrero Pleno R
2137 41  41-2002 de 25 febrero Sala Segunda R
2138 46  46-2002 de 25 febrero Sala Segunda  
2139 47  47-2002 de 25 febrero Sala Segunda  
2140 48  48-2002 de 25 febrero Sala Primera  
2141 52  52-2002 de 25 febrero Sala Segunda R
2142 53  53-2002 de 27 febrero Pleno R
2143 54  54-2002 de 27 febrero Pleno  
2144 55  55-2002 de 11 marzo Sala Segunda  
2145 56  56-2002 de 11 marzo Sala Primera  
2146 60  60-2002 de 11 marzo Sala Primera  
2147 63  63-2002 de 11 marzo Sala Primera  
2148 64  64-2002 de 11 marzo  
2149 66  66-2002 de 21 marzo Sala Primera  
2150 67  67-2002 de 21 marzo Pleno  
2151 70  70-2002 de 3 abril Sala Primera  
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2152 74  74-2002 de 8 abril Sala Primera  
2153 75  75-2002 de 8 abril Sala Primera  
2154 76  76-2002 de 8 abril Sala Segunda  
2155 78  78-2002 de 8 abril Sala Segunda  
2156 80  80-2002 de 8 abril Sala Primera  
2157 82  82-2002 de 22 abril Sala Primera  
2158 83  83-2002 de 22 abril Sala Primera  
2159 84  84-2002 de 22 abril Sala Primera  
2160 92  92-2002 de 22 abril  
2161 94  94-2002 de 22 abril Sala Segunda  
2162 95  95-2002 de 25 abril Pleno  
2163 96  96-2002 de 25 abril Pleno  
2164 97  97-2002 de 25 abril Pleno  
2165 99  99-2002 de 6 mayo Sala Primera  
2166 103  103-2002 de 6 mayo Sala Primera  
2167 104  104-2002 de 6 mayo Sala Primera  
2168 110  110-2002 de 6 mayo  
2169 113  113-2002 de 9 mayo Pleno  
2170 114  114-2002 de 20 mayo Sala Primera  
2171 116  116-2002 de 20 mayo Sala Primera R
2172 119  119-2002 de 20 mayo Sala Primera R
2173 121  121-2002 de 20 mayo Sala Segunda  
2174 123  123-2002 de 20 mayo Sala Primera  
2175 126  126-2002 de 23 mayo Pleno  
2176 127  127-2002 de 23 mayo Pleno  
2177 129  129-2002 de 3 junio Sala Primera  
2178 130  130-2002 de 3 junio Sala Primera  
2179 135  135-2002 de 3 junio Sala Segunda  
2180 137  137-2002 de 3 junio Sala Primera  
2181 138  138-2002 de 3 junio Sala Primera  
2182 140  140-2002 de 3 junio Sala Primera  
2183 142  142-2002 de 17 junio Sala Primera  
2184 143  143-2002 de 17 junio  
2185 144  144-2002 de 15 julio Sala Primera  
2186 145  145-2002 de 15 julio Sala Segunda  
2187 148  148-2002 de 15 julio  
2188 150  150-2002 de 15 julio Sala Primera R
2189 151  151-2002 de 15 julio Sala Primera  
2190 152  152-2002 de 15 julio Sala Segunda  
2191 154  154-2002 de 18 julio Pleno R
2192 156  156-2002 de 23 julio  
2193 158  158-2002 de 16 septiembre Sala Segunda
2194 159  159-2002 de 16 septiembre Sala Primera  
2195 163  163-2002 de 16 septiembre Sala Primera  
2196 167  167-2002 de 18 septiembre Pleno R
762 Lorena Velasco Guerrero
2197 170  170-2002 de 30 septiembre
2198 174  174-2002 de 9 octubre  
2199 176  176-2002 de 9 octubre  
2200 177  177-2002 de 14 octubre Sala Primera
2201 178  178-2002 de 14 octubre Sala Segunda  
2202 185  185-2002 de 14 octubre Sala Segunda  
2203 189  189-2002 de 14 octubre Sala Segunda  
2204 192  192-2002 de 28 octubre Sala Segunda R
2205 193  193-2002 de 28 octubre Sala Segunda  
2206 194  194-2002 de 28 octubre  
2207 196  196-2002 de 28 octubre  
2208 197  197-2002 de 28 octubre Sala Segunda  
2209 198  198-2002 de 28 octubre Sala Segunda  
2210 200  200-2002 de 28 octubre Sala Segunda  
2211 202  202-2002 de 28 octubre Sala Segunda  
2212 205  205-2002 de 11 noviembre Sala Segunda  
2213 206  206-2002 de 11 noviembre  
2214 210  210-2002 de 11 noviembre Sala Segunda  
2215 213  213-2002 de 11 noviembre Sala Primera R
2216 217  217-2002 de 25 noviembre Sala Segunda  
2217 218  218-2002 de 25 noviembre Sala Primera  
2218 221  221-2002 de 25 noviembre  
2219 224  224-2002 de 25 noviembre  
2220 225  225-2002 de 9 diciembre Sala Primera  
2221 226  226-2002 de 9 diciembre Sala Primera  
2222 228  228-2002 de 9 diciembre Sala Segunda  
2223 229  229-2002 de 9 diciembre Sala Primera  
2224 232  232-2002 de 9 diciembre Sala Segunda  
2225 233  233-2002 de 9 diciembre Sala Segunda R
2226 235  235-2002 de 9 diciembre Sala Segunda  
2227 239  239-2002 de 11 diciembre Pleno
2228 204  204-2002 de 31 octubre Pleno
2003 2229 2  2-2003 de 16 enero Pleno R
2230 3  3-2003 de 16 enero Pleno  
2231 5  5-2003 de 20 enero  
2232 6  6-2003 de 20 enero Sala Segunda
2233 9  9-2003 de 20 enero  
2234 10  10-2003 de 20 enero  
2235 13  13-2003 de 28 enero Sala Segunda  
2236 14  14-2003 de 28 enero Sala Segunda R
2237 17  17-2003 de 30 enero Sala Primera
2238 18  18-2003 de 30 enero Pleno  
2239 20  20-2003 de 10 febrero Sala Segunda  
2240 22  22-2003 de 10 febrero Sala Segunda
2241 24  24-2003 de 10 febrero  
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2242 31  31-2003 de 13 febrero Sala Primera  
2243 32  32-2003 de 13 febrero Sala Primera R
2244 36  36-2003 de 25 febrero Sala Primera  
2245 37  37-2003 de 25 febrero Sala Primera  
2246 38  38-2003 de 27 febrero Sala Primera  
2247 39  39-2003 de 27 febrero Sala Primera
2248 40  40-2003 de 27 febrero Sala Primera  
2249 42  42-2003 de 3 marzo Sala Segunda  
2250 46  46-2003 de 3 marzo Sala Segunda R
2251 47  47-2003 de 3 marzo Sala Segunda  
2252 48  48-2003 de 12 marzo Pleno R
2253 50  50-2003 de 17 marzo Sala Primera  
2254 51  51-2003 de 17 marzo Sala Primera  
2255 52  52-2003 de 17 marzo Sala Primera  
2256 56  56-2003 de 24 marzo Sala Segunda  
2257 57  57-2003 de 24 marzo Sala Segunda  
2258 59  59-2003 de 24 marzo  
2259 60  60-2003 de 24 marzo Sala Segunda  
2260 61  61-2003 de 24 marzo  
2261 63  63-2003 de 27 marzo Pleno  
2262 76  76-2003 de 23 abril Pleno  
2263 80  80-2003 de 28 abril Sala Segunda  
2264 81  81-2003 de 30 abril Pleno  
2265 82  82-2003 de 5 mayo Sala Segunda
2266 83  83-2003 de 5 mayo Sala Primera  
2267 84  84-2003 de 8 mayo Sala Primera  
2268 86  86-2003 de 8 mayo Sala Primera  
2269 88  88-2003 de 19 mayo Sala Primera  
2270 89  89-2003 de 19 mayo Sala Segunda  
2271 94  94-2003 de 19 mayo  
2272 95  95-2003 de 22 mayo Pleno R
2273 96  96-2003 de 22 mayo Sala Primera  
2274 100  100-2003 de 2 junio Sala Segunda  
2275 101  101-2003 de 2 junio Sala Primera  
2276 103  103-2003 de 2 junio Sala Segunda  
2277 107  107-2003 de 2 junio Sala Primera  
2278 108  108-2003 de 2 junio  
2279 109  109-2003 de 5 junio Pleno R
2280 111  111-2003 de 16 junio Sala Primera  
2281 115  115-2003 de 16 junio Sala Segunda R
2282 116  116-2003 de 16 junio Sala Segunda  
2283 117  117-2003 de 16 junio Sala Segunda  
2284 121  121-2003 de 16 junio Sala Segunda  
2285 124  124-2003 de 19 junio Pleno  
2286 126  126-2003 de 30 junio Sala Primera
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2287 127  127-2003 de 30 junio Sala Segunda  
2288 129  129-2003 de 30 junio  
2289 131  131-2003 de 30 junio  
2290 132  132-2003 de 30 junio Sala Primera  
2291 133  133-2003 de 30 junio  
2292 137  137-2003 de 3 julio Pleno
2293 143  143-2003 de 14 julio Sala Segunda  
2294 147  147-2003 de 14 julio Sala Primera  
2295 150  150-2003 de 15 julio Pleno  
2296 152  152-2003 de 17 julio Pleno
2297 153  153-2003 de 17 julio
2298 154  154-2003 de 17 julio Sala Segunda
2299 155  155-2003 de 21 julio
2300 156  156-2003 de 15 septiembre Sala Primera  
2301 157  157-2003 de 15 septiembre Sala Primera  
2302 158  158-2003 de 15 septiembre Sala Primera  
2303 159  159-2003 de 15 septiembre Sala Primera  
2304 160  160-2003 de 15 septiembre Sala Primera  
2305 161  161-2003 de 15 septiembre Sala Primera  
2306 166  166-2003 de 29 septiembre Sala Primera  
2307 167  167-2003 de 29 septiembre Sala Segunda  
2308 169  169-2003 de 29 septiembre Sala Segunda  
2309 170  170-2003 de 29 septiembre Sala Segunda  
2310 171  171-2003 de 29 septiembre  
2311 176  176-2003 de 10 octubre Sala Segunda
2312 184  184-2003 de 23 octubre Pleno R
2313 185  185-2003 de 27 octubre Sala Primera  
2314 186  186-2003 de 27 octubre Sala Primera  
2315 191  191-2003 de 27 octubre Sala Segunda  
2316 192  192-2003 de 27 octubre Sala Primera  
2317 193  193-2003 de 27 octubre Sala Primera  
2318 194  194-2003 de 27 octubre Sala Segunda  
2319 195  195-2003 de 27 octubre Sala Primera  
2320 197  197-2003 de 30 octubre Pleno R
2321 199  199-2003 de 10 noviembre Sala Segunda  
2322 202  202-2003 de 17 noviembre Pleno  
2323 205  205-2003 de 1 diciembre Sala Primera  
2324 208  208-2003 de 1 diciembre
2325 212  212-2003 de 1 diciembre Sala Primera
2326 227  227-2003 de 29 noviembre Sala Primera  
2327 229  229-2003 de 18 diciembre Pleno
2004 2328 1  1-2004 de 13 diciembre Pleno R
2329 6  6-2004 de 16 enero  
2330 7  7-2004 de 9 febrero Sala Primera  
2331 10  10-2004 de 9 febrero Sala Segunda  
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2332 16  16-2004 de 23 febrero Sala Primera R
2333 22  22-2004 de 23 febrero Sala Primera  
2334 23  23-2004 de 23 febrero Sala Primera  
2335 24  24-2004 de 24 febrero Pleno  
2336 25  25-2004 de 26 febrero  
2337 26  26-2004 de 26 febrero  
2338 27  27-2004 de 4 marzo  
2339 36  36-2004 de 8 marzo Sala Primera  
2340 37  37-2004 de 11 marzo Pleno R
2341 41  41-2004 de 22 marzo Sala Segunda  
2342 43  43-2004 de 23 marzo Sala Primera R
2343 44  44-2004 de 23 marzo Sala Primera  
2344 45  45-2004 de 23 marzo Sala Primera  
2345 54  54-2004 de 15 abril Pleno  
2346 56  56-2004 de 19 abril Sala Primera  
2347 57  57-2004 de 19 abril Sala Primera  
2348 61  61-2004 de 19 abril Sala Segunda  
2349 62  62-2004 de 19 abril Sala Primera  
2350 63  63-2004 de 19 abril Sala Segunda  
2351 64  64-2004 de 19 abril Sala Primera  
2352 65  65-2004 de 19 abril Sala Segunda  
2353 66  66-2004 de 19 abril Sala Primera  
2354 71  71-2004 de 19 abril Sala Segunda
2355 74  74-2004 de 22 abril
2356 78  78-2004 de 29 abril Pleno
2357 79  79-2004 de 5 mayo  
2358 81  81-2004 de 5 mayo Sala Segunda  
2359 86  86-2004 de 10 mayo Sala Primera  
2360 87  87-2004 de 10 mayo Sala Primera  
2361 89  89-2004 de 19 mayo  
2362 101  101-2004 de 2 junio Sala Primera
2363 103  103-2004 de 2 junio  
2364 108  108-2004 de 30 junio Pleno  
2365 111  111-2004 de 12 julio Sala Primera  
2366 112  112-2004 de 12 julio Sala Primera  
2367 113  113-2004 de 12 julio Sala Primera
2368 115  115-2004 de 12 julio Sala Primera  
2369 119  119-2004 de 12 julio Sala Primera  
2370 120  120-2004 de 12 julio Sala Segunda  
2371 122  122-2004 de 12 julio Sala Segunda  
2372 123  123-2004 de 13 julio Sala Primera  
2373 127  127-2004 de 19 julio Sala Primera  
2374 131  131-2004 de 19 julio Sala Segunda  
2375 134  134-2004 de 22 julio Pleno  
2376 135  135-2004 de 5 agosto Sala Segunda  
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2377 136  136-2004 de 13 septiembre Sala Primera  
2378 138  138-2004 de 13 septiembre Sala Primera  
2379 142  142-2004 de 13 septiembre Sala Primera  
2380 143  143-2004 de 13 septiembre Sala Segunda  
2381 144  144-2004 de 13 septiembre Sala Segunda  
2382 149  149-2004 de 20 septiembre  
2383 150  150-2004 de 20 septiembre Sala Primera  
2384 151  151-2004 de 20 septiembre Sala Segunda R
2385 155  155-2004 de 20 septiembre Sala Segunda  
2386 156  156-2004 de 21 septiembre Pleno  
2387 161  161-2004 de 4 octubre Sala Primera
2388 163  163-2004 de 4 octubre  
2389 168  168-2004 de 6 octubre Pleno  
2390 171  171-2004 de 18 octubre Sala Primera R
2391 175  175-2004 de 18 octubre Sala Primera  
2392 180  180-2004 de 2 noviembre Sala Primera  
2393 181  181-2004 de 2 noviembre Sala Primera R
2394 186  186-2004 de 2 noviembre Sala Primera R
2395 188  188-2004 de 2 noviembre Sala Segunda  
2396 191  191-2004 de 2 noviembre Sala Segunda R
2397 193  193-2004 de 4 noviembre Pleno  
2398 196  196-2004 de 15 noviembre Sala Primera R
2399 197  197-2004 de 15 noviembre Sala Primera  
2400 198  198-2004 de 15 noviembre  
2401 202  202-2004 de 15 noviembre Sala Primera  
2402 204  204-2004 de 18 noviembre Pleno
2403 221  221-2004 de 29 noviembre Sala Primera
2404 222  222-2004 de 29 noviembre Sala Segunda  
2405 245  245-2004 de 16 diciembre Pleno  
2406 253  253-2004 de 22 diciembre Pleno R
2407 255  255-2004 de 23 diciembre Pleno  
2408 51  51-2004 de 13 abril Pleno
2005 2409 1  1-2005 de 17 enero Sala Primera  
2410 6  6-2005 de 17 enero Sala Primera  
2411 10  10-2005 de 20 enero Pleno  
2412 16  16-2005 de 1 febrero Sala Primera  
2413 17  17-2005 de 1 febrero Sala Primera  
2414 22  22-2005 de 1 febrero  
2415 25  25-2005 de 14 febrero Sala Primera  
2416 26  26-2005 de 14 febrero Sala Primera  
2417 34  34-2005 de 17 febrero Pleno  
2418 37  37-2005 de 28 febrero Sala Primera  
2419 39  39-2005 de 28 febrero Sala Primera  
2420 47  47-2005 de 3 marzo Pleno  
2421 48  48-2005 de 3 marzo Pleno R
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2422 51  51-2005 de 14 marzo Sala Primera  
2423 54  54-2005 de 14 marzo Sala Primera  
2424 57  57-2005 de 14 marzo  
2425 60  60-2005 de 14 marzo  
2426 62  62-2005 de 14 marzo Sala Segunda  
2427 68  68-2005 de 31 marzo Sala Segunda
2428 72  72-2005 de 4 abril Sala Primera R
2429 76  76-2005 de 4 abril Sala Segunda  
2430 80  80-2005 de 4 abril  
2431 82  82-2005 de 6 abril Pleno  
2432 83  83-2005 de 7 abril Pleno  
2433 89  89-2005 de 18 abril Sala Primera  
2434 90  90-2005 de 18 abril Sala Primera
2435 91  91-2005 de 18 abril Sala Primera  
2436 92  92-2005 de 18 abril  
2437 97  97-2005 de 18 abril Sala Primera  
2438 99  99-2005 de 18 abril Sala Segunda  
2439 102  102-2005 de 20 abril Pleno
2440 110  110-2005 de 9 mayo Sala Primera  
2441 118  118-2005 de 9 mayo Sala Segunda  
2442 120  120-2005 de 10 mayo  
2443 121  121-2005 de 10 mayo Pleno
2444 122  122-2005 de 11 mayo Pleno  
2445 123  123-2005 de 12 mayo Pleno R
2446 124  124-2005 de 23 mayo Sala Primera  
2447 129  129-2005 de 23 mayo Sala Primera  
2448 132  132-2005 de 23 mayo Sala Primera
2449 145  145-2005 de 6 junio Sala Primera  
2450 146  146-2005 de 6 junio Sala Segunda  
2451 151  151-2005 de 6 junio  
2452 154  154-2005 de 9 junio Pleno
2453 155  155-2005 de 9 junio Pleno  
2454 157  157-2005 de 20 junio Sala Primera  
2455 159  159-2005 de 20 junio Sala Primera  
2456 161  161-2005 de 20 junio Sala Primera  
2457 165  165-2005 de 20 junio Sala Segunda  
2458 172  172-2005 de 20 junio Sala Segunda  
2459 176  176-2005 de 4 julio Sala Primera  
2460 179  179-2005 de 4 julio Sala Primera  
2461 180  180-2005 de 4 julio Sala Segunda  
2462 186  186-2005 de 4 julio Sala Segunda  
2463 188  188-2005 de 7 julio Pleno  
2464 189  189-2005 de 7 julio Pleno  
2465 190  190-2005 de 7 julio Pleno  
2466 195  195-2005 de 18 julio Sala Primera  
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2467 200  200-2005 de 18 julio Sala Primera  
2468 201  201-2005 de 18 julio Sala Primera  
2469 210  210-2005 de 18 julio Sala Segunda  
2470 212  212-2005 de 21 julio Pleno  
2471 213  213-2005 de 21 julio Pleno  
2472 216  216-2005 de 12 septiembre Sala Primera  
2473 218  218-2005 de 12 septiembre Sala Primera  
2474 220  220-2005 de 12 septiembre Sala Primera  
2475 222  222-2005 de 12 septiembre  
2476 230  230-2005 de 26 septiembre Sala Primera  
2477 231  231-2005 de 26 septiembre Sala Primera
2478 232  232-2005 de 26 septiembre Sala Primera  
2479 233  233-2005 de 26 septiembre  
2480 234  234-2005 de 26 septiembre Sala Primera  
2481 238  238-2005 de 26 septiembre
2482 241  241-2005 de 10 octubre Sala Primera  
2483 242  242-2005 de 10 octubre Sala Primera R
2484 253  253-2005 de 11 octubre Pleno  
2485 254  254-2005 de 11 octubre Pleno  
2486 255  255-2005 de 11 octubre Pleno  
2487 256  256-2005 de 11 octubre Pleno  
2488 259  259-2005 de 24 octubre Sala Primera
2489 261  261-2005 de 24 octubre Sala Segunda  
2490 266  266-2005 de 24 octubre Sala Segunda  
2491 268  268-2005 de 24 octubre Sala Segunda  
2492 273  273-2005 de 27 octubre Pleno R
2493 274  274-2005 de 7 noviembre Sala Primera  
2494 278  278-2005 de 7 noviembre Sala Primera R
2495 281  281-2005 de 7 noviembre Sala Primera  
2496 284  284-2005 de 7 noviembre Sala Primera  
2497 292  292-2005 de 10 noviembre Pleno  
2498 296  296-2005 de 21 noviembre Sala Primera  
2499 297  297-2005 de 21 noviembre Sala Segunda  
2500 298  298-2005 de 21 noviembre Sala Segunda  
2501 299  299-2005 de 21 noviembre Sala Segunda  
2502 301  301-2005 de 21 noviembre Sala Segunda  
2503 303  303-2005 de 24 noviembre Pleno  
2504 309  309-2005 de 12 diciembre Sala Primera  
2505 315  315-2005 de 12 diciembre Sala Primera  
2506 316  316-2005 de 12 diciembre Sala Primera  
2507 317  317-2005 de 12 diciembre Sala Primera  
2508 318  318-2005 de 12 diciembre Sala Primera  
2509 319  319-2005 de 12 diciembre Sala Primera  
2510 320  320-2005 de 12 diciembre Sala Primera  
2511 321  321-2005 de 12 diciembre Sala Primera  
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2512 322  322-2005 de 12 diciembre Sala Segunda  
2513 326  326-2005 de 12 diciembre  
2514 328  328-2005 de 12 diciembre  
2515 329  329-2005 de 15 diciembre Pleno  
2516 330  330-2005 de 15 diciembre Pleno  
2517 332  332-2005 de 15 diciembre Pleno  
2518 334  334-2005 de 20 diciembre Sala Primera  
2519 336  336-2005 de 20 diciembre Sala Primera  
2520 339  339-2005 de 20 diciembre Sala Primera  
2521 342  342-2005 de 21 diciembre Sala Primera  
2522 138  138- 2005 de 26 mayo
2523 252  252-2005 de 11 octubre
2006 2524 3  3-2006 de 16 enero Sala Primera  
2525 5  5-2006 de 16 enero Sala Primera  
2526 9  9-2006 de 16 enero Sala Primera  
2527 11  11-2006 de 16 enero Sala Primera  
2528 23  23-2006 de 30 enero Sala Primera  
2529 26  26-2006 de 30 enero Sala Segunda  
2530 27  27-2006 de 30 enero Sala Segunda  
2531 29  29-2006 de 30 enero Sala Segunda  
2532 30  30-2006 de 30 enero
2533 31  31-2006 de 1 febrero Pleno  
2534 33  33-2006 de 13 febrero Sala Primera  
2535 35  35-2006 de 13 febrero Sala Primera  
2536 46  46-2006 de 13 febrero Sala Primera  
2537 47  47-2006 de 13 febrero  
2538 53  53-2006 de 27 febrero Sala Primera  
2539 54  54-2006 de 27 febrero Sala Primera  
2540 69  69-2006 de 13 marzo Sala Segunda  
2541 70  70-2006 de 13 marzo Sala Primera  
2542 71  71-2006 de 13 marzo Sala Primera  
2543 77  77-2006 de 13 marzo Sala Primera  
2544 78  78-2006 de 13 marzo Sala Segunda  
2545 81  81-2006 de 13 marzo Sala Primera  
2546 82  82-2006 de 13 marzo R
2547 83  83-2006 de 13 marzo Sala Primera  
2548 85  85-2006 de 27 marzo Sala Primera  
2549 89  89-2006 de 27 marzo Sala Primera  
2550 90  90-2006 de 27 marzo Sala Segunda  
2551 93  93-2006 de 27 marzo Sala Primera  
2552 98  98-2006 de 27 marzo  
2553 107  107-2006 de 3 abril Sala Primera  
2554 110  110-2006 de 3 abril Sala Segunda  
2555 112  112-2006 de 5 abril Pleno  
2556 114  114-2006 de 5 abril Sala Primera  
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2557 117  117-2006 de 24 abril Sala Primera  
2558 118  118-2006 de 24 abril Sala Segunda
2559 119  119-2006 de 24 abril Sala Primera  
2560 125  125-2006 de 24 abril  
2561 129  129-2006 de 24 abril Sala Primera R
2562 133  133-2006 de 27 abril Pleno  
2563 135  135-2006 de 27 abril Pleno
2564 136  136-2006 de 8 mayo Sala Segunda  
2565 137  137-2006 de 8 mayo Sala Primera  
2566 138  138-2006 de 8 mayo Sala Primera  
2567 144  144-2006 de 8 mayo  
2568 149  149-2006 de 11 mayo Pleno  
2569 150  150-2006 de 22 mayo Sala Primera
2570 151  151-2006 de 22 mayo Sala Primera  
2571 154  154-2006 de 22 mayo Sala Primera R
2572 155  155-2006 de 22 mayo Sala Primera  
2573 163  163-2006 de 22 mayo Sala Segunda  
2574 168  168-2006 de 5 junio Sala Primera  
2575 169  169-2006 de 5 junio Sala Primera  
2576 174  174-2006 de 5 junio Sala Primera
2577 177  177-2006 de 5 junio  
2578 179  179-2006 de 13 junio Pleno
2579 181  181-2006 de 19 junio Sala Primera  
2580 183  183-2006 de 19 junio  
2581 184  184-2006 de 19 junio Sala Segunda  
2582 187  187-2006 de 19 junio Sala Primera  
2583 191  191-2006 de 19 junio Sala Primera  
2584 193  193-2006 de 19 junio Sala Segunda  
2585 196  196-2006 de 3 julio Sala Primera  
2586 197  197-2006 de 3 julio Sala Primera  
2587 200  200-2006 de 3 julio  
2588 201  201-2006 de 3 julio Sala Primera  
2589 202  202-2006 de 3 julio Sala Primera  
2590 203  203-2006 de 3 julio Sala Primera  
2591 204  204-2006 de 3 julio Sala Primera  
2592 205  205-2006 de 3 julio Sala Primera  
2593 206  206-2006 de 3 julio Sala Primera  
2594 207  207-2006 de 3 julio Sala Primera  
2595 208  208-2006 de 3 julio Sala Primera  
2596 209  209-2006 de 3 julio Sala Primera  
2597 210  210-2006 de 3 julio Sala Primera  
2598 211  211-2006 de 3 julio Sala Primera  
2599 212  212-2006 de 3 julio Sala Primera  
2600 213  213-2006 de 3 julio Sala Primera  
2601 214  214-2006 de 3 julio Sala Segunda R
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2602 216  216-2006 de 3 julio Sala Segunda R
2603 218  218-2006 de 3 julio Sala Segunda  
2604 220  220-2006 de 3 julio Sala Primera R
2605 223  223-2006 de 6 julio Pleno  
2606 227  227-2006 de 17 julio Sala Primera  
2607 229  229-2006 de 17 julio Sala Primera
2608 232  232-2006 de 17 julio Sala Primera  
2609 233  233-2006 de 17 julio Sala Primera  
2610 240  240-2006 de 20 julio Pleno  
2611 242  242-2006 de 24 julio Sala Primera  
2612 246  246-2006 de 24 julio Sala Primera  
2613 250  250-2006 de 24 julio Sala Primera  
2614 252  252-2006 de 25 julio Sala Segunda  
2615 257  257-2006 de 11 septiembre Sala Primera  
2616 258  258-2006 de 11 septiembre Sala Segunda  
2617 259  259-2006 de 11 septiembre Sala Primera  
2618 260  260-2006 de 11 septiembre Sala Primera  
2619 262  262-2006 de 11 septiembre Sala Primera  
2620 264  264-2006 de 11 septiembre Sala Segunda  
2621 269  269-2006 de 11 septiembre Sala Segunda  
2622 272  272-2006 de 25 septiembre Sala Primera  
2623 273  273-2006 de 25 septiembre Sala Primera  
2624 275  275-2006 de 25 septiembre Sala Segunda  
2625 280  280-2006 de 9 octubre Sala Segunda  
2626 283  283-2006 de 9 octubre Sala Primera R
2627 292  292-2006 de 10 octubre Sala Segunda  
2628 293  293-2006 de 10 octubre Sala Primera  
2629 295  295-2006 de 11 octubre Pleno  
2630 296  296-2006 de 11 octubre Pleno  
2631 298  298-2006 de 23 octubre Sala Primera R
2632 299  299-2006 de 23 octubre Sala Primera
2633 300  300-2006 de 23 octubre Sala Primera  
2634 301  301-2006 de 23 octubre Sala Primera R
2635 303  303-2006 de 23 octubre Sala Primera  
2636 305  305-2006 de 23 octubre Sala Primera  
2637 310  310-2006 de 23 octubre Sala Segunda  
2638 311  311-2006 de 23 octubre Sala Primera  
2639 312  312-2006 de 8 noviembre Pleno  
2640 318  318-2006 de 15 noviembre Sala Segunda  
2641 320  320-2006 de 15 noviembre Sala Segunda  
2642 328  328-2006 de 20 noviembre Sala Segunda  
2643 331  331-2006 de 20 noviembre  
2644 333  333-2006 de 20 noviembre Sala Primera  
2645 335  335-2006 de 20 noviembre  
2646 338  338-2006 de 11 diciembre Sala Segunda  
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2647 354  354-2006 de 18 diciembre Sala Segunda  
2648 356  356-2006 de 18 diciembre Sala Segunda  
2649 361  361-2006 de 18 diciembre Sala Segunda R
2650 365  365-2006 de 21 diciembre Pleno  
2651 270  270-2006 de 13 septiembre
2007 2652 3  3-2007 de 15 enero Sala Primera  
2653 9  9-2007 de 15 enero Sala Primera  
2654 12  12-2007 de 15 enero Sala Segunda  
2655 18  18-2007 de 12 febrero Sala Primera  
2656 19  19-2007 de 12 febrero Sala Segunda  
2657 20  20-2007 de 12 febrero Sala Segunda  
2658 24  24-2007 de 12 febrero Sala Primera  
2659 28  28-2007 de 12 febrero Sala Primera  
2660 30  30-2007 de 12 febrero Sala Primera  
2661 31  31-2007 de 12 febrero Sala Segunda  
2662 33  33-2007 de 12 febrero Sala Primera  
2663 34  34-2007 de 12 febrero Sala Segunda  
2664 35  35-2007 de 12 febrero Sala Primera R
2665 36  36-2007 de 12 febrero Sala Primera  
2666 38  38-2007 de 15 febrero Pleno R
2667 45  45-2007 de 1 marzo Pleno  
2668 46  46-2007 de 1 marzo Pleno  
2669 48  48-2007 de 12 marzo Sala Primera  
2670 51  51-2007 de 12 marzo Sala Segunda  
2671 53  53-2007 de 12 marzo Sala Primera  
2672 57  57-2007 de 12 marzo Sala Primera  
2673 58  58-2007 de 14 marzo Pleno  
2674 62  62-2007 de 27 marzo Sala Primera
2675 66  66-2007 de 27 marzo Sala Primera  
2676 68  68-2007 de 28 marzo Pleno
2677 69  69-2007 de 16 abril Sala Primera R
2678 72  72-2007 de 16 abril Sala Primera R
2679 76  76-2007 de 16 abril Sala Primera  
2680 78  78-2007 de 16 abril Sala Primera  
2681 79  79-2007 de 16 abril Sala Segunda  
2682 80  80-2007 de 19 abril Pleno  
2683 81  81-2007 de 19 abril Pleno  
2684 82  82-2007 de 19 abril Pleno  
2685 83  83-2007 de 19 abril Pleno  
2686 84  84-2007 de 19 abril Pleno  
2687 85  85-2007 de 19 abril Pleno  
2688 86  86-2007 de 19 abril Pleno  
2689 87  87-2007 de 19 abril Pleno  
2690 88  88-2007 de 19 abril Pleno  
2691 89  89-2007 de 19 abril Pleno  
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2692 90  90-2007 de 19 abril Pleno  
2693 91  91-2007 de 7 mayo  
2694 95  95-2007 de 7 mayo Sala Segunda  
2695 96  96-2007 de 8 mayo Sala Primera  
2696 97  97-2007 de 8 mayo Sala Primera  
2697 98  98-2007 de 8 mayo Sala Primera  
2698 99  99-2007 de 9 mayo Sala Primera  
2699 100  100-2007 de 9 mayo Sala Primera
2700 101  101-2007 de 9 mayo Sala Primera  
2701 102  102-2007 de 9 mayo Sala Primera  
2702 103  103-2007 de 9 mayo Sala Primera  
2703 104  104-2007 de 9 mayo Sala Primera  
2704 105  105-2007 de 10 mayo Sala Primera  
2705 106  106-2007 de 10 mayo Sala Primera  
2706 107  107-2007 de 10 mayo Sala Primera  
2707 108  108-2007 de 10 mayo Sala Primera  
2708 109  109-2007 de 10 mayo Sala Primera  
2709 110  110-2007 de 10 mayo Sala Primera  
2710 111  111-2007 de 10 mayo Sala Primera  
2711 112  112-2007 de 10 mayo Sala Primera  
2712 113  113-2007 de 10 mayo Sala Primera  
2713 114  114-2007 de 10 mayo Sala Primera  
2714 115  115-2007 de 10 mayo Sala Primera  
2715 116  116-2007 de 21 mayo Sala Primera  
2716 120  120-2007 de 21 mayo Sala Primera  
2717 125  125-2007 de 21 mayo Sala Primera  
2718 127  127-2007 de 22 mayo Sala Primera
2719 128  128-2007 de 4 junio R
2720 129  129-2007 de 4 junio Sala Primera  
2721 130  130-2007 de 4 junio Sala Segunda  
2722 139  139-2007 de 4 junio Sala Primera  
2723 140  140-2007 de 4 junio  
2724 141  141-2007 de 18 junio Sala Primera  
2725 145  145-2007 de 18 junio Sala Primera  
2726 147  147-2007 de 18 junio Sala Primera  
2727 149  149-2007 de 18 junio Sala Segunda  
2728 150  150-2007 de 18 junio Sala Segunda  
2729 151  151-2007 de 18 junio Sala Segunda
2730 152  152-2007 de 18 junio Sala Segunda  
2731 153  153-2007 de 18 junio  
2732 160  160-2007 de 2 julio Sala Primera  
2733 164  164-2007 de 2 julio Sala Primera  
2734 165  165-2007 de 2 julio Sala Primera  
2735 167  167-2007 de 18 julio Sala Segunda
2736 169  169-2007 de 18 julio Sala Segunda  
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2737 170  170-2007 de 18 julio Sala Segunda  
2738 177  177-2007 de 23 julio Sala Primera  
2739 183  183-2007 de 10 septiembre  
2740 187  187-2007 de 10 septiembre  
2741 188  188-2007 de 10 septiembre  
2742 189  189-2007 de 10 septiembre  
2743 190  190-2007 de 10 septiembre  
2744 191  191-2007 de 10 septiembre  
2745 192  192-2007 de 10 septiembre  
2746 193  193-2007 de 10 septiembre  
2747 194  194-2007 de 10 septiembre  
2748 200  200-2007 de 24 septiembre Sala Primera  
2749 201  201-2007 de 24 septiembre  
2750 202  202-2007 de 24 septiembre Sala Primera  
2751 206  206-2007 de 24 septiembre Sala Primera
2752 208  208-2007 de 24 septiembre Sala Primera  
2753 209  209-2007 de 24 septiembre Sala Primera  
2754 216  216-2007 de 8 octubre Sala Primera  
2755 221  221-2007 de 8 octubre Sala Primera  
2756 224  224-2007 de 22 octubre Sala Segunda
2757 226  226-2007 de 22 octubre  
2758 229  229-2007 de 5 noviembre Sala Primera  
2759 230  230-2007 de 5 noviembre Sala Primera  
2760 232  232-2007 de 5 noviembre Sala Primera  
2761 233  233-2007 de 5 noviembre  
2762 234  234-2007 de 5 noviembre Sala Primera  
2763 235  235-2007 de 7 noviembre Pleno R
2764 236  236-2007 de 7 noviembre Pleno R
2765 238  238-2007 de 21 noviembre Pleno  
2766 244  244-2007 de 10 diciembre Sala Primera  
2767 247  247-2007 de 12 diciembre Pleno
2768 248  248-2007 de 13 diciembre Pleno  
2769 251  251-2007 de 17 diciembre Sala Segunda  
2770 257  257-2007 de 17 diciembre Sala Primera  
2771 258  258-2007 de 18 diciembre Pleno  
2772 259  259-2007 de 19 diciembre Pleno  
2773 260  260-2007 de 20 diciembre Pleno  
2774 44  44-2007 de 1 marzo Pleno
2775 249  249-2007 de 13 diciembre Pleno
2008 2776 7  7-2008 de 21 enero Sala Primera  
2777 12  12-2008 de 29 enero Pleno R
2778 13  13-2008 de 31 enero Sala Primera  
2779 15  15-2008 de 31 enero Sala Primera  
2780 16  16-2008 de 31 enero Sala Segunda  
2781 21  21-2008 de 31 enero Sala Primera  
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2782 22  22-2008 de 31 enero  
2783 27  27-2008 de 11 febrero Sala Segunda  
2784 29  29-2008 de 20 febrero Sala Segunda  
2785 30  30-2008 de 25 febrero Sala Primera  
2786 31  31-2008 de 25 febrero  
2787 34  34-2008 de 25 febrero Sala Primera  
2788 35  35-2008 de 25 febrero Sala Primera  
2789 37  37-2008 de 25 febrero Sala Primera  
2790 39  39-2008 de 10 marzo Sala Primera  
2791 43  43-2008 de 10 marzo Sala Primera  
2792 49  49-2008 de 9 abril Pleno  
2793 50  50-2008 de 14 abril Sala Segunda  
2794 51  51-2008 de 14 abril Sala Segunda  
2795 52  52-2008 de 14 abril Sala Primera  
2796 53  53-2008 de 14 abril Sala Segunda  
2797 54  54-2008 de 14 abril  
2798 56  56-2008 de 14 abril  
2799 57  57-2008 de 28 abril Sala Segunda  
2800 60  60-2008 de 26 mayo Sala Segunda R
2801 62  62-2008 de 26 mayo Sala Primera  
2802 65  65-2008 de 29 mayo Sala Primera  
2803 66  66-2008 de 29 mayo Sala Primera  
2804 68  68-2008 de 23 junio Sala Segunda  
2805 69  69-2008 de 23 junio Sala Segunda  
2806 70  70-2008 de 23 junio  
2807 71  71-2008 de 23 junio  
2808 74  74-2008 de 23 junio Sala Primera  
2809 76  76-2008 de 3 julio Pleno  
2810 82  82-2008 de 17 julio Pleno  
2811 83  83-2008 de 17 julio Pleno  
2812 84  84-2008 de 21 julio Sala Primera  
2813 87  87-2008 de 21 julio Sala Primera  
2814 90  90-2008 de 21 julio Sala Primera  
2815 91  91-2008 de 21 julio Sala Primera  
2816 92  92-2008 de 21 julio Sala Primera R
2817 95  95-2008 de 24 julio Pleno  
2818 96  96-2008 de 24 julio Pleno  
2819 97  97-2008 de 24 julio Pleno  
2820 100  100-2008 de 24 julio Pleno  
2821 101  101-2008 de 24 julio Pleno
2822 103  103-2008 de 11 septiembre Pleno R
2823 107  107-2008 de 22 septiembre Sala Segunda  
2824 108  108-2008 de 22 septiembre  
2825 109  109-2008 de 22 septiembre Sala Segunda  
2826 113  113-2008 de 29 septiembre Sala Primera  
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2827 114  114-2008 de 29 septiembre Sala Primera  
2828 118  118-2008 de 13 octubre Sala Primera  
2829 120  120-2008 de 13 octubre Sala Primera  
2830 122  122-2008 de 20 octubre  
2831 123  123-2008 de 20 octubre Sala Segunda  
2832 124  124-2008 de 20 octubre Sala Segunda  
2833 130  130-2008 de 27 octubre Sala Segunda  
2834 131  131-2008 de 27 octubre Sala Segunda  
2835 132  132-2008 de 27 octubre Sala Segunda  
2836 133  133-2008 de 27 octubre Sala Segunda  
2837 136  136-2008 de 27 octubre Sala Segunda  
2838 137  137-2008 de 27 octubre Sala Segunda  
2839 138  138-2008 de 27 octubre Sala Segunda  
2840 142  142-2008 de 31 octubre Sala Primera  
2841 143  143-2008 de 31 octubre Sala Primera  
2842 147  147-2008 de 10 noviembre Sala Primera  
2843 152  152-2008 de 17 noviembre  
2844 153  153-2008 de 24 noviembre Sala Primera  
2845 154  154-2008 de 24 noviembre Sala Primera  
2846 155  155-2008 de 24 noviembre Sala Primera  
2847 157  157-2008 de 24 noviembre Sala Primera  
2848 160  160-2008 de 2 diciembre Sala Primera  
2849 169  169-2008 de 15 diciembre Sala Primera  
2850 170  170-2008 de 15 diciembre Sala Segunda  
2851 172  172-2008 de 18 diciembre Pleno  
2852 173  173-2008 de 22 diciembre Sala Primera  
2853 178  178-2008 de 22 diciembre Sala Segunda  
2854 179  179-2008 de 22 diciembre Sala Segunda
2855 181  181-2008 de 22 diciembre Sala Primera  
2009 2856 10  10-2009 de 12 enero Sala Segunda  
2857 13  13-2009 de 19 enero Pleno  
2858 14  14-2009 de 20 enero Sala Primera  
2859 15  15-2009 de 20 enero Sala Primera  
2860 29  29-2009 de 26 enero  
2861 34  34-2009 de 9 febrero Sala Segunda  
2862 37  37-2009 de 9 febrero Sala Segunda R
2863 38  38-2009 de 9 febrero Sala Segunda  
2864 39  39-2009 de 9 febrero Sala Primera  
2865 43  43-2009 de 12 febrero Sala Primera  
2866 44  44-2009 de 12 febrero Sala Primera  
2867 45  45-2009 de 19 febrero Pleno  
2868 50  50-2009 de 23 febrero Sala Segunda  
2869 55  55-2009 de 9 marzo  
2870 68  68-2009 de 18 marzo Sala Primera  
2871 69  69-2009 de 18 marzo Sala Primera  
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2872 70  70-2009 de 23 marzo Sala Primera R
2873 74  74-2009 de 23 marzo
2874 75  75-2009 de 23 marzo Sala Primera  
2875 77  77-2009 de 23 marzo Sala Primera R
2876 81  81-2009 de 23 marzo Sala Primera  
2877 82  82-2009 de 23 marzo Sala Primera  
2878 84  84-2009 de 30 marzo Sala Primera  
2879 85  85-2009 de 18 febrero Sala Primera  
2880 87  87-2009 de 20 abril Sala Primera R
2881 89  89-2009 de 20 abril Sala Primera  
2882 90  90-2009 de 20 abril  
2883 91  91-2009 de 20 abril Sala Segunda  
2884 96  96-2009 de 20 abril  
2885 97  97-2009 de 27 abril  
2886 101  101-2009 de 27 abril  
2887 116  116-2009 de 18 mayo Sala Primera  
2888 120  120-2009 de 18 mayo Sala Primera  
2889 121  121-2009 de 18 mayo Sala Segunda  
2890 122  122-2009 de 18 mayo Sala Primera  
2891 123  123-2009 de 18 mayo Sala Primera  
2892 126  126-2009 de 21 mayo Sala Segunda  
2893 127  127-2009 de 26 mayo Pleno R
2894 128  128-2009 de 1 junio Sala Primera  
2895 129  129-2009 de 1 junio Sala Primera  
2896 130  130-2009 de 1 junio  
2897 137  137-2009 de 15 junio Sala Primera  
2898 140  140-2009 de 15 junio Sala Primera R
2899 142  142-2009 de 15 junio Sala Primera
2900 148  148-2009 de 15 junio Sala Primera R
2901 151  151-2009 de 25 junio Pleno  
2902 152  152-2009 de 25 junio Pleno  
2903 153  153-2009 de 25 junio Pleno  
2904 154  154-2009 de 25 junio Pleno  
2905 155  155-2009 de 25 junio Pleno  
2906 156  156-2009 de 29 junio Sala Primera  
2907 158  158-2009 de 29 junio Sala Primera R
2908 159  159-2009 de 29 junio  
2909 163  163-2009 de 29 junio  
2910 165  165-2009 de 2 julio Pleno  
2911 167  167-2009 de 2 julio Pleno  
2912 169  169-2009 de 9 julio Sala Primera  
2913 171  171-2009 de 9 julio Sala Primera  
2914 177  177-2009 de 21 julio Pleno  
2915 178  178-2009 de 21 julio Pleno  
2916 179  179-2009 de 21 julio Pleno  
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2917 180  180-2009 de 21 julio Pleno  
2918 181  181-2009 de 23 julio Sala Primera  
2919 183  183-2009 de 7 septiembre Sala Primera  
2920 190  190-2009 de 28 septiembre Sala Segunda  
2921 191  191-2009 de 28 septiembre Sala Segunda  
2922 192  192-2009 de 28 septiembre Sala Primera  
2923 195  195-2009 de 28 septiembre Sala Segunda  
2924 197  197-2009 de 28 septiembre Sala Primera R
2925 201  201-2009 de 27 octubre  
2926 203  203-2009 de 27 octubre  
2927 206  206-2009 de 23 noviembre Sala Segunda  
2928 208  208-2009 de 26 noviembre Sala Primera  
2929 213  213-2009 de 26 noviembre Pleno  
2010 2930 3  3-2010 de 17 marzo Sala Primera  
2931 5  5-2010 de 7 abril Sala Primera
2932 7  7-2010 de 27 abril Sala Primera  
2933 9  9-2010 de 27 abril Sala Primera R
2934 21  21-2010 de 27 abril  
2935 23  23-2010 de 27 abril Sala Primera R
2936 24  24-2010 de 27 abril Sala Primera  
2937 26  26-2010 de 27 abril  
2938 31  31-2010 de 28 junio Pleno R
2939 33  33-2010 de 19 julio  
2940 34  34-2010 de 19 julio Sala Segunda  
2941 35  35-2010 de 19 julio  
2942 36  36-2010 de 19 julio  
2943 37  37-2010 de 19 julio Sala Segunda  
2944 40  40-2010 de 19 julio Sala Segunda  
2945 41  41-2010 de 22 julio Pleno  
2946 43  43-2010 de 26 julio Sala Primera  
2947 44  44-2010 de 26 julio Sala Primera  
2948 45  45-2010 de 28 julio Pleno  
2949 48  48-2010 de 9 septiembre Pleno  
2950 50  50-2010 de 4 octubre Sala Segunda  
2951 53  53-2010 de 4 octubre Sala Segunda  
2952 57  57-2010 de 4 octubre  
2953 59  59-2010 de 4 octubre  
2954 60  60-2010 de 7 octubre Pleno R
2955 63  63-2010 de 18 octubre Sala Primera  
2956 68  68-2010 de 18 octubre
2957 71  71-2010 de 18 octubre  
2958 72  72-2010 de 18 octubre Sala Segunda  
2959 73  73-2010 de 18 octubre Sala Segunda R
2960 75  75-2010 de 19 octubre Pleno  
2961 76  76-2010 de 19 octubre Pleno R
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2962 77  77-2010 de 19 octubre Pleno  
2963 79  79-2010 de 26 octubre Pleno  
2964 80  80-2010 de 26 octubre Pleno  
2965 81  81-2010 de 3 noviembre Pleno  
2966 82  82-2010 de 3 noviembre Pleno  
2967 83  83-2010 de 3 noviembre Pleno
2968 84  84-2010 de 3 noviembre Pleno  
2969 85  85-2010 de 3 noviembre Pleno  
2970 86  86-2010 de 3 noviembre Pleno  
2971 89  89-2010 de 15 noviembre Sala Segunda  
2972 95  95-2010 de 15 noviembre  
2973 96  96-2010 de 15 noviembre Sala Segunda  
2974 97  97-2010 de 15 noviembre Sala Segunda  
2975 98  98-2010 de 16 noviembre Pleno  
2976 99  99-2010 de 16 noviembre Pleno  
2977 100  100-2010 de 16 noviembre Pleno  
2978 101  101-2010 de 16 noviembre Pleno  
2979 102  102-2010 de 16 noviembre Pleno  
2980 103  103-2010 de 16 noviembre Pleno  
2981 104  104-2010 de 16 noviembre Pleno  
2982 105  105-2010 de 16 noviembre Pleno  
2983 106  106-2010 de 16 noviembre Pleno  
2984 107  107-2010 de 16 noviembre Pleno  
2985 108  108-2010 de 16 noviembre Pleno  
2986 109  109-2010 de 16 noviembre Pleno  
2987 110  110-2010 de 16 noviembre Pleno  
2988 111  111-2010 de 16 noviembre Pleno  
2989 112  112-2010 de 16 noviembre Pleno  
2990 115  115-2010 de 24 noviembre Pleno  
2991 116  116-2010 de 24 noviembre Pleno  
2992 117  117-2010 de 24 noviembre Pleno  
2993 118  118-2010 de 24 noviembre Pleno  
2994 119  119-2010 de 24 noviembre Pleno  
2995 121  121-2010 de 29 noviembre  
2996 122  122-2010 de 29 noviembre Sala Segunda  
2997 124  124-2010 de 29 noviembre  
2998 131  131-2010 de 2 diciembre Sala Primera  
2999 132  132-2010 de 2 diciembre Pleno  
3000 133  133-2010 de 2 diciembre Sala Primera R
3001 135  135-2010 de 2 diciembre Sala Primera  
3002 137  137-2010 de 16 diciembre Pleno  
3003 143  143-2010 de 21 diciembre Sala Segunda  
3004 49  49-2010 de 29 septiembre Pleno
2011 3005 5  5-2011 de 14 febrero Sala Segunda  
3006 7  7-2011 de 14 febrero Sala Primera R
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3007 8  8-2011 de 28 febrero Sala Segunda  
3008 9  9-2011 de 28 febrero Sala Primera  
3009 10  10-2011 de 28 febrero Sala Primera  
3010 11  11-2011 de 28 febrero Sala Primera  
3011 12  12-2011 de 28 febrero Sala Primera  
3012 13  13-2011 de 28 febrero  
3013 15  15-2011 de 28 febrero Sala Primera  
3014 18  18-2011 de 3 marzo Pleno  
3015 19  19-2011 de 3 marzo Pleno R
3016 20  20-2011 de 14 marzo Sala Primera  
3017 26  26-2011 de 14 marzo Sala Primera R
3018 27  27-2011 de 14 marzo Sala Primera  
3019 29  29-2011 de 14 marzo Sala Segunda  
3020 30  30-2011 de 16 marzo Pleno  
3021 31  31-2011 de 17 marzo Pleno  
3022 32  32-2011 de 17 marzo Pleno  
3023 33  33-2011 de 28 marzo Sala Primera  
3024 34  34-2011 de 28 marzo R
3025 36  36-2011 de 28 marzo Sala Primera  
3026 37  37-2011 de 28 marzo R
3027 38  38-2011 de 28 marzo  
3028 40  40-2011 de 31 marzo Pleno  
3029 41  41-2011 de 11 abril Sala Primera
3030 43  43-2011 de 11 abril Sala Primera  
3031 47  47-2011 de 12 abril Sala Primera R
3032 48  48-2011 de 13 abril Sala Primera  
3033 49  49-2011 de 13 abril  
3034 51  51-2011 de 14 abril Pleno R
3035 52  52-2011 de 28 abril Sala Segunda  
3036 53  53-2011 de 28 abril Sala Segunda  
3037 54  54-2011 de 3 mayo Sala Primera  
3038 55  55-2011 de 3 mayo Sala Primera  
3039 56  56-2011 de 3 mayo Sala Primera  
3040 57  57-2011 de 3 mayo Sala Primera
3041 59  59-2011 de 3 mayo Sala Primera  
3042 60  60-2011 de 5 mayo Sala Segunda  
3043 61  61-2011 de 5 mayo Sala Segunda
3044 62  62-2011 de 5 mayo Pleno  
3045 67  67-2011 de 16 mayo R
3046 68  68-2011 de 16 mayo Sala Segunda  
3047 69  69-2011 de 16 mayo Sala Primera  
3048 70  70-2011 de 17 mayo Sala Primera  
3049 71  71-2011 de 17 mayo Sala Primera  
3050 72  72-2011 de 17 mayo Sala Primera  
3051 73  73-2011 de 19 mayo Pleno  
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3052 75  75-2011 de 19 mayo Pleno R
3053 76  76-2011 de 27 mayo Sala Primera  
3054 77  77-2011 de 27 mayo Sala Primera  
3055 78  78-2011 de 6 junio Sala Primera  
3056 79  79-2011 de 6 junio Sala Segunda  
3057 81  81-2011 de 6 junio Sala Segunda  
3058 82  82-2011 de 6 junio Sala Segunda  
3059 83  83-2011 de 6 junio Sala Segunda  
3060 84  84-2011 de 6 junio Sala Segunda  
3061 85  85-2011 de 6 junio Sala Segunda  
3062 86  86-2011 de 6 junio Sala Segunda  
3063 87  87-2011 de 6 junio Sala Segunda  
3064 88  88-2011 de 6 junio Sala Segunda  
3065 89  89-2011 de 6 junio  
3066 90  90-2011 de 13 junio Sala Primera  
3067 91  91-2011 de 13 junio Sala Primera  
3068 92  92-2011 de 13 junio Sala Primera  
3069 93  93-2011 de 13 junio Sala Primera  
3070 94  94-2011 de 13 junio Sala Primera  
3071 95  95-2011 de 17 junio Sala Primera  
3072 96  96-2011 de 17 junio Sala Primera  
3073 97  97-2011 de 17 junio Sala Primera  
3074 98  98-2011 de 17 junio Sala Primera  
3075 99  99-2011 de 20 junio Sala Primera  
3076 100  100-2011 de 20 junio Sala Segunda  
3077 101  101-2011 de 20 junio Sala Segunda  
3078 102  102-2011 de 20 junio Sala Segunda  
3079 103  103-2011 de 20 junio Sala Segunda  
3080 104  104-2011 de 20 junio Sala Segunda  
3081 106  106-2011 de 20 junio Sala Segunda R
3082 107  107-2011 de 20 junio  
3083 108  108-2011 de 20 junio Sala Primera R
3084 110  110-2011 de 22 junio Pleno  
3085 112  112-2011 de 4 julio Sala Segunda  
3086 113  113-2011 de 4 julio Sala Primera  
3087 115  115-2011 de 4 julio Sala Segunda  
3088 116  116-2011 de 4 julio Sala Segunda  
3089 117  117-2011 de 4 julio  
3090 119  119-2011 de 5 julio Pleno  
3091 121  121-2011 de 7 julio Pleno  
3092 122  122-2011 de 12 julio Sala Primera  
3093 124  124-2011 de 14 julio Sala Primera  
3094 125  125-2011 de 14 julio Sala Primera  
3095 126  126-2011 de 18 julio R
3096 128  128-2011 de 18 julio Sala Segunda  
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3097 129  129-2011 de 18 julio Sala Segunda  
3098 130  130-2011 de 18 julio Sala Segunda  
3099 131  131-2011 de 18 julio Sala Segunda  
3100 133  133-2011 de 18 julio Sala Primera  
3101 134  134-2011 de 20 julio Pleno  
3102 136  136-2011 de 13 septiembre Pleno  
3103 137  137-2011 de 14 septiembre Pleno  
3104 140  140-2011 de 14 septiembre Pleno  
3105 144  144-2011 de 26 septiembre  
3106 146  146-2011 de 26 septiembre Sala Primera  
3107 147  147-2011 de 26 septiembre Sala Primera  
3108 149  149-2011 de 28 septiembre Pleno  
3109 150  150-2011 de 29 septiembre Pleno R
3110 151  151-2011 de 29 septiembre Pleno  
3111 153  153-2011 de 17 octubre  
3112 156  156-2011 de 18 octubre Pleno  
3113 157  157-2011 de 18 octubre Pleno  
3114 160  160-2011 de 19 octubre Pleno  
3115 161  161-2011 de 19 octubre Pleno  
3116 162  162-2011 de 2 noviembre Sala Primera  
3117 163  163-2011 de 2 noviembre Sala Primera R
3118 164  164-2011 de 3 noviembre Sala Primera  
3119 165  165-2011 de 3 noviembre Sala Primera  
3120 166  166-2011 de 3 noviembre Sala Primera  
3121 167  167-2011 de 3 noviembre Sala Primera  
3122 168  168-2011 de 3 noviembre Sala Primera  
3123 169  169-2011 de 3 noviembre Sala Primera  
3124 170  170-2011 de 3 noviembre Sala Primera  
3125 171  171-2011 de 3 noviembre Sala Primera  
3126 172  172-2011 de 3 noviembre Sala Primera  
3127 173 173-2011 de 7 de noviembre Sala Segunda R
3128 176  176-2011 de 8 noviembre Pleno  
3129 177  177-2011 de 8 noviembre Pleno  
3130 179  179-2011 de 21 noviembre Sala Primera  
3131 180  180-2011 de 21 noviembre Sala Primera  
3132 183  183-2011 de 21 noviembre Sala Primera  
3133 190  190-2011 de 12 diciembre Sala Primera R
3134 192  192-2011 de 12 diciembre
3135 193  193-2011 de 12 diciembre  
3136 196  196-2011 de 13 diciembre Pleno  
3137 199  199-2011 de 13 diciembre Pleno  
3138 203  203-2011 de 14 diciembre Pleno  
3139 205  205-2011 de 15 diciembre Pleno  
3140 206  206-2011 de 19 diciembre Sala Segunda  
3141 195  195-2011 de 13 diciembre Pleno
783El concepto de persona en la jurispridencia del Tribunal Constitucional
3142 204  204-2011 de 15 diciembre Pleno
2012 3143 1  1-2012 de 13 enero Pleno  
3144 5  5-2012 de 17 enero Pleno  
3145 8  8-2012 de 18 enero Pleno
3146 9  9-2012 de 18 enero Pleno R
3147 12  12-2012 de 30 enero Sala Primera R
3148 14  14-2012 de 6 febrero Sala Segunda  
3149 19  19-2012 de 15 febrero Pleno R
3150 23  23-2012 de 27 febrero Sala Primera  
3151 24  24-2012 de 27 febrero Sala Primera  
3152 27  27-2012 de 1 marzo Pleno  
3153 28  28-2012 de 1 marzo Pleno
3154 29  29-2012 de 1 marzo Pleno
3155 30  30-2012 de 1 marzo Pleno  
3156 31  31-2012 de 12 marzo  
3157 35  35-2012 de 15 marzo Pleno  
3158 36  36-2012 de 15 marzo Pleno R
3159 37  37-2012 de 19 marzo Pleno  
3160 39  39-2012 de 29 marzo Pleno  
3161 40  40-2012 de 29 marzo Pleno  
3162 41  41-2012 de 29 marzo Pleno  
3163 42  42-2012 de 29 marzo Pleno  
3164 43  43-2012 de 29 marzo Pleno  
3165 44  44-2012 de 29 marzo Pleno  
3166 45  45-2012 de 29 marzo Pleno  
3167 46  46-2012 de 29 marzo Pleno  
3168 47  47-2012 de 29 marzo Pleno  
3169 48  48-2012 de 29 marzo Pleno  
3170 49  49-2012 de 29 marzo Pleno  
3171 50  50-2012 de 29 marzo Pleno  
3172 51  51-2012 de 29 marzo Pleno  
3173 52  52-2012 de 29 marzo Pleno  
3174 53  53-2012 de 29 marzo Pleno  
3175 54  54-2012 de 29 marzo Pleno  
3176 55  55-2012 de 29 marzo Pleno  
3177 56  56-2012 de 29 marzo Pleno  
3178 57  57-2012 de 29 marzo Pleno  
3179 59  59-2012 de 29 marzo Pleno  
3180 61  61-2012 de 29 marzo Pleno  
3181 64  64-2012 de 29 marzo Pleno  
3182 65  65-2012 de 29 marzo Pleno  
3183 66  66-2012 de 29 marzo Pleno  
3184 67  67-2012 de 29 marzo Pleno  
3185 68  68-2012 de 29 marzo Pleno  
3186 69  69-2012 de 29 marzo Pleno  
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3187 70  70-2012 de 16 abril Sala Primera R
3188 74  74-2012 de 16 abril Sala Primera  
3189 80  80-2012 de 18 abril Pleno  
3190 81  81-2012 de 18 abril Pleno  
3191 82  82-2012 de 18 abril Pleno  
3192 86  86-2012 de 18 abril Pleno  
3193 88  88-2012 de 7 mayo Sala Primera  
3194 90  90-2012 de 7 mayo Sala Primera  
3195 91  91-2012 de 7 mayo  
3196 92  92-2012 de 7 mayo Sala Primera  
3197 94  94-2012 de 7 mayo  
3198 95  95-2012 de 7 mayo Sala Segunda R
3199 96  96-2012 de 7 mayo Sala Primera R
3200 98  98-2012 de 7 mayo Sala Primera  
3201 100  100-2012 de 8 mayo Pleno  
3202 101  101-2012 de 8 mayo Pleno  
3203 102  102-2012 de 8 mayo Pleno  
3204 105  105-2012 de 11 mayo Sala Primera  
3205 107  107-2012 de 21 mayo  
3206 108  108-2012 de 21 mayo Sala Segunda  
3207 109  109-2012 de 21 mayo Sala Primera  
3208 110  110-2012 de 23 mayo Pleno  
3209 111  111-2012 de 24 mayo Pleno R
3210 113  113-2012 de 24 mayo Pleno  
3211 114  114-2012 de 24 mayo Pleno  
3212 117  117-2012 de 4 junio  
3213 118  118-2012 de 4 junio Sala Primera  
3214 119  119-2012 de 4 junio Sala Primera  
3215 121  121-2012 de 5 junio Pleno  
3216 127  127-2012 de 18 junio  
3217 131  131-2012 de 18 junio Sala Segunda  
3218 132  132-2012 de 19 junio Pleno  
3219 133  133-2012 de 19 junio Pleno  
3220 135  135-2012 de 19 junio Pleno  
3221 140  140-2012 de 2 julio  
3222 141  141-2012 de 2 julio  
3223 145  145-2012 de 2 julio Sala Primera  
3224 146  146-2012 de 5 julio Pleno  
3225 148  148-2012 de 5 julio Pleno  
3226 153  153-2012 de 16 julio  
3227 156  156-2012 de 17 septiembre  
3228 158  158-2012 de 17 septiembre Sala Primera  
3229 160  160-2012 de 20 septiembre Pleno R
3230 162  162-2012 de 20 septiembre Pleno  
3231 165  165-2012 de 1 octubre Sala Primera  
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3232 166  166-2012 de 1 octubre Sala Primera  
3233 170  170-2012 de 4 octubre Pleno  
3234 171  171-2012 de 4 octubre Pleno R
3235 175  175-2012 de 15 octubre  
3236 181  181-2012 de 15 octubre Sala Primera  
3237 184  184-2012 de 17 octubre Pleno  
3238 185  185-2012 de 17 octubre Pleno R
3239 191  191-2012 de 29 octubre Sala Primera  
3240 192  192-2012 de 29 octubre Sala Segunda  
3241 193  193-2012 de 29 octubre Sala Primera  
3242 195  195-2012 de 31 octubre Pleno  
3243 196  196-2012 de 31 octubre Pleno  
3244 197  197-2012 de 6 noviembre Pleno  
3245 198  198-2012 de 6 noviembre Pleno R
3246 202  202-2012 de 12 noviembre  
3247 207  207-2012 de 14 noviembre Pleno  
3248 209  209-2012 de 14 noviembre Pleno  
3249 212  212-2012 de 14 noviembre Pleno  
3250 213  213-2012 de 14 noviembre Pleno  
3251 214  214-2012 de 14 noviembre Pleno R
3252 219  219-2012 de 26 noviembre R
3253 220  220-2012 de 26 noviembre  
3254 223  223-2012 de 29 noviembre Pleno  
3255 224  224-2012 de 29 noviembre Pleno  
3256 229  229-2012 de 10 diciembre  
3257 230  230-2012 de 10 diciembre Sala Primera  
3258 232  232-2012 de 10 diciembre R
3259 233  233-2012 de 13 diciembre Pleno  
3260 234  234-2012 de 13 diciembre Pleno R
3261 236  236-2012 de 13 diciembre Pleno  
3262 237  237-2012 de 13 diciembre Pleno R
3263 238  238-2012 de 13 diciembre Pleno  
3264 239  239-2012 de 13 diciembre Pleno  
3265 241  241-2012 de 17 diciembre Sala Primera R
3266 246  246-2012 de 20 diciembre Pleno  
3267 6  6-2012 de 18 enero Pleno
3268 120  120-2012 de 5 junio Pleno
2013 3269 1  1-2013 de 14 enero Sala Primera  
3270 3  3-2013 de 17 enero Pleno R
3271 8  8-2013 de 17 enero Pleno  
3272 10  10-2013 de 28 enero  
3273 11  11-2013 de 28 enero  
3274 12  12-2013 de 28 enero R
3275 13  13-2013 de 28 enero Sala Primera  
3276 15  15-2013 de 31 enero Pleno  
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3277 17  17-2013 de 31 enero Pleno R
3278 19  19-2013 de 31 enero Pleno  
3279 20  20-2013 de 31 enero Pleno R
3280 24  24-2013 de 31 enero Pleno  
3281 25  25-2013 de 31 enero Pleno  
3282 29  29-2013 de 11 febrero Sala Primera R
3283 30  30-2013 de 11 febrero  
3284 31  31-2013 de 11 febrero  
3285 32  32-2013 de 11 febrero Sala Primera  
3286 36  36-2013 de 14 febrero Pleno  
3287 39  39-2013 de 14 febrero Pleno  
3288 41  41-2013 de 14 febrero Pleno R
3289 44  44-2013 de 25 febrero  
3290 45  45-2013 de 25 febrero  
3291 48  48-2013 de 28 febrero Pleno  
3292 51  51-2013 de 28 febrero Pleno  
3293 56  56-2013 de 11 marzo  
3294 57  57-2013 de 11 marzo R
3295 63  63-2013 de 14 marzo Pleno  
3296 64  64-2013 de 14 marzo Pleno  
3297 67  67-2013 de 14 marzo Pleno  
3298 69  69-2013 de 14 marzo Pleno  
3299 71  71-2013 de 8 abril Sala Primera  
3300 72  72-2013 de 8 abril Sala Primera  
3301 84  84-2013 de 11 abril Pleno
3302 93  93-2013 de 23 abril Pleno R
3303 96  96-2013 de 23 abril Pleno  
3304 98  98-2013 de 23 abril Pleno  
3305 107  107-2013 de 6 mayo Sala Primera  
3306 108  108-2013 de 6 mayo Sala Primera  
3307 115  115-2013 de 9 mayo Pleno R
3308 117  117-2013 de 20 mayo Sala Primera  
3309 125  125-2013 de 23 mayo Sala Primera R
3310 127  127-2013 de 3 junio  
3311 128  128-2013 de 3 junio R
3312 129  129-2013 de 4 junio Pleno  
3313 130  130-2013 de 4 junio Pleno  
3314 131  131-2013 de 5 junio Pleno  
3315 132  132-2013 de 5 junio Pleno  
3316 133  133-2013 de 5 junio Pleno R
3317 134  134-2013 de 6 junio Pleno  
3318 137  137-2013 de 6 junio Pleno  
3319 141  141-2013 de 11 julio Pleno  
3320 143  143-2013 de 11 julio Pleno  
3321 145  145-2013 de 11 julio Pleno
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3322 147  147-2013 de 6 agosto Sala Primera R
3323 148  148-2013 de 9 septiembre  
3324 151  151-2013 de 9 septiembre Sala Primera  
3325 152  152-2013 de 9 septiembre  
3326 153  153-2013 de 9 septiembre Sala Primera  
3327 158  158-2013 de 26 septiembre Pleno  
3328 159  159-2013 de 26 septiembre Pleno  
3329 160  160-2013 de 26 septiembre Pleno  
3330 161  161-2013 de 26 septiembre Pleno  
3331 162  162-2013 de 26 septiembre Pleno  
3332 165  165-2013 de 26 septiembre Pleno  
3333 167  167-2013 de 7 octubre R
3334 168  168-2013 de 7 octubre  
3335 170  170-2013 de 7 octubre Sala Primera  
3336 171  171-2013 de 7 octubre  
3337 174  174-2013 de 10 octubre Pleno R
3338 182  182-2013 de 23 octubre Pleno  
3339 186  186-2013 de 4 noviembre R
3340 187  187-2013 de 4 noviembre  
3341 188  188-2013 de 4 noviembre  
3342 189  189-2013 de 7 noviembre Pleno  
3343 190  190-2013 de 18 noviembre Sala Primera R
3344 191  191-2013 de 18 noviembre Sala Primera  
3345 192  192-2013 de 18 noviembre  
3346 196  196-2013 de 2 diciembre Sala Segunda  
3347 199  199-2013 de 5 diciembre Pleno R
3348 201  201/2013 de 5 diciembre Pleno
3349 206  206-2013 de 5 diciembre Pleno  
3350 207  207-2013 de 5 diciembre Pleno  
3351 208  208-2013 de 16 diciembre R
3352 210  210-2013 de 16 diciembre  
3353 215  215-2013 de 19 diciembre Pleno  
3354 216  216-2013 de 19 diciembre Pleno  
3355 217  217-2013 de 19 diciembre Pleno  
3356 218  218-2013 de 19 diciembre Pleno  
3357 89  89-2013 de 22 abril
3358 91  91-2013 de 22 abril
3359 99  99-2013 de 23 abril Pleno
3360 104  104-2013 de 25 abril Pleno
2014 3361 3  3-2014 de 16 enero Pleno  
3362 7  7-2014 de 27 enero Sala Primera  
3363 9  9-2014 de 27 enero Sala Segunda  
3364 10  10-2014 de 27 enero Sala Primera R
3365 12  12-2014 de 27 enero Sala Segunda  
3366 14  14-2014 de 30 enero Pleno  
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3367 16  16-2014 de 30 enero Pleno  
3368 19  19-2014 de 10 febrero Sala Primera  
3369 23  23-2014 de 13 febrero Pleno  
3370 24  24-2014 de 13 febrero Pleno  
3371 28  28-2014 de 24 febrero Sala Primera  
3372 29  29-2014 de 24 febrero Sala Primera  
3373 31  31-2014 de 24 febrero  
3374 32  32-2014 de 24 febrero Sala Primera  
3375 34  34-2014 de 27 febrero Pleno  
3376 35  35-2014 de 27 febrero Pleno  
3377 36  36-2014 de 27 febrero Pleno  
3378 38  38-2014 de 11 marzo Pleno
3379 42  42-2014 de 25 marzo Pleno R
3380 44  44-2014 de 7 abril Sala Segunda  
3381 46  46-2014 de 7 abril Sala Primera
3382 49  49-2014 de 7 abril Sala Segunda  
3383 50  50-2014 de 7 abril Sala Primera  
3384 51  51-2014 de 7 abril Sala Segunda  
3385 53  53-2014 de 10 abril Pleno  
3386 55  55-2014 de 10 abril Pleno  
3387 56  56-2014 de 10 abril Pleno  
3388 57  57-2014 de 5 mayo Sala Primera  
3389 60  60-2014 de 5 mayo Sala Primera  
3390 61  61-2014 de 5 mayo Sala Segunda  
3391 62  62-2014 de 5 mayo Sala Primera  
3392 63  63-2014 de 5 mayo Sala Segunda  
3393 64  64-2014 de 5 mayo Sala Primera  
3394 65  65-2014 de 5 mayo Sala Primera  
3395 66  66-2014 de 5 mayo Pleno  
3396 67  67-2014 de 5 mayo Sala Segunda  
3397 68  68-2014 de 5 mayo Sala Segunda  
3398 69  69-2014 de 5 mayo Sala Segunda  
3399 70  70-2014 de 5 mayo Sala Segunda  
3400 71  71-2014 de 6 mayo Pleno  
3401 73  73-2014 de 8 mayo Pleno  
3402 76  76-2014 de 8 mayo Pleno  
3403 77  77-2014 de 22 mayo Sala Primera R
3404 79  79-2014 de 28 mayo Sala Segunda R
3405 80  80-2014 de 28 mayo Sala Segunda  
3406 81  81-2014 de 28 mayo Sala Segunda  
3407 83  83-2014 de 29 mayo Pleno  
3408 87  87-2014 de 29 mayo Pleno  
3409 90  90-2014 de 9 junio Sala Primera  
3410 91  91-2014 de 9 junio Sala Primera  
3411 92  92-2014 de 10 junio Pleno R
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3412 93  93-2014 de 12 junio Pleno  
3413 96  96-2014 de 12 junio Pleno  
3414 98  98-2014 de 23 junio Sala Primera  
3415 100  100-2014 de 23 junio Sala Segunda  
3416 101  101-2014 de 23 junio Sala Primera  
3417 103  103-2014 de 23 junio Sala Primera  
3418 104  104-2014 de 23 junio  
3419 107  107-2014 de 26 junio Pleno  
3420 108  108-2014 de 26 junio Pleno  
3421 109  109-2014 de 26 junio Pleno  
3422 114  114-2014 de 7 julio Sala Primera  
3423 117  117-2014 de 8 julio Sala Segunda  
3424 119  119-2014 de 16 julio Pleno R
3425 120  120-2014 de 17 julio Sala Segunda  
3426 130  130-2014 de 21 julio Sala Segunda  
3427 135  135-2014 de 8 septiembre Sala Primera  
3428 138  138-2014 de 8 septiembre Sala Segunda  
3429 140  140-2014 de 11 septiembre Pleno  
3430 141  141-2014 de 11 septiembre Pleno  
3431 142  142-2014 de 11 septiembre Pleno  
3432 145  145-2014 de 22 septiembre  
3433 147  147-2014 de 22 septiembre Sala Primera  
3434 151  151-2014 de 25 septiembre Pleno  
3435 152  152-2014 de 25 septiembre Pleno  
3436 156  156-2014 de 25 septiembre Pleno  
3437 157  157-2014 de 6 octubre Sala Primera  
3438 158  158-2014 de 6 octubre Sala Segunda  
3439 160  160-2014 de 6 octubre Sala Primera  
3440 161  161-2014 de 7 octubre Pleno  
3441 171  171-2014 de 23 octubre Pleno  
3442 172  172-2014 de 23 octubre Pleno  
3443 178  178-2014 de 3 noviembre Sala Primera  
3444 181  181-2014 de 6 noviembre Pleno  
3445 182  182-2014 de 6 noviembre Pleno  
3446 183  183-2014 de 6 noviembre Pleno  
3447 185  185-2014 de 6 noviembre Pleno  
3448 188  188-2014 de 17 noviembre Sala Segunda  
3449 194  194-2014 de 1 diciembre Sala Segunda R
3450 195  195-2014 de 1 diciembre Sala Segunda  
3451 197  197-2014 de 4 diciembre Pleno  
3452 199  199-2014 de 15 diciembre Sala Segunda  
3453 200  200-2014 de 15 diciembre Sala Primera  
3454 201  201-2014 de 15 diciembre Sala Segunda  
3455 202  202-2014 de 15 diciembre Sala Segunda  
3456 205  205-2014 de 15 diciembre Sala Primera  
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3457 211  211-2014 de 18 diciembre Pleno  
3458 213  213-2014 de 18 diciembre Pleno  
3459 215  215-2014 de 18 diciembre Pleno  
3460 84  84-2014 de 29 mayo Pleno
3461 95  95-2014 de 12 junio Pleno
3462 132  132-2014 de 21 julio Sala Segunda
3463 170  170-2014 de 23 octubre Pleno
3464 210  210-2014 de 18 diciembre Pleno
2015 3465 1  1-2015 de 19 enero Sala Segunda  
3466 2  2-2015 de 19 enero Sala Segunda  
3467 8  8-2015 de 22 enero Pleno  
3468 10  10-2015 de 2 febrero Sala Primera  
3469 12  12-2015 de 5 febrero Pleno
3470 15  15-2015 de 5 febrero Pleno
3471 18  18-2015 de 16 febrero Sala Segunda R
3472 19  19-2015 de 16 febrero Sala Primera  
3473 21  21-2015 de 16 febrero Sala Segunda  
3474 23  23-2015 de 16 febrero Sala Primera  
3475 26  26-2015 de 19 febrero Pleno  
3476 27  27-2015 de 19 febrero Pleno  
3477 28  28-2015 de 19 febrero Pleno  
3478 29  29-2015 de 19 febrero Pleno  
3479 31  31-2015 de 25 febrero Pleno R
3480 32  32-2015 de 25 febrero Pleno  
3481 36  36-2015 de 2 marzo Sala Primera  
3482 42  42-2015 de 2 marzo Sala Segunda  
3483 44  44-2015 de 5 marzo Pleno  
3484 46  46-2015 de 5 marzo Pleno R
3485 47  47-2015 de 5 marzo Pleno  
3486 48  48-2015 de 5 marzo Pleno  
3487 49  49-2015 de 5 marzo Pleno  
3488 54  54-2015 de 16 marzo Sala Segunda R
3489 56  56-2015 de 16 marzo Sala Segunda  
3490 62  62-2015 de 13 abril Sala Primera R
3491 63  63-2015 de 13 abril Sala Primera  
3492 65  65-2015 de 13 abril Sala Primera  
3493 66  66-2015 de 13 abril Sala Segunda R
3494 69  69-2015 de 14 abril Pleno  
3495 75  75-2015 de 27 abril Sala Primera  
3496 77  77-2015 de 27 abril Sala Primera  
3497 81  81-2015 de 30 abril Pleno  
3498 84  84-2015 de 30 abril Pleno  
3499 86  86-2015 de 7 mayo Sala Primera  
3500 93  93-2015 de 14 mayo Pleno
3501 94  94-2015 de 14 mayo Pleno  
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3502 95  95-2015 de 14 mayo Pleno  
3503 97  97-2015 de 25 mayo Sala Primera  
3504 102  102-2015 de 26 mayo Pleno  
3505 103  103-2015 de 28 mayo Pleno  
3506 104  104-2015 de 28 mayo Pleno  
3507 105  105-2015 de 28 mayo Pleno  
3508 106  106-2015 de 28 mayo Pleno  
3509 107  107-2015 de 28 mayo Pleno
3510 109  109-2015 de 28 mayo Pleno  
3511 110  110-2015 de 28 mayo Pleno  
3512 114  114-2015 de 8 junio Sala Primera  
3513 116  116-2015 de 8 junio Sala Segunda  
3514 117  117-2015 de 8 junio Sala Segunda  
3515 118  118-2015 de 8 junio Sala Segunda  
3516 119  119-2015 de 8 junio Sala Primera  
3517 120  120-2015 de 8 junio Sala Primera  
3518 121  121-2015 de 8 junio Sala Segunda  
3519 122  122-2015 de 8 junio Sala Segunda  
3520 123  123-2015 de 8 junio Sala Segunda  
3521 125  125-2015 de 8 junio Sala Primera  
3522 126  126-2015 de 8 junio Sala Segunda  
3523 127  127-2015 de 8 junio Sala Primera  
3524 128  128-2015 de 8 junio Sala Segunda  
3525 129  129-2015 de 8 junio Sala Segunda  
3526 130  130-2015 de 8 junio Sala Primera  
3527 131  131-2015 de 8 junio Sala Primera  
3528 132  132-2015 de 8 junio Sala Segunda  
3529 133  133-2015 de 8 junio Sala Segunda  
3530 134  134-2015 de 8 junio Sala Segunda  
3531 135  135-2015 de 8 junio Sala Primera  
3532 136  136-2015 de 11 junio Pleno  
3533 137  137-2015 de 11 junio Pleno R
3534 144  144-2015 de 22 junio Sala Primera  
3535 145  145-2015 de 25 junio Pleno R
3536 146  146-2015 de 25 junio Pleno  
3537 147  147-2015 de 25 junio Pleno  
3538 148  148-2015 de 6 julio Sala Primera  
3539 150  150-2015 de 6 julio Sala Primera
3540 153  153-2015 de 6 julio Sala Primera  
3541 154  154-2015 de 9 julio Pleno  
3542 156  156-2015 de 9 julio Pleno  
3543 158  158-2015 de 14 julio  
3544 159  159-2015 de 14 julio  
3545 162  162-2015 de 20 julio Sala Segunda  
3546 163  163-2015 de 20 julio Sala Segunda  
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3547 164  164-2015 de 20 julio Sala Segunda  
3548 165  165-2015 de 20 julio Sala Segunda  
3549 166  166-2015 de 20 julio Sala Primera  
3550 168  168-2015 de 20 julio Sala Primera  
3551 170  170-2015 de 20 julio Sala Primera  
3552 171  171-2015 de 20 julio Sala Segunda  
3553 172  172-2015 de 20 julio Sala Primera  
3554 173  173-2015 de 20 julio Sala Segunda  
3555 174  174-2015 de 20 julio Sala Segunda  
3556 176  176-2015 de 22 julio Pleno  
3557 177  177-2015 de 22 julio Pleno R
3558 179  179-2015 de 7 septiembre Sala Segunda  
3559 182  182-2015 de 7 septiembre Sala Segunda  
3560 184  184-2015 de 10 septiembre Pleno  
3561 187  187-2015 de 21 septiembre Sala Primera  
3562 188  188-2015 de 21 septiembre Sala Primera  
3563 189  189-2015 de 21 septiembre Sala Primera  
3564 190  190-2015 de 21 septiembre Sala Segunda  
3565 192  192-2015 de 21 septiembre Sala Primera  
3566 196  196-2015 de 24 septiembre Pleno  
3567 197  197-2015 de 24 septiembre Pleno  
3568 199  199-2015 de 24 septiembre Pleno  
3569 200  200-2015 de 24 septiembre Pleno
3570 210  210-2015 de 8 octubre Pleno  
3571 211  211-2015 de 8 octubre Pleno  
3572 215  215-2015 de 22 octubre Pleno  
3573 216  216-2015 de 22 octubre Pleno  
3574 217  217-2015 de 22 octubre Pleno
3575 218  218-2015 de 22 octubre Pleno  
3576 226  226-2015 de 2 noviembre Sala Segunda  
3577 230  230-2015 de 5 noviembre Pleno  
3578 231  231-2015 de 5 noviembre Pleno R
3579 233  233-2015 de 5 noviembre Pleno  
3580 236  236-2015 de 19 noviembre Pleno  
3581 238  238-2015 de 19 noviembre Pleno  
3582 243  243-2015 de 30 noviembre Sala Primera  
3583 244  244-2015 de 30 noviembre Sala Segunda  
3584 259  259-2015 de 2 diciembre Pleno  
3585 261  261-2015 de 14 diciembre Sala Segunda  
3586 264  264-2015 de 14 diciembre Sala Primera  
3587 267  267-2015 de 14 diciembre Sala Primera  
3588 268  268-2015 de 14 diciembre Sala Segunda  
3589 270  270-2015 de 17 diciembre Pleno  
3590 271  271-2015 de 17 diciembre Pleno R
2016 3591 3  3-2016 de 18 enero Sala Segunda  
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3592 6  6-2016 de 21 enero Pleno  
3593 7  7-2016 de 21 enero Pleno  
3594 10  10-2016 de 1 febrero Sala Primera  
3595 11  11-2016 de 1 febrero Sala Primera R
3596 12  12-2016 de 1 febrero Sala Segunda  
3597 13  13-2016 de 1 febrero Sala Primera  
3598 14  14-2016 de 1 febrero Sala Segunda  
3599 16  16-2016 de 1 febrero Sala Segunda  
3600 18  18-2016 de 4 febrero Pleno  
3601 19  19-2016 de 4 febrero Pleno  
3602 20  20-2016 de 4 febrero Pleno  
3603 22  22-2016 de 15 febrero Sala Segunda R
3604 25  25-2016 de 15 febrero Sala Primera  
3605 26  26-2016 de 18 febrero Pleno  
3606 28  28-2016 de 18 febrero Pleno  
3607 29  29-2016 de 18 febrero Pleno  
3608 30  30-2016 de 18 febrero Pleno  
3609 31  31-2016 de 18 febrero Pleno  
3610 34  34-2016 de 29 febrero Sala Segunda R
3611 35  35-2016 de 3 marzo Pleno  
3612 36  36-2016 de 3 de marzo Pleno  
3613 37  37-2016 de 3 marzo Pleno  
3614 38  38-2016 de 3 marzo Pleno  
3615 39  39-2016 de 3 marzo Pleno
3616 41  41-2016 de 3 marzo Pleno  
3617 42  42-2016 de 3 marzo Pleno  
3618 44  44-2016 de 14 marzo Sala Segunda R
3619 45  45-2016 de 14 marzo Sala Segunda  
3620 48  48-2016 de 14 marzo Sala Primera  
3621 50  50-2016 de 14 marzo Sala Primera  
3622 51  51-2016 de 14 marzo Sala Primera  
3623 56  56-2016 de 17 marzo Pleno R
3624 57  57-2016 de 17 marzo Pleno  
3625 61  61-2016 de 17 marzo Pleno  
3626 64  64-2016 de 11 abril Sala Segunda  
3627 67  67-2016 de 14 abril Pleno  
3628 68  68-2016 de 14 abril Pleno  
3629 69  69-2016 de 14 abril Pleno
3630 70  70-2016 de 14 abril Pleno  
3631 77  77-2016 de 25 abril Sala Segunda R
3632 78  78-2016 de 25 abril Sala Primera  
3633 83  83-2016 de 28 abril Pleno R
3634 84  84-2016 de 28 abril Pleno  
3635 86  86-2016 de 28 abril Pleno  
3636 90  90-2016 de 9 mayo Sala Segunda  
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3637 95  95-2016 de 12 mayo Pleno  
3638 96  96-2016 de 12 mayo Pleno  
3639 99  99-2016 de 25 mayo Pleno  
3640 100  100-2016 de 25 mayo Pleno  
3641 101  101-2016 de 25 mayo Pleno  
3642 104  104-2016 de 6 junio Sala Segunda  
3643 107  107-2016 de 7 junio Pleno  
3644 108  108-2016 de 7 junio Pleno  
3645 109  109-2016 de 7 junio Pleno  
3646 111  111-2016 de 9 junio Pleno  
3647 112  112-2016 de 20 junio Sala Primera  
3648 118  118-2016 de 23 junio Pleno  
3649 119  119-2016 de 23 junio Pleno  
3650 121  121-2016 de 23 junio Pleno  
3651 123  123-2016 de 23 junio Pleno  
3652 125  125-2016 de 7 julio Pleno  
3653 126  126-2016 de 7 julio Pleno  
3654 129  129-2016 de 18 julio Sala Primera  
3655 130  130-2016 de 18 julio Sala Primera  
3656 132  132-2016 de 18 julio Sala Primera  
3657 134  134-2016 de 18 julio Sala Segunda  
3658 137  137-2016 de 18 julio Sala Segunda  
3659 138  138-2016 de 18 julio Sala Segunda  
3660 139  139-2016 de 21 julio Pleno R
3661 140  140-2016 de 21 julio Pleno  
3662 143  143-2016 de 19 septiembre Sala Primera  
3663 144  144-2016 de 19 septiembre Sala Primera  
3664 146  146-2016 de 19 septiembre Sala Primera  
3665 148  148-2016 de 19 septiembre Sala Segunda  
3666 152  152-2016 de 22 septiembre Pleno  
3667 153  153-2016 de 22 septiembre Pleno  
3668 154  154-2016 de 22 septiembre Pleno  
3669 155  155-2016 de 22 septiembre Pleno  
3670 156  156-2016 de 22 septiembre Pleno  
3671 157  157-2016 de 22 septiembre Pleno  
3672 161  161-2016 de 3 octubre Sala Segunda  
3673 167  167-2016 de 6 octubre Pleno  
3674 168  168-2016 de 6 octubre Pleno  
3675 169  169-2016 de 6 octubre Pleno  
3676 174  174-2016 de 17 octubre Sala Segunda  
3677 177  177-2016 de 20 octubre Pleno  
3678 178  178-2016 de 20 octubre Pleno  
3679 183  183-2016 de 3 noviembre Pleno  
3680 184  184-2016 de 3 noviembre Pleno  
3681 187  187-2016 de 14 noviembre Sala Segunda  
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3682 188  188-2016 de 14 noviembre Sala Segunda  
3683 191  191-2016 de 15 noviembre Pleno  
3684 197  197-2016 de 28 noviembre Sala Primera  
3685 199  199-2016 de 28 noviembre Sala Primera  
3686 201  201-2016 de 28 noviembre Sala Segunda  
3687 202  202-2016 de 1 diciembre Pleno  
3688 208  208-2016 de 12 diciembre Sala Primera  
3689 212  212-2016 de 15 diciembre Pleno  
3690 213  213-2016 de 15 diciembre Pleno  
3691 215  215-2016 de 15 diciembre Pleno  
3692 219  219-2016 de 19 diciembre Sala Segunda  
3693 220  220-2016 de 19 diciembre Sala Segunda  
3694 224  224-2016 de 19 diciembre Sala Segunda  
3695 225  225-2016 de 19 diciembre Sala Segunda  
3696 227  227-2016 de 22 diciembre Pleno  
2017 3697 1  1-2017 de 16 enero Sala Segunda  
3698 11  11-2017 de 30 enero Sala Segunda  
3699 13  13-2017 de 30 enero Sala Segunda  
3700 17  17-2017 de 2 febrero Pleno  
3701 22  22-2017 de 13 febrero Sala Segunda  
3702 26  26-2017 de 16 febrero Pleno  
3703 27  27-2017 de 16 febrero Pleno  
3704 28  28-2017 de 16 febrero Pleno  
3705 29  29-2017 de 27 febrero Sala Primera R
3706 30  30-2017 de 27 febrero Sala Segunda  
3707 32  32-2017 de 27 febrero Sala Segunda  
3708 33  33-2017 de 1 marzo Pleno  
3709 34  34-2017 de 1 marzo Pleno  
3710 35  35-2017 de 1 marzo Pleno R
3711 38  38-2017 de 24 abril  
3712 39  39-2017 de 24 abril Sala Primera  
3713 41  41-2017 de 24 abril Sala Primera  
3714 44  44-2017 de 27 abril Pleno  
3715 45  45-2017 de 27 abril Pleno  
3716 46  46-2017 de 27 abril Pleno  
3717 48  48-2017 de 27 abril Pleno  
3718 52  52-2017 de 10 mayo Pleno  
3719 54  54-2017 de 11 mayo Pleno  
3720 57  57-2017 de 11 mayo Pleno  
3721 59  59-2017 de 11 mayo Pleno  
3722 63  63-2017 de 25 mayo Pleno  
3723 64  64-2017 de 25 mayo Pleno  
Total sentencias 3723
Total sentencias seleccionadas 584

ANEXO 3. SELECCIÓN DE TEXTOS RELEVANTES DEL CUERPO DE SENTENCIAS DEL TC
Recogemos a continuación la selección de textos relevantes para nuestra 
investigación de las 584 sentencias del Tribunal Constitucional. Transcribimos 
los textos de dichas sentencias tal cual los obtenemos publicados, por ello no sal-
vamos ni los errores gramaticales, ni de sintaxis, ni de fondo.
1981 
  Sentencia núm. 5-1981 de 13 febrero 
“(...) el primero de ellos, al establecer la regla general de la necesaria intervención en los procesos 
constitucionales de procurador y letrado para que asuman respectivamente funciones de 
representación y de defensa, está refi riéndose, como representados y defendidos a las personas 
físicas o jurídicas legitimadas para comparecer en los procesos constitucionales en virtud de su 
interés (…)”.
“(...) en cuanto que la enseñanza es una actividad encaminada de modo sistemático y con un 
mínimo de continuidad a la transmisión de un determinado cuerpo de conocimientos y valores 
la libertad de enseñanza, reconocida en el artículo 27.1, de la Constitución implica, de una parte, 
el derecho a crear instituciones educativas (artículo 27.6) y, de otra, el derecho de quienes llevan 
a cabo personalmente la función de enseñar, a desarrollarla con libertad dentro de los límites 
propios del puesto docente que ocupan (artículo 20.1.c). Del principio de libertad de enseñanza 
deriva también el derecho de los padres a elegir la formación religiosa y moral que desean para 
sus hijos (artículo 27.3). Se trata en todos los casos de derechos que tienen límites necesarios que 
resultan de su propia naturaleza, con independencia de los que se producen por su articulación 
con otros derechos o de los que, respetando siempre su contenido esencial, pueda establecer el 
legislador (...)”.
“(...) esta conexión queda, por lo demás, explícitamente establecida en el artículo 9 del Convenio 
para la protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales fi rmando en 
Roma en 4 de noviembre de 1950, en conformidad con el cual hay que interpretar las normas 
relativas a derechos fundamentales y libertades públicas que nuestra Constitución incorpora 
(...)”.
“(...) aunque tradicionalmente por libertad de cátedra se ha entendido una libertad propia 
solo de los docentes en la enseñanza superior o, quizás más precisamente, de los titulares de 
puestos docentes denominados precisamente «cátedras» y todavía hoy en la doctrina alemana 
se entiende, en un sentido análogo, que tal libertad es predicable solo respecto de aquellos 
profesores cuya docencia es proyección de la propia labor investigadora, resulta evidente, a la 
vista de los debates parlamentarios, que son un importante elemento de interpretación, aunque 
no la determinen, que el constituyente de 1978 ha querido atribuir esta libertad a todos los 
docentes, sea cual fuere el nivel de enseñanza en el que actúan y la relación que media entre su 
docencia y su propia labor investigadora (...)”.
“(...) Se trata, sin embargo, como en principio ocurre respecto de los demás derechos y libertades 
garantizados por la Constitución, de una libertad frente al Estado o, más generalmente, frente 
a los poderes públicos, y cuyo contenido se ve necesariamente modulado por las características 
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propias del puesto docente o cátedra cuya ocupación titula para el ejercicio de esa libertad. 
Tales características vienen determinadas, fundamentalmente, por la acción combinada de dos 
factores: la naturaleza pública o privada del centro docente en primer término, y el nivel o 
grado educativo al que tal puesto docente corresponde, en segundo lugar (...)”.
“(...) en los centros públicos de cualquier grado o nivel la libertad de cátedra tienen un contenido 
negativo uniforme en cuanto que habilita al docente para resistir cualquier mandato de dar 
a su enseñanza una orientación ideológica determinada, es decir, cualquier orientación que 
implique un determinado enfoque de la realidad natural, histórica o social dentro de los que el 
amplio marco de los principios constitucionales hacen posible. Libertad de cátedra es, en ese 
sentido, noción incompatible con la existencia de una ciencia o una doctrina ofi ciales. Junto a 
este contenido puramente negativo, la libertad de cátedra tiene también un amplio contenido 
positivo en el nivel educativo superior que no es necesario analizar aquí. En los niveles inferiores, 
por el contrario, y de modo, en alguna medida gradual, este contenido positivo de la libertad de 
enseñanza va disminuyendo puesto que, de una parte, son los planes de estudios establecidos 
por la autoridad competente, y no el propio profesor, los que determinan cuál haya de ser el 
contenido mínimo de la enseñanza y son también estas autoridades las que establecen cuál es el 
elenco de medios pedagógicos entre los que puede optar el profesor (artículo 27.5 y 8) y, de la 
otra y sobre todo, éste no puede orientar ideológicamente su enseñanza con entera libertad de 
la manera que juzgue más conforme con sus convicciones (...)”.
“(...) en un sistema jurídico político basado en el pluralismo, la libertad ideológica y 
religiosa de los individuos y la confesionalidad del Estado, todas las instituciones públicas 
y muy especialmente los centros docentes, han de ser, en efecto, ideológicamente neutrales. 
Esta neutralidad, que no impide la organización en los centros públicos de enseñanzas de 
seguimiento libre para hacer posible el derecho de los padres a elegir para sus hijos la formación 
religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones (artículo 27.3 Constitución), 
es una característica necesaria de cada uno de los puestos docentes integrados en el centro, y 
no el hipotético resultado de la casual coincidencia en el mismo centro y frente a los mismos 
alumnos, de profesores de distinta orientación ideológica cuyas enseñanzas en los centros 
escolares públicos regulados en la LOECE impone a los docentes que en ellos desempeñan 
su función una obligación de renuncia a cualquier forma de adoctrinamiento ideológico, que 
es la única actitud compatible con el respeto a la libertad de las familias que, por decisión 
libre o forzadas por las circunstancias, no han elegido para sus hijos centros docentes con una 
orientación ideológica determinada y explícita (...)”.
“(...) la existencia de un ideario, conocida por el profesor al incorporarse libremente el centro 
o libremente aceptada cuando el centro se dota de tal ideario después de esa incorporación 
no le obliga, como es evidente, ni a convertirse en apologista del mismo, ni a transformar su 
enseñanza en propaganda o adoctrinamiento, ni a subordinar a ese ideario las exigencias que 
el rigor científi co impone a su labor. El profesor es libre como profesor, en el ejercicio de su 
actividad específi ca. Su libertad es, sin embargo, libertad en el puesto docente que ocupa, es 
decir, en un determinado centro y ha de ser compatible por tanto con la libertad del centro, 
del que forma parte el ideario. La libertad del profesor no le faculta por tanto para dirigir 
ataques abiertos o solapados contra ese ideario, sino solo para desarrollar su actividad en los 
términos que juzgue más adecuados y que, con arreglo a un criterio serio y objetivo no resulten 
contrarios a aquél (...)”.
  Sentencia núm. 6-1981 de 16 marzo 
“(...)La preservación de esta comunicación pública libre sin la cual no hay sociedad libre ni, por 
tanto, soberanía popular, exige la garantía de ciertos derechos fundamentales comunes a todos 
los ciudadanos, y la interdicción con carácter general de determinadas actuaciones del poder 
(verbi gratia las prohibidas en los apartados 2 y 5 del mismo art. 20), pero también una especial 
consideración a los medios que aseguran la comunicación social y, en razón de ello, a quienes 
profesionalmente los sirven (...)”.
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  Sentencia núm. 11-1981 de 8 abril 
“(...) donde se dice que huelga (de holgar) es «espacio de tiempo en que uno está sin trabajar», 
y también, «cesación o paro del trabajo de personal empleado en el mismo ofi cio, hecho de 
común acuerdo con el fi n de imponer ciertas condiciones a los patronos» (...)”.
“(...) pretende el recurso que se declare la inconstitucionalidad de la disposición adicional 
primera del Real Decreto-ley 17/1977, que dice así: «Lo dispuesto en el presente Real Decreto-
ley en materia de huelgas no es de aplicación al personal civil dependiente de establecimientos 
militares.»”
“(...) frente a ello, la decisión de cierre afecta no solo al personal confl ictivo, sino también al 
personal pacífi co, cuyos derechos y cuya libertad resultan gravemente lesionados (...)”.
“(...) entre ellas, el vicio de postulación consistente en haber concurrido en este caso en una 
misma persona la condición de comisionado de los diputados recurrentes y la dirección letrada 
de los mismos. Se funda esta causa de inadmisibilidad en la violación del artículo 81 de la Ley 
Orgánica de este Tribunal, que establece la regla de la necesidad de Procurador y de dirección 
letrada, regla que -según el Abogado del Estado- solo se exceptúa por una norma expresa en 
contrario, como ocurre con el artículo 33 de la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa, o cuando institucionalmente se permite que una misma persona sea al tiempo 
representante y defensor. Frente a ello, debe decirse que el artículo 81 de la ley de este Tribunal, 
que, efectivamente, impone a toda clase de personas que actúen ante este Tribunal la necesidad 
de que lo hagan representadas por Procurador y dirigidas por Letrado, es una regla general, 
que debe ceder ante las posibles reglas especiales (...)”. 
“(...) más bien parece que la conclusión a la que se debe llegar es la contraria si se piensa 
que todos los legitimados para acudir ante este Tribunal, además de defender sus estrictos 
intereses personales o políticos, realizan una función pública cual es la de poner en marcha los 
mecanismos de depuración del ordenamiento jurídico (...)”. 
“(...) Si las personas a quienes las leyes otorgan potestad para que acudan ante este Tribunal, 
ejercitan una acción de inconstitucionalidad, si el Tribunal no les atiende incide en denegación 
de justicia. Si la cuestión le es propuesta, el Tribunal tiene que pronunciarse sobre ella (...)”.
“(...) aludir con ello a un carácter personalísimo del acto de renuncia y a la inadmisibilidad de 
una renuncia a través (...)”.
“(...) que el preaviso por sí solo no sobrepasa el contenido esencial del derecho lo pone de 
manifi esto el hecho de que algunas formas de ejercicio del derecho de reunión en lugares públicos 
requieran un preaviso a la autoridad gubernativa sin que por ello se puede decir que el derecho 
quede vacío de contenido o que se sobrepase su contenido esencial de representante (...)”.
  Sentencia núm. 18-1981 de 8 junio 
“(...) Siguiendo en la misma línea de razonamiento, y ya con relación al caso planteado, 
debemos afi rmar ahora que tales valores no quedarían salvaguardados si se admitiera que 
la Administración, por razones de orden público, puede incidir en la esfera jurídica de los 
ciudadanos imponiéndoles una sanción sin observar procedimiento alguno, y, por tanto, sin 
posibilidad de defensa previa a la toma de la decisión, con la consiguiente carga de recurrir 
para evitar que tal acto se consolide y haga fi rme. Por el contrario, la garantía del orden 
constitucional (...)”.
“(...) el recurrente quien en su día invocó ante esa misma Administración el benefi cio de una 
edad que no tenía y que nada hizo por aclarar en tantos años (...)”.
  Sentencia núm. 22-1981 de 2 julio 
“(...) ahora bien, tal limitación supone un sacrifi cio personal y económico que en la medida 
de lo posible debe ser objeto de compensación, pues para que el tratamiento desigual que la 
jubilación forzosa supone resulte justifi cado no basta con que sirva a la consecución de un fi n 
constitucionalmente lícito (...)”.
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“(...) la fi jación de una edad laboral máxima es de naturaleza análoga a la fi jación de una edad 
mínima y que si se admite ésta no existe fundamento para rechazar aquélla (...)”.
“(...) con la primera lo que se pretende es garantizar una formación básica, dentro de una política 
encaminada a promover la igualdad real y efectiva de todos los ciudadanos y a remover los 
obstáculos que impidan a éstos el pleno desarrollo físico y psíquico de su personalidad; y, aun 
cuando el proceso de maduración no se produzca de la misma forma en todos los individuos, 
la tipifi cación viene también justifi cada por la necesidad de uniformar los ciclos educativos y 
evitar una costosa diversifi cación según el ritmo de evolución de cada niño o adolescente (...)”.
  Sentencia núm. 23-1981 de 10 julio 
“(...) es obligado reconocer que don X. Y. Z. ingresó en el Cuerpo de la Guardia Civil a través 
del Colegio de Guardias Jóvenes a una edad real menor que la que entonces constaba en su 
documentación militar, lo que de haberse conocido hubiese impedido o al menos retrasado 
el inicio de dicha carrera. Esta circunstancia real, que no consta si se debió a error ajeno al 
recurrente o no, vino a ser corroborada con su propia conducta consciente cuando en el año 1943 
fi rma y entrega una instancia para ascender a Cabo en la que hace constar que tiene veintiún 
años, cuando en realidad solo tenía veinte, lo que de haberse sabido no le hubiera permitido 
tampoco acogerse voluntariamente a los benefi cios previstos en la Orden de 17 de enero de 
1941, apartado a), para ascender a Cabo (...)”.
“(...) error que éste atribuye en sus escritos no a un acto de su voluntad, sino a una decisión 
del Director del Colegio de Guardias Jóvenes, pero cuyos posibles efectos, en orden a no hacer 
soportar al administrado las consecuencias gravosas de los errores de la Administración, se 
desvirtúan por completo, al ser el propio (...)”.
  Sentencia núm. 25-1981 de 14 julio 
“(...) ello resulta lógicamente del doble carácter que tienen los derechos fundamentales. En 
primer lugar, los derechos fundamentales son derechos subjetivos, derechos de los individuos 
no solo en cuanto derechos de los ciudadanos en el sentido estricto, sino en cuanto garantizan 
un «status» jurídico o la libertad en un ámbito de la existencia. Pero al propio tiempo, son 
elementos esenciales de un ordenamiento objetivo de la comunidad nacional, en cuanto ésta se 
confi gura como marco de una convivencia humana justa y pacífi ca, plasmada históricamente 
en el Estado de Derecho y, más tarde, en el Estado social de Derecho o el Estado social y 
democrático de Derecho, según la fórmula de nuestra Constitución (artículo 1.º1) (...)”.
“(...) También la eventual limitación o suspensión de derechos fundamentales tiene una dimensión 
nacional. Esta limitación o suspensión de derechos fundamentales en una democracia solo se 
justifi ca en aras de la defensa de los propios derechos fundamentales cuando determinadas 
acciones, por una parte, limitan o impiden de hecho su ejercicio en cuanto derechos subjetivos 
para la mayoría de los ciudadanos, y por otra, ponen en peligro el ordenamiento objetivo de la 
comunidad nacional, es decir, el Estado democrático (...)”.
“(...) puede decirse que los derechos fundamentales, por cuanto fundan un «status» jurídico-
constitucional unitario para todos los españoles y son decisivos en igual medida para la 
confi guración del orden democrático en el Estado central y en las Comunidades Autónomas, 
son elemento unifi cador, tanto más cuando el cometido de asegurar esta unifi cación, según 
el artículo 155 de la Constitución, compete al Estado. Los derechos fundamentales son así 
un patrimonio común de los ciudadanos individual y colectivamente, constitutivos del 
ordenamiento jurídico cuya vigencia a todos atañe por igual. Establecen por así decirlo una 
vinculación directa entre los individuos y el Estado y actúan como fundamento de la unidad 
política sin mediación alguna (...)”.
  Sentencia núm. 31-1981 de 28 julio 
“(...) en consecuencia, una vez aprobada la Constitución y consagrada en el artículo 24 la 
presunción la inocencia como derecho fundamental de la persona que vincula a todos los 
poderes públicos (...)”.
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  Sentencia núm. 34-1981 de 10 noviembre 
“(...) el Tribunal no afi rma que una norma de la naturaleza y alcance precisados en el párrafo 
anterior (...)”.
“(...) partiendo de esta afi rmación debemos ahora señalar que el principio de igualdad jurídica 
consagrado en el artículo 14 hace referencia, inicialmente, a la universalidad de la Ley, pero 
no prohíbe que el legislador contemple la necesidad o conveniencia de diferenciar situaciones 
distintas y de darles un tratamiento diverso, que puede incluso venir exigido, en un Estado 
social y democrático de derecho, para la efectividad de los valores que la Constitución consagra 
con el carácter de superiores del Ordenamiento como son la justicia y la igualdad (artículo 1), 
a cuyo efecto atribuye, además, a los Poderes Públicos el que promuevan las condiciones para 
que la igualdad sea real y efectiva (artículo 9.3). Lo que prohíbe el principio de igualdad jurídica 
es la discriminación, como declara de forma expresa el artículo 14 de la Constitución; es decir, 
que la desigualdad de tratamiento legal sea injustifi cada por no ser razonable (...)”.
“(...) la apreciación de en qué medida la Ley ha de contemplar situaciones distintas que sea 
procedente diferenciar y tratar desigualmente o, desde otra perspectiva, que no deben ser 
tratadas igualmente, queda con carácter general confi ada al legislador. Pero tal valoración tiene 
unos límites, ya que no puede dar lugar a un resultado que vaya contra derechos y libertades 
reconocidos en la Constitución (artículo 53.1), ni en general contra cualquier precepto o 
principio de la misma (artículo 9, números 1 y 3, relativos a la sujeción a la Constitución de 
todos los Poderes Públicos y a la interdicción de la arbitrariedad); ni, como resulta obvio, contra 
la esencia del propio principio de igualdad que rechaza toda desigualdad que por su alcance 
sea irrazonable y por ello haya de califi carse de discriminatoria (...)”.
  Sentencia núm. 37-1981 de 16 noviembre 
“(...) el primero de tales principios es el de igualdad en derechos y obligaciones de todos los 
españoles en cualquier parte del territorio nacional. Es obvio, sin embargo, que tal principio 
no puede ser entendido en modo alguno como una rigurosa y monolítica uniformidad del 
ordenamiento de la que resulte que, en igualdad de circunstancias, en cualquier parte del 
territorio nacional, se tienen los mismos derechos y obligaciones. Esto no ha sido nunca así 
entre nosotros en el ámbito del derecho privado y, con la reserva ya antes señalada respecto 
de la igualdad en las condiciones básicas de ejercicio de los derechos y libertades, no es ahora 
resueltamente así en ningún ámbito, puesto que la potestad legislativa de que las Comunidades 
Autónomas gozan potencialmente de nuestro ordenamiento una estructura compuesta, por 
obra de la cual puede ser distinta la posición jurídica de los ciudadanos en las distintas partes 
del territorio nacional (...)”.
 Sentencia núm. 38-1981 de 23 noviembre 
“(...) queremos decir con esto, ante todo, que la cuestión aquí es más que un problema de 
igualdad, un problema de libertad sindical, aunque, ciertamente, la igualdad constituya una 
fundamentación genérica de la libertad (...)”.
  Sentencia núm. 42-1981 de 22 diciembre 
“(...) Todos los títulos obtenidos en cada nivel, ciclo o especialidad tienen el mismo valor y no 
se puede tratar desigualmente a los ciudadanos en función de la Escuela en la que han obtenido 
su título, porque tal desigualdad no tiene justifi cación razonable alguna y, en consecuencia, es 
contraria al principio de igualdad consagrado por el artículo 14 de la Constitución, de acuerdo 
con la doctrina sentada por este Tribunal (…)”.
1982 
  Sentencia núm. 2-1982 de 29 enero 
“(...) en efecto, no existen derechos ilimitados. Todo derecho tiene sus límites, que, como 
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señalaba este Tribunal en sentencia de 8 de abril de 1981 («Boletín Ofi cial del Estado» de 25 
de abril) (RTC 1981\11), en relación a los derechos fundamentales, establece la Constitución 
por sí misma en algunas ocasiones, mientras en otras el límite deriva de una manera mediata 
o indirecta de tal norma, en cuanto ha de justifi carse por la necesidad de proteger o preservar 
no solo otros derechos constitucionales, sino también otros bienes constitucionales protegidos 
(...)”.
“(...) pues bien, hemos de afi rmar que ni la libertad de pensamiento ni el derecho de reunión 
y manifestación comprenden la posibilidad de ejercer sobre terceros una violencia moral de 
alcance intimidatorio, porque ello es contrario a bienes constitucionalmente protegidos, como la 
dignidad de la persona y su derecho a la integridad moral (artículos 10 y 15 de la Constitución), 
que han de respetar no solo los poderes públicos, sino también los ciudadanos, de acuerdo con 
los artículos 9 y 10 de la norma fundamental (...)”.
  Sentencia núm. 15-1982 de 23 abril 
“(...) por otra parte, tanto la doctrina como el derecho comparado afi rman la conexión entre la 
objeción de conciencia y la libertad de conciencia. Para la doctrina, la objeción de conciencia 
constituye una especifi cación de la libertad de conciencia, la cual supone no solo el derecho 
a formar libremente la propia conciencia, sino también a obrar de modo conforme a los 
imperativos de la misma. En la Ley Fundamental de Bonn, el derecho a la objeción de conciencia 
se reconoce en el mismo artículo que la libertad de conciencia y asimismo en la Resolución 
337, de 1967, de la Asamblea Consultiva del Consejo de Europa se afi rma de manera expresa 
que el reconocimiento de la objeción deriva lógicamente de los derechos fundamentales del 
individuo garantizados en el artículo 9 de la Convención Europea de Derechos Humanos 
(RCL 1979\2421), que obliga a los Estados miembros a respetar las libertades individuales de 
conciencia y religión (...)”. 
“(...) de ello no se deriva, sin embargo, que el derecho del objetor esté por entero subordinado 
a la actuación del legislador. El que la objeción de conciencia sea un derecho que para su 
desarrollo y plena efi cacia requiera la «interpositio legislatoris» no signifi ca que sea exigible tan 
solo cuando el legislador lo haya desarrollado (...)”.
“(...) por ello el derecho a la objeción de conciencia no garantiza en rigor la abstención del 
objetor, sino su derecho a ser declarado exento de un deber que, de no mediar tal declaración, 
sería exigible bajo coacción. Asimismo, el principio de igualdad exige que el objetor de 
conciencia no goce de un tratamiento preferencial en el cumplimiento de ese fundamental 
deber de solidaridad social (...)”.
  Sentencia núm. 24-1982 de 13 mayo 
“(...) el artículo 16.3 de la Constitución proclama que «ninguna confesión tendrá carácter 
estatal» e impide, por ende, como dicen los recurrentes, que los valores o intereses religiosos se 
erijan en parámetros para medir la legitimidad o justicia de las normas y actos de los poderes 
públicos. Al mismo tiempo, el citado precepto constitucional veda cualquier tipo de confusión 
entre funciones religiosas y funciones estatales (...)”.
“(...) es asimismo cierto que hay dos principios básicos en nuestro sistema político que 
determinan la actitud del Estado hacia los fenómenos religiosos y el conjunto de relaciones 
entre el Estado y las iglesias y confesiones: el primero de ellos es la libertad religiosa, entendida 
como un derecho subjetivo de carácter fundamental que se concreta en el reconocimiento de 
un ámbito de libertad y de una esfera de «agere licere» del individuo el principio de libertad 
religiosa reconoce el derecho de los ciudadanos a actuar en este campo con plena inmunidad 
de coacción del Estado y de cualesquiera grupos sociales, de manera que el Estado se prohíbe 
a sí mismo cualquier concurrencia, junto a los ciudadanos, en calidad de sujeto de actos o 
de actitudes de signo religioso, y el principio de igualdad, que es consecuencia del principio 
de libertad en esta materia, signifi ca que las actitudes religiosas de los sujetos de derecho no 
pueden justifi car diferencias de trato jurídico (...)”.
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 Sentencia núm. 27-1982 de 24 mayo 
“(...) por otra parte, no se trata de una mera adaptación, sino de un cambio en el sistema de 
valoración de la base imponible que puede llevar a desvirtuar la naturaleza del impuesto”
La teoría de que «nadie puede ir contra sus propios actos» ha sido aceptada por la Jurisprudencia, 
al estimar que «lo fundamental que hay que proteger es la confi anza, ya que el no hacerlo es 
atacar a la buena fe, que ciertamente, se basa en una coherencia de comportamiento en las 
relaciones humanas y negociales» (...)”.
“(...) es ésta una doctrina que, al menos respecto a los países cuyo sistema jurídico no es más 
afín, adquiere su desarrollo más relevante en el ámbito del Derecho Privado -la Jurisprudencia 
se refi ere a quienes han suscitado esa confi anza con su «conducta “contractual”» y a la relación 
entre personas «dentro de un  “convenio jurídico” (...)”.
“(...) la exigencia de atenerse a las consecuencias de los propios actos es tanto más insoslayable 
cuanto el contenido de tales actos esté en la disponibilidad de quien así se manifi esta. Quizá 
no sea susceptible de predicarse con igual fuerza en el orden político constitucional. En aras de 
una coherencia que sería deseable informara siempre actos de esta trascendencia, no debemos 
abstenernos de entrar en el fondo, haciendo prevalecer la hipotética defensa de la buena fe a la 
defensa de la Constitución, que es la tarea que nos incumbe (...)”.
“(...) Sin olvidar que otro principio general exige que toda renuncia de derechos debe ser 
explícita, clara, terminante e inequívoca, y aunque, debido a la protección que se debe dispensar 
a la buena fe, se ha declarado que la renuncia puede inferirse de la conducta de los titulares 
del derecho, no es lícito deducirla, y menos en el ámbito constitucional, de una conducta no 
sufi cientemente expresiva del ánimo de renunciar (...)”.
  Sentencia núm. 36-1982 de 16 junio 
“(...) además existen entre ambas normas identidad de razón por el objeto y fi nalidad perseguida, 
al posibilitar, en mayor o menor medida, el ejercicio del derecho de reunión en benefi cio de los 
ciudadanos (...)”.
“(...) el derecho de reunión, como todo derecho fundamental, tiene sus límites, por no ser un 
derecho absoluto e ilimitado. Es, indudablemente, un derecho subjetivo de ejercicio colectivo, 
que al ser realizado incide en el derecho y en los intereses de otros ciudadanos y en la utilización 
exclusiva de bienes públicos, posibilitando, a veces, la alteración de la seguridad ciudadana y 
del orden general, que corresponde garantizar y salvaguardar al poder público. El carácter 
preeminente de estos valores afectados exige, en una sociedad democrática, que la Constitución 
conceda poderes a la autoridad para imponer al ciudadano el deber de comunicar con antelación 
razonable  (…)”.
  Sentencia núm. 37-1982 de 16 junio 
“(...) el artículo 6 de la Ley 62/1978, de 26 de diciembre, de protección jurisdiccional de 
los derechos fundamentales de la persona, confi gura la llamada «garantía contencioso-
administrativa», regulada en su sección segunda, como un proceso especial cuyo objeto aparece 
limitado a los actos de la Administración Pública, sujetos al derecho administrativo, que afecten 
al ejercicio de los derechos fundamentales de la persona mencionados en el artículo 1.2 de dicha 
Ley (…)”.
“(...) la equiparación en la igualdad, que por propia defi nición puede solicitar el ciudadano 
que se sienta discriminado, ha de ser dentro de la legalidad, y solo ante situaciones idénticas 
que sean conformes al ordenamiento jurídico, pero nunca fuera de la legalidad, con extensión 
indebida a la protección de situaciones ilegales, ni tampoco para convalidar jurídicamente los 
defectos imputables a la siempre limitada efi cacia en el plano de los hechos, que las actuaciones 
de los poderes públicos despliegan para el restablecimiento de la realidad física o jurídica 
alterada ilegalmente (...)”.
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  Sentencia núm. 41-1982 de 2 julio 
“(...) la institución de la prisión provisional situada entre el deber estatal de perseguir efi cazmente 
el delito, por un lado, y el deber estatal de asegurar el ámbito de la libertad del ciudadano, por 
otro, viene delimitada en el texto de la CE  (…)”.
“(...) no existiendo límite mínimo en relación al tiempo que debe mantenerse a una persona en 
situación de preso provisional  (…)”.
 Sentencia núm. 42-1982 de 5 julio  
“(...) no se trata, ciertamente, de un derecho que haya sido incorporado al ordenamiento por 
nuestra Constitución, pues nuestro Derecho, como el de los otros pueblos, lo conocía ya de 
antaño. En su regulación tradicional es fácil percibir la conexión existente entre este derecho 
y la institución misma del proceso, cuya importancia decisiva para la existencia del Estado de 
Derecho es innecesario subrayar; en razón de tal conexión, la pasividad del titular del derecho 
debe ser suplida por el órgano judicial (artículos 118 y 860 LEC), para cuya propia actuación, y no 
solo para el mejor servicio de los derechos e intereses del defendido, es necesaria la asistencia del 
Letrado. Esta regulación tradicional responde a la concepción también tradicional del Estado de 
Derecho, en la que éste se entiende realizado con el mero aseguramiento formal de los derechos 
fundamentales. En cuanto esta concepción tradicional del Estado de Derecho no agota la noción 
de Estado Social de Derecho que incorpora nuestra Constitución, es evidente que las normas 
existentes sobre asistencia letrada han de ser reinterpretadas de conformidad con esta última 
y completadas. La idea del Estado Social de Derecho (artículo 1.1 CE) y el mandato genérico 
del artículo 9.2 exigen seguramente una organización del derecho a ser asistido de Letrado 
que no haga descansar la garantía material de su ejercicio por los desposeídos en un «munus 
honorifi cum» de los profesionales de la abogacía, pues tal organización tiene defi ciencias que 
desgraciadamente han quedado muy de relieve en el presente caso (...)”.
 Sentencia núm. 60-1982 de 11 octubre 
“(...) para saber si en este caso los miembros del Consejo pueden hacer valer un interés legítimo 
y no personal para impugnar lo que impugnaron es necesario analizar previamente cuál es la 
competencia del Consejo en relación con el supuesto de la dimisión, cese y nombramiento del 
Director del Ente Público más bien cabe inferir del artículo 23.2 CE que si todos los ciudadanos 
tienen el derecho a acceder a cualquier cargo público, también tienen el de dimitir de ellos, 
decisión que se inserta en la esfera de la libre disposición individual y que no estando prohibida 
(y no lo está) está permitida, aunque pueda admitir en cada caso las limitaciones establecidas 
por la legislación reguladora del cargo en cuestión (…)”. 
  Sentencia núm. 62-1982 de 15 octubre 
“(...) por último, no puede admitirse el argumento de que cuando el presunto delito afecte al 
pudor de las personas en general, éstas tengan que estar presentes mediante la publicidad del 
juicio. Ello, en primer lugar, porque en tal supuesto la presencia sería físicamente imposible 
dado su número y, en segundo término, porque tal necesidad haría inviable la resolución 
judicial de que el juicio se celebre a puerta cerrada por razones de moralidad (…)” 
“(...) hay que examinar si el concepto de moral -que es el bien protegido por las resoluciones 
impugnadas- puede ser utilizado por el legislador y aplicado por los Tribunales como límite 
para el ejercicio del derecho a la libertad de expresión; en segundo término, si la respuesta es 
afi rmativa, será necesario precisar en qué medida la moral puede constituir un límite de tal 
libertad (…)”. 
“(...) la Ley puede fi jar límites siempre que su contenido respete el contenido esencial de 
los derechos y libertades a que se refi ere el artículo 20. Queda así planteada la cuestión de 
determinar si la moralidad pública puede ser un límite establecido por el legislador o si tal 
límite (…)”.
“(...) por lo que cualquiera que fuera el concepto de moral que tomara en consideración el 
legislador anterior, es lo cierto que con posterioridad hay que partir de los principios, valores y 
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derechos consagrados en la misma. Pero dicho lo anterior, es lo cierto, según hemos visto, que 
de acuerdo con la Constitución y con la Declaración Universal, acuerdos y tratados ratifi cados 
por España, el concepto de moral puede ser utilizado por el legislador y aplicado por los 
Tribunales como límite del ejercicio de los derechos fundamentales y libertades públicas, como 
así lo ha hecho el legislador posconstitucional al regular en la Ley Orgánica 7/1980, de 5 de 
julio, la libertad religiosa (artículo 3.1) y señalar como límite de su ejercicio «la protección 
del derecho de los demás al ejercicio de sus libertades y derechos fundamentales, así como la 
salvaguardia de la Seguridad, de la salud y de la moralidad pública, elementos constitutivos 
del orden público protegido por la Ley en el ámbito de una sociedad democrática» (...)”.
“(...) problema éste de difícil solución si se tiene en cuenta además que la moral pública -como 
elemento ético común de la vida social- es susceptible de concreciones diferentes, según las 
distintas épocas y países, por lo que no es algo inmutable desde una perspectiva social. Lo que 
nos lleva a la conclusión de que la admisión de la moral pública como límite ha de rodearse 
de las garantías necesarias para evitar que bajo un concepto ético, juridifi cado en cuanto es 
necesario un mínimun ético para la vida social, se produzca una limitación injustifi cada de 
derechos fundamentales y libertades públicas, que tienen un valor central en el sistema jurídico 
(artículo 10 de la Constitución) (...)”.
“(...) este Tribunal ha de limitarse por tanto a abordar la cuestión planteada desde la perspectiva 
constitucional. Y desde ella debe afi rmar, partiendo del artículo 20.4 de la Constitución y de la 
legislación posconstitucional, como es la Ley 1/1982, de 24 de febrero (RCL 1982\479), que la 
pornografía no constituye para el Ordenamiento jurídico vigente, siempre y en todos los casos, 
un ataque contra la moral pública en cuanto mínimun ético acogido por el derecho, sino que la 
vulneración de ese mínimun exige valorar las circunstancias concurrentes (…)”. 
 Sentencia núm. 63-1982 de 20 octubre 
“(…) Es prácticamente imposible imaginar un supuesto en el que resulte más claramente 
identifi cada y conocida la persona a cuyo favor derivan derechos del propio acto atacado 
o que, cuando menos, tiene un interés legítimo en su mantenimiento, ha sido parte en el 
procedimiento administrativo que ha llevado a dictarlo y cuyas posibilidades de defensa deben 
ser, en consecuencia, promovidas por el intérprete de la Ley (…)”.
“(…) Lo que conduce a establecer el emplazamiento personal a los que puedan comparecer 
como demandados -e incluso coadyuvantes-, siempre que ello resulte factible (…)”
 Sentencia núm. 67-1982 de 15 noviembre 
“(...) la discriminación inicial resulta del pase reglamentario de las funcionarías en cuestión, 
al contraer matrimonio, a una situación de excedencia que los Estatutos entonces vigentes 
califi caban de «voluntaria», con percibo de una dote y la facultad de volver al servicio activo de 
convertirse en cabezas de familia, previo el cumplimiento de ciertos requisitos (artículo 66 de la 
Orden de 31 de julio de 1959). Es de observar que la discriminación era tal con respecto al varón 
que no veía su posición funcionarial alterada por el matrimonio (…)”.
“(...) la desigualdad así creada fue suprimida en principio, con anterioridad a la Constitución, 
por la Ley 56/1961, de 22 de julio, relativa a los derechos políticos, profesionales y del trabajo 
de la mujer, que reconocía a la mujer los mismos derechos que al varón para el ejercicio de toda 
clase de actividades políticas, profesionales y del trabajo (artículo 1), pero el Decreto 258/1962, 
de 1 de febrero, que la desarrollara, excluyó del posible reingreso a las situaciones laborales 
de los trabajadores femeninos surgidas con anterioridad al 1 de enero del año en curso; por lo 
que la superación de la situación creada para las hoy recurrentes no se hizo efectiva hasta la 
promulgación del Estatuto de Personal del Mutualismo Laboral de 1970 (Orden de 31 de julio), 
que permitió a las mujeres funcionarias que «pasaron con carácter forzoso a la situación de 
excedencia» por haber contraído matrimonio con anterioridad al 1 de enero de 1962 solicitar el 
reingreso al servicio activo «con la categoría administrativa y antigüedad que ostentas en en la 
fecha de su pase a dicha situación» (...)”
“(...) con ello la igualdad de derechos profesionales (los de que aquí se trata) de las recurrentes con 
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respecto a los funcionarios masculinos, sancionada por la Constitución y los pactos y convenios 
internacionales relativos a los mismos, ratifi cados por España, era un hecho, alcanzado ya en 
parte por el proceso legislativo anterior a la Constitución (…)”.
“(...) los casos un tratamiento legal igual con abstracción de cualquier elemento diferenciador 
de relevancia jurídica, y que este desigual tratamiento legal tiene como límite la arbitrariedad, 
causa de discriminación, es decir, la falta de una justifi cación objetiva y razonable (...)”.
 Sentencia núm. 68-1982 de 22 noviembre 
“(...) el hecho de que exista una diferencia en el trato jurídico o en los regímenes jurídicos 
aplicables a una u otra clase de personas no signifi ca por sí solo violación del artículo 14 de 
la Constitución, como ya hemos dicho en muchas ocasiones, siempre que la diferencia que 
se introduce posea una justifi cación razonable, de acuerdo con el sistema de valores que la 
Constitución consagra (…)”.
“(...) los datos que nos han sido ofrecidos en este proceso para justifi car la diferencia de trato 
jurídico entre las personas que pueden ser englobadas genéricamente en la categoría de 
trabajadores por cuenta propia o autónomos y el subconjunto que dentro de esta categoría 
forman aquellos que para el ejercicio de su actividad profesional necesitan como requisito 
previo la integración en un Colegio o Asociación han sido de dos tipos: por una parte, se señala 
que la naturaleza misma de los seguros sociales exige, (...), pues no es posible que el seguro 
social funcione como los seguros privados mediante una contratación voluntaria de personas 
particulares (…)”.
 Sentencia núm. 70-1982 de 29 noviembre 
“(...) en la actualidad el fenómeno representativo se suele entender sobre la base genérica de 
la actuación de una persona en el lugar de otra, producida por virtud de lo dispuesto por la 
voluntad del representado o por la ley (...)”.
 Sentencia núm. 73-1982 de 2 diciembre 
“(...) al delito de este mismo nombre y el de injurias que utilizaba la legislación aplicable al 
régimen jurídico del matrimonio, pues por injuria tanto puede entenderse la acción dirigida a la 
privación de la fama o las acciones que buscan el menosprecio, como en general todas aquellas 
que lesionan los derechos y bienes de la personalidad (…)”.
“(...) Sentencia impugnada no es objeto de ataque por lo que dice, sino por lo que la recurrente 
cree que dice. Es obvio que la separación de hecho no hace desaparecer los deberes derivados 
de la relación conyugal ni otorga un omnímodo derecho de libertad a los cónyuges, que esta 
subsistencia de deberes es igual para uno y otro consorte y que uno y otro se injurian si antes 
de que se produzca la disolución del vínculo desarrollan comportamientos que signifi quen 
menosprecio o que lesionen otros bienes de la personalidad (...)”.
  Sentencia núm. 77-1982 de 20 diciembre 
“(...) la cuestión principal planteada en el presente recurso, y de la que derivan todas las 
demás, es la de determinar si forma parte o no del contenido de un derecho fundamental, en 
el presente caso del artículo 20, número 1, a) y d), de la CE, el derecho a obtener, por parte 
de la Administración y eventualmente de los Tribunales, el reconocimiento expreso de tal 
derecho fundamental sin que previamente se haya producido por la propia Administración 
una violación del mismo (...)”.
“(...) frente a la postura del recurrente es preciso afi rmar que se trata de ejercitar parte del 
contenido del derecho fundamental del artículo 20, número 1, a) y d) de la CE, y que no tiene 
por qué ser generalmente reconocido expresa y formalmente por la Administración, ya que el 
mismo nace directamente de la Constitución Española y su titular no tiene, por consiguiente, 
para ejercitarlo que esperar a un previo reconocimiento administrativo. Y ello porque, tal 
como está confi gurada constitucionalmente dicha libertad, el ejercicio de la misma no exige 
con carácter general más que la pura y simple abstención por parte de la Administración, la 
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ausencia de trabas o impedimentos de ésta y no el reconocimiento formal y explícito de que tal 
libertad corresponde a sus respectivos titulares. Se trata de una de las libertades de los sujetos 
particulares que no exigen más que una mera actitud de no injerencia por parte de los poderes 
públicos (...)”.
“(...) los derechos fundamentales se ejercitan de acuerdo con su contenido constitucionalmente 
sancionado y de estar éste desarrollado legalmente, de acuerdo también con lo que disponga 
la Ley correspondiente, siempre que esta sea posterior a la CE y no haya sido declarada 
inconstitucional por este Tribunal. Si la Ley reguladora del derecho fundamental es anterior 
a la Constitución e infringe ésta, no cabe duda que debe considerarse inaplicable en lo que 
vulnere dicha norma constitucional por haber quedado derogada. Lo mismo debe concluirse, y 
con mayor razón, cuando la norma que vulnera lo dispuesto en la Constitución Española es de 
naturaleza reglamentaria, y todo ello sin necesidad de que el legislador, la Administración o los 
Tribunales, según los casos, hagan una declaración en tal sentido (...)”.
 Sentencia núm. 80-1982 de 20 diciembre 
“(...) el artículo 137 del Código Civil en su redacción anterior, y como éste contenía un criterio 
discriminatorio por razón de nacimiento contrario a la igualdad en un punto al régimen de las 
acciones de fi liación, entre las pertenecientes a los hijos que pretendieran el reconocimiento a 
la fi liación matrimonial o el de la extramatrimonial, tanto la sentencia de apelación como la 
de casación contienen fallos contrarios al derecho de igualdad que perpetúan en el presente 
posconstitucional un trato discriminatorio nacido al amparo de la legislación preconstitucional, 
por todo lo cual deben ser anuladas por este Tribunal (...)”.
 Sentencia núm. 81-1982 de 21 diciembre 
“(...) el reconocimiento del derecho de los recurrentes, como Ayudantes Técnicos Sanitarios, 
a no ser discriminados en el salario y en el restante contenido de sus relaciones laborales con 
respecto al personal femenino de igual condición que realiza idéntico tipo de trabajo en las 
instituciones de la Seguridad Social (...)”.
1983 
  Sentencia núm. 3-1983 de 25 enero 
“(...) el derecho a la tutela judicial efectiva puede restringirse en la medida que la restricción 
actúa en servicio de la efectividad o promoción de otros bienes o derechos fundamentales y 
libertades públicas constitucionalmente protegidas, pues en caso contrario aquélla habría de 
ser estimada inconstitucional (...)”.
“(...) pero, como ya ha declarado este Tribunal en reiteradas ocasiones, tal precepto no establece 
un principio de igualdad absoluta que pueda omitir tomar en consideración la existencia de 
razones objetivas que razonablemente justifi quen la desigualdad de tratamiento legal. Y mucho 
menos que excluya la propia necesidad del establecimiento de un trato desigual que recaiga 
sobre supuestos de hecho que en sí mismos son desiguales y tengan por función precisamente 
contribuir al restablecimiento o promoción de la igualdad real, ya que en tal caso la diferencia 
de régimen jurídico no solo no se opone al principio de igualdad, sino que aparece exigida por 
dicho principio y constituye instrumento ineludible para su debida efectividad (...)”.
“(...) esta es la situación que subyace en la cuestión debatida, pues la disparidad normativa se 
asienta sobre una desigualdad originaria entre trabajador y empresario que tiene su fundamento 
no solo en la distinta condición económica de ambos sujetos, sino en su respectiva posición en 
la propia y especial relación jurídica que los vincula, que es de dependencia o subordinación de 
uno respecto del otro, y que posee una tradición que es innecesario concretar en todo el amplio 
conjunto de consecuencias derivadas de dicha relación. Se trata, pues, de una desigualdad 
subjetiva a la que atiende el ordenamiento jurídico mediante un tratamiento diferenciado, y 
que no se quiebra por la contemplación aislada de supuestos excepcionales realmente existentes 
en que la elevada cualifi cación del trabajador, su remuneración o su relativa autonomía en la 
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prestación del trabajo reduzcan o maticen las respectivas posiciones de las partes (...)”.
“(...) de todo ello deriva el específi co carácter del Derecho laboral, en virtud del cual, mediante 
la transformación de reglas indeterminadas que aparecen indudablemente ligadas a los 
principios de libertad e igualdad de las partes sobre los que se basa el derecho de contratos, se 
constituye como un ordenamiento compensador e igualador en orden a la corrección, al menos 
parcialmente, de las desigualdades fundamentales. Y en el tema que importa a la cuestión 
debatida debe destacarse que a esta fi nalidad sirven no solo las normas sustantivas, sino 
también las procesales, porque superando tendencias que creían que el Derecho procesal era un 
conjunto de normas neutras y aisladas del Derecho sustantivo, resulta patente que ambos son 
realidades inescindibles, actuando aquél como un instrumento más, y de singular importancia, 
para el cumplimiento de los fi nes pretendidos por éste (...)”.
“(...) estas ideas encuentran expresa consagración en el artículo 9.2 de la CE cuando impone 
a los poderes públicos la obligación de «promover las condiciones para que la libertad y la 
igualdad del individuo y de los grupos en que se integran sean reales y efectivas», pues con esta 
disposición se está superando el más limitado ámbito de actuación de una igualdad meramente 
formal y propugnando un signifi cado del principio de igualdad acorde con la defi nición del 
artículo 1, que constituye a España como un Estado democrático y social de derecho, por lo 
que, en defi nitiva, se ajusta a la Constitución la fi nalidad tuitiva o compensadora del Derecho 
laboral en garantía de la promoción de una igualdad real, que en el ámbito de las relaciones 
laborales exige un mínimo de desigualdad formal en benefi cio del trabajador (...)”.
“(...) es evidente que su más fácil tutela conlleva a una disminución de la tutela de la contraparte, 
proporcionada y razonable, a la vez que apoyada en los principios fundamentadores de la 
Constitución y que, por lo tanto, no puede estimarse inconstitucional, puesto que la carga 
económica de la consignación depende de las relaciones existentes entre las partes, de la 
función que cumple en el proceso y del equilibrio que procura entre los intereses contrapuestos, 
debiendo además ponerse de relieve que la sentencia de la Magistratura que deriva de un 
proceso que se caracteriza por la unidad de instancia está dotada de una intensa presunción de 
legalidad en la medida en que el Tribunal Superior se mueve dentro de cauces no muy amplios 
(…)”.
  Sentencia núm. 6-1983 de 4 febrero 
“(...) las normas que establecen exenciones o reducciones tributarias crean ciertamente situaciones 
jurídicas individualizadas en favor de los benefi ciados. Puede discutirse doctrinalmente cuál 
es la naturaleza del poder jurídico que se atribuye a los sujetos, a los que la norma previene 
que le sea aplicada la exención o la bonifi cación, pero no cabe duda que en defi nitiva tal poder 
consiste en no satisfacer un determinado tributo o en satisfacerlo en una cuantía menor que la 
prevista con carácter general (...)”.
“(...) cuando se trata de la defensa del ordenamiento constitucional, hemos de tener en cuenta 
que el concepto de «derecho individual» que el artículo 9 menciona no puede confundirse con 
el «ius quaesitum». El artículo 9.3 -en todo o en parte- alude a los derechos fundamentales del 
título I. El principio de irretroactividad del artículo 9.3, en cuanto a las leyes, concierne solo a 
las sancionadoras no favorables y a las restrictivas de derechos individuales, en el sentido que 
hemos dado a esta expresión. Fuera de ello nada impide, constitucionalmente, que el legislador 
dote a la ley del ámbito de retroactividad que considere oportuno (...)”.
“(...) este precepto por sí solo no determina una legalidad tributaria de carácter absoluto, pues 
exige que exista conformidad con la ley de las prestaciones personales o patrimoniales que 
se establezcan, pero no impone, de manera rígida, que el establecimiento haya de hacerse 
necesariamente por medio de ley (...)”.
 Sentencia núm. 7-1983 de 14 febrero 
“(...) es evidente que la suspensión del contrato de trabajo «para el personal femenino» por 
el hecho de contraer matrimonio constituye una discriminación por razón del sexo, pues 
no se hace derivar idéntica consecuencia en relación con el personal masculino de la misma 
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empresa que contrajera matrimonio, y la claridad no discutida de tal apreciación nos releva de 
la necesidad de analizar la concurrencia de otra posible causa de discriminación derivable no 
del diferente trato por razón del sexo, sino de la consecuencia jurídica que se vincula al hecho 
mismo del matrimonio (...)”.
“(...) Suspensión que, por lo mismo, es nula desde el momento mismo de la entrada en vigor de 
la Constitución, de tal modo que aunque no existiera el artículo 17 de la LET, tal nulidad por 
oposición al artículo 14 de la Constitución sería indiscutible y sufi ciente para pedir el amparo, 
pues la tesis contraria consistiría, una vez más, aunque aquí de forma tácita, en afi rmar que 
los derechos fundamentales carecen de virtualidad plena en el texto constitucional y solo la 
adquieren a partir de su «concreción legislativa», tesis que va en contra del artículo 53.1 de la 
Constitución y de la jurisprudencia unánime y reiterada de este Tribunal, que es el intérprete 
supremo de aquélla (artículo 1 LOTC) (...)”.
“(...) los derechos fundamentales, que establecen una relación jurídica entre cada ciudadano 
y el Estado desde el reconocimiento de aquéllos en la Constitución, son permanentes e 
imprescriptibles, y por ende también lo es el derecho a no ser discriminados por razón del 
sexo que tienen las aquí recurrentes. Ello es compatible, sin embargo, con que para reaccionar 
frente a cada lesión concreta que cada ciudadano entienda haber recibido contra ese o cualquier 
otro derecho fundamental, el ordenamiento límite temporalmente la vida de la correspondiente 
acción (cuya prescripción en modo alguno puede extinguir el derecho fundamental de que 
se trate, que el ciudadano podrá continuar ejerciendo y que podrá hacer valer en relación 
con cualquier otra lesión futura), sino que signifi cará tan solo que ha transcurrido el plazo 
dentro del cual el ordenamiento le permite reclamar jurisdiccionalmente ante una presunta 
y determinada violación. Por otra parte, es obvio que el derecho a no ser discriminado por 
razón del sexo no puede ser contemplado solo en abstracto, sino en función de cada una de 
las situaciones jurídicas concretas en las que entre en juego, y por lo mismo, en conexión con 
los ámbitos normativos que regulen cada una de aquéllas, que en el caso que nos ocupa es el 
concerniente al contrato de trabajo. Bajo estas consideraciones hay que examinar cuándo nació, 
de dónde deriva y hasta cuándo está o ha estado viva la acción de las recurrentes para hacer 
valer en este caso su derecho fundamental a no ser discriminadas (…)”.
  Sentencia núm. 9-1983 de 21 febrero 
“(...) Una desigualdad entre las personas que posean tesorería y aquellas otras que no la posean 
y que debe indudablemente rechazarse, porque la comparación que se establece entre unos y 
otros sujetos resulta enteramente improcedente, ya que la exigencia legal establece un requisito 
que es aplicable a todos los ciudadanos por igual y del que solo resultan exentos aquellos 
empresarios que hayan obtenido el benefi cio de pobreza, por lo que no existe diferencia de trato 
en la norma por el hecho de que los no pobres legalmente puedan encontrarse imposibilitados de 
constituir el depósito por las circunstancias económicas en que se encuentren transitoriamente, 
pues la desigualdad se debe a ellos mismos (...)”.
“(...) por ello, el problema que el supuesto de hecho plantea no es el de la desigualdad en la 
aplicación de la ley entre unos y otros sujetos, sino el de la eventual imposibilidad extraordinaria 
de cumplimiento en debida forma del requisito legal o, lo que es igual, lo que se debe determinar 
no es, en puridad, si debe existir un trato diferenciado para personas que se encuentran en 
desiguales circunstancias, sino más sencillamente, si la situación en que se encuentra el sujeto 
obliga a una inaplicación o aplicación matizada de la exigencia de la consignación, llegándose, 
en defi nitiva, a tener que precisar si el derecho a la tutela efectiva judicial exige la inaplicación 
o extraordinaria difi cultad de cumplimiento del deber de consignar en metálico para recurrir 
(...)”.
  Sentencia núm. 10-1983 de 21 febrero 
“(...) el sentido democrático que en nuestra Constitución (artículo 1.2) reviste el principio del 
origen popular del poder obliga a entender que la titularidad de los cargos y ofi cios públicos 
solo es legítima cuando puede ser referida, de manera mediata o inmediata, a un acto concreto 
de expresión de la voluntad popular. Es obvio, sin embargo, que, pese a esta identidad de 
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legitimación de todos los titulares de cargos y funciones públicas, solo se denominan 
representantes aquellos cuya designación resulta directamente de la elección popular, esto es, 
aquellos cuya legitimación resulta inmediatamente de la elección de los ciudadanos (...)”.
“(...) lo propio de la representación, de cualquier modo que ésta se construya, tanto basada en 
el mandato libre como en el mandato imperativo, es el establecimiento de la presunción de 
que la voluntad del representante es la voluntad de los representados, en razón de la cual son 
imputados a éstos en su conjunto y no solo a quienes votaron en su favor o formaron la mayoría 
los actos de aquél. El desconocimiento o la ruptura de esa relación de imputación destruye 
la naturaleza misma de la institución representativa y vulnera, en consecuencia, un derecho 
fundamental de todos y cada uno de los sujetos que son parte de ella. Al reaccionar contra 
el acto que lo expulsa de su función, el representante no defi ende, por tanto, solo un derecho 
propio, pero tampoco, en modo alguno, un derecho ajeno, pues la fi nalidad que persigue es 
justamente la de restaurar la unidad de voluntad en que la representación consiste (...)”.
“(...) el legislador puede establecer libremente las condiciones que estime más adecuadas, pero 
su libertad tiene limitaciones que son, de una parte, las generales que imponen el principio 
de igualdad y los derechos fundamentales que la Constitución garantiza, y de la otra, 
cuando se trata de cargos o funciones cuya naturaleza esencial aparece defi nida por la propia 
Constitución, las que resultan de la necesidad de salvaguardar esta naturaleza. En el caso de los 
cargos y funciones públicos de carácter representativo, una regulación legal que sea contraria 
a la naturaleza de la representación violará también por ello el derecho del representante a 
permanecer en el cargo (...)”.
“(...) Una somera refl exión sobre la naturaleza y la función que en materia electoral atribuye la 
Constitución a los partidos políticos (...)”.
“(...) de acuerdo con la Constitución (artículos 6, 23, 68, 69, 70 y 140) es inequívoco, sin embargo, 
que la elección de los ciudadanos solo puede recaer sobre personas determinadas y no sobre los 
partidos o asociaciones que los proponen al electorado (...)”.
“(...) la vulneración, tanto en la persona del representante como en la de los representados, del 
derecho fundamental consagrado en el artículo 23.1 implica también, por razones ya expuestas, 
una violación del derecho de los representantes a permanecer en su cargo.. (...)”.
 Sentencia núm. 11-1983 de 21 febrero 
“(...) no obstante lo cual la misma Audiencia concede la extradición condicionada de modo 
expreso a que sea sometido a un nuevo proceso, con todas las garantías exigibles, esto es, 
concede la extradición no respecto de una persona «condenada», sino simplemente «acusada», 
diversifi cación que consta de un modo expreso tanto en el Tratado sobre Extradición de España 
con Estados Unidos, de fecha 29 de mayo de 1970 (RCL 1971\1688 y NDL 12542), que la recoge 
en su artículo 1.º, como en la Ley reguladora de la Extradición de 26 de diciembre de 1958 (RCL 
1958\2076y NDL 12541) (…)”.
“(...) del artículo 10 del Tratado, expresivo de que si se trata de una persona todavía no 
condenada, la parte requerida podrá solicitar que la requirente presente pruebas sufi cientes 
para establecer «prima facie» que la persona reclamada ha cometido el delito por el cual la 
extradición se formula, ya que también a estos fi nes se ha reputado bastante por el Tribunal 
Penal, por la copiosa documentación facilitada por el Estado requirente, que incluye -dicho 
está- la culminación del proceso ante sus tribunales, seguido con la fi nalización de una sentencia 
condenatoria (...)”.
“(...) ya que en varios de ellos estas personas omitieron toda participación, y, lo que es más 
importante, esta fi gura del delito provocado carece en nuestra normativa positiva de un 
tratamiento concreto, tanto para estimarla punible como inocua (…)”.
  Sentencia núm. 19-1983 de 14 marzo 
“(...) para resolver esta cuestión hay que partir del artículo 162.1.b) de la Constitución, que regula 
con carácter específi co la legitimación para interponer el recurso de amparo, en el sentido de 
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afi rmar que está legitimada toda persona natural o jurídica que invoque un interés legítimo. Y 
asimismo, con carácter complementario, de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional (RCL 
1979\2383) -LOTC-, l cual establece en su artículo 46.1.b) -en conexión con el 44 de la propia Ley- 
que están legitimados para interponer recurso de amparo constitucional contra resoluciones de 
órganos judiciales quienes hayan sido parte en el proceso judicial correspondiente (...)”.
“(...) pues bien, de acuerdo con los preceptos mencionados, ha de afi rmarse que la legitimación 
para interponer recursos de amparo no corresponde solo a los ciudadanos, sino a cualquier 
persona -natural o jurídica- que sea titular de un interés legítimo, aun cuando no sea titular del 
derecho fundamental que se alega como vulnerado (...)”.
“(...) en consecuencia, no puede sostenerse la falta de legitimación de la Diputación Foral de 
Navarra para promover el presente recurso de amparo, dada la personalidad de la misma en el 
momento de formular la demanda, y el hecho de haber sido parte en el proceso antecedente. “
“(...) el recurrente, al hilo de la legitimación, sostiene que la titularidad de los derechos 
fundamentales y libertades públicas susceptibles de amparo solo corresponde a los ciudadanos, 
a cuyo efecto cita el artículo 53.2 de la Constitución. La Sala, sin embargo, no puede compartir 
esta interpretación del mencionado precepto, ya que basta leer los artículos 14 a 29 para deducir 
el sentido del artículo 53.2, que es el afi rmar que cualquier ciudadano puede recabar la tutela de 
tales libertades y derechos, es decir, que todos los ciudadanos son titulares de los mismos, pero 
sin que ello limite la posible titularidad por otras personas (...)”.
“(...) la cuestión de la titularidad de los derechos fundamentales no puede ser resuelta con 
carácter general en relación a todos y cada uno de ellos. La mera lectura de los artículos 14 a 
29, a que antes no referíamos, acredita que existen derechos fundamentales cuya titularidad 
se reconoce expresamente a quienes no pueden califi carse como ciudadanos, como «las 
comunidades» -artículo 16-, las personas jurídicas -artículo 27.6- y los sindicatos -artículo 28.2-
; que hay otros derechos fundamentales que por su propio carácter no entran en aquellos de 
los que eventualmente pueden ser titulares las personas jurídicas, como la libertad personal 
-artículo 17- y el derecho a la intimidad familiar -artículo 18-, y, por último, en algún supuesto, 
la Constitución utiliza expresiones cuyo alcance hay que determinar, como sucede en relación 
a la expresión «todas las personas» que utiliza su artículo 24 (...)”.
“(...) pues bien, la expresión «todas las personas» hay que interpretarla en relación con el ámbito 
del derecho de que se trata, es decir, con «la tutela efectiva de los Jueces y Tribunales», que 
comprende lógicamente, en principio, a todas las personas que tienen capacidad para ser parte 
en un proceso, capacidad que no puede negarse a la Diputación Foral (...)”.
 Sentencia núm. 22-1983 de 23 marzo 
“(...) ese orden se preste al mismo, parece admisible que mediante una aplicación estricta de la 
norma se pueda originar un quebranto del derecho fundamental de constante referencia, y ello, 
esencialmente, por aceptarse de tal modo una fi cción, cual es la de entender que las personas 
que se hallen en la situación anteriormente descrita, esto es, en quienes concurra la calidad de 
titulares de derechos o intereses de los que se puedan ver privados mediante la promoción del 
proceso jurisdiccional, quedan sufi cientemente instruidos de su interposición por el mecanismo 
edictal en la Ley establecido, cuando es lo cierto que normalmente son ajenos a ello (...)”.
“(...) y en él les fue reconocido, nominativa y personalmente, todo lo que después invalidó la 
sentencia jurisdiccional, y estos datos de identifi cación subjetiva constan con todo pormenor 
también en la resolución administrativa impugnada ante lo contencioso, resolución (…)”.
  Sentencia núm. 27-1983 de 20 abril 
“(...) en nuestro ordenamiento, la forma de los actos jurídicos de la Administración no es 
relevante en todos los casos para determinar su naturaleza. Así sucede en relación con los 
supuestos en que los actos administrativos y disposiciones generales de la Administración 
pueden exteriorizarse en la misma forma, lo que plantea el problema de determinar su 
naturaleza en cada caso concreto (...)”.
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“(...) Si la forma no es un criterio que permite determinar la naturaleza de la Circular, lo 
normal será que tal califi cación pueda realizarse a partir de su contenido. Sucede, sin embargo, 
que en ocasiones un mismo contenido puede califi carse como norma o como acto interno, 
como tendremos ocasión de ver, por lo que en tal caso resulta necesario acudir al criterio 
de la competencia, de especial trascendencia en un Estado compuesto, en el que la potestad 
normativa y la de ejecución, en relación a una materia, pueden no corresponder normalmente 
a la misma entidad (...)”.
  Sentencia núm. 29-1983 de 26 abril 
“(...) cuando la determinación del recurso procedente requiere un razonamiento tan complejo 
como el que se deduce de la exposición anterior, exigido en este caso por la incidencia de 
unas normas sobre otras a consecuencia de un cambio sustancial en el ordenamiento, ha de 
llegarse a la conclusión de que no puede exigirse al ciudadano que supere unas difi cultades de 
interpretación que exceden de lo razonable para obtener el examen de su pretensión por este 
Tribunal en el recurso de amparo formulado al efecto (...)”.
 Sentencia núm. 33-1983 de 4 mayo 
“(...) el recurso del que ahora conocemos versa sobre el régimen de los derechos pasivos en el 
ámbito de la Administración Local, en lo que se refi ere a las personas con derecho a pensión 
de orfandad y, en particular, acerca de cuál es el régimen aplicable a los hijos adoptados de 
forma simple, pues mientras la Administración entiende que no es equiparable a los hijos 
por naturaleza la adopción simple y que, además, en todo caso de adopción se condiciona el 
nacimiento del derecho a la pensión a que el acto jurídico de adopción sea anterior en cierto 
tiempo al fallecimiento del causante (…)”.
“(...) el régimen civil contenido en los artículos 172 y siguientes (y concordantes), redactados 
primero por la Ley de 24 de abril de 1958 (RCL 1958\760 y NDL 5660) y luego por la Ley de 4 de 
julio de 1970 (RCL 1970\1121 y NDL 626 nota), que es la vigente en la época a que se refi ere este 
recurso y en la que la adopción plena crea una relación que en la Ley 11/1981, de 13 de mayo 
(RCL 1981\1151), se equipara en sus efectos a la fi liación por naturaleza según la redacción 
actual introducida por dicha Ley en el artículo 108 del Código Civil (...)”.
“(...) a los efectos de la pensión de orfandad en el régimen de los funcionarios locales, 
el demandante pretende que la regla de los hijos por adopción plena -que son, con los por 
naturaleza, los comprendidos en el artículo 51.2 en los Estatutos de 1975- se extienda a los 
adoptados en forma simple porque cree que ésta es la regla en el ámbito de los funcionarios 
civiles del Estado (...)”.
“(...) y aquí, en cuanto son distintas las fi guras, el dotar de un mayor contenido a la adopción 
plena y equiparar la a la fi liación por naturaleza no signifi ca para los adoptados de forma 
simple una discriminación. Pues bien, si en el régimen civil los derechos derivados de una 
y otra forma de adopción no son equiparables, se comprende que en el régimen de pasivos 
en el que la pensión, además, tiene naturaleza propia y «ex lege», no «iure succesionis», sea 
perfectamente legítimo un sistema en que se reconozca pensión solo a los huérfanos que sean 
hijos adoptivos en la modalidad de plena, y aunque se condicione ésta a que la adopción sea 
anterior en un determinado tiempo (...)”.
 Sentencia núm. 35-1983 de 11 mayo 
“(...) por su naturaleza y su fi nalidad, el derecho de rectifi cación, que normalmente solo puede 
ejercerse con referencia a datos de hecho (incluso juicios de valor atribuidos a terceras personas), 
pero no frente a opiniones cuya responsabilidad asume quien las difunde, debe ser regulado y 
ejercitado en términos que ni frustren su fi nalidad ni lesiones tampoco el derecho que también 
la Constitución garantiza a «comunicar y recibir libremente información veraz por cualquier 
medio de difusión» (...)”.
“(...) no solo por dimanar directamente de la Ley (artículo 25 de la Ley 4/1980), sino por ser 
también congruentes con la naturaleza propia del derecho de rectifi cación (…)”-
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 Sentencia núm. 50-1983 de 14 junio 
“(...) no se produce, pues, la sanción como consecuencia de una conducta que en cualquier 
ciudadano resultaría punible, sino como resultado de la conducta exigible de quienes, por 
estar facultados para el ejercicio de poderes públicos al obrar como autoridades o agentes de la 
autoridad, se encuentran en una relación de dependencia especial respecto de la Administración 
o vinculados con ella a través de relaciones que pertenecen a lo que una doctrina reciente 
denomina el círculo interior del Estado (...)”.
“(...) Sino en la propia conducta y ni la Constitución ni la ley pueden garantizar al individuo 
contra el deshonor que nazca de sus propios actos (...)”.
  Sentencia núm. 52-1983 de 17 junio 
“(…) o constituye de algún modo una verdadera censura previa, y con esta fi nalidad cabe decir 
que por tal puede entenderse cualesquiera medidas limitativas de la elaboración o difusión 
de una obra del espíritu, especialmente al hacerlas depender del previo examen ofi cial de su 
contenido, y siendo ello así parece prudente estimar que la Constitución, precisamente por lo 
terminante de su expresión, dispone eliminar todos los tipos imaginables de censura previa, 
aun los más débiles y sutiles, que -como apunta la Abogacía del Estado- tengan por efecto no 
ya el impedimento o prohibición, sino la simple restricción de los derechos de su art. 20.1, de lo 
que se infi ere, como conclusión, que, en efecto, los arts. 12 y 64 de la Ley de Prensa e Imprenta 
constituyen un tipo de censura previa restrictivo del ejercicio de los derechos del citado artículo 
de la Constitución (…)”.
 Sentencia núm. 53-1983 de 20 junio 
“(...) la referencia que hace el artículo 53.2 de la CE a «cualquier ciudadano» como sujeto que 
puede recabar la tutela de las libertades y derechos a través del recurso de amparo ante el 
Tribunal Constitucional y las notas que para algunos tipifi can el concepto de ciudadano, no 
debe llevarnos a negar a las personas jurídicas, y entre ellas a las Sociedades mercantiles, como 
es aquí la actora, el que frente a una eventual violación del derecho que proclama el artículo 
24.1 de la CE puedan acudir al proceso de amparo. Si todas las personas tienen derecho a la 
jurisdicción y al proceso y se reconocen legítimamente las personifi caciones que para el logro 
de un fi n común reciben en conjunto el nombre de personas jurídicas, puede afi rmarse que el 
artículo 24.1 comprende en la referencia a «todas las personas», tanto a las físicas como a las 
jurídicas, y siendo esto así una interpretación aislada del artículo 53.2 que limitara a la persona 
individual esa tutela reforzada que dice este precepto, dejando para las otras personifi caciones 
la tutela ordinaria, implicaría con este recorte al sistema de defensa de un derecho fundamental, 
una conclusión contraria a lo que resulta -además del artículo 24.1- del artículo 162.1, b), de la 
CE, en el que también a las personas jurídicas se reconoce la capacidad para accionar en amparo 
(...)”.
  Sentencia núm. 54-1983 de 21 junio 
“(...) el argumento básico es que tales preceptos vulneran los artículos 14 y 39 de la Constitución; 
el primero en cuanto establece una discriminación en contra de las esposas de militares, frente 
a las que lo son de funcionarios o empleados civiles. En cuanto al artículo 39 porque como 
consecuencia de lo anterior las familias de los militares se encuentran menos protegidas que 
las familias de los civiles en casos de crisis y rupturas matrimoniales. La violación del artículo 
14 y, en consecuencia, del 39, resulta evidente. La desigualdad de trato entre las esposas e hijos 
de los militares que ven reducida su pensión alimenticia a la cuarta parte como máximo y 
las de funcionarios civiles, empleados y demás ciudadanos perceptores de salarios o sueldos, 
para quienes no existe ese límite (artículo 1451 de la Ley de Enjuiciamiento, último párrafo), 
es patente, sin que pueda aducirse una causa razonable que la explique, pues la conveniencia 
de que el militar goce de independencia económica que le permita mantener dignamente su 
«status», ha de ser reconocida también a los funcionarios civiles y a todos los ciudadanos (...)”.
“(...) dado que la jurisdicción militar solo puede operar en el «ámbito estrictamente castrense» 
(dejando aparte el supuesto de estado de sitio, artículo 117.5 de la Constitución) es evidente que 
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las relaciones familiares y sus repercusiones económicas son totalmente ajenas a aquel ámbito y 
corresponde solo a la jurisdicción ordinaria resolver sobre ellas (…)”.
  Sentencia núm. 62-1983 de 11 julio 
“(...) es lo cierto que el derecho fundamental del artículo 24.1 de la Constitución aparece 
delimitado en su alcance, ya que se circunscribe al ejercicio por las personas de «sus derechos 
e intereses legítimos» (...)”.
“(...) dentro de los intereses protegidos hay que distinguir los de carácter personal, pues 
en relación a ellos se establece el derecho fundamental del artículo 24.1 de la Constitución 
(«sus... intereses legítimos»), lo que signifi ca que si el que ejercita la acción es titular de un 
interés legítimo y personal, lo que está ejercitando es un derecho fundamental, que goza de la 
protección reforzada que otorga la Constitución a los comprendidos en la sección 1.ª del capítulo 
2.º de su título I, incluido el recurso de amparo. Por ello, para delimitar el ámbito del derecho 
fundamental a la tutela judicial es necesario determinar si en los supuestos comprendidos por 
la legislación preconstitucional dentro de las acciones populares se encuentran casos en que 
el ciudadano que las ejercita es titular de un interés legítimo y personal. Pues bien, por lo que 
aquí interesa, debe señalarse que dentro de los supuestos en atención a los cuales se establecen 
por el Derecho las acciones públicas se encuentran los intereses comunes, es decir, aquellos 
en que la satisfacción del interés común es la forma de satisfacer el de todos y cada uno de los 
que componen la sociedad, por lo que puede afi rmarse que cuando un miembro de la sociedad 
defi ende un interés común sostiene simultáneamente un interés personal, o, si se quiere desde 
otra perspectiva, que la única forma de defender el interés personal es sostener el interés común 
(...)”.
“(...) esta solidaridad e interrelación social, especialmente intensa en la época actual, se refl eja en 
la concepción del Estado como social y democrático de Derecho, que consagra la Constitución 
(artículo 1.1), en el que la idea de interés directo, particular, como requisito de legitimación, 
queda englobado en el concepto más amplio de interés legítimo y personal, que puede o no ser 
directo, como ya indica la sentencia de la Sala Segunda de este Tribunal de 11 de octubre (…)”.
“(...) pues bien, entendemos que el bien jurídico protegido en los delitos de riesgo en general 
contra la salud pública es el bien común en que la misma consiste, que se refl eja en defi nitiva 
en la salud personal de los ciudadanos, por lo que estamos en un supuesto en el que la defensa 
del bien común es la forma de defender el interés personal, o, como antes decíamos, en que la 
defensa de este interés se hace sosteniendo el interés común, aun cuando en el caso de que se 
trata el interés personal no sea directo (...)”.
“(...) en defi nitiva la LECr establece una desigualdad de trato partiendo de la distinta afección 
que el delito produce sobre las personas. Planteada así la cuestión, no podemos afi rmar que esta 
desigualdad de trato sea discriminatoria, por no ser razonable, ya que en defi nitiva responde 
al criterio de dar mayores facilidades a los más afectados, lo que no puede califi carse de 
irrazonable (...)”.
  Sentencia núm. 75-1983 de 3 agosto 
“(...) estimó que podía ser contraria a los artículos 23.2 y 14 de la Constitución Española al 
vincular la posibilidad de concurso a una condición o circunstancia personal, fi jando la edad 
máxima de sesenta años (...)”.
“(...) partiendo de este criterio es preciso poner de relieve que no basta para justifi car como 
razonable la desigualdad suponer la presencia de una incapacidad personal, o al menos de 
inferior capacidad, para desempeñar dicho cargo de Interventor de fondos a partir de la 
superación de los sesenta años de edad (…)”.
“(...) la edad no es de las circunstancias enunciadas normativamente en el artículo 14 pero no ha 
de verse aquí una intención tipifi cadora cerrada que excluya cualquiera otra de las precisadas 
en el texto legal, pues en la fórmula del indicado precepto se alude a cualquier otra condición o 
circunstancia personal o social, carácter de circunstancia personal que debe predicarse de la edad; 
de modo que la edad, dentro de los límites que la Ley establece para el acceso y la permanencia 
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en la función pública, es una de las circunstancias comprendidas en el artículo 14 y en el artículo 
23.2 desde la perspectiva excluyente de tratos discriminatorios. Pero sería equivocado inferir 
de aquí que todo funcionario, desde el momento del acceso a la función pública y en tanto no 
se haya operado la extinción conectada a la edad de jubilación, tiene abiertas, cualquiera que 
sea su edad, las posibilidades de ocupar cualquier puesto en la organización pública, pues, por 
el contrario, en cuanto la edad es en sí un elemento diferenciador, será legítima una decisión 
legislativa que, atendiendo a ese elemento diferenciador y a las características del puesto de 
que se trate, fi je objetivamente límites de edad que suponga, para los que la hayan rebasado, la 
imposibilidad de acceder a estos puestos (...)”.
  Caso LOAPA. Sentencia núm. 76-1983 de 5 agosto 
En primer lugar el artículo 53 de la Constitución establece que cualquier ciudadano podrá 
recabar, a través del recurso de amparo, la tutela de las libertades y derechos reconocidos en el 
artículo 14 y en la sección primera del capítulo II (…)”.
“(...) pone de manifi esto la preocupación del legislador constituyente por precisar qué materias 
dentro del título I habrían de quedar sujetas a reserva de Ley Orgánica. Existe, pues, una 
exclusión expresa del artículo 14 en el artículo 81.1 de la Constitución. Tal exclusión, por otra 
parte, está justifi cada porque la igualdad reconocida en el artículo 14 no constituye un derecho 
subjetivo autónomo, existente por sí mismo, pues su contenido viene establecido siempre 
respecto de relaciones jurídicas concretas. De aquí que pueda ser objeto de amparo en la 
medida en que se cuestione si tal derecho ha sido vulnerado en una concreta relación jurídica y, 
en cambio, no pueda ser objeto de una regulación o desarrollo normativo con carácter general”
“(...) los artículos que aduce en apoyo de su tesis -9.2, 14, 139.1 y 149.1.1- consagran la igualdad 
de los individuos y los grupos sociales, pero no la de las Comunidades Autónomas (...)”.
“(...) la adopción de cualquier otro procedimiento de ingreso en sus Cuerpos o Escalas que 
implique un derecho preferente para el personal contratado con anterioridad a la aprobación 
de la legislación prevista en el artículo 149.1.18 de la Constitución (…)”.
  Sentencia núm. 82-1983 de 20 octubre 
“(...) el indicado derecho fundamental, constitucionalmente protegido de manera positiva sobre 
el proceso debido, tiene el límite negativo de evitar en su desarrollo la indefensión, lo que tanto 
signifi ca, entre otras manifestaciones, como tener que llamar directamente al proceso judicial 
a toda persona legitimada para ello, por poseer derechos e intereses legítimos, para que pueda 
ser parte procesal y ejercitar el derecho de defensa contradictoria si le conviene, con la dialéctica 
jurídica y justifi caciones oportunas, frente a pretensiones adversas, constituyéndose en forma 
adecuada la relación jurídico-procesal entre las partes legitimadas activa y pasivamente, en 
atención al derecho debatido en el confl icto intersubjetivo de intereses, y su real contenido, 
para evitar, en todo caso, la ausencia del demandado legitimado, con su condena sin ser oído, 
conculcándose el principio de contradicción procesal recogido en el axioma «audiatur et altera 
pars», lo que ya ha rechazado este Tribunal para supuestos similares en sus sentencias de 23 de 
noviembre de 1981 y 8 de febrero de 1982 (...)”.
“(...) cuando lo que se denuncia no es otra cosa que la falta de emplazamiento personal y, 
consiguientemente, la posibilidad de hacerse oír directamente en el proceso en el que se debate 
un problema que afecta también directamente a la esfera jurídica de quien invoca la infracción 
constitucional (…)”.
  Sentencia núm. 101-1983 de 18 noviembre 
“(...) la sujeción a la Constitución es una consecuencia obligada de su carácter de norma 
suprema, que se traduce en un deber de distinto signo para los ciudadanos y los poderes 
públicos; mientras los primeros tienen un deber general negativo de abstenerse de cualquier 
actuación que vulnere la Constitución, sin perjuicio de los supuestos en que la misma establece 
deberes positivos (artículos 30 y 31 entre otros), los titulares de los poderes públicos tienen 
además un deber general positivo de realizar sus funciones de acuerdo con la Constitución, es 
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decir, que el acceso al cargo implica un deber positivo de acatamiento entendido como respeto 
a la misma, lo que no supone necesariamente una adhesión ideológica ni una conformidad 
a su total contenido, dado que también se respeta la Constitución en el supuesto extremo de 
que se pretenda su modifi cación por el cauce establecido en los artículos 166 y siguientes de la 
Norma fundamental. Entendido así el acatamiento, como lo entienden acertadamente tanto el 
Ministerio Fiscal como la representación del Congreso, constituye un deber inherente al cargo 
público, una condición, en el sentido de requisito, con independencia de que se exteriorice o no 
en un acto formal (...)”.
“(...) además la Constitución, una vez promulgada, tiene validez y obliga a todos los ciudadanos 
españoles por haber sido ratifi cada -entre otros requisitos- por la mayoría del pueblo español, 
con independencia de cuál fuera el voto de esta o aquella persona, de este o aquel grupo de 
electores, pues, de no ser así, ninguna norma aprobada por una mayoría con el voto en contra 
o la abstención de una minoría podría pretender obligatoriedad general, lo que no solo sería un 
absurdo, sino también contrario al artículo 9.1 de la Constitución y al principio de seguridad 
jurídica establecido por el artículo 9.3 de la misma (...)”.
“(...) en defi nitiva, cuando la libertad ideológica se manifi esta en el ejercicio de un cargo 
público, ha de hacerse con observancia de deberes inherentes a tal titularidad, que atribuye a 
una posición distinta a la correspondiente a cualquier ciudadano (...)”.
  Sentencia núm. 103-1983 de 22 noviembre 
“(...) la vigente legislación de la Seguridad Social establece, pues, un sistema jurídico diferente 
en orden a las pensiones de las viudas y a las de los viudos, ya que para las primeras exige 
solo la previa relación conyugal y la convivencia habitual con el consorte, en tanto que para los 
segundos exige además la incapacidad para el trabajo y la dependencia económica respecto del 
otro cónyuge. Son estas exigencias adicionales del derecho de pensión de los viudos del sexo 
masculino las que, según se supone al proponer la cuestión, constituyen una discriminación 
por razón del sexo, que es contraria al mandato de igualdad ante la Ley establecido por el 
artículo 14 de la Constitución. Existe la discriminación, toda vez que se da un trato diferente 
ante situaciones de carácter igual. La igualdad de las situaciones queda puesta de manifi esto 
toda vez que la cotización es igual para ambos sexos y el vacío económico que produce la mujer 
trabajadora es idéntico al que en iguales casos causa el marido (...)”.
“(...) acoger el estado o situación de necesidad como objeto y fundamento de la protección 
implica una tendencia a garantizar a los ciudadanos un mínimo de rentas, estableciendo una 
línea por debajo de la cual comienza a actuar la protección (...)”.
“(...) consiste el primero en que las normas legales no creen entre los ciudadanos situaciones 
desiguales o discriminatorias, y consiste el segundo en el poder de poner en marcha los 
mecanismos jurídicos idóneos para establecer la igualdad rota (...)”.
“(...) el artículo 14 de la Constitución, además, establece una serie de supuestos de 
discriminaciones que pueden considerarse como típicas, entre las cuales se encuentra sin 
ningún género de dudas la diferenciación o discriminación del trato jurídico que deriva del 
sexo de la persona (...)”.
“(...) el legislador puede, a impulso de motivaciones de orden de política jurídica o de política 
social, ampliar el ámbito de la protección. En nuestro Derecho, la idea de la «situación de 
necesidad» o «estado de necesidad», como determinante de la protección de la Seguridad 
Social, se produjo con anterioridad a la Ley que ahora estamos examinando, aun cuando 
subsista todavía, parcialmente, una actuación diferenciada del estado de necesidad en algunos 
casos. Concretamente, en el supuesto de las pensiones de viudedad de las viudas la situación 
o estado de necesidad no es tomada en cuenta, aunque sí lo es en la de los viudos, por lo 
que el razonamiento nos devuelve a la igualdad rota y a su justifi cación, y en este sentido no 
debe olvidarse, como Tribunal Constitucional acertadamente señala el Ministerio Fiscal, que la 
igualdad es un valor perminente en nuestro ordenamiento jurídico, al que debe colocarse en 
un rango central, como demuestra el artículo 1.1 de la Constitución. Lo cual quiere decir que 
si el derecho discutido se funda en la situación de necesidad ésta debe existir para todos los 
eventuales titulares de este derecho, y que si el derecho puede carecer de este fundamento debe 
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ocurrir así para todos sus titulares (...)”.
 Sentencia núm. 105-1983 de 23 noviembre 
“(...) y si lo apuntado es la carencia absoluta de prueba sobre ese trascendente extremo de 
la relación de causalidad, habrá que decir que tal imputación no es certera por cuanto los 
Tribunales de lo Penal han tomado en consideración que el recurrente, sin tener conocimiento 
acerca de la veracidad o no de las gravísimas imputaciones delictivas que se contenían en 
la publicación contra personas concretas y determinadas, consciente de que de tal modo se 
creaba un gran riesgo contra la integridad de las mismas e indiferente a los males que pudieran 
sufrir, e incluso acompañando fotografías de esas mismas personas, actuó en tal sentido, 
viéndose obligadas la mayor parte de ellas a abandonar inmediatamente el territorio vasco en 
compañía de sus familiares, abandonando, asimismo, actividades, negocios e intereses ante 
el temor de sufrir represalias, llegando una de ellas -luego asesinada- a enviar una patética 
carta a la dirección de la revista en que los artículos fueron publicados, a la vez que desmentía 
la veracidad de las imputaciones que se le hacían, lo que refl ejaba el estado angustioso de 
temor a sufrir represalias, precisamente a consecuencia de la propia publicación, destacando 
también los juzgadores que a los pocos días de la misma se produjeron los dos asesinatos, 
consecuencias letales que eran perfectamente previsibles, habida cuenta de la realidad social 
públicamente conocida de aquél lugar, de todo lo cual se infi ere que el relato fáctico del fallo 
impugnado tiene una base probatoria real e incluso que no es puesto verdaderamente en duda 
por el recurrente, quien, en suma, lo único que hace es negar que de su comportamiento se 
derivaran los resultados mortales producidos, esto es, se adentra en un terreno necesariamente 
especulativo e inmaterial (…)”.
“(...) el apartado d) del número 1 del artículo 20 de la Constitución consagra el derecho 
«a comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión», 
estableciendo un tipo de derecho fundamental diverso del que consiste en expresar y difundir 
pensamientos, ideas y opiniones en aras del interés colectivo en el conocimiento de hechos que 
puedan encerrar trascendencia pública y que sean necesarios para que sea real la participación 
de los ciudadanos en la vida colectiva (...)”.
“(...) el objeto de este derecho es por consiguiente el conjunto de hechos que puedan considerarse 
como noticiables o noticiosos en los términos puntualizados anteriormente y de él es sujeto 
primero la colectividad y cada uno de sus miembros, cuyo interés es el soporte fi nal de este 
derecho, del que es asimismo sujeto, órgano o instrumento el profesional del periodismo, 
puesto que a él concierne la búsqueda de la información y su posterior transmisión (...)”.
“(...) prescindiendo de los límites que en este derecho puede producir el respeto del ámbito 
de intimidad de las personas, la inexistencia por parte de éstas de la obligación de facilitar la 
información y la modalización de esta obligación en los órganos públicos, está fuera de duda 
que el derecho, como derecho de libertad, se concreta y satisface en un comportamiento de su 
titular, consistente en la realización de aquellos actos en que el propio derecho consiste, y que 
la lesión directa se produce en todos aquellos casos en que tal comportamiento -los actos de 
comunicación y de difusión- se ven impedidos por vía de hecho o por un orden o consignación 
que suponga un impedimento para que la información sea realizada. No es, evidentemente, 
éste el caso en el asunto del que ahora nos ocupamos, en el cual el recurrente ha satisfecho 
cumplidamente su derecho a comunicar información (...)”.
  Sentencia núm. 120-1983 de 15 diciembre 
“(...) la libertad de expresión no es un derecho limitado, pues claramente se encuentra sometido 
a los límites que el artículo 20.4 de la propia Constitución establece, y en concreto a la necesidad 
de respetar el honor de las personas, que también como derecho fundamental consagra el 
artículo 18.1, lo que discuten las partes y afi rma el Ministerio Fiscal; pero el mismo tiempo, 
dicho ejercicio debe enmarcarse, en cualquier supuesto, en unas determinadas pautas de 
comportamiento, que el artículo 7 del Código Civil expresa con carácter general al precisar que 
«los derechos deberán ejercitarse conforme a las exigencias de la buena fe» y que en el supuesto 
de examen tienen una específi ca manifestación dentro de la singular relación jurídica laboral 
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que vincula a las partes, no siendo discutible que la existencia de una relación contractual 
entre trabajador y empresario general un complejo de derechos y obligaciones recíprocas que 
condiciona, junto a otros, también el ejercicio del derechos la libertad de expresión, de modo 
que manifestaciones del mismo que en otro contexto pudieran ser legítimas no tienen por qué 
serlo necesariamente dentro del ámbito de dicha relación (...)”.
  Sentencia núm. 122-1983 de 16 diciembre 
“(...) las reservas internas que algunos pudieran tener al cumplimentar esa obligación son 
irrelevantes para el derecho, que no puede entrar en el ámbito del pensamiento en tanto no se 
manifi este en conductas externas (...)”.
1984 
  Sentencia núm. 18-1984 de 7 febrero 
“(...) el reconocimiento de los denominados derechos de carácter económico y social -refl ejado 
en diversos preceptos de la Constitución- conduce a la intervención del Estado para hacerlos 
efectivos, a la vez que dota de una trascendencia social al ejercicio de sus derechos por los 
ciudadanos -especialmente de los de contenido patrimonial como el de propiedad- y al 
cumplimiento de determinados deberes -como los tributarios-. En el campo de la organización, 
que es el que aquí interesa, la interpenetración entre Estado y Sociedad se traduce tanto en la 
participación de los ciudadanos en la organización del Estado como en una ordenación por el 
Estado de Entidades de carácter social en cuanto a su actividad presenta un interés público 
relevante, si bien los grados de intensidad de esta ordenación  (…)”. 
“(...) la interacción Estado-Sociedad, y la interpenetración de lo público y lo privado trasciende, 
como hemos señalado, al campo de lo organizativo y de la califi cación de los entes. La función 
ordenadora de la sociedad puede conseguirse de muy diversas formas, que siempre han de 
moverse dentro del marco de la Constitución, cuyos límites es innecesario estudiar a los efectos 
del presente recurso. Lo que sí interesa señalar es el reconocimiento constitucional de entes 
asociativos o fundacionales, de carácter social, y con relevancia pública. Esta relevancia pública 
no conduce, sin embargo, necesariamente a su publifi cación, sino que es propio del Estado 
social de derecho la existencia de entes de carácter social, no público, que cumplen fi nes de 
relevancia constitucional o de interés general (...)”.
“(...) la confi guración del Estado como social de Derecho viene así a culminar una evolución en 
la que la consecución de los fi nes de interés general no es absorbida por el Estado, sino que se 
armoniza en una acción mutua Estado-Sociedad, que difumina la dicotomía Derecho público-
privado y agudiza la difi cultad tanto de califi car determinados entes, cuando no existe una 
califi cación legal, como de valorar la incidencia de una nueva regulación sobre su naturaleza 
jurídica (...)”.
“(...) a los órganos de gobierno de las Cajas de Ahorro, instituciones que, por su fi nalidad y 
naturaleza, están directamente insertas en la propia comunidad que constituye la base de su 
desarrollo (…)”.
 Sentencia núm. 22-1984 de 17 febrero 
“(…)La idea de domicilio que utiliza el artículo 18 de la Constitución no coincide plenamente 
con la que se utiliza en materia de Derecho privado, y en especial en el artículo 40 del Código 
Civil, como punto de localización de la persona o lugar de ejercicio por ésta de sus derechos 
y obligaciones. Como se ha dicho acertadamente en los alegatos que en este proceso se han 
realizado, la protección constitucional del domicilio es una protección de carácter instrumental, 
que defi ende los ámbitos en que se desarrolla la vida privada de la persona (...)”.
“(...) la existencia de una resolución judicial que la autorice y la producción de un delito 
fl agrante, caso en el cual los perseguidores pueden continuar la persecución del domicilio de la 
persona afectada (...)”.
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“(...) la Constitución no es solo la norma que fundamenta la organización política de la 
comunidad y el ordenamiento jurídico entero, sino que es también una norma de ejecución y 
efectos inmediatos (...)”.
“(...) la segunda de las razones que esgrime el Fiscal General del Estado es la idea de que «el 
ejercicio de un derecho fundamental no puede alegarse para entorpecer un fi n social, que, como 
general, es de rango superior». Una afi rmación como la anterior, realizada sin ningún tipo de 
matizaciones, conduce ineludiblemente al entero sacrifi cio de todos los derechos fundamentales 
de la persona y de todas las libertades públicas a los fi nes sociales, lo que es inconciliable con 
los valores superiores del ordenamiento jurídico que nuestra Constitución proclama. Existen, 
ciertamente, fi nes sociales que deben considerarse de rango superior a algunos derechos 
individuales, pero ha de tratarse de fi nes sociales que constituyan en sí mismos valores 
constitucionalmente reconocidos y la prioridad ha de resultar de la propia Constitución (…)”.
“(...) la regla primera defi ne la inviolabilidad del domicilio, que constituye un auténtico 
derecho fundamental de la persona establecido, según hemos dicho, para garantizar el ámbito 
de privacidad de ésta dentro del espacio limitado que la propia persona elige y que tiene que 
caracterizarse precisamente por quedar exento o inmune a las invasiones o agresiones exteriores 
de otras personas o de la autoridad pública. Como se ha dicho acertadamente, el domicilio 
inviolable es un espacio en el cual el individuo vive sin estar sujeto necesariamente a los usos 
y convenciones sociales y ejerce su libertad más íntima. Por ello, a través de este derecho no 
solo es objeto de protección el espacio físico en sí mismo considerado, sino lo que en él hay de 
emanación de la persona y de esfera privada de ella (...)”. 
“(...) interpretada en este sentido, la regla de la inviolabilidad del domicilio es de contenido 
amplio e impone una extensa serie de garantías y de facultades, en las que se comprenden las 
de vedar toda clase de invasiones, incluidas las que puedan realizarse sin penetración directa 
por medio de aparatos mecánicos, electrónicos u otros análogos (...)”.
  Sentencia núm. 23-1984 de 20 febrero 
“(...) lo que sucede es que la Constitución caracteriza también al Estado como social de derecho, 
con lo que viene a establecer un principio que se ajusta a la realidad propia del mundo occidental 
de nuestra época, que trasciende a todo el orden jurídico. En efecto, la interacción entre Estado 
y sociedad, destacada por la doctrina, produce consecuencias muy diversas en el mundo del 
Derecho, de las cuales aquí solo puede aludirse a las que interesan a los efectos de la mejor 
comprensión y solución del caso planteado. En el campo de la organización que es el que ahora 
importa, la interpenetración entre Estado y sociedad se traduce tanto en la participación de los 
ciudadanos en la organización del estado como en una ordenación por el estado de entidades de 
carácter social en cuanto su actividad presenta un interés público relevante, si bien los grados 
de intensidad de esta ordenación y de intervención del Estado pueden ser diferentes, lo que 
se explica no solo por la libertad de que dispone el legislador en el marco constitucional, sino 
también por la confl uencia de diversos principios como el de pluralismo político (…)”
 Sentencia núm. 31-1984 de 7 marzo 
“(...) Un Estado social y democrático de derecho, que propugna entre los valores superiores de 
su Ordenamiento jurídico la justicia y la igualdad (art. 1.1 de la CE), y en el que se encomienda 
a todos los poderes públicos el promover las condiciones para que la igualdad del individuo y 
de los grupos en que se integra sean reales y efectivas (art. 9.2 de la CE), ha de complementar 
aquel sistema de determinación del mínimo salarial estableciendo desde los Poderes a los que 
compete la gobernación unos techos salariales mínimos que, respondiendo a aquellos valores de 
justicia e igualdad, den efectividad al también mandato constitucional contenido en el artículo 
35.1. En este marco de exigencias constitucionales ha de situarse el artículo 27 del Estatuto de 
los Trabajadores y a ellas ha de someterse la potestad expresa y específi ca al Gobierno de fi jar 
un salario mínimo interprofesional (…)”.
  Sentencia núm. 49-1984 de 5 abril 
“(...) pecaría de superfi cial todo intento de construir sobre la idea de competencia en materia de 
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cultura, concretada al artículo 148, 1, 17.ª, una competencia omnímoda y excluyente. La lectura 
de otros textos de la CE (sobre todo el artículo 149, 2, pero también los que en la lista de este 
título se refi eren a materias culturales) y una refl exión sobre la vida cultural, lleva a la conclusión 
de que la cultura es algo de la competencia propia e institucional tanto del Estado como de las 
Comunidades Autónomas, y aún podríamos añadir de otras Comunidades, pues allí donde 
vive una comunidad hay una manifestación cultural respecto de la cual las estructuras públicas 
representativas pueden ostentar competencias, dentro de lo que entendido en un sentido no 
necesariamente técnico-administrativo puede comprenderse dentro de «fomento de la cultura» 
(...)”.
 Sentencia núm. 51-1984 de 25 abril 
“(...) Tienen razón la Audiencia Nacional y el Tribunal Supremo cuando señalan que éste es 
un derecho que se otorga a los ciudadanos en cuanto tales y, por consiguiente, a las personas 
individuales. No es un derecho que pueda reconocerse genéricamente a las personas jurídicas. 
Se trata del derecho fundamental, en que se encarna el derecho de participación política en el 
sistema democrático de un Estado social y democrático de Derecho, que consagra el artículo 1.º, 
y es la forma de ejercitar la soberanía que el mismo precepto consagra que reside en el pueblo 
español (…)”.
  Sentencia núm. 73-1984 de 27 junio 
“(...) la legítima opción legislativa en favor de un Convenio Colectivo dotado de efi cacia 
personal general (…)”. 
“(...) ha conducido a someter la negociación a unas reglas precisas limitadoras de la autonomía 
de la voluntad, especialmente rigurosas en lo que se refi ere a la determinación de los sujetos 
negociadores (…)”.
 Sentencia núm. 75-1984 de 27 junio 
“(...) el aborto sancionado por las sentencias impugnadas tuvo lugar en Londres, de manera que 
la norma penal fue aplicada a hechos acaecidos fuera del territorio español (…)”.
“(...) la vida humana en formación es un bien que constitucionalmente merece protección, pero 
de esta premisa no se sigue, en modo alguno, que los particulares tengan al respecto otros 
deberes sancionados que el de abstenerse de aquellas conductas que la ley penal castiga. Ni 
del reconocimiento constitucional de los derechos fundamentales, ni de la proclamación que 
la Constitución hace de otros bienes jurídicos que, sin ser propiamente derechos, deben ser 
respetados y protegidos por el Estado, nace para los ciudadanos (titulares todos ellos frente 
al Estado de los derechos fundamentales) obligación alguna conminada con la amenaza de la 
sanción penal. La naturaleza fundamental de un derecho, el derecho a la vida o cualquier otro, 
no permite prescindir de las fi cciones o presunciones de derecho privado ni de ninguna de las 
categorías jurídicas que a través de una obra de siglos nuestra civilización ha ido construyendo 
para asegurar la libertad en la sociedad. Y no permite, desde luego, prescindir en el presente 
caso del derecho a no ser condenado por acciones u omisiones que en el momento de producirse 
no constituyan delito perseguible en España según la legislación vigente (…)”-
  Sentencia núm. 83-1984 de 24 julio 
“(...) la igualdad ante la Ley que consagra el artículo 14 de la Constitución puede ser entendida 
también, según reiteradamente hemos declarado, como igualdad en la Ley, es decir: como 
obligación del Legislador de no establecer distinciones artifi ciosas o arbitrarias entre situaciones 
de hecho cuyas diferencias reales, si existen, carecen de relevancia desde el punto de vista de 
la razón de ser discernible en la norma, o de no anudar consecuencias jurídicas arbitrarias o 
irrazonables a los supuestos de hechos legítimamente deferenciados (...)”.
“(...) Todo ello, claro está, además de la interdicción de tener en cuenta como criterios de 
diferenciación aquellos elementos (nacimiento, raza, sexo, etc.), que el precepto expresamente 
menciona. No implica sin embargo este precepto, en modo alguno, la necesidad de que 
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todos los españoles se encuentren siempre, en todo momento y ante cualquier circunstancia, 
en condiciones de absoluta igualdad, pues esta igualdad real, cuya procura encomienda la 
Constitución (art. 9.2) a todos los poderes públicos y que es una fi nalidad propia del Estado 
social y democrático de derecho, no impide que, en la práctica el ejercicio de determinadas 
actividades requiera la posesión de determinados medios (...)”.
 Sentencia núm. 89/1984 de 28 septiembre 
“(...) los Ayuntamientos y la Diputación impulsan un proceso, pero no disponen de él, por la 
doble razón de que, producido válidamente el impulso, son otros los sujetos activos del proceso 
y otro también el objeto de la actividad que en éste se despliega: según el artículo 146, una 
Asamblea compuesta por los miembros de las Diputaciones de las provincias afectadas y por 
los Diputados y Senadores elegidos en ellas elaborará un proyecto de Estatuto que será elevado 
a las Cortes para su tramitación como Ley. El sujeto del proceso no está integrado ya, como 
en su fase de impulsión preliminar, por las Diputaciones y municipios, sino que es un nuevo 
órgano que nace porque ya se ha manifestado la voluntad impulsora y que expresa ahora la del 
territorio en su conjunto; y esa voluntad ya tiene un objeto distinto, el régimen jurídico futuro 
del territorio que ya ha manifestado su voluntad de constituirse en Comunidad Autónoma 
mediante actos de iniciativa que ya han agotado sus efectos (...)”.
 Sentencia núm. 107-1984 de 23 noviembre 
“(...) cuando el art. 14 de la Constitución proclama el principio de igualdad, lo hace 
refi riéndose con exclusividad a «los españoles». Son éstos quienes, de conformidad con el 
texto constitucional, «son iguales ante la ley», y no existe prescripción ninguna que extienda 
tal igualdad a los extranjeros. La inexistencia de declaración constitucional que proclame 
la igualdad de los extranjeros y españoles no es, sin embargo, argumento bastante para 
considerar resuelto el problema, estimando que la desigualdad de trato entre extranjeros y 
españoles resulta constitucionalmente admisible, o, incluso, que el propio planteamiento de 
una cuestión de igualdad entre extranjeros y españoles está constitucionalmente excluido. Y no 
es argumento bastante, porque no es únicamente el artículo 14 de la Constitución el que debe 
ser contemplado, sino que, junto a él, es preciso tener en cuenta otros preceptos sin los que no 
resulta posible determinar la posición jurídica de los extranjeros en España (...)”.
“(...) de modo que la igualdad o desigualdad en la titularidad y ejercicio de tales derechos y 
libertades dependerá, por propia previsión constitucional, de la libre voluntad del tratado o la 
ley (…)”. 
“(...) los derechos y libertades reconocidos a los extranjeros siguen siendo derechos 
constitucionales y, por tanto, dotados -dentro de su específi ca regulación- de la protección 
constitucional, pero son todos ellos sin excepción en cuanto a su contenido, derechos de 
confi guración legal. Esta confi guración puede prescindir de tomar en consideración, como 
dato relevante para modular el ejercicio del derecho, la nacionalidad o ciudadanía del 
titular, produciéndose así una completa igualdad entre españoles y extranjeros, como la que 
efectivamente se da respecto de aquellos derechos que pertenecen a la persona en cuanto tal 
y no como ciudadano, o, si se rehuye esta terminología, ciertamente equívoca, de aquellos 
que son imprescindibles para la garantía de la dignidad humana, que, conforme al art. 10.1 
de nuestra Constitución, constituye fundamento del orden político español. Derechos tales 
como el derecho a la vida, a la integridad física y moral, a la intimidad, la libertad ideológica, 
etc., corresponden a los extranjeros por propio mandato constitucional, y no resulta posible un 
tratamiento desigual respecto a ellos en relación a los españoles (...)”.
“(...) el problema de la titularidad y ejercicio de los derechos, y más en concreto, el problema 
de la igualdad en el ejercicio de los derechos, que es el tema aquí planteado, depende, pues, 
del derecho afectado. Existen derechos que corresponden por igual a españoles y extranjeros 
y cuya regulación ha de ser igual para ambos; existen derechos que no pertenecen en modo 
alguno a los extranjeros (los reconocidos en el artículo 23 de la Constitución según dispone el 
art. 13.2 y con la salvedad que contienen); existen otros que pertenecerán o no a los extranjeros 
según lo dispongan los tratados y las leyes, siendo entonces admisible la diferencia de trato con 
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los españoles en cuanto a su ejercicio (...)”.
  Sentencia núm. 110-1984 de 26 noviembre
“(...) el reconocimiento explícito en un texto constitucional del derecho a la intimidad es 
muy reciente y se encuentra en muy pocas Constituciones, entre ellas la española. Pero su 
idea originaria, que es el respecto a la vida privada, aparece ya en algunas de las libertades 
tradicionales. La inviolabilidad de domicilio y de la correspondencia, que son algunas de esas 
libertades tradicionales, tienen como fi nalidad principal el respeto a un ámbito de vida privada, 
personal y familiar, que debe quedar excluido del conocimiento ajeno y de las intromisiones 
de los demás, salvo autorización del interesado. Lo ocurrido es que el avance de la tecnología 
actual y del desarrollo de los medios de comunicación de masas ha obligado a extender esa 
protección más allá del aseguramiento del domicilio como espacio físico en que normalmente 
se desenvuelve la intimidad y del respeto a la correspondencia, que es o puede ser medio de 
conocimiento de aspectos de la vida privada. De aquí el reconocimiento global de un derecho 
a la intimidad o a la vida privada que abarque las intromisiones que por cualquier medio 
puedan realizarse en ese ámbito reservado de vida. No siempre es fácil, sin embargo, acotar 
con nitidez el contenido de la intimidad. El primer problema que se plantea en el presente caso 
es determinar en qué medida entran dentro de la intimidad constitucionalmente protegida los 
datos relativos a la situación económica de una persona y a sus vicisitudes. El problema surge 
en el presente caso en relación a la Administración y se puede resumir más concretamente así: 
¿en qué medida la Administración puede exigir los datos relativos a la situación económica de 
un contribuyente? No hay duda de que en principio puede hacerlo. La simple existencia del 
sistema tributario y de la actividad inspectora y comprobatoria que requiere su efectividad lo 
demuestra (...)”.
 Sentencia núm. 124-1984 de 18 diciembre 
“(...) el recurso de revisión, encaminado a la anulación de una sentencia fi rme y que signifi ca 
en consecuencia una derogación al principio preclusivo de la cosa juzgada, exigencia de la 
seguridad jurídica, es por su propia naturaleza un recurso extraordinario, históricamente 
asociado al derecho de gracia y sometido a condiciones de interposición estrictas. Sin negar 
que, como tal recurso extraordinario, obedezca a las preocupaciones propias del artículo 24 
de la Constitución, su existencia se presenta esencialmente como un imperativo de la justicia, 
confi gurada por el artículo 1.1 de la Constitución, junto a la libertad, la igualdad y el pluralismo 
político, como uno de los «valores superiores» que propugna el Estado social y democrático 
de Derecho en el que España, en su virtud, se constituye. Es una exigencia de la justicia, tal y 
como la entiende el legislador constituyente, estrechamente vinculada a la dignidad humana 
y a la presunción de inocencia, por cuanto el factor por el que resultó neutralizada ésta en la 
sentencia cuya revisión se pide, resulta a su vez anulado por datos posteriores que la restablecen 
en su incolumidad. Bien cabe afi rmar que, dados los supuestos que para su interposición se 
exigen, tal recurso, independientemente de los ya existentes en el procedimiento en aras del 
descubrimiento de la verdad penal y de la consecución del fallo más adecuado, es un postulado 
inexcusable de la justicia, por cuanto la circunstancia que permite acudir a él implica un hecho 
o medio de prueba que venga con posterioridad a evidenciar la equivocación del fallo. Y el fi n 
del proceso penal, como medio para la fi jación de la verdad de los hechos y de su consiguiente 
tratamiento legal, no puede conducir a que el efecto preclusivo de la sentencia condenatoria 
pueda prevalecer (...)”.
1985 
 Sentencia núm. 8-1985 de 25 enero 
“(...) por último, en la elección misma, teniendo en cuenta que en la ceremonia del juramento 
o promesa los hoy demandantes del amparo efectuaron la declaración que, de acuerdo con su 
personal criterio, entendieron que debían hacer, diversa notoriamente de la fórmula que se les 
proponía (...)”.
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“(…) 3. Al examinar y decidir los recursos de amparo formulados para preservar y proteger los 
derechos fundamentales de los ciudadanos frente a los actos de los poderes públicos que puedan 
desconocerlos o lesionarlos, este Tribunal debe aplicar los preceptos de la Constitución, en los 
que los referidos derechos constitucionales se encuentran consagrados y defi nidos, y también 
el régimen jurídico normativo de carácter subconstitucional que regule en cada momento uno 
de los mencionados derechos, pues en la vía de amparo es misión del Tribunal interpretar 
la Constitución, pero también, y sobre todo, preservar los derechos fundamentales de los 
ciudadanos, de acuerdo con su propio régimen jurídico, cuando éste exista, o produciendo en el 
régimen legal los reajustes que sean necesarios por la vía de una interpretación de los preceptos 
legales conforme con la Constitución o, fi nalmente, la declaración de inconstitucionalidad (…)”. 
“(…)«con los requisitos que señalen las leyes». Prescindiendo de que tales requisitos puedan o 
no contradecir otros mandatos constitucionales -cuestión en la que aquí no se entra- y de cual sea 
el sentido del término «leyes» en el apartado segundo del artículo 23 de la CE, y reduciéndonos 
solo al establecimiento de condiciones o requisitos para la elección de representantes y la 
actuación de éstos, hay una exigencia previa en relación con tales requisitos, consistente en 
la naturaleza legal de los instrumentos jurídicos por los que se establecen; lo cual, por otra 
parte, no es sino un corolario de la reserva de Ley que se prescribe en el artículo 53.1 de la 
Constitución para la regulación de los derechos y las libertades reconocidos en el capítulo II del 
título I de la misma (...)”.
 Sentencia núm. 19-1985 de 13 febrero 
“(...) en el contrato de trabajo que liga a la recurrente con la empresa en la que presta sus 
servicios, no se ha denunciado la existencia de cláusula o estipulación alguna, que, en sí misma 
o en la interpretación o aplicación que de ella se hace, pueda resultar lesiva para los derechos 
fundamentales de la recurrente, y así lo que ésta pretende no es la anulación total o parcial del 
contrato, sino que se le dispense del cumplimiento de las obligaciones que libremente aceptó 
y que considera ajustadas a derecho, de manera que no se extraiga de su incumplimiento la 
necesaria consecuencia del despido. Se evidencia con ello que la idea que subyace a toda la 
argumentación de la recurrente es la de que un cambio puramente fáctico (el de sus ideas 
o creencias religiosas), en cuanto que es manifestación de una libertad constitucionalmente 
garantizada, provoca la modifi cación de los contratos por ella suscritos. cuyo cumplimiento 
solo será exigible, en la medida en que no sea incompatible con las obligaciones que su 
nueva confesión religiosa le impone, llevando así (sin duda, con la mayor buena fe y movida 
seguramente de profunda religiosidad) el principio de la sujeción de todos a la Constitución 
(art. 9.1) a extremos inaceptables por contrarios a principios que, como el de seguridad jurídica, 
son también objeto de garantía constitucional (art. 9.3) (...)”.
“(...) no se trata, en el caso de que conocemos. de que se haya negado a la demandante esa 
libertad íntima, por lo demás incoercible, y tampoco que se haya negado la exteriorización de 
esas creencias o convicciones religiosas o que se haya cuestionado el acotamiento negativo que 
hemos dicho. De lo que se trata es que la Empresa no la ha dispensado del régimen laboral 
que, respecto a la jornada de trabajo, tiene establecido, de modo que, bien entendido, no la 
ha posibilitado el cumplimiento de sus deberes religiosos, que es algo sustancialmente bien 
distinto de una actuación coercitiva impeditiva de la práctica religiosa (…)”
“(...) el análisis del factor religioso en la legislación laboral requiere referirse, aunque de modo 
sucinto, a la evolución de la legislación al respecto, arrancando de la Ley de 3 de abril de 1904, 
y a partir de ella, las posteriores hasta llegar al Estatuto de los Trabajadores, coincidentes en 
establecer una interrupción periódica, que comprende el «domingo». Que el descanso semanal 
corresponda en España, como en los pueblos decivilización cristiana, al domingo, obedece a 
que tal día es el que por mandato religioso y por tradición se ha acogido en estos pueblos; esto 
no puede llevar a la creencia de que se trata del mantenimiento de una institución con origen 
causal único religioso, pues, aunque la cuestión se haya debatido y se haya destacado el origen 
o la motivación religiosa del descanso semanal, recayente en un período que comprenda el 
domingo, es inequívoco en el Estatuto de los Trabajadores, y en la precedente (Ley de Relaciones 
Laborales) y las más anteriores, con la excepción de la Ley de Descanso Dominical de 1940, 
que el descanso semanal es una institución secular y laboral, que si comprende el «domingo»» 
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como regla general de descanso semanal es porque este día de la semana es el consagrado por 
la tradición (...)”.
 Sentencia núm. 32-1985 de 6 marzo 
“(...) el segundo de los mencionados argumentos, inspirado en la construcción dogmática 
kelseniana, no lo es enteramente fi el y en esa misma medida pierde también su fuerza suasoria. 
Es cierto que Kelsen distingue nítidamente entre la relación orgánica, como relación jurídica 
esencial o fundamental, y la relación de representación que es siempre creación del derecho 
positivo. De esta distinción, sin embargo, no extrae Kelsen ni cabe extraer, en modo alguno, 
la conclusión de que solo son órganos representativos aquellos a quienes el ordenamiento 
jurídico positivo atribuye este carácter, sino solo la de que ambas relaciones, la orgánica y la 
de representación, son recíprocamente excluyentes, de manera que el órgano, por serlo, no es 
nunca representante y ése, por serlo, no es nunca órgano, y la noción de «órgano representativo» 
es, desde el punto de vista jurídico, contradictoria y absurda, aunque su empleo pueda 
justifi carse desde el punto de vista político. De acuerdo con esta construcción dogmática las 
Comisiones Informativas no son órganos representativos, pero tampoco los Ayuntamientos y, 
en consecuencia, ningún argumento puede extraerse de ella para demostrar cuál haya de ser la 
composición de aquéllas en relación con la de éstos (...)”.
“(...) precisar que tales derechos los ostentan solo las personas físicas o jurídicas, no los grupos 
políticos carentes de personalidad, como son las fracciones políticas presentes en un órgano 
colegiado, y que, en consecuencia, la minoría de uno de tales órganos no puede, en cuanto tal, 
invocar su infracción, ni acudir para remediarla ante la jurisdicción ordinaria y en consecuencia 
tampoco ante nosotros en la vía del amparo (...)”.
 Sentencia núm. 51-1985 de 10 abril 
“(...) además, es de tener en cuenta que, en supuestos como el que nos ocupa, la necesidad de 
que en las causas contra Diputados y Senadores sea competente la Sala de lo Penal del Tribunal 
Supremo, que es el «órgano jurisdiccional superior en todos los órdenes, salvo lo dispuesto 
en materia de garantías constitucionales» (art. 123.1 de la Constitución), está impuesta por el 
artículo 71.3 de la Constitución. Determinadas personas gozan, ex Constitutione, en atención a 
su cargo, de una especial protección que contrarresta la imposibilidad de acudir a una instancia 
superior, pudiendo afi rmarse que esas particulares garantías que acompañan a Senadores y 
Diputados disculpan la falta de un segundo grado jurisdiccional, por ellas mismas y porque el 
órgano encargado de conocer en las causas en que puedan hallarse implicados es el superior en 
la vía judicial ordinaria (...)”.
“(...) el artículo 71.1 de la Constitución dispone que «los Diputados y Senadores gozarán de 
inviolabilidad por las opiniones manifestadas en el ejercicio de sus funciones», garantizando 
así la freedom of speech de los parlamentarios, genéricamente reconocida en los diferentes 
sistemas constitucionales democráticos (…) “.
“(...) las prerrogativas parlamentarias han de ser interpretadas estrictamente para no devenir 
privilegios que puedan lesionar derechos fundamentales de terceros (en este caso, por ejemplo, 
los reconocidos por el artículo 24.1 de la Constitución). Tal entendimiento estricto debe hacerse a 
partir de una comprensión del sentido de la prerrogativa misma y de los fi nes que ésta procura. 
Desde este enfoque, como se ha señalado doctrinalmente, las prerrogativas parlamentarias 
son «sustracciones al Derecho común conectadas a una función», y solo en tanto esta función 
jurídica se ejerza, pueden considerarse vigentes (...)”.
“(...) el interés, a cuyo servicio se encuentra establecida la inviolabilidad es el de la protección de 
la libre discusión y decisión parlamentarias (en este sentido, Sentencia de la Corte Constitucional 
italiana de 27 de marzo de 1975, núm. 81), decayendo tal fuera del ejercicio de competencias y 
funciones que le pudieran corresponder como parlamentario. Así, las funciones relevantes para 
el artículo 71.1 de la Constitución no son indiferenciadamente todas las realizadas por quien 
sea parlamentario, sino aquellas imputables a quien, siéndolo, actúa jurídicamente como tal. 
Con carácter general, ésta debe ser la interpretación del ámbito funcional en que se proyecta 
la garantía de la inviolabilidad. Un entendimiento estricto que, por lo demás, no impide 
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las necesarias matizaciones, reconociendo (como se ha hecho alguna vez en la experiencia 
parlamentaria extranjera) que la prerrogativa puede amparar, también, los actos «exteriores» 
a la vida de las Cámaras, que no sean sino reproducción literal de un acto parlamentario (...)”.
  Sentencia núm. 53-1985 de 11 abril 
“(...) Se trata de un caso límite en el ámbito del Derecho; en primer lugar, porque el vínculo 
natural del nasciturus con la madre fundamenta una relación de especial naturaleza de la que no 
hay paralelo en ningún otro comportamiento social, y en segundo término, por tratarse de un 
tema en cuya consideración inciden con más profundidad que en ningún otro ideas, creencias 
y convicciones morales, culturales y sociales. El Tribunal no puede menos de tener en cuenta, 
como una de las ideas subyacentes a su razonamiento, la peculiaridad de la relación entre la 
madre y el nasciturus a la que antes hemos hecho mención; pero ha de hacer abstracción de 
todo elemento o patrón de enjuiciamiento que no sea el estrictamente jurídico, ya que otra 
cosa sería contradictoria con la imparcialidad y objetividad de juicio inherente a la función 
jurisdiccional, que no puede atenerse a criterios y pautas, incluidas las propias convicciones, 
ajenos a los del análisis jurídico. Dicho derecho a la vida, reconocido y garantizado en su doble 
signifi cación física y moral por el artículo 15 de la Constitución, es la proyección de un valor 
superior del ordenamiento jurídico constitucional -la vida humana- y constituye el derecho 
fundamental esencial y troncal en cuanto es el supuesto ontológico sin el que los restantes 
derechos no tendrían existencia posible. Indisolublemente relacionado con el derecho a la 
vida en su dimensión humana se encuentra el valor jurídico fundamental de la dignidad de 
la persona, reconocido en el artículo 10 como germen o núcleo de unos derechos «que le son 
inherentes». La relevancia y la signifi cación superior de uno y otro valor y de los derechos 
que los encarnan se manifi esta en su colocación del título destinado a tratar de los derechos 
y deberes fundamentales, y el artículo 15 a la cabeza del capítulo donde se concretan estos 
derechos, lo que muestra que dentro del sistema constitucional son considerados como el punto 
de arranque, como el prius lógico y ontológico para la existencia y especifi cación de los demás 
derechos (...)”.
“(...) en este sentido, la doctrina ha puesto de manifi esto -en coherencia con los contenidos 
y estructuras de los ordenamientos positivos- que los derechos fundamentales no incluyen 
solamente derechos subjetivos de defensa de los individuos frente al Estado, y garantías 
institucionales, sino también deberes positivos por parte de éste (vide al respecto arts. 9.2, 
17.4, 18.1 y 4, 20.3 y 27 de la Constitución). Pero, además, los derechos fundamentales son 
los componentes estructurales básicos, tanto del conjunto del orden jurídico objetivo como de 
cada una de las ramas que lo integran, en razón de que son la expresión jurídica de un sistema 
de valores, que, por decisión del constituyente, ha de informar el conjunto de la organización 
jurídica y política; son, en fi n, como dice el artículo 10 de la Constitución, el «fundamento del 
orden jurídico y de la paz social». De la signifi cación y fi nalidades de estos derechos dentro 
del orden constitucional se desprende que la garantía de su vigencia no puede limitarse a la 
posibilidad del ejercicio de pretensiones por parte de los individuos, sino que ha de ser asumida 
también por el Estado (…)”.
“(...) de la obligación del sometimiento de todos los poderes a la Constitución no solamente 
se deduce la obligación negativa del Estado de no lesionar la esfera individual o institucional 
protegida por los derechos fundamentales, sino también la obligación positiva de contribuir 
a la efectividad de tales derechos, y de los valores que representan, aun cuando no exista una 
pretensión subjetiva por parte del ciudadano. Ello obliga especialmente al legislador, quien 
recibe de los derechos fundamentales «los impulsos y líneas directivas», obligación que 
adquiere especial relevancia allí donde un derecho o valor fundamental quedaría vacío de no 
establecerse los supuestos para su defensa (…)”.
“(...) el artículo 15 de la Constitución establece que «todos tienen derecho a la vida». La vida es 
un concepto indeterminado sobre el que se han dado respuestas plurívocas no solo en razón 
de las distintas perspectivas (genética, médica, teológica, ética, etc.), sino también en virtud 
de los diversos criterios mantenidos por los especialistas dentro de cada uno de los puntos 
de vista considerados, y en cuya evaluación y discusión no podemos ni tenemos que entrar 
aquí. Sin embargo, no es posible resolver constitucionalmente el presente recurso sin partir de 
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una noción de la vida que sirva de base para determinar el alcance del mencionado precepto. 
Desde el punto de vista de la cuestión planteada basta con precisar: a) Que la vida humana 
es un devenir, un proceso que comienza con la gestación, en el curso de la cual una realidad 
biológica va tomando corpórea y sensitivamente confi guración humana, y que termina en la 
muerte; es un continuo sometido por efectos del tiempo a cambios cualitativos de naturaleza 
somática y psíquica que tienen un refl ejo en el status jurídico público y privado del sujeto vital. 
b) Que la gestación ha generado un tertium existencialmente distinto de la madre, aunque 
alojado en el seno de ésta. c) Que dentro de los cambios cualitativos en el desarrollo del proceso 
vital y partiendo del supuesto de que la vida es una realidad desde el inicio de la gestación, 
tiene particular relevancia el nacimiento, ya que signifi ca el paso de la vida albergada en el 
seno materno a la vida albergada en la sociedad, bien que con distintas especifi caciones y 
modalidades a lo largo del curso vital. Y previamente al nacimiento tiene especial trascendencia 
el momento a partir del cual el nasciturus es ya susceptible de vida independiente de la madre, 
esto es, de adquirir plena individualidad humana. De las consideraciones anteriores se deduce 
que si la Constitución protege la vida con la relevancia a que antes se ha hecho mención, no 
puede desprotegerla en aquella etapa de su proceso que no solo es condición para la vida 
independiente del claustro materno, sino que es también un momento del desarrollo de la 
vida misma; por lo que ha de concluirse que la vida del nasciturus, en cuanto éste encarna un 
valor fundamental -la vida humana- garantizado en el artículo 15 de la Constitución, constituye 
un bien jurídico cuya protección encuentra en dicho precepto fundamento constitucional. 
Esta conclusión resulta también de los debates parlamentarios en torno a la elaboración del 
mencionado artículo del texto constitucional, cuya cercanía en el tiempo justifi ca su utilización 
como elemento interpretativo. En el Pleno del Congreso fue defendida una enmienda -aprobada 
por mayoría- que proponía utilizar el término «todos» en sustitución de la expresión «todas las 
personas» -introducida en el seno de la Constitución para modifi car la primitiva redacción del 
precepto en el Anteproyecto por estimar que era «técnicamente más correcta»- con la fi nalidad 
de incluir al nasciturus y de evitar, por otra parte, que con la palabra «persona» se entendiera 
incorporado el concepto de la misma elaborado en otras disciplinas jurídicas específi cas, 
como la civil y la penal, que, de otra forma, podría entenderse asumido por la Constitución. 
La ambigüedad del término «todos» en la expresión «todos tienen derecho a la vida» no fue 
despejada, sin embargo, durante los debates por lo que se refi ere a la extensión de la titularidad 
del derecho, pero en cualquier caso, como señaló el defensor de la enmienda, constituía una 
fórmula abierta que se estimaba sufi ciente para basar en ella la defensa del nasciturus. El 
precepto fue aprobado posteriormente en el Senado por 162 votos a favor, ninguno en contra y 
dos abstenciones. En defi nitiva, el sentido objetivo del debate parlamentario corrobora que el 
nasciturus está protegido por el artículo 15 de la Constitución, aun cuando no permite afi rmar 
que sea titular del derecho fundamental (...)”. 
“(...) en cuanto a la interpretación del artículo 15, de conformidad con la Declaración Universal 
de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos internacionales ratifi cados por España, lo cierto 
es que la versión auténtica francesa utiliza expresamente el término «persona» en el artículo 6.º 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos -al igual que lo hace la versión auténtica 
española- y en el artículo 2.º del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos 
y Libertades Fundamentales. Y si bien el Tribunal de Derechos Humanos no ha tenido ocasión 
de pronunciarse sobre este extremo, la comisión Europea de Derechos Humanos, en su función 
relativa a la admisión de demandas, sí lo ha hecho en relación con el artículo 2.º del Convenio 
en el asunto 8416/1979, en su decisión de 13 de mayo de 1980, poniendo de manifi esto por lo 
que se refi ere a la expresión everyone o toute persone de los textos auténticos que, aun cuando 
no aparece defi nida en el Convenio, la utilización que de dicha expresión se hace en el mismo 
y en el contexto dentro del cual se emplea en el mencionado artículo 2.º lleva a sostener que se 
refi ere a las personas ya nacidas y no es aplicable al nasciturus (Ftos. jcos. 9 y 17); asimismo, al 
examinar el término «vida» (…)”.
“(...) partiendo de las consideraciones efectuadas en el FJ-4, esta protección que la Constitución 
dispensa al nasciturus implica para el Estado con carácter general dos obligaciones: la de 
abstenerse de interrumpir o de obstaculizar el proceso natural de gestación, y la de establecer 
un sistema legal para la defensa de la vida que suponga una protección efectiva de la misma 
y que, dado el carácter fundamental de la vida, incluya también, como última garantía, las 
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normas penales. Ello no signifi ca que dicha protección haya de revestir carácter absoluto; pues, 
como sucede en relación con todos los bienes y derechos constitucionalmente reconocidos, 
en determinados supuestos puede y aun debe estar sujeta a limitaciones, como veremos 
posteriormente (...)”.
“(...) junto al valor de la vida humana y sustancialmente relacionado con la dimensión moral 
de ésta, nuestra Constitución ha elevado también a valor jurídico fundamental la dignidad 
de la persona, que, sin perjuicio de los derechos que le son inherentes, se halla íntimamente 
vinculada con el libre desarrollo de la personalidad (art. 10) y los derechos a la integridad física 
y moral (art. 15), a la libertad de ideas y creencias (art. 16), al honor, a la intimidad personal y 
familiar y a la propia imagen (art. 18.1). Del sentido de estos preceptos puede deducirse que la 
dignidad es un valor espiritual y moral inherente a la persona, que se manifi esta singularmente 
en la autodeterminación consciente y responsable de la propia vida y que lleva consigo la 
pretensión al respecto por parte de los demás. La dignidad está reconocida a todas las personas 
con carácter general, pero cuando el intérprete constitucional trata de concretar este principio 
no puede ignorar el hecho obvio de la especialidad de la condición femenina y la concreción de 
los mencionados derechos en el ámbito de la maternidad, derechos que el Estado debe respetar 
y a cuya efectividad debe contribuir, dentro de los límites impuestos por la existencia de otros 
derechos y bienes asimismo reconocidos por la Constitución (...)”.
“(...) la respuesta a esta cuestión ha de ser afi rmativa. Por una parte, el legislador puede tomar 
en consideración situaciones características de confl icto que afectan de una manera específi ca a 
un ámbito determinado de prohibiciones penales. Tal es el caso de los supuestos en los cuales la 
vida del nasciturus, como bien constitucionalmente protegidos, entra en colisión con derechos 
relativos a valores constitucionales de muy relevante signifi cación, como la vida y la dignidad 
de la mujer, en una situación que no tiene parangón con otra alguna, dada la especial relación 
del feto respecto de la madre, así como la confl uencia de bienes y derechos constitucionales en 
juego. Se trata de graves confl ictos de características singulares, que no pueden contemplarse 
tan solo desde la perspectiva de los derechos de la mujer o desde la protección de la vida del 
nasciturus. Ni está puede prevalecer incondicionalmente frente a aquéllos, ni a los derechos de la 
mujer puedan tener primacía absoluta sobre la vida del nasciturus, dado que dicha prevalencia 
supone la desaparición, en todo caso, de un bien no solo constitucionalmente protegido, sino 
que encarna un valor central del ordenamiento constitucional. Por ello, en la medida en que 
no puede afi rmarse de ninguno de ellos su carácter absoluto, el intérprete constitucional se 
ve obligado a ponderar los bienes y derechos en función del supuesto planteado, tratando de 
armonizarlos si ello es posible o, en caso contrario, precisando las condiciones y requisitos en 
que podría admitirse la prevalencia de uno de ellos. Por otra parte, el legislador, que ha de 
tener siempre presente la razonable exigibilidad de una conducta y la proporcionalidad de la 
pena en caso de incumplimiento, puede también renunciar a la sanción penal de una conducta 
que objetivamente pudiera representar una carga insoportable, sin perjuicio de que, en su caso, 
siga subsistiendo el deber de protección del Estado respecto del bien jurídico en otros ámbitos. 
Las Leyes humanas contienen patrones de conducta en los que, en general, encajan los casos 
normales, pero existen situaciones singulares o excepcionales en las que castigar penalmente 
el incumplimiento de la Ley resultaría totalmente inadecuado; el legislador no puede emplear 
la máxima constricción -la sanción penal- para imponer en estos casos la conducta que 
normalmente sería exigible pero que no lo es en ciertos supuestos concretos. 10. Los recurrentes 
alegan que no puede conocerse el alcance de los supuestos previstos por el legislador, dada de 
alguno de los términos que éste utiliza, lo que, a su juicio, vulnera el principio de seguridad 
jurídica consagrado en el artículo 9.3 de la Constitución. El Tribunal no puede compartir esta 
alegación de los recurrentes, pues aun cuando tales términos puedan contener un margen de 
apreciación, ello no los transforma en conceptos incompatibles con la seguridad jurídica, ya 
que son susceptibles de defi niciones acordes con el sentido idiomático general que eliminan 
el temor de una absoluta indeterminación en cuanto a su interpretación. En efecto, el término 
«necesario» -que se utiliza en el número 1 del artículo 417 bis del Código Penal en la redacción 
del Proyecto- solo puede interpretarse en el sentido de que se produce una colisión entre la vida 
del nasciturus y la vida o salud de la embarazada que no puede solucionarse de ninguna otra 
forma. En especial, y en relación con el supuesto de grave peligro para la salud, el término «grave» 
expresa con claridad la idea de que ha de tratarse de un peligro de disminución importante 
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de la salud y con permanencia en el tiempo, todo ello según los conocimientos de la ciencia 
médica en cada momento. Por otra parte, el término salud se refi ere a la salud física o psíquica, 
como se deduce con toda evidencia de los debates parlamentarios. Finalmente, en cuanto al 
número 3 del mencionado artículo, el término «probable» expresa la idea razonable presunción 
de verdad, y responde, como apunta el Abogado del Estado, a la presumible prudencia de los 
dictámenes médicos en los que los términos absolutos de seguridad o certeza suelen quedar 
excluidos, sin que en este caso la sustitución de un concepto jurídico indeterminado por otro 
pudiera contribuir, a juicio de este Tribunal, a una mayor precisión en el supuesto de hecho. Por 
otra parte, el término grave expresa, de un lado, la importancia y profundidad de la tara y, de 
otro, su permanencia en el tiempo (...)”. 
“(...) a) El número 1 contiene en realidad dos indicaciones que es necesario distinguir: el grave 
peligro para la vida de la embarazada y el grave peligro para su salud. En cuanto a la primera, se 
plantea el confl icto entre el derecho a la vida de la madre y la protección de la vida del nasciturus. 
En este supuesto es de observar que si la vida del nasciturus se protegiera incondicionalmente, 
se protegería más a la vida del no nacido que a la vida del nacido, y se penalizaría a la mujer por 
defender su derecho a la vida, lo que descartan también los recurrentes, aunque lo fundamenten 
de otra manera; por consiguiente, resulta constitucional la prevalencia de la vida de la madre. 
En cuanto a la segunda, es preciso señalar que el supuesto de «grave peligro» para la salud 
de la embarazada afecta seriamente a su derecho a la vida y a la integridad física. Por ello, la 
prevalencia de la salud de la madre tampoco resulta inconstitucional, máxime teniendo en 
cuenta que la exigencia del sacrifi cio importante y duradero de su salud bajo la conminación de 
una sanción penal puede estimarse inadecuada, de acuerdo con las consideraciones contenidas 
en el fundamento jurídico 9. b) En cuanto a la indicación prevista en el número 2 -que el embarazo 
sea consecuencia de un delito de violación y siempre que el aborto se practique dentro de las 
doce primeras semanas- basta considerar que la la gestación ha tenido su origen en la comisión 
de un acto no solo contrario a la voluntad de la mujer, sino realizando venciendo su resistencia 
por la violencia, lesionando en grado máximo su dignidad personal y libre desarrollo de su 
personalidad, y vulnerando gravemente el derecho de la mujer a su integridad física y moral, 
al honor, a la propia imagen y a la intimidad personal. Obligarla a soportar las consecuencias 
de un acto de tal naturaleza es manifi estamente inexigible; la dignidad de la mujer excluye 
que pueda considerársela como mero instrumento, y el consentimiento necesario para asumir 
cualquier compromiso y obligación cobra especial relieve en este caso ante un hecho de tanta 
trascendencia como el de dar vida a un nuevo ser, vida que afectará profundamente a la suya 
en todos los sentidos. Por ello la mencionada indicación no puede estimarse contraria a la 
Constitución. c) El número 3 del artículo en cuestión contiene la indicación relativa a la problable 
existencia de graves taras físicas o psíquicas en el feto. El fundamento de este supuesto, que 
incluye verdaderos casos límite se encuentra en al consideración de que el recurso a la sanción 
penal entrañaría la imposición de una conducta que excede de la que normalmente es exigible a 
la madre y a la familia. La afi rmación anterior tiene en cuenta la situación excepcional en que se 
encuentran los padres, y especialmente la madre, agravada en muchos casos por la insufi ciencia 
de prestaciones estatales y sociales que contribuyan de modo signifi cativo a paliar en el aspecto 
asistencial la situación, y a eliminar la inseguridad que inevitablemente ha de angustiar a los 
padres a cerca de la suerte del afectado por la grave tara en el caso de que les sobreviva. Sobre 
esta base y las consideraciones que antes hemos efectuados en relación a la exigibilidad de la 
conducta, entendemos que este supuesto no es inconstitucional (...)”. 
“(...) las exigencias constitucionales no quedarían incumplidas si el legislador decidiera excluir 
a la embarazada de entre los sujetos penalmente responsables en caso de incumplimiento de 
los requisitos mencionados en el párrafo anterior, dado que su fundamento último es el de 
hacer efectivo el deber del Estado de garantizar que la realización del aborto se llevará a cabo 
dentro de los límites previstos por el legislador y en las condiciones médicas adecuadas para 
salvaguardar el derecho a la vida y a la salud de la mujer (...)”.
 Sentencia núm. 56-1985 de 29 abril 
“(...) la ausencia de notifi cación personal del emplazamiento a las personas a cuyo favor 
reconoció derechos un acto administrativo impugnado en sede contencioso-administrativa 
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puede dar lugar a casos de verdadera indefensión (...)”.
“(...) la falta de emplazamiento personal es una infracción que solo deviene lesión constitucional 
cuando, pese a haber mantenido el ciudadano una actitud diligente, se ve colocado en una 
situación de indefensión. Pero cuando tal diligencia no existe, la lesión tampoco, pues, de otro 
modo, la protección ilimitada del derecho del no emplazado (que transformaría ese derecho 
en un requisito pura y rígidamente formal) conllevaría, en su automatismo, el sacrifi cio del 
derecho a la tutela judicial efectiva de quien, actuando de buena fe, fue parte en el proceso 
contencioso-administrativo y se creía protegido por la paz y seguridad jurídica que implica la 
institución de la cosa juzgada (...)”.
“(...) el solicitante de amparo se debe ver vinculado por sus propios actos a lo largo del muy 
dilatado proceso seguido en vía administrativa y contenciosa frente al señor A (...)”.
  Sentencia núm. 58-1985 de 30 abril 
“(...) el mandato que el art. 37.1 de la Constitución formula a la Ley de garantizar «la fuerza 
vinculante de los Convenios» no signifi ca que esta fuerza venga atribuida ex lege. Antes al 
contrario, la misma emana de la Constitución, que garantiza con carácter vinculante los 
Convenios, al tiempo que ordena garantizarla de manera imperativa al legislador ordinario. 
La facultad que poseen «los representantes de los trabajadores y empresarios» (art. 37.1 de la 
C.E.) de regular sus intereses recíprocos mediante la negociación colectiva es una facultad no 
derivada de la Ley, sino propia que encuentra su expresión jurídica en el texto constitucional. 
De otra parte la garantía constitucional de la fuerza vinculante implica, en su versión primera 
y esencial, la atribución a los Convenios Colectivos de una efi cacia jurídica en virtud de la 
cual el contenido normativo de aquéllos se impone a las relaciones individuales de trabajo 
incluidas en sus ámbitos de aplicación de manera automática, sin precisar el auxilio de técnicas 
de contractualización ni necesitar el complemento de voluntades individuales. Por ello, resulta 
del todo ajeno a la confi guración constitucional de la negociación colectiva la exigencia de una 
aceptación individual de lo pactado, con independencia de que la práctica, como sucede en 
ocasiones, haga aconsejable la participación de los propios afectados en la negociación colectiva 
a través de las fórmulas que los negociadores decidan y sin que, en ningún caso, puedan 
considerarse como jurídicamente condicionantes del Convenio o se las pueda asignar efectos 
integrativos en lo que concierne a la efi cacia propia del pacto (...)”.
“(...) desde un punto de vista general, los problemas derivados de las relaciones entre autonomía 
colectiva y autonomía individual han de solventarse mediante la conjunción de dos principios 
básicos: Primero, que la negociación colectiva no pueda anular la autonomía individual, pues 
ésta, garantía de la libertad personal, ha de contar con un margen de actuación incluso en unos 
ámbitos como los de la Empresa en los que exigencias de índole económica, técnica o productiva 
reclaman una conformación colectiva de condiciones uniformes; y segundo, que no puede en 
modo alguno negarse la capacidad de incidencia del Convenio en el terreno de los derechos o 
intereses individuales, pues ello equivaldría a negar toda virtualidad a la negociación colectiva, 
en contra de la precisión constitucional que la confi gura como un instrumento esencial para la 
ordenación de las relaciones de trabajo, y contradiría el propio signifi cado del Convenio en cuya 
naturaleza está el predominio de la voluntad colectiva sobre la individual y de los intereses de la 
colectividad sobre los concretos de los individuos que la componen, siendo en ocasiones preciso 
la limitación de algunos de éstos para la efectiva promoción de aquéllos. Incluso más aún. En 
un sistema constitucional de relaciones laborales como el español, asentado sobre el pluralismo 
social, la libertad sindical y la libertad de empresa en el marco de la economía de mercado, 
la satisfacción de una serie de intereses individuales se obtiene por sus titulares a través de 
la negociación colectiva, la cual no solo no es incompatible con ámbitos de libertad personal, 
sino que los asegura, actuando como garantía básica de situaciones jurídicas individualizadas 
y contribuyendo decisivamente tanto a la mejora de las condiciones de trabajo y de vida de los 
trabajadores como al bienestar social general. Entre otros dos principios básicos, la solución de 
cada problema dudoso planteado es cuestión a realizar caso por caso valorando y ponderando 
la totalidad de circunstancias concurrentes (...)”.
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  Sentencia núm. 67-1985 de 24 mayo 
“(...) el reconocimiento y alcance de estas dos libertades -positiva y negativa- se encuentra en 
conexión con el tipo de Estado en cada tiempo y lugar. Así la libertad de asociarse supone la 
superación del recelo con que el Estado liberal contempló el derecho de asociación, y la libertad 
de no asociarse es una garantía frente al dominio por el Estado de las fuerzas sociales a través 
de la creación de Corporaciones o asociaciones coactivas que dispusieran del monopolio de 
una determinada actividad social.En conexión con lo anterior, debe señalarse que uno de los 
problemas que se plantea en el Estado social y democrático de Derecho es determinar en qué 
medida el Estado puede organizar su intervención en los diversos sectores de la vida social a 
través de la regulación de asociaciones privadas de confi guración legal, a las que se confi ere el 
ejercicio de funciones públicas de carácter administrativo relativas a todo un sector (...)”. 
“(...) el respeto al contenido esencial del derecho de asociación que impone al legislador, el 
artículo 53.1 de la Constitución exige que se respete la libertad negativa -libertad de no 
asociarse-, pues una asociación coactiva u obligatoria no sería una verdadera asociación. Y 
asimismo exige respeto a la libertad positiva de crear otras asociaciones con fi nes privados (...)”.
“(...) cuando el Estado utiliza la vía asociativa para atribuir a un determinado tipo de asociaciones 
el ejercicio de funciones públicas de carácter administrativo en un determinado sector de la 
vida social, puede limitar el número de asociaciones a las que atribuye el ejercicio de tales 
funciones, pues corresponde al Estado organizar tal ejercicio de la forma más conveniente para 
la consecución del interés general (...)”.
 Sentencia núm. 70-1985 de 31 mayo 
“(...) parejamente a lo que sucede en cualquier otro en que una persona sea acusada de la 
comisión de un delito será el que tal sostenga quien deba asumir el onus probandi, desvirtuando 
la inicial presunción de inocencia del acusado, lo que, referido al concreto caso del aborto que 
no puede llegar a ejecutarse por no estar embarazada la mujer, quien formule la acusación 
tendrá que aportar ante el Tribunal prueba sufi ciente de que el acusado dio comienzo a la 
ejecución de actos externos inequívocamente enderezados a la producción de un aborto con el 
propósito deliberado -o, al menos con dolo eventual- de interrumpir un embarazo que creía o 
suponía cierto, y de no llevarse a cabo tal prueba ninguna imputación de culpabilidad podría 
actuar contra el acusado, pues de otro modo sí que se violaría su derecho a la presunción de 
inocencia (...)”.
  Sentencia núm. 75-1985 de 21 junio 
“(...) debe afi rmarse, por el contrario, que el principio democrático de la igualdad se encuentra 
abierto a las fórmulas electorales más diversas,  y ello porque se trata de una igualdad 
en la Ley, o como el mismo art. 23.2 de la Constitución establece, de una igualdad referida 
a las «condiciones» legales en que el conjunto de un proceso electoral se desarrolla, por lo 
que la igualdad, por lo tanto, no prefi gura un sistema electoral y excluye otros, sino que ha 
de verifi carse dentro del sistema electoral que sea libremente determinado por el legislador, 
impidiendo las diferencias discriminatorias, pero a partir de las reglas de tal sistema, y no por 
referencia a cualquier otro (...)”. 
“(...) no es aceptable, por último, el argumento de que la discriminación se produce por 
referencia a las personas que integran las distintas candidaturas, esto es, si se tiene en cuenta 
que el número de votos que corresponden a candidatos incluidos en listas que no han rebasado 
el límite del 3 por 100, y por tanto, no llegan a ser proclamados electos, pueden ser, no obstante, 
superior, como sucede en los casos que nos ocupan, al número de votos correspondientes a 
candidatos que obtienen esa proclamación al fi gurar en listas que sí han superado dicho límite 
(...)”.
“(...) el proceso electoral, en su conjunto, no es solo un canal para ejercer derechos individuales 
(personales o de grupo) reconocidos por el art. 23 de la Constitución, sino que es también, a 
través de esta manifestación de derechos subjetivos, un medio para dotar de capacidad de 
expresión a las instituciones del Estado democrático y proporcionar, centros de decisión política 
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efi caces y aptos para imprimir una orientación general a la acción de aquél” corresponden a 
cada una de ellas (...)”.
“(...) no es difícil en efecto, percibir que esta cláusula se ha inspirado de modo muy directo, 
igual que varios de los elementos racionalizadores a que acabamos de hacer referencia, en el 
precedente de la República Federal de Alemania, donde las candidaturas electorales tienen la 
necesidad de superar también un porcentaje mínimo de votos -por cierto, superior al que se ha 
establecido en España, pues allí se trata de un 5 por 100- para tener derecho al reparto electoral. 
En esta situación, el Tribunal Constitucional Federal ha tenido ocasión de pronunciarse, en 
una serie de casos análogos al aquí suscitado, sobre la validez constitucional de algún Land; y 
en tales casos, aquel Tribunal siempre concluyó en la validez del límite, considerándolo como 
garantía legítima de la efi cacia de las instituciones parlamentarias, en cuanto tiende a corregir 
fragmentaciones excesivas en la representación política obtenida mediante la proporcionalidad 
electoral (...)”.
 Sentencia núm. 86-1985 de 10 julio 
“(...) el derecho de todos a la educación, sobre el que en buena parte giran las consideraciones 
de la resolución judicial recurrida y las de quienes hoy la impugnan, incorpora así, sin duda, 
junto a su contenido primario de derecho de libertad, una dimensión prestacional, en cuya 
virtud los poderes públicos habrán de procurar la efectividad de tal derecho y hacerlo, para 
los niveles básicos de la enseñanza, en las condiciones de obligatoriedad y gratuidad que 
demanda el apartado 4.º de este artículo 27 de la norma fundamental. Al servicio de tal acción 
prestacional de los poderes públicos se hallan los instrumentos de planifi cación y promoción 
mencionados en el número 5 del mismo precepto, así como el mandato, en su apartado 9.º, de 
las correspondientes ayudas públicas a los Centros docentes que reúnan los requisitos que la 
Ley establezca. El citado artículo 27.9, en su condición de mandato al legislador, no encierra, 
sin embargo, un derecho subjetivo a la prestación pública. Esta, materializada en la técnica 
subvencional o, de otro modo, habrá de ser dispuesta por la Ley exigencia que, como antes 
decimos, invocada en la vista por la defensa de los demandados, no fue argüida en el recurso 
contencioso-administrativo ni tomada en cuenta por el Tribunal «a quo», Ley de la que nacerá, 
con los requisitos y condiciones que en la misma se establezcan, la posibilidad de instar dichas 
ayudas y el correlativo deber de las Administraciones públicas de dispensarlas, según la 
previsión normativa. El que en el artículo 27.9 no se enuncie como tal un derecho fundamental 
a la prestación pública y el que, consiguientemente, haya de ser solo en la Ley en donde se 
articulen sus condiciones y límites, no signifi ca, obviamente, obviamente, que el legislador 
sea enteramente libre para habilitar de cualquier modo este necesario marco normativo. La 
Ley que reclama el artículo 27.9 no podrá, en particular, contrariar los derechos y libertades 
educativas presentes en el mismo artículo y deberá, asimismo, confi gurar el régimen de ayudas 
en el respecto al principio de igualdad. Como vinculación positiva, también, el legislador habrá 
de atenerse en este punto a las pautas constitucionales orientadoras del gasto público, porque la 
acción prestacional de los poderes públicos ha de encaminarse a la procuración de los objetivos 
de igualdad y efectividad en el disfrute de los derechos que ha consagrado nuestra Constitución 
(artículos 1.1, 9.2, y 31.2, principalmente). Desde esta última advertencia, por lo tanto, no puede, 
en modo alguano, reputarse inconstitucional el que el legislador, del modo que considere más 
oportuno en uso de su libertad de confi guración, atienda, entre otras posibles circunstancias, a 
las condiciones sociales y económicas de los destinatarios fi nales de la educación a la hora de 
señalar a la Administración las pautas y criterios con arreglo a los cuales habrán de dispensarse 
las ayudas en cuestión (…)”. 
“(...) justamente porque el derecho a la subvención no nace para los Centros de la Constitución, 
sino de la Ley, la Sentencia impugnada, al modifi car las condiciones y criterios para la 
subvención, no ha incurrido, solo por ello, y sea cual sea la corrección constitucional de su 
juicio (…)”- 
“(...) pero además, según el mismo artículo, resulta que el presupuesto solo podrá ser aprobado 
a propuesta del titular, lo que deja a éste un razonable grado de discrecionalidad -incluso en 
esta parte del presupuesto- para entender no desnaturalizadas sus facultades directivas; sin 
que quepa, evidentemente, una confección del presupuesto por el Consejo al margen del titular 
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(…).”
“(...) en cuanto al apartado a) del art. 21, núm. 2, del proyecto, que prohíbe ser titulares de 
Centros privados a las personas que presten servicios en la Administración educativa estatal, 
autonómica o local, resulta sufi cientemente fundado en el principio de neutralidad de la 
Administración (…)”. 
“(...) así analizada, la disposición adicional de referencia no introduce diferenciación alguna 
dentro de los Centros a que se refi ere, pues trata igualitariamente a las entidades educativas 
que, impartiendo enseñanzas no básicas, estuvieran ya fi nanciadas total o parcialmente por 
fondos públicos en el momento de entrada en vigor del nuevo régimen de ayudas públicas. 
Se trata, pues, de un régimen que, si bien de naturaleza singular para aquellos Centros, se 
encuentra sólidamente fundamentado en el principio de irretroactividad máxima por el que la 
Ley ha optado (…)”.
  Sentencia núm. 98-1985 de 29 julio 
“(...) dicho precepto, que contiene un mandato a los poderes públicos para que promuevan 
las condiciones para que la libertad e igualdad del individuo y de los grupos en que se integra 
sean reales y efectivos, y para que remueva los obstáculos que impidan o difi culten su plenitud, 
puede actuar como un principio matizador de la igualdad formal consagrada en el art. 14 de la 
Constitución, permitiendo regulaciones cuya desigualdad formal se justifi ca en la promoción 
de la igualdad material; pero no puede pretenderse su aplicación para obtener la declaración 
de inconstitucionalidad de una norma en la que, presuntamente, se incumple el mandato de 
promover la igualdad real, pues esta igualdad no opera como un límite concreto en la actuación 
de los poderes públicos. También cabe estimar que las bases del régimen estatutario de los 
funcionarios incluyen los órganos de representación de los mismos en las Administraciones 
Públicas, pues tales órganos, por su naturaleza, constituyen un aspecto esencial en dicho 
régimen estatutario, y deben ordenarse también en condiciones de igualdad. (…) “.
 Sentencia núm. 99-1985 de 30 septiembre 
“(...) pues «existen derechos que corresponden por igual a españoles y extranjeros y cuya 
regulación ha de ser igual para ambos» (Sentencia del Tribunal Constitucional 107/1984, de 23 
de noviembre, Sala Segunda, fundamento jurídico cuarto, «Boletín Ofi cial del Estado» de 21 de 
diciembre) (RTC 1984\107); así sucede con aquellos derechos fundamentales «que pertenecen 
a la persona en cuanto tal y no como ciudadano» o, dicho de otro modo, con «aquéllos que 
son imprescindibles para la garantía de la dignidad humana que conforme al artículo 10.1 de 
nuestra Constitución constituye fundamento del orden político español» (ibídem fundamento 
jurídico tercero). Pues bien, uno de estos derechos es el que «todas las personas tienen... a 
obtener la tutela efectiva de los Jueces y Tribunales», según dice el artículo 24.1 de nuestra 
Constitución; ello es así no solo por la dicción literal del citado artículo («todas las personas...»), 
sino porque a esa misma conclusión se llega interpretándolo, según exige el artículo 10.2 de 
la CE, de conformidad con el artículo 10 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, 
con el artículo 6.1 del Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 (RCL 1979\2421), y con 
el artículo 14.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de Nueva York de 19 
de diciembre de 1966 (RCL 1977\893 y NDL 29530 bis), textos en todos los cuales el derecho 
equivalente al que nuestra Constitución denomina tutela judicial efectiva es reconocido a «toda 
persona» o a «todas las personas», sin atención a su nacionalidad. Por consiguiente, en el caso 
que examinamos, la nacionalidad alemana o española de quien nos pide amparo es irrelevante 
para otorgarlo o denegarlo. Con ese derecho fundamental a la tutela judicial efectiva (y no con 
el del artículo 17.1) (…)”.
  Sentencia núm. 101-1985 de 4 octubre 
“(...) la presunción de inocencia, una vez consagrada en el artículo 24.2 de la Constitución, ha 
pasado de ser un principio general del Derecho a convertirse en un derecho fundamental que 
vincula a todos los poderes públicos, y exige para poder ser desvirtuada una mínima actividad 
probatoria, producida con las debidas garantías procesales, que de alguna manera pueda 
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entenderse de cargo y de la que pueda deducirse, por lo tanto, la culpabilidad el procesado 
(...)”.
  Sentencia núm. 108-1985 de 8 octubre 
“(...) el emplazamiento edictal se utilizó correctamente, y que no era procedente exigir a la 
Sala que realizara el emplazamiento personal, por ausencia de determinación y concreción de 
sujetos conocidos emplazamiento este último que, de estimarlo necesario, pudieron solicitar 
de dicho órgano judicial la propia Corporación de quien dependían tales funcionarios y que 
los defendía, y los propios compañeros comparecidos en los dos procesos, por tratarse de un 
pequeño grupo constituido por 30 personas -de las que había que descontar seis jubilados- y 
que, sin embargo, no estimaron procedente realizar, por no creerlo con seguridad necesario y 
hallarse todos los interesados al corriente de los procesos (…)”.
  Sentencia núm. 110-1985 de 8 octubre 
“(...) Si se vulneró el artículo 24.1 de la CE, en cuanto otorga a los ciudadanos el derecho 
fundamental a obtener la tutela efectiva de los Jueces y Tribunales en el proceso debido (…)”.
 Sentencia núm. 137-1985 de 17 octubre 
“(...) a su vez, el Auto de 17 de abril del año actual (recurso de amparo núm. 139/1985), estableció 
que «el derecho a la intimidad que reconoce el art. 18.1 de la C. E. por su propio contenido y 
naturaleza, se refi ere a la vida privada de las personas individuales, en la que nadie puede 
inmiscuirse sin estar debidamente autorizado, y sin que en principio las personas jurídicas, 
como las Sociedades mercantiles, puedan ser titulares del mismo, ya que la reserva acerca de las 
actividades de estas Entidades quedará, en su caso, protegida por la correspondiente regulación 
legal, al margen de la intimidad personal y subjetiva constitucionalmente decretada». Ausente 
de nuestro ordenamiento constitucional un precepto similar al que integra el art. 19.3 de la 
Ley Fundamental de Bonn, según el cual los derechos fundamentales rigen también para las 
personas jurídicas nacionales, en la medida en que, por su naturaleza, les resulten aplicables, 
lo que ha permitido que la jurisprudencia aplicativa de tal norma entienda que el derecho a la 
inviolabilidad del domicilio conviene también a las Entidades mercantiles, parece claro que 
nuestro Texto Constitucional, al establecer el derecho a la inviolabilidad del domicilio, no lo 
circunscribe a las personas físicas, siendo pues extensivo o predicable igualmente en cuanto a 
las personas jurídicas, del mismo modo que este Tribunal ha tenido ya ocasión de pronunciarse 
respecto de otros derechos fundamentales, como pueden ser los fi jados en el art. 24 de la misma 
C. E., sobre prestación de tutela judicial efectiva, tanto a personas físicas como a jurídicas. Este 
es también el criterio aceptado por la doctrina generalizada en otros países, como pueden ser, 
dentro de Europa, en Alemania, Italia y Austria, donde se sigue un criterio que pueda reputarse 
extensivo, llegado el momento de resolver esta misma cuestión, pudiendo entenderse que este 
derecho a la inviolabilidad del domicilio tiene también justifi cación en el supuesto de personas 
jurídicas, y posee una naturaleza que en modo alguno repugna la posibilidad de aplicación 
a estas últimas, las que -suele ponerse de relieve- también pueden ser titulares legítimos de 
viviendas, las que no pueden perder su carácter por el hecho de que el titular sea uno u otra, 
derecho fundamental que cumple su sentido y su fi n también en el caso de que se incluyan en el 
círculo de los titulares de este derecho fundamental a personas jurídicas u otras colectividades. 
En suma, la libertad del domicilio se califi ca como refl ejo directo de la protección acordada en 
el ordenamiento a la persona, pero no necesariamente a la persona física, desde el momento en 
que la persona jurídica venga a colocarse en el lugar del sujeto privado comprendido dentro 
del área de la tutela constitucional, y todas las hipótesis en que la instrumentación del derecho 
a la libertad no aparezcan o sean incompatibles con la naturaleza y la especialidad de fi nes del 
ente colectivo (...)”.
  Sentencia núm. 140-1985 de 21 octubre 
“(...) el art. 24.1 de la Constitución reconoce el derecho de todas las personas a obtener la tutela 
efectiva de los jueces y tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos sin que, en 
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ningún caso, pueda producirse indefensión (…).
“(...) pues bien, si la presunción de inocencia se refi ere a la comisión de cualquier delito, no 
cabe duda de que la existencia de una mínima actividad probatoria de la que puede deducirse 
la culpabilidad de una persona ha de serlo en relación al delito por el que ha sido condenado 
y no a otro que, incluso aunque proteja el mismo bien jurídico, declare punibles conductas en 
parte coincidentes (…)”.
  Sentencia núm. 154-1985 de 12 noviembre 
“(...) que los residentes fuera de Galicia que reúnan las condiciones requeridas, entre las que 
no se encuentran, por cierto, las de ostentar la condición política de gallego, se matriculen 
uti singuli en el Instituto Gallego y sigan esas enseñanzas sin que fuera de Galicia dicho 
Instituto ejerza actividad pública alguna no vulnera el art. 149.1.3, pues no se establece relación 
internacional de ninguna clase, ni el 149.1.2, pues no se puede decir que esas actividades sean 
consubstanciales a la condición de emigrante ni incidan en ella, ni el art. 149.1.30, que no hace 
referencia a la cuestión, o las disposiciones básicas que el Estado haya dictado en su virtud, ni 
quebrantan el principio de territorialidad reconocido en el art. 37.1 del EAG, pues no existe 
ejercicio de poder político fuera de Galicia (…)”.
  Sentencia núm. 178-1985 de 19 diciembre 
“(...) el art. 17.1 no concibe la libertad individual como un derecho absoluto y no susceptible de 
restricciones. Lo que ocurre es que solo la Ley puede establecer los casos y la forma en que la 
restricción o privación de libertad es posible, reserva de Ley, que por la excepcionalidad de la 
restricción o privación exige una proporcionalidad entre el derecho a la libertad y la restricción 
de esta libertad, de modo que se excluyan -aun previstas en la ley- restricciones de libertad que 
no siendo razonables, rompan el equilibrio entre el derecho y su limitación. La necesidad de 
que el quebrado esté personalmente disponible para cuanto el proceso de quiebra demanda, y 
por el tiempo indispensable, como se explica en el fundamento siguiente, es una causa legítima 
para limitar su libertad. Pero esta limitación ha de ser proporcionada al fi n que la justifi que. 
Cuando el arresto se convierte en carcelario, subordinado a la disponibilidad económica de una 
fi anza, excede manifi estamente de esa proporcionalidad entre el objetivo y la medida adoptada. 
En este sentido el arresto carcelario es incompatible con el art. 17.1 de la Constitución, pero no 
lo es la restricción de libertad que supone el arresto del quebrado en su propio domicilio por el 
tiempo indispensable para asegurar la fi nalidad del proceso de quiebra (…)”.
1986 
  Sentencia núm. 8-1986 de 21 enero 
“(...) la libertad de elección de residencia que atribuye a los españoles el artículo 19 de la C. E. 
comporta la obligación correlativa de los poderes públicos de no adoptar medidas que restrinjan 
u obstaculicen ese derecho fundamental, pero ello no signifi ca que las consecuencias jurídicas 
de la fi jación de residencia hayan de ser, a todos los efectos, las mismas en todo el territorio 
nacional o, al menos, en un mismo municipio. La libertad de elección de la residencia implica, 
como es obvio, la de opción entre los benefi cios y perjuicios, derechos, obligaciones y cargas 
que, materialmente o por decisión de los poderes públicos competentes, corresponden a los 
residentes en un determinado lugar o inmueble por el mero hecho de la residencia, derechos, 
obligaciones y cargas, que pueden ser diferentes en cada caso, en virtud de circunstancias 
objetivas y de acuerdo con lo dispuesto en el ordenamiento. El hecho de que los residentes en 
una determinada zona del territorio nacional hayan de soportar obligaciones y cargas mayores 
que las de otros, lo que normalmente se corresponde con la atribución de mayores benefi cios o 
de una situación de hecho más ventajosa, no limita o restringe su derecho a la libre elección de 
residencia, aun cuando no consideren legalmente exigibles las obligaciones que por razón de la 
residencia se les imponen (...)”.
“(...) en conexión directa con aquel valor superior y central, el art. 14 de la C. E. establece el 
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principio de igualdad jurídica o igualdad de los españoles ante la ley, que constituye, por 
imperativo constitucional, un derecho fundamental de la persona a no sufrir discriminación 
jurídica alguna, esto es, a no ser tratada jurídicamente de manera diferente a quienes se 
encuentren en su misma situación, sin que exista una justifi cación objetiva y razonable de esa 
desigualdad de trato (...)”.
  Sentencia núm. 15-1986 de 31 enero 
“(...) la seguridad aludida en ese pasaje constitucional comporta o implica la ausencia de 
perturbaciones procedentes de medidas tales como la detención u otras similares que, adoptadas 
arbitraria o ilegalmente, restringen o amenazan la libertad de toda persona de organizar en 
cualquier momento y lugar, dentro del territorio nacional, su vida individual y social con 
arreglo a sus propias opciones y convicciones. El derecho a la seguridad reconocido en el art. 
17, núm. 1, de la C.E. es, así, el derecho a la seguridad personal y no a la seguridad jurídica que 
garantiza el art. 9, núm. 3 de la C.E. y que equivale, con fórmula obligadamente esquemática, 
a certeza sobre el ordenamiento jurídico aplicable y los intereses, jurídicamente tutelados (...)”.
  Sentencia núm. 39-1986 de 31 marzo 
“(...) la primera difi cultad que podrían plantear los recursos de amparo acumulados es precisar 
correctamente el objeto de los mismos, dada la naturaleza de los actos de los poderes públicos 
que se tratan de impugnar (…)”.
“(...) existe una estrecha vinculación entre la participación prevista en el art. 129 de la Constitución 
y la estructura organizativa de la Administración pública o de «entidades» y «organismos» de 
naturaleza pública que se cualifi can por su naturaleza y su adscripción orgánica, y no tanto 
por la mayor o menor transcendencia que puedan tener. Este Tribunal ha insistido en que el 
principio de igualdad, y el derecho a la igualdad que del mismo se deduce, no requiere una 
identidad de tratamiento, con independencia de las circunstancias que puedan concurrir en 
cada caso concreto (...)”.
  Sentencia núm. 42-1986 de 10 abril
“(...) la garantía de las libertades y derechos de los ciudadanos consiste en que esta materia sea 
regulada por el legislador, que no encuentra, como es obvio, otros límites que los derivados 
del resto de los preceptos de la Constitución y, principalmente, de los derechos fundamentales. 
Compete, pues, al legislador, atendiendo a las exigencias del interés público y a los datos 
producidos por la vida social, considerar cuando existe una profesión, cuándo esta profesión 
debe dejar de ser enteramente libre para pasar a ser profesión titulada, esto es, profesión para 
cuyo ejercicio se requieren títulos, entendiendo por tales la posesión de estudios superiores y 
la ratifi cación de dichos estudios mediante la consecución del oportuno certifi cado o licencia 
(…)”.
“(...) de hecho, la expresión «restricción de derechos individuales» del art. 9.3 ha de equipararse 
a la idea de sanción, por lo cual el límite de dicho artículo hay que considerar que se refi ere a 
las limitaciones introducidas en el ámbito de los derechos fundamentales y de las libertades 
públicas o en la esfera general de protección de la persona (...)”.
  Sentencia núm. 44-1986 de 17 abril
“(...) en cuanto a la excepción litis consorcio pasivo necesario hay que decir que en todos los 
procesos en que se deciden derechos o intereses de naturaleza pública corresponde al juzgador 
y no a las partes convocar al pleito a todos los que puedan resultar afectados por la sentencia 
(…)”.
“(...) no hace falta decir que en los procesos constitucionales regulados por la LOTC, dada la 
naturaleza constitucional de los litigios, ocurre necesariamente lo mismo. Compete al Tribunal 
y no a las partes, cuidar que en los diferentes procesos estén presentes las personas físicas o 
jurídicas, como dice el art. 81.1 de la LOTC, cuyo interés les legitime para comparecer (…) “.
“(...) naturalmente que el cuadro constitucional y estatutario expuesto en el fundamento anterior 
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es aplicable a los convenios, pero no se extiende a supuestos que no merezcan esa califi cación 
jurídica, como pudieran ser declaraciones conjuntas de intenciones, o propósitos sin contenido 
vinculante, o la mera exposición de directrices o líneas de actuación (...)”.
“(...) el problema consiste, por tanto, en analizar la naturaleza del documento y el carácter de 
sus cláusulas (...)”.
  Sentencia núm. 50-1986 de 23 abril 
“(...) el art. 23.2 de la Constitución garantiza a todos los ciudadanos (y solo a ellos) el derecho 
de acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos, con los requisitos que 
señalen las leyes. No nace de este precepto, como es obvio, derecho alguno a la ocupación de 
cargos o al desempeño de funciones determinados, y ni siquiera derecho a proponerse como 
candidato para los unos o las otras. El derecho a tomar parte en el procedimiento (selectivo o 
electivo) que ha de llevar a la designación y «a fortiori» el derecho a esta misma, solo nace de 
las normas legales o reglamentarias que disciplinan, en cada caso, el acceso al cargo o función 
en concreto (...)”.
“(...) ni, aunque así no fuera, puede negarse un amplio margen de libertad, tanto al legislador 
como a la Administración para dotar de contenido concreto en cada caso a conceptos 
indeterminados como son los de mérito y capacidad (…)”
  Sentencia núm. 51-1986 de 24 abril 
“(...) el derecho de huelga, concedido a los trabajadores para la defensa de sus intereses y 
constitucionalmente protegido en el artículo.o 28.2 de nuestra Ley Fundamental, tiene, como 
límite expreso en el propio texto legal (…)”
“(...) el transporte aéreo puede llegar a ser califi cado como esencial, puesto que a su través los 
ciudadanos satisfacen derechos -libre circulación por el territorio nacional, por ejemplo- que 
han sido protegidos en nuestro ordenamiento al más alto nivel, en el propio texto constitucional 
(…)”.
 Sentencia núm. 65-1986 de 22 mayo 
“(...) la califi cación de una pena como inhumana o degradante depende de la ejecución de la pena 
y de las modalidades que ésta reviste, de forma que por su propia naturaleza la pena no acarree 
sufrimientos de una especial intensidad (penas inhumanas) o provoquen una humillación o 
sensación de envilecimiento que alcance un nivel determinado, distinto y superior al que suele 
llevar aparejada la simple imposición de la condena. Tales consideraciones fueron claramente 
expresadas por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, en su sentencia de 25 de abril 
de 1978 (caso Tyrer), al interpretar el art. 3 del Convenio Europeo para la Protección de los 
Derechos Humanos, (RCL 1979\2421), y son plenamente aplicables a la interpretación del art. 
15 de la Constitución, que coincide literalmente con aquél, de acuerdo con lo establecido en el 
art. 10-2 de la Constitución, según el cual, «las normas relativas a los derechos fundamentales 
y a las libertades que la Constitución reconoce se interpretarán de conformidad con la 
Declaración Universal de Derechos Humanos y los Tratados y Acuerdos internacionales sobre 
las mismas materias ratifi cados por España», entre los que se cuenta el mencionado Convenio 
Europeo. Ahora bien, en el caso que nos ocupa, se impuso al recurrente una pena de privación 
de libertad y otra de inhabilitación absoluta, penas que, independientemente de su mayor o 
menor extensión, no pueden ser califi cadas de inhumanas o degradantes en el sentido antes 
indicado. Desde este punto de vista no puede inferirse tampoco que el citado art. 15 contenga 
en modo alguno un principio de proporcionalidad de las penas aplicables al caso presente (...)”.
“(...) en ese sentido se ha movido la jurisprudencia del Tribunal Constitucional Federal Alemán 
y podría recurrirse a precedentes más antiguos, pues tales ideas se desarrollan en Europa a 
partir del siglo XVIII, dentro de la preocupación humanitaria que aparece en la doctrina penal 
de esa época y que se refl eja en la Declaración de Derechos del Hombre y del Ciudadano de 
1789, que proclama en su artículo 8 que «la Ley no debe establecer otras penas que las estrictas 
y evidentemente necesarias» (...)”.
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  Sentencia núm. 82-1986 de 26 junio 
“(...) la Constitución de 1978 reconoce la realidad plurilingüe de la Nación española y, viendo en 
ella un valor cultural no solo asumible, sino también digno de ser promovido, obtiene de dicha 
realidad una serie de consecuencias jurídicas en orden a la posible atribución de carácter ofi cial 
a las diversas lenguas españolas, a la protección efectiva de todas ellas y a la confi guración de 
derechos y deberes individuales en materia lingüística (...)”.
“(...) es ofi cial una lengua, independientemente de su realidad y peso como fenómeno social, 
cuando es reconocida por los poderes públicos como medio normal de comunicación en y entre 
ellos y en su relación con los sujetos privados, con plena validez y efectos jurídicos (…)”.
“(...) en los territorios dotados de un estatuto de coofi cialidad lingüística, el uso por los 
particulares de cualquier lengua ofi cial tiene efectivamente plena validez jurídica en las 
relaciones que mantengan con cualquier poder público radicado en dicho territorio, siendo el 
derecho de las personas al uso de una lengua ofi cial un derecho fundado en la Constitución y 
el respectivo Estatuto de Autonomía (...)”.
“(...) el art. 6.2 se refi ere a aquellos casos en que en expedientes o procedimientos administrativos 
intervenga más de una persona, y para resolver los posibles confl ictos que pudieran derivarse de 
una distinta elección de lengua de cada una de las personas intervinientes, en el uso del derecho 
que les confi ere el art. 6.1, prevé que, en caso de acuerdo entre los interesados, se empleará 
la lengua que éstos elijan, y si no se da tal acuerdo, la que elija quien inició el procedimiento, 
salvándose el derecho de los demás participantes en el procedimiento a ser informados (...)”.
“(...) el que todo el procedimiento pudiera realizarse en euskera, es consecuencia natural del 
carácter ofi cial de esta lengua en la Comunidad Vasca, que conlleva la efi cacia, en su ámbito, de 
las actuaciones realizadas en la misma (...)”.
“(...) este precepto, pese a la salvaguardia que establece, de que habrá de aplicarse sin perjuicio 
del derecho de las partes a ser informadas en la lengua que deseen, supone una excepción al 
derecho reconocido en el núm. 1 de este artículo a los ciudadanos a ser atendidos en la lengua 
ofi cial que elijan, puesto que en caso de discrepancia se podrá utilizar en el expediente una 
lengua distinta de la elegida por quien no lo promovió (...)”.
“(...) desde la perspectiva jurídico-constitucional a la que este Tribunal no puede sustraerse, 
señalar que la exclusión del castellano no es posible porque se perjudican los derechos de los 
ciudadanos, que pueden alegar válidamente el desconocimiento de otra lengua coofi cial (...)”.
 Sentencia núm. 93-1986 de 7 julio 
“(...) es competente para conocer de la solicitud de habeas corpus el Juez de Instrucción de lugar 
en que se encuentre la persona privada de libertad (…)”. 
  Sentencia núm. 94-1986 de 8 julio 
“(...) el principio «non bis in idem» no aparece constitucionalmente consagrado de manera 
expresa, pero esta omisión no impide reconocer su vigencia en nuestro ordenamiento, porque, 
como ha declarado este Tribunal, desde su Sentencia 2/1981, de 30 de enero, dicho principio 
está íntimamente unido a los de legalidad y tipicidad de las infracciones recogidas en el art. 25 
de la C.E (...)”.
  Sentencia núm. 108-1986 de 29 julio
“(...) Tampoco los antecedentes de la elaboración del texto arrojan luz sufi ciente para resolver 
el problema de manera que no deje lugar a dudas. Como ha dicho este Tribunal, los debates 
parlamentarios «son un importante elemento de interpretación aunque no la determinen» 
-Sentencia núm. 5/1981, de 13 de febrero (RTC 1981\5)- (...)”. La Constitución obliga, 
ciertamente, a que doce de sus vocales sean elegidos «entre» jueces y magistrados de todas las 
categorías, mas esta condición tiene como principal fi nalidad que un número mayoritario de 
vocales del Consejo tengan criterio propio por experiencia directa sobre los problemas que los 
titulares de los órganos judiciales afrontan en su quehacer diario, de la misma forma que, al 
asignar los restantes ocho puestos a Abogados y otros juristas de reconocida competencia con 
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más de quince años de ejercicio en su profesión, se busca que aporten su experiencia personas 
conocedoras del funcionamiento de la justicia desde otros puntos de vista distintos del de 
quienes la administran (…)”. 
“(...) el fi n perseguido es, de una parte, el de asegurar la presencia en el Consejo de las principales 
actitudes y corrientes de opinión existentes en el conjunto de jueces y magistrados en cuanto 
tales, es decir, con independencia de cuáles sean sus preferencias políticas como ciudadanos 
y, de la otra, equilibrar esta presencia con la de otros juristas que, a juicio de ambas Cámaras, 
puedan expresar la proyección en el mundo del Derecho de otras corrientes de pensamiento 
existentes en la sociedad. La fi nalidad de la norma sería así, cabría afi rmar de manera resumida, 
la de asegurar que la composición del Consejo refl eje el pluralismo existente en el seno de la 
sociedad y, muy en especial, en el seno del Poder Judicial (...)”.
“(...) y ello no solo en el ejercicio de la potestad jurisdiccional, sino también en su propio status, 
pues lo contrario supondría la posibilidad de infl uir en su situación personal con los riesgos 
que ello acarrea respecto a la misma función jurisdiccional. Ya, en ese sentido, la vieja Ley 
Provisional de Organización del Poder Judicial de 1870 (NDL 6437), disponía, en su art. 6, que 
las «disposiciones reglamentarias que el Poder Ejecutivo adopte, en uso de sus atribuciones, 
nunca alcanzarán a derogar ni a modifi car la organización de los Juzgados y Tribunales, ni 
las condiciones que para el ingreso y ascenso en la carrera judicial señalen las leyes». Ese 
principio ha de considerarse reforzado por nuestra vigente Constitución. El status de los jueces 
y magistrados, es decir, el conjunto de derechos y deberes de los que son titulares como tales 
jueces y magistrados, ha de venir determinado por ley y más precisamente por Ley Orgánica 
(art. 122.1 de la Constitución) (...)”.
  Sentencia núm. 140-1986 de 11 noviembre 
“(…)La determinación de «los casos» y de la «forma» en que una persona puede ser privada de 
libertad es propia de las leyes procesales (…)”
  Sentencia núm. 146-1986 de 25 noviembre 
“(...) en este caso, el Estado ha instaurado un sistema de auxilios econó micos a instituciones que 
desarrollan actividades a todas las cuales cabe califi carlas como de promoció n de colectivos 
sociales marginados (…)”. 
“(...) promoción de igualdad sustancial puede justifi car el empleo a este fi n de fondos públicos 
estatales -y no por una abstracta facultad de gasto público (…)”.
“(...) Una vez detectado un particular problema social que requiera intervenciones de Asistencia 
Social a nivel suprautonómico, el Estado podría intervenir (…)”. 
“(...) no cabe hablar de una distribución territorial de las ayudas en programas que requieren, 
por su naturaleza, un planteamiento y gestión a nivel del Estado, pues las ayudas como tales 
tendrán todas la dimensión territorial global del Estado (…)”.
“(...) Sino para distribuir globalmente, de forma solidaria y equitativa, unos fondos en función 
de las necesidades respectivas sentidas por unos determinados grupos o individuos, sea cual 
sea el territorio de la Comunidad Autónoma en el que residan (...)”.
  Sentencia núm. 147-1986 de 25 noviembre 
“(...) la naturaleza del proceso por el que este Tribunal conoce de las cuestiones de 
inconstitucionalidad obliga a comenzar nuestro análisis por los problemas estrictamente 
vinculados a la Ley 1/1984, pues sobre ella versa en primer término el juicio de relevancia en 
los correspondientes procesos para las disposiciones que se impugnan (...)”.
“(...) ello sucede porque la amnistía que se concede altera situaciones que han sido consagradas 
por Sentencias judiciales fi rmes, provistas del valor de cosa juzgada (art. 118 de la C. E.), y 
esta alteración de las reglas de sucesión de los ordenamientos puede afectar evidentemente al 
principio citado, entendido como la confi anza que los ciudadanos pueden tener en la observancia 
y el respeto de las situaciones derivadas de la aplicación de normas válidas y vigentes -como lo 
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eran aquellas que en su día autorizaron los despidos- (...)”.
“(...) aunque la concesión de una amnistía implica un juicio crítico sobre toda una etapa histórica, 
eliminando los efectos negativos de cierto tipo de leyes emanadas durante su transcurso, lo 
cierto es que los actos que pretenden ser suprimidos mediante la amnistía primero, y mediante 
la prolongación de sus efectos después, eran lícitos cuando se realizaron, la ley los amparaba 
y así lo manifestaron los Tribunales de Justicia cuando les tocó valorar su legitimidad. El 
reproche que pudo hacérseles -que contrariaban derechos del hombre generalmente admitidos 
en el ordenamiento internacional, y hoy en el interno español- tiene su causa directa en la ley 
que los permitió (…)”.
“(...) como tal productora de efectos excepcionales ha de ser valorada cuando carguen sus 
consecuencias sobre la esfera de libertad que garantiza a todos los ciudadanos la Constitución 
(...)”.
 Sentencia núm. 159-1986 de 12 diciembre
“(...) los derechos y libertades fundamentales no son absolutos, pero no lo es menos que 
tampoco puede atribuirse dicho carácter a los límites a que ha de someterse el ejercicio de tales 
derechos y libertades. Tanto las normas de libertad como las llamadas normas limitadoras se 
integran en un único ordenamiento inspirado por los mismos principios en el que, en último 
término, resulta fi cticia la contraposición entre el interés particular subyacente a las primeras y 
el interés público que, en ciertos supuestos, aconseja su restricción. Antes al contrario, tanto los 
derechos individuales como sus limitaciones, en cuanto éstas derivan del respeto a la Ley y a 
los derechos de los demás, son igualmente considerados por el art. 10.1 de la Constitución como 
«fundamento del orden político y de la paz social» (...)”.
“(...) la fuerza expansiva de todo derecho fundamental restringe, por su parte, el alcance de 
las normas limitadoras que actúan sobre el mismo; de ahí la exigencia de que los límites de los 
derechos fundamentales hayan de ser interpretados con criterios restrictivos y en el sentido 
más favorable, a la efi cacia y a la esencia de tales derechos (...)”.
“(...) el art. 20 de la norma fundamental, además de consagrar el derecho a la libertad 
de expresión y a comunicar o recibir libremente información veraz, garantiza un interés 
constitucional: la formación y existencia de una opinión pública libre, garantía que reviste una 
especial trascendencia ya que, al ser una condición previa y necesaria para el ejercicio de otros 
derechos inherentes al funcionamiento de un sistema democrático, se convierte, a su vez, en 
uno de los pilares de una sociedad libre y democrática. Para que el ciudadano pueda formar 
libremente sus opiniones y participar de modo responsable en los asuntos públicos, ha de ser 
también informado ampliamente de modo que pueda ponderar opiniones diversas e incluso 
contrapuestas (...)”.
“(...) la esencia de un Estado democrático, el cual, para su existencia y desarrollo, presupone el 
sometimiento de las cuestiones relevantes para la vida colectiva a la crítica o aprobación de una 
opinión pública libremente constituida. En este sentido cabe afi rmar que la lucha antiterrorista 
y la libertad de información no responden a intereses contrapuestos sino complementarios, 
orientados al aseguramiento del Estado democrático de Derecho (...)”.
 Sentencia núm. 168-1986 de 22 diciembre
“(...) el ordenamiento jurídico establece las acciones penales y civiles y los procedimientos 
necesarios para investigar la verdad de los hechos publicados o difundidos (…)”.
“(...) el llamado derecho de rectifi cación, regulado en la Ley Orgánica 2/1984, de 26 de marzo, 
consiste en la facultad otorgada a toda persona, natural o jurídica, de «rectifi car la información 
difundida, por cualquier medio de comunicación social, de hechos que le aludan, que considere 
inexactos y cuya divulgación pueda causarle perjuicio» (art. 1). Se satisface este derecho 
mediante la publicación íntegra y gratuita de la rectifi cación, referida exclusivamente a los 
hechos de la información difundida, en los términos y en la forma que la Ley señala (artículos 
2 y 3). Confi gurado de este modo, el derecho de rectifi cación es solo un medio de que dispone 
la persona aludida para prevenir o evitar el perjuicio que una determina información pueda 
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irrogarle en su honor o en cualesquiera otros derechos o intereses legítimos, cuando considere 
que los hechos lesivos mencionados en la misma no son exactos (...)”.
“(...) el ejercicio del derecho de rectifi cación tampoco limita el derecho de la colectividad y de 
los individuos que la componen a recibir libremente información veraz, pues no comporta una 
ocultación o deformación de la que, ofrecida con anterioridad, lo sea o pueda serlo”
1987
Sentencia núm. 2-1987 de 21 enero 
“(...) el interno se integra en una institución preexistente y que proyecta su «autoridad» sobre 
quienes, al margen de su condición común de ciudadanos, adquieren el status específi co de 
individuos sujetos a un poder público que no es el que, con carácter general, existe sobre el 
común de los ciudadanos (...)”.
“(...) no cabe duda que cierto tipo de aislamientos en celdas «negras», el confi namiento 
absolutamente aislado o cerrado es una forma de sanción que envuelve condiciones 
manifi estamente inhumanas, atroces y degradantes, y por ello han venido siendo vedados en 
los más modernos sistemas penitenciarios (...)”.
Sentencia núm. 26-1987 de 27 febrero 
“(...) derecho fundamental y garantía institucional no son categorías jurídicas incompatibles 
o que necesariamente se excluyan, sino que buena parte de los derechos fundamentales 
que nuestra Constitución reconoce constituyen también garantías institucionales, aunque, 
ciertamente, existan garantías institucionales, que, como por ejemplo la autonomía local, no 
están confi guradas como derechos fundamentales (...)”.
“(...) podría, pues, eludirse el tema para dar respuesta a las impugnaciones concretas que hace 
el recurso, porque lo que la Constitución protege desde el ángulo de la garantía institucional es 
el núcleo básico de la institución, entendido, siguiendo la Sentencia de este Tribunal 32/1981, 
de 28 de julio (RTC 1981\32), como preservación de la autonomía «en términos recognoscibles 
para la imagen que de la misma tiene la consciencia social en cada tiempo y lugar» (...)”.
“(...) y no es sustancialmente distinto lo protegido como derecho fundamental puesto que, 
reconocida la autonomía de las Universidades «en los términos que la Ley establezca» (art. 
27.10 de la C. E.), lo importante es que mediante esa amplia remisión, el legislador no rebase 
o desconozca la autonomía universitaria mediante limitaciones o sometimientos que la 
conviertan en una proclamación teórica, sino que respete «el contenido esencial» que como 
derecho fundamental preserva el art. 53.1 de la Constitución (...)”. 
“(...) la ubicación de la autonomía universitaria entre los derechos fundamentales es una 
realidad de la que es preciso partir para determinar su concepto y el alcance que le atribuye 
la constitución. Es cierto que no todo lo regulado en los arts. 14 a 29 constituyen derechos 
fundamentales y que en el propio art. 27 hay apartados -el 8 por ejemplo- que no responden 
a tal concepto. Pero allí donde, dentro de la Sección 1.ª, se reconozca un derecho, y no hay 
duda que la autonomía de las Universidades lo es, su confi guración como fundamental es 
precisamente el presupuesto de su ubicación. El constituyente, que en otros preceptos de la 
Constitución se remite a los derechos fundamentales por su colocación sistemática en la misma 
(arts. 53.2 y 161.1.b) para dotarlos de especial protección, no podía desconocer la signifi cación 
de ese encuadramiento. Mas no es solo el marco constitucional en que se sitúa la autonomía 
universitaria lo que conduce a su consideración como derecho fundamental, sino que hay 
otros argumentos que avalan la misma conclusión: El sentido gramatical de las palabras 
con que se enuncia -«se reconoce»- es más propio de la proclamación de un derecho que del 
establecimiento de una garantía. Y esta interpretacion se refuerza a través de la evolución del 
texto constitucional en las Cortes Constituyentes (...)”.
“(...) fi nalmente a la misma conclusión conduce la consideración del fundamento y sentido de 
la autonomía universitaria. Como dice la propia Ley de Reforma Universitaria en su preámbulo 
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y en su articulado (art. 2.1, no impugnado) y es opinión común entre los estudiosos del tema, 
la autonomía universitaria tiene como justifi cación asegurar el respeto a la libertad académica, 
es decir, a la libertad de enseñanza y de investigación. Más exactamente, la autonomía es 
la dimensión institucional de la libertad académica que garantiza y completa su dimensión 
individual, constituida por la libertad de cátedra. Ambas sirven para delimitar ese «espacio de 
libertad intelectual» sin el cual no es posible «la creación, desarrollo, transmisión y crítica de 
la ciencia, de la técnica y de la cultura» (art. 1.2 a) de la L. R. U.) que constituye la última razón 
de ser de la Universidad. Esta vinculación entre las dos dimensiones de la libertad académica 
explica que una y otra aparezcan en la Sección de la Constitución consagrada a los derechos 
fundamentales y libertades públicas, aunque sea en artículos distintos: la libertad de cátedra en 
el 20.1 c) y la autonomía de las Universidades en el 27.10. Hay, pues, un «contenido esencial» 
de la autonomía universitaria que está formado por todos los elementos necesarios para el 
aseguramiento de la libertad académica (...)”.
“(...) el derecho fundamental no afecta al poder normativo en mayor medida que el respeto a su 
contenido esencial que impone el art. 53.1 de la Constitución, perfectamente compatible con el 
servicio público que desempeña (...)”.
“(...) para mantener este sistema básico del profesorado ha de limitarse la contratación de otro 
personal docente que establecida sin límite lo pudiera desvirtuar. Finalmente, tampoco puede 
acogerse la impugnación de dicho precepto en cuanto determina que las Universidades puedan 
contratar este personal temporal a tiempo completo o parcial, porque, fundada la impugnación 
en que no es básica esa determinación, no por ello ha de excluirse que las Universidades en uso 
de su autonomía realicen la contratación en la forma que estimen más conveniente a la función 
docente que ha de desempeñar este personal. El gasto que origine el personal contratado habrá 
de tenerse en cuenta, naturalmente, en el número y condiciones de su contratación”
  Sentencia núm. 37-1987 de 26 marzo 
“(...) ciertamente, el derecho a la propiedad privada está reconocido en el art. 33 de la 
Constitución y le es aplicable la garantía del necesario respeto a su «contenido esencial», en 
virtud de lo dispuesto en el art. 53.1 del propio Texto constitucional (...)”.
“(...) para el Tribunal Constitucional la determinación del contenido esencial de cualquier tipo de 
derecho subjetivo -y, por tanto, también de los derechos fundamentales de las personas- vienen 
marcada en cada caso por el elenco de «facultades o posibilidades de actuación necesarias para 
que el derecho sea recognoscible como perteneciente al tipo descrito y sin las cuales deja de 
pertenecer a ese tipo y tiene que pasar a quedar comprendido en otro, desnaturalizándose, 
por decirlo así. Todo ello referido al momento histórico de que en cada caso se trata y a 
las condiciones inherentes en las sociedades democráticas, cuando se trate de derechos 
constitucionales». Determinación que, desde otro ángulo metodológico no contradictorio ni 
incompatible con aquél, puede ser expresada como «aquella parte del contenido del derecho 
que es absolutamente necesaria para que los intereses jurídicamente protegibles, que dan vida 
al derecho, resulten real, concreta y efectivamente protegidos. De este modo, se rebasa o se 
desconoce el contenido esencial cuando el derecho queda sometido a limitaciones que lo hacen 
impracticable, lo difi cultan más allá de lo razonable o lo despojan de la necesaria protección» 
-Sentencia 11/1981, de 8 de abril, fundamento jurídico 10 (RTC 1981\11)- (...)”.
 Sentencia núm. 66-1987 de 21 mayo 
“(...) Si el Tribunal Central de Trabajo falla, pues, en sentido distinto de la Resolución emitida 
por él mismo cinco años antes, lo hace con ocasión de un proceso en que tal resolución previa 
se ha puesto de relieve, y en que se ha vuelto a plantear expresamente la cuestión allí resuelta; 
y el Tribunal resuelve en forma que manifi esta un cambio de criterio en la interpretación de la 
norma aplicable, apreciando por un lado las características del caso que se decide, y formulando, 
por otra parte, una regla general aplicable en el futuro a casos similares. Ello excluye que la 
diferencia de trato respecto a la Sentencia de febrero de 1980 resulte de una actuación arbitraria 
y discriminatoria del Juzgador, en lo que se refi ere a la apreciación de que no se produjo la 
subrogación por cambio de titularidad en la Empresa prevista en el art. 44.1 del Estatuto de los 
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Trabajadores: y una vez establecido por el Tribunal Central que no se produjo esa subrogación 
resulta innecesario examinar las alegaciones referidas a la distinta apreciación de la situación 
laboral de la señora W. X., por no ser relevante para el fallo (…)”.
  Sentencia núm. 74-1987 de 25 mayo 
“(...) la cuestión realmente planteada consiste, por tanto, en determinar si el ciudadano español 
que no comprenda o no hable el castellano tiene, al igual que el extranjero que se encuentre en 
esa circunstancia, el derecho a ser asistido por intérprete (...)”.
“(...) la atribución de este derecho a los españoles que no conozcan sufi cientemente el castellano 
y no solo a los extranjeros que se encuentren en ese caso no debe ofrecer duda. Lo contrario 
supondría una fl agrante discriminación prohibida por el art. (…)
.“(...) consecuencia de lo expuesto es que el derecho de toda persona, extranjera o española, que 
desconozca el castellano a usar de intérprete en sus declaraciones ante la Policía, deriva, como 
se ha dicho, directamente de la Constitución y no exige para su ejercicio una confi guración 
legislativa, aunque ésta puede ser conveniente para su mayor efi cacia (…)”.
  Sentencia núm. 78-1987 de 26 mayo 
“(...) conviene observar, en lo que ahora importa, que, si bien la titularidad de este derecho 
de sufragio pasivo corresponde a todas las personas que dice el art. 67 de la Ley Orgánica 
5/1985, su concreto ejercicio viene condicionado, en estas elecciones, por sufragio universal 
directo, a que la persona así titular del derecho sea presentada como candidato por una de 
las organizaciones o agrupaciones habilitadas por la Ley para ello (arts. 44 y 186.3 de la Ley 
Orgánica) (...)”.
  Sentencia núm. 89-1987 de 3 junio 
“(...) para quienes se encuentran en libertad, el mantenimiento de estas relaciones no es 
el ejercicio de un derecho, sino una manifestación más de la multiplicidad de actividades y 
relaciones vitales que la libertad hace posibles. Los derechos fundamentales, que garantizan la 
libertad, no tienen ni pueden tener como contenido concreto cada una de esas manifestaciones 
de su práctica, por importantes que éstas sean en la vida del individuo. Aseguran que nadie 
puede ser privado de libertad sino en los casos y en la forma previstos en la Ley (art. 17.1 C. E.) 
y protegen el ejercicio de libertades concretas (por ejemplo, arts. 19, 20, 21, 22, 27 y 28 C. E.) o de 
aquellos ámbitos en los que la libertad vital del individuo implica una exigencia de privacidad 
(verbigracia, artículo 18 C. E.), sin que sea ahora necesario entrar en el complejo problema de 
si esta protección implica solo obligación negativa del Estado o también la obligación positiva 
de dictar las normas y adoptar las medidas oportunas para salvaguardar estas libertades en 
la relación recíproca entre los ciudadanos. Lo que importa al asunto que ahora nos ocupa es 
subrayar la afi rmación que antes hacíamos de que el mantenimiento de relaciones íntimas 
no forma parte del contenido de ningún derecho fundamental, por ser precisamente, una 
manifestación de la libertad a secas (...)”.
“(...) que la sexualidad sea parte importante de la vida del hombre es, desde luego, afi rmación 
que puede ser asumida sin reparo, pero de ello no se sigue, en modo alguno, que la abstinencia 
sexual aceptada por decisión propia, o resultado de la privación legal del libertad, ponga en 
peligro la integridad física o moral del abstinente, tanto más cuanto se trata de una abstinencia 
temporal como aquí es el caso (…)”.
“(...) esa negativa y la consiguiente imposibilidad de mantener relaciones sexuales no implica 
tampoco la sumisión a un trato inhumano o degradante, pues, como ya dijimos en nuestra STC 
65/1986, recogiendo doctrina del Tribunal Europeo de los Derechos Humanos, para apreciar 
la existencia de tratos de ese género es necesario que éstos «acarreen sufrimientos de una 
especial intensidad, o provoquen una humillación o sensación de envilecimiento que alcance 
un nivel determinado, distinto y superior al que suele llevar aparejada la imposición de la 
condena» fundamento jurídico 4.º). La privación de libertad, como preso o como penado, es, 
sin duda, un mal, pero de él forma parte, sin agravarlo de forma especial, la privación sexual. 
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Tampoco cabe discutir, es obvio, que la sexualidad pertenece al ámbito de la intimidad, que es 
incluso uno de sus reductos más sagrados, pero lo que el Derecho puede proteger, y el nuestro, 
afortunadamente, protege, es la intimidad misma, no las acciones privadas e íntimas de los 
hombres. Sin duda, una de las consecuencias más dolorosas de la pérdida de la libertad es la 
reducción de lo íntimo casi al ámbito de la vida interior, quedando, por el contrario, expuestas 
al público e incluso necesitadas de autorización muchas actuaciones que normalmente se 
consideran privadas e íntimas. Se pueden, tal vez, considerar ilegítimas, como violación de la 
intimidad y por eso también degradantes, aquellas medidas que la reduzcan más allá de lo que 
la ordenada vida de la prisión requiere, pero esa condición no se da en la restricción o privación 
temporal de las relaciones íntimas con personas en libertad, relaciones que, precisamente por 
exigencias de lo dispuesto en el artículo 18.1 C. e., han de desarrollarse, cuando son autorizadas, 
en condiciones que salvaguarden la dignidad de las personas implicadas. La autorización para 
la comunicación íntima restaura circunstancialmente para el recluso un ámbito provisional 
de intimidad, siquiera sea al precio, seguramente doloroso, de verse en la dura necesidad de 
solicitarla, pero esa restauración episódica es resultado de una concesión del legislador, no un 
imperativo derivado del derecho fundamental a la intimidad (...)”.
  Sentencia núm. 93-1987 de 3 junio 
“(...) Se dice allí que, a diferencia del carácter marcadamente formal que el concepto de 
indefensión reviste en el ámbito del Derecho procesal, en el plano del derecho constitucional, 
como derecho fundamental, el concepto de indefensión que la Constitución (artículo 24.1) recoge 
para proscribirla es un concepto material y que, en consecuencia, ha de entenderse que no se ha 
producido indefensión cuando, pese a la existencia de infracciones procesales o, aun sin ellas, 
sin haberse producido actos de notifi cación judicial a la persona afectada por las actuaciones, 
ésta ha tenido efectivo y tempestivo conocimiento de ellas. Cuando tal conocimiento ha existido, 
la incongruencia o inactividad procesal de la persona será resultado de su libre decisión o de 
su falta de diligencia, pero no de la vulneración de su derecho a la tutela judicial efectiva (...)”.
“(...) Si, pese a ello, se abstuvo de comparecer, solo a sí misma puede imputar las consecuencias 
de su propia conducta, resultado de una voluntad deliberada y no de haberse visto colocada en 
situación de indefensión (...)”.
 Sentencia núm. 100-1987 de 12 junio 
“(...) proceso intelectual que le ha llevado a resolver en un determinado sentido, ni le impone 
una determinada extensión, intensidad o alcance en el razonamiento empleado, sino que 
para su cumplimiento es sufi ciente que conste de modo razonablemente claro cuál ha sido el 
fundamento en Derecho (…)”. 
“(...) ello es así porque si se examina la denegación de la licencia en el contexto de las demás 
actuaciones judiciales practicadas dentro de las que aquélla se integra, resulta evidente que, no 
obstante el desacierto de los términos en que se produjo, la decisión adoptada por el Juez se 
ajustó a la verdadera naturaleza y al sentido propio de este requisito de procedibilidad (...)”.
  Sentencia núm. 102-1987 de 17 junio 
“(...) judiciales que aquí se sucedieron, pues su propio comportamiento procesal fue, cuando 
menos, negligente, omitiendo, cuando pudo hacerla, toda petición formal de que se le diera 
ocasión para ejercer sus derechos procesales y desdeñando después los recursos existentes (…)”.
 Sentencia núm. 109-1987 de 29 junio 
“(...) pero el derecho a este recurso y, en general, al sistema impugnatorio, salvo en el orden 
penal, no tiene vinculación constitucional. El legislador es libre, por tanto, para determinar su 
confi guración, los casos en que procede y los requisitos que, dada su naturaleza extraordinaria y 
principal fi nalidad a que responde de uniformidad en la aplicación de la Ley, han de cumplirse 
en su formalización (…)”.
“(...) las desigualdades de normas que se suceden en el tiempo es inherente o consustancial al 
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sistema de producción normativa (...)”.
 Sentencia núm. 114-1987 de 6 julio 
“(...) en el ejercicio de su potestad, el legislador puede, sin duda, contemplar una pluralidad 
de situaciones jurídicas diversas y regularlas de manera diferente, sin que la Constitución le 
constriña al establecimiento de un único sistema prestacional fundado en principios idénticos, 
ni a la regulación de unos mismos requisitos o a la previsión de iguales circunstancias 
determinantes del nacimiento del derecho a la pensión de retiro o de la pérdida del mismo (...)”.
“(...) la exigencia de buena conducta determina, por tanto, un trato desigual ante situaciones 
idénticas (…)”.
“(...) el deber de observar buena conducta, de cuyo incumplimiento derivan determinadas 
consecuencias jurídicas desfavorables, se establece en nuestro ordenamiento por una serie de 
normas, no escasas en número. Examinadas en su contexto, no todas ellas parecen referirse 
al mismo concepto, aunque utilicen la misma expresión, que en todo caso es susceptible de 
interpretaciones diversas. Entendido en su signifi cado más abstracto -y también más común-, 
aquel deber hace referencia no tanto a la actuación del ciudadano en el seno de relaciones 
jurídicas concretas, cuanto al comportamiento global del individuo, incluso en sus relaciones 
privadas, enjuiciable desde una perspectiva metajurídica, de acuerdo con los valores morales 
arraigados o con las pautas de conducta, sea de la colectividad en su conjunto, sea de grupos 
sociales más restringidos. En un sentido más restrictivo, la inobservancia de buena conducta 
puede interpretarse como comportamiento ilícito y antijurídico del sujeto afectado. Así ocurre 
en el presente caso, en el que la apreciación de la conducta desarreglada del recurrente no deriva 
de su actitud moral en las relaciones públicas o privadas sino, en concreto, del hecho de haber 
sido condenado por Sentencia fi rme como autor de un delito. Sin perjuicio de que tampoco en 
esta aceptación restrictiva la referencia normativa a la buena conducta sea la más afortunada, 
no puede concluirse de ello que semejante interpretación haya de considerarse inconstitucional 
en todo caso. Pues, en efecto, con independencia de las consecuencias sancionadoras que 
se deriven de la comisión de hechos o la omisión de deberes concretos, tipifi cados como 
infracciones, el ordenamiento puede anudar legítimamente en ciertos supuestos determinadas 
consecuencias gravosas al incumplimiento de deberes jurídicos explícitos de trascendencia 
pública, genéricamente descritos como deber de observancia de buena conducta, cuando así lo 
exija razonablemente el interés público que con ello pretende protegerse (…)”.
“(...) Si no es admisible la apelación a un concepto abstracto de buena conducta, referido al 
comportamiento general del individuo en sus relaciones sociales o jurídicas, cuya inobservancia 
genere por sí misma consecuencias jurídicas gravosas para su auto, sí puede serlo como noción 
concreta referida a conductas singulares jurídicamente debidas en razón de interés público 
protegido por la norma que impone dicho requisito (...)”. 
  Sentencia núm. 115-1987 de 7 julio 
“(...) el recurso parte así de la base de que el art. 21 de la Constitución reconoce también 
directamente a los extranjeros el derecho de reunión (...)”.
“(...) cuando ese acto habilitante es preciso en todo caso, se condicionan hasta tal punto las 
facultades que lo integran, que el pretendido derecho, muda de naturaleza y no puede ser 
reconocido como tal (...)”.
“(...) el art. 13.1 de la Constitución reconoce al legislador la posibilidad de establecer 
condicionamientos adicionales al ejercicio de derechos fundamentales por parte de los 
extranjeros, pero para ello ha de respetar, en todo caso, las prescripciones constitucionales, 
pues no se puede estimar aquel precepto permitiendo que el legislador confi gure libremente 
el contenido mismo del derecho, cuando éste ya haya venido reconocido por la Constitución 
directamente a los extranjeros, a los que es de aplicación también el mandato contenido en el 
art. 22.4 de la Constitución. Una cosa es, en efecto, autorizar diferencias de tratamiento entre 
españoles y extranjeros, y otra es entender esa autorización como una posibilidad de legislar al 
respecto sin tener en cuenta los mandatos constitucionales (...)”.
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 Sentencia núm. 119-1987 de 9 julio 
“(...) que no cabe apreciar discriminación entre las personas que no perciben las prestaciones de 
desempleo por haber incumplido algún requisito establecido en la Ley para ello, y las que las 
obtienen precisamente por cumplir todos los requisitos legales; (…)El incumplimiento de esta 
condición origina una diferencia innegable entre la situación de la demandante y la de aquellas 
personas que hubieran satisfecho esa exigencia legal, y justifi ca debidamente el desigual trato 
otorgado a una y otras (…)”.
“(...) art. 14 de la Constitución ampara la igualdad ante la Ley, pero ello no impide que a través 
de cambios normativos se ofrezca un tratamiento desigual a lo largo del tiempo; el principio de 
igualdad ante la Ley no exige que todas las situaciones, con independencia del tiempo en que 
se originaron o en que se produjeron sus efectos, deban recibir un tratamiento igual por parte 
de la Ley (…)”.
 Sentencia núm. 120-1987 de 10 julio
“(...) la función judicial, que se traduce y se refl eja fundamentalmente en las resoluciones y 
Sentencias de los Jueces y Tribunales, no es automática o de pura subsunción, sino refl exiva; 
no es fruto de un mero voluntarismo, sino de resoluciones contrastadas por los hechos, por las 
normas (sujeción a la Ley) y en defi nitiva por la Constitución. De ahí la posibilidad del cambio 
en las decisiones (…)”.
“(...) la aludida alteración o variación puede venir impuesta por las nuevas circunstancias 
(la riqueza de la vida es mayor que las previsiones del más concienzudo legislador); por los 
hechos que integran la causa petendi, o bien porque, aun permaneciendo los hechos iguales 
abstractamente considerados, su signifi cación haya cambiado en el nuevo contexto social y sean 
merecedores de otra interpretación de la norma aplicable, a lo cual incluso obliga el contenido 
del art. 3.1 del Código Civil -de aplicación general- al decir que las normas se interpretarán 
según «la realidad social del tiempo en que han de ser aplicadas». El hecho y la interpretación 
que la norma postula de modo razonable constituyen los elementos de la causa o de la aplicación 
del Derecho en el orden jurídico pertinente que ha de realizar el Juez (...)”.
 Sentencia núm. 128-1987 de 16 julio
“(...) el punto de referencia o comparación empleado por el recurrente lo constituye el tratamiento 
dispensado a las mujeres trabajadoras (solteras, casadas o viudas) con hijos menores de seis 
años (...) mientras que, respecto de los trabajadores varones en las mismas circunstancias, no 
se prevé una prestación de este tipo con el mismo carácter general, independientemente del 
estado civil (...)”.
“(...) en este sentido no debe ciertamente olvidarse que la expresada exclusión de la 
discriminación por razón del sexo halla su razón concreta, como resulta de los mismos 
antecedentes parlamentarios del art. 14 C. E., y es unánimamente admitido por la doctrina 
científi ca, en la voluntad de terminar con la histórica situación de inferioridad en que, en la 
vida social y jurídica, se había colocado a la población femenina: situación que, en el aspecto 
que aquí interesa, se traduce en difi cultades específi cas de la mujer para el acceso al trabajo 
y su promoción dentro del mismo. No es necesario, ante el cúmulo de datos y pruebas que 
suministra la historia de nuestra sociedad, hacer referencia en extenso a tales difi cultades, pero 
su persistencia se traduce, aún hoy, e innegablemente, en una menor incorporación de la mujer 
al trabajo. La realidad social (que no puede, a este respecto, ignorarse si no se quiere dejar 
vacíos de contenido los preceptos constitucionales contrarios a la discriminación de la mujer) es 
hoy claramente muy distante de una situación de igualdad, como lo muestra el que, según los 
datos disponibles (Encuesta de Población Activa, Primer Trimestre de 1987) la tasa de actividad 
de la población femenina mayor de dieciséis años sea de un 29,1 por 100 considerablemente 
inferior a la de la población masculina (68,4 por 100, mucho más del doble) (...)”.
“(...) la situación de discriminación en que se ha encontrado la mujer en la sociedad se ha 
traducido en numerosas medidas en el orden laboral, que han tratado de realizar una labor de 
fi nalidad protectora. Pero en este campo ha de llevarse a cabo, forzosamente, una distinción. 
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Un conjunto, posiblemente el más amplio, de medidas se han adoptado desde una perspectiva 
que refl eja los mismos valores sociales que han mantenido a la mujer en una posición de 
relegación en el mundo laboral. Partiendo de presupuestos de inferioridad física, o de una 
mayor vocación (u obligación) hacia las tareas familiares, diversas disposiciones han venido 
a establecer diferencias de trato entre hombres y mujeres en el ámbito laboral, que, aunque 
aparentemente resulten de índole protectora, perpetúan y reproducen, en la práctica, la posición 
de inferioridad social de la población femenina (…)”. 
“(...) no obstante, no puede deducirse sin más de estas apreciaciones que toda desigualdad de 
trato que benefi cie a un grupo o categoría que venga defi nido (entre otros factores concurrentes) 
por el sexo resultará vulneradora del artículo constitucional citado (...)”.
“(...) la actuación de los poderes públicos para remediar, así, la situación de determinados grupos 
sociales defi nidos, entre otras características, por el sexo (y, cabe afi rmar, en la inmensa mayoría 
de las veces, por la condición femenina) y colocados en posiciones de innegable desventaja en 
el ámbito laboral, por razones que resultan de tradiciones y hábitos profundamente arraigados 
en la sociedad y difícilmente eliminables, no puede considerarse vulneradora del principio 
de igualdad, aun cuando establezca para ellas un trato más favorable, pues se trata de dar 
tratamiento distinto a situaciones efectivamente distintas (...)”.
“(...) pero, si el supuesto de hecho, esto es, la práctica social discriminatoria, es patente, la 
consecuencia correctora (esto es, la diferencia de trato) vendrá constitucionalmente justifi cada 
(...)”.
“(...) no puede admitirse, como justifi cación de la diversidad de trato, que las esposas de los 
trabajadores casados pueden atender a los hijos pequeños, por lo cual esos trabajadores no 
necesitarán que se les subvencione los gastos de guardería, mientras que las trabajadoras con 
hijos sí lo necesitarán para compensar la imposibilidad de prestar tal atención debido a su 
trabajo. Ello supondría partir de la premisa de que, mientras las mujeres de los trabajadores 
habrán de permanecer en el hogar familiar atendiendo a los hijos menores, y ello sin ninguna 
excepción (de forma que, en ningún caso, procederá, respecto de estos trabajadores, la 
mencionada prestación por guardería), en el caso de la mujer trabajadora los padres de los 
hijos menores no realizarán actividades domésticas de cuidado de los mismos (por lo que, en 
todo caso, procederá, respecto a esas trabajadoras, la mencionada prestación por el concepto 
de guardería). Obviamente, esta perspectiva, que excluye, aparte de situaciones de separación 
o enfermedad, la posibilidad de actividades extradomésticas de la mujer casada (laborales o de 
cualquier otro tipo), y la prestación de colaboración en el cuidado de los hijos de la trabajadora 
por parte del padre, no puede considerarse justifi cación sufi ciente, pues no se adecúa a las 
previsiones igualitarias entre hombres y mujeres contenidas en la Constitución, contrarias a 
la discriminación por razón de sexo tanto en forma general (art. 14) como en áreas específi cas, 
tales como el matrimonio (art. 32.1), el trabajo (art. 35.1) y el cuidado de los hijos comunes (art. 
39.3), convirtiendo en inadmisible una posición que parte de la dedicación exclusiva de la mujer 
a las tareas domésticas, y de la exclusión absoluta del hombre de las mismas, como resulta de 
la justifi cación a que hemos aludido (...)”. 
“(...) ahora bien, resulta patente que, aun excluyendo que exista una diferencia de obligaciones 
familiares entre hombre y mujer, la mujer que tiene a su cargo hijos menores se encuentra 
en una situación particularmente desventajosa en la realidad para el acceso al trabajo, o el 
mantenimiento del que ya tiene. Este Tribunal no puede ignorar que, pese a las afi rmaciones 
constitucionales, existe una realidad social, resultando de una larga tradición cultural, 
caracterizada por la atribución en la práctica a la mujer del núcleo mayor de las cargas derivadas 
del cuidado de la familia, y particularmente el cuidado de los hijos. Ello supone evidentemente 
un obstáculo muchas veces insalvable para el acceso al trabajo, obstáculo no menos cierto y 
comprobable por el hecho de que derive de la práctica social y no de mandatos del legislador u 
otros poderes públicos, y que se manifi esta en el dato (no por indirecto menos convincente) de la 
extremadamente baja participación de la mujer casada en la actividad laboral, en comparación 
de otras categorías sociales. Si la tasa de actividad de la población femenina es ya muy baja 
en comparación con la masculina, tal diferencia se extrema si se compara la tasa de actividad 
de las mujeres casadas (el 20,9 por 100) con la correspondiente de hombres casados (el 70,92 
por 100) según la Encuesta de Población Activa para el tercer trimestre de 1986, dato éste que 
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no puede razonablemente separarse de la incidencia que el cuidado de los hijos supone en la 
continuación, o iniciación, de la actividad laboral de la mujer. No resulta, pues, discutible que a 
efectos laborales, la diferencia entre hombres y mujeres con hijos de corta edad no es únicamente 
de sexo, y, desde luego, tampoco reside en que la mujer tenga superiores obligaciones, de 
orden jurídico o moral, que el hombre respecto a los hijos. La diferencia reside en que existe 
una innegable y mayor difi cultad para la mujer con hijos de corta edad para incorporarse al 
trabajo o para permanecer en él, difi cultad que tiene orígenes muy diversos, pero que coloca 
a esta categoría social en una situación de hecho claramente desventajosa respecto a los 
hombres en la misma situación. En tanto, pues, esta realidad perdure, no pueden considerarse 
discriminatorias las medidas tendentes a favorecer el acceso al trabajo de un grupo en situación 
de clara desigualdad social, y que traten de evitar, facilitando el empleo de guarderías, que una 
práctica social discriminatoria se traduzca en un apartamiento del trabajo de la mujer con hijos 
pequeños (...)”.
 Sentencia núm. 131-1987 de 20 julio 
“(...) la extensión de la condena penal a la recurrente, que no fue parte en el proceso seguido 
contra la arrendataria y encargados del «Club Carabelas», ni fue condenada por delito alguno, 
viola el principio de la personalidad de las consecuencias jurídico-penales, que se contiene en 
el principio de legalidad (…)”.
  Sentencia núm. 160-1987 de 27 octubre 
“(...) el derecho a la objeción de conciencia, aun en la hipótesis de estimarlo fundamental, no está 
sujeto a la reserva de Ley Orgánica por no estar incluido en los arts. 15 al 29 de la Constitución 
(Sección 1.ª del Capítulo II, Título I) relativos a la enumeración de los derechos y libertades 
fundamentales, ya que el derecho, nominatim, no está, en efecto, en está lista constitucional de 
derechos y porque, además, dicha fórmula se corresponde literalmente con la del epígrafe de 
la Sección 1.ª del Capítulo II del Título I de la Constitución, deduciéndose de ello en principio 
que es a esa Sección, y solo a esa Sección, a la que se refi ere el art. 81.1 y no a cualesquiera otros 
derechos reconocidos fuera de ella (...)”. 
“(...) es justamente su naturaleza excepcional -derecho a una exención de norma general, a un 
deber constitucional, como es el de la defensa de España- lo que le caracteriza como derecho 
constitucional autónomo, pero no fundamental, y lo que legitima al legislador para regularlo 
por Ley ordinaria «con las debidas garantías» (…)”.
“(...) en una sociedad democrática, en un Estado social y democrático de Derecho, que se 
construye sobre el consenso mayoritario expresado libremente -aun dentro de las limitaciones 
de los sistemas electorales- la permisión de una conducta que se separa de la norma general e 
igual para todos ha de considerarse como excepcional, como antes se ha indicado, porque de lo 
que se trata -el derecho del objetor- es de obtener la exención del cumplimiento de una norma, 
convirtiendo esa conducta en lícita, legítima o legal (...)”.
“(...) es verdad que es el objetor de conciencia, y solo él, el que «declara», manifi esta o expresa 
su condición de objetor, es decir, su oposición al servicio militar por los motivos que le 
afecten en conciencia. Pero eso no basta para que, automáticamente, sin más, se le tenga por 
tal, pues el fuero de la conciencia ha de conciliarse con el fuero social o colectivo. Por eso es 
cierto también que el CNOC se limita a reconocer o no la condición de objetor, no a declarar 
el derecho. La lectura atenta del art. 4.1 de la Ley así lo demuestra (y la supresión solicitada sí 
sería perturbadora) al decir que el Consejo «declarará haber lugar o no al reconocimiento de 
la condición de objetor...». No que declare la objeción, sino que, a través del trámite correcto, 
reconozca la existencia de la condición de objetor, por motivos válidos de conciencia, aptos 
para la exención del servicio militar (...)”.
“(...) desaparece por el mismo ejercicio del derecho a la objeción, que en sí lleva la renuncia del 
objetor a mantener en el ámbito secreto de su conciencia sus reservas ideológicas a la violencia 
y/o a la prestación del servicio militar, bien entendido que sin esa voluntad del objetor dirigida 
a extraer consecuencias jurídicas -y por tanto exteriores a su conciencia- de su objeción nadie 
podrá entrar en su intimidad ni obligarle a declarar sobre su ideología, religión o creencias. 
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La intimidad personal y el derecho a no declarar íntimas convicciones es algo que el objetor 
ha de valorar y ponderar en el contexto de las garantías que la Constitución le reconoce y 
decidir, nunca mejor dicho, en conciencia, pero a sabiendas también de la especial naturaleza 
del derecho de objeción y de las garantías que asimismo compete exigir a la comunidad y en su 
nombre al Estado (…)”.
“(...) por las mismas o parecidas razones, tampoco cabe admitir el reproche que se dirige al 
inciso segundo de ese mismo apartado y artículo, que autoriza al Consejo para «requerir de los 
solicitantes o de otras personas u organismos la aportación de la documentación complementaria 
o testimonios que se entiendan pertinentes» (...)”.
“(...) cierto es que esa aportación externa de documentos y testimonios podría afectar a la 
intimidad o personalidad del objetor, en cuanto juicio ajeno a su conciencia o motivación para 
el ejercicio del derecho, pero también lo es que, aparte del interés general en la comprobación 
de la seriedad de los motivos, siempre cabrá al interesado la posibilidad de impugnar aquellos 
datos o la forma de obtenerlos e incluso ejercitar los pertinentes recursos, ante el propio Consejo 
(…)”.
“(...) cierto es que, como antes se ha dicho, no es igual el contenido material de uno y otro 
servicio, el sustitutorio y el militar, pero admitido esto, también cabe afi rmar que no por ello la 
prestación civil sustitutoria ha de ser análoga a la relación del funcionario con la Administración 
Civil y a la naturaleza del servicio que realiza, relación que es de carácter estatutario y, en 
su inicio, voluntaria para el ciudadano, es decir, no confi gurada como un deber -aunque su 
contenido se integra por deberes y derechos- como lo es el servicio sustitutorio (...)”.
  Sentencia núm. 161-1987 de 27 octubre 
“(...) Se trata, ciertamente, como se acaba de decir, de un derecho que supone la concreción 
de la libertad ideológica reconocida en el art. 16 de la Norma suprema. Pero de ello no puede 
deducirse que nos encontremos ante una pura y simple aplicación de dicha libertad. La 
objeción de conciencia con carácter general, es decir, el derecho a ser eximido del cumplimiento 
de los deberes constitucionales o legales por resultar ese cumplimiento contrario a las propias 
convicciones, no está reconocido ni cabe imaginar que lo estuviera en nuestro Derecho o en 
Derecho alguno, pues signifi caría la negación misma de la idea del Estado. Lo que puede 
ocurrir es que sea admitida excepcionalmente respecto a un deber concreto. Y esto es lo que 
hizo el constituyente español, siguiendo el ejemplo de otros países, al reconocerlo en el art. 
30 de la Norma suprema, respecto al deber de prestar el servicio militar obligatorio. Debe, 
pues, considerarse el derecho a la objeción de conciencia a la prestación del servicio militar 
obligatorio como un derecho autónomo, cuya conexión con la libertad ideológica no impidió al 
constituyente confi gurarlo en la forma que estimó oportuna (...)”.
“(...) criterio complementario puede considerarse también como contenido esencial de un 
derecho aquella parte de su contenido «que es absolutamente necesaria para que los intereses 
jurídicamente protegibles, que dan vida al derecho, resulten real, concreta y efectivamente 
protegidos (…)”.
  Sentencia núm. 165-1987 de 27 octubre 
“(...) las Asociaciones de Vecinos constituyen un instrumento de participación de los ciudadanos 
en la vida pública, especialmente la local, que nuestro ordenamiento jurídico, en los arts. 72 de 
la Ley 7/1985, de 2 de abril (RCL 1985\799, 1372 y ApNDL 205) de Regulación de las Bases 
de Régimen Local, y 227 y 228 del R. D. 2568/1986, de 28 de noviembre (RCL 1986\3812yRCL 
1987\76), trata de fomentar como manifestación asociativa democrática dirigida a procurar 
la defensa de los intereses generales o sectoriales de los vecinos, asumiendo, entre otras, la 
función de informar y concienciar la opinión pública sobre situaciones que consideren injustas 
o lesivas al colectivo ciudadano o a alguno de sus miembros,(...) pero en ningún caso autoriza a 
los asociados la realización de actos contrarios a la Ley penal, cuyo enjuiciamiento y castigo es 
consecuencia jurídica de la propia conducta personal que en nada afectan o limitan el derecho 
de asociación (...)”.
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“(...) esto, sin embargo, no signifi ca que la misma libertad no deba ser reconocida en iguales 
términos a quienes no ostentan igual cualidad profesional, pues los derechos de la personalidad 
pertenecen a todos sin estar subordinados a las características personales del que los ejerce, sino 
al contenido del propio ejercicio, pero sí signifi ca que el valor preferente de la libertad declina, 
cuando su ejercicio no se realiza por los cauces normales de formación de la opinión pública, 
sino a través de medios, tan anormales e irregulares como es la difusión de hojas clandestinas 
(…)”.
“(...) la misma inversión se produce si la información no se refi ere a personalidades públicas 
que, al haber optado libremente por tal condición, deben soportar un cierto riesgo de una lesión 
de sus derechos a la personalidad, sino a personas privadas que no participan voluntariamente 
en la controversia pública (…)”. 
“(...) la libertad de información, al menos la que incide en el honor de personas privadas, debe 
enjuiciarse sobre la base de distinguir radicalmente, a pesar de la difi cultad que comporta en 
algunos supuestos, entre información de hechos y valoración de conductas personales (…).”
 Sentencia núm. 170-1987 de 30 octubre 
“(...) los derechos a la intimidad personal y a la propia imagen garantizados por el art. 18.1 de 
la Constitución, forman parte de los bienes de la personalidad que pertenecen al ámbito de la 
vida privada. Salvaguardan estos derechos un espacio de intimidad personal y familiar que 
queda sustraído a intromisiones extrañas. Y en este ámbito de la intimidad, reviste singular 
importancia la necesaria protección del derecho a la propia imagen frente al creciente desarrollo 
de los medios y procedimientos de captación, divulgación y difusión de la misma y de datos 
y circunstancias pertenecientes a la intimidad que garantiza este precepto. Mas no es frente a 
invasiones de este tipo la protección que pide el recurrente en su recurso de amparo (...)”.
“(...) no es, por tanto, una difusión o captación ilícita de su propia imagen contraria al art. 
18.1 C. E., ni tampoco la decisión personal sobre su apariencia física lo que se discute en este 
proceso, sino si ésta decisión puede o no limitarse o condicionarse en virtud de las relaciones 
laborales en que desarrolla su actividad profesional (...)”.
  Sentencia núm. 189-1987 de 24 noviembre 
“(...) este último artículo establece que «la obligación de cotizar nace desde el día primero del 
mes natural en que concurren en la persona de que se trata las condiciones determinantes de 
su inclusión en el campo de aplicación de este régimen especial, sin que sean obstáculo para 
ello aquellos actos u omisiones que puedan constituir el incumplimiento de obligaciones que 
conciernen al propio interesado o sujeto responsable, manteniéndose la obligación de cotizar 
mientras subsisten tales condiciones y extinguiéndose al vencimiento del último día del mes 
natural en que las mismas dejen de concurrir en la persona de que se trate (…)”.
  Sentencia núm. 196-1987 de 11 diciembre 
“(...) en nuestra Constitución, según hemos visto, se reconoce expresamente el derecho 
tanto «al detenido» como al «acusado», pero se hace en distintos preceptos constitucionales 
garantizadores de derechos fundamentales de naturaleza claramente diferenciada que impiden 
determinar el contenido esencial del derecho a la asistencia letrada en relación conjunta con 
ambos preceptos (…)”.
“(...) el concepto supuesto que origina el proceso judicial en el que se plantea esta cuestión de 
inconstitucionalidad -detención de una persona por la policía en diligencias de investigación 
criminal que duró catorce horas y cesó sin pasar el detenido a disposición judicial, ni intervenir 
el fi scal- no es posible apreciar la concurrencia de elemento inculpatorio o actuación procesal 
alguno que autoricen a entender que ha habido «acusación» (...)”.
“(...) la especial naturaleza o gravedad de ciertos delitos o las circunstancias subjetivas y 
objetivas que concurran en ellos pueden hacer imprescindible que las diligencias policiales 
y judiciales dirigidas a su investigación sean practicadas con el mayor secreto, a fi n de evitar 
que el conocimiento del estado de la investigación por personas ajenas a esta propicien que se 
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sustraigan a la acción de la justicia culpables o implicados en el delito investigado o se destruyen 
o oculten pruebas de su comisión (...)”.
1988 
Sentencia núm. 6-1988 de 21 enero 
“(...) el actor, trabajador además de ciudadano, se hallaba sujeto, por razón de un contrato, a 
específi cas obligaciones, ya aludidas, pero no es menos evidente que el daño que pudo irrogar 
con su conducta al empleador solo sería merecedor de sanción si hubiera sido fruto, en este 
caso, de un ejercicio desviado de la libertad de información (…)”
  Sentencia núm. 19-1988 de 16 febrero  
“(...) la privación subsidiaria de libertad contemplada en el art. 91 del Código Penal no está 
llamada a recaer sobre una persona al margen y con independencia de toda estimación sobre 
su culpabilidad,” 
“(...) no es discutible que en nuestra Constitución la libertad se encuentra erigida, en el art. 
1, como uno de los valores superiores del ordenamiento jurídico, entendida no solo en su 
dimensión política, sino en su más amplia y comprensiva dimensión de libertad personal (...)”.
  Sentencia núm. 49-1988 de 22 marzo 
“(...) el reconocimiento del derecho de fundación fi gura en el Texto constitucional inmediatamente 
después del artículo que recoge el derecho a la propiedad y a la herencia (art. 33). Ello permite 
entender que aquel derecho es una manifestación más de la autonomía de la voluntad respecto 
a los bienes, por cuya virtud una persona puede disponer de su patrimonio libremente, dentro 
de los límites y con las condiciones legalmente establecidas, incluso creando una persona 
jurídica para asegurar los fi nes deseados (…)”.
“(...) el objetivo de democratizar los órganos de gobierno de las Cajas, que persigue la LORCA, 
justifi ca que esos centros de decisión estén formados por representantes de los intereses sociales 
que el legislador estatal ha considerado que deben estar presentes en ellas. Es evidente que 
los órganos enumerados en el art. 1 de la LORCA cumplen con esa fi nalidad, aunque no 
puede excluirse la posibilidad de que se confi guren otros que también la satisfagan. Pero 
en cambio, resulta justifi cado que de tales órganos rectores resulten excluidas personas con 
funciones exclusivamente técnicas cuya importancia no se ignora, pues también atienden a la 
consecución de otra de las fi nalidades de la Ley cual es lograr una gestión efi caz, pero que no 
reúnen las condiciones de representatividad que requiere para los órganos rectores el esquema 
organizativo de las Cajas (...)”.
“(...) lo que no resultaría justifi cado es la incorporación de personas físicas a título individual, 
pues su exclusión parece congruente con el citado objetivo de democratización de las Cajas 
(…)”.
  Sentencia núm. 64-1988 de 12 abril 
“(...) es cierto que la doctrina de este Tribunal, desde sus inicios, ha admitido el recurso de 
amparo constitucional en favor de quienes sean titulares de los derechos fundamentales y de 
las libertades públicas, sin limitarlo a los ciudadanos stricto sensu, de suerte que el problema 
de la titularidad o capacidad de derechos fundamentales y el de la titularidad de la acción 
de amparo constitucional aunque teóricamente diferenciables, termina desde este punto de 
vista, por confundirse. El referido problema de la capacidad de derechos fundamentales es de 
difícil planteamiento y de difícil solución. Debe dejarse de lado, en este momento, la distinción 
-intrascendente para la solución del tema que nos ocupa- entre los derechos fundamentales 
que corresponden a todas las personas (p. ej., arts. 15 y 17) y aquellos otros que solo aparecen 
reconocidos en favor de los españoles o de los ciudadanos (p. ej., arts. 14, 19 y 23). Es indiscutible 
que, en línea de principio, los derechos fundamentales y las libertades públicas son derechos 
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individuales que tienen al individuo por sujeto activo y al Estado por sujeto pasivo en la medida 
en que tienden a reconocer y proteger ámbitos de libertades o prestaciones que los Poderes 
Públicos deben otorgar o facilitar a aquéllos. Se deduce así, sin especial difi cultad, del art. 10 
C. E., que, en su apartado 1.º, vincula los derechos inviolables con la dignidad de la persona y 
con el desarrollo de la personalidad y, en su apartado 2.º, los conecta con los llamados derechos 
humanos, objeto de la Declaración universal y de diferentes Tratados y Acuerdos Internacionales 
ratifi cados por España, como son el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de Nueva 
York, de 19 de diciembre de 1966 (RCL 1977\863 y ApNDL 3630), y el Convenio de Roma para 
la Protección de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales, de 4 de noviembre de 
1950 (RCL 1979\2421 y ApNDL 3627). Es cierto, no obstante, que la plena efectividad de los 
derechos fundamentales exige reconocer que la titularidad de los mismos no corresponde solo 
a los individuos aisladamente considerados, sino también en cuanto se encuentran insertos 
en grupos y organizaciones, cuya fi nalidad sea específi camente la de defender determinados 
ámbitos de libertad o realizar los intereses y los valores que forman el sustrato último del 
derecho fundamental. Así, el art. 16 garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto no 
solo a los individuos, sino también a las Comunidades, y no debe encontrarse difi cultad para 
ampliar esta misma idea en otros campos. En este sentido, la jurisprudencia de este Tribunal ha 
señalado que el derecho de los ciudadanos a participar en los asuntos públicos lo pueden ejercer 
los partidos políticos, que el derecho de asociación lo pueden ejercer no solo los individuos 
que se asocian, sino también las Asociaciones ya constituidas, y que el derecho a la libertad 
de la acción sindical corresponde no solo a los individuos que fundan Sindicatos o se afi lian a 
ellos, sin también a los propios Sindicatos. En un sentido más general la STC 137/1985, de 17 
de octubre de 1985 (RTC 1985\137), ha reconocido la titularidad de derechos fundamentales 
a las personas jurídicas de Derecho privado, especialmente en lo que concierne al derecho del 
art. 18.2 y, con carácter general, siempre que se trate, como es obvio, de derechos que, por su 
naturaleza, puedan ser ejercitados por este tipo de personas. A la misma conclusión puede 
llegarse en lo que concierne a las personas jurídicas de Derecho público, siempre que recaben 
para sí mismas ámbitos de libertad, de los que deben disfrutar sus miembros (…)”. 
“(...) hay que entender que, en línea de principio, la titularidad del derecho que establece el 
art. 24 de la Constitución corresponde a todas las personas físicas y a las personas jurídicas a 
quienes el ordenamiento reconoce capacidad para ser parte en un proceso y sujeta a la potestad 
jurisdiccional de Jueces y Tribunales (…)”.
  Sentencia núm. 69-1988 de 19 abril 
“(...) esta excepción, establecida principalmente para adecuar la legislación preconstitucional 
a situaciones nuevas derivadas del orden constitucional, como es la organización territorial 
del Estado, debe entenderse limitada al sentido que corresponde a su naturaleza de dispensa 
excepcional de sufi ciencia de rango normativo, pero no alcanza a la exigencia de que su carácter 
básico se declare expresamente en la norma o se infi era de su estructura en la misma medida en 
que es ello aplicable a la Ley formal (…)”.
“(...) manteniendo el concepto material de lo básico como núcleo sustancial de la doctrina de 
este Tribunal, procede exigir con mayor rigor la condición formal de que la «norma básica» 
venga incluida en Ley votada en Cortes que designe expresamente su carácter de básica o esté 
dotada de una estructura de la cual se infi era ese carácter con naturalidad, debiendo también 
cumplirse esta condición en el supuesto excepcional de que la norma básica se introduzca por 
el Gobierno de la Nación en ejercicio de su potestad de reglamento (...)”.
 Sentencia núm. 71-1988 de 19 abril 
“(...) ligado este derecho, pues, con el de asistencia letrada (art. 24.2 C. E.) es obvio que a esta 
asistencia ha de extenderse la necesidad de efectividad o efi cacia, so pena de considerarlo un 
derecho vacío o meramente formal, pues nada es más lógico y natural pensar que una adecuada 
defensa y asistencia letrada exige el previo requisito de una comunicación interpersonal 
inteligible e incluso fl uida en asunto tan crucial como la transmisión al Abogado no solo de 
hechos, sino de vivencias y apreciaciones, por parte del acusado, y ante la perspectiva de su 
juicio oral, aparte de su colaboración para la propuesta de pruebas. Y esto es evidente que se 
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puede incluir con naturalidad, sin más esfuerzo integrador, en el haz de derechos que antes se 
ha indicado, concretamente en el de disponer de las facilidades necesarias para la preparación 
de la defensa del acusado [art. 6.3 b) del Convenio], facilidades que tienen una signifi cación de 
carga para el Estado, en cuanto deber anejo y complementario al de proveer al interesado, en 
su caso, de Abogado, de ofi cio, como dijo la sentencia antes citada del TEDH (caso Artico) (...)”.
  Sentencia núm. 73-1988 de 21 abril 
“(...) además de ello, hay que señalar que la llamada doctrina de los actos propios o regla 
que decreta la inadmisibilidad de venire contra factum proprium, surgida originariamente 
en el ámbito del Derecho privado, signifi ca la vinculación del autor de una declaración de 
voluntad generalmente de carácter tácito al sentido objetivo de la misma y la imposibilidad 
de adoptar después un comportamiento contradictorio, lo que encuentra su fundamento 
último en la protección que objetivamente requiere la confi anza que fundadamente se puede 
haber depositado en el comportamiento ajeno y la regla de la buena fe que impone el deber de 
coherencia en el comportamiento y limita por ello el ejercicio de los derechos subjetivos. Quiere 
ello decir que aunque tal doctrina puede ser aplicable a las relaciones jurídicas regidas por el 
Derecho Administrativo y por el Derecho Público en general, como ha venido reconociendo 
la jurisprudencia del Tribunal Supremo, solo puede serlo con las necesarias matizaciones, que 
no la desvíen de los principios rectores que constituyen su fundamento último, que son, como 
acabamos de recordar, la protección de la confi anza y la protección de la buena fe (...)”.
  Sentencia núm. 76-1988 de 26 abril 
“(...) la Constitución no es el resultado de un pacto entre instancias territoriales históricas que 
conserven unos derechos anteriores a la Constitución y superiores a ellas, sino una norma 
del poder constituyente que se impone con fuerza vinculante general en su ámbito, sin que 
queden fuera de ella situaciones «históricas» anteriores. En este sentido, y desde luego, la 
actualización de los derechos históricos supone la supresión, o no reconocimiento, de aquellos 
que contradigan los principios constitucionales. Pues será de la misma Disposición adicional 
primera C. E., y no de su legitimidad histórica de donde los derechos históricos obtendrán o 
conservarán su validez y vigencia (...)”.
  Sentencia núm. 85-1988 de 28 abril 
“(...) en cuanto sus titulares son personas públicas, ejercen funciones públicas o resultan 
implicadas en asuntos de relevancia pública, obligadas por ello a soportar un cierto riesgo de 
que sus derechos subjetivos de la personalidad resulten afectados por opiniones o informaciones 
de interés general pues así lo requieren el pluralismo político, la tolerancia y el espíritu de 
apertura, sin los cuales no existe sociedad democrática (…)”.
“(...) con independencia del derecho a reunirse que tengan las personas que pretenden alcanzar 
una fi nalidad lícita determinada, la actividad a realizar para satisfacerla no queda, por ello, 
exenta de cumplir las condiciones de legalidad que les imponga el ordenamiento jurídico y no 
entenderlo así conduciría a la conclusión absurda de que el derecho de reunión suprime las 
potestades administrativas de intervención en las actividades privadas con solo que un número 
sufi ciente de personas decidan realizarlas (…)”.
  Sentencia núm. 98-1988 de 31 mayo 
“(...) ya que el principio constitucional de seguridad jurídica del art. 9.3 no ha sido erigido por 
la Constitución en derecho fundamental de los ciudadanos, ni se ha otorgado respecto de él la 
excepcional vía del amparo constitucional, que, de acuerdo con los claros dictados del art. 53 de 
la Constitución, se limita a los derechos establecidos en los derechos establecidos en los arts. 14 
a 29 y en el párrafo 2.º del art. 30 (…)”.
“(...) a este Tribunal concierne determinar si han sido o no vulnerados los derechos fundamentales 
de los ciudadanos pero no puede ni debe decidir sobre los restantes derechos subjetivos de 
naturaleza civil o administrativa que los ciudadanos hayan vertido en los procesos seguidos 
ante los Tribunales de Justicia (...)”.
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  Sentencia núm. 107-1988 de 8 junio 
“(...) en cuanto sus titulares son personas públicas, ejercen funciones públicas o resultan 
implicadas en asuntos de relevancia pública, obligadas por ello a soportar un cierto riesgo de 
que sus derechos subjetivos de la personalidad resulten afectados por opiniones o informaciones 
de interés general pues así lo requieren el pluralismo político, la tolerancia y el espíritu de 
apertura, sin los cuales no existe sociedad democrática (…)”.
“(...) el derecho al honor tiene en nuestra Constitución un signifi cado personalista, en el sentido 
de que el honor es un valor referible a personas individualmente consideradas, lo cual hace 
inadecuado hablar del honor de las instituciones públicas o de clases determinadas del Estado, 
respecto de las cuales es más correcto, desde el punto de vista constitucional, emplear los 
términos de dignidad, prestigio y autoridad moral, que son valores que merecen la protección 
penal que les dispense el legislador, pero que no son exactamente identifi cables con el honor 
(…)”.
“(...) a pesar de ello, teniendo en cuenta el contexto en que se producen -una entrevista periodística 
dirigida a la información pública-, su alcance de crítica impersonalizada en la que no se hacen 
imputaciones de hechos a Jueces singularizados, cuyo honor y dignidad personal no resultan 
afectados y el interés público de la materia sobre la cual recae la opinión -el funcionamiento 
de la Administración de Justicia-, la jurisdicción penal debió entender, de haber realizado una 
correcta ponderación de los valores en confl icto (…)”.
  Sentencia núm. 144-1988 de 12 julio 
“(...) impidiendo que se otorgue relevancia jurídica a circunstancias que, o bien no pueden 
ser jamás tomadas en consideración por prohibirlo así expresamente la propia Constitución, 
o bien no guardan relación alguna con el sentido de la regulación que, al incluirlas, incurre en 
arbitrariedad y es por eso discriminatoria (…)”.
“(...) la igualdad ante la Ley que consagra el art. 14 de nuestra Constitución exige, como ya 
se ha dicho, que ésta sea aplicada por igual a todos, sin que en ningún caso puedan ser unos 
dispensados de su cumplimiento en atención a sus condiciones personales o tratados otros con 
mayor rigor también en consideración de sus personas (…)”.
“(...) las circunstancias personales o sociales de quienes son parte en el proceso y siempre, 
claro está, que tales circunstancias no sean en sí mismas relevantes de acuerdo con las propias 
normas que el Juez ha de aplicar (…)”.
 Sentencia núm. 180-1988 de 11 octubre 
“(...) pues aquélla se la confi ere lo dispuesto en el art. 46.1 b) de la LOCT, que autoriza a interponer 
el recurso de amparo a quien hubiera sido parte en el proceso judicial correspondiente, condición 
que efectivamente tuvo, según consta en las actuaciones y se desprende del poder presentado, 
sin que de otro lado, como ya ha dicho este Tribunal, quepa negar legitimación para el amparo 
a las personas jurídicas, cuyos intereses, por lo demás, están imbricados con los de las personas 
que lo integran, pudiendo ser, consecuentemente, sujetos pasivos de eventuales lesiones de sus 
derechos constitucionales (…)”.
  Sentencia núm. 209-1988 de 10 noviembre 
“(...) las diversifi caciones normativas son conformes a la igualdad, en suma, cuando cabe 
discernir en ellas una fi nalidad no contradictoria con la Constitución y cuando, además, las 
normas de las que la diferencia nace muestran una estructura coherente, en términos de razonable 
proporcionalidad, con el fi n así perseguido. Tan contraria a la igualdad, es, por lo tanto, la 
norma que diversifi ca por un mero voluntarismo selectivo como aquella otra que, atendiendo a 
la consecución de un fi n legítimo, confi gura un supuesto de hecho, o las consecuencias jurídicas 
que se le imputan, en desproporción patente con aquel fi n, o sin atención alguna a esa necesaria 
relación de proporcionalidad (...)”. 
“(...) el art. 4.1 a) de la Ley identifi ca a las personas físicas como sujetos pasivos, por obligación 
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personal, del impuesto, el núm. 2 del mismo artículo sienta el principio del sometimiento 
conjunto y solidario al tributo para quienes se integran en una «unidad familiar» (…)”
“(...) esta apreciación es inexcusable desde la perspectiva del derecho constitucional a la 
igualdad y la única coherente -en cualquiera de sus posibles articulaciones legales- con la 
naturaleza «personal» del tributo (…)”. 
“(...) pero lo que carece de justifi cación -y en ello ha de dársele la razón al demandante-, es que 
la determinación de una mayor carga tributaria para los contribuyentes casados se lleva a cabo, 
en impuestos de carácter personal, sin atención alguna al incremento efectivo de su capacidad 
económica por referencia a la de quienes, con renta igual, no conviven matrimonialmente (…)”
 Sentencia núm. 231-1988 de 2 diciembre 
“(...) los derechos a la imagen y a la intimidad personal y familiar reconocidos en el art. 18 de la 
C.E. aparecen como derechos fundamentales estrictamente vinculados a la propia personalidad, 
derivados sin duda de la «dignidad de la persona», que reconoce el art. 10 de la C.E., y que 
implican la existencia de un ámbito propio y reservado frente a la acción y conocimiento de 
los demás, necesario -según las pautas de nuestra cultura- para mantener una calidad mínima 
de la vida humana. Se muestran así esos derechos como personalísimos y ligados a la misma 
existencia del individuo. Ciertamente, el ordenamiento jurídico español reconoce en algunas 
ocasiones, diversas dimensiones o manifestaciones de estos derechos que, desvinculándose ya 
de la persona del afectado, pueden ejercerse por terceras personas. Así, el art. 9.2 de la L.O. 
1/1982, de 5 de mayo, enumera las medidas integrantes de la tutela judicial de los derechos 
al honor, a la intimidad y a la imagen, entre las que incluye la eventual condena a indemnizar 
los perjuicios causados; y el art. 4 de la misma ley prevé la posibilidad de que el ejercicio de 
las correspondientes acciones de protección civil de los mencionados derechos corresponda a 
los designados en testamento por el afectado, o a los familiares de éste. Ahora bien, una vez 
fallecido el titular de esos derechos, y extinguida su personalidad -según determina el art. 32 del 
Código Civil: «La personalidad civil se extingue por la muerte de las personas»- lógicamente 
desaparece también el mismo objeto de la protección constitucional, que está encaminada a 
garantizar, como dijimos un ámbito vital reservado, que con la muerte deviene inexistente. Por 
consiguiente, si se mantienen acciones de protección civil (encaminadas, como en el presente 
caso, a la obtención de una indemnización) en favor de terceros, distintos del titular de esos 
derechos de carácter personalísimo, ello ocurre fuera del área de protección de los derechos 
fundamentales que se encomienda al Tribunal Constitucional mediante el recurso de amparo. 
Por ello, y en esta vía, este Tribunal no puede pronunciarse sobre aquellas cuestiones que, por 
el fallecimiento del afectado, carecen ya de dimensión constitucional (…)”.
“(...) en este aspecto, el «derecho a la imagen» que se invoca (y al que la demandante concede 
especial relevancia) es, en realidad, el derecho a disponer de la imagen de una persona 
desaparecida y de su eventual explotación económica, protegible, según la Ley 1/1982 en vías 
civiles, y susceptible de poseer un contenido patrimonial, pero derecho que no puede ser objeto 
de tutela en vía de amparo, ya que, una vez fallecido el titular de ese bien de la personalidad, 
no existe ya un ámbito vital que proteger en cuanto verdadero objeto del derecho fundamental 
aun cuando pudieran pervivir sus efectos patrimoniales (...)”.
“(...) demanda se centra en el carácter privado que tenía el lugar en que se recogieron 
determinadas escenas mediante una cámara de vídeo -la enfermería de la plaza de toros- y 
el carácter íntimo de los momentos en que una persona se debate entre la vida y la muerte, 
parcela que debe ser respetada por los demás. Y viene a mantenerse que esa intimidad no 
solo es propia del directamente afectado, sino que, por su repercusión moral, es también un 
derecho de sus familiares. Pues bien, en esos términos, debe estimarse que, en principio, el 
derecho a la intimidad personal y familiar se extiende, no solo a aspectos de la vida propia y 
personal, sino también a determinados aspectos de la vida de otras personas con las que se 
guarde una especial y estrecha vinculación, como es la familiar; aspectos que, por la relación 
o vínculo existente con ellas, inciden en la propia esfera de la personalidad del individuo que 
los derechos del art. 18 de la C.E. protegen. Sin duda, será necesario, en cada caso, examinar 
de qué acontecimientos se trata, y cuál es el vínculo que une a las personas en cuestión; pero al 
menos, no cabe dudar que ciertos eventos que puedan ocurrir a padres, cónyuges o hijos tienen, 
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normalmente, y dentro de las pautas culturales de nuestra sociedad, tal trascendencia para el 
individuo, que su indebida publicidad o difusión incide directamente en la propia esfera de 
su personalidad. Por lo que existe al respecto un derecho -propio, y no ajeno- a la intimidad, 
constitucionalmente protegible (...)”.
 Sentencia núm. 236-1988 de 12 diciembre 
“(...) ha de tenerse en cuenta que las disposiciones que aquí se trata de comparar, pese a 
su sensible paralelismo, nacieron en momentos históricos distintos, en un contexto social y 
económico diferente, con unos objetivos concretos parcialmente divergentes y, en fi n, dentro 
de una distinta planifi cación general de la reconversión sectorial y empresarial. De ahí que 
estuviesen animadas por diferentes concepciones de la política de reconversión, que su ámbito 
de aplicación no fuese equivalente, que sus reglas y medidas fuesen distintas y, en particular, 
que sus previsiones de atención a los trabajadores excedentes no ofrecieran el mismo alcance. 
No son normas, dicho de otra forma, que tuvieran por objeto distinguir entre trabajadores, ni 
siquiera entre Empresas, sin perjuicio de que en su aplicación concurrente originaran ciertas 
diferencias de trato. No puede decirse, por tanto, que en sí mismas generasen discriminación 
o fuesen contrarias al art. 14 de la Constitución, no solo porque su razón de ser no era trazar 
diferencias entre colectivos iguales, sino también porque ese precepto constitucional no puede 
ser obstáculo para la modifi cación o variación del marco normativo, mucho menos en una 
materia como la reconversión industrial, tan infl uida por los cambios del sistema económico y 
productivo (...)”.
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 Sentencia núm. 23-1989 de 2 febrero 
“(...) es evidente que la mencionada cláusula del pliego de condiciones, a la que las resoluciones 
recurridas dan directo cumplimiento, introduce una desigualdad de trato entre personas físicas 
y personas jurídicas. Esta circunstancia, sin embargo, no implica que se haya infringido el 
derecho fundamental a la igualdad reconocido en el art. 14 C.E., pues, de un lado, no siempre 
las personas físicas y las jurídicas, en cuanto tales, son equiparables desde el punto de vista 
de la fi nalidad que persigue la norma o acto supuestamente discriminatorio y, de otro, según 
reiterada doctrina de este Tribunal, la discriminación quedaría descartada si el trato desigual 
que se dispensa a personas en situación sustancialmente igual tiene una justifi cación objetiva y 
razonable (…)”.
“(...) en nuestro ordenamiento constitucional aun cuando no se explicite en los términos con que 
se proclama en los textos constitucionales de otros Estados, los derechos fundamentales rigen 
también para las personas jurídicas nacionales en la medida en que, por su naturaleza, resulten 
aplicables a ellas. Así ocurre con el derecho a la inviolabilidad del domicilio, o el derecho a la 
tutela judicial efectiva -STC 137/1985, de 17 de octubre (RTC 1985\137)-. Y lo mismo puede 
decirse del derecho a la igualdad ante la ley proclamado en el art. 14 de la Constitución, derecho 
que el precepto reconoce a los españoles, sin distinguir entre personas físicas y jurídicas (...)”.
“(...) de un lado, la prohibición de tales discriminaciones concretas no agota el contenido 
del derecho a la igualdad jurídica, en su sentido positivo, y, de otro, el propio precepto 
constitucional prohíbe también, mediante una cláusula abierta, la discriminación fundada en 
otras condiciones personales o sociales, que pueden ser igualmente atributos de las personas 
jurídicas (…) “.
“(...) no existe una necesaria equiparación entre personas físicas y jurídicas. Siendo éstas una 
creación del Derecho, corresponde al ordenamiento jurídico delimitar su campo de actuación 
fi jando los límites concretos y específi cos, y determinar, en su caso, si una concreta actividad 
puede ser desarrollada en un plano de igualdad por personas tanto físicas como jurídicas. En el 
presente caso se trata, sin embargo, de una actividad que, por esencia, puede ser desempeñada 
por cualquiera de ellas, sin que exista norma alguna que reserve a las personas físicas la actividad 
objeto de las concesiones impugnadas, ni que confi gure el negocio jurídico correspondiente 
como una relación obligacional in tuitu personae, en consecuencia, desde el punto de vista de 
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las características de la actividad a desarrollar y de las normas generales del ordenamiento, no 
es posible establecer diferencia alguna entre una y otra clase de personas (...)”.
“(...) Una vez demostrado que el término de comparación aducido es válido a efectos de lo 
dispuesto en el art. 14 de la Constitución, por encontrarse las personas físicas y jurídicas en 
situación sustancialmente igual en lo que respecta a la fi nalidad de los actos considerados, es 
preciso, para comprobar si se ha infringido o no el derecho a la igualdad ante la ley, analizar 
si existe una justifi cación objetiva y razonable para excluir a las personas jurídicas de los 
correspondientes concursos (...)”.
“(...) a esta fi nalidad primordial de facilitar un medio para el desarrollo de una actividad laboral 
autónoma se conecta la cláusula por la que se permite licitar tan solo a las personas físicas, de 
nacionalidad española, que sean mayores de edad y no excedan de los sesenta y cinco años (art. 
12.1) (...)”.
  Sentencia núm. 37-1989 de 15 febrero 
 “(...) la Constitución garantiza la intimidad personal (art. 18.1), de la que forma parte la 
intimidad corporal, de principio inmune, en las relaciones jurídico-públicas que ahora importan, 
frente a toda indagación o pesquisa que sobre el cuerpo quisiera imponerse contra la voluntad 
de la persona, cuyo sentimiento de pudor queda así protegido por el ordenamiento, en tanto 
responda a estimaciones y criterios arraigados en la cultura de la comunidad (...)”.
“(...) esta afi rmación de principio requiere, claro está, algunas matizaciones. La primera de 
ellas, implícita en lo ya dicho, es la de que el ámbito de intimidad corporal constitucionalmente 
protegido no es coextenso con el de la realidad física del cuerpo humano, porque no es una 
Entidad física, sino cultural y determinada, en consecuencia, por el criterio dominante en nuestra 
cultura sobre el recato corporal, de tal modo que no pueden entenderse como intromisiones 
forzadas en la intimidad aquellas actuaciones que, por las partes del cuerpo humano sobre las 
que se operan o por los instrumentos mediante las que se realizan, no constituyen, según un 
sano criterio, violación del pudor o recato de la persona. La segunda es la de que, aun tratándose 
ya de actuaciones que afectan al ámbito protegido, es también cierto que, como observa el 
Ministerio Fiscal, la intimidad personal puede llegar a ceder en ciertos casos y en cualquiera 
de sus diversas expresiones, ante exigencias públicas, pues no es este un derecho de carácter 
absoluto, pese a que la Constitución, al enunciarlo, no haya establecido de modo expreso, la 
reserva de intervención judicial que fi gura en las normas declarativas de la inviolabilidad del 
domicilio o del secreto de las comunicaciones (núms. 2 y 3 del mismo art. 18). Tal afectación del 
ámbito de la intimidad, es posible solo por decisión judicial que habrá de prever que su ejecución 
sea respetuosa de la dignidad de la persona y no constitutiva, atendidas las circunstancias 
del caso, de trato degradante alguno Cabe declarar que en el supuesto que ahora nos ocupa, 
estas previsiones fueron aquí adoptadas, pues no cabe considerar en sí misma degradante o 
contraria a la dignidad de la persona, la verifi cación de un examen ginecológico por parte de 
un profesional de la medicina, con independencia de que, en este caso, tal examen no se llegó 
a realizar. Lo que sí es manifi esto es que la intimidad quedó afectada o comprometida en el 
supuesto actual, pues en orden a la identifi cación del ámbito constitucionalmente protegido, 
por íntimas se han de tener las partes del cuerpo que se ordenaba someter a examen (…)”.
  Sentencia núm. 45-1989 de 20 febrero 
“(...) el segundo conjunto de preceptos cuestionados [23 y 24.1b)] en su interpretación literal, 
imponía la sujeción conjunta con acumulación de rentas a todas las personas que constituyesen 
matrimonio en la fecha de devengo del impuesto (31 de diciembre), fuere cual fuese el momento 
en el que lo hubiesen contraído, en tanto que autorizaban la declaración individual de quienes 
para esa fecha no formasen parte de una unidad familiar aunque hubiesen estado integrados 
en una unidad de este género que se hubiese disuelto en el transcurso del año precedente y en 
el bien entendido de que la declaración individual quedaba referida exclusivamente al tiempo 
que mediase entre la disolución y la fecha del devengo (...)”.
“(...) la carga tributaria a que cada sujeto ha de hacer frente es función de su capacidad económica, 
la defi nición de ésta y el método para determinarla han de ser establecidos mediante normas 
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que efectivamente den a todos los sujetos un trato igual y no introduzcan entre ellos diferencias 
resultantes de su propia condición personal, o de las relaciones que existen entre ellos y otras 
personas cuando ni aquella condición ni estas relaciones son elementos determinantes del 
impuesto en cuestión (…)”.
“(...) Sea cual fuere, en efecto, el concepto constitucionalmente adecuado de familia, no es 
discutible que tal concepto incluya sin duda la familia que se origina en el matrimonio, que es 
en todo caso la que especialmente toman en consideración tanto la Declaración Universal de 
Derechos Humanos aprobada por las Naciones Unidas en 1948 (ApNDL 3626) (art. 16.1), como 
los Tratados sobre Derechos Fundamentales suscritos por España [así el Convenio de Roma -art. 
12 (RCL 1979\2421y ApNDL 3627)-, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos -art. 
23 (RCL 1977\893y ApNDL 3630)- y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales -art. 10.1 (RCL 1977\894y ApNDL 3631)-]. El régimen del matrimonio está deferido 
por la Constitución (art. 32) a la Ley, con la importante precisión de que ésta ha de asegurar, 
en todo caso, la plena igualdad jurídica de los cónyuges, un mandato éste del que se deduce 
naturalmente la necesidad de que el legislador, teniendo siempre en cuenta la realidad objeto 
de regulación, no condicione o determine la situación de los cónyuges de manera que ésta no 
sea efectivamente igual en el ejercicio de los derechos, por ejemplo, y por la inmediata relación 
que guarda con el tema que ahora nos ocupa, en el ejercicio del derecho al trabajo y a la libre 
elección de profesión u ofi cio (...)”.
“(...) el primero y muy obvio es el de que la forzada inclusión de varios sujetos en una unidad 
tributaria para sujetarlos conjuntamente a un impuesto de naturaleza personal no puede ser 
arbitraria, pues de otro modo lesionaría, ya por eso, el principio de igualdad. Como el correlato 
lógico de un tributo personal y directo sobre la renta de las personas físicas es la imposición 
separada, esto es, la sujeción separada al impuesto de cada una de ellas, la sujeción conjunta 
que implica en sí misma un trato diferenciado, solo es constitucionalmente admisible en la 
medida en la que esté fundada en una razón que sea congruente con el fi n de la norma, esto es, 
en el caso que aquí nos ocupa, en la razón de que esta sujeción conjunta es necesaria o al menos 
conveniente para determinar la renta de los distintos sujetos (...)”.
“(...) a ello habría que añadir no solo la difi cultad resultante de la necesidad de incluir también 
unidades convivenciales sin comunicación sexual o no basadas en la relación familiar, sino sobre 
todo, después de la Constitución, en la imposibilidad que de su art. 18 se deriva para llevar a 
cabo indagaciones que afectan directamente al ámbito de la intimidad. No se necesita mucha 
imaginación para evocar el caos que esta posibilidad de corrección del sistema engendraría 
(...)”.
“(...) en el fondo de esta comparación entre familias parece estar latente, en efecto, la idea de que 
el sujeto pasivo del impuesto no es el individuo, sino la familia, o, dicho de otro modo, que se 
trata de un «impuesto de grupo»; solo a partir de tal idea puede aceptarse como pertinente la 
comparación entre distintas familias para apreciar la existencia de desigualdades. Esta idea es, 
como indicamos, históricamente correcta. La «tributación familiar» ha existido entre nosotros, 
de una u otra forma, al menos desde la Contribución Extraordinaria de Guerra de 1810 y todavía 
en la última regulación anterior a la de la Ley 44/1978, la del Impuesto General sobre la Renta de 
las Personas Físicas (texto refundido aprobado por Decreto 3358/1967) (RCL 1968\359y NDL 
16030), todas las rentas de la familia se acumulaban en la persona que tuviese la administración 
legal de la sociedad conyugal (art. 14), esto es, generalmente del marido, en tanto que no había 
deducción alguna por razón de matrimonio, sino «por esposa» (art. 36). Esta «tributación por 
grupo» a la que el sistema de acumulación pura parece responder efectivamente no cuadra, sin 
embargo, ni con los propios presupuestos de los que arranca la Ley 44/1978, para la cual, como 
antes destacamos el único sujeto pasivo posible de un impuesto sobre la renta de las personas 
físicas es la persona misma, el individuo (una proclamación formal que encubre una realidad 
bien distinta), ni con las exigencias que se derivan de nuestra Constitución. No solo con las que 
derivan de los principios de igualdad y capacidad económica, referibles solo a las personas 
físicas o jurídicas, sino también con los que se deducen del concepto de familia y matrimonio 
que alienta en los arts. 39 y 32 y que es incompatible con una concepción de grupo en la que 
solo es sui iuris la cabeza y alieni iuris todo el resto de sus integrantes, siquiera sea únicamente 
a efectos fi scales (...)”.
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“(...) la igualdad absoluta, matemática, es, ciertamente, tal vez un ideal inalcanzable en cada 
caso concreto, pero el sistema debe tender hacia ella (…)”.
“(...) como a efectos del principio de igualdad la comparación debe establecerse entre personas 
con el mismo nivel de rentas, la diferencia de gravamen entre contribuyentes aislados 
o integrados en una unidad familiar es incompatible con dicho principio, con absoluta 
independencia de cuál sea el número o el nivel de rentas de los afectados, cuando tal diferencia 
es una consecuencia necesaria del sistema y no un caso aislado producido por circunstancias 
que el legislador no pudo tener en cuenta (…)”.
“(...) Si la carga tributaria que pesa sobre una persona integrada en una unidad familiar es 
mayor que la que pesa sobre otro contribuyente con idéntico nivel de renta, pero no integrado 
en una unidad de este género (o, lo que es lo mismo, mayor que la que pesaría sobre esa 
misma persona si no constituyera parte de una familia, a efectos fi scales), es evidente que no 
solo se lesiona el principio de igualdad, sino que directamente se va en contra del mandato 
constitucional que ordena la protección de la familia, a la que, al obrar así, no solo se protege, 
sino que directamente se la perjudica (...)”.
“(...) Se trata, sobre todo, de la incidencia que el sistema mismo tiene sobre la división de trabajo 
en el seno del matrimonio y, en particular, sobre el acceso de los cónyuges al mercado de trabajo, 
es decir, en la práctica, sobre la infl uencia que el sistema puede ejercer sobre la opción de la 
mujer entre el trabajo en el hogar o su incorporación al mercado de trabajo, pues partimos del 
supuesto de que cualquier norma que incida sobre la vida de la familia debe ser respetuosa con 
la concepción de ésta que alienta en la Constitución, de la que forma parte la igualdad entre los 
cónyuges. Esa igualdad se verá seguramente alterada cuando la libertad de elección u ofi cio de 
uno de los cónyuges se vea condicionada por las consecuencias económicas que, en razón de 
la norma tributaria, se seguirán de su elección y, aunque carecemos de estudios sociológicos 
que claramente lo establezcan, parece poco dudoso que el sistema de acumulación de rentas, 
en cuanto que incrementa la carga tributaria de la familia, desestimula, por decir lo menos, el 
trabajo fuera del hogar del posible perceptor de la segunda renta que es, en la mayor parte de 
los casos, la esposa. El uso que de la acumulación de rentas se ha hecho en otros países con la 
fi nalidad expresa de «devolver la mujer al hogar» avala claramente esta deducción. También 
desde este punto de vista, pues, el precepto que ahora analizamos se concilia difícilmente con 
el art. 39.1, en relación con el 32, ambos de la C. E., cuyo respeto exige, en primer lugar, la 
neutralidad del sistema tributario respecto de la situación recíproca de los cónyuges (...)”.
“(...) la primera de ellas reside, como es evidente, en su propia debilidad. Es cierto que en 
el régimen legal de gananciales (cuya vigencia actual en algunos Estados de la Unión 
norteamericana parece haber sido, dicho sea de paso, el origen del splitting), ambos cónyuges 
están recíprocamente obligados a informarse periódicamente sobre la situación y rendimientos 
de sus respectivas actividades económicas (art. 1383 C. C.) y que en él, como en los que con 
carácter legal existen en diversas partes del territorio nacional (así el de comunicación foral 
de la tierra llana de Vizcaya y algunas localidades de Alava, el de conquistas de Navarra, o el 
aragonés), las ganancias de cada uno de los cónyuges se hacen comunes a los dos, pero ni éste 
es el régimen legal en toda España, en una parte sustancial de la cual el régimen legal es, por 
el contrario, el de separación, ni, sobre todo, es la base de nuestro sistema jurídico, que en lo 
que se refi ere al régimen económico del matrimonio se basa en la libertad de capitulaciones 
(art. 1315 C. C.), que no pueden dispensar a los esposos ciertamente del deber de socorro 
mutuo (art. 68 C. C.) ni de contribuir a los gastos comunes en una u otra forma, pero que sí les 
autoriza, claro está, a mantener en su relación recíproca la reserva que juzguen conveniente 
sobre sus propias actividades económicas. El límite de tal reserva viene dado por las normas 
que determinan el régimen económico-matrimonial, no por la Ley fi scal, y, en consecuencia, no 
puede ésta ni imponer la necesidad de romperla frente al otro cónyuge ni arrojar sobre éste la 
carga de declarar, cuantifi cándolos, los ingresos percibidos por su esposa o esposo, en contra 
de la voluntad expresa de ésta o éste. Porque de lo que se trata es, en efecto, y con ello pasamos 
a la segunda de las razones antes mencionadas, de que en su forma actual la regulación de la 
declaración única y conjunta de los esposos impone a cada uno de ellos el deber de denunciar 
ante la Hacienda Pública las incorrecciones en que, a su juicio, incurre su respectivo cónyuge 
en la estimación de sus propias rentas. La obligada manifestación pública de una discordia en 
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el seno de la familia no es tampoco compatible con la intimidad familiar (...)”.
 Sentencia núm. 55-1989 de 23 febrero 
“(...) el fundamento último de la autonomía universitaria se halla, en efecto, en el respeto a la 
libertad académica, es decir, a la libertad de enseñanza, estudio e investigación; y la protección 
de estas libertades frente a todos los poderes públicos constituye la razón de ser de dicha 
autonomía, la cual requiere, cualquiera que sea el modelo organizativo que se adopte, que la 
libertad de ciencia sea garantizada tanto en su vertiente individual cuanto en la colectiva de la 
institución. Ambas sirven para delimitar ese «espacio de libertad intelectual» sin el cual no es 
posible «la creación, desarrollo, transmisión y crítica de la ciencia, de la técnica y de la cultura» 
[art. 1.2 a) de la L. R. U.], que constituye la última razón de ser de la Universidad (…)”.
“(...) la autonomía de la Universidad aparece reconocida en el mencionado precepto 
constitucional «en los términos que la ley establezca». Ello signifi ca, de una parte, que el 
legislador puede regularla en la forma que estime más conveniente, si bien siempre dentro del 
marco de la Constitución y del respeto a su contenido esencial; no puede, así, en virtud de esa 
amplia remisión contenida en el art. 27.10 E. C., rebasar o desconocer la autonomía universitaria 
introduciendo limitaciones o sometimientos que la conviertan en mera proclamación teórica, 
sino que ha de respetar «el contenido esencial» que como derecho fundamental preserva el art. 
53.1 E. C. Pero supone también, por lo que aquí importa, que, una vez delimitado legalmente 
el ámbito de su autonomía, la Universidad posee, en principio, plena capacidad de decisión 
en aquellos aspectos que no son objeto de regulación específi ca en la ley, lo cual no signifi ca 
-como ha precisado la referida Sentencia- que no existan limitaciones derivadas del ejercicio 
de otros derechos fundamentales, o de un sistema universitario nacional que exige instancias 
coordinadoras (...)”.
“(...) diferencia de lo que ocurre con los reglamentos ejecutivos de leyes que para ser legales 
deben seguir estrictamente el espíritu y la fi nalidad de la ley habilitante que les sirve de 
fundamento, los Estatutos se mueven en un ámbito de autonomía en que el contenido de la Ley 
no sirve sino como parámetro controlador o límite de la legalidad del texto (...)”.
  Sentencia núm. 58-1989 de 16 marzo 
“(...) la sanción se impuso a título personal al recurrente, según se deduce de los documentos 
aportados, en razón de una conducta atribuida al mismo -negarse a participar en las operaciones 
comerciales y a explicar las razones de esta negativa, incitar a los demás representantes a la 
misma ilegal postura, provocar con su actitud graves tensiones con los minoristas de pescado- 
que no aparece realizada por otras personas con las que se compara, por lo que se le considera 
único responsable. En este sentido, no cabe sostener que se ha infringido el principio de 
igualdad, pues no se demuestra, como constituye carga de quien alega tal infracción, que se 
hayan realizado los mismos hechos por personas no sancionadas. Pero además, y aparte de ello, 
de acuerdo con lo que señala el Fiscal, y como este Tribunal ha manifestado repetidamente, la 
igualdad ha de entenderse como igualdad en la legalidad; es decir, que la posible no aplicación 
de una ley (en este caso, de un precepto sancionador) a un tercero, no supone la ilegitimidad 
de su aplicación a aquellos que se sitúan en los supuestos de hecho contemplados en la norma 
en cuestión (…)”.
 Sentencia núm. 67-1989 de 18 abril 
“(...) y no se trata de una referencia individualizada y concreta, contraria al principio constitucional 
de igualdad, sino de una referencia genérica, hecha en términos asimismo generales y abstractos, 
por más que puedan determinarse luego los sujetos a incluir. La posibilidad de determinación 
de las personas que reúnen esas condiciones establecidas genéricamente en aplicación del 
principio constitucional del mérito, no signifi ca referencia individualizada y concreta, pues 
esa determinabilidad de personas podía darse siempre también en relación con cualquier otro 
mérito valorable (…)”.
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  Sentencia núm. 85-1989 de 10 mayo 
“(...) Tal principio no impide en modo alguno que los órganos de la jurisdicción penal 
puedan adoptar las medidas cautelares de aseguramiento, personales o reales, previstas en 
el ordenamiento jurídico con entera libertad respecto de cada uno de los distintos encausados 
de un mismo proceso, habida cuenta que la fi nalidad perseguida con la adopción de dichas 
medidas no es otra que la de garantizar que la persona contra la que se dirige el proceso no 
intente sustraerse a la acción de la justicia y que la adopción o no de medidas cautelares, la 
elección de las mismas, e incluso su cuantifi cación, ha de hacerse en atención al mayor o menor 
número de probabilidades de que tal evento se produzca, siempre y cuando el órgano judicial 
justifi que el distinto tratamiento dispensado a los imputados (...)”.
 Sentencia núm. 92-1989 de 22 mayo 
“(...) la consideración de este hecho nuevo invocado obliga, en efecto, a poner de manifi esto 
que los órganos públicos que se interponen en el procedimiento extraordinario de la revisión 
penal han opuesto a la pretensión del recurrente una razón de fondo sustancial. Se trata de que 
una declaración autoinculpatoria producida al margen y con posterioridad a un proceso penal 
no es causa bastante para poner en tela de juicio ni siquiera indiciariamente la incorrección 
material de una resolución judicial dotada de la fuerza de cosa juzgada. Admitir lo contrario 
supondría atribuir a un hecho extraprocesal valor enervante de la seguridad jurídica que genera 
el documento público más solemne que existe en nuestro ordenamiento, cual es una sentencia 
judicial declarada fi rme (...)”.
“(...) para que en el caso de autos la declaración autoinculpatoria hubiera podido tener visos 
de seriedad sufi cientes para mover a los órganos competentes a entablar la acción revisora, ya 
que tiene que surtir claros efectos penales, debería haberse hecho ante la autoridad judicial para 
que ésta realizara las diligencias que en Derecho procedieran; o se tendría que haber formulado 
denuncia contra el que, según el recurrente en este proceso de amparo constitucional, es el 
conspirador y urdidor de toda la trama en su contra (...)”.
  Sentencia núm. 113-1989 de 22 junio 
“(...) los valores constitucionales, que conceden legitimidad al límite que la inembargabilidad 
impone al derecho del acreedor a que se cumpla la sentencia fi rme que le reconoce el crédito, se 
encuentran en el respeto a la dignidad humana, confi gurado como el primero de los fundamentos 
del orden político y de la paz social en el art. 10.1 de la Constitución al cual repugna, según 
aduce el Abogado del Estado, que la efectividad de los derechos patrimoniales se lleve al 
extremo de sacrifi car el mínimo vital del deudor, privándole de los medios indispensables para 
la realización de sus fi nes personales así como en la protección de la familia, el mantenimiento 
de la salud y el uso de una vivienda digna y adecuada, valores estos que, unidos a las 
prestaciones sociales sufi cientes ante situaciones de necesidad que debe garantizar el régimen 
público de Seguridad Social, están constitucionalmente consagrados en los arts. 39, 41, 43 y 47 
de la Constitución, y obligan a los poderes públicos, no solo al despliegue de la correspondiente 
acción administrativa prestacional, sino además a desarrollar la acción normativa que resulte 
necesaria para asegurar el cumplimiento de esos mandatos constitucionales, a cuyo fi n resulta 
razonable y congruente crear una esfera patrimonial intangible a la acción ejecutiva de los 
acreedores que coadyuve a que el deudor pueda mantener la posibilidad de una existencia 
digna. Comprobada así la justifi cación constitucional de la inembargabilidad de bienes y 
derechos como límite del derecho a ejecutar Sentencias fi rmes (…)”.
 Sentencia núm. 129-1989 de 17 julio 
“(...) en el presente caso, resulta claro que la dirección hospitalaria no ha limitado de forma 
directa el ejercicio del derecho a la educación de la persona, es decir, no ha tratado de impedir 
ni prohibir que los dos empleados suyos que aquí recurren sigan realizando sus estudios. 
Unicamente les ha denegado, lo que era materia de concesión discrecional suya, las ventajas 
de gozar, frente a los demás trabajadores, del benefi cio particular de un turno fi jo de noche. 
No estamos, pues, ante una limitación del derecho a la educación de los actores, sino ante la 
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denegación de una pretensión suya tendente a obtener un derecho, y también una ventaja, 
como extraíble directamente de un derecho de libertad. Admitir tal derecho y tal ventaja 
equivaldría a condicionar la organización productiva en su estructuración al ejercicio de 
derechos fundamentales de su personal fuera del tiempo de trabajo (...)”.
  Sentencia núm. 132-1989 de 18 julio 
“(...) para resolver esa cuestión ha de partirse forzosamente del art. 1.1 del Texto constitucional, 
que consagra la libertad como «valor superior» del ordenamiento jurídico español, lo que 
implica, evidentemente, el reconocimiento, como principio general inspirador del mismo, de 
la autonomía del individuo para elegir entre las diversas opciones vitales que se le presenten, 
de acuerdo con sus propios intereses y preferencias: libertad que, en el ámbito de la formación 
de agrupaciones entre individuos se traduce, entre otras, en las disposiciones del art. 22 de la 
Constitución, que reconoce el derecho de asociación. Este derecho, en su vertiente positiva, 
comprende el de fundar y participar en asociaciones, y en su vertiente negativa, el de no 
asociarse, como ya ha tenido oportunidad de exponer este Tribunal -así, SSTC 5/1981 (RTC 
1981\5) y 67/1985 (RTC 1985\65)-. Ahora bien, y partiendo s partiendo siempre de este 
principio general la libertad, que confi gura el fenómeno asociativo como manifestación de 
decisiones autónomamente adoptadas por los individuos, no cabe excluir la intervención 
de los poderes públicos en este ámbito, para el cumplimiento de fi nes que se consideran de 
interés público. Esta intervención se ha producido históricamente en formas muy diversas, 
mediante la regulación, con mayor o menor intensidad, de determinadas agrupaciones para el 
cumplimiento de fi nes de interés público, en colaboración con las distintas Administraciones, 
pero sin integrarlas plenamente en ellas (...)”.
“(...) con toda evidencia, en el caso de las Corporaciones Públicas (dentro de las que, según 
las leyes catalana y estatal se incluyen las Cámaras Agrarias), no puede predicarse la libertad 
positiva de asociación, pues su creación no queda a la discreción de los individuos (ya que, como 
señalamos en nuestra STC 67/1985 «no puede hablarse de un derecho a constituir asociaciones 
para el ejercicio de funciones públicas»), y tampoco les es aplicable la garantía del art. 22.4 en 
cuanto a su disolución o supresión, al constituirse como creaciones de los poderes públicos, 
y sujetas por tanto a la decisión de éstos en cuanto a su mantenimiento y confi guración (…)”.
“(...) pues, partiendo del principio general de libertad que inspira el ordenamiento constitucional, 
resultaría contrario al mismo que la creación de entes de tipo corporativo supusiera una 
indebida restricción del ámbito de la libertad de asociación, de la libertad de sindicación, y del 
juego del pluralismo social, económico y político, sustrayendo del mismo amplios sectores de 
la vida social. Los fi nes, pues, a perseguir por las Entidades corporativas, y la actuación de éstas 
han de ser compatibles con la libre creación y actuación de asociaciones que persigan objetivos 
políticos, sociales, económicos o de otro tipo, dentro del marco de los derechos de asociación 
y de libre sindicación, sin que puedan suponer, por tanto, obstáculos o difi cultades a esa libre 
creación y funcionamiento (...)”.
“(...) en la medida en que las Cámaras como Corporaciones de Derecho Público, participan de 
la naturaleza de las Administraciones Públicas se ven también afectadas por esta competencia 
(…)”.
  Sentencia núm. 139-1989 de 20 julio 
“(...) en consecuencia, tal limitación de la libertad del individuo afectado consistente en su 
integración forzosa en una agrupación de base (en términos amplios) “(...) asociativa”, solo será 
admisible cuando venga determinada tanto por la relevancia del fi n público que se persigue, 
como por la imposibilidad, o al menos difi cultad, de obtener tal fi n, sin recurrir a la adscripción 
forzada a un ente corporativo» (...)”.
 Sentencia núm. 161-1989 de 16 octubre 
“(...) Si la independencia judicial hubiese de ser entendida como independencia de criterio 
personal de cada Juez, de cada integrante del Poder Judicial sería forzoso concluir que nos 
encontrábamos ante órganos judiciales distintos. Como ya dijimos en nuestro ATC 862/1986, 
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a reducción de las exigencias derivadas del principio de igualdad en lo que toca a la igualdad 
en la aplicación de la Ley a una simple exigencia de coherencia personal de cada Juez consigo 
mismo llevaría a vaciar totalmente de contenido al mencionado principio constitucional que, 
cuando menos obliga a considerar que el órgano judicial es siempre el mismo, defi nido por su 
denominación orgánica, aunque cambie su titularidad, en el caso de órganos unipersonales, o la 
composición del Colegio decisorio, en los Colegiados, bien sea en este último caso porque éste 
actúa dividido en Secciones con arreglo a un turno establecido para la distribución o reparto 
de asuntos, bien sea porque, aun sin tal formalización de la división interna del trabajo, ésta 
se opera mediante una rotación periódica en la composición de la Sala. Las reglas o prácticas 
seguidas para la distribución de asuntos no alteran la competencia del órgano, que es el criterio 
decisivo para resolver sobre la existencia de unidad o pluralidad de órganos decisores (...)”.
  Sentencia núm. 179-1989 de 2 noviembre 
“(...) la Constitución, en su art. 9.3, garantiza el principio de la publicidad de las normas. 
Esta garantía aparece como consecuencia ineluctable de la proclamación de España como un 
Estado de derecho, y se encuentra en íntima relación con el principio de seguridad jurídica 
consagrado en el mismo art. 9.3 C. E.: pues solo podrán asegurarse las posiciones jurídicas de 
los ciudadanos, la posibilidad de éstos de ejercer y defender sus derechos, y la efectiva sujeción 
de los ciudadanos y los poderes públicos al ordenamiento jurídico, si los destinatarios de las 
normas tienen una efectiva oportunidad de conocerlas en cuanto tales normas, mediante un 
instrumento de difusión general que dé fe de su existencia y contenido, por lo que resultarán 
evidentemente contrarias al principio de publicidad aquellas normas que fueran de imposible 
o muy difícil conocimiento (...)”.
 Sentencia núm. 185-1989 de 13 noviembre 
“(...) no puede considerarse atentatorio contra el honor del recurrente, de acuerdo con pautas 
sociales generalmente aceptadas hoy día, que el Ayuntamiento le califi case de persona «non 
grata». En primer lugar, porque la decisión municipal ha de situarse en el contexto de una 
controvertida entre el actor y la Corporación municipal que había trascendido a la luz pública, 
lo cual excluye que la decisión municipal pudiera atribuirse por terceras personas a causas 
distintas que, eventualmente (…)”.
“(...) en segundo lugar, porque la referida califi cación de persona «non grata» para el 
Ayuntamiento constituye una apreciación subjetiva de los miembros de la Corporación que, 
como se sostiene en la Sentencia del Tribunal Supremo, no signifi ca por sí misma la atribución 
al actor de cualidades desmerecedoras del aprecio o estima públicos. Se trata, en defi nitiva, de 
un modo de expresar la Corporación su desagrado por una decisión del actor, la de trasladar la 
celebración de los cursos de verano a otra localidad, no de atribuirle caracteres deshonrosos o de 
califi carle de indeseable para la colectividad. No puede, por tanto, otorgársele más relevancia 
que la de expresión de una crítica pública en el marco de una polémica sobre un tema de interés 
general entre una Corporación municipal, con una composición concreta en un determinado 
momento, y una persona de la localidad que, a su vez, critica la gestión de la Corporación 
municipal en torno a dicha cuestión (…)”.
  Sentencia núm. 194-1989 de 16 noviembre 
“(...) la Constitución, como marco normativo, suele dejar al legislador márgenes más o menos 
amplios dentro de los cuales aquél puede convertir en ley sus preferencias ideológicas, sus 
opciones políticas y sus juicios de oportunidad (...)”.
“(...) las preferencias ideológicas y políticas son legítimas para el legislador y, en cuanto 
ciudadano, para el recurrente, pero no deben introducirse por ningún resquicio en nuestro 
razonamiento. Como también dijimos en aquella Sentencia «en un plano hay que situar las 
decisiones políticas y el enjuiciamiento político que tales decisiones merezcan», y en otro muy 
distinto debe situarse nuestro razonamiento, «que tiene que hacerse con arreglo a criterios 
estrictamente jurídicos» (...)”.
“(...) el punto en el que se produce la divergencia es el de la naturaleza militar de la Guardia 
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Civil, que el Auto da por sentada en las Leyes Orgánicas vigentes al respecto, y que el recurrente 
interpreta muy restrictivamente, al mismo tiempo que expone la génesis y la exégesis de 
determinados preceptos de la Constitución, en especial los arts. 8 y 104, sin duda fundamentales 
para entender lo que sea «la Guardia Civil en la legislación de desarrollo de la Constitución» 
(...)”.
“(...) la Constitución no defi ne, ni tan siquiera menciona, a la Guardia Civil, y es claro que el 
silencio siempre es más permisivo que cualquier defi nición (…)”-
“(...) cuando el legislador confi gura a la Guardia Civil como «Instituto armado de naturaleza 
militar» [art. 9, b) L. O. 2/1986] y cuando reiteradamente insiste en tal naturaleza, hay que 
entender que ésta constituye su rasgo característico y defi nitorio, y el prius lógico del que 
derivan no solo sus posibles y circunstanciales misiones militares, sino principalmente los 
datos permanentes u ordinarios de su régimen jurídico, a saber: la estructura jerárquica (art. 
13.1 L. O. 2/1986), la organización y el régimen disciplinario (art. 15 de la misma Ley), del que 
pasamos a ocuparnos (...)”.
1990
  Sentencia núm. 8-1990 de 18 enero 
“(...) la contestación a la referida pregunta exige, como cuestión previa, determinar cuál sea el 
contenido de dicho derecho fundamental, pues una lectura superfi cial del texto podría llevar 
a la conclusión de que se trata de una norma constitucional en blanco y de que, por tanto, 
el legislador ordinario es libre en la confi guración de los plazos máximos de duración de la 
prisión provisional. Pero dicha interpretación, propia de épocas superadas por la historia, 
necesariamente ha de ser desterrada, pues no es misión de la Constitución tutelar derechos 
ilusorios, sino reales, efectivos y de inmediata aplicación por todos los poderes públicos (…)”.
“(...) debido, pues, a la circunstancia de que la libertad es un valor superior de nuestro 
ordenamiento (art. 1.1) el legislador constituyente no se limitó a exigir la celeridad del proceso 
penal (art. 24.2), sino que también reclamó y exige mediante el art. 17.4 que ningún ciudadano 
pueda permanecer en situación de preso preventivo más allá de un plazo razonable, plazo 
que el legislador ordinario ha establecido, como límite máximo, en dos años para los delitos 
graves, pero que en modo alguno excluye que dicho plazo, por aplicación de los preceptos 
constitucionales anteriormente mencionados, sea sensiblemente inferior, atendida la naturaleza 
de la causa (...)”.
“(...) debido, pues, a la circunstancia de que el concepto de «plazo razonable» constituye un 
estándar jurídico, conforme a nuestra doctrina y a la del Tribunal Europeo, ha de ser integrado 
en cada caso concreto, mediante el examen de la naturaleza del objeto procesal, de la actividad 
del órgano judicial y del propio comportamiento del recurrente (…)”.
“(...) hemos de subrayar que ni el recurso de amparo protege a los ciudadanos frente a hipotéticas 
lesiones de derechos fundamentales que pudieran cometer poderes públicos distintos a los del 
Estado español (art. 42.2 LOTC) (RCL 1979\2383y ApNDL 13575), ni puede exceder del plazo 
razonable o merecer el califi cativo de «indebidas» aquellas supuestas dilaciones que obedezcan 
única y exclusivamente, tal y como acontece en el presente caso, a la intencionada conducta de 
la parte recurrente en amparo (Comisión Europea de Derechos Humanos, Decisión 11022/1984, 
asunto Pérez-Mahia, S. T. E. D. H. Bucholz 6 mayo 1981, Pretto 8 diciembre 1983) (…)”.
  Sentencia núm. 24-1990 de 15 febrero 
“(...) hacen realidad el principio de toda democracia representativa, a saber, que los sujetos a las 
normas sean, por vía de la representación parlamentaria, los autores de las normas, o dicho de 
otro modo, que los ciudadanos sean actores y autores del ordenamiento jurídico (...)”.
“(...) en un sistema electoral como el nuestro, en el que, como indicamos en el fundamento 
segundo, las mesas están todas y siempre integradas por ciudadanos extraídos por sorteo, se 
cuenta con la ventaja de la absoluta independencia de las mesas respecto a cualquier poder o 
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candidatura (todas, por lo demás, presentes y actuantes a través de representantes, apoderados 
e interventores) (…)”.
  Sentencia núm. 43-1990 de 15 marzo 
“(...) el requisito sirve a (y se explica por) la naturaleza y carácter subsidiario del recurso de 
amparo (art. 53.2 C. E.). Lo que signifi ca que antes de impugnarse ante el T. C., per saltum 
y directamente, la disposición, acto jurídico o simple vía de hecho de los poderes públicos 
que se considera lesiva de un derecho fundamental, ha de intentarse la protección de dicho 
derecho ante los Tribunales ordinarios, dándoles la oportunidad de reparar la vulneración 
constitucional presuntamente cometida, utilizando para ello el recurrente los procedimientos 
legalmente previstos (…)”.
  Sentencia núm. 76-1990 de 26 abril 
“(...) Una interpretación sistemática de ambos preceptos permite concluir que también en los 
casos de responsabilidad solidaria se requiere la concurrencia de dolo o culpa aunque sea leve 
(...)”.
“(...) la Ley no ha pretendido en modo alguno sancionar con una penalidad especial a ciertos 
sujetos en atención a sus circunstancias personales o a la genérica condición del trabajo que 
desempeñan, sino, por el contrario, a una condición objetiva de la propia infracción; esto es, a 
que exista una relación entre la conducta infractora y el desempeño de la función o profesión 
ofi cial de que se trata (...)”.
“(...) es claro que la suspensión de funcionarios o profesionales ofi ciales es una sanción que 
se añade o acumula a la de multa, pero se comprende fácilmente que ello no supone una 
discriminación injustifi cada en el trato que el legislador dispensa a estas personas con relación 
al que reciben los ciudadanos en general, pues no es igual la situación en que unos y otros se 
encuentran respecto de la Administración tributaria. Ciudadanos en general y funcionarios o 
profesionales ofi ciales que, por razón de su cargo tienen determinados deberes de colaboración 
con la Administración tributaria no están sub specie iuris en la misma situación, siendo por ello 
razonable que el legislador recoja esta diferencia para dar un tratamiento sancionador distinto 
a las infracciones tributarias que unos y otros cometan. Lo que se sanciona con la suspensión de 
funciones no es tanto el quebranto económico derivado de la infracción tributaria, cuando ésta 
sea cuantifi cable, que a ello atiende ya la multa que también se impone a aquellos funcionarios 
o profesionales ofi ciales, sino la infracción del deber de colaboración con la Administración 
tributaria y, en concreto, la infracción de las obligaciones señaladas en los núms. 4, 5 y 6 del art. 
83 de la LGT (...)”. 
“(...) no cabe, en efecto, sostener que la Administració n tributaria y el contribuyente se 
encuentren en la misma situació n como si de una relació n jurí dico-privada se tratara. Como 
antes se vio, esa pretendida igualdad resulta desmentida por el art. 31.1 de la Constitución que, 
al confi gurar el deber tributario como deber constitucional, está autorizando al legislador para 
que, dentro de un sistema tributario justo, adopte las medidas que sean efi caces y atribuya a la 
Administración las potestades que sean necesarias para exigir y lograr el exacto cumplimiento 
de sus obligaciones fi scales por parte de los contribuyentes, potestades que por esencia sitúan 
a la Administración como potentior persona en una situación de superioridad sobre los 
contribuyentes (…)”.
“(...) Se comprende, por lo demás, que sin la colaboración del contribuyente y la aportación 
por éste de datos personales de alcance económico la labor inspectora resultaría prácticamente 
imposible cuando no fuera factible solicitar los mismos datos de terceras personas. (...) Y si 
en la Sentencia arriba citada sostuvimos que el derecho a la intimidad personal (art. 18.1 de 
la Constitución) no puede entenderse de tal modo que constituya un obstáculo que haga 
imposible o difi culte el cumplimiento del deber declarado en el art. 31 de la Constitución, 
otro tanto cabe decir cuando se invoca con pareja fi nalidad el art. 24.2 de la norma suprema, 
como ahora ocurre, pues es una misma la razón de decidir allí y aquí. En efecto, no existe 
un derecho absoluto e incondicionado a la reserva de los datos económicos del contribuyente 
con relevancia fi scal y esgrimible frente a la Administración tributaria. Tal pretendido derecho 
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haría virtualmente imposible la labor de comprobación de la veracidad de las declaraciones 
de los contribuyentes a la Hacienda Pública y, en consecuencia, dejaría desprovisto de toda 
garantía y efi cacia el deber tributario que el art. 31.1 de la Constitución consagra; lo que 
impediría una distribución equitativa del sostenimiento de los gastos públicos en cuanto bien 
constitucionalmente protegido (...)”.
 Sentencia núm. 104-1990 de 4 junio 
“(...) para privar al enajenado de su libertad, según la doctrina consolidada del Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos (Winterwerp, Sentencia de 24 de octubre de 1979 y Ashingdane, 
Sentencia de 8 de mayo de 1985), debe establecerse judicialmente que el afectado padece una 
perturbación mental real, comprobada médicamente de forma objetiva, y que esa perturbación 
presenta un carácter o magnitud que justifi que ese internamiento, por no poder vivir esa persona 
libremente en sociedad. Además ese internamiento no puede prolongarse lícitamente sino en 
la medida en que persista esa situación de perturbación que le impida la vida en libertad (...)”.
  Sentencia núm. 105-1990 de 6 junio 
“(...) el Sr. G. transmitió hechos veraces, obtenidos previa comprobación, en un medio 
institucionalizado de comunicación social, referentes a personas y conductas de interés y 
relevancia públicas: en consecuencia, actuó en el ejercicio del derecho a comunicar libremente 
información veraz protegido por el artículo 20.1 d) C. E., de manera que la sanción penal 
impuesta habría supuesto una privación ilegítima de ese derecho (...)”.
“(...) no cabe duda de que la emisión de apelativos formalmente injuriosos en cualquier contexto, 
innecesarios para la labor informativa o de formación de la opinión que se realice supone un 
daño injustifi cado a la dignidad de las personas o al prestigio de las instituciones, teniendo 
en cuenta que la Constitución no reconoce un pretendido derecho al insulto, que sería por lo 
demás incompatible con la dignidad de la persona que se proclama en el art. 10.1 del Texto 
fundamental (…)”.
“(...) la crítica de una conducta que se estima comprobada de un personaje público puede 
ciertamente resultar penosa -y a veces extremadamente penosa- para éste, pero en un sistema 
inspirado en los valores democráticos, la sujeción a esa crítica es parte inseparable de todo 
cargo de relevancia pública. En este contexto, es claro que se trata -independientemente de 
la justicia de las apreciaciones realizadas- de evaluaciones de una actuación concreta, y no de 
meros insultos o descalifi caciones de su función pública dictadas por un ánimo vejatorio o la 
enemistad pura y simple (...)”.
“(...) Sino que aparecen como meras exteriorizaciones de sentimientos personales ajenos a la 
información sobre hechos o a la información de una opinión pública responsable. Se colocan 
por tanto, fuera del ámbito constitucionalmente protegido de la libre expresión, y representan 
en consecuencia la privación, a una persona (investida de autoridad, y con ocasión del ejercicio 
de sus funciones) de su honor y reputación al ser vejada verbalmente en un medio de gran 
audiencia, por supuestos defectos físicos, morales o intelectuales; sacrifi cio éste que no se ve 
justifi cado por la defensa de ningún bien constitucionalmente protegido y que, en cambio, y a 
la vista de los arts. 10.1 y 18 de la Constitución,lesiona derechos constitucionalmente protegidos 
del destinatario de tales expresiones insultantes (…)”.
  Sentencia núm. 119-1990 de 21 junio 
“(...) por último, y en lo que toca a la afi rmación de que los derechos en los que los recurrentes 
pretenden ser restablecidos no tienen naturaleza de derechos fundamentales, la misma 
consideración que la representación del Congreso hace de que la alegada vulneración de los 
derechos a la igualdad y al acceso a los cargos públicos es la causa petendi del recurso nos 
excusa de toda respuesta, pues, como es evidente, la admisibilidad del recurso de amparo 
viene determinada por la naturaleza de los derechos cuya violación se aduce como causa de la 
petición que se nos hace, sin perjuicio de que la petición misma incluya el restablecimiento de 
unos derechos y prerrogativas que, por lo demás, el propio Reglamento del Congreso de los 
Diputados (arts. 6 a 11) considera propios de éstos (...)”.
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“(...) la exigencia de juramento o promesa de acatamiento a la Constitución como requisito 
imprescindible para alcanzar en plenitud la condición de Diputado no viene impuesta, pues, 
por la Constitución, pero como acabamos de señalar, tampoco es contraria a ella. Ha sido 
establecida por una decisión del legislador (art. 108, 6.º de la Ley Orgánica 5/1985) y antes que 
por él, por el Congreso de los Diputados, en uso de la autonomía reglamentaria que la misma 
Constitución (art. 72.1) le otorga, actuando, el uno y el otro, dentro del ámbito de libertad para 
la creación jurídica que constitucionalmente les corresponde (...)”.
“(...) la obligación de prestar juramento o promesa de acatar la Constitución no crea el deber 
de sujeción a ésta, que resulta ya de lo que dispone su art. 9.1 y aunque pueda entenderse que 
lo refuerza, creando un vínculo suplementario de índole religiosa o moral, esta vinculación 
más fuerte en el fuero interno no tiene, como tal, trascendencia jurídica ni es, en consecuencia, 
la fi nalidad perseguida por la norma legal o reglamentaria que la impone. Tanto la Ley (art. 
108 L. O. 5/1985) como los Reglamentos parlamentarios introducen esta obligación como un 
requisito formal que han de cumplir quienes han recibido el mandato popular para el acceso al 
ejercicio pleno de la función de Diputados o Senadores. Su eventual incumplimiento no priva, 
en consecuencia, de la condición de Diputado o Senador, para la que no hay otro título que la 
elección popular, sino solo del ejercicio de las funciones propias de tal condición y, con ellas, de 
los derechos y prerrogativas anexos (...)”.
“(...) el requisito del juramento o promesa es una supervivencia de otros momentos culturales 
y de otros sistemas jurídicos a los que era inherente el empleo de ritos o fórmulas verbales 
ritualizadas como fuentes de creación de deberes jurídicos y de compromisos sobrenaturales. 
En un Estado democrático que relativiza las creencias y protege la libertad ideológica; que 
entroniza como uno de sus valores superiores el pluralismo político; que impone el respeto a 
los representantes elegidos por sufragio universal en cuanto poderes emanados de la voluntad 
popular, no resulta congruente una interpretación de la obligación de prestar acatamiento a la 
Constitución que antepone un formalismo rígido a toda otra consideración, porque de ese modo 
se violenta la misma Constitución de cuyo acatamiento se trata, se olvida el mayor valor de los 
derechos fundamentales (en concreto, los del art. 23) y se hace prevalecer una interpretación 
de la Constitución excluyente frente a otra integradora. Los Diputados son representantes 
del pueblo español considerado como unidad, pero el mandato que cada uno de ellos ha 
obtenido es producto de la voluntad de quienes los eligieron determinada por la exposición 
de un programa político jurídicamente lícito (y por tal ha de ser tenido mientras no haya una 
decisión judicial en contrario) en el que puede haberse incluido de modo tácito o expreso (y los 
recurrentes afi rman sin contradicción que ellos lo hicieron de modo expreso) el compromiso de 
afi rmar públicamente que solo por imperativo legal acatan la Constitución (...)”.
  Sentencia núm. 120-1990 de 27 junio 
“(...) a la vista de la certifi cación remitida por la Sección Segunda de la Audiencia Provincial de 
Madrid, resulta patente que el citado recurrente sí estuvo personado en el recurso de apelación 
que puso fi n a la vía ordinaria previa a esta demanda de garantías constitucionales; por tanto, 
a los efectos del art. 46.1 b) LOTC, sí goza de legitimación procesal sufi ciente para impetrar el 
amparo que solicita (...)”.
“(...) Tampoco procede examinar, por parecidas razones, si la resolución judicial recurrida 
-como se asegura en la demanda, aunque en nada se argumente- es contraria o se aviene a lo 
dispuesto en el art. 9.2 C. E. Este precepto, al encomendar a los poderes públicos promover las 
condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra 
sean reales y efectivas, remover los obstáculos que impidan o difi culten su plenitud y facilitar 
la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social, refl eja 
la dimensión social del Estado de Derecho e impone determinados cometidos a sus poderes, 
pero no reconoce derecho subjetivo alguno que sea susceptible de protección de amparo (...)”.
“(...) y, fi nalmente, otro tanto cabe decir en relación con la supuesta infracción, por violación 
de la dignidad de la persona, del art. 10.1 C. E. En efecto, que de acuerdo con este precepto, la 
dignidad de la persona y los derechos inviolables que le son inherentes sean, junto con el libre 
desarrollo de la personalidad, el respeto a la Ley y a los derechos de los demás, «fundamento 
del orden político y de la paz social», no signifi ca ni que todo derecho le sea inherente -y 
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por ello inviolable- ni que los que se califi can de fundamentales sean in toto condiciones 
imprescindibles para su efectiva incolumidad, de modo que de cualquier restricción que a su 
ejercicio se imponga devenga un estado de indignidad. Piénsese, precisamente, en la restricción 
de la libertad ambulatoria y conexas que padecen quienes son condenados a una pena privativa 
de libertad (…)”.
“(...) proyectada sobre los derechos individuales, la regla del art. 10.1 C. E. implica que, en 
cuanto «valor espiritual y moral inherente a la persona» (STC 53/1985, fundamento jurídico 
8.º) (RTC 1985\53), la dignidad ha de permanecer inalterada cualquiera que sea la situación 
en que la persona se encuentre, también, qué duda cabe, durante el cumplimiento de una pena 
privativa de libertad, como repetidamente se cuida de señalar la legislación penitenciaria [arts. 
3, 18, 20, 23, 26 b) LOGP; 3, 1, 74.9, 80, 182 b), 230.1 RP], constituyendo, en consecuencia, un 
minimun invulnerable que todo estatuto jurídico debe asegurar, de modo que, sean unas u 
otras las limitaciones que se impongan en el disfrute de derechos individuales, no conlleven 
menosprecio para la estima que, en cuanto ser humano, merece la persona. Pero solo en la 
medida en que tales derechos sean tutelares en amparo y únicamente con el fi n de comprobar si 
se han respetado las exigencias que, no en abstracto, sino en el concreto ámbito de cada uno de 
aquéllos, deriven de la dignidad de la persona, habrá de ser ésta tomada en consideración por 
este Tribunal como referente. No, en cambio, de modo autónomo para estimar o desestimar las 
pretensiones de amparo que ante él se deduzcan (...)”.
“(...) por otro lado, debemos destacar de manera expresa que la intervención médica forzosa, 
por los valores humanos que en ella se implican, constituye un tema de excepcional importancia 
que irradia sus efectos a distintos sectores del ordenamiento jurídico, especialmente al 
constitucional y al penal, y trasciende del campo de lo jurídico para internarse en el mundo 
de la axiología, en el que afecta a creencias y sentimientos profundamente arraigados en la 
conciencia del ser humano, suscitando polémica doctrinal, muy variada y a veces irreconciliable, 
en la que están en juego concepciones distintas del sentido de la vida humana. En tan vasto 
campo del pensamiento, nuestro enjuiciamiento, teniendo siempre en cuenta esa trascendencia 
axiológica del problema, no puede estar dirigido más que por aquellos criterios jurídicos 
constitucionales que nos lleven a encontrar si la resolución judicial impugnada es conforme con 
nuestra Constitución, ateniéndonos, según dejamos dicho, al caso concreto que se nos plantea, 
sin extendernos a consideraciones que lo desborden y siendo plenamente conscientes de los 
límites intrínsecos del Derecho (...)”.
“(...) aunque el concepto de relación especial de sujeción es de por sí impreciso (STC 61/1990) 
(RTC 1990\61), no puede ponerse en duda que la reclusión en un centro penitenciario origina 
una relación jurídica de esa naturaleza, según ha declarado la STC 2/1987, y así se desprende 
directamente de la propia Constitución, cuyo art. 25.2, en atención al estado de reclusión en 
que se encuentran las personas que cumplen penas de privación de libertad, admite que los 
derechos constitucionales de estas personas puedan ser objeto de limitaciones que no son de 
aplicación a los ciudadanos comunes y, entre ellas, las que se establezcan en la ley penitenciaria, 
que regula el estatuto especial de los recluidos en centros penitenciarios. Esta relación de 
especial sujeción, que debe ser siempre entendida en un sentido reductivo compatible con 
el valor preferente que corresponde a los derechos fundamentales, origina un entramado de 
derechos y deberes recíprocos de la Administración y el recluido, entre los que destaca el 
esencial deber de la primera de velar por la vida, integridad y salud del segundo, valores que 
vienen constitucionalmente consagrados y permiten, en determinadas situaciones, imponer 
limitaciones a los derechos fundamentales de internos que se colocan en peligro de muerte a 
consecuencia de una huelga de hambre reivindicativa, que podrían resultar contrarias a esos 
derechos si se tratara de ciudadanos libres o incluso internos que se encuentren en situaciones 
distintas (...)”.
“(...) Tiene, por consiguiente, el derecho a la vida un contenido de protección positiva que 
impide confi gurarlo como un derecho de libertad que incluya el derecho a la propia muerte. 
Ello no impide, sin embargo, reconocer que, siendo la vida un bien de la persona que se integra 
en el círculo de su libertad, pueda aquélla fácticamente disponer sobre su propia muerte, pero 
esa disposición constituye una manifestación del agere licere, en cuanto que la privación de la 
vida propia o la aceptación de la propia muerte es un acto que la ley no prohíbe y no, en ningún 
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modo, un derecho subjetivo que implique la posibilidad de movilizar el apoyo del poder 
público para vencer la resistencia que se oponga a la voluntad de morir, ni, mucho menos, un 
derecho subjetivo de carácter fundamental en el que esa posibilidad se extienda incluso frente a 
la resistencia del legislador, que no puede reducir el contenido esencial del derecho (...)”.
“(...) en virtud de ello, no es posible admitir que la Constitución garantice en su art. 15 el 
derecho a la propia muerte y, por consiguiente, carece de apoyo constitucional la pretensión 
de que la asistencia médica coactiva es contraria a ese derecho constitucionalmente inexistente. 
Además, aunque se admitiese la tesis de los recurrentes, tampoco podría apreciarse que, en el 
caso contemplado, se produce vulneración de ese pretendido derecho a disponer de la propia 
vida, puesto que el riesgo de perderla que han asumido no tiene por fi nalidad causarse la 
muerte, sino la modifi cación de una decisión de política penitenciaria que tratan de obtener 
incluso a expensas de su vida (...)”.
“(...) puede ser, por tanto, la muerte de los recurrentes consecuencia de su protesta reivindicativa, 
pero no un resultado directamente deseado que permitiese hablar, en el caso de que existiese, 
de ejercicio del derecho fundamental a la propia muerte, ni, por consiguiente, que este supuesto 
derecho puede haber sido vulnerado por la coacción terapéutica. Una vez establecido que la 
decisión de arrostrar la propia muerte no es un derecho, sino simplemente manifestación de 
libertad genérica, es oportuno señalar la relevancia jurídica que tiene la fi nalidad que persigue 
el acto de libertad de oponerse a la asistencia médica, puesto que no es lo mismo usar de la 
libertad para conseguir fi nes lícitos que hacerlo con objetivos no amparados por la ley, y, en tal 
sentido, una cosa es la decisión de quien asume el riesgo de morir en un acto de voluntad que 
solo a él afecta, en cuyo caso podría sostenerse la ilicitud de la asistencia médica obligatoria o de 
cualquier otro impedimento a la realización de esa voluntad, y cosa bien distinta es la decisión 
de quienes, hallándose en el seno de una relación especial penitenciaria, arriesgan su vida con el 
fi n de conseguir que la Administración deje de ejercer o ejerza de distinta forma potestades que 
le confi ere el ordenamiento jurídico; pues, en este caso, la negativa a recibir asistencia médica 
sitúa al Estado, en forma arbitraria, ante el injusto de modifi car una decisión que es legítima 
mientras no sea judicialmente anulada, o contemplar pasivamente la muerte de personas que 
están bajo su custodia y cuya vida está legalmente obligado a preservar y proteger (…)”.
“(...) por consiguiente, todo lo que dejamos expuesto nos conduce a la conclusión de que, desde 
la perspectiva del derecho a la vida, la asistencia médica obligatoria autorizada por la resolución 
judicial recurrida no vulnera dicho derecho fundamental, porque en éste no se incluye el 
derecho a prescindir de la propia vida, ni es constitucionalmente exigible a la Administración 
penitenciaria que se abstenga de prestar una asistencia médica que, precisamente, va dirigida a 
salvaguardar el bien de la vida que el artículo 15 de la Constitución protege (...)”.
“(...) este mismo precepto constitucional garantiza el derecho a la integridad física y moral, 
mediante el cual se protege la inviolabilidad de la persona, no solo contra ataques dirigidos a 
lesionar su cuerpo o espíritu, sino también contra toda clase de intervención en esos bienes que 
carezca del consentimiento de su titular. Por ello, este derecho constitucional resultará afectado 
cuando se imponga a una persona asistencia médica en contra de su voluntad, que puede venir 
determinada por los demás variados móviles y no solo por el de morir y, por consiguiente, esa 
asistencia médica coactiva constituirá limitación vulneradora del derecho fundamental, a no 
ser que tenga justifi cación constitucional. A tal fi n, como ya ha reiterado en diversas ocasiones 
este Tribunal, conviene tener presente, de una parte, que solo ante los límites que la propia 
Constitución expresamente imponga al defi nir cada derecho o ante los que de manera mediata 
o indirecta de la misma se infi eran al resultar justifi cados por la necesidad de preservar otros 
derechos constitucionalmente protegidos, puedan ceder los derechos fundamentales (…)”
“(…)«Tortura» y «tratos inhumanos o degradantes» son, en su signifi cado jurídico, nociones 
graduadas de una misma escala que, en todos sus tramos, denotan la causación, sean cuales 
fueren los fi nes, de padecimientos físicos o psíquicos ilícitos e infl igidos de modo vejatorio para 
quien los sufre y con esa propia intención de vejar y doblegar la voluntad del sujeto paciente. 
En este sentido, la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos 
o Degradantes, de Nueva York, de 10 de diciembre de 1984 (ratifi cada por España el 21 de 
octubre de 1987 y en vigor en general desde el 26 de junio de 1987, y para España desde el 20 de 
noviembre siguiente), defi ne la tortura como «todo acto por el cual se infl ija intencionadamente 
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a una persona dolores o sufrimientos graves, con el fi n de obtener de ella o de un tercero 
información o una confesión, de castigarla por un acto que haya cometido o se sospeche que 
ha cometido, o de intimidar o coaccionar a esa persona o a otros, o por cualquier razón basada 
en cualquier tipo de discriminación, cuando dichos dolores o sufrimientos sean infl igidos por 
un funcionario público u otra persona en el ejercicio de funciones públicas, a instigación suya 
o con su consentimiento o aquiescencia» (art. 1.1). Esta Convención extiende, además, sus 
garantías a «otros actos que constituyan tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes y 
que no lleguen a ser tortura tal como se defi ne en el art. 1». Asimismo, en relación con el art. 
3 CEDH, que establece una indeterminación similar a la del art. 15 C. E., el TEDH, partiendo 
de su propia doctrina acerca de las penas degradantes (SS de 18 de enero y 25 de abril de 
1978 -caso Irlanda contra el Reino Unido- y -caso Tyrer-, respectivamente) ha señalado que 
«para que el trato sea “(...) degradante” debe ocasionar también al interesado -ante los demás o 
ante sí mismo- (...) una humillación o un envilecimiento que alcance un mínimo de gravedad» 
(igualmente, STEDH de 25 de febrero de 1982 -caso Campbell y Cosans-, y de 7 de julio de 
1989 -caso Soering-)(TEDH 1989\2). No otra es, por lo demás, la acepción que, en el concreto 
ámbito penitenciario, cabe dar a los términos «cruel, inhumano o degradante» que utiliza, para 
prohibir sanciones disciplinarias a los internos que tengan ese carácter, el art. 31 de las Reglas 
Mínimas para el Tratamiento de Reclusos, adoptadas por Resolución (73) 5; de 19 de enero de 
1973, del Comité de Ministros del Consejo de Europa, e invocadas por los recurrentes, ni otro es 
tampoco el alcance que, respecto de los tratos inhumanos o degradantes, tiene la más genérica 
prohibición de «malos tratos» a los internos que el art. 6 de la LOGP establece (...)”.
“(...) por ello, y también con referencia al medio carcelario, este Tribunal tiene dicho que 
para apreciar la existencia de tratos inhumanos o degradantes es necesario que «éstos 
acarreen sufrimientos de una especial intensidad o provoquen una humillación o sensación 
de envilecimiento que alcance un nivel determinado, distinto y superior al que suele llevar 
aparejada la imposición de condena» -SSTC 65/1986 (RTC 1986\65), fundamento jurídico 
4.º, 89/1987 (RTC 1987\89), fundamento jurídico 2.º-, daño implícito en la misma que está 
excluido, del concepto de tortura (art. 1.1, in fi ne, de la Convención contra la tortura cit., de 
1984). De acuerdo con estos criterios, en modo alguno puede califi carse de «tortura» o «tratos 
inhumanos o degradantes», con el sentido que esos términos revisten en el art. 15 C.E., la 
autorización de una intervención médica, como la impugnada por los recurrentes, que, en sí 
misma, no está ordenada a infl igir padecimientos físicos o psíquicos ni a provocar daños en la 
integridad de quien sea sometido a ellos, sino a evitar, mientras médicamente sea posible, los 
efectos irreversibles de la inanición voluntaria, sirviendo, en su caso, de paliativo o lenitivo 
de su nocividad para el organismo. En esta actuación médica, ajustada a la lex artis, no es 
objetivamente reconocible indicio alguno de vejación e indignidad. Que para efectuar dicha 
intervención se permita el empleo de medios coercitivos no es aquí determinante, pues, según 
se ha visto, no es la coercitividad de trato mas allá de lo proporcionado, sino su desmedida 
severidad, su innecesario rigor y su carácter vejatorio lo que a los efectos de la prohibición 
constitucional resulta relevante. El hecho de que la alimentación forzada, cuya fi nalidad es 
impedir la muerte de los recurrentes no pueda considerarse constitutiva de trato inhumano 
o degradante en razón del objetivo que persigue, no impide sin embargo, por sí mismo, que 
se le pueda considerar como tal, sea en razón de los medios utilizados, sea por constituir 
una prolongación del sufrimiento, sin lograr pese a ello, evitar la muerte. Ambos hipotéticos 
reproches han de ser, sin embargo, también desechados, el primero de ellos, porque ya la 
resolución impugnada excluye expresamente el recurso a la alimentación por vía oral, que es la 
única cuyo empleo podría ser entendido como una humillación para quien hubiera de sufrirla 
y el segundo, porque el propósito de la medida no es el de provocar el sufrimiento, sino el de 
prolongar la vida (...)”.
“(...) en el presente caso, los recurrentes aducen la libertad ideológica para dar cobertura 
constitucional a su comportamiento como forma de protesta y reivindicación, y formalizan 
a su amparo la queja frente a la interferencia coactiva de la Administración penitenciaria «en 
su actitud frente a su propia vida». Tal alegación no es aceptable porque, aun reconociendo el 
transfondo ideológico que late en la huelga de hambre de los recurrentes, es innegable que la 
asistencia médica obligatoria a los presos en huelga que se encuentren en peligro de perder 
la vida no tiene por objeto impedir o poner obstáculos a la realización y mantenimiento de 
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la huelga -sin que conste en los autos que no haya sido respetada en todo momento por la 
Administración penitenciaria, ni que haya esta adoptado oposición alguna a la misma con 
medidas represoras o disciplinarias, sino que va encaminada exclusivamente a defender la vida 
de los reclusos en huelga, al margen de todo propósito de impedir que éstos continúen en su 
actitud reivindicativa (...)”.
“(...) ciertamente, la libertad ideológica, como así viene a latir en el planteamiento de los 
recurrentes, no se agota en una dimensión interna del derecho a adoptar una determinada 
posición intelectual ante la vida y cuanto le concierne y a representar o enjuiciar la realidad 
según personales convicciones. Comprende, además, una dimensión externa de agere licere, 
con arreglo a las propias ideas sin sufrir por ello sanción o demérito ni padecer la compulsión 
o la injerencia de los poderes públicos. El art. 16.1 C.E. garantiza la libertad ideológica sin más 
limitaciones en sus manifestaciones que las necesarias para el mantenimiento del orden público 
protegido por la ley -STC 20/1990 (RTC 1990\20), fundamento jurídico 3.º-. En este sentido no 
hay inconveniente en reconocer, para dar respuesta a la cita que en la demanda se hace de la 
libertad de expresión -ausente, sin embargo, de la relación de violaciones constitucionales que se 
pretende declare este Tribunal-, que entre tales manifestaciones, y muy principalmente, fi gura 
la de expresar libremente lo que se piense. A la libertad ideológica que consagra el art. 16.1 C.E. 
le corresponde «el correlativo derecho a expresarla que garantiza el art. 20.1 a)» (STC 20/1990, 
fundamento jurídico 5.º), aun cuando ello no signifi que que toda expresión de ideología quede 
desvinculada del ámbito de protección del art. 16.1, pues el derecho que éste reconoce no puede 
entenderse «simplemente absorbido» por las libertades del art. 20 (STC 20/1990, fundamento 
jurídico 3.º), o que toda expresión libremente emitida al amparo del art. 20 sea manifestación 
de la libertad ideológica del art. 16.1. Ahora bien, para que los actos de los poderes públicos 
puedan ser anulados por violaciones de la libertad ideológica reconocida en el art. 16.1 C. E. 
es cuando menos preciso, de una parte, que aquéllos perturben o impidan de algún modo la 
adopción o el mantenimiento en libertad de una determinada ideología o pensamiento y no 
simplemente que se incida en la expresión de determinados criterios -por más que ello pueda 
tener relevancia ex art. 20.1 C (...)”.
  Sentencia núm. 142-1990 de 20 septiembre 
“(...) en las cuestiones aludidas se alegaba por las Magistraturas proponentes que, según el 
art.160.2 citado, la viuda de un trabajador tiene derecho a percibir una pensión de viudedad si 
concurren las dos siguientes condiciones: que hubiese convivido habitualmente con el causante 
de la pensión o que, en caso de separación conyugal, la Sentencia fi rme le haya reconocido 
como inocente; y que el cónyuge causante de la pensión, si fuese trabajador por cuenta ajena, 
hubiese completado el período de cotizaciones que reglamentariamente se determinan, salvo 
que la causa de la muerte sea un accidente de trabajo o no laboral. El derecho del viudo de 
sexo masculino está sometido a un condicionamiento adicional por el referido art. 160.2 de 
la Ley General de la Seguridad Social. Tiene derecho a la pensión si, además de concurrir los 
requisitos señalados para las viudas, al tiempo de fallecer la esposa causante de la pensión se 
encontraba incapacitado para el trabajo y estaba a cargo de ella. La entonces vigente legislación 
de la Seguridad Social establecía, pues, un sistema jurídico diferente en orden a las pensiones 
de las viudas y a las de los viudos, ya que para las primeras exigía solo la previa relación 
conyugal y la convivencia habitual con el consorte, en tanto que para los segundos exige, 
además, la incapacidad para el trabajo y la dependencia económica respecto del otro cónyuge. 
Son estas exigencias adicionales del derecho de pensión de los viudos del sexo masculino, las 
que constituyen una discriminación por razón del sexo, que es contraria al mandato de igualdad 
ante la Ley establecido por el art. 14 de la C. E. Existe la discriminación toda vez que se da un 
trato diferente ante situaciones de carácter igual. La igualdad de las situaciones queda puesta 
de manifi esto toda vez que la cotización es igual para ambos sexos y el vacío económico que 
produce la mujer trabajadora es idéntico al que en iguales casos causa el marido (...)”.
“(...) consiste el primero en que las normas legales no creen entre los ciudadanos situaciones 
desiguales o discriminatorias y consiste el segundo en el poder de poner en marcha los 
mecanismos jurídicos idóneos para restablecer la igualdad rota. También ha sido dicho 
que la igualdad ante la Ley consiste en que cuando los supuestos de hecho sean iguales, las 
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consecuencias jurídicas que se extraigan de tales supuestos de hecho han de ser, asimismo 
iguales. Y que deben considerarse iguales los supuestos de hecho cuando la introducción en 
uno de ellos de un elemento o factor que permita diferenciarlo del otro, haya de considerarse 
falta de un fundamento racional y -sea por ende arbitraria- por no ser tal factor diferencial 
necesario para la protección de bienes y derechos, buscada por el legislador. De esta suerte, 
dos situaciones consideradas como supuestos de hecho normativos son iguales si el elemento 
diferenciador debe considerarse carente de la sufi ciente relevancia y fundamento racional (...)”.
“(...) el art. 14 de la C. E. además, establece una serie de supuestos de discriminaciones que 
pueden considerarse como típicas, entre las cuales se encuentra sin ningún género de dudas la 
diferenciación o discriminación del trato jurídico que deriva del sexo de la persona (...)”.
  Sentencia núm. 144-1990 de 26 septiembre 
“(...) el órgano judicial, por otra parte, habrá de adoptar libremente su decisión teniendo en cuenta 
las circunstancias que concurren en el caso, pero no las relativas a la decisión de expulsión, sino 
las concernientes, entre otros aspectos, a la causa de expulsión invocada, a la situación legal y 
personal del extranjero, a la mayor o menor probabilidad de su huida o cualquier otra que el 
Juez estime relevante para adoptar su decisión, dado que el internamiento del extranjero debe 
regirse por el principio de excepcionalidad y la libertad debe ser respetada, salvo que se estime 
indispensable la pérdida de su libertad por razones de cautela o de prevención, que habrán de 
ser valoradas por el órgano judicial (...)”.
“(...) esa ausencia de motivación supone, en sí misma, que la privación de libertad de la hoy 
recurrente así decretada infringe los derechos fundamentales a obtener la tutela judicial efectiva 
y a la libertad, consagrados en los arts. 24.1 y 17.1 de la Constitución, respectivamente, en cuanto 
que de las resoluciones judiciales no es posible extraer las razones para justifi car la medida 
excepcional del internamiento adoptada en relación con las circunstancias concurrentes en la 
hoy solicitante de amparo y, en concreto, sobre si la privación de libertad se decretó teniendo 
en cuenta la causa de expulsión, tampoco especifi cada, y la mayor o menor probabilidad de que 
huyera (...)”.
  Sentencia núm. 150-1990 de 4 octubre 
“(...) mas lo cierto es que el art. 81.1 de la LOTC solo es aplicable, como expresamente se señala 
en el mismo a las personas físicas o jurídicas cuyo interés les legitime para comparecer en los 
procesos constitucionales, y no a los órganos constitucionales legitimados, entre los que fi gura 
el Defensor del Pueblo. A estos órganos y no solo al conjunto de los Diputados o Senadores 
investidos de legitimación, se refi ere también expresamente el art. 82.1 al disponer que actuarán 
representados por el miembro o miembros que designen o por un comisionado nombrado al 
efecto. Ahora bien, tratándose de un órgano unipersonal, como es el Defensor del Pueblo, 
resulta evidente que su titular puede actuar en los procesos constitucionales por sí mismo, sin 
perjuicio de que pueda también optar por el nombramiento de un representante o comisionado 
al efecto (...)”. 
“(...) de tales normas se desprende sin difi cultad que la Comunidad Autónoma de Madrid tiene 
potestad para establecer, mediante Ley, recargos sobre impuestos estatales y, en particular, 
sobre los que gravan la renta de las personas con domicilio fi scal en su territorio, en ejercicio de 
la autonomía fi nanciera que le atribuye el art. 156.1 de la Constitución”
“(...) el impuesto sobre la Renta es, pues, un tributo de naturaleza personal (art. 1.1 de la Ley 
44/1978), cuyo hecho imponible está constituido, entre otros conceptos, por los rendimientos 
derivados de cualquier elemento patrimonial no afecto a actividades económicas, profesionales 
o artísticas [art. 3.2 c) de la Ley 44/1978] (...)”.
“(...) por otra parte, la diversidad resultante de la exacción de un recargo autonómico en el 
Impuesto sobre la Renta no quiebra la igualdad de posiciones jurídicas fundamentales de los 
ciudadanos en el cumplimiento de los deberes que les impone el art. 31 de la Constitución; 
si así fuera, quedaría radicalmente eliminada la potestad de las Comunidades Autónomas 
para establecer recargos, en contradicción con las previsiones constitucionales y estatutarias 
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sobre el particular. Por último, si la cuestión hubiera de examinarse en términos relativos de 
proporcionalidad o sustancial igualdad tributaria, el alcance cuantitativo del recargo impuesto 
por la Comunidad de Madrid, excluiría también un juicio afi rmativo de inconstitucionalidad 
por infracción de los principios de igualdad y de justicia tributaria que sanciona el art. 31.1, en 
relación con el art. 149.1.1.ª de la Constitución”
“(...) los principios de seguridad jurídica y de interdicción de la arbitrariedad de los poderes 
públicos exigen que la norma sea clara para que los ciudadanos sepan a qué atenerse ante la 
misma. En este orden de exigencias no cabe subestimar la importancia que para la certeza del 
Derecho y la seguridad jurídica tiene el empleo de una depurada técnica jurídica en el proceso 
de elaboración de las normas, singularmente en un sector como el tributario que, además de 
regular actos y relaciones jurídicas en masa que afectan y condicionan la actividad económica 
global de todos los ciudadanos, atribuye a éstos una participación y un protagonismo crecientes 
en la gestión y aplicación de los tributos (...)”.
 Sentencia núm. 172-1990 de 12 noviembre 
“(…) 1. Esta excepcional trascendencia otorga a las expresadas libertades un valor de derecho 
prevalente sobre los derechos de la personalidad garantizados por el art. 18.1 de la Constitución, 
en los que no concurre esa dimensión de garantía de la opinión pública libre y del principio de 
legitimidad democrática (...)”.
“(...) la legitimidad de las intromisiones en el honor e intimidad personal requiere, no solo 
que la información cumpla la condición de la veracidad, sino también que su contenido se 
desenvuelva en el marco del interés general del asunto al que se refi ere, puesto que, de otra 
forma, el derecho de información se convertiría en una cobertura formal para, excediendo del 
discurso público en el que debe desenvolverse, atentar sin límite alguno y con abuso de derecho 
al honor y a la intimidad de las personas, con afi rmaciones, expresiones o valoraciones que 
resulten injustifi cadas por carecer de valor alguno en relación con el interés general del asunto 
(...)”.
“(...) el criterio a utilizar en la comprobación de esa relevancia pública o privada de la información 
varía, según sea la condición pública o privada del implicado en el hecho objeto de la información 
o el grado de proyección pública que éste haya dado, de manera regular, a su propia persona, 
puesto que los personajes públicos o dedicados a actividades que persiguen notoriedad pública 
aceptan voluntariamente el riesgo de que sus derechos subjetivos de personalidad resulten 
afectados por críticas, opiniones o revelaciones adversas y, por tanto, el derecho de información 
alcanza, en relación con ellos, su máximo nivel de efi cacia legitimadora, en cuanto que su vida 
y conducta moral participan del interés general con una mayor intensidad que la de aquellas 
personas privadas que, sin vocación de proyección pública, se ven circunstancialmente 
involucradas en asuntos de trascendencia pública, a las cuales hay que, por consiguiente, 
reconocer un ámbito superior de privacidad, que impide conceder trascendencia general a 
hechos o conductas que la tendrían de ser referidos a personajes públicos (...)”.
“(...) califi ca de intromisión ilegítima en el honor del comandante P., las de «cachondo mental» 
y «mal educado y grosero», puesto que exteriorizan un juicio personal del informador a cuya 
consideración judicial de formalmente vejatorias, ajenas al hecho del accidente aéreo y a la 
formación de una opinión pública sobre sus causas, nada tiene que objetar este Tribunal y tal 
consideración es mucho más notoria y de mayor gravedad respecto de la afi rmación de que 
dicho piloto, hombre casado y con hijos, «vivía con otra mujer, una azafata de Iberia, que se 
encuentra embarazada de siete meses», puesto que tal afi rmación, que de ser cierta podría 
quizá, en determinadas circunstancias, venir amparada en el derecho de información, si se 
refi riese a un personaje público, no puede en modo alguno encontrar justifi cación en el caso 
aquí debatido, pues se trata de una persona privada, cuya participación en un hecho de interés 
general ocurrido en el ejercicio de su profesión puede autorizar al informador a someter a 
crítica su personalidad como gestor del servicio público de transporte aéreo, pero no a entregar 
a la curiosidad de la opinión pública aspectos reservados de su vida privada más íntima, que 
en absoluto tienen la más mínima conexión con el hecho de la información, tanto más cuanto 
que se trate de una persona fallecida, cuya memoria, de acuerdo con el sentimiento social 
prevalente, merece el mayor respeto (...)”.
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  Sentencia núm. 184-1990 de 15 noviembre 
“(...) en resumidas cuentas, la obtención de una pensión de viudedad se condiciona por la 
legislación vigente a la existencia de vínculo matrimonial entre causante y persona benefi ciaria, 
exonerando de tal exigencia únicamente a quienes, no pudieron contraer legítimo matrimonio 
por impedírselo la legislación anterior a la Ley 30/1981 y siempre que el causante falleciera con 
anterioridad a la vigencia de dicha Ley, pues tras dicha Ley nada impedía a los que convivían 
more uxorio transformar su relación en vínculo matrimonial. Si no lo hicieron pudiendo 
hacerlo, el legislador no otorga al supérstite el derecho a la pensión de viudedad. A los efectos 
de dicha pensión, la convivencia extramatrimonial fue equiparada al matrimonio en el caso 
en que no resultaba legalmente posible contraer este último y solo en tanto perdurara dicha 
imposibilidad. De ahí que si el fallecimiento se produjo una vez desaparecido el obstáculo legal 
que impedía el establecimiento del vínculo matrimonial, el supérstite de la unión estable de 
hecho no tiene derecho a la pensión de viudedad precisamente porque ya nada impedía acceder 
a dicho status. Lo que ha de analizarse en la presente Sentencia es, pues, la compatibilidad o 
no con la Constitución del requisito legal que exige el vínculo matrimonial entre causante y 
persona benefi ciaria para que esta última tenga derecho a la pensión de viudedad. Requisito 
establecido con carácter general en el art. 160 LGSS y del que solo excepcionalmente y en las 
condiciones señaladas eximió la Disposición adicional décima, 2, de la Ley 30/1981. De modo 
que solo si la exigencia del vínculo matrimonial resultara incompatible con algún precepto 
constitucional se podría reprochar a la citada Disposición adicional que exigiera que el causante 
hubiera fallecido antes de la entrada en vigor de la Ley 30/1981. Pero si aquel requisito legal 
fuera constitucionalmente admisible, no podría dudarse de la legitimidad constitucional de 
un precepto de viudedad exclusivamente a las uniones de hecho que no pudieron acceder al 
matrimonio por impedírselo la legislación hasta entonces vigente, pero no a quienes, pudiendo 
contraer matrimonio cuando ya se había superado aquella imposibilidad legal decidieron 
libremente no formalizar su unión de hecho en vínculo matrimonial (...)”.
“(...) el libre desarrollo de la personalidad no resulta impedido ni coartado porque al supérstite 
de una unión de hecho la Ley no le reconozca una pensión de viudedad. El libre desarrollo 
de la personalidad podría resultar afectado, en su caso, si los poderes públicos trataran de 
impedir o de reprimir la convivencia more uxorio o de imponer el establecimiento del vínculo 
matrimonial, de manera que aquel tipo de convivencia no formalizada se viera expuesta a una 
gravosa y penosa suerte o a soportar sanciones legales de cualquier índole. Pero es evidente 
que el art. 10.1 de la Constitución no puede servir en modo alguno de fundamento, por sí solo 
y aisladamente considerado, del derecho a percibir pensión de viudedad en favor de uno de 
los que convivían extramatrimonialmente cuando el otro fallece. Tampoco cabe establecer un 
contraste aislado entre los preceptos legales cuestionados y el art.39 de la Constitución. Pues, 
sin necesidad de interrogarse ahora acerca de si «la protección social, económica y jurídica 
de la familia” a que este precepto se refi ere podría alcanzar, en principio, tanto a la familia 
matrimonial como a la no fundada en el matrimonio, es claro que dicho precepto no establece 
ni postula por sí solo una paridad de trato en todos los aspectos y en todos los órdenes de las 
uniones matrimoniales y no matrimoniales. Por ello no serán necesariamente incompatibles con 
el art. 39.1 de la Constitución aquellas medidas de los poderes públicos que otorguen un trato 
distinto y más favorable a la unidad familiar basada en el matrimonio que a otras unidades 
convivenciales, ni aquellas otras medidas que faciliten o favorezcan el ejercicio del derecho 
constitucional a contraer matrimonio (art. 32.1 de la Constitución), siempre, claro es, que con 
ello no se coarte ni se difi culte irrazonablemente al hombre y la mujer que decidan convivir 
more uxorio. Decisión ésta libremente adoptada por los sujetos de la unión de hecho y que 
diferencia el supuesto constituido por las medidas que afectan solo a los integrantes de dicha 
unión respecto de otras previsiones normativas que tienen como destinatarios a los hijos, ya que 
éstos son iguales ante la ley con independencia de su fi liación (art. 39.2 de la Constitución) y a 
los cuales, habidos dentro o fuera del matrimonio, los padres deben prestar asistencia de todo 
orden (art. 39.3 de la Constitución), precisamente, y entre otros motivos, porque su fi liación y 
su condición de habidos dentro o fuera del matrimonio es el resultado de decisiones ajenas a los 
mismos. Y es asimismo diferente aquel supuesto del que se refi ere a la necesaria protección de 
las madres cualquiera que sea su estado civil (art. 39.2 de la Constitución), ya que en este caso 
resultan comprometidos otros intereses y valores distintos a los de los solos integrantes de la 
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unión estable de hecho, unión que, por lo demás, en este caso puede perfectamente no existir 
(...)”.
“(...) es claro que en la Constitución Española de 1978 el matrimonio y la convivencia 
extramatrimonial no son realidades equivalentes. El matrimonio es una institución social 
garantizada por la Constitución, y el derecho del hombre y de la mujer a contraerlo es un 
derecho constitucional (art. 32.1) cuyo régimen jurídico corresponde a la Ley por mandato 
constitucional (art. 32.2). Nada de ello ocurre con la unión de hecho more uxorio, que ni es 
una institución jurídicamente garantizada ni hay un derecho constitucional expreso a su 
establecimiento. 1 Tales diferencias constitucionales entre matrimonio y unión de hecho pueden 
ser legítimamente tomadas en consideración por el legislador a la hora de regular las pensiones 
de supervivencia (...)”.
“(...) es cierto que la posibilidad de optar entre el estado civil de casado o el de soltero está 
íntimamente vinculada al libre desarrollo de la personalidad (art. 10.1 de la Constitución), de 
modo que el Estado no puede imponer un determinado estado civil. Pero lo que no reconoce 
la Constitución es un pretendido derecho a formar una unión de hecho que, por imperativo 
del art. 14, sea acreedora al mismo tratamiento -singularmente, por lo que ahora importa, en 
materia de pensiones de la Seguridad Social- que el dispensado por el legislador a quienes, 
ejercitando el derecho constitucional del art. 32.1, contraigan matrimonio y formalicen así la 
relación que, en cuanto institución social, la Constitución garantiza (...)”.
“(...) en consecuencia, siendo el derecho a contraer matrimonio un derecho constitucional, cabe 
concluir que el legislador puede, en principio, establecer diferencias de tratamiento entre la 
unión matrimonial y la puramente fáctica y que, en concreto, la diferencia de trato en la pensión 
de viudedad entre los cónyuges y quienes conviven de hecho sin que nada les impida contraer 
matrimonio no es arbitraria o carente de fundamento. Además de las arriba señaladas, que por 
sí solas justifi can tal diferencia de tratamiento normativo, razones de certidumbre y seguridad 
jurídica, y la propia coherencia con la decisión libremente adoptada en la unión de hecho de 
excluir la relación matrimonial y los deberes y derechos que de la misma dimanan, abundan 
en la consideración de que no pueda entenderse caprichoso o irrazonable que el legislador no 
incluya a los unidos por vía de hecho de una pensión como la de viudedad que ha sido prevista 
en función de la existencia de un vínculo matrimonial entre causante y benefi ciario. Y por lo 
mismo no cabe reprochar como arbitraria ni discriminatoria la exigencia de que el núcleo de 
convivencia institucionalizada entre hombre y mujer como casados le conste formalmente al 
Estado para que éste conceda la pensión de viudedad. Dicho lo que antecede, es cierto también 
que el legislador podría extender a las uniones estables de hecho, al menos en determinadas 
condiciones, los benefi cios de la pensión de viudedad. Extensión que en modo alguno resulta 
vedada por el art. 14 ni contraria obstáculos en los arts. 32 y 39 de la Constitución. El legislador 
dispone de un amplio margen de libertad en la confi guración del sistema de Seguridad Social 
y en la apreciación de las circunstancias socioeconómicas de cada momento a la hora de 
administrar recursos limitados para atender a un gran número de necesidades sociales -por 
todas, SSTC 65/1987, fundamento jurídico 17 (RTC1987\65); 134/1987, fundamento jurídico 
5.º (RTC 1987\134) y 97/1990, fundamento jurídico 3 (RTC1990\97)-. Y en tal sentido, la opción 
de requerir la existencia de previo vínculo matrimonial para tener derecho a una pensión de 
supervivencia no es la única constitucionalmente posible por lo que es legítimo propugnar que 
la actual pensión de viudedad se extienda por el legislador a las uniones estatales de hecho. 
Pero que dicha extensión sea constitucionalmente admisible no implica que la opción contraria 
y en la actualidad vigente no lo sea. En defi nitiva, si bien el legislador podría reconocer el 
derecho a una pensión de supervivencia idéntica a la de viudedad, al supérstite de la unión 
estable de hecho, en los supuestos y con los requisitos que en su caso se establecieran, el hecho 
de que en la actualidad no lo haya hecho así no lesiona en sí mismo el art. 14 de la Constitución 
ni tampoco en su conexión con el art. 39.1 del propio texto constitucional. Conclusión ésta que 
se confi rma si atendemos ahora al fundamento y a la regulación que la pensión de viudedad 
recibe en nuestro ordenamiento y en las normas internacionales que a la misma se refi eren (...)”.
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 Sentencia núm. 2-1991 de 14 enero 
“(...) Se cumple la condición de publicidad exigida por la Ley; en segundo término el de que dado 
el carácter excepcional de las normas cuestionadas toda ampliación del número de personas 
que de ellas pueden benefi ciarse signifi ca ampliar también el ámbito de la excepcionalidad esto 
es el de la excepcional derogación del principio de igualdad (...)”.
  Sentencia núm. 27-1991 de 14 febrero 
“(...) en el recurso 900/1986, los recurrentes son personal que se encuentra al servicio de la 
Comunidad Autónoma en virtud de traspasos del Estado a la Junta de Andalucía, esto es, los 
denominados comúnmente «transferidos» (...)”.
“(...) las normas cuestionadas se limitan a prever pruebas específi cas para el personal contratado 
o interino de las Comunidades Autónomas; dicha previsión en cuanto tal no constituye ni directa 
ni indirectamente una reserva ad personam de funciones públicas para determinadas personas 
individualmente determinadas puesto que los preceptos legales hacen referencia innominada 
a un colectivo defi nido en virtud de datos objetivos de una manera general y abstracta. El 
que en virtud de esos criterios objetivos pueda determinarse quiénes estén incluidos en ese 
colectivo y afectados en consecuencia por las normas cuestionadas no puede entenderse como 
una determinación legal de personas concretas e individualmente seleccionadas proscrita por 
el art. 23.2 C.E (...)”.
“(...) la sujeción del actor y del personal médico de referencia a un especial Estatuto Jurídico 
responde a las peculiaridades que entraña la actividad de asistencia sanitaria y, por ello, no 
supone discriminación alguna (…)”
  Sentencia núm. 36-1991 de 14 febrero
“(...) así, en la regla 8 de las llamadas «Reglas de Beijing», se señala que para que evitar que la 
publicidad indebida o el proceso de difamación perjudique a los menores, se respetará en todas 
las etapas el derecho de los menores a la intimidad, y que en principio no se publicará ninguna 
información que pueda dar lugar a la individualización de «un menor delincuente» (...)”.
 Sentencia núm. 50-1991 de 11 marzo 
“(...) como es evidente, cuando se debate, como en el presente asunto, si esos datos fácticos 
ofrecen o no base sufi ciente para dispensar un trato distinto a diferentes personas, físicas o 
jurídicas es este Tribunal el que, en último término, ha de determinar esa sufi ciencia, revisando 
la valoración que de los hechos hicieron tanto la Administración como los órganos de la 
jurisdicción contencioso-administrativa (...)”.
“(...) desde la perspectiva de las consecuencias jurídicas diversas que la Administración atribuyó 
a las diferencias fácticas pues el principio de igualdad, si bien ordena tratar de distinto modo 
a lo que es diferente, también exige que haya una correspondencia o proporcionalidad entre 
las diferencias fácticas y las jurídicas, de manera que también resulta violado cuando a una 
diferencia fáctica trivial se le atribuyen consecuencias jurídicas profundas (...)”.
  Sentencia núm. 60-1991 de 14 marzo 
“(...) desde luego, la obligación de cumplir el Servicio Militar es un deber cívico, de ciudadanía, 
y solo tiene sentido si es el ciudadano el obligado a prestarla. Pero el que se trate de un deber 
cívico del ciudadano no implica el carácter «civil» de una obligación que el primer inciso del art. 
30.2 C.E. califi ca como una obligación militar, ni desnaturaliza el carácter militar del servicio 
obligatorio y, por ende, de la obligación de prestarlo (...)”.
“(...) obligación que impone la ley en función del deber de todas las personas de ciudadanía 
española de defender a España (art. 30.1 C.E.), deber primario que es el que permite al legislador 
establecer obligaciones militares y dentro de ellas un Servicio Militar obligatorio (art. 30.2 C.E.), 
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por una duración limitada, a cargo de ciudadanos declarados físicamente idóneos. La previsión 
legal de este tipo delictivo, aparte de asegurar la igualdad de todos los españoles en el efectivo 
cumplimiento de una obligación constitucionalmente impuesta, protege el interés del Estado 
de la defensa militar de España, y es congruente con la obligatoriedad del propio Servicio 
Militar, obligatoriedad que signifi ca también coerción y forzosidad, pues no debe olvidarse que 
la realización de ese servicio es una importante restricción de la libertad personal, que supone 
además cargas y sacrifi cios para el afectado, que se justifi can por el deber de defensa de España 
que establece el art. 30.1 C.E (...)”. 
“(...) el sujeto activo del delito no es, por tanto, cualquier ciudadano español, sino un ciudadano 
concreto declarado apto, que ha sido llamado efectivamente a realizar el Servicio Militar. La 
norma penal no tiene como destinatarios a todos los ciudadanos, sino solo a ciertas personas 
que tienen una especial cualidad en ese momento, se trata de sujetos califi cados en términos 
jurídicos por haber sido llamados al Servicio Militar, y, por ello, de un delito referido a un 
ciudadano uti miles (...)”. 
 Sentencia núm. 69-1991 de 8 abril 
“(...) es cierto que la Audiencia Provincial tras citar una doctrina constante según la cual por 
«necesidad» a efectos de lo dispuesto en el art. 62.1.º LAU ha de entenderse la simple voluntad 
de la persona adulta de vivir con independencia (y al margen de que para satisfacer tal necesidad 
haya de ocuparse o no precisamente la vivienda a cuyo inquilino se pretende desalojar) no da, 
para no aplicarla en este caso, otra razón que la de la edad de la recurrente, en la que, por ella, 
dice no cabe presumir esa voluntad (...)”. 
“(...) Si la voluntad de vivir con independencia es un derecho fundamental, que no tiene por 
qué originarse en la existencia de desavenencias con los familiares, no existe razón alguna 
para afi rmar a continuación que esa doctrina «se aplica normalmente a personas jóvenes en las 
que, por su edad, se entiende, sin genero de dudas, su deseo de emprender una vida nueva y 
autónoma». Esta segunda afi rmación hace relación a la presunción de sinceridad de la voluntad 
expresada, o a la intensidad del deseo experimentado, pero ni lo uno ni lo otro son circunstancias 
relevantes si se entiende que, como afi rma la Sentencia impugnada la posibilidad de vivir con 
independencia es un «derecho fundamental». Lo que, tras esta quiebra lógica y merced a ella 
se está llevando a cabo es, realmente, una transformación profunda de la doctrina de la que 
se parte y que, en este punto, se dice mantener. La voluntad de vivir con independencia deja 
de ser un «derecho fundamental» para convertirse en una vivencia subjetiva que solo puede 
equipararse con la necesidad de ocupar la vivienda de la que se es propietario y en fundamento 
por tanto del derecho a negar la prórroga forzosa si está determinada por causas graves cuya 
existencia debe ser probada ante el Juez. Esta dispensa de esa prueba a los jóvenes porque 
presume que su deseo de independencia es avasallador, con lo que el hecho de la juventud 
pasa a ser, en sí mismo, una causa grave; exige, por el contrario, la prueba a quienes no pueden 
presumirse dominados por este avasallador deseo de independencia y respecto de los cuales, en 
consecuencia, es necesario cerciorarse de que la voluntad expresada de vivir con independencia 
no es un mero capricho, o una voluntad determinada solo por banales consideraciones de 
comodidad, estética, pudor o cualquier otra bagatela (...)”. 
“(...) en cuanto que este salto ló gico implica realmente, como todo non seguitur, un cambio 
de la doctrina hasta entonces mantenida y no se da razó n alguna para justifi carlo porque se 
niega que el cambio exista, podría detenerse aquí nuestro análisis, pues según una doctrina 
reiterada de este Tribunal no es conforme con el derecho a la igualdad en la aplicación de la Ley 
que un Tribunal modifi que, sin dar razones para ello, el criterio anteriormente seguido para 
la interpretació n y aplicació n de un precepto. No obstante no es este reproche a la quiebra del 
principio general de igualdad el que sirve de fundamento al presente recurso de amparo, sino 
el má s preciso de que la recurrente se ha visto discriminada exclusivamente en razón de su 
edad. A su estudio consagramos el siguiente fundamento (…)”.
“(...) la edad es, naturalmente, una circunstancia personal y como tal no puede ser razón para 
discriminación alguna. La prohibición contenida en el art. 14 de nuestra Constitución no puede 
ser entendida sin embargo de modo tan rígido que las circunstancias personales no puedan 
ser tomadas nunca en consideración por el autor de la norma o por quien la interpreta, cuando 
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tales circunstancias son relevantes para la fi nalidad legítima, y en sí misma no discriminatoria 
que la norma persigue (...)”. 
“(...) la Sala presume que la voluntad de vivir con independencia cuando es voluntad de una 
persona joven, coincide con lo que cabe presumir y puede ser aceptada, por consiguiente, sin 
inquirir cuáles son los motivos que la determinan ni exigir su prueba; cuando, por el contrario, 
es voluntad de un anciano (sea cual sea el punto en que se inicia esta condición), por ser contraria 
a la que el Juez presume, solo puede ser protegida por la norma si brota de motivos serios 
(por ejemplo, las desavenencias familiares) cuya realidad debe ser probada. Este razonamiento 
basado en presunciones subjetivas es evidentemente insufi ciente para cumplir la función 
que en la decisión judicial desempeña. En rigor, tan legítimo es presumir que una persona 
de sesenta y cinco años (cincuenta y nueve solo, según afi rma la recurrente) normalmente no 
ha de pretender vivir con independencia, como sostener, según hacía la hoy recurrente en su 
demanda ante el Juzgado de Distrito de Hernani, que «a ciertas edades sobrevienen rarezas o 
trastornos en el carácter que hacen que la convivencia resulte difícil». El que de entre varias 
presunciones igualmente sostenidas a la luz de la experiencia cotidiana el Juez acepte una para 
basar en ella un trato que discrimina al justiciable en razón de una circunstancia personal no 
contemplada por la norma ni relevante de ningún modo para la fi nalidad perseguida por ésta 
equivale a establecer en la aplicación de la norma una diferencia no objetiva ni razonable, sino 
arbitraria y lesiva por tanto del derecho a la igualdad ante la Ley (...)”.
 Sentencia núm. 134-1991 de 17 junio 
“(...) Sino la de dos Sentencias de órganos judiciales distintos no susceptibles de ulterior recurso 
y que deciden de modo contradictorio casos idénticos en relación con la misma persona, quien 
por hechos iguales es condenada en un caso y absuelta en otro como consecuencia de que 
en uno se califi cara como cheque sin fondos el librado cuando la cuenta corriente carece de 
saldo activo y en el otro se interpretase que esta misma cuenta podía reputarse como cuenta de 
crédito y, por tanto, pagadero el cheque en la misma circunstancia (...)”.
 Sentencia núm. 145-1991 de 1 julio 
“(...) la prohibición constitucional de discriminación por características personales y en particular 
por el sexo, como signo de pertenencia de la mujer a un grupo social determinado objeto 
históricamente de infravaloración social, económica y jurídica, se conecta también con la noción 
sustancial de igualdad. Ello permite ampliar y enriquecer la propia noción de discriminación, 
para incluir no solo la noción de discriminación directa, o sea, un tratamiento diferenciado 
perjudicial en razón del sexo donde el sexo sea objeto de consideración directa, sino también la 
noción de discriminación indirecta, que incluye los tratamientos formalmente no discriminatorios 
de los que derivan, por las diferencias fácticas que tienen lugar entre trabajadores de diverso 
sexo, consecuencias desiguales perjudiciales por el impacto diferenciado y desfavorable que 
tratamientos formalmente iguales o tratamientos razonablemente desiguales tienen sobre los 
trabajadores de uno y de otro sexo a causa de la diferencia de sexo. Ello implica que cuando 
ante un órgano judicial se invoque una diferencia de trato basada en las circunstancias que 
el citado precepto considera discriminatorias -en este caso, el sexo y tal invocación se realice 
precisamente por una persona perteneciente al colectivo tradicionalmente castigado por esa 
discriminación -en este caso, las mujeres-, el órgano judicial no puede limitarse a valorar si 
la diferencia de trato tiene, en abstracto, una justifi cación objetiva y razonable, sino que debe 
entrar a analizar, en concreto, si lo que aparece como una diferenciación formalmente razonable 
no encubre o permite encubrir una discriminación contraria al art. 14 C.E (...)”. 
“(...) para calibrar la legitimidad de la diferencia de trato en materia salarial, no puede tomarse 
en consideración otro elemento que no sea el trabajo efectivamente prestado, y la concurrencia 
en él de circunstancias objetivamente acreditadas que no se vinculen directa o indirectamente 
al sexo de la persona, salvo en los casos excepcionales, que deben ser apreciados de forma 
restrictiva, en los que el sexo sea un elemento determinante de la aptitud profesional para el 
desempeño de ciertas tareas. Solo la efectiva diferencia entre los trabajos prestados, valorados 
de forma no discriminatoria, permitirá diferenciar a efectos retributivos, como se desprende de 
la esencial vinculación entre el salario y el trabajo del que aquél resulta ser la contraprestación 
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(…)”. 
“(...) Resulta claro que en una materia como la discriminación en las condiciones de trabajo 
-en una correcta interpretación conjunta de los arts. 14 y 35.2 C.E.- es el trabajo mismo y no su 
denominación, el factor esencial para la comparación a efectos de no discriminación por sexo 
en materia salarial, siendo la categoría profesional un elemento secundario cuando se constata 
esta esencial identidad en la prestación laboral de los trabajadores afectados y de aquéllos con 
quienes se comparan. Por ello la diferencia por sexo de categorías profesionales entre quienes 
realizan un mismo trabajo no puede considerarse como la justifi cación, sino antes bien, como 
el origen o instrumento mismo a través del cual se formaliza esa discriminación vedada (...)”. 
“(...) el principio constitucional de no discriminación en materia salarial abarca así también 
a todos aquellos supuestos en los que se produzca una desigual valoración de trabajos no 
estrictamente iguales, pero equivalentes o de igual valor desde el punto de vista de la naturaleza 
y condiciones de prestación, en cuya desigual valoración sea el elemento determinante el sexo o 
factores vinculados al mismo, excluye que la valoración de forma diferente del trabajo realizado 
tenga lugar por criterios vinculados al sexo de los trabajadores, y en particular a la condición de 
mujer, por refl ejar infravaloraciones sociales o económicas del trabajo femenino (...)”.
  Sentencia núm. 149-1991 de 4 julio 
“(...) esta naturaleza y estas características de la zona marítimo-terrestre no se reducen, como 
es bien sabido, al simple hecho físico de ser esa zona el espacio en el que entran en contacto el 
mar y la tierra. De esa situación derivan una serie de funciones sociales que la Carta Europea 
del Litoral resume, en el primero de sus apartados, señalando que 1 ocupa un lugar estratégico 
en el desarrollo económico y en la reestructuración de la economía mundial, es soporte de 
las actividades económicas y sociales que crean empleo para la población residente, es 
indispensable para el recreo físico y psíquico de las poblaciones sometidas a la presión creciente 
de la vida urbana y ocupa un lugar esencial en las satisfacciones estéticas y culturales de la 
persona humana. Para servir a estas funciones el legislador estatal no solo está facultado, sino 
obligado, a proteger el demanio marítimo-terrestre a fi n de asegurar tanto el mantenimiento de 
su integridad física y jurídica, como su uso público y sus valores paisajísticos (…)” 
“(...) el primero de tales títulos es el enunciado en el art. 149.1.1, que opera aquí en dos planos 
distintos. En primer lugar para asegurar una igualdad básica en el ejercicio del derecho a 
disfrutar de un medio ambiente adecuado al desarrollo de la persona (art. 45 C.E.), en relación 
con el dominio público marítimo-terrestre, cuya importancia a estos efectos ya ha sido señalada 
antes con referencia a la Carta Europea del Litoral (...)”. 
  Sentencia núm. 167-1991 de 19 julio 
“(...) por el hecho de que la elección se produzca hoy en España, en los comicios municipales 
y en otros, entre listas «cerradas» y «bloqueadas», pues una cosa es que el elector no pueda 
realizar cambios en las candidaturas y otra, bien distinta, que los nombres que en ellas fi guren 
sean irrelevantes para la defi nición que cada cual ha de hacer ante las urnas. La elección es, 
pues, de personas (de candidatos presentados por partidos políticos, coaliciones electorales o 
agrupaciones de electores, debidamente proclamados como tales) y cualquier otra concepción 
pugna con la Constitución y con la misma dignidad de posición de electores y elegibles, 
porque ni los primeros prestan, al votar, una adhesión incondicional a determinadas siglas 
partidarias ni los segundos pierden su individualidad al recabar el voto desde listas de partido. 
(...)la democracia participativa que la Constitución establece no queda realizada, como bien se 
comprende, con un sufragio irrefl exivo o de otro modo desatento a la identidad de las personas 
que fi guran como candidatos en las distintas listas electorales. El ordenamiento no puede 
reconocer efi cacia a tales actitudes (...)”.
  Sentencia núm. 187-1991 de 3 octubre 
“(...) no desvirtúa esta afi rmación el hecho de que las normas en cuestión sean los arts. 3 y 
4 del Acuerdo entre el Estado español y la Santa Sede sobre enseñanza y asuntos culturales, 
pues dicho Acuerdo es un Tratado Internacional cuyo texto ha sido aprobado por las Cortes 
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Generales y publicado ofi cialmente («Boletín Ofi cial del Estado» de 15 de diciembre de 1979), 
lo que signifi ca, en virtud de lo dispuesto en el art. 96 de la C.E., que forma parte de nuestro 
ordenamiento jurídico interno y que corresponde al Tribunal Constitucional examinar su 
posible contradicción con la Constitución Española [art. 27.2 c) de la LOTC]. Si los Tratados 
Internacionales son susceptibles de ser declarados inconstitucionales, nada se opone a que 
dicha declaración se produzca por el mecanismo previsto en el art. 55.2 de la LOTC. Ello no 
altera la naturaleza del recurso de amparo que -como han declarado las SSTC 32/1984 (RTC 
1984\32) y 209/1988- ha de seguirse tramitando y resolviendo como remedio que es frente 
a vulneraciones singulares de derechos fundamentales, ya que la eventual inaplicación de 
la ley para la concesión del amparo limita sus efectos al caso concreto decidido, sin que este 
Tribunal deba entonces, juzgando en amparo, hacer pronunciamiento general alguno sobre la 
contradicción entre dicha ley y la Constitución (…)”
“(...) la Constitución ha reconocido la autonomía de la Universidad, pero lo ha hecho «en los 
términos que la ley establezca», lo que signifi ca que es un derecho de estricta confi guración 
legal o -lo que es igual- que por imperativo de la norma constitucional corresponde al legislador 
precisar y desarrollar esa autonomía (...)”. 
“(...) Se trata de la regulación, en un Tratado Internacional, de las condiciones para asegurar la 
igualdad en el ejercicio del derecho fundamental a la educación religiosa en el ámbito escolar 
(...)”.
 Sentencia núm. 192-1991 de 14 octubre 
“(...) Tal es el caso aquí contemplado del denominado derecho de consorte que, dada la forma 
en que normativamente ha sido previsto, no puede estimarse que sea contrario al art. 23.2 
C.E. -ni por tanto al art. 14 C.E.- ni menos aún que discrimine a la recurrente, que ni siquiera 
había concursado a la plaza. La desigualdad que en orden a la provisión de vacantes mediante 
concurso introduce la norma cuestionada se apoya, en efecto, en un derecho específi co que 
encuentra plena justifi cación y razonabilidad desde la consideración de otros bienes jurídicos, 
como es la familia, cuya protección social, económica y jurídica debe ser asegurada por los 
Poderes Públicos (art. 39.1 C.E.), lo que, entre otras manifestaciones, comporta el que éstos 
favorezcan, eliminando trabas, el cumplimiento del deber de convivencia al que se refi ere el 
art. 68 del Código Civil (...)”. 
“(...) el ATC 1.325/1988, de 19 de diciembre, en el que con ocasión del recurso de amparo núm. 
861/1988 -relativo a un supuesto similar en el que, no obstante, a diferencia del que ahora nos 
ocupa, el derecho de consorte quedaba incluso restringido a la concurrencia del hecho de que 
los cónyuges residentes en localidades distintas fuesen funcionarios-, se afi rmó categóricamente 
que, en efecto, «... la ruptura del criterio general de la antigüedad en la resolución de los 
concursos de traslado, que introduce el “turno de consorte”, encuentra justifi cación razonable, 
objetiva y proporcionada en consideraciones, no solo de protección de la familia, sino muy 
especialmente en razones de efi cacia en la prestación de los servicios públicos que permiten 
al legislador reconocer al vínculo matrimonial entre funcionarios la relevancia sufi ciente para 
atribuirle un trato diferenciado en relación con los funcionarios solteros o casados con persona 
no funcionario, por ser estas situaciones distintas, cuya no equiparación a la de aquéllas, por la 
razonabilidad de la diferenciación, no puede califi carse de vulneradora del derecho invocado 
por la demandante» (...)”. 
“(...) ya que si su situación personal -dado su estado civil de soltera- no es equiparable a la 
del personal al que se refi ere la norma impugnada y, más en concreto, a la de la persona a la 
que se le adjudicó la plaza debatida, es claro que la diferenciación establecida entre casados 
cuyos cónyuges residan en localidades distintas y no casados, a los efectos de la adjudicación 
preferente de las plazas vacantes, no resulta injustifi cada, irrazonable o desproporcionada (...)”.
 Sentencia núm. 197-1991 de 17 octubre 
“(...) conviene puntualizar que el Juzgado de Primera Instancia estimó que la información 
publicada revelando a la opinión pública las circunstancias y situación personal de la madre 
natural del menor «constituye una intrusión ilegítima en el derecho fundamental al honor 
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(garantizado en el art. 18 C.E.) en sus aspectos (partiendo de la concepción pluralista de este 
derecho) de intimidad familiar y personal tipifi cado en los números 3 («la divulgación de 
hechos relativos a la vida privada de una familia») y 7 («divulgación de hechos concernientes 
a una persona cuando la difame») del art. 7 de la Ley Orgánica protectora (1/1982), por cuanto 
se entromete en la propia institución familiar... al atacar a uno de sus miembros, acogido en 
ella a través de la institución de la adopción, descubriéndole y matizándole su linaje con olvido 
del contenido de lo declarado en el número 2 del art. 39 C.E. -hechos concernientes (número 
7, art. 6, Ley Orgánica 1/1982) al menor... y que afectan a algún familiar-». El Juez otorgó, en 
consecuencia, la protección al derecho al honor y a la intimidad personal y familiar de los 
demandantes, condenando a los ahora recurrentes y al Periodista que fi rmó el artículo, a que 
abonaran a los actores una determinada cantidad y a la publicación de la resolución en el propio 
periódico (...)”. 
“(...) la legitimidad de las intromisiones informativas en el honor y en la intimidad personal y 
familiar requiere, por consiguiente, no solo que la información sea veraz, requisito necesario pero 
no sufi ciente, sino que la información por la relevancia pública de su contenido se desenvuelva 
en el marco de interés general del asunto a que se refi ere. El valor preferente del derecho a 
la información no signifi ca, pues, dejar vacíos de contenido a los derechos fundamentales al 
honor o a la intimidad de las personas afectadas por esa información, que han de sacrifi carse 
solo en la medida en que resulte necesario para asegurar una información libre en una sociedad 
democrática [art. 20.2) del Convenio Europeo de Derechos Humanos (RCL 1979\2421y ApNDL 
3627)] (...)”. 
“(...) el criterio fundamental para determinar la legitimidad de las intromisiones en la intimidad 
de las personas es por ello la relevancia pública del hecho divulgado, es decir, que, siendo 
verdadero, su comunicación a la opinión pública resulte justifi cada en función del interés 
público del asunto sobre el que se informa (...)”. 
“(...) los hechos relacionados en la noticia publicada, muy en particular el de la identifi cación 
de la persona de la madre del hijo adoptado, y su particular profesión, son hechos que sin 
difi cultad alguna han de entenderse como relativos a la vida privada de la persona y de la 
familia. Además, por su concreto contenido deben considerarse como ofensivos para una 
persona razonable y de sensibilidad media. Sobre ello pone especial acento la Sentencia de 
instancia al referirse al «descubrimiento y matización de su linaje con olvido de lo declarado en 
el art. 39.2 C.E.» (...)”. 
“(...) el derecho a la intimidad personal del art. 18 C.E. está estrictamente vinculado a la 
«dignidad de la persona» que reconoce el art. 10 C.E., e implica «la existencia de un ámbito 
propio y reservado frente a la acción y conocimiento de los demás, necesario -según las pautas 
de nuestra cultura- para mantener una calidad mínima de la vida humana» -STC 231/1988 
(RTC 1988\231), fundamento jurídico 3.º-. Desde esta perspectiva de la dignidad de la persona, 
no cabe duda que la fi liación, y muy en particular la identifi cación del origen del adoptado, ha 
de entenderse que forma parte de ese ámbito propio y reservado de lo íntimo, que además -en 
este caso sirve también para lograr el objetivo constitucional establecido en el artículo 39.2 C.E. 
-. No es ocioso recordar a tal efecto que la legislación civil ofrece una pauta signifi cativa sobre 
la privacidad de estos datos (art. 178.1 C.C.) (...)”. 
“(...) el que la información publicada se refi era a un personaje público no implica de por sí que 
los hechos contenidos en la misma no puedan estar protegidos por el derecho a la intimidad de 
esa persona, que constituye siempre un límite del derecho a la intimidad (...)”. 
“(...) las personas que, por razón de su actividad profesional, como aquí sucede, son conocidas 
por la mayoría de la sociedad, han de sufrir mayores intromisiones en su vida privada que los 
simples particulares, pero ello no puede ser entendido tan radicalmente, como se sostiene en la 
demanda, en el sentido de que el personaje público acepte libremente el «riesgo de lesión de la 
intimidad que implica la condición de fi gura pública» (...)”.
“(...) es cierto que la conducta de los adoptantes, dando una gran publicidad a esa adopción, ha 
de interpretarse desde luego como una decisión consciente de aquéllos de excluir de la esfera de 
la intimidad el hecho mismo de la adopción y algunas circunstancias hechas públicas en relación 
con la misma. No es un obstáculo para ello la falta de veracidad de la información facilitada por 
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los padres adoptivos sobre el lugar de adopción del menor, la fecha de su nacimiento y otros 
pormenores. Quien por su propia voluntad da a conocer a la luz pública unos determinados 
hechos concernientes a su vida familiar los excluye de la esfera de su intimidad y ha de asumir 
el riesgo de que si el Periodista pueda contrastar la veracidad de esos hechos y rectifi car los 
errores o falsedades de la información espontáneamente suministrada por los afectados (...)”.
  Sentencia núm. 214-1991 de 11 noviembre 
“(...) diferencia, pues, de otros ordenamientos, tales como el alemán o el propio recurso 
individual ante la Comisión Europea de Derechos Humanos [art. 25.1 a) CEDH], nuestra Ley 
fundamental no otorga la legitimación activa exclusivamente a la «víctima» o titular del derecho 
fundamental infringido, sino a toda persona que invoque un «interés legítimo», por lo que, a 
los efectos de determinar si la recurrente observa o no el requisito constitucionalmente exigido 
de la legitimación activa, lo único que hay que comprobar en el presente recurso de amparo es 
si ostenta dicho interés legítimo para solicitar el restablecimiento del derecho fundamental que 
afi rma vulnerado (…)”. 
“(...) pero esta legitimación originaria no excluye, ni la existencia de otras legitimaciones (v. gr. la 
legitimación por sucesión de los descendientes, contemplada en los arts. 4 y 5 de la L.O. 1/1982, 
de protección del derecho al honor), ni que haya de considerarse también como legitimación 
originaria la de un miembro de un grupo étnico o social determinado, cuando la ofensa se 
dirigiera contra todo ese colectivo, de tal suerte que, menospreciando a dicho grupo socialmente 
diferenciado, se tienda a provocar del resto de la comunidad social sentimientos hostiles o, 
cuando menos, contrarios a la dignidad, estima personal o respeto al que tienen derecho todos 
los ciudadanos con independencia de su nacimiento, raza o circunstancia personal o social (arts. 
10.1 y 14 C.E.) (...) Tales grupos étnicos sociales e incluso religiosos son, por lo general, entes 
sin personalidad jurídica y, en cuanto tales, carecen de órganos de representación a quienes el 
ordenamiento pudiera atribuirles el ejercicio de las acciones, civiles y penales, en defensa de su 
honor colectivo, de no admitir el art. 162.1 b) C.E., la legitimación activa de todos y cada uno de 
los tales miembros, residentes en nuestro país, para poder reaccionar jurisdiccionalmente contra 
las intromisiones en el honor de dichos grupos, no solo permanecerían indemnes las lesiones a 
este derecho fundamental que sufrirían por igual todos y cada uno de sus integrantes, sino que 
también el Estado español de Derecho permitiría el surgimiento de 2, contrarias a la igualdad, 
que es uno de los valores superiores del ordenamiento jurídico que nuestra Constitución 
proclama (art. 1.1 CE) y que el art. 20.2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
(RCL 1977\893y ApNDL 3630), expresamente proscribe («toda apología del odio nacional, 
racial o religioso que constituya incitación a la discriminación, la hostilidad o la violencia estará 
prohibida por la ley») (...)”. 
“(...) desde su doble condición, de ciudadana de un pueblo como el judío, que sufrió un 
auténtico genocidio por parte del nacionalsocialismo, y de la de descendiente de sus padres, 
abuelos maternos y bisabuela (personas todas ellas que fueron asesinadas en el referido campo 
de concentración), forzoso se hace concluir que, sin necesidad de apelar aquí a la referida 
legitimación por «sucesión» procesal del derecho subjetivo al honor de sus parientes fallecidos 
(al amparo de los arts. 4.2 y 5 de la L.O. 1/1982, de protección del derecho al honor), que 
también cumpliría la recurrente, la invocación del interés que la demandante efectúa en su 
escrito de demanda en relación con las declaraciones del demandado, negadoras del referido 
exterminio y atributivas de su invención al pueblo judío, merece ser califi cado de «legítimo» 
a los efectos de obtener el restablecimiento del derecho al honor de la colectividad judía en 
nuestro país, de la que forma parte la recurrente, por lo que, de conformidad también con 
nuestra doctrina sobre el derecho de tutela, ha de merecer de este Tribunal un examen de la 
totalidad del fondo del asunto (...)”. 
“(...) el signifi cado personalista que el derecho al honor tiene en la Constitución no impone 
que los ataques o lesiones al citado derecho fundamental, para que tengan protección 
constitucional, hayan de estar necesariamente perfecta y debidamente individualizados ad 
personam, pues, de ser así, ello supondría tanto como excluir radicalmente la protección del 
honor de la totalidad de las personas jurídicas, incluidas las de substrato personalista y admitir, 
en todos los supuestos, la legitimidad constitucional de los ataques o intromisiones en el honor 
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de personas individualmente consideradas, por el mero hecho de que los mismos se realicen de 
forma innominada, genérica o imprecisa (...)”. 
“(...) por lo que se refi ere a la corrección constitucional de la ponderación explícita o implícitamente 
realizada, cabe precisar que las declaraciones efectuadas en su día por el demandado, Sr. D., 
han de incardinarse, antes que en la libertad de información dentro del ejercicio de la libertad 
de expresión (art. 20.1 C.E.), en relación con la libertad ideológica (art. 16.1 C.E.), puesto que, 
si bien en las mismas el demandado hace referencia a hechos históricos (en concreto respecto 
de la actuación nazi con los judíos durante la Segunda Guerra Mundial y de los campos de 
concentración), se limita a expresar su opinión y dudas sobre esos concretos acontecimientos 
históricos. Y en este sentido, aun cuando se suministre información sobre hechos que se 
pretenden ciertos ya la protección constitucional solo se extiende a la información veraz, este 
requisito de veracidad no puede, como es obvio, exigirse respecto de juicios o evaluaciones 
personales y subjetivas, por equivocados o mal intencionados que sean, sobre hechos históricos 
(...)”.
“(...) del examen de la totalidad de declaraciones del demandado publicadas, no solo de las 
parcialmente transcritas en el escrito de demanda, es indudable que las afi rmaciones, dudas y 
opiniones acerca de la actuación nazi con respecto a los judíos y a los campos de concentración, 
por reprobables o tergiversadas que sean -y ciertamente lo son al negar la evidencia de la historia-, 
quedan amparadas por el derecho a la libertad de expresión (art. 20.1 C.E.), en relación con el 
derecho a la libertad ideológica (art. 16 C.E.), pues, con independencia de la valoración que de 
las mismas se haga, lo que tampoco corresponde a este Tribunal, solo pueden entenderse como 
lo que son: opiniones subjetivas e interesadas sobre acontecimientos históricos. Pero también 
es indudable que, en las declaraciones publicadas, el demandado no se limitó a manifestar 
sus dudas sobre la existencia de cámaras de gas en los campos de concentración nazis, sino 
que en sus declaraciones, que han de valorarse en su conjunto, efectuó juicios ofensivos al 
pueblo judío («... si hay tantos ahora, resulta difícil creer que hayan salido tan vivos de los 
hornos crematorios...»; «... quieren ser siempre las víctimas, los eternos perseguidos, si no 
tienen enemigos, los inventan...»), manifestando, además expresamente su deseo de que surja 
un nuevo Führer (con lo que ello signifi ca en cuanto al pueblo judío a la luz de la experiencia 
histórica). Se trata, con toda evidencia de unas afi rmaciones que manifi estamente poseen una 
connotación racista y antisemita, y que no pueden interpretarse más que como una incitación 
antijudía, con independencia de cualquier juicio de opinión sobre la existencia de hechos 
históricos. Esta incitación racista constituye un atentado al honor de la actora y al de todas 
aquellas personas que, como ella, y su familia, estuvieron internadas en los campos nazis de 
concentración, puesto que el juicio que se hace sobre los hechos históricos, desgraciados y 
aborrecibles, por ella sufridos y padecidos, como con desgarro se exponen en la demanda, 
no comporta exclusivamente correcciones personales de la historia sobre la persecución de 
los judíos, dando una dimensión histórica o moral sino antes al contrario y esencialmente 
conllevan imputaciones efectuadas en descrédito y menosprecio de las propias víctimas, esto 
es, las integrantes del pueblo judío que sufrieron los horrores del nacionalsocialismo y, dentro 
de ellas, la hoy recurrente, razón por la cual exceden del ámbito en el que debe entenderse 
prevalente el derecho a expresar libremente los pensamientos, ideas y opiniones consagrados 
en el art. 20.1 C.E (...)”. 
“(...) la dignidad como rango o categoría de la persona como tal, del que deriva, y en el que 
se proyecta el derecho al honor (art. 18.1 C.E.), no admite discriminación alguna por razón de 
nacimiento, raza o sexo, opiniones o creencias. El odio y el desprecio a todo un pueblo o a una 
etnia (a cualquier pueblo o a cualquier etnia) son incompatibles con el respeto a la dignidad 
humana, que solo se cumple si se atribuye por igual a todo hombre, a toda etnia, a todos los 
pueblos. Por lo mismo, el derecho al honor de los miembros de un pueblo o etnia en cuanto 
protege y expresa el sentimiento de la propia dignidad, resulta, sin duda, lesionado cuando 
se ofende y desprecia genéricamente a todo un pueblo o raza, cualesquiera que sean. Por ello, 
las expresiones y aseveraciones proferidas por el demandado también desconocen la efectiva 
vigencia de los valores superiores del ordenamiento, en concreto la del valor de igualdad 
consagrado en el art. 1.1 de la Constitución, en relación con el art. 14 de la misma, por lo que no 
pueden considerarse como constitucionalmente legítimas (...)”. 
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“(...) de la conjunción de ambos valores constitucionales dignidad e igualdad de todas las 
personas, se hace obligado afi rmar que ni el ejercicio de la libertad ideológica ni la de expresión 
pueden amparar manifestaciones o expresiones destinadas a menospreciar o a generar 
sentimientos de hostilidad contra determinados grupos étnicos, de extranjeros o inmigrantes, 
religiosos o sociales, pues en un Estado como el español, social, democrático y de Derecho, 
los integrantes de aquellas colectividades tienen el derecho a convivir pacífi camente y a ser 
plenamente respetados por los demás miembros de la comunidad social (...)”. 
  Sentencia núm. 216-1991 de 14 noviembre 
“(...) que la exclusión de las mujeres de las vías de acceso a la profesión militar resultaba 
discriminatorio e inconciliable con el derecho fundamental a la igualdad no ofrecía duda a 
quien -en virtud del art. 97 de la C.E.- dirige la Administración militar y la defensa del Estado, 
esto es, al Gobierno (…)”. 
“(...) al respecto, cabe observar que la igualdad que el art. 1.1 de la Constitución proclama 
como uno de los valores superiores de nuestro ordenamiento jurídico -inherente, junto con 
el valor justicia, a la forma de Estado Social que ese ordenamiento reviste, pero también, a la 
de Estado de Derecho- no solo se traduce en la de carácter formal contemplada en el art. 14 
y que, en principio, parece implicar únicamente un deber de abstención en la generación de 
diferenciaciones arbitrarias, sino asimismo en la de índole sustancial recogida en el art. 9.2, que 
obliga a los poderes públicos a promover las condiciones para que la de los individuos y de los 
grupos sea real y efectiva. La incidencia del mandato contenido en el art. 9.2 sobre el que, en 
cuanto se dirige a los poderes públicos, encierra el art. 14 supone una modulación de este último, 
en el sentido, por ejemplo, de que no podrá reputarse de discriminatoria y constitucionalmente 
prohibida -antes al contrario- la acción de favorecimiento, siquiera temporal, que aquellos 
poderes emprendan en benefi ció de determinados colectivos, históricamente preteridos 
y marginados, a fi n de que, mediante un trato especial más favorable, vean suavizada o 
compensada su situación de desigualdad sustancial (...)”. 
“(...) en los términos del art. 14, a las acciones diferenciadoras semejantes, exige de los poderes 
públicos enfrentados a una situación de desigualdad de origen histórico, la adopción de una 
actitud positiva y diligente tendente a su corrección; de tal modo que, si bien no cabe, por 
lo general, mesurar ex Constitutione la falta de celo y, presteza del legislador en la procura 
de aquella corrección cuando una desigualdad de hecho no se traduce en una desigualdad 
jurídica, la concurrencia de esta última por la pervivencia en el ordenamiento de una 
discriminación no rectifi cada en un lapso de tiempo razonable habrá de llevar a la califi cación 
como inconstitucionales de los actos que la mantengan (…)”. 
“(...) para la Sala Quinta del Tribunal Supremo, en la Sentencia traída a este proceso, la 
pasividad señalada, y la consiguiente demora del acceso de la mujer al Ejército del Aire, no 
lesiona el «núcleo esencial» del derecho a la igualdad, produciéndose en armonía con una 
realidad social que no cabe desconocer, con las diferencias existentes de orden fi siológico y de 
permanente disponibilidad para el servicio de las mujeres, con las especiales características del 
Arma aérea en sus actividades operativas y de combate y, en todo caso, con la infraestructura 
actual de los Ejércitos, pues la plena incorporación femenina «demanda las previas y 
necesarias adaptaciones de la infraestructura militar, que en último término constituirían razón 
sufi cientemente justifi cativa del rechazo de la instancia presentada por la recurrente, en cuanto 
basada en causas razonables objetivamente consideradas». Pero estos argumentos, a la luz de 
la doctrina constitucional, no pueden ser aceptados. Es verdad que no todo trato diferenciador 
resulta desde la perspectiva del art. 14 de la C.E., discriminatorio, pues cabe que el legislador lo 
haya establecido con arreglo a criterios fundados y razonables, de acuerdo con juicios de valor 
generalmente admitidos. No es éste el supuesto, sin embargo (...)”.
 Sentencia núm. 232-1991 de 10 diciembre 
“(...) en nuestro ordenamiento, la califi cación de la invalidez no depende solo de la entidad 
objetiva de las lesiones permanentes y presumiblemente irreversibles que aquejan a un 
determinado sujeto, sino también, y sobre todo, de la capacidad para trabajar que conserva una 
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vez fi jadas las mismas. En efecto, las secuelas invalidantes que una persona padezca son solo 
relevantes en cuanto que las mismas inciden negativamente sobre su capacidad de trabajar, bien 
porque le impiden, de forma absoluta, el desarrollo de cualquier profesión u ofi cio (invalidez 
permanente absoluta: art. 135.5 L.G.S.S.) (RCL 1974\1482y NDL 27361), bien porque las 
mismas repercuten desfavorablemente en determinada medida sobre la «profesión habitual» 
desarrollada por el sujeto (incapacidad permanente parcial y total: art. 135.3 y 4 L.G.S.S.) (…)” 
“(...) consecuencia evidente de ello es la de que la califi cación de las incapacidades permanentes 
para la profesión habitual requiere necesariamente un juicio individualizado para cada 
trabajador (...)”.
 Sentencia núm. 234-1991 de 10 diciembre 
“(...) la conducta de los funcionarios como simples ciudadanos, al margen de su función propia, 
no entra dentro del círculo de interés legítimo de la Administración y no puede ser objeto de 
la disciplina de ésta, salvo, claro esta, y la salvedad es decisiva, que esa conducta redunde en 
perjuicio del servicio dada la naturaleza de éste (...)”. 
“(...) que la efi cacia de este servicio se vería perjudicada si a los encargados de llevarlo a cabo 
se les pudiera imputar la perpetración de aquellos mismos actos que, en interés de toda la 
sociedad, tienen como misión impedir, es cosa que no ofrece duda alguna, pues no cabe disociar 
totalmente la Ley de las personas que han de imponer coactivamente su cumplimiento (...)”.
  Sentencia núm. 245-1991 de 16 diciembre 
“(...) en este punto ha de darse la razón al Tribunal Supremo cuando afi rma que la Sentencia 
pronunciada por el TEDH es una resolución meramente declarativa, sin efecto directo anulatorio 
interno, ni ejecutoriedad a cargo de los Tribunales españoles (...)”. 
“(...) desde la perspectiva del Derecho Internacional y de su fuerza vinculante (art. 96 C.E.), el 
Convenio ni ha introducido en el orden jurídico interno una instancia superior supranacional 
en el sentido técnico del término, de revisión o control directo de las decisiones judiciales o 
administrativas internas, ni tampoco impone a los Estados miembros unas medidas procesales 
concretas de carácter anulatorio o rescisorio para asegurar la reparación de la violación del 
Convenio declaradas por el Tribunal (o, en su caso, por el Comité de Ministros de acuerdo al art. 
32 del Convenio). El Convenio no obliga a los Estados miembros a eliminar las consecuencias 
del acto contrario, a la obligación jurídica internacional asumida por el Estado, restableciendo 
en lo posible la situación anterior a ese acto, antes bien el art. 50 permite sustituir por una 
satisfacción equitativa ese restablecimiento que pone en cuestión el carácter defi nitivo y 
ejecutorio de la decisión judicial interna, si bien tal satisfacción equitativa sustitutoria solo entra 
en juego cuando el derecho interno no permite la reparación perfecta de las consecuencias 
de la resolución o Sentencia estatal. Según la opinión absolutamente dominante, el Convenio 
no obliga a dar efecto interno a las Sentencias del Tribunal Europeo mediante la anulación 
de la autoridad de cosa juzgada y de la fuerza ejecutoria de la decisión judicial nacional que 
dicho Tribunal haya estimado contraria al Convenio. Tampoco el art. 13 del Convenio confi ere 
al justiciable un derecho para ampliar los motivos previstos en el derecho interno para la 
reapertura del procedimiento judicial que ha dado lugar a una Sentencia fi rme y ejecutoria (...)”. 
“(...) el TEDH es el órgano cualifi cado que tiene por misión la interpretación del Convenio, y 
sus decisiones son además obligatorias y vinculantes para nuestro Estado, cuando sea Estado 
demandado. De ello se sigue que, declarada por Sentencia de dicho Tribunal una violación de 
un derecho reconocido por el Convenio Europeo que constituya asimismo la violación actual 
de un derecho fundamental consagrado en nuestra Constitución, corresponde enjuiciarla a este 
Tribunal, como Juez supremo de la Constitución y de los derechos fundamentales, respecto de 
los cuales nada de lo que a ello afecta puede serle ajeno. Por tanto ha de valorarse, en el plano 
de nuestro Derecho interno, si existen medidas para poder corregir y reparar satisfactoriamente 
la violación de ese derecho fundamental, en especial cuando se trata de la violación del derecho 
fundamental a la libertad del art. 17.1 C.E., que sigue siendo actual y por ello no puede ser 
reparada por su equivalente económico (...)”.
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“(...) es reponer los autos al estado y momento en que se encontraban cuando se cometieron 
las faltas de la que derivó la infracción constitucional y la consecuente invalidez del proceso, 
esto es al momento del inicio de las sesiones del juicio oral, pues en su transcurso fue donde se 
produjeron las consiguientes infracciones (…)”.
  Sentencia núm. 246-1991 de 19 diciembre 
“(...) Todo ello, sin embargo, no impide que nuestro Derecho administrativo admita la 
responsabilidad directa de las personas jurídicas, reconociéndoles, pues, capacidad infractora. 
Esto no signifi ca, en absoluto, que para el caso de las infracciones administrativas cometidas 
por personas jurídicas se haya suprimido el elemento subjetivo de la culpa, sino simplemente 
que ese principio se ha de aplicar necesariamente de forma distinta a como se hace respecto de 
las personas físicas. Esta construcción distinta de la imputabilidad de la autoría de la infracción 
a la persona jurídica nace de la propia naturaleza de fi cción jurídica a la que responden estos 
sujetos. Falta en ellos el elemento volitivo en sentido estricto, pero no la capacidad de infringir 
las normas a las que están sometidos (...)”.
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  Sentencia núm. 5-1992 de 16 enero 
“(...) la restricción del derecho de la mujer funcionaria a consolidar derechos pasivos en favor 
de su viudo, y, consiguientemente, la situación más ventajosa en materia de pensiones de las 
viudas de los funcionarios en relación a los viudos de las funcionarias, tuvo su base en un hecho 
evidente, la histórica situación de marginación de la mujer en el mercado de trabajo. Aunque 
el trato desigual pudiera entenderse formalmente en perjuicio del varón, materialmente 
presupone una valoración peyorativa de la condición laboral de la mujer. El mantenimiento de 
la diferencia legal de trato en materia de pensiones contribuiría a que continuara esa situación 
de exclusión, favoreciendo o incentivando que la mujer no trabaje fuera del hogar. A su vez 
no debe de ignorarse que, tratándose de situaciones que se consolidan en el tiempo, como las 
pensiones, la situación de partida, la marginación laboral de la mujer, solo puede ser corregida 
para el futuro y, por ello, el mejor trato de las viudas de funcionarios en materia de pensiones 
sirve también para compensar la previa situación existente de discriminación. La igualdad de 
trato en materia de pensiones entre los funcionarios y las funcionarias resulta un instrumento 
necesario para evitar la perpetuación de la situación social de marginación (…)”.
  Sentencia núm. 13-1992 de 6 febrero 
“(...) la partida a que ahora nos referimos está destinada, en cambio, por la directa remisión 
que hace del Real Decreto 825/1988, a «programas de cooperación y voluntariado sociales 
desarrollados por la Cruz Roja Española y otras organizaciones no gubernamentales y 
entidades sociales, siempre que tengan ámbito estatal y carezcan de fi n de lucro, dirigidos a 
ancianos, disminuidos físicos, psíquicos o sensoriales, personas incapacitadas para el trabajo o 
incursas en toxicomanía o drogodependencia, marginados sociales y en general actividades de 
solidaridad social ante situaciones de necesidad» (...)”.
  Sentencia núm. 14-1992 de 10 febrero 
“(...) Tampoco causa indefensión la llamada inversión del contradictorio, si el deudor se persona 
y formula oposición (…)”.
“(...) el primero hace referencia a la brevedad del plazo que la Ley ofrece al deudor para 
personarse y oponerse a la ejecución. Es cierto que los tres días útiles que concede el art. 1461 
para personarse en los autos por medio de Procurador es un plazo más breve que el habitual 
en otros procesos (…)”.
“(...) Un cumplimiento adecuado de este importante deber judicial debería ser sufi ciente en 
circunstancias normales para que toda persona, aun lega en Derecho, entienda la trascendencia 
y la fugacidad del plazo iniciado contra él (...)”. 
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“(...) puede afi rmarse, no obstante, que la situación del deudor que no es requerido de pago ni 
citado personalmente de remate no se ve empeorada en modo signifi cativo porque la cantidad 
que se le reclama provenga del saldo liquidado unilateralmente por una entidad de crédito, en 
la forma que contempla el párrafo cuarto del art. 1435 LECiv (...)”.
“(...) con carácter preliminar, es preciso subrayar que todas estas disposiciones son ajenas a los 
juicios ejecutivos iniciados por las entidades de crédito contra empresarios o comerciantes. Ello 
es claro en el plano de la Ley 26/1984, que limita su efi cacia protectora a las personas, físicas o 
jurídicas, que utilizan o disfrutan los servicios bancarios como destinatarios fi nales; negando 
la condición legal de usuarios, en cambio, a quienes reciban los servicios de las entidades de 
crédito con el fi n de integrarlos en procesos de producción, transformación, comercialización o 
prestación a terceros (art. 1 LCU) (...)”.
  Sentencia núm. 20-1992 de 14 febrero 
“(...) ninguna duda hay, en cuanto a lo primero, de que la reputación de las personas (art. 
7.3 de la Ley Orgánica 1/1982) fue aquí afectado, bastando, a tal efecto, con remitirse a lo 
fundamentado al respecto por los órganos jurisdiccionales que resolvieron y que apreciaron, 
muy razonadamente, que la identifi cación periodística, indirecta pero inequívoca, de una 
determinada persona, como afectada por el Síndrome de Inmunodefi ciencia Adquirida (SIDA) 
deparaba, teniendo en cuenta actitudes sociales que son hechos notorios, un daño moral (y 
también económico, como luego se demostró) a quienes así se vieron señalados como afectados 
por una enfermedad cuyas causas y vías de propagación han generado y generan una alarma 
social con frecuencia acompañada de reacciones, tan reprobables como desgraciadamente 
reales, de marginación para muchas de sus víctimas. Y también es notorio, en segundo lugar y 
por último, que la identifi cación de las personas así supuestamente afectadas por tal enfermedad 
fue, en el sentido más propio de las palabras, irrelevante a efectos de la información que se 
quiso transmitir, pues si ninguna duda hay en orden a la conveniencia de que la comunidad sea 
informada sobre el origen y la evolución, en todos los órdenes, de un determinado mal, no cabe 
decir lo mismo en cuanto a la individualización, directa o indirecta, de quienes lo padecen, o 
así se dice, en tanto ellos mismos no hayan permitido o facilitado tal conocimiento general. Tal 
información no es ya de interés público, y no lo fue aquí, con la consecuencia, ya clara, de que 
su difusión comportó un daño o, cuando menos, una perturbación injustifi cada por carente, en 
rigor, de todo sentido (...)”. 
“(...) la intimidad personal y familiar es, en suma, un bien que tiene la condición de derecho 
fundamental (art. 18.1 de la Constitución) y sin el cual no es realizable, ni concebible siquiera, 
la existencia en dignidad que a todos quiere asegurar la norma fundamental (art. 10.1) (...)”. 
 Sentencia núm. 28-1992 de 9 marzo 
“(...) no es constitucionalmente lícito determinar el régimen jurídico de una relación laboral en 
atención, exclusivamente, al sexo de los trabajadores. Si lo que se pretendió era realmente como 
parece verosímil, proteger al trabajador contra riesgos en sus desplazamientos nocturnos, en 
esos términos debió formularse, pues de ese modo aunque en su aplicación concreta el sexo 
del trabajador pudiera ser considerado como un factor relevante para apreciar la existencia o 
inexistencia de peligrosidad, no quedaba excluida a priori toda posibilidad de que se atribuyese 
también el plus de transporte a los trabajadores varones o incluso que, eventualmente, se 
negase éste a trabajadoras cuyas restantes circunstancias permitiesen negar la existencia de 
peligro alguno en sus desplazamientos nocturnos. Una cosa es tomar en cuenta el sexo de 
las personas como circunstancia fáctica relevante en la aplicación de las normas y otra, bien 
distinta, transformar la condición de hombre o mujer en una categoría jurídica, en razón de la 
cual se otorga o se niega un derecho laboral (...)”.
“(...) la prohibición de la discriminación por razón de sexo admite la existencia de medidas 
singulares en favor de la mujer, que traten de corregir una situación desigual de partida, como 
son las medidas de acción positivas o similares, pero, al mismo tiempo, exige la eliminación, 
en principio, de las normas protectores del trabajo femenino, y que pueden suponer en sí 
mismas un obstáculo para el acceso real de la mujer al empleo en igualdad de condiciones 
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de trabajo con los varones. Ha de valorarse, en consecuencia, si la norma convencional es una 
norma «protectora», que responde a una consideración no igual de la mujer como trabajadora 
y que, por ello, sería constitucionalmente ilegítima o, al contrario, es una medida tendente a 
compensar una desigualdad de partida y que trata de lograr una igualdad efectiva de acceso y 
de mantenimiento del empleo de la mujer en relación con el varón (...)”. 
“(...) la lesión de la igualdad no se produce, en consecuencia, porque se impongan a los 
trabajadores varones obligaciones o cargas que no pesan sobre sus compañeras, sino por no 
hacerles participar también del derecho que a éstas se otorga (...)”.
 Sentencia núm. 85-1992 de 8 junio 
“(...) de un lado, procede señalar que la libertad de información, ejercida previa comprobación 
responsable de la verosimilitud de lo informado y en asuntos de interés público, no solo 
ampara críticas más o menos inofensivas e indiferentes, sino también aquellas otras que puedan 
molestar, inquietar, disgustar o desabrir el ánimo de la persona a la que se dirigen, siendo 
más amplios los límites permisibles de la crítica, cuando ésta se refi ere a las personas que por 
dedicarse a actividades políticas, están expuestas a un más riguroso control de sus actitudes y 
manifestaciones que si se tratase de particulares sin proyección pública (...)”. 
“(...) las libertades del art. 20.1, a) y d) de la Constitución además de derechos fundamentales 
son valores objetivos esenciales del Estado Democrático y, como tales. están dotados de 
valor superior o efi cacia irradiante, que impone a los órganos judiciales y a este Tribunal 
Constitucional, en los supuestos de que colisionen con el derecho al honor, el deber de realizar 
un juicio ponderativo para establecer previamente si el ejercicio de aquellas libertades ha 
supuesto lesión del derecho al honor y, en caso afi rmativo, si esa lesión viene o no justifi cada 
por el valor prevalente de tales libertades (...)”.
  Sentencia núm. 105-1992 de 1 julio 
“(...) la codemandada «Catalana Compañía de Seguros y Reaseguros» desde marzo de 1987 
convino de forma individual con sus trabajadores, el cambio de horario de jornada continuada 
en otro de jornada partida (concretamente se pasó de una jornada de ocho a quince horas a otra 
de ocho y cuarto a trece horas y de catorce a diecisiete horas), previa supresión de la jornada 
laboral de los sábados y el establecimiento de un plus económico en concepto de gastos de 
manutención (…)”.
“(...) la respuesta ha de ser necesariamente negativa, pues de lo contrario, de prevalecer la 
autonomía de la voluntad individual de los trabajadores, sobre la autonomía colectiva plasmada 
en un convenio legalmente pactado entre los sindicatos y la representación empresarial, 
quebraría el sistema de la negociación colectiva confi gurado por el legislador cuya virtualidad 
viene determinada por la fuerza vinculante de los convenios constitucionalmente prevista en 
el art. 37.1 CE (...)”. 
“(...) con ello no queremos decir, naturalmente, que los convenios colectivos petrifi quen o hagan 
inalterables las condiciones de trabajo en ellos pactadas, sometidas siempre a las fl uctuaciones 
técnicas, organizativas, productivas o de cualquier otro orden que surgen por el paso del tiempo 
en las relaciones laborales como, en general, en todas las relaciones jurídicas (...)”.
 Sentencia núm. 115-1992 de 14 septiembre 
“(...) ni vulnerara el derecho a la tutela judicial efectiva de la demandante en amparo. Si ésta se ha 
visto privada del recurso de apelación, ello ha sido consecuencia de su voluntaria y negligente 
conducta procesal, al desaprovechar la oportunidad que le concedió el órgano judicial de 
subsanar extemporáneamente la omisión de un requisito procesal cuyo cumplimiento le era 
exigible para el acceso al recurso (...)”.
  Sentencia núm. 123-1992 de 28 septiembre 
“(...) Sin que a ella se adhiriera el personal fi jo de plantilla, constituido por directores y 
administrativos (...)”.
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“(...) esa paralización parcial o total del proceso productivo se convierte así en un instrumento 
de presión respecto de la empresa, para equilibrar en situaciones límite las fuerzas en oposición, 
cuya desigualdad real es notoria. La fi nalidad última de tal arma se pone en manos de la clase 
trabajadora, es el mejoramiento de la defensa de sus intereses (…)”.
“(...) la interpretación a contrario sensu de esta prohibición parece sugerir que, en cambio, se 
permite la sustitución interna por personal ya perteneciente a la empresa, conclusión que a su 
vez es reforzada si el problema se contempla desde la perspectiva de la libertad, uno de cuyos 
criterios rectores nos dice que lo no prohibido expresamente por la Ley ha de considerarse 
permitido. Esto es lo que en defi nitiva han dicho y hecho no solo la Administración, sino 
también, y sobre todo, el extinguido Tribunal Central de Trabajo en la Sentencia que es objeto 
de este proceso. Sin olvidar el riesgo que entraña en sí misma cualquier argumentación a 
contrario por su esencial ambigüedad, conviene traer a colación que ha sido rechazada con 
entera convicción por el Tribunal Supremo en dos Sentencias [23 y 24 de octubre de 1989 (RJ 
1989\7533yRJ 1989\7422)] a las cuales tendremos ocasión de aludir más adelante (...)”. 
“(...) la huelga, que como hecho consiste en la cesación o paro en el trabajo, es un derecho 
subjetivo del trabajador que simultáneamente se confi gura como un derecho fundamental 
constitucionalmente consagrado, en coherencia con la idea del Estado social y democrático de 
Derecho. «Entre otras signifi caciones tiene la de legitimar medios de defensa a los intereses de 
grupos y estratos de la población socialmente dependientes», como instrumento de presión 
constitucionalmente reconocido «que la experiencia secular ha mostrado ser necesario para la 
afi rmación de los intereses de los trabajadores en los confl ictos socioeconómicos, confl ictos que 
el Estado social no puede excluir, pero a los que sí puede y debe proporcionar los adecuados 
cauces institucionales» (...)”. 
“(...) ahora bien, el ejercicio de tal facultad cuando se utiliza como instrumento para privar de 
efectividad a la huelga, mediante la colocación de personal cualifi cado (en algún caso, con título 
universitario) en puestos de trabajo con una califi cación mínima, deja inermes a los trabajadores 
manuales cuya sustitución es fácil y puede privarles materialmente de un derecho fundamental, 
vaciando su contenido esencial. Aquí entra en juego el concepto de lo «social» que signifi ca una 
acción tuitiva del más débil o desvalido cuando surge un confl icto en el cual la prepotencia 
del contrario le haría siempre ser el perdedor, para conseguir así la igualdad real y efectiva de 
individuos y grupos, a la cual encamina el art. 9.º de la Constitución y, con ella, la justicia (...)”.
  Sentencia núm. 190-1992 de 16 noviembre 
“(...) con carácter general, debe reconocerse que toda grabación magnetofónica presenta una 
posibilidad cierta de manipulación, trucaje y distorsión del contexto global en el que tuvieron 
lugar las manifestaciones reproducidas, siendo perfectamente concebible que en ella se imite 
la voz de una persona al objeto de atribuirle unas declaraciones de las que no fue autor y que, 
incluso, nunca se produjeron. Mas una cosa es que, para evitar la proliferación de «pruebas» 
artifi ciosamente conseguidas, se recomiende proceder con suma cautela a la hora de admitir 
como tales las manifestaciones contenidas en uno de estos soportes, y otra bien distinta es que 
deba negárseles radicalmente toda efi cacia probatoria. Por el contrario, la misma existencia de 
intervenciones telefónicas legalmente autorizadas con fi nes de investigación judicial avala la 
consideración como medio de prueba de las conversaciones así grabadas, pues, de otro modo, 
semejante procedimiento resultaría inútil a los pretendidos efectos (...)”. 
“(...) en suma, al citado Juez le consta que las frases en cuestión han sido pronunciadas en la 
tertulia radiofónica, que el recurrente en amparo participó en la misma, y que dichas frases 
responden a su pensamiento, por haberlo así reconocido el propio recurrente, elementos todos 
estos sufi cientes en su conjunto para desvirtuar la presunción de inocencia (...)”.
“(...) por lo demás, esta doctrina ha sido recientemente avalada por el Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos (en adelante, TEDH) en la Sentencia C. de 23 de abril de 1992 (TEDH 1992\1) 
en la que, tras afi rmarse que la libertad de discusión política no tiene un carácter absoluto y que 
los límites de la crítica admisible son más amplios cuando se dirige contra el Gobierno que 
cuando recae sobre un particular, incluso si se trata de un político, explícitamente se reconoce 
que ello no impide que las autoridades estatales competentes «puedan adoptar medidas, 
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incluso penales, dirigidas a reaccionar de modo adecuado y no excesivo frente a imputaciones 
difamatorias desprovistas de fundamento o formuladas de mala fe» (fundamento jurídico 46) 
(...)”.
“(...) la innecesariedad de tan graves imputaciones a personas concretas, que por el simple 
hecho de ser políticos no dejan de ser titulares del derecho al honor, unida a la completa falta de 
fundamento de las mismas, hacen que dichas imputaciones no puedan ampararse en el derecho 
a la libertad de expresión (…) “.
  Sentencia núm. 211-1992 de 30 noviembre 
“(...) el examen de las actuaciones ha permitido comprobar que la demanda parte de una 
afi rmación fáctica contraria a la realidad: la de que no existía autorización judicial para la 
entrada en la casa de los recurrentes (…)”.
 Sentencia núm. 217-1992 de 1 diciembre 
“(...) libertad de cátedra, en cuanto libertad individual del docente, es en primer lugar y 
fundamentalmente, una proyección de la libertad ideológica y del derecho a difundir libremente 
los pensamientos, ideas y opiniones de los docentes en el ejercicio de su función. Consiste, 
por tanto, en la posibilidad de expresar las ideas o convicciones que cada profesor asume 
como propias en relación a la materia objeto de su enseñanza, presentando de este modo un 
contenido, no exclusivamente pero sí predominantemente negativo. Esta dimensión personal 
de la libertad de cátedra, confi gurada como derecho de cada docente, presupone y precisa, 
no obstante, de una organización de la docencia y de la investigación que la haga posible y la 
garantice (...)”.
 Sentencia núm. 219-1992 de 3 diciembre 
“(...) pues si se afi rma que una persona fue detenida por ser el «autor de un delito de estafa 
mediante un talón sin fondos», como aquí ocurre, tal afi rmación, en el signifi cado usual de la 
estafa, supone que esa persona actuó con engaño -la entrega de un talón sin fondos- para obtener, 
sin dinero, la partida de ganado. Y es indudable que dicha afi rmación puede hacer desmerecer 
a esa persona en un respeto y reconocimiento social y afectar a su actividad profesional si se 
trata de un comerciante (...)”.
  Sentencia núm. 222-1992 de 11 diciembre 
“(...) la primera, porque en el concepto constitucional de «familia» entra, sin duda, el supuesto 
del matrimonio sin descendencia o sin otros parientes a su cargo, de conformidad con el 
sentido de otras previsiones constitucionales (art. 18.1), con la orientación de la legislación 
postconstitucional, con la propia jurisprudencia de este Tribunal [SSTC 45/1989 (RTC 
1989\45), 192/1991 (RTC 1991\192) y 200/1991 (RTC 1991\200)] y, en defi nitiva, con la 
acepción normalizada y arraigada, en nuestra cultura, de la voz «familia», en cuyo concepto 
entra por consiguiente, también la relación matrimonial del hombre y mujer sin descendencia. 
Y tampoco, por lo demás, resulta aceptable la segunda objeción antes apuntada, pues la 
protección constitucional de la familia puede dar lugar no solo a la adopción de normas que 
tienen como objeto directo a la unidad familiar existente, sino al establecimiento, también, de 
ventajas o benefi cios de varios tipos con fundamento en una previa relación familiar disuelta o 
extinguida mortis causa. Si no es discutible que la familia es siempre un marco de solidaridades 
y de dependencias tampoco lo ha de ser la califi cación como protección familiar de la que se 
preste a quien ha convivido familiarmente y ve alterada esa realidad y sus expectativas por 
causa del fallecimiento de la persona con la que integraba una unidad familiar. La familia no 
será ya entonces el objeto, pero sí, desde luego, el fundamento de la protección dispensada por 
el poder público (...)”.
“(...) ningún problema de constitucionalidad existiría si el concepto de familia presente en el art. 
39.1 de la Constitución hubiera de entenderse referido, en términos exclusivos y excluyentes, 
a la familia fundada en el matrimonio. No es así, sin embargo. Nuestra Constitución no ha 
identifi cado la familia a la que manda proteger con la que tiene su origen en el matrimonio, 
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conclusión que se impone no solo por la regulación bien diferenciada de una institución y 
otra (arts. 32 y 39), sino también, junto a ello, por el mismo sentido amparador o tuitivo con el 
que la Norma fundamental considera siempre a la familia y, en especial, en el repetido art. 39, 
protección que responde a imperativos ligados al carácter «social» de nuestro Estado (arts. 1.1 
y 9.2) y a la atención, por consiguiente, de la realidad efectiva de los modos de convivencia que 
en la sociedad se expresen. El sentido de estas normas constitucionales no se concilia, por tanto, 
con la constricción del concepto de familia a la de origen matrimonial, por relevante que sea en 
nuestra cultura -en los valores y en la realidad de los comportamientos sociales- esa modalidad 
de vida familiar. Existen otras junto a ella, como corresponde a una sociedad plural, y ello 
impide interpretar en tales términos restrictivos una norma como la que se contiene en el art. 
39.1, cuyo alcance, por lo demás, ha de ser comprendido también a la luz de lo dispuesto en los 
aps. 2 y 3 del mismo artículo. Del propio art. 39.1 no cabe derivar, por tanto, una diferenciación 
necesaria entre familias matrimoniales y no matrimoniales, diferenciación que tampoco fue 
afi rmada por nuestra STC 184/1990 (RTC 1990\184), en la que no fue preciso pronunciarse 
acerca de si «la protección social, económica y jurídica de la familia» a la que aquel precepto 
se refi ere podría alcanzar, en principio, tanto a la familia matrimonial como a la no fundada 
en el matrimonio (fundamento jurídico 2.º). No es, con todo, impertinente la pregunta acerca 
de si tal diversifi cación resulta posible, en algún caso, en atención a la específi ca consideración 
del matrimonio en el art. 32 de la misma Norma fundamental. Sin duda que la garantía 
constitucional del matrimonio entraña, además de su existencia necesaria en el ordenamiento, 
la justifi cación de la existencia de su específi co régimen civil, esto es, del conjunto de derechos, 
obligaciones y expectativas jurídicas que nacen a raíz de haberse contraído un matrimonio. 
Cuestión ya distinta es, sin embargo, si el matrimonio, más allá de esta regulación civil que le 
es propia, puede constituirse en supuesto de hecho de otras normas jurídicas que, en sectores 
distintos del ordenamiento, atribuyan derechos o, en general, situaciones de ventaja. Planteada 
en tales términos, esta pregunta no admite respuestas radicales o genéricas, pues tan cierta 
es la relevante diferenciación de partida entre unas situaciones y otras (matrimoniales y no 
matrimoniales) como la imposibilidad de zanjar toda duda al respecto con el argumento de que 
cualquiera ha de asumir las consecuencias, favorables y desfavorables, de no haber ejercido el 
derecho a contraer matrimonio (art. 32.1) (…)”
“(...) la norma excluyente cuya constitucionalidad está aquí en cuestión muestra -tal como ya 
se ha adelantado- una fi nalidad protectora de la familia, pero la diferenciación que introduce 
entre el miembro supérstite de la pareja matrimonial y el que lo sea de una unión de hecho no 
solo carece de un fi n aceptable desde la perspectiva jurídico-constitucional que aquí importa, 
sino que entra en contradicción además con fi nes o mandatos presentes en la propia Norma 
fundamental (…)”.
“(...) Sin duda que la unión de carácter matrimonial proporciona a terceros una certeza jurídica 
nada irrelevante cuando del ejercicio de derechos frente a particulares se trata, como aquí es 
el caso, certeza mucho más débil -hasta el extremo, eventualmente, de requerir prueba- en 
el caso de la unión more uxorio, carente, por defi nición, de toda formalidad jurídica, pero 
esta consideración no da razón bastante para la diferenciación que enjuiciamos. No es solo 
que el legislador pueda, en efecto, rodear de específi cas garantías la concesión del derecho 
de subrogación arrendaticia al miembro supérstite de una unión de hecho, evitando así que 
tal facultad se invoque sin fundamento en una convivencia estable y protegiendo, con ello, el 
derecho del arrendador. Es, sobre todo, de inexcusable consideración que la mera procuración 
de una mayor certeza jurídica no puede llevar a contrariar los imperativos de la igualdad (art. 
14 CE) cuando de conseguir un objetivo constitucional se trata (art. 39.1 de la propia Norma 
constitucional) y ya se ha dicho que la familia es, para la Constitución, objeto de protección en 
sí misma y que la norma que así lo quiere no puede ser, por ello, reducida a un mero expediente 
para la indirecta protección del matrimonio. Tampoco cabe olvidar, en fi n, que la subrogación 
arrendaticia que consideramos es una de las posibles modalidades de realización del principio 
rector según el cual «todos los españoles tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna 
y adecuada » (art. 47 CE), principio que exige del legislador -y de este Tribunal, al controlar 
sus normas- una atención específi ca a los imperativos que sobre él proyecta el art. 14 de la 
Norma fundamental. La subrogación es disponible para el legislador, pero, una vez instituida, 
no puede ser conferidconferida con daño a la igualdad sin menoscabar, al propio tiempo, lo que 
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prescribe este art. 47 ”.
  Sentencia núm. 223-1992 de 14 diciembre 
“(...) en defi nitiva, el límite último de toda libertad se encuentra en el Código Penal, donde se 
marca el nivel mínimo de exigencias para la convivencia social (...)”.
“(...) en una primera aproximación no parece ocioso dejar constancia de que en nuestro 
ordenamiento no puede encontrarse una defi nición de tal concepto, que resulta así jurídicamente 
indeterminado. Hay que buscarla en el lenguaje de todos, en el cual suele el pueblo hablar a 
su vecino y el Diccionario de la Real Academia (edición 1992) nos lleva del honor a la buena 
reputación (concepto utilizado por el Tratado de Roma), la cual -como la fama y aun la 
honra- consisten en la opinión que las gentes tienen de una persona, buena o positiva si no 
van acompañadas de adjetivo alguno. Así como este anverso de la noción se da por sabido 
en las normas, éstas en cambio intentan aprehender el reverso, el deshonor, la deshonra o la 
difamación, lo infamante. El denominador común de todos los ataques o intromisiones legítimas 
en el ámbito de protección de este derecho es el desmerecimiento en la consideración ajena (art. 
7.7 LO 1/1982) como consecuencia de expresiones proferidas en descrédito o menosprecio de 
alguien o que fueren tenidas en el concepto público por afrentosas (...)”.
“(...) la divulgación de cualesquiera expresiones o hechos concernientes a una persona que 
la difamen o hagan desmerecer en la consideración ajena o que afecten negativamente a su 
reputación y buen nombre (art. 7.3 y 7 LO 1/1982) ha de ser califi cada como intromisión 
ilegítima en el ámbito de protección del derecho al honor (…)”.
“(...) en tal aspecto parece evidente que el honor del hidalgo no tenía los mismos puntos de 
referencia que interesan al hombre de nuestros días. Si otrora la honestidad y recato de las 
mujeres (según perdura todavía en una de las acepciones del Diccionario) era un componente 
importante, al igual que el valor o coraje del varón, hoy como ayer son la honradez e integridad 
el mejor ingrediente del crédito personal en todos los sectores. Desde entonces hasta ahora el 
trabajo ha ido ganando terreno, desde una concepción servil a una consideración máxima en 
el orden de los valores sociales. Cuanto queda expuesto atrás viene a cuento para poner de 
manifi esto algo por lo demás obvio y es que el trabajo, para la mujer y el hombre de nuestra 
época, representa el sector más importante y signifi cativo de su quehacer en la proyección al 
exterior, hacia los demás e incluso en su aspecto interno es el factor predominante de realización 
personal. La opinión que la gente pueda tener de cómo trabaja cada cual resulta fundamental 
para el aprecio social y tiene una infl uencia decisiva en el bienestar propio y de la familia, pues 
de él dependen no ya el empleo o el paro sino el estancamiento o el ascenso profesional, con las 
consecuencias económicas que le son inherentes. Esto nos lleva de la mano a la conclusión de 
que el prestigio en este ámbito, especialmente en su aspecto ético o deontológico, más aún que 
en la técnica, ha de reputarse incluido en el núcleo protegible y protegido constitucionalmente 
del derecho al honor (...)”.
“(...) ahora bien, cualquier crítica a la pericia profesional no puede ser considerada 
automáticamente como un atentado a la honorabilidad personal (…)”.
 Sentencia núm. 240-1992 de 21 diciembre 
“(...) el error en la identifi cación de la persona a la que se refería el hecho noticioso, con 
independencia de la importancia que sin duda tiene para quien aparece erróneamente 
implicado en la noticia, no puede considerarse, sin embargo, que afecte de modo determinante 
al contenido esencial de la información ni altere la relevancia pública y social de los hechos 
comunicados (…)”.
“(...) pese ello, fuere, como se alega en la demanda, por la similitud fonética de la denominación 
de una y otra localidad, fuere, como también se alegó en el proceso judicial, por la proximidad 
a ambas localidades del lugar en el que acontecieron los hechos, lo cierto es que en el texto del 
artículo se identifi có erróneamente la localidad a la que pertenecía el párroco y a la persona de 
éste. Pero del carácter involuntario de dicho error es prueba el hecho de que el mencionado 
periodista también se preocupó de contrastar la información con la persona aludida en la 
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misma, si bien este intento de ponerse en contacto con la persona afectada fue infructuoso al 
haberse ausentado ésta del municipio en dichas fechas, como posteriormente quedó acreditado 
en autos (...)”.
 Sentencia núm. 241-1992 de 21 diciembre 
“(...) aun cuando el art. 53.2 de la Constitución utiliza, como el art. 125, el término «ciudadanos», 
este Tribunal ha venido sosteniendo que con él se hace referencia tanto a las personas físicas 
como a las jurídicas (así, STC 53/1983). Si a ello se añade que, según se ha dicho, entre los 
derechos e intereses legítimos para los que, como derecho fundamental, se tiene el de recabar 
la tutela judicial efectiva, fi gura el de ejercitar la acción pública en su régimen legal concreto 
(STC 147/1985, fundamento jurídico 3.º), es obvio que la persona a la que se refi ere el art. 
24.1 como titular de un derecho que comprende el de recabar la tutela judicial del derecho a 
acceder a la jurisdicción a través de la acción popular es tanto la persona física o natural como la 
jurídica o colectiva y que, por ello, solo a partir de una interpretación restrictiva de la expresión 
«ciudadanos» del art. 125 de la Constitución y de las utilizadas por los arts. 19 de la LOPJ y 101 
y 270 de la LECrim puede justifi carse la decisión judicial ahora discutida (...)”. 
“(...) interpretación para la que, por lo demás, no existe otro argumento que no sea el 
meramente terminológico, insostenible desde el momento en que, con relación a otros preceptos 
constitucionales, este Tribunal viene entendiendo que el término en cuestión no se refi ere 
exclusivamente a las personas físicas. Por el contrario, el pleno reconocimiento constitucional 
del fenómeno asociativo y de la articulación de entidades colectivas dotadas de personalidad, 
exige asumir una interpretación amplia de las expresiones con las que, en cada caso, se denomine 
al titular de los derechos constitucionalmente reconocidos y legislativamente desarrollados. En 
defi nitiva, si el término «ciudadanos» del art. 53.2 de la Constitución ha de interpretarse, por las 
razones señaladas, en un sentido que permita la subsunción de las personas jurídicas, no hay 
razón alguna que justifi que una interpretación restrictiva de su sentido cuando dicho término 
se utiliza en el art. 125 o en la normativa articuladora del régimen legal vigente de la acción 
popular (...)”.
1993
  Sentencia núm. 3-1993 de 14 enero 
“(...) la norma enjuiciada contempla a la hija y a la hermana como miembros subordinados en 
la estructura familiar con respecto del padre o hermano, de tal forma que al conectarse con el 
hecho de que sobre ellas recae el trabajo del hogar familiar, se aleja de la noción equilibradora o 
correctora de la situación de desigualdad de la mujer que persigue el art. 9 CE. El precepto legal 
participa de la tendencia imperante en la época en que la Ley fue promulgada de mantener a la 
mujer apartada del taller y de la fábrica, ocupada en tareas de hogar, con la consiguiente creación 
de un mecanismo de derechos compensatorios de protección social de la mujer especialmente 
ligados al varón, a quien, en su condición de padre, hermano o hijo, se erige prácticamente en 
el único titular de derechos prestacionales (...)”.
“(...) esta situación no es, sin embargo, constitucionalmente admisible, pues, aparte de que el 
derecho al trabajo y a la promoción a través del mismo se reconocen indistintamente a hombres 
y mujeres (art. 35.1 CE), es lo cierto que el régimen público de Seguridad Social ha de atender 
en su conjunto a situaciones de necesidades (art. 41 CE), al margen de toda consideración de 
sexo (...)”.
“(...) es, en suma, una prestación que, tomada en cuenta por el criterio de diferenciación, no otro 
que el sexo, resulta perturbadora para lograr una igualdad efectiva de la mujer en relación con 
el varón, en tanto que el privilegio instituido en favor de la misma se revela como una forma 
encubierta de discriminación que se vuelve contra ella (...)”.
  Sentencia núm. 12-1993 de 18 enero 
“(...) la asistencia letrada, además de objeto de un derecho fundamental de la persona, debe 
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cumplir -en el marco de la deontología profesional- una función de fi ltro de aquellas pretensiones 
o recursos que pretendan entablarse con manifi esta falta de fundamento (...)”.
 Sentencia núm. 21-1993 de 18 enero 
“(...) el fundamento del principio de irretroactividad de la Ley penal se identifi ca con el del 
principio nulum crime, nulla poena sine previa lege, es decir, con la garantía del ciudadano de 
que no será sorprendido a posteriori con una califi cación de delito o con una pena no prevista 
o más grave que la señalada al tiempo del hecho (...)”.
 Sentencia núm. 47-1993 de 8 febrero 
“(...) a lo que cabe agregar que si bien la Constitución reconoce el derecho a contraer matrimonio, 
este derecho no entraña correlativamente, es obvio, un deber u obligación; por lo que tampoco 
está justifi cado reprochar a un miembro de una unión matrimonial que no haya contraído 
matrimonio, cualquiera que sea la causa de tal decisión, ya que el contraerlo o no contraerlo 
pertenece al ámbito de la libertad de la persona y, tanto en uno como en otro caso, esa decisión 
se vincula con sus convicciones y creencias más íntimas (...)”.
“(...) por consiguiente, a los fi nes de la protección constitucional de quienes conviven more 
uxorio es sufi ciente la existencia de una unión estable; pues al ser el elemento esencial la libre 
voluntad de sus componentes, ello hace que sean irrelevantes las circunstancias o motivaciones 
que han podido determinar tanto la constitución como el mantenimiento de esa unión no 
matrimonial (...)”.
  Sentencia núm. 94-1993 de 22 marzo 
“(...) de los derechos fundamentales que la actora invoca en apoyo de su pretensión, reviste 
una trascendencia directa sobre el contencioso planteado el que enuncia el art. 19 de la 
Constitución, relativo a las libertades de residencia y de desplazamiento. Es evidente que la 
decisión de expulsar o extrañar a una persona del territorio nacional, prohibiendo su regreso 
durante un período de tiempo, afecta directamente a la libertad de circulación que contempla 
dicho precepto constitucional, pudiendo vulnerarla o no, según el fundamento y alcance de la 
medida. No obstante, el presente recurso suscita la cuestión previa de si un extranjero puede ser 
considerado titular del derecho fundamental de circulación, y en su caso con qué alcance (...)”.
“(...) Tanto el Abogado del Estado como el Ministerio Fiscal enfatizan que el texto del art. 19 
CE solamente alude a «los españoles». Ahora bien, la inexistencia de declaración constitucional 
que proclame directamente la libertad de circulación de las personas que no ostentan la 
nacionalidad española no es argumento bastante para considerar resuelto el problema, como ya 
se indicó respecto a una cuestión similar planteada por el principio de igualdad ex art. 14 CE en 
la STC 107/1984, fundamento jurídico 3.º La dicción literal del art. 19 CE es insufi ciente porque 
ese precepto no es el único que debe ser considerado ; junto a él, es preciso tener en cuenta 
otros preceptos que determinan la posición jurídica de los extranjeros en España entre los que 
destaca el art. 13 de la Constitución. Su apartado 1 dispone que los extranjeros gozan en España 
de las libertades públicas que garantizan el Título I de la Constitución, aun cuando sea en los 
términos que establezcan los tratados y la Ley, como se dijo en las SSTC 107/1984, 99/1985 
y 115/1987. Y el apartado 2 de este art. 13 solamente reserva a los españoles la titularidad de 
los derechos reconocidos en el art. 23 CE, con el alcance que precisamos en la declaración de 
1 de julio de 1992 y que ha sido objeto de la reforma constitucional de 27 de agosto de 1992 
(RCL 1992\1913). Por consiguiente, resulta claro que los extranjeros pueden ser titulares de 
los derechos fundamentales a residir y a desplazarse libremente que recoge la Constitución en 
su art. 19. Al afi rmar lo contrario, la Sentencia de apelación aquí recurrida rompió, de manera 
abrupta e inexplicada, con una fi rme línea jurisprudencial del propio Tribunal Supremo, que se 
mantiene desde sus Sentencias de 25 de junio y 3 de julio de 1980 (RJ 1980\3344 y RJ 1980\3404) 
(…)”
“(...) la libertad de circulación a través de las fronteras del Estado, y el concomitante derecho a 
residir dentro de ellas, no son derechos imprescindibles para la garantía de la dignidad humana 
(art. 10.1 CE, y STC 107/1984, fundamento jurídico 3.º), ni por consiguiente pertenecen a todas 
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las personas en cuanto tales al margen de su condición de ciudadano. De acuerdo con la doctrina 
sentada por la citada Sentencia, es pues lícito que las leyes y los tratados modulen el ejercicio 
de esos derechos en función de la nacionalidad de las personas, introduciendo tratamientos 
desiguales entre españoles y extranjeros en lo que atañe a entrar y salir de España, y a residir 
en ella (...)”.
“(...) la libertad del legislador al confi gurar los derechos de los nacionales de los distintos 
Estados, en cuanto a su entrada y permanencia en España, es sin duda alguna amplia. Pero no 
es en modo alguno absoluta, como da por supuesto la Sentencia impugnada en este recurso de 
amparo. El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1966 (RCL 1977\893y ApNDL 
3630) que -a diferencia del Cuarto Protocolo del Convenio Europeo de Derechos Humanos 
(RCL 1979\2421y ApNDL 3627)- se encuentra ratifi cado por España, no puede ser ignorado 
a la hora de interpretar los arts. 19 y 13 de la Constitución, por imperativo de su art. 10.2. Las 
Leyes y tratados que regulan la circulación de extranjeros en España deben respetar el grado, 
limitado pero cierto, de libertad que reconocen los arts. 12 y 13 del Pacto internacional a todas 
las personas que se hallan legalmente en el territorio del Estado. Así pues, los extranjeros que 
por disposición de una Ley o de un tratado, o por autorización concedida por una autoridad 
competente, tienen derecho a residir en España, gozan de la protección que brinda el art. 19 
CE, aun cuando no sea necesariamente en idénticos términos que los españoles, sino en los que 
determinen las Leyes y tratados a los que se remite el art. 13.1 CE (...)”.
  Sentencia núm. 109-1993 de 25 marzo 
“(...) del art. 9.2 de la CE, deriva, sin duda, una habilitación a los poderes públicos para 
«promover las condiciones para que la libertad y la igualdad... sean reales y efectivas», campo 
de aplicación que, en lo reservado al legislador, le otorga una amplia libertad de confi guración 
de esas condiciones según lo exigido para lograr aquella fi nalidad. Y al llevarlo a cabo puede, 
evidentemente, partir de las diferencias existentes en la realidad para establecer algún trato 
diferencial compensatorio de situaciones desfavorables con el fi n de lograr aquella efectiva 
igualación. No puede, pues, afi rmarse genéricamente que cualquier ventaja legal otorgada a 
la mujer sea siempre discriminatoria para el varón por el mero hecho de no hacerle partícipe 
de la misma (como podría al contrario serlo para la mujer la que le impusiera una privación 
solamente por razón del sexo). Y al contrario, la justifi cación de tal diferencia podría hallarse 
en una situación de desventaja de la mujer que se trata de compensar; en este caso, porque ello 
tiene lugar frente a la relación de trabajo; y sin perjuicio de que el legislador pueda extender 
el benefi cio al varón o incluso suprimirlo sin que ello se oponga tampoco a los preceptos 
constitucionales invocados (...)”.
“(...) en el caso, estas condiciones de hecho tienen su origen en la necesidad de cuidados de 
alimentación periódica para un recién nacido y la fi nalidad igualatoria a la que atendió la 
primitiva redacción de la Ley fue sin duda la de compensar la desfavorable situación de la mujer 
respecto de la relación de trabajo. Así, pues, la disposición favorecedora de la madre sería, en su 
caso, contraria, no al art. 9.2 sino al 35.1 de la Constitución, que formula una expresa prohibición 
de la discriminación por razón de sexo en las relaciones de trabajo y las condiciones de su 
prestación [en materia retributiva lo ha declarado la STC 145/1991 (RTC 1991\145), fundamento 
jurídico 4.º]. Y sin que aquí proceda entrar en la consideración del recelo con el que son miradas 
las normas protectoras de la mujer trabajadora por las consecuencias desfavorables que pueden 
a la postre ocasionarle en cuanto signifi can a veces un «obstáculo para el acceso real de la mujer 
al empleo en igualdad de condiciones con los varones» [STC 28/1992 (RTC 1992\28)] porque 
en este caso no se trata de «una consideración no igual de la mujer como trabajadora» (ídem, 
fundamento jurídico 3.º) cuanto de una ventaja para compensar aquella situación general 
desfavorable de la mujer en la relación laboral. La maternidad, y por tanto el embarazo y el 
parto, son una realidad biológica diferencial objeto de protección, derivada directamente del 
art. 39.2 de la Constitución y por tanto las ventajas o excepciones que determine para la mujer 
no pueden considerarse discriminatorias para el hombre. No se trata sin embargo aquí de los 
permisos de embarazo y maternidad sino de una especial licencia para ausentarse del trabajo 
durante una hora fundada en atenciones de lactancia del hijo menor de nueve meses. Estas 
ausencias estarían justifi cadas tratándose de la lactancia natural, porque ésta revela también un 
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hecho diferencial biológico. Pero la cuestión se plantea porque los permisos, al no prever otra 
cosa, pueden concederse igualmente en caso de lactancia artifi cial y el órgano judicial entiende 
que el trabajador varón también podría prestar ese cuidado al recién nacido (...)”.
“(...) conviene insistir en que el precepto cuestionado es una norma de la legislación laboral y no 
se refi ere a la organización de la familia o al reparto de las responsabilidades entre el padre y la 
madre, sino a la regulación de las condiciones de trabajo. Por ello, el objeto de comparación es 
el trabajador padre en relación con la trabajadora madre a la que la Ley concede, y no a aquél, 
ese particular derecho. Aunque se tomen en cuenta las responsabilidades familiares y también 
la protección del niño, la norma tiene por concreto objeto el hacer compatible para la mujer su 
trabajo y el cuidado de su hijo recién nacido (...)”.
“(...) la justifi cación de que el permiso cuestionado se otorgase a la madre trabajadora sin 
mencionar al padre ni siquiera tiene su origen en la diferencia de sexo, pues halla un fundamento 
objetivo y razonable en la peculiar incidencia que respecto de la situación laboral de aquélla 
tiene el hecho de la maternidad y la lactancia, en cuanto se trata de compensar las desventajas 
reales que para la conservación de su empleo soporta la mujer a diferencia del hombre y que 
incluso se comprueba con datos revelados por la estadística (tal como el número de mujeres 
que se ven obligadas a dejar el trabajo por esa circunstancia a diferencia de los varones) (...)”.
 Sentencia núm. 123-1993 de 19 abril 
“(...) en el caso aquí contemplado nos encontramos ante una serie de artículos periodísticos en 
los que su autor de manera sistemática y abundante, introduce afi rmaciones, algunas hechas 
incluso en tono jocoso, que presentan a la víctima de un asesinato como una persona entregada 
a una vida deshonrosa e inmoral, tanto en el terreno profesional como en el familiar y social, 
imputándole conductas degradantes absolutamente incompatibles con el más elemental 
concepto del honor y dignidad (...)”.
  Sentencia núm. 142-1993 de 22 abril 
“(...) las retribuciones que el trabajador obtiene de su trabajo no pueden en principio desgajarse 
de la esfera de las relaciones sociales y profesionales que el trabajador desarrolla fuera de 
su ámbito personal e íntimo, para introducirse en este último, y hay que descartar que el 
conocimiento de la retribución percibida permita reconstruir la vida íntima de los trabajadores. 
Al margen de que la Ley 2/1991 se limita a imponer la obligación de incluir en la «copia básica» 
la retribución pactada en un único momento de la relación laboral -el de su inicio, pues las 
sucesivas modifi caciones solo son objeto de notifi cación (1.2 Ley 2/1991)-, lo cierto es que el 
acceso a la información relativa a la retribución no permite en modo alguno la reconstrucción de 
datos del trabajador incluidos en la esfera de su intimidad. En este sentido, no puede olvidarse 
que, por sí solo, el dato de la cuantía retributiva, aparte de indicar la potencialidad de gasto 
del trabajador, nada permite deducir respecto a las actividades que, solo o en compañía de su 
familia, pueda desarrollar en su tiempo libre. No es ocioso recordar que aún antes de la Ley 
2/1991 los salarios percibidos eran ya accesibles al conocimiento de los representantes de los 
trabajadores, en cuanto tales salarios sirven de base de cotización a la Seguridad Social, y dichos 
representantes pueden conocer y comprobar los correspondientes documentos de cotización 
[art. 87.3, Orden de 23 de octubre de 1986 (RCL 1986\3324 y RCL 1987\531), y art. 95.3, Orden 
de 8 de abril de 1992 (RCL 1992\903)] (...)”.
“(...) en primer lugar, la falta de relevancia de la voluntad individual del trabajador no es 
tan absoluta como en la demanda se sostiene. La Ley hace una expresa reserva del derecho 
a la intimidad como límite de la información a suministrar. Ello permite, en los casos en que 
pudiera estar excepcionalmente en juego el derecho a la intimidad, que el trabajador manifi este 
su oposición a que en la «copia básica» fi gurasen datos que él estimase justifi cadamente de 
carácter reservado o íntimo, correspondiendo en tal caso al órgano judicial, en caso de confl icto 
al respecto, resolver lo procedente, ponderando los derechos en presencia. En todo caso, 
la falta de relevancia de la voluntad del trabajador no implica la existencia de un sacrifi cio 
desproporcionado de su eventual derecho a la intimidad. Al respecto cabe señalar, de un lado 
que se trata de un ámbito de representación institucionalmente delimitado por la Ley. De otra 
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parte, y sobre todo, la falta de relevancia de la voluntad individual puede ser un elemento vital 
para alcanzar la fi nalidad perseguida por la Ley (...)”.
 Sentencia núm. 164-1993 de 18 mayo 
“(...) el art. 28.1 CE integra los derechos de actividad y medios de acción de los Sindicatos 
-huelga, negociación colectiva, promoción de confl ictos- que constituyen el núcleo mínimo e 
indispensable de la libertad sindical, pero junto a los anteriores, los Sindicatos pueden ostentar 
derechos o facultades adicionales atribuidos por normas o Convenios que pasen a añadirse 
a aquel núcleo esencial -participación institucional, facultad de los sindicatos para promover 
y participar en las elecciones para órganos de representación de los trabajadores-. Así pues, 
el derecho fundamental comprende no solo por su contenido esencial, sino también por esos 
derechos o facultades adicionales, de modo que los actos contrarios a estos últimos sí son 
susceptibles de infringir dicho art. 28.1 CE (...)”.
  Sentencia núm. 185-1993 de 31 mayo 
“(...) en este sentido conviene comenzar declarando cómo es, en primer lugar incontrovertible 
que el recurrente expresó de manera fehaciente su intención de abandonar las listas del PSN/
PSOE. Consta entre la documentación recibida en este Tribunal un escrito fi rmado entre otros 
por él, por el que el 5 de febrero de 1993 comunica formalmente al Ayuntamiento su baja en 
el Grupo Municipal Socialista y solicita su ingreso en el Grupo Mixto. Consta igualmente que 
el 8 de febrero la Comisión Ejecutiva Regional del PSN/PSOE se dio por enterado del pase al 
Grupo Mixto de los cinco concejales, «que desde ese momento dejan de representar al PSN a 
todos los efectos». No hay duda alguna, como acertadamente razona la Sentencia impugnada, 
que se trata de un acto libre, plenamente voluntario y formalmente realizado en ejercicio de sus 
derechos constitucionales, acto que como tal adquiere plena efi cacia desde su formalización. Se 
trata, como señala el Ministerio Fiscal en sus alegaciones, de un acto recepticio y unilateral que 
produce plena efi cacia con su presentación en la Secretaría del Ayuntamiento (art. 24.1 ROF) sin 
necesidad de su aceptación por el Pleno ya que el art. 25 ROF solo habla de «dar cuenta al Pleno» 
requisito al que no pueden anudarse efectos constitutivos. Por otra parte, y en este mismo 
sentido, este Tribunal ha tenido ya ocasión de pronunciarse sobre los efectos de la renuncia al 
cargo de concejales, declarando al respecto (Auto TC 7/1984), que no existe limitación alguna en 
cuanto a la posibilidad de renuncia en cualquier momento, sin que sea necesario para que surta 
efectos que la misma sea aceptada por los correspondientes Ayuntamientos, confi gurándose 
como una declaración de voluntad que surte efectos automáticos, igual que en los supuestos de 
fallecimiento o incapacidad (...)”. 
  Sentencia núm. 212-1993 de 28 junio 
“(...) nos ha llevado a concluir que en nuestro Derecho, sobre la base del art. 23.1 CE, no todo 
derecho de participación ha de ser siempre un derecho fundamental. Los límites objetivos 
del derecho enunciado en este precepto vienen dados por dos de los elementos del poder 
jurídico en él confi gurado. En primer lugar, por sus titulares («los ciudadanos»), de tal 
modo que la situación subjetiva así reconocida lo es uti cives y no en favor de cualesquiera 
categorías de personas (profesionalmente delimitadas, por ejemplo). En segundo lugar, 
complementariamente, por el contenido del mismo de la situación jurídica subjetiva enunciada 
que dejando de lado la participación «directa», irrelevante para el supuesto actual, se anuncia 
como derecho a participar «por medio de representantes, libremente elegidos en elecciones 
periódicas por sufragio universal» (ATC 942/1985) (...)”.
  Sentencia núm. 233-1993 de 12 julio 
“(...) no está de más subrayar que la comparecencia judicial se ajustó a los principios y respetó 
las garantías establecidas en la Convención de Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño 
que lleva fecha de 20 de noviembre de 1989 y fue ratifi cada el 30 de noviembre de 1990 [art. 
40.2 b)] (RCL 1990\2712), conocida pero no vigente todavía en aquel momento, como también 
se ajusta a las llamadas «reglas mínimas de las Naciones Unidas para la administración de la 
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justicia de menores» o «reglas de Beijing» (arts. 14 y 15) aprobadas por la Asamblea General 
el 29 de noviembre de 1985. Es claro que las normas de Derecho interno, en lo que aquí atañe, 
fueron interpretadas sobre la materia, ratifi cados por España, según manda el art. 10 de la 
Constitución. Carece pues de consistencia desde esta doble perspectiva, la queja respecto de 
una defi ciente tutela judicial, que se prestó en este caso sin tacha alguna (...)”.
“(...) la libertad como valor inspira la entera concepción constitucional desde su pórtico, donde 
se invoca como el primero y principal de los pilares del sistema (art. 1 CE). Este principio se 
despliega en un abanico de manifestaciones fenoménicas, libertades concretas confi guradas 
como derechos fundamentales, entre las cuales se encuentra la libertad personal, soporte de las 
demás (art. 17) (...)”.
“(...) en un planteamiento objetivo del problema conviene recordar, una vez más, que no existen 
derechos o libertades absolutos. Unos y otras se mueven siempre dentro de un perímetro cuyos 
límites conforman los demás derechos y el derecho de los demás, así como el interés general y, 
en suma, las normas penales. Tal es el trasfondo que está latente en la prohibición constitucional 
de cualquier privación de libertad, salvo que se haga en los casos y en la forma previstos en la 
Ley, leyes de enjuiciamiento del orden judicial penal común y del militar, ley también de su 
equivalente jurisdiccional en el caso de los delitos cometidos por menores (...)”.
 Sentencia núm. 232-1993 de 12 julio 
“(...) no cabe descartar, en efecto, que la notoriedad y relevancia públicas de la persona que 
hace la declaración convierta en hecho noticiable la declaración misma, con independencia de 
la irrelevancia objetiva de su contenido. En ese caso, la relevancia de la declaración satisface 
por sí sola las exigencias del art. 20.1 d) CE y no puede exigírsele al medio de comunicación 
que se abstenga de informar sobre lo dicho por quien convierte en noticia cuanto afi rme o 
declare. Para ello es preciso, sin embargo, que el objeto de la información facilitada por el 
medio sea precisamente el hecho de la declaración, lo que no es el caso en el supuesto ahora 
enjuiciado, pues ni el artículo se centraba en las declaraciones del señor G.A. con ocasión de 
la presentación de su libro -sino en el contenido de las mismas-, ni éste es una personalidad 
pública que convierta en relevante cuanto pueda declarar (...)”.
  Sentencia núm. 254-1993 de 20 julio 
“(...) en el presente caso estamos ante un instituto de garantía de otros derechos, 
fundamentalmente el honor y la intimidad, pero también de un instituto que es, en sí mismo, 
un derecho o libertad fundamental, el derecho a la libertad frente a las potenciales agresiones 
a la dignidad y a la libertad de la persona provenientes de un uso ilegítimo del tratamiento 
mecanizado de datos, lo que la Constitución llama «la informática» (...)”.
“(...) el uso de la informática encuentra un límite en el respeto al honor y la intimidad de las 
personas y en el pleno ejercicio de sus derechos. Ahora bien, la efectividad de ese derecho puede 
requerir inexcusablemente de alguna garantía complementaria, y es aquí donde pueden venir 
en auxilio interpretativo los tratados y convenios internacionales sobre esta materia suscritos 
por España. Pues, como señala el Ministerio Fiscal, la garantía de la intimidad adopta hoy un 
contenido positivo en forma de derecho de control sobre los datos relativos a la propia persona. 
La llamada «libertad informática» es, así, también, derecho a controlar el uso de los mismos 
datos insertos en un programa informático (habeas data) (...)”.
“(...) esta constatación elemental de que los datos personales que almacena la Administración 
son utilizados por sus autoridades y sus servicios impide aceptar la tesis de que el derecho 
fundamental a la intimidad agota su contenido en facultades puramente negativas, de exclusión. 
Las facultades precisas para conocer la existencia, los fi nes y los responsables de los fi cheros 
automatizados dependientes de una Administración pública donde obran datos personales de 
un ciudadano son absolutamente necesarias para que los intereses protegidos por el art. 18 CE, 
y que dan vida al derecho fundamental a la intimidad, resulten real y efectivamente protegidos 
(...)”.
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  Sentencia núm. 303-1993 de 25 octubre 
“(...) la anterior doctrina la ha venido a corroborar la jurisprudencia del Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos que, de conformidad con lo dispuesto en el art. 10.2 de nuestra Constitución, 
ha de servir de criterio interpretativo en la aplicación de los preceptos constitucionales 
tuteladores de los derechos fundamentales. De este modo, y a fi n de potenciar los principios 
de contradicción, oralidad e inmediación como garantías inherentes al derecho al proceso justo 
o «debido», tiene el TEDH declarado, como principio general procesal penal, que los medios 
de prueba deben obtenerse ante el acusado en audiencia pública y en el curso de un debate 
contradictorio (STEDH Barberá, Messegué y Jabardo c. España, 6 diciembre 1988, A n.º 146, 
p. 78)(TEDH 1988\1). Más concretamente y en lo que se refi ere a la posibilidad de sustitución 
del testigo directo por el indirecto, sin causa legítima que justifi que la inasistencia de aquél 
al juicio oral, el Tribunal Europeo ha declarado dicha práctica como contraria a lo dispuesto 
en el art. 6 del Convenio Europeo de Derechos Humanos, por cuanto, de un lado, priva al 
Tribunal sentenciador de su derecho a formarse un juicio sobre la veracidad o de credibilidad 
del testimonio indirecto al no poder confrontarlo con el directo y, de otro y sobre todo, vulnera 
lo dispuesto en el art. 6.1 y 3 d) del CEDH (RCL 1979\2421y ApNDL 3627) que consagra el 
derecho que al acusado asiste a interrogar a los testigos de cargo, de cuyo término resulta «la 
obligación de conceder al acusado una ocasión adecuada y sufi ciente de contestar al testimonio 
de cargo e interrogar a su autor» (STEDH, Delta c. Francia, 19 diciembre 1990, A. n.º 191, p. 36; 
Isgro c. Italia, 19 febrero 1991, A. n.º 194-A, p. 34; Asch c. Austria, 26 abril 1991, A. n.º 203, p. 
27; en particular sobre la prohibición de declaración de testigos «anónimos», vide: Windisch c. 
Austria, 27 septiembre 1990, A. n.º 166 p. 26; Kostovski c. Holanda, 20 noviembre 1989, A. n.º 
166, p. 41 y Lüdi c. Suiza, 15 junio 1992, A. n.º 238, p. 47)TEDH 1992\3 (...)”.
“(...) esta reciente doctrina del Tribunal Europeo no solo resulta de aplicación inmediata en 
nuestro ordenamiento en virtud de lo dispuesto en el art. 10.2 de la CE, sino que desde siempre 
se ha encontrado recogida en el art. 297.2.º LECrim en todo lo referente a la valoración del 
testimonio indirecto de los funcionarios de la policía judicial, cuya validez precisamente viene 
a negar. En efecto, dispone este precepto que «las demás declaraciones (de los funcionarios 
de la policía judicial) tendrán el valor de declaraciones testifi cales en cuanto se refi eran a 
hechos de conocimiento propio » [una disposición similar se encuentra también en el art. 37 
de la LO 1/1992 (RCL 1992\421) referente al procedimiento administrativo sancionador]. Por 
consiguiente, y con independencia de la aportación por la policía judicial de otras pruebas al 
juicio oral, nuestra Ley de Enjuiciamiento Criminal no permite valorar como prueba testifi cal 
la declaración de cualquier miembro de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, sino única y 
exclusivamente la de aquel funcionario de la Policía judicial que intervino personalmente en 
las diligencias del atestado, presenció la perpetración del hecho punible o efectuó la recogida 
del cuerpo del delito o la detención de su autor (...)”.
 Sentencia núm. 336-1993 de 15 noviembre 
“(...) por ello, hemos dicho que la crítica de la conducta de una persona con relevancia pública 
es separable del empleo de expresiones injuriosas que constituyen la mera exteriorización 
de sentimientos personales ajenos a la fi nalidad de contribuir a la formación de una opinión 
pública libre y responsable. Pues en el segundo caso tales expresiones se colocan «fuera del 
ámbito constitucionalmente protegido de la libertad de expresión», dado que « la Constitución 
no reconoce un pretendido derecho al insulto, que sería por lo demás incompatible con la 
dignidad de la persona que se proclama en el art 10.1 del Texto fundamental» (STC 105/1990, 
fundamento jurídico 8.º). El ejercicio de la libertad de expresión, por tanto, no puede justifi car 
sin más el empleo de expresiones insultantes que exceden del derecho a la crítica y son, pues, 
claramente atentatorias para la honorabilidad de aquel cuyo comportamiento o manifestaciones 
se critican, incluso si se trata de persona con relevancia pública. Máxime cuando tales expresiones 
injuriosas, como aquí ocurre, no se han pronunciado en el curso de una entrevista o de una 
intervención oral en un debate, sino que han sido consignadas con el sosiego y la meditación 
que es presumible en quien redacta un escrito que se destina a su publicación en un diario (...)”.
“(...) lo que lleva a estimar, en primer término, que en un supuesto como el presente el deber de 
diligencia del Director del periódico entraña la comprobación de la identidad de la persona que 
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fi gura como autor de la carta, antes de autorizar su publicación. Ello constituye, como es sabido, 
práctica habitual de los medios de comunicación, pues si esta diligencia no fuera exigible obvio 
es, de una parte, que no quedarían debidamente deslindados, respectivamente, el ejercicio 
de la libertad de expresión de una determinada persona ajena al medio, que éste posibilita al 
publicar la carta, y el derecho que asiste al diario de informar de esa opinión a sus lectores ; y 
de otro lado, ello también supondría que quedase afectado el derecho de los lectores a recibir 
una información veraz, que el art. 20.1 d) CE garantiza. A lo que cabe agregar, por último, que 
la comprobación de la identidad de la persona que es autora del escrito permite que ésta asuma 
su responsabilidad caso de que la carta sea constitutiva de delito, con independencia de la 
responsabilidad que el Director puede asumir si, conociendo la identidad del autor, decide no 
revelarla (STC 15/1993). Pues en otro caso se abriría la puerta a la creación de espacios inmunes 
a posibles vulneraciones del derecho al honor constitucionalmente garantizado (...)”.
  Sentencia núm. 340-1993 de 16 noviembre 
“(...) por tanto, pese a encontrarnos ante una misma relación jurídica regida por el Derecho 
privado -el contrato de arrendamiento- el precepto cuestionado, no obstante, atribuye 
consecuencias jurídicas distintas respecto a supuestos objetivamente iguales por el solo hecho 
que el arrendador es «la Iglesia Católica» y no una persona física o jurídico-privada (…)”.
“(...) en primer lugar, ha de tenerse en cuenta que los términos empleados por el inciso inicial 
del art. 16.3 CE no solo expresan el carácter no confesional del Estado en atención al pluralismo 
de creencias existente en la sociedad española y la garantía de la libertad religiosa de todos, 
reconocidas en los aps. 1 y 2 de este precepto constitucional. Al determinar que «ninguna 
confesión tendrá carácter estatal», cabe estimar que el constituyente ha querido expresar, 
además, que las confesiones religiosas en ningún caso pueden trascender los fi nes que les son 
propios y ser equiparadas al Estado, ocupando una igual posición jurídica ; pues como se ha 
dicho en la STC 24/1982 (RTC 1982\24), fundamento jurídico 1.º, el art. 16.3 CE «veda cualquier 
tipo de confusión entre funciones religiosas y funciones estatales». Lo que es especialmente 
relevante en relación con el art. 76.1 LAU dado que este precepto ha llevado a cabo precisamente 
-por las razones históricas antes expuestas- una equiparación de la posición jurídica de la Iglesia 
con el Estado y los otros entes de Derecho público en materia de arrendamientos urbanos (...)”.
  Sentencia núm. 341-1993 de 18 noviembre 
“(...) no es determinante, a estos efectos, la noción de «voluntariedad» que, en relación con lo 
dispuesto en el art. 20.4 de la LOPSC, ha empleado en sus alegaciones el Abogado del Estado 
para negar que estemos ante una privación de libertad. Sin duda que una comparecencia 
espontánea o a voluntad propia en dependencias policiales excluiría, de principio, todo 
asomo de privación de libertad, aunque ésta podría llegar a constatarse, claro está, desde el 
momento en que el sujeto quedara imposibilitado de abandonar aquellas dependencias. Pero 
el art. 20.2 no hace referencia a una personación de este género. La situación descrita en este 
precepto es la de un acompañamiento a los agentes, por orden de ellos (requerimiento), hasta 
«dependencias próximas» en las que el sujeto habrá de permanecer, si bien por «el tiempo 
imprescindible» para realizar las diligencias de identifi cación y debe hacerse constar que la 
desatención a aquella orden conminatoria, se imponga o no por la coacción, puede dar lugar 
a responsabilidades penales o administrativas [arts. 20.4 y 26, h) de la LOPSC]. Siendo esto 
así, la actitud del requerido que acata la orden policial, expresa, claro es, una voluntad (la de 
no resistirse o no negarse a acompañar a los agentes), pero no necesariamente una voluntad 
libre en el sentido del art.17.1 de la Constitución: volui, sed coactus volui. La libertad a la que 
se refi ere esta norma constitucional es, en efecto, la de quien orienta, en el marco de normas 
generales, la propia acción, no la de quien elige entre la obediencia y la resistencia al Derecho 
o a las órdenes dictadas en su virtud. No cabe, pues, hablar de libre voluntad para excluir 
la aplicación del art. 17.1 de la Constitución cuando una de las opciones que se le ofrecen al 
individuo sea jurídicamente necesaria y la otra entrañe, por lo mismo, una contravención, y 
bien claro está que si éste del acatamiento fuera el criterio para reconocer o no una situación 
de privación de libertad perderían toda objetividad las garantías del art. 17 y se concluiría en 
hacer de peor condición a la persona que acata la orden que a aquella otra que la desatiende 
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o resiste. Una privación de libertad no deja de serlo por el mero hecho de que el afectado la 
acepte (Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de 18 de junio de 1971, Caso de 
Wilde, Ooms y Versyp, II, 65). La medida de identifi cación en dependencias policiales prevista 
en el art. 20.2 de la LOPSC supone por las circunstancias de tiempo y lugar (desplazamiento 
del requerido hasta dependencias policiales próximas en las que habrá de permanecer por 
el tiempo imprescindible), una situación que va más allá de una mera inmovilización de la 
persona instrumental de prevención o de indagación, y por ello ha de ser considerada como 
una modalidad de privación de libertad. Con toda evidencia, estamos, pues, ante uno de «los 
casos» a que se refi ere el art. 17.1 CE, cualquiera que sea la disposición de la persona ante la 
orden recibida, constatación que, por lo demás, da sentido al carácter de Ley Orgánica de este 
art. 20.2 (Disposición fi nal tercera de la LOPSC) (…)”.
“(...) este precepto remite a la Ley, en efecto, la determinación de los «casos» en los que se podrá 
disponer una privación de libertad, pero ello en modo alguno supone que quede el legislador 
apoderado para establecer, libre de todo vínculo, cualesquiera supuestos de detención, arresto 
o medidas análogas. La Ley no podría, desde luego, confi gurar supuestos de privación 
de libertad que no correspondan a la fi nalidad de protección de derechos, bienes o valores 
constitucionalmente reconocidos o que por su grado de indeterminación crearan inseguridad o 
incertidumbre insuperable sobre su modo de aplicación efectiva y tampoco podría incurrir en 
falta de proporcionalidad. (...) No son éstos los únicos condicionamientos que pesan aquí sobre 
el legislador, pues la necesaria conexión entre los arts. 17.1 y 10.2 de la Constitución impone 
acudir a los tratados y acuerdos internacionales en la materia y, en particular, al ya citado 
Convenio de Roma, para interpretar el sentido y límites de aquel precepto constitucional. Es de 
relevante consideración a estos efectos que el art. 5.1 de aquel Convenio, luego de disponer; que 
«toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad», establece una relación de supuestos 
(taxativa, según la doctrina del Tribunal Europeo de Derechos Humanos) en los que podrá 
legítimamente preverse una privación de libertad. A la luz de estos criterios es preciso examinar 
ahora lo dispuesto en el art. 20.2 de la LOPSC (...)”.
“(...) no es así, sin embargo. Aunque el precepto se refi era, como decimos, «a los mismos fi nes 
del apartado anterior» (que son los genéricos de «protección de la seguridad»), es lo cierto que 
la privación de libertad con fi nes de identifi cación solo podrá afectar a personas no identifi cadas 
de las que razonable y fundadamente pueda presumirse que se hallan en disposición actual de 
cometer un ilícito penal (no de otro modo cabe entender la expresión legal «para impedir la 
comisión de un delito o falta») o a aquellas igualmente no identifi cables, que hayan incurrido 
ya en una «infracción» administrativa, estableciendo así la Ley un instrumento utilizable en 
los casos en que la necesidad de identifi cación surja de la exigencia de prevenir un delito o 
falta o de reconocer, para sancionarlo, a un infractor de la legalidad. El precepto no deja en lo 
incierto cuáles sean las personas a las que la medida pueda afectar y tampoco puede tacharse de 
introductor de una privación de libertad desproporcionada con arreglo tanto a las circunstancias 
que la Ley impone apreciar como a los fi nes a los que la medida queda vinculada. El art. 20.2 
no es contrario a la Constitución por haber previsto este caso de privación de libertad pues, 
como ya se dijo en la STC 178/1985 (fundamento jurídico 3.º), «el art.17.1 CE no concibe la 
libertad individual como un derecho absoluto y no desprovisto de restricciones». Y no es 
incompatible, tampoco, con lo dispuesto en el art. 5.1 del Convenio de Roma. Este precepto 
admite, en su apartado «b», que se lleguen a disponer privaciones de libertad «para asegurar el 
cumplimiento de una obligación establecida por la Ley» y si bien la exigencia de identifi carse 
ante el requerimiento de los agentes (art. 20.1 de la LOPSC) nunca podría llevar, por sí sola, 
a la aplicación de lo dispuesto en el art. 20.2 no es menos cierto que tal deber constituye una 
«obligación» legal en el sentido dicho, que permite, dadas las circunstancias previstas en este 
último precepto, asegurar la identifi cación de las personas afectadas, cuando no haya otro 
medio para ello, incluso mediante su privación de libertad (...)”.
“(...) precisión que implica un mandato del legislador de que la diligencia de identifi cación se 
realice de manera inmediata y sin dilación alguna. El entero sistema de protección judicial de 
la libertad personal -muy en particular, el instituto del habeas corpus (art. 17.4 CE) protegerá al 
afectado por estas medidas de identifi cación frente a toda posible desvirtuación de su sentido 
y también, por lo tanto, frente a una eventual prolongación abusiva de la permanencia en las 
dependencias policiales (...)”.
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“(...) Se sigue de ello, claro está, que las excepciones así dispuestas por la Constitución son 
pieza fundamental para la identifi cación del objeto del derecho (qué sea la «inviolabilidad» 
domiciliaria) y de su contenido propio (facultad de rechazo del titular frente a toda pretensión 
ilegítima de entrada) y también, en relación con ello, para controlar las regulaciones legales 
y las demás actuaciones públicas que puedan afectar a este derecho fundamental. Función 
delimitadora que, asimismo, corresponde, por tanto, al concepto de «fl agrante delito», noción 
que la Constitución ha utilizado en algún otro precepto (art. 71.2), pero que, como es patente, 
no ha defi nido de modo directo o expreso (...)”.
“(...) esta circunstancia no supone, sin embargo, que el concepto que examinamos deba 
considerarse vacío de todo contenido o, lo que es lo mismo, a merced de la libre determinación 
del poder público (del legislador o de los aplicadores del Derecho), pues, si así fuera, el derecho 
que tal concepto contribuye a delimitar no merecería el nombre de fundamental. La Constitución 
«no surge, ciertamente, en una situación de vacío jurídico, sino en una sociedad jurídicamente 
organizada» (STC 108/1986, fundamento jurídico 16) y esta advertencia es de especial valor 
cuando se trata de desarrollar o, en su caso, interpretar los conceptos jurídicos que el Texto 
fundamental ha incorporado, conceptos que pueden tener -así ocurre con el de «fl agrancia»- un 
arraigo en la cultura jurídica en la que la Constitución se inscribe y que deben ser identifi cados, 
por lo tanto, sin desatender lo que tempranamente llamó este Tribunal las «ideas generalizadas y 
convicciones generalmente admitidas entre los juristas, los Jueces y, en general, los especialistas 
en Derecho» (STC 11/1981, fundamento jurídico 8.º). Ideas y convicciones que contribuyen así, 
en cada momento, a delimitar una imagen del Derecho, o de los conceptos que lo perfi lan, que 
resulta indispensable, como dijimos en la Sentencia citada, para reconocerlo o no subsistente 
en las regulaciones de las que pueda ser objeto, esto es, para captar, en defi nitiva, lo que la 
Constitución llama su contenido esencial (art. 53.1 de la Constitución) (...)”.
 Sentencia núm. 371-1993 de 13 diciembre 
“(...) esto es, que las libertades reconocidas en el art. 20.1 a) y d) de la Constitución no solo son 
derechos fundamentales de cada ciudadano, sino que signifi can el reconocimiento y la garantía 
de una institución política fundamental, que es la opinión pública libre, indisolublemente 
ligada al pluralismo político, por lo que trasciende el signifi cado común y propio de los demás 
derechos fundamentales. En consecuencia, ha de reconocerse una posición preferente, en razón 
de su dimensión constitucional, a las libertades contenidas en el art. 20 de la Constitución cuando 
se ejerciten en conexión con asuntos que sean de interés general y contribuyan a la formación 
de una opinión pública libre y plural. Ahora bien, y según la doctrina de este Tribunal, no 
cabe considerar que esas libertades sean absolutas o ilimitadas. Por el contrario, su ejercicio 
está sujeto tanto a límites constitucionalmente expresos, como a otros que puedan fi jarse para 
preservar bienes y derechos constitucionalmente protegidos; si bien, y como precisión necesaria, 
tampoco podrá atribuirse carácter absoluto a los límites a que ha de someterse el ejercicio de esas 
libertades: Límites que se confi guran como excepcionales ante el reconocimiento constitucional 
del derecho a la libertad de expresión (...)”.
“(...) algunos de estos límites son generales y comunes a todos los ciudadanos. Pero también, 
como ha tenido ocasión de señalar este Tribunal, hay sectores o grupos de ciudadanos sometidos 
a límites específi cos, más estrictos, en razón a la función que desempeñan (...)”.
“(...) en esta misma línea, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos tiene declarado, por lo 
que se refi ere a la libertad de expresión de los miembros de las Fuerzas Armadas, que aquella 
libertad garantizada en el art. 10 del Convenio es aplicable a los militares como a todas las 
personas sometidas a la jurisdicción de los Estados contratantes; pero que el funcionamiento 
efi caz de un ejército difícilmente se concibe sin reglas jurídicas destinadas a impedir que 
sea minada la disciplina militar, en particular mediante escritos. Por ello, a juicio de dicho 
Tribunal, no se debe olvidar, en el campo de la libertad de expresión de los miembros de las 
Fuerzas Armadas, las características particulares de la condición militar y sus efectos en la 
situación de miembros individuales de las Fuerzas Armadas, así como sus específi cos deberes y 
responsabilidades (STEDH de 8 de junio de 1976 -caso Engel y otros-, Fundamentos de Derecho 
54 y 99 a 103) (...)”.
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  Sentencia núm. 385-1993 de 23 diciembre 
“(...) en ese acervo jurisprudencial se exige la califi cación expresa de tal carácter básico o, 
excepcionalmente, que la norma correspondiente posea una estructura de la que pueda inferirse 
esa condición con naturalidad. En defi nitiva, cabe añadir aquí, que resplandezca por notoriedad 
o, en otro lenguaje, que resulte evidente por sí misma. Con ello se hace siempre alusión a lo 
manifi esto o a lo obvio y, en suma, a lo que no necesita de una ulterior operación interpretativa. 
La frase de la cual nos venimos ocupando no se ajusta al modelo formal de bases desde el 
momento en que defi ere su determinación a una actividad hermenéutica, la «inferencia natural» 
desde el propio contenido de la norma, sin mayor orientación, que resulta así incompatible no 
solo con el principio de seguridad jurídica (art. 9.3 CE) en su acepción genérica sino también 
en la más específi ca de dotar de certeza y nitidez al esquema de las competencias estatales y 
autonómicas, para lograr un claro deslinde de unas y otras por medio de la reducción de la 
indeterminación formal de las normas básicas. Por ello, el inciso «conforme a su naturaleza» 
es contrario al principio más arriba enunciado y la frase en la cual está inserto a la cual su 
desaparición dejaría sin sentido, ha de erradicarse completamente del párrafo con la conjunción 
copulativa intermedia, sin función ahora, cuya fórmula fi nal de reenvío, aun cuando quizá no 
sea la mejor, no adolece de indeterminación en la califi cación de lo básico ni en consecuencia 
provoca inseguridad jurídica alguna más allá de la molestia o difi cultad material de localizar 
los textos legales dispersos o extravagantes (...)”.
  Sentencia núm. 386-1993 de 23 diciembre 
“(...) Una cosa es preciso adelantar, a la vista de las alegaciones expuestas en el recurso: en 
este proceso de constitucionalidad solo la Constitución es válida como canon de referencia. 
Para determinar la constitucionalidad de la Ley impugnada solo es preciso contrastarla con la 
Constitución, sin que las Directivas comunitarias ni, mucho menos, la vigente Ley de Colegios 
Profesionales, preconstitucional por demás, sean criterios válidos de comparación (...)”.
“(...) es, por consiguiente, de todo punto lógico que los poderes públicos, y en este caso el 
legislador, regulen los requisitos, condiciones y efectos que ha de tener una actividad de tan 
amplia y profunda infl uencia sobre el funcionamiento de la economía de mercado y de los 
derechos e intereses de muy diversas personas y grupos. Solo una regulación de este género 
puede asegurar que la información proporcionada por las auditorías responda, efectivamente, a 
la realidad, y solo ella puede, por consiguiente, asegurar que las auditorías estén en condiciones 
de cumplir las funciones que de ella se esperan (...)”.
“(...) Regular la actividad y sus efectos es, por consiguiente, cuando concurre un interés 
público como el señalado, una atribución del legislador. Pero regular una actividad no es, 
forzosamente, regular una profesión, y menos aún regular la organización corporativa de unos 
determinados profesionales. La profesión incluye, generalmente, la realización de un disperso 
haz de actividades cada una de las cuales es susceptible, en su caso, de tener una diferente 
regulación, y así ocurre con cierta frecuencia; la regulación de una de esas actividades no 
es, por consiguiente, la de la profesión en su conjunto, que puede estar sometida al régimen 
de titulación, requisitos, normas deontológicas y organización corporativa que en cada caso 
corresponda. Es perfectamente posible que por una sola profesión se realice una diversidad de 
actividades sometidas a un diferente régimen regulador, sin que por ello deban confundirse la 
regulación de la actividad con la de la profesión (...)”.
“(...) además, la alegación de la desigualdad exige, como este Tribunal ha dicho reiteradamente, 
que exista un término de comparación (...)”.
1994
  Sentencia núm. 7-1994 de 17 enero 
“(...) el núcleo de la controversia, tanto en el litigio civil como en el proceso constitucional, 
gira en derredor de la negativa del varón a someterse a la práctica de la prueba biológica de 
fi liación, que había sido decretada por los órganos judiciales. De las alegaciones de las partes, y 
903El concepto de persona en la jurispridencia del Tribunal Constitucional
de las actuaciones judiciales obrantes ante este Tribunal, se desprenden varios datos de especial 
relevancia (...)”.
“(...) a la segunda citación compareció el demandado en persona, acompañado por su Abogado, 
el 11 julio 1989. En el transcurso del acto reiteró su negativa, declarando que no había ninguna 
razón por la que tuviera que someterse a este tipo de prueba, y que en uso de sus derechos 
constitucionales se negaba a ella (...)”.
“(...) en efecto, el derecho a la integridad física no se infringe cuando se trata de realizar una 
prueba prevista por la Ley y acordada razonadamente por la Autoridad judicial en el seno de 
un proceso. Tampoco se vulnera el derecho a la intimidad cuando se imponen determinadas 
limitaciones como consecuencia de deberes y relaciones jurídicas que el ordenamiento regula, 
como es el caso de la investigación de la paternidad y de la maternidad mediante pruebas 
biológicas en un juicio sobre fi liación. Así lo ha declarado este Tribunal en los AATC 103/1990, 
fundamento jurídico 4, y 221/1990, fundamento jurídico 3, en donde hemos resaltado que en 
esta clase de juicios se produce una colisión entre los derechos fundamentales de las distintas 
partes implicadas; y que no hay duda de que, en los supuestos de fi liación, prevalece el interés 
social y de orden público que subyace en las declaraciones de paternidad, en las que están en 
juego los derechos de alimentos y sucesorios de los hijos, objeto de especial protección por el 
art. 39.2 CE, lo que trasciende a los derechos alegados por el individuo afectado, cuando está en 
juego además la certeza de un pronunciamiento judicial. Sin que los derechos constitucionales 
a la intimidad, y a la integridad física, puedan convertirse en una suerte de consagración de la 
impunidad, con desconocimiento de las cargas y deberes resultantes de una conducta que tiene 
una íntima relación con el respeto de posibles vínculos familiares (...)”. 
“(...) primero, consistir en una intromisión en el ámbito protegido del ciudadano que no es, 
por sí sola, inaceptable [STC 37/1989 (RTC 1989\37), fundamentos jurídicos 7 y 8, in fi ne ]. 
Es indudable que no puede considerarse degradante ni contraria a la dignidad de la persona, 
la verifi cación de un examen hematológico por parte de un profesional de la medicina, en 
circunstancias adecuadas. Un examen de sangre no constituye, per se, una injerencia prohibida 
[STC 103/1985 (RTC 1985\103) fundamento jurídico 3]. Y la extracción de unas gotas de sangre, 
de acuerdo con la STS 14 noviembre 1987, no constituye, según un sano criterio, violación del 
pudor o recato de una persona (ATC 221/1990, fundamento jurídico 3).B) En segundo lugar, 
debe existir una causa prevista por la Ley que justifi que la medida judicial de injerencia. En este 
caso, no solamente el art. 127 del Código Civil [redactado por la Ley 11/1981, de 13 mayo (RCL 
1981\1151y NDL 2354)] da cobertura legal explícita a las pruebas biológicas de investigación 
de la fi liación; dicho precepto no es más que la instrumentación de un terminante mandato 
constitucional. El art. 39.2 CE declara que «la ley posibilitará la investigación de la paternidad», 
e inscribe esta prescripción en la idea de «protección integral de los hijos, iguales éstos ante la 
ley con independencia de su fi liación». Lo cual conecta directamente con el art. 14, en cuanto 
prohíbe que prevalezca discriminación alguna por razón de nacimiento. Y, por añadidura, la 
Constitución establece directamente un deber: «los padres deben prestar asistencia de todo 
orden a los hijos habidos dentro o fuera del matrimonio» (art. 39.3 CE). La fi nalidad de la norma 
que permite la práctica de las pruebas biológicas no es otra que la defensa en primer lugar de 
los intereses del hijo, tanto en el orden material como en el moral, y destaca como primario 
el derecho del hijo a que se declare su fi liación biológica, como ha destacado la doctrina del 
Tribunal Supremo (...)”.
“(...) en tercer lugar, las pruebas biológicas en la medida que conllevan la práctica de una 
intervención corporal tan solo se justifi can cuando sean indispensables para alcanzar los fi nes 
constitucionalmente protegidos, de tal suerte que, cuando la evidencia sobre la paternidad 
pueda obtenerse a través de otros medios probatorios menos lesivos para la integridad física, 
no está autorizado el órgano judicial a disponer la práctica obligatoria de los análisis sanguíneos 
(...)”.
  Sentencia núm. 12-1994 de 17 enero 
“(...) en nuestro ordenamiento constitucional, la norma que determina la legitimación activa 
en los procesos seguidos ante este Tribunal es la del art. 162.1 b) de la Constitución, según la 
cual «están legitimados para interponer el recurso de amparo, toda persona natural o jurídica 
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que invoque un interés legítimo». Es decir, que nuestra Norma suprema, si bien no consagra 
supuesto alguno de acción popular, tampoco otorga legitimación activa exclusivamente al 
titular del derecho fundamental infringido, extendiéndola también a quien ostenta ese más 
general legítimo interés, siendo sufi ciente que, con respecto al derecho fundamental infringido, 
el demandante se encuentre en una determinada situación jurídico material que le autorice 
a solicitar la tutela de este Tribunal. Aunque dicha situación jurídico material no puede ser 
considerada en abstracto sino en función del derecho fundamental vulnerado, determinadas 
relaciones jurídicas pueden motivar el reconocimiento por el ordenamiento de intereses 
autónomos respecto de aquél, bien porque se aprecie un interés general o público en tales 
situaciones o porque se considere que determinados estados afectan a otras personas unidas 
por determinados vínculos. Así ocurre en el proceso de «habeas corpus» en el que, a pesar 
de hallarse comprometido un derecho tan personal como es la libertad deambulatoria o de 
movimientos, la Ley Orgánica 6/1984, de 24 mayo (RCL 1984\1372y ApNDL 3699), en su art. 
3, faculta a determinadas personas y entidades distintas a la privada de libertad a instar el 
procedimiento. Y entre estas personas se encuentran, como es el caso ahora considerado, los 
hermanos (...)”.
“(...) en consecuencia, a la demandante de amparo, hermana de la persona que fue privada 
de libertad, ha de reconocérsele un interés legítimo para promover este recurso de amparo. 
Esta circunstancia, unida al hecho de haber sido parte en el proceso judicial previo [art. 46.1 b] 
LOTC), la legitima como demandante en este proceso constitucional(...)”. 
“(...) la solicitud podrá formularse por escrito o verbalmente, mediante comparecencia apud 
acta, pero, en cualquier caso, los arts. 3 y 5 de dicha Ley exigen que la solicitud sea personal por 
el extranjero que pretenda el asilo (arts. 4 y 3, respectivos). Pues bien a la vista de las actuaciones 
incorporadas, es manifi esto, como indica el Abogado del Estado, que dicha petición no se hizo 
personalmente de manera inmediata. Además, en la declaración prestada por la recurrente en 
la Comisaría de Policía, asistida de Letrado, ésta reconoce que su entrada en nuestro país se 
verifi có no para solicitar asilo político sino para trabajar, y que conocía la necesidad de obtener 
visado y la circunstancia de que carecía de él. En tales condiciones, la llamada telefónica realizada 
por la hermana de la persona privada de libertad, una vez conocida la detención de ésta, para 
concertar una cita en la Ofi cina de Asilo y Refugio con el objeto de formalizar una solicitud al 
respecto, solo podía tener como fi nalidad obstaculizar artifi ciosamente el procedimiento de 
expulsión. Intento éste comprensible a la vista de los vínculos familiares que unían a ambas 
personas pero insufi ciente por sí solo para califi car a la detención de ilegal (...)”.
  Sentencia núm. 13-1994 de 17 enero 
“(...) por ello, se encuentran obligadas a prevenir la vulneración de derechos fundamentales, 
que les vinculan como bases objetivas de nuestro ordenamiento, incluso si esa vulneración se 
espera de autoridades extranjeras, atrayéndose la competencia de los Tribunales españoles por 
el dominio de que disponen sobre la situación personal del extraditado, y, por tanto, por los 
medios con que cuentan para remediar los efectos de las irregularidades denunciadas. El marco 
territorial expansivo en que se mueven los supuestos de extradición y el necesario cuidado 
que incumbe a las autoridades del país requerido para velar por el respeto de los derechos 
fundamentales del extraditado, ya ha sido puesto de relieve -bien que en un contexto diverso- 
por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (Sentencia Soering, de 7 de julio de 1989)(RCL 
1989\2) (...)”
  Sentencia núm. 16-1994 de 20 enero 
“(...) el art. 119 CE consagra, en los términos que a continuación veremos, un derecho a la 
gratuidad de la justicia. Se trata de un derecho que posee en nuestro ordenamiento una larga 
tradición histórica, que ya fue elevado al rango constitucional en la Constitución de 1931 (RCL 
1931\1645) y que adquiere unas características específi cas y un relieve especial en el Estado 
Social de Derecho proclamado en la Constitución de 1978 (...)”.
“(...) el art. 119 del texto constitucional proclama, pues, un derecho a la gratuidad de la justicia 
pero en los casos y en la forma en los que el legislador determine. Es un derecho prestacional 
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y de confi guración legal cuyo contenido y concretas condiciones de ejercicio, como sucede 
con otros de esta naturaleza, corresponde delimitarlos al legislador atendiendo a los intereses 
públicos y privados implicados y a las concretas disponibilidades presupuestarias (...)”. 
“(...) Si el salario mínimo interprofesional puede utilizarse como criterio objetivo para 
determinar el nivel mínimo vital de subsistencia, es decir, si puede considerarse razonable y 
proporcionada la presunción del legislador de que con el salario mínimo se pueden cubrir las 
necesidades vitales, igualmente razonable y proporcionada debe considerarse la presunción de 
que el doble del salario mínimo permite hacer frente a esas necesidades y a los gastos procesales 
o, si se prefi ere, permite hacer frente a estos gastos sin poner en peligro el nivel mínimo de 
subsistencia (...)”.
“(...) desde la perspectiva del contenido indisponible del art. 119 CE, como hemos repetido, 
los gastos que deben tenerse en cuenta son únicamente los necesarios para mantener el nivel 
de subsistencia personal y familiar y éstos resultan sufi cientemente garantizados con el doble 
del salario mínimo, sobre todo si se tiene en cuenta, en segundo lugar, que el legislador ha 
completado esta previsión objetiva y automática, con la contenida en el art. 15 LECiv que 
permite ponderar estas circunstancias personales y familiares y eleva los ingresos o recursos por 
debajo de los cuales se tiene derecho a la justicia gratuita hasta el cuádruplo del salario mínimo 
en atención a las circunstancias familiares del solicitante, número de hijos o parientes a su 
cargo, estado de salud, obligaciones que sobre él pesen, costo del proceso y otras circunstancias 
análogas (...)”.
“(...) Tampoco cabe declarar la inconstitucionalidad de los preceptos cuestionados desde la 
perspectiva del art. 14 CE. El hecho de no atribuir la justicia gratuita plena a quienes posean 
ingresos o recursos que superen el doble del salario mínimo, sin tener en cuenta todas 
las circunstancias personales de los litigantes y, más concretamente, sin tener en cuenta su 
capacidad económica real, supone efectivamente dar igual trato legislativo a personas que 
pueden hallarse en situaciones económicas muy dispares, negando incluso la justicia gratuita 
plena a personas que en la práctica pueden tener una capacidad económica inferior a la de 
otras a quienes se reconoce este derecho. De este hecho, sin embargo, no cabe deducir de forma 
automática la vulneración del referido precepto constitucional (...)”.
  Sentencia núm. 18-1994 de 20 enero 
“(...) admitida, pues, por imperativo constitucional (art. 106 CE) la necesidad de que los Tribunales 
controlen la actuación administrativa de naturaleza sancionadora de las Administraciones 
Públicas -en la que se integra la militar-, el mandato constitucional se refuerza y transforma 
en un derecho de los ciudadanos cuando en el ejercicio de la citada actividad sancionadora 
pueda haberse vulnerado alguno de los derechos reconocidos en el art. 14 y Sección Primera del 
Capítulo Segundo del Título I del Texto constitucional (art. 53.2 CE) (...)”.
“(...) es posible convenir con él en que a los miembros de las Fuerzas de Seguridad, entre las 
que se incluye la Guardia Civil, les son exigibles cumplimientos de las Leyes penales más 
ejemplares que a cualquier otro ciudadano y que, precisamente por eso, la Administración del 
Estado tiene un poderoso interés en la irreprochabilidad penal de los miembros de las Fuerzas 
de Seguridad(...)”
  Sentencia núm. 22-1994 de 27 enero 
“(...) el factor tomado en consideración por la resolución impugnada es, además, irrazonable. 
En efecto, una abundante jurisprudencia de este Tribunal ha descartado que sean adecuadas 
las diferencias que, como las citadas [STC 177/1993 (RTC 1993\177), por todas] se implantan 
atendiendo sola y exclusivamente al menor número de horas trabajadas, porque, tomándose 
solo en cuenta este factor diferencial, se ignora el menor poder contractual de estos trabajadores 
atípicos y el dato, contrastado en la experiencia, de que en estos colectivos se concentran altos 
porcentajes de mano de obra femenina, con lo que la irrazonabilidad del factor diferencial se 
acentúa al entrar en juego la prohibición de discriminación (sentencias del TJCC EE, asuntos 
Bilka Kaufhaus, de 13 de mayo de 1986, o Kowalska, de 27 de junio de 1990, entre otros), 
exigiéndose por tanto una más cuidadosa justifi cación de las desigualdades en este terreno, 
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mediante la puesta de manifi esto de otros factores concomitantes que las expliquen, al margen 
del solo tiempo de trabajo inferior (...)”.
  Sentencia núm. 26-1994 de 27 enero 
“(...) pero esta supuesta violación, que convertiría al amparo mixto, no puede ser objeto 
de nuestro examen, ya que no fue invocada ante el Tribunal Supremo, por lo que, por vez 
primera, se plantea per saltum ante este Tribunal, con manifi esta infracción del principio de 
subsidiariedad (art. 53.2 CE.) (...)”
“(...) en este caso la remisión expresa se ha hecho a una norma reglamentaria posterior al hecho, sin 
que «la costumbre del lugar» pueda servir para cumplircon las exigencias de predeterminación 
normativa de la conducta, ya que, aunque la costumbre sea fuente del Derecho privado (art. 
1.3 CC) no puede nunca integrar una norma sancionadora, pues el constituyente, al utilizar 
el término «legislación vigente» del art. 25.1, y de acuerdo con la primigenia función política 
del principio de legalidad tan solo ha legitimado a los representantes del pueblo esto es, a las 
Cortes Generales para predeterminar las conductas antijurídicas que deban hacerse acreedoras 
de cualesquiera manifestaciones del ius puniendi del Estado y ello, sin perjuicio, como se ha 
dicho, de que las cláusulas generales abiertas de determinadas normas sancionadoras (siempre 
y cuando alcancen el nivel de certeza necesario) puedan ser integradas a través de la potestad 
reglamentaria (...)”.
 Sentencia núm. 34-1994 de 31 enero 
“(...) la tutela jurisdiccional en materia penal incluye el ejercicio de la acción penal por las 
personas privadas. En nuestro Derecho, junto a la ofi cialidad de la acción encomendada al 
Ministerio Fiscal, se atribuye su ejercicio a los sujetos privados, a los perjudicados por el delito 
mediante la llamada acción particular y a todos los ciudadanos, independientemente de que 
hayan resultado o no ofendidos por el delito, a través de la denominada acción popular. 
Dependiendo de si el particular es o no ofendido por el delito, el ejercicio de la acción penal 
está sujeto a determinadas particularidades, de entre las que cabe destacar la necesidad de la 
presentación de querella, que se impone al acusador popular que ejercita la acción penal (art. 
270 LECrim) y la obligación de prestar fi anza para responder de las resultas del juicio, de la 
que, en cambio, se encuentra exonerado el ofendido por el delito (arts. 280 y 281 LECrim). Aun 
cuando en el momento actual no existe duda de que tanto la acción particular como la acción 
popular integran el contenido del derecho a la tutela judicial efectiva [SSTC 108/1983 (RTC 
1983\108), 115/1984, 147/1985 (RTC 1985\147) y 137/1987 (RTC 1987\137)], su fundamento 
constitucional es diferente. Mientras que el acusador popular tiene una legitimación derivada 
del art. 125 CE y no precisa afi rmar que es el ofendido por el delito para que se le reconozca el 
derecho a ejercitar la acción penal, la legitimación del acusador particular deriva directamente 
del art. 24.1 CE en cuanto que perjudicado por la infracción penal. La protección en amparo del 
derecho del acusador popular requiere, por ello, que la defensa del interés común sirva para 
sostener un interés legítimo y personal [STC 62/1983 (RTC 1983\62)], pero ciertamente aquí no 
se trata de determinar la legitimación para el recurso de amparo, sino tan solo establecer si ha 
resultado vulnerado el art. 24.1, al denegar a la Asociación recurrente el ejercicio penal (...)”.
“(...) las resoluciones impugnadas han denegado a la recurrente el ejercicio de la acción penal, 
realizando una interpretación restrictiva de los presupuestos procesales de legitimación, 
al considerar que no era posible ejercitar la acción popular reservada exclusivamente a los 
ciudadanos y que el ejercicio de la acción particular se encontraba excluido, por no haber 
resultado directamente perjudicada por el hecho delictivo. El argumento esgrimido por las 
diversas resoluciones de los órganos judiciales para negar a la recurrente el derecho a personarse 
en el proceso y ejercitar la acción popular gira, en efecto, en torno a la noción de ciudadano, 
comprensiva exclusivamente de las personas físicas. La jurisprudencia constitucional, sin 
embargo, ya se ha pronunciado sobre esta cuestión señalando que no hay razón que justifi que 
una interpretación restrictiva del término ciudadano previsto en el art. 125 CE y en las normas 
reguladoras de la acción popular [STC 241/1992 (RTC 1992\241)]. Por lo tanto, no solo las 
personas físicas, sino también las jurídicas se encuentran legitimadas para mostrarse parte en el 
proceso penal como acusadores populares (...)”.
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  Sentencia núm. 55-1994 de 24 febrero 
“(...) pues bien, invocándose el principio de igualdad como fundamento de la cuestión, conviene 
ante todo identifi car quiénes puedan ser las personas eventualmente discriminadas (...)”.
“(...) en efecto, la razón profunda se encuentra más en el propio individuo que en las circunstancias 
sociales y tiene que ver directamente con el proceso de maduración de la personalidad. Entre las 
distintas etapas que componen sucesivamente la biografía del ser humano hay una, la infancia, 
cuyo límite con la adolescencia pone nuestro ordenamiento jurídico entre los doce y los catorce 
años, aun cuando haya una cierta tendencia a la prolongación, equiparando el niño al incapaz, 
tanto en el ámbito civil como en el penal. En la inmadurez de uno y otro, en su desvalimiento, se 
encuentra pues la raíz de la prohibición de contratar seguros de vida sobre su cabeza, que hace 
surgir así su función tuitiva de este grupo de personas, acorde precisamente con la orientación 
que ofrece a los poderes públicos el art. 9.2 de la Constitución, como refl ejo inmediato del 
carácter social del Estado de Derecho, al cual apellida en el pórtico de nuestra primera Ley. Esta 
fi nalidad protectora, cuyo contenido analizaremos más adelante, no es sino la manifestación 
en el caso que nos ocupa del mandato contenido en el art. 39.4 CE, donde se proclama que los 
niños, o sea, los menores de catorce años si se ve desde la perspectiva del ordenamiento jurídico, 
gozarán de la protección prevista en los Acuerdos internacionales que velan por sus derechos. 
En tal sentido adquiere dimensión constitucional la Convención de las Naciones Unidas sobre 
los Derechos del Niño, de 20 noviembre 1989, ratifi cada por España mediante Instrumento 
de 30 noviembre 1990, cuyo art. 19 recomienda que los Estados adopten «todas las medidas 
legislativas, administrativas, sociales y educativas apropiadas para proteger al niño contra toda 
forma de perjuicio,... descuido o trato negligente...». La primera consecuencia que se desprende 
de todo ello es que, desde tal perspectiva, la edad que por su propia sustancia tiene un evidente 
talante objetivo, resulta aquí potenciada hasta convertirla en factor decisivo de un tratamiento 
distinto, desigual por supuesto, pero más benefi cioso o favorable para el menor, respondiendo 
así a un fi nalidad constitucionalmente no solo legítima sino deseable (...)”.
“(...) las refl exiones expuestas en torno a normas jurídicas, ya de por sí abstractas, lo serían 
también y podrían resultar ininteligibles si no se les dotara del contenido real que ofrece la 
experiencia acumulada. En efecto, la prohibición legal encuentra su fundamento en la esencial 
debilidad o, quizá mejor, fragilidad de la infancia, inherente a su inmadurez, que hace 
precaria su seguridad. Es evidente sin mayor razonamiento que el niño carece del sentido del 
peligro o lo tiene disminuido, resulta más vulnerable en muchos aspectos, necesita por ello 
de cuidados especiales que la sociedad y las leyes encomiendan a los mayores y su confi anza 
en éstos les convierte en presa fácil de agresiones por muy distintos motivos, incluidos el que 
podría constituir la apetencia de cobrar el seguro sobre su cabeza. Tales circunstancias hacen 
destacar su perfi l real y concreto al abstracto enunciado constitucional. Así, como hemos dicho 
en alguna otra ocasión y para distintos temas, «la limitación resulta comprensible a la luz 
de una ponderación razonable y proporcionada de los valores acogidos en la Constitución» 
(STC 113/1989). En defi nitiva, la prohibición legal enjuiciada, que puede encontrarse en otros 
ordenamientos jurídicos afi nes presenta una justifi cación tan objetiva como razonable, sin que 
esta conclusión vaya más allá de aceptar como constitucionalmente válido el criterio en el cual 
se apoya la frontera, a veces imprecisa, de la niñez y la adolescencia, situada en la pubertad, 
pero con un margen de fl exibilidad en la determinación de la edad que ha de serle permitido al 
legislador en función de las circunstancia(...)”.
 Sentencia núm. 57-1994 de 28 febrero 
“(...) Según la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos recogida en la STC 
120/1990, fundamento jurídico 9.º, para encuadrar una pena o trato en alguna de las categorías 
del art. 3 del Convenio de Roma de 1950 ha de atenderse a la intensidad de los sufrimientos 
infl igidos a una persona. Habiendo declarado este Tribunal, de conformidad con esa doctrina, 
que las tres nociones también recogidas en el art. 15 CE («torturas», «penas o tratos inhumanos», 
penas o tratos «degradantes») son, en su signifi cado jurídico «nociones graduadas de una misma 
escala» que en todos sus tramos entrañan, sean cuales fueran los fi nes, «padecimientos físicos o 
psíquicos ilícitos e infl igidos de modo vejatorio para quien los sufre, y con esa propia intención 
de vejar y doblegar la voluntad del sujeto paciente» (SSTC 120/1990, fundamento jurídico 9.º y 
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137/1990, fundamento jurídico 7.º). Y en particular, respecto al concreto ámbito penitenciario, 
se ha dicho que para apreciar la existencia de «tratos inhumanos o degradantes» es necesario 
que «éstos acarreen sufrimientos de una especial intensidad o provoquen una humillación o 
sensación de envilecimiento que alcance un nivel determinado, distinto y superior al que suele 
llevar aparejada una condena» (SSTC 65/1986, fundamento jurídico 4.º; 2/1987, fundamento 
jurídico 2.º; 89/1987, fundamento jurídico 2.º; 120/1990, fundamento jurídico 9.º; 137/1990, 
fundamento jurídico 7.º y 150/1991, fundamento jurídico 7.º). E interesa destacar, de otra 
parte, que este Tribunal ha declarado que aunque una concreta medida no pueda considerarse 
constitutiva de trato inhumano o degradante «en razón del objetivo que persigue», ello no 
impide que se le pueda considerar como tal «en razón de los medios utilizados» (SSTC 120/1990, 
fundamento jurídico 9.º y 137/1990, fundamento jurídico 7.º) (...)”. 
“(...) en efecto, aun siendo la queja del recurrente ciertamente escueta en cuanto a las circunstancias 
relativas a la práctica de la medida que se le ordenó, de ella claramente se desprende que 
el contenido de la orden recibida no entrañaba que hubiera de producirse contacto corporal 
alguno con el sujeto pasivo por parte de otra persona, sino solo que el recluso, contra su 
voluntad, se desnudara y, una vez desnudo, practicara varias fl exiones. Sin que, de otra parte, 
la queja exprese la duración o el número de las fl exiones que aquél debía llevar a cabo para 
poder inferir, por su prolongación, que éstas causaran un sufrimiento de especial intensidad. 
Ni tampoco, entre otras circunstancias relevantes, si el local donde habría de practicarse la 
medida era o no un espacio abierto del establecimiento penitenciario al que pudieran tener 
acceso terceras personas, tanto reclusos como otros funcionarios del centro distintos de quien 
impartió la orden y, consiguientemente, presenciar su práctica (...)”.
“(...) y es evidente también que dicha fi nalidad está directamente vinculada con el deber que 
incumbe a la Administración de disponer y ordenar los cacheos y registros en las personas de 
los internos, así como los demás procedimientos y medidas que para atender a la seguridad del 
centro, ha previsto la legislación penitenciaria (...)”.
“(...) mas no es menos cierto que, pese a la naturaleza de las relaciones jurídicas que se 
establecen entre la Administración Penitenciaria y los internos en uno de sus establecimientos, 
éstos conservan todos los derechos reconocidos a los ciudadanos por las normas de nuestro 
ordenamiento, con excepción, obvio es, de aquellos que son incompatibles con el objeto de 
la detención o el cumplimiento de la condena; y también que las actuaciones penitenciarias 
deberán llevarse a cabo «respetando, en todo caso, la personalidad humana de los recluidos 
y los derechos e intereses de los mismos no afectados por la condena» (art. 3 LOGP), entre los 
que la legislación en esta materia expresamente garantiza el de la intimidad personal de los 
internos (...)”.
“(...) dicha medida entraña, como reiteradamente se ha dicho, que tras haber tenido una 
comunicación íntima el recluso se desnude ante un funcionario del centro penitenciario. 
Desnudez impuesta al destinatario de la medida que ha de ponerse en relación con su intimidad 
en cuanto bien de la personalidad determinado por los valores dominantes en nuestra cultura 
sobre el recato corporal. Y en atención a estos valores es indudable que incluso encontrándose 
en una relación de sujeción especial, como aquí ocurre, una persona, contra su voluntad, no 
puede verse en la situación de exponer y exhibir su cuerpo desnudo ante otra persona, pues 
ello quebrantaría su intimidad corporal; si bien ha de recordarse que no es éste un derecho de 
carácter absoluto, sino que puede verse limitado cuando existe la necesaria justifi cación, y esta 
limitación se lleva a cabo en circunstancias adecuadas y proporcionadas con su fi nalidad. Sin 
embargo, ello no ocurre así en el presente caso, por varias razones. Cabe observar, en efecto, 
que si la medida implica la exposición o exhibición del cuerpo del recluso ante un funcionario 
del establecimiento penitenciario, de las actuaciones no se desprende que el examen visual del 
cuerpo del recluso hubiera de llevarse a cabo por personal del centro penitenciario adecuado 
para tal fi nalidad. De otra parte, a la situación de desnudez del recluso viene a agregarse 
otro elemento signifi cativo como es que, en tal situación, aquél se halle obligado a practicar 
varias fl exiones, lo que acrecienta la quiebra de la intimidad corporal que la misma situación 
de desnudez provoca, al exhibir o exponer el cuerpo en movimiento. Y ha de repararse, por 
último, que por la posición inhabitual e inferior del cuerpo, respecto a quien imparte la orden 
durante las fl exiones, ello entraña una situación susceptible de causar mayor postración o 
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sufrimiento psíquico a quien la sufre. De lo expuesto cabe concluir que, en el presente caso, la 
medida impugnada por el recurrente de amparo no es conforme con la garantía del derecho a 
la intimidad personal contenida en el art. 18.1 CE en atención a los medios utilizados para su 
práctica (...)”. 
  Sentencia núm. 58-1994 de 28 febrero 
“(...) es cierto que el Convenio Colectivo de empresa no «feminiza» terminológicamente las 
categorías, dando de cada una de ellas una defi nición neutra, pero no puede negarse que, 
tratándose de un Acuerdo de empresa, se ha realizado atendiendo a las concretas circunstancias 
concurrentes en aquélla -que los negociadores debían de conocer- y, muy especialmente, a la 
efectiva feminización de ciertas categorías. De ahí que, eventualmente, la discriminación no se 
haya producido meramente por la práctica de empresa, sino por el clausulado del Convenio 
que, con esta neutralidad terminológica, podría encubrir u ocultar la realidad de categorías 
predominantemente ocupadas por trabajadores de uno y otro sexo. Una realidad fáctica, pues, 
que no puede afi rmarse, sin más, que no ha trascendido a la norma, caracterizando el contenido 
de ésta (...)”.
“(...) por consiguiente, hemos de examinar si la distinta valoración del trabajo a desarrollar 
en las categorías predominantemente masculinas y en las categorías feminizadas, pueden 
ser explicadas por razones ajenas a la consideración del sexo de los trabajadores y basadas 
exclusivamente en el mayor valor del trabajo realizado por las categorías masculinizadas, lo 
que permitiría excluir la existencia de la discriminación retributiva alegada en la demanda. 
Para ello, debemos partir del hecho de que, como los Tribunales de instancia mantienen, no 
existe impedimento físico alguno por el que las trabajadoras no puedan desempeñar puestos 
de trabajo en las categorías que habitualmente ocupan los trabajadores, ni viceversa. No 
habiendo un requerimiento específi co de la pertenencia a un determinado sexo que justifi que 
esta asignación categorial, ha de examinarse si en la evaluación de los trabajos encomendados 
a las diversas categorías se ha producido una diferenciación con repercusión en el salario en 
perjuicio de un determinado sexo, en este caso de las mujeres pertenecientes mayoritariamente 
a la categoría salarialmente infravalorada. En esta segunda vertiente, al no tratarse de trabajos 
iguales, el juicio constitucional se hace más complejo, y ha de tener en cuenta una serie de 
criterios que han de ser utilizados conjuntamente, para lo que cabe contar, al amparo de lo 
previsto en el art. 10.2 de nuestra Norma fundamental, las reglas que al respecto ha elaborado 
el 5 en materia de discriminación salarial. Partiendo de ellas, es posible sintetizar tres grupos de 
reglas, que integran las diversas facetas de este complejo juicio de igualdad”
a) En los supuestos en que existan categorías predominantemente ocupadas por trabajadores 
de uno u otro sexo, desigualmente retribuidas, y no exista transparencia en la determinación 
de los criterios retributivos, corresponde plenamente al empleador de la carga de poner de 
manifi esto los citados criterios, para excluir cualquier sospecha de que el sexo haya podido ser 
el factor determinante de dicha diferencia (Sentencia del TJ CE caso ENDERBY, de 27 octubre 
1993) 
b) Para entender cumplida la exigencia a que se acaba de hacer referencia no basta con poner de 
manifi esto la desigualdad de las tareas realizadas. El parámetro de igualdad en este punto no 
es la identidad de tareas, sin la igualdad de valor del trabajo, único elemento que es relevante a 
estos efectos para captar la razonabilidad o no de una diferencia retributiva
c) En la valoración del trabajo, además, ha de garantizarse y exigirse, por tanto, que los propios 
criterios de evaluación del trabajo no sean, por sí mismos, discriminatorios. De este modo, 
deberá evidenciarse que se ha recurrido a criterios de evaluación neutros, que garanticen 
la igualdad de condiciones de los trabajadores de ambos sexos, salvo que en circunstancias 
excepcionales y por razón de la específi ca naturaleza del trabajo, se requieran criterios diversos 
para la referida evaluación. Todo ello porque la prohibición de discriminación por sexo en 
materia salarial también se ignora cuando se produce una hipervaloración de trabajos en los 
que solo han sido tomados en consideración a efectos salariales rasgos inherentes a uno de los 
sexos, en detrimento del otro [STC 145/1991 de 1 julio (RTC 1991\145); Directiva CE 75/117 cit. 
art. 1, párrafo 2 (LCEur 1975\39)] (...)”.
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“(...) como el propio Tribunal de procedencia ha puesto de manifi esto, las alegaciones del 
empleador se han centrado en la diversidad de tareas, destacando el «mayor esfuerzo» 
requerido para desarrollar las encomendadas a los trabajadores varones. El esfuerzo físico, 
en cuanto rasgo de la actividad humana que puede proyectarse sobre una determinada tarea, 
puede ser tomado en consideración, pero su clara falta de neutralidad, por el diverso impacto 
que produce en ambos sexos, requiere de los órganos judiciales un especial rigor al estimar las 
alegaciones y pruebas en este sentido por parte de quien pretenda defender su virtualidad para 
justifi car una diferencia retributiva. En virtud de ese rigor, solo sería posible la admisión de 
criterios de esta naturaleza si se acreditase de forma indubitada que el esfuerzo físico constituye 
un elemento determinante absoluto de la aptitud para el desarrollo de la tarea, o bien, que se 
trate de un elemento esencial en ésta, siendo preciso, aun en estos casos, que se combine con 
otros rasgos tipifi cadores neutros desde el punto de vista que interesa considerar. Fuera de los 
supuestos citados, la prohibición de discriminación excluye el recurso a criterios de evaluación 
sexualmente caracterizados, imponiéndose el uso de criterios neutros, basados en atributos 
igualmente predicables de ambos géneros, sin cuya utilización real y efectiva la evaluación de 
tareas será ilegítima por obstaculizar el logro de la igualdad de trato en materia salarial (arts. 
14 y 35.2 CE). A la vista de lo anterior se pone de manifi esto que, en el presente caso, al haberse 
alegado por el empresario y aceptado por el órgano judicial el criterio del esfuerzo físico como 
único explícito y relevante para justifi car la diferencia salarial, esta referencia -vacía, por no 
ir acompañada de la prueba cualifi cada de que se ha hablado- es irrelevante para justifi car la 
diferencia de trato, que debe ser por tanto considerada discriminatoria (...)”.
  Sentencia núm. 63-1994 de 28 febrero 
“(...) Se hace evidente que la cualidad de miembro de una orden religiosa no puede determinar 
la «deslaboralización» automática de la actividad profesional que presta, ni, por consiguiente, 
su exclusión del campo de aplicación del régimen correspondiente de la Seguridad Social. 
La irrelevancia de la condición religiosa de la persona que ejerce una actividad profesional 
ajena a su status, con respecto de la confi guración de un vínculo jurídico laboral -que es el 
presupuesto que condiciona la viabilidad y existencia de la inclusión en el Régimen General de 
la Seguridad Social-, ha sido repetidamente proclamada por la jurisprudencia ordinaria [entre 
otras, STS 12 marzo 1985 (RJ 1985\1318) y STS 16 septiembre 1985 (RJ 1985\4308)]. No debe 
haber ningún impedimento para reconocer como laboral la relación que un religioso mantiene 
con un tercero fuera de la comunidad a la que pertenece cuando tal actividad se subsume 
dentro de la participación en la actividad productiva exigida por el art. 1.1 del Estatuto de los 
Trabajadores (RCL 1980\607 y ApNDL 3006), ni, en consecuencia, para determinar su inclusión 
en el Régimen General de la Seguridad Social (...)”.
  Sentencia núm. 74-1994 de 14 marzo 
“(...) Tal norma se limita a permitir que el administrador de las comunidades de propietarios 
sea uno de ellos o una persona que no pertenezca a la comunidad, sin confi gurar ni aun 
indirectamente los requisitos para el desempeño de este puesto de trabajo cuando se hace 
profesionalmente, como es el caso de persona ajena (...)”.
  Sentencia núm. 81-1994 de 14 marzo 
“(...) la categoría más próxima, dentro de la panoplia de los vicios de la voluntad de los actos 
jurídicos, es la que viene llamándose error en su modalidad no obstativa, que se da cuando la 
voluntad interna se construye sobre una información o una creencia inexactas de los datos o de 
la realidad, en su doble aspecto del conocimiento equivocado (error strictu sensu) o de falta de 
conocimiento sufi ciente (ignorancia). Pues bien, la narración de lo sucedido pone de manifi esto 
por sí misma que las circunstancias externas que mediatizaron su voluntad, sumiéndole en «un 
entramado de perplejidades» carecen de la consistencia sufi ciente para el efecto pretendido. 
Esa desorientación acerca de la conducta a seguir en la encrucijada descrita fue obra de la 
precipitación y pudo ser evitada empleando los medios adecuados, entre ellos la comprobación 
de la noticia, el asesoramiento jurídico y la consulta al propio Grupo parlamentario sobre la 
decisión. El error no es por tanto esencial ni excusable y por ello carece de relevancia para 
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enervar la declaración de voluntad del parlamentario renunciante, cuya formación se hizo libre 
de toda coacción externa. Una decisión equivocada, si lo fue aquélla (cuestión extramuros de 
esta sentencia), no conlleva necesariamente su califi cación como «error» con el valor que le da 
el Código Civil (art. 1266) para invalidar el consentimiento, elemento propio de los negocios 
jurídicos bilaterales y no de los unilaterales, como el aquí contemplado, aun cuando el criterio 
rector sea extrapolable a esta situación (...)”.
 Sentencia núm. 117-1994 de 25 abril 
“(...) el derecho a la propia imagen, reconocido por el art. 18.1 de la Constitución al par de los 
del honor y la intimidad personal, forma parte de los derechos de la personalidad y como tal 
garantiza el ámbito de libertad de una persona respecto de sus atributos más característicos, 
propios e inmediatos como son la imagen física, la voz o el nombre, cualidades defi nitorias del 
ser propio y atribuidas como posesión inherente e irreductible a toda persona. En la medida en 
que la libertad de ésta se manifi esta en el mundo físico por medio de la actuación de su cuerpo 
y las cualidades del mismo, es evidente que con la protección de la imagen se salvaguarda 
el ámbito de la intimidad y, al tiempo, el poder de decisión sobre los fi nes a los que hayan 
de aplicarse las manifestaciones de la persona a través de su imagen, su identidad o su voz. 
El derecho a la intimidad limita la intervención de otras personas y de los poderes públicos 
en la vida privada, intervención que en el derecho que ahora nos ocupa puede manifestarse 
tanto respecto de la observación y captación de la imagen y sus manifestaciones como de la 
difusión o divulgación posterior de lo captado. Estos derechos, como expresión de la persona 
misma, disfrutan de la más alta protección en nuestra Constitución y constituyen un ámbito 
exento capaz de impedir o limitar la intervención de terceros contra la voluntad del titular. Sin 
perjuicio de las salvedades que puedan tener lugar en relación con las imágenes captadas en 
público, especialmente las de personajes públicos o de notoriedad profesional cuando aquellos 
derechos colisionen con los del art. 20.1 d) y 4 CE, puesto que el relativo a la imagen forma 
parte de aquellos, éste es irrenunciable en su núcleo esencial y por ello aunque se permita 
autorizar su captación o divulgación será siempre con carácter revocable. Cierto que, mediante 
la autorización del titular, la imagen puede convertirse en un valor autónomo de contenido 
patrimonial sometido al tráfi co negocial y ello inducir a confusión acerca de si los efectos de 
la revocación se limitan al ámbito de la contratación o derivan del derecho de la personalidad. 
Esto es lo que puede determinar situaciones como la que aquí se contempla porque los artistas 
profesionales del espectáculo (o quienes pretenden llegar a serlo), que ostentan el derecho a 
su imagen como cualquier otra persona salvo las limitaciones derivadas de la publicidad de 
sus actuaciones o su propia notoriedad, consienten con frecuencia la captación o reproducción 
de su imagen, incluso con afección a su intimidad, para que pueda ser objeto de explotación 
comercial; mas debe afi rmarse que también en tales casos el consentimiento podrá ser revocado, 
porque el derecho de la personalidad prevalece sobre otros que la cesión contractual haya 
creado. Mas, en esos supuestos de cesión voluntaria de la imagen o de ciertas imágenes, el 
régimen de los efectos de la revocación (prevista en el art. 2.3 de la LO 1/1982 como absoluta) 
deberá atender a las relaciones jurídicas y derechos creados, incluso a favor de terceros, 
condicionando o modulando algunas de las consecuencias de su ejercicio; y corresponde a los 
Tribunales ordinarios la ponderación de los derechos en confl icto en tales casos, sin perjuicio de 
la que a este Tribunal compete, únicamente desde la perspectiva constitucional (...)”.
  Sentencia núm. 146-1994 de 12 mayo 
“(...) es cierto que, a igualdad de (renta familiar), la existencia de un tipo de gravamen progresivo 
favorece a aquellas unidades familiares en que la renta es obtenida por dos o más miembros 
por comparación a las unidades familiares en que la renta es obtenida por uno solo de sus 
miembros; pero estas diferencias materiales no pueden califi carse como discriminaciones 
constitucionalmente prohibidas. A diferencia de los sistemas de tributación conjunta, el de 
tributación separada pretende lograr la igualdad en el gravamen de los individuos y prescinde, 
en principio, de su situación familiar; puesto que es s. Por ello, cuando los sujetos pasivos 
integrantes de una unidad familiar se acogen al régimen de tributación separada, la comparación 
no puede establecerse entre las unidades familiares en sí mismas consideradas sino únicamente 
entre las personas físicas integrantes de las mismas; una comparación entre unidades familiares 
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solo puede cobrar sentido en el marco de los métodos de acumulación. La regulación establecida 
en este punto por la Ley tiende, precisamente, a igualar a los sujetos pasivos integrados en una 
unidad familiar que se acogen a la tributación separada y los sujetos pasivos no integrados en 
unidades familiares. La igualdad entre unidades familiares que los recurrentes persiguen solo 
podría alcanzarse a costa de destruir la igualdad entre personas físicas integradas en unidades 
familiares y las no integradas. No es por tanto pertinente comparar unidades familiares con 
idéntico nivel de renta para concluir con la existencia de un trato discriminatorio en contra de la 
unidad familiar con un solo preceptor, puesto que, en el Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas, el principio tributario constitucional de igualdad solo es referible a los individuos y no 
a las unidades familiares; lo contrario sería tanto como convertirlo en un (impuesto de grupo), 
concepción esta que ha sido radicalmente rechazada por la STC 45/1989 (...)”.
“(...) las rentas del trabajo derivan del trabajo personal, considerado como paradigma de las 
fuentes personales de la renta, la fuente está constituida por la prestación del trabajo personal, 
incluidas los conocimientos y capacidades del sujeto que lo presta, el cual participa en el tráfi co 
jurídico y económico prestando su trabajo a cambio de una remuneración; por su propia 
naturaleza, una fuente de renta de estas características no es susceptible de ser transferida a 
otro sujeto. Por todo ello, la renta debe ser imputada a quien realiza la actividad consistente en 
la prestación del trabajo (...)”.
“(...) en este sentido, la infl uencia de la norma civil sobre la tributaria depende de la relación que 
exista entre el régimen económico-matrimonial aplicable y el sistema de tributación, conjunta o 
separada, por el que se haya optado; al ser de esencia a la tributación separada que los cónyuges 
integrantes de la unidad familiar sean tratados como si no estuvieran casados, ese sistema, 
por su propia naturaleza y sin perjuicio, claro está, de que se tomen en cuenta ciertos deberes 
familiares, guarda una mayor adecuación con el régimen de separación de bienes, resultando, 
sin embargo, de mayor complejidad su encaje con el régimen de gananciales, al cual es inherente 
la existencia de titularidades compartidas por los cónyuges (...)”.
“(...) por tanto, para la califi cación de las retribuciones satisfechas como gasto deducible 
debe atenderse únicamente a la relación que exista entre la prestación que se retribuye y 
los rendimientos obtenidos por el empresario, esto es, a la consideración de las cantidades 
satisfechas como gasto necesario; a tal efecto, son irrelevantes las restantes relaciones propias 
del Derecho de familia que puedan existir entre el empresario y su cónyuge o hijos menores 
(...)”.
 Sentencia núm. 150-1994 de 23 mayo 
“(...) entonces, como ahora, la igualdad pretendida por la parte actora es para la contratación 
laboral, es decir, para el ejercicio del derecho al trabajo. Este derecho se encuentra reconocido 
en el art. 35 CE, pero solo en favor de los españoles. Por ello, en la STC 107/1984, fundamento 
jurídico 4.º, se entendió que el derecho a trabajar era de aquellos derechos «que pertenecerán 
o no a los extranjeros según lo dispongan los Tratados y las Leyes, siendo entonces admisible 
la diferencia de trato con los españoles en cuanto a su ejercicio». Y, como en el caso entonces 
enjuiciado no existía ninguna disposición que estableciera la igualdad de trato, se denegó el 
amparo solicitado (...)”.
“(...) a diferencia de lo que había acaecido en el supuesto fallado en la STC 107/1984, en el 
presente caso sí existe una disposición administrativa que, de acuerdo con la Ley de Extranjería, 
establece una situación de igualdad en favor de la demandante de amparo. La trabajadora se 
encontraba asentada en la ciudad de Melilla antes de la entrada en vigor de la Ley Orgánica 
7/1985, y posee la documentación exigida por la Administración española para poder residir 
y trabajar en dicho territorio, en atención a su arraigo en la ciudad. En tales circunstancias, las 
Sentencias impugnadas vulneraron el derecho fundamental de la actora a la igualdad ante la 
Ley (...)”.
“(...) en la aplicación del art. 15 de la Ley Orgánica 7/1985, de 1 de julio, de Derechos y 
Libertades de los Extranjeros en España y concordantes de su reglamento de ejecución, que 
exigen a toda persona extranjera que pretenda ejercer en España una actividad laboral por 
cuenta ajena estar en posesión de los correspondientes permisos de trabajo y residencia, normas 
913El concepto de persona en la jurispridencia del Tribunal Constitucional
que por su carácter de orden público y Derecho necesario han de prevalecer sobre instrucciones 
y circulares administrativas (...)”.
 Sentencia núm. 154-1994 de 23 mayo 
“(...) la fi gura del encubrimiento requiere la concurrencia, entre otros, de dos elementos 
esenciales : en primer lugar la certeza de que se ha cometido un hecho ilícito por un tercero 
cuya identidad es conocida por el supuesto encubridor, y por otra parte que éste, de forma 
deliberada y consciente, con el ánimo de favorecer la impunidad del autor, obstruya la acción 
de la autoridad encargada de su represión (...)”.
“(...) en el presente caso, es indudable que el propietario de un vehículo en razón del conjunto 
de derechos y obligaciones dimanantes de sus facultades dominicales y esencialmente debido 
al riesgo potencial que la utilización de un automóvil entraña para la vida, salud e integridad de 
las personas, debe conocer en todo momento quién lo conduce. En caso contrario, esa falta de 
control sobre los bienes propios constituye un supuesto claro de culpa por falta de cuidado o de 
vigilancia, cuya concurrencia posibilita de modo indubitado la traslación de la responsabilidad, 
que no podrá ser califi cada en consecuencia de indebida ni de objetiva (...)”.
“(...) en ninguno de los dos casos ofreció a la Administración las precisas señas de identidad 
que permitieran la localización de estas personas (...)”. 
“(...) para rubricar esa conducta evasiva, termina afi rmando que tras hablar con ellos, ninguna 
de las personas genéricamente aludidas recuerda haber conducido el vehículo el día concreto al 
que se refi ere la denuncia (fundamento jurídico 2.º sentencia recurrida) (...)”.
  Sentencia núm. 173-1994 de 7 junio 
“(...) centrada la cuestión en la denunciada discriminación por razón de sexo contraria al 
art. 14 CE se ha de recordar que, como este Tribunal ha tenido ya ocasión de mantener, la 
discriminación por razón de sexo no comprende solo aquellos tratamientos peyorativos que 
encuentren su fundamento en la pura y simple constatación del sexo de la persona perjudicada. 
También comprende estos mismos tratamientos cuando se fundan en la concurrencia de 
condiciones o circunstancias que tengan con el sexo de la persona una relación de conexión 
directa e inequívoca. Tal sucede con el embarazo, elemento o factor diferencial que, por razones 
obvias, incide de forma exclusiva sobre las mujeres (...)”.
“(...) la conducta discriminatoria se cualifi ca por el resultado peyorativo para el sujeto que la 
sufre, que ve limitados sus derechos o sus legítimas expectativas por la concurrencia en él de un 
factor cuya virtualidad justifi cativa ha sido expresamente descartada por la Constitución, por 
su carácter atentatorio a la dignidad del ser humano (art. 10.1 CE). En este contexto, no puede 
sostenerse en modo alguno que solo cuando está en curso una relación laboral pueda generarse 
una conducta de esta naturaleza, y, mucho menos, cuando esa relación laboral podría haber 
continuado normalmente, a través de la oportuna prórroga o nueva contratación sucesiva, y 
ello no se produce a consecuencia del hecho del embarazo sobrevenido de la mujer (...)”.
“(...) de sostenerse la postura anterior, quedarían al margen de tutela algunas de las más notorias 
consecuencias de la discriminación como mal social a erradicar por mandato constitucional (las 
especiales difi cultades en el acceso al empleo de los colectivos discriminados o, en el caso de la 
mujer, la continuidad de su propia carrera profesional por la maternidad) y, además, quedarían 
virtualmente vacíos de contenido compromisos internacionales adquiridos por España en esta 
materia, de cuya virtualidad interpretativa de lo dispuesto en el art. 14 CE no cabe dudar (art. 
10.2 CE). Así sucedería con lo establecido en el Convenio núm. 111 de la OIT (RCL 1968\2101y 
NDL 7256), que prohíbe también las discriminaciones «en el empleo y la ocupación» (lo que, 
obviamente, incluye los momentos preliminares a la contratación). Y así sucedería con lo 
establecido en el Convenio sobre eliminación de todas las formas de discriminación contra 
la mujer, de 18 de diciembre de 1979 [rat. 16 de diciembre de 1983 (RCL 1984\790y ApNDL 
3635)], cuyo art. 11 extiende el compromiso de los Estados fi rmantes a establecer mecanismos 
adecuados de tutela contra la discriminación de la mujer en relación con el empleo y el ejercicio 
del «derecho al trabajo, como derecho inalienable de todo ser humano» (...)”.
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“(...) no puede mantenerse que en el presente caso no se ha producido una discriminación por 
el solo dato de que el empresario se ha limitado a ejercitar un acto de libertad al margen del 
contrato de trabajo. La conducta empresarial, fundada en motivos expresamente prohibidos 
como el sexo, no puede ser valorada como un mero acto de libertad indiferente para el 
Derecho. La trascendencia del acceso al empleo como vehículo de superación de la situación 
social peyorativa de los colectivos discriminados no puede ser negada, como lo ratifi can los 
instrumentos internacionales citados. Y por ello mismo, la mera negativa a renovar un contrato 
o a contratar por parte del empresario, es jurídicamente relevante desde el momento en que a 
la luz de los hechos declarados probados, ha sido un motivo prohibido por discriminatorio el 
que ha obstado a la reanudación de la relación laboral, porque entra de lleno en el ámbito de 
aplicación del art. 14 CE, y deben serle aparejadas las consecuencias lógicas que derivan de esta 
califi cación (...)”.
“(...) Solo así puede entenderse cumplido el mandato constitucional de que «no prevalezca» 
discriminación alguna; un mandato reforzado que impone a los poderes públicos la obligación 
específi ca de adoptar las medidas precisas para garantizar la efectividad de la igualdad rota 
(art. 53.2 CE) (...)”.
  Sentencia núm. 170-1994 de 7 junio 
“(...) Vale decir que puede darse por cierto que como consecuencia del desprendimiento de 
una losa, caída desde un edifi cio, fue herida y quedó fi nalmente mutilada una persona cuyo 
nombre no se dice, aun cuando resulte fácilmente identifi cable para el lector y por ello tal 
alusión resulta irrelevante al efecto. Fuera de esto, lo demás son apreciaciones subjetivas del 
autor, cuya condición profesional tampoco es objeto de polémica ni la circunstancia ostensible 
de que su comentario al caso se publicara en un diario. Sin embargo, resulta al menos tan 
claro como lo dicho que la víctima del accidente era alguien que estaba casualmente allí, un 
vecino cualquiera, un ciudadano común, sin relevancia pública alguna. Aquí se produce, 
pues, una inversión del planteamiento, desde el instante en que «la información no se refi ere 
a personalidades públicas sino a personas privadas que no participan voluntariamente en la 
contienda pública» (STC 165/1987), invirtiendo el orden de preferencia de los derechos en 
colisión. Tal matización adquiere especial importancia en este caso pues en el marco de una 
crítica de la desidia municipal y, por tanto, en el ejercicio de la libertad de expresión, se vierten 
epítetos despectivos a unos particulares. El tono irónico o de burla, que es admisible para la 
crítica de los personajes públicos responsables del desaguisado, a ninguno de los cuales se 
menciona ni siquiera perifrásticamente, resulta inoportuno, inadecuado y recusable cuando 
arbitraria y cruelmente tiene como objetivo a las víctimas, sin venir a cuento ni utilidad 
funcional alguna (...)”.
“(...) en el texto y el contexto aquí enjuiciados desde una perspectiva estrictamente constitucional, 
se moteja a una de las víctimas como «titi», cuyo signifi cado peyorativo, insultante en fi n, es 
de sobra conocido y se hace en tono ostensiblemente despectivo, se inventa un propósito de 
abandono por parte del novio para conseguir un efecto burlesco, con un ataque frontal a la 
intimidad, y se imagina un futuro que sirve tan solo para darse el gusto de califi car a la mujer 
«como una foca, coja, pero como una foca». El texto analizado, por otra parte, deja traslucir un 
concepto despreciativo respecto de la mujer como género de la especie humana, no solo de esa 
mujer individualizada, con una clara actitud machista. Es evidente que todo ello nada tiene que 
ver con la sedicente desidia municipal cuya crítica es la fi nalidad del comentario periodístico 
(...)”.
  Sentencia núm. 179-1994 de 16 junio 
“(...) la Constitución, sin embargo, y con independencia de lo anterior, admite expresamente 
la legitimidad de la genéricamente llamada Administración corporativa, es decir, de las 
«corporaciones no territoriales», «corporaciones sectoriales de base privada» o «entes públicos 
asociativos», entendiendo por tales, en términos generales, a diversas agrupaciones sociales, 
creadas por voluntad de la ley en función de diversos intereses sociales, fundamentalmente 
profesionales, dotadas frecuentemente de personalidad jurídico-pública, y acompañadas, 
también frecuentemente, del deber de afi liarse a las mismas. Así lo hace, ante todo, en su art. 36 
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respecto de los «Colegios Profesionales», como una de las manifestaciones más características 
de esta administración corporativa (...)”.
“(...) a partir de lo que hasta ahora venimos diciendo se genera cierto grado de tensión 
interpretativa en el interior de la Constitución, cuyos polos se sitúan en el principio general de 
libertad y en la libertad negativa de asociación (arts. 1.1 y 22 CE), por una parte, y en la previsión 
constitucional de estos grupos, auténticamente «bifrontes», tal como resulta de diversos 
preceptos constitucionales (arts. 9.2, 36 y 52 CE). Este elemento de tensión, como es evidente, no 
puede ser resuelto desde uno de sus extremos, sino, por el contrario, y como venimos haciendo 
a partir de una interpretación sistemática y global de los preceptos constitucionales implicados; 
dicho de otro modo, solo puede ser resuelto desde el principio de unidad de la Constitución 
(...)”.
  Sentencia núm. 181-1994 de 20 junio 
“(...) la raíz profunda de todo ello no es sino el principio de que nadie 1, dándole todo el valor 
que por sí misma le corresponde. La viva voz del acusado es un elemento personalísimo y 
esencial para su defensa en juicio (...)”.
 Sentencia núm. 183-1994 de 20 junio 
“(...) los acuerdos administrativos recurridos disponen, en aplicación del art. 51.5 de la LOGP, 
la intervención de las comunicaciones orales y escritas del interno y lo disponen de manera 
general, sin especifi car las personas en relación con las que se ordena la intervención”
  Sentencia núm. 215-1994 de 14 julio 
“(...) el Juzgado de Primera Instancia núm. 5 de Barcelona cuestiona la legitimidad constitucional 
del párrafo segundo, último inciso, del art. 428 del Código Penal, introducido por el art. 6 de 
la Ley Orgánica 3/1989, de 21 de junio, de actualización del citado Código. Para centrar desde 
el primer momento el verdadero alcance de la cuestión planteada, es preciso reproducir en su 
integridad el párrafo segundo del art. 428, pues el inciso cuestionado trae causa de lo que para 
las personas capaces se establece en la primera parte del párrafo segundo. En él, después de 
disponer el párrafo primero que las penas señaladas para los delitos de lesiones se impondrán 
«aun cuando mediare consentimiento del lesionado» se establece que «no obstante lo dispuesto 
en el párrafo anterior, el consentimiento libre y expresamente emitido exime de responsabilidad 
penal en los supuestos de trasplante de órganos efectuados con arreglo a lo dispuesto en la Ley, 
esterilizaciones y cirugía transexual realizada por facultativos, salvo que el consentimiento se 
haya obtenido viciadamente, o mediante precio o recompensa, o el otorgante fuera menor o 
incapaz, en cuyo caso no será válido el prestado por éstos ni por sus representantes legales». 
A continuación el precepto incluye el inciso cuestionado que dice así: «Sin embargo, no será 
punible la esterilización de persona incapaz que adolezca de grave defi ciencia psíquica cuando 
aquélla haya sido autorizada por el Juez a petición del representante legal del incapaz, oído el 
dictamen de dos especialistas, el Ministerio Fiscal y previa exploración del incapaz.»”
“(...) el auto parte de un hecho ciertamente indiscutible: que los defi cientes psíquicos tienen 
los mismos derechos que los demás ciudadanos. En apoyo de esta aseveración incuestionable 
cita los arts. 10 y 49 de la Constitución y se refi ere también a la Declaración de los Derechos 
del Retrasado Mental, aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de 
diciembre de 1971, que concluye con estas palabras: «La persona mentalmente retrasada tiene, 
por encima de todos los demás, el derecho de ser respetada» (...)”.
“(...) el núcleo de la cuestión planteada está, pues, referido a la posibilidad o imposibilidad de 
arbitrar una fórmula que, sin vulnerar el art. 15 de la Constitución, permita suplir o sustituir el 
consentimiento consciente de las personas capaces, por una autorización judicial que, a solicitud 
de los representantes legales y ante la imposibilidad de ser prestada por una persona incapaz 
que adolezca de grave defi ciencia psíquica, cumpla la misma fi nalidad despenalizadora que se 
establece en la primera parte del párrafo segundo del art. 428 del CP para las personas capaces 
(...)”.
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“(...) pero el supuesto planteado en el presente caso, no estimar punible la esterilización de 
persona incapaz que adolezca de grave defi ciencia psíquica, no plantea realmente una colisión 
entre derechos fundamentales de la persona, pues el propio precepto arranca de que el 
consentimiento de ésta libre y expresamente emitido, exime de responsabilidad penal la práctica 
de la esterilización. Admitida la autodeterminación de la persona en orden a su integridad 
física en ese supuesto y en los demás que contempla el art. 428 del CP -trasplante de órganos 
con arreglo a lo dispuesto en la Ley y cirugía transexual-, según la reforma de 1983, surge 
inmediatamente, en lo relativo a la esterilización, la conveniencia de que esa posibilidad que se 
otorga a las personas capaces, pueda extenderse, exclusivamente en benefi cio de ellos, a quienes 
en razón de grave enfermedad psíquica no están capacitadas para prestar el consentimiento 
libre que exige el precepto. En principio, si respecto de los disminuidos psíquicos existe el deber 
constitucional de ampararles especialmente para el disfrute de los derechos que el Título I de la 
Constitución otorga a todos los ciudadanos (art. 49 CE), precepto este que concuerda con el art. 
1 de la Declaración de los Derechos del Retrasado Mental, aprobada por la Asamblea General, 
de las Naciones Unidas el 20 de diciembre de 1971 («El retrasado mental debe gozar, hasta el 
máximo grado de viabilidad, de los mismos derechos que los demás seres humanos»), habrá de 
concluirse que el inciso cuestionado del art. 428 del CP no plantea realmente un problema de 
posible vulneración del art. 15 CE en lo concerniente al derecho «a la integridad física y moral» 
-aunque ciertamente afecta a ese derecho-, sino que tiene una dimensión diferente: precisar si el 
derecho a la autodeterminaciónque a las personas capaces reconoce el párrafo segundo del art. 
428 del CP, es susceptible de ser otorgado también a solicitud de sus representantes legales y en 
los términos que establece el inciso cuestionado, a las personas incapaces que, a causa de una 
grave defi ciencia psíquica, no pueden prestar un consentimiento válido (...)”.
“(...) en suma, pues, la necesaria iniciativa de los representantes legales del incapaz asegura 
que la medida no responderá a intereses o directrices exclusivos de los poderes públicos; 
la autorización del Juez garantiza que no responderá a intereses espurios de los referidos 
representantes (...)”.
“(...) la defi ciencia psíquica del incapaz cuya esterilización se interesa debe ser una defi ciencia 
«grave» y, consecuentemente, generadora de la imposibilidad de comprender los aspectos 
básicos de su sexualidad y de la medida de intervención corporal cuya autorización su 
representante legal promueve. La grave defi ciencia psíquica ha de ser verifi cada por el juzgador 
no solo a través de los dictámenes de los especialistas que exige el precepto sino también por la 
propia exploración judicial del incapaz (...)”.
“(...) es indudable que la esterilización cuya autorización contempla la norma que examinamos 
afecta, en cuanto no puede existir el ejercicio de una voluntad propia, al derecho fundamental 
a la integridad física que consagra el art. 15 de la Constitución a los defi cientes psíquicos 
concernidos por aquélla, puesto que se trata de una intervención corporal, resuelta y practicada 
sin su consentimiento, ablativa de sus potencialidades genéticas e impeditiva, por tanto, del 
ejercicio de su libertad de procreación, que se deriva del libre desarrollo de la personalidad 
proclamado en el art. 10.1 de la Constitución (...)”.
“(...) que quienes padecen una grave defi ciencia psíquica no pueden cumplir adecuadamente 
las obligaciones que a los padres impone el art. 39.3 CE y que son explicitadas en los deberes 
y facultades que el Código Civil (art. 154) señala a los que ejercen la patria potestad, es algo 
perfectamente claro. De ahí que el deber constitucional de los padres de prestar asistencia 
de todo orden a los hijos (art. 39.3 CE), el reconocimiento, entre otros, del derecho de éstos 
a la protección de la salud (art. 43.1 CE), y su derecho también a disfrutar de todos los que la 
Constitución establece en su Título I (art. 49 CE), aunque no impelen al legislador a adoptar 
una norma como la que estudiamos, la hacen plenamente legítima desde la vertient teleológica, 
toda vez que la fi nalidad de esa norma, tendente siempre en interés del incapaz a mejorar 
sus condiciones de vida y su bienestar, equiparándola en todo lo posible al de las personas 
capaces y al desarrollo de su personalidad sin otras trabas que las imprescindibles que deriven 
necesariamente de la grave defi ciencia psíquica que padece, permite afi rmar su justifi cación y 
la proporcionalidad del medio previsto para la consecución de esos fi nes (...)”.
“(...) lo primero -la justifi cación- porque la esterilización del incapaz, por supuesto sometida 
siempre a los requisitos y garantías ya examinados que para su autorización judicial impone 
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el art. 428 del CP, le permite no estar sometido a una vigilancia constante que podría resultar 
contraria a su dignidad (art. 10.1 CE) y a su integridad moral (art. 15.1 CE), haciendo posible 
el ejercicio de su sexualidad, si es que intrínsecamente lo permite su padecimiento psíquico, 
pero sin el riesgo de una posible procreación cuyas consecuencias no puede prever ni asumir 
conscientemente en razón de su enfermedad psíquica y que, por esa misma causa, no podría 
disfrutar de las satisfacciones y derechos que la paternidad y maternidad comportan, ni 
cumplir por sí mismo los deberes (art. 39.3 CE) inherentes a tales situaciones. Pero es que 
además de los fi nes expuestos que justifi can la medida de esterilización para ambos sexos y 
que, en modo alguno pueden califi carse de ilegítimos o innobles, en la mujer se acrecientan 
o se hacen más convenientes por las consecuencias fi siológicas del embarazo. La paciente de 
una grave enfermedad psíquica no alcanzará a comprender las mutaciones que experimenta su 
cuerpo, ni las molestias e incluso sufrimientos que lleva aparejada la gestación y, menos aún, 
el fi nal traumático y doloroso del parto. Por tanto, si entendemos justifi cada la esterilización 
prevista en el inciso cuestionado en ambos sexos, en la mujer defi ciente mental está aún más 
justifi cada para evitar unas consecuencias que, incomprensibles para ella, pueden dañar más 
aún su estado psíquico por las consecuencias físicas que produce el embarazo (...)”.
  Sentencia núm. 313-1994 de 24 noviembre 
“(...) el objetivo primario e inmediato de la actividad de establecimiento y control de las reglas 
técnicas de seguridad de los productos industriales, es la garantía de la seguridad pública y la 
salud de personas y animales y solo de forma mediata la regulación del comercio (...)”.
  Sentencia núm. 325-1994 de 12 diciembre 
“(...) no cabe confundir las tres acepciones de la seguridad que maneja la Constitución. La 
primera, la seguridad jurídica (art. 9.3 CE), es un principio general del ordenamiento jurídico y, 
por otra parte, un mandato dirigido a los poderes públicos pero sin confi gurar derecho alguno 
en favor de los ciudadanos [SSTC 122/1987 (RTC 1987\122) y 126/1987], como también ocurre 
con la seguridad ciudadana, cuya salvaguardia como bien jurídico de ámbito colectivo, no 
individual, es función del Estado y tiene su sede propia en el art. 104 anteriormente invocado 
[STC 196/1987 (RTC 1987\196)]. Ninguna de estas dos normas permiten el acceso a la vía del 
amparo constitucional por no formar parte del elenco de libertades y derechos fundamentales, 
subjetivos y por ello individuales, por su confi guración sustantiva y su origen histórico en los 
derechos del hombre y del ciudadano. La seguridad jurídica está relacionada inevitablemente 
con la seguridad personal, en la situación respectiva de medio a fi n. Aquélla es un instrumento 
protector de ésta y de todos los demás derechos e intereses, fundamentales o no, como una 
más, por importante que fuere, de las muchas que comprende. Sin embargo tal concepto de 
la seguridad pública está excluido del art. 17.1 de la Constitución, donde se alberga no una 
función sino el bien jurídico eminentemente individual de la seguridad personal confi gurado 
como soporte de la libertad de todos y cada uno [SSTC 2/1981 y 262/1988 (RTC 1988\262); 
ATC 1178/1988], con una tradición ya de dos siglos, recogida en las Declaraciones del Hombre 
y del Ciudadano de 1789 y 1793 como su primera expresión legislativa, que exige la interdicción 
de medidas privativas o restrictivas de la libertad sin las garantías adecuadas (...)”.
1995 
 Sentencia núm. 22-1995 de 30 enero 
“(...) en este caso, por tanto, la revista no se limitó -a diferencia del reportaje incluido en el 
núm. 375, antes examinado- a reproducir las declaraciones de una tercera persona: aquí, es 
evidente, se ofrece como propia una versión del asesinato de los Marqueses de U. y, además, se 
indica la participación en tales hechos de determinadas personas. Versión que se dice basada 
en declaraciones de determinadas fuentes, no precisadas. No se trata, pues de criticar unas 
actuaciones judiciales aportando, en apoyo de la crítica, nuevos elementos de juicio cuya 
veracidad se ha contrastado, sino de sustituir, mediante la propia versión de los hechos, los 
resultados de aquellas actuaciones, pese a que la veracidad de lo expuesto no ha sido verifi cada 
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y ello entraña una grave imputación para el honor de determinadas personas, lo que en ningún 
caso puede ampararse en la libertad de información que la Constitución garantiza (...)”.
  Sentencia núm. 47-1995 de 14 febrero 
“(...) el tipo penal por el que fueron condenados (la prevaricación dolosa) descansa, entre otros 
elementos, en una ilicitud de la resolución dictada por el funcionario que sea clara y patente, 
que revele en su autor una actitud de desprecio de la norma que atente directamente contra 
el principio de sumisión del obrar administrativo a la Ley y el Derecho, como los propios 
Tribunales puntualizan al identifi car el bien jurídico protegido. Sucede en este caso, sin embargo, 
que el proceso de «funcionarización» del personal que había tenido lugar en la Comunidad 
Autónoma de Baleares estaba revestido de una notoria complejidad, siendo preciso cohonestar 
en él situaciones muy diversas del personal afectado con el derecho de la Administración a 
autoorganizarse (...)”.
  Sentencia núm. 50-1995 de 23 febrero 
“(...) para la entrada y reconocimiento en el domicilio de las personas naturales, cuyas acepciones 
civil y fi scal coinciden sustancialmente (arts. 40 CC y 40.1 LGT) resulta imprescindible «la 
obtención del oportuno mandamiento» judicial si no mediara consentimiento del interesado. 
Lo dicho pone de manifi esto que la inviolabilidad del domicilio encuentra uno de sus límites 
en el supuesto de la función inspectora de la Hacienda Pública, con el respaldo legal sufi ciente, 
siempre que a su vez se recabe la autorización judicial (...)”. 
“(...) Según esta jurisprudencia han de limitarse, entre otros extremos que no hacen al caso, el 
período de duración y el tiempo de la entrada, así como el número de personas que puedan 
acceder al domicilio, aun cuando no se identifi quen individualmente con carácter previo. En 
ocasión reciente, el mismo Tribunal Europeo ha insistido en que la autorización a la inspección 
tributaria para entrar en un domicilio particular debe otorgarse con las garantías sufi cientes 
y el control adecuado, haciendo así posible el equilibrio de los intereses general y particular 
(Sentencia TEDH de 25 de febrero de 1993, caso Funke) (...)”.
 Sentencia núm. 79-1995 de 22 mayo 
“(...) partiendo, pues, de que la libertad que debe entrar en consideración en el caso de autos es 
la de expresión y no la de información, procede analizar si las personas aludidas en el editorial 
en cuestión lo fueron en su condición de personajes públicos relevantes en la vida social, 
económica y cultural canaria, cuyas actuaciones gozaban por ello mismo de interés público, o, 
por el contrario, lo fueron en tanto que particulares(...)”.
 Sentencia núm. 91-1995 de 19 junio 
“(...) la presente demanda de amparo ha sido interpuesta por un Ayuntamiento, es decir, un 
ente de Derecho público con personalidad jurídica. No pueden desconocerse las importantes 
difi cultades que existen para reconocer la titularidad de derechos fundamentales a tales 
entidades, pues la noción misma de derecho fundamental que está en la base del artículo 10 
CE resulta poco compatible con entes de naturaleza pública. No obstante, y como excepción a 
dicha regla, este Tribunal viene admitiendo la interposición de recursos de amparo por tales 
entidades jurídico-públicas cuando están en juego las garantías del 24.2 CE, pues la tutela 
efectiva que se encomienda a los Jueces y Tribunales comprende a todas las personas que tienen 
capacidad para ser parte en un proceso(...)”. 
 Sentencia núm. 119-1995 de 17 julio 
“(...) Se trata de una participación en la actuación administrativa -prevista ya, por cierto, en 
la legislación anterior a la Constitución-, que no es tanto una manifestación del ejercicio de 
la soberanía popular cuanto uno de los cauces de los que en un Estado social deben disponer 
los ciudadanos -bien individualmente, bien a través de asociaciones u otro tipo de entidades 
especialmente aptas para la defensa de los denominados intereses «difusos»- para que su voz 
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pueda ser oída en la adopción de las decisiones que les afectan. Dicho derecho, cuya relevancia 
no puede ser discutida, nace, sin embargo, de la Ley y tiene -con los límites a que antes 
hemos aludido- la confi guración que el legislador quiera darle; no supone, en todo caso, una 
participación política en sentido estricto, sino una participación -en modo alguno desdeñable- 
en la actuación administrativa, de carácter funcional o procedimental, que garantiza tanto la 
corrección del procedimiento cuanto los derechos e intereses legítimos de los ciudadanos (...)”. 
“(...) este hecho manifi esta, igualmente, que no estamos ante cauces articulados para conocer la 
voluntad de la generalidad de los ciudadanos -en los distintos ámbitos en que territorialmente 
se articula el Estado precisamente en lo que tiene de general, sino más bien para oír, en la mayor 
parte de los casos, la voz de intereses sectoriales de índole económica, profesional, etc. Se trata 
de manifestaciones que no son propiamente encuadrables ni en las formas de democracia 
representativa ni en las de democracia directa, incardinándose más bien en un tertium genus 
que se ha denominado democracia participativa (...)”.
“(...) Se trata de un llamamiento a las personas o colectivos interesados al objeto de que puedan 
intervenir en el procedimiento de adopción de acuerdos (...)”.
 Sentencia núm. 133-1995 de 25 septiembre 
“(...) aun cuando no sea una creación “ex nihilo”, ya que inspiraba la entera estructura de nuestra 
Ley de Enjuiciamiento Criminal desde 1882, ha recibido un vigor inusitado por obra y gracia 
de su inclusión en el haz de aspectos que hacen posible la efi cacia instrumentales de la tutela 
judicial (art. 24 CE), cuya lectura habrá de hacerse, si necesario fuere, a la luz de la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos (ApNDL 3626), del Convenio de Roma (1950) y del Pacto 
de Derechos Civiles y Políticos de Nueva York (1966 [RCL 1977\893y ApNDL 3630]), ratifi cados 
estos dos últimos por el Reino de España, así como de la jurisprudencia del Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos (art. 10.2 CE). En pocas palabras, se presume que toda persona acusada 
de una infracción sancionable es inocente mientras no se demuestre lo contrario, presunción 
que -por tanto- solo se destruye cuando un Tribunal independiente, imparcial y establecido 
por la Ley, declara su culpabilidad en un proceso celebrado con todas las garantías (art. 6. 1 y 2 
de aquel Convenio). Entre las múltiples facetas de este concepto poliédrico hay una, procesal, 
que consiste en desplazar el onus probandi, la carga de la prueba sobre los hechos constitutivos 
de la acusación penal, sin que sea exigible a la defensa una probatio diabólica de los hechos 
negativos (SSTC 138/1992 [RTC 1992\138] y 102/1994 [ RTC 1994\102]) (...)”.
  Sentencia núm. 139-1995 de 26 septiembre 
“(...) la compañía mercantil «Lopesan Asfaltos y Construcciones, SA», como persona jurídica 
privada, estaba legitimada activamente, ante la jurisdicción ordinaria, para impetrar, como 
titular y no como simple portadora de un interés legítimo, el amparo de su derecho al honor 
(...)”.
  Sentencia núm. 156-1995 de 26 octubre 
“(...) en relación precisamente con el derecho a la propiedad que reconoce el art. 33 CE, hemos 
señalado que el título del art. 149.1.1 CE no habilita para establecer una regulación uniforme 
de la propiedad privada y su función social, ni esa pretendida uniformidad puede servir de 
pretexto para anular las competencias legislativas que las Comunidades Autónomas tienen 
sobre todas aquellas materias en las que entre en juego la propiedad (STC 37/1987, fundamento 
jurídico 9.º). Al Estado le corresponde ciertamente establecer la regulación del contenido básico 
y primario del derecho de propiedad, en la medida en que afecte a las condiciones básicas de 
su ejercicio, pero el referido título competencial no habilita por sí mismo para que el Estado 
pueda regular cualquier circunstancia que, de forma más o menos directa, pueda incidir sobre 
la igualdad en el ejercicio del derecho. El propio tenor literal del precepto deja claro que la 
igualdad que se persigue no es la identidad de las situaciones jurídicas de todos los ciudadanos 
en cualquier zona del territorio nacional (lo que por otra parte sería incompatible con la 
opción por un Estado territorialmente descentralizado), sino la que queda garantizada con 
el establecimiento de unas condiciones básicas, que, por tanto, establecen un mínimo común 
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denominador y cuya regulación, ésta sí, es competencia del Estado (...)”.
 Sentencia núm. 176-1995 de 11 diciembre 
 “(...) por su contenido narrativo y su forma compleja, gráfi ca y literaria, es una obra de 
fi cción, sin la menor pretensión histórica. Por lo tanto, hay que situarlo en principio dentro de 
una lícita libertad de expresión, en cuya trama dialéctica y su urdimbre literaria se entremezclan 
ingredientes diversos, con preponderancia del crítico, refl ejado en los muy abundantes juicios 
de valor. Es evidente que al resguardo de la libertad de opinión cabe cualquiera, por equivocada 
o peligrosa que pueda parecer al lector, incluso las que ataquen al propio sistema democrático. 
La Constitución -se ha dicho- protege también a quienes la niegan. En consecuencia, no se trata 
aquí de discutir la realidad de hechos históricos, como el Holocausto. La libertad de expresión 
comprende la de errar y otra actitud al respecto entra en el terreno del dogmatismo, incurriendo 
en el defecto que se combate, con mentalidad totalitaria. La afi rmación de la verdad absoluta, 
conceptualmente distinta de la veracidad como exigencia de la información, es la tentación 
permanente de quienes ansían la censura previa, de la que más abajo habrá ocasión de hablar. 
Nuestro juicio ha de ser en todo momento ajeno al acierto o desacierto en el planteamiento 
de los temas o a la mayor o menor exactitud de las soluciones propugnadas, desprovistas de 
cualquier posibilidad de certeza absoluta o de asentimiento unánime por su propia naturaleza, 
sin formular en ningún caso un juicio de valor sobre cuestiones intrínsecamente discutibles, ni 
compartir o discrepar de opiniones en un contexto polémico. Tampoco tiene como misión velar 
por la pureza de los silogismos ni por la elegancia estilística o el buen gusto (...)”. 
“(...) los titulares de este derecho subjetivo en que se traduce al lenguaje jurídico la libertad de 
expresión en cualquiera de sus manifestaciones, derecho fundamental además con una más 
intensa protección por tal naturaleza, sus sujetos activos, somos todos los ciudadanos, sin ceder 
a la tentación de identifi car el fi n y los medios, la función y sus servidores. Ahora bien, existen 
algunos cualifi cados, como son en principio los periodistas que prestan un trabajo habitual y 
retribuido, profesional por tanto, en los medios de comunicación, como síntesis de la defi nición 
que encabeza el proyecto de Carta Europea. En tal sentido ha dicho este Tribunal que la protección 
constitucional de la libertad de expresión «alcanza un máximo nivel cuando... es ejercitada por 
los profesionales de la información a través del vehículo institucionalizado de formación de la 
opinión pública que H1382es la prensa, entendida en su más amplia acepción», (STC 165/1987 
[RTC 1987\165]), donde se incluyen sus modalidades cinematográfi ca, radiofónica o televisiva, 
cuya actividad hemos califi cado también como «función constitucional», (STC 76/1995) por 
formar parte del sistema de frenos y contrapesos en que consiste la democracia, según dijeron 
en 1812 las Cortes de Cádiz, para prevenir «la arbitrariedad de los que nos gobiernan» (...)”.
“(...) el contenido del derecho al honor es lá bil y fl uido cambiante y en defi nitiva, como hemos 
dicho en alguna otra ocasió n, «dependiente de las normas, valores e ideas sociales vigentes 
en cada momento», (STC 185/1989 [RTC 1989\185]).La titularidad de este derecho subjetivo 
se asigna, en la Ley y en la doctrina legal del Tribunal Supremo, a la persona, en vida o 
después de su muerte, por transmisión de ese patrimonio moral a sus descendientes. Desde 
una perspectiva constitucional, los individuos pueden serlo también como parte de los grupos 
humanos sin personalidad jurídica pero con una neta y consistente personalidad por cualquier 
otro rango dominante de su estructura y cohesión, como el histórico, el sociológico, el étnico 
o el religioso, a título de ejemplos. Por ello, pueden a su vez, como reverso, resultar víctimas 
de la injuria o la calumnia, como sujetos pasivos de estos delitos contra el honor y así lo dijo el 
Tribunal Supremo, en el plano de la legalidad y en su ámbito penal, cuando dictó la Sentencia 
de 20 de diciembre de 1990 (RJ 1990\9668). Aquí y ahora, es el pueblo judío en su conjunto 
no obstante su dispersión geográfi ca, identifi cable por sus características raciales, religiosas, 
históricas y sociológicas, desde la Diáspora al Holocausto, quien recibe como tal grupo humano 
las invectivas, los improperios y la descalifi cación global. Parece justo que si se le ataca a título 
colectivo, pueda defenderse en esa misma dimensión colectiva y que estén legitimados para ello, 
por sustitución, personas naturales o jurídicas de su ámbito cultural y humano. En defi nitiva, 
es la solución que, con un planteamiento inverso desde la perspectiva de la legitimación activa, 
aceptó este Tribunal Constitucional en su STC 214/1991 (...)”.
“(...) en el tebeo aquí enjuiciado desde una perspectiva estrictamente constitucional, ojeando 
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y hojeando página tras página, resulta que en él «se relatan una serie de episodios, cuyos 
escenarios son los campos de concentración nazis, o campos de exterminio, con alemanes de las 
Schutz-Staffel (SS) y judíos como protagonistas y antagonistas de conductas... inhumanas, viles 
y abyectas, con un claro predominio de aberraciones sexuales». «El transporte de prisioneros 
como si fuera ganado, la burla y el engaño del reparto de jabón antes de entrar en la cámara, 
el olor del gas y de los cadáveres, el aprovechamiento de restos humanos», con otros muchos 
episodios se narran en tono de mofa, sazonando todo con expresiones insultantes o despectivas 
(«animales», o «carroña», entre otras). Así lo dice la sentencia impugnada. Gráfi camente se 
acentúa la decrepitud física de las víctimas en contraste con el aspecto arrogante de sus verdugos. 
Y así hasta la náusea. La lectura pone de manifi esto la fi nalidad global de la obra, humillar a 
quienes fueron prisioneros en los campos de exterminio, no solo pero muy principalmente los 
judíos. Cada viñeta -palabra y dibujo- es agresiva por sí sola, con un mensaje tosco y grosero, 
burdo en defi nitiva, ajeno al buen gusto, aun cuando no nos corresponda terciar en esta cuestión, 
que se trae aquí como signo externo de ese su talante ofensivo. Ahora bien, importa y mucho, 
en este análisis de contenidos, bucear hasta el fondo para obtener el auténtico signifi cado del 
mensaje en su integridad. En tal contexto, en lo que se dice y en lo que se calla, entre líneas, late 
un concepto peyorativo de todo un pueblo, el judío, por sus rasgos étnicos y sus creencias. Una 
actitud racista contraria al conjunto de valores protegidos constitucionalmente. Ahora bien, en 
este caso convergen además dos circunstancias que le hacen cobrar trascendencia, una de ellas 
el medio utilizado, una publicación unitaria -un tebeo-, con un tratamiento predominantemente 
gráfi co servido por un texto literario, cuyos destinatarios habrán de ser en su mayoría niños 
y adolescentes. Por esta condición del público lector al cual se dirige el mensaje, hay que 
ponderar su infl uencia sobre personalidades en agraz, aun no formadas por completo en temas 
que, además, puedan depravarles, corromperles y, en defi nitiva, deformarles (Sentencia del 
TEDH de 7 de diciembre de 1976, caso Handyside). En defi nitiva, a ese mensaje racista, ya de 
por sí destructivo, le sirve de vehículo expresivo un talante libidinoso en las palabras y en los 
gestos o las actitudes de los personajes que bien pudiera ser califi cado, más de una vez, como 
pornográfi co, por encima del nivel tolerable para la sociedad española hoy en día y desprovisto 
de cualesquiera valores socialmente positivos sean estéticos, históricos, sociológicos, científi cos, 
políticos o pedagógicos, en una enumeración abierta. A lo largo de sus casi cien páginas se 
habla el lenguaje del odio, con una densa carga de hostilidad que incita a veces directa y otras 
subliminalmente a la violencia por la vía de la vejación. El efecto explosivo de tales ingredientes 
así mezclados es algo que la experiencia ante nuestros ojos permite predecir sin apenas margen 
de error por haber un encadenamiento causal entre unos y otros. Es evidente que todo ello está 
en contradicción abierta con los principios de un sistema democrático de convivencia pacífi ca y 
refl eja un claro menosprecio de los derechos fundamentales, directrices de la educación que han 
de recibir la infancia y la juventud por deseo constitucionalmente proclamado (artículo 27.2). 
Lo dicho hace que entren en juego los límites que para protegerlos marca la Constitución y, 
por lo mismo, el respeto a la moral que contiene el Convenio de Roma (artículo 10.2; Sentencia 
del TEDH de 7 de diciembre de 1976, caso Handyside y STC 62/1982 [RTC 1982\62]). En tal 
sentido incide también el Pacto de Derechos Civiles y Políticos de Nueva York (RCL 1977\893y 
ApNDL 3630), cuyo artículo 20.2 establece que se prohíba por Ley «toda apología del odio 
nacional, racial o religioso que constituya una incitación a la discriminación, la hostilidad o la 
violencia»”
“(...) el ejercicio de la libertad de expresión y del derecho a la información no tiene otros límites 
que los fi jados explícita o implícitamente en la Constitución, que son los demás derechos 
y los derechos de los demás. Por ello, se veda cualquier interferencia y como principal, en 
este ámbito, la censura previa (artículo 20.2), que históricamente aparece apenas inventada 
la imprenta, en los albores del siglo XVI y se extiende por toda Europa. En España, inicia 
esta andadura de libertad vigilada la pragmática de los Reyes Católicos de 8 de julio de 1502, 
seguida por otras muchas a lo largo de tres siglos que se recogerán a principios del XIX en 
la Novísima Recopilación. Dentro de tal contexto histórico se explica que, poco después, la 
Constitución de 1812 proclamara la libertad «de escribir, imprimir y publicar... sin necesidad 
de licencia, revisión o aprobación alguna anterior a la publicación», (artículo 371), interdicción 
que reproducen cuantas la siguieron en ese siglo y en el actual e inspira el contenido de la 
nunca derogada Ley de policía de imprenta de 26 de julio de 1883. Como censura, pues, hay que 
entender en este campo, al margen de otras acepciones de la palabra, la intervención preventiva 
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de los poderes públicos para prohibir o modular la publicación o emisión de mensajes escritos 
o audiovisuales. La presión de ciudadanos o grupos de ellos para impedir esa difusión, aunque 
consiga obtener el mismo resultado, puede llegar a ser una intromisión en un derecho ajeno, 
con relevancia penal en más de un caso y desde más de un aspecto, pero no «censura», en el 
sentido que le da la Constitución (...)”.
  Sentencia núm. 185-1995 de 14 diciembre 
“(...) como hemos declarado en múltiples resoluciones, el principio de legalidad en materia 
tributaria responde en su esencia a la vieja idea, cuyo origen se remonta a la Edad Media, 
de garantizar que las prestaciones que los particulares satisfacen a los Entes públicos sean 
previamente consentidas por sus representantes; la reserva de ley se confi gura como una 
garantía de autoimposición de la comunidad sobre sí misma y, en última instancia, como una 
garantía de la libertad patrimonial y personal del ciudadano (STC 19/1987). En el Estado social 
y democrático de derecho la reserva cumple sin duda otras funciones, pero la fi nalidad última, 
con todos los matices que hoy exige el origen democrático del poder ejecutivo, continúa siendo 
la de asegurar que cuando un ente público impone coactivamente una prestación patrimonial 
a los ciudadanos, cuente para ello con la voluntaria aceptación de sus representantes. Por ello 
mismo, cuando la obligación que lleva aparejada el pago de la prestación es asumida libre y 
voluntariamente por el ciudadano, la intervención de sus representantes resulta innecesaria, 
puesto que la garantía de la autoimposición y, en defi nitiva, de su libertad patrimonial y personal 
queda plenamente satisfecha. La imposición coactiva de la prestación patrimonial o, lo que es 
lo mismo, el establecimiento unilateral de la obligación de pago por parte del poder público 
sin el concurso de la voluntad del sujeto llamado a satisfacerla es, pues, en última instancia, el 
elemento determinante de la exigencia de reserva de ley; por ello, bien puede concluirse que 
la coactividad es la nota distintiva fundamental del concepto de prestación patrimonial(...) “.
“(...) a) Lo decisivo a la hora de dilucidar si una prestación patrimonial es coactivamente 
impuesta radica en averiguar si el supuesto de hecho que da lugar a la obligación ha sido o no 
realizado de forma libre y espontánea por el sujeto obligado y si en el origen de la constitución 
de la obligación ha concurrido también su libre voluntad al solicitar el bien de dominio público, 
el servicio o la actuación administrativa de cuya realización surge dicha obligación (...)”. 
“(...) b) Con todo, debe precisarse que la libertad o la espontaneidad exigida en la realización del 
hecho imponible y en la decisión de obligarse debe ser real y efectiva. Esto signifi ca que deberán 
considerarse coactivamente impuestas no solo aquellas prestaciones en las que la realización 
del supuesto de hecho o la constitución de la obligación es obligatoria, sino también aquellas en 
las que el bien, la actividad o el servicio requerido es objetivamente indispensable para poder 
satisfacer las necesidades básicas de la vida personal o social de los particulares de acuerdo 
con las circunstancias sociales de cada momento y lugar o, dicho, con otras palabras, cuando la 
renuncia a estos bienes, servicios o actividades priva al particular de aspectos esenciales de su 
vida privada o social (...)”.
1996 
  Sentencia núm. 4-1996 de 16 enero 
“(...) y, así las cosas, ha de recordarse que aunque la celebración de un contrato de trabajo no 
implica en modo alguno que el trabajador quede privado de los derechos que la Constitución 
le reconoce como ciudadano, la existencia de una relación contractual entre trabajador y 
empresario genera un complejo de derechos y obligaciones recíprocas que modula el ejercicio 
de los derechos fundamentales, de manera que manifestaciones de los mismos que en otro 
contexto pudieran ser legítimas no tienen por qué serlo necesariamente dentro del ámbito de 
esa relación contractual, dado que todo derecho ha de ejercitarse conforme a las exigencias 
de la buena fe. Pero no cabe defender la existencia de un genérico deber de lealtad con un 
signifi cado de sujeción indiferenciada del trabajador al interés empresarial, pues ello no se 
ajusta al sistema constitucional de relaciones laborales y aparece contradicho por la propia 
existencia del confl icto caya legitimidad general ampara el texto constitucional (SSTC 120/1983 
[RTC 1983\120], 88/1985 [RTC 1985\88], 6/1988, 129/1989 [RTC 1989\129], 126/1990, 99/1994 
[RTC 1994\99], 134/1994 [RTC 1994\134] y 6/1995 [RTC 1995\6]) (...)”.
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 Sentencia núm. 11-1996 de 29 enero 
“(...) Una primera consistirá en averiguar si la que sirve de cabecera a ese grupo de normas, con 
rango legal, se ajusta a la Constitución por respetar los principios rectores del acceso a la función 
pública en un plano de igualdad, con arreglo al mérito y a la capacidad, en su consideración 
objetiva y sin acepción de personas, intuitu personae, evitando cuidadosamente cualquier 
sombra de arbitrariedad. En el umbral del análisis conviene recordar que ésta existe cuando 
falta la razón o el sentido de la regulación, aunque sean lícitas y viables a tal luz las diferencias 
de trato provistas de un fundamento objetivo y razonable. La segunda de las perspectivas 
antedichas nos llevará a comprobar la coherencia interna del grupo normativo por mor del 
principio de jerarquía, para saber si la norma reglamentaria respeta la antecedente de rango 
legal y, si en defi nitiva, la convocatoria va más allá de lo previsto en ambas, pues sabido es 
que constitucionalmente está proscrita la posibilidad de añadir nuevos requisitos sin cobertura 
legal, estableciendo criterios diferenciales donde el legislador no los ha querido (...)”.
“(...) junto a lo anterior, y para abundar en la corrección constitucional de la orden recurrida, 
debe precisarse que no exige para participar en el procedimiento de selección el haber prestado 
servicios a la Administración, «sino que constituye un sistema de selección abierto, con 
concurrencia de toda clase de personas, donde lo único que se lleva a cabo en la valoración de 
un posible mérito» como el de la experiencia previa(...)”.
 Sentencia núm. 35-1996 de 11 marzo 
“(...) en primer lugar, y como este Tribunal ha señalado repetidamente, las relaciones jurídicas 
que, con ocasión del internamiento en un centro penitenciario se establecen entre las personas 
recluidas en el mismo y la Administración Penitenciaria, tienen naturaleza de relación especial 
de sujeción(...)”.
“(...) esa relación de sujeción especial que, en todo caso, debe ser entendida en un sentido 
reductivo compatible con el valor preferente de los derechos fundamentales (SSTC 120/1990 
y 137/1990 [RTC 1990\137]), origina un entramado de derechos y deberes recíprocos de la 
Administración Penitenciaria y el recluido. De ese entramado destaca, a los efectos que a este 
amparo interesa, de un lado, la obligación esencial de la institución penitenciaria, a la que se 
encomienda como fi nalidad primordial, entre otras, la retención y custodia de los internos [art. 
1 de la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre (RCL 1979\2382y ApNDL 11177), General 
Penitenciaria (LOGP)], y art. 1 del Real Decreto 1201/1981, de 8 de mayo (RCL 1981\1427, 1814 
y ApNDL 11181) [por el que se aprueba el Reglamento Penitenciario (RP)], de garantizar y velar 
como repetidamente se cuida de señalar la legislación penitenciaria [arts. 18, 22.3, 26, d), 29.2, 
36.3, 41.1, 43.4, 45, 51.1, LOGP; 76, 80, 89, 97, 104, 112.4, 182, c), 183.3, 254 RP] por la seguridad 
y el buen orden regimental del centro. Y, de otro lado, el correlativo deber del interno de acatar 
y observar las normas de régimen interior reguladoras de la vida del establecimiento [arts. 4, b) 
LOGP y 7, b) RP] (...)”.
“(...) en atención a ese mismo fi n, el art. 23 LOGP establece como procedimientos o medidas 
en la práctica para atender a la seguridad y control de los centros los registros y cacheos en 
las personas de los internos, sus pertenencias y locales que ocupen, los recuentos, así como 
las requisas en las instalaciones del establecimiento, que «se efectuarán en los casos, con las 
garantías y periodicidad que reglamentariamente se determinen y dentro del respeto a la 
dignidad de la persona» (...)”.
“(...) es en relación con la doctrina expuesta como hay que analizar si se ha producido la 
denunciada vulneración del derecho a la integridad física protegido por el art. 15 CE, al haber 
sido sometido el actor a sesiones de rayos X. Este derecho, en efecto, podría verse afectado por 
actuaciones coactivas que, con justifi cación en las normas de seguridad penitenciaria, puedan 
determinar un riesgo inmediato o futuro para la salud, puesto que también el derecho a la 
salud, o mejor aún, a que no se dañe o perjudique la salud personal, queda comprendido en 
el derecho a la integridad personal, el cual, como señalábamos en la STC 120/1990, resultará 
afectado incluso en el caso de que «se imponga a una persona asistencia médica en contra de su 
voluntad y, por consiguiente, esa asistencia médica coactiva constituirá limitación vulneradora 
del derecho fundamental, a no ser que tenga justifi cación constitucional». Este riesgo es el que 
924 Lorena Velasco Guerrero
ha determinado las previas quejas del interno y fi nalmente el recurso de amparo, en cuanto la 
lesión del derecho a la integridad física podría resultar eventualmente de la aplicación reiterada, 
o técnicamente incontrolada, de sesiones de rayos X (...)”.
  Sentencia núm. 41-1996 de 12 marzo 
“(...) ya que la libertad es un valor superior del ordenamiento (art. 1.1 CE), el constituyente no se 
limitó a exigir la celeridad del proceso penal (art. 24.2 CE); «también reclamó y exige mediante 
el art. 1 7.4 que ningún ciudadano pueda permanecer en situación de preso preventivo más allá 
de un plazo razonable». Plazo que es integrado por el legislador, al fi jar unos límites temporales 
máximos a la medida de prisión provisional en el art. 504 LECrim que, sin embargo, no agotan 
la garantía constitucional. Pues, por aplicación directa de los preceptos constitucionales 
mencionados, interpretados de conformidad con el Convenio Europeo de Derechos Humanos 
y la jurisprudencia de su Tribunal (art. 10.2 CE), el plazo razonable en una causa determinada 
puede ser sensiblemente menor al plazo máximo legal, atendiendo a la complejidad de la causa, 
la actividad desplegada por el órgano judicial, y el comportamiento del recurrente (SSTC 206/1 
99 1, fundamentos jurídicos 4.º y 5.º y 8/1990, fundamentos jurídicos 4.º y 5.º) (...)”.
 Sentencia núm. 48-1996 de 25 marzo 
“(...) no obstante lo dicho, no resulta fácil en muchos casos y éste parece ser uno la separación 
entre la legalidad constitucional y la ordinaria o las facetas constitucional y legal de una 
controversia, muchas veces entrelazadas. Al ordenamiento jurídico «se llega escalando hasta 
el nivel constitucional, que a su vez le da su luz propia. Aunque a veces en aquélla se habla 
de -la Constitución y el ordenamiento- separándoles aparentemente al juntarlos, la realidad 
es que componen una estructura inescindible y, por tanto, que la una y el otro se hallan 
interrelacionados hasta formar una unidad alejada de cualquier dicotomía abstracta» (STC 
102/1995 [RTC 1995\102]). La dualidad jurisdiccional no puede servir de pretexto para escindir 
artifi cialmente lo que naturalmente es uno. Pues bien, el preámbulo viene a cuento para explicar 
que nuestro primer movimiento haya de jugarse en el plano de la legalidad y tomar ésta como 
primera referencia (...)”.
“(...) para cerrar tal planteamiento es conveniente enfatizar que el hoy demandante padece una 
severa dolencia cardíaca y otra que afecta a su deambulación, con riesgo de empeoramiento 
progresivo de su salud en un medio hostil para ella como el carcelario (...)”.
“(...) la Constitución proclama el derecho a la vida y a la integridad, en su doble dimensión 
física y moral (art. 15 CE). Soporte existencial de cualesquiera otros derechos y primero, por 
ello, en el catálogo de los fundamentales, tienen un carácter absoluto y está entre aquellos que 
no pueden verse limitados por pronunciamiento judicial alguno ni por ninguna pena, excluidas 
que han sido de nuestro ordenamiento jurídico la de muerte y la tortura, utilizada otrora 
también como medio de prueba y prohibidos los tratos inhumanos y degradantes, incluso 
los trabajos forzados. Por otra parte, la Administración penitenciaria no solo ha de cumplir 
el mandato constitucional con una mera inhibición respetuosa, negativa pues, sino que le es 
exigible una función activa para el cuidado de la vida, la integridad corporal y, en suma, la salud 
de los hombres y mujeres separados de la sociedad por medio de la privación de su libertad 
(SSTC 120/1990 [RTC 1990\120], 137/1990 [RTC 1990\137] y 11/1991 [RTC 1991\11]; arts. 3 
y 4 de la Ley General Penitenciaria [RCL 1979\2382y ApNDL 11177] y 5.3 de su Reglamento). 
Desde otra perspectiva complementaria, la relación de sujeción especial entre el recluso y la 
Administración penitenciaria que hace nacer la condena judicial a una pena de prisión, permite 
limitar ciertos derechos fundamentales por razón del mismo condicionamiento material de la 
libertad, pero a la vez impone que se proteja y facilite el ejercicio de los demás que no resulten 
necesariamente limitados (STC 2/1987 [RTC 1987\2]). El equilibrio entre el derecho a la vida, 
unido indisolublemente por su consistencia ontológica a la dignidad de la persona como 
profesión de fe en el hombre que lleva en sí todos los demás y el de la gente a su seguridad, 
mediante la segregación temporal en cumplimiento de las penas privativas de libertad, con su 
doble función retributiva y profi láctica o preventiva, es la fi nalidad que pretende conseguir 
la norma reglamentaria en cuestión, incorporada, hoy al Código Penal. La puesta en libertad 
condicional de quienes padezcan una enfermedad muy grave y además incurable tiene su 
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fundamento en el riesgo cierto que para su vida y su integridad física, su salud en suma pueda 
suponer la permanencia en el recinto carcelario (...)”.
“(...) la Audiencia, que denegó la liberación anticipada porque «la estancia en prisión» no 
constituye «un peligro seguro para su vida», hace decir a la norma interpretada lo que no 
dice, creando un requisito obstativo, un impedimento más donde no existe. Está claro que 
la excarcelación no puede garantizar la sanidad de un mal incurable según diagnóstico pero 
permite una mejoría relativa y una evolución más lenta con menos ocasiones de episodios 
agudos no solo por el tratamiento médico, que también podría recibir en la cárcel, sino por el 
cambio de ambiente que coadyuva positivamente por la unidad psicosomática del ser humano, 
mientras que la permanencia en el establecimiento penitenciario ha de incidir negativamente 
en la misma medida. Lo dicho pone de manifi esto que la lectura restrictiva del precepto 
reglamentario hecha por la Audiencia Provincial más allá de su texto introduce un factor de 
riesgo para la integridad física y aun para la vida del ya enfermo (...)”.
“(...) el derecho a la integridad física y moral no consiente que se imponga a alguien una 
asistencia médica en contra de su voluntad, cualesquiera que fueren los motivos de esa 
negativa (STC 120/1990), que, por otra parte, es razonable en este caso si se toman en cuenta las 
discrepancias entre los especialistas sobre la conveniencia de la operación, cuya efi cacia ponen 
en duda varios de ellos. La decisión de permitir una agresión de esa envergadura aunque con 
fi nalidad curativa es personalísima y libérrima formando parte inescindible de la protección de 
la salud como expresión del derecho a la vida (...)”.
  Sentencia núm. 51-1996 de 26 marzo 
“(...) hay que reiterar, por ello, que no corresponde a este Tribunal, al conocer un recurso 
de amparo, examinar la observancia o inobservancia per se de textos internacionales, sino 
comprobar el respeto o la infracción de los preceptos constitucionales que reconocen derechos 
fundamentales y libertades públicas susceptibles de amparo [arts. 53.2 y 161.1 b) CE y 41.2 
LOTC]. Sin perjuicio de que ex art. 10.2 CE dichos preceptos deban ser interpretados de 
conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos 
internacionales sobre las mismas materias ratifi cados por España, esta fuente interpretativa, 
aunque contribuye a la mejor identifi cación del contenido de los derechos, no convierte a 
tales tratados y acuerdos internacionales en canon autónomo de la validez de las normas o los 
actos de los poderes públicos desde la perspectiva de los derechos fundamentales; el canon 
está integrado por el precepto constitucional defi nidor del derecho o libertad (SSTC 84/1989 
[RTC 1989\84], 120/1990 [RTC 1990\120], 28/1991 [RTC 1991\28], 64/1991 [RTC 1991\64], 
214/1991 [RTC 1991\214] y 77/1995 [RTC 1995\77]). La cita, pues, del art. 6 del Convenio 
Europeo de Derechos Humanos por sí sola no puede fundamentar la demanda de amparo. Y 
dado que los arts. 119 CE y 20 LOPJ no consagran derechos protegibles a través de este recurso, 
el enjuiciamiento debe circunscribirse a la pretendida vulneración de los arts. 14 y 24 CE. La 
del primero, sin embargo, no puede acogerse, porque se trata de una invocación puramente 
retórica y huérfana de todo desarrollo argumental, como atinadamente observa el Abogado del 
Estado (...)”.
  Sentencia núm. 66-1996 de 16 abril
“(...) y lo que se subraya es que el contenido de esta diligencia pudo infl uir en la decisión judicial 
impugnada dado que ésta acoge el dictamen del Fiscal y éste lo emitió «visto el contenido 
de las diligencias», diligencias éstas reducidas al escrito de petición de habeas corpus y a la 
conversación telefónica mencionada. Así las cosas, será de indicar: a) Tal conversación telefónica, 
con persona no identifi cada, carecía de virtualidad para acreditar las circunstancias reales de la 
detención de la solicitante del habeas corpus. b) En cualquier caso, dicha conversación telefónica 
en modo alguno podía sustituir al contenido esencial del indicado proceso que para cumplir 
adecuadamente su fi n exige que el Juez compruebe personalmente la situación de la persona 
que pide el control judicial, siempre que se encuentre efectivamente detenida. No se olvide que 
junto a esa puesta de manifi esto de la persona detenida, integran también el contenido esencial 
del proceso las alegaciones y pruebas (STC 144/1990 [RTC 1990\144]) que pueda formular y 
proponer, en lo que ahora importa, la persona privada de libertad (...)”.
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  Sentencia núm. 86-1996 de 21 mayo
“(...) afi rma que por no llevar consigo su documentación personal estuvo detenido tres días, 
sin que la policía prestara atención a sus reiteradas protestas de que era ciudadano de la 
Unión Europea, e hiciera caso omiso de las gestiones efectuadas por su novia y sus amigos, 
discriminándole porque habla español con acento argentino (...)”.
“(...) con carácter previo, es preciso recordar que las personas que no poseen la nacionalidad 
española solo tienen derecho a residir en España, y a circular dentro del territorio nacional, 
cuando se lo otorga la disposición de una ley o de un tratado, o la autorización concedida 
por una autoridad competente (arts. 19 y 13.1 CE, STC 94/1993 [RTC 1993\94], fundamento 
jurídico 3.º). La Ley de Extranjería (Ley Orgánica 7/1985, de 1 de julio) requiere la posesión de 
dos tipos de documentos: el pasaporte u otro documento equivalente, que permita acreditar la 
identidad y la nacionalidad del particular, y el visado, permiso de residencia, u otro documento 
similar, que permita acreditar el derecho a transitar y permanecer en territorio español (arts. 4.2, 
11.1, 12, 13 y concordantes LEx). Igualmente exige, entre otros requisitos, que los extranjeros se 
encuentren provistos de medios económicos sufi cientes (arts. 11.1 y 15.1 LEx) (...)”.
“(...) es cierto que los miembros de la patrulla de seguridad ciudadana hubieran podido seguir 
un curso de actuación más benigno, procurando la identifi cación del actor, en virtud de la Ley 
de Seguridad Ciudadana, en vez de proceder a detenerlo directamente, en virtud de la Ley de 
Extranjería (...)”. Y ese modo de proceder no extralimitó las atribuciones de la policía, y por 
ende no vulneró el derecho a la libertad física del demandante de amparo, porque en aquel 
momento los agentes tenían motivos racionalmente bastantes para creer en la existencia de un 
hecho que justifi caba dicha detención (...)”.
  Sentencia núm. 107-1996 de 12 junio 
“(...) en primer lugar, no cabe ser elector o elegible de una Corporación sin, de algún modo, 
pertenecer a ella. Si existe el poder de determinar su composición y, en consecuencia, sus 
manifestaciones de voluntad, ello hace materialmente al cuerpo electoral parte esencial de esta 
Corporación. En segundo lugar, no puede ignorarse que la cualidad de elector implica ope 
legis un deber de contenido económico, que no puede ser artifi cialmente desconectado de la 
intervención de esas categorías de ciudadanos en la constitución de las Cámaras de Comercio 
(...)”.
“(...) en segundo lugar, el recurso a esta forma de actuación administrativa que es al propio 
tiempo y antes que nada, una forma de agrupación social creada ex lege, no puede ser con 
vertida en la regla sin alterar el sentido de un Estado social y democrático de Derecho basado en 
el valor superior de libertad (art. 1.1 CE) y que encuentra en el libre desarrollo de la personalidad 
el fundamento de su orden político (art. 10.1 CE) (...)”.
“(...) en tercer lugar, la adscripción obligatoria a estas Corporaciones Públicas, en cuanto 
«tratamiento excepcional respecto del principio de libertad, debe encontrar sufi ciente 
justifi cación, ya sea en disposiciones constitucionales, ya sea en las características de los fi nes 
de interés público que persigan, de las que resulte, cuando menos, la difi cultad de obtener tales 
fi nes sin recurrir a la adscripción forzosa a un ente corporativo (...)”.
  Sentencia núm. 106-1996 de 12 junio 
“(...) desde un punto de vista meramente semántico la conclusión a la que se llega sin difi cultad es 
que ninguna de las expresiones transcritas puede ser entendida, en sí misma, como gravemente 
ofensiva o vejatoria para los participantes o las creencias religiosas de éstos. En efecto las 
referidas a los intervinientes («no les da vergüenza», «éstos son los humanitarios») constituyen 
ciertamente reproches sin duda molestos o hirientes e incluso despectivos, pero no gravemente 
vejatorios. Y en cuanto a la expresión procedente de otras lenguas («picnic») empleada por la 
trabajadora para referirse al acto, es claro que guarda relación con las circunstancias inusuales 
en que el mismo se estaba celebrando, pues su signifi cado usual en castellano pertenece al 
mismo campo semántico de otras, como romería o procesión, que aluden a una actividad festiva 
en la que participa una gran concurrencia y en la que se entonan cánticos. Por lo que tampoco 
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cabe considerarla en sí misma como gravemente ofensiva, aun cuando para los creyentes pueda 
ser irrespetuosa la comparación de un acto festivo de carácter laico con un acto eucarístico (...)”. 
“(...) Reprochar públicamente la trabajadora al Capellán y acompañantes su falta de humanidad 
y manifestar que el acto parecía «un picnic», con tales expresiones solo se estaba censurando 
públicamente que, por el número de personas que integraban la comitiva y los cánticos 
que se entonaban, el traslado del acto religioso desde la Capilla a aquel lugar podía afectar 
negativamente al reposo y quietud de los enfermos bajo el cuidado del personal sanitario (...)”. 
  Sentencia núm. 129-1996 de 9 julio 
“(...) con independencia de las expresiones que la sentencia de instancia haya utilizado, el dato 
incontrovertido es que su contenido ha sido respetuoso y se ha mantenido dentro del marco 
estricto de la redacción dada por el Código Penal al art. 452 bis d), cuyo bien jurídico protegido 
es precisamente la libertad de las personas en la esfera sexual, en el entendimiento de que 
este tipo de locales propicia, o propiciaba, por lo que luego se dirá, el comercio lucrativo en 
benefi cio de terceras personas(...)”.
“(...) el hecho de la prostitución ajena de personas capaces, se recoja o no en un texto legal penal 
(cfr. el Convenio Lake Success de 21 de marzo de 1950 para la represión de la trata de personas 
y de la explotación de la prostitución ajena, al que se adhirió España por Instrumento de 18 
de junio de 1962), es un tema de política legislativa criminal, que no corresponde enjuiciar, 
en principio, a este Tribunal. Las observaciones que formula el recurrente parecen más bien 
dirigidas, en general, al futuro legislador (y en este sentido, las diferencias que se ponen de 
relieve respecto de los correspondientes Proyectos y Anteproyectos, y a la toma de posiciones 
frente a las mismas de determinados sectores sociales así lo acredita), pero nada tiene que 
ver con la imposición por parte del Estado de normas que solo traigan causa en un concepto 
específi co de una confesión religiosa (...)”.
“(...) el legislador, al confi gurar como infracción penal la conducta de los dueños, gerentes, 
administradores o encargados de locales, abiertos o no al público, en el que se ejerciera la 
prostitución u otra forma de corrupción, y de toda persona que a sabiendas participare en su 
fi nanciamiento, utilizó la libertad de confi guración de los tipos penales, con igual y amplia libertad 
con que otro legislador posterior puede llevar a cabo un proceso de descriminalización(...)”.
“(...) Se refi ere el recurrente en amparo a las diversas tendencias ideológicas que aparecen 
en los medios de comunicación social, donde se recogen imágenes de carácter pornográfi co, 
en escenas o películas, o por medio de otros instrumentos de propaganda o publicidad, o al 
alquiler de habitaciones en hoteles, para que en ellas se mantengan relaciones sexuales mediante 
precio, refi riéndose a continuación a la conciencia social actual bastante generalizada que llega 
a estimar, que en la España de hoy, y en los países de nuestro entorno, la prestación de servicios 
sexu ales por personas mayores de edad, de manera más o menos organizada, constituye un 
negocio homologable con las restantes actividades lucrativas que forman el mercado en su 
más amplia acepción. El recurrente considera que constituye una discriminación el hecho de 
sancionar penalmente a titulares de establecimientos que combinan el uso de habitaciones con 
el tráfi co sexual y considera atípico, en cambio, el uso aludido de los locales destinados al 
hospedaje ordinario, con la cesión de habitaciones para la prestación por terceras personas 
de servicios sexuales, o la edición y venta de publicaciones pornográfi cas, o la proyección de 
películas de la misma naturaleza en los medios de comunicación, o la mediación en la oferta de 
esos servicios citados mediante precio, en los términos ya referidos (...)”.
“(...) ningún derecho tiene el carácter de absoluto y, por consiguiente, el que corresponde a toda 
persona de mantener la intimidad de su domicilio puede ceder en los supuestos”
  Sentencia núm. 136-1996 de 23 julio 
“(...) el análisis del ordenamiento comunitario depara una solución análoga. De los arts. 1.1, 
2, apartados 1 y 3, y 5.1 de la Directiva 76/207/CEE se desprende que el despido de una 
trabajadora por razón de su embarazo constituye una discriminación directa basada en el sexo 
(Sentencia del TJCE de 8 de noviembre de 1990, asunto Hertz), como también lo es la negativa 
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a contratar a una mujer embarazada (Sentencia de la misma fecha recaída en el asunto Dekker), 
y la ruptura del contrato ni siquiera puede justifi carse por el hecho de que una prohibición 
legal, impuesta por causa del embarazo, impida temporalmente a la trabajadora desempeñar 
un trabajo nocturno (Sentencia del TJCE de 5 de mayo de 1994 asunto Habermann-Beltermann)
(TJCE 1994\69). Posteriormente, la Directiva 2/85/CEE (LCEur 1992\3598) estableció la 
prohibición de despedir a la trabajadora embarazada que haya comunicado su estado al 
empresario, durante el período comprendido entre el comienzo del embarazo y el fi nal del 
permiso de maternidad, salvo en los casos excepcionales no inherentes a su estado admitidos 
por las legislaciones o las prácticas nacionales (art. 10.1). Precepto éste que -como ha destacado 
la Sentencia del TJCE de 14 de julio de 1994, asunto Webb(TJCE 1994\133)- «no ha previsto 
ninguna excepción a la prohibición de despido de la mujer encinta durante dicho período, salvo 
en los casos excepcionales no inherentes al estado de la interesada» (...)”.
“(...) ahora bien, la prohibición pretende evitar a la trabajadora embarazada cualquier riesgo 
de despido por motivos relacionados con su estado y, por lo que aquí interesa, comprende la 
hipótesis de las ausencias al trabajo debidas a una enfermedad o trastorno fi siológico causados 
por el embarazo y que impidan desarrollar la prestación laboral convenida, las cuales, por 
tanto, no pueden justifi car un despido (...)”.
 Sentencia núm. 177-1996 de 11 noviembre 
“(...) antes bien, el recurrente perseguía hacer valer la vertiente negativa de esa misma libertad 
frente a lo que considera un acto ilegítimo de intromisión en su esfera íntima de creencias, y 
por el que un poder público, incumpliendo el mandato constitucional de no confesionalidad 
del Estado (art. 16.3 CE), le habría obligado a participar en un acto, que estima de culto, en 
contra de su voluntad y convicciones personales. El derecho a la libertad religiosa del art. 
16.1 CE garantiza la existencia de un claustro íntimo de creencias y, por tanto, un espacio de 
autodeterminación intelectual ante el fenómeno religioso, vinculado a la propia personalidad 
y dignidad individual. Pero, junto a esta dimensión interna, esta libertad, al igual que la 
ideológica del propio art. 16.1 CE, incluye también una dimensión externa de agere licere que 
faculta a los ciudadanos para actuar con arreglo a sus propias convicciones y mantenerlas frente 
a terceros(...)”
“(...) consecuencia directa de este mandato constitucional es que los ciudadanos, en el ejercicio 
de su derecho de libertad religiosa, cuentan con un derecho «a actuar en este campo con plena 
inmunidad de actuación del Estado» (STC 24/1982, fundamento jurídico 1.º), cuya neutralidad 
en materia religiosa se convierte de este modo en presupuesto para la convivencia pacífi ca entre 
las distintas convicciones religiosas existentes en una sociedad plural y democrática (art. 1.1 
CE) (...)”.
“(...) el art. 16.3 CE no impide a las Fuerzas Armadas la celebración de festividades religiosas 
o la participación en ceremonias de esa naturaleza. Pero el derecho de libertad religiosa, en 
su vertiente negativa, garantiza la libertad de cada persona para decidir en conciencia si 
desea o no tomar parte en actos de esa naturaleza. Decisión personal, a la que no se pueden 
oponer las Fuerzas Armadas que, como los demás poderes públicos, sí están, en tales casos, 
vinculadas negativamente por el mandato de neutralidad en materia religiosa del art. 16.3 CE. 
En consecuencia, aun cuando se considere que la participación del actor en la parada militar 
obedecía a razones de representación institucional de las Fuerzas Armadas en un acto religioso, 
debió respetarse el principio de voluntariedad en la asistencia y, por tanto, atenderse a la 
solicitud del actor de ser relevado del servicio, en tanto que expresión legítima de su derecho 
de libertad religiosa (...)”.
  Sentencia núm. 198-1996 de 3 diciembre
“(...) a su vez, dentro de la primera puede distinguirse entre discriminaciones abiertas y 
encubiertas. En estas últimas el sexo, pese a no ser la causa explícitamente alegada para 
establecer la diferencia de trato, constituye el móvil que realmente guió la actuación o el 
comportamiento empresarial, aunque aparezca formalmente revestida bajo una causa distinta. 
En las discriminaciones indirectas vedadas por el art. 14 CE la medida que produce el efecto 
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adverso ha de carecer de justifi cación, no fundarse en una exigencia objetiva e indispensable 
para el cumplimiento del trabajo o no ser idónea para el logro de tal fi n (Sentencia del TJCE de 
13 de mayo de 1986 asunto Bilka) (...)”.
“(...) en fi n, basada la pretendida discriminación en la notable fuerza física que requería el 
desempeño del puesto de trabajo, no es ocioso recordar que este Tribunal ha reaccionado 
enérgicamente contra el estereotipo de la mayor debilidad o inferioridad física de la mujer 
respecto del varón, pues se trata de una percepción defectuosa, errónea o anacrónica, que 
responde más a un prejuicio infundado que a diferencias reales naturales o biológicas y conlleva 
una división sexista del trabajo (SSTC 216/1991, 229/1992 y 286/1994 [RTC 1994\286]). Por 
tanto, la radical exclusión de la mujer del acceso a aquellos trabajos, que objetivamente exigen 
para su correcto desenvolvimiento un elevado esfuerzo físico, es inaceptable a la luz del art. 14 
CE, cuya prohibición de discriminación por razón de sexo obliga, por el contrario, a adoptar un 
criterio neutro predicable por igual del hombre y la mujer, y a valorar individualizadamente 
la idoneidad de cada candidato para el adecuado cumplimiento de las funciones propias 
del puesto de trabajo. Ahora bien, en este terreno de la aptitud profesional lo decisivo es la 
naturaleza y características del trabajo efectivamente prestado y la consiguiente exigencia de 
aquellas cualifi caciones estrictamente necesarias para desarrollar con efi cacia la prestación 
convenida. El esfuerzo físico, pues, puede ser tomado en consideración si constituye un 
elemento determinante de la aptitud profesional para desempeñar ciertas tareas, aunque, en 
la medida en que la confi guración del puesto de trabajo lo permita, debe combinarse con otros 
rasgos que en conjunto excluyan cualquier discriminación por razón de sexo (SSTC 58/1994 
[RTC 1994\58] y 147/1995) (...)”.
“(...) Tras la transferencia a la Administración Autonómica del personal dependiente del 
Ministerio de Transportes que ostentaba la categoría profesional de basculero, en el Acuerdo 
de revisión del Convenio Colectivo para 1990 se integra a dicho personal en la categoría de 
auxiliar administrativo, pretendiendo eliminar así un eventual resquicio a la «masculinización» 
del puesto de trabajo, sin que proceda entrar aquí a enjuiciar el acierto o desacierto de aquella 
integración (...)”.
“(...) dada su escasa disposición a realizar algunas de ellas, tales como la asistencia a los controles 
de inspección, rechazando, en consecuencia, el móvil discriminatorio pues las funciones 
encomendadas a la actora eran las mismas que realizaban el resto de los trabajadores del 
servicio, en el que existía personal tanto masculino como femenino que venía desempeñando 
idéntico cometido(...)”.
“(...) aun reconociendo expresamente «lo aventurado del juicio», el Magistrado alcanzó la 
convicción de que determinadas funciones de las asignadas al puesto de trabajo exigían 
notable esfuerzo físico, «por encima de la media de la fortaleza física femenina». De los testigos 
propuestos por la actora, dos de ellos aludieron a sus difi cultades físicas para realizar aquellas 
funciones, por lo que era ayudada, y para otro lo que ocurría era que la actora pensaba que no 
tenía que realizar funciones de basculero al ser auxiliar administrativo (...)”.
“(...) Tampoco cabe omitir que la trabajadora optó libremente por seleccionar en el segundo 
lugar de sus preferencias el puesto que le fue fi nalmente adjudicado, que llevaba aparejado el 
cumplimiento de las funciones de basculero, exigidas por igual a todos los trabajadores, con 
independencia de su sexo. Y no puede afi rmarse que haya existido una discriminación por 
razón de sexo, cuando -como así resulta del relato de hechos probados- trabajadores de ambos 
sexos ejecutaban satisfactoriamente las tareas del puesto de trabajo y con el concurso de tres de 
ellos se acometen las tareas que requieren mayor esfuerzo físico (...)”.
“(...) la menor fortaleza física y mayor debilidad de la mujer en relación al varón, como algo 
que corresponde a la naturaleza de las cosas, puede constituir un prejuicio desde el que podría 
llegar a entenderse, infundadamente, que la diferencia física que existe entre los hombres y las 
mujeres es sufi ciente para justifi car una prohibición del acceso de las mujeres a determinados 
puestos de trabajo. Este tipo de prohibición responde más a un estereotipo que a diferencias 
reales, naturales o biológicas, y produce en todo caso en el mercado de trabajo unos efectos 
claramente discriminatorios al suponer para la mujer un especial límite o desventaja. Y aunque 
es cierto que pueden existir tipos de trabajo que requieran una mayor fuerza muscular o física, 
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también lo es -como ya se dijo en la STC 229/1992, fundamento jurídico 4.º- que existen medios 
adecuados para que esa necesaria protección se realice de forma neutra desde el punto de vista 
de la no discriminación por razón de sexo, en favor también de los trabajadores varones más 
débiles o menos fuertes (...)”.
  Sentencia núm. 199-1996 de 3 diciembre 
“(...) la instrucción penal sometida a nuestro enjuiciamiento, desde la perspectiva de los derechos 
fundamentales del actor, atañe a una refi nería de petróleo. Nadie pone en cuestión que este 
tipo de instalación industrial constituye una de las actividades más gravemente contaminantes 
de la atmósfera (anexo II, grupo A del Decreto 833/1975, de 6 febrero, de protección del 
ambiente atmosférico), que por ende se encuentra sometida a unos límites estrictos, en defensa 
del medio ambiente natural y de la salud de las personas que puedan verse afectadas por su 
funcionamiento (...)”.
“(...) la importancia del derecho al medio ambiente ha sido puesta de relieve también por el 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos que ha declarado que, en determinados casos de 
especial gravedad, los daños ambientales pueden llegar a vulnerar el derecho de una persona 
a su vida personal y familiar, declarado por el art. 8 del Convenio de Roma (RCL 1979\2421y 
ApNDL 3627) (Sentencias del TEDH Powell y Rainer c. Reino Unido, 21 de febrero de 1990, y 
López Ostra c. España, 9 de diciembre de 1994).(TEDH 1994\3) (...)”.
“(...) en el caso presente, como pone de manifi esto la empresa demandada, no se trata de 
reaccionar por la vía contencioso-administrativa contra la inactividad de las Administraciones 
competentes, sino de pretender que se impongan penas a determinadas personas por unos 
hechos conceptuados como delito. Por consiguiente, no puede aceptarse la invocación que se 
hace en la demanda de amparo de la doctrina de la Sentencia del TEDH López Ostra, que fue 
pronunciada para enjuiciar una situación dispar a la actual (...)”.
  Sentencia núm. 207-1996 de 16 diciembre 
“(...) así pues, y aunque el derecho a la integridad física se encuentra evidentemente conectado 
con el derecho a la salud (tal y como señalamos en la STC 35/1996, fundamento jurídico 3.º), 
su ámbito constitucionalmente protegido no se reduce exclusivamente a aquellos casos en que 
exista un riesgo o daño para la salud, pues dicho derecho resulta afectado por «toda clase de 
intervención (en el cuerpo) que carezca del consentimiento de su titular»(...) “.
“(...) Resulta de ello, por tanto, que mediante el derecho a la integridad física lo que se protege 
es el derecho de la persona a la incolumidad corporal, esto es, su derecho a no sufrir lesión o 
menoscabo en su cuerpo o en su apariencia externa sin su consentimiento. El hecho de que la 
intervención coactiva en el cuerpo pueda suponer un malestar (esto es, producir sensaciones de 
dolor o sufrimiento) o un riesgo o daño para la salud supone un plus de afectación, mas no es 
una condición sine qua non para entender que existe una intromisión en el derecho fundamental 
a la integridad física (...)”.
“(...) en una primera clase de actuaciones, las denominadas inspecciones y registros corporales, 
esto es, en aquellas que consisten en cualquier género de reconocimiento del cuerpo humano, 
bien sea para la determinación del imputado (diligencias de reconocimiento en rueda, 
exámenes dactiloscópicos o antropomórfi cos, etc.) o de circunstancias relativas a la comisión 
del hecho punible (electrocardiogramas, exámenes ginecológicos, etc.) o para el descubrimiento 
del objeto del delito (inspecciones anales o vaginales, etc.), en principio no resulta afectado el 
derecho a la integridad física, al no producirse, por lo general, lesión o menoscabo del cuerpo, 
pero sí puede verse afectado el derecho fundamental a la intimidad corporal (art. 18.1 CE) si 
recaen sobre partes íntimas del cuerpo, como fue el caso examinado en la STC 37/1989 (examen 
ginecológico), o inciden en la privacidad. b) Por contra, en la segunda clase de actuaciones, 
las califi cadas por la doctrina como intervenciones corporales, esto es, en las consistentes en 
la extracción del cuerpo de determinados elementos externos o internos para ser sometidos 
a informe pericial (análisis de sangre, orina, pelos, uñas, biopsias, etc.) o en su exposición a 
radiaciones (rayos X, TAC, resonancias magnéticas, etc.), con objeto también de averiguar 
determinadas circunstancias relativas a la comisión del hecho punible o a la participación en 
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él del imputado, el derecho que se verá por regla general afectado es el derecho a la integridad 
física (art. 15 CE), en tanto implican una lesión o menoscabo del cuerpo, siquiera sea de su 
apariencia externa. Y atendiendo al grado de sacrifi cio que impongan de este derecho, las 
intervenciones corporales podrán ser califi cadas como leves o graves: leves, cuando, a la vista 
de todas las circunstancias concurrentes, no sean, objetivamente consideradas, susceptibles de 
poner en peligro el derecho a la salud ni de ocasionar sufrimientos a la persona afectada, como 
por lo general ocurrirá en el caso de la extracción de elementos externos del cuerpo (como el pelo 
o uñas) o incluso de algunos internos (como los análisis de sangre), y graves, en caso contrario 
(por ejemplo, las punciones lumbares, extracción de líquido cefalorraquídeo, etc.) (...)”.
“(...) en efecto, el derecho a la intimidad personal garantizado por el art. 18.1 CE tiene un 
contenido más amplio que el relativo a la intimidad corporal (...)”.
“(...) no cabe por menos que admitir que una pericia acordada en unos términos objetivos y 
temporales tan amplios supone una intromisión en la esfera de la vida privada de la persona, 
a la que pertenece, sin duda, el hecho de haber consumido en algún momento algún género de 
drogas, conducta que, si bien en nuestro ordenamiento es en sí misma impune, ello no obstante, 
el conocimiento por la sociedad de que un ciudadano es consumidor habitual de drogas provoca 
un juicio de valor social de reproche que lo hace desmerecer ante la comunidad, por lo que la 
publicidad del resultado pericial afectaría al ámbito constitucionalmente protegido del derecho 
a la intimidad personal (...)”.
“(...) así pues, para que una intervención corporal en la persona del imputado en contra de su 
voluntad satisfaga las exigencias del principio de proporcionalidad será preciso: a) que sea 
idónea (apta, adecuada) para alcanzar el fi n constitucionalmente legítimo perseguido con ella 
(art. 18 CEDH), esto es, que sirva objetivamente para determinar los hechos que constituyen 
el objeto del proceso penal; b) que sea necesaria o imprescindible para ello, esto es, que no 
existan otras medidas menos gravosas que, sin imponer sacrifi cio alguno de los derechos 
fundamentales a la integridad física y a la intimidad, o con un menor grado de sacrifi cio, sean 
igualmente aptas para conseguir dicho fi n, y c) que, aun siendo idónea y necesaria, el sacrifi cio 
que imponga de tales derechos no resulte desmedido en comparación con la gravedad de los 
hechos y de las sospechas existentes (...)”.
  Sentencia núm. 212-1996 de 19 diciembre 
“(...) la Ley 42/1988, debe ante todo recordarse, pretende la regulación de la donación y 
utilización de los embriones y fetos humanos, o de sus células, tejidos u órganos. La Exposición 
de Motivos de la Ley es sufi cientemente expresiva de sus objetivos: Abordar la regulación de 
una materia no comprendida en la Ley sobre extracción y trasplante de órganos (Ley 30/1979) 
cual es la utilización de los embriones y fetos humanos con fi nes diagnósticos, terapéuticos o de 
investigación, previniendo la manipulación y el tráfi co con los mismos, y posibilitando a la vez 
la investigación científi ca, de modo acorde con la dignidad de la persona (...)”.
“(...) el art. 15 C.E., en efecto reconoce como derecho fundamental el derecho de todos a la vida, 
derecho fundamental del que, como tal y con arreglo a la STC 53/1985, son titulares los nacidos, 
sin que quepa extender esta titularidad a los nascituri : Así «los argumentos aducidos por los 
recurrentes no pueden estimarse para fundamentar la tesis de que al nasciturus le corresponda 
también la titularidad del derecho a la vida» (fundamento jurídico 7). Esta afi rmación, 
reiteradamente proclamada en la STC 53/1985, nos lleva ya a una primera conclusión de 
particular alcance a los presentes efectos. En esta Ley, por su propio objeto y desarrollo no 
se encuentra implicado el derecho fundamental de todos, es decir, de los nacidos, a la vida, a 
diferencia de lo que puede ser el caso de otra Ley, frecuentemente utilizada como término de 
comparación la ya citada Ley 30/1979, sobre extracción y trasplante de órganos (...)”.
“(...) pues, ciertamente, los preceptos constitucionales relativos a los derechos fundamentales 
y libertades públicas pueden no agotar su contenido en el reconocimiento de los mismos, 
sino que más allá de ello, pueden contener exigencias dirigidas al legislador en su labor de 
continua confi guración del ordenamiento jurídico, ya sea en forma de las llamadas garantías 
institucionales, ya sea en forma de principios rectores de contornos más amplios, ya sea, como 
en seguida veremos, en forma de bienes jurídicos constitucionalmente protegidos (...)”.
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“(...) este es, muy particularmente, el caso del art. 15 C.E. Con independencia y sin perjuicio de la 
afi rmación según la cual dentro del derecho fundamental de todos a la vida no cabe comprender, 
como titulares del mismo, a los nascituri, la STC 53/1985 ha declarado repetidamente que 
«el nasciturus está protegido por el art. 15 de la Constitución» (fundamento jurídico 5.º); «la 
vida del nasciturus, de acuerdo con lo argumentado en los fundamentos jurídicos anteriores 
de esta Sentencia, es un bien jurídico constitucionalmente protegido por el art. 15 de nuestra 
Norma fundamental» (fundamento jurídico 7.º); «esta protección que la Constitución dispensa 
al nasciturus» (ibid.). En este contexto se sitúa, en buena medida, la Ley 42/1988, en cuanto 
regula determinados extremos relativos a embriones y fetos humanos que, en algunos casos, 
pueden o han podido tener una oportunidad de nacer, es decir, que han podido incorporar a 
un nasciturus, por tanto, a un ser que en su día puede llegar a ser titular del derecho a la vida, 
al igual que de los restantes derechos humanos (...)”.
“(...) la propia STC 53/1985 se ocupaba ya de especifi car en qué puede consistir la protección 
constitucional de la vida del nasciturus: «Partiendo de las consideraciones efectuadas en el 
fundamento jurídico 4, esta protección que la Constitución dispensa al nasciturus implica 
para el Estado con carácter general dos obligaciones: La de abstenerse de interrumpir o de 
obstaculizar el proceso natural de gestación, y la de establecer un sistema legal de defensa de 
la vida que suponga una protección efectiva de la misma y que, dado el carácter fundamental 
de la vida, incluya también, como última garantía, las normas penales». En conclusión, del art. 
15 C.E. se deriva lo que se ha califi cado como un deber de protección por parte del Estado, 
incluido por tanto el legislador, deber que en este caso se proyecta sobre los nascituri (...)”.
“(...) la regulación que en la Ley se contiene de la donación y utilización de embriones y fetos 
humanos parte de un presupuesto fundamental, implícito pero no por ello menos constante, 
cual es el carácter, cuando menos, no viable de dichos embriones y fetos humanos. «Viable» 
es adjetivo cuyo signifi cado el diccionario describe como «capaz de vivir,. Aplicado a un 
embrión o feto humano, su caracterización como «no viable» hace referencia concretamente 
a su incapacidad para desarrollarse hasta dar lugar a un ser humano, a una «persona”»en 
el fundamental sentido del art. 10.1 CE. Son así, por defi nición, embriones o fetos humanos 
abortados en el sentido más profundo de la expresión, es decir, frustrados ya en lo que 
concierne a aquella dimensión que hace de los mismos «un bien jurídico cuya protección 
encuentra en dicho precepto» (el art. 15 C.E.) «fundamento constitucional» (STC 53/1985, 
fundamento jurídico 5.º), por más que la dignidad de la persona (art. 10.1 C.E.) pueda tener 
una determinada proyección en determinados aspectos de la regulación de los mismos, como 
más adelante veremos. La Ley parte, por tanto, de una situación en la que, por defi nición, a los 
embriones y fetos humanos no cabe otorgarles el carácter de nascituri toda vez que eso os lo que 
se quiere decir con la expresión «no viables», que nunca van a «nacer», en el sentido de llevar 
una propia «vida independiente de la madre» (STC 53/1985, fundamento jurídico 5.º). Puede 
decirse así, que la Ley se enfrenta con la realidad de la existencia de embriones y fetos humanos, 
ya sea muertos o no viables, susceptibles de utilización con fi nes diagnósticos, terapéuticos, 
de investigación o experimentación pretendiendo abordar en todo caso esta realidad de modo 
acorde con la dignidad de la persona. Las puntuales referencias a fetos humanos viables van 
todas ellas dirigidas, en principio, a preservar su viabilidad, es decir, a prevenir o evitar que 
ésta pueda frustrarse (...)”.
“(...) el art. 5.3 de la Ley 4 2/1988 no tiene el alcance que resulta del escrito impugnatorio. Ante 
todo por cuanto específi camente se refi ere a «embriones» abortados, lo que de suyo implica la 
frustración de cualquier expectativa de viabilidad fuera del útero; lleva razón en este punto 
el Abogado del Estado cuando advierte que el embrión abortado no es sino una estructura 
celular sin posibilidad de ulterior desarrollo. No hay, por tanto, en este precepto contradicción 
con la protección que la Constitución exige para la vida del nasciturus, puesto que de tal no 
se trata. Tal conclusión se refuerza con la precisión relativa a «su grado de desarrollo». La 
remisión añadida a «su grado de desarrollo», como noción médico-natural que excluye la 
viabilidad de estos embriones abortados, impide que puedan producirse, con amparo en la Ley, 
intervenciones con fi nalidades de investigación científi ca o aplicación tecnológica en embriones 
con expectativa, valga la expresión, de «personalidad» (...)”.
“(...) problema distinto es el del art. 5.4 de la Ley que dispone respecto de los fetos expulsados 
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prematura y espontáneamente, «y considerados biológicamente viables», que los mismos serán 
tratados clínicamente con el único fi n de favorecer su autonomía y desarrollo vital(...)”.
“(...) Tanto en relación con el art. 1 como en otros sucesivos (arts. 2, 3.2, 7 y disposición 
adicional primera), se reprocha a la Ley el que emplee un concepto, el de donación, de preciso 
signifi cado, sostienen, en nuestro Derecho y que estiman incompatible con la dignidad de la 
persona en cuanto supone la patrimonialización de seres humanos cualquiera que sea su grado 
de desarrollo. Aclarado, sin embargo, que la Ley no prevé la donación sino de embriones o 
fetos muertos o, en todo caso, no viables (o de estructuras biológicas procedentes de los mismos 
cuya muerte ya ha sido constatada, art. 6), tal reproche carece totalmente de sustento desde 
el momento en que esta singular «donación», al igual que la de órganos humanos regulada 
en la Ley 30/1979, o incluso la del cadáver de una persona, no implica en modo alguno la 
«patrimonialización», que se pretende, de la persona, lo que sería desde luego incompatible 
con su dignidad (art. 10.1 C.E.), sino, justamente, la exclusión de cualquier causa lucrativa o 
remuneratoria, expresamente prohibida por el art. 2. d) de la Ley: «Que la donación y utilización 
posterior nunca tengan carácter lucrativo o comercial,» (...)”.
“(...) este argumento se concreta posteriormente respecto de las prohibiciones contenidas en 
los apartados 2 y 3 del art. 3 (interrupción del embarazo dirigida a una posterior donación y 
utilización de los embriones o fetos, coincidencia del equipo médico que realiza la interrupción 
del embarazo y de quien utilice los embriones o fetos). Del mismo modo, se denuncia la radical 
insufi ciencia, desde la perspectiva del derecho fundamental a la vida, de las sanciones, de orden 
administrativo, previstas para conductas tan extremadamente graves como las contenidas, 
notablemente, en las letras a), b) y e) del art. 9.2 B) de la Ley 42/1988 (realización de cualquier 
actuación dirigida a modifi car el patrimonio genético humano no patológico; la creación y 
mantenimiento de embriones o fetos vivos, en el útero o fuera de él, con cualquier fi n distinto 
a la procreación; la experimentación con embriones o fetos vivos, salvo el cumplimiento de 
determinados requisitos).(...)Que una prohibición de esta naturaleza deba ser necesariamente 
hecha efectiva a través del instrumento último de la sanción penal es algo que en modo alguno 
se deriva de la doctrina constitucional anteriormente recordada. En cuanto al art. 3.2 de la 
Ley 42/1988, que excluye el que la interrupción del embarazo pueda tener como fi nalidad la 
donación y posterior utilización del embrión o feto, es patente que describe una conducta ya 
tipifi cada y sancionada por el Código Penal (...)”.
1997
 Sentencia núm. 2-1997 de 13 enero 
“(...) Tal y como hemos recientemente afi rmado, «todos los permisos cooperan potencialmente 
a la preparación de la vida en libertad del interno, pueden fortalecer los vínculos familiares, 
reducen las tensiones propias del internamiento y las consecuencias de la vida continuada en 
prisión que siempre conlleva el subsiguiente alejamiento de la realidad diaria. Constituyen 
un estímulo a la buena conducta, a la creación de un sentido de responsabilidad del interno, y 
con ello al desarrollo de su personalidad. Le proporcionan información sobre el medio social 
en el que ha de integrarse, e indican cuál es la evolución del penado. Pero, al mismo tiempo, 
constituyen una vía fácil de eludir la custodia, y por ello su concesión no es automática una 
vez constatados los requisitos objetivos previstos en la Ley. No basta entonces con que éstos 
concurran, sino que además no han de darse otras circunstancias que aconsejen su denegación 
a la vista de la perturbación que puedan ocasionar en relación con los fi nes antes expresados » 
(STC 112/1996, fundamento jurídico 4.º) (...)”.
“(...) y si la preparación para la vida en libertad es una fi nalidad que encuentra plena justifi cación 
constitucional y a la que indudablemente sirven los permisos de salida, es claro que ninguna 
tacha cabe hacer en esta sede a la negativa razonada a conceder tal permiso en el presente caso 
(...)”.
 Sentencia núm. 3-1997 de 13 enero 
“(...) en particular, respecto a aquellos supuestos en los que el medio autoriza la publicación de 
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un escrito procedente de persona enteramente ajena al mismo, hemos precisado que «el deber 
de diligencia del Director del periódico entraña la comprobación de la identidad de la persona 
que fi gura como autor de la carta, antes de autorizar su publicación» (...) La comprobación 
de la identidad de la persona que es autora del escrito permite, pues, «que ésta asuma su 
responsabilidad caso de que la carta sea constitutiva de delito», dado que, en otro caso, «se 
abriría la puerta a la creación de espacios inmunes a posibles vulneraciones del derecho al 
honor constitucionalmente garantizado» [STC 336/1993, fundamento jurídico 7.º,B)] (...)”. 
“(...) ahora bien, la anterior doctrina no lleva necesariamente a estimar que la acción del medio 
autorizando la publicación de una «carta al Director» procedente de persona que no resulta 
identifi cada entrañe, en todo caso, la responsabilidad de aquél, y que a este fi n sea sufi ciente 
la verifi cación de que no ha existido esa diligencia específi ca. Pues cuando se trata de enjuiciar 
una posible lesión del derecho al honor de una tercera persona por el escrito ajeno que el medio 
ha publicado, lo decisivo es no solo el hecho de la publicación sino determinar, en atención al 
contenido de dicho escrito si se ha producido o no la vulneración de ese derecho fundamental 
(...)”. 
“(...) no cabe entender, pues, que el redactor de la «carta al Director» haya informado al público 
de hechos que personalmente conocía, ni tampoco que con apoyo en los mismos tratara de 
rectifi car lo que previamente habían informado los medios de comunicación, contraponiéndolos 
con aquéllos (...)”. 
“(...) que la referencia a los hechos va acompañada de una crítica o censura a la actuación de 
la persona que entonces era Presidente de dicha Federación se evidencia, en efecto, desde el 
segundo párrafo del escrito(...)”.
“(...) las expresiones vertidas en la carta juzgando desfavorablemente la conducta del Presidente 
de la mencionada Federación se sitúan, pues, en el terreno de la crítica a una persona que, por la 
actividad pública que llevaba a cabo, estaba sujeta a un riguroso control de la misma por parte 
de la opinión pública. Con la consiguiente ampliación de los límites permitidos a tal crítica por 
referirse a asuntos de interés general, como tiene declarado la doctrina de este Tribunal (...)”.
  Sentencia núm. 9-1997 de 14 enero 
“(...) en efecto, es diferente el relieve constitucional del derecho de acceso a la jurisdicción y el 
de acceso a los recursos legalmente establecidos, resultando éste mero corolario lo de aquél en 
cuanto el derecho de acceder a la justicia no viene otorgado por la ley sino por la Constitución 
misma (...)”.
 Sentencia núm. 21-1997 de 10 febrero 
“(...) en efecto, es procedente recordar aquí, de un lado, que «los poderes públicos españoles no 
están menos sujetos a la Constitución cuando actúan en las relaciones internacionales... que al 
ejercer ad intra sus atribuciones», como se ha dicho en la Declaración de este Tribunal de 1 de 
julio de 1992 (RTC 1992\132 bis), fundamento jurídico 4.º y ello es aplicable a las autoridades 
y funcionarios dependientes de dichos poderes. De otro lado, si el mandato del art. 10.2 CE 
impone que los preceptos constitucionales sean interpretados de conformidad con las normas 
internacionales sobre protección de los derechos humanos, ha de recordarse también que el 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha declarado en relación con el art. 1 del Convenio 
de Roma de 1950, que el ámbito de la jurisdicción estatal, a los fi nes de la protección que ese 
instrumento garantiza, no se circunscribe al territorio nacional. Por lo que cabe imputar al Estado 
una lesión de los derechos que el título I del Convenio reconoce en relación con actos realizados 
por sus autoridades fuera del territorio estatal (asunto Drozd y Janousek c. Francia y España, 
Sentencia de 26 de junio de 1992 (TEDH 1992\2)y asunto Loizidou c. Turquía, Sentencia de 23 
de marzo de 1995), (TEDH 1995\3)presupuestos que indudablemente concurren en el presente 
caso, dado que nos encontramos ante una actividad realizada por autoridades españolas en 
un espacio situado más allá del territorio español, como antes se ha dicho. Por lo que hemos 
de examinar a continuación si esa actuación de las autoridades españolas ha generado o no 
las lesiones de los derechos fundamentales que, en relación con el art. 17 CE, denuncia el 
demandante de amparo (...)”.
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“(...) lo que entraña, pues, que el legislador ha atribuido un alcance universal a la jurisdicción 
española para conocer de estos concretos delitos, en correspondencia tanto con su gravedad 
como con su proyección internacional (...)”.
“(...) en efecto, si bien la libertad en cuanto derecho fundamental y valor superior de nuestro 
ordenamiento (art. 1.1 CE) no puede sufrir excepciones por razones de efi cacia en la lucha contra 
el delito, como ha alegado el recurrente, no es menos cierto que la vulneración del derecho que el 
art. 17.2 CE garantiza solo se producirá cuando se hayan transgredido los límites del mismo. Y al 
respecto basta recordar que si la disponibilidad sobre la pérdida de libertad es exclusivamente 
judicial «el mandato de la Constitución es que, más allá de las setenta y dos horas, corresponde 
a un órgano judicial la decisión sobre el mantenimiento o no la limitación de la libertad» (STC 
115/1987 [RTC 1987\115]). Lo que es aplicable incluso respecto a un supuesto tan singular de 
detención como el presente, pues de esta decisión se desprende con claridad que el sentido y 
fi nalidad de esta exigencia constitucional no requiere incondicionalmente la presencia física 
del detenido ante el Juez -aunque ello debe constituir la forma normal, por implicar una mayor 
garantía del detenido-, sino que la persona privada de libertad, transcurrido el plazo de las 
setenta y dos horas, no continúe sujeta a las autoridades que practicaron la detención y quede 
bajo el control y la decisión del órgano judicial competente, garante de la libertad que el art. 
17.1 reconoce (...)”.
“(...) en el presente caso, sin embargo, la fi nalidad de la actuación del Servicio de Vigilancia 
Aduanera era la de abordar el buque «Archangelos», proceder a su inspección, aprehender la 
droga y detener a las personas que integraban la tripulación del buque como presuntamente 
responsables del ilícito comercio, custodiando seguidamente el buque, la carga y los detenidos 
hasta su llegada a puerto español (...)”.
 Sentencia núm. 43-1997 de 10 marzo 
“(...) de manera que si bien fuera del supuesto previsto en el art. 733 LECrim no es posible 
la condena por delito más grave del que ha sido objeto de acusación, ello no prohíbe 
rebasar cuantitativamente la pena en concreto solicitada por las acusaciones, con tal de que 
cualitativamente se mantenga dentro de los límites penológicos establecidos por la ley al delito 
incriminado, ya que «el principio acusatorio no exige la vinculación estricta del juzgador a las 
califi caciones jurídicas y al petitum de las partes, sino solo que el hecho objeto del juicio del fallo 
sea aquel sobre el que se haya sostenido la acusación, puesto que el objeto del proceso no es «un 
crimen», sino un factum, que debe entenderse respetado cuando el órgano judicial se atiene al 
«hecho posible objeto de la acusación, sin incurrir en incongruencia procesal» aunque imponga 
una «pena cuantitativamente superior a la pedida por el Fiscal» (ATC 377/1987, fundamento 
jurídico 2.º) (...)”.
 Sentencia núm. 67-1997 de 7 abril 
“(...) el Sr. T.C. se encuentra en situación de prisión provisional desde el 8 de septiembre de 
1995, tras ser detenido, junto con otras tres personas, como presunto autor de un delito contra 
la salud pública por tráfi co de droga que causa grave daño a la salud (cocaína) en cantidad 
superior a los 700 kilogramos (...)”.
 Sentencia núm. 74-1997 de 21 abril 
“(...) pero la anterior conclusión, que tiene su fundamento en el hecho de que la decisión de vivir 
en matrimonio o convivir more uxorio es libremente adoptada por los sujetos de una y otra clase 
de unión, no es válida para el caso de los hijos, a quienes la Constitución obliga a dispensar una 
protección integral con independencia de su fi liación y respecto de quienes los padres deben 
prestar asistencia con independencia de su origen matrimonial o extra matrimonial (art. 39.2 
y 3 CE), en otras palabras, de su nacimiento, y cuyo desvalimiento motiva incluso una intensa 
protección internacional (Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño, de 
20 de noviembre de 1989 (RCL 1990\2712), ratifi cada por España mediante Instrumento de 30 de 
noviembre de 1990), pues su fi liación y su condición de habidos dentro o fuera del matrimonio 
es el resultado de decisiones ajenas a los mismos (STC 184/1990). En defi nitiva, el legislador, 
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ejerciendo su libertad de confi guración normativa, puede elegir libremente proteger o no 
penalmente a los hijos en las crisis familiares frente al incumplimiento por sus progenitores de 
las obligaciones asistenciales que les incumben y judicialmente declaradas, pero una vez hecha 
esta elección no puede dejar al margen de la protección a los hijos no matrimoniales sin incidir 
en una discriminación por razón de nacimiento que proscribe el art. 14 de la Constitución(...)”. 
  Sentencia núm. 122-1997 de 1 julio 
“(...) en efecto, desde la óptica del art. 268 de la LECiv no cabe admitir que la falta de mención en 
la diligencia al segundo apellido, al estado civil y a la ocupación de la persona a quien se entregó 
la cédula de notifi cación, prive a ésta de toda aptitud para alcanzar su fi n, pues, habiendo sido 
debidamente consignados en ella el nombre y primer apellido de la persona receptora de la 
cédula, su relación con el destinatario de la misma (que en el presente caso era la de vecindad 
en el mismo inmueble), y la advertencia acerca de la obligación de entregarla lo más pronto 
posible a su original destinatario (lo que también hizo constar el actuario con las palabras «se 
entrega copia don Miguel L... para que le entregue esta copia a don Antonio P.»), no es de 
recibo califi car al receptor de la cédula de «persona desconocida», como lo hace el recurrente, 
ni predicar de la diligencia su absoluta inidoneidad como acto procesal de comunicación(...)”.
  Sentencia núm. 123-1997 de 1 julio 
“(...) pues bien, un paso más en esa evolución, confi gurado -éste sí- como uno de los principios 
cardinales del ius puniendi contemporáneo, en sus facetas sustantiva y formal, es aquel que 
proclama la presunción de que toda persona acusada de una infracción es inocente mientras 
no se demuestre lo contrario. Aun cuando no sea una creación ex nihilo, ya que inspiraba la 
entera estructura de nuestra Ley de Enjuiciamiento Criminal desde 1881, ha recibido un vigor 
inusitado por obra y gracia de su inclusión en el art. 24 de la Constitución, cuya interpretación 
-según indica el art. 10 del mismo texto- ha de hacerse a la luz de la Declaración Universal de 
los Derechos Humanos (NDL 13626) y de los demás tratados internacionales sobre la materia 
ratifi cados por España, como lo fue en 1979 el Convenio de Roma (1950), sin olvidar el Pacto de 
Derechos Civiles y Políticos de 1966 (Nueva York) (RCL 1977\893y ApNDL 3630). Su lectura 
pone de manifi esto que el principio anteriormente enunciado sintéticamente ofrece mayor 
complejidad si se observa que la presunción de inocencia solo se destruye cuando un Tribunal 
independiente imparcial y predeterminado por la Ley declara la culpabilidad de una persona 
tras un proceso celebrado con todas las garantías (art. 6.1 y 2 de aquel Convenio) (...)”.
  Sentencia núm. 126-1997 de 3 julio 
“(...) los preceptos individualizados en el auto de planteamiento como aplicables al caso ponen 
de relieve otra particularidad del problema de constitucionalidad que ha suscitado la Sala. 
Cabe observar, en efecto, que si todos son anteriores a nuestra Constitución, uno de ellos (el art. 
13 del Decreto de las Cortes de 27 de septiembre de 1820 «publicado en las mismas como Ley 
de 11 de octubre del mismo año», según se expresa en el art. 1 del Real Decreto de 30 de agosto 
de 1836, por el que se estableció su vigencia) pertenece al período de tránsito del Antiguo 
Régimen al régimen constitucional en España. Y otros, los de la Novísima Recopilación, Libro 
X, Título XVII, Leyes 8 y 9 (en adelante, Novísima Recopilación 10.17.8 y 9) y el del Código de 
las Siete Partidas, la Partida II, Título XV, Ley 2 (en adelante, Partida 2.15.2) son legislación 
histórica de la Monarquía española de la Edad Moderna (pues la Ley 8 de la Novísima contiene 
la Pragmática del Rey Felipe III dada en Madrid el 15 de abril de 1615 y la Ley 9 la Pragmática 
del mismo Rey también dada en Madrid el 5 de abril de ese año) y de la Baja Edad Media. 
Por lo que, en atención a los preceptos cuestionados, el dato histórico aparece como uno de 
los factores relevantes para nuestro enjuiciamiento, aunque también suscite, en contrapartida, 
algunos problemas (...)”. 
“(...) los intervinientes en este proceso no han objetado que los preceptos cuestionados, pese a su 
carácter de Derecho histórico, tengan rango legal, aunque el Abogado del Estado excepciona de 
esta califi cación el art. 5 del Decreto de 4 de junio de 1948. Alegación que ha de compartirse, pues, 
si bien el art. 1 de la Ley de 4 de junio de 1948 extiende la efi cacia derogatoria de disposiciones 
anteriores no solo a lo en ella establecido sino a los «Decretos que la complementen» -y el aquí 
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considerado lo es, como claramente pone de relieve el art. 1 de dicho Decreto-, en realidad no 
por ello adquiere rango legal, pues solo viene a desarrollar, por vía reglamentaria, lo dispuesto 
en aquella Ley. Por lo que ha de ser excluido de nuestro enjuiciamiento. La vigencia del Código 
de las Siete Partidas y, en concreto, la Partida 2.15.2, podría suscitar, en cambio, mayores 
problemas dado que a partir de la tercera redacción, entre 1295 y 1312, se modifi có tanto su 
contenido como su fi nalidad originaria de constituir una ley general para el Reino; por lo que 
el «Libro de las Leyes» dejó de ser aplicado incluso en el Tribunal de la Corte, en benefi cio 
del Fuero Real. Pero la duda se despeja, de un lado, por haber adquirido expresa vigencia 
los «libros de Partidas» en virtud de la Ley 1, Título XXVIII, del Ordenamiento de leyes dado 
por el Rey Alfonso XI en las Cortes de Alcalá de 1348, en el orden de prelación de fuentes allí 
establecido y que se mantiene inalterado hasta el siglo XIX. De otro, por haber sido considerada 
como Derecho en vigor a lo largo de este siglo por la jurisprudencia del Tribunal Supremo. Y en 
cuanto a su vigencia actual basta observar que en el período de tránsito del Antiguo Régimen 
al Estado liberal la Ley de 11 de octubre de 1820 se remitió al Derecho histórico al declarar en 
su art. 13 que «los títulos, prerrogativas de honor y cualesquiera otras preeminencias de esta 
clase» que los poseedores actuales de los mayorazgos y otras vinculaciones suprimidas por el 
art. 1 «disfrutan como anejas a ellas, subsistirán en el mismo pie y seguirán el orden de sucesión 
prescrito en las concesiones, escrituras de fundación y otros documentos de procedencia»; y la 
vigencia de esta disposición fue restablecida, como se ha dicho, por Decreto de las Cortes de 
30 de agosto de 1836. Más tarde, tras el Decreto de 25 de mayo de 1873 por el que el Gobierno 
de la República acordó no conceder en lo sucesivo títulos de nobleza, el art. 1 del Decreto de 25 
de junio de 1874 lo dejó sin efecto, afi rmando que «se declara subsistente en su fuerza y vigor 
la legislación vigente a la publicación de aquel Decreto». Y otro tanto ocurre, por último, con 
posterioridad a la Constitución de 1931 (RCL 1931\1645) dado que el art. 1 de la mencionada 
Ley de 4 de mayo de 1948 prescribe que «se restablecen... las disposiciones vigentes hasta el 
14 de abril de 1931 sobre concesión, rehabilitación y transmisión de Grandezas y Títulos del 
Reino...». B) Tampoco se ha objetado la aplicación al caso de dichos preceptos, si bien ha de 
señalarse que el Abogado del Estado, tras un detenido examen histórico, ha estimado que 
la regla de masculinidad o varonía en el orden regular de sucesión de los títulos nobiliarios 
se deriva, en concreto, de la Partida 2.15.2 y que su aplicación está justifi cada no solo por la 
directa relación entre la sucesión en la Corona y el orden regular de la transmisión post mortem 
de estas mercedes en el Antiguo Régimen, como evidencia la doctrina más autorizada, sino 
también a tenor de una reiterada jurisprudencia del Tribunal Supremo anterior a 1987, aunque 
este entendimiento se haya modifi cado en algunas decisiones posteriores (...)”.
“(...) Sentado esto, los preceptos con rango legal hoy vigentes y aplicables al caso son, pues, el 
art. 1 de la Ley de 4 de mayo de 1948 y el art. 13 de la Ley de 11 de octubre de 1820 en cuanto 
declaran aplicable el Derecho histórico y, en particular, la Partida 2.15.2, de la que deriva por 
lo dispuesto en el inciso «que si fi jo varon y non oviesse, la fi ja mayor heredasse el Reyno», la 
regla de preferencia cuya constitucionalidad se ha cuestionado por la Audiencia Provincial de 
Madrid. Aunque el examen posterior habrá de centrarse en el últimamente citado dado que la 
eventual inconstitucionalidad de los dos primeros solo se produciría, en su caso per relationem, 
al remitirse éstos al precepto de la legislación histórica (...)”. 
“(...) de otra parte, la distinción se corrobora desde una perspectiva formal, pues si bien la 
Partida 2.15.2 se aplicó inicialmente tanto para el orden regular de la sucesión en la Corona 
como en los títulos de nobleza, se produce una primera disociación entre las normas aplicables 
a una y otra sucesión tras el Auto acordado de 10 de mayo de 1713, por el que Felipe V establece 
un «nuevo reglamento para la sucesión de esta Monarquía» basado en la agnación rigurosa y, 
por tanto, con preferencia «de todos mis descendientes varones por la línea recta de varonía a 
las hembras y sus descendientes» (Novísima Recopilación, 3.1.5). Y la escisión se confi rma en 
el debate abierto por dicha disposición, ya que frente a la pretensión de modifi car con base en 
la mencionada disposición de 1713 lo decidido en la Pragmática de 1615 sobre la sucesión de 
las hijas en los mayorazgos, la doctrina sostendrá con fi rmeza que en el mayorazgo constituido 
sin ley o condición del fundador, esto es, el regular, la sucesión queda sujeta a lo dispuesto en 
la Partida 2.15.2, como afi rman Jordán de Asso y Miguel de Manuel en 1792 y reitera Juan Sala 
en 1820 en relación con el Auto acordado de 1713 al afi rmar que esta disposición «... solo dice 
respecto a la sucesión de la Monarquía, sin que sirva de exemplo a los mayorazgos regulares, que 
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siempre se gobiernan por lo establecido en la referida Ley 2, Título XV, Partida II». Por último, 
la disociación entre las normas que rigen la sucesión en la Corona y en los títulos nobiliarios se 
consolida tras la petición de las Cortes de Madrid de 1789 de que se derogase el auto acordado 
de 1713 volviendo a la entera vigencia de la Partida 2.15.2, aceptada por Carlos IV. Pues entre 
la primera fecha y la publicación de la Pragmática Sanción de 29 de marzo de 1830, por la 
que fi nalmente se hizo pública aquella decisión, ya se había promulgado la Constitución de 
Cádiz, en cuyos artículos 174 a 178 se contiene el orden de sucesión a la Corona. De suerte que 
el proceso de disociación iniciado en 1713 culmina en 1812 y, por tanto, desde esta fecha la 
Partida 2.15.2 deja de ser aplicable a la sucesión en la Corona al ser sustituida por los preceptos 
constitucionales, si bien continuará rigiendo la sucesión regular en los títulos nobiliarios (...)”.
“(...) en primer lugar, aun cuando el precepto aquí cuestionado proceda de la legislación 
histórica y sea aplicable a los títulos de nobleza, cuyas raíces también se asientan en un pasado 
secular, sin embargo ha de recordarse que el carácter histórico de una institución no puede 
excluir, por sí solo, su contraste con la Constitución. Pues si los principos y valores de ésta 
informan la totalidad de nuestro ordenamiento, la consecuencia es que la Norma fundamental 
«imposibilita el mantenimiento de instituciones jurídicas (aun con probada tradición) que 
resulten incompatibles con los mandatos y principios constitucionales» (STC 76/1988 [RTC 
1988\76], Fundamento Jurídico 3.º) (...)”.
“(...) el régimen constitucional iniciado en 1812 conservó la Monarquía, si bien el principio 
de la soberanía nacional y la división de poderes que informan el texto de Cádiz, unidos en 
la fi nalidad de suprimir el anterior poder absoluto del Rey, harán que la institución histórica 
adquiera una nueva forma, la Monarquía constitucional. Y en lo que respecta a la nobleza, la 
igualdad de derechos «proclamada en la primera parte de la Constitución», como expresa su 
Discurso Preliminar, entrañó un profundo cambio en la posición política, jurídica y social que 
este estamento habría ostentado en el Antiguo Régimen. Aunque las sucesivas quiebras del 
régimen constitucional entre 1814 y 1820 así como entre 1823 y 1833 impidieron -salvo en el 
breve paréntesis del Trienio- no solo que fuera efectiva la Monarquía constitucional confi gurada 
en el texto de 1812 sino que tampoco se llevase a cabo la completa abolición de los privilegios de 
la nobleza que se inició con el Decreto de Cortes de 6 de agosto de 1811 al incorporar a la nación 
los señoríos jurisdiccionales. Pero dicho esto, ciertos datos relativos a este período inicial son 
signifi cativos a los fi nes de nuestro examen (...)”.
“(...) a) En primer lugar, que pese a los principios que informan el nuevo Estado liberal, tanto 
las Cortes de las que surge la Constitución de 1812 como el texto de ésta consideraron que los 
Títulos nobiliarios eran una realidad subsistente, sin cuestionar su existencia. Lo que quizás sea 
explicable teniendo en cuenta que, en este momento histórico, la igualdad se proyecta sobre los 
derechos y deberes civiles y políticos de los ciudadanos pero no excluye una distinción ulterior 
en cuanto al «rango y honor» de las personas, como expresará más tarde el art. 62 de la Carta 
francesa de 1830. Idea que se aprecia claramente en las Cortes de Cádiz al discutirse el Decreto 
de 17 de agosto de 1811 por el que se suprimían las pruebas de nobleza para el ingreso en las 
academias militares al afi rmar Argüelles, haciendo referencia a la nobleza en Inglaterra, que 
sus «privilegios y exenciones honran a los individuos sin humillar a los ciudadanos» por no 
entrañar una desigualdad en los derechos civiles y en las libertades políticas de todos(...)”.
“(...) de otro lado, a la misma conclusión se llega respecto a otros aspectos de la institución, 
que nos sitúan ante relaciones circunscritas a un grupo de personas, los integrantes del linaje 
del benefi ciario del título de nobleza. Pues cabe observar, en efecto, que la adquisición por vía 
sucesoria de la merced pueda requerir que una persona formule ante los órganos jurisdiccionales 
una pretensión de su «mejor derecho» a usarlo, frente a otros particulares asimismo vinculados 
genealógicamente con el benefi ciario de la merced. Al igual que ocurre en la cesión de un 
título nobiliario, pues si de un lado presupone la existencia de un acto inter vivos y de carácter 
gratuito del actual poseedor del título, formalizado en documento público, en favor de otro 
particular, de otro se condiciona a que no cause perjuicio de aquellos que estarían llamados a 
suceder en la merced con preferencia al cesionario, salvo que la aprueben expresamente (art. 
12 del Real Decreto de 27 de mayo de 1912). Lo que limita el acto de cesión al circunscribirlo al 
ámbito de las personas pertenecientes a un determinado linaje (...)”.
“(...) y no posee así otro valor que el puramente social que en cada momento quiera otorgársele 
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(...)”. 
“(...) y el de masculinidad solo es una proyección en esta materia de las ideas sobre la condición 
de la mujer imperantes en la Edad Media, expresadas en lo jurídico con claridad en otro precepto 
alfonsino (Partida 4.13.2) (...)”.
“(...) dicho de otro modo: la diferencia por razón de sexo que el mencionado precepto establece 
solo posee hoy un valor meramente simbólico dado que el fundamento de la diferenciación 
que incorpora ya no se halla vigente en nuestro ordenamiento. Mientras que, por el contrario, 
los valores sociales y jurídicos contenidos en la Constitución y, por tanto, con plena vigencia 
en el momento actual, necesariamente han de proyectar sus efectos si estuviésemos ante una 
diferencia legal que tuviera un contenido material. Lo que ciertamente no ocurre en el presente 
caso, en atención a las razones que se han expuesto partiendo de las premisas sentadas en los 
fundamentos precedentes (...)”.
“(...) Todo lo expuesto lleva a estimar, en defi nitiva, que la legislación histórica aplicable a la 
sucesión regular en los títulos nobiliarios y, en particular, la Partida 2.15.2, de la que deriva la 
regla o criterio de la preferencia del varón sobre la mujer en igualdad de línea y grado, aplicable 
en virtud de lo dispuesto en el art. 13 de la Ley de 11 de octubre de 1820 y el art. 1 de la Ley de 
4 de mayo de 1948, no es contraria al art. 14 CE (...)”.
 Sentencia núm. 146-1997 de 15 septiembre 
“(...) no cabe olvidar la importancia que en las decisiones sobre prisión provisional han de tener 
las circunstancias personales que concurren en cada imputado o condenado, y sobre ellas no se 
expresa una sola palabra en la demanda al margen de la cuantía de las penas impuestas (...)”. 
“(...) cuestión distinta es que tal queja ponga de relieve la escasa fuerza argumental de una 
resolución que fundamenta la prisión provisional decretada en la gravedad de los hechos 
cometidos y la entidad de las penas impuestas, cuando, sin embargo, se acuerdan en el mismo 
proceso diversas y menos gravosas medidas cautelares para personas a las que se imputa 
semejante participación delictiva por la que se las ha sancionado con iguales o superiores penas 
(...)”.
 Sentencia núm. 137-1997 de 21 julio
“(...) en el caso aquí enjuiciado, según se desprende de los hechos probados a los que debemos 
atenernos, el recurrente formaba parte de un piquete de huelga, compuesto por unas 200 
personas, que impedía, aunque de forma intermitente, la entrada y salida de vehículos de la 
fábrica. Entre esos vehículos se hallaban varios camiones y el del Director del establecimiento 
quien, ante la actitud de los miembros del piquete, «decidió retirarse para evitar situaciones 
violentas (...) recibiendo abucheos de los trabajadores» (...)”.
“(...) ciertamente, las situaciones de confl icto que dan lugar a las huelgas suelen afectar 
a aspectos especialmente relevantes y sensibles de la vida de los trabajadores y de sus 
familias, y en estas circunstancias no puede exigírseles que en el legítimo desarrollo de sus 
facultades de información, proselitismo y presión, guarden unas pautas de comportamiento 
corteses, propias de momentos de normalidad. Con todo, no cabe duda de que la conducta 
aquí analizada del recurrente, y en general del resto de quienes formaban parte del piquete, 
sobrepasa los límites constitucionalmente protegidos en orden a asegurar el libre desarrollo 
de las tareas de información, persuasión y presión. Como este Tribunal ha reiterado en las 
resoluciones citadas en el fundamento precedente, impedir el acceso al lugar de trabajo, aunque 
sea intermitentemente y tan solo de vehículos, supone imponer a terceras personas mediante 
intimidación la realización de conductas contrarias a su voluntad (...)”.
 Sentencia núm. 150-1997 de 29 septiembre 
“(...) y esas razones o criterios requieren, como mínimo, una identidad en el hecho punible 
que se denuncia, y en la persona del acusado, elemento objetivo y subjetivo que conforma el 
objeto del proceso penal (sin perjuicio de que, en este caso existe, además, coincidencia en la 
califi cación penal de los hechos y en los medios de prueba con los que se pretende acreditar), 
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mas no en las opiniones, fi nes propios o convicciones ideológicas de las personas físicas o 
jurídicas que actúen en el proceso”
 Sentencia núm. 151-1997 de 29 septiembre 
“(...) el recurrente era Capitán de Artillería cuando a raíz de una imputación de consentimiento 
en la relación adúltera que mantenía su cónyuge fue sancionado por un Tribunal de Honor con 
la separación del servicio y con el pase a la situación de retirado (...)”.
“(...) así, después de señalar que el consentimiento del adulterio no es delito -cosa que, por 
cierto, no niegan las Resoluciones recurridas-, afi rma que el referido art. 1025 del CJM ha sido 
aplicado a un supuesto no previsto en la norma puesto que en modo alguno afecta al honor 
militar el hecho de consentir la infi delidad conyugal, máxime en atención a circunstancias 
concurrentes tales como la vigencia a la sazón del principio de indisolubilidad del matrimonio, 
la protección de sus hijas y las amenazas de su esposa de quitarse la vida o acabar con la de sus 
hijas. En suma, achaca a las resoluciones traídas a este proceso la vulneración del principio de 
tipicidad penal al haber llevado a cabo una extensión in malam partem (...)”.
“(...) no cabe duda de que el comportamiento omisivo reprochado se refería a algo tan privado 
como es la propia relación conyugal y se proyectaba sobre algo tan peculiarmente íntimo como 
eran las relaciones sexuales que mantenía la esposa del recurrente, que, sin duda, integran 
el ámbito de intimidad personal y familiar consagrado en el art. 18 CE. Este artículo protege 
ese núcleo de relaciones no solo frente a la intromisión que consiste en el conocimiento no 
consentido de lo que en él existe o acaece o en la divulgación no consentida de los datos así 
obtenidos, sino también frente a la injerencia que supone la «acción» ajena (STC 231/1988 
[RTC 1988\231]) y, con ello, a la sin duda contundente injerencia que signifi ca la sanción de los 
comportamientos desarrollados en el área de intimidad (...)”.
“(...) en efecto, dado que salvo contadas excepciones, como la del derecho a no ser sometido a 
torturas, los derechos fundamentales no son absolutos, no cabe negar de entrada la posibilidad 
de que en el supuesto aquí enjuiciado la realización de conductas deshonrosas para el militar, 
el Arma o Cuerpo al que pertenece o para los Ejércitos pueda, en determinadas circunstancias, 
constituir un límite al ejercicio del derecho a la intimidad personal y familiar. Así parece 
reconocerlo el Convenio Europeo de Derechos Humanos (RCL 1979\2421y ApNDL 3627) que 
reconoce el derecho de toda persona «al respeto de su vida privada y familiar, de su domicilio 
y de su correspondencia» frente a toda «injerencia de la autoridad pública», aunque añade, 
salvo que «esta injerencia esté prevista por la ley y constituya una medida que, en una sociedad 
democrática, sea necesaria para la seguridad nacional, la seguridad pública, el bienestar 
económico del país, la defensa del orden y la prevención del delito, la protección de la salud o 
de la moral, o la protección de los derechos y las libertades de los demás» (art. 8) (...)”.
“(...) ello se produce mediante la aplicación de conceptos tan indeterminados y tan necesitados 
de una explícita interpretación y aplicación adaptada a los nuevos valores y preceptos 
constitucionales como es el tradicional concepto de honor militar, máxime cuando opera como 
límite de conductas relacionadas con comportamientos sexuales desarrollados fuera de las 
instalaciones militares(...)”.
“(...) concretamente, respecto de la Orden Ministerial, según refl eja el acta correspondiente, el 
Tribunal de Honor consideró que la conducta del recurrente consistente en el consentimiento 
del adulterio de su mujer era, sin más, «deshonrosa». Ninguna apreciación añadida contiene la 
Orden Ministerial que resuelve la sanción (...)”.
“(...) la mencionada sentencia vuelve a referirse al honor militar en el fundamento jurídico 
4.º Sin embargo, lo hace en el contexto de la alegación relativa al derecho a la igualdad del 
art. 14 CE, y se limita a apuntar un concepto abstracto de honor, a afi rmar la existencia de un 
honor militar dotado de características específi cas y a concluir que, por ello mismo, la exigencia 
de un plus de moralidad a los militares no vulnera el mencionado derecho a la igualdad. 
Concretamente, para defi nir el honor militar la sentencia reproduce literalmente la ya citada 
de 6 de octubre de 1989 de la misma Sala, diciendo que «el honor según la acepción más cabal 
de esta palabra es la cualidad que impulsa al hombre a conducirse con arreglo a las más altas 
normas morales. Tiene honor, en consecuencia, quién observa un comportamiento inspirado 
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por unas exigencias morales más rigurosas a las que sirven de pauta al común de los hombres. 
El honor así entendido, no es, por supuesto, patrimonio de persona o grupo alguno, pero existen 
cuerpos y clases en el Estado a cuyos (miembros) puede serles exigido un cierto honor, es 
decir, una más alta moralidad, incluso a través de la vía coactiva del Derecho disciplinario, bien 
por la trascendencia de la función pública que les está encomendada, bien por la delicadeza 
o potenciales efectos de los medios que se les confían. En esta situación de especial exigencia 
se encuentran indudablemente los militares, particularmente los profesionales, cuyas Reales 
Ordenanzas, defi nidas como la regla moral de la Institución Militar, vinculan jurídicamente en 
cuanto constituyen el contenido de una ley. El honor militar, en consecuencia, que los arts. 1 y 
29 de las Reales Ordenanzas relacionan signifi cativamente con el cumplimiento del deber, es, 
antes que ninguna otra cosa, la depurada actitud moral que ha de servir de presupuesto en el 
militar, junto al amor a la Patria, la disciplina y el valor, para el más exacto cumplimiento del 
deber, siendo éste el sentido primordial del honor militar, se comprende sin difi cultad cuan 
equivocado está el recurrente al argüir que su acción no fue contraria al honor militar porque 
no era capaz de empañar la reputación de la Institución. Aunque así fuese habría que oponer a 
tal razonamiento que dicha conducta es contraria al honor militar porque pone de manifi esto, 
en un profesional de la milicia, tanto una desmedida orientación al lucro, como una deplorable 
falta de escrúpulos en la elección de los medios para su consecución, lo que implica un nivel 
moral muy inferior, no solo al que es exigible del (hombre) de honor, sino al que es propio del 
ciudadano mínimamente respetuoso con las normas más elementales de convivencia social». 
Realizada la larga autocita, el Tribunal Supremo aplica la doctrina al supuesto enjuiciado con 
la siguiente escueta conclusión: «Doctrina que tiene singular encaje en este caso, en cuanto 
patentiza que la exigencia de determinadas conductas en orden a la dignidad y al honor a 
ciertos individuos e incluso sectores sociales no supone la quiebra del principio de igualdad». 
Si nos atenemos a las exigencias de motivación requeridas en el presente caso no cabe duda 
de que las resoluciones enjuiciadas son parcas a la hora de precisar el alcance del concepto 
de honor militar y manifi estamente insufi cientes al razonar su aplicación al caso concreto del 
consentimiento del adulterio. En efecto, como hemos reiterado, los conceptos de honor de los 
militares, del Arma o Cuerpo al que pertenecen o de los Ejércitos, cuando se emplean como 
elementos confi guradores de tipos sancionadores que permiten limitar el ejercicio de derechos 
fundamentales y provocar la separación defi nitiva del servicio militar, deben precisarse con 
rigor a la luz de los valores y preceptos constitucionales y esta tarea debe llevarse a cabo teniendo 
en cuenta, sobre todo, las altas funciones que las Fuerzas Armadas tienen constitucionalmente 
encomendadas (art. 8.1 CE). Desde esta perspectiva, no cabe duda de que la realización de 
conductas deshonrosas tanto en la vida profesional como en la social y, en este caso, tanto en 
la esfera pública como en la privada, puede afectar negativamente a la disciplina, organización 
interna, a la efi caz ejecución de las referidas funciones y, en defi nitiva, al prestigio y buen 
nombre de los Ejércitos que también debe conectarse, en última instancia, con el menoscabo en 
la realización de las citadas funciones que constituyen bienes constitucionalmente relevantes. 
Por ello resulta constitucionalmente admisible la utilización de un concepto de honor específi co 
de los Ejércitos y de los militares como límite incluso del ejercicio de alguno de sus derechos 
fundamentales. Sin embargo, el alcance de este concepto debe irse concretando con el tiempo 
y a través de los cauces, especialmente los jurisprudenciales, conocidos en Derecho para llevar 
a cabo estos menesteres, y, sobre todo, como parte de este proceso de concretización, lo que 
debe explicitarse con sumo cuidado es la aplicación de estos conceptos a los casos enjuiciados, 
razonando por qué y en qué medida los supuestos analizados afectan al honor de los militares 
o de los Ejércitos hasta el extremo de justifi car la separación defi nitiva de los mismos(...)”.
“(...) en primer lugar debe advertirse que, a pesar de tratarse de una sanción por conducta 
omisiva, no se insinúa siquiera cuál debía ser la conducta jurídicamente debida en este caso, 
y, sobre todo, no se razona cómo esta omisión, relativa al ámbito de lo más íntimo y personal 
y realizada en el propio domicilio, fuera del servicio, entre militares de distinta Arma y sin 
relación de jerarquía funcional, afecta al honor del Arma o de los Ejércitos, ni en qué medida 
incide en la disciplina la organización interna o la efi cacia en la realización de las funciones 
encomendadas a las Fuerzas Armadas y lo hace hasta el extremo de merecer tan severa sanción 
como es la de la separación defi nitiva del servicio (...)”.
“(...) no cabe negar a priori que, en determinadas circunstancias, conductas íntimas como la que 
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dio lugar al actual proceso puedan realmente afectar al honor militar. Sin embargo, a la luz de 
las pautas o reglas éticas o morales socialmente imperantes en la actualidad -pautas desde las 
que debe delimitarse el alcance del honor de los distintos grupos profesionales, sin incurrir en 
autodelimitaciones endogámicas-, y a la luz también de los valores y principios constitucionales, 
hoy la concurrencia de estas circunstancias en el caso examinado no puede darse por supuesta, 
sino que debe justifi carse con todo detalle. Dicho de otra forma: en la actualidad no es algo que 
se imponga como evidente y no requiera explicación alguna el hecho de que atente al honor 
militar la práctica o el mero consentimiento de determinadas conductas sexuales en el propio 
domicilio (...)”.
  Sentencia núm. 161-1997 de 2 octubre 
“(...) naturalmente del espacio ya reseñado que demarcan sus garantías procedimentales 
esenciales. En efecto, la conducción de vehículos a motor es una actividad que puede poner 
en grave peligro la vida y la integridad física de muchas personas, hasta llegar a convertirse 
en la actualidad en la primera causa de mortalidad en un segmento de edad de la población 
española; de ahí que, como sucede con otras muchas actividades potencialmente peligrosas, 
resulte plenamente justifi cable que los poderes públicos, que deben velar en primerísimo lugar 
por la vida de los ciudadanos (...)”.
 Sentencia núm. 200-1997 de 24 noviembre 
“(...) con todo, debe advertirse, y esto adquiere un especial relieve en el presente supuesto, 
que la individualización de las circunstancias del caso e incluso de la persona del recluso no 
signifi ca que dichas circunstancias deban ser predicables única y exclusivamente del interno 
objeto de la medida, o que si se trata de características que concurren en un grupo de personas 
ya no puedan aducirse como causa justifi cativa de la intervención. Individualizar no signifi ca 
necesariamente destacar rasgos que concurren exclusivamente en el recluso afectado. Puede 
tratarse de unos rasgos comunes a los pertenecientes a un colectivo o a una organización(...)”.
“(...) en cuanto a los aspectos formales de la motivación, las exigencias constitucionales también 
están en función de la fi nalidad primordial de la misma que, como hemos reiterado, no es otra 
que la de hacer posible el control de la necesidad, idoneidad y proporcionalidad de la medida 
(...)”. 
 Sentencia núm. 225-1997 de 15 diciembre 
“(...) el Tribunal Supremo le responde que «si bien es cierto que en los delitos de corrupción de 
menores, pese a estar comprendidos bajo el mismo título y rúbrica que las agresiones sexuales, 
la protección de la libertad sexual aparece más debilitada si no se los conecta con actividades 
relacionadas con la prostitución, es indudable que no solo la moral personal se resiente, como 
sugiere el recurrente, sino que hay indudable lesión para los particulares ofendidos por cuanto 
inciden en un aspecto importante de su personalidad, en el desarrollo de su formación sexual 
que crea desorden en lo biológico y en los referentes éticos, implicando, en defi nitiva, un abuso 
ajeno de la libertad sexual de otros, donde padecen también valores sociales o comunitarios. 
Consecuentemente el salto cualitativo que dio la sentencia impugnada desde la corrupción 
de menores a la agresión sexual no infringió el principio acusatorio, como así lo ha venido 
entendiendo la jurisprudencia de esta Sala en Resoluciones de 18 de mayo de 1989 (RJ 1989\8409) 
y 15 de junio de 1993 (RJ 1993\5110), donde se afi rma que todos los elementos del segundo tipo 
-los de la condena- están comprendidos en el tipo de la corrupción de menores, y los injustos de 
ambos delitos son de evidente afi nidad» [fundamento de derecho 2 b)] (...)”. 
“(...) ninguna tacha cabe oponer a la razonabilidad de la afi rmada afi nidad entre los tipos 
delictivos comparados. No ya porque, como indica la sentencia impugnada, el interés protegido 
en los tipos de agresión sexual, que el Tribunal Supremo sitúa en la libertad sexual, cabe verlo 
razonablemente comprendido en el de la corrupción de menores, defi nido por el Tribunal 
Supremo como «la moral personal», comprensiva del adecuado «desarrollo de la formación 
sexual» (...)”.
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 Sentencia núm. 2-1998 de 12 enero 
“(...) con base en ello solicitaron de la jurisdicción laboral el reconocimiento del derecho a percibir 
igual remuneración que el personal de día de la misma categoría, por el trabajo prestado en día 
festivo (...)”. 
“(...) admitida, pues, la vigencia del principio de igualdad en este ámbito, para que la 
desigualdad retributiva denunciada sea discriminatoria, y por tanto contraria a la Constitución, 
es preciso que se dé realmente la pretendida identidad de situaciones entre el personal de día y 
de noche al servicio del Istitut Català de la Salut del referido hospital, y, una vez afi rmada dicha 
identidad, que no exista justifi cación sufi ciente para el trato desigual (...)”.
  Sentencia núm. 11-1998 de 13 enero 
“(...) en suma, ha de concluirse que tuvo lugar una lesión del art. 28.1 en conexión con el art. 
18.4 CE. Este no solo entraña un específi co instrumento de protección de los derechos del 
ciudadano frente al uso torticero de la tecnología informática, como ha quedado dicho, sino 
que además, consagra un derecho fundamental autónomo a controlar el fl ujo de informaciones 
que conciernen a cada persona -a la privacidad según la expresión utilizada en la Exposición de 
Motivos de la Ley Orgánica reguladora del Tratamiento Automatizado de Datos de Carácter 
Personal- pertenezcan o no al ámbito más estricto de la intimidad, para así preservar el pleno 
ejercicio de sus derechos. Trata de evitar que la informatización de los datos personales propicie 
comportamientos discriminatorios (...)”.
  Sentencia núm. 14-1998 de 22 enero 
“(...) juicio de los actores, el precepto transcrito opera una demanialización legislativa por la 
que se despoja a los propietarios de los terrenos cinegéticos de sus derechos dominicales sobre 
las piezas de caza sin mediar indemnización compensatoria, lo que se considera contrario al 
art. 33 de la Constitución y a las garantías en él previstas para la protección de la propiedad 
privada(...) “. 
“(...) de la lectura conjunta de su articulado se deduce en primer lugar que el legislador 
autonómico ha diferenciado el derecho de caza y lo que denomina «aprovechamiento cinegético 
privado» (art. 6). El derecho a cazar, según el art. 3.1 de la Ley, corresponde a toda persona 
mayor de catorce años, no inhabilitada y que esté en posesión de la pertinente licencia y demás 
permisos administrativos. Por su parte, el cazador adquiere la propiedad de las piezas de caza 
mediante ocupación (art. 53.1) (...)”.
“(...) precisamente, porque las piezas de caza son una res nullius cuya propiedad se adquiere 
mediante ocupación y no un bien accesorio a la propiedad de los terrenos por los que libremente 
transitan, el titular de predios susceptibles de aprovechamiento cinegético queda sometido por 
la Ley a una doble condición para el ejercicio de la caza sobre los mismos: O bien permitir la 
caza, en condiciones de igualdad, a las demás personas administrativamente autorizadas para 
ello y titulares del derecho de caza, en cuyo caso los terrenos son califi cados por la Ley como de 
aprovechamiento cinegético común (art. 10) o se integran en los denominados Cotos Regionales 
de Caza (art. 18); o bien, solicitar de la Administración permiso para poder practicar con 
exclusividad la caza sobre tales terrenos -«aprovechamiento cinegético privado»- reservándola 
para sí y para aquellas otras personas a las que autorice bajo el oportuno control administrativo 
(art. 51.1) (...)”.
“(...) lo que, literalmente, en el citado art. 6 se denomina «concesión» pero que, según resulta 
de lo antes dicho, no es más que una autorización administrativa que implica el desempeño de 
una actividad reglada y que, materialmente, no puede ser considerada como una concesión en 
sentido técnico-jurídico(...)”. 
“(...) la igualdad que el mencionado precepto constitucional garantiza no puede ser concebida 
como una rigurosa y monolítica confi guración del ordenamiento de la que resulte que en 
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cualquier parte del territorio se tengan los mismos derechos y obligaciones, sea cual sea la 
peculiaridad de su contenido (...)”.
 Sentencia núm. 37-1998 de 17 febrero 
“(...) hace tolerable y perfectamente proporcionado el que se grabase a una aglomeración 
considerable de personas que sin duda extremarían su cuidado a la hora de evitar el surgimiento 
de incidentes ante una medida policial preventiva del tipo considerado (...)”.
  Sentencia núm. 41-1998 de 24 febrero 
“(...) Solo cabe examinar las alegaciones que han formulado acerca de las pretensiones 
deducidas por la única persona que puede hacerlo, que es el demandante de amparo. Nuestra 
jurisprudencia ha negado siempre la posibilidad de que las personas que comparecen en un 
proceso constitucional de amparo, a tenor del art. 51.2 LOTC, una vez admitido a trámite el 
recurso (AATC 308/1990 [RTC 1990\308 AUTO] y 315/1995 [RTC 1995\315 AUTO]), puedan 
convertirse en codemandantes, y pedir la reparación o la preservación de sus propios derechos 
fundamentales. Quienes no interpusieron recurso de amparo dentro del plazo legal, o lo hicieron 
en términos inadmisibles, no pueden luego deducir pretensiones propias, independientes del 
recurso de amparo admitido, que es el que acota el objeto del proceso (...)”.
“(...) pues resulta indudable que el mero dato cuantitativo (que las actuaciones se prolongaron 
desde marzo de 1990 hasta mayo de 1992, que sus resultados ocupan más de mil quinientos 
folios, que son el producto de un amplísimo conjunto de medidas de investigación que 
afectaron a numerosas personas, entidades mercantiles y bancarias) es por sí solo insufi ciente.
(...)investigación de tales hechos, por consiguiente, puede requerir un elevado número de 
diligencias que alcancen a un amplio círculo de personas y entidades para averiguar y hacer 
constar la perpetración de los delitos (como ha resaltado el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos desde su Sentencia Wemhoff, de 27 de junio de 1968, parágrafos 8, 9, 17 y 20), sin que 
ese mero dato permita concluir que nos encontramos ante una inquisición general, incompatible 
con los principios que inspiran el proceso penal en un Estado de Derecho como el que consagra 
la Constitución Española (STC 32/1994, fundamento jurídico 5.º.3) (...)”.
“(...) la opción entre éstos, u otros, modelos de justicia penal corresponde al Legislador, que 
puede confi gurar el sistema que resulte más conveniente para la satisfacción de los intereses 
públicos, siempre que respete los derechos fundamentales de las personas afectadas(...)”.
“(...) cuestión distinta plantea la afi rmación de que las denuncias eran tan vagas y genéricas que 
permitían una investigación ad personam, centrada en la persona del denunciado y no, como 
es preceptivo, en unos hechos concretos de los que era acusado, y que delimitasen el ámbito de 
la investigación criminal(...)”.
“(...) esas mismas personas ampliaron su denuncia inicial, mediante escrito de 5 de abril de 1990, 
y fi nalmente interpusieron querella criminal el siguiente día 16 de abril, ejercitando mediante 
Procurador y Abogado la acción popular en relación con los hechos denunciados (...)”. 
“(...) Tampoco sirvió para acotar el campo de la instrucción, esencial para evitar el riesgo de 
una investigación generalizada sobre la totalidad de la vida de una persona, la ampliación de 
denuncia que había sido efectuada el día 5 de abril (...)”.
“(...) nada impide, no obstante, que las víctimas de los hechos publicados, o las demás personas 
legitimadas por la ley, los pongan en conocimiento de las autoridades penales, en la medida en 
que estimen que revisten carácter delictivo, bajo su responsabilidad personal. Una información 
periodística no es prueba bastante, por sí sola, para destruir la presunción de inocencia de una 
persona; pero sí puede ser sufi ciente para formular denuncia ante la autoridad competente, y 
para que ésta abra una investigación sobre los hechos narrados, salvo que el Instructor aprecie 
a limine que la información es manifi estamente falsa (art. 269 LECrim) (...)”.
“(...) pero esos datos no permiten entender que la investigación comprendía tales extremos, 
porque se sumaban a una amplia gama de informaciones variadas sobre la persona del actor 
y sus actividades todas, incluyendo numerosas empresas en las que participaba, múltiples 
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operaciones mercantiles de todo tipo, sus fi ncas y otros activos de su patrimonio privado, y sus 
relaciones, personales, mercantiles y políticas con numerosas personas (...)”.
“(...) como ya hemos dicho, el mero dato de que el Juzgado ordenó practicar numerosas 
diligencias de investigación, y tomó declaración a un elevado número de personas, resulta por 
sí solo irrelevante (...)”.
“(...) naturalmente, en estos supuestos el Juzgado de Instrucción debe extremar el cuidado para 
practicar las numerosas diligencias de investigación que debe realizar en la forma que menos 
perjudique al denunciado en su persona, reputación y patrimonio. Este principio de mesura, 
que la Ley de Enjuiciamiento Criminal recuerda en momentos críticos de la instrucción, como 
pueden ser al efectuar una privación de libertad o al llevar a cabo un registro (arts. 520 y 
552 LECrim), debe ser observado con especial cuidado cuando un Juzgado lleva a cabo una 
investigación compleja e intensa, que recae con especial severidad sobre una o varias personas. 
Que las personas sometidas a investigación hayan sido denunciadas, en relación con la 
comisión de hechos delictivos, no puede hacer olvidar nunca que son inocentes, mientras no se 
sentencie su culpabilidad, con fundamento en pruebas practicadas en juicio oral y público, por 
un Tribunal imparcial (SSTC 31/1981, 108/1984 [RTC 1984\108] y 103/1995 [RTC 1995\103]) 
(...)”.
“(...) no es posible revisar en sede de amparo constitucional en qué medida los hechos 
denunciados en la causa de la que dimana el presente recurso de amparo, y que luego fueron 
objeto de la querella presentada contra el actor y otras personas, ofrecían elementos comunes 
que justifi caran su instrucción conjunta o, como sostiene la demanda de amparo (sin mayor 
razonamiento, como critica el Fiscal), hubieran debido dar lugar a procedimientos distintos por 
parte de diferentes Juzgados de Instrucción (...)”. 
“(...) Tampoco explica por qué esa multiplicidad de procedimientos hubiera ofrecido un 
escenario más adecuado para ejercer el derecho constitucional de defensa que unas diligencias 
previas únicas, llevadas a cabo por un único Juzgado en un procedimiento acumulado, donde 
el actor se encontraba personado y asistido técnicamente, y participaba activamente en todos 
sus trámites e incidencias (...)”.
“(...) los residuos del viejo proceso inquisitivo perdieron vigencia, al permitir ejercer el 
derecho de defensa a toda persona a quien se le atribuya, más o menos fundadamente, un acto 
punible, desde el momento inicial de la instrucción o, en su caso, desde el momento en que la 
investigación se dirige contra ella (...)”.
“(...) afi rmar que el actor ha padecido indefensión, a pesar de encontrarse personado mediante 
Procurador desde el mismo inicio de la instrucción, asesorado por Abogado libremente 
designado, y con información plena de las actuaciones, donde ha intervenido sin tasa, porque 
el Juzgado le ha citado a declarar con mayor o menor celeridad y con una ilustración más o 
menos amplia de su condición y sus derechos como imputado, es algo que no se sostiene (...)”.
 Sentencia núm. 58-1998 de 16 marzo 
“(...) Estas comunicaciones se celebrarán de manera que se respete al máximo la intimidad y no 
tendrán más restricciones, en cuanto a las personas y al modo, que las impuestas por razones 
de seguridad, de interés de tratamiento y del buen orden del establecimiento» (art. 51.1 LOGP) 
(...)”.
  Sentencia núm. 67-1998 de 18 marzo 
“(...) el problema cardinal que este amparo suscita es el atinente a la violación del art. 14 CE, 
en cuanto prohíbe el tratamiento discriminatorio por razón de nacimiento. El art. 487 bis del 
Código Penal vigente en la fecha de los hechos enjuiciados por la jurisdicción penal, únicamente 
tipifi caba como punible el impago de prestaciones económicas nacidas de convenio judicial o 
resolución judicial derivados de situaciones de crisis o extinción de uniones matrimoniales, 
dejando desprovistos de protección penal a los hijos extramatrimoniales (...)”.
“(...) puede utilizar el Derecho Penal como instrumento mediante el cual dar cumplimiento al 
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mandato constitucional de «protección integral de los hijos» (art. 39.2 CE), y con el que mejor 
asegurar el deber de los padres de «prestar asistencia de todo orden a los hijos... durante su 
minoría de edad y en los demás casos en que legalmente proceda» (art. 39.3 CE). Ahora bien, esa 
opción legislativa, así como cualquier otra que se encamine hacia ese mismo fi n protector, no 
puede desconocer que, con arreglo al art. 39 de la Constitución, la fi liación no admite categorías 
jurídicas intermedias y que, por lo tanto, los hijos son «iguales ante la Ley con independencia 
de su fi liación» (ap. 2.º) mientras que el deber de asistencia de los padres, previsto en el ap. 3.º 
de ese mismo artículo, se proyecta sobre los hijos «habidos dentro o fuera del matrimonio». 
Precisamente, por ello, cualquier opción legislativa de protección de los hijos y, más en general 
de la infancia (repárese en la protección adicional que supone la Convención de las Naciones 
Unidas sobre los Derechos del Niño, de 20 de noviembre de 1989 y ratifi cada por España 
mediante Instrumento de 30 de noviembre de 1990 [RCL 1990\2712]), que quebrante, por sus 
contenidos, esa unidad, incurre en una discriminación por razón de nacimiento, expresamente 
prohibida por el art. 14 de la Constitución (...)”.
“(...) y, en segundo lugar, porque aun en la hipótesis de declararse la inconstitucionalidad del 
citado art. 487 bis del anterior Código Penal, las personas por él discriminadas nunca podrían 
obtener un pronunciamiento condenatorio, por así impedirlo el derecho fundamental al 
principio de legalidad penal que garantiza el art. 25.1 de la Constitución Española (...)”.
  Sentencia núm. 81-1998 de 2 abril 
“(...) pues bien, estas afi rmaciones, que se proyectan sobre todos los derechos fundamentales, 
tienen, respecto de los que hemos llamado sustantivos, una consecuencia específi ca. Como 
elementos esenciales del ordenamiento objetivo de la comunidad nacional constituida en Estado 
de Derecho, los derechos fundamentales sustantivos adquieren una dimensión procedimental: 
son reglas básicas de todos los procedimientos de la democracia, de modo que ninguno de 
ellos puede califi carse de constitucionalmente legítimo si no los respeta en su desarrollo o si los 
menoscaba o vulnera en sus conclusiones (...)”.
  Sentencia núm. 117-1998 de 2 junio 
“(...) no precisa el art. 119 CE si esta «insufi ciencia de recursos para litigar» debe predicarse 
solo respecto de las personas físicas, o también es extensible a las personas jurídicas. El silencio 
o la indeterminación en este punto de la norma constitucional obliga a este Tribunal, como 
intérprete supremo de la Constitución (art. 1.1 LOTC), a pronunciarse al respecto (...)”. 
“(...) en este sentido, conviene recordar que las personas jurídicas, a diferencia de lo que ocurre 
con las personas físicas, cuya existencia jurídica no puede ser negada por el ordenamiento 
jurídico, pues la persona, esto es, el ser humano, tiene el derecho inviolable a que se reconozca 
su personalidad jurídica (art. 10 CE y art. 6 de la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos de 10 de diciembre de 1948) (NDL 3626), constituyen una creación del legislador 
y tanto su existencia como su capacidad jurídica vienen supeditadas al cumplimiento de los 
requisitos que el ordenamiento jurídico establezca en cada caso (así, también, la STC 23/1989 
[RTC 1989\23], fundamento jurídico 3.º). De este modo, y dejando a un lado las distintas teorías 
que han tratado de explicar el fundamento de las personas jurídicas, éstas solo pueden ser 
rectamente concebidas si se las conceptúa, con las precisiones que sea preciso efectuar en cada 
caso como uno más de los instrumentos o de las técnicas que el Derecho y los ordenamientos 
jurídicos ponen al servicio de la persona para que pueda actuar en el tráfi co jurídico y alcanzar 
variados fi nes de interés público o privado reconocidos por el propio ordenamiento (...)”.
“(...) de ello se sigue que el contenido indisponible del art. 119 CE solo es reconducible a la 
persona física, única de la que puede predicarse un «nivel mínimo de subsistencia personal 
o familiar». En el mismo sentido, esto es reconduciendo la exigibilidad constitucional del 
derecho a la asistencia jurídica gratuita a las personas físicas, se pronunció también el Tribunal 
Constitucional Alemán en Sentencia de 3 de julio de 1973 al enjuiciar la regulación contenida en 
el art. 114.4 de la Ordenanza Procesal Civil (actual art. 116 ZPO) (...)”.
“(...) basta con que nos remitamos a las consideraciones efectuadas anteriormente sobre la 
distinta naturaleza y función de las personas físicas y las personas jurídicas para afi rmar que 
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se trata de realidades diferentes que por tanto, permiten y justifi can un trato legal desigual, 
especialmente cuando nos hallamos ante un derecho prestacional que, como el contemplado 
en el art. 119 CE, es de confi guración legal, por lo que el legislador dispone, en principio, de 
un amplio margen de libertad para conformar, en atención a los intereses públicos y privados 
implicados y a las concretas disponibilidades presupuestarias, que siendo siempre limitadas, y 
tratándose de un derecho de carácter social que pretende evitar la indefensión y la desigualdad 
de armas procesales que puede originarse en el acceso al proceso de las personas que carecen 
de recursos económicos para litigar, no puede concederse de modo ilimitado, por lo que es 
legítimo que el legislador haya atendido a las distintas realidades que encierran la persona 
física y la persona jurídica para, en atención a ellas, establecer la diferente regulación por la que 
ha optado (...)”.
 Sentencia núm. 141-1998 de 29 junio 
“(...) impugna las decisiones judiciales adoptadas por la Audiencia Nacional que consideraron 
procedente la extradición del ciudadano argentino don Hugo B.B. L. a la República Italiana(...)”.
“(...) pero a partir de la STC 13/1994 hemos reconocido que las lesiones de derechos fundamentales 
que procedan de las autoridades extranjeras en el proceso penal de origen -lesiones ya acaecidas 
o el temor racional y fundado de que tales lesiones se produzcan en el futuro (ATC 23/1997 [RTC 
1997\23 AUTO]; Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de 7 de Julio de 1989, 
caso Soering, A. 161, parágrafos 85 y ss.)- podrían ser imputables a los Tribunales españoles que 
las conocieran y a pesar de ello autorizasen la entrega, porque en tal caso contribuirían bien a 
que el derecho fundamental ya quebrantado no fuera restablecido, bien a favorecer una futura 
lesión de los derechos fundamentales del extraditado, convirtiéndose así en autores eo ipso de 
una nueva lesión contra los derechos del extranjero extraditado (...)”.
“(...) bien la entrega del sujeto para ser enjuiciado por los Tribunales del Estado requiriente, al 
que se le acusa de haber cometido un hecho punible (que caso de ser estimada, daría lugar a la 
llamada extradición procesal o de imputado), bien la puesta a disposición de un individuo que 
en su momento fue enjuiciado penalmente e incluso condenado(...)”. 
“(...) Sin embargo, consideran aplicable al caso el Segundo Protocolo Adicional al Convenio 
Europeo de Extradición, hecho en Estrasburgo el 17 de marzo de 1978 («Boletín Ofi cial del 
Estado» de 11 de junio de 1985), y en particular su título III, integrado únicamente por el art. 3, 
cuyo texto es el siguiente: «Art. 3. El Convenio se completará con las disposiciones siguientes: 
“Sentencias en rebeldía”: 1. Cuando una Parte Contratante pida a otra Parte Contratante la 
extradición de una persona con el fi n de ejecutar una pena o una medida de seguridad impuesta 
en virtud de una resolución dictada contra ella en rebeldía, la Parte requerida podrá denegar 
dicha extradición si, en su opinión, el proceso que dio lugar a la sentencia no respetó los derechos 
mínimos de defensa reconocidos a cualquier persona acusada de un delito. No obstante, se 
concederá la extradición si la Parte requiriente diese la seguridad que se estimare sufi ciente 
para garantizar a la persona cuya extradición se solicita el derecho a un nuevo proceso que 
salvaguarde los derechos de la defensa. Esta decisión autorizará a la Parte requirente bien a 
ejecutar la sentencia de que se trate, si el condenado no se opusiera a ello, bien en caso contrario 
a proceder contra la persona objeto de extradición. 2. Cuando la Parte requerida comunicare 
a la persona cuya extradición se solicite la resolución dictada contra ella en rebeldía, la Parte 
requiriente no considerará esta comunicación como una notifi cación que produzca efectos con 
respecto al procedimiento penal en dicho Estado» (...)”. 
“(...) por otra parte, el incumplimiento de las autoridades españolas de sus obligaciones respecto 
a la publicación de las incidencias de un Tratado no puede repercutir perjudicialmente en la 
esfera de intereses de un individuo reclamado de extradición (...)”. 
 Sentencia núm. 155-1998 de 13 julio 
“(...) la Audiencia le ha dispensado un trato discriminatorio respecto del que hubiera recibido 
de haber contraído matrimonio con la persona que contrató el arrendamiento de la vivienda. 
Esta diversidad de tratamiento carecía de justifi cación habida cuenta de que la relación 
extramatrimonial que mantuvo entre 1973 y 1979 con el Sr. P. C. fue debida a la imposibilidad 
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legal de contraer matrimonio con su pareja por la condición de persona casada de este último y 
la inexistencia del divorcio en nuestro ordenamiento en aquellas fechas (...)”.
“(...) en estos casos la ruptura de la relación sentimental deriva de la libre decisión de, al menos, 
uno de los convivientes y al analizar las consecuencias jurídicas de este hecho puede no ser 
irrelevante el dato de que la relación more uxorio se basa, precisamente, en la decisión libre y, 
en principio, no jurídicamente formalizada de los convivientes de mantener una relación en 
común que, también en principio, no produce el nacimiento de ningún derecho u obligación 
específi cos entre ellos (STC 184/1990, fundamento jurídico 3.º) (...)”.
“(...) en estas circunstancias, al no darse las condiciones de libertad para contraer matrimonio 
o no hacerlo debido a causas constitucionalmente proscritas, debe presumirse que quienes 
convivieron more uxorio lo hicieron así porque no gozaron de la libertad efectiva para contraer 
matrimonio y, en consecuencia, deben reconocérseles los mismos derechos que hubieran tenido 
de haberformado una convivencia matrimonial (...)”.
 Sentencia núm. 200-1998 de 14 octubre 
“(...) puede, pues, afi rmarse que la emisión de apelativos formalmente injuriosos en cualquier 
contexto, innecesarios para la labor informativa o de formación de la opinión supone un daño 
injustifi cado a la dignidad de las personas o al prestigio de las instituciones. Afi rmación también 
válida cuando no se trate de la libertad de información, sino de la de expresión si, en relación 
con ésta, se trata de la emisión de crítica o juicio propio respecto de los hechos de los que se 
informa porque tampoco este derecho justifi ca aquella suerte de juicios (...)”.
“(...) y aunque la sujeción a la crítica es parte inseparable de toda posición de relevancia pública, 
aquí dichas expresiones no parecen circunscritas a esa clase de crítica, pues aun sin constituir 
meros insultos dictados por la enemistad, sí se muestran como evaluaciones de alguna actuación 
concreta de las personas que son su objeto (...)”.
“(...) otras inciden en la intimidad de dos personas vinculadas a quien era sujeto del interés 
informativo pero sobre todo (éste ha sido el hecho sancionado) porque añaden califi cativos 
expresos o implícitos ajenos a aquél respecto de las personas a quienes se refi eren y que de 
modo manifi esto, por contener un resumen de la intencionalidad del relato e incluso por su 
propio signifi cado, producen para los interesados deshonra o descrédito innecesarios para la 
escueta información (...)”.
  Sentencia núm. 224-1998 de 24 noviembre 
“(...) esta circunstancia conduce a entender que se ha solicitado el procedimiento por quien, 
como el privado de libertad, tiene legitimación para ello, si bien, instrumentalmente y dada su 
situación, lo efectuase en su nombre el Letrado designado por el turno de ofi cio para asistirle 
como detenido. Ha de añadirse que si el Juez competente albergase alguna duda sobre la 
existencia del oportuno mandato conferido a su Letrado por el detenido debió, para disiparla, 
realizar las comprobaciones oportunas y, como esencial, acordar la comparecencia de la 
persona privada de libertad para oírla, entre otras, acerca de tal circunstancia. Al no hacerlo 
así, la denegación a limine litis de la sustanciación del procedimiento de habeas corpus, no se 
acomoda a la función que al órgano judicial incumbe de guardián de la libertad personal(...) “.
 Sentencia núm. 235-1998 de 14 diciembre 
 “(...) para resolver la cuestión de fondo planteada, esto es, para comprobar si ha existido la 
vulneración constitucional que se nos denuncia, conviene recordar la reiterada doctrina de este 
Tribunal sobre el contenido del art. 24.1 CE. Al respecto, hemos declarado que este precepto 
garantiza a todos los ciudadanos su derecho a obtener una respuesta judicial motivada, 
razonable y congruente con sus pretensiones, siempre que éstas se hubieran ejercido con 
cumplimiento de los requisitos de procedibilidad legalmente establecidos (...)”.
 Sentencia núm. 231-1998 de 1 diciembre 
“(...) no es menos cierto que el recurso de amparo está concebido para la protección de derechos 
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fundamentales propios y no de terceras personas, incluso si éstas han intervenido en el proceso 
judicial previo y que tampoco puede ejercitarse por sustitución en el derecho del interesado 
(...)”. 
“(...) Respecto de la segunda alegación del Ayuntamiento, basta señalar, como hace el Ministerio 
Fiscal, que de los derechos reconocidos en el art. 23 solo pueden ser titulares los ciudadanos y 
no las personas jurídicas públicas (...)”.
1999 
 Sentencia núm. 19-1999 de 22 febrero  
“(...) la prisión provisional es una medida cautelar de naturaleza personal, que tiene como 
primordial fi nalidad la de asegurar la disponibilidad física del imputado con miras al 
cumplimiento de la sentencia condenatoria, que eventualmente pueda ser dictada en su contra, 
impidiendo de este modo que dicho sujeto pasivo de la imputación pueda sustraerse a la acción 
de la justicia(...)”..
  Sentencia núm. 28-1999 de 8 marzo
“(...) En efecto, la libertad de residencia, reconocida en el art. 19 CE, supone, ante todo, la libertad 
de habitar en un determinado lugar. Y, en este sentido, el domicilio es siempre, precisamente, 
lugar en el que se habita, si bien tal habitación, para determinar la existencia del domicilio, 
ha de hallarse cualifi cada por la presencia de determinadas notas. Cuáles sean esas notas 
dependerá de la concreta consideración del domicilio en cada caso, pudiendo hacer referencia, 
por ejemplo, a la habitualidad, como vendría a ser lo propio del concepto de domicilio del 
Código Civil (art. 40), a constituir el lugar donde se establece la sede jurídica de la persona o, 
en fi n a aquel donde se desarrolla la vida privada de la persona física, como es lo característico 
del concepto de domicilio cuya inviolabilidad está protegida por el art. 18 CE (SSTC 22/1984 [ 
RTC 1984\22] o 50/1995 [RTC 1995\50]). En cualquier caso, lo que no puede discutirse es que 
el derecho a habitar en un determinado lugar, «el derecho subjetivo y personal a determinar 
libremente el lugar o lugares donde se desea residir transitoria o permanentemente» (ATC 
227/1983, fundamento jurídico 2) que el art. 19 CE proclama, implica el reconocimiento a su 
titular del poder de confi gurar esa residencia con los elementos propios del domicilio, con lo 
que resulta que es también un derecho a la libre elección del mismo (...)”.
“(...) los ciudadanos son libres, frente a los poderes públicos, de fi jar su propia residencia en una 
vivienda, de su propiedad, confi gurada en régimen de propiedad horizontal(...)”.
“(...) de este modo, nos encontraríamos ante la privación de un derecho privado, el derecho 
de uso de una concreta vivienda, consecuencia del incumplimiento de deberes propios de una 
relación jurídico-privada, la derivada del régimen de propiedad horizontal, que aun cuando 
va a suponer un condicionamiento al derecho a la libre elección de domicilio no implica, por 
las razones antes expuestas, una restricción del contenido constitucionalmente protegido del 
derecho fundamental a la libertad de residencia. Máxime cuando la sanción civil impuesta, 
contemplada específi camente desde la perspectiva de la libertad de residencia, solo incidiría 
sobre esta última en un grado extraordinariamente limitado: el ciudadano sigue siendo libre de 
fi jar su residencia en cualquier lugar, con la única exclusión del concreto piso al que se refi ere 
la medida en cuestión (...)”.
  Sentencia núm. 46-1999 de 22 marzo 
“(...) desde otra perspectiva se ha alegado que el fi n de esta exigencia era evitar posibles fraudes. 
Podría considerarse que, a través de esta medida, lo que trata de impedirse es que la causa de la 
adopción sea únicamente facilitar al adoptado una pensión de orfandad en lugar de constituir 
el vínculo familiar que es propio de esta institución. Ahora bien, el modo en el que el legislador 
reguló esta cuestión resulta claramente desproporcionado: con el fi n de evitar un posible 
fraude se priva de pensión a todos aquellos hijos adoptados que hayan quedado huérfanos 
en este período. Fraude, por otra parte, que, al menos de modo generalizado, tampoco puede 
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producirse, ya que para que se realice es preciso que muera el adoptante; suceso éste que, en la 
gran mayoría de los casos, es imprevisible, e incluso, en el supuesto de que fuera humanamente 
previsible, tampoco podría considerarse que la adopción realizada fuera necesariamente 
fraudulenta. Esta forma de proceder el legislador no resulta razonable. Además de presumir 
que se ha actuado en fraude de ley, establece una presunción sin posibilidad de prueba en 
contrario, lo que no solo supone invertir el principio de que generalmente los derechos se 
ejercen conforme a las exigencias de la buena fe, sino que se está desconociendo la exigencia 
constitucional de dar protección a la familia y a las hijos (art. 39.1 y 2 CE) (...)”.
  Sentencia núm. 49-1999 de 5 abril 
“(...) y, especifi cando ese criterio, por remisión a lo dicho en las resoluciones de los casos 
Kruslin y Huvig, el TEDH, en el caso Valenzuela concreta las exigencias mínimas relativas al 
contenido o «calidad» de la ley en las siguientes: «la defi nición de las categorías de personas 
susceptibles de ser sometidas a escucha judicial; (...) », (núm. 46, IV). Se trata, en defi nitiva, 
de que la regulación legal ofrezca la «protección adecuada contra los posibles abusos» (Caso 
Kruslin, núm. 35, y Caso Klass, núm. 50 [TEDH 1978\1]) (...)”.
“(...) por lo tanto, en el presente caso, al haber tenido lugar la injerencia en el secreto de las 
comunicaciones entre diciembre de 1986 y abril de 1987, cabe concluir, como lo hizo el Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos en el Caso Valenzuela antes citado, que el ordenamiento 
jurídico español ni defi nía las categorías de personas susceptibles de ser sometidas a escucha, 
(...). En consecuencia, la situación del ordenamiento jurídico español, puesta de manifi esto en la 
concreta actuación que aquí se examina y sufrida por los recurrentes, ha de estimarse contraria 
a lo dispuesto en el art. 18.3 CE (...)”.
“(...) la relación entre la persona y el delito investigado se expresa en la sospecha, pero las 
sospechas que, como las creencias, no son sino meramente anímicas, precisan, para que puedan 
entenderse fundadas, hallarse apoyadas en datos objetivos, que han de serlo en un doble sentido. 
En primer lugar, en el de ser accesibles a terceros, sin lo que no serían susceptibles de control. 
Y, en segundo lugar, en el de que han de proporcionar una base real de la que pueda inferirse 
que se ha cometido o se va a cometer el delito sin que puedan consistir en valoraciones acerca 
de la persona. Esta mínima exigencia resulta indispensable desde la perspectiva del derecho 
fundamental, pues si el secreto pudiera alzarse sobre la base de meras hipótesis subjetivas, el 
derecho al secreto de las comunicaciones, tal y como la CE lo confi gura, quedaría materialmente 
vacío de contenido. Así, el TEDH acepta como garantía adecuada frente a los abusos que la 
injerencia solo pueda producirse allí donde «existan datos fácticos o indicios que permitan 
suponer que alguien intenta cometer, está cometiendo o ha cometido una infracción grave» 
-Caso Klass, núm. 51- o donde existan «buenas razones» o «fuertes presunciones» de que las 
infracciones están a punto de cometerse -Sentencia del TEDH, de 15 de junio de 1992, caso 
Ludi, núm. 38-. En parecidos términos se expresaba la Ley de Enjuiciamiento Criminal, vigente 
al tiempo de entrada en vigor de la CE, al regular los presupuestos habilitantes de la entrada 
y registro (art. 546) y de la detención y apertura de la correspondencia escrita y telegráfi ca 
(art. 579), al exigir «indicios», es decir, algo más que simples sospechas ; pero también algo 
menos que los indicios racionales que se exigen para el procesamiento (art. 384 LECrim). Esto 
es, sospechas fundadas en alguna clase de dato objetivo (...)”.
“(...) Sino datos objetivos que permitieran pensar que dicha línea era utilizada por las personas 
sospechosas de su comisión o por quienes con ellas se relacionaban, y que, por lo tanto, no se 
trataba de una investigación meramente prospectiva(...)”. 
“«revelan conexiones del titular del teléfono con personas dedicadas a introducir estupefacientes 
en grandes cantidades desde Marruecos a la Península(...)”.
“(...) a lo que cabe agregar una última solicitud de prórroga, de fecha 10 de marzo de 1987, en la 
que ya se hace referencia a la aprehensión en las costas malagueñas, el 24 de febrero de ese año, 
de 400 kilogramos de hachís y la detención de nueve personas (...)”.
“(...) no obstante, la misma autoridad formuló una ulterior solicitud de prórroga, con fecha 3 de 
marzo de 1987, en la que tras referirse a los hechos del 24 de febrero se justifi caba la intervención 
telefónica «por continuar detectando conversaciones de gran interés, para la implicación de 
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más personas en este hecho» (...)”.
“(...) los motivos expuestos en la solicitud policial y valorados en las resoluciones judiciales 
impugnadas resultan insufi cientes para justifi car tan drástica injerencia en el secreto de las 
comunicaciones porque se basan únicamente en suposiciones y conjeturas acerca del delito y 
la participación en él de los afectados, ya que no expresan, ni siquiera de modo genérico o por 
alusiones, qué datos objetivos e investigaciones han llevado a centrar las sospechas sobre las 
personas afectadas, lo que impide, desde luego, deducir a posteriori la necesidad de la medida 
limitativa del derecho fundamental y valorar la corrección del juicio de ponderación (...)”.
“(...) de la afi rmación de que los recurrentes mantenían relaciones personales no especifi cadas 
con personas tachadas de trafi cantes de drogas (sin que se exprese quiénes son ni por qué se 
les atribuye dicha tacha) y de los antecedentes policiales de uno de los afectados, relativos a un 
hecho sucedido más de dos años antes (...)”.
“(...) pues, a tal fi n, no puede considerarse bastante la existencia de una noticia, de procedencia 
inobjetivable, ni la relación con personas indeterminadas a las que se tacha de trafi cantes de 
drogas, sin expresar datos que justifi quen tal califi cativo, ni ninguna otra de las circunstancias 
que se contienen en la solicitud y a las que ya se ha hecho mención (...)”.
“(...) en todos los casos, con idéntica argumentación, se reitera, de forma genérica, que el titular 
del teléfono intervenido tiene conexiones con personas dedicadas a introducir estupefacientes 
en gran escala desde Marruecos a la Península, agregando que «se practican gestiones derivadas 
de las mismas» en orden a la identifi cación y detención de dichas personas, sin expresar 
referencia alguna al resultado de la intervención ya practicada (...)”.
“(...) Solo las cintas del teléfono de Málaga fueron escuchadas por el Secretario Judicial y las 
partes personadas ratifi cando la autenticidad de la transcripción (folio 279 del sumario) (...)”.
“(...) esa exigencia, que ahora se proyecta también sobre las intervenciones telefónicas, no es 
meramente de carácter legal; sino que procede de la Constitución. Entender la Constitución de 
otro modo supondría dejar el derecho fundamental al secreto de las comunicaciones de todos 
los ciudadanos al arbitrio de los poderes públicos (...)”. 
“(...) las sospechas policiales se extienden a considerar que desde los teléfonos de los domicilios 
de ambos ciudadanos «se efectúan contactos y se conciertan operaciones con trafi cantes de 
droga residentes en la Península» (...)”.
 Sentencia núm. 69-1999 de 26 abril 
“(...) por tanto, cabe entender que el núcleo esencial del domicilio constitucionalmente 
protegido es el domicilio en cuanto morada de las personas físicas y reducto último de su 
intimidad personal y familiar. Si bien existen otros ámbitos que gozan de una intensidad menor 
de protección, como ocurre en el caso de las personas jurídicas, precisamente por faltar esa 
estrecha vinculación con un ámbito de intimidad en su sentido originario; esto es, el referido a 
la vida personal y familiar, solo predicable de las personas físicas (...)”.
 Sentencia núm. 95-1999 de 31 mayo 
“(...) no ha resultado probada la relación sexual entre ambos litigantes, lo que la exoneraba de 
someterse a la práctica de la prueba biológica (análisis de sangre) que se acordó en el proceso, 
por lo que su incomparecencia para la práctica de dicha prueba hematológica no debió ser 
utilizada como argumento para declarar la paternidad extramatrimonial reclamada por el actor 
respecto de su hija (...)”. 
“(...) por tales razones, este Tribunal ha declarado ya en ocasiones anteriores que cuando un 
órgano judicial, valorando la negativa del interesado a someterse a las pruebas biológicas, en 
conjunción con el resto de los elementos fácticos acreditados a lo largo del procedimiento, 
llega a la conclusión de que existe la relación de paternidad negada por quien no posibilitó la 
práctica de la prueba biológica, nos hallamos ante un supuesto de determinación de la fi liación, 
permitido por el art. 135, «in fi ne», del Código Civil, que no resulta contrario al derecho a 
la tutela judicial efectiva del art. 24.1 CE (AATC 103/1990 [RTC 1990\103AUTO] y 221/1990 
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[RTC 1994\221AUTO]) (...)”.
“(...) frente a la pretensión del actor, la demandada contestó negando la existencia de relaciones 
sexuales con el demandante y, aunque admitió que mantuvo con él una relación sentimental, 
afi rmó que la niña es fruto de su relación con otra persona (...)”.
  Sentencia núm. 99-1999 de 31 mayo 
“(...) no es razonable que, abierta la convocatoria al personal funcionario, al personal laboral 
fi jo y al personal estatutario de la Seguridad Social, al interpretar las bases y el baremo no 
se tenga en cuenta el diferente régimen jurídico sustantivo de dichos colectivos, de tal suerte 
que se coloca en una situación desventajosa al personal estatutario frente a los funcionarios 
públicos y al personal laboral fi jo, al no valorar al personal estatutario de la Seguridad Social 
en uno de los apartados del baremo de méritos (el relativo al «grado personal») cuando ello es 
perfectamente posible mediante una interpretación más acorde con el principio de igualdad del 
referido apartado, como se ha hecho en relación con el personal laboral fi jo(...)”.
  Sentencia núm. 116-1999 de 17 junio 
“(...) así las cosas, y por lo que concierne a la investigación o experimentación con gametos, 
tanto masculinos como femeninos, objeto de regulación en el art. 14 de la ley recurrida, su 
apartado 3 prohíbe que los gametos utilizados con tal fi nalidad puedan ser destinados a originar 
preembriones para la procreación humana. En el apartado 4 del precepto se contienen dos 
prescripciones normativas de diversa signifi cación. En la primera de ellas, de carácter específi co, 
se autoriza el denominado «test del hámster» exclusivamente para evaluar la capacidad de 
fertilización de los espermatozoides humanos, obligando a la interrupción del test desde el 
momento en que se produzca la división celular. Por su parte, el apartado 4 del mencionado 
art. 14 establece, como regla general, la prohibición de realizar cualquier otra fecundación entre 
gametos humanos y animales, prohibición sometida a reserva de autorización administrativa 
o de la Comisión Nacional de Reproducción Asistida si este órgano multidisciplinar actúa con 
competencias delegadas. 7. El examen atento de las expresadas determinaciones legales permite 
rechazar cualquier vulneración por las mismas de la protección jurídica que, constitucionalmente, 
se garantiza a los «nascituri». Basta para ello con atender al carácter propio de las realidades 
biológicas a que se refi ere el art. 14 de la Ley: 1 en sí mismos considerados, y sin que haya habido 
lugar todavía a la fecundación. En tales condiciones, solo forzando el sentido propio de los 
términos puede alcanzarse la conclusión de que la investigación o experimentación sobre o con 
los gametos pueda suponer atentado alguno al derecho a la vida. El segundo párrafo del art. 14.4 
de la ley impugnada establece que «Se prohíben otras fecundaciones entre gametos humanos 
y animales, salvo las que cuenten con el permiso de la autoridad pública correspondiente o, en 
su caso, de la Comisión Nacional multidisciplinar, si tiene competencias delegadas». El alegato 
impugnatorio relativo al transcrito precepto descansa en la posibilidad de que mediante el 
mismo, y al amparo de simples autorizaciones administrativas, se produzcan fecundaciones 
de las indicadas que produzcan hibridaciones u otros resultados no acordes con el respeto a la 
dignidad de la persona consagrado en el art. 10.1 de la Constitución (...)”.
“(...) en consecuencia, el art. 14.4, en su segundo párrafo, no atiende en modo alguno al resultado 
de la fecundación, sino a la realización de ésta en sí misma, siempre que se autorice por causas 
debidamente justifi cadas y con carácter excepcional. No cabe olvidar, por otra parte, que un 
eventual resultado de hibridación viene impedido por la misma Ley 35/1988, que tipifi ca 
como infracción administrativa muy grave «el intercambio genético humano, o recombinado 
con otras especies, para producción de híbridos» [art. 20.2 B, letra q)], y que la Ley Orgánica 
10/1995 de 23 de noviembre, por la que se aprobó el vigente Código Penal, en su disposición 
fi nal tercera, 1, 2º, dio nueva redacción al texto de la letra r) del mencionado art. 20.2 B de la Ley 
35/1988, tipifi cando como infracción muy grave «la transferencia de gametos o preembriones 
humanos en el útero de otra especie animal o la operación inversa», proscribiendo de tal modo 
que los fi nes justifi cados de investigación científi ca produzcan resultados no queridos por el 
legislador en cuanto atentatorios a la dignidad de la persona (...)”. 
“(...) 1º) En general, cualquier investigación o experimentación sobre preembriones deberá 
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contar con el consentimiento escrito de las personas de que proceden, (...) 2º) Solo se autorizará 
la investigación en la que se utilicen preembriones in vitro viables si es de carácter diagnóstico 
o con fi nalidad terapéutica o preventiva, y siempre que no se modifi que el patrimonio genético 
no patológico [art. 15, apartado segundo, letras a) y b)]; 3 º) La investigación con preembriones 
«in vitro» no viables solo podrá realizarse, fuera de la comprobación de su viabilidad o con 
carácter diagnóstico previa demostración de la inviabilidad del modelo animal de investigación 
y siempre que se lleve a cabo sobre la base de un proyecto específi camente autorizado y dentro 
de los plazos autorizados(...)”.
“(...) la investigación con fi nalidad diagnóstica, terapéutica o preventiva pueda suponer 
infracción alguna del art. 15 CE, el resto de las hipótesis a que se refi ere la Ley solo resultan 
permitidas en la medida en que tengan por objeto preembriones no viables, es decir, incapaces 
de vivir en los términos precisados por la STC 212/1996( ...)”.
“(...) en efecto, la interpretación acogida por los recurrentes no se compadece con la literalidad 
del precepto, del que patentemente se deduce que la suspensión de las técnicas de reproducción 
asistida se prevé únicamente para el caso en que aquéllas estén todavía realizándose. Si 
atendemos a las características de las técnicas permitidas por la Ley, y enumeradas en su art. 1.1 
(inseminación artifi cial y fecundación “in vitro”, con transferencia de embriones y transferencia 
intratubárica de gametos), es manifi esto que las mismas dejan de estar realizándose en el 
momento en que los gametos masculinos (inseminación artifi cial) o los preembriones son 
transferidos al cuerpo de la mujer. No hay en la dicción de la Ley motivo que permita interpretar 
esa posibilidad de suspensión, concedida a la mujer, como una opción permisiva y abierta 
a un nuevo supuesto de aborto no punible, pues, concluida la práctica de tales técnicas de 
reproducción asistida, el precepto no autoriza en absoluto a suspender el proceso de gestación. 
Conclusión que se ve reforzada por la propia realidad biológica de los materiales reproductivos 
a que se refi ere la Ley 35/1988, cuando menos hasta el momento de su transferencia al seno 
materno (...)”.
“(...) inevitable consecuencia de estas técnicas, como venimos exponiendo, es la eventualidad de 
que en su concreta aplicación resulten preembriones sobrantes en cuanto no transferidos al útero 
femenino, supuestos para los que el art. 11, apartados 3 y 4, de la Ley prevé su crioconservación 
en los bancos autorizados «por un máximo de cinco años», de los que los tres últimos -salvo 
que procedan de donantes, que lo están desde el inicio- «quedarán a disposición de los 
bancos correspondientes». Idéntica previsión se establece para los gametos crioconservados. 
Consideran los Diputados recurrentes que las referidas disposiciones son incompatibles con la 
dignidad humana (art. 10.1 CE), por cuanto «impide el derecho al desarrollo y cosifi ca el fruto de 
la concepción»; criterio que también les sirve para rechazar la asimilación de los preembriones 
a los gametos en lo que atañe a su puesta a disposición de los bancos correspondientes pasados 
dos años desde su crioconservación (art. 11.4). Como antes indicábamos, de la Constitución no 
se desprende la imposibilidad de obtener un número sufi ciente de preembriones necesario para 
asegurar, con arreglo a los conocimientos biomédicos actuales, el éxito probable de la técnica 
de reproducción asistida que se esté utilizando, lo que, desde otra perspectiva, supone admitir 
como un hecho científi camente inevitable la eventual existencia de preembriones sobrantes. 
Así entendida, la crioconservación no solo no resulta atentatoria a la dignidad humana, sino 
que, por el contrario y atendiendo al estado actual de la técnica, se nos presenta más bien como 
el único remedio para mejor utilizar los preembriones ya existentes, y evitar así fecundaciones 
innecesarias. Esta misma fi nalidad de conservación del material reproductivo es la que explica 
la asimilación de los preembriones a los gametos, en orden a su puesta a disposición de los 
bancos correspondientes (...)”.
“(...) en este sentido cumple recordar que ni los preembriones no implantados ni, con mayor 
razón, los simples gametos son, a estos efectos, «persona humana», por lo que del hecho 
de quedar a disposición de los bancos tras el transcurso de determinado plazo de tiempo, 
difícilmente puede resultar contrario al derecho a la vida (art. 15 CE) o a la dignidad humana (art. 
10.1 CE), tal como, sin embargo, sostienen los recurrentes. En todo caso, su puesta a disposición 
de bancos debidamente autorizados y controlados no supone que por esa circunstancia dejen 
de serles aplicables los requisitos y garantías previstas en la Ley, particularmente, como ya nos 
consta, en cuanto a su empleo -fuertemente limitado- en la investigación y experimentación 
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científi ca. Por su parte, el art. 5.1 es impugnado en la medida en que permite la donación de 
gametos y preembriones, porque, según se afi rma en el recurso, ello «patrimonializa y convierte 
en objeto humano a un individuo fruto de la concepción», lo que resulta incompatible con el art. 
15 CE. Sin embargo, como se declaró en la STC 212/1996 (fundamento jurídico 8º), en relación 
con ciertos preceptos de la Ley 42/1988, esta singular donación «no implica en modo alguno 
la «patrimonialización», que se pretende, de la persona, lo que sería desde luego incompatible 
con su dignidad (art. 10.1 CE), sino, justamente, la exclusión de cualquier causa lucrativa o 
remuneradora, expresamente prohibida»; prohibición que, en este caso, se encuentra en el art. 
5.3 de la Ley que ahora enjuiciamos. En defi nitiva, el objeto perseguido por el art. 5.1 de la Ley 
no es otro que el de garantizar que los gametos y los preembriones en ningún caso puedan ser 
jurídicamente considerados como bienes comercializables, por lo que, en consonancia con la 
doctrina antes citada, el precepto impugnado no ofrece tacha alguna de inconstitucionalidad 
(...)”.
“(...) a partir de todos estos referentes normativos deducen los demandantes una serie de rasgos 
identifi cativos de la defi nición constitucional de familia, entre los que explícitamente se citan el 
matrimonio heterosexual y la posibilidad de que en él «se desprendan relaciones paternofi liales, 
determinadas legalmente con arreglo al principio de seguridad jurídica». A estos rasgos 
confi guradores de la imagen de la familia en la Constitución, les resultaría aplicable la doctrina 
de la garantía de instituto por lo que, en defi nitiva, aquellas normas legales que desnaturalicen 
los perfi les sustantivos del instituto familiar han de considerarse contrarias a la Constitución 
(...)”. 
“(...) en consecuencia, no puede establecerse un obligado paralelismo entre los perfi les 
constitucionales de la familia y el concepto de ésta, mucho más restringido, del que parten 
los recurrentes. En este sentido y apurando la argumentación actora, bien pudiera deducirse 
que la «ratio» última de su impugnación estriba en el hecho de que la Ley 35/1988 al permitir, 
mediante las técnicas de reproducción en ella reguladas, la fertilización de cualquier mujer, 
independientemente de que el donante sea su marido o del hecho de que esté o no vinculada 
matrimonialmente, vulnera el núcleo esencial de la institución familiar. Esta tesis no puede 
ser, sin embargo, compartida, pues arranca de una identifi cación entre la familia natural y la 
jurídica que carece de todo respaldo constitucional. En efecto, quizá la prueba más palpable 
de esa necesaria diferenciación de planos y, por ende, de la autonomía de signifi cado que 
adquiere el instituto de la familia en su concepción estrictamente jurídica, lo constituya el hecho 
comúnmente aceptado de que los hijos adoptivos se integren y constituyan una familia, aunque 
sus padres legales no se correspondan con los biológicos (véanse, en este sentido, las Sentencias 
del TEDH de 13 de junio de 1979 (asunto Marckx) 26 de mayo de 1994 (asunto Keegan v. Irlanda) 
y la de 27 de octubre de 1994 (asunto Catharina Kroon, Ali Zerrouk y Sami M’Hallem-Driss v. 
Países Bajos). No existe, por lo tanto, una obligada correspondencia entre las relaciones paterno-
fi liales jurídicamente reconocidas y las naturales derivadas de la procreación (SSTC 289/1993 
[RTC 1993\289] y 114/1997 [RTC 1997\114]) ni, como queda dicho el concepto constitucional 
de familia se reduce a la matrimonial (SSTC 184/1990 [RTC 1990\184] y 222/1992). Desde este 
entendimiento de la familia, es evidente que las técnicas de reproducción asistida reguladas 
en la Ley no implican, por sí mismas, un menoscabo de su protección constitucional ni, por 
lo tanto, del principio establecido en el art. 39.1 CE. Es por ello perfectamente lícito, desde el 
punto de vista constitucional, la disociación entre progenitor biológico y padre legal que sirve 
de fundamento a ciertas reglas contenidas fundamentalmente en los arts. 8 y 9 de la Ley. Por 
otra parte, el argumento de los recurrentes, en el sentido de que en los supuestos de adopción 
la diferencia entre la paternidad o maternidad biológica y la legal se justifi ca por razones de 
protección del interés del hijo, lo que no ocurre en relación con las hipótesis contempladas en 
la Ley 35/1988, supone desconocer la fi nalidad primera y justifi cativa de la propia Ley que es, 
precisamente, la de posibilitar la fecundación y, por ende, la creación o el crecimiento de la 
familia como unidad básica y esencial de convivencia (...)”. 
“(...) en efecto, la Constitución ordena al legislador que «posibilite» la investigación de la 
paternidad, lo que no signifi ca la existencia de un derecho incondicionado de los ciudadanos 
que tenga por objeto la averiguación, en todo caso y al margen de la concurrencia de causas 
justifi cativas que lo desaconsejen, de la identidad de su progenitor. Pues bien, desde esta 
perspectiva, la Ley enjuiciada solo podrá ser tachada de inconstitucional, por infringir lo 
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dispuesto en el art. 39.2 CE, en la hipótesis de impedir, sin razón o justifi cación alguna, la 
investigación de la paternidad. No es éste el caso de la previsión contenida en el art. 5.5 de 
la Ley 35/1988, que garantiza la no evelación, como regla, de la identidad de los donantes 
de gametos. Conviene no olvidar, como base de partida, que la acción de reclamación o de 
investigación de la paternidad se orienta a constituir, entre los sujetos afectados, un vínculo 
jurídico comprensivo de derechos y obligaciones recíprocos, integrante de la denominada 
relación paterno-fi lial, siendo así que la revelación de la identidad de quien es progenitor a 
través de las técnicas de procreación artifi cial no se ordena en modo alguno a la constitución 
de tal vínculo jurídico, sino a una mera determinación identifi cativa del sujeto donante de 
los gametos origen de la generación, lo que sitúa la eventual reclamación, con este concreto 
y limitado alcance, en un ámbito distinto al de la acción investigadorá que trae causa de lo 
dispuesto en el último inciso del art. 39.2 de la Constitución (...)”.
“(...) ha de señalarse, en primer término, que el anonimato de los donantes que la Ley trata 
de preservar no supone una absoluta imposibilidad de determinar su identidad, pues el 
mismo precepto dispone que, de manera excepcional, «en circunstancias extraordinarias 
que comporten un comprobado peligro para la vida del hijo, o cuando proceda con arreglo 
a las leyes procesales penales, podrá revelarse la identidad del donante, siempre que dicha 
revelación sea indispensable para evitar el peligro o para conseguir el fi n legal propuesto». 
Asimismo, el mencionado precepto legal atribuye a los hijos nacidos mediante las técnicas 
reproductoras artifi ciales, o a sus representantes legales, el derecho a obtener información 
general de los donantes, a reserva de su identidad, lo que garantiza el conocimiento de los 
factores o elementos genéticos y de otra índole de su progenitor. No puede afi rmarse, por 
ello, que la regulación legal, al preservar la identidad de los donantes, ocasione consecuencias 
perjudiciales para los hijos con alcance bastante para afi rmar que se produce una desprotección 
de éstos. Por otra parte, los límites y cautelas establecidos en este ámbito por el legislador no 
carecen de base racional, respondiendo claramente a la necesidad de cohonestar la obtención de 
gametos y preembriones susceptibles de ser transferidos al útero materno e imprescindibles para 
la puesta en práctica de estas técnicas de reproducción asistida [orientadas -debe nuevamente 
recordarse- a fi nes terapéuticos y a combatir la esterilidad humana (art. 1.2 de la Ley)], con el 
derecho a la intimidad de los donantes, contribuyendo, de tal modo, a favorecer el acceso a 
estas técnicas de reproducción humana artifi cial, en tanto que situadas en un ámbito médico 
en el que por diversas razones -desde las culturales y éticas, hasta las derivadas de la propia 
novedad tecnológica de estos medios de fecundación- puede resultar especialmente difi cultoso 
obtener el material genético necesario para llevarlas a cabo (...)”.
  Sentencia núm. 129-1999 de 1 julio 
“(...) el párrafo segundo del art. 211 CC no es, sin embargo, la norma que en nuestro Derecho 
permite el internamiento de p1. Esa posibilidad se establece y disciplina en el párrafo primero 
del mismo precepto, que habilita al Juez para acordar una privación de libertad en el concreto 
supuesto ahí contemplado(...).”
“(...) como alega el Abogado del Estado, la sola existencia de un trámite de «examen» de la 
persona afectada por la decisión de internamiento y el hecho de que ineludiblemente se exija la 
emisión de un dictamen médico hacen perfectamente posible una interpretación del precepto 
cuestionado que cohoneste su contenido con las exigencias derivadas de la Constitución y del 
Convenio de Roma (...)”.
“(...) así, de la conjunción entre el párrafo segundo del art. 211 CC y los arts. 1811 a 1824 LECiv 
resulta un procedimiento de autorización del internamiento en el que se garantiza de modo 
sufi ciente la posibilidad de defensa y oposición de la persona afectada, así como la de utilizar 
cuantos medios de prueba se estimen pertinentes para la mejor defensa de sus derechos e 
intereses. La persona afectada por la decisión de internamiento habrá de ser oída en todo caso, 
por así resultar de la previsión de un trámite de examen en el párrafo segundo del art. 211 
CC(...)”.
“(...) la defensa de la persona afectada se ve, fi nalmente, asegurada por la posibilidad última 
de que ella misma o quien tenga un interés legítimo se opongan a la solicitud de internamiento 
(art. 1817 LECiv) (...)”.
956 Lorena Velasco Guerrero
  Sentencia núm. 134-1999 de 15 julio 
“(...) en la que narra diversos extremos de su biografía, entre los que cabe destacar ahora el relato 
sobre su embarazo de quien identifi ca como su segundo hijo, Zeus, a quien dio en adopción con 
la intermediación de una tercera persona(...)”.
“(...) el art.18.1 CE no garantiza una «intimidad» determinada, sino el derecho a poseerla, a 
tener vida privada, disponiendo de un poder de control sobre la publicidad de la información 
relativa a la persona y su familia, con independencia del contenido de aquello que se desea 
mantener al abrigo del conocimiento público. Lo que el art. 18.1 garantiza es un derecho al 
secreto, a ser desconocido, a que los demás no sepan qué somos o lo que hacemos, vedando 
que terceros, sean particulares o poderes públicos, decidan cuáles sean los lindes de nuestra 
vida privada p1. Del precepto constitucional se deduce que el derecho a la intimidad garantiza 
al individuo un poder jurídico sobre la información relativa a su persona o a la de su familia, 
pudiendo imponer a terceros su voluntad de no dar a conocer dicha información o prohibiendo 
su difusión no consentida lo que ha de encontrar sus límites, como es obvio, en los restantes 
derechos fundamentales y bienes jurídicos constitucionalmente protegidos (...)”. 
“(...) estos personajes con notoriedad pública asumen un riesgo frente a aquellas informaciones, 
críticas u opiniones que pueden ser molestas o hirientes, no por ser en puridad personajes 
públicos, categoría que ha de reservarse únicamente para todo aquel que tenga atribuida la 
administración del poder público, en el sentido de que su conducta, su imagen, sus opiniones 
están sometidas al escrutinio de los ciudadanos que tienen un interés legítimo, garantizado 
por el derecho a recibir información del art. 20.1 d) CE, a saber cómo se ejerce aquel poder 
en su nombre, sino porque su notoriedad pública se alcanza por ser ellos quienes exponen al 
conocimiento de terceros su actividad profesional o su vida particular (...)”.
“(...) Una información posee relevancia pública porque sirve al interés general en la información, 
y lo hace por referirse a un asunto público, es decir, a unos hechos o a un acontecimiento que 
afecta al conjunto de los ciudadanos, no por narrar los detalles relativos a una adopción y a sus 
protagonistas(...)”.
  Sentencia núm. 136-1999 de 20 julio 
“(...) con estos derechos se trata de asegurar a las personas que participan como actores en la 
actividad pública, y a los partidos y grupos en los que aquéllas se integran la posibilidad de 
contribuir a la formación y expresión de la opinión pública libre, poniendo a disposición de 
los ciudadanos en general y de los electores en particular una pluralidad de opciones políticas 
para que puedan formar sus propias opiniones políticas y, en el momento electoral, para que 
puedan elegir libremente los programas que estimen más adecuados. Precisamente por ello, 
por ser ésos los bienes jurídicos tutelados por esta vertiente de los derechos de participación, 
puede afi rmarse que queda fuera del ámbito constitucionalmente protegido por estos derechos 
la difusión de programas o mensajes que por su contenido, debidamente contextualizado, 
resulten amenazantes o intimidatorios, especialmente cuando esos efectos se producen durante 
los procesos electorales como consecuencia de la difusión de mensajes que pretenden decantar 
el sentido del voto hacia las opciones mantenidas por quienes las transmiten por temor a sufrir 
daños o perjuicios (...)”.
“(...) diferencia de lo que acontece respecto de los espacios radiofónicos y televisivos dirigidos 
a todos los ciudadanos, a los actos públicos electorales solo suelen acudir personas afi nes a las 
opciones políticas de los promotores y, por tanto, son menos susceptibles de ver constreñida su 
libertad de sufragio. No obstante, debe reconocerse que la estructura del mensaje es prácticamente 
idéntica a la del «spot» electoral: Tres encapuchados en nombre de ETA exponen los objetivos 
políticos de la organización y fi nalizan el comunicado afi rmando que «si el Estado español 
acepta los puntos que han de establecerse, ETA daría un alto al fuego». Dos de los encapuchados 
al retirarse dejan ver dos pistolas que llevan en la cintura. El carácter intimidatorio del mensaje 
es claro y las amenazas tan creíbles como graves. Puede concluirse, pues, que los mensajes 
analizados, aunque en diferente grado, contenían elementos o aspectos intimidatorios que, al 
no hallarse directamente protegidos por las libertades de participación política, de expresión 
y de información, podían en principio, en tanto que conductas intimidatorias, ser objeto de 
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sanción penal de darse en ellos los elementos que conforman alguno de los delitos tipifi cados 
por la ley y, más concretamente, en este caso, los del delito de colaboración con banda armada 
del art. 174 bis a) del Código Penal, Texto Refundido de 1973 (...)”.
“(...) no puede negarse en abstracto la posibilidad de que el Estado limite mediante el 
establecimiento de sanciones penales el ejercicio de los derechos fundamentales para garantizar 
bienes tan relevantes como la vida, la seguridad de las personas o la paz social que son puestos 
en peligro por la actividad terrorista. Así lo admite el art. 10.2 del CEDH y así lo reconoce el 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos en numerosas resoluciones (por todas,Sentencia de 25 
de noviembre de 1997, aps. 49 y 50, caso Zana) (...)”.
 Sentencia núm. 142-1999 de 22 julio 
“(...) de otra parte, también es procedente recordar que la Constitución atribuye a los Jueces y 
Tribunales la potestad de interpretar y aplicar la ley (art. 117.3 CE) y, en consecuencia, como 
hemos advertido en innumerables ocasiones, no le corresponde a este Tribunal sustituirles 
en dichas tareas. Pero los órganos jurisdiccionales, como todos los demás poderes públicos, 
están sometidos al ordenamiento jurídico y, como vértice de éste, a la Constitución (art. 9.1 
CE) y, por tanto, en la labor de exégesis y aplicación de las normas no pueden vulnerar los 
derechos constitucionalmente garantizados ni, en consecuencia, el principio de legalidad penal 
contemplado en el art. 25.1 CE (SSTC111/1993 y 137/1997 [RTC 1997\137]). He aquí, pues el 
punto de conexión entre la jurisdicción ordinaria y la jurisdicción constitucional, aunque una y 
otra de ninguna manera se confundan(...)”.
 Sentencia núm. 144-1999 de 22 julio 
“(...) en primer lugar, se reprocha a la Junta Electoral de Zona de Santander que, ante la denuncia 
de una persona que carecía de legitimación para hacerlo, eleve a la Junta Electoral Central una 
consulta sobre una cuestión de alcance particular, cuando conforme al art. 19.1 d) y 3 b), y art. 
20 LOREG ni siquiera debió admitir la mencionada denuncia y, en su caso, debió dirigirse a la 
Junta Electoral Provincial de Cantabria (...)”.
“(...) y ello es así porque el art. 18.1 CE no garantiza sin más la «intimidad», sino el derecho a 
poseerla, a tener vida privada disponiendo de un poder de control sobre la publicidad de la 
información relativa a nuestra persona y familia, sea cual sea el contenido de aquello que se 
desea mantener al abrigo del conocimiento público. Esta garantía impone a los poderes públicos 
la prohibición de que se conviertan en fuentes de esa información sin las debidas garantías, 
y también el deber de prevenir los riesgos que puedan derivarse del acceso o divulgación 
indebidas de dicha información. Es el legislador el llamado a precisar todas estas circunstancias 
en desarrollo del derecho a la intimidad, estableciendo justamente los límites a unos y otros 
intereses, pero con escrupuloso respeto del contenido esencial de este derecho, que no ha de ser 
otro que el derivado de la abstracta defi nición que del mismo hace el art. 18.1 CE. Del precepto 
constitucional se deduce, de un lado, que el derecho a la intimidad garantiza al individuo un 
poder jurídico sobre la información relativa a su persona o a su familia, pudiendo imponer a 
terceros, sean éstos simples particulares o poderes públicos, su voluntad de no dar a conocer 
dicha información o prohibiendo su difusión no consentida (...)”. 
“(...) este Registro, que se rige por su propia y dispersa normativa, conforme a lo establecido por 
el art. 37.5 e) de la Ley 30/1992, y también por el art. 2.3 c) de la Ley Orgánica 5/1992, de 29 de 
octubre (RCL 1992\2347), de Regulación del Tratamiento Automatizado de Datos de Carácter 
Personal, no deja por ello de estar sometido al límite de la debida garantía de la intimidad de las 
personas en lo que al acceso a sus asientos se refi ere. Así lo dispone genéricamente el art. 105 b) 
CE para todos los archivos administrativos, sin eludir, pues así lo exige el art. 10.2 CE a efectos 
interpretativos, lo previsto en el art. 8 CEDH (RCL 1979\2421y ApNDL 3627) y en el art. 6 del 
Convenio para la Protección de las Personas con respecto al Tratamiento Automatizado de 
Datos de Carácter Personal, de 28 de enero de 1981 (RCL 1985\2704y ApNDL 3638) (ratifi cado 
el 27 de enero de 1984) del Consejo de Europa, que prohíbe, aunque con excepciones (art. 9) 
el tratamiento automatizado de los datos de carácter personal referentes a condenas penales a 
menos que el Derecho interno prevea garantías adecuadas, y, por último, en términos similares 
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al anterior, el art. 8 de la Directiva 95/46/CE (LCEur 1995\2977) del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 24 de octubre, relativa a la Protección de las Personas Físicas en lo que respecta 
al Tratamiento de Datos Personales y a la Libre Circulación de estos Datos. De estas normas 
cabe desprender, no solo que la vida privada de la persona o su familia, en la que a todas luces 
parece integrarse su historial penal, constituye un límite al acceso de la información relativa a 
esas circunstancias, sino que el propio almacenamiento y tratamiento automatizado de aquélla 
está sometido a fuertes constricciones, que obligan a una interpretación restrictiva y rigurosa 
de los términos en los que esa información puede divulgarse o transmitirse, incluso (y, quizá, 
sobre todo) entre distintos órganos del Estado(...)”. 
“(...) así pues, si el acceso no se realiza con estricta observancia de las normas que lo regulan, se 
vulnera el derecho a la intimidad. Y se vulnera ese derecho en la medida en que aquel Archivo 
o Registro se puede convertir en una fuente de información sobre la vida de una persona o 
su familia, menoscabando la confi dencialidad de esa información, y que debe garantizarse 
mediante el establecimiento de las oportunas precauciones sobre la accesibilidad de la misma, 
pues el hecho mismo de la existencia de estos Archivos y Registros conteniendo información 
sensible relativa a un individuo, puesta a disposición del poder público, entraña de suyo un 
grave riesgo para la intimidad individual (...)”.
“(...) de no ser así, atribuiríamos a los poderes públicos el poder de determinar qué es íntimo y 
qué no lo es, cuando lo que el art. 18.1 garantiza es un derecho al secreto, a ser desconocido, a 
que los demás no sepan qué somos o lo que hacemos, vedando que terceros, sean particulares 
o poderes públicos, decidan cuáles sean los lindes de nuestra vida privada, pudiendo cada 
persona reservarse un espacio resguardado de la curiosidad ajena, sea cual sea lo contenido en 
ese espacio(...)”.
“(...) el art. 118 CP y las Leyes a las que éste remite establecen esos límites en lo relativo a los 
antecedentes penales de las personas, y a ellos hay que estar. Por contra, la Junta Electoral de 
Zona, sin apoderamiento legal alguno, obtiene del citado Registro la hoja histórico-penal del 
recurrente, violando, la Junta Electoral de Zona y el Registro Central de Penados y Rebeldes, su 
intimidad personal (...)”.
 Sentencia núm. 165-1999 de 27 septiembre 
“(...) el derecho a la tutela judicial efectiva supone, como regla general, que cualquier persona 
que acuda a los órganos judiciales debe obtener una respuesta motivada y fundada en Derecho 
a las pretensiones suscitadas ante los mismos. No obstante, este derecho no es absoluto ni 
incondicionado, sino que se encuentra sometido al cumplimiento de los requisitos procesales 
legalmente establecidos, pues el derecho a obtener la prestación judicial solo existe en la 
medida en que sea instado por quien esté legitimado para ello y a través de los cauces y formas 
procesales adecuados (...)”.
  Sentencia núm. 166-1999 de 27 septiembre 
“(...)por tanto, queda acreditada también la conexión del teléfono con la persona objeto de 
investigación, y de nuevo hay que decir que la mención de la titular del teléfono intervenido 
ha de entenderse como un dato complementario de la identifi cación de la línea telefónica y no 
como una incorrecta identifi cación de la persona investigada (...)”.
 Sentencia núm. 174-1999 de 27 septiembre 
“(...) por el Ministerio Fiscal se alega, con apoyo en nuestro ATC 55/1996 (fundamento 
jurídico 3º), que la situación de una persona en la «sala de rechazados» de un aeropuerto no 
es propiamente de detención, sino de impedimento de entrada en territorio español; por ello 
estaría al margen de los límites temporales del art. 17.2 CE. A pesar de que en esta Sentencia 
debamos mantener, como mantenemos, la doctrina contenida en dicho Auto, debe precisarse 
que la misma es aplicable a los supuestos contemplados en el referido proceso constitucional, 
pero las circunstancias de las personas que se hallan en la «sala de rechazados» puede ser muy 
diversa y responder a situaciones jurídicas muy distintas, ya que el espacio físico de la «zona de 
rechazados» por sí solo no las defi ne. En efecto, el ATC 55/1996, en el que se basan las alegaciones 
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del Ministerio Fiscal, versaba sobre hechos en parte distintos de los actuales: en aquel caso dos 
ciudadanos nigerianos fueron rechazados en la frontera por carecer de documentación; esto 
es, nunca fueron detenidos en España, sino que se les impidió entrar en territorio español tras 
desembarcar del avión que los transportaba. Partiendo de la comparación del presente caso con 
el del ATC 55/1996 fácilmente se llega a la conclusión de falta de identidad, y por ello tampoco 
se puede extender mecánicamente al presente supuesto la solución que dimos al caso del ATC 
55/1996. Podemos afi rmar, pues, que no cabe hablar con propiedad de un régimen jurídico único 
para los ubicados en la «sala de rechazados» de un aeropuerto. De manera que la situación de 
compulsión personal, identifi cable en quien se encuentra en una «sala de rechazados», puede 
ser en ocasiones califi cable como detención preventiva y, por tanto, reconducible al ámbito de 
garantías del art. 17.2 CE. Es necesario analizar en cada caso concreto las circunstancias que 
rodean a la estancia forzosa de cada persona en la zona de tránsito, o «zona de rechazados», de 
un aeropuerto (...)”.
“(...) 4.Comencemos por precisar que no toda compulsión personal constituye detención 
preventiva, pues al margen de esta situación se encuentran otras situaciones jurídicas de 
sujeción o compulsión personal (...)”.
“(...) es claro que la ejecución forzosa de una «orden de devolución» (que actualiza una obligación 
de no entrar en territorio español adoptada previamente mediante resolución administrativa y 
sin necesidad de realizar un nuevo expediente administrativo, según establece el art. 36.2 de la 
Ley Orgánica 7/1985, de 1 de julio, sobre Derechos y Libertades de los Extranjeros en España) 
solo puede tener lugar mediante la sujeción y conducción física del sujeto hasta su salida del 
territorio nacional (art. 33.1 de la LO 7/1985). Esta ejecución forzosa deberá practicarse sin 
dilación, pero no necesariamente con el límite máximo de setenta y dos horas. En consecuencia, 
si practicada una detención preventiva fuera dictada y notifi cada una «orden de devolución» 
tendríamos por concluida la situación de detención preventiva e iniciada la de ejecución forzosa 
de una resolución administrativa de «devolución». Pero si a la situación de compulsión personal 
en la «zona de rechazados» no precede una orden actual de expulsión o devolución, entonces la 
situación solo puede califi carse de detención preventiva, aplicándose en consecuencia el límite 
máximo de setenta y dos horas contadas desde el inicio de la situación de privación de libertad. 
La libertad de salida a otros países desde la «zona de rechazados» (ATC 55/1996, fundamento 
jurídico 5º), de la que sin duda disfruta el extranjero, no evita la existencia de una verdadera 
«situación fáctica» de detención preventiva con respecto al resto del territorio español. Pues lo 
relevante aquí es la limitación de movimientos del extranjero, sin ningún título jurídico que lo 
legitime, a un único espacio limitado y cerrado de territorio español (...)”.
“(...) pero, sean cuales sean las causas el hecho objetivo al que debía dar respuesta el Juez 
constitucional del habeas corpus era el de la solicitud de apertura del procedimiento por parte 
de una persona que se hallaba efectivamente privada de su libertad personal como consecuencia 
de una decisión de una autoridad gubernativa y sin que hubiera mediado intervención judicial 
alguna. En estas circunstancias el procedimiento de habeas corpus no puede inadmitirse a 
limine litis con el único argumento de que concurre una causa de expulsión legalmente prevista 
(...)”.
  Sentencia núm. 177-1999 de 11 octubre 
“(...) en cuanto derecho de defensa del ciudadano frente a una desproporcionada reacción 
punitiva, la interdicción del «ne bis in idem» no puede depender del orden de preferencia 
que normativamente se hubiese establecido entre los poderes constitucionalmente legitimados 
para el ejercicio del derecho punitivo y sancionador del Estado, ni menos aún de la eventual 
inobservancia, por la Administración sancionadora, de la legalidad aplicable, lo que signifi ca 
que la preferencia de la jurisdicción penal sobre la potestad administrativa sancionadora ha 
de ser entendida como una garantía del ciudadano, complementaria de su derecho a no ser 
sancionado dos veces por unos mismos hechos, y nunca como una circunstancia limitativa de 
la garantía que implica aquel derecho fundamental”
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 Sentencia núm. 187-1999 de 25 octubre 
“(...) el ejercicio de la libertad de expresión y del derecho a la información no tiene otros límites 
que los fi jados explícita o implícitamente en la Constitución, que son los demás derechos y los 
derechos de los demás. Por ello, se veda cualquier interferencia y como principal, en este ámbito, 
la censura previa (art. 20.2 CE), que históricamente aparece apenas inventada la imprenta, en los 
albores del siglo XVI y se extiende por toda Europa. En España, inicia esta andadura de libertad 
vigilada la pragmática de los Reyes Católicos de 8 de julio de 1502, seguida por otras muchas a 
lo largo de tres siglos que se recogerán a principios del XIX en la Novísima Recopilación. Dentro 
de tal contexto histórico se explica que, poco después, la Constitución de 1812 proclamara, 
como reacción obligada, la libertad «de escribir, imprimir y publicar... sin necesidad de licencia, 
revisión o aprobación alguna anterior a la publicación» (art. 371), interdicción que reproducen 
cuantas la siguieron en ese siglo y en el actual e inspira el contenido de la nunca derogada Ley 
de policía de imprenta de 26 de julio de 1883. Como censura, pues, hay que entender en este 
campo, al margen de otras acepciones de la palabra, la intervención preventiva de los poderes 
públicos para prohibir o modular la publicación o emisión de mensajes escritos o audiovisuales. 
La presión de ciudadanos o grupos de ellos para impedir esa difusión, aunque consiga obtener 
el mismo resultado, puede llegar a ser una intromisión en un derecho ajeno, con relevancia 
penal en más de un caso y desde más de un aspecto, pero no «censura» en el sentido que 
le da la Constitución. Tampoco encaja en este concepto la que a veces ha dado en llamarse 
«autocensura», utilizada en algunos sectores -la cinematografía o la prensa-, en algunos países 
o en algunas épocas para regular la propia actividad y establecer corporativamente ciertos 
límites. Más lejos aún del concepto constitucionalmente proscrito está la carga, con su cara 
y reverso de derecho-deber, que permite e impone a los editores y directores un examen o 
análisis de texto y contenidos, antes de su difusión, para comprobar si traspasan, o no, los 
límites de las libertades que ejercen, con especial atención a los penales. Se trata de algo que, en 
mayor o menor grado, precede siempre a la conducta humana, refl exiva y consciente de que el 
respeto al derecho ajeno es la pieza clave de la convivencia pacífi ca (...)”.
“(...) Todo ello nos sitúa en el terreno de los demás, que no son sino la gente, cuya opinión 
colectiva marca en cualquier lugar y tiempo el nivel de tolerancia o de rechazo (...)”.
“(...) ahora bien, cualesquiera que fueren éstos y siempre en relación con ellos la divulgación 
de cualesquiera expresiones o hechos concernientes a una persona que la difamen o hagan 
desmerecer en la consideración ajena o que afecten negativamente a su reputación y buen 
nombre (art. 7.3 y 7 de la Ley Orgánica 1/1982) ha de ser califi cada como intromisión ilegítima 
en el ámbito de protección del derecho al honor (...)”.
 Sentencia núm. 199-1999 de 8 noviembre 
“(...) el derecho a la cláusula de conciencia adquiere con ello en nuestro Derecho relevancia 
constitucional, particularidad signifi cativa respecto a los Ordenamientos Jurídicos próximos, en 
los cuales aquel derecho solo se reconoce directa o indirectamente y con un contenido variable 
en cuanto al alcance de la cláusula, bien en la propia ley -al respecto el caso más relevante como 
referente normativo lo constituye la Ley francesa de 1935, Reguladora del Estatuto Periodístico, 
que supuso la incorporación del derecho al art. 761.7 del Code du Travail-, bien en los convenios 
colectivos de aplicación en las empresas de comunicación, como es el caso italiano (...)Pues 
bien, esa relación instrumental del derecho a la cláusula de conciencia respecto al ejercicio 
de la libertad de información resulta indispensable para determinar desde la perspectiva 
constitucional si en el presente caso ha existido o no una vulneración de tal derecho, siendo 
obviamente indiferente a los efectos de esta interpretación el contenido y alcance que a la citada 
cláusula se le haya dado en otros Ordenamientos Jurídicos o en los convenios colectivos de 
otros países (...)”.
“(...) consecuentemente, el reconocimiento de la cláusula de conciencia al profesional de la 
comunicación en el ejercicio de su libertad de información no puede entenderse exclusivamente 
como un derecho particular de aquél, sino, al tiempo, como garantía de que a su través se 
preserva igualmente la satisfacción del carácter objetivo de dicha libertad, de su papel como 
pieza básica en el sistema democrático y de su fi nalidad como derecho a transmitir y recibir una 
información libre y plural(...)”.
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“(...) pero también como forma de asegurar la transmisión de toda la información por el 
profesional del medio, contribuyendo así a preservar el pluralismo que justifi ca el reconocimiento 
del derecho, reforzando las oportunidades de formación de una opinión pública no manipulada 
y paliando el «efecto silenciador» que, por su propia estructura, puede producir el «mercado» 
de la comunicación (...)”. 
 Sentencia núm. 224-1999 de 13 diciembre 
“(...) pues en éste se inscribe el derecho a la protección del trabajador contra el conocido también 
como «acoso sexual» en el ámbito laboral por cuanto se trata de un atentado a una parcela 
tan reservada de una esfera personalísima como es la sexualidad, en desdoro de la dignidad 
humana (art. 10.1 CE), sin olvidar tampoco la conexión que en ocasiones pueda trabarse con el 
derecho de la mujer a no ser discriminada por razón de su sexo cuando tales comportamientos 
agresivos, contrarios a los valores constitucionales, puedan afectar todavía en el día de hoy, 
más a las mujeres que a los hombres (art. 14 CE). Es cierto que aquella norma constitucional no 
se ha invocado en ningún momento por su número ni por su nombre, pero no lo es menos que 
los hechos determinantes y el agravio que constituyen son sufi cientemente signifi cativos por sí 
mismos y permiten, sin esfuerzo, identifi car el derecho fundamental agredido con el soporte de 
la dignidad humana que se adujo siempre como raíz de la reacción judicial de la víctima(...)”. 
“(...) por tanto, en esta modalidad del acoso hay algo más que una repercusión negativa sobre 
una concreta condición de trabajo del acosado o una explícita discriminación en las condiciones 
de trabajo. En resumen, pues, para que exista un acoso sexual ambiental constitucionalmente 
recusable ha de exteriorizarse, en primer lugar, una conducta de tal talante por medio de un 
comportamiento físico o verbal manifestado, en actos, gestos o palabras, comportamiento que 
además se perciba como indeseado e indeseable por su víctima o destinataria, y que, fi nalmente, 
sea grave, capaz de crear un clima radicalmente odioso e ingrato, gravedad que se erige en 
elemento importante del concepto. En efecto, la prohibición del acoso no pretende en absoluto 
un medio laboral aséptico y totalmente ajeno a tal dimensión de la persona, sino exclusivamente 
eliminar aquellas conductas que generen, objetivamente, y no solo para la acosada, un ambiente 
en el trabajo hosco e incómodo. En tal sentido, la práctica judicial de otros países pone de 
manifi esto que ese carácter hostil no puede depender tan solo de la sensibilidad de la víctima 
de la agresión libidinosa, aun cuando sea muy de tener en cuenta, sino que debe ser ponderado 
objetivamente, atendiendo al conjunto de las circunstancias concurrentes en cada caso, como la 
intensidad de la conducta, su reiteración, si se han producido contactos corporales humillantes 
o solo un amago o quedó en licencias o excesos verbales y si el comportamiento ha afectado 
al cumplimiento de la prestación laboral, siendo por otra parte relevantes los efectos sobre el 
equilibrio psicológico de la víctima para determinar si encontró opresivo el ambiente en el 
trabajo. Así, fuera de tal concepto quedarían aquellas conductas que sean fruto de una relación 
libremente asumida, vale decir previamente deseadas y, en cualquier caso, consentidas o, al 
menos, toleradas (...)”.
“(...) es cierto que, como se ha dicho más arriba, la confi guración constitucional del acoso sexual, 
como atentado a la intimidad personal del trabajador (art. 18.1 CE), protege exclusivamente frente 
a comportamientos de signifi cado libidinoso que no sean asumidos por la persona destinataria 
de los mismos. En tal sentido, como se sigue del código de conducta de la Recomendación de la 
Comisión ya citada, lo que distingue al acoso sexual del comportamiento amistoso es que aquél 
es unilateral e indeseado, y el otro, voluntario y recíproco, correspondiendo a cada individuo la 
libre opción de aceptarlo o rechazarlo por ofensivo (...)”. 
  Sentencia núm. 233-1999 de 13 diciembre 
“(...) conforme al art. 3, párrafo 1, de la Ley 19/1991, de 6 de junio, reguladora del tributo, un 
impuesto de carácter directo y naturaleza personal que grava el patrimonio neto de que sea 
titular una persona física en el momento del devengo (el 31 de diciembre) (...)”.
“(...) ambas prestaciones inciden sensiblemente en el principio general de libertad de los 
individuos que, conforme al art. 1.1 CE, constituye un valor superior en nuestro ordenamiento 
jurídico, así como en el libre desarrollo de la personalidad, fundamento del orden político y 
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de la paz social (art. 10.1 CE). Conviene asimismo precisar que no estamos ante la prohibición 
de realizar las actividades o establecer las relaciones que la libertad hace posible (obligaciones 
negativas), sino ante obligaciones positivas que consisten en un «dare» (la prestación de 
transporte) o en un «facere» (la prestación personal), en las que, seguramente, al menos por lo 
que a esta última se refi ere, la afectación de la libertad es más acusada. No obstante su carácter 
preceptivo, se trata, indudablemente, de servicios que no pueden considerarse como «trabajo 
forzado u obligatorio» en el sentido del art. 4.2 del Convenio para la Protección de los Derechos 
Humanos y de las Libertades Fundamentales (RCL1979\2421y ApNDL 3627), en tanto que 
forman parte de «las obligaciones cívicas normales» [art. 4.3d) del citado Convenio]. Ninguna 
difi cultad existe para determinar, desde la perspectiva constitucional, la verdadera naturaleza 
de las prestaciones personales a que alude la LHL. Como es notorio, nuestra Constitución 
reconoce expresamente en su texto algunas de estas prestaciones de hacer: señaladamente, 
es el caso del derecho y el deber de los españoles de defender a España (art. 30.1 CE). Pero 
también contempla con carácter general la Norma fundamental la posibilidad de que los 
poderes públicos impongan a los ciudadanos prestaciones de esta naturaleza. Así lo hace el 
art. 31.3 CE al señalar que podrán establecerse prestaciones personales de carácter público con 
arreglo a la Ley, prestaciones que, trasladando aquí la doctrina que hemos sentado en las SSTC 
185/1995 y 182/1997 en relación con las «patrimoniales» a las que se refi ere el mismo precepto 
constitucional, deben identifi carse con aquellas que se imponen coactivamente -esto es, las 
derivadas de una obligación establecida unilateralmente por el poder público «sin el concurso 
de la voluntad del sujeto llamado a satisfacerla» (STC 185/1995, fundamento jurídico 3º)-, 
siempre que tengan una «inequívoca fi nalidad de interés público» (STC 182/1997, fundamento 
jurídico 15, «in fi ne»). Pues bien, no parece dudoso que las prestaciones personales creadas por 
la LHL, en tanto que prestaciones impuestas que persiguen un fi n público -la realización de 
obras públicas (art. 118.1 LHL)-, constituyen especies del «genus» «prestaciones personales de 
carácter público» previstas en el art. 31.3 CE. Idénticas notas son identifi cables en la prestación 
de transporte que, sin embargo, al consistir en un «dare» -concretamente, según se deduce del 
art. 118.2 LHL, poner a disposición del Municipio elementos de transporte-, debe califi carse 
como «prestación patrimonial de carácter público». En defi nitiva, tanto las prestaciones 
personales como las patrimoniales reguladas en los arts. 118 a 120 LHL tienen un indudable 
anclaje constitucional en el art. 31.3 CE(...)”.
“(...) en segundo lugar, han de considerarse razones de carácter sociológico. Se trata de 
prestaciones -las que se cuestionan- que se llevan a cabo en forma de cooperación vecinal, 
respondiendo a criterios de solidaridad, aún vigentes en municipios pequeños, y expresando 
asimismo un modo de participación de cada vecino en el levantamiento, en benefi cio de toda 
la comunidad, de las cargas municipales. Las razones expuestas, teniendo en cuenta además 
la naturaleza de estas prestaciones, ya explicada, y su fi nalidad -«la realización de obras de la 
competencia municipal o que hayan sido cedidas o transferidas por otras Entidades públicas»- 
ponen de manifi esto que no existe dato alguno expresivo de que el establecimiento de este 
tipo de prestaciones en tales municipios sea irracional o arbitrario u obedezca a criterios de 
carácter discriminatorio. No es ocioso, por último, señalar que se trata de prestaciones con una 
cierta tradición, objeto de regulación en diversas y sucesivas disposiciones legales, bien que 
no siempre éstas hayan contraído dichas prestaciones a los Municipios pequeños. Cabe citar al 
efecto los Decretos de 10 de agosto de 1877 y 6 de julio de 1887, el Estatuto Municipal de 1924, la 
Ley de Régimen Local de 1950 (RCL 1950\1539y RCL 1951\744), así como el Texto Refundido 
de 1955, el Real Decreto 3250/1976 y el Real Decreto Legislativo 781/1986 (...)”.
 Sentencia núm. 240-1999 de 20 diciembre 
“(...) en primer lugar debe tenerse presente que la razón última por la que se reconoce el derecho 
a la excedencia voluntaria para el cuidado de los hijos menores responde a la necesidad de 
cooperar al efectivo ejercicio del deber constitucional de los padres de prestar asistencia de 
todo orden a los hijos durante la minoría de edad (art. 39.3 CE) y de contribuir a la efectiva 
realización del principio rector de la política social que establece que los poderes públicos 
aseguran la protección social de la familia (art. 39.1 CE). La previsión de la excedencia responde, 
pues, a principios y exigencias de relieve constitucional, aunque ciertamente no se proclama 
en nuestra Constitución ningún derecho a gozar de la excedencia voluntaria para el cuidado 
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de los hijos, ni puede negarse, desde la perspectiva constitucional, la posibilidad de que el 
legislador reconozca el disfrute de este derecho al personal vinculado a la Administración de 
forma estable y en cambio lo niegue a aquellas personas que por motivos de urgencia y de 
necesidad del servicio lo desempeñan de forma provisional en tanto no se provean las plazas 
por funcionarios de carrera (...)”.
“(...) concretamente, en el ámbito laboral la denegación de esta posibilidad supone un obstáculo 
muy importante a la permanencia de las mujeres en el mercado de trabajo. Ello es así, no 
porque la legislación vigente conceda esta posibilidad solo a los varones, sino por un dato 
extraído de la realidad social imperante, que sin duda debe tenerse en cuenta al interpretar 
y aplicar las reglas jurídicas, a saber: que, hoy por hoy, son las mujeres las que de forma casi 
exclusiva solicitan este tipo de excedencias para el cuidado de los hijos y, en consecuencia, 
al serles denegado, prácticamente solo las mujeres se ven obligadas a abandonar sus puestos 
de trabajo y a salir del mercado laboral por este motivo. Ello produce una discriminación por 
razón de sexo cuya corroboración, por sus mismas características, no requiere aportar como 
término de comparación la existencia de unos concretos varones a los que sí se haya otorgado 
esa excedencia para el cuidado de los hijos (...)”. 
“(...) en efecto, en estos supuestos los términos de comparación, lo que se compara, no son 
los individuos, sino grupos sociales en los que se ponderan estadísticamente sus diversos 
componentes individuales; es decir, grupos entre los que alguno de ellos está formado 
mayoritariamente por personas pertenecientes a una de las categorías especialmente protegidas 
por el art. 14 CE, en nuestro caso las mujeres (...)”.
“(...) como es lógico, en estos supuestos, cuando se denuncia una discriminación indirecta, 
no se exige aportar como término de comparación la existencia de un trato más benefi cioso 
atribuido única y exclusivamente a los varones; basta, como han dicho tanto este Tribunal como 
el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, que exista, en primer lugar, una norma o 
una interpretación o aplicación de la misma que produzca efectos desfavorables para un grupo 
formado mayoritariamente, aunque no necesariamente de forma exclusiva, por trabajadoras 
femeninas (trabajadores a tiempo parcial -STJCE de 27 de junio de 1990-, trabajadores con 
menos de dos años de permanencia en su puesto de trabajo -STJCE de 9 de febrero de 1999-, 
trabajadores con menos fuerza física -STC 149/1991 [RTC 1991\149]-, etc.) En estos supuestos es 
evidente que cuando se concluye que, por ejemplo, un tratamiento concreto de los trabajadores 
a tiempo parcial discrimina a las mujeres, no se está diciendo que en esta misma situación 
laboral se trata mejor a los varones que a las mujeres. Y, en segundo lugar, se requiere que los 
poderes públicos no puedan probar que la medida responde a una medida de política social 
(STJCE de 19 de octubre de 1995, asunto The Queen v. Secretary of State for Health, ex parte 
Cyril Richardson, entre otras) (...)”.
2000
  Sentencia núm. 95-2000 de 10 abril 
“(...) los extranjeros gozan en nuestro país, en condiciones plenamente equiparables a los 
españoles, de aquellos derechos que pertenecen a la persona en cuanto tal y que resultan 
imprescindibles para la garantía de la dignidad humana (art. 10.1 CE); por contra, no es posible 
el acceso a otro tipo de derechos (como los reconocidos en el art. 23 CE, según dispone el art. 
13.2 y con la salvedad que contiene) y, fi nalmente, existe un tercer grupo integrado por aquellos 
derechos de los que podrán ser titulares en la medida y condiciones que se establezcan en los 
Tratados y Leyes, siendo admisible en tal caso que se fi jen diferencias respecto a los nacionales 
(...)”.
“(...) la trascendencia constitucional del defecto apreciado se intensifi ca teniendo en cuenta 
que aquella desestimación ha perjudicado el acceso de la señora L. a la asistencia sanitaria 
proporcionada por el sistema público de Seguridad Social y, en último término, a la protección 
de la salud a la que se refi ere el art. 43 CE (...)”.
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  Sentencia núm. 104-2000 de 13 abril 
“(...) con relación a este reproche es necesario reafi rmar, una vez más, la doctrina de este 
Tribunal, según la cual, la califi cación de «arbitraria» dada a una Ley a los efectos del art. 9.3 
de la Constitución exige una cierta prudencia. La Ley es la «expresión de la voluntad popular», 
como dice el preámbulo de la Constitución, y es principio básico del sistema democrático. Ahora 
bien, en un régimen constitucional, también el Poder Legislativo está sujeto a la Constitución, 
y es misión de este Tribunal velar por que se mantenga esa sujeción, que no es más que otra 
forma de sumisión a la voluntad popular, expresada esta vez como poder constituyente. 
Ese control de la constitucionalidad de las leyes debe ejercerse, sin embargo, de forma que 
no imponga constricciones indebidas al Poder Legislativo y respete sus opciones políticas. El 
cuidado que este Tribunal ha de tener para mantenerse dentro de los límites de ese control ha 
de extremarse cuando se trata de aplicar preceptos generales e indeterminados, como es el de la 
interdicción de la arbitrariedad, según han advertido ya algunas de nuestras Sentencias. Así, al 
examinar un precepto legal impugnado, desde ese punto de vista, el análisis se ha de centrar en 
verifi car si tal precepto establece una discriminación, pues la discriminación entraña siempre 
una arbitrariedad, o bien, si aun no estableciéndola, carece de toda justifi cación, lo que también 
evidentemente supondría una arbitrariedad, sin que sea pertinente un análisis a fondo de todas 
las motivaciones posibles de la norma y de todas sus eventuales consecuencias(...)”.
 Sentencia núm. 102-2000 de 10 abril 
“(...) los hechos que han dado lugar a la solicitud de extradición se enmarcan en el ámbito 
de la delincuencia internacional de tráfi co de drogas, y si bien es cierto que, de acuerdo 
con el art. 23.4 LOPJ, los Tribunales españoles son competentes para conocer de los hechos 
cometidos por españoles o extranjeros susceptibles de ser califi cados, conforme a la Ley 
española, de tráfi co ilegal de drogas psicotrópicas, tóxicas y estupefacientes, también lo es que 
el fundamento último de esta norma atributiva de competencia radica en la universalidad de 
la competencia jurisdiccional de los Estados y de sus órganos para el conocimiento de ciertos 
hechos sobre cuya persecución y enjuiciamiento tienen interés todos los Estados, de forma que 
su lógica consecuencia es la concurrencia de competencias, o, dicho de otro modo, de Estados 
competentes, respecto de las actuaciones indicadas (...)”. 
“(...) la existencia del Tratado constituye al menos un indicio de la presencia de la mínima 
homogeneidad constitucional y jurídico-penal que ha de estimarse necesaria a efectos de 
despejar posibles recelos ante la hipotética desigualdad que pudiera producirse a un nacional 
como consecuencia de su enjuiciamiento bajo las leyes de otro Estado. Y, de otro, no se puede 
olvidar que la extradición de nacionales en el ámbito de los países fi rmantes del Convenio 
de Roma, e Italia lo es, no puede suscitar sospechas genéricas de infracción de los deberes 
estatales de garantías y protección de los derechos constitucionales de los ciudadanos, dado 
que se trata de países que han adquirido un compromiso específi co de respeto de los derechos 
humanos y que se han sometido voluntariamente a la jurisdicción del Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos, garante en última instancia de los derechos fundamentales de todos con 
independencia de las diferentes culturas jurídicas de los países fi rmantes de dicho Convenio 
(...)”.
  Sentencia núm. 105-2000 de 13 abril 
“(...) pero no puede negarse que, frente a ese núcleo esencial de lo que debe entenderse por 
Administración de Justicia, existen un conjunto de medios personales y materiales que, 
ciertamente, no se integran en ese núcleo, sino que se colocan, como dice expresamente el 
art. 122.1, al referirse al personal, “(...) al servicio de la Administración de Justicia”, esto es, 
no estrictamente integrados en ella. En cuanto no resultan elemento esencial de la función 
jurisdiccional y del autogobierno del Poder Judicial, cabe aceptar que las Comunidades 
Autónomas asuman competencias sobre esos medios personales y materiales (...)”.
“(...) el art. 3 CE establece que el castellano es la lengua ofi cial del Estado, que todos los 
españoles tienen el deber de conocer y el derecho a usar. En virtud de dicha expresa previsión, 
el art. 231.1 LOPJ, no modifi cado por la Ley Orgánica 16/1994, pudo establecer como regla 
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general que «en todas las actuaciones judiciales, los Jueces, Magistrados, Fiscales, Secretarios y 
demás funcionarios de Juzgados y Tribunales usarán el castellano, lengua ofi cial del Estado», 
permitiendo, ello no obstante, que las partes procesales, en todo caso (art. 231.3 LOPJ), así como 
los Jueces, Magistrados, Fiscales y los funcionarios de la Administración de Justicia «si ninguna 
de las partes se opusiere, alegando desconocimiento de ella, que pudiere producir indefensión» 
(art. 231.2 LOPJ), utilicen en dichas actuaciones judiciales indistintamente el castellano o la 
lengua ofi cial autonómica de que se trate (...)”. 
“(...) desde luego, negar que los titulares de los órganos judiciales desconocedores del idioma 
ofi cial propio de una Comunidad Autónoma puedan ordenar de ofi cio la traducción de algún 
escrito o documento con incidencia procesal, sería tanto como impedirles ejercitar la potestad 
jurisdiccional que el art. 117.3 CE les confi ere en régimen de exclusividad. (necesidad de conocer 
el idioma para entender lo escrito, el conocimiento no es innato)”
 Sentencia núm. 110-2000 de 5 mayo 
“(...) el examen del texto íntegro del artículo, así como del contexto en el que fue redactado y, 
sobre todo de su tono jocoso, permiten, más allá de sus términos literales, afi rmar que lo que en 
el mismo se realiza es básicamente una crítica negativa acerca de la gestión urbanística y medio 
ambiental protagonizada por el querellante en su calidad de Alcalde, y no una imputación 
seria de la causación de los incendios (es signifi cativo que el pie de la foto que acompaña la 
publicación del artículo hable de «sospechosos incendios» sin atribuir su autoría a persona 
alguna) (...)”.
“(...) y es que, como veremos, en el razonamiento judicial impugnado se aprecia cierta confusión 
acerca de la exigencia constitucional de veracidad de la información: se afi rma que la transmitida 
no fue veraz porque sobre los términos de la entrevista hubo dos versiones contradictorias, la de 
los ecologistas y la del Alcalde. Dicho razonamiento confunde la exigencia de veracidad de la 
información con la verdad de lo comunicado, la diligencia en la búsqueda de la información con 
la absoluta certeza como resultado y, así, impone de forma ilegítima al informador exigencias 
que desvirtúan su derecho constitucional a expresarse y a comunicar información (...)”.
  Sentencia núm. 113-2000 de 5 mayo 
“(...) el ejercicio de la libertad de expresión en el seno del proceso judicial por los Letrados de las 
partes, en el desempeño de sus funciones de asistencia técnica, posee una singular cualifi cación, 
al estar ligado estrechamente a la efectividad de los derechos de defensa del art. 24 CE. (...).  
“(...) pues bien, pasando al examen del supuesto sometido a nuestra consideración, ha de decirse 
que las expresiones utilizadas por el ahora recurrente no pueden ser califi cadas de formalmente 
injuriosas, insultantes o vejatorias ni para el Fiscal interviniente en la causa ni para ninguna otra 
Autoridad o persona que hubiese tenido intervención en ésta (...)”.
  Sentencia núm. 120-2000 de 10 mayo 
 “(...) es en este marco en el que se inserta la posibilidad de cumplir el arresto menor en 
el propio domicilio. Forma de ejecución que, al contrario de lo argumentado en la cuestión 
de inconstitucionalidad, se integra sin fi suras en un modelo de ejecución orientado a la 
resocialización en la medida en que tiene como objetivo prioritario evitar el desarraigo social, 
familiar y cultural que toda ejecución de la pena en establecimiento penitenciario conlleva (...)”.
 Sentencia núm. 141-2000 de 29 mayo 
“(...) no debe olvidarse que este Tribunal ha afi rmado que la libertad de creencias garantizada 
en el art. 16.1 CE protege frente a cualquier clase de compulsión externa de un poder público en 
materia de conciencia que impida o sancione a una persona por creer en lo que desea (dimensión 
interna) y hacer manifi esta su creencia si así lo quiere (dimensión externa) (...)”.
“(...) la libertad de creencias, sea cual sea su naturaleza, religiosa o secular, representa el 
reconocimiento de un ámbito de actuación constitucionalmente inmune a la coacción estatal 
garantizado por el art. 16 CE, «sin más limitación, en sus manifestaciones, que las necesarias 
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para el mantenimiento del orden público protegido por la ley». Ampara, pues, un «agere licere» 
consistente, por lo que ahora importa, en profesar las creencias que se desee y conducirse de 
acuerdo con ellas, así como mantenerlas frente a terceros y poder hacer proselitismo de las 
mismas. Esa facultad constitucional tiene una particular manifestación en el derecho a no ser 
discriminado por razón de credo o religión, de modo que las diferentes creencias no pueden 
sustentar diferencias de trato jurídico (STC 1/1981, de 26 de enero, F. 5; AATC 271/1984, de 
9 de mayo ; 180/1986, de 21 de febrero ; 480/1989, de 2 de octubre ; 40/1999, de 22 de febrero 
STEDH caso Hoffmann, aps. 33 y 36, por remisión del ap. 38), posee una distinta intensidad 
según se proyecte sobre la propia conducta y la disposición que sobre la misma haga cada 
cual, o bien lo haga sobre la repercusión que esa conducta conforme con las propias creencias 
tenga en terceros, sean éstos el propio Estado o los particulares, bien pretendiendo de ellos 
la observancia de un deber de abstenerse de interferir en nuestra libertad de creencias o bien 
pretendiendo que se constituyan en objeto y destinatarios de esas mismas creencias. Cuando 
el art. 16.1 CE se invoca para el amparo de la propia conducta, sin incidencia directa sobre 
la ajena, la libertad de creencias dispensa una protección plena que únicamente vendrá 
delimitada por la coexistencia de dicha libertad con otros derechos fundamentales y bienes 
jurídicos constitucionalmente protegidos. Sin embargo, cuando esa misma protección se 
reclama para efectuar manifestaciones externas de creencias, esto es, no para defenderse frente 
a las inmisiones de terceros en la libertad de creer o no creer, sino para reivindicar el derecho 
a hacerles partícipes de un modo u otro de las propias convicciones e incidir o condicionar el 
comportamiento ajeno en función de las mismas, la cuestión es bien distinta. Desde el momento 
en que sus convicciones y la adecuación de su conducta a las mismas se hace externa, y no se 
constriñe a su esfera privada e individual, haciéndose manifi esta a terceros hasta el punto de 
afectarles, el creyente no puede pretender, amparado en la libertad de creencias del art. 16.1 
CE, que todo límite a ese comportamiento constituya sin más una restricción de su libertad 
infractora del precepto constitucional citado; ni alterar con el solo sustento de su libertad de 
creencias el tráfi co jurídico privado o la obligatoriedad misma de los mandatos legales con 
ocasión del ejercicio de dicha libertad, so pena de relativizarlos hasta un punto intolerable 
para la subsistencia del propio Estado democrático de Derecho del que también es principio 
jurídico fundamental la seguridad jurídica (SSTC 160/1987, de 27 de octubre, F. 3, 20/1990, F. 
3 y 4). El derecho que asiste al creyente de creer y conducirse personalmente conforme a sus 
convicciones no está sometido a más límites que los que le imponen el respeto a los derechos 
fundamentales ajenos y otros bienes jurídicos protegidos constitucionalmente; pero el derecho 
a manifestar sus creencias frente a terceros mediante su profesión pública, y el proselitismo 
de las mismas, suma a los primeros los límites indispensables para mantener el orden público 
protegido por la Ley (...)”.
“(...) la libertad de creencias encuentra, por otra parte, su límite más evidente en esa misma 
libertad, en su manifestación negativa, esto es, en el derecho del tercero afectado a no creer o a 
no compartir o a no soportar los actos de proselitismo ajenos (SSTEDH de 25 de mayo de 1993, 
caso Kokkinakis, aps. 42 a 44 y 47; de 24 de febrero de 1998, caso Larissis, aps. 45 y 47); así como 
también resulta un evidente límite de esa libertad de creencias la integridad moral (art. 15 CE) 
de quien sufra las manifestaciones externas de su profesión, pues bien pudiere conllevar las 
mismas una cierta intimidación moral, e incluso tratos inhumanos o degradantes (SSTC 2/1982, 
de 29 de enero, F. 5; 120/1990, F. 8; 215/1994, de 14 de julio, F. 4; 332/1994, de 29 de diciembre, 
F. 6 y 137/1997, de 21 de julio, F. 3; AATC 71/1992, de 9 de marzo, F. 3; 333/1997, de 13 de 
octubre, F. 5; SSTEDH caso Kokkinakis, ap. 48; caso Larissis, ap. 53) (...)”.
“(...) desde la perspectiva del art. 16 CE los menores de edad son titulares plenos de sus derechos 
fundamentales, en este caso, de sus derechos a la libertad de creencias y a su integridad moral, 
sin que el ejercicio de los mismos y la facultad de disponer sobre ellos se abandonen por entero 
a lo que al respecto puedan decidir aquellos que tengan atribuida su guarda y custodia o, como 
en este caso, su patria potestad, cuya incidencia sobre el disfrute del menor de sus derechos 
fundamentales se modulará en función de la madurez del niño y los distintos estadios en que la 
legislación gradúa su capacidad de obrar (arts. 162.1, 322 y 323 CC o el art. 30 Ley 30/1992, de 
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común). Así pues, sobre los poderes públicos, y muy en especial sobre los 
órganos judiciales, pesa el deber de velar por que el ejercicio de esas potestades por sus 
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padres o tutores, o por quienes tengan atribuida su protección y defensa, se haga en interés 
del menor, y no al servicio de otros intereses, que por muy lícitos y respetables que puedan 
ser, deben postergarse ante el «superior» del niño SSTC 215/1994, de 14 de julio; 260/1994, 
de 3 de octubre ; 60/1995, de 17 de marzo y 134/1999, de 15 de julio y STEDH de 23 de junio 
de 1993, caso Hoffmann). En resumen, frente a la libertad de creencias de sus progenitores y 
su derecho a hacer proselitismo de las mismas con sus hijos, se alza como límite, además de 
la intangibilidad de la integridad moral de estos últimos, aquella misma libertad de creencias 
que asiste a los menores de edad, manifestada en su derecho a no compartir las convicciones 
de sus padres o a no sufrir sus actos de proselitismo, o más sencillamente, a mantener creencias 
diversas a las de sus padres, máxime cuando las de éstos pudieran afectar negativamente a su 
desarrollo personal. Libertades y derechos de unos y otros que, de surgir el confl icto, deberán 
ser ponderados teniendo siempre presente el «interés superior» de los menores de edad (arts. 
15 y 16.1 CE en relación con el art. 39 CE). Tratándose, como se trata en el caso de autos, de la 
supuesta afectación de dos menores de edad por las prácticas de su padre de conformidad con 
sus creencias, no deben dejar de ser tenidas en cuenta las normas internacionales de protección 
de la infancia, que son de aplicación en España. Y, entre ellas, muy en particular, la Convención 
de la Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño (ratifi cada por España por Instrumento de 
30 de noviembre de 1990) y la Resolución del Parlamento Europeo relativa a la Carta Europea 
de los Derechos del Niño (Resolución A 3-0172/1992 de 8 de julio), que conforman junto con 
la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, vigente al tiempo 
de la Sentencia de apelación, el estatuto jurídico indisponible de los menores de edad dentro 
del territorio nacional, en desarrollo de lo dispuesto en el art. 39 CE, y muy en particular, en su 
apartado 4. A estos efectos, el estatuto del menor es, sin duda, una norma de orden público, de 
inexcusable observancia para todos los poderes públicos, que constituye un legítimo límite a 
la libertad de manifestación de las propias creencias mediante su exposición a terceros, incluso 
de sus progenitores. Así, el art. 14 de la Convención de Derechos del Niño dispone que «los 
Estados Partes respetarán el derecho del niño a la libertad de pensamiento, de conciencia y de 
religión». Añadiendo en sus apartados 2 y 3 que «los Estados Partes respetarán los derechos y 
deberes de los padres y, en su caso, de los representantes legales, de guiar al niño en el ejercicio 
de su derecho de modo conforme a la evolución de sus facultades» y «la libertad de profesar 
la propia religión o las propias creencias estará sujeta únicamente a las limitaciones prescritas 
por la ley que sean necesarias para proteger la seguridad, el orden, la moral o la salud públicos 
o los derechos y libertades fundamentales de los demás» (apartados 25 y 27 del ap. 8 de la 
Resolución relativa a la Carta Europea). Por lo tanto, ha de concluirse que el sacrifi cio de su 
libertad de creencias impuesto al recurrente por la Sentencia de la Audiencia Provincial que 
aquí se impugna, obedeció a una fi nalidad constitucionalmente legítima. Estamos ante una 
limitación de la libertad de creencias de un padre, consistente en una restricción adicional del 
régimen de visitas que, al hallarse dirigida a tutelar un interés que constitucionalmente le está 
supraordenado no resulta, desde la perspectiva de su fi nalidad, discriminatoria (...)”.
 Sentencia núm. 147-2000 de 29 mayo 
“(...) en un Estado social y democrático de Derecho como el que confi gura nuestra Constitución, 
la libertad personal no es solo un valor superior del Ordenamiento jurídico (art. 1.1 CE) sino 
además un derecho fundamental (art. 17 CE), cuya trascendencia estriba precisamente en ser 
el presupuesto de otras libertades y derechos fundamentales. La libertad de los ciudadanos 
es en un régimen democrático donde rigen derechos fundamentales la regla general y no la 
excepción, de modo que aquéllos gozan de autonomía para elegir entre las diversas opciones 
vitales que se les presentan. La libertad hace a los hombres sencillamente hombres. En atención 
a su papel nuclear y su directa vinculación con la dignidad de la persona (art. 10.1 CE), el 
derecho a la libertad reconocido en el art. 17 CE corresponde por igual a españoles y extranjeros 
(SSTC 107/1984, de 23 de noviembre [ RTC 1984, 107] y 115/1987, de 7 de julio [ RTC 1987, 
115]). De acuerdo con ese signifi cado prevalente de la libertad, la Constitución contempla las 
excepciones a la misma en los términos previstos en el art. 17.1 CE: «nadie puede ser privado 
de su libertad, sino con la observancia de lo establecido en este artículo y en los casos y en 
la forma previstos en la ley». Se trata de una formulación negativa, similar a la que defi ne el 
principio de legalidad penal y sancionadora del art. 25.1 CE, y que establece una reserva de ley 
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para las restricciones legítimas de la libertad. La misma reserva de ley se prevé en el art. 17.4 
CE, en su segundo inciso, para una modalidad específi ca de restricción a la libertad, la prisión 
provisional, imponiendo este precepto que sea la ley la que determine el plazo máximo de 
duración de la misma (...)”.
  Sentencia núm. 153-2000 de 12 junio 
“(...) Sentencia impugnada se basó en el mero indicio o presunción de que la trabajadora 
participó en la redacción del comunicado periodístico, a pesar de que éste únicamente estuviera 
fi rmado por su marido; indicio que tiene como único sustento la relación conyugal entre ambos, 
privando así de individualidad o autonomía a cada consorte, al atribuir a uno responsabilidad 
por los hechos del otro, y ello en el ámbito del ejercicio de un derecho fundamental de signo tan 
individual como es la libertad de expresión u opinión. Pues bien, este planteamiento no puede 
ser compartido (...)”.
  Sentencia núm. 163-2000 de 12 junio 
“(...) Si bien en el juicio penal sus intereses fueron defendidos por un Letrado de su elección, 
en ningún momento tuvo lugar la presencia personal del imputado en dicho juicio. Aun sin 
necesidad de analizar si el derecho a la autodefensa es o no renunciable, es lo cierto que en las 
actuaciones no consta una renuncia expresa del condenado a un juicio en su presencia, pues del 
mero dato de la presencia en el juicio penal de un Letrado para la defensa de sus intereses no 
cabe colegir una renuncia expresa al derecho a comparecer personalmente en juicio(...)”.
 Sentencia núm. 165-2000 de 12 junio 
“(...) ha de refl ejar no solamente la concurrencia de motivos bastantes para creer responsable 
del delito a la persona afectada, sino la concurrencia de alguno de estos fi nes justifi cativos, de 
modo que la ponderación de las circunstancias concretas del caso ha de refl ejarse en la decisión 
del órgano judicial y, además, no ha de ser arbitraria, es decir, debe ser acorde con las reglas 
del razonamiento lógico y, muy especialmente, con los fi nes que justifi can la institución de la 
prisión provisional, porque solo así existirá una verdadera ponderación de los intereses en 
juego –la libertad de una persona cuya inocencia se presume, por un lado; la realización de la 
justicia penal y la evitación de hechos delictivos, por otro– (...)”.
  Sentencia núm. 181-2000 de 29 junio 
“(...) los preceptos legales que se dejan transcritos se integran en un detallado sistema normativo 
de predeterminación y cuantifi cación legal de los daños a las personas (daños corporales), que 
tienen su causa en accidentes producidos por la circulación de vehículos a motor(...)”. 
“(...) Responsabilidad civil extracontractual o aquiliana fue incorporada a nuestro Código Civil 
como una de las fuentes de las obligaciones (art. 1089), uno de cuyos supuestos desencadenantes 
es la existencia de un daño causado mediando culpa o negligencia (art. 1902). No es necesario 
insistir en el hecho de que esta íntima conexión entre culpa o negligencia y obligación de 
reparar el daño causado se adaptaba perfectamente al carácter individualista que presidía las 
relaciones jurídicas existentes en la etapa codifi cadora y que, por ello mismo, a medida que 
evolucionaron los presupuestos de partida, el llamado Derecho común de la responsabilidad 
civil ha experimentado una profunda transformación tanto cuantitativa como cualitativa, hasta 
el punto de convertirse en un genuino Derecho de daños, abierto al concepto más amplio de la 
responsabilidad colectiva y que, en su proyección a ciertos sectores de la realidad, ha tendido a 
atenuar la idea originaria de culpabilidad para, mediante su progresiva objetivación, adaptarse 
a un principio de resarcimiento del daño («pro damnato») (...)”.
“(...) en efecto, el legislador no solo ha de regular los cauces e instrumentos jurídicos que 
fuesen necesarios para la reparación de los daños personales, ya se hubiesen éstos producido 
por una conducta sancionada por el Derecho punitivo del Estado, ya como consecuencia de 
culpa extracontractual o de una mera acción generada por una situación de riesgo socialmente 
consentida. Además, en todos estos casos, el legislador deberá reparar el daño personal que se 
hubiese ocasionado acogiendo aquel remedio sustitutivo que deje a la víctima en una situación 
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lo más próxima posible a aquélla de la que disfrutaría si el hecho lesivo no se hubiese llegado 
a producir, lo que convierte al tradicional principio civil de la reparación integral en contenido 
necesario de la tutela civil de los daños personales. Puesto que no es posible la reparación «in 
natura» de la vida ni de la integridad física y moral, de entre los distintos remedios posibles 
para reparar civilmente los daños corporales el legislador deberá optar por aquél que más se 
aproxime a la consecución, en cada caso, de la total indemnidad del daño personal sufrido por 
la víctima(...)”.
“(...) la protección constitucional de la vida y de la integridad personal (física y moral) no 
se reduce al estricto reconocimiento de los derechos subjetivos necesarios para reaccionar 
jurídicamente frente a las agresiones a ellos inferidas, sino que, además, contiene un mandato 
de protección sufi ciente de aquellos bienes de la personalidad, dirigido al legislador y que debe 
presidir e informar toda su actuación, incluido el régimen legal del resarcimiento por los daños 
que a los mismos se hubiesen ocasionado. No obstante, y a diferencia de lo argumentado en los 
Autos de planteamiento, ese mandato constitucional de protección sufi ciente de la vida y de 
la integridad personal no signifi ca que el principio de total reparación del dañado encuentre 
asiento en el art. 15 de la Constitución. (...) Es cierto que el instituto de la responsabilidad civil 
requiere, de modo inexcusable, que se fi je para aquellos bienes de la personalidad un valor 
patrimonial («pecunia doloris»), puesto que la reparación civil del daño descansa en el derecho 
del dañado a percibir una indemnización. Cierto también, que en el ejercicio de la pretensión 
resarcitoria de tales bienes aparecen integrados o aunados los conceptos de reparación del 
estricto daño personal y de restablecimiento de los daños y perjuicios de índole patrimonial 
que traen causa de la lesión a los bienes de la personalidad (vida e integridad física y moral). Sin 
embargo, en el plano constitucional no es posible confundir la reparación de los daños a la vida 
y a la integridad personal (art. 15 CE), con la restauración del equilibrio patrimonial perdido 
como consecuencia de la muerte o de las lesiones personales padecidas, pues el mandato de 
especial protección que el art. 15 CE impone al legislador se refi ere estricta y exclusivamente 
a los mencionados bienes de la personalidad (vida, integridad física y moral), sin que pueda 
impropiamente extenderse a una realidad jurídica distinta, cual es la del régimen legal de los 
eventuales perjuicios patrimoniales que pudieran derivarse del daño producido en aquellos 
bienes (...)”.
“(...) Se comprende así por qué el mandato constitucional dirigido al legislador, en orden a que 
adopte los remedios normativos necesarios para ofrecer una satisfactoria protección jurídica de 
la vida y la integridad personal (art. 15 CE), es difícilmente conciliable con cualquier intento de 
valoración y cuantifi cación de los daños producidos a aquellos bienes jurídicos, y que pueda 
variar signifi cativamente en función de las circunstancias particulares de su titular. Si en el 
ámbito de la responsabilidad civil, la vida y la integridad (física y moral) han de ser objeto de 
cuantifi cación dineraria o patrimonial, el más elemental respeto a la dignidad humana (art. 10.1 
CE) obliga a que aquélla sea la misma para todos. Por esta razón, el art. 15 CE solo condiciona al 
legislador de la responsabilidad civil en dos extremos: en primer lugar, en el sentido de exigirle 
que, en esa inevitable tarea de traducción de la vida y de la integridad personal a términos 
económicos, establezca unas pautas indemnizatorias sufi cientes en el sentido de respetuosas 
con la dignidad que es inherente al ser humano (art. 10.1 CE); y en segundo término, que 
mediante dichas indemnizaciones se atienda a la integridad –según la expresión literal del art. 
15 CE– de todo su ser, sin disponer exclusiones injustifi cadas (...)”.
“(...) lo que ahora importa destacar es que la concreta regulación especial o diferenciada que se 
cuestiona no se ha articulado a partir de categorías de personas o grupos de las mismas, sino 
en atención exclusivamente al específi co ámbito o sector de la realidad social en que acaece la 
conducta o actividad productora de los daños. Se opera así en función de un elemento objetivo 
y rigurosamente neutro, que explica por qué esa pluralidad de regímenes jurídicos especiales se 
aplica por igual a todos los ciudadanos, es decir, a todos los dañados, sin que implique, directa 
o indirectamente, un menoscabo de la posición jurídica de unos respecto de la de otros(...)”.
“(...) También ahora ha de reconocerse que, con independencia del grado de acierto de esa 
decisión del legislador, la regulación legal se aplica por igual a todas las personas y en todas las 
circunstancias, sin que se constate la presencia de factores injustifi cados de diferenciación entre 
colectivos diversos (...)”.
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“(...) los daños en las cosas no ofrecen especiales difi cultades en orden a su valoración y 
cuantifi cación, puesto que son daños producidos en bienes que se encuentran en el tráfi co 
comercial y que, como tales, cuentan con un valor-precio susceptible de ser objetivamente 
evaluado con arreglo a criterios ciertos que determina el mercado. Obviamente, no puede decirse 
lo mismo respecto de los daños a las personas o daños corporales, cuya traducción a valores de 
mercado, por ser «res extra commercium», depende de pautas ajenas a la mera consideración 
económica, mucho más estimativas y difíciles de objetivar. Difi cultad en la valoración y en la 
cuantifi cación que se muestra en toda su intensidad cuando se trata de compensar, mediante el 
pago de una indemnización, el denominado daño moral (...)”.
“(...) Sin embargo, no existen referentes con parecido grado de objetivación que permitan 
calcular el «quantum» dinerario que, como remedio compensatorio, corresponde a la víctima 
por el daño personal inferido (...)”. 
“(...) no cabe ignorar, sin embargo, que el daño ocasionado a las personas (o a los bienes de 
la personalidad, en rigor) lleva aparejado, como consecuencia inmediata, disminuciones 
patrimoniales y singularmente el posible lucro cesante o ganancias dejadas de percibir a 
consecuencia del hecho dañoso. Pues bien, tampoco existe base objetiva y razonable para 
equiparar, asignándoles el mismo régimen jurídico respecto de su valoración, estos daños 
derivados o consecuenciales, con los que directamente se ocasionan en las cosas o bienes 
pertenecientes a la víctima del accidente. Los primeros ofrecen perfi les propios a la hora de 
su reparación, a los que no son ajenos las concretas circunstancias personales y familiares y 
de toda índole del sujeto dañado, en tanto que los segundos, es decir, los daños en los bienes 
o cosas propiedad de la víctima, no exigen, como regla, la ponderación valorativa de aquellas 
características individuales (...)”.
 Sentencia núm. 195-2000 de 24 julio 
“(...) ya que la expresión «gravemente perjudicial» para la salud se predica sin difi cultad alguna 
de la droga conocida como «éxtasis» en la mentalidad del hombre de la calle, medida de todas 
las cosas en un sistema democrático (...)”.
  Sentencia núm. 203-2000 de 24 julio 
“(...) la excedencia para el cuidado de los hijos menores además de cooperar al efectivo 
cumplimiento del deber de los padres de prestar asistencia de todo orden a los hijos, durante 
su minoría de edad (art. 39.3 CE), constituye, en efecto, un derecho atribuido por el legislador a 
trabajadores y empleados públicos en orden a hacer efectivo el mandato constitucional dirigido 
a los poderes públicos de garantizar el instituto de la familia (art. 39.1 CE) (...)”.
“(...) así, la protección de la familia que la Constitución exige asegurar a los poderes públicos ha 
llevado al legislador, atendiendo a las nuevas relaciones sociales surgidas como consecuencia 
de la incorporación de las mujeres al mercado de trabajo, a dictar recientemente la Ley 39/1999, 
de 5 de noviembre, para promover la conciliación de la vida familiar y laboral de las personas 
trabajadoras, con fundamento en los arts. 39.1 y 9.2 de la Constitución, y en objetivos expresados 
en el ámbito internacional y europeo (concretamente, en el ámbito comunitario, en la Directiva 
del Consejo 92/85, de 19 de octubre de 1992, relativa a la aplicación de medidas para promover 
la mejora de la seguridad y salud en el trabajo de la trabajadora embarazada, que haya dado 
a luz o en período de lactancia, y en la Directiva 96/34, de 3 de junio de 1996, que incorpora 
el Acuerdo Marco sobre el permiso parental celebrado por la UNICE, el CEEP y la CES). Los 
órganos judiciales no pueden, por tanto, ignorar la dimensión constitucional de la cuestión 
ante ellos suscitada y limitarse a valorar, para excluir la violación del art. 14 CE, si la diferencia 
de trato en relación con el disfrute del derecho a la excedencia por cuidado de hijos tiene en 
abstracto una justifi cación objetiva y razonable, sino que han de efectuar su análisis atendiendo 
a las circunstancias concurrentes, y sobre todo, a la trascendencia constitucional de este derecho 
de acuerdo con los intereses y valores familiares a que el mismo responde(...)”.
  Sentencia núm. 241-2000 de 16 octubre 
“(...) al respecto, este Tribunal ya ha afi rmado que el art. 14 CE reconoce el derecho a no padecer 
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discriminaciones, pero no ampara la falta de distinción entre supuestos desiguales (SSTC 
86/1985, de 10 de julio, F. 3; 2/1987, de 21 enero, F. 3; 136/1987, de 22 de julio, F. 6; 19/1988, 
de 16 de febrero, F. 6; 308/1994, de 21 de noviembre, F. 5; 36/1999, de 22 de marzo, F. 3). Es 
cierto que la anterior doctrina se ha formulado en relación con la desigualdad de trato en las 
normas jurídicas. Sin embargo, no existe ningún inconveniente en extender el mismo criterio 
a la aplicación judicial del Derecho, máxime en ámbitos normativos, como el presente, en los 
que las normas jurídicas conceden al órgano judicial un amplísimo margen de concreción. En 
consecuencia, al pretender la actora la no equiparación de don Antonio M. G. a sus cuatro 
hermanos, nos encontramos fuera del ámbito de protección del art. 14 CE (...)”. 
 Sentencia núm. 249-2000 de 30 de octubre 
“(...) no obstante, conviene advertir que, aun cuando en la demanda se invocan como lesionados 
los arts. 6.1 y 7.1 del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos, no le 
corresponde a este Tribunal, al conocer en recurso de amparo, examinar la observancia o 
inobservancia, «per se», de textos internacionales que obliguen a España, sino comprobar el 
respeto o la infracción de los preceptos constitucionales que reconocen derechos fundamentales 
y libertades públicas susceptibles de amparo (arts. 53.2 CE y 49.1 LOTC), sin perjuicio de que, 
por mandato del art. 10.2 CE deban tales preceptos ser interpretados «de conformidad con 
la Declaración Universal de Derechos Humanos (ApNDL 3627) y los tratados y acuerdos 
internacionales sobre las mismas materias ratifi cados por España» (STC 120/1990, de 27 de 
junio, F. 3) (...)”.
 Sentencia núm. 250-2000 de 30 octubre 
“(...) debemos partir en nuestro análisis de un hecho social constatable, como es el de la lamentable 
subsistencia actual de situaciones sociales de discriminación de la mujer en sus retribuciones 
en el trabajo (como evidencian las alegaciones del Sindicato demandante, refl ejadas en el 
antecedente 12), afortunadamente en regresión, hecho social respecto del que se ha producido 
una consolidada jurisprudencia constitucional invocada por el Sindicato recurrente, que es 
ocioso reproducir aquí, bastando al efecto la remisión genérica globalmente(...)”.
“(...) en todas esas Sentencias se deja establecida, como doctrina constante, y al margen del matiz 
propio de cada caso, la del carácter sospechoso del factor de esfuerzo como criterio único de 
valoración, por lo que tiene de cualidad predominante masculina, que determina, en principio, 
que no se trate de un criterio de valoración sexualmente neutral, sino que implica una ventaja 
injustifi cada para los varones, admitiendo, no obstante, aunque con carácter muy restrictivo, 
su posible operabilidad, supeditada a la doble condición de que dicho factor sea un elemento 
esencial en la tarea de que se trate, y de que en la valoración de ésta no se tenga en cuenta el 
esfuerzo como criterio único de valoración, sino que se combine con otras características más 
neutras en cuanto a impacto en cada uno de los sexos. La doctrina general así establecida integra 
una regla y una excepción, constituyendo tanto la una como la otra pautas jurisprudenciales a 
considerar a la hora de su posible aplicación a los complejos casos que se suscitan en la realidad. 
No cabe, por tanto, partir en la solución del caso de la idea de que el esfuerzo físico sea un 
criterio de valoración absolutamente rechazable sin fi suras, cuando nuestra jurisprudencia y la 
del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas (caso Dato-Druck, de 1 de julio de 1986, 
apartados 18, 24 y 25) introduce matizaciones y salvedades, que no pueden ser desconocidas 
de antemano; pues, aunque no entrasen en juego en los casos en los que se aludió a ellas como 
posibles criterios teóricos, pueden encontrar oportunidad de aplicación, cuando las concretas 
circunstancias de un determinado caso así lo requieran (...)”.
  Sentencia núm. 289-2000 de 30 noviembre 
“(...) en efecto, el tributo cuestionado no se dirige, en sentido negativo, a disuadir el 
incumplimiento de ninguna obligación, pero tampoco busca, en sentido positivo, estimular 
actuaciones protectoras del medio ambiente, en cumplimiento del art. 45.1 CE, desvinculándose 
así de la verdadera aptitud de cada sujeto para incidir en el medio en el que se desenvuelve 
(es decir, de la capacidad para afectar como modalidad del principio de capacidad económica 
previsto en el art. 31.1 CE). En consecuencia, no cabe considerar que el referido impuesto 
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grave efectivamente la actividad contaminante cuando desconoce el impacto ambiental en que 
incurren los sujetos llamados a soportarlo, o lo que es lo mismo, la medida concreta en la que 
cada uno afecta al medio ambiente (sea persona física o jurídica). Si lo efectivamente gravado 
fuese la actividad contaminante se habrían sometido a imposición todas aquellas instalaciones, 
cualquiera que fuese la clase de actividad a la que se hallasen afectas, que de alguna manera 
pudiesen atentar contra ese medio ambiente, buscando un efecto disuasorio o estimulante de la 
realización de conductas dañinas o protectoras del entorno ecológico en el que se desenvuelve 
la actividad. Ello implicaría, entonces, de un lado, la insoslayable vinculación de la tributación 
soportada a la consecución de la fi nalidad pretendida (como se hizo, por ejemplo, tanto en el 
Impuesto andaluz sobre tierras infrautilizadas como en el Impuesto extremeño sobre dehesas 
califi cadas en defi ciente aprovechamiento, donde se sometía a tributación la diferencia entre 
rendimiento óptimo o potencial y el obtenido o real, respectivamente) y, de otra parte, el 
sometimiento al gravamen de todas aquellas instalaciones que fuesen potencialmente dañinas 
para el medio ambiente, con independencia de la naturaleza de la actividad a la que estuviesen 
afectadas o de la persona (física, jurídica o ente sin personalidad jurídica de los previstos en el 
art. 33 LGT [RCL 1963, 2490 y NDL 15243]) que fuese su titular (...)”.
“(...) en defi nitiva, tanto uno como otro impuesto gravan la «titularidad» de bienes inmuebles; 
todos en el IBI, algunos en el IBIAMA, pero en todo caso, «bienes inmuebles», y lo hacen en la 
persona de su titular, entendido de forma más o menos amplia. Dicho de otra forma, el IBI grava 
la capacidad económica que se pone de manifi esto por la titularidad de determinados bienes 
inmuebles; el IBIAMA somete a tributación la capacidad económica exteriorizada también por 
la titularidad de determinados bienes inmuebles (...)”.
  Sentencia núm. 290-2000 de 30 noviembre 
“(...) en efecto, ha de tenerse presente, como ya se anticipaba en la decisión de este Tribunal 
que se acaba de mencionar, que el derecho fundamental al que estamos haciendo referencia 
garantiza a la persona un poder de control y disposición sobre sus datos personales. Pues 
confi ere a su titular un haz de facultades que son elementos esenciales del derecho fundamental 
a la protección de los datos personales, integrado por los derechos que corresponden al afectado 
a consentir la recogida y el uso de sus datos personales y a conocer los mismos. Y para hacer 
efectivo ese contenido, el derecho a ser informado de quién posee sus datos personales y con qué 
fi nalidad, así como el derecho a oponerse a esa posesión y uso exigiendo a quien corresponda 
que ponga fi n a la posesión y empleo de tales datos. En suma, el derecho fundamental 
comprende un conjunto de derechos que el ciudadano puede ejercer frente a quienes sean 
titulares, públicos o privados, de fi cheros de datos personales, partiendo del conocimiento de 
tales fi cheros y de su contenido, uso y destino, por el registro de los mismos. De suerte que es 
sobre dichos fi cheros donde han de proyectarse, en última instancia, las medidas destinadas a 
la salvaguardia del derecho fundamental aquí considerado por parte de las Administraciones 
Públicas competentes (...)”.
  Sentencia núm. 292-2000 de 30 noviembre 
“(...) de este modo, el objeto de protección del derecho fundamental a la protección de datos 
no se reduce solo a los datos íntimos de la persona, sino a cualquier tipo de dato personal, sea 
o no íntimo, cuyo conocimiento o empleo por terceros pueda afectar a sus derechos, sean o 
no fundamentales, porque su objeto no es solo la intimidad individual, que para ello está la 
protección que el art. 18.1 CE otorga, sino los datos de carácter personal. Por consiguiente, 
también alcanza a aquellos datos personales públicos, que por el hecho de serlo, de ser accesibles 
al conocimiento de cualquiera, no escapan al poder de disposición del afectado porque así 
lo garantiza su derecho a la protección de datos. También por ello, el que los datos sean de 
carácter personal no signifi ca que solo tengan protección los relativos a la vida privada o íntima 
de la persona, sino que los datos amparados son todos aquellos que identifi quen o permitan la 
identifi cación de la persona, pudiendo servir para la confección de su perfi l ideológico, racial, 
sexual, económico o de cualquier otra índole, o que sirvan para cualquier otra utilidad que en 
determinadas circunstancias constituya una amenaza para el individuo (...)”.
“(...) de todo lo dicho resulta que el contenido del derecho fundamental a la protección de 
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datos consiste en un poder de disposición y de control sobre los datos personales que faculta 
a la persona para decidir cuáles de esos datos proporcionar a un tercero, sea el Estado o un 
particular, o cuáles puede este tercero recabar, y que también permite al individuo saber 
quién posee esos datos personales y para qué, pudiendo oponerse a esa posesión o uso. 
Estos poderes de disposición y control sobre los datos personales, que constituyen parte del 
contenido del derecho fundamental a la protección de datos se concretan jurídicamente en la 
facultad de consentir la recogida, la obtención y el acceso a los datos personales, su posterior 
almacenamiento y tratamiento, así como su uso o usos posibles, por un tercero, sea el Estado o 
un particular. Y ese derecho a consentir el conocimiento y el tratamiento, informático o no, de 
los datos personales, requiere como complementos indispensables, por un lado, la facultad de 
saber en todo momento quién dispone de esos datos personales y a qué uso los está sometiendo, 
y, por otro lado, el poder oponerse a esa posesión y usos (...)”.
“(...) el Convenio europeo de 1981 también ha tenido en cuenta estas exigencias en su art. 9. 
Al igual que el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, quien refi riéndose a la garantía de la 
intimidad individual y familiar del art. 8 CEDH, aplicable también al tráfi co de datos de carácter 
personal, reconociendo que pudiera tener límites como la seguridad del Estado (STEDH caso 
Leander, de 26 de marzo de 1987, §§ 47 y ss.), o la persecución de infracciones penales («mutatis 
mutandis», SSTEDH, casos Z, de 25 de febrero de 1997, y Funke, de 25 de febrero de 1993), 
ha exigido que tales limitaciones estén previstas legalmente y sean las indispensables en una 
sociedad democrática, lo que implica que la ley que establezca esos límites sea accesible al 
individuo concernido por ella, que resulten previsibles las consecuencias que para él pueda 
tener su aplicación, y que los límites respondan a una necesidad social imperiosa y sean 
adecuados y proporcionados para el logro de su propósito (Sentencias del Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos, caso X e Y, de 26 de marzo de 1985; caso Leander, de 26 de marzo de 1987; 
caso Gaskin, de 7 de julio de 1989; «mutatis mutandis», caso Funke, de 25 de febrero de 1993; 
caso Z, de 25 de febrero de 1997) (...)”.
 Sentencia núm. 311-2000 de 18 diciembre 
“(...) Tal y como ha quedado relatado en los antecedentes, dichas resoluciones negaron a la 
demandante, madre y tutora de la incapacitada doña Encarnación B. P., la legitimación activa 
para los referidos procesos con base en el carácter personalísimo de las acciones ejercitadas, 
que, en criterio de las Sentencias recurridas, impedía la sustitución de la incapaz por su tutora, 
la entones y ahora demandante, en el ejercicio de los mismos (...)”.
“(...) Tanto al referirse a la distinta posición de las personas capaces y las incapacitadas, cuanto 
en la negación de la legitimación de la demandante de los procesos «a quo» por el carácter 
personalísimo de las acciones (...)”.
“(...) al respecto se ha de observar que en concreto la separación matrimonial y la acción 
judicial, que constituye el medio para obtenerla, vienen a satisfacer un interés legítimo de 
defensa de los cónyuges frente a la situación de convivencia matrimonial, cuando ésta les 
resulta perjudicial en las situaciones previstas por el legislador como supuestos legales de las 
distintas causas de separación. Ese perjuicio, por ejemplo, puede referirse, bien directamente a 
la persona del cónyuge, que puede encontrarse incluso en una situación de peligro físico en su 
convivencia con el otro cónyuge (piénsese, v. gr., en el supuesto de la causa 4 del art. 82 CC), o 
que puede afectar de modo inaceptable a su dignidad (v. gr. el supuesto de la causa 1 del propio 
artículo del CC), o bien a su situación patrimonial en supuestos fácilmente reconducibles al 
incumplimiento de los deberes conyugales (v. gr. causas 1 y 2 del precepto de reiterada cita). 
Dichos intereses y perjuicio posibles pueden darse en los incapacitados casados, e incluso de 
modo más dramáticamente perceptible en ellos, si quedasen por su desvalimiento bajo una 
sumisión absoluta a su cónyuge capaz (...)”.
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  Sentencia núm. 1-2001 de 15 enero 
“(...) en este sentido conviene recordar que, por imperativo constitucional, los padres tienen 
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la obligación de «prestar asistencia de todo orden a los hijos» –asistencia que, naturalmente, 
incluye la contribución a los alimentos– con independencia de que éstos hayan sido concebidos 
dentro o fuera del matrimonio (art. 39.3 CE), de que se haya producido la nulidad matrimonial, 
la separación legal o la disolución del matrimonio por divorcio (art. 92 CC), o incluso, en fi n, 
de que el progenitor quede excluido de la patria potestad y demás funciones tuitivas (arts. 110 
y 111 «in fi ne», CC). En defi nitiva, también la esposa del recurrente está obligada a contribuir 
con sus bienes e ingresos a los gastos precisos para el sustento, habitación, vestido, asistencia 
médica y educación de la hija, elementos todos ellos que, conforme al art. 142 CC, se integran 
en el concepto «alimentos» (...)”.
 Sentencia núm. 13-2001 de 29 enero 
“(...) fi nalmente, como queda dicho, no aparece tampoco acreditado que los funcionarios policiales 
desplegasen su actuación de forma desconsiderada, ofensiva o gratuitamente obstaculizante de 
la libertad de circulación de la demandante de amparo, pues la intervención policial se prolongó 
únicamente lo imprescindible para lograr la identifi cación. Finalmente puede descartarse que 
los agentes de policía actuasen de un modo airado o llamativo que hiciese pasar a la señora W. 
L. y sus acompañantes a un primer plano que les resultase afrentoso o incómodo frente a la 
colectividad de ciudadanos que hubiese en la propia estación de ferrocarril, sino que la toma 
de los datos de identidad se produjo en las dependencias policiales existentes en la misma 
estación. Lo discriminatorio hubiera sido la utilización de un criterio (en este caso el racial) 
que careciese de toda relevancia en orden a la individualización de las personas para las que 
el Ordenamiento jurídico ha previsto la medida de intervención administrativa, en este caso 
los ciudadanos extranjeros. Estos, como ha quedado expuesto, están obligados a exhibir los 
documentos justifi cativos de su estancia legal en España, obligación de identifi carse que, por lo 
demás, afecta a la generalidad de los ciudadanos según resulta del art. 20.1 de la Ley Orgánica 
1/1992, de 21 de febrero, sobre protección de la seguridad ciudadana, en relación con su art. 
9 y el art. 12 del Decreto núm. 196/1976, de 6 de febrero, por el que se regula el Documento 
Nacional de Identidad, en la redacción dada por el Real Decreto 1245/1985, de 17 de julio (...)”.
  Sentencia núm. 46-2001 de 15 febrero 
“(...) la inscripción de una entidad religiosa en el Registro implica, ante todo, el reconocimiento 
de su personalidad jurídica como tal grupo religioso, es decir, la identifi cación y admisión en el 
Ordenamiento jurídico de una agrupación de personas que pretende ejercitar, con inmunidad 
de coacción, su derecho fundamental al ejercicio colectivo de la libertad religiosa, tal como 
establece el art. 5.1 LOLR. Pero al propio tiempo, el reconocimiento de esta específi ca o 
singular personifi cación jurídica confi ere a la entidad un determinado «status», que ante todo 
se manifi esta en la plena autonomía que le atribuye el art. 6.1 de la mencionada Ley, a cuyo 
tenor las entidades o confesiones religiosas inscritas «podrán establecer sus propias normas 
de organización, régimen interno y régimen de su personal», añadiendo el precepto que la 
potestad de autonormación puede comprender la confi guración de instituciones creadas para 
la realización de sus fi nes, así como incluir «cláusulas de salvaguarda de su identidad religiosa 
y carácter propio, así como el debido respeto a sus creencias» (...)”. 
“(...) en este sentido, el art. 59 del Código Civil, al regular la celebración del matrimonio en 
forma religiosa dispone que «el consentimiento matrimonial podrá prestarse en la forma 
prevista por una confesión religiosa inscrita, en los términos acordados con el Estado, o, en su 
defecto, autorizados por la legislación de éste», atribuyendo así al matrimonio celebrado en 
cualquiera de las formas religiosas previstas en dicho precepto los oportunos efectos civiles, tal 
como señala el art. 60 del referido Código (...)”. 
“(...) el ejercicio de la libertad religiosa y de culto, como declara el art. 3.1 de la Ley Orgánica 
7/1980, en absoluta sintonía con el art. 9 del Convenio Europeo de Derechos Humanos, «tiene 
como único límite la protección del derecho de los demás al ejercicio de sus libertades públicas y 
derechos fundamentales, así como la salvaguarda de la seguridad, de la salud y de la moralidad 
pública, elementos constitutivos del orden público protegido por la Ley en el ámbito de una 
sociedad democrática». Ahora bien, en cuanto «único límite» al ejercicio del derecho, el orden 
público no puede ser interpretado en el sentido de una cláusula preventiva frente a eventuales 
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riesgos, porque en tal caso ella misma se convierte en el mayor peligro cierto para el ejercicio 
de ese derecho de libertad. Un entendimiento de la cláusula de orden público coherente con 
el principio general de libertad que informa el reconocimiento constitucional de los derechos 
fundamentales obliga a considerar que, como regla general, solo cuando se ha acreditado 
en sede judicial la existencia de un peligro cierto para «la seguridad, la salud y la moralidad 
pública», tal como han de ser entendidos en una sociedad democrática, es pertinente invocar el 
orden público como límite al ejercicio del derecho a la libertad religiosa y de culto (...)”. 
“(...) no obstante, no se puede ignorar el peligro que para las personas puede derivarse de 
eventuales actuaciones concretas de determinadas sectas o grupos que, amparándose en la 
libertad religiosa y de creencias, utilizan métodos de captación que pueden menoscabar el libre 
desarrollo de la personalidad de sus adeptos, con vulneración del art. 10.1 de la Constitución. Por 
ello mismo, en este muy singular contexto, no puede considerarse contraria a la Constitución la 
excepcional utilización preventiva de la citada cláusula de orden público, siempre que se oriente 
directamente a la salvaguardia de la seguridad, de la salud y de la moralidad públicas propias 
de una sociedad democrática, que queden debidamente acreditados los elementos de riesgo y 
que, además, la medida adoptada sea proporcionada y adecuada a los fi nes perseguidos (SSTC 
120/1990, de 27 de junio, 137/1998, de 29 de junio, y 141/2000, de 29 de mayo ; SSTEDH casos 
Kokkinakis de 25 de mayo de 1993, Hoffman de 23 de junio de 1993) (...)”.
  Sentencia núm. 64-2001 de 17 marzo
“(...) por más que hayamos reconocido que en este ámbito las apariencias son importantes, 
porque lo que está en juego es la confi anza que, en una sociedad democrática, los Tribunales 
deben inspirar al acusado y al resto de los ciudadanos, no basta para apartar a un determinado 
Juez del conocimiento de un asunto que las sospechas o dudas sobre su imparcialidad surjan 
en la mente de quien recusa, sino que es preciso determinar, caso a caso, más allá de la simple 
opinión del acusado, si las mismas alcanzan una consistencia tal que permita afi rmar que se 
hallan objetiva y legítimamente justifi cadas(...)”.
“(...) y contra «cualesquiera otras personas, no juzgadas ni condenadas, o responsables de 
instituciones, que en el curso de la investigación aparezcan como partícipes en las actividades 
de la organización terrorista denominada Grupos Antiterroristas de Liberación (GAL)» (...)”.
“(...) para concluir, en dicho caso, que la medida de la legislación interna que excluía la 
segunda instancia era proporcionada a otros fi nes legítimos; así, entendió que la protección 
de las funciones del gobierno, determinante de la competencia de la Corte Constitucional 
italiana, y la necesidad de coordinar la apreciación de los hechos y de las responsabilidades 
de los intervinientes cuando la realización del delito se atribuye al concurso de una pluralidad 
de personas, constituían fi nes legítimos para cuya consecución resultaba proporcionada la 
sustanciación de un único procedimiento ante la Corte Constitucional, aunque ello implicara 
un trato desigual para los imputados no pertenecientes al gobierno. Juicio de proporcionalidad 
que también se ha llevado a cabo en decisiones posteriores relativas al Protocolo núm. 7 (asuntos 
E. M., de 26 de octubre de 1995, y Hauser, de 16 de enero de 1996, entre otras) (...)”.
  Sentencia núm. 68-2001 de 17 marzo
“(...) Se llevó a cabo sobre la persona de otro ciudadano que allí residía (don Segundo M. S.)”
 Sentencia núm. 81-2001 de 26 marzo 
En su dimensión constitucional, el derecho a la propia imagen consagrado en el art. 18.1 CE se 
confi gura como un derecho de la personalidad, derivado de la dignidad humana y dirigido a 
proteger la dimensión moral de las personas, que atribuye a su titular un derecho a determinar 
la información gráfi ca generada por sus rasgos físicos personales que puede tener difusión 
pública. La facultad otorgada por este derecho, en tanto que derecho fundamental, consiste en 
esencia en impedir la obtención, reproducción o publicación de la propia imagen por parte de 
un tercero no autorizado, sea cual sea la fi nalidad –informativa, comercial, científi ca, cultural, 
etc.– perseguida por quien la capta o difunde. En la Constitución española ese derecho se 
confi gura como un derecho autónomo, aunque ciertamente, en su condición de derecho de 
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la personalidad, derivado de la dignidad y dirigido a proteger el patrimonio moral de las 
personas, guarda una muy estrecha relación con el derecho al honor y, sobre todo, con el 
derecho a la intimidad, proclamados ambos en el mismo art. 18.1 del Texto constitucional. No 
cabe desconocer que mediante la captación y publicación de la imagen de una persona puede 
vulnerarse tanto su derecho al honor como su derecho a la intimidad. Sin embargo, lo específi co 
del derecho a la propia imagen es la protección frente a las reproducciones de la misma que, 
afectando a la esfera personal de su titular, no lesionan su buen nombre ni dan a conocer su 
vida íntima (...)”.
“(...) en la medida en que la libertad de la persona se manifi esta en el mundo físico por medio de 
la actuación de su cuerpo y de las características del mismo, es evidente que con la protección 
constitucional de la imagen se preserva no solo el poder de decisión sobre los fi nes a los que 
hayan de aplicarse las manifestaciones de la persona a través de su imagen (STC 117/1994, 
de 25 de abril, F. 3), sino también una esfera personal y, en este sentido,privada, de libre 
determinación y, en suma, se preserva el valor fundamental de la dignidad humana. Así, pues, 
lo que se pretende con este derecho, en su dimensión constitucional, es que los individuos 
puedan decidir qué aspectos de su persona desean preservar de la difusión pública, a fi n de 
garantizar un ámbito privativo para el desarrollo de la propia personalidad ajeno a injerencias 
externas (...)”.
“(...) más allá del contenido de la reivindicación del recurrente, debe tenerse presente que la 
imagen reproducida, en este caso concreto, tampoco afectaba a lo que hemos denominado 
dimensión personal y no patrimonial del derecho a la imagen, ya que se trataba de un simple 
dibujo en blanco y negro realizado por ordenador de unas piernas cruzadas y enfundadas 
en unos pantalones negros y calzadas con zapatillas deportivas blancas que, además, 
representaban al personaje en su faceta de actor. Esta doble circunstancia permite afi rmar que, 
con independencia de la cuestión debatida en casación acerca de si esta imagen era sufi ciente o 
no para identifi car al recurrente y podía por ello generar una vulneración del valor comercial 
de esa imagen, la referida representación gráfi ca no se refi ere ni afecta al recurrente como 
sujeto en su dimensión personal, individual o privada, sino a lo sumo en cuanto personaje 
popularizado a través de sus apariciones televisivas, con lo que, como queda dicho, en ese 
anuncio no quedaba concernido el bien jurídico protegido por el derecho fundamental a la 
propia imagen. En suma, no estamos ante la reproducción del rostro o de los rasgos físicos de la 
persona del recurrente, sino ante la representación imaginaria de las características externas de 
un personaje televisivo. La imagen del recurrente que se representa en el anuncio controvertido, 
como sostiene el Ministerio Fiscal, constituye una representación ajena al espacio de privacidad 
de su creador, a su propia imagen como individualidad y como persona y, en defi nitiva, a su 
dignidad personal. Y si bien el valor asociado a la persona de su creador por lazos jurídicos y 
económicos es susceptible de protección jurídica en nuestro Ordenamiento, estos vínculos no 
se insertan en la dimensión constitucional del derecho a la propia imagen (art. 18.1 CE) porque 
no pertenecen a la esfera reservada y propia de aquél (...)”.
  Sentencia núm. 127-2001 de 4 junio 
“(...) pues bien: cabe discutir si el sentido más propio de la autenticidad hace referencia al 
carácter genuino del documento y no a la veracidad o inveracidad de su contenido; pero debe 
admitirse que también puede emplearse el término autenticidad en un sentido lato, en el que 
puede decirse (y se ha dicho muchas veces en la praxis penal y, en concreto, en aplicación de 
los tipos de falsedad, como ponen de manifi esto tanto la Sentencia como las alegaciones del 
Ministerio Fiscal y del Abogado del Estado) que es inauténtico lo que carece absolutamente de 
verdad. Y, si ello es así, no puede afi rmarse que la interpretación efectuada por la Sala Segunda 
resulte, desde la perspectiva del seguimiento del tenor literal del precepto, imprevisible (...)”.
  Sentencia núm. 113-2001 de 7 mayo 
“(...) pues bien, el tenor de la diligencia de la notifi cación de la providencia de emplazamiento, 
en la que aparece corregida la identifi cación de la persona que supuestamente la recibió, persona 
que además no se identifi ca, negándose también a fi rmar dicha diligencia, no debió satisfacer al 
Juez de Primera Instancia, sobre todo al no constar la fi rma de testigo alguno como exige para 
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estos casos el art. 263 LECiv. La incertidumbre que se desprende de la controvertida diligencia 
sobre la persona que efectivamente recibió la notifi cación y el incumplimiento de la obligación 
que pesaba sobre el Agente actuante de practicar en ese caso la entrega en presencia de testigo, 
señaladamente en un caso como el presente en el que no se dejaba constancia de quién era el 
tercero que recibía la cédula, debió llevar al ánimo del órgano judicial razonables dudas sobre 
la efectividad de la notifi cación (...)”.
  Sentencia núm. 115-2001 de 10 mayo 
“(...) es cierto que la pretensión punitiva de quien ejercita la acusación, desde su condición 
de persona agraviada o perjudicada, no obliga al Estado, único titular del «ius puniendi», a 
castigar en todo caso, pues la Constitución no otorga a los ciudadanos un pretendido derecho 
a obtener condenas penales (SSTC 31/1996, de 27 de febrero, F. 10; 41/1997, de 10 de marzo, F. 
4; 116/1997, de 23 de junio, F. 5; 67/1998, de 18 de marzo, F. 2, y 215/1999, de 29 de noviembre, 
F. 1) (...)”.
  Sentencia núm. 116-2001 de 21 mayo 
“(...) antes de entrar en el examen de las cuestiones planteadas, conviene recordar que, como 
ha quedado expuesto en el relato de antecedentes de esta resolución, durante la sustanciación 
del presente recurso sobrevino el fallecimiento del demandante de amparo, solicitándose por 
doña María Teresa M. G. H., representante legal del menor don Jaime G. M., que se tuviese a 
éste por parte demandante en su calidad de sucesor «mortis causa» del recurrente de amparo. 
Tanto la representación de CSI-CSIF como el Ministerio Fiscal se opusieron a esta solicitud de 
sustitución procesal del hijo menor del recurrente, postulando que se declarase la extinción 
del recurso de amparo a causa del fallecimiento del actor, dado el carácter personalísimo e 
intransferible del derecho de libertad sindical cuya infracción se denuncia. La Sala Segunda, 
mediante Auto 58/2000, de 28 de febrero, tras recordar sucintamente la doctrina de este Tribunal 
acerca de la legitimación activa para recurrir en amparo, razona que «en el presente supuesto 
se interesa la continuación de un proceso constitucional que tiene por objeto la imposición 
de una serie de sanciones de suspensión de militancia a quien en el momento de solicitar el 
amparo ostentaba la condición de afi liado a la Confederación de Sindicatos Independientes y 
Sindical de Funcionarios. Pues bien, debemos convenir en que el reproche que dichas sanciones 
incorporan no alcanza exclusivamente a la persona sobre la que recaen de modo inmediato, sino 
que se proyecta negativamente también sobre quien reúne la doble condición de hijo y heredero 
del originario demandante de amparo ». En consecuencia, se acuerda acceder a la solicitud de 
sustitución procesal «mortis causa» formulada por la representación de don Jaime G. M. a favor 
de éste, al considerar que ostenta un interés legítimo en la prosecución del presente recurso de 
amparo. Sin perjuicio de lo anterior, hemos de señalar que, a los meros efectos de facilitar el 
enjuiciamiento de las cuestiones planteadas en este proceso, las menciones que se hacen a la 
persona del demandante deben entenderse referidas al actor originario (...)”.
  Sentencia núm. 119-2001 de 29 mayo 
“(...) partiendo de la doctrina aquí expuesta en apretada síntesis, debemos señalar que estos 
derechos han adquirido también una dimensión positiva en relación con el libre desarrollo de 
la personalidad, orientada a la plena efectividad de estos derechos fundamentales. En efecto, 
habida cuenta de que nuestro texto constitucional no consagra derechos meramente teóricos 
o ilusorios, sino reales y efectivos (STC 12/1994, de 17 de enero, F. 6), se hace imprescindible 
asegurar su protección no solo frente a las injerencias ya mencionadas, sino también frente 
a los riesgos que puedan surgir en una sociedad tecnológicamente avanzada. A esta nueva 
realidad ha sido sensible la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, como 
se refl eja en las Sentencias de 21 de febrero de 1990, caso Powell y Rayner contra Reino Unido 
; de 9 de diciembre de 1994, caso López Ostra contra Reino de España, y de 19 de febrero de 
1998, caso Guerra y otros contra Italia. En efecto, el ruido puede llegar a representar un factor 
psicopatógeno destacado en el seno de nuestra sociedad y una fuente permanente de 1. Así 
lo acreditan, en particular, las directrices marcadas por la Organización Mundial de la Salud 
sobre el ruido ambiental, cuyo valor como referencia científi ca no es preciso resaltar. En ellas 
978 Lorena Velasco Guerrero
se ponen de manifi esto las consecuencias que la exposición prolongada a un nivel elevado 
de ruidos tienen sobre la salud de las personas (v. gr. defi ciencias auditivas, apariciones de 
difi cultades de comprensión oral, perturbación del sueño, neurosis, hipertensión e isquemia), 
así como sobre su conducta social (en particular, reducción de los comportamientos solidarios 
e incremento de las tendencias agresivas) (...)”.
“(...) este Tribunal ha sido en todo momento consciente del valor que por virtud del art. 10.2 CE 
ha de reconocerse a la doctrina del Tribunal Europeo de Derechos Humanos en su interpretación 
y tutela de los derechos fundamentales (por todas, STC 35/1995, de 6 de febrero, F. 3). En lo 
que ahora estrictamente interesa, dicha doctrina se recoge especialmente en las SSTEDH de 9 de 
diciembre de 1994, caso López Ostra contra Reino de España, y de 19 de febrero de 1998, caso 
Guerra y otros contra Italia. En dichas resoluciones se advierte que, en determinados casos de 
especial gravedad, ciertos daños ambientales aun cuando no pongan en peligro la salud de las 
personas, pueden atentar contra su derecho al respeto de su vida privada y familiar, privándola 
del disfrute de su domicilio, en los términos del art. 8.1 del Convenio de Roma (SSTEDH de 9 
de diciembre de 1994, §51, y de 19 de febrero de 1998, §60) (...)”.
“(...) este respecto, habremos de convenir en que, cuando la exposición continuada a unos 
niveles intensos de ruido ponga en grave peligro la salud de las personas, esta situación podrá 
implicar una vulneración del derecho a la integridad física y moral (art. 15 CE). En efecto, si 
bien es cierto que no todo supuesto de riesgo o daño para la salud implica una vulneración 
del art. 15 CE, sin embargo cuando los niveles de saturación acústica que deba soportar una 
persona, a consecuencia de una acción u omisión de los poderes públicos, rebasen el umbral a 
partir del cual se ponga en peligro grave e inmediato la salud, podrá quedar afectado el derecho 
garantizado en el art. 15 CE (...)”.
  Sentencia núm. 129-2001 de 4 junio 
“(...)El demandante de amparo fundamenta su derecho a ejercitar la acción popular, con 
referencia a la pretensión mencionada en segundo lugar, en que el interés legítimo que defi ende 
–el prestigio de la Policía vasca– es ajeno al ejercicio de sus potestades públicas. Es claro, en 
todo caso, que, dados los términos del art. 125 CE, no puede estimarse dicha pretensión. 
En efecto, este precepto constitucional se refi ere explícitamente a «los ciudadanos», que es 
concepto atinente en exclusiva a personas privadas, sean las físicas, sean también las jurídicas 
(a las que hemos extendido este concepto en las SSTC 34/1994, de 31 de enero, 50/1998, de 2 de 
marzo, 79/1999, de 26 de abril, entre otras), tanto por sus propios términos como por el propio 
contenido de la norma, que no permite la asimilación de dicho concepto de ciudadano a la 
condición propia de la Administración pública y, más concretamente, de los órganos de poder 
de la comunidad política (...)”.
  Sentencia núm. 148-2001 de 27 junio 
“(...) así pues, quienes tienen atribuido el ejercicio de funciones públicas, son personajes 
públicos en el sentido de que su conducta, su imagen y sus opiniones pueden estar sometidas al 
escrutinio de los ciudadanos, los cuales tienen un interés legítimo, garantizado por el derecho a 
recibir información del art. 20.1 d) CE, a saber cómo se ejerce aquel poder en su nombre. En esos 
casos, y en tanto lo divulgado o criticado se refi era directamente al ejercicio de las funciones 
públicas, no puede el individuo oponer sin más los derechos del art. 18.1 CE (...)”.
“(...) ahora bien, la imputación a una persona de la comisión de un delito, especialmente grave 
justamente por la función pública que esa persona desempeña, con la fi rmeza, reiteración y 
rotundidad con la que se hizo en el caso de autos, resulta objetivamente injuriosa y desmerecedora 
en la consideración ajena de la reputación del Secretario de Ayuntamiento (...)”.
 Sentencia núm. 156-2001 de 2 julio 
“(...) este Tribunal tiene declarado que los derechos al honor, a la intimidad y a la propia 
imagen, consagrados en el art. 18.1 de la Constitución, a pesar de su estrecha relación en tanto 
que derechos de la personalidad, derivados de la dignidad humana y dirigidos a la protección 
del patrimonio moral de las personas, tienen, no obstante, un contenido propio y específi co. 
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Esto signifi ca, a los efectos que aquí interesan, que mediante la captación y reproducción gráfi ca 
de una determinada imagen de una persona se puede vulnerar su derecho a la intimidad sin 
lesionar el derecho a la propia imagen, lo que sucederá en los casos en los que mediante las 
mismas se invada la intimidad pero la persona afectada no resulte identifi cada a través de 
sus rasgos físicos ; en segundo lugar, también puede vulnerarse el derecho a la propia imagen 
sin conculcar el derecho a la intimidad, supuesto éste que se producirá cuando las imágenes 
permitan la identifi cación de la persona fotografi ada, pero no entrañen una intromisión en 
su intimidad ; y, fi nalmente, puede suceder que una imagen lesione al mismo tiempo ambos 
derechos, lo que ocurriría en los casos en los que revele la intimidad personal y familiar y 
permita identifi car a la persona fotografi ada (...)”.
  Sentencia núm. 180-2001 de 17 septiembre 
“(...) así lo entendió también la Dirección General de Registros y del Notariado que el día 26 de 
diciembre de 1978 dictó una Instrucción (publicada en el «Boletín Ofi cial del Estado» del día 
30, un día después de la entrada en vigor de la Constitución) por la que, atendida la efi cacia 
directa del art. 16 CE, que proclama que nadie puede ser obligado a declarar sobre su religión, 
ordenaba a los encargados del Registro Civil que autorizasen los matrimonios civiles de todas 
las personas que deseasen contraerlo «sin indagación ni declaración alguna sobre las ideas 
religiosas de los contrayentes» (...)”.
“(...) Todo lo anterior conduce derechamente al otorgamiento del amparo que se solicita, 
pues la Administración primero, y el órgano judicial después, orillaron que la consideración 
constitucional de la libertad religiosa imponía que la interpretación de la norma aplicada al 
supuesto concreto de la demandante no produjese como consecuencia un trato adverso basado 
en la inexistencia de un vínculo matrimonial que no pudo contraerse sin vulnerar el derecho a la 
libertad religiosa hoy reconocido en el art. 16 CE, de suerte que se consumó una discriminación 
por motivos religiosos, contraria al art. 14 CE, al proyectar al momento actual los efectos de 
una situación legal claramente contraria a la Constitución, dándole, así, injustifi cadamente, 
ultraactividad a dicha situación (...)”.
 Sentencia núm. 226-2001 de 26 noviembre 
“(...) en este sentido bien puede decirse que el derecho de los ciudadanos a la defensa y 
asistencia de letrado implica un derecho a una defensa libremente expresada. La libertad de 
expresión, por tanto del Abogado en el ejercicio de su función de defensa debe ser concebida 
como un supuesto particularmente cualifi cado de esta libertad fundamental. En efecto, junto 
a los supuestos ordinarios de ejercicio de la libertad de expresión, como forma genérica, 
exteriorizada, de una previa libertad de opinión o de creencia, se dan supuestos de ejercicio de 
tal libertad en los que están implicados otros bienes constitucionales, o incluso otros derechos 
fundamentales. Tal es el caso de la libertad de expresión conectado a los procesos de formación 
y de exteriorización de un poder político democrático (art. 23 CE), el de la libertad de cátedra 
[art. 20.1 c) CE], o el que ahora nos ocupa de la defensa y asistencia de letrado. La libertad de 
expresión del Abogado en el ejercicio de su función de defensa resulta, así, una libertad de 
expresión reforzada por su inmediata conexión a la efectividad de otro derecho fundamental, 
el derecho a la defensa “(...) ex” art. 24.2 CE. Todo ello es solo consecuencia del doble carácter 




  Sentencia núm. 5-2002 de 14 enero
“(...) en defi nitiva, en estos supuestos el órgano judicial ha de escoger, entre las diversas 
soluciones que entiende posibles, una vez realizada la interpretación del precepto conforme 
a los criterios existentes al respecto, y examinadas las específi cas circunstancias concurrentes 
en el caso concreto, aquella solución que contribuya a otorgar la máxima efi cacia posible al 
derecho fundamental afectado. A este Tribunal Constitucional, por tanto, en supuestos como 
980 Lorena Velasco Guerrero
el que nos ocupa, en que se ven afectados derechos fundamentales y libertades públicas, tan 
solo le corresponde (además, por supuesto, de comprobar que la interpretación del precepto 
asumida por el órgano judicial es conforme con la Constitución, por respetar las exigencias 
del derecho fundamental considerado, habiendo aquél realizado correctamente, en su caso, la 
ponderación de los derechos o bienes en posible confl icto) verifi car, por un lado, que el órgano 
judicial ha identifi cado adecuadamente el contenido del derecho o libertad y que, al adoptar 
la resolución pertinente, ha tenido presente esa exigencia de entender en ese caso concreto y 
aplicar el precepto de la manera que mejor permita la efectividad del derecho fundamental de 
acuerdo con ese contenido previamente defi nido (...)”.
  Sentencia núm. 18-2002 de 28 enero 
“(...) en concreto, hemos afi rmado en la referida Sentencia que la obligación de emplazar 
personalmente se refi ere únicamente a quienes constan en las actuaciones judiciales o en el 
expediente administrativo como titulares de derechos o intereses legítimos y, por tanto, no 
se extiende a los que, después de haberse resuelto éste e iniciado el proceso contencioso, 
adquieren fuera de él la antedicha cualidad en virtud de actos posteriores. La adquisición de 
derechos subjetivos y de intereses legítimos sobrevenidos después de la interposición abre a 
los titulares la posibilidad de comparecer o actuar en el procedimiento ya en marcha como 
codemandados o coadyuvantes en virtud del emplazamiento edictal o por propia iniciativa, 
pero carece de relevancia en la fase inicial para imponer a la ofi cina judicial la obligación de 
emplazar a quien no se conoce. En el caso presente, no constaba en el expediente administrativo 
ninguna referencia a los ahora recurrentes, ni tampoco existía esa referencia cuando se inicia el 
proceso judicial, fi gurando tan solo la inmobiliaria demandada y la persona que transmitió a 
ésta la parcela sobre la que se levantó la construcción (...)”.
  Sentencia núm. 20-2002 de 28 enero 
“(...) aplicando la doctrina expuesta al caso analizado, es preciso partir del específi co contexto 
en el que se produjeron las manifestaciones controvertidas efectuadas por el recurrente en el 
seno de una Junta General Ordinaria de Accionistas en la que aquél participaba como sujeto 
titular de acciones. Tal tipo de Junta es expresión del principio democrático de participación 
de los accionistas, proyección de su libertad y manifestación colectiva de la libertad de 
expresión, ejercitada a través de una asociación transitoria de personas que opera a modo de 
técnica instrumental para el intercambio o exposición de ideas, de la defensa de intereses o 
de la publicidad de problemas o reivindicaciones. En una sociedad democrática, la Junta de 
accionistas confi gura un espacio de participación de éstos en la gestión societaria, en la que no 
solo pueden expresar sus opiniones, sino también su conformidad o disconformidad, tanto con 
la gestión social, en sentido genérico, como con los responsables de la misma, a título particular 
(...)”.
“(...) en este marco, no se puede obviar el hecho de que la persona a la que el recurrente dirigió 
sus críticas era el máximo gestor de un ente societario, y, como tal, revestía una incuestionable 
«notoriedad pública»(...) En el presente caso, aun cuando el destinatario de las manifestaciones 
críticas del recurrente no fuera una persona investida de «autoridad pública», no cabe duda 
de que el presidente de la entidad bancaria comparecida en el presente proceso Tribunal 
Constitucional constitucional tiene una clara proyección pública atendiendo al puesto que 
ocupa o desempeña. Junto a esto, se ha de tener en cuenta, además, que la celebración de la 
Junta en la que participó el actor tenía precisamente por cometido actuar el control por parte de 
los accionistas de la gestión social llevada a cabo durante el ejercicio en cuestión, así como hacer 
posible la aprobación de las cuentas. En consecuencia, la persona responsable de la gestión de 
la entidad debía asumir el riesgo de que las opiniones, críticas o informaciones vertidas por los 
accionistas pudieran llegar a resultarle molestas o hirientes, en la medida en que su labor gestora 
se encontraba sometida al escrutinio de los distintos titulares de acciones que encuentran en la 
Junta de accionistas el cauce apropiado para la expresión libre de sus opiniones (...)”.
“(...) como puede apreciarse, todas y cada una de sus críticas se refi rieron a la gestión social 
objeto de valoración en esa Junta, y lo fueron en la persona de su presidente, como último sujeto 
responsable de la gestión criticada, sin que sus palabras puedan califi carse como ofensivas o 
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vejatorias o realizadas en desdoro del prestigio de aquél o de la empresa (...)”.
  Sentencia núm. 39-2002 de 14 febrero 
“(...) dicho de otro modo, y ciñéndonos al caso concreto, una vez que los contrayentes decidieron 
no hacer uso de la posibilidad de otorgar capitulaciones matrimoniales para determinar así el 
régimen económico de su matrimonio, la norma de confl icto que establece conforme a qué ley 
personal habrá de determinarse el régimen económico del matrimonio deberá ajustarse a los 
preceptos constitucionales (...)”.
“(...) lo anteriormente razonado nos coloca ya en situación de afrontar si el art. 9.2 CC, al 
establecer la nacionalidad del marido al tiempo de contraer el matrimonio como punto de 
conexión para la determinación de la ley aplicable a las relaciones personales del matrimonio y, 
en defecto o por insufi ciencia de capitulaciones matrimoniales, como consecuencia del reenvío 
efectuado en el núm. 3 del mismo precepto, también a las relaciones patrimoniales entre los 
cónyuges, es o no contrario al art. 14 CE así como al art. 32 CE(...)”
“(...) al respecto tiene declarado que, a diferencia del principio genérico de igualdad, que no 
postula ni como fi n ni como medio la paridad y solo exige la razonabilidad de la diferencia 
normativa de trato, las prohibiciones de discriminación contenidas en el art. 14 CE implican 
un juicio de irrazonabilidad de la diferenciación establecida «ex costitutione», que imponen 
como fi n y generalmente como medio la parifi cación, de manera que solo pueden ser utilizadas 
excepcionalmente por el legislador como criterio de diferenciación jurídica, lo que implica la 
necesidad de usar en el juicio de legitimidad constitucional un canon mucho más estricto, así 
como un mayor rigor respecto a las exigencias materiales de proporcionalidad (SSTC 126/1997, 
de 3 de julio, F. 8, con cita de las SSTC 229/1992, de 14 de diciembre, F. 4; 75/1983, de 3 de agosto, 
FF. 6 y 7; 209/1988, de 10 de noviembre, F. 6). También resulta que en tales supuestos la carga 
de demostrar el carácter justifi cado de la diferenciación recae sobre quien asume la defensa de 
la misma y se torna aún más rigurosa que en aquellos casos que quedan genéricamente dentro 
de la cláusula general de igualdad del art. 14 CE, al venir dado el factor diferencial por uno de 
los típicos que el art. 14 CE concreta para vetar que en ellos pueda basarse la diferenciación, 
como ocurre con el sexo, la raza, la religión, el nacimiento y las opiniones (STC 81/1982, de 21 
de diciembre, F. 2)» (...)”.
“(...) pues bien, no cabe duda de que el art. 9.2 CC, al establecer la ley nacional del marido al 
tiempo de la celebración del matrimonio como punto de conexión, aun cuando sea residual, 
para la determinación de la ley aplicable, introduce una diferencia de trato entre el varón y 
la mujer pese a que ambos se encuentran, en relación al matrimonio, en la misma situación 
jurídica. El precepto cuestionado se opone, por tanto, no solo al art. 14 CE, sino también al más 
específi co, que proclama que el hombre y la mujer tienen derecho a contraer matrimonio con 
plena igualdad jurídica (art. 32 CE), pues no existe ninguna justifi cación constitucionalmente 
aceptable para la preferencia por la normativa relacionada con el varón. Este Tribunal, 
partiendo de la Constitución y de los textos comunitarios e internacionales sobre la igualdad, 
ha reaccionado siempre frente a toda norma o acto aplicativo que supusiese la discriminación 
de la mujer, alineándose así tanto con la doctrina del Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
(Sentencia de 22 de febrero de 1994, Caso Burghartz, en relación con la determinación del 
apellido familiar) como con la del tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas y otros 
Tribunales Constitucionales. En este mismo sentido, la Sentencia de 22 de febrero de 1983 
del Tribunal Constitucional Federal Alemán, con relación a un supuesto que guarda esencial 
identidad al que es objeto de nuestro estudio, declaró inconstitucional el art. 15, apartados 1 y 
2, primer párrafo, de la Ley de Introducción del Código Civil Federal en cuanto establecía la 
ley personal del marido como punto de conexión para la determinación de la ley aplicable a los 
efectos económicos del matrimonio, afi rmando que tal preferencia resulta contraria al principio 
de igualdad, con independencia de que el resultado de la aplicación de la norma sea o no más 
benefi cioso para la mujer, pues basta con la preterición de ésta para que haya de entenderse 
lesionado el art. 3.2 de la Ley Fundamental, y sin que pueda considerarse que constituya una 
justifi cación constitucionalmente legítima del otorgamiento de preferencia a la ley personal del 
marido a los indicados efectos que el establecimiento de tal punto de conexión confi era una 
mayor certeza a la determinación de la ley aplicable a los efectos económicos del matrimonio 
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(...)”.
“(...) con idéntica orientación y sentido la Corte Constitucional italiana sostuvo en su Sentencia 
de 26 de febrero de 1987 que la preferencia por la ley nacional del marido como punto de 
conexión en una norma de Derecho internacional privado semejante a la aquí estudiada es 
contraria al principio de no discriminación por razón de sexo y, con carácter específi co, al 
derecho del hombre y la mujer a contraer matrimonio con plena igualdad jurídica. Como 
ya se ha anticipado el desajuste de la norma cuestionada con la Constitución tiene lugar 
con independencia de si el resultado de su aplicación en cada caso concreto es más o menos 
favorable a la mujer. Ello dependerá de la ordenación sustantiva del régimen económico del 
matrimonio que resulte aplicable, pero, antes de ello, la discriminación constitucionalmente 
proscrita reside en la utilización en la norma de confl icto de un punto de conexión que no 
sea formalmente neutro. La mera utilización de un punto de conexión que da preferencia al 
varón supone en sí, superada la llamada neutralidad formal de las normas de confl icto, una 
vulneración del derecho a la igualdad(...) “.
  Sentencia núm. 41-2002 de 25 febrero
“(...) en segundo lugar debe también recordarse que este Tribunal ha reiterado que la 
discriminación por razón de sexo comprende aquellos tratamientos peyorativos que se fundan 
no solo en la pura y simple constatación del sexo de la víctima, sino en la concurrencia de razones 
o circunstancias que tengan con el sexo de la persona una conexión directa e inequívoca. Tal 
sucede con el embarazo, elemento o factor diferencial que, por razones obvias, incide de forma 
exclusiva sobre las mujeres (STC 173/1994, de 7 de junio, F. 2). Las decisiones extintivas basadas 
en el embarazo, al afectar exclusivamente a la mujer, constituyen, por tanto, una discriminación 
por razón de sexo proscrita por el art. 14 CE (...)”.
“(...) aunque fuera de este marco interpretativo, el análisis del Ordenamiento comunitario 
depara una solución análoga. De los arts. 1.1, 2, apartados 1 y 3, y 5.1 de la Directiva 76/207/
CEE se desprende que el despido de una trabajadora por razón de su embarazo constituye una 
discriminación directa basada en el sexo (Sentencia del TJCE de 8 de noviembre de 1990, asunto 
«Hertz»), como también lo es la negativa a contratar a una mujer embarazada (Sentencia de la 
misma fecha recaída en el asunto «Dekker», y cuyo párrafo 21 declara que la discriminación 
por embarazo o maternidad es una discriminación directa en la que se excluye la posibilidad 
de justifi car la razonabilidad y proporcionalidad de la medida), y la ruptura del contrato ni 
siquiera puede justifi carse por el hecho de que una prohibición legal, impuesta por causa del 
embarazo, impida temporalmente a la trabajadora desempeñar un trabajo nocturno (Sentencia 
del TJCE de 5 de mayo de 1994, asunto «Habermann-Beltermann»). Posteriormente el art. 10.1 
de la Directiva 92/85/CEE estableció la prohibición de despedir a la trabajadora embarazada, 
que haya comunicado su estado al empresario, durante el período comprendido entre el 
comienzo del embarazo y el fi nal del permiso de maternidad (espacio temporal sobre el que 
en su totalidad se extiende la protección: Sentencia del TJCE de 30 de junio de 1998, asunto 
«Brown»). Precepto éste que, como ha destacado la Sentencia del TJCE de 14 de julio de 1994 
–asunto «Webb»–, «no ha previsto ninguna excepción a la prohibición de despido de la mujer 
encinta durante dicho período, salvo en los casos excepcionales no inherentes al estado de la 
interesada» (...)”.
  Sentencia núm. 52-2002 de 25 febrero 
“(...) en esta noticia, a la que después nos referiremos más detenidamente, se informa sobre 
las investigaciones llevadas a cabo por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado para 
determinar la identidad de la persona que había dado muerte a dos tripulantes del ferry 
«Ciudad de Palma», relatándose, lo que se destaca ya en su titular, que dos de las tres personas 
que habían sido objeto principalmente de las pesquisas iniciales, realizadas a tal efecto por 
funcionarios del Cuerpo Nacional de Policía y de la Guardia Civil, habían sido descartadas 
como sospechosas(...)” 
“(...) no cabe dejar de advertir, sin embargo, que el derecho fundamental al honor se encuentra 
limitado, a la vez que constituye un límite a los mismos, por los derechos fundamentales a 
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opinar e informar libremente, de modo que no puede descartarse la posibilidad de que, en 
atención a las circunstancias del caso, la reputación ajena tenga que soportar restricciones (...)”.
“(...) en este caso es evidente que, si se afi rma que una persona tiene antecedentes penales por 
violación, como así ha ocurrido, tal afi rmación supone en el lenguaje usual que dicha persona 
ha sido condenada por un delito de este tipo, y es indudable que el dato divulgado, que le 
involucra en la comisión de un delito de esa naturaleza, es objetivamente contrario al buen 
nombre y buena fama de la persona afectada. Frente a ello no cabe oponer que la periodista 
autora de la información desconozca la diferencia entre poner a una persona a disposición 
judicial como presunto autor de un delito, o tener antecedentes penales por el mismo, pues tal 
distinción es empleada en el quehacer diario y común de los medios de comunicación al elaborar 
las informaciones sobre Tribunales o sucesos, de modo que ningún profesional del periodismo 
puede excusar su ignorancia. Finalmente, no puede tampoco compartirse la apreciación de los 
demandantes de amparo de que el error o inexactitud en que incurrió la autora del artículo en 
el dato divulgado revista un carácter meramente accesorio en el contenido de la información, 
pues, como revela la lectura de su texto y titulares, presenta un carácter decisivo, y en modo 
alguno secundario, la información sobre las personas en las que principalmente se centró la 
investigación policial en orden a identifi car al autor de las dos muertes ocurridas en el ferry y 
(en este marco en el que se inserta la referencia a los antecedentes penales del demandante en 
el proceso), los datos que sobre ellas se divulgan, máxime si, como se sostiene en la demanda 
de amparo, la fi nalidad perseguida con la difusión de aquellos antecedentes era la de explicar 
al lector las razones por las que la policía había investigado a un determinado ciudadano (...)”.
  Sentencia núm. 53-2002 de 27 febrero 
“(...) nuestro juicio de constitucionalidad debe ir precedido de dos consideraciones preliminares: 
una referida al Derecho europeo sobre inmigración y asilo en cuyo contexto cobra sentido el 
precepto impugnado; la otra consideración consiste en una descripción elemental del estatuto 
constitucional de quien solicita asilo en algún puesto fronterizo de España (...)”. 
“(...) También debemos precisar, con carácter preliminar, cuál es el estatuto constitucional del 
peticionario de asilo. Comencemos por precisar el régimen del asilo en el art. 13.4 CE. Si bien es 
cierto que el art. 13.4 CE reconoce el derecho de asilo, hay que subrayar que el mismo precepto 
constitucional remite al legislador ordinario –y sobre esto último volveremos en el F. 14– los 
«términos en que los ciudadanos de otros países y los apátridas podrán gozar del derecho de 
asilo en España». Estamos entonces ante una remisión al legislador ordinario para confi gurar el 
régimen de disfrute de este derecho constitucionalmente reconocido a quienes solicitan asilo en 
España. Atendiendo a la ubicación sistemática del precepto en el texto constitucional (Capítulo 
I del Título I:«De los españoles y los extranjeros») fácilmente se colige que no estamos ante un 
derecho fundamental de los enunciados en el Capítulo II del mismo Título I de la Constitución. 
Estamos, propiamente, ante un mandato constitucional para que el legislador confi gure el 
estatuto de quienes se dicen perseguidos y piden asilo en España. Los derechos del solicitante 
de asilo –o del ya asilado– serán, entonces, los que establezca la Ley. Obviamente, la Ley que 
regule el régimen de los extranjeros asilados –o peticionarios de asilo– ha de respetar plenamente 
los demás preceptos de la Constitución y, en especial, los derechos fundamentales que amparan 
a los extranjeros. Pero ningún precepto constitucional exige que esa Ley de confi guración del 
derecho de asilo se apruebe con forma de ley orgánica. Hecha esta aclaración conviene que nos 
detengamos en precisar en qué términos los peticionarios de asilo disfrutan de los derechos 
fundamentales enunciados en los arts. 17 y 19 CE. a) Ninguna duda hay, en primer lugar, de 
que el solicitante de asilo, en tanto extranjero, solo disfruta del derecho fundamental a entrar 
y circular libremente por España (art. 19 CE) en los términos que disponen los Tratados y la 
Ley. Así está dicho en la jurisprudencia de este Tribunal (SSTC 94/1993, de 22 de marzo, F. 3; 
86/1996, de 21 de mayo, F. 2; 174/1999, de 27 de septiembre, F. 4). En la actualidad el derecho 
de los extranjeros a entrar en España está condicionado, con carácter general, al cumplimiento 
de los requisitos del art. 25.1 y 2 de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre Derechos 
y Libertades de los Extranjeros en España y su Integración Social (parcialmente reformada 
por la Ley Orgánica 8/2000, de 22 de diciembre). Como excepción, el art. 5.7.3 LRDA prevé 
también que quien solicita asilo en frontera –y que no cumple con los requisitos del art. 25.1 
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y 2 de la Ley Orgánica 4/2000– pueda entrar en España (supuesto que la permanencia en las 
«dependencias adecuadas» del puesto fronterizo pueda considerarse tal), si bien de forma 
limitada y provisional, mientras sobre la petición de asilo recae una primera resolución de 
admisión a trámite. De esta forma el Estado español protege, conforme a lo dispuesto en el art. 
33.1 de la Convención de Ginebra de 1951, a quienes acceden a un puesto fronterizo y en él 
denuncian un temor fundado de ser perseguidos. El amparo o protección del Estado español 
se cifra, conforme al art. 5.7.3 LRDA, en la permanencia del extranjero en el puesto fronterizo; 
solo en esos precisos y limitados términos autoriza la Ley la entrada provisional en España de 
extranjeros solicitantes de asilo. Fuera de esas condiciones el solicitante de asilo en frontera 
carece de todo derecho, ni constitucional ni legal, a entrar o circular por España. b) Durante 
el tiempo en que el solicitante de asilo permanece en «dependencias adecuadas» del puesto 
fronterizo rigen, por principio, los derechos fundamentales derivados de la dignidad de la 
persona que la Constitución reconoce a todas las personas sometidas a los actos de los poderes 
públicos españoles. Los solicitantes de asilo disfrutan, por tanto, del derecho a la libertad que el 
art. 17.1 CE reconoce a todas las personas (STC 115/1987, de 7 de julio, F. 1). Lo relevante aquí 
no es la concreta ubicación territorial de las «dependencias adecuadas» a que se refi ere el art. 
5.7.3 LRDA, y que será bien distinta según que la entrada en España sea por tierra, mar o aire. 
Lo determinante es, desde la perspectiva propia de los derechos fundamentales, la existencia de 
una situación legal de sometimiento de los solicitantes de asilo a un poder público español. Este 
es el criterio que resulta tanto de la jurisprudencia de este Tribunal (por todas: STC 21/1997, 
de 10 de febrero, F. 3) como del art. 1 CEDH (relevante para la interpretación de nuestros 
derechos fundamentales, conforme al art. 10.2 CE) y de la jurisprudencia del TEDH (así, en un 
caso de retención de solicitantes de asilo en zona aeroportuaria, en la STEDH de 25 de junio 
de 1996, caso Amuur c. Francia). Dicho esto, desde ahora debemos advertir y destacar que la 
permanencia del solicitante de asilo en las «dependencias adecuadas» de frontera en ningún 
caso impide que ese mismo extranjero abandone aquel lugar de espera cuando lo considere 
conveniente, aunque no, por supuesto, para entrar incondicionalmente en España, ámbito éste 
en el que no disfruta del derecho fundamental a «entrar y salir libremente de España» (art. 19 
CE), solo reconocido constitucionalmente a los españoles (...)”.
“(...) identifi cada la existencia de un bien constitucional al que sirve la restricción del art. 5.7.3 
LRDA también debemos declarar que el respeto a la Ley (así, a la de extranjería) solo permite 
restricciones limitadas, controladas y ciertas sobre un bien constitucional (la libertad personal) 
que goza de una posición constitucional preeminente en su doble vertiente de derecho 
fundamental (art. 17 CE) y valor superior del ordenamiento jurídico (art. 1.1 CE). Esta «regla 
de prevalencia condicionada» entre los bienes constitucionales en concurrencia tiene, por lo 
demás, claro respaldo en el art. 5.1.f) del Convenio Europeo de Derechos Humanos (CEDH), 
que expresamente contempla como posible causa legal de restricción de la libertad personal el 
impedimento de la entrada ilegal en el territorio del país. Sentado lo anterior, y a la vista de 
cuanto venimos razonando en esta Sentencia, debemos concluir que la limitación a la libertad 
contemplada en el art. 5.7.3 es ponderada. Se trata –en primer lugar– de una restricción cierta 
(según razonamos ya más arriba, F. 7). Es, además, una restricción claramente limitada: tanto 
en relación con los sujetos afectados (únicamente los extranjeros peticionarios de asilo cuya 
solicitud aún no ha sido admitida a trámite) como en el tiempo (un máximo de cuatro días, 
y dos días más si, inadmitida la solicitud, se paraliza la expulsión del extranjero por medio 
de una petición de reexamen) en el espacio (no impide el retorno del extranjero a su lugar de 
procedencia o su entrada en otro Estado) y en el modo de la restricción (ausencia de régimen 
penitenciario o disciplinario). Y es también, por último, una limitación a la libertad plenamente 
controlada: ora en forma administrativa (el art. 5.7.1 LRDA prevé –incluso– una posible visita 
de un representante del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Refugiados) como 
judicial (...)”.
  Sentencia núm. 116-2002 de 20 mayo 
“(...)«trabajos forzados» tiene que ver con la naturaleza punitiva de éstos, pues con ellos se 
persigue incrementar el padecimiento del reo con su dureza y, a menudo, con su inutilidad, de 
modo que solamente podrían integrar este concepto los que se impongan como pena asimilada 
a la comisión de un delito, o los que consistan en la utilización del recluso, en el interior o en el 
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exterior del Centro Penitenciario, como mano de obra productiva y no remunerada al servicio 
del Estado. Hay que rechazar, por lo tanto, que las denominadas 1. La Ley Penitenciaria, y 
su Reglamento, como ya expusimos, confi guran el trabajo de los reclusos como un derecho 
y, a la vez, un deber que no puede tener carácter afl ictivo, ni ser aplicado como medida de 
corrección, sino que está orientado precisamente a la fi nalidad de las penas privativas de 
libertad. Lo anterior se traduce en la obligación por parte de la Administración Penitenciaria 
de, en primer lugar, encaminar el trabajo a un fi n determinado –preparar al interno para la 
vida en libertad–, seguidamente, impone que el interno goce de la protección de la legislación 
vigente en materia de Seguridad Social y, en tercer lugar, no ha de estar supeditado al logro de 
intereses económicos por la Administración (artículo 26 de la LOGP), sino que, por el contrario, 
debe ser remunerado (artículo 27.2 de la misma Ley). Nada, pues, tienen que ver este tipo de 
prestaciones personales obligatorias, relacionadas con la necesidad de mantener la salubridad e 
higiene en los Centros Penitenciarios, ni con el trabajo de los reclusos, ni mucho menos con los 
trabajos forzados, por más que aquéllas sean obligatorias (...)”. 
  Sentencia núm. 150-2002 de 15 julio 
“(...) es doctrina constitucional que el derecho a la tutela judicial efectiva reconocido en el art. 
24.1 CE incluye el derecho a obtener de los Jueces y Tribunales una resolución fundada en 
Derecho, por lo que, cuando la resolución judicial sea el resultado de un razonamiento que no 
se corresponda con la realidad, por haber incurrido el órgano judicial en un error patente en 
la determinación y selección del material de hecho o del presupuesto sobre el que se asienta 
su decisión, produciendo efectos negativos en la esfera jurídica del ciudadano, se vulnera el 
derecho a la tutela judicial efectiva, pues, en este caso, la resolución judicial no es expresión del 
ejercicio de la justicia, sino una simple apariencia de éste (...)”.
  Sentencia núm. 154-2002 de 18 julio 
“(...) los dos primeros extremos son examinados a continuación y el tercero en el fundamento 
jurídico siguiente. a) El menor es titular del derecho a la libertad religiosa. Partiendo del 
genérico reconocimiento que el art. 16.1 CE hace, respecto de los derechos y libertades que 
contempla, a favor de «los individuos y las comunidades», sin más especifi caciones, debe 
afi rmarse que los menores de edad son también titulares del derecho a la libertad religiosa y 
de culto. Confi rma este criterio la Ley Orgánica de Libertad Religiosa, de desarrollo de dicho 
precepto constitucional, que reconoce tal derecho a «toda persona» (art. 2.1) (...)”.
“(...) ahora bien, lo que fundamentalmente interesa es subrayar el hecho en sí de la exclusión 
del tratamiento médico prescrito, con independencia de las razones que hubieran podido 
fundamentar tal decisión. Más allá de las razones religiosas que motivaban la oposición del 
menor, y sin perjuicio de su especial trascendencia (en cuanto asentadas en una libertad pública 
reconocida por la Constitución), cobra especial interés el hecho de que, al oponerse el menor a 
la injerencia ajena sobre su propio cuerpo, estaba ejercitando un derecho de autodeterminación 
que tiene por objeto el propio sustrato corporal –como distinto del derecho a la salud o a la 
vida– y que se traduce en el marco constitucional como un derecho fundamental a la integridad 
física (art. 15 CE) (...)”.
“(...) así, los actos relativos a los derechos de la personalidad (entre los que se halla precisamente 
el de integridad física), 1 tal exclusión, por otra parte, no alcanza al deber de velar y cuidar 
del menor y sus intereses. También cabe señalar diversos actos conducentes a la creación de 
efectos jurídicos o a la formalización de determinados actos jurídicos, como son, entre otros, los 
relativos a la capacidad para contraer matrimonio, para testar, para testifi car, para ser oído a 
fi n de otorgar su guarda o custodia a uno de los progenitores. Y asimismo, en el ámbito penal, 
para la tipifi cación de determinados delitos (...)”.
“(...) los derechos y obligaciones que surgen en el ámbito de las relaciones humanas –concretados 
por las normas que estructuran la llamada legalidad ordinaria– son válidos y efi caces en la 
medida en que su contenido no rebasa el marco constitucional, respetando los límites propios 
de los derechos fundamentales. Por ello, en lo que respecta a lo que constituye el propio objeto 
de este recurso de amparo, es obligado hacer una afi rmación desde la perspectiva constitucional 
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que nos corresponde: los órganos judiciales no pueden confi gurar el contenido de los deberes 
de garante haciendo abstracción de los derechos fundamentales, concretamente –por lo que 
ahora específi camente interesa– del derecho a la libertad religiosa, que proclama el art. 16.1 CE. 
Es ésta la cuestión que debemos examinar ahora (...)”.
“(...) partiendo de las consideraciones expuestas cabe concluir que la exigencia a los padres de 
una actuación suasoria o de una actuación permisiva de la transfusión lo es, en realidad, de una 
actuación que afecta negativamente al propio núcleo o centro de sus convicciones religiosas. 
Y cabe concluir también que, al propio tiempo, su coherencia con tales convicciones no fue 
obstáculo para que pusieran al menor en disposición efectiva de que sobre él fuera ejercida la 
acción tutelar del poder público para su salvaguarda, acción tutelar a cuyo ejercicio en ningún 
momento se opusieron. En defi nitiva, acotada la situación real en los términos expuestos, 
hemos de estimar que la expresada exigencia a los padres de una actuación suasoria o que fuese 
permisiva de la transfusión, una vez que posibilitaron sin reservas la acción tutelar del poder 
público para la protección del menor, contradice en su propio núcleo su derecho a la libertad 
religiosa yendo va más allá del deber que les era exigible en virtud de su especial posición 
jurídica respecto del hijo menor. En tal sentido, y en el presente caso, la condición de garante de 
los padres no se extendía al cumplimiento de tales exigencias (...)”.
  Sentencia núm. 167-2002 de 18 septiembre 
“(...) la relación entre la persona investigada y el delito se manifi esta en las sospechas que, 
como tiene declarado este Tribunal, no son tan solo circunstancias meramente anímicas, sino 
que precisan para que puedan entenderse fundadas hallarse apoyadas en datos objetivos, que 
han de serlo en un doble sentido; en primer lugar, en el de ser accesibles a terceros, sin lo 
que no serían susceptibles de control; y en segundo lugar, en el de que han de proporcionar 
una base real de la que pueda inferirse que se ha cometido o que se va a cometer el delito, 
sin que puedan consistir en valoraciones acerca de la persona. Esta mínima exigencia resulta 
indispensable desde la perspectiva del derecho fundamental, pues si el secreto pudiera alzarse 
sobre la base de meras hipótesis subjetivas, el derecho al secreto de las comunicaciones, tal y 
como la CE lo confi gura, quedaría materialmente vacío de contenido. Estas sospechas han de 
fundarse en datos fácticos o indicios que permitan suponer que alguien intenta cometer, está 
cometiendo o ha cometido una infracción grave o en buenas razones o fuertes presunciones de 
que las infracciones están a punto de cometerse (Sentencias del Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos de 6 de septiembre de 1978 [ TEDH 1978,1] –caso Klass – y de 15 de junio de 1992 [ 
TEDH 1992, 51] –caso Ludí –) (...)”
  Sentencia núm. 192-2002 de 28 octubre 
“(...) el marco normativo constitucional del derecho al secreto de las comunicaciones de que 
puede gozar una persona interna en un centro penitenciario viene determinado, no solo por lo 
dispuesto en el art. 18.3 CE –que garantiza el derecho al secreto de las comunicaciones, salvo 
resolución judicial–, sino también y primordialmente por el art. 25.2 CE, precepto que en su 
inciso segundo establece que «el condenado a pena de prisión que estuviera cumpliendo la 
misma gozará de los derechos fundamentales de este Capítulo, a excepción de los que se vean 
expresamente limitados por el contenido del fallo condenatorio, el sentido de la pena y la Ley 
penitenciaria». Así pues, la persona recluida en un centro penitenciario goza, en principio, del 
derecho al secreto de las comunicaciones, aunque puede verse afectada por las limitaciones 
expresamente mencionadas en el art. 25.2 CE (...)”.
“(...) Respecto a dicho requisito este Tribunal Constitucional tiene declarado que la 
individualización de las circunstancias del caso, e incluso de la persona de interno, no signifi ca 
que dichas circunstancias deban ser predicables única y exclusivamente del interno afectado 
por la medida, o que si se trata de características comunes que concurren en un grupo de 
personas no puedan aducirse como causa justifi cativa de la intervención. Individualizar no 
signifi ca necesariamente destacar rasgos que concurran exclusivamente en el recluso afectado. 
Puede tratarse de unos rasgos comunes a los pertenecientes a ese colectivo o a una organización; 
en estos casos lo que debe individualizarse es esa característica común que a juicio de la 
Administración penitenciaria justifi ca en el supuesto concreto la adopción de la medida (...)”.
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  Sentencia núm. 213-2002 de 11 noviembre 
“(...) nos corresponde, por tanto, examinar, en primer término, si de la forma en que el recurrente 
obtuvo el documento se puede deducir que, al proceder a divulgarlo, obró contrariando la 
buena fe contractual e incumpliendo su deber de sigilo profesional. Según consta en autos, 
el citado informe elaborado por el jefe del servicio médico fue entregado por éste en mano 
a determinadas personas, a saber, al director, subdirector y jefe de relaciones industriales 
y personales, a las que, según se dice –pues no consta destinatario alguno en el documento 
que así lo acredite– eran las personas a las que estaba dirigido (hecho probado segundo de la 
Sentencia del Juzgado de lo Social). Sin embargo, estuviera o no destinada la elaboración del 
documento a ser conocida solo por ciertas personas –es decir, a las que personalmente se entregó 
en mano por su autor–, en realidad tuvo mayor trascendencia, pues, según afi rmaron algunos 
testigos, aparecieron copias de él en el vestuario de la empresa (fundamento jurídico cuarto de 
la Sentencia de instancia), llegando, sea como fuere, también a conocimiento del recurrente. 
No consta, sin embargo, el modo concreto en que éste lo obtuvo, pues, aunque la empresa le 
había imputado una conducta ilícita en su adquisición al imponerle la sanción disciplinaria 
–violación del secreto de correspondencia o de documentos reservados de la empresa–, tal 
extremo no quedó en ningún momento acreditado, fi gurando como probado únicamente que 
«no le fue entregado ofi cialmente» (hecho probado segundo de la Sentencia del Juzgado de lo 
Social, que no fue modifi cado por la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia), es decir, 
que no le fue entregado por la empresa, ni en mano por su autor, como, en cambio, así ocurrió 
con las tres personas antes citadas (...)”.
“(...) en efecto, de una parte, tal materia está excluida del deber legal de confi dencialidad (art. 
64.1.8 LET) y, de otra, tampoco la dirección de la empresa había señalado expresamente el 
carácter reservado del documento, pues no llevaba signo externo alguno que denotase su 
«confi dencialidad», ni siquiera la determinación concreta de las personas a las que se dirigía, 
sino únicamente su fi rma sobre la mención «Fdo. Carlos R. C. Jefe Servicio Médico». Resulta 
indicativo que, por el contrario, en la carta que, con motivo de la publicación en prensa de 
la información controvertida, el jefe del servicio médico dirigió a la empresa con fecha 21 de 
septiembre de 1998, solicitando que se tomasen las medidas necesarias para que tales hechos 
no volviesen a ocurrir y que el recurrente en amparo rectifi case públicamente su declaración, 
constaba en su parte superior derecha la califi cación expresa de «confi dencial», así como, en la 
parte superior izquierda, las personas a las que específi camente se dirigía (...)”.
  Sentencia núm. 233-2002 de 9 diciembre 
“(...) en concreto, el número de teléfono al que llamó para contactar con una persona a fi n de 
venderle los objetos robados; la descripción del modelo y color del vehículo en que dicha persona 
se trasladó al lugar de entrega; el «alias» o pseudónimo por el que se le conocía; y, por último, la 
localidad en que aquélla residía. Fueron las investigaciones policiales posteriores, especialmente 
derivadas del «alias» con que era conocido el hoy recurrente y de su lugar de residencia, las que 
determinaron una primera identifi cación de la persona a la que el coimputado se refería en sus 
declaraciones. A partir de ese momento, es cuando, en primer lugar, el coimputado reconoce 
espontáneamente al recurrente (con el que coincide en el Juzgado), como la persona que le 
entregó la droga y el dinero a cambio de los objetos robados y, en segundo lugar, cuando se 
comprueba que el número de teléfono al que se refi rió el coimputado pertenece a un terminal 
móvil cuya titularidad era del recurrente y que la descripción del vehículo coincidía con la del 
turismo que éste conducía cuando sucedieron los hechos; tales extremos fueron reconocidos así 
mismo por el propio demandante de amparo (...)”.
2003 
  Sentencia núm. 2-2003 de 16 enero 
“(...) con un fundamento similar, en la STC 41/1997, de 10 de marzo (F. 6), recordamos que 
«la LECrim, en los arts. 954 y siguientes solo admite el recurso de revisión en favor del reo, 
a semejanza de otros ordenamientos continentales». A ello añadimos «que esta decisión 
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legislativa es fruto de consideraciones constitucionales, profundamente arraigadas en el respeto 
a los derechos fundamentales y al valor superior de la libertad, lo pone de manifi esto el simple 
dato de que en la V enmienda de la Constitución norteamericana se consigna la interdicción 
de someter al reo a un doble juicio penal (“(...) double jeopardy”). Las razones que en aquel 
país se aducen como fundamento de esa interdicción son semejantes a las que el legislador 
español avanzaba, en la exposición de motivos de la LECrim, para justifi car la proscripción de 
la absolución en la instancia, cuyo signifi cado es análogo al de la prohibición de la revisión “(...) 
contra reo”: evitar que el ciudadano sea “víctima de la impotencia o del egoísmo del Estado”, 
evitarle las “vejaciones” que resultarían de una situación de permanente inseguridad y, en fi n, 
no dispensarle un trato incompatible con la condición de “(...) ciudadano de un pueblo libre”» 
(...)”.
“(...) de otra parte, también el art. 4 del Protocolo 7 del Convenio Europeo de Derechos 
Humanos (en adelante, CEDH), aunque no ha sido ratifi cado por España –pero sí fi rmado–, 
reconoce este derecho con un contenido similar. Lo dispuesto en él constituye un adecuado 
marco de referencia en cuanto expresivo de un modelo jurídico-constitucional común en 
nuestro entorno. Este artículo establece: «1. Nadie podrá ser procesado o castigado penalmente 
por las jurisdicciones del mismo Estado por una infracción por la que hubiera sido absuelto o 
condenado por sentencia fi rme conforme a la Ley y al procedimiento penal de ese Estado. 2. 
Lo dispuesto en el párrafo anterior no obsta a la reapertura del proceso, conforme a la Ley y 
al procedimiento penal del Estado interesado, en caso de que hechos nuevos o revelaciones 
nuevas o un vicio esencial en ese procedimiento pudieran afectar a la sentencia dictada». 
A los efectos de la aplicación de las garantías del proceso justo (art. 6.1 CEDH), el Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos incluye dentro de los conceptos de infracción y sanción penal 
también las de carácter administrativo, partiendo de un concepto sustantivo de la materia y no 
considerando relevante la denominación de la legislación en la que se encuentran (por todas, 
STEDH de 21 de febrero de 1984, caso Öztürk c. República Federal de Alemania); y a los efectos 
del art. 4 del Protocolo 7 CEDH equipara la persecución y castigo penal en el seno de un proceso 
penal con el procedimiento y la sanción administrativos (SSTEDH de 23 de octubre de 1995, 
caso Gradinger c. Austria ; de 29 de mayo de 2001, caso Franz Fischer c. Austria ; de 30 de mayo 
de 2002, caso W. F. c. Austria ; de 6 de junio de 2002, caso Sallen c. Austria) (...)”.
“(...) como ya hemos señalado en el fundamento jurídico 3 b), este Tribunal solo ha reconocido 
de modo expreso autonomía al derecho a no ser sometido a un doble procedimiento sancionador 
cuando se trata de un doble proceso penal. Sin embargo, tanto el art. 14.7 PIDCP, como el art. 4 
del Protocolo 7 CEDH, protegen al ciudadano no solo frente a la ulterior sanción –administrativa 
o penal–, sino frente a la nueva persecución punitiva por los mismos hechos una vez que ha 
recaído resolución fi rme en el primer procedimiento sancionador, con independencia del 
resultado –absolución o sanción– del mismo. Esta prohibición dirigida al Estado de no someter 
a los ciudadanos a un doble o ulterior procedimiento sancionador por los mismos hechos con 
el mismo fundamento, una vez que ha recaído resolución fi rme en un primer procedimiento 
sancionador –administrativo o penal–, constituye uno de los límites al ejercicio de la potestad 
sancionadora del Estado que la Constitución impone como inherente al derecho a ser sancionado 
en el marco de un procedimiento sancionador sustanciado con todas las garantías (art. 24.2 CE) 
en relación con el derecho a no ser sancionado si no es en las condiciones estatuidas por la Ley y 
la Constitución (art. 25.1 CE). Poderosas razones ancladas en el principio de seguridad jurídica 
(art. 9.3 CE) y en el valor libertad (art. 1.1 CE) fundamentan dicha extensión de la prohibición 
constitucional de incurrir en «bis in idem». En el Estado constitucional de Derecho ningún 
poder público es ilimitado, por tanto, la potestad sancionadora del Estado, en cuanto forma 
más drástica de actuación de los poderes públicos sobre el ciudadano, ha de sujetarse a estrictos 
límites. La limitación de la potestad sancionadora del Estado es condición de legitimidad de 
su ejercicio en el Estado de Derecho, en el que la libertad es uno de sus valores superiores (art. 
1.1 CE) y la seguridad jurídica (art. 9.3 CE) uno de los principios confi guradores del mismo. 
Así, de un lado, las restricciones permanentes de la esfera de libertad individual inherentes 
a la situación de inseguridad derivada de la posibilidad de que el Estado pueda reiterar sus 
pretensiones punitivas por los mismos hechos sin límite alguno, carecen de todo fundamento 
legitimador en el Estado de Derecho. De otro, la seguridad jurídica (art. 9.3 CE), impone límites 
a la reapertura de cualesquiera procedimientos sancionadores –administrativo o penal– por los 
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mismos hechos, pues la posibilidad ilimitada de reapertura o prolongación de un procedimiento 
sancionador crea una situación de pendencia jurídica, que, en atención a su carácter indefi nido, 
es contraria a la seguridad jurídica (por todas STC 147/1986, de 25 de noviembre, F. 3) (...)”.
  Sentencia núm. 14-2003 de 28 enero 
“(...) en concreto, respecto a la reseña fotográfi ca del ahora demandante de amparo y de la otra 
persona detenida por su participación en los mismos hechos, se señala en el informe que tales 
reseñas fueron las únicas practicadas el día 26 de febrero de 1994 y que no se les tomó la reseña 
convencional porque ya habían sido reseñados en el año 1992 «y su imagen no había sufrido 
cambios sensibles», obteniéndose «de cuerpo entero porque el motivo de la detención hace 
suponer que va a ser necesario realizar reconocimientos posteriores y que esas diligencias van 
a ser más fi ables si se realizan sobre una fotografía de cuerpo entero» (...)”.
“(...) el derecho a la propia imagen pretende salvaguardar un ámbito propio y reservado, aunque 
no íntimo, frente a la acción y conocimiento de los demás; un ámbito necesario para poder 
decidir libremente el desarrollo de la propia personalidad y, en defi nitiva, un ámbito necesario 
según las pautas de nuestra cultura para mantener una calidad mínima de vida humana (...)”.
“(...) en la medida en que la libertad de la persona se manifi esta en el mundo físico por medio 
de la actuación de su cuerpo y de las circunstancias del mismo(...)”. 
“(...) asimismo en esta línea argumental no resulta ocioso traer a colación que el Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos ha estimado que la toma de fotografía, con o sin su consentimiento, 
de una persona detenida en un centro militar constituye una injerencia en el ejercicio de su 
derecho al respeto a la vida privada y familiar (art. 8.2 CEDH ; STEDH de 28 de octubre de 1994 
–caso Murray contra Reino Unido –, §§ 84 y 85) (...)”.
“(...) Su satisfacción se alcanzaba perfectamente, sin merma alguna, informando a la opinión 
pública sobre las investigaciones policiales llevadas a cabo, sus resultados positivos, la detención 
de dos de las personas presuntamente implicadas en los hechos investigados y la búsqueda 
de la tercera que se encontraba huida e identifi cada por su propia reseña fotográfi ca. En este 
sentido no puede dejar de resaltarse la contradicción que se advierte en la actuación policial, 
en cuanto, de un lado, en la nota de prensa emitida por el Gabinete de Prensa de la Jefatura 
Superior de Policía de Valladolid se oculta respetuosamente la identidad del demandante de 
amparo, al que únicamente se le identifi ca, como al otro detenido, con su nombre propio y 
las siglas de sus apellidos; y, de otro lado, se procede a difundir y distribuir a determinados 
medios de comunicación la reseña fotográfi ca policial de una persona sin relevancia pública, 
como lo es el demandante de amparo, reseña fotográfi ca que constituye la máxima expresión 
de su identidad (...)”.
  Sentencia núm. 32-2003 de 13 febrero 
“(...) pero no solo eso, debe tenerse presente también que en el procedimiento de extradición 
el reclamado puede oponerse a ésta por considerar que en el Estado requirente se vulneraron 
o se van a vulnerar derechos de la mayor relevancia, como pueden ser, por conectar ya con 
el caso que nos ocupa en el presente recurso de amparo, los derechos a no ser discriminado, 
perseguido o castigado por razones vinculadas a sus condiciones personales o sociales o a su 
ideología u opiniones políticas, o los derechos a la vida y a la integridad física o moral (...)”. 
“(...) por otra parte, debe señalarse que estas peculiaridades de los procedimientos tramitados 
en un Estado que tienen por objeto la decisión en torno a si una persona debe salir de su 
territorio, con independencia de cuál sea la concreta razón o fi nalidad de esa obligada salida, 
incluyendo por tanto lo relativo a la solicitud de extradición por un tercer Estado para que le 
sea entregada, ha sido puesta de relieve reiteradamente por el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos. Así, ya en la Sentencia de 7 de julio de 1989 (caso Soering) se afi rmó que cuando 
una decisión de extradición comporta un atentado, por sus consecuencias, al ejercicio de un 
derecho garantizado por el Convenio Europeo de Derechos Humanos, éste puede, si no se 
trata de repercusiones muy lejanas, hacer que entren en juego las obligaciones de un Estado 
contratante en virtud de la disposición correspondiente, de modo que aunque el artículo 1 del 
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Convenio, que señala que las altas partes contratantes reconocen a toda persona dependiente 
de su jurisdicción los derechos y libertades defi nidos en el Título I del Convenio, no debería 
ser interpretado en el sentido de que consagra un principio general según el cual un Estado 
contratante, no obstante sus obligaciones en materia de extradición, no puede entregar a un 
individuo sin estar seguro de que las condiciones que se dan en el país de destino cuadran 
totalmente con cada una de las garantías del Convenio, estas consideraciones no deben, sin 
embargo, relevar a los Estados contratantes de su responsabilidad por todas o parte de las 
consecuencias previsibles que una extradición fuera de su jurisdicción entraña (§§ 85 y 86). 
Precisamente esta Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos fue considerada por 
la STC 13/1994 para afi rmar el marco territorial expansivo en que se mueven los supuestos de 
extradición y el necesario cuidado que incumbe a las autoridades del país requerido para velar 
por el respeto de los derechos fundamentales del extraditado (...)”.
“(...) asimismo, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, en el marco del artículo 3 del 
Convenio Europeo de Derechos Humanos (que prohíbe el sometimiento a tortura o penas o 
tratos inhumanos y degradantes), ha exigido al Estado que va a obligar a salir a una persona de 
su territorio que realice un examen riguroso y serio de las quejas de aquél al respecto (Sentencia 
de 11 de julio de 2000, caso Jabari contra Turquía, §§ 39 y 40) y que garantice a la persona la 
disponibilidad de un remedio para hacer cumplir sustancialmente tales derechos reconocidos 
en el Convenio (Sentencia de 11 de julio de 2000, caso G.H.H y otros contra Turquía, § 36), 
refi riéndose incluso a que el propio Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha de emplear 
un criterio riguroso en el examen de la existencia de un riesgo real de malos tratos a la 
persona, pudiendo reclamar de ofi cio el material o los elementos que considere precisos a tal 
fi n (Sentencia de 15 de noviembre de 1996, caso Chahal contra el Reino Unido, §§ 96 y 97), 
así como a que el control de la existencia de un riesgo de malos tratos ha de hacerse no solo 
sobre la base de las circunstancias que el Estado en cuestión conocía sino también de aquellas 
que debió conocer cuando adoptó su decisión (Sentencia de 20 de marzo de 1991, caso Cruz 
Varas y otros contra Suecia, § 76). Por otra parte, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha 
recordado (Sentencia de 28 de marzo de 2000, caso Mahmut Kaya contra Turquía, §§ 85 y 115) 
que todo Estado debe tomar las medidas adecuadas para salvaguardar las vidas de aquéllos 
bajo su jurisdicción, así como para que no sean sometidos a torturas ni a tratos inhumanos 
o degradantes, debiendo adoptar medidas razonables para evitar el riesgo de maltrato que 
conocieran o debieran conocer, surgiendo la correspondiente obligación positiva del Estado 
(§ 86) de la circunstancia de que las autoridades sabían o debían saber de la existencia de un 
riesgo real e inmediato para la vida del individuo (doctrina que, desde luego, debe resultar de 
aplicación cuando el riesgo provenga de otro Estado) (...)”.
“(...) pero, además, teniendo en cuenta todas las circunstancias concurrentes en los 
procedimientos que pueden culminar con la salida de una persona del territorio de un Estado, 
tanto este Tribunal Constitucional como el Tribunal Europeo de Derechos Humanos no 
exigen que tal persona acredite de modo pleno y absoluto la vulneración de sus derechos en 
el extranjero, de la que van a derivarse consecuencias perjudiciales para la misma, o que esa 
vulneración va a tener lugar en el futuro, toda vez que ello, teniendo en cuenta esas específi cas 
circunstancias, supondría normalmente una carga exorbitante para el afectado y, por otra parte, 
habida cuenta del ya apuntado riesgo que se deriva de la irreparabilidad de las lesiones por los 
órganos judiciales internos en el caso de que, posteriormente, quedara en efecto acreditado que 
esa vulneración se produjo, antes o después de la expulsión o entrega (...)”.
“(...) Se señala también que respecto de un socio de su padre fue solicitada su extradición por 
Turquía a Holanda y denegada por ésta, habiendo denunciado públicamente tal persona la 
existencia de irregularidades en el Ministerio del Interior turco relacionadas con el asesinato de 
su padre, así como a que tanto éste como sus socio gozaban del denominado «pasaporte verde», 
que solo se concede a altos funcionarios (...)”. 
  Sentencia núm. 46-2003 de 3 marzo 
“(...) en el presente caso, la recurrente fundamenta la vulneración del derecho a la igualdad en 
la aplicación de la Ley (art. 14 CE), en que el Auto recurrido ha resuelto el supuesto enjuiciado 
de forma distinta y contradictoria como la misma Sección de la Audiencia Provincial decidió 
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un caso similar en el Auto de 31 de mayo de 1999 en el que ella misma era apelante. Pero, 
precisamente, el hecho de que el diferente trato se produzca en relación con una misma persona, 
en este caso, la propia sociedad recurrente, impide acoger la vulneración denunciada del art. 14 
CE pues, como ha reiterado este Tribunal, la desigualdad proscrita por este precepto exige que 
el término de comparación del distinto trato lo sea respecto de otras personas, sin que pueda 
producirse respecto de uno mismo, tal y como aquí ocurre (...)”.
  Sentencia núm. 48-2003 de 12 marzo 
“(...) de una parte, la referencia a las personas condenadas por delitos de terrorismo, por las 
razones que señala el Gobierno Vasco, ha de entenderse que alcanza solo a aquellos condenados 
que no hayan obtenido su rehabilitación; y, de otra, la alusión a los fi nes terroristas ha de 
entenderse ceñida solo a los fi nes inmediatos de perturbar la paz, generalizar el miedo, etc., y no 
a la ideología del partido. Esto sentado, ha de afi rmarse también que la realización del supuesto 
debe comportar una actuación instrumental que sirva a la realización de alguna o algunas de 
las conductas descritas en el art. 9.2. Frente a lo afi rmado por el Gobierno Vasco, el precepto 
no perpetúa, pues, los efectos de las sanciones penales ni establece una causa de inelegibilidad 
no prevista en la Ley Electoral, con infracción del art. 70.1 CE. La Ley impugnada no priva del 
derecho de sufragio pasivo a quien haya sido condenado por delito de terrorismo. Simplemente 
permite que la circunstancia de que un partido incluya regularmente en sus listas electorales 
a personas condenadas por ese concepto (y cuya elegibilidad dependerá de lo dispuesto en 
la legislación electoral) pueda ser valorada, en el correspondiente proceso, como acreditativa 
de que con su actividad el partido «[vulnera] los principios democráticos» (art. 9.2 LOPP). La 
utilización de penados por terrorismo incluyéndolos de manera regular en puestos directivos 
y en listas electorales, puede suponer la expresión de solidaridad con los métodos del terror 
que no se cohonesta con las exigencias que la CE impone a un partido político. Por su parte, 
la previsión de que esa circunstancia solo puede valorarse si los penados no han «rechazado 
públicamente los fi nes y los medios terroristas» no puede interpretarse como la obligación de 
realizar una retractación de sus actividades pasadas. El precepto solo tiene proyección hacia el 
futuro y en relación con el partido político en el que los penados se integren como directivos o 
candidatos, convirtiendo en causa de disolución el empleo de forma regular de personas de las 
que quepa presumir, fundadamente, una afi nidad con los métodos del terror, no con las ideas 
y programas que, eventualmente, puedan también perseguir organizaciones terroristas (...)”.
  Sentencia núm. 95-2003 de 22 mayo 
“(...) de lo anteriormente expuesto se deduce que toda persona física que sea titular del derecho 
a la tutela judicial efectiva habrá de gozar del derecho a la gratuidad de la justicia si carece de los 
recursos sufi cientes para litigar en los términos en los que este concepto jurídico indeterminado 
sea confi gurado por el legislador ordinario. Como hemos dicho en otras ocasiones, corresponde 
al legislador, dentro del amplio margen de libertad de confi guración que es propio de su 
potestad legislativa, la concreción de este concepto normativo. «Puede, por ejemplo, fi jarlo a 
partir de criterios objetivos, como el de una determinada cantidad de ingresos, u optar por un 
sistema de arbitrio judicial dejándolo a la decisión discrecional de los Jueces o de éstos y otras 
instancias, o puede utilizar fórmulas mixtas limitándose a establecer las pautas genéricas que 
debe ponderar el Juez al conceder o denegar las solicitudes de gratuidad (número de hijos o 
parientes a cargo del solicitante, gastos de vivienda, características del proceso principal, etc.)». 
(STC 16/1994, de 20 de marzo). Ahora bien, una vez que el concepto «insufi ciencia de recursos 
para litigar» empleado por el art. 119 CE resulta concretado por el legislador, todas las personas 
físicas titulares del derecho a la tutela judicial efectiva habrán de poderse benefi ciar del derecho 
prestacional a la gratuidad de la justicia (insistimos: del modo y manera en que lo confi gura el 
legislador) si en ellas concurre tal insufi ciencia de recursos. Dicho de otro modo, la privación 
por el legislador del derecho a la gratuidad de la justicia a un grupo de personas físicas que 
reúnan las condiciones económicas previstas con carácter de generalidad para acceder a tal 
derecho implica una lesión del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva al que, de forma 
instrumental, ha de servir el desarrollo legislativo del art. 119 CE, pues si no se les reconociese el 
derecho a la gratuidad de la justicia su derecho a la tutela judicial efectiva resultaría meramente 
teórico y carecería de efectividad (...)”. 
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“(...) al apreciarse inconstitucionalidad en la exigencia del requisito de la legalidad de la 
residencia, los extranjeros que se encuentren en España y reúnan las condiciones requeridas 
legalmente para ello podrán acceder a la asistencia jurídica gratuita en relación con cualquier 
tipo de proceso a efectos del cual gocen de la precisa legitimación (...)”.
  Sentencia núm. 109-2003 de 5 junio 
“(...) esto sentado, preciso es señalar que el carácter personal de las autorizaciones de apertura 
de ofi cinas de farmacia (que la normativa básica presupone, como se pone de manifi esto en el 
art. 4.3 de la tan citada Ley 16/1997, en la medida en que una sanción personal da lugar a la 
clausura o cierre obligatorio del establecimiento) no encaja sin difi cultad con una transmisión 
enteramente libre y que, desde luego, no es esa absoluta libertad la que se desprende de las 
normas básicas que hemos señalado como canon (...)”.
  Sentencia núm. 115-2003 de 16 junio 
“(...) este precepto, desarrollado en los arts. 154 y ss. del Reglamento penitenciario (RP), se 
recoge en iguales términos en el art. 154.1 RP. Por su parte, el art. 156.1 RP establece que «el 
informe preceptivo del Equipo Técnico será desfavorable cuando, por la peculiar trayectoria 
delictiva, la personalidad anómala del interno o por la existencia de variables cualitativas 
desfavorables, resulte probable el quebrantamiento de la condena, la comisión de nuevos 
delitos o una repercusión negativa de la salida sobre el interno desde la perspectiva de su 
preparación para la vida en libertad o de su programa individualizado de tratamiento» (...)”. 
“(...) la carencia de garantías sufi cientes, apreciada por el equipo técnico de la prisión, habida 
cuenta de la personalidad del solicitante, y, en segundo lugar, la lejanía de la fecha de 
cumplimiento de la condena por parte del interno en el momento de efectuarse la solicitud del 
permiso(...)”
  Sentencia núm. 184-2003 de 23 octubre 
“(...) art. 579 LECrim solo habilita específi camente para afectar el derecho al secreto de las 
comunicaciones de las personas sobre las que existan indicios de responsabilidad criminal 
en el momento de acordar la intervención de las comunicaciones telefónicas de las que sean 
titulares o de las que se sirvan para realizar sus fi nes delictivos, pero no habilita expresamente 
la afectación del derecho al secreto de las comunicaciones de los terceros con quienes aquéllos 
se comunican. A estos efectos resulta conveniente señalar que al legislador corresponde 
ponderar la proporcionalidad de la exclusión, o inclusión, y en su caso bajo qué requisitos, 
de círculos determinados de personas en atención a la eventual afección de otros derechos 
fundamentales o bienes constitucionales concurrentes al intervenirse sus comunicaciones, o 
las de otros con quienes se comunican, como en el caso de Abogados o profesionales de la 
información el derecho al secreto profesional (arts. 24.2, párrafo 2, y 20.1.d CE), o en el caso de 
Diputados o Senadores el derecho al ejercicio de su cargo de representación política (art. 23.2 
CE), su inmunidad parlamentaria y la prohibición de ser inculpados o procesados sin previa 
autorización de la Cámara respectiva (art. 71.2 CE). Pues bien, en el caso que nos ocupa no 
existía norma de cobertura específi ca no solo por las insufi ciencias de regulación ya expuestas, 
sino porque los recurrentes de amparo no son ni los titulares ni los usuarios habituales de 
ninguna de las líneas de teléfono intervenidas sino personas con quienes se pusieron en contacto 
telefónico aquellos cuyas líneas telefónicas estaban intervenidas, siendo dichas conversaciones 
utilizadas como prueba en el proceso al ser introducidas en el mismo mediante la escucha 
directa de las cintas en las que se grabaron. Es decir, se afectó su derecho al secreto de sus 
comunicaciones telefónicas sin que el art. 579 LECrim habilite expresamente dicha injerencia en 
el derecho de terceros, inicialmente ajenos al proceso penal (...)”.
“(...) pero tampoco resultan dichos datos de la lectura conjunta del Auto y la solicitud policial. 
Hemos de precisar que, aunque en una misma solicitud o en la misma resolución judicial se 
solicite y se autorice respectivamente la intervención de las comunicaciones telefónicas de varias 
personas –y de uno o varios de los teléfonos de ellas–, la medida de intervención telefónica 
tiene carácter individual, por lo que resulta necesario que existan –y se incorporen al Auto o a 
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la solicitud policial– los datos que conecten los hechos delictivos con cada una de las personas 
afectadas por la medida. En el caso que nos ocupa, la primera solicitud policial de intervención 
afectaba a las comunicaciones telefónicas de dos personas, los señores D. y Ll (...)”.
“(...) la existencia de un escrito anónimo de denuncia, como el que consta en autos, con 
independencia de la cuestión de si es legítimo iniciar diligencias penales contra persona 
determinada con base exclusivamente en él, no puede considerarse sufi ciente para restringir 
un derecho fundamental de quien en él se menciona y a quien se conecta con la comisión de 
un hecho delictivo, pues un escrito anónimo no es por sí mismo fuente de conocimiento de 
los hechos que relata, sino que, en virtud de su propio carácter anónimo, ha de ser objeto de 
una mínima investigación por la policía a los efectos de corroborar, al menos en algún aspecto 
signifi cativo, la existencia de los hechos delictivos y la implicación de las personas a las que en 
el mismo se atribuye su comisión (...)”.
  Sentencia núm. 197-2003 de 30 octubre 
“(...) ese límite de edad, en el entender del órgano proponente, el Juzgado de lo Social núm. 3 
de Barcelona, infringe el art. 14 CE en cuanto, concretamente, impide declarar gran inválido a 
quien, encontrándose en la situación descrita en el art. 137.6 LGSS y habiendo sido declarado 
anteriormente en otro grado de invalidez, hubiera cumplido sesenta y cinco años de edad: 
caracterizada la gran invalidez por la necesidad de la asistencia de otra persona para realizar 
los actos más esenciales de la vida, tales como vestirse, desplazarse, comer o análogos, habría 
motivos para pensar que el art. 143.2 LGSS vulnera el art. 14 CE por negar a los inválidos 
mayores de sesenta y cinco años la prestación de gran invalidez, a la que sí pueden acceder los 
incapacitados menores de esa edad (...)”.
“(...) la jubilación, que originariamente se basaba en el declive de las facultades adecuadas 
para el desarrollo del trabajo, hoy se justifi ca también como derecho al descanso socialmente 
retribuido que se reconoce al trabajador como contrapartida al esfuerzo que ha desarrollado 
durante su vida laboral. La invalidez, por el contrario, deriva de unas reducciones anatómicas o 
funcionales graves, que, pese a que la persona está en edad de actividad, disminuyen o anulan 
su aptitud para el trabajo (...)”.
2004 
  Declaracion núm. 1-2004 de 13 diciembre 
“(...) con esta defensa jurisdiccional anticipada la Constitución ve asegurada su supremacía 
frente a las normas internacionales desde el momento mismo de la integración de éstas en 
el Derecho nacional, tratándose de obviar «la perturbación que, para la política exterior y las 
relaciones internacionales del Estado, implicaría la eventual declaración de inconstitucionalidad 
de una norma pactada» (DTC 1/1992, de 1 de julio, F. 1) si el juicio de contraste se verifi case una 
vez que hubiera sido ya incorporada al Ordenamiento interno. La contradicción se resuelve, 
por tanto, evitándola en su origen, y no solo cuando, ya producida, no queda otro expediente 
que el de la activación de dos sistemas de garantía, el internacional y el interno [ ex art. 27.2 c) 
LOTC], que pueden abocar a consecuencias mutuamente perturbadoras(...)”.
  Sentencia núm. 16-2004 de 23 febrero 
“(...) el ruido, en la sociedad de nuestros días, puede llegar a representar un factor psicopatógeno 
y una fuente permanente de perturbación de la calidad de vida de los ciudadanos. Así lo 
acreditan, en particular, las directrices marcadas por la Organización Mundial de la Salud 
sobre el ruido ambiental, cuyo valor como referencia científi ca no es preciso resaltar. En ellas 
se ponen de manifi esto las consecuencias que la exposición prolongada a un nivel elevado 
de ruidos tienen sobre la salud de las personas (v. gr. defi ciencias auditivas, apariciones de 
difi cultades de comprensión oral, perturbación del sueño, neurosis, hipertensión e isquemia), 
así como sobre su conducta social (en particular, reducción de los comportamientos solidarios 
e incremento de las tendencias agresivas) (...)”. 
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“(...) en efecto, si bien es cierto que no todo supuesto de riesgo o daño para la salud implica 
una vulneración del art. 15 CE, sin embargo cuando los niveles de saturación acústica que 
deba soportar una persona, a consecuencia de una acción u omisión de los poderes públicos, 
rebasen el umbral a partir del cual se ponga en peligro grave e inmediato la salud, podrá 
quedar afectado el derecho garantizado en el art. 15 CE. Respecto a los derechos del art. 18 
CE, debemos poner de manifi esto que en tanto el art. 8.1 CEDH reconoce el derecho de toda 
persona «al respeto de su vida privada y familiar, de su domicilio y de su correspondencia», el 
art. 18 CE dota de entidad propia y diferenciada a los derechos fundamentales a la intimidad 
personal y familiar (art. 18.1) y a la inviolabilidad del domicilio (art. 18.2). Respecto del primero 
de estos derechos fundamentales insistimos en que este Tribunal ha precisado que su objeto 
hace referencia a un ámbito de la vida de las personas excluido tanto del conocimiento ajeno 
como de las intromisi11ones de terceros, y que la delimitación de este ámbito ha de hacerse en 
función del libre desarrollo de la personalidad. De acuerdo con este criterio, hemos de convenir 
en que uno de dichos 1a (SSTC 22/1984, de 17 de febrero, F. 5; 137/1985, de 17 de octubre, F. 2, 
y 94/1999, de 31 de mayo, F. 5) (...)”.
  Sentencia núm. 37-2004 de 11 marzo 
“(...) el derecho a la igualdad tiene así un carácter general que comprende a los servidores 
públicos y actúa, en el acceso a la función pública, y a lo largo de la duración de la relación 
funcionarial, de modo que los ciudadanos no deben ser discriminados para el empleo público 
o una vez incorporados a la función pública. La edad no es de las circunstancias enunciadas 
normativamente en el art. 14, pero no ha de verse aquí una intención tipifi cadora cerrada que 
excluya cualquiera otra de las precisadas en el texto legal, pues en la fórmula del indicado 
precepto se alude a cualquier otra condición o circunstancia personal o social, carácter de 
circunstancia personal que debe predicarse de la edad; de modo que la edad dentro de los 
límites que la Ley establece para el acceso y la permanencia en la función pública es una de 
las circunstancias comprendidas en el art. 14 y en el art. 23.2, desde la perspectiva excluyente 
de tratos discriminatorios» (F. 3 ab initio). Sin embargo, como el precepto cuestionado afecta 
directamente al acceso a la función pública, resulta evidente que su licitud constitucional 
debe abordarse desde la perspectiva del art. 23.2 CE. 4 Pues bien, este artículo garantiza a 
los ciudadanos una situación jurídica de igualdad en el acceso a las funciones públicas, con 
la consiguiente imposibilidad de establecer requisitos para acceder a las mismas que tengan 
carácter discriminatorio (...)”.
“(...) el derecho de acceso en condiciones de igualdad a las funciones públicas no prohíbe que el 
legislador pueda tomar en consideración la edad de los aspirantes, o cualquier otra condición 
personal (...)”.
  Sentencia núm. 43-2004 de 23 marzo 
“(...) en el que se relataba la trayectoria vital y política de don Manuel Carrasco i Formiguera, a 
la sazón político catalán, Diputado en las Cortes Constituyentes de 1931 y en las de la Segunda 
República, fundador del partido político Unió Democrática de Catalunya. Dicho reportaje, en el 
que se narraban los acontecimientos de aquellos años previos a la Guerra Civil y se entrevistaba 
a diversas personas en su condición de familiares de los aludidos en el reportaje como 
protagonistas, testigos o estudiosos de aquellos hechos, fi nalizaba con la narración y simulación 
del Consejo de Guerra al que en el año 1937 fue sometido el Sr. Carrasco i Formiguera en 
Burgos, en el que fue condenado a pena de muerte por la comisión de un «delito de adhesión a 
la rebelión militar» y ejecutado por fusilamiento (...)”.
“(...) asimismo no era cierto que su padre hubiese declarado en la vista del Consejo de Guerra, 
como en su opinión da a entender el reportaje en cuestión. Y, por último, se atribuye a su padre 
una falta de compasión que acrecienta aún más si cabe el desmerecimiento en la opinión ajena 
que de su persona se perseguía injustifi cadamente con dicho reportaje (...)”.
“(...) partiendo del relato contenido en el fundamento de Derecho segundo de la Sentencia del 
Tribunal Supremo, es oportuno recordar que «en el juicio sumarísimo del Consejo de Guerra 
que tuvo que soportar el político catalán, don Manuel Carrasco i Formiguera, en 1937, fue 
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testigo de cargo D. Carlos; aquel juicio terminó con Sentencia en que se le condenó a pena 
de muerte, que fue ejecutada; la persona de aquel político y la explicación de este juicio fue 
objeto de un reportaje en TV3 titulado “(...) Sumaríssim 477” en el cual, muy avanzado, se 
expresaba que depusieron de testigo ocho personas, todas ellas catalanes, con su nombre y 
apellidos; uno de ellos es el padre de los demandantes, don Carlos; se reproducía literalmente 
alguna de las frases que emplearon en su declaración; en dicho reportaje, el narrador dice, ya 
muy avanzado el mismo: “(...) el Tribunal condenó a Carrasco basándose exclusivamente en el 
testimonio de ocho catalanes residentes en Burgos. Se presentaron voluntariamente ante el Juez 
instructor. Tienen nombres y apellidos:... Carlos,... No tuvieron compasión. Carrasco era rojo y 
separatista” (...)”. 
“(...) de un lado, porque, según acabamos de decir, la distancia en el tiempo diluye la condición 
obstativa de la personalidad frente al ejercicio de las libertades del art. 20 CE. De otro, porque 
el encuadramiento de una actividad en el ámbito de la investigación histórica y, por tanto, en 
el terreno científi co supone ya de por sí un reforzamiento de las exigencias requeridas por el 
art. 20 CE en punto a la veracidad de la información ofrecida por el investigador, esto es, a 
su diligencia. Por todo ello, la investigación sobre hechos protagonizados en el pasado por 
personas fallecidas debe prevalecer, en su difusión pública, sobre el derecho al honor de tales 
personas cuando efectivamente se ajuste a los usos y métodos característicos de la ciencia 
historiográfi ca (...)”.
  Sentencia núm. 151-2004 de 20 septiembre 
“(...) pues bien, tampoco desde ese plano la recriminación por «soberbia» que efectúa el actor 
merecería censura alguna. La crítica realizada en la gestión tiene patente acomodo y explicación 
en el confl icto laboral existente, sin exceder de él para llegar a la descalifi cación personal. Esa 
falta de ánimo de repercutir directamente en la consideración y dignidad individual se acredita 
no solo por la justifi cación que a las manifestaciones hechas otorga la existencia del confl icto, 
sino por los propios términos del escrito publicado, que no realiza imputaciones ajenas a las 
que tienen signifi cado propiamente laboral (...)”.
“(...) Se ha de tener en cuenta, por consiguiente, que la adopción de medidas disciplinarias podía 
razonablemente provocar reacciones dentro del colectivo de los trabajadores. Las personas 
responsables de la gestión de la entidad debían asumir el riesgo de que las opiniones, críticas 
o informaciones vertidas por los trabajadores pudieran llegar a resultarle molestas o hirientes, 
en la medida en que su labor gestora se encontraba sometida al escrutinio de quienes veían 
afectados con ella sus derechos laborales (...)”.
“(...) en el presente caso, aun cuando los gestores de la Universidad no fueran personas 
investidas de «autoridad pública», no cabe dudar de que tienen una clara proyección pública 
atendiendo al puesto que ocupan o desempeñan y al servicio que la institución universitaria 
presta. (...)”.
  Sentencia núm. 171-2004 de 18 octubre 
“(...) Respecto al primero de los requisitos –el de la relevancia pública de la información– la 
misma parece indudable en el caso que nos ocupa, dado que se trata de supuestas actividades 
en conexión con ETA, materia de evidente interés para todos los ciudadanos, dadas las 
repercusiones sociales y políticas que las acciones de la misma han tenido y tienen en nuestro 
país (...)”.
“(...) es patente, por tanto, que varias veces, y en diversos medios de comunicación de muy 
diferentes tendencias y grado de relación con las agrupaciones independentistas vascas, el 
demandante de amparo había sido vinculado con la organización terrorista ETA, siempre como 
miembro de su aparato fi nanciero o económico, de modo que dichas afi rmaciones, repetidas 
por diferentes diarios y a lo largo de una serie bastante dilatada de años, acabaron por ser 
lo que en términos latinos se conoce como vox populi, y de esa opinión general es de la que 
proceden las informaciones concretas, hechas públicas por el diario «El Mundo», ante las que, 
ahora sí, el Sr. L. reacciona mediante la presentación de una demanda de protección de su 
honor, no debiendo olvidarse que ésta es, tal y como se deduce de las actuaciones, la primera 
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vez que considera que las noticias, que podían ser de todos conocidas, dada su naturaleza y 
la difusión en el País Vasco y en el conjunto de España de los periódicos que hemos citado, 
lesionaban sus derechos (...)”.
“(...) la propia actitud del recurrente, quien durante años había permanecido pasivo frente a la 
difusión de una información que podía suponerle un descrédito, abona la convicción de que 
los periodistas procedieron con la debida diligencia en la comprobación de la veracidad de lo 
informado, pues pudieron razonablemente interpretar en ese sentido aquella actitud pasiva. 
No se trata, sin embargo, de que el silencio del recurrente durante años sea equivalente a su 
consentimiento para la difusión de la información que le afectaba; tampoco de que le fuera 
exigible, por su parte, alguna diligencia en la negación pública de la veracidad de aquélla. 
Más simplemente, ese silencio adquiere aquí relevancia en la medida en que permite fi jar el 
umbral del rigor exigible a los periodistas en el proceso de verifi cación de la noticia, mayor, 
obviamente, cuando existen negativas explícitas del afectado (...)”.
  Sentencia núm. 181-2004 de 2 noviembre 
“(...) Todo lo anterior determinaría que tales actos sean contrarios no solo al art. 24.2 de la 
Constitución, sino además al art. 6.1 del Convenio Europeo de Derechos Humanos, en cuanto 
exige que la causa sea oída por un Tribunal independiente, imparcial y establecido por la Ley, 
infringiendo asimismo, lo que de similar manera es exigido por el art. 8.1 de la Convención 
americana de derechos humanos. También se opondrían al art. 10 a) del Tratado de extradición 
entre Venezuela y España, que determina que no se concederá la extradición «cuando la persona 
reclamada hubiere sido condenada o debiera ser juzgada por un Tribunal de excepción o ad 
hoc en la Parte requirente». Igualmente vulnerarían la Constitución venezolana, en cuanto ésta 
prescribe en su art. 69 que «nadie podrá ser juzgado sino por sus jueces naturales» (...)”.
  Sentencia núm. 186-2004 de 2 noviembre 
“(...) así las cosas, como advierte el Ministerio Fiscal, ha de señalarse que los supuestos 
contemplados presentan un claro elemento diferenciador, pues la pensión de viudedad se 
confi gura en relación con un causante, que no es el benefi ciario directo y cuyas 1, son las que 
fi nalmente repercuten en el régimen jurídico de la pensión del benefi ciario, ya que el legislador 
ha considerado como interés susceptible de protección el derivado de la convivencia marital 
durante un cierto tiempo. No pueden considerarse términos homogéneos para llevar a cabo la 
comparación necesaria en el juicio de igualdad biografías diferentes en el terreno matrimonial 
precisamente de la persona que con su muerte causa la pensión de viudedad. Y, en coherencia 
con tales biografías, el legislador ha tomado en consideración el tiempo de convivencia 
conyugal con el causante, en cuyo período de tiempo se ha realizado la pertinente cotización a la 
Seguridad Social a efectos de la pensión. Sobre esta base, hemos de concluir que efectivamente 
cuenta con una justifi cación objetiva y razonable la opción de no excluir de la titularidad de la 
pensión de viudedad a quienes anteriormente tuvieron la condición de cónyuges y que como 
tales convivieron con el causante durante un cierto lapso tiempo(...)”.
  Sentencia núm. 191-2004 de 2 noviembre 
“(...) el recurrente es una persona con diagnóstico de esquizofrenia paranoide anterior al 
dictado de las distintas resoluciones judiciales recurridas; que, por razón de dicha enfermedad, 
se encontraba sometido a tratamiento psiquiátrico en un establecimiento de naturaleza 
privada(...)”.
  Sentencia núm. 196-2004 de 15 noviembre 
“(...) Siendo así, en efecto, resulta notorio que una intervención circunscrita a un examen de 
orina realizado por personal médico, por la forma en que se ejecuta y por no exigir ningún tipo 
de actuación especial sobre el cuerpo no entra dentro del ámbito constitucionalmente protegido 
del derecho a la intimidad corporal ni, por lo tanto, puede llegar a vulnerarlo (...)”.
“(...) existencia de situaciones tasadas en las que resulta imprescindible la realización de las 
exploraciones médicas, limitándose así, excepcionalmente en esos casos, la libre determinación 
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del sujeto; el principio de la indispensabilidad de las pruebas y de su proporcionalidad al riesgo; 
el necesario respeto del derecho a la intimidad, a la dignidad de la persona y a la confi dencialidad 
de la información relacionada con su estado de salud; el derecho del trabajador a conocer 
los resultados; la prohibición de utilización de los datos relativos a la vigilancia de la salud 
con fi nes discriminatorios o en perjuicio del trabajador; la prohibición de comunicación de la 
información resultante, salvo que exista consentimiento expreso del trabajador, y la posibilidad 
de transmitir al empresario y a las personas u órganos con responsabilidades en materia de 
prevención únicamente las conclusiones que se deriven de las exploraciones, y con el exclusivo 
objeto de que puedan desarrollar sus funciones en materia preventiva (...)”.
“(...) como se adelantó, existen sin embargo excepciones a ese principio de libre determinación 
del sujeto, confi gurándose supuestos de obligatoriedad. Así ocurre, dice la Ley, cuando resulte 
imprescindible para evaluar los efectos de las condiciones de trabajo sobre la salud de los 
trabajadores; cuando se busque verifi car si el estado de salud del trabajador puede constituir 
un peligro para él mismo, para los demás trabajadores o para otras personas relacionadas con 
la empresa o cuando así esté establecido en una disposición legal en relación con la protección 
de riesgos específi cos y actividades de especial peligrosidad (art. 22.1, párrafo segundo, LPRL) 
(...)”.
“(...) ambas previsiones están inspiradas en la existencia de un riesgo en la salud por las 
características personales, anatómicas o biológicas del sujeto o por razones objetivas del puesto 
de trabajo. De manera que la potencial afectación en la intimidad personal del trabajador –de 
tener que someterse conforme a la Ley, en su caso, a pruebas y controles médicos como condición 
para el acceso o el mantenimiento del puesto de trabajo– solo podrá encontrar fundamento en 
la evaluación o identifi cación de tales patologías o condiciones de salud contraindicadas para 
el trabajo (...)”.
  Sentencia núm. 253-2004 de 22 diciembre 
“(...) por «discriminación directa» se entiende «la situación en que una persona sea, haya sido o 
pudiera ser tratada de manera menos favorable que otra en situación comparable por razón de 
sexo», en tanto que es «discriminación indirecta», «la situación en que una disposición, criterio 
o práctica aparentemente neutros sitúan a personas de un sexo determinado en desventaja 
particular con respecto a personas del otro sexo, salvo que dicha disposición, criterio o práctica 
pueda justifi carse objetivamente con una fi nalidad legítima y que los medios para alcanzar 
dicha fi nalidad sean adecuados y necesarios» (art. 2.2)”
2005
  Sentencia núm. 48-2005 de 3 marzo  
“(...) en igual sentido conviene recordar que España ha ratifi cado en fecha 27 de noviembre 
de 1990 el Protocolo adicional al Convenio para la Protección de los Derechos Humanos 
y de las Libertades Fundamentales, de 20 de marzo de 1952, formulando una reserva a su 
artículo primero en virtud de la cual establece que su aplicación ha de efectuarse a la luz del 
art. 33 de nuestra Constitución, que no afecta al presente caso de expropiación por razones de 
utilidad pública posterior a la fecha del depósito del Instrumento de ratifi cación. Dicho artículo 
primero, en su párrafo primero, reconoce el derecho de toda persona física o moral al respeto 
de sus bienes y prescribe que «nadie podrá ser privado de su propiedad más que por causa de 
utilidad pública y en las condiciones previstas por la Ley y los principios generales del Derecho 
Internacional» (...)”.
  Sentencia núm. 72-2005 de 4 abril 
“(...) y, ya en último término, hemos de examinar la alegada vulneración del art. 19 CE. Dos 
son los derechos reconocidos en este precepto constitucional que, en una inicial aproximación 
prima facie, podrían haber sido conculcados al ciudadano extranjero al que en frontera se le 
deniega la entrada en el territorio nacional y se le ordena el retorno al lugar de procedencia: el 
derecho a entrar en España y la libertad de residencia (...)”.
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“(...) debe destacarse, sin embargo, que ambos derechos, reconocidos en el mismo art. 19 CE 
son –como es evidente– dos derechos distintos con un contenido también diverso, sin perjuicio 
de su posible interrelación. Para quien está fuera de España –sin que sea necesario ahora hacer 
referencia a quién es titular de este derecho, cuestión que se tratará más adelante– el derecho a 
entrar en el territorio nacional protege la conducta consistente precisamente en pasar de estar 
fuera de nuestras fronteras a encontrarse en el territorio nacional (...)”.
“(...) el extranjero que –como el ahora recurrente en amparo– no ha estado nunca en España, no 
puede invocar la libertad de residencia –el derecho a elegir el lugar o lugares donde se desea 
residir transitoria o permanentemente en el territorio español– para amparar una conducta que 
se sitúa en el ámbito defi nido por el tipo de un derecho distinto: el de entrar en el territorio 
nacional. Para ese extranjero la circunstancia de encontrarse ya en España constituye un 
presupuesto lógico –y, en este caso, también cronológico– para que pueda entrar en juego la 
libertad de residencia en el territorio nacional. Mientras no se haya entrado en España no es 
posible ejercer el derecho a elegir en ella el lugar de residencia, ni, por tanto, cabe aceptar que 
los eventuales impedimentos u obstáculos del poder público a las pretensiones del extranjero 
constituyan vulneraciones de la libertad de residencia garantizada por el art. 19 CE (...)”. 
“(...) por eso, aunque la demanda de amparo se refi era, cuando cita el art. 19 CE, al derecho a 
residir en España, debe destacarse que el derecho que se pretendió ejercer por el ciudadano 
marroquí recurrente en amparo y cuya actuación fue impedida por la resolución administrativa 
que denegó la entrada en territorio nacional y ordenó el retorno fue, precisamente, el derecho 
a entrar en España, reconocido en el mismo precepto constitucional; lo que ha de llevarnos 
a abordar frontalmente la cuestión de si existe un derecho fundamental de los extranjeros a 
entrar en España. Debe advertirse, sin embargo, que la argumentación y la conclusión a la que 
se llegue, que se desenvuelven en un terreno muy general, ni afectan ni se proyectan sobre 
supuestos concretos en los que concurren circunstancias específi cas que cualifi can la situación, 
como son: el régimen jurídico del derecho de asilo (objeto de la específi ca regulación contenida 
en el art. 13.4 CE); el derecho a entrar en España de los ciudadanos de la Unión Europea, 
regulado por tratados internacionales y por otras normas que lo separan sustancialmente del 
régimen aplicable a los demás extranjeros; la situación de los extranjeros que ya estén residiendo 
legalmente en España y pretendan entrar en el territorio nacional después de haber salido 
temporalmente, situación ésta que no es la que plantea la demanda de amparo; y los supuestos 
de reagrupación familiar, también ajenos al caso objeto de este proceso constitucional (...)”.
“(...) el art. 19 CE reconoce a «los españoles» cuatro derechos fundamentales distintos: el derecho 
a elegir libremente su residencia, el derecho a circular por el territorio nacional, el derecho 
a entrar en España y el derecho a salir libremente del territorio nacional. A pesar de que el 
tenor literal del mencionado precepto constitucional aluda de forma expresa únicamente a los 
ciudadanos españoles como titulares de dichos derechos fundamentales, la jurisprudencia de 
este Tribunal ha declarado que de dicha regulación no puede extraerse la conclusión de que los 
extranjeros no puedan ser titulares de derechos fundamentales garantizados en la mencionada 
norma constitucional: «la dicción literal del art. 19 CE es insufi ciente porque ese precepto no 
es el único que debe ser considerado; junto a él, es preciso tener en cuenta otros preceptos 
que determinan la posición jurídica de los extranjeros en España, entre los que destaca el art. 
13 CE» [ SSTC 94/1993, de 22 de marzo, F. 2; 116/1993, de 29 de marzo, F. 2; 242/1994, de 20 
de julio, F. 4, y 169/2001, de 16 de julio, F. 4 a)], cuyo apartado 1 dispone que «los extranjeros 
gozarán en España de las libertades públicas que garantiza el presente Título en los términos 
que establezcan los tratados y la Ley» (...)”.
“(...) y dado que en nuestro ordenamiento jurídico solo son derechos fundamentales aquellos 
que la Constitución reconoce con ese carácter, «es procedente recordar que una interpretación 
del Texto Constitucional que conduzca a un resultado distinto de su literalidad solo puede 
ser admitida cuando existe ambigüedad en el mismo o ésta se deriva de la falta de cohesión o 
coherencia sistemática entre preceptos constitucionales (STC 72/1984, de 14 de julio, F. 6)» (STC 
215/2000, de 18 de septiembre, F.6).Nuestro punto de partida ha de ser, pues, la literalidad del 
art. 13.1 CE para recoger después los resultados que arroje una interpretación sistemática del 
precepto. El art. 13.1 CE solo se refi ere a las libertades públicas de los extranjeros «en España» y 
ello con una doble precisión: a) no se refi ere a la totalidad de los derechos de los extranjeros en 
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España, sino solo a derechos fundamentales; y b) dentro de éstos no recoge todos sus derechos 
fundamentales sino principalmente aquellos que, previstos para los españoles –los de los 
arts. 19, 23, etc.–, el art. 13.1 CE extiende a los extranjeros en España, pues buena parte de los 
demás –derecho a la vida, libertad religiosa, libertad personal, tutela judicial efectiva, etc.– 
corresponden a aquéllos sin necesidad de la extensión que opera el art. 13.1 CE, es decir, sin 
necesidad de tratado o Ley que lo establezca (...)”. 
“(...) a redacción de apartado 1 del art. 13 CE, que se refi ere a los términos en que los extranjeros 
gozarán de los derechos del Título I CE «en España», pone de manifi esto que la regulación de 
dicho precepto constitucional no tiene como fi nalidad reconocer derechos, en general, a los 
miles de millones de ciudadanos extranjeros que se encuentran en otros países, ni, en concreto, 
convertir en derecho fundamental la eventual expectativa de entrar en España de todos los 
extranjeros que están fuera de nuestro país y que se presenten en nuestras fronteras, sino, 
precisamente, regular la posición jurídica de los extranjeros que ya se encuentran en España. 
El sujeto de derechos al que se refi ere la regulación del art. 13.1 CE no es el extranjero sin más, 
sino el extranjero en España, el que ya ha entrado en nuestro país, circunstancia ésta que actúa 
como presupuesto de la extensión de derechos que lleva a cabo el art. 13.1 CE. Por eso, ya en 
su dicción literal, la regulación del art. 13.1 CE no se proyecta en concreto sobre uno de los 
derechos fundamentales –el derecho a entrar en España– que se reconocen en el art. 19 CE, lo 
que tiene como consecuencia que solo sean titulares de este derecho fundamental los españoles, 
con las salvedades a que hemos aludido en el último párrafo del Fundamento Jurídico 4 y 
que no vienen a desvirtuar esta afi rmación. El derecho fundamental del nacional a ser en todo 
momento aceptado por el propio Estado y, por tanto, a entrar en su país, es uno de los elementos 
esenciales de la nacionalidad y, en consecuencia, una de las diferencias jurídicas básicas en el 
estatuto personal del nacional y el extranjero, «tradicional binomio» que solo progresivamente 
va siendo objeto de «parcial superación», por ahora, en el marco de «una naciente ciudadanía 
europea» [Declaración del Tribunal Constitucional de 1 de julio de 1992, F. 3 A)]. Es claro, pues, 
que la literalidad del art. 13.1 CE, sin ninguna ambigüedad, no incluye el derecho a entrar en 
España como derecho fundamental de los extranjeros (...)”.
“(...) nada tiene que ver esta cuestión, por cierto, con la afi rmación categórica de que, con carácter 
general, los derechos fundamentales vinculan al poder público español con independencia de 
que éste actúe o no «en España». Una cosa es la delimitación del alcance subjetivo de la extensión 
de ciertos derechos fundamentales para los cuales es relevante ser español o ser extranjero –
ésta es la cuestión regulada por el art. 13.1 CE– y otra distinta es la delimitación del ámbito 
territorial de vigencia de los derechos fundamentales para los poderes públicos españoles. 
La vinculación de todos los poderes públicos españoles a los derechos fundamentales, sin 
limitación de ámbito territorial alguno, está establecida en el art. 53.1 CE; y de buena parte 
de los derechos fundamentales –para los que es irrelevante ser español o extranjero– es titular 
cualquier persona como atributo derivado de su dignidad (SSTC 107/1984, de 23 de noviembre, 
F. 3, y 95/2000, de 10 de abril, F. 3) (...)”.
  Sentencia núm. 123-2005 de 12 mayo 
“(...) del mismo modo, el Protocolo núm. 7, de 22 de noviembre de 1984, no ratifi cado por 
España, al Convenio Europeo de Derechos Humanos, reconoce este derecho en términos muy 
semejantes, haciendo referencia en su art. 2.1, si bien con las excepciones del art. 2.2, a que «[t]
oda persona declarada culpable de una infracción penal por un tribunal tiene el derecho a 
que su condena o sentencia sea revisada por un tribunal superior. El ejercicio de este derecho, 
incluyendo los motivos por los cuales puede ser ejercido, deberá estar regulado por Ley» (...)”.
“(...) el hecho de que el recurso de casación penal en su función de garantizar el derecho a la 
revisión de la condena y la pena tenga una cognición limitada es lo que ha llevado al Comité de 
Derechos Humanos de Naciones Unidas a concluir en diversas comunicaciones que el sistema 
español de casación penal resulta insufi ciente para colmar las exigencias derivadas del art. 
14.5 1(RCL 1977, 893) (Dictámenes de 20 de julio de 2000 –comunicación núm. 701-1996–; de 30 
de julio y 7 de agosto de 2003 –comunicaciones núms. 986 y 1007-2001–; y 1 de noviembre de 
2004 –comunicación núm. 1101-2004–). Sin embargo, las objeciones planteadas por el Comité 
de Derechos Humanos se han vinculado exclusivamente con una eventual limitación de la 
1000 Lorena Velasco Guerrero
revisión efectiva sobre los hechos. Éste no es el caso del presente amparo, en el que lo que se 
está analizando es la función revisora referida únicamente a la califi cación jurídica otorgada 
al hecho –no discutido– por la Sentencia de la Audiencia Provincial. Por tanto, los citados 
pronunciamientos del Comité no tienen relevancia sobre el supuesto que ahora se discute y 
sobre la conclusión de que la actual regulación de la casación penal en este concreto aspecto no 
responde al modelo de celebración íntegra de un nuevo juicio sino a un modelo estrictamente 
revisor. Por otra parte, además, este Tribunal ya ha admitido y reiterado la aptitud de la 
casación penal para cumplir las exigencias del derecho al recurso contra sentencias penales 
condenatorias, señalando que «existe una asimilación funcional entre el recurso de casación 
y el derecho a la revisión de la declaración de culpabilidad y la pena declarado en el art. 14.5 
PIDCP, siempre que se realice una interpretación amplia de las posibilidades de revisión en 
sede casacional y que el derecho reconocido en el Pacto se interprete, no como el derecho a una 
segunda instancia con repetición íntegra del juicio, sino como el derecho a que un Tribunal 
superior controle la corrección del juicio realizado en primera instancia, revisando la correcta 
aplicación de las reglas que han permitido la declaración de culpabilidad y la imposición de la 
pena, en el caso concreto. Reglas entre las que se encuentran, desde luego, todas las que rigen el 
proceso penal y lo confi guran como un proceso justo, con todas las garantías; las que inspiran 
el principio de presunción de inocencia, y las reglas de la lógica y la experiencia conforme a 
las cuales han de realizarse las inferencias que permiten considerar un hecho como probado. 
Esta interpretación es perfectamente posible a la vista del tenor literal del Pacto y conforme 
a la efectuada por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, en relación con los arts. 6.1 
CEDH (RCL 1999, 1190, 1572) y 2 del Protocolo núm. 7 del citado Convenio (STEDH de 13 de 
febrero de 2001 [ TEDH 2001, 88], caso Krombach c. Francia, que declara conforme al art. 2 del 
Protocolo 7 el modelo de casación francés, en el que se revisa solo la aplicación del Derecho)» 
(SSTC 70/2002, de 3 de abril [ RTC 2002, 70], F. 7, y 105/2003, de 2 de junio [ RTC 2003, 105], F. 
2, entre otras) (...)”.
  Sentencia núm. 138-2005 de 26 octubre 
“«es el hecho de la existencia del matrimonio el que fi ja el carácter matrimonial de la fi liación, 
determinándose legalmente la paternidad del marido de la madre a través del juego de las 
presunciones (arts. 116 y 117 CC), basadas en la regla proveniente del Digesto pater vero is est 
quem nuptiae demonstrant, cuando el nacimiento se ha producido ex uxore, conectada con los 
deberes de convivencia y fi delidad de los cónyuges (art. 68 CC) y la presunción de convivencia 
conyugal (art. 69 CC). En razón del juego de presunciones establecidas por el legislador, es el 
nacimiento del hijo después de la celebración del matrimonio y antes de los trescientos días 
siguientes a la disolución del mismo o a la separación efectiva, sea legal o de hecho, de los 
cónyuges lo que determina la paternidad matrimonial, la cual se acredita, entre otros medios 
(arts. 113 y 115 CC), por la inscripción del nacimiento en el Registro Civil, que resulta ser así un 
título de legitimación privilegiado del estado civil de hijo matrimonial”
  Sentencia núm. 242-2005 de 10 octubre 
“(...) así, se citan los informes que dieron lugar a la apertura del procedimiento sancionador, 
elaborados por la policía local, en los que se hace constar qué personas concretas acudieron a 
la farmacia, estando cerrada la misma, situación que comprobaron los propios funcionarios de 
policía, quienes llegaron a poner un cartel en una de las puertas de la farmacia en la guardia del 
día 6 de diciembre de 1995 con el fi n de que los que acudían allí pasaran a recibir información 
en la policía local, siendo ésta la que tuvo que trasladar a distintas personas, de las que consta 
nombre y domicilio, a otras ofi cinas de farmacia(...)”.
  Sentencia núm. 273-2005 de 27 octubre 
“(...) la Sección Primera de la Audiencia Provincial de Ciudad Real promovió cuestión de 
inconstitucionalidad respecto del párrafo primero del art. 133 del Código Civil (CC), en cuanto 
restringe al hijo la legitimación para reclamar la fi liación no matrimonial cuando no exista 
posesión de estado (...)”.
“(...) las diferentes circunstancias concurrentes en los dos supuestos ya se ponían de relieve en 
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la exposición de motivos que acompañaba al proyecto de Ley de modifi cación del Código Civil 
en materia de fi liación, patria potestad y régimen económico del matrimonio (que cristalizó en 
la Ley 11/1981, de 13 de mayo), en la que, en relación con la cuestión que nos ocupa, se exponía 
que «para determinar la fi liación no puede ignorarse que el matrimonio confi ere, en principio, 
certeza a la paternidad, y que esta idea debe infl uir en el mismo régimen de las acciones, 
haciendo más fácil la reclamación de una fi liación matrimonial y más difícil su impugnación. 
Continúa, pues, teniendo el matrimonio importancia primordial en el terreno de la creación del 
vínculo, con lo que persiste su signifi cado de fundamento de la familia, institución ésta a la que 
los poderes públicos deben protección jurídica». En relación con este aspecto, dijimos en la STC 
138/2005, de 26 de mayo, que «es el hecho de la existencia del matrimonio el que fi ja el carácter 
matrimonial de la fi liación, determinándose legalmente la paternidad del marido de la madre 
a través del juego de las presunciones (arts. 116 y 117 CC), basadas en la regla proveniente del 
Digesto pater vero is est quem nuptiae demonstrant, cuando el nacimiento se ha producido 
ex uxore, conectada con los deberes de convivencia y fi delidad de los cónyuges (art. 68 CC) 
y la presunción de convivencia conyugal (art. 69 CC). En razón del juego de presunciones 
establecidas por el legislador, es el nacimiento del hijo después de la celebración del matrimonio 
y antes de los trescientos días siguientes a la disolución del mismo o a la separación efectiva, 
sea legal o de hecho, de los cónyuges lo que determina la paternidad matrimonial, la cual 
se acredita, entre otros medios (arts. 113 y 115 CC), por la inscripción del nacimiento en el 
Registro Civil, que resulta ser así un título de legitimación privilegiado del estado civil de 
hijo matrimonial» (F. 3). En cambio, en el supuesto de la fi liación no matrimonial, al no existir 
un juego de presunciones que otorgue, en principio, certeza a la fi liación, ha de acudirse a 
otros instrumentos, que implican una actuación de los sujetos interesados ante los poderes 
públicos para que la fi liación quede determinada. Así, al margen de su posible determinación 
por Sentencia fi rme, la fi liación no matrimonial puede quedar establecida por reconocimiento 
efectuado ante el encargado del Registro Civil, en testamento o en otro documento público, 
por resolución recaída en expediente tramitado con arreglo a la legislación del Registro Civil 
(cuando concurra alguna de las circunstancias previstas en el párrafo segundo del art. 49 de la 
Ley del Registro Civil) o, fi nalmente, respecto de la madre, cuando se haga constar la fi liación 
materna en la inscripción de nacimiento practicada dentro de plazo. En suma, aun faltando 
la posesión de estado, la acción de reclamación de la fi liación matrimonial descansa sobre 
presupuestos diferentes que la acción referida a la fi liación no matrimonial, regulada en el 
art. 133 CC, de manera que queda justifi cado el distinto trato que el legislador otorga en un 
supuesto y en otro, sin que, en razón a las consideraciones expuestas, esta diferencia normativa 
pueda ser tachada de arbitraria, discriminatoria o carente de fundamento(...)”. 
“(...) de esta forma, el Código Civil establece una amplia legitimación («cualquier persona con 
interés legitimo») para reclamar la fi liación manifestada por una constante posesión de estado 
(art. 131), esto es, cuando existe una situación en la que, pese a no contar con una paternidad o 
maternidad no matrimonial reconocida formalmente, se tiene el concepto público de hijo con 
respecto al padre o la madre, formado por actos directos de éstos o de su familia, demostrativos 
de un verdadero reconocimiento voluntario, libre y espontáneo (SSTS de 10 de marzo y 30 
de junio de 1988), situación que también se ha identifi cado doctrinalmente a través de la 
concurrencia de alguno de los requisitos de nomen, tractatus y fama o reputatio. En cambio, 
cuando falta el presupuesto de la posesión de estado, el art. 133 CC solo otorga la legitimación 
al hijo durante toda su vida y, bajo determinadas condiciones, también a sus herederos, mas no 
–en la literalidad del precepto– al progenitor. Se ha primado así el interés del hijo, dotándolo de 
los instrumentos necesarios para el establecimiento de la verdad biológica que hagan efectivo el 
mandato del constituyente de impedir la existencia de discriminaciones por razón de nacimiento 
y que permitan obtener el cumplimiento por parte de los padres de sus deberes respecto de los 
hijos menores, en especial, el de prestarles la asistencia precisa durante su minoría de edad y 
en los demás casos en que legalmente proceda (art. 39.3 CE). Al mismo tiempo, y en conexión 
con el favor fi lii, el legislador ha dado mayor relevancia a la seguridad familiar, evitando que 
puedan llevarse a los Tribunales pretensiones abusivas carentes del respaldo de una situación 
fáctica que les otorgue un fundamento cierto. Así pues, resulta claro que, en la ponderación de 
los intereses en presencia, el legislador ha optado por otorgar prevalencia al del hijo, teniendo 
especialmente en cuenta el valor constitucional relevante de la protección integral de los hijos 
(art. 39.2 CE), sin perder de vista, al mismo tiempo, la seguridad jurídica (art. 9.3 CE) en el 
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estado civil de las personas (...)”.
  Sentencia núm. 278-2005 de 7 noviembre 
“(...) aunque hemos admitido que, en los casos reales que la vida ofrece, no siempre es fácil 
separar la expresión de pensamientos, ideas y opiniones de la simple narración de unos hechos, 
pues a menudo el mensaje sujeto a escrutinio consiste en una amalgama de ambos, en este 
caso, aun cuando el recurrente invoca la violación tanto de la libertad de expresión como de 
la de información, es claro, como apunta el Ministerio Fiscal, que el análisis del contenido que 
se estimó constitutivo de falta en las actuaciones penales se incardina de modo natural en la 
primera de las libertades citadas(...)”.
2006 
 Sentencia núm. 82-2006 de 13 marzo 
“(...) en orden a determinar en qué consiste el contenido esencial vinculante de los derechos 
fundamentales cuando se proyectan ad extra, hemos declarado también que la Constitución 
española salvaguarda absolutamente aquellos derechos y contenidos de los derechos «que 
pertenecen a las personas en cuanto tal y no como ciudadano, o dicho de otro modo... aquéllos 
que son imprescindibles para la garantía de la dignidad humana», así como que, para defi nir en 
concreto cuáles son esos derechos y esos contenidos de derecho que la Constitución proclama 
de modo absoluto y, en consecuencia, proyecta universalmente, «ha de partirse en cada caso, 
del tipo abstracto de derecho y de los intereses que básicamente protege... para precisar si, y 
en qué medida, son inherentes a la dignidad de la persona humana concebida como sujeto de 
derecho, es decir, como miembro libre y responsable de una comunidad jurídica que merezca 
ese nombre y no como mero objeto del ejercicio de los poderes públicos». En esta tarea hemos 
puesto de manifi esto la especial relevancia que revisten, en este proceso de determinación, la 
Declaración universal de derechos humanos y los demás tratados y acuerdos internacionales 
sobre las mismas materias ratifi cados por España, a los que el art. 10.2 CE remite como criterio 
interpretativo de los derechos fundamentales (ibídem) (...)”.
  Sentencia núm. 129-2006 de 24 abril 
“(...) desde la perspectiva constitucional que nos es propia y delimita la vertiente alegada del 
derecho a la legalidad sancionadora, lo relevante no es si la conducta puede o no califi carse 
de voto en sentido estricto o amplio, pues lo que en ningún caso resulta dudoso es que en 
ambas hipótesis el parlamentario, al pulsar el botón que no le corresponde, está suplantando 
la personalidad de otro parlamentario y con ello infringiendo el 1, que es en defi nitiva el 
fundamento de la subsunción de la conducta en la norma sancionadora de conformidad con lo 
razonado por el acuerdo sancionador (...)”.
  Sentencia núm. 154-2006 de 22 mayo 
“(...) para analizar la cuestión de fondo será preciso encuadrarla en la regulación constitucional. 
Es sabido que el art. 14 CE contiene en su primer inciso una cláusula general de igualdad de 
todos los españoles ante la Ley, habiendo sido confi gurado este principio general de igualdad, 
por una conocida doctrina constitucional, como un derecho subjetivo de los ciudadanos a 
obtener un trato igual(...)”.
“(...) entre los factores de discriminación prohibidos se encuentra, según se dijo, el nacimiento, 
resultando que la fi liación extramatrimonial reclama igualdad de derechos con la matrimonial, 
pues ambas determinan el establecimiento de una idéntica relación jurídica entre los progenitores 
y el hijo. La fi liación por naturaleza, dicho de otro modo, puede tener lugar tanto dentro como 
fuera del matrimonio, no existiendo diferencia alguna entre una y otra modalidad en su origen. 
Por consiguiente, la condición extramatrimonial no podría aceptarse como causa de desigualdad 
de trato dado que sería expresión de una minusvaloración a la que la Constitución quiere poner 
barrera, pues es notoria la posición de desventaja y, en esencia, de desigualdad sustancial que 
históricamente han conllevado las relaciones extramatrimoniales frente a las matrimoniales, así 
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como los efectos desfavorables para los hijos nacidos en aquéllas (...)”.
  Sentencia núm. 214-2006 de 3 julio 
“(...) asimismo, en el ámbito del Derecho comunitario, hemos de referirnos a la Directiva 
2002/73/CE (LCEur 2002, 2562), que ha modifi cado recientemente la anterior Directiva 
76/207/CEE (LCEur 1976, 44) relativa a la aplicación del principio de i2. En su aplicación, 
la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas ha declarado que la 
negativa a contratar a una mujer embarazada constituye una discriminación directa basada en 
el sexo (STJCE de 8 de noviembre de 1990 [ TJCE 1991, 73], asunto 177-1988, Dekker), incluso 
también cuando el estado de gestación impida ocupar desde el primer momento el puesto de 
trabajo (STJCE de 3 de febrero de 2000 [ TJCE 2000, 14], asunto 207-1998, Mahlburg) (...)”.
“(...) como este Tribunal ha señalado en diversas ocasiones, no pueden, desde luego, (…). En 
esta línea ha insistido la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas 
(SSTJCE de 12 de julio de 1984 – Hofmann – y 15 de mayo de 1986 [ TJCE 1986, 86] – Johnston), 
que ha justifi cado medidas favorables a la mujer en estos casos para asegurar, de un lado, la 
protección de su condición biológica en el curso de su embarazo y puerperio, y de otro, las 
relaciones particulares entre la mujer y el recién nacido (...)”.
“(...) no han hecho sino reforzar esta confi guración de la suspensión del contrato de trabajo en 
casos de maternidad como una medida dirigida a favorecer el acceso y permanencia de la mujer 
en el mercado de trabajo (...)”. 
“(...) la trabajadora que suspende su relación laboral como consecuencia de la maternidad 
conserva íntegramente sus derechos laborales, pudiéndose reincorporar a su puesto de trabajo 
una vez fi nalizada la suspensión sin que ésta le haya ocasionado perjuicio alguno (...)”.
  Sentencia núm. 216-2006 de 3 julio 
“(...) en el contexto explícito del proceso sobre los «fondos reservados» y del conocido escándalo 
protagonizado por sobresueldos y comisiones de determinadas personas con responsabilidades 
políticas en el Ministerio del Interior (...)”.
“(...) además, como recordó el Tribunal Europeo de Derechos Humanos en el caso Lingens c. 
Austria, STEDH de 8 de julio de 1986, § 41 (Sentencia que declaró la violación del derecho a 
la libertad de expresión –art. 10 CEDH – del periodista, a pesar de que éste utilizara términos 
más severos para el honor del afectado tales como «inmoral», «desprovisto de dignidad» o «el 
más detestable oportunismo»), luego de recordar la relevancia de ese derecho en una sociedad 
democrática, «los límites de la crítica admisible son más amplios respecto de un hombre político», 
a diferencia de un simple particular, puesto que «se expone inevitable y conscientemente a un 
control atento de sus hechos y gestos tanto por los periodistas como por la totalidad de los 
ciudadanos; debe, por tanto, mostrar una mayor tolerancia» (...)”.
  Sentencia núm. 220-2006 de 3 julio 
“(...) les dice la cantidad que tienen que llevar, así como el lugar de encuentro con la persona 
que les indica, quedando de esta forma al margen de alguna de las transacciones que realiza. 
Sabiendo a su vez, que las personas mencionadas que están encargadas de la custodia y traslado, 
en ocasiones, de la mercancía, serían dos personas de raza árabe, pendientes de confi rmar 
la fi liación en estos días, pudiendo ser hermanos de la conocida como Sabrina, compañera 
sentimental del investigado» (...)”.
  Sentencia núm. 283-2006 de 9 octubre 
“(...) en el mismo plano de los intereses particulares afectados, en relación con la postura 
mantenida por el Letrado de la Comunidad de Madrid, que afi rma la importancia de la 
construcción de las carreteras autonómicas en razón a los benefi cios que reportaría a los 
usuarios de las mismas, hay que afi rmar que, sin desconocer la importancia de este dato, ello 
no puede prevalecer sobre los intereses generales que se ha aducido que están en juego, es 
decir, los vinculados a la protección y defensa del medio ambiente y a la homogeneidad técnica 
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de las infraestructuras, especialmente si se considera que también desde ambas perspectivas 
resultan afectados los propios intereses particulares. Por tanto procede ponderar la relevancia 
que en este supuesto presentan los intereses generales a que hemos hecho referencia o, mejor, 
los perjuicios que se ocasionarían a los mismos en caso de que adoptemos la decisión del 
levantamiento de la suspensión (...)”.
  Sentencia núm. 298-2006 de 23 octubre 
“(...) que se trata de un derecho uti cives, con las matizaciones expresadas, ha sido declarado en 
una muy reiterada doctrina de este Tribunal, de conformidad con la cual se trata de un derecho 
que se otorga a los ciudadanos en cuanto tales y, por consiguiente, a las personas individuales. 
No es un derecho que pueda reconocerse genéricamente a las personas jurídicas o entes, como 
los sindicatos o los mismos partidos políticos (SSTC 53/1982, de 22 de julio, F. 1; 5/1983, de 4 
de febrero, F. 4; 23/1983, de 25 de marzo, F. 4; 51/1984, de 25 de abril, F. 2; 63/1987, de 20 de 
mayo, F. 5; y con especial referencia al apartado segundo del art. 23 CE, la STC 36/1990, de 1 
de marzo, F. 1) (...)”. 
“(...) Tras ello, resulta necesario hacer una aclaración preliminar sobre el sentido y alcance de 
la presente demanda de amparo. Por su propia naturaleza, el recurso de amparo no puede ir 
dirigido a que este Tribunal niegue a otra persona un derecho reconocido por la jurisdicción 
ordinaria. Solo es posible un planteamiento de esta especie en aquellos supuestos en los que, 
simultáneamente, se pretenda el amparo en relación con el ejercicio de otro derecho fundamental. 
Siendo esto así, si se enjuicia la pretensión de Acción Popular Burgalesa Independiente desde la 
perspectiva del cese solicitado, estaríamos ante una petición de contra-amparo, en la medida en 
que la sentencia que se nos pide tendría como consecuencia negar que el Sr. N. F. ostenta derecho 
a permanecer en el cargo municipal para el que fue elegido. Pero la pretensión sustancial de 
la demandante de amparo no se ciñe a que se acuerde el cese del concejal disidente, sino que 
conlleva también —y esto es lo relevante— que el cargo pase a ser desempeñado por el siguiente 
candidato de la lista electoral presentada por dicho partido político en la elecciones locales 
celebradas, siendo esta persona la titular del derecho constitucional cuya lesión se aduce (...)”.
“(...) en esta medida, lo que se nos pide es que nos pronunciemos también acerca de si, pese 
a no contemplar la legislación electoral que la baja voluntaria en el partido político deba 
conllevar la pérdida del cargo público representativo, sin embargo resulte posible llegar al 
mismo resultado como consecuencia de haberse asumido voluntariamente, en su momento, esa 
obligación estatutaria. La respuesta ha de ser negativa, pues, de una parte, los partidos políticos 
no son ajenos a los límites que hemos reconocido en el legislador para confi gurar el régimen 
jurídico de los cargos públicos representativos. De otra, porque una vez trabada la relación de 
representación, su ruptura no puede producirse —al margen de los supuestos de fallecimiento, 
incapacidad o renuncia delelegido— sino por voluntad de los electores o por resolución de los 
poderes públicos competentes (...)”.
  Sentencia núm. 301-2006 de 23 octubre 
“(...) es patente que esto no es lo que sucede en el supuesto que nos ocupa, en el que nos 
hallamos ante la convocatoria de cuatro manifestaciones de unas quinientas personas según las 
previsiones de los convocantes, en un horario de nueve treinta a once de la mañana, y a lo largo 
de un itinerario que, sin perjuicio de las inevitables molestias que pueda ocasionar, no puede 
califi carse de abusivo (...)”.
  Sentencia núm. 361-2006 de 18 diciembre 
“(...) Sin embargo no cualquier acto que infrinja la legalidad del ius in offi cium lesiona el 
derecho fundamental, pues solo poseen relevancia constitucional a estos efectos los derechos o 
facultades atribuidos al representante que pertenezcan al núcleo de su función representativa 
parlamentaria, como son, indudablemente, el ejercicio de la función legislativa o de control 
de la acción del Gobierno, siendo vulnerado el art. 23.2 CE si los propios órganos de las 
asambleas impiden o coartan su práctica o adoptan decisiones que contraríen la naturaleza 
de la representación o la igualdad de los representantes. Tales circunstancias imponen a los 
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órganos parlamentarios una interpretación restrictiva de todas aquellas normas que puedan 
suponer una limitación al ejercicio de aquellos derechos o atribuciones que integran el status 
constitucionalmente relevante del representante público y el deber de motivar las razones de 
su aplicación, so pena, no solo de vulnerar el derecho fundamental del representante de los 
ciudadanos a ejercer su cargo (art. 23.2 CE), sino también de infringir el de éstos a participar en 
los asuntos públicos (art. 23.1 CE) (...)”.
“(...) Voto de los parlamentarios es uno de los que se integran en el ius in offi cium de los mismos. 
No ha habido, hasta ahora, un pronunciamiento claro al respecto, pero dicha pertenencia 
se deriva de la naturaleza misma de las cosas. Uno de los principales derechos/deberes de 
aquéllos es la participación en las tareas de las Cámaras, y la forma más habitual de concretar 
la misma es el ejercicio de su derecho al voto, ejercicio con el que manifi estan su postura en los 
acuerdos de las Asambleas (...)”.
“(...) ha sido controvertido, y la representación del Parlamento Vasco lo niega, si en realidad 
se dio un funcionamiento defectuoso de los sistemas de votación o si, por el contrario, los 
problemas se debieron a una supuesta negligencia de la parlamentaria. Al respecto conviene 
aclarar, en primer término, que, dadas las circunstancias del caso, en que resulta afectado, como 
después de dirá, el derecho fundamental de un parlamentario, recae sobre los órganos de la 
Cámara, y en especial sobre su Presidente, la tarea de demostrar que la Diputada tuvo una 
conducta negligente. Puede presumirse, por contra, que, salvo prueba indubitable en contrario, 
la misma actuó correctamente, entre otras cosas porque ningún interés puede suponérsele en 
crear una situación en la que ella y su grupo fueron los principales perjudicados. De los datos 
que constan en el expediente, y de las alegaciones hechas por las partes, se deduce que no se ha 
podido probar, de manera irrebatible, que la Sra. N. cometiera un error durante el desarrollo 
de la votación (...)”.
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  Sentencia núm. 35-2007 de 12 febrero
“(...) por entender, sustancialmente, que las citadas resoluciones judiciales no tomaron en 
consideración las circunstancias personales del recurrente; en particular, no habrían valorado 
su comportamiento durante la causa al llevar dos años en libertad provisional, ni su arraigo 
familiar, social y económico en España —ser residente en España desde hace veinte años, estar 
casado y tener dos hijos, haber adquirido la nacionalidad española, tener una fábrica de azulejos 
con ciento veinte trabajadores a su cargo–; de modo que, aunque las resoluciones judiciales se 
refi eren al riesgo de fuga derivado de la proximidad de celebración del juicio oral, se trataría de 
una presunción genérica que se habría aplicado de forma global a un conjunto de procesados 
sin tener en cuenta sus circunstancias personales (...)”.
  Sentencia núm. 38-2007 de 15 febrero 
“(...) el derecho de libertad religiosa y el principio de neutralidad religiosa del Estado implican 
que la impartición de la enseñanza religiosa asumida por el Estado en el marco de su deber 
de cooperación con las confesiones religiosas se realice por las personas que las confesiones 
consideren cualifi cadas para ello y con el contenido dogmático por ellas decidido. Sin embargo, 
por más que haya de respetarse la libertad de criterio de las confesiones a la hora de establecer 
los contenidos de las enseñanzas religiosas y los criterios con arreglo a los cuales determinen la 
concurrencia de la cualifi cación necesaria para la contratación de una persona como profesor 
de su doctrina, tal libertad no es en modo alguno absoluta, como tampoco lo son los derechos 
reconocidos en el art. 16 CE ni en ningún otro precepto de la Constitución, pues en todo caso 
han de operar las exigencias inexcusables de indemnidad del orden constitucional de valores y 
principios cifrado en la cláusula del orden público constitucional (...)”. 
“(...) Sin embargo, la condición que deriva de la exigencia de la Declaración Eclesiástica de 
Idoneidad no consiste en la mera obligación de abstenerse de actuar en contra del ideario 
religioso, sino que alcanza, de manera más intensa, a la determinación de la propia capacidad 
para impartir la doctrina católica, entendida como un conjunto de convicciones religiosas 
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fundadas en la fe. El que el objeto de la enseñanza religiosa lo constituya la transmisión no solo 
de unos determinados conocimientos sino de la fe religiosa de quien la transmite, puede, con 
toda probabilidad, implicar un conjunto de exigencias que desbordan las limitaciones propias 
de una empresa de tendencia, comenzando por la implícita de que quien pretenda transmitir la 
fe religiosa profese él mismo dicha fe (...)”.
  Sentencia núm. 69-2007 de 16 abril 
“(...) en primer lugar, la pretensión de la recurrente de que, a pesar de reconocer que no 
concurre en las uniones celebradas conforme a los usos y ritos gitanos la existencia de un 
vínculo matrimonial reconocido legalmente, resulta discriminatorio que se les dé el mismo trato 
que a las uniones more uxorio, por existir diferencias relevantes con ellas como es la tradición 
y la base étnica, supone una invocación del art. 14 CE basada en lo que se ha denominado 
«discriminación por indiferenciación» (...)”.
“(...) al respecto este Tribunal ya ha reiterado que resulta ajeno al núcleo de protección del art. 
14 CE la«discriminación por indiferenciación», al no consagrar el principio de igualdad un 
derecho a la es igualdad de trato, ni ampara la falta de distinción entre supuestos desiguales, 
por lo que no existe ningún derecho subjetivo al trato normativo desigual (por todas, STC 
117/2006, de 24 de abril, F. 2) (...)”.
“(...) Una circunstancia relacionada con la libre y voluntaria decisión de no acceder a la 
formalización del vínculo matrimonial conforme a las previsiones legales, las cuales ni en su 
forma civil ni en las formas confesionales reconocidas legalmente están condicionadas a la 
pertenencia a una raza, con exclusión de las demás, ni toman siquiera como presupuesto las 
tradiciones, usos o costumbres de una determinada etnia en detrimento de otras, por lo que 
tampoco concurre en ellas una forma encubierta de discriminación de la etnia gitana (...)”.
  Sentencia núm. 72-2007 de 16 abril 
“(...) Resulta, por tanto, que el derecho a la propia imagen (art. 18.1 CE) se encuentra delimitado 
por la propia voluntad del titular del derecho que es, en principio, a quien corresponde decidir 
si permite o no la captación o difusión de su imagen por un tercero. No obstante, como ya se 
ha señalado,existen circunstancias que pueden conllevar que la regla enunciada ceda, lo que 
ocurrirá en los casos en los que exista un interés público en la captación o difusión de la imagen 
y este interés público se considere constitucionalmente prevalente al interés de la persona en 
evitar la captación o difusión de su imagen. Por ello, cuando este derecho fundamental entre 
en colisión con otros bienes o derechos constitucionalmente protegidos, deberán ponderarse 
los distintos intereses enfrentados y, atendiendo a las circunstancias concretas de cada caso, 
decidir qué interés merece mayor protección, si el interés del titular del derecho a la imagen en 
que sus rasgos físicos no se capten o difundan sin su consentimiento o el interés público en la 
captación o difusión de su imagen(...)”.
“(...) en este sentido ha de tenerse presente que el examen de la fotografía y del texto que la 
acompaña pone de manifi esto que estamos ante un documento que reproduce la imagen de 
una persona en el ejercicio de un cargo público –la propia demandante de amparo admite 
expresamente que por su condición de Sargento de la policía municipal de Madrid desempeña 
un cargo público– y que la fotografía en cuestión fue captada con motivo de un acto público 
(un desalojo por orden judicial, que para ser llevado a cabo precisó del auxilio de los agentes 
de la policía municipal, ante la resistencia violenta de los afectados), en un lugar público (una 
calle de un barrio madrileño), por lo que en modo alguno resulta irrazonable concluir, como 
se razona en la Sentencia impugnada, que concurre el supuesto previsto en el art. 8.2 a) de la 
Ley Orgánica 1/1982, de 5 de mayo, de protección civil del derecho al honor, a la intimidad 
personal y familiar y a la propia imagen (...)”.
 Sentencia núm. 128-2007 de 4 junio 
“(...) es, pues, la publicación de una doble circunstancia personal del demandante, su situación 
familiar de cura casado con hijos y la pertenencia a un movimiento contrario a la ortodoxia 
católica, lo que constituye la base fáctica de lo que en la nota del Obispado de Cartagena se 
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considera causa de escándalo según la doctrina de la religión católica (...)”. 
“(...) la apreciación de tal justifi cación entraña un juicio de valor, que no puede hacerse, en su 
caso, sino con criterios de índole religiosa. La idea de escándalo supone una referencia axiológica 
o valorativa de una conducta o situación contempladas desde la perspectiva de mandatos, 
normas o principios de un determinado contenido, de modo que el hecho de que una conducta 
o situación pueda ser considerada como escandalosa desde el prisma de un concreto conjunto 
de mandatos, normas o principios, por los que comulgan con los mismos, no quiere decir que 
necesariamente tenga que merecer la misma consideración si es valorada desde un conjunto 
distinto de mandatos, normas o principios. La posible diferencia valorativa de unos mismos 
hechos según el marco axiológico en que se consideren no puede suscitar así recelo alguno. La 
doble esfera valorativa de unas mismas situaciones es consecuencia lógica de la coexistencia en 
el ámbito social regulado por las Leyes del Estado de concepciones religiosas distintas. Sería 
contrario al deber de neutralidad del Estado impuesto por el art. 16.3 CE, según se indicó antes, 
que el Estado pretendiese negar el carácter religioso de la valoración de unas conductas en el 
seno intraeclesial, por el hecho de que esas mismas conductas puedan merecer una valoración 
diferente en un ámbito extraeclesial (...)”.
  Sentencia núm. 235-2007 de 7 noviembre 
“(...) de ese modo, el ámbito constitucionalmente protegido de la libertad de expresión no puede 
verse restringido por el hecho de que se utilice para la difusión de ideas u opiniones contrarias 
a la esencia misma de la Constitución –y ciertamente las que se difundieron en el asunto que ha 
dado origen a la presente cuestión de inconstitucionalidad resultan repulsivas desde el punto 
de vista de la dignidad humana constitucionalmente garantizada– a no ser que con ellas se 
lesionen efectivamente derechos o bienes de relevancia constitucional. Para la moral cívica 
de una sociedad abierta y democrática, sin duda, no toda idea que se exprese será, sin más, 
digna de respeto. Aun cuando la tolerancia constituye uno de los «principios democráticos 
de convivencia» a los que alude el art. 27.2 CE, dicho valor no puede identifi carse sin más 
con la indulgencia ante discursos que repelen a toda conciencia conocedora de las atrocidades 
perpetradas por los totalitarismos de nuestro tiempo. El problema que debemos tomar en 
consideración es el de si la negación de hechos que pudieran constituir actos de barbarie o 
su justifi cación tienen su campo de expresión en el libre debate social garantizado por el art. 
20 CE o si, por el contrario, tales opiniones pueden ser objeto de sanción estatal punitiva por 
afectar a bienes constitucionalmente protegidos. Estos límites coinciden, en lo esencial, con 
los que ha reconocido el Tribunal Europeo de Derechos Humanos en aplicación del apartado 
segundo del Art. 10 CEDH. En concreto, viene considerando (por todas, Sentencia Ergogdu & 
Ince c. Turquía, de 8 de julio de 1999) que la libertad de expresión no puede ofrecer cobertura 
al llamado «discurso del odio», esto es, a aquél desarrollado en términos que supongan una 
incitación directa a la violencia contra los ciudadanos en general o contra determinadas 
razas o creencias en particular. En este punto, sirve de referencia interpretativa del Convenio 
la Recomendación núm. R (97) 20 del Comité de Ministros del Consejo de Europa, de 30 de 
octubre de 1997, que insta a los Estados a actuar contra todas las formas de expresión que 
propagan, incitan o promueven el odio racial, la xenofobia el antisemitismo u otras formas de 
odio basadas en la intolerancia (SSTEDH Gündüz c. Turquía de 4 de diciembre de 2003, § 41; 
Erbakan c. Turquía de 6 de julio de 2006). Junto a ello, la regla general de la libertad de expresión 
garantizada en el art. 10 CEDH puede Sufrir excepciones en aplicación del art. 17 CEDH, que no 
tiene parangón en nuestro ordenamiento constitucional. En su virtud, el Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos consideró que no puedeentenderse amparada por la libertad de expresión 
la negación del Holocausto en cuanto implicaba un propósito «de difamación racial hacia los 
judíos y de incitación al odio hacia ellos» (Decisión Garaudy c. Francia, de 24 de junio de 2003) 
(...)”.
  Sentencia núm. 236-2007 de 7 noviembre 
“(...) el legislador contemplado en el art. 13 CE se encuentra asimismo limitado al regular 
aquellos derechos que, según hemos declarado, «la Constitución reconoce directamente a los 
extranjeros» (STC 115/1987, de 7 de julio, F. 2), refi riéndonos en concreto a los derechos de 
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reunión y asociación. Ello implica, de entrada, que el legislador no puede negar tales derechos 
a los extranjeros, aunque sí puede establecer «condicionamientos adicionales» respecto 
a su ejercicio por parte de aquéllos, si bien «ha de respetar, en todo caso, las prescripciones 
constitucionales, pues no puede estimarse aquel precepto [art. 13.1 CE] permitiendo que el 
legislador confi gure libremente el contenido mismo del derecho, cuando éste haya venido 
reconocido por la Constitución directamente a los extranjeros (...). Una cosa es, en efecto, 
autorizar diferencias de tratamiento entre españoles y extranjeros, y otra entender esa 
autorización como una posibilidad de legislar al respecto sin tener en cuenta los mandatos 
constitucionales» (STC 115/1987, F. 3). En tales casos, como se dice en la misma resolución, 
el mandato contenido en el precepto constitucional «constituye en puridad un contenido 
preceptivo del derecho [de asociación] que se impone al legislador en el momento de regular 
su ejercicio» por parte de los extranjeros. Para la identifi cación de estos derechos reconocidos 
ex constitutione a los extranjeros debe tenerse especialmente en cuenta, entre otros criterios, la 
dicción de los preceptos del Título I reconocedores de derechos, a los que remite el art. 13.1 CE, 
pues en ellos se hace normalmente referencia a sus titulares utilizando distintas expresiones 
(«todos», «todas las personas», «los españoles», «nadie», «los ciudadanos») o también fórmulas 
impersonales («se reconoce», «se garantiza») (...)”.
“(...) el legislador goza, en cambio, de mayor libertad al regular los «derechos de los que serán 
titulares los extranjeros en la medida y condiciones que se establezcan en los Tratados y las 
Leyes» (STC 107/1984, F. 4), o dicho de otro modo, de aquellos derechos que no son atribuidos 
directamente por la Constitución a los extranjeros pero que el legislador puede extender a los 
no nacionales «aunque no sea necesariamente en idénticos términos que los españoles» (STC 
94/1993 de 22 marzo, F. 3) (...)”.
“(...) el art. 13.1 CE no dice, en efecto, que los extranjeros dispongan de los mismos derechos que 
los españoles, siendo precisamente ese precepto el que «en nuestra Constitución establece los 
límites subjetivos determinantes de la extensión de la titularidad de los derechos fundamentales 
a los no nacionales» [Declaración del Tribunal Constitucional de 1 de julio de 1992, F. 3 b)]. Se 
trata de derechos de los cuales los extranjeros gozarán «en España», «presupuesto de la extensión 
de derechos que lleva a cabo [el art. 13.1 CE]» (STC 72/2005, de 4 de abril, F. 6). Al regular tales 
derechos la libertad del legislador es más amplia ya que puede modular las condiciones de 
ejercicio «en función de la nacionalidad de las personas, introduciendo tratamientos desiguales 
entre españoles y extranjeros», si bien aquella libertad «no es en modo alguno absoluta» (STC 
94/1993, de 22 de marzo, F. 3). Efectivamente, el art. 13 CE autoriza al legislador a establecer 
«restricciones y limitaciones» a tales derechos, pero esta posibilidad no es incondicionada por 
cuanto no podrá afectar a aquellos derechos que «son imprescindibles para la garantía de la 
dignidad de la humana que, conforme al art. 10.1 CE, constituye fundamento del orden político 
español», ni «adicionalmente, al contenido delimitado para el derecho por la Constitución o los 
Tratados Internacionales suscritos por España» (STC 242/1994 de 20 de julio, F. 4). De nuestra 
jurisprudencia se deduce que éste sería el régimen jurídico de derechos tales como el derecho 
al trabajo (STC 107/1984 de 23 de noviembre, F. 4), el derecho a la salud (STC 95/2000 de 10 
de abril, F. 3), el derecho a percibir una prestación de desempleo (STC 130/1995, de 11 de 
septiembre, F. 2), y también con matizaciones el derecho de residencia y desplazamiento en 
España (SSTC 94/1993 de 22 de marzo, F. 3; 242/1994 de 20 de julio, F. 4; 24/2000, de 31 de 
enero, F. 4) (...)”.
“(...) a lo anterior debería aún añadirse que la libertad del legislador se ve asimismo restringida 
por cuanto las condiciones de ejercicio que establezca respecto de los derechos y libertades de los 
extranjeros en España solo serán constitucionalmente válidas si, respetando su contenido esencial 
(art. 53.1 CE), se dirigen a preservar otros derechos, bienes o intereses constitucionalmente 
protegidos y guardan adecuada proporcionalidad con la fi nalidad perseguida. Ahora bien, dicha 
opción está sometida a los límites constitucionales señalados puesto que el incumplimiento de 
los requisitos de estancia o residencia en España por parte de los extranjeros no permite al 
legislador privarles de los derechos que les corresponden constitucionalmente en su condición 
de persona, con independencia de su situación administrativa. El incumplimiento de aquellos 
requisitos legales impide a los extranjeros el ejercicio de determinados derechos o contenidos de 
los mismos que por su propia naturaleza son incompatibles con la situación de irregularidad, 
pero no por ello los extranjeros que carecen de la correspondiente autorización de estancia 
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o residencia en España están desposeídos de cualquier derecho mientras se hallan en dicha 
situación en España. Así pues, en relación con el primer argumento general del presente recurso 
debemos afi rmar que el art. 13.1 CE concede al legislador una notable libertad para regular los 
derechos de los extranjeros en España, pudiendo establecer determinadas condiciones para su 
ejercicio. Sin embargo, una regulación de este tenor deberá tener en cuenta, en primer lugar, el 
grado de conexión de los concretos derechos con la garantía de la dignidad humana, según los 
criterios expuestos; en segundo lugar, el contenido preceptivo del derecho, cuando éste venga 
reconocido a los extranjeros directamente por la Constitución; en tercer lugar, y en todo caso, 
el contenido delimitado para el derecho por la Constitución y los Tratados Internacionales. 
Por último, las condiciones de ejercicio establecidas por la Ley deberán dirigirse a preservar 
otros derechos, bienes o intereses constitucionalmente protegidos, y guardar adecuada 
proporcionalidad con la fi nalidad perseguida. Debemos, por tanto, determinar en primer lugar 
la conexión del derecho de reunión con la garantía de la dignidad humana. Como ha quedado 
dicho en el F. 3, con cita de la STC 91/2000 de 30 de marzo, tal determinación requiere partir 
del tipo abstracto de derecho y los intereses que básicamente protege (contenido esencial) para 
precisar después en qué medida es imprescindible para la dignidad de la persona, acudiendo 
para ello a la Declaración Universal de Derechos Humanos y los demás tratados y acuerdos 
internacionales ratifi cados por España sobre las mismas materias (...)”.
“(...) por el contrario, de las expresiones como «toda persona dependiente de su jurisdicción» (art. 
1CEDH) o «los individuos que se encuentren en su territorio y estén sujetos a su jurisdicción» 
(art. 2PIDCP) no puede deducirse que los textos internacionales excluyan a los extranjeros 
ilegales de todos los derechos que los Estados se comprometen a garantizar, y así lo admite el 
Abogado del Estado (...)”.
“(...) de las disposiciones transcritas se deduce la inequívoca vinculación del derecho a la 
educación con la garantía de la dignidad humana, dada la innegable trascendencia que aquélla 
adquiere para el pleno y libre desarrollo de la personalidad, y para la misma convivencia en 
sociedad, que se ve reforzada mediante la enseñanza de los valores democráticos y el respeto a 
los derechos humanos, necesarios para «establecer una sociedad democrática avanzada», como 
reza el Preámbulo de nuestra Constitución(...)”.
“(...) en conclusión, el contenido constitucionalmente declarado por los textos a los que se refi ere 
el art. 10.1 CE del derecho a la educación garantizado en el art. 27.1 CE incluye el acceso no solo 
a la enseñanza básica, sino también a la enseñanza no obligatoria, de la que no pueden ser 
privados los extranjeros que se encuentren en España y no sean titulares de una autorización 
para residir. El precepto impugnado impide a los extranjeros menores de dieciocho años sin 
autorización de estancia o residencia acceder a la enseñanza secundaria postobligatoria, a la 
que sin embargo pueden acceder, según la legislación educativa vigente, aquellos que hayan 
obtenido el título de Graduado en Educación Secundaria Obligatoria, normalmente a la edad de 
dieciséis años. Ese derecho de acceso a la educación no obligatoria de los extranjeros menores de 
edad forma parte del contenido del derecho a la educación, y su ejercicio puede someterse a los 
requisitos de mérito y capacidad, pero no a otra circunstancia como la situación administrativa 
del menor. Por ello, debemos declarar la inconstitucionalidad del inciso «residentes» del art. 
9.3 de la Ley Orgánica4/2000, de 11 de enero, en la redacción dada por el art. 1, punto 7, de 
la Ley Orgánica 8/2000, de 22 de diciembre. En consecuencia, los razonamientos anteriores 
conducen a la inconstitucionalidad del art. 11.1 de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, en 
la redacción dada por el art. 1, punto 9, de la Ley Orgánica 8/2000, de 22 de diciembre, por ser 
contrario al art. 28.1 CE. Tal como hemos precisado, la inconstitucionalidad de ese inciso viene 
referida exclusivamente al derecho a indicarse libremente, pero no al derecho a afi liarse a una 
organización profesional, con los efectos que se expondrán en el F. 17 (...)”. 
“(...) el art. 16.3 de la Declaración Universal de Derechos Humanos y el art. 23.1 PIDCP, con 
idéntica redacción, disponen: «La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y 
tiene derecho a la protección de la sociedad y del Estado». Ahora bien, de tales preceptos no se 
deduce tampoco un criterio interpretativo del art. 18.1 CE, que llevaría a entender comprendido 
en el mismo un derecho a la reagrupación familiar. Debe coincidirse, pues, con el Abogado 
del Estado en que nuestra Constitución no reconoce un «derecho a la vida familiar» en los 
mismos términos en que la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha 
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interpretado el art. 8.1 CEDH, y menos aún un derecho fundamental a la reagrupación familiar, 
pues ninguno de dichos derechos forma parte del contenido del derecho a la intimidad familiar 
garantizado por el art. 18.1 CE. Sostiene la representación del Estado que la reagrupación 
familiar, regulada en los preceptos impugnados, constituye una modalidad de protección de la 
familia, haciendo efectivo el principio rector consagrado en el art. 39.1 CE. Distinto debe ser el 
alcance del fallo en relación con los preceptos de la Ley Orgánica 8/2000 relativos al derecho 
a la educación de naturaleza no obligatoria y al derecho a la asistencia jurídica gratuita de los 
extranjeros, cuya inconstitucionalidad debe conllevar la nulidad del inciso «residentes», que 
fi gura en cada uno de ellos, pues como se ha expuesto en los correspondientes Fundamentos 
Jurídicos tales derechos se reconocen constitucionalmente por igual a todos los extranjeros, 
independientemente de su situación administrativa (...)”.
2008 
  Sentencia núm. 12-2008 de 29 enero 
“(...) pues bien, tanto los textos de Derecho internacional general –entre los que destaca la 
Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, de 18 
de diciembre de 1979 (ratifi cada por España mediante Instrumento de 5 de enero de 1984), en la 
que los Estados partes se comprometen a garantizar a las mujeres «en igualdad de condiciones 
con los hombres, el derecho a participar en la formulación de las políticas gubernamentales y 
en la ejecución de éstas, y ocupar cargos públicos y ejercer todas las funciones públicas en todos 
los planos gubernamentales» [art. 7 b)]–, como los gestados en el seno del Consejo de Europa 
en torno al Convenio Europeo para la protección de los derechos humanos y de las libertades 
fundamentales, de 4 de noviembre de 1950 (ratifi cado por España el 26 de septiembre de 1979), 
ponen de relieve que la búsqueda de la igualdad formal y material entre mujeres y hombres 
constituye una piedra angular del Derecho internacional de los derechos humanos (...)”.
“(...) conclusión que resulta avalada también en el ámbito del Derecho comunitario –sobre cuya 
inserción en nuestro Ordenamiento jurídico ya se pronunció este Tribunal en su Declaración 
1/2004, de 13 de diciembre–, en el que la modifi cación reciente del Tratado de la Comunidad 
Europea por el Tratado de Lisboa, de 13 de diciembre de 2007, que aún no ha entrado en vigor, ha 
dotado de mayor relieve a la promoción de la igualdad entre hombres y mujeres. Concretamente, 
a la defi nición de un objetivo transversal para todas las actividades comunitarias, consistente 
en «eliminar las desigualdades entre el hombre y la mujer y promover su igualdad», que 
ya fi guraba en el art. 3.2, se añade un nuevo art. 1 bis, de acuerdo con el cual «la Unión se 
fundamenta en los valores de respeto de la dignidad humana, libertad, democracia, igualdad, 
Estado de Derecho y respeto de los derechos humanos, incluidos los derechos de las personas 
pertenecientes a minorías. Estos valores son comunes a los Estados miembros en una sociedad 
caracterizada por el pluralismo, la no discriminación, la tolerancia, la justicia, la solidaridad y 
la igualdad entre mujeres y hombres». La inclusión de la igualdad en este cuadro de valores 
fundamentales tiene como correlato la asunción de un compromiso de fomento de la misma en 
el segundo párrafo del nuevo art. 2.3 del Tratado de la Comunidad Europea (...)”.
“(...) Sin entrar en valoraciones que no nos competen, hay que destacar que los avatares de las 
jurisprudencias italiana y francesa a que también se refi eren las partes se explican justamente 
a partir de una diferencia fundamental entre aquellos ordenamientos y el nuestro, cual es la 
de la singularidad que en nuestro caso supone la amplitud del contenido del art. 9.2 CE que se 
proyecta expresamente a la participación política y que a la idea de remover añade, además, 
las de promover y facilitar. De ahí que la introducción en los países de nuestro entorno de 
medidas similares a las aquí controvertidas haya ido precedida o acompañada, según los 
casos, de reformas constitucionales que han incorporado la idea de promoción de la igualdad 
entre hombres y mujeres en el ámbito de la representación política –superando con ello una 
visión estrechamente formal y trascendiendo a los mandatos de mera remoción de obstáculos 
para lograr su efectividad– en términos similares a los que fi guran desde un principio en la 
Constitución Española, que constituye, obviamente, nuestro único canon de constitucionalidad 
(...)”.
“(...) Resulta así evidente la diversidad de las cuestiones constitucionales que suscita la reforma 
1011El concepto de persona en la jurispridencia del Tribunal Constitucional
cuestionada, todas ellas de la mayor trascendencia por afectar a elementos muy sensibles del 
régimen electoral, que es tanto como decir del modelo de Estado democrático. Esa misma 
diversidad exige de nosotros el mayor cuidado en la identifi cación de la perspectiva de 
enjuiciamiento que haga posible el planteamiento más correcto del problema constitucional 
de fondo. El punto de partida de nuestro análisis se sitúa en el hecho de que el requisito 
del equilibrio electoral entre sexos tiene por únicos destinatarios directos a quienes pueden 
presentar candidaturas, esto es, de acuerdo con el art. 44.1 LOREG, exclusivamente a los 
partidos, federaciones y coaliciones de partidos y a las agrupaciones de electores. No se trata, 
por tanto, en puridad, de una condición de elegibilidad/causa de inelegibilidad, por lo que no 
afecta inmediatamente al derecho de sufragio pasivo individual. Es una condición referida a 
partidos políticos y a agrupaciones de electores, esto es, a entidades jurídicas que no son sujetos 
de los derechos de sufragio activo y pasivo, cuya vulneración se denuncia (...)”.
“(...) dicho de otro modo, el art. 9.2 CE expresa la voluntad del constituyente de alcanzar no solo 
la igualdad formal sino también la igualdad sustantiva, al ser consciente de que únicamente 
desde esa igualdad sustantiva es posible la realización efectiva del libre desarrollo de la 
personalidad; por ello el constituyente completa la vertiente negativa de proscripción de acciones 
discriminatorias con la positiva de favorecimiento de esa igualdad material. La incorporación de 
esa perspectiva es propia de la caracterización del Estado como social y democrático de Derecho 
con la que se abre el articulado de nuestra Constitución y que trasciende a todo el orden jurídico 
(STC 23/1984, de 20 de febrero, F. 4). Una caracterización a la que se debe reconocer pleno 
sentido y virtualidad en la interpretación del alcance de los diversos preceptos constitucionales, 
habida cuenta de que, como hemos afi rmado, «la Constitución no es la suma y el agregado de 
una multiplicidad de mandatos inconexos, sino precisamente el orden jurídico fundamental 
de la comunidad política, regido y orientado a su vez por la proclamación de su art. 1, en su 
apartado 1, a partir de la cual debe resultar un sistema coherente en el que todos sus contenidos 
encuentren el espacio y la efi cacia que el constituyente quiso otorgarles» (STC 206/1992, de 
27 de noviembre, F. 3). De modo que la caracterización de nuestro modelo de Estado como 
social y democrático de Derecho, con los valores superiores de libertad, justicia, igualdad y 
pluralismo político que dotan de sentido a esta caracterización, representa el fundamento 
axiológico para la comprensión del entero orden constitucional. Este precepto constitucional 
encomienda al legislador la tarea de actualizar y materializar la efectividad de la igualdad 
que se proyecta, entre otras realidades, en el ámbito de la representación, correspondiendo a 
este Tribunal Constitucional la función de examinar si las decisiones adoptadas al respecto son 
acordes con el marco constitucional aquí defi nido. Pues bien, en particular del art. 9.2 CE, y 
de la interpretación sistemática del conjunto de preceptos constitucionales que inciden en este 
ámbito, deriva la justifi cación constitucional de que los cauces e instrumentos establecidos por 
el legislador faciliten la participación de todos los ciudadanos, removiendo, cuando sea preciso, 
los obstáculos de todo orden, tanto normativos como estrictamente fácticos, que la impidan o 
difi culten y promoviendo las condiciones garantizadoras de la igualdad de los ciudadanos. En 
este punto cabe añadir que la igualdad sustantiva no solo facilita la participación efectiva de 
todos en los asuntos públicos, sino que es un elemento defi nidor de la noción de ciudadanía 
(...)”. 
“(...) estas previsiones no suponen un tratamiento peyorativo de ninguno de los sexos, ya que, en 
puridad, ni siquiera plasman un tratamiento diferenciado en razón del sexo de los candidatos, 
habida cuenta de que las proporciones se establecen por igual para los candidatos de uno y 
otro sexo. No se trata, pues, de una medida basada en los criterios de mayoría/minoría (como 
sucedería si se tomase en cuenta como elementos de diferenciación, por ejemplo, la raza o la 
edad), sino atendiendo a un criterio (el sexo) que de manera universal divide a toda sociedad 
en dos grupos porcentualmente equilibrados (...)”.
“(...) así pues el art. 44 bis LOREG persigue la efectividad del art. 14 CE en el ámbito de la 
representación política, donde, si bien hombres y mujeres son formalmente iguales, es evidente 
que las segundas han estado siempre materialmente preteridas. Exigir de los partidos políticos 
que cumplan con su condición constitucional de instrumento para la participación política (art. 
6CE), mediante una integración de sus candidaturas que permita la participación equilibrada de 
ambos sexos, supone servirse de los partidos para hacer realidad la efectividad en el disfrute de 
los derechos exigida por el art. 9.2 CE. Y hacerlo, además, de una manera constitucionalmente 
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lícita, pues con la composición de las Cámaras legislativas o de los Ayuntamientos se asegura la 
incorporación en los procedimientos normativos y de ejercicio del poder público de las mujeres 
(que suponen la mitad de la población) en un número signifi cativo. Ello resulta coherente, 
en defi nitiva, con el principio democrático que reclama la mayor identidad posible entre 
gobernantes y gobernados. Que los partidos políticos, dada «su doble condición de instrumentos 
de actualización del derecho subjetivo de asociación, por un lado y de cauces necesarios para 
el funcionamiento del sistema democrático, por otro» (STC 48/2003, de 12 de marzo, F. 5), 
coadyuven por imperativo legal –esto es, por mandato del legislador constitucionalmente 
habilitado para la defi nición acabada de su estatuto jurídico– a la realización de un objetivo 
previsto inequívocamente en el art. 9.2 CE no es cuestión que pueda suscitar reparos de 
legitimidad constitucional, como ahora veremos. Y es que, es su condición de instrumento para 
la participación política y de medio de expresión del pluralismo como sujetos que concurren 
a la formación y manifestación de la voluntad popular (art. 6 CE) lo que cualifi ca su condición 
asociativa como partidos y los diferencia netamente de las demás asociaciones, de manera que 
es perfectamente legítimo que el legislador defi na los términos del ejercicio de esas funciones 
y cometidos de modo que la voluntad popular a cuya formación y expresión concurren y la 
participación para la que son instrumento sean siempre el resultado del ejercicio de la libertad 
y de la igualdad «reales y efectivas» de los individuos, como expresamente demanda el art. 
9.2 CE. Es evidente que la libertad de presentación de candidaturas por los partidos (que, por 
lo demás, en ésta como en sus demás actividades están sometidos a la Constitución y a la 
Ley, como expresa el art. 6 CE) no es, ni puede ser absoluta. Ya el legislador, en atención a 
otros valores y bienes constitucionales protegidos, ha limitado esa libertad imponiéndoles 
determinadas condiciones para la confección de las candidaturas (referidas a la elegibilidad de 
los candidatos, a la residencia en algunos supuestos, o incluso a que tales candidaturas hayan 
de serlo mediante listas cerradas y bloqueadas). Esta nueva limitación del equilibrio por razón 
de sexo, pues, ni es la única, ni carece, por lo que acaba de verse, de fundamento constitucional 
(...)”.
“(...) frente a lo afi rmado en el recurso y en la cuestión, la normativa impugnada tampoco 
vulnera la libertad ideológica de los partidos políticos ni su libertad de expresión [arts. 16.1 y 
20.1 a) CE ]. No lo hace, en primer lugar, de la propia ideología feminista. Una norma como el 
art. 44 bis LOREG no hace innecesarios los partidos o idearios feministas, pero, a partir de ese 
precepto, es el propio art. 9.2 CE el que, una vez concretado en términos de Derecho positivo su 
mandato de efectividad, convierte en constitucionalmente lícita la imposibilidad de presentar 
candidaturas que quieran hacer testimonio feminista con la presentación de listas integradas 
únicamente por mujeres. En el nuevo contexto normativo es ya innecesario compensar la mayor 
presencia masculina con candidaturas exclusivamente femeninas, por la sencilla razón de que 
aquel desequilibrio histórico deviene un imposible. Cierto que un ideario feminista radical que 
pretenda el predominio femenino no podrá ser constitucionalmente prohibido, pero tampoco 
podrá pretender sustraerse al mandato constitucional de la igualdad formal (art. 14 CE) ni a las 
normas dictadas por el legislador para hacer efectiva la igualdad material tal como establece el 
9.2 CE. Por tanto, la disposición adicional segunda de la Ley Orgánica para la igualdad efectiva 
de mujeres y hombres no impide la existencia de partidos con una ideología contraria a la 
igualdad efectiva entre los ciudadanos. De ser así, habríamos de convenir con los recurrentes 
en la inconstitucionalidad de las medidas recogidas en el precepto legal impugnado pues este 
Tribunal Constitucional ya ha señalado que en nuestro sistema no tiene cabida un modelo de 
«democracia militante» que imponga la adhesión positiva al ordenamiento y, en primer lugar, a 
la Constitución (SSTC 48/2003, de 12 de marzo, F. 7, y 235/2007, de 7 de noviembre, F. 4). Antes 
bien, y como hemos indicado en la última resolución citada, nuestro régimen constitucional 
se sustenta, por circunstancias históricas ligadas a su origen, en la más amplia garantía de los 
derechos fundamentales, que no pueden limitarse en razón de que se utilicen con una fi nalidad 
anticonstitucional. Por consiguiente, el requisito de que las formaciones políticas que pretendan 
participar en los procesos electorales hayan de incluir necesariamente a candidatos de uno y 
otro sexo en las proporciones recogidas en la disposición adicional segunda de la LOIMH no 
implica la exigencia de que esas mismas formaciones políticas participen de los valores sobre 
los que se sustenta la llamada democracia paritaria. En particular, no se impide la existencia de 
formaciones políticas que defi endan activamente la primacía de las personas de un determinado 
sexo, o que propugnen postulados que pudieramos denominar «machistas» o «feministas». Lo 
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que exige la disposición adicional que nos ocupa es que cuando se pretenda defender esas tesis 
accediendo a los cargos públicos electivos se haga partiendo de candidaturas en las que se 
integran personas de uno y otro sexo (...)”.
“(...) Se pretende, en suma, que la igualdad efectivamente existente en cuanto a la división 
de la sociedad con arreglo al sexo no se desvirtúe en los órganos de representación política 
con la presencia abrumadoramente mayoritaria de uno de ellos. Una representación política 
que se articule desde el presupuesto de la divisoria necesaria de la sociedad en dos sexos es 
perfectamente constitucional, pues se entiende que ese equilibrio es determinante para la 
defi nición del contenido de las normas y actos que hayan de emanar de aquellos órganos. No 
de su contenido ideológico o político, sino del precontenido o substrato sobre el que ha de 
elevarse cualquier decisión política: la igualdad radical del hombre y la mujer. Exigir a quien 
quiera ejercer una función representativa y de imperio sobre sus conciudadanos que concurra a 
las elecciones en un colectivo de composición equilibrada en razón del sexo es garantizar que, 
sea cual sea su programa político, compartirá con todos los representantes una representación 
integradora de ambos sexos que es irrenunciable para el gobierno de una sociedad que así, 
necesariamente, está compuesta (...)”.
“(...) fi nalmente, en cuanto a la queja, que ha de entenderse referida al apartado 1 del art. 23 
CE sobre la fragmentación del cuerpo electoral, no se aprecia que las medidas controvertidas 
quiebren la unidad de la categoría de ciudadano o entrañen un riesgo cierto de disolución 
del interés general en un conjunto de intereses parciales o por categorías. Como ya hemos 
apuntado, el principio de composición equilibrada de las candidaturas electorales se asienta 
sobre un criterio natural y universal, como es el sexo. Pues bien, debemos añadir ahora que 
las previsiones de la disposición adicional segunda de la LOIMH no suponen la creación de 
vínculos especiales entre electores y elegibles, ni la compartimentación del cuerpo electoral 
en función del sexo. Los candidatos defi enden opciones políticas diversas ante el conjunto del 
electorado y, caso de recibir el respaldo de éste, lo representarán también en su conjunto y no 
solo a los electores de su mismo sexo. No cabe atender, pues, al argumento de los recurrentes 
de que el requisito de la paridad perjudica a la unidad del pueblo soberano en la medida en que 
introduce en la categoría de ciudadano –«una e indivisible» para los Diputados recurrentes– 
la divisoria del sexo. Baste decir que el Cuerpo Electoral no se confunde con el titular de la 
soberanía, esto es, con el pueblo español (art. 1.2 CE), aunque su voluntad se exprese a través 
de él. Este Cuerpo Electoral está sometido a la Constitución y al resto del Ordenamiento 
jurídico (art. 9.1 CE), en tanto que el pueblo soberano es la unidad ideal de imputación del 
poder constituyente y como tal fundamento de la Constitución y del Ordenamiento. Las causas 
determinantes de la condición de elector no afectan, por tanto, a esta unidad ideal, sino al 
conjunto de quienes, como ciudadanos, están sometidos al Ordenamiento español y no tienen, 
en cuanto tales, más derechos que los que la Constitución les garantiza, con el contenido que, 
asegurado un mínimo constitucional indisponible, determine el legislador constituido (...)”.
  Sentencia núm. 60-2008 de 26 mayo 
“(...) esta sujeción estricta a la Ley supone que la libertad de criterio en que estriba la independencia 
judicial no sea orientada a priori por simpatías o antipatías personales o ideológicas, por 
convicciones e incluso por prejuicios o, lo que es lo mismo, por motivos ajenos a la aplicación 
del Derecho. En defi nitiva, la obligación de ser ajeno al litigio puede resumirse en dos reglas: 
primera, que el Juez no puede asumir procesalmente funciones de parte; segunda, que no 
puede realizar actos ni mantener con las partes relaciones jurídicas o conexiones de hecho que 
puedan poner de manifi esto o exteriorizar una previa toma de posición anímica a su favor o en 
contra (STC 5/2004, de 16 de enero, F. 2). Ahora bien, según la misma doctrina, aun cuando es 
cierto que en este ámbito las apariencias son muy importantes, porque lo que está en juego es 
la confi anza que en una sociedad democrática los Tribunales deben inspirar a los ciudadanos, 
no basta con que tales dudas o sospechas sobre su imparcialidad surjan en la mente de quien 
recusa, sino que es preciso determinar caso a caso si las mismas alcanzan una consistencia tal 
que permitan afi rmar que se hallan objetiva y legítimamente justifi cadas (SSTC 69/2001, de 17 
de marzo, FF. 14 y 16; 140/2004, de 13 de septiembre, F. 4). Por ello la imparcialidad del Juez 
ha de presumirse y las sospechas sobre su idoneidad han de ser probadas (SSTC 170/1993, de 
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27 de mayo, F. 3; 162/1999, de 27 de septiembre, F. 5) y han de fundarse en causas tasadas e 
interpretadas restrictivamente sin posibilidad de aplicaciones extensivas o analógicas (...)”.
  Sentencia núm. 92-2008 de 21 julio 
“(...) es cierto que la propia exposición de motivos, al explicar la medida, hace referencia al 
«despido motivado» por razón de embarazo, pero dichos términos no imponen necesariamente 
una conclusión contraria a la obtenida. Es evidente que la fi nalidad esencial de la norma es la 
de combatir los despidos discriminatorios, los despidos «motivados» por razón de embarazo, 
lo que constituye, como decíamos, uno de los principales desafíos a los que ha de hacer frente el 
derecho a la no discriminación por razón de sexo en las relaciones laborales, y es lógico que así lo 
resalte el texto en el que se exponen los motivos de la norma. Pero que sea ésa la fi nalidad última 
no implica que el instrumento elegido por el legislador para su articulación no pueda consistir en 
una garantía objetiva y automática, que otorgue la protección al margen de cualquier necesidad 
de prueba del móvil discriminatorio, como en el presente caso ocurre. Se confi gura así por el 
legislador un mecanismo de garantía reforzada en la tutela de las trabajadoras embarazadas, 
reforzamiento que posee, además, una clara relevancia constitucional. En primer lugar desde 
la perspectiva prioritaria del derecho a la no discriminación por razón de sexo, que se ve 
reforzado al dispensar a la trabajadora de una prueba que en ocasiones puede ser enormemente 
complicada y cuya exigencia limitaría la efi cacia del derecho fundamental, como lo ponen de 
manifi esto no solo los diferentes recursos analizados por este Tribunal en los que, de una u otra 
forma, ha sido ésta la cuestión controvertida, sino la propia Sentencia de instancia dictada en este 
procedimiento, sufi cientemente expresiva de la difi cultad probatoria al considerar fi nalmente 
no acreditado que la empresa tuviera conocimiento del embarazo de la trabajadora en la fecha 
del despido pese a afi rmar que «es lógico suponer» que sí lo tuviera. Se exime con ello, además, 
de la necesidad de demostrar el conocimiento por un tercero de un hecho que pertenece a la 
esfera más íntima de la persona y que la trabajadora puede desear mantener, legítimamente, 
fuera del conocimiento de los demás y, en particular, de la empresa, por múltiples razones, 
incluida la del deseo de preservar un puesto de trabajo que puede entender amenazado como 
consecuencia del embarazo. Exonerar de esta prueba del conocimiento del embarazo y, con 
ella, de toda obligación de declaración previa, sustituyéndola por la prueba en caso de despido 
de un hecho físico objetivo como es el embarazo en sí, constituye, sin duda, una medida de 
fortalecimiento de las garantías frente al despido de la trabajadora embarazada, al tiempo que 
plenamente coherente con el reconocimiento de su derecho a la intimidad personal y familiar 
(art. 18.1 CE). Del mismo modo que, por defi nición, constituye también un reforzamiento de las 
restantes fi nalidades constitucionales a las que sirve la medida no directamente relacionadas 
con la tutela antidiscriminatoria, ya sean éstas las relacionadas con la protección de su salud 
y seguridad a las que alude la Directiva comunitaria, ya sean las referidas a la protección de 
la familia y de los hijos, amparando la libre determinación de la trabajadora en favor de su 
maternidad con una «garantía de indemnidad» reforzada (...)”.
“(...) Sin embargo, una vez que el legislador ha optado por un desarrollo concreto del art. 14 CE, 
que incrementa las garantías precedentes conectándolas con una tutela también reforzada de 
otros derechos y bienes constitucionalmente protegidos, no puede el órgano judicial efectuar 
una interpretación restrictiva y ajena a las reglas hermenéuticas en vigor que prive al precepto 
legal de aquellas garantías establecidas por el legislador y con las que la trabajadora podía 
razonablemente entenderse amparada en su determinación personal, pues con ello se estaría 
impidiendo la efectividad del derecho fundamental de acuerdo con su contenido previamente 
defi nido (STC 229/2002, de 9 de diciembre [ RTC 2002, 229], F. 4). Tal decisión no satisface las 
exigencias del canon de razonabilidad y motivación reforzadas y de efectividad del derecho 
fundamental que impone la afectación –particularmente intensa, en el presente caso– del 
derecho a la no discriminación por razón de sexo de la trabajadora y de los restantes derechos 
y bienes constitucionalmente relevantes implicados (...)”.
  Sentencia núm. 103-2008 de 11 septiembre 
“(...) para califi car una consulta como referéndum o, más precisamente, para determinar si 
una consulta popular se verifi ca «por vía de referéndum» (art. 149.1.32ª CE) y su convocatoria 
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requiere entonces de una autorización reservada al Estado, ha de atenderse a la identidad 
del sujeto consultado, de manera que siempre que éste sea el cuerpo electoral, cuya vía de 
manifestación propia es la de los distintos procedimientos electorales, con sus correspondientes 
garantías, estaremos ante una consulta referendaria (...)”.
“(...) en nuestro sistema de democracia representativa, en el que la voluntad soberana tiene su 
lugar natural y ordinario de expresión en las Cortes Generales (art. 66.1 CE) y las voluntades 
autonómicas en los respectivos Parlamentos de las Comunidades Autónomas, los mecanismos 
de participación directa en los asuntos públicos quedan restringidos a aquellos supuestos en 
los que la Constitución expresamente los impone (caso de la reforma constitucional por la vía 
del art. 168 CE y de los procedimientos de elaboración y reforma estatutarios previstos en los 
arts. 151.1 y 2 y 152.2 CE) o a aquellos que, también expresamente contemplados, supedita a la 
pertinente autorización del representante del pueblo soberano (Cortes Generales) o de una de 
sus Cámaras (...)”.
“(...) nuestra democracia constitucional garantiza, de manera muy amplia, la participación de 
los ciudadanos en la vida pública y en el destino colectivo, decidiendo éstos, periódicamente, 
a través de las elecciones de representantes en las Cortes Generales (arts. 68 y 69 CE), en los 
Parlamentos autonómicos (art. 152.1 CE y preceptos de todos los Estatutos de Autonomía) y en 
los Ayuntamientos (art. 140 CE), acerca del destino político de la comunidad nacional en todas 
sus esferas, general, autonómica y local. Más aún, la Constitución incluso asegura que solo los 
ciudadanos, actuando necesariamente al fi nal del proceso de reforma, puedan disponer del 
poder supremo, esto es, del poder de modifi car sin límites la propia Constitución (art. 168 CE). 
Nuestra Constitución garantiza, de esa manera, a través de los procedimientos previstos en 
ella, en los Estatutos de Autonomía y en las demás Leyes, uno de los sistemas democráticos más 
plenos que cabe encontrar en el Derecho Constitucional comparado. Se trata de una democracia 
representativa como regla general, complementada con determinados instrumentos de 
democracia directa, que han de operar, como es lógico y constitucionalmente exigido, no como 
minusvaloración o sustitución sino como reforzamiento de esa democracia representativa. 
Así, la participación directa del cuerpo electoral en el procedimiento legislativo se restringe 
al ejercicio de una facultad de iniciativa (art. 87.3 CE) sobre cuya suerte deciden con perfecta 
autonomía, y ajenas a todo mandato imperativo (art. 67.2 CE), las Cortes Generales, del mismo 
modo que la manifestación de su voluntad respecto de determinados asuntos de trascendencia 
política a través del referéndum solo puede verifi carse si media la oportuna autorización del 
Congreso de los Diputados (art. 92.2 CE), autorización que, por lo demás, es inexcusable por 
necesaria para que la voluntad expresada con la consulta sea efectivamente la del cuerpo 
electoral, órgano que solo se manifi esta válida y legítimamente a través de un procedimiento con 
todas las garantías propias de los procesos electorales, entre ellas el concurso del Poder Judicial 
del Estado, sea en el ejercicio de la jurisdicción contencioso-electoral, sea con la participación 
de Jueces y Magistrados en la composición de las Juntas Electorales. Y dicho concurso solo es 
posible, como es connatural a la confi guración constitucional del Poder Judicial y al estatuto de 
los Jueces y Magistrados, de acuerdo con la regulación estatal establecida al efecto (...)”.
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  Sentencia núm. 37-2009 de 9 febrero 
“(...) la mera posibilidad de que una reivindicación, en este caso de un derecho como el del 
sufragio activo y pasivo para todas las personas residentes en un determinado territorio, pueda 
incidir de una u otra forma en el electorado, se muestra como hipótesis insufi ciente para limitar 
el derecho de reunión en período electoral (...)”.
  Sentencia núm. 70-2009 de 23 marzo 
“(...) entrando ya al fondo del asunto, constituye doctrina consolidada de este Tribunal que el 
derecho a la intimidad personal garantizado por el art. 18.1 CE, estrechamente vinculado con 
el respeto a la dignidad de la persona (art. 10.1 CE), implica la existencia de un ámbito propio 
y reservado frente a la acción y el conocimiento de los demás, necesario, según las pautas de 
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nuestra cultura, para mantener una calidad mínima de la vida humana (...)”.
“(...) dentro de ese ámbito propio y reservado frente a la acción y el conocimiento de los demás 
que preserva el derecho a la intimidad contenido en el art. 18.1 CE, se comprende, sin duda, 
la información relativa a la salud física o psíquica de una persona, en la medida en que los 
datos que a la salud se refi eren constituyen un elemento importante de su vida privada (en este 
sentido STEDH de 10 de octubre de 2006, caso L.L. c. Francia, § 32) (...)”.
“(...) parece ciertamente discutible que en este caso concurriera un interés legítimo al que se 
ordenaba el descubrimiento de la información clínica íntima. El interés público por garantizar 
la calidad en la prestación de un servicio público, en este caso el educativo, que además implica 
la garantía del disfrute del derecho fundamental a la educación (art. 27.1 CE) y en el que está 
involucrado la protección de los menores (art. 39.4 CE), es causa legítima que puede justifi car 
el apartamiento de un funcionario –en este caso un profesor de enseñanza secundaria– de sus 
funciones docentes, si se entiende que su estado de salud no le permite atender adecuadamente 
a sus obligaciones y, por tanto, a la prestación debida del servicio educativo que es presupuesto 
indispensable para el disfrute, por parte de los alumnos, del derecho a la educación que 
constitucionalmente se les reconoce. El mismo interés público, acrecentado por el interés en 
preservar la salud (art. 43.1 CE) de aquél a quien se considera aquejado de una enfermedad 
que le impide desempeñar adecuadamente su trabajo y de los terceros con quienes deberá 
relacionarse en el curso de su actividad, puede justifi car que la Administración pública acceda 
a determinados datos de su historia clínica, si ese acceso se entiende imprescindible para poder 
preservar los intereses en confl icto (...)”.
“(...) nada se dice ni en las resoluciones administrativas ni en la resolución judicial acerca de la 
necesidad de invadir la intimidad de la persona sobre cuya jubilación se decidía, y de hacerlo a 
través de la incorporación y utilización de informes privados sobre su salud psíquica. Tampoco, 
por lo demás, resulta evidente la necesidad de este recurso limitativo de la intimidad a la vista 
de la abundante documentación aportada al expediente y peculiarmente de la existencia de 
otros informes médicos y, en principio, de la posibilidad de evaluar la capacidad laboral del 
recurrente a través de los testimonios de sus superiores, o de sus compañeros, o incluso de los 
alumnos a los que impartía clase (...)”.
  Sentencia núm. 77-2009 de 23 marzo 
“(...) en efecto, las diversas expresiones recogidas en los reportajes referidas a la condición 
homosexual del afectado y a su actividad sexual pueden califi carse de formalmente injuriosas 
en el contexto empleado, apareciendo desvinculadas de cualquier fi nalidad informativa y del 
objetivo de formación de una opinión pública libre. Así, el empleo del término «mariquita» 
para referirse a la orientación sexual de don V. L.C. y los califi cativos que se emplean son 
despectivos respecto de su orientación sexual e innecesarios para el objetivo informativo 
que se perseguía, tratándose de meras descalifi caciones personales que repercuten sobre su 
consideración o dignidad individual, por lo que no quedan amparadas por el derecho a la 
libertad de expresión. Del mismo modo, los datos relativos a su propia actitud y actividad 
sexual en el momento de la detención son también datos íntimos que en la concreta forma 
que fueron difundidos carecen de trascendencia informativa y resultaban innecesarios para 
transmitir a la opinión pública la información sobre los hechos que constituían el objeto de los 
reportajes y cuya difusión constituye igualmente una intromisión en el honor del afectado que 
no encuentra cobertura en el derecho a la libertad de expresión (...)”.
  Sentencia núm. 87-2009 de 20 abril 
“(...) es, en consecuencia, necesario partir de la incontrovertible premisa de que nos encontramos 
ante un caso de sucesión testamentaria, esto es, de sucesión voluntaria, donde la voluntad del de 
cuius es Ley de la sucesión. Conviene en segundo término resaltar que la cláusula testamentaria 
contiene un típico evento de sustitución fi deicomisaria condicional, si sine liberis decesserit, 
modalidad, generalizada en Cataluña con la intención de conservar el patrimonio en el seno de 
la familia (como se reconoce en nuestra sentencia de 12 de junio de 1995), que se caracteriza por 
una disposición en favor del hijo –primogénito comúnmente– que queda gravada de restitución 
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en favor de los demás hermanos para el caso en que el primero fallezca sin dejar hijos o sin 
dejar hijos en edad de testar (art. 174 de la Compilació de Dret civil de Catalunya, 196 y sigts., 
del Codi de Successions per causa de mort). Se trata entonces de una institución sucesiva de 
heredero, ya que, como pone de relieve la doctrina romanista, toda la esencia de la herencia 
fi deicomisaria se centra en el ordo successivus impuesto por el causante, lo que determina 
atribuir inicialmente al fi duciario la condición de heredero y que los fi deicomisarios devengan 
también herederos del fi deicomitente aunque le sucedan no de forma directa o inmediata, sino 
después de extinguirse la titularidad del primer instituido o heredero fi duciario (...)”.
“(...) la expresión hijos legítimos no comprende a los hijos adoptivos. La distinción entre 
hijos matrimoniales (o legítimos en la acepción tradicional) y no matrimoniales se proyecta 
únicamente en relación con los hijos por naturaleza, es decir, los nacidos en el seno de una unión 
heterosexual, mientras que la categoría de los hijos adoptivos es ajena a esta subdistinción entre 
hijos matrimoniales y no matrimoniales de los hijos por naturaleza. Esta Sala tiene dicho que 
«La Ley estatal de 24 de abril de 1958, reformadora del Código Civil en materia de adopción, 
confi rió al adoptado la condición de hijo respecto al padre y/o madre adoptantes, pero no le 
atribuyó el status familiae en relación a la del adoptante, ya que según el art. 174 del Código la 
adopción establecía un vínculo de parentesco entre el adoptante, el adoptado y su descendencia 
legítima, pero no respecto a la familia del adoptante. En Cataluña, la Compilació de Dret civil 
de 1960, en su art. 248, establecía que los hijos adoptivos solo eran llamados a la sucesión 
intestada del padre o madre adoptantes, pero no a la sucesión intestada de otros parientes de los 
adoptantes, en consonancia con el criterio expuesto de que la adopción originaba únicamente 
un status fi lii y no un status familiae. Véase, en tal sentido y con extensión, nuestra sentencia, 
ya citada, de 19 de julio de 1993 (...)”.
  Sentencia núm. 127-2009 de 26 mayo 
“(...) y ciertamente merece ser subrayada la diferenciación punitiva que se produce entre los 
supuestos comparados. Por la notoria diferencia de los marcos penales iniciales y por el hecho 
de que frente a la consideración como delito de la coacción leve del varón a la mujer que es 
o fue su pareja afectiva (art. 172.2 CP) se califi que como falta la coacción leve hacia persona 
vinculada con el autor por alguna de las relaciones familiares, de guarda o de custodia a las 
que se refi ere el art. 173.2 CP (art. 620, párrafo 3 CP), con la signifi cativa levedad comparativa 
que esta califi cación como falta supone tanto en el reproche social como, según se ha anotado 
ya, en consecuencias jurídicas derivadas de la pena o relacionadas con la misma. Es notorio 
que, en comparación a lo que sucede con las faltas, la imputación a título de delito comporta 
un sometimiento al procedimiento penal que puede resultar especialmente gravoso, y que 
ya dicha imputación, pero sobre todo la condena como autor o partícipe de un delito, puede 
incidir en la consideración social de la persona afectada, que queda de facto sometido a cierto 
riesgo de estigmatización (...)”.
“(...) es preciso señalar, en fi n, en esta valoración constitucional de las distintas consecuencias 
de los supuestos diferenciados, que el párrafo segundo del art. 172.2 CP impone la misma pena 
«al que de modo leve coaccione a una persona especialmente vulnerable que conviva con el 
autor», con lo que se equiparan punitivamente a las coacciones leves del varón hacia quien es 
o fue su pareja femenina ciertas otras coacciones leves en el seno de tales relaciones: las que 
reciba una persona especialmente vulnerable (hombre o mujer) que conviva con el autor o con 
la autora (...)”.
  Sentencia núm. 140-2009 de 15 junio 
“(...) en efecto, baste recordar a esos efectos, teniendo presente que por mandato del art. 10.2 
CE, las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución 
reconocen deben ser interpretados de conformidad con la Declaración universal de derechos 
humanos y los tratados y acuerdos internacionales sobre la misma materia ratifi cados por 
España, que el art. 39.1 CE establece que los poderes públicos asegurarán la protección social, 
económica y jurídica de la familia, y que, en relación con ello, la jurisprudencia del Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos ha reiterado que en los supuestos de expulsión, tanto cuando 
son consecuencia de una infracción penal como en aplicación de la normativa administrativa 
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de extranjería, el arraigo familiar puede actuar como límite a la expulsión, porque la ejecución 
de la misma podría no resultar proporcionada al fi n legítimo perseguido por la medida, esto es 
la garantía del orden público, vulnerando de ese modo el derecho a la vida privada y familiar 
reconocido en el art. 8.1 del Convenio europeo de derechos humanos (CEDH; por todas, 
SSTEDH de 2 de agosto de 2001, caso Boultif c. Suiza, o de 17 de abril de 2003, caso Yilmaz c. 
Alemania). Igualmente, tampoco cabe obviar que el art. 39.4 CE establece que los niños gozarán 
de la protección prevista en los acuerdos internacionales que velan por sus derechos y, en 
relación con ello, que el art. 3.1 de la 1 (ratifi cada por Instrumento de 30 de noviembre de 1990 y 
publicada en el BOE núm. 313, de 31 de diciembre de 1990), establece que en todas las medidas 
que tomen, entre otros, las autoridades administrativas en que puedan resultar concernidas los 
niños de ser de consideración primordial atender a los intereses superiores del niño (...)”.
  Sentencia núm. 148-2009 de 15 junio 
“(...) que si bien los testigos no reconocieron al recurrente como una de las tres personas que 
tenían sometida a vigilancia a la sucursal días antes del robo, ello fue debido a que los testigos 
no aportaron sus características y que a pesar de que las diversas huellas y elementos de ADN 
hallados no se correspondían con los de los acusados, en el lugar pudo haber otras muchas 
personas antes de la investigación(...)”.
  Sentencia núm. 158-2009 de 29 junio 
“(...) Su vez, la Ley Orgánica 1/1982, de 5 de mayo, sobre protección del derecho al honor, a la 
intimidad y a la propia imagen, tras establecer que no se apreciará intromisión ilegítima en el 
ámbito protegido cuando el titular del derecho hubiere prestado su consentimiento expreso al 
efecto (art. 2), precisa seguidamente en su art. 3, en cuanto a los menores de edad (e incapaces) 
que su consentimiento deberá ser prestado por ellos mismos, si sus condiciones de madurez 
lo permiten y, de no ser así, el consentimiento habrá de otorgarse mediante escrito por sus 
representantes legales, quienes estarán obligados a poner en conocimiento previo del Ministerio 
Fiscal el consentimiento proyectado, habiendo de resolver el Juez si en el plazo de ocho días el 
Ministerio Fiscal se opusiere (...)”.
“(...) Si bien incluso ese consentimiento será inefi caz para excluir la lesión del derecho a la 
propia imagen del menor si la utilización de su imagen en los medios de comunicación puede 
implicar menoscabo de su honra o reputación, o ser contraria a sus intereses (art. 4.3 de la Ley 
Orgánica 1/1996) (...)”.
  Sentencia núm. 197-2009 de 28 septiembre 
“(...) permite constatar que en ellas se especifi ca quién es la persona objeto de la investigación 
(don R. M. R.), cuál es el delito investigado (tráfi co de drogas a gran escala y mediante 
organización) y cuáles son los números de teléfono cuya intervención se solicita”
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  Sentencia núm. 9-2010 de 27 abril
“(...) ante todo, debe tenerse en cuenta que la conclusión alcanzada por la Sentencia impugnada 
en este amparo, en el sentido de que la expresión «hijos legítimos» empleada por el testador 
no comprende a los hijos adoptados, no se deduce de manera inequívoca de la formulación 
literal de la cláusula testamentaria, sino que es producto de la interpretación que de aquella 
expresión realiza el órgano judicial, de manera que la exclusión de las demandantes de amparo 
del llamamiento a la herencia no tiene su origen directo en el ejercicio de la libertad de testar 
sino en el de la jurisdicción. En efecto, una vez sentado que la voluntad del testador es la Ley de 
la sucesión y que ésta debe ser interpretada de conformidad con el sentido literal del testamento 
(art. 675 CC), la legislación aplicable y los términos en los que estaba formulada la disposición 
testamentaria otorgaban en este supuesto a los órganos judiciales un margen de arbitrio dentro 
del cual éstos podían realizar legítimamente interpretaciones diversas de la expresión «hijos 
legítimos». Por un lado, dicha expresión podía interpretarse de conformidad con el signifi cado 
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que tenía en el marco de la legislación vigente en el momento de otorgar el testamento o, en 
su caso, de fallecer el causante. Éste es el criterio empleado por la Sentencia aquí impugnada 
que, con cita de jurisprudencia del Tribunal Supremo, al igual que las resoluciones de las que 
trae causa, entiende que, en el presente caso, la voluntad del testador «es clara, tanto en su 
interpretación literal, como puesta en relación con las disposiciones legales vigentes en el 
momento en que es expresada, año 1927, cuanto en el momento en que se abre la sucesión, año 
1945», de forma que «el llamamiento a favor de los hijos –para los puestos en condición– solo 
comprende a los legítimos y a los legitimados por subsiguiente matrimonio, nunca a los naturales 
ni a los adoptivos». Por otro lado, sin embargo, el supuesto que afronta la Sentencia impugnada 
se caracteriza porque, aunque el testamento se otorgó y el causante falleció mucho antes de 
1978, la condición correspondiente a la sustitución fi deicomisaria se verifi có con posterioridad 
a la entrada en vigor de la Constitución, de tal manera que también podía entenderse que 
la voluntad del testador expresada en el testamento debe ser interpretada de conformidad 
con la situación jurídica propia del momento en que ha de ejecutarse la sustitución. Ésta es la 
interpretación que patrocinaron en su momento las ahora demandantes de amparo, así como 
la acogida por el propio Tribunal Supremo en algunos pronunciamientos recientes (Sentencias 
de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo de 28 de junio de 2002, de 15 de diciembre de 
2005, o de 29 de septiembre de 2006). De acuerdo con este segundo planteamiento, es legítimo 
presumir que, a menos que en el testamento conste lo contrario de forma inequívoca, no es la 
voluntad del testador introducir distinciones que resulten contrarias a los fundamentos del 
sistema jurídico vigente en el momento en que se cumple la condición y han de ser ejecutadas 
las correspondientes disposiciones testamentarias (en este sentido, por ejemplo, Sentencia de la 
Sala de lo Civil del Tribunal Supremo de 29 de septiembre de 2006, F. 4) (...)”.
“(...) como advierten las recurrentes en defensa de su pretensión de amparo, ésta es también la 
doctrina auspiciada por la Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de 13 de julio 
de 2004, dictada en el asunto Pla y Puncernau c. Andorra, que juzgó un caso similar al ahora 
examinado en el que los Tribunales andorranos, tomando en consideración el momento histórico 
y jurídico en el que se otorgó testamento (1939) y aquel en que se produjo el fallecimiento de la 
causante (1949), estimaron que no podía entenderse puesto en condición un hijo adoptivo en 
la sustitución fi deicomisaria que ordenaba que quien llegara a ser heredero debía trasmitir la 
herencia a un hijo o nieto de un matrimonio legítimo y canónico. A juicio del Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos, que estima la demanda interpuesta por los recurrentes (el hijo adoptivo 
del primer instituido y su madre) y condena al Estado andorrano, la interpretación judicial que 
origina la demanda es discriminatoria y contraria a los postulados del principio de igualdad 
proclamado por el art. 14 del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos 
y de las Libertades Públicas (en adelante, CEDH), por cuanto, una vez aceptado que la cláusula 
en cuestión requería una interpretación por parte de los Tribunales internos, ésta no podría 
realizarse exclusivamente a la luz del contexto social y jurídico en vigor en el momento de la 
redacción del testamento o del fallecimiento de la testadora (1939 y 1949, respectivamente) y 
ello debido al largo período de tiempo transcurrido entre las fechas en las que se produjeron 
tales acontecimientos y el momento en el que tomó efecto la disposición testamentaria (1996), 
en el curso del cual se produjeron profundos cambios de orden social, económico y jurídico que 
han dado lugar a nuevas realidades que no pueden ser ignoradas por el Juez (...)”.
  Sentencia núm. 23-2010 de 27 abril 
“(...) con frecuencia, «este tipo de sátira es una forma de expresión artística y crítica social que 
con su contenido inherente de exageración y distorsión de la realidad persigue naturalmente 
la provocación y la agitación» (STEDH Vereinigung Bildender Künstler c. Austria, de 25 enero 
de 2007, § 33) y cuando así suceda, el uso manipulativo de la imagen ajena podrá constituir un 
ejercicio legítimo del derecho a la libertad de expresión en cuanto contribuya al mantenimiento 
de una opinión pública crítica y plural, como «condición previa y necesaria para el ejercicio 
de otros derechos inherentes al sistema democrático» (SSTC 159/1986, de 16 de diciembre, F. 
6; 77/2009, de 23 de marzo, F. 4). Sin embargo, el valor que para la formación de la opinión 
pública y la libre circulación de ideas puedan tener determinadas caricaturas, no implica que 
ésta sea la única fi nalidad imaginable de tales creaciones (...)”.
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“(...) de ese modo, también resulta evidente que en ocasiones la manipulación satírica de una 
fotografía puede obedecer a intenciones que no gozan de relevancia constitucional sufi ciente 
para justifi car la afectación del derecho reconocido en el art. 18.1 CE, por venir desvinculadas de 
los objetivos democráticos reseñados. De hecho, a menudo, como señalamos en la STC 176/1995, 
de 11 de diciembre, F. 5, «el propósito burlesco, animus iocandi, se utiliza precisamente como 
instrumento del escarnio» y, sin duda, cabe imaginar la difusión de caricaturas comercializadas 
por mero objetivo económico o incluso creadas con la específi ca intención de denigrar o difamar 
a las personas representadas (cfr. STEDH Aguilera Jiménez y otros c. España, de 8 de diciembre 
de 2009, § 32 y ss). En estos casos, la ausencia de un interés público constitucionalmente 
defendible priva de justifi cación a la intromisión en el derecho a la propia imagen, de tal modo 
que si se usa ésta sin consentimiento de su titular puede resultar lesionado el citado derecho 
fundamental garantizado en el art. 18.1 CE (...)”.
  Sentencia núm. 31-2010 de 28 junio 
“(...) el art. 15 EAC dispone en su primer apartado que «[l]os ciudadanos de Cataluña son 
titulares de los derechos y deberes reconocidos por las normas a que se refi ere el artículo 
4.1», precepto éste, no impugnado, que prescribe a los poderes públicos catalanes el deber 
de promover el ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en el propio Estatuto, en la 
Constitución y en los tratados y convenios internacionales suscritos por España en materia de 
derechos y libertades fundamentales. El art. 15.2 EAC, por su lado, proclama el derecho de todos 
«a vivir con dignidad, seguridad y autonomía, libres de explotación, de malos tratos y de todo 
tipo de discriminación» así como «al libre desarrollo de su personalidad y capacidad personal». 
En fi n, el art. 15.3 EAC dispone que los derechos reconocidos en el Estatuto «pueden extenderse 
a otras personas, en los términos que establezcan las Leyes». Los recurrentes fundamentan 
su impugnación del art. 15 EAC, además de en las consideraciones generales referidas a la 
totalidad del título I del Estatuto, en un supuesto exceso de las reservas establecidas en los arts. 
81.1 y 147.2 CE, así como en la infracción del art. 11 CE, si bien a este último respecto la demanda 
se limita a señalar la inconstitucionalidad del precepto estatutario sin desarrollar las razones 
que pudieran abonar ese juicio. Con todo, es evidente que una proclamación tan genérica y 
abstracta como la que reconoce el «derecho a vivir con dignidad, seguridad y autonomía, libres 
de explotación, de malos tratos y de todo tipo de discriminación» y el «derecho al libre desarrollo 
de su personalidad y capacidad personal» no hace del art. 15.2 EAC sino el mero enunciado 
redundante de las palabras del art. 10.1 CE y de las proclamaciones internacionales de derechos 
más principales. Ni siquiera puede hablarse aquí del caso de los preceptos estatutarios que 
reproducen normas dictadas por el Estado en el ejercicio legítimo de una competencia que no 
corresponde a la Comunidad Autónoma; tampoco del supuesto en el que se reiteran preceptos 
constitucionales referidos a derechos fundamentales específi cos, pues se trata únicamente del 
enunciado de los valores y principios en los que la Constitución fundamenta el orden político 
y la paz social. No hay, por tanto, declaración alguna de derechos subjetivos y sí, únicamente, 
la expresión formal de la voluntad de comunión del Estatuto con el fundamento declarado del 
orden de convivencia ordenado desde la Constitución (...)”. 
“(...) el art. 20 EAC reconoce el «derecho a recibir un adecuado tratamiento del dolor y cuidados 
paliativos integrales y a vivir con dignidad el proceso de su muerte» (art. 20.1 EAC), así como el 
«derecho a expresar su voluntad de forma anticipada para dejar constancia de las instrucciones 
sobre las intervenciones y los tratamientos médicos que puedan recibir»; instrucciones que, 
de acuerdo con el precepto, «deben ser respetadas en los términos que establecen las Leyes» 
(art. 20.2 EAC). La escueta referencia al art. 15 CE como fundamento de la impugnación de 
este precepto no aporta razones para apreciar su inconstitucionalidad. En cuanto al art. 20.1 
EAC baste decir que la proclamación de un derecho al tratamiento del dolor y a los cuidados 
paliativos se compadece con perfecta naturalidad con el derecho fundamental a la vida y a la 
integridad física y moral (art. 15 CE) y es, incluso, una consecuencia obligada, por implícita, 
de la garantía de ese derecho fundamental, al que, por ello, ni contradice ni menoscaba. Por 
lo mismo, «vivir con dignidad el proceso de [la] muerte» no es sino una manifestación del 
derecho a la vida digna y con el mismo alcance que para ese concepto puede deducirse de 
los arts. 10.1 y 15 CE, es decir, sin que necesariamente se implique con ello el derecho a la 
muerte asistida o a la eutanasia. Por su lado, es evidente que el derecho a dejar constancia de la 
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voluntad para el caso de no poder manifestarla en el momento de recibir tratamiento médico 
no afecta en absoluto al derecho a la vida. Sí lo hace, en cambio, la obligación de respeto a esa 
voluntad que el art. 20.2 impone al personal sanitario. Sin embargo, esa obligación lo será «en 
los términos que establecen las Leyes», según especifi ca a continuación el propio precepto. 
Leyes que naturalmente han de ser las competentes para ese cometido en función de las 
materias concurrentes en el caso, lo que de suyo remite a las dictadas por el Estado en ejercicio 
de distintas competencias (arts. 81.1 y 149.1.16 CE, entre otras). El art. 21.1 EAC proclama 
el derecho de todos a «una educación de calidad y a acceder a la misma en condiciones de 
igualdad», disponiendo que la Generalitat «debe establecer un modelo educativo de interés 
público que garantice estos derechos». Por su parte, el art. 21.2 EAC garantiza a los padres 
el derecho a que sus hijos «reciban la formación religiosa y moral que esté de acuerdo con 
sus convicciones en las escuelas de titularidad pública, en las que la enseñanza es laica». La 
imprecisa impugnación de ambos preceptos «por referencia al artículo 27 CE, en cuanto afecte 
a su núcleo esencial», según se afi rma en la demanda, no es sufi ciente para desvirtuar su 
constitucionalidad. El propio tenor de los apartados 1 y 2 del art. 21 EAC es manifi estamente 
inocuo en su contraste con los diferentes apartados del art. 27 CE, pues aseguran en idénticos 
términos el derecho a la educación. Por lo demás, la referencia del precepto a que la enseñanza 
pública «es laica» solo signifi ca, como se deduce de su tenor literal, que la enseñanza pública 
no es institucionalmente una enseñanza confi ada a las confesiones religiosas, sin perjuicio del 
derecho de las madres y los padres a «que sus hijos e hijas reciban la formación religiosa y moral 
que esté de acuerdo con sus convicciones en las escuelas de titularidad pública», como el propio 
precepto reconoce en términos plenamente respetuosos con el art. 27.3 CE y con el art. 16 CE. 
En fi n, más allá de su literalidad, la expresa referencia al art. 37.4 EAC incluida en el art. 21.2 
EAC disipa defi nitivamente cualquier riesgo de interpretación sesgada, pues se confi rma así de 
manera expresa que esos concretos derechos no pueden desarrollarse, aplicarse o entenderse 
«de forma que reduzca o limite los derechos fundamentales reconocidos por la Constitución» 
(art. 37.4). Mucho menos, por tanto, atendiendo a la preocupación de los recurrentes, que afecte 
a «su núcleo esencial» (...)”.
“(...) ello no obstante, es de señalar que el deber de disponibilidad lingüística de las entidades 
privadas, empresas o establecimientos abiertos al público no puede signifi car la imposición a 
éstas, a su titular o a su personal de obligaciones individuales de uso de cualquiera de las dos 
lenguas ofi ciales de modo general, inmediato y directo en las relaciones privadas, toda vez 
que el derecho a ser atendido en cualquiera de dichas lenguas solo puede ser exigible en las 
relaciones entre los poderes públicos y los ciudadanos. Por ello, en este ámbito de las relaciones 
entre privados no cabe entender que el Estatuto imponga de modo inmediato y directo tal 
obligación a los ciudadanos (...)”. 
“(...) por último, la atribución a la Generalitat «de competencia exclusiva sobre el personal 
laboral al servicio de la Administración de Justicia» (art. 103.4 EAC) es obvio que solo puede 
entenderse sin perjuicio de la competencia exclusiva del Estado respecto de la Administración 
de Justicia (art. 149.1.5 CE) y de la legislación laboral general (art. 149.1.7 CE). Por lo dicho, no 
puede prosperar la impugnación del art. 103 EAC (...)”. 
“(...) pues bien, precisamente en el contexto de la integración social y económica de la población 
inmigrante se insertan el conjunto de competencias o potestades, de evidente carácter 
asistencial y social que el art. 138.1 EAC atribuye a la Generalitat, las cuales en ningún caso 
puede entenderse que releguen la competencia exclusiva que el Estado ostenta en materia 
de inmigración. En este sentido, la competencia exclusiva en materia de primera acogida 
de las personas inmigradas [art.138.1 a) EAC], que los recurrentes tildan de especialmente 
inconstitucional, debe considerarse circunscrita, como revela su tenor literal, a las primeras 
actuaciones socio-sanitarias y de orientación, de modo que la exclusividad con que se defi ne 
la competencia autonómica, en cuanto manifestación de la competencia asumida en materia 
de asistencia social, resulta limitada por la competencia exclusiva reservada al Estado ex art. 
149.1.2 CE (...)”. 
  Sentencia núm. 60-2010 de 7 octubre 
“(...) la imposición de la pena de alejamiento afecta, pues, al libre desarrollo de la personalidad 
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(art. 10.1 CE) pero no a la intimidad familiar, porque lo que el derecho reconocido en el art. 18.1 
CE protege «es la intimidad misma, no las acciones privadas e íntimas de los hombres» (STC 
89/1987, de 3 de junio, F. 2), y ello por más que en ocasiones estas dos posiciones jurídicas, la 
libertad para actuar en un determinado sentido y el derecho a resguardar ese ámbito vital de la 
acción y el conocimiento de los demás, puedan aparecer solapadas en caso de que una misma 
injerencia procedente del Estado o de terceros suponga una intromisión en el espacio protegido 
por ambas (así, en el asunto resuelto por la STC 151/1997, de 29 de septiembre) (...)”.
“(...) como consecuencia del precepto impugnado sufren, por tanto, una restricción inmediata 
los derechos a elegir libremente el lugar de residencia y a circular por el territorio nacional (art. 
19.1 CE), pues son éstas las posiciones jurídicas del autor sobre las que opera directamente 
la prohibición de aproximación o, si se prefi ere, las que constituyen su objeto. Así mismo, y 
en conexión con los anteriores, la imposición de esta pena puede incidir de manera indirecta 
o mediata en el libre desarrollo de la personalidad (art. 10.1 CE), ahora tanto del autor como 
de la víctima del delito, al restringir el espacio de autonomía respecto de la decisión de 
continuar o no la relación afectiva o de convivencia que este principio constitucional protege. 
Sin embargo, de ello no se deriva sin más, como es obvio, la inconstitucionalidad de la norma 
penal impugnada, sino más bien su sujeción a un canon de control que, aunque no se agota en 
ellos (art. 53.1 CE), comprende la satisfacción por parte de la medida que incorpora de los dos 
presupuestos de constitucionalidad que resultan controvertidos en este proceso constitucional: 
de un lado, el consistente en perseguir una fi nalidad constitucionalmente legítima, en los 
términos que se expondrán a continuación, y, de otro, el relativo al cumplimiento del principio 
de proporcionalidad, cuya verifi cación exige(...)”.
“(...) la fi nalidad inmediata perseguida por el legislador mediante el art. 57.2 CP es, por tanto, 
la de proteger los bienes jurídico-constitucionales tutelados por los tipos penales a los que se 
refi ere el art. 57.1 CP –vida, integridad física, libertad, patrimonio, etc.– mediante la evitación 
de futuros ataques que no se individualizan ni solo ni principalmente por el hecho de ser 
violentos –ya que no todos esos delitos lo son–, sino sobre todo por materializarse en el seno de 
las relaciones afectivas, de convivencia, familiares o cuasifamiliares defi nidas en el propio art. 
57.2 CP. Por su parte, la protección subjetiva de la víctima frente a la futura reiteración delictiva 
por el condenado, a la que indudablemente sirve la prohibición de aproximación, al igual –
según se verá– que su contribución a las diversas manifestaciones de la función de prevención 
de la pena, no son sino los caminos a través de los cuales el precepto cuestionado persigue ese 
propósito de protección de aquellos bienes jurídicos. Así mismo, junto a esta fi nalidad directa 
o inmediata, la confi guración que del alejamiento realiza el art. 57.2 CP tiene también otras 
fi nalidades secundarias como la creación de un espacio de confi anza capaz de generar libertad 
en el disfrute de las posiciones en las que se concretan esos bienes jurídicos, así como la de 
eliminar la venganza privada y, con ello, evitar futuras lesiones de esos u otros bienes jurídicos 
(...)”.
“(...) Tanto en uno como en otro supuesto dispone, pues, el órgano judicial de un amplio 
margen de arbitrio respecto de la fi jación de la duración de la pena accesoria. Además, la regla 
especial incorporada en el art. 57.2 CP –la imposición, en todo caso, de esta pena accesoria 
en los supuestos contemplados en tal precepto– no excluye que el ejercicio de ese margen de 
arbitrio pueda realizarse atendiendo a las circunstancias consignadas en el art. 57.1 CP: la 
gravedad de los hechos y el peligro que el delincuente represente, elemento este último en 
cuya valoración adquiere un papel relevante la percepción subjetiva que de ese peligro tenga la 
víctima, así como cuáles sean sus intenciones en relación con el mantenimiento o reanudación 
de la convivencia con el agresor y la reconciliación con el mismo (...)”.
  Sentencia núm. 73-2010 de 18 octubre 
“(...) en relación con el otro aspecto, hay que partir de que la Guardia Civil, como ha recogido 
tradicionalmente su normativa, se ha caracterizado por la naturaleza «mixta» de sus funciones, 
habiéndosele encomendado históricamente al citado Cuerpo funciones, tanto de naturaleza 
militar, como otras estrictamente policiales. Asimismo, su dependencia administrativa ha 
sido dual, dependiendo del Ministerio del Interior en ejercicio de las funciones policiales y 
del Ministerio de Defensa cuando llevan a cabo misiones de carácter militar, según prevé el 
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art. 9 b) de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del 
Estado. Este doble carácter queda recogido en dicha Ley, cuyo Preámbulo, no obstante, centra 
la actuación del instituto en el ejercicio de funciones propiamente policiales de mantenimiento 
del orden y de la seguridad pública, «sin perjuicio de realizar en determinadas circunstancias 
misiones de carácter militar», asignándole como su auténtica misión en la sociedad actual la 
«garantía del libre ejercicio de los derechos y libertades reconocidos por la Constitución y la 
protección de la seguridad ciudadana», todo ello dentro del conjunto de las Fuerzas y Cuerpos 
de Seguridad. Esta peculiar naturaleza jurídica de la Guardia Civil, que ha sido defi nida en 
su normativa específi ca como un «instituto armado de naturaleza militar» [art. 9 b) de la Ley 
Orgánica 2/1986] no ha contribuido a aclarar qué régimen disciplinario debía regir para sus 
miembros. El legislador no ha querido que dicho régimen sea el aplicable al Cuerpo Nacional 
de Policía, de suerte que el art. 15.1 de la Ley Orgánica 2/1986, apelando a la naturaleza militar 
de la Guardia Civil como circunstancia diferenciadora entre ésta y las otras Fuerzas y Cuerpos 
de Seguridad del Estado, remite a su normativa específi ca a efectos disciplinarios (...)”.
“(...) llegados a este punto, ya estamos en situación de determinar si es conforme al art. 25.3 
CE que los miembros de la Guardia Civil en el desempeño de funciones no militares puedan 
ser sancionados con arresto. En efecto, la singularidad de la potestad disciplinaria de la 
Administración militar tiene reconocimiento constitucional en el propio art. 25.3 (STC 74/2004, 
de 22 de abril, F. 6), ya que, en ese ámbito, el valor primordial que la subordinación jerárquica 
y la disciplina tienen hace que el procedimiento disciplinario no pueda quedar sometido a 
las garantías procesales generalmente reconocidas para los procedimientos judiciales, pues 
su razón de ser reside en la prontitud y rapidez de la reacción frente a las infracciones de 
la disciplina militar (SSTC 21/1981, de 15 de junio, F. 9; y 44/1983, de 24 de mayo, F. 1). En 
esta misma línea, hemos recordado la imposibilidad de aplicar en tal contexto (en virtud de la 
remisión del art. 10.2 CE) las garantías de los arts. 5 y 6 CEDH, pues España, al ratifi car dicho 
Convenio, y de conformidad con el art. 64 del mismo, se ha reservado la aplicación de tales 
preceptos en la medida en que fueran incompatibles con las disposiciones que, en relación con 
el régimen disciplinario de las Fuerzas Armadas, se contienen en el Código de Justicia Militar 
(STC 21/1981, F. 10), y, posteriormente, en la Ley Orgánica 12/1985, de 27 de noviembre, del 
Régimen Disciplinario de las Fuerzas Armadas (de acuerdo con la modifi cación de la reserva, 
de 24 de septiembre de 1986). También hemos dicho que, a pesar de ello, no puede extraerse la 
conclusión de que los procedimientos militares disciplinarios puedan moverse absolutamente 
al margen de toda garantía constitucional, pues, como ya expusimos anteriormente al referirnos 
a la previsión del art. 25.3 CE, el régimen de dichos procedimientos ha de incorporar una serie 
de valores y principios de alcance universal, que han sido asumidos constitucionalmente y 
deben informar todo nuestro Ordenamiento jurídico. Por otra parte, la inicial exclusión de las 
garantías de los arts. 5 y 6 CEDH debe ser actualmente objeto de matización en relación con 
el régimen disciplinario de la Guardia Civil contenido en la Ley Orgánica 11/1991, merced 
a la interpretación realizada por el TEDH sobre la reserva formulada por España en cuanto 
a la aplicación de dichos preceptos, órgano que, como tenemos dicho, es el competente para 
interpretar y aplicar el Convenio Europeo de Derechos Humanos (STC 21/1981, F.9). En efecto, 
en la STEDH de 2 de noviembre de 2006 (caso Dacosta Silva c. España) se advierte que el 
objeto de la reserva española era el régimen disciplinario de las fuerzas armadas, regido por 
el Código de Justicia Militar vigente en el momento de la reserva y, posteriormente, por la 
Ley Orgánica 12/1985, de 27 de noviembre, que España comunicó al Consejo de Europa en 
1986, por lo que difícilmente puede sostenerse que la reserva española sea aplicable a una 
norma posterior, como es la Ley Orgánica 11/1991, que tiene por particular objeto el régimen 
disciplinario de la Guardia Civil, en tanto que régimen específi co y, en consecuencia, diferente 
del aplicable a las fuerzas armadas. En concreto, el TEDH recuerda que la reserva había y ha 
tenido siempre por objeto el «régimen disciplinario de las fuerzas armadas», y que si desde 
1991 la Guardia Civil, como «fuerza y cuerpo de seguridad del Estado» y no como «fuerza 
armada», tiene por imperativo legal (recordado por la doctrina de este Tribunal) un régimen 
disciplinario específi co, distinto del de las fuerzas armadas, y regido por una Ley Orgánica 
propia, «la reserva no puede en consecuencia extenderse a una norma que tiene por fi nalidad 
una segregación del objeto refl ejado en la reserva», pues es una pretensión contraria al CEDH 
que no puede ser aceptada (§ 37) (...)”.
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  Sentencia núm. 76-2010 de 19 octubre 
“(...) Sin embargo, cuando de la tutela de los derechos fundamentales se trata, este Tribunal ha 
de garantizar dicha tutela sin que puedan existir espacios inmunes a la vigencia de los derechos 
fundamentales (...)”.
  Sentencia núm. 133-2010 de 2 diciembre 
“(...) en efecto, pese a lo que aducen los recurrentes no nos encontramos aquí en modo alguno 
ante una laguna normativa: la cuestión de si la escolarización en la edad correspondiente a los 
hijos de los recurrentes en amparo debe o no ser obligatoria ha sido decidida expresamente, en 
sentido afi rmativo, por el legislador, pues el art. 9 de la Ley Orgánica 10/2002, de 23 de diciembre 
(RCL 2002, 3012), de Calidad de la Educación (en adelante LOCE), vigente en el momento en 
que se dicta la Sentencia del Juzgado aquí recurrida, establece que la enseñanza básica, además 
de ser obligatoria y gratuita (apartado 1) en los términos del art. 27.4 CE, «incluye diez años 
de escolaridad», de tal manera que se «iniciará a los seis años de edad y se extenderá hasta los 
dieciséis» [apartado 2; en el mismo sentido, cfr. el vigente art. 4.2 de la Ley Orgánica 2/2006, de 
3 de mayo (RCL 2006, 910), de Educación (en adelante LOE)]. Quiere ello decir que la conducta 
de los padres ahora recurrentes en amparo consistente en no escolarizar a sus hijos supone el 
incumplimiento de un deber legal –integrado, además, en la patria potestad– que resulta, por 
tanto, en sí misma antijurídica. No hay, pues, laguna normativa de ninguna clase (...)”.
“(...) así formulado el problema constitucional que plantea el presente recurso, podemos 
adelantar ya que el amparo ha de ser rechazado por dos razones, siendo la primera de ellas 
la de que la invocada facultad de los padres de elegir para sus hijos una educación ajena al 
sistema de escolarización obligatoria por motivos de orden pedagógico no está comprendida, 
ni siquiera prima facie, en ninguna de las libertades constitucionales que la demanda invoca y 
que el art. 27 CE (RCL 1978, 2836) reconoce (...)”. 
“(...) a) No lo está, en primer lugar, en la libertad de enseñanza (art. 27.1 CE) de los padres, 
que habilita a éstos, como a cualquier persona, a enseñar a otros, en este caso a sus hijos, tanto 
dentro como fuera del sistema de enseñanzas ofi ciales. En lo que respecta a la enseñanza que 
se desarrolla al margen de este último, las resoluciones impugnadas y las normas que éstas 
aplican no impiden en modo alguno que los recurrentes enseñen libremente a sus hijos fuera 
del horario escolar. Por lo que atañe a la enseñanza básica, la libertad de enseñanza de los 
padres encuentra su cauce específi co de ejercicio, por expresa determinación constitucional, en 
la libertad de creación de centros docentes (art. 27.6 CE). La libertad de enseñanza de los padres 
se circunscribe en este contexto, por tanto, a la facultad de enseñar a los hijos sin perjuicio del 
cumplimiento de su deber de escolarización, de un parte, y a la facultad de crear un centro 
docente cuyo proyecto educativo, sin perjuicio de la inexcusable satisfacción de lo previsto en 
el art. 27.2, 4, 5 y 8 CE, se compadezca mejor con sus preferencias pedagógicas o de otro orden 
(...)”.
“(...) b) La facultad invocada por los recurrentes tampoco está comprendida, en segundo lugar, 
en el derecho de todos a la educación (art. 27.1 CE), que, dejando ahora a un lado su dimensión 
prestacional, no alcanza a proteger en su condición de derecho de libertad la decisión de los 
padres de no escolarizar a sus hijos. Efectivamente, en lo que respecta a la determinación por 
los padres del tipo de educación que habrán de recibir sus hijos, ese derecho constitucional se 
limita, de acuerdo con nuestra doctrina, al reconocimiento prima facie de una libertad de los 
padres para elegir centro docente (ATC 382/1996, de 18 de diciembre [ RTC 1996, 382 AUTO], 
F. 4) y al derecho de los padres a que sus hijos reciban una formación religiosa y moral que esté 
de acuerdo con sus propias convicciones (art. 27.3 CE), un derecho éste que, pese a la apodíctica 
afi rmación realizada en tal sentido por los recurrentes, no se ve comprometido en el presente 
supuesto, en el que las razones esgrimidas por los padres para optar por la enseñanza en casa 
no se refi eren en modo alguno al tipo de formación moral o religiosa recibida por sus hijos, 
sino a razones asociadas al «fracaso escolar de la “(...) enseñanza ofi cial”» e imputadas a la 
«asistencia obligatoria a esos centros ofi ciales, ya sean públicos o privados». Más allá de este 
doble contenido, el derecho a la educación en su condición de derecho de libertad no alcanza a 
proteger, siquiera sea prima facie, una pretendida facultad de los padres de elegir para sus hijos 
por razones pedagógicas un tipo de enseñanza que implique su no escolarización en centros 
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homologados de carácter público o privado (...)”.
“(...) b) La conclusión acerca del alcance del art. 27 CE alcanzada en el fundamento jurídico 
anterior se corresponde con una interpretación sistemática de este precepto en relación con 
otros instrumentos internacionales como el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
(PIDCP) (RCL 1977, 893), cuyo art. 18.4 reconoce «la libertad de los padres y, en su caso, de los 
tutores legales, para garantizar que los hijos reciban la educación religiosa y moral que esté 
de acuerdo con sus propias convicciones», o el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales (PIDESC) (RCL 1977, 894), cuyo art. 13.3 reconoce el derecho de los padres 
o tutores a «escoger para sus hijos o pupilos escuelas distintas de las creadas por las autoridades 
públicas […] y hacer que sus hijos o pupilos reciban la educación religiosa o moral que esté de 
acuerdo con sus propias convicciones» (...)”.
“(...) c) A la misma conclusión se llega en atención al art. 2 del Protocolo adicional al Convenio 
Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales (CEDH) 
(RCL 1999, 1190, 1572), que reconoce el derecho de los padres a asegurar que la educación y 
enseñanza de sus hijos resulte «conforme a sus convicciones religiosas y fi losófi cas», sin que, de 
acuerdo con su interpretación por parte del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH), 
éstas puedan amparar cualquier consideración independientemente de cuál sea su naturaleza 
(cfr., entre otros, Caso Kjeldsen, Sentencia de 7 de diciembre de 1976 [TEDH 1976, 5]) (...)”. 
“(...) d) Finalmente, a pesar de que en su art. 14 la Carta de los Derechos Fundamentales de 
la Unión Europea (CDFUE) (RCL 2008, 1437 y RCL 2009, 868) reconoce el «derecho de los 
padres a garantizar la educación y la enseñanza de sus hijos conforme a sus convicciones 
religiosas, fi losófi cas y pedagógicas», esta última precisión debe entenderse referida a aquellas 
opciones pedagógicas que resulten de convicciones de tipo religioso o fi losófi co, puesto que 
el art. 14 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea «se inspira tanto 
en las tradiciones constitucionales comunes a los Estados miembros como en el artículo 2 del 
Protocolo Adicional al CEDH», sin que la referencia a las convicciones pedagógicas se encuentre 
entre las ampliaciones de este último precepto reconocidas en las explicaciones elaboradas 
bajo la autoridad del Praesidium de la Convención que redactó la Carta y actualizadas bajo la 
responsabilidad del Praesidium de la Convención Europea, y que, conforme establece la propia 
Carta el Preámbulo y en su art. 52.7, han de servir a una interpretación genética de los derechos 
por ella reconocidos (...)”.
“(...) el art. 27.4 CE dispone que la enseñanza básica será obligatoria, pero no precisa que 
ésta deba confi gurarse necesariamente como un período de escolarización obligatoria, de tal 
manera que la decisión del legislador de imponer a los niños de entre seis y dieciséis años el 
deber de escolarización en centros docentes homologados –y a sus padres el correlativo de 
garantizar su satisfacción–, lejos de ser una operación de pura ejecución constitucional, es una 
de las posibles confi guraciones del sistema entre las que aquél puede optar en ejercicio del 
margen de libre apreciación política que le corresponde en virtud del principio de pluralismo 
político. No obstante, esta confi guración legislativa se compadece con el mandato en virtud 
del cual los poderes públicos deben «garantiza[r] el derecho de todos a la educación mediante 
la programación general de la enseñanza» (art. 27.5 CE), responde a la previsión de que 
«inspeccionarán y homologarán el sistema educativo para garantizar el cumplimiento de las 
Leyes» (art. 27.8 CE), y, por lo que aquí más interesa, encuentra su justifi cación en la fi nalidad que 
ha sido constitucionalmente atribuida a la educación y al sistema diseñado para el desarrollo de 
la acción en la que ésta consiste, que «tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad 
humana en el respeto a los principios democráticos de convivencia y a los derechos y libertades 
fundamentales» (art. 27.2 CE). La educación a la que todos tienen derecho y cuya garantía 
corresponde a los poderes públicos como tarea propia no se contrae, por tanto, a un proceso 
de mera transmisión de conocimientos [cfr. art. 2.1 h) LOE], sino que aspira a posibilitar el 
libre desarrollo de la personalidad y de las capacidades de los alumnos [cfr. Art. 2.1 a) LOE] y 
comprende la formación de ciudadanos responsables llamados a participar en los procesos que 
se desarrollan en el marco de una sociedad plural [cfr. art. 2.1 d) y k) LOE] en condiciones de 
igualdad y tolerancia, y con pleno respeto a los derechos y libertades fundamentales del resto 
de sus miembros [cfr. art. 2.1 b), c) LOE] (...)”.
“(...) b) Este objetivo, complejo y plural, es el que, conforme al art. 27.2 CE, ha de perseguir el 
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legislador y el resto de los poderes públicos a la hora de confi gurar el sistema de enseñanza 
dirigido a garantizar el derecho de todos a la educación, y el mandato de su consecución es el 
principio constitucional al que sirve la imposición normativa del deber de escolarización en el 
marco de la enseñanza básica obligatoria (arts. 9.2 LOCE y 4.2 LOE). Un principio, por lo demás, 
que no solo opera como directriz que la Constitución impone a los poderes públicos, y muy 
singularmente al legislador (arts. 27.2, 4, 5 y 8 CE), sino que integra el contenido de la dimensión 
prestacional del derecho de los niños a la educación (art. 27.1 CE). Incluso en el caso de que la 
decisión de los padres de no escolarizar a sus hijos pretendiera ampararse en el ejercicio del 
derecho reconocido en el art. 27.3 CE, la imposición normativa del deber de escolarización y la 
garantía jurisdiccional de su efectividad encontrarían justifi cación constitucional en el mandato 
dirigido a los poderes públicos por el art. 27.2 CE y en el derecho a la educación que el art. 27.1 
CE reconoce a todos, incluidos los hijos de los ahora recurrentes en amparo (STC 260/1994, de 
3 de octubre [RTC 1994, 260], F. 2 in fi ne) (...)”. 
“(...) Sin embargo, según hemos indicado ésta no es la única fi nalidad que deben perseguir los 
poderes públicos a la hora de confi gurar el sistema educativo en general y la enseñanza básica 
en particular, que han de servir también a la garantía del libre desarrollo de la personalidad 
individual en el marco de una sociedad democrática y a la formación de ciudadanos 
respetuosos con los principios democráticos de convivencia y con los derechos y libertades 
fundamentales, una fi nalidad ésta que se ve satisfecha más efi cazmente mediante un modelo de 
enseñanza básica en el que el contacto con la sociedad plural y con los diversos y heterogéneos 
elementos que la integran, lejos de tener lugar de manera puramente ocasional y fragmentaria, 
forma parte de la experiencia cotidiana que facilita la escolarización. En defi nitiva, la medida 
propuesta como alternativa en la demanda de amparo quizás resulte menos restrictiva desde 
la perspectiva del derecho de los padres reconocido en el art. 27.3 CE, pero en modo alguno 
resulta igualmente efi caz en punto a la satisfacción del mandato que la Constitución dirige a 
los poderes públicos en el art. 27.2 CE y que constituye, al tiempo, el contenido del derecho 
a la educación reconocido en el art. 27.1 CE. Por lo demás, el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos ha reconocido que la apreciación de que estos objetivos no pueden «ser satisfechos 
en la misma medida por la educación en el propio domicilio, incluso en el caso de que ésta 
permitiera a los niños la adquisición del mismo nivel de conocimientos que proporciona la 
educación primaria escolar […] no es errónea y que cae dentro del margen de apreciación que 
corresponde a los Estados signatarios en relación con el establecimiento y la interpretación 
de las normas concernientes a sus correspondientes sistemas educativos» (Caso Konrad v. 
Alemania, Decisión de admisibilidad de 11 de septiembre de 2006, núm. 35504/2003) (...)”. 
“(...) en segundo término, el alcance de la restricción operada por la decisión de confi gurar la 
enseñanza básica como un período de escolarización obligatoria en el contenido protegido por 
el derecho de los padres reconocido en los arts. 27.1 y 3 CE ha de ser en todo caso relativizado 
en la medida en que, según se ha advertido ya, no impide a éstos infl uir en la educación de sus 
hijos, y ello tanto fuera como dentro de la escuela: dentro de ella porque los poderes públicos 
siguen siendo destinatarios del deber de tener en cuenta las convicciones religiosas particulares, 
y también fuera de ella porque los padres continúan siendo libres para educar a sus hijos 
después del horario escolar y durante los fi nes de semana, de modo que el derecho de los 
padres a educar a sus hijos de conformidad con sus convicciones morales y religiosas no resulta 
completamente desconocido. Según ha reconocido el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, 
la «escolarización obligatoria en el ámbito de la educación primaria no priva a los padres 
demandantes de su derecho a «ejercer sobre sus hijos las funciones de educadores propias 
de su condición parental, ni a guiar a sus hijos hacia un camino que resulte conforme con sus 
propias convicciones religiosas o fi losófi cas» (véase, mutatis mutandis, Kjeldsen, Busk Madsen 
y Pedersen v. Dinamarca (TEDH 1976, 5), cit., pp. 27-28, apartado 54; Efstratiou v. Grecia, 
Sentencia de 18 de diciembre de 1996 (TEDH 1996, 71) Repertorio de Sentencias y Decisiones, 
1996-VI, p. 2359, apartado 32)» (Caso Konrad v. Alemania, Decisión de admisibilidad de 11 
de septiembre de 2006, núm. 35504/2003). Pero, sobre todo –y ésta es la tercera de las razones 
señaladas–, debemos excluir que la restricción de este último derecho resulte manifi estamente 
excesiva en tanto que los padres pueden ejercer su libertad de enseñanza a través del derecho a 
la libre creación de centros docentes (art. 27.6 CE). Efectivamente, era ésta, y no la que representa 
el incumplimiento del deber legal de escolarizar a sus hijos, la opción constitucional abierta a 
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los recurrentes como vía de plasmación de su distinta orientación educativa, y ello por más 
que en su articulación debiera garantizarse en todo caso, como no podría ser de otra manera 
en virtud del art. 27, apartados 2, 5 y 8 CE, el respeto, «[d]entro del marco de los principios 
constitucionales, [de] los derechos fundamentales, del servicio a la verdad, a las exigencias 
de la ciencia y a las restantes fi nalidades necesarias de la educación mencionadas, entre otros 
lugares, en el art. 27.2 de la Constitución y en el art. 13.1 del Pacto Internacional sobre Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales (RCL 1977, 894) y, en cuanto se trate de centros que, como 
aquellos a los que se refi ere la Ley que analizamos, hayan de dispensar enseñanzas regladas, 
ajustándose a los mínimos que los poderes públicos establezcan respecto de los contenidos de 
las distintas materias, número de horas lectivas, etc.» (STC 5/1981, de 13 de febrero [ RTC 1981, 
5], F. 8) (...)”.
2011 
  Sentencia núm. 7-2011 de 14 febrero 
“(...) por otra parte, y ya en relación con el procedimiento de incapacitación y la relevancia de 
los intereses que en él se ventilan, este Tribunal ha puesto de manifi esto que el derecho a la 
personalidad jurídica del ser humano, consagrado en el art. 6 de la Declaración Universal de 
Derechos Humanos (LEG 1948, 1), lleva implícito el reconocimiento del derecho a la capacidad 
jurídica de la persona, por lo que toda restricción o limitación de su capacidad de obrar afecta 
a la dignidad de la persona y a los derechos inviolables que le son inherentes, así como al 
libre desarrollo de la personalidad (artículo 10.1 CE). En consecuencia, la declaración de 
incapacidad de una persona solo puede acordarse por Sentencia judicial en virtud de las causas 
establecidas en la Ley mediante un procedimiento en el que se respeten de forma escrupulosa 
los trámites o diligencias exigidas legalmente que, en la medida en que van dirigidas a asegurar 
el pleno conocimiento por el órgano judicial de la existencia de la causa y fundamento de su 
incapacitación, se erigen en garantías esenciales del proceso de incapacitación, por lo que su 
omisión, en cuanto puede menoscabar o privar real y efectivamente al presunto incapaz de 
su derecho de defensa, podría constituir una lesión del derecho a un proceso con todas las 
garantías contraria al artículo 24.2 CE (por todas, STC 174/2002, de 9 de octubre [ RTC 2002, 
174], F. 5) (...)”. 
“(...) en segundo lugar, que el recurrente, al día siguiente de recibir dicha notifi cación, dirigió 
un escrito al Juzgado, encabezado como recurso de reposición, señalando que no necesitaba la 
tutela de ningún organismo y que se encontraba capaz para gobernar su persona y bienes (...)”.
  Sentencia núm. 19-2011 de 3 marzo 
“(...) el examen de la posible infracción por la Ley recurrida del principio de igualdad en el 
sufragio ha de partir de la consideración de que la participación política de los ciudadanos en 
los asuntos públicos «por medio de representantes» está unida en el art. 23.1 CE a la existencia 
de elecciones libres, periódicas y por sufragio universal. Nada dice el precepto constitucional, 
sin embargo, sobre la igualdad como cualidad del sufragio, cuya exigencia está expresamente 
prevista en el texto constitucional para las elecciones al Congreso de los Diputados (art. 68.1 
CE), al Senado (art. 69.1 CE), para las elecciones municipales (art. 140 CE), y, en lo que ahora 
interesa, también en el EACM para las elecciones a las Cortes de Castilla-La Mancha (art. 10.1). 
No obstante, pese al silencio del art. 23.1 CE, ha de entenderse que aquella exigencia, como se 
sostiene en la demanda, se puede también inferir con carácter general, más allá de la específi ca 
regulación de cada proceso electoral, a partir de una concreta proyección del principio de 
igualdad del art. 14 CE sobre el derecho de sufragio activo (art. 23.1 CE), además de que 
se proyecta sobre el art. 139.1 CE. En cualquier caso el principio de igualdad en el sufragio 
o, en otras palabras, la garantía de un sufragio igual, superada la etapa de una concepción 
formal, se viene entendiendo en el constitucionalismo contemporáneo como una exigencia 
sustancial de igualdad en el voto que impone tanto el igual valor numérico como el igual valor 
de resultado del sufragio. Aunque no opera de la misma manera en los sistemas electorales 
mayoritarios que en los proporcionales, basta con señalar, en lo que ahora interesa, que supone 
en estos últimos, además de un idéntico valor numérico del voto, que todos los votos hayan 
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de contribuir de manera semejante o similar en la asignación de escaños y, por tanto, en la 
conformación del órgano representativo. Ahora bien, como este Tribunal tiene declarado en 
relación con el derecho de sufragio pasivo del art. 23.2 CE, esa igualdad ha de verifi carse dentro 
del sistema electoral que sea libremente determinado por el legislador, impidiendo diferencias 
discriminatorias, pero a partir de tal sistema y no por referencia a cualquier otro (SSTC 75/1985, 
de 21 de junio, F. 4; 225/1998, de 25 de noviembre, F. 4) (...)”. 
“(...) de otra parte, la magnitud del diferente valor del sufragio de los ciudadanos de la 
circunscripción con menor cociente en la relación Diputado/habitantes y del de los que 
pertenecen a la circunscripción con mayor cociente, aunque, sin duda mejorable, no resulta 
notoriamente excesiva para estimarla constitucionalmente inadmisible. No solo es notablemente 
inferior a la que en el seno de nuestro ordenamiento se da en otros sistemas electorales, en 
concreto, por ejemplo, en las elecciones al Congreso de los Diputados, sino que por sí misma, 
sin que la demanda ofrezca argumentos que permitan sustentar una conclusión distinta, no 
parece resultar sufi cientemente signifi cativa en un sistema en el que la igualdad de voto ha de 
articularse con las exigencias de proporcionalidad y representación de las diversas zonas del 
territorio (arts. 152.1 CE y 10.1 EACM), no siendo, por lo demás, infrecuentes diferencias de la 
misma o semejante magnitud en los sistemas electorales de otras Comunidades Autónomas. 
Por consiguiente, dicha desigualdad en el valor de voto de los ciudadanos de las diversas 
circunscripciones de la Comunidad Autónoma no puede estimarse constitutiva de una 
discriminación constitucionalmente proscrita, ya que, por las razones que se acaban de exponer, 
ni se encuentra desprovista de una justifi cación objetiva y razonable ni por su magnitud resulta 
excesiva por desproporcionada (...)”.
  Sentencia núm. 26-2011 de 14 marzo 
“(...) la prohibición de discriminación entre mujeres y hombres (art. 14 CE), que postula como 
fi n y generalmente como medio la parifi cación, impone erradicar de nuestro ordenamiento 
normas o interpretaciones de las normas que puedan suponer la consolidación de una división 
sexista de papeles en las responsabilidades familiares. Así lo ha entendido el Tribunal de 
Justicia de la Unión Europea en su Sentencia Roca Álvarez, de 30 de septiembre de 2010, asunto 
C-104/2009, que considera que la exclusión de los padres trabajadores del disfrute del permiso 
de lactancia cuando la madre del niño no tiene la condición de trabajadora por cuenta ajena (art. 
37.4 LET) constituye una diferencia de trato por razón de sexo no justifi cada que se opone a los 
arts. 2 y 5 de la Directiva 76/207/CEE. Y ello porque tal exclusión «no constituye una medida 
que tenga como efecto eliminar o reducir las desigualdades de hecho que pudieran existir para 
las mujeres en la realidad de la vida social…, ni una medida tendente a lograr una igualdad 
sustancial y no meramente formal al reducir las desigualdades de hecho que puedan surgir 
en la vida social», y sí, en cambio, una medida que puede «contribuir a perpetuar un reparto 
tradicional de funciones entre el hombre y la mujer, al mantener a los hombres en una función 
subsidiaria de las mujeres respecto al ejercicio de su función parental» (...)”.
“(...) ello obligaba en el presente caso a valorar las concretas circunstancias personales y 
familiares que concurrían en el trabajador demandante, así como la organización del régimen 
de trabajo de la residencia de educación especial en la que prestaba servicios, para ponderar 
si la negativa empresarial a su pretensión de trabajar en horario nocturno constituía o no un 
obstáculo injustifi cado para la compatibilidad de su vida familiar y profesional. En relación con 
las circunstancias familiares concurrentes, conforme a los datos obrantes en las actuaciones, 
resultaba necesario tener en cuenta el número de hijos del recurrente, su edad y situación 
escolar, en su caso, así como la situación laboral de su cónyuge y la posible incidencia que la 
denegación del horario nocturno al recurrente pueda haber tenido para conciliar su actividad 
profesional con el cuidado de sus hijos. Asimismo era necesario valorar si la organización del 
trabajo mediante turnos fi jo (diurno) y rotatorio de la residencia en la que presta servicios el 
recurrente permitía alteraciones como la interesada por éste sin poner el funcionamiento de la 
residencia en difi cultades organizativas lo sufi cientemente importantes como para excluir tales 
modifi caciones (...)”.
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 Sentencia núm. 34-2011 de 28 marzo 
“(...) de otra parte, se sostiene la inconstitucionalidad del art. 2.3 de los Estatutos que, tras 
declarar que «el Ilustre Colegio de Abogados de Sevilla es aconfesional», añade: «si bien por 
secular tradición tiene por Patrona a la Santísima Virgen María, en el Misterio de su Concepción 
Inmaculada». Este inciso fi nal de la norma colegial se califi ca en la demanda como lesivo de la 
libertad religiosa del recurrente (art. 16.1 y 3 CE) y del derecho a la igualdad (art. 14 CE) (...)”.
“(...) Una vez recordada de este modo sintético nuestra doctrina, el enjuiciamiento de si en el 
presente caso se ha vulnerado la dimensión objetiva de la libertad religiosa del demandante 
(art. 16.3 CE) exige dilucidar dos aspectos: primero, si el Colegio de Abogados de Sevilla 
está constitucionalmente obligado a la neutralidad religiosa y, en caso de ser así, si la norma 
estatutaria controvertida tiene una signifi cación incompatible con ese deber de neutralidad 
religiosa. A la primera cuestión ha de responderse afi rmativamente puesto que en un sistema 
jurídico político basado en el pluralismo, la libertad ideológica y religiosa de los individuos 
y la aconfesionalidad del Estado, todas las instituciones públicas han de ser ideológicamente 
neutrales (STC 5/1981, de 13 de febrero, F. 9). Y, en efecto, los Colegios Profesionales son, con 
arreglo al art. 1 de la Ley 2/1974, de 13 febrero, «corporaciones de derecho público, amparadas 
por la Ley y reconocidas por el Estado, con personalidad jurídica propia y plena capacidad para 
el cumplimiento de sus fi nes» (...)”.
“(...) nuestro razonamiento ha de partir de la constatación de que es propio de todo ente o 
institución adoptar signos de identidad que contribuyan a dotarle de un carácter integrador 
ad intra y recognoscible ad extra, tales como la denominación –elemento de individualización 
por excelencia–, pero contingentemente también los emblemas, escudos, banderas, himnos, 
alegorías, divisas, lemas, conmemoraciones y otros múltiples y de diversa índole, entre los 
que pueden encontrarse, eventualmente, los patronazgos, en su origen propios de aquellas 
confesiones cristianas que creen en la intercesión de los santos y a cuya mediación se acogen los 
miembros de un determinado colectivo (...)”.
“(...) naturalmente, la confi guración de estos signos de identidad puede obedecer a múltiples 
factores y cuando una religión es mayoritaria en una sociedad sus símbolos comparten la 
historia política y cultural de ésta, lo que origina que no pocos elementos representativos de 
los entes territoriales, corporaciones e instituciones públicas tengan una connotación religiosa. 
Esta es la razón por la que símbolos y atributos propios del Cristianismo fi guran insertos en 
nuestro escudo nacional, en los de las banderas de varias Comunidades Autónomas y en los de 
numerosas provincias, ciudades y poblaciones; asimismo, el nombre de múltiples municipios 
e instituciones públicas trae causa de personas o hechos vinculados a la religión cristiana; y 
en variadas festividades, conmemoraciones o actuaciones institucionales resulta reconocible 
su procedencia religiosa. Por consiguiente, es obvio que no basta con constatar el origen 
religioso de un signo identitario para que deba atribuírsele un signifi cado actual que afecte a la 
neutralidad religiosa que a los poderes públicos impone el art. 16.3 CE. La cuestión se centra en 
dilucidar, en cada caso, si ante el posible carácter polisémico de un signo de identidad, domina 
en él su signifi cación religiosa en un grado que permita inferir razonablemente una adhesión 
del ente o institución a los postulados religiosos que el signo representa. A tal fi n, nuestra 
labor hermenéutica debe comenzar tomando en consideración que todo signo identitario es el 
resultado de una convención social y tiene sentido en tanto se lo da el consenso colectivo; por 
tanto, no resulta sufi ciente que quien pida su supresión le atribuya un signifi cado religioso 
incompatible con el deber de neutralidad religiosa, ya que sobre la valoración individual y 
subjetiva de su signifi cado debe prevalecer la comúnmente aceptada, pues lo contrario 
supondría vaciar de contenido el sentido de los símbolos, que siempre es social. En este mismo 
sentido, la muy reciente Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de 18 de marzo 
de 2011, caso Lautsi y otros contra Italia –que ha juzgado sobre la presencia de crucifi jos en las 
escuelas públicas italianas– pone de relieve que, en este ámbito, la percepción subjetiva del 
reclamante por sí sola no basta para caracterizar una violación del derecho invocado (§ 66). 
En segundo lugar, debemos tomar en consideración no tanto el origen del signo o símbolo 
como su percepción en el tiempo presente, pues en una sociedad en la que se ha producido un 
evidente proceso de secularización es indudable que muchos símbolos religiosos han pasado a 
ser, según el contexto concreto del caso, predominantemente culturales aunque esto no excluya 
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que para los creyentes siga operando su signifi cado religioso (...)”.
“(...) por último, siguiendo a la antes citada STEDH de 18 de marzo de 2011, caso Lautsi y 
otros c. Italia, § 72 (con remisión a las SSTEDH Zengin c. Turquía, § 64; y Folgerø y otros c. 
Noruega, § 94) debemos valorar la menor potencialidad para incidir sobre la neutralidad 
religiosa del Estado de los símbolos o elementos de identidad esencialmente pasivos frente a 
otras actuaciones con capacidad para repercutir sobre las conciencias de las personas, como son 
los discursos didácticos o la participación en actividades religiosas (...)”.
“(...) descartada la afectación de la dimensión objetiva de la libertad religiosa (art. 16.3 CE), 
debemos examinar si lo está su vertiente subjetiva (art. 16.1 CE). Así lo sostiene el recurrente 
en amparo, para quien el patronazgo impugnado cercena su libertad individual a no tener 
creencias religiosas, ni someterse a sus ritos o cultos; añade que la simple designación de la 
Patrona supone, como mínimo, la imploración de su protección y el sometimiento a la misma, 
regulándose algo que pertenece a la esfera de la más estricta intimidad de cada uno de los 
miembros de la corporación. En este punto ha de partirse de que los elementos representativos 
a que nos venimos refi riendo, singularmente los estáticos, son escasamente idóneos en las 
sociedades actuales para incidir en la esfera subjetiva de la libertad religiosa de las personas, 
esto es, para contribuir a que los individuos adquirieran, pierdan o sustituyan sus posibles 
creencias religiosas, o para que sobre tales creencias o ausencia de ellas se expresen de palabra 
o por obra, o dejen de hacerlo (...)”.
“(...) También resultaría afectada la dimensión subjetiva de la libertad religiosa si el patronazgo 
cuestionado incidiese de cualquier otro modo relevante sobre la esfera íntima de creencias, 
pensamientos o ideas del recurrente, esto es, sobre el espacio de autodeterminación intelectual 
ante el fenómeno religioso. Sin embargo, nada de esto ha ocurrido en el presente caso, en el que 
ni aun siquiera a efectos dialécticos ha sostenido el recurrente que venga obligado a participar 
en eventuales actos de contenido religioso en los que el Colegio de Abogados de Sevilla pudiera 
hacerse presente, ni ha acertado a razonar convincentemente en qué medida se ha visto afectada 
su ámbito íntimo de creencias, debiéndose recordar que, según resulta del art. 41.2 LOTC, el 
recurso de amparo procede contra la lesión real y efectiva de los derechos fundamentales y no 
contra lesiones simplemente temidas de tales derechos(...)”.
 Sentencia núm. 37-2011 de 28 marzo 
“(...) en este sentido, el Tribunal de Estrasburgo ha destacado la importancia del consentimiento 
de los pacientes, considerando que la imposición de un tratamiento médico sin ese 
consentimiento, si el paciente es adulto y sano mentalmente, supone un ataque a la integridad 
física del interesado que puede poner en cuestión los derechos protegidos por el art. 8.1 CEDH 
(STEDH de 29 de abril de 2002, caso Pretty c. Reino Unido, § 63), poniendo de relieve, también, 
la importancia para las personas expuestas a un riesgo sobre su salud de tener acceso a la 
información que les permita evaluar dicho riesgo (SSTEDH de 19 de febrero de 1998, caso 
Guerra y otros c. Italia, § 60; y de 2 de junio de 2009, caso Codarcea c. Rumanía, § 104). En 
la última Sentencia citada, el TEDH ha señalado que, al amparo de su obligación de adoptar 
las normas adecuadas para garantizar el respeto a la integridad física de los pacientes, los 
Estados parte deben imponer las normas precisas para que los médicos se pregunten sobre 
las consecuencias previsibles de la intervención médica proyectada sobre la integridad física 
de sus pacientes e informen a éstos convenientemente sobre aquéllas, de modo que la persona 
pueda consentir el acto con conocimiento de causa, de suerte que si se consuma un riesgo 
previsible sin que el paciente haya sido informado por el médico, el Estado concernido podría 
llegar a ser directamente responsable al abrigo del art. 8 CEDH (§ 105) (...)”. 
“(...) de acuerdo con lo expuesto, podemos avanzar que el consentimiento del paciente 
a cualquier intervención sobre su persona es algo inherente, entre otros, a su derecho 
fundamental a la integridad física, a la facultad que éste supone de impedir toda intervención no 
consentida sobre el propio cuerpo, que no puede verse limitada de manera injustifi cada como 
consecuencia de una situación de enfermedad. Se trata de una facultad de autodeterminación 
que legitima al paciente, en uso de su autonomía de la voluntad, para decidir libremente sobre 
las medidas terapéuticas y tratamientos que puedan afectar a su integridad, escogiendo entre 
las distintas posibilidades, consintiendo su práctica o rechazándolas. Ésta es precisamente la 
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manifestación más importante de los derechos fundamentales que pueden resultar afectados 
por una intervención médica: la de decidir libremente entre consentir el tratamiento o 
rehusarlo, posibilidad que ha sido admitida por el TEDH, aun cuando pudiera conducir a un 
resultado fatal (STEDH de 29 de abril de 2002, caso Pretty c. Reino Unido, § 63), y también 
por este Tribunal (STC 154/2002, de 18 de julio, F. 9). Ahora bien, para que esa facultad de 
consentir, de decidir sobre los actos médicos que afectan al sujeto pueda ejercerse con plena 
libertad, es imprescindible que el paciente cuente con la información médica adecuada sobre 
las medidas terapéuticas, pues solo si dispone de dicha información podrá prestar libremente 
su consentimiento, eligiendo entre las opciones que se le presenten, o decidir, también con 
plena libertad, no autorizar los tratamientos o las intervenciones que se le propongan por 
los facultativos. De esta manera, el consentimiento y la información se manifi estan como dos 
derechos tan estrechamente imbricados que el ejercicio de uno depende de la previa correcta 
atención del otro, razón por la cual la privación de información no justifi cada equivale a la 
limitación o privación del propio derecho a decidir y consentir la actuación médica, afectando 
así al derecho a la integridad física del que ese consentimiento es manifestación. La información 
previa, que ha dado lugar a lo que se ha venido en llamar consentimiento informado, puede 
ser considerada, pues, como un procedimiento o mecanismo de garantía para la efectividad del 
principio de autonomía de la voluntad del paciente y, por tanto, de los preceptos constitucionales 
que reconocen derechos fundamentales que pueden resultar concernidos por las actuaciones 
médicas, y, señaladamente, una consecuencia implícita y obligada de la garantía del derecho a 
la integridad física y moral, alcanzando así una relevancia constitucional que determina que su 
omisión o defectuosa realización puedan suponer una lesión del propio derecho fundamental 
(...)”. 
  Sentencia núm. 47-2011 de 12 abril 
“(...) la Constitución establece que cualquier ciudadano podrá recabar con carácter general 
la tutela de las libertades y derechos reconocidos en los arts. 14 a 29 CE ante los Tribunales 
ordinarios y «en su caso, a través del recurso de amparo, ante el Tribunal Constitucional» (art. 
53.2). Por su parte, el art. 161.1 b) CE establece que el Tribunal Constitucional es competente para 
conocer «del recurso de amparo por violación de los derechos y libertades referidos en el art. 
53.2 de esta Constitución, en los casos y formas que la Ley establezca». Estos preceptos ponen 
de manifi esto una confi guración constitucional de la tutela de los derechos fundamentales 
caracterizada por dos elementos. El primero, que esta tutela corresponde de manera esencial 
y prioritaria a los órganos judiciales. El segundo, que existe la posibilidad de sustanciar dicha 
tutela ante el Tribunal Constitucional a través de la jurisdicción de amparo, pero solo de acuerdo 
con la confi guración que legalmente se establezca (...)”.
  Sentencia núm. 51-2011 de 14 abril 
“(...) no son propuestos para el siguiente curso, fue el haber tenido conocimiento de que la 
demandante había contraído matrimonio civil con persona divorciada, circunstancia que se 
juzga incoherente con la doctrina de la Iglesia Católica respecto del matrimonio (...)”. 
“(...) Una fundamentación como la reseñada en las sentencias impugnadas, presidida por la 
insostenible tesis (rechazada por nuestra STC 38/2007 [ RTC 2007, 38], F. 7) de la inmunidad 
jurisdiccional de las decisiones de la autoridad eclesiástica adoptadas en el marco del art. III 
del Acuerdo sobre Enseñanza y Asuntos Culturales de 3 de enero de 1979 entre el Estado 
español y la Santa Sede, no satisface, como ya hemos señalado, las exigencias constitucionales 
de ponderación de los derechos fundamentales en confl icto, lo que conduce al otorgamiento del 
amparo, en los términos que más adelante se precisarán (...)”.
“(...) en desarrollo del art. 32.1 CE (RCL 1978, 2836), así como del art. 149.1.8ª CE, que establece 
como competencia exclusiva del Estado las relaciones jurídico-civiles relativas a las formas de 
matrimonio, el Código Civil (LEG 1889, 27) (art. 49 y siguientes), tras la reforma introducida por 
la Ley 30/1981, de 7 de julio (RCL 1981, 1700), regula el derecho de los ciudadanos españoles 
a contraer matrimonio, tanto en forma civil (ante el Juez, Alcalde o funcionario establecido 
en el Código Civil) como en forma religiosa (sea la católica, según las normas del Derecho 
Canónico, sea la prevista por otra confesión religiosa inscrita). En el caso que nos ocupa, la 
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demandante de amparo, en el legítimo ejercicio de su derecho a la libre elección de cónyuge, 
contrajo matrimonio civil con persona cuyo estado civil era el de divorciado. No ha existido, 
pues, obstáculo alguno para que la demandante ejerciese su derecho constitucional a contraer 
matrimonio en condiciones de plena libertad e igualdad (arts. 14 y 32.1 CE), derecho que, como 
también hemos tenido ocasión de precisar (SSTC 222/1992, de 11 de diciembre [ RTC 1992, 222], 
F. 5; y 47/1993, de 8 de febrero [ RTC 1993, 47], F. 4), «no es … un derecho de ejercicio individual, 
pues no hay matrimonio sin consentimiento mutuo (art. 45 del Código Civil)». Ahora bien, lo 
que aquí se discute no es, claro está, que la demandante haya podido ejercer libremente su ius 
connubii, sino si la reacción del Obispado de Almería al ejercicio por parte de la demandante 
de su derecho a contraer matrimonio con la persona elegida (reacción que ha determinado a la 
postre la pérdida de su puesto de trabajo como profesora de religión y moral católicas) puede 
entenderse lesiva de los derechos fundamentales de aquélla (...)”.
“(...) Resulta así que la decisión del Obispado de Almería de no proponer a la demandante 
como profesora de religión y moral católicas para el curso 2001/2002 responde a una razón 
cuya caracterización como de índole religiosa y moral no puede ser negada, la cual, a juicio 
de la autoridad eclesiástica, resulta determinante de su falta de idoneidad para impartir dicha 
enseñanza, como consecuencia de la discordancia de la conducta de la demandante de amparo 
con los postulados defi nitorios del credo religioso de la Iglesia Católica en relación con el 
matrimonio. Como ponen de relieve en sus alegaciones el Abogado del Estado y el Obispado 
de Almería, es notoria la importancia que el matrimonio tiene en la doctrina moral católica, 
y asimismo, desde la perspectiva del Derecho canónico, resulta que el católico que contrae 
matrimonio civil no da testimonio de vida cristiana, dada la inseparabilidad entre contrato y 
sacramento (canon 1055.2 del Código de Derecho canónico [ LEG 1983, 1]), por lo que existe en 
el presente caso una razón religiosa o moral en el sentido del canon 805 del Código de Derecho 
canónico, amparada en la libertad religiosa (art. 16.1 CE [ RCL 1978, 2836]) del Obispado, como 
fundamento de la decisión cuestionada (...)”. 
“(...) como ya hemos declarado, corresponde a las autoridades religiosas en virtud del derecho 
de libertad religiosa y del principio de neutralidad religiosa del Estado la defi nición del propio 
credo religioso, así como el concreto juicio de idoneidad sobre las personas que han de impartir 
la enseñanza de dicho credo, permitiendo la Constitución (...)”
“(...) a ello se añade que la razón aducida por el Obispado de Almería para justifi car su decisión 
de no proponer a la demandante para ser contratada por la Administración educativa como 
profesora de religión y moral católicas en el curso 2001/2002, esto es, haber contraído matrimonio 
civil con persona divorciada, no guarda relación con la actividad docente desempeñada de la 
demandante (como acertadamente señala el Ministerio Fiscal en sus alegaciones), pues no afecta 
a sus conocimientos dogmáticos o a sus aptitudes pedagógicas, sino que se fundamenta, como 
ya quedó señalado, en un criterio de índole religiosa o moral, en cuanto el Obispado de Almería 
considera que la decisión de la demandante de contraer matrimonio en forma civil puede 
afectar al ejemplo y testimonio personal de vida cristiana que le es exigible según la doctrina 
católica respecto del matrimonio. Sin embargo, este criterio religioso no puede prevalecer, por 
si mismo, sobre los derechos fundamentales de la demandante en su relación laboral como 
profesora de religión y moral católica, por las razones que seguidamente se exponen (...)”.
“(...) la decisión de la demandante de casarse en la forma civil legalmente prevista con la 
persona elegida queda así, en principio, en la esfera de su intimidad personal y familiar, de 
suerte que la motivación religiosa de la decisión del Obispado de Almería de no proponerla 
como profesora de religión para el siguiente curso escolar (por haber contraído matrimonio sin 
ajustarse a las normas del Derecho canónico) no justifi ca, por sí sola, la inidoneidad sobrevenida 
de la demandante para impartir la enseñanza de religión y moral católicas, pues esa decisión 
eclesial no puede prevalecer sobre el derecho de la demandante a elegir libremente (dentro 
del respeto a las reglas de orden público interno español) su estado civil y la persona con la 
que desea contraer matrimonio, lo que constituye una opción estrechamente vinculada al libre 
desarrollo de la personalidad y a la dignidad humana (art. 10.1 CE), como recuerda la citada 
STC 184/1990, de 15 de noviembre (RTC 1990, 184), F. 3. Máxime cuando, según se desprende 
de las actuaciones, la demandante, a la sazón de estado civil soltera, no tenía otra opción que 
acogerse a la forma civil legalmente establecida si quería contraer matrimonio con el hombre 
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elegido, dado que éste se hallaba divorciado de su anterior cónyuge, pero no había obtenido 
la nulidad canónica de ese matrimonio. Entenderlo de otro modo conduciría a la inaceptable 
consecuencia, desde la perspectiva constitucional, de admitir que quien, como en el caso de la 
demandante, no tiene impedimento alguno para contraer matrimonio en forma canónica, pero 
desea casarse con persona que sí lo tiene y no puede hacerlo en dicha forma religiosa por sus 
circunstancias personales, se vea obligada a elegir entre renunciar a su derecho constitucional 
a contraer matrimonio con la persona elegida o asumir el riesgo cierto de perder su puesto de 
trabajo como docente de religión y moral católicas, aun en el caso de guardar reserva sobre su 
situación personal, lo que supondría otorgar a la libertad religiosa una prevalencia absoluta 
sobre la libertad individual, conclusión que hemos rechazado expresamente en la STC 38/2007, 
F. 7, al declarar que a los órganos judiciales y, en su caso, a este Tribunal, corresponde encontrar 
criterios practicables que permitan conciliar en el caso concreto las exigencias de la libertad 
religiosa y el principio de neutralidad religiosa del Estado con la protección de los derechos 
fundamentales de los profesores de religión y moral católica. Procede, en consecuencia, el 
otorgamiento del amparo por vulneración de los derechos a no sufrir discriminación por razón 
de las circunstancias personales, a la libertad ideológica, en conexión con el derecho a contraer 
matrimonio en la forma legalmente establecida, y a la intimidad personal y familiar, lo que 
conlleva la declaración de nulidad de las Sentencias impugnadas, que ratifi caron la decisión 
del Obispado de Almería de no proponer a la demandante como profesora de religión y moral 
católicas para el curso 2001/2002 (lo que, en efecto, determinó que no fuera contratada por la 
Autoridad académica) sin ponderar si esa decisión vulneraba los derechos fundamentales de 
la demandante; debiendo retrotraerse las actuaciones al momento anterior a pronunciarse la 
Sentencia del Juzgado de lo Social para que dicte éste una nueva sentencia en la que, partiendo 
inexcusablemente de la ponderación (y de su resultado) entre los derechos fundamentales en 
confl icto que acaba de establecerse en la presente Sentencia de acuerdo con la doctrina sentada 
en la STC 38/2007, resuelva sobre la decisión de no renovar el contrato de la demandante de 
amparo como profesora de religión y moral católicas para el curso 2001/2002 (...)”.
 Sentencia núm. 67-2011 de 16 mayo 
“(...) en cuanto al contenido del término ciudadanos en su utilización por el art. 125 CE al 
referirse a los titulares de la acción popular, en el mismo F. 3 in fi ne de la STC 311/2006, de 23 de 
octubre, recordamos que, según hemos declarado, «el argumento terminológico es insostenible 
“(...) desde el momento en que, con relación a otros preceptos constitucionales, este Tribunal 
viene entendiendo que el término en cuestión no se refi ere exclusivamente a las personas físicas 
… En defi nitiva, si el término ‘ciudadanos’ del art. 53.2 de la Constitución ha de interpretarse... 
en un sentido que permita la subsunción de las personas jurídicas, no hay razón alguna que 
justifi que una interpretación restrictiva de su sentido cuando dicho término se utiliza en el 
art. 125 o en la normativa articuladora del régimen legal vigente de la acción popular” (STC 
241/1992, de 21 de diciembre, F. 4; reiterado en STC 34/1994, de 31 de enero, F. 3; 50/1998, de 
2 de marzo, F. 2)» (...)”.
  Sentencia núm. 75-2011 de 19 mayo
“(...) cumple advertir que la situación que se pretendía proteger históricamente era justamente el 
parto («maternidad biológica»), es decir, se contemplaba la maternidad desde el punto de vista 
de la protección de la salud de la trabajadora embarazada que hubiese dado a luz (mediante el 
establecimiento de un período de descanso para la madre durante el cual el contrato de trabajo 
queda suspendido, con reserva de puesto, y la trabajadora percibe un subsidio de la Seguridad 
Social), por lo que se entendía que no cabía equiparar al supuesto de parto la adopción, y, en 
consecuencia, la adopción no daba derecho a la suspensión del contrato de trabajo, ni tampoco, 
claro está, a la protección de la Seguridad Social, como lo vino a confi rmar expresamente la 
doctrina legal (así, Sentencia del extinto Tribunal Central de Trabajo de 10 de febrero de 1983) 
(...)”. 
“(...) de este modo, el derecho a suspender el contrato de trabajo, y a percibir la prestación 
de maternidad (siempre que se den los requisitos específi cos exigidos por la normativa de 
Seguridad Social) no se confi gura en el supuesto de la adopción (y del acogimiento) como 
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un derecho de la mujer trabajadora (a diferencia de lo venía sucediendo históricamente en el 
supuesto de parto), toda vez que el hecho biológico del embarazo y el alumbramiento no existe 
en el supuesto de fi liación adoptiva y acogimiento de menores, sino, de manera coherente, como 
un derecho que puede ser ejercido indistintamente por el padre o madre adoptivos, cuando 
ambos son trabajadores por cuenta ajena, e incluidos por tal motivo en la Seguridad Social (...)”.
“(...) a su vez, la Ley 39/1999 amplió el alcance de esta opción, permitiendo que la madre 
trabajadora opte por que el padre trabajador disfrute de una parte determinada e ininterrumpida 
del período de descanso posterior al parto (que puede ser superior a las anteriores cuatro 
semanas, aunque también inferior), de forma simultánea o sucesiva con el descanso de la 
madre, con excepción en todo caso de las seis semanas inmediatas posteriores al parto, de 
descanso obligatorio para la madre, y con la indicada salvedad de que la reincorporación 
anticipada de la mujer a su puesto de trabajo no suponga riesgo para su salud (la Ley 39/1999 
estableció asimismo que en caso de fallecimiento de la madre el padre podrá hacer uso de 
la totalidad o, en su caso, de la parte que reste del período de suspensión del contrato de la 
madre, frente a lo que sucedía desde la reforma introducida por la Ley 3/1989, que en caso 
de fallecimiento de la madre solo atribuía al padre el disfrute del período de suspensión de 
seis semanas posteriores al parto). En este supuesto de cesión del derecho a la suspensión del 
contrato por la madre trabajadora al padre cuando éste sea también trabajador afi liado a la 
Seguridad Social, la prestación por maternidad será percibida por la madre y el padre (siempre 
que se cumplan los requisitos específi cos exigidos por la normativa de Seguridad Social para 
causar derecho a la prestación) en función a la duración del período de descanso disfrutado 
por cada uno, sin que en ningún caso se puede superar el máximo de dieciséis semanas (o el 
superior que corresponda en caso de parto múltiple) (...)”.
“(...) por un lado, el tradicional supuesto de protección en caso de parto, en el que la suspensión 
del contrato con reserva de puesto de la legislación laboral pretende preservar la salud de la 
trabajadora embarazada sin detrimento de sus derechos laborales, y la prestación económica por 
maternidad de la Seguridad Social atiende a sustituir la pérdida de rentas laborales de la mujer 
trabajadora durante ese período de descanso (obligatorio como mínimo en las seis semanas 
inmediatamente siguientes al parto); y, por otro, el más reciente supuesto de protección en 
caso de adopción o acogimiento, en el que tanto la suspensión del contrato de trabajo como 
la prestación económica de la Seguridad Social responden a una fi nalidad distinta, pues en la 
fi liación adoptiva y el acogimiento no se atiende, obviamente, a la clásica protección de la mujer 
trabajadora por razón del hecho biológico (parto y puerperio), sino a facilitar la integración 
del menor de corta edad adoptado o acogido en su nueva familia de adopción o acogida, 
propiciando la igualdad en el reparto de las responsabilidades familiares de los padres(...)”.
“(...)es lo cierto que la atribución del derecho al descanso por maternidad en su integridad a la 
mujer trabajadora en el supuesto de parto no es discriminatoria para el varón, toda vez que, 
como ya hemos tenido ocasión de señalar, «la maternidad, y por tanto el embarazo y el parto, 
son una realidad biológica diferencial objeto de protección, derivada directamente del artículo 
39.2 de la Constitución y por tanto las ventajas o excepciones que determine para la mujer no 
puedenconsiderarse discriminatorias para el hombre» (STC 109/1993, de 25 de marzo, F. 4). 
Y es que «la baja de maternidad está íntimamente relacionada con la condición femenina de 
la trabajadora. Su principal fundamento no está en la protección a la familia, sino en la de las 
madres. Como dice el considerando decimocuarto de la Directiva 92/85/CEE, la vulnerabilidad 
de la trabajadora embarazada, que haya dado a luz o en período de lactancia, hace necesario un 
derecho a un permiso de maternidad» (STC 324/2006, de 20 de noviembre, F. 6) (...)”.
“(...) para la determinación del alcance de las exigencias que el artículo 14 CE despliega con el fi n 
de hacer efectiva la prohibición de discriminación de las mujeres en el ámbito de las relaciones 
laborales, hemos recordado reiteradamente que resulta preciso atender a circunstancias tales 
como «la peculiar incidencia que respecto de la situación laboral de aquéllas tiene el hecho 
de la maternidad, y la lactancia, en cuanto se trata de compensar las desventajas reales que 
para la conservación de su empleo soporta la mujer a diferencia del hombre, y que incluso se 
comprueba por datos revelados por la estadística (tal como el número de mujeres que se ven 
obligadas a dejar el trabajo por esta circunstancia a diferencia de los varones)» (SSTC 109/1993, 
F. 6, y 214/2006, de 3 de julio, F. 6). En este sentido, hemos declarado que «la protección 
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de la condición biológica y de la salud de la mujer trabajadora ha de ser compatible con la 
conservación de sus derechos profesionales, de suerte que la minusvaloración o el perjuicio 
causado por el embarazo o la sucesiva maternidad constituyen un supuesto de discriminación 
directa por razón de sexo» (STC 182/2005, de 4 de julio, F. 4). «No puede, pues, afi rmarse 
genéricamente que cualquier ventaja legal otorgada a la mujer sea siempre discriminatoria para 
el varón por el mero hecho de no hacerle partícipe de la misma (como podría al contrario serlo 
para la mujer la que le impusiera una privación solamente por razón del sexo). Y al contrario, 
la justifi cación de tal diferencia podría hallarse en una situación de desventaja de la mujer que 
se trata de compensar; en este caso, porque ello tiene lugar frente a la relación de trabajo; y sin 
perjuicio de que el legislador pueda extender el benefi cio al varón o incluso suprimirlo, sin que 
ello se oponga tampoco a los preceptos constitucionales invocados» (STC 109/1993, F. 3) (...)”.
“(...) en defi nitiva, la protección de la mujer no se limita a la de su condición biológica durante 
el embarazo y después de éste, ni a las relaciones entre la madre y el hijo durante el período 
que sigue al embarazo y al parto, sino que también persigue evitar en el marco del contrato 
de trabajo las consecuencias físicas y psíquicas que medidas discriminatorias podrían tener 
en la salud de la trabajadora y afi anzar, al mismo tiempo, todos los derechos laborales que le 
corresponden en su condición de trabajadora, al quedar prohibido cualquier perjuicio derivado 
de aquel estado (SSTC 17/2003, de 30 de enero, F. 3; 161/2004 de 4 de octubre, F. 3; y 324/2006, 
de 20 de noviembre, F.4). En este mismo sentido se ha venido pronunciando la jurisprudencia 
del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, al reconocer (sentencia de 12 de julio de 1984, 
caso Hofmann, §§ 25 y 26) que las medidas legales de los Estados miembros consistentes en 
la concesión de un período de descanso por maternidad, una vez expirado el plazo legal de 
protección posparto, reservando ese derecho a la madre trabajadora, con exclusión de cualquier 
otra persona, constituyen medidas conformes a la Directiva 76/207/CEE del Consejo, de 9 de 
febrero de 1976, relativa a la igualdad de trato entre hombres y mujeres en lo que se refi ere al 
acceso al empleo, a la formación y a la promoción profesionales, y a las condiciones de trabajo 
(modifi cada por la Directiva 2002/73/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de 
septiembre de 2002, y refundida en la Directiva 2006/54/CE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 5 de julio de 2006) (...)”.
“(...) ello explica y justifi ca que, siendo el descanso por parto un derecho de la madre 
trabajadora, ésta pueda ceder al padre, cuando éste sea también trabajador, el disfrute del 
período de descanso «voluntario» en su integridad o parcialmente, de suerte que si la madre no 
desempeña actividad laboral por cuenta ajena o propia (o realiza una actividad profesional que 
no da lugar a la inclusión en un régimen de Seguridad Social) no puede ceder al padre, aunque 
sí sea trabajador, el derecho a disfrutar de ese período de descanso por maternidad, pues nadie 
puede ceder a otro un derecho que no tiene (nemo plus iuris quam ipse habet transferre potest) 
(...)”.
  Sentencia núm. 106-2011 de 20 junio 
“(...) así, las resoluciones judiciales justifi caron esencialmente este archivo en que las medidas 
adoptadas por los mandos militares, tanto los arrestos a la soldado como las demás medidas, 
estaban enmarcadas dentro del ámbito de sus competencias y atribuciones. No obstante, en 
una interpretación acorde con los derechos fundamentales implicados o vinculada con la 
naturaleza de la decisión adoptada, no se trataba tanto en esta causa de comprobar mediante 
la investigación judicial si cada uno de los arrestos sufridos por la soldado estaban dentro 
de las competencias disciplinarias de los ofi ciales que las impusieron o si la denunciante fue 
informada o no de la posibilidad de recurrirlos, o si el cambio de destino sobrevenido era una 
facultad del jefe que lo acordó, o si el análisis de orina que se le practicó siguió los «protocolos 
operativos previstos», sino si todas estas iniciativas en su conjunto fueron impuestas o no por 
sus mandos en desarrollo de un previo plan de instigar psicológicamente a la recurrente. Es 
evidente que estas actuaciones están previstas en principio como opciones legales para los 
ofi ciales que las acuerdan, pero pueden resultar ilegítimas si se comprueba posteriormente 
que están movidas por un propósito de presionar a la soldado recurrente, debiendo ser éste 
el objeto de una investigación judicial de estas características. En este caso, en las resoluciones 
judiciales, tanto del Juzgado Togado Militar Central núm. 1 como del Tribunal Militar Central, 
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se aprecia un défi cit constatable respecto a esta motivación específi ca, pues las mismas no 
expresan convenientemente las razones que llevan al órgano judicial a no dar por acreditada 
la existencia de este acoso moral y sexual denunciado, necesarias para acordar el archivo de la 
causa de acuerdo a los parámetros constitucionales antes expuestos (...)”.
  Sentencia núm. 108-2011 de 20 junio 
“(...) en lo primero merece mención destacada el art. 44 de la Carta de los derechos fundamentales 
de la Unión Europa (LCEur 2000, 3480), ubicado bajo la rúbrica «derecho de petición», en el 
que se reconoce a todo ciudadano de la Unión y a toda persona física o jurídica que resida 
o tenga su domicilio social en un Estado miembro el derecho de petición ante el Parlamento 
Europeo. O puede igualmente citarse su concreción en diversos reglamentos de las Asambleas y 
Parlamentos autonómicos, como el de las Cortes de Aragón que será objeto de nuestro examen 
(...)”.
“(...) o puede igualmente citarse su concreción en diversos reglamentos de las Asambleas y 
Parlamentos autonómicos, como el de las Cortes de Aragón que será objeto de nuestro examen. 
En el segundo aspecto enunciado, el de los caracteres defi nidores del derecho, contamos ya con 
una normativa precisa que sucede a la norma preconstitucional anteriormente mencionada, 
concretamente la Ley Orgánica 4/2001, de 12 de noviembre, reguladora del derecho de petición. 
Con la aplicación de la Ley se dio cumplimiento al mandato contenido en el art. 29 CE, que 
remite a la confi guración legal la regulación de la forma en que el derecho ha de ejercerse y 
los efectos que produce su ejercicio. Además de los requisitos mínimos de procedimiento que 
establece, algunos de ellos novedosos como el impulso de medios de carácter electrónico para 
cursar las peticiones, la Ley Orgánica 4/2001, de 12 de noviembre, delimita el ámbito subjetivo 
de sus titulares (delimitación que se realiza extensivamente, ampliando el tenor constitucional 
al abarcar a cualquier persona natural o jurídica con independencia de su nacionalidad); 
determina que el derecho puede ejercerse tanto individual como colectivamente (sin perjuicio 
del régimen singular previsto para los miembros de las Fuerzas o Institutos armados, o de los 
Cuerpos sometidos a disciplina militar, según prescribe el art. 29.2 CE), y fi ja los destinatarios 
potenciales, entre los que se incluyen las Asambleas legislativas de las Comunidades Autónomas 
(disposición adicional primera) (...)”. 
“(...) no podría ser de otro modo. La petición ejercitada en ese ámbito parlamentario, además de 
una libertad civil, es también expresión, cuando responde a un interés público o general, de un 
derecho de participación política, ejercitado individual o colectivamente. Un derecho político 
democrático que permite a los ciudadanos comunicarse con el poder público, y que potencia 
la interrelación entre los Parlamentos y los ciudadanos y coopera a que los parlamentarios 
conozcan las preocupaciones de la sociedad a la que representan, así como las demandas 
políticas y las opiniones de los individuos y de los actores sociales. Aunque evidentemente 
las Cámaras no queden comprometidas a actuar en el sentido reclamado por el peticionario, 
sin duda la petición puede estimular la actividad parlamentaria, favorecer que se lleve a cabo 
de modo más efi caz la función de control del ejecutivo, o incluso que se articulen nuevas 
iniciativas legislativas. El derecho de petición es en ese ámbito, materialmente, un derecho de 
participación democrática y ciudadana (...)”. 
 Sentencia núm. 126-2011 de 18 julio 
“(...) es que, por más que el nomen iuris del delito cometido y el artículo que lo tipifi ca en 
el Código Penal sea el mismo, la estructura de los hechos enjuiciados en uno y otro proceso 
(sustracción de fondos reservados en benefi cio propio y de otros altos cargos del Ministerio 
del Interior en un caso, y su utilización para un fi n ilícito como el secuestro de una persona 
en territorio francés en el otro) es radicalmente distinta. De ahí que quepa descartar que quien 
formó parte del órgano judicial que enjuició la causa especial núm. 2530-1995, pudiera tener 
tomada postura previa sobre la culpabilidad del demandante de amparo en el proceso a quo 
(...)”.
“(...) el motivo noveno de la presente demanda de amparo denuncia la violación del derecho 
fundamental a la presunción de inocencia (art. 24.2 CE). El recurrente sostiene que las Sentencias 
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impugnadas han lesionado el citado derecho fundamental al carecer de valor probatorio las 
declaraciones de los dos coimputados, los señores R. y S., en la medida en que no concurren los 
requisitos exigidos por la jurisprudencia de este Tribunal para que las mismas puedan alcanzar 
la consideración de prueba de cargo apta para enervar el derecho a la presunción de inocencia, 
dado que la propia Sala a quo reconoce que son personas de dudosa credibilidad, bien porque 
sus testimonios han venido guiados por móviles autoexculpatorios y de enemistad, bien por 
perseguir benefi cios procesales (...)”.
“(...) en relación con quiénes han de ser considerados imputados a los efectos de entender 
aplicable la doctrina constitucional expuesta, hemos de precisar ahora que una concepción 
puramente formal de la condición de coimputado no resulta conforme con los valores y 
principios constitucionales a cuya preservación se endereza la anterior doctrina. En efecto, aun 
cuando una concepción formal de la condición de coimputado conllevaría que la exigencia 
de una mínima corroboración de su declaración solo fuese aplicable a quien fuese juzgado 
simultáneamente en el mismo proceso, esto es, a quien tiene la condición formal de coacusado, 
hemos de extender esta garantía de la mínima corroboración de la declaración incriminatoria 
también a los supuestos en los que tal declaración se presta por quien fue acusado de los 
mismos hechos en un proceso distinto y que, por esta razón, comparece como testigo en un 
proceso posterior en el que se juzga a otra persona por su participación en la totalidad o parte 
de los mismos hechos. Así ocurre en el presente caso, en el cual el señor R. fue condenado con 
anterioridad por hechos entre los cuales se encontraba la sustracción de fondos reservados en 
el momento en el que el señor V. tenía la responsabilidad sobre su gestión. Consecuentemente, 
en el presente caso, las declaración de L. R., cuyo testimonio incriminatorio se pondera como 
elemento de prueba para la condena del recurrente, habrá de ser sometida a los criterios de 
sufi ciencia propios de la declaración de coimputado pues, pese a que el señor R. no ha sido 
enjuiciado en esta causa, ya ha sido condenado por Sentencia fi rme en un procedimiento 
anterior (...)”.
  Sentencia núm. 150-2011 de 29 septiembre 
“(...) ha de tenerse en cuenta que en el caso de la Sra. Moreno Gómez se trataba de una persona 
que basó su argumentación, según declaró este Tribunal (STC 119/2001, de 24 de mayo, F. 7) y 
fue recogido en los antecedentes fácticos de la STEDH de 16 de noviembre de 2004 (§ 37), «en 
una serie de estudios sonométricos realizados en lugares distintos de su domicilio, que arrojan 
resultados diversos y hasta contradictorios». Esto es, que, aunque no logró probar plenamente 
que el nivel de ruido interno en su domicilio era lesivo de los derechos fundamentales 
invocados, sí aportó un indicio cualifi cado de que el ruido externo de una zona acústicamente 
saturada tenía una incidencia en el interior de su domicilio que afectaba de modo relevante a 
esos derechos fundamentales. El que en estas circunstancias el Tribunal Europeo dijera que 
«la exigencia de dicha prueba [plena] es demasiado formalista puesto que las autoridades 
municipales habían califi cado la zona en la que vivía la demandante de zona acústicamente 
saturada» (§ 59) no implica que dicho criterio sea predicable de quien, sin esfuerzo alguno 
por acreditar la repercusión real y efectiva en el interior de su domicilio y en qué medida ésta 
obstaculizaba el ejercicio de los derechos fundamentales en cuestión, no hace otra cosa que 
alegar genéricamente que habita en una zona acústicamente saturada, derivando de ahí, en 
virtud de una proyección general y sin atención a las condiciones individuales de la vivienda, 
la repercusión sonora en su domicilio que alega como fundamento de las vulneraciones. 
Dado que la ratio de la STEDH de 16 de noviembre de 2004, por encontrarse estrechamente 
ligada a las precisas notas del caso que resolvió, no supone que en el supuesto de hecho que 
enjuiciamos, por ser éste en el extremo pertinente sustancialmente distinto a aquél, deba 
reputarse automáticamente que los ruidos externos acreditados produzcan en el interior de la 
vivienda unos niveles de ruido de tal intensidad que mermen signifi cativamente el goce de los 
derechos invocados, hemos de analizar si, con los datos obrantes en autos, se superan dichos 
estándares en el interior del domicilio del actor (...)”.
  Sentencia núm. 163-2011 de 2 noviembre 
“(...) la exigencia a los partidos políticos que no hubieran alcanzado representación parlamentaria 
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en la anterior convocatoria electoral de cierto respaldo o arraigo en el cuerpo electoral, plasmado 
en la necesidad de obtener la fi rma del 0,1 por 100 de los electores de la circunscripción electoral, 
para presentar candidaturas en las elecciones al Congreso de los Diputados y al Senado, supone 
ciertamente una restricción a la libertad de presentación de candidaturas (en ningún caso 
ilimitada), que no se deriva necesariamente de la Constitución, pero constituye una limitación 
objetiva no carente de fundamento constitucional, pues obedece a la consecución de un valor 
o bien constitucionalmente protegido, como es el de la racionalización y perfeccionamiento de 
la organización y desarrollo del proceso electoral, a través del cual se articula la representación 
política, cuyo adecuado funcionamiento puede verse efectivamente afectado por la excesiva 
proliferación de candidaturas carentes, por las razones que fueran, de respaldo o arraigo en el 
cuerpo electoral. Esa racionalización y perfeccionamiento del procedimiento electoral al que 
responde el requisito en cuestión se proyecta sobre los recursos públicos –por su naturaleza 
siempre limitados ante las crecientes necesidades a atender por el poder público– destinados 
a la organización de dicho procedimiento. De acuerdo con las previsiones de la LOREG, la 
proclamación de una candidatura le confi ere, entre otros, el derecho obtener una copia vigente 
del censo electoral en aquellas circunscripciones donde se presente la candidatura (art. 41.5 
LOREG); a disponer de lugares gratuitos proporcionados por los Ayuntamientos para la 
colocación de la propaganda electoral y de locales para la realización de actos de campaña (art. 
55 LOREG); a disfrutar de tarifas especiales para los envíos postales de propagada electoral (art. 
59 LOREG) y de espacios gratuitos en medios de comunicación de titularidad pública (art. 60.2 
LOREG); y, en fi n, a que por la Administración pública se confeccionen sufi cientes papeletas 
y sobres electorales de los que debe disponer cada mesa electoral (arts. 70 y 81 LOREG). La 
utilización racional de los recursos públicos que requiere el desarrollo del procedimiento 
electoral justifi ca desde la perspectiva constitucional la exigencia de que los partidos políticos 
que pretendan presentar candidaturas en las elecciones al Congreso de los Diputados y al 
Senado acrediten un mínimo respaldo de los electores o arraigo en la circunscripción en la que 
pretendan concurrir. Ciertamente el pluralismo político, como valor superior del ordenamiento 
jurídico (art. 1.1 CE), que expresan de manera destacada los partidos políticos (art. 6 CE), 
requiere que los ciudadanos dispongan para su libre elección de las diferentes y diversas 
opciones o corrientes partidistas que refl ejen el pluralismo ideológico de la sociedad, pero ello 
no puede constituir un obstáculo para que, en aras de la racionalización y el perfeccionamiento 
del procedimiento electoral, se exija a los partidos que quieren participar en la conformación 
del órgano representativo de la voluntad popular un mínimo arraigo en el cuerpo electoral. 
En otras palabras, no puede pretenderse derivar de la Constitución un supuesto derecho 
fundamental de los partidos políticos a participar ilimitadamente en todo proceso electoral y en 
cada una de las circunscripciones mediante la presentación de candidaturas cuando carezcan 
de un mínimo e imprescindible apoyo social, pudiendo afectar con ello al adecuado y efi caz 
desarrollo del procedimiento electoral, por el destino de recursos públicos a candidaturas social 
y políticamente irrelevantes para el cuerpo electoral y por la consiguiente complejidad que 
para el desarrollo del proceso electoral signifi caría la participación en la contienda electoral de 
dichas candidaturas (...)”.
“(...) es obvio que quien voluntariamente decide apoyar con su fi rma la presentación de una 
candidatura a las elecciones no está siendo obligado a declarar sobre su ideología, como también 
lo es que avalar una determinada candidatura no equivale necesariamente a manifestar una 
inequívoca adhesión ideológica a la misma, por más que la prohibición de que un elector preste 
su fi rma a más de una candidatura (art. 169.3 in fi ne LOREG) pudiera ser entendida –cuestión 
ésta sobre la que no procede aquí pronunciarse– como un posible indicio de identifi cación del 
fi rmante con la opción ideológica que representa la candidatura a la que avala, aunque no 
es menos cierto que, como señala el Ministerio Fiscal, la prestación del aval puede obedecer 
a diversas razones, entre las que se encuentran el conocimiento y relación personal con los 
candidatos que se presentan, sin que tales razones supongan necesariamente compartir la 
ideología de la candidatura avalada. En todo caso, ninguno de los datos personales que los 
electores han de facilitar a la Administración electoral para avalar con su fi rma una candidatura 
(nombre y apellidos, documento nacional de identidad y circunscripción electoral en la que se 
esté censado), a los efectos previstos en el citado art. 169.3 LOREG, afecta a la intimidad de los 
avalistas ni a su derecho a no declarar sobre su ideología. Conviene recordar que, conforme a 
reiterada doctrina constitucional, entre aquellos aspectos básicos de la vida privada protegidos 
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por la intimidad, entre ellos los referidos a la ideología y creencias, no se encuentran los datos 
referentes a la participación de los ciudadanos en la vida política, actividad que por su propia 
naturaleza se desarrolla en la esfera pública de una sociedad democrática, con excepción del 
derecho de sufragio activo, dado el carácter secreto del voto (STC 85/2003, de 8 de mayo, F. 21, 
por todas). 
Por eso, como advierte el Ministerio Fiscal, en el caso de que los candidatos sean, a su vez, 
avalistas de su propia candidatura, es claro que la libre decisión de concurrir a unas elecciones por 
una determinada candidatura supone la voluntaria manifestación de la ideología política, por 
lo que el aval de los propios candidatos no revela ningún dato secreto ni merecedor de reserva. 
La publicidad de la ideología política de los candidatos es consustancial al proceso electoral y al 
ejercicio del derecho de participación política (art. 23.1 CE), que implica, en general, la renuncia 
a mantener ese aspecto de la vida personal alejada del público conocimiento, debiendo tenerse 
en cuenta en este sentido que la legislación electoral prescribe la publicación ofi cial de las 
candidaturas presentadas y proclamadas en las elecciones, exigencia de publicidad que, por 
otra parte, resulta esencial «para la transparencia política que en un Estado democrático debe 
regir las relaciones entre electores y elegibles» (STC 85/2003, F. 21) (...)”.
Sentencia núm. 173 /2011 de 7 noviembre 
“(...) Si no hay duda de que los datos personales relativos a una persona individualmente 
considerados, a que se ha hecho referencia anteriormente, están dentro del ámbito de la 
intimidad constitucionalmente protegido, menos aún pueda haberla de que el cúmulo de 
la información que se almacena por su titular en un ordenador personal, entre otros datos 
sobre su vida privada y profesional (en forma de documentos, carpetas, fotografías, vídeos, 
etc.) –por lo que sus funciones podrían equipararse a los de una agenda electrónica–, no solo 
forma parte de este mismo ámbito, sino que además a través de su observación por los demás 
pueden descubrirse aspectos de la esfera más íntima del ser humano. Es evidente que cuando 
su titular navega por Internet, participa en foros de conversación o redes sociales, descarga 
archivos o documentos, realiza operaciones de comercio electrónico, forma parte de grupos 
de noticias, entre otras posibilidades, está revelando datos acerca de su personalidad, que 
pueden afectar al núcleo más profundo de su intimidad por referirse a ideologías, creencias 
religiosas, afi ciones personales, información sobre la salud, orientaciones sexuales, etc. Quizás, 
estos datos que se refl ejan en un ordenador personal puedan tacharse de irrelevantes o livianos 
si se consideran aisladamente, pero si se analizan en su conjunto, una vez convenientemente 
entremezclados, no cabe duda que confi guran todos ellos un perfi l altamente descriptivo de la 
personalidad de su titular, que es preciso proteger frente a la intromisión de terceros o de los 
poderes públicos, por cuanto atañen, en defi nitiva, a la misma peculiaridad o individualidad 
de la persona. A esto debe añadirse que el ordenador es un instrumento útil para la emisión o 
recepción de correos electrónicos, pudiendo quedar afectado en tal caso, no solo el derecho al 
secreto de las comunicaciones del art. 18.3 CE (por cuanto es indudable que la utilización de 
este procedimiento supone un acto de comunicación), sino también el derecho a la intimidad 
personal (art. 18.1 CE), en la medida en que estos correos o email, escritos o ya leídos por su 
destinatario, quedan almacenados en la memoria del terminal informático utilizado. Por ello 
deviene necesario establecer una serie de garantías frente a los riesgos que existen para los 
derechos y libertades públicas, en particular la intimidad personal, a causa del uso indebido de 
la informática así como de las nuevas tecnologías de la información (...)”.
“(...) el Tribunal de Justicia de la Unión Europea ha reafi rmado también la importancia del 
derecho a la protección de los datos personales como un elemento a tomar en consideración no 
solo en el momento de transponer una directiva sino también cuando las autoridades estatales 
y los órganos judiciales nacionales procedan a su aplicación (entre otras, Sentencia del Tribunal 
de Justicia (Gran Sala) de 29 de enero de 2008, asunto C-275/06, Productores de Música de 
España (Promusicae) c. Telefónica de España SAU, apartados 61-70). Por su parte, el Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos ha venido asumiendo una interpretación extensiva del concepto 
«vida privada» del art. 8 del Convenio Europeo de Derechos Humanos y de las Libertades 
Fundamentales. Así, su Sentencia de 16 de febrero de 2000, dictada en el caso Amman contra 
Suiza, considera que «el término “vida privada” no se debe interpretar de forma restrictiva», 
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de forma que éste «engloba el derecho del individuo de crear y desarrollar relaciones con sus 
semejantes», sin que «ninguna razón de principio permita excluir las actividades profesionales 
o comerciales» (§ 65). De manera específi ca, la STEDH de 3 de abril de 2007, caso Copland 
contra el Reino Unido, considera en su § 41 que están incluidos en el ámbito de protección 
del art. 8 del Convenio Europeo, por cuanto pueden contener datos sensibles que afecten a 
la intimidad, tanto «los correos electrónicos enviados desde el lugar del trabajo» como «la 
información derivada del seguimiento del uso personal de Internet». En este caso, precisa el 
Tribunal, a la demandante no se le advirtió de que podría ser objeto de un seguimiento, por lo 
que podía razonablemente esperar que se reconociera el carácter privado «en lo que respecta 
al correo electrónico y la navegación por Internet». (§ 42). Por su parte, la STEDH de 22 de 
mayo de 2008, caso Iliya Stefanov contra Bulgaria, consideró que el registro de la ofi cina de 
un abogado, incluyendo los datos electrónicos, equivale a una injerencia en su «vida privada», 
lesiva por ello del art. 8 del Convenio. (§ 34). No obstante reconocer el Tribunal que concurría 
en este caso un objetivo legítimo (investigación penal por delito de extorsión) y que existía una 
previa autorización judicial, siendo así que «los registros del PC y las incautaciones deben, por 
regla general, llevarse a cabo en virtud de una orden judicial» (§ 39), razona que la expresada 
orden se había elaborado en términos excesivamente amplios, ejecutándose además de manera 
desproporcionada por la Policía, por lo que se había afectado al secreto profesional, por cuanto 
«retiró todo el equipo del solicitante, incluyendo sus accesorios, así como todos los disquetes que 
se encontraban en su ofi cina», resultando que durante el tiempo que permaneció este material 
en su poder «ningún tipo de garantías existen para asegurar que durante el período intermedio 
el contenido completo del disco duro y los discos no fueron inspeccionados o copiados» (§ 42). 
De lo expuesto, parece desprenderse que cualquier injerencia en el contenido de un ordenador 
personal –ya sea por vía de acceso remoto a través de medios técnicos, ya, como en el presente 
caso, por vía manual– deberá venir legitimada en principio por el consentimiento de su titular, 
o bien por la concurrencia de los presupuestos habilitantes antes citados (...)”. 
“(...) como hemos afi rmado anteriormente, corresponde a cada persona acotar el ámbito de 
intimidad personal y familiar que reserva al conocimiento ajeno, por lo que el consentimiento 
del titular del derecho fundamental legitimará la inmisión en el ámbito de la intimidad e 
impedirá, por tanto, considerarlo vulnerado. En lo relativo a la forma de este consentimiento 
hemos puesto de relieve que puede manifestarse de forma expresa, prestándose entonces 
verbalmente, o bien tácita. En este caso la conducta analizada no es por sí misma reveladora 
de una declaración de voluntad, sino que de dicha conducta se infi ere que debió concurrir 
tal voluntad. Por ello, se conceptúan estas declaraciones como tácitas, porque resultan, no de 
expresiones, sino de hechos (actos concluyentes), siendo preciso, para conocer su verdadero 
signifi cado, acudir a conjeturas o presunciones. En el presente caso, más allá del tradicional 
marco conceptual de la forma de la prestación del consentimiento a que se ha hecho referencia, 
es preciso analizar las características de la declaración de voluntad en realidad emitida por el 
propietario del ordenador personal. Éste, es verdad, como dice el Fiscal, no autorizó de forma 
expresa al encargado de la tienda de informática a acceder al contenido de sus archivos o fi cheros 
donde se encontraban las fotografías y vídeos de contenido pedófi lo, ni tampoco tácitamente 
porque nos encontramos ante una manifestación de voluntad efectuada por su parte, por lo 
que no es necesario acudir a conjeturas o presunciones sobre los hechos para su interpretación. 
Dicho lo anterior, lo que sí se aprecia claramente en el recurrente es la concurrencia de una 
declaración expresiva de su voluntad de hacer entrega a dicho encargado de su portátil, 
poniéndolo a su disposición, para que éste procediera a su reparación (en concreto, para 
cambiar la grabadora que no funcionaba). Para ello le informa, incluso, como hemos visto, que 
no precisa de contraseña alguna de acceso. Las razones que hayan podido llevar al recurrente 
a adoptar esta actitud, ya sean debidas a negligencia, descuido o desconocimiento del carácter 
ilícito de los referidos archivos (en este sentido, se observa en las actuaciones que una de las 
alegaciones de su línea defensiva fue invocar precisamente un supuesto error de prohibición) 
escapan, evidentemente, al análisis que debe realizarse en este Tribunal Constitucional. Así las 
cosas, durante el desempeño de la función encomendada, el responsable del establecimiento 
informático descubrió casualmente el material pedófi lo, en particular cuando, una vez 
reparado el ordenador, procedía a comprobar su correcto funcionamiento. A tal fi n, escogió 
al azar diversos archivos para llevar a cabo su grabación y posterior reproducción, lo que le 
permitiría conocer el correcto funcionamiento de las piezas sustituidas, práctica que, según 
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se acreditó durante el juicio, constituye el protocolo habitual en estos casos. De lo expuesto, 
se deduce que dicho responsable no se extralimitó del mandato recibido estando amparado 
su proceder, que ha llevado al descubrimiento del material ilícito, por la propia autorización 
expresa del ahora demandante. Avala esta conclusión la circunstancia de que este encargado 
limitara su actuación a la carpeta «mis documentos» del usuario, mínimo necesario para 
realizar la referida prueba de grabación, sin pretender adentrarse en otras carpetas respecto de 
las que, por hallarse más ocultas o por expresarlo así el título asignado a las mismas, pudiera 
presumirse un mayor revestimiento de protección y reserva. Seguidamente, una vez producido 
el hallazgo, este se limitó a cumplir con la obligación que le viene legalmente impuesta a todo 
ciudadano consistente en denunciar ante las autoridades competentes la posible perpetración 
de un delito público del que ha tenido conocimiento (arts. 259 y ss. LECrim) (...)”.
“(...) como hemos visto, en el presente caso el alcance de la autorización dada se circunscribía a 
la manipulación por parte de dicho profesional del portátil para que procediera a la reparación 
del equipo informático, lo que no puede erigirse en legitimación para una intervención posterior 
realizada por personas distintas y motivada por otros fi nes (...)”.
“(...) con esta actuación, los expresados agentes pretendían, con la conveniente celeridad que 
requerían las circunstancias, comprobar la veracidad de lo ya descubierto por este ciudadano, 
así como constatar si existían elementos sufi cientes para la detención de la persona denunciada 
(...)”.
“(...) por su parte, la Decisión Marco del mismo Consejo de 22 de diciembre de 2003, sobre la 
lucha contra la explotación sexual de los niños y la pornografía infantil, tras resaltar también 
en su parte introductoria que la pornografía infantil constituye «una violación de los derechos 
humanos y del derecho fundamental del niño a una educación y un desarrollo armonioso», 
describe en su artículo 5 las especiales penas privativas de libertad y las circunstancias 
agravantes que los Estados miembros han de aplicar en este tipo de infracciones (...)”.
  Sentencia núm. 190-2011 de 12 diciembre
“(...) en efecto, como reconoce el propio recurrente, su pretensión era que los órganos judiciales 
hicieran una aplicación extensiva de la excepción prevista en el art. 103.1 LECrim, para excluir, 
en contra de su tenor literal, de su ámbito de aplicación a quienes estuvieran separados 
legalmente. Pues bien, lo cierto es que la interpretación fi nalmente asumida por los órganos 
judiciales no puede ser califi cada de excesivamente formalista, ya que responde a un sentido 
gramatical y sistemático del concepto «cónyuge» utilizado en el art. 103.1 LECrim, toda vez 
que la separación judicial, en los términos del art. 85 1del Código Civil (CC), no supone una 
disolución del matrimonio, sino una mera suspensión de la vida en común y de la posibilidad 
de vincular bienes del otro cónyuge en el ejercicio de la potestad doméstica (art. 83 CC) (...)”.
“(...) la circunstancia de que tanto las situaciones de divorcio como las de separación judicial 
puedan evidenciar, en palabras del recurrente, que los lazos de afectividad ya están rotos, no 
impide apreciar que ambas situaciones son jurídicamente bien distintas y que también lo son 
sus efectos, no siendo el menor de ellos, y solo desde una perspectiva estrictamente civil, que 
en el caso de divorcio hay una disolución del vínculo, ausente de la separación judicial, que 
impide la producción de efectos legales de una eventual reconciliación (art. 88 CC). Igualmente, 
la circunstancia reseñada por el recurrente de que si a los cónyuges separados legalmente no les 
alcanza la exención de responsabilidad del art. 268.1 del Código Penal (CP) carece de sentido 
que pueda haber obstáculos procesales para que éstos puedan accionar penalmente entre sí, 
puede resultar un elemento relevante en términos de una labor interpretativa propia de los 
órganos judiciales. Sin embargo, desde la perspectiva de control que es propia de este Tribunal 
Constitucional, no resulta concluyente. Más allá de que tanto la exclusión del ejercicio de la acción 
penal entre cónyuges como la previsión del art. 268 CP de excluir de responsabilidad penal a 
los autores de determinados delitos patrimoniales no violentos cuando existan determinadas 
relaciones de parentesco –que no alcanzan a los cónyuges separados judicialmente o de 
hecho– puedan coincidir en la fi nalidad perseguida, no tiene por qué producirse una plena 
identifi cación entre ambas previsiones ya que, en cualquier caso, la excepción prevista en el 
art. 103.1 LECrim, al referirse a todo tipo de delitos que no sean los cometidos por el cónyuge 
contra «la persona del otro o la de sus hijos, y por el delito de bigamia», es mucho más amplia 
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que la exclusión de responsabilidad penal del art. 268 CP, que queda limitada a los delitos no 
violentos previstos en los capítulos I a IX del título XIII del Código Penal, correspondiente a los 
delitos contra el patrimonio y contra el orden socioeconómico (...)”.
2012 
  Sentencia núm. 9-2012 de 18 enero 
“(...) la fi nalidad de los mismos es la de respetar la voluntad de los ciudadanos manifestada en 
las elecciones, en cuanto constituye la expresión esencial de un régimen democrático. Con este 
objetivo se disponen una serie de medidas «para frenar y reducir el condenable fenómeno de 
deslealtad política conocido como transfuguismo» entre las que se encuentra la creación legal 
de la fi gura de los «concejales no adscritos», que no pueden integrarse en grupo alguno (...)”.
  Sentencia núm. 12-2012 de 30 enero 
“(...) canon que a continuación proyectaremos sobre este caso particular donde por primera vez 
debemos abordar las singularidades del uso de una cámara oculta de grabación videográfi ca 
como medio de intromisión en un reducto privado donde se registra de forma íntegra la imagen, 
voz y la forma de conducirse en una conversación mantenida en un espacio de la actividad 
profesional de la afectada (...)”.
“(...) Sin embargo, tal protección especial queda sometida a determinados límites tanto 
inmanentes como externos que este Tribunal ha ido perfi lando progresivamente. Entre los límites 
inmanentes se encuentran los requisitos de veracidad y de interés general o relevancia pública 
de la información (SSTC 68/2008, F. 3; y 129/2009, de 1 de junio, F. 2); en ausencia de los dos 
mencionados requisitos decae el respaldo constitucional de la libertad de información. Por otro 
lado, como límites externos el derecho a la información se sitúan los derechos específi camente 
enunciados en el art. 20.4 CE. En cuanto a la relevancia pública de la información, este Tribunal 
ha subrayado que dado que la protección constitucional se ciñe a la transmisión de hechos 
«noticiables» por su importancia o relevancia social para contribuir a la formación de la opinión 
pública, tales hechos deben versar sobre aspectos conectados a la proyección pública de la 
persona a la que se refi ere, o a las características del hecho en que esa persona se haya visto 
involucrada. De manera que, «solo tras haber constatado la concurrencia de estas circunstancias 
resulta posible afi rmar que la información de que se trate está especialmente protegida por ser 
susceptible de encuadrarse dentro del espacio que a una prensa libre debe ser asegurado en un 
sistema democrático» (STC 29/2009, de 26 de enero, F. 4). Igualmente, el Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos ha destacado que el factor decisivo en la ponderación entre la protección 
de la vida privada y la libertad de expresión estriba en la contribución que la información 
publicada realice a un debate de interés general, sin que la satisfacción de la curiosidad de una 
parte del público en relación con detalles de la vida privada de una persona pueda considerarse 
contribución a tal efecto (por todas, STEDH de 24 de junio de 2004, Von Hannover c. Alemania, 
§§ 65, 76) (...)”. 
“(...) el Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha señalado que sería muy restrictivo limitar 
la noción de vida privada protegida por el art. 8.1 del Convenio Europeo para la protección 
de los derechos humanos y de las libertades fundamentales a un «círculo íntimo» en el que 
el individuo puede conducir su vida personal a su manera y excluir plenamente el mundo 
exterior no incluido en este círculo. No puede desconocerse que también en otros ámbitos, y en 
particular en el relacionado con el trabajo o la profesión, se desarrollan relaciones interpersonales, 
vínculos o actuaciones que pueden constituir manifestación de la vida privada (STEDH de 16 de 
diciembre de 1992, Niemietz c. Alemania, § 29; doctrina reiterada en las SSTEDH de 4 de mayo 
de 2000, Rotaru c. Rumania, § 43, y de 27 de julio de 2004, Sidabras y Džiautas c. Lituania, § 44). 
La protección de la vida privada en el ámbito del Convenio Europeo de Derechos Humanos, 
en suma, se extiende más allá del círculo familiar privado y puede alcanzar también a otros 
ámbitos de interacción social (SSTEDH de 16 de diciembre de 1992, Niemietz c. Alemania, § 
29; de 22 de febrero de 1994, Burghartz c. Suiza, § 24; y de 24 de junio de 2004, Von Hannover 
c. Alemania, § 69). Un criterio a tener en cuenta para determinar cuándo nos encontramos 
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ante manifestaciones de la vida privada protegible frente a intromisiones ilegítimas es el de las 
expectativas razonables que la propia persona, o cualquier otra en su lugar en esa circunstancia, 
podría tener de encontrarse al resguardo de la observación o del escrutinio ajeno. Así por 
ejemplo cuando se encuentra en un paraje inaccesible o en un lugar solitario debido a la hora 
del día, puede conducirse con plena espontaneidad en la confi anza fundada de la ausencia de 
observadores. Por el contrario, no pueden abrigarse expectativas razonables al respecto cuando 
de forma intencional, o al menos de forma consciente, se participa en actividades que por 
las circunstancias que las rodean, claramente pueden ser objeto de registro o de información 
pública (SSTEDH de 25 de septiembre de 2001, P. G. y J. H. c. Reino Unido, § 57; y de 28 de 
enero de 2003, Peck c. Reino Unido, § 58). Conforme al criterio de expectativa razonable de 
no ser escuchado u observado por terceras personas, resulta patente que una conversación 
mantenida en un lugar específi camente ordenado a asegurar la discreción de lo hablado, como 
ocurre por ejemplo en el despacho donde se realizan las consultas profesionales, pertenece al 
ámbito de la intimidad (...)”.
“(...) el presente caso presenta unos contornos o perfi les singulares derivados de la especial 
capacidad intrusiva del medio específi co utilizado para obtener y dejar registradas las imágenes 
y la voz de una persona. Por un lado, como razona en sus alegaciones el Ministerio Fiscal, 
el carácter oculto que caracteriza a la técnica de investigación periodística llamada «cámara 
oculta» impide que la persona que está siendo grabada pueda ejercer su legítimo poder de 
exclusión frente a dicha grabación, oponiéndose a su realización y posterior publicación, pues 
el contexto secreto y clandestino se mantiene hasta el mismo momento de la emisión y difusión 
televisiva de lo grabado, escenifi cándose con ello una situación o una conversación que, en 
su origen, responde a una previa provocación del periodista interviniente, verdadero motor 
de la noticia que luego se pretende difundir. La ausencia de conocimiento y, por tanto, de 
consentimiento de la persona fotografi ada respecto a la intromisión en su vida privada es 
un factor decisivo en la necesaria ponderación de los derechos en confl icto, como subraya el 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos (SSTEDH de 24 de junio de 2004, Von Hannover 
c. Alemania, § 68, y de 10 de mayo de 2011, MosLey c. Reino Unido, § 11). Por otro lado, 
es evidente que la utilización de un dispositivo oculto de captación de la voz y la imagen se 
basa en un ardid o engaño que el periodista despliega simulando una identidad oportuna 
según el contexto, para poder acceder a un ámbito reservado de la persona afectada con la 
fi nalidad de grabar su comportamiento o actuación desinhibida, provocar sus comentarios y 
reacciones así como registrar subrepticiamente declaraciones sobre hechos o personas, que no 
es seguro que hubiera podido lograr si se hubiera presentado con su verdadera identidad y 
con sus auténticas intenciones. La fi nalidad frecuente de las grabaciones de imágenes y sonido 
obtenidas mediante la utilización de cámaras ocultas es su difusión no consentida en el medio 
televisivo cuya capacidad de incidencia en la expansión de lo publicado es muy superior al de 
la prensa escrita (en este sentido, la STEDH de 23 de septiembre de 1994, Jersild c. Dinamarca, 
§ 31). No hay duda de que ello hace necesario reforzar la vigilancia en la protección de la vida 
privada para luchar contra los peligros derivados de un uso invasivo de las nuevas tecnologías 
de la comunicación, las cuales, entre otras cosas, facilitan la toma sistemática de imágenes sin 
que la persona afectada pueda percatarse de ello, así como su difusión a amplios segmentos 
del público, como subrayaba el Tribunal Europeo de Derechos Humanos en relación a un caso 
de captación fotográfi ca a cientos de metros de distancia (STEDH de 24 de junio de 2004, Von 
Hannover c. Alemania, § 70) (...)”.
  Sentencia núm. 19-2012 de 15 febrero 
“(...) dicho lo que antecede conviene precisar a renglón seguido que de la evolución legislativa 
que ha experimentado el impuesto sobre la renta de las personas físicas a lo largo de estos 
últimos treinta años, se puede extraer una clara conclusión: cada norma reguladora del impuesto 
sobre la renta de las personas físicas representa una opción legislativa diferente cohonestada 
con el uso del tributo por el Gobierno y el Parlamento de cada momento temporal, como 
un instrumento al servicio, no ya de una política recaudatoria, sino de una concreta política 
económica y social (...)”.
“(...) para los Diputados recurrentes, el mínimo personal y familiar se aplica a reducir la parte 
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general de la base imponible y no de la cuota, por lo que, siendo iguales las circunstancias 
personales y familiares, cuanto más elevadas son las rentas de los sujetos pasivos más aumenta 
la desgravación por dichas circunstancias, fenómeno que, desde el punto de vista de la 
capacidad económica, constituiría una regresión (...)”.
“(...) el mínimo vital de subsistencia no sometido a tributación no solo es, como acabamos 
de señalar, un elemento inescindible del principio de capacidad económica especialmente 
relevante en tributos que, como el impuesto sobre la renta, afectan a la renta integral de los 
sujetos, sino que es fruto de la justicia que como valor del Estado social y democrático reclama 
el art. 1.1 CE, y como exigencia del sistema tributario impone el art. 31.1 CE, en conexión directa 
con la garantía de la dignidad de la persona (art. 10.1 CE) y con la obligación de aseguramiento 
por los poderes públicos de la protección de la familia (art. 39.1 CE). No podría califi carse de 
justo un Estado que se denominara como «social y democrático de Derecho» si privase a sus 
ciudadanos, a través de su sistema tributario, de la renta mínima de supervivencia, so pretexto 
del deber de contribuir a los gastos generales, pues con ello no solo perdería su legitimidad 
política y democrática sino que atentaría a la esencia misma de la dignidad humana. Hemos 
afi rmado, a este respecto, que el respeto a la dignidad humana se ha confi gurado por nuestro 
texto constitucional como el primero de los fundamentos del orden político y de la paz social al 
cual repugna «que la efectividad de los derechos patrimoniales se lleve al extremo de sacrifi car 
el mínimo vital del deudor, privándole de los medios indispensables para la realización de sus 
fi nes personales así como en la protección de la familia, el mantenimiento de la salud y el uso de 
una vivienda digna y adecuada, valores éstos que, unidos a las prestaciones sociales sufi cientes 
ante situaciones de necesidad que debe garantizar el régimen público de Seguridad Social, 
están constitucionalmente consagrados en los arts. 39, 41, 43 y 47 de la Constitución, y obligan 
a los poderes públicos, no solo al despliegue de la correspondiente acción administrativa 
prestacional, sino además a desarrollar la acción normativa que resulte necesaria para asegurar 
el cumplimiento de esos mandatos constitucionales, a cuyo fi n resulta razonable y congruente 
crear una esfera patrimonial intangible a la acción ejecutiva de los acreedores que coadyuve a 
que el deudor pueda mantener la posibilidad de una existencia digna» (STC 113/1989, de 22 de 
junio, F. 3). Con base en esta doctrina debemos afi rmar ahora que la exigencia constitucional de 
contribuir al sostenimiento de los gastos públicos no legitima a los poderes públicos, garantes 
de la dignidad de la persona y de la protección de la familia, a someter a tributación la renta 
de las personas desde su primera unidad económica, sino solo a partir de un mínimo vital de 
subsistencia, inmune a su acción, que les permita satisfacer sus necesidades más básicas en 
garantía de una existencia digna. Dicho lo anterior, es necesario señalar a renglón seguido que 
la forma de garantizar ese mínimo vital no sometido a tributación queda a la libre elección 
del legislador, tanto en relación con el o los tributos en que se establezca como en cuanto a la 
técnica utilizada, ya que puede optar entre operar en la base imponible (por ejemplo, a través 
de exenciones, deducciones o reducciones), en la cuota tributaria (por ejemplo, mediante 
deducciones o bonifi caciones), en la tarifa (por ejemplo, estableciendo un tipo cero para un 
primer tramo de renta), o, en todas ellas. (...) Y no desmerece esta conclusión el hecho de que 
dicho mínimo vital de subsistencia se garantice a todas las personas por igual, con independencia 
de su nivel de renta, pues de los preceptos constitucionales analizados se deduce, como garantía 
básica, la necesidad de un mínimo protegido de la acción de los poderes públicos, pero no 
la forma en que debe articularse dicha protección, lo que supone que pudiendo ser válida la 
opción de condicionar la aplicación de ese mínimo hasta un determinado umbral de renta, igual 
de válida es la opción contraria, esto es, la de garantizar aquel mínimo vital de subsistencia libre 
de gravamen para todos los obligados al sostenimiento de los gastos públicos (...)”.
  Sentencia núm. 36-2012 de 15 marzo 
“(...) Según aparece en el preámbulo del real decreto en cuestión, su fi nalidad principal es 
la de fomentar una más temprana emancipación de los jóvenes, removiendo los principales 
obstáculos a los que se enfrentan cuando quieren emanciparse, sobre todo el relativo al elevado 
importe de la renta de alquiler, y que producen un retraso en la edad de emancipación que 
ocasiona múltiples consecuencias negativas, tanto sociales como económicas y personales. 
(...) sino que se limita a establecer, única y exclusivamente, unas ayudas destinadas a apoyar 
económicamente, para el pago del alquiler de la vivienda que constituya el domicilio habitual 
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y permanente, a un grupo de personas de edades comprendidas entre 22 y 30 años y con unos 
niveles de renta inferiores a un tope determinado (...)”. 
“(...) pues bien, ponderando los distintos objetivos de la norma, podemos concluir para este 
caso concreto que las ayudas objeto de la controversia se conectan con mayor intensidad con 
la materia asistencia social, en cuanto tratan de resolver una problemática social facilitando a 
determinados grupos de personas con rentas reducidas la efectiva emancipación respecto de 
sus familias, llevando a cabo, de esta forma, una política de protección social que reduzca una 
tendencia negativa manifestada en el conjunto de la sociedad española (...)”.
  Sentencia núm. 70-2012 de 16 abril 
“(...) en el presente caso, la circunstancia de que el proceso penal se encuentre todavía en 
fase de instrucción, sin haber recaído resolución judicial que delimite los eventuales hechos 
imputados y su califi cación penal, difi culta el examen de una posible coincidencia de 
identidades objetiva y de fundamento entre las actuaciones jurisdiccional y administrativa. 
Pero no así la comparación de su ámbito subjetivo puesto que resulta obvio que en el presente 
caso la sanción administrativa recayó sobre una persona jurídica –la sociedad mercantil Acqua 
Medicina y Cirugía Estética, SL– mientras que el proceso penal se ha dirigido necesariamente 
contra personas físicas. En efecto, así como en el ámbito administrativo el art. 130.1 de la Ley 
de régimen jurídico de las Administraciones públicas y del procedimiento administrativo 
común prevé la posibilidad de sancionar a las personas jurídicas por la comisión de hechos 
constitutivos de infracción administrativa, reconociéndoles, pues, capacidad infractora (en el 
mismo sentido, STC 246/1991, de 19 de noviembre, F. 2), por el contrario, en el ámbito penal, 
hasta la reforma del Código Penal llevada a cabo por la Ley Orgánica 5/2010, de 22 de junio, ha 
regido en nuestro ordenamiento el principio societas delinquere non potest (...)”. 
“(...) por tanto, descartado que en el presente caso, dada la fecha en que acaecieron los hechos, 
la persona jurídica ya sancionada administrativamente pueda llegar a serlo también en el curso 
del proceso penal, debemos también descartar que exista identidad real entre la mencionada 
persona jurídica y las personas físicas contra las que se dirige el proceso penal, pues, desde 
que se otorgó la escritura de su constitución el 21 de noviembre de 2001, son administradores 
mancomunados de Acqua Medicina y Cirugía Estética, SL, los cónyuges don José Antonio G. 
N. Albandea y doña Estrella Tarrasa Ortiz, de los cuales solo el primero ha prestado declaración 
como imputado en las actuaciones penales, en el curso de las cuales lo han hecho, además de 
él, otras diecinueve personas (...)”.
  Sentencia núm. 96-2012 de 7 mayo 
“(...) pues bien, para resolver esta cuestión es necesario, en primer lugar, dirimir si los datos que 
se solicitan a la entidad bancaria están protegidos por el art. 18 CE, pues solo en caso afi rmativo 
será pertinente que este Tribunal se pronuncie sobre la queja principal planteada por la entidad 
demandante. Como se recordará, el Auto de 20 de octubre de 2010 del Juzgado de Primera 
Instancia núm. 87 de Madrid acordó requerir a la entidad BBVA para que procediese a entregar 
al Juzgado (para su puesta a disposición de ADICAE) los listados diferenciados por productos 
fi nancieros, en formato electrónico tipo «excel» o compatible, conteniendo la identifi cación de 
los datos personales (nombre, apellidos, DNI, dirección postal actualizada, número de teléfono, 
fax y correo electrónico, si estuvieran disponibles) de todos los clientes, personas físicas, con la 
condición de consumidores o usuarios, que hubieran contratado los productos fi nancieros que 
ya hemos descrito con detalle en el relato de antecedentes de esta Sentencia, comercializados 
en toda España por BBVA.
Para el Fiscal, los datos solicitados no afectan al núcleo esencial de la privacidad de la 
persona y, por tanto, no pueden califi carse de datos altamente invasivos de dicha privacidad, 
«precisamente por carecer de un carácter íntimo». Asimismo, entiende que alguno de ellos son 
de fácil conocimiento público, como la dirección postal o el número de teléfono, y considera 
que la simple condición de cliente del banco, como suscriptor de un producto fi nanciero, sin 
mayores precisiones en cuanto a sus actividades bancarias o estado de las cuentas, no sería 
un dato que por sí mismo afectara al núcleo esencial de privacidad de dichas personas. En 
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defi nitiva, sostiene que los datos recabados no formarían parte del ámbito propio y reservado 
al conocimiento de los demás, que es lo que garantiza el derecho a la intimidad personal (art. 
18.1 CE), pues no harían referencia a los aspectos más básicos de la autodeterminación personal 
(...)”.
 “(...) Sin embargo, este Tribunal viene sosteniendo que el derecho a la protecció n de los datos 
de cará cter personal deriva del art. 18.4 CE, tambié n invocado por la entidad demandante, y 
consagra «en sí mismo un derecho o libertad fundamental» (SSTC 254/1993, de 20 de julio, F. 
6; y 254/2000, de 30 de noviembre, F. 5, entre otras), que «excede el á mbito propio del derecho 
fundamental a la intimidad (art. 18.1 CE), y que se traduce en un derecho de control sobre los 
datos relativos a la propia persona. La llamada libertad informá tica es así el derecho a controlar 
el uso de los mismos datos insertos en un programa informá tico (habeas data) y comprende, 
entre otros aspectos, la oposició n del ciudadano a que determinados datos personales sean 
utilizados para fi nes distintos de aquel legí timo que justifi có su obtenció n» (STC 292/2000, de 
30 de noviembre, F. 5) (...)“.
  Sentencia núm. 111-2012 de 24 mayo 
“(...) el Gobierno, previa consulta al Consejo General de la Formación Profesional, de acuerdo 
con lo establecido en el art. 5.2 de esta Ley, determinará la estructura y el contenido del Catálogo 
Nacional de Cualifi caciones Profesionales y aprobará las que procedan incluir en el mismo, 
ordenadas por niveles de cualifi cación, teniendo en cuenta en todo caso los criterios de la Unión 
Europea. Igualmente se garantizará la actualización permanente del catálogo, previa consulta 
al Consejo General de la Formación Profesional, de forma que atienda en todo momento los 
requerimientos del sistema productivo(...)”.
“(...) 3. A los efectos de la presente Ley, se entenderá por:
a) Cualifi cación profesional: el conjunto de competencias profesionales con signifi cación para 
el empleo que pueden ser adquiridas mediante formación modular u otros tipos de formación 
y a través de la experiencia laboral.
b) Competencia profesional: el conjunto de conocimientos y capacidades que permitan el 
ejercicio de la actividad profesional conforme a las exigencias de la producción y el empleo». 
No le falta razón al Abogado del Estado en sus argumentos, pues lo cierto es que el recurso 
del Gobierno de la Generalitat no dedica una específi ca argumentación impugnatoria al 
concreto contenido del art. 7, de donde se sigue que el precepto se impugna en la medida en 
que se refi ere al catálogo nacional de cualifi caciones profesionales, que forma parte del sistema 
nacional de cualifi caciones y formación profesional, de acuerdo con el art. 4.1 a) de la Ley, y 
cuya regulación reserva a la Administración General del Estado el art. 5.1. Por tanto, el art. 7 
se impugna de manera vinculada al art. 5.1, cuya suerte ha de seguir, de modo que, aparte 
de lo que establece la disposición fi nal primera.2, párrafos primero y segundo, a la que nos 
referiremos posteriormente, rechazada la inconstitucionalidad del art. 5.1, también hemos de 
desestimar la impugnación del art. 7. En cualquier caso, como señala el Abogado del Estado, 
el catálogo nacional de cualifi caciones profesionales es un elemento clave del sistema nacional, 
puesto que permite adecuar permanentemente la formación a las necesidades de cada persona 
y del mercado laboral, y, en este sentido, resultan justifi cadas, de acuerdo con las competencias 
estatales del art. 149.1.30 CE (RCL 1978, 2836), las facultades que el art. 7.2 reserva al Gobierno 
en orden a determinar la estructura y contenido del catálogo, a aprobar las cualifi caciones que 
proceda incluir en el mismo, y a garantizar su actualización permanente (...)”.
  Sentencia núm. 160-2012 de 20 septiembre 
“(...) cabe afi rmar, así, que la fi nalidad de reinserción social se proyecta esencialmente sobre 
la fase de ejecución, en la que se materializa la afección al derecho a la libertad (art. 17.1 CE) 
de quien resulta penalmente sancionado, pero ha de armonizarse con otros fi nes legítimos 
de la pena, que adquieren mayor protagonismo en otros momentos de intervención del ius 
puniendi. En particular, la fi nalidad de prevención general, tanto en su vertiente de disuasión 
de potenciales delincuentes mediante la amenaza de pena, como de reafi rmación de la confi anza 
de los ciudadanos en el respeto de las normas penales, constituye igualmente un mecanismo 
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irrenunciable para el cometido de protección de bienes jurídicos. Ese complejo entramado 
de funciones de la pena no funciona sin tensiones, en la medida en que lo necesario para la 
satisfacción de la prevención general, en lo relativo a la decisión sobre el sí y el cuánto de la 
pena a imponer, puede no ser lo idóneo o lo más aconsejable desde la óptica de la reinserción 
social, siendo labor del legislador, dada su competencia exclusiva para el diseño de la política 
criminal (entre otras, las ya citadas SSTC 203/2009, de 27 de octubre, F. 5 y 60/2010, de 7 de 
octubre, F. 7), la articulación de las relaciones entre ellos, a partir de los instrumentos de que 
dispone. Expresión de una decisión de esa índole es, por ejemplo, la de limitar la aplicación de 
las fi guras de la suspensión y la sustitución a penas máximas de dos años, tal como se recoge, 
respectivamente, en los arts. 80.1 y 88.1, párrafo 2 CP ; de modo que, aun cuando pudiera 
considerarse que el autor de un delito con pena superior a la prevista en dichos preceptos no 
necesita del ingreso en prisión para su reinserción social, necesidades de prevención general 
justifi carían la privación de libertad (...)”.
  Sentencia núm. 171-2012 de 4 octubre 
“(...) asimismo, en la medida en que la norma controvertida excluye a determinadas personas 
en razón de no ser descendientes comunes del causante y del usufructuario, la cuestión que 
examinamos también se conecta con una de las específi cas prohibiciones contenidas en el art. 
14 CE en relación con el 39.2 CE como es la interdicción de la discriminación por razón de 
nacimiento. En consecuencia procede que también hagamos mención a la reiterada doctrina 
constitucional sobre las prohibiciones de discriminación recogidas en el mencionado precepto 
constitucional. En tal sentido, este Tribunal, bien con carácter general en relación con el listado 
de los motivos o razones de discriminación expresamente prohibidos por el art. 14 CE, bien en 
relación con alguno de ellos en particular, ha venido declarando la ilegitimidad constitucional 
de los tratamientos diferenciados respecto de los que operan como factores determinantes 
o no aparecen fundados más que en los concretos motivos o razones de discriminación que 
dicho precepto prohíbe, al tratarse de características expresamente excluidas como causas de 
discriminación por el art. 14 CE (STC 39/2002, de 14 de febrero, F. 4, y las que en ella se citan). Ello 
no signifi ca, no obstante, que los motivos de discriminación que dicho precepto constitucional 
prohíbe no puedan ser utilizados excepcionalmente como criterio de diferenciación jurídica, 
si bien en tales supuestos el canon de control, al enjuiciar la legitimidad de la diferencia y las 
exigencias de proporcionalidad, resulta mucho más estricto así como más rigurosa la carga de 
acreditar el carácter justifi cado de la diferenciación (...)”.
“(...) por último, también conforme a nuestra doctrina, el juicio de igualdad es de carácter 
relacional lo que implica que cuando se proyecta sobre el legislador, requiere la comprobación 
de que la norma de que se trate atribuye consecuencias jurídicas diversifi cadoras a grupos 
o categorías de personas creadas o determinadas por él mismo (STC 181/2000, de 29 de 
junio, F. 10), y de que las situaciones subjetivas que quieran compararse sean efectivamente 
homogéneas o equiparables (STC 200/2001, de 4 de octubre, F. 5). Solo entonces puede decirse 
que la acción selectiva del autor de la norma resulta susceptible de control constitucional 
dirigido a fi scalizar si la introducción de «factores diferenciales» (STC 42/1986, de 10 de abril, 
F. 5) o de «elementos de diferenciación» (STC 162/1985, de 29 de noviembre, F. 2) resulta o no 
debidamente fundamentada (...)”.
  Sentencia núm. 185-2012 de 17 octubre 
“(...) para solventar el interrogante formulado debe recordarse que el precepto cuestionado 
se enmarca dentro de la regulación de un procedimiento específi co en el que, a pesar de su 
naturaleza civil, el principio dispositivo se limita no solamente porque están en juego los 
derechos e intereses de las partes, sino porque el resultado del litigio afecta directamente a un 
tercero que no es parte procesal (el hijo menor de edad) y al que el ordenamiento jurídico otorga 
una especial protección dadas sus circunstancias personales (...)”.
“(...) conviene poner de manifi esto, antes de entrar de lleno en el análisis de la constitucionalidad 
del art. 92.8 del Código civil, una idea íntimamente ligada a la anterior que se refi ere a la existencia 
de un interés público evidente en la protección de la familia. Recordemos que el art. 39 CE 
establece el deber de los poderes públicos de asegurar la protección social, económica y jurídica 
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de la familia, así como la protección integral de los hijos. La discrecional actuación del Juez a 
favor de la protección de los hijos, destacada ya por la legislación precedente, cobra todavía 
mayor relevancia en el texto legislativo actual. Cuando está en juego el interés de los menores, 
sus derechos exceden del ámbito estrictamente privado y pasan a tener una consideración más 
cercana a los elementos de ius cogens que la STC 120/1984, de 10 de diciembre (F. 2), reconoce 
que concurren en los procedimientos judiciales relativos a la familia, a partir de que el art. 39.2 
CE sanciona una protección integral de los hijos por parte de los poderes públicos. Como hemos 
tenido ocasión de señalar en materia de relaciones paterno-fi liales (entre las que se encuentran 
las relativas al régimen de guarda y custodia de los menores), el criterio que ha de presidir la 
decisión judicial, a la vista de las circunstancias concretas de cada caso, debe ser necesariamente 
el interés prevalente del menor, ponderándolo con el de sus progenitores, que aun siendo de 
menor rango, no resulta desdeñable por ello (SSTC 141/2000, de 29 mayo, F. 5; 124/2002, de 
20 mayo, F. 4; 144/2003, de 14 julio, F. 2; 71/2004, de 19 abril, F. 8; 11/2008, de 21 enero, F. 7). 
El interés superior del niño opera, precisamente, como contrapeso de los derechos de cada 
progenitor y obliga a la autoridad judicial a valorar tanto la necesidad como la proporcionalidad 
de la medida reguladora de su guarda y custodia. Cuando el ejercicio de alguno de los derechos 
inherentes a los progenitores afecta al desenvolvimiento de sus relaciones fi liales, y puede 
repercutir de un modo negativo en el desarrollo de la personalidad del hijo menor, el interés 
de los progenitores no resulta nunca preferente. Y de conformidad con este principio, el art. 92 
CC regula las relaciones paterno-fi liales en situación de confl ictividad matrimonial, con base en 
dos principios: a) el mantenimiento de las obligaciones de los padres para con sus hijos y b) el 
benefi cio e interés de los hijos, de forma que la decisión del Juez sobre su guarda debe tomarse 
tras valorar las circunstancias que concurren en los progenitores, buscando siempre lo que 
estime mejor para aquéllos (...)”. 
“(...) con la introducción de estos requisitos se establecen concretas garantías, que aseguran 
que el único fundamento de la ruptura del principio de la autonomía de la voluntad de los 
progenitores, es el de la prevalencia del interés del menor. Y siendo ello así, parece razonable 
que la exigencia de un informe del Ministerio Fiscal adquiera una verdadera dimensión 
protectora de los intereses de los menores dada su condición de defensor legal de los mismos 
(arts. 124 CE y 3.7 del Estatuto orgánico del Ministerio Fiscal)”
“(...) en este mismo sentido, cabe realizar una nueva consideración. No es lo mismo que sea 
el Ministerio Fiscal quien posea la facultad de decisión en régimen de guarda y custodia, 
cuando no hay acuerdo entre los progenitores, a que la tenga el Juez, pues la diferencia entre 
ambas actuaciones radica, entre otras, en que la de este último puede ser revisada, modifi cada 
o revocada a través de los recursos oportunos y, sin embargo, el dictamen desfavorable del 
Ministerio Fiscal es irrecurrible (...)”.
  Sentencia núm. 198-2012 de 6 noviembre 
“(...) pero, como alegan los propios recurrentes y ha aceptado la Abogacía del Estado, el núcleo 
del recurso lo constituye el primer apartado del artículo único de la Ley, que añade un segundo 
párrafo al art. 44 CC, en virtud del cual «el matrimonio tendrá los mismos requisitos y efectos 
cuando ambos contrayentes sean del mismo o de diferente sexo». Los restantes apartados de 
dicho artículo único, así como las disposiciones adicionales primera y segunda, no vienen 
más que a adaptar algunos preceptos del Código Civil y de la Ley sobre el Registro Civil a la 
existencia de matrimonios entre personas del mismo sexo(...)”
“(...) pero su lectura pone de relieve que el motivo de inconstitucionalidad principal, y aquel 
que por sí mismo podría llegar a fundamentar la estimación del recurso en su totalidad, es la 
vulneración del art. 32 CE, que establece en su apartado primero que «el hombre y la mujer 
tienen derecho a contraer matrimonio con plena igualdad jurídica», y en su apartado segundo 
que «la Ley regulará las formas de matrimonio, la edad y capacidad para contraerlo, los derechos 
y deberes de los cónyuges, las causas de separación y disolución y sus efectos». Por esa razón 
centraremos el análisis en el ajuste constitucional de la norma impugnada confrontándola 
con este precepto, descartando previamente el resto de alegaciones, algunas de ellas porque 
las causas de inconstitucionalidad aducidas por los recurrentes no son autónomas, sino que 
dependen completamente de la infracción del art. 32 CE, y otras porque existen razones que 
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permiten descartar los argumentos de los recurrentes sin mayores difi cultades (...)”.
“(...) la invocación del art. 10.2 CE se basa en la consideración de que su observancia exigiría 
interpretar el art. 32 CE, conforme a la exégesis que hacen los recurrentes de los arts. 16 de la 
Declaración universal de los derechos humanos, 23.2 Pacto internacional de derechos civiles 
y políticos (PIDCP) y 12 Convenio europeo para la protección de los derechos humanos y de 
las libertades fundamentales (CEDH), así como de diversas sentencias del Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos y del Tribunal de Justicia de la Unión Europea que ya han sido citadas 
en los antecedentes, en el sentido de que el derecho al matrimonio lo es del hombre y la mujer 
a contraerlo entre sí. Ahora bien, el art. 10.2 CE recoge un criterio interpretativo aplicable a 
la exégesis de los preceptos constitucionales que tutelan los derechos fundamentales (STC 
303/1993, de 25 de octubre, F. 8), que pone de manifi esto la decisión del constituyente de 
reconocer nuestra coincidencia con el ámbito de valores e intereses que protegen los instrumentos 
internacionales a que remite, «así como nuestra voluntad como Nación de incorporarnos a un 
orden jurídico internacional que propugna la defensa y protección de los derechos humanos 
como base fundamental de la organización del Estado» (STC 91/2000, de 30 de marzo, F. 7). 
Por tanto, en la medida en que el art. 10.2 CE recoge una directriz sobre el modo en que debe 
ser realizada la interpretación del Título I de la Constitución española, su lesión, en caso de 
darse, nunca sería autónoma, sino que dependería de la verifi cación de la lesión de uno de los 
derechos contenidos en ese Título I, agravada por el hecho de que tal vulneración pondría de 
manifi esto la falta de respeto al único criterio interpretativo del texto constitucional que recoge 
expresamente la propia Constitución (...)”.
“(...) en relación con la alegada vulneración del principio de igualdad, los recurrentes entienden 
que la equiparación de derechos que realiza la norma entre parejas del mismo sexo y parejas 
de distinto sexo sería contraria a los arts. 1.1, 9.2 y 14 CE, y a la interpretación que de estos 
preceptos ha realizado este Tribunal, puesto que no tendría en cuenta que el matrimonio y las 
parejas del mismo sexo son realidades distintas que deben ser tratadas de un modo diferente. La 
pretensión debe ser rechazada en aplicación de la doctrina que, desde los años ochenta y hasta 
la fecha, sostiene este Tribunal sobre la «discriminación por indiferenciación». Según nuestra 
jurisprudencia la «discriminación por indiferenciación» no puede situarse en el ámbito de 
protección del art. 14 CE, porque lo que éste impide es la distinción infundada o discriminatoria 
(STC 86/1985, de 10 de julio, F. 3). Este Tribunal ha establecido reiteradamente que el art. 14 
CE no consagra un derecho a la desigualdad de trato, ni ampara la falta de distinción entre 
supuestos desiguales, por lo que no existe ningún derecho subjetivo al trato normativo desigual 
(por todas, STC 117/2006, de 24 de abril, F. 2), si bien también hemos dicho que «cuestión 
distinta es que los poderes públicos, en cumplimiento del mandato del art. 9.2 CE, puedan 
adoptar medidas de trato diferenciado de ciertos colectivos en aras de la consecución de fi nes 
constitucionalmente legítimos, promoviendo las condiciones que posibiliten que la igualdad 
de los miembros que se integran en dichos colectivos sean reales y efectivas o removiendo 
los obstáculos que impidan o difi culten su plenitud» (STC 69/2007, de 16 de abril, F. 4). Por 
tanto, habiendo dicho ya que el principio de igualdad no puede fundamentar un reproche de 
discriminación por indiferenciación (por todas 30/2008, de 25 de febrero, F. 7) y no pudiendo 
por tanto censurar lo que en la STC 135/1992, de 5 de octubre, denominamos «desigualdad por 
exceso de igualdad» (F. 9), no resulta posible censurar la Ley desde la perspectiva del principio 
de igualdad por abrir la institución matrimonial a una realidad –las parejas del mismo sexo– 
que presenta características específi cas respecto de las parejas heterosexuales (...)”.
“(...) por lo que respecta a lo segundo, los propios recurrentes admiten que la apertura del 
matrimonio a las parejas del mismo sexo persigue una fi nalidad legítima que se dice compartir, 
cual es el acceso a un status jurídico equiparable al matrimonial, centrándose esta discrepancia 
concreta en el medio empleado por el legislador para alcanzar tal fi nalidad, esto es la extensión 
del matrimonio a parejas del mismo sexo, en lugar de la regulación de una unión civil o un 
régimen equiparable. Esta opción legislativa no es ajena a una explicación racional sobre 
la medida adoptada, conteniéndose la misma en la exposición de motivos de la norma. Tal 
justifi cación se basa en «la promoción de la igualdad efectiva de los ciudadanos en el libre 
desarrollo de su personalidad (artículos 9.2 y 10.1 de la Constitución), la preservación de la 
libertad en lo que a las formas de convivencia se refi ere (artículo 1.1 de la Constitución) y la 
instauración de un marco de igualdad real en el disfrute de los derechos sin discriminación 
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alguna por razón de sexo, opinión o cualquier otra condición personal o social (artículo 14 de 
la Constitución)». Sin entrar a valorar en este momento el fondo de los argumentos ofrecidos 
por el legislador en la exposición de motivos de la norma se puede, en cambio, afi rmar que la 
explicación racional concurre, sin perjuicio de que los recurrentes puedan estar en desacuerdo 
con la misma. Por tanto ni se cumple en este caso el requisito formal de que los recurrentes 
hayan razonado en detalle la invocación de la vulneración de la interdicción de la arbitrariedad, 
ofreciendo una justifi cación convincente para destruir la presunción de constitucionalidad 
de la Ley impugnada, ni concurre tampoco el elemento material que conduciría a entender 
concurrente en este caso la arbitrariedad, y por tanto la lesión del art. 9.3 CE, porque ni de la 
norma resulta discriminación normativa, ni existe en este caso carencia absoluta de explicación 
racional de la medida adoptada (...)”.
“(...) la nueva redacción supone que «nadie puede ser adoptado por más de una persona, 
salvo que la adopción se realice conjunta o sucesivamente por ambos cónyuges. El matrimonio 
celebrado con posterioridad a la adopción permite al cónyuge la adopción de los hijos de su 
consorte. En caso de muerte del adoptante, o cuando el adoptante sufra la exclusión prevista 
en el artículo 179, es posible una nueva adopción del adoptado». Aunque la dicción literal del 
precepto no se refi ere al sexo de los adoptantes, en la práctica hace posible que los hijos adoptados 
por un único progenitor, homo o heterosexual, puedan ser posteriormente adoptados también 
por su cónyuge, dándose cabida a la regularización de familias homoparentales, ya existentes 
o futuras, a través de la adopción de los hijos comunes por parte del cónyuge que no hubiera 
podido adoptar previamente a esos hijos. Por tanto, esta nueva redacción permite la adopción 
conjunta y simultánea por parte de todas las parejas casadas independientemente del sexo de 
los cónyuges. Aunque la demanda conecta en varias ocasiones la protección constitucional del 
matrimonio (art. 32 CE) con la de los diversos apartados del art. 39 CE por considerar que 
estos últimos tienen su fundamento principal en el matrimonio tradicional, debemos recordar 
que matrimonio y familia son dos bienes constitucionales diferentes, que encuentran cabida en 
preceptos distintos de la Constitución por voluntad expresa del constituyente, de modo que «el 
texto constitucional no hace depender exclusivamente el concepto constitucional de familia a la 
que tiene su origen en el matrimonio […] ni tampoco la limita a las relaciones con descendencia» 
(STC 19/2012, de 15 de febrero, F. 5 y jurisprudencia allí citada). Por tanto, son dignos de 
protección constitucional los matrimonios sin descendencia, las familias extramatrimoniales o 
monoparentales (STC 222/1992, de 11 de diciembre) y, sobre todo, los hijos a los que el art. 39 
CE, que «refl eja una conexión directa con el art. 14 CE» (STC 154/2006, de 22 de mayo, F. 8), 
protege «con independencia de que éstos hayan sido concebidos dentro o fuera del matrimonio 
(art. 39.3 CE), de que se haya producido la nulidad matrimonial, la separación legal o la 
disolución del matrimonio por divorcio (art. 92 del Código civil) o incluso, en fi n, de que el 
progenitor quede excluido de la patria potestad y demás funciones tuitivas (arts. 110 y 111, in 
fi ne, CC)» (STC 19/2012, de 15 de febrero, F. 5 y jurisprudencia allí citada). Dicho lo anterior, es 
cierto que, hasta la fecha, la interpretación del art. 39 CE no ha llevado a este Tribunal a defi nir 
un concepto constitucional de familia, y no siendo tampoco éste el momento para elaborarlo, 
ello no impide determinar que en el art. 39 CE se incluirían las familias que se originan en el 
matrimonio, pero también a las que no tienen ese origen (STC 45/1989, de 20 de febrero, F. 4). 
Cabe recordar aquí que asimismo el Tribunal Europeo de Derechos Humanos desconecta el 
derecho a contraer matrimonio y la garantía de protección de la familia, cuando establece que el 
concepto de vida familiar protegido por el art. 8 CEDH no se reserva únicamente a las familias 
fundadas en el matrimonio, sino que puede referirse también a otras relaciones de facto (entre 
otras muchas SSTEDH en los asuntos X, Y et Z c. Reino Unido, de 22 de abril de 1997, § 36; y 
Van Der Heijden c. Países Bajos, de 3 de abril de 2012, § 50) (...)”. 
“(...) aunque nuestra doctrina se muestra fi rme respecto del hecho de que el art. 32 CE faculta al 
legislador para proteger especialmente a las familias matrimoniales (por todas STC 66/1994, de 
28 de febrero, F. 3), el que la Constitución no identifi que sino que regule de manera diferenciada 
la institución del matrimonio y de la familia, conduce a desestimar el argumento de que la 
eventual vulneración del art. 32 CE se traduce necesariamente en una infracción de los diversos 
apartados del art. 39 CE señalados. De ahí que el examen de la posible vulneración de estos 
apartados deba limitarse a la cuestión de la adopción conjunta en el seno del matrimonio entre 
personas del mismo sexo, esto es, al apartado séptimo del artículo único de la Ley impugnada, 
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y no a los restantes preceptos de la misma (...)”. 
“(...) nuestra jurisprudencia ha interpretado el art. 32 CE en el sentido de otorgarle un doble 
contenido, de modo que el matrimonio, en la Constitución española, es una garantía institucional 
y, simultáneamente, un derecho constitucional. Por tanto, el matrimonio se confi gura, tal y 
como aparece en el fundamento jurídico 3º de la STC 184/1990, de 15 de noviembre, como 
una «institución garantizada por la Constitución», y a su vez «contraer matrimonio» es un 
derecho constitucional tal y como se desprende de su ubicación en la norma fundamental, 
correspondiendo el desarrollo de su régimen jurídico, por mandato constitucional ex art. 32.2 
CE, a una Ley que debe respetar su contenido esencial (...)”.
“(...) la categoría garantía institucional, adoptada por nuestra jurisprudencia en la STC 32/1981, 
de 28 de julio, persigue la protección de determinadas instituciones constitucionalmente 
reconocidas frente a la acción legislativa que pueda intentar suprimirlas o desnaturalizarlas. 
Aunque en el momento de su surgimiento este concepto se asociaba exclusivamente a la 
protección de instituciones públicas, la garantía institucional se proyectó posteriormente hacia 
instituciones privadas –refi riéndose parte de la doctrina en este caso a la noción de garantía de 
instituto– o incluso sobre determinadas manifestaciones sociales. En la STC 32/1981 se afi rmaba 
que «la garantía institucional no asegura un contenido concreto o un ámbito competencial 
determinado y fi jado de una vez por todas, sino la preservación de una institución en términos 
reconocibles para la imagen que de la misma tiene la conciencia social en cada tiempo y 
lugar» (F. 3). De este modo, el Tribunal reconocía un amplio margen al legislador para defi nir 
el contenido de la institución, preservando la misma en términos reconocibles, al entender 
que «las instituciones garantizadas son elementos arquitecturales indispensables del orden 
constitucional y las normaciones que las protegen son, sin duda, normaciones organizativas, 
pero a diferencia de lo que sucede con las instituciones supremas del Estado, cuya regulación 
orgánica se hace en el propio texto constitucional, en éstas la confi guración institucional concreta 
se defi ere al legislador ordinario, al que no se fi ja más límite que el del reducto indisponible o 
núcleo esencial de la institución que la Constitución garantiza» (STC 32/1981, de 28 de julio, F. 
3). Por tanto nuestra jurisprudencia reserva la noción de garantía institucional a la protección de 
aquellas instituciones que, encontrando refl ejo constitucional y siendo fundamentales dentro 
del orden constitucional, no han sido más que enunciadas en la Constitución, sin encontrar en 
ella el imprescindible desarrollo. Este concepto ha sido utilizado por nuestra jurisprudencia 
para referirse a diversas instituciones, como la autonomía local (SSTC 32/1981, de 28 de 
julio y 240/2006, de 20 de julio), el régimen foral (STC 76/1988, de 26 de abril), la Seguridad 
Social (SSTC 37/1994, de 10 de febrero y 213/2005, de 21 de julio), la familia (STC 116/1994, 
de 18 de abril), los colegios profesionales (STC 179/1994, de 16 de junio), etc. Pero también 
se ha proyectado hacia el ámbito de los derechos fundamentales califi cándose como garantía 
institucional o garantía constitucional tanto el habeas corpus (SSTC 44/1991, de 25 de febrero y 
288/2000, de 27 de noviembre) como el habeas data (STC 292/2000, de 30 de noviembre, entre 
otras), y el derecho de fundación, defi nido simultáneamente como «institución preservada» y 
como derecho fundamental (STC 341/2005, de 21 de diciembre), del mismo modo que se defi ne 
la autonomía universitaria (entre otras STC 75/1997, de 21 de abril) (...)”.
“(...) Un razonamiento del mismo tipo debe desarrollarse respecto del matrimonio, que 
posee, como se ha adelantado, una doble dimensión conceptual, tratándose por un lado de 
una garantía institucional y por otro de un derecho fundamental. Ha de tenerse en cuenta que 
ambas categorías no son idénticas, puesto que la primera exige una protección objetiva por 
parte del Tribunal que debe garantizar que el legislador no suprima ni vacíe la imagen maestra 
de la institución, exigiendo el segundo una protección subjetiva, de manera que el Tribunal 
garantice al ciudadano, titular del derecho en cuestión, que la posición jurídica derivada del 
reconocimiento del derecho no queda eliminada o desnaturalizada por el legislador (...)”.
“8. Centrándonos ahora en el matrimonio como garantía institucional, y para resolver las dudas 
de constitucionalidad planteadas por los recurrentes, es preciso determinar si la regulación 
contenida en la Ley 13/2005, y que da nueva redacción al párrafo segundo del art. 44 CC, hace 
del matrimonio una institución irreconocible y, por tanto desnaturalizada, o si el legislador 
ha actuado dentro del amplio margen que la Constitución le otorga. En este punto, es preciso 
recordar que el art. 44 CC, que encabeza el Capítulo II del Título IV del Código Civil, relativo a 
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los requisitos del matrimonio, dispone en su párrafo primero que «(E)l hombre y la mujer tienen 
derecho a contraer matrimonio conforme a las disposiciones de este Código», estableciendo el 
nuevo párrafo segundo que «(E)l matrimonio tendrá los mismos requisitos y efectos cuando 
ambos contrayentes sean del mismo o de diferente sexo». Resulta indiscutible, pues, que la 
nueva regulación legal del matrimonio no solo ha abierto las puertas de esta institución a las 
parejas del mismo sexo, sino que, al optar por esta solución normativa de entre las diversas 
que estaban a su alcance, ha equiparado de forma absoluta los matrimonios contraídos entre 
personas homosexuales y personas heterosexuales. Así pues, debemos constatar que la 
institución matrimonial, antes de la reforma y después de ella, se ha modifi cado jurídicamente, 
debiendo determinar este Tribunal si esa modifi cación resulta contraria o no a la garantía 
institucional del matrimonio (...)”.
“(...) los recurrentes entienden que la Ley impugnada vulnera efectivamente la garantía 
institucional del matrimonio, basándose en una interpretación originalista del art. 32 CE, 
compartida por una parte de la doctrina y por el propio dictamen del Consejo General del 
Poder Judicial a que se hace referencia en los antecedentes. Así, desde una interpretación 
literal –entendiendo que la referencia expresa al «hombre y la mujer» permite deducir de modo 
evidente una reserva constitucional del matrimonio a favor de parejas heterosexuales–, desde 
una interpretación sistemática –si se tienen en cuenta los preceptos constitucionales que, al 
margen del art. 32 CE, hacen referencia al matrimonio ya sea de modo expreso (art. 39 CE) o 
implícito (art. 58 CE)–, desde una interpretación auténtica –teniendo presente el devenir del 
debate constituyente– y desde la interpretación que impone el art. 10.2 CE– considerando que 
los tratados internacionales sobre la materia ratifi cados por España no contemplan directamente 
el matrimonio entre personas del mismo sexo–, entienden los recurrentes que la institución 
matrimonial confi gurada por la Ley impugnada hace irreconocible la institución clásica del 
matrimonio, suponiendo una desnaturalización de la institución incompatible con el respeto a 
la garantía institucional del mismo. Esta interpretación se basa en la que se contiene en el Auto 
222/1994, de 11 de julio, por el que este Tribunal Constitucional inadmitió en su día un recurso 
de amparo que, sin cobertura legal, solicitaba la equiparación de efectos entre el matrimonio 
y la convivencia more uxorio de dos personas homosexuales, diciendo que «al igual que la 
convivencia fáctica entre una pareja heterosexual, la unión entre personas del mismo sexo 
biológico no es una institución jurídicamente regulada, ni existe un derecho constitucional a 
su establecimiento; todo lo contrario al matrimonio entre hombre y mujer que es un derecho 
constitucional (art. 32.1) que genera ope legis una pluralidad de derechos y deberes (STC 
184/1990)» (F. 2) (...)”.
“(...) Teniendo estos argumentos presentes, es trasladable a nuestro razonamiento la afi rmación 
mantenida por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos respecto del art. 12 CEDH, 
consistente en que «en los años 50, el matrimonio era, evidentemente, entendido en el sentido 
tradicional de unión entre dos personas de sexo diferente» (STEDH en el asunto Schalk y Kopf 
c. Austria, de 22 de noviembre de 2010, § 55). En el año 1978, cuando se redacta el art. 32 CE era 
entendido mayoritariamente como matrimonio entre personas de distinto sexo, también en el 
seno de los debates constituyentes. Lo que el constituyente se planteaba en el año 1978 respecto 
del matrimonio no tenía nada que ver con la orientación sexual de los contrayentes, sino con la 
voluntad de desligar el matrimonio y la familia, de proclamar la igualdad de los cónyuges en el 
seno de la institución, y de constitucionalizar la separación y la disolución. Estas cuestiones, así 
como la determinación de la edad para contraer, protagonizaron casi en exclusiva los debates 
constituyentes sobre el actual art. 32 CE, que fuera el 27 del Anteproyecto constitucional, y que 
no encontró su redacción defi nitiva hasta la Comisión Mixta Congreso-Senado. Dicho de otro 
modo, en el año 1978, en que se delibera y aprueba el texto constitucional, los problemas que 
ocuparon al constituyente a la hora de regular la institución matrimonial fueron básicamente, 
tal y como se deduce de los trabajos parlamentarios, la cuestión del divorcio, la diferenciación 
conceptual entre matrimonio y familia, y la garantía de la igualdad entre el hombre y la mujer 
en el matrimonio, una igualdad que, en aquel momento, estaba todavía construyéndose. No 
puede olvidarse a este respecto que el reconocimiento normativo pleno de la capacidad de 
obrar a la mujer casada databa del año 1975 (Ley 14/1975, de 2 de mayo, sobre reforma de 
determinados artículos del Código Civil y del Código de Comercio sobre la situación jurídica 
de la mujer casada y los derechos y deberes de los cónyuges), a pesar de lo cual los maridos 
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eran todavía administradores de los bienes de la sociedad conyugal, salvo estipulación en 
contrario (art. 59 CC en la redacción vigente en 1978), se exigía su consentimiento para algunos 
negocios jurídicos de la esposa (por ejemplo art. 361 CC en la redacción vigente en 1978), y 
la madre solo ostentaba la patria potestad en defecto del padre (art. 154 CC en la redacción 
vigente hasta 1981). Así, el art. 32 CE manifestaba la voluntad del constituyente por afi anzar 
la igualdad entre el hombre y la mujer, sin resolver otras cuestiones, lo cual no signifi ca que 
implícitamente acogiera el matrimonio entre personas del mismo sexo, si nos limitamos a 
realizar una interpretación literal y sistemática, pero tampoco signifi ca que lo excluyera. Por 
lo demás, desde una estricta interpretación literal, el art. 32 CE solo identifi ca los titulares del 
derecho a contraer matrimonio, y no con quién debe contraerse aunque, hay que insistir en ello, 
sistemáticamente resulta claro que ello no supone en 1978 la voluntad de extender el ejercicio 
del derecho a las uniones homosexuales (...)”.
“9. Para avanzar en el razonamiento es preciso dar un paso más en la interpretación del 
precepto. Se hace necesario partir de un presupuesto inicial, basado en la idea, expuesta como 
hemos visto por el Abogado del Estado en sus alegaciones, de que la Constitución es un «árbol 
vivo», –en expresión de la sentencia Privy Council, Edwards c. Attorney General for Canada de 
1930 retomada por la Corte Suprema de Canadá en la sentencia de 9 de diciembre de 2004 sobre 
el matrimonio entre personas del mismo sexo– que, a través de una interpretación evolutiva, se 
acomoda a las realidades de la vida moderna como medio para asegurar su propia relevancia 
y legitimidad, y no solo porque se trate de un texto cuyos grandes principios son de aplicación 
a supuestos que sus redactores no imaginaron, sino también porque los poderes públicos, y 
particularmente el legislador, van actualizando esos principios paulatinamente y porque el 
Tribunal Constitucional, cuando controla el ajuste constitucional de esas actualizaciones, dota 
a las normas de un contenido que permita leer el texto constitucional a la luz de los problemas 
contemporáneos, y de las exigencias de la sociedad actual a que debe dar respuesta la norma 
fundamental del ordenamiento jurídico a riesgo, en caso contrario, de convertirse en letra 
muerta. Esa lectura evolutiva de la Constitución, que se proyecta en especial a la categoría de 
la garantía institucional, nos lleva a desarrollar la noción de cultura jurídica, que hace pensar 
en el Derecho como un fenómeno social vinculado a la realidad en que se desarrolla y que ya 
ha sido evocada en nuestra jurisprudencia previa (SSTC 17/1985, de 9 de febrero, F. 4; 89/1993, 
de 12 de marzo, F. 3; 341/1993, de 18 de noviembre, F. 3; 29/1995, de 6 de febrero, F. 3; y 
298/2000, de 11 de diciembre, F. 11). Pues bien, la cultura jurídica no se construye solo desde 
la interpretación literal, sistemática u originalista de los textos jurídicos, sino que también 
contribuyen a su confi guración la observación de la realidad social jurídicamente relevante, sin 
que esto signifi que otorgar fuerza normativa directa a lo fáctico, las opiniones de la doctrina 
jurídica y de los órganos consultivos previstos en el propio ordenamiento, el derecho comparado 
que se da en un entorno socio-cultural próximo y, en materia de la construcción de la cultura 
jurídica de los derechos, la actividad internacional de los Estados manifestada en los tratados 
internacionales, en la jurisprudencia de los órganos internacionales que los interpretan, y en 
las opiniones y dictámenes elaboradas por los órganos competentes del sistema de Naciones 
Unidas, así como por otros organismos internacionales de reconocida posición. Por lo que hace a 
nuestro sistema constitucional, el camino de entrada de parte de estos elementos conformadores 
de la cultura jurídica, que por lo demás se alimentan e infl uyen mutuamente, viene dado por el 
recurso a un principio fundamental de la interpretación de la Constitución, que es el dispuesto 
en el art. 10.2 CE. La referencia a ese precepto, también invocado por los recurrentes, nos exige 
interpretar las normas relativas a los derechos fundamentales y libertades públicas contenidas 
en el Título I de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados 
y acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratifi cados por España, interpretación 
que de ninguna manera puede prescindir de la que, a su vez, llevan a cabo los órganos de 
garantía establecidos por esos mismos tratados y acuerdos internacionales (STC 116/2006, de 
24 de abril, F. 5, y en la misma línea, entre otras muchas, SSTC 50/1989, de 21 de febrero, 
64/1991, de 22 de marzo, y 38/2011, de 28 de marzo) (...)”. 
“(...) a lo anterior se une la constatación de que esos tratados se van incorporando paulatina y 
constantemente a nuestro ordenamiento, a medida que, acordados en el seno de la sociedad 
internacional, la Unión Europea o el Consejo de Europa, España los ratifi ca, con lo cual la regla 
hermenéutica del art. 10.2 CE lleva asociada una regla de interpretación evolutiva, que nos 
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permitirá explicar el art. 32 CE y el ajuste al mismo de la Ley 13/2005. La interpretación evolutiva 
a que nos referimos facilita la respuesta a la cuestión de si el matrimonio, tal y como resulta de 
la regulación impugnada, sigue siendo reconocible en el contexto sociojurídico actual como tal 
matrimonio. Tras las reformas introducidas en el Código Civil por la Ley 13/2005, de 1 de julio, 
la institución matrimonial se mantiene en términos perfectamente reconocibles para la imagen 
que, tras una evidente evolución, tenemos en la sociedad española actual del matrimonio, como 
comunidad de afecto que genera un vínculo, o sociedad de ayuda mutua entre dos personas 
que poseen idéntica posición en el seno de esta institución, y que voluntariamente deciden 
unirse en un proyecto de vida familiar común, prestando su consentimiento respecto de los 
derechos y deberes que conforman la institución y manifestándolo expresamente mediante 
las formalidades establecidas en el ordenamiento. Así, la igualdad de los cónyuges, la libre 
voluntad de contraer matrimonio con la persona de la propia elección y la manifestación de 
esa voluntad son las notas esenciales del matrimonio, presentes ya en el Código Civil antes 
de la reforma del año 2005, y que siguen reconociéndose en la nueva institución diseñada por 
el legislador. Estando claro, por tanto, que la única diferencia entre la institución matrimonial 
antes y después de julio de 2005 se refi ere al hecho de que los contrayentes puedan pertenecer 
al mismo sexo de modo que el matrimonio puede ser tanto entre personas de distinto sexo 
como entre personas del mismo sexo, es preciso determinar si esa circunstancia, es decir, la 
posibilidad de la existencia de estos últimos, es, hoy por hoy, en nuestra sociedad, un elemento 
que hace irreconocible el matrimonio o que, por el contrario, se integra en la imagen que permite 
reconocer la institución matrimonial. Dicho de otro modo, se trata de determinar cuan integrado 
está el matrimonio entre personas del mismo sexo en nuestra cultura jurídica, acudiendo para 
ello a los elementos que sirven para conformar esa cultura (...)”.
“(...) Si se acude al Derecho comparado, en la balanza de la integración del matrimonio 
entre personas del mismo sexo en la imagen actual del matrimonio pesa el hecho de que la 
equiparación del matrimonio entre personas de distinto sexo y entre personas del mismo sexo 
se ha consolidado, en los últimos años, en el seno de varios ordenamientos jurídicos integrados 
en la cultura jurídica occidental. Cuando se aprobó en España la Ley 13/2005, aquí cuestionada, 
solo los Países Bajos (Ley de 2000), Bélgica (Ley de 2003), y el Estado de Massachusetts en EEUU 
(Sentencia de la Supreme Judicial Court, Goodridge v. Department of Public Health, de 2004) 
reconocían el matrimonio entre personas del mismo sexo. Desde entonces la institución se ha 
reconocido también en otros ordenamientos como los de Canadá (Civil Marriage Act de 2005), 
Sudáfrica (Ley núm. 17 de 2006), Ciudad de México (Ley de 2009), Noruega (Ley de 2009), 
Suecia (Ley de 2009), Portugal (Ley núm. 9/2010), Islandia (Ley de 2010), Argentina (Ley de 
2010), Dinamarca (Ley de 2012) y en varios Estados de Estados Unidos de América, en algunos 
casos a resultas de la interpretación judicial, en otros de la actividad del legislador [Connecticut 
–2008–, Iowa –2009–, Vermont –2009–, New Hampshire –2010–, Distrito de Columbia 
(Washington) –2010–, y New York –2011–]. Existen además proyectos legislativos, en distinto 
estadio de tramitación, en Eslovenia (cuyo Tribunal Constitucional declaró en sentencia de 2 de 
julio de 2009 que era inconstitucional que las uniones estables del mismo sexo no gozasen de los 
mismos derechos que las parejas casadas de sexo distinto) y Finlandia (...)”.
“(...) Siendo lo anterior cierto, no lo es menos que hasta fi nales de los años 80 ningún país 
del mundo otorgaba derechos a las uniones entre personas del mismo sexo, y que, aunque 
actualmente casi todas las democracias de corte occidental han elaborado algún instrumento 
legal que concede derechos a las parejas del mismo sexo, la opción de muchos de los 
ordenamientos de nuestro entorno y cultura jurídica no ha sido la misma que la escogida por 
el legislador español, en uso de su libertad de confi guración de la institución matrimonial. 
Así distintos Estados han reconocido efectos a la unión civil entre personas del mismo 
sexo, equiparando esos efectos, con mayor o menor nivel de intensidad, a los asociados al 
matrimonio. Sin detenernos en ese mayor o menor nivel de equiparación de efectos entre 
matrimonio y unión civil, hemos de recordar aquí la regulación de la unión civil que se hace, 
en el ámbito europeo, en Francia (1999), Alemania (2001), Finlandia (2001), Luxemburgo (2004), 
Reino Unido (2004), Andorra (2005), República Checa (2006), Suiza (2007) Austria (2010), o 
Liechtenstein (2011). En el mismo sentido varios países de la comunidad iberoamericana de 
naciones también han regulado o aceptado por la vía de la interpretación jurisprudencial la 
unión civil de personas del mismo sexo, siendo éste el caso de Colombia (2007), Uruguay (2008), 
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Ecuador (2009), y Brasil (2011). Otros países, por fi n, no han establecido regulación alguna ni 
de las uniones de hecho ni de matrimonios entre personas del mismo sexo. La aproximación 
al Derecho Internacional y a los pronunciamientos jurisdiccionales de órganos internacionales 
apunta también hacia una apertura relativa de la noción más tradicional de matrimonio. El 
Tribunal de Estrasburgo ha tenido ocasión de pronunciarse sobre el derecho al matrimonio 
entre personas del mismo sexo en el asunto Schalk y Kopf c. Austria, de 22 de noviembre de 
2010, (aunque ya lo había hecho previamente respecto del matrimonio de los transexuales en 
los asuntos Christine Goodwin c. Reino Unido, de 11 de julio de 2002 ; I c. Reino Unido, de 11 
de julio de 2002 ; y Parry c. Reino Unido y R. y F. c. Reino Unido, ambas de 28 de noviembre de 
2006). En este reciente pronunciamiento el Tribunal Europeo de Derechos Humanos reconoce 
que las palabras empleadas por el art. 12 CEDH han sido escogidas deliberadamente, lo que, 
teniendo en cuenta el contexto histórico en el cual el Convenio fue adoptado, lleva a pensar 
que se refi eren al matrimonio entre personas de distinto sexo. Pero junto a ello afi rma también 
que la institución del matrimonio se ha visto profundamente modifi cada por la evolución de la 
sociedad desde la aprobación del Convenio de Roma, a pesar de lo cual no existe consenso total 
en Europa sobre la cuestión del matrimonio entre personas del mismo sexo porque en cada 
Estado la institución matrimonial ha evolucionado de forma diferente. Estas refl exiones llevan 
al Tribunal de Estrasburgo a entender que el art. 12 CEDH no puede imponer, hoy por hoy, a 
ningún Estado la obligación de abrir el matrimonio a las parejas homosexuales, pero tampoco 
se puede extraer de su dicción literal la imposibilidad de regular el matrimonio entre personas 
del mismo sexo. Y continúa reconociendo que «el matrimonio posee connotaciones sociales y 
culturales profundamente enraizadas susceptibles de diferir notablemente de una sociedad a 
otra», absteniéndose de imponer su propia apreciación sobre el matrimonio a «las autoridades 
nacionales que son las mejor situadas para apreciar las necesidades de la sociedad y responder 
a ellas» (§ 62) (...)”.
“(...) en la misma línea el art. 9 CDFUE, tal y como resulta interpretado por el Praesidium 
en el texto de las «Explicaciones sobre la Carta de los Derechos Fundamentales», ni prohíbe 
ni impone el que se conceda estatuto matrimonial a la unión de personas del mismo sexo, 
habiendo sido además explicado por el TEDH como una versión modernizada del art. 12 
CEDH que abarca «los casos en los que las legislaciones nacionales reconocen vías distintas a 
las del matrimonio para fundar una familia» (STEDH asunto Schalk y Kopf c. Austria, de 22 
de noviembre de 2010, § 60). Ello nos lleva a afi rmar que la institución del matrimonio como 
unión entre dos personas independientemente de su orientación sexual se ha ido asentando, 
siendo prueba de ello la evolución verifi cada en Derecho comparado y en el Derecho europeo 
de los Derechos Humanos respecto de la consideración del matrimonio entre personas del 
mismo sexo. Una evolución que pone de manifi esto la existencia de una nueva «imagen» del 
matrimonio cada vez más extendida, aunque no sea hasta la fecha absolutamente uniforme, y 
que nos permite entender hoy la concepción del matrimonio, desde el punto de vista del derecho 
comparado del mundo occidental, como una concepción plural. Por otra parte, este Tribunal 
no puede permanecer ajeno a la realidad social y hoy existen datos cuantitativos contenidos 
en estadísticas ofi ciales, que confi rman que en España existe una amplia aceptación social del 
matrimonio entre parejas del mismo sexo, al tiempo que estas parejas han ejercitado su derecho 
a contraer matrimonio desde el año 2005. Respecto a la opinión que merece a los españoles 
la existencia del matrimonio entre personas del mismo sexo, el Centro de Investigaciones 
Sociológicas, con motivo de la elaboración del Anteproyecto de Ley por la que se modifi ca 
el Código Civil en materia de derecho a contraer matrimonio, incluyó la cuestión en diversas 
encuestas. En el barómetro de junio de 2004 (Estudio núm. 2.568) se refl eja que el 66,2 por 
100 de los encuestados creía que las parejas homosexuales debían tener derecho a contraer 
matrimonio, mientras que en el Estudio relativo a «opiniones y actitudes sobre la familia» 
(núm. 2578) realizado durante los meses de octubre y noviembre de 2004, se recoge que el 56,9 
por 100 de los encuestados estaban a favor de permitir el matrimonio civil para las parejas 
del mismo sexo. Tras la aprobación de la Ley 13/2005, los datos facilitados por la Comisión 
Europea contenidos en el Eurobarómetro 2006 (núm. 66), apuntan que el 44 por 100 de los 
encuestados –pertenecientes a los entonces 25 Estados Miembros de la Unión, y a Bulgaria, 
Rumanía, Croacia, Turquía y la comunidad turco chipriota– está de acuerdo con la idea de que 
se permita el matrimonio entre personas del mismo sexo, frente a un 49 por 100 que manifi esta 
su oposición. En este contexto europeo, España se sitúa por encima de la media de aceptación 
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del matrimonio entre personas del mismo sexo (56 por 100), lo que supone un acercamiento 
de la opinión pública, en este punto, a países del norte de Europa y un apartamiento, tal y 
como observa la propia Comisión Europea, de la tendencia de los países del sur y el este del 
continente, mayoritariamente situados por debajo de la media europea en nivel de aceptación. 
Los datos más recientes del Centro de Investigaciones Sociológicas sobre este particular se 
encuentran en el Estudio sobre las «actitudes de la juventud ante la diversidad sexual» (núm. 
2.854), realizado entre noviembre y diciembre de 2010 a jóvenes de entre 14 y 29 años, y del 
que resulta que el 76,8 por 100 de los encuestados consideran aceptable el matrimonio entre 
personas del mismo sexo. Por su parte las cifras del Instituto Nacional de Estadística contenidas 
en la estadística sobre «movimiento natural de la población», permiten saber que, durante los 
años de vigencia de la Ley 13/2005 y hasta diciembre del año 2011, se habían contraído 22.124 
matrimonios entre personas del mismo sexo (...)”. 
“(...) aunque todas estas cifras no sean por sí solas un elemento determinante para valorar 
la constitucionalidad de la Ley sometida a nuestro examen, no es menos cierto que las 
mismas ofrecen una imagen refl eja del grado de identifi cación de los titulares del derecho al 
matrimonio con la institución en la que se integra progresivamente la unión entre personas del 
mismo sexo. Acudiendo a la doctrina para perfi lar la noción de matrimonio que se asume en 
nuestra cultura jurídica, hay que constatar que entre los juristas especializados en la materia 
no existe una posición unánime respecto de la cuestión que nos ocupa, si bien se verifi ca una 
tendencia creciente a reconocer que el hecho de que el matrimonio entre personas del mismo 
sexo se integre en la institución matrimonial, es una realidad susceptible de ser asumida en 
nuestra cultura jurídica, existiendo matices distintos respecto del vínculo constitucional de la 
institución así confi gurada. Por último, y teniendo en cuenta que el análisis del ordenamiento 
en su conjunto puede dar una idea del alcance jurídico y social de la modifi cación legislativa 
que se somete a nuestro examen, y sin querer convertir a la legislación civil, o de otros 
órdenes, mediante ese recurso, en parámetro directo de constitucionalidad, cabe concluir que 
ninguna disfunción se produce en la institución matrimonial por el hecho, por ejemplo, de 
que el matrimonio formado por dos personas del mismo sexo tenga un régimen económico 
matrimonial, bien el pactado en capitulaciones matrimoniales, bien uno de los dispuestos por el 
Código Civil o por las correspondientes normas de derecho civil foral. Tampoco el régimen de 
derecho sucesorio se violenta por la identidad de sexo de los componentes del matrimonio en lo 
relativo al orden sucesorio, régimen testamentario, etc., ni en aspectos de normas concretas que 
tradicionalmente fueron confl ictivos como el régimen de la sucesión arrendaticia. Lo mismo ha 
de decirse de normas que regulan aspectos personales derivados de la existencia de matrimonio 
entre dos personas, como pudieran ser los llamamientos preferentes para desempeñar ciertas 
funciones como la representación del ausente, la tutela o la curatela. Tampoco en el ámbito 
del derecho público existen especiales difi cultades para que cónyuges del mismo sexo sean 
destinatarios de las normas que contemplan al cónyuge como sujeto de obligaciones o de 
derechos, tales como el régimen tributario, el correspondiente a las prestaciones de Seguridad 
Social o incluso para aplicar el sistema penal en los casos en que la situación del cónyuge como 
víctima o como responsable de infracción penal sea determinante. Puede decirse, por tanto, 
que, excepción hecha de normas muy singulares (la propia exposición de motivos de la Ley 
13/2005 cita los artículos 116, 117 y 118 CC como supuestos que solo pueden producirse en el 
caso de matrimonios entre dos personas de diferente sexo), el régimen jurídico del matrimonio 
y consecuentemente la imagen jurídica que la sociedad se va forjando de él, no se distorsiona 
por el hecho de que los cónyuges sean de distinto o del mismo sexo (...)”.
“(...) puede concluirse, por tanto, que la Ley 13/2005, dentro del amplio margen concedido por 
el art. 32 CE tal y como ha sido interpretado hasta aquí, desarrolla la institución del matrimonio 
conforme a nuestra cultura jurídica, sin hacerla en absoluto irreconocible para la imagen que de 
la institución se tiene en la sociedad española contemporánea (...)”. 
“(...) pero esta elección que hubiera supuesto la no modifi cación de la institución matrimonial 
clásica junto con la simultánea creación de un régimen diferente al del matrimonio, con un 
contenido más o menos equiparable pero diferente, no fue la escogida por el legislador, que 
optó en cambio por generalizar el régimen único del matrimonio para cualquier persona, 
independientemente de su orientación sexual, opción ésta ajustada a la Constitución y que 
parece responder a la lógica de que dos relaciones jurídicas equiparables –matrimonio entre 
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personas de distinto sexo y unión civil entre personas del mismo sexo– y con similares efectos 
reciban la misma denominación. El legislador español, como otros de nuestro entorno jurídico 
cercano, tenía varias opciones a su alcance a la hora de otorgar reconocimiento jurídico a la 
situación de las parejas del mismo sexo, y la opción escogida es respetuosa con los dictados del 
texto constitucional, sin que esta afi rmación prejuzgue o excluya la constitucionalidad de otra. 
Por tanto, desde el punto de vista de la garantía institucional del matrimonio no cabe realizar 
reproche de inconstitucionalidad a la opción escogida por el legislador en este caso, dentro del 
margen de apreciación que la Constitución le reconoce, porque es una opción no excluida por el 
constituyente, y que puede tener cabida en el art. 32 CE interpretado de acuerdo con una noción 
institucional de matrimonio cada vez más extendida en la sociedad española y en la sociedad 
internacional, aunque no sea unánimemente aceptada (...)”.
“(...) como puede deducirse de lo expuesto, la jurisprudencia constitucional ha realizado hasta 
ahora una interpretación del contenido esencial del art. 32 CE que deja un amplio margen al 
legislador no solo para confi gurar las formas de matrimonio, la edad y capacidad para contraerlo, 
los derechos y deberes de los cónyuges, las causas de separación y disolución y sus efectos –
confi guración de la que se ha ocupado el legislador estatal en virtud de la competencia exclusiva 
que le confi ere el art. 149.1.8 CE para regular las relaciones jurídico-civiles relativas a las formas 
de matrimonio (STC 51/2011, de 14 de abril, F. 9)–, sino también para establecer regímenes 
de convivencia more uxorio paralelos al régimen matrimonial, pero con un reconocimiento 
jurídico diferenciado, lo que ha sido realizado, hasta la fecha, exclusivamente por el legislador 
autonómico (...)”.
“(...) esta interpretación se ha referido de forma limitada a la cuestión de la orientación sexual 
de los titulares del derecho. El ATC 222/1994, de 11 de julio, al hilo de la reclamación de una 
pensión de viudedad por parte del superviviente de una pareja homosexual, recuerda el margen 
a la libre apreciación de los Estados que otorga el Tribunal Europeo de Derechos Humanos en 
materia de regulación del matrimonio entre personas del mismo sexo en sentencias como las 
que resuelven los asuntos Rees, de 17 de octubre de 1986 y Cossey, de 27 de septiembre de 
1990, y afi rma que «se debe admitir la plena constitucionalidad del principio heterosexual como 
califi cador del vínculo matrimonial, tal como prevé nuestro Código Civil ; de tal manera que 
los poderes públicos pueden otorgar un trato de privilegio a la unión familiar constituida por 
hombre y mujer frente a una unión homosexual. Lo cual no excluye, que por el legislador se 
pueda establecer un sistema de equiparación por el que los convivientes homosexuales puedan 
llegar a benefi ciarse de los plenos derechos y benefi cios del matrimonio, tal como propugna 
el Parlamento Europeo» (ATC 222/1994, de 11 de julio, F. 2). Ahora bien, la interpretación 
contenida en el ATC 222/1994 no puede entenderse como consagración constitucional de 
la heterosexualidad en el seno del matrimonio, aunque tampoco puede entenderse que esta 
opción, como única posible, quede absolutamente excluida. Lo que hace, sin lugar a dudas, 
es asumir el principio heterosexual del matrimonio como una opción válida del legislador 
contenida en el marco de la Constitución y dar cabida constitucional a una eventual regulación 
de la convivencia more uxorio para los homosexuales. Pero de ello no puede colegirse de forma 
automática que el matrimonio heterosexual sea la única opción constitucionalmente legítima, 
debiendo determinarse si la opción del legislador aquí enjuiciada también cabe dentro de la 
norma constitucional vigente (...)”.
“(...) así pues, para determinar si la reforma objeto de este recurso vulnera el derecho a contraer 
matrimonio, ha de partirse de la certeza de que la misma ha introducido importantes matices 
respecto del derecho constitucional. Decíamos anteriormente, evocando nuestra jurisprudencia 
previa, que siendo un derecho de titularidad individual no lo es de ejercicio individual, puesto 
que exige de otra persona para realizarse y del consentimiento mutuo libremente expresado 
por los contrayentes dentro de los límites que se deriven de la confi guración legal que realiza 
el Código Civil de los requisitos para contraer matrimonio. Dejando de lado el debate sobre si 
las personas homosexuales gozaban ya del derecho a contraer matrimonio antes de la reforma 
legal aquí analizada, resulta evidente que la nueva redacción del Código Civil que introduce 
la Ley 13/2005 permite que el ejercicio del derecho se concrete con una persona del mismo 
sexo. No estamos, pues ante una cuestión relativa a la ampliación del elenco de titulares del 
derecho individual, sino ante una modifi cación de las formas de su ejercicio. Por tanto, es 
preciso determinar si la citada modifi cación supone un ataque al contenido esencial del derecho 
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fundamental. Para abordar esta refl exión y profundizar en la realizada hasta este momento, 
partimos de la afi rmación de que la imagen del matrimonio como institución, esto es la garantía 
institucional del matrimonio, coincide substancialmente con la dimensión objetiva del derecho 
constitucional al matrimonio, puesto que ambas nociones, contenido esencial y garantía 
institucional, se solapan al defi nir el matrimonio, aunque dogmáticamente su naturaleza sea 
diferente. Por eso, una vez establecido que la garantía institucional del matrimonio permanece 
intacta con la nueva regulación legal, ello nos conduce a entender que también la dimensión 
objetiva del derecho permanece inalterada, debiendo dirigir nuestra refl exión exclusivamente 
hacia la dimensión subjetiva del mismo, que impone al legislador, que debe preservarla, la 
obligación negativa de no lesionar la esfera de libertad que contiene el derecho (en este sentido 
STC 382/1996, de 18 de diciembre, F. 3) (...)”. 
“(...) la Ley 13/2005 supone una modifi cación de las condiciones de ejercicio del derecho 
constitucional a contraer matrimonio, y esta modifi cación, una vez analizado el Derecho 
Comparado europeo, la jurisprudencia del Tribunal de Estrasburgo y el derecho originario 
de la Unión Europea, se manifi esta en la tendencia a la equiparación del estatuto jurídico de 
las personas homosexuales y heterosexuales. Esta evolución parte de la despenalización de las 
conductas homosexuales (cabe citar aquí la pionera STEDH Dudgeon c. el Reino Unido, de 22 
de octubre de 1981), y pasa por el reconocimiento de la tutela antidiscriminatoria frente a las 
discriminaciones por razón de la orientación sexual de las personas (véanse aquí, entre otras 
las SSTEDH en los asuntos Salgueiro Da Silva Mouta c. Portugal, de 21 de diciembre de 1999, § 
28, y L. y V. c. Austria de 9 de enero de 2003, § 48, después recogidas en nuestra STC 41/2006, 
de 13 de febrero, así como el art. 21.1 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión 
Europea de 7 de diciembre de 2000, tal como fue adoptada en Estrasburgo el 12 de diciembre 
de 2007) (...)”.
“(...) el reconocimiento del derecho al matrimonio a todas las personas, independientemente 
de su orientación sexual, implica la posibilidad para cada individuo de contraer matrimonio 
con personas de su mismo sexo o de diferente sexo, de manera que ese ejercicio reconozca 
plenamente la orientación sexual de cada uno. Ello no afecta al contenido esencial del derecho, 
porque el que puedan contraer matrimonio entre sí personas del mismo sexo ni lo desnaturaliza, 
ni lo convierte en otro derecho, ni impide a las parejas heterosexuales casarse libremente, o 
no casarse. Las personas heterosexuales no han visto reducida la esfera de libertad que antes 
de la reforma tenían reconocida como titulares del derecho al matrimonio, puesto que con la 
regulación actual y con la anterior, gozan del derecho a contraer matrimonio sin más limitaciones 
que las que se deriven de la confi guración legal de los requisitos para contraer matrimonio que 
realiza el Código Civil. Sin embargo, las personas homosexuales gozan ahora de la opción, 
inexistente antes de la reforma legal, de contraer matrimonio con personas del mismo sexo, de 
tal modo que el respeto a su orientación sexual encuentra refl ejo en el diseño de la institución 
matrimonial, y por tanto su derecho individual a contraer matrimonio integra también el respeto 
a la propia orientación sexual. De este modo se da un paso en la garantía de la dignidad de la 
persona y el libre desarrollo de la personalidad (art. 10.1 CE) que han de orientarse a la plena 
efectividad de los derechos fundamentales (STC 212/2005, de 21 de julio, F. 4), además de ser 
fundamento del orden político y de la paz social y, por eso, un valor jurídico fundamental (STC 
53/1985, de 11 de abril, F. 8), sin perjuicio de que se puede reconocer que el mecanismo elegido 
por el legislador para dar ese paso no era el único técnicamente posible. Por tanto, lo que hace 
el legislador en uso de la libertad de confi guración que le concede la Constitución es modifi car 
el régimen de ejercicio del derecho constitucional al matrimonio sin afectar a su contenido, ni 
menoscabar el derecho al matrimonio de las personas heterosexuales, habida cuenta de que 
la Ley recurrida no introduce ninguna modifi cación material en las disposiciones legales que 
rigen los requisitos y efectos del matrimonio civil de personas de sexo diferente, y sin que la 
opción adoptada suponga denegar a cualquier persona o restringirle el derecho constitucional 
a contraer o a no contraer matrimonio (...)”. 
“(...) Sin aludir expresamente a la orientación sexual de los adoptantes, la redacción resultante 
de la reforma posibilita la adopción conjunta de menores por matrimonios entre personas del 
mismo sexo, y los recurrentes entienden, desarrollando esta idea como argumento principal 
de su impugnación, que tal previsión resulta contraria al mandato de protección integral de 
los hijos (art. 39.2 CE), puesto que antepone la legitimación u homologación de las relaciones 
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homosexuales al interés del menor, que también es el interés rector de la adopción, así como a la 
idoneidad de los adoptantes. A este respecto, tal y como dice el Abogado del Estado en su escrito 
de contestación a la demanda, el interés del menor adoptado por un matrimonio entre personas 
del mismo sexo, o por un matrimonio entre personas de distinto sexo, ha de ser preservado 
conforme a lo dispuesto en el art. 39.2 CE. Y este interés se tutela en cada caso concreto en 
función del escrutinio al que se somete a los eventuales adoptantes con independencia de su 
orientación sexual, de modo que el deber de protección integral de los hijos que se deriva del 
art. 39.2 CE no queda afectado por el hecho de que se permita o se prohíba a las personas 
homosexuales adoptar, bien de forma individual, bien conjuntamente con su cónyuge. La 
Sentencia del Tribunal de Estrasburgo, en el asunto Frette c. Francia de 26 de febrero de 2002, que 
se refi ere a la cuestión de la exclusión de una persona soltera homosexual de un procedimiento 
de adopción en razón de su orientación sexual, analiza la compatibilidad de tal exclusión con 
las previsiones del Convenio Europeo de Derechos Humanos, y desarrolla a este respecto una 
argumentación muy similar a la que el mismo Tribunal realiza respecto de la compatibilidad 
entre la exclusión o inclusión de las personas homosexuales de la institución matrimonial y el 
art. 12 CEDH, ofreciendo una lectura amplia del margen de apreciación nacional. El Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos afi rma que la mayoría de los Estados fi rmantes del Convenio 
de Roma no prevé explícitamente la exclusión de los homosexuales de los procedimientos 
de adopción en régimen de monoparentalidad, pero que de ello no cabe deducir principios 
comunes y uniformes en los Estados miembros del Consejo de Europa respecto de una 
cuestión social en relación con la cual existen divergencias profundas. El Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos estima, pues, normal «que las autoridades nacionales, que deben tomar 
en cuenta dentro de los límites de sus propias competencias, los intereses de la sociedad en 
su conjunto, dispongan de un amplio margen cuando son llamadas a pronunciarse en este 
ámbito», y continúa: «estando en contacto directo con la realidad de sus países, las autoridades 
nacionales están, en principio, mejor situadas que una jurisdicción internacional para evaluar 
las sensibilidades y contextos locales. Teniendo en cuenta que las cuestiones planteadas en el 
supuesto de hecho tocan aspectos donde no existe comunidad de perspectivas entre los Estados 
miembros del Consejo de Europa y donde, de manera general, el derecho parece atravesar una 
fase de transición, es preciso dejar un amplio margen de apreciación a las autoridades de cada 
Estado (ver mutatis mutandis, sentencias Manoussakis y otros c. Grecia, 26 septiembre 1996, 
Recueil 1996-IV, p. 1364, § 44, y Cha’are Shalom Ve Tsedek c. Francia [GC], núm. 27417/95, § 
84, CEDH 2000-VII)» (§ 41). Reconociendo este amplio margen de apreciación, el Tribunal de 
Estrasburgo recuerda que «La adopción es “(...) dar una familia a un niño, y no un niño a una 
familia» y el Estado debe asegurarse de que las personas elegidas como adoptantes sean las que 
puedan ofrecerle, desde todos los puntos de vista, las condiciones de acogida más favorables” 
(§ 42) y, a este respecto, no existe certeza que permita afi rmar actualmente que esas condiciones 
no puedan ser proporcionadas por una pareja homosexual (...)”.
“(...) en conclusión, el mandato de protección a la familia en general (art. 39.1 CE) y de los hijos 
en particular (art. 39.2 CE), contenido como principio rector de la política social y económica en 
el art. 39 CE, no queda incumplido por la opción que realiza en este caso el legislador, puesto 
que tal mandato orienta, precisamente, la opción legislativa adoptada (...)”. 
“(...) en un sentido muy similar, aunque salvando las evidentes diferencias, porque allí la 
cuestión de fondo era la de una eventual discriminación por razón de identidad sexual y 
presencia de disforia de género y no por razones de orientación sexual, y aunque entonces no 
se trataba de una cuestión de adopción sino de la determinación del régimen de visitas de un 
progenitor transexual, dijimos en la STC 176/2008, de 22 de diciembre (F. 7), posteriormente 
confi rmada por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos en la Sentencia P. V. c España de 
30 de noviembre de 2010, «que lo que en modo alguno resulta constitucionalmente admisible 
es presumir la existencia de un riesgo de alteración efectiva de la personalidad del menor por 
el mero hecho de la orientación sexual de uno u otro de sus progenitores. Ello implica que 
la adopción de una decisión judicial consistente en suprimir, suspender o limitar el derecho 
de comunicación de los padres con sus hijos menores con fundamento, de forma principal 
o exclusiva, en la transexualidad del padre o de la madre, deba califi carse como una medida 
discriminatoria proscrita por el art. 14 CE». No existe, en consecuencia y de acuerdo con los 
argumentos desarrollados, tacha de inconstitucionalidad alguna en el artículo único de la Ley 
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13/2005 de 1 de julio, por la que se modifi ca el Código Civil en materia de Derecho a contraer 
matrimonio (...)”.
  Sentencia núm. 214-2012 de 14 noviembre
“(...) el texto legal regula, además, la atención diferenciada que exigen algunas de esas situaciones 
como son las concernientes al mundo rural, los alumnos extranjeros, los alumnos superdotados 
y aquellos con necesidades educativas especiales por padecer discapacidad física, psíquica, 
sensorial o por manifestar graves trastornos de la personalidad o de conducta, pero deja espacio 
sufi ciente para que las Comunidades Autónomas a las que se refi ere concretamente unas veces 
como «los poderes públicos» y otras como «las Administraciones educativas» identifi quen otros 
supuestos de desigualdad y disciplinen la educación diferenciada que requieran. Además, 
estos preceptos contienen el régimen jurídico de las cuatro situaciones de desventaja indicadas 
y los términos que los mismos usan para aludir a las modulaciones que los poderes públicos 
deben introducir en su actuación educativa para posibilitar la igualdad de oportunidades en el 
disfrute del derecho constitucional a la educación no excluyen que la Comunidad Autónoma 
recurrente determine normativamente las medidas concretas que la Administración educativa 
debe ejecutar para lograr que estas cuatro especies de alumnos con necesidades educativas 
específi cas disfruten del derecho a la educación en igualdad de condiciones con todos los 
demás, de suerte que queda intacta su competencia normativa de desarrollo de lo básico 
en materia educativa. La regulación que hacen los preceptos impugnados es de indudable 
naturaleza básica, en la medida que se relaciona con el necesario grado de homogeneidad e 
igualdad que ha de ser predicable del sistema educativo en su conjunto, incluso de aquellas 
modalidades de enseñanza que como parte de él regula el art. 7.5 y capítulo VII del título I 
de la Ley Orgánica de calidad de la educación, estableciendo un marco general que asegure 
que las Administraciones educativas ofrecen, en todos los casos, una adecuada respuesta 
educativa a las circunstancias y necesidades que en estos alumnos concurren, con lo que la 
tacha denunciada, con la generalidad con la que se formula, no puede ser apreciada y, en su 
virtud, la impugnación ha de ser desestimada(...)”. 
“(...) Según la demanda, los arts. 44.2 y 47 tienen un contenido que invade la competencia 
exclusiva de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha en materia de asistencia social, 
pues la previsión normativa al establecer, de un lado, que el sistema educativo dispondrá 
de los recursos precisos para que los alumnos con necesidades educativas especiales (por 
padecer discapacidades físicas, psíquicas, sensoriales, o por manifestar graves trastornos de 
la personalidad o de conducta) puedan alcanzar los objetivos establecidos con carácter general 
para todos los alumnos (art. 44.2) y, de otro, que las Administraciones educativas operarán 
en recta coherencia respecto de los centros sostenidos con fondos públicos (art. 47) debe 
encuadrarse en la materia competencial asistencia social, de donde resultaría que tales preceptos 
suponen una extralimitación porque el Estado carece de atribuciones en ese sector material. No 
puede acogerse este planteamiento porque el derecho a la educación ex art. 27 CE se garantiza 
también, como es obvio, a los alumnos con necesidades educativas especiales y a ello se debe 
que el art. 7.5 de la Ley Orgánica de calidad de la educación disponga que «las enseñanzas a 
que se refi eren los apartados anteriores se adaptarán a los alumnos con necesidades educativas 
específi cas», de los que los alumnos con necesidades educativas especiales son una especie, y, 
aún más claro, que el art. 40.1, al regular las acciones que requieren los alumnos con necesidades 
educativas específi cas, comience diciendo que se prevén esas acciones «con el fi n de asegurar el 
derecho individual a una educación de calidad» (...)”. 
 Sentencia núm. 219-2012 de 26 noviembre 
“(...) conforme ha quedado expuesto con mayor detalle en el relato de antecedentes, el Auto 
impugnado acordó, en virtud del art. 256.1.6 de la Ley de enjuiciamiento civil, requerir a 
la entidad Banco de Bilbao Vizcaya Argentaria, SA (BBVA), la entrega al Juzgado de los 
listados diferenciados por productos fi nancieros, en fi chero electrónico excel o compatible, 
que contuvieran los datos personales (nombre y apellidos, documento nacional de identidad, 
dirección postal actualizada y números de teléfono, fax y correo electrónico, si estuvieren 
disponibles) de los clientes personas físicas que, en toda España y desde el año 2007 a octubre 
de 2010, hubieran contratado con dicha entidad bancaria determinados productos fi nancieros, 
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con la fi nalidad de ponerlos a disposición de la asociación la Asociación de usuarios de bancos, 
cajas de ahorros y seguros de España, que pretendía emprender acciones en defensa de los 
intereses colectivos de consumidores y usuarios, con fundamento en la existencia de presuntas 
cláusulas abusivas en los contratos de suscripción de tales productos fi nancieros.
“(...) descendiendo a las circunstancias del presente caso, está fuera de toda duda que en el 
procedimiento de diligencias preliminares se planteó una cuestión que afectaba directamente 
a los demandantes de amparo, pues eran sus datos personales los que la entidad BBVA tenía 
que poner a disposición de la Asociación de usuarios de bancos, cajas de ahorros y seguros 
de España. Asimismo, es notorio que la comunicación de datos personales de clientes puede 
entrañar una lesión del derecho a la protección de datos de carácter personal. Y no lo es menos 
que tal derecho confi ere a su titular ex art. 24.1 CE un indiscutible interés legítimo en el acceso 
a los procedimientos judiciales en los que pueda verse menoscabado el mismo (...)”.
 Sentencia núm. 232-2012 de 10 diciembre 
“(...) en defi nitiva, no puede ampararse al reclamado ante la situación de dualidad de 
nacionalidades creada por sus propios actos de manera totalmente consciente. Consta que el 
reclamado, aun después de obtener la nacionalidad española y de renunciar a su nacionalidad 
egipcia, siguió utilizando de manera continuada su nacionalidad de origen. En este punto 
conviene tener presente lo indicado en la STC 181/2004, de 2 de noviembre (RTC 2004, 181), 
cuando realiza la distinción entre nacionalidad efectiva y nacionalidad residual, siendo 
esta última en el caso examinado la española. También es procedente hacer referencia al 
apartado de dicha resolución que alude al diferente trato que ha de dispensarse en materia de 
extradición a los españoles sin ninguna otra nacionalidad y los españoles que disfrutan de otra 
nacionalidad, que es el caso que nos ocupa, siendo precisamente esta última la nacionalidad 
de origen. Distinción que en absoluto supone una discriminación, ya que tal diferenciación ha 
sido buscada y fomentada por el propio sujeto interesado, en este supuesto para intentar evitar 
su entrega a las autoridades egipcias, lo que desde luego no puede amparar este Tribunal». Así 
pues, la Audiencia Nacional, pese a haber admitido la condición de español del recurrente y 
haber descartado que la adquisición de la nacionalidad española fuera fraudulenta, sin embargo 
accede a la extradición argumentando que el recurrente no ostenta como única nacionalidad la 
española sino que mantiene de facto la nacionalidad egipcia de origen, produciéndose una 
situación de abuso del derecho rechazada por la STC 181/2004, de 2 de noviembre (...)”.
“(...) a la misma conclusión llegamos en el presente caso, habida cuenta de que el recurrente, 
de nacionalidad egipcia de origen, adquirió la nacionalidad española por residencia superior 
a diez años, mediante resolución del Ministerio de Justicia de 27 de febrero de 2008, habiendo 
realizado el acto de juramento y renuncia a la nacionalidad anterior en comparecencia de 5 de 
mayo de 2008. Se cumplieron, por tanto, los requisitos constitutivos del art. 23 del Código civil 
(LEG 1889, 27), entre ellos el de renuncia a su anterior nacionalidad y, frente a esa resolución, 
no se ha entablado ninguna de las acciones a que se refi ere el art. 25.2 del Código civil para 
los supuestos de falsedad, ocultación o fraude. Por tanto, y desde la perspectiva del Derecho 
interno, el recurrente ostenta únicamente la nacionalidad española, por cuanto renunció a su 
nacionalidad anterior y no existe Tratado de doble nacionalidad con Egipto (...)”.
  Sentencia núm. 234-2012 de 13 diciembre 
“(...) Tal y como hemos afi rmado recientemente en la STC 136/2011, de 13 de septiembre, 
F. 9, sistematizando nuestra doctrina anterior respecto del principio de seguridad jurídica 
consagrado constitucionalmente en el art. 9.3 CE, dicho principio «ha de entenderse como la 
certeza sobre el ordenamiento jurídico aplicable y los intereses jurídicamente tutelados (STC 
15/1986, de 31 de enero (RTC 1986, 15), F. 1), como la expectativa razonablemente fundada del 
ciudadano en cuál ha de ser la actuación del poder en la aplicación del Derecho (STC 36/1991, de 
14 de febrero (RTC 1991, 36), F. 5), o como la claridad del legislador y no la confusión normativa 
(STC 46/1990, de 15 de marzo (RTC 1990, 46), F. 4)». Exigencias, todas ellas, consustanciales 
al Estado de Derecho y que, por lo mismo, han de ser escrupulosamente respetadas por las 
actuaciones de los poderes públicos, incluido el propio legislador. Es más, sin seguridad jurídica 
no hay Estado de Derecho digno de ese nombre. Es la razonable previsión de las consecuencias 
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jurídicas de las conductas, de acuerdo con el ordenamiento y su aplicación por los Tribunales, 
la que permite a los ciudadanos gozar de una tranquila convivencia y garantiza la paz social y 
el desarrollo económico. «De tal modo, que si en el Ordenamiento jurídico en que se insertan 
las normas, teniendo en cuenta las reglas de interpretación admisibles en Derecho, el contenido 
o las omisiones de un texto normativo produjeran confusión o dudas que generaran en sus 
destinatarios una incertidumbre razonablemente insuperable acerca de la conducta exigible 
para su cumplimiento o sobre la previsibilidad de sus efectos, podría concluirse que la norma 
infringe el principio de seguridad jurídica (SSTC 150/1990, de 4 de octubre, F. 8; 142/1993, de 
22 de abril, F. 4; 212/1996, de 19 de diciembre, F. 15; 104/2000, de 13 de abril, F. 7; 96/2002, de 
25 de abril, F. 5; y 248/2007, de 13 de diciembre, F. 5)» (...)”. 
  Sentencia núm. 237-2012 de 13 diciembre 
“(...) esta conclusión no se ve afectada por la invocación de la confi anza legítima que ha hecho el 
Letrado autonómico en el curso de este proceso pues tal principio deberá ponderarse junto con 
otros principios y valores, mas no constituye un obstáculo infranqueable para el legislador, aquí 
del legislador de urgencia, so pena de incurrir en el riesgo de petrifi cación del ordenamiento 
jurídico. Es indudable que el panorama de las normas jurídicas vigentes en cada momento 
incide en la forma como los ciudadanos programan sus conductas, como también lo es que 
determinadas modifi caciones de algunas de las partes constitutivas de ese panorama podrán 
generar perjuicios a los ciudadanos y dar lugar, en su caso, a la correspondiente indemnización. 
Sin embargo, lo que no cabe es equiparar esa eventual garantía de indemnidad con un pretendido 
derecho subjetivo a la inmutabilidad del ordenamiento jurídico (...)”.
“(...) otra perspectiva desde la que se denuncia arbitrariedad del Real Decreto-Ley 2/2004 es la 
relativa a la quiebra de la confi anza legítima pues, sostiene el Letrado autonómico, la derogación 
del plan hidrológico nacional era imprevisible y ha afectado a las legítimas expectativas de los 
poderes públicos y de la ciudadanía. En realidad, se trata del desarrollo de un alegato que 
ya se había efectuado al postular la paralización de las obras del trasvase como alternativa 
menos onerosa para los intereses de los futuros benefi ciarios del mismo. Por ello, debemos 
reiterar ahora, que la observancia estricta de esta línea argumental abocaría a la petrifi cación 
del ordenamiento desde el momento en que una norma promulgada hubiese generado en 
un sector de la ciudadanía o entre algunos poderes públicos la confi anza en su vigencia más 
o menos duradera. En efecto, la aceptación de la tesis de la actora no sería coherente con el 
carácter dinámico del ordenamiento jurídico y con nuestra doctrina constante acerca de que la 
realización del principio de seguridad jurídica, aquí en su vertiente de protección de la confi anza 
legítima, no puede dar lugar a la congelación o petrifi cación de ese mismo ordenamiento (STC 
332/2005, de 15 de diciembre, F. 17 y las resoluciones allí citadas) (...)”.
  Sentencia núm. 241-2012 de 17 diciembre 
“(...) en este caso, no cabe apreciar afectación del derecho a la intimidad desde el momento 
en que fue la propia demandante y otra trabajadora quienes realizaron actos dispositivos que 
determinaron la eliminación de la privacidad de sus conversaciones, al incluirlas en el disco 
del ordenador en el cual podían ser leídas por cualquier otro usuario, pudiendo trascender 
su contenido a terceras personas, como aquí ocurrió al tener conocimiento la dirección de la 
empresa. Por tanto, fueron la demandante de amparo y la otra trabajadora, con sus propios 
actos, quienes provocaron con su voluntaria actuación que no se vea afectado su derecho a la 
intimidad al posibilitar el conocimiento de las conversaciones por otro usuario del ordenador, 
trabajador de la empresa, que casualmente y sin ninguna intencionalidad tuvo acceso a todo su 
contenido, lo que fi nalmente provocó la intervención empresarial. Los razonamientos expuestos 
conducen a que no resulte apreciable la vulneración denunciada del derecho a la intimidad, 
prevenido en el art. 18.1 CE (...)”.
“(...) así, por una parte, la posibilidad de uso común del ordenador por todos los empleados 
permite considerar que la información archivada en el disco duro era accesible a todos los 
trabajadores, sin necesidad de clave de acceso alguna. Esta disposición organizativa de uso 
común permite afi rmar su incompatibilidad con los usos personales y reconocer que, en este 
caso, la pretensión de secreto carece de cobertura constitucional, al faltar las condiciones 
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necesarias de su preservación (...)”.
“(...) así, por una parte, la posibilidad de uso común del ordenador por todos los empleados 
permite considerar que la información archivada en el disco duro era accesible a todos los 
trabajadores, sin necesidad de clave de acceso alguna. Esta disposición organizativa de uso 
común permite afi rmar su incompatibilidad con los usos personales y reconocer que, en este 
caso, la pretensión de secreto carece de cobertura constitucional, al faltar las condiciones 
necesarias de su preservación (...)”.
“(...) lo expuesto no impide afi rmar que en el desarrollo de la prestación laboral pueden producirse 
comunicaciones entre el trabajador y otras personas cubiertas por el derecho al secreto del art. 
18.3 CE, ya sean postales, telegráfi cas, telefónicas o por medios informáticos, por lo que pueden 
producirse vulneraciones del derecho al secreto de las comunicaciones por intervenciones 
antijurídicas en las mismas por parte del empresario o de las personas que ejercen los poderes 
de dirección en la empresa, de otros trabajadores o de terceros. Así lo ha afi rmado también la 
jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos en la Sentencia de 3 de abril de 
2007, caso Copland c. Reino Unido, § 41, al recordar que, según la reiterada jurisprudencia del 
Tribunal (SSTEDH de 25 de junio de 1997, caso Halford c. Reino Unido, § 44, y 16 de febrero de 
2000, caso Amann c. Suiza, § 44) las llamadas telefónicas que proceden de locales profesionales 
pueden incluirse en los conceptos de «vida privada» y de «correspondencia» a efectos del 
artículo 8 del Convenio, y del mismo modo los correos electrónicos enviados desde el lugar de 
trabajo y la información derivada del seguimiento del uso personal de Internet (...)”.
2013 
  Sentencia núm. 3-2013 de 17 enero 
“(...) el requisito de la colegiación obligatoria constituye una barrera de entrada al ejercicio de 
la profesión y, por tanto, debe quedar limitado a aquellos casos en que se afecta, de manera 
grave y directa, a materias de especial interés público, como la protección de la salud y de la 
integridad física o de la seguridad personal o jurídica de las personas físicas, y la colegiación 
demuestre ser un instrumento efi ciente de control del ejercicio profesional para la mejor defensa 
de los destinatarios de los servicios, tal y como se deduce de la disposición transitoria cuarta de 
esta misma norma (...)”.
 Sentencia núm. 12-2013 de 28 enero 
“(...) Señalado lo anterior, debemos considerar que para asegurar la adecuada protección de 
todas las personas contra la tortura o tratos crueles, inhumanos o degradantes, las Naciones 
Unidas han aprobado distintas normas universalmente aplicables. Los convenios, declaraciones 
y resoluciones adoptados por los estados miembros de la Organización de Naciones Unidas 
afi rman claramente que no puede haber excepciones a la prohibición de la tortura y establecen 
distintas obligaciones para garantizar la protección contra tales posibles abusos. Entre los más 
importantes de esos instrumentos fi guran la Declaración universal de derechos humanos, 
adoptada y proclamada por la Asamblea General en su Resolución 217 A (III), de 10 de 
diciembre de 1948; el Pacto internacional de derechos civiles y políticos, que entró en vigor 
el 23 de marzo de 1976; las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos adoptadas por 
el Primer Congreso de las Naciones Unidas sobre prevención del delito y tratamiento del 
delincuente, celebrado en Ginebra en 1955, y aprobadas por el Consejo Económico y Social en 
sus Resoluciones 663C (XXIV), de 31 de julio de 1957, y 2076 (LXII), de 13 de mayo de 1977; la 
Declaración de las Naciones Unidas sobre la protección de todas las personas contra la tortura 
y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes (Declaración sobre la protección contra 
la tortura), adoptada por la Asamblea General en su resolución 3452 (XXX), de 9 de diciembre 
de 1975; el código de conducta para funcionarios encargados de hacer cumplir la Ley, adoptado 
por la Asamblea General en su resolución 34/169, de 17 de diciembre de 1979; los principios 
de ética médica aplicables a la función del personal de salud, especialmente los médicos, en 
la protección de personas presas y detenidas contra la tortura y otros tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes, adoptados por la Asamblea General en su resolución 37/194, de 18 
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de diciembre de 1982; la Convención contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos 
y degradantes (Convención contra la tortura), adoptada y abierta a la fi rma, ratifi cación y 
adhesión por la Asamblea General en su resolución 39/46, de 10 de diciembre de 1984 y que 
entró en vigor el 26 de junio de 1987; el conjunto de principios sobre la detención, adoptados 
por la Asamblea General en su resolución 43/173, de 9 de diciembre de 1988; y los principios 
básicos para el tratamiento de los reclusos, adoptados y proclamados por la Asamblea General 
en su resolución 45/111, de 14 de diciembre de 1990 (...)”.
“(...) en el mismo sentido, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos tiene señalado «un 
examen médico, junto con el derecho de acceso a la asistencia letrada y el derecho a informar 
a un tercero de la detención, constituyen salvaguardas fundamentales ante el maltrato de las 
personas detenidas que pueden ser aplicadas desde el primer momento de la privación de 
libertad» (en SSTEDH de 18 de septiembre de 2008, Türkan c. Turquía, §42; y de 13 de julio de 
2010, Parnov c. Moldavia, § 30), añadiendo que «el pronto examen forense era crucial debido 
a que los signos de lesión podrían desaparecer en poco tiempo» (STEDH de 17 abril 2012, 
Rizvanov c. Azerbaijan, § 47) (...)”. 
  Sentencia núm. 17-2013 de 31 enero 
“(...) así pues, es posible afi rmar que, como se deduce de los pronunciamientos de este Tribunal, 
existen derechos que, en tanto que inherentes a la dignidad humana, corresponden por igual 
a españoles y extranjeros; igualmente existen derechos, como los reconocidos en el art. 23 CE 
en relación con el 13.2 CE, que no pertenecen en modo alguno a los extranjeros y, fi nalmente, 
un tercer grupo serían aquellos derechos que pertenecerán o no a los extranjeros según lo 
dispongan los tratados y las Leyes, siendo entonces admisible la diferencia de trato con los 
españoles en cuanto a su ejercicio (...)”.
“(...) los extranjeros gozarán en España de los derechos y libertades reconocidos en el Título 
I de la Constitución en los términos establecidos en los Tratados internacionales, en la propia 
LOEx. y en las leyes que regulen el ejercicio de cada uno de ellos. Así, encontrándose el 
derecho fundamental a la protección de datos reconocido en el art. 18.4 CE, es evidente que los 
extranjeros han de ser considerados titulares del mismo, tal como éste derecho fundamental ha 
sido reconocido por el legislador orgánico, el cual no distingue entre españoles y extranjeros en 
dicho reconocimiento. Debe recordarse, asimismo, que la Carta de los Derechos Fundamentales 
de la Unión Europea recoge, en su art. 8, el reconocimiento al derecho a la protección de datos, 
lo que también hace el Convenio núm. 108 del Consejo de Europa para la protección de las 
personas con respecto al tratamiento automatizado de los datos de carácter personal. En el 
mismo sentido la Directiva 1995/46/CE, de 24 de octubre, establece las condiciones en las que 
los Estados miembros han de garantizar la protección del derecho a la intimidad de las personas 
físicas, en lo que respecta al tratamiento de los datos personales (...)”.
“(...) en conclusión, tal como establece nuestra doctrina, es claro que la LOPD no permite la 
comunicación indiscriminada de datos personales entre Administraciones Públicas dado que, 
además, estos datos están, en principio, afectos a fi nalidades concretas y predeterminadas 
que son las que motivaron su recogida y tratamiento. Por tanto, la cesión de datos entre 
Administraciones Públicas sin consentimiento del afectado, cuando se cedan para el ejercicio 
de competencias distintas o que versen sobre materias distintas de aquellas que motivaron su 
recogida, únicamente será posible, fuera de los supuestos expresamente previstos por la propia 
LOPD, si existe previsión legal expresa para ello [art. 11.2.a) en relación con el 6.1 LOPD] ya 
que, a tenor de lo dispuesto en el art. 53.1 CE, los límites al derecho a consentir la cesión de los 
datos a fi nes distintos para los que fueron recabados están sometidos a reserva de ley. Reserva 
legal que, como es obvio, habrá de cumplir con los restantes requisitos derivados de nuestra 
doctrina- esencialmente, basarse en bienes de dimensión constitucional y respetar las exigencias 
del principio de proporcionalidad- para poder considerar conforme con la Constitución la 
circunstancia de que la norma legal en cuestión no contemple, por tanto, la necesidad de contar 
con el consentimiento del afectado para autorizar la cesión de datos (...)”. 
“(...) igualmente, a este carácter del respeto a la ley en tanto que habilitante para derivar del 
mismo limitaciones a los derechos individuales ya nos hemos referido en nuestra doctrina pues, 
conforme al art. 10.1 CE, el respeto a la Ley, esto es, el mantenimiento y preservación de una 
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situación preexistente creada por las normas mediante las cuales se regula una determinada 
actividad o ámbito, es uno de los fundamentos del orden político y de la paz social (en tal 
sentido, STC 160/1999, de 18 de julio, FJ11). Ahora bien, identifi cada la existencia de un bien 
constitucional al que sirve la restricción del derecho fundamental a la protección de datos también 
debemos declarar que el respeto a la Ley (así, a la de extranjería) solo permite restricciones 
limitadas, controladas y ciertas sobre otro bien constitucional ya que, como recuerda la propia 
STC 292/2000, FJ11, “(...) los derechos fundamentales pueden ceder, desde luego, ante bienes, e 
incluso intereses constitucionalmente relevantes, siempre que el recorte que experimenten sea 
necesario para lograr el fi n legítimo previsto, proporcionado para alcanzarlo y, en todo caso, 
sea respetuoso con el contenido esencial del derecho fundamental restringido (SSTC 57/1994, 
de 28 de febrero, FJ 6; 18/1999, de 22 de febrero, FJ 2)” (...)”. 
“(...) así pues, lo establecido en el art. 66 LOEx viene a dar respuesta a compromisos asumidos por 
España en el ámbito de la Unión Europea entre los que se encuentra la asunción de determinadas 
obligaciones para los transportistas tendentes a combatir el fenómeno de la inmigración ilegal 
y a garantizar la seguridad de las fronteras exteriores de las partes fi rmantes del Acuerdo de 
Schengen. Recuérdese que dicho Acuerdo impulsó la libre circulación de personas entre varios 
países europeos mediante el progresivo levantamiento de sus fronteras interiores, lo cual tiene 
como consecuencia un traslado de los controles a las fronteras externas de los países signatarios 
del Acuerdo de Schengen de forma tal que las fronteras externas de los Estados europeos son, 
al tiempo, las fronteras externas de los demás Estados partes en aquel Acuerdo. De lo expuesto 
es posible también deducir que el adecuado control de las fronteras y de los fl ujos migratorios 
que a través de ellas se producen es una exigencia derivada de la pertenencia de nuestro país a 
la Unión Europea (...)”.
 ”(...) así enmarcado el precepto cuestionado, podemos apreciar que, con arreglo a su tenor 
literal, la obligación de suministro de información que asumen los transportistas, respecto 
a las personas que transporten procedentes de fuera del Espacio Schengen, se ha fi jado por 
el legislador. De esta suerte, las autoridades españolas no tienen la capacidad de disponer 
discrecionalmente de dicha obligación sino, únicamente, la posibilidad de determinar el 
momento y las rutas respecto a las cuales esa obligación de suministro de información, ya 
previamente establecida, ha de hacerse efectiva. Aspecto éste, instrumental y accesorio, que 
es el único que queda diferido a la decisión de las autoridades competentes en la materia, las 
cuales, en su adopción, han de seguir los criterios fi jados por la legislación orgánica tanto en 
relación con la fi nalidad perseguida, combatir la inmigración ilegal y garantizar la seguridad 
pública, como en lo que se refi ere a las rutas en las que puede aplicarse, solamente aquellas 
procedentes de fuera del Espacio Schengen en las que la intensidad de los fl ujos migratorios lo 
haga necesario, es decir, ante la evidencia de la existencia de un elevado número de personas 
que, procedentes de determinados lugares, pretendan entrar en territorio español. Tampoco, 
de acuerdo con nuestra doctrina (por todas, STC 110/1991, de 13 de mayo, FJ3), ha de excluirse 
toda posibilidad de colaboración reglamentaria en la puesta en práctica de lo previamente 
establecido por dicho legislador, máxime en un ámbito, como el de los fl ujos migratorios, 
variable por su propia naturaleza, y teniendo en cuenta que, como ya hemos apreciado, esa 
decisión relativa al suministro de información no queda a la libre disposición de la autoridad 
administrativa, puesto que su contenido ya está determinado en la norma e igualmente sucede 
con las circunstancias y ámbitos, en términos de rutas de transporte, que han de concurrir para 
hacer posible su aplicación efectiva (...)”. 
“(...)Por ello, y en cuanto a la idoneidad de la restricción del derecho fundamental a la protección 
de datos para el fi n que persigue, debemos partir de la consideración de que el derecho 
fundamental a la protección de datos ha de cohonestarse con otras exigencias y prioridades, 
en muchos casos derivados de la condición de España como miembro de la Unión Europea, y 
no ha de equipararse, en este caso concreto, con una pretensión de anonimato del usuario del 
transporte frente al control de entrada ejercido por las autoridades competentes, el cual implica 
el ejercicio de una potestad pública inherente a la soberanía plena y exclusiva del Estado sobre 
su territorio.Al respecto, los mecanismos de policía administrativa a través del control de fl ujos 
migratorios responden a una fi nalidad legítima expresada en el evidente interés público que 
subyace en el adecuado control de los antes citados fl ujos migratorios y de la seguridad pública 
asegurando, al tiempo, el cumplimiento de lo dispuesto en las leyes, expresión de un interés 
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general que, en cuanto predicable del conjunto de la comunidad, puede no siempre resultar 
compatible con los que corresponden a las personas singulares, pues es evidente que el respeto 
a las decisiones del legislador y su adecuada puesta en práctica redunda en benefi cio de la 
comunidad. Así, es innegable que la medida prevista intenta evitar que se eludan las leyes que 
regulan la entrada, residencia y circulación de los extranjeros en España, esto es, persigue una 
fi nalidad, el aseguramiento de que la entrada y estancia de los extranjeros en España se hace 
con pleno respeto a la Ley, a cuya relevancia, tanto desde la perspectiva constitucional como en 
relación con el cumplimiento de los compromisos asumidos con el resto de países de la Unión 
Europea, resulta innecesario referirse ya (...)”. 
“(...) Tal como se formula, esta cesión no afecta al contenido esencial del derecho en los términos 
en que el mismo ha sido defi nido por el legislador orgánico y la doctrina de este Tribunal. De 
dicha concreción se predica, como no podía ser de otra forma, que la cesión de datos que la 
misma puede suponer se realizará con pleno respeto a la legislación vigente lo que implica, 
como señala el Abogado del Estado, que cualquier cesión de datos al amparo de este precepto 
deberá realizarse cumpliendo las garantías previstas en la LOPD(...)”.
 ”(...) así pues, de la propia regulación de la LBRL podemos concluir que el padrón contiene un 
conjunto organizado de datos de carácter personal referidos a personas físicas identifi cadas, 
los vecinos de un municipio, siendo por ello un fi chero de datos personales al que resulta 
de aplicación la normativa prevista en la LOPD. De hecho, la obligación de inscripción en el 
Padrón municipal por parte de quien resida habitualmente en el municipio respectivo, supone 
una excepción al principio básico de la necesidad del consentimiento del ciudadano para la 
legalidad del tratamiento de sus datos, contenido en el artículo 6.1 LOPD. Esta excepción se 
funda en lo establecido en el artículo 6.2 LOPD que permite el tratamiento inconsentido de los 
datos por parte de las Administraciones Públicas para el ejercicio de sus funciones propias en 
el ámbito de sus competencias (...)”. 
“(...) al respecto no debe obviarse que compete al Estado el control del acceso de las personas 
a su territorio, de forma tal que el deseable objetivo de conseguir la plena integración social de 
los inmigrantes se cohoneste con el respeto a la legalidad vigente, que establece el principio 
de rechazo a la inmigración ilegal o incontrolada, toda vez que es un hecho que, por razones 
de diverso tipo, nuestro país se ha convertido en receptor de personas emigradas de diversos 
países. De ahí que, a tal fi n, se dispongan los medios que, por un lado, impidan las entradas 
ilegales en España y, de otro, eviten las estancias sin título jurídico válido, estableciendo la 
salida obligatoria del extranjero que carece de él y se encuentra en España en situación irregular 
(...)”.
 ”Consecuencia lógica de lo anterior es que las autoridades que han de emitir las referidas 
autorizaciones procedan a la adecuada identifi cación personal de aquellos a cuyo favor han 
de emitirse, sin que, por esa razón, el deber de comparecencia personal ante los órganos 
competentes para tramitar la solicitud pueda entenderse inadecuado o no justifi cado respecto 
a la fi nalidad perseguida(...)” 
“(...) expuestas las alegaciones de las partes debemos recordar que el juicio de constitucionalidad 
no es un juicio acerca de la calidad de las normas, de suerte que en el mismo no se incluyen 
consideraciones atinentes a la técnica legislativa empleada sino únicamente la valoración de la 
conformidad de las disposiciones impugnadas con los cánones de constitucionalidad a los que 
hemos de atenernos(...)”. 
“(...) la devolución, en tanto que consiste en la decisión administrativa por la que se decide 
la salida de España de aquellos que han pretendido entrar en nuestro país eludiendo los 
requisitos que para ello exige la legislación en materia de extranjería, no supone el ejercicio del 
ius puniendi estatal, sino que se dicta como medida de restitución de la legalidad conculcada, 
expresada en el incumplimiento de los requisitos legales para el ejercicio del derecho de 
entrada en el territorio nacional (arts. 25 a 27 LOEx), carencia de requisitos que determina la 
salida obligatoria del territorio nacional en aplicación del mandato legal contenido en el art. 
28.3.b) LOEx. A diferencia de la expulsión, la devolución pretende evitar la contravención del 
ordenamiento jurídico de extranjería, por lo que no comporta en sí misma una sanción sino 
una medida gubernativa de reacción inmediata frente a una perturbación del orden jurídico, 
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articulada a través de un cauce fl exible y rápido (...)”. ” 
  Sentencia núm. 20-2013 de 31 enero 
“(...) la primera cuestión que se nos plantea es sí la decisión del legislador de restituir los efectos 
y documentos en su día incautados con fi nes represivos y que forman hoy parte de un archivo 
estatal es una expoliación prohibida por la Constitución (...)”.
“(...) en efecto, la adopción, por parte del legislador democráticamente elegido, de la decisión 
de contribuir a dar satisfacción a instituciones o ciudadanos que sufrieron, directamente o 
en la persona de sus familiares, las consecuencias de la guerra civil no puede constituir, en 
ningún caso, una decisión arbitraria o irracional. La protección del interés de los propietarios 
originarios o de sus sucesores de recuperar lo que en su día les fue incautado, que se promueve 
con la restitución legalmente prevista, constituye un interés constitucionalmente legítimo, y, 
por tanto, se puede considerar por el legislador que resulta preeminente, en su caso, frente a 
otros intereses concurrentes de acuerdo con el margen de apreciación que le corresponde. Se 
debe, por lo tanto, descartar que nos encontremos ante una privación arbitraria o irracional 
de la fi nalidad que cumple el archivo, pero no solo por no poderse hablar de arbitrariedad o 
irracionalidad de la decisión de restitución, sino, además, por no haberse acreditado por la 
recurrente que se produzca una privación de la fi nalidad que aquél cumple (...)”.
“(...) no resulta ocioso reiterar que toda opción legislativa, por discutible que para algunos 
pueda ser, resulta admisible desde el punto de vista constitucional siempre que respete las 
reglas que la Constitución establece”
“(...) en efecto, de acuerdo con la doctrina de este Tribunal, «el orden jurídico-político establecido 
por la Constitución asegura la existencia de determinadas instituciones, a las que se considera 
como componentes esenciales y cuya preservación se juzga indispensable para asegurar los 
principios constitucionales, estableciendo en ellas un núcleo o reducto indispensable por 
el legislador. Las instituciones garantizadas son elementos arquitecturales indispensables 
del orden constitucional y las normaciones que las protegen son, sin duda, normaciones 
organizativas, pero a diferencia de lo que sucede con las instituciones supremas del Estado, 
cuya regulación orgánica se hace en el propio texto constitucional, en éstas la confi guración 
institucional concreta se defi ere al legislador ordinario, al que no se fi ja más límite que el del 
reducto indisponible o núcleo esencial de la institución que la Constitución garantiza. Por 
defi nición, en consecuencia, la garantía institucional no asegura un contenido concreto o un 
ámbito competencial determinado y fi jado de una vez por todas, sino la preservación de una 
institución en términos recognoscibles para la imagen que de la misma tiene la conciencia social 
en cada tiempo y lugar. Dicha garantía es desconocida cuando la institución es limitada, de tal 
modo que se la priva prácticamente de sus posibilidades de existencia real como institución para 
convertirse en un simple nombre. Tales son los límites para su determinación por las normas 
que la regulan y por la aplicación que se haga de éstas. En defi nitiva, la única interdicción 
claramente discernible es la de la ruptura clara y neta con esa imagen comúnmente aceptada 
de la institución que, en cuanto formación jurídica, viene determinada en buena parte por las 
normas que en cada momento la regulan y la aplicación que de las mismas se hace» (por todas, 
STC 32/1981, de 28 de julio [RTC 1981, 32], F. 3) (...)”. 
“(...) admitida la capacidad del Estado para decidir tanto la restitución de la documentación 
del archivo institucional de los órganos de gobierno, de la Administración y de las entidades 
dependientes de la Generalitat, como la restitución de los documentos incautados en Cataluña 
a personas naturales o jurídicas a sus propietarios originarios o a sus sucesores, corresponde a 
aquél determinar la forma en que esta última restitución se debe producir(...)”.
“(...) para la recurrente tales preceptos suponen una transferencia de la titularidad de unos 
documentos, aquellos que pertenecieron a personas privadas, carente de causa, injustifi cada 
y puramente arbitraria, pues se rechaza que la fi nalidad de devolvérselos a sus legítimos 
propietarios puede justifi car tal transferencia a la Generalitat y se alega que el efecto combinado 
de los artículos 2.2 y 5 otorga a la Generalitat la propiedad de todos los documentos que no 
puedan, por cualquier motivo, fi nalmente restituirse a sus propietarios originarios. Asimismo, 
en opinión del recurrente la transferencia a la Generalitat no tiene ninguna justifi cación posible, 
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pues el mero hecho de que la incautación se produjera en territorio catalán no hace de mejor 
condición a la Generalitat que a otras personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, que 
pudieran invocar títulos semejantes como sería el caso de los Ayuntamientos (...)”.
  Sentencia núm. 29-2013 de 11 febrero 
“(...) en la misma dirección se pronuncia el artículo 2 a) de la Directiva 95/46/CE del Parlamento 
y del Consejo, de 24 de octubre de 1995, relativa a la protección de las personas físicas en lo 
que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos, según 
el cual, a efectos de dicha Directiva, se entiende por dato personal «toda información sobre 
una persona física identifi cada o identifi cable (el “interesado”); se´(la misma regulación puede 
verse en el art. 2 del Reglamento CE núm. 45/2001 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
18 de diciembre de 2000, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al 
tratamiento de datos personales por las instituciones y los organismos comunitarios y a la libre 
circulación de estos datos) (...)”.
  Sentencia núm. 41-2013 de 14 febrero 
“(...) de este modo, se ha venido considerando de forma reiterada por nuestra doctrina que 
la exclusión de las parejas de hecho de la protección dispensada en materia de pensión de 
viudedad por el sistema público de Seguridad Social no resulta contraria a la Constitución, 
sin perjuicio de que, como también hemos tenido ocasión de advertir en esa misma doctrina, 
tampoco existe obstáculo constitucional alguno a que el legislador pueda extender la protección 
de la pensión de viudedad a las uniones de hecho estables, heterosexuales u homosexuales: 
«es cierto también que el legislador podría extender a las uniones estables de hecho, al menos 
en determinadas condiciones, los benefi cios de la pensión de viudedad. Extensión que en 
modo alguno resulta vedada por el art. 14 ni encontraría obstáculos en los arts. 32 y 39 de 
la Constitución. El legislador dispone de un amplio margen de libertad en la confi guración 
del sistema de Seguridad Social y en la apreciación de las circunstancias socioeconómicas de 
cada momento a la hora de administrar recursos limitados para atender a un gran número 
de necesidades sociales (por todas, SSTC 65/1987, F.17; 134/1987, F. 5 y 97/1990, F. 3). En tal 
sentido, la opción de requerir la existencia de previo vínculo matrimonial para tener derecho a 
una pensión de supervivencia no es la única constitucionalmente posible, por lo que es legítimo 
propugnar que la actual pensión de viudedad se extienda por el legislador a las unionesestables 
de hecho» (STC 184/1990, F. 3), «sean o no heterosexuales» (ATC 222/1994, de 11 de julio, F. 
2). En suma, «habrá de ser, en su caso, el legislador quien decida proceder a dicha extensión, 
con los requisitos y en los términos que se consideren pertinentes, y en el marco de una 
nueva y coherente ordenación de la citada pensión, singularmente si la convivencia establece 
sin vínculo matrimonial se instalara como una práctica social extendida» (STC 184/1990, F. 
5).En el ejercicio de ese amplio margen de libertad de confi guración al que tantas veces hemos 
hecho mención el legislador ha procedido en la Ley 40/2007, de 4 de diciembre, de medidas en 
materia de Seguridad Social, a la extensión de los benefi cios de la pensión de viudedad a las 
parejas de hecho estables (tanto heterosexuales como homosexuales), pero sin llegar a la plena 
equiparación en el régimen jurídico de las prestaciones de viudedad entre los matrimonios y 
las parejas de hecho (...)”.
“(...) en efecto, la Ley 40/2007, de 4 de diciembre, introduce relevantes reformas en la regulación 
de la acción protectora de nuestro sistema de Seguridad Social, siguiendo las recomendaciones 
señaladas en el acuerdo sobre medidas en materia de Seguridad Social, suscrito el 13 de julio de 
2006 por el Gobierno y los interlocutores sociales UGT, CCOO, CEOE y CEPYME, y teniendo 
en cuenta las prioridades establecidas por el pacto de Toledo en su renovación parlamentaria 
de 2003, conforme se detalla en el preámbulo de dicha Ley (...)”.
“(...) esta importante reforma legal, que se sitúa en la necesidad de atender las situaciones 
creadas por las nuevas realidades familiares, dando así respuesta a una creciente demanda 
social, despliega su efi cacia jurídica respecto de los hechos causantes que acaezcan a partir de la 
entrada en vigor de la Ley 40/2007, esto es, a partir del 1 de enero de 2008, conforme a la regla 
general según la cual en materia de Seguridad Social la norma aplicable para causar derecho a 
la prestación de que se trate es la vigente en el momento de producirse el hecho causante (...)”.
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“(...) dicho de otro modo, el requisito establecido en la cuestionada letra c) de la disposición 
adicional tercera de la Ley 40/2007 se exige a todas las parejas de hecho, con independencia de 
que sus componentes sean de distinto o del mismo sexo, y ello al margen (claro está) de que el 
requisito sea, como señala el Juzgado promotor de la cuestión, de más difícil o incluso imposible 
cumplimiento en el caso de las parejas homosexuales, dada la imposibilidad biológica de que 
las parejas homosexuales tengan hijos entre sí y la imposibilidad legal de adopción conjunta 
por estas parejas (también de las parejas de hecho formadas por miembros de distinto sexo) 
hasta fechas relativamente recientes, cuando diversas Comunidades Autónomas han aprobado 
Leyes que permiten la adopción conjunta por las parejas de hecho (...)”.
“(...) en efecto, el requisito legal cuestionado no puede ser entendido como un indicador 
inequívoco de la existencia efectiva de la relación de convivencia more uxorio que se pretende 
proteger, pues ni la circunstancia de haber tenido hijos en común acredita una mayor estabilidad 
o solidez de la unión de hecho, ni dicha circunstancia constituye el único medio de prueba 
posible sobre la estabilidad de la pareja,(...)”
“(...) pero sucede también que ese requisito (haber tenido hijos en común) no solo carece de 
justifi cación constitucionalmente legítima por las razones expuestas, sino que, además, resulta 
ser de imposible cumplimiento, por razones biológicas, tanto para las parejas de hecho formadas 
por personas del mismo sexo como para las parejas de hecho de distinto sexo que no pudieron 
tener hijos por causa de infertilidad, a lo que ha de añadirse que la posibilidad de adopción de 
niños por las parejas de hecho ha estado vetada en nuestro ordenamiento jurídico hasta fechas 
relativamente recientes, como ya se dijo, lo que signifi ca que el requisito cuestionado tampoco 
podía ser cumplido por vía de adopción en el caso de aquellas parejas de hecho en las que el 
fallecimiento de uno de sus miembros se produjo antes de la entrada en vigor de la normativa 
legal autonómica aplicable en cada caso que permite la adopción conjunta a las parejas de 
hecho, del mismo o de distinto sexo (...)”. 
“(...) ha de advertirse que esta declaración de inconstitucionalidad y nulidad, que tiene efectos 
erga omnes desde la fecha de publicación de la presente Sentencia en el «Boletín Ofi cial del 
Estado» (art. 164.1 CE y art. 38.1 LOTC), no permite que quienes, por no cumplir el requisito 
de haber tenido hijos en común con el causante, no solicitaron la pensión de viudedad prevista 
en la disposición adicional tercera de la Ley 40/2007 en el plazo de los doce meses siguientes 
a la entrada en vigor de dicha Ley, puedan reclamar ahora la pensión, toda vez que el referido 
requisito temporal, establecido en la letra e) de la misma disposición, ni ha sido cuestionado, ni 
cabe que este Tribunal extienda al mismo la declaración de inconstitucionalidad y nulidad de la 
letra c) de dicha disposición, al no concurrir entre uno y otro inciso la conexión o consecuencia 
que para extender la declaración de nulidad exige el art. 39.1 LOTC. Tampoco permite, claro 
está, revisar procesos fenecidos mediante sentencia con fuerza de cosa juzgada en los que se 
haya hecho aplicación de lo dispuesto en la letra c) de la disposición adicional tercera de la Ley 
40/2007 (art. 40.1 LOTC) (...)”.
 Sentencia núm. 57-2013 de 11 marzo 
“(...) no se incluyan en esta resolución el nombre y los apellidos completos de las víctimas 
menores de edad ni los de los padres de una de ellas, personados en este proceso, al objeto de 
respetar su intimidad” 
“(...) la condena del demandante se apoya en la exteriorización verbal por parte de las menores 
de la experiencia personal sufrida (...)”.
“(...) eventuales limitaciones y modulaciones de las garantías procesales del acusado que, en 
atención a la menor edad de quienes pueden haber sido víctimas de abusos sexuales, pueden 
adoptarse para conocer su versión de los hechos y, en cuanto sea necesario, para evitar que su 
interrogatorio formal con plena contradicción procesal en el acto del juicio oral -en cuanto son 
testigos de cargo especialmente vulnerables-, afecte negativamente a su desarrollo personal y 
su indemnidad moral y psíquica, que según experiencias contrastadas, presentan especiales 
tasas de vulnerabilidad en estas situaciones (STEDH de 2 de julio de 2002, caso S.N. contra 
Suecia) (...)”.
“(...) las siete menores a las que se refi eren los hechos investigados en el proceso judicial previo 
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tenían entre cuatro y seis años de edad cuando éstos acaecieron. El juicio oral se celebró dos 
años después. Su escasa edad es relevante en relación con la forma en que pueden prestar 
testimonio y puede evaluarse o cuestionarse su credibilidad, dada su diferente habilidad de 
producción verbal, comprensión lingüística, capacidad de verse infl uidas por el escenario y 
condiciones en que se realice el interrogatorio, así como su desarrollo moral y, en general, su 
estructura psíquica diferenciada (...)”.
  Sentencia núm. 93-2013 de 23 abril 
“(...) en tal sentido, con la utilización del criterio de la vecindad civil y al constituir ésta el punto 
de conexión para la determinación del estatuto personal, es claro que se viene a incidir sobre las 
«normas para resolver los confl ictos de leyes». Determinar cuál es la ley personal aplicable en 
los confl ictos interregionales derivados de la potencial concurrencia de legislaciones diversas 
en la regulación de una situación, es una materia que se sitúa extramuros de las competencias 
autonómicas en tanto que la Constitución ha optado por que sea al Estado al que corresponda, 
en su caso, el establecimiento de las normas de confl icto en estos supuestos (...)”. 
“(...) bajo el concepto de unión de hecho se agrupa una diversidad de supuestos de parejas 
estables que, no obstante su heterogeneidad, comparten ciertas notas comunes que permiten 
conformar una noción general unitaria. En efecto, la unión de hecho puede caracterizarse, en 
principio, como una relación estable de convivencia more uxorio, cuyo elemento defi nitorio 
común queda cifrado en la voluntad libremente confi gurada de permanecer al margen del 
Derecho en cuanto a las consecuencias jurídicas inherentes a la institución matrimonial a que 
se refi ere el art. 32 CE (...)”.
“(...) elemento esencial de la constitución de la pareja de hecho es, por tanto, su conformación 
extramuros de la institución matrimonial por decisión propia de sus integrantes, adoptada 
en ejercicio de su libertad personal, y que «se vincula con sus convicciones y creencias más 
íntimas» (STC 47/1993, de 8 de febrero, FJ 4). Dado que la posibilidad de elegir una u otra opción 
-matrimonio o pareja de hecho- se encuentra íntimamente vinculada al libre desarrollo de la 
personalidad (art. 10.1 CE), el Estado no puede imponer una opción o limitar las posibilidades 
de elección salvo en virtud de los condicionamientos que pudieran resultar de las normas de 
orden público interno (SSTC 184/1990, de 15 de noviembre, FJ 3; y 51/2011, de 14 de abril, 
FJ 8). El libre desarrollo de la personalidad quedaría afectado tanto si los poderes públicos 
trataran de impedir o de reprimir la convivencia more uxorio, como si trataran de imponer el 
establecimiento, contra la voluntad de los componentes de la pareja, de un determinado tipo 
de vínculo no asumido de consuno por éstos, «de manera que aquel tipo de convivencia no 
formalizada se viera expuesta a una gravosa y penosa suerte o a soportar sanciones legales 
de cualquier índole» (STC 184/1990, de 15 de noviembre, FJ 2). Y esa libertad, así como la 
paralela prohibición de interferencia en su lícito ejercicio por parte de los poderes públicos, no 
queda limitada a la dimensión interna, «sino que alcanza también la expresión de las propias 
libertades a tener una actuación coherente con ello y a no sufrir sanción o injerencia de los 
poderes públicos por su ejercicio» (STC 66/1994, de 28 de febrero, FJ 3; y ATC 204/2003, de 16 
de junio, FJ 2) (...)”.
“(...) consustancial a esa libertad de decisión, adoptada en el marco de la autonomía privada de 
los componentes de la pareja, es el poder de gobernarse libremente en la esfera jurídica de ese 
espacio propio, ordenando por sí mismos su ámbito privado, el conjunto de derechos, facultades 
y relaciones que ostenten, si bien dentro de ciertos límites impuestos por el orden social, ya 
que la autonomía privada no es una regla absoluta. Así, el art. 1255 del Código civil plasma el 
principio de autonomía de la voluntad en las relaciones contractuales privadas, y dispone que 
los contratantes pueden establecer todos los pactos, cláusulas y condiciones que tengan por 
conveniente, «siempre que no sean contrarios a las leyes, a la moral, ni al orden público». Pues 
bien, este respeto a la autonomía privada de quienes han decidido conformar una unión de hecho 
se traduce en el reconocimiento de que, en aras a su libertad individual, pueden desarrollar sus 
relaciones -antes, durante y al extinguirse esa unión- conforme a los pactos que consideren 
oportunos, sin más límites que los impuestos por la moral y el orden público constitucional; y 
esta libertad debe ser respetada por el ordenamiento jurídico en todo caso, salvo que su ejercicio 
concreto pudiera entrar en confl icto con valores constitucionales superiores que justifi caran su 
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constricción. Por otra parte, la unión de hecho puede conducir, aunque no necesariamente, a la 
constitución de una familia, consecuencia que nuestra jurisprudencia ha vinculado en el caso de 
tales uniones a su materialización efectiva por la existencia de hijos o la existencia de una efectiva 
voluntad de crearla, a diferencia de lo que ocurre con la familia que se constituye jurídicamente 
en el momento de contraer matrimonio, sin perjuicio de afi rmar que la protección que garantiza 
el art. 39.1 CE se extiende en su caso a ambas. En efecto, hemos dicho en relación con la noción 
de familia a la que se refi ere este precepto constitucional que, si bien «no es discutible que tal 
concepto incluya sin duda la familia que se origina en el matrimonio, que es en todo caso la que 
especialmente toman en consideración tanto la Declaración Universal de Derechos Humanos… 
como los Tratados sobre derechos fundamentales suscritos por España» (STC 45/1989, de 20 
de febrero, FJ 4), nuestra Constitución «no ha identifi cado la familia a la que manda proteger 
con la que tiene su origen en el matrimonio», no solo por la regulación diferenciada de ambas 
instituciones, sino también por el carácter tuitivo con el que la Constitución trata a la familia, 
«protección que responde a imperativos ligados al carácter “(...) Social’’ de nuestro Estado (arts. 
1.1 y 9.2) y a la atención, por consiguiente, de la realidad efectiva de los modos de convivencia 
que en la sociedad se expresen. El sentido de estas normas constitucionales no se concilia, por 
lo tanto, con la constricción del concepto de familia a la de origen matrimonial, por relevante 
que sea en nuestra cultura -en los valores y en la realidad de los comportamientos sociales- esa 
modalidad de vida familiar. Existen otras junto a ella, como corresponde a una sociedad plural» 
(STC 222/1992, de 11 de diciembre, FJ 5). Y esa familia, distinta a la que se constituye mediante 
el matrimonio, concebida como realidad social a la que se extiende la protección constitucional, 
ha sido entendida por este Tribunal como «la que se constituye voluntariamente mediante la 
unión de hecho, afectiva y estable, de una pareja» (STC 47/1993, de 8 fe febrero, FJ 3) (...)”.
“(...) la unión de hecho, en cuanto realidad social relevante, sí puede ser objeto de tratamiento 
y de consideración por el legislador respetando determinados límites, ya que supondría una 
contradictio in terminis, convertir en «unión de derecho» una relación estable puramente 
fáctica integrada por dos personas que han excluido voluntariamente acogerse a la institución 
matrimonial, con su correspondiente contenido imperativo de derechos y obligaciones. No es 
irrelevante, en este sentido, como hemos señalado en anteriores resoluciones «el dato de que la 
relación more uxorio se basa, precisamente, en la decisión libre y, en principio, no jurídicamente 
formalizada de los convivientes de mantener una relación en común que, también en principio, 
no produce el nacimiento de ningún derecho u obligación específi cos entre ellos (STC 
184/1990, fundamento jurídico 3)» (STC 155/1998, de 13 de julio, FJ 3). El problema queda, por 
tanto, cifrado en los límites que la propia esencia de la unión de hecho impone al legislador 
cuando éste decide supeditar su reconocimiento a ciertas condiciones o atribuir determinadas 
consecuencias jurídicas a tal unión. Obviamente, el límite principal con el que se tropieza es la 
propia libertad de los integrantes de la pareja y su autonomía privada, por lo que una regulación 
detallada de los efectos, tanto personales como patrimoniales, que se pretendan atribuir a esa 
unión, puede colisionar con la citada libertad, si se impusieran a los integrantes de la pareja 
unos efectos que, precisamente, los sujetos quisieron excluir en virtud de su decisión libre y 
constitucionalmente amparada de no contraer matrimonio. Por ello, el régimen jurídico que el 
legislador puede establecer al efecto deberá ser eminentemente dispositivo y no imperativo, so 
pena de vulnerar la libertad consagrada en el art. 10.1 CE. De manera que únicamente podrán 
considerarse respetuosos de la libertad personal aquellos efectos jurídicos cuya operatividad 
se condiciona a su previa asunción por ambos miembros de la pareja. La restricción referida 
lógicamente no opera respecto a medidas legales que tutelen derechos fundamentales de los 
dos o de alguno de los componentes de la pareja de hecho, supuesto en el que se deberán 
tomar en cuenta los criterios generales sobre la necesidad, adecuación y proporcionalidad de 
las medidas atendiendo a los intereses en juego, de manera que el sacrifi cio del libre desarrollo 
de la personalidad sea el estrictamente indispensable (...)”.
“(...) la clave para dar respuesta a esta impugnación global de la Ley Foral reside en determinar 
si los efectos en ella establecidos se imponen a los integrantes de la pareja estable prescindiendo 
de su voluntad de asumirlos, o si, por el contrario, se condicionan a su aceptación de forma 
voluntaria por ambos integrantes. Aunque es evidente que la propia existencia de la unión de 
hecho implica una voluntad de convivir, ésta no es sufi ciente para entender que se asumen los 
efectos jurídicos previstos por la Ley para las parejas estables. Ya hemos señalado anteriormente 
1072 Lorena Velasco Guerrero
que la relación more uxorio se basa precisamente en una decisión libre de los convivientes de 
mantener una relación en común, no necesariamente formalizada jurídicamente, que, como regla 
de principio, excluye el estatus jurídico imperativo de derechos y obligaciones característicos de 
la institución matrimonial. Debemos analizar, por tanto, si las reglas contenidas en el articulado 
de la Ley Foral determinan que el régimen que en la misma se establece resulta imperativo para 
las parejas estables o, por el contrario, es de carácter meramente dispositivo, esto es, abierto a 
su asunción voluntaria por ambos integrantes de aquéllas (...)”.
  Sentencia núm. 115-2013 de 9 mayo 
“(...) el recurrente en amparo aduce la vulneración de su derecho fundamental a la intimidad (art. 
18.1 CE), al entender, como ha quedado expuesto con más detalle en el relato de antecedentes, 
que era necesaria una autorización judicial para proceder al examen de la agenda de contactos 
telefónicos de su teléfono móvil (que fue encontrado junto a otros objetos por varios agentes de 
la Policía Nacional cuando, realizando servicios de vigilancia, entraron en un invernadero del 
que salieron huyendo varias personas y en el que fueron incautadas algo más de dos toneladas y 
media de hachís), de la que se obtuvieron datos que sirvieron para su identifi cación y posterior 
detención, procesamiento y condena (...)”.
“(...) a esos efectos, cabe recordar que este Tribunal ha señalado que si bien, de conformidad 
con el artículo 18.3 CE, la intervención de las comunicaciones (telefónicas, telegráfi cas, postales 
o de cualquier otro tipo) requiere siempre de autorización judicial (a menos que medie el 
consentimiento previo del afectado), el artículo 18.1 CE no prevé esa misma garantía respecto 
del derecho a la intimidad, de modo que se ha admitido la legitimidad constitucional de que 
en algunos casos y con la sufi ciente y precisa habilitación legal, la policía realice determinadas 
prácticas que constituyan una injerencia leve en la intimidad de las personas sin previa 
autorización judicial (y sin consentimiento del afectado), siempre que se hayan respetado las 
exigencias dimanantes del principio de proporcionalidad (por todas, SSTC 70/2002, de 3 de 
abril, FJ 10; 123/2002, de 20 de mayo, FJ 4; 56/2003, de 24 de marzo, FJ 2; 281/2006, de 9 de 
octubre, FJ 4, y 142/2012, de 2 de julio, FJ 2) (...)”.
“(...) no estamos, por tanto, ante un supuesto de acceso policial a funciones de un teléfono 
móvil que pudiesen desvelar procesos comunicativos, lo que requeriría, para garantizar el 
derecho al secreto de las comunicaciones (art. 18.3 CE), el consentimiento del afectado o la 
autorización judicial, conforme a la doctrina constitucional antes citada. El acceso policial al 
teléfono móvil del recurrente se limitó exclusivamente a los datos recogidos en la agenda de 
contactos telefónicos del terminal -entendiendo por agenda el archivo del teléfono móvil en el 
que consta un listado de números identifi cados habitualmente mediante un nombre-, por lo que 
debe concluirse que dichos datos «no forman parte de una comunicación actual o consumada, 
ni proporcionan información sobre actos concretos de comunicación pretéritos o futuros» (STC 
142/2012, FJ 3), de suerte que no cabe considerar que en el presente caso la actuación de los 
agentes de la Policía Nacional en el ejercicio de sus funciones de investigación supusiera una 
injerencia en el ámbito de protección del artículo 18.3 CE (...)”.
  Sentencia núm. 125-2013 de 23 mayo
“(...) Según se aduce, ello constituye una vulneración del contenido constitucional del art. 23.1 
en cuanto al derecho a la participación política en las elecciones y del art. 23.2 CE, relativo al 
derecho fundamental a acceder en condiciones de igualdad a los cargos públicos, en la medida 
que se designa alcalde a una persona que no cumple con los requisitos legalmente establecidos 
(...)”.
“(...) la confi guración legal de los requisitos de sufragio pasivo para ser elegido alcalde en 
aquellos municipios de población superior a 250 habitantes se encuentra recogida en el art. 
196.a) LOREG, cuando establece que «pueden ser candidatos todos los concejales que encabecen 
sus correspondientes listas». Este requisito legal permite identifi car la exigencia de un plus 
de representatividad en la persona que presenta su candidatura a alcalde, lo cual conecta 
con el marco constitucional de la autonomía local, profundamente enraizada en el principio 
democrático, que se plasma, de forma expresa, en el art. 140 CE con la regulación de la elección 
de concejales y alcalde, y en este sentido hemos afi rmado que 1 (por todas, STC 132/2012, de 19 
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de junio, FJ 3). Este plus de legitimidad democrática está ínsito en los requisitos y los términos 
que fi ja la Ley Orgánica del Régimen Electoral general para la elección de alcalde, vinculando 
la voluntad del cuerpo electoral expresada en las urnas con la candidatura a la alcaldia al exigir 
que debe postularse como candidato el concejal que encabece la lista electoral (...)”. 
“(...) la relevancia constitucional de la conexión entre voluntad de los electores y elegido por 
intermediación del sistema de prelación en la lista electoral para el caso de elecciones de 
alcaldes ha sido puesta de manifi esto reiteradamente en nuestra doctrina, y así, como ya se 
indicara en la STC 10/1983, de 21 de febrero, FJ 3, de acuerdo con la Constitución (arts. 6, 23, 68, 
69, 70 y 140) es inequívoco que la elección de los ciudadanos solo puede recaer sobre personas 
determinadas y no sobre los partidos o asociaciones que los proponen al electorado, lo cual 
crea una vinculación inmediata entre electores y elegidos, que no puede ser condicionada en 
sus elementos esenciales por la mediación de los partidos políticos por tratarse de un mandato 
libre, pues la concepción de que es del partido y no de los electores de quien se recibe el mandato 
representativo es inaceptable desde el punto de vista constitucional (...)”.
“(...) no cabe duda, como subraya el Fiscal, que en el concepto de lista (arts. 44, 182, 196, 198 
de la LOREG) se integren personas que no concurran a las elecciones en las correspondientes 
candidaturas aunque pertenezcan a un grupo municipal al que hayan accedido por la vía del 
art. 182.2 LOREG, pero esta vía singular que, para el cargo de concejal, permite su acceso a un 
ciudadano que no se integró en la lista para participar en la elección, no es reconocida en el caso 
de la elección de alcalde, al ser insufi ciente desde el punto de vista constitucional y al amparo 
del art. 23.1 CE la mera integración en el grupo municipal, pues la condición de cabeza de lista 
lo ha de ser en el proceso electoral y en directa conexión con la voluntad popular, asegurando 
la plena representación democrática a quien ha de detentar el gobierno y la administración 
municipal(...)”.
 Sentencia núm. 128-2013 de 3 junio 
“(...) Tal como se desprende del informe rendido por el centro penitenciario al Juez de Vigilancia 
Penitenciaria durante la tramitación de la queja del interno que da origen a este recurso de 
amparo, la restricción de los familiares que podían comunicar vis a vis acreditando únicamente 
el parentesco con el interno a los que se encuentren en el segundo grado encontraba justifi cación 
en el gran número de personas que cabe incluir en el concepto de parientes (...)”.
“(...) fi nalmente, ha de descartarse también que la decisión del centro penitenciario fuese 
arbitraria, esto es, caprichosa o adoptada en contemplación de la específi ca persona del 
demandante de amparo, pues constituyó ejecución de criterios generales de aplicación de la 
normativa reguladora del régimen penitenciario (...)”.
  Sentencia núm. 133-2013 de 5 junio 
“(...) no es objetable, desde la perspectiva constitucional, la argumentación dirigida a concluir 
que no cabe apreciar una ausencia de responsabilidad de los Magistrados del Tribunal 
Constitucional y que la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo tiene jurisdicción para conocer 
de la eventual responsabilidad civil en que pudieran aquéllos incurrir, habida cuenta de que 
dicha argumentación se justifi ca en el hecho de que la aludida irresponsabilidad no resulta 
necesaria para el ejercicio independiente de la jurisdicción constitucional; aparte de que la 
única irresponsabilidad que está reconocida constitucionalmente con ese alcance general 
queda reservada en el artículo 56.3 CE para la persona del Rey. Además, la posible existencia 
de la declaración de responsabilidad civil por dolo como causa de cese de los Magistrados del 
Tribunal Constitucional incluso está prevista en la propia Ley reguladora del Tribunal (art. 
23.1.7 LOTC); y la competencia de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo para conocer de las 
demandas al respecto se encuentra establecida en la Ley Orgánica del Poder Judicial (art.56.2 
LOPJ). Ahora bien, tal como también sostiene el Ministerio Fiscal, la decisión judicial de proseguir 
un enjuiciamiento contra los recurrentes para pronunciarse sobre la eventual responsabilidad 
civil en que habrían incurrido por una supuesta incorrección jurídica de la interpretación de 
concretas disposiciones de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, contenida en dos 
resoluciones jurisdiccionales del Tribunal Constitucional dictadas en el ejercicio exclusivo de 
1074 Lorena Velasco Guerrero
sus competencias, es una decisión irrazonable por no estar fundada en Derecho y, por tanto, 
lesiva del derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE). Y ello porque dicha decisión no ha 
aplicado ni valorado razonadamente la existencia de una prohibición constitucional y legal de 
revisar y controlar el contenido de las resoluciones jurisdiccionales del Tribunal Constitucional 
por ningún otro órgano del Estado (...)”.
“(...) en efecto, la normativa reguladora del Tribunal Constitucional determina que, como 
intérprete supremo de la Constitución, es único en su orden, independiente de los demás 
órganos constitucionales y sometido exclusivamente a la Constitución y a su Ley Orgánica (art. 
1 LOTC), siendo sus Magistrados independientes en el ejercicio de su mandato (art. 159.5 CE). 
En relación con ello, en su función de supremo intérprete de la Constitución, es competente 
para conocer, entre otras cuestiones, del recurso de amparo por violación de los derechos y 
libertades públicas reconocidos en el artículo 14 y la sección primera del capítulo segundo del 
título primero de la Constitución [arts. 161.1.b) CE y 2.1.b) LOTC, en relación con el art. 53.2 
CE]. Esta competencia en materia de recurso de amparo, si bien es compartida y subsidiaria con 
la tutela que se puede recabar ante los tribunales ordinarios (art. 53.2 CE), es una jurisdicción 
superior a la ejercida por cualquier otro órgano jurisdiccional del Estado, incluyendo al Tribunal 
Supremo (art. 123.1 CE), y con unos efectos vinculantes no solo para el caso concreto por el 
valor de cosa juzgada (art. 164.1 CE) sino por la obligación de que los derechos susceptible 
de ser tutelados a través de la jurisdicción de amparo ante el Tribunal Constitucional sean 
reconocidos de conformidad con su contenido constitucionalmente declarado (art. 7.2 LOPJ) 
(...)”.
“(...) del mismo modo, con el fi n de garantizar esa supremacía institucional como supremo 
intérprete de la Constitución, también en lo referido a la tutela de los derechos fundamentales, 
se establece el carácter irrecurrible de las decisiones jurisdiccionales del Tribunal Constitucional 
ante cualquier otro órgano -jurisdiccional o no- del Estado (arts. 164.1 CE y 93 LOTC), incluyendo 
las providencias de inadmisión del recurso de amparo que solamente podrán ser recurridas 
en súplica por el Ministerio Fiscal (art. 50.2 LOTC, en la redacción dada por la Ley Orgánica 
6/1988, de 9 de junio, vigente en el momento en que se dicta la resolución impugnada, y art. 
50.3 LOTC, en la redacción actualmente vigente dada por la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de 
mayo). E, igualmente, en garantía de esa supremacía, se establecía ya en la redacción originaria 
del artículo 4 LOTC, vigente en el momento en que se dictan las providencias enjuiciadas, 
tanto la imposibilidad de que pudiera promoverse cuestión de jurisdicción o de competencia al 
Tribunal Constitucional como la posibilidad de que se aprecie de ofi cio o a instancia de parte su 
falta de competencia o jurisdicción. Esta normativa pone de manifi esto no solo la irrecurribilidad 
de las decisiones jurisdiccionales del Tribunal Constitucional por ningún otro órgano del 
Estado sino la imposibilidad misma de que sea objeto de enjuiciamiento la corrección jurídica 
de la interpretación que realice de la Constitución o de su Ley Orgánica en sus resoluciones 
jurisdiccionales. Aspecto, este último, que si bien ha venido a ser recogido expresamente en la 
nueva redacción dada al artículo 4.2 LOTC por la Ley Orgánica 6/2007, ya estaba implícito en 
la regulación vigente en el momento en que se dictó la resolución ahora impugnada en amparo. 
Por tanto, la conclusión judicial de que cabía sustanciar un procedimiento de responsabilidad 
civil individual contra cada uno de los Magistrados del Tribunal Constitucional basado 
en una supuesta incorrección jurídica de la interpretación de concretos preceptos de la Ley 
Orgánica del Tribunal Constitucional realizada en dos resoluciones jurisdiccionales del Pleno 
del Tribunal Constitucional -resoluciones que estaban dictadas en el legítimo ejercicio de la 
función jurisdiccional de amparo que corresponde a dicho Tribunal-, no resulta compatible con 
la interdicción constitucional, ex artículo 24.1 CE, de incurrir en una argumentación irrazonable. 
En consecuencia, sin necesidad de entrar en la alegación referida a la inviolabilidad del artículo 
22 LOTC, las resoluciones impugnadas deben ser anuladas, no siendo preciso que se acuerde la 
retroacción de actuaciones para que el órgano judicial dicte una nueva resolución con respeto 
al derecho fundamental vulnerado, ya que, al tener como objeto la interpretación de preceptos 
de contenido jurisdiccional de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, de las que este 
Tribunal es supremo intérprete, no cabe una interpretación distinta a la proyectada en esta 
resolución(...)”.
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  Sentencia núm. 147-2013 de 6 agosto 
“(...) Resulta, por tanto, que el art. 23.2 CE si bien comprende el derecho a renunciar a los cargos 
públicos, no garantiza, sin embargo, que la renuncia a un cargo público válidamente emitida 
y una vez perfeccionada pueda ser revocada, pues una vez que la renuncia es plenamente 
efectiva la consecuencia que conlleva es la pérdida del derecho al que se ha renunciado. Esta 
consecuencia es la que se deriva del principio de seguridad jurídica (art. 9.3 CE), pero también 
en este caso, al tratarse de un cargo público de carácter representativo, la que impone el art. 
23 CE. Los efectos de la renuncia a un cargo de este tipo no pueden depender de la voluntad 
de quien la formuló, pues se menoscabaría el principio de representación política si cuando 
la ley permite que las reglas para la cobertura de un cargo público puedan resultar alteradas 
en virtud de la renuncia del inicialmente llamado a cubrirlo, se admitiese que posteriormente, 
una vez la renuncia hubiera producido sus efectos, el cambio de criterio del candidato pudiera 
alterar o revertir la aplicación de las reglas de cobertura del cargo establecidas por la ley 
para el caso de renuncia. El principio democrático conlleva igualmente que los actos de los 
representantes sean imputables a ellos mismos y por esta razón la responsabilidad política de 
los representantes ante sus representados -que no son solo sus electores- puede verse mermada 
si la efi cacia de la renuncia a un cargo público quedara a merced únicamente de la voluntad del 
titular. Por otra parte, toda renuncia en un ámbito de pluralismo político como el representativo 
redunda siempre en favor de otros cuyas expectativas legítimas en ejercer un cargo público se 
vulnerarían, lo que dañaría el principio de seguridad jurídica y el derecho que consagra el 23.2 
CE, al incidir estas expectativas en el ámbito garantizado por este derecho fundamental (...)”.
“(...) la conclusión anterior no resulta alterada por el hecho de que, como ocurre en este caso, 
la renuncia se formule con carácter instrumental, con el fi n de conseguir un determinado 
objetivo, y fi nalmente no se logre el objetivo perseguido (en este supuesto, como se deduce de 
los antecedentes, la renuncia se formula para que pudiera ser elegido alcalde un determinado 
concejal, fi nalidad que no pudo conseguirse porque el nombramiento del alcalde elegido fue 
anulado por la STC 125/2013 por no ser concejal electo). La falta de consecución de la fi nalidad 
perseguida, cualquiera que sea la causa por la que esta fi nalidad se malogre, no hace perder a 
la renuncia su condición de tal. De otro modo, se privaría de toda certeza a los propios actos 
jurídicos en detrimento de las expectativas de terceros en ejercer derechos que tienen, en este 
supuesto, la condición de fundamentales (...)”.
“(...) el hecho de que la renuncia formulada tuviera como objeto facilitar el acceso a la alcaldía 
al candidato propuesto por el Grupo Municipal Socialista no permite imputar esta decisión a la 
voluntad del grupo político en el que el representante se integra, pues tales actos solo pueden 
ser atribuidos a la libre voluntad de quien los adoptó. En nuestro ordenamiento la participación 
política, que se articula ciertamente en grupos, como corresponde a una democracia pluralista, 
no puede desconocer la posición propia de cada uno de los representantes electos y, por tanto, no 
puede privarse de efi cacia a los actos por ellos realizados aunque los mismos sean consecuencia 
de decisiones políticas adoptadas por los órganos políticos de los que forman parte (...)”.
 Sentencia núm. 167-2013 de 7 octubre 
“(...) el Código civil como la Ley del Registro Civil y su Reglamento dedican numerosas 
normas a proteger este aspecto de la dignidad de la persona (art. 10.1 CE) contra injerencias 
ajenas, prohibiendo aquellos actos que objetivamente le puedan perjudicar y asegurando que 
si la fi liación está determinada por ambas líneas, el nacido que debe inscribirse ostente los 
apellidos de sus progenitores como atributo de su personalidad. La inclusión del derecho al 
nombre dentro del conjunto de derechos de la persona y, más concretamente, en el ámbito 
del derecho fundamental a la propia imagen del artículo 18.1 CE, ya se expresó en nuestra 
STC 117/1994, de 25 de abril, y en el mismo sentido ha venido siendo reconocido tanto por el 
Tribunal de Justicia de la Unión Europea como por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos. 
Más concretamente, en relación con los apellidos, la Sentencia del Tribunal de Justicia de la 
Unión Europea de 22 de diciembre de 2010 (C-208/09, Sayn-Wittgenstein, ap.52) expresa que 
el apellido de una persona es un elemento constitutivo de su identidad y de su vida privada, 
cuya protección está consagrada por el artículo 7 de la Carta de los derechos fundamentales de 
la Unión Europea, así como por el artículo 8 del Convenio europeo para la protección de los 
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derechos humanos y de las libertades fundamentales. Aunque el artículo 8 de dicho Convenio 
no lo mencione expresamente, el apellido de una persona afecta a su vida privada y familiar 
al constituir un medio de identifi cación personal y un vínculo con una familia. En el mismo 
sentido se había pronunciado el Tribunal Europeo de los Derechos Humanos en las Sentencias 
Burghartz c. Suiza de 22 de febrero de 1994, ap. 24, y Stjerna c. Finlandia de 25 de noviembre de 
1994, ap. 37. En relación a los menores de edad, los textos internacionales de derechos humanos 
suscritos por el Estado español también reconocen el derecho al nombre como un derecho de 
la personalidad. Así cabe citar, entre otros, el Pacto internacional de derechos civiles y políticos 
que establece que «el niño será inscrito inmediatamente después de su nacimiento y deberá 
tener nombre» (art. 24.2). Del mismo tenor es la Convención de Naciones Unidas de derechos 
de la infancia al disponer que «[e]l niño será inscrito inmediatamente después de su nacimiento 
y tendrá derecho desde que nace a un nombre, a adquirir una nacionalidad y, en la medida 
de lo posible, a conocer a sus padres y a ser cuidado por ellos» (art. 7) y que «[l]os Estados 
Parte se comprometen a respetar el derecho del niño a preservar su identidad, incluidos la 
nacionalidad, el nombre y las relaciones familiares de conformidad con la ley sin injerencias 
ilícitas. Cuando un niño sea privado ilegalmente de algunos elementos de su identidad o de 
todos ellos, los Estados Parte deberán prestar la asistencia y protección apropiadas con miras a 
restablecer rápidamente su identidad» (art. 8) (...)”.
“(...) También la regulación legal establecida en los arts. 109 del Código civil y 194 del 
Reglamento del Registro Civil garantizan la determinación de la fi liación a través de los 
apellidos, la posibilidad de los progenitores de decidir un orden diverso al establecido como 
norma supletoria, así como la posibilidad de la inversión de los mismos por su titular cuando 
posea la plena capacidad de obrar para así decidirlo libremente y, por último, el interés del 
Estado, al tratarse de una materia de orden público, en dotar de estabilidad el estado civil 
mediante la fi jación inicial de los apellidos y los supuestos concretos de cambio o alteración de 
los mismos. Pues bien, ninguna duda cabe que los arts. 109 del Código civil y 194 del Reglamento 
del Registro Civil cumplen con la exigencia de preservar la dignidad de la persona (art. 10.1 
CE) en un aspecto tan personalísimo como lo es su derecho al nombre en cuanto asegura 
desde el momento mismo de su nacimiento que sea identifi cada por su fi liación cuando está 
determinada y si en aquél momento no lo está desde el mismo instante en que quede declarada, 
trazando los criterios que deben regir la inscripción registral de los apellidos mientras el hijo 
no es plenamente capaz de obrar y deben ejercer esta facultad sus progenitores como titulares 
de la patria potestad. El primero de ellos es el mutuo acuerdo sobre el orden en el que deberán 
quedar inscritas ambas fi liaciones, la paterna y la materna. El segundo es la inscripción de 
la fi liación paterna y después la materna, como ha venido siendo usual en el ordenamiento 
jurídico civil. En todo caso, y dado que el titular de este derecho personalísimo es el hijo, puede 
invertir su orden una vez alcanzada la mayoría de edad en virtud de la sola declaración de 
voluntad y sin necesidad de esgrimir causa alguna (...)”.
“(...) el menor en el momento de iniciarse el proceso estaba escolarizado y había venido 
utilizando el primer apellido de su madre desde su nacimiento, sin que hubiera tenido una 
relación personal estable con su padre. En estas circunstancias es identifi cable el interés del 
menor en seguir manteniendo su nombre y en este caso su primer apellido materno, al ser 
conocido por el mismo en los diferentes ámbitos familiar, social o escolar. Desde esta perspectiva 
constitucional, debió ponderarse especialmente el interés del menor y su derecho fundamental 
al nombre como integrante de su personalidad, a la hora de decidir sobre el orden de los 
apellidos, por lo que se concluye reconociendo la vulneración del contenido constitucional del 
art. 18.1 CE, invocado por la parte recurrente como infringido (...)”.
  Sentencia núm. 174-2013 de 10 octubre 
“(...) ahora bien, la incuestionable incidencia que el sistema de transportes tiene en el medio 
ambiente urbano justifi ca la consideración de los mencionados planes de movilidad sostenible 
como un conjunto de actuaciones que tienen por objeto la implantación de formas de movilidad 
más sostenibles en el ámbito geográfi co que corresponda, de manera que hagan compatibles el 
crecimiento económico con la cohesión social y la defensa del medio ambiente, garantizando 
de esa forma una mejor calidad de vida a los ciudadanos. No cabe olvidar que los problemas 
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ambientales típicos que concurren en el medio urbano derivan, principalmente, de factores 
directamente relacionados con la movilidad dado que la congestión generada por el transporte 
de personas y mercancías contribuye a su vez de manera decisiva a la contaminación atmosférica 
y acústica, lo que justifi ca que el legislador demande una intervención de los poderes públicos, 
en sus respectivos ámbitos de competencia, dirigida a prevenir el deterioro del medio ambiente 
urbano atribuible a los problemas de movilidad. La Ley de economía sostenible pretende así 
establecer un marco general para la regulación de la movilidad sostenible, es decir, preservando 
el medio ambiente, la salud de los ciudadanos y los recursos no renovables, a la vez que 
contribuya efi cazmente a la reducción de las emisiones de gases de efecto invernadero y de 
otros contaminantes atmosféricos mediante un menor consumo de recursos no renovables y 
una menor generación de residuos y emisiones(...)”.
 Sentencia núm. 186-2013 de 4 noviembre 
“(...) con carácter previo al examen del fondo de la cuestión, procede analizar el óbice procesal 
en virtud del cual el Abogado del Estado insta la inadmisión, al menos parcial, de este recurso 
de amparo, consistente en la falta de legitimación activa de la recurrente derivada de que no 
es titular de los derechos que invoca, ni tampoco representa a los titulares en lo concerniente 
a la invocación del art. 19 CE. (...) En este caso la recurrente, a pesar de no ser titular de los 
derechos invocados, cumple los dos requisitos exigidos por la doctrina constitucional referida 
para que se le reconozca legitimación activa. De un lado, consta que fue parte en el proceso 
judicial en el que se dictó la Sentencia de 13 de marzo de 2012 de la Sección Primera de la Sala 
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía con sede en 
Sevilla, que es la resolución judicial frente a la que se dirige el recurso de amparo. De otro, la 
actora sostiene que, de estimarse por este Tribunal que el juez a quo ha vulnerado los derechos 
fundamentales invocados de los que es titular la hija o el padre, la Sentencia que otorgase el 
amparo produciría en su ámbito jurídico propio una ventaja en sentido jurídico, lo que acredita 
que ostenta un interés legítimo en que se tutelen tales derechos fundamentales (...)”.
“(...) distinto es el caso en que, debido a las circunstancias coyunturales de una persona, un 
acuerdo del poder público pueda condicionarle, incluso de un modo especialmente intenso, a 
la hora de optar entre las alternativas de decisión que se le presentan (...)”.
“(...) en este caso, la resolución administrativa por la que se acuerda expulsar del territorio 
nacional a la madre, por mucha incidencia que pueda tener en la decisión de la hija menor 
española sobre su lugar de residencia, no entraña ninguna obligación jurídica de salir de 
España, en el sentido que no se impide a la ciudadana española optar entre mantener su 
residencia en España, separándose de la madre, o trasladarla a Argentina junto con su madre. 
Se trata, como resaltan tanto el Abogado del Estado como el Ministerio Fiscal, de alternativas 
de elección que, al menos formalmente, no resultan mermadas por el acuerdo administrativo 
que subyace en esta impugnación. Por todo ello, de aplicar sin más la ratio que deriva de la 
doctrina constitucional reseñada habríamos de concluir que la actuación pública recurrida en 
este recurso de amparo no vulnera las libertades que el art. 19 CE garantiza (...)”.
“(...) en la misma línea, la Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 8 de marzo 
de 2011 (asunto C-34/09), Gerardo Ruiz Zambrano y Offi ce national de l”(...) emploi (ONEm), 
refi riéndose a un ámbito material muy cercano al que nos ocupa, afi rma «el art. 20 [del Tratado 
de funcionamiento de la Unión Europea] se opone a medidas nacionales que tengan por efecto 
privar a los ciudadanos de la Unión del disfrute efectivo de la esencia de los derechos conferidos 
por su estatuto de ciudadano de la Unión. Pues bien, la negativa a conceder un permiso de 
residencia a una persona, nacional de un Estado tercero, en el Estado miembro en el que residen 
sus hijos de corta edad, nacionales de dicho Estado miembro, cuya manutención asume, y la 
negativa a concederle un permiso de trabajo, tienen tal efecto». Combinando estas dos notas 
procede afi rmar que la menor de edad de nacionalidad española, aunque no se le imponga la 
obligación jurídica de salir del territorio nacional, verá lesionado su derecho fundamental a 
permanecer en España ex art. 19 CE cuando en el caso concreto el superior interés de la menor 
pase necesariamente por acompañar a su progenitor expulsado a su país de destino, ya sea 
por no tener en España ningún otro elemento de arraigo, ya sea porque solo dicho progenitor 
pueda asumir su manutención. Argumentar, en estas circunstancias que la menor de edad 
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de nacionalidad española mantiene intacta la libertad de entrar y salir de España según su 
voluntad por el solo hecho de que no se le imponga la obligación jurídica de abandonar el 
territorio nacional sería tanto como convertir las libertades garantizadas en el art. 19 CE en 
derechos meramente teóricos o ilusorios (...)”.
“(...) por todo ello, no se puede obviar que la menor de edad, aunque se ejecute la decisión 
administrativa de expulsión de su madre del territorio nacional, seguirá teniendo importantes 
elementos de arraigo en España que hacen viable en la práctica que opte, en aras de la prevalencia 
de su propio interés, por permanecer en España, de modo que dicha expulsión no impedirá el 
disfrute efectivo de las libertades que como ciudadana española le reconoce el art. 19 CE (...)”.
  Sentencia núm. 190-2013 de 18 noviembre 
“(...) el contenido del resto de las noticias objeto de este proceso, como han quedado refl ejadas 
en los antecedentes, se refi ere a la especulación, mediante la emisión de diversas imágenes de 
los posibles padres del recurrente junto con sus iniciales, al tiempo que se realizan comentarios 
que inducen a espectador a pensar que el padre del recurrente es una determinada persona 
(...)”.
“(...) el derecho a la intimidad puede verse afectado, no solamente por la afi rmación concreta 
y veraz sobre la identidad del padre del recurrente, sino también por meras especulaciones o 
rumores sobre su fi liación. Carece de relevancia que el dato sobre la paternidad del recurrente 
sea cierto o no, como carece de importancia que se revele con rotundidad a modo de noticia 
cierta o se especule con varios posibles nombres del padre del recurrente. Es en sí mismo, 
abordar el tema de la fi liación especulando sobre diferentes identidades de quién puede ser el 
padre del demandante de amparo –cuando éste siempre mostró su voluntad de mantener ese 
dato fuera del conocimiento ajeno– lo que puede llegar a vulnerar el derecho a la intimidad del 
recurrente(...)”.
“(...) constatado que los programas ahora denunciados han invadido un aspecto de la intimidad 
del demandante de amparo, como es especular y difundir las identidades de las «posibles» 
personas que pudieran ser su padre, debemos en este momento ponderar si la libertad de 
información debe ser prevalente sobre el derecho del recurrente. Para ello, bastará analizar si la 
información trasmitida puede califi carse de interés o relevancia pública (...)”.
“(...) en el caso concreto analizado, si bien el tema de la fi liación paterna del recurrente ha podido 
ser objeto de debate en determinado sector de la prensa, no lo es menos que el demandante de 
amparo siempre ha manifestado su voluntad de mantener dicho dato en el ámbito de su derecho 
a la intimidad, por lo que la circunstancia de que sea en esta ocasión y no en las precedentes 
cuando decide ejercitar acciones en su defensa, no impide que se pueda declarar que se ha 
violado suderecho a la intimidad (...)”.
  Sentencia núm. 199-2013 de 5 diciembre 
“(...) no se aprecia que la acción del demandante estuviese motivada por el empleo sobre él 
de 1. Ni se vio forzado a escupir como consecuencia de las condiciones de la detención, ni se 
advierte ni aduce haber sido objeto de engaño alguno. Consecuentemente, la libertad con la que 
se produjo la acción de escupir cuando se abandonaba la celda permite descartar la invocada 
lesión del derecho a no declararse culpable y a no declarar contra sí mismo (...)”.
“(...) en efecto, la STEDH de 4 de diciembre de 2008, caso S y Marper c. Reino Unido, abordó 
la cuestión de si se vulneraba o no el derecho a la vida privada como consecuencia de que 
las autoridades policiales conservasen indefi nidamente las huellas dactilares, las muestras 
celulares y los perfi les de ADN de dos personas (obtenidas mientras se encontraron detenidas) 
una vez que había concluido sin condena el proceso seguido contra ellos (en un caso por 
absolución y en otro por archivo de la causa tras retirarse la denuncia formulada). En los § 68 a 
77 el Tribunal Europeo de Derechos Humanos considera que la información conservada en las 
huellas dactilares, muestras celulares y perfi les de ADN constituyen datos de carácter personal 
al referirse a personas identifi cadas o identifi cables. Por lo que se refi ere a las muestras celulares, 
aprecia que la cantidad de información personal contenida en ellas conduce a considerar que 
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su conservación constituye en sí misma una lesión del derecho a la vida privada, de suerte que 
poco importa que las autoridades extraigan o utilicen solo una pequeña parte de tal información 
para la creación de perfi les de ADN y que no se produzca un perjuicio inmediato en un caso 
concreto. En lo relativo a los perfi les de ADN el Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
razona que contienen menos información personal, pero que su tratamiento informatizado 
permite a las autoridades ir mucho más allá de una identifi cación neutra y realizar a partir de 
ella estudios de investigación familiar que descubran el vínculo genético entre personas, así 
como el origen étnico, cualidades que son indudablemente susceptibles de lesionar el derecho 
a la vida privada. Por todo ello concluye el Tribunal Europeo de Derechos Humanos que «la 
conservación tanto de las muestras celulares como de los perfi les de ADN de los demandantes 
se considera una lesión del derecho de estos últimos al respeto de su vida privada, en el sentido 
del artículo 8.1 del Convenio » (...)”.
 Sentencia núm. 208-2013 de 16 diciembre 
“(...) ese bien jurídico se salvaguarda reconociendo la facultad de evitar la difusión incondicionada 
de su aspecto físico, ya que constituye el primer elemento confi gurador de la esfera personal de 
todo individuo, en cuanto instrumento básico de identifi cación y proyección exterior y factor 
imprescindible para su reconocimiento como sujeto individual. En consecuencia, la facultad 
otorgada por este derecho consiste, en esencia, en impedir la obtención, reproducción o 
publicación de la propia imagen por parte de un tercero no autorizado, sea cual sea la fi nalidad 
perseguida —informativa, comercial, científi ca, cultural, etc.— por quien la capta o difunde. Y 
lo específi co del derecho a la imagen, frente al derecho a la intimidad y el derecho al honor, es 
la protección frente a las reproducciones de la misma que, afectando a la esfera personal de su 
titular, no lesionan su buen nombre ni dan a conocer su vida íntima (...)”.
“(...) por otra parte, es un elemento relevante en este caso la condición de discapacitado físico 
y psíquico de la persona afectada por la realización y posterior emisión de la entrevista, que 
presenta, según refi eren las Sentencias de primera instancia y apelación, con mención de la 
prueba pericial, una discapacidad apreciable a simple vista, incluso por un profano en la 
materia. Ello nos lleva a recordar no solo el dato ya reseñado de que los derechos afectados 
contribuyen a preservar la dignidad de la persona (art. 10.1 CE [RCL 1978, 2836]), que aquí 
se ha visto especialmente afectada, (...)han sido invocados en la demanda han de ser puestos 
en conexión con el art. 49 CE (RCL 1978, 2836), que contiene un mandato de protección de las 
personas con discapacidad, al establecer que “[l]os poderes públicos realizarán una política 
de previsión, tratamiento, rehabilitación e integración de los disminuidos físicos, sensoriales 
y psíquicos, a los que prestarán la atención especializada que requieran y los ampararán 
especialmente para el disfrute de los derechos que este Título otorga a todos los ciudadanos”. Y 
dicho mandato debe conducir a impedir que se lleven a cabo actuaciones como la aquí descrita 
sobre personas afectadas de cualquier tipo de discapacidad, frente a cuyos derechos al honor y 
a la propia imagen no cabe oponer en este caso el amparo del derecho a la información; derecho 
que, recordémoslo, es un logro del Estado democrático, y se le otorga un superior valor en la 
medida en que “(...) al contribuir a la formación de una opinión pública libre y plural, supone 
uno de los elementos esenciales del Estado de derecho y contribuye a la plena realización del 
conjunto de derechos fundamentales” (STC 15/1993, de 18 de enero [RTC 1993, 15], FJ 1), por 
lo que ese derecho resulta denigrado cuando es empleado torticeramente para amparar bajo su 
cobertura conductas como las aquí examinadas (...)”.
“(...) Sin embargo, hay que superar esa percepción objetiva de la incapacidad y partir de la 
premisa obvia de que cuando una persona manifi esta una discapacidad, dicha persona puede 
poseer capacidad de entendimiento, lo que no signifi ca ignorar la existencia de diversos 
tipos y grados de discapacidad (física, psíquica o sensorial) que, sin comportar expresamente 
limitaciones en la capacidad de actuar en el mundo jurídico, sí les sitúan en una especial 
situación que el órgano judicial debe adecuadamente valorar (...)”.
“(...) en este sentido, es relevante también la naturaleza del programa en el que se iba a 
emitir la entrevista y el propio tono de la misma, un montaje burlesco elaborado al objeto del 
entretenimiento del público que perseguía una fi nalidad humorística mediante la manipulación 
de la persona entrevistada, por lo que la exigencia de especiales garantías no es sino coherente 
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con las circunstancias del caso. En defecto de tales garantías la presencia voluntaria del 
entrevistado no podrá equipararse a un consentimiento válido y efi caz. En consecuencia, 
hemos de concluir que no existe en el presente caso un consentimiento válido y efi caz que 
permita excluir la ilicitud de la intromisión en el derecho al honor y a la propia imagen de 
don J.C.H.A. derivada de las conductas de los demandados en el proceso a quo, quienes a 
pesar de la evidencia de la incapacidad del entrevistado para tomar conciencia del alcance de la 
entrevista y de las características del programa en el que se iba a emitir, lejos de extremar el celo 
y las cautelas exigibles para que la participación de aquél en el programa estuviera rodeada de 
esas garantías, utilizaron esa situación de vulnerabilidad del señor H. con la clara y censurable 
intención —como apreciaron las Sentencias de primera instancia y apelación— de burlarse de 
sus condiciones físicas y psíquicas, atentando de esa manera no solo contra sus derechos al 
honor y a la propia imagen, sino incluso contra su dignidad (...)”.
2014  
  Sentencia núm. 10-2014 de 27 enero 
“(...) de la normativa anterior se desprende como principio general que la educación debe ser 
inclusiva, es decir se debe promover la escolarización de los menores en un centro de educación 
ordinaria, proporcionándoseles los apoyos necesarios para su integración en el sistema 
educativo si padecen algún tipo de discapacidad. En defi nitiva, la Administración educativa 
debe tender a la escolarización inclusiva de las personas discapacitadas y tan solo cuando los 
ajustes que deba realizar para dicha inclusión sean desproporcionados o no razonables, podrá 
disponer la escolarización de estos alumnos en centros de educación especial. En este último 
caso, por respeto a los derechos fundamentales y bienes jurídicos afectados, en los términos 
que hemos expuesto anteriormente, dicha Administración deberá exteriorizar los motivos por 
los que ha seguido esta opción, es decir por qué ha acordado la escolarización del alumno en 
un centro de educación especial por ser inviable la integración del menor discapacitado en un 
centro ordinario (...)”.
  Sentencia núm. 42-2014 de 25 marzo 
“(...) la cualidad de soberano del pueblo de Cataluña se predica de un sujeto «creado en el marco 
de la Constitución, por poderes constituidos en virtud del ejercicio del derecho a la autonomía 
reconocido por la Norma fundamental» (STC 103/2008, de 11 de septiembre, FJ 4). Como se 
declara en la misma Sentencia para un supuesto que presenta aspectos de similitud con el que 
ahora nos ocupa, ese sujeto, sin embargo, «no es titular de un poder soberano, exclusivo de la 
Nación [española] constituida en Estado» (ibídem), pues «la Constitución parte de la unidad 
de la Nación española, que se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, cuyos 
poderes emanan del pueblo español en el que reside la soberanía nacional» [ STC 247/2007, de 
12 de diciembre, FJ 4 a), que cita la STC 4/1981, FJ 3]. En otras palabras, la identifi cación de un 
sujeto dotado de la condición de sujeto soberano resultaría contraria a las previsiones de los 
arts. 1.2 y 2 CE. El art. 1.2 CE proclama que «[l]a soberanía nacional reside en el pueblo español, 
del que emanan los poderes del Estado». El precepto, «base de todo nuestro ordenamiento 
jurídico» (STC 6/1981, FJ 3), atribuye, por tanto, con carácter exclusivo la titularidad de la 
soberanía nacional al pueblo español, unidad ideal de imputación del poder constituyente y, 
como tal, fundamento de la Constitución y del Ordenamiento jurídico y origen de cualquier 
poder político (SSTC 12/2008, FJ 4; 13/2009, FJ 16; 31/2010, FJ 12). Si en el actual ordenamiento 
constitucional solo el pueblo español es soberano, y lo es de manera exclusiva e indivisible, a 
ningún otro sujeto u órgano del Estado o a ninguna fracción de ese pueblo puede un poder 
público atribuirle la cualidad de soberano. Un acto de este poder que afi rme la condición de 
«sujeto jurídico» de soberanía como atributo del pueblo de una Comunidad Autónoma no 
puede dejar de suponer la simultánea negación de la soberanía nacional que, conforme a la 
Constitución, reside únicamente en el conjunto del pueblo español. Por ello, no cabe atribuir 
su titularidad a ninguna fracción o parte del mismo. El reconocimiento al pueblo de Cataluña 
de la cualidad de soberano, no contemplada en nuestra Constitución para las nacionalidades y 
regiones que integran el Estado, resulta incompatible con el art. 2 CE, pues supone conferir al 
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sujeto parcial del que se predica dicha cualidad el poder de quebrar, por su sola voluntad, lo 
que la Constitución declara como su propio fundamento en el citado precepto constitucional: 
«la indisoluble unidad de la Nación española». En este sentido, este Tribunal tiene declarado 
que «la Constitución (arts. 1 y 2) parte de la unidad de la Nación española que se constituye 
en Estado social y democrático de Derecho, cuyos poderes emanan del pueblo español en el 
que reside la soberanía nacional. Esta unidad se traduce en una organización –el Estado– para 
todo el territorio nacional» [STC 4/1981, FJ 3; reiterado en la STC 247/2007, FJ 4 a)]. A ello se 
contrapone, infringiendo el referido precepto constitucional, el reconocimiento a una parte del 
pueblo español del carácter de sujeto soberano (...)”.
“(...) la atribución de la soberanía nacional al pueblo español en virtud del art. 1.2 CE y la 
unidad de la Nación española como fundamento de la Constitución en virtud del art. 2 CE 
se contemplan junto a el reconocimiento y la garantía del derecho a la autonomía de las 
nacionalidades y regiones que la integran, como se plasma en el segundo de los citados preceptos 
constitucionales. Pero este Tribunal ha declarado que «el Estado autonómico se asienta en el 
principio fundamental de que nuestra Constitución hace residir la soberanía nacional en el 
pueblo español (art. 1.2 CE), de manera que aquella … #no es el resultado de un pacto entre 
instancias territoriales históricas que conserven unos derechos anteriores a la Constitución y 
superiores a ella, sino una norma del poder constituyente que se impone con fuerza vinculante 
general en su ámbito, sin que queden fuera de ella situaciones históricas anteriores”.» [STC 
76/1988, de 26 de abril, FJ 3; reiterado en STC 247/2007, FJ 4 a)]. Igualmente este Tribunal ha 
declarado que autonomía no es soberanía [STC 247/2007, FJ 4 a)]. De esto se infi ere que en el 
marco de la Constitución una Comunidad Autónoma no puede unilateralmente convocar un 
referéndum de autodeterminación para decidir sobre su integración en España. Esta conclusión 
es del mismo tenor que la que formuló el Tribunal Supremo del Canadá en el pronunciamiento 
de 20 de agosto de 1998, en el que rechazó la adecuación de un proyecto unilateral de secesión 
por parte de una de sus provincias tanto a su Constitución como a los postulados del Derecho 
internacional. Obvio es que, en tanto que realidad socio-histórica, Cataluña (y España toda) es 
anterior a la Constitución de 1978. Desde el punto de vista jurídico-constitucional, el «pueblo 
de Cataluña» invocado por la Declaración integra, sin embargo, un sujeto que se constituye 
en el mundo jurídico en virtud del reconocimiento constitucional (al igual que sucede con el 
conjunto del «pueblo español» del que, conforme al art. 1.2 CE, «emanan todos los poderes 
del Estado»). Por tanto, en la Declaración impugnada la cualidad de «sujeto político y jurídico 
soberano» se reconoce a un sujeto creado jurídicamente en el marco de la Constitución en 
ejercicio del derecho a la autonomía reconocido y garantizado en el art. 2 CE; esto es, al pueblo 
de una de las Comunidades Autónomas en las que se organiza territorialmente el Estado en 
virtud del art. 137 CE. En efecto, el art. 1 EAC dispone que «Cataluña, como nacionalidad, ejerce 
su autogobierno constituida en Comunidad Autónoma de acuerdo con la Constitución y con el 
presente Estatuto, que es su norma institucional básica» (...)”. 
“(...) la cláusula primera de la Declaración, que proclama el carácter de sujeto político y jurídico 
soberano del pueblo de Cataluña debe ser considerada inconstitucional y nula. En efecto, su 
texto literal va más allá de las apelaciones de legitimidad histórica y democrática que se hacen 
en el preámbulo. En su contenido se incluyen con carácter global los aspectos político y jurídico 
de la soberanía. Se redacta en términos de presente, en contraste con el resto de los principios 
de la Resolución, que aparecen redactados como mandatos de futuro o en forma deóntica. Se 
trata, pues, de un principio que, en su formulación, no aparece sometido a la modulación que 
puede resultar de los principios subsiguientes (...)”.
“(...) la Constitución no aborda ni puede abordar expresamente todos los problemas que se 
pueden suscitar en el orden constitucional, en particular los derivados de la voluntad de una 
parte del Estado de alterar su estatus jurídico. Los problemas de esa índole no pueden ser 
resueltos por este Tribunal, cuya función es velar por la observancia estricta de la Constitución 
(...)”.
  Sentencia núm. 77-2014 de 22 mayo 
“(...) en materia de juicio en ausencia del acusado, la STEDH de 30 de enero de 2001, caso 
Vaudelle c. Francia, afi rma que, si bien la notifi cación personal a un acusado es reveladora 
1082 Lorena Velasco Guerrero
del conocimiento efectivo de la citación, la existencia de indicios de que dicho acusado pueda 
sufrir trastornos mentales que limiten su capacidad hace exigible que los órganos judiciales 
desarrollen las diligencias complementarias necesarias para despejar cualquier duda al respecto 
(§§ 59 y 60) (...)”.
“(...) el deber de realizar diligencias complementarias de las estrictamente legales para despejar 
cualquier duda en relación con la participación de personas con discapacidad mental en el 
proceso penal tiene sustento, en nuestro Derecho, en el mandato del artículo 9.2 CE, que obliga 
a los poderes públicos a promover las condiciones para que la igualdad de los individuos sea 
efectiva, removiendo los obstáculos que impidan o difi culten su plenitud, y se ampara en el 
especial deber de protección y apoyo de que gozan las personas con discapacidad (...)”.
“(...) en otros términos, la mera notifi cación personal al recurrente de la citación a juicio y de 
la advertencia de que podría celebrarse en su ausencia cumplía formalmente los mandatos de 
la ley, pero no era sufi ciente para despejar las dudas surgidas en la instrucción acerca de la 
discapacidad del recurrente y, por tanto, acerca de si la incomparecencia era resultado de una 
decisión plenamente voluntaria e informada y no necesitada del apoyo a que tienen derecho las 
personas discapacitadas (...)”.
  Sentencia núm. 79-2014 de 28 mayo 
“(...) de acuerdo con la doctrina de este Tribunal, aunque el honor es un valor referible a 
personas individualmente consideradas, el derecho a la propia estimación o al buen nombre 
o reputación en que consiste, no es patrimonio exclusivo de las mismas y dada la propia 
sistemática constitucional, el signifi cado del derecho al honor ni puede ni debe excluir de su 
ámbito de protección a las personas jurídicas. Bien es cierto que este derecho fundamental se 
encuentra en íntima conexión originaria con la dignidad de la persona que proclama el art. 10.1 
CE. Pero ello no obsta para que normativamente se sitúe en el contexto del art. 18 CE (...)”.
“(...) en relación al ámbito de la protección constitucional del derecho al honor, la STC 214/1991, 
de 11 de noviembre, FJ 6, expresaba que «el signifi cado personalista que el derecho al honor tiene 
en la Constitución no impoene que los ataques o lesiones al citado derecho fundamental, para 
que tengan protección constitucional, hayan de estar necesariamente perfecta y debidamente 
individualizados ad personam, pues, de ser así, ello supondría tanto como excluir radicalmente 
la protección del honor de la totalidad de las personas jurídicas, incluidas las de substrato 
personalista, y admitir, en todos los supuestos, la legitimidad constitucional de los ataques 
o intromisiones en el honor de personas, individualmente consideradas, por el mero hecho 
de que los mismos se realicen de forma innominada, genérica o imprecisa.» Resulta evidente, 
pues, que, a través de los fi nes para los que cada persona jurídica privada ha sido creada, puede 
establecerse un ámbito de protección de su propia identidad y en dos sentidos distintos: tanto 
para proteger su identidad cuando desarrolla sus fi nes, como para proteger las condiciones 
de ejercicio de su identidad, bajo las que recaería el derecho al honor. En tanto que ello es 
así, «la persona jurídica también puede ver lesionado su derecho al honor a través de la 
divulgación de hechos concernientes a su entidad, cuando la difame o la haga desmerecer en la 
consideración ajena (art. 7.7 de la Ley Orgánica 1/1982)» (STC 139/1995, de 26 de septiembre, 
FJ 5). En aplicación de la doctrina reproducida, no cabe excluir a los partidos políticos de la 
protección que dimana del derecho al honor frente a aquellas afi rmaciones y expresiones que 
los difamen o los hagan desmerecer en la consideración ajena. Así lo ha entendido el Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos al aceptar que la protección de la reputación y el honor (art. 
8 del Convenio europeo de derechos humanos) se predique también respecto de los partidos 
políticos (vid. STEDH caso Lindon, Otchakovsky-Laurens y July c. Francia, de 22 octubre 
2007, §§ 42, 44, 47 y 60). Cuestión distinta será si el grado de tolerancia a la crítica debe ser 
mayor en el caso de los partidos políticos, en razón del papel fundamental que les asigna la 
Constitución como instrumento esencial para la participación política y, consecuentemente, 
para la formación y existencia de una opinión pública libre. Pero tan importante papel debe 
tener como contrapartida la posibilidad de que los partidos políticos deban soportar que se les 
valore y se les critique por parte de la opinión pública y los medios de comunicación, lo que 
supone también una protección constitucional dispensada por el reconocimiento de su derecho 
al honor, dentro de nuestro sistema democrático (...)”.
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“(...) al respecto debe indicarse que, incluso desde el canon propio de la libertad de expresión, 
cuando una declaración equivale a un juicio de valor, debe basarse en una base factual sufi ciente 
como indica la STEDH de 22 de octubre de 2007 (caso Lindon y otros contra Francia, ya citada) 
(...)” 
“(...) en sentido similar, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, desde la sentencia caso 
Handyside c. Reino Unido, de 7 de diciembre de 1976, ha reiterado que la libertad de expresión 
constituye uno de los fundamentos esenciales de una sociedad democrática y una de las 
condiciones primordiales de su progreso (SSTEDH casos Castells c. España, de 23 de abril de 
1992, § 42, y Fuentes Bobo c. España, de 29 de febrero de 2000, § 43). Como ha afi rmado este 
Tribunal, sin comunicación pública libre quedarían vaciados de contenido real otros derechos 
que la Constitución consagra y absolutamente falseado el principio de legitimidad democrática 
que enuncia el art. 1.2 CE, que es la base de toda nuestra ordenación jurídico-política (por todas 
STC 6/1981, de 16 de marzo; en el mismo sentido SSTC 20/1990, de 15 de febrero, y 336/1993, 
de 15 de noviembre). La libertad de expresión aparece así «como uno de los fundamentos 
indiscutibles del orden constitucional español, colocada en una posición preferente y objeto de 
especial protección» (STC 101/2003, de 2 de junio, FJ 3), y necesitada de un «amplio espacio» 
(SSTC 110/2000, de 5 de mayo, FJ 5; 297/2000 de 11 de diciembre, FJ 4; y 127/2004, de 19 de 
julio, FJ 4), es decir, «un ámbito exento de coacción lo sufi cientemente generoso como para que 
pueda desenvolverse sin angosturas, esto es, sin timidez y sin temor. De ahí que no disuadir 
la diligente, y por ello legítima, transmisión de información constituya un límite constitucional 
esencial que el art. 20 CE impone a la actividad legislativa y judicial» [ SSTC 190/1996, de 25 de 
noviembre, FJ 3 a); 110/2000, de 5 de mayo, FJ 5, y 9/2007, de 15 de enero, FJ 4] (...)”. 
“(...) así, lo ha considerado igualmente el Tribunal Europeo de Derechos Humanos que ha 
recordado que «los límites de la crítica admisible son más amplios respecto de un hombre 
político», a diferencia de un simple particular, puesto que se expone inevitable y conscientemente 
a un control atento de sus hechos y gestos tanto por los periodistas como por la totalidad de 
los ciudadanos; debe, por tanto, mostrar una mayor tolerancia (SSTEDH de 26 de abril de 1979, 
caso Sunday Times; 8 de julio de 1986, caso Lingens c. Austria; 28 de agosto de 1992, caso 
Schwabe y 26 de abril de 1995, caso Prager y Oberschlick) (...)”. 
“(...) estos criterios jurisprudenciales de este Tribunal han sido muy intensamente refrendados 
en la STEDH de 15 de marzo de 2011 (caso Otegi Mondragón c. España, § 50), que afi rma que los 
límites de la crítica admisible son más amplios respecto a los sujetos políticos, pues se exponen 
inevitable y conscientemente a un control atento de sus hechos y gestos tanto por los periodistas 
como por la masa de los ciudadanos; y que los imperativos de protección de su reputación 
deben ser puestos en una balanza con los intereses del libre debate de las cuestiones políticas, 
haciendo una interpretación más restrictiva de las excepciones a la libertad de expresión (...)”.
  Sentencia núm. 92-2014 de 10 junio 
“(...) de acuerdo con la doctrina de este Tribunal, entre las prohibiciones de discriminación 
proscritas por el art. 14 CE “(...) ha de entenderse comprendida la discriminación por causa de 
la orientación sexual, pues si bien es cierto que esta causa no aparece expresamente mencionada 
en el art. 14 CE como uno de los concretos supuestos en que queda prohibido un trato 
discriminatorio, es indubitadamente una circunstancia incluida en la cláusula “(...) cualquier 
otra condición o circunstancia personal o social” a la que debe ser referida la interdicción de la 
discriminación (por todas, STC 41/2006, de 13 de febrero, FJ 3)” [ STC 41/2013, de 14 de febrero, 
FJ 6]. A esta conclusión ha llegado este Tribunal, a partir de la constatación de que la orientación 
homosexual comparte con el resto de los supuestos mencionados en el art. 14 CE el hecho de 
ser una diferencia históricamente muy arraigada y que ha situado a los homosexuales, tanto 
por la acción de los poderes públicos como por la práctica social, en posiciones desventajosas y 
contrarias a la dignidad de la persona que reconoce el art. 10.1 CE, por los profundos prejuicios 
arraigados normativa y socialmente contra esta minoría; y, por otro, del examen de la normativa 
que, ex art. 10.2 CE, debe servir de fuente interpretativa del art. 14 CE (...)”.
“(...) ahora bien, tales aserciones no implican, indefectiblemente, que en cualquier situación en 
que los convivientes more uxorio se vean impedidos de contraer matrimonio, tal eventualidad 
deba engendrar una obligación, a cargo de los poderes públicos, de brindar a los miembros de 
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parejas de hecho un tratamiento jurídico equiparado al previsto para los cónyuges pues, en 
caso de no existir tal libertad, es necesario valorar si la causa impeditiva del matrimonio pugna 
con los principios y reglas constitucionales, de manera que este Tribunal deberá comprobar si 
las causas que hipotéticamente lo impiden resultan constitucionalmente admisibles (...)”.
“(...) no pugna con el art. 14 CE por la razón esencial de que “(...) al igual que la convivencia 
fáctica entre una pareja heterosexual, la unión entre personas del mismo sexo biológico no es 
una institución jurídicamente regulada, ni existe un derecho constitucional a su establecimiento; 
todo lo contrario al matrimonio entre hombre y mujer que es un derecho constitucional 
(art. 32.1) que genera ope legis una pluralidad de derechos y deberes” (STC 184/1990; ATC 
222/1994). Y ello implica que los poderes públicos pueden otorgar un trato de privilegio, como 
la pensión de viudedad, “(...) a la unión familiar constituida por hombre y mujer frente a una 
unión homosexual” (ATC 222/1994, FJ 2) (...)”.
  Sentencia núm. 119-2014 de 16 julio 
“(...) de acuerdo con una interpretación sistemática del conjunto de derechos laborales, 
individuales y colectivos, reconocidos a lo largo del articulado de nuestra Carta Magna y 
origen del proceso de constitucionalización del Derecho del Trabajo, la lacónica expresión “(...) 
derecho al trabajo” del art. 35.1 CE obliga a 1, no de cualquier trabajo, sino, por expresarlo en 
los términos postulados por la OIT, de un trabajo “(...) decente” o digno; esto es, un trabajo 
productivo realizado en condiciones de libertad, equidad y seguridad, que permita al trabajador 
el desarrollo de su personalidad y el respeto a su dignidad (art. 10.1 CE) en un marco jurídico en 
el que los derechos de los trabajadores sean reconocidos y activamente defendidos y los propios 
trabajadores cuenten con una adecuada protección social. Por ello el Derecho del Trabajo ha 
sido una pieza esencial en el proceso de construcción del Estado social, y sigue siendo un 
instrumento básico para garantizar que el Estado cumpla los fi nes que así lo caracterizan y 
que se resumen en procurar una mayor igualdad social y, por tanto, en proteger a los sectores 
sociales menos favorecidos (art. 1.1, en relación con el art. 9.2, ambos del texto constitucional) 
(...)”.
  Sentencia núm. 194-2014 de 1 diciembre 
“(...) Respecto del supuesto contemplado en este procedimiento constitucional, hay que dejar 
sentado, desde ahora, que no todo matrimonio contraído bajo el rito islámico, es decir, cumpliendo 
los requisitos de la ley Islámica, tiene validez en España, sino solo aquéllos que cumplan las 
exigencias que fueron acordadas por el Estado español y la Comunidad islámica, reguladas en 
la citada Ley 26/1992, de 10 de diciembre [sic]. De la lectura de tales normas se desprende que 
establecen dos vías para el reconocimiento del matrimonio celebrado bajo del rito islámico. En 
primer lugar la regla general es que la celebración del matrimonio requiere, con carácter previo, 
la instrucción de un expediente, para que el instructor del mismo se cerciore de que ambos 
solicitantes pueden contraerlo, y expida así el certifi cado de capacidad matrimonial cuando 
reúnan los requisitos señalados en el Código civil. La capacidad para contraer matrimonio 
tiene una importancia y complejidad añadidas cuando uno de los contrayentes es extranjero 
y la instrucción de este expediente previo garantiza en la generalidad de los casos que solo 
contraerán matrimonio, ya sea de forma civil o religiosa, aquéllos que cumplan los requisitos 
legales. En segundo término se establece una regla especial en el caso del matrimonio celebrado 
por el rito islámico, a diferencia de lo que sucede con otro tipo de matrimonios, consistente 
en que se permite excepcionalmente a los contrayentes celebrar la ceremonia religiosa sin la 
previa instrucción del expediente y, por tanto, sin que se haya comprobado la concurrencia de 
los requisitos civiles, aunque puedan cumplirse los establecidos por la ley islámica, pues no 
olvidemos que las normas civiles y religiosas difi eren en lo que a la capacidad para contraer 
matrimonio se refi ere, y, desde luego, lo es en esta forma de matrimonio islámico. En este caso 
excepcional en que se contrae matrimonio islámico sin previa instrucción de expediente, la 
inscripción registral adquiere una especial importancia dado que la misma trasciende de la 
mera formalidad registral, al encomendar al Juez encargado del Registro Civil la función de 
comprobar que los contrayentes de un matrimonio islámico ya celebrado reunían los requisitos 
de capacidad y validez exigidos por el Código civil, así como por las normas de derecho 
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internacional privado cuando los contrayentes sean extranjeros”
“(...) la Ley 26/1992, de 10 de noviembre, atribuye efectos civiles al matrimonio islámico solo 
cuando éste se celebre en una comunidad islámica perteneciente a la Comisión Islámica de 
España, que esté inscrita en el registro de entidades religiosas, ante un dirigente religioso 
islámico o imán y al menos dos testigos (art. 7.1). Otorga además una especial importancia a la 
constatación de la concurrencia de los requisitos de capacidad(...)”.
2015 
  Sentencia núm. 18-2015 de 16 febrero 
“(...) ciertamente, el demandante es una persona dotada de notoriedad social; sin embargo, 
conforme a la doctrina constitucional traída a colación ese dato no justifi ca, sin más, la captación 
clandestina de las imágenes que, ulteriormente, fueron emitidas en programas televisivos cuya 
única fi nalidad consistía en divulgar escenas referidas al ámbito personal y privado –la relación 
afectiva que mantenía el recurrente–, sin que tal afi rmación quede enervada, de acuerdo a los 
razonamientos anteriormente expuestos, por el hecho de que el afectado haya consentido, 
en otras ocasiones, la reproducción de su aspecto físico o no haya reaccionado frente a una 
reproducción no consentida ni, incluso, contra lo que parece decantar el juicio de ponderación 
que efectúa la Sentencia impugnada, por el hecho de que las imágenes hayan sido tomadas en 
lugares de acceso público o de que el afectado no hubiera puesto los «medios necesarios para 
sustraerse a la curiosidad ajena, pretendiendo reservar su imagen frente a cualquier injerencia 
y marcando un claro ámbito de privacidad». En efecto no es el titular del derecho a la propia 
imagen el sujeto obligado a su protección ni quien debe erigir –por así decirlo– obstáculos o 
barreras defensivas frente a posibles injerencias de terceros, sino que son los terceros quienes 
vienen constitucionalmente obligados a respetar el derecho fundamental, cuando se trata, como 
ocurre en el presente caso, de la captación de imágenes que se refi eren a un ámbito personal 
y privado. Al margen de lo expuesto, resulta inconcuso que el contenido de la información 
revelada a través de las imágenes difundidas queda fuera del ámbito que es propio de los 
asuntos de relevancia pública, en los términos establecidos por la doctrina constitucional (...)”.
  Sentencia núm. 31-2015 de 25 febrero 
“(...) conviene advertir que, dado que el cuerpo electoral tiene una adscripción territorial y 
presenta la composición determinada por el ordenamiento, no existe un único cuerpo de 
electores, en la medida en que una misma persona podrá formar parte de diversos cuerpos 
electorales en función de constituir la colectividad de cada uno de los distintos ordenamientos 
estatal, autonómico o local (...)”.
“(...) de modo distinto, las consultas no referendarias recaban, en cambio, la opinión de cualquier 
colectivo (STC 31/2010, de 28 de junio, FJ 69), por lo que articulan “voluntades particulares o 
colectivas, pero no generales, esto es, no imputables al cuerpo electoral” (STC 103/2008, de 11 
de septiembre, FJ 2). Frente a las formas de participación política, en las que se interviene en 
cuanto ciudadano (uti cives), en las consultas populares no referendarias se participa a título 
individual (uti singulus) o como miembro de un colectivo, sea social, económico, cultural o de 
otra índole (uti socius) (...)”.
“(...) b) Un segundo elemento ínsito en el concepto de referéndum estriba en que la opinión del 
cuerpo electoral se expresa por medio del sufragio emitido en el curso de un proceso electoral, a 
fi n de que el resultado de la consulta pueda jurídicamente imputarse a la voluntad general de la 
correspondiente comunidad política y, de este modo, considerarse una genuina manifestación 
del derecho fundamental de participación política reconocido en el art. 23.1 CE. No cabe olvidar 
que el derecho a participar directamente en los asuntos públicos, como todos los derechos 
que la Constitución establece, no puede sino ejercerse en la forma jurídicamente prevista en 
cada caso. Lo contrario, lejos de satisfacer la exigencias de la soberanía popular, supondría 
la imposibilidad misma de la existencia del ordenamiento jurídico, a cuya obediencia todos 
-ciudadanos y poderes públicos- vienen constitucionalmente obligados (STC 103/2008, de 11 
de septiembre, FJ 2). Esa exigencia se encuentra implícitamente contenida en el art. 92.3 CE, 
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al decir que una ley orgánica regulará las condiciones “y el procedimiento” de las distintas 
modalidades de referéndum previstas en la Constitución (...)”.
“(...) determinado, pues, que estamos ante un referéndum cuando el poder público convoca al 
conjunto de los ciudadanos de un ámbito territorial determinado para que ejerzan el derecho 
fundamental de participación en los asuntos públicos emitiendo su opinión, vinculante o no, 
sobre una determinada cuestión, mediante votación y con las garantías propias de un proceso 
electoral, lo siguiente que nos corresponde abordar es el sistema de distribución de competencias 
del Estado y de la Comunidad Autónoma de Cataluña, en esta materia (...)”.
“(...) en la Ley impugnada la delimitación del “(...) cuerpo electoral” se efectúa en el art. 5.1, 
atribuyéndose legitimación para participar en las consultas a los mayores de dieciséis años que 
tengan la condición política de catalanes, y a los nacionales de Estados miembros de la Unión 
Europea o de terceros Estados, siempre que cuenten con un determinado período de residencia 
y estén inscritos en el Registro de población de Cataluña. Estas consultas generales constituyen, 
objetivamente, llamamientos para la participación política, a través de un procedimiento 
electoral, de un cuerpo de electores que vendría así a expresar, mediante el sufragio, el parecer 
de los ciudadanos de Cataluña en el ejercicio del derecho reconocido en el art. 23.1 CE y no como 
meros administrados. En ese cuerpo electoral sui generis (art. 5.1) está sin duda comprendido o 
integrado el electorado, estatutario y legal, de Cataluña (art. 56.3 EAC y art. 2 LOREG). Por ello, 
y aun cuando una determinada consulta general se acotara, exclusivamente, a las “(...) personas 
legitimadas” que dice el art. 5.1.a), estaría siendo convocado a las urnas el cuerpo electoral de 
Cataluña, o de la correspondiente entidad local, aunque no solo él(...)”.
“(...) en defi nitiva, por cuerpo electoral debe entenderse el órgano formado por el conjunto 
de personas a las que se les reconoce derecho de sufragio, no en atención a sus particulares 
intereses, sectoriales o de grupo, sino para manifestar la voluntad general (...)”.
  Sentencia núm. 46-2015 de 5 marzo 
“(...) el Protocolo facultativo de la Convenció n contra la tortura y otros tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes, hecho en Nueva York el 18 de diciembre de 2002 y ratifi cado 
por España en 2006, tiene como objetivo establecer un sistema de visitas periódicas a cargo 
de órganos independientes, unos internacionales y otros nacionales, a los lugares en que se 
encuentren personas privadas de su libertad, con el fi n de prevenir la tortura y otros tratos 
o penas crueles, inhumanos o degradantes (art. 1). Para ello los Estados partes establecen un 
sistema preventivo, no judicial, constituido por un órgano internacional (Subcomité para la 
Prevención) y por uno o varios, si así lo decide cada Estado, órganos nacionales (mecanismo 
nacional de prevención), que realizarán visitas a cualquier lugar bajo la jurisdicción y control 
del Estado en el que se encuentren o pudieran encontrarse personas privadas de libertad (arts. 
2 y 3). A estos efectos, por privación de libertad se entiende cualquier forma de detención 
o encarcelamiento o de custodia de una persona por orden de una autoridad judicial o 
administrativa o de otra autoridad pública, en una institución pública o privada de la cual no 
pueda salir libremente (art. 4) (...)”.
  Sentencia núm. 54-2015 de 16 marzo 
“(...) junto a ello, también ha de tenerse en cuenta que los actuarios portaban una autorización 
administrativa para la entrada que no fue necesario exhibir al ser facilitado el acceso por los 
socios administradores. Este dato es relevante en este caso pues la advertencia de derechos 
lógicamente debía incluir este dato, esto es, que portaban una autorización administrativa para 
el caso de negativa u oposición del obligado tributario, lo cual nos sitúa en una hipótesis de 
información manifi estamente insufi ciente para recabar el consentimiento, pues la autorización 
administrativa en modo alguno habilita la entrada en los espacios físicos que constituyen el 
domicilio de la persona jurídica objeto de protección constitucional (...)”. 
“(...) el derecho a no autoincriminarse, en particular -ha señalado-, presupone que las 
autoridades logren probar su caso sin recurrir a pruebas obtenidas mediante métodos 
coercitivos o de presión en contra de la voluntad de la ‘persona acusada’. Proporcionando al 
acusado protección contra la coacción indebida ejercida por las autoridades, estas inmunidades 
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contribuyen a evitar errores judiciales y asegurar los fi nes del artículo 60 (STEDH de 3 de mayo 
de 2001, caso J.B. c. Suiza, § 64; en el mismo sentido, SSTEDH de 8 de febrero de 1996, caso 
John Murray c. Reino Unido, § 45; de 17 de diciembre de 1996, caso Saunders c. Reino Unido, 
§ 68; de 20 de octubre de 1997, caso Serves c. Francia, § 46; de 21 de diciembre de 2000, caso 
Heaney y McGuinness c. Irlanda, § 40; de 21 de diciembre de 2000 caso Quinn c. Irlanda, § 40; 
de 8 de abril de 2004, caso Weh c. Austria, § 39). “(...) en este sentido —concluye el Tribunal de 
Estrasburgo— el derecho está estrechamente vinculado a la presunción de inocencia recogida 
en el artículo 6, apartado 2, del Convenio” (Sentencias Saunders, § 68; Heaney y McGuinness, 
§ 40; Quinn, § 40; y Weh, § 39). En relación a la garantía de no autoincriminación en el ámbito 
tributario, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos se ha pronunciado, entre otras, en las 
Sentencias de 17 de diciembre de 1996, caso Saunders c. Reino Unido, y de 19 de septiembre 
de 2000, caso I.J.L. y otros c. Reino Unido, donde advierte que, si de acuerdo con la legislación 
aplicable la declaración ha sido obtenida bajo medios coactivos, esta información no puede ser 
alegada como prueba en el posterior juicio de la persona interesada, aunque tales declaraciones 
se hayan realizado antes de ser acusado. A diferencia del Convenio europeo para la protección 
de los derechos humanos y de las libertades fundamentales, nuestra Constitución sí menciona 
específi camente en su art. 24.2 los derechos a “(...) no declarar contra sí mismos” y a “(...) no 
confesarse culpables”, que, como venimos señalando, están estrechamente relacionados con los 
derechos de defensa y a la presunción de inocencia, de los que constituye una manifestación 
concreta (STC 161/1997, de 2 de octubre, FJ 5). Este reconocimiento del derecho a no declarar 
contra sí mismo, en cuanto garantía instrumental del derecho de defensa, ha de ser respetado, 
en principio, en la imposición de cualesquiera sanciones administrativas, sin perjuicio de las 
modulaciones que pudiera experimentar en razón de las diferencias existentes ente el orden 
penal y el administrativo sancionador, precisando que “(...) los valores esenciales que se 
encuentran en la base del art. 24.2 CE no quedarían salvaguardados si se admitiera que la 
Administración pudiera compeler u obligar al administrado a confesar la comisión o autoría 
de los hechos antijurídicos que se le imputan o pudieran imputar o a declarar en tal sentido” 
(entre otras, SSTC 272/2006, de 25 de septiembre, FJ 3; 70/2008, de 23 de junio, FJ 4; y 142/2009, 
de 15 de junio, FJ 4) (...)”.
  Sentencia núm. 62-2015 de 13 abril 
“(...) c) Con independencia del nomen iuris (descuentos por volumen de ventas o rappels 
sobre ventas), las prestaciones patrimoniales de carácter público tienen cada una de ellas la 
naturaleza propia y específi ca que les corresponda, de acuerdo con su presupuesto de hecho 
y en función de su confi guración y estructura jurídica. De esta manera, son prestaciones de 
esta naturaleza las impuestas coactivamente, esto es, las derivadas de una obligación de pago 
establecida unilateralmente por el poder público sin el concurso de la voluntad del sujeto 
llamado a satisfacerla, siempre que, al mismo tiempo, la prestación, con independencia de la 
condición pública o privada de quien la percibe, tenga una inequívoca fi nalidad de interés 
público [STC 44/2015, de 5 de marzo, FJ 5 d) y en el mismo sentido, STC 83/2014, de 29 de 
mayo, FJ 3] (...)”.
“(...) para determinar cuándo puede considerarse que una prestación patrimonial resulta 
coactivamente impuesta, es necesario concretar, en primer lugar, si el supuesto de hecho 
que da lugar a la obligación ha sido o no realizado de forma libre y espontánea por el sujeto 
obligado, y, en segundo lugar, si la libertad o la espontaneidad exigida en la realización del 
supuesto de hecho y en la decisión de obligarse es real y efectiva. Eso sí, no toda prestación 
impuesta tiene que tener necesariamente naturaleza tributaria y ser una expresión concreta del 
deber de contribuir del art. 31.1 CE, como sucede cuando con ella no se persigue derechamente 
buscar una nueva forma de allegar medios económicos con los que fi nanciar el gasto público, 
aunque tenga como efecto económico indirecto el de servir también a dicha fi nanciación. Por 
tanto, para concretar cuándo una prestación patrimonial impuesta tiene a su vez naturaleza 
tributaria habrá que comprobar si se satisface, directa o indirectamente, a los entes públicos con 
la fi nalidad de contribuir al sostenimiento de los gastos públicos, sometiendo a gravamen un 
presupuesto de hecho o hecho imponible revelador de capacidad económica [STC 44/2015, de 
5 de marzo, FJ 5.d); y en el mismo sentido, STC 83/2014, de 29 de mayo, FJ 3] (...)”.
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  Sentencia núm. 66-2015 de 13 abril 
“(...) esta interpretación del Tribunal se ve reforzada, de acuerdo con lo previsto en el art. 10.2 
CE por el tenor del art. 21.1 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea 
que prohíbe expresamente toda discriminación por razón de la edad, referencia expresa que ha 
llevado al Tribunal de Justicia de la Unión Europea a reafi rmar el carácter de «principio general 
del Derecho de la Unión» que alcanza esta concreta prohibición (Sentencia de la Gran Sala de 19 
de enero de 2010 asunto C-555/07, Kücükdeveci c. Swedex GmbH, FJ 21) (...)”.
“(...) 4. Una vez sentado que la edad, como factor al que alcanza la prohibición constitucional de 
discriminación, solo puede fundar un tratamiento diferenciado cuando se cumplen rigurosas 
exigencias de justifi cación y proporcionalidad, debemos analizar las circunstancias concretas 
que se dan en este supuesto(...)”.
  Sentencia núm. 137-2015 de 11 junio 
“(...) y ello porque, constituyendo el referéndum un cauce de participación política directa ex 
art. 23.1 CE este derecho fundamental se refi ere a la participación de personas individuales (STC 
51/1984, de 25 de abril FJ 2) y se presenta, en otras palabras, como derecho de participación 
inorgánica (SSTC 119/1995 FJ 4; y 103/2008 FJ 2), no sujeto en su ejercicio a la previa 
integración del elector en cualesquiera formaciones sociales. Siendo esto así, la participación 
de estas «entidades ciudadanas» en las «preguntas directas», que puede ser simultánea a la 
de los ciudadanos, pero separada, como hemos visto, de la de estos últimos bien puede verse 
como un supuesto típico de lo que, en esta misma Sentencia y en anteriores, se ha califi cado 
como «consultas no referendarias», esto es, aquellas que recaban la expresión de voluntades 
particulares o colectivas, pero no generales y no imputables, por tanto, al cuerpo electoral [ STC 
31/2015 FJ 5 a), y jurisprudencia allí citada] (...)”.
  Sentencia núm. 145-2015 de 25 junio 
“(...) Una vez descartados los óbices procesales aducidos, procede abordar el motivo principal de 
fondo. El demandante sostiene, invocando en apoyo de su planteamiento la doctrina estatuida 
en la STC 53/1985, de 11 abril que las resoluciones impugnadas han vulnerado su derecho a la 
objeción de conciencia, como manifestación de la libertad ideológica reconocida en el art. 16.1 
CE al haber sido sancionado por actuar en el ejercicio de su profesión de farmacéutico siguiendo 
sus convicciones éticas sobre el derecho a la vida. Tales convicciones, afi rma, son contrarias 
a la dispensación del medicamento con el principio activo levonorgestrel 0,750 mg, debido 
a sus posibles efectos abortivos si se administra a una mujer embarazada. El planteamiento 
del demandante, sintetizado en los términos expuestos, permite colegir que la exención del 
deber, que para sí reclama, de disponer y expedir el referido medicamento se anuda al efecto 
que atribuye al indicado principio activo, lo que colisiona frontalmente con sus convicciones 
sobre la protección del derecho a la vida. Hasta el momento presente, este Tribunal no había 
tenido ocasión de resolver sobre la problemática constitucional que suscita el demandante; 
esto es, el juicio de ponderación entre el invocado derecho a la objeción de conciencia, como 
manifestación del derecho fundamental a la libertad ideológica reconocida en el art. 16.1 CE, 
y la obligación de disponer del mínimo de existencias del citado medicamento que le impone 
la normativa sectorial, para así poderlo dispensar a quienes lo soliciten. Desde ese prisma 
abordaremos la resolución del presente recurso. Ciertamente, en el fundamento jurídico 14 de 
la Sentencia objeto de cita rechazamos que cupiera considerar inconstitucional una regulación 
del aborto que no incluyera de modo expreso la del derecho a la objeción de conciencia, pues 
a ese respecto afi rmamos que tal derecho «existe y puede ser ejercido con independencia de 
que se haya dictado o no tal regulación. La objeción de conciencia forma parte del contenido 
del derecho fundamental a la libertad ideológica y religiosa reconocido en el art. 16.1 CE 
y, como ha indicado este Tribunal en diversas ocasiones, la Constitución es directamente 
aplicable, especialmente en materia de derechos fundamentales». En relación con la doctrina 
expuesta debe destacarse la singularidad del pronunciamiento traído a colación, en tanto que 
el reconocimiento de la objeción de conciencia transcendió del ámbito que es consustancial al 
art. 30.2 CE (el servicio militar obligatorio), dadas las particulares circunstancias del supuesto 
analizado por este Tribunal; por un lado, la signifi cativa intervención de los médicos en los 
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casos de interrupción voluntaria del embarazo y, por otro, la relevancia constitucional que 
reconocimos a la protección del nasciturus (...)”.
“(...) con relación a esta cuestión, este Tribunal no desconoce la falta de unanimidad científi ca 
respecto a los posibles efectos abortivos de la denominada «píldora del día después». Sin 
perjuicio de ello, y a los meros fi nes de este procedimiento, la presencia en ese debate de 
posiciones científi cas que avalan tal planteamiento nos lleva a partir en nuestro enjuiciamiento 
de la existencia de una duda razonable sobre la producción de dichos efectos, presupuesto este 
que, a su vez, dota al confl icto de conciencia alegado por el recurrente de sufi ciente consistencia y 
relevancia constitucional. En consecuencia, sin desconocer las diferencias de índole cuantitativa 
y cualitativa existentes entre la participación de los médicos en la interrupción voluntaria del 
embarazo y la dispensación, por parte de un farmacéutico, del medicamento anteriormente 
mencionado, cabe concluir que, dentro de los parámetros indicados, la base confl ictual que 
late en ambos supuestos se anuda a una misma fi nalidad, toda vez que en este caso se plantea 
asimismo una colisión con la concepción que profesa el demandante sobre el derecho a la vida. 
Además, la actuación de este último, en su condición de expendedor autorizado de la referida 
sustancia, resulta particularmente relevante desde la perspectiva enunciada. En suma, pues, 
hemos de colegir que los aspectos determinantes del singular reconocimiento de la objeción de 
conciencia que fi jamos en la STC 53/1985, FJ 14, también concurren, en los términos indicados, 
cuando la referida objeción se proyecta sobre el deber de dispensación de la denominada «píldora 
del día después» por parte de los farmacéuticos, en base a las consideraciones expuestas (...)”. 
“(...) pues bien, sobre ese particular cumple decir que la imposición de la sanción a que fue 
acreedor el demandante no derivó de su negativa a dispensar el medicamento a un tercero 
que se lo hubiera solicitado, sino del incumplimiento del deber de contar con el mínimo de 
existencias establecido normativamente. En segundo término, hemos de añadir que en las 
actuaciones no fi gura dato alguno a través del cual se infi era el riesgo de que la dispensación 
«de la píldora del día después» se viera obstaculizada, pues amén de que la farmacia regentada 
por el demandante se ubica en el centro urbano de la ciudad de Sevilla, dato este del que 
se deduce la disponibilidad de otras ofi cinas de farmacia relativamente cercanas, ninguna 
otra circunstancia permite colegir que el derecho de la mujer a acceder a los medicamentos 
anticonceptivos autorizados por el ordenamiento jurídico vigente fuera puesto en peligro (...)”.
“(...) el demandante también fue sancionado por no disponer (y, en consecuencia, no dispensar) 
de preservativos en la ofi cina de farmacia que regenta. Vistas las razones que nos han conducido 
a considerar que la falta de existencias, en el establecimiento citado, del principio activo 
levonorgestrel 0,750 mg queda amparada por el art. 16.1 CE es patente que el incumplimiento 
de la obligación relativa a las existencias de preservativos queda extramuros de la protección 
que brinda el precepto constitucional indicado. La renuencia del demandante a disponer de 
profi lácticos en su ofi cina de farmacia no queda amparada por la dimensión constitucional de 
la objeción de conciencia que dimana de la libertad de creencias reconocida en el art. 16.1 CE. 
Ningún confl icto de conciencia con relevancia constitucional puede darse en este supuesto (...)”.
  Sentencia núm. 177-2015 de 22 julio 
“(...) en fi n, en esta última Sentencia hemos recordado también que en nuestro sistema «no 
tiene cabida un modelo de ‘democracia militante’, esto es, un modelo en el que se imponga, no 
ya el respeto, sino la adhesión positiva al ordenamiento y, en primer lugar, a la Constitución 
# El valor del pluralismo y la necesidad del libre intercambio de ideas como sustrato del 
sistema democrático representativo impiden cualquier actividad de los poderes públicos 
tendente a controlar, seleccionar, o determinar gravemente la mera circulación pública de 
ideas o doctrinas». En ese contexto, tanto este Tribunal como el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos han insistido en el signifi cado central del discurso político desde el ámbito de 
protección de los arts. 20 CE y 10 del Convenio europeo para la protección de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales (CEDH) particularmente amparable cuando se 
ejerce por un representante político. Al respecto, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
entiende que la libertad de expresión adquiere unos márgenes especialmente valiosos cuando 
se ejerce por una persona elegida por el pueblo (STEDH de 15 de marzo de 2011 caso Otegi c. 
España, §50), que representa a sus electores, señala sus preocupaciones y defi ende sus intereses, 
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estándole «permitido recurrir a una cierta dosis de exageración, o incluso de provocación, es 
decir, de ser un tanto inmoderado en sus observaciones» (caso Otegi c. España, § 54), por lo 
que en ese contexto el control debe ser más estricto (STEDH de 23 de abril de 1992 caso Castells 
c. España, § 42). Sin perjuicio de lo cual, el sujeto interviniente en el debate público de interés 
general debe tener en consideración ciertos límites y, singularmente, respetar la dignidad, la 
reputación y los derechos de terceros (...)”.
“(...) por su parte, la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha afi rmado 
que «[l]a tolerancia y el respeto de la igual dignidad de todos los seres humanos constituyen 
el fundamento de una sociedad democrática y pluralista. De ello resulta que, en principio, se 
puede considerar necesario, en las sociedades democráticas, sancionar e incluso prevenir todas 
las formas de expresión que propaguen, inciten, promuevan o justifi quen el odio basado en la 
intolerancia» (STEDH de 16 de julio de 2009, caso Féret c. Bélgica, § 64), del mismo modo que 
la libre exposición de las ideas no autoriza el uso de la violencia para imponer criterios propios 
(...)”.
“(...) en primer lugar, conviene subrayar la singular y reforzada protección jurídica que el 
legislador penal otorga a la Corona, al igual que hace con otras altas Instituciones del Estado, 
para defender el propio Estado Constitucional, pues así lo corrobora el hecho de que el delito 
de injurias a la Corona no fi gure en el titulo XI del Código Penal, relativo a los delitos contra 
el honor, sino en el título XXI, dedicado precisamente a los delitos contra la Constitución. Por 
consiguiente, en lo que ahora exclusivamente nos importa, el art. 490.3 del Código Penal (CP) 
tipifi ca un delito de naturaleza pública, a cuyo través se protege el mantenimiento del propio 
orden político que sanciona la Constitución, en atención a lo que la fi gura del Rey representa. No 
obstante, el honor y la dignidad del monarca también forman parte del bien jurídico protegido 
por el precepto, siempre que la ofensa tenga que ver con el ejercicio de sus funciones o se 
produzca con ocasión de dicho ejercicio. Ahora bien, la protección penal que ofrece el art. 490.3 
CP no implica que el Rey, como máximo representante del Estado y símbolo de su unidad, 
quede excluido de la crítica especialmente por parte de aquéllos que rechazan legítimamente 
las estructuras constitucionales del Estado, incluido el régimen monárquico. Y ello a pesar de 
la posición de neutralidad que el monarca ocupa en el debate político y del hecho de no estar 
sujeto a responsabilidad, pues tales circunstancias no pueden suponer un obstáculo al libre 
debate sobre su posible responsabilidad institucional o, incluso, simbólica, dentro de los límites 
del respeto a su reputación (caso Otegui c. España, § 56) (...)”.
“(...) en segundo lugar, debe destacarse que la destrucción de un retrato ofi cial posee un 
innegable y señalado componente simbólico. Aunque las más genuinas formas de expresión 
consisten en manifestaciones orales o escritas, las personas pueden igualmente comunicar o 
expresar sus ideas y opiniones mediante conductas, hechos o comportamientos no verbales 
que, en tal consideración, son también manifestaciones de la libertad de expresión. En este 
sentido, la Constitución garantiza el derecho fundamental a expresar y difundir libremente 
los pensamientos, ideas u opiniones no solo mediante la palabra o el escrito, sino también 
mediante «cualquier otro medio de reproducción» [art. 20.1 a) CE]. También el Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos ha recordado que el art. 10 CEDH no protege solo las ideas 
e información objeto de expresión, sino también la forma en que se plasman, por lo que su 
jurisprudencia en relación con tal precepto abarca las modalidades habituales de expresión 
(discurso oral y escrito), pero también otros medios menos obvios de expresión, como la 
exhibición de símbolos o la realización de conductas aptas para transmitir opiniones, ideas 
o información (por todas, STEDH de 21 de octubre de 2014, caso Murat Vural c. Turquía, §§ 
44-51). Por ello, las personas también pueden manifestar sus ideas y opiniones mediante un 
lenguaje simbólico (symbolic speech), o bien mediante otras conductas expresivas (expressive 
conduct). El componente signifi cativo o expresivamente inocuo de determinados símbolos, 
actitudes o conductas dependerá, pues, del contexto que integre las circunstancias del caso. 
Por último interesa remarcar que, desde la perspectiva del derecho a la libertad de expresión, 
la formulación de críticas hacia los representantes de una institución o titulares de un cargo 
público, por desabridas, acres o inquietantes que puedan resultar no son más que refl ejo de 
la participación política de los ciudadanos y son inmunes a restricciones por parte del poder 
público. Sin embargo, esa inmunidad no resulta predicable cuando lo expresado, aun de 
forma simbólica, solamente trasluce ultraje o vejación. De ahí, precisamente, la importancia de 
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calibrar el signifi cado de la conducta llevada a cabo por los demandantes, a fi n de determinar 
si dicho comportamiento expresa un pensamiento crítico contra la Monarquía y los Reyes, –si 
bien exteriorizado a través de una puesta en escena caracterizada por la aspereza y la acritud– 
que merece la protección constitucional que brinda el art. 20.1 a) CE o, por el contrario, se 
trata de un acto que incita a la violencia o al odio hacia la Corona y la persona del monarca, 
instrumentado mediante una liturgia truculenta (...)”.
“(...) desde la perspectiva que nos corresponde debemos dilucidar si los hechos acaecidos 
son expresión de una opción política legítima, que pudieran estimular el debate tendente a 
transformar el sistema político, o si, por el contrario, persiguen desencadenar un refl ejo 
emocional de hostilidad, incitando y promoviendo el odio y la intolerancia incompatibles con 
el sistema de valores de la democracia. Cuando una idea u opinión se manifi esta, como en 
el caso enjuiciado, mediante la destrucción de elementos con un valor simbólico, la conducta 
ha de ser examinada con arreglo a un canon de enjuiciamiento particularmente atento a las 
concretas circunstancias del caso. Un acto de destrucción puede sugerir una acción violenta y, 
en consecuencia, ser susceptible de albergar mensajes que no merecen protección constitucional. 
Pues, como es obvio, no es jurídicamente indiferente manifestar la protesta o el sentimiento 
crítico utilizando medios o instrumentos inocuos para la seguridad y dignidad de las personas, 
que hacerlo incitando a la violencia o al menosprecio de las personas que integran la institución 
simbolizada o sirviéndose del lenguaje del odio”
“(...) del mismo modo, la utilización de símbolos, mensajes o elementos que representen o se 
identifi quen con la exclusión política, social o cultural, deja de ser una simple manifestación 
ideológica para convertirse en un acto cooperador con la intolerancia excluyente, por lo 
que no puede encontrar cobertura en la libertad de expresión, cuya fi nalidad es contribuir a 
la formación de una opinión pública libre. Es obvio que las manifestaciones más toscas del 
denominado «discurso del odio» son las que se proyectan sobre las condiciones étnicas, 
religiosas, culturales o sexuales de las personas. Pero lo cierto es que el discurso fóbico ofrece 
también otras vertientes, siendo una de ellas, indudablemente, la que persigue fomentar el 
rechazo y la exclusión de la vida política, y aun la eliminación física, de quienes no compartan 
el ideario de los intolerantes. En estos términos deben valorarse los hechos ocurridos el 13 de 
septiembre de 2007 en la plaza mayor de la ciudad de Girona, donde, tras haber situado en la 
plaza mayor de la ciudad de Girona una estructura metálica en la que se sujeta una fotografía 
de las efi gies en tamaño real de los Monarcas, puesta «boca abajo», los ofi ciantes, encapuchado 
uno y embozado otro, le prenden fuego mediante una antorcha, al tiempo que otras personas 
aprueban la acción con gritos y aplausos. La escenifi cación de este acto simbólico traslada a 
quien visiona la grabación videográfi ca la idea de que los Monarcas merecen ser ajusticiados, 
sin que deba dejar de advertirse además que el lóbrego acto provoca un mayor impacto en una 
sociedad democrática, como la española, que de forma expresa excluye en su Constitución la 
pena de muerte (art. 15 CE). Quemar en público, en las circunstancias descritas, la fotografía o la 
imagen de una persona comporta una incitación a la violencia contra la persona y la institución 
que representa, fomenta sentimientos de agresividad contra la misma y expresa una amenaza. 
En defi nitiva, quemar públicamente el retrato de los Monarcas es un acto no solo ofensivo sino 
también incitador al odio, en la medida en que la cremación de su imagen física expresa, de 
un modo difícilmente superable, que son merecedores de exclusión y odio. Hemos de reiterar 
que los recurrentes actuaron al término de la manifestación previa, cuya legitimidad no se 
cuestiona, y lo hicieron de manera premeditada. Ello denota que los demandantes aprovecharon 
la celebración de la previa reunión para, una vez concluida, realizar la actuación descrita. La 
ausencia de espontaneidad en el comportamiento de los demandantes es patente, puesto que 
la quema de la fotografía no surge de forma instantánea en el contexto de la manifestación y 
al hilo de la crítica sobre el modelo constitucional de Estado o como expresión de la ideología 
antimonárquica e independentista de los recurrentes. Dicho acto fue, por el contrario, fruto de 
una actividad diseñada de antemano y orientada a mostrar el mayor grado de hostilidad frente 
a la institución de la Corona (...)”.
“(...) por último, resulta oportuno abordar otros dos aspectos cuya importancia no es baladí. En 
primer lugar debe advertirse sobre el riesgo evidente de que el público presente percibiera la 
conducta de los recurrentes como una incitación a la violencia y el odio hacia la Monarquía y 
hacia quienes la representan. Aunque no consta que se produjeran incidentes de orden público, 
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la connotación destructiva que comporta la quema de la fotografía de los Reyes es innegable y, 
por ello, tal acción pudo suscitar entre los presentes reacciones violentas e «incompatibles con 
un clima social sereno y minar la confi anza en las instituciones democráticas» (STEDH de 16 de 
julio de 2009 caso Feret c. Bélgica § 77), o, en fi n, avivar el sentimiento de desprecio o incluso 
de odio hacia los Reyes y la institución que representan, exponiendo a SS.MM. «a un posible 
riesgo de violencia» (STEDH de 8 de julio de 1999, caso Sürek c. Turquía § 62), pues, como 
ha advertido el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, «la incitación al odio no requiere 
necesariamente el llamamiento a tal o cual acto de violencia ni a otro acto delictivo» (STEDH 
de 16 de julio de 2009 caso Feret c. Bélgica § 73). Por otra parte, según doctrina del Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos, la imposición de penas de prisión por infracciones cometidas 
en el ámbito del discurso político solo es compatible con la libertad de expresión garantizada por 
el art. 10 del Convenio en circunstancias excepcionales, especialmente cuando se han lesionado 
gravemente otros derechos fundamentales, como en el supuesto de que se difunda un discurso 
de odio o de incitación a la violencia, como es el caso (STEDH de 15 de marzo de 2011 caso Otegi 
c. España, §§ 58 a 60, por remisión a los casos Bingöl c. Turquía, núm. 36141/2004, ap. 41, de 22 
de junio de 2010 y, mutatis mutandis, Cump#n# y Maz#re c. Rumanía [GS], núm. 33348/1996, 
ap. 115, TEDH 2004-XI). En cualquier caso, en el presente supuesto la inicial pena de prisión 
fi jada en aplicación de lo previsto en el art. 490.3 CP ha sido sustituida por multa de treinta 
meses a razón de una cuota diaria de 3 euros, por lo que la cuantía fi nal sería de 2.700 euros. 
Esta modalidad de sanción se estima proporcionada a la entidad del hecho y el propio Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos no la ha considerado contraria al Convenio (STEDH en el caso 
Otegi c. España, §§ 58 a 60), pues aunque la multa no elimina la inscripción de la condena penal 
en el Registro de antecedentes penales (mutatis mutandis, SSTEDH de 26 de junio de 2007 caso 
Artun y Guvener c. Turquía, § 33, y de 19 de febrero de 2009 caso Martchenko c. Ucrania, § 52), 
sí mitiga notablemente sus efectos. Al margen de tal dato, no puede olvidarse que la cuantía 
de la pena resultante no deriva exclusivamente de la subsunción en el tipo penal de los hechos, 
sino también a la apreciación de la circunstancia agravante de ejecutar el hecho mediante dsfraz 
(art. 22.2 CP), que obliga a imponer una pena superior por razones diversas a la califi cación de 
la quema de la fotografía de los Reyes como un delito de injurias, en concreto, en tanto es una 
circunstancia que favorece la ejecución del delito y la impunidad de sus autores (...)”.
  Sentencia núm. 231-2015 de 5 noviembre 
“(...) basta con constatar, para confi rmar lo anterior, que el pronunciamiento de la Sentencia de 
24 de noviembre de 2009 fue estrictamente anulatorio de una disposición de carácter general, 
sin que se contuviera en ella –ni en el propio fallo ni en el razonamiento que condujo a él– cosa 
alguna sobre las actuaciones realizadas sobre la base de aquel reglamento, hoy convalidadas 
por ley; actuaciones que ni siquiera podrían decirse censuradas entonces de manera implícita, 
por reproducir, reiterar o aplicar lo establecido en el Real Decreto, pues éste fue enjuiciado y 
considerado inválido por los vicios de procedimiento en que se incurrió al adoptarlo, no en 
atención a un contenido preceptivo que no fue en absoluto –en congruencia con la demanda– 
enjuiciado en la ocasión por el Tribunal Supremo. Tampoco se pronunció esta Sentencia sobre 
ninguna situación jurídica individualizada de los entonces recurrentes –que no han instado, 
por lo demás la ejecución– o de otros sujetos [arts. 31.2 y 71.1 b) LJCA. Dicho con los términos 
que emplea la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos antes referida, en 
ningún momento el fallo reconoció «derechos y obligaciones de carácter civil» de naturaleza 
fi rme e intangible frente a la intervención del legislador. En consecuencia, no es posible 
reprocharle a la Ley haber obviado el reconocimiento judicial de lo que correspondiera o fuera 
atribuido por el fallo al patrimonio jurídico de personas determinadas. Es muy cierto, en fi n, 
que la asociación que promueve, como persona afectada, la ejecución de la Sentencia ha pedido 
y obtenido en ese incidente una paralización de las actuaciones administrativas controvertidas 
que ahora, en virtud del precepto cuestionado, quedaría sin efecto, al igual que la pretendida 
demolición de las obras públicas realizadas. Pero lo así obtenido del Tribunal a quo lo ha sido, 
exclusivamente, en ejecución de una Sentencia anulatoria por vicios de procedimiento; no sobre 
la base, en otras palabras, de una hipotética demanda de declaración de ilegalidades inherentes 
a las actuaciones mismas, sino con fundamento en su falta de sustento normativo tras la 
anulación del Real Decreto. Lo hasta ahora resuelto en ejecución se basa, pues, en esa afi rmada 
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carencia de soporte normativo, una vez anulado el reglamento, no en otras premisas legales o 
constitucionales y tampoco, en particular, en una eventual contravención de lo dispuesto en el 
art. 45 CE –al que hace una alusión el Auto de planteamiento–, precepto este que protege unos 
bienes cuya supuesta afectación sustantiva en el caso no fue apreciada, ni considerada siquiera, 
en la Sentencia que se ejecuta. Lo que obviamente no ostenta quien ha pedido la ejecución es un 
derecho a que el legislador no aporte ex post el fundamento normativo que echa en falta (...)”.
“(...) mediante la cuestionada convalidación legislativa, el legislador pretende abordar un 
supuesto de hecho excepcional. Con la anulación por Sentencia fi rme del Real Decreto 1419/2005 
por vicios relativos al procedimiento de elaboración al cabo de casi cuatro años de aplicación, 
una serie de obras públicas, expropiaciones y actuaciones de ordenación de los recursos hídricos 
realizadas durante casi cuatro años pudieron quedar en cierta incertidumbre, al menos a los ojos 
de algunos ciudadanos, al desaparecer la cobertura jurídica que formalmente les proporcionaba 
aquella norma, sin que, a efectos de nuestro juicio de constitucionalidad, tengamos que 
determinar hasta qué punto esa cobertura les era o no imprescindible como presupuesto de 
validez o podía extraerse también de otros elementos normativos y administrativos, o de qué 
forma la declaración judicial de nulidad de una disposición administrativa de carácter general 
afecta a los actos administrativos dictados a su amparo, sean o no fi rmes (...)”.
  Sentencia núm. 271-2015 de 17 diciembre 
“«En los procesos de admisión de alumnos de centros docentes no universitarios mantenidos con 
fondos públicos, los alumnos cuya madre se encuentre en estado de gestación, se benefi ciarán 
de una puntuación idéntica a la que obtendrían si ya hubiera nacido su nuevo hermano o sus 
hermanos, en el caso de que se trate de gestación múltiple (...)”.
“(...) a título de ejemplo, la situación de gestación repercute en la aplicación del criterio 
económico de selección, es decir, en la determinación de las rentas anuales de la unidad familiar 
[art. 16.1 d) del Decreto], pues implica un miembro más a computar en la misma (o varios, en 
caso de gestación múltiple). Pero esa afectación no produce alteración de la puntuación de 
todas las solicitudes de plaza de familias con madre embarazada, sino solo de aquellas en las 
que el cómputo de los hijos en gestación como miembros de la misma conlleve que las rentas 
anuales de la familia sean iguales o inferiores a 1’5 veces el indicador público de renta de efectos 
múltiples (IPREM). Solo en ese caso el art. 21 del Decreto valenciano otorga 1 punto al solicitante. 
También puede repercutir en el criterio recogido en el art. 16.1 f) del Decreto valenciano, que es 
tener la condición de familia numerosa. Así ocurrirá solo en los casos de familias en los que el 
nuevo nacimiento, o nacimientos, supondrían bien alcanzar la condición de familia numerosa, 
o bien pasar de ser familia numerosa general a especial. Para ello habrá que estar a las distintas 
combinaciones y a los requisitos que defi nen los arts. 2 y 3 de la Ley estatal 40/2003, de 18 de 
noviembre, de protección a las familias numerosas. En cambio, este criterio no afectará a las 
familias que, esperando el nacimiento de un nuevo hijo, no vayan a cambiar de categoría (de 
no ser familia numerosa a serlo, o de ser familia numerosa de carácter general a serlo especial). 
En cualquier caso, el art. 23 del Decreto valenciano asigna 3 y 5 puntos a las dos categorías de 
familia numerosa, respectivamente. En defi nitiva, el margen de posibilidades es muy amplio, 
pues habrá casos de familias con la madre en gestación cuya puntuación no sea alterada en 
absoluto, al no cumplirse por esa circunstancia ninguna variación en la concurrencia o no de 
los supuestos a valorar (reducida capacidad económica, familia numerosa general o especial, 
y discapacidad de algún miembro), y habrá supuestos en los que el embarazo de la madre 
pudiera llevar a obtener una mayor puntuación hasta por tres conceptos distintos (...)”.
“(...) el benefi cio adicional pretende atender a una circunstancia objetiva (el embarazo de la 
madre), en la medida en que comporta una expectativa cierta de aumento del número de 
miembros de la unidad familiar, y con ello la previsible afectación de algunos de los criterios de 
valoración en los que repercutirá el futuro nacimiento. El legislador valenciano no contradice 
así los criterios estatales, sino que modula la valoración que les corresponde en algunos de esos 
criterios (renta familiar, condición de familia numerosa o discapacidad de algún miembro), 
cuando se dan ciertas circunstancias (que al computar al concebido como ya nacido se pase 
a estar por debajo de un umbral de renta familiar, que la unidad familiar alcance un número 
de miembros sufi ciente para ser considerada numerosa o pase a serlo de categoría especial, o 
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que el concebido venga con malformaciones determinantes de discapacidad). c) Finalmente, el 
grado de repercusión de la regla autonómica de valoración sobre la puntuación global de los 
solicitantes es razonable, de tal manera que no desfi gura ni diluye los criterios básicos estatales. 
Por un lado, habrá casos de madres en gestación en los que no se verá afectada la puntuación 
correspondiente a la unidad familiar (así ocurrirá cuando no conste que el nasciturus venga con 
malformaciones, ni el hecho de su cómputo como hijo ya nacido suponga que la renta familiar 
sea igual o inferior a 1,5 veces el indicador público de renta de efectos múltiples, ni que la 
familia pase a tener la condición de numerosa o de numerosa especial). Y por otro lado, cuando 
sí afecte, el impacto que puede producir la circunstancia de computar al hijo en gestación como 
ya nacido tiene un alcance limitado en la puntuación fi nal. De manera que, antes y después de 
la introducción de la regla de valoración sentada por el art. 22 de la Ley valenciana 6/2009, se 
puede afi rmar que los criterios marcados por el art. 84.2 LOE siguen siendo prioritarios en la 
adjudicación de las plazas (...)”.
2016 
  Sentencia núm. 11-2016 de 1 febrero 
“(...)–que denegó la licencia de incineración de los restos resultantes del aborto padecido por la 
actora–(...)”.
“(...) no hay precedente de sentencia constitucional sobre casos análogos. El TEDH sí ha resuelto 
asuntos similares en un sentido favorable al reconocimiento del derecho a disponer de los restos 
humanos para su enterramiento como contenido del derecho al respeto de la vida privada y 
familiar (art. 8 CEDH). El indicado Tribunal ha considerado contraria al CEDH la decisión de 
las autoridades rusas de no entregar, para su enterramiento, los cadáveres de los fallecidos 
en una operación antiterrorista. Tal decisión se amparaba en la legislación estatal aplicable, 
pero se adoptó sin hacer una evaluación individual de las circunstancias que, en cada caso, 
justifi caban la negativa –asuntos Sabanchiyeva y Otros c. Rusia (núm. 38450/05, STEDH de 6 
de junio de 2013), Maskhadova y Otros c. Rusia (núm. 8071/05, STEDH también de 6 de junio 
de 2013) y Abdulayeva c. Rusia (núm. 8552/05, STEDH de 16 de abril [sic] de 2014). En alguno 
de estos casos se invocó concurrentemente la lesión del derecho a la libertad de pensamiento 
y de conciencia (art. 9 CEDH) – equivalente al establecido en el art. 16.1 CE –, si bien el TEDH 
no halló razones para hacer un examen separado de ambas lesiones (Abdulayeva c. Rusia, § 60; 
Sabanchiyeva y Otros c. Rusia, §§ 157 y 158; y Maskhadova y Otros c. Rusia, §§ 248 y 249) (...)”.
“(...) el TEDH ha enjuiciado asimismo el excesivo retraso en la restitución a los miembros 
sobrevivientes del cuerpo de un familiar tras la práctica de la autopsia y recogida de muestras 
corporales en una investigación criminal –entre otros, en los asuntos Girard c. Francia (núm. 
22590/04, STEDH de 30 de junio de 2011) y Pannullo y Forte c. Francia (núm. 37794/97, STEDH 
de 30 de enero de 2002 [sic])– o el rechazo a entregar a la esposa la urna con las cenizas de su 
esposo –asunto Elli Poluhas Dödsbo c. Suecia (núm. 61564/00, STEDH de 17 de enero de 2006). 
El asunto Hadri-Vionnet c. Suiza (núm. 55525/2000, STEDH de 14 de febrero de 2008) reviste 
singular relieve a los efectos del presente proceso constitucional. Tras un parto prematuro, los 
médicos certifi caron que el hijo de la demandante nació muerto, procediéndose al enterramiento 
en una fosa común sin celebración de ceremonia funeraria alguna. Según la demanda, los padres 
tenían derechos sobre los restos mortales de sus hijos que fueron vulnerados, en particular, el 
derecho a decidir el lugar, la hora y las modalidades de inhumación. EL TEDH consideró que 
el art. 8 CEDH resulta aplicable para determinar “(...) Si asistía a la demandante el derecho de 
asistir al enterramiento de su hijo eventualmente acompañado de una ceremonia así como a ver 
que los restos eran transportados en un vehículo apropiado” (§ 52). A tal efecto, afi rma, hay que 
examinar “(...) Si la injerencia estaba «prevista por la ley»”, si era “(necesaria en una sociedad 
democrática” y si respondía a “objetivos legítimos” (párrafo 58). En aplicación de esta doctrina, 
el Tribunal resolvió que las autoridades suizas vulneraron el art. 8 CEDH porque interfi rieron 
en el derecho a la vida privada y familiar de la demandante sin base legal sufi ciente en el 
Derecho suizo (§§ 53-62) (...)”.
“(...) en cualquier caso, de las actuaciones no resulta impedimento alguno de orden público 
general o sanitario que pudiera justifi car la injerencia en el derecho de la demandante a decidir 
1095El concepto de persona en la jurispridencia del Tribunal Constitucional
sobre el enterramiento o incineración de su criatura abortiva ex art. 18.1 CE. Antes bien, de ellas 
se desprende la radical ausencia de riesgos para los bienes jurídicos protegidos a través de la 
regulación de la interrupción voluntaria del embarazo, por un lado, y de la policía sanitaria 
mortuoria, por otro. Ante el diagnóstico de polimalformaciones del feto con improbable 
viabilidad, se practicó la interrupción del embarazo conforme al art. 15 b) de la Ley Orgánica 
2/2010, que prevé la posibilidad de interrumpir el embarazo por causas médicas cuando “(...) no 
se superen las veintidós semanas de gestación y siempre que exista riesgo de graves anomalías 
en el feto y así conste en un dictamen emitido con anterioridad a la intervención por dos médicos 
especialistas distintos del que la practique o dirija”. El propio Juzgado afi rmó la ausencia de 
indicio alguno de criminalidad. Por otra parte, de las actuaciones se deriva igualmente la 
inexistencia de riesgos para la salud pública: constaba incluso un informe médico-forense de 
la Subdirección de Guipúzcoa del Instituto Vasco de Medicina Legal según el cual “(...) lo que 
se solicita no tiene ningún impedimento médico-legal ni sanitario” y que “(...) Según la ley de 
Policía Sanitaria Mortuoria vigente en la CCAA [sic] del País Vasco, el destino de todo resto 
humano y/o cadáver debe ser el enterramiento, la incineración o arrojar los restos al mar”. El 
propio Juzgado parte de la ausencia de riesgos sanitarios o de otro tipo cuando, sin discutir las 
conclusiones de aquel informe y admitiendo que la legislación sobre policía sanitaria mortuoria 
no impediría la entrega, concluye que es una condición legal a la que se siente vinculado, pero 
que no comparte, lo que conduce a la postre a la denegación. Afi rma, literalmente, que “(...) 
no puede obviarse la aplicación del art. 45 LRC, que aun sin entender esta juzgadora por qué 
se establece el límite de 180 días y no otro, es el que está legalmente previsto para inscribir y 
obtener la pertinente licencia de enterramiento-incineración solicitada” (...)”.
“(...) en esta línea, el Decreto 202/2004, de 19 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento de 
sanidad mortuoria de la Comunidad Autónoma del País Vasco (donde ocurrieron los hechos) –
aplicable, según su art. 2, a “toda clase de prácticas sanitarias sobre cadáveres, restos cadavéricos 
y restos humanos de entidad sufi ciente, incluyendo los aspectos relativos a su transporte” 
(noción en la que se incluyen los procedentes de los abortos con entidad sufi ciente, según su art. 
3), contempla también el enterramiento o la cremación como destino de los cadáveres y restos 
humanos que no presenten riesgo sanitario (art. 5.1). Es decir, esta normativa, para proteger la 
salud pública, no solo no prohíbe la incineración o enterramiento, sino que la establece como 
obligatoria (...)”.
 Sentencia núm. 22-2016 de 15 febrero 
“(...) la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos viene señalando 
reiteradamente, en aplicación de este precepto, que la persona sometida a una medida de 
internamiento psiquiátrico debe tener, de un lado, el derecho a ser oída ante la autoridad 
competente, por sí misma o si carece de la capacidad para ello, a través de algún tipo de 
representación, pues de lo contrario no se cumpliría con una garantía esencial del procedimiento, 
para lo que deberán arbitrarse las salvaguardias especiales de orden procesal que permitan la 
protección de sus intereses. De otro lado, la persona también tiene derecho a contar con un 
asesor legal, sin que recaiga sobre ella la iniciativa de su designación [entre otras, SSTEDH de 
24 de octubre de 1979, asunto Winterwerp c. Holanda, §§ 60 y 66; 12 de mayo de 1992, asunto 
Megyeri c. Alemania, § 22, apartados c) y d); 14 de febrero de 2012, asunto D.D. c. Lituania, §§ 
163, apartado c), y 166] (...)”
 Sentencia núm. 34-2016 de 29 febrero 
“(...) Respecto a la posibilidad de «regularización» de situaciones consumadas de internamientos 
de personas por trastorno psíquico, en contra de su voluntad o sin contar con ella porque el 
afectado no es consciente de la realidad que le rodea o está impedido para comunicarse y 
expresar su parecer, procede recordar, en primer lugar, cuál es la posición de este Tribunal 
acerca de la exigencia de control judicial previo a cualquier situación privativa de libertad en 
este ámbito. Y en segundo lugar, qué encaje ofrece dentro de esta doctrina constitucional, la 
«regularización» a la que se hace referencia” 
“(...) Se sigue de la doctrina expuesta que, con la excepción de que se cumplan los requisitos 
y garantías que permiten llevar a cabo un internamiento involuntario urgente directamente 
1096 Lorena Velasco Guerrero
por el centro médico o asistencial (con los controles legales y judiciales que le son inherentes), 
resultará imprescindible que la medida se acuerde previamente por el juez y siempre respecto 
de una persona que ha de encontrarse en ese momento en libertad (...)”. 
“(...) por el contrario, si existen datos que desde el principio permitan sostener que el 
padecimiento mental que sufre la persona, por sus características y visos de larga duración o 
irreversibilidad, deben dar lugar a un régimen jurídico de protección más completo, declarando 
su discapacidad e imponiendo un tutor o curador para que complete su capacidad, con los 
consiguientes controles del órgano judicial en cuanto a los actos realizados por uno u otro, el 
internamiento podrá acordarse como medida cautelar (art. 762.1 LEC), o como medida ejecutiva 
en la sentencia (art. 760.1 LEC), en un proceso declarativo instado por los trámites del art. 756 
y ss. LEC (...)”. 
“(...) la demanda de amparo hace referencia a un caso concreto, el de doña M.R.S., cuyas 
circunstancias coinciden de manera sustancial con el de otras muchas personas que debido a 
su edad avanzada sufren una enfermedad neurodegenerativa y se encuentran recluidas en una 
residencia sin poder salir de ella, como medida de prevención. Han sido traídas allí por alguien 
de su entorno cercano, o a iniciativa de los servicios sociales; incluso en ocasiones se trata de 
un ingreso voluntario con el fi n de recibir los cuidados de manutención y salud necesarios y, 
con el paso del tiempo, el afectado pierde la consciencia necesaria para emitir su voluntad de 
permanecer allí. La cuestión es que estos centros tienen bajo su cargo a personas que están 
privadas de su libertad ambulatoria y lo están, con cierta frecuencia en la práctica, sin ningún 
conocimiento ni autorización de la autoridad judicial (...)”.
“(...) no resulta posible hablar de la «regularización» de un internamiento involuntario que se 
prolonga durante días, semanas o meses sin autorización del Juez, sea en un hospital, centro 
sociosanitario o en su caso residencia geriátrica (esta última, como hemos señalado en la STC 
13/2016, de 1 de febrero, FJ 3, puede ser el «centro» al que se refi ere el art. 763.1 LEC, siempre que 
disponga de médico psiquiatra que efectúe la valoración del estado de la persona que ingresa 
y motive la necesidad de su internamiento; así como los medios materiales y humanos para su 
tratamiento terapéutico, además de cumplir con los requisitos legales y administrativos para 
desarrollar su actividad). No cabe «regularizar» lo que no es mera subsanación de formalidades 
administrativas, sino directa vulneración de un derecho fundamental (art. 17.1 CE). Así las 
cosas, de todos los efectos que pueden derivarse de la privación ilícita de libertad de la persona 
internada en esas condiciones, interesa a este amparo el mecanismo procesal civil adecuado 
para poner fi n a esa situación –que no para regularizarla–, teniendo en cuenta la naturaleza del 
padecimiento psíquico que concurre en este supuesto (...)”.
Sentencia núm. 44-2016 de 14 marzo 
“(...) Solo en supuestos excepcionales disfruta una organización jurídica pública del derecho 
fundamental a la tutela judicial efectiva ante los órganos judiciales del Estado y solo 
excepcionalmente podemos considerar al recurso de amparo como cauce idóneo para que las 
personas públicas denuncien una defectuosa tutela de los jueces y tribunales. La STC 175/2001, 
literalmente citada después por la STC 206/2011 que invoca el Ministerio Fiscal para oponer 
la falta de legitimación de la Universidad recurrente en amparo, establece que «el derecho a la 
tutela judicial efectiva, como derecho fundamental, protege, antes que nada, a los individuos 
frente al poder, de ahí que las personas jurídico públicas solo excepcionalmente sean titulares 
del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva, y por este motivo el recurso de amparo 
solo excepcionalmente sea un cauce idóneo para que estas organizaciones jurídico-públicas 
denuncien una defectuosa tutela de este derecho por parte de los Jueces y Tribunales». (STC 
89/2011, de 6 de junio, FJ 3). Y añade: «más concretamente, gozan del derecho fundamental 
reconocido en el art. 24.1 CE únicamente cuando la posición procesal de las personas jurídico-
públicas sea equivalente a la de las personas privadas, supuesto en el que son titulares del 
derecho a la tutela judicial efectiva sin indefensión sin restricciones. A tal supuesto hemos 
añadido también el derecho de acceso al proceso (cuya protección tan solo cabe reconocer a 
las personas jurídico-públicas frente a las decisiones adoptadas por órganos judiciales pero 
no frente al legislador) y el derecho a no sufrir indefensión en el seno del proceso al que se ha 
accedido (y ello con independencia de qué derechos o competencias se hagan valer, quiénes 
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sean las otras partes procesales y el orden jurisdiccional ante el que actúen)»”
Sentencia núm. 56-2016 de 17 marzo 
“(...) el Tribunal estima que esta objeción es acertada. Es una premisa básica, asociada al principio 
democrático, que el legislador del pasado no puede vincular al legislador del futuro y, por 
tanto, que no existe un genérico derecho al mantenimiento de la Ley y a la intangibilidad de las 
situaciones jurídicas nacidas a su amparo. Y aunque el principio de seguridad jurídica impone 
en cualquier estado de Derecho que la sucesión de normas se atenga a ciertas condiciones, 
entre ellas no se encuentra la interdicción de la reforma peyorativa. El art. 9.3 CE, al tiempo que 
garantiza la seguridad jurídica, no veda el cambio sino la retroactividad de las disposiciones 
sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales y, en relación con estas 
disposiciones, «lo que el art. 9.3 CE prohíbe es ‘’la incidencia de la nueva ley en los efectos 
jurídicos ya producidos de situaciones anteriores, de suerte que la incidencia en los derechos, en 
cuanto a su proyección hacia el futuro, no pertenece al campo estricto de la irretroactividad’’» 
(STC 49/2015, de 9 de abril, FJ 4, con cita de la STC 42/1986, de 10 de abril) (...)”. 
“(...) el riesgo de inestabilidad e inseguridad que los recurrentes atribuyen a la forma en la que 
los preceptos legales disponen que han de determinarse las zonas de utilización de las lenguas 
y modalidades lingüísticas propias –consideran que, al hacer depender la determinación de las 
zonas de decisiones municipales y del ejecutivo autonómico, el resultado podría ser alterado 
cada vez que se produce un cambio en la composición política de los órganos de gobierno tras 
las  elecciones– no puede conllevar, en sí mismo, la lesión del principio de seguridad jurídica 
(art. 9.3 CE) que los recurrentes aducen. Como este Tribunal ha sostenido reiteradamente, ni de 
este principio de ningún otro se deriva derecho al mantenimiento de un determinado régimen 
jurídico, pues ello daría lugar a la petrifi cación del ordenamiento jurídico [ SSTC 332/2005, de 
15 de diciembre, FJ 17, y 237/2012, de 13 de diciembre, FJ 9 c), entre otras muchas], por lo que no 
puede fundamentar una vulneración del referido principio constitucional la mera posibilidad 
de que la delimitación de estas zonas pueda ser objeto de modifi caciones (...)”.
Sentencia núm. 77-2016 de 25 abril 
“(...) Sobre el derecho a un proceso sin dilaciones indebidas, consagrado en el art. 24.2 CE. Al 
respecto, tal y como señalaba la reciente STC 63/2016, de 11 de abril, en un supuesto similar, 
para determinar si nos encontramos o no ante una vulneración del meritado derecho, hemos 
de acudir a las pautas que nos ofrece nuestra jurisprudencia, conforme a la cual este derecho 
es una expresión constitucional que encierra un concepto jurídico indeterminado que, por su 
imprecisión, exige examinar cada supuesto concreto a la luz de aquellos criterios que permitan 
verifi car si ha existido efectiva dilación y, en su caso, si ésta puede considerarse justifi cada, porque 
no toda infracción de los plazos procesales o toda excesiva duración temporal de las actuaciones 
judiciales supone una vulneración del derecho fundamental que estamos comentando (por 
todas, STC 54/2014, de 10 de abril, FJ 4); por otra parte, el derecho fundamental referido 
no puede identifi carse con un derecho al riguroso cumplimiento de los plazos procesales, 
confi gurándose a partir de la dimensión temporal de todo proceso y su razonabilidad (STC 
142/2010, de 21 de diciembre, FJ 3). Como hemos subrayado, más recientemente, en las SSTC 
89/2014, de 9 de junio, FJ 4; 99/2014, de 23 de junio, FJ 4, y 74/2015, de 27 de abril, FJ 4, con 
cita de la jurisprudencia precedente, la prohibición de retrasos injustifi cados en la marcha de 
los procesos judiciales impone a los Jueces y Tribunales el deber de obrar con la celeridad que 
les permita la duración normal o acostumbrada de los litigios de la misma naturaleza y con la 
diligencia debida en el impulso de las distintas fases por las que atraviesa el proceso. Asimismo, 
en coincidencia con la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos sobre el art. 
6.1 del Convenio de Roma (derecho a que la causa sea oída en «un tiempo razonable»), que ha 
sido tomada como el estándar mínimo garantizado en el art. 24.2 CE, afi rmábamos que el juicio 
sobre el contenido concreto de las dilaciones, y sobre si son o no indebidas, debe ser el resultado 
de la aplicación a las circunstancias específi cas de cada caso de los criterios objetivos que a lo 
largo de nuestra jurisprudencia se han ido precisando. Tales son la complejidad del litigio, 
los márgenes ordinarios de duración de los litigios del mismo tipo, el interés que arriesga el 
demandante de amparo, su conducta procesal y la conducta de las autoridades (...)”.
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“(...) igual criterio sostiene el Tribunal Europeo de Derechos Humanos al afi rmar en su Sentencia 
de 7 de julio de 1989, caso Unión Alimentaria Sanders c. España, el carácter estructural de 
las dilaciones sufridas por la sociedad demandante, concluyendo que esta situación no puede 
privar a los ciudadanos de su derecho al respeto del plazo razonable (§§ 38 y 42), o cuando en 
la Sentencia de 11 de marzo de 2004, caso Lenaerts c. Bélgica (§ 18), razonó que el art. 6.1 del 
Convenio europeo para la protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales 
obliga a los Estados contratantes a organizar su sistema judicial de tal forma que sus Tribunales 
puedan cumplir cada una de sus exigencias, en particular la del derecho a obtener una decisión 
defi nitiva dentro de un plazo razonable (...)”.
Sentencia núm. 83-2016 de 28 abril 
“(...) a diferencia de los estados de excepción y de sitio, la declaración del estado de alarma no 
permite la suspensión de ningún derecho fundamental (art. 55.1 CE contrario sensu), aunque 
sí la adopción de medidas que pueden suponer limitaciones o restricciones a su ejercicio. En 
este sentido, se prevé, entre otras, como medidas que pueden ser adoptadas, la limitación de la 
circulación o permanencia de personas o vehículos en lugares determinados o condicionarlas al 
cumplimiento de ciertos requisitos; la práctica de requisas temporales de todo tipo de bienes y 
la imposición de prestaciones personales obligatorias; la intervención y la ocupación transitoria 
de industrias, fábricas, talleres, explotaciones o locales de cualquier clase, con excepción de 
domicilios privados; la limitación o el racionamiento del uso de servicios o del consumo 
de artículos de primera necesidad; la adopción de las órdenes necesarias para asegurar el 
abastecimiento de los mercados y el funcionamiento de los servicios de los centros de producción 
afectados por una paralización de los servicios esenciales para la comunidad cuando no se 
garanticen los servicios mínimos; y, en fi n, la intervención de empresas o servicios, así como 
la movilización de su personal, con el fi n de asegurar su funcionamiento, siéndole aplicable al 
personal movilizado la normativa vigente sobre movilización. Previsiones, todas ellas, cuya 
entidad adquiere particular relevancia para el enjuiciamiento que ahora abordamos (...)”.
Sentencia núm. 139-2016 de 21 julio 
“(...) el derecho a la protección de la salud y a la atención sanitaria es universal, en lo que 
implica de acceso a las prestaciones sanitarias públicas y en la medida en que no puede excluirse 
a ninguna persona del derecho a ser atendido. Pero ese derecho se confi gura y concreta de 
acuerdo con lo que dispone la ley, que debe regular las distintas condiciones y términos en los 
que se accede a las prestaciones y servicios sanitarios (...)”.
“(...) la pretensión de universalidad acogida por el art. 43 CE se ha articulado de acuerdo con 
las previsiones legales existentes en cada momento, sin que hasta el momento haya signifi cado 
el derecho incondicionado de toda persona residente o transeúnte que se halle en España a 
obtener gratuitamente todo tipo de prestaciones sanitarias. La universalidad, en lo que signifi ca 
como derecho de acceso y la correlativa obligación de los servicios sanitarios del SNS de atender 
a los usuarios que reclaman atención sanitaria, no puede, en suma, confundirse con un derecho 
a la gratuidad en las prestaciones y los servicios sanitarios. Esta consecuencia no se deriva de 
manera inmediata de la CE, sino que ha de ser, en su caso, apreciada por el legislador atendiendo 
a las circunstancias concurrentes (en un sentido similar, para el sistema de Seguridad Social, 
SSTC 41/2013, de 14 de febrero, y 49/2015, de 5 de marzo) (...)”
“(...) este sería el caso de la protección de la salud, que, es un derecho de confi guración legal, 
que corresponde regular al legislador respetando los valores y los principios constitucionales, 
así como el contenido que se desprende del artículo 43 CE en lo que atañe a las condiciones de 
acceso a las prestaciones sanitarias. Es, por tanto, un derecho susceptible de ser modulado en 
su aplicación a los extranjeros (STC 236/2007, FJ 4, con cita de otras) (...)”.
“(...) en suma, conforme a nuestra doctrina, el derecho de los extranjeros a benefi ciarse de la 
asistencia sanitaria será determinado y podrá ser limitado por las normas correspondientes. 
El legislador puede tomar en consideración el dato de su situación legal y administrativa en 
España, y, por ello, exigir a los extranjeros la autorización de su estancia o residencia como 
presupuesto para el ejercicio de algunos derechos constitucionales que “(...) por su propia 
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naturaleza hacen imprescindible el cumplimiento de los requisitos que la misma ley establece 
para entrar y permanecer en territorio español(...)”.
“(...) por su parte, el art. 35 de la Carta de los Derechos fundamentales de la Unión Europea, 
remite el derecho de toda persona a la prevención sanitaria y a benefi ciarse de la atención 
sanitaria a las condiciones establecidas por las legislaciones y prácticas nacionales (...)”.
2017 
Sentencia núm. 29/2017 de 27 febrero  
“(...) en efecto, la afi rmación judicial de que no ha quedado demostrado documentalmente 
la situación de arraigo y la existencia de medios legales de vida contrasta con la realidad 
incontrovertida y no negada por las resoluciones judiciales de que se hizo efectiva entrega, se 
propusieron y se admitieron como prueba en el proceso penal, al menos, la fotocopia del libro 
de familia de la recurrente, las inscripciones literales del Registro Civil del nacimiento de sus 
dos hijos menores de edad nacidos en España y de su matrimonio en España, las tarjetas de 
residencia de sus hijos y marido, y la resolución sobre reconocimiento de alta de su marido en 
el régimen especial de trabajadores por cuenta propia o autónomos. En ese sentido, la mera 
afi rmación de que no existe acreditación documental, por resultar apodíctica, no satisface las 
exigencias constitucionales derivadas del art. 24.1 CE de que los órganos judiciales especifi quen 
el discurso que enlaza la actividad probatoria con el relato factico resultante y que este discurso 
permita conocer cuáles han sido los criterios jurídicos esenciales que fundamentan la decisión 
(...)”.
Sentencia núm. 35/2017 de 1 marzo 
“(...) de igual modo, no existe afectación (art. 86.1 CE) del derecho a la justicia gratuita 
porque pasen a ser benefi ciarios de esta ultima las personas que integran ciertos colectivos 
vulnerables (víctimas de violencia de género, de terrorismo, trata de seres humanos, personas 
con discapacidad psíquica y quienes «a causa de un accidente acrediten secuelas permanentes 
que les impidan totalmente la realización de las tareas de su ocupación laboral o profesional 
habitual y requieran la ayuda de otras personas»), las cuales quedan incorporadas al listado 
de exenciones subjetivas que ya traía el art. 2 de la Ley (nuevo apartado «g», introducido por 
el art. 2.1 del Real Decreto-ley 3/2013); o que se diga en el art. 12 de la Ley que la solicitud 
correspondiente debe indicar cuáles son las prestaciones que el solicitante quiere que le sean 
reconocidas, lo que incluirá como mínimo el pago de las tasas y depósitos del art. 6.5 de la 
misma Ley de asistencia jurídica gratuita (art. 2.6 del Real Decreto-ley 3/2013). Ni por último, 
en fi n, que se garantice que la suspensión del proceso durante el tiempo necesario para resolver 
la solicitud de justicia gratuita, abarca también el trámite de subsanación del requisito de 
acreditar el pago de la tasa judicial (art. 2.7 del Real Decreto-ley citado, que reforma el art. 16 
LAJG para incluir esta especifi ca previsión) (...)”.
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“Haec locutus sum vobis, ut in me pacem habeatis; 
in mundo pressuram habetis,
sed confi dite, ego vici mundum”
Io, 16, 33

